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Qaeb.  forma.— Sent.  8.-28  de  Uarzo, — Senegadón  pnie-  ■ 

ba.  (,Gac.  Euero  28,  J90i.) 

DOCTRINA;  Cuando  la  Sala  «entendadora 
Mtiiua  ianece«aTÍo  suspender  eljuido  para  redbir 
la  declnración  de  xtrt  testigo  qne  no  ha  concurrido 
al    acto,   no  comete  quebrantamiento  alguno  de 

Ea  la  ciudad  de  la  Habana  á  vemtiocbo  de  Marzo 
de  mil  novecientos  tres;  en  et  reciirao  de  casación  ad- 
mitido de  derecho,  en  la  cansa  segaida  ante  la  Audien- 
cia de  Sauta  Clara  por  el  delito  de  robo  coa  ocasión 
del  cual  resultó  homicidio,  contra  Jnlián  Kodrigaez, 
zapatero,  Salvador  Cabrera  (a)  Champióu,  jornalero, 
Francisco  Uabaqtie,  de  campo  y  Eduardo  Gai'cia  De- 
nis,  barbero,  vecinos  todos  deCamajuani. 

Hechos  frobaHos: 

Resultando  qne  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau- 
sa en  ocho  de  Diciembre  último  contiene,  respecto  á 
loe  beclioa,  loa  siguientes  Kesultaudoa.  nPrimero  Ke- 
■aultando  probado  que  de  diez  k  diez  y  media  de  la  no- 
xche  del  dia  seis  de  Julio  del  aQo  actual,  los  procesa- 
■dos  Salvador  Cabrera  y  Cabrera  conocido  por  Cham- 
■pion.  Eduardo  García  Deuis  (a)  El  Zr-leüo,  Francisco 
»&(abuque  y  Julián  Rodríguez,  que  se  habían  puesto 
»de  acuerdo  panv  robar  en  bu  morada  y  matar  en  caso 
»de  que  esto  filtimo  se  hiciese  neccáJirio,  á  la  turca 
uEIena  Juan,  veudedora  de  baratijas,  que  vivia  en  el 
Bpuebio  de  Camajuan!.  y  que,  por  ausencia  accidental 
■de  los  familiares  que  con  ella  habitaban,  hétela  ya  va- 
arios  días  qne  venía  viviendo  completamente  sola  en 
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«BU  oaea,  se  iiitrcxliijeron  en  el  patio  de  una  carretería 
Kveciua.  sallando  la  cerca  que  da  á  la  calle,  y  pasaron 
ndeapués  al  patio  de  la  ca-^a  de  Elena  escalando  la  cer- 
»ca  que  lo  separaba  del  anterior.  Una  vez  en  el  patio 
»de  la  casa  de  la  tarca,  aprovechando  los  pracesado^  la 
Hobsciiridad  de  la  noche,  que  .|>abían  escogido  de  pro- 
»pÓBÍto  para  poder  ealtar  aquellas  cercas,  entrar  en  el 
■patio  y  poder  aguardar  dentro  del  mismo,  sin  ser  vis- 
«toe,  se  quedaron  allí  escondidos  y  en  acecho,  esperan- 
■do  la  boi'a  próxima  en  que,  retiradas  lan  personasque 
•á  la  sazón  se  hallaban  en  conipaflía  de  Elena,  con- 
Bvewando  y  leyendo  aUernativamente  en  la  sala 
nde  la  casa,  habla  de  quedarse  la  turca  completa- 
nmente  sola  é  indefensa.  Y  como  una  hora  des- 
>puée,  despedidas  las  visitas  y  cerrada  ya  con  lia- 
ave  la  puerta  de  la  calle,  en  los  momentos  en  que 
■Elena  sulía  por  la  cocina,  &  un  colgadizo  que  da  al 
■patío,  y  que  á  la  sazón  se  hallaba  é.  obscuro,  llevando 
■en  las  nítanos  un  orinal  de  peltre.  los  cuatro  procesa- 
•dos  se  le  «-charon  encima  y  mientras  dos  de  ellos  le 
■sujetaban  y  le  amarraban  fuertemente  &  la  Doca  un 
■pañuelo  para  que  nó  gritase,  los  otros  dos  le  amen»- 
■zaron  de  muerte  inmetüata,  con  los  cuchillos  que  lle- 
nvaban  sino  les  entregaba  el  dinero  que  tenía;  y  apesar 
■de  haberse  mostrado  Elena  dispuesta  &  hacerles  entre- 
■ga  de  todo  lo  que  tuviese,  á  cambio  de  sn  vida,  los 
«procesados  temerosos  de  qne  la  turca,  que  los  conocía 
"de  vista  pudiese  denunciarlos,  m^  luego,  decidieron 
■consecuentes  con  el  plan  qne  se  habla  formado,  darle 
■mnerte  en  el  acto;  y  asi  lo  hicieron,  infiriéndole  con 
■los  cuchillos  dos  heridas:  una  de  ellas  e¡tua<la  en  la 
•región  interna,  al  nivel  de  la  articnloción  esterno- 
■clavicular  izquierda  de  una  profundidad  aproximada 
nde  quince  centímetros,  que  lesionó  Ir.  artería  subela- 
■n»,  el  cayado  de  la  aorta,  el  pericardio  y  el  pulmón 
«derecho;  y  la  otra  en  la  región  costo-  mamaria,  dere- 
»cha,  al  nivel  del  segundo  espacio  intercostal  como  de 
«treinta  centímetros  de  profundidad,  qne  seccionó  la 
■primera  costilla,  destruyó  los  músculos  del  primer 
■espacio  intercostal  en  una  extensión  de  ocho  centime- 
■tros,  interetió  la  pleura,  volvió  k  lesionar  el  pectoral 
•y  terminó  en  la  axila,  habiendo  muerto  Elena  &  los 
■pocos  momentos,  k  consecuencia  de  la  hemorragia 
■ocanionada  por  la  herida  de  la  aorta  y  fallecido,  con- 
■secuentemente  dentro  del  claustro  materno,  un  feto 
udel  sexo  femenino,  de  ocho  meses  aproximadamente 
üde  cnya  existencia  no  se  sabe  que  tuviesen  couoci- 
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«miento  Io3  procesados.  Y  después  de  haber  ^stoa 
>ltevado  &  cabo  la  muerte  de  Elena  Juan,  entraron  ea 
«las  babitaciones  de  la  casa  abrieron  y  reKístraron  en 
■los  ptKaparates,  las  maletas  y  los  demás  muebles  que 
■en  ella  habla,  llevándose  treinta  pesos  en  iliueroefec- 
■tivo  y  cuarenta  y  tres  en  prendas  de  varias  clases. 
■Realítados  todos  estos  actos,  se  retii-aron  los  procesa- 
■dos  por  el  patio,  dejando  el  cadáver  de  Klena  en  el 
«colgadizo  de  la  casa^  y,  en  las  liabitaciones.  Ijis  cajas 
vde  prendas  vacias,  y  las  ropas  que  no  quisieron  lle- 
■varae,  regadas  confusamente  sobre  el  piso.  .Segundo 
■Resultando  probado  que  Salvador  Cabrera  y  Cabrera, 
■conocido  por  oChampion»  ha  sido  condenado  ejecuto- 
■ríamente  por  sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
■na,  de  doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
■cuatro,  declarada  ñrme  en  su  fecha,  á  la  pena  prínci- 
■pal  de  un  aBo  y  nueve  meses  de  prisión  correccional 
■por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fue^o;  á  la  pena 
■de  dos  meses  y  un  día  de  encarcelamiento,  por  el  de- 
buto de  lesiones,  en  sentencia  de  la  Andiencia  de  San- 
»te  Clara,  de  once  de  Febrero  do  mil  novecientos  uno 
■declarada  ñrme  en  su  fecha;  y  por  el  Juzgado  coneg- 
■cional  de  Remedios,  en  quince  de  Enero  de  mil  no- 
■vecjentos  dos,  á  la  pena  de  cuarenta  diaif  de  encarce- 
•lamiento  por  el  delito  de  estafa.  Y  el  procesado 
■Eduardo  García  Denís  ha  sido  ejecutoriamente  con- 
«nado  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  sentencia 
■de  veintiuno  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno, 
■declarada  firme  en  ciuco  de  Enero  del  mismo  año,  á 
■la  pena  de  dos  meses  y  un  día  de  encarcelamiento  por 
■el  delito  de  hurto.* 

Antecedentes  dbl  recusso: 

Resultando  que  abierto  el  juicio  oral  de  la  causa 
proposo  el  fiscal,  entre  otras,  la  prueba  testifical,  que 
fué  aceptada  por  las  defencas  de  los  procesados,  con- 
sistente en  el  examen  de  ciuenenta  y  nueve  testigos, 
de  los  cuales  dejaron  de  comparecer  unos  pocos  y  en* 
tre  ellos  fl  menor  Cecilio  Silva,  y  respecto  de  éste  se 
.consignó  en  el  acta  de  la  í<esióu  celebrada  el  día  dos 
de  Diciembre,  que  la  Sala  acordó  se  libi'aran  despa- 
chos telegráficos  psra  inquirir  su  paradero  y  hacerlo 
comparecer  en  el  Tribunal  pntes  del  día  seis  del  mis- 
mo mes,  habiendo  quedado  las  partes  conformes  en  que 
.de  no  comparecer,  ,ae  apreciara  por,la,Sala  su  declara- 
cióo,  y  practicadas  diligencias  pam  la  citación  de  di- 
cho testigo,  que  se  indicó  encontrarse  en  esta.capiUil, 
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en  la  áltiinn  sesión  del  juicio  en  que  se  practicó  prae- 
b»,  celebrad»  el  día  cinco  de  dicho  mea  de  Diciembre, 
informó  el  Presidente  del  Tribunal  qne  cuantas  ges- 
tiones Be  hablan  hecho  para  qne  concurriera  al  acto 
el  testigo  Cecilio  6iiva  habían  sido  iufructnosae,  por 
lo  qne  pidió  el  Fiacal  que  se  apreciara  su  declaración 
del  sumario,  oponiéndose  á  ello  la  defensa  de  Salvador 
Cabrera  por  estimar  que  habiendo  sido  citado  y  no  ha- 
biendo comparecido  entiende  que  debe  dudarse  de  ]a 
veracidad  de  su  declaración  del  snmarío,  al  no  concu- 
rrir á  BostiTcrla  ante  la  Sala,  acordando  ésta  qne, 
dado  e)  número  de  prueba  de  que  dispone,  estima  in- 
necesario la  declaración  del  mencionado  testigo  y  que 
se  apreciaríi  la  declaración  del  sumario;  todo  lo  cual 
se  consignó  en  el  acta  respectiva. 

Bbsoi.ución  recubrida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimó  ]oñ  hechos 
qoe  declaró  probados,  constitutivos  de  un  delito  com- 
plejo de  rolx)  con  ocasión  del  cual  resoltó  homicidio, 
del  que  son  autores  los  cuatro  procesados  con  la  cir- 
cuDstaDCias  agravantes  de  alevosía,  Doctnmidad  y  es- 
calamiento, y  además  la  de  reincidencia  en  cnanto  6 
Cabrera  y  García  Denís,  y  condenó  &  todos  á  la  pena 
de  muerte,  y  para  el  caso  en  que  no  se  ejecute  por  ra- 
zón de  indulto,  &  las  inhabilit»ción  absoluta  pei'pétua 
y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  durante 
sus  vidas,  si  no  se  remitieren  especialmente  en  el  in- 
dulto, al  pago  de  las  costas  por  iguales  partes,  á  res- 
tituir á  los  can sah ablentes  de  Elena  Juan  lo  que  ro- 
baron á  ésta  ó  su  importe  y  á  iodemnizavios  con  cinco 
mil  pesos. 

Motivo  alegado: 

Resultando  qne  admitido  de  derecho  en  beneficio 
de  los  reos  el  recurso  de  casación,  el  cual  no  interpu- 
sieron aquéllos  ni  el  Ministerio  Fiscal,  se  remitieron 
los  autos  &  este  Tribunal,  y  nombrado  defensor  de  ofi- 
cio á  los  procesados,  se  sustanció  el  recurso  en  debida 
forma  sin  que  ninguna  de  las  partes  alegara  tampoco 
en  este  estado  motivo  alguno  de  casación,  y  solo  en  la 
vista  p&blica  celebrada  expuso  la  defensa  qne  existfa 
e)  quebrantamiento  de  forma  comprendido  en  el  nú- 
mero primero  del  articulo  novecientos  once  déla  Lny 
de  Enjuiciamiento  Criminal  y  consistente  en  que  ha- 
biendo la  Sala  sentenciadora  estimado  pertinente  la 
declaración  en  el  juicio  oral  del  testigo  Cecilio  Silva, 
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dictando  medidas  especiales  para  8n  citación  sin  qne 
ésta  se  llevara  &  efecto,  declaró  deapaéé  que  era  inne- 
cesaria  su  declaración  y  al  miemo  tiempo  que  aprecia- 
ría la  qne  prestó  en  el  snmario,  Bosteniendo  el  Minis- 
terio fiscal  en  dicho  acto  que  no  era  procedente  la 
casación  de  la  sentencia  por  ese  motivo  ni  por  ningún 
otro  de  forma  ni  de  fondo. 

DkOISIÓN  DELBBODBaO: 

Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gastón. 

Considerando,  en  cnanto  al  motivo  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  expnesto  por  la  defensa 
en  el  acto  de  la  vista — y  qne,  aun  alegado  informal- 
mente, debe  ser  examinado  por  tratarse  de  cansa  de 
muerte, — que  no  existe  el  defecto  de  forma,  en  que  se 
hace  consistir,  pneato  que  no  puede  afirmarse  que  se 
dentara  diligencia  alguna  de  prueba  que  propuesta 
en  tiempo  y  forma  fuere  pertinente,  al  no  examinarse 
al  testigo  Cecilio  Bilva,  suspendiéndose  para  ello  el 
jaicio  oral,  como  hubierr>  sido  neceeario  despnés  de 
evacuada  toda  la  dem&e  prueba  propuesta,  porque  ni 
consta  qne  alguna  de  las  partes  solicitara  dicha  sus- 
pensión, como  lo  exige,  para  qne  pueda  acordarse,  el 
articulo  setecientos  cuarenta  y  siete  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  ni  aun  cuando  asi  hubiera  ocu- 
rrido, cabría  el  recurso  por  ese  motivo,  toda  vez  que, 
segón  el  námero  tercero  del  articulo  setecientos  cua- 
renta y  seis  de  dicha  Ley,  está,  entre  las  facultades 
del  Tribunal  del  juicio,  el  no  suspender  íste  para  el 
examen  de  algún  testigo  que  no  haya  comparecido,  si 
no  considera  necesaria  su  declaración,  como  as!  lo  ps- 
timó  en  el  presente  caso  la  Sala  sentenciadora,  decla- 
rándolo terminantemente  en  vista  riel  resultado  de  la 
numerosa  prueba  que  se  habla  practicado,  aunque 
además  manifestara  que  apreciaría  la  declaración  pres- 
tada en  el  snmario  por  el  mencionado  testigo,  pnes  á 
esa  manifestación  no  puede  dársele  el  alcake  y  virtua- 
lidad de  modificar  el  concepto  de  ser  innecesaría  la 
repetida  declaración  que  ya  tenia  formado. 

Considerando  qne  no  habiéndose  alegado  por  nin- 
guna de  las  partes  otro  motivo  de  casación  que  el  ya 
exprenado,  esta  Sala,  en  cnmplimiento  de  sn  deber  y 
paia  la  reeolociÓD  del  recurso  admitido  de  derecho,  en 
beneficio  de  loe  reos,  ha  examinado  atentamente  la 
causa  y  la  sentencia  recurrida,  no  encontrando  falta 
alguna  en  el  procedimiento  qne  pneda  ameritar  la  ca- 
aadón  por  quebrantamiento  de  forma. 
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Considerando  que  tampoco  apareen  haberse  infrin- 
^do  en  la  aenteDoia  ley  ninguna,  por  estar  ajastada  á 
]a  miama  la  calificación  jurídica  de  loa  hechos  que  se 
dectararon  prohados,  y  de  qae  son  antores  los  proce- 
sados, estando  asimismo  cumplidamente  justificado, 
por  tos  mismos  hechos,  la  apreciación  de  los  eirouns* 
tandas  agravantes  que  concurrieron  en  la  comisión 
del  delito,  sin  que  sea  de  estimarse  ninguna  atenuan- 
te; todo  lo  que  hace  procedente  la  aplicación  en  el  gra- 
do m&ximo  de  la  pena  señalada  en  el  articulo  quinien- 
tos veinte  y  uno,  número  primero  del  Código  Penal, 
ó  sea,  la  de  muerte  que  ha  sido  impueet». 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  . 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  admitido  de  dere- 
cho en  beneficio  de  los  procesados  Salvador  Cabrera 
(a)  Champion,  Julián  Bodrfgnez,  Francisco  Mabuque 
y  Eduardo  García  Denis,  en  la  causa  de  referencia,  ni 
por  quebrantamiento  de  forma,  ni  por  infracción  de 
ley,  con  las  costas  de  oficio;  y  &  los  efectos  de  lo  dis- 
pueabo  en  el  artículo  setenta  y  dos  de  la  Orden  núme- 
ro noveuta  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
pásense  los  autos  al  Fiscal. 

Comuniqúese,  etc.  Asi  por  esta  nuestra  seutencHa 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  ürmamos. — Rafael  Cruz 
Pérez. — El  Ministrado  José  Antonio  Pichardo  votó  en 
Sala  y  no  pudo  firmar.— Rafael  Cruz  Pérez — Octavio 
Giberga.—  Luis  Gastón. — José  Oabarrocas  Horta. 
— Ambrosio  R.  Morales. — Francisco  Noval  y   Marti. 


Inf.  ley -Sent  49,-4  de  ÁbriL— Atentado.  (.Gac  Ene- 
róos, 1904.) 

DOCTRINA;  Para  que  exiattt  el  delito  de 
atentado  á  un  agente  de  la  aatoridad  es  necese- 
rii>qne  el  hecho  que  conatitaya  aqaél  se  realice 
cuando  el  agenle  t'jetzs.  funciones  propias  de  au 
cargo  ó  con  ocasión  de  éstas. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Abril  de 
mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  cnaacíón  por  in- 
fi-acción  de  ley,  pendiente  eu  este  Tribunal  Supremo, 
é  interpuesto  por  la  proceí^ada  Adelaida  Fernández  y 
Oviedo,  dedicada  á  los  quehaceres  de  sn  casa  y  veci- 
na de  esta  ciudad,  contra  la  senteucía  dictada  por  la 
Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  con  fecha  nueve  de  Diciem- 
bre del  aflo  último,  eu  la  cansa  seguida  de  oficio  por 
el  delito  de  atentado  á  un  agente   de  la  Autoridad,  y 
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en  I&  «oal  se  consigna,  con  reladón  á  los  hecho»  pro- 
badús,  el  sigDiente  Reeditando: 

HSOHOB  PBOBADOS: 

Primero.  «Resultando  probado  que  en  la  madm- 
»gada  del  quince  de  Octubre  último  fué  detenida  la 
«procesada,  mayor  de  diez  y  ocho  años  de  edad,  Ade- 
«íaida  Femando,  por  infracción  del  Reglamento  de 
■Higiene,  se  la  condncí»  en  un  coche  de  ambulancia, 
■yendo  custodiada  por  el  mismo  vigilante  de  policía 
■que  la  detuvo,  Andrés  Rodríguez,  el  que  iba  de  nni- 
■forme,  y  como  éste  se  aproximara  á  la  procesada,  y 
■p<H-  befa,  le  echase  un  eruto  en  la  cara,  ésta,  violen- 
>ta  por  ello,  lo  que  estimaba  injurioso,  le  p^6  con  el 
•puño  al  dicho  vigilante,  causándole  á  éste,  una  liipe- 
«remia  en  la  mejilla  derecha  y  uníi  pequefia  contusión 
■en  el  lado  superior  que  no  demandaron  asistencia 
■médica  ni  produjo  enfermedad  al  lesionado.  La  pro- 
■cesada  presentó  después  de  ésto  un  golpe  en  la  me- 
■jUla.x 

Resolución  becusbuia: 

Resultando  qne  por  la  expresada  seoteucia  se 
condenó  k  la  procesada,  como  autora  del  delito  de 
atentado  4  un  agente  de  la  Autoridad,  concarriendo 
una  circunstancia  atenuante,  á  la  pena  de  cuati-o  me- 
ses y  un  día  de  arresto  mayor,  accesorias  correspon- 
dientes y  al  pago  de  las  costas. 

FCNDAHEHTOS  UBL  BECURSO  DE  CASACIÓN: 

Resaltando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
la  defensa  de  la  procesada,  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  citando  como  precepto  autorizante 
del  mismo  el  número  primero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal y  como  infringidos  por  indebida  aplicación,  los 
artículos  doscientos  sesenta,  doscientos  cincuenta  y 
nueve,  caso  tercero  y  doscieit^s  cincuenta  y  ocho, 
caso  segundo  del  Código  Penal,  en  el  concepto  de  que 
los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  no 
pueden  calificarse  de  delito,  siendo  así  que  el  funcio- 
nario de  policfa,  &.  quien  se  refieren  esos  hechos  no 
obraba  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  al  ultrajar  &  la 
procesada  ni  ^ta  realizó  acto  alguno  en  desprecio  de  . 
la  Autoridad,  sino  en  defensa  de  su  persona. 

Resaltando  que  admitido  el  recurso  se  personó  el 
recurrente  en  este   Supremo  Tribunal   y   previos  los 
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10  boletín  LBOISLATtTn. 

trámites  legales,  Be  celebré  la  vista  pública  el  veinte 
de)  coirieute  con  oeintencia  del  Abogado  defensor  de 
la  procesada  y  la  representación  del  Minieterío  Fiscal, 
soBteniendo  amboB  el  recurso  por  idénticos  funda- 
mentos. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Considerando  quo  para  qne  exista  el  delito  de 
atentado  á  un  agente  de  la  Autoridad,  se  hace  preciso 
qne  la  agresión,  intimidación  ó  resistencia  al  mismo 
se  verifique  cuaodo  se  hallare  ejerciendo  las  funciones 
de  su  cargo  ó  con  ocasión  de  ellas;  y  como  en  la  sen- 
tencia recorrida  se  declara  probado  que  rí  la  procesa- 
da golpeó  con  el  puCo  al  pollcia  Hodríguez,  ocasio- 
nándole una  lesión  leve,  fué  porque  éste,  aproximán- 
dosele dt^ntro  del  coche  en  que  la  conduela,  le  echó 
por  befa  un  eruto  en  la  cara,  acto  vejaminoso  que  no 
puede  eetimarfie  inherente  á  las  funciones  de  un  poli- 
cía, resulta  evidente  qne  en  el  hecho  de  autos  no  oon- 
corren  las  condicione»  necesarias  par»  que  pueda  ser 
calificado  de  delito. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  califi- 
car de  delito  un  hecho  qne  no  lo  es,  ha  cometido  el 
error  de  derecho  que  se  le  atribuye  por  la  recurrente 
y  cometido  las  infracciones  alegadas  en  el  único  mo- 
tivo del  recurso. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  ha  interpuesto  la  representación  de  la  procesa- 
da Adelaida  Fernández  y  Oviedo  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  sentencia  que  ca- 
samos y  anillamos,  declarando  de  oficio  las  costas. 

Comnníqnese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronnnciamos, 
mandamos  y  Armamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Luis 
Gastón. — J*^  Cabarrocas  Hort». — Ambrosio  B.  Mo- 
rales.— Rafael  Maydagán. 

Segunda  Ssiltttláa. — 1¿^  '»  mitma  fecha  dictó  el   Tribunal 

nueva  settUncta  en  la  ei^uíente  forma; 

Aceptando  los  resultandos  de  la  sentencia  casada. 

Considerando  qne  para  que  exista  el  delito  de 
atentado  á  nu  agente  de  la  Autoridad  se  hace  preciso 
qne  la  agreoión,  intimidación  ó  resistencia  al  mismo 
se  verifique  cuando  se  hallare  ejerciendo   las  fnncio- 
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nes  de  nn  cai^  ó  con  ocaAÍ6n  de  ellas;  y  como  en  loa 
hechos  aceptaidoB  de  la  sentencia  recorrida  ee  declara 
probado  qne  si  la  procesada  golpeó  con  el  pufio  al  po- 
licía Rodríguez,  ocasionándole  una  lesión  leve,  (ué 
porqne  éste,  aproximándosele  dentro  del  coche  en  qoe 
1»  condncfa,  le  echó  por  beía  on  eruto  en  la  cara,  acto 
TejaminoBo  qne  no  pnede  entimarse  inherente  á  laa 
fnucionee  de  un  Policía,  resulta  evidente  qne  en  et  he- 
cho de  antos  no  concurren  las  condiciones  necesarias 
para  que  pueda  ser  calificado  de  delito. 

Cousiderando  qne  cuando  loa  hechos  que  motivan 
el  procero  no  constituyen  delito,  procede  absolver  al 
acusado. 

Vistos  los  artículos  primei-o  y  doscientos  cincuen- 
ta y  ocho  número  segundo  det  Código  Penal. 

Fallamos,  qoe  debemoe  absolver  y  absolvemos  á 
la  procesada  Adelaida  Fernández  y  Oviedo  del  delito 
de  atentado  á  un  agente  de  la  Autoridad  con  la^  cob- 
tae  de  oficio. 

Y  revistiendo  los  hechos  probados  caracteres  de 
las  faltas  de  lesiones  leves  y  vejación  injusta,  com- 
prendidas, respectivamente,  en  los  seiscientos  once  y 
seiscientos  doce  del  Código  Penal,  remítase  la  cansa 
al  Juzgado  Ccrreccional  respectivo  para  qne  conozca 
de  las  mismas.  Asi  por  esta  sentencia  lo  pronuncia- 
mos,  mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  R. 
Morales. — Rafael  Mayd^án. 


aneja.— ¿uto  80.-11  de  Uayo.— Precepto  antorízador. 

(Gac.  Febrero  iV,  I904.) 

DOCTRINA:  No  et  bastante  para  autorizar 
nn  recurso  la  cita  del  artículo  853  de  la  ley  de 
Brjuiciamiento  Criminal,  fí  al  niisnia  tiempo  no 
ee  invoca  como  complementario  de  ar|n£i,  en  su 
caao,  el  número  8?  del  848  de  la  itiiema  le;. 

Antbobdektss: 

Resultando  qne  en  la  cans*»  procedente  del  Juzga- 
do de  Instrucción  del  Oeste  de  esta  Capital,  segnida  á 
AgQBtfn  Menéndez  Antón,  por  homicidio,  la  Sección 
H^funda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  dictó  una  resolnción  en  doce  de  Marzo  últi- 
mo, por  la  cual  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  la 
fianza  qne  había  ofrecido  Antonio  Inclán  para  ser  te- 
nido por  parte  en  el  procedimiento:  fundándose  la  re- 
solnción referida  en  haber  decursado  ya  el  trámite  de 
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calificación  é  interpneeto  por  Incl&n  contra  dicho  pro- 
veido  recurso  de  B¿plica,  le  fué  éste  desestimado  por 
auto  de  veinticuatro  del  propio  mes. 

KeODBBO  DENEGADO: 

Resultando  qne  contra,  este  aato  estableció  el  mis- 
nio  Inclán  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
en  veintisiete  inmediato  invocando  como  preceptos  qne 
en  BU  sentir,  autorizan  á  interponerlo,  los  conteuido.t 
en  los  artícalos  ochocientos  coarenta  y  ocho,  numero 
octavo,  y  párrafo  ultimo,  y  ochocientos  cincuenta  y 
tres  y  ochocientos  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  y,  como  infringidos,  primero: 
el  articulo  ciento  diez  de  la  misma  ley, '  en  relación 
con  las  Ordenes  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta  y  nueve  y  ciento  ochenta  y  uno  de  mil  novecien- 
tos, porquH  después  de  hallarse  éstas  vigentes,  el  mo- 
mento para  moetraree  parte  en  una  causa  no  termina 
h&Bt&  que  el  Tribunal  disponga  que  pase  á  la  defensa 
para  que  formule  sus  conclusiones;  y  segundo:  el  ar- 
ticulo ciento  dos  de  ta  propia  ley  procesal,  porque  se  le 
ha  exigido  fianza  paia  ser  admitido  como  parte  en  la 
causa,  cuando  este  precepto  solo  habla  del  querellante 
particular  que  es  cosa  distinta  del  que  se  muestra  par- 
te, dado  qae  éste  viene  á  un  procedimiento  ya  incoa- 
do, en  tanto  qne  aquél  insta  la  formación  de  la  causa, 
y,  por  la  presentación  de  la  querella,  practica  la  inves- 
tigación de  un  hecho  que  tal  vez  no  sea  delito  y  por 
eso  es  que  se  le  exige  üanza. 

Cavsá  de  la  queja: 

Resultando  que,  denegada  por  auto  de  dos  de 
Abril  la  admisión  de  este  recurso,  se  personó  el  recu- 
rrente ante  eete  Tribnnal  Supremo,  interponiendo  el 
correspondiente  de  queja,  y,  previos  los  demás  trámi- 
tes relativos  al  mismo,  se  celebró  la  vista  pCiblica  del 
cago,  con  asistencia  del  abogado  del  recurrente,  del  re- 
presentante y  del  defensor  del  encausado  Menéndez 
AnbÓD,  y  del  representante  del  Ministerio  Fiscal,  sos- 
teniendo en  el  acto,  el  primero,  la  procedencia  de  la 
queja  establecida,  é  impugnándola  los  otros  dos: 

Resolución: 

Considerando  que  en  el  recurso  de  casación  á  que 
se  refiere  el  presente  de  queja,  no  concurre  la  circiius- 
tancia  tercera  hel  artículo  séptimo  de  la  Orden  noven- 
ta y  dos  de  mil  ochocieuU»  noventa  y  nueve;   porque 
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Bí  bien  Be  invoca  en  él,  como  cansa  en  que  se  funda, 
QDade  los  eeilftladas  en  el  articulo  ochocientos  cin- 
cuenta y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminnl; 
aludiendo  éste  en  su  segundo  párrafo  que  es  el  utiliza- 
do por  el  recurrente  al  número  octavo  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  ocho  de  la  misma  ley,  ha  debi- 
do á  la  vez  citarse  y  esto  no  se  ha  hecho  como  precep- 
to complementario  del  contenido  en  dicho  pürrafose-' 
gando,  el  que  expresamente  otorgare  el  recuiso,  según 
lo  indica  el  mencionado  número  octavo;  pues  .que,  de 
hacerse  aeí  claro  está  que  se  ignora  si  los  problemas 
planteados  pueden  6  no  discutirse  en  casación  «on 
arreglo  al  citado  artículo  ochocientos  cincuenta  y  tres 
y  por  tanto,  al  denegar  el  Tribunal  a  quo  en  su  auto 
de  dos  de  Abril  próximo  pasado  la  admisión  de  aqael 
recorso,  se  ajustó  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  once  de 
la  misma  orden,  y  debe  en  consecuencia,  declararse 
sin  Ing&r  laqneja  de  que  se  trato: 

CoDsiderando  que,  según  el  articulo  veinticinco 
de  la  propia  Orden,  al  desestimarse  esla  clase  de  re- 
curso se  condenará  siempre  en  costas  al  recurrente: 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  qnej»  in- 
terpuesto por  A.ntonio  Inclán  contra  el  auto  de  dos  de 
Abril  último,  dictado  por  la  Sección  segunda  de  la  Sa- 
la de  lo  Criminal  de  la  Andiencia  de  la  Habana  en  la 
expresada  causa;  con  las  costas  del  recurso  4  cargo  del 
recurrente.     Comnnfqupse,  etc. 

Jjo  proveyeron  y  ñrman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.^José  Antonio  Pichar(lo.--Luia  Gastón. — Jopé 
Cabarrocas  Uorta. — Ambrosio  R.  Morales. — José  Af . 
Giapert. — Silverio  Castro,  Secretario. 


ftueña. — Auto  SI. — 15  de  Hayo.— Hechos.  ( Oae.  Feh  ero 

1%  J90Í.) 

I>OCTRINA:  B1  recurso  de  casncidn  por 
qnebra  ni  amiento  de  furnia  emoriíadci  cuando 
exlate  contradicción  entre  los  hechos  probados,  ha 
de  ruiidarse  en  la  conlrailicclón  existente  entre  los 
que  uuino  tules  íe  consignen  en  la  sentencia  j  no 
entre  ístos  y  la  prueba,   «egún  como  la  «precia  el 


La  circunstancia  de  ser  6  im  voluntario  el  hecho 
es  materia  de  apreciación  derivada  de  los  proba- 
dos j  une  á  tomarse  en  cuenta  cunio  fnndamen- 
to  del  fallo,  no  biendo  por  tnnto  necesario  que  se 
cunaigne  cxprcsümeotc  en  los  Kesultandus. 

LoB  hechos  declarados  probados  en  le  sentencia 
han  de  aceptarse  ¡ntegramente  para  plantear  un 
recurso  por  infracción  de  lej'. 
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A.NTRCEDENTES: 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
del  Este,  instruida  por  delito  de  homicidio  contra 
Adoifo  Fercández  Oliva,  la  Sección  primera  de  la  Bala 
de  lo  CrímÍDal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  dictó 
sentencia  definitiva  en  diez  y  siete  de  Marzo  áltimo, 
condenándolo  í  la  pena  de  doce  años  y  an  día  de  re- 
cluBión.  y  notificada  &  las  partea  el  día  veinte  y  uno, 
y  pedida  por  la  defensa  aclaración  de  dicha  sentencia 
para  que  se  hiciese  constar  en  ella  la  opinión  susten- 
tada por  los  peritos  médicos  en  el  acto  del  juicio  oial, 
se  declaró  no  haber  lugar  &  ello  por  anto  de  veinte  y 
cinco  del  mismo  mes,  que  fué  notificado  &  las  partes 
en  el  día  siguiente: 
Keccbbo  denegalo: 

Besultando  qoe  la  representación  del  procesado 
presentó  escrito  en  primero  de  Abtil,  iuterponiendo 
contra  dicha  sentencia  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  y  al  propio  tiempo  por  quebrantamiento 
de  forma,  invocando  como  preceptos  autorizantes  de 
est«  último,  además  del  articulo  novecientos  diez  y 
número  primero  del  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  el 
número  primero  del  novecientos  once  y  los  números 
primero  y  segundo  del  iinvecientos  doce,  todos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  expresando  que  e¡ 
primero  de  estos  motivos  se  fnnda  en  no  haberse  he- 
cho constar  en  el  acta  del  juicio  oral  la  opiuíóa  de  los 
peritos  médicos  que  dictaminaron  en  el  mismo  acei'ca 
del  estado  de  ánimo  del  procesado  eu  el  momento  de 
la  comisión  del  delito;  que  el  segundo  motivo,  ó  sea, 
el  referente  al  número  primero  del  articulo  novecien- 
tos doce,  consiste  en  que  resulta  manifiesta  contradic- 
ción entre  los  hechos  declarados  probados  en  la  sen- 
teucia  y  lo  que  manifestaron  los  peritos  médicos  en  el 
acto  del  juicio  oral;  el  tercer  motivo,  ó  sea,  el  funda- 
do en  el  número  segundo  del  citado  articulo  novecien- 
tos  doce,  en  que  la  sentencia  no  resuelve  sobre  todos 
los  puntos  de  la  defensa,  por  no  haberlo  hecho  la  re- 
currida en  cuanto  al  particular  de  la  i n voluntariedad 
del  acto  delictuo-o,  que  independientemente  de  la  exi- 
mente décima  del  artículo  octavo  del  Código  Penal, 
alegó  en  el  acto  del  juicio,  como  demostrada  por  el 
resultado  de  la  pruet»  pericial;  expresándose  además 
en  el  mencionado  escrito  las  lecIa mociones  que  opor- 
tunamente formulara  el  recurrente  contra  las  faitas 
que  sirven  de  fundamento   á  los  expresados  motivos, 
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conaiBtentes  en  la  protesta  consignEuIa  en   el  acto  del 
juicio,  y  aclaración  solicitada  de  la  aentencia. 

Rráultando  que  respecto  al  recureo  de  casación 
por  infracción  de  ley,  se  invocaron  por  el  recurrente 
como  preceptos  autorizantes  el  nñmero  primero  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  en  cuanto  los  hechos  que  se 
declaran  probados  eu  la  Benteni-ia  se  calíñcao  y  penen 
como  delito,  no  siéndolo,  y  en  el  primer  uotiro  cita 
como  infringidos  á  cse  respecto  los  artiruloe  primero, 
número  primero  del  once  y  cuatrocientos  diez  y  seis 
del  Código  Penal  expresando  el  concepto  en  que  lo 
han  sido,  en  el  sentido  de  que  dado  el  resultado  de  la 
prueba  pericial,  los  hechos  tienen  el  carácter  de  invo- 
luntarios, y  les  falta,  por  tanto,  el  elemento  esencial 
para  qae  sean  delictivos.  Eu  el  efundo  motivo,  con 
relación  al  mismo  número  primero  del  articulo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  citado,  en  cuanto  en  la  sen- 
tencia ee  penan  los  hechos  declarados  probados,  & 
pesar  de  existir  una  circunstancia  eximente  de  respon- 
sabilidad criminal;  citando  como  infringido  el  artículo 
octavo  circunstancia  décima  del  Código,  en  relación 
con  el  cuatrocientos  diez  y  seis  ya  citado,  en  el  con- 
cepto de  que  en  el  acto  del  juicio  oral  y  por  la  praeba 
de  peritos  médicos,  se  demostró  que  el  procesado  había 
obrado  por  virtud  de  una  fuerza  irresistible,  por  el 
estado  de  obsesióu  impulsiva  en  que  se  encentraba;  y, 
en  el  tercero  y  último  motivo  del  recurso  por  infrac- 
ción de  ley,  iuvocáudoae  por  el  recurrente  el  número 
quinto  del  mismo  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  Ley  procesal,  en  cuauto  se  incurre  en  la  sen- 
tencia en  error  de  derecho  en  la  caliñcai'ióu  de  loe 
hechos  que  se  declaran  probados  en  cuncepto  de  cir- 
cunstancias atenuantes  y  eximentes  de  responsabili- 
dad; ae  citan  como  inflingidos  los  referidos  artículos 
octavo  circunstancia  d^:cima  y  cuatrocientos  diez  y  seis 
del  Código,  explicando  que  lo  han  sido  por  la  misma 
razón  alegada  en  el  motivo  anterior,  ó  sea  porque  el 
resultado  de  la  pruf  ba  pericial  demostró  eu  el  acto 
del  juicio  la  existencia  de  la  citada  circuustancia  exi- 
mente. 

CaüS4  DB  la  tJLEJA: 

Resultando  que  por  auto  de  cuatro  de  Abril  últi- 
mo admitió  la  Audiencia  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  quebrantamiento  de  forma,  en  cuanto  al  pri- 
mero de  los  motivos  alegados, y  denegó  su  admisión  res- 
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pecto  de  los  otros  dos;  asi  como  la  del  recurso  por  in- 
fracci&ii  de  ley,  en  cuanto  &  los  tres  motivos  en  que  se 
fands,  mahdando  entregar  al  recurrente  la  certifica- 
ción prevenida  en  el  articulo  catorce  de  la  Orden  de 
casación  á  los  efectos  del  de  qneja  por  inadmisión  del 
recurso  en  cuanto  los  motivos  expresados. 

Resnltüudo  qne  comunicado  por  la  Audiencia  el 
propósito  del  recurrente  de  acudir  en  queja  contra  el 
i-eferído  auto  de  cuatro  de  Abril,  compareció  por  sí  en 
tiempo  ante  este  Supremo  Tribunal  por  medio  de  es- 
crito en  forma,  interponiendo  dicha  queja,  Golicitando 
Bs  declare  ésta  con  lugar  y  en  su  consecuencia  admi- 
tidos también  los  lecursos  de  casación  interpuestos 
por  lodos  los  motivos  porque  fueron  denegados  en  di- 
cho auto,  por  reunir  igualmente  en  cuanto  á  ellos  el 
escrito  en  que  se  interpusieron,  todas  las  circunstan- 
cias qne  para  su  admisión  exige  el  articulo  séptimo 
de  la  citada  Orden  de  casación.  Y  hecho  el  se&ali»- 
miento  para  la  vis^  de  dicho  recurso  de  queja,  se  ce- 
lebró aqnél'a  el  día  primero  del  corriente  mes,  en  la 
qne  informaron  por  su  orden  el  letrado  defensor  del 
recurrente  y  el  representante  del  Ministerio  Fiscal: 

Resolución  : 

Considerando,  en  cnanto  al  primer  motivo  de  ca- 
sación por  qnehrantamiento  de  forma,  que  es  objeto 
de  la  preKente  queja,  ó  sea  el  fundado  en  el  número 
primero  del  artículo  BOvecientos  doce  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  que  el  problema  de  casación 
&  que  el  segundo  extremo  de  este  námero  se  refiere, 
es  el  que  teniendo  por  base  los  hechos  qne  en  la  sen- 
tencia se  consideren  probados,  se  funde  en  que  resalte 
manifiesta  contradicción  entre  ellos;  y  no  en  la  que, 
s^ún  et  concepto  del  recurrente,  pueda  existir  entre 
esos  hechos  y  la  prueba  practicada  en  el  juicio;  que 
en  todo  caso  implicaría  otro  problema  de  casación  dis- 
tinto sobre  apreciación  de  pruebas,  que  la  ley  no  au- 
toriza en  materia  criminal;  por  lo  que,  no  estando  au- 
torizado el  recurso  en  cuanto  á  este  motivo,  por  el 
artículo  y  uámero  á  cuyo  amparo  se  interpuso,  estuvo 
bien  denegada  su  admisión  por  la  Sala  sentenciadora. 

Coneidei-ando  que  el  quebrantamiento  de  forma 
previsto  por  el  numero  dos  del  articulo  novecientos 
doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  consiste 
en  que  la  sentencia  no  resuelva  sobre  todos  los  puntos 
que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación  y  de  la  defi^nsa; 
y  que  la  voluntariedad  ó  iuvoluntariedad  de  la  acción 
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DO  es  uno  d«  esos  puntos  que  deban  resolverse  en  la 
sentencia  de  manera  especial,  sino  que  ellas  son  fun- 
damentos que  liabrán  d-*  tenerse  en  cuenta  para  resol- 
ver condenando  6  absolviendo;  de  suerte  que  la  recla- 
□lación  respecto  de  la  omisión  de  decíaración  concreta 
acerca  del  particular,  aún  cuando  contra  lo  que  eu  el 
caso  resalta,  hubieran  sido  alegadas  aquéllas  por  ma- 
nera expresa  y  particular  en  las  conclusiouee,  nunca 
se  hallaría  autorizada  por  el  citado  número  dos  del 
articulo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  y  en  tal  virtud,  la  invocación  de  este  pre- 
cepto resnlUí  incongruente  con  la  naturaleza  de  la 
cuestión  que  se  plantea;  por  lo  que  procede  desestimar 
el  motivo  expresado. 

Considerando,  en  cuanto  al  recuiso  de  casación 
interpuesto  por  infracción  de  ley,  que  según  tiene  de- 
clarado repetidamente  este  Tribunal  Supremo,  y  de 
un  modo  evidente  se  desprende  del  articulo  ochocien- 
tos cnarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamijento  Cri- 
minal, los  hechos  declarados  probados  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, son  premisas  indiscutibles  que  forzosa  y 
necesariamente  han  de  aceptarse  para  la  intejposición, 
discusión  y  resolución  de  los  recursos  de  la  expresada 
clase  contra  sentencia  definitiva,  toda  vez  que  para 
que  se  entienda,  al  efecto  de  poder  interponer  la  casa- 
ción, qne  una  ley  ha  sido  infringida  en  la  sentencia, 
es  necesario  que  la  infracción  se  cometa  al  aplicar 
aquélla  á  los  hechos  qne  la  Sala  sentenciadora,  en  uso 
de  sus  facultades  exclusivas,  hnbie-e  declarado  pro- 
bados. 

Considerando  que  en  este  concepto,  sirviendo  de 
baí<e  ó  fundamento  á  los  tres  motivos  de  casación  ale- 
gados por  el  recurrente  en  apoyo  del  reiurso  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto,  no  los  hechos  declai'adoa 
probados  en  la  sentencia,  sino  otros  distintos  y  con- 
trarios á.  ellos,  cuales  son  la  i  n  voluntan  edad  del  acto 
criminoso,  y  la  existencia  de  una  fuerza  irresistible, 
en  virtud  de  la  cua!  se  añrma  que  obró  el  procesado, 
refiriéndolos  al  resulíado  de  la  prueba  de  peritos  mé- 
dicos practicada  en  el  juicio,  es  evidente  que  ni  el  nu- 
mero primero  ni  el  quinto  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  citado,  al  amparo  de  tos  cuales  se 
interpuso  dicho  recurso,  lo  autorizan  por  ninguno  de 
los  tres  motivos  que  le  sirven  de  fundamento;  por  lo 
que  fué  igualmente  bien  denegada  su  admisión. 

Considerando  que  por  la«  razones  expuestas  y  el 
precepto  del  ai-ticulo  veinte  y   cinco   de  la  Orden  nfi- 
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mero  uoventa  y  dos  de  mil  oohocientos  noventa  y  nue- 
ve citada,  procede  desestimar  la  pieseute  qaeja,  con 
las  costttP  de  cargo  de  \n  parte  recurreEte, 

Se  declara  hin  Ingar  el  recurpo  de  queja  estableci- 
do por  el  procesado  Adolfo  Fernández  Oliva,  contra  el 
referido  auto  de  cuatro  de  Abril  ultimo,  dictado  por 
la  Audiencia  de  la  Habana,  que  en  parte  den^6  la 
admisión  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  y  en  su  totalidad  el  de  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  aquél  en  la  causa  mencionada,  con  las 
costas  de  cargo  del  recnrrente. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen,— Joeé  Antonio  Pichardo. — Luie  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta.— Carlos  Bevilla. — José  M.  Grispert. 
— Silverio  Castro,  Secretario. 


Quena.— Auto  82.— 15  de  Hayo.- Precepto  autorizador- 

(Gao.  Febrero  1°,  190^.') 

l>OCTBINA!  Mo  procede  ta  admisión  de  ún 
r«ciirsii  en  el  que  se  omite  la  cita  del  precepto  que 
lo  autorice  6  sea  el  caso  rt  caeos  de  los  artículos 
849  al  853  de  la  ley  proce<<Hl  en  que  estf  compren- 
dida In.  infracción  que  3e  invoque  como  causa  de 
casacii^n. 

Antkcbdrntes: 

Resultando  qne  en  canea  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  del  Gete  de  esta  capital,  seguida  á  Jo- 
seph  De  Wyckoff,  por  estafa,  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  provin- 
cia dictó  auto  en  treinta  y  uno  de  Marzo  último,  por 
el  cual  declaró  no  haber  lugar  á  la  declinatoria  pro- 
puesta, en  artículo  de  previo  pronunciamiento,  por  la 
representación  del  procesado. 

Bbcuuso  denso ado: 

Resultando  que,  contra  dicho  auto,  la  misma  re- 
presentación interpuso  recurso  de  casación  por  infrac" 
ci6n  de  lev,  expresando  qui*  lo  funda  en  el  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  ocho,  caso  segundo,  en  relación 
con  el  seiscieutos  setenta  y  seis,  párrafo  tercero,  de 
la  Ley  de  Enjniciamiento  Criminal,  y  que  se  han  in- 
fringido en  aquéllos  números  segundo  y  tercero  del 
articulo  catiTce,  por  falta  de  aplicación,  y  el  artículo 
quince,  párrafo  primero  y  numero  primero  y  cuarto, 
por  aplicación  indebida,  todos  de  la  misma  ley  proce- 
sal; porque  dada  la  relación  de  los  hechos  que  se  ha- 
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cía  por  f\  Ministerio  Fiscal  y  el  acusador  privado,  la 
cual  acepta  sólo  para  plantear  el  problema  que  propo- 
ne en  casación,  el  delito,  caso  d'-.  exisistir,  se  habría 
cometido  en  Cientuegos;  extendiéndose  en  considera- 
ciones tendentes  á  demostrar  este  aserto:  y  que,  por 
taoto,  en  virtud  del  precepto  teroiinante  de  los  nüme- 
roa  segundo  y  tercero  del  citado  artículo  catorce,  que 
da  competencia  en  primer  término  al  Juez  y  k  las 
Andiencias  del  lugar  en  que  el  delito  se  hubiere  come- 
tido para  conocer  lie  las  causas  respectivas,  es  eviden- 
te que  á  la  Audiencia  de  Santa  Clara  corresponde  el 
«onocimiento  de  la  referida  causa; 
Causa  de  Uí  qtjbja: 

Resultando  qne  denegada  la  admisión  de  ese  re- 
curso, por  auto  de  once  de  Abril  con  el  fundamento 
de  no  haberse  citado  ninguno  de  los  preceptos  conte- 
nidos en  loa  artículos  ochocientos  cuarenta  y  nueve  al 
i>chocieatos  cincuenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  el  recurrente  estableció  el  corres- 
pondiente recurso  de  qneja  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, aleando  que,  para  resolver  aquél,  basta  la  cita 
del  número  efundo  del  ochocientos  cuarenta  y  ocho, 
porque  el  único  que  de  aquellos  quizás  fuera  aplicable 
por  hacer  referencia  á  este  nlimero  segundo,  sería  el 
articulo  ochocientos  cincuenta,  y  éste  supone  la  exis- 
tencia de  una  sentencia  y  una  calificación  de  hechos, 
cosas  ambas  qne  en  el  presente  caso  no  existen,  por- 
que ui  se  ha  dictado  sentencia  ni  el  Tribunal  ha  hecho 
tal  caliñcaci6n. 

Resiiliaudo  que  en  doce  del  corriente  tuvo  efecto 
la  vista  pública  respectiva,  sosteniendo  en   ella,  tanto 
la  defensa  del  recurrente  como  el  Ministerio  Fiscal,  la 
procedencia  de  la  referida  queja: 
Eesolución: 

Considerando  que,  conforme  al  precepto  termi- 
nante del  articulo  once  de  la  Orden  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  si  en  el  recurso  de 
casación  no  concurriere  alguna  de  las  circunstancias 
expresadas  en  el  séptimo  de  la  misma  Orden,  el  Tri- 
banal  ante  el  que  se  interponga  dictará  auto  denegan- 
do SQ  admir-ión: 

Considerando  que  una  de  estas  circunstancias,  la 
■comprendida  en  el  número  tercero  dn  este  artículo 
séptimo,  consiste  en  que  el  recurso  por  infracción  de 
ley  en  materia  criminal  se  funde  en  alguna  de  las  cau- 
sas taxativamente  ae&aladas  en  los  artículos  ochocien- 
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tos  cuarenta  y  nueve  al  ochocientos  cincaenta  y  tres 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 

Considerando  que  el  recurso  de  esta  especie  inter- 
pueuto  por  la  repreBcntación  de  Joseph  De  Wyckoff, 
no  se  ha  fundado  en  ninguna  de  las  indicodadas  can- 
sas; y,  aun  cuando  en  el  presente  do  queja  se  alega 
que  no  se  citó  en  aquél  para  fnndamentArlo,  el  articu- 
lo ochocientos  cincuenta  de  e^a  Ley  pr.  cesal  porque 
snpone  una  sentencia  y  una  caliScaci6n  de  hechos,  co- 
sas ambab — se  agr^a — que  no  existen  en  el  caso  de 
que  se  trata,  tal  alegación  no  excusa  en  ningóo  modo- 
la  falta  de  cita  de  algunos  de  los  mencionadas  artícu- 
los de  la  propia  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que- 
autoríce  la  interposición  del  recurso;  no  solo  por  irse 
de  esta  suerte  contra  lo  terminantemente  dispuesto  en 
el  articulo  once  relacionado  con  el  número  tercero  de 
los  artículos  quinto  y  séptimo,  de  dicha  Orden,  sino 
porque  cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que  se  dé  al 
ochocientos  cincuenta  en  relíición  con  su  concordante 
el  ochocientos  caarfuta  y  ocho,  número  segundo, 
eijmpre  es  de  verse  que,  según  el  caso,  ya  en  él  ó  eu 
el  ochocientos  cincuenta  y  tres  relacionado  con  el  mis- 
mo ochocientos  cuarenta  ocho,  nlímero  octavo,  y  con 
cualquiera  otro  déla  referid»  ley  de  procedimientos 
que,  como  el  seiscientos  setenta  y  seis  citado  por  c)  re- 
currente, otorgue  expresamente  el  recurso,  se  encuen- 
tra el  verdadero  fundamento  legal  en  que  éste  ha  de 
descatiSHr  y  que  debe  invocarse  para  interponerlo,  en 
cuestiones  de  competencia;  y,  por  tanto,  resulta  indu- 
dable que  el  Tribunal  a  quo,  al  denegar  por  su  auto  de 
once  de  Abril  último  la  admisión  del  expresado  recurso, 
establecido  por  la  representación  de  Wyckoff,  se  ajustó 
6,  lo  que  prescribe  el  repetido  arilcnlo  oncerte  la  Orden 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve; 

Considerando  que.  en  ateucióu  á  lo  expuesto,  pro- 
cede, pues,  declarar  sin  lugar  la  queja  sostenida  en 
estas  actuaciones,  y,  de  acuerdo  con  el  articulo  veinti- 
cinco de  la  misma  orden,  imponer  las  costas  al  recu- 
rrente: 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  in- 
terpuesto por  la  representación  de  Joseph  De  Wyckoff 
contra  dicho  auto  de  once  de  Abril  próximo  pasado; 
con  las  costas  de  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese  etc.  Lo  proveyeron  y  firman  los  Ma- 
gisti'ados  del  mai^en. — José  Antonio  Pichardo.— Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta,— Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— José  M.  Gispert—Silverio  Castro,  Secretario. 
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doga.— Auto  83.— 16  do  Mayo.— Ley  infringida.  (Oaoe- 

ta  Febrero  19,  190^.. ) 

DOCTRINA:  Cuando  la  cuestión  planteada 
en  el  recurso  es  que  el  hecho  no  constituye  delito 
piir  imprudencia  temeraria,  sino  por  imprudencia 
simple,  es  innícesaric  citar  comu  infringido  el  ar- 
tículo que  prev¿  el  delito  cometidn,  siendo  bastan- 
te la  cita  de  los  que   sp   reñínin  á  la  imprudcucia. 

A  NT  EC  EDEKTES : 

Resultando  que  en  la  causa  criminal  inBtruida  en  ' 
«I  Jazgado  del  Distrito  Oeste  de  esta  capital  contra 
Agustín  Ruiz  y  Polanco,  por  el  delito  de  homicidio,  la 
Sección  segunda  de  la  Huía  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  dictó  Bentencia  el  treinta  de 
Marzo  último,  por  la  cual  condenó  al  mencionado 
Bniz,  en  concepto  de  autor  de  un  delito  de  homicidio 
por  imprudencia  temeraria,  k  la  pena  de  cuatro  aSos 
y  UD  día  de  arresto  mayor  con  la^  accesorias  de  ley. 

RucrRSO   DENEGAIVi: 

Resultando  qne  contra  este  fallo  interpuso  el  en- 
causado recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley,  pre- 
sentando á  este  objeto  el  esiTJto  que  copiado  en  la 
parte  que  ha  lijulo  oi-igcii  al  prcKcnt^  recurso  de  queja, 
dice  así:  «El  prí*cepto  It^al  que  autoriza  el  r-cui-eo  de 
■casación  que  interpongo  e.s  el  artículo  ochocientos 
iicuarenta  y  i-iete  en  relacióu  con  el  número  primero 
"del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  númeix) 
■Jterceio  del  arríenlo  ochocientos  cuarenta  y  nneve  de 
ola  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  toda  vez  que  se 
"ha  cometido  error  de  derecho  al  calificar  los  hechos 
i>dectarados  proltados  en  la  sentencia  como  delito,  euan- 
«io  constituyen  una  simple  imprudencia,  ó  sea  una 
«falt».  Interpongo  este  i-ecurso  por  infracción  de  ley, 
«siendo  la  lc\'  infringida  el  artículo  quinientos  noventa 
«y  dos  del  Código  Penal  y  el  nfiraero  quinto  del  ar- 
atículo  aeiscieutos  trece  y  el  concepto  en  que  óntos  han 
"sido  infringidos  es  el  de  haber  sido  aplicado  el  nfime- 
«i-O  qninto  del  artículo  seiscientos  trece,  puesto  que 
hIos  hechos  declai'ados  probados  en  la  sentencia  no 
w3onstitnyen  el  delito  de  homicidio  por  imprudencia 
«temeraria  }'  ai  una  simple  imprudencia,  siendo  por  lo 
■tanto  constitutivos  de  la  falta  prevista  y  penada  en  el 
«número  quinto  del  artículo  seiscientos  trece  del  Códi- 
i>go  Penal  cuyo  conocimiento  corresponde  al  Juzgado 
"Cíorreccional;  y  no  constituyen  los  hechos  declarados 
«probados  en  la  sentencia  el    delito    de   homicidio  por 
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«imprudencia  temeraria,  puesto  qne  eu  ella  uo  se  hace 
■coDstar  que  Aguatín  Raiz  y  Polaaco  sabia  que  hnbie- 
»f0  jente  eu  el  patio,  ni  menos  que  riese  al  que^alta- 
■ba  su  casa,  siendo  por  demás  il^eo  exigir  tal  presen- 
>cia  de  ánimo  y  tal  excesiva  previsión  ;  diligencia  al 
*que  se  levanta  alarmado  á  altas  horas  de  la  noche 
«poseído  del  miedo  natnr^  que  hace  imposible  adop- 
■tar  lafi  precaacionee  que  en  otros  casos  aconseja  la 
■prudencia  más  vulgar,  no  resultando  de  los  hechos 
■declarados  en  la  sentencia  que  Agustín  Ruízy  Polan- 
■co  hubiese  obrado  con  la  falta  de  previsión  qne  se  re- 
•quiere  para  que  exista  la  temeridad  á  que  el  Código 
■se  lontrae.  Que  par» que  los  hechos  declarados  pro- 
abados  en  la  sentencia  constituyan  honjícidio  por  im- 
■prudencia  temeraria  era  necesario  que  de  la  circunS' 
■lancia  que  en  los  mismos  concurren,  es  decir  aten- 
«diendo,  al  lugar  y  tiempo  en  qne  el  hecho  se  realizó^ 
■se  viese  el  mayor  ó  menor  grado  de  imprudencia  que 
«en  el  mismo  concurre,  pues  esa»  circunstancias  son 
■indispensables  para  determinar  si  en  el  hecho  hay  ó- 
>no  temeridad,  es  decir,  si  la  imprudencia  es  temera- 
j>ria  ó  simple,  dado  que  nuestro  C<)d¡go  no  da  r^las 
i'ñjas  para  determinar  cuamlo  un  acto  es  temerario  y 
■cuando  es  una  simple  imprudencia.  De  los  hechos  de- 
sclarados probados  no  resulta  qne  Agustín  Ruiz  obrase . 
I-temerariamente  al  ver  asaltado  sil  domicilio  á  alias 
"horas  de  la  noche  disparando  un  tiro  para  ahuyentar 
»á  los  que  tal  hecho  realizaban;  no  resultando  de  ¿■^■tos- 
«que  el  procesado  obrase  con  falta  de  previsión  dado 
■su  estado  de  ánimo  cuando  el  hecho  se  realizó". 

Causa  de  la  i^ceja: 

Resultando  que  el  Tribunal  a  qm.  por  aut«  de 
diez  de  Abril  último,  denegó  la  admisión  del  recurso 
fundándose  en  que  el  esLi-it  I  por  el  que  se  interpuso 
uo  se  ha  cumplido  con  el  requisito  cuarto  del  artículo 
quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochoscientüs  noventa  y  nueve,  por  haberse  "limitado 
el  recurrente  á  citar  como  infringido  el  articulo  qui- 
nientos noventa  y  dos  del  Código  Penal,  sin  relacio- 
narlo con  el  delito  que  se  realizó  con  la  imprudencia, 
dejando  de  ese  modo,  citar  con  precisión  y  ctaridud  la 
ley  que  se  supone  infringida. 

Resultando  que  manifeHtado  en  tiempo  por  el  pro- 
cesado la  intención  de  ocurrir  en  queja  contra  del  re- 
ferido auto  y  personado  el  recurrente  ante  este  Tri- 
bunal Supremo  interponiendo   el   recurso,    previa  su 
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sastanciaci6u  se  señaló  día  para  la  vista  que  tuvo  lu- 
gar el  trece  del  actual  con  asistencia  del  Letrado  de- 
fensor de  Ruiz  Pulanco  y  del  Ministerio  Fiscal  que 
sostuvieron  la  procedencia  de  la  queja. 

Resoi-üción: 

Considerando  que  dados  los  términos  en  que  ha 
sido  planteada  por  el  defensor  del  procesado  el  recur- 
so de  casación  por  infrac<4óii  de  ley.  cuya  denegación 
motiva  la  presente  queja,  no  puede  estimarse  incum- 
plido el  requisito  cuarto  de  los  artícnlos  quinto  y  sép- 
mo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocbo- 
cientoe  noventa  y  naeve,  en  cuanto  no  haberse  citado 
con  pi'ecisión  y  claridad  la  ley  que  se  supone  infringi- 
da, pues  aceptado  por  el  recurrente  que  el  hecho  por 
él  ejecutado  constituiría  el  delito  de  homicidio,  caso 
deque  hubiera  mediado  malicia  por  su  partt,  y  limi- 
tada la  cuestión  que  se  suscita  á  discutir  si  el  referido 
hecho  lo  ejecutó  por  imprudencia  temeraria  constitu- 
tiva del  delito  que  castiga  el  artículo  quinientos  no- 
venta y  dos  del  Código  l'enal,  ó  por  simple  imprnden- 
cia  constitutiva  de  la  falta  que  castiga  el  artículo 
seiscientos  trece,  número  quinto  del  mismo  Código,  es 
indiferente  que  se  cite  ó  no  relacionado  con  eetaa  dos 
artículos,  el  que  comprenda  el  hecho  que  en  su  caso 
couBtituiria  el  referido  delito  de  homicidio;  porque  el 
error  de  eahficación  que  se  supone  cometido  y  sirve 
de  fundamento  al  recurso,  no  se  hace  consistir  en  el 
supuesto  de  la  mayor  6  menor  gravedad  que  pudiera 
tener  el  becbo  realizado  que  haga  necesaria  su  defini- 
ción jurídica,  sino  en  el  de  Ih.  apreciación  equivocada 
que.  á  juicio  del  recnrrente,  ha  hecho  la  Sala  senten- 
ciadord.  estimando  que  concurre  en  el  acto  que  originó 
el  proceso  el  mayor  grado  de  la  imprudencia  punible 
y  no  el  menor;  concepto  éste  respecto  del  cual  resulta 
congruente  precisa  y  clara  la  citíi  que  hace  el  procesa- 
do de  los  artículos  qui<<ientos  noventa  y  dos  y  seis- 
cientos ti't  ce,  número  quinto  del  repitido  Código. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede di^clarar  con  lugar  la  queja  sin  especial  condena- 
ción <¡e  costas: 

9e  declara  con  lugar  el  recurso  de  queja,  inter- 
puesto por  el  procesaxio  Agustín  Ruiz  y  Polanco,  con- 
tra el  auto  que  le  denegó  el  de  casación,  dictado  por 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  e¡  diez  y  seis  de  Abril  último; 
sin  especial  condenación  de  costas. 
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ComuiiíqneBe,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ñnnan  lo^  Magistrados  del  mar- 
gen.— Joaé  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Jone 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Morales,— Jusé  M. 
Oiepert.  -Silverio  Castro,  Secretario. 


¡lüria.— Auto  87.-27  de  Mayo.— Términos.  (Gac.  Fe- 
brero 7?.  ÍÍMA.  \ 


brero  19,  190^. ) 

DOCTRINA:  No  disponiendo  la  ley  que  el 
auto  en  que  ec  deniegue  la  aclaracilín  de  una  sen- 
tencia se  DOtifique  personüliuente  al  procesado,  el 
término  para  recurrir  se  ha  de  contar  desde  la  fe- 
cha de  la  notificación  al  representante  de  d'luél. 

AyiECEDENTES: 

Resultando  que  en  la  cansa  seguida  contra  Evaristo 
González  V^a,  porestafa,  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  en 
catorce  de  Febrero  ultimo  sentencia  definitiva,  conde- 
nando á  dicho  procesado  á  la  pena  correspondiente 
como  autor  de  un  delito  de  estofa,  cualificado  por  la 
doble  reincidencia;  y  pedida  aclaración  de  dicha  sen- 
tencia se  dictó  auto  en  nueve  de  Marzo  siguiente  de- 
clarando no  haber  lugar  á  ello,  cuya  resolución  se 
notificó  en  once  del  mismo  mes  al  Letrado  defensor, 
que  aparece  eer  alK^ado  de  oficio,  y  no  al  procesado, 
declarándose  ñrme  la  sentencia  por  anlo  del  dia  diez 
y  ocho. 

BeCUBSO  DENEGADO: 

Resultando  que  dfspués  de  interponer  la  defensa 
recurso  de  súplica  contra  este  ftltimo  auto,  que  fné  de- 
clarado aiu  lugar  en  veinte  y  cinco  de  Marzo,  interpu- 
so por  escrito  del  día  treinta,  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley. 
contra  la  sentencia  definitiva,  cuya  admisión  den^ó 
la  Audiencia  fundada  en  que,  desde  el  once  dw  Marzo 
en  que  se  notificó  al  Letrado  defensor  el  auto  por  el 
qne  se  declaró  sin  lugar  la  aclaración  de  la  sentencia 
hasta  el  treinta  del  mismo  mes  en  que  s^  interponía 
el  recui-ao,  habla  trascurrido  t-l  término  de  cinco  días 
señalados  por  la  Ordeu  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  para  la  interposición  de 
los  recursos  de  casación. 

Cai'sa  déla  queja: 

Resultando  que  contra  esta  denegatoria  anunció 


DigilizedbvGoO^^IC 


é  interpuso  el  procesado  el  presente  recurso  de  queja, 
sosteniendo  en  él  que  el  de  casación  fué  interpueato 
dentro  del  té.nnino  legal,  porque  éste  debe  contarso 
desde  <ine  se  notifique  al  procesudo  el  auto  resolvionda 
la  solicitud  de  aclaración  de  la  sentencia  y  tal  notiñ- 
cacióa  uo  se  habla  verificado,  habiéudose  celebrado  la 
correspondiente  vista  pública  en  la  que  el  defensor  del 
recurrente  sostuvo  la  proceileocia  de  la  queja  y  el  Mi- 
nisterio ñscal  la  impugnó. 

Resultando  que  para  mejor  proveer  se  pidieron  & 
la  Andieacia  los  autos  originales,  los  cuales  fueron  re- 
mitidos y  examinados. 

Kbsoi.<ioión; 

Considerando  que  ni  el  articulo  ciento  sesenta  ni 
eingún  otro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
prescribe  que  el  auto  en  que  se  declare  no  haber  lugar 
4  aclarar  uqa  sentencia  se  notifique  personalmente  al 
procesado,  sino  qut-  como  la  generalidad  de  las  reso- 
luciones de  esa  clase  basta  que  la  notificación  se  haga- 
ai  representante  de  aquél  en  la  causa  pura  que  surta 
toduE  BUS  efectos  legales. 

Considerando  que  esto  sentado,  y  debiendo  en  el 
presente  caso  contarse  el  término  de  cinco  días,  que 
para  interponer  el  recurso  de  casación  señala  el  ar- 
ticulo tercero  de  la  Orden  numero  novento  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nucve,  desde  la  fecha  en 
-que  se  hizo  la  última  notificación  del  auto  que  resolvió 
no  haber  lugar  á  la  aclaración  de  la  sent<^ncia  solicita- 
da por  el  procesado,  y  que  fué  en  once  de  Marzo  últi- 
mo, e»  visto  qne  al  interponer  aquél  su  recurso  de  ca- 
sación el  día  treinta  de  dicho  mes,  lo  hizo  fuera  ilel 
término  legal,  y  por  tanto  que  con  arreglo  al  artículo 
once  en  relación  con  el  número  segundo  del  artículo 
séptimo  dn  la  citada  Orden,  el  recurso  no  debió  admi- 
tirse, según  lo  declaró  la  Audiencia  en  el  auto  recu- 
rrido, 

He  declara  sin  lugar  la  queja  eHtal>lecida  por  Eva- 
risto González  Vega  contra  el  aut-o  que  le  denegó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  en  la  causa  de  refe- 
rencia, con  las  costas  á  su   cargo. 

Comuniqúese,   etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  loa  Magistrados  del  mar- 
gen.—Josc  Antonio  Picliardo.— Luis  Gastón. — Joki'> 
^^altarrocae  Horta, — Ambrosio  li.  Morales.— José  M" 
Gispert.  — Silverio  Castro,  Secretario. 
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&Uffla.~ATito  88.-28  de  Kayo.— Precepto  autorizador. 

( f;oc.  febrero  1".,  ¡90^. ) 

DOCTIÍITTA:  No  basta  para  iidmitir  oti  re- 
curxD  de  casación  contra  un  aulo  de  no  fldmUión 
de  querella,  la  cita  aislada  úe\  articulo  848,  nú- 
mero 5?  de  la  ley  de  Kiijuiciatniento  Criminal. 

Cuando  c!  rccursu  se  funda  en  el  párrafo  2?  del 
artfcalo  853  de  la  \ey  de  Enjuici amiento  Criminal, 
e«  necesario  citar  además  el  precepto  .legal  que 
otorga  expresamente  el  recurso. 

El  concepto  de  la  infracción  consiste  en  expli- 
car el  fundamento  jurídico,  con  relación  á  los  he- 
chos, en  virtud  del  cual  lia  debido  aplicarse,  ó 
indebidamente  se  ha  aplicado  la  lej  que  se  dice 
infringida. 

Antecedentes: 

Resaltando  que  eD  cau^a  iniciada  en  el  Juzgado 
de  Instrucción  del  Oeste  de  está  capital  por  querella 
de  Sotero  Figueroa  por  sí  y  como  representante  legal 
de  su  consorte  Inocencia  Martínez,  contra  Carlos  Be- 
taocourt,  por  caluinuin,  dictó  auto  la  Sección  segunda 
de  la  Sata  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na en  siete  de  Abril  último,  confirmando  el  apelado- 
de  siete  de  Marzo  anterior  y  providencia  concordante 
de  tres  de  dicho  mes,  que  resolvieron  que  una  vez  que 
se  hubiese  lleuadu  por  el  querellante  el  requisito  que 
exige  el  articulo  doscientos  setenta  y  nueve  de  la  Ley 
procesal,  se  acordaría  en  cuanto  &  la  admisióa  de  la 
querella  establecida;  y  contra  dicho  auto  de  siete  de 
Abril  interpuso  el  querellante  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  fundado  en  tos  números  quinto  y 
octavo  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  oclio  y  pá- 
rrafo segundo  del  ochocientos  cincuenta  y  tres  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  citando  como  in- 
fringido en  el  único  motivo  de  casación  que  alegó  el 
articulo  doscientos  seienta  y  nueve  de  dicha  ley  pro- 
cesal en  relacióu  con  el  articulo  cuatrocientos  ochenta 
y  seis  del  Código  Penal,  en  el  concepto  de  haber  sido 
interpretados  erróneamente,  porque  la  querella  esta- 
blecida no  es  por  ta  calumnia  causada  en  juicio  á  que 
dichos  artículos  se  refieren. 

Causa  de  la  (¡deja: 

Resultando  que  por  auto  de  veinte  y  uno  de  Abril 
último  denegó  la  Audiencia  la  admisión  del  recurtío  y 
anunciado  oportunamente  el  de  queja,  presentó  exerito 
el  recurrente  interponiéndolo  en  tiempo  y  forma  ante 
este  Supremo  Tribunal,  solicitando  se  declare  con  lu- 
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gsr  y  en  su  cunM^cuencia  admitido  el  de  casación  in- 
terpuesto, habiéndose  celebrado  la  víeta  pública  del 
miamo  el  día  diez  y  nneve  det  corriente,  con  asistencia 
de  1»  defunsa  del  recurrente  y  del  Ministerio  fiscal. 

Resolución: 

Considerando  que  si  bien  el  auto  que,  á  reserva 
de  proveer  sobi-e  la  admisión  de  la  querella,  exige  al 
querellante  que  llene  cierto  requisito  ó  formalidad 
previa,  que  al  efecto  y  para  determinado  caso  previene 
la  ley,  puede  conceptuarse  como  de  no  admisión  de 
querella,  cuando,  como  resulta  en  el  presente,  lo  que 
se  discute  es  precisamente  la  procedencia  de  ese  re- 
quisito ó  formalidad  previa,  por  tiatai-se  6  no  del  caso 
en  que  legalmeute  es  necesario;  do  basta  para  admitii' 
el  recurso  de  casación  que  en  tal  motivo  se  funde,  in- 
vocar aisladamente  como  precepto  autorizante  el  nu- 
mero quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  octio 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  poi-que  no  sien- 
do procedente  la  casación  contra  todos  los  autos  de 
inadmisión  de  querella,  sino  únicamente  cuando  en 
ellos  se  cometo  infracción  de  ley,  es  necesario  citar 
también  el  articulo  ochocientos  cincuenta  y  dos  <le  la. 
misma  ley  prucehal  que  establece  cuándo  y  en  qué 
forma  ha  de  entenderse  que  ha  sido  infringida  la  ley 
en  los  autos  íi  que  dicho  ufimero  quinto  se  refiere,  pa- 
ra el  efecto  de  que  pueda  interponerse  la  casación;  y 
la  omisión,  por  tanto,  de  la  cita  de  ese  precepto  auto- 
rizante en  el  escrito  de  interposición  del  recurso,  priva 
á  éste  de  la  circunstancia  de  admisibilidad  del  número 
tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noven- 
ta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que  tampoco  es  inadmisible  el  re- 
curso en  cuanto  se  funda  en  el  número  octavo  del  mis- 
mo articulo  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  porque  si 
bien  se  cita  igualmente  el  párrafo  segundo  del  artico- 
lo  ochocientos  cincuenta  y  tres  de  la  propia  ley  pro- 
cesal, ni  con  relación  á  ese  u  amero  octavo  se  cita  la 
disposición  legal  que  otorgue  expresamt-nte  el  recurso 
de  casación  contraía  resolución  recurrida,  ni  con  igual 
referencia  se  cita  por  el  recurrente  el  texto  legal  ex- 
preso qne  por  ella  resulte  contradicho;  por  lo  que, 
aparte  de  su  incruencia,  siendo  incompleta  la  cita  del 
indicado  precepto  autoiizante,  es  asimismo  ineficaz 
para  el  efecto  de  la  admisibilidad  del  recurso  de  casa- 

BÍ6ll. 

Considerando  por  otra  parte,  que  también  adolece 
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el  recurso  de  casación  interpuesto  de  falta  de  claridad 
en  la  expresión  del  concepto  de  la  infracción  de  ley 
imputada  al  auto  recurrido,  porque  limitándose  el  re- 
currente á  consignar  en  el  escrito  de  interpodción  que 
la  calumnia  que  es  objeto  de  la  querella  establecida, 
no  es  de  las  causadas  en  juicio  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo doscientos  setenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjni- 
ciamiento  Criminal,  eu  relación  con  el  cuatrocientos 
ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  sin  explicar  el  funda- 
mento jurídico  demostrativo  de  tal  aseveración,  que 
es  lo  que  vendría  á  hacer  claro  y  preciso  el  concepto 
de  dicha  infracción,  que  en  hI  presente  caso  resulta 
oscuro  é  indeterminado,  es  igualmente  inadmisible  el 
recurso  de  que  se  trata,  por  carecer  de  una  de  la»  cir- 
cunstancias referidas  en  el  número  cuarto  del  artículo 
quinto  de  la  citada  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que  por  las  razones  anteriores,  es 
indudable  que  estuvo  bien  denegada  la  admisiÓD  del 
recurso  de  casación  á  que  se  reñere  la  presente  queja; 
poi-  lo  que  y  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
veinte  y  cinco  de  la  mencionada  Orden,  procede  deses- 
timarla con  imposición  de  costas  á  la  parte  recurrente. 

Se  dfclara  uo  haber  lugar  al  recurso  de  queja  in- 
terpuesto por  Sotero  Figueroa  por  «!  y  cerno  represen- 
tante legal  de  su  consorte  Inocencia  Martínez,  con  las 
costas  de  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Ilorta. — Ambrosio  R.  Moi-ales. — José  M:' 
Gispert.— Silverio  Cantro,  Secretario. 


Qa^a.— Auto  89.-29  de  Mayo.— Ley  infiingida.  ( Oaceía 

Ftbrero  l".,  1904.) 

DOCTRINA:  Resulta  citada  claramente  lii 
ley  infringida,  cuando,  á  pesar  de  un  error  numí- 
rion  en  lu  citn,  ni  enunciar  1»  infracción  y  expresiir 
el  concepto  de  la  misma  apn-cce  con  claridafl  el 
precejito  á  i¡ue  el  recurrente  se  r-cfiere. 

Antecedkntks; 

Resultando  que  en  la  causa  seguida,  contra  Jo.sé 
Maria  Villar  por  atentado  contra  un  agente  de  la  Au- 
toridad, la  Sección  Primera  de  ia  Sala  de  lo  Crimine- 
de  In  Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  condal 
nantlo  ñ  dirlio  procesadi-  á  la  pena  de  un  año  y  un  ilia 
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de  prisión;  y  contra  este  sentencia  la  defensa  de  «quél 
interpuso  en  el  término  legal  recurso  de  cnsacióu  por 
infracción  de  Ley,  expresando  eii  el  escrito  que  Iq  au- 
torizan los  námeroe  cinco  y  seis  del  articulo  ochocien- 
to8  coarenta  y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de 
Enjaiciamíento  Crimina!,  porque  en  la  Bentencia  se 
imijone  el  grado  medio  de  la  pena  &  pesar  de  existir 
la  circunstancia  atenuante  de  responsabilidad  marca- 
da con  el  numero  séptimo  del  articulo  noveuo  del  Có- 
digo Penal,  cuyo  precepto  dice,  se  infringe  al  no 
apreciarse  el  arrebato  y  obcecación  ci'U  que,  según  s<^ 
desprende  de  loe  hechos  probados,  obró  el  procesado 
por  efecto  de  la  coacción  que  eu  él  ejerció  el  vigilante 
de  policía  al  obligarle  á  amarrar  un  lx)te  en  los  mo- 
mentos en  que  se  ocupaba  de  amarrar  el  suyo  para 
as^urarlo  por  la  mucha  marea  y  viento  que  aquel  dia 
hacia. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que*  la  Audiencia  denegó  la  admisión 
del  recurso  por  estimar  que  no  se  ha  citado  coa  pre- 
cisión y  claridad  la  ley  i<  fríngida  en  relación  con  el 
concepto  en  que  lo  ha  sido,  pueero  que  el  número 
sestil  del  artículo  noveno  del  Código  Penal  se  refiere  al 
que  «jecuta  un  hecho  en  estado  de  embriaguez  y  no  á 
cuando  ee  obra  por  estimuios  que  producen  arrebato 
y  obcecacióu  como  se  i-xpresa  en  el  escrito  de  inter- 
posición. 

Resnltarudo  que  contra  esa  deneg.itoria  el  proce- 
sado anunció  é  interpuso  eu  tiempo  y  forma  el  pre- 
sente recurso  de  queja,  habiéndose  ci-Iebrado  la  co- 
rrespondiente vista  pública  con  asistencia  det  defensor 
del  recurrente  y  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo 
ambos  la  procedencia  de  la  queja, 

Besiildción: 

Considerando  que  aunque  el  recurrente  al  inter- 
poner su  recurso  de  casucióu  no  ha  citado  con  ía  de- 
bida exactitud  el  prec"pto  lega!  que  realmente  estima 
infringido  en  la  sentencia,  dad<i  el  concepto  qne  de  di- 
cha infracción  expone,  es  lo  cierto  que  los  términos  en 
que  tal  concepto  se  contiene,  demuestran  claramente  y 
sin  darlugará  duda  alguna,  que  se  refiere  á  la  comu- 
rrencia  en  los  hechos  de  la  cincunsbvucia  atenuante  de 
arrebato  y  obcecación,  por  lo  que  es  de  estimarse  que 
BO  se  ha  fallado  en  la  interposición  del  recurso  á  la 
claridad  y  precisión  requeridas  en  cuauto  á  la  expre- 
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«ion  de  la  infracción  que  se  aiega,  y  que  el  citar  el 
recurrente  el  nfimero  séptimo  del  ai-tículo  noveno  <iel 
Código  Penal  en  vez  del  númei-o  octavo  del  mismo, 
que  es  la  que  coiDprendt^  Ihi  referida  atenuante,  ha 
obedecido  sin  duda  á  haber  apreciado  que  desparecí  la 
la  esclavitud  eu  el  pala,  debe  eiiteuderse  suprimi'fa  la 
circunstancia  señalada  con  el  número  seis  de  dicho 
artículo  y  que  aquella  lia  venido  &  ser  la  séptima  Av 
las  atenuantes. 

Considerando  que  en  tal  virtud,  y  reuuieudo  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Harfa  Cas- 
tro las  condicionee  que  la  Ley  requiere  para  hu  admi- 
sión, la  Audiencia  debió  admitii'lo.  haciendo  proce- 
dente cou  su  D>'gativa,  la  queja  establecida. 

Se  declara  con  lugar  la  queja  interpuesta  por  Jo- 
sé María  Castru  y  Villar,  contra  '■1  auto  que  le  denegó 
la  admisión  ■leí  recurso  dp  casación  que  interpuso  en 
la  causa  de  referencia,,  sin  especial  con'lcnació^>  de 
costas.    Y  comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabar rocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. —José  M. 
Gispert. — Silveriu  Castro.  Secretario, 


Uuma.— Auto  96.— 19  de  Junio.— Precepto  autoiizador. 

(  Uac.  Febrero  19,  1904. ) 

DOCTRINA;  El  número  5?  del  artículo  849 
de  lalíy  de  Enjuiciamiento  Crimiaal,  ao  autnriza 
á  discutir  en  casHcidn  la  infracción  que  coaiiiste 
en  haberse  penado  un  becho  á  pesar  de  concurrir 
una  circunstancin    eximente   de    responsabilidad 

Antbckubntics: 

Reaultaudoqne  en  la  causa  criminal  seguida  contra 
José  García  López,  en  el  Juzgado  de  Marianao,  la 
Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  dictó  sentencia  en  veinte  y  oua- 
tro  de  Abril  último,  condenando  al  mencionado  (Jar- 
cia como  autor  de  un  delito  de  leeiones  oon  la  concu- 
rrencia de  una  circunstancia  atenuante  en  la  pena  de 
dos  años,  cuatro  meses  y  un  día  de  prisión  correc- 
oional,  con  las  accesorias  que  estimó  procedentes. 

BsCURaO  ZfEOABO 


1  por 


Resultando  que  contra  eete  fallo  interpuso  la  r 
presentación   del  procp.sado  recurso  de  casación  pi 
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iofi-accióu  de  ley,  hacieado  constar  eD  el  escrito  en 
que  lo  funda  la»  circnnstaai-ias  qne  ít  continnación 
literalmente  í>e  transcribe:  »PrimeM>:  qne  diclia  aen- 
xtencia  diotada  en  vente  y  cuatro  de  A^bril  de  mil  no- 
"veitientoB  tres  me  fué  notiñcada  en  cuatro  det  oorrieu- 
«tp,  Híeniio  la  última  notificación  en  ocho  de  Mayo  del 
Daño  corriente  de  mil  novecientos  tres.  Segundo:  L» 
ofecha  de  este  escrito  ea  ta  de  hoy,  que  lo  presento 
■nueve  de  Mayo  de  mil  novecientos  tres.  Tercero: 
nAmoriza  el  presente  recurso  el  inciso  primero  del  ar- 
•ticulo  ocliocientos  cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Eu- 
■juiciamiento  Criminal  en  relación  con  el  inciso  quinto 
•del  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  propia  Ley. 
■Cuarto:  X<a  sentencia  infringe:  por  falta  de  aplicación 
•el  articulo  octavo  del  Código  Penal,  en  el  inciso  que 
■FieSala  como  cansa  de  exención  de  responsabilidad 
"criminitl,  «el  que  obra  impulsado  por  miedo  insupe- 
■rabie  de  un  mal  igual  ó  mayor.  En  efecto;  según  se 
•desprende  de  la  sentencia  objeto  del  presente  recur- 
nso,  mi  defendido  al  obrar  en  la  forma  en  qiie  lo  hizo, 
■al  lesionar  á  Prudencio  Menéndez  fué  al  presentársele 
"éste,  que  de  continuo  le  esperaba  en  el  cami-io  y  lo 
«amenazaba.  Por  temor  á  esta  amenaza,  por  temor 
jtal  mal  qup  pudiera  proporcionarle,  por  esto  lesionó  á 
jiBU  gi-atnito  amenazante:  y  esto  constituye  la  circnns- 
■tancia  eximiente  á  que  antes  me  he  referido  y  que 
■al  no  apreciarla  la  Bala  ha  infringido  el  precitado  ar- 
^■tículo  del  Código  Penal». 

Causa  uk  la  yOEJA; 

Kesnltando  que  la  mencionada  Audiencia  por  au- 
to de  trece  de  Mayo  último,  denegó  la  admisión  del 
recurso,  fundándose  en  que  habiéndo.se  plante-ido  por 
«1  recnrreiibe  un  problema  de  exención  de  responsabi- 
lidad criminal,  no  puede  discutirse  con  la  c¡t>k  del  nú- 
mero quinto  del  articulo  ochodeotos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  sino  c<>nel 
primero  y  qne  no  citándose  el  precepto  congruente  con 
la  cuestión  propuesta,  falta  al  recurso  la  tercera  de  las 
<úrcnn8tancias  que  según  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  debo  concurrir 
para  que  pueda  ser  admitido. 

Resultando  que  contra  dicho  auto  ocurrió  en  que- 
ja la  representación  de  Gkircfa  López,  y  en  doce  del 
actual  86  celebró  ante  este  Tribunal  Supremo  la  corres- 
pondiente vista  en  que  informaron  el  Letrado  defensor 
del  recurrente  y  et   representante  del  Ministerio  Fis- 
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cal,  sosteaieodn  el  primero  la  procedetK^a  del  recurso 
é  impugnándolo  el  segundo. 

Resih.uci6n: 

Considerando  que  el  error  [»^vÍBto  eij  el  inciso 
quinto  numerado  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  déla  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  c<in8ist& 
en  el  de  derecho  que  se  haya  conietido  en  la  caliñca- 
eión  de  los  hechos  que  se  declaren  probados  en  la 
sentencia  en  concepto  de  circunbtaucias  agravantes, 
atenuantes  ó  eximentes  de  responsabilidad  oi-iminal: 
y  en  tal  virtud  cabe  á  su  amparo  se  dlBcuta.  además  de 
todo  error  respecto  de  circunstancias  at-CDuaiites  6 
agravantes,  seg&n  es  doctrina  constante  del  'Iríbunal, 
DO  solo  la  indebida  calificación  de  una  eximente  apre- 
ciada como  tal  en  toda  sn  integridad,  sino  también  el 
que  se  baya  cometido  por  estimarla  en  parte  y  como 
degiadada  al  efecto  de  atenuar  masó  menos  la  respon- 
sabilidad, pudiendo  el  recurrente  reclamar  contra  ese 
error  de  calificación  ya  porque  entienda  no  concurre 
la  eximente,  ni  como  tal  ni  como  atenuante:  ya  por- 
que entienda  que  con  el  requisito  e-timado  por  la  Sata, 
concurren  otro  ú  otros  en  cuyo  mérito  debió  apreciar- 
se la  eximente  como  tal  y  por  tanto  en  toda  su  inte- 
gridad: sin  perjuicio  de  que  en  este  último  caso,  como 
á  la  vez  el  error  de  califiíación  entraSaria uno  de  pu- 
nibilidad,  puede  también  discutirse  al  amparo  del  nu- 
mero primero  del  citado  articulo  oehocientoíí  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Considerando  que  en  el  recurso  de  i¡ue  se  trata  no 
se  acHsa  ninguno  de  estos  erroresTsinoqueel  lecurrejj- 
te  simplemente  sostiene  la  existencia  de  una  eximent>e, 
6  sea  el  error  de  haberse  penado  el  hecho  proresai  á 
pesar  de  existir  una  circunstancia  eximent^',  el  cual  es 
caso  de  casación  especialmente  previsto  en  el  número 
primero  del  repetido  artículii  ochocientos  cuarenta  y 
nueve:  por  lo  que  no  hallándose  la  cuestión  propuesta, 
según  qneda  explicado,  autor¡7adaporel  número  quin- 
to del  articulo  ochocientas  cnarenta  y  nueve  que  es  el 
citado  por  el  recuri-ente  como  precepto  autorizante, 
estuvo  bien  denegada  por  el  Tribunal  a  ^tio  la  adniieióu 
del  recurso. 

Considerando  que  conforme  al  articulo  veinte  y 
cinco  de  la  Orden  iint«s  citada,  al  desestimarse  el 
recurso  de  queja,  se  condenará  en  costas  al  recurrente: 
Se  declara  no  haber  lugar  recurso  de  queja  interpuesto 
por  la  representación   de  José  García  López  contra  el 
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ftato  dictado  por  la  Sección  S^:anda  de  la  Sala  de  lo' 
Criminal  de  la  Andiencia  de  la  Habana,  en  trece  de 
Hayo  ttitimo,  con  lan  costas  de  cargo  del  recurrente. 

Gomnniqucfle,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  tos  Magistrados  qne  al 
margal  se  expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — AmbroBio  R.  Morales. — José  M?  GiBpert. — ' 
JoBéV.  Tapia. — Silverio  Castro,  Secretario 


ílTida.— Auto  98.-22  de  Jgiüo.— Becwrente.  (.Oae.  Fe- 


I>OCTRINA:  No  apareciendo  de  la  c 
que  el  recurre nte  tenga  la  representacidn  del 
ceaado,  qne  se  atñba^c,  procede  no  admitir 


Antkcrdkntbs: 

Resaltando  qne  en  la  cansa  criminal  s^uiíla  al 
procesado  Julián  Wandemberg  en  el  Jnzgado  del  Este 
de  esta  ciudad,  la  Sección  segunda  de  í"-  Saín  de  lo 
Criminal  de  la  Andiencia  de  la  Habana  dictó  senten- 
cia ei  diez  y  aeis  de  Abril  último,  condenando  &  dicho- 
procesado  en  concepto  de  antor  de  nn  delito  de  hnrto, 
cualificado  por  la  doble  Teincid>'QCÍa,  en  la  pena  de 
cinco  aQoe,  cinco  meses  y  once  dias  de  presidio  co- 
rreccional coa  las  aoceeorias  que  estimó  procedentes. 

Bcctrneo  dbtteoado. 

Kesaltando  que  contra  este  fallo  interpuso  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  Ley,  don  Eduardo 
Aoléa,  ostentando  la  representación  del  procesado, 
recarso  que  le  denegó  la  Sala  sentenciadora  por  auto 
de  diez  y  seis  de  Mayo  último,  fundándose  en  qne  no 
aparece  de  la  cansa  que   el  mencionado  Aulés  tenga 


Resultando  que  interpnesto  recurso  de  queja  ante 
este  Tribunal  Supremo,  contra  el  auto  denegato- 
rio de  casación,  se  señaló  dia  para  la  vista,  celebrán- 
dose ésta  el  diez  y  ocho  del  actual  con  la  sola  asisten- 
cia del  Uinísterio  Fiscal  que  estimó  improcedente  el 
recurso. 

Bbsolociób: 

Considerando  qne  seg&n  el  artículo  ochocientos 
cincoenta  y  cnatro  de  la  Ley  de  Enjniciamiento  Cri- 
minal en  relación  con  el  número  sexto  del  artícnlo 
séptimo  de  la  Orden   número   noventa  y  dos  de  mil 
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ochociftQtoe  noventa  y  nueve,  el  recarso  de  caaaci6u 
podrá  interponerse  por  los  que  sean  parte  e»  el  juicio: 
y  DO  constando  que  don  Eduardo  Aulés  t'-uga  ese  ca- 
rácter por  si,  ni  que  baya  sido  facultado  en  forma 
alguna  por  el  que  figura  como  procesado  en  la  canea 
fiara  que  lo  represente  y  defienda,  es  indudable  que 
carece  de  personalidad  para  interponer  el  que  origina 
esta  queja,  y,  por  tanto,  al  denegarlo  el  Tribusftl  á 
quo  se  atemperó  á  lo  dispuesto  en  el  artícelo  once  de 
la  citada  Onien. 

Oonsideraudo  que  por  lo  expuesto  procede  decla- 
rar sin  lugar  la  queja,  con  las  eostíis  al  recurrfnte: 

Se  declara  sin  lugar  el  recurpo  de  queja  interpues- 
to por  Jaüán  Wandemberg  contra  el  auto  dictado  el 
diez  y  aei»  de  Mayo  último,  por  la  Sección  í^egunda  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
con  las  costas  de  cargo  del  recurrente;  y,  comuniqúe- 
se etc. — Lo  proveyeron  y  firman  los  Ma{!;ÍHtradoB  que 
al  margan  ae  expresan. —José  Antonio  Pichardo. — 
LnisGastón. — Ambrosio  R.  Morales, — José  Mf  Gis- 
pert. — José  V.  Tapia. — Sil  ver  i  o  Castro,  Secretario. 

Queja.— Auto  103.— 30  de  Junio.— Hechos.  {Gaceta  Fe- 
brero í9,  J904). 

DOCTRINA:  No  es  admi«b1e  un  recurao  de 
casación  que  se  funda  ta  hechos  contrarins  á  los 
declarados  probados  por  ia  Sala  sentenciadora. 

Anteckdentes: 

Resultando  que  en  cauí^a  procedente  del  Juzgado 

de ,1a   Audiencia  de dictó  sentencia  en 

diez  y  seis  de  Abril  del  corriente  año,  en  que  declaró 
probado  el  siguiente  hecho:   iique  en  la  tarde  del  diez 

jiy  siete  de  Enero  del  año  actual  e!  procesado , 

•conocido  por ,  qne  se  hallaba  recogiendo  los 

»mango3  de  una  mata  situada  á  bastante  distancia  de 

»la  casa  de en  las  minae  de en  compafiia 

■de y  de ,  de  once  y  nueve  años  de  edad, 

» respectivamente,  aprovechando  que se  encon- 

«traba  subido  en  el  árbol  ein  apercibirse  de  lo  qne  abajo 

■ocurría,  acostó  en  el  suelo  á ,  realizando  actos 

xcarnales  con  ella  á  consecuencia  de  los  que  la  citada 
oniña  perdió  su  virginidad»:  y  estimando  la  Audiencia 
que  dichos  hechos  eran  constitutivos  de  un  delito  con- 
sumiwlo  de  violación,  condenó  al  procesado  á  las  penas 
d©  catorce  afios,  ocho  me-jesy  un  día  de  reclusión  tem- 
poral, accesorias,  indemuización  y  costas. 


DigilizedbvGoO^^IC 


Resaltando  qne  de  esa  sentencia  pidió  aclaracióu 
]&  defensa  del  procesado,  dicieado  qne  no  se  habían 
retmelto  todos  loa  puntos  que  fueron  objeto  de  la  mis- 
ma, pues  la  sentencia  afirmaba  que  la  ofendida  era  de 
nueve  años  de  edad  y  la  defensa  habia  sostenido  lo 
eontrariii,  probando  en  el  acto  del  juicio  con  certifica- 
ción del  R^íiatro  Civil  qne  era  la  única  prueba  perti- 
nente, que  era  mayor  de  doce  afio^  y  la  Sala  por  auto 
de  veinte  Abril  último  n^ó  la  aclaración  por  el  fun- 
damento de  que  )a  apreciación  de  la  prueba  documen- 
tal era  de  su  exclusiva  competencia. 

BeCCRSO  nSNEQADO: 

Resultando  que  la  defensa  del  procesado  interpuso 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é 
infracción  de  ley,  haciendo  constar  en  el  eecrito:  que 
la  sentencia  le  fué  nutiñcada  en  diez  y  siete  de  Abril, 
siendo  esa  la  fecha  d<-  la  última  notificación:  que  en 
escrito  del  diez  y  ocho  pidió  la  subsanación  de  la  falta 
qne  entendía  se  había  cometido,  la  cual  le  fué  negada 
por  auto  de  veinte  del  mismo  mes.  que  le  fué  notifica- 
do el  siguiente  ilía  veinte  y  uno;  que  el  recurso  lo  in- 
terponía con'  escrito  del  veinte  y  siete,  autorizado  en 
cnanto  á  la  infracción  de  ley  por  el  número  primero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  ley  y 
en  cuanto  al  qufbrantamiento  de  forma  por  los  artícu- 
los novecientOM  diez,  caso  segundo  del  novecientos 
doce  y  novecientos  catorce  de  la  propia  ley.  Con  res- 
pecto al  primeiM)  la  Sala  infringe  el  artículo  cuatro- 
cientos cincuenta  y  tres  del  Código  Pen^l  por  indebida 
aplicación,  da<lo  que  se  pena  como  delito  de  violación 
lo  que  no  es  por  no  concurrir  ninguno  de  los  requisitos 
■que  al  efecto  eeSala  dicho  artículo  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  tres.  Por  til  resultando  probado  de  la  sen- 
tencia apelada  se  hace  responsable  á  mi  defendido  de 
dicho  delito,  comprendiéndolo  en  el  caso  tres  del 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres  del  Cíódigo  Pe- 
nal, por  ser  la  supuesta  violada  menosde  doce  años, 
«uyo  extremo  no  es  exacto,  según  lo  probaré  al  ocu- 
parme del  quebrantamiento  de  forma,  porque  en  el 
sumario  consta  quti  la  perjudicada  es  mayor  de  dicha 
edad,  por  la  única  prneba  que  en  derecho  tiene  fuerza 
probatoiia  y  es  el  certificado  dp  la  inscripción  d©  la 
menor  en  el  Registro  Civil,  En  cuanto  al  quebranta- 
miento de  forma  es  indudable  que  la  Sala  en  pu  sen- 
Juncia  no  resuelve  todos  los  puntos  que  fueron  objeto 
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de  la  acaBadón  7  defensa:  y  á.  pesar  que  esta  defensa 
pidió  en  aa  debido  tiempo  la  subaanaci^n  de  la  falta 
que  entendía  ee^abía  cometido  en  la  sentencia  apela- 
da, ie  fué  n^ada  dicba  eclaración  cnanto  la  aprecia- 
ciÓD  de  la  prneba  docnmental,  como  de  las  demás  qae 
se  propongan  en  los  juicios  es  de  la  exclusiva  comp^- 
teucia  del  Tribunal  conforme  á  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  y  el  hecho  declarado  probado  es  el 
resultado  de  la  convicción  que  ha  formado  la  9ala  sobre 
los  puntos  objeto  de  la  acusación  y  la  defensa.  La 
prueba  documental  de  que  se  hace  nso  por  mi  defendi- 
do para  demostrar  la   edad  de  la  menor .,  ee  de 

aquella  que  eatA  reconocida  en  primer  término  para- 
probar  la  filiación  de  los  hijos  legítimos  á  tenor  de  lo 
ordenado  en  el  artícalo  ciento  quince  del  Código  Civil, 
que  reconoce  como  principal  prueba  el  acta  de  naci- 
iniento  extendida  en  el  Refíistro  Civil.  Ante  esa  prue- 
ba docnmental,  no  cabe  más  apreciación  que  no  sea  la 
de  atenei'se  estrictamente  al  contenido  de  la  misma, 
sin  que  sea  posible  darle  sentido  distinto,  ni  otra  in- 
terpretación que  la  que  ella  ^ce,  puesto  qae  si  se  sos- 
pecha de  BU  autentidad  la  Ley  seQala  el  camino  que 
en  este  caso  debo  seguirse.  De  otra  manera  si  la  prueba 
documental  va  á  dejai-se  como  la  pericial,  por  ejemplo, 
al  criterio  del  Tribnhal,  seria  ilusorio  el  precepto  del 
Código  Civil,  puesto  qae  de  no  hacer  caso  de  una 
prueba  de  documento  público  como  lo  es  la  que  en  es- 
tos momentos  se  discute  y  darle  más  valor  al  dicho  de 
testigos  ó  al  reconocimiento  médico  de  la  menor  (y 
dicho  sea  de  paso  este  reconocimiento  médico  no  fué 
traído  por  ninguna  de  las  partes  al  juicio  oral)  pospo- 
niendo de  esta  manera  lo  qne  mss  valor  tiene  por  la 
Ley  qne  al  simple  hecho  de  testigos,  prueba  qae  la 
Ley  deja  al  prudente  arbitrio  6  apreciación  de  la  Sala 
y  no  la  de  documento  público  que  hay  que  atenerse  & 
su  contenido,  sin  que  quepa  apreciación  alguna,  pues 
si  se  sospecha  de  su  autenticidad,  puede  pedirse  la 
nulidad  del  mismo  ó  declararlo  falso.  Como  esta  de- 
fensa llevó  al  juicio  oral  como  prueba  que  le  fué  admi- 
tida por  la  Sala,  la  del  certificado  de  inscripción  del 
nacimiento  de  la  menor  en  el  Registro  Civil,  hecho  por 

BU  mi t>m o  padre  legítimo  y  en  él  consta  que  la 

nació  en  Junio  6  en  Julio  del  aHo  mil  ochocientos  no- 
venta, habiendo  ocuirido  el  snceso  á  que  se  refiere  la 
sentencia  en  el  mes  de  Enero  del  corriente  afio,  es  in- 
dudable que  dicha  menor  tenía  ya  cumplidos  los  doce^ 
afioB  y  por  lo  tanto  no  existe  la  violación. 


DigilizedbvGoO^^IC 


r 


Causa  De  LA  queja: 

R«6Qltftndo  qne  la  Sala  sentenciadora  negó  la  ad- 
misiÓD  del  recareo  fundada  en  no  expresarse  la  fecha 
de  la  álüma  notificación  &  las  partes  del  auto  denega- 
torio de  la  aclaración  de  la  sentencia,  á  pardr  de  la 
qne  debe  contarse  el  tórmino  para  recurrir,  en  contra- 
decirse loe  hechos  probados,  en  que  la  apreciación  de 
la  praeba  era  de  la  exclusiva  competencia  de  loe  Tri- 
bunales, y  en  que,  aun  en  el  caso  de  que  la  edad  de  la 
violada  hubiera  sido  sometida  á  la  decisión  de  la  Sala, 
qne  no  lo  fué,  eee  particular  quedó  resuelto  al  consig- 
narse en  el  hecho  probado  que  tenía  nueve  a&oe. 

Resultando  que  el  procesado ha  interpuesto 

queja  ante  este  Tribunal,  y  celebrada  la  vista,  fué  im- 
pugnada por  el  MÍDÍsterio  Fiscal. 
Resolución  : 

Considerando  qne  al  oponer  el  recurrente  la  afir- 
mación de  que  la  violada  es  mayor  de  doce  aSos,  &  la 
expresamente  coniiignada  por  la  .Sala  deque  solo  tiene 
-nueve,  contradice  á  todas  Ince^  el  hecho  capital  qne 
ee  estúna  probado;  y  siendo  ese  el  único  fundamento 
■  del  recurso  por  infracción  de  ley,  es  inadmisible,  como 
ha  resuelto  con  repetición  este  Tribnnul,  y  estuvo 
acertada  la  Sala  al  denegar  su  admisión. 

Considerando  que  no  son  viables  y  deben  recha- 
zarse en  el  trámite  de  admisión  loa  recursos  en  qne  se 
plantean  cuestiones  que  no  encajan  en  lus  respectivos 
preceptos  auterízanten  de  la  Ley  de  Enjuiciamiente 
Criminal,  pnes  lo  contrario  seria  permitir  á  las  partes 
ampliar  arbitrariamente  los  taxativos  casos  de  casa- 
ción. 

Considerando  qne  de  ese  defecto  adolece  el  recurso 

por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 

puee  aun  cuando  dice  ampararlo  en  el  nómero  segun- 
do del  articulo  novecientos  doce  de  la  ley,  en  realidad 
lo  que  hace  es  impugnar  la  apreciación  de  un  elemento 
de  prueba,  pretendiendo  obtener  la  subsanación  del 
error  con  una  declaratoria  de  hecho  contraria  á  la  con- 
signada por  la  Bala,  problema  que  no  autoriza  á  pro- 
poner el  número  segundo  citado,  ni  ninguno  de  loe 
otros  del  »rtículo  novecientos  doce:  y  por  esta  razón 
es  inadmisibtet,el  recurso  y  estuvo  bien  denegado  por 
la  Sala. 

Se  declara  sin  lugar laqueja  interpuesta  por 

contra  el  auto  de  la  Audiencia  de que  le  denegó 

la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
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ley  y  quebrantamiento  de  forma  que  interpaso,  con 
lae  ooetae  &  en  cargo. 

Lo  proveyeron  y  ñrman  los  MagÍBtrad«a  qae  al 
margen  se  expresan. — José  Antonio  Píchardo. — Lais 
Gaatón. — Ambrosio  B.  Morales. — Joeé  MAria  Giepert. 
^Tosé  V.  Tapia. — Silverio  Castro,  Secretario. 


In£  ley.  -^ent  50.— 4  fle  AbriL— Oobedio.  ( Gao.  Fore- 
ro 6,  1904.) 

I>OCTBINA:  El  ofrecimiento  de  ana  canti- 
dad á  no  fandonario  de  policía  para  qnt  se  abs- 
tenga de  realizar  na  acto  propiu  de  bu  cargo, 
'tUTc,  no  una  proposición,  sino  una  tentati- 


En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Abril 
de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  qae  pende  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal, interpuesto  por  el  proceeado  Manuel  Casáis 
Gómez,  vecino  de  esta  Ciudad,  carbonero,  contra  seo- 
tenda  dictada  el  veinte  y  cuatro  de  Noviembre  élti- 
mo,  por  la  Secdón  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  esta  capital  en  causa  que  se  ins- 
truyó en  el  Juzgado  del  Distrito  Oeste  por  tentativa 
de  cohecho. 

Hechos  pbob&dos: 

Resultando  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
presente  recurso  se  consignan  los  hechos  probados  que 
6,  continuación  literalmente  se  transcriben:  nPrimero, 
«Resultando  probado  que  el  diez  y  seis  de  Septiembre 
lúltimo  transitando  por  la  Calzada  del  Cerro  el  proce- 
■sado  Manuel  Casáis  Gtómez,  en  un  carretón  de  carbón 
■fué  requerido  por  el  vigilante  de  Policía  Francisco 
oEspinosa  Quintana,  porqae  no  traia  encendido  el  far 
jirol  no  obstante  ser  de  noche,  quien  al  mismo  tiempo 
sle  pidió  le  enseñara  los  documentos,  y  como  no  los 
"trajera  le  manifestó  el  vigilante  que  tenia  necesidad 
ide  conducirlo  al  Prescinto,  ofreciéndole  entonces  el 
vprocesado  un  peso  en  plata  española  para  que  no  lo 
xcondujera,  oferta  que  no  fué  aceptada  por  el  Policía. 

Beboldción  keoubbida: 

Resultando  que  la  mencionada  Audiencia  caliñc6 
estos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  co- 
hecho en  grado  de  tentativa,  previsto  en  el  articulo 
trescientos  noventa  y  ocho  del   Código  Penal,  modifi- 
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cado  por  la  Orden  número  ciento  doce  de  mil  novccien' 
tos  y  penado  por  e)  artícalo  tresdentoB  noventa  y  cna- 
tro  del  propio  Código,  del  coal  estimó  responsable  al 
procesado,  sin  la  ooncarrencia  en  en  ejecación  de  cir- 
cnnstancias  modifícativaB  de  la  responaabilidad  cri- 
minal, y  ló  condenó  en  la  pena  de  trescientas  treinta 
pesetas  de  malta  y  al  pago  de  las  coatae,  debiendo  en- 
frir  por  la  falta  de  pago  de  dicha  malta,  prisión  eab- 
aidiaría  &  raxón  de  an  día  de  detención  por  cada  doce 
y  media  pesetas  qne  dejare  de  natisfacer,  sirviéndole 
de  abono  para  el  cnmplimiento  de  la  pena  impuesta  la 
totalidad  del  tiempo  qae  hubiere  estado  privado  de  li- 
bertad por  esta  cansa. 

FUMDAIUNTOS  OSh  BBCCBSO  DB  OASACIÓET: 

Beaoltando  que  contra  este  fallo  interpnso  el  pro- 
cesado recarso  de  casación  por  íQfraoción  de  ley,  au- 
torizado por  el  caso  primero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjaiciamiento  Crimi- 
nal, citando  como  ley  infringida  por  indebida  aplica- 
ción el  articulo  trescientos  noventa  y  ocho  del  Código 
Penal  modificado  por  la  Orden  número  ciento  doce  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  el  trescientos  no- 
venta y  cnatro  del  mismo  Código  en  el  siguiente  con- 
cepto: «qne  el  delito  de  cohecho  para  que  exista  re- 
>quiere  la  presencia  S^  cuatro  reqoieitos  uno  de  los 
■cuales  es  que  el  acto  realizado  por  el  fnncionarío 
^oarde  relación  con  los  deberes  de  bu  cargo  ¿y  el  giiar- 
•dia  ó  vigilante  de  Policía  estaba  facultado  para  dete- 
>Der  y  conducir  al  Prescinto  &  mi  representado  por 
■solo  una  simple  infracción  de  las  Ordenanzas  Munici- 
■pales?  yo  es  an  principio  general  que  no  puede  dete- 
nerse 4  nadie  por  simples  faltas?  Resalta  probado 
»qne  el  guardia  quiso  conducir  y  detener  á  mi  repre- 
■sentado  porque  no  traía  eneendido  el  farol  y  porque 
■no  llevaba  los  documentos  y  como  resalta  cierto  que 
•les  vigilantes  de  policía  no  pueden  detener  por  in- 
■fracción  de  las  ordenanzas  citadas  y  como  el  acto  rea- 
■lizado  por  mi  lepresentado  lo  era,  resulta  que  al  ofre- 
■cer  mi  cliente  nn  peso  porque  no  lo  llevara  conducido 
■no  realizó  el  delito  de  cohecho,  porque  el  acto  qne  lo 
■motivaba  no  estaba  dentro  de  las  facultades  del  vigi- 
■lante  que  debió  r^ucirse  á,  tomar  simplemente  nota 
■del  número  del  carretón  y  dar  el  oportuno  conoci- 
■miento  á  la  Alcaldía  Municipal  para  que  ésta  por  el 
■Teniente  de  Alcalde  correspondiente  cobrara  la  mul- 
ata impuesta,  pero  nunca  detener  y  conducir  al  carre- 
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>tonero  porqae  para  algo  los  carretones  llevan  eo  aa ' 
«parte  exterior  el  número  qne  iudica  el  establo  &  qae 
'perteneoena. 

Ai>hgbi6n  i>bl  fiscal: 

Resaltando  qne  el  Hiaisterio  Fiscal  haciendo  oso 
del  derecho  qae  le  otorga  el  párrafo  tercero  del  artícu- 
lo veintiocho  de  la  Orden  n&mero  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  ;  nneve  se  adhirió  al  recur- 
so interpuesto,  ampli&ndolo  coa  un  solo  motivo,  auto- 
rizado por  caao  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  expresada  Ley  procesal,  expo- 
niendo que  ise  ha  infringido  en  el  fallo  por  indebida 
«aplicación  la  Orden  número  ciento  doce  de  mil  ooho- 
■eientos  noventa  y  nueve  y  los  artículos  sesenta  y  oin- 
»co,  trescientos  noventa  y  cuatro  y  trescientos  noventa 
*y  ocho  del  Código  Fenal,  y  por  falta  de  aplicación  los 
«párrafos  primero  y  tercero,  artículo  coarto  del  pro- 
apio  cuerpo  legal,  porque  el  hecho  de  ofrecer  el  proce- 
asado  al  vigilante  an  peso  plata  espafiola  para  qne  no 
■lo  condujera  al  Preecinto;  oferta  que  no  fué  aceptada 
»por  el  policía,  no  es  delictuoso,  pana  no  rebasa  los 
-«limites  de  la  mera  proposición,  no  punible  en  el  deli- 
»to  de  cohecho,  sino  en  los  que  expresamente  sefiala 
»la  ley;  delito  formal  que  no  admite  la  tentativa  ni  la 
flfrnstuación  porque  integrándi^se  con  la  aceptación  del 
■funcionario,  se  consuma  cuando  la  proposición  es 
jiacordada». 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
■el  recnrente,  previa  instrucción  de  las  partee,  tuvo  lu- 
gar la  vista  pública,  con  asistencia  del  abogado  defen- 
sor del  procesado  y  del  Ministerio  Público  que  sostu- 
vieron, respeotivamente,  los  motivos  alegados. 

Decisión  del  becübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  articulo  trescientos 
noventa  y  ocho  del  Código  Fenal,  modificado  por  la 
Orden  número  ciento  doce  de  veinte  de  Julio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  los  que  con  d&vidas, 
ofrecimientos  6  promesas  corrompieren  á  loa  funcio- 
narios públicos,  serán  castigados  cf>n  las  mismas  pe- 
nas qne  los  empleados  sobornados  menos  la  de  inha- 
bilitación, hecho  que  castiga  el  trescientos  noventa  y 
cuatro  del  expresado  Código  con  las  penas  de  arresto 
.mayor  en  su  gr^do  medio  al  máximo  y  multa  del  tan- 
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to  triple  del  ralor  de  la  dávida,  cutuido  Is  recibida  6 
prometida  tuviera  por  objeto  absteaeree  el  funcionario 
público  de  un  acto  qae  debiera  practicar  en  el  ejerci- 
cio de  los  deberes  de  bu  cargo. 

OoDsidenuido  qae  probado  como  resulta  de  la  sea- 
teucia  recurrida  que  el  procesado  ofreció '  al  vigilante 
de  policía  un  peao  en  plata  espafiola  para  que  no  lo 
condujera  al  Prescinto  como  pretendió  hacerlo,  por 
transitar  aq.aél  durante  la  noche  con  un  carretón  sin 
llevar  el  farol  encendido  y  no  exhibirle  la  autoriza- 
-ción  que  tuviera  para  tansitar  con  ese  carro,  es  indu- 
dable que  el  procesado  con  tal  ofrecimiento  intentó 
cometer  el  delito  de  cohecho;  pues  siendo  una  función 
propia  de  esos  agentes  de  la  autoridad  impedir  qae 
por  la  via  pública  transiten  vehículos  en  tales  condi- 
ciones y  adoptar  las  medidas  conducentes  &  evitarlo, 
claro  está  que,  al  ofrecerle  aquella  dádiva  para  que 
no  lo  condujera  á  la  Estación  de  policfa  con  motivo  de 
e.-aH  faltas,  trató  de  corromperlo  para  que  se  abstuvie- 
ra de  realizar  el  acto  que  ejecutaba  con  ocasión  de  las 
funciones  de  su  cargo,  y  no  un  acto  ajeno  á  éstas  co- 
mo supone  el  recurrente,  negando  la  facultad  del  vi- . 
gilante  referido  para  conducir  á  dicha  estación  á  los 
culpables  de  faltas  que  del^an  corregirse  gubernativa- 
mente; porque  aún  cuando  se  considerara  innecesaria 
la  conducción  en  este  caso,  ello  no  despojaría  el  hech) 
realizado  de  su  carácter  delictivo,  puesto  que  de  él 
se  revela  que  lo  que  hizo  el  procesado  fué  mediante  el 
soborna,  evadirse  de  la  responsabilidad  en  que  pudie- 
ra haber  incurrido. 

Considerando  en  cnanto  al  motivo  del  recurso 
aligado  por  el  Ministerio  Fiscal,  que  hay  tentativa 
cuando  el  culpable  da  principio  á  la  ejecución  del  de- 
lito directamente  por  hechos  exteriores  y  no  practica 
todos  los  actos  de  ejecución  que  debieran  producir  el 
delito,  por  cansa  ó  accidente  que  no  sean  su  propio  y 
voluntario  desistimiento. 

Considerando  que  al  ofrecer  el  procesado  al  vigi- 
lante de  policía  la  cantidad  antes  referida  al  objeto  ya 
indicado,  es  evidente  que  con  tal  ofrecimiento  dio 
principio  á  la  ejecución  del  delito  de  cohecho  direeta- 
mente  por  hechos  exteriores  sin  que  lograra  practicar 
loa  demás  actos  de  ejecución  que  debieron  produciré! 
delito,  por  causa  ajena  á  su  propio  y  voluntni-io  desis- 
timiento, cual  fué,  negarse  el  funciouario  á  acepmr  la 
dávida,  hechos  tt)dos  que  c«.raeterÍKan  la  tentativa  que 
define  el  artículo  tercero  del   Código   Penal,    y   iio  la 
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mera  propuruión  para  cometer  dicho  delito,  porqne 
dada  la  DSturaleza  eepeoial  de  éste  y  el  modo  de  rea- 
lizarse, con  el  ofrecimiento  hecho  á  mismo  fanciona- 
rio  de  policía  é,  quien  ee  pretendía  corromper,  comen- 
zaron loa  actos  de  ejecución,  encaminados  directe,  y 
adecuadamente  á  la  consumación  del  delito,  mientras 
que  la  simple  proposición  para  cometerlo  hnbiera  que- 
dado limitoda  en  bu  c&ao,  al  cóncnrso  que  at  efecto 
bascara  el  agente  del  delito  de  otra  ú  otras  personas 
manifestándole  su  criminal  propósito. 

Considerando  que  por  las  razones  oonaignadaa  el 
Tribunal  a  q<to  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho 
é  infracción  de  ley  que  se  le  atribnye,  por  lo  qne  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  presente  recurso,  y  en  con- 
secuencia á  esta  declaración  imponer  las  costas  al  re- 
currente, de  conformidad  con  lo  qne  dispone  el  articu- 
lo cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nneve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  Inga]*  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  ioterpneste  por  el  procesado  Manuel  Casáis  Gb- 
mez.  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  Blon- 
da de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  el  veinticuatro  de  Noviembre  último;  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente.  Asi  por  esta  nuestra 
sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Bafael  Craz  Pérez. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  B.  Morales. — Kafael  Maydagán. 

In£  ley-— Sant  51.— 8  de  Abril.— Perixirio.   {doeeta. 

Febrero  6,  190i.) 

DOCTRINA:    No  se  comete  el  delito  de  per- 

jurio  cuando  toH hechos  afirmados  bajo  jnramento 
soQ  distintoa  y  ni  se  excluyen  ni  se  contradicen. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Abril  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, contra  la  sentencia  dictada  en  doce  de  Enero  úl- 
timo por  la  Sección  primera  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 
del  Centro  de  esta  cindad,  por  el  delito  de  perjurio  y 
seguida  entre  partes,  de  ta  una  el  Ministerio  Fiscal  y 
Cristina  Monter  Domenech,  ésta  como  querellante 
particular,  y  de  la  otra  como  acusado,  Manuel  Llenin 
Oonzlilez,  del  comercio  y  vecino  de  Jesús  del  Monto. 

Resultando  qne  en  la  sentencia  recurrida  se  con- 
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signa  el  B«sultan<lo  namerado  que  &  contiauacíÓQ  se- 
oopia: 

Hbohob  pbobados: 

nReaaltaado  (trobado:  que  la  casa  calle  de  Je»68 
■del  Monte  número  doscientos  veinte  y  dos  está  dividi- 
■da  en  acceeorias;  en  ana  de  éstas  vivia  la  querellante 
■partícnlar  Cristina  Monter  Domenech,  no  constando- 
•sino  como  inqnilioa  6  propietaria;  y  en  otra  marcada 
■con  la  letra  K  tenia  un  establecimiento  de  ferretería 
■el  acosado  Mannel  Llenín  González,  siendo  el  pro- 
■pietario  de  esa  accesoria  Pablo  M.  Oostas;  quien,  pre- 
■viiiB  los  trámites  debidos,  hizo  se  estableciera  el  ser- 
■vicio  de  pluma  de  ^iia  en  la  casa  dicha  para  el  eervi- 
>cio  de  la  accesoria  ocupada  por  el  acusado,  á  principios 
■del  afto  de  mil  novecientos,  aprovechándose  para  el 
■abastecimiento  de  ese  liquido,  las  caQerías  que  de 
■antígnu  había  en  la  casa,  de  la  qne  se  habia  retirado. 
■afioB  antes,  ese  servicio  por  falta  de  pago.  Como  esa 
■caQería  llegaba  entre  otros  lugares  á  la  accesoria  que 
■habitaba  la  querellante,  en  la  qne  tenia  nna  llave  de 
■agua,  dicha  querellante  se  aprovechaba  tambiéii  del 
■agua,  hasta  que  por  disposiciones  recientes  del  Ayun- 
■tamiento  encaminadas  á  evitar  fraudes  en  el  servicio 
•de  ese  liqtiido,  y  á  que  cada  paite  en  que  se  dividiera 
Muna  casa  pagase  por  lo  menos  una  pluma  de  agua,  el 
■repetido  Pablo  M.  Costos,  ordenó  al  acusado  qne  cor- 
atase  la  comunicación  del  agna  con  la  accesoria  de  la 
■querellante,  por  lo  que  el  acusado  por  el  mes  de  No- 
«viembre  de  mil  novecientos,  quitó  la  llave  de  agua 
■que  f-e  ha  indicado  snrtia  é  la  accesoria,  vivienda  dé 
■la  querellante,  poniendo  un  tapón  de  hierro  á  la  ca- 
■fiería;  no  constando  los  actos  que  practicara  para  lle- 
gar á  cortar  el  agua,  por  ser  ágenos  á  este  procedi- 
■uiiento,  y  por  los  que  se  ha  formado  sumario  por 
■allanamiento  de  morada  y  coacción;  y  en  el  que  bajo 
■juramento  declaró  el  acuitado  lo  siguiente:  que  si  el 
•declarante  quitó  la  llave  j'  tapó  el  servicio  de  agua 
•que  tenía  doña  Crií*tina  Monter,  no  lo  hizo  por  su 
■propia  voluntad,  toda  vez  que  á  él  nada  le  importaba 
■que  la  usara  ó  no  la  usara  aquélla;  que  lo  que  pasó 
•fué,  que  el  dueño  de  la  casa  de!  declarante  que  fué  el 
■que  colocó  el  servicio  del  agna,  digo,  que  era  el  que 
•abonaba  el  servicio  al  Municipio,  le  escribió  al  que 
■habla  una  carta  qne  en  este  acto  exhibe  al  Juzgado, 
•en  la  que  manifestaba  le  habían  hecho  un  r<¿qneri' 
■miento  con  arreglo  al  último  Decreto  de  la  Alcaldía 
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NHanicipal,  respecto  al  agua  que  usábala  v«ciaa  dofia 
vGriBtána  Monten,  cuyo  aenñuio  no  picaba  ésta,  y  para 
nevitar  lo  qoe  pudiera  estimarse  fraude  y  loe  perjai- 
■ciofi  couBÍguientes,  le  intimó  para  que  cerraee  la  co- 
nmunicación  del  agua  á  la  vecioa,  por  ser  ^I  solo  quien 
vía  pagaba,  que  con  esta  carta  del  dueño  de  su  casa 
»don  Pablo  M.  Costas  requirió  &  la  vecina  dofia  Crístí- 
■oa  UonttT  haciéndole  presente  loe  perjuicios  qae  po- 
■dian  sobrevenir  por  seguir  ella  osando  el  agua,  y 
■moatrándoae  conforme  la  referida  Monter  y  prestando 
>au  consentimiento,  fué  que  el  declarante  entonces  ta- 
npió  dicho  servicio;  que  &  eea  entrevista  tenida  y  al 
■consentimiento  prestado  por  aquélla  se  encontraban 
•presentes  don  Belisario  Tellechea,  vecino  de  J.  del 
(Monte  doscientos  veinte  y  seis,  José  Bivern  del  dos- 
«oientoE  veinte  y  cuatro  de  la  misma  calzada,  quienes 
Beetabao  con  el  declarante  en  el  mismo  patío,  puesto 
»que  éste  no  se  halla  dividido  y  forma  un  solo  patio  de 
■servicio  coman;  que  no  es  cierto  qne  la  repetida  le 
nabonase  al  declarante  cosa  alguna  por  el  servicio  de 
■agua,  del  cual  no  le  hubiera  privado  á  no  ser  por  la 
■causa  ya  expresada  por  intimación  del  dueño  de  su 
■casa:  que  si  algún  derecho  tenía  dicha  señora  á  usar 
»el  agua,  seria  en  otra  época,  cuando  pagaba  el  servi- 
■cio,  pues  tiene  noticiae  qne  el  Ayuntamiento  la  retiró 
■hace  tres  años  por  falta  de  pago,  y  el  nuevo  servicio 
■lo  introdujo  y  p^6  el  dueño  de  la  casa,  que  habita 
■el  declarante  don  Pablo  Costas  había  nn  año,  facili- 
tándole el  agua  á  la  vecina  por  consideración.* 

.  Resolución  kiíciikbida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
qne  loe  hechos  referidos  no  eonstitayen  el  delito  de 
perjurio,  absolvió  al  procesado,  declarando  las  costas 
de  oficio. 

FCXDAUBNTOB  DKL  BKCUR80  OK  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  dicho  fallo  interpuso  la  re- 
presentación de  la  querellante  el  presente  recurso  por 
infracción  de  ley,  citando  como  precepto  antorízante 
del  mismo  el  número  segundo  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  1%  Ley  de  Enjuiciamiento  Crími- 
nal,  y  como  infringidos  el  articulo  trescientos  treinta 
y  uno  del  Código  Penal  y  Orden  número  ciento  diez  y 
seis  de  la  serie  de  mil  novecientos,  por  no  haber  esti- ' 
mado  el  Tribunal  como  perjurio  y  falso  testimonio  en 
«nusa  civil  el  hecho  de  haber  declarado  primeramente 
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Muiael  Llenin  González  ea  la  cansa  erimiDal  contra 
él  promovida  que  hí  había  quitado  la  llave  y  tapado 
el  semcio  de  agaa  que  t«iia  laMonteren  la  accesoria 
A  de  la  casa  n6mero  doscientos  veinte  y  dos  de  la  cal- 
zada de  Jesás  del  Monte,  faé  por  orden  del  doeño  de 
la  casa  de  la  misma  Calzada  número  doscientos  veinte 
y  dos  qoe  el  declarante  habitaba;  y  haber  declarado 
deepoés  el  propio  Lleniu  en  los  autos  de  interdicto  de 
recobrar  la  posesión,  que  no  era  cierto  que  la  sefiora 
Monter  eetnriese  en  posesión  de  esa  pluma  de  agua, 
pnes  la  ánica  que  conoció  el  declarante  cuando  ocupó 
la  casa  qne  vivía  fué  la  instalada  por  el  dnedo  de  di- 
cha casa;  de  manera — agrega  la  representación  de  la 
reeorrento—que  Llenin  desconocía  la  existencia  de 
ana  plnma  de  agua,  cuya  llave  él  mismo  quitó. 
Heealtando  qne  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado debidamente  en  eete  Tribunal,  celebríindose  la 
vista  pública  con  asistencia  de  la  representación  de  la 
recurrente  y  el  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  la  pri- 
mera la  procedencia  del  recurso  é  impugnándolo  el  se- 
gundo. 

Decisión: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado   Rafael  Maydagi'in. 

Considerando  que  no  existe  ciintiudicción  alguna 
entre  las  dos  declaracionps  prestadas  bajo  juramento 
por  el  procesado  en  las  distintas  actuaciones  á  que  se 
contraen  los  hechos  probados  de  la  sentencia,  sino  un 
nuevo  error  de  concepto  ó  verdadera  confusión  por 
partede  la  ucusación  privad**  al  apreciar  que  entram- 
bas declaraciones  se  refieren  á  un  mismo  particular; 
lo  qne  no  es  exacto,  porque  una  cosa  es  la  tubería  y 
llan'e  de  agna  del  servicio  interior  de  una  casa,  que  es 
á  lo  que  alude  el  procesado  en  sn  primera  declaración 
al  manifestar  que  tapó  la  tubería  y  quitó  la  llave  que, 
&  su  juicio,  utilizaba  indebidamente  la  acusadora  en 
!a  accesoria  qne  habitaba;  y  otra,  completamente  dis- 
tinta, la  pluma  de  agua  de  que  habla  al  evacuar  el  se- 
gundo interrogatorio,  Ó  sea  el  tnbo  de  determinado 
diámetro  qne  entroncando  con  la  cañería  principal  de 
la  calle,  llega  al  frente  del  edificio  en  que  el  servicio 
ee  instala,  correspondiendo  su  presión  y  disfrute  tan 
solo  al  qne  obtiene  la  concesión;  por  lo  que  al  negar 
el  procesado  en  la  citada  declaración  posterior  que  la 
acusadora  estuviera  en  posesión  de  dicha  plnma  de 
agua,  fundado  en  qne  el  dueño  de  la  otra  accesoria 
que  él  habitaba  fué  el  que  pidió  la  instalación  del  ser- 
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vicio  y  el  qae  pagaba  la  caota  correspondiente  al  Uo- 
nicipio,  no  se  refirió  ni  pado  referirse  &  los  distintos 
mecanismos,  como  llnvea,  etc  ,  utilizados  en  el  interior 
de  una  casa  para  el  aprovechamiento  de  la  ploma  de 
agaa,  sino  a)  derecbo  posesorio  de  ésta,  no  existiendo, 
por  ]o  tanto,  contradicción  ni  mucho  menos  peijn- 
rioen  los  hechos  aludida»,  realizados  pur  el  procesado. 

Considerando  qae  por  las  razones  expaestas  en  el 
p&rrafo  anterior  no  resaltan  infringidas  por  indebida 
aplicación  las  disposiciones  legales  sobre  perjario  in- 
vocadas en  el  recurso;  y  procede,  en  consecuencia, 
dei-Iararlo  sin  lugar,  con  imposición  de  costas  á  la  re- 
corren te. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  la  querellante  Cristina  Honter 
Domenech,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección 
primera  de  la  Sala  <Je  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  cou  las  costas  á  cargo  de  la  recurrente. 

Así  por  est»  nuestra  senteocia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez, —Luis 
Grastón.— Joí^é  Cabarrocaa  Horta. — Ambrosio  B.  Mo- 
rales.— Rafael  JVIaydagáo. 


Inf,  ley.— Smt  52.-8  de  Abril.— Est^a.  (Gac.  i 
4,  im^.) 

DOCTRINA:    No  reviste  U.a 
delito  de  estafa  la  falta  de  eiitrcRa  de  un  apodera- 
do á  su  mondante   del  importe  de  crédití)s  á  favor 
de  éste  que   huliiese  hec)io  electivos  á   virtud  del 
mandato,  ^i  eonforme  á  éste  ¿la entrega  de  la  can- 
tidad debía  preceder  una  liquidiiciAn,   puesto  <iu« 
íi'ilo  en    el  caso  que  dicha  "peracifin  se  hubiere 
practicado  y  el  mandatario  se   nprofjiare  6  eotre- 
jíare  el  saldo,  el   hecho   puede  revestir  caracteres 
de  delito. 
En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Abril  de  mil 
novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  iufrae- 
ción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
contra  el  auto  dictado  en  ocho  de  Diciembre  último, 
piir  la  Sección  primera  de  la  Sfil»  de  lo  Criminal  de  la 
Audieui'ía  de  la  Habana  en  canica  procedente  del  Juz- 
gado de  Instrucción  del  Distrito  Este  de  esta  capital, 
iniciadx  por  querella  que  estableció  Adolfo  Díaz  cmo 
mandatario  de  Rafael  del  Valle,  acusando  á  Rafael  Be- 
nitez  del  delito  de  estafa: 

Resultando  que  en  el  expresado  auto  se  consignan 
loe  cinco  siguientes  resultandos: 
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ASTECEDBNTES: 

aReenltaodo  que  esta  cansa  DÚmero  cuatrocientos 
■ochenta  y  cinco  del  afio  actual,  procedente  del  Juzga- 
ndo del  Este  se  inició  por  querella  que  estableció  á 
«fojae  treinta.  Adolfo  Díaz,  como  mandatario  de  Ka- 
"fael  del  Valle  contra  Safael  Benftez,  acnsíindole  de 
i>nn  delito  de  estafa  comprendido  eii  el  caso  quinto  del 
«aríicalo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Pe- 
«nal,  apareciendo  de  la  investigación  sumarial,  que 
«habiendo  sido  éste  comisionado  para  cobrar  el  cobro 
ide  diferentes  créditos  á  cargo  del  Estado  Eepañol,  en 
•los  que  aquél  estaba  interesado,  percibió  como  reaul- 
»tados  de  los  mwmos,  diez  mil  novecientos  dos  pefloa 
«dos  centavos  con  mocha  anterioridad  al  once  de  Fe- 
«brero  de  mil  novecientos  di>H,  y  en  carta  dirigida  en 
"la  citada  fenha  al  querellante  Rafael  del  Valle,  fojas 
«ocho,  negó  haber  recibido  la  expresad»  suma,  retar- 
"dando  así  1^  etitrt'ga  de  la  cantidad  cobrada  al  repc- 
"tido  Valle.— Después  de  iniciado  el  procedimiento,  el 
lacnsado  Rafael  Benltpz  alfgó  que  no  había  entregado 
"la  snma  de  que  se  trata  á  Rafael  del  Valle,  porque 
"éste  la  e.íigio  íntegra,  eín  loa  deacnentis  relativos  á 
"los  gastos  y  agencias,  habiendo  éste  presentado  yugre- 
ng;'idose  á  fojas  sesenta  y  nueve  de  la  liquidación  de 
nlo!*  diez  mil  novecientos  pesos,  doscentavosquean-oja 
■»un  saldo  de  dos  mil  novecientos  noventa  y  ocho  pesos, 
«diez  y  nueve  centavos  en  plata  y  consignando  el  ex  ■ 
"presado  Benítez  en  el  Juzgado  esta  cantidad  qu*»  fué 
«depositada  en  la  Administración  de  Rentos,  fojai  se- 
"tenta  y  cuatro  y  ciento  treinta  y  nueíe,  no  habiéu- 
adose  conformado  el  querellante  con  1»  liquidación, 
«■insistiendo  por  el  contrario  en  qne  el  delito  se  había 
"Cometido  desde  que  ae  negó  la  existi-nci^i,  del  cobro, 
"fojas  setenta  y  seis». 

"Resultando  que  declarado  terminado  el  sumario. 
í8Ín  haberse  dictado  auto  de  procesamiento,  elevada 
,  «la  causa  al  Ministerio  Fiscal  pidió  que  se  sobreseyera 
■provisionalmente,  conforme  al  caso  primei"0  de!  ar- 
ntículo  seiscientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
sciamiento  Criminal,  y  el  querellante  solicitó  que  se 
«revocara  aquél  auto  y  se  devolviera  la  causa  al  Juez 
noara  la  práctica  de  diligencias,  habiendo  acordado  la 
uBala  de  conformidad  con  lo  solicitado  por  el  quere- 
■11a  u  te»; 

iReeultaado  que  elevada  de  nuevo  la  causa,  el  Mí- 
«nisterio  Fiscal  reprodujo  bu  petición  de  sobreseimiento 
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MproviBÍonal,  y  el  qoerellaote  Bol!oit6  nuevamente  qoe 
nse  revucara  el  aato  de  termíDación  del  sumario,  ha* 
«biéudose  acordado  por  la  Sala  sa  confirmación  en  auto 
»de  veinte  y  nueve  de  Octnl>re  último,  mand&ndo  pl- 
agar la  actuación  al  querellante  para  que  dentro  de 
DCinco  días  expusiera  lo  que  tuviera  por  conveniente 
xacerca  del  eobresei miento,  apertura  del  juicio,  oalifi- 
ucación  y  prueba»: 

«Reealtando  que  la  presentación  del  querellante 
■devolvió  la  cansa  ton  escrito,  solicitando  la  suspen- 
xsión  del  curso  del  procedimiento  criminal  hasta  que 
*8e  resolviera  la  cuestión  prejudicial  que  propooia, 
nrelativa  á  la  liquidación  de  cuentas  entre  el  quere- 
"Uante  y  querellado,  que  debia  ventilarse  ante  loa  Tri- 
)>bunales  civiles,  y  oido  el  Ministerio  Fis(^al,  de  eonfor- 
j>midad  con  el  mismo,  se  declaró  sin  lugar  la  solicitud 
jipor  auto  de  veinte  y  cinco  de  Noviembre  último,  y  se 
«mandó  entregar  nuevamente  la  actuación  al  quere- 
■liante,  bajo  apercibimiento  de  tenerle  por  decaído  su 
nderecho  si  ao  utilizaba  el  término  de  cinco  días  para 
nrepresentar,  conforme  á  lo  dispuesto eu  auto  <!e  veinte 
»y  nueve  de  Octubre». 

iResultando  que  dentro  del  término  fijado  devol- 
uvió  la  cauaa  el  querellante  con  escrito,  pidiendo  la 
napertura  del  juicio  oral,  en  el  que  estableció  las  si- 
■gnientes  conclusiones  provisionales  y  promovfó  prne- 
nbas. — Primero:  El  dia  veinte  y  nucve  de  Marzo  del 
»pas!ido  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  á  exi- 
xtación  de  los  Sres.  Alonso  Jauma  y  Compafiia,  comer- 
KCiantes  de  esta  Plaza,  celebróse  una  junta  de  acreedo- 
■res  del  Estado  Espaüol,  &  fin  de  unificar  sus  esfuerzos 
«para  hacer  efectivas  sns  acreencias.  Acordóse  efi 
■dicha  Junta,  según  acta  que  quedó  en  poder  del  señor 
■Bafael  Benltez  designar  é,  e«te  Éeñor  y  al  Sr.  Agustín 
■Lisbona  como  gestores  que  aceptaron  el  cargo.  Asi 
uresulta  de  los  documentos  de  fojas  uno  á  cuatro  inclu- 
Rsives  suscritos  por  el  acusado  Sr.  Benítez  Rojas.  Para 
«llevar  á  efecto  las  gestiones  de  cobros,  trasladóse  á 
■Madrid  el  8r.  Agustín  Lisbona  que  en  representación 
■de  los  acreedores  reclamó  el  pago  de  sus  acreencias  en 
nios  Centros  Oficiales  correspondientes.  Estas  gestio- 
itnes  dieron  por  resultado  que  el  mes  de  Mayo  del  afio 
■mil  novPcientoselSr.  Lisbona  percibiese  del  GobiemO' 
•de  España  la  suma  de  ocbent«  mil  pesos  en  plata,  y 
■según  puede  verse  por  la  cuenta  de  fojas  ciento  qnince' 
neeta  suma  fué  depositada  en  la  casa  de  banco  de  la 
nviila  de  Madrid  que  gira  hoy  bajo  la  razón  social  Gar- 
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•cfa Calamarte  yCompañin  á  f»vor  de  Ioh  Sres.  Alonso 
■Jauma  y  Compañía  y  á  la  disposición  d6  Don  Rafael 
■Benf  tez,  prodaciendo  )a  anterior  operación  loB  siguien- 
■tes  asientoB  en  la  contabilidad  de  loe  que  en  ella  han 
■intervenido  con  referencia  á  loe  libros  de-los  seflores 
•Alonso  Jan ma  y  Compañía. — TJn  cargo  á  los  &re«.  Gar- 
lóla Calamarte  y  Compañía  por  loe  dichos  ochenta  mil 
■peeoR,  BegÜD  asiento  de  diez  y  seia  de  Mayo  de  mil 
■aoTecienlos,  certificado  A  fojas  ciento  veinte  y  nneve 
■vuelto  del  snmarío  y  el  correspondiente  abono  ái 
"Sr.  Liabona,  s^&n  aalento  del  mismo  día,  fojas  veinte 
»y  nueve -^ciento  catorce  vuelto.—  Con  feclú  del  mes 
»de  Febrero  del  año  mil  novecientos  nno,  tomó  ei  se- 
»nor  Liebona  ha  percibido  por  cuenta  y  para  sus  comi- 
atentes  la  snma  de  treinta  y  tres  mil  novecientos  treinta 
■y  seis  peeos  píate  que  motivaron  idénticas  operacio- 
*nes  realizadas  con  fecha  trece  de  Febrero  y  certifica- 
ndoB  en  el  samario  &  fojas  ciento  diez  y  siete  y  ciento 
■veinte  y  seis.  Asimiemo  percibió  varías  cantidades 
»por  el  mismo  concepto  que  igualmente  faé  depositan- 
ido  en  la  can.  de  los  8ree.  García  Calamarte  y  Compa- 
■ñla  á  favor  de  Alonso  Jauma  y  C<:>mpañla  y  &  la 
■disposición  de  D.  Rafael  Benítez  y  que  en  dutalles 
■son:  veinte  y  siete  mil  pesos  qne  depositó,  s^án  asien- 
-  ato  de  veinte  y  tres  de  Abril  de  mil  novecientos  nno, 
■fojas  ciento  veinte  y  seis  vnelta  del  sumario;  diez  y 
•nneve  mil  peeos  qne  depositó  según  asiento  de  fojas 
■ciento  veinte  vuelto  y  ciento  veinte  y  siete  d^  treinta 
■de  Abril  de  mil  novecientos  nno,  y  quince  mil  pesos 
■depositados,  según  operaciones  de  veinte  y  uno  de 
■Diciembre  del  mismo  año,  mil  novecientos  uno,  cer- 
■tificados  á  fojas  ciento  veinte  y  cuatro  y  ciento  treinta 
■y  seis  del  samario;  sin  que  desde  esta  fecha  hubiese 
■peroibido  ninguna  suma  más  el  Sr,  Lisbona  de  los 
■créditos  cnyoB  cobros  gestionaba.  Todos  estos  depó- 
»9it(«  los  consignaba  el  Sr.  Lisbona,  según  resulta  de 
■la  carta  fojas  seis,  en  casa  de  los  Sres.  García  Cata- 
■marte  y  Compañía  y  á  la  disposición  de  losSres.  Alon- 
uso  Jauma  y  Compañía  para  que  su  socio  Benltez  los 
■tomara  para  ir  pagando  á  los  acreedores  á  medida  que 
■iba  liquidando,  particular  corroborado  por  ta  declara- 
■ción  de  fojas  cuarenta  y  nueve.^Entre  los  créditos 
■cobrados  cuyo  impoi-te  fué  depositado,  figuraba  el  de 
■mi  mandante  Sr.  Valle,  hecho  que  conocía  el  Sr.  Be- 
■nftez  el  dia  once  de  Febrero  de  mil  novecientos  dos, 
«y  en  vez  de  disponer  solo  de  ellos  pai'a  el  objeto  dicho, 
aloB  Bres.  Alonso  Jauma  y  Compañía  dispusieron  de  la 
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•totalidad  de  loe  fondos  depositados  por  LisbODa  sin 
j^qoidar  á  Valle,  según  se  demuestra  de  la  coeot»  de 
kIOB  Sres.  García  Calamsrte  y  Compañía  en  la  qae 
■Donoa  aparece  la  reserrara  del  crédito  del  acusador 
■privado  y  casi  siempre  saldo  en  contra  de  los  señorfis 
>A.lonBO  Jaama  y  Compañía,  habiendo  diapaeato  de  loa 
■fondos  del  8r.  Benitez,  al  extremo  de  tener  los  seño- 
■res  Alonso  Jaama  y  Compañía,  siempre  saldo  en  sa 
■contra  con  los  Brea.  Qarda  Catsmarte  y  Compafiia 
jHiomo  pnede  verse  de  la  oaenta,  engañó  al  8r.  Valle  y 
«le  dijo  qne  Lisbona  no  había  cobrado  nada  para 
■él  (carta  de  fojas  ocho)  y  Inego,  según  pnede  verse 
■por  la  carta  qne  con  este  escrito  se  acompaña  cable- 
■granó  al  8r.  Lisbona  diciéndole,  el  día  cinco  de  Mayo, 
jiqae  ya  había  liquidado  con  Valle,  hecho  falso;  para 
■poc  medio  de  estos  engidoe  lacrarae  con  el  dinero  de 
•qne  habla  dispuesto  sin  presentar  jamás  liquidación 
■al  Br.  Valle,  pues  cuando  éste  se  las  pedia  después  de 
■deecabierto  el  engaño,  rehala  y  no  concurría  &  sns 
■cites,  B^6n  comprueba  los  documentos  obrantes  en 
-»el  sumario  de  fojas  nneve  á  la  veinte  y  cinco  y  pre- 
■sentando  su  liquidación  solo  cuando  se  La  exigió  va- 
.■rias  veces  el  Juzgado,  de  cuya  liquidación  resulta  un 
^alcance  á  favor  del  Sr.  Valle  mayor  de  seis  mil  doe- 
■cientaa  cincuenta  pesetas. — Segunda:  Los  anteriorea 
■hechos  constituyen  un  delito  de  estafa  previsto  en  el 
■námero  quinto  del  artículo  quinientos  cincuenta  y 
■nueve  y  penado  en  el  número  tercero  del  quinientos 
•cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal  vigente. — ^Terce- 
■ra:  Es  autor  del  mismo  el  acusado  D.  Bafael  Benl- 
■tez. — Cuarta:  No  concurren  circunstancias  modiñ- 
■cativas  de  la  responRabilidad  criminal. — Quinta:  Et 
«acusado  ha  incurrido  en  la  pena  de  dos  años,  once 
■meses  y  diez  días  de  presidio  correccional,  accesorias 
■del  artículo  cincuenta  y  siete  del  Código  Penal  y  pago 
■de  las  costas  de  este  procedimiento.  — Responsabilidad 
■civil.  Los  derechos  de  esta  naturaleza  se  los  reserva 
■mi  parte  para  ejercitarlos  en  la  vía  y  forma  corres- 
«pondiente». 

Sbsoluoión  becubbida: 

Resultando  que  por  el  propio  auto  de  ocho  de  Di- 
ciembre próximo  pasado,  estimando  el  Tribunal  a  quo 
que  los  hechos  denunciados  en  la  querella  y  qne  moti- 
varon la  formación  de  la  causa  no  son  constitutivos 
de  delito,  ni  pueden  considerarse  «comprendidos  en  el 
■caso  quinto  del  artículo  quinientos  cincaenta  y  nueve 
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■del  C6digo  Penal,  invocado  por  el  querellante,  porqne 
>]&  referida  sancióo  penal  Re  refiere  al  que  habiendo 
■reoibido  dinero  por  un  título  que  produzca  obligaci6a 
>de  devolverlo  se  lo  apropiare  en  perjuicio  de  otro  6 
■npgare  haberlo  recibido,  y  es,  por  cooBignieute,  ina- 
■plicable  al  caao  actual,  porque  el  acusado  no  recibió 
«dinero  sino  documentos  de  créditos  para  gestionar  su 
•cobro,  en  virtud  de  la  comisión  6  mandato  que  se  le 
MMnfíríó,  y  tanto  los  derechos  de  que  el  mandatario  se 
■crea  asistido  por  razón  de  sus  gastos  y  agencias,  como 
>las  reepoDBabilidades  en  que  haya  podido  incurrir  por 
«errores  en  la  liquidación,  demora  en  la  rendición  de 
■cuentas,  retardo  malicioso  en  la  devolución  de  fondos 
>6  cualquiera  otro  oonoepto  an&logo,  son  particulares 
■sometidos  á  las  disposiciones  de  los  Códigos  Civil  y 
■Mercantil  que  regulan  las  acciones  derivadas  de  aque- 
■llofl  extremos,  yno  comprendidos  en  el  Código  Penal*; 
decretó  el  sobreseimiento  libreen  la  citada  causa,  fuu- 
dándose  en  el  n&mero  segundo  del  artículo  seiscientos 
treinta  y  siete  en  relación  con  el  seiscientos  cuarenta 
y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal; 

FüNDAHEXTOS  DEL  BEOnRSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  dicha  resolución  interpuso 
Adolfo  Diaz  en  representación  del  querellante  Valle 
presente  recurso  de  camción  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado eu  el  Qómero  cuarto  del  articulo  ochocientos  cua- 
renta y  ocho  en  relación  con  el  ochocientos  cincuenta 
y  dos  de  la  de  Eujuiciamiento  Criminal,  y  alegando 
haberse  infringido  el  articulo  quinientos  cincuenta  y 
nueve,  numero  quinto,  del  Código  Penal,  relacionado 
con  el  seiscientos  treinta  y  siete,  námero  segundo,  de 
la  expresada  ley  pi-ocesal;  porque — dice— satén iéndo- 
■nos  Á  los  mismos  hechos  que  la  Bala  refiere  aún  cuan- 
»do  omite  declararlos  probados,  en  el  auto  recurrido 
■resulta  que  conviene  en  qae  D.  Rafael  tíenitez  fué 
■comisionado  para  gestionar  el  cobro  de  diferentes  cré- 
vditos  contra  el  Gobierno  EspaSol,  en  que  Valle  estaba 
■interesado qne  percibió  como  resultado  de  los  mismos 
■diez  mil  novecientos  dos  pesos,  dos  centavos  con  an- 
■teríoridad  al  cinco  de  Febrero  de  este  año;  que  en 
■carte  de  esa  fecha  negó  haber  recibido  la  expresada 
■suma,  retai'dando  así  la  entrega  á  Valte  de  la  cantir 
»dad  cobratla;  y  que  después  de  iniciado  el  procedí • 
■miento  Benitez  exhibió  en  el  Jnzgado  solo  la  cantidad 
■de  dos  mil  novecientos  noventa  y  ocho  pesos  diez  y 
■nueve  centavos  plata>;  y  esto  senl^o,  «indiscutible- 
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«mente — aílade — dicho  Benitez  se  ha  apropiado  y  die- 
xtroido  dinero  perteniente  &  Valle,  incorriendo  en  la 
■BonciÓQ  penal  del  número  qainto  del  artículo  qni- 
■nientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal;  sin  qae 
npneda  estimarse  lo  qae  aprecia  la  Bala  de  qne  no 
vreoibió  dinero  sino  Valoree  de  Valle,  porqae  los 
nvalores  representa  dinero,  y  si  se  han  hecho  efec- 
ifiivo,  dinero  es  lo  qne  indebidamente  se  ha  apro- 
>piado  el  acosado;  aparte  de  qne  dicho  articalodelCó* 
■digo  Penal,  no  solo  se  refiere  á  dinero  sino  también  & 
«otras  clases  de  bienee,  como  entre  ellos  á  efectos  de 
xtodaa  clases». 

Resaltando  qne,  admitido  el  recurso  y  preTÍos  lo» 
demás  tr&mitea  del  caso,  se  celebró  la  corr^pondieote 
vista  p6blica  con  asietencis  exclnsiva  del  Ministerio 
Fiacal  qne  apoyó  en  en  informe  la  procedencia  de 
aquél: 

Decisión  del  sbcubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  qne  el  anto  de  sobreseimiento  libre 
del  artícalo  aeiacíentoe  treinta  y  siete,  número  secun- 
do, de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  debe  fnn- 
darse,  según  se  deduce  del  múmo  articulo  relacionado 
con  el  seiscientos  cincuenta  y  ochocientos  cincuenta  y 
dos  de  la  propia  ley,  en  que  el  hecho  qne  hubiera  dado 
motivo  &  la  formación  de  la  causa,  consignado  en  aqnél 
como  resaltado  de  la  investigación  sumarial,  no  se» 
constitutivo  de  delito; 

Considerando  qne  los  hechos  qne  por  tal  concepto 
se  consignan  en  el  auto  recurrido  no  constituyen  el 
delito  dé  estafa  previsto  en  el  nfimero  quinto  del  ar- 
ticulo quinientos  cincuenta  y  nneve  del  Código  Penal; 
porque,  conforme  &  la  naturaleza  y  circunstancias  del 
mandato  conferido  por  el  querellante  al  acusado,  la 
entrega  de  dinero  que  el  segundo  ha  de  hacer  al  pri- 
mero estÁ  subordinada,  como  lo  admite  el  mismo  que- 
rellante, á  una  liquidación,  que  no  consta  haberse 
practicado  en  forma,  y,  mientras  esta  liquidación  no 
se  practique  y  el  acnsado  no  deje  en  su  oportunidad 
de  entregar  el  saldo  resultante  de  la.mÍBma,  no  cona- 
tando,  como  tampoco  consta,  por  otro  lado  que  se  hu- 
biera apropiado  ó  distraído  siquiera  una  parte  de  la 
cantidad  que  deba  entregará  virtud  del  aludido  titulo, 
ee  evidente  que  faltan  términos  habites  pata  estimar 
la  existencia  de  dicho  delito,  cuya  esencia  se  halla  ea 
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I»  apropiación  6  distmcciÓD  del  dinero  6  cosa  qne  co- 
rreepooda  entregarse  6  devolverse  en  razón  del  titulo 
por  el  coal  ee  hubiere  recibido;  sin  qne  baste  k  alterar 
el  criterio  sentado  respecto  de  loe  mencionados  hechos, 
la  circnnstancia  de  haber  nc^do  el  querellado,  en  de- 
terminada fecha,  que  ya  había  recibido  la  suma  totaJ^, 
cuyo  cobro  se  le  conñó,  toda  vez  que  eea  negativa,  no 
^Mreciendo  qne  la  diera  con  el  propósito  conocido  de 
apropiarse  en  todo  ó  en  parte  el  dinero  que  del»  entre^ 
gar  con  arralo  al  citado  contrato,  es  insnñciente  á 
int^rar  el  expresado  delito; 

Considerando  que,  por  otra  parte,  los  hechos  refe- 
ridos tampoco  constituyen  ningún  otro  acto  panible; 
y,  por  tanto,  limitada  la  cuestión  qne  se  plantea  en' 
casación  por  el  recurrente,  en  el  procedimiento  crimi- 
nal de  qne  se  trata,  &  que  ee  resuelva  acerca  de  ai  son 
delito  6  presentan  caracteres  de  tal  los  mismos  hechos, 
es  indudable  que,  según  lo  expuesto,  el  recurso  debe 
declararse  sin  lugar,  con  el  pronunciamiento  que  sobre 
cosbis  cumple  hacer  á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el 
articulo  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  doe  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve: 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  Ingar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  establecido  por  Bat>iel  del  Valle  contra  el  auto  de 
sobreseimiento  libre,  dictado  en  ocho  de  Diciembre 
último,  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  esta  provincia,  en  la  expresada 
causa;  coa  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Así  por 
esta  nuestra  sentencia  lo  pronanciamos  mandamos  y 
firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocae  Qorto. — Ambrosio  R.  Morales.  —  Bafael 
Maydag&n. 


M  ley.-SflBt  B3.-9de  AbriL-Eobo.  Ca».  Febreny 

i,  190Í.) 

DOCTRINA:  Declarándose  probado  que  loi 
proceaados  por  medios  TÍolentoB  se  apoderaron 
de  anos  objetos  que  ae  encontraban  en  unos  edifi- 
cioa  perteneciente»  á  una  ñnca,  lesulta  claramente 
que  las  cosas  de  que  aquéllos  se  apoderaron  eran 

Declarándose  probado  que.  no  ha  podido  deter- 
minarse laa  techas  en  qne  los  procesados  se  apode- 
raron de  los  dÍTersoa  objetos  robados,  esa  inde- 
terminación de  la  sentencia  no  puede  ceder  ra 
perjaicio  de  los  reos  para  estimarlos  at 
tantos  delitos  como  objetos  robados,  si 
autorea  de  un  solo  delito. 
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En  la  dudad  de  ]a  Hatnna  &  aaeve  de  Abril  de 
mil  novecientOB  tres:  en  el  «curso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  pende  ante  este  Tribanal  Supremo, 
contra  la  sentencia  dictada  en  veintey  dos  de  Diciem- 
bre del  afio  último,  p<H- la  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba,  en  cauea  instruido  por  robo,  procedente  del  Juz- 
gado de  Manzanillo  y  seguida  entre  partee,  de  la  nna 
el  Uinieterio  Fiscal,  y  de  la  otra  como  procesadoe, 
Adolfo  González  Grillo,  pailero  y  vecino  de  Santiago 
de  Cuba;  Enrique  Vázquez  Bársaga;  panadero  y  veci- 
no de  Manzanillo;  Victor  Manuel  Acuda,  marinero  y 
vecino  de  San  BAnión  y  Antonio  Rodríguez  González, 
jornalero  y  vecino  de  Manzanillo. 

Besultuido  que  en  la  sentencia  recorrida  ae  con- 
signa el  Resultando  que  á  continuación  literalmente 
Be  transcribe: 

Ebchos  fbobados: 

■Primer  Resultando  probado:  qne  loe  procesa- 
idos  Adolfo  Gonz&lez  Grillo,  Antonio  Rodríguez 
«Goniález,  Enrique  V&iqoes  Mrsaga  y  Victor  Ma- 
■nnel  AcuDa,  en  fechas  que  no  han  podido  predear- 
■se  y  oon  ánimo  de  lucro,  rompiendo  el  candado  que 
■cerraba  la  puerta  del  edifido  alambique,  valiéudoee 
■de  una  llave  faina  con  la  que  abrieron  el  del  depósito 
■de  aguardiente,  y  con  escalamiento  y  fnerza  en  las 
■cosas,  forma  en  que  penetraron  en  el  depósito  de 
■agna;  edificioe  pertenedent«B  al  Ingenio  Sau  Ramón, 
■enclavado  en  Manzanillo,  se  apropiaron  en  los  trea 
■de  cobres  y  bronces  valorados  conjuntamente  en  den 
■pesos,  de  los  qne  se  ocnparon  piezas  por  valor  de 
■cincuenta  pesos,  cansando  á  la  ñnca  nu  daño  que  ha 
sido  tasado  en  doscientos  peFOS." 

Rbsolcción  becvbbida; 

Resultando  que  la  Bala  sentenciadora  estámando 
que  loB  hechos  relatados  en  el  Resultando  trascripto 
son  constitutivos  de  tres  delitos  de  robo  en  casa  no 
habitada,  por  valor  qne  no  excede  de  mil  doscientas 
cincuenta  pesetas  y  con  las  circnnstancias  primera, 
segunda  y  tercera  del  articulo  quinientos  treinta  del 
Código  Penal,  declaró  autores  ¿  los  procesados  y  con- 
denó á  Adolfo  González  Orillo,  Enrique  Vázquez  y 
Víctor  Manuel  Acofla  á  la  pena  de  un  año  y  nn  día 
de  presidio  correccional  porcada  uno  de  los  ties  deli- 
tos; y  á  Antonio  Rodríguez  González,  por  concurrir 
en  él  la  circunstancia  de  ser  mayor  de  quince  años  y 
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menor  de  diez  y  ocho,  á  dos  meses  y  un  día  de  arresto 
mayor  también  por  cada  uno  de  los  tres  delitos,  con-  > 
denando  ademSs  &  todos  4  las  accesorias  coirespon- 
dientes,  4  indemnizar  solidaría  y  mancorna  cadamente ' 
al  dneOo  del  ingenio  i8an  Bam&n>  el  daflo  causado  en  > 
Ihb  maquinarias  y  el  valor  de  los  objetos  no  recaper»"- 
dps,  y  al  pago  de  coetae  por  iguales  partee. 

PDND&HBNIPS  DBL  BBCUBSO  DB  OABACIÓC: 

Beaultando  qae  contra  dicho  fallo  interpnsieron 
lae  respectivas  defensas  de  Víctor  Afanuf^l  Acnña  y  de 
los  otroB  tres  procesados,  recurso  de  casación  por  in- . 
fracción  de  ley,  alegando  ambaa  como  preceptos  auto- 
rizantes del  recurso  loa  números  primero  y  tercero  del  ■ 
artí<Hilo  ochodentoa  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal  y  como  motivos  de  casación 
los  tres  siguientes:  Primero:  «Se  infringe  por  indebida 
■aplicación  el  artícnló  quinieutos  veinte  del  Código 
«Penal,  por  no  expresarse  en  la  sentencia  que  los  ob- 
>jeto«  que  dicen  robados  sean  ajenos,  ni  quién  sea  el 
•daeflo  del  ingenio  "Bao  Ramón",  faltando,  por  con-: 
■silente,  uno  de  los  elementos  integrantes  del  robo^  ' 
■Sínodo:  Be  infringe  adem4s  el  artículo  quinientos 
«treinta  en  relación  con  el  quinientos  veinte,  porqaev 
>para  qne  pueda  deducirse  de  loe  hechos  probados  si 
■hubo  6  no  robo  serla  necesario  qae  se  determinara  en  ■ 
■ellos  la  situación  de  los  edificios  y  en  qué  consiste  el: 
■escalamiento,  fuerza  en  las  cosas  y  llaves  falsas,  pnesi; 
>el  empleo  de  estos  términos  legales  en  loe  Resultan-' 
xdos  no  es  suficiente  para  dar  por  probado  que  en  los 
•hechos  conC arrieron  tales  requisitos,  pndiendo  haber: 
•error  en  la  apreciación  de  la  Sala,  iulringiendo  ésta 
■también  loe  expresados  articnloe  al  declarar  que  los  : 
■hechos  probados  conatituf  en  tres  delitos  de  robo  en . 
■casa  no  habitada  y  por  valor  que  no  excede  de  mil 
■doscientas  cincuenta  pesetas,  definidos  en  el  articalo 
•quinientos  veinte  y  penados  en  el  último  párrafo  del 
■quinientos  treinta,  concurriendo  las  circón  atan cias 
■primera,  segunda  y  tercera  de  este  último  articulo, 
■por  faltar  además  para  hacer  dicha  calificación  el  re- 
quisito indispensable  de  ser  el  lugar  del  robo  no  habi-  - 
■tado,  pero  habiteble;  y  teicero:  Infríngese  también  , 
■por  aplicación  indebida  el  referido  articulo  quicien- 
•tos  treinta  en  relaci&n  con  el  ochenta  y  seis  al  esti- 
•marse  la  comisión  de  tres  delitos  y  aplicarse  tres  pe-  . 
unas,  porque  la  indeterminación  de  las  fechas  en  que  , 
»Be  dice  se  realizaron  aquóUoa  no  prueba  la  realizadón 
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■en  doH  ó  m&a  tiempos  separados,  como  no  lo  pniebA 
«tampoco  la  circunstancia  de  ser  tres  los  lugares  de 
"donde  se  sustrajo  el  broace,  correepondieado  eeos  la- 
■gares  ^  un  mismo  edificio,  aun  cuando  haya  entre 
■ellee  alguna  pequefia  solnci&n  do  continuidad;  j  si 
«ana  sola  vez  los  procesados  se  apropiaron  bronce  que 
■en  dichos  logares  faaMa.  existe  unidad  de  intencñ^n  y 
vanidad  de  actos  y  el  hecho  probado  es  constitutivo 
*de  no  solo  delito  y  uo  de  varios,  como  pena  la  Sala». 
Ke!<ultando  que  admitido  el  recurso  se  ba  sostan- 
ciado  en  este  Tribunal  Supremo,  celebrándosela  vista 
pública  el  veinte  y  cinco  de  Marzo  último,  con  asisten- 
cia del  abogado  defensor  de  los  recurrentes  y  del  Mi- 
nisterio Fiscal,  eoateuieudo  el  primero  el  recurso,  y  et 
se^ndo  tan  solo  su  procedencia  por  el  motivo  tercero, 
iiopugaando  los  demás. 

Deoibión  bkl  rxcijbso: 

Siendo  Ponente  el  >lagÍ8trado  Bafael  Mayd^án. 

Considerando  que  habiéndose  consignado  oomo 
hecho  probado  en  la  sentencia  recurrida  que  los  pro- 
cesados en  esta  causa,  penetrando  en  los  edificios  del 
alambique  y  depósitos  de  aguardiente  y  ^ua  del  in- 
genio «San  £amón>,  se  apropiaron  con  ánimo  de  lucro 
y  empleando  fuerza  en  las  cosas,  de  cobres  y  bronces 
valorados  en  cien  pesos,  no  cabe  presumir  que  esos 
objetos,  poseídos  como  todos  los  demás  de  la  finca, 
por  el  (iueflo  6  poseedor  de  la  misma,  eran  cosas  sin 
duefio,  ni  mucho  menos  de  la  propiedad  de  loe  sos- 
tractores;  y  si  afirmar,  con  relación  á  éstos  qoe  eran 
de  propiedad  ajena;  por  cuya  razón  y  siendo  pe»*  otra 
parte,  los  ediñclos  á  que  el  citado  hecho  se  contrae  de 
los  comprendidos,  con  loe  lugares  no  habitados,  «a  el 
articulo  quinientos  treinta  del  Código  PmiaI,  resulta 
evidente  que  este  articulo,  asi  como  el  qninieotos  vein- 
te del  mismo  Código,  han  sido  debidamente  aplicados 
por  la  Sala  sentenciadora,  la  qne  no  ha  incurrido,  por 
lo  tanto,  en  los  errores  de  derecho  que  se  le  atribuyen 
en  lúe  motivos  primero  y  segundo  del  recurso. 

Considerando  que  ios  referidos  hechos  que  se  de- 
claran probados  no  llevan  al  ánimo  la  convicción  de 
que  tos  actos  punibles  realizados  en  el  ingenio  «San 
Ramón»  sean  constitutivos  de  tres  delitos  de  robo,  por- 
que  la  circunstancia  de  que  loa  objetos  sustraídos  se 
hallaran  en  distintos  logares  de  la  ñuca  y  ta  de  que 
su  sustracción  se  verificase,  como  dice  la  senteLois,  en 
fechas  que  no  han  podido  pre.>ÍBarse,    no  alcanzan  á 
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d«nosb«r  que  talee  actos  ae  intentoron  y  coDBumaron 
aiflladameDte,  ood  entera  independencia  anos  de  lot 
otros,  ni  pneden  por  consiguiente  ser  obatácnlo  para 
que  ep  virtad  de  la  defioiencia  iodieada,  se  reeaelva  la 
duda  en  favor  de  los  reos,  apreciando  aquéllos  eu  oon- 
jnoto  como  subordinados  á  an  mismo  propósito  y  oon- 
vwfíeatesá  un  solo  Gq)  i^  lo  qne  se  agregaqne  omitién- 
dose también  en  la  sentencia  determinar  la  cuantía  de 
cada  ana  de  las  distintas  anatracciones  que  en  ella  se 
estíman  realizadas,  no  resulta  justificado  de  modo  al- 
guno, oou  referencia  á  la  importancia  de  los  robos,  la 
idéntica  penalidad  qne  por  cada  uno  de  los  mismos  ae 
impone,  pudiendo  suceder  que  algunos  de  ^os  no  ex- 
cediere de  setenta  y  cinco  pesetas;  y  siendo  eetae  in- 
fracciones cometidas  en  la  sentencia  las  mismas  que 
se  le  atribuyen  en  el  tercer  motivo  del  recurso,  se  hace 
procedente  la  casación  de  dicha  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  deolaramos  con  . 
lugar  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  los  procesados  contra  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  veinte  y 
dos  de  Diciembre  del  año  último,  en  la  cansa  &  qne  el . 
pr«e«ite  recurso  se  refiere,  y  en  consecuencia  casamos  - 
y  anulamos  dicha  sentencia  con  las  costas  de  .oficio. 
Comuniqúese,  etc.  Asi  por  esta  sentencia  lo  pronno? 
ciamos,  mandamos  y  firmamos. — Kafael  Cruz  Pérez. 
-Luis  Oaatón.— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio 
B.  Morales.  — Bafael  Maydagáo. 
Segosdft  SOntmda. — En  la  múma  fecha  dictó  el  Tribunal 

la  tigvietite: 

Beprodacieodo  los  Besultandos  de  la  sentencia  ca- 
sada, así  como  los  Considerandos  segundo,  tercero  y 
cuarto  de  la  misma;  y 

Considerando  qne  los  hechos  qne  se  declaran  por- 
bados  constituyen  un  delito  de  robo  en  lugar  no  ha- 
bitado y  por  valor  qne  no  excede  de  mil  doscientas 
cincuenta  pesetas,  definido  eu  el  articulo  quinientos 
veinte  del  Código  Penal  y  castigado  en  el  último  pá- 
rrafo del  artícrilo  quinientos  treinta,  con  la  concurren- 
cia de  las  circunstancias  primera,  abunda  y  tercera 
contenidas  en  el  mismo  artículo. 

Vistos,  etc. 

Fallamos,  que  debemos  condenar  y  condenamos 
á  los  procesados  Adolfo  González  Grillo,  Emique  Váz- 
quez B&rsaga,  Víctor  Manuel  Acuña  y  Antonio  Ro- 
drignea  Ghmzález,   como  autores  por  participación  di- 
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recta  del  delito  de  robo,  áloe  tres  primeros  &  la  psna 
de  uu  aSo  y  an  dfa  de  preeidio  correceioaal  con  las 
acceBoriae  de  enspeoBiÓQ  de  k>do  cargo  páblico,  profe- 
sión ü  oficio  y  derecho  de  sufragio  dorante  el  tiempo 
de  la  condena;  y  al  último,  6  sea  Antonio  Rodríguez 
Qonzález  por  coucurrír  en  él  'la  circan&tancia  de  ser 
menor  de  diez  y  ocho,  á  dos  meses  y  nn  día  de  arresto 
mayor,  con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo 
y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena, y  &  todos,  adem^,  al  pago  de  costa»  por  iguales 
partes.  Y  con  respecto  ¿  la  responsabilidad  oiril,  los 
condenamos  &  que  abonen  solidaria  y  man  coma  ñámen- 
te al  dueño  6  poseedor  del  ingenio  (Ban  Bamón*  la 
enma  de  doscientos  pesos,  importe  del  daño  cansado 
en  las  maquinarias,  y  cincuenta  pesos,  Tator  de  laa 
piezas  de  cobre  y  bronce  no  reonperadas;  debiendo  su- 
frir en  defecto  de  estas  indemnizaciones,  apremio  per- 
sonal á  razón  de  an  dia  por  cada  doce  y  media  pesetas 
que  dejaren  de  satisfacer.  Lee  abonamos  para  el  cnm- 
plimiento  de  la  pena  el  tiempo  de  la  prisión  provisio- 
nal que  hubieren  sufrido  y  los  declaramos  insolventes. 
Asi  por  esta  nuestra  sentencda  lo  pronundiunOB,  man- 
damos y  firmamos. — Batael  Cniz  Pérez. — Loie  GaatAn. 
—José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  B,  Hotales.— 
Baíael  Haydag&n. 
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ln£  ley.— Sent.  54.— 10  áe  AbriL^PeiJMio.  (One-  Fe- 
brero 4,  1904.) 

DOCTRINA:  Comete  el  delito  de  peijarío 
qaien  lUtiando  un  requÍEÍto  para  obtener  un  (fca- 
tÍDo  pfiblii^o  jura  ante  notario  que  nuutra  ha  sido 
condenado  por  faltas  ni  por  delito,  habiendo  «ido 
<  condenado  por  aqHéllaa,  aonqne  el  interrogatorio 
oficial  sólo  M  refiera  d  delitos. 

En  la  cindad  de  la  llábana  &  diez  de  Abril  de  mil 
novecientos  tres;  en  el  recorso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
contra  la  sentencia  dictada  en  doce  de  Enero  último 
por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  causa  instruida  por  perju- 
rio, procedente  del  Juzgado  del  Este  de  esta  capital  y 
seguida  entre  partes,  de  la  una  e1  Ministerio  Fiscal  y 
de  la  otra  como  procesado  Armando  de  Armas  y  Ar- 
teaga,  elictrícista  y  vecino  de  la  Habana. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan 
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los  dos  BÍguieotes  rraultandoa  numerados. — iPrimero: 
■Resultando  probado  que  el  procesado  Armando  de 
■A.rmae  y  Arteaga,  pretendiendo  ingresar  en  el  Cuerpo 
■de  policía  Hnnicipal  de  esta  ciudad,  presentó  en 
■veintiocho  de  Julio  áltímo,  declaración  jurada  ante 
■el  Notario  Público  Osear  Mifloso,  en  la  que  hizo  cons- 
■tar  de  bu  puflo  y  letia,  contestando  á  la  pregut»  doce 
*de  la  correspondiente  planilla  impresa  que  literal- 
■mente  dice:  ¿Ha  sido  Vd.  alguna  vez  condenado  por 
■delitos  «ontra  las  leyes  de  eeta  ciudad,  de  este  país, 
«ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro  pais?  (En  caso  añrmatiyo 
■exprese  la  fecha  y  clase  de  delito)     Nunca  he  sido 

Sroceaado  ni  condenado  por  faltad  ni  delitos. — S^an- 
o:  Besulbuado  probado  que  el  referido  Armando  de 
■Armas  y  Arteaga,  fué  condenado  &  diez  pesos  de  mul- 
ita por  reyerta  y  faltas  á  un  empleado  de  la  Policía, 
■ingresando  en  el  Vivac  en  ouce  de  Enero  de  mil  no- 
■vecientos  uno,  á  disposición  del  Juzgado  Correccional 
«del  primer  distrito». 
RnoLCCiÓN  bicubhida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
que  los  hechos  probados  no  son  constitutivos  del  deli- 
to de  perjurio  ni  de  otro  alguno,  absolvió  al  procesado 
deolarando  las  costas  de  oficio. 

FdRDAMBKTOB  DBL  BBODBSO  SB  OABACIÓM: 

Besultando  que  contra  este  tallo  interpuso  el  Mi- 
nisterio Fiscal  recurso  de  casación  por  inifracción  de 
ley,  citando  como  precepto  autorizante  del  recurso  el 
numero  segando  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  como 
único  motivo'del  mismo  la  infracción  de  loa  artlcnlos 
primero  y  segundo  en  sus  repectivos  números  primero 
y  tercero  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil  nove- 
cientos, que  han  debido  aplicarse,  siendo  asi  que  del 
contexto  de  los  dos  hechos  declarados  probados  resul- 
ta indiscutible  que  el  procesado  deliberadamente  afir- 
mó ser  cierto  un  hecho  que  le  constaba  era  falso,  des- 
pués de  haber  prestado  juramento  ante  nn  Notario, 
guardador  de  la  fe  pública. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  eete  Tribunal  Supremo  tuvo  lugar  la  vista  el  vein- 
tiséis de  Marzo  último  con  la  sola  asistencia   del   Mi- 
nisterio Fiscal,  que  sostuvo  el  recurso. 
Dbcisiók  del  rboubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 
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Consideraado  que  son  r«os  de  perjaño,  oonforme 
&  la  Orden  número  oiento  diez  7  seis  de  mil  noveoieB- 
tos,  los  que  deliberadamente  aérman  ser  cierto  un  he- 
obo  qae  saben  ea  falso,  después  de  haber  prestado  ja- 
ramento  (&  oblig&adoae  á  decir  verdad  en  otra  forma 
equivalente  autorizada  por  la  le^r )  de  testificar,  decla- 
rar, deponer  ó  certificar  la  verdad  ante  funcionario  ó 
pereona  competente  en  cnalquiera  de  los  casos  en  que 
por  ministerio  de  la  ley  deba  preseetarse  tal  juramen- 
to, 6  contraerse  en  otra  forma  la  obligación  de  decir 
verdad. 

Considerando  que  habiendo  sidocoodenado  el  pro> 
cesado,  en  el  año  de  mil  novecientos  nno  &  diez  pesoa 
de  multa  por  reyerta  y  faltas  á  un  empleado  de  poli- 
cía, resulta  indudable  que  dicho  ptooeeado  falta  &  la 
verdad  al  declarar  bajo  juramento  ante  Notario  en 
veintiodio  de  Julio  de  mit  novecientos  dos  que  munca 
había  sido  condenado  por  faltas  ni  delitos»;  y  aún 
cuando  la  pregunta  de  eea  parte  del  interrogatorio  no 
se  referia  k  faltas  sino  &  delitos,  es  lo  cierto  que  toda 
la  repuesta  se  daba  Integra  dentro  de  la  declaración 
jurada,  sabiendo  el  declarante  que  era  Calsa  en  aquel 
extremo  con  que  reforzaba  su  afirmación  de  aptitud 
para  ingresar  en  el  Cuerpo  de  Policía  cuyo  Reglamen- 
to exige  que  el  pretendiente  sea  de  moralidad  y  bue- 
nas costumbres;  y  tal  afirmación  hecha  por  el  procesa- 
do con  deliberación  y  bajo  juramento,  de  eer  cierto  nn 
hecho  cuya  falsedad  le  constaba,  constituye  &  todas 
laees  el  delito  que  defino  y  pena  la  citada  Orden  nú- 
mero ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  no  ca- 
lificar de  delitos  loa  hechos  que  lo  constituyen,  ha  in- 
currido en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  por  el 
recurrente,  y  cometido  la  infracción  alegada  en  el  úni- 
co motivo  del  recurso,  par  lo  que  éste  debe  ser  decla- 
rado con  lugar. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  doce  de  Enera 
último,  la  cual  casamos  y  anulamos  sin  especial  con- 
denación de  costas.  Así  por  esta  sentencia,  que  con 
la  que  &  continuación  se  dicte  se  comunicará,  etc.  Lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cmz 
Pérez. — Luis  Gastón. — José  Cabarrooas  Horta. — Am- 
brosio B.  Morales. — Bafael  Maydagán. 
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SegnadA  BOnteluAA. — En  la  mitma  fecha  dictó  el  Titbunal 

la  giguienie: 

Dando  por  reproducidoB  loe  Besultandos  de  la 
s^tencia  casada;  y 

ConBÍderaodo  que  loa  hechos  declarados  probados 
constitayea  el  delito  de  perjurio  definido  y  penado  en 
loe  artículos  primero,  número  primero,  y  segundo,  nú- 
mero tercero  de  la  Orden  nfimero  ciento  diez  y  seis  de 
mil  novecientos,  siendo  asi  qne  toda  la  respuesta  rela- 
tiva ai  numero  dooe  del  interrogatorio  á  que  se  con- 
traen dichos  hechos,  se  dio  integra  dentro  de  la  deela- 
ción jurada. 

Considerando  que  del  expresado  delito  es  respon- 
sable en  concepto  de  Aotor  por  participación  directa  el 
procesado  Armando  de  Armas  y  Arteaga. 

Considerando  que  la  penalidad  del  perjurio  está 
determinada  en  el  n¿mero  turcero  del  articulo  según- 
do  de  la  expresada  Or>len  aámero  ciento  diez  y  seis  de 
mil  novecientos,  quedando  modificadas  las  disposicio- 
aes  del  Código  Penal  vigente,  relativos  al  falso  testi- 
moDío. 

Vistos,  además  de  la  Orden  citada,  los  articules 
primero,  once,  y  veintiséis  del  Código  Penal,  la  Urden 
nómero  veintiséis  de  mil  novecientos  y  el  artículo 
treinta  y  ocho  de  la  ley  de  casación. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Armando  de  Armas  y  Arteaga,  como  autor 
ael  delito  de  perjurio,  &  la  pena  de  un  aBo  de  prisión 
y  á  pago  de  costas,  siéndole  de  abono  para  el  cum- 
plimiento de  la  pena  el  tiempo  de  prisión  preventiva 
que  hubiere  sufrido.  Asi  por  nuestra  sentencia  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pé- 
rez.— Luis  Gastón. — José  Cabarrocae  Horta.--Am- 
brosio  B.  Morales. — Rafael  Maydagán. 


laf.  ley.— Sant  5&.— 16  de  ¿bril.— Ualversuóón.  ( Ga- 

eeta  Febrero  4,  1904.} 

DOCTRINA:  El  depositario  judicialque  ena- 
jena á  nombre  del  dueño  la  enaa  depositada,  co- 
mete el  delito  de  malverssiHdn,  sin  que  &  esta 
caliñcaciún  obste  que  e!  precio  de  la  venta  fuera 
retenido  después. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  seis  de  Abril 
de  mil  novecientos  tres:  en  el  recnrso  de  casación  por 
infracción  de  Ley,  interpuesto  por  Benito  Guerra  Gon- 
zález, labrador,  vecino  (le  Oamajuaul,  en  la  causa  que 
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sigaió  ante  la  Aodieada  de  Santa  Clara  por  el 
>  de  malversación. 


Resultando  qae  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
i  en  veinte  de  Diciembre  ¿Itimo  se  consignan  los 
>s  en  el  sigaiente:  «Beenltando  probado  qne  en 
y  seis  de  Jalio  del  año  actual  el  procesado  Beni- 
nena  González  fué  nombrado  depositario  judicial 
iento  setenta  mátales  de  tabaco  en  rama  que  le 
QQ  embargados  preventivamente  á  en  hermano 
pe,  dneBo  de  loe  mismos,  &  instancia  de  Antonia 
■ero  Loyola,  en  r^vesentación  de  bu  hijo  AdoUo 
tóbal  Rdíz;  qne  unos  qnince  6  vdnke  ¿&»»  des- 
I  de  hecho  61  embargo  vendió  Benito  &  nombra  de 
ermano,  el  expr^qado  tabaco  en  la  cantidad  de 
:ieutoB  setenta  7  cinco  pesos  y  diez  y  ocho  centa- 
eo  oro,  y  habiendo  tenido  noticias  la  acreedora 
ania  Romero  Loyola  la  venta  de  tabaco  embarga- 
pidló  y  obtuvo  del  Juzgado  que  se  retuviese  el 
>rte  de  aquélla,  lo  cual  se  hizo  ain  que  por  virtud 
icha  venta  se  ocasionase  perjuicio  &  tercera  perao- 
porque  el  hermano  del  proc<;aado  transigió  con  la 
lero  habiéndole  pagado  con  parte  del  importe  de 
>nta  del  tabaco,  la  cantidad  que  la  acieedora  le 
imaba». 

LUCIÓN  BECUBBinA: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimando  esos  he- 
oonRtitotivoB  de  un  delito  de  malversación  corn- 
udo eu  el  articulo  cuatrocientos  seis  en  relación 
1  párrafo  primero  y  número  segundo  del  articulo 
ocientos  uno  del  Código  Penal,  y  que  es  su  autor 
Dcesado  Guerra  sin  circunstancias  especiales,  le 
?.uó  &  la  pena  de  tree  años,  seis  meses  y  veintiún 
de  presidio  correccional,  sna  accesorias  y  al  pago 
s  costas. 

LAMENTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 


Resultando  qne  contra  esta  senteacia  interpuso  el 
tsado  el  presente  recui-so,  expresando  estar  auto- 
o  por  el  articulo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y 
lientos  cuarenta  y  nueve,  números  primero  y 
ro  de  la  Ley  de  Enjuiciamento  Criminal,  y  que 
.  infringido  al  articulo  cuatrocientos  Báa  en  rela- 
Don  el  párrafo  primero  del  cuatrocientos  uno  del 
^o  Penal,  por  indebida  aplicación  de  los  mismos 
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al  caso  de  ant03,  en  el  coacepto  de  qae  dados  los  he- 
chOB  que  se  declaran  probados,  y  lo  que  dieponen  di- 
chottúticaloB,  no  aparece  qae  Benito  Guerra  snatra- 
jera  ni  aooRintiB»  la  sustración  por  otro,  del  tabaco 
embalsado  y  dupawtodo  cu  su  poder,  paes  no  se  lo 
apropió  ni  consintió  qne  otro  se  lo  ^fH^piara,  sino  que 
solólo  vendió  y  el  acreedor  oobró  sn  crédito eoM  «I im- 
porte de  la  referida  venta:  además,  que  el  tabaco  se 
vendió  después  de  transcurridos  veinte  días  de  practi-  ' 
cado  el  embargo  preventivo  del  mismo,  6  sea  cuando  ya 
habia  quedado  nulo  de  derecho  dictio  embat^,  por  no 
haberse  ratificado  en  el  término  legal. 

Resaltando  qne  admitido  por  la  Audiencia  dicho 
reonrBO,  y  sustanciando  en  debida  forma  en  este  Tri- 
bunal, ae  celebró  la  vista  pública,  en  la  que  el  defen- 
sor del  recurrente  sostuvo  la  procedencia  del  recurso, 
fnndando  solo  en  el  número  pñmero  del  articulo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  apoyándolo  el  Ministerio  Fiscal. 

^■CISIÓN  nEii  RBcnaso: 

Siendo  Ponente  el  M^agistrado  Luis  Oást6n  y 
Gastón. 

Considerando  qne,  según  el  articulo  cuatrocientos 
seis,  en  relación  con  cuatrocientos  uno  del  Código  Fe- 
nal,  incurre  en  las  penas  seflaladas  en  el  (iltimo,  el 
administrador  ó  depositario  de  caudales  embargados, 
secuestrados  ó  depositados  por  Autoridad  pública,  aun- 
que pertenezcan  á  particulares,  que  los  sustrajeren  ó 
consintieren  que  obros  loa  susbraigan. 

Considerando  que  en  este  precepto  se  encuentra 
indudablemante  comprendido  el  recurrente  Benito 
Guerra,  ec^n  lo  demuestra  los  hechos  declarados  pro- 
bados, puesto  que  siendo  depositario  del  tabaco  em- 
bargado por  la  Autoridad  judicial,  lo  vendió  á  nombre 
de  su  dueño,  con  lo  cual  es  evidente  que  sustrajo  di- 
cho producto,  poniéndola  fuera  del  alcance  de  la  Au- 
toridad, á  cuya  disposición  se  encontraba,  6  impidien- 
do se  le  diera  la  aplicación  6,  que  eataba  destinado,  sin 
qne  el  hecho  de  haberse  retenido  después  el  importe 
de  la  venta,  á  instancia  de  la  acreedora  interesada  y 
el  que  ésta  cobrara  al  fin  su  crédito,  por  transacción 
con  el  deador,  quite  al  acto  ejecutado  por  el  procesado 
BU  carácter  de  delito,  porque  éste  quedó  integrado  des- 
de el  momento  en  qne  se  dispuso  de  la  cosa  embarga- 
da: no  constando,  por  otra  parte,  de  la  sentencia,  co- 
mo afirma  el  recurrente,  que  el  tabaco  lo  vendiera 
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)  días  después  de  practicado  el   embargo  preven- 

lel  mismo  y  cuando  ya  era  unió  de  derecho,  sino 

k  venta  se  efectuó  quince  6   veinte  días  despnés 

nel  acbo,  deduciéndose  de  ello  y  del  juicio  forma- 

1"  la  Bfüa  sentenciadora  que  el  embargo  estaba  a6a 

be. 

ionaiderando  que  por  lo  expuesto,  al  calificar  y 

la  Sala  sentencifidora  los  hechos  probados  co- 
ilito  de  malversación,  y  aplicar  al  caso  loa  ar- 
B  citados,  no  los  ha  infringido,  ni  incurrido  en 
or  de  derecho  qne  se  le  atribuye  en  el  recurso, 
,1,  por  tanto,  debe  ser  declarado  sin  lugar  con  las 
1  al  recurrente, 
^aliamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 

lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
aterpuesto  por  Benito  Guerra  González,  contra 
tencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara 
causa  de  referencia,  con  las  costas  á  cargo  del 
rente.  Asi  por  ésta  nuestra  sentencia,  lo  pro- 
amos,  mandamos  y  firmamos, — Rafael  Cruz  P6- 
Luis  Gastón. — Jcwé  Cabarrocaa  Horta.— Ambro- 
,  Morales. — Rafael  Maydagán. 


ly— Smt.  56.-17  de  Abril— auwelU.  (Oac.  Fe- 

rera  4,  1904.) 


c  funde  revista  los  caratrterea  de  delito. 
No  puede  negarse  la  admisión  de  uva.  querella 
por  injurias  cuando  se  funda  en  frases  6  coueeptos, 
que,  auuque  contenidos  en  un  esrrito  en  estilo  fes- 
tivo, por  el  sentido  usual  7  ^amaCical  de  laa  pa- 
labras empleadas,  puedan  ceder  en  menosprecio  <S 
descrédito  profesional  de  la  persona  á  quien  se 
dirijan  ó  refieran. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  siete  de  Abril 
1  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por 
ición  de  ley,  qne  pende  ante  este  Tribunal  Sn- 
),  interpuesto  por  Isidoro  Corzo  y  Principe  con- 
auto  dictado  en  veinte  de  Enero  ultimo  por  la 
in  Frimera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
ia  de  esta  Provincia,  denegatorio  de  la  admisión 
erella  establecida  por  el  mismo  contra  Nicolüs  y 
BÍo  Rivero,  acusándoles  de  injurias  graves, 
tesuttando  que  en  el  auto  mencionado  ee  consig- 
13  tres  siguientes  resultandos. 


sdbvGoO^lc 


mv ' 


Ahtbobdbntbs: 

■Resultando  que  el  Procurador  TomáB  J.  Graim- 
ndos  &  nombre  y  con  poder  del  líceucíado  laidorn  Cor- 
»ZD  j  Principe  en  escrito  fechado  eu  treinta  de  Octu- 
«bre  áltimo,  estableció  querella  por  injurias  contra 
■Nicolás  y  Atanaeio  Rivero,  Director  y  Redactor  res- 
■pectivameiite,  del  periódico  el  «Diario  de  la  Marina» 
■con  motivo  de  que  en  el  nftmero  doscientos  cuarenta 
»y  siete  de  dicho  periódico,  edición  de  la  tarde,  co- 
■rrespon diente  al  día  diez  y  ocho  de  Octubi'e,  se  pu- 
«blicó  bajo  el  rubro  oComidillan,  un  articulo  que  con- 
■tiene  entre  otras  frases  y  conceptos  qae  el  querellante 
■estima  injuriosos,  como  "leguleyo»  busquéle  como  li- 
■cenciado  y  por  sus  tinterilladas  le  llané  picapleitos  y 
■leguleyo  y  aún  le  hice  favor  notorio»  ¿no  está  abl 
retratado  el  picapleitos,  leguleyo,  el  tinterillo? 

■Resultando  que  el  expresado  artículo  aparece 
■publicado  en  la  cuarta  página  del  número  aludido  fir- 
■madopor  Atanasio Rivero,  comienza  con  estas  frases: 
■Parece  que  es  un  hecho  lo  de  la  duplica:  Andrés  Cor- 
znelo  y  Juanelo  Corzo  ae  han  unido  para  combatirme 
■como  un  solo  licenciado»  está  escrito  en  estilo  jocoso 
y  forma  parte  da  una  serte  de  articulo^  publicados  en 
igual  forma  con  motivo  de  determinada  polémica  pe- 
riodística sostenida  entre  el  firmante,  Redactor  del 
■Diario  de  la  Harina»  y  el  periódico  «La  Uniónii  am- 
boA  de  eflta  Capital,  terminando  coa  el  párrafo  que  li- 
teralmente dice  asi:  «Muéstrase  dolorido  el  señor  Isi- 
■doro  Corzo  y  dice  de  un....  apuntando  sus  tiros  ti  don 
■Isidoro  Corzo  (al  seHor  Isidoro,  querrá  decirl  á  quién 
■atacó  no  como  Director  de  este  periódico,  sino  íx>mo 
■abogado  en  ejercicio.  En  ejercicio  gimnástico  debió 
»decir  por  los  de  las  planchas.  Verá  usted  como  f uó ;  co- 
■mo  director  allá  se  las  haya  con  bu  dirección,  como  po- 
■lemista  no  encontró  enemigo:  busquéle  como  lieen- 
(ciado,  y  por  sus  tinterillólas  le  llamé  picapleitos  y 
il^uleyo  y  aún  le  hice  favor  notorio.  En  vez  ,le 
M^radecérmelo  dice  el  señor  Isidoro  Corzo  qua  acudía 
■á  los  Tribunales  en  demanda  de  justicia,  qué  me  de- 
■m^ndaría  ó  me  demandó,  por  injurias,  justicia  pedi- 
era porque  gracias  ya  se  la  hice  yo  dos  veces  sin  que 
■él  se  me  haya  mostrado  agradecido.  Dios  sea  ala- 
chado. ¡Eu  doce  años  que  llevo  de  machacar  en  cor- 
Bzo  frío  no  me  he  visto  en  ca.so  igual.  Bien  se  conoce 
»que  el  señor  Isidoro  Cotko  baila  de  coronilla  al  son 
«que  le  toco.  Hay  que  cuidar  esa  cabeza.  llevarme 
■á  loa  Tribunales  de  Justicia!  No  e.itá  ahí  retratado  el 
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opicapleito,  el  I^aleyo,  el  tinterillo?  Bellaco  ingenio 
»el  que  busca  su  dcfenea  entre  ooDBiderandos  y  se  vís- 
ate de  toga  en  vez  de  vestirse  de  agudeza  y  de  razón! 
uKI  St.  Isidoro  Corzo  á  pesar  de  la  aynda  que  buflo6  y 
■encontró  en  su  otro  pero,  salió  de  mis  manos  hecho 
■una  Magdalena,  y  ahora... Ahora  va  consegnir  que  yo 
■le  ponga  en  ridículo  ante  los  Tribunales.* 

¡■Resultando  que  el  Juez  de  Instrucción  del  Este 
sporautode  cinco  de  Noviembre  último,  Cfitimando 
que  los  hechos  no  eran  constitutivos  de  delito  de  in- 
jnría,  declaró  no  haber  lagar  &  admitir  la  querella,  y 
pedida  reforma  por  la  representación  del  querellante, 
fué  asimismo  n^;ada  por  auto  de  doce  del  repetido 
mee  de  NovienVbre  admitiéndose  libremente  la  apela- 
ción que  interpuso.» 

Bebolcción  bbgübiuda: 

Resultando  que  por  mismo  auto  de  veinte  de 
Enero,  estimándose  que  el  hecho  objeto  de  la  acusa- 
ción no  constituye  delito  de  injurias  porque  escrito  el 
articulo  que  motiva  la  querella  en  estilo  festiyo  y  dt- 
rigido  al  querellante  como  Director  del  periódico  «La 
XJni6u>  y  no  en  su  calidad  de  abogado,  no  puede  apre- 
ciarse que  laa  palabras  que  contiene  tiendan  á  menos- 
preciar, deshonrar  ó  desacreditar  6.  éste,  ciialiuiers 
quesea  el  sentido  gramatical  de  ellas  ó  el  que  les  dé  el 
concepto  público,  se  confirmó  el  auto  de  cinco  de  Ko- 
viembre  del  &Bo  próximo  pasado  y  su  concordante  de 
doce  del  mismo  mes,  dictados  por  el  Juez  de  Instruc- 
ción del  Este  de  esta  capital,  que  declararon  do  haber 
lugar  &  la  admisión  de  la  referida  querella: 

FONDAHENTOS  DEL  BECÜKSO  DR  CABACIÓK: 

Resultando  qne  contra  el  propio  auto  de  veinte 
de  Enero  entabló  el  querellante,  Isidoro  Corzo  y  Prín- 
cipe el  presente  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y 
dos  en  relación  cod  el  número  quinto  del  ochocientos 
cuarenta  y  ocho,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, alegando  el  motivo  queá  la  tetra  dice:  «Infrac- 
Bción  del  articulo  primero  del  Código  Penal  que  deñne 
■como  delitos  y  falbis  las  acciones  ó  omisiones  volnn- 
■tarias  ca.ttigadas  por  la  Ley,  tas  cuales  estima  siem- 
»pre  voluntarius  mientras  no  conste  lo  contrario,  en 
■relaciftn,  con  el  articulo  cuatrocientos  setenta  y 
■  cinco  del  propio  te.vlo  legal,  también  inflingida 
»da,  según  el  cual  ps  injurift  toda   exprcuión   proferi- 
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*6  aociÓD  ejecutada  ea  deshonra,  descrédito  6  rae- 
■nosprecio  de  ana  persona;  artículo  este  último  dentro 
■del  cnal  DO  puede  por  menos  de  considei'arse  com- 
■prendido  el  escrito  objeto  de  la  querella,  aunque  otra 
■cosa  se  afirme  en  loa  consideiuudos  del  auto  interpe- 
■tado;  pues  es  evidente  que  concurriendo  en  mí  la 
■condición  de  abogado  en  ejeroicio  (condición  de  que 
■sin  motivo  alguno  prescinde  la  Sala),  las  expiesioues 
■Leguleyo»,  Buequéle»  como  licenciado»  y  por  suíi  tin- 
■terilladas  le  llamé  picH  pleitos,  leguleyo,  tínterillo» 
■tienden  &  herirme  en  mi  crédito  profesioual  y  & 
menospreciarme  por  medio  de  la  prensa;  usin  que 
excluya  el  dolo  específico  ó  auimus  injuríandi  la 
«circunstiancia  de  hallarse  compreudidas  c»as  fi-ases 
■en  un  esnríto  más  6  menos  sai'cáHtígo  porque  las  in- 
■jnrias  no  pierden  sus  caracteres  ni  dejan  de  serlo 
■porque  se  viertan  en  una  composiciñn  seria  y  grave  ó 
■en  un  artículo  ligero  y  feetlvo»; 

Resultando  que  admitido  el  recurro  y  previos  los 
demás  trámites  del  coso,  se  celebró  la  correspondiente 
vista,  en  la  que  informaron  el  recurrente  y  el  Minis- 
terio Fiscai,  sosteniendo  el  primero  la  procedencia  de 
aquél,  y  en  el  segundo  impugnándola: 

Decisión  dsl  aeoübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocae 
Horta. 

Considerando  que,  según  repetidas  resoluciones 
de  este  Tribunal,  baaada^i  en  el  articulo  trescientos 
trece  relacionado  con  el  ochocientos  cincuenta  y  dos, 
de  I»  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  para  admitir 
una  querella  propuesta  en  forma  legal  basta  que  el  lie- 
cfao  en  que  se  funde,  presente  caracteres  de  delito; 

Considerando  que,  conforme  al  articulo  cuatro- 
(úentoe  setenta  y  cinco  del  Código  Fenal,  es  injuria 
toda  expresión  proferida  en  menosprecio  ó  descrédito 
de  otra  persona; 

Considerando  que,  el  hecho  de  expresarse  en  el 
articulo  de  que  se  trata  parcialmente  transcrito  del 
•Diario  de  la  Marina»,  con  referencia  á  Isidoro  Corzo, 
las  palabras  'busquúle  como  licenciado  y  por  sus  tin- 
terillados te  llamé  picapleitos  y  leguleyo  y  afín  le  hice 
favor  notorio»,  dirigidas,  como  es  visto,  al  querellante 
en  su  calidad  de  Abogivdo,  ofrece  caracteres  del  delito 
de  injnriaa  objeto  de  la  acusación,  pues  que,  dado  el 
BOitido  usual  y  gramatical  de  las  referidas  palabras, 
aonque  escrito  el  articulo  que  las  contiene  en   estilo 
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feativo,  pueden  haber  sido  publicados  en  descrédito  ó 
menosprecio  del  querellante  en  su  aludida  eondíción 
profesional;  y,  por  tanto,  y  sin  perjuicio  de  que  en 
definitiva  quepa,  según  las  circtinstauciita.  del  hecho, 
estimar  que  no  fueron  expresadas  con  esta  tenden- 
cia, es  indudable  que,  sólo  por  la  razón  expuesta,  en 
conformidad  con  el  citado  artículo  trescientos  trece, 
debe  mandarse  admitir  la  querella  que  en  las  mismas 
se  funda,  y  siistanciarBe  ésta  cou  arreglo  á  derecho. 

Considerando  que,  en  tal  virtud,  al  no  hacerlo 
asi  el  Tribunal  recurrido,  contravino  lo  dispuesto  en 
este  último  precepto  legal,  en  rflación  con  \<k  arlicu- 
lofi  primero  y  cuatrocientos  setenta  y  cinco  del  Códi- 
do  Penal,  que  el  recurrente  invoca  como  infringidos; 
y  procede  declarar  con  lugar  el  recurso;  sin  especial 
condenación  de  costas. 

Faltamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Isidoro  Corzo  y  Principe  contra  el  auto 
de  veinte  de  Enero  último,  de  que  se  ha  hecho  mérito; 
y,  en  consecuencia,  casumos  y  anulamos  el  propio 
auto;  sin  hacer  especial  condenación  de  costas.  Asi 
por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Luis  Gastón. 
— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mohiles. — 
Rafael  Maydagán. 

¿uto. — En  la  müma  fecha  dictó  el  Tribunal  el  liguieMe: 

Dando  por  reproducidos  loa  resultandos  del  cita- 
do auto  de  veinte  de  Enero,  casado  y  anulado: 

Considerando  que,  según  el  articulo  trescientos 
trece  en  relación  con  el  ochocientos  cincuenta  y  doa 
de  la  I/cy  de  Enjuiciamiento  Criminal,  basta  para  ad- 
mitir una  querella  propuesta  en  forma  legal  que  &I  he- 
cho en  que  la  misma  se  funde  presente  caracteres  de 
delito. 

Considerando  que,  con  arreglo  al  articulo  cua- 
trocientos setenta  y  cinco  del  Código  Penal,  es  injuria 
toda  expresión  proferida  en  descrédito  ó  menosprecio 
de  otra  pei-sona; 

Considerando  que,  et  hecho  de  expresarse  en  el 
articulo  de  que  se  trata  parcialmente  transcrito  del 
■Diario  de  la  Marina»  con  referencia  á  Isidoro  Corzo, 
las  palabras  «busquéle  como  licenciado  y  por  sus  tio- 
terilJadas  le  llamé  picapleitos  y  leguleyo  y  aún  le  hice 
favor  notorio",  dirigidas  como  es  visto,  al  querellante 
en  su  calidad  de  Abogado,  ofrece  caracteres  del  delito 
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deiDJnrías  objeto  de  la  acuBaci6ii,  pues  qué  dado  el 
sentido  usual  y  gramaticul  de  las  referidas  palabras, 
aunque  escrito  el  articulo  que  las  contiene,  eu  estilo 
festivo,  pueden  haber  eido  publicadaB  en  descrédito  ó 
menosprecio  del  querellante  en  sn  aludida  condición 
profesiouat;  y,  por  tanto,  y  sin  perjuicio  de  que  en  de- 
fíaitiva  quepa,  segfin  lae  circunstancias  del  lipclio.  ea- 
timar  que  no  fueron  expresadas  con  este  tendencia, 
es  indudable  que,  soio  por  la  ra,7.ói\  expueata,  en  con- 
formidad con  el  citado  articulo  trescientos  trece,  debe 
mandarae  admitir  la  querella  que  en  las  mismas  se 
funda,  y  sustanciante  ésta  con  arreglo  á  derecho; 

Considerando  que,  en  tal  viitud,  procede  decla- 
rar con  lugar  la  apelación  entablecida  por  el  quere- 
llante contra  el  auto  de  cinco  de  Noviembre  del  aüo 
próxima  pasado  y  su  conconlante  dtl  doce  del  mismo 
mes  y  año,  recaidotí  á  la  expresada,  querella: 

Viatae  las  diaposiciunes  legales  mencionadas  y 
además  Un  de  los  artículos  treneicntos  doce  de  la  ci- 
tada ley  procesal  y  treinta  y  o<;Iio  de  la  Orden  noven- 
ta y  dOB  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Be  declara  con  lugar  dicha  apelación,  y,  en  con- 
sectienci»,  se  revoca  el  auto  apelatlo  del  cinco  y  sil 
concordante  del  doce  de  Noviembre  ultimo,  dictado 
■f/OT  el  Juez  de  Instrucción  del  Este  de  esta  capitel  re* 
tativamente  á  la  querella  referida;  y  procede  dicho 
Juez  &  admitir  ésta  y  sustanciarla  conforme  á,  derecho; 
declarándose  de  oñcio  las  costas  del  recurso. 

Ix>  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen. — Rafael  Cruz  Pérez. — Luis  Gastón. — José  Caba- 
FTocas  Horta. — Ambrosio   B.   Morales. — Kafael  May- 


M.  ley.— Sent.  57.— 17  de  Abril— Arrebato  y  obce- 

cadÓn.   (  Gac.  Febre,^  i,  J904. ) 

OOCTBINA:  Obra  iiiipulsndo  por  estímulos 
poderosoí  capaces  de  prodiitir  arrebato  y  obceca- 
ción quien  realiza  uii  Jiecho  punible  origrimdo  por 
naacto  ofensivu,  arliitrurio,  que  revela  desprecio 
jr  hiere  la  suBt.-e]]tibiIiilii<l  de  lu  persona  i>reu(lida, 
Ka  cual  fuere  su  coudicióii  sucia!. 

Sn  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  siete  de  Abril 
de  mil  novecientos  tres:  en  et  recurso  de  capación  por 
infiacoión  de  ley  pendiente  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo 6  interpuesto  contra  la  sentencia  dictada  en  doce 
de  Enero  ñltimo  por  la  Audieacia  de  Puerto  Principe 
•D  causa  instruida  por  homicidio,  procedente  del  Ju^- 
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gsdo  de  laatrnccióa  ñe  dicha  oÍtid»d  y  aejaida  eatr« 
partes,  de  la  ana  el  Miniatario  Fiacal  y  de  la  otra  co- 
mo proceaadofil  asiático  Joro  Ñau,  conocido  por  Ma- 
cario, cuyo  oficio  ü  ocnpacióa  no  se  expresa  y  vecino 
del  ingenio  «Iiiigarefio»: 

Beeultsndo  que  en  dicha  sentencia  se  (tonsígna  el 
Kf^ultando  qae  á  continuación  se  copia: 

Hechos  probados: 

(Resultando  probado  que  el  día  diez  y  nueve  de 
^Noviembre  último  con  motivo  de  haberle  quitado  et 
NaeiáticO  José  Chay  áan  compaSero  Joro  Ñau,  oonooi- 
■do  por  Macario,  au  cachimba  de  fumar  opio  y  rom- 
Dpérsela  i\  aa  presencia,  el  procesado  arrebatado  y  ob- 
•cecado  por  dicho  hecho  cogí6  un  palo  de  panta  y  eou 
»él  peg6  Á  Jnró  Chay  en  el  hueco  epigástríoo  ocasio- 
xn&ndole  una  lesión  qne  interesó  la  arteria  coronaria 
■y  le  produjo  al  lesionado  la  mnerte  á  los  pocos  mo- 
«mentos  por  hemorragia  interna  de  causa  traamátioa.n 

Bbsoldcíón  recurrida: 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia  se 
condenó  al  procesado  como  autor  dei  delito  de  homi- 
cidio con  la  concurrencia  de  taoiroaDStanoiftatenaau- 
te  octava  del  artículo  noveno  del  Código  Penal,  á  dooft>- 
aSos  y  uu  día  de  reclusión  temporal,  accesorias  co- 
rrespondientes y  pago  de  costas; 

Resaltando  que  ú,  petición  del  Ministerio  Fiscal 
se  aclaró  la  sentencia  por  la  Sala  en  el  sentido  de  que 
la  palabra  nqaitaru  empleada  en  el  primer  Resultando, 
lo  era  en  el  concepto  de  tomar  Joro  Chay  la  cachimba 
del  lugar  donde  la  tenia  Joro  Ñau; 

Fdiidambntx)b  dsl  rbcübso  db  casación: 

Resultands  qne  contra  esa  sentencia  interpoao  el 
Ministerio  Fiscal  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  citaado  como  precepto  autorizante  del  recarso 
el  número  qninto  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  en  rela- 
ción con  el  primero  del  ochocientos  cuarenta  y  ocha 
de  la  propia  Ley;  y  como  infringidos  los  siguientes: 
A.  El  párrafo  octavo  del  articulo  noveno  del  Código 
Penal  por  aplicación  indebida,  porque  el  acto  declara- 
do probarlo  en  la  sentencia,  de  haber  tomado  la  vfoti- 
ma  la  cachimba  del  eojuiciado  y  rompérsela  &  an  pre- 
sencia, espaestoa  sencillamente,  sin  otraa  raferenciaa, 
ni  explicación   de  las  palabras  que  mediaron   «otr* 
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ofensor  y  ofendido,  y  ñn  relatar  loa  círcnaatenciH 
qne  lo  ftcompañaroo,  no  pnede  eatímarse  como  ele- 
Baento  oonetítativo  poderoso  de  qne  babla  el  legisla- 
dor; eiendo  el  arrebato  y  obcecación  estados  tan  espe- 
ciales del  &niiiio,  qne  ordiDaFÍamente  no  se  prodacBn 
por  fátiles  motivos;  y  porque  la  spreciación  de  lacon- 
carrencia  del  arrebato  y  obcecación  en  la  comiBÍ6a  del 
delito  podr&  indocirse  b  deducirle  de  los  bachos  qae 
w  declaran  probados,  pero  no  en  estos,  como  lo  veri- 
Bca  la  Bala  sentenciadora,  por  lo  que  tal  apreciación 
queda,  á  virtud  de  la  casación,  sometida  &  examen  y 
rectificación  por  el  Tribunal  Supremo.  B.  De  la  an- 
terior iufraoción  se  deduce  que  la  Sala  ha  incnrrido 
en  error  de  derecho  al  aplicar  indebidamente  el  pá- 
rrafo segando  del  articulo  ochenta  del  Código  Penal, 
DO  existiendo,  comq,Qo  existen,  ci rcunstanclaB  deate- 
naaciÓn  en  el  delito  cometido.  C.  De  los  anteriores 
errores  legales  se  desprende  asimismo  que  el  Tribu- 
nal ha  infringido  por  falta  de  aplicación  el  apartado 
primero  del  siticulo  ochenta  del  propio  Código,  el 
cual  dispone  que  cuando  en  el  hecho  no  concurran 
circunstancias  agravantes  ni  atenuantes,  se  impondrá 
la  pena  señalada  por  la  ley  en  su  grado  medio; 

Kesultando  que  admitido  el  recurso  y  sustancia- 
do en  ente  Tribunal  Supremo,  tuvo  lugar  la  vista'  el 
dia  dos  del  actual,  con  la  sola  asistencia  del  Ministe- 
rio Fiscal  que  sostuvo  la  procedencia  del  recurso; 

Decisión  díi,  bbcdbso: 

Sieado  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Oonsiderando  que  apareciendo  de  los  hechos  de- 
clarados probados  que  el  asiático  Joro  Chay,  sin  que 
conste  que  precediera  provocación  por  parte  del  pro- 
cesado, ni  mediara  cuestión  alguna,  quitó  &  éste  su 
cachimba  de  fumar  opio,  tomándola  del  lagar  donde 
la  tenf»,  y  se  la  rompió  á  su  preeencia.  en  cuyo  mo- 
meéto  dicho  procesado  cogió  un  palo  de  punta,  y  cou 
él  cansó  á  Joro  Chay  una  lesión  que  le  produjo  la 
mnerte;  resalta  evidente  que  el  delito  cometido  por  el 
reo,  a&n  cuando  no  sea  excusable  de  modo  algnno,  fué 
originado  por  un  acto  ofensivo  cuya  intensidad,  si  ha 
de  medirse  por  la  arbitrariedad  y  desprecio  qne  en- 
tratla,  es  da  aquellos  que  hieren  la  susceptibilidad  del 
homlve,  sea  eual  fuere  su  condición  social,  producien- 
do naturalmente  el  arrebato  y  obcecación  que  arrastra 
&  la  reoliaaclón  de  actos,  cuya  responsabilidad,  dada 
la  pwtnrbación  de  ánimo  del  agente,  atenóa   con  jns- 
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tííAA  la  Uf  penal;  y  ooncnrrienclo  tal  oiroanstaocía  ea 
el  delito  de  qae  ee  trata,  derivada  racionalioflate  da 
los  alndidoB  hechos  probados,  ea  indadable  que  la  8a< 
la  een ten ci adora,  al  estimarla  en  su  fallo,  no  ha  inon- 
rrido  en  los  errores  de  derecho  que  se  le  atríbayen  en 
el  motivo  lundamental  del  recurso,  el  cual,  por  con- 
siguiente, ha  de  ser  declarado  sia  lugar: 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramoe  no 
haber  lugar  al  recnreo  por  infracción  de  ley,  estable- 
cido por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dÍo- 
tada  en  doce  de  Enero  último  por  la  Aiudiend»  de 
Puerto  Principe,  declarando  las  costas  de  oficio.  Co- 
muniqúese etc.  fíBÍ  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pro- 
nanciamos,  mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cnu  Pé- 
rez.— Luís  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta,  Ambro- 
sio R.  Morales. — Rafael  Maydag^n. 


ln£  le^.—Sent.  58,-18  do  Abril.— Pnmsa  IrreelsÜbU. 

(  Gae.  Febra-o  i,  1904. ) 

DOCTRINA:  Las  infracdonei  Ircales  que  «e 
aleguen  como  causas  de  casHcidn  han  de  discatirae 

sobre  la  base  de  los  bechus  probadot,   dKlaradof 
en  la  sentencia  recurrida. 

La  circunstancia  atenuante  de  haber  obrado 
por  fuerza  irreiistiblc,  se  refiere  á  una  fueraa  ex- 
traña provinente  de  un  tercero  y  no  á  impulsos 
internos  en  el  ánimo  del  autor  del  delito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  Abril 
de  mil  novecientos  tres:  en  el  recnrso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  pendiente  ante  este  Tribunal  6n- 
premo  é  interpuesto  por  el  procesado  Carlos  Serafín 
Abelardo  Falcóii  y  Agniar,  del  comercio  y  vecino  de 
esta  ciudad,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y 
caatro  de  Enero  ultimo  por  la  Sección  primera  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
la  causa  seguida  de  oficio  por  delito  de  parricidio: 

Becultanilo  que  en  dicha  sentencia  se  consigna  el 
siga  i  en  te  Resultando: 

Hechos  probados: 

«Resultando  probado  que  el  procesado  Carlos  Se- 
nraftn  Abelardo  Falcón  y  Agolar,  que  tiene  treinta 
»aQoe  de  edad,  contrajo  matriígonio  civil  en  el  Jnxga- 
sdo  Hnnicipal  de  Sagna  la  Grande  en  cuatro  de  Bne> 
j°ro  de  mil  novecientos  noventa  y  nueve,  con  Jacinta 
■Elena  Carnicer  y  Torren,  conocida  por  Eladia;  pasa- 
ndo  algfin   ciempo,    ambos  cónyuges  se  dirigieron  k 
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■México;  y  de  allí  regreskron  &  estn  Isla,  en  anión  de 
■dos  hijoB  peqae&oa;  llegaudo  á  1»  Habana  en  el  vapor 
■Ciudad  de  Cádi»  eii  la  tarde  de)  diez  y  ocho  de  Oc- 
>tubre  último,  yendo  &  sufrir  la  cuarentena  en  el  cam- 
■pameoto  de  iamigraüión  de  Trisoornia  y  en  la  tarde 
■del  eigaiente,  ó  sea  el  diez  y  nueve,  el  procesado  di- 
■cho,  con  nn  revólver  qae  tenía,  y  en  la  habitación  en 
■qne  estaba  hospedado  coa  su  oonsorje  é  hijne,  le  hizo 
>de  intento  an  disparo  á  sn  expresada  consorte  Jacin- 
>ta  Elena  Carnicer  y  Torres,  causándole  con  el  proyec- 
jktil  una  lesión  on  la  región  temporal  derecha  en  unión 
■con  el  tercio  posterior  de  la  región  oocl  pito  frontal, 
■que  interesó  las  maningee,  el  lóbulo  cerebeloao  dere- 
■cbo,  el  bulti)  implantándose  el  proyectil  en  la  poroióa 
«petrosa  del  temporal  izquierdo  y  destnizando  la  arte- 
■ría  carótida  interna  izquierda.  Todo  lo  qne  le  pro- 
adujo  la  muerte  inmediata  X  la  dicha  Carnicer. 
■En  momentos  anteriores'  ni  hecho  que  se  persi- 
Bgiie  é  inmediatos  á  él,  varios  individuos,  que  tam- 
■bién  ettaban  sufriendo  la  cuarentena,  oyeron  que 
■ambos  cónyuges  levantaban  la  voz,  y  se  vio  á  la  iu- 
■terfecta  asomarse  á  una  ventana  alta  y  llamar  á  uuo 
■nombrado  Leopoldo  Oil  Román,  como  par»  que  acu- 
■diese  á  donde  estaba  ella;  y  al  hacerlo  éste  notó  que 
■la  habitación  en  que  estaban  el  piocesado  y  )a  Carni- 
•cer,  se  hallaba  cerrada,  habiéndose  oído  también 
■ruido,  como  si  discotieran  el  proceíado  y  su  víctima 
■y  que  el  primero  dijo  con  voz  fuerte:  "tü  haces  lo" 
'  aque  yo  quiero,  que  para  eso  soy  tu  marido."  Y  uu 
■se  han  demostrado  cuales  sean  los  móviles  que  lleva- 
■ron  al  procesado  al  causar  la  muerte  &  su  consorte.» 

Kebolución  bbccrbida: 

Besultando  que  por  la  expresada  sentencia  se  con- 
denó al  procesado,  como  autor  del  delito  de  parricidio, 
sin  concurrencia  de  circunstancias  eximentes  ó  modi- 
ficativas de  la  responsabilidad  criTniual,  A  la  pena  de 
cadena  perpetua,  con  las  accesorias  correspondientes 
y  pago  de  costas. 

FONDAUENTOa  DEL  SECUBSO  DE  CASACIÓN:       „ 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
la  defensa  del  procesado  recurro  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  citando  como  precepto  autorizante  del 
recurso  el  n&mero  primero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal; y  como  infringidos  el  articulo  cuatrocientos  trece 
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del  Código  PenAl,  por  npIicMoiÓD  iridelnda,  y;  el  n6- 
mero  diez  del  articulo  ocho  del  mismo  Código  por  fal- 
to de  aplicación,  puesto  quu  el  incidente  que  precedió 
h  la  innert»  de  la  eapnsa  de  Faloón  y  que  ae  relata  en 
luB  heclius  pr(ib)kdoí<,  debía  tener  relación  con  el  hecho 
posterior;  y  ai  el  prnceaad'i  obró  &  raii  del  incidente, 
diiraute  el  onal  la  mujer  1«  obligaba  á  recordarle  loa 
deberes  que  con  él  tenia  cnntriiídos,  ea  porque  ella, 
siu  duüa,  quería  faltar  á  éitoe;  j  por  oonsiguiente,  la 
mano  qne  el  procesado  levantó  paia  nmtar  á  su  mujer 
estaba  dirigida  por  la  falta  de  aquélla,  qu»,  dada  la 
ot^nizAción  de  nupatra  sociedad  ea  gravísima,  po- 
niendo &  cualquiera  peraona  en  la  doloroaa  condición 
de  uo  poder  reaistir  al  arto  violento; 

Resultando  qn»  admitirlo  el  recurso  se  personó  el 
recurrente  en  estu  Supremo  Tribunal  y  previo  los  trá- 
mites legales  se  celebró  la  vist"*  pública  el  día  tres  del 
corriente,  con  aaiotencia  del  defensor  del  recurrente  y 
del  Miniflterio  Fiscal,  sosteniendo  et  primero  é  impug- 
nando el  segundo  la  procedencia  del  recurso. 

Decisión  dbl  becvrbo; 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Considerando  que  las  infracciones  legales  en  que 
ae  funde  un  recurso  de  casación  han  de  discubirse  so- 
bre la  base  de  loe  hechos  declarados  probados  en  la 
aentencia,  por  ¡o  que  f^olo  atendiendo  á  lo  qne  de  ellos 
reeulta  ee  que  caba  resolver  si  en  el  presente  caso  ha 
debido  eetimarse  como  recurrente  en  el  delito  de  pa- 
rricidio de  qne  ne  trata,  la  circunetanoia  eximente 
décima  del  articulo  octavo  del  Código  Penal,  ó  sea,  la 
de  haber  obrarlo  el  autor  del  hecho  violentado  por  una 
fuerza  Irresistible;  y  en  oouseouencia,  si  ha  sido  ó  no 
procedente  la  aplicación  del  artículo  cuatrocientos 
trece  del  mismo  Código,  ónica  cuestión  que  ae  propo- 
ne en  el  rt^iireo; 

Considerando  que  de  los  mencioaadoa  hechos 
aparece  que  et  proce^odo  obró  en  el  oaso  de  autos  por 
decisión  propia,  no  contra  su  voluntad  é  impulsado 
de  modo  irreaietible  pur  fuerza  extraña  proveniente 
de  actos  exclusivos  de  un  tercero,  que  es  In  que  cons- 
tituye la  circunstancia  eximente  décima  del  artículo 
octavo  del  Código  Penal,  basada  en  al  espíritu  y  letra 
de  la  defluícióu  legal  d^l  delito;  por  lo  que,  sean  cua- 
les fueren  las  causas  que  itiñuyerou,  con  máa  ó  menos 
violencia,  en  el&nimodel  proccsa<lo  para  la  realización 
del  hecho,  ea  lo  cierto  que  la  determlnacióa  de  reali- 
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zarlo,  reflexira  6  no  fué  acto  volnntorio  y  exoloBiva- 
mente  suyo,  y  la  drounstanda  ezimeDte  indicada  no 
puede  derivarle  nanoa  de  la  nbaecaclóii  y  arrebato  del 
agente,  como  lo  pretende  la  defensa; 

'  Coneúlprando  qae  la  Sala  sentenciadora,  al  penar 
ñl  proceawlo,  como  reo  del  delito  de  parricidio,  do 
estimar  la  concurreucia  de  la  circiiuBtancia  ezimenie, 
á  que  ae  refiere  la-reprfSfntHciÓQ  de  aqnél,  no  ha  in- 
fringido las  di)ípoaidnn<'a  tegatee  inviicadas  en  ehre- 
recurao;  y  por  coneigiiientfl  son  de  deaPütimarse  loa 
motivos  (le  caracióu  alngndoH,  deo1ará,[ido4e  ain  lugar 
el  recurso;  y  á  la  v#z,  dri  conforcaidad  con  el  artículo 
coaienta  de  la  Ley  de  casación,  imponer  las  costas  al 
recurnpnte: 

Fallfttnoa  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recumo  de  CAflnri6n  \mT  iiifracotón  de 
ley,  eslableddo  per  el  procesa<1o  Carlos  Serafin  Abe- 
lardo Falc6n  y  Agoiar,  contra  la  sentencia  dictada  en 
veinte  y  cuatro  de  Enero  últimn,  por  la  Sección  pri- 
mera de  la  Sala  de  lo  Gríminat  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  con  las  coataa  de  cargo  del  recurrente.  Go- 
mo iifquese  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  aentencla  lo  pronunciamos, 
msndamOfl  y  íirmamoB. — Rafael  Cruz  Peres. — Luís 
Onatón.— Joeé  Cnbarrocas  Hórta  — Ambrosio  R.  Mo< 
ralee. — Cartas  Revilla. — R.tfael  Maydagáu.  -José  M. 
GiBpert. 


M  ley.— Sent.  59. -18  áe  Abril. -Atentado.  (Gae.  Fe- 

hrfr,-n  i.    tfíO'.A 


brei-o4,  J904.) 


En  la  cindad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  Abril 
de  mil  novecieutoa  tres:  en  el  recnt-so  de  cRsación  por 
infracción  de  ley,  qne  pende  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal,  contra 
eentenda  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Andiencia  de  la  Habana,  el  veinte 
de  Enero  íiltlmo,  en  causa  qne  se  instruyó  en  el  Juz- 
gado del  Distrito  Este  de  esta  capital  contia  el  proce- 
sado Antonio  Company  Serra,  vecino  de  etta  cindad, 
ssfitre,  por  delito  de  ntentado: 

Resultando  qiieen  lamencionada sentencia f^econ- 
Bignan  los  hechos  probado»  que  á  continuación  literal- 
mente se  transcriben: 
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.Kv^ultaitdo  probado  que  el  vigilante 
luiiiioiv  íi'wcient'js  Bésente  Pedro  Hernüni 
.:i.ui<t^<.  r«eibi6  oiden  de  cooducir  &  la  seg 
.^■n'ii  il»  Policía,  al  hoy  procesado  Aotouio  ( 
-íii.Tm,  k  conaecúencift  de  ent«nder8e  que  8: 
-i*»w»  pasivo,  en  unión  de  otros  que  tenían 
Kvi>.-Ío,  había  realizado  hechos  escándalos 
i^ttMb  de  la  calle  de  San  Isidro  en  e-ta  ciu 
«plicndo  lo  dispuesto,  el  vigilante  indicad( 
■dia  tres  de  Octubre  filtimo,  al  procesado 
■mftmero  veinte  de  la  calle  de  Curazao,  y  d 
xHadu  que  era  mayor  de  edaJ,  al  intimarle' 
uaiguiera  ese  agente  de  la  Autoridad,  se 
«obedecerle,  qaitándole  el  club  que  lleval 
Djeando  le  causó  al  vigilante  repetido  con  h 
■ooriaciones  e^iidérmicaa  en  la  región  cerv 
■borde  cubital,  tercio  medio  de  )a  región  a 
■izquierda,  las  qne  no  necesitaron  de  asistí 
■tativa,  y  no  produjeron  enfermedad  al  of 
BQando  &  loa  dos  ó  tres  días.  Al  estar  1 
■procesado  para  no  dejarse  conducir,  acudí 
■lio  del  vigilante  de  Policfa,  el  veciuc  J< 
■entre  los  dos  esposaron  y  sacaron  de  la  c 
■cesado.  Al  ocurrir  todo  lo  dicho,  el  vigilai 
■cia  de  referencia,  llevaba  el  uniforme  y 
■de  su  cargo.» 
Bebolüción  recurrida: 

Resultando  que  la  expresada  Audiec 
que  los  hechos  declaiudos  proba<Ios  no  con 
delito  de  atentado  que  castiga  el  articulo 
sesenta  del  Código  Fenal,  y  en  consecuenci 
al  procesado,  declarando  las  costas  de  ofici 
do  se  remita  el  sumario  al  Juez  Correccioi 
que  hubiera  lugar. 

Fundamentos  del  recurso  de  oasació-v: 

Resultando  qne  couti'a  este  fallo  Ínter 
nisterío  Fiscal  recurso  de  casación  por  in 
ley,  autorizado  por  el  caso  segundo  del  art 
cientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enji 
Criminal,  cuyo  recurso  funda  en  el  siguien 
■Infracción  del  articulo  doscientos  sesent 
■primero  en  relación  con  la  circunstancia  t 
■ticulo  doscientos  cincuenta  y  nueve  y  non 
■do  del  artículo  doscientos  cincuenta  y  och 
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ago  Pena],  reformados  los  dos  primeros  por  el  artfculo 
■primero  do  la  Orden  D&mero  doscientos  veinte  y  cin- 
■co  de  veinte  y  uno  de  Octnbre  de  mil  novecientos  uno, 
■porque  los  hechos  qu£  se  declaran  probados  en  la  sen- 
•tenci  a  constituyen  d  delito  de  atentado  aun  agente  de 
■la  Autoridad  con  impnsicióade  manos.  Si  el  agente  de 
■Policía  en  el  ejercicio  de  las  fnnciunes  que  le  están 
■atribaidad  como  iaherontes  á  su  cargo,  fué  á  detener 
■at  eDJniciado,  y  éste  tn>  sólo  se  negó  á  obedecerle  y  & 
«seguirle,  sino  como  se  declara  protiado  en  la  senten- 
»cia  que  recurro  y  el  Re^nltandu  primero  que  además 
■le  quitó  el  club, — una  de  las  armas  y  distintivos  de 
■la  Policía— y  forcejeando  le  causó  cou  los  ufias  esco- 
■riaciones  epidérmicas  en  la  región  cervical,  y  en  la 
■antibraquial  izquierda,  es  indudable  que  esos  hechos 
■constituyen  el  delito  do  atentado  á  agente  de  la  An- 
■toridad  con  ¡m|>06ici6u  de  manos  y  nó  resistencia, 
aporque  ésta  es  puramente  pasiva,  como  su  nombre  lo 
■indica.  Despojar  6.  un  vigilante  de  Policía  del  club  es 
■acometerle,  es  imponer  manos  en  él,  es  entrar  en 
■acción,  ejecutar  actos  de  verdadera  y  absoluta  agre- 
■eión.  Es  muy  otra  la  situación  det  Policía  .que  en- 
■caentre  reaiatencia,  pero  el  agente  &  quien  se  desar- 
■m»,  coa  quien  se  forcejea  y  &  quien  se  le  arañn,  se  le 
■acomete,  ó  si  se  quiere  hablar  de  reBÍetencia,  se  le  re- 
■eiste  del  modo  grave  indicado  en  el  mismo  artículo 
■citado  como  infringido  que  es  el  que  define  las  dis- 
■tintas  clasee  de  atentado,! 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente,  previa  la  sustanciación  correspondiente. 
Be  celebró  la  vista  pública  con  la  sola  asistencia  de 
dicho  Ministerio  que  mantuvo  la  procedencia  del  re* 
corso: 

Decisión  del  recdrso: 

Siendo  I'onente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  qnn  cometen  el  delito  de  atentado 
que  castiga  el  articulo  doscientos  sesenta  dpi  Código 
Penal,  modificado  por  la  Orden  número  doscientos 
veinte  y  cinco  de  veinte  y  uno  át  Octubre  de  mil  no- 
vecienúb  uno,  en  relacióu  con  el  doscientos  cincuenta 
y  ocho  y  doscientos  cincuenta  y  nueve,  modificado 
también  este  último  por  la  mencionada  Orden,  los  que 
acometieren  á  ios  agentes  de  la  Autoridad  ó  emplea- 
ren fuerza  contra  ellos  ó  Ioí  intimidaren  gravemente, 
ó  le  hicieren   resistencia   también   grave,  cuando  se 


DigilizedbvGoO^^IC 


hallaren  ejerciendo  las  funcianee  de  sa  cHrgo  6  con 
ocasión  de  eWtus,  HÍempre  qae  1»  agresión  se  verificaie 
ú  mano  armada,  si  los  leos  fueren  funcionarios  públi- 
cos, ó  si  loa  delincuentes  pnstfran  mano  en  dichos 
agentes: 

Considerando  qne  declarado  probado  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  al  tratar  de  conducir  el  vigilante 
Pedro  Hernández  al  procesado  á  la  segunda  Estación 
deí  Policía,  cumpliendo  órdenes  que  tenía  para  ello,  y 
al  intimarle  para  que  lo  siguiera,  diclio  procesado  so 
resistió  á  obedecerle,  quitándole  el  club  que  llevaba  y 
forcejeando  le  causó  la&  esconaciones  epidérmicas  que 
se  describen, — Incbando  para  no  dejarse  conducir,  se- 
gfiu  se  expresa  después  en  la  misma  sentencia  no  pue- 
de derivarse  de  estos  hechos  la  existencia  del  delito 
de  atentado  que  castiga  el  articulo  doscientos  sesenta 
del  Código  Peual,  ciialificido  por  la  concurrencia  de  la 
circunst»uc)a  de  ponerse  i.iano  en  dicho  i^^nte;  por- 
que esta  circunstancia,  jnifdicamente  considerada,  la 
coustituye  el  acto  de  fuerza  realizado  en  esa  forma 
contra  loa  agentes  de  la  Autoridad  con  el  propósito  de 
cansarlGS  daRo;  pero  no  los  que,  oomo  los  referidos, 
revelan  uua  resistencia  que,  auuqne  no  meramente 
pasiva,  tal  como  se  llevó  á  efecto,  no  llegó  &  manifes- 
tarse en  ella  el  maltrato  de  obras  característico  de  la 
expresada  circunstancia,  pues  el  hecho  de  apoderarse 
del  club  el  proceeatio,  sin  que  conste  haber  ejecutado, 
ningñii  otro  acto  que  permita  apreciar  dicbo  propósito 
no  la  determina  ni  tampoco  las  escoriaciones  epidér- 
micas que  sufriera  el  referido  funcionario,  ai  como  se 
dedui-e  de  tos  hechos  probados  pudieron  ser  cansadas 
accidentalmente. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  el 
Tribunal  o  ^iio  no  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  é 
infracción  de  ley  que  por  el  recurso  se  le  atribuye,  por 
lo  que  procede  declararlo  sin  lugar. 

Considemndo  que  según  el  articulo  cuarenta  de  la 
Orden  número  noventa  5  do«  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  cuando  se  declire  sin  lugar  el  recurso 
de  casación  se  impondrílu  siempre  his  ciistae  del  mis- 
mismo  á  la  parte  6  iMirtes  recurrentes,  salvo  cuando 
Asta  fuere  el  Ministerii»  Fiscal,  ó  se  estuviíjfe  en  el 
VASO  del  artículo  cuarenta  y  siete  de  dicha  Orden. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramtw  no 
.laber  lugar  al  recurso  de  casivción  por  infracción  de 
ley,  int^erpnesto  por  el  Ministerio  Fiscal,  cont>-a  la 
sentencia  dictJida  en  esta  cansa,  el   veint*  de  Enero 
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último,  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crími- 
nal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  las  costae  de 
oficio. 

Asf  por  eeta  nuestra BMitencia,  etc..  lo  pronuncia- 
moe,  mandamos  y  firmamos. — Bafael  Cfuk  Pérez. — 
Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E. 
Moralea.— José  M.  Gispert. 


M  l&y.— Seat.  60.— 23  de  Abril.— EataÜL—Eemdden- 
áa.  (_Oac.  Febrero  4,  1904.) 

DOCTRINA:  Comete  el  driito  previsto  en 
el  articulo  410  del  C6di|{n  Penal  el  funcionario 
público  ijue  con  ücait<Sii  Óét  ejercicio  de  sub  funcio- 
nes recibe  unH  cantidad  para  inj¡reiaren  el  Tesoro 
y  se  la  aprupia,  aunque,  por  raiún  de  su  cnrgo 
nu  estuviera  obligado  &  ese  Bervício.  si  al  aceptar- 
lo extendió  recibo  como  ta\  funcionario. 
^  Lus  circunstancina  cuBÜficativas  de  los  delitos, 

no  alteran  la  naturaleza  de  <!stas  y  por  tanto  no 
iiiflu^en'para  que  se  tengan  en  cuenta  al  estimar 
la  teincidencia.         ■ 

Eq  la  ciudad  de  la  Habana  &  veinte  y  tres  de 
Abril  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recnrso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  cimtra  la  sentencia  dictada  en  nueve  de 
£nero  último  por  la  Aiidiencia  de  Matanzas  en  caue^a 
procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de  Alacranes, 
seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y 
de  la  otra,  ooAio  procesado  por  estafa,  Miguel  Aldama 
Martínez,  del  comercio  y  vecino  de  Cabezas. 

Besnltando  que  en  la  expresada  sentencia  se  con- 
signa como  iundamento  de  hecho   el  contenido  en  el 
siguiente  resultando: 
HscHoe  PBOBADoe: 

■fiesnltaudo  probado  que  el  prrceaado  en  esta 
«causa  don  Miguel  Aldama  y  Martínez,  que  ha  sido 
■ejocutoriaraente  condenado  en  trece  de  Noviembre  de 
■mil  ochocientos  noventa  y  tres  como  autor  de  un  de- 
■lito  de  estafa,  comprendido  en  el  numero  primero  del 
■artfcnlo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Cíidigo  Pe- 
rnal vigente,  el  dta  primero  de  Julio  ultimo  se  preaen- 
>tó  en  el  puesto  de  frutas  que  en  Vieja  Bermeja  poseía 
■el  asiático  Ladislao  Valera,  el  que  desde  el  mes  de 
■Febrero  había  obtenido  una  autorización  provisional 
■para  abrirlo,  manifestándole  &  dicho  Valera  en  su  ca- 
■rácter  de  Comisionado  de  apremios  del  Aynntamien- 
■to  de  Alaoraaes,  cargo  que  deaempeQó  hasta  el  treío- 
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»ta  y  UDO  del  expresado  mes  de  Julio  en  que  qnedó 
•cesante  por  haberse  suprimido  por  econoinfas  dicha 
nplaza,  que  debia  pagar  la  contribución  correspondien- 
«te,  pues  de  lo  contrario  se  le  cerrarla  el  eatablecimien- 
Nto,  habiendo  recibido  de  Valera  cuatro  pesos  diez  cen- 
utavos  en  moneda  oficial  entregáudole  un  documento 
«en  q«e  expresaba  que  recibía  esa  suma  para  pago  de 
ncotitríbuciouea  correspondientes  al  tercer  y  cuarto 
i>trim*'stre  de  mil  Dovecieutoa  ano  al  mil  novecientos 
■dos  susci'ibíéiidolo  con  laanteñrma«ElComisÍODadoi, 
«habiendo  ese  mismo  día  primero  de  Julio  hecho  qae 
»Valera  pidiera  por  instancia  sn  alta  al  Ayuntamiento 
nqne  se  la  concedió  en  su  sesión  del  día  veinte  y  tres, 
«comunicándosele  por  oficio  de  cuatro  de  Agosto  y 
cuaudo  en  Veinte  de  Septiembre  acudió  Valera  á  dar- 
»se  de  baja  en  bu  coraf  reio  se  encontró  conque  apare- 
acia  adeudando  contribuciones,  no  habiendo  el  proce- 
Diñado  satisfecho  ninguna  por  cuenta  del  Valera  ni  de-  ' 
NVíielto  A  éste  sus  3uatro  pesos  diez  centavos,  loa  quo 
»se  lia  apropiado,  montando  la  contribución  que  debió 
«pagar  Valera  en  el  período  de  tiempo  comprendido 
ícntre  el  diez  y  siete  de  Febrero  y  el  treinta  de  Junio 
»solamentc  un  peso,  lo  que  por  razón  de  su  cargo  no 
«podía  ignorar  el  procesado  cuaudo  percibió  los  cuatro 
npesos  diez  centavos  para  pagar  la  contribución". 

RbSOLDCIÓ.I   BKCÜRRinA: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  fueron 
calificados  estos  necbos  como  constitutivos  de  un  de- 
lito de  estafa,  definido  en  el  artículo  quinientos  cin- 
cuenta y  nueve,  número  quinto  del  Código  Penal,  y 
penado,  conforme  el  número  primero  del  quinientos 
cincuenta  y  ocho  y  cuatrocientos  diez  del  mismo  Có- 
digo; y,  estimándose  autor  de  él,  con  la  agravante  ge- 
nérica de  reincidencia,  prevista  en  el  número  diea  y 
nueve  del  artículo  diez  del  propio  cuerpo  legal,  al  pro- 
cesado se  le  condenó  en  la  pena  de  tres  meses  y  un  día 
de  arresto  mayor  y  doce  años  de  inhabilitación  tem- 
poral especial,  la  accesoria  de  suspensión  del  derecho 
de  sufi'agio  durante  el  tiempo  de  la  condena  de  priva- 
ción de  libertad,  y  al  pago  de  las  costas,  sirviéndole 
de  abono  la  prisión  preventiva  que  hubiere  sufrido  y 
debiendo  indemnizar  con  cuatro  pesos  diez  centavos 
en  moneda  oficial  A  Ladislao  Valera  y  sufrir  en  defec- 
to fie  pago,  la  correspondiente  prisión  subsidiaria. 

Fu.VDASIEKTOS  DEN  BKCURSO  1>E    OAy\ClÓX 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuFO  laei* 
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preeentaciÓD  del  procesado  el  presente  recurso  de  ca- 
nción por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números 
tercero  y  qninto  del  articulo  ocfaocientos  cnarent»  y 
nneve  de  la  Ley  de  Eojiiiciamíento  Oriminal  por  lo» 
BÍgoientes  motivos:  nPriraero:  El  que  es  objeto  del 
«némero  tercero  del  articuló  ochocientna  cuarenta  y 
•nneve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  puee  la 
j«entencia  incurre  en  error  de  derecho  al  calificar  lo» 
•hechos  qan  declara  probados  como  constitutivos  de 
•na  delito  de  esteta,  previsto  en  el  articulo  quinientos 
■cincuenta  y  nneve  número  quinto,  en  relación  con  el 
■articDlo  cnatrocieotos  diez,  amboB  del  Código  Penal, 
«iendo  asi  que  solo  constituyen  el  delito  del  articulo 
■quinientos  cincuenta  y  nueve,  nfimero  quinto,  sin 
•relación  por  tanto  con  el  cuatrocientos  diez, — Demoa- 
•tración:— Declara  probado  1»  sentencia  que  Miguel 
•Aldanuv  y  Martínez  se  presentó  en  el  establecimiento 
•de  frutería  que  en  Vieja  Bermeja  posee  Ladislao  Va- 
•lera,  manifestándole,  en  bu  carácter  de  Comisionado 
■de  apremios  del  Ayuntamiento  de  Alacranes,  que  de- 
■bía  pagar  la  contribución  correspondiente,  pnes  de  lo 
■contrarío  se  le  cerraría  el  establecimiento,  habiendo- 
•recibido  de  Valera  cuatro  pesos  diez  centavos,  entre- 
gándole un  documento  en  que  expresa  que  recibía  esa 
•suma  para  pago  de  contribuciones  correspondientes 
•al  tercer  y  cuarto  trimestre  do  mil  novecientos  uno  á 
•mil  novecientos  dos,  suscribiéndolo  con  la  antefirma 
•El  Comisionado"  y  que  no  abonó  nada  en  concepto 
*de  ooutribucioties  adeudadas  por  Yalera,'  apropiáudo- 
•se  la  cantidad  que  éste  le  entregó.  —  De  los  hechos 
•ezpnestos  no  aparece  ni  puede  deducirse  que  Miguel 
•Aldama  al  estafar  á  Ladislao  Valera,  abusara  de  su 
•cargo,  contijción  que  exige  el  artículo  cuatrocientos 
•diez  del  Código  Penal;  como  Comisionado  de  apre- 
•mioB,  él  dijo  á  Várela  lo  que  le  ocurriría  si  no  pagaba 
•la  contribución,  y  no  le  engafló  por  cierto;  Varél»  le 
•entregó  entonces  ain  exigencia  de  A  Idama  cuatro  pe- 
geos diez  centavos  consignando  él  en  el  recibo  que  era 
•cantidad  «era  para  pago  de  contribuciones^,  en  lo  cnal 
•tampoco  abneó  de  su  cargo,  como  hubiera  abusado  si 
•expresa  4  Valera  en  el  recibo,  que  dicha  cantidad  era 
•en  pago  de  las  contribnciones;  al  tomar  pues  la  can- 
•tidad  entregada  por  Valera,  no  fué  por  virtud  de  su 
•cargo,  porque  éste  solo  tiene  por  objeto  apremiar,  si- 
•no  como  un  simple  mandatario  de  aquél. ^Si  luego 
•no  cumplió  el  mandato,  si  se  apropió  la  cantidad  re- 
■cibida,  será  responsable  del  delito  del  nñmero   cinco 
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«del  artiolilo  quinientos  cincuenta  y  nneve,  pues  fué 
»na  mandatario  que  eataf6  á  su  mandante,  pero  nunca 
»de  eee'miemo  delito  ea  relación  con  el  articulo  cua- 
Mtrocientos  diez  porque  no  ha  sido  un  funcionario  qne 
«abusara  de  su  cargo,  ya  que  por  virtud  de  ^te  no  reci- 
«bió  la  comisiÓD.  — El  ei'ror  de  derecho  en  que  incurre  la 
«sentencia  que  impngno  obedece  quizás  al  hecho  de  con- 
■signar  en  el  recibo  Aldama  la  antefirma  «El  Comisio- 
jinadox.  Tal  antefirma  en  nada  variar  puede  el  delito, 
■ella  demuestra  simplemente  que  el  procesado  desem- 
upeDaba  ese  cargo  y  como  no  ae  declara  qne  lo  consig' 
anara  para  lograr  realizar  el  engaflo,  ni  que  en  au  ca- 
itrácter  de  comisionado  recibiera  la  cantidad  ni  que 
nen  otro  caso  no  la  hubiera  entregado  Valera,  es  in- 
jtdudable  que  en  nada  puede  influir  en  la  calificación. 
nLa  sentencia  infringe,  pues,  por  aplicación  indebida 
■al  caso  de  autos  el  articulo  coatrocieotoe  diez  del  C6- 
>digo  Penal,  por  lo  qne  debe  ser  casada  y  anulada.^— 
xS^undo:  El  que  es  objeto  del  númeroquinto  del  ar- 
Hticulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En* 
ajuiciamiento  Criminal,  pues  la  sentencia  incurre  en 
«error  de  derecho  al  calificar  los  hechos  probados  en 
■concepto  de  qne  concane  la  circanstancia  agravante 
•que  establece  el  articulo  cuatrocientos  diez  del  Códi- 
»go  Penal. — Consigno  este  motivo  para  el  caso  con 
■que  se  entendiera  que  el  articulo  cpatrocientos  diez 
■al  relacionarse  con  un  delito  de  eetab  deja  subsisten- 
•te  este  último  delito  y  solo  constituye  una  agravante 
■especial  paVa  los  funcionarios  públicos.  Teniendo  en 
■coenta  los  hechos  que  dejo  expresados  en  el  motivo 
■anterior  y  Ihb  cousideraciones  que  en  el  mismo  se  ez- 
■ponen,  todo  lo  cual  reproduzco,  es  indudable  que  al 
■aplicarse  al  caso  de  autos  el  artículo  cuatrocientos 
■diez  del  Código  Penal  se  ha  infringido,  y  que  si  se 
■considera  éste  como  ciicunstancia  agravante  no  ha 
■debido  apreciarle. — Tercero:  El  que  es  objeto  del  ná- 
«mero  quinto  del  artículo  ochocieutos  cuarenta  y  nne- 
■ve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  pues  se  ha 
■cometido  error  de  derecho  al  estimar  que  concurre  en 
■estos  hechos  )a  agravante  de  reincidencia  número 
■diez  y  nueve  d(rl  articulo  diez.— Demostración: — Da- 
■da  la  calificación  aceptada  en  la  sentencia,  según  la 
■cual  los  hechos  probados  constituyen  un  delito  de  es- 
»tafa  del  número  quinto  del  artículo  quinientos  cin- 
■cuenta  y  nneve  eo  relación  ci.n  el  articulo  cnatro- 
■cieatos  diez,  ambos  del  Código  Penal,  no  cabe  apre- 
■ciar  como  i^ravante  la  circunstancia  de  reincid^icia 
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■numero  diez  y  nueve  del  articulo  diez,  por  haber  eido 
jicoudenado  auteriormente  el  procesado  por  un  delito 
•deesta&i. — Para  que  pueda  computat-se  la  reinciden- 
Miia^fs  preciao  que  al  ser  juzgado  el  culpable  por  un 
»deIíto,  estuviere  ejecutoriamente  condenado  por  otro 
■delito  comprendido  en  el  miauío  titulo  ^él  Código. 
«Aliora  bien:  el  delito  de  que  es  responsable  Aldama — 
■según  la  catiücacióu  de  la  Sala  que  combina  el  articu- 
)>lo  caatrocientos  diez  con  el  quinientos  cincuenta  y 
«nueve  del  Código  Penal^está  comprendido  no  en  el 
■título  q.ue  trata  de  los  delitos  contra  la  propiedad,  si- 
■DO  en  el  titulo  séptimo  del  Código  Penal  que  se  ocupa 
ude  loe  delitos  de  los  empleados  públicos  en  el  ejerci- 
>cio  de  sus  cargos. — El  título  trecu  no  se  refiere  á  de- 
■litos  de  empleados  públicos,  sino  &  delitos  de  partí- 
>culare»<,  los  delitos  que  aquéllos  perpetren  están  pre- 
•cisamente  comprendidos  en  el  titnlo  sé[)t¡mo,  cuando 
«se  relaciouan,  como  en  este  caso,  con  las  funciones' 
■p&blioaB. — Si  el  artículo  cuatrocientos  diez  cita  y  re- 
»in¡t«  en  parte  al  título  treoe,  no  es  por  cierto  por 
«considere  qne  el  delito  cometido  es  una  estafa  co- 
■rriente,  sino  por  no  repetir  los  casos  comprendidos  en 
«dicbo  titulo  trece,  ni  ir  señalándolas  penas  de  cada 
>ano,  pero  esto  no  evita  que  el  delito  esté  comprendi- 
>do  en  el  título  séptimo  y  castigado  con  la  pena  carac- 
ateristicaparael  funcionario  público,  la  inhabilitación. 
«El  articulo  cuatrocientos  diez  no  encierra  pues,  una 
■agravante,  sino  define  un  delito  distinto  de  loe  que 
jcomprendeel  título  trece  del  Código  Penal. — La  me- 
«jor  demostración  de  lo  que  sostengo,  es  la  sentencia 
■misma,  que  al  elevar  la  pena  por  la  reincidencia  ha 
■tenido  que  separar  un  solo  d-lito  castigado  con  pena 
•compuesta  en  dos  delitos  y  aumentar  una  de  las  pe- 
•oae,  dejando  sin  variación  la  otra».  Se  ha  infringido, 
■pues  por  indebida  aplicación  al  caso  de  autoe,  la  cir- 
■cunstancia  número  diez  y  nueve  del  artículo  diez  del 
■Código  Penal,  por  lo  qne  debe  ser  casada  y  anulada 
•la  sentencian. 

Resultando  qne,  admitido  el  recurso  y  sustancia- 
do en  forma,  celebróse  la  vista  pública  cx>rres pendien- 
te con  asisteacia  del  Abogado  de  oficio  en  tumo,  como 
representante  y  defensor  del  recurreute,  que  soBtuvo 
■en  el  acto  la  procedencia  de  aquél,  y  del  Ministerio 
Fiscal,  qne  la  impugnó. 

Decisiótt  dxl  beoürbo: 

Ponente  el   Magistrado   Joeé   Cabarrocas  Uorta. 
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Considerando  que,  de  los  hechos  qae  se  declaran 
probados  eii  la  Bentencía  recurrida,  resaltan  austan- 
cialDieate;  qae  en  primero  de  Julio  del  afio  próximo- 
pasado,  el  procesado  y  recurrentA  Migael  AMama 
Martínez,  comisionado  de  apremios,  á  la  sazón,  del 
Ayuntamiento  de  Alacranee,  después  de  manifestar  al 
asiático  Ladislao  Valera  que  si  no  pa^ba  la  contribu- 
ción correspondiente  al  establecimiento  que  tenia,  le 
seria  este  cerrado,  recibió  de  él  bajo  documento  sus- 
crito con  la  antefirma  «El  ComÍBÍoaa<lo),  la  cantidad 
de  cuatro  pesos  diez  centavos  para  pi^ode  las  contri- 
buciones relativas  al  tercer  y  cuarto  trimestres  de  mil 
novecientos  uno  al  mil  novecientos  dos;  y  cuando  en 
veinte  de  Septiembre  de  este  mismo  aflo  acndió  Valera 
á  darse  de  baja  en  su  comercio  se  encontró  conque 
adeudaba  de  ese  periodo  contribuciones  inferiores  á  la 
.  expresada  suma  y  que  Aldama  no  habia  satisfecho 
ninguna  contribacióu  por  su  cuenta,  do  habiéndole 
tampoco  devuelto  dicha  cantidad; 

Considerando  que  estos  hechos  no  solí  revelan  la 
oonsnmación  de  una  esbifa,  cuya  existencia  no  se  dis- 
cute por  el  recurrente,  sino  que  concurre  en  el  caso 
procesal  la  circunstancia  caüñcativa  de  agravación 
especial,  de  abaso  del  cargo,  por  parte  de  un  funcio* 
nario  público,  consignada  en  el  artículo  cuatrocientos 
diez  del  Código  Penal  toda  vez  que  la  mencionada  ma- 
nifestación de  Aldama  á.  Valera,  y  la  entrega  que  éste 
le  hizo  seguidamente,  de  la  supradicha  suma  por  con- 
cepto de  contribuciones,  bajo  recibo  antorÍ7^o  con  la 
anteñrma  expuesta,  demuestran  evidentemente  que 
aquél  se  prevalió  dei  cargo  que  desempeñaba  para  rea- 
lisar la  estafa ;  por  lo  que  no  cabe  duda  de  que,  al 
apreciar  la  Sala  sentenciadora  este  delito  con  la  cir- 
cnnsiancia  de  agravación  enunciada,  interpretó  y  apli- 
có rectamente  al  hecho  de  autos  el  citado  precepto  le- 
gal; y  de  que  deben  ser  desestimados  el  primero  y  se- 
gundo de  los  motivos  alegados  en  el  recurso; 

Considerando,  respecto  del  tercero  y  último  mo- 
lavo,  que  la  circunstancia  caliñcativa  de  un  delito  no- 
lo  altera  en  so  esencia,  ui  por  lo  mismo,  puede  produ- 
cir el  efecto  de  dejar  de  apreciarse  conm  comprendida 
en  el  titulo  del  Código  en  que  se  halle  previsto  y  pe- 
nado con  los  demás  de  su  género,  aunque  le  imprima 
modalidad  ó  aspecto  especial  y,  consiguientemente,  se 
le  señale  distinta  pena;  y,  por  tanto,  al  estimar  el  Tri- 
bunal del  juicio  la  circunstancia  genérica  de  reinci- 
dencia, con  relación  al  único  delito  que  aprecia  come- 
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tid¿.  6  aea  el  de  eetafa,  porque  el  cnlpable  antes  de  aer 
juzgado  en  el  presaute  c»bo  había  sido  ejecatoríamea' 
te  condenado  por  otro  delito  compi'ejidido  en  el  mismo 
titulo  del  propio  Código,  en  que  lo  eetá  el  caliñcado, 
no  infríagió  el  n&mero  diez  y  nueve  del  articulo  diez 
de  este  c<ierpo  legal;  puriiendo  dar  Ingav  el  emir  que 
ee  cometiera  al  tenerse  ó  no  en  cuenta  esta  agravante 
en  la  aplicación  de  la  pena  adicional  del  mencionado 
articulo  ciiatrocieutos  diez  &  nn  problema  distinto  de 
caeación,  qne  no  ha  »ido  planteado  por  ninguna  de  las 
partes. 

Considerando  que,  en  atención  á  lo  expuesto,  pro- 
cede, pues,  declarar  nin  lagar  el  recurso,  con  las  cos- 
tas de  cargo  del  recurrente,  segán  lo  que  ptevione  el 
Articulo  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  qne  debemos  declaror  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Miguel  Aldama  y  Martiuez  con- 
tra la  referida  sentencia;  con  laa  costas  de  cargo  del 
recurrente.  As!  por  e>-ta  nuestra  sentencia,  que  se  co- 
mauicará,  ete.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrma- 
mofi.—Bafael  Cruz  Pérez.— Luis  Gastón, — JoséCaba- 
rrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M,  Gis- 
pert 


Jal  ley.— Smt.  61.— 38  de  Atril— Iiynrias,  ( Oae.  Fe- 
brero 4,  1904.) 

DOCTRINA:  Comete  el  delito  de  injurias 
q^uiea  con  motivo  de  una  t^veja  dirigida  el  aupe- 
nor  de  un  fancionarío  público  emplea  contra  íste 
expresionev  que  tienden  á  menospreciarlo  ó  des- 
acreditarlo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  &  veinte  y  ocho  de 
Abñl  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recniso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley.  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  en  la  causa  seguida  ante  la  Sección  Segnnda 
de  la  Bala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, contra  Antonio  de  la  Barrera  y  Qarcla,  escribien- 
te, y  Jnlián  Orta  y  Varona,  jornalero,  vecinos  ambos 
de  esta  capital,  por  delito  de  injurias  &  la  Autoridad. 
Hbchos  pbobadob: 

Beenltando  qne  la  sentencia  definitiva  dictada  en 
dicha  causa  en  treinta  y  uno  de  Enero  último  contiene, ' 
respecto  ¿  los  hechos,  el  aiguiente:  «Reenitando  pro- 
'bado:  qne  por  consecnencia  de  un  juiciu  correccional 
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^celebrado  en  la  Villa  de  Guanabacoa,  fué  condenado 
■en  eeta  caoBa,  pardo  Julián  Or^  y  Varona  y  como 
«estiiúara  injusta  esa' condena  pidió  at  otro  procesado 
■Antonio  de  la  Barrera  y  García  que  le  redactara  una 
■instancia  para  acudir  en  qneja  contra  el  Jiiez  señor 
■Vélez  Vázquez  ante  el  sefior  Secretario  de  Estado  y 
■Jueticia  y  el  procesado  Antonio  de  )a  Barrera  redac- 
>tó  y  firmó  á  ruego  de  Julián  Orta  la  instancia  que 
ntextualmente  dice:  Al  Honorable  Secretario  de  Jnsti- 
wcia.— Sr.  Jnlián  Orta  y  Varona,  mayor  de  edad,  ca- 
nsado, sirviente  y  vecino  de  la  calle  de  la  Habana,  nti- 
xmero  ciento  diez  y  seis  letra,  hoy  y  por  un  fallo  infa- 
sme  en  la  Cárcel  de  la  Villa  de  Guanabacoa  á  usted 
«expone:  Que  en  la  Corte  Corre&cional  de  Guanabacoa 
»y  en  el  dia  de  ayer  se  ha  cometido,  digo,  consumado 
Buna  iiifamia  en  esta  localidad  por  cuatio  hombres  de 
i>e8tia  dicha  Villa  escudados  en  el  tern)r  que  infunden 
i>en  la  misma  y  por  la  impunidad  en  que  quedan  sus 
■faltas.  Que  mi  pei'sonalidad  ha  sido  una  victima  y  el 
«inetrnmento  de  qne  SB  ha  valido  y  escudado,  sonroja- 
ndo lo  conRÍgiio,  habido  un  Juez,  ó  la  Autoridad  llama- 
xda  á  velar  por  los  derechos  de  Ioh  ciudadanos  honra- 
■dos,  la  cual  ha  sido  vejada  por  ellos  mismos  al  bur- 
nlarla  en  el  desempeño  de  su  misión  justa,  por  lo  que 
«denuncio  los  fiiguientes  hechos:  Que  en  ta  mañana 
«del  día  tres  del  actual  y  por  encargo  de  la  familia  que 
«me  ha  criado  y  lo  es  la  de  Varona  Murias,  venía 
BHCOmpañiVndo  al  Sr.  Aniunio  de  la  Barrera  cou  el  fin 
nde  decir  á  la  faniili»  cuanto  hubiera  podido  averiguar 
«respecto  á  lo  sucedido  á  dicho  spñor  el  día  anterior, 
vpuesto  que  tenía  conocimiento  su  familia  de  que  ha- 
«bia  sido  herido  dentio  del  Juzgado  Municipal  adonde 
«había  ido  á  los  asuntos  que  tiene  en  el  mismo.  Que 
«siendo  más  de  las  nueve  y  estando  en  la  Corte  Corree- 
«cional  y  antes  de  principiar  los  juicios  se  le  acercó  un 
«hombre  que  no  conocía  y  buscando  medio  para  que 
■hablara  le  dirigía  palabras  alusivas  é  insultantes  pa- 
■ra  el  ausente  8r.  Barrera,  máe  como  mi  misión  con- 
«sistía  en  investigar  y  comunicar  cuanto  vieray  oyera 
jacerca  de  lo  oruirido  el  día  anterior  para  tranquili- 
«diid  de  la  familia,  de  ahí  el  que  ni  aun  siquiera  me 
«diera  por  entendido  de  cuanto  percibían  mis  oídos, 
spues  sabía  que  el  Sr.  Barrei-a  sabe  ejercitar  sus  dere- 
«chos  como  to  hacia  toda  vez  que  iba  á  comparecer  an- 
■te  el  Correccional  á  pedir  justicia  por  el  atropello  del 
«día  anterior.  Que  sin  decir  nada  derejícnte  y  con  la 
«satisfacción  del  que  resuelve  un  problcmo  aquel  hom- 
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»br«  tlam6  &  DD  SargMito  de  Policía  y  le  dijo — oye, 
■daten  á  eee  negro»  que  trtve  un  cuchillo  para  matar  al 
■que  le  diga  algo  é,  bu  capataz.  Que  aquel  sai^nto 
•obedeció  al  mandato  de  aquel  acusR^or,  cual  si  fuera 
■la  Orden  de  nn  Jefe  disciplinado  y  en  el  acto  y  en 
■presencia  del  acusador  y  quizás  para  m&8  complacerle 
■fof  registrado  sin  haberme  encontrado  arma  de  nin- 
■gana  clase.  Qoe  no  obstante  estar  eñ  el  local  de  la 
■Corte  donde  se  encontraba  el  Juez,  no  fui  llevado  & 
■1»  presencia  de  aquél  con  el  acusador,  si  no  que  de 
^li  de  la  Corte  en  donde  se  hallaba  el  Juez  fui 
■conducido  al  Frescinto.  Que  aqnel  acusador  se  que- 
■dó  en  la  Corte  sonriente,  satisfecho  del  ultraje  qae 
■me  infería  y  quizás  también  de  ver  la  maocednmbre 
■con  que  cumplió  su  mandato  aquel  guardador  del  Or- 
>den  y  que  con  su  proceder  insultaba  á  la  moral  de 
«naeetro  pueblo.  Que  hoy  se  ha  cometido  en  este  pue- 
i>blo  eo  mi  persona  un  atropello  inicuo  que  es  un  bal- 
■dón  de  ignominia  para  nuestra  República  y  sensible 
»efl  como  ya  he  dicho  anteriormenteque  nnestra  admi- 
■nitttración  de  jasticia  haya  sido  el  instrumento  de 
■venganzas  pobres  cuando  su  misión  cotisiate  en  am- 
■parar  en  sus  derechos  á  los  ciudadanos  honrados  de 
■las  agresíoDee  de  los  que  por  sus  antecedentes  y  por 
■eos  actoe  están  fuera  de  la  ley.  No  comprendo  como 
■an  Jaez  me  puede  castigar  como  lo  ha  veriñcado  éste, 
■cnando  él  mismo  tiene  conocimiento  esíicto  de  loa  su- 
■cesoB  ocurridos  el  dia  dos  y  el  tres  conocía  el  personal 
■á  conciencia  y  por  ello  me  pregunto:  ¿Es  ^losible  que 
■eete  Jnex  estimara,  digo,  estuviera  tan  ciego  que  no 
■viera  palpable  y  de  una  manera  evidente  la  causa  de 
■mi  detención?  ¿Es  posible  que  este  Juez  no  viera 
■que  la  acusación  era  falsa  y  no  necesitaba  de  defensa 
«ni  pei^nalidad?  ¿Es  posible  que  este  Juez  no  haya 
•qoerido  ver  eeta  acusación  por  parte  del  Andren  era 
•formnlada  para  beneñciar  á  en  amigo  íntimo  Ovando, 
(basándose  en  una  idea  criminosa  aceptada  únicamen- 
•te  por  aquel  que  la  formulaba  y  no  vio  claro  también 
*eete  Juez  que  la  acusación  se  basaba  en  que  tenia  por- 
■que  lo  traia  un  cuchillo  para  matar  siendo  igualmen- 
■te  falso?  ¿Y  si  esteno  fueaesuficíente  ignora  el  Juez 
■qaiénes  son  los  testigos  que  llevó  el  acusador  en  apo- 
■yo  de  sus  imputaciones?  ^Aojibo  ignoral>a  esta  Auto- 
■rídad  que  son  tres  seres  ligados  por  amistad  íntima 
■publicamente  conocida  de  este  vecindario?  Pero  si  lo 
■dicho  fuese  insuficiente  hay  más  antecedentes  que 
■conocía  este  Juez  y  que  debió  haber  tenido  en  cuenta 
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Dtea  de  pronuaciar  un  fallo  tan  infamn  do  recordó 
ue  CQ  el  juicio  del  día  anterior  cootr»  Ovando  él  de-  , 
laró  perjuro  el  testigo  Francisco  Fernández  y  no  ta- 
o  tampoco  en  cuenta,  que  el  propio  juicio  fué  reoha- 
lo  el  testigo  Andreii  por  pu  amistad  íntima  con  Uvan- 
lo  por  el  acusador  Sr.  Barrera.  Y  para  eate  Juez  no 
uiere  decir  nada  el  que  él  mismo  había  dejado  de 
elebrar  el  juicio  hasta  conocer  el  resultado  de  mi  de- 
eoción  arbitraria  que  el  dta  antes  celebraba  cutre  el 
Ir,  Barrera  y  Ovando.  Y  eerA  posible  qne  este  Juez 
ae  me  vió  aislado  porque  confiaba  en  su  leclitud  y 
n  mí  inocencia,  me  hoya  deshonrado  con  un  fallo 
njnsto  y  si  quiere  ver  una  prueba  más  evidente  de 
ai  inocencia  porque  se  fijó  en  que  apesar  de  tantos 
estigOB  de  cargo  solo  dos  ó  tres  fueron  los  que  se  pres- 
aron á  servir  de  instrumento  al  acusador  y  uno  de 
illos  ea  hasta  pariente  de  Ovando,  el  último  amigo 
le)  que  me  acusó  que  dice  se  llama  Cepero  Ármente- 
os. Indudablemente  lo  dicho  hubiera  influido  en  el 
.nimo  de  cualquier  Juez,  pero  esto  no  lo  ha  creído 
sí  toda  vez  que  viendo  la  claridad  del  día  ha  im- 
laesto  un  castigo  infame  con  el  cual  me  ha  deshonra-^ 
lo  y  deshonrado  á  mis  hijos  basado  en  una  prueba* 
legitimado  hecho  y  de  derecho.  No  culpo  al  pueblo 
le  Guanabacoa,  no;  es  un  pueblo,  es  un  pueblo  digno, 
lourado  y  que  se  encuentra  avergonzado  al  ver  el 
¿mulo  de  infamias  y  pruébalo  que  él  mismo  dice  la 
'erdad  y  me  dice  también  de  los  medios  de  se  que  han 
'alido  los  detractores  de  la  moral  pública  para  vejar- 
a  y  abasallarla.  Pienso  igualmente:  ¿Será  porque 
oo  el  Sr,  Burrera  no  pudieron  tener  lugar  loe  fines 
|ue  tenia  premeditados  contra  él  y  me  han  tomado 
lor  victima  como  un  medio  de  enseñarse  t  será  por  el 
olor  de  la  piel  ni  por  un  momento  siquiera  haber  te- 
lido  que  pensar  en  ninguno  de  los  dos  puntos  porque 
mboa  son  el  colmo  de  lo  inhumano  y  iDalvadi>,  pero 
ae  fijo  en  lo  que  con  respecto  á  mi  piel  dijo  el  acusa- 
lor  dirigiéndose  al  Sargento  de  Policía  «deten  á  ese 
legro»  y  yo  rechazo  de  plano  esa  forma  depresiva  del 
cusador  y  consigno  para  que  ae  tenga  en  cuenta  que 
lOnqufl  del  color  de  Maceo  mi  condición  es  humilde 
lero  también  es  honrada,  mientias  que  ignora  cnal 
ea  la  de  mi  acusador  (porque  blanco)  del  cutis  blan- 
o  también  ei*»  Porrú»  y  Fondesviela.  Por  lo  expues- 
o  pide  que  por  el  bien  de  nuestra  patria  y  por  el  de 
a  Administración  de  Justicia  ultrajada  se  investiguen 
m  esta  Villa  los  hechos  bochornosos  en  ella  realiza- 
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mIob  y  coDSnniaáoB  para  no  plagiar  á  otros  qne  dicen 
npara  obtener  la  jusTicia  ee  necesitan  tres  resortes. 
-Tenerla,  saberla  pedir;  que  la  quieren  dar.  Yo  deseo 
ay  qaiero  que  eso  qae  se  dicen  no  se  diga  sino  que  en 
■nuesbi-a  patriase  administre  justicia  á  todos  los  ciu- 
■dadanos  que  ampara  nuestra  honrada  bandera,  insig- 
■nia  de  uueetra  libertad  y  jamás  enseñado  ignominia. 
•Igoalmente  pide  el  castigo  severo  de  los  culpables  y 
■con  todo  el  rigor  de  la  ley.  Justicia  8r.  Secretario 
»de  Justicia  no  pide  pide  m^  que  justicia  y  con  ella 
■la  rehabilitación  de  mi  nombre  y  el  de  mis  hijos  ul- 
■trajados.  De  usted  con  la  mayor  consideración  debi- 
>da  en  la  C&rcel  de  Oaanabacoa  á  ciuco  de  Abril  de 
■mil  novecientos  doe». 

BrBSOLTJOlÓN  BBCCSBIDA: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
que  los  hechos  expresados  no  son  constitutivos  de  de- 
lito, absolvió  &  los  procesados  declarando  las  costas  de 
oficio. 
Fundamentos  DEL  BECURso  db  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interposo  el 
Ministerio  Fiscal  el  presente  recurso,  autorizado  por 
el  número  s^^ndo  del  articulo  ochocientos  cuarentay 
nueve  y  bus  coucordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringidos  por  falta  de  apli- 
cación el  articulo  cuarenta  y  ano  numero  veinte  y  dos, 
en  relación  con  el  cuarenta  y  dos  de  la  Orden  doscien- 
tos trece  de  mil  novecientos,  aclarada  por  Circular  de 
la  Becretaria  de  Justicia  de  diez  y  ocho  de  Junio  del 
afio  próximo  pasado,  y  el  articulo  doscientos  sesenta  y 
cinco  en  relación  con  el  cuatrocientos  setenta  y  cinco 
y  el  cuatrocientos  setenta  y  seis  del  Código  Penal,  por 
cnanto  de  la  lectura  del  escribo  que  se  inserta  en  la 
sentencia  aparece  claramente  que  las  frasea  injuriosas 
que  contiene  son  dirigidas  contra  el  Juez  Sr.  Velez 
Vázquez  y  con  intención  manifiesta  de  desacreditarle 
y  menospreciarle  por  actos  realizados  en  el  ejercicio 
de  BU  cargo,  sin  que  por  haberse  consignado  esas  fra- 
ses injuriosas  al  formular  una  queja  contra  el  Juez, 
ante  un  superior  del  mismo,  deba  entenderse  que  el 
propósito  de  los  procesados  no  fué  el  de  injuriar  sino 
el  de  denuciar  hechos  realizados  por  el  Juez  que  esti- 
maban ile^l&f  y  atentíUorios  á  sus  derechos,  porque 
para  ejercitar  nn  ciudadano  el  derecho  de  queja  no  es 
necesario  ni  lícito  ofender  ni  lastimar  en  su  honra  al 
fonoionario  &  quien  la  queja  se  refiera. 
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Kesultando  que  admitido  el  recarso  se  hs-  snatan- 
ciado  en  debida  forma  ante  este  Tribnnal,  celebrán- 
dose la  vista  pública  con  asistencia  solo  del  Miniaterto 
Fiscal  recurrente,  quien  sostuvo  Ja  procedencia  del 
reeni-so: 

Decisión  dbl'bbcobso: 

Siendo  Fonente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  conforme  al  número  veinte  y 
dos  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número 
doscientos  trece  de  mil  novecientos  incurren  en  la  san- 
ción penal  que  eu  la  misma  Orden  se  establece,  los  qntí 
hicieren  cualquier  manifestación  falsa,  maligna  ó  infa- 
mante por  escrito  ú  oralmpute  que  tienda  á  injuriar 
gravemente  la  reputación  de  otra  persona  ó  su  vida 
profesional  ó  oficial;  siendo  injnría  grave,  segün  los 
artículos  cuatrocientos  setenta  y  cinco  y  cuatrocientos 
•  setenta  y  seis  del  Código  Penal,  toda  expresión  profe- 
rida en  deshonra,  descrédito  ó  menosprecio  de  otra 
persona,  si  por  ella  se  imputa  una  falta  de  moralidad 
que  perjudique  considerablemente  la  fama  ó  crédito 
del  agraviado,  ó  si  la  injuria  merece  racionalmente  la 
caliñcacióu.  de  grave  Hteodido  al  estado,  dignidad  y 
circunstancias  del  ofendido  y  del  ofensor: 

Considerando  que  el  escrito  objeto  de  la  cansa, 
examinado  en  todo  su  contexto,  contiene  evidente- 
mente frases  y  conceptos  injuriosos  para  el  Jue7,  Co- 
rreccional Ahelea  Vázquez,  como  lo  son  el  caliSoativo 
de  infame  que  repetidamente  ae  da  al  fallo  á  que  se 
refiere,  dictado  por  aquél,  y  otras  expresiones  ofensi- 
vas dirigidíts  clara  y  concremente  contra  dicho  Juez,  ' 
á  quien  se  presenta  «como  instrumento  de  venganzas 
pobivsn,  cooperando  &  «un  atropello  inicuo»,  de  que  se 
dice  victima  uno  de  los  procesados,  y  desprovisto  de 
las  condiciones  de  imparcialidad  y  rectitu<1  ueceBarías 
para  el  desempeño  de  bu  cargo;  todo  lo  cual  aunque 
consignado  en  una  instancia  dirigida  al  Secretario  de 
Justicia  en  queja  del  Jnez,  no  puede  tener  otra  ten- 
dencia ni  otio  propósito  por  parte  de  ios  autores  del 
escrito,  que  el  de  meu<wpreciarlo  y  desacreditarlo  en 
su  reputación  y  en  su  carácter  oficial ; 

Contíideraudo  que  en  efecto,  para  formular  una 
queja  ó  denuncia  de  actos  de  uuJuez  en  el  desempeño 
de  sus  fuuciones,  ante  su  snpeiíor,  como  lo  es  en  el 
orden  gubernativo  el  Secretsmo  de  Justicia,  no  es  en 
manera  alguna  necesario  hacerlo  en  tí^rminos  que  las- 
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timen  1^  honra  y  crédito  de  aquella  autoridad,  paosto 
gne  pueden  exponerse  los  a^^víos  qne  se  reclamen,  y 
caliñoar  y  criticar  los  actos  que  los  constituyan,  con  el 
comedimiento  y  respeto  compatibles  con  el  derecho  de 
queja  que  se  ejercita,  sin  que  por  ello  ee  revele  la  in- 
tención de  injuriar  al  funcionario  denunciado,  Beg&D 
ha  declarado  este  Tribunal  Supremo,  pero  b¡,  como  en 
el  presente  caso,  loa  procesados,  separándose  de  eea 
linea  de  conducta  han  empleado  en  et  escrito  de  queja 
las  expresiones  &  todas  laces  injurioRas  á  que  se  ha 
hecho  referencia,  ee  forzoso  deducir  que  lo  hicieron 
con  intención  y  propósito  de  injuriar  al  repetido  Juez; 
y  en  tal  concepto  al  no  estimarlo  asi  la  Sala  eentencia- 
dora,  y  dejar  de  calificar  y  penar  como  delito  los  he- 
chos  probados,  ha  infrinf^ido  los  preceptos  legaW  que 
se  citan  en  el  recurso,  incurriendo  en  el  error  de  dere- 
cho que  en  el  mismo  se  invoca,  y  dando  con  ello  lugar 
á  la  casación  de  la  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  chsación  por  iafracción  de  ley, 
interpnesto  por  el  Miniciterio  Fiscal  contra  la  senten- 
cia dictada  en  la  cansa  de  referencia,  la  cual  sentencia 
CAsamos  y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio.  Asi  por 
esta  nuQstra  sentencia,  etc.,  lo  pronunciamos,  manda- 
moa  y  firmamos. — Joní  Antonio  Pichardo. — Luís  Gas- 
tón.— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. 
—  José  M.  Gispert. 
Senildíl  Bflntflnoia, — En  la  mama  fecha  dieta   el    Tribunal 

nueva  sentencia  en  lot  giguietites  í&rminos: 

Reproduciendo  loa  Resultandos  de  la  sentencia 
casada,  y 

Considerando  que  los  hechoe  qne  se  declaran  pro- 
bados de  haberse  redactado  y  presentado  al  Secretario 
de  Justicia  la  instancia  que  se  ha  transcript*.,  consti- 
tuye un  delito  de  injurias  á  la  Autoridad,  previsto  y 
penado  en  et  ndmero  veinte  y  dos  del  articulo  cuaren- 
ta y  uno  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de  mil 
novecientos  en  relación  con  el  articulo  cuarenta  y 
ocho  de  la  misma  y  con  los  artículos  cnatrocientOR  se- 
tenta y  cinco  y  cuatrocientos  setenta  y  seis  del  Código 
Penal,  puesto  que  dicho  escrito  contiene  frases  y  con- 
ceptos que.  apreciados  en  el  contexto  general  det  mis- 
mo, son  evidentemente  injuriosos  para  el  Juez.  Correc- 
cional de  Quanabacoa  8r.  Velez  Váz<iuez  y  tienden  á. 
menospreciarle  y  desacreditarle  en  sn  reputación  y 
carácter  oficial,  adu  cuando  se  hayan  vertido  en  uu 
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escrito  dirigido  á  dn  saperior  del  Juez  en  queja  de  ] 
coudncta  de  éste,  ya  que  el  empleo  de  esas  expre8i< 
nes  iDÍamautes  do  se  requerí^  para  fundamentar  I 
queja  formulada; 

Considerando  que  son  criminalmente  respousablt 
de  dicho  delito  como  autorea  los  procesados  Antoni 
de  la  Barrera  Garcia  y  Julián  Oita  Varona,  por  bal» 
tomado  parte  directa  en  en  ejecución; 

Considerando  que  en  esta  no  ea  de  apreciarse  I 
concurrencia  de  cireunetancias  modificativas  de  ra 
ponsabilidad  criminal,  pudiendo  et  Tribunal,  conforo] 
á  la  citada  Orden  nfimero  doscientos  trece,  impone 
discreción  al  mente  la  pena  seRalada  al  delito; 

Considerando  que  no  es  de  e:tigirse  en  este  ca£ 
responsabilidad  civil,  y  que  las  costas  procesales  t 
entienden  impuestas  por  la  ley  A.  los  criminalmenl 
responsables  de  todo  delito: 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  j  condenamos 
Antonio  de  la  Barrera  y  García  y  Julián  Orta  y  Van 
na  como  autores  de  un  delito  de  injurias  á  la  Autor 
dad,  &  la  pena  de  dos  meses  de  encarcelamiento  y  ) 
p^o  de  las  costas,  abonándoseles  el  tiempo  de  printd 
provisional  que  hayan  sufrido. — Así  por  esta  nuesti 
a»-Dtencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. - 
José  Antonio Piíhardo.— Luis  Gastón.— José Cabarn 
cae  Horta. — Ambrosio  B.  Morales. — José  M.  Gisper 


Iniley.—Sent.  62.— 29  de  Abril. -Atentado.  (Gm.  F 

biero  12,  1904.) 

DOCTRINA:  El  ddito  de  atentado  sólo  i 
comete  caaadii  la  persona  objeto  de  dicho  delil 
esté  ejercíend»  autoridad  6  el  b«cho  se  ciimeta  en 
motivo  del  ejercicio  de  aqufllaj  no  cuando  líci 
por  origen  una  cauía  agena  &  dichas  funciones. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  nupve  d 
Abril  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casj 
ciÓQ  por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribu 
nal  Supremo  contra  la  sentencia  dictada  por  la  At 
diencia  de  Santa  Clara,  con  fecha  veinte  y  seis  d 
Enero  próximo  papado,  en  causa  procedente  del  Jui 
gado  de  Instrucción  de  Saocti  Spiritus,  s^uída  enti 
partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de  la  otn 
como  procesados  por  el  delito  de  atentado  á  la  Ant< 
ridad,  José  Joaquín  Sánchez  y  Valdivia,  coaocido  pe 
Tello,  empleado,  vecino  de  esa  ¿Itima  ciudad  y  Bei 
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nabé  Rodrígoez  y  Meneses,   del  comercio  y  vecino  de 
Fomiento: 

Kesulteado  qae  dicha  aentencia  contiene  el  ei- 
gniente  reHnltando: 

Hkch(»  probados: 

<iB«siultando  probado  qae  el  iHa  diez  del  mes  de 
«Octabre  del  aSo  anterior  inmediato,  con  motivo  de 
lencontrsrBe  en  la  cindivd  de  8ancti  Spiritus  la  Sub- 
«comisién  encargada  de  formar  las  listas  del  Ejército 
■Libertador  para  el  pago  de  los  haberes  de  los  indívi- 
■daos  del  mismo  y  por  razón  de  la  solemnidad  del  día 
■por  ser  aniverfurio  del  grito  de  independencia  dado 
■en  Yara  en  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  se  re- 
■nnieron  en  liicha  ciudad  gran  número  de  individuoa 
■del  expresado  Ejército  y  muchos  de  los  campos,  en- 
■trujándose  el  pueblo  desde  las  primeras  horas  de  la 
■mañana  &  varias  especies  de  expansiones,  entre  otras 
■á  la  may  antigua  para  celebrar  las  ñestas  de  Ban 
■Joan,  Santiago  y  San  Pedro,  consistentes  en  dar  ca- 
■rrera  á  escape  &  caballo  formados  en  grupos  sin  con- 
•sideración  A.  los  daños  frecaentes  en  esas  ñestas,  qae 
■se  causan;  los  individuos  del  Ejército  en  su  mayor 
■parte  ese  día  también  corrían  h  caballo  y  muchos  de 
■entre  ellos  al  mismo  tíempo  demostraban  su  regocijo 
■disparando  al  aii-e  armas  de  fuego,  entregándose  todo 
■el  pneblo,  segün  inveterada  costumbre  á  frecaentes 
■litxiciones  alcohólicas.  Para  celebrar  la  solemnidad 
■el  vecino  Pedro  Consuegra,  dio  &  los  veteranos  del 
■Ejército  un  almnerzo  en  las  afaeras  de  la  ciudad,  al 
■qne  concurrieron  José  Joaquín  Sánchez  y  Valdivia, 
■conocido  por  Tello,  y  Bernabé  Rodríguez  y  Meneaes, 
■mayores  de  diez  y  ocho  años  de  edad,  que  tenían  con 
•Gonjuegra  íntima  amistad  desde  la  guerra  de  mil 
■ochocientos  sesenta  y  ocho,  por  haber  sido  veteranos 
•de  ella:  en  eete  almner^o,  celebrado  en  la  forma  que 
■se  acostumbra  en  los  compamentos  militares,  se  re- 
■produjeron  las  libaciones  alcohólicas  y  concluido  el 
■mismo  montaron  todos  los  concurrentes  en  sns  caba- 
nlloa  y  comenzaron  nuevamente  sus  carreras,  disparos 
■de  armas  de  fuego  y  libaciones  alcohólicas  en  canti' 
■dad  poco  razonable  por  toda  la  ciudad,  sin  que  las 
■autoridades  municipales,  ni  la  Policia  hiciesen  nada 
■para  evitar  las  desgracias  que  esc  desenfreno  pudiera 
■ocasionar;  asi  las  cosas,  como  de  dos  y  media  á  tres 
•de  la  tarde  un  disparo  de  arma  de  fuego  hecho  por 
■uno  de  los  grupos  que  corrían  alcanzó  en  el  cuello  á 
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"Pedro  Consuegra,  hiriéndole  ^^vemente,  por  lo  que 
■los  del  grupo  que  lo  acompañaban,  eutre  los  que  Be 
■encuntraban  Sánchez  y  Rodríguez,  lo  coBdujeron  á 
■sa  casa,  á  la  que  mandaron  á  llamar  médicos  para 
»que  le  enrasen  y  se  dio  avia»  &  la  Policía  la  que  di6 
uparte  al  Juez  de  Instrucción  del  Partido,  8r.  Ernesto 
ujerez  Varoua,  el  cual  cou  los  dos  Escribanos  á  hub 
«órdenes  y  un  escribiente  ee  trasladó  á  la  caaa  del  be- 
rrido. Al  llegar  el  Juzgado,  se  le  enteró  de  que  el  he- 
■rído  se  encontraba  eu  el  patio  como  de  unos  catorce 
umetroB  superficiales  en  el  que  aquél  se  encontraba 
atendido  en  un  catre,  curándole  los  módicos  y  á  su  al  ■ 
nrededor  unae  doce  ó  catorce  personas  amigas  suyas  y 
■entre  ellas  Iob  procesados  Sánchez  y  Rodrigue  de 
umuy  buenos  antecede  ates,  eu  estado  de  embriaguez 
«aguda,  no  habitual  en  ellos,  siuo  debidas  &  las  cir- 
Hcunstaiicias  antes  relacionadas.  Al  llegar  el  Jaez  se- 
bQop  ^'arona  que  desde  pr>r  la  maQana  se  encontraba 
»mny  excitado  por  el  escándalo  que  había  en  la  ciu- 
udad  y  por  temor  á  las  desgracias  que  por  las  oarrerae 
lá  caballo  y  por  los  disparos  de  itroiaB  de  fuego,  pu- 
«dierau  sobrevenir;  á  la  puerta  que  dá  acceso  si  patio 
xde  refei-encia  y  aumentada  su  excitación  por  el  es- 
■pectáculo  que  en  él  se  uírecia,  pronunció  en  alta  voz 
sestas  frases:  uDesde  las  ocho  de  la  mafiana  me  ertoy 
acomieudo  tos  hígados:  no  podía  resultar  otra  cosa: 
xesto  es  una  salvajada.»  Los  que  se  encontraban  en  el 
j>local  junto  al  herido  y  á  los  médicos,  ebrios  casi  to- 
ados, veterauíos  y  naturales  de  Sancti  Spiritus,  toma- 
vron  las  frases  del  Juez  como  un  insulto  dirigido  á 
nellos  y  á  las  tradiciouates  costumbres  de  la  ciudad, 
ucontra  las  cuales  en  ese  orden  nunca  las  Autoridades 
«municipales  ee  han  atrevido  á  preveer,  no  obstante 
Jilas  desgracias  que  por  ella  se  han  originado;  y  arre- 
■batados  todos  por  la  indignación  y  obcecados  comen- 
jizaron  á  proferir  frases  desccmpuefltas  y  violentas 
«contra  el  Juez  Jerex  Varona,  especialmente  los  pro* 
«cesados  Sánchez  y  Rodiiguez,  diciendo  el  primero: 
«Salvajes  no,  somos  cubanos  muy  dignos  y  honrados», 
•dirigiésdose  al  mismo  tiempo  en  actitud  agresiva 
HCoutra  el  Juez  y  procurando  sacar  de  la  funda  el  re- 
■volver  que  portaba,  al  hacer  lo  cual  uno  de  los  médi- 
ucos  que  asistían  al  herido.  Be  lo  arrebató  dándoselo  & 
■utL  tercero  para  que  lo  escondiese  y  no  ll^&ndo'á  po- 
i>ner  manos  en  el  Juez  por  haberse  interpuesto  una 
«tercera  persona  entre  ambos;  Rodríguez,  al  mismo 
«tiempo  que  eso  ocurría  en  actitud  airada  y  tratando 
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»de  sacar  ea  revólver  contra  el  Juez,  decía:  un  hoin- 
■bre  que  habla  asi  do  puede  vivir,  mOera  el  Juez,*  sin 
«que  tampoco  llegase  &  agredir  á  Jerez  Varona  por  ha- 
*berse  interpuesto  un  tercero  entre  ellos.  Otros  concn- 
«rrentep  ett  el  local,  que  se  ignora  quienes  sean  y  que 
*8e  encontraban  también  ebrios,  amenazaban  é  insul- 
■taban  al  propio  tiempo  al  Jaez,  habiendo  llegado  & 
vtal  grado  la  intimidación  que  sobre  el  misDio  se  ejer- 
»cla  qne  para  evitar  el  ser  agredido  de  obra  6  otras 
■desgracias  Crató  de  calmar  &  los  concurrentes,  y  diri- 
«giéndose  &  Sánchez  le  explicó  el  sentido  de  las  frases 
■que  había  vertido  y  le  tendió  la  nlatio  como  compa- 
■ñerOB  que  habían  sido  en  el  Ejército  Libertador. 
■Sánchez,  de  mala  gana,  aceptó  la  mano  que  le  tendía 
lel  Juez,  pero  KodHguez  al  ver  que  se  la  aceptaba  ex- 
•citaba  &  Sánchez  para  qne  no  lo  hiciese  y  continuaba 
■insultando  al  Juez.  Al  ño  las  personas  qne  en  estado 
■normal  allí  se  encontraban,  persuadieron  á  Hánchez, 
xRodríguez  y  &  loe  demás  que  se  encoutraban  en  vlo- 
■lento  estado  de  ánimo  para  que  abandonasen  el  lugar, 
■lo  que  efectaaron  saliendo  de  la  casa,  más  al  hacerlo 
xasi,  y  ya  en  la  calle,  comenzaron  todos  á  dar  voces 
»de  (Mnera  el  Juez. — Hay  que  linchar  ai  Juezu,  reti- 
■rándose  al  ño.  Concluido  el  tumulto,  la  Autoridad 
«Judicial  pudo  ejercer  libremente  sus  funciones,  más 
■al  salir  del  local  el  Juzgado,  un  policfa  hizo  que  el 
■mismo  86  retirase,  para  lo  que  lo  guió  por  calles  ex- 
,  «traviodas  á  ta  casa  que  ocupa,  porque  varios  grupos 
■continuaban  profiriendo  frases  descompuestas  contra 
xei  Jaez,  lo  cnal  continuó  en  ta  calle  hasta  l^pra  avan- 
■zada.  El  hecho  de  la  muerte  de  Consuegra  á  conse- 
■cuencia  de  la  lesión  que  sufrió  ha  sido  objeto  de  otro 
■procedimiento  y  el  que  motiva  este  fallo  se  inició  por 
■promoción  fiscal:» 

Bebolución  bbcdrmida: 

fiesultando  que  por  la  misma  sentencia,  estimán- 
doee  qne  estos  hechos  constituyen  el  delito  de  atenta- 
do por  intimidación  grave,  que  deñne  el  námero  se- 
gundo del  articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho  en 
relación  con  la  circunstancia  primera  del  doscientos 
cincuenta  y  nueve,  del  Código  Penal,  modificado  este 
último  articulo  por  la  orden  doscientos  veinte  y  cinco 
de  mil  novecientos  uno;  y  autores  del  delito,  con  las 
circnnstancias  atenuantes  muy  calificadas  de  embria- 
guez no  habitual  y  arrebato  yobcecación,  sin  ninguna 
otra  modificativa  de  responsabilidad,  á  los  procesados 
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Joaé  Joaqain  Sánchez  Valdivia  y  Bernabé  Rodrí^j 
Meneaes;  ee  condenó  &  éstos  en  la  pena  de  do»  m< 
y  un  día  de  arresto  mayor,  accesorias  de  suspeni 
de  todo  cargo  y  del  derecho  de  suTragio  durant 
tiempo  de  la  coudena  y  ai  pago  de  las  costas  de 
mitad,  sirviéudoles  de  abono  para  el  ciiinpliinient( 
la  pena  principal  todo  el  tiempo  de  prisión  provisit 
que  hubieren  sufrido. 

FCNDAHENTOS  DEL  HECUHBO  DE  CASACIÓN! 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la 
presentación  de  los  procesados  el  presente  recursi 
casasión  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  nfin 
tercero  del  articulo  ochocientos  casrenta  y  nuev< 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  en  la  infrscí 
del  articulo  doscieotoa  cincuenta  y  ocho,  númei-c 
gundo,  en  relación  con  el  doecientus  cincuenta  y  nui 
circunstancia  primera  del  Código  Penal,  modifi< 
el  último  articulo  por  la  Orden  doecientos  vein 
cinco  de  mil  novecientos  uno;  toda  vez — dice — qu( 
hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  recur 
no  son  constitutivos  del  delito  de  atentado  &  ta  aal 
dad  y  sólo  pedieran,  quizás,  estimarse  como  desac 
el  cual  no  puede  penarse  por  no  haber  sido  persegí 
á  consecuencia  de  denuncia  de  la  Antoridad  que  se 
yera  desacatada:  que  para  que  pudiera  eetimai-se 
metido  -  agrega — el  delito  que  castiga  la  Sala  sen 
ciadora  sería  preciso  que  hubiese  declarado  prol 
que  se  acometió  &  la  Antoridad  por  medio  de 
agresión,á  mano  armada  cnaudo  la  autoridad  se  hf 
ba  ejerciendo  sus  funciones  6  con  ocasión  de  ellai 
que  no  resulta  de  la  relación  que  la  sentencia  cor 
na  de  los  expre-ados  hechon;  que  segñn  ó^tos  la 
testa  que  surgió  en  el  momento  en  que  Ernesto  J 
Varona  dijo:  "Desde  las  ocho  de  la  mañana  me  e 
comiendo  los  hlgadofi,  no  podia  suceder  otra  cosa, 
es  una  salvajada",  no  fué  enderezada  contra  la 
sencia  de  la  Autoridad  Judicial,  ni  contra  algún  n 
dato  de  ella,  emanados  de  las  funciones  de  la  tais 
ni  teudia  á  impedir  que  éstas  llenare  kus  deberes, 
relación  al  hecho  que  motivaba  su  presencia;  sino 
todos  los  actos  que  realizaliau  los  que  rudeban  al  1 
do  Consuegm.  fuepon  provocados  por  la  injuria  la 
da  íi  un  pueblo  á  quien  se  calino')  de  salvaje,  a 
cativo  que  no  cabe  atribuir  á  un  aclode  la  Autorii 
cualquiera  que  ésta  se»,  porque  las  Autoridades  m 
tan  facultadas  para  hacer  apreciaciones  de  semej: 
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índole;  y  do  habo  atentado  en  concepto  de  intimida- 
ción grave  oonfititaída  por  agreeíón  é.  mano  armada,  á 
la  A  atondad,  como  lo  estima  el  Tribunal  eentenciador; 
porque  en  ninguna  parte  del  resultando  en  que  se  de- 
claran loH  hechos  probados,  se  expresa  la  realización 
de  actos  de  acometimiento,  de  empleo  de  fuerza,  ni  de 
giave  intimidación  &  la  Autoridiul,  pues  el  análisis  de 
eaos  hechos,  apreciados  por  medio  de  la  saua  critica, 
demaestra  que  los  actos  que  se  estiman  como  agresión 
son  de  mera  presunción,  ya  que  no  consta  que  se  rea- ' 
lizase  la  agresión  misma- 

Resnliando  qu^,  admitido  el  resnrso  y  sustanciar 
do  en  fotma,  tuvo  efecto  la  correspondiente  vista  con 
aeistencia  del  representante  y  defensor  de  los  recu- 
rrentes, que  sostuvo  el  acto  la  procedencia  de  aquél,  y 
del  Ministerio  Fiscal,  que  la  impnguó. 

Dbcisión  del  bkcvbso: 

Biendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  qne  la  sanción  que  el  Código  Penal 
eitableoe  en  eu  capitulo  cuarto,  título  teroei-o,  libro 
BC^nado,  tiene  por  base  fundamental,  como  supuesto 
indispensable  de  hecho,  una  trasgresióu  m4s  ó  menos 
violenta  del  respeto  debido  al  principio  de  autoridad; 
j,  por  consiguiente,  cuando  esta  falta  de  respeto  no 
sea  de  apreciarse,  porque  la  Autoridad  no  se  halle  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  no  se  le  ofenda  coa  oca- 
sión de  ellas,  evidentemente  no  eitiste  el  elemento 
esencial,  catacteristico,  de  los  delitos  sobre  qne  dicha 
sanción  puede  legalmente  recaer. 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  las  fnn<úo- 
nes  que  loe  jueces  ejercen  son  por  su  naturaleza  per- 
manentes, no  lo  es  menos  que  cuando  por  s!  mismos, 
voluntaría  y  accidentaJiuente,  hacen  dejación  de  ellas, 
por  proferir  palabras  6  adoptar  actitudes  ó  determina- 
ciones, ajenas  al  carácter  de  Autoridad  que  represen- 
tan, no  deben  ser  tenidos  en  este  concepto  sino  en 
cuanto  &  las  responsabilidades  que  como  fucionarios 
pfiblicofl  contraigan  por  sus  act(¿;  y  no  eu  cuanto  á 
tercero  que,  con  motivos  de  éstos,  les  infiera  alguna 
ofensa,  por  que,  conforme  á  lo  anteriormente  expues- 
to, no  cabe  afirmar  que  se  ha  hollado  el  principio  de 
autoridad,  en  quien  no  era  de  estimai'se  ejerciendo  las 
funciones  propias  de  sn  cargo. 

Considerando  que  en  este  caso  se  encontraba  el 
Juez  de  Sancti  Splritus,  Ernesto  Jerez  Varona  al  pro- 
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nnnciar  las  BÍgniente  frases,  qu«  se  consignan  en  la 
sentencia  recurrida:  "Desde  las  ocho  de  la  maSana  me 
estoy  comiendo  lo?  bigados,  do  podia  resultar  otra  co- 
sa, esto  es  nna  salvajada";  pues,  aanque  acudió  al  lu- 
gar en  qae  las  dijo,  para  ejercer  las  funciones  que  co- 
mo Juez  le  estaban  encomendadas,  es  indudable  que 
por  medio  de  esas  palabras,  impropias  de  sn  carácter 
de  Autoridad,  especialmente  por  haber  sido  dichas  en 
presencia  de  alganos  de  los  individuos  que  debió  pre- 
sumir podían  conceptuarse  en  (úerto  modo  ofendidos 
por  etlae,  se  concretaba  á  minifeatar  la  opinión  indivi- 
dual que  había  formado  de  los  sucesos  que  se  narran 
en  la  sentencia  y  la  impresión  personal  que  produjo  en 
su  ánimo  el  espectáculo  qne  se  ofrecía  en  el  momento 
ante  su  vista,  y,  eeto  sentado,  si  por  efecto  de  las  mis- 
mas palabras,  tomándolas  algunos  de  los  individaos 
presentes,  entre  los  cuales  se  hallaban  loe  procesados 
Sánchez  y  Rodríguez,  como  un  insulto  á  ellos  y  á  sn 
ciudad  natal  por  sus  costumbres  tradicionales,  según 
lo  declara  la  niiema  sentencia,  se  creyeron  ofendidos, 
y  ios  dos  últimos  hicieron  además  de  acometer  con  ar- 
mas á  Jerez  Varona,  dirigiéndole,  á  la  vez,  uno  de 
ambos,  palabras  amenazadoras,  indudable  es  también 
que  el  acometimiento  iniciadO;  lo  propio  qne  estas  pa- 
labras en  que  se  nombra  al  Juez  solo  de  un  modo  ge- 
nérico, no  fueron  dirígidas  á  él  en  el  ejercicio  de  sns 
funciones  ó  con  ocasión  de  ellas,  sino  considerado  co- 
mo particular,  cuya  actitud  confirmaba  el  mismo  Je- 
rez Varona  inmediatamente  después,  no  sólo  explican- 
do el  sentido  de  las  frases  que  babia  vertido  y  tendién- 
dole la  mano,  como  compañero  de  armas,  á  uno  de  los 
procesados,  ai  que  también  dejando  de  proceder  crimi- 
nalmente contra  éstos  sin  duda  por  entender  en  el  ins- 
tante que  no  hablan  cometido  delito  alguno  pers^;^i- 
ble  de  oficio;  y,  en  consecuencia,  no  constituyendo  loa 
hechos  procesales  el  delito  de  atentado  apreciado  en  la 
sentencia  reclamada,  definido  en  el  número  segundo  y 
circunstancia  primera,  respectivamente,  de  los  artícu- 
los doscientos  cincuenta  y  ocho  y  doscientos  cincuenta 
y  nueve  del  citado  Código,  modificado  este  último  ar- 
tículo por  la  orden  doscientos  y  veinte  y  cinco  mil  no- 
vecientos uno,  ni  otro  alguno  que  deba  perseguirse  sin 
instancia  de  parte,  sino  que.  revirtiendo  caracteres  de 
la  falta  comprendida  en  el  artículo  quinientos  noventa 
y  siete,  número  tercero,  6  en  el  seiscientos  doce,  nú- 
mero segundo,  del  mismo  Código,  únicamente  puede 
de  oficio  conocer  de  ellos  el  Juzgado  correspondiente, 
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lOBIBFRrDUICIA  PKHAL.  9B 

procede  declarar  cod  lagar  el  recarao  sin  eapeeial  oon- 
JcDación  de  costas. 

FallamoB:  que  debemoe  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infraccióo  de  ley, 
interpaeeto  por  Joaé  Joaqain  Sánchez  y  Valdivia  y 
Bernabé  Rodríguez  y  Meaeses,  contra  la  expresada^ 
sentencia,  la  cual  casamos  y  anulamos  sin  especial 
condenación  de  ciistas.  Así  por  esta  nuestra  senten- 
cia, etc.,  lo  pronanciamoB,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Piehardo.— Luis  Gastón. — José  Gaba- 
rrocasHorta. — Ambrosio  B.  Morales.  -José  M.  Gía- 
pert. 

SegQIld&  sentenoú.  —En  la  7ai»ma  fecha  dicló  d  Tribuiuxl 

nueva  sotíencia  en  la  Hguieníe  forma. 

Dando  por  reproducidos  los  resultados  de  la  sea- 
ten  oia  casada. 

Primero.  Considerando  que  la  sanción  que  el 
Código  Penal  establece  eu  su  capitulo  cuarto,  títalo 
tercero,  libro  segunda,  tiene  por  base  fundamental,  co- 
mo supuesto  indispensable  de  becho.  una  transgresión 
más  ó  menos  violenta  del  respeto  debido  al  principio 
de  Autoridad  y,  por  consí^u lente,  cuando  esta  falta  de 
respeto  no  sea  de  apreciarse,  poi-que  la  Aatoridad  no 
se  halle  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  6  ne  se  la 
ofenda  con  ocasióa  de  ellas,  evidentemente  no  existe 
el  elemento  esencial,  caracCeristico,  de  los  delitos  so- 
bre que  dicha  sanción  puede  legalmeute  recaer. 

Segundo.  Considerando  que  si  bien  es  cierto  que 
las  funcioues  que  los  Jueces  ejercen  son  por  su  natu- 
raleza permanentes,  no  lo  es  menos  que  cuando  por  sí 
mismos,  voluntaria  y  accidentalmente,  hacen  dejación 
de  dllas,  por  proferir  palabras  ó  adoptar  actitudes  6 
determinaciones,  ajenos  al  carácter  de  Autoridad  que 
repreeent«n,  no  deben  ser  tenidos  en  este  concepto  si- 
no en  cuanto  á  las  responsabilidades  que  como  funcio- 
narios públicos  contraigan  por  sus  actos;  y  no  en  cuan- 
to á  tercero  que  con  motivo  de  é8to><  les  infiera  alguna 
ofensa,  porque,  conforme  á  lo  anteriormente  expuesto, 
no  cabe  afirmar  que  se  ha  bollado  entonces  el  princi- 
pio de  autoridad,  en  quien  no  era  de  estimarse  ejer- 
ciendo las  funciones  propias  de  su  cargo. 

Tercero.  Considerando  que  en  este  caso  se  en-  - 
contraha  el  Juez  de  Sancti  Spíritus,  Ernesto  Jerez  Va- 
rona, al  pronunciai'  las  siguientes  frases:  «Desde  las 
ocho  de  la  mañana  me  estoy  comiendo  los  hígados,  no 
podía  resultar  otra  oosa,  esto  es  una  salvajada»;  pues, 
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aaDque  acudió  al  logar  en  qne  las  dijo,  para  eje 
lae  funciones  que  como  á  Juez  le  eetaban  encorné 
dae,  es  indudable  que  por  medio  de  esas  palabras, 
propiaide  su  carácter  de  Aotoridad,  especialmentt 
haber  sido  dichas  en  presencia  de  algunos  de  los  í 
viduos  que  debió  presumir  podían  conceptnai-si 
cierto  modo  ofendidos  por  ellas,  se  concretaba  á  a. 
festar  la  opinión  individual  que  había  formado  di 
sucesos  del  día,  y  la  impresión  personal  que  pro 
en  so  ánimo  el  espectáculo  que  se  ofrecía  en  el 
mentó  ante  bu  vista;  y,  esto  sentado,  si  por  efect 
las  mismas  palabras,  tomándolas  algunos  de  loe  i 
viduos  presentes,  entre  los  cuales  se  bailaban  loa 
cesados  Sánchez  y  Rodríguez,  como  nn  insulto  á 
y  á  SU  ciudad  natal  por  sus  costumbres  tradición: 
se  creyeron  ofendid<»  y  los  dos  últimos  hicieron 
man  de  acometer  con  armas  á  Jerez  Varona,  diri| 
dolé,  á  la  vez,  uno  de  ambos,  palabras  amenazad* 
indudable  es  también  que  el  acometimiento  inici 
lo  propio  que  estas  palabras  en  que  se  nombra  al 
«olo  de  un  modo  genérico,  no  fueron  dirigidas  &  ' 
el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  con  ocasión  de  eltai 
no  considerado  como  particular,  cuya  actitud  co 
maba  el  mismo  Jerez  Varona  inmediatamente  desf 
no  solo  explicando  el  sentiito  de  las  frases  que  h 
vertido  y  tendiéndole  la  mano,  como  compañón 
armas,  á  uno  de  los  procettados,  si  que  también  dt 
do  de  proceder  criminalmente  contra  éstos,  sin  i 
por  entender  en  el  instante  que  no  habían  com* 
delito  alguno  perseguible  de  ohcio;  y,  en  consecnei 
no  constituyend'i  los  hechos  procesales  el  delil 
atentado,  deñnido  en  el  número  segundo  y  circuní 
cia  primera,  respectivamente,  de  los  artículos  dosi 
toe  cincuenta  y  ocho  y  doscientos  cincuent»i  y  n 
del  citado  Código,  modificado  este  último  articule 
la  Orden  doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  oovecie 
ano,  ni  otro  alguno  que  deba  perseguirse  sin  insts 
de  parte,  sino  que,  revistiendo  caracteres  de  la 
comprendida  en  el  artículo  quinientos  noventa  y  a 
número  tercero,  ó  en  el  seiscientos  doce,  númer 
gundo,  del  mismo  Código,  únicamente  puede  de  ( 
conocer  de  ellos  el  Juzgado  correspondiente,  prc 
absolver  de  esta  causa  á  los  procesados  con  las  o 
de  oficio,  y  disponer  la  remisión  de  la  misma  al 
gado  aludido  para  lo  que  haya  lugar  en  derecho. 

Vistos,  etc 

Fallamos  que  debemos  absoli^r   y  absolvemí 
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-esta  cansa,  por  el  delito  de  atentado  de  qae  se  les  aco- 
sa, &  José  Joaquín  Sáoctiez  y  Valdivia,  conocido  por 
Tello,  y  Bernabé  Bodrigaez  y  Menesea;  cod  tas  cosUts 
de  oñcio.  Se  dejan  sin  efecto  los  embargoe  y  Sauzas 
respectivas.  Y  remítase  la  causa  al  Juzgado  corres  • 
pondiente  para  lo  qne  hubiere  lugar  en  derecho.  Así 
por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  manda- 
mos  y  ñrmami^a. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gaa- 
4i6n.— -José  Cabarrocas  Horta.  —Ambrosio  B.  Morales. 
— José  M.  Giapert. 


In£ ley,— Smt  63.-29  do  ÁlttiL—PeriTirio.  (Gao.  Fe- 

brero  /2,  J904.) 

DOCTRINA:  La  periona  que  afirma  bajo 
jaramento  ante  Notario  que  nunca  ha  sido  proce- 
■ado  ni  condenado  por  delito  ni  fuUa,  xiendu  cier- 
to «to  último,  comete  el  delito  de  pcTJu rio.  aun. 
qae  no  estuviese  obligado  necesariamente  á  hacer 
esa  afirnieci<ín.  pero  ella  pudiera  influir  para  con- 
•egnir  el  objeto  para  el  cual  la  hizo. 

Eo  la  ciudad  de  la  Habana,  &  veintinueve  de 
Abril  de  mil  novecientos  tres:  en  el  reenrao  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  interpuesto  por  el  Miuifitet'io  Fiscal  con- 
tra sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Críminal  de  la  Audiencia  de  ¡a  Habana,  en  cau- 
sa qne  se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Distrito  Este  de 
<8ta  ciudad,  contra  Alfredo  Vázquez  Canapares,  veci- 
no de  la  misma  localidad  y  de  oñcio  tabaquero,  por  el 
delito  de  perjurio. 

ECCCHOS  PBOBA.D06: 

Resultando  que  en  la  sentencia  qae  es  objeto  del 
presente  recurso  se  consignan  los  hechos  probados  que 
¿oontinoadón  Kteralmentesetranscriben— «Primero: 
■Besultaudo  probado  qae  el  procesado,  mayor  de  edad 
■Alfredo  Vázquez  Canapares  qne  pretendía  ingrestr 
*en  el  Cuerpo  de  Policía  de  esta  ciudad,  escribió  de  bd 
■pufio  y  letra,  el  día  catorce  de  Julio  de  mil  novecien- 
■toe  dos,  las  contestaciones  que  &  cada  una  de  las  pre- 
■gnntas  impresas  que  se  encuentran  á  continuación  del 
■modelo  para  solicitudes  de  ingresos,  en  dicho  cuerpo, 
>se  exigen  á  los  aspirantes,  y  en  la  misma  fecha  cum- 
•pliendo  con  otro  requisito  exigido  para  dicho  ingreso 
■jnró  ante  Notario  qne  las  aseveraciones  y  reopuestas 
■contenida  en  la  solicitud  dicha,  tanto  manuscritaB 
■como  en  letra  de  molde,  eran  verídicas  y  conformes  & 
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«BU  leal  saber  y  entender. — Y  en  la  instancia  á  eont 
«nnación  de  la  pregunta  número  doce  que  dice  te: 
vfeaalmente  «¿Ha  aido  usted  rlguna  vez  condenado  p< 
«delito  contra  las  leyes  de  esta  uiudad,  de  este  pais 
»de  otra  ciudad  6  de  otros  pafses>  (en  caso  afírinatii 
■exprese  la  fecha  y  clase  de  delito).  Contestó  el  pr 
«cesado:  «Nanea  he  sido  procesado  ni  condenado  pi 
■falta  ni  delito». — Segundo:  Resaltando  probado  qi 
el  procesado  Alfredo  Vázquez  Canapares  fué  condeo. 
■do  por  el  Juzgado  Correccional  por  una  falta  de  e 
■cándalo  y  reyerta,  á  diez  pesos  de  multa  en  Mayo  ( 
■mil  novecientos». 
Bkbolución  uecdrrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  fundándoi 
en  que  los  individuos  que  prctendíeren  ingi'esar  en 
Cupero  de  Policía,  sólo  vienen  obligados  á  declara 
segán  los  modelos  oücúiles,  sobre  si  han  sido  ó  ñocoi 
denados  por  delitos,  y,  ea  que  la  Orden  que  diera 
Supervisor  de  Policía,  comunicada  k  dicha  Sala,  reí 
tiva  á  que  hicieran  extensiva  nquéllirB  sus  declaraci 
nes  á  si  fueran  ó  no  también  condenados  por  faltas  i 
pueden  vanar  disposiciones  emanadas  del  legislado 
estimó  que  los  hechos  declarados  probados  no  const 
tuyen  el  delitf)  de  perjurio,  y  en  consecuencia  absc 
vio  al  procesado  declarando  las  costas  de  oficio. 
Fundamentos  del  recurso  dk  casación: 

Resnlbindo  qne  contra  este  fallo  interpuso  el  M 
nisterio  Fiscal  recurso  de  casación  por  infracción  i 
ley,  autorizado  por  el  caso  segudo  del  articulo  och 
cientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien 
Criminal,  citando  cerno  ley  infringida  el  número  pi 
mero  del  artículo  luñmero  y  número  tercero  del  artíc 
lo  segundo  déla  Orden  número  ciento  diez  y  8ei8< 
mil  novecientoo,  en  el  concepto  de  qne,  según  los  h 
chos  declarados  probados,  resulta  claramente  que 
procesado  deliberadamente  afirmó  ser  cierto  un  becl 
que  le  constaba  era  falso,  después  de  haber  prestat 
juramento,  ante  un  Notario,  y  que  concurriendo  con 
concurren  los  elementos  que  integran  el  delito  de  pe 
juno  que  castiga  la  expresada  Orden,  han  sido  viol 
dos,  por  falta  de  aplicación  los  ardculos  que  de 
misma  cita. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustancia* 
en  este  Tribunal  Supremo  tuvo  lugar  la  vista  el  cato 
ce  del  actual  con  la  sola  asistencia  del  Ministerio  Fi 
cal,  que  sostuvo  el  recurso. 
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DBCieióir  uBL  heccbeo: 

Bienclo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Afo- 
i«lee. 

Considerando  qne  son  reos  de  perjuño.  conforme 
&  la  Orden  n&mero  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecien- 
tos, loe  qne  deliberadamente  afirmen  ser  cierto  un  he- 
cho que  saben  es  falso,  después  de  haber  prestado  ju- 
ramento (ú  obligándose  á  decir  verdad  en  otra  forma 
equivalente,  autorizada  por  la  ley)  de  testiñcar,  de- 
clarar, depoaer  6  certificar  la  verdad  ante  funcionario 
ó  persona  competente,  en  cualquiera  de  los  casos  en 
que  por  ministerio  de  la  ley  deba  prestarse  tal  jura- 
mento, 6  contraerse  eu  otra  forma  la  obligación  de  de- 
cir verdad. 

Considerando  que  al  declarar  cpmo  declaró  el  pro- 
cesado, bajo  juramento  aute  Xotario,  que  locousigna- 
do  por  él  en  la  planilla  6  modelo  que  suecribiñ  y  pre- 
sentó, aspirando  ingresar  en  el  Cuerpo  de  Policía, 
haciendo  constar  en  aqné'Ia  que  no  ha1>ia  sido  conde- 
nado por  delito  ni  por  faltas,  siendo  esto  tiltimo  in- 
cierto, segün  se  declara  probado,  por  haberlo  sido  por 
el  Jnzgado  Correccional  por  escándalo  y  reyerta,  es 
indudable  que  incurrió  en  el  delito  que  castiga  la  dis- 
posición antes  citada;  pues  habiendo  sufrido  tal  con- 
dena, no  puede  negarse  que  declarando  en  dicha  forma 
DO  haber  sido  castigado  por  falta  alguna,  afirmó  deli- 
beradamente bajo  juramento  ser  derto  un  hecho  que 
sabia  era  falao;  evidenciándose  el  propósito  de  ocultar 
esa  tocha  en  su  conducta,  que  podía  influir  en  contra 
de  su  pretendido  ingreso  en  dicho  cuerpo;  sin  que  obs- 
te á  lo  expuesto,  que  la  pregunta  número  doce  del  mo- 
delo tercero  del  apartado  n&mero  ocho  de  la  Orden 
ciento  ochenta  y  ano  de  mil  novecientos  uno,  aparez- 
ca como  concretado  í  que  conteste  el  aspiraute  si  ha 
sido  condenado  solo  por  delito,  porque,  aparte  de  re- 
conocerse en  la  propia  sentencia  que  por  diaposición 
del  Supervisor  de  Policía  se  ordenó  que  los  solicitan- 
tes hicieran  constar  también  si  hablan  sido  6  nó  casti- 
gados por  faltas,  dicha  pregunta  no  tiene  otro  objeto 
que  el  de  llegar  á  conocer  si  el  pretendiente  es  perso- 
na de  moralidad  y  buenas  costumbres,  cualidades  és- 
tas que  el  R^lamento  de  policía  exige  en  los  que  so- 
licitan el  de^empeQo  de  alg¿n  cargo  en  el  repetido 
cuerpo  y  sobre  las  cuales,  s^Cín  queda  demostrado, 
depaso  falsamente  el  procesado,  dentro  dé  la  declara- 
ción jurada  que  piestó. 
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ConaidraQdo  que  la  Sala  sentenciador»  al  no  cali- 
ficar de  delito  loa  hechos  referidos,  ha  incurrido  en  el 
error  de  dei echo  que  se  le  atribuye  por  el  recarrente, 
y  comefido  la  infracción  alegada  en  el  único  motivo 
del  recurso,  por  lo  que  éste  debe  ser  declarado  con 
lugar. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recnrso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  iuterpnso  el  Ministerío  Fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana  el  treinta  de  Enero 
áttimo,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos  sin  es- 
pecial condenación  de  costos.  Comuniqúense,  etc.  Así 
por  esta  nuestra  sentencia  lo  pron  a l  ciamos,  man- 
damos y  fírmamos.^Kafael  Cruz  Pérez. — Luis  Gas. 
ton,— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales- 
José  M.  Giapert. 

Segunda  sentencia. — En  la  mümafeeka  düíó  el   Tribunal 

nueva  tentencia  crt  los  siguientes  íérmütos: 

Reproduciendo  los  Resultandos   de  la  sentencia 

*ft  y  anulada;  y 

Considerando  que  al  declarar  como  declaró  el  pro- 
cesado, bajo  juramento  ante  Notario,  qne  lo  consigna- 
do por  él  en  la  planilla  6  modelo  que  suscribió  y  pre- 
sentó, aspirando  ingresar  en  el  Cuerpo  de  Policía, 
haciendo  constar  en  aquélla  que  no  había  sido  conde- 
nado por  delito  ni  por  faltas  siendo  estoáltimo  iiicier* 
to,  según  se  declara  probado,  por  haberlo  sido  por  el 
Juzgado  Correccional  por  escándalo  y  reyerta,  es  in- 
dudable que  incurrió  en  el  delito  de  perjurio  definido 
y  penado  en  los  artículos  primero,  número  primero,  y 
segundo,  número  tercero  de  la  Orden  número  ciento 
diez  y  seis  de  mil  novecientos;  pues  habiendo  sufrido 
tal  condena,  no  puede  negarse  que  declarando  en  di- 
cha forma,  no  haber  sido  castigado  por  falta  alguna, 
afirmó  deliberadamente  bajo  jnramento  ser  cierto  un 
hecho  que  sabía  era  falso;  evidenciándose  el  propósito 
de  ocultar  esa  tacha  en  au  conducta,  que  podia  infinir 
en  contra  de  au  pretendido  ingreso  en   dicho  cuerpo. 

Considerando  que  del  e^tpresado  delito  es  autor  el 
procesado  por  haber  tomado  parte  directa  en  su  eje- 
cución. 

Considerando  que  en  la  rea1Í7jición  del  referido 
delito  no  han  concurrido  circunstancias  modificativos 
de  la  responsabilidad  criminal. 

Considerando  que  no  habiéndose  causado  daño  ni' 
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perjuicio  algnno  con  el  hecho  ejecutado,  no  hay  m4ñ- 
toa  para  hacer  declaración  sobre  responaabili^ideB  de 
carácter  civil. 

CoDBideraado  que  las  coatas  procesales  se  entien- 
den impuestas  por  la  ley  &  los  criminalmente  respon- 
sables de  todo  delito  6  falta. 

Visto,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  & 
Alfredo  Vázquez  Cauapares,  como  antor  del  delito  de 
perjurio,  en  la  pena  de  un  año  de  prisión  y  al  pago  de 
las  costas,  siéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  i 
la  pena  el  tiempo  de  prísiñn  preveativa  que  hubiere 
sufrido. 

Asi  por  esta  naoitra  sentencia  lo  pronunciamos, 
maudamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez.— Luis- 
<3ast6a.- José  Cabarrocae  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— J<mi  M.  Gispert. 


la£  ley.— Sent.  64,-30  de  Abril.— Bobo.  {Gao.  Febre- 
ro IS,  1904.') 

DOCTRINA:  Annqne  «n  la  Miitei]d&  recu- 
rrida no  M  expr«*e  termiiiant«ra«nte  qoe  el  proce- 
•ado  «e  apoderó  con  ánimo  de  lucro  de  los  objetos 
sustraído!  esa  omisifin  no  obsta  para  calificar  de 
robo  ■!  delito, cometido  si  de  los  hechoa  probados 
resulta  que  tal  fuf  el  Animo  del  autor  ;  además 
concurren  los  otros  requisitos  que  ¡ategranese 

En  la  ciudad  dé  la  Habana  á  treinta  de  Abril  de 
mil  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  procedente  de  la  Andieocia  de  la 
Habana,  en  causa  seguida  de  oficio  es  el  Juzgado  de 
Instrucción  del  Centro  de  esta  capital,  contra  el  proce- 
sado Evaristo  González  Vega,  cochero,  vecino  de  San- 
tiago de  las  Vegas,  por  el  delito  de  robo,  interpuesto 
por  dicho  procesado  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  citada 
Audiencia  en  treinta  y  uno  de  Enero  del  corriente 
aflo: 

BXCUOB  PBOBAnOS: 

Resultando  que  en  la  sentencia  recnrriila  se  con- 
signan los  dos  transcritos  literalmente  son  como  sigue: 
•Primero;  Resultando  probado  que  el  procesado  Eva- 
■rísto  González  Vega,  conocido  también  por  Antonio 
■González  Arias  ó  García  López  (a)  sGall^o  Grande* 
»en  la  noche  del  dia  diez  y  seis  de  Octubre  ultimo,  se 
■quedó  en  on  café  situado  en  esta  ciudad  eu  la  calle  de 
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Satrella  número  treinta  y  ano.  y  cuando  loe  depen- 
lientes  6ubieron  al  entresuelo  de  ese  café  &  dormir, 
licho  procesado,  con  un  destonillailor,  rompió  el  pes- 
illo  de  una  carpeta  donde  guardaba  dinero,  y  »e  apo- 
ier6  de  una  caja  que  contenía  veinte  pedos  plata  y  un 
evólver  que  valia  cinco  peeos,  y  que  estaban  en  esa 
arpeta,  y  á  más  tomó,  otra  caja  que  babia  en  el  es- 
ableci miento,  con  cinco  pesos;  de  todo  lo  que  se 
.propio  para  hacerlo  suyo  é  hizo  desaparecer,  ocupán- 
losele  más  tarde  por  un  vigilaute  de  Policía  en  la  cal- 
ada de  Cristina  una  de  las  dichae  cajas,  la  que  cod- 
enia  aun  tres  pesos,  once  centavos  eu  calderilla, 
irocedentes  del  hecho  de  autos.  El  encargado  del 
afé  de  referencia  era  Jesús  Ramíl.  —Segundo:  Keaul- 
ando  probado  que  el  procesado  en  esta  causa  con  el 
lombrede  Antonio  López  Arias,  en  veinte  y  nueve  de 
larzode  mil  novecientos  uno,  fué  condenado  por  sen- 
encia  firme  á  tres  años,  seis  meses  y  veinte  y  un  días 
e  preeidio  correccional;  por  un  delito  de  robo  y  con 
u  verdadero  nombre,  en  seis  de  Agosto  de  mil  nove- 
ientoH,  4  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto  mayor, 
op  hurto,  y  en  veint*  y  cinco  de  Noviembre  de  mil  , 
ovecientoB  dos,  en  causa  por  estafa  á  ciento  veinte 
lías  de  arresto. » 

BBOLUCIÓN  BEGURRiní: 

Resultando  que  la  Audiencia  en  la  referida  sen- 
ncia  califíoó  los  hechos  consignados  como  constitu  - 
vos  de  un  delito  de  robo  en  casa  habitada,  sin  ar- 
as, por  valor  menor  de  mil  doscientas  cincuenta  pe- 
tas, del  que  en  autor  responsable  el  procesado  Eva- 
íto  Oíonzález  Vega,  con  ta  concurrencia  de  la  cir- 
instancia  agravante  de  reincidencia;  por  todo  lo  cual 
ndenó  á  dicho  procesado,  como  tal  autor  de  un  deli- 
de  robo  con  fuerza  en  la«  cosas,  siendo  reincidente, 
la  pena  de  cuatro  años,  dos  meses  de  presidio  co- 
eccional;  con  las  acce^^orias  de  suspensión  de  todo 
rgo  público,  profesión,  oficio  ó  derecho  de  sufragio 
irante  el  tiempo  de  la  condena,  A  satisfacer  á  Je- 
3  Ramíl  veinte  y  seis  pesos  ochenta  y  nueve  centa- 
is,  sufriendo  por  falta  de  pago  de  esa  suma  por  in- 
ilvcLda,  un  día  más  de  detención  en  el  mismo  esta- 
ecimieuto  en  que  sufre  la  pena  principal,  por  cada 
)ce  y  media  pesetas  que  dejare  de  satisfacer;  &  la 
irdida  de  los  objetos  y  dinero  ocupados;  que  serán 
itregados  á  Jesús  Ramíl;  y  at  pago  de  todas  las  cos- 
s.     iSiéndole   de  abono   al   penado   para   el  cumpli- 
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miento  de  la  condena  todo  el  tiempo  qne  ha  sufrido 
privación  de  libertad  por  esta  oaosa;  á  los  efectos  de 
)a  cnal  le  declaró  insolvente. 

Fundamentos  del  beoubeo  de  casación: 

Resaltando  qne  contra  dicha  sentencia  interpuso 
la  repre^entacióu  del  procesado,  el  preseate  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  invocando  como 
precepto  legal  autorizante  el  articulo  ochocientos  cua- 
renta y  siete  en  relación  con  el  ochocientos  cuarenta 
y  nneve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  el 
párrafo  segando  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  citando  oomo 
infringido  por  aplicaoión  indebida  el  artículo  qnlnien- 
tos  veinte  del  Código  Penal  en  el  siguiente,  ünico  mo- 
tivo: «que  la  ley  exige  para  el  apoderamíento  de  las 
cosas,  mnebles  ágenos  empleando  fuerza  en  las  co- 
sas, constituya  el  delito  de  robo  tiatado  en  ese  ar- 
tículo sea  ánimo  lucH  facterídi,  que  sea  el  móvil  la  causa 
determinante  de  apoderarse  de  lo  ageno,  et  lucro:  Y 
a6n  cuando  la  sentencia  establece  en  sus  resnttados 
probados  que  el  procesado  entró,  descerrajó  y  se  apo- 
dero de  los  objetos  qne  dice,  eu  ninguno  de  sus  resul- . 
tados  ni  eu  parte  alguna  de  dicha  sentencia  se  consig- 
na que  ese  apoderamiento,  hecho  por  su  defendido, 
según  la  sentencia  que  recurre,  sea  con  ánimo  de  lu- 
cro; por  lo  que  estima  que  se  ha  infringido  el  precepto 
citado. 

Rteultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública 
del  mismo  el  día  quince  del  corriente  mes:  á  la  qne 
asistieron  el  representante  y  el  defensor  del  recurren- 
te y  el  Representante  del  Ministerio  Fiscal,  sostenién- 
dolo el  primero  é  impugnándolo  el  segundo. 

Decisión  del  bbcubbo: 

Siendo  Ponente  el  Magistradt'  José  María  Gispert. 

Considerando  que  aún  cuando  en  la  sentencia  no 
se  diga  expresamente  que  el  procesado  se  apoderó  con 
ánimo  de  lucro  de  los  objetos  sustraídos,  cuando  de 
los  hechos  declarados  probados  en  los  resultados  con 
relBci6n  á  los  actos  realizados  por  aquél,  se  sigue  lógi- 
ca y  necesariamente  qne  no  fué  otro  el  ánimo  del  pro- 
cesado al  ejecutar  el  apoderamiento,  debe  califícArae 
el  hecho  de  robo,  concurriendo  en  él,  como  sucede  en 
el  presente  caso,  las  d<fmá,3  circunstancias  que  inte- 
gran este  delito: 
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OoQsiderando  que  eo  este  concepto,  oonsignáa 
¡ntre  los  hechos  declarados  probados  ea  el  prii 
altado  de  la  sentencia  recurrid»,  que  el  procefti 
ipropi6  fpara  hacerlo  suyo»  todo  aquello  de  qnt 
)deró,  con  lo  cual  obtenía  i  odiidabl  emente  un  be 
[I  6  lucro,  es  evidente  qne  fístn  y  no  otro  fué  el  i 
ito  de  dicho  procesado  al  realizar  el  apoderamiei 

lo  que  al  estimarlo  asi  la  Sala  sentenciadora,  a 
>ndo  de  robo  el  hecho  justiciable,  no  ha  incarr 
el  error  de  derecho  señalado  por  el  recurrente, 
-ingido,  por  t&nCo,  la  sentencia  la  disposicióa  le 
ida  eu  el  recnreo. 

Considerando  que  por  las  razones  expueetas  f 
e  dese^itimar  dicho  recurso,  con  las  costas  de  ca 
recurrente. 

Fallamos:  qne  debemos  declarar  y  declaramos 
ler  lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  iofi 
1  de  ley,  iuterpuesto  por  la  representación  del  p 
ulo  Evaristo  Gouzálee  V^a,  contra  la  senten 
bada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  expr« 
canea,  con  loa  costas  de  cat^o  del  recurrente.     . 

esta  nuestra  sentencia,  etc.,  lo  pronunciam 
ndamos  y  ñrmamoa.  —  Rafael  Cruz  Pérez. — L 
itÓQ. — José  Gabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  I 
!S. — José  M.  Uispert. 


.  ley. —Sont.  65.— 4  de  Mayo.— Hechos.  (Gac.  Fe. 

TO  12,  lUOi.) 

IWCTRLNA:    No  puede  prosperar  un  reci 
que  se  funda  en  hechos  qne  constan  en  la 

En  la  eluda  de  la  Habana  &  cnatro  de  Mayo 
novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por 
jción  de  ley,  pendiente  ante  este  Tribunal  Suprt 
iterpuesto  contra  la  sentencia  dictada  en  veint 
itro  de  Diciembre  de  mil  novecientos  dos,  poi 
eiÓD  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  j 
ncia  de  la  Habana  en  causa  instruida  por  lesioi 
cedente  del  Juzgado  del  Este  y  seguida  entre  p 
de  la  ana  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otra  co 
cesado,  José  Maurosa  Martínez  6  José  Manre 
rtinez,  sastre  y  vecino  de  esta  ciudad. 

CHOS  probados: 
Resaltando  que  en  dicha  sentencia  se  consigí 
dos  resultados  que  á  continnación  se  copian. — > 
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■saltando  probado  qae  hall&ndose  trabajaDdo  varios 
•iniUvidnos  en  la  tarde  del  diez  y  ocho  de  Septiembre 
■ñltímo,  en  naa  sastrería  aitaada  en  la  calle  del  Sol 
•námero  veinte  y  ocbo  de  esta  cindad,  uno  de  los 
«apreBdices  por  juego,  le  tiró  ana  pelota  de  trapo  al 
■lesionado  Lneiano  Lonro,  y  creyeodo  ente  qne  habfa 
■sido  el  procesido  José  Maaresa  Martínez,  le  lanzó  un 
■pedazo  de  carbún,  por  lo  que  el  procesado  le  dijo  qne 
■uo  quería  bromüs;  y  Louro,  á quien  babfa  tirado  otixw 
•qne  jugaban,  un  pedazo  de  carbón,  se  encaró  con  el 
■procesado  y  con  malas  fortnax  le  dijo  qae  repitiria  el 
■hecho  y  jugaría  conély  le  tiró  otro  pedazo  de  carbón 
■por  lo  que  el  procesado  encolerizado  por  entender  qne 
«conéste  se  le  faltaba  al  respeto  por  el  Louro  qne  es  un 
■joven  de  veinte  aSo^  de  edad,  tomó  nn  trozo  de  carbón 
■vejetalque  usaba  para  calentar  las  planchas,  de  anos 
■diez  centímetros  de  largo  por  cinco  de  grueso  y  con  él 
■le  pegó  an  golpe  al  Lauro,  causándole  una  Itsión  en  la 
»€a,nt  qne  curó  á  loa  doce  días;  necesitando  ese  tiempo 
■de  aeiaíenoia  médica,  y  á  su  vez  el  Lomo  causó  lige- 
■rOB  raogaDos  al  procesado  al  reñir  li>s  dos,  después 
■de  recibido  el  golpe  ya  descrípto. — Segundo:  Kesuttan- 
■do  probado  que  á  consecuencia  de  la  lesión  inferida 
■á  Luciano  Louro  de  que  se  habla  antes,  le  qnedóá 
■éste  ana  cicatriz  de  caatro  centímetros  de  longitud  de 
■carácter  permaueute  en  1a  mejilla  izquierda  perpen- 
■dicular  al  labio  superior,  la  cual  cicatriz,  por  haber 
■quedado  dentro  de  sus  rebolden  alguna  cantidad  de 
■polvo  de  carbón  qne  lo  ennegresen,  se  hace  mny  vi> 
isible.' 

KBB01.U0IÓN  bboubkida: 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia  ee 
condenó  al  procesado,  como  autor  del  delito  de  lesio- 
nes graves  con  la  concurrencia  de  las  circunstancias 
atenuantes  tercera  y  cuarta  de)  artículo  noveno  del 
Código  Penal,  las  cuales  estimó,  may  calificadas  la  Ba- 
la sentenciadora,  &  la  pena  de  cuatro  meses  de  arresto 
mayor,  accesorias  correspondientes  y  pago  de  costas. 

FOKDAUBNTOS  DEL  BEC1  KBO  DE  CASACIÓN. 

'  Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
la  representación  del  procesado,  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  citando  como  precepto  autori- 
zante del  recurso  el  número  tercero  del  articulo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  y  como  infringido  por  indebida  aplicación 
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atrocientos  veíate  y  nueve  del  Código 
caBO  tercero,  puesto  que,  conforme  al  ee- 
ando  de  la  sentencia,  la  deformidad  can- 
itro  del  ofendido  se  hoce   depender  de  la 

de  haber  quedado  algo  de  polvo  de  car- 
ida,  motivo  por  el  cual  la  Sala  no  debió 
lO  lo  hace,  esa  derormidad,  ya  que  no  es 

de  la  lesión,  sino  como  indicabaD  loa 
llíng  y  Reyneri,  de  falta  de  lavado  ó  lim- 
BD  la  herida;  y  por  tanto,  la  deformidad, 
L'a  ó  qaizás  transitoria,  no  puede  hacerse 
acto  de  la  lesión,  ni  de  la  misma,  sino 
:ra  causa;  siendo,  por  consiguiente,  el 
B£o,  el  arriculo  cuatrocientos  treinta  y 
o  Código  PeoaL 

do  que  admitido  el  recurso  y  sastancia- 
ibunal  Supremo,  tuvo  lugar  la  vista  p6- 
-einta  de  Marzo  último,  con  osistenda 
>  Fiscal  y  de  la  defensa  del  recurrente, 
el  primero  el  recurso  y   sosteniéndolo  el 

do  que  dentro  del  término  de  dictar  sen- 
eron  la  cauaa  y  rollo  de  Audiencia  para 


onente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 
ando  que  los  hechos  declarados  prohados 
i  que  pueden  servir  de  fundamento  á  las 
ue  ce  bagan  en  el  recurso  para  deducir 
ün  distinta  &  la  establecida  en  la  senten- 
n  el  presente  caso  la  representación  del 
ra  excusar  h,  Ente  en  cuanto  íi  la  defor- 
mte  de  la  lesión  que  causó,  se  apoya  en 
B  no  mencionadas  en  Iob  citados  hechos, 
ar  que  la  lesión  y  deformidad  procedan 
rsa  cuando  aaí  no  lo  dice  la  8eut«ncia. 
ando  quue  en  los  repetidos  hechos  se 
el  procesado  lesionó  á  eu  contrincante 
1  rostro  un  pedazo  de  carbón  cuyos  pol- 
I  penetrada  en  la  herida,  situada  en  la 
rda  y   perpendicular   al   labio  superion 

hacen  muy  visible  la  cicatriz  de  aquélla; 
ue  emanando  de  la  BÍtuación  de  la  herida 
[le  objeto  con  que  se  causó,  solo  es  tmpu- 

de  ésta  con  la  concurrencia  de  las  cir- 
ktenuantes  que  se  aprecian. 
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Consider&ndo  que  habiendo  aplicado  debidamen- 
te la  Sala  sentenciadora  el  articnlo  c aa trocid n tos  vein- 
te y  nneve,  nfimero  tercero,  del  Código  Penal,  que  se 
supone  infringido  en  el  único  motivo  que  ae  establece, 
procede  desestimar  éste  y  el  recurso,  imponiendo  las 
«ostae  al  recurrente,  como  lo  previene  el  aiticulo  cua- 
renta de  la  Orden  de  caBacÍ6n. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
procesado  José  Manresa  6  Maurensa.  contra  la  sea- 
tencia  dictada  en  veinte  y  cnatro  de  Diciembre  de 
mil  iiovecii>ntos  dos,  por  la  Sección  primera  de  la  Sa- 
la de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  de* 
clarando  las  costas  de  oficio.     Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafeel  Cruz  Pérez. — Luis 
Gastón. — J(»é  Caharrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— Kafael  Maydsgán. 


In£  ley.— Sent  66.-5  de  Mayo.— Perinrio.  { Gae.  Fe- 
brero 12,  190i.) 

DOCTRINA:  Para  que  nn  h«cho  revista 
caracCcreí  de  delito  es  necesario  rjue  la  efirmacióa 
hecha  bajo  juramento  sea  incierta  <S  que  ti  ne  re- 
fiere á  ntra  anterior  exista  entre  ambas  verda- 
dera contradicción. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  &  seis  de  Mayo  de  mil 
novecientos  tre«  visto  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  procedente  de  la  Andiencia  de  la  Ha- 
bana en  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  Instrucción 
de  Marianao  á  virtud  de  querella  de  P«dro  Nogueras 
por  delito  de  perjurio,  contra  Manuel  Saez  PeHa.  inter- 
puesto por  el  acusador  particular  contra  el  auto  de 
sobreseimiento  dictado  por  la  Sección  segunda  de  la 
menaionada  Audiencia  en  diez  y  nneve  de  Febrero 
último. 
Hechos: 

Resultando  que  en  dicho  auto  se  consignan  los 
siguientes:  «Resultando  que  al  prestar  declaración  ba- 
njo juramento  indecisorio,  el  procesado  en  esta  causa 
■ciento  seis  de  mil  novecientos  dos  de  Marianao  por 
«perjurio  D.  Mauel  Saez  Peña,  en  nn  juicio  de  desahu- 
"cio  en  el  Juzgado  Municipal  de  B;inta,  en  cuyo  juicio 
"figuraba  como  demandante,  contestó  no  ser  cierto  que 
ntodos  los  años  á  partii-  de  mil  ochocientos  noventa  y 
»3iete  hubiera  e.taminado  las  libretiis  que  sobre  salidiis 
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a  fiocíi  Santa  Bosa  le  había  pn 
on  Pedro  Ilugueras,  que  era  el 
io  de  que  ee  trata,  manifestai 
US  mismas,  ea  las  cuales  ae 
te  algunas  veces  anotaciones, 
3ces  la  hiciera  Nogueras  á  vi 
ares  que  había  anotado. — Bei 
illa  promovida  por  Kogneras  p 
',  manifestó  Saez  Pella  que  b 
otacionesen  las  libretas. — Reí 
illa  de  que  se  trata  se  decretó  i 
<*z  Peña  por  el  delito  de  perjuí 
hdo  por  la  Sala  en  diez  del  actu 
ion  ha  tendido  á  la  vista  la  Sa! 
1  Ministerio  Fiscal  en  escrito 
último,  solicitó  se  aprobase 
leí  sumario  de  catorce  de  Ene 
3  oral,  formulando  conclusión 
cuUr,  en  su  escrito  del  siete  di 
petición,    estableciendo  conclt 

lOBBlDA: 

que  en  el  referido  aato,  estíi 
x;esal  no  constituye  delito,  po 
)  en  la  sanción  penal  qne  esti 
fimero  ciento  diez  y  seis  de  ro 
ó  la  Audiencia  el  de  termina 
dó  el  sobi-ffleimiento  libre  á 
ero  segundo  del  articulo  se 
e  la  Ley  de  Enjuiciamiento  C 
e  oficio. 

•EL  BECDRBO  DB  CASACIÓN: 

qne  contra  esta  resolución  ii 
¡  presente  recurso  de  casación 
invocando  como  precepto  lega 
cnlo  ochocientos  cincuenta  y 
lúmero  cuatro  del  artículo  och 
I,  y  citando  como  infringidas 
ES  que  se  indican  en  los  mol 
ero;  se  ha  infringido  por  la 
■ocurrido  de  diuz  y  nueve  de 
lero  de  la  Orden  ciento  diez  y 
ar  de  la  lela  al  no  calificar  de 
■&r  el  querellante  don  Manuel 
habiendo  prestado  el  juran 
ver  posiciones  en  un  juicio  de 
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■cío  que  me  ha  seguido  para  el  desalojo  de  la  Sdi^ 
«Santa  Rosa.  La  orden  citada  no  puede  ser  más  gene- 
•ral,  pues  castiga  al  que  declara  falsamente  ein  entrar 
>en  distingos,  y  el  qae  absuelve  poBícioneH  declara  pa- 
■labra  qae  emplea  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  al 
'hablar  de  la  confesión  jndicial,  como  puede  verse  en 
*euB  artículos  quinientos  setenta  y  ocho,  quinientos 
■setenta  y  nueve,  quinientos  ochenta  y  cuatro,  qni- 
■nieutoe  ochenta  y  cinco,  quinientos  ochenta  y  seis, 
■quinientos  ochenta  y  ocho,  quinientos  ochenta  y  nue- 
>ve,  quinientos  noventa,  quinientos  noventti  y  uno  y 
•quinientos  noventa  y  dos.  Xo  se  diga  que  8aez  PeQa 
■ha  negado  haber  anotaciones  en  la  libreta  de  la  finca 
■Santa  Rosa,  habiéndose  justificado  después  que  las 
■hizo,  y  que  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil  nove- 
■cientos  se  refiere,  al  calificar  y  penar  el  perjurio,  al 
■que  afirma  y  no  al  que  niega,  pues  este  razonamiento 
■no  tiene  valor  alguno,  porque  toda  negación  envuel- 
■ve  una  afírmactóu  en  sentido  contrario,  negación  que 
■ha  venido  en  este  caso  á  favorecer  indiscutiblemente 
*á  Saez  en  el  juicio  de  desahucio  de  referencia,  y  se 
■ha  demostrado  después  no  ser  cierto  como  lo  recono- 
■ce  la  gala  en  el  auto  recurrido,  habiendo  faltado  á  la 
■verdad  dicho  Baez,  asi  como  al  juramento  que  prestó 
■de  decirla,  incurriendo  en  la  sanción  penal  de  la  Or- 
•den  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos,  )a  que  cas- 
■tiga  la' falta  á  la  verdad  de  cualquiera  manera  que  se 
■cometa,  y  la  qae,  como  se  ha  dicho,  ha  infringido  la 
■Sala por  falta  de  aplicación,  al  no  calificar  de  perjn- 
■rio  el  expresado  hecho  de  haber  negado  el  querellante 
■Saez  Pella  bajo  juramento,  haber  hecho  anotaciones 
■en  las  libretas  de  la  finca  Santa  Rosa,  objeto  del  de- 
■eahucio,  prestando  confesión  judicial  en  el  juicio  para 
*el  desalojo  de  la  misma,  habiéndose  demostrado  des- 
■pnes  la  falsedad  de  esa  declaración,  ó  por  lo  menos, 
■no  consignar  la  Sala  que  reviste  los  caracteres  de  tal 
■delito  de  perjurio,  constituyéndolo  en  realidad,  la  or- 
■den  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos  para  casti- 
■gar  como  perjurio  una  declaración  prestada  falsamen- 
>te,  no  tiene  en  cuenta  ni  en  poco  ni  en  mucho,  al 
■trascendencia  de  la  falsa  declaración;  basta  que  ésta 
■se  preste  en  dichas  condiciones,  para  que  el  hecho  sea 
■punible.  Segundo:  Ha  infringido  también  la  Sala  el 
■articulo  seiscientos  treinta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjui- 
■ciamiento  Criminal  por  indebida  aplicación.  En  efec- 
«to,  segCiu  el  mismo,  del>e  sobrei^eerse  en  la  oportunidad 
■debida  cuando  el  hecho  no  sea  constitutivo  de  delito, 

T.  6.— WOL— 8. 
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■ee  decir,  caaado  indiscatiblemeate  no  lo  coostitaya; 
«pero  cuando  el  hecho  procestvt  revi-ta  por  lo  menoa 
«caracteres  de  delito,  do  puede  de  ninguDa  manem 
•sobreseerse,  por  opooerse  &  ello  el  articulo  ochocíen- 
■tos  cincnenta  y  dos  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Criminal,  que  autoriza  el  recuBO,  pues  presenta  algo 
■más  que  caracteres  de  nn  delito  de  perjurio  el  hecho  de 
sfaltarbajo  juramento  á  la  verdad  una  persona  cd  el  acto 
«de  declarar  prestando  confesión  en  juicio,  cometiendo 
«un  verdadero  delito,  como  lo  ha  cometido  Saez  PeBa, 
•al  negar  haber  hecho  anotaciones  en  la  libreta  de  la 
•finca  Santa  Rosa  al  absolver  posiciones  eñ  el  juicio 
■de  desahucio  de  la  misma  en  el  Juzgado  Municipal  de 
■Bauta.  Besultaudo  después  ser  incierta  esa  anota- 
■ción,  digo  negación  caneándome  coa  sucocducta  per-  . 
«juicio  al  sobreseer  libremente  la  Sata  en  la  causa  da- 
fldos  esos  precedentes  ha  cometido  la  infi-accióu  legal 
■&  que  se  contrae  este  número  del  recurso». 

Besultandu  que  admitido  el  recurso,  y  Bustanoiib- 
do  en  est3e  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pú- 
blica del  mismo  el  día  veinticuatro  de  Abril  último, 
ea  la  que  informaron  los  respectivos  Letrados  defen- 
sores de  las  partee  y  el  representante  del  Ministerio 
Fiscal. 

Decisión  del  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Jo^é  M.  Gíspert 
Coosideraudo  que  los  hechos  relacionados  en  el 
primero  y  segundo  reaultaudoa  del  auto  recurrido,  no 
revidten  tos  caracteres  del  delito  de  perjurio  penado 
en  la  Orden  número  ciento  die?.  y  sois  de  mil  novecien- 
tos, ni  de  otro  alguno,  porque  consistiendo  en  su  esen- 
cia aquel  delito  en  la  alteración  sustancial  de  la  ver- 
dad, cuando  la  Ley  impone  la  obligación  de  decirla, 
no  puede  estimarse  que  ha  faltado  4  ella  el  que  habien- 
do negado  en  nn  juicio  civil,  en  el  que  era  parte,  que 
todoa  los  años,  á  partir  de  uno  determinado,  hubiera 
examinado  las  libretas  que  sobre  entradas  y  salidas  de 
una  finca  le  presentara  su  encargado,  y  manifestando 
su  conformidad  con  las  mismas,  en  la  que  hiciera  al- 
gunas breves  anotaciones,  y  otras  ordenara  las  hiciera 
dicho  encalcado,  confiesa  después  en  otro  juicio  «que 
había  hecho  algunas  anotaciones  en  las  libretas»;  pues 
si  bien  esta  confesión  parece  contradecir  uno  de  los  ex- 
tremos de  la  anterior  negación,  tomado  aisladamente, 
tal  contradicción  no  existe  en  cuanto  á  la  integridad 
del  concepto  negativo  con  relación   á  la  totalidad  del 
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tiempo  &  que  éste  se  refiere,  siendo,  como  es  evidente, 
qoe  bien  han  podido  hacerse  algunas  anotaciones  en 
las  libretas,  sin  qats  por  ello  haya  de  entenderse  qae 
«sto  sucedía  todos  los  afios,  á  partir  de  nno  determina- 
do, qae  es  lo  que  en  lo  sustancial  integra  aquel  coa- 
cepto. 

Considerando  que  por  esta  razón,  y  aún  en  el 
flopaesto  (le  que  el  litigante  absolviendo  posiciones  pu- 
diera en  algún  caso  incurrir  en  pena  de  perjurio  es 
evidente,  que  al  estimarse  por  el  Tribunal  a,  tpto  que  el 
hecho  justiciable  no  constituye  delita,  y  acordar  por 
este  fundamento  el  sobreseimiento  libro  de  la  causa, 
DO  ha  infringido  las  disposiciones  legales  que  se  citan 
en  los  don  motivos  del  recurso,  ni  incurrido  por  taoto 
en  los  errores  de  derecho  que  se  le  atribuye;  por  lo 
qae  procede  de-estimar  dicho  recurso,  con  imposición 
de  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  Ingar  al  recurrió  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpuso  el  querellante  particular  Pedro  "No- 
gueras  contra  el  auto  de  sobreseimiento  libre,  dictado 
por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  diez  y  nueve  de  Fe- 
brero último  en  la  causa  mencionada,  coa  las  costas  ' 
de  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. 
— Luis  Gastón. — José  Cabarrocae  Hoi'ta. — Ambrosio 
R.  Morales. — José  M.  Gispert. 


Int  ley.— Sent  67.-9  áa  Hayo.— Adulterio.  (Goc.  Fe- 

bra-o  12,  1904.. ) 

DOCTRINA;  El  hecho  de  vivir  una  mujer 
casada  en  concubinato  con  an  hombre  conatituje 
«1  delito  de  adulterio. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  nueve  de  Mayo  de 
mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley.  interpuesto  en  la  causa  seguida  an- 
te la por  el   delito  de  adulterio,   en  virtud  de 

querella  establecida  por ,  cuya  profesión  y  do- 
micilio no  consta,  contra  su  esposa costurera, 

y  mecánico,   vecinos  ambos  de 

Hechos  pbobados: 

Resnltando  que  en  la  sentencia  definitiva  dictada' 
en  dicha  causa  en  veinte  y  tres  de  Diciembre  último, 


DigilizedbvGoO^^IC 


tn  los  hechoft.en  los  siguientes:  ■Primero 
.o  probado:  qne  con   anterioridad  al  mes  de 

este  año   la  procesada y  su  legitimo 

,  después  de  haber  vivido  algCín  tiem- 

ODÍa,  decidieron  separarse  por  causas  que 
edado  bien  esclarecidas,  &  cuyo  efecto  el 
torgó  &  la  primera  ante  Xotario,  licencia 
;n  la  qne  autorizaba  para  vivir  sola  con  sns 
gándose  él  ár  entregarle  mensualmente  quin- 
1  plata  para  alimentos. — Segundo  Resultan- 

»: que  el  diez  y  nueve  de  Junio   del 

iño,  sospechando que  su  espora  le  era 

BU  pariente qne  en   época  anterior 

do  alojada  en  la  casa  de  ellos,  haciendo  vi- 
ilia  impetró  el  auxilio  de  la  policia  para 
r  á  su  mujer  con  su  amante  en  la  casa  calle 
numero  ciento  catorce  A,  donde  la  prime- 
lieiido  efectivamente  encontrados  en  ellas  á 
oras  de  aquella  noche  ambos  procesados, 
sde  hacia  algün  tiempo  vivfan  en  concnbi- 
conocimiento deque era  casa- 
pariente  el  querellante,  sin  que  se  baya  de- 
en  qué  fecha  eomenzaron   esas  relaciones 

1  becubrioa: 

ando  que  estos  hechos  se  estiman  en  la  sen- 
titntivos  del  detito  de  adulterio,  del  cnal 
s  sin   circunstancias   apreciables,  los   dos 

á  quienes  Be  condenó  &  la  pena  de 

leis  meses  y  veinte  y  un  días  de  prisión  co- 
cón sus  accesorios  y  al  pago  de  las  costas, 
s  de  abono  la  prisión  preventiva  sufrida. 

TOS  DBL  BBCUBSO  DK  CASACIÓN: 

ando  que  contra  esta  sentencia  interpuso 

recurso  el  procesado ,   autoriza- 

i&mero  primero  del  articulo  ochocientos 
nueve  en  relación  con  el  ochocientos  ouaren- 
e  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  oi- 
)  infringido  el  párrafo  segundo  del  articulo 
os  cuarenta  y  nueve  del  Código  Penal  por 
aplicado,  puesto  que  al  decirse  en  la  sen* 
ambos  proeesailos  vivían  desde  hacía  algún 
concubinato,  dadas  las  relaciones  que  man- 
rido  con  1»  mujer,  se  demuestra  que  aquél 
;ntido  dicho  concubinato,   el  cual  como  si- 
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malación  de  la  vida  marital  es  nn  hecho  páblico  y 
notorio  qne  impltoa  no  el  solo  acto  de  yacer  Que  cons- 
tituye el  delito  de  adulterio,  sino  la  repetición  de  ese 
Acto,  de  !o  cual  deUa  tener  conocimiento  el  marido  y 
-consentirlo,  ya  que  la  sentencia  no  afirma  que  lo  igno- 

Reeultando  qne  admitido  el  recurso,  y  personado 
el  recurrente  en  este  Tribunal,  en  el  trámite  corres- 
pondiente se  adhiri6  á  aquél  la  otra  procesada 

expresando,  qne  además  del  motivo  alegndo  por  el  re- 
cnrrrente,  el  cual  hace  snyo  solo  en  subsidio,  expone 
«orno  nuevo  motivo  antorizado  por  el  número  primero 
del  articulo  ochocientos  cnarenta  y  nueve  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  la  infracción  del  párrafo  es- 
cindo del  articulo  cuatrocientos  cuarenta  y  siete  del 
Código  Penal,  por  que  de  la  scutencia  no  consta  qn« 
los  proceeadoB  al  ser  encontrados  por  la  Policía  en 
nna  casa  eütnvieran  yaciendo  en  aquel  momento,  que 
«e  lo  que  constitniría  el  delito  de  adnlterío:  cuyo  mo- 
tivo fué  también  alegado  por  el   recurrente en 

ampliación  de  su   recnrso. 

Resultando  que  sustanciado  éste  en  debida  forma, 
se  celebró  la  vista  pública,  en  la  cual  IO0  defensores 
de  loa  procesados  sostuvieron  la  procedencia  del  re- 
corso  y  el  Ministerio  fiscal  la  impugnó. 

DltClSlÓH  DKL  BECUBSO: 

Siendo  ponente  el  Hi^strado  Luis  Qastón  y  Gas- 
tón. 

Considerando  qne  segán  el  párrafo  segundo  del 
articulo  cuatrocientos  cuarenta  y  siete  del  <ytá\go  Fe- 
nal,  cometen  el  delito  de  adulterio  la  mnjer  casada 
qne  yace  con  varón  que  no  sea  sa  marido  y  el  que  ya- 
ce con  ella  sabiendo  que  es   casada. 

Considerando  que  al  declararse  probado  en  la 
sentencia  recurrida  que  los  dos  procesólos  vivían  en 
cont-ubiuato  desde  bacía  algún  tiempo,  cuando  fueron 
eocoutradoB  por  la  Policía  á  altas  horas  de  la  noche 
en  la  casa  dimde   nno   de  ellos  habitaba,  siendo   la 

casada  y  sabiéndolo  su  amante,  implícitamente 

se  afirma  qne  ambos  yacían  de  oriiinario,  esto  es,  qne 
realizaban  con  repetición  el  acto  que  contituye  el  de- 
lito de  adulterio,  pues  no  otra  cosa  siguiñca  vivir  en 
ooncubinato,  según  han  reconocido  los  mismos  recu- 
rrentes en  BUS  escritos;  sin  que  pueda  entenderse,  co- 
mo aquéllos  pretenden,  que  para  que  exista  dicho  de- 
Uto  86  requiere  qne  los  culpables  estén  yaciendo  en  el 


DigilizedbvGoO^^IC 


n  que  sean  sorprendidos,  pnestalinte 
cioiial  ni  la  autoriza  en  modo  algí 
'Heulo  citado,  el  cual,  ]>or  tanto  no  hi 
por  la  Sala  senteuciadora  al  aplicarlo 
so,  como  sostienen  los  procesados  ei 
vos  del  recurso, 
erando  en  cuanto  al  otro   motivo  al 

recnrrentes,  que  por  el  solo  hecho  c 
viera  en  concubinato  con  el  otro  preci 
tarada  de  su  marido  por  mutuo  aci 
eque  el  último  hubiera  conseotido  el 
cho  meno8  puede  sostenerse  que  exit 
Bnto  en  el  presente  caso,  en  que  cor 
puesto  que  en  la  sentencia  se  dice,  qu 
i  querellante  que  su  esposa  le  era  iufi 
xilio  de  la  Policía  para  sorprenderla  ( 
tablecieudo  después  la  querella  com 

todo  lo  cual  es  visto  que  no  se  ha  i 
lentencia  recurrida  el  pílrrafo  segum 
itrocientoB  cuarenta  y  nueve  del  O 
el  delito  de  adulterio  perseguido  eo  la  i 
lerauílo  que  no  habiéndose  incurrido, 
I,  por  la  Sala  sentenciadora  en  los  e 
en  que  se  funda  el  recurso,  debe  dec 
lugar  imponiéuduse  las  costas  A   los 

IOS  que  debemos  declarar  y  declnran: 
r  al  recurso  de  casación  por  infracci 
esto  por y  al  cual  se  adhirió., 

seguida  contra  ambos  por  adulterio, 
.8  costas  á  dichos  recurrentes, 
liquese  etc. 
r  esta  nuestra  senteucia,  lo  pronnnci 

y  firmamos. —José  Antonio  Fichat 
n. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambroi 
José    M.   (xispert. 


mt.  6S.— 9  de  lilayo.— Circonstandas.  ( 

ero  12,  1901 ) 

l>OCTlUNA:    En  el  delito  de  acusado 

nuncia  falsa  no  puede  concurrir  la  circun» 

bedieiicia  debida. 


ciudad  de  la  Habana  k  nueve  de  Ma 
tntos  tres:  visto  el  recurso  de  casació 
de  ley,  procedente  de  la  Audieuaa 
causa  instruida  en  el  Juzgado  del  Oei 


DigilizedbvGoO^^IC 


este  Capitel  contra  Mannel  Aotoaio  Cuesta  y  Hernán- 
dez, empleado,  domiciliado  en  la  misma,  por  delito  de 
dennncia  falsa,  interpuesto  por  el  procesado  contra  ]a 
sentencia  deñnitíva  dicbída  en  dicha  cansa  en  veíate  y 
ochode  Ago-to  ¿Itimo  por  la  Sección  segunda  de  )a 
Sala  de  lo   Criminal  de  la  mencionada  Audiencia. 

HSCHOS  PBOBADOe: 

Resultando  que  la  referida  sentencia  contiene  los 
siguientes  que  literalmente  se  tranecritren :  «Primero; 
■Keenltando  probado  que  et  procesado  Manuel  Anto- 
»nio  Cneata  en  el  mes  de  Diciembre  de  mil  oohocientoe 
■nóvente  y  nueve  siendo  miembro  de  la  Policía  Secre- 
>te  de  esta  ciudad,  hubo  de  hacei*  la  denuncia  ante  su 
«jefe  Federico  Bacallao,  de  que  el  Abogado  Fiscal  sus- 
■titnto  Antonio  Gutiérrez  Bueno,  mediante  la  inter- 
■vención  del  amigo  de  ambos  don  Jone  Ramón  Zubi- 
■zarrete,  le  habla  pedido  ocho  centenes  por  arreglarle 
■DD  fHunto  criminal  en  qne  dicho  Gutiérrez  Bueno  in- 
«tervenia  como  Fiscal,  cantidad  que  había  quedado 
«reducida  á  cinco  centenes  por  ofri'cimiento  qne  el  re- 
■ferido  procesado  había  hecho  á  Gutiérrez  Bueno,  quien 
■le  dijo  se  entendiese  para  la  entrega  del  dinero  con 
■Zubizarrete.  Segundo:  Resultando  probado  que  to- 
adas esas  manifestaciones  fneron  ratificadas  por  Cues- 
ate  después  ante  el  Teniente  Fiscal  y  Abogados  Fisca- 
■les  de  este  Audiencia  4  fines  del  propio  mes  de  Di- 
•ciembre,  asi  como  en  la  causa  que  por  calumnia  se 
•formó  contra  el  mismo  procesado  á  petición  de  Ga- 
■tiérrez  Bneno  y  tombi6n  en  el  acto  del  juicio  oral  de 
■la  presente  causa.  Tercero:  Resultando  probado  que 
t&  consecuencia  de  tales  imputaciones  hechas  por  Cues- 
■te  se  sustenoió  contra  Gutiérrez  Bueno  y  Ramón  Zu- 
■bizarrete  la  correspondiente  causa  por  el  delito  de 
«oofaeobo  en  la  cual  por  sentencia  ñmie  fueron  absuel- 
rtoe  ambos  procesados  y  se  declaró  que,  lejos  de  justi- 
■ficarse  los  cargos  hechos  por  Cueste  contra  Gutiérrez 
■Bueno  y  Zubizarrete,  habían  quedados  aquéllos  eom- 
■pletamente  desvanecidos  haste  el  punto  de  estimar  la 
^la  procedente  la  formación  de  la  causa  solicitada 
MMttlmente  por  el  Ministerio  Fiscal  y  por  las  defensas 
■contra  el  referido  Cueste  por  el  delito  de  falsa  de- 
■nnncia,  mandando  en  su  consecuencia  remitir  testi- 
■monio  de  lo  conducente  de  dicha  causa  al  Juzgado  de 
■instrucción  áfin  de  qne  procediese  contra  el  deniin- 
■ciante  Coesta:  siendo  el  resultedo  de  ella  la  sustencia- 
■don  de  la  presente  causa.  Cuarto:  Resultando  probado 
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■qoe  la  denuncia  é  imputaoiouea  hedías  por  Cuesta 
■contra  el  señor  Gutiérrez  Baeno  que  fe  consignan  en 
■el  primer  Resultando  son  faUas  en  cuanto  por  ellas 
■se  ati-ibuye  al  mencionado  GutíéiTez  Bueno  arreglo 
■mediante  oferta  de  dinero  ó  precio  del  asunto  general, 
■difto,  criminal  en  qoe  interveuia  por  razón  de  sa 
cargo*. 

RlCSOLDOlÓN  recurbida: 

Resultando  que  estimándose  en  dicha  senteneia 
que  loj  hechos  declarados  probados  constituyen  un  de- 
lito de  denuncia  falsa  de&uido  en  el  artículo  trescien- 
tos treinta  y  seis  en  relación  coa  el  trencientos  treinta 
y  cuatro  y  trescientos  noventa  y  seis  del  Código  Penal, 
modiñcados  por  la  Orden  ciento  doce  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  del  Gobierno  Militar,  y  penado 
en  el  trescientos  treinta  y  seis  del  propio  Código,  sin 
que  en  su  ejecución  hubiesen  concurrido  circunstan- 
cias modificativas  de  ninguna  clase,  en  su  parte  dis- 
positiva, condenó  &  dicho  procesado  Manuel  Antonio 
Cueflta  y  Hernández,  en  concepto  de  autor  del  men- 
cionado delito  de  denuncia  falsa,  á  la  pena  de  tres 
a&os,  seis  meses  y  veinte  y  un  día  de  presidio  correc- 
cional, con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cai^ 
público,  profes'ón  ú  oficio  y  derecho  de  sufragio,  &  la 
multa  de  seiscientas  veinte  y  cinco  pesetas,  debiendo 
sufrir  en  caso  de  insolvencia  prisión  subsidiaria  &  ra- 
zón de  un  dia  por  cada  doce  y  media  pésetes  que  de- 
jare de  satisfacer,  y  al  pago  de  las  costas. 

FlTMDAHENTOS  DEL  BECURSO  DE  CASACIÓN: 

Beenltando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
paso el  procesado  recnr<-o  de  casación  por  infracción 
de  ley,  fundado  en  los  números  primero  y  tercero  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal;  citando  como  infringidos, 
ea  cnanto  al  primero  de  los  dos  motivos  que  al^gó,  el 
articulo  octavo  del  Código  Penal  en  sus  incisos  doce  y 
trece,  en  el  concepto  de  qne  al  denunciar  el  procesado 
el  hecho  ocurrido  &  au  superior,  procedió  en  cumpli- 
miento de  nn  deber,  y  al  repetir  lo  manifestado  ante 
el  sefior  Teniente  Fiscal  y  sefiores  Abogados  Fiscales, 
lo  hizo  en  virtud  de  obediencia  debida  6,  su  jefe,  por 
lo  que  le  comprenden  las  circunstancias  eximentes  á 
que  los  citados  incisos  se  refieren,  y  dejó  de  apreciar 
la  Sala.  Y  con  relación  al  s^nndo  motivo,  como  in- 
fringidos los  artículos  trescientos  treinta  y  siete,  tres- 
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ojeotoB  Doventa  y  cuatro,  trescíeutos  onvuita  y  seis  y 
veinte  y  seis  del  mismo  Código,  por  aplicacióu  equivo- 
cada, en  el  Bentido  de  que,  constituyendo  el  hecho 
imputado  en  la  denuncia  el  delito  de  cohecho,  penado 
«n  el  artículo  tresoientoa  noventa  y  cuatro,  con  arres- 
to mayor  en  sus  gradoa  medio  al  máximo  y  multa,  que 
«8  menos  grave,  aunque  el  trescientos  noventa  y  aeis 
lo  castiga  ademán  con  la  inhahilitación  especial  tem- 
por<il,  estima  que  la  Sala  sentenciadora  incurrió  en 
error  de  derecho  al  tomar  por  base  eeta  última  pena, 
que  es  puramente  acce^ria,  confnrme  al  articulo  vein- 
te y  seis,  debiendo  haberlo  hecho  solo  de  la  principal, 
é  imponerle  en  lugar  de  la  impu^ta  la  pena  de  pri- 
sión '  orreocional. 

Resultando  que  denegaia  primeramente  la  admi- 
8Í6o  del  recurso  en  cuanto  al  primer  motivo,  y  admi- 
tido después  por  ambos  en  virtud  de  queja  interpuesta 
por  el  recurrente,  se  sustanció  en  este  Supremo  Tribu- 
nal, celebrándose  la  vista  pdblica  del  mismo  el  día 
vernte  y  ocho  de  Abril  ultimo,  con  asistencia  del  Le- 
trado defensor  del  recurrente  y  del  Ministerio  Fiscal. 

Decisión  drl  becubso: 

Biendo  Ponente  el  Magistrado  José  Maria  Giepert. 

Considerando  que  la  naturaleza  é  índole  especial 
del  delito  de  acusaiiión  ó  denuucia  falsa,  rechaza  el 
concepto  jurídico  del  «deber  cumplido»,  al  efecto  de 
eximir  de  reepoasabilidail  criminal  al  agente  de  poli- 
cía secreto  que  denuncia  á  su  jefe  la  perpetración  por 
determinada  persona  de  un  hecho  punible,  del  que 
afirma  haber  tenido  conocimiento  por  ciencia  propia, 
y.  después  resulta  ser  falso,  porque  ni  aquel  deber,  ni 
otro  alguno,  comprende  la  facultad  de  causar  un  mal 
falseando  á  sabiendas  la  verdad,  que  es  lo  que  integra 
el  delito  mencionado.  íii  basta  tempoco  á  justificar 
tal  conducta  la  obediencia  &  la  orden  que  de  su  jefe 
recibien  de  reproducir  dicha  denuncia  ante  autoridad 
cdupetente,  porque  encaminada  dicha  orden  úiica- 
mente  &  llenar  una  formalidad  procesal,  ta1  obedieo' 
cía  no  afectaba  en  lo  sustancial  el  hecho  de  la  denun- 
cia misma,  ni  privaba  por  tanto  á  ésta  de  la  volunta- 
riedad espont&oea  que  constituye  al  que  la  produce 
en  agente  responsable  del  mal  qnn  por  ese  medio  can- 
sa ó  se  propone  originar.  Por  lo  que,  al  dejar  de 
apreciar  la  Sala  sentenciadora  las  circunstancias  exi- 
mentes de  responsabilidad  criminal  á  qne  se  refieren 
loe  Dameros  doce  en  su  primer  extremo  y  trece  del  ar- 
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tículo  CMJtavo  del  Código  Penal,  no  ha  incnrrido  en 
error  de  derecho,  ni  iufnngido  en  concepto  alguno  las 
dÍBpoBiciones  legales  que  se  citan  en  el  primer  motivo 
del  recnreo. 

Considerando  que  conforme  al  artículo  veinte  y 
8eÍB  del  Código  Feual,  las  penas  de  inhabilitación  y 
BuspensióQ  para  cargos  públicos  y  derecho  de  sufragio, 
con  accesorias  eo  los  caeos  en  que,  no  imponiéndolas 
especialmente  la  ley,  declara  que  otras  penas  las  llevan 
consigo.  En  este  concepto,  expresándose  en  el  ártica- 
lo  trescientos  noventa  y  seis  del  propio  Código,  qae 
las  personas  responsables  criminalmente  de  los  delitos 
contenidos  en  los  artículos  anteriores,  incurrirán, 
además  de  las  penas  en  ellos  impuestas,  en  1»  de  inha- 
bilitación especial  temporal,  es  evidente,  que  la  espe- 
cialidad de  la  citada  última  disposición,  quita  4  esta 
.pena  el  carácter  de  accesoria  para  convertirla  en  prin- 
cipal; y  que  al  estimarlo  nsi  el  Tribunal  a  quo,  toman' 
do  por  base  dicha  pena  pitra  calificar  y  penar,  como  lo 
hizo,  el  hecho  justiciable,  tampoco  ha  incurrido  en 
error  de  derecho,  ni  infringido  las  disposiciones  lega- 
les que  se  citan  en  el  segundo  y  último  motivo  del  re- 
curso. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  «nteriores 
y  lo  dispuesto  en  el  iirtícnlo  cuarenta  de  In  Orden  níi- 
mero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, procede  dese-^timar  el  presente  recurso  de  ca-*aciÓn, 
con  las  costas  del  mismo  de  cargo  del  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Manuel  Antonio  Cuesta  y  Her- 
nández contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  se- 
gunda de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  veinte  y  ocho  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos dos,  en  la  causa  roeDciousda;  con  lae  costas  de 
cargo  de  la  parte  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  etc..  lo  pronun- 
ciamos, mandamos  y  ñrmamos.— José  Antonio  Pi- 
cbardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas  Horta, — 
Ambrosio  R.  Morales. — JoséM.  Gispert. 


Inf.  ley.— Sent.  69.-12  de  Mayo.— Homiddio.  (.Oae.  Fe- 

hrfrn   7S.    I.QfítA 


POCTIEIMA:  No  obsta  pare  la  caliñcacifin 
del  delito  de  hiimicidí»  que  la  persona  <]ue  resulte 
muerta  sea  distinta  de  aquella  contra  lecnalsc' 
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dirigió  la    agresión,   por  medio  de  dd  arma  de 

t^  que  hace  un  disparo  contra  un  grupo  J  pro- 
dace  la  muerte  de  una  persona,  no  puede  ulegar 
que  no  tuvo  intención  de  causar  un  mal  tan  gra- 
ve, por  el  hecho  que  la  persona  ofendida  no  for- 
mara parte  de  dicho  grupo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  doce  de  Mayo  d« 
mil  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  casación  por 
infracciÓQ  de  ley:  interpuesto  por  el  procesado  Ea- 
fael  Piedra  y  Palma,  conocido  por  El  Chino,  natural 
da  la  Habana,  cuyo  domicilio  no  consta  y  de  oficio  es- 
tibador, contra  eeotencia  dictada  el  veinte  de  Febrero 
último,  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audieucia  de  la  Habana  en  causa  que  se 
instruyó  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  capital,  por 
el  delito  de  homicidio: 

Resultando  que  en  la  sentencia  que  es  objeto  del 
presente  recurro  ae  consig;nan  los  hechos  probados  que 
k  continuación  literalmente  se  transcriben: 

Hecbos  probaoob: 

«Primero:  Resultando  probado,  que  en  la  noche 
•del  catorce  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  el 
■procesado  Rafael  Piedra  y  Palma  tuvo  nn  disgusto 
•con  algunos  conocidos  suyos,  que  no  ha  podido  ava- 
•riguarse  quienes  fueran,  en  la  calle  del  Morro  de  esta 
■ciudad  entre  las  de  Refugio  y  Genios  y  con  un  revól- 
•ver  que  llevaba  hizo  contra  el  grupo  tres  disparos 
■consecutivos,  sin  que  se  haya  demostrado  que  ocaaio- 
•nara  &  alguno  de  ellos  alg&u  dafio,  pero  si  que  uno  de 
■los  proyectiles  alcanzó  &  Juana  Torrea  Nadal  que  pa- 
■saba  casuabneute  por  allí  en  aquellos  momentos 
■acompañada  de  su  concubino  Higinio  Alonso,  hiríén- 
•dola  eu  el  vientre  y  de  cuya  herid»  falleció  al  dia  si- 
guieate.  Apenas  ejecutado  ese  hecho,  huyó  el  proce- 
•aadoen  dirección  á  la  calle  del  Prado  siendo  deten  ido 
■por  el  sargento  de  Policía  Ramiro  Ziibizarreta,  que 
■se  encontraba  allí  prestando  servicio  y  que  hftbíéndo- 
■lo  visto  arrojar  un  bulto,  pidió  á  un  transeúnte  que 
■lo  recibiera,  resnltando  ser  el  revólver  con  qne  Rafael 
■Piedra  habia  hecho  los  disparos». 

Resolución  bkcubbiua: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciador»  calificó  es- 
tos hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  homici- 
dio, del  cual  estimó  responsable  en  concepto  de  autor 
i  dicho  procesado,  sin  apreciar  la  concurrencia  de  cir- 
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CQnstaDciaemodiñcativssdelaresponRatiilidadcrímiDal  ^ 
y  lo  condenó  en  la  pena  de  catorce  aflos,  ocho  meses  y 
un  día  de  recliiaióu  temporal  con  lae  'accesorias  de 
inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda  bu  extenaióa 
y  sujeción  &  la  vigilancia  de  la  autoridad,  durante  al 
tiempo  de  la  condena  y  otro  tanto  más  que  empezará 
á  contarse  dea  de  el  cumplimiento  de  aquélla;  &  indem- 
zar  á  los  herederos  de  Juana  Torres  en  la  cantidad  de 
quinientíw  pesetas  y  al  pago  de  las  costas,  sirviéndole 
de  abono  la  mitad  del  tiempo  de  la  prisión  preveutÍTa 
que  hubiere  sufrido; 

FuNUAHRNTOa  DEL  a&OOBSO  DE  OABACIÓK: 

Resultando  qne  contra  este  fallo  interpuso  el  en- 
causado recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  au- 
torizado por  los  casos  tercero  y  quinto  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  alagando  los  signientes  mo- 
tivos: Primero:  que  la  sentencia  infringe  el  articulo 
cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código  Penal  por  indebi- 
da aplicación  y  por  falta  de  ella  el  quinientod  noventa 
y  dos  del  mismo  Código,  en  el  concepto  de  qne  los  he- 
chos declarados  probados  do  constituyen  un  delito  de 
homicidio  voluntario,  ?ino  un  hecho  ejecutado  invo- 
Inntariamente.  Segando:  qne  asimismo  infringe  di- 
<dia  sentencia  el  articulo  cuatrocientos  veinte  y  uno 
en  relación  con  el  sesenta  y  tres  del  referido  Código, 
por  cuanto  que  el  delito  que  se  propaso  ejecutar  el 
culpable  fué  el  de  disparo  de  arma  de  fn^o  contra  de- 
terminada persona  y  no  e)  de  homicidio  de  Juana  To- 
rree,  por  loque  estima  han  debido  splicarre  esos  ar- 
tículos é  imponérsele  en  el  grado  máximo  la  pena  co- 
rrespondiente al  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego. 
Tercero:  que  de  igual  modo  infringe  el  número  terce- 
ro del  articulo  noveno  del  repetido  Código  por  no  apli- 
carlo en  el  concepto  de  qne  declarándose  probado 
que  el  autor  del  delito  hizo  varios  disparos  de  arma  de 
fuego  sin  cansar  daño  á  las  personas  que  iban  dirigi- 
das y  que  uno  de  los  proyectiles  hirió  á  Juana  Torres 
qne  casualmente  pasaba  por  el  lugar  del  hecho,  ha  de- 
bido apreciarse  á  eu  favor  la  circnnstancia  atennante 
de  no  haber  tenido  intención  de  causar  un  mal  tan 
grave  como  el  que  produjo.  Cuarto:  que  también  in- 
fringe el  nñmero  diez  del  artículo  antes  citado  en  el 
concepto  de  que  el  hecho  debaber  ocasionado  la  muer- 
te de  la  mencionada  Torres  casualmente,  deriva  una 
circunstancia  atenuante  análoga  á  la  atennante  ex- 
presada: 
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Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente,  se  confirió  inatrncción  á  las  partee  por 
término  de  quince  dias,  transcurrido  el  ou&t  se  seflaló 
dfa  para  la  vista,  celebrándose  ésta  el  treinta  de  Abril 
áltimo  con  asiatencia  del  Letrado  defensor  del  recu- 
rrente que  Bostuvo  loe  motivon  del  recurso  y  del  Mi- 
nisterio ñscal  que  los  impoguó: 

Dkcisión  dbl  KKci^Reo: 

Biendo  Ponente  el  Magistrado  Ambro^^io  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  siendo  un  hecho  declarado  pro- 
bado en  la  sentenci»  que  el  procesado  Piedra  diapar6 
ToluntariaiDMite',  por  tres  veces  consecutivas,  el  re- 
vólver qne  portsb'i  contra  un  grupo  de  personas  con 
las  que  había  tenido  un  disgusto  antes,  y  que  ubo  de 
loe  proyectiles  hirió  en  el  vientre  á  Juana  Torrresqne 
casualmente  pasaba  |ior  el  lugar  del  hecho,  ocasionán- 
dole la  muerte;  indudablemente  que  ee  aquél  responsa- 
ble del  delito  de  homicidio  qne  castiga  el  artículo  cna* 
trocientoB  diez  y  sds  del  Código  Penal  y  nó  del  de 
imprudencia  temeraria  qne  pena  el  quinientos  noven- 
ta y  dos,  B^án  sostiene  el  recurrente;  porque  para 
qne  *'JÍ8t»eete  último  delito  se  requiere  en  el  agente 
qne  los  actos  qne  ejecute  se  produzcan  por  imprevisión, 
descuido  6  negligencia  y  no  como  en  este  caso  ocurre, 
qne  consciente  é  intencional  mente  empleó  nn  medio 
adecuado  y  encaminó  sus  actos  en  condiciones  de  po- 
derse producir  en  cualquier  persona  el  mal  qne  resul> 
t6,  que  di  bien  se  ocasionó  en  otra  distinta  A  aquélla 
qne  era  et  objeto  inmediato  del  mismo,  fué  siempre 
obra  de  la  dolos»  y  culpable  intención  del  autor  y  no. 
de  an  acto  casual  del  mismo;  y  por  consiguiente,  al 
estimar  como  estimó  el  Tribunal  a  quo  como  volunta- 
rio el  acto  realÍ7Ado  por  el  procesado  y  aplicar  el  ar- 
ticulo  cuatrocientos  diez  y  seis  dtil  Código  Penal,  no 
incarríó  en  el  error  de  derecho  é  infracción  de  ley  que 
se  le  atribuye  en  el  primer  motivo  del  recui-so; 

Considerando  que  demostrado  como  está  la  inten- 
ción dolosa  del  procesado  de  causar  un  mal  á  cualquie- 
ra de  las  personas  que  formaban  el  gmpo  contra  el 
cual  disparó  el  revólver  en  condiciones  de  poder  pro- 
ducir la  muerte  de  alguna  de  ellos,  y  siendo  ésre  el 
daño  que  reffultó  ¿  Jnana  Torres,  que  pagaba  por  el 
lugar  de  la  ocurrencia,  sin  que  exista  ningún  hecho 
circunstancial  en  la  sentencia  (|ue  permita  calificar  un 
delito  disláuto  del  de  homicidio  cometido   ni  deducir 
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de  los  mÍHinOH  faechoe  i^ue  loa  propósitos  del  Agente 
faera  cometep  otro  detito,  es  de  todo  puuto  inaplicable 
al  presente  oaso  el  artícalo  sesenta  y  trea  del  Código 
Penal,  qae  relacionado  con  el  cuatrocientos  veinte  y 
uno,  se  cita  como  infringido,  pues  el  acto  de  diíparar 
un  arma  de  fuego  contra  cualquiera  persona  de  qae 
hace  mérito  el  recurrente,  cuando  con  ocasión  de  él  se 
produce  la  muerte,  presupone  en  el  culpable  el  propóei- 
to  de  cau-uir  el  daño  que  produjo,  bien  lo  sufra  la  per- 
sona objeto  del  delito  á  otra  distinta:  por  todo  lo  cual 
procede  desestimar  el  segando  de  loa  motivos  del  re- 
curso; 

Considerando  que  por  lo  (^ue  se  deja  ezpnesto, 
queda  implícitamente  demostrado  qae  no  han  concu- 
rrido en  la  ejeciicióa  del  homicidio  de  Juana  Torres 
la  cifCUQStaacia  nteunante  de  no  haber  tenido  el  de* 
lincucnte  intención  de  causar  un  mal  tan  grave  como 
el  que  produjo,  ui  otra  análoga  á  la  misma,  como  se 
sostiene  en  el  recurso,  y  en  consecuencia  procede  que 
al  igual  que  los  otros  motivos  alegados,  desestimar  loe 
señalados  con  loa  números  tercero  y  cuarto: 

Considerando  que  por  las  razones  consignadas, 
procede  declarar  siu  lugar  el  recurso  interpuesto  y  en 
observancia  á  lo  dispuesto  en  el  articnlo  cuarenta  de 
la  Orden  n&mero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  imponer  las  costas  al  recurrente; 

Fallamos  ((ue  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  pur  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  procesado  Eafael  Piedra  y  Pal- 
ma contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera 
de  lü  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Hal»- 
oa,  el  veinte  de  Febrero  último  con  las  costas  á  caigo 
¿el  recurrente.  As!  por  esta  nuestra  sentencia,  etc., 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  Anto- 
nio Picbardo. — Luis  Gastón. ^José  CabarrocM  Hor- 
ta. — Ambrosio  R.  .Morales. — José  M.  Gispert. 


Inf.  ley.— Seat.  70.— 16  de  Mayo.— (Srconstandaa.  ( Oa- 

cela  Febrero  12,  ¡90^.  ) 


DOCTKINA:    No  c 

ísimenie  de  defensa  propia  la  peraonn  que  ame- 
naza j  ataca  í.  otra  con  un  revólver,  obligando  al 
atacado  que  Be  deñeiida. 

En  los  delitos  de  disparo  de  artna  de  fueeo  j  le- 
siones es  de  aplicación  el  articulo  88  del  Código 
Peual. 

En  la  ciudad  de  la  llábana,  á  diez  y  seis  de  Mayo 
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demil  DOvecieotos  tres:  ea  el  recurso  de  casaciÓD  por 
infracción  de  Ley,  interpoeeto  por  Cristóbal  Vieta 
Valdés  (a)  Toto,  del  comercio,  sin  que  coustesn  ve> 
dudad,  en  la  cansa  seguida  contra  el  mismo  y  Ricar- 
do Rniz  Valdés,  aote  la  Sección  primera  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Babana  por  el  de- 
lito de  disparo  de  arma  de  fuego  ;  lesiones. 

Hechos  pbobadob: 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  siete  de  £nero  último  contiene  respecto  & 
los  hechos  los  siguientes:  «Primero.  Beaultado  pro- 
abado:  que  en  la  tarde  del  día  trece  de  Julio  del  aOo 
■mil  novecientos  dos  en  momentos  en  que  se  encon- 
«traba  Amado  Quintana,  natural  de  EspaBa,  preparan- 
ido  tin  refresco  detrás  del  mostrador  del  café  situado 
>en  la  calzada  de  Ban  lázaro,  número  doscientos  vein- 
ttiocho,  esquina  ¿  Manriqne,  que  era  de  sa  propiedad, 
«penetró  en  dicho  café  un  moreno  desconocido  pre- 
■tendiendo  qde  le  vendieían  un  centavo  de  nieve  y 
*como  Quintana  le  contestara  que  no  podia  venderle 
■menos  de  cinco  cent&vos,  lo  llamó  el  moreno,  gallego 
■abusador  y  después  de  cruzarse  entre  ambos  algunas 
■palabras  ofensivas,  agarró  el  moreno  de  encima  del 
•mostrador  nn  vaso  de  cristal  y  saliendo  rápidamente 
■para  la  calle  se  lo  arrojó  á  Quintana,  alcanzando  con 
>él  á  la  esposa  de  éste,  Adela  Ferreria,  que  estaba 
■sentada  en  una  mesa,  sin  que  le  causara  daño  y  rom- 
■piéndose  después  contra  el  suelo  dicho  vaso.  Be- 
zudo. Resultando  probado;  que  el  moreno  desco- 
■nocido  en  que  se  hace  referencia  en  el  Resultando 
■anterior  desapareció  inmediatamente  del  lugar  de  loa 
•sucesos  j  en  el  mismo  momento  se  presentaron  en  el 
■establecimiento  en  qne  ne  encontraba  Qnintana  los 
•procesados  Cristóbal  Vieta  Yaldés  (a)  aToto»  y  RL- 
•cardo  Rniz  Valdés  (a)  «Tata*,  preguntando  en  son 
•de  querella  á  Quintana  que  qué  habia  ocurrido  y  co- 
ime éste   lea    explicara   lo  sucedido,  lo   insultaron, 

■llamándolo  gallego   sucio,    siuvei^üeuza  y , 

•sacando  en  seguida  cada  uno  de  ellos  un  revólver  v 
•amenazando  con  ellos  desde  la»  dos  puertas  del  café. 
•Quintana  al  verse  asi  amenazado,  salió  de  detrás  del 
■mostrador  con  el  cuchillo  de  cortar  pifias  y  limones 
■que  teiifa  en  la  mano,  recibiendo  en  ese  mismo  mo- 
■mento  una  herida  cerca  de  ia  ingle  producida  por  nn 
•disparo  que  le  hizo  Vieta  con  su  revólver.  Vieta  y 
"Ruiz  corrieron  entonces  por  la  calle  de  Manrique  con 
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■dirección  &  la  playa  y  QaÍDtana  á  pesar  de  eacon- 
■trarae  herido  siguió  tiua  ellos,  recibiendo  en  la  carre- 
ura  otro  disparo  de  Vieta  que  no  le  alcanza.  Tercero. 
nResultando  probado:  que  apenas  hizo  Vieta  eete  se- 
igundo  disparo,  tropezó  v  cayó  al  auelo,  cayendo  tam- 
vbién  sobre  él  Amado  Quintana,  luchando  entonces 
ulos  dort,  cada  ano  con  el  arma  que  poitaba,  pero  sin 
"hacer  Vieta  nuevos  disparos,  en  cuyos  momentos  el 
uutro  procesado  Ricardo  Ruiz  hizo  dos  disparos  conse* 
•cativos  con  sn  revólver  contra  Quintana,  hiriéndolo 
■con  uno  de  ellos  en  la  región  lumbar  é  hiriendo  asi- 
■mismo  á  Vieta  con  el  otro  en  el  antebrazo  izquierdo. 
«Cuarto.  Resultando  probado:  que  las  heridas  qae 
urecibíó  Amado  Quiotana  producidas  por  el  primer 
ndisparo  que  le  hizo  Vieta  y  por  uno  de  loa  dos  dis- 
iparos de  Ruiz,  situadas  uua  e<i  la  parte  superior  del 
«muslo  izquierdo  y  la  otra  en  la  regióo  lumbar,  asi 
»como  otra  herida  contusu  que  recibió  en  la  mano  de- 
•recha  y  que  no  ha  podido  justificarse  coran  le  fué 
■producida,  sanaron  en  un  periodo  de  cuarenta  dfas, 
•durante  lo  cuales  necenitó  asistencia  médica  y  estuvo 
•impedido  de  trabajar,  sin  que  )e  quedara  como  con- 
•secuencia  de  ellas  deformidad  fínica  ui  imperfección. 
«Quinto.  Resultando  probado:  que  de  la  herida  que 
•recibió  Vieta  eu  el  antebrazo  izquierdo  por  conse- 
•cuencia  del  otro  disparo  que  contra  Quintana  din- 
«gíó  Ruiz  caando  aquellos  dos  estaban  en  el  suelo, 
•sanó  en  un  periodo  de  nueve  días,  con  asistencia  mo- 
rdica sin  quedarle  deformidad  ni  defecto  físico,  y  de 
•la  fractura  de  los  huecos  del  mismo  antebrazo  que 
■sufrió  como  consecuencia  de  sn  calda,  sanó  en  ochen- 
'ta  y  cinco  dias  con  necesidad  de  asistencia  médica  é 
•impedimento  para  el  tral'ajo,  sin  que  tampoco  le  qne- 
>dara  deformidad  ni  imperfección.  Sexto.  ResultftD- 
'do  probado:  que  además  de  las  heridas  que  snfrió  el 
•procesado  Vieta,  por  consecuencia  d»  uno  de  los  dis- 
iparos hechos  por  Ruiz  y  de  su  caída,  recibió  varias 
«heridas  ocasionadas  por  Quint»na,  con  su  cuchillo 
•cuando  lucbabau  en  el  suelo,  de  las  que  sanó  en  un 
■período  de  nueve  dias,  sin  quedaile  deformidad  ni 
•imperfección». 

EtESOLUOIÓN'  becukrida: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  calificaD 
los  hechos  probados,  ejecutados  por  el  recurrente 
l^ieta,  como  constitutivos  de  dos  delitos  conexos  de 
jisparo  do  arma  de  fuego  y  lesiones  graves,  de  los 
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coales  es  aator  dicho  procesado  sin  circunstancíaB 
apreclHbles,  y  conforme  k  lo  diepueato  eo  el  artfcalo 
ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  se  le  condena  &  la 
peua  de  tres  aSos,  cuatro  mesea  y  ocho  días  de  pri- 
sión cuiTc^ccional  y  sos  accesorias;  á  indemnizar  á 
Amado  Quintana  en  la  cantidad  de  setenta  y  cinco 
pesos  oro.  sufriendo  en  defecto  de  pago  la  prisión  snb- 
BÍdiaria  cor  íes  pon  di  ente  y  al  pago  dp  lu.  mitad  de  laa 
costas;  imponiéndose  otras  condenas  k  Kniz  Valdés. 

Fundamentos  del  recurso  de  casacióm: 

Resultando  rtne  contra  est»  sentenda  interpuso 
Cristóbal  Vieta  el  presente  recarso  autoriz.vIo  por  el 
n6mero  primero  del  articulo  ochocientos  <;uarentft  y 
naeve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  sus 
casos  primero  y  seguQ<<o,  citando  como  infringidos  el 
articulo  primero  y  el  octavo  en  su  número  cuarto  del 
Código  Penal,  y  por  aplicación  indebida  el  cua- 
trocientos veinte  y  uno  y  el  cuatrocientos  vein- 
te y  nueve,  caso  cuarto  del  mismo  Código,  por 
cnanto  los  hechos  probados  no  constituyen  delito 
por  no  haber  sido  ejecutados  libre  y  voluntariamente 
sino  con  todos  los  requisitos  de  las  circuutanciits  exi- 
mentes de  la  propia  defensa,  ya  que  según  aparece  de 
dichos  hechos,  el  que  hizo  agresión  ile^ttma  fué  Quin- 
tana contra  el  recurrente  al  partir  sobre  éste  empu- 
ñando nn  piichillo,  por  lo  que  el  último  tuvo  que 
defenderse  disparándole,  que  era  un  medio  racional, 
y  sin  qne  él,  Vieta,  le  acometiera  ni  le  provocara  por 
el  solo  hecho  de  injuriarle  y  amenazarle  cttn  no  re- 
vólver, pues  tales  acto8  no  constituyen  verdadera 
f^resión  Ultima  por  an  parte,  no  constando  que  pa- 
rara 6  int«ntara  pasar  á  causar  algún  daQo. 

Kesnltando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente  en  este  Tribunal,  en  el  trámite  corres- 
pondiente alegó  en  amplt^ón  im  nnevo  motivo,  au- 
torizado por  el  número  sexto  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  !a  Ley  procesal  por  habei-se  in- 
fringido en  la  sentencia  el  artículo  ochenta  y  ocho 
del  Código  Penal,  al  imponerse  n,  Vieta  el  grado  má- 
ximo de  )a  pena  señalada  al  delito  más  grave  de  los 
qne  se  estima  qne  cometió,  pues  aunque  por  la  letra 
de  dicho  artículo  prirec«  que  debe  entenderse  asi,  no 
es  de  aplicarse  de  ese  modo,  atendida  la  razón  de  ser 
del  mismo  artículo,  que  fué  la  de  imponer  menos 
pena  al  qne  cometiera  con  una  sola  acción  é  intención 
criminal  dosdelíttis. 
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,  ResnltaaQo  que  sustanciado  el  recurso  en  debida 
forma  se  celebró  la  vi&ta  pública,  en  la  qae  la  defen- 
sa del  procesado  sostuvo  la  procedencia  de  aquél  y  el 
Ministerio  Fiscal  la  impugnó. 

Dbcibióit  del  brccrso: 

Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gastón. 

Coneidera.ndo  que  de  los  hechos  que  se  declaran 
pi-obados  en  la,  sentencia  recurrida,  uo  se  deduce  en 
manera  alguna  que  el  recurrente  Crítitóbal  Vieta  si 
disparar  su  revólver  contra  Amado  Quintana  y  he- 
rirlo, obrara  en  defensa  de  su  persona  con  los  requisi- 
tos necesarios  para  eximirle  de  responsabilidad  como 
alega  eu  su  recurso,  pues  por  el  contrario,  claramente 
aparece  que  Vieta  en  unión  del  otro  procesado  se  pre- 
sentaron en  son  de  querella  en  la  casa  de  Quintana  á 
consecuencia  de  la  cuestión  que  éste  habia  tenido  mo- 
mentos antea  con  un  desconocido  y  después  de  insul- 
tarte é  injuriarle  le  amenazaron  con  loc^  revolverá  que 
llevaban,  disparándole  Vieta  el  tiro  con  que  le  causó 
la  lesión  en  los  momentos  en  que  Quintana  intentaba 
repeler  la  verdadera  agresión  que  con  aquellos  actos 
se  le  hacia,  y  estos  hechos  por  si  solos  evidencian  la 
culpabilidad  del  recurrente,  según  ha  sido  apreciada 
en  la  sentencia,  en  la  cual,  por  consiguiente,  no  se 
han  infringido  loa  artículos  del  Código  Penal  que  ae 
citan  en  el  recurso,  ni  se  ha  cometido  el  error  de  de- 
recho en  que  se  fund». 

Considerando  respecto  al  motivo  agregado  en  am- 
pliación del  recurso  que,  según  lo  dispuesto  en  el 
articulo  ochenta  ocho  del  Código  Penal,  eu  el  naso  de 
que  un  solo  hecho  constituya  dos  ó  má.H  delitos,  ó 
cuando  uno  de  ellos  sea  medio  necesario  para  cometer 
el  otro  debe  imponerse  solo  la  pena  correspondiente 
al  delito  más  grave  en  el  grado  máximo;  y  hallándose 
en  esas  condiciones  los  delitos  de  disparo  y  lesiones 
ejecutados  por  el  recurrente  ea  ineludible  la  aplica- 
ción de  dicho  precepto,  aún  cuando  de  ello  resultara 
mayor  perjuicio  para  aquél  que  si  ae  le  impusieran 
con  separación  las  penas  correspondientes  á  ambos 
detitos,  pues  el  texto  claro  y  terminante  de  la  dispo- 
sición no  permite  hacer  distinciones  en  ningún  caso; 
no  habiendo  por  tanto  incurrido  Ja  Sala  sentenciadora 
en  el  error  de  derecho  que  se  supone  cometido. 

Considerando  que  por  lo  expuesto  procede  decla- 
rar sin  lugar  el  recurso,  imponiendo  lae  costas  al  re- 
currente. 
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Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramoB  uo 
haber  lagar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
Ley,  inGerpuestiO  por  Cristóbal  Vieta  Valdés  en  la 
causa  de  referencia,  con  las  costas  ív  ftu  cargo. 

Asi  por  'ísta  nue«tra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos — José  Antonio  Pichardo, — 
Luis  Gastón.— José  Cabarrocafi  Horta. — Carlos  Ee- 
vill».— José  M.  Gispert. 


M  167,  — Sent.  71.-18  de  líayo.— Perinrio.  C  Gac.  Fe- 
brero 18,  1904. ) 

DOCTRINA:  Comete  el  delito  de  perjurio 
qaien  atirma  bajo  juramento  que  nunca  ha  sido 
condenado  por  delito  ni  pur  l'allii.  habiéndolo 
sido  por  esto  último,  aunque  esa  a ñrm acidia  no 
sea  de  estricta  neceBÍdad  si  ella  puede  conporar  al- 
fxito  de  las  pretensiones  del  deponente. 

En  la  Cindad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio 
Fiscal  f  n  la  cauíia  seguida  ante  la  Sección  primer  •  de 
la  Sata  de  lo  Criminal  de  la  Auilicncia  de  la  Habana 
«ontra  Manuel  Mayor  Toribio,  empltiailo  cesante,  ve- 
cino de  esta  ciudad,  por  el  delito  de  perjurio. 

Hkchos  pbobados: 

Kesnltando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  diez  y  nueve  de  Febrero  último,  ae  consignan 
los  he  -hos  en  la  forma  siguiente:  «Primero:  Resnltan- 
■do  probado,  que  el  procesado  Manuel  Mayor  Toribio 
■pretendiendo  ingresar  en  el  Cuerpo  de  Policía  Mnni* 
•cipal  de  esta  ciudad,  presentó  en  treinta  de  Octubre 
■de  mil  novecientos  dos  declarador,  jurada  ante  el  Ne- 
ctario Publico  Gonzalo  Pedrosoen  la  que  hizo  constar 
>de  au  piiQo  y  letra  conteutando  &  la  pregunta  número 
■doce  de  la  correspondiente  planilla  impresa  que  dice: 
■¿Hasidii  Vd.  condenado  alguna  vez  por  delito  contra 
■las  leyes  de  esta  ciudad  ó  de  este  país  ó  de  otra  ciu- 
■dod  ó  de  otro  país?  En  caso  afirmativo  exprese  la  fe- 
Bcha  y  clase  de  delito,  apareciendo  en  esta  tachada  la 
■palabra  «delitoii  y  puesta  entre  reugloues  con  letra  de 
■pluma  la  palabra  «falta»  sin  que  resnlte  haber  sido 
isalvada  al  final  esta  enmienda;  ü  cuya  pregunta  con- 
«testó:  nunca  he  sido  condenado  ni  proc^Mdo  por  falta 
»ni  por  delito. — Segundo  Resultando  pro1>ado,  que  el 
«referido  Manuel  Mayor  Toribio  fué  condenado  á  diez 
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•peaos  de  mnlta  por  maltrato  de  obra,  ingresando  et 
sVivac  en  veinte  y  nueve  de  Octubre  de  mil  ochocii 
»tj}¡i  noventa  y  naeve  &  disposición  de  la  Corte  de  ] 
vlicia.a 

Bb80LUCi6n  recubrida: 

ReutiltarTido  que  la  Audiencia  estimando  que 
hechos  expuestos  no  bou  coustitutivo»  de  delito  abs 
vio  al  procesado,  declarando  de  oficio  las  costas  ci 
Bsdas.  ' 

FUNDAMRNTOB  DEL  RBCUBSO  DE  CASACl&N: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  iuterpust 
Ministerio  Fiscal  el  presente  rec-urso autorizado  poi 
pTimerodel  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y 
número  segundo  del  ocliocieutos  cuarenta  y  nueve 
la  Ley  de  Eojuiciamiento  Crimina!,  citando  como 
fringidos  el  námero  primero  del  articulo  primen 
número  tercero  del  artfcalo  segundo  de  laorden  ci< 
to  diez  y  seis  de  mil  uovecientoi  por  no  haberse  aj 
cado,  á  pesar  de  que  (os  hechos  que  se  declaran  p 
hados  constituyen  el  delito  de  perjuiio  que  prev< 
castiga  dicha  orden,  puesto  qne  B^úuaqueIlo<í  hecl 
el  procesado  faltó  deliberadamente  á  la  verdad,  d 
pnés  de  prestar  el  juramento  que  la  ley  le  exigía, 
cual  siempre  es  coustitutivo  de  dicho  delito,  auD( 
no  fuera  contestando  concretamente  á  la  pregunta  f 
matada. 

Resuultando  que  admitido  el  recurso,  t^e  ha  t 
mitado  debidamente  en  este  Tribunal,  celebránd 
la  vista  pública  con  asistencia  solo  del  Ministerio  I 
cal,  recurrente,  que  sostnvo  la  procedencia  de  aqu 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón 
Gastón. 

Considerando  que  el  delito  de  perjurio  definidí 
penado  en  la  Orden  númei'o  ciento  die»  y  seis  de  ) 
novecientos,  lo  comete  el  que  deliberadamente  afir 
ser  cierto  un  hecho  <\ue  salces  falso,  después  del 
ber  prestado  jui^mento.  ft  obligación  en  otra  for 
de  testificar,  declarar,  deponer  6  certificar  ia  verdi 
ante  funcionario  competente,  en  los  ca.sos  en  que  ] 
ministerio  de  la  ley  deba  itrestai'se  tal  jurament( 
obligación;  debiendo  entenderse  que  se  incurre  en 
delincuencia  por  toda  allrmacióu  falsa  que  en  esas  c< 
dicioues  se  haga  y  sea  de  importancia  y  trascenden 
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jdbibpbddenci'a  PEHÁU  183 

para  el  efecto  que  la  declaración  jarada  baya  de  pro- 
ducir. 

CoDsideraQdo  que  habnbiendo  declarado  el  proce- 
sado Mayor  bajo  el  juramento  que  la  ley  exige  &  los 
(l>ie  como  él  pretieudia  ingresar  en  el  Cuerpo  de  Policía 
que  nunca  hiibia  sido  condenado  por  falta  ni  por  deli- 
to, siendo  aai  que  lo  babia  HÍdo  con  anterioridad  por 
uua  falta,  ea  indudable  que  afirmó  conBcíente  y  deli- 
beradamente bajo  la  fé  del  juramento  que  debía  pres- 
tar y  prestó,  ua  hecho  falso  que  habría  de  influir  de 
modo  importante  para  el  objeto  á  que  el  juramento  ae 
dirigía,  cual  era  la  esiflteiida  de  un  antecedente  de 
conducta  que  le  perjudicaba  y.-  que  podia  impedir  su 
admisión  en  el  Cuerpo  de  Policía;  y  al  obrar  iisi,  auu 
cuando  el  modelo  de  las  declaraciones  que  deben  pres- 
tarse en  esos  casos,  según  la  orden  respectiva,  no  con- 
tenga el  extremo  ieferent«  á  la  condena  por  falta,  y 
ya  contestara  á  él  voluntariamente  ya  por  exigírselo 
otraa  disposiciones,  como  ae  deduce  de  los  hechos  pro- 
bados, es  lo  cierto  que  realizó  los  actos  que  constitti- 
yPD  el  expresado  delito  de  perjurio. 

.  Considerando  que  al  no  ajuntarse  &  est«  criterio 
la  Sala  sfntenciadoia,  y  estimar  que  los  hechos  proba- 
dos no  3"n  constitutivos  de  delito,  ha  infringido  la  ci- 
tada Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecien- 
tos, incurriendo  en  el  error  de  derecho  en  que  se  funda 
el  recurso  y  haciendo  por  tanto  procedente  la  casación 
de  la  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos 
baber  logar  a!  reinrso  de  casación  por  infmcción  de 
ley,  intorpuesto  por  el  Minieteno  Fiscal  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  la  causa  de  referencia,  la  cual  sen- 
tencia casam<M  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio. 
Comuuíqueeeeto.  Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo 
pronunciamos,  mundamos  y  ñriijamos. — José  Antonio 
Pichardo.-  -Luis  Gastón.— José  Cabarrocae  Horta. — 
Ambrosio  R.  Morales.  José  M^  Gispert. 
Ssgnilda  sentencia. — JSnla  mi»ma  facha  dictó  el  Tribunal 

nueva  seiiieneia  en  la  forma  ripíenle: 

Reaultaudo  que  dando  por  reproducidoB  los  Re- 
Bultandoa  de  dicha  sentencia  casada  y 

Considerando  que  los  hechos  declarados  probados 
constituyen  un  delito  de  perjurio  definido  y  penado  en 
los  artículos  primero  y  tercero  de  la  Orden  número 
ciento  die¿  y  seis  de  mil  novecientos,  puesto  que  al 
consignar  el  procesado  en  la  declaración  que  presentó, 
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bajo  fil  juramento  que  para  e)  caso  exige  la  1 
nunca  liibia  sido  comlenado  poi-  falta,  liabién 
do  con  anterioridad,  afirmó  deliberadamente 
fe  del  juramento  que  tnvo  que  prestar,  uu  het 
sabia  era  falso  y  que  habla  de  iiiHuir  para  los 
de  6U  declaración,  realizando  asi  los  actos  consti 
de  dicho  delito. 

Considerando  que  de  éale  es  criminalmen 
pousable  como  autor  el  procesado  Manuel  Ma; 
ribio  por  hal>erlo  ejecutado  pt-rsonalmeote. 

Cousiderando  que  en  atención  á  las  circí 
cias  del  caso  procede  imponer  al  culpable  el  gri 
DÍmo  de  la  peua  señalada  al  delito,  debiendo  i 
condenársele  como  responsable  del  mismo  al  ] 
las  costas. 

Vistos  eto. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  conder 
Manuel  Mayor  Toribio  como  ant>r  de  un  delito 
jurjo,  á  la  pena  de  un  afio  de  prisión  y  al  pagí 
cosías,  debiendo  abonárselo  todo  el  tiempo  de 
preventiva  que  hubiere  sufrido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  la  prouimi 
nuindamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piclu 
Luis  Gastón. — José  Cabarroeas  Horta. — Auibr 
Morales.  —José  M^  Gispert 


lof.  ley.— Sent.  72.— 25  de  Mayo. -Despoblado. 

'  Ftbrtro  ¡s,  1W4. ) 

.  DOCTRINA:  Para  estimar  La  circu 
agravante  ilc  despulilaHo  no  cenccesai 
delincuente  liaj-a  eBC">!Ído  de  prupóaito 
pnra  cometer  el'delit»  sino  que  es  bastn 
pueda  dEdticirse  de  Ins  hechuí  probado 
aprovechó  de  dk-ha  circuniitaticia. 

Eu  la  ciuda  de  la  Haban.  á  veint«  y  cinco 
yo  de  mil  novecieutos  tres;  visto  el  reeui-ao  ( 
ci6n  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  pr 
Romualdo  Yívxquez  López  (a)  «Malo",  vecino 
cagua.  empleado,  contra  sentencia  dictada  poi 
diencia  de  Matanzas,  el  veinte  de  Diciembrt 
novecientos  dos,  en  can.^a  que  se  instruyó  en 
gado  de  Colón  p.i  el  delito  de  asesinato. 

HkCKOS  fHOBADOS: 

Resultando  que  en  la  sentencia  que  es  ni 
este  recurso  se  consigna  los  hechos  probadc 
continuación  literalmente  se  transcriben:     «P 
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■Resultando  probado,  que  teniendo  noti'íias  Romusl- 
>do  Vázqnez  López  (a)' Malo,  de  constitación  robusta, 
*de  qae  su  concubina  Andrea  Ruiz  cou  quien  babfa  vi- 
«vido  vanos  aflos,  sostenía  relaciones  también  con  Ro- 
■gelio  Carabeo  y  Carballo,  hermano  de  la  otra  concnbí- 
•na  qne  tenia  VAzqnez,  resolvió  íate  abandonar  & 
■aquélla,  envi&ndola  á  casa  de  sus  padres,  y  cinco  6 
■seis  dfae  deapué-',  ó  sea  el  diez  y  ocho  <le  Agor^to  ál- 
>timo  tnvo  conocimiento  por  el  mismo  Rogelio  de  qne 
■en  la  mañana  de  eee  día  habia  estado  babtan<io  largo 
■rato  con  Andrea  cerca  de  la  casa  de  Simón  Rodríguez, 
>por  todo  lo  cual,  sabiendo  Vázquez  que  Carabeo  en  la 
•tarde  del  propio  día  diez  y  onho  de  Agosto  iba  á  un 
ivriorio  á  una  casa  de  un  vecino  de  la  fioca  Santa  Ri- 
■ta,  esperó  4  que  saliera  &  pié  de  la  Macagua  cerca  del 
■paradero  del  Ferrocarril  donde  ambos  vivian  y  don- 
ada habían  comido  junto  en  casa  de  la  hermana  de 
•Garubeo  y  concubina  de  Vázquez  y  poco  después  como 
■á  las  cinco  y  media  de  la  tarde  salió  armado  de  un 
■machete  y  montado  en  un  caballo  que  aqnetla  maña- 
>na  le  habia  prestado  don  Manuel  Fors,  por  el  mismo 
■camino  que  habla  seguido  Rogelio,  atcanz<indo  y  sin 
•saber  lo  que  entre  ello»  mediara,  en  unas  maniguas 
•lugar  despobliido,  que  se  encuentra  como  unas  cuatro- 
•dentaa  varas  de  donde  schallael  trasboiflador  decafia 
•del  ingenio  Santa  Rita  y  como  á  cinco  kilómetros  de 
■donde  halan  salido,  le  dio  muerte  asestándole  tres 
■machetazos  en  la  cabeza  dejándolo  cadáver,  encon- 
■trándose  all!  cinco  díai  después,  ó  sea  el  veinte  y 
■tres  del  propio  mes  de  Agosto  el  esquelo  con  ropa, 
■zapatos  y  cinto  que  llevaba  por  haber  destruido  el 
•cuerpo  las  auras.  Segundo:  Resultando  probado, 
■qtie  las  heridas  que  presentaba  el  cráneo  de  Rogelio 
•Carabeo  son  cortantes  contundentes,  hechas  por  un 
■brazo  vigoroso  con  armas  como  el  machete,  estando 
•el  agresor  en  un  plano  superior  a!  agrediito,  dirigi- 
•dag  de  delante  á  trás,  de  dercha  á  izquierda,  de  den- 
■b-o  afuera,  situadas,  una  en  la  región  frontal  de 
■anos  dos  centímetros  de  extensión,  cortadla  á  bisel 
■á  extensa  de  la  lámina  externa  de!  frontal  y  á  unos 
cuatro  centímetros  por  debiijo  de  la  sutura  bi-panetal, 
interesando  dicha  lámina  ha^ta  el  diplor:  otra  situada 
en  la  propia  región,  de  unos  cinco  centímetros  de  es- 
tensión,  casi  paralela  á  la  primera,  cortada  á  bisela 
expensas  de  la  lámina  externa  del  frontal,  terminan- 
•do  BU  extremidad  posterior  en  la  sutura  frontal-pa- 
■ríetal  4  un  centímetro  á  la  derecha  de  la  sutura  sagi- 
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■tal,  interesando  la  lámina  externa,  el  diploe  y  lámi- 
BQa  interu»  del  frental  y  probablvmeato  las  meníngeas 
"Cerabraltjrí;  y  otra,  en  la  región  fronbo- parietal  iz- 
«quierda  de  uuo3  diez  ceutímelros  du  exteiisiúu,  ea- 
»taiido  situada  su  extrein'tWl  anterior  que  69  ináa  an- 
»cha  á  dos  centímetros  por  delante  de  la  Hutura  fron- 
nto-parietal  y  á  cuatro  ce.utimentro  á  la  izquierda  de  'A 
»9utura  l>i-parietal,  siguiendo  hacia  alr^  una  dirección 
oeoéi  paralela  á  dicb%  sutura,  yeudo  á  terminar  en 
"una  secüióu  ca>ii  lineal  á  unos  siete  centimeti-os  hacia 
ofuem  &  la  izíjuieixla  del  agujero  parietal  l/x]uierdo, 
■hecha  á  bisel  á  expensa  de  la  lá,niiua  exterior  del  pa- 
orietal,  siendo  su  extremidad  anterior  mea  a.  ta.que  la 
«posterior,  encontrándose  fracturado  el  borde  externo 
»en  ambas  extremidades  é  interesando  la  lámina  exte- 
flterior  del  parietal,  la  media  y  la  inti-rna,  seccionan- 
odo  en  ésta  el  áureo  anterior  y  posterior  del  paiietal 
■donde  se  aloja  la  arteria  meníngea  media  cou  sus  di- 
Dvisiones,  debiendo  interesar  á  su  vez  las  meuiugeaa 
nevausales  y  ma»a  encefálica;  deduciéndose  de  estas 
•heiidas  que  la  hemorragia  produdda  por  la  sección 
xde  la  meníngea  media,  comprímese  la  masa  encefáica 
■y  produjose  unido  á  la  conmoción  del  golpe  principal 
ula  caída  r  muerte  de  Rogelio  Catabeo. 

Bbsoldción  RRCL'RRIDA: 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  calificó  estos 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio, 
definido  y  penado  eu  el  articulo  ciento  diez  y  seis  del 
Código  Penal,  del  cual  estimó  responsable  en  concepto 
de  autor  al  procesado,  con  la  concurrencia  en  la  ejecn- 
ciÓD  del  delito,  de  la  circunstancia  agravante  de  haber- 
se cometido  el  hecho  en  lugar  despoblado,  y  lo  condenó 
en  la  pena  de  diez  y  siete  aiios,  cuatro  meses  y  na  día 
de  reclusión  temporal,  con  las  accesorias  de  iohabilr- 
tación  absoluta  temporal  en  su  extensión  y  snjecióu 
á  la  vigilancia  de  la  Autoridad,  durante  el  tiempo  de 
la  condena  y  otro  tanto  más  que  empezará  á  contarse 
desde  el  eumplimiouto  de  aquélla;  á  indemnizar  cinco 
mil  pesetas  á  los  herederos  de  Kogelio  Carabeo  y  al 
pago  de  las  costas. 

Fdndamentos  dkl  RErcRso  iiE  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación de  Vázquez  López,  rcoui'so  de  casación 
por  infracción  de  ley,  alegando  dos  motivos  de  los  cua- 
les solo  fué  admitido  uno  autorizado  por  el  caso  quin- 
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feo  del  artiíealo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  áe  la  ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  el  que  se  eita  como  ley 
infringida  el  n¿mei-o  diez  y  seis  det  articnlo  diez  del 
Código  PeDalí  en  bl  coueepto  de  qne  do  ha  debido  apre- 
ciarse en  el  delibo  la  concurrencia  de  la  circunstancia 
agravante  de  despoblado  por  no  constar  probado  que 
éste  se  haya  bastado  de  propósito. 

Besultando  que  personado  el  recurrente  ante  este 
Tribunal  Supremo  y  sustanciado  el  recurso,  se  celebró 
la  vista  pública  con  asistencia  del  Leti'ado  defensor  del 
procesado  que  sostuvo  el  motivo  antes  expuesto  y  del 
Ministererio  Fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisión  dei.  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mora- 
les. 

Considerando  que  el  ünico  motivo  del  recurso  se 
luuda  en  que  no  ha  debido  apreciarse  la  circunstan- 
cia diez  y  seis  del  articulo  diez  del  Código  Penal,  por 
no  constar  probado  que  el  despoblado  fuera  bascado 
de  propósito. 

Considerando  que  para  que  pueda  estimarse  la 
expresada  circunstMicia,  no  es  necesario  que  coñete 
especialmente  que  el  despoblado  fuera  buscado  dp  pro- 
pósito, sino  que  basta  que  ésto  pueda  deducirse  de  los 
actos  del  delincuente,  ó  resulte  que  éste  aprovechó  ó 
utilizó  dicha  circunstancia;  y  si  de  las  hechos  declara- 
dos aparece  que  el  procesado  y  Carabeo  comieron  jun- 
tos en  la  tarde  diez  y  ocho  de  Agosto  áltimo,  y,  que 
con  conocimiento  el  primero  de  que  el  segundóse  diri- 
gía esa  misma  tarden  la  finca  Santa  Biu,  esperó  á  que 
saliera  en  esta  dirección,  y  así  que  lo  hizo  A  pié,  salió 
despnés  tras  él  &  caballo  y  alcanzándolo  en  el  lugar 
despoblado  que  di-scribe  la  sentencia,  le  causó  la  muer 
te  oon  el  machete  que  portal>a,  sitio  en  que  fué  encon- 
trado el  cadáver  á  los  cinco  dias,  es  de  todo  pnuto  cla- 
ro que  intencioaadameute  buscó  y  aprovechó  el  referí- 
do  lugar  para  cometer  con  mayor  facilidad  el  delito  y 
lograr,  á  ser  posible,  la  impunidad:  y,  por  consiguien- 
te, al  estimar  como  estimó  el  Tribunal  aguóla  circuns- 
tancia mencionHda,  no  incurrió  en  el  error  de  derecho 
é  infracción  de  ley  que  por  el   recurso   se  la  atríbnye. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede declarar  sin  logar  el  presente  recurso  y  en  cbser- 
vanota  á  lo  que  dispone  el  articulo  cuarenta  de  la  Or- 
den námero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  imponer  las  costas  al  recurrente. 
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abemos  declarar  y  declai 
so  de  caRación  que  por  ii 
>roceeado  Romnaldo  \&t 
•  ta  sentencia  dictada  po 
s  el  veinte  de  Diciembre 
;o  del  recuiTente. 
c.  Asi  por  esta  naestra  sen 
lamos  y  firmamos  — José 
ast6a. — José  Cabarrocae 
lies. — José  M?  Oispert. 


8  de  Uayo.— Violación.  ( 


delito   en  grado   de   frustrai 

:  la  Habana  á  veinte  y 
tutos  tres:  en  el  recurso 
le  ley,  que  pende  ante  est 
n  la  sentencia  dictada  pe 

con  fecha  diez  de  Marzt 
ute  del   Juzgado  de   Im 

entre  partea,  de  la  una  < 
5tr»,  como  procesado  por " 
...  sin  ocupación,  vecino  < 

dicha  sentencia  descanf 
o  contenido  en  el  sigulenl 


)bado  que  entre  siete  y  o< 
Agosto  del  año  próximo 

■ ,  de  un-^  ci 

a  las  calles  del  poblado  d< 

lado conocido  p 

>le  un  dulce.  Atraída  la  m 

•  A ,quelacon( 

sa  montada  sobre  pilotas 
1  anelo,  le  levantó  el  ves 
ando  de  introducirle  el  r 
iftcar  por  la  desproporci" 
c  ambos,  logrando  solo  ro 
la  vulva  y 
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«tema  de  loe  moslos  con  aumento  marcado  en  !a  coto- 
«ración  de  los  grandes  labios,  dejando  en  éstos  un  de- 
■pósito  de  semen,  presentando  a  su  vez  el  procettado, 
>en  el  glande,  escoriaciones  en  ta  base  hacia  la  izquier- 
ida  y  hacia  art  iba». 

Resolución  kbcukuida: 

Resaltando  que  por  la  minioa  seutencia,  calificán- 
dose este  hecho  de  un  delito  de  violación  en  ^rado  de 
tentotiva,  y  do  de  frusti'acción  C4)ino  lo  calificó  el  Mi- 
nisterío  Fiscal  en  sus  conclusiones  definitivas,  ni  de 
abusos  deshonestos,  como  lo  apreció  la  defensa,  y  es- 
tíraándode  responsable  del  delito,  en  coucepto  de  au- 
tor, sin  niuguna  circunstancia  eximente  ni  niodiñca- 
tiva  dH  responsabilidad  criminal  al  procesado,  fué 
condenado  éste  eu  la  pena  de  cuatro  años  y  dos  meses 
de  prisión  correccional,  con  las  correspondientes  acce- 
sorias y  pago  de  costas,  a-!  como  al  de  la  suma  de  dos 
mil  peset'as,  por  via  de  indctmnización,  con  el  apremio 
penional  respectivo  en  ca-o  de  inaolveccia,  sirviéndole 
de  abono  para  el  cumplimiento  de  \e.  pena  principal 
todo  el  tiempo  de  prisión  provisional  que  hubiere  su- 
frido. 

FtJNDAMBNTOB  I  EL  BECURSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  este  falto  interpuso  el  Mi- 
nisterio Fiscal  el  preseutH  i-ecurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  alegando  que  está  autorizado  por  el 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  ndmei-o  tercero 
de  la  Ley  de  Kujuiciamiento  Criminal  y  que  se  ha  in- 
fringido el  artículo  tercero,  tercer  párrafo,  eu  relación 
con  el  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres,  caso 
tercero  del  párrafo  segundo,  del  Código  Penal,  por  su 
indebida  aplicación;  y  en  relación  con  el  mismo  ar- 
ticulo y  raso  filtímamente  citado,  el  párrafo  segundo 
del  mencionado  articulo  tercero,  y  el  articulo  sesenta 
y  cuatro  del  propio  Código,  ¡«r  no  haberse  aplicado; 
pues  que,  dados  los  hechos  que  se  declaran  probados, 
habiendo  realizado  el  culpable  todos  los  actos  de  eje- 
cución que  debían  producir  como  resultado  el  delito  y 
no  hab  ¿ndose  producido  por  causa  independiente  de 
BU  voluntad,  cual  es,  el  que  al  tratar  de  rejiüzar  la 
cópula,  no  pudo  el  pene  suyo,  en  razón  á  su  de>^pro- 
porción  con  la  vagiua  de  su  victima,  penetrar  en  di- 
cha vagina,  no  cabe  establecer,  romo  lo  hace  I»  sen- 
tencia, qne  el  delito  ej^cutildo  lo  haya  sido  en  grado 
de  t«ntativa,  sino  de  frustración. 
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ReeuttaQdo  que,  admihido  el  recurso  y  previos  tos 
demáa  trámites  legales,  se  celebró  la  vista  pública  res- 
pectiva en  qnioce  del  corriente  mes  con  asistencia  f>x- 
chisivamente  del  Ministerio  Fiscal,  que  sostuvo  en  el 
acto  la  procedenuia  de  aquél. 

Decisión  del  bkcurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  conforme  al  artículo  cnatro- 
cientos  ciucnenta  y  tres,  nfimero  tercero,  del  Código 
Penal,  se  comete  violación  yaciendo  con  mujer  menor 
de  doce  añoa  cumplidos,  y  que,  con  arralo  al  artículo 
tercero,  párrafo  seiínndo  del  mismo  Código,  hay  deli- 
to frustrado  cuando  el  culpable  practica  todos  los  ac- 
tos de  ejecución  que  deberían  producir  como  resultado 
el  delito  y,  sin  embargo,  no  lo  producen  por  causas' 
independientes  de  la  voluntad  del  agente. 

Considerando  que  en  el' caso  objeto  de  este  recur- 
so, segón  la  descripción  circunstanciada  que  de  él  se 
bace  en  el  Resultando  ti-anscripto  de  la  sentencia  re- 
currida,  es  evidente  que  el  procesado llevó 

á  cabo  todos  los  act^»  de  ejecución  que  debían  pioda- 
cir  como  resultado,  yacer  cou  la  menor,  de  unos  cinco 

aSos  de  edad :   no  habiendo   consumado 

este  propósito,  solo  por  una  causa  ajena  &  su  volun- 
tad, cual  fué,  la  desproporción  que  existia  entre  sus 
oíanos  geoita'es  y  los  de  la  victima;  y,  por  tanto, 
evidente  es  también  que  al  apreciar  la  Sala  senteucia- 
dora  el  hecho  criminoso  de  que  se  trata,  como  consti- 
tutivo de  mera  tentativa  de  violación,  en  vez  de  cali- 
ficarlo de  este  delito  en  grado  de  frustrado,  infringió 
los  citados  preceptos  legales  en  la  forma  expresada  en 
el  recurso,  oríginandi)  con  ello,  consiguientemente,  la 
castición  de  la  referida  sentencia: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  senten- 
cia dictada  en  diez  de  Marzo  próximo  pa?ado  por  la 
Audiencia  de  ^nta  Ciara  en  la  indicada  causa;  y,  en 
<ron secuencia,  casamos  y  anulamos  dicha  sentencia, 
con  las  costas  de  oficio.    Comuniqúese  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamoH  y  firmamos.  -—José  Antonio  Ficfaardo. — 
Luis  Gastóc— Jo5é  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  B. 
Morales. — José  M?  Oispert. 
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SegtUld&  SSntenda. — Enlamítma/echadiM  el   Tribunal 

nueva  tmiteiieia  en  la  siguiente  forma: 

1? — Dando  por  reproducidos  loa  Resultandos  de 
aquella  sentencia,  así  como  sos  Considerandos  segun- 
do, tercero  y  cuarto. 

IV — Considerando  que  loa  hechos  que  se  declaran 
probados  constituyen  el  delito  de  violación  en  grado 
de  frustrado,  previsto  y  peuado  en  loa  articiilos  cua- 
trocientos cincuenta  y  trea,  párrafo  primero  y  Segun- 
do, y  nfimero  tercero,  del  Código  Penal,  en  relación 
con  el  articulo  tercero,  párrafo  aeguudo,  y  el  sesenta 
y  cuatro  del  pi'opio  Código;  puesto  que  lo»  referidos, 
hechos  evidencian  que  el  agente  llevó  á  cabo  todos  los 
actos  de  ejecución  que  debían  producir  como  resulta- 
do yacer  con  una  menor,  de  unos  cinco  años  de  e^dad; 
no  habiendo  logrado  este  propósito,  solo  por  una  canea 
ajena  á  so  voluntad,  cual  fué,  la  desproporción  exis- 
tente entre  sns  órganos  genésii.-us  y  los  de  la  víctima. 

Víkíos  etc. 

Fallamos,    que  debemos  condenar   y  condenamos 

¿ ..por  un  d etilo  frustrado  de  violación,  sin 

circuuítancias  mod i li cativas  de  responnabilidad  crimi- 
nal, en  la  pena  de  ocfao  años  y  nn  dia  de  prisión  ma- 
yor, las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del 
derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena 
y  al  pago  de  la-<  costas;  y  por    /ía  de  responsnbilidad 

civd,  á  que  indemnice  á  la  perjudicad», , 

en  la  suma  de  dos  mil  peseta",  sin  que  haya  de  aufrir 
prisióu  subsidiaria  alguna  por  falta  de  pago  de  esta 
cantidad:  pero  ai  abonársele  en  la  pena  principal  im- 
puesta la  mitad  de  la  prisión  preventiva  que  hubiere 
sufrido.  Asi  por  ceta  nuestra  sentencia  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  finnamos.  ^Joíó  Antonio  Piehardo. 
— Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Hort*.— Ambrosio 
E.  Morales. — José  MV  Gispert. 


M  Iw.— Sent.  74.-28  de  UaTO.— Agresión.  C  Gae.  Fe- 
brero IS,  ]!)0i. ) 

líOCTBINA:  No  pui-dc  esiininrfe  ni  como 
eximerU' nioi.mo  atenuante  lí.  circunstancio  de 
defensa,  cumulo  el  acto  se  rcnliza  des|>u<?B  de  lia- 
'  her  cesado  1n  agresión  que  1»  motiva. 

En  Ift  ciudad  de  la  Habana,  &  veintiC  y  ocho  de 
Mayo  de  mil  novecieuto-i  tres:  visto  el  recurso  de  ca- 
sación por  iiifr.icoión  de  ley,  procedente  de  hi  Aiidinn- 
oia  de  la  Habana,   interpuesto   por  el  procci^ado  Juan 
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cia  y  Oarcia,  del  coronrcio,  domiciliado  en  esta  ca- 
,1,  contra  la  sentencia  dictada  en  diez  y  niiSve  de 
irero  último,  por  la  Secci6n  primera  de  la  Sala  de 
Mminal  de  la  mencíoncula  Aadiencia,  en  causa  se- 
la  de  oScio  en  el  Juzgado  del  £í)te  por  disparo  de 
la  de  fu^o: 

Resultando  que  en  la  referida  Benteucia  se  con- 
la  entre  otros  el  siguiente: 

:ho6  probados: 

■R«6ultaado  probado  que  el  veinte  y  ocho  de  Sep- 
mbre  de  mil  novecientos  dos  y  con  motivo  de  un 
gusto  de  palabras  que  por  causas  deRconocidas  tu- 
íFOD  en  la  callH  de  Lamparilla  cerca  d»  la  de  Agua- 
lO  en  esta  ciudad,  Hilaria  Medina  y  el  procesado 
»n  García  y  García,  el  primero  di6al  segundo  una 
'etada,  que  fué  contestada  por  éste  con  nn  empujón 
s  hizo  caer  á,  aquél  al  suelo,  más  levantándose  re- 
itinamente  y  viendo  que  García  sacaba  de  la  cin^ 
a  un  revólver  echó  á  correr,  en  cuyos  momentos 
reía  le  hizo  cim  un  revólver  un  disparo,  que  no  le 
isionó  daño  alguno,  sin  que  se  haya  demostrado 
e  la  uavaja  que  se  ocupó  el  veinte  y  cinco  de  Octu- 
t  del  mismo  año  en  el  tajado  de  la  casa  calle  de 
largura  nómeni  noventa,  fuera  arrojada  allí  por  el 
{dina,  ni  la  tuviera  en  su  poder  en  el  mumento  del 
ího.. 

iOLUClÓN  RECURRIDA: 

Resultando  que  calificándose  en  dicha  sentencia 
hechos  declarados  probados  como  constitutivos  de 
ilelito  de  disparo  de  arma  de  fuego,  con  la  conon- 
icia  de  la  circunstancia  atenuante  cuarta  del  ar- 
ilo  noveno  del  Código  Penal,  6  t^ea  la  de  haber 
3edido  inmediatamente  provocación  de  parte  del 
idido,  condenó  al  procesado  Juan  García  y  García 
a  pena  de  seis  meses  y  un  día  de  prisión  correccio- 
,  accesorias  y  costas,  con  abono  de  toda  la  provi- 
lal  sufrid». 

SDAMENTOS  DEI.  BECI'BSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  uontta  esa  sentencia  interpuso  la 
reseutación  del  procesado  el  presente  recurso  de 
ición  por  infraíjción  de  ley,    fundado  err  los  núme- 

tres  y  cinco  del  articulo  oehitcientos  cuarenta  y 
:ve  de  la  Ley  de  enjuiciamiento  Criminal,  citando 
10  infringido  en  el  fínico  motivo  del   recurso  que 
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al^l»,  el  artíonlo  ochenta  y  cinco  ea  relación  con  la 
circuaatancis  coarta  del  ootavo,  ambos  del  Código  Pe- 
nal, en  el  concepto  de  no  haberse  apreciado  eu  Ja  een- 
tencía  la  eximente  incompleta  del  citado  iiiimero  coar- 
to del  articulo  octavo,  determinada  por  la  concnrrencia 
en  el  hecho  de  la  agresión  ilegitima  de  parte  del  ofen- 
dido, consintente  eu  la  bofetada  que  dio  al  procesado 
y  la  lalta  de  provocación  de  parte  de  éste,  qne  en  an 
concepto  Be  desprenden  de  loB  hechos  declarados  pro- 
bados. 

Resultando  qne  admitido  el  recurso  y  snstauciado 
en  este  Supremo  Tríbanal,  se  celebró  la  vista  pública 
del  mismo  el  dia  seis  del  corriente  con  asistencia  de 
la  representación  y  defensa  del  recurrente  y  dul  Mi- 
nisterio Fiscal. 

Dsoistócr  niL  kecdbso: 

Sieudo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert. 

Considerando  que  si  bien  el  hecho  de  dar  un  in- 
dividuo á  otro  una  bofetada,  pnede  consistir  lo  mismo 
una  agresión  ilegitima  que  ana  ofensa  grave  ó  una 
provocación,  segón  las  circunstancias  en  qne  tal  hecho 
se  efectúa,  cuando  el  que  dió  la  bofetada  emprende 
inmediatamente  después  la  fuga,<  y  pei^eguido  por 
quien  la  recibió  le  dirige  éste  aunque  sin  herirle,  nn 
disparo  de  arma  de  fu€^,  es  indudable  que  el  qne  en 
tales  condiciones  realiza  esto  último,  do  puede  últi- 
mamente invocar  la  agresión  ilegitima  para  justificar 
la  legítima  defensa,  siquiera  sea  en  concepto  de  ate- 
nuante específica  ó  genérica,  porque  siendo  como  sou 
entre  si  correlativos  ambo4  conceptos  de  la  agresión  y 
la  defensa,  faltando  la  primera,  ya  por  no  haber  exis- 
tido ó  por  haber  cesado,  como  sucede  en  el  presente 
.  caso,  no  cabe  alegar  el  estado  de  defensa,  ui  ninguno 
de  sus  requisitos,  como  elemento  de  exculpación  6  ate- 
nuación de  la  responsabilidad  penal. 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  al  no  apreciar 
la  Sala  sentenciadora  en  ninglXn  concepto  la  circuns- 
tancia cuarta  del  articulo  octavo  del  Código  Penal,  no 
ha  incurrido  en  error  de  derecho,  ni  infringido  las  dis- 
posiciones legales  que  se  cittm  en  el  motivo  único  del 
recurso;  por  lo  que  debe  ser  éste  desestimado,  con  las 
costas  de  cargo  del  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  qne  por  infracción 
de  ley  interpuso  el  procesado  Juan  Oarcíji  y  García 
contra  la  sentencia  dictada  en  diez  y  nuevede  Febreio 
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por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  causa 
lad»,   con  las  coetas  de  cai^  de  la  parte  recu- 

Comaniquese  etc.  Asi  por  esta  nuestra  sen- 
I  pronunuiamos,  mandamoa  y  firmamos. — José 
>  Piohardir.^Luis  Oaptón.  José  Cabarroeas 
-Ambrosio  E.  Morales. — José  M?  Gispert. 


— Seat  75.— 28  de  Mayo.  — Eapto.  (Oae.  Febre- 

'8,  J904.} 

noCTKINA:  No  obsta  á  la  ca File aciíin  del 
delito  de  rapio  que  en  la  serteneia  oo  se  exprese  <i 
luKar  de  donde  íai  suítraida  con  su  anuencia  la 
menor  raptada,  siempre  que  tiparezca  claramente 
que  se  )e  sustrajo  poniénijola  lucra  del  alcance  de 
la  autoridad  y  vigilancia  de  bus  guardadores. 

Tampoco  obsta  á  este  delito  que  el  raptor  con 
anterioridad  al  rapto  hubiera  disfrutado  de  la  vir- 
ginidad de  la  raptiida. 

la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintiocho  de  Mayo 
lOvecieotoB  tres:  visto  el  recurso  dq  casación 
-aucióa   de   ley   procedente    de  la   Audiencia 

.,  interpuesto  por  el   procesado ,  de  ofi- 

[}uen>,  domiciliado  en  esta  ciudad,  contra  la 
a  ilictada  en  veinte  de  Febrero  último  por  la 
primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  dicba 
ja  en  causa  qae  se  le  siguió  en   el  Jui^^o  de 

:ión  de por  rapto. 

ulCando  que  en  la  referida  sentenoia  se  consig- 


PROBADOa: 

iniero.  Resultando  probado  qne  el  more- 
...  qne  llevaba  relaciones  amorosas  con  la  mo- 

mayor  lie  diez  y  Kiete   aflos    y    menor  de 

lasedujo,  llevándola  con   miras  deshonestas  y 

•  de  matrimonio  á  la  posada  el la   noche 

jtitrpa  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos, 
K>n»enti miento  de  la  menor.     Segundo  Renul- 

(robado:  que  la  referirla era  doncella  en 

po  que  comenzó  sns  relaciones  con  el  procesa- 
irdió  ron  el  mismo  su  virginidad  en  época  qne 
lodido  ger  determinada,  no  Iiabiendo  tenido 
interiormente,  telendo  de  vida  honesta.  Terce- 
ultíbudo:  que  el  Ministerio  Fiscal  en  sus  con- 
es  dcfuiitivas  calificó  los  hechos  como  consti- 
de  un  delito  de  rapto,  previsto  y  peniido  en  el 
)  cuatrocientos  sesenta  y  tres,  en  relución   con 
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■cuatrocientos  sesent»  y  cinco  del  Código  Penal,  nio^ 
udiücado  este  úHimo  por  la  Orden  doscientos  cincuea-. 
»ta  y  siete  de  mil  novecieatos  udo;  estimó  responsable  . 
■del  mismo,  en  concepto  de  autor  al  procesado;  no, 
Napr-eci6  circunstancias  modtGcativas  de  responsabíli' 
>dad  criminal  y  pidió  que  se  le  condenara  &,  la  pena  de 
■un  año,  oclio  meses  y  veintiún  días  de  prisión  correo-. 
■oional,  accesorias  del  arRicnlo  Eesenta  y  pago  de  las. 
»co3i*s,  sirviéndole  de  abono  la  prisión  preventiva  y 
■áqne  indemnizara  á  la  ofendida  en  quinientas  pese- 
■tas,  sufriendo  en  defecto  de  pago  la  prisión  subsidia-, 
nría,  y  á  reconocer  y  mantener  la  prole  si  la  hubiere  y. 
»la  calidad  de  au  origen  no  lo  impidiere.— Cuarto:  Re- 
asultando  qne  la  defensa  del  procesado  interesó  la  ab- 
xBoltición  con  las  costas  de  oñcio  por  no  ser  consíitivoa- 
>de  delito  los  hechos  de  )a  causa*. 

Rbbolvciók  recurrida: 

Besultando  que  estimándose  en  dicha  sentencia 
4]ne  ¡os  hechos  declarados  probados  constituyen  un  de- 
lito de  rapto  con  anuencia  de  la  ofendida  sin  circuns- 
tancias modiñcativas  de  la  respousabilid  criminal, 
condenó  al  procesado  en  concepto  de  autor,  á  la  pena 
de  un  año,  ocho  mesee  y  veintiún  diae  de  preaidio  co- 
rreccional, accesorias  y  costas,  con  abono  de  la  prisión 
provisional  que  hubiere  sufrido,  ü  indemnizar  á  la 
ofendida  en  la  cantidad  de  quinientas  pesetas,  sufrien- 
do en  defecto  de  pago  prisión  subsidiara  de  un  día  por 
cada  doce  y  media  pesetas,  y  á  reconocer  y  mantener 
la  prole  si  la  hubiere. 

FUNtíAHSNTQS  DEL  RBCURSO  DE  CASACIÓN': 

Resultando  que  contra  la  expresada  sentencia,  in- 
terpuso la  defensa  del  procesado  el  presente  recurso  de 
casación,  fundado  en  los  números  primero  y  tercero 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
de  Enjaiciatnieuto  Criminal,  expresando  que  en  la 
sentencia  se  han  cometido  las  sigaientes  infraccionea 
de  ley:  El  párrafo  primero  del  articnlo  cuatrocientos 
sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  por  cuanto  en  la  sen- 
tmcia  dados  loi  hechos  qne  se  declaran  probados  se 
pena  h  mi  defendido  como  autor  del  delito  de  rapto 
sin  que  conste  de  esos  hechos  las  dos  circunstancias 
qne  carácter! luin  este  delito,  ó  sean  la  sustracción  de 
la  menor  do  la  potestad  de  sus  padres  ó  tutorea  y  la 
doDcetlezdela  misma, — Segundo:  También  infringe 
la  sentencia  el  propio   párrafo  primero  del  articulo 

T.  S.— IWl.— 10. 
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coatrocieotos  sesenta  y  oinco  del  Código  Penal 
candólo  indebidamente,  porque  dados  los  hecti 
se  declut-an  probados,  el  delito  cometido  por  mi 
dido  ea  el  de  estupro,  toda  vez  que  en  ese  fallo 

eignan  que era  doncella  eu  el  tiempoque 

z6  8U8  relacionea  con  el  procesado  y  perdi6 
mismo  sn  virginidad  en  época  que  no  ha  podi 
determinada,  siu  que  se  haga  constar  qne... 
Sustrajera  de  la  casa  paterna  para  gozar  de  su  ' 
dad  y  hay  que  estar,  ya  que  no  aparece  otra  coi 
más  favorable  al  procesado,  paes  oo  declaránd< 
bado  qae  el  acto  de  la  pérdida  de  la  virginidad 
lizara  por  el  pi-ocesado  fuera  del  hogar  de  la  d 
Be  oiUBÍgna  el  caso  especiñco  del  delito  de  eetu 
sefiado  en  el  articulo  cuatrocientos  cincuenta  j 
de  dicho  Código  en  su  párrafo  tercero  el  qaa  ec 
glo  al  párrafo  primero  del  aitf  culo  ciiatroscien 
senta  y  siete  del  indicado  Código  Penal  no  pue 
seguirse  de  oficio  sino  á  instancias  de  la  agrá 
de  sus  padres  ó  abuelos  6  tutores*. 

Re«nltando  que  admitido  el  recurso  y  sustf 
eo  forma  ante  este  Supremo  Tribunal,  se  cel 
vieta  pública  del  mismo  el  di»  doce  del  actn 
asistencia  sólo  del  Ministerio  Fiscal. 

Decisión  dei.  rkcukso: 

Siendo  Pouente  el  Magistrado  José  M»i 
pert. 

Consi<ierando  en  cuanto  al  primer  motivo 
cnrso,  que  aunque  en  la  sentencia  no  se  cxp 
lagar  de  donde  fué  Hustraida  la  menor  de  vein 
y  mayor  de  doce,  no  siendo  éste  elemento  ní 
para  determinar  Inexistencia  del  delito  de  ra[ 
visto  en  el  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  cit 
Código  Penal,  sino  que  basta  que  se  la  austral; 
su  anuencia  y  miras  desbonestns  de  cualquier  I 
que  pe  encuentre,  poniéndola  fuera  del  alcanc 
Autoridad  y  vigilancia  de  los  guardadores  de  í 
sona.  no  puede  invocarse  aquella  emisión  de  la 
cia  en  demostracción  d<;  que  el  hecho  justici:^ 
constituye  el  delito  de  rupto;  ni  obsta  á  esta  < 
eión  el  hecho  de  que  la  menor  era  doncella  al 
de  verificarse  1»  sustracción,  poitine  aparecienc 
bado  que  era  de  vida  honesta,  y  además  que  pe 
virginidad  eu  el  primer  acceso  ci^rnal  que  ante: 
evasión  tuvo  con  el  procesado,  con  quien  \U 
continuó    despuí'S    llevando  relaciones    amoro 
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habo  bastante  solución  de  coatinnidad  entre  unos  y 
otro  hecho,  el  del  primer  acceso  carnal  y  el  de  la  sos- 
tracción,  para  dejar  de  aoreciarloj  como  elementos  in- 
t^^ruitrá  del  mencionado  delito;  por  lo  que,  al  esti- 
marlo asi  Is  Sala  seotenciadora.  y  csli6car  y  peuar 
«orno  delito  de  rapto  el  hecho  justiciable  no  ha  incu- 
rrido en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  di- 
«ho  primer  motivo  del  recurso. 

Considerando  que  por  la  misma  razón  últimamen- 
te expresada,  no  ha  incurrido  et  Tribunal  a  quo.  en  el 
errorde  caliñcación  que  se  le  atribuye  en  el  segundo 
motivo  del  recurso;  porque  dada  la  inmediata  relación 
«xistente  entre  los  hechus  que  en  la  sentencia  se  de- 
claran probados,  y  que  apreciada  indebidamente  por 
aqnél,  sirvió  de  fundamento  á  la  calificación  legal  qne 
-de  los  mismos  hechos  se  hace  en  dicha  sentencia,  no 
es  legalmente  posible  separarlos  y  apreciarloíi  aislada- 
mente, como  pretende  el  recurrente,  para  llegar  &  otra 
<:alificac¡6n  distinta;  debiendo  por  tonto  desestimarse 
también  dicho  motivo  de  casación. 

Considerando  que  por  tos  anteriores  fundamentos 
y  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  mi!  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, procede  declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con 
tas  costas  de  cargo  del  recurrente, 

f^Ilam3S  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpuso  la  representación  del  procesa- 
do..^  ,  contra  la  sentencia   dictada  en   Vfinte  de 

Febrero  último   por en   la  causa  mencionada, 

«on  las  costas  de  cargo  de  la  parte  recurrente. 

Así  por  etit-A  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Fichardo. — 
Ldís  Qastón. — £1  Magistiado  José  Cabarrocas  votó  en 
£ala. — José  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  B.  Mora- 
les.— José  M?  Gispert. 


fiuob.  ferma.— Sent.  9.— 1- de  Abril.— Eobo.  (Oac  /"»- 
frrero  23,  1904. ) 

DOCTRINA:  Resulta  claramente  expresa- 
do el  logar  donde  se  verificó  ti  hecho,  h1  efecto  de 
estimar  ai  era  &  no  despoblado,  cuando  en  la  aen- 
tencia  ae  dice  que  era  un  laftar  nn  transitado,  ale- 
jfldti  de  toda  vivienda  y  que  los  malhechores  te- 
nían preparado  en  un  monte. 

Constituye  el  delito  previsto  en  el  número  2?  del 
articulo  521  el  hecho  de  detentr  una  persona,  des- 
pojarla de  los  objetos  que  lleve,  retenerla  con  eii- 
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gcncia  de   rescate   y    al   no    obtener   irte   dark- 

Constitaye  la  circunstancia  de  bIcvosíb  el  dar 
muerte  á  un  hombre  atado  á  un  árbol  enjugar 
aislftd»  /  en  completo  estado  de  indefensión. 

Es  de  estimarte  Iii  circunstancia  de  despoblado 
cuando  el  hecho  se  Teribca  en  un  luj^r  no  transi- 
tado, situado  en  nn  monte  7   alejado  de  toda  vi- 

En  la  ciudad  de  la  HHbana  á  primero  de  Abril  de 
mil  novecientos  tres:  en  los  recQrsos  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  tie  ley  que- 
penden  ante  este  Tribunal  Supremo,  establecidos^  uom- 
bre  de  Marcos  López  y  Cabrera,  Guillermo  Sarmiento  y 
.Martell  y  Ramón  Martetl  y  Jacomino,  é  interpuestos 
y  admitidos  de  derecho,  contra  seuteucia  dictada  en 
diez  y  seis  de  Diciembre  ultimo  por  la  Audiencia  de 
i-anta  Clara  en  causa  procedente  del  Juzgado  de  ins- 
trucción de  Remedios,  seguida  entre  partes,  de  la  uoa 
el  Ministerio  Fiscal  y  de  la  otra,  como  procesados  por 
detención  ilegal,  amenazas  condicionales  y  asesinato, 
dichos  tres  individuos,  vecinos  de  Yaguajay  y  labra- 
dores, y  José  María  Abren  y  Reinaldo,  de  igual  oficio 
y  vecino  de  Placetas- 
Resultando  que  la  referida  sentencia  contiene  los 
siguientes  Resultandos  numerados: 
Hechos  probados: 

Primero.  nRcsultando  probado  que  en  el  afio  de 
■mil  novecientos  uno  los  procesados  por  esta  causa 
nMarcos  López  Cabrera,  Gnillermo  Sarmiento  Martell 
»y  Ramón  Martell  Jacomino,  quienes,  sin  estar  osten- 
■siblemeute  alzados,  auxiliaban  al  bandido  Francisco 
jtValdés  Mnñiz  (a)  "El  Civil",  ya  fallecido,  y  4  su 
■acompañante  habitual  el  individuo  conocido  por  el 
■apodo  de  ''El  Lleno",  sin  que  t>e  sepan  sus  nombres, 
■dándoles  de  comer,  ocnltándoloR,  facilitándoles  datos 
■acerca  de  su  persecución  y  sobre  las  personas  á  quie- 
■nes  podían  hucerles  pedidos  de  dinero,  llevando  las 
■cartas  en  qne  estos  pedidos  se  hacían  con  amenazas 
»ya  de  incendio  6  muerte,  ya  de  ambas  cosas,  y  ren- 
■niéndose  á  ellos  habitualmente  para  llevar  á  cabo  los 
■hechos  vandálicos  con  que  tenían  saqueado  y  cons- 
iteraado  el  término  de  Yaguajay  y  sus  contornos». 

Segundo.  iResultaado  piobado  que  en  el  mes  de 
«Septiembre  de  dicho  año  de  mil  novecientos  ano,  los 
.  nmencionados  procesados  Mjireos  López  Cabrera,  Gui- 
■Uermo  Sarmiento  Martell  y  Kamón  Martell  Jacomi- 
»ao,  "Kl  Civil"  y  algunos  más.  entre  lo.i  que,   proba- 
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ablement*',  se  encontmba  el  qae  el  vecindario  deoomi- 
■naba  "El  Isiefio"',  amcertaroo  el  robo  y  e)  secueetro 
■de  AntoDio  Bei^Ila,  fíolono  del  logeaio  "Adela",  eu 
•el  barrio  de  ''Biiena  Vieta",  que  era  tenido  por  per- 
■BODA  acandalüda,  &  ñu  de  exigirla  con  amenazas,  y 
JK>hteDer  por  este  último  medio,  la  suma  de  diez  mil 
vpesos;  para  el  logro  de  cuyo  propósitu  eatnvieron  va- 
arios  dfaa  en  aceciio  de  los  movimientoe  de  Bergolla, 
jKK'oltíipdose  en  uno  de  los  caBaveraies  de  sn  colonia, 
■basta  que,  en  la  tarde  del  sábado  veinte  y  uno  del  ci- 
vtado  mes  en  que  iiquél  se  dirigía  ¿  sembrar  unas  ee- 
■millaa  de  tabaco,  paaando  próximo  al  escondite  de  la 
■indicada  cuadrilla  de  malhechores,  fué  sorprendido 
■por  los  referidos  procesados  y  sus  eompaBei-os,  los 
■que  le  hicieran  desmontar  y  abandonar  la  rauta  en 
■que  cabalgaba,  se  apropiaron  del  revólver  y  del  reloj 
■de  Bergolta,  tasados  ambos  en  ocho  pesos,  y  lo  coo- 
■dnjeron  por  entre  cañaverales  y  malezas  hasta  un  lu- 
i^r  no  transitado  y  alejado  de  toda  vivienda,  que 
>t«nian  de  propósito  preparado  en  et  monte ''La  Ve- 
■ga".  reteaiéndolo  allí,  donde  le  hicieron  ñrmar  una 
■carta  dirigida  á  Juau  Plata,  debiendo  ser  para  Juan 
■Planas,  de  la  tienda  del  Ingenio  "Ailda",  en  la  que 
ule  decia  Borgolla  que  estiiba  en  poder  de  los  bandidos, 
■los  que  exigían  diCK  mil  pesos  eu  ora  para  ponerlo  en 
■libertad,  cuya  suma  debía  ser  entregada  el  lunes,  to- 
üQiando  el  Conductor  por  el  camino  de  "Rompe  Garra- 
■fones",  llevando  un  pañuelo  blanco  en  el  sombrero; 
■carta  que  condujo  &  pie  el  procesado  Marcos  I^ópez, 
■llegando  con  elliL  al  oscurecer  de  dicho  sábado,  ív  pre- 
«encia  de  Ana  Josefa  Cortés,  mujer  de  Bergolla,  & 
■quien  hizo  entrega  de  Ja  misma,  maní festün dolé  que 
i4ecían  los  bandidon  que  por  el  rescate  de  su  marido 
■exigían  diez  mil  pesos,  marchándose  4  la  carrera 
•cuando  vi6  que  alarmada  la  refeiiila  seQora  pedí»  & 
tgñbos  que  fueran  á  busear  á  un  hermano  de  ella,  ren- 
niiéndose  con  dos  que  le  habían  acompafiadoy  se  que- 
■daron  á  distancia,  y  poco  después  con  el  lesto  de  los 
■que  habían  quedado  custodiando  á  Bengolla»,  '- 

Tercero.  «Besultando  probado  que  á  la  llegada 
•de  loa  emisarios  de  la  carta,  los  procesados  referidos 
«en  los  aateriorea  Resultandos  y  suh  compañeros,  con- 
Bvencidoa  de  que  no  obtendrían  la  cantidad  exigida  y 
■de  que  serían  objeto  de  inmediata  pei-sccueión  y  te- 
■meiosoB  de  que  Bergolla,  que  los  conocía,  pudiera 
•denunciarlos  como  autores  de  los  hechos  que  se  dejan 
«relatados,  resolvieran  dar  muerte  fl  Bergolla,  á  quien 
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itenfan  Rtado  &  un  árbol,  lo  que  reBlizaron,  infirién- 
«dolé  doH  machetazos,  uno  de  los  cuales  le  prodojo  nna 
Bherida  en  el  pnrietal  izquierdo  que  dividió  compleba- 
«mente  los  tegidos  blandos,  quedando  sobre  los  huesos 
■de  la  región  la  impreeión  del  arma,  y  otra  transversal 
uen  la  mano  izquierda  que  dividió  completamente  las 
"partes  blandas  de  los  tres  últimos  metocarpianos  y 
"los  huesos  que  forman  la  parte  interna  del  carpo,  y 
sel  otro  le  produjo  una  herida  en  la  parte  inferior  de 
■Is  boca,  la  que  dividió  ios  tejidos  blandos 9I  nivel  del 
■labio,  fraccionando  el  maxilar;  y  después  de  quitar- 
»le  las  ligaduras  y  separarlo  del  árbol  á  que  le  tenían 
«atado,  colocándolo  eu  el  suelo  en  decúbito  supino,  le 
■causaron,  con  loa  cuchillos  que  portaban,  una  herida 
■situada  en  el  tercer  espacio  intercostal  izquierdo  y 
■otra  en  el  quinto  espacio  intercostal  del  mismo  lado^ 
■ambas  penetrantes  en  el  corazón  y  otra  más  en  el 
•cuarto  espacio  intercostal  izquierdo  que  interesó  la 
■pleura  y  el  pulmón,  hecho  lo  cual  envolvieron  el  ca- 
■dáver  en  una  capa  de  agua  de  la  misma  victima  y  lo 
«enterraron  á  poca  distancia,  cubriéndolo  con  piedras 
■y  malezas,  abandonando  todos,  por  algunos  dias,  la 
ucomarca  para  refugiarse  en  tas  sierras  de  Meneses  y 
■Bam  hurañas». 

Cuarto.  uReenltando,  que  110  f>e  ha  prohado  que 
■el  procesado  José  María  Abrcu  Reinaldo  tuviera  par- 
■ticipación  alguna  en  loe  hechos  de  autos^. 

Quinto.  uResultando,  «jue  celebradas  las  sesiones 
sdel  juicio  oral  eii  los  dias  nueve,  diez,  once,  doce  y 
■trece  del  actual,  el  Ministerio  Fiscal,  en  vista  del  re- 
■sultado  del  mismo,  modiñeó  sus  conclusiones  provi- 
■sioaales  en  las  que  acusaba  á  loa  cuatro  procesados, 
«retirándolas  respecto  á  José  María  Abieu  y  maate- 
•niéndolas  en  cuauto  á  los  tres  restantes,  por  lo  que 
uconcluyó  calificando  los  hechos  como  constitutivos  de 
■un  delito  de  ixibo  con  violencÍM  é  intimidación  en  la 
Apersona  del  robado,  con  motivo  y  ocasión  del  cual  re- 
■sultó  homicidio,  previsto  eu  loe  articntos  quinientos 
Bveintfl  y  número  primero  del  quinientos  veinte  y  uno 
■del  Código  Penal  y  castigado  en  el  número  y  arliculo 
■últimamente  citados,  acusó  como  responsables  en  cou- 
■G^ito  de  autores  á  los  procesados  Marcos  López  Ca- 
flbrera,  Guillermo  Sarmiento  MartcU  y  Kamón  Martell 
■Jacomino,  y  apreciando  las  circunetanciae  agravantes 
■de  halierse  ejecutado  el  hecho  en  despoblado  y  eu 
I-cuadrilla  y  con  alevosía,  pidió  se  les  impusiera  la  pc- 
■na  de  muerte,   cou  las  accesorias   correspondientes, 
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>ca8o  de  indulto,  si  en  éste  no  se  remitían  expresa- 
■mente,  con  la  cnarta  parte  de  costas  á  cada  uno,  de- 
xciarándose  de  oficio  la  otra  cnarta  parte,  abonándo- 
«Beles  en  bu  caso  la  mitad  del  tiempo  de  la  preventiva 
•sufrida  é  indemnizando  por  terceras  partes  con  diez 
■mil  pesetas  y  ocho  pesos  m.^  importe  de  lo  robado  á 
«los  herederos  de  Bei'goll»,  siendo  los  tres  solidaria- 
■menle  rexponsables  entre  bÍ  por  ena  cuotas». 

Sexto.  aKesultando  que  retirada  la  acusación  reA- 
■pecto  al  procesado  José  María  Abren,  la  Sala  dispuso 
■BU  inmetliata  libertad. 

Séptimo.  aKesultando  que  la  defensa  de  Marcos 
aLópez  y  Guillermo  Sarmiento  interesó  la  absolución 
■de  los  mismos,  por  entender  qne  faltan  las  pruebas  de 
bsu  participación  en  los  hechos,  y  que  la  de  Ranión 
■Hartell  pidió  que  se  le  impnslera  á  éste  la  pena  del 
■•encubridor  ó  del  cómpice». 

ReSOLITCIÓN  RECnRRIDAí 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia,  calificán- 
dose los  hechos  que  en  ella  se  declaran  probados  de 
un  delito  concumado  ile  robo  con  violencia  é  intimida- 
ción, con  motivo  y  ocas'ón  del  cual  resultó  homicidio, 
ca.stigado  en  el  número  primero  del  artículo  quinien- 
tos veinte  y  uno  del  Código  Penal,  concurriendo  en  él 
las  circunstancias  agravantes  tercei'a  y  decima  sexta 
del  articulo  diez  del  mismo  Código,  sin  uiuguua  exi- 
mente, ni  atenuante,  y  estimiindose  autores  del  delito 
k  los  procesados  Marcos  López  Cabrera,  Guillermo 
Sarmiento  Martell  y  Ramón  Martell  Jacomino,  se  con- 
denó á  éstos  en  la  pena  de  muerte,  y,  caso  de  ser  in- 
dultados, en  las  accesorias  de  inhabilitación  perpetua 
y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  por  todo  el 
tiempo  de  su  vida,  si  no  se  les  remitiere  especialmente 
en  el  indulto;  condenándose,  además,  á  cada  uno  al 
pago  de  una  cuarta  parte  de  las  costas  y  á  que  indem- 
nicen por  terceras  partes  4  los  herederos  del  BergoUa 
en  diez  mil  pesel^is  y  ocho  pesos  más,  siendo  los  tres 
Bulidariamente  responsables  entre  sí  por  bub  cuotas, 
sin  que  en  el  expresadi)  caso  puedan  quedar  sujetos  á 
responsabilidad  subsidiaria  por  iuííolvencia,  pei'o  si 
abonarles  la  mitad  de  la  prisión  preventiva  que  hubie- 
ren sufrido;  y  se  absolvió  al  otro  pvoctHido  José  María 
Abreu  Reinaldo,  cou  la  cuarta  pat't«  de  costas  restan- 
te, de  oficio. 

FUNOAMB.NTOa  DEL  RECÜKSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  et  letra- 
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do  Ernesto  Figtieroa  é,  nombre  de  los  tres  penados, 
recur«>  de  casación  por  quebniDtatniento  de  forma  é 
infracción  de  ley,  alcga-ndo,  en  cuanto  al  primero  de 
estos  recursos,  que  lo  autoriza  el  n&mcro  primero  del 
articulo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamienta 
Criminal,  haciendo  couaUtir  e¥  quebrantamiento  en 
que  no  so  expresan  clara  y  terminantemente  en  la  sen- 
tencia ou(\les  BOn  l'ta  hnchos  que  se  declamn  probados, 
porque  al  afirmarse  en  ella  que  los  procesados  condu- 
jeron á  Bergolla  «por  entre  cañaverales  y  malezas  has- 
»ta  un  lugar  no  transitado  y  alejodo  de  toda  vivienda, 
■que  tenian  de  propósito  preparado  en  el  monte  "La 
dVega",  lo  que  hace  es  una  apreciación  de  las  circnns- 
■tancias  que  integran  la  agravante  de  despoblado  y  no 
Buna  descripción  del  lugar  &  donde  fué  conducido  Ber- 
ngolla  para  deducir  después  de  la  misma  si  concurre 
«tal  agravante-;  y,  en  cuanto  al  recnrso  por  infracción 
de  ley,  que  lo  autoriza  el  articulo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve,  números  tercero  y  quinto,  de  la  mixma  Ley 
procesa),  citando  como  infringidos  el  articulo  quinien- 
tos veinte  y  uno  número  primero,  y,  en  relación  con 
él,  la  circunstancia  tercera  y  décima  sexta  del  diez, 
por  indebida  aplicación,  y  los  artículos  quinientos  do- 
ce y  cuatrocientos  diez  y  seis  por  su  no  aplicación, 
todos  del  Código  Penal;  cometiéndose — dice — las  cita- 
das infracciones  por  los  siguientes  conceptos:  «A:  Los 
«hechos  que  se  declaran  piobados  en  la  sentencia  no 
■integran  el  delito  de  robo  con  homicidio  que  prevee 
uel  articulo  quinientos  veinte  y  uno,  número  primero, 
xdel  Código  ¿"enal,  porque  los  procesados  no  se  propu- 
HSieron  robar  sin  que  pueda  admitirse  para  reintegrar 
«el  referido  delito  que  el  robo  se  consumó  con  el  apo- 
■deramiento  del  reloj  y  el  revólver,  puesto  qne  hay 
«una  separación  completa  y  casi  absolnta  entre  unos 
■actos  y  otros.  Según  la  sentencia,  Bergolla  fué  des- 
upojado  del  reloj  y  del  i-evólver  al  ser  detenido,  y.  fué 
■muerto  muchas  horas  después,  cuando  se  convencie- 
>ron  los  procesados  de  qne  las  amenazas  hechas  á  la 
Hseflora  de  Bergolla  no  darían  el  resultado  que  desea- 
■ban.  Y  se  ha  infringido  bfmbién  el  artículo  diez, 
«circunstancias  diez  y  seis  y  tres,  porque  de  los  Resul- 
■tandos  probados  no  aparece  que  el  hecho  se  haya  co- 
■metido  con  alevosía  ni  tampoco  en  despoblado  y  en 
Hcuadrilta,  toda  vez  que,  para  que  exista  cuadrilla,  es 
^necesario  que  asistan  á  la  ejecución  del  delito  más  de 
utres  individuos  armados  y,  en  el  presente  caso,  aun 
■cnaudo  el  primer  Resultando  añrma  que  los  procesa- 
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>doB  frecnen  temen  te  se  anuaban  y  jUDtabaD  cod  "El 
•Civil",  dí  en  el  aegaado  ni  en  el  tercero  Resultando, 
jNjne  son  loa  qne  concretamente  ee  refieren  &  Jos  he- 
•ebos  qne  secastígan,  se  afirma  que  hubiera  más  de 
■tres  armados,  pudiendo  haber  sido  canaads  la  muerte 
■por  dos  de  loa  procesados  que  tuvieran  aimas  y  ser 
■ios  demás  eapectadoree  de  los  hechos.  B:  Beban  in- 
«friniiido  igualmente  los  aitículos  cuatrocientos  diez  y 
•eeíB  y  qninieiitoa  doce,  porque  lo»  hechos  que  se  de- 
sdaran probados  constituyen  loe  delitos  de  amenszab 
■condicionales  y  homicidio.  En  el  segundo  Besultan- 
•do  de  la  seotencia  se  dice  qne  loa  procesados  concer- 
itaron  el  robo  y  el  secuestro  de  Bergolla,  á  fin  de  ezi- 
•girle  con  amenazas  y  obtener  por  este  áltimo  medio 
»etc.  que  se  apoderaron  de  la  persona  del  referido  Ber- 
«golia,  condnciéndolo  al  monte  "La  Vega",  donde  le 
■hicieron  firmar  una  carta  dirigida  &  Joan  Plata  en  la 
■qae  decía  Bergolla  qae  estaba  eo  poder  de  loe  bandi- 
■doB,  los  que  exigiao  diez  mil  pesos  para  ponerlo  en 
libertad,  carta  que  condujo  Marcos  López  á  Ana  Joae- 
■Ea  Cortéfl,  mujer  de  Bergolla,  á  qoien  hizo  entrega  de 
■la  misma,  manifestando  que  decían  los  bandidos  qae 
■por  el  rescate  de  su  marido  exigían  diez  mil  pesos. 
■Como  se  ve  los  procesados  no  se  propusieron  robar 
■Bino  detener  y  exigir  dinero  á  tercera  persona  con 
■amenaza  de  nn  mal.  La  delincnencía  en  este  caso  se 
■compone  de  tres  partea:  Detención  ilegal  (no  penable 
■por  su  duración),  amenazas  condicionales  y  homici- 
>dJo.  A  este  respecto  y  en  un  caso  análogo,  decía  el 
j»eñor  Díaz  de  Rueda:  "El  ladrón  acomete  á  nna  per- 
>sona  con  ánimo  de  quitarle  lo  que  tiene  y  lo  que  pue- 
•de  tener.  Engendrado  asi  el  robo  se  concibe  que 
■sabeista  y  sobresalga  su  entidad,  ya  se  siga  la  muei-te 
■del  robado,  ya  la  violación,  etc."  Los  procesados  se 
■llevaron  á  Bergolla  al  monte  "La  V^a"  yconduma- 
■pon  ana  detención  sin  ning&n  elemento  de  robo;  dee- 
■de  allí  dirigieron  amenazas  de  muerte  de  Bergolla  á 
■la  señora  del  mismo,  qae  fué  á  quien  llevó  López  la 
■carta,  &  quien  dio  el  recado  de  los  bandidos;  y  además 
■consamaron  un  delito  de  homicidio  qne  surgió  inci- 
■dentalmente,  s^án  la  misma  sentencia  cuando  á  1» 
•vuelta  de  López,  se  convencieron  qne  con  las  amena- 
nae  no  lograron  su  propósito». 

Bunltando  que  admitidos  dichos  recorsos  y  ele* 
vados  loe  autos  originales  á  este  Tríbanal,  se  celebró, 
prcfvio  los  demás  trámites  del  caso,  la  correspondien- 
te vista  pública  con  asistencia  del  Abogado  de  oficio 


DigilizedbvGoO^^IC 


turno  como  representante  y  defensor  de  los  recu- 
Qtes,  qtie  sostavo  la  procedencia  de  aquéllos,  «sía- 
ido  también  al  acto  el  Ministerio  Fiscal,  el  cual  los 
)ugD6,  expresando  adeiDá,a  no  haber,  por  otra  par- 
motivo  alguno  que  produzca  la  casaciÓD  de  la  aen- 


[CISIÓN  DEL  I 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
rta. 

Considerando,  en  cuanto  al  único  motivo  alegado 

quebrantamiento  de  forma,  que  al  decirne  en  la 
tencia  recurrida  que  el  lugar  á  que  los  malhecho- 
condujeron  á  Antonio  BergoUa  y  en  que  le  pro- 
eron  la  muerte,  después  d>i  exigirle  que  firmara  la 
ta,  en  la  cual  pedían  por  su  rescate  la  sama  de  diez 
pesos,  era  «un  lugar  no  transitado  y  alejado  de 
a  vivienda*,  agregándose  que  lo  'tenían  de  propó- 
I  preparado  eu  el  monte  «La  Vegau,  no  cabe  duda 
[^ue  se  expresó  eu  aquélla,  clara  y  terminan  temen- 
cuál  fué  el  sitio  en  que  ocurrieron  los  referidos  Ii«- 
>s,  al  efecto  de  apreciarse  si  era  6  no  despoblado, 
>lquiera  qne  fuese  ta  consideración  legal  que  á  este 
pecto  hiciera  la  Sala  sentenciadora;  y,  por  consi- 
ente, debe  ser  desestimado  djcho  motivo,  por  ine* 
!L  i>ara  determinar  el  defecto  de  forma  imputado. 

Coueideraudo  relativamente  al  primer  motivo  del 
urso  establecido  por  infracción  de  ley,  6  sea,  el 
dado  en  indebida  aplicación  del  articulo  quinientos 
nte  y  uno.  número  primero,    y  falta    de  aphcacÍ6n 

los  artículos  cuatrocientos  diez  y  seis  y  quient^s 
:e  del  Código  Penal,  que  declarándose  probado  en  la  , 
tencia  reclamada  qne  López  Cabrera,  Marte!  Jaco- 
lo  y  Sarmiento  Martell  en  unión  de  otros  concerta- 

el  robo  y  el  secuestro  de  Bergolla,  y  que  J»ra  el 
;to  estuvieron  varios  días  en  acecho  de  éste,  hasta 
:,  sorprendiéndolo,  le  detuvieron,  lo  despojaron  del 
ólver  y  del  reloj  que  llevaba  y,  conduciéndolo  al 
ar  anteriormente  expresado,  le  hicieron  suscribir 
ba  carta,  lo  ataron  á  un  árbol  y  como  se  convencie- 

después  de  llevar  ésta  á  eu  destino  de  que  no  ob- 
drían  el  dinero  que  le  exigieron  por  su  rescate,  y 
Lsasen  qne,  de  no  matarlo,  corrían  el  riesgo  de  ser 
lUDciados  por  él,  que  los  conocía,  le  causaron  la 
erte,  es  innegable  que  este  homicidio  resultó  con 
tivo  y  ocasión  del  robo  concertado  y  parcialmente 
samado,  ya  que  no  habiéndose  detenido  los  culpa- 
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bles  en  el  hecho  del  referido  despojo,  sino  que  conti- 
nuando en  BU  propÓHito  primordial  de  robar  á  Beigolla, 
ejecutaron  en  él,  &  este  fin,  sucesivamente  Iob  demás 
actos  de  violencia  anteriores  á  su  muerte  que  quedan 
relatados,  sin  dejarle  en  libertad  en  ningün  momento 
hasta  privarle  de  la  vida,  no  puede  separarse  este  he- 
cho de  loe  que  le  precedieron,  al  objefo  de  la  califica- 
ción de  todos  ellos,  pues  qne  el  uno  fué  nna  conse- 
cuencia directa  é  inmediata  de  los  otros;  desprendién- 
dose la  legalidad  estricta  de  este  modo  de  apreciarloa, 
del  texto  mismo  del  citado  artículo  quinientos  veinte 
y  ano  en  su  nú,mero  segundo,  según  el  cual,  rectamen- 
te interpretado,  la  detención,  bajo  rescate,  cualquiera 
qne  sea  el  tiempo  de  su  duración,  pierde,  en  todo  caso 
de  robu  en  que  concurra,  *■  1  carácter  propio  que  en  otro 
caso  pudiera  revestir  de  delito,  por  si  sola,  para  con- 
vertirse en  una  circunstancia  cualiScativa  de  aqnél  si 
con  motivo  ii  ocasión  del  mismo  no  resultase  homici- 
dio, y,  de  lo  contrario,  en  un  simple  elemento  de  he- 
cho de  los  que  integran  la  violencia  ejercida  para  per- 
petrar el  robo;  y,  por  ende,  al  calificar  el  Tribunal 
sentenciador,  en  la  forma  que  lo  efectuó,  los  hechos 
que  originaron  el  proceso  y  que  dmlara  probados,  no 
incidió  en  el  error  de  derecho  invocado  en  esta  parte 
del  recurso. 

Considerando,  por  lo  que  se  reñ<-re  á  la  circuns- 
tancia de  agravación  apreciada  en  la  sentencia,  ó  sean 
las  de  alevosía  y  de  despoblado  y  en  cuadrilla,  com- 
prendidas en  loa  -números  tres  y  diez  y  seis  del  artículo 
diez  del  mismo  Oódigo,  y  cuya  supuesta  aplica'  i6n  in- 
debida sirve  de  lundamento  al  otro  de  los  motivos 
alegad<»  en  el  recni-so  interpuesto  por  la  representa- 
ción de  los  mencionados  reos  López  Cabrera,  Martell 
Jacomino  y  Sarmiento  >íartell,  que,  en  punto  á  la 
primera  de  !as  aludidas  circunstancias,  conistiendo, 
como  consiste,  en  emplear  medios,  modos  y  formas 
qne  tiendan  directa  y  especialmente  á  asegurarla  sin 
riesgo  para  el  tiente,  que  proceda  de  la  defensa  que 
pudiera  hacer  el  ofendido,  no  cabe  dejar  de  estimarla 
concurrente  en  el  caso  de  antos,  puesto  que  de  los  mis- 
mos hechos  declarados  probados  se  deduce  rigurosa- 
mente la  completa  indefensión  en  que  se  hallaba  la 
victima  al  tiempo  de  ocasionársele  la  muerte;  y,  en 
cuanto  L  la  segunda  dichas  circunstancias,  que  si  bien 
no  constan  en  la  sentencia  elementos  de  hechos  suñ- 
<^entes  para  afirmar  que  entre  los  que  concurrieron  al 
crimen  de  que  se  trata,  había  más  de  tres  malhechores 
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arma>do8,  lo  que  impide  apreciar,  conforme  al  artículo- 
quinientos  veinte  y  tresdel  expresado  Código,  la  exis- 
tencia de  la  cuadrilla,  no  pnede  seutarae  lo  mismo 
respecto  del  despoblado,  porque  apareciendo  de  la  pro- 
pia, sentencia  que  el  tugar  en  que  realizó  el  homicidio 
de  EergoUa  no  era  transitado  y  estaba  situado  en  un 
monte  y  alejado,  de  toda  vivienda,  que  los  culpables 
habían  elegido  de  propósito,  es  evidente  la  concurren- 
cia de  esa  ¿Itima  circunetancia,  y  ella,  por  sí  sola, 
basta  para  no  considerar  infringido  el  número  diez  y 
seis  del  precitado  articulo  diez,  á  los  efectos  de  la  ca- 
sación pretendida  en  el  extremo  del  recurso  de  que  se 
viene  haciendo  mérito. 

Considerando  que,  [K>r  otra  parte,  y  en  lo  qne 
atañe  al  recurso  de  casación,  que  es  de  entenderse  in- 
terpaesto  y  admitido  de  derecho  con  arreglo  al  articu- 
lo sesenta  y  cinco  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  no  hay  motivo  alguno 
ni  por  quebrantamieuto  de  forma  ni  por  infracción  de 
ley  que  justifique  dicb'^  casación;  y  por  tanto,  asi  este 
último  recurso  como  el  establecido  por  la  repiesenta- 
cióii  de  los  referidos  procesados,  deben  ser  declarados 
sin  lugar,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  d  artículo 
cuarenta  de  la  misma  Orden  imponerse  las  costes  & 
los  recurrentes 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  Ingar  á  los  recursos  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  y  por  infracción  de  ley,  establecidos 
por  Marcos  López  Cabrera,  Bamón  Martell  Jacomino 
y  Ouiltermo  Sarmiento  Martell,  así  como  el  interpues-  . 
to  y  admitido  de  derecho  contra  la  sentencia  dictada 
en  diez  y  seis  de  Diciembre  último  por  la'  Audiencia 
de  Santa  Clara  en  la  mencionada  causa;  con  las  costas 
á  cargo  de  los  recurrentes.  Pásense  los  autos  al  señor 
Fiscal  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— -Bafa el  Cruz  Pérez.  —Pedro 
Oouzález  Llórente. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  K.  Morales.  —Francisco  Noval  y 
Marti. — Rafael  Maydagán. 


In£  lev.— Ssnt.  76.— 28  de  Mayo.— Bobo.  iGae.  febrero 

S6,  190^.) 

DOCTRINA:  Para  que  la  intimidación  en 
latipereonas  caracterice  el  delito  de  robo  es  nece- 
sario que  ^^qnflla  %t  emplee  para  verificar  el  apo~ 
deramiento  de  la  cosa  robada  6  para  defender  la 
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poseaióa  de  la  misma  en  el  acto  del  apoder 

to  y  no  cun  otro    objeto   distinto  cuando  la  cosa 

sastraida  baja  sido  abandonada. 

Cotistituje  el  delito  consumado  de  robo  el  apo- 
derarse violentamente  de  varios  objetos,  abando- 
nar parte  de  ellos  y  retener  uno. 

Ea  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  ocho  de 
Mayo  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recnrso  de  casa- 
ción por  iafracoi6n  de  ley,  interpuesto  por  el  procesa- 
do Joeé  CaealB  Valdés,  natura]  y  vecino  de  esta  ciu- 
dad, tabaquero,  contra  sentencia  dictada  por  la  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  esta  capital,  el  veinte  de  Febrero  último,  en  causa 
que  se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Distrito  Este,  pftr 
robo: 

Beeultando  qae'en  la  sentencia  objeto  del  presen- 
te recurso  se  consignan  Ioí»  hechos  probados  que  á  con- 
tinuación literalmente  se  transcriben: 
Hbchos  PKOBArioa: 

«Primero:  Resultando  probado  que  en  la  tarde  del 
vveinle  y  nno  de  Noviembre  ultimo,  el  procesado  José 
vCasals  Valdés  se  introdujo  en  la  habitación  de  Euse- 
>bio  Fuentes,  en  la  casa  calle  de  San  Ignacio,  número 
icincuenla  y  seis,  almacén  de  Ferretería,  violentó  sin 
■romperla,  la  puerta  del  escaparate,  abrió  fracturin- 
ndola  una  de  sus  gavetas  y  sustrajo  varías  prendas  que 
nfueron  tasadas  en  trescientos  ochenta  y  cuatro  pesos, 
■nn  revólver  que  lo  fué  en  ocho  pesos,  un  portamone- 
•das  con  tres  centenes  y  cuatro  pesos  plata.  Sorpren- 
■dido  cnando  iba  á  salir  del  lugar  del  hecho,  devolvió 
»lo8  objetos  Biistraidos  con  excepción  del  revólver  con 
•el  cual  amenazó  á  Fuentes  que  tuvo  que  retirarse 
■para  ir  á  buscar  un  vigilante  de  Policía  (i  la  calle,  y 
■amenazando  despnés,  revólver  en  mano  también,  al 
■dependiente  José  Domínguez  que  guardaba  la  reja 
•de  la  escalera,  logró  salir  de  la  casa  corriendo  por  las 
•calles  de  Amargura,  Cuba,  Lamparilla  y  Halñina  en 
•la  cual  ee  dirigió  &  un  coche  allí  parado,  y  nuevamen- 
•te  amenazó  con  el  revólver  al  cochero  Antonii>  Gon- 
•zález  Pérez  para  que  arrease;  pero  en  la  calle  de  Obra- 
•pía  cerca  de  la  de  Villegas,  oyendo  el  cochero  voces 
•de  "ataja",  se  tiró  del  pescante  y  detuvo  el  vehículo, 
•siendo  entonces  detenido  el  procesado,  sin  que  se  le 
•ocupara  el  revólver  que  había  hecho  desaparecer.  El 
•daSo  causado  en  el  escaparate  fué  valorizado  en  dos 
■pesos.  Segundo:  Resultando  probado  que  el  proce- 
■sado  José  Casáis  Valdés  fué  condenado  por  esta  Au- 
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n  cinco  de  Heptiembre  de  mil  novecíentoa,  ett 
-  hurto,  á,  la  peoa  de  dos  añoa,  cuatro  me^ee 
de  presidio  correccional  y  en  doce  de  Sep- 
de  mil  novecientos  don,  en  causa  por  hurto 
&  ta  de  doB  aSos,  cuatro  meses  de  igual  pe- 
nciílB  que  quedaron  firmes,  habiendo  sufrido 
denas  y  detpncionee  por  hurto,  atentado,  le- 
nenazas  y  desacaco». 

Ki  beodbrida: 

tando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  estos 
>mo  constitutivos  de  un  delito  consumado  de 
intimidación  en  las  personas,  deñnido  en  el 
uinientoB  veinte  y  castigado  por  el  n&mero 
L  quinientos  veinte  y  nno  del  Código  Pena), 
currencia  de  la  circunstancia  agravante  de 
Ja,  número  diez  y  nueve  del  articulo  diez,  y 
ido  autor  del  expresado  dplito  á  Casáis  Val- 
ideuó  en  la  pena  de  seis  años,  diez  meses  y 
presidio  mayor  con  las  accesorias  de  iuhabi- 
)í'0lnta  temporal  en  toda  bu  extensión  y  sn- 
b  vigilancia  de  la  Autoridad  por  igual  ttem- 
ondena  principal  que  empezará  &  contarse 
:nmp)imiento  de  la  misma,  sirviéndole  de 
uitad  de  la  prisión  provisional  sufrida;  á  in- 
á  Ensebio  Fuentes  ocho  pesos  valor  del  re- 
recuperado  y  dos  pesos  por  el  daño  cnusado 
^rate;  y  al  pago  de  las  costas. 

STOS  DEL  BEODRSO  DE  CASACIÓN: 

taudo  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  in- 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
n  el  u&mero  tercero  del  articulo  ocliocientos 
r  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
ío  como  infringido  el  inciso  primero  dfl  ar- 
ero  del  Código  Penal,  por  falta  de  aplicación, 

consumado  el  delito  de  robo  y  no  frustrado, 
tando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
ate,  éste,  haciendo  uso  del  derecho  que  con- 
rrticnlo   veinte  y  ocho  de  la  Orden  número 

dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
motivo  de  casación  expresado,  fundando  asi- 

adncidü  en  el  número  tercero  del  articulo 
M  cuarenta  y  nueve  citado,  alegando  haberse 

también  el  artícelo  quinientos  veinte  y  uno, 
Liinto,  del  Código  Penal,    por  indebida  apli- 

el  quinientos  veinte  y  seis,   número  coarto. 
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del  propio  C6digo,  por  falta  de  aplicación,  al  estimara 
se  loB  hechos  declarados  probados  como  constitutivo- 
de  un  delito  consnmado  de  robo  con  intimidación  6d 
las  personas  y  no  de  an  delito  de  robo  en  casa  habita- 
da, sin  armas,  en  cantidad  qne  excede  de  mil  doscien- 
tas cincaenta  peeetas,  en  grado  de  fmstrado. 

Resaltando  que  la  vista  p6blica  del  recurao  tuvo 
lagar  el  quince  del  actual  con  asistencia  del  Letrado 
d^eoBor  del  procesado  que  sostuvo  loe  expresados  mo- 
tivos y  del  Ministerio  Fiscal  qne  los  impugnó. 

Decisión  del  übcüsso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  la  intimidación  en  las  personas 
qne  caracteriza  el  delito  de  robo  que  define  el  artícnlo 
quinientos  veinte  del  Código  Penal  y  castiga  el  caso 
quinto  del  qninientoe  veinte  y  nno,  es  aqut-lla  que  se 
emplea  como  medio  de  realizarlo,  6  la  que  te  utiliza 
con  et  propósit-o  de  aeegnrar  su  ejecución. 

Considerando  que  declarándose  probado  que  el 
procesado  al  verae  sosprendido  al  salir  de  la  habita- 
ción de  Faentes  con  lae  prendas,  objetos  y  revólver 
que  habla  tomado,  violentando  y  rompiendo  determi- 
nado mueble,  devolvió  aquéllos  con  excepción  del  re- 
vólver, con  el  cual  amenazó  á  Fuentes,  que  tuvo  que 
retirarse  para  ir  en  busca  de  un  vigilante  de  Policía, 
as!  como  también  amenazó  con  dicha  arma  al  depen- 
diente José  Domínguez,  qne  guardaba  la  reja  de  la 
escalera,  logrando  asi  salir  de  la  caea,  y  ya  eu  la  calle 
corriendo  por  las  de  Amargura,  Cuba,  Lamparilla  y 
Habana,  encontró  en  esta  última  un  coche  y  nmena- 
zando  &  Bii  conductor  con  la  misma  arma  obtuvo  que 
lo  condujera  hasta  la  calle  de  Obrapia,  cerca  de  la  de 
Villegas,  donde  el  cochero  detuvo  el  vehículo  al  oir 
voces  de  ataja  que  se  le  daban,  lugar  en  que  fué  dete- 
nido el  procesado  sin  que  se  le  ocupara  el  revólver, 
que  habla  hecho  deeaparecer;  no  puede  derivarse  de 
eettm  hechos,  que  la  intimidación  que  cansara  el  pro- 
cesado con  el  revólver,  la  emplear»  realmente  como 
medio  ni  como  fin  de  realizar  el  robo,  qne  de  ser  esa 
BQ  intención,  bien  pudo  conservar  en  su  poder  y  no 
devolver,  como  lo  hizo,  sin  resistencia  alguna  los  ob- 
jetos de  más  valor,  sino  qne  revela  otra  tendencia:  la 
de  escapar  de  la  persecución  de  que  era  objeto,  apro- 
vechando dicha  arma  en  aquel  instante,  fnera  de  su 
primitiva  idea  de  lucro,  adecuado  para  poderae  evadir. 
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cnal  medio  atíliz6  como  pudo  utilizar  otro  cualquie 
que  en  el  lugar  del  hecho  pudiera  aprovechar  pa 
proporciooai-se  la  fuga  que,  eu  tal  caso,  no  habría 
constituir  la  iutimidacióu  que  caracteriza  el  robo, 
no  debe  constituirlo  en  el  preaente  el  mero  acciden 
de  ser  el  arma  utilizada  uno  de  los  objetos  que  e!  ci 
pable  BC  propusiera  sustraer  y,  por  tanto,  realizado 
robo,  solamente  mediante  la  fuerza  ejercida  sobre 
escaparate  que  ae  hallaba  en  la  caaa  donde  tuvo  lug 
el  delito;  y  no  estimarlo  así  el  Tribunal  a  quo,  ee  víe 
que  incurrió  eu  el  error  de  derecho  y  cometió  la  i 
fracción  de  los  artículos  quinientos  veinte  y  uno,  ca 
quinto,  y  quinientos  veinte  y  seis,  caso  cuarto;  que 
recurrente  le  atribuye. 

Considerando,  respecto  á  la  cneetión  plantea 
referente  á  si  el  delito  de  robo  llegó  &  consumarse, 
quedó  en  grado  de  frustración,  que  dados  los  hecb 
probados,  no  puede  menos  de  estimante  lo  prímei 
porque  es  lo  cierto,  que  á  la  intención  conocida  de  1 
erarse  que  tuvo  el  procesado,  siguió  el  apoderamiec 
real  del  revólver,  una  de  las  cosas  muebles  objeto  c 
delito,  sin  que  á  tal  calificación  se  oponga  el  que 
ser  sorprendido  dentro  de  la  casa  donde  realizaba 
robo,  devolviera  los  otros  objetos  que  se  proponía  si 
traer  y  conservara  dicha  arma  romo  medio  para  e\ 
dirse,  si  como  resulta  no  la  devolvió  en  los  moment 
de  detenérsele;  sino  que  lo  hizo  desaparecer  en  el  ti 
yecto  que  recorrió,  disponiendo  a-í  de  ella,  lo  ci: 
basta  para  que  se  estime  consumado  el  robo;  y  p 
consiguiente  al  no  aplicar  la  Sala  sentenciadora  el  f 
tículo  tercero,  párrafo  segundo  del  Código  Penal, 
lo  ha  infringido  ni  incidido  en  et  error  de  derecho  q 
le  imputa  el  recurrente. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas,  pi 
cede  declarar  con  lugar  el  recurso  por  lo  que  hace  & 
infracción  de  los  artículos  quinientos  veinte  y  uno,  ( 
so  quinto,  y  quinientos  veinte  y  seis,  caso  cuarto, 
«1  sentido  que  lo  alega  el  procesado,  sin  especial  oo 
denación  de  costas. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  i 
ber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  le 
interpuesto  por  José  Casáis  Valdés,  contra  la  senté 
cia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Bala  de  lo  C 
minal  de  la  Audieucia  de  la  Rabana,  el  veinte  de  I 
brero  último,  la  cual  sentencia  casamos  y  annlamt 
sin  especial  coudeuación  de  costas.  Comuniqúese  ei 

amí  por  esta  nueetra  sentencia  lo  pronunciamt 
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mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
LaiB  Gastóa. — El  Magistrado  Jmé  Cabarrocas  votó  en 
Sala. — José  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  R.  Morales. 
— José  M*  Giepert. 

S8gTUld!l  seQt9QCÍ&. — En  la  mmnafeeka  dictó  el  Trihunai 

njieva  iejiieneia  en  la  ñguienle  forma: 

Reproduciendo  los  Reanltaudoa  de  la  sentencia 
casada  y  anulada: 

1° — Considerando  que  los  hechos  que  ae  declaran 
probados  constituyen  un  delito  consumado  de  robo  en 
casa  habitada,  sin  armas  y  en  cantidad  inferior  á  mil 
doecieiitas  cincuenta  pesetas,  deñoido  por  el  articulo 
quinientos  veinte  y  castigado  en  el  número  cuarto  del 
quinientos  veinte  y  seis  del  Código  Penal,  toda  vez 
que  el  prooenado  violentando  las  hojas  del  escaparate 
y  rompiendo  una  gaveta  del  mismo  qne  se  bailaba  en 
la  habitación  de  EuHebio  Fuentes,  se  apoleró  con  áni- 
mo de  lucro  de  un  revólver  ile  1»  propiedad  del  men- 
cionado Fuentes,  tasado  en  cuarenta  pesetas  y  cuya 
Ubre  disposición  obtuvo;  actos  todos  que  evidencian 
la  completa  ejecución  de  dicho  delito  por  concurrir  en 
ellos  los  elementos  constitutivos  del  mismo,  con  arre- 
glo á  los  artículos  citados. 

2?— Considerando  que  no  constando  eu  qué  con- 
sistieron las  amenazas  que  el  procesado  realizó  cuu  el 
revólver  que  conservaba,  sino  simplemente  que  ame- 
nazó con  el  mismo,  no  hay  datos  para  estimar  que  por 
eu  gravedad  fueran  ooostitutivos  de  delito,  si  bien  tal 
amenaza  con  dicha  arma,  ofrece  los  caracteres  de  una 
falta,  prevista  en  el  n&mero  abundo  del  articulo  seis- 
cientos doce  del  Código  Penal. 

3? — Considerando  qne  de  dicho  delito  de  robo  es 
autor  el  procesado  por  ]k  participación  directa  qne  en 
«1  mismo  tuvo. 

i° — Considerando  qne  en  su  ejecución  ha  concu- 
rrido la  circunstancia  agravante  de  reincidencia,  nú- 
mero diez  y  nueve  del  aitículo  diez  del  Código  Penal, 
por  cnanto  el  procesado  al  ser  juzgado  por  el  hecho 
de  esta  cansa,  estaba  ya  ejecutoriamente  condenado 
por  dos  delitos  de  hurto,  los  cuales  están  comprendi- 
dos en  el  mismo  título  del  Códigoque  comprende  el  de 
robo  antes  mencionado. 

■59 — Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  coarto  del  artículo  quinientos  veinte  y  seis,  la 
pena  seSalada  al  delito  ee  el  grado  medio  de  presidio 
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oorreocional,  cuya  pena  debe  imponeree,  en  el  caso, 
en  BU  periodo  máximo. 

6 . — CoüBÍderando  que  la  reaponsabilidad  críiniíial 
lleva  aparejada  la  civil  y  que  laa  coetaí  procesales  por 
ministeria  de  la  ley  se  entienden  impuestas  i,  los  res* 
ponsables  de  todo  delito  6  falta. 

VietoB  etc. 

Fallamos,  primero:  quedebemoe  abeolveryabeol- 
vemoB  &  José  Casáis  Valdén  por  los  dos  delitos  de  ame- 
nazas porque  le  acufia  el  Ministerio  Fiscal  con  la  mi- 
tad de  las  costas  del  proceso  de  oficio;  y  sínodo,  que 
debemos  comleuar  y  coudeuamos  al  mismo  José  Casáis 
Valdés,  ea  concepto  de  autor  de  un  delito  de  robo, 
ejecutado  en  casa  habitada,  sin  armas  y  en  cantidad 
que  no  excede  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  en 
]tí  pena  de  cuatro  afios  de  presidio  correccional  con  las 
accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  p&blico,  profe- 
sión, oficio  6  derecho  de  sufragio;  &  indemnizar  á  En- 
sebio Fuentes  la  cantidad  de  ocho  pesos,  valor  del 
revólver  no  recuperado,  más  dos  pesos  por  el  daSo 
causado  en  el  escaparate,  y  en  defecto  de  pago-  ñe  estas 
sumas,  é,  sufrir  prisión  subsidiaria  á  razón  de  nn  dia 
por  cada  doce  pesetas  y  media  que  dejare  de  satisfa- 
cer, sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  la 
condena  todo  el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hu- 
biere sufrido  y,  por  último,  lo  condenamos  asimismo^ 
al  pago  de  la  otra  mitad  de  costas  originadas  en  la 
causa,  declarándolo  insolvente  á  los  efectos  de  la  mis- 
ma con  vista  del  incidente  de  embargo  de  bienes  del 
procesado.  Devuélvanse  á  Ensebio  Fuentes  los  obje- 
tos ocupados  como  pieza  de  convicción;  y  revistiendo 
las  amenazas  que  con  el  revólver  hiciera  el  procesado 
á  Fuentes,  Domínguez  y  González,  loe  caracteres  de 
la  falta  que  castiga  el  número  segando  del  artfcnlo 
seiscientos  doce  del  Código  Penal,  sáqnese  testimonio 
de  las  diligencias  sumariales  pertinentes  al  caso  y  re- 
mítase al  Juez  correccional  correspondiente,  para  lo 
que  haya  lugar  en  derecho.  Asi  por  esta  nuestra  sen- 
tencia lo  pronunoiamOB.  mandamos  y  firmamos. -~  José 
Antonio  Pichardo.  — Lnis  Gastón. — El  Magistrado  Jo- 
sé Cabarrocas  votó  en  Sala. — José  Antonio  Pichardo. 
— Ambrosio  B.  Morales. — José  M"  Gispirt. 


Inf.  ley.HSont.  77.-1°  do  Jimio.— Faláflcaraón.  C  OacOa 
FeirrengS,  190^.) 
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nados  están  comprehdidas  en  el  artículo  311  en 
relación  con  el  310  y  no  en  el  321  en  relación  con 
el  330  del  Código  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  primero  de  Junio  de 
mil  noTPCíeotos-trea:  visto  el  recamo  de  casación  por 
infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencia  de  ^n- 
táa^  de  Coba,  interpneeto  por  el  Ministerio  fiscal  en 
caoBa  contra  Agustín  Morales  y  Kosell,  del  comercio, 
domiciliado  en  el  poblado  del  Cristo,  contra  la  senten- 
cia dictada  en  diez  y  Beis  de  Enero  ¿Itimo  por  la  men- 
cionada Audiencia  en  dicha  caut^a  inetmida  en  el  Juz- 
■  gado  de  aquella  capital  por  hurto  y  falsificación  de 
documento  oficial: 

Hbohos  probados: 

Resultando  que  en  la  referida  sentencia  3e  consig- 
nan los  siguientes: 

«Primero:  Resultando  probado  que  el  diez  y  seis 
■de  Noviembre  del  aBo  mil  novecientos  uno,  el  proce- 
■eado  Agustín  Morales  Kosell  sin  emplear  fuerza  en 
•las  cosas,  ni  violencia  ó  intimación  en  las  personas 
■flostrajo  coi^  ánimo  de  lucro  dos  vacas  y  un  buey  de 
*la  propiedad  del  Sr.  Joaquín  Ferrer  y  un  toro  perte- 
■npciente  al  Sr.  Pedro  Borrell,  cuyos  animales  se  ha- 
■llaban  á  piso  en  la  finca  la  «lÁ  Trinidad»  del  8r.  Sal- 
ivador Ponce,  ubicada  en  Dos  Caminos,  habiéndose 
■ocnpado  el  buey  y  encontrándose  el  enero  del  t-oro 
»qae  fué  beneficiado  por  el  procesado,  arrojando  la  ta- 
xsación  de  las  reses  sustraídas  las  sumas  de  sesenta  y 
•ocfao  pesos,  moneda  americana  el  toro,  sesenta  pesos 
sH  buey  y  setenta  y  cinco  pesos  cada  ana  de  las  vacas, 
«que  hacen  un  total  de  doscientos  setenta  y  ocho  pesos, 
>no  habiéndose  recuperado  ninguna  de  las  vacas  refe- 
*rídas.  Al  objeto  de  poder  sacrificar  el  toro  sustraído 
*at  Sr,  Pedro  Borell  en  el  Baatro  del  Cristo,  el  proce- 
■sado  Agastin  Morales  tomó  un  pase  de  tránsito  exten- 
»dido  &  su  favor  por  el  Alcalde  Municipal  de  esta  ciu- 
■dad  para  condncir  al  Cristo,  Caney,  catorce  toros  y 
•novillos  que  Morales  había  comprado  á  los  Sree.  La- 
«rrea  y  Besaba  con  el  hierro-Ii,  £,  y  en  la  casilla  co- 
urrespon diente  á  aMarcas»  ó  ssefias»,  estampó  á  más 
tde  la  mencionada,  la  del  animal  sustraído  que  tenia 
■el  hierro  P.  6,,  presentado  dicho  pase  al  Alcalde  de 
■barrio  del  poblado  del  Cristo  que  inscribió  los  anima- 
■les  con  loe  hierros  ya  dichos  en  los  libros  del  Begís- 
>tro  Pecuario,  logrando  así  el  procesado  el  sacrificio 
i»de  las  res  como  comprendidas  en  las  catorce  referen- 
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•ci&.  S^undo.  Resultümdo  que  el  Ministerio  fíacal 
«sostuvo  como  de&nibivas  las  conclusioaes  provisiona- 
»lee  siguientes: — Primero:  El  día  diez  y  seis  de  No- 
«viembre  del  afio  próximo  pasado,  el  procesado  por 
■esta  causa  Agustín  Morales,  sustrajo  cod  ánimo  de 
■lucro  y  sin  ejercer  faerza  en  las  cosos  ni  violencia  ni 
■Intimidación  en  las  peraonaa,  dos  vacan  y  un  baey  de 
»Ia  propiedad  del  8r.  Joaquín  Ferrer  y  nn  toro  perte- 
■cieute  al  Sr.  Pedro  Borrell,  cuyos  animales  ae  hall&- 
■ban  á  piso  en  la  finca  «Trinidadi  de  D.  Salvador  Pon- 
Hce,  ubicada  en  Dos  Caminos,  faabióndoee  recuperado 
xel  buey  y  encontrado  el  cuero  del  toro,  que  fué  bene-  * 
Nficiado  por  el  procesado,  arrojando  la  tasación  de  las 
■reses  sustraídas  las  sumas  de  sesenta  j  ocbo  pesos, 
smoneda  americana  el  torO,  sesenta  peeos  el  buey  y  se- 
xtenta  y  cinco  cada  una  de  las  vacas,  las  cuales  no  ban 
■«ido  recoperadae.  Al  objeto  de  poder  beneficiar  el 
«toro  en  el  matadero  del  Cristo,  el  procesado  Agustín 
«Morales  tomó  un  pase  de  tránsito  extendido  á  su  fa- 
Bvor  por  el  Alcalde  Municipal  de  esta  ciudad  para 
■conducir  al  Cristo,  Caney,  catorce  toroa  y  novillos 
■con  el  hierro  L.  E.  y  en  la  caeilla  correspondiente  & 
■Marcas  ó  señas»,  estampó  á  más  de  la  mencionada  la 
■del  aiiiinal  sustraído  que  tiene  el  hierro  P,  B-,  lo- 
■graudo  de  ese  modo  obtener  lo  que  deseaba.  — Segun- 
ido:  Eütoü  hechos  son  constitutivos  de  dos  delitos;  uno 
»de  harto,  definido  en  el  articulo  quinientos  treinta  y 
■cinco  número  uno  y  penado  en  el  quinientos  treinta 
■y  seis,  número  segundo;  y  otro  de  falsedad  en  d.cn- 
■mento  oficial,  definido  y  penado  en  el  trescientos  ou.- 
■ce  en  relsición  con  el  número  seis  del  trescientos  diez, 
■todos  del  Código  Penal. — Tercero;  Es  responsable  en 
concepto  de  autor  por  participación  directa  el  procesa- 
ndo Agustín  Morales,  mayor  de  edad  y  sin  anteceden- 
«te«  penales.- — Cuarto:  No  son  de  apreciarse  circuns- 
utancias  modificativas  de  la  responsabilidad  criminal. 
■ — Quinto:  Ha  incurrido  el  procesado  Agustín  Mora- 
ules,  en  la  pen»,  de  ocho  años  y  un  día  de  presidio  ma- 
nyor  y  multa  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas  con 
■las  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  seis,  por  el  <ie- 
■lito  de  falsedad  en  documento  oficial;  y  un  aHo,  ocho 
nmeses  veinte  y  un  día  de  presidio  correccional  por  el 
■de  hitrto,  con  las  accesorias  del  artículo  sesenta  del 
■Código  Penal:  debiendo  ser  condenado  en  las  costas  y 
■abonársele  la  mitad  del  tiempo  prisión  preventiva  qne 
«haya  sufrido. — Kesponsabilidad  civil: — Primero:  La 
■estima  este  Ministerio  en  la  suma  de  doscieutos  diez 
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■y  ocbo  peeos  oro  americano. — Segundo:  El  procesado 
«deberá  abonar  ciento  cincuenta  pesos  al  Sr.  Joaquín 
«Ferrer  y  sesenta  y  ocho  al  Sr.  Pedro  Borrell, — Terce- 
■ro:  Besaeltando  que  la  defensa  del  procesado,  en  sos 
■cODclueioDea  pi-o  visión  al  es  que  también  sostuvo  como 
■definitivas,  negando  su  participación  en  la  ejecuei6a 
■de  lo«  hechos,  solicitó  la  absolnción». 

Resolución  recükriiia: 

Resultando  que  eetiinandose  en  dicha  sentencia 
■que  los  hechos  en  la  misma,  declarados  pr<<bado8 
■oocstitayeD  un  delito  de  hurto  penado  en  el  húmero 
■segundo  del  artículo  quinientos  treinta  y  seis  del  Có- 
>digo  Penal  y  otro  de  falsificación  de  certiñcado  pena- 
ido  eu  el  articulo  trescientos  veinte  y  uno  en  relaciÓD 
■con  el  treacientoe  veinte  y  número  sexto  del  trescien- 
■toB  diez  del  propio  Código,  condenó  al  procesado- 
•AgDstin  Morales  y  Kosell,  como  autor  del  primero  da 
■dichos  delitos  sin  circunstHm-iae  modificativas,  á  le 
■pena  de  un  aBo,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de 
•presidio  correcoional,  accesorias  correspondientes  y  & 
■ÍDdemnixar  k  los  perjudii-ados  el  valor  de  lo susttaidO' 
■y  no  recuperado,  debiendo  sufrir  u»  <Vm  mñs  de  de- 
■tenriÓD  por  cada  dos  pesos  y  medio  que  dejare  de  aa- 
■tisfacer  por  insolvencia;  y  como  autor  del  segunda  de 
■dichos  detitos,  también  sin  circiinEtancia  modificati- 
■vae.  á  la  pena  de  dos  meses  y  un  dfa  de  arresto  ma* 
•yor  y  accesorias,  y  al  pago  de  costas,  coa  abono  de  la 
■prisión  provisional  snf rida*. 

PUNOAMRNTOeDBL  RKCÜKSO  DE  CASACIÓN: 

Resaltando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
el  Ministerio  Fiscal  el  presente  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  f  n  el  número  tercero 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  por  haberse  cometido- 
error  de  derecho  en  la  calificación  de  los  hechos  pro- 
bados, citando  oomo  infringidos,  por  aplicación  inde- 
bida el  trescientos  veinte  y  uno  y  trescientos  veinte 
del  C&dígo  Penal,  y  por  falta  de  aplicación  el  trescien- 
tos ODce  en  relación  con  el  número  sexto  del  trcpcien- 
tos  diez  del  mismo  Código,  explicando  que  nhabiéndo- 
se  «leclarado  probado  que  el  procesado  Agustín  Mura- 
les Roeelt,  hurtó  de  la  finca  la  Trinidad  ubicada  en 
Doe  Caminos  dos  vacas  y  un  buey  de  la  propiedad  det 
Sr.  Joaqnfn  Ferrer  y  un  toro  perteneciente  al  Sr.  Pe- 
dro Borrell  y  que  al  nbjeto  de  beneficiar  el  toro  bub- 
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traído  al  Sr.  Borrell  en  el  Rastro  del  Grieto  tom6  el 
piN3césado  un  pase  de  tránsito  extendido  á  bu  fa- 
vor por  el  Alcalde  Municipal  de  Santiago  de  Cuba  p^ 
ta  condacir  al  Cristo,  Caney,  catorce  toro»  y  novillos 
que  había  comprado  &  loa  Sres.  Larrea  y  Bésala  con 
el  hierro  L.  B.  y  en  1a  casilla  correspondiente  á  nMar* 
cas  6  señas»  estnmpó  &  más  de  la  mencionada,  la  del 
animal  sustraído  que  tenia  el  hierro  F.  B.  presentan- 
do dicho  pase  al  Alcalde  de  Sarrio  del  poblado  del 
Cristo  que  ÍDScríbi6  los  animales  con  los  hierros  ya  di- 
chos en  los  libros  del  Registro  Pecuario,  logrando  asi 
el  procesado  el  sacrificio  de  la  res  como  comprendida 
en  las  catorce  de  referencia»  debieron  calificarse  esos 
.  hechoR  como  constitutivos  de  un,  delito  de  hurto  y  otro 
de  falsedad  en  docnmento  oñcial,  definido  y  penado 
éste,  en  el  artículo  trescientos  once  en  relación  con  el 
nfimero  seis  del  trescientos  diez,  ambos  del  Código 
Penal,  y  no  como  constitutivos  de  un  delito  de  hurto 
onya  calificación  no  se  combate.  3'  otro  de  falsifica- 
ción de  certificado  que  define  el  trescientos  veinte  y 
penado  por  el  trescientos  veinte  y  uno,  loa  dos  d¿l 
mismo  cuerpo  legal,  toque  es  erróneo:  pues  «1  pase  de 
tránsito  de  ganado  variado  por  el  pi^ceeado  es  un  do- 
cumento ofií-ial,  cuya  falsificación  castigan  en  este  ca- 
so loa  artículos  trescientos  once  y  trescientos  diez  del 
Código  Penal,  y  no  una  certificacióu  de  las  descripta? 
en  el  artículo  trescientos  veinte,  como  equivocada, 
mente  se  sostiene  en  la  sentencia,  confundiendo  las 
cercificacioues  de  circuu'^tancias  análogas  á  méritos, 
servicios,  buena  conducta  ó  pobreza  á  que  se  refiere 
el  artículo  trescientos  veinte  con  los  pases  de  tránsito 
de  ganado  que  son  documentos  esencialmente  distin- 
tos, pues  en  estos  se  afirma  con  relación  á  los  libros 
del  Registro  Pecuario  ta  propiedal  del  ganado  que  se 
conduce  mientras  las  certificaciones  de  méritos  ú  otras 
circunstancias  personales  análogas  no  acrediten  nnuca 
el   derecho  de  propiedad». 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  se  celebró  el  día  diez  y  nueve  de  Mar 
yo  la  vista  pública  del  mismo,  con  asistencia  del  Mi- 
njstei'io  Fiscal  recurrente  y  la  defensa  de  la  parte  no 
recurrente. 

Decisión  del  beccrso: 

Siendo  Ponente  el  Magisti-ado  José  María  Gispert. 

Considerando  que  por  su  origen,  naturaleza  y  ob- 
jeto, son  documentos  oficiales  los  certificados  de  ins- 
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cripdón  y  pasee  de  tráDgito  de  ganado  qae  con  arreglo 
á  las  disposicioDe»!  vigentes  expiden  los  encargados 
del  Registro  de  la  Propiedad  Pecuaria,  cuyos  doca- 
mentos  acreditan  con  relacióu  y  preferencia  á  dicho 
Registro  público,  el  dominio  de  determinadoB  anima- 
les á  favor  de  una  persona;  circunstancia  que  por  di- 
ferir enstanci  al  mente  de  las  consignadas  en  el  articu- 
lo trescientos  veinte  del  Código  Penal,  impide  concep- 
tuar tales  documentos  como  de  loe  comprendidos  en 
dicha  disposición  legal;  por  lo  qae  las  falsificaciones 
de  tas  mismas  do  deben  ser  calificadas  y  penadas  con 
arreglo  al  articulo  trescientos  veinte  y  uno  en  relHción 
con  el  trescientos  veinte  citado  del  Código  Penal,  sino 
conforme  al  trescientos  once  en  relación  con  el  tres- 
cientos diez  del  propio  Código. 

Considerando,  por  lu  expuesto,  que  al  no  estimar 
«sto  óltimo  la  Satfwsentenciadura.  calificando  y  penan- 
do el  hecho  justiciable  con  arreglo  al  citado  articulo 
trescientos  veinte  y  uno  en  relación  con  el  trescientos 
veinte  del  mencionado  Código,  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  se  le  atribuye,  é  infringido  por 
lo  tanto  tas  disposiciones  legales  que  se  citan  en  el  re- 
curso, qne  debe  ser  por  ello  declarado  con  lugar,  i-on 
tas  costa-i  ób   oficio: 

Fallamos  qne  debemo-'  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lagar  al  recurso  da  casación  por  iafraoción  de  ley-, 
interpuesto  por  er  Ministerio  fiscal,*  contra  la  senten- 
cia dictada  el  diez  y  seis  de  Enero  último  por  la  An- 
diencia  de  Santiago  de  Cuba  en  la  causa  mencionada; 
y  en  sn  consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  sen- 
tencia con  las  costas  de  oficio.  Asi  por  esta  nuestra 
sentencia,  lo  pronnnciamos,  mandamos  y  firmamos. 
— José  Antonio  Pichardo. — Lnia  Gastón  . — El  Mf^s- 
trado  José  Cabarrocas  Horta  votó  en  Sala. — José  An- 
tonio Pichardo. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María 
Gispert.  ( 

Segunda  aentsnña.  ^En  la  misma  fecha   dictó  el  TrUnintd 

nueva  gentvnáa  en  la  siguiente  forma: 

Aceptando  los  hechos  probados  consignados  en  e' 
primer  Resultando  de  la  sentencia  casada  y  anulada- 

Reproduciendo  el  primer  Considerando  df  la  sen- 
tencia de  casación  dictüda  en  esta  fecha. 

Considerando  qne  tos  hechos  declarados  probados 
son  conftitntivos  de  dos  delitos,  ano  de  hurto  pre- 
visto en  el  número  nno  del  articulo  quinientos  trein- 
ta y  cinco  y  penado  en   el   caso   dos   del  quinientos 
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treinta  y  aeie  del  Código  Penal,  por  do  exceder  el  v&- 
lor  de  lo  siuliraido  de  seíB  mil  doscientos  cincuenta 
pesetas  y  pasar  de  mil  doscientoe  cincuenta,  y  otro  de 
folsi&cación  de  documento  oficial,  penado  en  el  artícu- 
lo trescientoB  once  en  relación  cou  el  número  seis  del 
trescientos  diez  del  propio  Código. 

Coneiderando  que  es  autor  de  los  dos  delitos  men- 
cionados el  procesado  Agustín  Morales  Bosell,  por  ha- 
ber tomado  participación  directa  en  au  ejecución. 

Considerando  que  no  habiendo  concurrido  cir- 
<ninstanciafl  exim<-ntes  ni  modificativas  de  la  respon- 
sabilidad criminal,  ha  incurrido  y  es  de  imponerse  al 
procesado  en  el  grado  medio  la  pena  señalada  por  I& 
ley  á  cada  uno  de  los  delitos  por  él  realizados. 

Considerandoqiie  toda  persona  responsable  crimi- 
nalmente de  un  delito  ó  falta,  lo  es  también  civilmen- 
te y  del  pago  de  lae  costas  procesales; 

Vistos  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Agnstin  Morales  Roaell,  como  autor  ds  un 
delito  de  falsificación  de  documento  oficial,  previsto  y 
penado  en  el  artículo  trescientos  onc«  en  relación  oon 
el  CASO  sexto  del  trescientos  diez  del  CÓ<ligo  Penal,  sia 
circunstancias  modificativas,  á  la  pena  de  i  cho  aBos  y 
un  dia  de  presidio  mayor  y  multa  de  seis  mil  peaetas, 
á  las  accesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en 
todo  BU  extención  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Aa- 
torídad  por  igual  tiempo  de  la  condena  principal,  que 
deberá  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  misma, 
debiendo  abonársele  para  dicho  cumplimiento  la  mi- 
tad del  tiempo  de  la  prisión  provisional  sufrida:  y  co- 
mo autor  del  delito  de  hurto  en  cantidad  que  no  exce- 
de de  seis  mil  doscientos  cincuenta  pesetas  y  pasa  de 
mil  doscientas  cincuenta,  iambién  sin  circunstancias 
apreciables,  á  la  pena  de  un  aSo,  ocbo  meses  veinte  y 
un  días  de  presidio  correccional,  con  las  accesorias  de 
suspensión  de  todo  cai^  póblico,  profesión  ü  oficio  y 
derecho  de  sufragio,  durante  el  tiempo  de  la  condena, 
á  indemnizar  á,  Joaquin  Ferrer  en  la  suma  de  ciento 
cincuenta  pesos  moneóla  americana  por  las  vacaa  de 
su  propiedad  no  recuperadas  y  á  Pedro  Borrell  la  d& 
sesenta  y  ocho  pesos  en  igual  moneda,  valor  del  toro- 
sustraído,  sufriendo  en  defecto  del  abono  de  estas  úl- 
timas sumas  un  dia  más  de  detención  por  cada  doce  y 
media  pesetas,  Bín  que  le  exima  del  pago  Be  libase  & 
mejor  fortuna;  y  al  al  pago  por  ambos  delitos  de  las 
costas  procesales;   debiendo  cumplirse   las  oondenaa 
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Sor  el  orden  en  que  qnedan  impoestaíi;  y  entrígnese  ¿ 
oaqafn  Ferfer  el  buey  depositado  en  poder  de  Al- 
fonso Mayor,  por  ser  de  su  propiedad.  Así  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  niandamoa  y  fir- 
mamos.— José  Antonio  Piciiardo. — Luis  Gastón. — El 
Magistrads  José  Cabarrocas  votó  en  Sala. —  José  An- 
t(>nio  Piciiardo.— Ambrosio  R.  Morales. — José  María 
Gispert. 


Inf.  ley.  -Sent  78.-2  de  Junio.— Falsedad. (Gac.  Febre- 
ro 29,  190^. ) 

IKJCTBINA:  Para  que  se  cometa  el  delito 
de  falsedad  previsto  en  el  artículo  314<  del  Código 
penales  indispensable  que  el  lictlio  se  realice  en 
perjuicio  de  tercero  ú  con  íinimo  de  causárselo. 

Eq  la  ciudad  de  la  Habana  á  dos  de  Junio  de  mil 
novecientos  tres;  en  el  recurso  de  c:i..saciÓQ  por  infrao- 
ciÓQ  de  ley,  que  pende  ante  Tribunal  Supremo  contra 
la  sentencia  dictada  en  siete  de  Al.irzo  ñitiino  por  la 
Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  AU' 
diencia  de  esta  provincia,  en  caus^v  procedente  del  Juz- 
gado de  Instmccióo  del  Este  de  esta,  cíipital,  seguida 
entre  partes,  de  la  una  el  Jlinisterio  fiscul  y  de  la  otra, 
como  procefliMlos  por  el  delito  de  falsedad,  JesÜH  Bo- 
quete y  Gómez  y  Manuel  Goimil,  ambos  vecinos  de 
esta  ciudad  y  del  comercio;  y  en  la  cual  causa  fué  taiu- 
bien  compreudido  José  Martínez  F.  de  Teijeiro,  de- 
clarándose en  rebeldía  por  auto  de  veinte  y  cuatro  de 
Didembre  del  año  próximo  pasado,  aprol)ado  por  el 
de  seis  de  Febrero  del  corriente. 
Hechos  pbobados: 

Resultando  que  diclia  sentencia  contiene  los  si- 
gnientes  resultandos:  iFHmero:  Re^ult4indo  aprobado 
«que  Bernardino  Pazos  y  el  procesado  .ícsiúíí  lioquete 
aeran  condueñoH  de  la  ti  iitorería  ol^a  Borla»,  «ituada  eo 
>la  calle  de  Teniente  Rey  número  dicK  y  siete,  de  la 
•que  era  dependiente  el  otro  procesado  Manuel  Goimil 
«y  en  diez  y  ocho  de  Julio  fUttmo,  otorgaron  los  doa 
■pñmeroe  el  siguiente  documento  privado,  que  redac- 
ataron  por  duplicado,  conservando  rada  uno  de  ellos 
fUna  copia  ñrmada  por  el  otro;  "Odo,  renuncio  y 
•traspaso  á  favor  del  Sr.  Jesús  P-oqnete  la  partioi- 
■  pación  que  tengo  en  el  establocimiinto de  tintorería 
■titnladoiLa Borla», situado  eu  la  caite deTenieitte  Rey 
■número  diez  y  siete,  «como  noció  que  era  del  Sr.  Bo- 
•qaete  haciendo  esta  renuncia  por   la  suma  de  dos- 
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«cientos  pesos  en  plata  española  oaya  cactidad  se 
«obliga  &  pa^nue  el  Sr.  Jesús  Boquete  en  el  plazo  ele 
«ocho  meses  con  garantía  del  expresadu  establecimiento 
«La  Borla°,  autorizando  al  Sr.  Bernardino  Fazos  & 
nintervenir  en  mi  establecimiento  si  al  vencimiento 
«de  loa  plazos  me  viese  impedido  á  cumplir  el  compro- 
nmiso  contraído.  Y  para  coastaocia  del  deudor  Sr.  Ber- 
«nardÍDo  Pazos  expido  el  presente  pagaré  en  la  Habana 
■árdiez  y  ocho  de  Julio  de  mil  novecientos  dos,  fecha 
«en  que  empezará  &  correr  el  compromiso  del  pago  de 
■los  doscientos  pesos,  contraído  con  el  Sr.  Bernardino 
nPazos  por  virtud  de  la  renuncia  de  la  participación  eo~ 
acial  que  hace  á  mi  favor,  por  lo  cual  me  declaro  legi- 
ntimo  deudor  de  la  expresada  numa  de  doscientos  pesos 
«plata  espaílola  del  Sr.  BerDardino  Pazom. » 

«Segundo:  Resultando  probado:  que  en  cinco  de 
«Septiembre  del  mismo  »fio  mil  novecientos  dos,  antes 
«de  transcurrir  el  plazo  estipulado  y  sin  p^ar  á  Pazos 
«los  doscientos  pesos  referidos,  Boquete  presentó  en  la 
«Alcaldia  Manicipal  la  siguiente  instancia  que  snscri- 
■bió  con  su  propio  nombre  C- hizo  suscribirá  Go<mil  con 
«el  nomdre  de  Pazos,  como  lo  suscribió  sin  tratar  de 
uimitEír  la  letra  del  último,  sin  sn  conocimiento  y  en 
«su  ausencia,  por  virtud  de  la  cual  se  hizo  en  el  Ayunta- 
irmiento  el  traspaso  de  la  licencia  del  establecimiento  á 
"favor  de  Jesús  Boquete.  Sr.  Alcalde  Mnnicipal:  Bernar- 
"dino  Pazos  y  Jesús  Boquete  á  Vd.  dicen:  Que  no  con- 
«viniendo  á  los  interesf^  del  primero  continuar  en  el 
«establecimiento  de  tintorería  que  con  el  titulo  «La  , 
"Borlai  tienen  establecido  en  la  casa  número  diez  y 
«siete  de  la  calle  de  Teniente  Rey;  cede  todos  sus  dere- 
«choB  al  segundo.  Y  por  tanto:  4  Vd.  ocurren  para  que 
«se  sirva  disponer  se  proceda  á  la  toma  de  razón  del 
■cambio  de  nombre,  y  se  le  expida  la  rX)rrespon diente 
ülicencia.  Habana  cinco  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos dos." 

Besol^cióx  recurrida: 

"Resultando  que  por  la  expresa  sentencia,  estiraá- 
dose  estos  hechos  contitutivos  del  delito  de  falsedad 
que  prevé  el  arttcnlo  trescientos  catorce  en  relación  con 
los  número  sppundo  y  cuarto  del  tresciento.s  diez,  de! 
Código  Penal,  y  autor  del  mismo,  sin  circunstaucias 
apreciables,  á  loa  procesados  Boquete  y  Goimil,  fueron 
condenados  ambos  en  la  pena  de  un  aílu,  ocho  meses 
y  veinte  y  un  diaa  de  presidio  correccional  y  multa  de 
mi!  pesetas  con  las    correspondientes  accesorias,  y  al 
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pago,  cada  uuo,   de  una  tercera  parte   de  lae  costas 
Bamaríales.  y  de  la  mitad  de  las  del  juicio  oral; 

FüNDAVSNTOS  DEL  KECÜKBO  DE  CASACIÓN: 

■Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la 
rapreseutaciÓQ  de  estos  dos  procesados  el  presente 
recamo  de  casncióa  por  infracción  de  ley,  fundado  en 
el  número  primero  del  articulo  ochocientOH  cuarenta  y 
Doeve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  alegando, 
como  único  motivo,  qne  seLi^ii  infringido  los  articu- 
lo» primeros  y  irescientoB  catorce  del  Código  Penal, 
porque  para  que  tenga  legal  aplicación  este  último 
articulo  es  necesario  que  cause  perjuicio  á  tercero  6 
que  exista  el  ánimo  de  causárselo,  y  los  hechos 
probados,  relativos  á  la  cesión  del  establecimiento  nLa- 
Borla».  por  parte  de  Pazos  á  Boquete,  &  que  el  compro- 
miso de  dar  Cute  los  doscientos  pesos  como  precio  del 
traspaso,  no  empezaba  á  correr  hasta  el  diez  y  ocho 
de  Julio  de  mil  novecientos  dos,  venciendo  á  los  ocho 
mesies,  y  por  último  á  que  la  toma  de  rasHm  no  se  hizo 
á  favor  de  tercera  persona,  sino  del  mismo  Boquete, 
demuestran  que  uo  se  ha  causado  perjuicio  al  Pazos,  ni 
se  ha    tenido  intención  de  cansúrselo; 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  se  pei-sonaron 
lOK  recurrentes  en  tiempo  y  forma  ante  e^te  Tribunal 
Supremo,  y,  previos  los  d^más  trámites  legales,  se 
celebró  la  correspondiente  vista,  informando  en  ella  la 
representación  de  aquéllos  sobre  la  procedencia  del 
recurso,  y  el  Ministerio  Píacal  iupugtaáudolo. 

DsCtSIÓN  DEL  RBCUBSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  para  que  se  cometa  el  delito  de 
falsedad  que  castiga  el  artículo  trescientos  catorce  de- 
Código  Penal,  e?  iodispensübte  que  además  de  reali- 
zarse ésta  en  cualquiera  de  la^  formas  que  enumera  el 
articulo  trescientos  diez  del  mismo  cuerpo  legal,  se  ha- 
ga con  perjuicio  de  tercero  ó  con  ánimo  de  causárselo. 

Considerando  que  en  el  caso  objeto  del  presente 
recurso,  no  concurre  ninguno  de  e^tos  últimos  elemen- 
tos, pues  que  hecha  por  Pazos  A  Boqnet*  la  cesión 
de  la  parte  que  le  correspondía  en  el  establecimiento 
de  tinUireria  de  que  se  trata,  sin  otnis  condiciones  que 
la  de  g<irantizarse  con  osle  el  pago  del  precio  estipn- 
lado,  mediante  aplazamiento,  y  la  de  que.  si  al  ven- 
cerse el  plazo  no  se  hubiera  aún  satisfecho  el  precio, 
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tendrá  el  cedeote  el  derecho  de  íoterveair  las  operacio- 
nes propias  de  la  expresada  iudostria,  ninguna  de  ca- 
yaa  condiciones,  como  se  ve,  privaba  al  cesionario  de  la 
facultad  de  inscribir  á  su  nombre  dicho  establecimien- 
to, es  indudable  que  por  el  solo  hecho  de  producir  Bo- 
quete y  Golmil  la  instancia  que  figura  copiada  en  el 
segundo  de  los  resultandos  del  fallo  reclamado,  y  ob- 
teuer  aei  la  toma  de  razón  solicitada  en  la  misma,  si 
bien  se  supuso  en  ella  la  intervención  de  una  persona 
que  no  la  había  tenido,  no  causaron,  ni  puede  presn- 
mirse  que  intentaran  causar  perjaicio  alguno  á  Pazos, 
6  á  tercera  persona,  sino  que  ello  obedecía  al  proposi- 
to de  hacer  uso  de  un  derecho,  derivado  del  contrato 
mencionado,  aunque  se  ejercitara  en  forma  ilegal;  y, 
por  consiguiente,  indudable  es  también  qne  al  estimar 
ese  hecho  el  Tribunal  sentenciador,  como  comprendido 
en  el  citado  artículo  trescientos  catorce,  siendo  a'^t  que 
no  constituye  delito  alguno,  infringió  este  precepto  le- 
gal, según  se  alega  en  el  único  motivo  del  recurso. 

Considerando  que,  en  tal  virtud,  procede  decla- 
rar éste  con  lugar;  sin  que  haya  de  hacerse,  conforme 
d  la  Orden  noventa  y  dos  da  mil  ochocientos  noventa 
y   nneve,    especial   condenación  de  costas: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Jesós  Boquete  y  Gómez  y  Manuel  Goi- 
mil  contra  la  expresada  sent^'ncia,  la  cnal  casamos  y 
anulamos,  sin  especial  condenación  de  costas.  Asi 
por  esta  nnestra  sentencia,  que  de  igual  modo  que  la 
dictada  á  continuación  deberá  comunicarse  etc.,  lo 
pronuüciamos  mandamos  y  firmamos. — José  Antonio 
Pichardo. — Luis  Gastón.  —  E!  Magistrado  José  Ca- 
barrocas  Ilorta  votó  en  Sala.  -José  Antonio  Pichardo- 
— Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 

SsgllDda  sentencia.*— í^»  ía  ""'«ww/ecAo  dieíó  el  Tribunal 
nueva  senleneia  en  lué  siQuienles  términot: 
Dando  porreproducidos  los  Resultandos  de  la  mis- 
ma Kentencia   casada. 

Primero.  Considei-ando  que  para  que  se  cometa 
el  delito  do  falsedad  que  castiga  el  artículo  trescientos 
catorce  de!  Código  Penal,  es  indispensable  qne  además 
de  realizarse  é.sta  en  cualquiera  de  laa  forma?  que 
enumera  el  artículo  trescientos  diez  del  mismo  cuerpo 
legal,  se  haga  con  perjuicio  de  tercero  6  con  íinimo  de 
causárselo- 
Segundo.     Considerando  que  en  caso  de  autos  no 
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coDcarre  ningano  de  estos  dos  ültimos  elementos,  pues 
qae  hecha  por  Fazotí  A  Boc^uete  la  cesióa  de  la  parte 
que  le  correspondía  en  el  establecimiento  de  tintore- 
ría de  <)ue  se  trata,  sin  otras  eojidicioues  que  la  de  ga- 
rantizarse con  éste  el  pago  del  precio  estipulado,  me- 
díante aplazamiento,  y  la  de  (]iie  si  al  vencerse  el 
plazo  DO  se  hubiere  aCn  Batisfeclio  el  precio,  tendría 
el  cedente  el  derecho  de  intervenir  ús  operaciones 
propias  de  la  expresada  industria,  ninguna  de  cujas 
condiciones,  como  ee  ve,  privaba  al  cesionario  de  1» 
facultad  de  inscribir  á  su  nombre  dicbo  establecimien- 
to, es  indudable  que  por  el  solo  hecbo  de  producir 
Boquete  y  Goimil  la  instancia  que  ñgura  copiada  en 
el  segundo  de  los  resultados  y  obtener  asi  la  toma  de 
razón  &olicita<la  en  la  misma,  ai  bien  ee  supuso  en  ella 
la  iuter\'ención  de  una  persona  que  no  la  había  tenido, 
no  caucaron,  ni  puede  presumirse  que  intentaran  cau- 
sar perjuicio  alguno  al  Fazos,  6  á  tercera  persona,  si- 
no que  ello  obedecía  al  propósito  de  hacer  uso  de  un 
derecho,  derivado  del  contrato  mencionado,  aunqne 
se  ejercitara  en  forma  ilegal. 

'í'ercero.  Considerando  que,  por  t>íinto,  el  hecho 
procesal  no  constituye  el  deli  to  que  ha  sido  objeto  de  la 
acusación,  ni  reviste  por  otia  parte  caracteres  de  nin- 
gftn  otro  acto  punible;  y,  en  consecuencia,  procede  ab- 
solver á  los  procesados  Boquete  y  Goimil  con  las  co- 
rreapoD dientes  costas  de  oiicio.— Vistos,  además  de 
los  artículos  citados,  el  treinta  y  ocho  de  la  Ordeniío- 
venta  y  dos  de  mil  ochocientos  novenlíi  y  nueve,  pri- 
mero del  Código  Penal  y  ciento  cuarenta  y  doa,  dos- 
cientos treinta  y  nueve,  doscientos  cuarenta  y  sete- 
cientos cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal : 

Fallamos  que  deltímos  absolver  y  absolvamos  á 
Jesús  Bo(niete  y  Gómei  y  Manuel  Goimil,  de  la  pre- 
sente causa;  declarando  de  oücio  las  dos  terceras  par- 
tes de  las  costas  sumariales,  y  la  totalidad  de  las  cau- 
sadas en  el  juicio  oral.  Póngase  iumediafjiniente  en 
libertad  al  segundo  de  ellos,  <iue  según  aparece  de  la 
sentencia  casiida  «'  encuentra  eu  prisión  provisional; 
librándose  desde  luego  la  correspondiente  orden.  Y  se 
dejan  sin  ef'-cto  los  emlwirgos  y  fianzas  respectivos. 
Así  por  est'a  nuestra^s  sentencia  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.  -Josi'  Antonio  Pichardo. — Luis 
GMtón.— El  Magistrado  José  Cabarrocas  Horta  votó  en 
Sala.— ^José  Antonio  Pichardo, ^Ambrosio  R.  Mora- 
les.— José   María  Gispert. 
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Inf.  lej.— Sent.  79.— 2  de  Jumo.— Defensa  porsonal.  (Ga- 
ceta Marzo  2,  390^.) 

DOCTKINA:  No  puede  alegar  á  st»  favor  !« 
circunstancia  iriimente.  completa  6  incompleta, 
de  defensa  personal,  (juíen  provoca  á  su  agresor  ó 
acepta  una  riña  ton  ístc. 

Quien  provoca  una  riña  no  paedealegar  á  ?o  fa- 
vor que  por  parte  de  bu  contrario  hubo  amenaza 
adecuada. 

En  la  dudad  de  la  Haliana  á  dos  de  Judío  de  mil 
novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  Julio  López  y  Cárdenas  ó 
Chacón,  barbero,  vecino  de  la  Cidra,  en  1»  causa  se- 
guida contra  el  mismo  ante  la  Audiencia  de  Matanzas 
por  el  delito  de  homicidio. 

Resultando  que  en  la  sentencia  definitiva  dictada 
en  dicha  cansa  en  cuatro  de  Marzo  Altimo  se  expresan 
los  hechos  en  el  siguiente: 

Hechos  probados: 

«Primero:  Resultando  probado  que  de  once  á  do- 
"ce  de  la  mañana  del  veinte  de  noviembre  del  año 
"próximo  pasado  el  pi-ocesado,  pardo  Julio  López  y 
■Cárdena»,  aiín  cuando  aparece  dcsn  partida  bautismal 
»ser  hijo  de  la  pai-da  Victoriana  Chacón,  que  estaba 
nresentido  con  el  de  igual  clase  Ernesto  Ysas!,  t!o  de 
sMeleoita  Cárdenas  con  quien  López  llevaba  relaciones 
«amorosas,  por  que  ésta  le  habla  participado  que  Ysasi 
»habia  dicho  que  no  sabia  la  causa  por  que  López  no 
Hle  saludaba  y  que  lo  baria  porque  era  muy  orgulloso 
«y  pretencioso,  pues  no  tenia  una  peseta  y  si  se  creeria 
«blanco  por  serio  algo  más  que  él  y  como  esto  pasaba 
"Cuando  i»r  diferencias  que  no  han  podido  determi- 
nnarse,  la  madre  de  Meleuita  le  habia  prohibido  á 
"López  la  entrada  en  su  «isa  para  lu  que  antes  estaba 
"autorizado,  al  pasar  por  la  referida  casa,  encontró  en 
»e!  portal  á  Meleuita,  quien  le  indicó  que  no  pidiera 
"explicaciones  á  Ysasl  y  discutiendo sobie  eee  particu- 
"lar,  por  no  estar  <'l  conformo  por  ello,  se  percibió  es- 
»ta  conversación  dentro  de  la  casa  y  salieron  la  concu- 
"bina  de  Ysasi  y  otros  de  sus  familiares  insultándole 
"la  primera  por  lo  que  se  marchó  á  su  casa  dejando  en 
«ella  á  sn  hijo  que  llevaba  en  brazos  y  vo'vió  á  salir 
Dpara  dirigirse  á  su  Imrbeiía  y  como  todos  vivían  en  la 
«misma  cuadra  volvió  á  pasar  pí>r  aquella  casa  y  repi- 
"tiéndo^e  los  incultos  manifestó  que  üaliera  Ysasi  si 
uera  hombre,  y  afusca<lo   y  arrebatado  por  los  efectos 


DigilizedbvGoO^^IC 


«de  su  resentimieuto  anterior  y  los  insoltos  qae  en 
»esos  inomentos  le  dirigiera  1»  concubina  de  éste  le  11a- 

•nióc ,  expre-ándole  que  saliera  que  lo  iba  &  en- 

■salar  y  como  vici-a  salir  precipitadamente  -X  Ysasi 
ndirígiéndose  á  fl  en  ademan  de  agredirle,  ein  qae  ha- 
«ya  podido  acreditai-se  que  llevara  un  citchilto,  pues 
kmieDti-as  López  y  algumm  k>  aseguran,  otros  expre- 
■SAD  no  haberlo  visto,  líe  desprendió  de  los  brazos  de 
«su  madre  que  lo  sujetaba  para  llevárselo  á  su  casa, 
■asi  como  los  familiares  de  Vsasi  trataban  de  impedir 
■tambiéu  qae  saliera,  sacó  un  revolver  que  portaba  y 
■disparó  contra  Ysasí,  ocasionándole  una  herida,  cuyo 
•proyectil  penetró  por  el  espacio  intercostal  tercero, 
«atravesando  el  cayado  de  la  aorta,  hiriendo  el  lóbnlo 
■inferior  de1  pulmón  izquiei-do  que  le  ocasionó  la 
•muerte  caai  ¡nstaDt:\uea,  pues  solo  pudo  andar  hasta 
•la  segunda  habitación  interior  de  la  casa,  donde  cayó 
^ya  exánime,  presentando  tíimbii'm  una  pequeña  lierí- 
"da  incisa  en  la  nariz  como  de  tres  centímetros  de  ex- 
■tensión,  oblicua  de  arriba  á  abiijo,  al  parecer  proda- 
»cida  por  instrumento  cortante». 

Resolución  skcürrida: 

Resultando  que  estos  hechos  se  estiman  en  la 
sentencia  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio,  del 
qae  es  autor  el  procesado  con  la  circunstancia  ate- 
nuante octava  del  articulo  noveno  del  Código  l'enal  y 
se  le  condena  á  la  pena  de  doceaíiosy  un  día  de  reclu- 
sión temporal  con  sus  accesorias,  iudeinnización  de  rail 
pesos  Á  los  herederos  del  ofendido,  y  al  pago  de  las  cos- 
tas, mandándose  decomisar  el  revólver  ocupado, 

FONDAMKNTO  DEL  HKCTRWJ  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
procesado  el  presente  recurso,  autorizado  por  el  nú- 
mero quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve y  sus  concodantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamieiito 
Criminal,  citando  como  infringidos:  primero,  las  cir- 
cunstancias primera  y  s^unda  del  número  cuarto  del 
articulo  octavo  en  relación  con  el  número  prinfero  del 
articulo  noveno  y  el  articulo  ochenta  y  cinco  del  Có- 
dico  Penal,  porque  de  los  hechos  probados  se  deduce 
que  hubo  verdadera  agresión  ilegítima  por  parte  de 
Ysasí,  que  consistió  en  salir  éste  precipibidamente  y 
dirigirse  en  ademán  de  agredirle  hacia  López,  colo- 
cando así  á  éste  en  estado  de  defensa,  la  cual  hizo 
empleando  nn  medio  racional  dada  la  rapidez  del  aco- 
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metimiento  y  el  liíillarsc  sujeto  López,  por  lo  que  con- 
ciirren  dos  de  los  requisitos  de  dicha'  c i  rcu altane ia 
eximente:  y  negiindo,  el  niimcro  eimito  del  artículo 
noveno  del  Código  Penal,  ponjiie  los  mismos  actos  in- 
dicados de  Ysaaí,  demuesti-an  que  hnbo  por  sn  parte 
ana  amenaza  adecuada  il  Jos  hechos  que  á  su  vez  llevó 
A  cabo  López,  f 

Eesnltando  que  admitido  el  recurso,  se  ha  sus- 
tanciado en  debida  foima  en  este  Tribunal,  celebríln- 
dose  la  vista  pfibli<'a  con  asistencia  del  defensor  del 
recurrente  y  del  Ministerio  fiscal  que  impugnó  el  re- 
eurso. 

I>KCI8IÓN  DEL  BKCUBSO: 

Ponente  el   Magistrado   Luis   Oastón  y  Gastón. 

Considerando  que  el  hecho  probado  de  haber  de- 
safiado el  recurrente  al  ÍRterfecto,  editándole  con  in- 
salto  y  amenazas  A  salir  de  h\\  casa  para  pelear,  exclu- 
ye por  sí  mismo  la  aplicación  al  caso  de  autos  del  con- 
cepto jurídico  de  la  dcFensa  personal,  como  circuns- 
tancia que  exima  total  6  parcialmente  do  responsabi- 
lidad, pues  ese  estiado  de  defensa  no  puede  exitar 
cnando  i»  agresión  es  provocada  por  la  voluntad  y 
actitud  del  que  objeto  de  ella  como  sucede  cuando  se 
promueve  6  se  acept-a  expresamente  una  rífl»;  y  por 
tanto,  al  no  apreoiai-  la  S-vla  sentenciadora  la  concu- 
rrencia de  la  agresión  ilegitima  por  parte  del  ofendido, 
ni  consiguientemente  uingfin  otro  requisito  de  la  pro- 
pía  defensa,  no  infringió  los  arríenlos  del  Código  Po- 
aal  que  se  alegan  en  el  primer  motivo  del  recurso  ni 
incurrió  en  el  error  de  derecho  en  qnc  ei  mismo  se 
funda. 

Considerando  que  por  la  misma  razón,  expuesta 
no  cabe  estimar  qne  ios  actos,  que,  segfin  los  hechos 
prolmdos,  ejecutó  Ysasí,  constituyan  una  amenaza  de 
aa  parte,  qiie  atenúe  la  rc-íponsabitidad  del  recurrente, 
como  alega  í-ste  en  el  segundo  motivo  de  su  recurso, 
pues  provocados  aquellos  actos  inmediabimente  por  el 
íiltinip,  segñu  se  á  dicho,  no  puede  invocar  á  su  favor 
lo  que  era  consecuencia  natural  de  su  actitud,  sin  que 
esto  oliste  pai-a  que,  aterulidoH  los  antecedentes  del 
hecho,  exista  la  ntni  circunslaneia  at^muante  que  ha 
sido  apreciada  por  la  Kala  sentenciadora. 

ConsidemniTo  que  por  lo  expuesto  procede  deses- 
timar el  recur-so  imponiendo  las  costas  al  recurrente, 
conforme  al  artículo  cuarenta  de  la  Orden  nfnnero  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noveuta  y  nueve. 
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Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lagar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Jnlio  López  Cárdenas  en  la  cansa 
de  referencia,  con  las  costas  &  cargo  del  recurrente. 

Aeí  por  BRta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ñrmamoe.  —José  Antonio  Fichardo.  -Lais 
Gastón. — £1  Magistrado  José  CabarrocSH  votó  en  Sala. 
— José  Antonin  Pichardo. — Ambrosio  R.  Morales. — 
José  María  Oispert. 


In£  1». -Sent  80.— 2  dfl  Junio.— Precepto  antorizador. 

(Oac.  Mano  8,  1904-) 

DOCTRINA:  Es  inadmisible  un  recurso  en 
el  que  se  invocan  para  antorízarlo  cuatro  precep- 
tos legales  ;  k  aleg&n  tres  motivos  sin  establecer 
la  debida  relacidn  entre  éstos  j  aquéllos. 

Ea  I»  ciudad  de  la  Habana,  &  dos  de  Junio  de 
mil  novecientos  tres:  visto  el  recurso  de  casación  por 
infraeñón  de  ley,  interpuesto  por  el  procesado  Hor- 
tensio  Planas  y  Qchoa,  vecino  de  la  ciudad  de  Santia- 
go de  Cnba,  empleado,  contra  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  d"  eeía  ultima  ciudad,  el  veinte  y  seis 
de  Febrero  úlbinio,  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  la  misma  localidad,  por  malversación  y  conducción 
il^al  de  correspondencia. 

Resultando  qae  en  la  mencionada  sentencia  se 
consignan  los  hechos  probados  qne  &  continuación  li- 
teralmente 86  trauBcriben. 

Hrchoh  p&obadob: 

«Primero:  Resnltaudo  probado  que  el  procesado 
■Hortendo  Planas  qne  era  empleado  del  departamento 
■de  corr»OB,  como  Conductor  de  la  correspondencia  qne 
npor  la  via  de  San  Luis  se  remitía  á  esta  Ciudad,  rea- 
nl izó  los  hechos  siguientes:  A. — El  dia  ocho  de  Julio 
•del  actual  aHo  el  Administrador  de  Correos  de  Palma 
uSoriano,  remitió  al  de  Habana  fondos  provenientes 
■de  giros  postales  en  billetes  americanos  y  cheques, 
•por  valor  de  mil  doscientos  treinta  y  ocho  pesos,  in- 
«cluyendo  eí>a  suma  en  un  sobre  oficial  del  Departa- 
omento,  que  lacró  en  cinco  lugares  de  su  respaldo  el 
uque  á  su  vez  introdujo  en  otra  envoltura,  que  en  las 
vOfinas  d©  correos  se  conoce  con  el  nombre  de  osobre 
Hpaquete*  certificado.  Conducido  ese  sobre  paquete 
■por  el  procesado,  lo  abrió  y  destruyendo  la  primera 
■envoltura  se  apoderó  de  cuarenta  pesos,   los  que  se 
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'apropió,  procediendo  acto  contiuuo  á  envolver  an  aa 
apedazo  de  pn-^el  ei  resto  de  la  cantidad  enviada,  y  & 
"pegar  uiievaineiite  la  cubierta  externa.— B.  En  quin- 
«ce  del  mismo  rae-<  y  año,  el  Administrador  de  Correo» 
■de  San  Lui9  remitió  al  de  la  Habana.  b:ijo  sobie  pa- 
•qnete  certiñcado,  y  por  cono  pto  de  fondos  de  giros 
■postales,  cuatrocieutos  diez  pe80s.  El  pi-ocesado  vio- 
■leutando  el  referido  sobre,  sustrajo  la  suma  de  diez 
upesos  y  despnés  de  api-oiiiárselo  cerró  la  cubierta,  pe- 
lándola convenientemente. — C.  En  treinta  del  mismo 
"mea  y  aflo  el  Administrador  de  Correos  de  San  Laia 
■envió  al  de  la  Habana  en  sobre  oBcial  y  bajo  sobre 
npaquete  cerLiúuido,  novecientos  cincuenta  y  doe  pesos 
uy  ochenta  y  tres  centavos  en  cheques  y  billetes  y 
■ciento  siete  pesos  y  diez  centavos  en  metálico.  Fla- 
mas rasgó  el  sobre  paquete  certificado,  y  el  oficial, 
"apropiándose  quince  pesos  en  billetes,  hecho  lo  cnal 
»p^ó  ambas  cubierta!>,  tratando  de  que  aparecieran 
■como  se  hüllaban  al  recibirse  esa  correspondencia. — 
■D.  En  treinta  y  uno  del  propio  me'4  y  a&o  el  Dr.  Cas- 
«tor  del  Mnr^l  certificó  en  la  Administración  de  Co- 
■rreos  de  Mayari  uua  carta  dirigido  &  los  Sres.  Buarez 
■y  Linchéuhein,  en  la  que  incluia  veinte  y  dos  pesos. 
■Este  certificado  fué  despachado  en  la  referida  Oficina, 
■remitiéndose  al  punto  de  su  destino  por  la  vía  de  San 
uLuís;  y  el  procesado,  al  conducirlo  &  esta  Ciudad  abrió 
■el  Bobro  paquete  y  el  de  la  carta  y  se  apropió  la  sama 
■ÍDclulda,  resultando  con  ello  que  los  Sree.  Suarez 
eLinclienhein,  solo  recibieron  la  carta  que  les  excrí- 
"biera  el  Dr.  Moral. — E.  En  once  de  Agosto  último, 
len  sobie  oficial  y  bajo  sobre  paquete  certificado,  el 
«Administrador  de  Correos  del  Cristo,  envió  al  de  la 
sHabana  por  concepto.*  de  fondos  giros  postales,  la 
•cantidad  de  diez  pesos.  El  proce:^ado  haciendo  la 
«misma  operación  que  en  los  anteriores  casos,  se  apro- 
■pió  dichos  diez  pesns;y  por  ello  en  la  Oficina  de  la  Ha- 
vbana  se  recibió  solamente  la  carta  de  remisión  co- 
itiTespondientP. — F.  El  día  siguiente,  ó  sea  el  doce 
»del  propio  mes  el  mismo  AdminisM-ador  del  Cristo 
»en  igual  forma  remitió  -X  A.  V,  Fauly,  Oficial  paga- 
ador  del  Telégrafo  de  la  Repi'iblica  una  carta  certifica- 
nda  en  la  que  se  contenían  ocho  centavos,  Plana  igual- 
emente  se  apropió  de  e.ua  suma,  realizando  las  opera- 
aciones  consiguientes. — G.  En  el  propio  mes  de  Agos- 
"to,  el  Administrador  de  Correos  de  San  Luis  remitió 
aeu  dos  ocasiones  y  con  las  fotmalidadee  del  caso  al  de 
ala  Habana,  cuatrocientos  diez  pesos  una  de  las  veces 
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•7  ea  la  otra  mil   sesenta   pesos. — Planas  se  apropió 
■diez  pesos  en  la  primera  de  estas  remisiones  y  quince 
*peeos  en  la  segunda. — H.  En   nneve  de   Septiembre 
ifiltimo,  el  Administrador  de  Correos  de  Palma  Soria- 
»no  hizo  ana  remesa  de  dinero   al  de  la   Habana,  as- 
icendiente  h  la  suma  de  doscientos   diez  pesca  y  cin- 
*cueuta  y  seis  centavos  de  loa   cuales  el  procesado  to- 
»m&  doce  pesos,  ochenta  y  un   centavos  y  se  los  apro- 
»pió,  realizando  para  ello  los  tnií<mos   actos   descritos 
•en    los  anteriores  casos. — I    En  carta   dirigida  por 
■José  Rojas  Ferrand,  vecino  do  esta  cindad  á  Dolores 
■Ferrand,  en   Moi-ón,   y  qne  depositó  en  el  correo  en 
«once  de  Septiembre  últnno,   incluyó  nn  fobre  á  él  di- 
«rígido,  con  un  sello  dé  dos  centavos,  al  objeto  de  que 
»la  Dolores  contestara  su  caita.     Plana  rasgó  el  sobra 
*y  destruyendo  el  que  iba  con  el  sello  se  apropio  éste. 
■ — J.  El  mismo  dia  once  de   Septiembre,  la  Sra.  Ha- 
bría T.  de  Gutiérrez  certificó  en  la  Administración  de 
•Correos  de  San  Luis  una  carta  dirigida  al  Dr.  Vicen- 
■te  Vanega.'í   de   Caracas   (Venezuela)    incluyéndola 
■otra  para  su   Sr».  madre  Dnüa  Carmen  de  Ricardo, 
■en  la  que  le  adjuntaba  un  billete  de  diez  pesos  el  que 
>eQvió  cosido  &  la  carta  respectiva.— El  procesado  del 
'mismo  modo  que  en  loa  anteriores   casos,  se  apropió 
*«t  billete,  el  cual  le  ha  sido    ocupado    en  su  poder.  ^ 
*K.  depositadas   en  la  Administración  de  correos  de 
■San  Luis  por  el  Sr.    Osear  Cuní  dos   cartas  certifica- 
■das  ana  dirigida  &  Sample  Shoe  y  Cade  New  York  y 
*otra  á  Mis  Carolina  Kollíman  de  Jamaica,  cont«nieD' 
*do  la  primera  dos  billetes  de  á  peso,   moneda  de  loa 
'Estados   Unidos  y  en  la  segunda  nno  de  á  dos  pesos 
"igual  moneda;  fígnrando  como  remitente  de  los  mis- 
•»»ios  Mignel  Blanca,   y  las  que  condujo  íi  esta  ciudad 
"^l  proceeado,  fueron  sustraídas  de  ellas  por  éste,  las 
■«"eferidaa  cantidades. — Al  ser  requerido  el  procesado 
"^n  la  atl mi dist ración  de  Correos  de  esta  ciudad  por  el 
"Xnspector  de  correos  Sr.  Benjamín  para  que  mostrase 
*lo  que  tenía  en  los  bolsillos,  aparte  del  dinero  que  se 
"le  acupó   consistente  en  dos   billetes  de  A  dos  pesos, 
*<3igo  de  á  diez  pesos,  y  tres  billetes,  uno  de  íí  dos  pe- 
•■«os  y  dos  de  á  peso;  mostró   nna  carta  qne  traía  diri- 
■>füida  4  la  Sra.  Rosa  Tapia  de  e-ta   cindail,  la  cnal  no 
«tenía  sello  y  traía  desde  San  Luis. 

Resolución  becurrida: 

Resultando  que  la  expresada   Audiencia  calificó 
estos  hechos   como   constitutivos  de  trece  delitos  de 
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malversaciÓD  de  dinero  y  uno  de  conducciÓD  ilegal  de 
correspondencia,  previatoa  y  penados  respectivamente 
en  la  Sección  cincuenta  y  cinco  y  diez  y  siete  del  Có- 
digo Postal:  (Orden  número  ciento  quince  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve)  y  estimando  autor  al 
procesado  sin  la  concorrencia  de  circuaetancias  modi- 
ficativas de  la  responsabilidad  criminal,  lo  condenó 
en  las  penas  de  eeit  meses  de  prisión  por  cada  nno  de 
los  trece  delitos  referidos  y  diez  pesos  de  multa  por  el 
de  conducción  ilegal  de  correspondencia;  condenándo- 
le asimismo  al  pago  de  los  costas;  y  á  indemnizar  al 
Departamento  de  Correos  ciento  doce  pesos,  ochenta 
y  nueve  centavos,  al  Dr.  Castor  del  Moral  veinte  y 
dos  pesos  y  &  José  Bojas  dos  ceutav(M. 

FCNDAMEMTOe  DEL  BBCDBBO  DB  OABACitS: 

Beenltando  que  contra  este  lallo  interpuso  el  pro- 
cesado recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  ex- 
presando que  lo  autorizan  loa  nómeros  tercero,  cuarto 
quinto  y  sexto  del  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  alega  los  siguien- 
tes ¿lotivoB. — Primero:  Infracción  del  articalo  ochen- 
ta y  siete,  p&rrafo  segundo  del  Código  Penal,  por  fal- 
ta de  aplicación;  porque  disponiéndose  en  dicho  pá- 
rrafo que  el  m&zimuu  de  duración  de  la  condena  del 
culpable  no  podrá  exceder  del  triple  de  tiempo  por 
que  ae  le  impusíei'e  la  más  grave  de  las  penas  eu  que  ba- 
ya incurrido,  no  obstante  esto,  se  le  castiga  por  los 
trece  delitos  de  malversación,  imponiéndosele  todos 
las  penas  correspondientes  á  los  mismos  para  su  cum- 
plimiento, alcanzando  as!  la  condena  un  período  de 
seis  aDos,  seis  meses  de  prisión,  en  vez  de  na  año  seis 
meses,  que  como  máximnn  debe  cumplir. — Segundo. 
Infracción  del  articulo  setenta  y  nueve,  párrafo  se- 
gundo del  mismo  Código,  en  relación  con  la  Sección 
cincuenta  y  cinco  de  la  Orden  ciento  quince  de  mil 
ochocientos  noirenta  y  nueve;  y  á  este  respecto  alega: 
que  no  estimándose  eu  la  sentencia  la  concurrencia  de 
circunstancias  atenuantes  ni  agravantes,  y  determi- 
nándose en  dicha  Sección  tres  penalidades  distintas, 
ha  debido  imponerse  la  pena  mt^nor.  Tercera,  In- 
fracción del  articulo  ochenta,  caso  primero,  del  refe- 
rido Código,  én  el  concepto  que  determinando  la  Sec- 
ción cincuenta  y  cinco  de  la  Orden  antes  citada,  tres 
penalidades,  y  reconociendo  la  sentencia  que  no  han 
concurrido  circunstancias  atenuantes  ni  agravantes, 
ha  debido  imponerse  la  pena  en  su  grado  medio. 
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B«8altaDdo  que  admitido  el  recunio  y  personado 
el  recarreDte,  previa  iuetruccióa  de  laa  partes,  se  ae- 
flaló  dia  para  la  vista,  celebrándose  ésta  el  veinte  y 
ano  de  Mayo  último  con  asistencia  del  Letrado  defeo' 
8or  del  procesado  que  sostuvo  el  recurso  y  del  Minis- 
terio Fiscal  que  le  impugnó. 

Decisión  dbl  kbcubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo* 
rales. 

Considerando  qne  es  principal  en  todo  recurso  de 
casación,  para  qne  puedan  reeolverse  las  cuestiones 
que  mediante  él  se  plantean,  que  el  recurrente  atem- 
perándose á  loa  preceptos  formalee  que  regulací  aquél, 
determinen,  oon  toda  precisión  y  claridad  cada  una 
de  las  cirounstancias  que  segün  el  artículo  once  de  la 
Orden  n&mero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta ;  nueve,  deben  concurrir,  no  tan  solo  por  lo, 
qne  respecto  ó,  \i  expresión  y  cita  de  dichas  circuns- 
tancias, sino  también  por  lo  qoe  hace  &  la  relación 
que  \aa  mismas  deben  guardar,  á  fin  de  qne  no  deje 
logar  6  dudas  ta  eueeti&n  ó  cuestiones  que  ae  propon- 
gan en  el  recurso;  y,  esto  supuesto,  es  evidente  que  el 
que  ahora  se  examina  no  ae  halla  en  semejantes  oondi- 
eiones,  por  cnanto  el  ^recurrente  lo  funda  en  los  nú- 
meros tercero,  cuarto,  quinto  y  sexto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  y  sin  embargo,  solo  propone  en  él 
tres  motivos  sin  determinar  á  cual  de  loa  preceptos 
fundamentales  que  invoca  corresponden;  y  tal  inde- 
terminación bace  el  recurso  inadmiaible;  porque  de- 
biendo reaponder  cada  ano  de  dichos  preceptos  á  otras 
tantas  cuestiones  de  derecho  á  reeolver,  no  se  conoce 
verdaderamente  cual  es  el  error  ó  causa  de  casi^ción 
qae  acusa  el  recurrente  con  relación  á  cada  uno  de  los 
motivos  propuestos;  y  no  se  cumple  por  tanto  con  el 
requisito  tercero  de  los  artículos  quinto  y  séptimo  de 
la  mensionada  Orden,  motivo  por  el  cual  no  debió  ad- 
mitirse el  recurso;  pero  su  indebida  admisión  y  el  que 
Qo  haya  sido  impugnado,  no  es  obstáculo  á  que  por 
este  Tribunal  se  declare  sin  lugar,  según  lo  tiene  es- 
tablecido. 

Considerando  que  al  declararse  sin  lugar  el  re- 
curso procede,  en  observancia  del  articulo  cuarenta 
de  la  repetida  Orden,  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
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ley,  interpuesto  por  el  procesado  Hortensío  Planas  y 
Ocboa,  contra  la  sentencia  dictada  en  la  Audiencia 
de  6anti^:o  de  Cuba,  el  veinte  y  seis  de  Febrero  últi- 
mo, con  laa  coatas  al  recurrente. 

Ahí  por  esta,  nuestra  sentencia  lo  prona nciamoB, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Lais  GasiÓQ. — El  Magistrado  José  Cabarrocas  Horta 
votó  en  Sala. — José  Antonio  Pichardo. — Ambrosio 
B.  Moralee. — José  María  Gispert. 


Inf.  ley.— Sent.  81.— 8  de -Junio. —Desacato.  (Oae.  Mar- 
io 9,  1904.) 

I>OCTKINA!  Comete  desacato  quien  al  di- 
rigirse de  palabra  6  pi>r  escrito  á  una  aatorídad 
en  el  rjercicio  de  sus  funciunea  t  con  ocasión  de 

¿atas  le  ilirige  (rases  de  menosprecio  como  la»  de 
serle  impostüle  soptirt^r  la  grosera  conducta  de 
dtcba  auCoridud,  puesto  que  tales  frases  no  pue- 
den menos  que  conceptuarse  como  injuriosas,  si- 
rjurcra  en  sentido  menos  grave  y  la  injuria  inferi- 
da en  las  cuodiciones  dichas  constituye  desacato. 

En  la  ciudad  de  la  Haban»,  &  cobo  de  Junio  dft 
rail  uovecieutOH  tres,  visto  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  pcocedeute  de  la  Audiencia  de  San- 
ta Clara,  interpuesto  por  el  procesado  Jo^  (Gabriel 
Antón,  abogado,  vecino  de  esta  capital,  contra  la  seu- 
tencia  dictutla  el  diez  y  »ete  de  Marao  tillimo  por  la 
mf<noi<inada  Audiencia  en  cansa  instrnida  de  oficio  en 
el  Juzgado  de  Instrucción  de  aquella  cindad  ^r  el 
delito  de  desacato. 

HacHoe  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  recurrida  ee  con- 
signan los  siguientes: 

■  frinieru.  BeHultando  probado  que  el  catorce  de 
■Noviembre  último,  como  á  la  un»  de  la  tarde,  eatan- 
»do  reunidos  en  la  Sala  de  Capas  de  esta  Audiencia  el 
isefior  Presidente  Narciso  G.  Menocal  y  los  señorea 
«Magistrados  D.  Frauoiaco  E.  de  la  Torre,  D.  Aurelio 
»C.  de  Llanes,  D.  Juau  Gutiérrez  Quiróa  y  D.  Banito 
nA.  Besada,  snpleute  en  fnnoiuues  y  U.  Antunio  Ri- 
uvero,  Teniente  ü.scal,  couclní<lo  el  despacho  de  tra- 
«mitación.  se  presentó  el  Abogado  de  o&oio  de  esta 
■  misma  Audiencia  D.  Jo^é  Gabriel  Antón,  mostrando 
DUna  tarjeta  postal  con  una  caricatura,  en  que  ae  ha- 
■cia  mofa  de  un  marido  burlado,  anuaciandoel  propó- 
•sito  de  hacerlo  Ht'gar  6,  manos  de  un  vecino  de  la  lo- 
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'oalidad,  porque  el  hombre  qneaereiaen  la' tarjeta 
■se  parecfa  al  amaate  y  vista  por  el  Sr.  Menooal,  dijo 
■refiriéodune  al  heuho  da  enviarla  al  mando  «Que  era 
■ana  porquería»,  cfusurando  eosegaida  la  forma  au6- 
■iiima  en  que  creía  que  ee  trababa  de  que  llegara  &  aa 
■destino  á  lo  que  cunteutó  A.Dt6a  que  él  la  firmaría, 
■porque  era  hombre  que  respondía  de  bus  actos;  en 
■cuyo  momento  el  Freitideute  mny  molesto  le  intimó 
■con  touo  enérgico  que  se  retirara  de  altf ,  y  no  veriS- 
■cándolo  el  procesado,  reiteró  la  orden  el  Presidente 
■con  voz  y  aidemáu  muy  irritado.  Dejó  el  local  A n- 
■tóo;  pero  á  pocos  momentos  regresó,  echando  sobre  la 
■mesa  la  instancia  que  se  haya  &  fojas  primera  y  dijo 
■en  alta  voz  que  contenia  su  renuncia,  y  la  presenta- 
■ba  como  en  ella  exponía  por  «serte  imposible  soportar 
»la  grosera  conducta  del  Freeidentei  y  aunque  é^te  y 
«el  procesado  Antón  estaban  muy  excitados,  concluyó 
mí  incidente  por  la  intervención  de  loq  eefiores  Magis- 
■trados,  retirándose  el  procesado.  Gomoacostumbra- 
■ba  entrar  en  aquel  lugar  estando  reunidos,  como  en 
■aquella  ocasión  lo  estaban  el  Presidente  y  los  Magis- 
■trado,  no  creyó  que  se  trataba  de  una  urden  dada  por 
»un  Superior  y  por  esto  no  la  obeileció;  pero  al  oir  la 
■segunda  intimación,  en  tono  de  dureza,  é  imperativo 
■en  alto  grado,  se  produjo  eu  su  ánimo  una  impresión 
■tal  de  bochorno  y  de  sorpresa  que  le  obcecó  y  arre- 
sbató  por  completo,  y  en  et>te  estado  redactó  nervioso 
■en  extremo,  y  entrpgó  la  instancia  con  la  renuncia, 
■sin  que  transcurnera  más  tiempo  que  el  absolnta- 
umente  indispensable  para  que  todo  esto  se  verificara; 
■siendo  prueba  de  la  perturbación  y  desconcierto  eu 
■que  se  hallaba,  el  dirigir  esa  renuncia  al  Presidente, 
■cuando  sabía  que  debía  presentarla  al  seQor  Secreta- 
■río  de  Justicia. 

• 
Acdbación: 

■Segundo.  Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  ha 
■concluido  calificando  los  hechos  como  constitutivos 
■de  un  t!elito  de  desacato,  definido  en  el  articules  dos- 
■cieutos  sesenta  y  dos  y  castigado  en  el  doscientos  se- 
■senta  y  tres,  párrafo  segundo  del  Código  Pena);  esti- 
amó  responsable  por  participación  directa  al  procesado 
■Jof'é  Gabriel  Antón  y  Crespo,  sin  la  concurrencia  de 
■circunstancia  alguna  modificativa;  y  pidió  se  le  coq- 
■denaraá  un  año  y  un  día  de  prisión  correccional, 
■accesorias  d«l  articulo  sesenta  y  pago  de  una  mnlta 
■de  quinientas  pesetas,  y  de  las  costas  del  jnicio,  coa 
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eona],  ca«o  de  no  satisftwier  di 
todo  el  ti«mpo  de  la  prisión 
Biendo  de  exigirse  responsabil 


<.  Resiiltando  qae  la  defensa  d 
>  como  defiaitivas  eus  coacluf 
ntereeando  la  absolnoiÓQ  6  OQi 
biére,  que  se  declare  qae  el  he 
Ita  oompreadida  en  la  orden 
ele  mil  novecioDtos,  y  jaríspri 
premo  de  esta  Isla,  oonBenida 
le  Septiembre  último. 

beoukbida: 

ido  que  en  esa  aentencfa  estíra: 
eolaradoa  probados  constituye 
[ue  define  el  articulo  doscien 

el  p&rrafo  negundu  del  doscie 
Código  Feuai,  condenó  al  pro< 
in  como  antor  de  dicho  delito  ' 

la  ciraunstancia  octava  del  a 
do  Código,  á  la  pena  de  cuat 
reato  mayor,  y  multa  de  treecie 
iae,  COQ  las  aooesorlas  y  pago  d 
>risi6Q  provisional  que  hubiere 

>S  DBL  BRCUBSO  2B  OABAOIÓN: 

ido  qne  contra  dicha  sentencii 
dóa  del  procesado  el  presente 
infracción  de  ley,  fundado  en 
irtlculo  ochooteotOB  cuarenta 
Injaiciamiecto  CrimiABi- por  ci 
califica  como  delito  un  hechi 

como  infringidos  por  Indebida 
doecientos  sesenta  y  dos  y  pan 
utos  sesenta  y  tres  del  Código 
el  noveno,  circunstancia  octa 
tn  el  concepto  de  qne  las  palah 

no  son  injuriosas  para  la  p 
e  la  Audiencia,  h  quien  iban  d 
contentiva  de  la  renuncia  del 
ir  en  nada  &  la  persona  í  qnie 
)rar  ni  constituir  descrédito 
I  adié. 

ido  que  admitido  el  recurso; 
1  del  mismo  que  en  este  Supn 
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nal  solicitó  el  recurreote,  ee  onstoacíé  nqnél,  habiéa- 
doBfl  celebrado  la  viata  pública  el  día  veinte  y  Biete  de 
Majo  ultimo,  con  asisteucia  solo  del  MmUterio  Fiscal. 

Decisióíí  del  BECüKao: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert- 

GoDsideraado  qne  con  arreglo  al  número  primero 
del  ai-tlcalo  dosoieotos sesenta  ;  dos  del  Código  Penal: 
cometen  desacato  entre  otroa,  loa  que  haltándose  una 
Antoridad  en  el  ejercicio  de  ana  fanciones  loa  injaria- 
een  de  hecho  ó  de  palabra  en  sa  preaenoia,  6  en  eicri' 
to  que  les  dirigiesen:  y  qne  conforme  al  artículo  oaa- 
trocientoB  setenta  y  oiocO  del  propio  CóJigo,  ea  inju- 
ria toda  expresión  proferida  6  acción  ejecutada  en 
desboDra;  descrédito  6  menos-precio  de  otra  persona.  ' 

Ckineiderando  que  en  este  concepto,  las  fraaes: 
■Serle  imposible  soportar  la  grosera  conducta  del  Pre- 
sidenteo  dirigidas  verbalmeute  y  por  escrito  por  et 
procesado  José  Gabriel  Antón  al  Fieaidente  de  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara,  cuando  é^te  ae  hallaba  ejer- 
ciendo sna  funciones,  no  pneden  menoa  de  conceptuar- 
Be  como  injuriosas,  siquiera  sea  en  sentido  de  menos 
grave,  como  lo  estimó  la  Sala  sentenciadora,  al  califi- 
car y  penar  como  delito  el  hecho  justiñcable;  pues 
aunque  no  fuera  penable  con  arreglo  ai  p&rrafo  segun- 
do del  artfoulo  d'>scientos  sesenta  y  tres  del  Código 
Penal,  ea  evidente  que  lo' sería  conforme  al  número 
veinte  y  dos  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden 
número  doacieotOB  trece  de  mil  novecientos;  por  lo 
que  al  verificarlo  as!  el  Tribunal  a  guo,  no  incurrió  en 
el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye,  en  el  recurso; 
y  por  tanto,  y  Jo  diapnesto  en  el  artículo  cuarenta  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  procede  declararlo  sin  lugar  con  las 
ooetaa  de  cargo  del  recurrente. 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  capación  qne  por  infraooión 
de  ley  interpuso  la  representación  del  procesado,  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Andiencia  de  Santa 
Clara  en  la  mencionada  cansa,  con  laa  costas  del  mis- 
mo de  cargo  del  recurrente. 

Asi  pcF  eeta  nuestra  sentencia  lo  pronuuciamoa, 
mandamos  y  firmamos.- -José  Antonio  Fichardo. — 
Luis  O  aitón. — Kl  Magistrado  José  Cabsrrocaa  votó  en 
8ala. — Jofé  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  R.  Morales. 
— José  Mt  Gispert. 
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1^.— Seat  82.— 8  de  Junio.— Arrebato  j  obcwatdón. 

(tjac.  Mareo  9,  1904.) 

UUCTRINA:  Obra  excitado  por  eslIuiuloB 
pndenisos  capaces  de  producir  arretiaUi  y  obce- 
caciifn  (jtiicii  habiendo  sido  objeto  de  una  burla, 
m  vé  provocado  p»r  el  autor  de  aquélla  con  mo- 
tivo lie  liis  pelubras  que  con  ocasión  de  la  misma 
k  dirigiera  antes. 

En  la  ciiidMl  de  la  Habana  &  ocho  de  Junio  de 
novecientos  tres,  en  recurso  de  caHación  por  in- 
liÓD  de  ley,  interpaesto  por  el  Minisleiio  Pineal 
a  cauíia  seguida  ante  la  Sección  n^uuda  de  la  Cri- 
h1  de  la  Audiencia  de  la  Habana  contra  Felipe 
sias  Álamo,  vecino  de  Guaniijay  sin  que  conste  su 
iesióu,  por  los  delitos  de  disparos  de  arma  y  lesio- 


:ho3  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
ía  en  seis  de  Marzo  último  se  consignan  los  hecho 
a  forma  siguiente. 

icPrimero:  Resultando  probado  que  el  procesado 
lipe  Iglesias  que  llevaba  relacioni-s  amorosas  con 
críela  Romero  escribió  4  ésta  nua  caita  el  cinco  d« 
tubre  ultimo,  la  cual  no  recibió,  reciliiendo  Iglesias 
nueve  de  dicho  mes  una  carta  con  fecha  de  ese  día 
r  la  cual  la  Homero  rompía  con  él  sus  relaciones, 
ra  carta  presentaba  además  un  hombre  pintado  con 
a  caita  en  tamaño  en  la  se  estampan  algunas  frasea 
la  caria,  concibien'lo  el  procesado  fundadas  sospe- 
is  de  que  fuese  el  aotor  de  la  sustracción  de  la  car- 
'  de  la  que  i-ecibió  don  Belisario  González. 

«Segundo:  Resultando  probado  que  en  doce  de 
bubre  último  el  procesado  preguntó  á  Gonz&les  si  él 
t}!a cogido  la  carta  en  cuestión,  contestando  el  Gon- 
ez  en  e-ntido  negativo,  manifestándole  el  procesado 
e  en  caso  de  que  sus  sospechas  se  confirmasen  le 
r!a  de  palos  y  en  la  noche  del  citado  diaal  salir  el 
>cesado  de  casa  de  D.  Pedro  Romero  fué  llamado 
r  González,  dirigiéndose  juntos  cerca  del  Cemente- 
,  diciéndule  González  al  procesado  que  le  diera  loa 
los  que  le  habia  prometido  y  después  de  una  acalo- 
la  disputa  el  procesado  hi/o  al  González  un  dispa- 

eon  nn  revólver  que  causó  lesiones  á  éste  que  le 
>dHJeron  la  fractura  del  radio  del  brazo  izquierdo  y 
lue  tardaron  en  sanar  treinta  y  dos  días  con  nece- 
ad de  asistencia  médica  é  impedimienio  para  el 
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«trabajo  durante  ese  tiempo,  no  quedándole  defecto 
«ffeico  ni  deformidad, 
Re80luci6.v  kecubbida: 

Resultando  que  la  Sala  de  la  Andiencia  estiman- 
do eetos  heclios  conatitativos  de  nn  delito  de  disparo 
de  arma  d«  fu^o  contra  tina  persona  y  otro  de 
lesiones  graves  realizados  en  un  solo  acto,  y  además 
una  falta  contra  el  orden  p(íblico,  de  lo  que  es  aator 
el  procesado  cou  la  circunstancia  atenuante  octava  del 
artículo  DOveuo  del  Código  Pvnal,  le  condenó  á  la  pena  ' 
de  dos  aQos,  once  meses  y  ouce  días  de  prisión  correc- 
cional, BUS  acceso riaa,  indeDiiiixaciÓQ  al  oCeudido  de  la 
cantidad  de  treinta  y  dos  pesos  con  la  prisión  subsi- 
diaria correspondiGute  en  su  caso,  diez  días  de  arresto 
por  la  falta,  y  al  pago  de  las  ooíttás,  debiendo  abonár- 
sele la  prisión  preventiva  sufrida. 

FuHDAMBfTTOS  USL  BECUUSO  DE  OASAOIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  Interpuso  el 
Ministerio  Fiscal  el  presente  recurso,  autorizado  por 
el  número  quinto  del  articulo  ochocienios  cuatenta  y 
nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuicinmien- 
to  Criminal,  citando  como  infringidos  el  número 
octavo  del  articulo  noveno  del  Código  Penal  por  ha- 
berse apreciado  la  circunstancia  atenuante  de  haber 
obrado  el  culpable  con  arrebato  y  abcecaciún,  pues  el 
incidente  de  las  cartas,  que  pudo  producírselo  aunque 
solo  se  fundai-a  en  sospechas  contra  González,  había 
ocurrido  tres  días  antes  que  se  ejecutai'a  el  delito,  y 
éste  no  tuvo  relación  con  él,  sino  que  ae  realizo  á  con- 
secnencia  de  la  cuestión  que  independientemente  sur-  ' 
gió  después  entre  el  procesado  y  el  ofendido  al  decirle 
éflteque  le  diera  los  palosque  le  hubiera  prometido,  lo 
cual  podía  ser  un  reto,  pero  no  estimarle  podei-oso 
para  obcecarle,  y  aún  después  se  dirigieron  ambos  al 
Cementerio  y  sostuvieron  alli  una  disputa  antes  de 
qoe  Iglesias  di^psrara  oontra  Qonzález,  demosti'audo 
todo  ello  qnlf  obró  en  el  pleno  uso  de  su  razón  y  de  su 
voluntad. 

Resultandoque  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  debida  forma  en  este  Tribunal,  ae  celebró  la  vista 
pública  con  asistencia  solo  del  Ministerio  Fiscal  que 
sostuvo  la  procedencia  de  aqitél. 

DCCi^IÓN  DRL  RECDKEO: 

Ponente  el  Magistrado  Luís  Gastón  y  Gastón. 
Considerando  que  según  aparece   de  los   hechos 
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probivdos,  lo  que  dio  origen  al  delito  cometido  por  el 
procesado  fué  I»  burla  de  que  se  le  hizo  objeto,  si  bus- 
traerse  una  carta  que  había  remitido  &  su  novia  y  di- 
rigírsele k  él  otra  mitrtifícante  y  ofeusiva  que  ee  supo- 
nía ser  de  aquélla,  de  lo  cual  sospechó  fundadamente 
que  era  autor  Belisario  González;  y  eiendo  esos  hechoa 
estímulos  suficientemente  poilerosos  para  excitar  bu  ira 
contra  éste,  es  indudable  que,  al  interrogarle  tres  días 
después  y  amenazarle  non  darles  de  palo  si  se  confir- 
maban sus  sospechas,  lo  mismo  que  eu  la  noche  de  ese 
día  cuando,  provocado  por  González  á  cumplir  su  ame- 
naza, se  dirigieron  ambos  á  un  lugar  apartado  y  des- 
pués de  sostener  acalorada  disputa  disparó  Iglesias  aa 
revólver  contra  aqué',  hiriéndole,  obró  bajo  el  imperio 
de  aquel  estado  pasional  que  naturalmente  había  de 
producirle  arrebato  y  obcecación,  no  solo  en  el  mo- 
mento de  sufrir  la  ofensa,  sino  también  cuando  después, 
el  que  ex  timaba  con  fundamento  que  se  la  había  inf«ri' 
do, excitó  de  nuevo  su  enojo  con  la  provocación  indics- 
da,reproduciéndo3e  naturalmente  sus  efectos:  y  en  tal 
concepto  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  la  existencia 
de  esa  circunstancia  atenuante  á  favor  del  procesado, 
no  ha  cometido  la  infracción  legal  ni  el  error  de  dere- 
cho que  se  le  atribuye  en  el  lecurao,  por  lo  que  deb« 
ser  éste  descstimadu. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  en  la  causa  de  re- 
ferencia, con  las  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 

■  mandamos  y  firmamoH.— José  Antonio  Pichardo. —Luis 

Gastón. — El  >fagisti-ado  José  Cabarropas  votó  en  Sala. 

José  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  L.  Moralez.  —  José 

María  Gispert. 


ftiieb.  forma  é  Inf.  ley.  — Sent.  10.— 4  de  Mayo.— Prueba» 

—Heolios.— Precepto  autarizador.  ((^ae-  Murto  ll, 

DOCTItlNA:  Ni>  comete  (|uchri>nt» miento 
fie  furnia  lii  ShIii  que  iiifxit  un«  intieliH  cuj-o  re- 
Miltiictd  no  puede  iurtuir  i  ii  la  cnlific«i;iíin  legal  (lil 
,     lu'oh»  t,ue  linvii  iludu  '.lijíeii  ni  piocesii. 

No  s<j  incurre  en  el  dcrectii  de  ni<  e!C|iresar  dará 
y  terininn lilemente  lus  licclios  que  se  eaiimcn  pro- 


>   de  forma  la  S&- 
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la  que  coDMgnu  como  prohado  ud  hecho  Fin  preci- 
sar todus«ua  ticcidíntes,  piir<|ue  es  facultad  pri- 
vativa de  ella  apreciar  las  pruebas  dando  por 
probado»  los  hechos,  en  la  forma  en  que,  de  a(|uí- 
ila  apreciación,  reaulte. 

Aunque ca cierto  modo  resulte  impropíala  for- 
ma de  expresarse  un  hecho  en  la  Bentencia,  no  es 
razón  bastante  para  casar  el  (alio,  si  puede  dedu- 
cirse, sin  duda  alguna,  del  texto  del  Resultando 
en  que  está  contcnid»  el  hecho  que  el  Tribunal 
'  sentenciador  quiso  declarar  probado. 

El  defecto  de  forma  coi:sisCenle  en  la  omisión 
en  la  sentencia  de  hechiis  probados  debe  discutir- 
se al  amparo  del  número  1."  j  no  del  2?  del  ar- 
ticulo 912  de  la  ley  de  ünjuiíiamiento  Criminal. 

No  puede  declararse  cun  lugar  un  lecurso  lua- 
dadu  ce  la  causa  primera  del  ariiculo  Siií  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  cuando  los  he> 
cboB  decluradoa  probados  constituyan  delito, 
aniique  ^sle  sea  distinto  del  caUficado  en  la  sen- 

En  la  ciu(lad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Mayo  de  mil 
novecientos  tres :  en  los  recursos  de  casación  que  penden 
ante  c?ste  Tribunal  Supremo  contra  la  sentencia  dictada 
en  doce  de  Febrero  ítltinio  por  la  Sección  primera  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  providencia, 
en  cauüa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  <Íel  Khc- 
de  esta  capital,  seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Minis- 
terio Fiscal  y  de  la  otra,  como  procesado  por  calumnia, 
Pedro  Pablo  Sedaño  y  Kevoita,  domiciliado  en  el  Cerro 
y  de  profesión  Alwgado :  la  cual  causa  fué  iniciada  á  vir- 
tud de  denuncia  formulada  por  Carlos  E.  Ortiz  y  Cof- 
figny,  Presidente  de  la  referida  Audiencia. 

Hesultando  que  on  la  sentencia  expresada  se  con- 
Btjnian  los  resultandos  y  el  considerando  que  á  la  letra 
dicen: 

UkCKOR  PROBADOe: 

Primero.  "Resultando  probado  que  el  Sr.  Pedra 
"Pablo  Sedaño,  Abogado  que  había  desempeñado  con  an- 
"terioridad  diversos  cargos  judiciales,  redactó  y  presentó 
'*al  Secretario  de  Estado  y  Justicia  en  diezy  nucie  de  Di- 
"('ieiiibre  de  mil  novecientos  dos,  una  instancia  por  él 
"rtuscrita,  concebida  en  los  siguientes  términos :  "Al  Ho- 
í'norable  Secretario  de  Justicia. — Señor:  Acepto  la  in- 
"lerpretación  que  por  la  Secretaría  de  Justicia  se  ha  da- 
*'do  á  varias  de  mis  instancias  presentadas  de  que  he  so- 
"licitado  que  por  el  Gobierno  se  mande  á  investigar  qué 
■■destino  se  dio  por  el  Sr.  Juez  de  primera  Instancia  é 
'Instrucción  del  Distrito  de  Guadalupe  de  esta  ciudad 
"en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  á  las  can- 


DigilizedbvGoO^^IC 


"tidades  que  pagó  el  Estado  para  satisfacer  varios  me- 
"scB  del  alquiler  de  la  casa  que  ocupaba  dicho  Juzgado; 
"si  bien  ha  sido  omitido  el  nombre  de  Juez  á  que  me  refe- 
"ria,  que  es  el  Sr.  Dr.  Carlos  Ortiz  y  Coífigny,  Presidente 
"hoy  de  la  Audiencia  de  la  Habana, — insisto  en  que 
"por  el  Gobierno  se  haga  esa  investigación  por  tener  la 
"seguridad  de  que  de  ella  aparecerá  la  ineietencia  de  al- 
"gunos  delitos  de  malyeraación  de  caudales  públicos,  si 
"se  tienen  eu  cuenta  todos  los  datos  que  puedo  íacilitar 
"y  que  son  loe  siguientes :  En  veinte  y  nueve  de  Agosto 
"de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  el  Juez  de  Guadalu- 
"pe,  Sr.  Carlos  E.  Ortiz  adeudaba  en  concepto  de  alqui- 
"leres  de  la 'casa  ocupada  por  c!  Juzgado  un  año,  un  mes 
"y  diez  y  nueve  díae,  do  cuyos  meses  tenía  el  Estado 
"satisfecho  el  mayor  número  de  ellos. — El  citado  Juez 
"Ortiz  Coffigny  recibió  el  dinero  destinado  4  los  aíquile- 
"rcB  de  la  casa  del  Juzgado  y  que  era  procedente  del  Te- 
"soro  de  Cuba,  y  los  destinó  para  uso?  particulares  una 
"vez  qiie  les  fueron  entregados  por  loa  señorea  Habilita-  ' 
"dos  de  los  Juzgados  de  esta  capital. — Justifico  todo  esto 
"con  el  expediente  del  juicio  de  desahucio  que  le  siguió 
"en  el  mes  de  Julio  de  mil  ocliocientos  noventa  y  ocho 
"contra  el  Dr,  Carlos  E.  Ortiz  en  el  Juzgado  Municipal 
"del  Distrito  de  la  Catedral  además  con  una  certifica- 
"ción  de  la  Administración  de  Rentas  é  Impuesto  de  la 
"Zona  Fiscal  de  la  Habana,  asi  como  también  con  loe 
"señores  Escribanos  de  Actuaciones  y  Habilitados  que 
"fueron  de  los  Juzgados  á'i  esta  capital  José  Esclapet  y 
"José  Rodelgo.  Y  de  heclios  relacionados  con  los  que  he 
"hablatlo,  con  los  Sres.  Ledos.  Gonzalo  Jorrin  y  Moliner, 
"José  María  de  Poo  y  Fierra,  y  Jienito  del  Campo  y  Ote- 
"ro :  Si  'concretar  en  nuestro  idioma  nacional  significa ; 
"combinar,  concordar  alguna  cosa,  circunscribirme,  li- 
"mitar,  reducirse  á  tratar  de  \ma  sola  cosa,  creo  que  he 
"coucretadii,  y  con  ello  cumplimentado  lo  dispuesto  por 
"la  Secretaría  de  Justicia  en  su  Decreto  de  once  de  Sep- 
"tiembre. — A  nadie  más  que  al  señor  Presidente  de  la 
"Audiencia  de  la  Habana  Dr.  Carlos  E.  Ortiz  y  Coffigny 
"interesa  á  mi  juicio  la  investigación  que  he  solidado 
"por  tener  él  el  concepto  de  buen  funcionario  de  W.  curro- 
"ra  Judicial  y  hasta  de  sostenerse  por  algunos  d?  ser-ir»- 
"sustituible  en  el  cargo  que  hoy  ejerce.  De  usted  reiíiíe- 
"tuosamente." 

Segundo.  "Resultando  probado  que  con  fechas  an- 
"teriorcs  á  la  de  la  citada  instancia  comprendidas  entre 
"el  dos  de  Septiembre  y  el  tres  de  Noviembre  del  miemo 
"año  de  mil  uovecientt^  dos,  habia  presentado  el  mismo 
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"St.  Pedro  Pablo  Sedaño  suacritaa  y  redactadas  por  éi 
"otrae  ocho  inetaBcias  al  mismo  señor  Secretario  de  Ba- 
stado y  JuBticia,  en  la  primera  de  las  cuales  en  uso,  aegim 
"expresada,  del  derecho  que  le  concedía  el  artículo  Tein- 
"te  y  siete  de  la  ConBtitución  de  la  República,  pedía  que 
"practicando  ]a  diligencia  que  se  estimasen  oportuno  se 
"dictara  la  resolución  que  mÜÍB  en  armonía  estuviera  con 
"la  siempre  recta,  cumplida  é  imparcial  Administración 
''de  Justicia,  respecto  á  los  hechos  que  en  la  misma  seña- 
"laba  irferente  á  haber  sido  demandado  el  Sr.  Carlos  E. 
"Ortiz,  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  cuan- 
''do  era  Juez  de  primera  instancia  é  instrucción  de  Qna- 
"dalupe,  por  falta  de  pago  de  once  mensualidades  vencí- 
"das  de  la  casa  Chacón  número  dos,  donde  tenía  establc- 
"eido  el  Juzgado,  siendo  asi  que  el  Estado  en  esa  fecha 
"sólo  adeudaba  seis  meses,  por  lo  que  entendía  podían 
"íer  esos  hechos  constitutivos  de  un  delito  de  malversa- 
"ción  de  caudales  públicos,  y  en  las  restantes,  invocan- 
''do  siempre  el  mismo  precepto  constitucional  pedía  que 
"se  dictara  la  resolución  oportuna,  suministrando  en  al- 
"gnuas  mayor  acopio  de  datos  sobre  los  mismos  hechos." 

Tercero;  ''Kesultando  probado  que  en  las  prime- 
"ras  de  las  instancias  mencionadas  en  el  Resultando  an- 
''terior,  ó  sea  á  Ja  de  dos  de  Septiembre  de  mil  uovecien- 
"tos  dos,  recayó  el  siguiente  Decreto  del  señor  Secreta- 
"rio  de  Estado  y  Justicia,  su  fecha  once  de  Septiembre 
"del  citado  año :  "Visto  que  en  la  anterior  inatencia  no 
"se  denuncia  expresa  y  concretamente  el  hecho  de  que 
"el  Sr.  Carlos  E.  Ortiz,  siendo  Juez  de  primera  Instan- 
''cia  é  lostrucción  del  Distrito  de  Guadalupe  haya  reci- 
"bido  personalmente  dinero  qne  pagaba  ol  Estado  ]iara 
"datisfacer  alquileres  de  la  casa  que  ocupaba  el  Juitgado  y 
"hc  lo  haya  apropiado  para  usos  particulares,  ó  lo  haya 
"destinado  á  otros  uaos,  no  lia  lugar  á  proceder  por  aho- 
"ra"  recayendo  un  Decreto  enteramente  igual  á  otra  de 
"las  instancias  de  fecha  trece  del  mismo  mes  de  Sep- 
"tiembre  y  á  todas  las  restantes  recayó  en  seis  de  No- 
"viembre  del  mismo  año  el  Decreto  siguiente :  "No  cou- 
"teniendo  las  anteriores  insKmcias  datos  y  alegaciones 
"que  induzcan  á  modificar  el  decreto  de  esta  Secretaría 
"de  fecha  once  de  Septiembre  del  año  actual,  estése  á  lo 
"resuelto  en  el,  mismo." 

Cuarto.  "Hesultando  probado  que  en  catcirce  do  Ju- 
"nio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  el  Sr.  Joaquín 
"M.  Demestre,  como  apoderado  de  su  hermano  Jof^ii  Feli- 
"pe  Demestre,  propietario  de  la  casa  calle  de  Chacón 
>  doE  en  esta  ciudad,  demandó  en  juicio  de 
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"deBahueio  ante  el  Juez  Municipal  de  k  Catedral  Sr, 
"Carlos  E.  Ortiz  inquilino  ele  dicha  casa,  para  qoe  la 
"desalojase,  fuudando  su  demanda  en  la  falta  de  pago 
"de  once  meses  de  alquiler  de  la  mJsiua,  vencidos  en 
"diez  del  citado  mes  á  razón  de  ciento  dos  pesos  en  oro 
"mensuales,  en  cuyo  juicio  seguido  en  rebeldía  del  de- 
"mandado  se  dictó  sentencia  en  treinta  del  mismo  mes 
"de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  que  que- 
"dó  firme,  en  la  que  declarando  con  lugar  el  desahucio 
"por  no  haber  comparecido  el  Sr.  Ortiz  á  la  segunda  ci- 
■"tación  que  se  le  hizo,  sin  alegar  justa  causa  después  de 
"citado  en  forma  se  le  condenó  á  desalojar  la  casa  en 
"término  de  ocho  días,  apercibido  de  lanzamiento;  ter- 
■"minando  el  juicio  en  veinte  y  nueve  de  Agosto  dül  niis- 
^'mo  año  con  la  providencia  que  como  Juez  Monicipal 
'suplente  del  Distrito,  dictó  el  Sr,  Pedro  Pablo  Sedaño, 
"ordenando  el  lanzamiento  que  no  llegó  á  tener  efecto." 
Quinto.  "Resultando  probado  que  en  la  época  á 
"que  ios  anteriores  hechos  se  refieren,  ó  sea  durante  loa 
"años  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  mil  ochocien- 
"tos  noventa  y  ocho  el  Estado  Español  consignaba  en 
"sus  prüsupuestoB  de  esta  Isla,  la  cantidad  de  cuatro- 
"cientos  noventa  y  nueve  pesos  noventa  y  ocho  centavos 
"en  oro  mensuales,  que  se  dividía  en  partes  iguales  para 
"el  pago  de  los  alquileres  de  los  casas  de  los  Juzgados  de 
"esta  ciudad,  que  eran  seis,  correspondiendo,  por  lo  tan- 
"to,  para  cada  Juzgado  la  suma  de  ochenta  y  tres  pesos 
"treinta  y  tres  centavos ;  y  que  según  la  certificación  ex- 
"podida  por  el  Contador  de  la  Administración  de  lientas 
"é  Impuestos  de  la  Habana  en  veinte  y  siete  de  Diciem- 
"brc  de  mil  novecientos  dos,  en  Junio  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  ocho,  se  hallaban  pendientes  de  pago  por  di- 
"cho  concepto  de  alquileres  los  meses  de  Agosto  á  Di- 
"ciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  y  Marzo  á 
"Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho;  que  el 
"mes  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  se  pagó 
"en  veinte  y  cuatro  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noven- 
"ta  y  ocho,  que  los  meses  de  Enero  y  Febrero  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  oclfc  fueron  satisfechos  en  seis 
"de  irayo  del  mismo  año;  que  en  tres  de  Agosto  siguien- 
"te  se  pagaron  los  meses  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  siete  y  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"ocho,  y  que  al  cesar  la  soberanía  de  España  en  esta 
"Isla,  quedaron  pendientes  de  pago  por  el  mismo  coD- 
"cepto  los  meses  de  Septiembre  á  Diciembre  de  rail  ocho- 
"cientos  noventa  y  siete  y  Abril  á  Diciembre  de  mil 
"ocliocientos  noventa  y  ocho." 
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Sexto.  "ítesultftndo  probado  que  el  contrato  de 
^"arrendamiento  de  la  casa  calle  de  Chacón  número  dos, 
"celebrado  entre  loa  Sres.  Carlos  E.  Ortiz  y  José  Felipe 
"Demestre  tuvo  efecto  t  principios  del  año  de  mil  ocho- 
■'eientos  noventa  y  seis,  por  el  precio  mensual  de  cieato 
"dos  pesos  CD  oro,  y  que  siendo  entonces  eí  Sr.  Ortiz  Juez 
"de  primera  Instancia  é  Instrucción  de!  Distrito  de  Gua- 
"dalupe,  instaló  en  dicha  casa  el  Juzgado,  ocupando  su3 
"oficinas,  el  zaguáu,  sala  y  parte  de  las  habitaciones  de 
"la  casa  y  habitando  é!  el  resto  con  su  familia,  destinan- 
"do  dicho  señor  la  cantidad  de  ochenta  y  tres  pesos  trein- 
"ta  y  tres  centavos  que  recibía  del  Estado  para  pago  de 
"alquiler  mensual  do  la  casa  de  su  Juzgado,  á  parte  de 
"lo  que  él  pagal»  al  Sr.  Demestre  por  alquiler  mensual 
"de  toda  la  casa." 

Séptimo.  "Resultando  probado  que  el  Sr.  Ortiz, 
"debido  al  atraso  con  el  Estado  Español  pagaba  tanto 
"los  sueldos  de  los  empleados  como  las  sumas  consigna* 
"das  para  alquileres  de  casas  de  los  Juzgados,  pagaba 
"también  con  atraso  al  Sr.  Demestre  los  alquileres  de 
"la  casa  Chacón  número  dos,  en  que  vivía  con  bu  familia 
"y  en  la  que  además  tenía  instalado  el  Jusjgadf,  ¡tdeu- 
"dando  aproximadamente  en  la  fecha  eu  que  fué  de- 
"mandado  de  desahucio  por  falta  de  pago  de  once  meses 
"de  alquiler  unos  seis  meses,  continuó  habitando  dicha 
"casa,  y  teniendo  en  ella  el  Juzgado,  con  el  alquiler  re- 
"bajado  á  noventa  y  tres  pesos  cincuenta  centavos  desde 
"fines  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  hasta  me- 
"diados  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  en  que  la 
"dejó  por  haber  cesado  en  el  cargo  que  desempeñaba,  y 
"liquidó  con  el  Sr,  Demestre  todos  s\is  adeudos  sin  que 
"se  hay  podido  demostrar  en  qué  fecha  fija  pagó  el  Sr. 
"Ortiz  al  Sr.  Demestre  cada  uno  de  los  meses  de  atqui- 
"1er  que  le  iba  adecuado." 

Acobación: 

Octavo.  "Resultando  que  o!  Ministerio  Fiscal  cali- 
*'ficó  definitivamente  los  hechos  como  coustitutivoa  de 
"nn  dehto  de  calumnia  á  la  Autoridad,  artículo  doscien- 
"l08  sesenta  y  cinco,  cuatrocientos  setenta  y  uno  y  cua- 
"trocientos  ochenta  y  seis  del  Código  Penal  y  Orden 
"Militar  doscientos  treinta  y  nueve  de  mil  novecientos, 
"y  acusando  como  responsable  del  mismo  eu  el' concepto 
"de  autor  al  Ledo,  Pedro  Pablo  Sedaño  sin  circunstan- 
"cias  modificativas  de  su  responsabilidad  pidió  que  se 
■"le  impusiera  la  pena  de  cuatro  meses  de  arresto  mayor. 
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Noveno.  ''Besultando  que  el  Abogado  defensor 
"del  procesado  sostuvo  definitivamente  en  el  acto  del 
"juicio  la  absolución  del  Sr.  Sedaño  por  no  ser  consti- 
"tutivo  del  delito  de  calumnia  ni  de  otro  alguno  el  he- 
"eho  que  él  entendía  probado  y  que  redactó  en  sus  con- 
"elusiones  de  la  manera  siguiente:  "Declarado  en,  una 
'Vuteneia  firme  consentida  y  pasada  en  Autoridad  de- 
"cosa  juzgada  que  el  Sr.  Carlos  Eugenio  Ortiz  y  Cof- 
"figny,  actual  Presidente  de  la  Audiencia  de  esta  ea- 
"pital  debía  en  catorce  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  ocho  el  importe  de  once  meses  de  alquiler  de  la 
"casa  número  dos  de  la  calle  de  Chacón  de  cuya  easo,  si 
"bien  era  arrendatario  de  toda  ella,  sólo  ocupaba  una 
"parte  de  la  misma  con  e!  Juzgado  de  Primera  Instan- 
"cift  é  Instrucción  del  Distrito  de  Guadahipe,  hay  que 
"aceptar  el  hecho  de  la  deuda  de  los  once  meses  do  al- 
"qiiiler  como  una  verdad  inconcusa,  dado  que  no  se  pue- 
"de  alterar  !o  consignado  en  una  sentencia  firme  sino  á 
"virtud  de  un  recurso  de  revisión  que  ni  siquiera  se  ha 
"intentado  en  el  presente  caso.  Sabedor  el  Sr.  lícdo,  Pe- 
"dro  Pablo  Sedaño  de  que  el  Estado  había  pagado  en 
"seis  de  Jlayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  las- 
"consignaciones  de  Enero  y  Febrero  de  mil  ocliocJentos 
"noventa  y  oclio,  y  que  debiéndose  por  el  Sr.  Ortiz,  en 
"aquella  fecha,  catorce  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  ocho,  once  meses,  ó  sean  los  vencidos  en  diez 
"de  Agosto  de  rail  ochocientos  noventa  y  siete,  á  diez  de 
"Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ambos  inclu- 
"sives,  entendió  que  el  Sr.  Ortiz  se  apropió,  distrajo  6 
"aplicó  á  unos  indebidos  el  importe  de  las  consignacio- 
"nes  que  procedente  del  Tesoro  de  Cuba  habia  recibido 
"de  los  señores  Habilitados  para  pagar  los  mcaes  de  "Rne- 
"ro  y  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  si 
"bien  esa  distracción,  apropiación  ó  uso  indebido  de  eso» 
"fondos  fué  sin  daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  píi- 
"blico  é  intcresiindose  el  Sr.  Sedaño  porque  nuestra  Ad- 
"ministración  de  Justicia  de  la  que  ha  sido  dignísimo 
"miembro  no  sufriere  en  su  prestigio  y  honorabilidad  se 
"dirigió  al  Sr.  Secretario  de  Justicia  en  nueve  instan- 
"cias  distintas  poniendo  en  su  conocimiento  kmü  hechos 
"y  rogándolo  ordenase  una  investigación  para'  aycriguar 
"qué  destino  se  dio  por  el  Sr.  Ortiz  h  las  consignacione.s 
"para  el  pago  de  la  casa  del  Juzgado.  En  la  solicitud 
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"presfütada  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  novo 
'"cieutos  dos  y  que  Ka  servido  de  base  á  este  proceso,  so 
"contienen  más  frases  que  las  que  el  Ministerio  Fiscal 
"consigna  en  la  primera  conclusión  de  su  escrito  de  ea- 
'■Jificación  provisional  y  aislada  esas  frases  aparecen  con 
"con  un  sentido  distinto  del  verdadero  concepto  que  debe 
"formarse  apreciadas  en  su  conjunto  y  totalidad  la  men- 
"cionada  solicitud,  que  termina  con  el  siguiente  párra- 
"fo :  "A  aailie  más  que  al  señor  Presidente  do  la  Aujien- 
"cia  do  la  Habana  Dr.  Carlos  E.  Ortiz  y  Cofilgny  Jnte- 
"resa  á  mi  juicio  la  investigación  que  he  solicitado  por 
"por  tener  61  el  concepto  de  buen  funcionario  lie  la  ca- 
"rrera  Judicial  y  hasta  sostenerse  por  algunos  de  ser 
"insustituible  en  el  cargo  que  hoy  ejerce." 

Tercero.  "Considerando  que  puesta  en  relación  la 
'^instancia  del  Hr.  Sedaño  de  diez  y  nueve  de  Dicit-mbre 
"con  las  que  con  anterioridad  presentó  al  Señor  Secrc- 
"tario  de  Estado  y  Justicia  y  á  que  se  refiere  el  segundo 
"Hesultando  de  esta  sentencia  es  indudable  que  se  trat¿ 
"do  una  imputación  y  no  de  una  denuncia;  priiaero  por- 
"que  en  todas  sus  instancias  con  excepción  de  la  última, 
"origen  de  esta  causa  en  la  que  se  dice  que  ee  concreta 
"los  liechos  al  efecto  de  que  se  tesuelvan  las  anteriorea, 
"invoca  el  Sr.  Sedaño  el  derecho  de  petición  á  que  ■x  con- 
''tiae  el  precepto  número  veinte  y  siete  de  la  Constitu- 
"eión  de  la  Jíepública  y  la  petición  consiste,  según  cr, 
"las  mismas  instancias  se  expresa,  en  que  por  la  Secrc- 
"tan'a  de  Estado  y  Justicia,  practicando  las  diligencias 
"que  se  estimaron  oportunas  se  dictara  la  resolución  que 
"más  en  armonía  estuviera  con  la  siempre  recta,  eumpli- 
"-da  é  imparcial  administración  de  Justicia,  en  vez  do 
"invocar  el  artículo  correspondiente  de  la  Ley  de  fín- 
"juieiamiento  Crimina!  que  obliga  á  unos  y  autoriza  fi. 
"otros  para  denunciar  los  delitos  de  que  tenga  conoci- 
"niiento,  sean  ó  no  perjudicados,  por  lo  que  se  ve  que 
"en  vez  de  denunciar  se  trataba,  dado  el  alto  cargo  judi- 
"cial  que  ocupaba  y  ocupa  el  Sr.  Ortiz,  de  desacrctlitai'lo 
"y  en  todo  caso  de  que  se  investigara  gubernativamente 
'"su  conducta  pasada  con  ei  objetó  de  dañar  su  reputa- 
"ción,  sin  que  disminuyan  este  concepto  sino  qiie  por  el 
"contrario,  le  den  mayor  fuerza  y  vigor  las  frases  eon- 
"tenidas  eJi  el  final  de  la  instancia  de  que  A  nadie  más 
"(¡ue  al  Sr.  Ortiz  interesaba  la  investigación  que  se  sn- 
'■'licitaba  por  su  concepto  de  buen  funcionario  y  hasta  de 
"sostenerse  por  algunos  ser  insustituible  en  el  cargo  lio 
"Presidente  de  la  Audiencia  que  desempeñaba ;  y  según 
"do  porque  aim  en  el  supuesto  de  que  el  ánimo  del  Sr. 
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"Sedano  hubiera  sido  el  de  que  se  persiguiera  y  castign- 
"ra  el  delito  de  que  se  decía  cometido,  no  podían  toniar- 
"se  sus  manifestaciones  como  una  denuncia  por  ra:!Óu 
"de  la  persona  á  quien  se  presentó  la  instancia  que  no 
"es  de  las  por  razón  de  su  cargo  deben  proceder  á  la. 
"averiguación  y  castigado  de  los  delitos  que  dan  lugar 
"á  procedimiento  de  oficio  y  que  es  superior  gcrárgio 
"de  los  íuncionarios  judiciales  llamados  á  pei^eguir  y 
"castigar  esos  delitos  en  el  orden  administrativos,  n:. 
"lo  es  en  el  Judicial  y  á  funcionario  de  este  orden  á 
"quien  el  Secretario  de  Estado  y  Justicia  íe  hubiera  re- 
"mitido  la  instancia  del  Sr.  Sedano  para  que  proccdierit 
"con  arreglo  á  derecho  era  4  quien  hubiera  correspondí  - 
"do  acordar  ó  no  la  formación  de  la  causa,  seg>;m  revis- 
"tiera  6  no  el  hecho  á  su  juicio  los  caracteres  de  delito: 
"ésto  en  el  caso  de  que  se  tratara  de  una  persona  no  nv 
"vestida  del  carácter  de  Autoridad  Judicial,  porque  tni- 
"tándose  del  Sr.  Ortiz,  en  au  calidad  de  Juez  de  primer  ■ 
"Instancia  é  Instnicción  por  hechos  ejecutados  en  «'. 
"ejercicio  de  las  funciones  de  su  cargo  era  necesario  pro- 
"ceder  previamente  tratándose  de  la  denuncia  de  un  par- 
"ticular  á  la  formación  á  instancia  de  ésta,,  del  corres 
"pendiente  antejuicio,  lo  que  no  podía  ser  ignorado  po- 
"el  Sr.  Sedano  que  á  más  de  ostentar  el  títido  do  Abe- 
"gaílo,  había  desempeñado  diversos  cargos  en  la  Ciirrera 
"Judicial." 

RESOLnClÓN  RECITRBinA: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia,  estiniándo- 
"se  los  hechos  que  declara  probados,  constitutivos  dol  de- 
"lito  de  calumnia  á  la  Autoridad,  hallándose  ésta  en  el 
"ejercicio  de  sus  funciones,  y  hecha  en  escrito  qic  r  ■ 
"estaba  á  ella  dirigido,  provisto  y  penado  en  oí  artícn'o 
"doscientos  sesenta  y  cinco  en  relación  con  el  cnatrociei.  ■ 
"tos  setenta  y  uno  del  Código  Penal;  y  autor  del  delito 
"sin  circunstancias  modificativas  de  responsabilidad  cr*- 
"minal,  al  procesado,  Pedro  Pablo  Sehino  y  Revolía,  *■ 
"condenó  á  éste  en  la  pena  de  tres  meses  de  arresto  ma- 
"yor,  con  las  correspondientes  accesorias,  y  ni  pago  '''c 
"las  costas." 

Petición  de  subsanación: 

Eosultando  que  respecto  de  dicha  sentencia  ejercitó 
la  representación  del  procesado  la  facultad  que  le  conce- 
día et  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  entre  otros  particulares,  para  que 
se  suplieran  las  omisiones  sufridas,  no  consignando  loa 
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heclioB  alegados  por  el  Mmieterío  Fiscal  en  su.-)  eonc-lu- 
sioncs  definitivas  y  <|ue  la  defensa  dijo  en  las  suya",  no 
ser  constitutivos  cíe  delito  ni  el  hecho  por  él  ,iostc-nido 
ni  et  Hiwtenido  por  dicho  Ministerio:  á  lo  quo  accedió 
la  Sala  ^entonciadom,  declarando  que  se  su£tittti¡in  las 
palabras  prinieruB  dol  noveno  resultando  hasta  dutidc 
se  empieza  á  copiar  el  hecho  sostenido  por  el  dt^fciL-or, 
por  las  signientes :  "Que  el  defensor  del  proce.ndo  whi- 
"ío  definitivajnente  en  el  acto  Jel  juicio  la  abscdueióii  del 
"Sr.  Sedaño  por  no  ser  constitutivo  el  delito  de  calumnia 
"de  otro  alguno  el  hecho  sostenido  por  el  señor  Fiscal 
"en  la  primera  de  sus  conclusiones,  ni  el  que  él  entcu- 
"día  probado  y  que  redactó  de  la  manera  siguiente:  ''y 
"que  se  sustituía  el  octavo  resultando  por  el  que  se  trars- 
"cribe  á  continuación  Octavo  líesultando :  que  el  Minis- 
"terio  Fiscal  sostuvo  Je  unitivamente  la-;  coneluüionoa  ei- 
"guientcs:  Primera:  El  diez  y  nueve  de  Diciejuhre  ú'- 
"timo  el  Ledo.  Pedro  Pablo  Sedanoj  mayor  ríe  dia  y 
"ocho  años  y  que  carece  de  antecedentes  penales,  pmjton- 
"tó  al  señor  Secretario  de  Estado  y  Justicia  como  reitc- 
"ración  de  otras  anteriormente  dirigidas  al  mi=mo  una 
"instancia  eu  la  que,  refiriéndose  al  Sr,  Dr.  Carl.-.s  Í,u- 
"genio  Ortiz  y  Coffigny,  Presidente  de  la  Audiencia  en- 
''tonces  como  lo  es  en  la  actualidad,  dice  que  sitndo  cí^te 
"füiieicmsrio  Juez  de  priniei'a  Instancia  é  Ii-.^trcocinu 
"del  Distrito  de  Guadalupe  de  esta  ciudad  recibió  el  di- 
"ncro  destinado  á  los  alquileres  de  la  casa  -leí  Juzgado 
"que  era  procedente  del  Tesoro  de  Cnba  y  los  deititó  pa- 
"ra  usos  particulares  una  vez  que  le  fueron  citrüSfiíáos 
"por  los  señores  Habilitados  de  los  Juzgados  de  esta  capí- 
"tal,"'  hechos,  loe  atribuidos  en  las  anteriores  frases  ai 
"yr,  Ortiz  que  de  ser  ciertos  constituirían  la  nialversu- 
'"ción  del  párrafo  último  del  artículo  cuatrocientos  iies 
'del  Código  Penal,  delito  público  que  rciínlta  ful^íinejite 
"imputado,  pues  cousta  acreditado  que  el  Sr  Ortiz,  lejos 
"lie  aplicar  a  usos  indebidos  con  perjuicio  de!  E^lado,  di- 
"cho  dinero  que  recibió  de  loa  nabilitados  !os  destin't  ií 
"reintegrarse  de  las  sumas  que  de  su  peculio  había  iidc- 
"lantado  para  cubrir  en  sus  vencimientos  rtspi'c'.ivos  el 
"importe  de  los  alc,u¡lcres  de  la  casa  ocupada  p.ir  ei  Juz- 
"fíaüo  á  BU  cargo  y  que  dicho  Estado  adeudaba.  Regi'n- 
"da:  Estos  hechos  constituyen  un  delito  de  cahimoía  a 
"la  Autoridad,  artículos  doscientos  siísenta  y  cinf;:,  tnfi- 
"Iroeií-ntos  setenta  y  uno  y  cuatrocientos  iMíhonta  y  nriU 
"del  Código  Penal  y  Orden  militar  doscientos  trcirita  y 
"nueve  de  mi!  novecientos.  Tercera:  Es  rcsiíou.'ablc  oq 
"c!  concepto  de  autor  el  procesado,  I^clo.  Pijdm  Palilo 
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"Sctlniío.  Cuarto:  uo  concurren  cireunsíancíüi 
"tívas  de  responsabiüdad  criminal  que  aprw 
"ta:  La  pena  que  debe  imponerse  al  procese 
"cuatro  niopes  de  arroto  mayor,  accesorias  ■! 
"sesenta  y  costas.— Responsabilidad  civil:  no 
"apreciarla." 

Fü.M>AMESTOS  DEL  RECURSO  DE  CABíCJÓK: 

Resultando  que  suplidas  estas  omisiones 
dolé  denegaJo  la  Sala  sentenciadora  la  pcticif 
enmieuüae,  interpuso  la  representación  del 
contra  la  sentencia  mencionada,  los  presente 
])ür  quebrantamiento  de  forma  y  por  infrarci 
fundado  el  de  la  primera  clase  en  los  artículo 
tos  once,  inciso  primero,  y  novecientos  doce,  i 
moro  y  segunilo,  de  !a  T^ey  de  Enjuiciamiento 
y  exponiendo,  literalmente,  los  cinco  siguientt 

"A :  Denegación  de  diligencias  de  prne 
"pección  ocular,  de  Peritos  Arquitectos  y 
"Mercantiles,  cometiéndose  con  esta  deneí¡;ac 
"brantainiento  de  forma  á  que  se  refiere  el  ini 
"mero  del  artículo  novecientos  once  de  la  T^ev 
ciaiiiicnto  Crimina!.  Esas  diligencias  de  pruc 
"puso  oportunamente,  de  acuerdo  con  el  ar 
"cientos  cincuenta  y  seis,  al  evacuar  e!  trasla 
■'ficación  provisional  y  las  considero  pertinen 
"tendían  íi  demostrar  un  liecJio  consignado  ( 
"do  escrito  de  calificación  provisional,  cual  er 
"el  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Guadal 
"aüos  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  mil  • 
"noventa  y  oelio,  sólo  ocupaba  una  parte  de  lí 
"con  dos,  si  bien  el  Sr.  Ortiz  era  arrendafoi 
"ella,  y  era  necesario  porque  había  que  dott 
"un  modo  exacto  la  porción  de  casa  ocupada 
"Ortiz  aui  sn  familia  y  la  ocupada  por  el  Ju-<< 
"niatemátic-imente  el  precio  del  arrendami';] 
"y  otra  ]wrción,  con  relación  al  precio  del  air( 
"de  toda  la  casa. — Con  esa  prueba  se  hubiera  i 
"que  la  partfl  do  casa  ocupada  por  el  Jnzgaí 
"la  suma  de  ochenta  y  tres  pesos  treinta  v 
"vos  que  pagaba  por  alquiler  de  la  cüsa  del  i 
"Estado  y  que  por  lo  tanto  había  una  disínic 
"piación  ó  aplicación  indebida  de  la  áiferene 
'■'que  valía  la  parte  de  la  casa  ocupada  por  e! 
"la  cantidad  que  el  Estado  pagaba  por  esa  i 
"Dcmo.-'trada  la  existencia  de  la  malvei-sat 
"ende  la  certeza  de  los  heelios  denunciados 
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"Sedaño,  es  evidente  que  no  hubiera  podido  !<or  e.nJe- 
"nado — como  lo  ha  eido — por  un  delito  de  calinunia  y 
"ÍB,  Sa!a  al  denegar  esas  diligencias  de  prueba,  lia  (¡ue- 
"brantado  las  fornias  del  jiiicio  y  ha  col'wado  al  Sr. 
"Sedaño  en  estado  de  indefensión.— Consignado  wto, 
"debo  ahora  manifestar  qué  reclamaciones  he  practíca- 
"do  para  obtener  la  subsanación  de  la  falta. — En  e]  acto 
"en  que  se  me  notificó  el  auto  denegatorio  de  e.-as  icuft- 
"bas,  presenté  escrito  consignando  mi  más  ííileiiine  pro- 
"testa,  conforme  al  penúltimo  párrafo  del  artícnlo  sois- 
"cienios  cincncnta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuioíiu;i ionio 
"Criminal  y  sin  perjuicio  de  esa  protesta,  dentro  de  los 
"tree  días  siguientes  de  notificado,  presenté  escrito  Í7i- 
"terponiendo  recurso  de  súplica  contra  esa  denegatoria  y 
"por  un  otrosí  de  ese  escrito  y  para  el  ca^io  de  que  la 
"Sala  rechazara  ó  denegase  el  recurso  de  súplica,  reiteré 
"mi  protesta  á  los  cfwtos  de  la  casación  por  quebraiit*- 
"miento  do  fomia." 

"B:  Inciso  primero  del  artículo  novecientos  doce 
"de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. ^En  la  sentcn- 
"cia  no  se  expresan  clara  y  terminantemente  los  hi^c'ioa 
"que  se  consideran  probados  y  resulta  manilietita  contra- 
"dicción  entre  ellos. — Primero;  En  el  aegunflo  Resultnn- 
"do  que  se  estima  probado  se  expresa  al  final,  rcfifiíodo- 
"se  á  las  instancias  jiresentadas  al  señor  Recrctmio  de 
"Justicia  por  el  Sr.  Sedaño: — "suministrando  en  algu- 
"nas  mayor  acopio  de  datos." — No  se  exprosHU  clara  y 
"terminantemente  cuáles  son  esas  instancias  caliCcadaa 
"con  el  adjetivo  indeterminado  "alguna.s"  y  tampoco  .«e 
"expresan  clara  y  terminantemente  cuáles  sean  esos  "da- 
"tos",  que  en  "mayor  acopio"  se  facilitan  en  c-íhs  "algn- 
"ñas  instancias."— Como  esas  "algtmas  instancia^i"  y 
"ese  "mayor  acopio  de  datos"  sirvieron  á  !a  Sala  ^Jara 
"fundar  su  fallo  y  estimar  probada  la  intención  del  Sr. 
"Sedaño  de  calumniar  al  Sr.  Ortiz  y  como  ron  iva  indi"- 
"terminación  se  incurría  en  el  quebrantan'. i-} nto  <h.  for- 
"ma  reclamable  eh  casación  á  que  se  refiere  el  iui;i?o  pri- 
"mero  del  artículo  novecientos  doce  de  la  T-ey  de  I.'njui- 
"ciamiento  Criminal  y  cometía  una  omisión,  á  íiii  de  ob- 
"tener  la  subsanación  de  la  falta,  pedí  aclaración  de  la 
"sentencia.— La  Sala  en  su  auto  de  aclaración  y  ivfiriéa- 
"dose  á  esto  particular  consigna  el  siguiente  Con^íidüru!!- 
"do: — "Que  del  mayor  acopio  de  datos  alginias  do  laa 
"instancias  del  Sr.  Sedaño  de  que  se  habla  en  el  ícgun- 
"do  Resultando  de  la  sentencia,  no  se  hace  deducción  al- 
"gima  en  los  Considerandos  de  la  misma,  iii  sobre  ello 
"se  resuelve  en  el  fallo,  ni  lian  sido  objeto  de  los  escritos 
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"de  la  aciíaación  y  la  defensa,  por  lo  que  es  improcedente 
"hacer  la  aclaración  que  se  solicita. — La  Sala  sa  lia  e([ui- 
"vocado  por  completo  al  consignar  tal  razón  pai-a  nogar- 
"me  la  ai'laración  que  pedí,  incurriendo  en  -jii  error,  que 
"es  uno  de  tantos  de  los  cometidos  por  todo*  los  que 
"en  este  juicio  hornos  intervenido. — La  Sala  dice,  que 
"de  esas  algunas  instancias  á  que  se  refiere  el  t-egundo 
"Eesiíltando  no  se  hace  deducción  alguna  en  los  Cor.si- 
derandofi  de  la  sentencia  y  en  efecto  el  tercer  Considoran- 
"do  dice  textualmente;— "Que  puesta  en  relaci<'n  'a  ¡ns- 
"tancia  del  Sr.  Sedaño  de  diez  y  nueve  de  Dicieiubre  con 
"les  que  con  anterioridad  presentó  a!  señor  Secretario 
"de  Estado  y  Justicia  y  á  que  se  refiere  el  legiindo  Re- 
"snltando  de  esta  sentencia,  es  indudable  que  .<e  trat-a 
"de  una  imputación  y  no  de  una  denuncia;  primero; 
"porque  en  todas  sus  instancias,  con  excepción  de  la  úl- 
"tima,  origen  de  esta  causa  en  la  que  se  dice  que  se  coii- 
"cretan  los  hechos  al  efecto  que  se  resuelvan  tas  aurerio- 

"res " — -Basta  lo  copiado  para  demostrar  iiue  si 

"se  han  hecho  deducciones  en  los  considerandos  de  la 
"sentencia  de  esas  algunas  instancias  y  de  esc  mayor  aco- 
"pío  de  datos  y  que  si  se  resuelto  en  el  fallo  soba-  jlla=, 
"como  que  las  razones  qne  se  exponen  en  ese  coníideran- 
"do  son  las  que  sirvieron  á  !a  Sala  para  estimar  q.  e  los 
"hechos  realizados  por  el  Sr.  Sedaño  constilui^  uiia  ca- 
lumnia y  no  una  denuncia  como  sostuvo  la  dofenMi.^ — 
"Además  la  Sala  se  funda  en  esas  instancid,^  para  dcdu- 
"cir  que  la  intención  del  Sr.  Redaño  era  la  de  desacredí- 
"tar  al  Sr.  Ortiz,  apesar  de  lo  que  la  Sala  ine  niega  la 
"aclaración  solicitada,  incurriendo  en  el  quebrantaiuion- 
"to  de  forma  que  le  imputo,  ó  denuncio  para  que  el  'l'ri- 
"bunal  Supremo  rase  y  anule  esa  sentencia. — Segundo: 
"En  el  séptimo  Hesultándo,  que  también  se  estima  pro- 
"bado,  se  incurre  en  la  misma  falta  de  indcterutiunción; 
"pues  se  e,=tima  "probado"  que  cuando  e!  Sr.  Orti/  fué 
"demandado  en  desahucio  por  falta  de  pago.<i  tío  o;ico  me- 
"ses  sólo  debía  "unos  seis  meses"  y  siendo  jI  afiíotivo 
"unos"  indeterminado,  es  evidente  que  no  se  expresa  tcr- 
"m i n antemente  cuántos  y  cuáles  eran  los  mese.-  realmeu- 
"te  debidos  por  el  Sr.  Ortiz,  si  los  once  que  conHÍgiía  la 
"sentencia  firme  y  pasada  en  Autoridad  de  osa  jurga- 
"da,  que  resolvió  el  juicio  de  desahucio,  ó  cu.'intos  eran: 
"porque  decir  "unos  seis,"  no  es  decir  que  fueran  ícÍs, 
"dado  que  el  adjetivo  indeterminado  con  que  la  Sala 
"califica  al  numeral  seis  le  quilo  á  éste  su  Migiiiticac¡ón 
"propia. — Para  subsanar  esa  falta  pedí  aclaración  de 
"la  sentencia,  cuya  aclaración  negó  la  Sala  por  estimar 
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"que  mi  petición  de  que  ee  determinasen  prei'i-aii.rr.to 
"cuántos  y  malea  eran  loa  meses  debidos  por  el  Sr.  Orti's 
"vrtí  una  variación  sustancial  de  los  hechos  ipc  ¡'■i  docla- 
"ran  probados. — Con  esa  afirmación  demuestra  la  Sala 
"que  en  la  sentencia  no  se  expresan  temí  i  naii  tímente 
"ciiñles  son  los  hechos  que  se  estiman  probíidos",  dado  <jue 
"el  precisarlos  constituye  una  variación  sustancial  de  la 
"sentencia  y  por  lo  tanto  la  Sala  confiesa  que  ha  incurri- 
"do  en  la  falta  que  le  censuro  y  dado  motivo  á  la  casa- 
"ción  de  la  sentencia. — Tercero :  En  el  quinto  líesultaii- 
"do.  que  también  estima  probado  la  sentencin  m  consig- 
"na  que  en  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  se 
"hallaban  pendiente  de  pago,  por  el  Estado,  tos  neses 
"de  Agosto  á  Diciend)re  de  mil  ochocientos  iDventa  y 
"siete  y  de  Marzo  á  Diciembre  de  mil  ochocientos  uovt'n- 
"ta  y  ocho, — Entendiendo,  conforme  á  la  sisjnificaciiin 
"gramatical  de  las  palabras,  que  la  frase  "pejidisntea  de 
"pago,"  querían  decir  y  decían  efectivamente  que  fc  dc- 
"bian  esos  meses;  porque  con  esa  frase  lo  que  -^o  indica- 
"ba,  gramatical  y  jurídicamente,  era  quo  el  Estado  ttioía 
"pendiente  de  cumplir  la  obligación  de  pairar  e^s  meses 
"y  como  la  obligación  no  puede  estar  pendiente  Je  nnn- 
"plimienío,  sino  mediante  su  nacimiento  y  niientras  no 
"llegue  el  día  cierto  señalado  para  exigirlo,  no  ¡luinle  de- 
"cirse  que  esté  pendiente  de  pago  un  me^  que  no  haya 
"transciirrido,  cuando  la  obligación  es  paMr  por  meses 
"vencidos  y  por  lo  tanto  que  la  interpretación  que  di  á 
"la  frase  empleada  por  la  Sala  era  la  linica  lójrica,  i;on- 
"forme  á  la  Ley  y  á  la  Gramática,  que  e^  tauíbiín  ley 
"ilrl  lenguaje,  siendo  evidente  había  la  Sala,  incurrido 
"también  en  un  error.^Para  que  se  rectificara  cs.i.  eijui- 
"vocación  importante,  pedí  aclaración  so'ieitando  que 
"por  la  Sala  se  declarase  que  en  Junio  de  mil  ochocii-ntoa 
"noventa  y  ocho  se  debía  por  el  Estado,  por  el  concepto 
"do  alquileres  de  casas  de  los  Jungados,  loa  nic-cs  de 
"Agosto  á  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  piete 
"y  de  Marzo  á  Jlayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ucho. 
" — Tji  Sala  me  negó  la  aclaración  bajo  el  fundamonto 
"de  que  decir  "pendientes  do  pago"  no  quiero  dí-cír  ideu- 
"dados. — Con  esto  se  incurre  en  mayor  confui'ión  é  in- 
"determ  i  nación ;  porque  entonces  resulta  que  no  declara 
"probado  cuántos  y  cuáles  eran  los  meses  qu(!  el  listado 
"debía  a]  sor  demandado  el  Sr,  Ortiz,  por  la  falta  de 
"pago  de  once  meses  como  j)or  error  consiguió  ol  .Sr.  Joa- 
"quín  M"  Domestre  y  por  lo  tanto  no  se  cíusisma  clars- 
"mente  y  de  un  modo  terminante,  si  el  Estado  debía  i.ia- 
"yor  ó  menor  número  de  los  "unos  seis"  meses  que  'V<^án 
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itencia  debía  el  Sr.  Ortiz,  cuando  fuá  lUir.anlatlij 
ísahucio  por  falta  de  pago  de  once,  y  por  ciido  no 
(  precisión  en  los  hechos  que  se  consideran  i  voba- 
i;  dado  que  mientras  no  se  declare  probado  termi- 
tmente  que  e!  Sr.  Ortiz  debía  pqr  alquilorcs  de  la 
3el  Juzgado  monos  mensualidades  ó  iguales,  enan- 
as á  las  que  debía  el  Estado,  por  el  niisn'o  concep- 
)  se  puede  afirmar  que  la  petición,  denuncia  6  ¡n- 
:ión  del  Sr,  Sedaño  sea  falsa.  Y  ya  contru  i:si  r:ia- 
nueva  confusión  creada  con  el  auto  de  aeiaraoión 
mete  una  falta  que  no  es  posible  snhsiUiar  =i:.j 
el  Tribunal  Supremo,  que  será  quieu  en  (loñ-rtiva 
,nará  todos  los  errores  y  equivocacionee  ore  h  'nt^s 
íido    todos  los    que    hemos    interveuido   en    este 

C:  Inciso  segundo  del  artículo  novecientos  doce 
,  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal ;  la  ícntuncia 

resuelve  sobre  todos  los  puntos  que  han  sido  cbjij- 

la  acusación  y  la  defensa.  En  la  sentpncia  no  se 
tó,  como  ordena  terminantemente  la  regla  tercera 
rtículo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la  \^y  de  Enjui- 
iento  Criminal,  las  conclusiones  de  la  acu.eaci5u  y 
ijtió  nn  particular  importante  de  la  segunda  oon- 
5n  de  la  defensa.— Para  subsanar  e^  falta  iH.'dí 
ación  y  solicité  se  consignasen  intc^ament^.'  las 
usiones  definitivas  de  la  acusación  y  In  de^^ ,  .-i,  ¡í 
e  accedió  la  Sala ;  pero  me  negó  la  petición  de  que 
estimaba,  declarase  probados  !os  hechos  -i-tcnido.- 
il  Ministerio  Fiscal  en  su  primera  conclusión,  bajo 
ndaniento  de  que  no  debe  accederse  por  ?"'  nm  v 
bu  sustancial  de  la  sentencia  lo  qne  .-<e  í>;Iicita,  en 
to  á  declarar  probados  los  Tiechos  sosfonldos  por  el 
•  Fiscal  y  hacer  declaraciones  sobre  la  ra-,yin  fn  (|ue 
■.  Se{lano  fundó  las  manifestaciones  que  han  r-er- 
de  base  á  la  denuncia  formulada  por  el  Sr.  OrtÍ>!_. 
le  todo  punto  innecesario  consignar  las  paiaLi-as 
xjmo  escritas  por  éste  en  su  denuncia  se  cor.signun 
il  defensor.  Luego  la  Sala  confiesa,  pr,  su  auto,  que 
TÍa  siistancialmente  la  sentencia,  si  declarase  jiro- 
s  los  hechos  sostenidos  por  el  Ministerio  l''if,cal  y 
>  necesariamente  tenia  que  hacer  tal  dcelüratoriu, 

poder  condenar,  es  evidente  que  no  ha  resucito  ío- 
;odo8  los  puntos  que  han  sido  objeto  do  la  ,ici"'a- 

Y  la  defensa,  incurriendo  en  el  qnel)raniinn!cnro 
irma  qne  le  atribuyo. — Además,  incurre  la  Sala  en 
nismo  quebrantamiento  por  cuanto  resuelve  -a-br.} 
os  extraños  a!  debate,  esto  es  que  no  han  üido  ob- 
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"jeto  de  la  ftcxiNioión  ni  de  la  defensa  ni  íüín  sMo  pr.v- 
"puestos  por  el  Tribunal  en  uro  de  la  faeuUad  t\uci  le 
"eoncwlo  el  artículo  aeteeientoa  treinta  y  trea  de  la'  Liiy 
"de  Enjuiciamiento  Criminal. — La  Sala  dice  rn  s.i  auto 
"(ic  declaración  que  no  pncile  declarar  proliados  los  he- 
"chos  sostenidos  por  el  Ministerio  Fiscal,  ponjiic  »o  se- 
"ría  variar  suetancialmente  la  sentencia. — Luego  k  Siila 
"no  ha  declarado  probados  esos  hechos  y  sin  C!;ib!>rg'> 
"condena  al  Sr.  Sedaño,  como  reo  de  calumnia  y  para 
"ello  ha  tenido  que  declarar  probados  hechos  qi;e  n»  ¡  aii 
"sido  los  sotcnidos  por  la  acusación  y  eso  no  lo  puede  lia- 
"cer  la  Sala  portpie  "la  competencia  de  los  Tribunales, 
"en  los  delitos  probados  de  injuria  y  calumnia  ostá  Umi- 
"tada  á  resolver  acerca  de  dichos  delitos  en  los  tórinini.'3 
"concretos  en  que  se  haya  establecido  la  acuspción,  :iin 
"que  sea  licito  extenderse  &  otros  conceptos  ú  otros  he- 
"choa  distintos  de  los  ocupados  en  aquéllos. — Lues:<i  es 
"evidente  que  la  Rala  a!  extenderse  á  t^soIvof  <w(!  he- 
"chos  no  comprendidos  en  la  acusación  ni  en  la  deiens.i, 
"ha  realizado  actos  que  no  son  lícitos,  segiin  afirna  nuo- 
"tro  Tribunal  Supremo,  en  una  de  sus  sentencias,  cuya 
"fecha  no  quiero  citar  ahora,  por  no  serme  necesario  y 
"al  no  consignar  las  frases  empleadas  por  el  Sr.  Ortiz  en 
"su  denuncia  incurre  en  el  quebrantamiento  de  foriiia 
que  señala  el  inciso  scfrundo  del  artículo  novecientos  doce 
"de  la  IjOV  de  Enjuiciamiento  Criminal,  dado  que  con- 
"foraie  con  la  doctrina  mencionada,  en  las  causas  de  iii- 
"juria  6  calumnia  ha  de  atenderse  á  los  tírniinos  fijados 
"por  el  acusador  y  esos  términos  se  fijan  princ.-.imenle 
"en  la  denuncia  y  se  complementan  en  la  calificación  de- 
"finitiva. — De  modo,  forma  6  manera  que  la  ■■iala  coufie- 
"sa  que  no  ha  tenido  en  cuenta  ni  la  clenuncin  ni  la  ra- 
"lificación  de  la  acusación  y  al  hacer  tal  confesión  do- 
"mucstra  que  no  se  ha  resucito  nada  en  la  seiit'T.cÍ!i  so- 
"brc  lo  que  ha  sido  objeto  de  la  acusación  y  la  defcnüíi  y 
"confiesa  algo  más  que  los  hechos  relatados  on  el  í!i> 
"pumlo  Resultando  de  la  sentencia  y  que  ;i|iTe;ii  en  el 
"tercer  considerando  de  la  misma  para  rntimiir  al  Sr. 
"Scílano  reo  de  un  delito  de  calumnia  no  han  í=ii!o  objolo 
de  la  acusación  ni  de  la  defensa." 

Fundándose  el  recurso  por  infracción  de  lev  en  vi 
"número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
"nueve  de  la  citada  ley  procesal,  por  el  siguiente  motivo  : 

"Tja  sentencia  infringe" — dice — "por  indehidu  apli- 
"eación  los  artículos  cuatrocientos  setenta  y  i;no  en  re- 
"lación  con  el  doscientos  setenta  y  cinco,  .iiulm-;  del  Có- 
"digo  Penal,  dado  que  declara  que  los  hechos  que  e-tima 
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"probarlos  constituyen  delito  óe  calumnia  que  d'.'fine  el 
"primero  y  pena  el  segundo  de  esos  preceptúa,  ciiiuido 
"esos  hechos  no  constituyen  delito  de  ninu^iua  claeo." 

Y  después  ilc  ineertar  los  hechos  deekrndos  {iriha- 
dos  en  el  primero  y  segundo  resultandos  de  la  :';nt^tiui)L 
recurrida,  agrega : 

"Ija  Sala  estima  que  esos  hechos  constituyen  el  de- 
"lito  de  calumnia  que  define  el  artículo  cuatrocientos 
"setenta  y  uno  del  Código  Penal  y  castiga  el  doscientos 
"sesenta  y  cinco  del  propio  texto  legal  y  al  estiuiarlo  así 
"incurre  en  el  error  de  derecho  que  le  atribuyo;  pues  el 
"Sr.  Sedaño  se  ha  limitado  á  denunciar  al  3r.  Secreta- 
"rio  de  Justicia,  superior  del  Sr.  Ortiz,  heciios  rcalizii- 
"dos  por  éste  y  que  estimaba  que  podían  sustituir 
"delito. — La  calumnia,  consiste,  conforme  al  artícn- 
"lo  cuatrocientos  setenta  y  uno  del  Código  Peuiil. 
"en  imputar  á  una  persona  hechos  falsos,  que  de  wr 
"ciertos  constituirían  delito  perseguible  de  oncifí;  )iero, 
"para  que  exista  este  delito  es  necesario  que  so  ¡laga  la 
"imputación,  con  ánimo  de  injuriar,  dado  que  e3  un  de- 
"lito  contra  el  honor  y  por  lo  tanto  para  que  oxi&ia.  es 
"imprescindible  que  se  atente  al  honor  de  uiia  pei-soD», 
"imputándole  hechos  falsos. — El  Sr.  Sedaño  ha  u-uulo  de 
■  "un  derecho  que  le  conee<le  el  articulo  veinte  y  siete  de 
"la  Constitución  y  ha  puesto  en  conocimient'j  'Tal  Sr. 
"Secretario  de  Justicia,  helios  realizados  por  el  Sr.  (>r- 
"tiz  y  que  él  estimaba  delictuosos,  pidiéndole  que  oril<^ 
"naae  una  investigación  porque  de  ella  apai-ecoría  la 
"esistencia  de  algunos  delitos  de  malversación. — ¿Apa- 
"rece  de  los  hechos  realizados  por  el  Sr.  Sedaño  la  inten- 
"ción  de  atentar  al  honor  del  Sr.  Ortiz? — De  ningún 
"modo. — Resulta  evidente  que  la  seuteneln  al  caliücar 
"de  calumnia  los  hechos  realizados  por  el  Sr.  Sedaño  j 
"penar  á  éste  como  responsable  de  esc  dc-lito,  ha  infrin- 
"gido,  por  indebida  aplicación  los  artículos  cuatrocientos 
"«etenta  y  uno  y  doscientos  sesenta  y  cinco  del  Código 
"Penal. — Pero  hay  más:  el  Sr.  Sedaño  agrega  que  justi- 
"fica  !()s  hechos  que  denuncia,  y  así  lo  estima  probado  la 
"Sala,  con  el  juicio  de  desahucio  que  estableció  D.  Joa- 
'quín  María  Demostré,  como  apoderado  de  su  hermano 
*l>.  José  Felipe,  contra  el  Sr.  Ortiz,  por  falta  de  pago 
"de  once  meses  de  alquiler  y  con  la  certificación  de  la 
"Hacienda. — La  sentencia  declara  probado  que  en  ca- 
"torce  de  Junio  de  mi!  ocliocientoa  noventa  y  oclio  el  Sr, 
"Demestre  demandó  en  dcnaJiucio  al  Sr.  Ortiz  por  falta 
"de  pago  lie  once  moBí-s  vencidos  en  diez  de  dicho  mes. — 
"Luego  esi>s  meses  eran  los  comprendidos  deb  diez  de 
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"Agosto  de  mil  oeh<x!ÍeiitoB  noventa  y  siete  á  diez  de  Ju- 
"nio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho. — Declara  proba- 
"do  y  consigna  en  su  sentencia  que  en  J\inío  de  mil  oclio- 
"cientoB  noventa  y  ocho  se  hallaban  pendientes  de  pago 
"por  cl  Estado  y  por  concepto  de  alquilorrá  de  casas  de 
"tos  Juzgados  los  meses  de  Agosto  á  Diciembre  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  siete  y  de  Marzo  á  Diciembre  d« 
"mil  ochocientos  noventa  y  ocho. — Entendiendo,  confor- 
"me  á  la  Gramática,  que  "pendientes  de  pago"  quería 
"decir  tanto  como  '■adeudados,"  solicité  aclaración  á  fin 
"de  que  se  rectificase  la  equivocación  que  estimé  se  pa- 
"dccía  al  afirmarse  que  en  Jimio  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  ocho  so  debían  los  meses  de  Agosto  á  Diciembre 
"de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  de  Marzo  á  Diciera- 
"bre  (le  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  y  se  declarase 
"que  por  ese  concepto  de  alquileres  de  casas  de  los  Juz- 
"gados  sólo  se  dcl>fa  por  el  Estado  los  meses  de  Agosto  á 
'"Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  de  Mar- 
"ko  é.  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho. — La 
"Sala,  por  su  auto  de  aclaración,  deniega  esta  solicitud, 
"haciendo  constar  que  no  existe  el  error  que  le  atribuía, 
"porque  decir  pendientes  do  pago  no  quiere  decir  adeu- 
"dados  y  por  lo  tanto  no  procede  aclarar  ese  cstremo, 
"porque  salta  á  la  vista  que  en  Junio  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  ocho  no  podían  adeudarse  meses  que  no  ha- 
"blan  transcurrido. — Resulta,  pues,  que  la  Onimática 
"y  yo  nos  habíamos  equivocado ;  pero  como  afirma  como 
"verdad  evidente  que  en  Junio  de  mil  ochocientos  noven- 
"ta  y  ocho  no  podian  adeudarse  meses  que  no  habían 
"transcurrrido,  es  evidente  y  así  lo  acepta  la  Sala  que 
"en  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  st'ilo  s.i  de- 
"bian  por  el  Estado  y  por  el  concepto  de  alquileres  de 
"casas  los  meses  de  Agosto,  Septiembre,  Octubre,  ?ío- 
"viembre  y  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  sie- 
"te  y  Marzo,  Abril  y  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"ocho,  total  ocho  meses. — El  Sr.  Demestre  afirma  en  su 
"demanda  y  acepta  el  Jue^  en  su  sentencia  firme  y  pa- 
"sada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  que  el  Sr.  Ortíz  de- 
"bía  en  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  once  me- 
"ses  de  alquiler  de  la  casa,  donde  tenía  instalado  el  Jnz- 
"gado  á  su  cargo  y  en  esa  fecha  el  Estado  sólo  debía  ocho 
"meses,  con  lo  que  resulta  una  verdad  inconcusa  que 
"hay  el  importe  de  tres  mensualidades  pagadas  por  el 
"Estado  al  Sr.  Ortiz  y  que  éste  no  pagó  al  Sr.  Demestre 
"y  por  lo  tanto  que  se  apropió,  distrajo  6  aplicó  ú  usos 
"indebidos  el  importe  de  esas  tres  mensualidades,  que 
"eran  fondos  del  Tesoro  de  Cuba, — Importa  poco  que 
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"la  Sala  declare  probado  que  cuando  el  Sr.  Ortiz  fué 
"demandado  en  desahucio  por  falta  de  pago  de  once  me- 
"ses,  por  el  Sr.  Demeatre,  solo  debía  "unos  seis  meses" 
'■y  no  once  como  afirmó  el  arrendador  en  bu  demanda  y 
"aceptó  el  Juez  en  au  sentencia  firme;  porque  el  error 
"padecido  por  el  Sr.  Demeatre  en  su  demanda  y  con  cuyo 
'■'eror  y  la  pasividad  del  Sr.  Ortiz, — que  se  mantuvo 
'■constantemente  en  rebeldía,  según  declara  probado  la 
"«entencia, — se  indujo  al  Juez  Municipal  á  aceptar  co- 
"mo  cierta  esa  añrmación,  falsa  ó  equivocada,  del  Sr. 
"Demostré,  en  la  sentencia,  que  declarando  con  lugar 
"la  demanda  por  ser  cierta  la  causal  alegada  de  deberse 
"once  niewa,  dictú  en  el  espresado  juicio;  do  puede  ser- 
"le  imputable  al  Br.  Sedaño,  que  se  limitó  á  hacer  de- 
"duc-ciones  lógicas  y  ciertas  de  una  premisa  sentada  por 
"el  Sr.  DcmL'atre. — Si  la  premisa  es  falsa,  las  deduccio- 
"nes  tienen  que  ser  erróneas;  pera  la  responsabilidad  es 
"única  y  exclusiva  del  que  estableció  la  premisa  y  no  del 
"que  hizo  las  de<lucciones,  y  la  Sala  entendiéndolo  al  re- 
"vés,  condena  al  Sr.  Sedaño,  que  hizo  las  deducciones  y 
■'no  se  ocupa  del  Sr.  Demcstre,  D.  Joaquín  Maria,  úni- 
"fo  rcs{)onsable,  según  confesó  en  el  juicio  de  todo  este 
"maremagnun  de  confusiones,  errores,  equivocaciones, 
"peticiones,  imputaciones  y  denuncias." 

Hesultando  que,  admitidos  estos  recursos  y  sustan- 
ciados en  foi-ma,  tui'o  efecto  la  vista  pública  relativa  con 
a--'istcncia  del  representante  y  defensor  del  ríjcurrente, 
ijue  KOiítuvo  en  el  acto  de  procedencia  de  los  mismos  y 
del  ilinisterio  Fiscal  que  la  impugnó. 

Decisión  deí.  kecürbo: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Uorta. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  del  re- 
curso por  qiieliranta miento  de  forma,  que  no  impidiendo 
la  Ijcy  á  los  Jueces  de  primera  Instancia  é  Instrucción  de 
seta  ciudad  en  mil  t«liocientos  noventa  y  ocho,  tener  su 
despacho  en  la  casa  que  habitaran,  e!  hecho  de  tlistribiiir 
Oi-tiz  y  f'offigny,  como  Juez  que  era  entonces  del  Dis- 
trilo  lie  Guadalupe,  el  local  de  la  casa  que  ocupaba,  en  la 
forma  que  creyera  con\'eniente  para  uno  y  otro  objeto, 
no  pude  influir  en  la  calificaeit'm  legal  de  los  hwhos  que 
dieron  origen  al  proceso,  y,  jwr  consiguieníc,  al  denegar 
la  Sala  seutunciadnra  las  pruebas  de  inspección  ocular  y 
de  peritos  que  se  mencionan  en  dicho  primer  motivo,  no 
incurrió  en  el  quebrantamiento  de  fonna  que  en  él  se 
alega,  dada  la  impertinencia  de  las  mismas. 
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Consi dorando  en  lo  (¡ue  hace  al  segundo  motivo  que 
la  frasf  "Buministrando  en  algunas  majar  acopio  de  da- 
tojí,"  contenida  en  el  segundo  resultando  de  la  Hent«ncia 
recurriila,  se  refiere  ¿  que  eu  las  instancias  á  que  alude, 
suscritas  por  el  procesado,  se  indican  otros  cJoiuentos  de 
comprobación,  y  no  nuevos  hechos  fundunientales  del  fa- 
llo, pues  que  seguidamente  á  la  citada  frase,  completán- 
dose el  concepto  que  con  ella  se  ha  querido  exponer,  se 
ilice;  "Sobre  los  mismos  hechos,"  á  saber,  sobre  los  que 
M-  relatan  e»  el  propio  resultando;  y  en  consecuencia:  de 
la  sola  circunstancia  no  consignarse  en  aquélla  los  datos 
indicados,  que  pudieron  tenerse  en  cuenta  en  el  corres- 
)«>ndiente  trámite  del  juicio,  no  delie  inferirse  que  los 
iicchos  declarados  probados  por  el  Tribunal  sentenciador 
no  se  expresaron  clara  y  terminantemente  como  lo  re- 
(luiercn  los  artículos  ciento  cuarenta  y  dos,  regla  segun- 
ua,  y  novecientos  doce,  número  primero,  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal;  oíto  es,  con  la  precisión  nece- 
saria para  formar  cabal  concepto  de  ello,  al  resolver  las 
.  cuestiones  que  habían  de  ser  objeto  del  fallo;  y  tanto  rae- 
nos  cnanto  que  del  tercer  considerando  de  la  sentencia,  á 
íjiie  se  refiere  cate  motilo  del  recurso,  no  aparece  deduc- 
ción alguna  fundada  eu  hechos  diferentes  de  la  declara- 
dos probados  en  la  misma  sentencia. 

Consiilerando  respecto  del  tercer  motivo,  que  sien- 
do de  la  competencia  exclusií'a  del  Tribunal  del  juicio 
la  apreciación  de  las  pruebas  practicadas  en  éste,  no 
puede  afínuarse  que  incidió  en  el  quebrantamiento  de 
Toriua  invocado  en  esta  parte  del  recurso,  al  consignar 
en  el  séptimo  resultando  la  frase  "unos  seis  meses"  con 
relación  á  los  que  adeudaba  Ortin  v  C.'offigny  por  alqui- 
leres de  la  cosa  que  ocu])jiba  con  c\  Juzgado  á  su  cargo 
cuando  fué  demandado  <le  desahucio  por  Deniestre  en 
■Tunio  de  mil  ochocientos  no\enta  y  cw-lio;  toda  \Tz  que 
si  en  mérito  de  tales  prucbus  uo  hubo  de  Ilef:ar  al  con- 
vencimiento de  dicho  Tribiinii!  el  hecho  de  que  en  ese 
extremo  se  trata,  sino  en  la  forma  que  lo  expuso,  no  hay 
términos  hábiles  tiara  obligarlo  á  rectificar  su  aprecia- 
ción acerca  del  mismo,  ni  el  modo  que  emplea  para  es- 
[xmerlo,  uo  obstante  la  falta  de  determinación  precisa 
ilel  número  de  meses  á  que  el  propio  hecho  hace  refe- 
rencia. 

Considerando  relativameníe  el  cuartc)  motivo,  que, 
aunque  en  cierto  modo  impropia  la  forma  de  decirse,  en 
el  quinto  resultando  de  la  scuti'ncia  reclamada,  el  nú- 
mero de  mensualidades  que  no  se  habían  ])agado  en  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  uovinla  y  ocho  ytar  el  Estado  es- 


DigilizedbvGoO^^IC 


,  con  respecto  á  la  asignación  que  toníj 
VQT  de  los  Jueces  de  primera  Instancia 
le  esta  ciudad  para  gastos  de  alquiler  ^ 
50  deja  de  deducirse,  sin  duda  alguna, 
ando  cuál  era  el  número  exacto  de  diclit 
;s  satisfechas,  ast  como  de  las  vencidas  y 
indicada  fceíia  fecha,  que  es  el  hecho  qi 
nal  recurrido  declarar  probado  en  ese  ext 
leia. 

!!onsiderando  en  cuanto  al  quinto  y  últi 
os  alegados  por  quebrantamiento  de  fon 
ón  que  pueda  cometerse  en  las  sentenci 
TíSe  los  lieclios  que  se  consideren  probados 
;  fuere  cl  hecho  omitido,  os  materia  de  qii 

amparo  del  número  primero  del  articule 
ice  de  la  citada  ley  procesal,  y  no  dol  núni 
I  imsmo  artículo  como  lo  hace  el  recurreí 
lúmero  se  refiere  únicamente  á  los  puní 
i  de  derecho,  que  no  se  hubieren  resuelto  ■ 
ir  de  haber  sido  objeto  de  la  aciisación  ^ 
:  por  lo  que,  falto  de  congi-uencía  el  espi 
on  el  precepto  legal  invocado  para  fund 
que  sólo  se  contrae  á  que  determinados 
ti  declarados  probados,  resulta  innegable 

en  esta  parte  fué  indebidamente  ailmiti 
•  en  realidad  de  la  cita  del  precepto  legal 
.  interponerlo;  y,  por  consiguiente,  así  er 
azón  como  de  las  demás  antes  expuestas 

por  quobrantarniento  de  forma  del)e  ser 

gar. 

^Considerando  que  el  establecido  por  inf 

funda  en  la  primera  parte  dol  nAmero  p 
lio  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  I. 
miento  Criminal ;  pues  que  se  sostiene  ci 
,e  este  número  que  los  hechos  declarado 

sentencia  recurrida  s<!  califican  de  cal 
tnyendo  delito  alguno, 
'onsidorando  que  los  expresados  hechos, 
mstitutivos  del  delito  de  calumnia  á  la  , 
ito  en  el  artículo  doscientos  sesenta  y  ciii 
Pena!,  como  los  apn-eió  la  Kala  senteni 
1  del  delito  de  denuncia  falsa,  definido  et 
«cientos  treinta  y  seis  del  mismo  cuerpo 
1  elemento  esencial  integrante  de  anilxt; 
1  falsa  imputación  íí  alguna  j^rsona  de 
¡i  fuere  cierto,  constituiría  va  delito  de  I 

á  procetl  i  miento  de  oficio,  se  evidencia  ( 
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por  modo  inequívoco;  toda  vez  que  de  los  mismos  resul- 
ta :  que  el  procesado  y  recurrente  Sedaño  Revolta,  en  su 
instúicia  de  diez  y  nueve  de  Diciembre  último,  después- 
de  afirmar  que  tenía  "la  seguridad"  de  que  de  la  inves- 
tigación que  respecto  de  Ortiz  Coffigny,  como  Juez  que' 
había  sido  éste  del  Distrito  de  Guadalupe  áe  esta  ciudad^ 
proponía  se  practicase,  aparecería  "la  existencia  de  algu- 
nos delitos  de  malversación  de  caudales  públicos,"  agre- 
gaba que  en  "veinte  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho  el  Sr.  Carlos  E.  Ortiz  adeudaba  en 
concepto  de  alquileres  de  la  casa  ocupada  por  el  Juzga- 
do, un  año,  un  mes  y  diez  y  nueve  días,  de  cuyos  meaee 
tenía  el  Estado  satisfechos  el  mayor  número;"  y  que  el 
citado  Juez  Ortiz  Coffigny  recibió  el  dinero  destinado  á 
los  alquileres  de  la  casa  del  Juzgado  y  que  era  proceden- 
te del  Tesoro  de  Cuba  y  los  destinó  "para  usos  particu- 
lares una  vez  que  les  fueron  entregados  por  los  Habilita- 
dos de  los  Juzgados  de  esta  capital" ;  siendo  así  que,  según 
se  desprende  del  quinto  resultando  de  la  sentencia,  no- 
es  cierto  que  el  Estado  español  tuviese  satisfecho  en 
veinte  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  el  mayor  número  de  los  trece  meses  mencionados, 
cosa  que,  por  haber  constancia  de  ella  en  las  Oficinas  dC' 
Hacienda,  debió  saber  el  procesado  antes  de  hacer  sus 
afirmaciones;  que  no  es  cierto,  á  su  vez,  que  en  esa  fecha 
adeudase  Ortiz  este  número  de  meses  de  alquiler  de  la  case 
que  ocupaba  con  el  Juzgado  á'  su  cargo,  dado  que,  según 
el  séptimo  resultando  de  la  misma  sentencia  reclamada, 
sólo  debia  "aproximadamente"  en  Junio  del  propio  año, 
"unos  seis  meses"  por  tal  concepto;  sin  que  baste  k  de- 
mostrar lo  contrario  la  circunstancia  de  que  en  el  juicio 
de  desahucio  de  que  se  habla  en  el  recurso,  sostuviese  el' 
demandante  Demestre  que  el  demandado  Ortiz  habia  de- 
jado de  satisfacerle  once  meses  de  alquiler  de  la  citada. 
casa  vencidos  en  diez  del  referido  mes  de  Junio,  ni, 
igualmente,  la  circunstancia  de  que  la  sentencia  respec- 
tiva se  dictara  sobre  la  base  de  este  adeudo,  ya  que,  ¿ 
más  de  no  constar  que  Ortiz  lo  hubiese  aceptado  expre- 
samente, es  indudable  que  en  juicios  de  esa  especie  los 
fallos  que  se  pronuncien  no  pueden  legal  mente  resolver 
acerca  de  la  ascendencia  precisa  de  la  deuda  que  los  ori- 
gine, ni  tener,  pues,  en  caso  alguno,  los  caracteres  de 
una  ejecutoria  en  cuanto  á  este  extremo,  cosa  que  no  po- 
día ignorar  el  procesado,  y  menos  en  su  condición  de  le- 
trado ;  y,  por  último,  que  tampoco  es  cierto  el  heclio  ca- 
pital expuesto  en  la  misma  instancia — por  sí  solo  con- 
tentivo, dados  los  términos  absolutos  en  que  se  expresa. 
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de  la  falsa  imputación  de  un  delito  de  malversación  cas- 
tigado en  el  capitulo  décimo  título  séptimo,  libro  segun- 
do del  Código  Penal— de  que  Ortiz  destinaba  á  usos  par- 
ticulares el  dinero  que  recibía  del  Estado  para  pago  de 
alquilert-s  de  casa  del  Juzgado  que  desempeñaba;  toda 
vez  que  acreditado,  como  lo  está,  según  se  deduce  rigu- 
rosamente del  quinto  resultando  de  la  sentencia  recurri- 
da, que  en  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
sólo  debía  á  Demeatre  menos  de  ocho  meses,  j  acredita- 
do también,  según  el  séptimo  resultando  de  la  propia 
sentencia,  que  entonces  le  adundaba  á  él  el  Estado  ocho 
mensualidades,  y  ocho  también  en  veinte  y  nueve  de 
Agosto  subsiguiente,  demostrado  se  halla  que  durante 
la  época  á  que  el  recurso  y  la  misma  instancia  se  refieren, 
Ortiz  daba  á  las  cantidades  que  percibía  del  Estado  para 
la  atención  indicada,  la  aplicación  que,  conforme  á  loe 
fines  primordiales  con  que  habían  sido  asignadas,  les 
era  debida;  y,  por  tanto,  constituyendo,  como  ea  visto 
que  constituye,  delito,  dicha  falsa  imputación,  hecha  por 
Sedaño  líevolta  á  Ortiz  Coffigny,  se  hace  de  todo  punto 
improcedente  la  casación  pretendida,  con  arreglo  ai  pre- 
cepto legal  invocado  para  interponer  el  recurso  de  que 
se  trata,  establecido  por  infracción  de  ley. 

Considerando  finalmente,  que  atendiendo  á  lo  pres- 
crito en  los  artículos  cuarenta  y  cuarenta  y  siete  de  la 
Orden  noventa  v  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, el  recurrente  debe  ser  condenado  en  las  costas  de  am- 
bos recursos. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoB  no  ha- 
ber lugar  á  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  por  infracción  de  ley,  establecido  por  Pedro 
Pablo  Sedaño  y  Revolta,  contra  la  sentencia  dictada  en 
Ja  referi<ia  causa  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo 
Cribinal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  con  fecha  doce 
de  Febrero  próximo  pasado ;  con  las  costas  de  dichos  re- 
cursos á  cai^  del  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos  José  Antonio  Piehardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— José  M.  Gispert. 


flueb.  fonaa  é  Inf.  ley.— Sent.  11.— 16  de  Mayo.— Prueba 

—EaptO.  (  Gae-  MoTK  12,  190^, ) 

DOCTRINA;  La  admisión  de  las  pruebas 
ofrecida!!  por  las  pnrlís  ta  virtud  del  derecho  qae 
lea  concede  el  número   3?  del   ertícalo   129  déla 


lev  de   Btiju  i  cía  miento  Criminal  está  sometida  A 
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la  fucaltnd  disci'ccionat  Ae  la  Sala  sentenciadora  y 
nu  negativa  no  constituye  el  qiKbrnntamitntn  de 
forma  consistente  en  denegación  de  p'ueha. 

Aun  «n  el  supuesto  de  que  coostituyera  qae- 
brantamiento  de  iorma  no  eonsi^naT  en  la  sen- 
tencia Ja»  alegaciones  hechas  por  las  partea  ¿it  el 
acto  del  juicio,  tea  falta  no  paede  reclamarse  ni 
amparo  del  número  2'.',  sino  del  1?,  del  articulo 
913  de  la  ley  procesal. 

Fara  que  exista  el  delito  de  rapto  previsti»  en  el 
artícalo  465  del  Cúdi^o  Penal,  es  bastante  que  se 
sustraiga  á  la  menor  doncella  del  tugaren  donde 
se  encuentre  baju  la  autoridad  y  amparo  desús 
guardadores  para  llevarla,  cod  bu  anuencia  y  con 
miras  deshonestas,  á  otro  lugar  en  donde  por 
tiempo,  más  ó  menos  breve,  no  pueda  ejercerse 
«sa  autoridad. 

Dado  el  texto  explícito  del  párrafo  3?  del  ar- 
ticulo 467  del  Código  Penal  que  dice  qne  si  la  per- 
sona agraviada  careciese  de  perüonalidad  para 
comparecer  en  juicio  ;  fuere  además  de  todo  pun- 
to desvalida  careciendo  de  padres,  abuelos,  her- 
manos rt  tutor  qne  denuncien,  podrá  verificarlo  el 
Ministerio  fiscal,  no  paede  menos  de  reconocerse 
que  loí- hermanos  de  una  menor  ofendida  por  un 
delito  de  rapto  tienen  en  su  caso,  la  facultad  de 
denanciarlo,  entendiéndose  de  ese*lnodo  ampliado 
In  dispuesto  acerca  del  particular  por  el  párrafo 
2?  de  dicho  articulo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  &  diez  y  seis  de  Mayo 
■de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por 
•quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley,  in- 

terpueeto  por vestidor  de  camiajes  y  ve- 

'cino  de  esta  capital,  en  la  cansa  seguida  contra  el  mismo, 
ante  la por  el  delito  de  rapto. 

.Hechoa  probados: 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  por  dicha  Sala 
en  diez  de  Febrero  último,  y  en  cuyo  encabezamiento  se 
expresa  que  la  causa  se  inició  á  virtud  de  denuncia  de 
una  hermana  de  la  ofendida,  contiene,  respecto  de  los 
hechos  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  en  nno  de 
"los  días  del  mes  de  Septiembre  de  mil  novecientos  dos, 

"el  procesado que  desde  hacía  unos  dos  me- 

"scs  llevaba  relaciones  amorosas  con  la  parda 

"conocida  por de  diez  y  ocho  años  de  edad 

'"á  ocultas  do  la  hermana  de  ésta á  cuyo 

"abrigo  vivía  aquélla,  aprovechó  una  ocasión  en  que 

de  acuerdo  ya  con  él,  salió  de  paseo  con 

"una  amiga  suya  para  reunirse  ambas  con  sus  novios,  y 
'"]&  sednj'o  para  que  entrara  con  él  en  una  posada,  lo 
~"que  efectuaron,  teniendo  acceso  camal  con  ella,  volvien- 
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"do  ésta  al  cabo  de  algunas  horas  á  la  casa  de  su  her- 

"mana era  a!  ejecutarse  ese  hecho,  una  mu- 

"chacha  honesta  y  de  buenas  costumbreB,  dn  que  haya 
"justificado  que  con  anterioridad  á  él  tuviera  acceso  car- 
"naí  -con  ella  ningún  otro  hombre." 
Causa  dkl  bboürbo  pob  qubbk. 


Beeultando  que  despnés  de  celebrada  la  primera  se- 
sión del  juicio  oral  de  la  causa,  el  defensor  del  procesado- 
presentó  escrito  solicitando  se  trajera  certificación  de  la 
partida  bautismal  de  la  denunciante,  hermana  de  la 
ofendida,  puea  habiendo  manifestado  en  el  juicio  que- 
era  sólo  su  hermana  por  parte  de  madre  se  hacía  preciso- 
acreditar  ese  particular  y  si  tenía  personalidad  para  ha- 
ber denunciado  el  hecho,  lo  cual  le  fué  negado  por  la 
Sala,  protestando  la  defensa  de  esa  negativa,  según  se- 
consignó  en  el  acta  respectiva. 

Rkboltjción  reccbrioa: 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada,  se  estima- 
ron los  hechos  que  se  declaran  probados  como  constituti- 
vos de  un  delit»  de  rapto,  del  cual  es  autor  el  procesado,, 
sin  circunstancias  apreciables,  por  lo  que  se  le  condenó' 
á  la  pena  de  un  año  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  pri- 
sión correccional  con  sus  accesorias,  á  dotar  á  la  ofendida 
en  la  cantidad  de  mil  pesetas  con  la  responsabilidad  per-- 
Bonal  subsidiaria  que  corresponde  en  defecto  de  pago,  á- 
reconocer  y  mantener  la  prole,  si  la  hubiere  y  al  pago  de- 
las  costas. 

FCNDAUENTOS  DEL  RECORBO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  después  de  pedir  la  defensa  del  pro-- 
cesado  aclaración  de  la  sentencia  sobre  varios  particula- 
res, que  le  fué  denegada  por  la  Sala  sentenciadora,  in- 
terpuso aquélla  loa  presentes  recursos,  expresando  que- 
el  establecido  por  quebrantamiento  de  forma  lo  autoriza 
el  número  primero  del  articulo  novecientos  once  y  nú- 
mero segundo  del  novecientos  doce  de  la  Ley  do  Enjui- 
ciamiento Criminal,  y  se  funda  en  los  dos  motivos  que 
expone  en  los  siguientes  términos :  "Primero :  En  el  he- 
"cho  de  haber  denegado  este  Tribunal  diligencias  de- 
"pruebas  propuestas  por  esta  defensa  en  tiempo  y  forma, 
"que  deben  considerarse  como  pertinentes  porque  son 
"conducentes  á  la  causa  y  concernientes  á  la  inculpabili- 
"dad  del  procesado.  Pues,  confesado  por  la  denunciante 

" en  la  primera  sesión  del  juicio  oral,  ó 

"sea  la  que  tuvo  efecto  el  día  cuatro  del  actual,  que  no- 
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"era  herm&na  legitima  de  la  supuesta  raptada 

" claro  está  que  al  solicittir  esta  parte,  iiime- 

"diatamente  de  aquel  acto,  que  en  suspensión  d^  juicio 
"se  trajera  al  rollo  la  partida  bautismal  de  la  citada 

" '  para  comprobar  el  grado  de  parentesco 

"que  tenia  con  la  raptada,  ae!  como  Be  acreditara  de  ma- 
"nera  fehaciente  si  ésta  carecia  de  padres  y  abnelos;  eran 
"esas  diligencias  pertinentes,  puesto  qne  tendfan  á  jus- 
"tificar  el  cumplimiento  del  artículo  euatrocient<»  se- 
"senta  y  siete  del  Código  Penal — que  también  cito  como 
"infringido — que  determina  de  una  manera  taxativa, 
"cuáles  son  las  personas  que  deben  hacer  la  denuncia  de 

■"rapto,  colocando  para  ello  en  tercer  lugar  i  los  herma- 
"noe  y  y  siempre  en  el  supuesto  que  Job  primeros  y  se- 
"gundoB  no  existan;  mucho  más  ai  se  tiene  en  cuenta, 

"que  esta  defensa  en  aquel  acto,  supo  y  asi  lo  manifestó  á 

"\&  Sala,  qne  el  padre  de vivía  en  una  po- 

"blaeión  cerca  de  esta  ciudad,  en  cuyo  caso 

"estaba  impedida  de  formalizar  la  denuncia  en  esta  cau- 
"sa,  aun  en  el  supiiesto  de  ser  hermana  legítima  de  la 

■"referida mientras  no  se  jostificara  que 

"éste  carecia  de  padres  y  abuelos. — No  dejan  de  ser  per- 
"tinentes  estas  diligencias  de  prueba,  porque  fueran 
"ofrecidas  con  posterioridad  al  escrito  de  contílusionoB 
"provisionales  formuladas  por  esta  defensa,  pues  ellas 
"se  derivaron  de  la -confesión  hecha  por  !a  denunciante 
"en  el  acto  de  la  primera  sesión  del  juicio  ora!,  y  por 
"consiguiente  son  de  las  comprendidas  en  los  casos  de 
"excepción  que  prefija  el  párrafo  tercero  del  articulo  se- 
■  "tecientos  veinte  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal,  puesto  que  influyen  en  el  valor  probatorio 
"de  la  declaración  de  la  testigo ;  y  tal  es  así,  que  la  Sala 
"se  vio  precisada  á  resolver  sobre  este  punto,  antes  de 
"entrar  en  la  próxima  sesión  del  juicio — y  esto  com- 

""pruelm  que  en  tiempo  hicimos  nuestra  alegación — con- 
"firiendo  traslado  de  nuestro  escrito  al  Ministerio  Fis- 

■"cal,  y  éste  con  infracción  también  del  precitado  artícu- 
"\o  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  Código  Penal,  en  un 
"sentido  inadmisible,  por  cuanto  era  hipotético,  solicitó 
"]&  continuación  del  juicio  oral  fundado  en  que  para  el 

"caso  de  que no  fuera  hermana  de  la  rap- 

"tada,  dicho  Ministerio  hacia  suya  la  denuncia. — fia  de- 
"negación  de  esta  pruebr,,  infringe  el  precepto  terminan- 
"te  del  párrafo  tercero  del  referido  articiUo  setecientos 
"veinte  y  mievc  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
"minal,  y  da  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebranta- 

""miento  de  forma  quo  autoriza  el  párrafo  tercero  del  ar- 
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"tículo  seiscientos  cincuenta  y  nueve  de  la  repetida  Ley 
"de  Enjuiciamiento  Criminal  y  que  comprende  el  inci- 
"so  primero  del  artículo  novecientos  once  de  la  misma 
"Ley;  constando  del  acta  obrante  á  folios  del  rollo  hecha 
"por  esta  defensa,  la  protesta  que  exige  el  artículo  nove- 
"cientos  catorce  de  la  precitada  Ley  de  Enjuiciamiento 
"'CriraLnal  para  la  procedencia  de  este  recurso. — Según- 
"do:  El  hecho  de  no  expresar  la  sentencia  en  relación 
"con  el  párrafo  segundo  del  artículo  siento  cuarenta  y 
"dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal — el  cual  in- 
"frínge — en  Eesultandos  numerados  todos  los  hechos  que 
"están  enlazados  con  las  cuestionea  que  se.  resuelven  en 
"el  fallo,  oimtiéndoee  esos  hechos  de  trascendental  im- 
"portancia  y  en  ciianto  á  los  miamos  1^  declaratoria  31- 
"presa  y  ^rminaiite.  de  Jos  que  ae  estiraao  probados. — 
"Puea  si  bien  dicha  sentencia  en  el  t«rcer  Hcsultaado- 
"consigna  las  conclusiones  provisionales  formuladas  <í. 
"favor  del  procesado  en  el  trámite  de  calificación,  omite 
"consignar  las  posteriores  alegaciones  hechas  por  esta, 
"parte  en  el  acto  del  juicio  oral,  6  sean  las  que  se  ex- 
"pi-esan  en  el  motivo  anterior  de  este  recurso,  cuyas  ale- 
"gaciones  for/oeaniente  deben  estimarse,  como  modifica- 
"tivas  de  aquellas  conclusiones  provisionales  y  como  obje- 
"to  del  debate,  enlazadas  por  consiguiente,  en  las  cues- 
"tiones  que  el  fallo  resuelve,  y  han  debido  ser  eompren- 
"didaa  en  Resultandos  numerados. — La  omisión  de  loa- 
"mismos  infringe  el  artículo  cienfo  cuarenta  y  dos,  pá- 
"rrafo  segundo  de  la  Ley  ^e  Enjuiciamiento  Criminal 
"y  da  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento- 
"de  forma,  comprendido  en  el  número  segundo  del  ar- 
"tículo  novecientos  doce  de  la  indicada  Ley  de  Enjuí- 
"eiamiento  Criminal,  según  la  jurisprudencia  de  nues- 
"tro  Tribunal  Supremo,  contenido  en  sentencia  de  ocho 
"de  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  pueS  es  indudable 
"que  para  resolver,  como  en  el  fallo  se  hace,  que  existí 
"cometido  el  delito  de  rapto,  importa  que  se  relacionen 
"todos  los  hechos  que  puedan  desvirtuar  el  delito  tal 
"como  han  tenido  lugar  esos  hechos  objeto  del  debate; 
"pues  tal  omisión  restringe  el  debate  que  esta  defensa 
"planteó  y  se  presta  sentada  y  principalmente  4  .que 
"esas  mismas  cuestiones  no  puedan  resolverse  en  caea- 
"ción ;  al  quedar  esos  hechos  segregados  de  la  sentencia, 
"no  obstante  su  enlace  principal  y  directo  con  las  cues- 
"tiones  que  dicha  sentencia  comprende,  cuando  esa  omi- 
"sión  crea  tfn  verdadero  estado  do  indefensión  á  las  par- 
"tes  interef.adas  en  sostener  la  improcedencia  de  esta 
"causa  é  inculpabilidad  del  acusado.  Por  lo  dcmfi.í,  tal 
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"quebrantamiento  ha  sido  cometido  en  la  sentencia  mis- 
"ma :  he  venido  á  enterarme  de  él  al  notificarme  de  di- 
"cha  sentencia  y  para  que  subsanara,' pedí  en  tiempo  y 
"dentro  del  articulo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de 
"EnJTiieiamiento  Criminal  la  correspondiente  aclaración^ 
"que  me  fué  negada,  constituyendo  esa  solicitud  de 
"aclaración  el  medio  ordinario  de  reclamar  la  aubsana- 
"ción  de  la  falta." 

Besultando  que  el  recurso  por  infracción  de  ley, 
expresó  el  recurrente  estar  autorizado  por  el  número 
tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  infrin- 
gido por  aplicación  indebida  el  articulo  cuatrocientos  se- 
senta y  cinco  del  Código  Penal,  modificado  por  la  Orden 
número  doscientos  cincuenta  y  siete  de  mi!  novecientos 
una,  puesto  que  de  loa  hechos  que  en  la  sentencia  se  de- 
claran probados,  no  aparece  que  el  procesado  sedujo  á 
la  ofendida  para  que  abandonara  su  casa  con  muas  des- 
honestas, ni  que  la  sustrajo  con  esas  miras  del  cuidado  y 
vigilancia  de  su  hermana,  sino  que  aprovechando  la  oca- 
sión en  que  había  salido  de  paseo  con  una  amiga  para 
reunirse  ambas  con  sus  novios,  la  indujo  entonces  á  que 
entrara  en  una  posada  y  allí  gozó  de  ella,  lo  cual  sólo 
piicde  constituir  el  delito  de  estupro  y  no  el  de  rapto, 

Bcsultando  que  admitidos  ambos  recursos  y  perso- 
"nado  el  recurrente  en  este  Tribunal,  el  Ministerio  Fis- 
cal en  el  trámite  correspondiente  se  adhirió  al  estableci- 
do por  infraccóin  de  ley,  e!  cual  amplió  por  un  nuevo 
motivo  que  dijo  estar  autorizado  por  el  número  primero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  pues  aun  suponiendo  que  los 
hechos  constituyeran  el  delito  de  rapto,  hay  circunstan- 
cias posteriores  que  impiden  penarlo;  habiéndose  in- 
fringido en  la  sentencia  el  párrafo  segundo  del  artículo 
seiscientos  cuarenta  y  siete  del  Código  Penal  por  falta 
de  aplicación  y  el  párrafo  tercero  del  mismo  artículo 
por  haberlo  aplicado  erróneamente,  toda  vez  que  la  de- 
nuncia de  la  hermana,  á  virtud  de  la  cual  se  promovió  la 
causa,  no  basta  para  proceder  en  las  causas  por  rapto, 
según  el  citado  párrafo  segundo  del  artículo  seiscientos 
cuarenta  y  siete  del  Código,  no  refiriéndose  el  párrafo 
tercero  del  mismo  á  quienes  pueden  denunciar  sino  en 
presencia  de  qué  personas  no  puede  hacerlo  el  Minis- 
terio Fiscal. 

Resultando  que  admitido  dicho  nuevo  motivo,  y 
sustanciado  en  forma  el  recurso,  se  celebró  la  vista  pú- 
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blica,  con  aaistencia  sólo  del  Ministerio  Fiscal  que  sostu- 
vo la  procedencia  del  recurso  por  infracción  de  ley. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Ma^strado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  el  haberse  denegado  traer  á  la 
causa  la  certificación  de  la  partida  bautÍ83nal  de  la  de- 
nunciante, como  solicitó  la  defensa  del  procesado,  duran- 
te la  celebración  del  juicio  oral  &  consecuencia  de  lo  que 
dijo  haber  declarado  aquélla  en  el  juicio,  y  á  fin  de  acre- 
ditar si  era  ó  no  hermana  de  la  ofendida,  no  puede  esti- 
marse como  una  denegación  de  diligencia  de  prueba  qne 
propuesta  en  tiempo  y  forma  se  considere  pertinente, 
que  es  el  quebrantamiento  que  según  el  número  primero 
del  artículo  novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  da  lugar  al  recurso  de  casación,  pues  la  ad- 
misión de  esa  prueba  ofrecida  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  número  tercero  del  artículo  setecientos  veinte  y 
nueve  de  dicha  ley,  estaba  subordinada  á  la  facultad  dis- 
-erecional  del  Tribunal  que  el  mismo  artículo  le  concede, 
y  en  uso  de  la  cual  pudo  considerarla,  como  lo  hizo,  in- 
admisible; siendo  por  tanto  de  desestimarse  el  primero 
de  los  motivos  en  que  Ge  funda  el  recurso  interpuesto  por 
quebrantamiento  de  forma. 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  mis- 
mo recurso  que,  consistiendo  la  falta  en  que  se  funda, 
según  se  dice  claramente  en  el  escrito  de  interposición, 
en  la  infracción  del  número  segundo  del  articulo  ciento 
cuarenta  y  dos  de  la  Ley  procesal,  por  no  expresarse  en 
los  Besultandos  de  la  sentencia  las  alegaciones  hechas 
por  la  defensa  en  el  acto  del  juicio  oral  respecto  &  cier- 
tos particulares  que  dice,  debían  resolverse  en  el  fallo. 
ea  evidente  que  aun  en  el  supuesto  de  que  esa  omisión 
fuera  realmente  un  quebrantamiento  de  forma  de  los  qne 
dan  higar  al  recurso  de  casación,  sólo  podría  serlo  el  del 
número  primero  del  artículo  novecientos  doce  de  la  ci- 
tada ley,  y  no  el  del  número  segundo  del  mismo  articulo, 
invocado  por  el  recurrente  como  autorizante  del  motivo, 
por  cuya  incongruencia  éste  no  debió  ser  admitido,  se- 
gún la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal,  y  en 
su  consecuencia  procede  declararlo  sin  lugar. 

Considerando  respecto  al  recurso  por  infracción  de 
ley  que,  según  tiene  declardo  este  Tribunal  Supremo  pa- 
ra que  exista  el  detito  de  rapto,  provisto  en  el  artículo 
cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  basta 
qne  se  sustraiga  á  la  menor  doncella  del  lugar  donde  se 
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etu^tientre  bajo  la  autoridad  y  amparo  de  mía  guardado- 
res para  llevarla,  con  bu  anuencia  y  con  ñnes  dusboneetos, 
A  otro  lugar  donde  por  algún  tiempo  más  ó  menos  bre- 
ve no  pueda  ejercerse  esa  autoridad;  7  concurriendo  en 
«■I  presente  caso  esos  elementos  integrantes  del  delito, 
puesto  que  coasta  que  el  procesado,  aprovechando  la  oca- 

ftiónde  que  la  menor con  consentimiento 

fie  su  hermana  á  cuyo  abrigo  vivía,  estaba  paseando  en 
■compañfa  de  una  amiga,  la  indujo  á  entrar  con  él  cu 
una  posada  para  tener  allí,  como  lo  efectuaron,  acceso 
■caniiu,  volviendo  después á  su  casa,  es  vis- 
to que  en  la  sentencia  no  se  ha  infringido  el  artículo  ci- 
tado al  calificar  y  penar  como  delito  de  rapto  los  hechos 
realizdoe. 

Considerando,  en  cuanto  al  motivo  alegado  en  am- 
pliación del  recureo  por  el  Ministerio  Fiscal  que,  dado 
el  testo  explícito  del  párrafo  tercero  del  artículo  cuatro- 
cientos sesenta  y  siete  del  Código  Penal  que  dice  que, 
si  la  persona  agraviada  careciere  de  personalidal  para 
comparecer  en  juicio  y  fuere  además  de  todo  punto  dea- 
valida  careciendo  de  padres,  abuelos,  hermanos  y  tutor 
■que  denuncien,  podrá  verificarlo  el  Ministerio  Fiscal,  no 
puede  menos  de  reconocerse  que  la**  hermanos  de  una 
menor  ofendida  por  un  delito  de  rapto  tienen  en  su  caso 
la  facultad  de  denunciarlo,  entendiéndose  de  ese  modo 
ampliado  lo  dispuesto  acerca  del  partictilar  por  el  pá- 
rrafo segundo  del  mismo  artículo;  y  en  tal  concepto, 
eoncurrieudo  en  el  presente  caso  esas  circunstancias,  se- 
gún aparece  de  la  sentencia  recurrida,  en  ella  no  se  ha 
cometido  el  error  de  derecho  ni  la  infracción  legal  que 
w  le  atribuye  en  dichq  motivo  del  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  á  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento 
(le  forma  y  por  infracción  de  ley,  interpuestos  por. . . . 
ni  á  la  ampliación  al  último  hecha  por  el  Mi- 
nisterio fiscal  en  la  causa  de  referencia,  imponiendo  al 
recurrente  las  costas  caiisadas  por  sus  recursos,  Comu- 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — .Tose  Antonio  Pichardo. — Luin 
fiastón. — José  Cahrrocap  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. 
— Jo""  5Í.  Gispert. 

4Tifib.  forma  i  In£  107.— Ssnt.  12.— 16  da  Uayo.— Hechos. 

— PalsificadÓn. —Estafa.  (Gae.  Marzo  22,  190^.) 
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Para  que  exista  el  delito  de  falsedad  en  docu- 
mento prÍTudü  cB  ueceaario  que  se  cause  perjuicio 
6  se  tenjia  ánimo  de  causarlo. 

El  perjuicio  de  tercero  es  un  elemento  necesario 
para  determinar  el  delito  de  estafa- 
bas actas  de   nn  consejo   de  familia  son  docti- 
mentos  prí vados. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  seis  de  Hayo 
de  mil  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  caBación  por 
infracción  de  ley  y  quebrantamiento  de  forma  proceden- 
te de  la  'Audiencia  de  esta  capital,  interpuesto  por  el 
querellante  particular  Silvio  HemáJidez  y  Serrano,  co- 
mo marido  de  Matilde  Brito  y  Silva,  contra  la  sentencia 
dictada  en  cinco  de  Diciembre  último  por  la  Sección  pri- 
mera de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  mencionada  Au- 
diencia, en  causa  instruida  en  el  Juzgado  del  Este  por 
estafa  y  falsedad  contra  Sebastián  Perreiro  Busto,  em- 
pleado; Joaquín  Prieto  Solís,  profesor  de  música,  am- 
bos procesados  vecinos  de  esta  ciudad,  y  los  acneado« 
Antonio  Rodríguez  Parra,  médico  cirujano;  José  An- 
tonio Rivas  y  González,  del  comercio  y  José  Fernán- 
dez Pulido,  del  comercio,  todos  de  la  misma  indicada 
vecindad. 
Hechos  pbobados: 

Resultando  que,  en  la  referida  sentencia  se  consig- 
nan los  siguientes:  "Primero:  Resultando  probado  que 
"fallecido  en  veinte  y  cuatro  de  Enero  de  mil  ochocientos 
"ochenta  y  cuatro,  Pedro  Brito  y  Rodríguez,  se  formó 
"consejo  de  familia  á  bus  menores  hijos  llamados  Pedm 
"Antonio,  Arturo,  Mercedes  y  Matilde  Brito  y  Silva,  sien- 
"do  nombrados  más  tarde  en  veinte  y  ocho  de  Junio  de 
"mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  Presidente  de  ese  Con- 
"scjo  el  procesado  Sebastián  Ferreiro  Busto,  y  vocales 
"entre  otros,  los  acusados  José  Antonio  Rivas  y  Antonio 
"Rodríguez  Parra,  siendo  tutor  el  acusado  José  Fernán- 
"dez  Pulido,  quien  desempeñó  el  cargo  hasta  el  veinte 
"de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  en  que, 
"por  haber  renunciado,  se  eligió  al  procesado  Joaquín 
"Prieto  Solís  para  dicho  cargo  de  tutor,  que  lo  deaempe- 
"ñó  hasta  que  arribaron  á  la  mayor  edad  tres  de  loa  me- 
"noros  y  se  casó  la  llamada  Matilde  Brito  y  Silva,  cuyo 
"marido  es  el  acusador  privado,  en  este  procedimiento; 
"el  cual  cargo  de  tutor  fué  conferido  y  desempeñado  p.>r 
"los  indicados  José  Fernández  Pulido  y  Joaquín  Prieto 
"Solís  á  fruto  por  pensión." 
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"Segundo:  Resultando  probado  que  en  sesión  del 
'■'Consejo  de  familia  de  los  menores  indicados,  celebrada 
"en  diez  y  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"siete  el  tutor  hoy  procesado  Joaquín  Prieto  Solía,  hizo 
"constar  que  había  entregado  el  producto  de  las  casas  de 
'los  menores,  á  éstos,,  para  su  subsistencia,  que  se  adeu- 
"daban  las  contribuciones  de  las  casas,  medicinas  y  á 
'*iina  agencia  funeraria  por  el  entierro  de  una  tía  de  aqué- 
"los  que  el  anterior  tutor,  acusado  José  Fernández  Pii- 
"lido  reclamaba  doscientos  veinte  y  dos  pesos,  sesenta 
"centaTOB  por  anticipos  que  le  hizo  el  Ijetrado  Mont«ro 
"Sánchez  á  cuenta  de  honorarios  para  la  constitución 
"del  Consejo  de  familia  y  expensos  para  una  reclama- 
"ción  contra  la  sucesión  de  Tomás  Brito  Rodríguez,  y 
"obtuvo  que  el  Consejo  le  autorizase  para  vender  una 
"casa  de  dichos  menores,  situada  en  el  pueblo  de  Kegla 
"calle  de  San  Bamón  número  treinta  y  ocho.  Habiendo 
"sido  firmada  esa  acta  por  los  acusados  José  Antonio  Ei- 
"vas,  Antonio  Rodríguez  Parra  y  loa  procesados  Sebaa- 
"tián  Ferrciro  y  Joaquín  Prieto  Soíís ;  y  en  otra  sesión 
"de  ese  Consejo  de  familia,  celebrado  en  treinta  de  Ma- 
"yo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  el  mismo  proce- 
"sado  Joaquín  Prieto  Solís,  en  bu  carácter  de  tutor  de 
"los  menores  manifestó  que  el  producto  de  los  bienes 
"de  éstos,  sólo  había  alcanzado  para  mantenerlos,  que  se 
"debían  contribuciones,  y  al  anterior  tutor  José  Femán- 
"dez  Pulido,  doscientos  veinte  y  dos  pesos,  sesenta  cen- 
"tavos  en  oro  por  anticipos  que  hizo  al  Ijetrado  Montero 
"Sánchez  por  honorarios  para  la  constitución  del  Conse- 
"jo  de  familia;  solicitó  autorización  para  vender  las  ca- 
"sas  Real  número  ciento  siete  y  Barrero  número  cincuen- 
"ta-y  cuatro  en  el  pueblo  de  Regla,  que  eran  de  la  pro- 
"piedad  de  esos  menores,  y  el  Consejo  autorizó  á  dicho 
"tutor  para  que  vendiera  esas  propiedades  en  pública 
"subasta;  y  extendida  el  acta,  figuraron  en  ella  como 
"asistentes  los  vocales  acusados  José  Antonio  Rivas  y 
"Antonio  Rodríguez  Parra  y  procesados  Sebastián  Fe- 
"rreiro  y  Joaquín  Prieto  Solís.  Y  á  consecuencia  de  las 
"autorizaciones  dichas  fueron  vendidas  las  casas  de  re- 
"fereneia,  y  se  pagó  al  Letrado  ya  dicho  Sr.  Antonio 
"Montero  Sánchez  lo  que  le  adeudaba;  pero  no  se  ha  de- 
"moBtrado  en  qué  cantidad  fueron  enajenadas  las  tres 
cosas  de  Referencia,  ni  qué  aplicación  le  diese  el  proce-<a- 
"do  Joaquín  Prieto  Solía  á  lo  que  produjeron  esas  casas 
"en  efectivo  deducido  lo  satisfecho  al  Letrado  dicho,  oí 
"cual  procesado  no  ha  rendido  cuenta  de  ello." 

Tercero.     "Resultando  probado  que  con  fecha  doce 
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"de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  apa- 
"rece  extendida  un  acta  ea  que  el  cuaderno  de  ellas,  del 
"Consejo  de  familia  de  los  menotes  de  referencia,  y  que 
"en  ella  se  hace  constar:  primero:  que  en  sesi^  cele- 
"brada  eee  dia,  el  tutor  de  los  menores,  procesados  Jofr- 
"quin  Prieto  Solís,  que  concurría  á  ella,  habfa  manifeata- 
"do  que  sus  pupilos  los  llamados  Pedro  Antonio,  Anto- 
"nio  y  Mercedes  Brito  y  Silva,  habían  arribado  á  la  ma- 
"yor  edad,  habiendo  contraído  matrimonio  la  última  y 
"no  podía  por  lo  tanto  representarles;  pero  al  i  ia  que 
"aún  menor  Matilde  de  los  mismos  apellidos.  Que  dicho? 
"cuatro  individuos  habían  heredado  á  una  Sta.  llamada 
"Carmen  Oliva  y  que  tenían  necesidad  de  gestionar  en 
"la  Empresa  antigua  de!  Ferrocarril  del  Oeste,  hoy  "The 
"Western  Railway  of  Havana  Limited,"  la  transieren- 
"cia  á  sus  nombres,  de  tree  acciones  de  esa  empresa  y  per- 
"cihir  los  dividendos  que  hubiese  pendientes  de  cobro: 
"Que  la  misma  única  Matilde  Brito  necesitaba  atender 
"á  su  quebrantada  salud,  lo  que  demandaba  gastos  de 
"consideración  y  pedía  fueran  declarados  mayores  de 
"edad,  los  llamados  Pedro  Antonio,  Mercedes  y  Arturo 
"Brito  y  que  cesara  con  respecto  de  ellos  el  Consejo  de 
"familia,  el  tutor  y  protutor,  y  que  se  le  autorizase  para 
"que  en  unión  de  los  declarados  mayores  y  en  represon- 
"tación  de  la  Matilde  Brito,  concurrir  á  la  empresa  di- 
"cha,  y  efectuar  el  traspaso  de  las  acciones  y  percibir 
''la  cuarta  de  los  dividendos  aplicando  todo  á  at¿ider  la 
"salud  de  esa  menor.  Segundo :  Que  el  Consejo  habfa  de- 
'■'clarado  mayores  de  edad  á  loa  indicados  Pedro  Antonio, 
"Arturo  y  Slercedes  Manuela  Brito  y  Silva,  y  que  cesa- 
"ba  con  respecto  á  ellos  el  Consejo  y  el  tutor. — Tercero : 
"Que  en  ese  estado  el  Presidente  dio  acceso  al  Consejo 
"á  los  dichos  Pedro  Antonio,  Arturo  y  Mercedes  Manue- 
"la  Brito  y  i't  Bafacl  Sarun  como  consorte  de  la  última 
"y  que  enterados  de  lo  acofdado,  expusieron  que  ratifi- 
"cjilian  lodos  los  actos  efectuados  por  el  tutor,  protutor 
"y  Consejo  de  familia  y  los  aprobaban.  Cuarto:  Que  se 
"autorÍKÓ  ai  tutor  procesado  Prieto  Solís  para  (jue  en 
''unión  de  los  hermanos  de  ella  realízase  !o  necesario  has- 
''ta  i)l>tt'nor  el  trasjiaso  de  las  acciones  de  ferrocarril  ya 
"ílichos  y  percibiese  la  parte  de  los  dividendos  propor- 
■■(■ional  y  Ins  aplicare  al  objeto  que  decía  y  Quinto,  que 
■■se  había  leído  el  acta  y  fué  aprobado  por  lo^  presentes, 
"Dicha  acta  aparece  firmada  sólo  por  el  procesado  Se- 
'■liastii'in  Fcrreiro  y  por  el  acusado  José  Antonio  £ivas; 
"y  li  más  tiene  una  firma  con  rúbrica  que  dice  Pedro  A. 
■■■iírilo.  Eutrt'  las  trep  firmas  estas  y  el  final  del  acta  que- 
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"da  un  espacio  de  papel  como  de  cinco  centímetros.  La. 
"firma  de  José  Antonio  Rivas,  está  extendida  con  tinta 
"distinta  á  la  que  se  usó  para  extender  el  acta  y  la  que 
"dice  "Pedro  A.  Brito"  no  pertenece  al  ya  indicado  Pe- 
"dro  Antonio  Brito  que  como  se  ha  indicado  figuraba 
"haber  comparecido  en  la  sesión  de  que  procedía  ?sa 
"acta.  No  tMiiendo  ningún  parecido  esa  firma  y  rúbrica 
"con  las  de  ese  individuo." 

Cuarto:  Resultando  probado  que  el  procesado  Se 
"bastían  Ferreiro  con  su  carácter  de  Presidente  del  Con- 
"sejo  de  familia,  extendió  una  certificación  del  acta  á 
"que  se  refiere  el  anterior  Resultando,  y  en  esa  certifica- 
"ción  se  hace  constar  que  dicha  acta  estaba  firmada  por  - 
"Antonio  Rodríguez  Parra,  José  Antonio  Rivas  y  Joa-- 
"quín  Prieto  Solís  y  Carlos  María  Vera  la  cual  certifica- 
"ción  entregó  el  procesado  Ferreiro  al  otro  procesado 
"Joaquín  Prieto  Solía  para  que  pudiera  hacer  efectívo 
"lo  que  importaban  los  dividendos  y  acciones  de  ferro- 
"carril  ya  dichos  en  la  parte  que  correspondía  A  la  me- 
"nor,  hoy  consorte  del  querellante  particular,  Sra,  Ma- 
"tilde  Brito  y  Silva  y  obtenido  por  el  procesado  Prieto 
"Solís  lo  que  importaban  los  valores  dichos  en  la  parte 
"proporcional  que  pertenecía  i  la  menor  Matilde  Brito, 
"no  se  ha  demostrado  ai  en  efecto  lo  aplicó  á  la  curación 
"de  ésta  6  le  dio  otra  aplicación,  no  habiendo  tampoco 
"rendido  cuenta  de  ello  é  ignorándoaa  á  cuánto  ascendía," 

Quinto.  "Resultando  que  el  acusado  José  Pemán- 
"dez  Pulido,  no  aparece  ni  del  sumario  ni  le  loa  acos 
"del  juicio  oral  que  hubiera  intervenido  en  ninguna  de- 
'las  actas  y  certificación  del  Consejo  de  familia  que  se- 
"dejan  conaignadas." 

Al«T2CRDSNTEa  anBKK  El.  QDEBRA  ntahiento: 

Sexto.  "Resultando  que  este  procedimiento  se  for- 
"mfi  por  virtud  de  querella  establecida  por  Silvio  Her- 
"nández  y  Serrano,  como  consorte  de  Matilde  Brito  y  Sil- 
"v4  contra  loe  procesados  y  acuaados,  ya  dichos;  y  en  el 
"que  e!  Ministerio  fiscal  había  solicitado  que  se  sobrese- 
"yera  provisionalmente,  conforme  al  caso  primero  de! 
"articulo  seiscientos  cuarenta  y  uno  de  la  I^ey  de  En- 
■*¿uiciamiento  Crimina!,  el  acusador  privado  pidió  que 
"í3c  abriese  á  juicio  oral  contra  dichos  individuos ;  y  esta- 
"bleció  las  siguientes  conclusiones  provisionales:  Pri- 
"mero:  D.  Pedro  Brito  y  Rodríguez  que  falleció  el  día 
"veinte  y  cuatro  de  Enero  de  mil  ochocientoa  ochentn  v 
"cuatro  dejó  por  sucesión  á  sus  legítimos  hijos  D.  Pedro, 
'"D.  Arturo,  Doña  Mercedes  y  Doña  Matilde,  todos  me-- 
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"noree  de  edad,  á  loe  que  por  esta  circunstancia,  se  lea 
"formó  GoiiBejo  de  familia,  resultando  tutor  del  mismo 
"D.  Tomás  Brito  y  Bodríguez,  el  que  por  haber  falleci- 
"do,  fué  sustituido  por  D,  Jcwé  Fernández  Pulido,  quien 
'"desempeñó  dicho  cargo,  hasta  el  din  veinte  de  Septiem- 
'*bre  de  mil  ochocíeutos  noventa  y  seis,  en  que  por  haber- 
"lo  renuDciado,  fué  electo  por  el  Consejo  para  sustituir- 
"lo  D.  Joaquín  Prieto  Solía  con  Jos  ¥ocalee  D.  Sebastián 
"Ferreiro  Busto,  D.  Miguel  Muro,  D.  José  Antonio  líi- 
"vas,  D.  Antonio  líodríguez  Parra  y  D.  Tomás  Brito  y 
"Vida.  Durante  la  tutela  á  cargo  de  D.  Tomás  Brito  y 
"Rodríguez,  adquirieron  los  referidos  menores  Brito  y 
"Silva,  las  casas  San  Ramón  treinta  y  ocho,.  Barrero  cia- 
"cuenta  y  cuatro  y  Real  ciento  siete  en  la  villa  de  Regla 
"y  con  posterioridad  heredaron  de  su  abuela  materna 
""Doña  Carmen  Silva  tres  acciones  del  ferrocarril  del 
"Oeste.  Todos  esos  bienes  los  recibió  el  citado  tutor  Joa- 
"quín  Prieto  Solíe  á  frutos  por  pensión,  eegúji  acuerdo 
"del  Consejo.  Este  señor,  no  satisfecho  con  apropiaríe 
"los  productos  de  esos  bienes  al  extremo  de  consentir  que 
"dichos  menores  hubieran  vivido  siempre  si^midos  en  la 
"miseria,  urdió  la  trama  de  apropiarse  de  una  vez,  los 
"propios  bienes,  que  por  la  misma  razón  de  estar  foeul- 
"tado  para  diaponer  de  sus  productos ;  sin  rendir  cuen- 
"tas  á  nadie,  debía  respetar  por  cuanto  constituían  la 
''única  herencia  que  4  dichos  menores  quedaba  para  Zi- 
""'brar  la  subsistencia;  y  de  acuerdo  con  su  plan  solicitó 
"del  Consejo  autorización  para  vender  en  pública  subas- 
"ta  las  precitadas  casas,  consignando  falsamente  con 
''motivo  para  la  de  la  número  treinta  y  ocho  de  la  calle 
"de  San  Ramón  que  se  debía  al  anterior  tutor  José  Fer- 
"nándcK  Pulido  la  cantidad  de  doscientos  veinte  y  dos 
"pesos  sesenta  centavos,  como  anticipos  que  hizo  el  Ledo 
"Antonio  Montero  Sánchez,  por  cuenta  de  honorarios 
"para  la  constitución  del  Consejo  de  familia  y  expensas 
"para  entablar  reclamación  contra  la  sucesión  de  Tomás 
"Brito  y  Rodríguez,  así  como  que  el  Ayimtamíento  de 
"Regla  apremiaba  por  el  pago  de  las  contribuciones  y 
■"consignó  idénticos  motivos,  incluso  Ja  misma  demanda 
"á  José  Fernández  Pulido  por  ei  mismo  concepto  referi- 
■"do  para  la  venta  de  las  otras  dos  casas,  Barrero  cin- 
■"cuenta  y  cuatro  y  Real  ciento  siete.  El  Consejo,  según 
"aparecede  las  actas  que  obran  á  fojas  sesenta  y  ocho  y 
•^'setenta  y  dos  sin  tener  en  cuenta  el  deber  que  le  estaba 
"impuesto  por  loe  artículos  doscientos  setenta,  doscien- 
"tos  setenta  y  uno  y  demás  del  Código  Civil  no  exigid' 
■'justificación  al  tutor  Prieto  Solís,  sobre  los  hechos  en 
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"'que  hacia  consistir  la  necesidad  de  Tender  los  bienes 
"de  los  inocentes  menores  Brito  Silva,  ;  concedió  ilegal 
"y  ligeramente  autorización  pora  ambas  vtntas,  no  obs- 
"tante  la  falsedad  que  encerraba  la  causa'  señalada  en 
"ambas  actas,  fundándose  en  una  misma  deuda,  y  conce- 
"dió  dichas  autorizaciones,  no  ya  paia  lo  que  fuese  bas- 
"tantes  á  cubrir  la  supuesta  deuda  tan  soIO;  sí  que  tara,- 
'■'bien,  para  la  venta  de  la  totalidad  completa  de  lo*  bie- 
"nes;  y  mediante  esa  cooperación  de  los  del  Conaeio.  ó 
"sean  de  Sebastián  Ferreiro  y  Busto,  José  Antonio  Hi- 
"vas  y  Antonio  Bodrlguez  Par|B  quedó  en  actitud  el 
"precitado  Prieto  Solis  de  vender  como  vendió,  las  di- 
''chas  casas,  obteniendo  el  precio  de  dos  mil  cuatro  cien- 
'■tos  diez  y  seis  pesos,  sesenta  centavos  ea  oro  del  cuño 
'"'español,  segim  conste  de  las  escrituras  de  fojas  ciento 
"veinte  j  nueve  vuelto  y  ciento  sesenta  y  cinco,  (os  cua- 
"les  se  apropió  con  perjuicio  evidente  de  los  menores  su- 
"jetos  á  tutela.  E  insistiendo  Prieto  Solis  ?n  sus  propó- 
"sitos  defraudadores  extendió  también,  un  acta  falsa 
*"'en  el  cuaderno  del  Consejo,  6  sea  la  de  fojas  setenta  v 
""nueve,  fingiendo  que  los  vocales  le  autorizaban  jiara  liis- 
■'■poner  de  los  dividendos  y  parte  de  las  acciones  del  ferro- 
"carril  del  Oeate  en  cuanto  á  la  menor  Matilde  Brito. 
'■porque  los  demás  habían  ya  arribado,  á  la  mayor  edad 
"y  de  acuerdo  en  este  extremo  con  los  vocales  Ferreiro 
■'■líodríguez  Parra  y  Rivaa,  falsificó  en  el  acta  la  firma 
""de  Pedro  A.  Brito  y  supuso  la  intervención  del  protu- 
"tor  Ledo.  Carlos  María  Vera  y  haciendo  que  Ferreiro 
■"como  Presidente  del  Consejo  le  librara  una  certificación 
"literal  del  acta  referida,  cuya  certificación  consta  á  fo- 
rjas ciento  sesenta  en  la  que  se  copia  como  existente."!  en 
"dicha  aota,  las.  firmas  de  Vera  y  de  Brito.  usó  esa  certi- 
"fieaeión  para  cobrar  los  dividendos  y  la  parte  que  en  loa 
■"acciones  correspondía  á  la  menor  Matilde  Brito,  hab'én- 
"dolo  así  verificado  y  apropiándose  de  su  importe.  Se- 
"gunda;  Estos  hechos  constituyen  dos  delttes:  uno  de 
■"falsedad  en  docuemnto  privado  y  estafa  en  cantidad 
■"que  exceda  de  seis  mil  doscientas  cincuenta  pesetas 
"atendido  el  valor  en  que  los  inmuebles  fueron  vendidos, 
"y  otro  conexo  de  falsedad  en  documento  privado  y  esta- 
"fa  también,  ésta  en  la  cantidad  que  pasa  de  doscientos 
"cincuenta  y  no  excede  de  seis  mil  doscientas  cincuenta 
"pesetas,  previsto  respectivamente  los  de  estafa  en  e!  or- 
"tlculo  quinientos  cincuenta  y  nueve,  párrafo  quinto  del 
"Código  Penal  vigente,  y  los  de  falsedad  en  los  incisos 
"primero,  segundo,  tercero,  cuarto  y  séptimo  del  artículo 
"trescientos  diez  en  relación  con  el  trescientos  catorce 
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"del  referido  Código  Fenal. — Tercera:  Eb  autor  del  pri- 
"mer  delito  de  falcad  y  estafa  por  participación  direc- 
"ta  D.  Joaquín  Prieto  Solía  y  eoo  cómplices  del  mismo 
'los  vocales  Sebastián  Ferreiro  y  Busto,  Antonio  Rodrf- 
"guez  Parra  y  José  Antonio  Rivas  y  González,  así  como 
"Jsé  Fernández  Pulido  y  autores  de  los  otros  delitos, 
"el  propio  Joaquín  Prieto  Solís,  Sebastián  Ferreiro  y 
"Busto,  Antonio  Rodríguez  Parra  y  José  Antonio  Rivas 
"y  González.  Cuarta:  no  concurren  en  los  hechos  cir- 
"cunstancias  modiñcativae  de  responsabilidad  criminal.. 
"Quinta :  La  pena  en  que  han  incurrido  los  acusados  es : 
"Joaquín  Prieto  Solís  p«r  el  primer  delito  de  falsedad  y 
"estafa  en  la  de  cuatro  años  y  dos  meses  de  presidio  co- 
"rreccional  y  multa  de  seis  mil  doscientas  cincuenta  pe- 
"setas,  y  los  otros,  ó  sean  Sebastián  Ferreiro,  Antonio 
"Rodríguez  Parra,  José  Antonio  Rivas  y  José  Femán- 
"dez  Pulido  en  la  de  cuatro  años  y  dos  meses  de  prisión 
"correccional;  y  Joaquín  Prieto  Solís,  por  el  segundo 
"delito,  así  como  Sebastián  Ferreiro,  Antonio  RodrígueE 
"Parra  y  José  Antonio  Riras  y  González,  en  la  de  cua- 
"tro  años  y  dos  meses  de  presidio  correccional,  y  mnlta 
"de  seis  mil  doscientas  cincoenta  pesetas,  habida  la  na- 
"turaleza  de  los  hechos  y  el  precepto  terminante  del  ar- 
"tíeulo  ochenta  y  ocho  del  referido  Código  Penal.  Sexta  i 
"Todos  han  incurrido  en  la  responsabihdad  cíyíI  de  in- 
"demnizar  á  la  menor  Matilde  Brito  y  Silva,  la  parte- 
"proporcional  que  le  corresponde,  del  valor  de  las  tres 
"cagas  vendidas  y  de  la  ascciones  y  dividendos  del  ferroca- 
"rril  del  Oeste,  que  alcanzó  indemnización  que  asciende 
"á  seiscientos  cuarenta  y  seis  pesos,  treinta  y  cinco  cen- 

"tüVOS. 

Séptimo :  "Resultando  que  celebrada  la  sesión  del 
"juicio  oral  el  Ministerio  Fiscal  sostuvo  definitiramaito 
'que  debía  absolverse  tanto  á  los  procesados  como  á  lo?» 
"acusados,  declarándose  de  oficio  las  costas,  por  no  ha- 
"berse  demostrado  la  existencia  de  actos  delictivos.  Ia 
"representación  del  querellante  particular  sostuvo  defi- 
"nitivaniente ;  Primero :  Ratificaba  todas  y  cada  una  de 
"las  de  su  anterior  escrito,  con  excepción  de  los  concep- 
"tos  en  ellas  consignados,  respecto  á  ser  también  respon- 
"sable  de  los  hechos  D.  José  Fernández  Pulido.  Se^run- 
"do :  No  se  ha  probado  en  las  sesiones  de  este  juicio  la 
"responsabilidad  de  dicho  Sr.  Fernández  Pulido  y  debe 
"ser  absuelto." 

Octavo :  "Resultando  que  las  defensas  de  los  pro- 
"cesados  y  acusados  sostuvieron  que  debían  ser  absneltos 
"éstos :  agregando  la  de  José  Fernández  Pulido  qne  h«- 
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"bfa  de  reservarse  á  éste  la  acción  de  calumnia  de  que 
"se  juzgaba,  asistido  é  imponerse  las  costas  ai  quereílan- 
"te,  y  la  del  acusado  José  Antonio  'Riva,  que  taicibién 
"debían  imponerse  \aa  costas  al  acusador  privado." 

RESOLrciÓy  KECtTKKIDA: 

Beeultando  que  estimándose  en  dicha  sentencia  que 
los  hechos  declarados  probados  en  la  misma  no  son  cons- 
titutivos de  los  delitos  de  falsificación  de  documento  pri- 
vado y  estafa,  en  su  parte  dispositiva  absolvió  á  los  pro- 
cesados y  acusados,  con  las  costas  originadas  por  la  defen- 
sa del  acusado  Fernández  Pulido  de  cargo  del  querellan- 
te, y  el  reato  de  oñcio. 

Paricióy  de  subsínació.v: 

Kesidtando  que  pedida  aclaración  de  la  sentencia 
por  el  querellante,  al  efecto  de  preparar  la  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  dictó  la  Audiencin  el  auto 
de  doce  de  Diciembre  último,  cuyos  Resultandos  y  parte 
dispositiva  dicen  así:  Eesultándo  que  dictada  sentencia 
en  "'cinco  de  este  mes,  en  la  causa  seguida  contra  Sebas- 
"tián  Ferreiro  Busto  y  otros  por  falsificación  y  Cstaia, 
"ee  notificó  á  la  represeniación  del  querellante  particu- 
"lar,  y  dentro  de  término,  esa  parte  presentó  escrito,  en 
"el  que  ¿  fin  de  preparar  recurso  de  casación  sol'cita; 
"Primero :  Que  se  aclare  con  relación  al  segundo  Itesul- 
"tando  de  la  sentencia,  la  cantidad  en  que  ec  vendió  cada. 
'una  de  lae  caaas.  de  San  Kamón  treinta  y  ocho,  Beal 
"ciento  siete  y  Barrero  cincuenta  y  cuatro  de  Regla,  así 
'como  lo  que  produjeron,  lo  percibió  el  procesado  Joa- 
"quín  Prieto  Solía  en  su  carácter  de  tutor  del  Consejo 
"de  familia  de  los  menores  Brito  v  Silva.  Segundo:  Que 
'en  relación  con  el  sexto  Resultando  que  se  haga  cousúr. 
"que  si  bien  el  Ministerio  Fiscal  á  fojas  veinte  y  dos  del 
"rollo,  solicitó  el  sobreseimiento  provisional  con  arreglo 
"al  caso  primero  del  artículo  sicricientos  cuarenta  y  uno 
"de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  fué  porque  esü- 
■'mó  que  existía  en  esta  causa  una  cuestión  prejudicial, 

'6  sea,  la  de  rendición  de  las  cuentas  de  la  tutela,  y  que 
"la  S^a  habla,  resolviendo  tal  cuestión,  abierto  á  juicio 
"oral  el  procedimiento  y  tercero  que  con  referencia  al 
"segundo  Resultando  que  se  hiciera  constar  que  el  Le- 
"trado  Antonio  Montero  Sánchez  no  tuvo  intervoición 
"como  abogado  en  dicho  pleito  que  se  le  supone  e;i  las 
"actas  del  Consejo  y  en  lo  que  se  hiiio  consistir  la  deuda 
'del  Consejo  de  familia. — No  ha  lugar  á  hacerse  Ií;  rec- 

'tifícaciófi  que  se  indica  en  el  apartado  número  dos  del 
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rito  del  promovente  y  con  respecto  á  los  extremos 
mero  y  tercero  de  dicho  eecrito  se  acuerda  que  la  úl- 
la  parce  del  segundo  Resultando  de  la  sentencia  dic- 
ta en  esta  causa,  desde  las  palabras  que  dicen :  "Y  á 
isecueucia  de  las  autorizaciones  dichas,  fiieroii  vendí- 
i  las  cosas  de  referencia  y  se  pagó  al  Letrado  ya  dt- 
'  se  entiende  sustituida  por  esta  otra.  "Y  á  coiisocuen- 
de  laa  autorizaciones  dichas,  fueron  vendidas  en  vein- 
cinco  de  Julio  de  mil  ochocientas  noventa  y  nueve  y 
nte  y  uno  de  Febrero  de  mil  ochoeienod  noventa  y 
10,  las  casas  de  referencia,  la  de  San  Ramón  número 
inta  y  ocho,  en  ochocientos  diez  y  nueve  pesos,  se- 
ita  centavos,  la  de  Real  ciento  siete,  en  mil  ptóis,  y 
de  Bari'ero  cincuenta  y  cuatro,  en  seiscientos  pesos, 
■cibiendo  el  entonces  tutor  de  los  menoras,  hoy  pro- 
ado  Joaquín  Prieto  Solís  el  importe  de  ias  ventas 
esas  fincas  en  sii  carácter  de  tutor  de  los  menores  y 
pagó  al  Letrado  ya  dicho,  Sr.  Montero  Sánchez  loa 
ícientos  veinte  y  dos  pesos,  sesenta  centavos  eu-oro; 
■o  no  se  ha  demostrado  qué  aplicación  le  diese  dicho 
Mesado  Prieto  Solís  al  producto  de  esas  casas;  deda- 
0  la  satisfecho  al  Letrado  Montero  Sánchez;  ei  cnai 
)cesado  no  ha  rendido  cuenta  de  ello." 

IDAMENTOB  UBL  RECCRSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  la  expresada  sentencia  in- 
luso  el  querellante  el  "presente  recurso  de  casación 
r  quebrantamiento  de  forma  y  á  la  vez  por  infracción 

ley,  fundado  el  primero  en  el  inciso  segundo  del  ar- 
ulo  novecientos  doce  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento- 
iminal"  y  el  segundo  en  igual  inciso  del  articulo 
locientoB  cuarenta  y  nueve  de  la  propia  Ley ;  expre- 
ido,  que  el  quebrantamiento  de  forma,  motivo  del 
lurso  de  esta  índole,  consiste:  "Primero:  En  el  he- 
>  de  no  expresar  la  sentencia  en  relación  con  el  pá- 
ifo  segundo  del  articulo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la 
sma  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.— el  cual  in- 
nge— en  Resultandos  numerados  todos  los  hechos  que 
án  enlazados  con  las  cuestiones  que  se  resuellen  en 
fallo,  omitiéndose  esos  hechos,  de  trascendental  im- 
rtancia  y  en  cuanto  á  los  mismos  la  declaratoria  ex- 
ísa  y  terminante  de  los  que  estimen  probados. — Pues 
bien  dicha  sentencia,  en  el  sexto  Resultando  declara 
e  el  Ministerio  fiscal  solicitó  el  sobreseimiento  provi- 
nal, conforme  al  caso  primero  del  artículo  seiscien- 
i  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
1,  ee  omite  consignar  que  tal  solicitud  fué  hecha  bajo 
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'^a  proposición  de  una  ciieetión  prejudicial,  que  4  jui- 
"cio  de  dielio  Ministerio,  tzistia  en  esta  causa  y  que  ha- 
"cía  consitir  en  que  era  preciso  una  rencüción  de  las 
"cuentas  de  la  tutela,  para  deducir  la  cuestión  del  per- 
"jnlcio  potcDciat  ó  real,  elemento  característico  de  'a  ac- 
"ción  delictuosa  que  pudiera  perseguirse,  por  lo  que  de- 
"bia  requerirse  al  querellante  para  que  en  el  término  que 
"la  Sala  fijara,  presentara  los  cuentas  de  la  tutela,  aper- 
"cibido  si  no  lo  verificaba,  acordarse  entonces  et  eobresei- 
"miento  provisional,  conforme  al  caso  primero  del  ar- 
"tíeulo  seiscientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  do  Enj;ücia- 
"miento  Criminal;  asi  como  también  se  omite  consig- 
"nar,  con  relación  al  extremo  anterior,  que  la  Sala  en 
"auto  de  fecha  dien  y  nueve  del  mes  de  Agosto  próximo 
"pasado,  obrante  á  folios  treinta  y  siete  del  rollo,  se  vio 
"precisado  á  resolver  la  cuestión  prejudicial  propuesta 
"por  el  Ministerio  Fiscal  haciéndolo  en  sentido  negati- 
"vo,  bajo  el  fundamento  de  que,  denunciándose  en  esta 
"causa  que  el  Presidente  del  Consejo  de  familia  de  unos 
"menores  había  expedido  certificaciones  falsas  y  ae  ha- 
"bían  simulado  deudas  y  gastos  para  apropiarse  del  pro- 
"ducto  de  la  venta  de  bienes  de  esos  menores  y  determi- 
"nándoae  expreso  mente,  en  oué  consitían  aquellos  he- 
"chos,  no  era  necesario  para  el  ejercicio  de  la  acción  pe- 
"nal  que  hubiere  procedido  el  de  la  civil,  nacida  de  los 
"hechos  que  se  estiman  punibles,  ya  que  para  que  así 
"sucediera  sería  preciso  que  fuera  de  imprescindible  re- 
"solución  alguna  de  las  cuestiones  prejudiciales  á  que  se 
"refiere  el  artículo  cuarto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal,  lo  que  no  acontecía  en  el  presente  caso,  en 
"que  resultaba  indiscutible  la  naturaleza  do  los  hechos 
"criminosos  que  se  imputaban  á  los  acusados,  para  cuya 
"apreciación  jurídica  no  era  en  absoluto  precisas  reso- 
"lucionea  de  carácter  civil ;  y  acordó  abrir  á  juicio  oral, 
"disponiendo  que  luego  que  fuera  firme  dicho  aato,  pa- 
"sase  de  nuevo  el  procedimiento  al  Ministerio  fisculj  para 
"lo  que  procediera. — Estos  hechos — constan  de  lo»  folios 
"veinte  y  dos  y  treinta  y  siete  del  rollo — están  enlazados 
"con  las  cuestiones  que  resuelve  el  fallo,  han  sido  ybjeio 
"de  la  acusación  en  su  escrito  de  conclusiones  pivisio- 
"nales  y  en  el  arto  del  juicio  oral  y  han  debido  ser  objeto 
"de  Resultandos  numerados. — La  omisión  de  los  mis- 
"mos,  infringe  el  artículo  ciento  cuarenta  y  dos,  párrafo 
"segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  da 
"lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  do 
"forma,  comprendido  en  el  número  segundo  del  articulo 
"novecientos  doce  de  la  indicada  Tjey  de  Enjuici amiento 
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Criminal,  según  la  juriepnidencia  de  nuestro  Tribanal 
Supremo,  eontenida  en  sentencia  de  ocho  de  Octubre 
le  mil  nov^ientos  uno,  puea  ea  indudable  que  para  re- 
^^\vr.  (\inio  CD  el  fallo  ee  ha/ce,  que  no  está  demostrada 
,a  (Mtstonoia  de  los  delitos  comprendidos  en  la  acuaa- 
■:on.  iHH^irta  que  se  relacionen  todos  loe  bichos  que 
.•;;AÍaii  uitegrur  delito,  tal  como  baa  tenido  lugar  esos 
:tvh,>í  rtiíji'to  del  debate,  tanto  es  que,  como  en  este  caso, 
vi:rrt\  que  la  Sala  por  el  referido  auto  de  diez  y  nueve 
Ifl  i!U's  de  Agosto  último,  declara  que  los  hechos  denuii- 
■av'i'ti  eran  constitutivos  del  delito,  y  en  la  sentencia,  no 
'!iiit;uite  declarar  probado  esos  hechos,  absuelve  á  los 
n'iisiidos  bajo  el  fundamento  de  no  ser  constitutivos  de 
li-ltto.  La  omisión  de  estos  hechos  restringe  el  debate 
|ue  la  acusación  planteó  y  se  presta  señalada  y  prin- 
■ipalmonte  á  que  esas  mismas  cuestiones  no  pjedan 
esolvcrse  en  casación,  al  quedar  esos  heclius  segregados 
le  la  sentencia,  no  obstante  su  enlace  principal  y  direc- 
o  con  las  cuestiones  que  la  sentencia  comprende,  cuan- 
lo  esa  omisión  crea  un  verdadero  estado  de  indefensión 
,  las  partes  interesadas  en  sostener  la  acción  penal." 

Eesultando  que  en  cuanto  al  recurso  por  infracción 
le  ley,  cita  el  recurrente  como  infringidas  las  disposi- 
iones  legales  que  indica  en  los  dos  motivos  siguientes : 
!i :  El  inciso  cuarto  del  artículo  trescientos  diez,  en  re- 
ación con  el  ciento  catorce,  y  párrafo  quinto  del  qui- 
LÍentos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal  vijente, 
lucs  declarando  probado  el  segimdo  Resultando  de  esa 
entencia  que  el  Consejo  de  familia  de  los  menores  Bri- 
0  y  Silva,  en  sesión  celebrada  en  diez  y  ocho  di;  Julio 
le  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  el  tutor  Joaquín 
'rieto  Solis  hizo  constar  que  se  adeudaba  al  anterior 
utor  José  Fernández  Pulido  la  cantidad  de  doscientop 
einte  y  dos  pesos,  sesenta  centavos  en  oro,  por  .intici- 
los  hechos  al  Letrado  Montero  Sánchez  á  cuenta  de  ho- 
.orarios  para  la  constitución  del  Consejo  de  familia 
expensas  para  una  reclamación  contra  la  sucesión  de 
).  Tomás  Brito  y  Rodríguez  y  obtuvo  que  el  Consejo 
3  autorizara  para  vender  «na  casa  de  dicho»  mciiores, 
itiíada  cu  el  pueblo  de  Regla,  calle  da  San  Ramón 
reiota  y  ocho,  venta  que  realizó  el  veinte  y  uno  ie  Fe- 
rero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  en  precio  do 
chocicutos  diez  y  nueve  pesos,  sesenta  centavos,  cuya 
antidfwl  recibió  el  expresado  tutor  Prieto  Solís;  y  que 
n  otra  sesión  de  ese  Consejo  de  familia  celebrada  en 
reínta  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
3  decir,  dos  años  después,  cuando  ya  debía  estar  satis- 
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"fecha  la  deuda  á  José  Ftímández  Pulido  con  el  prodiic- 
"to  de  la  vente  do  dicha  casa;  el  miso  Joaquín  Prieto  So- 
"1Í8  en  flu  carácter  de  tutor  de  los  meeores  "manifestó  que 
"se  adeudaba  á  Jofié  Fernáiidoz  Pulido  doscientos  veinte 
"y  dos  pesos,  sesenta  centavos  oro,  por  aiiticipoi  que  hizo 
"el  Letrado  Montero  Sánchez,  por  honorarios  para  la 
"constitución  del  Consejo  de  familia,  y  obtuvo  autüriza- 
"ción  para  vender  las  casas  situadas  eii  la  calle  Heal 
"ciento  siete  y  Barrero  cincuenta  y  cuatro  en  Begla,  pro- 
"piedad  de  edos  menores,  cuya  venta  realizó  en  Vfint«  y 
"cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  en 
"precio  de  mil  seiscientos  pesos  oto,  que  recibió  dicho 
"Prieto  Solis  pagándole  al  Letrado  Montero  Sunches 
"ios  doscientos  veinte  y  dos  pesos  oro,  sesenta  centavos, 
"ein  que  se  hubiese  demostrado  qué  aplicación  lo  diera 
"Prieto  Solle  al  producto  de  esas  ventas,  deducido  lo 
"satisfecho  al  lícdo.  Montero  Sánchez,  por  no  habci' 
"rendido  cuenta  de  ello ;  es  visto  que  estos  hechos  cona- 
"tttnyen'  los  delitos  de  estafa  y  falsedad  en  documenU; 
"privado  con  perjuicio  de  tercero,  comprendidos  tn  los 
"artículos  quinientos  cincuenta  y  nueve,  párrafo  [|UÍnto 
"é  inciso  cuarto  del  trescientos  diez  con  relación  al  tres- 
"cientos  catorce  del  Código  Penal — al  menos,  el  segim- 
"(lo  como  medio  de  cometer  el  primero — como  deben  a- 
"liíicarse  y  castigarse  dado  que  circunstancias  po'.terio- 
"res  ¿  sn  perpetración  no  impiden  penarlos;  pues  el  pro- 
"ceaado  Joaquín  Prieto  íiolis  al  consignar  en  el  acta  del 
"Cossejo  de  tre^ta  de  Mayo  de  mii  ochocientos  noventa 
"y  nueve  que  se  le  adeudaba  á  José  Fernández  PuUdr 
"la  cantidad  de  doscientos  veinte  y  dos  pesos,  sesenta 
"centavos  oro,  por  honorarios  satisfechos  al  letrado 
"Montero  Sánchez  para  la  constitución  del  Cun.j<.'jo  de 
"familia  y  expensas  para  una  reclamación  contra  la  su- 
"cesión  de  Tomás  Brito  y  Eodríguez,  ha  faltad»  í  la 
"verdad  en  la  narración  de  los  hechos,  por  cuanto  era 
"falsa  eea  manifestación,  dado  que  dos  años  antcrior.s 
"había  consignado  en  sesión  del  Consejo,  idéntico  moti- 
"vo  para  obtener  como  obtuvo,  antorización  para  la  ven- 
"ta  de  la  casa  San  Ramón  treinta  y  ocho,  con  cuyo  pr  >- 
"ducto  debió  quedar  satisfecha  la  deuda,  á  no  ser,  que 
"en  vez  de  cumplir  aquella  obligación  se  apropiara  su 
"importe;  sin  que  baste— en  cuanto  á  la  estafa — ú  dcf- 
"troir  la  caliácación  legal  del  dcüto,  el  hecho  de  que  no 
"consta  la  inversión  que  el  tutor  Prieto  Solis  diera  á 
"las  cantidades  que  recibió  por  las  vent^  de  los  bienes, 
"porque  dada  la  obligación  en  que  estaba  de  entregarlas 
"á  los  sujetos  á  la  tutela,  el  hecho  sólo  de  apropiarse  do 
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isírayéndolas  y  negándose  á  dar  esplica;;ión  de 
rsión  y  medios  empleados  para  obtener  las  auto- 
les  de  venta  liasta  llegar  á  apropiarse  de  las  mia- 
suficiente  para  qiic  so  entienda  cometido  el  dcli- 
desdc  luego  y  sin  más  dilaeioncs  puede  penarle 
laturaleza  de  los  hechos ;  con  arreglo  á  la  senten- 
'einte  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
nueve  del  Tribunal  Supremo  de  España.  Corao 
o  bíxsta  á  destruir  la  calificación  legal  del  delito 
dad  en  documento  privado,  el  fundamento  de  que 
labido  perjuicio  de  tercero,  porque  tal  perjuicio, 
tituye  evidentemente,  la  apropiadón  por  el  au- 
eto  Solis  de  la  cuarta  parte  del  producto  de  la.- 
en  las  casas  ya  referidas,  que  debió  entregar  í 
latilde  Brito  y  Silva,  eon  deducción  d-i  lo  satis- 
,1  Letrado  Montero  Sánchez,  6  sea,  los  doscien- 
Dte  y  dos  pesos,  sesenta  centavos  en  oro. — D : 
iha  sentencia  infringe  por  falta  de  apÜcación  í 
etaeión  errónea,  igualmente  ei.  artículo  quinieii- 
Euenta  y  nueve,  párrafo  quinto  del  Código  Pe- 
además.  Jos  incisos  primero,  segundo,  torcer*', 
y  séptimo  del  articulo  trescientos  diez,  en  rela- 
n  el  trescientos  catorce,  del  propio  Código  Penal. 
ndependencia  al  motivo  que  antecede,  pori^ae  de- 
:osc  probailo  en  ol  tercero  y  cufu'to  Redultandoo, 
neta  de  Consejo  de  familia  de  doce  de  Septiein- 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  oo  está  firmada 
los  los  que,  contra  la  verdad,  se  ^uponen  en  oil* 
sistentes,  siendo  falsa  la  firma  que  dice  Pedro 
to,  y  que  el  procesado  Sebastián  Ferreiro  en  su 
r  de  Presidente  del  Consejo,  extendió  una  cer- 
íin  haciendo  constar — contra  la  verdad  tambiéTi 
lidia  acta  estaba  firmada  por  Antonio  Rodrigues 
Joaquín  Prieto  Solí.s  y  Carlos  María  Vera,  con 
?rtificación  el  procesado  Prieto  Sulís  pad?  hacer 
>  lo  que  importaban  los  dividendos  y  acciones  del 
rril  del  Oeste,  que  heredaron  los  menores  de  Da- 
mcn  Oliva,  recibiendo  el  repetido  Prieto  SólU, 
e  proporcional  que  correspondía  á  la  n.en>r  íta- 
rito;  es  también  visto  que  tales  hechos  coiistitu- 
delitos  de  estafa  y  falsedad  en  documento  pri- 
■emprendidos  en  el  párrafo  quinto  de!  articulo 
itos  cincuenta  y  nueve  é  incisos  primero,  segur- 
cero,  eviarto  y  séptimo  dei  artículo  tresrüentiw 
relación  con  el  trescientos  catorce,  todos  del  Co- 
cual, y  al  menos  el  segundo  de  dichos  delito.', 
lodio  para  cometer  el  primero,  como  deben  cali- 
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"ficarse  y  castigarse,  dado  que  circunstancias  posteriores 
"á  su  perpetración  no  impiden  penarlos;  sin  (jiie  en  ma- 
"nera  alguna  sea  bastante  á  destruir  la  califieooión  lei^al 
"del  delito  de  eetafa,  n\  hecho  de  ignorarse  áu  ascenden- 
"cia  y  la  aplicación  que  Prieto  Solía  le  diera  á  laá  canti- 
""dades  Tecii)idas  por  no  haber  rendido  cuentas  de  ellas : 
"ni  respecto  á  la -falsedad,  el  fundamento  de  no  existir 
"perjuicio  de  tercero  porque  como  en  el  anterior  motivo 
"del  recurso  se  refiere,  es  evidente  que  al  apropiarsí* 
"Prieto  Solís  cantidades  que  recibió  con  la  obligación  do 
"entregarlas  &  Doña  Matilde  Brito,  negándose  luego  & 
"dar  explicación  de  su  inversión,  ha  cometido  el  delito 
"de  estafa;  sin  que  sea  dable  dejar  de  penarlo,  por  e!  he- 
ndió de  no  constar  su  ascendencia,  porque  sabido  es,  que 
"en  este  caso,  como  más  favorable  al  reo,  debo  suponfr- 
"se  que  ha  sido  en  cantidad  menor  de  doscientos  elnciien- 
"ta  pesetas  en  cuyo  caso  debe  penársele  con  arreglo  al  j).!- 
"rrafo  primero  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  ocJio 
"en  reiacióa  con  el  quinto  del  quinientos  cincuenta  y 
"nueve  del  Código  Penal,  que  á  la  vez  cito  como  infrin- 
"gido  por  falta  de  aplicación  é  interpretación  errónea: 
"así  como  tampoco  resulta  bastante  á  destruir  la  caliií- 
"cación  legal  del  delito  de  falsedad  en  documento  priva- 
"do,  el  que  no  ha  habido  perjuicio  de  tercero,  porque  co- 
"metido  este  deÜto  como  medio  para  la  realización  del 
"de  estafa,  es  indudable  que  d  perjuicio  existe  y  lo  de- 
"termiua  la  apropiación  que  el  tutor  Prieto  Solís  hÍ20 
"de  las  cantidades  que  pertenecía  á  Doña  Matilde  Brit^i 
"y  de  la  cual  se  apropió  negándose  á  dar  explicación  de  la 
"inversión  que  le  diera,  y  cuya  inversión  correspondía 
^'acreditar  aquí  para  poderse  tomar  como  enervante  del 
"delito,  y  por  tanto  procede  casar  la  sentencia  por  él 
"fundamento  de  este  recurso,  ó  sea  el  ijiciso  segundo  del 
"articulo  ochocientos  cuarenta  y  nuevo  de  la  I^ey  de  En- 
"juicíamiento  Criminal,  imponiendo  á  los  culpables  Joü- 
"qufn  Prieto  SoHs,  Sebastián  Ferreiro  Busto,  Antonio 
"Rodríguez  Parra  y  José  Antonio  Kivas,  la  penalidad 
"marcaíla  en  los  artículos  trescientos  catorce,  é  incisos 
"primero,  segundo,  tercero  del  artículo  quinientos  r-ia- 
"cuento  y  ocbo  del  Código  Penal,  citados  ya  como  in- 
"fríngidos  por  la  sentencia  por  error  de  derecho  y  fidta 
"de  aplicación." 

Resultando  que  admitidos  ambos  recursos  y  sus- 
tanciados en  este  Supremd  Tribunal,  se  celebró  la  vist.i 
pública  del  mismo  en  la  que  informaron  los  defensores 
de  las  partes  y  el  Ministerio  fiscah 
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DsCieiÓN  DKL  KBCÚBRO: 

Sieniío  Ponente  (?I  MagÍRtrado  José  Marín  Qispevt 

Considcranda  que  los  hechos  á  que  se  refiere  la  regla 
segunda  (iei  articulo  cienío  cuarenta,  y  dos  de  la  T^ey  de 
, Enjuiciamiento  Criminal,  cuya  onusión  en  la  seutencin 
puede  quebrantar  las  formas  esenciales  del  juicio,  y  dar 
por  ello  lugar  al  recurso  de  casación  de  esta  Inóale,  son 
los  que  habiendo  sido  objeto  de  la  investigación  procesal 
y  de  loa  debates  del  juicio  oral,  tuvieron  relación  más  ó 
menos  inmediata  con  las  cuestiones  que  han  de  resolver- 
se en  el  fallo ;  y  no  teniendo  tal  carácter  de  hecho  pi-o- 
cesal  la  circunstancia  de  haber  sido  propuesta  c-n  «i 
oportunidad  por  una  de  la^  partes,  y  desestimada  por 
auto  fírme  du  la  Sala  ima  uno  cuestión  perjudicial,  que 
más  que  »m  hecho,  segim  la  denomina  el  recurrente,  Cíi 
una  mera  incidencia  de  la  causa,  que  no  habla  de  ser 
objeto  del  fallo  definitivo:  es  evidente  que  al  no  consisí- 
narse  ese  particidar  en  los  Resultandos  de  la  sentencia, 
ni  los  íundanientoa  de!  ■  auto  que  desestimó  )a  cuestión 
prejudicial,  propuesta  por  el  Ministerio  fiscal,  mandan- 
do volver  á  éste  la  causa  para  formular  conclusiones  pro- 
visionales, no  ha  incurrido  el  Tribunal  a  qvó  en  el  que- 
brantamiento de  forma  que  en  el  recurso  de  esta  clase  lo 
atribuye  el  recurrente  al  amparo  del  número  dos  del  ar- 
ticulo novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
mina). 

Considerando  en  cuanto  á  los  dos  motivos  en  que  se 
funda  el  recurso  por  infracción  de  ley,  que  para  que  exis- 
ta el  delito  de  falsificación  de  documento  privado,  con- 
forme al  artículo  trescientos  catorce  del  Código  Penal, 
es  elemento  indispensable  el  perjuicio  de  tercero  ó  el 
ánimo  de  causarlo,  mediante  la  realización  en  un  do- 
cumento de  aquella  clase  de  algunas  de  los  falsedades 
designadas  en  el  artículo  trescientos  diez  del  propio  Có- 
digo ;  y  que  igual  perjuicio  es  necesario  para  determinar 
la  existencia  del  delito  de  estafa. 

Considerando  que  las  actas  del  Consejo  de  familia 
y  las  certificaciones  que  de  ellas  expida  su  presidente,  wm 
documentos  privados;  por  lo  que,  cualquiera  que  nea  la 
alteración  de  la  verdad  que  en  dichos  documentos  se  liii- 
biese  cometido,  no  apareciendo  de  los  hechos  declarados 
probados  en  la  sentencia,  demostrada  la  realidad  de  per- 
juicio que  por  ese  medio  se  haya  causado  á  los  menores 
Brito  y  Silva,  ni  el  ánimo  de  causárselos  por  el  tutor  y 
miembros  de  su  Consejo  de  familia,  es  evidente  que  falta 
el  elemento  esencial  comlín  á  los  mencionados  delitos  di' 
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faisificaeión  de  dociimeTito  privado  y  estafa,  que  fueron 
objeto  de  la  acusación  particular;  y,  por  tanto,  al  esti- 
marlo aei  ]a  Sala  eentenciadora  y  absolver  por  eilo  á  los 
procesados  y  acusados,  tampoco  ha  incurrido  en  los 
orrores  de  derecho  que  le  atribuye  el  recurrente,  ni  in- 
fringido las  disposiciones  legales  que  se  citan  qn  los  re- 
feridos dos  motivos  de  casación  por  infracción  de  ley. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  anteriores  y 
io  dispuesto  en  el  artíctilo  cuarenta  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  de  mil  ocRocientos  noventa  y  nueve,  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas 
le  cargo  del  recurrente. 

Fallamos  que  ddiemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  d(> 
ley  y  «quebrantamiento  de  forma  interpuso  el  querellante 
particular  Silvio  Hernández  Serrano  en  representación 
de  BU  consorte  Matilde  Brito  y  Silva,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
ríe  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  causa  mencionada; 
con  las  costos  de  cargo  do  la  parte  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Hafael  Cruz  Pérez. — José 
Antonio  Pichardo. — Luití  (iastón. — Jot^é  ( 'a  barrocas 
Horta. — Jow  JilariR  (íiíípert. 


Inf.  1er,— Sínt  83.-13  de  Jwüo.— Betaíá.— PaJaedad. 

(Goc.  Marzo  U,  1904.) 

DOCTRINA:  B1  hecho  de  incluir  en  la  ccMÓn 
de  nn  crédito  cierte  fracción  de  ¿lya  snti»feclia  j 
el  exhibir  y  dar  el  cesionnrio  en  un  remate  conio 
parte  del  predf>  de  la  finca  icravada  con  elcrédito, 
la  refeiida  fracción,  no  reviste  caracteres  de  esta- 
I  Ca,  ai  no  aparece  t.  )a  vez  mo^üa  dato  que  haj^a 
prcaumir  «1  iotcnto  de  defraudar  ñ  alguna  pcrso- 
nii,  por  medio  de  alguna  muquinación  duloEa  em- 
pleada ni  efecto. 

Aon  en  el  eupueito  de  tratarse  de  un  contrato 
simnlado.  cuando  éste  no  causa  ai  puede  causar 
perjuicios  £  un  tercero  el  hecho  nn  es  punible. 

El  delito  de  falsedad  i^ue  deñne  el  articulo  310 
del  Código  Penal  presupone  ta  alteración  dolosa 
y  substAneial  de  la  verdad  de  un  hecho  en  cual- 
quiera de  las  formas  que  dicho   articulo  eanmrra. 

En  el  supuesto  de  que  un  hecho  crinittitu;a  fal- 
sedad en  ducnmento  público,  sí  aquíl  se  cometió 
durante  la  vigencia  de  la  orden  487  de  1900,  para 
qne  sea  delito  es  necesario  que  se  cometiera  en 
perjnicio  de  tercero  ó  con  ánimo  de  canserlo,  sin 
que  A  ello  ae  oponj^a  la  arden  22S  de  1901  que  no 
puede  aplicarse  á  hechos  realizados  en  ¿poca  an- 
terior A  su  promulgación. 
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Cualegi^uiera  quescanlag  alegaciones  (|tfelaspar- 
tes  hulean  en  los  e^crltiiG  que  presenten  en  juicio, 
no  cometen  delito  de  falsedad  en  documento  pú- 
blico, entre  otras  rntones  porque  dichos  ctcrí  tos 
nu  tienen  ese  carácter  hasta  despu^  de  haber 
sido  incorporados  á  las  actuaciones  iormando 
parte  de  U 


1 


Eq  la  ciudad  de  la  Habana  é.  trece  de  Junio  de 
mil  novecieutos  tres:  en  el  recurso  de  caBación  por  íd- 
fraceión  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo 
contra  el  auto  de  sobr^eimieítto  libre,  dictado  en  nue- 
ve de  Marzo  filtimo  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  provincia  en 
causa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  del  Este 
de  esta  capital,  é  iniciada  á  virtud  de  querella  esta- 
blecida por  Salvador  Baró  y  Cuni  en  dos  de  Agosto 
de  mil  uovecientos  uno  contra  Marta  de  la  ConcepciÓD 
Cantera  y  Clark,  Demetrio  Enrique  Moenk  y  Ruiz  y 
el  Dr.  Ignacio  Remírez  y  González,  acusándoles  de 
estafa  y  falsedad. 
Antecedentes: 

Resultando  que  en  dicho  auto  se  consignan  loa 
ocho  siguientes  resultandos: 

ni?:  Resultando  que  esta  causa  número  doscieo- 
iitos  sesenta  y  cinco  del  año  mil  novecientos  uno,  pro- 
"cedente  del  Juzgado  del  Eate,  se  inició  én  virtud  de 
«querella  establecida  por  Salvador  Baró  y  Cuni  en  es- 
ncrito  de  dos  de  Agosto  de  mil  novecientos  uuo  contra 
xMaria  de  la  Concfpción  Cantera  y  Cla'k,  Demetrio 
"Enrique  Moenk  y  Ruiz  y  Dr.  Ignacio  Remírez  y  Gron- 
Dzález,  por  estafa,  simulación  de  contrato  y  falsedad 
jien  documentos  pdblicos,  delitos  que  el  querellante  es- 
mimó  cometidos  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  Ma- 
)>rla  de  la  Concepción  Cantera  y  Clark  contra  Salvador 
"Baró  y  N'egre,  en  cobro  de  réditos  de  censos,  en  el 
uJuzgado  de  Primera  Instancia  del  Cerro,  terminados 
«por  sentencia  de  remate,  alegan-lo  que  dicha  senteo- 
"cia  perjudica  no  solo  á  los  deudores  sino  al  querellan- 
»te  como  acreedor  segundo  hipotecario  sobre  el  ingenio 
>."San  Miguel  de  Aznpardo"  subastado  por  la  casa  de 
«comercio  de  C.  Hekcmau,  de  Berlín,  de  la  qoe  fué  re- 
jipreseutante  Demetrio  Enrique  Moeuk". 

»2'í:  Resultando  que  presentado  el  escrito  de  que- 
urella,  el  Juez,  por  providencia  de  catorce  de  Agi»to 
ide  mil  novecientos  noo,  negó  bu  admisión,  fundan- 
adose  en  que  las  escrituras  y  documentos  á  que  en  la 
«querella  se  alude  habiaii  servido  de  base  á  un  juicio 
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■:;jftcutivoqiie  Be  bailaba  en  la  vía  de  apremio  y  no 
■existía  tnutivo  para  estimnr  cometiiloa  I03  ilelit-03  de- 
■nuDciados;  y  establecidos  recurso  de  reforma,  declara- 
«:1o  sin  lugaré  interpuesto  el  de  apnlación,  el  MiaiEterío 
■Fiscal  pidió  la  conñrmac  óc  del  auto  apelad»,  y  la 
■Sección  segunda  d©  esta  Sftla  coa  fecha  de  diez  y  eie- 
■te  de  Octubre  de  mil  aoveclentos  uno,  estimando  <)iie 
■es  au  derecho  de  todo  el  qu"  se  cree  perjudicado  por 
■un  delito  querellarse  del  uismo  que  ea  la  querella  se 
■GDiQpÜan  los  requ'sitos  de  forma  necesarios,  y  negar 
■BU  admisión  equivaldría  ó.  prejuzgarla,  revocó  el  auto 
«ap^elado  y  sn  providencia  concordante  y  mandó  admi- 
■tir  la  querella*. 

»3?:  Resultando  que  instruida  ésta  en  la  que  uo 
■se  ha  libado  ü  dictar  auto  de  procesamiento  aparece 
■subntaDciaimente  de  la  investigación  sumarial  prac- 
■ticada  que  María  de  la  Concepción  de  la  Cantera  y 
iClark,  representada  por  el  procurador  Znbizarreta 
■bajo  la  dirección  del  Dr.  Iguocio  Remírez,  inició  en 
•treinta  y  nno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
iventa  y  cuatro  díligencins  preparatorias  de  la  vía 
■ejecutiva  en  el  Juzgado  de  primei'a  instancia  del 
■  Fra  lo,  contra  Salvador  Baró  y  Negre  en  cobro  de  ré- 
■ditoe  de  censos  impuestos  en  los  ingenios  "San  Mi- 
■guel  de  Azopardo"  y  ''Luisiana"  continuando  des- 
■puée  el  juicio  ejecutivo  que  terminó  con  el  remate  del 
•primero  de  dichos  ingenios  por  Iti  casa  de  C.  Heck- 
■man  de  Berlín:  que  en  el  poder  otorgado  por  la  seSo- 
»ra  Cantera  se  dijo  ser  viuda  del  Cunle  de  Casa  Moo- 
■talvo,  cuando  en  realidad  estaba  ya  casada  en  seguo- 
■daa  nuiícios  con  Juan  Gobel,  matrimouio  que  se 
•transcribió  y  publicó  en  Madrid  en  veinte  y  cuatro 
■de  Febrero  d«  mil  ochocientos  noventa  y  seis:  que  en 
■el  importe  total  de  la  ejecución  por  réditos  de  censos 
■se  comprendieron  anualidades  que  pertenecí an  al 
■Dr.  Ignacio  Remírez,  por  hab  t  bido  cedi'lus  ante- 
iriormente  por  la  Condesa  viuda  de  Caea  Montalvo  al 
■padre  del  D'-.  Ignacio  Remírez,  quien  se  las  adjudicó 
■al  fallecimiento  de  aquél,  procediendo  de  comóu 
«acuerdo  la  Condesa  y  el  Dr.  KemireK.  y  que  en  vein* 
■te  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  la 
■expresada  Condesa,  por  medio  de  au  rr-piescntaute  y 
■apoderado  Basilio  LarraBeta  y  la  casa  de  comi'rcio  de 
■C.  Heckman  domiciliada  en  Berlín  por  mi'dio  de  au 
■repreaiButante  H.  Ugnaud,  |  interviniendo  en  el  con- 
■tntto  el  Dr.  Ignacio  Remírez,  otorgaDn  un  docu- 
■mentó  privado  cuya  c  >pia  aparece  &  fojas  cuatro,  en 
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t  cual  establecieron  relaciones  contraotnaJes, 
undo  la  ceasualiutia  ejecutante  un  rematador 
áudnse  BU  carácter  de  acreedor  de  Salvador 
Tegre,  percibiendo  parte  del  precio  con  aplazi 
el  resto  para  cuan<)o  el  remate  se  realizara, 
inieudo,  por  último,  que  9Í  no  ae  llevaba  é 
evolveria  á  C.  Heckmaü  el  dinero  del  misi 
jdo». 

>>4?:  Eesultando  que  los  hechos  referidos  s 
cados  por  el  querellante  como  conatitntivo! 
elitoa  de  estafa,  porque  engafiado  el  deudor 
Danto  al  estado  civil  de  la  ejecutante  &,  la  qi 
or  viuda  siendo  casada,  no  se  opuso  &  la  ej 
reyéndoia  con  la  capacidad  legal  necesaria  pa 
arecer  en  juicio:  de  simulación  de  contrato 
er  continuado  la  ejecución  la  seflorv  Marín 
loncepcidn  de  la  Cantera  y  Clark,  después  d 
edido  á  C.  Keckman  el  importe  de  loa  rédito 
tusaban  y  du  falsedad  en  documento  público 
er  faltado  á  !a  verdad  en  la  narración  de  los 
»nto  el  Dr.  Ignacio  Remirez  al  presentar  po< 
ritos  y  documentos  en  el  juicio  como  la  seño 
ira  y  Clark  al  otorgar  el  poder  y  seguir  w 
indo  en  el  juicio  como  si  la  cesión  de  loa  ré< 
e  hubiera  llevado  é.  efectO". 

"ó9:  Kesultandü  que  declarado  terminad 
lario  por  auto  del  Juez,  de  catorce  de  Agoste 
ovecientos  dos,  fojas  trescientas  ochenta  y 
levada  la  causa  se  personaron  el  querellanti 
or  Baró  y  Cnní  y  el  procurador  Arjona  qu* 
enido  también  por  parte  acusadora  «n  1»  can 
M  doscientos  noventa  y  nno  á  nombre  de  Ei 
era  por  ai  y  como  madre  legitima  de  sus  i 
ijoe  Bduardo  Luis  y  Ana  Elisa  Baró,  y  pee 
1  Ministerio  Fiscal  que  se  confirmara  el  auto 
laró  terminado  el  sumario  y  ee  sobreeeyer 
ionalmente,  conforme  el  caso  primero  del 
eiscientos  cuarenta  y  nno  de  la  Ley  de  E 
liento  Criminal,  loa  querellantes  solicitaron 
ación  y  devolución  de  la  oauaa  al  Jaez  para 
tea  de  diligencias!. 

«6?  Resultando  que  pnr  auto  de  siete  de  i 
le  mil  novecienCos  dos  la  Sala  acordó  la  reí 
'  que  se  devolviera  la  cauf«  al  Jues  para  la ; 
le  las  diligencias  que  estimó  conducentes  á  1 
igación;  y  elevada  de  nuevo,  el  Ministerio  F: 
itió  «u  anterior  petición  de  eobreseimiento  p 
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«nal  y  ios  querellantes  solicitaron   de  nuevo  sa  rero- 
■cacióas. 

■79:  B«sultiando  que  por  auto  de  veintey  siete  de 
nEnei-o  del  corriente  año  la  Sala  (confirmó  el  de  siete 
■de  Diciembre  Ciltimo  qae  declaró  terminado  el  snma- 
>río  mandando  pasar  los  autos  í  los  querellantes  por 
■término  de  cinco  días  cada  uno  sucesivamente  para 
■que  espusieran  lo  que  tuvieran  por  conveniente  acer- 
>ca  del  aobreseimieuto,  apertura  del  juicio  orat,  caliti- 
>ca<Üón  y  prueba». 

■89:  Besultandoque  el  procurador  Arjona  con  la 
■repredeutación  queobstenta  en  los  autos  en  escrito 
«presentado  eu  diez  de  Febi'ero  último,  expresó  que  ' 
«existiendo  en  la  cansa  otra  acusación  particular  que 
vhabia  de  formular  conclusiones  la  devolvía  siu  per* 
■juicio  de  la  actitud  que  le  conviniera  adoptar  en  ]sa 
■sesiones  del  juicio  oral  cuya  apertura  interesaba;  y 
■la  otra  parte  querellante  Salvador  Baró  y  Cuni  en 
■escrito  preseutado  eu  veinte  y  tres  del  repetido  mes 
•de  Febrero  formuló  las  siguientes  conclusiones  provi-  . 
■sionatea: — Primerar  El  Procurador  Ziibizarreta  con  la 
■direrción  del  Dr.  Ignacio  Remírez  y  González,  utilizan- 
■do  el  poder  que  como  viuda  había  otorgado  I»  Ma- 
■ria  de  la  Concepción  de  la  Cantera  y  Clark,  en  veinte 
■de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa,  presentó  en 
■treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil  ocbocifutos  noven- 
■ta  y  cuatro  (fecha  en  que  esta  seQom  era  casada  con 
■don  Juan  Oobel)  un  juicioejecutivo  contra  D  Salva- 
ador  Baró  y  Negre  en  reclamación  de  la  suma  de  ciuco 
■mil  seiscientos  veinte  pesos  procedentes  de  réditos  de 
■censos  sobre  los  Ingenios  «Sau  Migufl  de  Azopardo»  y 
•XiQísiana*,  vencidos  en  los  años  de  mil  ochocientos 
■aoveuta  y  dos — noventa  y  tres— noventa  y  cnati-o  y 
■noventa  y  cinco  en  cny»  suma  estaba  comprendida  la 
■de  cient  >  sesenta  y  nueve  pesos  y  cincuenta  y  cuatro 
■centavos  que  había  cobrado  la  referida  sefiora  del  que 
■expone:  otorgándole  al  efecto  los  correspondintes  re- 
■cibos:  Insistiendo  la  Sra.  Cantera  y  Clark,  eu  ocultar 
■BU  estado  civil,  otorga  eu  trece  de  Marzo  de  mil  ocho- 
ucieutos  noventa  y  seis  poder  al  doctor  Ignacio  Bemi- 
«rea  y  González,  en  el  que  manifiesta  »pv  de  estado 
■viuda  faltando  á  la  verdad  en  la  narración  de  los  he- 
■chos:  Pendiente  el  juicio,  la  sctora,  Sra.  Cantera  y 
■Clark,  por  mediación  de  su  apoderado  D.  B;»ilio  La- 
■rrañeta  y  con  la  asistencia  de  su  abog^ido  director  se- 
■ñor  Bemirez  y  Goü7Alez  cede  á  D.  H.  Ugnaud  repre- 
•aentante  de  la  cosa  de  C.    Heckman   de   Bdrlin,    los 
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ito9  (le  censos  que  se  reclamaban  en  el  ejecutivo 
respondientes  al  ingenio  "San  Miguel  de  Azopar- 
,  con  las  costits  del  juicio  que  calculai-on  en  mil 
ocieiitos  pesos,  otorgando  el  documento  privado 
veinte  de  Fehrero  de  mil  ochocientos  novent-ay 
i  en  el  que  se  hizo  constar  que  la  cedente  conti- 
hi-ia  geiitionando  et  aludido  juicio,  cual  si  la  cesióu 
Be  hubieiti  hecho:  A  pesar  de  esta  cesión:  á  peBar 
haber  sido  el  doctor  Ramírez  y  González  testigo 
tnmieutal  del  poder  otorgado  por  la  Sra.  Canter» 
lark  con  asistencia  de  su  marido  en  quince  de 
ril  de  mil  ochocientos  novenfíi  y  seis,  ante  José 
jtiel  Ñuño,  continuó  el  ya  dicho  Letrado  preseii- 
do  escritos,  utilizando  el  po<ler  falso  de  viuda  de 
ha  Sra.  hasta  Noviembre  del  año  'mil  ochocientos 
'enta  y  siete:  faltando  A  sabiendas  &  la  verdad  en 
lAi-ración  de  loa  hechos  y  sorprendiendo  la  buen» 
leí  Juzgado  que  proveía  esos  escritos:  En  treinta 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  cede 
¡a  María  de  la  Concepción  de  la  Cantera  y  Clark  & 
i  Ignacio  Remirez  y  O'Farrill,  por  escritura  nóme- 
¡rescientos  cuarenta  y  cinco  del  Protocolo  de  don 
quin  Lancis  los  mismos  réditos  de  censos  que  ya 
í»  cedidos  por  el  documento  piivado  de  veinte  de 
irero  de  mil  och'oiientos  noventa  y  seis  &  la  ca8& 
C.  Heckman  de  Berlín:  En  esta  cesión  doble  de 
mismo  derecho,  se  comprendieron  las  cantidades 
ciento  treinta  y  siete  pesos  cuarenta  y  seis  centá- 
,  treinta  y  dos  [esos  y  ocho  centavos  que  ni  cuan- 
se  inició  el  juicio  ni  cuando  se  cedieron  &  Heck- 
n  y  á  Remirez  pertenecían  &  la  Srs.  Cantera,  por 
)erse  percibido  del  que  expone  en  ocho  de  Febrero 
mil  ochocientos  noventa  y  cnatro:  Muerto  el  señor 
lacio  Remirez  y  O'Farrill,  se  adjudicó  el  crédito 
referencia  su  hijo  el  8r.  Ignacio  R«mírez  y  Gon- 
Bz  por  la  escritura  de  dos  de  Marzo  de  mil  ocho- 
íitOB  noventa  y  nueve  ante  el  Notario  José  Miguel 
Bo,  en  el  falso  concepto  de  pertenecer  á  su  padre 
hndo  el  mii'mo  en  unión  de  la  Í4ra.  Cantera  y  Clark 
cribíó  el  documento  en  que  so  cedieron  esos  mis- 
8  derechos  á  la  cas»  de  C.  Heckman  de  Berlín: 
I-ando  por  lo  tanto  A  la  verdad  en  la  narración  de 
hechos  al  afirmar  ante  el  Notario  que  entre  los 
nes  dejados  por  su  padre  se  encontraba  el  crédito 
referencia.  Mas  tarde,  continuando  la  carrera  lui- 
da de  falsedades  y  simulaciones  eu  daílo  de  mis  In- 
eses y  de  los  demás  condueilos  de  aquellas   fincas, 
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•otoi^  ea  treinta  y  uno  de  Agosto  dt*  mil  ochocientos 
■novenbl  y  nueve  ante  el  Notario  Arturo  Mañas  y  Ur- 
■quiola,  la  escrituitv  de  cesión  de  los  derechos  yaceio- 
■nea  heredado»  de  su  padre  por  virtnd  de  todas  las 
■falsedades  de  que  se  ha  hecho  mérito  anteriormente 
nen  favor  de  D.  Demetrio  H.  Moenk,  quien  con  esa 
■escritura  continuó  los  procedí  míen  tos  iniciados  sobre 
■los  ingeoios  «San  Miguel  de  Azopsirdo»  y  íLuiaiaii»" 
•hasta  el  remate  de  loa  mismos:  En  esta  escrítin-a  de- 
aclaró  el  referido  Remirez  y  González,  aute  el  Notario 
■[[ne  los  aludidos  réditos  de  censos  no  tos  tenfa  cedidos 
»ni  gravados,  por  lo  que  podía  disponer  libremente  de 
•los  mismos.  Aceptando  y  asintiendo  el  citado  Moenk 
■i  estas  talseilades  como  8i  realmente  se  le  cedieran 
•tiDUS  réditos  que  le  constaba  pert^necíau  k  sus  podcr- 
•dantes;  viniendo  á  ser  las  transmisionen  de  la  Cante- 
■ra  &  Remirez  y  O'FarriU  la  de  éste  á  su  hijo  por  ad- 
ijQdicaci6n  r  por  ultimo  la  de  éste  á  Moenk,  puramente 
■simoladas:  por  cnauto  los  referidos  ingenios  San  Mi- 
•gnel  y  Luiaiana  fueron  remntadoK  para  la  casa  de  C. 
■Heckman  en  cumplimiento  del  contrato  de  veinte  de 
oFebrero  de  mil  ochocieutos  noventa  y  seis,  cancelán- 
■•dose  en  so  viitud  el  crédito  de  doscientos  cuarenta 
■mil  pesos  que  gravaba  dichas  fincas  y  que  pertenecí» 
■al  que  expone:  Segunda:  IjOS  hechos  relacionados 
■Bon  constitutivos  de  un  delito  de  estafa  comprendido 
•ea  el  número  primero  del  articulo  quinientos  cincuen- 
■ta  y  nueve  del  Código  Penal:  de  un  delito  de  simula- 
■ción  de  conti-ato  comprendido  en  el  número  efundo 
■del  artícnlo  quinientos  sesentA  y  dos  del  mismo  C6- 
•digo:  de  nn  delito  de  falsifioAción  de  documento  pú- 
•blico.  comprendido  eu  el  nfimero  cuarto  del  articulo 
•treeoientoe  diez  en  t  elación  cim  el  trescientos  once  y 
•articulo  trescientos  doce  del  citado  Código. — Tercera: 
■Son  responsables  en  concepto  de  autores  por  partici- 
■pación  directa:  W  Muría  de  la  Concepción  de  la 
■Cantera  y  Clark.-  -Piimei-o:  de  un  delito  de  estafa 
■por  haber  cedido  la  cantidad  de  ciento  sesenta  y  nue- 
•ve  pesos  y  cincuenta  y  cuatro  centavos,  importe  de 
■los  dos  recibos  de  réditos  de  censos  que  ya  habia  per- 
•cibido  del  que  expone. — Segundo:  De  un  delito  de 
•falsificación  en  documento  publico,  faltjindo  k  la 
•ver<lad  en  oí  otorgamiento  de!  poder  de  trece  de  Mar- 
aco de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  ante  Jo-sé  Mi- 
•gnel  Nnllo,  á  favor  del  Dr  Igniicio  Remirez  y  Gon- 
■K&lez. — Tercero:  de  «n  delito  de  simulación  de  con- 
■tratio   por  aparentar  ceder  á  D.  Ignacio  Remirez  y 
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NO'Farrill  el  crédito  que  ya,  teaia  cedido  &  C.  Heck.- 
■manu  de  Berliu  D.  Igtiftaio  Remirez  y  González.  Fri- 
»mero:  De  un  delito  de  ftilsificación  en  docamenlo 
npliblico  (actuacione.-i  judiciales)  porque  conociendo  la 
«existencia  del  poder  en  que  constaba  el  estado  de  ca- 
rnada de  la  Sra.  Cancera,  contiuuó  repreeentáudolA 
KGomo  de  estado  viuda,  defraudaudo  k  Baró  y  Xegre 
jien  el  importe  deesas  coBtas.  Segundo:  Da  otro  de- 
ulito  de  falBiñcaoióQ  en  documento  público  por  haber 
"faltado  6.  la  verdad  en  la  narración  de  loa  hechos  en 
■la  eaoribura  de  dos  de  Uarzo  de  mil  ochocientos  no- 
■veota  y  nueve,  ante  el  Notario  José  Miguel  NuQo. 
«Tercero:  De  otio  delito  de  falsificación  eu  documen- 
■to  público  por  haber  faltado  á  la  verdad  en  1»  narra- 
eción  de  los  hechos  en  la  escritura  <Ie  treinta  y  uno  de 
nAgosto  de  mil  ochocíentoa  noventa  y  nueve  aute  Ar- 
«turo  Mañas  y  XJrquiola. — Cuarto:  de  un  delito  de  si- 
■mnlación  de  contrato  por  aparentar  que  se  ailjudica- 
nba  el  crédito  cedido  á  Heckinan  y  eimutar  cederlo  á 
sMoenk,  constándole  pertenecer  á  aquél:  D.  Demetrio 
sH,  Moenk  y  Kuiz:  Primero:  De  un  delito  de  falsíG- 
noación  ec  documeuto  público,  por  faltar  á  la  verdad 
neo  uniÓD  de  Remirez  y  (üonzález  al  otorgar  la  escri- 
tura de  treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
Booveota  y  nueve.— S^'guudo:  De  un  delito  de  simula- 
DCión  de  contrato  por  aparentar  en  nuíón  de  Remirez 
uy  González  en  la  escritura  de  treinta  y  uno  de  Agos- 
jito  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  la  cesión  de 
•  un  crédito  que  le  constaba  era  de  sos  podeidautes, 
sSres.  C.  Heckman.  Cuarta:  No  coucurreu  circuns- 
«taiicias  modificativas  de  responsabilidad  penal.  Quiíi- 
■ta:  La  pona  en  que  han  incurrido  los  acunados  y  que 
Dpido  se  tea  imponga  es  la  siguiente:  D?  María  de  la. 
«Concepción  de  la  Can tei-a  y  Clark:  P^r  el  delito  de 
neatafa  de  ciento  sesenta  y  nueve  pesos  y  ciucueota  y 
«cuatro  centavos,  cantidad  mayor  de  doscientas  <úa- 
Kcuenta  pesetas  y  menor  de  seis  mil  doscieutas  cin- 
«cuenta,  seis  meses  y  un  dia  de  arresto  mayor,  multa 
•de  mil  doscienta'4  cincuenta  pesetas  y  accesorias:  Por 
«el  delito  de  falsificación  en  documento  público,  ocho 
«aBoB  y  un  dia  de  arresto  mayor,  multa  de  mil  doa- 
ücientas  ciueuenta  pesetas  yacceaorias.  Por  el  delito 
sde  simulacióu  de  contrato,  do4  inesea  y  un  dia  de 
uarresto  mayor  y  multa  de  ochenta  mil  pesos,  tercera, 
«parte  de  doscientos  cuarenta  mil  pesos  y  accesorias: 
«siendo  responsable  por  la  tercera  parte  de  los  coatas. 
»D.  Ignacio  Remíiez  y  González:  Por  el  primer  d*iUtp 
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»de  falsificación  en  documeoto  pfil)IÍfio,  ocho  ailo»  y 
>nn  dia  de  presidio  mayor,  multa  de  rail  doscientas 
■cincuenta  pesetas  y  a'-íiesorias.  Por  el  delito  de  fal- 
■sificaeión  en  documento  público,  oclio  año3  y  un  día 
>de  presidio  mayor,  multa  de  mil  doscieotas  ciucueo- 
»ta  pesetas  y  accesoriaB:  Por  el  tercer  delito  de  fnlsi- 
ficaciÓD  en  documento  público,  ocho  aOoR  y  un  día 
de  presidio  mayor,  multa  de  mil  doscientas  cio- 
ciienta  pesetas  y  aocesorias:  (lor  el  delito  simo- 
»Iaci6n  de  contrato,  cnatro  meses  y  un  dia  de  arresto 
•mayor  y  multa  de  ochentív  mil  pesos,  tercer»  parte 
■de  doscientos  cuarenta  mil  pesos  y  acceaorias:  siendo 
■responsable  de  la  tercera  parte  de  las  cost«M.  D.  De- 
■metrio  H.  Moeok  y  Ruiz:  por  el  delito  de  fatsiñca- 
MCÍ6n  en  documento  público,  ocbo  años  y  un  dia  de 
•presidio  mayor,  multa  de  mil  doscientas  cincuenta 
«pesetas  y  accesorias:  Por  el  delito  de  simulacióu  de 
•contrato  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto  mayor, 
■multa  de  ochenta  mil  pesos,  tercera  pai-te  de  dos- 
■cientoe  cuarenta  mil  y  acce.'Oiios:  siendo  responKible 
■del  pago  de  la  terceía  parte  de  las  coíítaí^.  Todos  los 
■acnnados  deberán  en  caso  de  insolvencia  sufrir  la 
•prisión  subsidiara  qne  la  Ley  previene. — Besponsa- 
•bilidad  civil:  La  responsabiltda<i  Civil  en  que  han 
BÍncunido  los  acusados  D*  María  de  la  Concepción  de 
■la  Cantera  y  Clark,  D,  Demetrio  H.  Moeiik  y  don 
■Ignacio  Kemíreíi  y  González  por  la  simulacióu  y  fal- 
■sificación  de  los  documentos  públicos  á  que  "se  ha  he- 
■cho  referencia  en  este  escrito,  congiste  en  indemnizar 
•al  que  expone  en  la  cantidad  de  doscientos  cuarenta 
•mil  pesos,  importe  de  su  hipoteca  sobre  los  ingenios 
■San  Miguel  de  Aznpardo  y  Laiííiana  que  fii^  cancela- 
•da  en  virtud  de  los  hechos  á  que  se  ha  hecho  referen- 
■cia  y  la  de  ciento  sesenta  y  nneve  pesos  y  cincuenta 
wy  cuatro  centavoP,  importe  de  los  reeilws  de  censos 
■Batisfechoa  por  mí  y  qne  fueron  cedidos  por  la  seflora 
■Cantera  y  Clark  á  C.  Heckman  y  á.  Ignacio  Kemíi  ez 
•y  O'Farrill  y  comprenilidos  en  el  precio  del  remat*  de 
■los  ingenios  San  Miguel  de  Azopardo  y  Luisiana». 

BesolÚoión  hecürbida: 

Sesnltando  que  la  referida  Sección  primera,  fun- 
dada en  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuatrocientos  se~ 
Benta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 
y  estimando  qne  no  son  delito  los  hechos  en  que  dfs- 
causa  la  tjnerelta  de  que  se  trata,  acordó  por  el  men- 
cionado auto  de  nueve  de  Marzo  sobreseer  libremente 
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en  la  cansa  conforme  al  número  segtindo  del  articulo- 
seiscieuCos  tfeint.t  y  alele  de  la  misma  ley. 

FüNDAMENTOa  DEt.  nECUliSO  DE  CASACIÓN: 

Resiiltamlo  que  contra  el  propio  auto  interpuso  el 
querellante  líaió  y  Oiiiií  recuiso  <le  caüncióu  por  in- 
fracción de  ley  y  por  quebiau  I  amiento  de  forma,  fun- 
dando el  de  1»  primei'a  clase  en  los  artículos  seiscien- 
tos treinta  y  eeiu,  ucliueientos  cuarenta  y  siete,  ocho- 
ciPnio3  ciiaitinta  y  oclio,  número  cuarto  y  ocliocieiitos 
«iocuenta  y  dos  de  la  citada  ley  prucceal,  y  alegando 
los  seis  motivos  que  i-opÍa<lo8  literalmente  se  ezpi'ovau 
á  continuHCión:  «Primero:  Haberse  infringido  el  ar- 
■ticuló  qniíiieutoa  cinciieuta  y  nueve,  número  prime- 
uro,  del  Código  Penal:  por  cuanto  denunciado  por  mi' 
iqnerélla  y  probado  tn  el  suniario  que  U"?  María  de  la 
«Ooncepcióu  de  la  Cantera  y  Clark  cedid  á  H.  Ugnard, 
■representante  de  la  Suciedad  C.  Heckinan  de  Berlío, 
■como  [Kirte  de  mayor  mma  la  de  ciento  sesenta  y 
■nueve  [lesoa  y  cincuenta  y  cuatro  centavos,  importe 
ide  los  do»  recibos  de  anualida<lesqne  acompaSé  oon 
imi  querella  y  que  tenia  colirados  del  que  expone,  fué 
■esta  sump  cobrada  nuevamente  de  Jos  heredei-os  de 
»D.  Salvador  Buró  y  Negre  exhibiéndose  como  parto 
■del  precio  del  remate  del  ingenio.San  Miguel  de  Azo- 
ipardo.  De  consiguiente,  aparentando  la  Sra.  Cante- 
■i-a  ser  dueña  de  uu  ci'éditn  que  ya  tenia  cobrado,  co- 
■metió  el  delito  definido  y  penado  en  el  artículo  qui- 
■nienlos  cincuenta  y  nueve,  número  primero  del 
■Código  Penal  que  estimo  infringido  por  no  considerar 
>la  Bala  sen  ten  ci  ai  I  ora  como  constitutivo&de  delito  los 
■hechos  relacionado»:  aparte  de  hiiber  silenciado  este 
■hecho  importantísimo  en  el  fallo  que  recurro.  Begun- 
■do:  Poi'que  al  no  considerar  como  constitutivo  de  de- 
■lito  el  hecho  denunciado  en  mi  querella  y  probado  en 
■el  sumario,  de  aparentar  ceder  D?  Maiia  de  la  Cbn- 
■cepción  de  la  Cantera  y  Clark  á  D.  Ignacio  Bemirez 
■y  O'Farrill,  por  escritura  pública  de  treinta  de  No- 
■vieuibre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  los  réditos 
»de  censos  que  ya  habia  cedido  por  el  documento  pri- 
■vndo  de  veinte  de  Febrero  del  mismo  año  á  loe  sefio- 
■res  C.  Heckman  de  Borlin:  aparentar  Ignacio  Reml- 
»rez  y  González  su  adjudicación  por  escritura  de  dos 
■de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  poa- 
■teriurmente,  simular  éste  cederlos  por  escritura  de 
■treinta  y  uno  de  Agosto  del  propio  aHo  á  D.  Deme- 
jitrio  H.  Moenk,  apoderado  de  la  casa  de  C.  Heckman, 
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■infringe  el  srtfcnlo  qaínientos  seaeuta  y  dos,  nümer» 
■s-giinilo  del  Cóiligo  Penal,  toda  vez  que  lu  verdadera 
xceijióii  del  crédito  fué  !a  realiziuUi  por  el  documento 
opi-ivado  antea  referido  y  como  consecuencia,  ap»ien- 
■tes,  6  simiil»daB  ó  con  causa  fali-a,  liis  vcrificadíis  por 
•las  escrituras  de  referencia,  viniendo  á  perjuilicaime 
■estas  bimulaciunefl  directa  6  indirectauíeute  con  la 
■cancelación  de  mi  crédito  hipotecario  al  eíectuai-se  el 
■remate  del  ingenio  San  Miguel  de  Azopardo.  verifica- 
»do  con  «stns  escrituras.  Tei-cero:  Infiacción  del  uú- 
nmero  cuarto  del  articulo  trescientos  diez,  en  relación 
■coii  el  trescientos  once  del  Código  Penal;  porque  1*6- 
■Bultfindo  probado  que  !>'>  Mari»  de  la  Conctípcióa  de 
vi»  Canteiu,  al  otorgar  la  cscrj tura  de  mandato  de  tre- 
nce de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  i^eisante  el 
■Notario  José  M.  Ñuño,  era  de  estado  casada,  mani- 
■feHló  en  ese  doL'iimento  ser  de  estado  viuda,  faltando 
■á  la  verdiul  en  la  narración  de  los  heuhos  en  la  c^en- 
»cia  é  integridad  del  documento,  toda,  vez  que  se  tra- 
■taba  de  Ja  capacidad  legal  para  su  autorización, 
■•requisito  especial  para  su  validez,  expresamente  pres- 
■cripto  en  el  numero  primero  del  articulo  mil  doscien- 
■tos  sesenta  y  uuo  y  número  tercero  del  mil  doscieutoii 
■sesenta  y  tres,  Capítulo  segundo,  títnio  segundo,  li- 
■bro  cuarto  del  Código  Civil:  apreciación  que  fijada 
■taxativamente  en  el  Código  no  puede  en  manera  al- 
aguna corresponder  á  la  Sala  sentenciadora,  por  lo  que 
BÍnfringe  con  esra  apreciación  los  artículos  menciona- 
•dos.  Cuarto:  Porque  al  adjudicarse  D.  Ignacio  Ke- 
•ntirez  y  Uonzález  por  la  escritura  de  dos  de  Maizo  de 
■mil  ochocientos  tioventí»  y  nueve,  ante  José  M.  Ñuño, 
■el  crédito  por  réditos  de  censos  como  pertenecientes  á 
•la  herencia  de  su  padre,  falló  á  la  veidad;  porque  le 
■constaba  pertenecía  &  la  casa  de  C.  Heckman  de  Ber- 
■Ifu,  por  la  cesión  que  le  hiciera  laSra  Cantera  por  el 
■documento  privado  de  veinte  de  Febi-ero  de  mil  oclio- 
■cientoB  noventa  y  seis,  en  el  cual  intervino  como  abo- 
■ga<lo  director  de  la  Sra.  Cantera  y  q  le  con  tal  carác- 
■ter  suscribió;  cometiendo  por  el  otoigamientu  de  la 
■escríiui':!  ya  citad»  el  delito  de  falsedad  en  do- 
■cuinento  público,  comprendido  en  el  número  cuar- 
»to  del  articulo  trescientos  diez,  en  relacióu  con 
■el  trescientos  once  del  Código  Penal  y  como  la 
^ala  sentenciadora  estima  este  hecho  como  no  cons- 
■titutivo  de  delito  considero  infringido  el  articu- 
■lo  de  refereucia:  pnesio  que  se  afecta  á  la  esencia  é 
■iut^ridad  del  conti'ato  por  referirse  al  objeto  y  civusa 
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>,  según  los  artículos  init  doscÍ<into)!  seBeDt& 
■y  uno,  nfimero  segundo  y  tercero:  diü  (toscieutos  ee- 
■tent-a  y  cuati-o  y  mil  doscientos  setenta  y  seis  del  Có- 
»digo  Civil  que  igualmente  estimó  infringidos. — (^uin-  ' 
■•to:  Poi'que  en  el  auto  que  recurro  no  se  estima  como 
BCJiístitutivo  de  delito  el  liecb»  denunciado  en  mii^ue- 
urella  y  probado  en  el  sumario  de  que  D.  Ignacio  Re- 
Binírez  y  Gonzáleü  y  don  Uemetrio  H,  Moenck  al 
"Otorgar  la  escritura  de  treinta  y  nno  de  Agosto  de 
iimil  oohotiientos  uoventa  y  nueve,  ante  D.  Arturo 
"Mañas  por  la  que  el  primero  aparentaba  cederelcré- 
■dito  de  anualidades  de  censos  y  costas  al  segundo 
•manifestó  narrando  los  hechos,  que  «era  fínico  y  legi- 
»timo  dueño  de  la  cantidad  de  seis  mil  ochocientos 
Hocbenta  y  dos  pesos  treinta  centavos  de  réditos  de  <»- 
npitaleH  de  cenaio  reconocidos  eu  el  ingenio  Sao  Mi- 
uguel  de  Azopaitlo  y  que  dicho  crédito  estaba  pemiiente 
»de  pago  y  no  lo  tenia  cedido,  ni  gravado  en  manera 
talgaua,  por  lo  que  podía  disponer  libremente  de  los 
■mismos»:  De  consiguiente,  esa  falta  de  verdad  en  la 
•narración  de  loe  hechos  constituye  el  delito  compren- 
■dido  eu  el  número  cuarto  delartíeulotrescientoadiez, 
•en  relación  con  el  trescientos  once  del  Código  Penal 
•que  estimó  infringidos  sise  tiene  además  eu  cuenta 
■que  esa  falsedad  afecta  al  objeto  y  á  la  causa  del  con- 
•trato:  circunstancias  esenciales  del  mismo,  seg&n  loa 
•nftmeros  segundo  y  tercero  del  artículo  mil  doscien- 
nbos  sesenta  y  nuo  del  Código  Civil.  Sexto:  Forqne  de- 
nnauciado  en  la  querella  y  probado  en  el  samario  qn6 
iD.  Iguacio  Remiren  y  González  conoda  el  estado  de 
■casada  de  la  seBora  Cantera  y  que  éete  había  cedido 
»el  crédito  de  censos  del  ingenio  8au  Miguel  de  Áia- 
»pardo  á  la  caj-a  de  C.  Heckman  de  Berlia,  pr««e&t6 
xescrítos  con  posterioridad,  en  el  ejecutivo  que  eegaf» 
■la  Cantera  contra  la  sucesión  de  D.  Salvador  Bar6  j 
uNegre,  ocultando  el  estado  de  aquél  a  y  gentioaando 
ucomo  si  fnem  la  verdadera  dueña  del  crédito.  Est» 
•falta  de  verdad  en  la  narración  de  los  hechos  en  esos 
•escritos  constituye  el  delito  de  falsedad  en  dociimen- 
sto  público  (actua'jiones  judiciales)  segúu  el  artículo 
•trescientos  diez,  en  relación  con  el  trescientos  del  Có- 
•digo  Penal  y  sentencias  del  Tribunal  ISnpi-emo  de  Es- 
Bpana  de  do  e  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta 
«y  nueve.  Y  al  no  estimarlo  atií  la  Sala  sentenciado- 
*ra  infringe  loa  referidos  artículos". 

Resultando  que  admitido  el  recurw)  por  infracción 
de  It-y,  y  no  el   interpuesto   por  quebrantamiento  de 
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roriDft,  se  personó  el  recurrente  ante  este  Tribunal 
Supremo  sin  haber  anunciado,  ni  establecer  <¡ueja 
contra  la  rcsoliiuión  denegatoria  iudicada;  y  abierta 
lasiiHtaucmción  <le  nquél,  prüpuHO  en  el  mií-mo,  por 
via  de  ampliacióu,  ud  eóptiino  motivo  de  c^i^ación, 
qne  no  le  fué  admitido;  celebrándose  el  día  veintidós 
próximo  pftsado  la  correspondiente  vista,  con  asisten- 
cia de  su  abogado  director  que  sostuvo  en  el  acto  la 
procedencia  del  recurso,  y  del  Ministerio  Fiscal  que 
lo  impugnó. 

Keaul<ando  qne  para  mejor  proveer  ge  dispuso  con 
fecha  del  día  dos  del  corriente  se  elevasen  p»  el  mis- 
mo día  la  causa  original  y  rollo  de  Audiencia,  según 
asi  se  hizo. 

Dkcisi&n  dkl  recurso: 

Siendo  Ponente  ptm  la  redacción  de  esta  senten- 
cia el  Presidente  de'Sala  José  Antonio  Picliardo  por 
ausencia  en  uso  de  licencia  del  anteriormente 'desig- 
nado. 

Considerando  eu  cuanto  al  primer  motivo  del  re- 
curso que  el  hecho  de  inclnii:  en  la  cesión  de  un  crédi- 
to cierta  fracción  de  é\  que  ya  ha  sido  satisfecha,  y  el 
de  exhibir  y  dar  el  cesionario,  en  un  remate,  como 
parte  del  precio  déla  finca  gravada  con  el  crédito,  la 
refiTÍda  fracción,  no  revisten  caracteres  de  ninguno 
de  los  delitos  de  estafa  previstos  en  el  articulo  qní- 
nieutos  ciucuentu  y  nueve  del  Código  Pen'il,  si.  como 
sucede  en  et  presente  caso,  no  aparece  á  1a  vez  ningún 
dato  que  hi^a  presumir  el  intento  de  defraudar  al  ce- 
sionario ó  al  deudor  ó  á  un  tercero,  por  alguna  mar 
qninación  insidiosa  empleada  al  efecto:  qnedando  en 
tules  condiciones,  lo  mismo  en  uno  que  en  otro  bu- 
paesto,  reducido  el  hecho  ¿  ud  simple  error  de  canti- 
dad sufrido  eu  la  cesióu,  reclamable  por  el  ejercicio 
de  ana  acción  civil. 

Considerando  respecto  al  segundo  motivo,  que  no 
constando  q[;e  Heckmau  hubiera  impugnado  en  nin- 
^n  tiempo  por  ilegítima  la  cesión  de  treinta  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  hecha  por. 
la  señora  Cantera  ÜlHrck  á  Kemirez  O'Farrill,  de.B- 
pnés  de  laque  á  él  hizo  la  misma  si*ñora  en  veinte  de 
Febrero  de  ese  año  y  en  !a  cual  se  pievcía  la  ineñca- 
cia  de  algunas  de  las  estipulaciones  acordadas,  y  si 
que  Remírez  González  se  adjudicó  en  dos  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nuev.i  como  heredero  del 
segando,  los  censos  en  cuestión,  cediéndolos  en  trdota 
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10  de  Agosto  de  este  mismo  afio  al  primero,  ee  vis- 
ue,  aún  en  ta  hipótesis  de  que  algunas  de  eean 
-acioues  hubiere  sido  simulada  y  no  con  secuencia 
linas  de  haber  quedado  sin  efecto  las  otras,  todas 
3  convergieran,  por  acuerdo  de  laa  partes  contra- 
i"s,  al  objeto  deque  Heckman  fuese  el  adquirente 
lichoj  censo?,  sin  que  ninguna  por  ende  se  llevara 
ibo  con  ánimo  <Ie  perjudicarle;  y  menos  al  rccu- 
it.e  como  cnnthieDo  6  como  acreedor  hipotecario  de 
nca  gravada,  toda  vez  que  cualquiera  que  fneae  el 
'edor  lugí  iini)  de  lo^  indicad'is  censos,  conservaba 
lempi't,  lo  propio  que  los  demiVs  condut'fios  y  aereé- 
is del  inmueble,  la  uiisma  situación  jurídica  que 
an  antes  de  lits  mencionadas  trasmisioueR;  y  por 
o,  ninguna  de  estas  constituye  el  delito  de  estafa 
iprendido  en  el  articulo  quinientos  sesenta  y  dos, 
lero  sogundo,  del  cilado  Código. 
C^nsidei'undo  en  lo  que  hace  ü  tos  demás  motivos 
;aií)^*,  que  el  delito  de  falsedad  que  define  el  arltcu- 
escientos  diez  del  mismo  Código  presupone  la  al- 
rCión  dolosa  y  sustancial  de  la  verdad  dt;  un  hecho, 
;ualquiera  de  las  formas  que  dicho  articulo  enu- 
a. 

Considerando  que  los  hechos  á  que  respectivamen- 
e  contraen  los  motivos  aludidos  no  integran  la  fal- 
id  en  documento  público,  en  éslos  imputada  con 
■glo  al  nfimero  cuarto  del  expresndo  artículo  tres- 
itos  diez:  el  hecho  consignado  en  el  tercer  motivo, 
^ue,  habiendo  sido  su  matrimonio  secreto  6  de 
ciencia  el  celebrado  por  la  condena  viuda  de  Ca^a 
itAlvo,  al  otorgar  la  misma  con  tal  carácter  una 
itura  de  mandato  pai-a  que  con  ella  se  ejercitasen 
>chos  qne  le  correspondinn,  ostentando  nsf  el  fínico 
icter  público  de  que  disfrutaba,  no  puede  decirse 
ara  á  la  verdad  legnl.  dada  la  naturaleza  de  suma- 
ionio:  y  sin  qne  obste  que  pocos  días  antes  del 
■gamiento  de  dicho  poder  en  esta  dudad  de  la  Ha- 
a  en  donde  residí»,  hubiem  sido  aquel  publicado 
a  de  Madrid,  poique  no  obra  indicación  alguna  de 
tuviese  conocimiento  de  esa  publicidad,  ni  aparece 
gún  móvil  criminoso  de  sn  paite,  revelando  fintea 
1  los  mismos  hechos  la  buena  fe  con  que  procedió: 
re  lo  que  concurre  q-ie  por  la  Orden  cualríwienloa 
enta  y  siete  del  Gobierno  Interventor,  fwha  dos 
D.ciembre  de  mil  novecientos  kc  dió  nueva  reda- 
I  al  artículo  trescientos  once  del  Ci'tdigo  I'enal  e.ii- 
idose  como  elemento  del  delito  de  falsedad  en  do- 
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cuDipnto  pllblico  el  perjnicio  de  tercero  ó  el  ánimo  de 
en iisiirselo,  cirriii]stiLn'>itis  que  iidii  en  ct  cimo  de  fulse- 
diul,  fulUii-Ian  cu  el  presente  despojando,  por  ello  el 
acto  rcnlizíido  de  caiActer  delictivo,  puesto  que  ni  can- 
eó, ni  se  proponía  eaiiaiv  perjuicio,  teniendo  por  ob- 
jeto ei  cjei-cicío  de  nii  legítiaio  dereclio:  y  sin  qne  á 
virtud  de  la  Orden  doscientos  veintiocho  de  veiniiein- 
co  de  Octubre  de  luil  novecientos  uno  que  restal)lec¡6 
la  viuencia  del  iii4Íc(ilo  trescientos  once  del  tódigo 
Penal  pitetla  revivir  como  delito  el  hecho  anterior  qne 
había  dejado  de  aeilo.  pues  sería  dar  efecto  retioacti- 
vo  fi  la  ley,  lo  qne  solo  se  verifica  respeí  to  de  las  pe- 
nales, en  cuanto  favorezcan  al  reo,  según  el  articulo 
veintiuno  del  propio  Código  los  iiechos  consignados  en 
el  cnarto  y  quinto  motivos,  porque  á  más  de  que  la 
escrítuili  de  a<ljudicaci&a  de  dos  de  marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nuevo  roncueifla  con  la  de 
treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
seis,  la  relación  de  hechos  que  la  primera  contiene,  aA 
la  contenida  en  la  cscritui-a  de  ireintay  uno  de  Agosto 
de  aquel  afio,  y  que  redarguye  de  falsas  el  recurrente, 
se  ve  qne  obedecen,  dado  el  conjunto  de  loa  hechos 
proeesali'S,  á  concensiones  celebradas  entre  Ion  acusa- 
dos, acerca  del  orden  y  forma  en  que  habían  de  trans- 
oiitirsti  por  documentos  públicos  los  censos  de  referen- 
cia: sin  haberse,  por  tanto,  falseado  sustancial  mente 
la  verdad  en  ninguna  de  las  citadas  reluciones:  y, 
por  filtimo  el  heiho  consignado  en  el  sexto  mo- 
tivo, porque  cualesquiera  que  sean  las  alegaciones 
que  so  hagan  por  las  partes  en  tos  escritos  que 
presenten  en  juicio,  no  puedo  cometerse  en  ellos  nin- 
guna falsedad,  como  realizada  éu  documento  públi- 
co, sino  despnés  de  que  formen  parte  de  las  corres- 
pondientes  actnacii>neB  judiciales,  entre  otras  razóme, 
por  la  de  que  solo  en  este  caso  ^s  cnnndo  tienen  el 
carácter  de  documentos  de  la  mencionada  ('Iflse;  á  lo 
qne  se  agrega  que  es  asimismo  extensiva  á  dichos  tres 
últimos  motivas  la  consideración  final  expuesta  res- 
pecto de!  tercero. 

Considerando  por  todo  ello,  qne  no  ofreciéndolos 
hechos  de  qne  se  trata  caracteres  d^  delito,  procede 
declarar  sin  lugar  el  recurso  con  las  costas  de  cargo 
del  recurrente,  conforme  á  lo  prescripto  en  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos y  nneve. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
baber  lugar  al  recurso  de  casación   por  Infracción  de 
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ley.  iuterpiiesto  por  Salvador  Baió  y  Canf  coutra  el 
auto  de  sobteseiinü-nto  de  nueve  de  Marzo  último, 
dictado  por  1»  Sección  primera  de  I»  Sala  <Ie  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Hahana  en  la  expi-esada 
causiv;  cun  las  costas  de  iiiu-gu  del  i-ecurrente.  A^^í  por 
e.-ita  nuestra  sentencia  lo  pi-onunciamos,  maudamoa  y 
firniamop.  — José  Antonio  Fichardo.— Luis  Gastón. — 
Ei  Magistrado  José  Cabairoca  votó-*!n  Sal».  — José  An- 
tonio Pichaidü.  —  Ambrosio  R.  «orales. —José  M^ 
Giepert. 


Inf.  ley.— Sent.  81—13  áe  Junio.— Parriddio.  (.Gaceta 

Mano  14,  1904. ) 

DOCTRINA:  El  iHArídu  que  despula  de 
emeiiJizurrcilerodaDieiitcá  su  mujtr  laatucaíoD 
un  cuchillo,  dirJKi^nt^olí  golpes  ul  pecho  y  á  la  es- 

£iilda.  los  cuales  purde  ésta  esquivar,  cesando  en 
I  agreaifin  por  la  intervención  material  de  ud 
teicerii  y  !n  defensa  de  su  propia  espcita  que  licita- 
ron á  desHiitiarlo,  cuiucte  el  delito  de  parricidio 
en  Krado  de  tentativa  y  tío  el  de  lesiuces  leves, 
por  IsN  catisadaí  á  su  esposa  en  la  lucha. 

Eii  la  ciudad  de  la  Habana,  á  trece  de  Junio  de 
mil  iiovei-ientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  leyqiic  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  el  prficef-ado  Vicente  ülloa  y  Prieto 
contra  sentencia  de  la  Audiencia  de  Matanzas,  dicta- 
da en  cansí  que  se  instruyó  al  mismo,  por  el  delito  de 
parricidio  en  grado  de  tentativa: 

lÍECHOa  PKOBADOS: 

Resultando  que  la  referida  sentencia,  pronuncia- 
da el  día  seis  de  Marzo  último,  contiene  los  siguientes: 

«Primero:  Resultando  probado  que  la  Srs.  Juana 
■Pérez  Malo  en  treinta  de  Septiembre  de  milnovecien- 
vtos  dos  fuÍ!  depositada  por  disposición  del  Juzgado  de 
uPrimera  Instancia  de  esta  ciudad  en  casa  de  su  padre 
"calle  de  San  Juan  de  IJios,  número  ciento  trece,  con 
uniDtivo  di-  diligencia  que  i'romovió  á  ese  iin  para  in- 
ntintar  el  divorcio  i>or  maltrato  que  le  daba  su  legitimo 
«CKpo.so  el  procesado  Vicente  ülloa  Prieto,  quien  des- 
Mde  entonces  la  venia  amenazando  con  matarla  8Íuo 
■volvía  &,  rciinií-se  con  él  y  no  obstante  haber  accedido 
u'i  instancia  del  abogado  que  ella  nombró,  concederle 
ncoirio  le  concedió  en  veinte  y  cinco  de  Octubre  del 
«propio  aiío,  licencia  marital  para  que  coutrat^ee  libre- 
«mente  atitorizi'indola  además  para  que  se  estableciera 
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«donde  mejor  le  pareciera  con  eu  padre,  la  DOcb6  del 
•trcB  de  Noviembre  último  entre  ocho  y  uneve  en  !o8 
■momentoH  en  que  Juana  Pérez  acabnba  de  lle^r  &  la 
■casa  Ak  al  lado  de  la  de  su  padre  en  que  viviaD  Lucio 
■Crespo  y  su  mujer  Carmen  Hern&ndez  en  busca  de 
■papel  para  cigarros,  se  presentó  á  la  ventana  que  da  & 
■la  calle  el  procesado,  el  que  la  llamó  diciendo  que  sa- 
■liera  que  tenía  que  hablar  con  ella  y  al  hacerlo  y  di- 
■rigirae  ésta  paia  su  casa  como  no  se  detuviera,  f^u  ma- 
■rido  le  dijo  que  se  parase,  contestándole  que  no  era 
■mujer  de  lu  calle  sino  de  bu  cfim  en  la  que  entró  ella 
RpaWindnse  en  la  puerta  de  la  misma,  preguntándole 
■entonces  bu  marido  si  iban  á  seguir  siempre  lo  mismo  y 
■al  manifentarle  que  no  habla  más  que  discutir  y  que  ya 
atodo  estaba  arreglado,  él  sacó  de  la  ciiilnrn  una  cosa 
■que  le  pareció  un  cuchillo  y  ella  le  tiró  la  puerta  )a 
-■que  se  ceiTÓ,  oyendo  entonces  que  le  decia:  ■'Tnincate 

■bienc ,  que  de  esta  noche  ámaSana  no  te  escapas*, 

■de  cuyo  hecho  <lió  Juana  Pért-z  conocimiento  al  policía 
■Armada,  quien  le  aconsejó  que  fuera  al  día  siguiente 
>á  1h8  doce  al  Juzgado  CoiTeccional.— Segundo:  Resul- 
■tando  probado;  que  ese  dia  cuatro  de  Noviembre  óltimo 
■de  diez  y  media  á  once  del  d¡a  salió  Juana  Pérez  de  ca- 
tsa  de  su  padre  en  compañia  de  Carmen  y  Juana  Ma- 
■ría  H<>i-nándcz  hacia  el  Juzgado  Correccional  y  al  sa- 
Nlir  vio  á  su  marido  en  la  esquina  scntalo  en  una  p'e- 
■dra  grande  que  allí  haMa,  ei  ({ue  al  verla  entró  en  la 
■bodega  y  ellaa  siguieion  y  á  poco  andar  notó  que  su 
•maiido  venia  detrás,  en  vista  de  lo  cual  apretai-on  el 
«paso,  pero  al  fin  las  alcanzó  y  dijo  á  su  mujer  virara 
-ipara  atrás,  lo  que  ésta  prometió  hacer,  sacando  él  en 
■ese  momento  de  la  cintura  un  cuchillo  de  punta  de 
■bastante  tamnOo,  por  lo  qne  ella  se  echó  á  correr 
■persiguiéndola  el  procesado  cuchillo  en  mano,  cayen- 
«do  la  misma  al  sne'o  en  la  ettquina  de  la  calle  de  San 
■Ambrosio,  en  cuya  situación  y  morñento  su  mando  le 
■asestó  uu  golpe  con  dicha  arma  dirigido  á  la  espalda 
•que  pudo  esquivar  y  al  dirigirle  otro  al  pecho,  como 
■ella  ya  se  había  vuelto  é  incorporado  de  rodillas,  coo- 
■sigiiió  coger  con  las  dos  manos  la  hoja  del  arma,  for- 
icejean do  ambos,  él  tralaudo  de  herirla  y  ellasnjetan- 
■do  la  hoja,  auxiliándola  en  esos  instantes  el  transeun- 
■te  Genaro  Iglesias  que  cada  vez  que  el  procesatlo  en- 
■pujaba  el  cuchillo  hacía  el  cuerpo  de  su  mujer  le  con- 
•tenia  el  brazo,  no  cesnndo  en  su  propósito  hasta  que 
■en  nno  de  los  esfuerzos  que  también  hacia  el  proceaa- 
>do  para  que  su  mujer  soltara  la  hoja  del  cmbillo  se 
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i>(1espreii<H6  el  cabo  de  éste  quedáudoee  Utloa  con  ti 
xmiñmo  eu  la  mano,  pudiendi)  ella  entregar  la  hoja  & 
■Iglesias  qne  lu  entregó  á  bu  vez  á.  un  vigilante  de  I» 
j>Cárcel  que  acudió  á  los  grito»  de  la  víctima  y  bus 
acompafieras,  saliendo  aquélla  con  dos  Iiei-idas  incisas 
«como  de  un  centímetros  de  psbeuBÍ6ii  caclaunaenla 
>regióu  palmar,  otra  también  incida  de  ignal  extensión 
nen  la  primera  falange  del  dedo  medio,  todas  en  la 
jwnano  derecha  y  otra  herida  incisa  y  de  dioha  exlec- 
>si6n  en  el  primer  eepacio  iiiterdigital  de  la  mano  iz- 
■quierda  y  una  escoriscióii  en  el  tercio  medio,  caraan- 
•terior  del  antebra^ro  del  mismo  lado,  todas  ellas  leves 
«que  no  necesitaban  asistencia  médica  y  que  curaron 
«dentro  de  loa  siete  días,— Tercero:  Resultando  pro- 
abado  que  por  las  amenazas  referidas  de  la  upche  del 
■día  tres  de  Noviembre  fu^  condenado  el  procesado  Vi- 
■cente  Ulloa  por  el  Jaez  Correccional  de  esta  ciudad  & 
■treinta  dias  de  arresto  con  trabajo  en  la  Cárcel». 

KEeoi.rciÓN'  rkccrRida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  es- 
toa  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  parrici- 
dio en  grado  de  tentativa,  comprendido  en  el  articulo 
cnatt'ocientos  trece  del  Código  Penal  en  relación  con 
«I  párrafo  tercero  del  artículo  tercero  del  piopio  Có- 
digo, del  cual  delito  estimó  respimsable  en  concepto  de 
autor  al  procesado,  sin  la  (xíncnrrencia  de  circunstan- 
cias modificativas  de  la  responsabilidad  criminal  y  lo 
condenó  á  la  pena  de  dos  añns,  cuatro  meses  y  un  día 
de  presidio  correccional.  acL'esorins  de  suspensión  de 
ti.do  cargo  póblico,  profesión,  oficio  ó  derecho  de  su- 
fragio y  al  pngo  de  la>*  costas  proce^iales;  debiendo,  ca- 
so de  insolvencia,  sufrir  con  arralo  4  la  ley,  tespon- 
sabilidad  personal  subsidiaria  si  no  satií^facieie  lan  cos- 
tas del  acusador  privado,  eirvién<lole  de  abouo  para  el 
cumplimiento  de  la  condena  el  tiempo  de  prisión  pre- 
ventiva que  hubiere  sufrido. 

FUNOAMENTOB  DEI    RECURSO  ÜB  CAPAClÓK; 

Resultando  que  á  nombre  del  encausado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
fnndado  en  el  nfintero  tercero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, citando  como  infringidos  el  artículo  cuatrocientos 
trece  en  relación  con  el  tercero  y  el  cuatrocientos  vein- 
te, todos  del  Código  Penal,  por  aplicación  indebida, 
en  el  concepto  de  que  el  hecho  de  lanzarse  el  culpable 
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con  iin  armn  blanca  sobre  su  esposa  ocasionándole  en 
las  manos  las  heridas  que  reñere  la  sentencia,  ea  dato 
insnñciente  para  calificar  de  parricidio  en  grado  de 
tentativa,  debiendo  serlo  con  arreglo  íll  daHo  cansa- 
do, ó  sea,  como  lesiones  leves  de  haber  tardado  éstas 
en  fianar  siete  días. 

Resaltando  que  admitido  el  recurso  é  instruidos 
del  mismo  las  partea,  se  celebró  la  vista  pública  el  di» 
dos  del  actual  con  asistencia  del  Latrado  defeusor  det 
del  procesado  que  scstuvo  el  recurso  y  del  Ministerio 
ñacal  que  lo  impugnó. 

DB01SIÓ5  DKI.  KEflOBSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R,  Mo- 
rales. 

Considerando  qne  la  tentativa  del  delito  de  parrí-' 
cidio  existe,  cuando  se  manifiesta  la  intensión  del  cul- 
pahle  de  producir  la  muerte  de  algunas  de  las  perso- 
nas quf  menciona  el  artículo  cuatrocientos  trece  del 
Código  Penal,  con  actos  de  ejecución  adecuados,  enca- 
minados directamente  &  ese  ñn,  sin  qne  llegue  aquél 
á  practicar  todos  los  nnceearios  para  oonsc^nirlo,  por 
causas  independientes  de  en  voluntad. 

Considerando  que  dados  loa  hechos  probados  no 
cabe  negar  la  intención  que  tuvo  el  procesado  de  can- 
sar la  mnerte  á  su  esposa  Juana  Pérez,  revelada  como 
está  aquella  por  las  reiteradas  amenazas  de  matarla, 
si  no  volvía  i  reunirse  á  él,  y  el  hecho  real  de  acome- 
terla insistentemente,  con  un  cuchillo  de  gi-andea  di- 
mencionea,  medio  adecuado  para  producir  ese  rebulta- 
do; dirigiendo  primeramente  los  golpe«  con  el  mismo, 
qoe  pndo  esquivar  é  impedir  la  agredida,  á  la  espalda 
y  pecho,  parte  principal  del  ruerpo,  y  esforzándose  dea- 
pués,  para  desembarazar  el  cuchillo  que  en  tan  críti- 
cos momentos  habia  sido  sujetado  por  ella;  asi  como 
también,  para  vemer  en  esto  situación  la  resistencia 
que  le  oponia  nn  tercero  que  acudió  eu  auxilio  de  la 
Féree,  y  le  sujetaba  el  brazo  impidiéndole  los  conti-* 
iiuadoB  impulsos  que  daba  al  arma  hacia  el  cuerpo  de 
su  esposa;  sin  que  l'egara  á  realizar  todos  los  actos 
necesarios  á  su  criminal  pro[ióeito  por  causas  indepen- 
dientes de  BU  voluntad,  cuales  fu»-ron:  los  accidentes 
referidos,  y  el  quedarse  desarmado  al  desprenderse  de 
ea  cabo  ó  mango  por  consecuencia  del  forcejeo  que  aos- 
teiifan,  la  hoja  del  arma  que  quedó  en  poder  de  su 
cónyuge,  qaien  pndo  entregarla  á  la  persona  que  la 
auxiliaba,  y  ésta  á  nn  Policfa  que  acudió  al  lugar  del 
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Sr<2  BOI-KnV  LE13IBt.>TIVO. 

hecho:  por  todo  lo  cual  es  vieto  qoe  el  Tribunal  a  ywo 
no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atri- 
buye ni  infringió  los  artículos  del  Código  Peoal  que- 
en  el  recurso  tík  citan. 

Considerando  que  por  las  razonas  expuestas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  presente  recurso,  y  en  obser- 
vancia á  lo  que  estatuye  el  articulo  cuarenta  de  la 
Orden  numero  noventa  y  dos  de  mil  ochocíenloa  no- 
venta y  nueve,  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declnrar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  intTpuesto  por  Vicente  Ulloa  Prieto  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de  Matanzas 
el  dia  seis  de  Marzo  &ttimo,  con  las  costas  k  su  car- 
go, Comuniqúese  etc.— Así  por  esta  nuestra  i-enten- 
cia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrmamos. — José 
Antonio  Pich  ardo. — Luís  Gas  ton. — El  Magistrado  José 
Cabar rocas  votó  en  Sal», — José  Antonio  Pichardo.^ — 
Ambrosio  R.  Morales. ^José  Alaria    Giapert. 

Qneb.  forma  é  Inf.  ley.— Sent.  13.— 27  de  Uayo. -Bachos 
Circnnstanoias.— Frocepto  antorizador.  (.  Gae.  Mart» 

16,  ¡004.) 

DOCTRINA:  No  se  cometí  quebrantamien- 
to de  formn  por  denegar  una  prneba  impertinente 
y  merece  este  caliScativo  aquella  que  no  es  otra 
cosa  que  la  reproducción  de  otra  propuesta  y  e.á- 
milida,  practicnda  en  condiciones  que  no  puedan. 
influir  en  el  juicio  que  lornie  la  Sala  Gcnlenciadora 
en  vista  de  la  primera. 

Basta  para  cumplir  el  precepto  de  la  lev  relati- 
vo á  la  reducción  de  laa  sentencias  que  en  etlaa  se 
cousignen  li>s  becboü  probados  ajuicio  de  la  Sala, 
sentenciadora,  sin  que  sea  precisu  hacer  declara- 
ción es(;ecial  de  no  haherse  probado  determinados- 
heclios  de  los  «legados  por  lis  partex. 

Para  estimar  I&  circunstaucia  de  defensa  perso- 
mpleta.   va  incompleta. 


:urra  en  primer  término  una  agresión. 

Es  de  lenerre  en  cuenta  como  clrcunslancia  ate- 
nuante el  hecho  de  haber  olirndii  el  autor  del  de- 
lito diiminado  por  la  excitación  que  le  produjera 
los  ¡nsultiis  }r  maltrato  de  obr.-i  que  como  media 
hora  ante»  había  recibido  del  ofendido,  pues  tales 
antecedentes  son  bastantes  fi  producir  natural- 
Diente  arrebato  j  obcecación. 

Para  plantear  debidamente  un  recurso  fundado 
en  fl  caso  6,°  del  artículo  849  de  la  ky  de  Enjui- 
cíamiento  Criminal,  es  necesario  aceptar,  y  no 
contradecir,   la  calificación  de  los  hechos  contení- 
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En  la  ciu<l«d  de  ta  Habana  á  veinte  y  sietí  Ce.  Mayo 
(](;inil  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  caíftción  por 
quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  el  procesado  Isaac  Pérez  González,  vecino 
de  esta  ciudad,  calle  do  Municipio  número  ev-^ircnta  y 
nueve,  dependiente,  contra  sentencia  dictada  pnr  k  Sec- 
ción segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  .^m'.ioncia 
de  esta  capital,  en  cansa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado 
del  Oeste,  por  lesiones  á  Alfredo  Jiistiuiani : 

CaUBA  DKL  BECUR80  POR  QUEBBAMTAHIBNIO: 

Resultando  que  terminado  el  sumario  por  el  Jues 
instructor  y  remitida  la  cansa  al  Ministerio  fi'Cül;  ¿«h, 
por  escrito  de  veinte  y  tres  de  Octubre  últim'j,  ff^'inuló 
tiiis  conclusiones  provisionales,  y  propuso  entre  otras 
pruebas  de  que  intentaba  valerse  en  el  acto  Jd  juicio 
oral,  la  pericial,  consistente  en  que  los  Médicos  fonmscs, 
Dres.  Guillermo  Walling  y  Francisco  Reyner',  íhc  en- 
tre otros  profesores  habían  reconocido  en  el  suruirio  al 
lesionado,  lo  hicieron  nuevamente  y  manifestaran  si 
habia  quedado  dcfomie  ó  defectuoso. 

Resultando  que  asimierao  la  representación  d'.-l  pro- 
cesado en  igual  trámite  al  en  que  lo  hizo  el  ref^-rido  Mi- 
nisterio, propuso  también  entre  otros  elementos  d-  prue- 
ba para  el  acto  del  juicio,  la  misma  pericial  ante,  iiidici- 
d»,  adicionándola  con  el  examen  del  Dr.  Durio,  qu'i  in- 
tervino en  la  asistencia  del  lesionado,  para  que  informa- 
ra sobre  la  naturaleza  y  curación  de  la  herida  y  jueideú- 
tes  de  su  curación;  y  que  se  remitiera  ¿  la  Academia  de 
í'iencias  Mé<licas,  testimonio  ó  copia  certificad:)  de  'oa 
documentos  de  fojas  uno,  nueve  y  once,  obrantes  en  el 
sumario,  para  que  teniendo  en  cuenta  la  natu^iilraa  y 
situación  de  las  heridas  sufridas  por  Justiniaai,  que  se 
descriiicn  en  el  atestado  de  fojas  tino,  edad  del  leíionido 
y  que  éste  es  de  complexión  fuerte,  informe  en  qué  liem- 
r«>  poco  más  ó  menos  pudo  obtener  su  cura'jión.  A  hu- 
biera observado  laa  prescripciones  eientiÜcas  y  hubiera 
tenido  buena  asistencia. 

Jíesuitiindo  que  el  Triljunal  á  qiio,  por  auto  de  tre- 
(*  de  Noviembre  último,  declaró  pertinente  dicha  [>rii> 
l>a  fiericial,  exceptuando  la  que  propuso  el  defeiisor  del 
procesado,  en  la  parte  referente  al  informe  que  ¡-oliiíitó 
de  la  mencionada  Academia,  que  le  fué  dencfiada.  y  por 
cuyo  motivo  hizo  constar  su  protesta  á  los  efct'tos  de  iii- 
ter[M)ner  el  recurso  de  caíflción  por  quebrantn miento  de 
forma:  protesta  que  tuvo  por  heclia  el  Tribunal,  id  ob- 
jeto indicado. 
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Eesultando  que  on  el  aeto  del  juicio  ortil  fui'i'»ii 
examinados   ios   ¡uritos   Guillermo   Walling,  Fninci<)co 
líeyneri  y  Antonio  Durio. 
HEcuoe  fkobadoü: 

Kesultando  que  el  cinco  Je  Febrero  últimr.  la  rufcr 
rida  Sefción  dictó  sentencia  en  la  que  se  consignan  lori 
hechos  probarlos  que  á  continuación  literaliuDiile  se 
tranBcriben.-—" Primero.  Eesultando  probador  que  eii- 
"contrándose  el  procesado  Pérez,  capataz  de  un  tren  de 
"carretones  y  su  dependiente  Alfredo  Juetiiiiani  c)  día 
"bcíb  de  Agosto  del  año  pasado  de  mil  noYecientO:>  dos 
"en  la  calle  de  la  Estrella,  el  primero  ordenó  üJ  cJijuiiilo 
"que  penetrara  en  el  almacén  de  tabacos  de  í'ul'do  ton 
"el  ohjeto  de  cerrar  Jos  tercios,  desobedeciendo  Juutiniar 
"ni  las  órdenes  recibidas,  con  cuyo  motivo  riñeron  nin- 
"boB :  como  una  hora  después  de  eetoS  hechos  Justiniani 
"encontró  á  Pérez  en  la  calzada  del  Monte  y  le  dio  de 
"bofetadas,  trabándose  entre  ambos  una  lucha.  Segundo : 
"Resultando  probado,  que  como  á  la  media  hors  próxi.- 
"mamente  del  último  encuentro  de  Justintauí  y  Péroa 
"el  primero  llegó  al  tren  de  carretones  con  et  objeto  do 
"desenganchar  el  carretón  y  encontró  allí  á  Pérez  insul- 
"tándole  y  diciéndole  "me  salas  ó  te  salo,"  con  cuyo  nio- 
"tivo  riñeron  y  el  Pérez  ron  la  navaja  ocupada  infirió  á 
"Juetiuiani  dos  lesiones  que  tardaron  en  sanar,  con  no- 
"cesidad  de  asistencia  médica,  un  período  de  tr-üula  y 
"cinco  días  sin  que  le  haya  quedado  deformidad,  impcdi- 
"niento  ni  defecto  físico." 
SasoLtrciÓN  rkcüRBida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  ca'.'ficó  otitoa 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  lesiones  graves, 
previsto  y  penado  en  el  artículo  cuatrocientoí  veinte  y 
nueve,  número  cuarto,  del  Código  Penal,  y  estimando 
íutor  de  dicho  delito  al  procesado,  con  la  cmcurrencía 
de  la  circunstancia  atenuante  cuarta  del  artíciiío  noveno 
de  dicho  Código,  lo  condenó  en  la  pena  de  Bei«  mo.^na  de 
Testo  mayor  con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo 
cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  ol  tiompL'  de  la 
condona;  á  que  indemnice  al  perjudicado  en  setenta  y 
cinco  pesos,  sufriendo  en  defecto  de  pago  un  día  de  pri- 
sión |K)r  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejar';  d'.i  satis- 
facer, sin  que  pueda  excoik-r  de  la  tercera  iwirU'  de  la 
pona  impuesta,  y  al  pago  de  las  costas;  remitiéndose  al 
Juagado  Correccional  testimonio  de  fojas  do-<,  tn.-s  iM 
sumario  y  de  las  dcclaraciimcií  dt'  .lu.itiniani  y  Pérez,  pa- 
ra (]uc  conozca  de  las  herida:-  inferidas  á  éste  úitimo- 
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FUKDAHBNTOS  UKL  KECIIIISO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  la  defensa  del  reo  pidió  quo  ae  acla- 
rara la  sentencia  en  sentido  de  que  se  consignara  en  la 
misma,  en  qué  ocasión  y  oportunidad,  dentro  de  los  hc^ 
chas  que  se  estiman  probados,  fué  lesionado  íhhm  Pé- 
rez por  Jiistiniani  y  cuál  es  la  calificación  legal  de  lat-  le* 
BwneB  para  cuya  repremsión  se  ordena  la  rciai.sión  de" 
ciertos  antecedentes  al  Juzgado  Correccional;  solicitud 
que  fué  declarada  sin  lugar  por  auto  de  catorce  de  Fe- 
brero ultimo. 

Beeultando  que  contra  el  expresado  fallo  le  lepre- 
sentación  del  procesado  interpuso  recurso  dtí  Cii-iación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracoióii  de  ley, 
citando  como  precepto  autorizante  del  primorO;  el  nú- 
Diero  primero  de  los  articuios  novecientos  otice  y  nove- 
cientos doce  de  la  ley  procesal ;  y  del  se^uniln  los  i^asos 
primero,  quinto  y  sexto  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  misma  ley,  alegando  en  orden  respectivo  k 
cada  uno  de  los  números  ó  casos  referidos  \<ja  si^'iiieiitcs 
motivos.  Primero :  Haberse  denegado  la  prueba  p'.iricial 
de  qne  se  deja  hecha  mención  en  la  parte  relativa  á  que 
la  Academia  de  Ciencias  niédicas,  Físicas  y  Naturales, 
informara  sobre  oi  periodo  en  que  cientiíicar.jenii;  pudo 
obtener  la  sanidad  el  lesionado  Ju^tiniani,  K  ciu!  pru^ 
\m  considera  pertinente  el  recurrente.  Segundo :  Que  ha- 
biéndose sostenido  en  las  conclusiones  definitiviiiJ,  míe 
Pérez  había  sido  maltratado  de  obra  por  .liti^tinluiii, 
acometiéndole  en  el  mismo  dia  tres  veces  di  Üai-cutcn  y 
ta  última  con  una  tranca  ó  palo,  y  que  habiendo  asimis- 
mo sufrido  Pérez  algunas  lesiones  por  consiKucucia  ihi 
dicho  maltrato  de  obra  y  repetidas  agrerfones,  híi  deiji- 
do  declararse  expresamente  si  esto  se  cousideru'Ki  ó  na 
probado.  Tercero:  Infracción  del  inciso  cuai'o  dul  ar- 
tículo octavo  del  Código  Penal,  al  castigar  á  Víivi  i-ouio 
autor  del  delito  de  lesiones  graves,  apesar  do  qu"!  de  lo3 
hechos  probados  se  deriva  la  circunstancia  etJiiu'iitc  de 
responsabilidad  criminal  que  comprende  el  núiiicro  cuar- 
to del  articulo  octavo  antfs  citado.  Cuarto:  Quo  da  no 
estimarse  la  infracción  antes  alegada,  esistirin  la  íio  los 
incisos  primero  y  octavo  del  artículo  noveno  del  referido 
Có<ligo.  Quinto:  Infracción  de  loa  artículos  ficSninta  y 
cinco  y  ochenta,  caso  quinto  del  repetido  Código. 

Ucsultando  que  admitidos  aiubos  rccurí^o»  y  ))t!rhO- 
nado  el  recurrente,  se  confírió  instrucción  d  las  partes 
por  término  de  quince  días,  transcurrido  el  cual  ee  se- 
ñaló di»  para  la  vista,  celclirándose  ésta  el  entorte  di'l 
actual,  con  asistencia  del  Ijctrado  defensor  del  procesado 
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que  sostuvo  los  motivos  alegados  y  del  MÍQÍst«?rio  Fiscal 
que  los  impugnó. 

Decisiózí  ukl  kecobso: 

■Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  número  priii.t.ro  deL  ar- 
tículo novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciami.riito  Cri- 
minal, el  recurso  de  casación  podrá  interponerse  por  qm.*- 
brantamiento  de  forma,  cuando  se  hava  denet:>ido  alijiuia 
diligencia  de  prueba  que,  propuesta  en  tiempo  y  íonin 
por  las  partee,  se  considere  pertinente. 

Considerando  que  no  es  pertinente  en  este  caso  la 
prueba  pericial  propuesta,  relativa  á  que  la  Ai-'ai.len'.iii  de 
ciencias  Médicas,  informe  acerca  del  tiempo  en  que  pndo 
cicatrizar  la  herida  que  sufrió  Justiniani;  porque  exis- 
tiendo en  ei  sumario  las  diligencias  necesarias  paru,  lie- 
Sr  ¿  conocer  ese  punto,  producidas  por  profísures  ii.o- 
;os,  las  que  han  sido  propuestas  como  pnief>as  para  el 
acto  del  Juicio  oral;  tal  informe  emitido  crn  conoci- 
miento únicamente  de  los  datfls  que  consigDíi  ol  recu- 
rrente, no  sería  de  influencia  bastante  para  que  el  Tri- 
bunal a  qno  pudiera  llegar  á  formar  juicio  distinto  al 
que  habría  de  sugerirle  el  informe  que  dieran  ci>n  t')di.H 
BUS  antecedentes,  respecto  de  la  duración  de  l.ia  le-siciu'!, 
aquellos  profesores  médicos  que  asistieron  y  re<:rí>r  ocie  ron 
al  herido ;  y  por  tanto,  al  denegarse  dicha  prueba  |Xjr  ol 
Tribunal  del  juicio,  no  incurrió  en  el  quebrantamiento 
alegado. 

Considerwido  en  cnanto  al  segundo  motivo  del  re- 
curso por  quelftantamiento  de  forma,  que  no  so  incurre 
en  el  del  número  primero  de!  artículo  novecientos  df)Ce 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  cuando  en  la  sen- 
tencia no  se  hace  declaración  especial  a!  no  habers-í  pro- 
bado determinados  hechos  de  los  alegados  por  al.gima  de 
las  partes,  pues  basta  que  se  e.ipresen  en  la  misma,  clara 
y  terminantemente  los  que  se  Mtiman  probadas  y  qua 
esto  resulte  congruente  con  las  cuestiones  que  íw  resuel- 
ven en  el  fallo,  circunstancias  estas,  que  concurren  en  la 
sentencia  que  es  objeto  del  presente  recurso,  siendo  por 
ello  do  desestimarse  el  motivo  referido 

Considerando,  por  lo  que  respecta  al  primer  motivo 
del  recurso  por  infracción  de  ley,  que  para  que  nncnla  es- 
timarse la  circunstancia  eximente  de  defensa  propia  á  quo 
hace  referencia  el  niímero  cuarto  del  articulo  octavo  del . 
Código  Penal,  ya  como  eximente  completa  ó  ini-ompleta; 
es  condición  primordial  indisfH-nsable  que  exista  una 
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agresión  ilegitima,  carooterizada  por  el  acontecimiento 
real,  ó  por  un  acto  que  racionalmente  haga  temer  al 
que  es  objeto  de  la  misma  un  riesgo  inminente  para  su 
pereona  que  le  obligue  á  defenderse. 

Considerando  que  esto  sentado,  no  puede  estimar- 
se que  constituye  agresión  ilegítima  el  hecho  de  insul- 
tar Juatiniani  á  Pérez  y  decirle ;  "me  salas  ó  te  salo ;" 
porque  eat»  acto  sin  acometimiento  alguno  ó  ademán 
de  acometerle,  determina  una  provocación  solamente 
apreciable  como  circunstancia  de  ateniiación,  según  lo 
ha  estimado  la  Sala  sentenciadora:  por  consiguiente, 
al  reñir  ambos  por  virtud  de  los  insultos  y  frases  refe- 
ridas y  causar  Pérez  á  su  contrario,  durante  la  riña, 
la  herida  que  desrril»  la  sentencia,  no  obró  dentro  del 
círculo  que  comprende  la  defensa  legítima;  y,  por 
tanto  al  no  aplicar  el  Tribunal  a  quo  ei  número  cuarto 
<lel  artículo  octavo  antes  citado,  no  incurrió  en  el  error 
de  derecho  é  infracción  de  ley  que  le  atribuye  el  recu- 
rrente. 

Considerando  que  desestimada  como  ha  sido  la 
existencia  de  la  agresic«i  ilegítima  y  subonlinados  co- 
mo están  á  la  misma,  por  sus  propios  términos,  los  re- 
quisitos segundo  y  tercero  del  número  cuarto  del  ar- 
tículo octavo,  ó  sea  la  necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  impedir  6  repeler  la  agresión  y  la  falta 
tle  provocación  por  parte  del  que  se  defiende,  no  cabe 
apreciarlos  juntos  ni  separadamente  con  independen- 
cia de  aquella;  por  cuya  razón  no  ha  podido  infringir- 
se por  falta  de  aplicación  el  número  priemro  del  artículo 
noveno,  que  también  invoca  el  recurrente. 

Considerando  que  no  sucede  lo  mismo  respecto  al 
número  octavo  del  artículo  noveno  de!  repetido  Código, 
pues  constando  probado  que  el  ofendido  Justiniani,  con 
motivo  de  desobedecer  órdenes  que  le  daba  su  capataz 
Pérez,  tuvieron  ambos  una  riña ;  que  poco  después  encon- 
trando aquel  á  éste  en  la  calzada  del  Monte  le  dio  una 
bofetada,  trabándose  entre  ellos  una  lucha,  y  por  últi- 
mo, que  media  hora  más  tarde  á  este  suceso,  volviendo 
aquél  á  encontrar  á  Pérez  en  el  tren  de  carretones  lo  in- 
eultó,  y  le  dijo :  "me  salas  ó  te  salo,"  lo  cual  originó  una 
nueva  riña  en  la  que  tuvo  lugar  el  hecho  que  motiva  la 
presente  causa;  es  indudable  que,  independientemente  de 
la  provocación  inmediata  al  delito  por  parte  de  Justi- 
niani, obró  Pérez  dominado  por  la  excitación  que  le  pro- 
dujeran los  insultos  y  maltratos  de  obra  que  sufriera 
como  media  hora  antes,  suficientes  á  constituir  esos  es- 
tímulos poderosos  que,  naturalmente  pudieron  arrcba- 
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ol^eearle,  deterniinantes  de  la.  circunstancia  de 
?iüii  que  comprende  el  precepto  referido ;  y  ha- 
dejado  de  aplicarla  la  Sala  sentenciadora,  incu- 
cl  error  de  derecho  é  infracción  de  ley  que  por 
rso  se  le  atribuye. 

insiderando  por  lo  que  hace  al  úUJmo  motivo  del 
,  que  el  número  sexto  del  ai:tíeulo  ochocientos  cua- 
j  nueve  de  ¡a  Ley  de  Enjuiciamiento,  Criminal, 
toriza  á  discutir  las  cuestiones  que  se  reñenai  al 
:  que  el  grado  de  la  pena  impuesta  no  correspon- 
in  la  ley,"  á  la  catificación  aceptada  respecto  del 
justiciable,  de  la  participación  en  él  de  los  pro- 
.,  ó  de  las  circunstancias  atenuantes  ó  agravantes 
lonsabilidad  criminal. 

inslderando  que  no  aceptándose  por  el  recurrente 
icación  hecha  por  el  Tribunal  a  quo,  sino  otra  dis- 
wr  cuanto  que  apreciada  únicamente  en  la  senten- 
tenuante  cuarta  del  artículo  novenodel  Código  Pe- 
inda  las  infracciones  que  alega  de  los  artículos 
1  caso  quinto,  y  ochenta  y  cinco,  dando  por  exis- 
dos  circunstancias  de  atenuación  muy  caliñcadas, 
lo  también  la  concurrencia  de  dos  de  los  requisi- 
la  eximente  cuarta  del  artículo  octavo,  que  no  se 
Jmado,  es  evidente  que  este  motivo  del  recufBO  no 
itorizado  por  el  número  sexto  del  artículo  ocho- 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
lal,  por  lo  que  procede  declararlo  sin  lugar. 
»nsi<lerando  que  por  las  razones  consignadas  pro- 
clarar  con  lugar  el  recurso,  sólo  en  cuanto  á  la  in- 
n  del  número  octavo  del  artículo  noveno  del  Có- 
enal,  con  las  costas  de  oficio. 
tllamos  que  deljemos  declarar  y  declaranioa  no  ha- 
nr  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
interpuesto  por  Isaac  Pérez  contra  la  sentencia 
i  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
iudiencia  de  la  Habana,  el  cinco  de  Febrero  últi- 
Bcgundo,  haber  lugar  al  de  infracción  de  ley,  sóio, 
nto  á  la  alegada  del  número  octavo  del  artículo 
del  Código  Penal ;  en  consecuencia,  casamos  y 
IOS  la  mencionada  sentencia,  sin  especial  condena- 

ií,  por  esta  nuestra  sentoneia,  lo  ni-onunciauíos. 
moB  y  finnamos,  José  Autofio  Picliardo.  —Luis 
, — El  Magistrado  José  CaharnKiis  Hurta  votó 
a.— José  Antonio  Picliardo. — Ambrosio  I".  A'u- 
-.Tosé  Maria  Gi^pcrt. 
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Segunda  fimtencia. — En  la  mifína  fecha  dictó  el    TñbimiU 
nueva  sentencia  eñ  tos  giguientet  términos: 

Re  produciendo  los  Resultandos  de  la  sentencia  ca- 
sada y  anulada,  asi  como  ios  Considerandos  primero  y 
segundo. 

Tercero.  Considerando  que  para  que  pueda  esti- 
marse la  circunstancia  eximente  de  defensa  propia,  nú- 
mero cuarto  del  artículo  octavo  del  Código  Penal,  ya  co- 
mo eximente  completa  ó  incompleta,  es  condición  pri- 
monlial  indispensable  que  exista  una  agresión  ilegitima 
caracterizada  por  el  acometimiento  real,  ó  por  un  acto 
que  realmente  haga  temer  al  que  es  objeto  de  la  misma 
un  riesgo  inminente  para  su  persona  que  le  obligue  ¿ 
defenderse,  circunstancias  que  no  se  han  probado  en  el 
juicio,  pues  el  sólo  hecho  de  insultar  Justinianí  á  Pérez 
y  decirle :  "me  salas  ó  te  salo"  en  el  momento  en  que  suce- 
dió el  hecho  que  motiva  esta  causa,  determinada  solamen- 
te una  provocación  al  delito,  apreciable  en  favor  dgl  pro- 
cesado, como  circunstancia  de  atenuación  (número  cuar- 
to del  artículo  noveno  del  Cuerpo  legal  citado) ;  debien- 
do estimarse  también  independientemente  de  ésta,  la  del 
número  octavo  del  propio  artículo;  porque  habiéndose 
probado  que  como  media  hora  antes  de  cometerse  el  de- 
lito, Pérez,  había  sido  insultado  y  maltratado  de  obra 
por  Justinianí,  indudablemente  obró  dominado  por  la 
excitación  que  le  produjeron  estos  actos,  suficientes  á 
constituir  esos  estímulos  poderosos  que  naturalmente  pu- 
dieron arrebatarle  y  obcecarle. 

Reproduciendo  asimismo  los  Considerandos  cuarto 
y  quinto  de  la  sentenci¿£asada ; 

Sexto :  Considerando  que  según  la  regla  quinta  del 
artículo  ochenta  del  Código  Penal,  cuando  sean  dos  ó 
más  y  muy  calificadas  las  circunstancias  atenuantes  y  no 
concurra  ninguna  agravante,  los  Tribunales  impondrán 
la  pena  inmediatamente  inferior  á  ¡a  señalada  por  la  ley 
«n  el  grado  que  estimen  correspondiente,  según  el  nú- 
mero y  entidad  de  dichas  circimstancias. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Isaac  Pérez  González,  en  concepto  de  autor  de  un  delito 
de  lesiones  graves,  con  la  concurrencia  de  dos  circunstan- 
cias atenuantes,  en  la  pena  de  dos  meses  y  un  día  de 
arresto  mayor  con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo 
cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  á  que  indemnice  al  perjudicado  Alfredo  Justí- 
niani  en  setenta  y  cinco  pesos,  sufriendo  en  defecto  de 
pago,  un  día  de  detención  por  cada  doce  pesetas  y  media. 
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sin  que  pueda  exceder  esta  detencióu  de  la  tercera  parte 

lie]  tiempo  de  la  condena,  y  por  último  al  pago  de  las 
costas;  sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  la 
condena  el  total  del  tiempo  de  prieión  preventiva  que  hu- 
biere sufrido.  Remítase  al  Juzgado  Correccional  testimo- 
nio de  las  actuaciones  de  fojas  dos,  tres  y  de  las  declara- 
ciones de  Jiistiniani  y  Pérez,  para  que  conozca  de  las 
lesiones  inferidas  á  esto  último  é  inutiticese  la  navaja 
ocupada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— José  Antonio  Pichardo. — -Luis 
Gastón. — Ei  Magistrado  José  Cabarrocas  Horta  votó  en 
Sala. — .Tose  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  R.  Morales, 
— José  María  Gispert. 

ftiwb.  forma  é  Inf.  ley.— Bent.  14.— 6  de  Junio.— Prneba. 

CSrCUnstanciaS.  C  Oae.  Marzo  16,  190^. ) 


La  nocturnidad  no  puede  estimarBe  como  cir- 
cunstancia n^ravunte  al  teaponseble  de  un  delito 
|j(>r  su  partii.'ipHción  en  el  mismo  con  posteriori- 
dad á  8U  ejecución,  si  no  coasta  que  taviera  cono- 
eiiiiiento  de  esa  circunstancia. 

'Kn  la  ciudad  de  la  Habana,  é  seis  de  Junio  de  mil 
novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  fonna  y  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
[Kir  Domingo  Balbuena  Alonso,  del  comercio  y  vecino  de 
wta  ciudad,  en  la  causa  seguida  jontra  el  mismo  y  otros, 
unte  la  Sección  Segunda  de  la  fSíla  de  lo  Criminal  de  !a 
Audiencia  de  la  Habana  por  el  delito  de  hurto : 

HieCHOS  PROBAtOS: 

Resultando  que  en  la  sentencia  diotada  en  dicha  cau- 
sa en  once  de  Marío  último  se  consignan  los  hechos  en  la 
forma  siguiente:  "Primero:  Resultando  probado  que  en 
"la  noche  del  siete  al  ocho  de  Noviembre  del  pasado  ano 
'"v.irios  individuos  que  no  so  ha  justificado  quiénes  fueran 
"t-c  presentaron  aprovechando  la  noche  para  no  ser  vistos 
'"en  la  finca  "Balcáüar"  y  sustrajeron  con  ánimo  de  lu- 
"(To  dos  bueyes  destinados  á  las  labores  agrícolas  de  la 
"propiedad  de  Emilio  García  y  cuyos  bueyes  han  sido  ta- 
"sjidos  en  si'tenta  y  cinco  pesos.  Realizada  la  sustracción 
"condiijertm  Jos  hueves  á  un  lugar  despoblado  próximo 
"al  canalizo  y  los  sacrificaron.  Segundo :  Resultando  pro- 
"badü  que  uno  do  l"s  individuos  de  los  que  habían  toma- 
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'■(lo  parte  en  e!  hecho  convino  con  el  procesado  Domingo 
"Balljuena  Alonso  que  era  sabedor  de  la  suBtracción  de 
'"las  bueyes,  en  expenderlos  en  la  carnicería  que  éste  po- 
"seía  en  Acosta  y  Curazao,  para  lucrarse  con  las  utilida- 
'■'dea  de  la  venta  con  el  objeto  indicado,  el  individuo  des- 
"conocido  alquiló  el  carretón  que  conducía  el  procesado 
"Andrés  Ijópez  y  colocó  en  él  un  baúl  que  contenía  las 
''reses  aacrificadas,  dirigiéndose  á  la  carnicería  do  Bal- 
"bnena ;  al  llegar  á  Acosta  y  Curazao  bajaron  el  baúl  del 
"carretón  y  en  los  momentos  en  que  !o  introducían  en  la 
"carnicería  donde  se  encontraba  el  dependiente,  que  lo 
"era  el  otro  procesado  Juan  Alonso  fueron  sorprendidos 
por  la  Policía,  fugando  el  individuo  desconocido. 

CArSA  DEL  RECURSO  POK  QOI^BKANTAMIKNTO: 

Resultando  que  iniciada  la  causa  por  estos  hechos 
en  virtud  de  acta  levantada  por  la  Policía,  y  abierto  opor- 
tunamente el  juicio  oral,  la  defensa  del  procesado  Bal- 
buena  propuso,  entre  otras,  la  prueba  de  inspección  ocu- 
lar del  lugar  en  que  está  situado  el  establecimiento  de 
aquél,  ó  sea  donde  fueron  sorprendidos  por  la  Policía,  al- 
gunos de  los  procesados  en  el  momento  en  que  descarga- 
ban de  un  carretón  la  carne  procedente  de  las  rcses  hur- 
tadas, debiendo  para  ello  constituirse  la  Sala  en  dicho 
lugar  y  reconstruirse  la  escena  con  todos  ean  detalles,  cu- 
ya pruclia  denegó  la  Sala  por  estimarla  impertinente  por 
innecesaria,  prot^ütando  la  parte  de  esa  negativa. 

Rebolución  recubrida  : 

Resultando  que  celebrado  el  juicio  oral  en  el  que  de- 
clararon numerosos  teftigos,  se  dictó  la  sentencia  defini- 
tiva en  la  que,  estimándose  que  los  hechos  declarados  pro- 
bados constituyen  un  delito  de  hurto  cualificado,  del  cual 
es  responsable  como  encubridor  Balbuena  y  no  los  otros 
procesados  presentes,  concurriendo  en  el  heclio  la  cir- 
c-uniítancia  agravante  de  nocturnidad,  ae  condenó  á  aquél 
á  la  pena  de  un  mes  y  quince  días  de  arresto  mayor,  ac- 
cesorias y  pago  de  la  tercera  parte  do  costas,  así  como  á 
indemnizar  al  perjudicado  setenta  y  cinco  pesos  con  la 
prisión  sui>sidiarí«  correspondiente  en  defecto  de  pago, 
absolviéndc«e  á  los  otros  procesados  con  las  dos  terceras 
partes  de  costas  de  oficio. 

PONDAMENTOB  DRL  RECDHBO  DB  CASACIÓN: 

Eesultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  Bal- 
buena  el  presente  recurso  por  quebrantamiento  de  forma 
y  por  infracción  de  ley.  expresando  que  autoriza  el  pri- 
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mero  el  número  priiüero  del  articulo  novecientos  once  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  porque  habiendo 
propuesto  la  prueba  de  inspección  ocular  que  se  ha  refe- 
rido, en  la  cual  cifraba  la  demostración  cumplida  de  su 
inculpabilidad,  le  fué  denegada  por  la  Sala,  causándole 
una  verdadera  indefensión;  y  el  recurso  por  infracción 
de  ley,  dijo  estar  autorizado  por  el  número  quinto  de!  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  sus  concordantes 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  por  haberse  in- 
fringido en  la  sentencia  el  artículo  setenta  y  ocho  y  r^Ia 
diez  y  seis  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  al  apreciar- 
se respecto  al  recurrente  !a  circunstancia  agravante  <le 
nocturnidad,  que  según  los  hechos  probados  concurre  en 
cuanto  á  los  autores  del  delito  de  hurto,  pero  no  puede 
hacerse  extensivo  á  él,  dados  los  actos  que  ejecutó  como 
encubridor. 

Resultando  que  admitidos  ambos  recursos,  se  han 
sustanciado  debidamente  en  este  Tribunal,  celebrándose 
la  vista  pública  con  asistencia  del  defensor  del  recurren- 
te que  sostuvo  aquéllos,  y  del  Ministerio  hscal  que  impug- 
nó el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  y  apoyó  e! 
de  infracción  de  ley. 

Dkcibióit  del  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  dados  los  hechos  imputados  al  re- 
currente y  que  habían  de  apreciarse  para  determinar  su 
culpabilidad,  es  indudable  que  Ja  prueba  de  inspección 
ocular  que  aquél  propuso  no  era  pertinente,  porque  no 
aparece,  ni  el  promovente  lo  indica,  como  había  de  con- 
ducir á  esclarecer  esos  hechos,  y  en  tal  concepto  al  dene- 
gar la  8aia  dicha  prueba  no  cometió  el  quebrantamiento 
de  forma  que  comprende  el  número  primero  del  artículo 
novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
en  que  se  funda  el  recurso  por  esa  cansa. 

Considerando,  en  cuanto  al  interpuesto  por  infrac- 
ción de  ley  que,  disponiendo  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo setenta  y  ocho  del  Código  Penal  que,  laá  circuns- 
tancias atenuantes  6  agravantes  que  consistieren  en  la 
ejecución  material  del  hecho  ó  en  los  medios  empleados 
para  reaiiitarlo,  servirán  para  atenuar  ó  agravar  la  res- 
ponsabilidad íinieamente  de  los  que  tuderen  conocimien- 
to de  ellas  en  el  moiueuto  de  la  Dcción  ó  de  su  cooperación 
para  el  delito,  es  evidente  que  aun  cuando  el  de  hurto  de 
que  se  trata  se  cometiera  de  noche,  buscada  ó  aprovecha- 
da al  efecto  por  áus  autores,  no  procede  apreciar  esa  cir- 
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cunstaucia  agravante  respecto  del  recurrente  Balbuena, 
puesto  que  éste  sólo  interviuo  en  el  delito  con  posteriori- 
dad ¿  su  ejecución,  sin  que  conste  que  tuviera  conocimiai- 
tode  que  se  realizara  en  tales  condiciones,  y  por  tanto  al 
estimarla  la  Sala  sentenciadora  ha  infringido  los  artícu- 
los del  Código  Penal  citados  en  el  recurso  é  incurrido  en 
el  error  de  derecho  en  que  el  mismo  se  funda,  dando  con 
ello  lugar  á  la  capación  de  k  sentencia  por  esc  motivo. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  y  sí  al  interpuesto  por  infracción  de  ley  por  Do- 
mingo Balbuena  Alonso,  contra  la  sentencia  dictada  en 
la  causa  de  referencia,  la  cual  sentencia  caaamos  y  anu- 
lamos, sin  especial  condenación  de  costas.  Comuniqúese 
esta  resolución  y  la  que  á  continuación  se  dicta,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo.— Luis 
Gastón. — El  Magistrado  José  Cabarrocas  votó  en  Sala. — 
José  Antonio  Pichardo. — Ambrosio  B.  Morales. — José^ 
María  Gispert. 

Ssgnnda  sentencia. — En  la  miniia  ff.cha  dictó  el  Tribunal 
nueva  sentencia  en  los  ñgweiiies  té'nnínoí: 
Dando  por  reproducidos  los  Eesultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  asi  como  sus  considerandos  á  excepción  del 
quinto,  y  en  su  lugar : 

Considerando  que  respecto  del  procesado  Domingo 
Balbuena  no  concurre  ninguna  circunst-ancia  modificati- 
va de  su  responsabilidad  criminal,  sin  que  sea  de  apre- 
ciarse la  agravante  de  haberse  ejecutado  de  noche  el  de- 
lito de  hurto  de  que  es  encubridor,  atendido  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  segundo  del  artículo  setenta  y  ocho  del  Có- 
diíp3  Penal  y  el  no  constar  que  al  intervenir  en  dicho  de- 
lito con  posterioridad  á  su  ejecución,  tuviera  conocimien- 
to de  que  los  autores  escogieran  ó  aprovecharan  la  noche 
para  realizarlo. 
Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  4 
Domingo  Alonso,  como  encubridor  de  un  delito  de  hur- 
to cualificado,  á  la  pena  de  multa  do  cuatrocientas  pese- 
tas y  al  pago  tle  la  tercera  parte  de  las  costas,  así  como 
á  indemnizar  al  perjudicado  la  cantidad  de  veinte  pesos, 
y  subsidiariamente  la  diferencia  hasta  setenta  y  cinco 
pesos,  importe  totai  de  loa  perjuicios  causados,  debiendo 
snfrir  en  defecto  de  pago,  por  insolvencia,  de  dichos  vein- 
te pesos  y  de  la  multa,  una  detención  subsidiaria  por  cada 
doce  y  media  pesetas  que  dejare  de  satisfacer,  abonándole 
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en  636  ceso  el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubiere 
aufrido;  y  abEolvemos  á  los  procesados  Andrés  López 
García  y  Juan  López  Balbuona,  con  las  otras  dos  terce- 
raa  partes  de  las  costas  de  oñcío.  Y  conforme  se  dispone 
en  la  sentencia  recurrida,  remítase  el  incidente  de  embar- 
go al  Juzgado  á  los  efectos  dispuestos  eii  el  auto  de  quin- 
ce (le  Diciembre,  y  se  advierte  al  Secretario  que  en  lo  su- 
cesivo cumpla  las  resoluciones  de  la  Sala. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luie 
Gastón.— El  Magistrado  José  Cabarrocas  votó  en  Sala. 
^ — José  Antonio  Pichardo, — Ambrosio  E.  Morales. — 
José  Jfaría  Gispert. 


dueb.  forma.— Sent.  IB.— 25  de  Junio.— Prueba.  ( Gaceía 

J/qjzo  18,  lyoi. ) 

DOCTRINA:  Se  quebranta  la  forma  cuan- 
do  te  niega  una  prueba  que  tiene  por  objeto  de- 
mostrar el  hecho  en  que  el  procesado  funda  su 
descargo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cinco  de  Ju- 
nio de  niii  novecientos  tres :  visto  el  recurso  de  casación 
por  quebra  atamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  pro- 
cedente de  la  Audícücia  de  Santa  Clara,  interpuesto  por 
el  procesado  Paíilo  tiómez  García,  del  comercio,  domici- 
liado en  Caibarién,  contra  la  sentencia  definitiva  dictada 
en  catorce  de  Marzo  último,  en  causa  instruida  de  oficio 
en  el  Juzgado  de  Eeinedios  por  delito  de  hurto: 

Resultando  que  en  diciía  sentencia  se  consigna  el  si- 
guiente : 

Hechos  probados; 

"líesultando  proliado,  que  á  fines  del  mes  de  Agosto 
"último  el  procesado  Pablo  Gómez  García,  con  ánimo  de 
"lucro,  ordenó  á  Juan  Satañer,  conocido  por  Juan  Bim- 
"ba,  que  desbaratara  la  maquinaria  del  ingenio  demolido 
"Refugio,  situado  en  la  hacienda  "Charco  Hondo,"  á 
"tres  ó  cuatro  leguas  de  la  ciudad  de  Remedios,  y  á  loa 
"carreteros  Baldomero,  Enrique  y  Ruperto  Novó  Alfon- 
"so,  qxtc  trasladaran  las  piezas  de  esa  maquinaria  á  la 
"estación  del  ferrocarril  de  dicha  ciudad,  lo  que  se  veri- 
"ficó  sin  autorización  ni  noticia  siquiera  del  dueño  de  la 
"finca  D.  José  Branssaing,  causando  á  esto  un  daño  esti- 
"mado  en  siete  mil  pesos,  recuperándose  las  mencionadas 
"piezas  que  vaien  ciento  seis  posos,  cincuenta  centavos 
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Rb8olitci6n  becdbkida: 

Besultando  que  estimándose  por  la  Sala  sentencia- 
dora que  \oñ  hechos  por  la  misma  declarados  probados 
constituyen  un  delito  de  hurto  por  valor  que  no  excede 
de  mil  doscientos  cincuenta  pesetas  y  pasa  de  doscientas 
cincuenta,  del  que  es  autor  el  procesado,  sin  circunstim- 
fiias  modiñcatJTas  de  la  responsabilidad  criminal,  lo  con- 
denó á  la  pena  de  cuAtro  meses  y  un  día  de  arresto  ma- 
yor, accesorias  correspondientes,  indemnización  de  per- 
juicios que  estimó  en  treinta  y  cinco  mil  pesetas,  con  el 
apremio  pereonal  subsidiario  en  su  caso,  abono  de  toda 
la  prisión  preventiva  y  pago  de  costas. 

Fundamentos  dbl  secokso  de  oasaci6n: 
.  Beaultando  qne  contra  esa  sentencia  interpuso  la  rer 
presentación  del  procesado  el  presente  recurso  de  casa- 
ción  por  quebrantamiento  de  forma  y  conjuntamente 
por  infracción  de  ley,  fundado  el  primero  en  el  número 
primero  del  artículo  novecientos  once  de  la  T^ey  de  En- 
juiciamiento criminal  por  habérsele  denegado  una  dili- 
gencia de  prueba  que  propuesta  en  tiempo  y  forma,  era 
además  pertinente;  expresando  que  dicho  quebranta- 
miento de  forma,  consiste  en  haberle  denegado  el  Tri- 
bunal a  quo  por  auto  de  veinte  y  cuatro  de  Enero  (folio 
diez  y  nueve  del  rollo)  la  diligencia  de  prueba  de  ins- 
pección ocular  de  los  ingenios  "Proyecto"  y  "Refu- 
gio", propuesta  en  el  segundo  otrosí  del  escrito  de  cali- 
ficaciÓQ  provisional  de  la  defensa  con  el  fin  de  hacer 
constar  los  particulares  consignados  en  el  último  extre- 
mo del  escrito  del  folio  setenta  y  ocho  del  sumario,  que 
estimaba '  indispensables  para  Ja  investigación  del  he- 
cho que  se  iba  á  juzgar,  fundando  la  Siüa  tal  negativa 
en  que  no  se  había  expresado  en  la  solicitud  el  objeto 
de  la  diligencia:  y  con  fecha  del  mismo  día  en  que  te 
fué  notiñcsda  aquella  resolución,  presentó  escrito  la  de- 
fensa protestando  la  in4efensión  á  los  efectos  de  la  ca- 
sación. 

Resultando  que  el  recurso  por  infracción  de  ley  lo 
funda  el  recurr«ite  en  los  números  primero  y  cuarto  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Jjey  procesa ; 
citando  como  infringidos  en  la  sentencia  y  expresando  el 
concepto  en  que  lo  han  sido,  en  loa  siguientes  dos  mo- 
tives: 

(No  se  insertan  por  no  haber  sido  ohjeto  del  fiPo}. 

Resultando  que  admitidos  ambos  recursos  y  sustan- 
ciados en  eate  Supremo  Tribunal  se  celebró  la  vista  pú- 
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blica,  á  la  que  asistieron  et  representante  y  defensor  del 
recurrente  y  Ministerio  Kscal : 

DKCIBIÓK  del  RHCUM80: 

Siendo  Ponsnte  el  Magistrado  José  Marfa  Gispert. 

Considerando  que  conforme  al  número  primero  del 
artículo  'novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  procede  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  cuando  se  hubiere  denegado  \ina  dili- 
gencia de  prueba  que  propuesta  en  tiempo  y  forma  por 
las  partes,  se  considere  pertinente. 

Considerando  que  dados  los  hechos  alegados  por  la 
defensa  del  procesado  en  su  escrito  de  conclusionea  pro- 
visionales, y  el  error  que  expone  haber  dado  Ingar  á  la 
destrucción  de  la  maquinaria  del  ingenio  Refugio  por  la 
del  nombrado  Proyecto  que  había  comprado,  es  induda- 
ble que  la  diligencia  de  prueba  de  inspección  ocular  pro- 
puesta en  el  segundo  otrosi  de  dicho  escrito,  en  cuanto  ae 
proponía  hacer  constar  el  estado  de  la  maquinaria  del 
segundo  y  si  existían  empleados  6  arrendatarios  en  el 
primero,  encaminada  evidentemente  con  otros  medios 
probatorios  á  la  demostración  de  aquel  error,  único  ele- 
mento de  descargo  del  inculpado,  era  y  es  pertinento  i 
los  fines  de  la  invostigacióu  y  de  la  defensa;  por  lo  que 
al  denegar  el  Tribunal  á  quo  por  auto  de  veinte  y  cua- 
tro de  Enero  último  dicha  diligencia  de  prueba  en  cuan- 
to á  los  extremos  que  se  dejan  indicados,  incurrió  en  el 
quebrantamiento  de  forma  que  se  le  atribuye  en  el  mo- 
tivo único  del  recurso  por  este  concepto  interpuesto,  con- 
tra la  sentencia:  por  lo  que  procede  declararlo  con  lugar, 
con  las  costas  de  oficio,  absteniéndose  este  Tribunal  Su- 
premo de  resolver  respecto  al  recurso  por  infracción  de 
ley,  conforme  al  artículo  cuarenta  y  siete  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, interpuesto  por  la  defensa  del  procesado,  contra  la 
sentencia  dictada  en  catorce  de  Marzo  último  por  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara  en  la  mencionada  causa,  cujra  sen- 
tencia casamos  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio :  y  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  recurrido  para  que  repo- 
niéndolos al  estado  en  que  se  encontraban  cuando  la  for- 
ma esencial  del  juicio  se  quebrantó,  los  sustancie  y  ter- 
mine de  nuevo  con  arreglo  á  derecho. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamoí, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — T.uÍí 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales.— José  María  Gispert. — 
José  V.  Tapia. 
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Inilcy.— Sent.  85.— 13  de  Janio.— Eobo.  (Gac.  Marzo 

18,  J904  )  ' 

DOCTRINA:  Fara  que  un  hecho  patAti  esti- 
marse cora»  cunstltutivo  drt  delito  cumplejo  de 
robo  con  ocasión'del  cual  resulte  homicidio  es  pre- 
ciso que  conste  de  un  mudo  que  no  dije  lugar  á 
dndas  que  se  ha  dado  muerte  k  una  persona  con 
motivo  ü  ocasifin  de  robar. 

Loa  ptecepiiiS  del  Cúdi;^o  Penal  relemites  á  la* 

aplicación  cuando  se   tiata  de  lus  delitos  penados 
en  la  Orden  213  de  1900. 

Bs  ineñcas  á  los  finen  de  la  casación,  un  motivo 
en  el  que  se  alega  la  infrnccióu  de  no  haberse  esti- 
mado una  circunatiincia  asraTante.  caando  en  la 
sentencia  recurrida  se  tiene  en  curnta  otra  de  esa 
cíate,  porque  en  el  supuesto  de  haberse  cometido 
1a  infracción,  ésta  no  puede  producir  aheracióD  eo 
el  fallo. 

Es  despoblado  uti  luga^  solitario  j  falto  de  po- 
para estimar  la  circunstancia  de  despoblado  no 
es  necesario  qne  se  escoja  de  propósito  pera  come- 
teré] delito  nn  logar  que  tenga  esta  circunstan- 
cia, sino  que  es  bastante  que  se  aproveche  ó  utili- 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  trece  de  Junio  de 
mil  novecientos  tres ;  en  loa  recureos  de  casación  por  in- 
tracción  de  ley,  interpuestos  por  el  MÍDÍsteho  Fiscal  y 
por  los  procesados  Antonio  Gareía  Hernér.dez,  Pedro 
Cenneño  Quzmán  (a)  "El  Curro,"  ambos  de  oficio  ca- 
iretonero,  y  Abelardo  Chao  Castro,  carpintero,  vecinn» 
todos  de  esta  ciudad,  en  la  causa  seguida  contra  los  mis- 
mos en  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  <lo 
¡a  Audiencia  de  la  Habana,  poi  el  delito  de  robo  con 
homicidio : 

Hechos  probadob: 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  veinte  y  dos  de  Enero  último  se  consignan  los 
hochoe  en  la  forma  siguiente:— "Primero:  Kesultaadn 
"probado  que  los  procesados  Antonio  García  Hernin- 
"de?,  Pedro  Cermeño,  (a)  "El  Curro"  y  Abelardo  Chao 
^y  (lastro  que  acostumbraban  á  jugar  á  la  baraja  con  ol 
"'interfecto  Castro  y  otros  individuos  en  la  Quinta  "IjJ 
"Integridad,"  acordaron  con  el  referido  Castro  ir  á  ju- 
"gar  á  la  finca  "Las  Torres"  la  noche  del  diez  v  ocliii 
"de  Agosto  del  pasado  año  de  mil  novecientos  dos,  díri- 
"giéndose  con  ese  objeto  en  la  tarde  del  día  indicado  ul 
"sitio   convenido. — Segundo;   Resultando   probado   que 
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;n  nn  lugar  de  la  meneJonada  finca  "Las  ''. 
«  encuentra  al  fondo  del  Cementerio  de  Ci 
ón  á  doscientoB  cuarenta  pasos  de  la  bode; 
iania'",  que  era  la  casa  más  prósima  y  cinc 
calzada  poco  transitada  &.  la  hora  del  hecli 
■on  á  jugar  los  procesados  y  Castro  y  ent 
liez  de  la  noche  aquéllos,  ó  sean  los  procee 
ndividuo  que  allí  se  encontraba  infiriero: 
rarias  lesiones  con  piedras,  ocasionándole 
)ien  á  cauíia  de  las  lesiones  ó  por  asfixia 
•ion,  apropiándose  después  con  ánimo  de  h 
oj  ta^do  en  cuatro  pesos  y  del  dinero  que 
jue  se  haya  probado  la  ascendencia  de  la  i 
uetálico  sustraída. — Tercero:  Resultando  p 
os  procesados  Pedro  Cermeño  y  Abelardo 
lido  ejecutoriamente  condenados,  el  prin» 
lelitos  do  robo  por  sentencias  de  once  deM 
lovecientos  uno  y  doce  de  Febrero  de  mil 
los,  dictadas  por  el  Juzgado  Correccional  y 
301  sentencia  de  tres  de  Junio  de  mil  nove 
Icl  Juzgado  Correccional  por  el  delito  de 
ii'ntencia  de  diez  de  Junio  de  mil  ochocien 
,■  siete  de  la  Sección  primera  de  la  Sala  di 
inl  por  estafa,  por  sentencia  de  veinte  y  tn 
le  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  de  la  misi 
.'ritafa  y  por  sentencia  de  esta  Sala  de  ocho 
7iil  novecientos  uno  por  hurto  Calificado  p 
■eincidcncia." 

RSOLUCIÓK  recukbida: 

Resultando  que  la  Sala,  estimando  que 
rodados  constituyen  un  delito  de  honiicidi» 
irto.  comprendido  en  el  artículo  cuarenta  ; 
rden  número  doscientos  trece  de  mil  no\ 
le  son  sus  autores  los  procesados  con  la  ci 
•ravante  de  haberse  ejecutado  en  dcspobla< 
cada  uno  á  la  pena  de  diez  y  siete  años,  ci 
un  día  de  reclusión  temporal  con  sus  acces 
Mitnizar  á  los  herederos  de  la  víctima  ma 
solÍ<lariflmente  por  terceras  partes,  la  sun 
i!  pesetas:  á  ia  pena  de  seis  meses  de  enea 
>r  el  delito  de  liurt^  y  al  pago,  los  tres, 
lavtas  portes  de  las  costas. 

r.VDAMENTOS  DEL  KKCUKaO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  i 
inisterio  Fiscal  recurso  de  casación  por  in 
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ley.  Autorizado  por  ios  números  tercero  y  quinto  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  sus  eoncordaníeí 
lie  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  por  loa  ei/íuieii- 
f«e  motivos;  Primero:  haberse  infringido  el  artíciiio 
cuatrocientos  diez  del  Código  Penal  y  el  artfcufo  cua- 
i-enía  y  uno  número  treinta  y  cuatro  y  cuarenta  y  ocho 
lie  la  Orden  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  en  t¿- 
lacicn  con  el  artículo  quinientos  treinta  y  cinco,,  nóiuü- 
ro  primero,  y  el  quinientos  treinta  y  seis,  número  quin- 
to del  citado  Código  por  aplicación  indebida,  y  el  ar- 
tículo quinientos  veinte  y  «1  quinientos  veinte  y  uiio, 
n<im«ro  primero  del  mismo  cuerpo  legal,  por  fa1t:L  de 
■iplicaei^,  puesto  que  de  los  hechos  declarados  probador 
aparece  la  continuidad  de  los  actos  ejecutados  por  loü 
procesados  y  perfectamente  enlazados  entre  sí,  sin  (]uo 
loediara  espacio  de  tiempo  bastante  para  estimar  i)>  o 
misión  de  dos  delitos:  por  lo  que  no  queda  duda  de  que 
cf  acto  de  apropiarse  con  ánimo  de  lucro,  del  reloj  y  di-» 
i<ero  que  llevaba  Castro  s«  realizó  con  violencia,  cual 
filé,  la  muerte  causada  para  verificar  el  despojo,  como- 
tiéndose  asi  «1  delito  d  que  se  refiere  el  caso  primero  del 
«i-título  quinielitos  veinte  y  uno  del  Código  Pena!  v  jk* 
ice  calificados  en  la  sentencia. — Segundo:  infracción 
tío  la  circunstancia  diez  y  nueve  del  artículo  dÍoz  del 
f'ód'go,  porque  constando  que  los  procesados  Canucño 
V  Chao  han  sido  condenados  ejecutoriamente  con  anto- 
riorrdad  pot  distintos  delitos  de  robo,  hurto  y  estafa,  cí 
indudable  que,  sea  procedente  la  calificación  de  robo 
"on  homicidio  que  ee  sostiene  por  el  recurrente,  ó  sea 
In  de  homicidio  y  hurto  la  que  quede  subsistente,  debió 
npreciarse  por  la  Sala  dicha  circunstancia  agruvíinu' 
fiun  cuando  ésta  no  influyera  en  la  aplicación  Je  1^ 
pena  discrecional  imponible:  Tercero:  infracción  dá  la 
circunstancia  diez  y  seis  del  mismo  artículo  diez  di'l  C-i- 
digo,  por  cuanto  declarándose  en  la  sentencia  que  los 
hechos  se  realizaron  entre  nueve  y  diez  de  la  n-whc,  deiid 
dnr,x;iarse  esta  circunstancia,  pues  aquella  sirvió  para- 
¡"ncilitar  la  comisión  del  delito  y  ia  fnga  de  los  culpc- 
lilpft,  impidiendo  ademíís  que  se  prestara  auxilio  ú  la 
víctima  y  diücultando  el  descubrimiento  del  delito. 

Resultando  que  también  interpusieron  los  ()ri:ce- 
sadoe  recurso  por  infracción  de  ley,  autorizado  por  el; 
ca«>  quinto  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  !a  Tjey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como 
infringido  únicamente  el  artículo  diez  del  Oódi¡io  Pe-, 
nal  en  su  número  diez  y  seis  por  aplicación  indeVida, 
puesto  que  por  la  descripción  que  se  hace  en  la  sertdi- 


DigilizedbvGoO^^IC 


eia  del  lugar  del  crimen  no  puede  ser  considerado  como 
(U-apoblado,  atondido  el  significado  de  esta  palanca;  y 
fl'lt'Tnás  porque  de  la  sentencia  no  consta  que  los  piríjce- 
Fados  buscarau  de  propósito  el  supuesto  despoiladj,  sino 
qne  aparece  que  se  dirigieron  á  aquel  sitio  por  la  tarde 
roí  el  exclusivo  objeto  de  jugar,  y  aunque  no  se  expiv- 
sa  cuáles  fueron  los  motivos  que  determinaron  ol  que 
se  diera  muerte  á  ÜEistro,  cabe  suponer  que  el  homicidio 
surgió  allí  inopinadamente  por  algún  accidente,  y  esto 
lo  mismo  hubiera  ocurrido  en  k  Quinta  "Las  Torre»'' 
■que  en  ima  casa  de  la  ciudad. 

Resultando  que  admitidos  por  la  Audiencia  loa  re- 
cursos interpuestos,  y  remitidos  en  su  consecuencia  los 
autos  originales  á  este  Tribunal  por  haberse  pedido  por 
la  acusación  la  pena  de  muerte,  se  h&a  sustanciado  aqué- 
llos en  debida  forma  sin  que  ninguna  de  las  partee  ale- 
gara en  el  trámite  oportuno  motivos  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  celebrándose  la  vista'  pú- 
blica con  asistencia  del  Ministerio  fiscal  y  de  los  defen- 
sores de  los  procesadas,  quienes  sostuvieron  sus  respec- 
tivos recursos,  é  impugnaron  el  de  la  parte  contraria : 

Dkcisióm  dbl  rbodrso: 

Siendo  Ponente  d  Magistrado  Luis  Gastón  y  Gas- 
tón en  sustitución  del  designado  José  Cabarrocas  Horta 
por  hallarse  en  uso  de  licencia: 

Considerando  que  no  habiéndose  alegado  por  las 
partes  motivos  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  ni  apareciendo  del  examen  de  los  autos  que  sé 
ha  practicado,  que  exista  defecto  alguno  de  esa  clase 

?ue  dé  lugar  á  la  casación  de  la  sentencia,  proceda,  cod- 
orme  á  lo  dispuesto  en  la  Orden  número  ciento  noven- 
ta y  dos  de  mil  novecientos,  resolver  los  recursos  inter- 
puestos por  infracción  de  ley. 

Considerando,  en  cuanto  al  primor  motivo  del  es- 
tablecido por  el  Ministerio  fiscal  que,  para  que  pueda 
estimarse  cometido  el  delito  complejo'  de  robo  con  ho- 
micidio, previsto  y  penado  en  el  articulo  quinientos 
veinte  y  número  primero  del  quinientos  veinte  y  uno 
del  Código  Penal,  es  preciso  que  conste  de  modo  qne 
no  deje  lugar  á  duda  que  se  ha  dado  muerte  á  una  per- 
sona con  motivo  ó  con  ocasión  de  robar;  y  en  el  presen- 
te caso,  de  los  hechos  probados  de  la  sentencia  no  se 
desprende  en  manera  alguna  que  fuera  el  robo  la  idea 
generadora  de!  delito  cometido  por  los  procesados,  pues, 
aun  cuando  aparece  que  éstos,  después  de  haber  dado 
muerte  á  Castro  se  apropiaron  del  dinero  y  reloj  que 
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poseía,  el  hecho  de  haberse  dirigido  todos  en  la  tarde 
del  día  del  suceso  á  la  ñnca  "Las  Torres*'  con  el  único 
objeto  de  jugar,  dedicándose  en  efecto  al  juego  en  aquel 
BÍtio  hasta  que  entre  nueve  y  diez  de  la  nochs  infirie- 
ron loa  procesados  á  Castro,  con  piedras,  las  lesione» 
que  le  produjeron  la  ronerte,  son  datos  y  antecedentes 
que,  en  ausencia  de  otros  más  precisos,  inducen  racio- 
naliuente  á  juzgar,  como  lo  hizo  la  Sala  sentenciadora, 
que  el  motivo  que  determinó  dicha  mnerte,  pudo  ser 
otro  distinto  que  el  de  robar,  y  que  el  acto  de  apropiar- 
se después  loe  procesados  del  reloj  y  dinero  del  interfec- 
to,  fué  concebido  y  realizado  con  independencia  de 
aquélla,  constituyendo  por  tanto,  un  delito  de  h'irt» 
aparte  del  de  homicidio  perpetrado,  según '  los  calificó 
acertadamente  la  Sala  sentenciadora  sin  infringir  por 
consiguiente  lera  artículos  del  Código .  citados,  ni  incu- 
rrir en  el  error  que  se  alega  respecto  i  dicha  califica- 
ción. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  cometido  en  la 
sentencia  recurrida  la  infracción  legal  ni  el  error  que 
le  atribuye  el  Ministerio  Fiscal  en  el  segundo  motivo  de 
BU  recurso,  porque  calificados  los  hechos  ejecutados  no 
de  delito  de  robo,  sino  como  uno  de  homicidio,  y  otro 
de  hurto  penado  en  la  Orden  número  doscientos  trece 
de  mil  novecientos,  no  cabía  legalmcnte  tpie  la  Sala  sen- 
tenciadora apreciara  para  agravar  la  responsabilidad 
de  ninguno  de  loa  procesados,  la  circunstancia  de  ser 
reincidentes  conforme  al  número  diez  y  nueve  del  ar- 
.  tícnlo  diez  del  Código  Penal,  por  haber  sido  dos  de  ellos 
condenados  ejecutoriamente  por  delitos  cofltra  la  pro- 
piedad, puesto  que  éstos  no  se  encuentran  comprendi- 
dos en  el  mismo  titulo  del  Código  que  el  de  homicidio, 
y  en  cuanto  al  de  hurto  expresado,  la  penalidad  que  se- 
ñala para  el  mismo,  asi  como  para  todos  los  delitos  que 
comprende  la  citada  Orden  número  doscientos  trece,  y 
que  puede  imponerse  discjecionalmente  en  toda  su  ex- 
tensión, hace  inaplicable  respecto  á  dichos  delitos  lo  es- 
tablecido en  el  Código  Penal  acerca  de  circunstancias 
agravantes  y  atenuantes  de  5a  responsabilidad  criminal. 

Considerando,  respecto  al  tercer  motivo  del  mis- 
mo recurso  que,  aun  cuando  se  admitiera  que  en  el  caso 
actual  los  culpables  sino  buscaron  de  propósito  la  noche 
para  ejecutar  el  delifo,  sí  la  aprovecharon  para  su  m&6 
fácil  realización  y  favorecer  su  impunidad,  esta  circuns- 
tancia no  es  de  apreciarse  con  separación  de  la  de  dos- 
poblado  ya  estimada  por  la  Sala  sentenciadora,  porque 
ambas  constituyen  un  solo  motivo  de  agravación  á  los 
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efectos  de  la  imposición  de  la  pena,  toda  vez  que  eután 
comprendidas  en  un  mismo  número  del  artículo  die» 
del  Código,  y  por  tanto  su  apreciación  especial  es  de 
todo  punto  indiferente,  y  el  no  haberla  hecho  el  Tri- 
bunal sentenciador,  no  puede  dar  lugar  á  la  casación  de 
la  sentencia. 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  interpuesto 
por  los  procesados  que,  sgún  la  descripción  hecha  en  la 
sentencia  del  sitio  en  que  se  perpetró  el  delito,  no-pu>xle 
menos  de  reputarse  de  despoblado,  pues  para  ello  basta 
que  sea  un  lugar  solitario  y  falto  do  población  como  lo 
era  aquél,  y  lo  indican  el  que  lo  escogieran  loa  procesa- 
dos para  dedicarse  al  juego;  y  aun  cuando  no  aparezca 
claramente  que  también  lo  eligieran  de  propósito  para 
la  ejecución  del  crimen,  sf  es  indudable  que,  dadas  la 
naturaleza  y  acciones  de  éste,  íos  culpables  aprovecha- 
ron y  utilizaron  esas  condiciones  del  lugar  para  reali- 
zarlo más  fácilmente  y  con  mayores  probabilidades  de 
impunidad,  lo  cual  basta  para  justiñcar  su  apreciación 
como  circunstancia  agravante  de  la  responsabilidad;  y, 
por  tanto,  al  estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  in- 
currió tampoco  en  la  infracción  legal  ni  en  el  error  que 
le  atribuyen  dichos  recurrentes. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  Jos  recursos  do  casación  por  infracción 
de  ley,  interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal  y  por  los 
procesados  contra  la  sentencia  dictada  en  la  cansa  de 
referencia,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Aíí,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
maullamos  f  firmamos.  José  ,^tonio  Pichardo. — Pedm 
(íonzález  Llórente. — Luis  tiastón. — El  Magistrado  José 
Oabarroeas  Horta  votó  en  Sala. — José  Antonio  Pichar- 
do.— Amijrosio  li.  Morales. — Carlos  Hebilla. — José  Ma- 
ría Gispcrt. 

M 197.— Sent.  86.— 18  da  Junio.— Peijxirio.  (<?««.  Mar- 
ta is,  1.904.) 

OOCTIII  !í A:  Comete  el  delito  de  perjario  el 
que  ntirniH  á  sabiendna  un  hecho  Inlso  al  contes- 
tur  las  preíjuntHs  ctinRÍRn(nla<i  en  las  planilla!  pa- 
ra rec'lamar  la  paga  del  Ejficitn. 

Si  di-l  dflcnmentii  prcsmcado  ante  el  funciona- 
rio Hucoritndo  pura  reciWr  juramento,  aparece 
aue  las  añmiacionen  en  él  contenidas  et  lineen  me- 
íantr  nquel  rcquÍMt<i.  no  olista  para  la  comisión 
del  delito  de  perjurio,  que  el  jurameoto  ae  preste 
oralmente  Rnf«  dicho  funcionario. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Junio 
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<le  mil  novecivntos  tres ;  visto  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  procedente  de  !a  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, interpuesto  por  el  procesado  Toiuáa  Velazco  y 
Kojo,  farmacéutico,  domiciliado  en  esta  ciudad  contra 
"la  sentencia  definitiva  dictada  el  veinte  y  cinco  de  Mar- 
zo último  por  la  mencionada  Audiencia  en  causa  ins- 
truida de  oficio  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  capital 
por  delito  de  perjurio : 
JSechos  PROHADoa: 

Resultando  qne  en  dicha  sentencia  se  consigna^ 
los  signiontce : 

"Primero:  Resultando  probado  {jue  el  procesado 
"Tomás  Velazco  y  Rojo,  presentó  en  la  Sub-comísióu  del 
"Quinto  Cuerpo  del  Ejército  Libertador  una  planilla 
"en  la  casilla  once  se  pregunta  "si  salió  de  la  revolución 
"para  cumplir  alguna  comisión  especial,  de  orden  de 
"qué  jefe  y  tiempo  que  empicó  fuera,"  cotestando  et 
"procesado  bajo  jiiramento  que  "Nunca." — Segundo: 
"Besultando  probado  que  en  la  oncena  de  las  observa- 
•'ciones  para  llenar  laa  planillas  se  dice  que  el  interesa- 
*'ilo  "Escribiri'i  si  se  ausentó  durante  la  campaña,  qué 
■'Jefe  lo  autorizó  para  ello,  si  fué  á  desempeñar  alguna 
"comisión  especial  y  tiempo  que  estuvo  auwentc. — ^Ter- 
"ooro;  Rcstiltanrlo  probado  que  el  procesado  Tomás  Ve- 
'"lazco  se  pi-escntó  en  la  provincia  de  Pinar  del  Río  á 
"Severo  Díaz  que  estaba' al  frente  de  una  guerrilla  agre- 
"gada  á  una  columna  española,  sin  que  se  haya  podido 
"comprobar  el  lugar  fijo  ni  la  fecha  de  su  presentación; 
"volviendo  al  campo  revolucionario  en  época  que  no  ha 
"podido  ser  determinada.-— Cuarto:  Resultando  que  el 
"Ministerio  fiscal  formuló  las  conclusiones  siguientes: 
"Primera:  Tomás  Velazco,  mayor  de  diez  y  ocho  año-i 
"y  sin  anteceilentcs  penales,  presentó  á  la  Sub-comisión 
"ílel  Quinto  Cuerpo  una  planilla  en  la  que  manifiesta, 
"bajo  juramento,  que  nunca  salló  de  la  Revolución,  ha- 
"biendo  publicado  "La  Lucha"  en  el  número  de  cinco 
"de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  que  el  pro- 
'Voíiado  se  presentó  á  las  fuerzas  españolas,  entregando 
"un  revólver  y  un  machete,  lo  cual  resulta  justificado. 
"Segunda:  Este  hecho  constituye  un  delito  de  perjurio 
"previsto  y  penado  por  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de 
"mil  novecientos,  número  primero,  artículo  primero  y 
"tercero  articulo  segundo.— Tercera :  Es  responsable  en 
"concepto  de  autor  el  procesado  Tomás  Velazco  y  Rojo. 
" — Cuarta:  íío  concurren  circunstancias  modificativas. 
" — Quinta:  La  pena  que  debe  imponerse  al  procesado 
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I  *es  la  de  un  año  de  prisión  y  pago  de  co;'tas. — ^Heapon- 
"sabilidad  civil: — No'  procede  exigirla.— Quinto :  Re- 
"eultando:  qne  !a  defensa  del  procesado  interesó  la  ab- 
"ifolueión  dfl  mismo  por  no  ser  ciertos  los  hechos  que 
"sf:  le  imputan." 

RKfioi.ucióif  recubrida: 

Resultando  que  estimándose  en  la  referida  senten- 
cia que  los  hechos  en  ella  declarados  prohados  constitu- 
yen un  delito  de  perjurio  conforme  al  número  primero 
del  artículo  primero  y  número  tercero  del  artículo  se- 
gundo de  la  Orden  del  Gobierno  Militar  número  ciento 
diez  y  seis  de  mil  novecientos,  condenó  al  procesado  To- 
más Velazco  y  Rojo,  en  concepto  de  autor  sin  circuns- 
tancias modificativas  de  la  responsabilidad  criminal,  á 
la  pena  de  un  año  de  prisión  y  pago  de  costas,  con  abo- 
no de  todo  e!  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubiere 
sufrido, 
Fon^jamentos  del  bbcubso  dk  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
representante,  defensor  del  procesado,  el  presente  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  nú- 
mero primero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  do  Bnjuiciamiento  Criminal  por  estimar  que 
los  hechos  declarados  probados  en  dicha  sentencia  se 
<áilífican  y  penan  como  delito  no  siéndolo:  y  cita  como 
infringidas  las  diaposic'ionea  legales  que  indica  en  los 
dos  siguientes  motivos: 

"(A)  Kl  número  primero  del  artículo  primero  y  el 
"artículo  tercero  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil 
"flovi^ientos.  por  aplicación  indebida  y  errónea,  y  en 
"el  concepto  de  que  I(«  hechos  que  como  probados  se 
"consignan  en  el  primer  Resultando  do  la  sentencia  "de 
"que  el  procesado  Velazco  presentó  en  la  Sub-coniisión 
"del  Quinto  Cuerpo  del  Ejército  una  platiiljn  cu  la  que 
"en  la  casilla  once  se  pregunta  si  salió  de  la  Rsvolución 
"para  cumplir  alguna  comisión  especial,  de  orden  deque 
"Jefe  y  tiempo  que  empleó  fuera :  contestando  el  proccsm- 
"do  bajo  juramento  que  "Nunca":  asi  como  el  de  "que 
"la  oncena  de  las  observaciones  para  llenar  las  planillas 
"dice  "que  el  interesado  escribirá  si  ae  ausentó  durante 
"la  campaña,  qué  Jefe  lo  autorizó  para  ello,  si  fué  á 
"desempeñar  alguna  comisión  especial  y  tiempo  que 
"estuvo  ausente,"  y  los  que  igualmente  contiene  el  te» 
"<:ero  de  los  Resultandos  de  que  el  procesaclo  se  presen- 
"tó  á  Severo  Díaz  que  estaba  al  frente  de  una  guerrilla. 
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"sin  qup  no  havtt  podido  comprobar  el  Jugar  oi  la  fecha, 
"""volviendo  al  campo  revolucionario  cu  época  que  no  ha 
"podido  ser  determinada;"  tales  hechos  no  son  constitu- 
'"tivos  del  delito  de  periurio  de  que  los  ha  calificado  la 
''Sala  ni  tampoco  de  Diugiin  otro  acto  de  carácter  pu- 
"nible.  En  e£e<:to.  Para  que  el  delito  de  nerjurio  ao 
"realice  y  tenga  existencia  en  nuestro  deree':o  positivo, 
es  requisito  "sine  qua  non"  que  la  persona  á  quien  se 
"le  impute  "afimic  ser  cierto  un  heelio  que  aabe  es  fal- 
*'so,"  y  esto  que  es  uno  de  los  elementos  intííSírüiitCíi  de 
"ese  delito  ni  aparece  coiiHÍgna<le  en  la  sentencia  como 
"hecho  probado  ni  puede  tampoco  deducirse  lógicamen- 
"tt;  de  los  que  habiendo  merecido  esa  declaratoria  figu- 
•'ran  en  los  llesultandos  trascriptos.  De  ellos  aparece 
"'que  el  Sr,  Velazco  contostó  bajo  juramento  á  la  pre- 
"'gunta  undécima  con  el  adverbio  de  negación  "Nunca," 
"que  significa :  "en  ningiin  tÍem|>o."  Kl  procesado,  pues, 
"en  esa  contestación  ha  negado  en  absoluto  la  pregunta 
"do  Si  salió  de  la  Revolución  para  cumplir  alguna  oomi- 
"sión  especial,  etc.,  6  lo  que  es  lo  mismo,  anrm-í  el  hecho 
"negativo,  de  "no  haber  nunca  salido  de  la  Revolución 
"para  cumplir  ninguna  comisión  especial,  etc."  Sería 
"necesario,  por  tanto,  para  que  pudiera  estimarse  dicho 
"delito  por  haber  contostado  el  procesado  la  citada  pre- 
"gimta  en  la  fonna  referida,  que  en  la  misma  sentencia 
■'apareciesí'  determinado  como  hecho  probado,  que  no 
"tira  cierta  la  afirmación  que  envolvía  la  respuesta 
d" Sunca,"  porque  habiéndose  comprobado  y  declarado 
"como  tal  en  el  fallo,  que  el  Sr.  Velazco  había  salido 
"efectivamente  de  la  Revolución  para  cumplir  alguna 
■"comisión  especial  de  orden  de  algún  Jefe,  esto  no  obs- 
■■"tante  lo  había  negado  deliberadamente  y  bajo  jura- 
amento  en  la  jeapuesta  citada.  Y  si  es  evidentemente 
"cierto  que  la  sentencia  no  contiene  estas  declaratorias, 
indispensables  en  el  presonte  caso  para  que  resulte  des- 
"crito  el  delito  imputado,  hay  que  convenir  en  -pie  los 
"hechos  probados  no  revisten  en  absoluto  el  carácter  de 
"delictuosos.  Por  otra  parte,  tos  particulares  á  que  ha- 
rten referencias  los  Ri.'su  I  landos  segundo  y  tercero  de 
"la  sentencia,  no  son  óbice  á  la  certera  de  la  tesis  que 
"vengo  sosteniendo,  ó  sea  la  de  que  los  hechos  proba- 
"dos  no  tienen  el  carácter  de  punibles.  I^a  Sala  incurre 
"en  un  lamentable  error  al  apreciar  en  ei  .«cgundode 
"los  considerandos  del  fallo  que  motiva  este  recurso, 
"que  la  oncena  de  las  obsiTvaciones  para  llenar  la  casi- 
"lla  de  ese  número  expn'sa  "que  el  interesado  indicara 
"si  salió  de  la  Revolución  alguna  vez  ó  nó,"  porque  la 
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iple  lectura  <lft  esa  observación  basta  paiii  c-ojiven-, 
se  de  que  sólo  se  refiere,  lo  mismo  que  la  pregiinta 
la  eaBilk  con  que  g\mrda  r(?lacióu,  á  ausencias  de 
líevolución  realizadae  de  orden  de  algún  jefe  con 
eto  de  cumplir  alguna  comisión  especial,  y  no  á 
lencias  en  general,  ya  que  no  puede  aceptarse  raoio- 
mcntc  que  las  observaciones  ó  instrucciones  sobre 
nanera  de  llenar  las  planillas,  tengan  mayor  aicance 
rascendoncia  C|up  las  pregirntas  que  figuran  en  cada 
)  de  sus  apartados  ó  casillas,  que  son  precisamente 
re  las  que  recaen  )rs  manifestaciones  de  los  que  laa 
lan.  Tj»  presentación  que  se  imputa  al  Sr.-  Velazco 
el  tercer  Resultando  del  fallo,  no  contradice  en  rao- 
aiguno  la  manifestación  que  él  hiciera  al  llenar  la 
illa  once  de  su  planilla,  ni  puede  implicar  tampoco 
falsedad  de  su  afirmación,  porque  ésta  se  concretó 
icamente  á  lo  que  se  preguntaba  de  i.m  modo  ex- 
so  y  categórico,  y  no  hay  razón  alguna  para  atri- 
rle  á  su  contoítación  un  alcance  niucho  mayor  del 
>  claramente  tiene." 

"(B)  El  articulo  octavo  de  la  Ley  de  d'en  v  «is  i& 
osto  de  mil  novecientos  dos,  creadora  de  la  Comisión 
isora  de  las  I^istas  del  Ejército,  en  relación  con  el 
mero  primero  del  artículo  primero  de  la  Oflon  ciento 
z  y  •''cis  de  mil  novecientos,  por  indebida  aplicación 
in  el  concepto  de  que  apcsar  de  declararse  probado- 
la  senfcnoia  que  "el  procesado  Velazco  presentó 
la  Sub-comisión  del  Quinto  cueryío  de  Ejército  uní 
nilla  en  la  que  contestó  bajo  juramento  á  la  pre- 
ita  undécima,  etc.,"  resulta  que  al  no  consignarse- 
iresamente  como  hecho  probado  que  el  citado  jn- 
nento  se  haya  prestado  ante  alguna  persona  ó  fun- 
nario  competente  para  ello,  ó  sean  los  que  ta.xativa- 
ntc  señala  el  primero  de  los  preceptos  invocados,  es 
ludable  que  la  falta  de  ese  .elemento  iiñpide  también 
-eciar  como  delictuosos  los  hechos  que  se  declaran 
lados." 

Resultando  que  admitido  el.  recurso  y  sustanciado 
'ste  Supremo  se  ciílebró  la  vista  pública  del  mismo 
ía  tres  del  corriente,  con  a-íistencia  de  la  reprcsenta- 
y  defensa  del  nvum'nte  y  del  Ministerio  fiscal: 

IISIÓN  DEL  BKCUItSO: 

Siendo  Ponente  el  Mñgistradn  Jowé  María  Gispert. 
Considerando  que  conforme  al  número  primero  del 
mió  uno  de  la  Orden  Militar  número  ciento  diez  y 
de  mil  novecientfw.  cometen  delito  de  perjurio  los 
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qnp  íltílibrradamente  afirman  !a  certeza  de  un  hecho, 
RabÍPiído  que  es  falso,  despnés  de  haber  prestado  jura- 
niunto  de  decir  verdad,  ú  obligándose  á  decirla  en  otra 
forma  equivalente,  ante  un  Tribunal,  Juez  ó  funciona- 
rio competente  en  cualquier  proeediraiente  civil  ó  cri- 
minal, ú  otro  caso  en  que  por  ministerio  de  !a  ley  deba 
prestarse  tal  juramento  ó  contraerse  en  otra  forma  la 
obligación  de  decir  verdad:  y  que  esta  obligación  resul- 
ta impncsta  por  la  ley  de  diez  y  seis  de  Agosto  de  mil 
novecientoe  dos  que  creó  la  Comisión  revisoni  de  las 
IjÍ8tas_  del  Ejército  Libertador,  á  loe  interesados  que 
conforme  á  ella  presenten  sus  declaraciones  y  reclama- 
ciones á  la  Comisión  y  Sub-eomisióu  para  ser  incluidos 
i-n  dichas  listas. 

ConRÍderando  que,  apareciendo  de  los  hechos  de- 
(rlarados  probados  en  la  sentencia,  que  cl  procesado  To- 
ma.*—\''e!azco.  en  la  planilla  que  presentó  á  la  Sub-co- 
mioión  del  Quinto  Cuerpo  del  Ej¿x;ito  Libertador,  con- 
testó con  la  expresión  "Xunea"  la  pregimta  de  la  on- 
cena casilla  á  que  debía  responder  conforme  con  la  on- 
cena observación  de  aquélla,  por  lo  que  en  realidad  lo 
que  afirmó,  dados  los  términos  de  dicha  observación, 
fué  que  no  se  había  ausentado  durante  la  campaña, 
el  cual  es  el  verdadero  sentido  y  objeto  de  la  pregunta, 
explicado  cómo  se  halla  por  la  referida  oncena  observa- 
ción correlativa;  y  en  tal  virtud,  habiéndose  él  ausen- 
tado de  la  campaña  y  preseutádose  á  un  Jefe  de  gue- 
rrillas españolas,  es  evidente  que  faltó  á  sabiendas  ú  la 
verdad,  contrariando  con  aquella  contestación  los  fines 
del  juramento  exigido,  que  se  proponía  acreditar  el  de- 
recho al  percÜM)  de  sueldos  ó  haberes,  del  cua!  derocliu 
carecía  con  arreglo  á  la  lev  citada,  por  halx'rse  presen- 
tado al  fTiemigo, 

Considerando  que  estableciendo  la  Sala  sentencia- 
ilora  como  hecho  probado  que  el  procistado  presentó  en 
la  Sub-comisión  del  Quinten  Cuerpo  una  planilla  en  la 
que  en  la  casilla  once  se  hada  una  pregunta  que  fué 
contestada  por  aquél  bajo  juramento,  no  ha  dejado  de 
címsignar  el  Tribunal  á  qito  la  prestación  del  juramen- 
te, y  la  prestación  ante  autoridad  competente:  circuns- 
tancias que,  por  otra  parte,  no  niega  el  procesiido  con- 
currieran; porque  aún  en  el  caso  de  que  el  jnr.'.i'iento  no 
se  hubiera  prestado  oralmente  al  presentar  la  planilla 
ó  contestar,  basta  para  su  efectividad  que  se  consigne 
en  el  mismo  documento  producido,  puesto  que  con  ello 
lo  que  se  hice  es  prestar  tal  juramento,  y  prestarlo  ante 
la  anteridad  á  quien  se  produce,  y  e!=  obvio  que  la  Sub- 
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}  hallaba  autorizada  para  recibirlo,  eñtándolu 
eiialf|iiipra  de  hur  inienil>ros. 

Considerando,  por  los  anterioree  fundaineatos,  t|ue 
no  se  han  cometido  las  iofraccioneii  legales  acusadas  en 
los  motivos  (leí  recurao,  y  en  consecuencia  debe  declarar- 
se éste  ain  tugar,  con  laa  costas  de  cargo  del  rccurrenta, 
(le  conformidad  con  el  artículo  cuarenta  de  ia  Orden 
ulímero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  ai  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  procesado  Tomás  Velaeco  y  Rojo 
contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  cinco  de  Uarzo 
ultimo  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  In  causa  lum- 
cionada,  con  las  costas  de  cargo  de)  recurrente. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  !o  pronunciamos, 
mandamos  y  firmanios. — Bafael  t'ruz  Pérez. — JoM¿,An- 
tonio  Picliardo. — l^uis  tíastón. — Ambrosio  lí,  Mwralus. 
— JoBé  María  Gispert. 

M  Ict-.— Smt  S7.— 19de  Jimio.— Odiedio.  (G«c-  H^^ 
to  18,  ¡904. ) 

DOCTRINA:  Bl  oIrKimiento  4e  ana  dádiva 
á  un  funcionario  público  para  que  se  abítenla  de 
cumplir  con  un  deber  de  sucarf^oconstitiiTeellk- 
lito  di*  cohecho  en  grado  de  tentativa,  y  Qo  nna 
mern  proposición  ge);úu  tiene  declarado  repetida- 
mente el  Tribunal  Supremo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  nueve  de  Ju- 
nio de  mil  novoeieutos  tres:  en  el  recurso  de  casación 
])or  infracción  de  ley  interpuesto  por  Vicente  Buncé 
Scveron,  marinero,  sin  que  conste  su  domicilio,  en  la 
causa  seguida  contra  el  mismo  ante  la  Sección  primera 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, por  tentativa  de  cohecho. 

Hxofios  probados: 

Reí'ultando  quo  en  la  senttmcia  dictada  en  dicha 
causa  en  nueve  de  Marzo  último  se  consignan  los  hechoa 
en  el  siguicnt*^  Bcaultando: — "Resultando  probado  que 
"en  tas  primeras  horas  de  la  noche  del  dia  veinte  y  seis 
"de  Diciembre  del  pasado  año  mil  novecientos  dos,  el 
"vigilante  do  policía  número  trescientos  veioli'  y  cuatro, 
"Rafael  Pozo  Alvarez,  detuvo  en  la  calle  de  Luz,  esqui- 
'■'na  á  Damas,  al  procesado  en  esta  causa,  Vicente  Bon- 
"cé  Scveron,  que  so  le  hizo  sospechoso,  em-ontrándole 
"encitnfl  al  rofristrarlo,  una  navaja  barbera,  por  lo  que 
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ólo condujo  al  prescinto  cte  Policía,  y  en 
"procesado  nacA  del  bolsillo  un  peso  plata  Filipino  y 
'V  !o  entre^  al  vifrilante  para  que  lo  dejara  en  liber- 
"tdtl.  El  víf^lante,  lejos  de  aceptar  la  dádiva,  la  entre- 
"p6  en  el  prescinto  de  Policía  y  acusó  á  Boncé  al  día 
"ni^iiicnte  en  ef  Juzgado  Correccional,  donde  por  el 
"upo  de  la  navaja  le  impusieron  cinco  pesos  de  mvdta." 
BEaoLUCiÓN  rkccrrk'a: 

Itesiiltando  que  la  Sala  (>t<timando  que  esos  hechos 
constituyen  un  delito  de  cohecho  en  grado  de  tentativa, 
del  que  es  autor  el  procesado  sin  circunstancias  que 
modifiquen  su  responsabilidad,  le  condenó  á  la  pena  de 
trescientas  veinte  y  cinco  pesetas  de  multa,  sufriendo 
en  defecto  de  pago  la  detención  correspondiente  y  a\ 
pago  de  las  costas,  declarando  en  comiso  el  peso  de  pía* 
ta  ocupado. 
FuHDAUíCtrToe  dKl  rbcukso  D8  casación: 

Itesultattdo  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso,  autorizado,  por  el  nú- 
mero primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Tjey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  por  haberse  in- 
fringido por  indebida  aplicación  los  artículos  trescien- 
tos noventa  y  ocho  y  trescientos  noventa  y  cuatro  dal 
Código  Penal,  porque  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
bados no  son  t-onstitutivos  de  delito,  toda  vez  que  el  de 
c<)h«'bo,  por  su  frtrma  oapocial  requiere  para  que  exista 
la  concurrencia  de  la  volnntad  del  sobornador  y  del  so- 
immado,  y  sféste  no  llega  A  corormperse  por  la  dádiva. 
Tío  hay  delito,  ni  pue<lí  haber  tampoco  tentativa  del 
mifmo,  sino  á  lo  más  una  simple  proposición  no  pena- 
lile:  y  por  otra  parte,  la  detención  y  conducción  del 
n*urrent«  obedeció  á  una  simple  falta,  y  constando  del 
Kuniario  que  aquél  tenía  domicilio  conocido,  el  vigilante 
af'llevar  aquélla  á  efecto  no  cumplía  los  deberes  de  su 
eargo,  con  arreglo  á  la  ley,  y  el  procesado  por  tanto  no 
intentó  que  faltara  á  los  mismos  al  darle  un  peso  en 
plata  filipino,  para  que  lo  dejara  en  libertad. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma,  celebrándose  la  vista  pública  con 
asistencia  del  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  la 
procedencia  de  aquél,  y  del  Ministerio  fiscal  que  la  im- 
pi^nó: 

I>BCI8|6n  BBN  ■ECÜR80: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  tuis  Gastón  y 
Gastón. 
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Consjderuido  que  dada  la  índole  y  la  macera  de 
realizarse  el  delito  de  cohecho,  previsto  en  el  artículo 
trescientos  noventa  y  ocho  del  Código  Penal,  es  induda- 
ble que  los  hechos  que  aparecen  ejecutadoa  por  el  pro- 
cesado deben  estimarse  como  una  tentativa  de  dicho  de- 
lito, pues  con  ello  dió  principio  directamente  á  bu  eje- 
cución por  actos  exteriores,  sin  que  lloara  ¿  cousuraar- 
se  por  causa  ajena  á  su  propio  y  voluntario  desistimien- 
to, cual  fué  la  no  aceptación  por  el  vigilante  de  Policía 
de  la  dádiva  ofrecida,  sin  que  esos  netos  puedan  confun- 
dirse con  los  de  una  mera  proposición,  at(<;i'.ii  v'i'ne  de- 
clarado este  Tribunal  Supremo,  porque  aqiiélia  sóln 
existiría  si  el  recurrente  se  hubiera  limitado  &  proponer 
á  «na  tercera  persona  que  prestara  au  concurso  para 
corromper  al  funcionario  de  que  se  trnta,  lo  que  no  ha 
ocurrido  en  el  presente  caso. 

Considerando  que  es  asimismo  innegable  que  al 
pretender  Eoncé  que  el  vigilante  Pozo  lo  dejara  en  li- 
bertad me<1iante  la  dádiva  que  le  entregó,  intentó  co- 
rromper á  dicho  funcionario  para  que  se  abstuviese  de 
un  acto  que  debía  practicar  en  el  ejenricio  de  «u  cargo, 
pues  tal  era  el  detenerle  en  la  calle  y  conducirle  á  la 
Estación  de  Policía  por  falta  que  cometía  de  usar  arma 
prohibida,  dado  que  de  la  sentencia  recurrida — á  cuyos 
hechos  sólo  es  lícito  referirse  en  casación — no  consta 
que  dicho  Boncé  tuviera  domicilio  conocido  ni  dieni 
ñanza,  en  cuyos  casos  ca  procedente  la  detención  confor- 
me al  artículo  cuatrocientos  noventa  y  cinco  de  la  liCy 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  relación  con  las  órde- 
nes numero  doscientos  trece  y  doscientos  setenta  y  dos 
de  mil  novecientos. 

Considerando  que,  en  tal  concepto,  la  Sata  senten- 
ciadora al  calificar  y  penar  como  lo  hizo,  los  hechos  eje- 
cutadc«  por  el  recurrente,  no  incurrió  en  el  error„(]e 
derecho  que  éste  le  atribuye,  debiendo,  por  tanto,  -de- 
clararse sin  lugar  el  recurso  é  imponerse  las  costas  al 
recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
hal>er  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Vicente  Boncé  Severon,  en  la  can- 
sa de  referencia,  con  las  costas  de  cargo  del  recurrente. 

Así.  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  Rafael  Cruz  Pérezl — José  An- 
tonio Pichardo, — Iiuis  Gastón. — Ambrosio  R.  Moralen. 
— J()8é  María  O  i  sport. 
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In£J^.— Ssnt  96.— l"de  JaUa.~]dalTeisuióiL.  {Qaoe- 

Ut  Marno  30.  1904. ) 

aSOmHlíAí  ComeU  el  delito  dt  maWet^a- 
oí6htI  secretario  de  mi  JtizgBido  municTfial  6  co- 
TicccioiuU  que  se  HpFit^ael  importe  de  una  mntttk. 

Kl  luntiiunariu  pfiblico  que  percibe  por  tutAu  áe 
sucargii  una  CHtitidad,  para  directamente  6  por 
oieflio  üe  «n  tercero  ingr^aarlB  eti  el  Tesoro  y  fe  la 
apriqña,  negHitKlo  bftberla  reeibido.  tniDque  lain- 
gceae  man  tarde,  dcapuép  de  inidada  la  causa,  co- 
mete el  deliro  previslu  en  el  artículo  4Ü1  y  no  en 
el  40S  del  Cfittigo  Penal. 

En  1»  ciadad  de  la  HabaSA,  á  primearo  de  Jobo  de 
ibíI  ii»v«cieDÍ08  tres:  en  el  recurso  de  OMSción  por  io- 
ftacciÓB  de  ley,  iníerpneeto  por  Emilio  Bmz  Btúrajsr- 
za,  emjde&do,  vecino  de  Cienfuegos,  es  la  causa  Beguida 
c«&tra  d  miflHiQ  en  la  Audiencia  de  Santa  Clais  por  d 
delito  de  malversacióa  de  caudales  públicos: 

Hechos  probados: 

BeBttItaDdo  que  en  la  Benteocia  dicbada  en  didn 
oassa  8D  trece  de  Marzo  iltimo  ae  coneignaa  loe  hechor 
en  la  forma  siguiente: — "Eeaultando  probado,  que  ei 
"año  mil  novecientos  uno  y  en  el  Juzgado  Municipal  de 
"Cumanayagua  se  celebró  un  juicio  de  faltas,  en  el  que 
"figuraron  como  pairtes  América  Méndee  y  Juana  San  ' 
"chez,  las  que  fueron  condenadas  á  una  multa  de  cincj 
"pesos  cada  una,  y  habiendo  satisfecho  la  que  oorrespon- 
"dia,  la  primera,  al  Secretario  del  Juzgado,  procesado 
"Emilio  BuJz,  ae  la  apropió  éste  disponiendo  de  ella, 
"aegasdo  haberla  recibido  y  con  mucha  posterioridad  al 
"lbícío  de  esta  causa  hizo  el  reintegro  de  la  misma  can- 
"tidad. 

EE30LDC10N  rbcurhida: 

Eeaultando  que  la  Audiencia,  estimando  esos  he- 
ohoa  constitutivos  de  un  delito  de  malversación  de  cau- 
dales páblicofi,  y  que  es  autor  sin  circunstancias  apre- 
ciablea,  el  procesado,  le  condenó  á  la  pena  de  un  año  y 
un  dia  de  preeidio  correccional,  sus  accesorias,  once  ayos 
y  un  día  de  inhabilitación  temporal  especial  para  el  car- 
go de  Secretario  del  Juzgado  Municipal  y  cualquier 
otro  análogo  y  al  pago  de  las  costas. 

FT  NDAMTrNTOS  DEL  EErCRSO   DE   CASACIOX  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
chp  procesado  el  presente  recurso,  autorizado  por  los 
números  primero  y  tercero  del  artículo  ochocientos  eua- 
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rpiitii  y  nueve  ile  la  Ley  de  Enjuiciamiento  CrimÍDal 
por  haberse  infringido:  primero;  el  artículo  cuatrocien- 
tiís  uno,  párrafo  primero  y  número  primero  de¡  Código 
Penal  por  indebida  aplicación,  puesto  que,  según  los  he- 
chos probados  no  ha  podido  cometerse  un  delito  de  mal- 
vfirsación  de  cándales  públicos,  por  faltar  el  requisito 
Ciiracterístieo  del  mismo,  cual  es,  que  los  caudales  se  ha- 
llen en  poder  dei  funcionario  por  razón  de  su?  funcio- 
nes y  los  Secretarios  de  los  Juzgados  no  son,  con  arreglo 
A  ]a  Ijey.  los  encargados  de  cobrar  y  guardar  el  import.; 
de  las  multas,  sino  los  Jueces:  y  segundo,  eo  el  caso  de 
que  no  se  estime  el  anterior  motivo,  se  ha  infringido  el 
artículo  cuatrocientos  tres  del  Código  Penal,  porque  en 
todo  casn  la  malversación  cometida  seria  la  penada  en 
dicho  artículo,  ya  que  Ruiz  no  sustrajo  caudales,  sino 
los  distrajo  con  el  propósito  de  reintegrarlo,  como  efec- 
tivamente lo  hizo. 

Resultanilo  que  admitido  el  recurso,  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma,  celebrándose  la  vista  pública  con 
asisloneia  del  defensor  del  recurrente,  que  sostuvo  la 
proeedcnoi;!  de  nqiiél  y  del  Ministerio  Fiscal  que  la  im- 
pugnó : 

DiíCTüii'iN'  \>\:í.  itwiíiao: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Castón. 

('onsiderando  que  según  el  artículo  cuatrocientos 
imo  del  Código  Penal,  comete  el  delito  de  malversación 
cu  el  mismo  castigado,  el  empleado  público  que  sustra- 
jere los  caudales  públicos  que  tuviera  á  su  cargo  por  ra- 
zón de  sus  funciones,  sin  que  se  haga  distinción  alguna 
en  atención  al  tiempo  ó  concepto  porque  los  tuviere,  y 
siendo  los  Secretarios  de  los  Juzgados  Municipales  ú 
Corrección  al  03  los  que,  conforme  al  artículo  cuarenta  * 
tres  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de  mil  nove- 
dentos  dehen  requerir  para  el  pago  de  las  multas,  &  loo 
condcnadofl  ¿  ella  en  los  respectivos  juicios,  y  por  tanto 
los  (pie  han  de  percibir  su  importe,  es  evidente  que  el 
procesado,  al  apropiarse  la  cantidad  que  recibió  en  con- 
cepto de  multa  de  la  penada  América  Méndez,  y  que  le 
fué  entregada  á  él  por  razón  del  cargo  que  desempeñaba 
de  Secretario  del  Juzgado  Municipal  de  Cumanayagua, 
incurrió  en  el  expresado  delito  de  malversación  que  ha 
sido  calificado  y  penado  en  la  sentencia  recurrida,  en 
la  cual,  por  consiguiente,  no  se  ha  infringido  el  artículo 
del  Código  citado,  ni  se  ha  cometido  el  error  d?  derecho 
que  se  supone  en  el  primer  motivo  del  recurso. 
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OonsideraDdo  que  tampoco  ha  incidido  la  Sala  son  - 
teneiadora  en  el  error  de  calificación  que  se  le  atribuí;' 
en  el  segundo  motivo,  porque  declarándose  probado  en 
la  sentencia  que  el  recurrente  se  apropió  la  cantidad  im- 
porte de  la  muJta  que  percibió,  y  dispnso  de  ella  negan- 
do haberla  recibido,  no  reintegrándola  sino  con  much.i 
posterioridad  al  inciso  de  la  causa,  ea  obvio  que  no  fu-.i 
UQ  mero  uso  de  dicha  suma,  lo  que  hizo  con  el  propósit'.v 
de  reintegrarla  y  haciendo  el  reintegro  oportunameni-.', 
que  es  lo  que  se  castiga  en  el  artículo  cuatrocientoi  trus 
del  Código  Penal,  sino  una  completa  apropiación  de 
aquélla,  equivalente  á  su  sustracción,  sin  qtie  6l  reinte- 
gro veriíícado  en  la  época  y  circunstancias  en  que  ex- 
presa la  sentencia  quite  al  hfcho  su  propio  carácter  quL- 
le  hace  estar  comprendido  en  el  antes  citado  artículo 
cuatrocientos  uno  del  Código. 

Considerando  que  por  lo  exp;iesto  procede  declarar 
sin  lugar  el  presente  recurso,  imponiendo  las  costas  a! 
recurrente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  v  declaramos  no 
haber  lugar  a!  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Emilio  Ruiz  Barravarza  en  la  cauí^a  di 
referencia,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Comu- 
iiíquoso,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia.  !o  pronunciamiw. 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Qastím. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. — 
José  V.  Tapia.  • 


Oneia.—Aiito  101— 3  de  Julio.— S^bsanaoÓQ  deltas. 

(  Oae.  Mano  SO. ) 

DOCTBINA:  Contra  el  defecto  procesal  de 
penar  un  delito  iná9  grave  que  el  que  h»  sido  ob- 
jeto de  la  acusación,  no  haj  medios  legnks  de  oh- 
tencr  prevÍHiiiente  al  recorsi)  de  cnsación,  la  aub- 
aanación  de  la  falta  y  pur  tanto  basta  expresar 
esta  imposibilidad  para  que  el  recurso  sea  admi- 
sible. 

RBCUIÍ60  DENEGADO : 

Resaltando  que  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 
del  Este  y  continuada  en  la  Audiencia  de  esta  capital 
por  delito  de  falsificación  y  estafa,  contra  el  procesado 
Cipriano  Fernández  Blanco  y  otro,  se  dictó  sentencia 
definitiva  en  cuatro  de  Mayo  último,  condenando  ¿  di- 
cho procesado  á  la  pena  de  once  años  de  presidio  mayor 
y  multa  de  dos  mil  cuatrocientos  sesenta  y  cuatro  pesos. 
sesenta  centavos,  contra  la  cual  sentencia  interpuso  re- 
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curso  Ae  caaaciAn  yuT  íniebrantainieSito  de  ícífma  'é  in- 
fracdón  áe  ley,  fiindeSo  el  primero  en  el  cftso  de!  irñ- 
luero  tercero  áel  ai1*fcnlo  DovecieirtoB  doce  de  U  Ley  de 
EsjuicianríMito  Crimwral  ■en  relaciém  con  el  Artícnío  ae- 
tecieirtos  trdtrtft  y  tres  de  la  propia  Lej',  inodifi*«d3  •este 
óltrtíio  por  la  Ord«i  néiBero  ciento  ntreve  de  fnil  otho- 
cieQtos  iK^añfL  y  «uere  por  haberse  penado  tjti  la  sen- 
tencia ■BU  delito  Bife  grave  itel  que  faé  oVjeto  de  la  acá 
aacidn,  ain  qno  el  TVifeomal  hubiese  proceüdí'  previa- 
iftente  oamo  determina  -el  citado  artícnlo  «litecifiito» 
treiifta  y  tres :  erplicando  ípie  ha  incurrido  en  didio 
t[nehraDtaemento  la  Sala  swrteBCiitdora,  al  «dtJnretr  «n 
haiher  Herrado  prerrarntente  aqueHa  forróulidítd.  el  delí-. 
te  i3e  falBeáad  en  docnweírto  privado  como  ínedií  ño 
realiaar  el  -de  faíseAad  en  doeumento  púWieo,  ímandb 
en  tal  forma  no  liahian  sido  -calificadoa  pW  las  acti«lCÍO- 
ttef  aiTffhcm  delitos,  «íno  adslada  y  separadameDlie,  4  im- 
poniímáo  en  9w  conaecuaieift  la  pena  del  miéa  jítave  en 
el  grado  máximo;  y  expresando  el  recurrentíi  ■que  pot 
haberse  comrtiJrt  la  &^a  en  la  sentencia  do  le  fn¿  po  • 
aible  reehiBHir  ooutra  elia. 

Cai'ha  D*:  i.R  <íi  «ja  : 

liesültiiiido  que  por  auto  de  diez  v  nueve  le  Mayo 
último,  denepó  la  Audiencia  la  admisión  de  dic!,o  recur- 
so por  ■qHeí>rjmtanii«nto  de  íorma,  bajo  el  fuiídamento 
de  no  haberse  reclaWado  oportnnunrate  la  sAl>sattttei^ 
ilífla  falta  que  se  suponía  cometida:  y  anfljterailo  el  pío- 
pósito  de  establecer  contra  dicho  auto  el  pr^waite  recnr- 
99  de  qnejti,  qw  i«terp09<>  el  Tecnrreate  ^  tiempe  y 
forma,  se  sustanció  en  este  Supremo  Trfbftnal,  habién- 
dose celebrado  k  vista  pública  del  mwao  con  a^iattncia 
del  representante  deÍMisor  del  recurrente  y  del  Ministe- 
rio fiscal  fljMe  también  sostuvo  <^  recuwo. 

Rbsoluí^tok  : 

Considerando  que  conforme  al  artículo  noTecli;nt(w 
catorce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  Harne- 
ro quinto  de  los  artículos  quinto  v  séptimo  de  la  Orden 
noventa  y  dos  lie  mil  ochocientos  noventa  y  tlMere,  la 
inadmisión  del  recurso  de  oasaoióa  por  qnebrantamíento 
de  fi^mw,  fMijd«d«  «n  no  haberse  reclaiwBdo  previamen- 
te ia  Subsanación  de  la  falta.  »ólo  procede  Cuando  tal 
reclam«c!i'm  hubiese  «ido  posible  conforme  k  dereeho. 

Considerando  que  consi^iendo  el  qwebrantamieato 
de  forma  imputado  A  la  sentencia  por  el  rectirWlile,  fen 
que  en  «llil  se  proa  wn  delito  mfts  gwive  qte  rt  c^  fvá 
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rtbjeto  -ée  la  ■a.cusadñ'a,  no  era  posible  Teelanidíi6n  pre- 
rift  4te  einf^arta  especie  para  obtener  la  Hubsaiiaciihi  de 
íKpiél,  «n  que  resnlíare  variaba  Bustancíalmwitc  la  sen- 
tenifia.  Contra  la  prohibición  terminante  del  artíiTülo 
ñf^n  nee^ita  y  "htio  fle  la  ley  procesal :  y  en  tal  concep- 
to. 1>astaba  -oiWiíii^ar  esa  ímposíbilidacl  y  sus  oiotivo^, 
como  lo  hizo  el  Tecurraite  m  el  escrito  de  int3rposiei6n 
del  «feareo,  para  el  «fecto  de  su  admisibilidad,  confor- 
iHp  *1  núnifíTo  qointo  Ael  artículo  qninto  de  '':i  Orden 
citwéa. 

ChrtBJéettiTtAo  que  por  lo  expuesto  pTOoíiíf*  dedu- 
raT  eoB  !^aT  el  presaste  retnifao  de  queja  con  la*  costa-^ 
de  oíieío.  iiegka  previene  el  articulo  veinte  y  cinco  d? 
la  refrtriía  OiVIea. 

Se  declai*  con  lujíar  e!  reCaiBo  de  queja  interpue^ 
to  pOT  ta  reprcfleBtación  del  pToceeado  Ciprianí  Fernán- 
dez Blanco  contra  el  referido  -auto  de  diez  y  nTieve  de 
MavT»  ^e  le  dertegó  la  admisiéh  'del  recurso  de  i-aBRción 
por  ^d^anta miento  de  fortna  que  interpuw  en  1\ 
niencTonada  causa,  con  las  costfts  ée  ofiao.  Oajnufiiqní- 

lao  -que  proyeyeron  y  fi^rosn  los  Ma^stnitloí  3d 
maTffeB,  .T«b^  Antonio  Pichardo. — Luis  Gasión  — ^Am- 
brosio R.  MoTLiles. — José  María  Gispert. — Jo.-é  V.  Ta- 
pia.— Silverio  Castro,  Secretario. 


JmOTfinadón.— Anto  105.— 3  de  Jallo,— Precmto  ántori- 

jaflor.  CGae.  Jfttrw  50,  Í904.) 

l>OCTRiNAi  No  «■  baitante  psmi  dcisr  ei- 
p rasado  ei  precepto  que  amtoHza  el  ivcw&o  la  cita 
dei  Hrttenlo  '849  déla  Ley  de  Enjuiciíimiento  Cri- 
«imitl.  sino  que  rtnttSsarto  determinar  el  caso  fl 
cMcMdfdicbo  ürtfwrio  tn  qneestécomprenáM» 
Wctt«*tt¿tt  prapoHta  e«  el  recttr»». 

-  Resultan  do  qne  en  caiisa  procedente  del  Ju^- 
pado  de  Instrut^ión  del  Centro  de  esta  ciudad  por  dis- 
paro de  ariBa  de  fuego,  contra  Claudio  Alvarez  Pina, 
diotó  sentencia  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
minal de  la  Audiencia  de  esta  proríncia,  condenando  al 
procesado  como  autor  de  aquel  delito,  con  Ifi  atenuante 
de  provocación  inmediata,  á  seis  meses  y  un  día  de  pri- 
sión oorreccional,  accesorias  y  pago  de  costas. 

(ÍISTüBSO   ADUtTlBO  : 

Kesu)tn»do  qne  centM  esa  sentencia  interpuso  la 
«Icfenaa  del   procesado  reeiireo  de  casación  por  infrac- 
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eión  <]e  iev,  consifrnando :  "Primero:  Que  la  fecha  de  la 
notificación  al  recurrente  es  la  del  veinte  y  siete  de 
Abrí!  del  actual  y  la  de  la  última  notificación  es  k  de 
veinte  y  siete  del  propio  mes  y  año.  Segundo :  La  fecha 
de  este  escrito  es  la  de  dos  de  Mayo  del  corriente  año. 
Tercero :  Autorizan  el  presente  recurso  los  artículos  ocho- 
cientos cuarenta  y  siete,  caso  primero  y  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. — 
Cuarto :  Estimo  infringido  el  precepto  contenido  en  el 
artíqulo  octavo,  circunstancia  cuarta  del  Código  Penal. 
por  cuanto  existiendo  la  circunstancia  eximente  de  res- 
ponsabilidad criminal  de  haber  obrado  e!  procesado  en 
■  defensa  de  su  persona  concurriendo  las  circunstancias- 
exigidas  por  dicho  artículo,  según  se  deduce  de  la  rela- 
ción de  los  hechos  que  se  declaran  probados  por  la  sen- 
tencia, ae  impone  la  pena  al  acusado,  debiendo  habérsele- 
declarado  asento  de  responsabilidad  criminal." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Sala- 
sentenciadora,  se  personó  ante  esto  Tribunal  con  la  oer- 
tiñcación  de  la  sentencia  la  parte  recurrente,  y  en  treinta 
de  Mayo  se  mandaron  poner  las  actuaciones  de  manifiesto- 
para  instrucción  por  quince  días  comunes  ¿  las  ps^-te^, 
notificándose  esa  resolución  el  dfa  primero  de  Junio  al 
Ministerio  Fiscal,  y  en  dos,  en  tablillas,  al  recurrente, 
que  no  compareció  é,  notificarse. 

Impp'g.'jaciom  : 

Resultando  que  por  escrito  presentado  el  diez  y  seis 
de  Junio,  el  Ministerio  Fiscal  impugnó  la  admisión  del 
recurso,  por  haberse  dejado  de  expresar  el  precepto  legal 
que  lo  autoriza  y  por  haberse  dejado  de  expresar  también 
el  concepto  en  que  se  estiman  violadas  las  leyes  que  se 
suponen  infringidas;  y  señalando  día  para  la  vista  de 
esta  cuestión  previa,  tuvo  lugar  con  asistencia  de  las  par- 
tes, sosteniendo  el  Ministerio  Fiscal  su  impugnación  y 
el  recurrente  la  admisibilidad  del  recurso. 

Resolución  : 

Considerando  que  no  es  extemporánea  la  impugna- 
ción del  Ministerio  Fiscal,  como  ee  aJSrmó  en  el  acto  de  la 
vista  por  el  recurrente,  pues,  aun  cuando  el  término  se 
contara  desde  el  treinta  y  uno  de  Mayo  y  no  desde  el  día 
siguiente  á  la  última  notificación,  como  procede,  presen- 
tado el  escrito  de  impugnación  el  diez  y  seis  de  Junio. 
siempre  resultaría,  descontando  los  días  inhábiles,  dentr.> 
del  término  de  quince  días,  señalado  por  el  artículo  vein- 
te V  ocho  de  la  Lev  de  casación. 
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Considerando  que  este  Tribunal  reiteraflamente  ha 
resuelto  que  el  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
'la  Iiey  procesal,  comprende  diversos  problemas  de  casa- 
ción, y  que  para  el  planteamiento  de  al^no  de  elloa  con 
la  claridad  que  exige  la  admisibilidad  del  recurso,  es  ne- 
cesario que  ee  determine  el  número  de  aquel  artículo  que 
lo  ampara,  bien  indicándolo  numéricamente,  bien  fijan- 
do con  precisión  el  caso  dentro  de!  cual  se  combaten  los 
errores  de  la  sentencia. 

Considerando  que  no  ajustado  á  esa  doctrina  el  re- 
-curso  por  infratvión  de  ley  interpuesto  por  Claudio  Al- 
varez  Pina,  puesto  que  cita  el  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  ia  Ley,  sin  concretar  de  la  manera  ex- 
puesta, ninguno  de  sus  casos,  ya  que  no  es  aceptable  que 
el  primero  á  que  alude  se  refiera  á  otro  artículo  que  al 
ochocientos  cuarenta  y  siete,  no  debió  haberse  admitido, 
y  procede  declarar  con  iuf^r  la  impugnación  del  Minis- 
terio Fiscal  por  el  primero  de  sus  motivos,  sin  que  poi- 
elio  sea  necesario  ocupar.w  del  reatante. 

Se  declara  inlil  admitido  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley.  interpuesto  por  Claudio  Alvarez  Pina, 
sin  especial  condiuuieión  de  <-osta.i.  Comuniqúese,  etc. 

Ijo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  mar- 
gen se  exprtsan.  José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. 
— Ambrosio  E.  florales. — José  María  Gispert. — José  V. 
Tapia. — Sil  ver  i  o  Castro,  Secretario. 

Inf.  ley.— Sent.  97. — 4  de  Jalio. — Asesiiíato  frustrado. 
( <^ae.  Mar^o  SO. ) 

UOCTRINA:  Ignorándose  los  «ntecedetitea 
y  circunstuncLas  del  hecho  merced  &  los  cuales  pn- 
iliera  formarse  concepto  acerca  de  la  inTcncWn  del 
delincuente,  no  es  posible  cal¡6car  de  aaeainato 
frustrado,  unas  lesiones,  aun  cuandu  éstas  fueran 
varias,  inferidas  cciii  nievasfa  y  en  parte  príncipat 
del  cuf  rpo,  pnes  estos  datos  por  sí  sólo  no  revelan 
el  propósito  de  mutar  que  el  agente  tuviere. 

Obra  con  alevosía  quien  aprovecha  el  momento 
en  que  el  ofendido  está  desprevenido  y  le  acomete 

Concurre  lacircuiistancia  de  nocturnidad,  cuao- 
du  el  autor  del  delito  aprovecha  la  facilidad  que 
la  noche  le  prestó    para  la  ejecución  del  hecho  pn- 

Es  de  apreciarse  la  circunstancia  agravante  de 
ejecutar  el  hecho  en  el  domicilio  del  ofendido, 
cunndo  en  dicho  Ingar  se  comete  el  delito,  sin  que 
la  víctima  hubiese  provocado  el  suceso. 

En  lu  ciudad  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
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de  ley..  Íiiter{»i«8to  por  Ma,TÍaiiio  Martí  Ja«n,  DAtnral  y 
vecÍBo  de  la  ciudad  de  Santiago  de  Cuba,  eoUero,  die- 
diez  y  siete  ^os  y  sin  ocapacióii  conocida,  aa  la  causa 
que  se  le  sigue  por  la  AudiflBcia  de  Santiago  de  Cuba  por 
dos  delitos  frustrados  de  seeeiuato : 

Rasultando  que  en  la  sratescia  dictada  en  dicha 
causa  se  consignuí  loa  hechos  en  la  forma  sigmente: 

lÍEl'irOS  PROBADOS  : 

."Besultondo  probado  g-ue  ¿  loe  diez  y  media  de  !a 
"noche  del  día  cuatro  de  Qioiembre  del  año  último  el 
"procesado  Uariaao  Martí  llegó  á  la  oasa  de  Alejando 
"García,  sita  en  «1  número  diez  y  nu€we  de  la  calle  bojíí 
"de  Santo  Tomás,  tratando  de  comprar  una«6copeta.  no 
"coQviaioDdo  al  principio  en  el  precio,  añadiendo  m¿e 
"tarde  que  la  compraría  ea  la  cantidad  de  seis  pasos  siam- 
"pre  que  le  recalaran  un  farol  de  bicicleta;  y  como  al 
"oir  esta"  proposición  García  colocarff  la  esoopeta  ea  ol 
"mostrador  y  se  dirigiera  á  buecar  el  farol,  d&ndole  la 
"espalda  al  pr£>ce8ado,  éste  se  apoderó  de  la  escopeta,  y, 
"aprovechando  el  deacuido  de  Garda,  le  asestó  tan  fuerte 
"golpe  con  la  culata  de  dicha  arma  en  la  caldea,  que  le 
"hiso  caer  al  suel^  sin  sentido,  produciéndole  una  herida 
"que  tardó  en  sanar  ocho  días.  Bealizadoe  estos  hechos  ■- 
"el  procesado  penetró  en  la  casa  hasta  el  cuarto  de  )a 
"Sra.  Iluminada  Serrano,  esposa  de  García,  que  estaba 
"ya  acostada,  y  repentinamente  diciéndole :  "Señora,  Se- 
"ñora,"  le  dio  un  machetazo  en  la  cabera,  causándole  unn 
'lierida  de  doce  á  catorce  centímetros  en  la  región  frontal 
"izquierda,  interesándole  el  hueso  y  extendiéndose  á  la 
región  parietal,  y  como  la  agredida  levantase  los  brazos 
tratando  de  defenderse,  la  causó  varias  otras,  una  on  h 
cara  dorsal  de  la  mano  derecha,  de  ocho  centímetros,  ex- 
."tendiéndose  desde  el  borde  interno  lateral  del  índice, 
"hasta  el  último  metacarpio,  interesándole  el  tendón  y 
"cartílago  del  primer  metacarpiano;  otra  de  cuatro  cen- 
"tímetros  sobre  el  dorso  de  la  misma  mano ;  otra  de  tres 
"y  medio  centímetros  en  la  región  deltoidea  derecha;  v 
"otra  de  un  eentimetro  en  el  dedo  índice  de  la  mano  íz- 
"qnierda :  cesando  el  procesado  en  su  agresión  y  escapan- 
"do  por  el  patio  ó  un  establecimiento  contiguo,  donde  fué 
"detenido,  porque  á  los  gritos  de  la  ofendida  acudieron 
"los  vecinos  y  la  Policía.  De  las  heridas  descritas  tardó 
"en  sanar  la  Sra.  Serrano  cincuenta  días,  quedándole 
"como  consecuencia  de  ellas  inutilidad  permanente  en 
"los  movimientos  del  dedo  índice.  El  procesado  ee  ma- 
"yor  de  diwi  y  siete  años  y  menor  de  diez  y  ocho  y  ha  sidi> 
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"ejecutoriamente  condenado  por  e!  Juzgado'  Correccional 
"áo3  veces  por  el  delito  de  hurto," 

Resolución  Rf:crRRiDA : 

Eesultando  que  estimando  la  Audiencia  de  Santiago 

■  de  Cuba  que  los  hechos  probados  constituían  dos  delitos 
frustrados  de  asesinato,  cualificado  por  la  alevosía,  con 
las  a^rravantes  genéricas  de  reiteraci6n,  nocturnidad  y 
morada  del  ofendido,  condenó  al  procesado  Mariano 
Martí  y  Jaén,  corno  autor  de  los  mismos  á  diez  años  de 

.  presidio  mayor  por  cada  uno,  accesorias,  indemnización 
á  loa  ofendidoH  y  pago  de  costas, 

PCSDAMENTOS  DEL  RECl'HSO  DE   CA9ACIÓW: 

Besultando  que  contra  esa  sentencia  ha  interpuesto 
el  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
autorizado  por  ios  números  tercero  y  quinto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  T^ey  procesal  y  citan- 
do como  infringidos:  primero:  el  artículo  cuatrocientoá 
veinte  y  nueve,  caso  tercero,  pues  tal  eonio  aparecen  los 
hechos  probados  no  son  constitutivos  de  delitos  de  ase- 
sinato frustrado,  «ino  del  de  lesiones,  con  la  circunstan- 
cia agravante  de  reiteración  y  la  atenuante  privilegiada 
segunda  del  artículo  ochenta  y  cuatro  del  Código  Penal. 
Segundo:  Que  como  consecuencia  de  lo  anterior,  se  ha 
infringido  también,  por  sn  no  aplicación,  la  regla  cuar- 
ta del  artículo  ochenta  del  Código  Penal.  Tercero:  In- 
fracción del  artículo  ochenta  y  seis  del  mismo  Código. 
puest^  que  la  Sala  sentenciadora,  al  estimar  los  hechor 
como  constitutivos  de  dos  delitos,  viola  ese  precepto  por 
BU  aplicación,  toda  vea  que  los  hechos  que  resultan  pro- 
bados justifican  por  la  instantaneidad  y  unidad  de  tiem- 
po y  acción  que  esos  hechos  no  han  constituido  ináa  que 
íino  solo,  del  que  resultaron  lesiones  graves  y  una  falta 
contra  las  personas.  Cuarto :  Infracción  del  artículo  cua- 
trocientos catorce  del  Código  Penal  por  interpretación 
errónea  é  indebida  aplicación,  puesto  que  determinándo- 
se el  asesinato  por  la  concurrencia  de  las  cinco  circuns- 
tancias que  lo  cualifican,  al  apreciar  la  sala  una  de  ellas, 
la  alevosía,  esta  circunstancia  no  ei^tá  su  fie  i  en  te  mente  de- 
mostrada, en  razón  á  que  en  los  hechos  que  se  declaran 
probados  no  se  ha  justificado  de  manera  alguna,  qué  me- 
dios, modos  ó  formas  realizó  el  procesado  en  la  ejecución 
del  delito,  que  tendieron  directa  y  especialmente  á  ase- 
gurarlo sin  riesgo  para  su  persona  que  proceda  de  la  de- 
fensa que  pudiera  hacer  el  ofendido,  puesto  que  por  su 
edad,  por  no  llevar  armas  y  por  el  nuevo  hecho  de  la 
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agredida  al  levantar  los  brazos  tratando  de  defenderse, 
':;  hora  del  snceso,  etc.,  son  circunstancias  todas  que  in- 
determinan  la  alevosía.  Quinto:  Por  indebida  aplicación 
de  las  circunstancias  agravantes  de  noeturtidad  y  morada 
de  los  ofendidos,  diez  y  seis  y  veinte  y  uno  del  artículo 
diez  del  Código  Penal,  puesto  que  realizados  los  hechos 
por  el  procesado  á  las  diez  y  inedia  do  la  noche  en  una 
de  las  calles  más  públicas  de  esta  ciudad,  en  el  estableci- 
miento de  préctamos  del  Sr.  García,  entrando  por  la 
puerta  principal  que  estaba  abierta  é  iluminado  el  esta- 
blecimiento, no  justifican,  como  tiene  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo  de  España  y  Cuba,  ni  resulta  probado  de  la 
sentencia  que  la  noche  haya  sido  escogida  de  intento  por 
el  procesado ;  ni  tampoco  en  la  morada  de  loa  ofendidos, 
porque  ignorándose  loa  móviles  que  guiaran  al  procesada 
para  realizar  los  hechos  que  intentara,  cualesquiera  que 
ellos  hubiesen  sido,  tenían  forzosamente  que  haberse  rea- 
lizado en  la  morada  de  los  ofendidos,  circunstancia  im- 
bíbita en  enos  hechos;  por  cuyo  motivo  se  ha  cometido 
error  de  derecho  por  la  Sala  por  indebida  aplicación  de 
las  referidas  circunstancias  agravantes  y  error  de  inter- 
pretación de  sus  preceptos." 

Eesultando  que  personada  la  parto  recurrente,  tuvo 
lugar  la  vista  con  asistencia  de  las  partes,  impugnando 
el  recurso  el  Ministerio  Fisea!. 

De(.tsh')N'  del  rkcl'rso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  José  V.  Tapia. 

Considerando  que  ignorándose  el  objeto  con  gue  el 
procesado  Mariano  Martí  Jaén  penetrara  en  la  moradu 
de  los  ofendidos,  sus  anteriores  relaciones  con  los  mis- 
mos, de  las  cuales  pudiera  haber  surgido  algún  motivo 
de  resentimiento  ó  de  venganza;  habiendo,  en  una  pa- 
labra, en  el  caso  actual,  ausencia  completa  de  circunstan- 
cias inductivas,  precedentes  ó  coetáneas  de  las  lesiones, 
eon  éstas  y  la  forma  en  (\\\e  se  causaron,  los  únicos  datos 
positivos  para  juzgar  de  la  intención  del  procesado;  y 
las  lesiones,  aun  siendo  varias,  inferidas  en  parte  im- 
portante del  cuerpo  y  con  alevosía,  no  demuestran  ais- 
ladamente y  con  independencia  de  toda  otra  circunstan- 
cia, el  ]»ropósito  de  matar,  en  primer  lugar,  porque  así 
Be  llegaría  á  la  inaceptable  conchisión  de  que  el  delito 
de  lesiones  en  aquellas  condiciones  se  convertiría  siem- 
pre en  el  de  homicidio  ó  asesinato  frustrado,  y  en  se- 
gundo lugar,  y  ya  dentro  del  actual  caso  concreto,  por- 
que las  heridas  causadas  á  los  ofendidos  no  lo  fueron  en 
forma  y  número  que  revelen  por  sí  solas  la  resolución 
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de  terminar  con  su  vida,  pues  á  García  sólo  le  dio  el  pro- 
cesado un  golpe  y  nada  le  impedía,  si  hubiera  sido  su 
deseo,  rematarlo  con  el  machete  que  portaba,  y  á  la 
Sra,  Serrano,  si  bien  le  infirió  varias  heridas,  una  sola 
fué  en  la  cabeza,  y  mientras  acudían  en  au  auxilio  los  ve- 
cinos, nada  estorbaba  al  procesado  haberte  dado  muerte, 
aprovechando  la  débil  resistencia  que  podía  oponer  iner- 
me y  acostada,  como  estaba  eu  una  cama. 

Considerando  que  por  estas  raMines,  no  siendo  su- 
ficientemente graduados  los  actos  del  procesado  Martí 
para  atribuirle  un  propósito  superior  en  criminalidad  al 
fin  conseguido,  como  ha  resuelto  este  Tribunal  en  casos 
análogos,  á  ese  resultado  hay  que  atenerse  para  calificar 
el  delito ;  y  al  no  hacerlo  así  la  Audiencia  sentenciadora, 
penando  como  dos  delitos  frustrados  de  asesinato"  ios  he- 
chos de  autos,  que  sólo  constituyen  un  delito  y  una  falta 
de  lesioneSj  ha  cometido  el  error  de  calificación  á  que  se 
refiere  el  primer  motivo  del  recurso,  y  procediendo  lá 
casación  por  él,  no  es  necesario  ocuparse  del  tercero. 

Considerando  que  no  es  procedente  el  motivo  cuar- 
to, en  ciianto  combate  la  apreciación  de  la  circunstancia 
de  alevosía,  porque  indudablemente,  el  procesado,  al 
aprovechar  los  momentos  en  que  los  ofendidos  estaban 
desprevenidos  y  acometerlos  repentinamente,  usó  me- 
dios y  formas  para  asegurar  el  delito  sin  riesgo  de  au 
persona,  proveniente  de  la  defensa  de  los  agredidos. 

Considerando  que  también  han  concurrido  las  agra- 
vantes de  nocturnidad  y  morada  del  ofendido,  pues  el 
procesado  aprovechó  la  facilidad  que  la  noche  brindaba' 
para  la  mejor  ejecución  del  delito  y  su  más  probable  im- 
punidad, y  penetrando  hasta  las  habitaciones  interiores 
de  la  casa  de  García  y  eu  señora,  qne  no  provocaron  el  sii- 
ceso,  violó  el  respeto  que  el  domicilio  ajeno  merece  y  que 
]a  ley  impone  con  una  sanción  penal  determinada,  6 
como  agravación  de  la  señalada  á  otro  delito ;  y  que  por 
ello  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en  los  errores 
de  los  motivos  segundo,  cuarto  y  quinto. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  procesado  Mariano  Martí  contra  la  senten- 
cia de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  la  cual  casamos 
y  anulamos  sin  especial  condenación  de  costas. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia — que  como  la  que 
■  «(^idamente  .«e  dieta  á  continuación,  se  comunica- 
rá, etc,  lo  pronuneiamo.-i,  mandf.mos  y  firmai'ios.  José 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambrosio  Ti.  'Mora- 
les.— José  María  Giljerga.— .Tose  V.  Tapia. 
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Sagunda  sentencia.— -fi'n  íí"  wiwnti/ecíia  dictó  eí   Tribunal 

iHiero  genlencia  en  Iw  siguientes  términon: 

Beprodueiendo  los  Resiiltandoa  de  dicha  sent^cía 
casada. 

Reproduciendo  igualmente  loa  Considerandos  pri- 
mero y  tercero  de  la  sentencia  de  casación. 

2"  Considerando,  por  lo  expuesto,  que  los  hecho* 
probados  constituyen  un  delito  de  lesiones  graves,  pre- 
visto y  penado  en  el  párrafo  sexto  del  artículo  cuatrocien- 
tos veinte  y  nueve  del  Código,  en  relación  con  el  inciw 
tercero  del  mismo,  cualificado  por  la  alevosía,  porque  la 
ofendida  Iluminada  Serrano  ha  quedado  inutilizada  per- 
manentemente del  dedo  Índice  de  una  de  las  manos,  y 
una  falta  incidental  también  de  lesiones,  porque  Alejan- 
dro García  tardó  en  sanar  cinco  dias  de  la  que  le  infirió 
el  procesado. 

3"  Considerando  que  de  dicho  delito  y  falta  ee  autor' 
el  procesado  Mariano  Martí  y  Jaén  por  haberlos  ejecuta- 
do materialiuente. 

Reproduciendo  en  este  lugar  los  Considerandos 
cuarto  de  la  sentencia  de  casación  y  tercero  de  la  senten- 
cia casada,  en  cuanto  á  las  agravantes  de  morada  del 
ofendido  y  nocturnidad  y  la  de  reiteración  no  combatida 
en  el  recurso,  y  también  en  cuanto  á  la  atenuante  privi- 
legiada de  ser  el  procesado  menor  de  diez  y  ocho  años. 

Reproduciendo  del  mi.ínio  modo  el  cuarto  Consideran- 
do de  la  sentencia  casada. 

Vistos,  etc. 
jniciamicnto  Criminal  y  Orden  número  noventa  y  seis 
do  mil  novecientos. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  íi 
Mariano  Martí  Jaén  á  dos  años  y  cuatro  meses  de  pri- 
sión correccional  con  suspensión  de  todo  cargo  durante 
el  tiempo  de  la  condena,  por  el  delito,  y  por  la  falta  de 
lesiones  á  treinta  días  de  arresto ;  á  indemnizar  doscien- 
tos pe.«os  á  Doña  Iluminada  Serrano  y  en  su  defecto  á 
sufrir  un  día  nnSs  de  detención  por  cada  doce  y  medi;i 
pcwtas  que  dejare  de  satisfacer,  y  diez  pesos  á  D.  Ale- 
jandro García,  sufriendo  en  defecto  de  pago,  diez  días 
más  de  arwsto,  y  al  pa,^o  de  las  costas ;  se  abona  al  pena- 
do todo  el  licmpn  de  prisión  preventiva  sufrida  y  entré- 
gneHi'e  á  sv^  rp>iici'tivos  dueños  las  piezas  de  convicción 
y  demás  objetos  ocupados. 

Así,  por  esta  nue.-itra  sentencia — derinitAamente- 
juKgando — lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  Jo- 
sé .\ntonio  Picbardo. — Luis  Ga.-itón. — .\mltrosio  B.  Mo- 
rales.— Jojié  María  Gíspert. — -José  V.  Tapia, 
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Iní  ley.— 5ent.  98.-8  de  Julio.— Estafe.  (.Gac.  JUar- 

to  so,  J904. ) 

DOCTRINA:  Comete  el  delito  de  estafa  la 
persona  cjue  vende  parle  de  un  terreno  que  babfa 
drjndo  de  pertenccerle  en  virtud  de  una  srntencia 
judicial  dictada  en  juicio  de  reivindicación,  cuales- 

3uiera  que  fueran  las  incorrecciones  cumetidas  en 
icbo  procedimicato  civil. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  ocho  de  Julio  de  mil 
Dflvecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  interpuesto  por  Eamón  Hernández  y  Hernández, 
labrador,  vecino  del  Cangre,  en  la  causa  seguida  contra 
el  mismo  ante  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  por  el  de- 
lito de  estafa. 

Hechos  probados: 

Besultando  que,  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  treinta  y  uno  de  Octubre  último  se  consignan 
los  hechos  en  la  siguiente  forma: — "Primero:  Resultan- 
"do  probado :  que  la  suce-sión  del  Presbítero  D.  Juan  Bau- 
"tista  de  Mesa,  dueño  de  la  hacienda  "Hático  de  la  Con- 
"cepeión,"  vendió  por  escritura  de  veinte  y  siete  de  Ju- 
lio de  mil  ochocientos  setenta  y  uno  al  procesado  en  esta 
"causa,  Ramón  Hernández  y  Hernández,  nn  lote  de  te- 
rreno con  cabida  como  de  cuarenta  cordeles  planos  da 
"tierra,  poco  más  ó  menos,  lindando  por  el  Norte,  con  D, 
"Isidoro  Rosales;  al  Este  con  terrenos  de'D.  Juan  del 
"Haya  y  al  Oeste  y  Sur  con  la  calzada  que  va  á  la  Colo- 
"ma.  Segundo:  Resultando  probado:  que  en  el  año  de 
"mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  D.  Pedro  Pablo  Gar- 
"mendía  y  Arango,  por  si  y  A  nombre  de  los  demás  con- 
"dueñns  de  la  demolida  hacienda  Pinar  del  Rio  estable- 
"ció  ante  el  Juzgado  Municipal  del  partido  rural  de 
"esta  ciudad,  demanda  contra  dicho  Ramón  Hernández 
"y  Hernández  sobre  restitución  de  terreno,  en  la  que  de- 
*'clarado  en  rebeldía  el  (lemandado,  recayó  sentencia  fa- 
"vorable  para  el  demandante,  por  la  que  se  condenó  al 
"referido  Ramón  Hernández  á  que  restituyera  á  los  de- 
"mandantea  el  lote  de  tierra  que  reclamaban  compuesto 
*'de  seis  solares  de  tierra  próximamente,  situado  en  el 
"barrio  de  las  Taironas,  en  este  Ténnino  Municipal,  lin- 
"dando  al  Norte  con  terrenos  de  Esplugas  antes  de  Rosa- 
•les;  por  el  Sur  y  Este  con  terrenos  de  D.  Manuel  Caba- 
*'da,  y  por  el  Oeste  con  la  calzada  de  la  Coloma :  y  ha- 
"biendo  quedado  firme  dicha  sentencia,  se  le  dio  posesión 
"á  Garmendla,  de  los  cuarenta  cordeles  planos  de  tierra 
*'que  había  adquirido  el  procesado  Hernández,  de  la  eu- 
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"cesión  del  Presbítero  Juan  Bautista  de  Mesa  el  a5» 
"mil  ochocientos  setenta  y  uno.  Tercero;  Resultando 
"probado  que  habiendo  llegado  h  conocimiento  de  Ea- 
"món  Hernándoí!  y  Hernández  la  sentencia  recaída  en 
"el  juicio  antes  referido  y  la  posesión  dada  á  Garmendía 
"de  los  terrenos  (Kir  él  adquiridos  en  iuil  ochocientos  se- 
"tenta  y  uno,  en  el  mes  de  Octubre  del  año  rflil  ochocien- 
"to8  noventa  y  cinco  promovió  en  el  Juzgado  de  Primera 
"Instancia  de  esta  ciudad,  demanda  tte  pobreza  para  !i- 
"tigar  contra  Garmendía  y  compartes  al  objeto  de  obtc- 
"ner  la  nulidad  del  juicio  sobre  restitución  del  terreno 
"antes  referido.  Cuarto:  Resultando  probado  que  post^ 
"riormonte,  con  fecha  diez  y  ocho  de  Marzo  del  corriente 
"año,  y  por  escritura  otorgada  en  esta  ciudad  por  ante 
"el  Ñ"otario,  Ledo.  José  Antonio  Caiñas,  el  procesado  en 
"esta  causa,  Eamón  Hernández  y  Hernández,  con  conoci- 
"miento  de  que  el  inmueble  de  referencia  había  sido  rei- 
"vindicado  por  los  dueños  de  la  hacienda  Pinar  del  Río 
"y  se  les  había  dado  posesión  judicial  del  mismo,  lo  ven- 
"dió  á  Tomás  Valdés  Junco  por  la  cantidad  de  euatro- 
"cientos  pesos  oro  españcj,  el  que  inscribió  dicha  eseritu- 
"ra  en  el  Registro  de  la  propiedad,  sin  haber  logrado  ad- 
"quirir  !a  posesión  del  inmueble  adquirido  por  hallarse 
"disfrutando  de  aquélla  D.  Pedro  Pablo  Garmendía  y 
"Arango. 

BESOLUCIÓV  RECrBRID.*  : 

Resultando  que  estos  hechos  se  estimaron  en  la  sen- 
tencia constitutivos  de  un  delito  de  estafa  comprendido 
en  el  párrafo  primero  del  artículo  quinientos  sesenta  y 
uno  del  Código  Penal,  del  cual  es  autor  sin  circunstan- 
cias especiales  el  procesado  Hernández,  á  quien  se  con- 
denó á  la  pena  de  dos  meses  y  un  dia  de  arresto  mayor, 
accesorias  y  multa  de  cuatrocientos  pesos  con  la  respon- 
sabilidad personal  subsidiaria  correspondiente  en  caío 
de  insolvencia  y  al  pago  de  las  costas. 

FONDAMENTOS  DEL  RECIRSO  DE  C.lSAClOK: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  procesado  el  presente  recurso,  citando  como  pre- 
cepto que  lo  autoriza  el  número  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  y  como  leyes  infringidas  el  articulo  quinien- 
tos sesenta  y  uno,  párrafo  primero  del  Código  Penal  y 
el  artículo  primero  del  mismo  por  aplicación  indebida, 
por  cuanto  los  hechos  declarados  probados  "son  demos- 
trativos, dice,  de  una  cuestión  puramente  de  carácter  ei- 
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vil  r  fuera  de  la  competencia  de  la  Sala  sentenciadora 
en  el  orden  penal,  porque  ellos  denmestrají  la  existencia 
de  una  cnestióo  de  propiedad  pendiente,  quedando  acre- 
ditadas por  los  mismos  hechos  probados  la  diferencia  de 
la  cabida  de  la  propiedad  de  Ramón  Hernández  y  Her- 
nández y  la  que  reivindicó  Pedro  Pablo  Gannendía,  sien- 
do esta  última  de  seis  solares  y  la  adquirida  por  HemáR- 
dez  es  de  cuarenta  cordeles,  siendo,  según  se  ve  por  los 
hechos  probados,  distintos  sus  linderos,  y  además  que  la 
misma  sentencia  recurrida,  no  declara  como  hecho  pro- 
bado, que  Pedro  Pablo  Garmendta  reivindicara  los  cua- 
renta cordeles  de  tierra  de  Eamón  Hernández  y  Hernán- 
dez, sino  solo  im  lote  de  terreno  de  seis  solares  próxima- 
mente, hecho  que  evidentemente  demuestra  que  el  citado 
Garmendia  no  adquirió  nunca  los  cuarenta  cordeles  de 
tierra  y  por  tanto  la  propiedad  de  los  mismos,  sino  que 
al  ejecutarse  la  sentencia  tomó  posesión  de  los  cuarenta 
cordeles  en  vez  de  los  seis  solares,  hechos  éstos  que  de- 
muestran su  naturaleza  de  carácter  civil,  por  lo  que  res- 
pecta á  Bamón  Hernández  y  Hernández."     ■ 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia, y  sustanciado  en  debida  forma  en  este  Tribunal,  ha- 
biéndose declarado  sin  lugar  la  impugnación  hecha  por 
el  Sfinisterio  fiscal,  se  celebró  la  vista  pública  con  asis- 
tencia del  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  la  proce- 
dencia del  recurso  v  del  Ministerio  Fiscal  que  la  icj- 


Decisión  del  REcrHSO : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón, 

Considerando  que,  aun  cuando  los  hechos  que  en  la 
sentencia  se  d colaran  probados  aparecen  en  cierto  modo 
confusos  y  deficientemente  expresados,  no  puede  menos 
de  reconocerse  que  de  ellos  resulta  como  cierto  que,  el  lote 
de  terreno  compuestfl  de  seis  solares  próximamente,  que 
fué  objeto  de  la  demanda  reivindicatoría  deducida  por 
Pedro  Pablo  Garmendia  y  cuyo  dominio  á  favor  de  éste 
se  declaró  por  sentencia  firme  dictada  en  juicio  civil  que 
condenó  á  Hernández  á  restituírselo,  si  bien  puede  no 
constituir  el  total  de  los  cuarenta  cordeles  de  tierra,  poco 
más  ó  menos,  que  el  último  había  adquirido  en  el  año 
mil  ochocientos  setenta  y  nno  y  del  cual  aparece  que  se 
dio  posesión  á  Garmendia,  si  formaba  parte  del  misino 
terreno,  y  en  este  sentido,  en  virtud  de  dicha  sentencia 
y  cualquiera  que  fueren  las  incorrecciones  cometidas  en 
el  procedimiento  civil  indicado — que  sólo  podrían  ser 
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materia  de  reclamaciones  en  ese  orden — es  indiscutible 

?ue  aquel  lote  de  terreno,  por  lo  menos,  habla  quedado 
uera  del  dominio  y  libre  diaposieión  de  Hernández:  y 
esto  eentadoj  el  acto  de  vender  dicho  procesado  á  Vald¿ 
Junco  algunos  años  después  de  dictada  la  referida  sen- 
tencia y  con  pleno  conocimiento  de  ella  la  totalidad  de 
las  tierras  que  había  adquirido  en  mil  ochocientos  seten- 
ta y  uno,  incluyendo  por  consiguiente  los  seis  solares  que 
habían  dejado  de  perf«necerle,  constituye  indudablemen- 
te el  delito  de  estafa  previsto  y  penado  en  el  artículo  qui- 
nintos  sesenta  y  uno  del  Código  Penal,  puesto  que  fin- 
giéndose dueño  de  una  cosa  inmueble,  al  menos  en  cuan- 
to á  una  parte  de  la  misma,  la  vendió  con  perjuicio  del 
comprador  ó  del  que  realmente  tenía  derecho  i  ella. 

Considerando  que  por  lo  expuesto,  la  Sala  senten- 
ciadora no  ha  infringido  el  citado  artículo  del  Código 
Penal  al  aplicarlo  en  el  caso  presente,  ni  incurrido,  por 
tanto,  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  re- 
curso, el  cual  en  su  consecuencia  debe  ser  desestimado, 
imponiéndose  las  costas  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  !ey, 
interpuesto  por  Hamón  Hernández  y  Hernández  en  la 
canea  de  referencia,  con  las  costas  á  cargo  de  dicho  re- 
currente. 

Asi,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciainoE, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichard'-.. — Luis 
Gastón.— José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  K.  Mo- 
rales.— José  María  Gispert. 

ftaeña.— Auto  105.— 10  de  Julio.— Hechos.  (Oai:.  Mar- 
eo SO,  1903. ) 

l>OCTRTNA:  No  es  admisible  un  recnrao  por 
quebrantamiento  de  forraa  cuando  éste  se  hace 
consistir  en  nn  hecho  notoríameutc  inexacto. 

An'tkcedextes  : 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  contra  Pastor 
Veliz  Suárez  y  otros,  por  hurto,  la  Audiencia  de  Pinar 
del  Bío  dictó  sentencia  condenando  á  dicho  procesado 
como  autor  de  un  delito  de  hurto  cualificado,  á  la  pena 
de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día  de  presidio  correccio- 
nal y  accesorias. 

RECriiSO  DENEOADO: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
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y  por  quebrantamiento  de  forma,  expresando  que  este 
último  lo  autoriza  el  artículo  novecientoa  diez  y  el  nú- 
mero tercero  del  novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Qnminal  y  que  el  quebrantamiento  conaiate  en 
que  habiendo  calificado  el  Ministerio  Fiscal  los  hechod 
de  dos  delitos  de  hurto  cada  uno  de  ellos  de  un  buey  ta- 
sado en  doscientos  sesenta  y  dos  y  media  pesetas  en  plata 
española,  la  Audiencia  ha  penado  un  delito  de  hurto  por 
cantidad  que  excede  de  cincuenta  pesos  en  oro,  con  arre- 
glo al  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del  Código  Pe- 
nal, 6  sea  con  la  pena  inmediatamente  inferior  en  grado 
y  por  tanto  un  delito  más  grave,  sin  haber  procedido  pre- 
viamente como  determina  el  artículo  setecientos  treinti 
y  tres  de  la  Ley  de"  Enjuiciamiento  citada. 

Resultado  qu  el  Ministerio  Fiscal,  en  las  conclu- 
siones que  sostuvo  como  definitivas  acusó  al  procesado 
Veliz  como  autor  de  dos  distintos  delitos  de  hurto  de  re- 
ses,  empleadas  en  labores  agrícolas  y  en  predios  rústicos, 
conforme  ¿  los  artículos  quinientos  treinta  y  cinco  y  qui- 
nientos treinta  y  ocho  del  Código  Pena!,  modificado  éste 
por  la  Orden  número  doscientos  cuarenta  de  mil  nove- 
cientos uno,  pidiendo  se  le  imponga  por  cada  uno  de  di- 
chos delitos  la  pena  de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día 
de  presidio  correccional. 

Causa  de  la  queja  : 

Eeenltando  que  la  Audiencia,  fundada  en  que  !a 
afirmación  en  que  descansa  el  recurso  interpuesto  por 
quebrantamiento  de  forma  es  inexacta,  y  por  tanto  que 
Á  artículo  que  se  cita  como  autorizante  del  mismo,  en 
realidad  no  lo  autoriza,  denegó  la  admisión  de  dicho  re- 
curso, admitiendo  el  de  por  infracción  de  ley, 

Besultando  que  contra  esa  denegación,  anunció  6 
interpuso  Veliz  el  presente  recurso  de  queja,  celebrándo- 
se la  vista  pública  correspodiente  en  la  que  el  defensor 
de  aquél  sostuvo  la  procedencia  de  !a  queja  y  elMinisterio 
fiscal  la  impugnó. 

Besultando  que  para  mejor  proveer  se  pidieron  los 
autos  originales,  de  loe  que  aparece  halxírse  dictado  la 
sent^icia  en  los  términos  que  se  han  consignado,  y  los 
demás  datos  expresados  que  ya  constaban  del  auto  de  que 
se  ha  recurrido. 


Considerando  que  el  recurso,  por  quebrantamiento 
de  forma,  interpuesto  por  Pastor  Veliz  se  funda  en  el 
supuesto  inexacto  de  que  la  Audiencia  ha  penado  un 
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delito  distinto  "y  más  grave  que  los  caliñcados  por  el  Mi- 
nisterio íÍ9cal  en  sus  conclusiones,  aplicando  penas  más 
graves  que  las  correspondientes  á  dichos  delitos  acusado?, 
y  tan  falta  de  etactitud  demostrada  por  el  texto  mismo 
de  la  sentencia  y  de  dichas  conclusiones,  hacen  inadmi- 
sible el  recurso,  piies  con  esa  base,  no  hay  posibilidad  do 
que  exista  el  quehrantaniiento  á  que  se  refiere  el  número 
terecro  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citado  por  el  recu- 
rrente, como  autonzantfi  del  recurso,  siendo  por  tanto 
improcedente  la  queja  establecida  contra  el  auto  de  la 
Audiencia,  que  denegó  su  admisión. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  Pastor 
Veliz  Su árez,- contra  el  auto  que  te  denegó  el  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  en  la  causa  de 
referencia,  con  las  costas  á  dicho  recurrente.  Comuniqúe- 
se, etc. 

Tjo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan.  José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas- 
tón.— Ambrosio  R.  Morales, — José  María  Gispert. — José 
V.  Tapia. — Silvorio  Castro,  Secretario. 

Inf.  loy. — Sent.  99.— 11  de  JnUo.-  -Amnistía.  (Gae.  Mar- 
zo so,  1904.) 

UOCTKIXA:  La  lej  de  3  de  Octubre  de  1903 
Ee  refiere  á  los  funcionarios  murícipalcs  sin  diitin- 
guir  entre  los  electivos  y  los  de  nombramiento. 

Un  funcionario  que  presta  servicio  de  policía  y 
cobra  sus  haberes  del  Mnnicipio,  tiene  el  carácter 

üo  obsta  á  la  aplicación  de  una  amnistía,  la  an- 
terior denegación  de  la  misma,  si  para  obtenerla 
se  producen  dstoi  que  no  ee  produjeron  ai  tañe- 
ron en  cuenta  cnandu  la  negativa. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  interpues- 
to por  Manuel  Antonio  Cuesta,  vecino  de  la  Habana,  em- 
pleado, contra  la  resolución  dictada  por  la  Sección  se- 
gunda de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta 
capital,  de  veinte  y  mieve  de  Enero  último,  denegatoria 
de  la  aplicación  al  mismo,  de  la  amnistía  de  tres  de  Oc- 
tubre último: 

Resolución  iíecchrida; 

Hesultando  que  la  expresada  resolución  dice  asi : 
"Habana,  Enero  veinte  y  nueve  de  mil  novecientos  trcj". 
— En  virtnd  de  haber  sido  declarado  por  auto  de  veinte 
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y  cuatro  de  líovíembre  del  año  último  que  el  procesailo 

Antonio  Cuesta  no  está  comprendido  en  los  beneficios 
de  la  ley  de  aninietía  de  tres  de  Octubre  del  mismo  año, 
estése  á  lo  en  él  mismo  diapuesto  y  notiffquese.  Lo  acor- 
dó la  Sala  y  rubrica  et  señor  Presidente.  Certifico." 

AXTECEDESTES : 

Resultando  que  el  auto  de  veinte  y  cuatro  de  Ko- 
\'ienibre  de  que  se  deja  heeho  mérito  dice  así :  "Habana, 
veinte  y  cuatro  de  Koviembre  de  mil  novecientos  dos.  Rd- 
sultando  que  pendiente  de  resolución  en  el  Tribumil  Su- 
premo el  recurso  de  queja  interpuesto  por  D.  Antonio 
Cuesta  por  denegación  de  caflaeión,  aque!  Tribunal  acor- 
dó, en  vista  de  la  Ijcy  de  amnistía  de  tres  de  Octubre 
ultimo,  publicada  en  la  Gaceta  de  neis  de  ese  mes, 
suspender  la  sustanciación  de  dicho  recurso  eomunlcán- 
doseie  á  este  Tribunal  para  que  se  resuelva  sobre  la 
aplicación  de  dicha  amnistía  al  procesado  Cuesta.  Ee- 
sultando  que  oído  el  Ministerio  Fisca!,  os  de  parecer  que 
no  comprenden  al  procesado  Cuesta  los  beneficios  que 
concede  el  párrafo  primero  del  Decreto  de  amnistía,  úni- 
co que  pudiera  comprenderle,  pues  aun  cuando  los  detec- 
tives ó  funcionarios  de  la  Policía  secreta  en  la  época  en 
que  se  cometió  el  delito  de  que  se  trata,  percibieron  sus 
sueldos  del  Ayuntamiento  do  la  Habana  ó  éste  los  nom- 
brase, tales  ctrcunsancias  no  les  dan  el  carácter  de  fun- 
cionarios municipales,  pues  ese  concepto  depende  de  la 
esencia  de  las  funciones  que  se  desempeñen,  no  siendo  la 
de  ellos  sino  la  de  agente.i  de  orden  público,  y  no  en  ma- 
nera alguna  los  que  ejercen  los  empleados  de  los  Ayunta- 
mientos. Considerando,  en  mérito  de  las  razones  alega- 
das por  el  Ministerio  Fiscal,  que  hace  suyas  este  Triba- 
nal,  que  no  procede  aplicar  al  procesado  Cuesta  la  amnis- 
tía do  tres  de  Octubre  por  no  alcanzarle  ninguna  de  las 
disposiciones  de  dicha  Ley.  Se  declara  qne  el  procesado 
Antonio  Cuesta  no  está  comprendido  en  los  beneficios  de 
la  Ley  de  amnistía  citada,  y  póngase  en  conocimiento  del 
Tribunal  Supremo  esta  resolución.  Lo  proveyeron  y  fir- 
maron los  señores  de  la  Sala.  Certifico :— -Juan  O'Farrill. 
— J.  M.  Aguirre.—  Manuel  Monteverde. —  Cristóbal 
Moré." 

FCXDAMESTOa  DEL  fiECfBSO  DE  CASACIÓX  : 

Hesultaúdo  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
contra  la  citada  resolución  de  veinte  y  nueve  de  Enero, 
fundado  en  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y  uno  de 
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la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  ley  in- 
fringida la  de  tres  de  Octubre  de  mil  noveclentoe  dos, 
por  los  siguientes  motivos : — "Primer  motivo :  El  coneep- 
''to  en  que  ha  sido  infringida  esta  ley,  es  el  siguiente: 
'comprendiendo  la  referida  amnistía  á  los  funcíona- 
'rios  municipales,  ya  electivos,  ya  de  nombramiento, 
claro  es  que  son  todos  los  funcionarios  municipales, 
'puesto  que  son  loa  dos  únicos  medios  de  ocupar  lo4 
'empleos  ó  cargos  municipales  la  elección  y  el  nombra- 
'miento  y  justificado  plenamente  por  el  reclamante  por 
'medio  de  la  correspondiente  certificación  del  Secretario 
'del  Ayuntamiento  de  la  Habana  la  existencia  de  un 
'acuerdo  expreso  de' esa  Corporación  que  declara  aue  los 
'detectives  éramos  funcioiLarios  municipales  en  la  época 
'en  que  ocurrieron  los  hechos  que  dieron  lugar  ¿  la  can- 
'sa  que  se  me  formó  por  falsa  denuncia  y  justificuido 
'por  otra  certificación  el  período  de  tiempo  que  estuve 
'desempeñando  el  referido  cargo,  claro  está  que  ee  ha 
'infringido  la  referida  Ley  al  no  declararme  comprendi- 
'do  en  los  beneficios  de  la  misma.—Segundo  motivo :  No 
expresando  la  referida  I^ey  de  amnistía  de  tres  de  Oc- 
''tubre  de  mil  novecientos  dos  el  tiempo,  la  forma  ni  las 
'condiciones  en  que  debían  ejercitar  los  procesados  y  eon- 
'seguir  el  ser  declarados  comprendidos  en  los  beneficios 
'de  la  referida  ley,  claro  es  que  el  legislador  deseaba  que 
'la  reclamación  y  justificación  se  hiciera  en  todo  tiempo, 
'pues  este  concepto  no  sólo  se  deduce  del  silencio  que 
'guardó  el  legislador  sobre  el  tiempo  y  forma  de  ejerci- 
'tar  ese  derecho  los  procesados,  sino  también  de  la  ín- 
'dole  propia  y  especial  de  Ja  misma  que  por  ser  de  am- 
'nistia  se  ha  de  eatender  que  su  fin  era  beneficiar  á  los 
'procesados  comprendidos  en  la  misma  y  uo  limitarlos 
'á  una  forma  de  procedimiento,  sino  que  en  cualquier 
'tiempo  que  justificaran  estar  comprendidos  en  la  mis- 
'ma,  sus  cauüas  se  sobreseyeran  libremente  y  como  del 
'texto  de  la  ley  tantas  veces  referida  no  se  hace  liinita- 
'ción  alguna,  las  formas  de  procedimiento  ó  tiempo  pa- 
ra conseguir  los  bonuficios  de  la  misma,  la  recta  interpra. 
'tación  que  debe  dárseles,  es  que  en  cualquier  tiempo,  y 
'aunque  el  Tribunal  hubiera  declarado  que  un  procesado 
'ó  reo  no  estaba  comprendido  en  la  misma  si  éste  justifi- 
'ca  lo  contrario,  debe  sobreseerse  y  ponerlo  en  libertad, 
'pues  el  articulo  tercero  comprende  hasta  los  reos  que 
'estuvieren  sufriendo  condena," 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
se  celebró  la  vista  pública  del  mismo  con  asistencia  del 
Letrado  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  los  motivos 
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antes  expuestos  y  del   Ministerio   Fiscal  que  ioi  im- 
pugnó: 

Resultando  que  para  mejor  proveer  se  mandó  traer 
á  la  TÍsta  la  causa  original  y  rollo  de  Audiencia,  lo  que 
así  se  veriñcó:  apareciendo  de  elle»  que  el  mencionado 
Cuesta,  en  eecrito  de  veinte  de  Enero  de  este  año,  solicita 
que  se  le  declare  comprendido  en  la  Ley  de  tres  de  Octu- 
bre último  que  concedió  amnistía  por  los  delitos  cometi- 
dos por  los  funcionarios  municipales  en  el  ejercicio  de 
su  cargo,  hasta  el  veinte  de  Zdayo  próximo  pasado,  acom- 
pañando á  dicho  escrito  dos  certificaciones :  \ma  expedida 
por  el  Secretario  del  -Ayiintamiento  de  esta  ciudad  el 
diez  y  nueve  de  Enero  dei  año  en  curso,  de  la  que  apa- 
rece que,  según  acuerdo  de  dicha  corporación,  los  indivi- 
duos que  pertenecían  á  la  Policía  secreta  en  los  afioe  mil 
novecientos  y  mil  novecientos  uno  por  virtud  de  satisfa- 
cerles sus  haberes  por  las  cajas  del  Municipio  eran  em- 
pleados Muncipilase ;  y  la  otra  por  el  Secretario  especial 
de  la  Alcaldía  Municipal  en  la  que  consta:  primero:  qu.? 
de  lo  informado  por  ts  Jefatura  de  Policía,  resulta  que 
Manuel  Cuesta  ingresó  en  el  cuerpo  de  la  Policía  Secriv 
ta  como  detective  el  veinte  de  Enero  de  iiiil  ocliocientc? 
noventa  y  nneve;  y  sgundo,  que, según  informes  de  la 
Contaduría  Municipal,  desde  Febrero  de  rail  ochocientos 
noventa  y  nueve  é.  seis  de  Junio  de  mil  novecientos,  vino 
figurando  Cuesta  en  las  nóminas  satisfechas  por  las  caja^ 
del  Municipio  como  miembro  de  aquel  Cuerpo: 

Decisión-  del  rectrso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  H.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  la  Ley  da  tres  Octubre  del  año 
próximo  pasado  concede  amnistía  por  los  delitos  come- 
tidos en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  hasta  ei  veinte  de  Ma- 
yo del  mismo  ano  por  los  funcionarios  Municipales,  ya 
electivos,  ya  de  nombramiento,  sin  establecer  entre  l.>8 
mismos  distinción  de  ninguna  clase  atendiendo  á  las 
funciones  que  ejercieren. 

Considerando  que  esto  sentado,  y  probado  como  es- 
tá por  los  documentos  que  so  presentaron  al  Tribunal 
á  quo,  qiie  Manuel  Antonio  Cuesta  pertenecía  al  Cuerpo 
de  Policía  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
fecha  en  que  cometió  el  delito  por  que  lia  sido  castigado, 
así  como  recibía  sus  haberes  de  la  Corporación  Municipal 
por  los  servicios  que  prestaba,  es  indudable  que  era  un 
funcionario  del  Municipio,  y  por  consiguiente  le  alcan- 
zan los  benficios  que  la  repctidíi  ley  concede,  dudo  que 
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los  hechos  originarios  de  la  causa  los  roalizó  aprovechan- 
do el  ejercicio  de  las  funciones  de  su  cargo :  sin  que  el 
hecho  de  que  se  hubiera  denegado  su  anterior  solicitud 
de  amnistía  por  auto  transcripto  de  veinte  y  cuatro  ñe 
Noviembre,  obstara  á  que  se  resolviera  una  nueva  solici- 
tud apoyada  con  datos  ó  elementos  de  comprobación  que 
no  se  produjeron  en  la  primera,  y,  por  tanto,  no  pudie- 
ron ser  apreciados  ni  lo  fueron  de  una  manera  afirma- 
tiva en  el  referido  auto. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  el  Tri- 
bunal á  quo  ha  infringido  la  ley  citada,  por  lo  que  pro- 
cede declarar  con  lugar  el  presente  recurso : 

Fallamos  <iiie  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  ítanuel  Antonio  Cuesta,  contra  la  resolución 
de  veinte  y  nueve  de  Enero  último,  la  cual  casarao?  y 
anulamos,  con  las  costas  de  oficio. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia — que  lo  mismo  que 
ol  acto  que  á  continuación  se  dicta,  se  comunioarA,  etc., 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Rafne!  CruK 
Pérez. — Jo?é  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. —  Am- 
brosio Tí.  i  [oral  es.— .Tose  Maria  Gisport. 

Auto. — En  la  mi»ma  feclia  dktá  el  Tribunal  el  sigui^ute 

aillo  en  sveíiiución  del  cacado; 

Resultando  que  el  mencionado  Cuesta,  en  escrito 
de  veinte  de  Enero  de  este  año,  solicita  que  se  le  declara 
comprendido  en  la  Ley  de  tres  de  Octubre  último  qne  con- 
cedió amnistía  por  los  delitos  cometidos  por  los  funcio- 
narios municipales  en  el  ejercicio  de  su  cargo  hasta  el 
veinte  de  Mayo  próximo  pasado,  acompañando  á  dicho 
e.'icrito  dos  certificaciones;  una  expedida  por  el  Secre- 
tario del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  el  diez  y  nueve  da 
Enero  del  año  en  curso,  de  la  que  aparece  que,  según 
acuerdo  de  dicha  Corporación,  los  individuos  qne  perte- 
necían 4  la  Policía  Secreta  en  los  años  mil  novecientos  y 
mil  novecientos  uno  por  virtud  de  satisfacerles  sus  habe- 
res por  las  cajas  del  Municipio,  eran  empleados  munici- 
pales ;  y  la  otra  por  el  Secretario  especial  de  la  Alcaldía 
Municipal  en  la  que  consta,  primero:  que  de  lo  infor- 
mado por  la  Jefatura  de  Policía,  resulta  que  Manuel 
Cuesta  infrresó  en  el  cuerpo  de  la  Policía  Secreta  como 
detective  el  veinte  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  y  .-¡rgundo,  que  según  informes  de  la  Contaduría 
Municipal  desde  Febrero  de  rail  ochocientos  noventa  y 
nueve  á  .'¡eis  de  Junio  de  mil  novecientos,  vino  ñgurando 
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Cuesta  en  Ifts  nóminas  satisfechas  por  las  cajas  del  Mu- 
nicipio como  miembro  de  aquel  Cuerpo. 

Resultando  que  dada  vista  al  Ministerio  fiscal  de  U 
anterior  solicitud  emitió  dictamen  en  sentido  de  que  no 
correspondía  aplicarle  los  benefícios  de  la  citada  ley  por 
no  tener  carácter  de  funcionarios  municipales  los  indi- 
viduos de  la  Policía,  ponjue  ese  cOncopto  depende  do  la 
e^^encia  de  las  funciones  que  se  desempeñan,  no  siendo 
la  de  ellas,  sino  la  de  a^ntes  de  orden  público  y  de  nin- 
gún modo  la  que  ejercen  los  empleados  de  los  Ayunta- 
mientos ó  Municipios. 

Hesultando  que  los  hechos  que  motivaron  la  conde- 
na del  mencionado  Cuesta  son  los  que  á  contimiación  !i- 
teralinente  se  transcriben :  "Primero :  Resultando  proba- 
"do  que  el  procesado  Manuel  Antonio  Cuesta,  en  el  raes 
"de  Diciembre  de  mi!  ochocientos  noventa  y  nueve,  sien- 
"do  miembro  de  la  Policía  Secreta  de  esta  ciudad,  hubo 
"de  hacer  la  denuncia  ante  su  Jefe,  Federico  Bacallao. 
"de  que  el  abopado  Fiscal  sustituto,  Antonio  Gutiérrez 
"Bueno,  mediante  la  intervención  de!  amigo  de  ambo3, 
"D,  José  Bamón  Zubiearreta  le  había  podido  ocho  cente- 
"nes  por  arreglarle  un  asimto  criminal  en  que  dicho  Gu- 
"tiérrez  Bueno  intervenía  como  Fiscal,  cantidad  que  ha- 
"bía  quedado  reducida  á  cinco  centenes  por  ofrecimiento 
"que  el  referido  procesado  había  hecho  á  Gutiérrez  Bue- 
"no.  quien  le  dijo  se  entendiese  para  la  entrcRa  del  dine- 
"ro  con  Ziihizarreta.  Segundo:  Residtando  probado  que 
"todas  esas  manifestaciones  fueron  ratificadas  por  Cues- 
"ta  dfíspiiés  ante  el  Teniente  Fiscal  y  Abogados  fiscales 
"de  psta  Audiencia,  á  finos  del  propio  nioN  de  Diciembre, 
"así  como  en  la  causa  que  por  calumnia  se  formó  contra 
"el  mi.amo  procesado  á  petición  de  Gutiérrez  Biieno  y 
"también  en  el  acto  del  juicio  oral  de  la  presente  cansa. 
"Tercero :  Resultando  probado  que  á  consecuencia  de  ta- 
*1e8  imputaciones  hechas  por  Cuesta  se  sustanció  contra 
"Gutiérrez  Bueno  y  Ramón  Zubizarreta  la  co r respondí en- 
"te  causa  por  el  delito  de  cohecho  en  la  cual  por  senten- 
"eia  firme  fueron  absueltos  ambos  procesados  y  se  decla- 
"ró  que  lejo*  de  justificarse  los  cargos  hechos  por  Cues- 
"ta  contra  Gutiérrez  Bueno  y  Zubízarreta  habían  queda- 
"do  aquéllos  completamente  desvanecidos  hasta  el  punto 
"de  estimar  la  Sala  procedente  la  formación  de  la  causa 
"solicitada  oralmente  por  el  Ministerio  fiscal  y  por  las 
"defensas  contra  el  referido  Cuesta  por  el  delito  de  "fal- 
"sa  demmcia,"  mandando  en  su  consecuencia,  remitir 
"testimonio  de  lo  conducente  de  dicha  causa  al  Juzgado 
"de  Instrucción,  á  fin  de 'que  procediese  contra  el  donim- 
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"oíante  Cuesta ;  siendo  el  resultado  (te  ello  la  sustaneia- 
"ciÓD  de  la  presente  causa.  Cuarto:  Resultando  probado 
"que  la  denuncia  é  imputaciones  hechas  por  Cuesta  con- 
"tra  el  Sr.  Gutiérrez  Bueno  que  se  consignan  en  el  pri- 
"mer  Besultando  son  falsas  en  cuanto  por  ellas  se  atri- 
"bu3'e  al  mencionado  Gutiérrez  Bueno  arreglo,  mediante 
"oferta  de  dinero  ó  precio,  del  asunto  criminal  en  que  in- 
'"tervenía  por  razón  de  su  cargo." 

Considerando  que  la  Lej'  de  tres  de  Octubre  del  año 
próximo  pasado  concede  amnistía  por  los  delitos  come- 
tidos en  el  ejercicio  de  sus  cargos  hasta  el  veinte  de 
Mayo  del  mismo  año  por  los  funcionarios  municipales, 
ya  electivos,  ya  de  nombramiento,  sin  establecer  entre 
los  mismos  distinción  de  ninguna  clase  atendiendo  á 
las  funciones  que  ejercieren. 

Considerando  que  esto  sentado  y  probado  como  eatá 
por  los  documentos  acorapaimdos,  que  Manuel  Antonio 
Cuesta  pertenecía  al  Cuerpo  de  Policía  el  año  de  mil 
ochocientos  noventa  y  niieve,  fecha  en  que  cometió  d 
delito  por  que  ha  sido  castigado;  aaí  como  que  recibía 
sus  halwres  de  la  Corporación  municipal  por  los  servi- 
cios que  prestaba,  es  indudable  que  era  un  funcionario 
del  Municipio,  y  por  consiguiente  le  alcanzan  los  benefi- 
cios que  la  repetida  ley^concede,  dado  que  los  hechos  ori- 
ginarios de  Ift  causa  los  realizó  aprovechando  el  ejercicio 
de  las  funciones  de  su  cargo. 

Vista  !a  ley  citada. 

Se  declara  á  Manuel  Antonio  Cuesta  comprendido 
en  la  Íjqv  de  amnistía  de  tres  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos dos,  y  en  consecuencia  damos  por  extinguida  la 
pena  impuesta  al  mismo  por  virtud  de  esta  causa;  y 
apareciendo  del  rollo  de  Audiencia  que  esté  constituido 
en  prisión,  póngasele  inmediatamente  en  libertad,  sino 
estuviese  preso  por  otro  procedimiento,  librándose  al 
efecto  las  órdenes  necesarias. 

Ijo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan.  Rafael  Cruz  Pérez. — José  Antonio 
Picbíirdo. — Luis  Gastón. — Ambrosio  E.  Morales. — José 
María  ttispert. 


Qneb,  forma.— Sont,  16.— 11  de  Julio.— Hechoe. -Impru- 
dencia. (Cae.  Abril  4,  290i.) 

DOCTRINA:     Cunndo  al  principio  del  pá- 
rruln  en  que  se  relatan  los  hechos  ciilaziiilos  con 

la»  cuestiones  (¡uc  haiide  resolverse  se  Cfinsigrn  la 
Iruse   de   ''KeBultandu   probado",  es  evidente  que 
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este  palificativo  se  refiere  á  todos  los  hechos  con- 
tenidos en  el  párrafo. 

La  imprudencia  temeraria,  ñ  diferencin  de  la 
simple  imprudencia,  existe  no  sólo  cuando  an- 
te la  evidencia  de  la  posibilidad  de  causar  un 
mal  no  intencionado,  Ee  ejecuta,  sin  malicia,  un 
acto  del  que  resulta  dicho  mal,  sino  también  cuan- 
do 9in  noción  exacta  del  peligro  ó  con  absoluta 
imprevisión,  se  realiza  el  acto  sin  adoptar  las  pre- 
cauciones que  en  cada  caso  ;  según  las  circuns- 
I  tnncias  del  lugar,  de  las  persDitas  y  de  las  cosas 

aconsejan  la  prudencia  y  previsión  más  vulgar. 

En  ]fe  ciuJad  de  la  Habana,  á  once  de  Jnlio  de  mil 
¡  novecientos  tres:  visto  el  recurso  de  casaeión  por  qne- 

I  hrantaniicnto  de  forma  é  infra<'ción  de  lev,  interpuesto 

por  el  procesado  Knrii]ne  Alvarez  y  Menénden,  atrrienl- 
.  *  tor.  vecino  de  la  OiSira,  contra  la  sentencia  dictaiía  en 

I  catorce  de  \Gviembre  último  por  la  Audiencia  de  Ma- 

tanza)^, en  causa  instruida  en  el  Juzgatlo  de  Alacranea 
!  por  homicidio,  contra  dicho  procesado  y  su  hermano  Ita- 

!  món,  do  iguales  apellidos  y  vecindad,  del  comercio  y  al>- 

I  suelto  por  dicha  sentencia : 

Hkchos  probados: 

Resultando  que  en  ósta  se  consipian  los  siguientes : 
"Primero :  Eesultando  probado  que  de  oclfo  á  nueve  de 
"la  mañana  del  día  seis  de  -\frosto  último,  estando  En- 
"rique  y  Ramón  Alvarez  y  Menéndex,  en  el  estableci- 
"miento  de  víveres  d  su  propiedad  titulado  "Grande," 
"del  pueblo  de  la  Güira,  término  de  Bolondrón  de  esta 
"provincia,  ocupado»  del  despacho,  les  avisó  el  pardo 
"llanuel  Fernández,  de  veinte  y  dos  años  de  edad,  veci- 
"no  de_  aquéllos  en  el  puesto  de  frutas  que  hace  frente 
"á  dicho  esta  bieci  miento,  que  en  e(  poste  de  telégrafoti 
"de  la  línea  de  Matanzas  que  también  está  en  frente,  ha- 
"bía  una  garza  para  que  le  tiraran  y  tomando  Ramón 
"una  escopeta  de  salón  que  tenía  colgada  la  cargó  y  se 
"dirigió  á  la  puerta  en  unión  de  Enrique  y,  al  llegar  á 
"ésta,  oyeron  á  Fern.'indez  que  les  decía  que  tiíaran  pron- 
"to,  por  lo  que  Enrique,  tomando  ]a  escopeta  de  las  ma-. 
"nos  de  su  hermano,  al  ponerla  en  posición  de  disparar. 
"salió  el  tiro,  sin  que  haya  podido  determinarse  si  tenía 
"ó  no  levantado  el  martillo,  aunque  parece  lo  probable, 
"yendo  el  balín  desgmciadamente  á  dar  á  Fernández, 
"que  8C  hallaba  á  pocos  pasos  del  poste,  esperando  í-in 
"duda  que  la  garza  cayera  para  tomarla,  causándole  ima 
"herida  en  la  frente  en  el  arco  superciliar  derecho,  que 
"penetrando  en  la  cavidad  craneana,  perforó  la  masa  en- 
"cefálica,  produciéndole  una  hemorragia  que  le  causó  I4 
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erte  á  los  pocos  momentos. — Scgmido:  Besultando 
bado  que  los  Alvarez  tenían  estrechas  y  afectuosaíi 
iciones  de  amistad  con  Fernández,  con  lo  que  han 
ido  conformes  los  padres  de  éste,  que  expresando  es- 
convencidos de  que  el  hecho  fué  puramente  casual 
i  renunciado  á  toda  indemnización. — Tercero :  Rc- 
:ando  que  el  Ministerio  Fiscal  sostuvo  en  el  acto  de! 
ño  oral  sus  conclusiones  provisionales,  en  las  que  ca- 
;ó  los  hechos  conio  constitutivos  de  un  homicidio 
sumado  por  imprudencia  temeraria,  definido'  en  el 
iculo  cuatrocientos  diez  y  seis  y  castif^do  en  el  pu- 
fo primera  del  quinientos  noventa  y  dos  del  Códijío 
lal,  acusó  como  autores  á  los  proce.'íados,  sin  circun.s- 
cias  moditicativas,  pidiendo  se  les  impusiera  la  pena 
seis  meses  de  arresto  mayor,  con  las  aecesol-ias  del 
iculo  sesenta  de  dicho  Código  y  pago  de  mitad  de 
costas,  á  cada  uno,  debiendo  rebajárseles  toda  la 
ventiva  sufrida  y  no  haciendo  apreciación  de  res- 
isabilidad  civil,  por  haberse  renunciado. — Cuarto: 
lultando  que  la  defensa  de  los  procesados  sostuvo 
ibién  sus  provisionales,  en  las  que  pedia  la  absolu- 
1  de  éstos  con  las  costas  de  oficio,  por  no  haber  reali- 
o  actos  que  constituyeran  imprudencia." 

)LUCiON  recurrida: 

Resultando  que  la  Sala  .sentenciadora,  calificando 
lechos  que  estimó  probados  como  constitutivos  de 
lelito  de  homicidio  por  imprudencia  temeraria,  del 
era  único  autor  responsable  e!  procesado  Enrique 
,rez,  sin  circunstancias  modificativas,  á  la  pena  de 
ro  meses  y  un  día  de  arresto  maj'or,  accesorias  y  mi- 
le  costas,  absolviendo  al  otro  procesado  Ramón  Al- 
!  y  pedida  aclaración  de  !a  sentencia  por  la  defensa 
)rimero  le  fué  denegada  por  la  Sala. 

DAMENTOS  DEL  RECURSO   DE  CASACIÓN: 

EesultSndo  que  contra  la  expresada  sentencia  inter- 
la  defensa,  á  nombre  del  referido  Enrique  Alvarez, 
•esente  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
la  y  á  ia  vez  por  infracción  de  ley,  citando  como  pre- 
)s  autorizantes  del  primero  los  números  primero  y 
ndo  del  artículo  novecientos  doce  de  la  I-ey  de  En- 
amiento  Criminal,  y  respecto  del  segundo  los  ni'i- 
is  primero  y  tercero  del  artículo  ochocientos  cuaren- 
nueve  de  la  misma  ley  procesal, 
Besultando  que  como  motivos  de  casación  por  que- 
tamiento  de  forma  se  consignan  los  siguientes ; 
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"I :  El  que  es  objeto  del  número  primero  del  ar- 
"tículo  novecientoa  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal,  pues  la  sentencia  no  expresa  clara  y  termi- 
"nantemente  cuáles  son  los  hechos  que  se  consideran  pr<> 
"badoa. — Así  es,  en  efecto:  el  fallo  ni  en  su  primer  Re- 
"sultando,  ni  en  ninguno  de  los  que  contiene,  determina 
"claramente  si  al  tomar  Enrique  Alvarez  la  escopeta  d« 
"au  hermano  Ramón  tenia  ó  no,  ésta  levantado  el  gati- 
"llo,  particular  de  verJadt'ra  importancia,  porque  de  su 
"fijación  se  deriva  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  de 
"dicho  Enrique  Aivarez:  tampoco  señala  cuá!t«  fueron 
"los  actos  de  dicho  Enrique  Alvarez  que  siguieron  al  de 
"tomar  la  escopeta  de  manos  de  su  hermano,  particular 
"trascendental,  porque  de  él  también  puede  surgir  la  ca- 
"lificación  de  culpable  ó  no  para  Enrique  Alvarez:  es 
"indudable  que  si  tomó  la  escopeta  y,  sin  tocarle  al  dis- 
"parador,  ésta  hizo  fuego,  el  problema  d^  derecho  será 
"muy  distinto  al  caso  de  que  anduviera  en  el  repetido 
"disparador;  también  deja  de  determinar  la  situación 
"en  que  se  encontraban  Enrique  Alvarez  y  el  pardo  Fer- 
"nándea,  respecto  de  la  garza  á  que  iba  á  tirar  ei  primc- 
"ro,  situación,  merced  á  la  cual  se  puede  comprender  si 
"se  disparó  la  escopeta  al  ponerla  en  posición  para  dis- 
"parar,  sin  que  la  tocara  Enrique  Alvarez,  6  si  se  dispa- 
"ró  al  apretarle  el  disparador :  esta  omisión  impide  dia- 
"cutir  quizás  un  interesaiftt;  problema  referente  á  la  cul- 
"pa, — Para  evitar,  ó  mejor,  para  subsanar  este  quebran- 
"tamiento  pedí  se  aclarara  y  supliera  la  sentencia,  por 
"mi  escrito  de  diez  y  ocho  do  Noviembre  de  mil  nove- 
"cientos  dos,  pretensión  á  la  cual  no  accedió  la  Sala  de- 
"jando  subsistente  el  quebrantamiento,  por  lo  que  debe 
"anularse  la  sentencia  para  que  sea  subsanado  ese  vicio 
"de  forma." 

Resultando  que  en  cnanto  al  recurso  por  infracciÓu 
de  ley  se  citan  como  infringidas  las  disposiciones  lega- 
lea  que  se  indican  en  loa  motivos  siguientes: 

"I:  El  que  trata  el  número  primero  del  artículo 
"ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Tjcv  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal,  pues  Ins  hechos  que  declara  probados 
"la  sentencia  y  en  ella  se  penan,  no  constituyen  delito, — 
"Demostración. — Dada  ta  naturaleza  del  delito  por  im- 
"prudencia  que  se  caracteriza  por  un  estado  negativo  del 
"entendimiento,  mediante  el  cual  estado  e!  autor  de  un 
'Iwcho  no  procede  con  diligencia  en  el  cálculo  de  las  con- 
"secuencias  posil)leti  v  que  pueda  preveer  que  se  deriven 
*'de  ese  hecho  mismo,  es  indudable  que  no  delten  eoncep- 
'tuaree  como  integrantes  de  un  delito  por  imprudencia. 
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"los  que  declara  probados  el  fallo  que  ha  realizado  Enri- 
"que  Alvarez.  Esos  hechos  consistentes  en  tomar  Tina 
"escopeta  de  salón,  cargada,  de  manos  de  un  hermano  au- 
"yo,  que  se  disparó  al  ponerla  en  posición  de  tirar  y  que 
"según  la  Sala  parece  probable  que  tuviera  el  martilh) 
"levantado,  no  son  por  sí  solos— ni  lo  serán  jamás — ha- 
"chos  imprudentes,  realizados  sin  previsión,  sino  los  que 
"toda  persona  lleva  á  cabo  en  casos  tales,  sin  que  quepa 
"suponérsele  descuidada. — ¿Es  dable  calcular  que  al  po- 
"ner  en  posición  de  tirar  la  escopeta — que  no  declara  la 
"Sala  tuviera  defecto  alguno — se  disparara?  Puede  con- 
"siderarse  como  falta  de  diligencia,  á  los  efectos  del  ar- 
"tículo  quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Penal,  el 
"no  preveer  que  una  escopeta  de  salón  que  se  toma  dii 
"manos  de  otra  pei-sona  por  el  solo  hecho  de  ponerla  en 
"posición  de  disparar,  dé  fuego  .y  mate  á  una  persona? 
"Desde  luftgo  que  nó. — Imprudentre  podrá  ser  quien  en 
"tales  casos  toque  ó  mueva  el  gatillo,  porque  no  provee 
"la  consecuencia  posible  de  que  se  dispare  el  arma  y  cau- 
"se  algún  daño,  pero  no  el  que  simplemente  coloque  lii 
"escopeta  en  posición  de  disparar,  jtorque  no  es  posibkí. 
"ni  á  nadie  debe  ocurrirse,  que  por  eso  sólo  dé  fuc^,  yi 
"que  esto  no  es  la  consecuencia  de  aquella  colocación. — 
"JCn  resumen:  ó  la  escopeta  por  defectos  desconocidos 
"cuando  no  imposibles,  diaparaba  por  sí  sola,  ó  fué  to- 
"cado  su  disparador.  En  el  primer  caso,  no  puede  Ha- 
"marsc  imprudente  al  que  la  usó,  pues  no  es  presumible 
"que  tal  cosa  ocurra :  en  el  segundo  caso,  será  impruden- 
"te  el  que  toque  el  disparador,  no  el  que  la  tome  en  la 
"mano  y  como  la  Sala  no  atribuye  ese  acto  á  Alvares 
"(Enrique),  no  puede  aplicarse  al  mismo  tal  calificación. 
"—La  circunstancia  de  que  estuviese  el  martillo  levan- 
"tado  en  nada  varía  lo  que  acabo  de  exponer:  no  obs- 
"tante  ésto,  me  interesa  llamar  la  atención  sobre  la  for- 
"nia  en  que  se  expresa  la  sentencia  respecto  á  esa  eircuns- 
"tancia,  pues  declara  probado  que  no  lia  podido  determi- 
"narso  si  tenía  ó  nó  levantado  el  martillo,  "aunque  pare- 
"ce  probable,"  lo  que  significa  que  la  Sala  no  estima  que 
"este  extremo — de  que  el  martillo  estuviese  montado — ^e 
"encuentre  proí)ad o.— "Resulta  de  lo  dicho  que  al  oalífi- 
"car  la  sentencia  coiuo  delito  de  homicidio  por  ¡mpru- 
"deneia  temeraria  los  heolios  ya  expuestos,  comete  el 
"error  de  derecho  previsto  en  el  número  primero  del  ar- 
"tículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
"juici amiento  Criminal,  infringiendo,  por  interpretación 
"errónea  y  aplicación  indebida,  el  artículo  quinientos  no- 
"venta  y  dos  del  Código  Penal  en  su  párrafo  primero  y 
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"«1  artículo  cuatrocientos  diez  y  aeis  del  mismo  Código, 
"por  lo  que  delte  ser  casada  y  anulada." 

"II :  El  que  es  objeto  dei  número  primero  del  ar- 
"tículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  da  la  Ley  de  En- 
"juicianí lento  Criminal,  pues  los  hechos  declarados  pro' 
"bados  en  la  sentencia  se  penan  no  obstante  concurrir  la 
"circunstancia  eximente  número  nueve  del  articulo  oehij 
"del  Código  Penal. — Alego  este  motivo  para  el  caso  de 
"que  no  prospere  el  anterior. — Demostración. — Los  hc- 
"chos  que  con  relación  á  este  motivo  consigna  la  senten- 
"cia  son :  que  Enrique  Alvarez  tomó  una  escopeta  do 
"manos  de  Eamón  Alvarez,  la  cual  escopeta  no  ha  podido 
"determinarse  si  tenía  ó  nó  levantado  el  martillo,  aun- 
"qiie  parece  lo  probable,  y  al  colocarla  en  posición  de  dis- 
'"parar  salió  el  tiro,  que  privó  de  la  vida  al  pardo  Fflr- 
"nández.  De  tales  hechos  se  deduce  que  Enrique  Alvaron 
"procedió  en  ellos  con  la  debida  dilifrencia  que  e.tige  el 
'•'número  nueve  del  artículo  ocho  del  Código  Penal,  no 
"siondo  responsable  criminalmente  de  la  muerte  de  Éor- 
"nández. — Fácil  es  demostrar  la  concurrencia  de  esU 
"o.vimontc:  el  hecho  de  tomar  una  escopeta  de  salón 'al 
"objeto  de  dif!|)aTarle  á  un  pájaro  y  hasta  el  du  verificar 
"t'l  dispan)  mismo,  es  jícrfcetanicnto  licito,  no  se  opone 
"á  él  ningún  precepto  legal:  y  se  obra  con  la  debida  dili- 
"pencia  al  tomar  esa  escopeta  y  colocarla  en  posición  do 
"disparar,  no  realizando  ningún  otro  hecho  que  origine 
"el  disparo,  como  aparece  de  la  sentencia  que  declara  pro- 
"bado  como  hechos  únicamente  los  que  se  refieren  en  el 
"párrafo  anterior. — Al  no  teneree  en  cuenta  esa  eximeii- 
"te  en  la  sentencia  so  cometa  el  error  de  derecho  que  se- 
"ñala  el  número  primero  del  articulo  ochocientos  cua- 
"renta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
"iníringiéudoge  por  no  aplicación  el  número  noveno  del 
"artícnlo  octavo  del  Código  Penal." 

"III :  El  que  os  materia  del  número  tres  del  artícu  lo 
"ochocientos  cuarenta  y  nueve  do  la  Ijey  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal,  pues  la  sentencia  incurre  cu  error  do 
"derecho  al  calificar  los  hechos  que  declara  prohadas  co- 
"mo  c-onstitutivos  de  tin  delito  de  homicidio  por  impru- 
"dencia  temeraria,  siendo  así  que  deben  calificarse  como 
"una  falta,  la  número  quinto  del  artículo  8<út«;ientos  tre- 
"ce  del  Código  Penal-  Alego  este  motivo  para  el  caso  do 
"que  no  prospere  ninguno  de  los  dos  que  anteceden. — 
"Comprobación.-— Dados  los  hechos  que  declara  probados 
"la  sentencia,  consistentes  en  haber  toma<lo  Enrique  Al- 
"varez  de  manos  de  su  hermano  Ramón  una  e.^opcta  de 
"salón,  de  la  que  salió  un  tiro  al  ponerla  en  posición  in 
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"disparar,  yendo  í  herir  al  pardo  Fernández,  hay  que 
"convenir  en  que  si  al  realizarlos  Enrique  Alvarez  no 
"procedió  con  todo  el  cuidado  y  diligencia  necesarios,  la 
"imprudencia  que  puede  imputársele  no  es  la  grave,  te- 
"meraria,  que  es  objeto  del  artículo  quinientos  noventa  y 
"dos,  párrafo  primero  del  Código  Penal,  sino  la  simplí; 
"tratada  por  el  seiscientos  trece,  número  quinto. — En 
"efecto,  no  es  una  falta  completa  de  cuidado,  una  temeri- 
"dad  el  hecho  de  tomar  una  encopeta  aunque  tenga  el  mar- 
"tillo  levantado—que  aún  ni  eso  declara  probado  la  Saia, 
pues  lo  que  consigna  ea  que  no  ha  podido  determinarse, 
"aunque  parece  lo  probable — y  colocarla  en  posición  de 
"disparar,  ya  que  ésto  se  haoe  con  muchísima  frecuencia  y 
"no  es  lo  corriente  que  por  solo  ello  se  cause  un  daño.  Si 
"existe  imprudencia  es  indudable  que  será  siñiple,  si  hay 
"culpa,  ésta  ha  de  ser  culpa  leve;  si  falta  diligencia,  si 
"no  se  ha  tenido  previsión,  esas  faltas  no  demuestran  ol- 
"íddo  de  las  precauciones  que  aconseje  la  más  vulgar  pru- 
"dencia,  que  es  ló  que  caracteriza  la  imprudencia  teme- 
"raria — culpa  lata — sino  de  precauciones  de  otro  orden 
"que  aunque  pudieron  tomarse  no  son  de  naturaleza  tal 
"que  todas  las  personas  generalmente  las  adopten, — De 
"io  expuesto  se  deduce  que  la  sentencia  incurre  en  el 
"error  de  derecho  que  señala  el  número  tercero  del  articu- 
"lo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  T*v  de  Bnjuicia- 
"miento  (Iriminai,  infringiendo  por  aplicación  indebida, 
"el  artículo  quinientos  noventa  y  dos  en  su  párrafo  prí- 
"raero,  en  relación  con  el  cuatrocientos  diez  y  seis,  y  por 
"no  aplicación,  el  número  quinto  del  seiscientos  tre&i 
"del  propio  Código." 

Resultando  que  por  auto  de  primero  de  Diciembre 
último  fueron  admitidos  por  el  Tribunal  á  quo  ambos 
recursos  sólo  por  el  primer  motivo  de  quebrantamient'i 
de  forma,  y  los  tres  primeros  por  infracción  de  ley;  .v 
denogada  su  admisión  por  el  cuarto  motivo  de  éstos  y 
segundo  de  aquéllos,  recurrió  on  queja  el  procesado  anto 
este  Tribunal  Supremo,  la  cual  fué  declarada  sin  lugar 
por  £hito  de  veinte  y  seis  de  Enero  del  año  en  curso  (1). 

Resultando  que  remitida  la  causa  y  personadas  las 
partes,  presentó  escrito  en  ei  trámite  de  instrucción  la 
representación  del  procesado  absuelto  no  recurrente,  Ra- 
món Alvarez,  impugnando  la  admisión  del  recurso  por 
el  primer  motivo  de  quebrantamiento  de  forma  y  sustan- 
ciado este  incidente  previo  que  fué  también  desestimado 
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por  auto  de  siete  de  Abril,  se  señalú  dia  para  la  vista  de 
ambos  recursos  de  casación,  habiéndose  celebrado  aquélla 
con  asistencia  del  representante  defensor  del  recurrente 
T  del  Ministerio  fiscal. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Jos%  María  Gispert. 

Considerando  que  el  'quebrantamiento  de  forma  á 
que  96  refiere  el  caso  de!  número  primero  del  artículo  n<v 
vecientos  doce  de  la  Ijcy  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
tiene  lugar  cuando  en  la  sentencia  no  se  expresa  clara  y 
temiinantciiiente  cuáles  son  los  hechos  que  se  consideran 
probados,  ó  s¡  resulta  manifiesta  contra(l¡i>ci6n  entre 
ellos;  y  concíignándoxt-  en  la  sentencia  recurrida  laa  pa- 
labras "resultando  prohado"  al  comienzo  de  los  dos  pri- 
"meros  párrafos  en  que  hace  relación  de  los  hechos  enla- 
"zados  con  las  cuestiones  que  después  se  resuelven  en  e! 
"fallo,  es  evidente  que  á  todos  esos  hechos  se  refiere  dí.í 
"un  modo  claro  v  terminante  la  declaración  de  probado 
que  dichas  palabras  contiene,  v  que  por  tanto  al  hacerlo 
asi  la  Sala  sentenciadora,  consignando  ademán  e^cpresa- 
mente  que  no  ha  podido  determinarse  si  la  escopeta  te- 
nía ó  nó  levantado  el  martillo,  no  ha  incurrido'en  el  que- 
brantamiento de  forma  que  se  señala  en  el  único  motivo 
por  que  fué  admitido  el  recurso  de  tsta  clase,  por  lo  que 
debe  ser  desestimado. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motMO  del  re- 
curso por  infracción  de  ley,  que  si  bien  el  hotho  de  In 
muerte  del  pardo  Manuel  Fernández,  realizado  en  la  for- 
ma y  circunstancias  que  se  describen  en  el  primer  resul- 
tando de  la  sentencia  reclamada,  no  constituye  un  delito 
de  homicidio  voluntario,  penado  en  toda  su  integridad  en 
el  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código  vigente, 
porque  la  falta  de  malicia  ó  voluntad  consciente  y  dolosa 
en  el  procesado  Enrique  Alvarez  en  la  ejecución  de  los 
autos  que  produjeron  aquel  funesto  resultado,  impiden 
esta  calificación :  no  es  posible  despojar  <let  carácter  do 
delictuosos  que  á  tales  actos  imprime  la  imprudencia  ó 
falta  de  previsión  con  que  evidentemente  prociídió  dicho 

Erocesado  al  tomar  precipitadamente  de  manos  de  su 
ermano  Ramón  la  escopeta  cargada  que  se  proponía 
disparar  contra  la  garza  que  estaba  posada  en  el  poati' 
de  telégrafo,  hallándose  el  interfecto  próximo  á  éste,  y 
presentes  también  en  el  lugar  otras  personas,  sin  cuidar- 
se de  mantener  el  arma  en  situación  de  precaver  todo 
riesgo,  siempre  probable  en  circimstancias  talca ;  y  en  tal 
virtud,  al  calificar  y  penar  el  Tribunal  sentenciador  eu 
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concepto  de  delito  loe  hechos  que  declara  probados,  no 
ha  inciirrido  en  e)  error  de  dowclio  que  señala  el  recii- 
rrcnte  en  dicho  primer  motivo,  que  por  ello  debe  también 
desestimarse. 

Considerando  que  por  igual  razón  procede  desesti- 
mar el  segundo  motivo  alegado,  porque  no  puede  afir- 
marse que  el  prífcesado  obró  pon  la  debida  diligencia  di 
proponerse  ejecutar 'el  acto  lícito  de  disparar  una  esco- 
peta de  salón  contra  una  pieza  de  caza,  cuando  al  tomar 
dicha  arma  y  ya  en  su  poder  se- le  dispara  hiriendo  el 
proyectil  á  una  de  las  personas  presentes  ó  inmediatas  al 
lugar;  pues  este  solo  hecho  demuestra  bu  falta  de  dili- 
gencia, dejamlo  lie  adoptar  toda»!  las  precain-ioms  que  en 
caxos  tales  aistnsejii  la  (¡riidencia  ¡lara  i.'vitar  el  mal  que 
causó,  y  que  indudablemente  no  liabriii  cansado,  man- 
teniendo como  se  deja  dicho,  el  arma  en  posición  que 
alejara  toda  prohabilidad  de  riesgo  personal ;  por  lo  que 
no  infringió  la  ppntencia  al  dejar  de  apreciar  ía  circuns- 
tancia de  exención  novena  del  artículo  octavo  del  Códi- 
go Penal  invocada  en  dicho  segundo  motivo. 

Considerando,  en  cuanto  al  tercero  y  último  motivo, 
que  la  temeridad  que  califica  la  imprudencia  á  que  se 
refiere  el  párrafo  primero  del  artículo  quinientos  noven- 
ta y  dos  del  Código  Penal,  en  oposición  á  la  simple  que 
en  sus  respectivos  casos  castigan  el  párrafo  segundo  del 
mismo  artículo  y  el  número  quinto  del  seiwientos  trece 
del  propio  Código,  existe  no  sólo  cuando  ante  la  eviden- 
cia del  peligro  ó  riesgo  que  se  corre  de  causar  uu  mal  no 
intencionado,  se  ejecuta  sin  malicia  un  acto  del  que  re- 
sulta ese  mal,  sino  también  cuando  sin  noción  exacta  del 
peligro  ó  con  absoluta  imprevisión,  tal  acto  se  realiza 
sin  adoptar  las  precauciones  que  en  cada  caso  y  según 
las  circunstancias  de!  lugar  de  las  personas  y  de  las  co- 
sas, aconsejan  la  prudencia  y  la  previsión  más  vulgar;  y 
que  con  imprudencia  de  esta  clase,  y  no  simple,  como  prij- 
tende  el  procesado  recurrente,  obró  éste  en  ei  caso  de  au- 
tos, lo  demuestran  osa  misma  falta  de  previsión  y  de  las 
precauciones  que  racional  y  naturalmente  deben  adoptar- 
se siempre  que  en  presencia  6  proximidad  de  otras  perso- 
nas ó  en  lugar  frecuentado  por  estas,  se  está  en  poscsiói; 
de  un  anna  de  fuego  capaz  de  producir  tanto  mal  como 
la  que  privó  de  Ja  vida  al  desgraciado  Manuel  Fernán- 
dez; y,  en  tal  concepto,  al  estimarlo  así  el  Tribunal  á 
quo,  no  ha  incurrido  en  error  de  derecho,  ni  infringido, 
por  tanto,  las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  dicho 
tercero  y  último  motivo. 

Considerando  que  por  los  anteriores  fundamentos  y 
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lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  numera 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  pro- 
cede desestimar  ambos  reciirsos  de  casación,  con  las  coai- 
tas de  cargo  del  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  ([ucb  rauta  miento  d-í 
forma  é  infracción  de  ley,  interpuesto  .por  la  defensa  á 
nombre  del  procesado  Enrique  Alvarez  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  la  causa 
mencionada,  con  las  costas  del  mismo  de  cargo  de  dicha 
parte  recurrente. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia — que  con  devolución 
de  los  autos,  etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmu- 
mos. — José  Antonio  Piclianlo. — Luis  Gastón. — Ambni- 
sio  R.  Morales. — José  María  Giapert. — José  V.  Tapia. 


Inf.  ley.— Bent.  100.— 13  Í9  Julio.— Calumnia.  ((íaeefa 

Abril  4,  1904.) 

IWCTRINA:  La  impntacián  de  nn  delito 
becho  en  lorma  de  denuncia  no  constituye  ca]uin~ 
nia,  aiun  que  puede  constituir  denuncia  falsa,  sólo 
per(egqihle  en  juicio  cuando  el  Tribunal  senten- 
ciador lo  disponga  6  reserve  expresamente  su  de- 
recho al  ofendido. 

La  reserva  drl  derecho  de  querellarse  por  inju- 
lia  6  calumnia  inferida  ea  juicio,  declaiada  á  ins- 
tancia de  parte,  no  comprende  al  caso  de  la  de- 
nuncia orijpnaria  de  aquél,  sino  los  delitos  de  esta 
dase  cometidos  durante  la  tramitación  del  pro- 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  trece  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casación  ])or  infracción 
de  ley,  interpuesto  en  !a  causa  seguida  ante  la  Sección 
primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  por  el  delito  de  calumnia  en  virtud  de  querella 
establecida  por  Tomás  RadilJo  y  Cerecio,  del  foro  y  ve- 
cino de  esta  ciudad,  contra  Ana  Albadalejo  y  Pcrdomo, 
de  la  misma  vecindad : 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  causa 
en  veinte  de  Marzo  último  contiene  los  sif¡:uientcs  Re- 
sultandos : 

Hechos  probados  : 

"Primero :  Resultando  probado  que  Ana  Albadalejo 

"y  Perdomo  denunció  ante  el  Juez  de  Instrucción  del 

"Oeste  que  Tomás  Radillo,  á  quien  había  encomendado 

"un  asunto  judicial  relativo  á  la  herencia  de  su  difunta 

-   "madre,  no  tenía  la  cualidad  de  abogado  con  que  se  le 
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"había  pre^ntado  ni  realizado  los  trabajos  á  que  hubo 
"de  comprometerse,  y  con  cuyo  objeto  le  hizo  entrega  dü 

"cierta  cantidad  de  dinero,  é  iniciada  con  tal  motivo  \-\ 
"causa  nániero  cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  de  mi! 
"novecientos  dos  en  el  Juzgado  del  Oeste,  por  estafa,  la 
"Sección  segunda  de  esta  Sala  dictó  en  veinte  y  nuere 
"de  Agosto  de  dicho  año,  auto  de  eoiireseimiento  libre, 
"autorizando  á  Tomás  Kadillo  para  formalizar  querella 
"contra  Ana  Albadalejo  por  el  delito  de  calumnia  cau- 
"sada  en  juicio,  que  literalmente  dice  asi;— Auto:  Ha- 
"baua,  Agosto  veinte  y  nueve  de  mil  novecientos  dos. 
"Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Manuel  Monteverde. 
"Resultando,  que  esta  causa  del  Juzgado  de  Instrucción 
"del  Oeste,  número  cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  del 
"año  actual  se  inició  por  el  delito  de  eetafa  á  conaecnen- 
"cía  de  la  denuncia  formulada  ante  el  mismo  por  Doñii 
"Ana  Albadalejo  de  que  D.  Tomás  Kadillo  se  le  había 
"presentado  y  ofrecido  para  gestionarla  como  abogado, 
"un  asunto  judicial  relativo  á  los  bienes  perteneciente^ 
"á  la  herencia  de  su  difunta  madre,  que  habiendo  aeep- 
"tado  la  oferta  le  hizo  entrega  con  el  objeto  indicado  do 
"cierta  cantidad  de  dinero,  habiendo  sabido  después  que 
"Radillo  no  tenia  la  cualidad  de  abogado  que  se  atribu- 
"yó  ni  realizó  los  trabajos  á  que  hubo  de  comprometerse: 
"que  noticioso  el  Sr.  Badillo  por  la  prensa  de  cata  eap;- 
"tal  de  la  denuncia  que  contra  el  mismo  se  había  for- 
"mulado,  compareció  espontáneamente  en  el  Juzgado  er- 
"pouiendo  entre  otras  cosas  ser  inciertos  los  hechos  que 
"se  le  imputaban,  que  si  habia  intervenido  en  el  aaun- 
"to  ¿  que  la  denuncia  se  contrae  no  lo  hizo  con  el  carác- 
"ter  de  abogado  y  sí  con  el  de  agente  de  bufete  del  Ledo, 
"Barba,  con  quien  á  la  sazón  trabajaba,  limitándose  su 
"intervención  á  solicitar  por  instancias  de  la  Sra.  Alba- 
"dalejo  comprador  á  los  derechos  y  acciones  que  á  ella 
"correspondían  en  la  herencia  de  que  se  ha  hecho  men- 
"ción,  efectuándose  dicha  venta  con  todas  las  formalida- 
"des  debidas  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  du 
"esta  ciudad  D.  Francisco  de  Castro:  manifestaciones 
"estas  que  resultaron  debidamente  comprobadas  en  las 
"diligencias  que  al  efecto  fueron  practicadas  en  el  suma- 
"rio,  sin  que  por  el  contrario  apareciere  en  modo  algu- 
"no  demostrada  la  veracidad  de  los  hechos  que  motivaron 
"la  denuncia.  Resultando,  que  dictado  por  el  Juez  auto 
"en  fK-ha  veinte  y  uno  del  corriente  mes,  declarando  ter- 
"miniido  el  sumario  y  elevado  éste  á  la  Fiscalía  de  esta 
''Audiencia,  el  Ministerio  fiscal  lo  pasa  á  esta  Sala  con 
'"escrito  en  que  manifiesta  que  debe  aprobarse  el  referí- 
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"do  auto  de  conclueión  del  aumario  y  sobreseer  en  ia  cau- 
"aa  libren)eiite,  con  arreglo  al  caso  primero  del  articulo 
"seiacientos  treinta  y  3¡ete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal.  Resultando,  que  estimándose  calumniado  por 
'la  denuncia  que  de  él  se  hiciera,  el  Sr.  Tomás  Eadillo 
"presentó  escrito  interesando  que  por  este  Tribunal  se  le 
"otorgara  la  licencia  que  prescriije  la  Ley  como  requisito 
"previo,  indispensable  para  proceder  en  los  delitos  de  ca- 
"lumnia  é  injurias  proferidas  en  juicio.  Considerando, 
■"que  teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  de  los  hechos  de- 
"nunciados  que  de  ser  ciertos  constituirían  delitos  de  los 
"que  dan  lugar  á  procedimientos  de  oficio,  así  como  los  vi- 
"sos  de  falseíf ad  de  que  adolece  la  imputación  de  los  mis- 
■"raoa  al  íi^r.Radillo,  procede  autorizar  á  éste  en  el  sentido 
"que  solicita,  ó  séase  para  querellarse  por  calumnia  contra 
"Ana  Albadaiejo.  Considerando,  que  es  asimismo  proce- 
■"dente  renolver  de  conformitlad  con  lo  interesado  por  ci 
"Ministerio  Fiscal,  toda  vez  que  en  el  sumario  no  existeu 
"indicios  racionales  de  que  se.  hayan  perpetrado  los  he- 
■"chos  denunciados  en  la  forma  expuesta  por  la  denun- 
"ciante  y  que  dieron  origen  á  la  formación  de  esta  causa, 
■"Yistofi  los  artículos  seiscientos  treinta  y  siete,  caso  pri- 
"mero  de  la  ley  procesal  y  el  ochocientos  cinco  <!e  la  pro- 
"pia  Ley  en  relación  con  el  cuatrocientos  ochenta  y  seis 
"del  Código  Penal :  Se  confirma  el  auto  del  veinte  y  uno 
"del  pre.=ente  mes  que  declaró  terminado  el  sumario;  se 
"sobresee  libremente  en  esta  causa,  conforme  al  caso  y 
"artíciilos  citados  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
"con  las  costas  de  oficio:  se  autoriza  á  T).  Tomás  Radillo 
"para  íormaliza'r  querella  contra  Doña  Ana  Albadaiejo 
"por  el  delito  de  calumnia  causada  en  juicio.  Comuní- 
■"quese  al  Juez  lo  resuelto  y  cuando  acuse  recibo  arehíve- 
"ee  causa  y  rollo.  Proveído  y  firmado  por  los  señores  d.; 
"la  Sala.  Certifico:  Juan  Ó'Farrill, — J,  M.  Aguirre. — 
■"Manuel  de  Monteverde. — Cristóbal  Moré. 

"Segundo:  Resultando  que,  firme  que  fué  dicho 
"auto.  Tomás  Radillo  estableció  querella  contra  Ana  A!- 
"badalejo  y  sustanciada  confirmado  el  auto  que  declaró 
"terminado  cl  sumario,  formuló  conclusiones  nrovisio- 
"nales,  refiriendo  en  la  primera  los  hechos  en  la  forma 
"siguiente:  (a)  Ana  Albadaiejo  y  Perdomo  ])rodujo  ante 
"el  Fiscal  de  esta  Audiencia  en  diez  y  nueve  de  Julio 
"último  una  denuncia  en  que  me  acusaba  de  haber  come- 
"tido  el  delito  de  estafa  y  el  de  su]toneriue  investigado  de! 
"título  de  alx^do;  hechos  completamente  falsos:  (b) 
"Agregó  que  habiendo  sido  yo  recomendado  é  ella  para 
""que  como  abogado  gestionase  á  su  nombre  la  testarnen- 
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"taría  de  Antonia  Hernández,  me  hice  cargo  de  ellos, 
"obligándome  á  gestionar  hasta  ponerla  en  poseaión  du 
"su  herencia,  exigiéndole  me  autorizase  im  poder,  lo 
"cual  hizo  ella  sin  saber  lo  que  firmaba;  habiéndole  en- 
"tregado  yo  á  los  seis  meses  doscientos  pesos  como  im- 
"porte  total  de  sus  bienes  hereditarios  y  exigiéndole  un 
"recibo  que  ella  firmó  sin  saber  tampoco  Jo  que  firmaba : 
"todo  lo  cual  es  también  completamente  falso,  (e)  Agn*- 
"gó  que  posteriormente  supo  que  yo  no  era  abogado  y 
"que  estaban  en  poder  de  Manuel  Busto  sus  bienos,  que 
"eran  ias  casas  números  trescientos  cincuenta  y  seis  y 
"trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Calzada  de  San  Lé- 
"zaro  y  la  número" cien  de  la  calle  de  la  Línea  en  el  Ve- 
"dado;  todo  !o  cual  es  absolutamente  falso. — (d)  De 
"dicha  denuncia  dio  cuenta  la  Albadalejo  á  los  periódi- 
"cos  "La  Lucha"  y  "La  Hepública  de  Cuba",  que  !a  pii- 
"blicaron  consignando  por  su  encargo  este  último,  que- 
"el  Juez  Instructor  habia  acordado  mi  procesamiento  y 
"captura,  (e)  Sustanciada  la  causa  criminal  por  totlo3 
"sus  trámites,  me  presenté  espontáneamente  al  Juez  lus- 
"tructor  á  declarar  la  verdad  de  lo  acontecido,  que  fué 
"lo  siguiente:  Trabajando  yo  como  agente  del  Letrado 
"Luis  V.  Barba,  fui  á  ver  á  la  Albadalejo  por  recomeu- 
"dación  de  José  Hamón  Echevarría  á  fin  de  que  dicho 
"Letrado  se  encargase  de  las  gestiones  judiciales  que  ha- 
"bían  de  practicarse  por  la  Albadalejo  en  la  testamenta- 
"ría  de  Antonia  Hernández,  de  quien  aquélla  era  lega- 
■'taria,  indicándole  yo  que  debía  otorgar  nn  poder  para 
"pleitos  á  procuradores  bajo  la  dirección  del  abogado  re- 
"ferido.  Otorgó  la  Albadalejo  dicho  poder  ante  el  Xota- 
"rio  Francistío  de  Castro  y  Flaquer,  á  varios  procurado- 
"res,  entre  ellos  á  Juan  Jfartl,  y  posteriormente  me  in- 
"dicó  la  acusada  que  tenía  que  casarse  con  uñ  tal  Prieto, 
"que  no  tenía  ni  una  blanca,  deseaba  que  yo  le  buscase 
"quien  le  comjtrase  el  logado  referido.  Que  era  lo  único 
"que  resultó  ¿ner  en  la  testamentarla  niencionada.  Y, 
"efectiva mente,  encontré  á  Antonio  Gato  y  Vázquez,  lo  ' 
"pagó  treíiciRntos  pesos  oro  por  todos  sus  derechos  y  ac- 
"cioncH  en  dicha  testamentaría  que  le  cedió  la  Albada- 
"lejo  por  escritura  otorgada  ante  el  expuesto  Notario,  :i 
"cuya  presencia  se  numeraron  y  entregaron  los  trescien- 
"tos  pesos  á  la  Albadalejo  por  Gato.  Posteriormente,  7 
"como  consecuencia  de  un  juicio  promovido  por  Manuel 
"Busto  contra  la  testamentaría  de  Antonio  Hernández, 
"fué  nombrado  aquél  Administrador  Judicial  de  laa  ca- 
"sas  referidas,  siendo  éste  el  motivo  por  el  cual  estaban 
"en  íu  pmler.  (f)  En  dicha  causa  acordó  esta  Audiencia 
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"el  sobreseimiento  libre,  declarando  falsa  la  denuncia  y 
"autorizándome  para  formular  querella  criminal  con- 
'*tra  la  Albadalejo  por  el  delito  de  calumnia.  Calificó 
"esos  hechos  como  constitutivos  del  delito  de  calumnia, 
"previsto  y  penado  en  los  artículos  cuatrocientos  seten- 
"ta  y  uno  y  número  segundo  del  cuatrocientos  setenta  y 
"dos  del  Código  Penal,  estimó  responsable  en  concepto 
"de  autora  ¿  la  procesada,  sin  circunstancias  modiñcati- 
"vas  y  pidió  que  se  la  condenara  á  la  pena  de  arresto  ma- 
*'yor,  multa  de  seiscientas  veinte  y  cinco  á  eeia  mil  doa- 
'^ientas  cincuenta  pesetas,  y  á  indemnizarlo  en  la  can- 
"tidad  de  cinco  mil  pesetas  en  concepto  de  responsabili- 
"dad  ciWl." 

"Tercero:  Resultando  que  la  defensa  de  la  proce- 
"sada  estableció  las  siguientes  conclusiones  proviaiona- 
"les :  Primera :  Doña  Ana  Albadalejo  y  Doña  Bárbara 
"Medina,  eran  y  son  herederas  letrítimas  de  la  Sra.  Au- 
"tonia  Hernández,  Antonia  Pcrdomo,  consistiendo  los 
"bienes  de  dicha  herencia  intestada  en  laa  casas  San  Lá- 
"zaro  ó  Ancha  de!  Norte  números  trescientos  cincuenta 
"y  seis  y  trescientos  cincuenta  y  ocho  y  el  solar  y  fábri- 
"ca  número  cien,  en  la  calle  de  la  Línea  en  el  Vedado. 
"Siendo  dicha  herencia  intestada  y  teniendo  que  correr 
"la  declaratoria  de  herederos  de  laa  fallecidas,  se  presen- 
"tó  á  la  procesada  José  Ramón  Echevarría,  recomendán- 
"dole  como  abo(;ado  al  Sr.  Tomás  Radilto  q  Cerecio,  pa- 
"ra  que  éste  se  encardara  de  dicha  tramitación,  á  lo  cual 
"accedió  mi  representada,  extendiéndose,  á  ese  fin,  un 
"poder  ante  el  Notario  Francisco  de  Castro  á  procurn- 
"dores,  á  los  cuales  no  conoce  mi  representada  y  á  quie- 
"nes  nunca  dio  instrucciones,  cuyo  poder,  os  decir,  la 
"matriz  del  mismo,  firmó  en  su  casa  á  presencia  de  Ra- 
"dillo  y  de  un  señor  que  lo  traía  y  sin  la  presencia  del 
"Notario  Castro,  que  lo  autorizaba.  Transcurrido  algún 
"tiempo  y  necesitando  mi  representada  y  la  Sra.  Bar- 
"bara  Medina  de  algún  dinero,  escribió  aquélla  una  car- 
eta al  Sr.  Eadiilo,  pidiéndole  algo  á  cuenta  de  su  he- 
"reneia,  y  el  Sr.  Radillo  entregó  á  ambas  una  pequeña 
"cantidad  de  dinero,  exigiéndoles  un  recil^n  que  traía  he- 
"cho  ya  en  tres  ó  cuatro  pliegos  de  pape!.  Ins  que.  confia- 
"dos  en  el  Sr.  Radillo  y  sin  leerlos,  firmó  mi  ropresenta- 
"da,  y  que  han  sido  en  vez  de  recibos  una  escritura  de  ce- 
"sión  de  derechos  y  acciones,  ante  el  citado  Notario 
"Francisco  de  Castro,  haciendo  Constar  (jue  á  la  firma 
"de  dicho  recibo  no  concurrió  el  Sr.  Cii.<tro.  ni  testigos 
"de  ninguna  clase,  ni  el  cesionario  Sr,  Gato  y  Vázquez, 
"sino  solamente  el  Sr.  Radillo  y  un  señor  nombrado  Car- 
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"loe  Mendoza,  y  (\\is  dicha  escritxira  fué  ñrmatla  en  casa 
"de  mi  i-epresentada.  Visto  por  mi  representada  Ana  Al- 
"badalejo  y  sin  ta  intervención  del  letrado  que  suscribe 
"que  el  Sr.  Radtllo  no  era  aljogado  como  decía:  que  et 
"pod*r  resultaba  otorgado  á  procuradores,  á  los  cua- 
"les  no  le  había  dado  inütmcciones,  y  que  la  habían  aor- 
"prendido,  haciéndole  otorgar,  en  vez  de  un  recibo,  nna 
"escritura  de  cesión  al  Sr.  Antonio  Gato  y  Vázquez,  4 
"quien  no  conoce  ni  nimca  ha  visto,  formalizó  en  diez  y 
"nueve  de  Julio  de  mi!  novecientos  dos  una  denuncia  por 
"estafa,  contra  Radillo,  ante  el  señor  Fiscal  de  la  Au- 
"diencia,  que  sustanciada  en  sumario,  ante  el  señor  Juez 
"de  Instrucción  del  Oeste  con  el  número  cuatrocientos 
"cuarenta  y  nueve  de  mil  novecientos  dos  ante  el  Escriba- 
"no  Dennes  y  elevada  á  la  Audiencia  fué  sobreseída,  de- 
"jando  expedito  su  dei-echo  al  Sr.  Kadillo  para  proceder 
"por  ealunmia,  como  lo  ha  hecho  en  la  presente  causa. 
"Haciendo  constar  que  en  la  causa  cuatrocientos  cuarenta 
"y  siete  de  referencia  no  se  han  comprobado  los  hechos 
"denunciados,  á  penar  de  citarse  diligencias  para  su  com- 
"probación.  Segunda :  En  Ja  presente  causa  no  existe  el 
"delito  de  calumnia  que  se  atribuye  á  mi  representada, 
"puesto  que  conforme  al  precepto  del  articulo  cuatro- 
"cientos  setenta  y  cuatro  del  Código  Penal,  habrá  de 
"probar  el  hecho  que  ha  imputado  e.n  la  causa  número 
"cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  de  mil  novecientos  dos 
*'del  Juzgado  del  Oeste,  origen  de  est*  procoso.  Tercera : 
"N"o  es  autora  de  ningún  delito  !a  Sra.  Ana  Albadaleju 
"Cuarta:  ^o  concurre  ninguna  circunstancia,  ni  aun  la 
"de  publicidad,  puesto  que  no  es  autora  de  los  sueltos 
"publicados  en  "La  Ludia"  y  "La  República  de  Cuba.'* 
"Quinta:  No  procede  imponerle  ninguna  pena  y  si  su 
"absolución  libre  de  toda  res]>oiwabilidad  en  este  proccío. 
" — Responsabilidad  civil:  no  existe." 

"Cuarto:  Resultando  que  en  el  acto  del  juicio 
"oral,  en  que  anAas  partes  sostuvieron  deñnitivamente 
"sus  respectivas  conclusiones  provisionales,  apreciadas 
"en  conciencia  por  el  Tribunal  las  pruebas  practicadas, 
"las  razones  expuestas  por  la  aciisación  y  la  defensa  y 
"lo  manifestado  por  la  procesada  no  se  ha  probado  que 
"sean  falsos  ni  ([iie  sean  verdaderos  bis  licchos  imputadoi; 
"por  la  procesada  á  Toiiuts  Radillo  y  califuados  romo  ta- 
"les  por  la  acusación." 

RK«oi,n-ió.v  iiKcruitin^ : 

Resultando  que  la  Audiencia,  estimando  que  proce- 
día absolver  á  la  pnwesadn  por  no  haberse  probado  en  !a 
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causa  la  falsedad  de  la  imputación,  la  absolvió  declaran- 
do ías  costas  de  oficio. 

Fl.VDAMfiNTOíi   DEL  BECrRSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  Bontencia  interpuso  el 
íjiierellante  fíadiHo  el  presente  recurso  expresando  estar 
autorizado  por  el  número  segundo  del  artículo  ocliocieu- 
tos  cuarenta  y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  y  que  las  leyes  infringidas  son 
los  artículos  cuatroeientcw  setenta  y  uno,  cuatrocientos 
setenta  y  dos  y  cuatrocientos  setenta  y  cuatro  del  Código 
Penal,  en  el  concepto  qut  expone  en  los  BÍguientee  tér- 
minos :  "el  de  no  considerar  el  Tribunal  como  calumnia 
"el  hecho  de  haberme  imputado  Doña  Ana  Albadalejo 
"la  perpetración  del  delito  de  estafa,  arguyendo  para  ello 
"hechos  falsos,  por  lo  que,  por  la  Sección  segunda  de  a- 
■"ta  Sala  de  lo  Criminal  se  sobreseyó  libremente  en  la 
"causa  que  á  instancia  de  la  Albadalejo  se  inició  contra 
"mi;  autorizándome  dicho  Tribunal  para  ejercitar  con- 
'tra  ésta  la  acción  criminal  de  calumnia.  Que  el  hecho 
"que  coDstituve  el  delito  de  cahimnia  mencionado,  no 
'•ha  tenido  para  qué  comprobarse  por  mí,  por  cuanto  que 
.  '"la  resolución  de  la  Sn!a  segunda  de  lo  Criminal  de  cstu 
"Audiencia — certificada  en  nutfw  y  aceptada  como  hc- 
"chos  probados  en  la  Rimtencia  recurrida — recaíila  en  la 
"causa  por  estafa  que  se  me  siguiñ  k  instancia  de  Doña 
".\na  Albadalejo.  constituye  la  prueba  miis  palmaria  de 
"la  calumnia,  y  además,  porque  soy;án  el  artículo  cua- 
"frocientos  setenta  y  cuatro  del  Código  Penal,  e!  acusa- 
"do  de  calumnia,  no  puede  quedar  exento  de  pena  sino 
"cuando  prueba  el  hecho  criminal  que  hubiere  imputn- 
"do,  siendo  así,  que  al  no  probar  la  acusada  Albadalejo, 
"como  lo  declara  la  Sala  en  su  sentencia  y  en  ol  auto  de 
"veinte  y  siete  del  actual,  recaído  a!  eMrito  de  ella  p¡- 
"diendo  aclaración  de  la  sentencia  misma,  los  hechos  pu- 
"nibles  que  me  imputó,  ha  debido  condenársele  por  el 
"delito  de  calumnia," 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustancia- 
do en  debida  forma  en  esto  Tribunal,  celebrándose  lii 
vista  pública  con  asistencia  de  los  defensores  del  recu- 
rrente y  de  la  procesada  y  de!  Ministerio  Pisca!,  sosti'- 
niendo  el  primero  la  pnicedcucia  di'l  recurso  é  ¡jupug- 
nándolo  los  dos  últimos. 
Decisión  i>kl  recurso; 

Siendo    Ponente    el    Magistrado    Luis    Gastón    y 
Gastón. 

Considerando  que  los  lu^i-lioa  querellados  por  el  i'c- 
currente.  de  bal)er  sido  falsamente  denunciado  ]»n-  Iit 
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Albadalpjo  ante  el  Juez  de  Inutnicción  del  Oeate  como 
'  autor  de  un  delito  de  estafa,  no  pueden  ser  penados  me- 
diante la  querella  entablada,  porque  tales  hechos  consti- 
tuirían en  su  caso  un  delito  de  denuncia  falsa,  reBpecto 
del  cual  e!  Tribunal  que  conoció  del  delito  imputado,  no 
dispuso,  al  dictar  el  auto  de  sobresei miento  firme,  la  for- 
mación de  nuevo  proceso  contra  la  denunciadora,  como 
exige  para  la  persecución  de  dicho  delito  el  artículo  tres- 
cieutoB  treinta  y  seis  del  Código  Penal,  ni  por  otra  par- 
te, en  dicho  auto  se  reservó  al  acusado  Radillo  su  derecho 
para  perseguir  á  la  Albadalefo  como  calumniadora  en 
concepto  de  querellante,  cuyo  carácter  no  consta  tuviera 
en  la  referida  causa,  sino  que  sólo  aparece  que  se  autori- 
zó é  aqué!,  á  su  instancia,  y  conforme  al  artículo  ocho- 
cientos cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  pa- 
"ra  formalizar  querella  contra  la  denunciante  por  el  de» 
lito  de  calumnia  en  juicio,  lo  cual  no  era  procedente  en 
el  presente  caso,  y  sólo  tiene  aplicación  en  otros  muy  dis- 
tintos en  que  con  motivo  de  la  discusión  y  defensa  de  lo."» 
derechos  de  las  partes  se  viertan  en  el  curso  de  un  juicio 
expresiones  que  puedan  constituir  los  delitos  de  injuria 
y  calumnia. 

Considerando  que  por  estas  razones,  la  Sala  penteii- 
ciadora,  al  no  penar  los  hechos  que  declara  probados,  no 
incurrió  en  el  error  do  derecho  comprendido  en  el  nú- 
mero segundo  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que  le  atribuye  ei 
recurrente,  toda  vez  que  de  constituir  aquéllos  delito, 
existe  una  circunstancia  posterior  á  su  ejecución  que  im- 
pide penarlos,  debiéndose,  por  tanto,  desestimar  el  ra- 
eurso,  con  las  costas  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nft 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
interpuesto  por  el  querellante  Tomás  Radillo  Cerecio  eo 
la  causa  de  referencia,  imponiendo  laa  coatas  á  dicho  re- 
currente. Comuniqúese,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos-, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  E.  Morales. — José  María  Gispert. — 
José  V,  Tapie. 

Inf.  ley.— Ssnt.  101.— 13  de  JuUo. -Pena.  (Gae.  Abril 
4, 1904.) 

DOCTRINA:  Cuando  se  cometea  dos  deli- 
tos, e!  uno  ctimo  medio  de  renliiar  el  otro,  tiene 
aplicación  la  rej;la  del  artículo  88  del  Código  Pe- 
nal, aunque  la  pena  correa  pon  diente  á  los  dot  de- 
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En  la  chidacl  de  la  Habana,  á  trece  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  interpues- 
to por  Luis  Carreras  y  Jiménez,  vecino  de  Cienfuegos, 
tabaquero,  contra  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara,  en  causa  que  se  instruyó  al  mismo  por  lo? 
delitos  de  disparo  de  arma  de  fuego  y  lesiones. 

Resultando  que  en  la  indicada  sentencia  de  veinte  y 
cuatro  de  Marzo  último,  consta  el  siguiente : 

Hechos  probados: 

"Resultando  probado  que  el  procesado  Luis  Carre- 
ras y  Jiménez  pretendía  sostener  relaciones  ilícitas  con 
María  Hernández,  concubina  de  Pastor  Ruiz,  quien  le 
'tenía  puesto  un  cuarto  ¿  aquélla,  donde  la  visitaba 
'cuando  iba  á  Cienfuegos,  desde  una  finca  de  campo  en 
'que  se  encontraba  colocado.  El  día  trece  de  Enero  del 
'año  próximo  pasado  de  mil  novecientos  dos,  llegó  á 
'CienlHcgos  Pastor  Ruiz  y  mandó  recado  á  María  Her- 
'nández,  para  que  fuera  á  casa  de  Galila  Soriano  á  co- 
'mer  con  él.  Estando  comiendo  se  presentó  en  dicho  Iii- 
'gar  el  procesado  Carreras  y  Jiménez,  llamó  á  Buiz  á  In. 
'calle,  salió  éste  y  á  poco  andar  después  de  haber  media- 
'do  breves  palabras  entre  ambos,  Carreras  sacó  un  revóí- 
'ver  que  portaba  y  le  hizo  dos  disparos  á  Ruiz,  uno  de 
"los  cuales  hirió  á  éste,  penotréndole  el  proyoetíl  en  la 

"ón  ilíaca,  tardando  en  sanar  más  de  noventa  dÍHS 
"con  necesidad  de  asistencia  médica  é  impedimento  para 
"el  trabajo." 

RlfflOUTClÓN   BECrRBIDA  ; 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia  calificó  e^- 
tos  hechos  como  constitiitivos  de  los  delitos  de  disparo 
de  arma  de  fuego  y  lesiones,  previstos  y  penados  respec- 
tivamente por  los  artículos  cuatrocientos  veinte  y  uno  y 
cuatrocientos  veinte  y  nueve,  número  tercero  del  Código 
Penal,  estimando  el  primero  como  medio  de  cometer  el 
segundo,  y  responsable  en  concepto  de  autor  al  procesa- 
do Carreras,  á  quien  condenó  á  la  pena  de  tres  años,  nue- 
ve meses  de  prisión  correccional,  accesorias  y  costas. 

FUSUAMEXTOS  UEL  RECURSO  DE  CASACIÓN'  : 

Resultando  que  á  noml)re  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  au- 
torizado por  el  caso  sexto  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ci- 
tando como  infringido,  el  artículo  ochenta  y  ocho  del 
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Código  Penal  en  relación  coa  el  cuatrocientos  veinte  y 
uno  y  cuatrocientos  veinte  y  nueve,  número  tercero  del 
mismo  Código,  por  indebida  aplicación  del  primero  y 
por  falta  de  aplicación  del  ochenta  y  bcís,  en  el  concepto 
de  que  teniendo  igual  pena  el  delito  de  disparo  y  el  i?. 
losioaen,  caRtigados  por  la  sentencia,  no  existe  delito  m^ 
frrave,  que  es  lo  que  exige  el  párrafo  segundo  del  men- 
cionado articulo  ochenta  y  ocho  para  que  pueda  Ber  éstt; 
aplicado  al  caso  de  constituir  un  mismo  he<-ho  doa  ó  más 
delitos,  y,  que  no  concurriendo  en  uno  con  relación  al 
otro,  mayor  gravedad,  han  debido  castigarse  separada- 
mente imponiéndose  la  pena  correspondiente  á  cada  uno 
de  dichos  delitos. 

Kesultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado,  s? 
celebró  la  vista  pública  del  mismo  con  la  sola  asistencia 
del  Ministerio  Fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisión  del  becubso; 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  aceptada  la  caliñcación  de  los 
hechos  probados  en  el'  coneepto  de  haberse  realizado  e! 
delito  de  ilisparo  de  arma  de  fuego  como  medio  de  co- 
meter el  de  lesiones,  tiene  completa  aplicación  á  los 
efectos  de  determinar  la  penalidad  imponible  á  esos  he- 
chos conjuntos,  la  regla  contenida  en  el  artículo  ochento 
y  ocho  del  Código  Penal,  que  dispone  expresamente,  en 
estos  casos,  la  imposición  de  la  pena  señalada  al  más 
grave  en  su  grado  máximo;  sin  que  á  esto  obste,  la  cir- 
cunstancia de  tener  uno  y  otro  delito  igual  pena,  porqu  <, 
en  estas  condiciones,  es  aplicado  también  el  mencionado 
precepto,  pudiendo  imponerse  en  la  forma  que  dicho  ar- 
ticulo establece,  la  señalada  á  cualquiera  de  los  dos  deU- 
toe,  por  ser  la  misma  para  ambos:  v  por  tanto,  el  Tri- 
bunal é  quo  no  ha  infringido  los  preceptos  legales  que 
en  el  recurso  so  citan,  ni  cometido  el  error  de  derecho  que 
en  el  mismo  se  invoca;  por  lo  que,  procede  declararlo  síq 
lugar  con  imposición  de  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
nvr  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
intíírpuesto  por  el  procesado  Taíís  Carreras  y  Jiménez,  á 
quien  condenamos  en  las  costas. 

Asi,  |)()r  esta  nuestra  si-ntencia.  lo  )i  ron  uncí  amos, 
niandnmoK  y  iirmamo^. — -Tose  Antonio  Pichardo. — T^nis 
(iaslón.— ^Amlirosio  K.  Morai(T^.^i>.Tsé  María  OisiKrt. — 
José  V.  Tapia. 
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Inf.  1«7.— Smt.  102. -lE  de  Julio.— Detencdón  ilegal— 
Halversaáón.  (Gac.  Abril  4,  J904.) 

líOCTKINA:  Comete  el  delito  previttoen 
elariículo  198  dd  Código  Penal,  el  Jme»  que  sin 
motivo  racional  algana  j  adío  pur  meras  suposi- 
ciones dispone  la  detención  de  un  individuo  j  su 
conducción  a!  Juzgado,  en  donde  In  retiene  y  sin 
tomarle  declaración  ni  practicar  diligencia  algn- 
na,  dispone  su  libertad. 

La  sÍTDple  demora  en  ingresar  en  las  cejas  pu- 
blicas ana  cantidad  recibida  con  ese  «h^eto,  me- 
diante las  funciones  del  cargo  que  se  ejerifi.  no 
constituye  por  sí  sólo,  el  delito  de  mal  versa  ció  n. 

EiL  la  ciudad  de  la  Habana,  á  quince  de  Julio  de 
mí!  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  que  pen- 
de ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por  el  pro- 
cesado Bartolomé  Arce,  conocido  por  Bartolo,  vecino  de 
Tigiiabos,  empleado,  contra  sentencia  pronunciada  por 
la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  en  causa  que  se  si- 
guió al  mismo  en  el  Juzgado  de  Guantánamo,  por  los 
delitos  de  detención  arbitraria  y  malversación  de  cau- 
dales: 

R^ultando  que  la  mencionada  sentejicia,  de  treinta 
de  Enero  último,  contiene  el  siguiente: 

Hechos  probados; 

"Eesultando  probado  que,  á  consecuencia  de  un  jm- 
"cio  verbal  establecido  por  Ignacio  Serra  contra  Coní=- 
"tantino  Ruiz  ante  el  Juzgado  Municipal  de  Tiguabos 
"en  cobro  de  peaos,  ordenó  en  diez  y  seis  de  .Tunio  de! 
"corriente  año  el  Juez  y  procesado  por  esta  causa  Bar- 
"totomé  Arce  al  Sr.  Gabriel  Biquelme  que  hiciera  eii- 
"trega  de  un  caballo  que  suponía  en  su  poder  y  como  éste 
"manifestara  que  no  poseía  dicho  animal,  el  proceaqd^, 
'sin  estar  autorizado  por  ley  alguna,  ni  por  razón  de  de  ■ 
"lito,  ordenó  la  detención  y  conducción  del  citado  Ki- 
"quelme  ante  el  Juzgado,  donde  permaneció  algúu  ttem- 
"po,  que  no  excedió  de  tres  días,  siendo  puesto  después 
"en  libertad  por  el  mismo  Juez,  sin  que  se  le  tomara  de- 
"flaración  ni  se  practicara  diligencia  alguna.  Qu'^  el 
"veinte  y  dos  de-Mayo  últhno  le  fué  impuesta  al  Sr.  .Tose 
"López  una  multa  de  diez  pesos  por  el  Juzgado  Munieipid 
"de  Tiguabos  en  sus  funciones  de  correccional  y  á  cargo 
"del  procesado  Bartolomé  Arce  y  éste  reteniendo  en  su 
"poder  la  referida  suma,  sin  causa  alguna  que  io  justifi- 
■'cara,  no  le  dio  ingreso  en  las  cajas  del  Ayuntamiento 
"de  Guantánamo  como  correspondía,  hasta  el  día  cuatn 
"de  Julio  del  mismo  año." 
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EE80LUCIÓN   RECURRIDA : 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia  calificó  ep- 
tos  hechos  como  constitutivos  de  dos  delitos  conexos :  uno 
de  detención  arbitraria,  previsto  y  penado  en  el  artículo 
ciento  noventa  y  ocho  del  Código  Penal,  y  otro  de  mal- 
versación de  caudales,  comprendido  en  ei  párrafo  pri- 
mero del  articulo  cuatrocientos  cinco  del  propio  CódiiTO, 
de  los  cuales  delitos  estimó  reaponsabie  en  concepta  ia 
autor  al  procesado  Bartolomé  Arce,  sin  la  concurrencia 
de  circunstancias  modificativas  de  la  responsabilidad  cri- 
minal, y  lo  condenó  por  el  primero,  en  la  pena  de  mil 
quinientas  pesetas  de  multa  con  el  apremio  personal  cx-.o 
de  insolvencia :  y  por  el  segundo  en  la  de  dos  años  y  un 
día  de  suspensión  del  cargo  de  Juez  Municipal  y  otros 
de  funciones  análogas  por  el  tiempo  de  la  condeno,  y 
multa  de  doce  y  media  pesetas,  condenándolo  asími:^n¡o 
al  pago  de  las  costas : 
Fundamentos  dbl  becurso  de  casación  : 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  sv- 
torizado  por  el  caso  primero  del  artículo  ochocientos  "Da- 
renta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento'  Criminal,  ci- 
tando como  infringidos :  Primero :  El  artículo  ciento  n'j- 
venta  y  ocho  del  Código  Penal  por  no  existir  el  delito 
de  detención  arbitraria,  que  el  mismo  castiga,  toda  viz 
que,  para  ello  era  necesario  se  hubiese  declarado  probrt.lo 
el  hecho  de  que  no  había  existido  en  modo  alguno  la 
creencia,  acertada  ó  errónea,  por  parte  del  Juez,  de  que  el 
detenido  había  cometido  un  delito  de  desobediencia  al 
no  entregar  el  caballo.  Segundo:  El  artículo  cuatrop;an- 
"tos  cinco,  párrafo  primero,  del  mismo  Código,  en  el  cin- 
cepto  de  que  esta  disposición  no  comprende  á  \u&  fun- 
cionarios que  demoren  un  ingreso,  eino  á  los  tejedores 
de  fondos  del  Estado  que  no  verifiquen  un  pago  que  de- 
bieran efectuar ;  misión  que  por  razón  de  su  cai^  no  le 
está  encomendada  á  loa  Jueces  Municipales  que  sólo  tie- 
nen la  de  recibir  las  multas  para  ingresarlas  en  las  Cajas 
del  Municipio: 

Resultando  que  admitido'  el  recurso  y  sustancindo. 
se  celebró  la  vista  publica  del  mismo  con  asistencia  doi 
Letrado  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  los  motivos 
alegados  y  del  Ministerio  fiscal  que  los  impugnó. 

Resultando  que  para  mejor  proveer  se  acordó  diri- 
gir carta  orden  al  Tribunal  que  pronunció  la  referida 
sentencia  para  que  elevara  la  causa  y  rollo,  según  asi  se 
efectuó : 
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Decisión  del  hecurso  : 

Siendo  Ponente  el  Slagistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  los  hechos  que  en  la  sentencia  s^'i 
declaran  probados  constituyen  el  delito  de  detención  ar- 
bitraria que  castiga  el  articulo  ciento  noventa  y  ocho  del 
Código  Penal;  porque  no  obraba  el  Juez  en  virtud  '.!e 
motivos  que  le  dieran  ocasión  para  estimar  con  más  ó 
menos  fundamento  la  comisión  de  un  hecho  delictivo  al 
ordenar  la  detención  y  conducción  de  Riquelme  al  Juz- 
gado, sino  que  la  realizó  sin  otro  fundamento,  que  e!  de 
la  mera  suposición  de  tener  éste  en  su  poder  un  cabal'o 
que  el  mismo  negaba  poseer;  lo  cual  evidencia  que  no 
procedió  guiado  de  su  criterio  prudencial;  determinán- 
dose tanto  más  la  ilegalidad  de!  acto  que  llevó  á  efecti, 
por  la  circunstancia  de  acordar  ia  libertad  del  detenido, 
después  de  tenerlo  algún  tiempo  en  el  Juzgado,  sin  lo- 
marle declaración  ni  practicar  diligencia  de  ninguna  í-í- 
pecie;  y,  en  tal  virtud,  al  aplicar  la  Sala  sentenciadnri 
el  mencionado  artículo  no  lo  ha  infringido,  ni  cometido 
e!  error  de  derecho  que  se  le  atribuye. 

Considerando  que  ^o  sucede  esto  mismo  por  lo  q-.ie 
respecta  al  segundo  motivo  del  recurso,  en  el  que  se  ri^ 
clama  la  infracción  del  articulo  cuatrocientos  cinco  ils;! 
Código  Penal,  porque  éste  castiga  á  los  funcionarios  qud 
teniendo  á  su  cargo  fondos  públicos  dejaren  de  liacer 
un  pago  que  debieron  realizar,  ó  rehusaran  hacer  entrega 
un  pago  que  debieron  realizar,  ó  rehusara  liacer  entrcfía 
de  una  cosa  puesta  bajo  su  custodia  y  administración 
después  de  requeridos  con  orden  de  autoridad  competían- 
te; y  no  constando  probado  que  el  Juez  Municipal  Bar- 
tolomé Arce,  con  las  multas  que  recauda  con  motivo  da 
las  funciones  de  su  cargo,  viniera  obligado  ¿  hacer  pagos 
de  ninguna  clase  y  sí  sólo  á  entregarlas  en  el  Municipii ; 
así  como  tampoco  consta  que  se  hubiere  negado  á  iíuti.- 
plir  esta  obligación  respecto  de  los  diez  pesos  que  en 
aíjuel  concepto  recibió,  ni  que  para  ello  hubiera  sido  re- 
querido por  mandato  de  autoridad  competente,  sino  q.:o 
solamente  lo  efectuó  con  alguna  demora,  faltan  los  clc- 
mentoa  que  el  mencionado  precepto  exige  para  que  stí 
estime  cometido  el  delito  de  malversación  que  el  mismo 
castiga,  y,  por  consiguiente,  ha  incurrido  la  Saia  sen- 
tenciadora en  el  error  de  derecho  que,  con  relación  á  es- 
te motivo  del  recurso,  se  le  imputa  : 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  pronode 
declarar  con  lugar  el  recurso,  por  lo  que  respecta  al  nio- 
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tivo  últimamente  examinado,  declarando  las  coatas  de 
oficio : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  hftl>er 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  el  procesado  Bartolomé  Arce  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Ou'.ia, 
el  treinta  de  Enero  último,  la  cual  casamos  y  anulamos, 
declarando  las  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia — ^que  como  la  qne 
seguidamente  se  dicta  á  continuaeiónj  se  comunicará,  etc. 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  José  Antcmio 
Pichanlo.  — Luis  Gastón.—  José  Cabarrocas  Horta.— 
Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 

Segunda  sentanola.  — ^  ^  mirina  fecha  didá  «í    Tribunal 
nueva  »enleneia  en  loi  tiguietUee  términoi: 

Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  aentencia  cabi- 
da y  anulada. 

Considerando  que,  los  hechos  que  en  la  sentencia 
se  declaran  probados  constituyen  el  delito  do  deten- 
ción arbitraria  que  castiga  el  artículo  ciento  noventa  y 
ocbo  del  Código  Penal ;  porque  no  obraba  el  Juez  en  vir- 
tud de  motivos  (jue  le  dieran  ocasión  para  estimar  con 
más  ó  menos  fundamento  la  comisión  de  un  hecho  delic- 
tivo, ai  ordenar  la  detención  y  conducción  de  Kiquohne 
al  Juzgado,  sino  que  la  realizó  sin  otro  fundamento  qno 
el  de  la  mera  suposición  de  t^ner  éste  en  su  poder  un  ca- 
ballo que  el  mismo  negaba  poseer,  lo  cual  evidencia  que 
no  procedió  guiado  de  un  criterio  prudencial ;  deteniii- 
nándoae  tanto  más  !a  ilegalidad  del  acto  que  llevó  ¿  efec- 
to, por  la  circunstancia  de  acordar  la  libertad  del  delt- 
nido,  después  de  tenerlo  algún  tiempo  en  el  Juzgado,  sin 
tomarle  declaración,  ni  practicar  diligencias  de  ninguna 
especie : 

Considerando  que  no  habiéndose  probado  que  ol 
Juez  Municipal  Bartolomé  Arce,  con  laa  multas  que  rc- 
caufiaba  en  funciones  de  correccional  viniera  obligado  á 
hacer  pagos  de  ninguna  clase,  y  si  sólo  á  entregarlas  eii 
el  Municipio,  así  como  tampoco  resulta  probado  que  se 
hubiera  negado  á  cumplir  esa  obligación  respecto  do  los 
diez  pesos  que  en  aquel  concepto  recibió,  ni  que  pam 
ello  hubiera  sido  requerido  por  mandato  de  autoriLlaiT 
competente,  sino  que  lo  efectuó  con  alguna  demora,  f. li- 
tan los  elementos  que  exige  el  artículo  cuatrocientos  cin- 
co del  Código  Penal,  para  que  pueda  estimarse  cometido 
el  delito  de  malversación  de  caudales  por  que  acusa  el 
Ministerio  fiscal : 
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Considerando  que  del  delito  de  det«Qción  arbitraria 
es  autor  el  procesado  por  haber  tomado  parte  directa  en 
au  ejecución : 

Considerando  que  no  hay  méritos  para  apreciai-  la 
concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de,  la  res- 
ponsabilidad criminal: 

Considerando  que  las  costas  procesales  se  entierden 
impuestas  por  la  ley  á  los  criminalmente  responsables  de 
todo  delito  ó  falta : 

Vistos,  etc. 

Fallamos:  primero:  que  debemos  absolver  y  almol-, 
TemoB  al  procesado  Bartolomé  Arce,  conocido  por  Efr- 
tolo,  del  delito  de  malversación  de  caudales  por  que  lo 
acusa  el  Ministerio  fiscal  y,  segundo :  que  debemos  cou- 
denar  y  condenamos  al  mencionado  Bartolomé  Arce  en 
concepto  de  autor  de  un  delito  de  detención  arbitmria, 
sin  la  concurreucia  de  circunstancias  modificativa-!  de 
la  responsabilidad  criminal,  en  la  pena  de  mil  quinien- 
tas pesetas  de  multa,  debiendo  sufrir,  caso  de  insolven- 
cia, una  detención  á  razón  de  un  día  por  cada  doce  ]ie- 
setas  y  media  que  dejare  de  satisfacer,  sin  que  puedí.  ex- 
ceder ésta  de  seis  meses,  con  abono  de  la  prisión  preven- 
tiva que  hubiere  sufrido ;  y  lo  condenamos  al  pago  de 
las  costas  causadas  en  el  proceso. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia — definitivanicnú; 
juzgando— lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  Jo- 
sé Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabar^cd^ 
Horta. — Ambrosio  E.  Morales. — José  María  Gíspert. 


In£  ley.— Seiit,  103.-17  de  JTÜÍo.-Dolito.  (Goc.  Abril 
6,  J904- ) 

DOCTRINA:  Caando  de  los  hechot  proba- 
dos no  resulta  qae  el  dail o  cansado  baya  sido  el 
resaltado  6  la  conaccuencia  inmediata  de  una  ac- 
ción t  omisión  inspiradas  por  una  voluntad  cons- 
ciente y  dolosa  de  causar  dicho  mal,  ó  realizado 
éste,  Bun<{ue  sin  inalicia,  por  imprudencia  6  negli- 
gencia inexcusables  por  parta  del  agente,  no  pue- 
de deducirse  responsabilidad  penal  contra  los  que 
inconscientemente  hubieran  producido  el  mal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  siete  d3  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres,  visto  el  recurso  de  cawníión 
por  infracción  de  loy,  procedente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  interpuesto  por  el  acusador  privado  Sr.  Claudio 
Pérez  Piquero,  aimgado,  vecino  de  esta  capital,  coutrü 
la  sentencia  definitiva  dictada  en  treinta  y  uno  de  Mar- 
zo último  por  la  yección  primera  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
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niinal  de  la  iiiencJona<1ft  Audiencia,  en  causa  instruida 
en  e!  Juzgado  del  í'entro  por  delito  de  lesiones,  contra 
los  acusados  Ramón  Castro  y  Fermín  Valle,  vecinos  y 
empleados  de  la  empresa  ferroviaria  de  esta  ciudad  titu- 
lada "Havana  Electric  Railway  C°"  y  contra  esta  empre- 
sa como  civil  y  subsidiariamente  responsable: 

Hixnüs  probados: 

Resultando  que  en  la  referida  sentencia  se  consig- 
nan los  siguientes : 

"Primero:  Resultando  probado — A — que  en  ¡n  no- 
*'che  del  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos  era  dirigi- 
"do  el  tranvía  eléctrico  número  ochenta  y  cuatro  que 
"recorría  el  tramo  comprendido  entre  las  estacionm  de- 
•'nominadas  "Muelle  de  Luz"  y  "Castillo  del  Príncipe," 
"por  el  acusado,  mayor  de  edad,  Kainón  Castro,  en  ea 
"cargo  de  motorista,  yendo  como  conductor  y  cobrador 
"el  acusado,  también  mayor  de  edad,  Fermín  Valle.  B: 
"Que  en  el  viaje  de  subida  que  hacia  dicho  tranvíü,  k 
"eso  de  las  diez  de  la  noche,  empezó  á  acortar  la  luar- 
"eha  para  detenerse  en  la  calzada  de  la  Reina,  esiiiiiia 
"á  la  de  Campanario,  á  fin  de  que  bajase  un  pasajero, 
"y  como  éste  lo  hiciera  antes  de  estar  parado  el  vehicu- 
"lo,  el  condiK'tor,  acusado  Fermín  Valle,  que  estaba  en 
"el  interior  cobrando  el  pasaje,  dio  la  señal  de  saÜdn,  y 
"obedeciendo  el  otro  acusado,  motorista,  Ramón  C'istro. 
"hizo  marchar  otra  vez  el  referido  vehículo  con  la  vclo- 
"cidad  permitida  para  dentro  de  la  población.  C:  Qu?  el 
"Letrado  Sr.  Claudio  Pérez  Piquero,  que  es  el  acusador 
"privado,  en  los  momentos  indicados,  se  hallaba  espe- 
"rando  imo  de  esos  tranvías  en  la  indicada  esquina  qnc 
"forma  la  calzada  de  la  Reina  y  la  calle  de  Campanario 
"y  trató  de  tomar  el  de  referencia  que,  como  ee  ha  dicho, 
"no  llegó  á  parar,  y  quedando  colgado  por  los  brazos  i 
"los  pasamanos  de  la  plataforma  posterior,  se  le  fractu- 
"ró  el  fémur  izquierdo,  y  causó  una  equimosis  en  ese 
"muslo,  logrando  dicho  individuo  subir  á  la  plataforiua 
"haciendo  un  esfuerzo  y  apoyando  el  pie  derecho  en  el 
"estribo,  en  momentos  en  que  advertido  üe  lo  quo  pa- 
"saba,  hizo  el  conductor  Fermín  Valle  detener  el  carrua- 
"ji',  lo  ([ue  se  oirtuvo  en  las  inmediaciones  de  otra  es- 
"quina  de  la  calle.  D :  Que  á  consecuencia  de  la  fr.K-tu- 
"ra  que  sufrió  en  el  fémur  izquierdo  el  Sr.  Pérez  Pique- 
"ro,  estuvo  impedido  de  dedicarse  á  sus  ocupaciones  ba- 
"bituales  durante  cuarenta  y  cuatro  días,  los  misroo^j  que 
"necesitó  de  asistencia  médica,  estando  impedido  de  an- 
"dar  noventa  día.s,  habiéndole  quedado  á  coDsecuentin.  de 
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"dicha  fractura,  como  deformidad,  el  que  claudica  al  au- 
"dar.  E:  Que  el  tranvía  eléctrico  de  que  se  viene  hacion- 
"do  mención,  pertenece  á  la  empresa  ferroviaria  de 
"esta  ciudad,  titulada  "Havana  Electric  Railway  C°." 

"Segundo:  Eesultando  que  por  las  pruebas  |jriie- 
"ticadaa,  apreciadas  en  conciencia  por  el  Tribunal,  no 
"se  demuestra  el  lugar  preciso  en  que  tomara  el  Sr.  Chu- 
"dio  Pérez  Piquero  el  tranvía  eléctrico  de  que  se  iiabla 
"en  el  anterior  Eesultando  y  se  aparrara  de  loa  pattania- 
"nos  de  la  plataforma  posterior:  si  la  fractura  del  fémur 
"izquierdo  fué  debida  á  alpún  golpe  que  recibiera  UDHíra 
"el  tranvía,  ó  á  una  rotación  rápida  del  individuo  sobro 
"la  pierna  respectiva  al  quedar  colgado  de  los  pasamanos 
"de  la  plataforma ;  y  si  el  repetido  Sr.  Claudio  Pérez  Pi- 
"quero  hubiera  hecho  alguna  señal  para  qiie  ae  d^iuvie- 
"ra  el  tranvía  á  fin  de  tomarlo,  ni  si,  caso  de  haberlo  he- 
"cho,  fuera  visto  por  alguno  de  los  acusados." 

'Tercero:  Eesultando  que  celebrada  la  sesión 'del 
"juicio  oral,  el  Ministerio  Fiscal,  que  en  su  oportunidad 
"había  pedido  se  sobreseyera  en  la  causa,  conforme  al 
"caso  primero  del  artículo  seiscientos  cuarenta  y  uno  de 
"la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  sostuvo,  que  los  he- 
"chos,  hasta  donde  hablan  podido  ser  investigados,  no 
"constituían  delito,  y  que  debía  absolrerse  i  los  acusa- 
"do8.  La  acusación  privada  sostuvo  definitivamente  laí 
"siguientes  conclusiones :  Primera :  El  día  siete  de  Mayo 
"del  año  próximo  pasado,  á  las  diez  menos  ocho  minutos 
"de  la  noche,  mi  representado,  Sr.  Claudio  Pérez  Pjque- 
"ro,  se  situó  en  la  osquina  de  Reina  y  Campanario,  acera 
"líorte,  para  tomar  el  carro  de  la  linea  del  Princi]>e,  que 
"debía  conducirlo  al  paradero  del  ferrocarril  de  Maria- 
"nao,  á  cuyo  poblado  se  dirigía,  y  al  llegar  á  dicha  es- 
"quina  el  carro,  que  lo  fué  el  marcado  con  el  numera 
"ochenta  y  cuatro,  de  la  Compañía  Eléctrica  de  la  Ha- 
"bana,  detuvo  su  velocidad,  y  sin  que  concluyera  de  pa- 
"rar,  se  baj"6  un  pasajero,  por  lo  que  el  Sr.  Piquero  or- 
"denó  al  motorista  que  parara  para  siibir  él,  lo  que  efeo- 
"tuó  el  motorista  después  de  haber  tocado  con  su  timbre 
"nn  campanillazo  de  aviso  de  parada  a!  conductor,  que- 
"dando  situado  el  Sr.  Piquero  junto  á  la  plataforma  de- 
"lantera,  por  lo  cual  tuvo  necesidad  de  andar  algimos  pa- 
"so8  hacia  la  subida,  y  al  llegar  k  ésta,  se  sujetó  de  las 
"barandas  de  la  plataforma,  pero  al  levantar  el  pie  de- 
"recho  para  subir,  avanzó  el  carro  con  tal  velocidad,  que 
"le  fué  imposible  hacerlo,  quedando  colgado  de  las  ma- 
"nos  en  condiciones  de  no  poder  subir  ni  tampoco  des- 
■'^renderse;  y  en  esa  forma  fué  arrastrado  cerca  de  una 
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"cuadra,  en  que,  haciendo  un  esfuerzo  supremo  sobre  sub 
"propios  brazos,  logró  subir  sobre  el  estribo  la  pierna  de- 
"reeba,  y  dando  gritos  de  que  parara  el  carro,  gritos  que 
''fueron  repetidos  por  una  señora  que  viajaba  en  uno  de 
"los  asientos  junto  á  dicha  plataforma,  pasada  ya  la  es- 
"quina  de  Lealtad,  paró  entonces  dicho  carro,  y  el  con- 
"ductor,  que  durante  todo  lo  relatado  permaneció  en  el 
"interior  de!  carro,  vinrt  á  la  plataforma,  y  en  vez  do 
"preguntar  al  Sr.  Piquero  lo  que  pasaba,  le  dijo  que  se 
"bajara  porque  no  podía  perder  tiempo,  que  iba  retrasa- 
"do,  más  como  ti  Sr.  Piquero  le  refirió  que  no  podía  efec- 
"tuarlo  porque  se  había  fracturado  una  pierna,  consintió 
"en  esperar  á  que  un  carniaje  de  plaza  que  allí  se  en- 
"contraba,  se  acercara  a!  carro,  en  cuyo  carruaje  el  refe- 
"rido  Sr.  Piquero,  ayudado  por  varias  personas,  entró 
"y  iaé  conducido  á  su  domicilio,  habiendo,  penetrado  en 
"él  cargado,  y  reconocido  que  fué  por  varios  facultativos, 
"presentaba  la  fractura  del  muslo  izquierdo  en  la  unión 
"del  tercio  superior  con  el  tercio  medio,  que  tardó  en 
"sanar  cuarenta  y  cuatro  días,  los  mismos  que  necesito 
"de  asistencia  médica,  estando  impedido  para  el  trabajo 
"durante  noventa  días  y  quedándole  como  defecto  físico 
"de  carácter  temporal  la  dificultad  de  caminar  sin  anxi- 
"lio  de  la  muleta.  Segunda :  Estos  hechos  constituyen  el 
"delito  de  lesiones  graves  por  imprudencia  temeraria,  de- 
"finido  y  penado  en  los  artículos  quinientos  noventa  y 
"dos  y  cuatrocientos  veinte  y  nueve  en  su  párrafo  inicial 
"y  número  segundo  y  cuarto,  ambos  del  Código  Penal 
"vigente. — Tercera :  Son  responsables  del  mismo,  en  con- 
"cepto  de  autores,  por  participación  directa  en  su  ejecu- 
"ción,  el  motorista  D.  Ramón  Castro  y  conductor  D.  Fer- 
"mín  Valle  y  Vieigaa. — Cuarta:  No  concurren  eircuns- 
"tancias  modificativas  do  responsabilidad  criminal. — 
"Quinta :  La  pena  en  que  han  incurrido  dichos  acusados 
"es  la  de  arresto  mayor  en  su  grado  medio  y  máximo  por 
"tiempo  de  cuatro  meses  y  un  día  y  accesorias  del  artícu- 
"lo  sesenta  del  referido  Código  Penal. — Besponsabilidad 
"civil :  Sexta :  Mi  representado  debe  ser  indemnizado  en 
"la  cantidad  de  cinco  mil  pesos  en  atención  á  los  perjui- 
"cios  sufridos  en  su  bufete  de  abogado,  por  consecuencia 
"de  la  lesión  sufrida  y  gastos  de  curación. — Séptima: 
"Son  responsables  de  tal  indemnización  solidaria  y  man- 
"comunadameute,  los  acusados  Ramón  Castro  y  Fermín 
"Valle  y  Vieigas,  y  subsidiariamente,  conforme  dispone 
"el  artículo  diez  y  nueve  do  dicho  Código  Penal,  la  Em- 
"presa  de  "Ha vana  Electric  Railway  Company." 

"Cuarto :    Resultando  que  la  defensa  de  los  acosec- 
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"dos  y  de  la  Sociedad  "Havana  Electric  Bailway  Com- 
"pany"  eo3tnvo  también  en  el  acto  del  juicio  oral  qne  los 
"hechos  de  autos  no  eran  delictivos,  y  que  procedía  ab- 
"solver  á  ena  defendidos." 

Eesoldción  recübKida: 

Besultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
los  hechos  investigados  no  son  constitutivos  de  delito, 
porque  no  habiéndose  demostrado  que  los  acusados  hu- 
bieran tenido  conocimiento  de  que  el  Sr.  Claudio  Pérez 
Piquero  iba  á  tomar  el  tranvía  á  cargo  de  ellos,  no  puede 
afirmarse  que  realizaron  actos  delictivos  al  aligerar  la 
marcha  de  ese  vehículo  después  de  haberla  demorado  al 
llegar  á  la  esquina  de  Reina  y  Campanario,  toda  vez  que 
si  poner  nuevamente  el  carruaje  á  su  andar  ordinario, 
lo  hicieron  debido  á  que  ya  había  descendido  de  él  un 
viajero  que  había  pedido  se  detuviera  para  poder  bajar, 
y  entender  que  no  había  quién  intwitaba  subir  ó  salir  del 
mismo  en  esos  momentos;  por  lo  cual  absolvió  á  dichos 
acusados,  así  como  á  la  empresa  ferroviaria  "Havaim 
Electric  Kailwaj  Companj",  de  la  responsabilidad  civil 
subsidiaria,  con  las  costas  de  oficio. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Besultando  que  contra  la  mencionada  sentencia  in* 
terpuso  la  representación  del  acusador  privado  el  pre- 
sente recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  al  ampa- 
ro del  número  segundo  del  artículo  ochocientos  cuaren- 
ta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal:  ex- 
presando que  las  leyes  infringidas  y  concepto  en  que  lo 
han  sido,  son : — -"A ;  El  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
'siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  según  el 
'que  procede  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
"ley  contra  todas  las  sentencias  dictadas  en  única  instan- 
"cia  y  en  juicio  oral  y  público  por  las  Audiencias. — B : 
"El  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  de  dicha  Ley, 
''que  espone  en  su  caso  primero,  que  habrá  lugar  al  re- 
"curso  de  casación  por  infracción  de  ley  en  las  eenten- 
"cias  definitivas  dictadas  por  las  Audiencias. — C:  El 
"artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  referida  ley, 
"en  su  caso  segundo,  que  autoriza  la  interposición  del 
"recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  cuando  Ioj 
"hechos  que  en  la  sentencia  se  declaren  probados  no  se 
"califiquen  ó' no  se  penen  como  delitos  ó  faltas,  siéndolo, 
"y  sin  que  circunstancias  posterioi-es  impidan  penarlos. 
" — Cuarto:  Que  las  leyes  que  han  sido  infringidas  son: 
■primero ;  El  artículo  catorce  de  la  Ley  sobre  Policía  de 
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"Ferrocarriles  de  veinte  y  tres  de  Noviembre  de  mil 
"ochocientos  setenta  y  siete,  por  e!  cual  se  establece  que 
"los  concesionarios  ó  arrendatarios  de  los  ferrocarriles, 
"responderán  al  Estado  y  á  los  particulares  de  los  da- 
"ños  y  perjuicios  causados  por  los  Administradores,  Di- 
"rectoros  y  demás  empleados  en  el  servicio  dé  explota- 
"ción  del  camino  y  del  telégrafo  sin  perjuicio  de  la  re»- 
"ponsabilidad  individual  en  que  los  empleados  de  cual- 
"qiiier  clase  puedan  haber  incurrido. — Segundo:  El  ar- 
"tículo  dipK  y  nueve  dol  Código  Penal  vigente,  que  hace 
"responsable  civil  y  subsidiariamente  á  las  empresas  de- 
"dicadas  á  cualquier  género  de  industria,  por  los  deli- 
"tos  ó  faltas  en  que  incurren  sus  dependientes  en  el  des- 
"empefio  de  su  obligación  y  servicio.^Tereero :  Los  ar- 
"ticulos  quinientos  noventa  y  dos  y  cuatrocientos  veinte 
"y  nueve  en  su  párrafo  inicial  y  número  segundo  y  cuar- 
"to,  ambos  del  citado  Código,  que  penan,  el  primero  la 
"imprudencia  temeraria  y  el  segundo  las  lesiones  graves, 
"entre  las  cuales  se  encuentran  las  que  hubieran  produ- 
"cido  a!  ofendido  enfermedad  6  incapacidad  para  el  tra- 
bajo por  más  de  treinta  dias.  Siendo  indispensable,  pa- 
"til  la  profcdcncia  del  recurso,  cíipresar  el  concepto  en 
"que  hayan  ."ido  infringidas  las  disposiciones  legalea  ci- 
'tndas,  cúmpleme  advertir  que  todas  ellas  lo  fueron  por 
"falta  de  aplicación  al  caso  de  antos,  porque  la  Sala  sen- 
"tenciadora  declara  probado  en  el  primer  resultando  del 
"fallo  recurrido  "que  en  la  noche  del  siete  de  Mayo  de 
"mil  novecientos  dos  era  dirigido  el  tranvía  eléctrico  nú- 
"mero  ochenta  y  cuatro  que  corría  el  tramo  comprendi- 
"do  entre  las  estaciones  denominadas  "Muelle  de  Luz" 
"y  "Castillo  del  Príncipe."  por  el  acusado  mayor  de  edad 
"Ramón  Castro,  en  su  cargo  de  motorista,  yendo  como 
"conductor  y  cobrador  el  acusado  también  mayor  de  edad 
"Fermín  Valle. — B:  Que  en  el  viajo  de  subida  que  hacía 
"dicho  tranvía  á  eso  de  las  dieü  de  la  noche  empezó  á 
"cortar  la  marcha  para  detenerse  en  la  calzada  de  la  Rei- 
"na,  esquina  íi  la  do  Campanario,  d  fin  de  que  bajase  un 
"pasajero,  y  comti  éste  lo  hiciera  antes  de  estar  parado 
"el  vehículo,  el  conductor,  acusado  Fermín  Valle,  que 
"estaba  en  el  interior  cobrando  el  pasaje,  dio  la  señal  de 
"salida,  y  obedeciendo  el  otro  acusado,  motorista  Ramón 
"Castro,  hizo  marchar  otra  vez  el  referido  vehícido  con 
"la  velocid;id  )>ctniit¡da  di-utro  de  la  |)oblución.— O :  Que 
"el  lA'trfHlii  Sr.  Chtiidiit  Péren  Piquero,  que  es  el  acusa- 
-lior  i.riviidu,  ,-.i  l.is  momeni..s  indicados  se  hallaba  es- 
"pcraudo  uno  de  esos  tranvías  en  la  indicada  esquina, 
"que  forma  la  calzada  de  la  lieina  y  la  calle  de  Campana- 
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"rio  y  trató  de  tomar  el  de  referenoia,  que  como  se  ha 
"dicho  no  llegó  á  paríir,  y  quedando  colgado  por  loa  bra- 
"zos  á  loe  pasamanoe  de  la  plataforma  posterior  se  le 
"fracturó  el  fémur  izquierdo  y  causó  una  equimosis  en 
"ese  muslo,  logrando  dicho  individuo  subir  á  la  platafor- 
"raa,  haciendo  un  esfuerzo  y  apoyando  el  pie  derecho  en 
"el  estribo  en  momento  en  que  advertido  de  lo  que  pasa- 
"ba,  hizo  el  conductor  Fermín  Vaíle  detener  el  carruaje, 
"\o  que  se  obtuvo  en  las  inmediaciones  de  la  otra  esqui- 
"^  de  la  calle. — D :  Que  á  consecuencia  de  la  fractura 
"que  sufrió  en  el  fémur  izquierdo  el  Sr.  Pérez  Piquero, 
"estuvo  impedido  áe  dedicarse  á  sus  ocupaciones  habi- 
"tualea  durante  cuarenta  y  cuatro  días,  los  mismos  quti 
"necesitó  de  asistencia  médica,  estando  impedido  de  ant 
"dar  noventa  días,  habiéndole  quedado  á  consecuencia 
"de  dicha  fractura  como  deformidad  el  que  claudica  al 
"andar. — E:  Que  el  tranvía  eléctrico  de  que  se  viene 
"haciendo  mención  pertenece  á  la  empresa  ferroviaria  de 
"esta  ciudad  titulada  "Havana  Electric  Eailway  Com- 
"pany,"  y  no  obstante  esa  declaración,  absuelve  á  los 
"acusados  y  á  la  empresa  "Havana  Electric  Batlway 
"Company."  Y  es  lo  cierto  que  á  tenor  de  los  hechos  pro- 
"bados,  hubo  imprudencia  temeraria,  cuando  menos,  en 
"el  conductor  del  carro  eléctrico  número  ochenta  y  cua- 
"tro,  que  dio  la  señal  de  salida  dentro  del  carro  y  no  en 
"la  plataforma  cuando  un  pasajero  iba  á  bajar  del  carro 
"é  ignoraba  si  otro  se  disponía  á  subir,  como  sucedió  en 
'efecto,  pues  el  Resultando  afirma  que  D.  Claudio  Pérei 
"Piquero  se  hallaba  en  la  esquina  de  Eeina  y  Campana- 
"rio,  que  trató  de  tomar  el  referido  carro,  y,  que  como 
"éste  no  llegó  á  parar,  quedó  colgado  por  los  brazos  en 
"]oB  pasamanos  de  la  plataforma  posterior  y  fué  arras- 
"trado,  fracturándose  una  pierna.  De  donde  se  sigue, 
"además,  que  existe  infracción  de  los  artículos  catorce 
■"de  la  ley  sobre  Policía  de  los  ferrocarriles  y  diez  y  nue- 
"ve  del  Código  Penal  al  no  declarar  civil  y  subsidiaria- 
"mente  responsable  á  la  "Havana  Electric  Eailway  Com- 
"pany,"  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  la  Orden  del 
"Gobierno  Interventor  de  quince  de  Octubre  de  mil  no- 
"vecientos  uno,  inserta  en  la  Gaceta  de  doce  de  Dieiem,- 
"bre  del  propio  año  precoptiia  que  las  paradas  de  loa  c&- 
"rros  para  admitir  ó  dar  salida  á  los  pasajeros  se  haráp 
"únicamente  en  las  esquinas,  y  establece  el  modo  en  que 
"deben  efectuarlo  cuando  tengan  que  pararse." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  emplazadas 
las  partes,  se  sustanció  en  este  Supremo  Tribunal,  ha- 
biéndose celebrado  la  vista  pública  con  asistencia  del  Le- 
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trado  defensor  del  recurrente  y  del  repreBeotante  del  Mi- 
nisterio ñacal. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Giapert. 

Considerando  <(ue  para  que  un  heciio  constituya  de- 
lito ó  íaita  y  del  miamo  pueda  en  eee  concepto  deducirse 
reeponsabilidad  penal  para  alguna  persona,  es  necesario 
que  tal  hecho  sea  reaultado  ó  consecuencia  inmediata  de 
una  acción  ú  omisión  inspiradas  por  una  voluntad  coHa- 
ciente  y  dolosa  de  causar  un  mal,  ó  realizadas,  aunque 
sin  malicia,  por  imprudencia  ó  negligencia  inexcuaablí! 
por  parte  del  agente ;  y  en  tal  virtud,  apareciendo  de  los 
hechos  que  en  la  sentencia  se  estiman  probados,  qne  al 
tomar  el  Sr.  ClauíSio  Pérez  Piquero  el  carro  eléctrico  que 
conducían  los  acusados  Castro  y  Valle,  estaba  dicho  ve- 
hículo en  movimiento,  porque  no  había  llegado  á  parar 
en  la  esquina  de  Reina  y  Campanario,  donde  aquél  es- 
peraba, y  que  al  dar  el  conductor  la  señal  para  acelerar 
la  marcha  y  obedecer  el  motorista,  poniendo  de  nuevo  el 
carruaje  á  su  andar  ordinario  y  permitido  para  dentro 
de  la  población,  no  lo  hicieron  con  conocimiento  de  que 
un  pasajero  se  proponía  tomarlo;  y  estimando  ademá.t 
el  Tribunal  á  (¡no,  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades, 
que  de  las  pruebas  practicadas  no  resultó  demostrado  el 
lugar  preciso  en  que  el  Sr.  Pérez  Piquero  tomara  el  re-  . 
ferido  carro  agarrándose  del  pasamanos  de  la  plataforma 
posterior,  ni  que  hubiera  hecho  alguna  señal  para  que  se 
detuviera  el  tranvía,  ni  que  de  haberla  hecho  fuera  vista 
por  alguno  de  dichos  acusados;  es  evidente  que  de  tales 
antecedentes  no  resulta  la  realización  por  parte  de  és- 
tos de  un  acto  ú  omisión  que  ya  por  razón  de  malicia,  ya 
por  imprudencia  temeraria  ó  simple,  pudiera  imputár- 
seles como  causa  enciente  ó  inmediata  de  la  lesión  que  de 
causó  el  referido  Sr.  Pérez  Piquero  al  proponerse  tomar 
el  mencionado  carro,  como  lo  hizo,  estando  éste  en  movi- 
miento. 

Considerando,  por  tanto,  que  al  estimar  la  Sala  sen- 
tenciadora, de  conformidad  con  el  anterior  criterio,  que 
los  hechos  que  declara  probados  no  son  constitutivos  de 
delito  alguno,  y  absolver  por  esta  razón  á  los  acusados,  y, 
por  ende,  también  á  la  empresa  "Ilavana  Electric  Bail- 
way  Company"  de  la  responsabilidad  civil  subsidiaria, 
no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho,  ni  infringido,  por 
tanto,  las  disposiciones  legales  que  se  señalan  en  el  rs- 
cuTso ;  por  lo  que,  y  conforme  k  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo Cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientoe 
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noventa  y  nueve,  debe  ser  lieaesthuado  con  laa  costas  da 
cargo  del  recHirente. 

FallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
"hcT  lugar  al  presente  recurso  de  casación,  interpuesto  por 
el  acusador  privado  9r.  Claudio  Pérez  Piquero,  contra  la 
sentencia  de  treinta  y  uno  de  Marzo  último  dictada  por 
la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
dieiicia  de  la  Habana  en  la  causa  mencionada,  cou  la¿ 
ccstafi  de  cargo  de  la  parte  recurrente. 

Asi,  por  esta  nuestra  sentencia —  que  se  comunicH- 
rá,  etc.,  lo  pronuneiani«w,  mandamos  y  firmamos.  J:isC' 
Antonio  Pií-haro. — Luis  (íastt'tn. — Ambrosio  R.  iloruloí. 
-—.losé  María  Oispcrt. — José  V.  Tapia. 


Iñí  ley,-  Sent  104.-18  de  Jxüio.— TalBedad.  (Oueeta 
Abril  e,  J904.y 

I>OCTRINAi  La  raUlficHción  de  los  pases 
de  tránsito  de  ff""^^"  y  certiGcacionea  del  regis- 
tro pecuario  están  comprendidas  en  loa  artículos 
810  7  311  j  no  «n  el  317  del  Código  Penal. 

"Er  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  oclio  de  Julio 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
Tracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal,  en 
la  causa  seguida  de  oficio  en  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra, contra  Ramón  Fernández  Sarduy,  empleado,  vecino 
de  San  Juan  de  las  Yeras  y  Ceferino  Moya  González,  de 
campo,  vecino  de  Cumanayagua,  por  el  delito  de  hurto 
y  falsedad. 

Hechos  phobados: 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  causa 
en  dos  de  Abril  último  contiene,  respecto  á  los  hechos,  los 
eiguientea  Resultandos: 

"Primero :  Resultando  probado  que  el  procesado  Ce- 

'ferino  Moya  González,  que  ha  sido  condenado  ya  por 

'sentencia  de  esta  Audiencia  de  trece  de  Septiembre  de 
"mil  novecientos  dos,  declarada  firme  en  seis  de  Noviem- 
■'bre  del  mismo  año,  como  autor  de  un  delito  de  robo  en 

'despoblado  y  en  cuadrilla  á  la  pena  principal  de  och-T 
"años,  ocho  meses  y  once  días  de  presidio  mayor,  sustrajo 
"'con  ánimo  de  lucro,  sin  fuerza  ni  violencia,  de  una 

'fines  de  Seibábo,  en  la  noche  del  veintidós  de  Marzo  de 
"mil  novecientos,  una  yegua  de  la  propiedad  de  Mercedes 
"Moreno  Torres,  cuyo  valor  ea  de  sesenta  pesos  y  la  cual 
"ba  BÍdo  recuperada. 

"Segundo :     Resultando  probado  que  el  mismo  pro- 
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cesado,  ya  por  sí  ó  ]tor  medio  il o  una  tercera  persona  eoii- 
"feccioiió  un  pase  de  tránsito  de  la  yegua  sustraída,  el 
"cual  hizo  aparecer  como  expedido  á  su  favor  por  la  Al- 
"caldía  del  Barrio  de  Manicaragua,  estampando ■  en  el 
"documento  el  sello  de  aquella  oficina,  y  fingiendo  la 
"firma  del  Alcalde  a!  objeto  de  conseguir,  como  efectiva- 
"mente  consiguió,  que  el  Alcalde  de  Barrio  de  San  Juan, 
"con  vista  de  aquel  documento  le  expidiera  otro  pase  de 
"tránsito  del  mismo  animal  para  Cumanayagua. 

"Tercero:  Resultando  que  no  se  ha  aprobado  la 
"participación  del  otro  procesado  Ramón  Fernández  Sar- 
"duy  en  los  delitos  perseguidos  en  esta  causa." 

Kesoli-cióx  recurrida: 

Resultando  que  estos  hechos  los  estimó  la  Audien- 
cia constitutivos  de  uu  delito  de  hurto  y  otro  de  falsifica- 
ción de  pase  de  tránsito,  definido  y  penado  en  el  articulo 
trescientos  diez  y  siete  del  Código  Penal,  de  los  cuales  es 
autor  Ccferino  lloya,  con  la  circunstancia  agravante  de 
reincidencia  en  cuanto  al  delito  de  hurto,  y  le  condenó 
por  la  falsificación  á  la  pena  de  un  año  y  un  día  de  pri- 
sión correccional,  sus  accesorias  y  multa  de  trescientas 
veinte  y  cinco  pesetas,  con  el  aprranio  personal  corres- 
pondiente en  su  caso,  y  por  el  hurto  á  la  pena  de  un  año 
de  presidio  correccional,  con  sus  accesorias  y  al  pago  de 
la  cuarta  parte  de  las  costas,  sin  haber  lugar  á  exigir  res- 
ponsabilidad civil,  absolviendo  al  otro  procesado  Sarduy 
por  no  haberse  prohado  su  participación  en  los  hechos, 
con  otra  cuarta  parte  de  costas  de  oficio. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  el  presente  recurso,  autorizado  por  el 
número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como 
infringidos  el  artículo  trescientos  diez  y  siete  del  Código 
Penal,  por  indebida  aplicación  y  el  artículo  trescientos 
once  en  relación  con  los  números  uno,  <)os  y  cuatro  del 
artículo  trescientos  diez  del  mismo  Código,  por  no  ha- 
berse aplicado,  en  el  concepto  de  quo  los  pases  de  tránsi- 
to de  ganado,  que  acreditan  la  propie<lad  del  mismo  son 
documentos  públicos  de  carácter  general,  cuya  falsifica- 
ción está  comprendida  en  los  últimos  artículos  cítadoa, 
y  uo  en  el  trescientos  diez  y  siete  del  Código,  que  se  re- 
fiere únicamente  á  los  pasaportes  y  cédulas  personales 
que  en  él  se  expresan. 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
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ante  este  Tribunal  en  debida  forma,  se  celebró  la  vieta 
pública  con  asistencia  «61o  del  Ministerio  Fiscal  que  aoa- 
tnvo  la  procedencia  (le  aqué). 

DECI81Ó^'   DEL  HECrRSO: 

Siendo    Ponente    el    Magistrado    Luis    Gastón    y 


Considerando  que  según  tiene  ya.  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo,  los  pases  de  tránsito  de  ganado  6  las  cer- 
tificaciones de  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad Pecuaria,  expedidos  por^los  funcionarios  encargado« 
del  misino,  son  documentos  oficiales  de  carácter  general, 
pnee  no  de  otro  modo  pueden  estimarse,  atendida  su  na- 
turaleza y  su  objeto,  que  es  acreditar  la  legitima  pose- 
sión de  los  animales  á  que  se  refieren,  estando  por  tanto 
castigada  la  falsificación  de  dichos  documentos  en  los  ar- 
tículos trescientos  diez  y  trescientos  once,  en  su  caso,  del 
Código  Penal,  y  no  en  el  artíciüo  trescientos  diez  y  siete 
que  sólo  y  especialmente  se  refiere  á  la  falsificación  de 
pasaportes  personales  y  cédulas  de  vecindad,  á  los  cuates 
no  pueden  equipararse  en  ningún  sentido  aquellos  docu- 
mentos, como  tampoco  á  los  otros,  cuya  falsedad  se  pena 
expresamente  en  otros  artículos  del  Código  Penal, 

Considerando  que  en"  tal  concepto,  y  siendo,  según 
aparece  do  la  sentencia,  un  pase  de  tránsito  de  la  yegua 
hurtada  por  el  procesado  Moya,  el  documento  que  éste 
falsificó  ó  hizo  falsificar  de  alguno  de  los  modos  señala- 
dos en  el  citado  articulo  trescientos  diez,  logrando  con 
ello  que  por  el  Alcalde  del  Barrio  en  que  lo  presentó  le 
le  expidiera  otro  pase  legitimo  con  el  cual  pudo  acredi- 
tar la  posesión  de  dicho  animal,  es  visto  que  incurrió  en 
la  sanción  penal  del  artículo  trescientos  once  del  Código, 
y  que  al  no  apreciarlo  así  la  Sala  sentenciadora  y  aplicar 
al  caso  ol  artículo  trescientos  diez  y  siete,  infringió  di- 
chos preceptos  legales,  cometiendo  el  error  de  derecho  en 
que  se  funda  el  recurso  y  dando  lugar  i  la  casación  de  la 
sentencia. 

Fallamos  que  debemoa  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  la  causa  de  referencia ;  y  en  su  consecuencia  casa- 
mos y  anulamos  la  expresada  sentencia  t-on  las  costas  de 
oficio. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que,  con  la  que  á 
continuación  se  dictará,  se  comunicara,  etc,  lo  pronun- 
ciamos, mandamos  y  firmamos.  Jone  Antonio  Pichardo. 

T.  A.— 19IM.— U. 
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—Luis  Gastón. —  Ambrosio  K.  Morales. —  José  ifaria 
lispert. — José  V.  Tapia. 

lagonda  sentencia.- — En  la  misma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nueva  senieiicia  en  loe  íiguienlet  thminos: 

Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  sentencia  cása- 
la, asi  como  los  Considerandos  segundo,  tercero,  cuarto, 
[uinto  y  el  primero  sólo  en  cuanto  se  refiere  al  delito  de 
lurto  cometido,  que  no  ha  sido  objeto  de  la  casacióaj  y 

Considerando  que  loa  hechos  probados  constituyen 
ambién  un  delito  de  falsificación  de  un  documento  pú- 
ilico  oficial,  comprendido  en  el  artículo  trescientos  once 
■n  relación  con  el  trescientos  diez  en  sus  números  pri- 
nero  y  segundo  del  Código  Penal,  pues  tal  carácter  de 
locumento  oficial,  tiene  el  pase  de  tránsito  de  una  yegua 
[ue  el  culpable  hizo  aparentando  estar  expedido  á  su  fa- 
'or,  por  un  Alcalde  de  Barrio,  cuya  firma  fingió,  estam- 
)ando  el  sello  de  su  oficina. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
jeferiuo  Moya  González  por  el  delito  de  falsificación  de 
locumento  público  ú  oficial,  sin  circunstancias  especía- 
es,  á  !a  pena  de  ocho  años  y  un  día  de  presidio  mayor, 
iccesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda 
u  extensión  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad 
K>r  igual  tiempo  de  la  condena  principal  que  empezará 
i  contarse  desde  el  cumplimipnto  de  la  misma  y  multa 
le  mil  doscientas  cincuenta  pesetas ;  y  reproduciendo  en 
o  demás  el  fallo  casado,  le  condenamos  por  el  delito  de 
lurto,  con  una  circustaneia  agravante,  á  la  pena  de  un 
iño  de  presidio  correccional,  con  sus  accesorias  de  sua- 
►ensión  de  todo  cargo  público,  profesión,  oficio  y  dere- 
:ho  de  sufragio  y  al  pago  de  la  cuarta  parte  de  las  cos- 
as causadas,  abonándole  todo  el  tiempo  de  la  prisión 
)revent¡va  sufrida,  y  sin  que  haya  lugar  á  exigir  respon- 
abilidad  civil;  y  absolvemos  al  procesado  Ramón  Fer- 
lández  Sarduy,  declarando  de  oficio  otra  cuarta  parte  de 
ofltas.  Entregúese  definitivamente  á  su  dueño  la  yegua 
icupada,  y  déjese  sin  efecto  el  embargo  de  bienes  del  pro- 
esado  Sarduy. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
nandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luis 
íastón.— Ambrosio  E.  Morales,— .José  María  Gispert. — 
fosé  V.  Tapia. 
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Ia£  ley.— Sent  106.— 18  ás  Jnlio.— Conc^  da  la  in- 
fracción. iOae.  Abrüe,  IQOi. 

BOCTRINA:  Ko  se  »piesa  «1  concepto  de 
la  inrracciún  legal  qae  •«  reclama,  cuando  el  recu- 
rrente se  Umita  á  afíTmar  ¿ata  refiriíndala  inde- 
terminadamente  á  loB  hechos  i>robadot,  sin  expo- 
ner con  relación  á  é»u>3  las  razones  que  en  tu  opi- 
nión hacen  aplicables  ó  nó  los  preceptos  cujB 
infracción  alega. 

En  la  ciudad  de  Is  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Julio 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  Garlos  Eligió  Valdés,  acusador  particu- 
lar, cuya  profesión  y  vecindad  no  consta,  contra  senten- 
cia dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
minal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa  que  se  si- 
guió en  el  Juzgado  de  Ouanabacoa  contra  Basilio  Muñoz 
y  otros,  por  injurias : 

Hechos  probados  : 

Besultando  que  en  la  niencionada  sentencia,  de  trece 
de  Abril  último,  se  consignan  los  dos  siguientes: 

"Primero :     Besultando  probado  que  en  primero  de 

""Agosto  último  los  procesados  suscribieron  y  dirigieron 
■"al  Alcalde  Municipal  de  San  José  de  las  Lajas  una  ins- 
"tancia  concebida  en  Jos  siguientes  términos:  "Sr.  Al- 
"calde  Municipal  de  S,  José  de  las  Lajas.^Sr. :  Reuni- 
^'doB  en  esta  viJla,  vecinos  de  Managua,  con  el  fin  de  pro- 
atestar  de  lo  que  estiman  sea-  un  atropello,  han  resuelto 
■"presentar  á  usted  la  siguiente  queja:  Esta  villa  sólo 
"cuenta  con  im  médico,  que  lo  es  el  llunicipal  Dr.  Car- 
"lo8  Eligió,  el  cual  ainisnndo  de  esa  situiíción  y  lo  díscolo 
"de  su  carácter,  raro  es  el  día  en  que  honrados  vecinos 
^'de  este  pueblo,  tanto  hombres  como  mujeres,  sufren  in- 
"sultos  y  amenazas  por  la  cosa  más  baladl,  empleando 
"(Jara  ello  el  más  sucio  vocabulario  propio  de  personas  de 
"la  clase  social  más  inferior.  Íjos  enfermos  no  los  asista 
■"más  que  cuando  lo  tiene  por  conveniente  y  cuando  asi 
"Id  estima  los  abandona,  sin  que  valgan  suplicas  para 
"que  continpe  su  asistencia,  pero  como  si  esto  no  fuera 
"suficiente,  viene  empleando  procedimientos  de  vengan- 
■"zaa,  que  por  haberse  hasta  el  presente  practicado  en  iu- 
"defensas  criaturitaa  de  un  año,  estimamos  entra  en  los 
"límites  de  lo  criminal.  Los  Sres.  Antonio  del  Cristo. 
"José  Padrón,  Basilio  Muñoz  y  Víctor  Fundora,  han 
"llamado  al  expresado  facultativo  en  caeos  de  enferme- 
"dad  de  sus  niños  y  en  momentos  que  ae  hacía  urgente 
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"]a  intervención  facultativa,  y  en  vez  del  auxilio  bi 
"tenido  la  siguiente  respuesta:  "Que  no  asiste  al  > 
"rao,  que  se  muera,  que  él  está  aquí  para  luego  f 
"carie  la  autopsia.  No  para  aquí  su  ensañamiento 
"que  íjupide  ó  trata  de  impedir  que  persona  alguw 
"da  en  semejante  caso  prestar  algún  auxilio,  con  el 
"ver  logrado  su  criminal  propósito.  En  los  dos  prí 
"casos  se  evitó  á  tiempo  el  daño,  pero  el  del  Sr.  '' 
"Fundora  se  encuentra  bastante  grave  y  el  de  E 
"Muñoz  ya  ha  fallecido.  Según  las  versiones  del  p 
"propaladas  por  el  citado  médico,  quedan  un  sin  m 
"de  familias  que,  bien  por  rencores  antiguos,  bien  p 
"para  que  sus  familiares  utilicen  servicios  de  niédií 
"otra  localidad  han  de  pasan  por  el  mismo  trance  q 
"anteriores  el  día  que  lo  necesiten  con  urgencia  pa 
"familiares.  Este  Médico  Municipal  abandona  al  [ 
"cuatro  ó  seÍ3  veces  al  mee,  permaneciendo  fuera  p 
"pació  de  dos  ó  tres  días  y  no  para  asuntos  profesio 
"sino  para  pasarlos  sin  duda  por  Guanabacoa, 
"tione  su  familia:  ignorando  este  vecindario  si  le 
"ó  no  con  permiso,  pero  que  siempre  es  una  falta  ( 
"interesante  servicio  y  en  un  Ayuntamiento  que  li 
"na  con  puntualidad.  Su  comportamiento  se  noe 
"intolerable  y  deseamos  evitar  no  solo  ««cándalos  c( 
"de  hace  dos  días,  en  que  si  no  es  por  la  intervencii 
"Juez,  Alcalde,  Guardia  Municipal  y  todos  los  ri 
"hubieran  tenido  que  traer  otro  médico  para  que  le 
"ticara  la  autopsia,  sino  para  que  nuestras  Autori 
"remedien  el  mal  y  se  le  suspenda  del  destino  pai 
"pueda  dársele  k  otro  que  traiga  el  vecindario,  á  : 
"sólo  de  que  pueda  sostenerse,  sino  para  que  nos  i 
"pues  oí  Dr.  Eligió  está  muy  mal  querido  en  la  loca 
"y  que  si  muchos  lo  utilizan  es  por  imprescindible  i 
"dad;  Ud.  tiene  en  sus  archivos  sobrados  argument 
"ra  proceder  en  justicia,  pues  su  comportamienti 
"senté  no  es  más  que  continuación  del  anterior.  ] 
"gua,  Agosto  primero  de  mil  novecientos  dos.  D 
"con  la  mayor  consideración  y  respeto," — "Seg 
"Resultando  probado  que  el  acusador  particular  e: 
"causa,  Carlos  Eligió  Valdés,  hombre  de  carácter 
"lo  y  pendenciero,  con  sus  procedimientos  tiránico 
"conducta  con  los  enfermos,  á  quienes  á  veces  negí 
"asistencia,  se  había  captado  la  enemistad  de  muelí 
"cinos  del  pueblo  de  Managua,  habiéndosele  seguii 
"rios  juicios  de  faltas  en  e!  Juzgado  Municipal  de 
"nabacoa  y  una  causa  en  el  Juzgado  de  Instrucció 
"injurias  á  la  Autoridad,  varios  expedientes  gube 
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"vos  por  faltas  contra  las  órdenes  de  Farmacia  y  en  el 
"desempeño  de  su  cargo  como  Médico  Municipal." 

Besoluciók  recurrida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
■que  los  referidos  hechos  no  son  constitutivos  del  delito 
de  injurias,  absolvió  á  los  procesados  declarando  las  coa- 
tas de  oficio. 

Fundamentos  del  recurso  de  cisacióx: 

Resultando  que  á  nombre  de  Garlos  Eügío  Valdés 
se  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  citando  como  precepto  autorizante  el  caso  segundo 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  An 
Enjuiciamiento  Criminal  y  como  ley  infringida. — Pri- 
mero: el  artículo  once  del  Código  Penal,  por  cuanto  no 
obstante  estar  probado  y  constar  en  la  causa  la  eTÍsten- 
•cia  de  unas  injurias  y  quiénes  son  sus  autores,  no  se  les 
ha  impuesto  pena ;  y  segundo :  los  artículos  cuatrocientos 
setenl»  y  cinco  y  cuatrocientos  setenta  y  seis  del  propio 
Código,  por  cuanto  que,  constando  de  la  causa  !a  exis- 
tencia de  frases  injuriosas,  no  se  ha  estimado  la  existen- 
cia del  delito. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
ante  este  Tribunal  Supremo  el  acusador  particular  Car- 
los Eligió  Valdés,  así  como  también  Francisco  Reyna, 
parte  no  recurrente,  previos  los  trámites  de  ley,  se  cele- 
bró la  vista  pública,  asistiendo  at  acto  los  Letrados  de 
una  y  otra  parte  y  el  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  la  re- 
presentación del  mencionado  Eligió  el  recurso,  que  fué 
impugnado  por  la  de  Reyna  y  por  dicho  Ministerio. 

DeCISIÓK    DEL  RECCR90  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B,  Morales. 

Considerando  que  la  infracción  que  se  dic:  cometi- 
da, de  los  artículos  once,  cuatrocientos  setenta  y  cinco  y 
■cuatrocientos  setenta  y  seis  del  Código  Penal,  no  puede 
■ser  examinada  por  este  Tribunal,  por  falta  de  una  cir- 
cunstancia esencial ;  y  es  esta :  la  de  no  expresarse  con 
la  debida  precisión  y  claridad  e!  concepto  en  que  se  es- 
timan aquéllos  infringidos;  toda  vea  que  limitinffose 
el  recurrente  á  exponer:  "que  constando  de  la  causa  U 
existencia  de  frases  injuriosas  no  se  ha  estimado  la  exis- 
tencia del  delito  de  injurias;."  y  que  "no  obstante  estar 
probado  quiénes  son  sus  autores,  no  se  les  ha  impuesto 
pena,"  sólo  hace  una  mera  afirmación,  cuyo  fundamento 
omite,  dejando  de  exponer,  con  relación  á  los  hechos  de- 
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clarados  probados  qué  frailes,  á  su  juicio,  son  las  qutr 
constituyen  las  injurias,  y  las  razones  ele  derecho  demos- 
trativas, en  su  sentir,  de  la  existencia  de  las  mismas,  y, 
de  la  participación  que  en  éstas  pudieran  tener  al£^na.s 
personas ;  y,  por  tanto,  es  visto  que  no  se  ha  cumplido  en 
su  último  extremo,  el  requisito  cuarto  del  artículo  quin- 
to de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  cireunstaDcia  por  la  que  el  Tribunal 
á  qvo  no  ha  debido  admitir  el  presente  recurso :  pero  su 
indebida  admisión  y  el  que  no  haya  sido  imputado,  uo 
es  obstáculo  para  que  por  este  Tribunal  se  declare  sin  lu- 
gar, careciendo,  como  carece,  de  un  dato  indispensable 
para  poder  formar  juicio  exacto  acerca  del  mismo. 

Considerando  que  según  el  artículo  cuarenta  de  In 
citada  Orden,  cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso  de 
casación  se  impondrán  siempre  las  costas  del  mismo  á  la 
parte  recurrente,  salvo  cuando  ésta  fuere  el  Miniiterii> 
Fiscal  ó  se  estuviere  en  el  caso  del  artículo  (XLVII) 
cuarenta  y  siete. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  deoiaramop  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  Carlos  Elligio  Valdés,  comra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sección  segunda  de  !a  Sala  do  i-t 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  el  trece  de  Abrii 
último,  con  las  costas  á  su  cargo. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispcrt. — 
José  V.  Tapia. 


ftneb.  forma.— Sent  17.— 18  de  Julio.- Senegaáóa  d» 
prueba,  (tíae.,  Abril  ss,  1904) 

DOCTRINA;  Admitida  y  practicada  en  el 
juicio  oral  la  prueba  pericial  propuesta  por  uoa 
de  las  partcí,  no  consCituye  (|uebrantamtento  de 
forma  el  no  consignar  en  el  acta  del  juicio  las  ma- 
nifestaciones de  I0B  peritos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  dieciocho  de  Julio 
de  mil  novec'ientos  tres:  visto  el  recurso  de  easación 
por  quebrantamiento  de  fonua,  admitido  al  procesa- 
do Adolfo  Fernández  Oliva,  del  comercio,  vecino  de 
esta  capital,  contra  la  sentencia  dictada  por  !a  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  diez  y  siete  de  ilar/o  último,  en 
causa  instruida  de  oficio  en  el  Juzgado  del  Este  por 
homicidio  de  Juan  Infanzón  Martín. 
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Resultando  que  en  dicha  eentoiicía  se  consignan 
entre  los  Resultandos  los  cuatro  que  á  continuación 
se  transf jiben ; 
Hechos  probados  : 

"Primero;  Eesnltando  probado  que  en  la  mañana 
"del  diez  y  siete  de  Noviembre  del  año  de  mil  nove- 
"eientos  dos,  el  procesado  en  esta  causa  Adolfo  Fer-" 
"nández  Oliva,  persona  de  intachable  conducta,  que 
"había  disfrutado  hasta  entonces  en  su  hogar  en  coni- 
"pañía  de  su  esposa  y  de  sus  hijos,  de  la  tranquilidad 
"que  proporcionan  una  vida  honrada  y  las  modestas 
"comodidades  debidas  al  trabajo  personal,  notó  con 
"sorpresa  primero  y  con  natural  inquietud  después  que 
"fu  hija  soltera  Ana  Rosa  Fernández  y  Junco,  de  diez 
"y  ocho  años  de  edad,  había  desaparecido  de  la  casa, 
"sospechando  al  poco  tiempo  él  y  su  esposa,  después  de 
"enterar  á  éstos  de  lo  que  pasaba,  que  su  citada  hija 
"hubiese  sido  seducida  por  un  individuo  á  quien  ellos 
"conocían  por  el  nombre  de  Julio  Herrera  y  Blanco 
"y  que  desde  hacía  algún  tiempo  la  asediaba  con  prc- 
"tensionefi  amorosas,  por  lo  que,  venciendo  los  éscrá- 
"pulos  que  en  un  principio  experimentaron,  de  dar  á 
"la  publicidad  lo  que  ya  ellos  temían  que  fuera  la  des- 
"lionra  de  su  bija,  se  decidió  el  padre  á  dar  parte  bí 
"Juzgado,  como  lo  efectuó  á  las  dos  de  la  tarde  de 
"aquel  mismo  día,  en  su  afán  de  encontrar  á  su  hija. 

"Segundo:  Resultando  probado  que  iniciada  en 
"ei  Juzgado  del  centro  de  esta  ciudad  la  oportuna  can- 
"sa  criminal  por  rapto  de  Ana  Bosa  Fernández  y  Jun- 
"co,  supo  Adolfo  Fernández  Oliva  por  la  Policía  Se- 
"creta,  en  unión  de  la  cual  practicaba  diligencias  pa- 
"ra  averiguar  el  paradero  de  aquélla,  que  se  habían 
"encontrado  á  la  orilla  del  mar  entre  la  calzada  de  San 
"Lázaro  y  el  Vedado,  un  par  de  zapatos,  un  pedazo  de 
"tela  de  vestido  y  dos  cartas  suaeritaa  por  Ana  Rosa, 
"en  las  que  participaba  á  su  padre  y  al  Juez  que  se 
"quitaba  la  vida,  y  en  medio  del  profundo  dolor  que  á 
"su  corazón  de  padre  hubo  de  producir  tal  noticia,  en- 
"eontró  fuerzas  suficientes  para  asistir  personalmente 
"á  la  triste  tarea  de  buscar  entro  las  agiiaa  el  cadáver 
"de  su  hija,  á  cuyo  efecto  hizo  llevar  botes  al  lugur  en 
"que  aquellos  objetos  fueron  encontrados,  y  luchó  coa 
"aus¡e<lad,  aunque  inútilmente,  por  encontrarlo-  Pc- 
"ro,  días  máa  tarde  y  por  conducto  de  la  misma  Poli- 
"cía  secreta  supo  el  atribulado  padre  que  su  hija  no 
"se  Ijabia  suicidado,  que  había  sido  seducida,  como  sos- 
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"peclió  en  ini  principio,  por  el  individuo  que  él  conó- 
cela por  e!  nombre  de  Julio  Herrera:  que  ambos  ha- 
"blan  sido  encontrados  en  el  pueblo  del  Rincón;  que 
"ese  individuo  no  se  llamaba  Julio  Herrera,  sino  Juan 
"InfaBzón  Martin,  dos  veces  casado,  por  bigamo  eon- 
"denado  en  causa  criminal,  y  de  pésimos  antecedentes, 
,"y  por  último,  por  la  relación  que  de  loa  hechos  le  hi- 
"zo  su  Ilija,  después  de  devuelta  á  su  hogar  el  día  vein- 
*'te  de  Noviembre  del  citado  año  de  mil  novecientos 
"dos,  que  Juan  Infanzón  le  habfa  seducido,  explotan- 
"do  sus  creencias  religiosas,  haciéndole  creer  que  era 
"soltero,  que  disfrutaba  de  opulenta  posición  y  que 
"estaba  relacionado  con  prominentes  personalidades  de 
"la  Iglesia  Católica,  y  así  seducida  y  engañada,  pro- 
"nietióndole  casarse  con  ella  y  amenazándola  con  gran- 
"des  desgracias  si  no  cumplía  at  pie  de  !a  letra  todo 
'lo  .que  él  le  ordenaba,  la  llevó  en  un  coche  la  madru- 
"gada  del  día  diez  y  siete,  primero  á  la  orilla  del  mar, 
"cerca  del  Vedado,  donde  se  bajó  él  solo  con  los  zapa- 
"tos  de  cíla  que  le  había  hecho  quitar,  después  de  ha- 
"berU  obligado  en  días  anteriores  á  escribir  dos  car- 
*'tas  diciendo  que  se  suicidaba,  y  después  al  Calabazar 
"y  al  Rincón  donde  fueron  encontrados,  sin  que  ella 
"se  diese  cuenta  de  que  hubiese  sido  desflorada  por  él, 
"pues  aseguró  haber  sido  aletargada  por  medio  de  al- 
"gún  narcótico,  al  salir  de  su  casa,  y  más  tarde  en  la 
"posada  del  Calabazar,  donde  pernoctaron,  pero  con- 
"venciéndose  el  padre  de  que  la  dosfloración  había  oeu- 
"irido  cuando  el  mismo  día  veinte  de  Noviembre  fué 
"Ana  Eostt  reconocida  por  los  médicos,  los  que  infor- 
"maron  que  había  perdido  recientemente  su  virgini- 
dad. 

"Tercero :  Resultando  probado  que  á  los  dos  días  de 
'"haber  sido  devuelta  á  su  hogar  Ana  Rosa  Fernández 
"Junco,  ó  sea  el  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  nove- 
"cientos  dos,  el  mismo  en  que  el  Juez  de  Instrucción 
"del  Centro  dictaba  en  la  causa  de  rapto  el  auto  de 
"procesamiento  de  Juan  Infanzón  Martín,  que  desde 
"el  veinte  estaba  detenido  en  el  Vivac,  Adolfo  Femén- 
"dez  Oliva,  que  no  conocía  á  Infanzón  más  que  por  re- 
"ferenciaa  de  su  hija  y  de  la  Policía  secreta  y  por  un 
"retrato  que  un  Detective  de  dicho  cuerpo  le  había  en- 
"señado,  decidió, — aún  bajo  la  presión  moral  de  tales 
"acontecimientos,  más  que  abatido,  verdaderamente 
"desesperado,  y  como  único  medio  do  lavar  en  parte 
"el  honor  manchado  de  su  hija,  ya  que  no  podía  pen- 
"sar  en  el  matrimonio  por  el  estado  civil  del  seductor. 
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"personarse  como  acusador  privado  en  la  causa  que  poT 
^rapto  se  seguía  á  Infanzón,  k  cuyo  efecto  otorgó  en 
la  mañana  de  aquel  miamo  día  poder  general  para 
"pleitos  y  especial  para  la  causa  seguida  por  rapto  de 
*'ín  hija,  á  favor  del  Señor  Manuel  A.  Junco  j  Ama- 
"dor  y  de  Procuradores,  .citándose  con  el  Dr.  Evelio 
'llodrígnez  Lendián,  ¿  quien  pensaba  encomendarle  la 
''dirección  del  asunto,  en  la  casa  de  los  Juzgados,  á 
'donde  fué  en  las  primeras  horas  del  medio  día  de  la 
'indicada  fecha, 

"Cuarto:  Resultando  probado  que  encontrándose 
'Adolfo  Fernández  Oliva  sentado  en  un  banco  á  la  iz- 
'quierda  de  la  escalera  que  conduce  al  piso  alto  en  la 
"casa  de  los  Juzgados  de  esta  Ciudad,  el  día  á  que  se 
'liace  referencia  en  el  Resultando  anterior,  sintió  á 
'alguien  decir:  "ahí  viene  Infanzón",  y  vio  que  efecti- 
'vamentfi  comenzaba  á  subir  la  escalera  conducido  por 
'"un  Guardia  Urbano  un  individuo  vestido  de  negro 
'que  se  le  pareció  al  que  él  conocía  de  retrato  y  que 
'era  realmente  Juan  Infanzón  que  iba  conducido  des- 
'de  el  Vivac  para  ser  notiñcado  del  auto  de  su  proce- 
'samiento— y  levantándose  súbitamente,  Fernández 
'Oliva,  del  asiento  en  que  se  encontraba,  impulsado 
"violentamente  por  el  deseo  de  vengar  en  ese  instante 
"todos  loe  malea  por  culpa  de  aquél  sufridos,  se  diri- 
"gió  precipitadamente  al  pie  de  la  escalera,  sacó  el  re- 
'Srólver  que  acostumbraba  Utívar  siempre  al  cinto  y 
"disparó  contra  Infanzón, — que  se  había  vuelto  en  ese 
"momento  hacia  él,  unos  tras  otros,  todos  sus  tiros, 
"produciéndole  con  ellos  dos  heridas  en  la  región  fron- 
''tal,  otra  en  la  r^ión  pectoral  del  toidca  y  axilar  iz- 
"quierda  y  otra  en  el  dedo  anular  de  la  mano  dere- 
"cha,  mas  algunas  heridas  y  contusiones  efecto  de  las 
"anteriores  y  de  la  caída,  ocasionándole  con  las  dos 
"primeras  la  muerte  instantáneamente.  Fernández 
"Oliva  permaneció  inmóvil  en  el  lugar  en  que  hizo  los 
"disparos,  hasta  que  se  le  acercó  un  vigilante  de  Poli- 
"eía  á  quien  entregó  el  arma  y  por  quien  se  dejó  dete- 
'"ner,  sin  resistencia,  confesándose  autor  del  hecho: 
'mientras  el  Guardia  urbano  que  conducía  á  Infan- 
'zón,  Armado  Eobaina,  al  tratar  de  impedir  el  acto 
"ejecutado  por  Fernández  Oliva,  resbalaba  en  ía  esca- 
'*lera  y  caía,  produciéndose  por  efecto  del  golpe  una 
"herida  en  la  cabeza,  de  la  que  curó  en  veinte  y  un 
Mías,  con  necesidad  de  asistencia  médica  é  impedimento 
'para  el  trabajo,-«Bi  que  le  quedara  deformidad  ni  im- 
'^erfección." 
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Resolución  recuriiida: 

Resultando  (lue  estimándose  en  la  referida  sen- 
tencia que  loe  heehos  que  en  la  misma  se  declaran  pro- 
bados, íxin(itit\iyen  un  delito  de  homicidio,  del  cual  es 
autor  el  procesado  Adolfo  Fernández  Oliva,  con  la 
concurren  da  de  la  circunstancia  atenuante  octava  del 
artículo  noveno  del  Código  Penal,  se  condenó  en  ella 
á  dicho  procesado  á  la  pena  de  doce  años  y  un  día  de 
reclusión,  con  las  accesorias  de  inhabilitación  absolu- 
ta temporal  en  toda  su  extensión  y  sujeción  á  la  vigi- 
lancia de  !a  Autoridad  durante  el  tiempo  de  la  conde- 
na, y  otro  tanto  más  que  empezará  á  coatarse  desde  el 
cumplimiento  de  aquélla,  á  indemnizar  á  los  herede- 
ros de!  interfecto  la  cantidad  de  cinco  mil  pesetas,  y 
ai  pago  de  costas,  con  abono  de  la  mitad  del  tiempo 
de  prisión  preventiva :  de  la  cual  sentencia  solicitó  la 
defensa  aclaración  en  el  sentido  de  que  se  hiciera  cons- 
tar como  hecho  probado  la  opinión  sustentada  por  los 
peritos  Médicos  en  el  acto  del  juicio  oral,  acerca  del 
estado  de  ánimo  del  agente  en  el  momento  de  la  co- 
misión del  delito,  habiéndole  sido  denegada  por  la  Sa- 
la en  anto  de  veinte  y  cinco  de  Marzo  prójumo  pasado. 

OrIQÜÍí  del  UECl'KBO: 

Resultando  que  en  el  escrito  de  conclusiones  provi- 
sionales propuso  la  defensa  entre  otros  medios  de  prue- 
ba la  pericial,  al  objeto  de  que  por  los  facultativos  mé- 
dicos José  A.  Malberty,  Manuel  Bango  y  Tomás  V.  Co- 
ronado, se  informara  acerca  del  estado  de  ánimo  en 
que  se  encontraba  el  procesado  desde  que  supo  la  des- 
aparición de  su  hija  y  que  era  casado  su  raptor,  hasta 
ia  realización  del  hecho,  y  admitida  dicha  diligencia 
de  pnieba  por  auto  de  once  de  Febrero,  fué  practica- 
da en  la  forma  propuesta,  en  el  acto  del  juicio  oral,  en 
el  que  después  de  haber  emitido  su  informe  los  peritos, 
solicitó  la  defensa  del  procesado  que  se  consignaran  en 
el  acta  las  manifestaciones  de  aquéllos,  y  no  habiendo 
accedido  á  ello  la  Sala,  consignó  la  defensa  bu  protes- 
ta, que  se  hizo  constar  en  dicha  acta. 

FUNDAMENTOS   DKl,   liEClRSO   DE   CASACIÓN: 

lieeultando  que  contra  la  referida  sentencia  in- 
terpuso la  representación  del  procesado  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción 
de  ley,  fundado  el  primero  en  el  número  primero  del 
artículo  novecientos  once  y  númeroj^  primero  y  segun- 
do del  novecientos  doce  de  la  Ley  dt  Enjuiciamiento 
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Criminal,  y.  el  segundo  en  loa  núnieros  primero  y  quin- 
to del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  pro- 
pía  Ley:  y  Iiabicntlole  Bido  denegada  la  admisión  del 
recurso  por  infracción  de  ley,  y  el  de  quebrantamiento 
de  forma  en  ciianto  al  segundo  motivo,  y  admitido  es- 
te último  solo  por  el  primer  motivo,  6  sea  el  fundado 
en  el  número  primero  del  artículo  noyecientos  once  ci- 
tado, recurrió  en  queja  el  procesado  ante  este  Supre- 
mo Tribunal,  que  declaró  sin  lugar  dicha  queja  por  au- 
to de  quince  de  Mayo  último. 

Resultando  que  el  quebrantamiento  de  forma  en 
que  £0  funda  el  liüiico  motivo  por  el  cual  fué  admitido 
el  recurso,  lo  explica  el  recurrente  en  la  forma  siguien- 
te: "Primero:  En  el  número  primero  del  artículo  no- 
"vecientos  once  de  le  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
"ó  sea:  cuando  se  haya  denegado  alguna  diligencia  de 
"prueba  que  propuesta  en  tiempo  y  forma  por  las  par- 
"tea,  se  considere  pertinente: 

"En  efecto,  al  formular  en  esta  causa  las  conclu- 
"eiones  provisionales,  entre  lae  pruebaa  que  promoví  y 
"que  debían  practicarse  en  el  acto  del  juicio  oral,  en 
"defensa  de  mi  representado,  se  encontraba  la  pericial, 
"al  objeto  de  que  los  Doctores  médicos  D.  José  A,  Mal- 
"berty,  D,  Manuel  V.  Bango  y  D.  Tomás  Y.  Corona- 
"áo  informaran  acerca  del  estado  de  ánimo  en  que  se 
"encontraba  el  procesado  desde  que  supo  la  desapari- 
"ción  de  su  hija  y  que  era  casado  su  raptor,  hasta  la 
"realización  del  hecho:  determinando  su  alcance  y 
"efectos  en  cuanto  á  las  responsabilidades  de  sus  ac- 
"toe." 

"£sa  prueba  pericial,  la  Sala,  por  su  auto  de  once 
"de  Febrero  próximo  pasado  por  el  cual  seCaló  día  para 
"la  celebración  del  juicio  oral,  la  estimó  pertinente  y 
"como  consecuencia  de  ello  la  admitió,  practicándose 
"en  el  acto  del  juicio  oral  en  bu  sesión  correspondiente 
"al  día  doce  del  corriente  mes." 

"Cuando  esa  prueba  Be  practicó,  teniendo  en  cuen- 
"ta  el  Letrado  defensor  vjue  ella  no  so  liabia  realizado 
"en  el  sumario  y  como  quiera  que  su  resultado  era  de 
"positiva  y  notoria  pertinencia  para  la  defensa  del  pro- 
"cesado,  hubo  de  solicitar  de  la  Sala  que  su  resultado 
"se  hiciera  constar  on  el  acia  que  había  de  extenderse 
"de  la  sesión  que  se  celebraba  del  juicio  oral;  ya  que 
'■'para  hacer  tal  solicitud  lo  autorizaba  el  articulo  sc- 
"tecientos  cuarenta  y  tres  de  la  Ijpy  de  Enjuiciamien- 
"to  Criminal,  según  el  cual:  "en  dicha  acta,  el  Hecre- 
"tario  hará  constar  siiscintaraente  cuanto  importante 
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"hubiera  ocurrido" :  y  nada  podía  haber  más  importan- 
"te  que  el  resultado  de  la  prueba  pericial  para  la  de- 
"fenaa  del  procesado." 

"Y  tal  solicitud  era  tanto  más  procedente,  cnanto 
"que  el  mismo  Presidente  del  Tribunal  Supremo  E!spa- 
"Bol  en  su  circular  de  quince  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
"cientos  oclienta  y  siete  expresaba  que:  "semejante  ac- 
"ta  de  las'  seaiones  del  juicio  oral  seria  de  todo  punto 
"innecesaria,  si  no  hubieran  de  hacerse  constar  en  ella 
"las  opiniones  periciales  y  las  manifestaciones  de  los 
"testigos  que  ofrecieran  carácter  decisivo." 

"No  obstante  ello,  la  solicitud  del  Letrado  defen- 
"sor  fué  denegada  por  el  9r.  Presidente  de  la  Sala,  ha- 
"ciéndose  sin  embargo '  constar  en  el  acta,  á  los  efectos 
"oportunos,  asi  como  la  protesta  que  por  la  denegación 
"de  tal  solicitud  hiciera  el  Letrado  defensor." 

"Se  evidencia,  pues,  con  lo  expuesto,  que  tal  prue- 
"ha  pericial,  oportuna  y  formalmente  reclamada,  de 
"positiva  y  notoria  pertinencia,  admitida  sin  reparo 
"por  el  Tribunal  á  quo,  al  practicarse,  ee  prescindió 
"por  la  Sala,  de  la  circunstancia  interesada  por  su  pro- 
"ipovente  al  amparo  de  una  disposición  legal,  á  que 
"he  hecho  referencia :  y  en  tal  coso,  conforme  á  la  doc- 
"trina  establecida  por  nuestro  Tribunal  Supremo  de 
"Justicia  en  su  sentencia  de  ocho  de  Octubre  de  mil  ilo- 
"vecientos,  se  incurre  en  el  quebrantamiento  de  for- 
"ma  previsto  en  el  número  primero  del  artículo  nove- 
"cientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal." 

"Como  consecuencia,  precisamente,  de  haberse  ne- 
"eado  la  Sala  á' consignar  en  el  acta  las  conclusiones 
"de  los  peritos,  se  ha  omitido  por  la  misma  en  le  sen- 
"tencia,  consignar  sn  resultado  entre  los  hechos  proba- 
"dos:  omisión  que  la  Sata  se  ha  negado  á  subsanar,  á 
"pesar  de  mi  expresa  solicitud  sobre  tal  particular." 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Supre- 
mo Tribunal  y  personado  el  recurrente,  presentó-  éste 
en  el  trámite  de  instrucción  escrito  ampliando  el  mo- 
tivo por  que  le  fué  admitido  el  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  cuya  ampliación  le  fué  denegada  por 
auto  de  veinte  y  tres  de  Junio  último;  y  hecho  el  se- 
ñalamiento para  la  vista  del  recurso,  se  celebró  aqué- 
lla con  asistencia  del  Letrado  defensor  del  recurrente 
y  del  Ministerio  Fiscal. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gia- 
pert. 
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Gonsiderando  que  según  lo  dispuesto  en  el  núme- 
ro primero  del  articulo  novecientos  once  de  la  ley  pro- 
cesal, el  quebrantamiento  de  forma  á  que  el  miemo  se 
refiere  consiste  en  haberse  denegado  alguna  diligencia 
de  prueba  que  propuesta  en  tiempo  y  forma  por  las  par- 
tes, se  considere  pertinente. 

Considerando  que  habiéndose  practicado  en  el  ac- 
to del  juicio  oral  la  prueba  de  peritos  médicos  en  la 
forma  en  que  había  sido  propuesta  oportunamente  por 
la  defensa  y  admitida  por  el  Tribuna!  de!  juicio,  el  he- 
cho de  no  haber  accedido  éste  á  que  se  consignaran  en 
el  acta,  según  lo  interesó  el  defensor  del  procesado,  las 
manifestaciones  de  los  peritos  acerca  de  lo  que  fué  ob- 
jeto de  dicha. prueba,  no  constituye  la  denegación  de 
ésta,  sin  qne  por  otra  parte,  exista  disposición  alguna 
que  imponga  á  los  Tribunales  e!  deber  de  consignar 
en  las  actas  del  juicio  oral  el  resultado  de  las  pruebas 
que  en  ellos  se  practican,  y  sí  únicamente  el  de  apre- 
ciarlas con  arreglo  á  bu  conciencia,  segiin  previene  el 
artículo  setecientos  cuarenta  y  uno  de  la  ley  procesal 
citada:  por  lo  que  no  ha  incurrido  e!  Tribunal  a  quo 
en  el  quebrantamiento  de  forma  que  se  le  imputa  en 
el  expresado  motivo  único  por  que  fué  admitido  el  pre- 
sente recurso: 

Considerando  que  por  esta  razón  y  lo  dispuesto 
en  el  articulo  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  procede  desestimar 
dicho  recurso,  con  las  costas  de  cargo  de  la  parte  re- 
currente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declsramas  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma,  interpuesto  por  la  defensa  del  procesado 
contra  -la  sentencia  de  diez  y  siete  de  Marzo  último, 
dictadla  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  causa 
mencionada,  con  las  costas  de  cargo  del  recuiTente. 
ComuníqueM;,  etc. 

Asi,  por  rwta  nuestra  sentencia,  lo  prunuiiciauíos, 
mandamos  y  firmamos. — ,fo>é  Antonio  Pidiardo. — Luis 
(.íastón. — .José  C'abarrocas  Horta. — José  ilaría  (IJspLrr. 
— José  V.  Tapia. 

Imsnffnaáón.— Auto  109.- -20 de  Julio.— Hechos.  (Ga- 

cta,  Abril  38,  1904-) 

DOCTRIN.A.!  El  recurso  de  casación  por  in- 
fraciiáo  de  Ir^  ha  de  dcscansnr  en  los  hcchoí  qne 
M  declaren  probados  en  la  ■entencia  y  ea  otros 
diatintOB  que  el  recurrente  alegue. 
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No  eg  baatanne  para,  expresar  el  conceplo  de  la 
infracción  legal  que  se  recríame,  aünnar  que  en  )a 
sentencia  se  caliGcan  erróneamente  los  hechos  ai  no 
es  necesario  dar  la  raión  en  <|ue  se  funda  dicha 
afirmación. 

Habana,  veinte  de  Julio  de  mil  noveclentoe  tres. 

Antecedentes  : 

líeguitando  que  en  la  causa  seguida  por  disparo  de 
arma  de  fuego  contra  Pedro  Gorrín  ífartinez  y  Francis- 
co Sosa  Ruiz,  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
minal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  dictó  sentencia  de- 
ñnitiva  en  treinta  de  Abril  último,  condenando  á  dichos 
procesados  á  la  pena  que  estimó  correspondiente :  en  cu- 
ya sentencia  se  consignan  como  hechos  probados  que 
que  después  de  tener  un  disgusto  loe  procesados,  Gorrín 
hizo  dos  disparos  de  revólver  i  Sosa,  quien  para  defen- 
derse hizo  un  disparo  á  Gorrin,  sin  que  se  causaran  le- 
siones. 
Becl'bso  admitido: 

Kesultando  que  la  representación  de  Gorrín  inter- 
puso en  el  término  legal,  recurso  de  casación  contra  di- 
cha sentencia  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  in- 
fracción de  ley,  expresando  "que  eete  último  lo  autoriza 
el  número,  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  y  haberse  infringido  por  indebida  aplicación 
el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal, 
pues  dado  el  Beeultando  probado,  la  manifestación  del 
primer  y  segundo  Considerandos,  ia  \-ar¡ación  hecha  por 
la  Sala  á  las  peticiones  hechas  por  el  señor  Fscal  y  la 
defensa  de  Sosa,  nunca  debía  aplicar  el  citado  artículo, 
tanto  más  cuanto  de  aceptar  las  manif estaciones  del 
Sosa,  que  eran  las  que  pedía  ae  aclarase  esta  defonsn,  por 
su  escrito  de  feelia  siete,  se  comprendía  que  no  hal'í.i 
existido  ese  delito,  tanto  más  cuando  transcurridos  dos 
6  tres  días  supo  la  policía  que  había  habido  un  cambio  de 
disparos  entre  los  dos  procesados,  sin  que  la  misma  ni 
aun  la  Sala  sentenciadora  pudiera  decir  ó  indicar  de 
quién  procedió  la  provocación  ni  quién  hubiese  prontin- 
ciado  palabras  contra  el  otro,  y  en  tal  sentido  entiendo 
infringida  la  ley,  no  tau  solo  por  aplicación  indebida  del 
citado  artículo,  sino  porque  dada  la  sentencia  debió 
aplicar  al  caso  el  capítulo  noveno  del  Código  Penal, 
principalmente  en  su  artículo  cuatrocientos  treinta  y 
nueve  que  pena  en  su  párrafo  segtindo  el  caso,  dado  que, 
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según  se  comprobó,  m  resultaron  leflionados,  ni  por  ellqp 
ó  suA  amigos  nada  se  supo  y  más  aún  se  nota  la  infrac- 
ción de  ley  cuando  en  todo  caso  y  como  duda  debió 
aplicar  la  Sala  el  artfcalo  quinientos  noventa  y  cinco  del 
Código  Penal  que  trata  del  dia])aro  de  arma  de  fuego 
en  poblado  y  que  produce  alarma." 

Iupcusícion: 

Keeultando  que  la  Audiencia  adimtió  los  recursos 
interpuestos,  y  personado  el  recurrente  en  este  Tribunal 
el  Ministerio  PiBcal  en  el  trámite  eorrespondiente  ha 
impugnado  la  admisión  del  recurso  por  infracción  de 
ley,  fundado,  primero:  en  que  no  se  expresa  con  la  de? 
bida  claridad  y  precisión  el  concepto  de  la  infracción 
legal  atribuida  al  Tribunal  sentenciador,  como  lo  de- 
muestra la  simple  lectura  de  la  parte  respectiva  de!  es- 
crito de  interposición,  dejándose,  por  tanto,  de  cumpl'c 
el  requisito  cuarto  del  artioulo  quinto  de  la  Ley  de  ca- 
sación, y  segundo  en  que  al  exponer  confusamente  ese 
mismo  concepto  de  las  infracciones  no  se  refiere  el  re- 
currente única  y  exelusi  y  amenté  á  loa  hechos  que  se  de- 
claran probados  en  el  fallo  recurrido,  con  lo  cual  se 
falta  también  al  requisito  tercero  del  citado  artículo 
quinto  de  la  Ley  de  oasación, 

BeeuLtandq  que  señalado  dia  para  la  vista  de  esta 
cuestión  previa,  se  celebró  el  acto  con  asistencia  del  de- 
fensor del  recurrente  y  del  Mnisterio  fiscal,  sosteniendo 
éate  au  inipugnación  y  combatiéndola  aqnél. 

RESOLi'Cioy : 

Considerando  que  en  la  interposición  del  recurso 
por  ¡ufracción  de  íey  de  que  se  trata,  se  lia  faltado  como 
sostiene  el  Ministerio  fiscal,  á  los  requisitos  tercero  y 
cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos  de  mi!  ochocientos  noventa  y  nueve,  puesto  que  al 
exponer  el  recurrente  el  concepto  de  las  infracciones 
que  alega,  ni  se  refiere  concreta  y  exclusivamente  á  los 
hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  recurrida,  fi- 
no también  á  otras  que  dice,  debieron  tenerse  en  cuenta 
para  apreciar  aquéllos,  en  cuyos  términos  no  autoriza 
el  recurso  el  precepto  legal  que  al  efecto  se  invoca,  ni  di- 
cho concepto  se  expresa  con  la  claridad  y  precisión  que 
exige  la  ley,  afirmándose  sólo  de  modo  confuso  que  por 
la  Sala  sentenciadora  se  han  califieado  erróneamente 
los  hechos  ejecutados  por  el  procesado,  sin  dar  la  razón 
en  que  funda  tal  apreciación  como  era  necesario  para 
que  se  conozca  el  problema  jurídico  que  había  de  discu- 
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tirse :  por  todo  lo  cual,  y  conlomte  al  artículo  treinta  y 
cuatro  de  la  citada  Orden  sobre  casación,  debe  declarar- 
se nial  admitido  el  referido  recurso  por  infracción  de  1^. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  Pedro  Gorrín  Martí- 
nez en  la  causa  de  referencia  con  las  costas  de  oficio. 
Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ünnan  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan,  José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas- 
tón.— José  Cabar rocas  Horta. — Ambrosio  H.  Morales. — 
José  María  Gispert. — Sil  ver  io  Castro,  Secretario. 


Inf.  ley.-Sent  106.-  30  de  JxiUo.-PaUifi<adÓB.   («•- 

ee/fl,  Abril  £8,  1904,) 

DOCTRINA:  Según  tiene  declarado  repeti- 
da itiente  el  Tribunal  Supremo  las  inscripciones  en 
los  libros  de  ia  Propiedad  pecaeriíL  y  Isi  certífica- 
oioiies  ;  psMi  referentci  á  diLha  propiedad  son 
do  comentos  público  8  y  su  falsilicBción  eitfi.  com- 
prendida en  los  artículos  310  y  311  vno  en  el  320 
del  Cúdigo  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  de  Julio  de 
mil  novecientos  tres :  visto  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  procedente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara,  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal,,  contra  la 
sentencia  dcñnitiva  dictada  en  catorce  de  Abril  último 
en  causa  instruida  en  el  Juzgado  de  Bemedioe  contra  l>>s 
procesados  Victoriano  Arozarena,  labrador,  vecino  de 
Remedios  y  Cándido  Valdés  Vidó,  tabaquero,  vecino  de 
Guanajay,  por  los  delitos  de  falsificación  y  hurto: 

Hechos  probados: 

Eesultando  que  en  la  mencionada  sentencia  se  con- 
signan los  siguientes:  "Primero:  Resultando  probado 
"que  el  procesado  Cándido  Valdéa  se  ocupaba  en  llenar 
"impresos  oficiales,  destinados  á  pases  de  tránsito  de 
"ganado  como  si  procedieran  de  las  Oficinas  de  Registro 
"Pecuario  para  entregarlos  á  individuos  qnc  no  siendo 
"legítimos  dueños  de  algunos  animales,  necesitaban  esos 
■'doeumcntos  para  justificar  que  les  pertenecían  r^es 
"que  eran  mal  habidas;  y  con  tal  motivo  consignaban  en 
"dichos  pases  hechos  inciertos,  firmaba  ton  nombre  inia- 
"¡íinario  como  Alcalde  de  Barrio  y  estampaba  un  sello 
"falso  de  la  Alcal<Va  supuesta.  De  esta  manera  extendió 
"un  documento  que  utilizó  Cristóbal  Izaguirrc,  «jue  se 
"encuentra  prófugo  y  sujeto  á  esta  causa,  verificando  di- 
"cho  individuo  en  la  Alcaldía  de  Barrio  de  Yaguajay 
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"la  venta  de  dos  bueyes  que  fueron  hurtados  á  Antonio 
"González:  y  asirasimo  expidió  un  pase  en  la  foni.a 
"indicada,  el  cual  aprovechó  Victoriano  Arozarena  ven- 
"dienijo  á  D,  Pablo  íkirrilla  en  la  Alcaldía  de  Barrio  de 
"Yaguajay  un  caballo  de  D,  Jacinto  Montero,  á  quien 
'lo  hurtó  en  la  noche  del  veinte  y  siete  de  Abril  de  mil 
"novecientoB,  tomándolo  con  ánimo  de  lucro,  sin  ejer- 
"cer  fuerza  ni  emplear  violencia,  en  el  barrio  de  Zu- 
"lueta,  cuyo  animal  tasado  en  cuarenta  pesos,  fué  en- 
"contrado  en  poder  del  referido  comprador  Zorrilla,  que 
"lo  mantiene  en  depósito. — Segundo:  Resultando  pro- 
"bado  que  Cándido  Valdés  ha  sido  condenado  ejecuto- 
"riamente  por  esta  Sala  como  autor  de  tres  delitos  de  fal- 
"sificación  de  paae  de  tránsito  de  ganado,  en  sentencia 
"de  veinte  y  siete  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos, 
"que  consta  certificada  en  este  rollo.^Tercero ;  Resul- 
"tando  que  el  Ministerio  Fiscal  concluyó  caliñcando  los 
"hechos  como  constitutivos  de  dos  delitos  de  falsifica- 
"ción  de  documentos  públicos,  previstos  y  castigados  en 
"el  articulo  trescientos  once  en  relación  ,con  el  coao 
"cuarto  del  trescientos  diez  de!  Código  Penal;  y  otro 
"delito  de  hurto,  definido  en  la  Orden  número  doscien- 
"tos  trece,  serie  de  mil  novecientos,  estimó  responsable 
"en  concepto  de  autores  por  participación  directa,  de 
"una  de  las  falsedades  á  ambos  procesados:  de  la  otra 
"en  idéntico  concepto  á  Cándido  Vaídés;  y  del  hurto, 
"asimismo  como  autor,  á  Victoriano  Arozarena,  sien- 
"do  de  apreciarse,  en  cuanto  á  éste  !a  nocturnidad,  com- 
"prendida  en  el  número  diez  v  seis  del  articulo  décimo 
"de  ese  Código ;  y  con  respecto  á  Valdés,  la  agravante 
"de  reincidencia  del  número  diez  y  nueve  del  propio  ar-' 
"tlculo :  acusándolos  á  Cándido  Valdés  por  cada  uno 
"de  los  delitos  de  falsedad,  de  que  es  responsable,  á  la 
'pena  de  diez  años  y  un  día  de  presidio  raayor,  acceao- 
"rias  del  artículo  cincuenta  y  seis,  y  pago  de  una  multa 
"de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas  y  cuarta  parte  de 
"las  costas,  á  Victoriano  Arozarena  por  la  falsificación 
"en  que  intervino,  á  ocho  años  y  un  dia  de  presidio  ma- 
"yor,  &  las  accesorias  de  dicho  articulo  cinaienta  y  seis, 
"abonar  la  multa  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  y 
"de  otra  cuarta  parte  de  las  costas;  y  al  propio  Aroza- 
"rena,  á  aeís  meses  de' encarcelamiento  por  el  delito  de 
"hurto:  á  indemnizar  á  Jacinto  Montero  con  la  cantí- 
"dad  de  doscientas  pesetas,  y  entregarle  el  caballo,  sien- 
"do  de  exigir^  esta  responsabilidad  civil  á  Arozarena 
"con  apremio  personal  en  caso  de  insolvencia;  y  por  úl- 
"timo,  solicitó  el  Ministerio  Fiscal  se  declarara  iusol- 
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'vente  á  Iob  procesados  á  loe  efectos  de  la  causa. — Cuar- 
"to :  Besultando  que  laa  defensas  de  los  procesados  sostu- . 
''vieron  en  definitiva  que  por  no  haberse  probfido  que 
"hayan  cometido  ios  delitos  que  se  les  imputan,  procede 
"que  sean  absueltos,  declaráñdoee  las  costas  de  oficio". 
Resolución  reccrbida: 

Besultando  que  en  dicha  sentencia,  calificándoee  los 
hechos  que  en  la  misma  se  declaran  probados  como  cons- 
titutivos de  un  delito  de  hurto  penado  en  la  Orden  uá-' 
mero  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  y  dos  delitos 
de  falsiñcación  de  pases  de  tránsito  de  ganado,  que  con- 
ceptuó penados  por  analogía  en,  el  artículo  trescientos 
winte  y  uno  del  Código  Penal  y  no  en  el  trescientos  once 
del  propio  Código,  como  lo  estimó  la  acusación,  se  coji- 
deno  al  procesado  Cándido  Valdés  y  Vidó  como  autor 
de  ios  dos  expresados  delitos  de  falsedad,  con  la  cir- 
cunstancia agravante  de  reincidencia,  á  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  por  cada  uno,  y  accesorias 
correspondientes ;  y  al  otro  procesado  Victoriano  Aroza- 
rena  en  concepto  de  coautor  de,  uno  de  los  delitos  de 
falsedad,  sin  circunstancias  modificativas,  á  la  pena  de 
cuatro  meses  de  arresto  mayor  y  accesorias,  y  como  au- 
tor  del  hurto,  con  la  agravante  de  nocturnidad,  á  seis 
meses  de  encarcelamiento,  y  á  indemnizar  á  Pablo  Zo- 
rrilla la  cantidad  de  doscientas  pesetas  con  apremio  per- 
sonal subsidiario  por  insolvencia,  condenándose  á  Val- 
dés al  pago  de  la  mitad  de  las  costae,  ú  Arozarena  la 
cuarta  parte  de  éstas,  y  la  otra  cuarta  parte  de  oficio 
por  ahora :  con  abono  á  ambos  procesados,  de  la  prisión 
preventiva  sufrida.  Habiendo  formulado  voto  particu- 
líir  el  Magistrado  Sr.  Juan  Gutiérrez  Quirós,  en  el  sen- 
tido de  que  el  derecho  aplicable  al  caso  de  dicha  senten- 
cia es  el  contenido  en  el  artículo  trescientos  diea  y  siete 
del  Código  Penal. 

Fundamentos  del  -hecurso  de  casación  : 

Keeultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  ^finisterio  Fiscal  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  al  amparo  del  número  terce- 
ro del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  infringidas 
U^  disposiciones  legales  que  indica  en  el  siguiente  úni- 
co motivo,  que  copiado  literalmente  dice  así: — Cuarto: 
Cito  como  infringidos  en  cuanto  á  los  delitos  de  faW- 
dad  que  son  objeto  de  la  sentencia  el  articulo  treacieo- 
to6  veinte  y  uno  en  relación  con  el  trescientos  veinte 
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del  Código  Penal,  por  bu  indebida  aplicación  y  el  ar- 
tículo trescientos  once,  en  relación  con  loa  números  se- 
gundo y  cuarto  del  trescientos  diez  de  dicho  Código, 
por  no  haberse  aplicado. — El  concepto  en  que  se  han  co- 
metido las  citadas  infracciones  consiste  en  que  el  ar- 
tículo trescientos  once  del  Código  Penal,  por  su  genera- 
lidad se  refiere  á  todos  los  documentos  públicos  ú  oficia- 
les faeificadoa;  por  consiguiente,  si  no  hay  ley  de  excep- 
ción si  lio  hay  un  artículo  terminante  que  exceptúe  un 
documento  especial  de  ese  precepto  general,  á  él  debe  irít; 
á  Roscar  la  sanción  penal  correspondiente  al  que  falsi- 
fique el  documento :  f^to  es,  si  las  actas  relativas  ú  la 
compraventa  de  ganados  y  las  certiñcaciones  de  inscrip- 
ción ó  de  propiedad  y  los  pases  de  tránsito  de  los  mis- 
mos que  expiden  los  encargados  del  Registro  de  la  Pro- 
piedad Pecuaria  no  se  exceptúan  de  la  regla  geueral,  los 
artículos  trescientos  once  y  trescientos  doce  del  referi- 
do Código  son  los  que  castigan  al  que  los  falsifica  ó  usa 
á  sabiendas  con  intención  de  lucro.  £1  artículo  tres- 
cientos vdnte  del  mismo  Código,  al  cual  se  refiere  el 
trescientos  veinte  y  uno  al  establecer  la  penalidad  en  que 
incurre  el  particular  que  falsifica  una  certificación  de 
la  clafle  de  las  designadas  en  el  anterior,  entre  otros,  es 
el  que  ha  conducido  al  error  que  ha  dado  lugar  á  las 
infracciones  señaladas  .  porque  después  de  enumerar 
taxativamente  la  certificación  falsa  de  méritos  servicios, 
de  bu«is  conducta  y  de  pobreza  añade  "ó  de  otras  cir- 
cunstancias análogas"  y  se  han  considerado  como  cir- 
cunstancias análogas  los  títulos  de  propied^ad  emana- 
áos  del  Begistro  de  la  propiedad  Pecuaria  y  los  pases  de 
tránsito  de  ganados,  inf-urrieudo  tío  sólo  en  un  gi'avc 
error  de  derecho,  sino  de  lógica  interpretación  del  len- 
guaje; pero  esos  títulos  de  propiedad  y  pasee  de  trán- 
sito de  ganado  no  pueden  considerarse  jamás  coiiio 
una  circunstancia,  ní  análo^  ni  sin  analogía;  si  en  el 
artículo  se  hubiera  suprimido  la  palabra  "análogas,' 
que  ea  limitativa  del  alcance  de  la  palabra  "circunstan- 
ciaa,"  no  hubiera  ocurrido  que  se  comprendiesen  en  el 
artículo  trescientos  veinte,  ni  por  consiguiente  en  el 
trescientos  veinte  y  uno  documentos  que  no  se  refieren 
á  circunstancias  personales  de  un  individuo,  pero  la 
existencia  de  esta  palabra  ha  producido  error  en  los  que 
leyendo  rápidamente  el  artículo  y  sin  detenerse  á  estu- 
diar la  cuestión  á  la  luz  de  los  fundamentos  de  derecho 
han  interpretaido  circunstancias  análogas  por  documen- 
ios  análogos  y  siguiendo  en  el  camino  del  erfor  han  creí- 
do que  un  título  de  propiedad  emanado  del  Registro  de 
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la  propiedad  pecuaria,  6  un  pase  de  tránsito  de  ganado 
puede  ser  documento  análogo  á  las  certificaciones  á  que 
se  refiere  el  artículo  trescientos  veinte.  En  ellos  el  Al- 
calde ó  encargado  del  Begistro  de  la  propiedad  pecuaria 
afirma  con  referencia  á  sus  libros  la  propiedad  del  ga- 
nado que  se  posee  ó  se  conduce  bajo  la  fe  que  le  presta 
su  carácter  público,  según  !o  dispuesto  en  la  Orden  nú- 
mero trescientos  cincuenta  y  tres  de  mil  novecientos,  y 
esos  documentos  hacen  fe  contra  tercero,  y  si  lo  que  en 
etlo  se  consigna  no  es  cierto,  el  encargado  del  referido 
Registro  ha  faltado  á  la  verdad.  En  cambio,  cuando  un 
funcionario  público  certifica  mérito,  servicio  y  sobre 
todo  buena  conducta,  si  miente  no  ha  faltado  á  la  ver- 
dad, sino  á  la  veracidad  exigible,  pero  cuya  violación 
no  constituye  propiamente  un  delito  de  falsedad.  Esto 
en  cuanto  á  la  naturaleza  esencial  del  documento,  que 
en  cuanto  á  su  importancia  y  trascendencia,  la  diferen- 
cia es  igualmente  marcada :  las  certificaciones  á  que  se 
refiere  el  artículo  trescientos  veinte  cuando  son  falsas 
pueden  utilizarse  con  fines  ilícitos;  mediante  ellas  po- 
,  drán  obtenerse  destinos,  honras,  consideraciones  ó  soco- 
rros: podría  llegarse,  en  la  antigua  legislación,  basta 
obtener  quizás  el  beneficio  de  litigar  como  pobre,  pero 
con  ellas  no  puede  atentarse  contra  el  derecho  de  pro- 
piedad, no  sirven  para  acreditar  un  derecho  falso,  y  en 
cambio  los  títulos  de  propiedad  emanados  del  Begistro 
pecuario  y  ¡os  pases  de  ganado  garantizan  el  derecho  de 
propiedad  del  ganado,  y  por  lo  tanto,  cuando  son  falsos 
lo  violan :  íeben,  por  lo  tanto,  equipararse  á  las  eertificii- 
ciones  de  los  Eegietips  de  la  propiedad,  porque  garan- 
tizan la  misma  clase  de  derechos;  y  no  siempre  la. pro- 
piedad garantizada  por  aquellos  documentos  es  inferior 
en  valor,  á  la  garantizada  por  una  certificación  del  Re- 
gistro de  la  propiedad.  El  Código  en  este  delito  no  gra- 
dúa la  penalidad  por  la  cuantía  del  mal  causado,  sino 
por  la  importancia  del  derecho  que  se  viola." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribuna!  Supremo  se  celebró  la  vista  pública  del 
mismo  con  asistencia  sólo  del  Ministerio  Fiscal  recu- 
rrente : 

Decisiós  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert. 

Considerando  que  según  tiene  declarado  este  Su- 
premo Tribunal  en  reiteradas  y  recientes  resoluciones 
en  casos  de  igual  naturaleza,  tanto  las  actas  de  inscrip- 
ción en  los  libros  del  Registro  de  la  propiedad  pecua- 
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ría,  como  las  certificaciones  y  pases  de  tránsito  de  ga- 
nado que  con  referencia  á  dichos  libros  espiden  los  en- 
cargados del  mencionado  Registro  con  arreglo  á  las  d¡8- 
poeicioncB  vigentes,  son  verdaderos  documentos  públi- 
cos, que  no  sólo  tienen  por  objeto  un  fin  meramente 
económico  y  policiaco,  sino  también  acreditar  en  forma 
fehaciente,  el  dominio  ó  posesión  legitima  de  determina- 
dos animales  á  favor  de  la  persona  en  cuyo  poder  ae 
encuentran. 

Considerando  que  estos  conceptos  del  dominio  y  de 
la  posesión  no  son  circunstancias  meramente  persona- 
les, ni  por  tanto  análogaa  en  manera  alguna  á  las  qae 
como  término  de  comparación  menciona  el  artículo  tres- 
cientos veinte  del  Cóiiigo  Penal,  por  cuya  razón  no  es 
aplicable  esta  disposición  legal  á  las  falsedades  que  se 
cometan  en  los  expresados  documentos;  y  como  por  otra 
parte,  tampoco  están  comprendidas  y  penadas  especial- 
mente en  ninguna  otra  disposición  legal,  es  evidente  que 
los  alcanza  la  sanción  de  los  artículos  trescientos  diez 
y  trescientos  once  en  sus  respectivos  caaos. 

Conaiderando  que  por  no  haber  estimado  esto  úl- 
timo la  Sala  sentenciadora  al  calificar  y  penar  con  arre- 
glo al  artículo  trescientos  veinte  y  uno  del  Código  los 
hechos  que  en  la  sentencia  se  declaran  probados,  respec- 
to á  la  falsificación  de  los  pases  de  tránsito  de  ganados 
realizadas  por  los  procesados  Valdés  y  Arozarena,  ha  in- 
currido en  el  error  de  derecho  é  infringido  las  disposi- 
ciones legales  que  se  indican  en  el  recurso,  que  debe  por 
tanto  declararse  con  lugar,  con  las  costas  de  oficio,  s&- 
gún  dispone  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  de  ca- 
sación: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  lia- 
ber  lugar  a]  presente  recurso  de  casación  ñor  infrnccíón 
de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  Fifical,  contra  la 
referida  sentencia  de  catorce  de  Abril  último,  dictada 
en  la  mencionada  causa,  la  cual  sentencia  casamos  y 
anulamos  con  las  costas  de  oficio. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,— <iue  con  la  quo  á 
continuación  se  dicta, .se  comunicará,  etc.,  la  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Piehardo. — 
Luis  flastón. — Amlirosio  E.  Morales. — José  María  Gis- 
pert.  José  V.  Tapia. 

Segtuda  Sdntend^ — ^  '«  tn!»ma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nneva  tenUnda  en  la  tigníente  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  fundamentos  de  hecho 
de  la  sentencia  casada. 
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Dando  igualmente  por  reprotlucklos  ios  fundamen- 
toB  (le  (leret'ho  de  dicha  sentoiipia  consignados  en  los 
Considerandos  primero,  quinto,  sexto  y  séptimo,  por  no 
referirse  á  la  cuestión  legal  que  ha  sido  objeto  del  n-- 
curso. 

Deudo  asimismo  por  reproducidos  los  dos  prinie- 
ri>s  Considerandos  de  la  anterior  sentencia  de  casación: 

Considerando,  por  los  fundamentos  expresados,  que 
además  del  delito  de  hnrto,  los  hechos  declarados  pro- 
bados constituyen  dos  delitos  de  falsificación  de  docu- 
mentos públicos,  penados  en  el  articulo  trescientos  once 
en  relación  con  el  anterior  del  Código  Penal. 

Vistas  las  disposiciones  legales  citadas  y  las  que  se 
citan  en  la  sentencia  casada,  y  el  artícido  treinta  y  ocho 
de  la  Ley  de  casación. 

Fallamos,  condenando  á  Cándido  Valdcs  Vidó  ti»- 
mo  autor  ile  dos  delitos  de  falsificación  de  documentos 
públicos  con  la  circunstancia  agravante  de  reinciden- 
cia, á  la  pena  de  diez  años  y  un  día  de  presidio  mayor  y 
multa  de  mil  doscientas  cincuentfi  poseías  por  cada  uno 
de  ambos  delitos,  sin  apremio  persona!,  con  las  accescí- 
rias  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda  su  ex- 
tensión y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  por 
igual  tiempo  de  ambas  condenas,  que  empezará  k  con- 
tarse desde  el  cumplimiento  de  éstas,  sin'iéndole  de  abfi- 
no  la  mitad  del  tiempo  de  la  prisión  preventiva  sufrida, 
y  al  pago  de  la  mitad  de  las  costas:  condenamos  asimis- 
mo á  Victoriano  Arozarena,  como  coautor  de  uno  de  los 
expresados  delitos  de  falsilicación  de  documento  públi- 
co, sin  circunstancias  modificativas,  á  la  pena  de  ocho 
años  y  un  día  de  presidio  mayor  y  multa  de  mil  dos- 
cientas cincuenta  pesetas,  sin  apremio  personal,  con 
iguales  accesorias  que  el  anterior,  por  igual  tiempo  de 
esta  condena  y  á  contar  desde  su  cumplimiento,  con  abo- 
no de  la  mitad  de  la  prisión  preventiva:  y  reprodueien- 
ilo  la  parte  del  fallo  recurrido  en  cnanto  no  ha  sido  olí- 
jeto  del  recurso,  condenamos  también  á  Victoriano  Aro- 
zarena, como  autor  del  delito  de  hurto,  con  la  agravan- 
te de  noctumid.id,  á  la  pena  de  sois  meses  de  encarcela- 
miento, á  indeiuniKar  á  Pablo  Zorrilla  la  cantidad  de 
doscientas  pesetas  en  que  le  vendió  el  caballo  de  Tn- 
cinlo  Jlontcro.  con  ajtnnnio  personal  por  insolvencia  ;'» 
razón  de  un  dia  más  ile  detención  por  cada  doce  y  ine- 
dia pesetas  <ine  dejare  de  satisfacer,  con  la  limitaci''ti 
Icfinl  corres]  ion  diente,  y  al  pago  de  una  cuarta  parte  de 
costas,  ilpclaníndosc  de  oficio  por  ahora  la  otra  cuarta 
parte  de  éstas;  debiendo  Aroxarena  extinguir  ambas  con- 
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denas  en  el  orden  en  qwe  van  impuefitaa.  Entrégncec  & 
Jacinto  Montero  el  caballo  de  su  propiedad  que  man- 
tiene en  depósito  Pablo  Zorrilla,  librándose  al  efecto  ta 
orden  oportuna;  y  por  lo  CfUe  resuíta  del  fallo  recurrí-  ■ 
do,  se  declara  insolventes  á  ambos  procesados  para  loe 
efeetofi  de  la  causa. 

Así.  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos 
Tnandamofl  y  firraainos.  José  Antonio  Píchardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  (íispert. 
— José  V.  Tapia. 


Qoeb.  forma.— Best.  18.— 20  de  JtiIío.— Fnwbas.— He- 

ohoB.   iOüc.  AbrH  SS,  J904-) 

DOCTRINA:    Son  impertinenlea  lai  pruebas 
que  tienen  por  objeto  la.  justificación  de  particula- 
res que  en  nada  pueden  influir  para  dcBTirtuar  loa 
hechos  objeto  de  la  acusación- 
Tratándose  de  un  delito   de   niatiimonio  ilegal 
I  no  es  bastante  expresar  que  el  reo  estaba  casado 

canónicamente,  sino  que  es  Deccsatio  conBiKnar  si 
tal  matrimonio  se  realizó  con  las  formalidades 
que  ta  hy  Civil  exije  para  que  produzca  electos  le- 
gales. 

En  l«  ciudad  du  la  Habana  á  veinte  de  Julio  do  mil 
novecientos  tres;  en  el  recurso  de  canción  por  quebran- 
tamiento de  forma  y  por  infracción  de  ley,  que  pende 
ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por  el  proce- 
pado  l'rbano  Larrea,  cuyo  segundo  apellido  no  consta, 
vecino  de  Santiago  de  Culta,  jornalero,  contra  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  la  antes  expresada  locali- 
dad, en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado  de  la  mis- 
ma, contra  dicho  procesado  por  el  delito  de  matrimonio 
ilegal. 

C.irsA  i>KL  RKcrnfio: 

Resultando  que  abierto  el  juicio  oral  en  esta  causa 
ei  defensor  del  procesado,  satisfiüo  el  trámite  de  con- 
clusiones provisionales  y  entre  otros  elementos  de  prue- 
im  de  que  intentaba  valerse  en  las  aesionts  do  aquól, 
propuso  la  documental  y  |>ene¡a!,  consistente  la  priiuc- 
r<i  en  un  informe  de  cualquier  saeerdote  de  la  religión 
católicíi,  en  el  qne  expreso  Iiw  saiitos  euya  fiesta  celebre 
la  Iglesia  el  veinticinco  de  Enero;  y  1h  segunda,  que  "c 
rile  judicialmente  á  los  sucordotcs  de  la  religión  católi- 
ca Braulio  Odio  y  Sor  Villalonga,  para  que  digan  ei'iino 
ef  cierto  que  para  su  iglesia  el  matrimonio  civil  es  un 
«oncubinato  y  lo  consideran  como  no  celebrados. 
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Insultando  que  el  Tribuna!  á  quo  estimando  im- 
pertinentes las  reíeridas  diligencias  de  prueba,  las  de- 
negó por  auto  de  dope-de  Marzo  último,  el  cual  fué  noti- 
ficado el  día  trece  *1  defensor  del  procesado,  quien,  por 
escrito  del  mismo  día,  hizo  constar  su  protesta  á  los 
efectos  de  interponer  en  su  oportunidad  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma. 

Hechos  probados  : 

Resultando  que  el  cuatro  de  Abril  último  la  men- 
«ionada  Audiencia  dictó  sentencia  en  la  que  se  consig- 
nan los  hechos  probados  que  á  continuación  literalmen- 
te se  transcriben:  "Resultando  probado  que  el  día  on- 
■'ce  de  Septiembre  del  año  próximo  pasado  el  procesado 
*TJrbano  Larrea,  nombrándose  Pablo  Elviro  Rodríguez 
"y  Larrea,  contrajo  matrimonio  canónico  con  Francis- 
''ca  de  la  Caridad  Fredix,  el  que  fué  inscripto  en  el  Re- 
"gistro  civil,  sin  estar  legítimamente  disuelt^a  el  que 
^'contrajo  el  día  veinte  y  uno  de  Febrero  del  año  de  mil 
"novecientos  uno  ante  el  Juez  municipal  de  esta  ciudad 
"con  Aurelia  Belis;  y  que  loa  procesados  Justo  Germán 
'Xugo,  conocido  por  Justo  Collazo,  y  Narciso  Ochoa, 
"conocido  por  Juan  Bautista  Montes,  que  hacía  poco 
"tiempo  conocían  ¿  Larrea,  sin  cerciorarse  de  ai  éste  era 
"ó  no  casado,  sirvieron  de  testigos  en  el  acto  del  matri- 
"monio,  -contraído  por  el  referido  Larrea  con  Francisca 
"de  la  Caridad  Fredix,  aseverando  ser  cierta  la  aíirma- 
"ción  de  aquél,  relativa  á  su  estado  de  soltería  y  coope- 
"rando  de  esta  manera  á  la  ejecución  del  hecho". 

Resoldcion  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  á  quo  condenó  á 
Urbano  Larea,  como  autor  de  im  delito  de  matrimonio 
ilegal,  sin  circunstancias  atenuantes  ni  agravantes,  á  la 
pena  de  ocho  años  y  un  día  de  prisión  mayor,  accesorias 
de  suspensión  de  todo  cargo  y  del  derecho  del  sufragio 
durante  el  tiempo  de  la  condena  y  pago  de  una  tercera 
parte  de  costas,  y  como  responsabilidad  civil  á  que  in- 
demnice á  Francisca  de  la  Caridad  Fredix  en  la  suma 
de  mil  pesetas. 

FuNDAMEÍiTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 


Resultando  que  pedida  aclaración  de  la  sentencia  y 
declarado  no  haber  lugar  á  ello  por  auto  de  ocho  de 
Abril  último,  la  representación  del  procesado  interpu- 
so contra  aquélla  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  en  el  que  cita  como  preceptos  autoñ- 
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zantes  el  número  primero  del  articulo  novecientos  once 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  el  primero  y  se- 
gundo del  novecientos  doce  de  la  propia  ley,  estimando 
que  se  han  quebrantado  las  formas  del  juicio,  por  los  si- 
guientes motivos:  "A. — Porque  debió  admitirse  la 
"prueba  pericial,  pues  tal  vez  ella  hubiera  logrado  de  la 
"Sala  la  declaración  de  que  Larrea  al  contraer  matñ- 
"monio  canónico  lo  habfa  hecho  en  la  convicción  de  que 
"se  trataba  de  un  vinculo  religioso  sin  ningún  efecto  ei-  ■ 
"vil,  pues  si  los  ministros  de  la  religión  católica  huliie- 
"een  declarado  que  para  su  religión  el  matrimonio  ci- 
"vil  era  un  concubinato  (y  que  informaran  acerca  de  e»- 
"te  particular  era  una  de  las  pruebas  propuestas),  era 
"natural  que  Larrea,  teniendo  ea  cuenta  nuestra  Cons- 
"titución  y  las  primeras  órdenes  del  gobierno  Interven- 
"tor  sobre  el  matrimonio,  asi  lo  creyera.  B.— También 
"era  pertinente  el  informe  que  se  pedía,  de  un  sacerdo- 
'te  en  el  que  se  expresasen  los  santos  cuya  fiesta  celebra 
*1a  Iglesia  el  veinte  y  cinco  de  Enero,  porque  habiendo 
"nacido  Larrea  '(y  osto  lo  hubiera  acreditado  sn  partida 
"de  bautismo,  si  se  hubiese  unido  á  los  autos)  ese  día 
"del  año  mil  ochocientos  sesenta  j  ocho  se  hubiese  acre- 
"ditado  que  Pablo  Elviro  era  también  uno  de  los  nom- 
"brce  que  se  le  pusieron  á  Larrea,  probando  que  éste 
"no  tenía  al  usar  el  nombre  de  Pablo  Elviro  Eodriguez, 
"intención  alguna  maliciosa.  C. — También  procede  el 
"recnrso  de  quebrantamiento  de  forma  por  no  haberse 
"expresado  en  la  sentencia  la  edad  de  Justo  Germán 
"Lugo,  conocido  por  Justo  Collazo,  pues  si  éste  es  me- 
"nor  de  edad  no  era  testigo  hábil  para  el  matrimonio,  el 
"que  por  este  solo  defecto  sería  nulo,  según  lo  dispuesto 
"en  el  artículo  ciento  uno  del  Código  Civil,  siendo  de 
"notarse  que  en  el  encabezamiento  de  la  sentencia  no  se 
"expresa  tampoco  la  edad  de  Justo  Germán  Lugo,  in- 
"fríngiendo  el  numero  primero  del  artículo  ciento  cua- 
"renta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y 
"cnj'a  infracción  no  se  observa  en  lo  referente  á  la  edad 
"de  los  otros  procesados.  D. — -Cree  esta  defensa  debió 
"resolverse  en  la  sentencia  si  Urbano  Larrea  y  su  espo- 
"sa  Aurelia  Belis  estaban  separados  hacia  algún  tiem- 
"po  en  Septiembre  de  mil  novecientos  dos;  si  antes  de 
"contrer  matrimonio  religioso  con  Francisca  Fredix  La- 
"rrea  en  concubinato  con  ella,  y  si  Urbano  Larrea  ea 
"también  conocido  por  Pedro  Elviro  Rodríguez  del  mis- 
"mo  modo  que  Justo  Germán  Lugo  lo  es  por  Justo  Co- 
'^la^o  y  Narciso  Ochoa  por  Juan  Bautista  Montes: 
"cuestiones   importantísimas   de   donde   pudiera   dedu- 
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'■'cirse  el  grado  de  malicia  ó  de  imprudencia  con  que 
"obró  el  procesado,  y  el  móvil  ó  interés  que  !o  indujera 
"á  realizar  el  iiiatriraonio  canónico  celebrado  el  once  de 
"Septiembre  de  mil  novecientos  dos.  Para  juzgar  acer- 
"ca  de  la  culpabilidad  de  Larrea,  debió  la  Sala  declarar 
''todos  aquellos  actos  que  tiendan  á  probar  si  mi  defen- 
"dido  al  contraer  matrimonio  religioso  se  propuso  que 
"tuviera  efectos  legales  ó  quiso  meramente  recibir  im 
"sacramento.  E — No  se  puede  negar  que  la  Sala  debía 
"haber  resuelto  la  cuestión  de  si  al  instruirse  el  expe- 
ndiente matrimonial  se  cometieron  las  falsedades  rela- 
"tadas  en  mi  primer  escrito  de  conclusiones,  pnes  si  así 
'■fuera  no  es  posible  se  condenara  al  procesado  en  virtud 
'"de  documentos  falsos.  F. — Habiendo  alegado  esta  de- 
'"fensa  y  pretendido  probarlo  en  el  juicio  oral,  que  en  el 
'■matrimonio  religioso  celebrado  por  Urbano  Larrea  y 
"Francisca  Fredix,  se  hizo  caso  omiso  de  la  Orden  cien- 
"to  cuarenta  del  año  de  mil  novecientos  uno.  debió  la 
"Sala  declarar  eu  la  sentencia  si  se  habia  ó  no  cumpli- 
"do  con  ío  allí  dispuesto,  porque  según  esa  Orden,  si  no 
"se  observaron  Ins  prescripciones  de  esa  disposición,  el 
■'matrimonio  religioso  no  prodnce  efectos  civiles,  y  por 
■■tanto,  si  así  hubiese  sido,  mi  defendido  no  debia  ha- 
"iKTse  visto  acusado  del  delito  de  matrimonio  ilegal"'. 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto tandjíén  recurso  de  casación  por  infracción  de 
!t-y,  autorizado  por  los  casos  primero  y  tercero  del  ar- 
tíeiUo  ofli  ocien  tos  cuarenta  y  nueve  de  la  I^ey  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  alegando  las  siguientes  infraccio- 
nes de  ley:  '"A. — El  articulo  veintiséis  de  nuestra  Con&- 
'"titución  que  declara  que  la  Iglesia  estará  separada  de! 
"Estado,  toda  vez  que  ha  igualado  el  matrimonio  reli- 
"gioso  al  civil,  sin  que  hubiese  nip<lÍado  el  requisito  in- 
■"dispensable.  ])ara  que  surtiera  efectos  legales  el  segiin- 
''do,  de  haberse  observado  en  su  celebración  lo  dispuesto 
'■en  la«  leyes  vigimtes.  C. — Ha  infringido  también,  por 
''indebida  aplicación,  el  mismo  artículo  cuatrocientos 
■■noventa  'leí  Código  Penal  en  relación  con  el  núnient 
'■tres  del  artículo  uno  de  la  Orden  ciento  cuarenta  de 
'■Mili  novecii-Titos  uno.  que  licchira  que  los  matrimonios 
".-¡vil  ó  ri'ÜL'iosn  surtirán  los  mismos  ef.^tos  siempre 
"c|iie  se  (Tielireii  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
"e-til  urden  y  como  k  Saín,  á  pesar  de  ini  enipeño_,  nada 
■■(lile  iiccrcit  de  esle  ptiMicular.  csfoy  en  perfecta  lil>er- 
"tiid  de  cni-r  lo  <iiie  más  me  convenga,  sin  que  sea  un 
"¡niiinveineiite  el  lieclio  pruhado  de  que  el  matrimonio 
"religioso  fué  in.-crito  en  c!  Registro  Civil,  inscripci/ra 
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"que  nada  importaría,  porque  son  nulos  los  actos  ejecu- 
"tados  contra  lo  dispuesto  en  la  ley.  B. — Ha  infringido 
"la  Sala  por  indebida  aplicación  el  artículo  cuatrocien- 
"tos  noventa  del  Código  Penal,  toda  vez  que  ha  penado 
"como  un  delito  de  matrimonio  ilegal  uno  que  no  lo  es; 
"porque  el  artículo  cuatrocientos  noventa  se  refiere  á 
"matrimonios  civiles,  ambos  igualmente  válidos  y  no 
"cuando  el  seguudo  matrimonio  es  solo  puramente  reli- 
"gioso,  aunque  indebidamente  se  haya  inscrito  en  el  Re- 
"gistro  Civil.  La  ley  no  pueile  dar  el  mismo  valor  á  un 
"matrimonio  civil  en  el  que  se  observen  las  formalidades 
■'■'prescriptas  por  niiestra  ley  que  á  un  matrimonio  reli- 
"gioso  celebrado,  sabe  Dios  cómo,  por  el  ministro  de 
"una  religión.  Solo  con  ciertas  garantías  ha  sido  posi- 
"ble  concederles  la  misma  validez.  D. — Ha  infringido 
"por  no  aplicación  el  artículo  quinientos  noventa  y  dos 
"  del  Código  Penal,  toda  vez  que  se  trata  de  un  delito 
"nuevo,  puesto  que  lo$  actos  realizados  por  Larrea  no 
"eran  constitutivos  de  delito  desde  que  se  dictó  la  Orden 
"número  sesenta  y  seis  en  treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  nueve  hasta  e^  ocho  de  Agosto  de 
"mil  novecientos  y  esto  y  la  confusión  de  las  órdenes  re- 
"lativas  al  matrimonio,  y  hasta  el  sentido  común  que 
'•permite  creer  que  estando  separada  la  Iglesia  del  És- 
"tado,  nada  tiene  que  ver  el  segundo  con  el  sacramento 
"del  matrimonio,  acto  meramente  religioso,  suponen  en 
■'Larrea,  que  no  tenia  interés  ninguno  que  le  moviera  á 
"cometer  un  delito,  una  falta  completa  de  malicia:  una 
"imprudencia,  que  en  el  caso  de  ser  temeraria,  castiga- 
"ria  el  articulo  citado.  E. — Bnsta  leer  el  artículo  cua- 
"troeientoe  cincuenta  y  seis  del  Código  Penal  para  com- 
"prender  que  si  Larrea  ha  cometido  algún  delito,  ha  si- 
"do  el  de  escándalo  público,  toda  vez  que  hallándose 
"imido  en  matrimonio  civil  indisoluble,  contrajo  matrí- 
"monio  religioso.  El  artículo  veinte  y  seis  de  nuestra 
"Constitución,  referente  &  la  separación  de  la  Iglesia 
"del  Estado,  es  análogo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  dos 
"de  la  ley  de  España  de  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil 
"ochocientos  setenta  sobre  el  matrimonio  civil  y  es  in- 
■ 'comprensible  que  Cuba  Libre  en  mil  novecientos  tres 
"sea  más  reaccionaria,  ó  si  se  quiere,  más  sentimental, 
"((ue  la  España  de  mil  ochocientos  setenta", 

Ilctiultando  f|ue  admitidos  ambos  recurso.'!  y  perso- 
nado el  recurrente,  previa  la  trimiitación  de  ley,  se  cele- 
l)ró  Ift  vista  pública,  asistiendo  solo  al  acto  el  represen- 
tante del  ministerio  fiscal  que  impugnó  los  motivos  de 
dichos  recursos. 
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Decibios  del  recurso  : 

Siendo  Pouente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  número  primero  del  ar- 
tículo novecientos  once  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  podrá  interponerse,  cuando  se  haya  denegado  al- 
guna diligencia  de  prueba  que,  propuesta  en  tiempo  y 
forma  por  las  partes  se  considere  pertinente. 

Considerando  que  loa  pruebas  propuestas  y  á  que 
hacen  referencia  los  motivos  A  y  B  son  impertinentes, 
pues  los  extremos  que  ee  intentaban  probar  con  la£ 
mismas  en  nada  podían  influir  para  desvirtuar  los  he- 
chos objeto  de  la  acusación,  y  en  tal  concepto,  al  desesti- 
marlo el  Tribunal  á  quo,  no  cometió  la  infracción  de 
forma  del  número  primero  citado. 

Considerando  en  cuanto  á  los  demás  motivos  del 
propio  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  que  de- 
clarándose probado  únicamente  en  la  sentencia  recurri- 
da que  el  procesado  "contrajo  matrimonio  canónico  con 
"Francisca  de  la  Caridad  Predix  el  once  de  Septiembre 
"de  mil  novecientos  dos,  el  que  fué  inscrito  en  el  Begifi- 
"tro  Civil  sin  estar  legalmente  disuelto  el  que  contrajo 
"el  veinte  y  uno  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno,  ante 
"el  Juez  municipal  con  Aurelia  Belis",  no  se  expresan 
clara  y  terminantemente  los  hechos  que  se  estiman  pro- 
bados, habiéndose  omitido  hacer  declaración  sobre  loa 
extremos  que  refieren  los  motivos  señalados  con  las  le- 
tras C  y  F;  porque  para  poder  apreciar  los  antes  referi- 
dos hechos,  que  la  sentencia  estima  delictivos,  precisa 
conocer  si  el  matrimonio  que  se  dice  canónico,  tuvo  lu- 
gar ó  no  mediante  las  formalidades  que  la  ley  civil  exi- 
ge para  constituir  el  matrimonio  legítimo ;  y  por  consi- 
guiente, el  Tribunal  á  quo  debió  expresar  con  precisión 
y  claridad  las  condiciones  en  que  se  celebró,  por  tratar- 
se de  hechos  enlazados  con  las  cuestiones  que  se  resuel- 
ven en  el  fallo,  y  al  no  hacerlo,  cometió  el  quebranta- 
miento de  forma  que  se  !e  imputa;  por  lo  que  procede 
declarar  con  lugar  el  recurso  en  lo  referente  á  los  moti- 
vos antes  expresados:  no  procediendo  hacer  igual  de- 
claración por  ]o  que  hace  á  los  motivos  señalados  con 
las  letras  D  y  E,  porque,  los  hechos  fi  que  los  mismos 
se  refieren,  no  se  encuentran  en  análogas  condicionen  ú 
las  de  los  motivos  antes  examinados,  y  bien  pudo  el  Tri- 
bunal del  juicio  dejar  de  hacer  declaraciones  sobre  elios, 
al  estimarlos  no  probados,  según  se  deduce  del  auto  que 
denegó  la  aclaración  de  la  sentencia. 
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Considerando  que  según  el  artículo  (XLTII) 
cn&renta  y  siete  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  cuando  el  Tribunal  decla- 
re haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  quebranta- 
miento de  forma,  se  abstendrá  de  dictar  sentencia  acer- 
ca del  interpuesto  por  infracción  de  ley. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, interpuesto  por  urbano  Larrea  contra  ]a  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  el  cua- 
tro de  Abril  último,  la  cual  sentencia  casamos  y  anula- 
mos con  las  costas  de  ofício;  y  devuélvanse  los  autos  á 
Ib  Audiencia  de  donde  proceden,  para  que  reponiéndo- 
los al  estado  de  dictar  sentencia,  pronuncie  !a  que  pro- 
ceda, subsanando  la^  faltas  que  se  han  tenido  en  cuenta 
para  declarar  la  caBación,  Aaí  por  esta  nuestra  senten- 
cia, lo  pronimciauíos,  mandamos  y  firmamos,  —  Jo- 
sé Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales.— José  María  Gispert. — 
Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  ^or  e!  Ma- 
gistrado Ponente  Anibrosio  R.  Morales,  celebrando  au- 
diencia pública  este  día  la  Sala  de  lo  Criminal  del  Tri- 
bunal Supremo.  Habana  y  Julio  veinte  y  nueve  de  mil 
novecientos  tres. — Silverio  Castro,  Secretario. 


ftüíja;— Auto  110.— 21  dfl  Julio.— HodwB.  (,G«.,  AMi 

DOCTRINA:  No  m  contradicen  loi  hecho» 
probadiiB  cuando  rt  recarrcnte  al  fundar  el  recnr- 
•o  transcribe  aquíllos  impugnando  la  apreciación 
delátala  en  cuanto  al  elemento  intencional  del 
delito,  porque  dicho  demento  no  eonslituye  pro- 
piamente un  hecho,  tinn  que  «u  apreciación  puede 
■er  sometida  á  la  decisión  del  Tribunal   Supremo. 

Recurso  dekegado: 

Rfsultando  que  en  cansa  seguida  contra  Leonardo 
Tftrrep,  por  el  delito  de  homicidio  frustrado,  la  Au- 
diencia de  Santiago  de  Cuba  dictó  sentencia  en  diez  y 
seis  de  Mayo  último,  condenando  al  mencionado  Toyres, 
quien  estableció  contra  el  fallo  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  autorizado  por  el  caso  tercero  del  ar- 
tículo ochocientos  cnarenfa  y  nueve  de  la  I^ey  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  citando  como  ley  infringida  el  ar- 
tículo cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código  Penal,  en  re- 
lación con  el  tercero  del  mismo  Código,  por  indebida 
aplicación,  y  el  cuatrocientos  treinta  y  dos,  modificado 
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por  la  Orden  número  doscientos  trece  de  mil  novecien- 
tos, por  falta  de  aplicación,  exponiendo  á  este  respecto 
lo  siguiente :  "En  efecto :  dice  el  resultando  probado  de 
"la  sentencia  recurrida,  que  entre  doce  y  una  de  la  tar- 
"de  del  veintiocho  de  Septiembre  del  año  próximo  pa- 
usado mi  defendido,  que  momentos  antes  había  tenido 
"UD  disf^sto  con  alguno  de  los  estudiantes  del  Institu- 
"ío,  por  creer  que  al  pasar  por  ese  lugar  se  habían  nii>- 
"fado  de  su  persona,  encontró  en  la  calle  próxima  á  di- 
"cho  plantel  al  joven  Miguel  Sierra  (que  dicho  sea  de 
"paso  era  estudiante  del  Instituto,  ya  que  la  sentencia 
"no  lo  dice)  y  después  de  preguntarle  si  era  él  el  autor 
"de  la  mofa,  como  Sierra  le  contestara  después  de  ne- 
"garlo  dos  veces,  que  si  quería  creer  que  él  había  sido 
"que  lo  creyera,  Torres,  estimulado  por  dicha  respuesta 
"y  obcecado,  sacó  precipitadamente  un  cuchillo,  dJel  que 
"se  había  provisto  hacía  muy  pocos  instantes,  con  el 
"que  acometió  á  Sierra  causándole  una  herida  superfi- 
"cial  como  de  diez  centímetros  en  la  parte  lateral  supe- 
"rior  del  ciiello,  Herido  Sierra,  emprendió  carrera,  si- 
"guiéndole  Torres  que  lo  amenazaba  de  muerte,  alcan- 
"zándolo  de  nuevo  en  momentos  en  que  Sierra,  fatigado, 
"penetraba  en  el  establecimiento  de  la  calle  de  Cami- 
"cería,  y  Sagarra  y  le  infirió  una  nueva  y  fuerte  cuclii- 
"Itada  COR  ánimo  de  matarlo,  ¿  una  pulgada  más  .aba- 
"jo  del  ángulo  de  la  escápula  en  el  lado  izquierdo,  de 
"cuatro  centímetros  de  longitud  por  ocho  de  profondi- 
"dad,  no  penetrando  más  ni  infiriéndole  más  heridas 
"por  haber  tropezado  el  cuchillo  con  un  hueso  de  la 
"parte  posterior  del  cuerpo  del  agredido,  lo  que  hizo  do- 
"blar  el  arma  casi  completamente,  tardando  en  sanar 
"Sierra  treinta  días  de  su  herida ;  detenido  el  procesado 
"espresó  que  su  propósito  no  habla  sido  otro  que  matar 
"á  su  victima  para  que  no  se  burlara  niés  de  ningún 
"hombre.  Ahora  bien,  que  el  procesado  no  tenia  inten- 
"cióu  de  matar  á  Sierra,  está  demostrado  en  que  éste  al 
"dirigirse  á  éste  y  preguntarle  si  él  fué  el  autoj  de  la 
"mofa,  teniendo  presente  que  ya  momentos  antes  liabl* 
"tenido  un  disgusto  con  los  estudiantes,  prueba  que  mi 
"defendido  no  conociendo  á  Sierra  y  preguntándole  si 
"él  era  ó  no  el  autor  de  aquella  mofa,  no  llevaba  el  pro- 
"pónito  de  causarle  daño  alguno,  sino  más  biea  de  ente- 
"rarse  ú  obtener  una  contestación  á  su  prü^nta.  Pero 
"como  Sierra  al  contestarle  después  de  haberle  negado 
"dos  vwcs  "que  si  quería  creer  que  él  había  sido  que  lo 
"creyera"  (haciéndose  así  resjwusable  de  aquellas  pala- 
"bras),  mi  defendido  en  aquellos  momentos,  obcecado, 
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"le  infirió  con  el  cuchillo  que  portaba  lan  heridas  «¡'jc 
"presenta.  Xo  llevaba  por  lo  tanto  Torres  la  intención 
"  de  instar  á  Sierra,  porque  si  éste  hubiese  persistido  en 
"üu  negativa  de  que  él  no  Imbia  sido  el  autor  de  aquella 
"mofa,  de  seguro  que  Torres  no  lo  hubiera  agredido, 
"porque  de  otro  luodo  si  el  procesado  al  encontrárselo 
"hubiese  llevado  el  propósito  del  i  l>crado  de  matar  á  aquel 
"individuo,  á  Sierra,  no  tuvo  necesidad  de  hacerle  nin- 
"^na  pregunta  para  realizar  su  propósito,  sino  que  de- 
"bió  de  ir  directamente  á  él  y  comenzar  á  causarle  heri- 
"dss  con  el  objeto  de  matario.  Y  como  para  que  exista 
"el  homicidio  es  necesario  que  se  demuestre  con  anterio- 
"ridad  al  hecho. por  medio  de  los  actos  que  se  realicen, 
"que  la  intención  del  agente  no  es  otra  que  la  de  ma- 
"tar,  es  indudable  que  en  este  caso,  donde  mi  defendido 
"no  conocía  á  Sierra,  que  se  dirigió  á  él  para  saber  si 
"fué  el  autor  de  la  luofa  ó  no,  q\ie  no  habían  tenido  re- 
"senti  ni  lentos  ni  enemistades  anteriores  al  día  del  euce- 
"ao,  no  puede  suponerse  esa  intención;  y  aunque  es  un 
"liecho  probado  por  la  sentencia  apelada  que  el  procesa- 
"do  después  que  comenzó  la  agresión  contra  Sierra  lo 
"perseguía  amenazándole  de  muerte  y  expresó  que  su 
"propósito  no  había  sido  otro  que  el  de  matar  á  su  vít- 
"tima,  estas  manifestaciones  que  da  la  sentencia  como 
"probadas  no  pueden  considerarse  como  elementas  in- 
"tegrantes  del  homicidio,  porque  fueron  dadas  á  cono- 
"cer  por  el  procesado  ya  realizando  el  hecho  en  un  nui- 
"mento  de  ofuscación  y  no  antes  como  es  necesario  para 
"que  exista  el  homicidio.  ?ío  cabe  tampoco  tener  en 
"cuenta  para  calificar  el  hecho  de  homicidio,  el  que  mi 
"defendido  hiriera  á  Sierra  con  un  cuchillo,  porque  no 
"dice  la  sentencia  cuando  lo  adquirió,  si  fué  antes  del 
"primer  disgusto  con  los  estudiantes,  ó  b¡  fué  después 
"del  primer  disgusto  y  antes  de  dirigirse  á  Sierra,  por- 
"que  la  palabra  que  emplea  la  sentencia  "del  que  se  lia- 
"bia  proveído,  digo  provisto,  hacia  muy  pocos  instan- 
"tes",  nada  significa,  porque  del  primer  di-sgusto  al  se- 
"gundo  transcurrió  muy  pocos  momentos,  y  no  consig- 
'^ándose  de  dónde  lo  obtuvo  es  de  suponer  que  lo  tenía 
"ya  en  su  poder.  No  es  tampoco  motivo  suficiente  para 
"calificar  un  delito  de  homicidio,  que  el  procesado  corra 
"detrás  del  agredido,  que  profiera  palabras  de  muerte, 
"que  persista  en  el  ataque  y  que  concurran  todas  las  de- 
"máe  circunstancias  que  da  la  sentencia  como  probadas 
"para  determinar  un  delito  como  el  de  homicidio,  por- 
"que  DO  demostrada  la  intención  de  matar,  aunque  con- 
"curran  aquelks  cireunstancias  no  hay  tal  delito,    se- 
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"gún  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  Espa- 
"ña  en  eentencia  de  veintisiete  de  Marzo  de  mil  ocho- 
"cientos  ochenta  y  cinco,  doce  de  Enero  de  mil  ocho- 
"cientoa  ochenta  y  cinco,  cuatro  de  Octubre  de  mil  ocho- 
"cientos  ochenta  y  seis,  veinte  y  cinco  de  Octubre  de  mi! 
"ochocientos  ochenta  y  bcÍb,  diez  y  ocho  de  Enero  de 
"mil  ochocientos  ochavta  y  siete  y  doce  de  Diciembre  de, 
"mil  ocboeientoe  ochenta  y  cuatro". 

Causa  de  la  queja  : 

Beeultando  que  el  Tribunal  á  quo,  por  auto  de 
veintinueve  de  Mayo  último,  denegó  la  «dmieión  del  re- 
curso, fimdándose  en  que  el  recurrente  contradice  los 
hechos  declarados  probados. 

Resultando  que  anunciado  por  Torrea  su  propósito 
de  recurrir  en  queja  contra  el  auto  referido  y  personado 
ante  este  Tribunal  Supremo  interponiendo  el  recurso, 
previa  su  sustanciación,  tuvo  lugar  la  vista  pública  el 
diez  y  siete  del  actual,  con  asistencia  del  Letrado  defen- 
sor del  recurrente  y  del  Ministerio  Fiscal. 
Besolucion  : 

Considerando  que  atendidos  loe  términos  en  que  se 
ha  planteado  el  recurso  con  relación  á  los  hechos  decla- 
rados probados  en  k  sentencia,  no  puede  estimarse  que 
el  recurrente  los  contradiga,  según  añrma  la  Sala  sen- 
tenciadora sin  señalar  en  qué  consiste  la  contradicción, 
pues  del  contexto  del  escrito  de  interposición  del  recur- 
so, se  ve  que  el  procesado  aceptó  integramente  los  refe- 
ridos hechos,  los  cuales,  después  de  transcribirlos,  pro- 
cede sin  contradecirlos  á  examinarlos,  exponiendo  laa 
razones  que,  á  su  juicio,  vienen  á  demostrar  que  no  tu- 
vo la  intención  de  matar  al  agredido,  impugnando  de 
este  modo  la  calificación  de  homicidio  frustrado,  hecha 
por  el  Tribimal  á  q\io;  sin  que  pueda  estimarse,  como 
pudiera  liaber  estimado  dicho  Tribuna!,  para  denegar 
el  recurso,  que  esas  alegaciones  contradicen  la  afirma- 
ción que  üe  hace  entre  tos  hechos  probados  do  que  tuvo 
el  ánimo  de  matar  á  Sierra,  y  de  haberlo  así  expresado 
el  reciirrente  en  los  momentos  de  ser  detenido;  porque 
no  siendo  la  intención  un  elemento  meramente  de  he- 
cho, sino  moral  del  delito,  la  apreciación  que  de  su  exis- 
tencia ó  inexistencia  haya  hecho  dicho  Tribunal  es  su- 
ceptible  de  rectificación  por  este  Supremo  Tribuna!. 

Considerando  que  por  lo  expuesto  procede  declarar 
con  lugar  el  presente  recurso  de  queja,  sin  especial  con- 
denación de  costas. 
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Se  declara  con  lugar  e!  recurso  de  queja  interpues- 
to por  el  procesado  Ijconardo  Torres,  contra  el  auto  de 
v«ÍDte  y  nueve  de  Mayo  último  que  le  denegó  el  de  casa- 
ción, sin  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  etc. 

Lo  proveyeron  y  firmaron  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan.  —  José  Antonio  Pichardo.  —  Luis 
Oaetón. — Joeé  Cabarroeas. — Ambrosio  R.  Morales. — Jo- 
sé María  Gispert. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  ley.— Sent  107.-21  de  Julio.— Perjurio.   (Gaceta, 
Abril  SS,  1904.) 

DOCTRINA:    No  ea  posible  caliGcar  de  [>er- 
jaria   el   hecho   de  expresar,  en   una  declaración 

prestada  bajo  juramento,  ¡neiacta mente  un  par^ 
licalar  referrnic  á  la  misma,  si  de  los  hechos  pro- 
bados no  resulta,  ni  puede  dedacirsc  risa  ron  amen- 
té, que  el  declarante  faltó  á  la  verdad  &  Babiendas 
7  no  por  olvido  de  dichoparticularóporotra  cau- 
sa «pticable. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintiuno  de  Julic 
de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  pW' 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  Elíseo  Iribarren  y 
González,  empleado,  y  Manuel  Gómez  Pont,  barbero, 
vecinos  de  Hegla,  en  la  causa  seguida  contra  los  mismofl" 
ante  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
■  Audiencia  de  la  Habana  por  el  delito  de  perjurio. 

Beeultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau^ 
ea  en  dos  de  Abril  último  contiene,  respecto  á  los  hfr:' 
choB  el  siguiente: 

Hechos  pkobados: 

"fiesuitando  probado :  que  en  el  juicio  número  mií 
"novecientos  diez  de  mil  novecientos  do8,segu¡do  en  eí 
"Juzgado  Correccional  del  Primer  Distrito  contra  Ru- 
"fino  Domenech  por  estafa,  declararon  en  las  diligen- 
"ciás  y  repitieron  en  el  acto  del  juicio  los  dos  procesa- 
"dos  Iribarren  y  Gómez,  bajo  juramento,  que  á  su  pre- 
"Sfencia  y  en  el  mes  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos 
"el  referido  Domenech  habia  devuelto  á  la  denunciante 
"morena  Bárbara  González,  siete  pesos,  veinte  centavos 
"plata,  qne  de  ella  había  recibido,  no  siendo  verdad," 
"puesto  que  la  devolución  no  se  efectuó  hasta  fecha  pos^ 
"terior  después  de  haberse  iniciado  la  causa." 
Resolución  recubrida  : 

Resultando  que  la  Audiencia,  estimando  estos  h&- 
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chos  constitutivos  de  un  delito  de  perjurio  del  que  eon 
autores  los  dos  procesados  los  condenó  á  la  pena  de  un 
aüo  de  prisión  y  pago  déla  mitad  de  las  costas  cada  uno. 

PüNDAMENTOa   DEL  BBCUBSO  DE  CASACIÓN  : 

Eesultando  que  contra  esta  sentencia  interpuaie* 
vwBí  dichos  procesados  el  presente  recurso  autorizado 
por  el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  por  haberse  infringido  el  inciso 
r'mero  del  artígulo  primero  de  la  Orden  número  ciai- 
diez  y  seis  de  mil  novecientos,  dado  que  los  hechos 
que  se  consignan  como  probados  no  constituyen  delito, 
toda'  vez  que  no  se  declara  que  los  procesados  afirmaran 
Sídiberadamente  ser  cierto  el  hecho  de  la  devolución 
por  Domenech,  sabiendo  que  era  falso.     . 

Besultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia, se  ha  sustanciado  debidamente  ante  este  Tribunal 
cele4>rándoBe  la  vista  pública  con  asistencia  del  defensor 
de  loB  recurrentes,  que  sostuvo  la  procedenci-a  del  re- 
enrso  y  del  Ministeno  Fiscal  que  la  impugnó. 

Decisión  del  regusbo: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Lnis  Gastón  y 
Gaetón. 

Considerando  que  el  articulo  primero  de  la  Orden 
número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos,  requiere 
para  que  exista  el  delito  de  perjurio,  que  una  persona 
afinne  deliberadamente  ser  cierto  un  hetího  que  sabe  w 
falso,  después  de  prestar  el  juramento  debido;  y  de  los 
hechos  declarados  probados  en  la  ^ntencia  recurrida, 
dada  la  notable  deficiencia  de  datos  que  respecto  &  los 
mismos  se  consignan,  no  resulta  de  modo  inequívoco, 
qae  ^i  el  presente  caso  concnnan  dichas  circunstancias, 
pnee  el  haber  declarado  los  procesados  bajo  juramraito 
en  un  juicio  seguido  por  estafa,  que  i  su  presencia  y 
en  el  mes  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos  el  acusado 
de  aquel  delito  habia  devuelto  á  la  denunciante  del  mis- 
ino una  cantidad  que  de  ella  habia  recibido,  no  siendo 
verdad,  puesto  que  la  devolución  no  se  efectuó  hasta 
fedia  posterior,  después  de  iniciada  la  causa,  ánics- 
meute  deniuestra  que  dichos  procesados  erpresaron 
inexactamente  la  fecha  en  que  ee  verificó  la  indicada 
devolución  de  dinero;  y  este  hecho  por  sí  solo,  sin  t»ns- 
tar  cuando  se  hizo  la  declaración,  ni  cuando  se  inició 
la  causa,  ni  ningún  otro  antecedente  que  revele  que  los 
áeclarantes  incurrieron   en   tal   inexactitud   consdente 
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y  maliciosamente,  y  no  por  olvido  de  ese  detalle  á  otra 
causa  explicable,  no  puede  legalmente  calificarBe  y  pe- 
narse como  delito  de  perjurio;  y  por  tanto,  al  hacerlo 
la  Sala  sentenciadora,  ha  cometido  la  infracción  legal 
y  el  error  en  que  se  funda  el  recurso  dando  lugar  í  la 
casación  de  la  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
higsT  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in< 
terpueeto  por  Elíseo  Iribarren  y  González  y  Manuel 
Gómez  Font,  contra  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
de  referencia,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos, 
sin  especial  condenación  de  costas.  Asf  por  esta  núes- 
ira  sentencia  que  como  la  que  seguidamente  se  dicta, 
ée  comunicará  etc.,  la  pronunciamos,  mándame»  y 
ñrmamos.  José  Antonio  Fichar  do. — Luis  Gastón. — Am- 
brosio R,  Morales- —  José  María  Oispert. —  José  V. 
Tapia. 

Ssgimda  sentonda.  — -^  ¡^  múma  fe^ta  dittó  el   TrUmnal 
nueva  tenieneia  en  loi  liguienta  términos: 

Beprodueiendo  los  Resultandos  de  dicha  sentén- 
■cia  casada  y 

Considerando  que  los  hechos  que  se  han  declarado 
probados  no  constituyen  el  delito  de  perjurio  acusado, 
ni  ningún  otro,  puesto  que  de  aquéllos  no  consta  ni  ee 
deduce  rigurosamente  que  a)  expresar  los  procesados 
«on  inexactitud  en  el  juicio  de  referencia,  y  bajo  jura- 
mento, la  fecha  en  que  dicen  presenciaron  la  devolución 
lie  una  cantidad,  lo  hicieron  conscientemente  y  e<A 
ánimo  deliberado  de  faltar  á  la  verdad,  que  es  lo  que 
requiere  el  articulo  primero  de  la  Orden  número  ciento 
diez  y  seis  de  mil  novecientos  para  que.  exista  el  delito 
de  perjurio. 

Considerando  que  en  tal  virtud  procede  absolver  á 
loe  procesados,  declarando  las  costas  de  oficio. 

Vistos,  etc. 

Follamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á 
Elíseo  Iribarren  González  y  Manuel  Gómez  y  Font  del 
delito  de  perjurio  que  se  lea  imputa,  declarando  ác  oñcio 
las  costas  causadas.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  de- 
finitivamente juzgando  to  nronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  José  Antonio  Píchardo. —  Luis  Gastón. — 
Ambrosio  R.  Morales. — José  M*  Gispert. — José  V. 
Tapia. 
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Inl  ley.— Sent.  108.— 22  de  Julio.— Palsifloaáón  7  Es- 
tafa. {Gatt.  Abril 28,  1904..) 

DOCTRINA:    Es  res  pon  «a  ble  en  concepto  de 

autor  por  inducción  del  delito  de  falsedad  quien 
busca,  alecciona  j  deteru^ina  é.  ana  persona  é.  que 
concurra  auna  escritura  pliblica  suponiendo  ser 
la  que  tenia  derecho  á  otorgarla,  en  cujo  concep- 
to se  atribuye  el  nombre  y  geiierales  deéstaj 
otorga  y  firma  el  contrato. 

Carece  de  eficacia  para  lí.  casación  de  un  lallo, 
un  iDOtivoen  el  t|ue  se  alega  un  error  técnico  de  la 
Sala,  que  de  ser  corregida  \¡o  habfa  de  alterar  la 
calificación  del  delito  ni  la  pena. 

No  siendo  el  perjuicio  de  tercero  elemento  inte- 
granle  di!  delito  de  falsedad  en  documento  públi- 
co, cuando  aqu^l  concurre  como  tesnltado  del  me- 
dio doloso  empleado,  puede  ser  apreciado  con- 
juntamente cun  el  de  falsedad  el  delito  de  estafa  y 
BplicarBe  al  hecho  la  penalidad  en  la  lorma  pre- 
vista en  el  artículo  88  del  Código  Penal. 

Se  aplica  debida  mente  el  artículo  326  del  Código 
Penal  cnl'udo  se  impone  al  reo  la  multa  sefialada 
á  la  falsificación  cometida  por  ser  dicha  multa  su- 
perior en  su  mínimo  al  triple  del  Incro  obtenido. 

El  citado  articulo  %26  tiene  porobjcto  graduar, 
cuando  el  lucro  obtenido  6  propuesto  fuere  tbIüb- 
ble,  la  pena  de  multa  que  la  ley  señala  é  determi- 
nadas falsificaciones  con  lucro  6  siti  £1,  y  no  obsta 
á  que  se  castigue  el  delito  de  estafa  cuando  haja 
concurrido  con  el  de  falsificación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  doB  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación 
por  infraeión  de  ley  que  pende  ante  esta  Sala  del  Tri- 
bunal Supremo,  interpuesto  por  los  procesados  Aniceto- 
Ángel  Bello  y  Díaz,  natura!  y  vecino  de.  Ceiba  Mocha^ 
soltero,  carpintero  y  de  cuarenta  y  cinco  años  y  Rita 
Pol  y  Castañeda,  natural  de  Jagüey  Grande,  vecina  de 
Matanzas,  soltera,  criada  y  de  treinta  y  seis  años  de 
edad,  contra  sentencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de 
Matanzas,  en  causa  por  estafa  y  falsificación  de  docu- 
jnento  público. 

Beeultando  qne  la  expresada  sentencia  de  aiete  de 
Marzo  último,  contiene  los  eiguientea: 

Hechos  rnoBADOs: 

"Primero:  Resnltando  probado  que  el  procesado- 
"Bello  deseando  vender  por  documento  público  la  dé- 
"cima  parte  de  un  potrero  compuesto  de  cinco  caballe- 
"rías  ciento  ocbo  cordeles  de  tierra,  situado  en  9ei- 
"ba  Mocha,  propiedad  de  su  hermana  Doña  María  de 
"la  Concepción  de  los  Angeles  Bello  y  Díaz,  que  se  dice 
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"muerta,  y  que  hubo  en  unión  de  otras  por  herencia  al 
"fallecimiento  de  su  tío  Don  José  Díaz  y  Acosta,  del 
"cual  fueron  declarados  herederos,  comisionó  al  proce- 
"eado  Antonio  Milián  para  que  le  buscase  una  mujer  de 
"edad  que  necesitaba  para  un  asunto". 

"Segundo:  liesultando  probado  que  Milián,  que 
"conocía  (ie  anti^o  á  Hita  Pol,  llevó  á  Bello  á  casa  de 
"ésta,  ignorando  la  conferencia  que  iban  á  celebrar  co- 
"mo  también  la  clase  de  instrucciones  que  le  diera 
Bello". 

"Tercero:  liesultando  probado  que  Bello  instruyó 
"á  la  Pol,  dándole  en  un  papel  las  .eenernles  de  Doña 
"María  de  la  Concepción  de  los  Anjíeles  Bello  y  Díaz, 
"para  que  se  las  aprendiera  de  momoria,  puesto  que  la 
"necesitaba  para  que  pasara  por  su  hermana,  é  instruida 
"convenientemente  concurrieron  ambos  procesados  á  la 
"notaría  de  Don  Ouillermo  Caballero  el  día  dos  de  Oc- 
"tubre  último,  otogando  la  Pol  como  vendedora  y  11a- 
"mándose  Haría  de  la  Concepción  de  los  Angeles  Bello 
"y  Díaz,  la  escritura  que  teatimoniada  se  encuentra 
"desde  fojas  diez  y  seis  vuelta  &  la  veinte  y  cuatro  del 
'sumario  correspondiente,  por  la  que  vendió  á  Don  Mi- 
"guel  Betancourt  y  Dúvalos  como  mandatario  de  su 
^'hermano  Don  Pedro  de  iguales  apellidos,  la  décima 
"parte  de  las  eineo  caballerías  de  que  se  decía  dueña". 

"Cuarto:  Resultando  probado  que  Bernardo  Pérez 
*'y  Qarcía  y  Celestino  Suárez  y  Menéndez  asepiraron 
"bajo  juramento  como  testigos  en  la  referida  escritura 
"que  Rita  Pol  y  Castañeda  era  María  de  la  Concepción 
"de  los  Anales  Bello  y  Díaz,  que  comparecía  como  ven- 
*'dedora  por  habérselo  presentado  Bello,  á  quien  siempre 
"tuvieron  por  bueno  y  cumplió  con  ellos  las  obligacio- 
*'ne3  que  contrajo,  como  su  hermana  y  aunque  couocie- 
"sen  á  ésta  de  niña,  hacia  más  de  diez  y  seis  años  que 
"no  la  habían  visto,  sin  que  nunca  fuera  frecuente  su 
"trato  con  ella". 

EESOLrClÓN   EECÜBBIDA  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
que  esos  hechos  constituían  un  delito  de  estafa,  penado 
en  el  caso  séptimo  del  articulo  quinientos  cincuenta  y 
nueve  del  Código  y  otro  de  falsificación  de  documento 
público,  condenó  &  Aniceto  Ángel  Bello  á  once  años  y 
cuatro  meses  de  presidio  mayor  y  multa  de  doce  mil  pe- 
setas, accesorias,  indemnización  y  costas,  y  á  Rita  Pol  á 
diez  años,  ocho  meses  y  un  día  de  prisión  mayor,  acceso- 
rias, indemnización  y  costas;  y  por  auto  de  catorce  de 
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Mayo  fué  aclarada  la  ecntencia,  á  instancia  del  Minis- 
terio Fiscal,  en  el  Ecntido  de  que  se  condenaba  á  Ángel 
Bello  como  autor  por  inducción. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  han  inter- 
puesto los  procesados  reciirso  de  casación  por  infracción 
d<'  ley,  autorizado  por  el  número  tercero  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  lej  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  citando  como  infringidoe,  Ángel  Bello,  loB 
artícnloe  quinientos  cincuenta  y  nueve,  número  sépti- 
mo, trepcientoa  diez  y  trescientos  once  del  Códijro  Pe- 
nal, pues  los  hechos  declarados  probados,  solamente  en 
cuanto  se  refieren  á  él,  pueden  ser  constitutivos  de  un 
delito  de  estafa,  porque  á  esa  finalidad  solo  encaminó 
8U3  actos  y  no  intervino  en  el  otorgamiento  de  la  eb- 
critura ;  y  la  Pol  cita  como  infringidos :  A.  El  número 
séptimo  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del 
Código  Penal,  al  aplicarse  conjuntamente  con  los  ar- 
tículos trescientos  diez  y  trescientos  once  del  mismo  Có- 
digo y  como  consecuencia  de  esa  infracción  la  del  artícu- 
lo ochenta  y  ocho  del  mismo:  Primero,  porque  los  he- 
chos declarados  probados  no  constituyen  el  delito  de  es- 
tafa, pues  falta  la  defraudación  á  loe  que  como  testigos 
firmaron  el  documento  y  on  cuanto  á  Betancourt,  su 
defraudación  no  estriba  en  haber  firmado,  sino  en  haber 
comprado  á  un  fingido  dueño  y  esto  sería  el  delito  del 
párrafo  primero  del  artículo  quinientos  sesenta  y  uno, 
no  apreciado  por  la  Sala  sentenciadora.  Segundo,  por- 
que las  estafas  no  deben  ser  cousideradas  en  ningún  ca- 
so fines  de  las  falsificaciones,  porque  el  engaño  está 
comprendido  en  la  falsedad  y  el  lucro  q\w  se  obtiene 
con  ésta  lo  castiga  el  artículo  trescientos  veinte  y  seis ;  y 
tercero,  que  no  cabe  aplicar  el  artículo  ochenta  y  ocho, 
pues  si  ta  falsedad  con  lucro  estimable  es  una  fi^ra  de 
delito  exclusivamente  reprimido  como  falsedad,  sin  de- 
jar residuo  que  pueda  ser  constitutivo  de  estafa,  claro 
está  que  no  hay  términos  hábiles  de  apreciar  en  forma 
alguna  una  estafa  derivada  de  la  misma  falsedad,  ni 
elevar  al  máximo  en  razón  de  aquélla  la  pena  de  ésta, 
siendo  improcedente  la  aplicación  de!  artículo  ochenta  y 
oc-ho.  B.  Cito  como  infringido  jHJr  falta  de  aplicación 
el  artfcido  trescientos  veinte  y  sois  del  Código  Penal, 
pues,  aun  cuando  se  diga- — tal  í^ez — que  la  multa  del 
tanto  al  triplo  del  lucro  propuerito  ó  reportado,  á  que  di- 
cho articulo  se  contrae,  no  era  de  imponerse  aquí,  por 
cnanto  el  máximo  de  ella   (que  ignoramos  en  verdad, 
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porque  la  sentencia  nada  dice  respecto  i  la  ascendencia 
del  perjoicio,  como  no  sea  al  determinar  la  indemniza- 
ción, y  eso  de  un  modo  que  produce  dudae,  por  el  pe- 
qaeño  importe  de  la  misma),  el  máximo  de  esa  multa, 
repito,  es  menor  que  el  mínimo  de  la  señalada  á  la  fal- 
sificación cometida  por  particulares  en  documento  pú- 
blico ú  oficial  {mi!  doscientos  cincuenta  pesetas),  care- 
cía de  toda  fuerza  y  eficacia  la  objeción  al  considerar 
qne  el  articulo  ochocientoa,  digo,  trescientos  veinte  y 
seis,  se  ha  infrin^do  no  aplicándolo  en  tanto  que,  con- 
forme á  él,  si  cuando  el  triplo  del  lucro — máximo  de  la 
multa  proporcional  que  dispone — es  mayor  que  el  mí- 
nimo de  la  especialmente  señalada,  debe  imponerse  tan 
solo  aquélla  y  no  ésta  cuando,  á  la  inversa,  deba  impo- 
nerse la  multa  especial  del  articulo  que  define  la  false- 
dad pers^^ida,  ha  de  aplicarse  ésta  y  no  otra  por  el  lu- 
cro reportado  ó  propuesto,  conforme  al  propio  articulo 
trescientos  veinte  y  seis  que  para  el  primer  caso  ordena 
la  multa  proporcional  y  para  el  segundo  reitera  y  confir- 
ma la  aplicabilidad  de  laa  multas  señaladas  á  cada  false- 
dad. Se  ha  infringido,  además,  el  artículo  trescientos 
veinte  y  seis,  por  cuanto  obstatívo  k  la  calificación  con- 
junta de  estafa  y  falsedad  al  señalar  una  pena  exclusi- 
vamente pecuniaria  para  todos  los  casos  de  lucro  en 
falsedades,  ha  servido  aqui  el  lucro  no  ya  para  elevar  la 
pena  temporal  de  prisión  mayor  señalada  á  la  falsedad 
i  su  grado  máximo  (error  que  pertenecería  al  proble- 
ma jurídico  del  caso  sexto,  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjniciamiento  Criminal  y  va 
implícito  en  el  problema  que  planteo  dentro  del  núme- 
ro tercero  del  propio  articulo),  sino  que  ha  permitido 
calificar  conjuntamente,  contra  la  letra  y  el  espíritu  dé 
esa  disposición  legal,  la  estafa  y  la  falsedad  como  medio 
éata  de  aquélla". 

Resultando  que  celebrada  la  vista,  los  recurrentes 
sostuvieron  sus  respectivos  recursos,  y  el  Ministerio 
Fiscal  impugnó  el  de  Aniceto  Ángel  Bello  y  coadyuvó 
al  de  Rita  Pol  por  Ia«  infrafciones  segunda  y  tercera  del 
motivo  segundo  letra  A  v  segunda  parte  del  motivo  le- 
tra B.  ■       " 

DecISIÓV  del  RKCllíSO  : 

Siendo  Ponente  el  Magititrado  José  V.  Tapia. 

Considerando  que  los  hechos  que  declara  probados 
la  sentencia  y  de  que  es  autor  por  inducción  directa  y 
eficaz  el  procesado  Bello,  evidentemente  constituyen  un 
delito  de  falsificación  de  documento  piiblico,  porque  en 
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escritura  de  compra-venta  de  dos  de  Octubre,  otorga- 
ante  el  Notario  Caballero,  la  otra  procesada  Rita 
1  compareció  fingiendo  ser  Maria  de  la  Concepción 
los  Angeles  Bello  y  Díaz,  con  lo  cual  falsamente  hí- 
intervcnir  á  ésta  en  el  instrumento  público,  y  por  con- 
iiiente,  la  Sala  ha  calificado  con  acierto  loa  hechos  de- 
tuosos,  sin  cometer  las  infraccionce  que  le  atribuye  el 
:urso  del  proecsado  Bello. 

CoDsidcraudo,  con  respe«to  al  recurso  de  la  Pol, 
;  para  los  fines  de  la  casación  carece  de  virtualidad  la 
,mera  infracción  del  motivo  letra  A,  que  ee  acusa, 
rque  el  hecho  de  haber  vendido  la  procesada  á  «n  ter- 
■0  una  finca  suponiendo  ser  la  persona  de  la  dueña,  es 
!¡r,  usando  un  nombre  fingido,  sino  la  estafa  definida 
leñada  en  el  número  séptimo  del  articulo  quinientos 
Lcuenta  y  nueve  del  Código,  como  equivocadamente  ha 
iniado  la  Sala  sentenciadora,  constituye  á  tjjdas  luces 
comprendida  en  el  número  primero  del  mismo  artícu- 
y  la  subsanacJón  de  este  error,  de  importancia  pura- 
inte  técnica,  en  na<la  favorecería  al  recurrente. 
Considerando  que  la  procesada  Pol,  no  solo  come- 
falsificación  de  docuemnto  público,  fingiendo  en  el 
jrgamionto  de  uno  de  esa  clase  ser  la  persona  de  Ma- 
,  de  la  Concepción  de  tos  Angeles  Bello  y  Díaz,  sino 
e  también  por  ese  medio  engañoso  defraudó  á  un 
cero,  y  como  el  perjuicio  para  tercero  no  es  elemento 
lispensable  de  la  falsedad  en  documento  público  4 
cial  y  en  el  caso  presente  tiene  sanción  penal  separa- 
en  otra  sección  del  Código,  el  Tribunal  á  quo  no  ha 
netido  los  errores  que  se  suponen  en  las  infracciones 
;unda  y  tercera  del  motivo  A,  ai  calificar  los  hecho» 
delitos  de  falsificación  y  estafa  y  aplicar  el  artículo 
lenta  y  ocho,  que  es  de  rigurqsa  aplicación,  pues,  ó 
n  sido  cometidos  ambos  en  un  solo  acto,  ó  el  uno  fué 
tdio  para  cometer  el  otro. 

Considerando  que  tampoco  procede  la  casación  por 
motivo  letra  B,  en  cuanto  á  su  primera  parte,  funda- 
en  inaplicación  del  articulo  trescientos  veinte  y 
3  del  Código  Penal;  porque,  prescindiendo  de  que 
r  su  confusa  exposición  no  se  comprende  el  razona- 
ento  on  que  se  apoya,  es  lo  cierto  que,  al  imponer  al 
jcesado  la  multa  señalada  á  la  falsificación  cometida, 
r  ser  dicha  multa  superior  en  su  mínimo  al  triple  del 
;ro  reportado,  la  Sala,  contra  lo  que  afirma  el  recu- 
ente, hizo  aplicación  del  citado  artículo  trescientoe 
nte  y  seis,  ya  que  tal  es  lo  que  el  referido  artículo  pre- 
jtúa ;  y  en  cuanto  é  la  segunda  parte,  porque  el  artícu- 
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lo  trescientos  veinte  y  seis  tiene  por  objeto  graduar, 
cuando  el  lucro  reportado  ó  propuesto  fuese  valuable, 
la  pena  de  multa  que  la  ley  señala  á  determinadas  falsi- 
ficaciones con  lucro  ó  sin  é),  y  en  ninguna  manera  obs- 
ta á  que  Be  pene  la  estafa  que  haya  concurrido  al  de- 
fraudarse ó  perjudioarse  á  un  tercero  con  engaño. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  los  recursos  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuestos  por  los  procesados  Aniceto  Ángel  Bello 
y  Rita  Pol,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  díga- 
se al  Secretario  de  la  Audiencia  de  Matanzas,  Julio  Jun- 
co y  Despau,  qne  cuide  incluir  en  los  testimonios  de  las 
sentencias  recurridas,  que  facilite  á  las  partes,  los  au- 
tos por  los  que  haya  accedido  á  la  aclaración  de  aqué- 
llas ó  se  haya  denegado  la  aclaración. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  K.  Morales. — José  María  Gispert. — 
Joeé  V.  Tapia. 


Inf.  ler.—Sent.  109.— 22  de  Julio.— Hurto.  (,Gae.  Abñl 

SS,  190Í.') 

DOCTRINA:    Aun  ennecio  en  la  s«ntrnda  no 

se  coniiígne  cxpretiBnienle.  que  la  sustracción  de 
un  objeto  se  realizó  sin  voluntad  de  su  dueflii,  im- 
ptícitamcnte  queda  decluriido  «1  eipreaarae  que, 
el  procesado  se  apiiderd  de  dicho  objeto  con  Ani' 
ino  de  lucro,  In  cual  es  auñciente  para  mantener  la 
cnliñcación  de  hurto  que  de  dicho  hecho  hace  la 
Sala  ecntenciadura. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  reinte  y  dos  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación 
que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto,  por 
el  procesado  Sixto  Ferrer,  cuyo  segundo  apellido  y  ofi- 
cio no  consta,  vecino  de  San  Antonio,  contra  sentencia 
dictada  por  la  Sección  Segunda  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa  que  se  si- 
guió á  dicho  procesado  en  el  Juzgado  de  San  Antonio, 
por  el  delito  de  hurto. 

Hechos  pbobados: 

Besultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  de 
diez  y  siete  de  Abril  último  se  contiene  el  siguiente: 
"Resultando  probado  que  en  veinte  de  Julio  último  el 
"procesado  moreno  Sixto  Ferrer,  que  ha  sido  condena- 
"do  por  ejecutoria  por  el  Juzgado  correccional  de  San 
"Antonio  en  la  causa  número  cincuenta  y  tres  de  mil 
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"noTecieutoB  tmo,  por  hurto  7  en  ia  setenta  y  eeis  del 
"año  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  del  Juzgado 
"San  Antonio,  por  estafa,  en  sentencia  de  dos  de  No- 
"viembre  de  dicbo  año,  se  apoderó  con  ánimo  de  lucro 
"de  un  caballo  de  la  propiedad  de  Don  Manuel  Valle, 
'quien  lo  tenia  amarrado  á  naa  estaca  en  la  ñnca  de 
"San  Rafael"  del  termino  municipal  de  Güira  do  Mele- 
"na,  habiéndose  taaado  el  caballo  en  setenta  y  cinco 
pesos". 

Resolución  recurbida : 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia  condenó  k 
Sixto  Ferrer,  como  autor  de  un  delito  de  hurto,  com- 
prendido en  el  caso  tercero  del  articulo  quinientos 
treinta  y  seis,  en  relación  con  el  tercero,  del  quinientos 
treinta  y  ocho  del  Código  Penal,  sin  la  concurrencia  de 
circuiistancifts  modiñcativas'de  la  responsabilidad  cri-' 
minal,  á  la  pena  de  cuatro  años  dos  meaes  y  un  día  de 
prisión  correccional,  accesoriaa  de  suspeneión  de  todo 
cargo  público,  oficio  6  derecho  de  sufragio  durante  la 
eondena,  j  costas. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 


de  I 


Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  infraoción  de  ley,  fun- 
dado en  el  número  primero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
y  citando  como  infringidos  los  artículos  quinientos 
treinta  y  cinco,  quinientos  treinta  y  seis  y  quinientos 
treinta  y  ocho  del  Código  Penal  por  indebida  aplicación 
en  el  concepto  de  que  la  sentencia  no  expresa  que  Fe- 
rrer tomara  el  caballo  sin  la  voluntad  de  su  dueño. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previos  los  trámites  de  ley,  ee  celebró  la  vis- 
ta pública  con  la  sola  asistencia  del  Ministerio  Fiscal, 
que  impugnó  el  expresado  recurso, 

DECI8IÓ>f   DEL  BECCRSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  aun  cuando  la  sentencia  no  con- 
signa expresamente,  como  debiera  hacerlo,  que  la  sus- 
tracción del  caballo  de  la  finca  "San  Rafael"  se  realiza- 
ra sin  la  voluntad  de  su  dueño,  implícitamente  lo  decla- 
ra al  eütiuiar  probado  que  el  procesado  se  apoderó  de  di- 
cha bestia  con  ánimo  de  lucro;  pues  tales  expresiones 
presuponen  que  no  cxif;tió  el  asentimiento  del  dueño,  lo 
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cual,  ain  duda  al^iuia.  tuvo  en  cuenta  el  Tribunal  á 
quo  apreciando  con  arreglo  á  bu  conciencia  las  pruebas 
que  se  practicaron  en  el  juicio,  al  declarar  reo  del  deli- 
to de  hurto  al  recurrente;  cuja  declaración  debe  esta 
Sala  respetar,  no  existiendo  en  la  sentencia  elemento  de 
hecho  en  que  basar  una  apreciación  distinta  ¿  la  que  hi- 
zo dicho  Tribunal. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  ante- 
riormente, la  8ata  sentenciadora  no  ha  infrinf^do  los 
artículos  del  Códif;o  Penal  que  se  citan,  ni  cometido  el 
error  de  derecho  que  se  le  artibuye,  procediendo  en  con- 
secuencia  que  se  declare  sin  lugar  el  presente  recurso, 
con  la«  costas  del  mismo  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  a!  recurso  de  eaaación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  procesado  Sixto  Forrer,  contra  la 
m^icionada  sentencia  de  diez  y  siete  de  Abril  último, 
con  las  costas  á  su  cargo.  Aaí  por  ceta  nuestra  sentencia 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— ,) osé  Anto- 
nio Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas  Horta. 
— Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 


IbI  loy, -Seat  110.-22  de  Julio.- Sapto,  (Oae.  Abñl 

£8,  1904..) 

DOCTRINA:  El  delito  de  rapto  exije  cotno 
elemento  primordial  de  su  ezietencia  la  sustrac- 
ción &  apartamiento  de  la  ofendida  del  lugar  pa- 
terno &  cfel  lugar  en  que  se  encuentra  al  amparo 
de  sus  guardadores  para  llevarla  á  otro  distinto  j 
fuera  del  alcance  de  aquíllos  á  fio  de  aatiifficer  de- 
seos sensuales. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  dos  de  Julio 
de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  en  la  causa  seguida  por 
rapto  ante  la  sección  primera  de  la  Sala  du  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  entre  partes,  de  la 
una  el  Ministerio  fiscal  y  el  acusador  particular  more- 
no  ,  cuyo  oficio  y  vecindad  no  consta,  y  de  la 

otra ,  de  la  raza  negra,  representante  de  lo* 

africanos,  y  vecino  de  esta  ciudad. 
Hechos  pbo&ados  : 

"Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
'causa  en  veinte  de  Abril  último  .ee  consignan  los  iie- 
■choB  procesales  en  el  siguiente  líosultando   probado: 

'Que  el  procesado  en  esta  causa que  conoció 

'en á  la  familia  del  moreno llevan- 
do relaciones  amorosas  con  la  bija  de  éste , 
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eoQ  palabra  de  matrimonio,  hizo  venir  á  la  referid» 

familia  á hospedáadoee  ésta  por  au  cuesta 

'en  la  casa  de  vecindad  donde  él  vivia, 

,  cuyas  habitaciones  cetán  separadas  é  in- 

"comunieadas  y  el  dia  diez  de  Diciembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  sedujo  á  la mayor  de  doce  y  nie- 

'noF  de  veinte  años,  sacándola  de  la  habitación  de  sus 

"padres  y  llevándola  á  la  suya,  donde  varias  veces  an- 

"teriores  y  además  en  esa  fecha  realizó  con  ella  actos 
carnales:  La  ofendida  de  vida  moral  y  de  familia  hon- 

"rada  era  tenida  en  ei  concepto  público  por  doncella, 
'sin  que  se  haya  justificado  que  hubiera  perdido  su  vir- 

"ginidad  con  otra  persona  en  época  anterior  á  esos  he- 

''chos." 


Kesolcción  recurrida  : 

Beeultando  que  ta  Audiencia,  estimando  los  hechoi 
que  declaró  probados,  constitutivos  de  un  delito  de  rap- 
to de  una  doncella  con  su  anuencia,  y  al  procesado  como 
autor  del  mismo,  sin  circunstancias  especiales,  le  con- 
denó á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  diaa 
de  prisión  correccional  con  sus  accesorias:  á  dotar  4  la 
ofendida  en  la  cantidad  de  dos  mil  quinientas  pesetas,  ó 
&  sufrir  en  au  defecto,  la  prisión  subsidiaria  correspon- 
diente, á  reconocer  la  prole  si  la  hubiere,  y  al  pago  de 
las  costas. 

Fundamentos  del  becueso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  dicho 
procesado ei  presente  recurso  expresando  estar  au- 
torizado por  los  artículos  ochocientos  cuarenta  y  aiet«, 
ochocientos  cuarenta  y  ocho,  párrafo  primero  y  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve,  números  primero  y  tercero  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  haberse  infringido  el 
artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  de!  Código  Penal, 
modificado  por  la  Orden  número  doscientos  cincuenta 
y  siete  de  mil  novecientos  uno,  en  el  concepto  de  que 
los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  y  que 
transcribe  no  constituyen  el  delito  de  rapto  definido  en 
dicho  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código 
Penal,  por  cuanto — agrega — ei  referido  articulo  exige 
como  circunstancia  esencial  que  la  mujer  sea  doncella, 
y  no  puede  ser  doncella  la  mujer  que  haya  perdido  su 
virginidad  y  además  porque  el  rapto  de  una  mujer  pre- 
supone no  tan  sólo  que  el  raptor  con  su  anuencia  ta  !-a- 
que  del  cuarto  de  aua  padres,  sino  que  el  raptor  la  colo- 
que fuera  del  alcance  de  la  persona  bajo  cuya  guarda 
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y  autoridad  se  encuentra,  y  este  requisito  esencial  en 
el  delito  de  rapto  falta  en  los  hechos  declarados  proba- 
dos en  el  Resultando  inserto,  puce  habiéndola  llevado  á 

su  habitación  próxima  á  la  de  los  padres  de , 

no  la  puso  fuera  del  alcance  de  éstos  j'  por  todo  e'lo 
infringe  la  sentencia  la  Ley  citada,  penando  como  de- 
lito de  rapto  lo  que  no  es  ese  delito.  También  ha  infrin- 
gido la  Sala  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del 
Código  Penal  por  haber  cometido  error  de  derecho  al 
calificar  en  los  hechos  de  su  líesultando  probado,  como 
rapto  lo  que  pudiera  constituir  un  delito  de  estupro." 
Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Au- 
diencia se  ha  sustanciado  debidamente  en  este  Tribu- 
nal, celebrándose  la  vista  pública  con  asistencia  del  de- 
fensor del  recurrente  que  sostuvo  la  proceilonoia  -de 
aquél  y  del  Ministerio  Fiscal  que  lo  apoyó. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Fonento  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastou. 

Considerando  que  los  hechos  declarados  probados 
en  la  sentencia  recurrida,  de  haber  el  ()ropesado  indu- 
cido á  la  familia  de ,  á  la  que  conocía,  llevan- 
do relaciones  amorosas  con  su  hija ,  á  venir  á 

esta  ciudad  y  hospedarse  por  su  cuenta  en  la  misma  ca- 
sa en  que  él  vivia,  demueetran  que,  aun  cuando  dicha 
casa  fuera  de  vecindad  y  separadas  las  habitaciones  que 
ocupaban  uno  y  otros,  el  ánimo  y  el  propósito  de  todos 
fué  el  vivir  en  íntima  unión  y  bajo  el  mismo  tocho,  de- 
biendo entenderse  que  así   lo  realizaban,  y  por  couíi- 

guiente,  el  haber  seducido  á ,  aunque  ésta  fuerii 

reputada  como  doncella,  para  que  saliera  de  la  habi- 
tación de  sus  padres,  como  lo  hizo  repetidas  veces,  y 
fuera  á  la  suya,  donde  verificaban  actos  carnales,  no  pue- 
de estimarse  constitutivo  del  delito  de  rapto,  que  comff 
la  misma  palabra  indica  exige  como  elemento  primor- 
dial de  su  existencia  la  sustracción  6  apartamiento  do  'a 
ofendida  del  hogar  paterno  ó  del  lugar  donde  se  encuen- 
tra a!  amparo  de  sus  guardadores  para  llevarla  á  otro 
distinto  y  fuera  del  alcance  de  aquéllos  á  fin  do  satis- 
facer deseos  sexuales,  lo  cual  no  ha  ocmrrido  en  el  pre- 
sente caso. 

Considerando  que  en  tal  concepto,  y  aunque  los 
hechos  de  que  se  trata,  pudieran  constituir  el  delito  de 
estupro  que  no  ha  sido  querellado,  es  visto  que  la  Sala 
sentenciadora,  al  dictar  el  fallo  recurrido,  aplicando  al 
caso  de  autos  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco 
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:I  Código  Penal,  lo  ha  infringido  incurriendo  en  el 
ror  de  derecho  alegado  en  el  recurso : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
gar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 

rpuestx)  por contra  la  sentencia  dictada  en 

causa  de  referencia,  y  en  su  consecuencia  casamos  y 
Lutamoa  dicha  sentencia,  sin  especial  condenación  de 
stas. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
andamos  y  firmamos.  José  Antonio  Piohardo. — Luis 
istón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambroeio  B.  Hora- 
i. — José  María  tiiapert. 

grada  sentenda. — En  la  mitma  fecha  dieló  el  Tribunal 

nueva  sentencia  en  los  tiguienle»  términos: 

Reproduciendo  los  Resultandos  de  la  sentencia  ca- 
da y 

Considerando  que  loa  hechos  declarados  probad-M 
ducen  racionalmente  á  estimar  que  el  procesado  y  la 
puesta  ofendida,  con  sus  padres,  vivían  en  común  y 
mo  en  familia  en  la  casa  de  vecindad  en  que  todos 
ibitaban,  y  por  tanto  que  el  haber  seducido  dicho  pro- 
sado á ,  aunque  ésta   fuera  reputada   como 

mcella,  para  que  saliera  de  la  habitación  de  sus  pa- 
es,  eoino  lo  hizo  repetidas  veces,  y  fuera  á  la  suya 
inde  verificaban  actos  carnales,  no  pu9de  estimarse 
ostitutivo  del  delito  de  rapto,  que  como  la  misma  pa- 
bra  indica  exige  como  elemento  primordial  de  su 
istencia  la  sustracción  ó  apartamiento  de  la  ofendida 
I  lugar  paterno  ó  del  lugar  donde  se  encuentre  al  am- 
ro  de  sus  guardadores  para  llevarla  á  otro  distinto  y 
era  del  alcance  de  aquéllos,  á  fin  de  satisfacer  deseos 
xuales. 

Considerando  que  en  tal  concepto  y  aunque  los  re- 
ridos  hechos  pudieran  constituir  el  delito  de  estupro, 
I  habiendo  sido  éste  acusado  especialmente  en  la  for< 
i  que  previene  la  ley,  procede  absolver  al  procesada, 
clarando  de  oficio  las  costas. 

Vistos,  etc. 

Fallamos   que   debemos   absolver  y   abeolvemoB  á 

del  delito  de  rapto  que  se  le  ha  imputado,  de- 

irando  las  costas  de  oficio. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia —  definitivameute 
zgando — ■  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamcs. 
1^  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón, — José  Cabarro- 
3  Horta. —  Ambrosio  E.  Morales. —  José  Haría  Gis- 
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luí  ley.— Sent  111.-23  d*  JnUo.— Eapto.  (Gao.  Abril 

í»,  1904- 

DOCTRINA:  Declarándose  probado  qne  «I 
procesado  indujo  á  la  menor  á  abandonar  bu  do- 
micilio é  ir  á  otro  Ingar  en  donde  tuvo  actos  car- 
nales con  ella  gozando  de  au  virginidad,  talca  he- 
chos integran  el  delito  de  rapto  preriato  en  el 
artknlo  4B5  del  Código,  ain  que  sea  para  ello  ne- 
cesario que  el  reo  intervenga  materialmente  en  el 
acto  de  abandonarla  raptada  la  casa  paterna. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  4  veinte  y  tres  de  Ju- 
lio de  mil  novecientoe  tres,  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  que  pende  ante  eete  Tribunal  Sapr'- 
mo  contra  la  Bentencia  dictada  en  veinte  y  siete  de  Ene- 
ro del  corriente  año  por  la en  causa  proceden- 
te del  Jugado  de  Instrucción  de seguida  fa- 

tre  partee,  de  la  uua  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otr<^ 

como  procesado  por  rapto ,  talmquero  y  de  «ata 

vecitulad: 

Hbchob  fbobadob; 

Beeultando  que  en  dicha  sentencia  se  consigna  el 
siguiente  Resultando:  "Resultando  probado,  que  el  pvo- 

"cesado que  hacía  dos  años  llevaba  relaciones 

amorosas  con ,  doncella  de  diee  y  nueve  año^ 

"de  edad,  el  veinte  de  Septiembre  último,  ofreciéndole 
"casarse  con  ella,  la  indujo  á  que  abandonara  la  oa<Hi  en 

"que  vivía  al  cuidado  de  su  legítima  madre 

"y  fuese  con  él  á  una  posada  situada  en  la  calle  de. .    . 

....  esquina  á y  en  ella  ejerció  con 

"aetoB  camales  disfrutando  de  su  virginidad." 

Resolución  recurrida: 

Resultando  que  por  la  propia  sentencia  fué  califi- 
cado este  hecho  de  un  delito  de  rapto,  compreadido  en 
el  artículo  cuatrocientiM  sesenta  y  cinco  del  Código  Pe- 
nal, y  estimándose  autor  del  mismo,  sin  circunstancias 
modificativas  de  responsabilidad  criminal  al  procesado, 

se  impuso  i  éste  la  pena  de  un  año,  ocho  i<ic- 

Bee,  veinte  y  un  días  de  prisión  correccional  con  ha  co- 
rrespondientes accesorias  y  el  pago  de  las  costas,  conde- 
nándosele además  á  dotar  á  la  ofendida  en  la  cantidad 
de  mil  pesetas,  debiendo  sufrir  en  defecto  de  pago  dp 
esta  suma  un  dia  de  detención  por  cada  doce  y  media 
pesetas  que  dejare  de  satisfacer  y  servirle  de  abono  en 
la  pena  principal  la  prisión  preventiva  que  hubiere  dg- 
írido: 
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Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Resultando  qiie  contra  eate  fallo  interpuso  su  de- 
fensa recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  fuí 
mantenido  ante  este  Tribunal  por  Abogado  de  ofii;io, 
como  representante  _v  defensor  del  procesado:  fundán- 
dose en  el  número  tercero  del  articulo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Criminal  y 
en  que  se  había  infringido  el  artículo  euatrociento<;  se- 
senta y  cinco  del  citado  Código,  modificado  por  la  Or- 
den doscientos  cuarenta  y  siete  de  mil  novecientos  uno, 
por  cuanto  el  concepto  de  rapto  á  que  se  contrae  dicl.o 
artículo  supone  la  sustracción  con  miras  deshonestas 
de  una  doncella  mayor  de  doce  y  menor  de  veinte  años, 
y  no  resulta  probado  que sustrajera  por  nin- 
gún medio  á  la  menor,  de  la  morada  de  la  madre  de  la 
gún  medio  á  la  menor  de  la  morada  de  la  madre  de  la 
misma:  limitándose  á  realizar  con  ésta  actos  camales, 
lo  que  será  constitutivo  de  otro  delito,  pero  no  del  de 
rapto,  ni  de  ningún  otro  perseguible  de  oficio: 

Resultando  que  denegada  la  admisión  de  esto  re- 
curso por  la  Sala  sentt'nciadora,  y  mandado  admitir  por 
este  Tribunal  Supremo  a!  resolver  la  correspondienl* 
queja,  se  tramitó  en  forma,  celebrándose  la  vista  públi- 
ca respectiva  on  ocho  del  actual  con  asistencia  de  ¿bo- 
gado de  oficio  como  representante  y  defensor  del  recu- 
rrente, que  sostuvo  en  el  acto  la  procedencia  de  aquél, 
impugnándola  el  Ministerio  Fiscal: 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  la  sola  expresión  hecha  en  la  scn- 
tonciii  reclamada,  al  describir  ésta  los  hechos  que  de- 
clara probados,  de  que'el  procesado ■  indujo  á 

la  menor a  que  abandonara,  como  lo  hi-<o,  la 

casa  en  que  vivía  con  su  madre,  denota  clara  y  tem:i- 
nantemente  el  hei'ho  de  la  sustracción  realizado  por 
aquél,  respecto  de  la  referida  menor;  pues  aun  inter- 
pretando esa  expresión  de  la  sentencia  en  el  sentido  que 
se  sugiero  en  el  recurso,  de  no  haber  intervenido  mate- 
rialmente Valdés  en  el  acto  de  abandonar  la 

la  casa  materna,  inducida  á  ello  por  el  mismo  procesa- 
do, bastarían  estas  dos  últimas  circunstancias  para  «ti- 
mar acreditada  la  sustracción  como  elemento  constitu- 
tivo del  rapto,  ya  que  esencialmente  vienen  á  integrarla; 
y,  en  consecuencia  y  concurriendo,  por  otra  parte,  los 
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demás  elementos  de  este  delito,  según  al  artículo  cuatro- 
cientos sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  es  evidente 
quCj  al  aplicar  la  Sala  sentenciadora  este  precepto  al 
caso  procesal  no  incurrió  en  el  error  de  derecho  que  se 
le  atribuye  en  el  único  motivo  del  recurso: 

Considerando  que,  en  tal  virtud,  debe  ser  éste  de- 
clarado sin  lugar,  y,  conforme  al  artículo  cuarenta  dé 
la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  imponerse  1^  costas  al  recurrente; 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  dedaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 

ley,  interpuesto  por contra  la  sentencia  (iicta- 

da  con  fecha  veinte  y  siete  de  Enero  líltimo,  por  !a 

en  la  referida  causa :  con  "las  costas  de  cargo 

del  recurrente. 

Asf,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos,  José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — -José  Cabarrocaa  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— José  María  Gispert, 


M  lejr.— 8«nt  112.—  23  de  Julio.— Freoepto  autoiisa- 

dor,   (Qae.,  Ábnl  £9,  1904.} 

DOCTRINA:  Para  que  wa  admisible  un  re- 
carto  fundado  en  el  articulo  850  de  ]a  lej  de  En- 
juicia miento  Criminal,  ea  necetftiiu  plantear  Ift 
caettida  de  competencia  aceptando  la  calrñcación 
que  de  loi  hechos  m  haga  en  la  resulucíón  reco- 
rrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  tres  do  Jn- 
lio  de  mil  novecientos  tres:  visto  el  recurso  de  caBación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fis- 
cal contra  el  auto  dictado  en  veinte  y  ocho  de  Abril  úl- 
timo por  }a  Audiencia  de  Santa  Clara  sobre  competen- 
cia en  causa  instruida  en  el  Juzgado  de  Cienfuegos  coiw 
tra  Máximo  Várela  Zúñiga  por  hurto : 

Besultando  que  en  el  mencionado  auto  se  consig- 
nan los  siguientes : 

Hechos  : 

"Iteanltftndo  que  dicha  causa  se  formó  por  hurto 
"de  un  caballo  de  ochenta  pesos  de  valor,  á  Ediiard» 
"Oses,  verificado  en  la  colonia  "San  Eduardo"  en  el 
"termino  de  Santa  Isabel  de  las  Lajas  de  esta  provin- 
"cia  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  noveciontoii 
"uno,  cuyo  anima!  se  dedicaba  á  las  faenas  agrícola", 
"y  qne  de  las  diligencias  practicadas  en  averiguación 
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"del  hecho,  aparece  que  dicho  caballo,  que  fué  ocupado 
"é  Guillermo  Schweyer  como  comprado  á  Nemesio 
"TTrréchaga,  quien  lo  hubo  de  Máximo  Vareta  Zúüiga, 
"había  sido  inscripto  indebidamente  por  este  último 
"como  de 'BU  propiedad  en  veinte  y  cuatro'  de  Dieieni- 
"bre  de  mil  novecientos  uno  en  la  Alcaldía  del  Este  de 
"Colón,  provincia  de  Matanzas.  Resultando  que  el  Mi- 
"nisterio  fiscal,  en  su  escrito  de  treinta  de  Marzo  iSlii- 
"mo  promovió  artículo  de  previo  ^roüunci amiento  S'> 
"bre  dedinatoria  de  jurisdicción  para  que  este  Tribu- 
"nal  declarase  que  no  es  competente,  y  sí  el  de  la  Au- 
"diencia  de  Matanzas,  pues  el  conocimiento  de  esta  cau- 
"sa,  fundada  en  que  la  falsedad  se  comprende  en  el  ar- 
"tículo  trescientos  once  del  Código  en  relación  con  el 
"trescientos  diez  del  mismo  y  por  tanto,  castigada  con 
"presidio  mayor  y  multa,  y  el  hurto,  aun  cuando  fuere 
"cualificado  no  se  penaría  con  pena  tan  grave  por  no 
"exceder  el  valor  del  caballo  hurtado  de  mil  doscientas 
"cincuenta  pesetas,  por  lo  que  debe  conocer  de  la  causa 
'Oa  Audiencia  de  Matanzas  en  cuyo  territorio  se  ha  oo- 
"imetido  el  delito  más  gravemente  castigado. — Resultan- 
"do  que  conferido  traslado  de  dicho  escrito  al  procesado 
"lo  satisfizo  por  medio  de  su  defensor  y  representant*^ 
"negando  la  existencia  de  la  falsedad." 

Resolución  becurbid.^  : 

Besultando  que  en  dicha  resolución  el  Tribunal  á 
quo,  estimando  que  los  hechos  relacionados  constituyen 
dos  delitos  distintos  aunque  conexos,  de  hurto  y  falsifi- 
cación: que  debiendo  penarse  ésta  con  arreglo  í  lai  ar- 
tículos trescientos  diez  y  siete  y  trescientos  veinte  y 
uno  del  Código  Penal,  y  no  conforme  á  loa  trescientos 
diez  y  trescientos  once  del  mismo,  resulta  la  pena  se- 
ñalada á  dicho  delito  de  menor  gravedad  que  la  que 
pueda  corresponder  al  hurto  en  el  caao  tercero  del  ar- 
ticulo quinientos  treinta  y  seis  ó  acaso  en  el  número 
segundo  del  quinientos  treinta  y  ocho,  modificado  por 
la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mi!  novecientos  uno; 
y  que  habiéndose  cometido  este  último  delito  en  terri- 
torio de  dicho  Tribunal,  al  mismo  corresponde  el  ooD''- 
cimiento  de  la  causa,  conforme  al  número  primero  del 
articulo  diez  y  ocho  de  la  Ley  procesal :  declaró  sin  lu- 
gar la  declinatoria  promovida,  y  á  su  favor  la  comp^ 
tencia  para  conocer  de  dicha  causa,  mandando  patnr 
ésta  nuevamente  al  Ministerio  fiscal  para  formular  1n3 
conclusiones  de  su  cargo: 
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PcNItAMEXTOS  DEL  RECVHSO  DE  CASACIOX  : 

Besultando  que  contra  la  expresada  resolución  in- 
terpuao  el  Ministerio  fiscal  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  al  amparo  del  artículo  ocho- 
cientos cincuenta  de  la  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ci- 
tando como  infringidos  el  artículo  diez  y  ocho  número 
primero  de  la  propia  Ley  procesal,  por  haber  sido  mal 
aplicado,  los  artículos  trescientos  diez  y  siete  y  tresciea- 
tos  veinte  y  uno  del  Código  Penal,  por  úodebida  aplica- 
ción, y  el  artículo  trescientos  once  en  relación  con  el 
trescientos  diez  del  mismo  Código,  por  no  haber  sld(- 
aplicado :  explicando, .  que  "el  concepto  de  dichaí"  in- 
"fracciones  consiste  en  que  apareciendo  del  auto  ri'cu- 
"rrido  un  delito  de  hurto  de  un  caballo  de  ochenta  pe- 
"bos  de  valpr,  verificado  en  una  colonia  del  término 
"de  Santa  Isabel  de  laa  Lajafi  de  esta  provincia,  estau- 
"do  el  animal  dedicado  á  las  faenas  agrícolas  y  un  deli- 
"to  de  faisedad  realizado  por  su  indebida  inscripción 
"por  su  presunto  hurtador  e!  procesado  como  de  su.  pr»- 
*'piedad  de  veinte  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil  no\e- 
"cientos  uno  en  la  Alcaldía  de  Este  de  Colón,  provincia 
"de  Itlatanzas,  ó  sean  dos  delitos  que  se  ejrprcsa  que  son 
"conexos,  con  arreglo  á  ¡os  números  tercero,  cuarto  y 
"quinto  del  artículo  diez  y  siete  de  la  Ijey  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal,  y  reconociéndose  en  el  mismo  aut.> 
"que  la  pena  que  puede  corresponder  al  delito  de  hurto, 
"no  siendo  la  del  caso  tercero  del  articulo  quinientos 
"treinta  y  seis  del  Código  Penal  seri  á  lo  más  la  dcter- 
"minada  en  el  número  segundo  del  articulo  quiníentt» 
"treinta  y  ocho,  modificado  por  la  Orden  número  do-- 
"cientos  cuarenta  de  siete  de  Tíoíiembre  de  mil  nove- 
"cientos  uno,  anterior  á  la  comisión  del  hurto,  el  Tri- 
"bunal  se  estima  competente  para  conocer  de  la  causa 
"por  ser  el  del  lugar  del  hurto  y  entender  que  los  deli- 
■"toB  de  falsedad  cometidos  por  un  particular  al  hacer 
"inscribir  un  animal  en  el  Registro  pecuario  se  han  de 
"penar  con  arreglo  á  los  artículos  trescifntos  diez  y  si^ 
"te  y  trescientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal  y  no 
"comorme  á  loa  artículos  trescientos  diez  y  trescientos 
■"once  del  mismo,  cuando  lo  cierto  es  que  el  citado  nr- 
"ttculo  trescientos  once,  por  su  generalidad  se  refiere  á 
"todos  loe  documentos  públicos  ú  oficiales  falsificados, 
"por  lo  que  si  no  hay  le;^-  de  excepción,  á  él  debe  ir  á  liue- 
*'car8e  la  sanción  penal  correspondiente  al  que  falsifique 
"el  documento :  esto  es,  que  si  las  citas  relativas  á  la  (^im- 
"pra-venta  del  ganado  y  las  certificaciones  de  inscripción 
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"ó  de  propiedad  y  los  pasee  <le  tránsito  de  los  ntísn 
"que  expiden  los  encaígados  del  Registro  de  la  Prop 
"dad  pecuaria  no  se  exceptúan  de  la  regla  general, 
"artículos  trescientos  once  y  trescientos  doce  del  re 
"rido  Código,  son  los  que  castigan  al  que  loa  fakifi 
"ó  usa  á  sabiendas  con  intención  de  lucro,  y  que  el  ■ 
"tfculo  trescientos  diez  y  siete  del  mismo  Código  se 
"flere,  por  lo  contrario  á  documentos  que  carecen 
"fuerza  obligatoria  ó  liberatoria,  de  suerte  que  de 
"eficacia  jurídica  no  se  deduce  la  adquisición  de  un 
"rocho,  ó  la  extinción  de  una  obligación,  mientras  ( 
"por  los  asientos  del  Registro  y  sus  certificaciones 
"prueba  la  propiedad  de  los  animales  como  por 
"asientos  del  Registro  de  la  Propiedad  y  sus  certifi 
"ciones  se  acredita  la  propiedad  de  los  derechos  res 
"y  como  se  prueba  el  estado  civil  por  los  asientos 
"Registro  correspondiente,  sin  que  sea  obstáculo  pi 
"ello  el  que  los  asientos  de  este  último  Registro  co 
"los  del  pecuario  se  hagan  en  algunas  ocasiones  ( 
"vista  de  la  manifestación  no  jurada  del  que  concu 
"á  solicitar  la  inscripción,  como  en  los  casos  á  que 
refieren  los  números  quinto  y  octavo  á  diferencia  de 
dos  los  demás  en  que  se  requiere  6  la  pnieba  por  esi 
"to,  como  en  los  de  los  artículos  sexto  y  séptimo  ó 
"concurrencia  de  comprador  y  vendedor  al  RegiE 
"para  formalizar  el  traspaso,  siendo  por  lo  demás 
"observarse  que  el  artículo  trescientos  veinte  y  uno 
"Código  Penal  no  puede  relacionarse  cun  el  treecieu 
"diez  y  siete,  sino  con  los  dos  anteriores  á  él,  puesto  i 
"el  artículo  trescientos  diez  y  siete,  en  contraposición 
"trescientos  diez  y  seis,  se  refiere  á  la  falsificación 
"cha  por  particular,  y  que  el  artículo  trescientos  die 
"ocho  trata  del  uso  de  pasaporte  ó  cédula  de  vecin< 
"falsificados." 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  y  sustancii 
en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista  píbi 
del  mismo,  con  asistencia  sólo  del  Ministerio  Fiscal 
cúrrente : 

Dei'Isiox  del  liKcrniío: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Jfaría  Gispi 
Considerando  que  conforme  al  artículo  ocliociei 
cincuenta  de  la  T^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ha 
de  entenderse  infringida  la  ley  en  el  caso  número 
gundo  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  p 
el  efecto  de  qué  pueda  interponerse  el  recurso  de  cí 
ción,  cuando  dada  la  calificación  que  de  los  hechos  a 
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recuse  en  la  sentencia,  el  Tribunal  haya  incurrido  en 
error  legal  al  resolver  sobre  su  competencia. 

Considerando  que  el  texto  claro  y  terraioant*  de 
-este  concepto  legal  no  permite  discutir  á  su  amparo 
otros  problemas  de  casación  en  materia  de  competen- 
«¡a,  que  los  que  teniendo  por  objeto  reclamar  con  ira 
una  infracción  de  ley,  reconozca  por  base  ó  premisa  in- 
discutible la  calificación  que  de  los  hecbos  hiciere  el 
Tribunal  ó  quo,  único  competente  para  fijar  dicha  cali- 
ficación, siquiera  sea  al  solo  efecto  de  resolver  sobre  la 
íuestión  jurisdiccional: 

Considerando  que  en  tal  concepto  es  improcedente 
el  presente  recurso  de  casación  interpuesto  al  amparo 
del  indicado  precepto  legal,  porque  lejos  de  aceptarse 
en  él  como  baae  ó  premisa  del  problema  la  calificación 
que  de  los  hechos  se  hace  por  el  Tribunal  á  quo  en  la 
resolución  recurrida,  y  en  la  cual  funda  su  competen- 
cia para  conocer  de  ja  causa,  se  discute  precisamente 
por  el  recurrente  esa  calificación  para  sostener  en  otra 
distinta  la  cuestión  jurisdiccional  á  favor  de  la  Audien- 
cia de  Matamaa. 

Considerando  que  perlas  razones  expuestasy  lo  preve- 
nido en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  de  casación,  pro- 
cededeaestimar  dicho  recurso,  con  las  costas  de  oficio. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación,  interpuesto 
por  el  Ministerio  Fiscal  contra  el  auto  de  veinte  y  ocho 
de  Abril  último,  dictado  por  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra en  la  causa  mencionada,  con  las  costas  de  oficio. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  finnamos.  José  Antonio  Fichardo. — Luía 
Gaatón. — José  Cabarrocas  Jlorta.— Ambrosio  R.  Mora- 
les.—José  María  Gispert. 


IbI  ley.-Seut.  113.— 34  de  Jtilio.— Defama.  (Qoceia 

Abril  S9,  1904. ) 

DOCTRINA:  Una  bofetada  constituye  un» 
AgTtsióa  ilegítima  7  no  una  mera  ofensa. 

El  valerse  de  una  cuchilla  que  habitual  atente 
asa  el  nfendido  para  repeler  la  agresión  que  por 
medio  de  una  bofetada  se  le  hace,  es  un  medio  ra- 
cionalmente adecuado  á  dicho  tín. 

Si  la  agredidn  llene  orijten  en  palabras  de  incre- 
pación j  censuras  dirigidas  por  el  agredido  ¿  sn 
agresor  no  puede  estimarse  á  faror  de  aquél  la 
circunstancia  de  no  haber  provocado  el  suceso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Julio  de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación 
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por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Luis  Pérez  Dor- 
ticóa  (a)  Zuzarte,  mecánico  y  vecino  de  Cruces  en  la 
cauBa  seguida  contra  el  mismo  ante  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  por  el  delito  de  homicidio. 

Hechos  probados: 

Besultaado  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  veinte  y  nueve  de  Abril  último  se  consignan 
los  hechos  en  el  siguiente:  "Uesultando  probado  que 
"como  á  las  doce  y  inedia  de  la  noche  del  catorce  al 
"quince  de!  próximo  pasado  Febrero,  el  procesado  Luis 
"Pérez  Dorticós  (a)  Zuzarte  y  Randolfo  Barreta,  mc- 
"cánieoe,  que  hasta  entonces  hablan  sido  muy  buenort 
"amigos  y  que  trabajaban  juntos  en  el  central  S.  Agus- 
"tín,  situado  en  el  término  municipal  de  Santa  IsalR-l 
"de  las  Lajas,  tuvieron  un  altercado  porque  el  padre  de 
"Pérez  Dorticós,  Jefe  de  maquinaria  de  dicha  nnca  de- 
"legó  esa  noche  en  Barreto,  y  no  en  el  hijo  como  otras 
"noches  hiciera,  la  dirección  y  cuidado  de  esa  maquina- 
"rla  durante  su  ausencia,  cuyo  hecho  produjo  extrañezjit 
"y  gran  disgusto  a!  procesado,  que  dudaba  de  la  certe- 
"za  de  esa  delegación,  y  la  atribuía  de  ser  cierto,  á  in- 
"trigas  del  mismo  Barreto,  por  lo  que  le  increpó  y  cen- 
"suró,  empleando  palabras  que  no  se  han  averiguado: 
"Modesto  Barreto  dió  una  fuerte  bofetada  á  Pérez,  que 
"la  contestó  causándole  una  herida  en  el  vientre  con  una 
"cuchilla  de  tres  pulgadas  de  largo  por  media  de  an- 
"cho,  la  cual  siempre  portaba  en  e!  ingenio,  usándola 
"para  arreglar  las  correas  de  la  maquinaria,  cuya  le- 
"sión  clasiñcada  de  grave,  según  se  ve  en  la  diligencia 
"de  autopsia,  y  solo  mortal  por  accidente,  por  falta  de 
"socorro  oportuno,  determinó  la  muerte  de  Barreto, 
"ocurrida  en  la  tarde  del  mismo  día  de  los  hechos." 

Kesoluciox  recurhioa: 

Resultendo,  que  la  Audiencia  estimando  esos  he- 
chos constitutivos  de  un  delito  de  homicidio,  y  antor 
del  mismo  al  procesado  con  las  circunstancias  atenuan- 
tes tercera  y  quinta  del  artículo  octavo  del  Código  Pe- 
nal le  condenó  á  la  pena  de  seis  años  y  un  día  de  prisión 
mayor  con  sua  accesorias  y  al  pago  de  la»  costas;  decla- 
rando no  haber  lugar  á  exigir  responsabilidad  civil  por 
haber  sido  renunciada,  y  disponiendo  se  decomise  é 
inutilice  la  cuchilla  ocupada. 

FO'DAMKN'TO.S  DET.  HECl-RSO  DE  CASACIÓN': 

'  Jtesultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
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procesado  el  presente  recurao,  expreeaodo  eetar  autori- 
zado por  el  número  cinco  del  articulo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Gríininal  y 
haberse  infringido  el  artículo  octavo  circunstancia  cuar- 
ta en  relación  con  el  articulo  cuatrocientos  diez  y  seis 
del  Código  Penal  por  no  haber  sido  aplicado  aquél,  pues- 
to que  de  los  hechos  qiie  se  declaran  probados  se  deduce 
que  e!  recurrente  fué  ilegftimamente  agredido,  que  fué 
racional  el  medio  empleado  para  repeler  la  agresión  y 
no  aparece  que  por  su  parte  provocara  al  agresor. 

Beenltando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
debidamente  en  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  públi- 
ca con  asistencia  del  defensor  del  recurrente  que  sos- 
tuvo la  procedencia  del  recurso  y  del  Ministerio  Fiscal 
que  la  impugnó. 

Decisiox  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Hagistrado  Luis  .Gastón  y 
Gaetón. 

Considerando  que  la  fuerte  bofetada  que,  según 
consta  de  la  sentencia  dio  Barreto  á  Pérez  al  molestar- 
se aquél  por  las  palabras  de  censura  que  éste  le  dirigió 
á  causa  del  resentimiento  que  can  él  tenia,  no  pucile 
menos  de  estimarse  como  un  acto  de  fuerza  que  consti- 
tuye una  verdadera  agresión  ilegítima,  pues  dadas  las 
circunstancias  todas  del  caso,  ea  indudable  que  Barreto 
con  ese  acto  no  quiso  inferir  una  ofensa  en  su  honor  á 
Pérez,  sino  causarle  daño  sin  razón  para  ello,  justifi- 
cando así  la  defensa  por  parte  del  último. 

Considerando  que  además  de  ese  primer  requisito 
de  la  circunstancia  eximente  de  !a  propia  defensa,  es  de 
apreciarse  á  favor  del  recurrente  el  de  haber  repelido 
la  agresión  por  un  raedio  raciona!,  pues  de  los  hechos 
prolmdos  aparece  que,  á  la  fuerte  bofetada  que  se  le  dio 
contestó  inmediatamente  haciendo  uso  de  la  cuchilla  de 
pequeñas  dimensiones  que,  como  tenia  de  costumbre, 
portaba  en  aquel  momento,  y  con  la  cual  dio  un  solo 
golpe  á  su  adversario,  lo  que  demuestra  que  no  tuvo 
otro  propósito  que  el  de  defenderse  a!  verse  acometido, 
por  el  único  medio  que  tenía  á  mano,  sin  que  pueda 
exigirse  que  en  el  instante  reflexionara  y  buscara  otro 
más  adecuado  al  ataque  y  menos  ocasionado  á  las  gra- 
ves consecuencias  que  desgraciadamente  produjo. 

Considerando  que  por  el  contrario,  lo  consignado 
en  la  sentencia  no  permite' estimar  que  en  el  caso  de 
autos  concurriera  el  tercero  de  los  requisitos  que  el  nú- 
mero cuatro  del  artículo  o<'tavo  del  Código  exige  para 
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la  completa  exención  de  responsabilidad,  puea  apare- 
ciendo que  antes  de  agredir  Barreto  á  Pérez,  éste  dis- 
gustado como  estaba  con  aquél  le  increpó  y  censuró  con 
palabras  que  no  se  lian  averiguado,  no  puede  afirmarse 
que  hubiera  por  parte  del  procesado  falta  de  provoca- 
ción suñciente  á  determinar  la  agresión  de  que  fué  ob- 
jeto. 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  al  apreciar  la 
Sala  sentenciadora  que  en  loe  hechos  ejecutados  por  el 
recurrente  concurrieron  las  circunstancias  atenuantes 
que  estimó,  en  vez  de  la  primera  del  artículo  noveno 
en  relación  con  la  cuarta  del  octavo  y  con  el  artículo 
ochenta  y  cinco,  todos  del  Código  Penal,  infrininó  es- 
tas últimas  disposiciones  incurriendo  «jn  el  error  de  de- 
recho invocado  en  el  recurso  y  dando  lugar  á  la  casa- 
ción de  la  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Luis  Pérez  Dorticós,  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  la  cual  sentencia  ca- 
samos y  anulamos  sin  especial  condenación  de  costa?. 

Comuniqúese  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronancíamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Lai3 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
lea,^ — José  María  Gifipcrt. 

Ssgnnda  sentenda. — .En  I"  misma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nueva  sentencia  en  la  siguiente  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  Resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  sus  Considerandos  á  excepción 
del  tercero,  y  en  su  lugar : 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  hecho  del<e 
apreciarse  la  circunstancia  atenuante  especial,  compren- 
dida en  el  número  primero  del  artículo  noveno  en  rela- 
ción con  la  cuarta  del  artículo  octavo  del  Código  Penal 
por  haber  obrado  el  procesado  en  defensa  de  su  persona, 
concurriendo  el  primer  requisito  de  dicha  eximente  y 
no  el  tercero,  pues  la  fuerte  bofetada  dada  por  Barreto 
á  Pérez  con  ánimo  de  causarle  daño  y  no  ofensa  en  su 
honor,  según  se  desprende  de  los  accidentes  todos  del 
caso,  constituye  una  verdadera  agresión  ilegítima,  la 
«"ual  repelió  el  agredido  por  un  medio  que.  dados  dichos 
accidentes,  debe  estimarse  racionalmente  necesario,  ya 
que  contestó  á  la  bofetada,  haciendo  uso  de  la  pequetía 
cuchilla  que,  como  de  costumbre,  portaba  en  aquel  mo- 
mento, dándole  con  ella  un  solo  golpe,  lo  que  demuestra 
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BU  Único  propósito  6c  defenderse  al  verse  acometido, 
por  el  medio  que  tenía  á  mano,  y  sin  tiempo  para  re- 
flexionar y  buscar  otro  más  adecuado  al  ataque  y  menos 
ocasionado  á  las  graves  consecuencias  que  produjo,  sin 
que,  por  el  contrario,  pueda  afirmarse  que  Pérez  dejara 
de  provocar  el  suceso,  con  las  palabras  desconoeidaa  que 
empleó  para  increpar  y  censurar  á  Barreto  por  la  ac- 
ción desleal  que  le  atribuía. 

Considerando  que  conforme  al  articulo  ochenta  y 
cinco  del  Código  Penal  y  atendiendo  al  número  y  enti- 
dad de  los  requisitos  de  la  circunstancia  eximente  ex- 
presada que  concurren  en  el  presente  caso,  estima  el  Tri- 
bunal que  procede  imponer  al  procesado  la  pena  infe- 
rior en  dos  grados,  á  la  señalada  al  delito  cometido,  apli- 
cándola en  el  grado  medio. 

Vistos,  etc. 

Fallamos:  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Luis  Pérez  Dorticós  (a)  Zuzarte,  como  autor  de  un  de- 
lito de  homicidio  con  la  concurrencia  de  dos  requisitos 
de  una  circunstancia  eximente,  á  la  pena  de  trei  cños 
de  prisión  correccional,  accesorias  de  suspensión  de  todo 
cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  mismo  tiem- 
po y  pago  de  las  costas,  abonándosele  todo  el  tiempo  do 
prisión  preventiva  sufrida :  decomísese  la  cuchilla  con 
que  se  cometió  el  delito:  se  declara  no  haber  lugar  á 
eligir  responsabilidad  civil,  y  al  procesado  insolvente 
para  los  efectos  de  la  causa. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia —  definitivamente 
juzgando — lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamop.  Jo- 
sé Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas 
Horta. — ^Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Qispert. 


Mley.—Seiit.lli—a4de  Julio.— Palrifieadón,  (Qaee- 
ia,  Abruma,  J90l) 

DOCTRINA:    Scrüo  tiene  declarado  c 


En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Julio  de  mil  novecientoe  tres :  en  el  recurso  de  casación 
que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por 
ei  Ministerio  Fiscal  contra  sentencia  dictada  ipor  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara,  en  causa  que  se  instruyó  en  el 
Juzgado  de  Bemedios  contra  Miguel  Hernández  y  Ar- 
menteros,  vecino  de  San  Juan  de  las  Yeraa,  dedicado  & 
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los^rabajos  del  campo,  por  los  delitos  de  hurto  y  falsi- 
ficación. 

Besultando  que  en  la  mencionada  sentencia  de 
treinta  y  uno  de  Marzo  último  ee  contienen  los  tres  si- 
guientes : 

Hechos  phobados: 

"Primero:  Besultando  probado  que  el  procesado 
"Miguel  Hernández  y  Ármentelos,  acompañado  proba- 
"blemente  del  otro  procesado  Agustín  Martínez,  actual- 
"mente  en  rebeldía,  sustrajo  en  ¡a  madrugada  del  cinco 
"de  Enero  de  mil  noTecientos  dos  de  un  solar  de  Placc- 
"taa,  con  ánimo  de  lucro  y  sin  ejercer  fuerza  ni  violen- 
cia, un  caballo  rosilío,  de  la  propiedad  de  Federico  Co- 
"ca,  caballo  cuyo  valor  es  de  doce  centenes  y  el  cual  lia 
"sido  recuperado. — Segundo :  Resultando  probado  que 
"el  mismo  Migue!  Hernández  y  Armenteros,  de  acuer- 
"do  probablemente  con  el  mencionado  Martínez,  hizo 
"ya  por  sí,  ya  valiéndose  de  ésf«j  ó  ya  utilizando  los  ser- 
vicios de  una  tercera  persona  un  pase  de  tránsito  del 
"animal  sustraído,  pase  que  hizo  aparecer  como  expedi- 
"do  á  su  favor  por  el  Alcalde  de  Barrio  de  Manicaragna 
"y  que  había  de  servir  para  las  inscripciones  sucesivas 
"de  la  propiedad  del  caballo,  el  cual  vendió  á  Manuel 
"Alonso  y  recobró  después,  por  no  haber  éste  pagado  el 
"precio  de  la  venta.— Tercero :  Resultando  que  el  procc- 
"sado  Miguel  Hemández  Armenteros  ha  sido  condenado 
"por  sentencia  de  esta  Audiencia  ea  veinte  y  cuatro  de 
"Enero  de  mil  novecientos  tres,  declarada  firme  en  seis 
"de  Febrero  del  mismo  año  á  la  pena  de  seis  meses  de 
"arresto  mayor  por  el  delito  de  hurto." 

RESOLÜCIOIf '  BEOOKBIDA : 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia  calificó  es- 
tos hechos  como  constitutivos  de  los  delitos  de  hurto  y 
falsificación,  previstos  y  penados,  respectivamente,  en 
los  artículos  quinientas  treinta  y  cinco,  quinientos  trein- 
ta y  seis,  caso  tercero  del  Código  Penal  y  en  el  trescien- 
tos diez  y  siete,  párrafo  primero,  del  propio  Código:  de 
los  cuales  delitos  estimó  responsable  al  procesado,  en 
concepto  de  autor,  con  la  concurrencia  de  la  circunstan- 
cia agravante  de  reincidencia,  por  lo  que  respecta  al  pri- 
mero y  lo  condenó  respectivamente  á  las  penas  de  dos 
años,  cuatro  meses  de  presidio  correccional;  y  á  la  de 
un  año  y  un  día  de  prisión  correccional  y  á  una  mnltn 
de  trescientas  veinte  y  cinco  pesetas,  accesorias  qne  es- 
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timó  procetleBtes  y  pago  de  nna  sexta  parte  de  costas, 
por  cada  uno  de  dichos  delitos. 

Fundamentos  dei.  becfbso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  'Mi- 
nisljerio  Fiscal  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
autorizado  por  el  caso  tercero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citando  como  infringidos  el  articulo  trescientos  dieg  y 
siete,  párrafo  primero,  del  Código  PenaJ,  por  indei>ida 
aplicación  y  el  artículo  trescientos  once  en  relación  con 
los  números  segundo  y  cuarto  del  trescientos  diez  pi>r 
falta  de  aplicación  en  el  siguiente  concepto :  "que  el  ar- 
ticulo trescientos  once  del  Código  Penal,  por  su  genera- 
lidad se  reñere  í  todos  los  documentos  públicos  ú  oficift- 
"les  falsiñcados :  por  consiguiente,  si  no  hay  ley  de  ex- 
"cepción,  sí  no  hay  un  artículo  terminante  que  excep- 
"túe  un  documento  especial  de  ese  precepto  general,  á 
"él  debe  irse  á  buscar  la  sanción  penal  correspondiente 
"al  que  f akifique  el  documento :  esto  es,  si  las  actits  rela- 
"tivas  á  la  compraventa  de  ganados  y  las  certificaciones 
"tvas  á  la  compraventa  de  ganados  y  las  certificaciones 
"de  inscripción  ó  de  propiedad  y  los  pases  de  tránsito 
"de  los  mismos  que  expiden  los  encargados  del  Registro 
"de  la  ■propiedad  pecuaria  no  se  exceptúan  de  la  regla 
"general  los  artículos,  trescientos  once  y  trescientos  doce 
"del  referido  Código  son  loa  que  castigan  al  que  los  i'al- 
"aifica  ó  usa  á  sabiendas  con  intención  de  lucro.  El  ar- 
"tfculo  trescientos  diez  y  siete  del  mismo  Código  se  re- 
"fiere,  por  lo  contrario,  á  documentos  que  carecen  de 
"fuerza  obligatoria  ó  liberatoria,  de  suerte  que  de  au  eii- 
"eacia  jurídica  no  se  deduce  la  adquisición  de  un  dere- 
'^o  ó  la  extinción  de  una  obligación.  Pero  por  loa 
"asientos  del  Registro  y  sus  certificaciones  se  prueba  la 
"propiedad  de  los  animaJes  como  por  los  asientos  del 
"Registro  de  la  Propiedad  y  sus  certificaciones  se  aere- 
"dita  la  propiedad  de  los  derechos  reales,  y  corno  se 
"prueba  el  estado  civi!  por  los  asientos  del  Registro  co- 
"rrespondiente,  sin  que  sea  obstáculo  para  ello  el  qu'i 
"los  asientos  de  éste  último  Registro  como  los  del  pe- 
"cuario  se  hagan  en  algunas  ocasiones  con  vista  de  la 
"manifestación  no  jurada  del  que  concurre  á  solicitar 
"la  inscripción." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previa  la  tramitación  correspondiente,  se  ce- 
lebró la  TÍsta  pública,  asistiendo  al  acto  el  Stinisterio 
Fiscal  que  sostuvo  tos  fundamentos  del  recurso. 
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Decisión  del  recurso  : 


Siendo  Ponente  el  Ma^&trado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales 

Considerando  que  según  tiene  declarado  este  Tti- 
bimal  Supremo  con  repetición,  la  falsiflcación  de  los 
documentos  Uamadoe  pases  de  tránsitos  de  ganado,  está 
comprendida  entre  la  de  los  que  con  la  denominación 
de  públicos  ú  oficiales  castiga  el  artículo  trescientos  on- 
ce del  Código  Penal  y  no  entre  la  falsiñcacíón  de  los  de 
la  clase  que  refieren  los  artículos  treacientoa  diez  y  seis» 
al  trescientos  veinte  y  uno  inclusive;  pues  éstos,  sóio 
tienen  por  objeto  acreditar  clrounstáacias  puramente 
personales  de  interés  particular  y  no  guardan  paridad 
con  lo  que  representan  dichos  pases  que  sirven  de  título 
eñcaz  para  justificar  el  dominio  ó  la  posesión  del  gauado 
y  cu>a  falsiñcación  entraña  una  mayor  criminalidad,. 
por  cuanto  afecta  el  interés  público  y  el  privado,  que 
tienen  en  estos  documentos  la  justiñcación  y  garantía  de 
los  derechos  de  la  propiedad  pecuaria : 

Considerando  que  declarado  probado  que  el  proce- 
sado Miguel  Hernández,  ya  por  sí,  ya  valiéndose  de  otra 
persona,  hizo  un  pase  de  tránsito  de  un  caballo  que  sus* 
trajo  á  D.  Federico  Coca,  haciendo  aparecer  el  men- 
cionado Hernández  dicho  pase,  como  expedido  á  su  fa- 
vor por  el  Alcalde  del  Barrio  de  Manicaragua,  docu- 
mento que  había  de  servirle  para  las  inscripciones  su- 
cesivas de  la  propiedad  del  caballo:  es  indudable,  por  lo 
que  se  deja  expuesto,  que  incurrió  en  la  sanción  penal 
del  artículo  trescientos  once  y  no  en  la  del  trescientos 
diez  3  siete  del  Código  Penal:  y  al  no  estimarlo  asi  el 
Tribunal  á  quo,  infringió  estas  disposiciones  en  el  sen- 
tido que  expone  el  recurrente,  y  cometió  el  error  de 
derecho  que  por  el  mismo  se  le  atribuye :  por  lo  que,  pro- 
cede declarar  con  lugar  el  presente  recurso : 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  el  treinta 
}  uno  de  Marzo  último,  la  cual  casamos  y  anulamos, 
declarando  las  costas  de  oficio.  Comuniqúese,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luía 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
les — José  María  Gispert. 
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Seguida  SOntendA.— £'i  ía  mt'siAa  feeka  dicté  el    IHbunal 
nueva  itnlencia  en  la  eigmenie  forma:  <-' 

Dando  por  reproducidos  los  HesultandoE  de  la  sen- 
tencia casadÁ,  asi  como,  por  lo  que  respecta  al  delito 
de  hurtOj  el  primer  Considerando:  y  el  tercero,  cuarto 
y  quinto  de  dicha  sentencia: 

S"  Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran 
probados  en  el  segundo  Besultando  de  la  expresada  seii- 
tc-iKÍa,  constituyen  el  delito  de  falsiñcación  eu  documen- 
to público  ú  oñcial  que  castiga  el  artículo  trcscientoít 
once  en  relación  con  los  números  segundo  y  cuarto  del 
trescientos  diez  del  Código  Penal;  pues  los  pases  de 
tránsito  de  ganado  son  documentos  públicos  ú  oñciales, 
por  cuanto  sólo  pueden  expedirlos  tas  autoridades  ó  fun- 
cionarios que  con  arreglo  á  las  leyes  lo  ejecutan  en  uso 
dé  SUB  atribuciones,  y  consta  que  el  procesado  hizn,  ya 
por  si,  ya  por  medio  de  otra  peraona,  un  documento  de 
eaa  clase  del  caballo  que  sustrajo  como  expedido  á  su 
favor  por  el  Alcalde  del  Barrio  de  Manicaragua,  fun- 
cionario competente  para  expedirlos;  y  no  encontrándo- 
se Is  falsiñcación  de  los  referidos  pases  comprendida 
en  ningún  otro  artículo  del  Código,  con  penalidad  es- 
pecial, necesariamente  cae  dentro  de  la  sanción  del  ar- 
tículo trescientos  once  citado. 

Considerando  que  careciendo  de  datos  este  Tribu- 
nal para  resolver  en  forma  distinta  á  la  en  que  se  re- 
suelve en  la  sentencia  casada,  sobre  el  pago  de  costas, 
es  de  respetarse  lo  díspueiíto  por  la  misma  acerca  de  di- 
cho extremo: 
Vistas,  etc. 

Beproduciendo  la  parte  del  fallo  de  la  sentencia 
anulada  por  lo  que  respecta  al  referido  delito  de  hurto; 
Fallamos;  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Miguel  Hernández  Armenteros,  como  autor  de  un  de- 
lito de  hurto  con  la  cirtunstancia  agravante  de  reinci- 
dencia, á  la  pena  de  dos  años,  cuatro  meses  de  presidio 
correccional  con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo 
cargo  público,  profesión,  oficio  6  derecho  de  sufragio  y 
al  pago  de  la  sexta  parte  de  costas:  y  por  el  delito  de 
falsificación  de  pase  de  tránsito  de  ganado,  sin  eircum- 
tancias  apreeiables,  á  la  de  ocho  años  y  un  día  de  presi- 
dio mayor  y  multa  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas 
con  las  accesorias  de  i  ni  labi  litación  absoluta  temporal 
.  en  toda  su  extensión  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Au- 
toridad por  igual  tiempo  de  la  condena  principal,  que 
empezará  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  mie- 
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ma,  debiendo  satiafacer  otra  sexta  parte  de  costes:  sin 
que  puodaN!£Ígirse  responsabilidad  personal  subsidiaria 
en  defecto  del  pago  de  la  multa  y  le  abonamos  para  ^ 
cumplimiento  de  la  más  grave  de  las  penas  impuestas, 
la  mitad  del  tiempo  de  la  prisión  preventiva  que  hubie- 
re sufrido.  Devuélvase  á  su  dueño  el  caballo  ocupado  y 
por  lo  que  resulta  de  la  sentencia  que  se  recurrió,  decla- 
ramos  insolvente   al   procesado   i  Iob  efectos  de   esta 

Asi,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  ' 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pichardo. — Luís 
Gastón. — J<¿é  Gabarroeas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— José  María  Giepert. 


Int  ley.— Sont.  115 .— 25  de  Jtilio.i-Httrto.  (.Oae.  Abrü 

29,  190  i.) 

IK»CTBITirA:  Segfin  tiene  declarado  «1  Tri- 
bunal Snpretno  ^ud  cuando  no  bc  declare  ezpreaa- 
mente  ea  la  seutencia  que  el  reo  se  apoderara  dd 
objeto  hurtado  con  ánimo  de  tpcro  ello  no  obsta 
para  que  se  estime  la  concurrencia  de  ese  elemento 
esencial  del  delito  de  burto,  si  de  lus  heclioa  pro- 
bados se  deduce  que  el  propósito  del  autor  fue  ob- 
tener lucro, 

£n  la  ciudad  jle  la  Habana,  á  veinticinco  de'  Julio 
de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  que 
pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por  el 
procesado  Julián  Wandemberg  y  Alonso,  cuyo  oficio  no 
consta,  vecino  de  Santa  María  del  Rosario,  contra  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  cansa 
que  se  instruyó  á  dicho  procesado  en  el  Juzgado  del 
Centro  de  esta  capital,  por  el  delito  de  hurto. 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  ca- 
torce de  Marzo  último,  se  contienen  loe  doa  siguientea : 
Hechos  probados  : 

"Primero:  Resultando  probado  que  el  día  diez  y 
"siete  de  Diciembre  próximo  pasado.  Femando  Batista 
'•y  Tomás  Escarza  iban  en  un  coche  de  la  propiedad  del 
"primero  por  loa  Cuatro  Caminos  y  al  bajarse  en  la  es- 
"quina  de  Tenerife  y  Belascoaín,  Julián  Wandemberg, 
"mayor,  de  diez  y  ocno  años,  aprovechando  un  dt«ciiido 
"de  Batista  y  Escarza,  se  montó  en  el  coche,  marchán- 
"dose  con  él  hacia  Escobar  por  Belascoaín  y  deepuéa  á 
"San  Francisco  de  Paula,  donde  fué  ocupado  al  siguien- 
"te  dia,  abandonado  é  corta  distancia  de  la  carretera; 
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"lo  hurtado  fué  tasado  en  mil  ciento  sesenta  y  aiete 
"pesetas  y  media.  Segundo :  Eesultando  probado  que 
"el  procesado  ha  sido  condenado  eiecutoriaraent-;,  '•ntre 
"otras,  en  las  causas  número  setecientos  setenta  y  tres 
"de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  por  sentencia  de 
"veinte  j  tres  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noven- 
"ta,  por  hurto ;  en  Ja  número  quinientos  noventa  y  uno 
"de  mil  ochocientos  noventa,  por  estafa,  en  sentencia  de 
^'veinte  y  doe  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa; 
"en  la  número  quinientos  noventa  y  nueve,  por  hurto, 
"s^ún  sentencia  de  cinco  de  Enero  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  uno,  en  la  número  seiecientos  cuatro  de  mil 
"ochocientos  noventa,  por  hurto,  según  sentencia  de 
"veinte  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 


Kbso^dción  recubbida: 

Resultando  fiae  la  mencionada  Audiencia  condena 
á  Juli&n  Wandemberg  como  autor  de  un  delito  de  hur- 
to, cualificado  por  la  doble  reincidencia,  á  la  pena  de 
cuatro  años,  dog  meses  y  un  día  de  presidio  correccio- 
nal, con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  pú- 
blico, profesión,  oficio  ó  derecho  de  sufragio  durante  el 
tiempo  de  la  condena,  y  al  pago  de  las  costas. 

Fundamentos  del  hecurso  de  casación  : 

Beenltando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  repre- 
sentación del  procesado  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  por  el  caso  primero  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
ntiento  Criminal,  citando  como  infringidos  los  artículos 
quinientos  treinta  y  cinco  y  quinientos  treinta  y  seis  del 
Código  Penal,  por  indebida  aplicación  y  por  falta  de 
aplicación  el  artículo  primero  del  propio  Códij^,  en  el 
concepto  de  que  siendo  el  elemento  más  esencial  del  de- 
lito de  hurto  el  ánimo  de  lucro,  no  se  expresa  en  la  sen- 
tencia que  lo  tuviera  el  procesado  al  marcharse  con  el 
coche;  deduciéndose  por  el  contrario  que  no  abrigó  se- 
mejante intención,  si  como  consta,  abandonó  el  carruaje 
próximo  á  la  carretera  donde  lo  encontró  la  policía  al 
día  siguiente,  agregando,  que  falta  la  intención  de  de- 
linquir. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
procesado,  previa  la  tramitación  correspondiente,  se  ce- 
lebró la  vista  pública  con  la  sola  asistencia  del  Ministe- 
rio Fiscal,  que  impugnó  el  i 
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Decisión  del  rrcirso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  AmbroBÍo  B.  Mo- 
rales. 

CoDfiiderando  que  aun  cuando  no  se  declare  ?xpfnsa- 
mente  en  la  sentencia,  que  al  llevarse  el  coche  el  proce- 
sado, lo  hiciera  con  ánimo  de  lucro,  ello  no  obsta  para 
que  se  estime  la  concurrencia  de  ese  elemento  esencial 
del  delito  de  hurto,  si  de  los  hechos  probados,  sepin  ya 
lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  se  deduce 
que  el  propósito  del  culpable  fué  obtener  un  lucro ;  y  si 
de  los  que  contiene  la  sentencia  aparece  que,  el  procesa- 
do, aprovechando  un  descuido  de  Batista,  ae  llevó  del  lu- 
gar conocido  por  los  Cnatro  Caminos  el  vehicolo  de  la 
propiedad  de  éste,  sin  ejercer  fuerza  ni  violencia  algu- 
na, mueble  que  se  encontró  por  la  policía  abandonado  al 
día  siguiente  en  San  Francisco  de  Paula,  es  indudable 
que  se  aprovechó  del  expresado  coche,  por  lo  menos,  pa- 
ra transportarse  de  un  lugar  á  otro,  lucrándose  así  con 
el  servicio  que  le  prestó,  lo  cual  basta  para  que  se  esti- 
me la  coneurrencia  de  dicho  elemento;  no  pudiendo 
apreciarse  la  alegación  que  también  se  hace,  de  que  no 
hubo  intención  de  delinquir,  por  cuanto  que  según  el 
artículo  primero  del  Có<ligo  Penal,  las  acciones  ú  omi- 
siones se  reputan  voluntarias  mientras  no  const«  lo  con- 
trario, y  en  los  hechoe  de  la  sentencia  no  existe  ninguno 
del  que  pueda  derivarse  la  falta  de  intención  alegada. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas,  el 
Tribunal  á  quo  no  ha  infringido  loe  artículos  del  Códi- 
go Penal  que  en  el  recurso  se  citan,  ni  cometido  el  error 
de  derecho  que  en  el  mismo  se  le  atribuye,  por  lo  que 
procede  declararlo  sin  lugar,  con  las  costas. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Julián  Wandemberg  y  Alonso,  contra 
la  sentencia  dictada  en  catorce  de  Marzo  último  por  la 
Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 
Así  por  esta  nuestra  sentencia  io  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — IjUís  Gas- 
tón.—José  Cabarrocas  Horta. — .\mbrosio  R.  Morales. 
— -José  María  (.íiwpert. 


dueja.— Auto  111.— 28  de  Julio.— Eecarwnte.  (Goeeio, 

Abril  29,  1904.) 

DOCTRINA:    No    tiene   personalidad    pnra 
interponer  un  recarao  de  casacidn  qaiea  no  ci  par- 
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li  tiene  la  representacióa 

Antecedentes  : 

BesTiltaado  que  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 
de  Guanabacoa  contra  Vicente  Daniel  Morales  y  otros 
por  delito  de  robo,  la  Sección  Segunda  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audienoía  de  la  Habana,  dictó  sentencia 
en  veinte  y  nueve  de  Mayo  último  en  la  que  condenó  á 
dicho  procesado  como  autor  del  mencionado  delito  con 
intimidación  en  las  personas,  á  la  pena  de  cinco  aúos 
de  presidio  correccional  y  accesorias. 

Recübso  dbneqado  : 

Resultando  que  en  diez  de  Jnnio  el  Dr.  Eduardo 
Aulés  presentó  escrito  á  nombre  de  dicho  procesado  in- 
terponiendo recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
contra  la  espreaada  sentencia,  citando  el  precepto  legal 
que  lo  autoriza,  las  disposiciones  legales  que  estima  in- 
fringidas y  concepto  en  que  lo  han  sido,  en  la  forma  que 
expresa  en  el  siguiente  único  motivo :  'Se  encuentra  au- 
"torizado  por  el  número  tercero  del  artículo  ochocientos 
"cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
"nal,  pueato  que  siendo  constitutivos  de  delito  los  he- 
"choB  que  en  la  eentencja  se  declaran  probados  se  ha  co- 
"nietido  error  de  derecho  en  la  ealiíicación:  cito  como 
"infringidos  el  caso  quinto  del  artículo  quinientos  vein- 
"te  y  uno  del  Código  Penal,  en  relación  con  el  quiníen- 
"toa  veinte  del  miarao  por  indebida  aplicación  y  por  íal- 
"ta  de  ella  el  artículo  quinientos  trece,  del  mismo  Có- 
"digo.  Concepto  de  la  infracción.  El  primer  resultando 
"probado  dice  que  para  llevarse  el  dinero  y  objetos  que 
"en  él  se  indican  amenazaron  á  los  individuos  de  la  fa- 
"milia  con  tercerolas,  sin  qae  las  amenazas  fueran  con- 
"dicionales,  ha  debido,  pues,  apliearae  el  articulo  qui- 
"nientos  trece  y  no  los  citados  anteriormente". 

Caüba  db  la  queja  : 

Resultando  que  por  auto  de  trece  de  Junio  denegó 
la  Sala  la  admisión  del  recurso,  por  e!  fundamento  de 
que  no  habiendo  sido  representado  el  procesado  Mora- 
lea  en  el  anto  del  juicio  por  el  Dr.  Aulés  que  firma  el  es- 
crito, ni  siendo  éste  prtrte  legitima  pnra  interponer  el 
recurso  de  casación  conforme  al  articulo  ochocientos 
cincuenta  y  cuatro  de  la  ley  procesal,  se  faltó  en  su  in- 
terposición al  precepto  del  artículo  séptimo  le  la  Orden 
de  casación. 
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Rbsolccion  : 

Resultando  que  cqntra  el  referido  auto  recurrió  di- 
cho procesado  en  queja,  que  anunció  previamente,  é  in- 
terpuso eo  tiempo  á  su  nombre  y  por  designación  el 
Dr.  Auiés,  en  este  Supremo  Tribunal  en  escrito  de  tres 
del  corriente  mes ;  y  sustanciado  en  forma  se  celebró  la 
vista  pública,  con  asistencia  solo  del  Ministerio  Fiscal. 

Considerando  que  conforme  al  número  seis  del  ar- 
tículo séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
niil  ochocientos  noventa  y  nueve,  el  recurso  de  casación 
el'  causa  criminal  solo  pueden  interponerlo  los  que  se 
encuentren  en  algunos  de  los  casos  que  enumera  el  ar- 
tículo ochocientos  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Ec- 
juicianiento  Criminal,  ó  sus  representantes;  y  no  sien- 
do parte  legitima  según  el  citado  artículo  el  Dr.  Eduar- 
do Aulés,  ni  apareciendo  que  éste  llevara  la  representa- 
ción del  procesado  recurrente  en  la  causa  de  que  se  tra- 
ta, es  evidente  que  carecía  de  personalidad  para  inter- 
poner el  recurso,  por  lo  que  estuvo  bien  denegada  la 
admisión  por  el  Tribunal  á  quo. 

Se  declara  sin  lugax  el  presente  recurso  de  queja, 
interpuesto  por  el  procesado  Vicente  Daniel  Morales, 
contra  el  referido  auto  de  trece  de  Junio  último  'en  que 
fué  denegada  la  admisión  del  recurso  de  casación  en  la 
mencionada  causa,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. —  Luis  Gastón. —  José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Morales. — José  Ma- 
ría Gispert.— Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  ley.-Sent.  116.-28  de  Jnlio.—Deüto.  (»«-.  ^*^ 

DOCTRINA:  No  puede  alegar  que  obró  «in 
¡□tención  de  delinquir  quien  á  consecnencia  de  un 
disgusto  que  tiene  con  otra  persona  hace  aobre 
^sta  un  disparo  de  arma  de  fuego. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  ocho  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Evaristo  Reyes  y 
Keyes,  de  oficio  albañil  y  vecino  de  esta  ciudad,  en  la 
causa  seguida  contra  el  mismo  ante  la  Sección  Primera 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
por  el  delito  de  homicidio. 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
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üiiusa  en  cuatro  de  Mayo  último  se  consignan  los  hechos 
en  Id  foriiia  siguiente : 

Hechos  probados: 

"Primero:  Resultando  probado  que  el  siete  de  No- 
■"viembre  del  año  próximo  pasado,  el  procesado  Evarie- 
'"to  Reyes,  que  en  esa  época  se  dedicaha  á  la  ven'a  :im- 
"tiulantc,  fué  en  horas  del  mediodía  al  Rastro  de  gana- 
*"ilo  menor  y  trató  de  comprar  alguna  cantidad  de  raan- 
"teca  en  rama  á  Cándido  Crespo  y  Pérez,  que  allí  se  de- 
"ílieaba  á  ese  comercio,  y  como  no  estuTÍeran  de  acuer- 
'■ilo  en  la  bondad  de  la  mercancía,  por  motivo  de  ello 
"tuvieron  ima  disputa,  se  dijeron  palabras  gruesas  y 
'■sacando  cuchillos  que  tenían,  intentaron  añedirse  con 
*"c.sas  armas,  lo  que  no  llegó  á  resultar  por  la  interven- 
**i'ión  de  otras  personas  que  se  encontraban  presentes  y 
''promediaron  para  evitar  la  riña,  logrando  que  el  pro- 
"cesado  se  retirara  del  local.  Segundo:  que  Francisco 
"Crespo  y  Reyes,  hermano  de  Cándido,  de  los  propios 
^'apellidos,  que  había  presenciado  é  intervenido  en  el 
'•disgusto  habido  entre  éste  y  Evaristo,  temeroso  de  (juo 
''la  cuestión  no  hubiera  quedado  terminada,  llevó  á  su 
'"hermano  á  la  casa  de  Evaristo  para  tener  una  explica- 
'"ción.  de  la  que  resultó  que  por  no  haber  acuerdo  amis- 
"toso,  sino  por  el  contrario  propósito  firme  de  reñir,  ea- 
"lieron  ambos  Cándido  Crespo  y  Evaristo  Reyes  para 
"im  lugar  apropiado,  donde  sin  testigos,  pudieran  ven- 
"tilar  sns  diferencias,  regresando  los  dos  un  rato  des- 
"pués  sin  haber  reñido.  Tercero:  resultando  probado 
"que  é\  día  posterior  á  los  hechos  que  se  acaban  de  re- 
"latar,  ó  sea  el  ocho  de  Noviembre,  llegó  Evaristo  iíe- 
"yes,  como  de  siete  á  siete  y  media  de  la  mañana  á  la 
"casa  donde  vivía  con  su  esposa  Cándido  Crespo  y  pre- 
"gimtando  á  ésta  por  él,  como  le  contestara  que  estaba 
"acostado,  le  manifestó  que  lo  llamara  diciéndote  que 
"era  el  de  ayer" ;  la  esposa  de  Crespo  cumplió  ese  en- 
'Vargo,  y  éste,  dejando  el  lecho,  salió  á  la  calle  armado 
"de  un  revólver  y  dirigiéndose  á  la  esquina,  al  llegar  á 
"ella,  se  presentó  Evaristo  Reyes  y  sin  que  se  sepan  las 
"palabras  que  mediaron,  sacando  un  revólver  se  fué  en- 
"oima  de  Cándido  Crespo  y  le  disparó  un  tiro,  hiriéndo- 
•"\e,  en  cuyos  momentos  Tlrespo  sacando  el  suyo,  disparó 
"un  tiro  que  no  alcanzó  ¿  Reyes  y  éste  le  diaparó  dos 
"más  hiriéndole  nuevamente  y  causándole  con  los  tres 
"disparos  varias  lesiones  graves  de  las  cuales  falleció 
"Crespo  casi  instantáneamente". 
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Resolución  recurrida  : 

Eí-siiltanfln  que  la  Sala  sentenciadora  eítiinamlo 
esos  hechos  constitutivos  de  im  delito  de  homicidio,  t 
autor  dol  mismo  sin  circunstancias  especiales  al  proce- 
sado Revos,  le  condfnó  á  la  pena  de  catorce  años,  ocho 
nieges  y  un  día  de  reclusión  temporal,  accesorias,  indem- 
nización íi  los  herederos  de  la  víctima  de  la-  suma  ilu 
cinco  mil  pesetas  y  al  pa^o  de  las  costas,  decomisan doli^ 
las  armas  y  cápsulas  ocupadas,  y  mandando  devolver  íi 
sus  dueños  los  otros  efectos  también  ocupados. 

FuNDAlilíXTOS   DEL  EECDRSO   DE   CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso  expresando  estar  au- 
torizado por  el  número  primero  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  ocho  en  relación  con  el  número  primero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de- 
Enjuiciamiento  Criminal  por  calificarse  como  delito 
hechos  que  no  lo  son,  y  cita  como  infringido  el  artículo 
cuatrocientos  diez  (así  dice)  del  Código  Penal,  "por- 
que, agrega,  éste  supone  la  intención,  la  voluntad  de 
matar,  y  en  la  sentencia  á  pesar  de  aplicarlo,  no  se  de- 
clara probada  esa  intención. 

Y  no  basta  el  hecho  de  los  disparos,  ni  el  de  la 
muerte,  porque  casos  hay  en  que  los  disparos  producto- 
res de  muerte  no  suponen  el  ánimo  criminal  en  el  agen- 
te. Los  delitos  por  imprudencia  comprueban  estas  pa- 
labras". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustancij'.do- 
dehidamente  en  este  Tribunal  se  celebró  la  vista  pública 
con  asistencia  solo  del  Ministerio  Fiscal,  que  impugnó 
aquél. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente     el     Magistrado  Liiis     Gastón  y 

Gastón. 

Considerando  que  conforme  al  segundo  párrafo 
del  artículo  primero  del  Código  Penal,  las  acciones  y 
omisiones  penadas  por  la  ley  se  reputan  siempre  volun- 
tarias, á  no  ser  que  conste  lo  contrario,  y  no  expresán- 
dose entre  los  hechos  probados  de  la  sentencia,  datos  ni 
indicación  alguna  de  donde  pu^a  deducirse  que  el  recu- 
rrente Reyes  diera  muerte  á  Crespo  sin  intención  ni  vo- 
luntad de  hacerlo,  sino  que  por  el  contrario  se  afirma 
que  á  consecuencia  del  disgusto  que  ambos  tuvieron,  el 
primero  disparó  contra  el  segundo  varios  tiros  de  revól- 
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ver  que  le  "produjeron  la  muerte,  lo  cual  demuestra  que 
obrA  int<'aeionalmente,  es  evidente  que  el  recurso  care- 
cí' de  todo  fundamento  y  que  la  Sala  Bentenciadora  no 
ha  infringido  ley  algnna  ni  incurriáo  en  el  error  de  de- 
recho que  se  le  atribuye,  por  lo  que  aquél  debe  ser  deses- 
timado, imponiéndose  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Evaristo  Beyes  y  Eeyes  en  la  cai'sa  de 
referencia,  imponiéndose  las  costae  ¿  dicho  recurrente. 

Comuniqúese  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastan. — José  Cabarrocaa  Horta. — Ambrosio  B.  Mora- 
les.— José  María  Gispert. 


-Int  ley.— Sent  117,-29  do  Junio.— Autor.  (Goeeta, 
Abril S9.  J904.) 

DOCTRINA:  El  empleado  de  nn  almtictfii 
qoepuexto  de  acacrducon  el  autor  material  del 
delito  facilita  la  salida  de  los  efectos  qne  se  harta- 
bnn  ÚK  dicha  alniticén.  ea  también  autor  de  dicho 
delito  pi)r  cooperación  necesttria. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  nueve  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación 
por  infración  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Su- 
premo contra  la  sentencia  dictada  en  primero  de  Abril 
i'iltimo  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  causa  pro- 
cedente del  Juzgado  de  Instrucción  de  Remedios,  se- 
guida entre  partes,  de  !a  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de 
la  otra,  como  procesado  por  el  delito  de  hurto,  Enrique 
Villa  Moriera,  vecino  de  Placetas  y  del  comercio. 

Besultando,  que  dicha  sentencia  contiene  el  sí- 
gtiiente  Resultando: 

Hkchos  probados  : 

"Resultando  probado  que  durante  los  meses  de 
".\bril  á  Mayo  del  próximo  pasado  año,  en  virtu'l  de 
■"aruerdo  que  tuvo  el  procesado  Knrique  Villa  Moriera 
■■(■on  FéÜA'  Fernández,  sereno  del  almacén  que  tiene  la 
■"(■ul>a  Company"  en  Placetas,  y  encargado  por  razón 
'"de  !>u  oficio  de  la  c\istodia  de  los  efectos  depositados 
"i-n  dicho  local,  se  verificó  una  sustracción  de  piezas  de 
'■maquinarias,  arados,  carretillas  y  otros  objetos  que  en 
'■jimto  han  sido  tasados  en  la  cantidad  de  cuatrocientos 
••veinte  y  tn>B  pesos,  noventa  centavos  oñ  moneda  ame- 
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"ricana.  Félix  Fernández,  también  procesado  y  di 
"rado  rebelde  en  esta  causa,  facilitaba  la  salida  de 
"mencionados  objetos,  y  Villa  Hortera  se  encargabi 
"hacerlos  coaducir  á  los  lugares  que  con  anticipa 
"escogiera,  y  allí  los  escondía.  La  empresa  perjudií 
"pudo-  recuperar  todos  los  efectos,  encontrándolo, 
"Juzgado  en  una  casa  habitada  por  un  individuo 
"no  tuvo  participación  alguna  en  la  comisión  del  ( 
"to,  siendo  Fernández  el  que  intervino  en  el  alquile 
"la  misma  para  ocupar  parte  de  la  maquinaria  1 
"tada"- 

Eesoldción  eecdbrida: 

BeEultaudo  que,  por  la  misma  sentencia,  estic 
dose  estos  hechos  constitutivos  del  delito  de  hurto, 
finido  y  penado  en  los  artículos  quinientos  treim 
cinco,  inciso  primero,  y  quinientos  treinta  y  seis, 
giindo  inciso,  del  Código  Penal :  y  autor  por  partií 
ción  directa,  sin  la  concurrencia  de  circunstancias 
dificativas  de  responsabilidad,  al  procesado  Villa  I 
tera,  se  condenó  á  éste  en  la  pena  de  un  año,  ocho 
ses  y  ventiun  días  de  presidio  correccional,  las  coi 
pendientes  accesorias  y  el  pago  de  la  mitad  de  las 
tas,  declarándose  ño  haber  lugar  á  exigir  responsa 
dad  civil: 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la 
presentación  del  expresado  Villa  itortera  el  pres 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  fundad* 
el  número  cuarto  del  artículo  ochocientos  cuarem 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citi 
como  infringido  el  articulo  trece  en  relación  con  el 
cÍ80  primero  del  quinientos  treinta  y  seis  del  Có 
Penal,  por  su  no  aplicación,  y  el  doce  del  mismo  C 
go  por  aplicación  indebida,  en  el  concepto  de  que, 
doa  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  la  senté 
recurida.  Villa  Moriera  no  tuvo  en  los  mismos  la 
ticipación  de  autor,  sino  la  de  cómplice  porqiie  su 
peración  no  era  indispensable  para  la  realización 
delito  sino  que  se  verificó  por  actos  f-imultáneos,  sil 
cuales  también  se  hubieran  realizado,  ó  sea  como 
presa  la  sentencia,  "haciéndolos  conducir" — los  ob; 
hurtados— "á  lugares  donde  se  escondían". 

Eesultando  que,  admitido  el  recurso  y  previos 
demás  trámites  legales,  se  celebró  la  correspondí 
vista,  informando  en  ella  el  representante  y  defe 
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del  recurrente,'  y  el  Ministerio  Fiscal,  el  primero  sos- 
teniendo la  procedencia  de  aquél,  é  impugnándola  el 
segundo. 

Dbcision  del  beccrso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarroca» 
Horta. 

Considenindo  que  de  los  hechos  que  se  declaran 
probados  en  la  sentencia  recurrida  aparece  que  Félü 
Fernández,  sereno  de  un  almacén  de  la  Empresa  ferro- 
viaria "Cuba  Company",  puesto  de  acuerdo  con  el  re- 
currente Enrique  Villa  Mortera  para  sustraer  las  co- 
sas que  fueron  materia  del  hurto  que  en  la  propia  sen- 
tencia se  califica,  facilitaba  la  salida  de  ellas  del  citado 
Almacén,  como  ocurrió,  y  Villa  Mortera  se  encargaba 
de  hacerlas  conducir  ¿  los  lugares  en  que  las  escondía: 
T  estas  circunstancias  demuestran  que  el  último  es  au- 
tor del  expresado  delito:  pues  que,  concretada  la  ac- 
ción simultánea  del  Fernández  á  facilitar  la  salida  del 
las  referidas  cosas  del  local  en  que  las  guardaba  dicha 
Empresa,  resulta  notorio  que  Villa  Mortera,  obedecien- 
do á  aquel  acuerdo,  llevó  á  efecto  esta  salida,  que  cons- 
tituye la  sustracción  material  de  las  mismas:  cooperan- 
do así  á  la  ejecución  del  delito  por  un  acto  sin  el  cual 
no  se  hubiera  efectuado. 

Considerando  que,  esto  sentado,  es  evidente  ijue 
la  Sata  sentenciadora  al  determinar  ia  participación, 
del  recurrente  como  autor  del  hecho  punible  aludido, 
no  incurrió  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en 
el  recurso :  j,  por  tanto,  debe  ser  éste  declarado  sin  lu- 
gar, con  la  condena  de  costas  que  previene  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Enrique  Villa  Mortera  contra  la 
expresada  sentencia:  con  las  costas  á  cargo  del  recu- 
rrente. Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. 
— Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio 
R.  Moralra. — José  M.*  Gispert. 


ImpugnaóóiL— Auto  US.— 31  de  Jtüío.— Precepto  anto- 
rízador,  (Gac,  Abrüeo,  isoi.) 
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que  se  funda  en  la  infracción  de  nn  trámite  ó  foi^ 
malidad  procesa]  como  es  la  establecida  en  el  ar- 
ticulo 633  de  la  citada  ley. 

Becurso  admitido  : 

BeBiiltando  que  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 

•del  Este  á  virtud  de  querella  de  Santiago  Gutíérreí 
Ruiz  contra  Adriano  Hernández  y  Avelino  Foyo  por 
delito  de  falsiñcación,  dictó  auto  la  Sección  primera 
•de  la  Sala  de  lo  CriminaJ  de  la  Audiencia  de  La  Habana 
en  nueve  d^.  Mayo  último  acordando  el  sobreseimiento 
libre,  conforme  al  caso  BCgundo  del  articulo  ^seiscientoe 
treinta  y  siete  de  la  Ley  de  enjuiciamiento  Criminal 
contra  el  cual  auto  interpuso  el  querellante  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  citando  como  precepto 
autorizante  el  articulo  ochocientos  cincuenta  y  dos  en 
relación  con  el  número  cuarto  del  ochocientos  cuarenta 
j  ocho  de  la  propia  ley  procesal,  y  como  leyes  infringi- 
das y  concepto  en  que  lo  han  sido,  los  que  consigna  en 
los  dos  motivos  siguientes:  "Quinto.  El  articulo  de  1« 
"Ijey  violado  ea  el  trescientos  diez  del  Código  Penal  en 
'su  párrafo  cuarto,  pues  que  el  acusado  para  eludir  el 
pago  de  una  responsabilidad  civil  ha  faltado  á  la  ver- 
'dad  en  la  narración  de  los  hechos,  presentando  certi- 
'ficaciones  de  sus  libros  mercantiles  en  contradicción 
'y  falsedad  criminal  con  el  contenido  cierto  de  los  mis- 
'mos. — Sexto :  Infringe  además  el  auto  de  que  recurro 
'"el  articulo  seiscientos  treinta  y  tres  del  Enjuiciamien- 
'to  Criminal,  corregido  por  la  Orden  ciento  nueve  de  la 
'serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. — Séptimo: 
'Concepto  de  éstas  infracciones:  Articulo  trescientos 
'diez  del  Código  Penal. — De  la  primera,  porque  en  el 
'auto  de  sobreseimiento  se  dá  por  cierto  que  los  hechos 
'acusados  no  son  constitutivos  de  delito  de  falsedad, 
'en  el  caso  cuarto  del  artículo  trescientos  diez  del  Có- 
'digo  Penal,  cuando  evidentemente  lo  son  porque  si 
'un  comerciante  demandado  en  vía  civil  para  el  pago 
'de  una  deuda,  niega  éste,  fundándolo  en  certificacio- 
'nes  de  sus  libros  que  presenta,  y  resulta  que  esas  cer- 
'tificaciones  no  contienen  la  verdad  de  sus  libros  mer- 
'eantiles  y  después  se  evidencia  en  esta  causa,  que  ni 
'los  asientos  de  sus  propios  libros,  en  reconocimientos 
'practicados  en  distintas  fechas,  aparecen  ser  los  mis- 
'mns,  y  ésto  se  ha  realizado  en  perjuicio  de  tercero,  no 
'cabe  duda  en  cuanto  á  que  ésta  serie  de  actos  consti- 
'tuyen  verdaderas  falsedades  criminosas  en  libros  mer- 
'cantiles,  pues  con  ellas  se  propone  el  acusado  eludir 
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'el  pago  de  lo  que  se  le  cobra,  quedándose  de  esta  ma- 
'oera  con  la  cántídad  debida  á  su  acusador  en  mérito 
'y  virtud  de  dichas  falsedades  y  en  este  concepto  in- 
'fringe  el  auto  de  sobreseimiento  el  articulo  trescien- 
'tos  del  Código  Penal. — Segundo  concepto  de  infrac- 
"ción  cometida. — Artículo  seiscientos  treinta  y  trea  de  la 
■liey  de  Enjuiciamiento  Criminal. — El  auto  de  sobre- 
'seimienfo  prescinde  del  artículo  seiscifintos  treinta  y  tres 
■'dda  Ley  I*roce8al,  corregido  por  la  Orden  número  cien- 
"to  nueve,  serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  Bueve,  y 
"este  artículo  piohibe  el  sobreseiniiento,  cuaado  hay  acu- 
'sador  que  sostiene  la  acción  criminal  y  pide  la  apertura 
'á  juicio  oral,  el  que  indispensablemente  se  abnr&  apa- 
'reciendo  como  acusado  el  querellado,  y  como  que  la 
'Sala  ha  decretado  lo  contrario  al  sobreseer  la  cauBa, 
'viola,  infringe  en  este  concepto  el  artículo  seiscientos 
treinta  y  tres  del  Enjuiciamiento  Criminal  que  ordena 
imperativamente  lo  contrario  de  lo  hecho  por  la  Sala. 
■ — Es,  pues,  el  concepto  de  esta  infracción  la  falta  de 
'cumplimiento  de  aquel  artículo,  que  ordenando  nn 
'procedimiento,  resulta  ordenado  por  la  Sala  ottS  dis- 
tinto é  ilegal". 

TitPuoNACios: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente  en  este  Supremo  Tribunal  en  el  trámite  opor- 
tuno impugnó  el  Ministerio  Fiscal  sn  admisión  fitnrlado 
«n  loa  motivos  siguientes ;  "Primer  motivo :  tratAiidose 
"de  falsedad  que  se  supone  cometida  en  libros  de  co- 
"mercio,  que  desde  luego  no  es  documento  público,  la 
"cita  Bolamente  como  infringido  del  artículo  trescien- 
"tos  diez  del  Código  Penal  que  no  es  dable  aplicar  al 
"recurso,  sino  en  relación  con  el  artículo  trescientos  on- 
■"ce,  si  se  admite  que  dichos  libros  son  documentos  mer- 
"cantiles,  y  si  se  consideran  privados :  en  relación  aquel 
"precepto  con  el  del  artículo  trescientos  catorce,  es 
■"cita  insuficiente  á  todas  luces  para  qae  pueda'  tenerse 
*'por  bien  planteada  la  cuestión  que  ae  discute  en  casa- 
"ción,  pues  no  se  precisa  claramente  la  ley  penal  que 
"se  supone  infringida,  y  falta,  por  lo  mismo,  en  el  re- 
"cur.so  respecto  á  su  primer  motivo  el  requisito  cuarto 
''del  artículo  quinto  de  la  Orden  mencionada.  Segun- 
"do  motivo :  Se  incide  en  este  segundo  motivo  en  defec- 
"to  sustancia!  en  razón  á  que  se  cita  como  infringido 
"el  articulo  setecientos  treinta  y  tres  de  la  l^ey  de  En- 
'■juiciamiento  Criminal  modificado  por  la  Orden  cien- 
'■'to  nueve,  que  como  de  ley  adjetiva  ó  de  procedimiento, 
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"no  puede  autorizar  un  recurso  por  infracción  de  ley, 
"ni  tampoco,  en  este  caso,  por  tratarse  de  un  auto,  el 
"de  quebrantamiento  de  fonna  que  solo  procede  contra 
"sentencias". 

Resultando  que  sustanciado  e!  incidente  previo, 
se  celebró  la  vista  pública  del  mismo  con  asistencia  sólo- 
del  Ministerio  Fiscal  impugnante. 

Rbsolüoion  ; 

Considerando  en  cuanto  al  primer  motivo  de  im- 
pugnación, que  en  el  escrito  de  interposición  del  recur- 
so y  con  relación  al  primer  motivo  del  mismo  se  cita 
determinadamente  el  articulo  del  Código  Penal  que  por 
el  recurrente  se  considera  infringido  por  falta  de  apli- 
cación, cuyo  precepto  de  infracción  explica  con  la  sufi- 
ciente claridad  para  formar  juicio  acerca  del  problema 
que  se  propone  discutir  en  casación  al  amparo  de¡  pre- 
cepto autorizante  en  que  se  funda,  ó  sea  que  ios  hechos 
ofrecen  caracteres  de  delito:  y  en  este  concepto  es  im- 
procedente la  impugnación  del  recurso  en  el  presente 
trámite,  fundada  en  la  omisión  de  la  drcuostancia  cuar- 
ta de  admisibilidad  del  articulo  quinto  de  la  Orden  de 
casación,  por  no  adolecer  de  la  falta  de  precisión  y  clari- 
dad en  la  cita  legal  á  que  dicha  circunstancia  ciiarta  pe 
refiere,  la  que  debe  ser  desestimada  en  cuanto  á  dÍGh'> 
motivo. 

Consii^erHndo  con  rolación  ai  Sf'gundo  motivo  del 
recurso  qut!  es  objeto  del  seff'inil't  de  1«  impugnaciónr 
que  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y  dds  de  la  I^ey 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  solo  permite  reclamar  á 
su  amparo  en  casación  contra  las  infracciones  de  ley 
que  consistan  en  no  haberse  estimado  como  delito  ó 
falta,  hechos  que  lo  son  ó  presenten  caracteree  de  la- 
tes, sin  que  circunstancias  posteriores  impidan  penar- 
las, ó  en  haberse  declarado  exentos  de  responsabilidad 
criminal  á  los  procesados,  no  debiendo  serlo  con  arre- 
glo al  precepto  expreso  de  una  ley:  y  como  el  expresa- 
do motivo  segundo  del  recurso  no  se  funda  en  ningu- 
no de  estos  cxtrenios,  ni  con  los  mismos  tiene  relación 
alguna  la  disposición  legal  que  se  dice  infringida,  la 
cual  se  refiere  á  un  trámite  ó  formalidad  del  Orden  pro- 
cesal, es  evidente  que  no  está  autorizado  por  el  precep- 
to invocado,  y  por  tanto,  que  estuvo  mal  admitido  por 
el  Tribunal  á  quo,  siendo  por  ello  procedente  en  cuan- 
to al  mismo  la  impugnación  del  recurso. 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  impugnación  for- 
mulada   por    el    Ministerio    Fitícal  en  cuanto    al    pri- 
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mer  motivo  por  el  cual  fué  admitido  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  e!  querellante,  y  con  lugar  dicha 
impugnación  en  cuanto  al  segundo  motivo,  respecto  del 
cual  se  declara  mal  admitido  dicho  recurso  por  la  Au- 
diencia, con  las  costas  de  oficio. 

Oomuníquese,  etc. 

Ix>  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  uiár-- 
gen. — José  Antonio  Píehardo. — Luis  Gastón. — José  Ca- 
harrocas  Horta. — Ambrosio  B.  Morales. — José  María 
(lispert. — SJlvcrio  Castro,  Stscretario. 

Queja.— Auto  116.— 1?  do  Agosto. —HechoB.  iGae.,  Abñl 

29,   1904.) 

DOCTBIÍÍA:  Es  inadmUible  nn  recurso  que 
Be  fnnda  en  hechos  distintos  de  loa  declarados  pro- 
bados en  Is  sentencia  recurrida. 

Antecbdentes  : 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 

de  instrucción  de  Quanahacoa,  seguida  á  Juan  Corona  y 
Díaz,  como  procesado  por  el  delito  de  lesiones,  la  Sec- 
ción Segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  .la  Audien- 
cia de  esta  provincia  dictó  sentencia  en  nueve  de  Junio 
último  por  la  cual  lo  condenó  á  la  pena  de  un  año  y  un 
día  de  prisión  correcionad  como  autor  de  dicho  delito, 
sin  circunstancias  modificativas  de  responsabilidad  cri- 
minal. 
Recdbso  denegado  : 

"Resultando  que  contra  la  expresada  sentencia  inter- 
puso el  representante  y  defensor  de  Corona  Díaz,  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  autorizado— di- 
jo— por  loe  números  primero  y  quinto  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal;  alegando  haberse  infringido  el  caso  cuarto 
del  articulo  octavo  del  Código  Penal  en  el  concepto  si- 
guiente: de  que  habiendo  obrado  su  defendido  en  defen- 
sa propia  con  motivo  de  una  discusión  "y  al  ser  agredi- 
"dopor  el  señor  Novo,  según  aparece  del  primer  requi- 
ntando, pues  así  únicamente  se  explica  !a  lesión  á  que  se 
contrae  ese  resultando"  no  son  de  aplicarse  'nos  artScu- 
"tos  primero,  doce,  diez  y  seis,  sesenta,  ochenta,  cua- 
"trocientos  veinte  y  nueie,  párrafo  cuarto,  del  Código 
"Penal." 

C.1.D8A  DE  LA  QUEJA : 

Resultando  que  por  auto  de  diez  y  oeho  del  mismo  - 
mes  de  Junio,  el  Tribunal  sentenciador  denegó  la  admi  - ' 
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sión  det  roenrso  relacionado,  fundándose  en  qne  en  la 
sentencia  recufrida  "se  consigna  como  un  hecho  proba- 
"do  que  en  la  tarde  del  cinco  de  Enero  último  ae  presen- 
"tó  Eduardo  Soyo  en  la  casa  del  procesado  al  objeto  de 
"cobrarle  los  alquileres  de  la  casa  en  que  éste  habitaba, 
"y,  como  se  negase  a!  pago  el  procesado,  se  originó  ana 
"acalorada  discusión,  infiriendo  el  mismo  al  Wovo  lesio- 
"nes,  entre  otras,  una  en  el  dedo  pulgar  de  la  mano  de- 
"recha,  que  tardó  en  sanar  cincuenta  díaa,  con  necesi- 
"dad  de  aflistencia  médica  é  impedimento  para  el  tra- 
"bajo  durante  cuarenta  y  dos  días,  7  pérdida  de  parte  de 
"sustancia  carnosa,  que  no  constituye  deformidad": 
'  que  estos  hechos  se  alteran  por  el  recurrente  al  ampliar- 
los, expresando  que  fué  agredido  por  Novo,  cuando  la 
sentencia  nada  dice  de  semejante  agresión,  con  lo  qne 
se  hace  inadmisible  el  recurso,  porque  en  realidad  el 
precepto  ó  preceptos  citados  como  autorizantes  del  mis- 
mo no  franquean  los  recursos  de  esta  clase. 

Resultando  que  contra  dicho  auto  estableció  Coro- 
na Díaz  en  tiempo  y  forma  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo recurso  de  queja,  el  cual  ha  sido  sustanciado  por  to- 
dos sus  trámites,  celebrándose  la  vista  pública  corres- 
pondiente en  veinte  y  nueve  del  mes  próximo  pasado, 
con  asistencia  exclusiva  del  Ministerio  Fiscal,  que  im- 

■  pugnó  en  sn  informe  la  procedencia  de  este  recurso. 
Resolución  t 

Considerando  que,  según  lo  ha  declarado  este  Tri- 
bunal en  numerosas  resoluciones,  fundadas  en  el  texto 
claro  y  terminante  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  puede 
interponerse  ningún  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  contra  una  sentencia  definitiva,  basado  en  he- 
chos distintos  de  los  que  por  la  misma  se  declaran  pro- 
hados. 

Considerando  que  en  este  defecto  indde  Juan  Co- 
rona Díaz  al  alegar,  con  la  cita  de  los  números  primero 
y  quinto  del  mencionado  artículo,  en  apoyo  del  recurso 
que  de  tal  especie  tiene  establecido,  im  punto  de  hecho 
que  no  aparece  en  forma  alguna  consignado  como  pro- 
bado en  la  sentencia  reclamada,  cual  es  el  de  que  fué 
afrredido  por  Novo  en  el  acto  del  cual  ae  originó  el  de- 
lito penado  en  la  propia  sentencia ;  y,  por  consiguiente, 
Oí  indudable  que  al  denegar  la  admisión  de  ese  recurso 
li!  Silla  sentenciadora  en  su  auto  de  diez  y  ocho  de  Ju- 
nio último,  cumplió  con  lo  prevenido  en  el  artículo  on- 

■  pe  CT1  relación  con   el   número  tercero  de   los  articulo? 
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quinto  y  séptimo  de  la  Orden  noventSf  y  dos  de  rail  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  ya  que  dichos  números  prime- 
ro y  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  no  autorizan  &  de- 
batir el  problema  planteado  en  semejantes  condiciones; 
resultando  de  aqui  la  improcedencia  de  la  queja  formu- 
lada contra  el  referido  auto. 

Cousideramlo  que,  con  arreglo  al  articulo  ri^ljiic  y 
cinco  de  la  citada  Orden,  debe  imponerse  al  recurrente 
el  pago  de  las  costas  causadas  «n  el  presente  recurso. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Juan  Corona  y  Diaz  contra  el  aludido  auto  de  diez 
y  ocho  de  Junio  próximo  pasado,  dictado  por  la  Sección 
Segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  ¡a  Audiencia  de 
la  Habana,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

ÍX)  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  m ar- 
pen.—  Joeé  Antonio  Pichardo. —  Luis  Gastón. —  José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Morales. — José  Ma- 
ría Giapert, — Sil  veri  o  Castro,  Secretario. 


In£  ley.--S«Bt.  lis.— 1?  de  Agosto.— Intenáón.  {Gace- 
ta, Mayo  S,  1W4. ) 

DOCTRINA:  En  las  acciones  vnluntarias  es 
de  imputarse  al  HUtor  tuda  la  responsabilidad  pe- 
nal que  de  los  rfecios  de  la  Bccióu  misma  se  deri- 
ve aino  se  deniuestm  pur  las  circunstancias  del 
hecho  ejecutadii  que  no  tuvu  aquél  la  intención 
de  cansar  un  mal  de  tanta  t(''^vedad  como  el  que 
produjo,  Id  cual  no  puede  alegar  quien  lanza  so- 
bre otro  una  piedra  de  graneles  dimensiones  diti- 
gida  á  la  cabeza  con  fuerza  suficiente  para  causar 
una  lesión  tan  grave  que  prodúzcala  muerte  del 
pariente,  puctito  que  ese  medio  es  capat  de  produ- 
dr  el  daAo  qae  produjo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  primero  de  Agosto- 
de  mil  novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supro-. 
mo  contra  la  sentencia  dictada  con  fecha  once  de  Abril 
último  por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  esta  prorincia,  en  causa  proce- 
dente del  Juzgado  de  instrucción  del  Este,  seguida  en- 
tre partee,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otra, 
como  proepsado  por  el  delito  do  homicidio,  Francisco 
Lozano  y  Molina,  albañil,   reciño  de  esta  ciudad. 

pesultando  que  dicha  sentencia  descansa  en  el  fun- 
damento de  hecho  que  se  expresa  en  el  siguiente  resul- 
tando: 
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Hechos  probados: 

"Besultando  probado  que  el  día  diez  y  nueve  de 
"Febrero  último,  el  procesado  Francisco  Lozano  y  Mo- 
'^i^a,  tuvo  un  disgusto  en  el  mercado  de  Colón  con 
"Luk  Balea  y  Martínez,  por  consecuencia  del  cual  el 
"primero  arrojó  ¿  la  cabeza  del  segundo  una  piedra  co- 
"mo  de  una  cuarta  de  largo,  casi  una  cuarta  de  ancho  y 
"cuatro  dedos  de  espesor,  que  le  produjo  contusiums  en 
"las  regiones  frontal  y  parietal  izquierda,  hemoTragia 
"del  oído  izquierdo  y  nariz,  con  fractura  del  cráneo,  á 
"consecuencia  de  las  cuales  falleció  el  día  veinte  y  uno 
"del  mismo  mes". 

Rksolcción  hecürhida: 

Resultando  oue  por  la  misma  sentencia  fué  caliñ- 
-■cado  este  hecho  como  constitutivo  del  delito  de  homici- 
dio, previsto  y  penado  en  el  articulo  cuatrocientos  diez 
y  seis  del  Código  Penal ;  y  estimándose  autor  del  mis- 
mo, sin  circimstancias  modiñcativas  de  responsabilidad 
criminal,  '«1  procesado  Francisco  Lozano  y  Molina,  se 
condenó  á  éste  en  la  pena  de  catorce  años,  ocho  meses  y 
iin  día  de  reclusión  temporal,  con  inhabilitación  absolu- 
ta temporal  en  toda  su  extensión  y  sujeción  á  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad  durante  el  tiempo  de  condena,  7 
otro  tanto  más,  que  empezará  á  contarse  desde  el  cum- 
plimiento de  aquélla;  y  al  pago  de  costas,  y  á  que  in- 
demnice á  los  herederos  del  interfecto  en  la  cantidad  de 
dos  mil  pesetas,  abonándose  al  procesado  la  mitad  de 
la  prisión  provisional  que  llevare  sufrida. 

FCN-DAMENIOS  DEL  KECÜH80   DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  bu  re- 
presentación el  presente  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  el  número  quinto  de!  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
mii'nto  Criminal,  alegando  habrrse  infringido  la  circun^- 
tanfia  ten-era  del  artículo  noveno  del  Código  Penal,  en 
el  concepto  de  que,  aún  cuando  está  demostrado  que  Lo- 
zano, por  consreuencia  del  disgusto  que  tuvo  con.  Balsa 
arrojó  á  éste  una  piedra  con  la  cuaí  le  ocasionó  lesiones 
determinantes  de  la  muerte  del  lesionado,  es  también 
indiscutible  que  no  ha  tenido  intención  de  matar,  pues, 
de  tenerla,  y  habiendo  precedido  disgusto  entre  ambos, 
-de  seguro  que  se  hubiera  valido  de  algún  arma  que  ase- 
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gunri  sn  propósito  y  no  de  una  piedra  que  fué  lo  qne 
encoatcó  á  mano. 

BefluJtando  que,  admitido  el  recurso  y  previos  los 
demáa  trámites  legales,  celebróse  la  correspondiente  vis- 
ta, informando  en  el  acto  el  representante  y  defeoaor 
del  recurrente  y  el  Ministerio  Fiscal,  Bosteniendo  el  pri- 
mero la  procedencia  del  recurso  é  impugnándola  el  se- 
gundo. 

Decisión  oEt  rbcukso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que,  supuesta  la  Tolimtariedad  de 
una  a«ci6n,  es  de  imputarse  al  agente  toda  la  responsa- 
bilidad penal  qne  de  loa  efectos  de  la  acción  misma  se 
derive,  si  no  se  demuestra,  por  las  circunstancias  del  he- 
-cho  ejecutado,  que  no  tuvo  aquél  la  intención  de  causar 
un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo. 

Considerando  que,  en  el  caso  de  autos,  el  medio  y 
forma  empleados  en  la  ejecución  del  delito,  correspon- 
den directamente  á  la  intención  de  producir  las  funeüías 
consecTiencia.s  oriRinadas  del  mismo;  puesto  que  una 
piedra  de  las  dimensiones  de  la  que  se  describe  en  la 
M?ntencia  recurrida,  lanzada  al  cráneo  con  la  fuorxa  su- 
ficiente para  ocasionar  una  lesión  análoga  á  la  que  se 
relata  en  la  propia  sentencia,  puede  en  todo  caso  causar 
el  efecto  de  privar  de  la  vida  al  lesionado;  y,  por  tanto, 
al  dejar  la  Sala  sentenciadora  de  apreciar,  en  el  homici- 
dio cometido  por  el  recurrente,  la  atenuante  tercera  del 
articulo  noveno  del  Código  Penal,  no  incidió  en  el  error 
de  derecho  qne  se  le  atribuye  en  el  recurso. 

Considerando  que,  en  tal  virtud,  debe  ser  éste  de- 
clarado sin  lugar,  y,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  condenarse  en  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  rc«urso  do  casación  por  infraci.ión  de 
ley,  Ínterpuei?to  por  Francisco  Lozano  y  Molina  contra 
la  sentencia  dictada  en  once  de  Abril  próximo  pasado, 
por  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  la  referida  causa ;  é  impone- 
mos las  costas  al  recurrente. — -Así  por  esta  nuestra  sen- 
"tencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — .Tose 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— -José  Caharocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales, — José  María  (íispert. 
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Inf.  ley.  -Sent.    119.— 1?  de  Agosto.— (Hrcnnctancias. 
(Gac,  Mayo  .?,  190^.} 

DOCTRINA:  La  exención  de  responsabili- 
dad criminal  á  que  se  re5ere  el  númeTo  12  del  ar-  ■ 
ticulo  8''  del  Código  Penal  existe,  cuundo  el  hecho 
realizado  reconuzca  por  cauBaeficiente  6  inmedia- 
ta el  cu  mpi  i  miento  estricto  de  ua  deber,  ó  el  ejer- 
cicio legítimo  de  nn  derecho,  oficio  ó  cargo¡  ó 
cuando  con  accifin  de  ello  y  sin  que  móviles  exira- 
ños  impulsen  al  agente,  circunstancias  acciden- 
tales justifiquen  la  necesidad  racional  de  emplear 
medios  adecuado*  para  ecmtriirrestnr  cualquier 
acto  ilegitima  de  fuerza,  violencia  ó  resistencia 
lírave  tendentes  á  impedir  el  cumplimiento  de 
aquel  deber  6  el  libre  ejercicio  del  derecho,  oficio  6 

'  Cuando  Ib  circunstancia  eximente  nn  está  com- 
puesta de  distintos  elementos  6  requisitos  no  tie- 
ne aplicación  el  articulo  85  del  Código  Penal. 

La  circunstancia  de  proceder  en  el  ejercicio  legí- 
timo de  nn  cargo,  con  el  propósito  exclusivo  de 
cumplir  con  los  deberes  de  aquél  si  bien  no  puede 
conceptuarse  como  circunstancia  eximente  de  res- 
ponsabilidad, cuando  e:tcedi¿ndose  el  agente  co- 
mete nn  delito. puede  ser  apreciadacomo  atenuan- 
te conforme  al  número  1?  del  artículo  SV  del  Código 
Penal. 

Ee  la  ciudad  de  la  Habana,  á  primero  de  -\.gosío 
j  de  mil  novecientos  tres ;  visto  e!  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Piara,  interpuesto  por  la  defensa  del  procesado  Ramón 
Ricardo  Leyva,  mestizo,  de  campa,  vecino  de  Cienfne- 
t;os,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  ocho  de 
Sfarzo  último,  en  causa  instruida  en  el  Juzgado  de  Cien- 
fuegos  por  delito  de  honiicidio. 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consigna]  en- 
tre otros  resultandos,  el  siguiente: 

Hechos  probados: 

"Resultando  probado  que  como  á  las  nueve  de  la 
"noche  de!  veinte  y  ocho  de  Diciembre  (iltimo  se  encoc- 
"traba  prestando  servicio  de  guardia  jurado  de  la  casa 
'"'de  maquinaria  del  ingenio  central  "Juraguá",  en  la 
"jurisdicción  de  Cienfuegos,  el  procesado  Ramón  Ricar- 
"do  Leyva,  el  cual  entre  otras  órdenes  del  dueño  de  la 
"finca  Oliverio  Agramontc.  había  recibido  la  de  situarle 
"en  las  inmediaciones  del  conductor  de  la  má<:|uina,  á 
"fin  de  impedir  que  se  acercase  allí  ninguna  pdreona 
"extraña  á  loa  trabajos  de  dicha  máquina,  para  que  no 
"se  repitiera  el  heclio  ocurrido  dos  dias  antes,  qiie  fué,. 
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"haber  echado  un  eslabón  de  hierro  en  el  condnctorj 
"ocasionando  la  interrupción  de  la  molienda  en  dicho 
"día.  Habiéndose  aproximado  un  individuo  nombrado 
"Joaé  Núñez,  que  trabajaba  en  la  colonia  "Angclitu",  y 
"tenía  fama  de  díscolo,  lo  requirió  Leyva  para  que  so 
"retirara  de  la  estera,  contestándole  que  no  se  iba :  que 
"estaba  allí  por  sus  respetos;  de  nuevo  íe  dijo  el  procesa- 
"do  que  se  marchara,  yéndose  á  dormir,  y  no  intemun- 
"piera  la.  marcha  de  la  finca,  explicándole  el  motivo  de 
"la  orden  que  tenía  obligación  de  eumpiir,  ein  que  tam- 
"poco  esto  diere  resultado,  agregando  Leyva  que  si  no 
"obedecía  por  la  buena,  lo  haría  por  las  malas,  pegán- 
"dole  Leyva  en  la  cabeza  con  la  culata  de  ía  teréerola 
"que  tenia,  haciéndole  caer  en  tierra  herido  y  dejándolo 
"allí  haata  que  al  día  siguiente  fué  conducido  líáflez  al 
"Hospital  Civil  de  Cienfuegos,  donde  falleció  á  las  do- 
"ce  de  la  noche  del  treinta  de  Diciembre  á  consecuencia 
"de  la  lesión  que  se  le  causó". 

Besolüoiók  becthibidá: 

Besultando  que  en  la  referida  sentencia,  calificán- 
dose los  hechos  que  en  ella  se  estiman  probados  como, 
constitutivos  de  un  delito  de  homicidio,  del  qae  es  au- 
tor el  procesado  Leyva,  con  la  concurrencia  de  la  cir- 
cunstancia ateunante  tercera  del  articulo  noveno  del  Có- 
digo Penal,  se  condenó  á  dicho  procesado  á  la  pena  de 
doce  años  y  un  día  de  reclusión  temporal  con  las  acce- 
sorias de  inhabilitación  absoluta  temporal  y  sujeción  á 
la  vigilancia  de  la  autoridad,  durante  el  tiempo  de  la 
condena,  y  otro  tanto  más  á  contar  del  cumplimiento, 
debiendo  indemnizar  á  los  herederos  del  interfecto  la 
cantidad  de  cinco  mil  pesetas  sin  apremio  personal,  y 
pago  de  costas,  con  abono  de  la  mitad  del  tiempo  de  la 
prisión  preventiva  sufrida. 

FüMDAUBNTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  : 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  la 
defensa  del  procesado  el  presente  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  caso  del  número 
quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Crimina!,  citando  como  infrin- 
gidas, y  expresando  el  concepto  en  que  lo  han  sido,  laj? 
disposiciones  que  indica  en  los  motivos  siguientes: 

"Primero:  La  sentencia  infringe,  á  mi  ver,  el  nú- 
"mero  doce  del  artículo  octavo  del  Código  Penal,  según 
"el  cual  está  exento  de  responsabilidad  criminal  el  que 
"obra  en  cumplimiento  de  un  deber  ó  en  el  ejercicio  le- 
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"gítimo  de  un  derecho,  oficio  ó  cargo.  El  concepto  de 
"esta  infracción  lo  apareja,  el  estimar  probado  el  fallo, 
"que  Bamón  Hieardo  Leyva,  obedeciendo  órdenes  eátric- 
"tas  de!  dueño  del  central  "Juraguá"  y  desempeñando 
"su  cargo  de  guardia  jurado  vigilante  en  el  momento 
"del  suceso,  de  la  estera  ó  conductor  de  cañaa  á  lo?  mo- 
"linos  ó  trapiches,  requirió  al  interfecto  José  Núñez  pa- 
"i&  cjiíe  se  retirara  de  aquel  sitio  y  que  éste,  lejos  de  ve- 
"rificarlo,  se  mantuvo  en  actitud  desobediente,  maaiferi- 
■"tando  que  permanecía  junto  al  conductor  "por  sna  res- 
"petos",  obligando  ello  á  que  Leyva  !e  diera  un  golpe 
"con  su  tercerola,  que  produjo  la  conmoción  cerebral  de- 
"terrainante  de  la  muerte.  Ai  estimar  la  sentencia,  de 
"consuno  con  el  representante  de  la  ley,  que  tal  circuná- 
"tancia  solo  implica  la  falta  de  intención  en  el  agente 
"de  causar  tanto  mal  como  el  que  produjo,  comete  error 
"de  derecho,  porque  esa  ciieuntancia  de  atenuación  de 
"responsabilidad  criminal,  da  por  supuesto,  el  intenta 
"justiciable  en  el  culpable,  elemento  interno  del  delito, 
"que  de  tal  suerte  lo  integra,  que  ein  él  no  es  posible 
"concebirlo.  Y  del  hecho  que  declara  probado  la  eenten- 
^'cia,  no  se  deduce  en  modo  alguno,  que  á  Bamón  Hi- 
"cardo  Leyva  lo  animara  propósito  delictivo,  mayor  6 
"menor,  y  si  el  lícito  y  plausible  de  desempeñar  bien  y 
"cumplidamente  su  encargo.  Pudo  resultar  como  resul- 
"tó  desgraciado  su  acto  de  fuerza  para  hacerse  obedecer; 
"pero  de  eso  á  la  intención  criminal,  punible  en  la  for- 
"raa  que  lo  realiza  la  sentencia,  media  profundo 
"abismo". 

"Segundo:  Infringe  también  la  sentencia  de  que 
"recurro,  ei  artículo  ochenta  y  cinco  del  citado  Código 
"Penal,  que  dispone  se  aplique  la  pena  inferior  en  uno 
"ó  dos  grados  á  la  señalada  por  la  ley  cuando  el  hecho 
"no  fuere  del  todo  excusable  por  falta  de  alguno  de  los 
"requisitos  que  se  exigen  para  eximir  de  responsabilidad 
"criminal  en  los  respectivos  caeos  de  que  se  trata  en  el 
"artículo  octavo,  siempre  que  concurriere  el  mayor  nú- 
"mero  de  ellos,  imponiéndola  en  el  grado  que  los  Tribu- 
"nales  estimaren  correspondiente,  atendido  el  número  y 
"entidad  de  los  requisitos  que  faltaren  ó  concurrieren. 
"El  concepto  de  esa  infracción  es  bien  visible  desde  el 
"momento  en  que  los  hechos  que  declara  probados  la 
"sentencia  no  son  demostrativos  de  nna  generación  de 
"intención  criminosa  en  el  agente  y  sí  el  producto  de 
"una  voluntad  antijuridica  por  parte  del  interfecto,  que 
"buenamente  requerido  sostuvo  actitud  desobediente  ha- 
"ciendo  necesario  el  empleo  de  la  fuerza,  en  cuya  medi- 
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"lia,  por  lo  desgraciado  que  resultó  el  acto,  cabria  un 
"asidero  para  la  penalidad,  altamente  atenuada  y  pre- 
"rista  por  el  legislador  en  el  articulo  ochenta  y  cinco  in- 
"fringido.  La  penaj  pues,  no  podría  ser  la  impuesta  por 
"la  sentencia  en  el  supuesto  íjue  discurro  de  manera  su- 
"bordinada  6  alternativa  al  otro  extremo  de  exención, 
"sino  la  inferior  en  dos  ^ados  á  la  de  reclusión  tempo- 
"ral,  esto  es,  prisión  correccional  en  au  grado  mfuimo". 
Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
roourrente  en  este  Supremo  Tribimal  se  sustanció  aquél, 
habiÉndose  celebrado  la  vista  pública  del  mismo,  con 
asistencia  de!  representante  defensor  do  dicho  recurren- 
te y  del  Ministerio  Fiscal. 

Decisióü  del  bbcurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert. 

Considerando  que  la  exención  de  responsabilidad 
criminal  á  que  se  refiere  el  número  doce  del  artículo  oc- 
tavo del  Código  Penal  existe,  cuando  el  hecho  realizado 
reconozca  por  causa  enciente  ó  inmediata  el  cumplimien- 
to entricto  de  un  deber,  ó  el  ejercicio  legítimo  de  un  de- 
recho, ofício  ó  cargó ;  ó  cuando  con  ocasión  de  ello  y  sin 
que  móviles  extraños  impulsen  al  agente,  circuntancias 
accidentales  juRtiñquea  la  necesidad  racional  de  emplear 
medios  adecuados  para  contrarrestar  cualquier  acto  ile- 
gítimo de  fuerza,  violencia  6  resistencia  grave,  tendentes 
á  impedir  el  cumplimiento  de  aquel  deber,  ó  el  libre 
ojereicio  del  derecho,  oficio  6  cargo. 

Considerando  que  no  es  inherente  al  cargo  de  guar- 
dia jurado  de  una  finca,  el  deber,  ni  por  tanto,  la  facul- 
tad para  darle  el  debido  cumplimiento  de  emplear  me- 
dios capaces  de  producir  un  mal  que  constituya  delito, 
sin  que  circimstíincias  accidentales  lo  justifiquen  en  !a 
forma  y  medida  que  la  razón  y  la  prudencia  aconsejan, 
cí,  evidente  que  al  descargar  el  procesado  con  la  culata 
de  la  tercerola  un  golpe  en  la  cabeza  á  José  Núñez  por- 
que éste  se  obstinaba  en  permanecer  junto  al  conductor 
de  cañas  á  pesar  de  los  reiterados  requerimientos  de 
aquél,  de  cuyo  golpe  falleció,  á  consecuencia  de  !a  con- 
moción cerebral,  sin  que  aparezca  que  por  parte  del  in- 
terfecto se  hubiese  realizado  ó  intentado  realizar  aclo 
alguno  de  fuerza  6  violencia  contra  dicho  procesado,  le- 
jos do  ajustarse  éste  al  deber  estricto  se  excedió  en  (¡u 
cumplimiento,  empleando  innecesarianieitc  para  hacerse 
obedecer,  medios  extremos  é  inadecuados  que  produjc- 
Ton  aquel  funesto  resultado,  por  lo  que  no  puede  con- 
«eptuá^seltr     exento    de  responsabilidad    criminal,  con 
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arreglo  á  la  expresada  circunstancia  duodécima  de!  ar- 
tículo octavo  del  Código  Penal  que  sirve  de  íundamen- 
to  al  primer  motivo  del  recurso. 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo,  que  no 
integrando  la  citada  circunstancia  duodécima  del  ar- 
tículo octavo  distintos  elementos  constitutivos  de  otros 
tantos  requisitos  ó  circunstancias  distinta  y  separada- 
mente exigidos  por  la  ley,  como  sería  necesario  para  po- 
der determinar  dentro  de  las  prescripciones  del  articulo 
ochenta  y  cinco  del  mismo  Código,  el  número  y  entidad 
de  las  que  concurrieren  ó  faltaren  al  efecto  de  aplicar  la 
pena  correspondiente,  no  hay  términos  hábiles  para  que 
pudiera  haber  sido  aplicado  al  presente  caso  el  citado 
articulo  ochenta  y  cinco,  que,  por  tanto,  tampoco  ha  si- 
do ni  podido  ser  infringido  en  la  sentencia. 

Considerando  que  do  obstante  lo  expuesto,  no  es 
posible  desconocer  el  carácter  de  guardia  jurado  con  que 
obró  el  procesado,  y  el  propósito  único  que  le  impulsó  á 
la  realización  del  hecho  justiciable,  que  según  se  des- 
prende de  los  declarados  probados  en  la  sentencia,  no 
fué  otro  que  el  de  Üenar  cumplidamente  su  deber,  en 
virtud  de  órdenes  recibidas,  compeliendo  á  apartarí^o  del 
lugar  indicado  al  interfecto,  que  se  obstinaba  en  desobe- 
decer, y  creyendo  sin  duda,  aunque  erróneamente,  ijue  al 
obrar  en  la  forma  que  lo  hizo,  procedía  dentro  de  sus  fa- 
cultades; y  en  este  concepto,  si  bien  se  excedió  en  el 
cumplimiento  del  deber,  y  por  ello  no  es  posible  como  se 
deja  dicho,  conceptuarle  exento  de  responsabilidad  cri- 
minal, con  arreglo  á  la  circunstancia  duodécima  del  ar- 
tículo octavo  del  Códíffo  Penal,  es  indudable  que,  ade- 
más de  la  atenuante  tercera  del  artículo  noveno  estima- 
da en  dicha  sentencia,  la  concurrencia  de  los  expresados 
elementos  también  permite  apreciar,  por  no  ser  incom- 
patible aquella  circunstancia  en  igual  concepto  i!e  ait-- 
Quante  genérica^  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núniero. 
primero  del  artículo  citado;  las  cuales  circimstancias 
por  ser  ambas  muy  cualificadas,  y  no  concurrir  ningima 
agravante  hacen  procedente  la  aplicación  de  la  pena  in- 
ferior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley,  al  delito,  con- 
forme á  la  regla  quinta  del  artículo  ochenta  del  Código. 

Considerando  que  en  este  sentido,  al  dejar  de  apre- 
ciar la  Sala  sentenciadora  la  referida  circunstancia  duo- 
décima del  artículo  octavo  en  relación  con  el  número 
primero  del  artículo  noveno  del  Código  Penal  en  con- 
currencia con  la  tercera  de  este  último  artículo,  y  am- 
bas en  concepto  do  muy  cualificadas  á  los  efectos  de  la 
citada  regla  quinta  del  articulo,  ochenta  del  propio  Có- 


DigilizedbvGoO^^IC 


digo,  ha  iucurrido  en  error  de  derecho  é  infringido  por 
no  haberlas  aplicado  ks  citadas  disposiciones;  siendo 
por  ello  procedente  la  casación  de  la  sentencia  recurida, 
c-on  declaratoria  de  las  costas  de  oficio,  conforme  al  ar- 
tículo cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  la  defensa  del  procesado  Ramón  Bi- 
cardo  Leyva  en  la  causa  mencionada  contra  la  referida 
sentehcia  de  veinte  y  ocho  de  Marzo  último,  la  cual  ca- 
samos y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio.  Así  por  esta 
nuestra  sentencia — que  con  la  que  á  continuación  se  dic- 
ta, se  comunicará,  etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
José  Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  R.  Morales. — José 
María  Gispert. 

Segonda  aentenda. — En  la  misma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nueva  eenieneia  en  la  siguiente  formal 

Reproduciendo  los  resultandos  y  considerandos  de 
la  sentencia  casada  y  anulada. 

Reproduciendo  igualmente  los  cuatro  primeros  con- 
siderandos de  la  anterior  sentencia  de  casación. 

Vista»  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
referido  Ramón  Ricardo  Leyva,  como  autor  de  un  delito 
de  homicidio  con  la  concurrencia  de  dos  circunstancias 
atenuantes,  muy  cualificadas,  á  la  pena  de  seis  años  y 
un  día  de  prisión  mayor  con  las  accesorias  de  suspensión 
de  todo  cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiem- 
po de  la  condena,  á  satisfacer  á  los  herederos  del  inter- 
fecto la  cantidatl  de  cinco  mil  pesetas  por  perjuicios,  hiu 
apremio  personal  subsidiario,  y  al  pago  de  las  costas 
procesales;  siéndole  de  abono  la  mitad  del  tiempo  de 
prisión  preventiva  sufrida.  Y  por  lo  que  resulta  de  la 
sentencia  casada  se  declara  insolvente  al  procesado,  á 
los  efectos  legales  correspondientes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia — definitivamente 
juzgando — lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarro- 
cas  Horta. — ^Ambrosio  R.  Morales.— José  María  Gis- 
pert. 
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Inf.  ley.— Sent.  120.— 3  de  Agosto.— Tisurias.  ( Gauta, 

Mayo  S,  I904. ) 

IKMJTRINA:    Los  jefes  de  policía  no  tif  oen 
otro  carácter  qne  el  de   agentes  de  la  autoridad. 

j  por  consiguiente  no  puede  precederse  por  simple 
denuncia  á  incoar  cansa,  por  las  injurias  que  le 
sean  inferidas,  salvo  el  caso  de  que  ee  prificran  á 
sa  precencia  6  en  escrito  qne  se  les  dirija. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  tres  de  Agosto  de  mil 
novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  infrae- 
ció  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  el  auto  dictado 
por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  el  diez  y  seis  de 
Febrero  úitimo,  en  )a  causa  que  se  instruyó  en  el  Juz- 
gado de  la  misma  localidad  contra  Ruperto  Roca  Soler 
y  otros  por  injurias  á  agentes  de  la  autoridad. 

EcRultando  qne  en  la  resolución  recurrida  se  con- 
signan los  dos  siguientes : 

Hechos  pbobados  : 

"Resultando  que  el  Jefe  de  Policía  de  esta  ciudad 
"Sr.  Luis  Felipe  Salazar,  deniinció  ante  el  Juez  de  ins- 
"trucción  y  correccional  de  la  misma,  el  día  sn-i  de 
"Diciembre  próximo  pasado,  que  en  el  númeii)  íiei 
"periódico  "La  República"  del  día  anterior  se  inserta- 
"ba  un  comunicado  suscrito  por  Ruperto  Roca,  vecino 
"del  poblado  del  Cristo,  en  que  se  le  injuriaba,  cxpr'> 
"sando  al  ratificar  la  denuncia  que  deseaba  se  tramitase 
"por  el  procedimiento  del  Juzgado  de  instrucción,  por 
"lo  que  se  formó  la  causa  número  seiscientos  setenta  y 
"nueve  del  año  mil  novecientos  dos,  rollo  número  mil 
"trescientos  sesenta  y  cinco. — Resultando  que  declara- 
"dos  procesados  los  que  aparecían  responsables  del  deli- 
"to  de  injurias  y  terminado  el  sumario  fué  remitido  al 
"señor  Fiscal,  quien  lo  presentó  á  la  Sala  con  escrito  de 
"conclusiones,  y  abierto  el  juicio  oral,  se  pasó  la  causa 
"al  defensor  de  los  procesados,  que  al  evacuar  el  trémi- 
"te  de  calificación,  manifiesta  que  ha  debido  proceder  la 
"querella  del  Jefe  de  Policfa  contra  los  procesados". 

Reboldcion  becurbida: 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia,  fundándo- 
se en  que  solo  pueden  ser  perseguibles  de  oficio,  median- 
te la  simple  denuncia,  las  injurias  que  se  profieran  á  1<» 
agentes  de  la  autoridad  en  su  presencia  ó  en  escritos  á 
los  mismos  dirigidos,  según  el   artículo   cuatrocientos 
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ochenta  y  seis,  modificado  por  la  Orden  ciento  veinte  y 
cinco  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  em  relación 
con  el  artículo  doscientos  diez  y  seis  del  Código  Penal, 
declaró  mal  formado  el  sumario,  acordando  al  mismo 
tiempo  el  archivo  de  la  causa. 

FUND-AUENTOS  DEL  SEOUBSO  DE  CASACIÓN  : 

Besultando  que  contra  esta  resolución  interpuso  el 
Ministerio  Fiscal  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  autorizado  por  el  articulo  ochocientos  cincuenta  y 
dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  co- 
mo ley  infringida,  por  falta  de  aplicación,  el  artículo 
cuatrocientos  ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  modiSca- 
do  por  la  Orden  número  doscientos  treinta  y  nueve  de 
mil  novecientos,  en  el  concepto  de  que  habiéndose  inju- 
ado  á  la  autoridad  representada  por  el  Jefe  de  Poli- 
na  vez  hecha  la  denuncia,  á  tenor  de  las  disposi- 
antes  citadas,  debe  considerarse  público  el  deli- 
to, y  no  debe  exigirse,  como  si  se  tratara  de  injurias  & 
particulares,  la  interposición  de  la  querella. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró  en  su  oportuni- 
dad la  correspondiente  vista  pública,  en  la  que  informó 
el  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  la  procedencia  de 
aquél. 

Decisión  del  recohso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  el  párrafo  segundo  del  artículo' 
cuatrocientos  ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  modifi- 
cado por  la  Orden  húmero  doscientos  treinta  y  nueve 
de  mil  novecientos,  dispone  que  nadie  será  penado  por 
calumnia  ó  injuria,  sino  á  virtud  de  querella  de  la  pai- 
te ofendida  cuando  la  ofensa  se  dirija  contra  particula- 
res, ó  por  denuncia  de  la  misma  si  se  dirige  contra  la 
autoridad  pública,  corporaciones  ó  clases  determinadas 
del  Estado,  ó  se  trate  de  los  delitos  definidos  en  el  ca- 
pitulo quinto  del  título  tercero  del  libro  segundo  de 
dicho  Código. 

Considerando  que  en  ninguno  de  los  casos  de  excep- 
ción que  establece  la  precitada  Orden  número  doscientos 
treinta  y  nueve,  para  que  pueda  instruirse  de  oficio  cau- 
sa por  el  delito  de  injurias,  mediante  la  sola  denuncia, 
se  encuentran  las  que  se  dicen  dirigidas  por  medio  del 
periódico  "La  República"  al  Jefe  de  Policía  de  Santia- 
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go  de  Cuba :  Primero,  porque  atendido  á  la  naturaleza 
de  las  funciones  públicas  que  desempeña  dicho  Jefe, 
quien  por  nombramiento  de  autoridad  competente  tiene 
á  ,su  cargo  mantener  el  orden  público  y  proteger  la  se- 
guridad de  las  personas  y  de  las  propiedades,  no  le  al- 
canza otro  carácter  que  el  de  agente  de  la  autoridad,  y 
no  el  de  autoridad  pública  por  cuanto  carece  de  juris- 
dicción propia.  Segundo,  porque  no  hay  términos  hábi- 
les para  considerarlo  comprendido  entre  las  corporacio- 
nes ó  ciases  determinadas  del  Estado ;  y  por  último  que,  , 
■caso  que  las  expresiones  injuriosas  proferidas  lea  hubie- 
ran sido  dirigidas  con  motivo  ú  ocasión  del  ejercicio  de 
su  cargo,  no  se  trata  de  ninguno  de  los  delitos  del  capi- 
tulo (V)  quinto  antes  citado,  toda  vez  que  el  definido  en 
el  artículo  doscientos  sesenta  y  seis,  único,  que  se  refiere 
á  las  injurias  que  se  dirijan  á  los  funcionarios  públicos 
-ó  agentes  de  la  autoridad,  exige,  como  elemento  indis- 
pensable para  que  ae  considere  público  el  delito  y  consi- 
guientemente perseguible  de  oficio,  con  la  sola  denun- 
■cia,  que  las  injurias  se  profieran  á  presencia  del  funcio- 
nario ó  agente,  ó  en  escritos  á  los  mismos  dirigidos,  cir- 
cunstancias que  no  aparecen  del  auto  recurrido. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  el  Tri- 
bunal á  quo  no  ha  infringido  los  artículos  del  Código 
Penal  que  en  el  recurso  se  citan,  ni  coemtido  el  error  Ác 
derecho  que  en  el  mismo  se  le  atribuye,  por  lo  que  pro- 
cede declararlo  sin  lugar,  con  laa  costas  de  oficio,  por 
ser  la  parte  recurrente  el  Ministerio  Fiscal. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  el  auto  dic- 
tado por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  el  diez  y 
seis  de  Febrero  último,  con  las  costas  de  oficio.  Así  por 
esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncianiiM,  mandamos  y 
firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luis  Gastón.— José 
Cabarrocafi  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María 
Giapert. 


Inf.  I07.— Smt.  121.— 4  de  Agosto.— Matrimonio  ilegal 

(Gac.,  Mayos,  190i.) 

DOCTKINA:  Según  tiene  declarad u  el  Tn- 
bnnal  Supremo  el  delito  de  escándalo  público  pre- 
TÍsio  en  el  artículo  456  del  Código  Penal  tolo 
puede  cometerse  en  el  cato  de  que  uno  de  lot  na- 
trimonict  celebrados  fuera  simplemente  rebgioso, 
<  «tto  et  ni)  inductivo  de  efectos  cÍTÍles  canformc  á 
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las  leyes  del  Estado;  pero  cuando  ambos  matñ- 
montus  surten  esos  efectos  el  detito  eometido  es  el 
comprendida  en  el  aritculo  430  del  citadoCódigo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Agosto  de 
mil  novecientos  tres;  en  el. recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pen<Je  ante  este  Tribunal  Supremo, 
tontra  la  sentencia  de  diez  y  siete  de  Abril  último,  dic- 
tada por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
.<1<-  la  Audiencia  de  esta  provincia  en  causa  procedente 
del  Juzgado  de  instrucción  del  Centro  de  esta  capital, 
seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de 
la  otra,  como  procesados  por  matrimonio  ilej^,  Domin- 
go ]a  Bosa  Vigil,  natural  de  Bemedios,  de  oficio  carpin- 
tero, Cándido  Valdés  Casanova,  natural  de  New  York, 
y  dedicado  al  comercio,  sin  que  de  la  misma  sentencia 
aparezca  le  vecindad  ó  el  domicilio  de  ninguno  de  am- 
ina, y  Bamón  Aroche,  declarado  en  rebeldía. 

Hechos  probados: 

Besultando  que  dicha  sentencia  contiene  los  dos  si- 
guientes resultandos : 

Primero:  Besultando  probado  que  el  procesado  en 
*?ta  causa  Domingo  la  Rosa  Vigil  |;ontrajo  matrimonio 
canónico  en  San  Juan  de  los  Eemedios,  provincia  de 
•Santa  Clara,  el  día  once  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  con  Josefa  Isabel  Librada  Murillo  y  Se- 
rrat,  que  fué  debidamente  inscripto  en  el  fiegistro  Civil 
correspondiente  el  día  quince  del  miamo  mes  y  año,  vi- 
viendo jimtos  los  esposos  en  esta  ciudad  cuando  en  el 
año  mil  ochocientos  noventa  y  siete  ingresó  la  Rosa  en 
las  filas  revolucionarias,  sin  que  en  el  período  de  la  gue- 
rra escribiera  á  su  esposa,  ni  recibiera  noticias  de  ella". 

"Segundo:  Besultando  probado  que  á  la  termina- 
ción de  la  guerra  con  España,  vino  Domingo  la  Bosa  á 
la  Habana  y  preguntó  á  algunas  personas  por  su  mu- 
jer, sin  que  le  supieran  dar  razón  de  ella,  no  obstante 
encontrarse  en  esta,  ciudad  colocada  en  una  casa  parti- 
cular, aunque  con  el  nombre  cambiado ;  y  sin  tener  la 
convicción  de  que  au  mujer  hubiese  fallecido,  en  vida 
aún  de  ésta,  y  no  estando  el  vinculo  anulado  por  ningún 
otro  motivo,  contrajo  segundo  matrimonio  ante  el  Mi- 
nistro Bautista  Alberto  J.  Díaz,  en  veinte  y  cinco  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  dos,  con  Aida  Dorado  y  Valdés, 
haciéndose  pasar  para  ello  arte  ambos  como  soltero; 
matrimonio  que  sin  haberlo  él  solicitado,  fué  inscrita) 
también  en  el  Registro  Civil  del  Juzgado  municipal  del 
distrito  Sur  de  esta  ciudad  en  nueve  de  noviembre  del 
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mismo  año  por  haber  remitido  á  dielio  líegistro  el  pe- 
ñor  Diaz  certificación  del  acta  matrimoDiat  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  la  Orden  número  ciento  cuarenta  de 
mil  novecientos  uno". 

Resolución  recurrida: 

Eesultando  que,  por  la  propia  sentencia,  habiéndose 
calificado  estos  hechos  de  un  delito  de  matrimonio  ile- 
gal, definido  y  castigado  en  el  articulo  cuatrocientos  no- 
venta del  Código  Penal,  y  estimado  al  procesado  Do- 
mingo la  Eosa  Vigil  autor  del  delito,  sin  circunstancias 
modificativas  de  responsabilidad  criminal,  se  le  impuso 
la  pena  de  oclio  años  y  un  día  de  prisión  mayor,  con  las 
correspondientes  accesorias,  el  pago  de  una  mitad  de  cos- 
tas y  eí  de  la  suma  de  dos  mil  pesetas  por  vía  de  indem- 
nización á  la  ofenflida,  Aida  Dorado,  abonándose  ai 
procesado  en  el  cumplimiento  de  la  pena  principal  la 
mitad  de  la  prisión  provisional  que  hubiera  sufrido;  v 
se  absolvió  á  Cándido  Valdés  Casanova,  con  la. otra  mi- 
tad de  costas  de  oficio. 

FüKDAMBNTOS    DEL    RKCORSO    DE    CASACIÓN: 

Besultando  que  obntra  ese  fallo  interpuso  el  repre- 
sentante de  la  Rosa  Vigil  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  número  terce- 
ro del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  I^ey 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  alegando  haberse  infrin- 
gido el  artículo  cuatrocientos  noventa  del  Código  Penal^ 
en  el  concepto  de  que  declarando  probado  la  Sala  senten- 
ciadora que  dicho  procesado  no  solicitó  la  inscripción 
del  matrimonio  eclesiástico  en  el  Registro  Civil,  sino  que- 
esta  inscripción  se  llevó  á  efecto  solamente  por  voluntad 
del  señor  Díaz,  Presbítero  Bautista,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  la  Orden  ciento  cuarenta  de  mil  novecientos 
uno,  está  claramente  considerada  la  voluntad  de  la  Ro- 
sa Vigil  en  el  sentido  de  que  no  quiso  contraer  nuevo- 
matrimonio  civil,  no  incurriendo  así  en  el  delito  de  que 
trata  el  citado  artículo  cuatrocientos  noventa,  sino  en  el 
del  cuatrocientos  cincuenta  y  eeis  del  mismo  Código,  to- 
da vez  que  su  voluntad  fué  la  de  contraer  un  matrimo- 
nio religioso,  y  no  un  vínculo  civil. 

Resultando  que,  admtido  el  recurso  y  previos  los- 
demás  trámites  legales,  ee  celebró  la  correspondiente 
vista,  en  la  cual  informaron  el  representante  y  defen- 
sor del  recurrente  y  el  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo 
el  primero  la  procedencia  del  recurso,  é  impugnándola, 
el  segundo: 
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Becisiók  del  sbcubso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocaf' 
Horte. 

Consideraodo  que,  de  acuerdo  con  lo  que  tiene  de- 
flarado  este  Tribunal  en  anterior  resolución,  el  delito 
tic  escándalo  público,  previsto  en  el  articulo  cuatro- 
cientos cincuenta  y  eeis  del  Código  Penal,  solo  puede  co- 
meterse en  el  caso  de  que  uno  de  los  matrimonios  cele- 
braidos  fuera  simplemente  religioso,  esto  ea,  no  inducti- 
vo de  ningún  efecto  civil,  conforme  á  las  leyes  del  Esta- 
do que  establecen  la^  formalidades  y  regulan  la  validez. 
V  eficacia  del  contrato  matrimonial. 

Considerando  que  no  se  haya  en  este  caso  ninguno 
de  loa  dos  matrimonios  celebrados  por  Domingo  la  Ro- 
sa A'igil,  pues  que  respecto  de  uno  y  otro  aparece  su  vo- 
luntad de  efectuarlos  con  arreglo  &,  las  disposiciones  vi- 
gentes en  la  materia  al  tiempo  de  la  celebración  de  ca- 
da uno  de  ellos ;  ain  que  la  circunstancia  de  no  haber  él 
pretendido  la  inscripción  en  el  Registro  Civil  del  segun- 
do de  ambos,  impida  apreciar,  como  lo  hizo  la  Sala  sen- 
tenciadora, la  existencia  del  delito  que  castiga  el  artícu- 
lo cuatrocientos  noventa  del  propio  Código  y  por  el  cual 
ha  sido  penado  en  la  sentencia  reclamada;  ya  que,  á 
más  de  que  á  nadie  excusa  la  ignorancia  de  la  ley,  y,  por 
consiguiente,  debiendo  saber  la  Rosa  Vigil  que  según  la 
Orden  ciento  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  era  obli- 
gatoria dicha  inscripción,  no  puede  alegar  que  no  tuvo 
el  propósito  de  que  se  llevara  á  cabo,  es  incuestionabli.- 
que,  aún  en  el  supuesto  de  que  la  misma  no  se  hubiere 
hecho  oportunamente,  habría  de  darse  por  celebrado  ese 
segundo  matrimonio,  á  los  efectos  del  citado  artículo- 
custrocientoB  noventa,  toda  vez  que  no  es  ella  un  requi- 
sito esencial  para  revestir  á  este  contrato  de  formas  le- 
gales en  BU  celebración,  y  cuya  omisión,  por  tanto,  fuera 
capaz  de  privarle  de  la  posibilidad  de  producir  efectos 
civiles. 

Considerando  que,  esto  sentado,  al  calificar  el  Tri- 
bunal á  quo  el  hecho  de  que  se  trata,  como  constitutivo 
de  Tin  delito  comprendido  en  el  artículo  cuatrocientos 
noventa,  y  no  en  el  cuatrocientos  cincuenta  y  seis,  inter- 
pretó rectamente  estos  preceptos  del  referido  Código; 
por  lo  que  procede  declarar  sin  lugar  el  recurso,  con  las 
costas  aj  recurrento,  4  tenor  del  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
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interpuesto  por  Domingo  la  Rosa  Vigii,  contra  la 
presada  sentencia  de  diez  y  siete  de  Abril  último ;  y 
costas  de  cargo  del  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  e 
tencia.  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — J 
Antonio  l'ichardo. — Luis  Gastón.— -José  Cabarn 
Horta. — An'ibriisio  E.  Morales. — José  María  Gispen 


.  Impugnación.— Auto  117.— 4  de  Agosto.— Concepto.  ( ' 

Mía,  Mayo  3,   1904-) 

I>OCTUINA:  No  seexpresa  debidamem 
concepta  du  la  infracción  cuando  el  recarrent 
limita  á  afirmar  que  se  ba  infringido  un  ardí 
del  Código  por  haberse  caliñcado  erTÓneam< 
los  hechos  probados,  sin  razonar  en  modo  alg 
esa  a6rm ación. 

ItlíCrUSO  ADMITIDO: 

Eesultando  que  en  la  causa  seguida  contra  ] 
nuel  Moran  Puig  por  los  delitos  de  disparo  de  ai 
de  fuego  y  lesiones,  la  Sección  primera  de  la  Sala 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  e 
tencia  condenatoria,  contra  la  cual  interpuso  di 
procesado  el  presente  recurso,  espresando  estar  aufc 
ísado  por  los  números  tercero  y  quinto  del  artíc 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  sus  concordantes  d< 
Tjey  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  haberse  infring 
los  artículos  cuatrocientos  veinte  y  uno  cuatrocier 
treinta  y  dos  del  Código  Penal,  "en  el  concepto — dic 
de  que  constituyendo  los  hechos  que  se  declaran  pro 
dos,  y  que  transcribe,  un  delito  de  lesiones  menos  f 
ves  ocasionado  por  imprudencia  temeraria,  se  han  c 
ñcado  por  error  de  derecho  como  un  delito  de  disp 
de  anua  de  fuego  y  lesiones,  aplicando  por  inferió 
la  que  corresponde,  ó  sea  la  de  cuatro  meses  y  un 
de  arresto  nlayor." 

Impiüxaciov: 

Eesultando  que  admitido  el  recurso  por  la  i 
dienoia  y  personado  el  recurrente  en  este  Tribunal, 
Ministerio  Fiscal,  en  el  trámite  oportuno,  impugnó 
cha  admisión,  fundándose  primero  en  que  se  ha  de 
do  de  citar  en  el  escrito  de  interposición  el  prpce 
legal  que  se  supone  infringido  por  falta  de  aplicad 
al  estimar  el  recurrente  que  los  hechos  probados 
tienen  el  carácter  de  delito  intencional  sino  de  imp 
doncia  temeraria:  faltando  así  al  requisito  cuarto 
artículo  quinto  de  la  Ley  de  casación:  y  segundo 
halwrsc  dejado  tauíbién  de  expresar  en  la  forma 
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bida  el  concepto  de  la  inf ración  ■  que  se  alega,  pues  el 
recurente  se  limita  á  una  mera  afirmación  sin  dar  la 
razón  demostrativa  de  dicha  infracción,  con  lo  cual  de- 
ja igualmente  incumplido  el  requisito  cuarto  del  ci- 
tado artículo  quinto  de  la  Orden  sobre  casación,  indis- 
pensable para  que  sean  admisibles  los  recursos  de  que 
se  trata. 

Besultaiido  que  señalado  dfa  para  la  vista  de  la 
cuestión  previa,  se  celebró  el  acto,  con  asistencia  del 
defensor  del  recurrente,  y  del  Ministerio  Fiscal,  soste- 
niendo éste  BU  impugnación  y  combatiéndola  aquél. 

Beso  LUCIOS : 

Considerando  que  conforme  al  niimero  cuarto  del 
artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  es  requisito  indispen- 
sable para  la  interposición  del  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  que  en  el  escrito  se  exprese  con  pre- 
cisión T  claridad  el  concepto  de  la  infracción  que  se 
alegue,  lo  cual  no  se  ha  observado  en  el  presente  caso, 
puesto  que  el  recurrente  ee  limita  á  afirmar  que  en  la 
sentencia  se  han  infringido  los  artículos  cuatrocientos 
veinte  y  uno  y  cuatrocientos  treinta  y  dos  del  Código 
Pena!  por  haberse  calificado  erróneamente  los  hechos 

E robados  como  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  y 
aiones,  en  vez  de  imprudencia  temeraria,  sin  razonar 
en  modo  alguno  esa  afirmación,  como  era  necesario  pa- 
ra plantear  en  los  términos  debidos  el  problema  jurí- 
dico que  habría  de  discutirse: 

Considerando  que  por  ese  solo  defecto,  v  pivsfin- ■ 
diendo  de  otros  de  que  también  pudiera  adolecer,  el 
recurso  es  inadmisible,  y  así  debió  estimarlo  la  Audien- 
cia con  areglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  once  de  la 
citada  Orden,  procediendo  por  tanto  v  según  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  treinta  y  cuatro  de  la  misma, 
declararlo  mal  admitido  como  sostiene  el  Ministerio 
Fiscal : 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Manuel  Moran 
Puig  en  la  causa  á  que  se  ha  hecho  referencia,  con  las 
costes  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — José  .Ma- 
ría Gispert. — Silvcrio  Castro,  Secretario. 
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'ftQqa.— Auto  US.— S  da  Agosto. —Precepto  antoiizador. 
(Goc,  Mayos,  IdOi.) 

DOCTKIN A:  Las  cuestione!  de  penalidad 
no  catán  comprendidas  en  el  □  ú mero  S?  del  artícu- 
lo 849  de  Ik  lej  de  En jnici amiento  CríminaL 

ReCUIíSO  flílNEGADO: 

Besultando  que  en  causa  procedente  del  Jiizgado 
de  Bejucal  por  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego, 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  en  veinte  y 
ocho  de  Mayo  del  corriente  año,  condenando  al  proce- 
sado José  A.  Bamirez  como  auter  de  dicho  deUto,  á 
la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  nn  diae  de 
prisión  correccional  y  accesorias:  y  contra  ella  inter- 
puso la  defensa  recurso  de  casación  por  infración  de 
ley,  al  amparo  del  número  quinto  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringidas  las  disposiciones 
legales  que  indica  en  los  motivos  siguientes :— 'Príme- 
'ro:  Del  modo  y  en  el  concepto  expresado  en  el  in- 
'ciso  quinto  del  artícnlo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
lie  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Criminal  ha  sido  infrin- 
''gido  en  la  sentencia  el  artículo  ochenta  en  su  párrafo 
'primero,  regla  segunda  del  Código  Penal,  porque  iro- 
■pone  al  reo  la  pena  correspondiente  al  delito,  sin 
'concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  res- 
'ponsabilidad  penal  y  la  sentencia  reconoce  que  con- 
'currió  la  circunstancia  atenuante  de  arrebate  y  obce- 
'cación,  definida  como  séptima  de  las  comprendidas  en 
'el  artículo  nueve  del  Código  citedo,  al  declarar  que 
'el  día  anterior  había  disgustos  entre  el  procesado  y 
'ei  Sr.  Abelardo  Guerra,  y  que  los  disparos  fueron  he- 
'chos  en  los  momentí»  de  un  altercado  entre  el  reo  y 
'el  supuesto  ofendido  por  el  delito.  Hechos  que  evi- 
'dencian  una  situación  de  ánimo  personal,  bastante  pa- 
'ra  estimar  el  arrebato  y  la  obcecación  apoderados  del 
'ánimo  y  la  voluntad  del  ofensor.  Segundo:  Del  mis- 
'mo  modo  expresado  en  el  inciso  quinto  del  artículo 
'ochocientos  cuarente  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
'miento  Criminal,  ha  infringido  el  fallo  el  articulo 
'nueve,  definición  séptima  del  Código  Penal  al  no  es- 
'timar  como  circunstancia  atenuante  de  arrebato  y 
'obcecación,  el  hecho  de  haber  ejecutado  el  disparo 
'ó  disparos  que  se  dicen  realizados,  habiendo  mediado 
'el  día     anterior    un  disgusto    entre  el  ofendido  y  el 
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""ofensor  y  encontraree  éstos  en  UB  altei>cado  cuando  ee 
"hicieron  los  disparos.  De  lo  expuesto  se  ve  que  la 
"Sala  de  lo  Criminal  de  esta  Audiencia  ha  cometido  el 
"error  eTÍdent«  de  derecho,  infringiendo  las  leyes  ci- 
■'"tadas  en  este  recurso." 

í'ArUA  1>E  L.V  yi-EJA-. 

ftesultando  que  por  auto  de  doce  de  Junio  último 
tlenegó  la  Audiencia  la  admisión  del  recurso  por  el 
primero  de  los  expresados  motivos,  admitiéndolo  en 
cuanto  al  segundo :  v  anunciado  oportunamente  por 
la  defensa  el  propósito  de  recurrir  en  queja  contra  di- 
cha resolución,  é  interpuesto  en  tiempo  este  recurso  y 
sustanciado  ante  este  Supremo  Tribunal,  se  celebróla 
vista  pública  del  mismo,  con  asistencia  de  la  represen- 
tación del  recurrente  y  del  Ministerio  Fiscal, 

lÍESOLlCION  : 

Considerando  que  al  rechazar  la  Sala  sentenciado- 
ra el  recurso  interpuesto  por  el  primero  de  los  motivos 
«apresados,  ha  estado  en  lo  cierto,  porque  fundado  di- 
dio  motivo  en  la  infracción  del  artículo  ochenta  en  su 
regla  segunda  del  Código  Penal,  en  el  concepto  de  ha- 
larse impuesto  al  reo  la  pena  correspondiente  al  delito 
sin  circ'untaneias  modificativas  no  obstante  la  concu- 
rrencia de  la  atenuante  de  arrebato  y  obcecación  que 
so  dice,  reconoce  la  sentencia,  constituye  en  realidad  ua 
problema  sobre  penalidad  no  autorizado  por  el  número 
quinto  del  artícido  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
ley  procesal,  á  cujo  amparo  ha  sido  propuesto  y  no  es 
posible  discutirse. 

Considerando  que  por  esta  razón  y  lo  dispuesto 
en  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  Orden  de  casación, 
procede  desestimar  con  costas  la  presente  queja. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  la  defensa  del  reo  José  A.  Ramírez  contra  el 
referido  auto  de  doce  de  Junio  último  con  las  costas 
i\v  caryo  del  recurrente.  Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José 
Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  E.  Morales.- — José  Ma- 
ría Giapert. — Silvcrio  Castro,  Secretario. 


Int  ley.— Sent.  122.— 8  de  Agosto.— Boira.  (Oac.,  Mayo 

3,  1904.) 
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ce  en  la  plierta  .de  la  habitación,  ñno  que  es  snfi- 
ciente  que  se  pepetre  eü  ella  por  medio  de  ene  acio 
de  violencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  A£osto  de- 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,, 
interpuesto  por  el  procesado  Adolfo  Pérez  y  Pérez  ó 
Adolfo  Castillo,  vecino  de  esta  ciudad,  jornalero,  con- 
tra sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  !a  Habana  en  cansa 
que  se  instruyó  á  dicho  procesado  en  el  Juzgado  de! 
Oeste,  por  robo. 

Besultaodo  que  en  la  expresada  sentencia  de  vein- 
te y  cuatro  de  Abril  último,  se  contienen  loe  dos  kí- 
guientes : 

Hacaos  pkobados: 

"Primero:  Resultando  probado  que  el  procesado- 
.  "Adolfo  Pérez  y  Pérez  penetró  en  la  noche  del  día 
"nueve  de  Enero  del  actual  año  que  escojió  de  propósi- 
"to,  en  el  taller  de  luadeas  de  Balbi  y  subió  al  entre- 
"auelo  del  mismo  donde  arrancando  tres  listones  de  la 
"habitación  en  que  vivía  Pedro  Vicitas,  penetró  eit 
"ella  y  con  ánimo  de  lucro  se  apropió  de  varios  cfec- 
"to9,  de  un  revólver  y  dos  pesos  que  estaban  en  un  baúl 
"abierto,  habiéndose  tasado  los  objetos  Bustraídos  y  el 
"revólver  en  sesenta  y  seis  pesetas  diez  céntimos  depe- 
"so  y  el  daño  causado  en  diez  peaetas. — Segundo:  Re- 
"fiultando  probado  que  al  ser  perseguido  el  procesado 
"por  Vicitas,  arrojó  los  objetos  de  que  se  habla  apro- 
"piado  y  que  han  sido  recuperados  menos  el  revólver 
"con  el  cual  hizo  dos  disparos  contra  Vicitas  que  no  le 
"causaron  daño  y  se  desapareció  llevándose  dicho  re- 
•'vólver  y  dinero  que  no  han  sido  recuperados." 

RE90LÜCIÓN   REOÜRRIDA  : 

Resultando  que  la  Sala  ■sentenciadora  condenó  al 
mencionado  Pérez,  como  autor  de  un  delito  de  robo, 
CQ  casa  habitada,  del  número  cuarto  del  artículo  qui- 
nientos veinte  y  seis  del  Código  Penal,  con  la  eircuDB- 
tancia  agravante  número  diez  y  seis  del  artículo  diez 
de!  mismo  Código:  y  otro  de  disparo  de  arma  de  fue- 
go del  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno,  sin  circuns- 
tancias, á  las  penas  respectivamente,  de  tres  años,  seis 
meses,  veinte  y  un  días  de  presidio  correcional,  y  un 
año,  ocho  meses,  veinte  y  un  día  de  prisión  correccional,. 
accesorias  correspondientes  á  las  mismas  y  costas. 
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Fundamentos  del  secdsso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  se  ha  interpuesto 
á  nombre  del  procesado,  recurso  de  casación  por  in^ 
fracción  de  ley,  autorizado  por  el  número  tercero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de 
Knjaíciamiento  Criminal,  citando  como  infringidos  el 
articulo  quinientos  veinte  y  caso  cuarto  del  quinientos 
veinte  y  seis  y  el  quinientos  treinta  y  cinco  y  caso 
cuarto  del  quinientos  treinta  y  seis,  todos  del  Código 
Penal;  los  dos  primeros  por  indebida  aplicación,  y  los 
'últimos,  por  falta  de  aplicación,  alegando :  que  para 
que  tuviera  legal  aplicación  el  caso  cuarto  del  articulo 
quinientos  veinte  y  seis,  era  necesario  que  el  procesado 
hubiera  fracturado  la  puerta  de  la  habitación  y  la  sen- 
tencia sólo  dice  unos  listones,  sin  expresar  de  dónde 
loe  arrancara  y  no  puede  presumirse  que  estuvieran  en 
dicha  puerta. 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  personadg- 
el  recurrente,  previa  la  sustanciacióa  correspondiente, 
se  celebró  la  vista  pública,  asistiendo  al  acto  solo  el 
Ministerio  Fiscal  que  impugnó  dicho  recurso. 
Decisión  del  recdbso: 

Siendo  Ponente  e!  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  si  bien  entre  los  hechos  declara- 
dos probados  no  se  consigna  que  el  procesado,  para  pe- 
netrar en  la  habitación  de  Pedro  Vicitas  y  apoderarse 
de  los  objetos  que  se  relationan,  arrancara  los  listones 
de  la  puerta  que  cerraba  dicha  habitítción,  según  se  ex- ' 
presa  en  el  primer  Resultando,  es  lo  cierto  que  hubo 
la  fuerza  en  las  cosas  que  caracteriza  el  robo  y  excluyo 
el  hurto;  porque  si  para  introducirse  en  la  referida  de- 
pendencia tuvo  que  realizar  aquella  fuerza,  caso  de 
no  haberla  llevado  á  efecto  pn  la  puerta  de  la  misma, 
necesariamente  debió  practicarla  en  la  pared,  ó  en  el 
techo,  ó  suelo,  ó  con  fractura  de  ventana  que  constitu- 
yen otros  tantos  medios  de  ejecución  del  expresado  de- 
lito, previsto  en  el  artículo  quinientos  veinte  y  seis  ci- 
tado; sin  que  el  empleo  de  uno  ú  otro  de  dichos  medios 
altere  la  calificación  del  hecho  ejecutado,  ni  la  pena- 
lidad imponible  al  mismo. 

Considerando  que  por  lo  expuesto,  la  Sala  senten- 
ciadora no  ha  infringido  los  artículos  del  Código  Pe- 
nal que  en  el  recurso  se  citan,  ni  cfunetido  el  error  de 
derecho  que  por  el  mismo  se  le  atribuye;  por  lo  que 
procede  declararlo  sin  lugar. 
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CoD8Íderaiido  que  al  declarar  sin  lugar  el  recur- 
so, deben  imponerse,  siempre  las  costas  al  recurrente, 
de  conformidad  á  lo  que  dispone  el  articulo  cuarcita 
de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve. 

Vallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Adolfo  Pérez  y  Pérez,  6  Adolfo 
Cantillo,  contra  la  sentencia  dictada  el  veinte  y  cuatro 
de  Abril  último  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  laa 
coatas  al  recurrente. 

ÁBÍ  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Picbardo. — Lnis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  B.  Mora- 
lea. — José  Maria  Gispert. 


Inf.  ley— Sent.  123.— 8  do  Agosto.- Bobo.  (Cae.,  J/oyo 

3,  190Í..') 

DOCTRINA:  Es  antor,  j  no  cómplice,  de 
nn  delito  de  robo,  quiea  en  anido  de  otro  se  pre- 
senta en  ei  lugar  del  hecho  y  con  un  arma  intima 
alas  víctimas  del  delito  niientraa  lu  compañero 
Bc  apodera  de  los  objetos  robados. 

Para  estimar  la  circunstancia  agravante  de 
nocturnidad  no  ea  necesario  que  se  escoja  de  pro- 
pósito la  noche,  sino  que  es  bastante  que  se  apro- 
veche para  realiiar  el  delito  con  mfis  facilidad  y 
njajore»  probabilidades     de    impunidad   para  el 

],a  circunstancia  de  despoblado  no  es  inherente 
al  delito  de  robo  con  intimidación  en  las  personas- 
La  apreciación  en  la  sentencia  de  una  rircnns- 
tancia  agravante  que  no  ha  sido  objeto  de  la  acu- 
sacióa.  no  puede  discutirse  en  un  recurso  por  ia- 
fracción    de   ley,    sino  por  quebrantamiento   de 

No  apareciendo  probadoqne  el  ofendido  tuviera 
su  domicilio  en  el  lugar  del  robo,  ni  que  £ste  se 
realizara  en  las  habitaciones  particulares  de  dicho 
ofendido  sino  en  un  establecí  miento  áhorascn 
que  estaba  abierto,  no  puede  estimarse  la  cir- 
cunstancia de  haberse  realizado  el  hecho  en  la 
morada  del  ofendido. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  ocho  de  Agosto  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  José  Calazans  Portillo 
(a)  "Cajizote",  sin  vecindad  ni  profesión,  en  la  causa 
seguida  contra  el  mismo  en  la  Audiencia  de  Matanzas, 
{.Kir  el  delito  de  robo. 
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Besultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
canea  ea  primero  de  Mayo  último,  se  consignaron  loe  he- 
chos en  tos  términos  siguientes: 

HlCHOB  PBOBADOe: 

"Primero :  Resultando  probado  que  el  procesado  en 
"eeta  eausa  José  Calazans  del  Portillo  (a)  "Gajlzote", 
"en  las  primeras  horas  de  la  noche  del  día  veinte  y  seia 
"de  Mayo  del  año  próximo  pasado,  se  presentó,  aeom- 
"pañado  de  un  individuo  que  se  cree  sea  el  conocido  por 
"ftijarito"  y  el  que  por  no  ser  habido  ha  sido  declarado 
"relíelde,  los  dos  armados  con  carabinas,  revolvere  y 
"machetes  «n  la  tienda  que  en  el  lugar  conocido  por 
*Tíío  de  Auras,  en  esta  provincia,  poseo  Don  Paulino 
"Ossorio  en  ocasión  en  que  éste  se  hallaba  ausente,  cuya 
"tienda  se  encuentra  aislada  y  lejos  de  poblado,  pidíen- 
"do  9e  les  sirviera  algo  de  Ijeber  y  al  hacerlo  el  depen- 
"diente  Don  Carlos  Martínez,  el  procesado,  apunténdo- 
"le  coa  un  revólver,  ordenó  que  nadie  se  moviera,  á  la 
"vez  que  penetró  en  el  establecimiento  el  otro  malhe- 
"chor,  obligando  al  cocinero  nombrado  Don  Juan  Le- 
"chón  Pellejero  y  á  dos  individuos  que  llegaron  en  el 
"momento  de  los  hechos,  á  acostarse  en  el  suelo  t>oca 
"abajo,  procediendo  acto  seguido  á  cerrar  las  puertas  y 
"haciendo  que  el  dependiente  Martínez  con  una  barreta 
"rompiera  la  puerta  de  una  caja  de  caudales,  austrayen- 
"do  de  ésta  doscientos  cincuenta  pesos  en  diversas  mo- 
"oedae  españolas,  ajxid erándose  asimismo  de  varias 
^•prendaB  y  objetos  que  en  la  tienda  había,  que  han  sido 
"tasados  en  ochenta  pesos  moneda  oficial,  valuándose  en 
"cuarenta  y  cinco  el  daño  causado  en  la  caja  de  cauda- 
"les.  Segundo :  Resultando  probado  que  después  de  reali- 
"zados  los  hechos  que  se  dejan  expuestos,  el  procesado  y 
"su  compañero  se  alejaron  valiéndose  de  la  sombra  de  la 
"noche,  llevándose  dentro  de  dos  grandes  pañuelos  el  di- 
"nero,  prendas  y  efectos  de  que  se  apoderaron,  habiendo 
"al  dia  siguiente  al  medio  día  el  procesado  José  Cala- 
"zana  del  Portillo  (a)  "Cajizote",  ya  solo  y  armado  úni- 
"camente  de  machete,  vistiendo  el  mismo  traje  que  ta 
"noche  anterior  y  llevando  en  las  manos  un  pañuelo  que 
"al  parecer  contenia  dinero,  llegado  á  la  casa  de  la  finca 
"San  Miguel",  no  muy  lejana  de  Rio  de  Auras,  pidien- 
'"do  agna  para  l)eber,  la  que  le  dieron  Don'  Andrés  Tru- 
"jillo  y  Don  Aurelio  Cabrera,  marchándose  después  el 
"procesado  con  nimbo  al  piielilo  de  Bolondrón,  no  ha- 
"biéndose  recuperado  nada  de  lo  sustraído  al  señor 
"Osaorio". 
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Resolución  reccerida  : 

Hesultando  que  la  Au<lieneia  estimando  los  hechos 
qtie  declara  probados,  constitutivos  de  un  delito  de  robo 
con  intimidación  en  las  personas,  y  como  uno  de  sus  au- 
tores al  procesado,  con  las  circunstancias  agravantes  de 
haberse  ejecutado  de  noche  y  en  despoblado,  y  en  la  mo- 
rada del  ofendido,  le  condenó  á  la  pena  de  diez  años  de 
S residió  mayor,  accesorias,  indemnización  al  ofendido 
el  perjuicio  causado,  y  al  pago  de  la  mitad  de  las 
costas. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso  autorizado  por  los  in- 
cisos cuarto  y  quinto  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nneve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringidos:  Primero,  el  inciso 
primero  del  articulo  doce  del  Código  Penal,  por  indebi- 
da aplicación  y  el  articulo  trece  del  mismo  Código  por 
no  aplicarlo,  puesto  que  según  los  hechos  que  se  declaran 
probados,  Portillo  solo  realizó  los  actos  de  pedir  de  be- 
ber, apuntar  con  un  revólver  á  Martínez  y  ordenar  que 
nadie  se  moviera,  y  todos  los  demás  hechos  los  atribuye 
la  sentencia  al  otro  individuo  que  acompañaba  á  aquél, 
y  el  cual  fué  el  que  se  apoderó  de  las  cosas  del  robo,  que 
cf-  lo  que  constituye  el  delito  penado,  siendo,  por  tanto, 
evidente,  que  no  puede  estimarse  el  recurrente  como  au- 
tor por  participación  directa,  sino  únicamente  responsa- 
ble del  delito  como  cómplice,  por  haber  cooperado  á  su 
ejecución  por  actos  simultáneos.  Segundo :  El  inciso  diez 
y  seis  del  articulo  diez  del  Código  Penal  porque  la  sen- 
tencia no  declara  probado  de  modo  terminante  ni  de 
ninguna  manera  que  los  culpables  escogieran  de  propó- 
sito la  noche  para  realizar  el  delito,  por  lo  que  no  es  le- 
galmente  posible  apreciar  esa  agravante;  y  en  cuanto  al 
despoblado  tampoco  ha  podido  estimarse,  en  primer  lu- 
jrar  por  no  haber  sido  apreciada  por  c!  Ministerio  Fiscal 
en  sus  conclusiones  definitivas,  y  en  segundo  lugar,  por- 
que, estando  situada  la  tienda  en  que  se  cometió  el  robo, 
en  despoblado,  según  afirma  la  sentencia,  y  habiéndose 
ejecutado  aquél  con  intimidación  en  las  personas  y  no 
empleando  fuerza  en  las  cosas,  aquella  eircunsiiincia 
resulta  tan  inherente  al  delito  que  no  puede  apreciarse 
para  agravar  la  pena,  conforme  al  articulo  setenta  y 
eiete  del  Código  Penal;  v  tercero:  el  inciso  veinte  y  uno 
del  artículo  diez  de  dicho  Código  porque  habiendo  í-ido 
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una  tienda  ó  sea  un  establecimiento  público  el  local 
donde  se  cometió  el  delito,  no  debe  confundirse  con  la 
morada  del  ofendido,  ni  puede,  por  tanto,  apreciaise  esa 
circunstancia  como  agravante. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  debida  forma  en  este  Tribunal  se  celebró  1&  vista 
publica,  en  la  que  el  defensor  del  recurrente  sostuvo  ía 
procedencia  de  aquél  y  el  Ministerio  Fiscal  la  im- 
pugnó. 

Decisión  D£L  becubbo: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
<3aBtón. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  alo^íi- 
<lo,  que  son  autores  de  un  delito  todos  los  que  toman 
parte  directa  en  bu  ejecución,  y  que  se^n  los  hechos  pro- 
l)ados,  ésta  y  no  otra  fué  la  participación  que  tuvo  el  re- 
«urrente  Portillo  en  el  robo  de  que  se  trata,  puesto  que 
«n  unión  del  desconocido  á  que  se  refiere  la  sentencia,  y 
armado  como  él,  se  presentó  en  el  lugar  del  hecho  é  in- 
timidó con  un  revólver  al  encargado  de  la  casa,  mientras 
«1  compañero  obligaba  á  otras  personas  que  alH  se  en- 
contraban á  echarse  al  suelo,  todo  con  el  fin  de  apoderat- 
ee  del  dinero  y  efectos  que  ambos  se  llevaron ;  y  aunque 
8e  entendiera,  por  el  relato  que  se  hace  de  los  hechos, 
■<\üñ  el  acto  del  apoderamiento  lo  ejecutara  solo  el  deseo- 
nacido  y  no  Portillo,  lo  que  no  aparece  claramente  ex- 
puesto, esto  en  nada  alteraría  el  concepto  de  la  respon- 
sabilidad del  óltimo,  quien,  con  la  acción  que  ejecutó  es 
«vidente  que  tomó  parte  directa  en  el  robo,  realizando 
por  sí  mismo  materialmente  uno  de  loa  actos  que  inte- 
gran el  delito  complejo  cometido,  por  lo  que  al  calificar- 
Jo  la  Sala  sentenciadora  de  autor  y  no  de  simple  cómpli- 
ce de  dicho  delito  no  ha  incurrido  en  error  de  derecho  ni 
infringido  el  artículo  doce  del  Código  Penal  por  haberlo 
aplicado,  ni  el  trece  por  falta  de  aplicación. 

Considerando  respecto  al  segundo  motivo,  que  se- 
gún la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  número  diez  y  seis  del 
articulo  diCK  del  Código  Penal,  para  que  deba  apreciar- 
se la  circunstancia  agravante  de  noctíirnidad  no  es  neee- 
fisrio  que  se  haya  escogido  de  propósito  la  noche  para 
ejecutar  el  delito,  sino  que  basta  que  aquella  se  aprove- 
che para  realizarlo  más  fácilmente  y  con  mayores  pro- 
babilidades de  impunidad,  lo  cual  es  indudable  que,  por 
ic  menos,  ocurrió  en  el  presente  caso,  dada  la  naturaleza 
y  accidentes  del  hecho  cometido,  el  que  según  se  expresa 
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en  la  sentencíase  Uevó  á  efecto  en  la^  primeras  horas  de 
la  noche  y  á  bii  sombra  se  alejaron  lo»  culpables  del  lu- 
gar del  suceso. 

Considerando,  en  cuanto  al  hecho  de  encontrarse 
éste  en  despoblado  que,  á  parte  de  que  para  estimar  la 
existencia  de  la  circunstancia  agravante  señalada  en  el 
citado  número  diez  y  seis  del  artículo  diez  del  Código, 
era  indiferente  que  el  Tribuna!  lo  tomara  ó  no  en  con- 
sideración, pues  para  ello  bastaba  que  el  delito  se  hubie- 
ra ejecutatlo  de  noche,  por  no  constituir  uno  y  otro  he- 
cho más  que  aquella  sola  causa  de  agravación,  es  inne- 
gable que  también  concurre  dicho  accidente  en  el  presen- 
te caso  dada  la  situación  en  que  según  la  sentencia  se  en- 
cuentra el  lugar  de  la  ocurrencia,  y  el  no  ser  en  manera 
alguna  inherente  al  delito  cometido,  como  sin  fundamen- 
to afirma  el  recurrente,  sin  que  éste  pueda  impugnar  su 
apreciación  en  el  presente  recurso,  fundado  en  no  ha- 
berse comprendido  ese  extremo  en  la  acusación,  ya  que 
tal  defecto  solo  pudo  dar  lugar,  en  su  caso,  al  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma  que  no  fué  interpuesto. 

Considerando  que  de  los  hechos  probados  no  apare- 
ce que  el  ofendido  Ossorio  tuviera  su  domicilio  en  el 
mismo  edificio  en  qiie  el  robo  se  cometió,  ni  que  en  tal 
caso,  el  hecho  se  verificara  en  las  habitaciones  privadas 
de  aquél,  sino  solo  en  el  establecimiento  ó  tienda  de  su 
propiedad  en  horas  en  que  estaba  abierta,  y  no  consti- 
tuyendo ese  lugar  de  libre  entrada  la  morada  de  su  due- 
ño, no  es  legalmeníe  posible  estimar  como  concurrente 
en  el  hecho  la  circunstancia  agravante  comprendida  en 
el  numero  veinte  y  uno  del  articulo  diez  del  Código,  y, 
por  tanto,  al  apreciarla,  como  lo  ha  hecho  la  ^la  senten- 
ciadora, ha  infringido  dicho  precepto  é  incurrido  en  el 
error  de  derecho  alegado  en  el  tercer  motivo  del  recurso, 
dando  con  ello  lugar  á  la  casación  de  la  sentencia, 
puesto  que  la  apreciación  indebida  de  esa  circunstancia 
de  agravación  además  ile  la  otra  que  realmente  existe, 
debió  influir  con  arreglo  lí  la  ley  para  determinar  la 
cuantía  de  la  pena  impuesta. al  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  <le  casación  iwr  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto i)or  José  Calazans  Portillo  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  y  en  su  consecuencia 
casamos  y  anulamos  dicha  sentencia  sin  especial  conde- 
nación de  costas. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronimciamos, 
mandamos  y  firmamos.    José  Antonio  Pichardo. — Luis 
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Gastón. — Joeé  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— José  María  Gispert, 

Sognnda  SUlteocáA.  — -^n  I^  müma  fecha  dicté  el   Tribunal 
nuera  ttnteneia  en  ta  ñguienle  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  sus  considerandos  á  excepción 
del  tercero,  y  en  su  lugar ; 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  delito  es  de 
apreciarse  únicamente  la  circunstancia  a^avante  nú- 
mero diez  y  seis  del  articulo  diez  del  Código  Penal,  por 
haberse  ejecutado  de  noche  y  en  despobiado,  lo  que,  aten- 
dida la  naturaleza  y  accidentes  del  hecho,  es  de  estimar- 
Be,  que  ai  no  fué  escogido  de  propósito,  se  aprovecharon, 
por  lo  menos,  de  ello  los  culpables  para  realizarlo  más 
fácilmente  y  con  probabilidades  de  impunidad;  sin  que 
deba  estimarse  que  también  concurra  la  otra  circunstan- 
cia agravante  comprendida  en  el  número  veinte  y  uno 
de  dicho  articulo  diez,  porque  no  consta  que  el  ofendido 
Ossorio  tuviera  su  domicilio  en  el  mismo  edificio  en  que 
el  robo  se  cometió,  ni  que  en  tal  caso  se  verificara  en  sus 
habitaciones  privadas,  sino  en  la  tienda  de  su  propiedad 
cuando  estaba  abierta,  cuyo  lugar  de  libre  entrada  no 
constituye  la  morada  de  dicho  ofendido. 

Considerando  q\ie  conforme  á  las  reglas  tercera  y 
séptima  del  artículo  ochenta  dei  Código  Penal,  en  el  pre- 
sente caso  debe  imponerse  al  culpable  la  pena  en  el  gra- 
do máximo  y  dentro  de  él  determinarse  su  cuantía  aten- 
diendo á  que  solo  concurre  en  el  hecho  una  circunstancia 
agravante  y  á  su  entidad. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  cond<'nar  y  comlenanios  al 
procesado  en  esta  causa  José  Calazans  del  Portillo  (a) 
"Cajizote",  como  autor  de  un  delito  de  robo,  con  intimi- 
dación en  las  personas,  concurriendo  una  circunstancia 
agravante,  á  la  pena  de  ocho  años  de  presidio  mayor, 
con  las  accesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal 
en  teda  su  extensión  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  aii- 
toridad  por  igual  tiempo  de  la  condena  principal  que 
empezará  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  mis- 
ma, así  como  al  pago  de  la  mitad  (le  las  costas,  siénd<ile 
de  abono  la  mitad  de  la  prisión  ]>reventiva  que  haya  s\i- 
frido  por  esta  causa,  y  á  indemnizar  al  perjudicado  Don 
Paulino  Ossorio,  doscientos  cincuenta  pesos  en  oro  es- 
pañol y  ciento  veinte  y  cinco  en  moneda  americana.  Y 
reproducimos  la  parte  fiíinl  del  fallo  casado,  que  á  la  le- 
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tra  dice:  "Se  apnieba  el  auto  qwe  declaró  insolTente  al 
"procesado  con  las  reservas  que  en  él  se  hacen.  Y  para 
'*que  el  Juez  de  instrucción  de  eeta  ciudad  proceda  á  la 
"formación  de  causa  en  averiguación  del  delito  de  per- 
■■jurio  que  puedan  haber  cometido  al  declarar  ante  esta 
"Sala  los  testigos  Don  Silverio  Sánchez  Figuerae  y  Don 
"Ensebio  Meiretes,  remítasele  copia  certificada  del  acta 
"de  la  sesión  del  juicio  oral,  celebrado  el  día  veinte  y 
"nueve  de  Abril  y  de  esta  sentencia".  Así  por  esta  nues- 
tra sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Srmamos.— 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarro- 
cas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 

Impunacdón.— Auto  119— 10  de  Agosto.— Precepto  mto- 
náador.  (Cfae-,  Mayo  s,  IB04.J 

I>OCTRINA:    Para  que  sea  admisible  nn  r«- 
cnrío  fniidado  en  el  artículo  8S0  de  la  ley  de  En- 


1 


o  Criminal,  es  predio  que  se  plantee 
aceptando  la  caliGcacifSn  de  loe  becnog  coDtcnidR 
en  fa  resol  ación  recnnída. 


n 


Aktecedentes  : 

Resultando  que  terminado  el  sumario  que  se 
instruyó  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  ciudad  con- 
tra el  procesado  Antonio  Hernández  Leal,  por  el  de- 
lito de  robo,  y  remitida  la  causa  al  Fiscal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  satisfizo  éste  el  trámite  de  conclu- 
siones provisionales,  relatando  los  hechos  que  origina- 
ran el  proceso  en  la  siguiente  forma:  "que  á  las  once 
"de  la  mañana  del  día  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  cinco  el  procesado  Antonio  Hernández 
"lx;al  llegó  á  la  finca  de  Saavedra  en  la  Playa  del  Clú- 
"vo,  domicilio  de  Casimiro  Valdcspino,  á  quien  dijo 
"con  ánimo  de  alejarlo,  que  el  dueño  de  la  finca  que  vi- 
"vía  á  distancia  deseaba  que  tanto  él  como  su  señora 
"fuera  á  verle  por  lo  que  creyéndolo  cierto,  acudieron  á 
"la  cita  enterándose  que  el  dueño  estaba  en  España:  y 
"al  regresar  é  la  finca  que  había  dejado  sola,  hallaron 
"fracturada  la  puerta  de  la  ca^a  por  el  procesado,  qu'en 
"adema.-!  sustrajo  las  pi-endas  de  vestir  y  demás  que  se 
"ilftallnn,  en  la  foja  primera,  de  la  propiedad  de  Valdes- 
"pino  y  di'l  vwino  de  la  misma  finca  Antonio  Barreiro 
■TjiT-iil.  objetos  tasados  pericialmente  en  ochenta  y  una 
"|irsrlii.s,  Imbiémloíe  tasado  el  daño  causado  en  la  puer- 
"ia  en  diez  centavos."' 

lícHultando  que  entrejíada,*  las  actuaciones  al  re- 
presen I  unte  del  procesado  para  el  trámite  de  califica- 
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ción,  se  abstuvo  de  eatiafacerlo  y  en  su  lugar  estableció 
dentro  dei  término  legal  artículo  previo  por  íiieomiie- 
teacia  de  jurisdicción,  fundado  en  que  siendo  el  valor 
de  lo  sustraído  ochenta  y  una  pesetas,  ó  sea  un  total 
inferior  á  quince  pesos  moneda  oficial,  correspondía  co- 
nocer de  la  causa  al  Juzgado  Correccional. 

Eesultando  que  conferido  traslado  al  MinÍRterio 
Fiscal,  del  incidente  propuesto,  se  opuso  á  la  declinato- 
ria de  jurisdicción  pretendida,  fundado  en  que  cual- 
quiera que  se&  la  ascendencia  de  lo  que  se  dicte  sustraí- 
do,  cuando  se  trata  de  robo  en  casa  habitada,  era  com- 
petente el  Tribunal  de  la  Audiencia  para  conocer  de  di- 
cha causa. 

BBSOLÜCIÓIT  REC0BBIOA : 

Besultando  que  dicho  Tribunal,  por  auto  de  vein- 
te y  uno  de  Mayo  último,  estimando  que  de  los  he- 
chos de  la  causa  aparece  la  comisión  de  un  delito  de  ro- 
bo en  casa  habitada,  previsto  y  penado  en  el  artículo 
Juinicntos  veinte  y  seis  del  Código  Penal,  que  no  consi- 
era  modificado  por  la  Orden  número  doscientos  trei-e 
de  mil  novecientos  por  lo  que  hace  k  la  competencia  de 
los  Tribunales  para  conocer  de  ese  delito,  declaró  no 
haber  lugar  á  la  excepción  de  incompetencia  propuestü 
por  el  defensor  del  procesado,  mandando  continuar  el 
curso  de  la  causa. 

BEcrKSO  admitido: 

Eesultando  que  contra  esta  resolución  se  ha  inter- 
puesto á  nombre  del  mencionado  Hernández,  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  que  se  dice  autnriza- 
do  por  el  aii;ículo  ochocientos  cincuenta  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  citándose  como  ley  infringi- 
da, por  falta  de  aplicación,  el  número  treinta  y  seis  del 
artículo  cuarenta  y  uno  óe  la  Orden  doscientos  trece  de 
mil  novecientos,  en  e!  siguiente  concepto:  "que  la  dis- 
"posición  que  cita  como  infringida  es  de  carácter  ;ii!ne- 
"ral ;  no  distingue  entre  casa  habitada  y  casa  no  habi- 
"tada,  y  dice:  "siempre  que  se  verifique  en  la  forma  in- 
"dicada  en  el  artículo  quinientos  treinta  y  uno."  Este 
'.'artículo  se  refiere  á  su  anterior  "en  sus  varios  casos," 
"que  constituyen  las  varias  "formas"'  de  comisión  del 
"delito  de  robo,  análoga.^  unas  é  iguales  otras  á  las  del 
"artículo  quinientos  veinte  y  seis.  El  articulo  cuarenta 
"y  uno,  en  su  número  treinta  y  tres  de  la  Orden  dos- 
"eientoe  trece  evidentemente  no  se  refiere  al  lugar,  "Iti- 
"c\i8,"  en  que  se  lleve  &  cabo  el  robo,  sino  "á  la  forma". 
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"á  la  manera,  es  decir,  al  "modus"  en  que  ese  delito  ae 

■'perpetúa,  y  esoa  modos  ó  maneras  son,  por  su  expreso 
"y  terminante  mandato  los  menrionados  en  el  artienlD 
"quinientos  treinta,  á  que  se  contrae  el  quinientos  treín- 
"ta  y  uno,  sin  que  pueda  decirse  que  son  los  raiemoB  del 
"quinientofl  veinte  y  seis,  por  cuanto,  lejos  de  no  ser 
"así,  conjparando  uno  y  otro  medios  de  perpetración  6 
"formas  del  robo,  con  independencia  del  lugar  en  que 
"se  verifica,  claramente  se  observa  que  existen  entre  las 
"cinco  citcunstancias  que  menciona  uno  y  otro,  distín- 
"cionefi  harto  notables  que  pudieran  decirse  substancia- 
"les.  Por  consiguiente,  el  robo  en  cantidad  inferior  á 
"quince  pesos  en  moneda  oficial,  hoy,  dada  la  gencrali- 
"dad  con  que  están  concebidos  Jos  términos  del  núme- 
"ro  treinta  y  tres  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  Ir  Or- 
"den  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  sobre  todo  ai 
"se  tiene  en  cuenta  la  vieja  máxima  de -derecho  que 
"prohibe  distinguir  donde  la  lícy  no  distingue,  es  de  la 
"competenica  ile  la  Corte  Correccional." 

Impugkacios: 

Ilcsultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 

recurrente  se  confirió  instrucción  á  las  partes  por  ttJr- 
mino  de  quince  días,  dentro  def  cual,  el  Ministerio  Fis- 
cal, haciendo  uso  del  derecho  que  le  otorga  el  número 
segundo  del  articulo  veinte  y  ocho  de  la  Urden  núuiem 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noveuta  y  nueve,  im- 
pugnó la  admisión  del  recurso  por  el  siguiente  motivo: 
"Q.ue  no  tratándose  de  una  genuino  cuestión  previa  de 
"declinatoria  de  jurisdicción  en  el  artículo  k  que  puso 
"término  el  auto  recurrido,  pues  ni  la  incompetencio 
"del  Tribunal  se  hace  derivar  de  los-  supuestos  de  la 
"acusación,  cosa  indispensable  para  que  la  declinatoria 
"de  jurisdicción  pueda  alegarse,  con  eficacia  de  verdii- 
"dera  excepción  en  materia  penal,  ni  por  lo  mismo,  en 
"rigor  de  derecho,  tratándose  de  otra  cosa  en  la  prcteu- 
"sa  excepción  propuesta  que  de  una  fundamental  cues- 
"tión  de  calificación  que  no  es  dable  resolver  por  anti- 
"cipadn  á  la  sentencia  definitiva,  una  vez  hecha  la  cali- 
"ficación  opuesta  á  los  fundanicntns  de  la  incompeteii- 
"cia  y  abierto  el  juicio  oral,  porque  si'iln  en  éste,  y  no  en 
"articuloü  previos,  cabe  discutir  cm  la  amplitud  debi- 
"da  extn'iuos  capitales  cimio  el  de  la  naturaleza  más  ó 
"menos  grave  del  delito,  ni  en  ortodoxo  criterio  procc- 
"sal  í-nlien  cucstiimcn  de  verdadera  competencia  entre 
"las  Audiencias  y  los  Ju/.fiados  Correccionales,  princi- 
"pio  orgánico  rocnnocido  jKir  his  artículos  ochenta  v 
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"nno  ai  ochenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Civil,  aparte,  á  mayor  abundamiento,  la  concreta  pi'o- 
"hibieión  que  establece  la  regla  veinte  y  dos  de  la 
"Circular  de  la  Secretaria  de  Justicia  de  cinco  de  Oc- 
"tubre  de  mil  novecientos,  es  evidente  que  el  auto  retu- 
"rrido  no  es  propiamente  un  auto  de  competencia  com- 
prendido en  ei  número  segundo,  artículo  ochocientos 
"cuarenta  y  ocho  déla  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
"en  relación  con  el  párrafo  tercero,  articulo  seiscientos 
"setenta  y  seis,  que  debió  citar  y  no  cita  el  recurrente, 
"dejando  incumplido  el  precepto  del  número  tercero, 
.  "artículo  quiuto  de  la  Oden  número  noventa  y  dos,  ni 
"está  comprendido  tampoco  en  el  artículo  ochocientos 
"cincuenta  de  la  misma  ley,  por  lo  que  falta  al  recurso 
"el  requiisto  tercero  del  artículo  séptimo  de  dicha  orden 
"y  ha  debido  en  sii  consoc-ueneia  ser  denegado  conforme 
"al  artículo  once."' 

Resultando  que  el  seis  del  actual  tuvo  lugar  la 
vista  .pública  de  la  cuestión  previa  propuesta  por  dicho 
Ministerio  que  asistió  al  acto,  así  como  también  el  de- 
fensor del  p/ocesado,  sosteniendo  el  primero  que  debe 
declararse  mal  admitido  el  recurso  y  el  último  que  debe 
desestimarse  tal  solicitud: 

Resolución  : 

Considerando  que  segúu  el  artículo  ochocicritos 
cincuenta  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  te 
entenderé  que  ha  sido  infringida  una  ley  para  el  efec- 
to de  que  pueda  interponerse  el  recurso  de  casación, 
en  el  caso  del  número  segundo  del  articulo  ochocifiitos 
cuarenta  y  ocho,  cuando,  dada  la  calificación  que  de  los 
hechos  apareciere  en  k  sentencia,  el  Tribunal  haya,  in- 
currido en  error  legal  al  resolver  sobre  su  competencia. 

Considerando  que  hecha  por  el  Tribunal  a  qiio  la 
calificación  de  los  hechos  al  solo  efecto  de  dirimir  Ja 
cuestión  de  competencia  que  propuso  el  recurrente,  es 
aquella  la  que  debe  aceptar  éste  y  la  que,  en  su  cuso, 
habría  de  servirle  de  fundamento  al  recurso,  demos- 
trando que  la  establecida  por  dicho  Tribunnl,  nún 
cuando  en  definitiva  pudiera  ser  errónea,  precisamente 
determina  su  incomiM-tencia  para  conocer  del  a.-ítir.to; 
pero  es  licito  impugnarla  y  plantear  una  cuestión  ña 
calificación,  como  lo  hace,  que  no  autoriza  cL  urtiiulo 
oohocientoB  cincuenta  citado:  y  por  consiguiente  resul- 
ta destituido  el  recurso  de  la  tercera  de  Ins  circuns- 
tancias que,  según  el  artículo  séptimo  en  relución  con 
ei  once  de  la     Orden     número     noventa  y  dos  de  mil 


3dbvGoo¿^lc 


ochocioiitos  no\'«ntB  y  nueve,  debe  concurrir  para  su  ad- 
raisiÓQ,  procediendo  en  consecuencia,  de  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  infi- 
cionada Orden,  declarar  mal  admitido  el  presentí}  n^ 
curso. 

Se  declara  con  lugar  la  impugnación  formulada 
por  el  Ministerio  Fiscal  al  recurso  interpuesto  por  An- 
tonio Hernández  Leal,  contra  el  auto  dictado  el  veinte 
y  uno  de  Mayo  Ultimo,  por  la  Sección  pnraera  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en 
la  causa  que  al  mencionado  Hernández  se  sigue  por  el 
delito  de  robo:  y  en  consecuencia  mal  admitido  el  ex- 
presado recurso,  sin  especial  condenación  de  costar. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— Federico   Mora. — Silverio   Castro,   Secretario. 
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In£  1«?.— Sent  121— 10  de  Agosto. -Bofensa.  (Oaeeia, 

Mayo  3,  1904.) 

DOCTRINA:  El  hecho  de  dar  ana  herida  á 
una  persona,  con  motivo  de  un  disgttato  de  pala- 
bra! habido  con  ¿11a,  sin  que  conste  que  el  propó- 
sito fuera  otro  que  el  de  causar  daüo  con  e*e  acto 
de  fnena,  :cii8t¡tiije  una  agresión  üegltima  j  no 
una  simple  provocaciún. 

El  empico  de  anu  navaja  para  repeler  una  »gn- 
■ién  consistente  en  una  bofetada,  no  ei  un  medio 
racionalmente  necesario  para  repeler  dichs  agre- 
lióa,  á  menos  que  en  el  casi 


En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  de  Agosto  de  mil 
novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  José  González  Torres,  del 
comercio,  sin  que  conste  su  vecindad,  en  la  causa  segui- 
da de  oficio  contra  el  mismo  ante  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  Ir  Habana, 
por  el  delito  de  lesiones: 

Hechos  proh.vdos: 

EosiiJtando  que  en  la  simtencia  dictada  en  dicha 
caiisa  en  veinte  y  tres  de  Enero  último  se  consignan 
los  hechos  en  el  siguiente;  "Resultando  probado:  que 
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"el  día  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  novecientas  doe 
"al  encontrarEe  casualmente  en  la<  calle  de  Industria  de 
"esta  ciudad  el  procesado  José  González  Torres  y  Fran- 
"cisco  Pedroso  Mirabal,  tuvieron  un  disgusto  de  pala- 
"bra  con  motivo  del  cual  Pedroso  di¿  á  Gonzále;^  una 
"bofetada  y  éste  con  una  navaja  que  portaba  dio  al  pri- 
*'mero  un  corte  en  la  cara,  produciéndole  una  herida 
"incisa  en  casi  toda  la  extensión  de  la  mejilla  izquierda 
"y  otra  pequeña  herida  en  la  mano  del  mismo  lado  de 
"las  que  sanó  en  veinte  y  siete  días  con  necesidad  de 
"asistencia  médica  é  impedimento  para  e!  trabajo,  qiie- 
"dándole  como  imperfección  física  una  cicatriz  de  color 
"oscuro,  en  toda  la  extensión  de  la  herida  recibida,  en 
"la  cara,  que  ae  nota  á  simple  vista  y  que  afea  y  dcefi- 
"gura  el  rostro." 

Resolución  recuheida: 

Resultando  que  estos  hechos  se  estimaron  por  la 
Audiencia  constitutivos  de  un  delito  de  lesiones  graves, 
del  que  es  autor  el  procesado  González  Torres  con  la 
circunstancia  atenuante  quinta  de)  artículo  noveno  del 
Código  Penal,  por  lo  que  le  condenó  ft  la  pena  de  seis 
meses  y  un  día  de  prisión  correccional,  accesorias,  in- 
demnización al  perjudicado  en  la  cantidad  de  cien  }je- 
setae  con  el  apremio  personal  correspondiente  en  su  ca- 
so, y  al  pago  de  las  costas,  disponiéndose  la  Lautili:ia- 
ción  de  la  navaja  ocupada  y  que  se  deduzca  y  remita  ai 
Juez  Corrccional  competente  testimonio  de  lugares 
conducentes  para  que  conozca  de  la  falta  que  aparece 
cometida  por  Francisco  Pedroso: 

FUNDAMKNTOS  DEL  BECTRSO  DE   CASACIÓN  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
procesado  el  presente  recurso  autorizado  por  los  artícu- 
los ochocientos  cuarenta  y  siete,  ochocientos  cuarenta  y 
oclio  y  ochocientos  cuarenta'  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal  "porque"— dice — "los  hechos 
"que  se  declaran  probados  en  la  sentencia  se  pt'imu,  á 
'■pesar  de  existir  una  circunstaiicia  eximente  de  fjS[)0u- 
"sabildad  criminal",  y  cita  como  infringido  el  artículo 
octavo  número  cuarto  del  Código  Penal,  por  no  apre- 
ciarse los  tres  requisitos  que  integran  la  legitima  defen- 
sa, y  que  de  los  hechos  probados  aparecen  existir: 

Resultando  que  la  Audiencia  admitió  el  retiurso  y 
personado  el  recurrente  en  este  Tribunal  su  represen- 
tante en  el  trámite  oportuno  y  ampliando  aquél  alegó 
como  motivo,  autorizado  por  el  número  quinto  del  ar- 
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tículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  la  infracción  del  número  pri- 
mero del  articulo  noveno  del  Código  en  relación  «m  los 
números  primero  y  tercero  del  caso  cuarto  del  artículo 
octavo,  por  cuanto  de  loa  hechos  probados  aparece  la 
existencia  de  dichos  dos  requisitos  de  la  circunstancia 
eximente  de  haber  obrado  el  agente  en  propia  defensa. 
Resultando  que  admitida  la  ampliación  se  celebró 
la  vista  pública  con  asistencia  del  defensor  del  recu- 
rrente y  del  Ministerio  Fiscal  que  impugnó  el  recurso: 

BeCISIÓN   del  BECCB80  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Oastón. 

Consderando  que  el  hecho  probado  de  haber  dado 
Pedroso  upa  herida  al  procesado  con  motivo  del  dis- 
gusto de  palabras  que  ambos  tuvieron,  sin  que  conste 
que  el  propósito  del  primero  fuera  otro  que  el  de  cau- 
sar daño  al  segundo  con  ese  acto  de  fuerza,  constituye 
una  verdadera  agresión,  que  es  de  estimarse  como  ilegi- 
tima, porque  de  lo  consignado  en  la  sentencia  no  apare- 
ce razón  alguna  que  la  justificara,  lo  cual  no  debe  con- 
fundirse con  la  simple  provocación  que  de  parto  del 
agredido  pudiera  haber  existido: 

Considerando  que  de  los  tres  requisitos  exigidos 
por  la  ley  para  eximir  de  responsabilidad  crimintil  al 
que  obra  en  defensa  de  su  persona,  el  único  que  deiie 
apreciarse  como  concurrente  en  el  presente  caso  es  el 
haber  existido  agresión  ilegítima,  pues  al  valerse  el  re- 
currente de  una  navaja  para  repeler  la  agresión  de  que 
fué  objeto  y  que  consistió  en  una  bofetada,  no  empleó  un 
meíiio  adecuado  y  por  tanto  racionalmente  necesario 
para  defenderse,  porque  no  lo  es,  por  lo  general,  y  á 
menos  que  concurran  circustancias  especiales,  el  oponer 
un  anna  blanca  á  agresiones  hechas  con  las  manos,  ni 
tamiMJco  consta  probado  en  la  sentencia,  como  sería  ne- 
cesario i>ara  tomarlo  en  consideración,  que  González 
Torres  dejara  de  provocar  suficientemente  la  agresión 
que  se  le  hizo  con  las  palabras  que  antes  de  ella  media- 
ron entre  ambos  contendientes  y  que  no  se  conocen: 

Considerando  que  por  lo  expuesto  es  visto,  que  la 
Sala  sentenciadora,  al  no  apreciar  á  favor  del  recurren- 
te la  circustancia  eximente  cuarta  del  artículo  octavo 
del  Código  Penal  ni  la  concurrencia  al  menos  de  dos 
de  sus  requisitos,  no  ha  cometido  las  infracciones  lega- 
les ni  los  errores  que  se  le  atribuyen  en  los  motivos  del 
recurso  y  de  su  ampliación ;  y  de  dicha  eximente,  como 
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circunstancia  genérica  de  atenuación,  conforme  al  nú- 
mero primero  del  artículo  noveno  del  Código,  en  vez  de 
la  otra  de  la  misma  especie  que  estimó,  no  puede  dar 
lugar  á  la  casación  de  la  sentencia  con  finalidad  prácti- 
ca, puesto  que  el  efecto  de  nna  ó  otra  circunstancia 
atenuante  en  cuanto  á  la  pena  imponible  habia  de  üer 
el  mismo,  y  por  tanto,  el  recurso  debe  ser  desestimsxlo, 
imponiéndole  las  costas  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  ai  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  ha  interpuesto  el  procesado  José  González  Torrea 
contra  la  ^ntencia  dictada  por  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  veinte  y  tres  de  Enero  del  corriente  año,  con  las  cos- 
tas de  cargo  del  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  sen- 
tencia lo  pronunciamos,  mandamos  y  lirmamos.^-José 
Antonio  Pichardo.  —  Luis  Gastón.  —  José  Cabarrocaa 
Horta. — Ambrosio  R.  iloralee. — Federico  Mora. 


Queb.  forma.— Sefit  19.— 11  de  Agosto.— Hechos.— Fal- 
sedad. (6ae.,  Mayo  S,  190^.) 

I>OCTRINA:  Habiendo  hecho  conitar  en 
los  reíaltandos  probados  de  una  Hcntencia  en  can- 
sa por  falsedad  de  documento  privado  los  hechos 
relativos  ala  existencia  y  condicioDes  de  un  can- 
trato  verbal  de  compra  venta  con  objeto  de  ha- 
cerla constar  pur  etcnto.  de  donde  se  deduce  gae 
este  documento  faé  en  lo  eBeucial  la  reproducccitSn 
exacta  de  aquel  coatrato,  uo  puede  afirmarse  que 
en  la  sentencia  por  no  insertarse  integro  el  docu- 
mento se  hayan  dejado  de  expresar  claramente  loa 
hechos  qne  se  estiman  probados. 

Parcí  que  exista  el  delito  de  falsedad  en  docu- 
mento privado  es  necesario  que  la  falsedad  come- 
tida haja  sido  en  perjuicio  de  tercero  6  con  ánimo 
de  causárselo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Agosto  de 
mil  novecientos  tres;  en  los  recursos  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  que  pen- 
den ante  este  Tribunal  Supremo,  contra  la  sentencia  de 
ocho  de  Mayo  del  corriente  año,  dictada  por  la  Audien- 
cia de  Puerto  Príncipe  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  instrucción  de  Morón,  seguida  entre  partea,  de  la 
una  el  Ministerio  Fiscal,  y  de  la  otra,  como  procesados 
por  falsedad  en  documento  privado,  Cesáreo  Borroto 
Martínez  y  Francisco  Campanioni  Machado,  ambos  ve- 
cinos de  Morón,  barrio  del  Marroquin  y  Labradores ; 

Sesultando  que  diclia  sentencia  contiene  los  si- 
guientes resultandos  numerados: 
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Hechos  probados: 

"Primero:  Resultando  probado  que  en  < 
"ochocientos  noventa  y  uno,  sin  que  haya  po( 
"sarse  el  mes  y  el  día,  el  procesado  Cesare 
"compró  á  nombre  de  su  esposa  Antonia  Lei' 
"sus  hermanos  Bernardo,  Domitíla,  Joaquina 
"Tomás  y  Itanuel  Borrólo,  la  finca  de  diez 
"de  tierra  ubicada  en  el  corral  Marroquín,  téi 
"nicipal  de  Morón,  denominada  "Palmarito"; 
"de  ciento  cincuenta  y  tres  pesos  oro,  que  fué 
"parte  en  metálico  y  parte  en  especie  á  los  ^ 
"Bicha  ñnca  la  hablan  heredado  éstos  de  su  c 
"<lre  Aniceto  Borroto,  quien  la  había  adquirid 
"pra  á  Celestino  Campanioni  por  precio  de 
"oro,  de  los  cualea  fueron  abonados  post 
"ochenta  y  cinco  peeos  que  habían  quedado 
"la  muerte  de  su  padre  por  dicho  Cesáreo  á 
"ros  del  vendedor  Campanioni." 

"Segundo:  Resultando  probado  que  en  | 
"Abril  del  año  citado  de  mil  ochocientos  nove 
"por  mandato  de  Cesáreo  Borroto  á  nombre  i 
"sa  Antonia  Leiva  Grau,  Celestino  Campanil 
'un  contrato  privado  de  la  compra-venta  ref( 
"riormente,  con  objeto  de  hacer  constar  por 
"compra  que  habla  hecho,  en  el  cual  se  dieron 
"sentes  al  acto  á  los  otorgantes  Bernardo,  Lu< 
"quina,  Domitila,  Tomás  y  Manuel  Borroto,  < 
"los  los  tres  últimos  no  lo  estuvieron  y  los  tre 
"no  se  ha  comprobado  si  lo  estuvieron  ó  no,  y  < 
"go  que  firmó  á  ruego  de  Bernardo,  Luciana 
"á  Carlos  C'enis,  no  constando  si  fué  cierto  i 
"ruego,  habiendo  sido  los  que  lo  hicieron  por 
"Tomás  y  Ifanue!  Borroto,  respectivamente, 
"tura  Guevara,  Francisco  Campanioni  y  Bec 
"los  cuales  no  es  cierto  fueron  rogados  á  firn 
"que  se  dice  le  hicieron  el  ruego". 

"Tercero :  Resultando  que  por  auto  de  tre 
"zo  próximo  pasado  el  Ministerio  Fiscal  solie 
"vo  se  sobreseyese  libremente  vn  cuanto  á  Ai 
"va  Grau  que  había  sido  procesada;  se  decía 
"guida  por  defunción  la  responsabilidad  que  i 
"licr  á  ('arlos  Ceñís,  Benito  Tuero  y  Buenaveí 
"vara,  y  se  declarasen  indultados  p<ir  corrt 
"los  beneficios  de  la  Orden  militar  de  diez  y  si 
"ro  de  mil  novecientos  á  Manuel  Esperón, 
'■  Manuel  y  Rafael  Fernández  Pardo". 
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"Cuarto:  Resultando  que  el  Ministerio  Fiscal  rc- 
"Iftta  los  hechos,  los  califica  y  hace  bi¡s  peticiones  lefíftles 
"del  modo  Biguiente ;  Primero :  Cesáreo,  Bernardo  y 
"Luciana  Borroto  y  Martínen  y  Joaquina,  Tomás,  D6- 
'*mitila  y  Manuel  Borroto  y  Guevara,  adquirieron  al  fa- 
"llecimiento  de  su  padre  Aniceto  Borroto — acaecido  an- 
"tes  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  uno — ciertos  dere- 
"cfaos,  bien  de  dominio  ó  bien  de  posesión  qtie  este  últi- 
"mo  teniia  sobre  la  finca  "Palmarito",  enclavada  en  el 
"corral  Marroqufn,  del  término  municipal  de  Morón. 
"Deseando  el  procesado  Cesáreo  Borroto,  casado  Con 
"Doña  Antonia  Leiva,  adueñarse  de  toda  la  finca'  meri- 
"cionada  y  de  acuerdo  con  Carlos  Genis,  esposo  de  lá 
"Luciana  Borroto,  hizo  extender  por  el  vecino  de  Mo- 
"rón,  Celestino  Gampanioni,  el  convenio  que  á  la  letra 
"dice:  "Conste  por  este  simple  documento,  qae  quere- 
*^oe  tenga  toda  fuerza  y  valor  de  uno  público,  como 
"nos  Doña  Antonia  Leiva  Grau,  cedulada  en  lega!  for- 
"ma  y  Don  Bernardo,  Doña  Lucisiia,  Doña  Joaquina, 
"Doña  Doroitila,  Don  Tomás  y  Don  Manuel  Borroto  y 
"Martínez  los  dos  primeros  y  Borroto  J  Guevara  los 
"cuatro  últimos,  pero  hermanos  todos  seis  y  cedulados, 
"haber  hecho  el  siguiente  contrato  de  compra-venta :  No- 
"sotros  los  hermanos  Borroto  y  que  abajo  firmamos  con 
"los  testigos  que  también  suscriben,  vendemos  realmen- 
"te  y  con  efecto  A  la  primera  la  parte  que  pueda  eorres- 
"pondemoe  en  el  sitio  "El  Palmarito",  que  por  suce- 
"sión  de  nuestro  padre  D.  Aniceto  Borroto  nos  corres- 
"ponde  por  compra  que  éste  ie  hizo  á  Don  Celestino 
"Gampanioni,  sin  que  le  hubiera  satisfecho  toda  !a  can- 
"tidad  ni  tampoco  haber  apercibido  la  competente  ea- 
"critura  del  expresado  sitio,  compuesto  de  diez  caballe- 
"rfas  de  tierra  de  terreno  montuoso  y  maniguas,  lindan- 
"do  por  el  Norte  con  la  finca  "Santa  Marta  del  Rosa- 
"rio",  por  el  Sur  con  Pozo  Colorado,  por  el  Este  con 
"Jagüelles  y'por  el  Oeste  con  Santo  Fe  de  Bringas.  Di- 
"cha  venta  que  hacemos  de  mutuo  convenio  es  en  la 
"cantidad  de  ciento  cincuenta  y  tres  pesos  oro,  que  do 
"la  compradora  tiene  rocibido  en  moneda  corriente  y 
"contante  á  nuestra  entera  satisfacción,  siendo  obligada 
"la  compradora  á  satisfacer  á  loa  herederos  de  Don  Ce- 
"Icfltino  Campanioni  ochenta  y  cinco  pesos  que  se  les 
"adeudan  de  los  mencionados  terrenos,  así  como  todos 
"loa  demás  gastos  que  se  originen,  siendo  para  los  vende- 
"dores  Ubre  de  toda  responsabilidad  la  cantidad  estipu- 
"lada.  Asimismo  no  podrán  los  vendedores  hacer  recla- 
"maci6n  alguna,    aunque  es  este  el  valor    que  creemos' 
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"realiaente  tengan  loe  referidos  terrenos  en  la  dÍBpoai- 
"ción  en  que  se  hallan;  pero  si  con  el  tiempo  adquieren 
"mayor  estimación  le  hacemos  f^acia  y  donaciÓD  mera, 
"pura  é  irrerocable  para  que  como  propio  disfrute,  use 
"ó  enajene  á  su  voluntad.  Pudiendo  desde  In^o  otorgsr- 
"1«  los  herederos  del  ya  mencionado  Don  Celestino  la 
"escritura  en  su  nombre,  puesto  que  según  queda  ezpre- 
"aado  Qo  la  liabfa  apercibido  nuestro  difunto  padre, 
"siendo  también  este  documento  ¿  car^  de  la  tompra- 
"dora  como  todo  lo  demás.  A  la  seguridad  de  este  docu- 
"mento  exponemos  nuestros  bienes  presentes  y  fatuios, 
"nos  SoiiSetemos  á  la  justicia  de  S.  M.  é  insertamos  la 
"cláusula  cuarentigia  para  estar  y  pasar  por  lo  acordado 
"por  ser  lo  convenido  y  la  libre  Toluntad  de  los  contra- 
"tantes  consignados  en  este  documento.  Morón,  Abril 
"primero  de  mil  novecientos  uno." — Extendido  que  fi^ 
"este  contrato  lo  firmó  tres  veces  Carlos  Cenis,  expre- 
"aando  que  una  lo  hacía  á  ruego  de  Bernardo  Borroto, 
"otra  á  ruego  de  su  esposa  Luciana  Borroto  y  1&  otra  al 
"de  Doña  Joaquina  del  mismo  apellido,  sin  que  se  haya 
"podido  comprobar  si  el  primero  y  la  tercera  prestaron 
"su  asentimiento  á  la  realización  de  tales  actos. — Octuvo 
"más  luego  el  enjuiciado  que  Benito  Tuero  sna- 
"cribiera  dicho  documento,  consignando  éste  que  lo  ha- 
"cía  á  ruego  y  á  presencia  de  Manuel  Borroto  y  Gueva- 
"ra  por  no  saber  firmar.  El  último  no  tenia  oonocimien- 
"t£i  de  ese  contrato.  Francisco  Campanioni  firmó  des- 
"pués  el  contrato  en  cuestión  diciendo  que  por  no  saber 
"firmar  Tomáa  Borroto  y  Guevara  lo  hacía  i  su  ruego  y 
"presencia,  sin  que  éste  se  encontrara  presente  á  tal  ac- 
"to,  ni  le  hubiera  hecho  esa  súplica,  ni  hubiera  asentido 
"á  la  venta  que  en  el  documento  se  hacía.  Buenaventura 
"Guevara,  concubino  de  Domitila  Borroto,  firmó  asi- 
"mieinq, diciendo  que  lo  hacia  ¿  tu^o  y  presencia  de 
"Domitila  Borroto,  lo  cual  era  falso.  En  tal  estado  el 
"documento,  consiguió  el  procesado  que  separadamente 
"lo  autorizaran  con  sus  firmas  como  testigos,  Manuel 
"Esperón  y  Guillermo,  Bafael  y  Manuel  Fernández,  los 
"cuales  no  conocían  las  falsedades  relatadas,  lo  que  les 
"contó  sobre  el  aaimto  Cesáreo  Borroto. — Han  falleci- 
"do  Carlos  Cenis,  Benito  Tuero,  Buenaventura  Gueva- 
"ra  y  Bernardo,  Luciana  y  Joaquina  Borroto.  En  veint.; 
"y  tres  de  Octubre  del  año  próximo  pasado  acudió  Don» 
"Antonia  Tjeiva,  asistida  de  su  esposo  Don  Cesáreo  Bo- 
"rroto,  ante  e!  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Mo- 
"róu  en  escrito  que  suscriliioron  otras  personas  á  ruego 
"de  ambos,  promoviendo  expediente  para  acreditar  la 
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■poseBÍón  de  la  finca  "Palmarito"  y  acompañando  el  do- 
"cmnento  k  que  se  hace  reíerencia,  sin  que  se  haya  justi- 
''ficado  que  al  realizar  este  acto  constara  á  k  señora 
"LeiTa  de  Borróte  la  falsedad  de  dicho  convenio.  Se- 
"gimdo :  Estos  hechos  son  coüstitutivoe  de  uo  delito  dtf 
"falsedad  en  docrunento  privado,  cometido  en  perjuicio 
"de  tenMTO,  previsto  y  penado  en  el  artículo  trescientos 
"catorce  del  Código  Penal  en  relación  con  los  párrafos 
"segundo  y  coarto  del  artículo  trescientos  diez  del  pro- 
"pio  Código,  Tercero:  Son  responsables  de  dicho  delito 
"en  concepto  de  autor  los  procesados  Cesáreo  Borroto  y 
'Martínez  y  Francisco  Campanioni  y  Machado,  amboB 
ma,yores  de  diez  y  ocho  años  y  sin  antecedentes  penales. 
"Cnarto:  No  concurren  circunstancias  modiñcativas  de 
"la  responsabilidad  penal.  Quinto:  Debe  imponerse  á  ca- 
"da  uno  de  dichos  procesados  la  pena  de  un  año,  ocho 
"meses  veintiún  días  de  presidio  correccional,  aeceso- 
"riaa  del  articulo  cincuenta  y  sieto,  multa  de  dos  mít 
"quinientas  una  pesetas  y  pago  de  mitad  de  costas.  N^o 
"es  de  estimarse  le  responsabilidad  civil". 

]R£SOLDCiÓN  kectíbhida: 

Resultando  que  por  ia  propia  sentencia,  estimándo- 
se que  los  hechos  que  en  ella  se  conaipnan  como  proba- 
dos, no  son  constitutivos  del  delito  de  falsedad  en  do- 
cumento privado,  por  no  sobrevenir  de  los  miamos  per- 
juicio á  tercero,  ni  heber  habido  ánimo  de  causarlo,  fue- 
ron declarados  absneltos  de  la  causa  los  procesados  Ce- 
sáreo Borroto  Martínez  y  Francisco  Camponioni  Macha- 
do, con  las  costas  -de  oficio. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Resiiltando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Mi- 
nisterio Fiscal  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  por  infracción  de  ley,  fundado  el  de  la  pri- 
mera clase  en  el  húmero  primero  del  artículo  novecien- 
tos doce  de  la  T^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  bajo  el 
enpuesto  de  que  el  Tribunal  pcntenciador  no  ha  hecho 
declaración  expresa  y  terminante  de  los  hechos  que  con- 
sideró probados,  por  haber  omitido  in.íprtar  ó  por  lo 
nienoe  reseñar  en  los  resultandos  probados  el  contenido 
del  contrato  que  ha  estimado  probado,  pues  que  las  fra- 
ses empleadas  para  decir  "que  fué  extendido  para  hacer 
constar  la  compra  que  se  había  hecho,"  no  son  bastontes 
á  expresar  con  la  claridad  debida  dicho  contenido,  del 
cual  deduce,  sin  embargo,  la  no  eiistencia  del  perjuicio 
á  tercero,  para  absolver  á  los  procesados;  habiendo  re- 
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clamado  en  au  oportunidad  el  recurrente,  sin  éxito, 
subsanación  de  la  falta  apuntada,  y  fundando  el  otro 
los  referidos  recursos  en  el  número  segundo  del  artict 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  citada  ley  proces. 
invocando  como  infringido,  por  falta  de  aplicación, 
articulo  trescientos  catorce,  en  relación  con  el  núme 
segundo  del  trescientos  diez  del  Código  Penal,  en 
concepto  de  que  los  hechos  probados  son  constitutiv 
del  delito  de  falsedad  que  castiga  el  primero  de  esl 
dos  artículos,  en  razón  á  que  en  el  otorgamiento  del  ¿ 
cumento  de  que  se  trata  se  supone  la  intervención  de  E 
mitila,,Tom¿a  y  Manuel  Borroto,  sin  haberla  tenido, 
aún  cuando  fuera  esacto  que  vendieron  cierto  día  p 
determinado  precio  la  finca  "Palmarito"  á  Cesáreo  I 
froto,  piiede  sostenerse  que  el  hecho  de  hacerlas  figui 
sin  su  consentimiento  en  un  contrato  escrito,  el  cual 
íué  por  ellos  autorizado,  les  irrogaba  ug  perjuicio  id 
6  menos  directo,  porque  la  existencia  de  ese  contrato  , 
obligaba  á  practicar  gestiones  más  ó  menos  costosas,  q 
redundaban  en  daño  de  su  tranquilidad,  de  su  bienes! 
V  de  BUS  intereses ;  que  tenían  como  vendedores  el  dei 
cho  de  intervenir  en  ese  otorgamiento,  para  examinar 
redacción  de  las  cláusulas  del  contrato,  y  las  persoc 
que  llevaron  sus  nombres  á  éste,  en  el  que  aparecí 
contrayendo  obligaciones  en  una  forma  no  autoriza 
por  ellos,  los  despojaban  de  ese  derecho,  y  por  con 
guien íe,  les  inferían  un  perjuicio. 

Resultando  que,  admitidos  ambos  recursos  y  pi 
vioB  loe  demás  trámites  legales,  celebróse  ante  este  T 
bunal  Supremo  la  correspondiente  vista,  coa  la  8( 
asistencia  del  Ministerio  Fiscal,  que  sostuvo  en  el  « 
la  procedencia  del  primero  y,  subsidiariamente,  la  ( 
segundo  de  dichos  recursos. 

Decisión  del  ^curso  : 

Siendo  Ponente  el  Slagistrado  José  Cabarro( 
Horta. 

Considerando  que  en  la  sentencia  recurrida  no  se 
cometido  el  quebrantamiento  de  forma  alegado,  porq 
en  el  primero  de  sus  resultandos  so  relatan,  declarán< 
los  probados,  los  hechos  relativos  á  la  existencia  y  cf 
diciones  de  un  contrato  verbal  de  compra-venta  de  cii 
ta  finca  rústica,  celebrado  en  mil  ochocientos  no  ven  tí 
uno  por  el  procesado  Cesáreo  Borroto  á  nombre  de 
esposa  Antonia  Leiva,  con  los  hermanos  de  él  nomb: 
dos  Bernardo,  Domitila,  Joaqivína,  Luciana,  Tomad 
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Manuel  Borroto ;  y  en  el  segundo  de  dichos  resultandos 
que  en  primero  de  Abril  del  mismo  año  Celestino  Cam- 
panioni,  por  mandato  del  Cesáreo,  "redactó  un  contrato" 
(ó  sea  un  documento)  "privado",  de  ]i .  referida  com- 
pra venta,  con  objeto  de  hacerla  constar  por  escrito;  de 
donde  se  deduce  que  este  documento  fué  en  lo  esenciat 
la  reproducción  exacta  del  convenio  verbal  aludido,  é 
juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  y,  por  tanto,  y  no  ala- 
gándose por  el  recurrente  que  se  hubiera  omitido,  en 
aquella  relación,  algún  punto  sustancial  de  los  consig- 
nados en  el  mismo  documento,  es  evidente  que  no  puede 
afirmarse  que  en  la  sentencia,  por  no  insertarse  éste  ea 
ella  literalmente,  dejaron  de  expresarse  los  hechos  decla- 
rados probados,  especialmente  en  cuanto  al  mismo  docu- 
mento concierne,  de  la  manera  clara  y  terminante  qqe 
exigen  de  consuno  los  artículos  ciento  cuarenta  y  dJM, 
regla  segunda,  y  novecientos  doce,  número  primero,  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  incidido  en  la  sen* 
tencia  reclamada  en  la  infracción  de  ley  que  se  alega 
subsidiariamente,  toda  vez  que,  tratándose  de  un  docu- 
mento privado,  el  hecho  de  suponerse  en  él  la  interven- 
ción de  personas  que  no  la  han  tenido,  no  basta  á  inte- 
grar el  delito  previsto  en  el  articulo  trescientos  catorce 
del  Código  Penal,  sino  que  para  el  efecto  es  preciso, 
además,  qce  este  hecho,  al  igual  que  cualquiera  otro  de 
los  señalados  en  el  artículo  trescientos  diez  del  mismo 
Código,  como  modos  de  incurrir  en  falsedad,  se  realice 
con  perjuicio  de  tercero  ó  con'  ánimo  de  causárselo;  y 
en  el  presente  caso  no  concurre  ninguna  de  estas  doi 
circunstancias :  la  primera,  porque  do  líe  hechos  que  en 
la  sentencia  se  declaran  probados,  no  se  inñere  en  m^ 
ñera  algima  que  con  el  documento  en  cuestión  se  haya 
producido  perjuicio  á  ninguno  de  loa  vendedores,  siqíílo- 
ra  fuese  no  mes  que  utilizándose  la  forma  probatoria 
de  que,  como  tal,  se  encuentra  revestido ;  y  la  segunda, 
porque  de  los  mismos  hechos  resulta  que  dicho  docu- 
mento tuvo  por  objeto  hacer  constar  una  compra-venta 
verdadera;  sin  que  por  sí  sola  aquella  suposición,  como 
pretende  el  recurrente,  sea  capaz  de  determinar  la  exis- 
tencia del  indicado  perjuicio,  ni  tampoco  el  ánimo  de 
causarlo,  puesto  que,  de  ser  así,  no  exigiría  la  ley  uno 
de  estos  requisitos  como  indispensable  para  estimarse 
cometido  el  expresado  delito. 

Considerando  que  en  atención  á  lo  expuesto,  es 
procedente,  pues,  declarar  sin  lugar  uno  y  otro  recurso, 
con  las  costas  de  oficio,  según  lo  prevenido  en  el  articulo 
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cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  (Je  mil  ochoci 

noventa  y  nueve. 

Pallamos  que  debemos  dec-largr  y  declárame 
tiaber  higar  á  los  reenrsos  de  caeaciím  por  quebí 
miento  de  forma  y  por  infracción  de  ley,  iníerpuesfe 
«1  Ministerio  FiscaJ  contra  ¡a  sentencia  dictada  {> 
Audiencia  de  Puerto  Príncipe  en  la  aludida  caus 
ocho  de  Mayo  ultimo;  con  las  costas  de  oñcio.  áí 
esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamoti.  mandamos 
mamos. — José  Antonio  Pichardo.^ — Luis  Gastón.- 
Cabarrocas  Horta,— Ambrosio  B.  Morales. — José  ] 
Uispert. 


M  ley.— Sent  12B.— 15  áe  Agosto.— Eapto.  (G 
Miyo  S,  1904. 

DOCTRINA:  Constituye  el  delito  de 
previsto  en  el  ailículi)  465  del  Código  P 
hecho  de  obtener  mediante  promesa  de  nía 
dio  que  una  doncella  de  In  edad  expresada 
cho  artículo  acuda  á  citas  amorosas  & 
distinto  al  que  habita,  jr  en  dicho  lugar  { 
raptior  de  Ja  virginidad  de  dicha  doncella  tei 
actos  carnales  con  «la. 

En  la  ciudad  de  la'  Habana,  á  quince  de  Agof 
mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  pe 
fracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Sup 

interpuesto  por   el   procesado 

ciño  de  la  Habana,  empleado,  contra  la  sentencia 

da  por  la er 

«a  que  se  instruyó  contra  dicho  procesado  en  el  J 
do por  el  delito  de  rapto. 

Hechos  probaiX)s: 

•  Sesultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  ' 
y  dos  de  Mayo  último,  se  contiene  el  sij;uiente:  "P 
"ro:  Resultando  probado  que  el  procesado,  maví 

"edad, ,  llevaba  relaciones  ami 

"con , .,  mujer  honesta  y  de  i 

"ocho  años  de  edad  y  por  medio  de  promesas  de  i 
"monio  que  le  hacía  obtuvo  que  dicha  menor,  á  qu 
"permitía  su  madre  el  salir  de  paseo  sola  á  la  calle 
"se  á  citas  amorosas  que  éi  le  daba  á  la  habitacic 

"coneerje  de   ;  y  allí  la  hizo  i 

"la  virginidad,  no  habiéndose  enterado  de  ello  la 

"lia  de  la hasta  el  día 

"este  año  de  mil  novecientos  tres  en  qne  dicha  i 
"acudió  á  una  de  esas  citas  al  indicado  lugar,  fal 
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"de  su  casa  desde  las  cinco  de  la  tarde  y  sieodo  yá  las 
"ocho  de  la  noche,  nn  hermano  de  eila  alarmado  por  la 
"ausencia  de  ella,  pnso  el  hecho  en  conocimiento  de  la 
"Policía  Secreta  y  acudiendo  á  ese  lugar  fueron  halla- 
"dos  ambos  individiioe,  el  procesado  y  la  menof  de  ref&- 
"rencia,  los  que  ya  se  hallaban  vestidos  y  habían  tenido 
"acceso  camal". 

BeHOLUCION  RECÜRBim  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  ostoj 
hechos  como  constitutivos  del  delito  de  rapto  que  casti- 
ga el  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código 
Penal,  del  cual  delito  estimó  responsable  en  concepto  de 
autor  al  procesado .,  sin  circunstan- 
cias modificativas  de  la  responsabilidad  criminal,  y  )o 
condenó  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  veintiún  díaa 
de  prisión  correccional,  con  las  accesorias  de  suspensión 
de  todo  cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiem- 
po de  la  condena  y  al  pago  de  las  costas :  i  qiie  iniJemni- 
ec  á  la  perjudicada  en  dos  mil  pesetas,  sufriendo  en  de- 
fecto de  pago  un  día  de  prisión  por  cada  doce  y  media 
pesetas  que  dejare  de  satisfacer ;  á  reconocer  Ja  prole  si 
la  hubiere  y  la  calidad  de  su  origen  no. lo  impidiese,  y  >i 
mantenerla  en  todo  caso,  sirviéndole  de  abono  para  ci 
cumplimiento  de  la  pena  impuesta  el  total  del  tiempo 
de  la  prisión  preventiva  sufrida. 

FCNDAMENTOB  DEL  BECl'BSO  DE  CASACIÓN  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  pro- 
cesado recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  citan- 
do como  preceptos  autorizantes  del  misino  los  números 
primero  y  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  como 
Ley  infringida:  Primero:  El  artículo  cuatrocientos  se- 
senta y  cinco,  párrafo  tercero,  del  propio  'Código,  por 
indebida  aplicación,  y  por  cuanto  no  se  declara  probado 
qne  el  recurrente  austragera  á  la  menor  del  hogar  mater- 
no, manteniéndola  ó  disponiéndose  ¿  mantenerla  fuera 
de  dicho  hogar,  requisito  esencial  y  determinante  del  de- 
lito de  rapto.  Segundo:  El  artículo  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  nueve,  párafo  tercero,  del  propio  Código,  por 
falta  de  aplicación,  toda  vez  que,  faltando  el  requisito 
de  la  sustracción  de  la  menor  del  poder  de  su  madre,  ia 
promesa  de  matrimonio  que  da  la  sentencia  como  exi^s- 
tente  en  la  realización  de  los  aeiíis  carnales,  solo  deriva 
un  mero  delito  de  estupro. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
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jecurrente,  preria  la  eustanciación  correspondiente,  ae 
celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Letrado  de- 
fensor del  procesado,  que  sostuvo  los  motivos  del  recur- 
so y  del  Ministerio  Fiscal,  que  coadyuvó  al  mismo. 

Decisión  del  recübso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  H.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  se  comete  el  delito  de  rapto  que 
castiga  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Códi- 
go Penal,  cuando  á  una  doncella  mayor  de  doce  añoa  y 
menor  de  veinte,  con  su  anuencia,  con  miras  deshones- 
tas, se  la  sustrae  por  más  ó  menos  tiempo  de  la  vigilan- 
cia de  sos  padres  ó  guardadores. 

Considerando  que  esto  sentado  y  declarado  probado 
íjue  el  procesado,  quien  llevaba  relaciones  amorosas  con 

,  doncella,  de  diez  y  ocho  años  de  edad, 

mediante  promesaa  de  matrimonio  que  la  hiciera,  logró 
.que  acudiera  á  citas  amorosas  que  le  daba  para  lugar 
.distinto  al  en  que  ella  habitaba,  gozando  de  su  virgini- 
dad; C8  indudable  que  concurren  en  estos  hechos  todos 
los  elementos  característicos  del  delito  de  rapto  y  no  el 
de  estupro,  como  sostiene  el  recurrente;  porque  éste  ob- 
tuvo, no  sólo  BUS  propósitos  deshonestos,  engañándola 
con-  promesas  de  matrimonio,  con  lo  cual  podría  haber 
quedado  el  hecho  dentro  del  límite  de  este  último  delito, 
sino  que  la  sustrajo  de  su  hogar  al  inducirla  por  el  me- 
dio expresado,  á  colocarse  fuera  de  la  acción  y  cnidado 
de  la  potestad  materna,  como  lo  consiguió,  mantenién- 
dola por  más  ó  menos  tiempo  á  su  disposición ;  llegando 
á  tenerla  en  estas  condiciones,  el  diez  y  nueve  de  Febre- 
ro último,  según  se  declara  también  probado,  al  extremo 
de  que  la  prolongada  ausencia  de  la  menor  de  la  cosa  en 
que  liabitaba,  causara  natural  alarma  á  sus  familiares; 
lo  cual  unido  á  la  ofensa  á  la  familia  y  á  la  moral  pú' 
blica  que  los  referidos  hechos  entrañan,  hacen  más  evi- 
dente la  existencia  del  primero  de  loe  expresados  delitos 

Considerando  que  por  las  razones  ei:pnestas,  el  Tri- 
bunal á  quo  no  ha  infringido  los  artíciiloB  del  Código 
Penal  que  en  el  recurso  se  citan,  ni  cometido  el  error  de 
derecho  que  en  el  mismo  se  le  atribuye,  por  lo  que  pro- 
cede declararlo  sin  lugar  con  imposición  de  las  cost¿  al 
recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 

intcrjuicsto    por contra    la   sentencia 

dictada  en  la  expresada  causa,  con  las  costas  á  su  cargo. 


1 
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Asf  por  eeta  nuestra  sentencia,  lo  prnnimciBinos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Oastón. — José  Cabarrocae  Horta. — Ambrosio  B.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


Iit£  ley. -Sent  126.— 15  áe  Agoeto.— 7aMfloaolóa.  (<?<>- 
«da,  Mayo  a,  1904..) 

DOOTICINA:  Las  falsedades  cometidai  en 
loH  libros  del  Ref^itro  Pecoario  j  las  certifieacio- 
ncB  5  paMB  de  tramito  expedido!  por  dicha  oficina 
eatán  comprendidas  ea  los  artículos  310,  811  y 
312  7  no  ea  el  331  del  Cddign  Penal. 

£n  la  ciudad  áe  la  Habana  á  quince  de  Agosto  de 
mil  noTecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  eate  Tribunal  Supremo 
contra  la  senteucia  dictada  en  dos  de  Mayo  del  corrien- 
te año  por  la  Andiencia  de  Santa  Ciara  en  causa  proce- 
dente del  Juzgado  de  Instrucción  de  Cienfuegos,  segui- 
da entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de  la 
otra,  como  procesados  por  hurto  y  falsedad,  Manuel  Va- 
lle López,  vecino  de  Rodas  y  labrador:  José  López  Bar- 
bón, vecino  de  esta  capital  y  jornalero  y  Benigno  Ortíz, 
prófugo : 

Resultando  qne  la  expresada  sentencia  contiene  loa 
Biguientee  reeultfmdoe  numerados: 

Hbohos  pbobados: 

'Trímero:  Resultando  que  los  procesados  Manuel 
"Valle  López,  que  con  el  propósito  de  eniTubrir  au  de- 
"iincuencia  se  hace  pasar  por  Manuel  González  Alvarez, 
"j  José  Ijópez  Barbón  que  con  igual  propósito  ha  usado 
"ei  nombre  de  José  Fernández  García,  puestos  de  acuer- 
"do  previamente  sustrajeron  del  potrero  "T^a  Candela- 
"ria"  sin  ejercer  fuerza  en  las  cosas  ni  violencia  6  inti- 
"midación  eu  las  personas,  con  ánimo  de  lucro,  en  la 
"madrugada  del  diez  y  nueve  de  Noviembre  del  año  de 
"mil  novecientos  uno,  un  caballo  moro  de  la  propiedad 
"de  Víctor  González  sin  que  conste  que  estuviera  desti- 
"nado  á  las  facuaa'  agrícolas,  apreciado  en  veinte  posos ; 
"del  sitio  "Ramírez",  en  la  misma  madrugada  una  ye- 
"gua  de  Matilde  Delgado,  apreciada  t-n  treinta  pesos, 
"sin  que  tampoco  estuviera  destinada  á  las  labores  agri- 
"colas;  y  finalmente  en  seis  dol  citado  Noviembre,  con 
'"idénticas  circunstancias,  sustrajeron  un  mulo  de  la 
"propiedad  de  D,  Rafael  Ruiz,  valuado  en  cincuenta  pe- 
"soa,  qne  como  los  anteriores  no  se  empleaba  en  las  la- 
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"borea  agrícolas,  habiendo  sido  recuperadoe  todos  los 
"animales  hurtaiíos". 

"Segundo:  Resultando  probado  que  el  procesado 
"López,  una  vez  hecha  la  sustracción  de  que  habla  el  Be- 
"su liando  anterior  consiguió  probablemente  del  otro 
■'procesado  en  esta  causa  Benigno  Ortíz  que  se  encuen- 
'•tra  prófugo,  un  certificado  de  propiedad  de  ua  caballo 
"que  éste  había  comprado  á  Andrés  Castresana  en  cinco 
"de  Agosto  del  mismo  año  de  mil  novecientos  uno  por 
"ante  el  Alcalde  del  barrio  de  Manacas,  D.  Eduardo 
"Vidal  y  exiyo  caballo  había  muerto  en  poder  de  «n  ver- 
"bero  conocido  por  el  Guayabero,  yendo '  el  quince  de 
"noviembre  de  dicho  añu  á  la  alcaldía  del  citaido  barrio 
"de  Manacas,  desempeñada  entonces  por  D.  Simón 
"Díaz  y  haciéndole  entrega  del  certificado  de  que  antee 
"se  habla,  le  pidió  paee  para  Cienfuegos  del  caballo  con- 
"tenido  en  el  mismo,,  como  si  lo  conservase  en  su  poder 
"y  ante  el  Alcalde  de  barrio  del  Paradero,  en  la  ciudad 
"de  Cienfuegos,  Juan  Ferrer,  se  presentó  dicho  proce- 
"sado  López,  levantándose  un  acta  de  venta  en  la  que 
"ae  hacía  constar,  que  el  procesado  prófugo  Ortíz  ven- 
"dia  á  José  López  Barbón  el  caballo  que  se  reseñaba  en 
"el  certificado  verdadero,  haciendo  figurar  en  ella  á  un 
"testigo  imaginario,  con  el  nombre  de  Manuel  Várela, 
"que  firmó  á  ruegos  de  Ortíz,  por  expresar  no  saber  ha- 
"cerlo  éste,  logrando  por  este  medio  hacer  aparecer  co- 
"mo  de  la  propiedad  del  citado  Ortíz  el  caballo  siistrai- 
"do  á  D.  Victor  González". 

"Tercero:  Resultando  probado  que  con  la  propie- 
"dad  de  dos  yeguas  de  un  individuo  nombrada  José  d« 
"la  Luz  Muñoz,  que  había  sido  asentada  en  la  citada 
"Alcaldía  del  Barrio  del  Paradreo,  loa  procesados  Valle 
"y  López,  extendieron  en  veintiocho  de  Septiembre  del 
"mencionado  año  de  mil  novecientos  uno,  por  ante  el 
"Alcalde  del  barrio  un  acta  de  venta,  en  la  que  se  simuló 
"que  el  tal  José  de  la  Luz  Muñoz,  que  no  asistió  al  acto 
"vendía  á  Valle  las  yeguas  é  que  ¿í  certificado  de  pro- 
"piedad  se  contraía,  extendiéndose  seguidamente  á  fa- 
"vor  del  mencionado  Valle  el  certificado  de  propiedad: 
"para  hacer  pasar  como  suya  la  yegua  sustraída  á  Ma- 
"tilde  Delgado". 

"í'narto:  Resultando  probado  que  el  procesado 
"José  Ijópez  Barbón  que  había  poseído  un  mulo:  y  con- 
"servado  en  su  poder  el  certificado  de  propiedaii,  que  en 
"su  tiempo  obtuviera,  se  presentó  en  la  Alcaldía  de  ba- 
"rrio  del  Paradero  y  consiguió  que  por  el  funcionario 
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"encargado  de  ésta  se  !e  expidiese  un  paee  de  tránsito  en 
"quince  de  Noviembre  citado,  en  el  que  se  hacía  figurar 
"el  luulo  que  había  suBtraido  á  D.  Bafael  Ruiz,  por  ha-  ■ 
"ber  asegurado  que  el  animal  que  conducía  era  aquél 
"que  se  reseñaba  en  la  propiedad  de  que  antee  se  ha  ha- 
"blado,  obteniendo  en  su  consecuencia  el  pase  de  trán- 
"sito  que  le  interesaba", 

"Quinto:  KesuUando  probado  que  Manuel  Valle 
"López,  por  sentencia  de  este  Tribunal  dictada  en  seis 
"de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  de- 
"clarada  firme  en  trece  del  propio  mes,  fué  condenado 
"por  el.  delito  de  hurto:  que  por  sentencia  de  diez  y 
"ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  de- 
"clarada  firme  en  veintiséis  de  dicho  mes,  fué  condeua- 
"do  el  referido  procesado  por  un  delito  de  estafa,  y  fi- 
"nalraente  que  por  tentencia  dictada  en  catorce  de  Mar- 
"zo  del  comente  año,  declarada  firme  en  nueve  del  pa- 
"sado  Abril,  fue  a^imumo  condenado  el  proceiíado  Va- 
"llepor  el  delito  de  hurto", 

itUSOLl-OiON  BVCUHIllDV 

Resultando  que  por  la  propia  sentencia  fueron  ca- 
lificados los  hechos  que  se  relatan  en  el  primero  de  bus 
resultandos  como  constitutivos  de  tres  delitos  de  hurto 
y  dos  de  uso  publico  de  nombre  supuesto,  comprendidos 
en  la  Orden  dostiento-s  trece  de  mil  novecientos,  y  los 
descritos  en  su  segundo,  tercero  y  cuarto  resultandos, 
de  tres  delitos  de  faleedad,  definidos  y  penados  en  el  ar- 
ticulo trescientos  veintiuno  en  relación  con  el  trescien- 
tos veinte  del  Código  Penal:  y,  estimándose  autor  de 
los  de  hurto  y  falsedad  y  uno  de  uso  de  nombre  supues- 
to, sin  circunstancias  aprecíables,  á  José  Ló]>ez  Barbón, 
j  autor  también  de  los  de  hurto,  uno  de  los  de  falsedad 
y  el  otro  de  uso  de  nombre  supuesto,  con  la  circunstan- 
cia de  reincidencia  en  cuanto  á  los  de  hurto,  á  Manuel 
Valle  López,_  se  ciandenó  al  primero  de  arabos  procesa- 
dos en  las  penas  de  seis  meses  de  encarcelamiento  con 
trabajos  por  cada  uno  de  los  tres  delitos  de  hurto,  seis 
meses  de  igual  clase  de  privación  de  libertad  por  uso  de 
nombre  supuesto  y  cuatro  meses  de  arresto  mayor  por 
cada  uno  de  los  de  falsedad:  y  al  segundo  de  dichos  dos 
procesados  en  las  mismas  penas  por  los  tres  delitos  de 
hurto  y  el  otro  de  uso  de  nombre  supuesto,  y  cuatro  me- 
ses de  arresto  mayor  por  uno  de  los  de  falsedad :  debien- 
do cumplir  cada  penado  solo  el  triplo  de  la  pena  mayor 
que  90  les  impone,  ó  sean  diez  y  ocho  meses  de  encarce- 
lamiento con  trabajos:  condenándose,  adcmAs.  á  cada 
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uno  en  las  accesorios  de  suspensión  de  todo  cargo  y  d 
derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena, 
-en  una  tercera  parte  de  las  costas : 

FONDAUENTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 

Eesultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  M 
nisterio  Fiscal  el  presente  recurso  de  casación  por  ii 
fracción  de  ley,  fundado  en  el  número  tercero  del  a 
tículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  ley  de  Enju 
ciamiento  Criminal,  citando  como  infringidos  los  a 
ticulos  trescient«B  veinte  y  trescientos  veintiuno  del  C' 
digo  Penal,  por  indebida  aplicación,  y  el  trescient 
diez,  números  segundo  y  cuarto,  y  el  trescientos  oui 
del  mismo  cuerpo  legal,  por  falta  de  ésta,  en  el  conce] 
to  de  que  el  último  artículo  por  su  generalidad  se  refi 
re  á  todos  los  documentos  públicos  ú  oficiales  falsific 
dos,  y,  en  consecuencia,  ai  no  hay  un  artículo  que  esce] 
túe  determinado  documento  de  ese  precepto  general, 
él  debe  irse  á  buscar  la  sanción  penal  correspondiente 
no  hallándose  en  los  casos  de  excepción  que  señala 
artículo  trescientos  vinte  y  á  que  alude  el  trescienta 
veintiuno,  los  que  falsifican  los  títulos  de  propiedt 
emanados  del  Registro  pecuario,  porque  estos  docuiuei 
tos  no  se  refieren  á  circunstancias  personales  de  un  ii 
dividuo,  sino  que  en  ellos  el  encargado  del  Registro  añ 
ma  con  vista  de  sus  libros  la  propiedad  del  ganado,  h 
ciendo  fe  tales  documentos  contra  tercero,  y  si  lo  qi 
en  los  mismos  se  consigna  no  es  cierto,  se  falta  á  la-ve 
dad,  á  diferencia  de  lo  que  sucede  con  las  certificación 
de  méritos  y  servicios,  ó  de  buena  conducta,  en  las  qi 
si  se  miente  no  se  falta  sino  á  la  veracidad  exigible, 
que  no  constituye  propiamente  un  delito  de  falsedad : 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  previos  li 
demás  trámites  legales,  celebróse  la  vista  pública  re 
pectiva  á  la  que  concurrió  exclusivamente  el  Minister 
Fiscal,  sosteniendo  la  procedencia  de  aquél. 

DECIStOK  DEL  KRCORSO: 

Siendo    Ponente   el   Magistrado   José   Cabarroo 

Horta. 

Considerando  que,  dada  la  organización  del  Regi 
tro  pecuario,  destinada  á  garantir  con  la  mayor  efic 
cía  el  derecho  de  propiedad  que  en  él  se  hace  consta 
la  falsedad  que  se  cometa  en  los  asientos  del  propio  R 
gistro  y  en  los  certificados  y  pases  de  tránsito  que  se  e: 
pidan  con  referencia  á  lo  que  resulta  de  sus  libros,  del 
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estimarse  hecha  en  áocumentos  públicos  de  la  clase  de 
loe  comprendidos  en  los  artículos  trescientos  diez,  tres- 
cientos once  3-  trescientos  doce  del  Código  Penal,  pues 
no  pueden  tener  aquellos  otro  carácter  que  éste,  en  ra- 
zón á  las  formalidades  y  fé  pública  de  que  están  reves- 
tidos, y  á  los  efectos  que  producen,  ya  que  se  extienden 
por  funcionarios  públicos  autorizados  para  ello  y^en  lo 
que  se  refiere  al  ejercicio  de  sus  funciones  y  acreditan 
en  todo  tiempo  de  manera  fehaciente  la  existencia  del 
expresado  derecho,  con  relación  k  un  archivo  formado 
especialmente  para  este  efecto :  sin  que,  por  tanto,  que- 
pa entender  que  tales  documentos  pertenezcan  á  la  clase 
de  certificaciones  á  que  alude  el  artículo  trescientos 
veinte  y  uno  del  mismo  Código,  toda  vez  que  éstas  se  li- 
mitan, por  BU  propia  índole,  á  acreditar  con  exactitud, 
en  lo  esencial,  más  ó  menos  apreciable,  determinadas 
circunstancias  personales  del  individuo  á  cuyo  favor  se 
libran: 

Considerando  que,  esto  sentado,  al  estimar  la  Sala 
sentenciadora  como  incursas  en  este  último  articulo  y 
nó  en  el  trescientos  once  en  relación  con  el  trescientos 
diez,  antes  citados,  las  falsedades  que  estimó  cometidas 
y  se  deducen  de  los  hechos  consignados  en  el  segundo, 
tercero  y  cuarto  resultandos  de  su  sentencia,  incidió  en 
el  error  de  derecho  alegado  por  el  recurrente,  puesto 
que  todas  ellas  se  realizaron  por  faltarse  dolosa  y  sus- 
tanciabnente  á  la  verdad  en  la  narración  de  los  hechos, 
y  dos  de  las  mismas,  además,  por  suponer  dolosamente 
la  intervención  de  personas  que  no  la  han  tenido,  en 
documentos  de  la  clase  primeramente  mencionada:  pro- 
cediendo, en  consecuejicia,  declarar  con  lugar  el  recurso 
de  que  se  trata ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  de  dos  de  Mayo,  del  co- 
rriente año,  dictada  en  la  referida  causa:  la  cual  sen- 
tencia casamos  y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio.  Así 
por  esta  nuestra  sentencia — que  como  la  (jue  subsigue 
ha  de  comunicarse  á  dicha  Audiencia,  la  Secretaría  de 
Justicia  y  Gaceta  Oficial  para  los  correspondientes 
efectos  legales — lo  pronunciauíns,  mandanioB  y  firma- 
mos José  Antonio  P i ch ardo.— Luis  Gastón.— José  Ca- 
barrocas  Horta.  —  Ambrosio  R.  Morales.  ~  Federico 
Vora. 
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StfpUldA  SffltnÓa. — Ea  la  mwmafecka  dictó   ti  Tribunai 
nueva  tenteneia  en  la  simiente  forma: 

Daudo  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sea- 
tt'iu'ia  casada,  as!  como  sus  considerandoe,  excepto  el 
HOgunilü  y  quinto  que  se  sustituyen  con  los  siguientes: 

Scguntlo:  Considerando  que  los,  tres  hechos  des- 
critoB' respectivamente  eu  el  sígundo,  tercero  y  cuarto 
resultandos  reproducidos  de  la  sentencia  casada,  cons- 
tituyen otros  tontos  delitos  de  falsedad  en  documentos 
públicos,  cometidos  por  particulares  y  que  castiga  el  ar- 
ticulo trescientos  once  en  relación  con  el  trescientos  diez 
del  Código  Penal;  pues  que  de  todos  aquéllos  aparece 
que  se  ha  faltado  dolosa  y  sustancialmente  á  la  verdad 
en  la  narración  de  los  hechos,  y  de  los  dos  primeros,  ade- 
más, que  se  ha  supuesto,  también  dolosamente,  la  inter- 
vención de  personas  que  no  la  han  tenido,  en  documen- 
tos que  como  los  asientos  del  Eegistro  pecuario  y  los 
pases  do  tránsito  que  en  su  vista  se  expiden,  dehen  ser 
estimados  con  dicho  carácter  de  públicos  y  los  a»n- 
prendidos.  en  el  citado  artículo  trescientos  once,  en  ra- 
zón á  las  formalidades  y  fé  pública  de  que  están  revesti- 
dos y  á  los  efectos  que  producen :  toda  vez  que  ae  extien- 
den por  funcionario^  públicos  autorizados  para  ello  y 
en  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de  sus  funciones  y  acrfr 
ditan  en  todo  tiempo  la  existencia  del  derecho  de  pro- 
piedad, con  relación  >  á  un  archivo  formado  para  este 
efecto  especialmente:  á  diferencia  de  las  íertificaciones 
á  que  alude  el  artículo  trescientos  veinte  y  uno  del  mis- 
mo Códi^  que  se  limitan,  por  su  propia  Índole,  á  acre- 
ditar con  exactitud  en  lo  esencial,  más  ó  menos  apre- 
ciable,  determinadas  circunsiaucia^  personales  del  indi- 
viduo á  cuyo  valor  se  libran  : 

Quinto:  Considerando  que,  respecto  de  los  delitos 
de  falseilad,  únicos  en  tos  que  sería  posible  apreciar  en 
esta  causa  circunstancias  modificativas  de  responsabili- 
dad criminal,  no  concurre  ninguna  de  ellas: 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  deU-mos  condenar  y  condenamos  á 
ifanuel  \'alle  Lójwz,  que  se  hace  llamar  Manuel  Gon- 
zález Alvarez,  eii  concepto  de  autor  de  tres  delitos  de 
hurto  por  cantidad  que  no  excede  de  cincuenta  pesos, 
á  la  pena  de  seis  meses  de  encarcelamiento  con  trabajos 
piir  c-a<ta  uno  de  dichos  delitos:  como  resjjonsable  de  un 
delito  de  uso  público  de  noml)re  supuesto,  ¿  la  pena  de 
fv'in  mcMcs  de  encarcelamiento  y  cimio  autor  de  un  deli- 
to de  falsedad  en  documento  público,  sin  circunstancias 
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modiñcattvos  de  reaponsabilidad  crimina),  á  la  pena  de 
ocho  año6  y  un  dia  de  presidio  mayor  y  multa  de  mil 
doscientas  cincuenta  pesetas,  con  las  accesorias  de  in- 
habilitación absolata  temporal  en  toda  su  extensión  y 
sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  por  igual  tlem-, 
po,  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  misma  con- 
dena, sin  exiglreele  responsabilidad  personal  subsidiaria 
por  insolvencia:  y  asimismo  condenamos  á  José  I^pez 
Barbón,  que  se  hace  llamar  José  Fernández  Oaccia,  co- 
mo responsable  de  loe  mencionados  tres  delitos  de  hurto, 
á  la  pena  de  seis  meses  de  encarcelamiento  con  trabajos, 
por  cada  uno  de  ellos:  por  un  delito  de  uso  público  de 
nombre  supuesto  á  la  pena  de  seis  meses  de  encarcela- 
miento :  y  como  autor  de  tres  delitos  de  falsedad  en  do- 
cumento público,  sin  circunstancias  apreciables,  á  las 
penas  por  cada  uno  de  estos  delitos,  de  ocho  años  y  un 
día  de  presidio  mayor  y  multa  de  mil  doscientas  cin- 
cuenta pesetas,  con  las  accesorias  antoriormente  expre* 
sadas,  debiendo  sin  embargo  cumplir  en  todas  las  penas 
que  se  dejan  relacionadas,  sólo  el  triplo  del  tiempo  de 
la  mes  grave  de  ellas,  con  arreglo  al  citado  artículo 
ochenta  y  siete,  regla  segunda  del  Código  Penal,  6  sean 
las  mismas  tres  penas  impuestas  de  presidio  mayor:  con 
abono  á  cada  uno  de  ambos  penados,  de  la  mitad  de  la 
prisión  provisional  que  hubieren  sufrido :  condenándo- 
les además  al  pago  de  una  tercera  parte  de  las  costas 
procesales.  Déjese  á  la  Ubre  disposición  de  sus  dueños 
loe  animales  ocupados.  Y  por  lo  que  aparece  de  la  sen- 
tencia canalla,  declaramos  insolventes  á  los  procesados, 
á  las  resultas  de  esta  causa.  Asi  por  esta  nuestra  sen- 
tencia lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  José 
Antonio  Picliardo. — Luia  Gastón.  —  José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  H.  Morales. — Federico  Mora. 


Inl  loy.-Sent.  127.-17  de  Agosta-Miedo.  (Gaceia, 
Mayos,  190^.) 

DOCTRINA:  La  circunstancia  eximente  11! 
del  artlcalo  W!Af\C6ú\go  Penal  aólo  puede  fcr 
aprrciada  caando  el  agente  nbra  no  por  ru  Ubre 
voluntad,  «no  cohibidB  ésta  por  un  miedo  insupe- 
rable de  surrirnD  mal  igualó  inavor  al  que  se  cau- 
•ay  que  real  é  iominentemeotc  le  amenace  J  por 
un  simple  temor  de  que  se  le  pueda  caosar  dado. 

En  la. ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  siete  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  tres;  en  el  reiurso  de  casación  por 
infracción"  de  ley,  interpuesto  por  ilanuel  Cajaravitle  y 
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Aretes,  cobrador,  ein  que  coñete  su  yeeindad,  en  la  cau- 
sa seguida  de  oficio  contra  el  mienio,  ante  la  Seción  pñ- 
inera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego. 

HeCHOS  PB0BAtX>B : 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau- 
sa' en  diez  y  nueve  de  Ma^-o  ultimó,  contiene  respecto  ¿ 
loB  hechos,  el  siguiente :  "Resultando  probado  que  en  la 
"noche  del  diez  al  once  de  Marzo  del  eorrient*  año,  la 
"parda  Teresa  Gutiérrez  Mestre,  que  era  concubina  del 
"pardo  Emilio  Lara  Viñé,  el  que  le  había  dicho  que  no 
"dormiría  esa  noche  en  la  casa,  llamó  al  procesado  Ma- 
"nuel  Cajaraville,  á  quien  conocía  de  antes,  cuando  éste 
"pasó  por  frente  á  dicha  casa,  para  que  se  quedara  á 
"dormir  con  ella,  lo  que  fué  aceptado  por  él :  cuando  ya 
estaban  en  la  cama,  sintió  éste  que  llamaban  á  la  puer- 
"ta,  dieiéndole  Teresa,  que  se  levantara  que  era  su  ma- 
"rido,  por  lo  que  se  vistió  precipitadamente,  mas  como 
"en  el  inismo  momento  Emilio  Lara,  que  era  efctlTa- 
"mente  el  que  había  llamado,  porque  sospechaba  que  BU 
"concubina  le  era  infiel  y  quería  sorprenderla  infragan- 
"ti,  entró  rápidamente  por  un  postigo  sin  esperar  á  que 
"\e  abrieran  Ja  puerta,  el  procesado  temiendo  ser  agre- 
"dido  por  él,  le  hizo  con  un  revólver  que  llevaba  dos  dia- 
"paros  consecutivos  sin  herirlo.  No  se  ha  justificado  qne 
"antes  de  ese  momento  el  procesado  supiera  que  Lara 
"era  el  querido  de  Teresa"; 

Resolución  reourridí.  : 

Besultando  que  la  Audiencia  estimando  estos  he- 
chos constitutivos  de  un  delito  de  disparo  de  arma  de 
fuego,  y  al  procesado  autor  del  mismo,  con  la  circuns- 
tancia atenuante  octava  del  artículo  noveno  del  Código 
Penal,  le  condenó  á  la  pena  de  seis  meses  y  un  día  de 
prisión  correccional  con  sus  accesorias  y  al  pago  de  las 
costas,  decomisándose  el  revólver  ocupado. 

Fundamentos  del  reccbso  de  casación: 

Resaltando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  pres<'nte  recurso,  autorizado  por  el  nú- 
mero primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
y  sus  concordantes  de  la  Ije.y  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, citando  como  infringido  el  número  once  del  artícu- 
lo octavo  del  Código  Penal,  puesto  que  de  los  hechos  que 
se  declaran  probados  en  la  sentencia,  aparece  existir  la 


DigilizedbvGoO^^IC 


circunstancia  eximente  de  haber  obrado  el  recurrente 
i  ni  pulsado  por  un  miedo  insuperable  de  un  mal  igual  ó 
mayor,  y  no  la  atenuante  estimada  por  la  Sala  senten- 
ciadora. 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  se  ha  ¡sustan- 
ciado en  debida  forma  ante  este  Tribunal,  celebrándose 
la  vista  pública  con  asistencia  hóIo  del  Ministerio  Fiscal 
que  lo  impugnó: 

Decisión  del  becurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  la  circunstancia  eximente  once- 
na del  artículo  octavo  del  Código  Penal  solo  puede  aer 
apreciada,  cuando  el  agente  obra  no  por  su  libre  volun- 
tad, sino  cohibida  ésta  por  un  miedo  insuperable  de  su- 
frir un  mal  igual  ó  mayor  al  que  se  causa  y  que  real  é  • 
iuminentemente  le  amenace,  lo  cual  no  concurre  en  el 
presente  caso,  puesto  que  el  solo  hecho  de  ver  el  proce- 
sado entrar  rápida  y  violentamente  en  la  casa  donde  se 
encontraba  con  una  mujer,  al  amante  de  ésta,  sin  que 
conste  que  se  dirigiera  contra  él,  ni  siquiera  que  fuera 
armado,  no  demuestra  que  dicho  procesado  se  encontra- 
ra en  las  expresadas  condiciones,  necesarias  para  que  se 
estime  excusable  el  haber  hecho  al  referido  amante  dos 
disparos  consecutivos  con  el  revólver  que  llevaba,  aun 
cuando  se  admita  que  el  simple  temor  de  ser  agredido 
y  los  demás  accidentes  del  hecho  le  impulsaron  á  obrar 
con  arrebato  y  obcecación,  según  lo  ha  estimado  la  Sala 
sentenciadora. 

Considerando  que  ésta,  por  tanto,  no  ha  infringido 
el  articulo  citado,  ni  incurrido  en  el  error  de  derecho 
que  se  le  atribuye  en  el  recurso,  por  lo  que  procede  de- 
clararlo sin  lugar  imponiendo  las  costas  a)  recurrente. 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Manuel  Cajara- 
ville  y  Areces  en  la  causa  de  referencia  con  las  costas  á 
cargo  del  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ñrmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarocas  Horta. — Ambrosio  11,  Mora- 
les.— Federico  Mora. 
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Inf.  ley.— Smt.  128.— 18  de  Agosto.— Agresión.  (,Oaee- 

ta,  Mayos,  1904.) 

DOCTRINA:  Cuando  no  ui«te  afcresidn  no 
es  posible  estioiar  la  concurrencia  de  la.  circuns- 
tancia eximente   de  defensa,   completa  ni  incom- 

Eu  la  ciudad  de  ia  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  Pedro  García  Zaldí- 
var,  empleado  y  vecino  de  Puerto  Padre,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba  en  la  causa  que,  procedente  del  Juzgado  de  Hol- 
guin,  se  siguió  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fis- 
cal y  de  ia  otra  el  referido  procesado,  por  el  delito  de  ho- 
micidio. 
Hechos  probados  : 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  la 
mencionada  causa,  dicha  Andiencía,  en  sentencia  de 
nueve  de  Mayo  del  corriente  año  de  mil  novecientos 
tres,  consignó  como  hechos  probados  los  siguientee: 
"Resultando  probado :  que  con  motivo  de  haber  denun- 
'ciado  el  procesado  Pedro  Garcia  Zaldívar,  Inspector  de 
Aduanas  en  Puerto  Padre,  á  la  Secretaría  de  Hacien- 
'da,  irregularidades  que  creía  cometidas  por  el  doctor 
'señor  José  Néstor  Maceo  como  administrador  del  bos- 
'pital  civil  de  Puerto  Padre,  venían  resentidos  con  él 
'los  hijoe  del  expresado  doctor,  y  en  la  noche  del  día 
'veinte  y  cinco  de  Febrero  prójimo  pasado,  después  de 
''haberse  encontrado  dos  ó  tres  veces  en  Puerto  Padre 
'con  el  procesado  dos  de  aquellos  hijoe,  ó  sean  los  nom- 
'bradoa  Rafael  y  Ángel,  !o  que  hizo  temer  al  procesado 
'que  trataran  de  hacerle  mal,  le  salió  al  encuentro  de 
'nuevo  Ángel  Maceo  en  la  esquina  de  las  calles  Samp- 
'son  y  Veinte  y  Cuatro  de  Febrero,  dirigiéndole  varios 
'veces  la  palabra  y  como  no  le  contestara,  le  insultó  11a- 

"mándote   "h ,"   y  entonces   el   procesado   üu- 

'cando  un  revólver  hizo  tree  disparos  contra  Angd  Ma- 
hiriéndole  con  uno  de  ellos,  cuando  ya  había  em- 
■prendido  la  fuga,  en  la  región  glútea  derecha,  pene- 
'trando  el  proyectil  en  la  región  abdominal  é  intere- 
'sando  el  inteetino  delgado,  herida  que  le  produjo  la 
'muerte  al  siguiente  día". 
Resolución  REcrRBiDAL 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hechos  constituyen  el  delito  de  homicidio,  previsto 
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y  eestifuaáo  en  el  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  del 
Código  Penal,  del  cual  ee  responsable  en  concepto  de 
(tutor,  por  participación  directa  en  bu  ejecución,  el  pro- 
cesado García  Zaldivar,  «i  cuyo  favor  apreció  la  circuns- 
tancia atenuante  quinta  del  artículo  noveno  del  Código 
Penal  y  á  quien  condenó  á  la  pena  de  dooe  años  y  un 
día  de  reclusión  temporal,  acceeorias  correspondientes, 
indemnización  de  cinco  mi!  pesetas  á  los  herederos  del 
interfecto  Anfjel  Maceo  y  Gómez,  y  al  pago  de  las  costas, 
con  abono,  para  el  cumplimiento  de  ta  condena,  de  la 
mitad  del  tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida. 

FüNDAJIENTOS  DEL  EBCURSO  DE  CASACIÓN : 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  el 
procesado  recurso  de  casación  por  infración  de  ley,  fun- 
dado en  loe  números  primero  y  quinto,  articulo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  y  citando  como  infringidos  ei  articulo  octavo 
del  Código  Penal,  en  su  caso  cuarto,  por  penarse  un  he- 
cho á  pecar  de  haber  concurrido  en  su  ejecución  la  cir- 
cunstancia eximente  que  determina  dicho  caeo  y  articu- 
lo, y  el  noveno  del  propio  Código,  porque  de  qo  estimar- 
se la  referida  ejcimente  incompleta,  debió  haberse  hecho 
a¡>licfición  de  ose  precepto  legal  por  haber  concurido 
d(>.«  ó  más  circunstancias  atenuantes  cualiñcadas. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  previos  loa 
trámites  legales,  se  celebró  la  vista  del  mismo  el  día  seis 
del  corriente  mea  y  año  con  asistencia  de  la  representa- 
ción del  procesado  y  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo 
ei  primero  el  recurso  é  impugnándolo  el  segundo. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  y 
baldés. 

Considerando  que  de  los  hechos  que  ee  declaran 
probados  en  la  sentencia  recurrida  no  aparece  acredita- 
do que  el  interfecto  Maceo  hubiese  agredido  en  forma 
alguna  á  García  Zaldivar,  no  pudiendo  estimarse  como 
agresión  personal,  ni  que  á  ella  se  equipare,  la  frase  in- 
sultante dirigida  por  el  primero  al  segundo  el  día  del 
hecho,  ni  el  temor  que  é  éste  inspiraran  loa  anteceden- 
tes y  resentimiento  que  entre  él  y  loa  hijos  del  doctor 
•Insé  Néstor  Maceo  existían  con  anterioridad. 

Considerando  que  cuando  no  ae  halla  justificada  la 
existencia  de  la  agresión  ilegítima,  no  es  dable  hacer 
aplicación  del  caeo  cuarto,  artículo  octavo  del  Código 
Penal,  pueeto  que  la  eximente  determinada  en  ese  caeo, 
no  tiene  vida  sin  la  concurrencia  de  aquella  agresión 
que  ea  eu  requisito  esencial. 
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Considerando  que,  por  el  propio  fnndanicnto,  tam- 
poco 68  de  aprpciurse  el  motivo  de  atenuación  del  núme- 
ro primeni,  articulo  noveno  del  citado  Código,  que  Uin- 
¡jién  invoca  i'l  ¡■<H;nrrente  como  infringido. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
liaber  In^ar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
Ic-y  interpuso  Pedro  García  Zaldívar,  contra  la  mencio- 
nada sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de 
Ciil)a,  y  condenamos  en  las  costas  al  recurrente.  Comu- 
niqúese, etc. 

Asi  lo  pronunciamoe,  mandamos  y  ñrmamos. — Jo- 
sé Antonio  Píchardo. — Luis  Gastón.— -José  Cabarroca« 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Federico  Mora. 

ImptignaáÓE."Auto  123.— 19  de  Agosto.— Claridad.— 

Hochos.      (Goc,  Mayo  S,  1904.) 

DOCTRINA:    No  ae  falta  ¿  la  claridad  en  la 

redacción  del  recuran  por  exponer  separadamente, 
como  dos  motivoH  dietintos,  la  ley  infríai^da  y  el' 
concepto  de  la  infracción. 

No  es  admisible  un  recurso  por  infracción  de  ley 
en  el  cual  se  alteran  6  contradicen  loe  hechos  de- 
clarados probados  en  la  sentencia  recurrida. 

RicsonciON-  nn('(.iiKiD-\ : 

Resultando  que  en  la  causa  criminal  seguida  por 
robo  contra  Ángel  Placeres  y  González,  la  Audiencia  ile 
Puerto  Príncipe  dictó  sentencia  en  veinte  y  seis  de  Ma- 
yo último,  en  cuyo  primer  Resultando  ae  declara  prol>a- 
do  que  dicho  procesado  penetró  en  la  casa  habitada,  on 
el  poblado  de  Guáimaro,  por  Marcelina  Gutiérrez  lia- 
llándose  ésta  ausente,  y  encontrándse  sota  en  la  casa 
acostada  en  un  catre  la  niña  María  Ramos,  quien  al  isen- 
tir  ruido  preguntó:  "quién  está  ahí",  y  el  procesado  te- 
miendo ser  descubierto,  se  dirigió  hacia  el  sitio  donde 
estaba  la  Ramos  y  la  agarró  por  el  cuello  apretándola 
para  que  no  gritara,  en  cuyos  momentos  se  apoderó  con 
ánimo  de  lucro  de  un  pantalón  y  un  calzoncillo  que  allí 
había,  propiedad  de  Demetrio  Caballero,  emprendiendo 
la  fuga:  y  calificando  la  Audiencia  esos  hechos  como. 
constitutivos  de  un  delito  de  robo  con  violencia  en  las 
personas,  concurriendo  la  agravante  de  reincidencia, 
condenó  á  Placeres,  como  autor  de  él  á  las  penas  corres- 
pondientes : 

Riicritso  .vn.MiTiuo: 

Resultando  que,  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
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autorizado  por  el  número  tercero  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjiuciamiento  Cri- 
minal, citando  como  infringidos  el  apartado  quinto  del 
artículo  quinientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal  por 
311  aplicación  indebida  al  caeo  de  autos  y  también  al 
apartado  quinto  del  artículo  quinientos  treinta  y  ocho 
del  mierao  Código,  modificado  por  la  Orden  doscientos 
cuarenta  serie  de  mi!  novecientos  uno,  por  su  no  apli- 
cación, en  el  concepto  de  los  actoa  realizados  por  Place- 
res constituyen  un  delito  de  hurto,  pues  el  procesado  se 
apoderó  de  una  cosa  mueble  agena  sin  realizar  violencia 
ni  intimidación  en  lae  personas  ni  fuerza  de  las  cosas, 
deduciendo  de  esos  asertos  la  no  existencia  del  robo,  to- 
da vez  que  los  objetos  relacionados  no  estaban  en  poder 
de  la  menor  María  Ramos  y  el  acto  de  su  apoderan) i ento 
por  el  procesado  fué  posterior  y  al  realizarlo  no  se  valió 
de  intimidación  alguna  sino  que  se  los  llevó  en  la  fuga : 

Impüiínacion  : 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Sala 
sentenciadora  y  estando  el  recurrente  representado  por 
el  abogado  de  oficio  que  se  le  designó,  el  Ministerio 
Fiscal  impugnó  la  a<iniisión  de  aquél,  fundado  en  que 
diclio  recurrente,  al  expresar  los  motivos  en  que  funda 
el  ri-curso,  se  concreta  en  el  primero  á  la  cita  de  los  pre- 
ceptos que  se  consideran  infringidos,  sin  razonamientos 
ó  explicación  alguna,  y,  en  el  segundo,  contradice  los 
hechos  declarados  probados:  celebrándose  la  vista  públi- 
ca de  esta  cuestión  previa  con  asistencia  del  Ministerio 
Fiscal  y  de  la  representación  del  procesado  que  sostu- 
vieron «US  respectivas  pretensiones: 

Considerando  que  si  bien  el  hecho  de  exponer,  co- 
mo se  hace  en  el  escrito  interponienilo  el  recurso,  que  la 
cita  de  las  leyes  que  se  consideran  infringidas  es  un  mo- 
tivo de  dicho  recurso  y  otro  el  concepto  en  qne  lo  han 
sido,  es  un  defecto  en  la  redacción  de  aquél  escrito,  esa 
falta  no  trae  con  sigo  tal  oscuridad  que  puecla  estimarse 
como  inobservancia  del  inciso  cuarto,  artículo  quinto  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
vi-nta  y  nueve. 

Considerando  'que,  según  lo  tiene  repetidamente 
diflarado  este  Tribunal,  los  recursos  de  casación  por 
infracrión  ile  ley  han  de  establecerse  tomando  como  base 
de  los  mismos  "los  hechos  que  se  declaran  probados  en 
el  Fallo  contra  el  cual  se  recurre,  cuyos  hechos  no  pue- 
den alterarse  ni  contrariarse,  por  exigir  la  naturaleza 
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Je  aquellos  recursos,  su  aceptación  en  absoluto:  y  que 
il  afirmar  el  recurrente  que  el  procesado  se  apoderó  de 
los  objetos  sustraídos  por  él  mismo  cuaado  hubo  eni- 
irendido  la  fuga,  hecho  que  sirve  de  base  al  recurrente 
jara  impugnar  la  calificación  de  robo,  contradice  lo  afir- 
nado  en  la  sentencia  recurrida  de  que  la  fuga  fué  acto 
Dosterior  al  apoderamiento  de  aquéllos  objetos;  cuya 
.■ontradicción  hace  admisible  el  recurso,  sefrún  sostiene 
;l  Ministerio  Fiscal  t 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
¡ufraccióa  de  ley,  interpuesto  por  Ángel  Placeres  y  Gon- 
iález  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au<lieneia  de 
Puerto  Prfnci])e,  en  la  causa  que  se  le  siguió  por  el  de- 
lito do  robo,  sin  especia!  condenación  de  costas. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  magistrados  que  al 
margen  se  expresan,  José  Antonio  Pichardo. —  Luis 
Qastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  lí.  Mo- 
rales.— Federico   Mora.- — Rilverio   Caatn>,   Secretario, 


lüf.  ley.— Sent.  129.— 15  de  Agosto.— Atentado.  ( Gaceta, 

Mayo  S,  1901. ) 


:  dentro  de  su  Provincia  retiliza 
un  viaje  de  carácter  oficial  por  cxigenciati  del  ser- 
vicio; porque  mediante  estas  circanetanciaa  j  ser 
)a  autoridad  que  ejerce  de  CHrácter  permanente  e* 
evidente  que  se  encontraba  en  el  ejercicio  de  dicha 
autoridad. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  do  ley,  interpuesto  por  Juan  Madrigiil  y 
Mendigutia,  empleado  y  vecino  de  Cienfuego;-,  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  !a  Audiencia  de  Santa  Clara 
en  la  causa  que,  procedente  del  Juzgado  de  Cienfuego», 
se  siguió  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y 
de  la  otra  el  referido  procesado,  por  el  delito  de  aten- 
tado. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  piibUeo    la 
mencionada  causa,  dicha  Audiencia,  en  sentencia  de  pri- 
mero de  Mayo  del  corriente  año  de  mil  novecientos  tres, 
consignó  los  siguientes  hechos  probados: 
Hechos  phobados  : 

"Primero:  Resultando  probado  qiie  el  procesado 
"Juan  Madrigal  y  Mendigutia  sostenía  relaciones  per- 
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"sonales  de  amistad,  figurando  en  la  política  como  adic- 
"to  á  los  ideales  del  señor  José  Miguel  Gtóniez,  Gober- 
"nador  de  esta  provincia,  y  que  por  diferencias  surgi-^ 
"das  entre  ellos  á  causa  de  que  el  segundo  no  dio  ó  no 
'consiguió  para  el  primero  el  destino  á  que  aspiraba  Ma- 
"drigal,  éste  ee  dió  por  resentido  y  tomó  1-a  determina- 
"ción  de  zaherir  á  aquél  por  medio  de  sueltos  que  publi- 
"eó  en  el  periódico  "El  Radical",  de  Cienfuegos,  uno  de 
"los  cuales  obra  en  el  sumario  y  dice  á  la  letra:  "Carta 
"abierta".  A  mi  buea  am.igo  Pepe  Miguel.  Estimado 
"amigo  r  Uenóme  de  sorpresa  no  recibir  contestación  á 
"la  última  que  te  dirigí,  y  en  la  que  entre  otras  cariño- 
"sas  frases  te  trataba  de  vaqueta  y  cobarde,  pues  espera- 
"ba,  dada  tu  cortesía,  que  trataras  de  cambiar  impresio- 
"nee  conmigo,  pues  por  cosas  de  menos  importancia 
"trataste  de  cambiarlas  con  otros  muchos  en  Sancti 
"Spirítus,  aunque  estabas  persuadido  de  que  no  cuaja- 
"rfan :  De  todos  modos  he  consentido  que  de  una  manera 
"tan  brusca  hayas  cortado  nuestra  correspondencia,  pues 
"estando  escribiendo  una  historia  de  tu  vida  y  mila- 
"gros,  me  es  necesario  hacerte  muchas  preguntas  sobre 
"asuntos  que  te  achacan  y  que.se  refiereoí  á  documentos 
"que  me  han  dado ;  ayer  tuve  el  gusto  de  verte  cara  é- 
'■'cara,  mas  tú,  tan  ingrato  te  portaste,  que  no  me  reco- 
"nociate,  y  eso  que  con  atención  te  observaba,  no  sa- 
"liiendo  qué  admirar  más  en  tí,  si  tu  traje  de  chaqueta 
"corta  y  la  manera  de  andar,  parecida  á  la  de  un  coche- 
"ro,  ó  tu  plácida  cara,  igual  á  la  de  un  lacayo.  Y  quie- 
"ro  que  conste  que  á  pesar  de  este  concepto  que  me  me- 
"reces,  te  di  la  alternativa  para  cambiar  impresiones,  lo- 
"que  no  aceptaste,  pues  parece  te  faltó  el  valor  para  tra- 
"tar  de  asuntos  literarios.  Y  no  alcanzándome  el  espa- 
"cio,  voy  á  dejar  tas  preguntas  para  mañana.  Tu  com- 
"patriota  que  te  aprecia  y  distingue,  Juan  de  Sajonía". 
"Que  después  de  dichas  publicaciones  dirigió  Madrigal 
"á  Gómez  la  carta  que  dice:  "Cienfuegos,  Noviembre 
"veinte  y  ocho  de  mil  novecientos  dos. — Sr.  Don  José 
"Miguel  Gómez.  Santa  Clara. — Tiene  usted  la  insensi- 
"bilidad  y  resistencia  cutánea  peculiar  de  la  vaqueta  ó- 
"es  un  cobarde  calculista,  según  se  deduce  de  no  haber' 
"tomado  la  determinación  coneiguieute  al  saber  que  yo 
"era  el  autor  de  los  sueltos  publicados  en  "E!  Radical", 
"contra  usted  últimamente  y  antes  a!  recibir  una  carta 
"mía  en  que  le  decía  que  usted  carecía  de  palabra.  Ten- 
"ga  entendido  que  si  Judas  Moles  no  admitió  el  duelo 
"que  usted  le  propuso,  yo  soy  do  otras  condiciones  mo- 
"rales  y  estoy  dispuesto  á  obligarle  á  usted  á  tomar  de- 
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"terminación.  Mi  eafia  es  San  Femando  cincuenta  y  dos, 
"interior,  donde  eetoy  á  su  dispoeiclón. — Juan  Bautista 
"Madrigal".  Estoe  hechos  fueron  denunciados  por  el 
"ofendido  al  prestar  su  declaración  sumarial". 

"Segundo:  Resultando  probado  que  como  ¿  las 
"tres  (le  la  tarde  de  diez  de  Diciembre  último,  hallán- 
"dose  en  el  andén  de  la  «stación  del  ferrocarril  de  Cien- 
"fwegop  el  Sr.  José  Miguel  Gómez,  Gobernador  de  la 
"provincia,  reunido  con  varias  personas  que  acudieron  á 
"despedirlo  en  un  viaje  de  regreso  4  Trinidad  que  reali- 
"7.6  á  virtud  de  su  cargo  y  por  exigencias  del  eervicio 
"público,  penetró  Juan  Madrigal  en  e!  local,  provisto 
"de!  corespondiente  billete  de  andén,  y  dirigiéndose  rá- 
"pidamente  al  referido  señor  Gobernador,  penetró  por 
"entre  sus  acompañantes,  y  puso  mano  en  sn  rostro  sin 
"que  haya  podido  determinarse  si  !e  dio  una  ó  varias 
"bofetadas  ó  trompadas,  causándole  una  contusión  de 
"segundo  grado  en  la  región  palpebral  inferior  izquier- 
"da  y  herida  en  el  ángulo  externo,  así  como  GBcoriaoio- 
"ne.i  epidérmicas  en  la  región  del  cuello,  lado  derecho,  y 
"en  la  mitad  de  la  frente,  de  cuyas  lesiones  tardó  siete 
"días  en  sanar". 

lÍKSOI.lTIOX  RKCTHllID^  : 

Besultando  que  la  Sala  sentraiciadora  estimó  que 
esos  hechos  constituyen  un  delito  de  atentado  á  la  Au- 
toridad, comprendido  en  el  párrafo  segundo  del  articu- 
lo doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal,  en  re- 
lación con  el  párrafo  tercero  del  doscientos  cincuenta  y 
nueve  y  penado  en  éste,  modificado  por  la  Orden  núme< 
ro  doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  del 
cual  es  responsable,  en  concepto  de  autor,  el  procesado 
Juan  Madrigal  y  Mendigutía,  sin  la  concurrencia  de  cir- 
cunstancias eximentes  ni  modiñcativas  de  reRponsabili- 
dad  criminal,  y  á  quien  condenó  á  la  pena  de  cuatro 
años,  dos  meses  y  un  día  de  prisión  correccional,  acceso- 
rias correspondientes  y  pago  de  la  mitad  de  las  costas. 

FUNDAMF.N'fOS  DEL  RECCIISO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  el 
procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
fundado  en  el  número  tercero,  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Tjoy  de  jRnjuic  i  amiento  Criminal,  y 
eítjiudn  como  infriufíidos  por  errónea  aplicación  el  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho 
en  relación  con  el  tercero  del  doscientos  cincuenta  y  nue- 
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ve,  ambos  del  Código  Penal,  y  modiñcado  el  segundo 
jjor  la  Orden  niimero  doscientos  veinte  y  cinco  de  mil 
novecientos  «no,  por  haberse  calificado  de  atentado  con- 
.  "tra  la  Autoridad  el  hecho  que  se  declara  probado  en  la 
sentencia;  y  por  inaplicación,  el  número  primero  del  ar- 
tículo seiscientos  once  del  Código  Penal,  porque  las  le- 
siones que  inñrió  Madrigal  á  Qfimez  en  la  estación  del 
ferrocarril  de  Cienfuegoe,  tardaron  en  sanar  menos  de 
ocho  días. 

Resultando  que  habiéndose  admitido  el  recurso  y, 
previos  los  trámites  legales,  se  celebró  la  vista  del  mis- 
mo con  asistencia  de  la  representación  del  recurrente  y 
del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  el  primero  el  recurso 
é  impugnándolo  el  segundo. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  v 
baldés. 

Considerando  que  aon  reos  del  delito  de  atentado 
loe  que  acometieren  á  la  Autoridad  cuando  se  hallaren 
ejerciendo  las  funciones  de  su  cargo,  6  con  ocasión  de 
ellas,  y  consignándose  en  la  sentencia  recurrida  que  al 
ser  acometido  José  Miguel  Gómez  por  el  procesi^o  Ma- 
drigal, regresaba  de  un  viaje  de  carácter  oficial,,  puesto 
que  lo  realizó  á  virtud  de  su  cargo  de  Gobernador  de  la 
provincia  de  Santa  Clara  y  por  exigencias  del  servicio 
público,  es  evidente  que,  por  ello,  y  por  las  demás  cir- 
cunstancias que  rodearon  la  ejecución  del  hecho,  así  co- 
mo por  tratarse  de  una  Autoridad  de  funciones  perma- 
nentes, dicho  Gobernador  se  encontraba  en  el  ejercicio 
de  estas  funciones  cuando  fué  agredido. 

Considerando,  por  tanto,  que  los  hechos  que  se  de- 
claran probados  han  sido  calificados  acertadamente  de 
atentado  contra  la  Autoridad  que  definen  y  castigan  las 
disposiciones  legales  citadas,  si  bien  omitió  la  Sala  sen- 
tenciadora apreciar  la  falta  incidental  de  lesiones  que 
debió  penar  á  tenor  de  lo  que  dispone  el  artículo  sete- 
cientos cuarenta  y  dos  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, no  haciéndolo  este  Tribunal  porque  con  ello  em- 
peoraría la  situación  del  procesado  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
lev  interpuso  Juan  Madrigal  y  Mendigutía,  contra  la 
mencionada  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  San- 
t?  Clara,  y  condenamos  en  las  costas  al  recurrente.  Co- 
muniqúese, etc. 

iVsí  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
.Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas 
Hortd. — Ambrosio  H.  Morales.— Federico  Mora. 
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Inf.  ley.— Sent.  130.— 19  da  Agosto.— Pena.   (.Oaeeia, 
Mayo  5, 1901. ) 

DOCTRINA:  Las  disposictoDCH  del  artlcnla 
88  del  Código  P«nal  son  de  aplicaciÓTi  general  y 
comprende  á  todos  los  delitos  sin  otra  limitación 
que  la  referente  á.  aquéllos  que  por  eu  índole  6  na- 
turaleza especial  cstfn  penados  por  leyes  espe- 

Cnando  un  aolo  hecho  coiiBtitti;e  doi  6  más  de- 
litos ó  el  uno  es  medio  para  cometer  el  otro,  aun- 
qnc  ano  de  ellos  esté  penado  en  la  orden  218  de 
190O,  si  por  raifin  de  conexidad  conoce  de  ellos  la 
Audiencia,  es  de  aplicarse  la  pena  en  la  forma  pre- 
tísir  en  el  artículo  88  del  Código  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  nneve  de 
Aposto  de  mil  novecientos  tree;  visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio 
Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  en  cuatro  de  Mayo  del  corriente  año,  en 
causa  instruida  en  el  Juzgado  de  Cienfuegos  contra  el 
procesado  Manuel  Kchevarría  Viamonte,  dependiente, 
vecino  de  Cienfuegos,  por  el  delito  de  disparo  de  arma 
de  fuego  contra  determinada  persona  y  lesiones. 
Hechos  probados  : 

Resultando  quq  en  la  sentencia  recurida  se  consig- 
na entre  otros  el  siguiente :  "Hesultando  probado  «jue  en 
"la  mañana  del  quince  de  Febrero  último,  tuvieron  un 
"disgusto  de  palabras,  por  asunto  de  intereses,  en  la 
"plaza  de  mercado  de  Cienfuegos,  Manuel  de  la  Fuente 
"García  y  el  procesado  Manuel  Echevarría  Víamontc,  in- 
■'terviniendo  D.  Baldomcro  Fernández  Ortiz,  que  con- 
"siguió  tranquilizarlos,  y  que  se  marchara  Echevarría, 
"si  bien  quedaron  desafiados.  Como  á  las  siete  y  media 
"de  la  noche  dol  mismo  día  Fuente  García  fué  á  buscar 
"al  procesado  llevando  nn  revólver  y  armado  de  otro 
"Echevarría,  marcharon  juntos  á  verificar  la  riña,  co- 
"nio  en  efecto  la  llevaron  á  cabo,  en  las  inmediaciones 
"de!  cementerio,  disparando  su  arma  una  sola  vez  el 
"procesado  sobre  su  adversario,  apenas  advirtió  que  éste 
"iba  á  hacer  uso  de  la  suya,  causándole  una  lesión  en  la 
"parte  superior  del  laido  izquierdo  de  la  boca,  que  tanló 
"en  sanar  diez  y  ocho  días,  impidiéndole  dedicarse  á  bus 
"trabajos  y  necesitando  asistencia  médica  durante  todo 
"crtc  tiempo.  Singiina  persona  presenció  la  riña". 
Resolución  becükbida; 

Resultando  que  en  dicha  sentencia    se   calificaron 
los  hechos  que  en  ella  se  consideran  probados  como  dos 


DigilizedbvGoO^^IC 


delitos  realizados  en  un  solo  acto,  6  sea,  el  de  disparo  de 
arma  de  fuego  contra  determinada  persona,  previsto  y 
penado  en  el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  deiCó- 
digo  Penal  y  el  de  lesionea  menos  graves,  previsto  en  el 
articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doscientos  trece, 
serie  de  mil  novecientos,  y  «stimándoee  que  este  último 
debe  penarse  con  arreglo  á  dicha  Orden,  y  no  al  artícu- 
lo ochenta  y  ocho  del  Código  citado,  por  ser  éete  inapli- 
cable, conforme  Á  las  diapoeieionM  finales  de  la  mencio- 
nada Orden,  se  condenó  al  procesado  Echevarría  y  Via- 
monte,  en  concepto  de  autor  del  delito  de  diaparo  de  ar- 
ma de  fnego,  sin  circunstancias  modificativas,  á  la  pena 
de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  prisión  co- 
rreccional y  accesorias,  y  por  igual  concepto  de  autor 
del  delito  de  lesiones  menos  graves,  también  sin  circuns- 
tancias modifieatiyas,  á  un  mes  y  un  día  de  encarcela- 
miento ;  con  abono  de  la  prisión  preventiva  y  pago  de 
costas  é  indemnización  de  cincuenta  pesos  á  Manuel  de 
la  Fuente,  y  en  defecto  de  pago,  un  dfa  de  detención  por 
fada  peso  que  dejare  de  abonar. 

FONDAMENTOS  DEL  RECORSO  DE  CASACIÓN  : 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  Fiscal  e!  presente  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  fundado  en  el  caso  del  número  sexto  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citando  como  infringidos  el  ar- 
tículo ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  en  relación  con 
e!  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  mismo  Código  y  con  el 
cuarenta  y  uno,  número  diez  y  ocho  y  el  cuarenta  y  ocho 
de  la  Orden  número  doscientos  trece  de  veinte  y  cinco 
de  Mayo  de  mil  novecientos,  por  no  haber  sido  aplicado, 
asi  como  dicho  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del 
Código  Penal  por  su  mala  aplicación,  respecto  de  la  pe- 
na en  el  mismo  establecida,  y  el  artículo  cuarenta  y  ocho 
de  la  referida  Orden  por  su  indebida  aplicación,  expli- 
cando que:  "El  concepto  en  que  se  han  cometido  las  ci- 
"tadfls  infracciones,  consiste  en  que  a!  calificarse  en  el 
"primer  considerando  de  la  sentencia  los  hechos  que  en 
"el  primer  resultando  se  declaran  probados  como  cons- 
"titutivoa  de  dos  delitos  que  se  realizaron  en  un  solo  ac- 
"to,  debieron  ser  penados  con  arreglo  al  párrafo  segundo 
"del  articulo  ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  con  la 
"pena  correspondiente  al  delito  más  grave,  aplicada  en 
"su  grado  máximo,  y  no  cada  uno  de  esos  delitos  sepa- 
"radamente  con  la  pena  establecida  para  el  mismo,  pues 
'%  unificación  de  los  delitos  en  cuanto  á  la  penalidad 
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'depende  de  au  esencial  naturaleza,  que  lo  conatítuje  en 
'tales  delitos,  y  de  la  complejidad  de  los  hechos  ,con  que 
producen,  sin  que  sea  un  obstáculo  para  eea  nni£- 
ión  que  la  competencia  para  conocer  de  cada  uno  de 
'los  delitos  concurrentes  corresptwida  é  distintos  Tri- 
'bunales  y  Jueces,  máxime  cuando  el  artículo  cuatro- 
'eientos  treinta  y  dos  no  ha  sido  derogado,  como  se  pru- 
'tende,  sino  reformado,  conservando  lo  más  sustancial 
'del  mismo,  y  cuando  en  el  caso  concreto  de  que  ahora 
'se  trata,  un  mismo  Tribunal  debía  conocer  de  loe  dos 
'delitos  cometidos  por  virtud  de  la  conexidad  estableci- 
'da  en  el  artículo  diez  y  seis  y  en  el  diez  y  siete,  núme- 
'ro  tercero  y  quinto,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
'minal,  por  lo  que,  debiendo  concertarse  lo  preceptua- 
'do  en  el  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código  Penal  con 
'las  disposiciones  finales  primera,  párrafo  último,  y  se- 
'gunda  de  la  referida  Orden  número  doecienbw  trece, 
''no  resulta  que  las  últimas  se  opongan  á  lo  prescripto 
'en  aquel  artículo  ni  que,  por  consiguiente,  lo  hagan 
'inaplicable". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
ei'.  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública 
del  mismo,  con  asistencia  del  Ministerio  Fisc^  recu- 
rrente. 
"Decisión  del  KEcrnso : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert. 
Considerando  que  la  diaposición  del  artículo  ochen- 
ta y  ocho  del  Código  Pena!,  contiene  un  precepto  de 
aplicación  general  á  todos  aquellos  casos  en  que  con  arre- 
glo al  mismo  haya  de  penarse  un  hecho  que  constituya 
dos  ó  más  delitos,  ó  dos  ó  más  de  éstos  cuando  el  uno 
haya  sido  medio  necesario  para  cometer  e!  otro;  y  esta 
regla  general,  que  comprende  á  todos  los  delitos  que  se 
encuentren  en  circunstancias  idénticas,  no  tiene  otra  li- 
mitación que  la  referente  á  aquellos  que  por  su  índole  6 
naturaleza  especial  estén  penados  por  leyes  también  es- 
peciales. 

Considerando  que  á  esta  última  cla«e  no  pertenecen 
los  delitos  á  que  se  refiere  el  artículo  cuarenta  y  uno  de 
la  Orden  número  doscientos  trece  de  la  serie  de  mil  no- 
vecientos, los  cuales  por  estar  definidos  en  el  Código 
Penal  conservan  su  esencial  naturaleza,  no  obstante  ía 
competencia  que  para  su  conocimiento  y  penalidad  atri- 
buye dicha  Orden  á  los  Jueces  Correccionales;  compe- 
tencia que,  por  otra  parte,  no  alcanza  á  esos  mismos  de- 
litos, cuando  por  razón  de  conexidad  con  otros  más  gra- 
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ves,  la  ley  la  defiere  á  Jueces  y  Tribunales  de  ordon  su- 
perior. 

Conflíderando  que  ni  bien  esta  conexidad  no  impida 
por  regla  general  la.  aplicación  de  la  citada  Orden  ni - 
mero  doscientos  trece,  y  que  con  arreglo  á  la  misma  han 
de  penarse  en  su  caso  por  lae  Audiencias  los  delitos;  en 
ella  comprendidos,  conforme  á  la  primera  de  sus  dispo- 
siciones finales,  no  sucede  lo  mismo  cuando,  por  tratarse- 
de  un  solo  hecho  constitutivo  de  dos  ó  más  delií'í?  ofi- 
mnnes,  ó  cuando  el  uno  de  éstos  sea  medio  necesario  pa- 
ra cometer  el  otro,  además  de  ser  conexos,  resulta  una 
rerdadera  complejidad  de  delitos,  previsto  expresamen- 
te en  el  antes  mencionado  artículo  ochenta  y  ocho  del 
Código,  según  el  cual  han  de  castigarse  con  el  grado 
máximo  de  la  pena  señalada  al  más  grave;  siendo  por 
demás  evidente  que  al  disponerlo  asi  el  legislador,  tuvo 
en  cuenta,  no  la  importancia  ó  entidad  jurídica  de  los 
distintos  delitos  de  que  se  trate,  sino  la  mayor  gravedad 
que  esas  circunstancias  imprimen  indudablemente  al 
hecho  justiciable,  y  la  imposibilidad  legal  de  juzgarlos 
separadamente  por  la  íntima  relación  de  causa  6  efecto 
que  entre  ellos  existe  en  casos  tales. 

Considerando  que  al  apartarse  de  este  criterio  la 
Sala  sentenciadora,  penando  separadamente  el  delito  de 
disparo  de  arma  de  fuego  y  el  de  lesiones  menos  graves, 
no  obstante  la  calificación  aceptada  en  la  sentencia,  de 
haber  sido  ambos  realizados  en  un  solo  acto,  ha  incurri- 
do en  el  error  de  derecho  señalado  en  el  recurso,  é  in- 
fringido 'las  disposiciones  legales  que  en  el  mismo  se  ci- 
tan, por  lo  que  procede  declararlo  con  lugar  con  las  cos- 
tas de  oficio,  conforme  al  artículo  cuarenta  de  la  Orden 
(tí-  casación. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  referida  senten- 
cia de  cuatro  de  Mayo  último,  dictada  en  la  mencionada 
causa,  la  cual  casamos  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia — que  con  la  que  á 
continuación  se  dicta  se  comiinieará,  etc. 

Lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  —  José 
Antonio  Pichardn.  —  Luis  Gastón.  —  José  Cabarroeas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 

SegnQcUl  Bento&á&. — ^n  la  migma  fecha  dict6  d  Tribunal' 
nueva  eenleneia  en  la  siguiente  forma: 

Beproduciendo  los  resultandos  de  la  sentencia  casa- 
da y  anulada. 
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Considerando  que  los  hechos  declarados  probador 
en  el  primer  resultando  de  los  que  se  dan  por  reprodu- 
cidos en  esta  eentencia,  constituyen  dos  delitos,  ambos 
realizados  en  un  solo  acto,  ó  sean,  el  de  disparo  de  arma 
de  fueRO,  contra  determinada  persona,  previsto  y  casti- 
ífado  en  el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código 
Penal  con  prisión  correccional  en  sus  ^ados  mínimo  y 
medio,  y  el  de  lesiones  menos  jíravee,  definido  en  el  ar- 
tículo cuatrocientos  treinta  y  dos  del  Códipo  y  número 
diez  y  ocho  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  dos- 
cientos trece,  serie  de  mi!  novecientos,  y  penado  en  este 
último  con  encarcelamiento  que  no  excederá  de  seis  me- 
ses ó  multa  no  mayor  de  quinientos  peaoe. 

Reproduciendo  el  sexto,  séptimo  y  octavos  conside- 
randos de  la  sentencia  casada,  así  como  loa  tres  prime- 
ros de  la  anterior  sentencia  de  casación. 

Considerando  que  la  pena  imponible  en  el  presente 
caso,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ochenta  y 
ocho  del  Códifio  Penal,  es  el  grado  máximo  del  mínimo 
y  medio  de  la  prisión  correccional  por  ser  ésta  la  seña- 
lada al  delito  más  grave,  ó  sea  al  de  disparo  de  arma  de 
fiiego. 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
referido  Manuel  Echevarría  y  Viamoníe  en  concepto  de 
autor  de  dos  delitos,  uno  de  disparo  de  arma  de  fuego 
contra  determinada  persona  y  otro  de  lesiones  menos 
ííraves,  ambos  realizados  en  un  solo  acto,  sin  circunstan- 
cias modificativas  de  la  responsabilidad  criminal,  á  Is 
pena  de  tres  años,  cuatro  meees  y  diez  día^  de  prisión 
correccional,  á  las  aceaorias  de  suspensión  de  todo  car^ 
y  del  derecho  de  sufragio  durante  esta  condena,  á  in- 
demnizar por  perjuicios  al  leeionado  Manuel  de  la  Puen- 
te la  cantidad  de  cincuenta  pesos,  con  el  apremio  perso- 
nal subsidiario  en  bu  caso,  á  razón  de  un  día  más  de  de-  , 
tención  por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejare  de  sa- 
tisfacer, y  al  pago  de  las  costas  ■procesales ;  sirviéndole 
de  abono  para  el  cumplimiento  de  la  pena  impuesta  to- 
do el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  haya  sufrido. 
Dése  al  revólver  ocupado  el  destino  prevenido  en  la  ley, 
y  por  lo  que  de  la  sentencia  casada  resulta,  se  declara  al 
procesado  insolvente  para  los  efectos  de  este  causa. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— José  Antonio  Piohardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  B-  Mora- 
les.— -José  María  Gispert. 
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Inf.  ley.— Sent.  131.— 19  de  Agoato.— Eapto.  (Oaeeta, 
Mtyo  5,  190U. 

E>OCTBINA:  La  frase  menor  de  reinte  años 
empicada  en  la  orden  267  de  1901,  que  modi6cd 
el  artículu  465  del  Código  Penal  exprena  clara- 
mente que  comprende  A  la  doncella  que  no  haya 
cumplido  la  expresada  edad  j  por  consifniíente  no 
ezclaje  á  aquélla  que  Be  encuentre  en  el  período 
de  loa  diez  y  nueve  y  decursando  el  TÍgéaimo  año 
de  su  TÍda 

En  la  ciudad  de  la  Hebana,  á  diez  y  oueve  de 
Agosto  de  mil  novecientoa  tres;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal 

Supremo,  interpuesto  por  el  procesado 

vecino  de ,  dependiente,  contra  sentencia 

dictada  por  la la  Audiencia  de en  cau- 
sa que  .so  instruyó  á  dicho  procesado  en  el  Juzgado  de 
inistrucción  do por  el  delito  de  rapto. 

Hechos  phobados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia,  de  quin- 
ce de  Mayo  último,  se  contiene  el  eigui'ente :  "Sesultan- 

'"do  probado  que  la  joven  mestiza ,  que  vi- 

"vía  al  abrijio  de  su  padre  y  era  soltera;  la  que  por  haber 
"nacido  el  día  cuatro  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochen- 
"ta  y  cuatro  cumplió  loa  diez  y  nueve  años  el  día  cua- 
"tro  de  Enero  del  año  actuail,  y  siendo  de  estado  hones- 
""to  y  muy  bien  conceptuada  por  quienes  la  conocían  y 
"trataban,  llevaba  relaciones  amorosas  con  el  procesa- 
"do,  qnien,  de  acuerdo  con  ella,  la  esperó  el  día  nueve 
"de  Marzo  último  en  un  lugar  fijado  por  amboe,  y  una 

"vez  reunidos,  la  condujo  á ,  donde   gozó 

"varias  veces  por  espacio  de  algunos  dias  de  su  cuerpo 
"con  actos  camales.  Sin  que  se  haya  justificado  que  an- 
"tes  de  esa  fecha  tuvieran  actos  camales  en  la  casa  don- 
"de  «Ha  vivía,  asi  como  tampoco  que  antes  <íue  con  el 
"procesado  tuviera  ella  acceso  camal  con  ningún  otro 
"hombre." 

Eesoldción  recubbida; 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  estos 
hechos  como  constitutivos  del  delito  de  rapto  que  casti- 
ga el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código 
Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cincuenta  y 
siete  de  mil  novecientos  uno,  del  cusil  delito  estimó  res- 
ponsable en  concepto  de  autor  á ,   sin 

Ja  concurrencia  de  circunstancias    modificativas  de   la 
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responsabilidad  crimiual  .y  lo  condenó  á  la  pena  de  no 
año,  acho  meses,  veinte  y  un  días  de  prieión  correceio- 
nal  con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del 
derecho  del  sufragio  durante  «1  tiempo  de  la  condena; 
á  indemniaar  ¿ en  la  cantidad  de  qui- 
nientas pesetas,  debiendo  sufrir  caso  de  inealvencia,  pri-  . 
sióji  subsidiaria  á  razón  de  un  día  por  cada  doce  y  me- 
dia pesetas  que  dejare  de  satisfacer;  á  que  reconozca  y 
mantenga  la  prole :  y,  por  último,  al  pago  de  las  costas. 

Fundamentos  del  kbcubso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  se  ha  interpuesto- 
á  nombre  del  priK:eaado  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  por  el  caso  primero  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  ]jey  de  Enjuicia-- 
miento  Criminal,  citando  como  ley  infringida  el  articu- 
la cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  mo- 
dificado por  la  Orden  número  doscientos  cincuenta  y 
áiete,  serie  de  mil  novecientos  uno,  en  el  concepto  si- 
guiente: "El  artículo  cuatrocientos  eesenta  y  cinco  del 
"Código  Penal  ha  sido  modificado  por  la  Orden  doscien- 
"tos  cincuenta  y  aiet«  de  mi!  novecientos  uno,  eij  cuao- 
"to  á  la  edad  de  la  raptada  que  limita  á  veinte  años :  pe- 
"ro  como  la  Ley  dice  menor  de  veinte  años,  y  no  veinte 
"años  cumplidos,  y  consta  probado  que  la  raptada  esta- 
"ba  ecusando  el  tener  más  de  loa  veinte  años,  ni  en  cas- 
"tellano  ni  en  ley  puede  afirmarse  que  fuera  menor  de- 
"veinte  años,  sino  que  estaba  en  los  veinte,  dentro  de 
"los  veinte  y  el  que  así  se  encuentra  no  es  menor  de 
"aquello  mismo  en  que  se  está.  Otra  coea  seria  si  la  ley 
"dijera  "veinte  años  cumplidos".  La  SaJa  ha  interpre- 
"tado  dicho  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del 
"Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cin- 
"cnenta  y  siete,  de  mil  novecientos  imo,  en  sentido  equi- 
"vocado,  pues  -supone  que  dicho  artículo  se  refiere  á 
"veinte  años  cumplidos  y  no  á  menor  de  veinte  años". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
procesado,  previa  la  tramitación —  correspondiente,  se 
celebró  la  vista  pública,  asistiendo  al  acto  el  Ministerio 
Fiscal,  que  impugnó  dicho  recurso. 

Decisión  del  becürso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  si  bien  el  articulo  cuatrocientos 
sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  modificado  por  la  Or- 
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(leil  DÚmero  doscieitttis  cincuenta  y  siete  de  mil  nore- 
cientoB  uno,  ai  fijar  la  edad  í|ue  ha  de  tener  la  doncella, 
para  que  exista  el  delito  de  rapto  por  aeduceión,  diee: 
"menor  de  veinte  años",  sin  expresar  años  cumplidos; 
.  natural  y  rectamente  entendidas  esas  frases  empleadas 
en  la  iey,  no  significan  otra  cosa  que  la  edad  menor  '& 
veinte  años  cumplidos,  ó  sea,  aquella  que  no  lle^'^á 
completar  la  totalidad,  de  tiempo  que  constituyen  el  re- 
ferido número  de  años,   y  ai  de   los  hechos  declaradicts 

probados  aparece  que  la  joven  nació   el 

cuatro  de  Enero  de  mil  ochooientoa  ochenta  y  cuatro  y 
que  el  rapto  de  la  misma  se  verificó  el  nueve  de  Mari» 
del  año  actual,  es  evidente,  computado  este  eepacio  <de 
tiempo,  que  solo  contaba  diez  y  nueve  años,  dos  meses' y 
cinco  días  de  edad,  cuando  el  hecho  tuvo  lugar;  periodo 
menor  al  de  veinte  años,  toda  vez  que  no  lleganon  á  tras- 
currir los  meses  y  días  indispensables  para  integrarlos; 
y  por  tanto,  el  Tribunal  á  quo  no  ha  infringido  el  articu-, 
lo  y  Orden  citados,  ni  cometido  el  error  de  derecho  qoe 
se  Je  atribuye;  por  lo  que  procede  declarar  sin  lugar  el 
presente  recurso  con  las  costas  al  procesado. 

FallaBios  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 

interpuesto  por ,  contra    la    sentencia 

dictada  por  la la  Audiencia  de el 

quince  de  Mayo  último :  con  las  costas  á  su  cargo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncianibs, 
mandamos  y  firmamos. — .Tose  Antonio  Pichardo, — Imis 
Gastón. — .losé  C'abarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


Qii^a.— Atito  125.— 22  áe  Agosto.— Procadencia  délw- 
cíiTBo.— EwnrsodeincoiiBtitndonalídad.'  (Cae.,  Ma- 
yos, 1W4-)  / 

I>OCTBINA;   El  rccuiso  por  quebrantantiMí' 

to  de  forma  solo  te  procedente  contra  las  sen^pB- 
cias  y  no  contra  aatos  de  BnbresH  ni  lento,  coya 
naturaleza  no  le  altera  pOr  tos  pronunciatnietitos 
que  coatengan. 

El  recurso  de  inconatitncioaalidíid  no  puede  fun- 
darse en  t¡uc   una  resolución  judicial   infrinja  ar- 
tículoH  de  Ih  Conatittición,  sino  t-uando  se   alegue 
esa  iofmccifin  en  una  ley,  decreto  ó   reglametato 
.  que  en  atjuflla  se  aplique. 

ASTRCEDEXTES: 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  por'robo.  y  le- 
siones contra  Severina  Blanco  y  Suarez,  la  Sewión  se- 
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guada  de  la  Sala  de  lo  Oriiiiinal  de  la  Audiencia  Se  la 
,  Habana  dictó  en  veinte  de  Junio  último  auto  de  sobre- 
seimiento libre  con  arreglo  al  caso  tercero  del  artículo 
eeiscientoB  treinta  y  aiete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  por  tener  la  procesada  de  catorce  á  quince 
años  de  edad,  disponiendo  al  mismo  tiempo  se  remita 
dicha  menor  á  la  Escuela  Correccional  de  Aldecoa,  has- 
ta que  cumpla  diez  y  ocho  años; 
Recdrso  denegado: 

Resultando  que,  Francisca  Suarez,  madre  de  la 
procesada  en  representación  de  ésta,  interpuso  contra 
dicho  auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  lej  y 
por  quebrantamiento  de  forma  expresando  que  procede 
el  primero  conforme  al  número  cuarto  del  artículo  ocho- 
cientos .cuarenta  y  ocho  en  relación  con  el  articulo 
seiscientos  treinta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  y  que  eátá  autorizado  por  el  número  primero 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  misma 
ley  "toda  vez^ — dice — que  el  expresado  auto  en  la  parte 
"que,  por  considerar  á  la  procesada  culpable,  dispone 
"su  reclusión  en  la  Escuela  Correccional  de  Aldecoa  de 
"la  Habana,  equivale  á  una  sentencia,  puesto  que  la 
"condena  y  al  hacerlo  se  ha  infringido  el  número  terce- 
"ro  del  ai'ticulo  octavo  del  Código  Penal  en  el  concepto 
"y  bajo  los  fundamentos  siguientes :  A :  Porque  al  no 
"hacer  el  Tribunal  declaración  expresa  sobre  si  la  me- 
"nor  Severina  Blanco  y  Suárez  obró  ó  nó  con  discemi- 
"miento,  como  tal  precepto  del  Código  Penal  determina 
"para  imponerla  pena  ó  declararla  irresponsable,  no  ha 
"podido  ui  debido  condenar  á  la  menor  expresada,  co- 
"mo  lo  ha  hecho,  B:  Porque  á  pesar  de  estimar  ofU 
"circunstancia  eximente  de  responsabilidad  criminal  y 
"por  virtud  de  ella  disponer  el  sobreseimiento  libre,  no 
"obstante  se  impone  una  pena  á  la  acusada.  Además 
"fundo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
"utilizando  el  derecho  que  me  concede  el  artículo  terce- 
"ro  de  la  Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  nove- 
"cientos  tres,  publicada  en  la  Gaceta  Oficial  de  la 
"lÍEiTBLicA  de  primero  de  Abril  último  alegando  la  in- 
"constitucionalidad  del  auto,  en  la  parte  recurrida,  toda 
"vez  que  infringe  el  artículo  diez  y  nueve  de  la  Consti- 
"tución,  que  dispone  que  nadie  podrá  sor  sentenciado 
"sino  i'n  la  forma  que  las  leves  estaWecen ;  y  el  articule 
"primei-o  do  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  que  no 
''está  deiTiijiado ;  dispone  que  no  se  podrá  imponer  pena 
"alguna  sino  en  virtud  de  sentencia  dictada  por  Juei 
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"competente  y  de  conformidad  con  )ae  prescripciones  de 
"dicha  Ley  precepto  que  ha  aido  infringido  ya  porque 
"se  impone  una  pena  sin  dictar  sentencia,  ya  porque  se 
"declara  la  culpabilidad  de  la  procesada  sin  oÍr  ni  juzgar 
"á  está,  en  juicio  ora!,  como  corresponde  con  arreglo  í 
"nuestras  leyes  y  no  en  la  forma  que  se  hacía  en  pasados 
"y  lejanos  tiempos,  cuando  no  disfrutábamos  de  los 
"progresos  del  enjuiciamiento  pena!";  y,  en  cuanto  al 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  ex- 
pone que  "es  procedente  a  tenor  del  articulo  novecientos 
"diez  en  relación  con  el  seiscientos  treinta  y  seis,  y  nú- 
"mero  cuatro  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho 
"de  la  Ley  do  Enjuiciamiento  Criminal;  estando  antori- 
"zado  por  el  número  dos  del  articulo  novecientos  once 
"de  la  espresada  Tjej-  procesal,  toda  vez  que  al  auto 
"contra  el  que  se  interpone  este  recurso  en  la  parte  que 
"condena  á  la  menor  Severina  Blanco  y  Suarez,  equiva- 
"le  á  una  sentencia  y  para  ello  se  ha  omitido  la  citación 
"de  la  procesada  para  su  comparecencia  al  juicio  oral  y 
"público"; 

Caoba  he  la  qckja  : 

Resultando  que  la  Audiencia  denegó  la  admisión  de 
dichos  recureoB  por  estimar  respecto  al  de  infracción  de 
ley,  que  no  se  cita  el  precepto  legal  que  pudiera  autori- 
zarlo, sino  el  número  primero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  ley  procesal  el  cual  no  ae  refiere 
á  autos  sino  á  sentencias;  y  además  porque  no  ae  cita 
tampoco  con  claridad  y  precisión  la  ley  que  se  supone 
infringida,  que  no  podía  ser  otra  que  la  Orden  número 
doscientos  sesenta  y  uno  de  mil  novecientos  que  es  la 
aplicada  al  -caso ;  siendo  improcedentes  las  citas  de  las 
otras  disposiciones  que  se  dicen  infringidas,  porque  no 
se  he  dictado  sentencia  en  la  causa:  y  en  cuanto  al  re- 
curso por  quebrantamiento  de  forma,  que  no  es  admisi- 
ble porque  tal  recurso  no  se  dá  contra  los  autos,  sino 
sólo  contra  eentencias  definitivas; 

Hesultando  que  la  recurrente  previo  el  anuncio  co- 
rrespondiente en  la  Audiencia  interpuso  contra  dicha 
denegación,  recurso  de  queja  ante  este  Tribunal,  pidien- 
do por  otrosí  del  escrito  en  que  lo  hizo,  que  en  el  caso 
de  que  se  deniegue  la  queja  y  en  vista  de  las  anomalías  é 
ilegalidades  que  contiene  la  resolución  de  la  Audiencia, 
de  conformidad  con  lo  que  ordenan  los  artículos  diez  y 
nueve  de  la  Constitución,  se  disiionga  no  sea  detenida  ó 
presa  la  menor  Severina  Blanco:  habiéndose  celebrado 
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la  correspondiente  vista  pública  con  asistencia  del  de- 
fensor de  la  reciireote  y  del  Ministerio  Fiscal  que  sos- 
tuvo la  improcedencia  de  la  queja: 

Resolución  : 

Considerando  que  la  resolución  de  la  Audiencia  ñt 
la  Habana  de  veinte  de  Jtmio  último  contra  la  cual  in- 
terpuso la  recurrente  sus  recursos  de  casación,  es,  taotc 
por  su  forma,  como  por  su  esencia,  y  por  haberse  dicta- 
do en  el  trámite  que  legalmente  corresponde,  un  verda- 
dero auto  de  sobreseimiento,  sin  que  pueda  atribuírsele 
ni  aún  en  parte,  carácter  de  sentencia  deñnitiva  en  ra- 
zón á  que  también  se  dispone  por  él  la  reclusión  de  la 
menor  procesada,  en  el  Asilo  Correccional  por  estimarla 
convicta  del  delito  que  se  la  imputa,  pues  sea  ó  nó  pro- 
cedente adoptar  está  medida  en  dicha  oportunidad,  nc 
por  ello  puede  entenderse  variada  la  naturaleza  de  la  re- 
solución ; 

Considerando  que  esto  sentado,  y  no  siendo,  pro- 
cedente el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  di 
forma  contra  los  autos,  sino  solo  contra  las  sentenciaf 
definitivas,  según  lo  dispuesto  en  el  articulo  novecientot 
diez  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  lo  ha  de- 
clarado repetidamente  este  Tribunal  Supremo,  el  recur- 
so de  esa  clase  interpuesto  por  Francisca  Suárez  contra 
el  auto  referido  es  inadmisible,  como  acertadamente  lo 
ha  estimado  la  Audiencia; 

Considerando  que  por  la  misma  razón  de  ser  un 
auto  y  no  una  sentencia  la  resolución  contra  que  se  re- 
clama, es  evidente  que  no  se  lia  expresado  al  interpotier- 
se  el  recurso  por  infracción  de  ley,  el  precepto  legal  que 
puede  antoriznrlo,  toda  vez  que  el  número  primero' del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nveve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citado  al  efecto  por  la  recurren- 
te, se  refiere  lo  mismo  que  todos  los  números  de  ese  ar- 
tículo únicamente  á  las  sentencias  definitivas,  y  no  esté 
en  relación  con  el  número  cuarto  del  articulo  ochocien- 
tos cuarenta  y  ocho  y  el  artículo  seisi'ientos  treinta  y 
íeis  de  dicha  Tiey,  citados  también  en  el  escrito  pot 
comprender  los  autos  de  la  clase  del  que  se  trata,  y  tal 
incongruencia  equivale,  según  repetidas  declaraciones 
de  este  Tribunal  á  la  falta  del  tercero  de  los  requisitot 
que  exige  el  artículo  quinto  de  la  Orden  sobre  casación 
para  que  sea  ailmisible  un  recurso; 

Considerando,  en  cuanto  ¡ij  que  también  se  esta- 
bleció por  inconstitucional  idad  del  repetido  auto  que,  la 
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Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  último  eo  su  artículo  ter- 
cero invocado  por  el  recurente,  no  autoriza  la  interposi- 
ción del  recurso  que  la  misma  Ley  concede,  cuando  sim- 
plemente se  estime  que  en  una  resolución  judicial  ee  ha 
infringido  algún  artículo  dt?  la  Constitución,  sino  sólo 
cuando  se  alegue  la  inconstitucional] dad  de  una  ley,  de- 
creto ó  reglamento  que  en  aquella  se  aplique,  lo  cual  no  _ 
se  hace  en  el  presente  caso,  siendo  pot  tanto  inadmisible 
también  dicho  recurso. 

Considerando  que  por  todo  lo  expuesto  la  presente 
queja  es  improcedente  y  así  debe  declararse,  imponién- 
dose las  costas  al  recurente.  -:—  Se  declara  sin  lugar  la 
queja  establecida  por  Fri*ciSca  Suárez  como  madre  de 
la  menor  Severina  Blanco  contra  e!  auto  que  le  negó  loa 
recursos  de  casación  que  interpuso  en  la  causa  de  refe- 
rencia, imponiéndose  las  costos  á  dicha  recurrente,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Kchardo.  — -  Luis  Gastón.  — -  José 
Cabarroeas  Horta, — Ambrosio  R.  Morales. — José  María 
Gispert. — Silverio  Castro,  Secretario 


4iuja.— Auto  126.— 22  de  Agosto. — Precepto  autoiizador, 
(Goc,  Mayo  5,  J904.) 

DOCTRINA!  El  aHfcnlo  848  de  U  )ej  de 
Enjuicia  m  ie  a  toCrím  i  nal  nncontiene  los  pi-eceptoa 
autorízadores  de  la  casación,  los  coates  según  tie- 
ne declarado  el  Supremo  son  aquellos  qne  expre- 
san el  caso  ó  casos  en  que  estf  comprendida  la 
cuestión  que  por  medio  del  recurso  se  plantea. 

ReSOLCCION  RECURBtDi  : 

Resultando  que  en  el  antejuicio  promovido  por  Ra- 
món Fernández  Guerra  -contra  el  Juez  municipal  del 
Partido  rural  de  Pinar  del  Río,  Francisco  de  P.  Soler, 
la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  dictó  auto  en  once  de  Ju- 
lio último,  por  el  que  denegó  la  admisión  de  la  querella  • 
establecida  por  dicho  Fernández  Guerra. 

Recurso  dfnbcíaik); 

Resultando  que  contra  el  referido  auto  interpuso  el 
querellante  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
esponiondo  que  autoriza  au  interposición  el  inciso  quinto 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal  y  que  se  ha  infringido  el  ar- 
tículo trescientos  sesenta  y  tres  del  C(')digo  Penal,  entre 
otras  razones,  porque  este  precepto  dispone  que  preva- 
rica el  Jue?  que  á  sabiendas  dictare  providencia  inter- 


DigilizedbvGoO^^IC 


locutoria  injusta,  y  la  Sala  contra  cnya  reeohieión  se  es- 
tablece el  recurso  no  se  atempera  á  esta  dispoBÍción, 
puesto  que  el  acusado  sabe  leer,  es  doctor  en  Cirugía 
Dental  y  debe  tener  el  buen  sentido  necesario  para  apli- 
car los  artículos  de  la  Ley  que  el  recurrente  menciona ; 
sirviendo  Iob  mismos  fundamentos  de  )a  resolución  re- 
clamada para  deducir  la  delincuencia  que  se  persiffuc 
en  la  querella. 

Causa  de  la  queja  : 

Heaultando  que  dicha  S«la,  por  auto  del  veinte  y 
tres  del  mismo  mes  de  Julio,  Renegó  la  admisión  de  ese 
recurso,  fundada  en  que  el  artículo  ochocientos  cuaren- 
ta y  ocho  de  la  Tjey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  aiala- 
dainente  citado,  no  autoriza  en  ninguno  de  sus  casoe,  el 
recurso  de  caeación,  sino  que  solo  enumera  las  clases  de 
resoluciones  contra  las  cuales  puede  recurrirse,  pero  no 
la  naturaleza  de  las  infraciones  reparables  por  medio 
del  recurso,  las  que  se  expresan  en  otros  preceptos  de  la 
indicada  ley  procesal,  ó  sean  los  artículos  del  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  al  ochocientos  cincuenta  y  tres,  que 
son  los  que  en  realidad  lo  autorizan,  por  cuanto  deter- 
minan las  cuestiones  que  han  de  plantearse  y  resoWerse. 

Resultando  que  contra  dicho  auto  de  veinte  y  tres 
de  Julio  estableció  el  querellante,  previa  la  formalidad 
que  exige  el  articulo  diez  y  seis  de  la  Orden  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  v  nueve,  el  presente  re- 
curso de  queja  ante  este  Tribunal  Supremo;  celebrán- 
dose la  vista  pública  respectiva  el  diez  y  nueve  del  mes 
en  curso  con  asistencia  del  Xietrado  defensor  de  aquél,  y 
del  representante  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  el 
primero  la  procedencia  de  la  queja  é  impugnándola  el 
segnndo. 

BESOLfCION  : 

Considerando  que  habida  cuenta  de  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  inicial  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  y  á  que  se  refiere  cada  uno  de  los  artículos  si- 
guientes hasta  el  ochocientos  cincuenta  y  tres,  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  cabe  entender  que  ha 
sido  infringida  una  ley  para  el  efecto  de  que  pueda  in- 
terponerse el  correspondiente  recurso  de  caflación  en 
materia  criminal,  sino  en  cualquiera  de  los  caaos  que 
eme  artículos  enumeran ;  y,  por  consiguiente,  solo  con 
la  cita  de  alguno  de  los  preceptos  que  estos  artículos 
contienen — aquel  que  guardare  congruencia  con  la  cues- 
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tión  que  pretenda  de>)atir9e — es  posible  satisfacer  la 
exigencia  del  número  tercero  del  artículo  quinto  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  toda  vez  que  sin  estar  comprendida  dicha 
cuestión  en  uno  de  los  aludidos  casos  no  hay  disposición 
lef^al  al^na  que  autorice  á  plantearla  por  medio  del 
mencionado  recurso. 

Considerando  que,  por  tanto,  la  cita  hecha  por  el 
recurrente,  del  número  quinto  de!  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
como  precepto  autorizante  del  recurso  de  casación  que 
tiene  interpuesto,  resulta  insuficiente  para  estimarlo  es- 
tablecido en  forma;  y  por  ello  es  indndaUe  que  al  no  / 
admitirlo  el  Tribunal  á  quo,  ajustánáoae  á  lo  prescrip- 
t)  en  el  artículo  once,  en  relación  con  el  número  tercero 
de  los  artículos  quinto  y  séptimo  de  la  expresada  Orden, 
hizo  de  todo  punto  improcedente  la  queja  alegada. 

Considerando  que  al  desestimarse  el  recurso  de  que- 
ja, debe  condenarse  en  costas  al  recurrente  según  el  ar- 
ticulo veinte  y  cinco  de  la  propia  Orden. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  esta- 
blecido por  Hamóu  Fernández  Guerra,  contra  el  auto  de 
veinte  y  tres  de  Julio  último  dictado  por  la  Audiencia 
de  Pinar  del  Bío  en  el  indicado  antejuicio,  denegándole 
la  admisión  del  recurso  de  casación  que  había  interpues- 
to en  el  mismo  procedimiento;  é  imponemos  las  costas 
al  recurrente.     Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo.— Luis  Gastón. — José  Ca- 
harrocae  Horta. — Ambrosio  R.  Moralee.^ — Federico  llo- 
ra.— Silverio  Castro,  Secretario, 


Impugnación,— Ánto  127.—  24  de  Agosto.— Ley.— Precep- 
to antorizador.  {.doiC.,  Mayo  5,  190^.) 

DOVTHINA:  SoBteniéndoae  qne  lo*  hechos 
no  conatituven  delito  y  citando  com»  infringido 
el  artfcnlu  del  Código  que  define  el  delito  penndo 
en  Ih  sentencia,  que  condena  ni  procesado  cnino 
autor  de  tentativa,  no  es  de  absoluta  necesidad 
citar  el  artfculo  3?  del  CAdiizo. 

El  número  1'.'  del  artículo  849  de  la  ley  de  Erjui- 
ciamiento  Criminal  no  permite  discutir  en  capa- 
ción cuestiones  de  calificación  de  los  hechosproba- 
doii,   cnajido   se   acepta    qne   ístos    constiturrn 

Antecedkntes: 

Resultando  que  en  la  caucha  criminal  seguida  de  ofi- 
cio en  el  Jugado  de  Pinar  del  Río,  contra  el  procesado 
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Pelr  M  ura  \.l\are/  i  otD  pnr  los  delitos  de  robo, 
hurto  \  I  -Kiicí  la  Aniliuicia  úp  la  expresada  locatidnrt, 
dicto  iditincia  ol  cuatro  dt  Tumo  ultimo  on  la  que  S€ 
(oniignan  romo  liechos  probador  (ntre  otros,  lo  que  re- 
fiere ei  sesudo  i  quinto  Kt^iiltandos  de  Ja  misma,  que 
dunn  an  Si-gundo  Rtfultando  probado  que  en  esa 
"iiuaiiia  noche  encontrandoui.  en  bU  casa,  acostado,  el 
'  \eemo  I  uis  García  Cruz  fue  do-pcrtado  por  voees  que 
"le  Ihniaban  desde  fuera  y  le  indicaban  que  saliera: 
'Cru7  -L  nc¿o  a  ello  diciendo  no  podía  levantarse  por 
'  liabtrho  dado  un  bario  de  pie  i  como  le  dijeran  que  si 
'  na  salía  le  iba  á  pesar  se  aaonuí  entreabriendo  le  puer- 
/  ta  1  \Jo  é  un  hombre  qiie  reonlto  ücr  Pablo  García  Bo- 
'  jas  el  cual  le  pidio  el  caballo  de  --u  hijo,  manifestando- 
"le  Cru7  qiH  no  podía  entrcg-ai -eh  por  no  encontrarsí 
"ql  animal  en  la  íega  que  al  oír  esto  se  retiraba  García 
'  Rojas  \  tntonc-es  ojo  otra  \o?  ijue  era  la  del  otro  pn> 
*cesidi  Morera  v  que  desde  la  casa  de  tabaco  decían  "pí- 
"dele  un  machete'  Cru?  dijo  a  Gaicia  Roj'as  que  el  ma- 
chete lo  habían  llegado  al  -tmillero,  y  cerrando  h 
'  puerta  comenzó  á  pedir  á  =ius  familiares  en  voz  alta  la* 
'  balas  de  ios  venados  por  cu^o  motno  García  Roj'as  } 
Morera  se  retiraron  Qninto  Resultando  prohadc 
'  que  esa  misma  noche  encontnmd  se  acostado  en  su  ca^ 
'sa  Tullo  Bode  stntio  que  lo  liainaban  y  al  preguntar  e 
"objeto,  le  dijo  una  \oz  que  conocía  que  quería  uní 
"montura  habilitada  ^  las  armas  que  salió  y  llamó  a 
"mozo  Telesforo,  \iendo  que  el  que  había  llegado  á  If 
"casa  \  le  había  llamado  era  el  pracesado  Morera  ar 
"inado  con  un  resolver  que  ÍLnia  en  la  mano  y  que  in 
'íjistio  en  pedirle  ¡a  montura  \  armas,  manifestándoli 
'que  no  «e  opuiiera  para  salir  bien  ofreciéndole  la  de 
"volución  de  la  montura  en  la  noche  siguiente,  por  1( 
*'cual  Bode  intimidado  entro  en  la  casa,  sacó  la  montu 
'  ra  ^  la  puso  en  el  suelo  Que  en  esos  momentos  llegó  e 
"mo70  Telesforo  3  Morera  ko  mtinio  para  que  se  echa 
'  ran  al  auch  a  lo  que  ^c  iit^irou  \  como  en  esos  ins 
"tontes  apareciera  eJ  otro  mozo  Bainon  Valdés  con  ui 
'  machete  en  la  mano  Morera  hizo  tros  disparos  de  si 
"re\oher  contra  ellos  sm  que  lo-,  hiriera,  huyendo  in 
"mediatamente  en  diiectiou  a  la  casa  de  Luis  Her 
"nández 

Resultando  que  la  c\pio-.ida  \udiencia  califici 
los  hechos  del  «Ciíundo  líi-íulianlo  tomo  constitutivo 
Ai.  un  lilito  de  rol»  con  intiniilaiion  en  tas  personan 
(Q  grd'o  de  tentntua  ^  b-  Ul  quinto,  de  igual  delito 
j  dd  de  diapiro  dt  arma  de  fucg>   citando 'entre  Otra 
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diapoRÍciones  apJkables  loe  artículos  tei'cero,  ([uiniontoa 
veinte,  quinientos  veinte  y  uno,  easo  quinto  y  cuatro- 
cientos veinte  y  uno  del  Código  Penal,,  de  los  cuales  de- 
litos estiriló  responaable  en  concepto  de  autor  al  men- 
cionado Morera,  á  quién  impuso  las  penas  que  estimó 
correspondientes  á  ios  mismos. 

RecOHSO  .IDllITIDO: 

Resultando  que  á  nombre  de  dicho  pro(«sado  se 
inteipviso  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  en 
el  que  se  cita  como  precepto  autorizante  el  niimero  pri- 
mero del .  articulo  oehocientoa  cuarenta  y  nueve  de  !a  ■ 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  alegándose  los  dos  ai- 
gnientes  motivos:  "A;  AI  calificar  y  penar  como  de- 
"lito  de  tentativa  de  robo  con  intimidaeión,  loa  hechos 
"que  declara  probados  en  el  segundo  liesultando,  infrin- 
"fió  los  artícalos  quinientos  veinte  y  caso  quinto  del 
"quinientos  vointn  y  uno,  en  relación  con  el  articulo  pri- 
"raero,  b3d(»  de!  Código  Penal,  por  indebida  aplicación, 
"porque  por  pedir  á  Luis  García  Cruz,  Pablo  García 
"Rojas  que  acompañó  á  Pedro  Morera  Alvarez,  el  caba- 
"llo  del  hijo  do  aquél  y  el  machete,  y  manifestarle  que 
"el  animal  no  se  encontraba  en  la  vega  y  el  machete  lo 
"habían  llevado  al  semillero,  es  indudable  que  al  hacer- 
"se  esas  peticioces  no  se  dio  principio  á  la  ejecución  de 
"ningún  hecho  punible,  máxime  cuando  en  ellas  no  in- 
"tervino  ningún  acto  de  violencia  6  intimidación  en  las 
"personaK,  toda  vez  que  la  frase  de  "que  si  no  salía  de 
"la  casa  le  iba  á  pesar",  no  envuelve,  ni  por  ella  se  de- 
"mueatra  ia  violencia  ó  intimidación  en  las  personas  que 
"coiuo  circunstancia  característica  del  delito  de  robo, 
"elige  el'  citado  artículo  quinientos  veinte :  pues  el  con- 
"cepto  indeterminado  de  la  amenaza,  no  la  coloca  en  laa 
"prescripciones  del  articulo  quinientos  doce  del  propio 
"Código,  ni  en  las  proscripciones  del  quinientos  quince, 
"puesto  que  los  condenados  no  compelieron  por  ningún 
"acto  á  Luis  García  Cruz  á  efectuar  !o  que  no  quiso :  sin 
"que  por  otra  parte  el  lugar  y  la  hora  en  que  los  conde- 
"nados  hicieron  la  referida  petición  por  sí  sola  sea  sufi- 
"ciente  á  infundir  temor  ó  espanto  en  el  ánimo  de  Gar- 
"cía  Cruz,  quien  [wr  el  contrario,  demostró  no  tenerlo 
"al  asomarse  entreabriendo  la  puerta  de  entrada  de  su 
"casa,  sosteniendo  con  Pablo  García  Rojas  la  conversa- 
"ción  que  se  expresa  en  dicho  segundo  Resultando  pro- 
"bado. — B:  Al  calificar  y  penar, 'como  delitos  de  ten- 
"tativa  de  robo  con  intimidación  en  las  personas  y  dis- 
"paro  de  arma'  de  fuego  contra  cualquier  persona,  los 
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lechos  que  declara  probados  por  e]  quinto  líesultando, 
infringió  en  cuanto  al  de  disparo  de  arniu  de  fuego,  el 
irtículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  «n  relación  con  el 
irtíciilo  primero,  ambos  del  Código  Penal  pot  indebi- 
1a  aplicRc'ión,  porque  calificados  y  penadoi*  como  ten- 
:ativa  de  robo,  con  intimidación  en  laE  personas  los  de- 
.-larados  probados  en  el  propio  Kesultando,  las  circuns- 
^ancias  de  hora  y  lugar  en  que  esos  hechos  se  realiza- 
-on,  irapliea  verdadera  intimidación:  y  f«ta  coacción 
-uvo  complemento  al  hacer  uso  el  condenado  Morera 
\ivarez  del  revólver  que  portaba,  ditiparándolo  tres  ve- 
íes  contra  los  agredidos,  á  quienes  no  hirió  por  acci- 
lentes  extraños  ú  su  bien  determinada  voluntad :  y  si 
08  disparos  son  elementos  esenciales  que  cumplemen- 
:an  la  intimidación  al  efecto  de  calificar  y  penar  los 
lechos,  declarados  probados  en  el  propio  resultando, 
le  un  delito  de  tentativa  de  robo,  no  está  admitido  en 
)uena  doctrina  de  derecho,  calificar  y  penar  esos  dis- 
>aro6,  en  el  presento  caso,  como  delito,  por  cuanto  que 
ueron  apreciados  al  hacerse  por  la  Sala  la  calificación 
leí  referido  de  tentativa  de  robo:  y  la  sentencia,  que 
;eparadamente  de  éste  los  califica  y  pena,  infringe  ios 
■itados  artículos  por  indebida  aplicación,  sin  que  por 
)tra  partí"  fundadamente  pueda  manifestarse,  que  los 
iisparos  fuen>n  hechos  al  retirarse,  por  el  t«mor  de  ser 
icoraetido,  y  para  proporcionarKe  la  fuga  el  culpable; 
Xirque  de  los  expresados  hechos  probados,  por  el  tiem- 
10  en  que  se  efectuaron  los  disparos,  como  en  el  que 
uvo  lugar  la  huida  se  demuestra  lo  contrario". 


Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
cúrrente,  se  confirió  instrucción  á  laa  partes  por  tér- 
ino  de  quince  dias,  dentro  del  cual  el  Minicterio  Fis- 
J,  haciendo  n^o  del  derecho  que  le  otorga  el  niiniero 
gundo  del  artículo  veinte  y  ocho  de  la  Orden  número 
iventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  im- 
ignó  la  admisión  del  recurso  por  los  motivos  sjguien- 
b:  "Primero:  Debe  declararse,  conforme  al  artículo 
reinta  y  cuatro,  párrafo  tercero  en  reliición  con  el 
lárrafo  cuarto,  del  articulo  séptimo,  ambop  de  la  Or- 
len niencionada,  mal  admitido  el  primer  motivo  de! 
ecurso,  porque  no  obstante  combatirse  en  el  mismo  la 
ireteusa  infracción  del  concepto  legal  de  la  tentativa 
le  rolK)  con  intimidación,  no  se  cita  como  infringido 
1  párrafo  tercero  de!  artículo  tercero  del  Código  Pe- 
lal  que  define  ese  grado  en  la  fuerza  física,  por  lo  que 
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"ee  deja  incumplido  el  inciso  tercero  del  artículo  quin- 
"to  de  la  Orden  de  casación  citada.  Segundo:  Igual 
"rewjlnción  demanda  eete  Ministerio  respecto  del  segun- 
"'do  motivo  por  la  maniñesta  incoognieneia  que  resulta 
'"de  proironer  y  explanar  una  cuestión  de  calificación,  no 
"al  amparo  de  la  causa  tercera  del  artículo  ochocientos 
"cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
''nal,  (¡ue  es  la  adecuada,  sino  citando  el  número  primero 
"del  propio  artículo  que  no  autoriza  el  debate  que  se  es- 
"boza  en  el  escrito,  de  donde  resulta  que  como  el  ante- 
"rior,  carec-e  de  los  requisitos  de  admisión  que  la  Ley 
"prescribe". 

Besultando  que  el  veinte  del  actual  se  celebró  la 
vista  pública  de  la  cuestión  previa  ant«B  citada,  con  a8Í8< 
"tencia  del  Ministerio  Fiscal,  que  sostuvo  la  impugna- 
ción  que  formuló,  y  del  letrado  defensor  del  recurrente 
.  que  informó  en  contra  de  la  misma. 

Resolución:  ' 

Considerando  qne  no  procede  estimar  el  motivo 
que  aduce  el  Ministerio  Fiscal  para  impugnar  el  primer 
fundamento  del  recurso  interpuesto  por  el  procesado 
Morera,  consistente  aquél  en  ¡a  falta  de  cita  del  párrafo 
tercero  del  artículo  t^cero  del  Código  Penal:  porque  el 
recurrente  alega  haberse  cometido  el  error  de  derecho 
del  número  primero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ó  sea  el 
de  estimarse  como  constitutivos  de  delito  hechos  que  no 
lo  son,  y,  consecuente  á  este  principio,  el  concepto  en 
que  suponen  infringidos  los  artículos  quinientos  veinte  y 
quinientos  veinte  y  uno,  caso  quinto  del  Código  Penal, 
lo  expresa,  realmente,  controvertiendo  la  calificación  de 
tentativa  de  robo,  hecha  en  la  sentencia,  desenvolvién- 
dolo en  el  más  amplio  de  no  eiiatir  en  los  hechos  decla- 
rados probados  la  violencia  ó  intimidación  que  caracte- 
riza el  robo  en  cualquiera  de  sus  grados:  por  consiguien- 
te, ai  bien  pudo  citarse  también  el  mencionado  artít^lIo 
tercero,  que  define  la  tentativa,  conjuntamente  c-on  los 
otros  doB  referidos,  el  primero  que  define  el  delito  de 
robo  y  el  segundo  que  establece  la  penalidad  del  consu- 
mado en  los  casos  á  que  se  refiere,  dentro  de  los  cuales 
*ine  ésta  de  base  para  guardar  la  correspondiente  á  la 
frustración  ó  tentativa  del  mismo  delito,  no  era  indis- 
pensable citar  aquel  otro  sosteniéndose,  según  deja  in- 
dicado que  no  tienen  naturali'za  delictiva  los  hcclios  de 
la  causa. 
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Considerando  que  en  el  segundo  motivo  del  alu- 
dido recurso,  admitiéndose  por  el  procesado  el  carácter 
delictuoso  de  los  hechos  que  refiere  el  quinto  Resultando 
de  la  sentenda  recurrida,  al^a  haberse  cometido  «rror 
de  derecho  en  la  calificación  de  los  mismos,  y,  en  tal 
concepto  es  evidente  que  el  número  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  antes  citado  que  única- 
mente invoca,  no  autoriza  á  discutir  ias  cuestiones  de 
cata  índole:  por  lo  que  es  visto  que,  respecto  á  dicho  mo- 
tivo, no  concurre  la  circunstancia  tercera  del  artículo 
séptimo  de  la-Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  que  segim'  el  once  de  la  misma 
Orden  debe  concurrir  para  que  pueda  ser  admitido. 

Considerando  que  por  ías  razones  expuestas  há  lu- 
gar á  la  impugnación  formulada  por  -dicho  Ministerio, 
solo  en  cuanto  al  segundo  motivo  referido,  el  que,  con- 
forme á  lo  estatuido  en  el  artículo  treinta  y  cuatro  de  ¡a 
referida  Orden,  procede  -declararlo  mal  admitido, 

Se  declara  mal  admitido  el  segundo  motivo  del  re- 
curso interpuesto  por  el  procesado  Pedro  llorera,  ó  sea 
el  señalado  con  la  letra  B.  contra  la  sentencia  dictada  en 
esta  causa  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  el  cuatro 
de  Junio  último:  sin  especial  condenación  de  costas,  y 
notificada  que  sea  á  las  partes  esta  resolución,  dése  cuen- 
ta para  proveer  lo  que  corresixinda. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman     los     Magictrados  que  al 
margen  se  expresan. — ^Tosé   Antonio     Pich ardo.— Luis  _ 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — ^Ambrosio  R.  Mora- 
les.— Federico  Mora. — Silverio  Castro,  Secretario. 


In£  ley,— Sent  132.—  24  de  A^to.— Precepto  autoriza- 

dor.— Hechos.  (Gao.,  Mayo  5,  1904-) 

DOCTRINA:  No  puede  prosperar  un  rtcurso 
de  casación  fundado  en  el  número  1?  del  artfcolo 
849  cuando  los  heciioB  probados  coastituvan  de- 
lito. Hunque  pueda  haber  habido  error  en  la  cali- 
ficación de  éste  por  el  Tribunal  sentenciador. 

N(i  puede  estimarse  un  motivo  fundado  en  an 
hecho  que  no  consta  como  probado  en  la  senten- 

En  la  ciiidad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Agosto  de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  lev,  que  pende  ante  este  Tribunal 
Supremo,  contra  la  pcntencia  dictada  por  la  Sección  pri- 
mera de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  «sta 
provincia,  en  causa  procedente  del  Juzgado  de  instruc- 
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eión  del  Este,  de  esta  eapit»!,  segnida  entre  i>artes,  de  la 
lina  el  Ministerio  Fiscal  y  de  la  otra  como  procesado  por 
et-tafa  José  Díaz  Menéndez,  del  comercio  y  vecino  de 
Regla. 

Resaltando  qne  en  la  e:ipresada  sentencia  se  con- 
signa el  siguiente  resultando: 

Hsciios  probados: 

"Resultando  probado  f|ue  el  procesado  José  Díaz 
Menéndez,  ñn^endo  llamarse  José  Menéiid«z  y  des- 
pués de  haber  comprado  de  contado  con  este  último 
nombre  nna  pequeña  factura  de  víveres  á  nno  de  los 
vendedores  de  la  casa  de  Dusap  y  Compaiíla  de  esta  ciu- 
'dad,  para  inspirar  confianza  encargó  á  Juan  Martínez 
'García,  vendedor  de  diclna  casa,  que  le  remitiera  á  su  do- 
'mieilio  en  Regla,  para  una  panadería  de  su  propiedad, 
'varios  sacos  de  harina  y  una  tercerola  de  manteca,  que 
'ajustó  en  ciento  treinta  y  siete  pesos,  cincuenta  y  nue- 
've  centavos  y  dijo  pagaría  en  su  domicilio,  cuya  mer- 
'eaneía  le  fué  remitida,  y  cuando  la  fueron  á  cobrar  su 
'importe  negó  haber  hecho  tal  compra  y  hal)er  recibido 
tal  mercancía,  aiesrando  más  tarde  en  el  Juagado  muni- 
'cipaü  de  Regla,  at  ser  demandado  en  conciliación  por 
ese  motivo,  que  no  tenía  capacidad  para  compadecer  en 
'juicio  por  ser  menor  de  edad,  por  lo  que  tuvo  que  eus- 
'penderse  el  acto". 

Resoldciün  recurrida  : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  fueron  caliñca- 
dos  estos  hechos  como  constitutivos  del  delito  de  estafa, 
por  uso  de  nombre  fingido,  que  prevee  el  número  prime- 
ro del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve  en  relación 
ccn  el  segundo  del  quinientos  cincuenta  y  ocho  del  Có- 
digo Penal ;  y,  estímándonc  responsable  en  concepto  de 
autor  por  participación  directa  en  su  ejecución,  al  pro- 
cesado, sin  circunstancias  aprecíables,  se  le  condenó  en 
la  pena  de  cuatro  nieses  y  un  día  de  arresto  mayor,  las 
correspondientes  accesorias,  al  pago  de  costas  y  á  que 
indemnice  á  Juan  Martínez  García  en  la  cantidad  de 
ciento  treinta  y  siete  pesiis^  cincuenta  y  nueve  centavos. 

FUXUAMEXTOS  DEL  RECfRSO   DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  el  repre- 
sentante y  defensor  del  procesado  el  presente  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  funda<lo  en  el  número 
primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  alegando  haberse  in- 
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fringido  el  articulo  quinientos  cincuenta  y  nueve,  nú- 
mero primero  del  Código  Penal,  porque  los  hechos  que 
se  declaran  probados  no  constituyen  delito,  dando  solo 
lugar  á  una  acción  civil,  pues  que  el  apellido  que  su  re- 
presentante usó  al  realizarlos,  era  el  suyo  y  no  el  de  ' 
otra  persona  de  más  crédito  que  él ;  fortaleciendo  más — 
aprega — *1  conMpto  austentado,  la  circunstancia  de  que 
el  Tribuna]  sentenciador  declara  probado  que  el  proce- 
sado era  menor  de  edad  cuando  hizo  el  contrato  que  da 
por  cierto  el  mismo  Tribunal  y  sabido  es — añade — que 
ios  contratos  celebrados  por  menores  de  edad  son 
nulos. 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  previos  los 
demás  trámites  legales,  tuvo  efecto  la  vista  pública  res- 
pectiva, informando  en  el  acto  la  representación  del  re- 
currente, que  soetiivo  ia  procedencia  de  aquél,  y  el  Mi- 
nisterio Fiscal  que  la  impugnó. 
Decisión  del  reccrso  : 

Siendo  Ponente  fl  Magistrado  José  Gabarrocas 
Horta.  ¡ 

Considerando  que  si  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
bados en  el  fallo  recurrido  no  constituyeran  el  delito  de 
estafa  por  uso  de  nombre  fingido,  que  calificó  el  Tribu- 
nal del  juicio,  conforme  al  número  primero  del  artícu- 
lo quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  no 
por  ello  perderían  su  carácter  de  delictivos,  toda  vez  que 
jwiírían  estar  comprendidos,  ya  en  dicho  número  por 
otro  de 'los  conceptos  que  señala,  ya  en  el  mismo  artícu- 
lo, número  quinto,  ó  en  el  quinientos  sesenta  y  cinco  del 
propio  cuerpo  legal ;  dado  que  de  los  referidos  hechos 
resulta  que  el  recurrente  simuló  comprar  ciertas  mer- 
cancías, V,  luego  que  le  fueron  remitidas  k  su  domicilio, 
al  írsele  á  cobrar  su  importe,  negó  haberlas  comnrado  y 
recibido,  defraudando  de  este  modo  insidioso  al  ven- 
dedor ;  por  lo  que  es  improcedente  estimar  con  lugar  el 
recurso,  pues  que,  habiéndose  invocado  para  establecer- 
lo, el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  su 
primera  parte,  este  precepto  no  permite  la  casación  de 
las  sentencias  sino  en  el  caso  de  que  los  hechos  probados 
no  sean  constitutivos  de  delito. 

Considerando,  por  lo  demás,  que  la  razón  que  ex- 
pone el  recurrente  acerca  de  su  menor  edad,  es  inaten- 
dible, porque,  aun  en  el  supuesto  de  que  estuviese  decla- 
rada probada,  que  no  lo  está  realmente,  en  la  sentencia 
reclamada,  no  siTÍa  capaz  de  producir  la  casación  de  és- 
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ta,  flÍDO  á  virtud  Ae  la  arpreciación  de  determinada  exi- 
mente qne  en  el  preeente  caso  no  ha  sido  materia  del 
recurso. 

Considerando  lo  dispuesto  sobre  costas  en  el  artícu- 
lo cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mrl  ochocien- 
tos noventa  y  nueve ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lu^nr  al  roeurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  en  la  ex^sresadíi  causa  por  José  Díaz 
Menéndez  contra  dicha  sentencia  de  treinta  de  Abril  úl- 
timo; con  las  costas  de  cargo  del  recurrente.  Así  por  es- 
ta nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— .José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón.— José 
Cabarocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Federico 
Mora. 


Inll^.--Seat.  133.— 24  de  Agosw.— Detención  ilegal. 

{Gac-,  Mayo  5,  1904.) 

DOCTRINA:  Bitá  comprendido  en  la  pri- 
mera parte  del  artícelo  ms  del  Código  Penal  el 
hecbodedetenerun  rnncionnrío  púbticu  á  una  per. 
tona  que  no  ha  cometido  delito,  ní  tieDcdiclio  fuu- 
cíonarío  motivos  racionalmente  fundados  para 
creer  qae  lo  hava  cometido. 

En  la  ciudad  de  Ja  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Agosto  de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Gaspar  Be- 
tancourt  Castillo,  capitán  de  policía  y  vecino  de  San- 
~  tiago  de  Cuba,  en  la  causa  seífuida  de  oficio  contra  el 
mismo  ante  la  Audiencia  de  aquella  provincia  por  el  de- 
lito de  detención  arbitraria. 

Hechos  probados  : 

Besultando  ijue  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  tres  de  Marzo  último  se  consigan  los  hechos 
en  el  siguiente:  "Besultando  probado  que  entre  dos  y 
"tres  de  la  mañana  del  primero  de  Diciembre  dpi  año 
"próximo  pasado,  hallándose  el  señor  Tomás  Padró 
"Griñán  en  la  calle  de  la  Marina  Baja  frente  á  la  casa 
"particular  del  Hv.  Pablo  Panellas,  ofreciendo  á  éste 
"sus  serricios,  caso  que  llegaran  á  ser  necesarios,  con 
"ocasión  del  incendio  que  en  esos  momentos  se  desarro- 
"llaba  en  la  casa  iwtipada  por  el  café  "La  Favorita."  si- 
"tuada  en  la  calle  de  Santo  Tomás  Baja,  transversa  á 
"la  anterior,  y  como  á  más  de  cien  pasos  del  lugar  del 
"siniestro,  fué  visto  por  el  caipitán  de  policía  en  activo 
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"servicio,  hoy  procfsodo  Gaspar  Betaneourt  Castillo,  el 
■.'que  clirifriéndose  al  Sr,  Padró  le  dijo:  "Ueted  apaga 
'■fuego  hoy"',  y  como  éste  le  expresara  que  no  po<lia  ha- 
:Verlo  por  no  permitírselo  sus  eondioiMics  físieaa  y  mo- 
rrales, y  sin  que  hubiera  cometido  detito  ni  falta  algu- 
"no3,  no  ostando  tampoco  en  suspendo  lae  garantías 
''oonstitucionaleK,  lo  detuvo,  disponiendo  su  remisión  á 
'■la  Jefatura  de  Policía,  lo  que  se  efectuó  acto  seguido 
"por  uno  (le  los  guardias  á  las  órdenes  de  Betancourt, 
"donde  permaneció  hasta  las  cuatro  de  et^a  miamn  ma- 
"ñana,  hora  en  «|ue  fué  puesto  en  libertad  jior  orden  del 
"procesado,  quien  no  levantó  acta  con  motivo  de  esa 
"detención  ni  <iió  conocimiento  del  hecho  á  su  supe- 
•'rior'. 

Resolccióx  recchIiida: 

KesuHandq  que  la  Audiencia,  ^timando  esoa  he- 
chos constitutivos  de  un  delito  de  detención  arbitraria, 
previsto  y  penado  en  el  artículo  ciento  noventa  y  ocho 
del  Ciiflipo  Penal  y  autor  del  mismo  al  procesado,  ain 
circunstancias  apreciables,  le  condenó  á  la  pena  de  mul- 
ta de  trescientas  veinte  y  cinco  pesetas,  con  el  apremio 
personal  correspondiente  en  defecto  de  pago  por  insol- 
vencia y  al  pago  de  las  costas,  disponiéndose  se  comuni- 
que la  sentencia  al  Alcalde  municipal  respectivo  á  los 
efectos  administrativos  que  corresponden  por  ser  el  pro- 
cesado funcionario  de  poüeía  municipal, 

Fdndamestos  del  recübso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  et<ta  sentencia  interpuso 
dicho  procesado  el  presente  recíirso  autorizado  por  el 
número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve y  sus  concordantes  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento 
Clrimtnal  citando  como  infringidos:  '■Primero,  el  ar- 
■'ticulo  ciento  noventa  y  ocho  del  Código  Penal  por  in- 
"debida  aplicación,  puesto  que,  dice,  los  hccjios  que  la 
"Sala  sentenciadora  declara  probados  no  son  eonstitu- 
■'tivos  de  delito  alguno,  porque  al  detener  Don  Gaspar 
"Hetani-ourt  y  Castillo  á  D.  Touiás  Padró  y  Griñón.  lo 
'"hizo  por  creer  que  éste  cometió  delito  desobedeciendo 
■'sus  órdenes,  no  incurriendo,  por  tanto,  e  n  responsa- 
bilidad ninguna  criminal  el  funcionario,  que  como  Be- 
"tancourt  y  (..'astillo  realiza  un  acto  de  detención,  si  obra 
■"con  error  ó  sin  él  en  la  inteligencia  y  supuesto  de  que 
■■fl  detenido  ha  cometido  un  acto  punible  como  delito, 
"aún  cuando  luego  se  deshaga  el  error  ó  se  justifique  su 
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'JDoceDcia,  siendo  por  tanto,  innecesaria  la  realidad  jn- 
'rídica  y  judicial  de!  delito  que  se  suponía  cometido. 
'Doctrina  legal  é  interpretación  )a  expuesta  del  articu- 
'lo  del  Código  que  ae  considera  infringido  sentada  por 
'el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  España  en  eenten- 
'cias  de  veinte  y  siete  dfe  Febrero  de  mil  ochocientos 
'ochenta  y  cinco  y  siete  de  Febrero  de  mil  ochoeientóa 
'ochenta  y  nueve. — Segundo :  el  articulo  quince  de  la 
'Constitución  que  autoriza  la  detención  de  los  ciudada- 
'noe  en  los  caeos  y  en  las  fonnas  que  prescriben  las  le- 
'yee,  los  artículos  cuatrocientos  noventa  y  dos  y  cuatro- 
'cientoB  noventa  y  seis  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento 
'Criminal,  puesto  que  la  detención  no  es  constitutiva 
'de  delito,  toda  vez  que  el  funcionario  de  la  policía  tu- 
'ro  motivos  racionales  para  entender  que  Padró  Qri- 
'ñán  cometía  delito  desobedeciendo  sus  órdenes  y  obró 
'en  observancia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuatro- 
'cientoe  no\'enta  y  dos,  y  porque  puesto  el  detenido  eii 
'liberiad  antes  de  las  veinte  y  cuatro  horas,  se  cumplió 

lo  prevenido  en  el  ariículo  cuatrocientos  noventa  y  aie- 

"te  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal." 

Besidtando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 

en  debida  forma,  se  celebró  la  vista  pública,  en  la   gue 

el  defensor  del  recurrente     sostuvo  la  procedencia     de 

aquél  y  el  Ministerio  Fiscal  la  impugnó. 

Resultando  que  para  mejor  proveer  se  pidieron  & 

la  Audiencia  los  autos  originales,  los  cuales  han  sido 

examinados  por  esta  Sala. 

Decisión  del  recurso  ; 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gaston  y 
Gastón. 

Considerando  que  según  el  artículo  ciento  noven- 
ta y  ocho  del  Código  Penal  en  su  primera  parte,  el 
funcionario  público  que  detuviese  á  una  persona  sin  es- 
tar autorizado  por  una  ley,  á  no  ser  por  razón  de  delito, 
no  estando  en  suspenso  las  garantías  constitucionales, 
incurriré  en  la  pena  de  mnltt»  que  ae  señala,  si  la  deten- 
ción no  hubiese  excedido  de  tres  días. 

Considerando  que  esta  sanción  penal  es  aplicable, 
indudablemente  al  recurrente  Betancourt,  dados  los  hc- 
.  chos  probados  de.  la  sentencia,  puesto  que  al  detener  co- 
mo capitán  de  policía  al  Sr.  Tomás  Padró,  durante  una  • 
hora  próximamente,  por  el  solo  hwho  de  que  hallándose 
éste  en  la  calle,  cerca  del  lugar  donde  se  desarrollaba  un 
incendio,  se  dirigiera  á  él  diciéndole :  "Usted  apaga  fue- 
go hoy"  V  le  contestara  que  no  podía  por  no  permitír- 

"  ■^       '  ir  T;6.-1SW.-S4. 
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eelo  sus  condiciones  fisicas  y  morales,  no  es  posible  es- 
timar en  manera  alguna  que  lo  detuvo  por  razón  de  deli- 
to, y*  Qi^B  ni  lo  constituían  evidentemente  los  actos  de 
Padró,  ni  es  de  admitirse  que  así  lo  apreciara,  siquiera 
con  error,  el  procesado,  por  no. haber  motivos  racional- 
mente fundados  que  justiñcaran  tal  inteligencia,  ó  sea 
la  de  que  Padró  le  desobedecía  gravemente,  iuñriéndose 
más  bien  que  no  tenia  esa  convicción  y  que  su  conducta 
obedeció  á  otro  móvil,  de  las  palabras  intencionadas  que 
le  dirigió,  y  del  hecho  de  no  hacer  constar  la  detención 
ni  dar  cuenta  de  ella  á  sus  superiores ;  por  lo  que  la  Sa- 
la sentenciadora  no  infringió  el  citado  articulo  d^  Có- 
digo Pena!  al  aplicarlo  en  el  presente  caso,  como  se  ale- 
ge  en  el  primer  motivo  del  recurso. 

Considerando  que  por  las  mismas  razones  expues- 
tas,  tampoco  se  han  cometido  en  la  sentencia  las  infrac- 
ciones del  articulo  quince  de  la  Constitución  y  de  loa  ar- 
tículos cuatrocientos  noventa  y  dos  y  cuatrocientos  no- 
venta y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en 
que  se  funda  el  segundo  motivo,  pues  estos  úitimoe  pre- 
ceptos eolo  autorizan  á  detener  á  una  persona  por  razón 
de  delito,  que  como  se  ha  dicho  no  existió  ni  hubo  mo- 
tivos racionalmente  bastantes  para  creer  que  existiera 
en  el  caso  de  autos,  y  en  cuanto  al  artículo  citado  de  la 
Constitución,  lejos  de  infringirse  se  ha  aplicado  la  san- 
ción penal  establecida  por  la  ley  para  garantir  el  dere- 
cho individual  que  en  él  se  consigna. 

Considerando  que  no  habiéndose  cometido  en  la 
sentencia  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  re- 
curso, procede  desestimar  éste  é  imponer  lae  costas  al  re- 
currente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Gaspar  Betancourt  Castillo  en  la  causa 
de  referencia,  con  las  costas  á  cargo  de!  recurrente. 

Comuniqúese,  etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
José  Cabarocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — José 
María  Gispert. 


Inf.  ley.— Sent.  131—24  de  Agosto.— Injurias.  (Gaceta, 

Mayo  9,  190i. ) 

IWCTRINA:  Constituye  el  delito  de  injaría 
la  publicación  de  un  arttcnlo  en  un  ptriódico  en  el 
cual  refirifndoae  expresamente  A  un  alcalde  mani- 
cipal.  entre  otros  conceptos  que  revelan  el  propó- 
sito de  denigrar  á  dicha  autoridad  tt  expresa  el 
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sigoiente  que  el  periódico  "en  defensa  de  la  raída 
ylajusCiciH  lu  insulta  porque  al  desnudo  lo  pré- 
senla ante  la  opinión  publica  como  lo  es,  defrau- 
dador del  Estndo  y  del  pueblo;"  porque  con  tales 
expresiones  se  imputan  ¿la persona  alndida  acto* 
de  inmoralidad  que  en  el  concepto  público  lo  deni- 
gran y  perjudican  en  su  nombre  y  fama. 

£q  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Agosto  de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal 
Supremo,  interpuesto  por  los  procesados  Emilio  Slartl- 
nez  Perigó,  ¡castre,  y  Joaquín  Mirabent,  periodista,  am- 
bos vecinos  de  Baracoa,  contra  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  Santiagn  de  Cuba,  en  causa  que  se  instru- 
3-0  á  dichos  procesados  en  el  Juzgado  de  Baracoa,  por 
e!  delito  de  injurias  graves  á  la  Autoridad. 

Eesultando  que  en  la  referida  sentencia  de  trece 
de  Ma_vo  último,  se  contiene  el  que  á  continuación  lite- 
ralmente se  transcribe: 

HZCHOS   PBOBADOS: 

"Resultando  prol)ado  que  en  el  número  doce  del 
"periódico  "Tja  Voz  del  Pueblo"  que  se  publica  en  Ba- 
"racoa,  correspondiente  al  miércoles  veinte  y  ocho  de 
"Enero  último  apareció  un  artículo  titulado:  "Pobrecí- 
"tos",  del  que  es  autor  material  el  procesado  Emilio 
"Martínez,  Director  del  periódico,  siendo  impresiir  rio 
"éste  el  también  procesado  Joaquín  Mirabent,  que  dice 
"asi:  "Pobrecitos." — -  Por  mucho  que  sabíamos  hasta 
"qué  puntos  alcanzaban  e!  descaro  y  la  desfachatez  de 
"eiertofi  hombres,  entre  los  que  figuraban  en  primera 
"línea  el  conocido  con  el  nombre  del  Tejón,  escalador  de 
"tapias  para  robar  prendas.  ladrón  de  gallinas  y  lecho- 
"nes  en  pago  de  la  hospitalidad  recibida,  y  otras  cc^as 
"que  por  lo  asqueroso  hacen  de  él  un  cuerpo  corrompido 
"en  términos  que  desde  Manzanillo  se  diga  que  al  pasar 
"el  Tejón  se  imponga  taparse  la  nariz.— A  pesar  de  lo 
"expuesto,  no  creímos  que  ese  miserable  tendría  el  des- 
"caro  y  la  desfachatez  de  decir  hoy  de  otros,  aquello 
"que  él  y  sólo  él  decía  contra  los  Jefes  militares  que  fi- 
"guraban  en  el  partido  Nacional  cada  vez  que  por  el  Go- 
"bierno  de  la  República  era  alguno  de  ellos  nombrado 
"para  algún  cargo  público,  porque  para  escribir  para  un 
"pueblo  un  periódico  como  "La  Tribuna"  lo  hace,  y  más 
"tarde  ese  propio  pueblo  adjudicar  lo  que  él  ha  dicho  á 
"otros,  es  una  falta  de  respeto,  pues  tal  parece  que  se  es- 
"eribe  para  pueblo  de  ignorantes  incapaces  de  juzgar  sua 
"escritos.    "El  Independiente",  órgano  ayer  de  los  que 
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'"hoy  tienen  por  órganos  "Ija  Tribuna,"  de  la  que  es 
"Director  alquíltulo  por  setenta  y  cinco  pesos  mensuales 
"y  niunicipaies,  tan  municipales  como  los  pobres  muni- 
"cipales  del  Dr.  y  Alcalde  el  Juan  Palomo  de  las  céle- 
"bres  recotus,  insultó  al  más  alto  prestigioso  militar  del 
"Ejército  cubano.  General  Máximo  Gómez,  porque  apo- 
"yalja  la  candidatura  del  Sr.  Tomás  Estrada  Palma  y  al 
"General  Sánchez  Echevarría,  haciéndolos  cómplices  de 
"la  venta  de  la  patria  que  venía  á  hacer  el  respetable  an- 
"ciano  D.  Tomás  Kstrada  Palma. — En  nuestro  poder  ea- 
"tán  aquellas  cadenas  de  la  niieva  esclavitud  con  que  ha- 
*'bían  los  yaokes  de  atar  a!  pueblo  que  se  les  iba  á  hacer 
"infame  entrega. — "Iva  Tribuna",  desde  el  Sr.  Presiden- 
"te  de  la  República,  los  Sree.  Secretarios,  Senadores  y 
"Representantes  para  abajo  no  ha  perdonado  á  nadie  que 
"fuera  nacionalista. — T^a  emprendió  contra  el  General 
"Cobrcco  por  su  elección  de  Representante,  con  el  Coro- 
"nel  Cardoso  por  su  nombramiento  de  Inspector  de  Te- 
"légrafofi,  con  Pedro  Díaz  por  el  de  Administrador  de 
"Aduanas  y  con  los  Generales  Rabí  y  Lora  por  bus  nom- 
"bramientos  de  Jefes  de  la  Guardia  Rural  el  segundo  fe 
"Inspector  de  Montes  el  primero,  llamando  ejército  di- 
"suelto  cuando  se  refiere  á  Jefes  del  Ejército  Cubano  que 
"son  nacionalistas,  en  cambio  llama  ilustre  Capitán  del 
"Ejército  Libertador  á  Pedro  Cañas,  el  estúpido  que  ee 
"creyó  que  se  podía  ser  empleado  con  un  gobierno  á 
"quién  combatió  en  su  elección,  y  siguió  combatiendo 
"después  de  su  elección  siendo  el  primero  en  contribuir 
"con  lo  que  ganaba  en  la  Aduana,  é  imponía  á  los  su- 
'■balternos,  para  fnndar  un  periódico  de  oposición  al  Go- 
"bierno  en  cuya  Administración  figuraba  sin  estar  con- 
"forme  con  él. — El  Sr.  Cañas  era  aquí  cosa  muy  conoci- 
"da  antee  de  la  guerra  y  es  muy  ridículo  hacer  de  él  un 
"ilustre,  cuando  sólo  había  sido  un  tocador  de  guitarras 
"sin  oficio,  que  no  tenía  entrada  en  nuestra  buena  socie- 
"dad  por  su  inutilidad  y  falta  de  todo  prestigio.  Siempre 
"y  catia  vez  que  se  refiere  á  algimo  del  Ejército  que  sea  de 
"los  suyos,  liaijía  do  ser  e!  héroe  de  éste  ó  aquél  lugar  y 
'■valeroso  y  pundonoroso,  cuando  menos  el  que  menos  sea, 
" — Todo  esto  es  tan  ridículo  como  la  sacrificada  fortuna 
"de  que  trata  Vd.,  colega. — E!  Dr.  Galano  vino  aquí  de 
"París,  y  para  revalidar  su  título,  todos  sabemos  cómo  y 
"de  qué  manera  el  acaudalado  fué  á  la  Hal>ana  y  por  qué 
"se  fué  á  la  guerra,  siendo  entonces  persona  decondicio- 
"nes,  que  olvidó  á  su  regreso,  sin  duda  porque  creyó  que 
"había  libertado  él  este  pueblo,  para  qne  fuera  suyo  y 
'■que  por  tanto  estaban  aquí  obligados  á  sentir  y  pensar 
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"con  él. — El  Dr.  Gralano,  con  la  sensatez  que  siempre  le 
"distintió  desde  que  se  hizo  Abalde,  él  que  tenía  el  de- 
"ber  de  gobernar  en  la  única  ionna  que  «e  gobierna  como 
"nuestro  apreciable  colega  "El  Mambí",  lo  demuestra, 
"alquila  un  periódico  como  usted  colega  de  historia  en 
"todas  partee  y  lo  trae  aquí  ayudado  por  Pedro  Cañas  j 
"demás  personal  del  Ayuntamiento  para  fundar  un  pe- 
"riódieo  con  el  sólo  propósito  de  insultar  al  Gobierno  de 
"la  República  y  al  pueblo  de  Baracoa.  "I^a  Tribuna" 
"aquí  empezó  sus  publicaciones  sin  respetar  personas, 
"barrios.  Autoridades  y  á  todo  cuanto  no  fuese  de  su 
"grupo,  donde  cabe  y  es  bueno,  y  hoy  tenemos  aquel 
"Emilio  Arces,  Capitán  de  movilizados,  apretando  á  los 
"libertadores  en  Tunas,  exigiéndoles  licencias  para  reu- ' 
"niones  y  bailes  familiares,  insiprándose  en  los  actos 
"del  Alcalde  que  lo  nombró,  que  eso  mismo  nos  exigía 
"en  la  ciudad  y  hace  poco  nos  lanzaron  un  bando  depre- 
"sivo  para  este  pueblo  al  aparecer  como  escandaloso  é 
"inculto  y  falto  de  moralidad  al  poner  á  la  Autoridad 
"que  dispone  de  la  policía  y  !a  rural  para  deprimir  cual- 
."quier  desmán  por  parte  de  cualquier  osado  de  los  que 
"hay  en  la  humana  botica,  aqui  como  en  todas  partes  en 
"el  caso  de  dictar  un  bando  que  representa  aquéllos  fa- 
"mosos  de  los  tiempos  de  sitio  y  de  la  reconcentración. — 
"La  Voz  del  Pueblo"  cansada  de  observar  con  apacibili- 
"dad  los  abusos  del  poder  local  por  medio  de  su  órgano 
"en  la  prensa  "La  Tribuna",  dio  el  alto  y  advirtió  no  se 
"continuara  por  ese  camino  porque  la  criada  podría  vol<' 
"verse  respondona.  El  aviso  fué  respondido  con  nuevas 
"agresiones  é  insultos  que  produjeron  el  presente  estado 
"de  cosas  de  que  se  quejan  los  pobrecitos,  con  un  descaro 
"inaudito  llamándose  víctimas  los  victimarios  en  Bara- 
"coa  de  la  conciencia  humana,  aquellos  que  apelaron  á 
''órdenes  reservadas  de  Capitanes  Generales  en  evitación 
"nes  contra  la  libertad  de  reuniones  y  la  Ley  de  Im- 
"prenta  vigente  del  tiempo  del  Ministro  Balaguer,  para 
"imponer  multas  y  meter  veinte  y  cinco  dias  en  la  cárcel 
"á  Oficiales  del  Ejército  Libertador,  juzgados  por  pro- 
"cedimientos  en  la  tiranía  española  y  de  Lili  en  Santo 
"Domingo. — ^¿Cómo  puede  sin  apelarse  á  la  calumnia, 
"acusarse  á  los  nacionales  de  victimarios,  cuando  hace 
"cuatro  años  que  venimos  siendo  la  víctima  de  la  rabia 
"y  orgullo  del  Dr.  Galeno?  Pobrecitos,  "La  Voz  del 
'■pueblo"  ec  defensa  de  la  razón  y  de  la  justicia  lo  insul- 
"ta  porque  al  desnudo  lo  presenta  ante  la  opinión  públi- 
"ca,  como  lo  que  es,  defraudador  del  Estado  y  del  pue- 
"blo,  y  se  lo  hemM  probado,  cooperando  con  el  colega  su 
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"érgano  oficial  á  la  tiioralizactón  de  la  Administración 
"de  la  República,  como  consta  en  las  diligencias  sumarías 
"instruidas  por  el  Juzgado  de  Instrucción,  impelidos  por 
"los  ataques  de  "La  Tribuna"  que  él  apoya.  Nosotros  ce- 
"lebramos  ia  denuncia  contra  el  Sr.  Cuevas,  el  cual  pro- 
"bará  tmla  la  falsedad  de  la  misma,  en  que  la  qu«  dice, 
"no  llevaba  'libros  y  otros  documentos,  que  entregó  y  de 
"no  existir  alguien  responderá  de  ellos,  y  un  nuevo  deli- 
"to  se  habrá  cometido. — -Gratuitamente  y  más  que  ello 
"infame  y  f^anallescamente  se  Índica  el  nombre  del  señor 
"Rafael  Arrúe,  concejal  del  Ayuntamiento,  ausente  la» 
"más  de  las  veces  de  esta  ciudad  en  acuella  época,  dán- 
"dose  responsabilidad  en  los  delitos  inventados  y  en  cam- 
"bio  Sebastián  Harmant,  concejal  que  asistió  á  todas  las 
"sesiones  y  el  Sr.  Lahens  que  fué  Alcalde,  nada  se  les 
"atribuye,  porque  son  democráticos. — El  Sr.  Arrúe  como 
"el  Sr,  Cuevas  y  el  Dr.  Pérez,  no  son  chanchulleros,  eo- 
"mo  los  que  brindan  favores  á  costa  del  Estado  y  del  Mu- 
"nieipio. — El  Dr.  Pérez  y  el  Sr.  Cuevas  se  encargan  de 
"probarlo  ante  la  Ley. — Por  otra  parte,  sepa  el  colega, 
"que  el  Sr.  Arrúe  lo  prendió  el  coronel  Zamora  y  le  for- 
"mó  un  expediente  negro,  por  cuyo  motivo  fué  enviado 
"á  Ceuta. — Como  Ud.  colega,  es  tan  canallesco  al  referir 
"los  hechos  siempre,  sepa  que  el  Sr.  Arrúe  lo  que  hacfa 
"era  exportar  guineos,  dando  cinco  centavos  por  cada  ra- 
"cimo  para  la  revolución  habiendo  contribuido  con  una 
"fuerte  suma  para  la  misma  y  llevar  efectos  para  rela- 
"cionar  fíncas  de  lo  cual  facilitaba  á  las  fuerzas  destacs- 
"das  en  Sabana  y  traer  algunas  armas  y  municiones  para 
"la  guerra,  aprovechando  los  vapores  en  que  se  exporta- 
"ban  loa  guineos,  y  por  eso  lo  prendió  el  Coronel  Zamora. 
" — ¿Sabe  usted  colega  quién  sacrificó  una  fortuna  en  la 
"guerra?  Pregúntelo  á  quien  teniendo  vergüenza  pne- 
"da  decirle  la  verdad.    Los  de  la  fortuna  á  que  usted  se 

"refiere,  aquí  no  se  conocían  por  nadie,  y registre  bien 

"el  archivo  para  que  no  se  tire  planchas.  Podríamos  ha- 
"blar  de  la  moralidad  de  algunos  de  loa  suyos,  en  su  vida 
"privada,  pues  conocemos  en  qué  forma  no  se  pagaba  un 
"solitario  de  brillante,  regalo  de  conquista  y  cierto  cofre- 
"cito  dominicano,  regalo  inmoral  clandestinamente  he- 
"cho  con  ciertas  evitaciones  que  repugnan  la  conciencia 
"humana.  De  cierto  abuso  cometido  con  la  confianza  de 
"un  amigo  y  padre  y  otros  escándalos  entre  flores  á  Ma- 
"rla,  si  no  sintiésemos  todo  el  asco  que  la  decencia  siente 
"ante  lo  que  debe  ser  sagrado  y  nuestro  decoro  nos  man- 
"da  callar  por  respeto  á  la  socie";lad. — Ustedes  y  todos 
"los  suyos  son  el  escándalo  (en  su  mayor  parte)  y  del 
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■'concubinato  del  desorden  y  del  mal  ejemplo. — La  for- 
'ma  ea  que  sostiene  un  Centro  Masónico  con  escarnio  de 
'sus  instituciones,  autorizando  que  el  Sr.  Mif^el  V.  Pe- 
'rellade.  Secretario  del  Ayuntamiento,  viva  en  concubi- 
'nato  público  en  la  propia  Logia,  es  la  mayor  prueba  del 
"propio  decoro  y  la  falta  de  decencia  de  los  que  hacen  de 
lafi  disciiaioneg  políticos,  teatro  de  to  que  corresponde  á 
'lo  privado  y  á  la  conciencia, — Al  terminar  este  escrito 
se  nos  dice  preguntemos  por  la  barreta  y  demás  herra- 
mientas que  existían  en  la  reparación  de  callea,  por  que 
'■hay  quien  supone  se  han  trasportado  á  las  minas  de  la 
'Compaüía  del  Secretario  del  Ayuntamiento  que  nada 
"tiene  que  ver  con  la  propiedad  del  Estado  que  esae  he- 
"rramientas  constituyen.  Queda  hecha  la  pregunta. — 
"La  Eedacción", 
Resolución  recubrida  : 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia  caliñoó  es- 
tos hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  injurian 
^av^  á  la  Autoridad,  previsto  en  el  número  veinte  y  dos 
del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Oi-den  doscientos  trece 
de  mil  novecientos,  del  que  estimó  responsable  en  concep- 
"to  de  autores,  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  mo- 
dificativas de  la  responsabilidad  criminal,  á  los  mencio- 
nados Martínez  y  Mirabent,  á  quienes  impuso  la  pena  de 
multa  en  cantidad  de  treinta  y  un  pesos,  moneda  ameri- 
cana, y  el  pago  de  una  tercera  parte  de  costas  á  cada  uno 
debiendo  sufrir,  ambos,  caso  de  insolvencia,  por  lo  que 
respecta  é  dicha  multa,  la  responsabilidad  personal  sub- 
sidiaria de  un  día  de  encarcelamiento  por  cada  peso  que 
dejaren  de  satisfacer : 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  se  ha  interpuesto  á 
nombre  de  los  procesados  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  el  número  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  citando  como  infringido  el  número  veinte  y 
dos  del  artículo  cuarenta  y  imo  de  la  Orden  doscientos 
trece  de  mil  novecientos,  por  indebida  aplicación,  en  el 
siffuiente  concepto:  "que  en  el  articulo  periodístico,  titu- 
"lado  "Pobrecitos"  trascrito  como  heclio  probado  en  el 
"primer  Resultando  de  ta  sentencia  apelada,  no  se  hacen 
"manifestaciones  falsas,  malignas  é  infamantes  que  tien- 
"dan  á  injuriar  gravemente  al  Sr.  Galano  como  Alcalde 
"Municipal  de  Baracoa:  sino  que  el  articulista  hace  la 
"crítica  y  censura  licitas,  aunque  sea  exagerada,  de  acto*' 
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"cometidos  por  el  Dr.  Galano  para  demostrar  el  desacier- 
"to  ó  la  incapacidad  de  dicho  individuo  en  ei  desempeña 
"del  cargo  que  le  está  confiado,  lo  cual  si  bien  lastima 
"naturalmente  de  al^na  manera  y  aún  puede  ocaaionar 
"perj'uicioa,  según  las  circunstancias,  no  menoscaba  la 
"honra  personal,  ni  las  condiciones  morales  del  indi^i- 
"duo,  que  es  en  lo  que  se  funda  principalmente  la  inju- 
"ria :  como  así  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  de 
"España  en  sentencias  de  once  y  trece  de  Mayo  de  mil 
"ochocientos  ochenta  y  cinco  y  veinte  y  cuatro  de  Mayo 
*'de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho",   . 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  personados 
los  recurrentes  ante  este  Tribunal  Supremo,  previa  la 
sustanciación  correspondiente,  se  celebró  la  vista  públi- 
ca con  a^íistencia  del  letrado  dofeoüor  <!e  aquéllos,  que 
sostuvo  el  motivo  de  casación  antes  expresado,  y  del  Mi- 
nisterio Fiscal  que  lo  imputó: 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R,  Mo- 
rales. 

Considerando  que  el  artículo  cuarenta  y  ocho  de  la 
Orden  doseicritoe  trece  de  mil  novecientos,  en  relación 
con  el  número  veinte  y  dos  del  articulo  cuarenta  y  uno 
de  la  misma  Orden,  castií;a  á  los  autores  y  á  los  que  le 
den  pultlicidad  á  sabiendas  de  cualquier  manifestación 
falsa,  maligna  ó  infamante,  sea  hecha  por  medio  de  la 
imprenta,  por  escrito  ú  oralmente,  que  tienda  á  injuriar 
gravemente  la  reputación  de  otra  persona  ó  su  posición 
social  ó  su  vida  profesional  ú  oficial: 

Considerando  que  el  artículo  transcripto  en  el  pri- 
mero de  lo¿  Resultandos  de  la  sentencia  titulado  "Pobre- 
citos",  del  que  es  autor  materia!  Emilio  Martínez,  publi- 
cado en  e!  periódico  "La  Voz  del  Pueblo",  que  él  mis- 
mo dirige  y  del  cual  es  impresor  Joaquín  Mirabent;  re- 
vela, en  su  sentido,  el  propósito  de  injuriar  gravemente 
eii  su  vida  oficial  al  Dr.  Galano,  Alcalde  Municipal  de 
Baracoa:  puesto  que,  después  de  aludírsele  maliciosa- 
iiiento  en  ilieho  artículo  por  el  cargo  público  que  desem- 
peña, se  expresa  con  rosiiecto  al  mismo  concepto  que,  co- 
mo el  que  se  contiene  en  el  párrafo  que  dice ;  "La  Voz  del 
Pueblo  en  defensa  de  la  razón  y  de  la  Justicia  lo  insulta, 
porque  al  desnudo  lo  presenta  ante  la  opinión  pública, 
foiuo  lo  es,  defraudador  del  Estado  y  del  pueblo",  indu- 
tlableuiente.  fior  su  significación  propia,  imputan  al  fun- 
cionario á  quien  se  dirigen,  actos  de  inmoralidad  que  en 
concepto  público  lo  denigran  y  perjudican  en  su  nombre. 
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crédito  6  fama :  y  en  tal  virtud  al  estimar  el  Tribunal  a 
quo,  como  conetitutivos  <del  delito  de  injurias  que  prevé 
k  disposición  citada,  no  la  ha  infriof^do  ni  cometido  el 
error  de  derecho  que  ae  le  atribuye,  por  lo  que  procede 
declarar  sin  lugar  el  presente  recurso,  con  imposición  de 
costas  ¿  los  recurrentes : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  los  procesados  Emilio  Martínez  Perigó 
y  Joaquín  Mirabent,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  el  trece  de  Mayo  último, 
con  las  costas  á  cargo  de  los  mismos.  Asi  por  esta  nues- 
tra SHitencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Qaetón. — Joaé  Cabarro- 
cae  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Federico  Mora. 


Queja.  —Auto  128.— 25  do  Agosto.— Sttbsanadón  faltas.- 
Precepto  antorizador.  {Q<u¡.,Mayo  9,  i90i.') 

DOCTRINA:  No  et  procedente  pedir  aclara- 
cWd  de  la  ícntcncia,  como  medio  de  obtener  la 
subsaoBiHóti  de  una  falta  procesal,  cuando  la  que 
se  Teclama  afecta,  y  por  consiguiente  la  aclara- 
ción, al  fnllo,  el  cual  no  puede  ser  alterado  por  el 
Tribunal  sentenciador. 

No  procede  admitir  un  recurso  por  qnebranta- 
miento  cuando  se  funda  en  el  hecho  notoríaniente 
inexacto  de  babcr  la  Sala  eeiitenciadora  condena- 
do por  un  delito  diatiato  del  que  ha  sido  objeto  de 
la  acuaaciÓD. 

Resolución  recubrida  : 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  contra  Manuel 
Ortega  Echevarría  y  otros  por  falsificación  de  monedas, 
la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  dictó  sentencia  condenando  á  di- 
cho procesado  á  la  pena  de  diez  y  siete  años,  cuatro  me- 
ses y  un  día  de  cadena  temporal,  accesorias  y  multa,  co- 
mo autor  de  un  delito  de  aquella  especie,  comprendido 
en  el  artículo  doscientos  noventa  del  Código  Penal  é 
imponiendo  á  los  demás  procesados  las  penas  correspon- 
dientes, en  el  mismo  concepto. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso Ortega  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  por  infracción  de  ley,  expresando  que  auto- 
riza el  primero  el  número  tercero  del  articulo  nove- 
cientos doce  de  la  Ijey  de  Knjuic  i  amiento  Criminal,  por- 
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que  ae  pena  un  delito  mes  Rrave  que  el  que  fué  objeto 
(le  la  acusación,  sin  que  el  Tribunal  prtx^iera  previa- 
mente como  determina  el  artículo  setecientos  treinta  y 
tres  (le  la  Ley  citada,  exponiendo  en  el  escrito  )o  ai- 
piiente :  "En  efecto,  segiín  puede  observarse  en  el  terce- 
"ro  de  los  reeultandos  de  la  sentencia  recurida,  la  acu- 
sación, representada  por  el  Ministerio  Fiscal,  al  fonnu- 
"lar  aus  conclusiones  provisionales — que  después  eoetu- 
'vo  como  definitivas  con  una  eola  variación  que  ahora 
"no  importa  considerar — imputó  á  mi  defendido,  es  de- 
"cir,  lo  acusó  de  haber  realizado  ciertos  hechos  punibles 
"que  quedan  consignados  en  la  primera  de  eaae  conclu- 
"eionee.  Estos  hechos,  ó  sean  los  que  constituían  el  de- 
"lito,  objeto  de  la  acusación  como  puede  apreciarse  en 
"dicha  conclusión,  no  revestían  ninjiruno  de  los  caract«- 
"res  prefijados  en  el  artículo  doscientos  noventa  del  C6- 
"digo  Penal,  á  pesar  de  que  no  así  lo  entendió  el  Minis- 
"terio  Fiscal.  Dados  los  hechos  imputados,  más  bien  pa- 
"recfan  comprendidos  en  el  artículo  doscientos  noventa 
"y  dos,  que  es  un  delito  menos  gre.\e  que  el  del  doacien- 
"tos  noventa,  ya  citado.  Con  ese  motivo  la  defensa  así 
"lo  advirtió  en  su  escrito  de  calificación  que  consta  regis- 
"trado  en  el  cuarto  resultando,  admitiendo  los  hechos 
"que  el  Fiscal  estimaba  constitutivos  del  delito  y  dejan- 
"do,  pues,  á  la  Sala,  )a  única  misión  de  resolver  en  cuan- 
"to  á  la  calificación.  Si  terminada  la  prueba  el  Minis- 
"terio  Fiscal  hubiera  modificado  aus  conclusiones,  com- 
"pletando  en  la  relación  de  los  hechos  los  caracteres  que 
"requiere  el  articulo  doscientos  noventa  del  Código  Pe- 
"nal,  no  hay  duda  de  que  la  imputación,  ó  lo  que  es  lo 
"mismo  el  delito,  objeto  de  la  acusación,  hubiera  sido 
"el  mismo  por  el  que  después  la  Sala  sentenciadora  ha 
"impuesto  condena :  mas  como  nada  de  eso  ocurrió,  co- 
"mo  quiera  que  dicho  Ministerio,  según  se  ha  manifea- 
"tado,  sostuvo  sus  conclusiones  provisionales  y  como 
"dada  esa  actitud  y  lo  explicado,  había  error  manifiesto 
"en  la  calificación  del  hecho  justiciable,  la  Sala,  dentro 
"de  nuestro  sistema  acusatorio,  si  entendió  por  el  resul- 
"tado  de  las  pruebas,  que  ese  hecho  imputado  estaba  de- 
'ficientemente  caracterizado,  para  aplicarle  la  sanción 
"del  articulo  doscientos  noventa  repetido,  debió  ejerci- 
"tar  la  facnltad  que  le  otorga  el  articulo  setecientos 
"treinta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  á 
"fin  de  tener  después  libertad  absoluta  para  acordar 
"lo  conveniente.  Xo  habiéndolo  hecho,  estimo  que  ha 
"quebrantado  el  procedimiento,  y  que,  ampliando  deta- 
"lles,  declarando  probados    hechos  que  no  figuran    en 
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"los  admitidos  por  la  acusación  y  la  defensa,  ha  vulne- 
"rado  los  principios  en  que  descansa  el  moderno  siste- 
"ma  acusatorio". 

Causa  ue  l-í  queja  : 

Be6iiItan<1o  que  la  Audiencia  denegó  la  admisión  de 
dicho  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  fundada 
solo  en  que  Orte^^  no  reclamó  oportunamente  la  subsa- 
nación  de  la  falta  que  alega,  pidiendo  aclaración  de  la 
sentencia;  y  habiendo  anunciado  aquél  su  propósito  de 
recurrir  en  queja  contra  dicha  denegación,  lo  ha  efec- 
tuado en  debida  forma  ante  cítte  Tribunal,  celebrándose 
la  vista  pública  correspondiente,  en  cuyo  acto  el  Minis- 
terio Fiscal  impugnó  la  queja,  no  por  la  razón  que  ha 
t«nido  en  cuenta  la  Audiencia,  sino  porque,  según  cons- 
ta de  la  sentencia  dictada,  no  es  exacto  que  en  ella  se 
^  haya  penado  un  delito  más  grave  que  el  que  fué  objeto 
de  la  acusación,  sino  el  mismo. 


flESOLUCIOK  : 

Consideramdo  que  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  interpuesto  por  Ortega  no  es, 
efectivamente,  inadmisible,  por  haber  dejado  de  recla- 
mar la  subeanaciÓD  de  la  falta  en  que  se  funda,  solici- 
tundo  aclaración  de  la  sentencia,  según  lo  ha  estimado 
la  Audiencia,  pues  tal  reclamación  no  era  posible,  tra- 
tándose de  una  falta  que  no  puede  ser  subsanada  por  el 
medio  que  autoriza  el  articulo  ciento  sesenta  y  uno  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  toda  vez  que  éste 
no  permite  solcitar  la  variación  de  las  sentencias  después 
de  dictadas,  y  no  otra  se  hada  al  pretender  que  se  califi- 
quen y  penen  los  hechos  de  la  causa  de  modo  distinto  al 
que  lo  ha  sido  en  la  sentencia,  como  entiende  el  recu- 
rrente que  procede. 

Considerando  que  eato-  no  obstante,  el  referido  re- 
curso no  debió  ser  admitido,  porque  según  se  desprende 
de  las  mismas  manifestaciones  hechas  por  el  recurrente 
en  el  escrito  de  interpoBÍción,  el  delito  que  ha  sido  obje- 
to de  la  acusación  del  Ministerio  Fiscal,  ó  aea  el  que 
terminantemente  calificó  en  su  escrito  de  conclusiones  y 
cuyas  penas  pidió  se  impusieran  á  los  procesados,  es  el 
mismo  comprendido  en  el  artículo  doscientos  noventa 
del  Código  Penal,  que  ha  sido  calificado  y  penado  en  la 
sentencia,  sin  que  obste  para  estimarlo  asi,  el  que  fiiera 
más  ó  menos  deficiente  la  exposición  de  los  hechos  pro- 
cesales que  contiene  dicho  escrito  por  no  ser  en  ella  don- 
de se  califica  el  delito  acusado;  y  en  tal  concepto,  siendo 
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inexacto  el  supuesto  en  que  se  basa  el  recurso  de  ser  día- 
tintos  el  delito  acusado  y  el  penado  en  la  sentencia,  no 
hay  posibilidad  de  que  exista  el  quebrantamiento  á  que 
se  refíere  el  número  tercero  del  artículo  novecientos  do- 
ce de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  á  cuyo  ampa- 
ro se  ha  interpuesto  aquél,  y  en  su  consecuencia  la  que- 
ja eatalilecida  contra  el  auto  de  la  Audiencia  que  dene- 
gó sil  admisión  es  improcedente  y  así  debe  declararse, 
imponiéndose  las  costas  al  recurrente. 

8e  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  Ma- 
nuel Ortega  Echevarría  contra  el  auto  que  le  denegó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  íorma,  que  interpuso  en  la  causa  de  referencia,  con 
las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente. 
'        Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— .Tose    Antonio     Pichardo, — ^Luis     Gastón. — Joü'; 
Cabnrroeas    Horta: — Ambrosio    E.    Morales. — Federico  ' 
Mora. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf,  \sy. — Seiit.  135.— 25  de  Agosto.— Atontado.— Dispa- 

ro.— Pena.   (_Gao.,  Mayo  9,  1904.) 

DOCTRINA:  No  ea  inherente  al  deUtO  de 
atentado  á  mano  armada  el  de  disparo  de  arm,a 
de  fucKO  contra  un  agente  de  la  autoridad. 

Modificado  por  la  orden  225  de  1901.  la  pena  x- 
ñalada  al  delito  de  atentado  á  mano  armada  con- 
tra agentes  de  la  Autoridad,  >  siendo  esa  pena  in- 
ferior á  la  de  disparo  de  arma  de  fuego,  cuando 
éste  concurre  debe  ser  apreciado  y  aplicarse  al 
caso  el  artículo  88  del  Código  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  cinco  de 
Agosto  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  iníracción  de  ley,  interpuesto  por  Ambrosio 
Rodríguez  y  Nuñez,  vecino  de  Managua  y  cuya  profe- 
aiótt  no  consta,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  la  causa  que,  procedente  del 
Juzgado  de  Ouanabacoa,  se  siguió  entre  partes,  de  la 
una  el  Ministerio  Fiscal  y  de  la  otra  el  referido  proce- 
sado, por  el  delito  de  atentado : 

Besultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  dicha 
cansa  la  citada  Audiencia,  en  sentencia  de  veinte  y  dos 
de  Mayo  del  corriente  año  de  mil  novecientos  tres,  desig- 
nó como  hechos  probados  los  siguientes : 
Hechos  probados  : 

"Resultando  probado  que  teniendo  noticias  el  -Tefe 
"de  la  Guardia  Rural   de   Managua  de  que  en  la  ñnca 
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"Molinet"  de  dicho  término,  se  jugaban  j'itegos  prohibi- 
"dos,  tomisionó  á  los  guardias  Javier  Cruz  y  Ramón 
"Valdés  para  sorprender  el  juego,  dirigiéndose  éstos, 
"montados,  á  aquél  lugar  donde  vieron  á  varios  indivi- 
"duos  debajo  de  un  árbol  jugando  y  al  penetrar  en  la 
"finca  y  dar  el  alto  á  la  Guar<lia  Rural  el  procesado  hi- 
"zo  á  la  pareja  dos  disparos  con  un  revólver  que  portaba 
"sin  licencia,  sin  cansarles  daño". 

Resolcciós  recurrida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hechos  constituyen  un  delito  de  disparo  de  arma  de 
fuego  contra  determinada  persona  y  otro  de  atentado  á 
agentes  de  !a  autoridad  á  mano  armada,  realizados  en 
un  solo  acto  comprendidos  en  los  artículos  cuatrocien- 
tos veinte  y  uno  del  Código  Penal  y  doscientos  cincuen- 
ta y  ocho,  doscientos  cincuenta  y  nueve  y  doscientos  se- 
senta del  citado  Código,  modificados  éstos  por  la  Orden 
doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno  en  re- 
l^ición  al  artículo  ochenta  y  ocho  del  citado  Código:  que 
es  autor  de  los  expresados  delitos  el  procesado  Ambrosio 
Rodríguez,  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  modi- 
ficativas de  responsabilidad,  á  quien  condenó  á  la  pena  ' 
de  tres  años,  cuatro  meses  y  ocho  días  de  prisión  correc- 
cional, accesorias  correspondientes  y  costas,  y  por  la  fal- 
ta de  portar  armas  sin  licencia,  á  diez  días  de  arresto 
con  abono  de  la  prisión  preventiva  que  hubiese  sufrido. 

FCfiDAMENTOS  DET,  ^tECüHSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso, 
el  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
fundatlo  en  el  número  tercero  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y 
citando  como  infringidos  los  artículos  cuatrocientos  vein- 
te y  uno,  en  relación  con  los  doscientos  cincuenta  y 
ocho  y  doscientos  cincuenta  y  nueve  de  la  Orden  número 
doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno  que 
mo<lific6  los  artículos  doscientos  cincuenta  y  nueve  y 
doscientos  sesenta  de  dicho  Código,  porque  al  calificar 
la  Sala  el  hecho  que  se  declara  probado  como  constituti- 
vo de  dos  delitos,  el  de  disparo  <le  arma  de  fuego  contra 
persona  determinada  y  el  de  atentado  á  agentes  de  la 
Autoridad,  ha  cometido  un  error  de  derecho,  ]>ues  que 
constituyendo  el  disparo  de  arma.de  fuego  la  agresión 
armada  que  especifica  el  delito  definido  y  penado  á  virtud 
del  artículo  doscientos  cincuenta  y  nueve,  número  pri- 
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mero,  no  puede  ser  ¿  la  vez  por  sí  solo  integral  de  otro 
delito,  y,  además,  porque  al  imponer  la  Sala  la  pena  de 
tres  años,  cuatro  meses  y  ocho  días  de  prisión  correccio- 
nal al  procesado,  se  ha  excedido  del  castigo  que  en  rigor 
legal  merece  éste,  el  cual  no  debe  ser  sino  el  de  arresto 
mayor  en  su  grado  máximo,  que  es  la  pena  señalada  por 
el  artículo  doscientos  sesenta,  tal  como  quedó  reformado 
por  la  Orden  número  doscientos  veinte  y  cinco. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
prr  todos  sus  trámites,  so  celebró  la  vista  pública  el  día 
quince  del  corriente  mes  y  año,  en  cuyo  acto  sratuvo  sus 
pretcnsiones  la  representación  del  procesado,  impugnán- 
dolas parcialmente  el  Ministerio  Fiscal,  quien  estimó 
que  debía  imponerse  la  pena  correspondiente  al  delito  de 
disparo  de  arma  de  fuego,  en  su  grado  medio : 

Decisión  del  recorso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Hora  y 
Valdés. 

Considerando  que  según  el  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  uno  del  Código  Penal,  el  acto  de  disparar  un 
arma  do  fuego  contra  cualquiera  persona,  será  castigado 
con  la  pena  do  prisión  correccional  en  bus  grados  míni- 
mo y  medio,  si  no  hubieren  concurrido  en  ei  hecho  todas 
las  circunstancias  necesarias  para  constituir  delito 
frustrado  ó  tentativa  de  parricidio,  asesinato,  homicidio 
ó  cualquier  otro  delito  á  que  está  señalada  una  pena  su- 
perior por  alguno  de  los  artículos  de  aquél  Código. 

Considerando  que,  desde  la  promulgación  de  la  Or- 
den número  doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecien- 
tos uno,  el  delito  de  atentado  á  mano  armada  contra 
agentes  de  la  autoridad,  se  castiga  con  el  arresto  mayor 
en  su  grado  máximo  á  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo,  pena  inferior,  por  consiguiente,  á  la  señalada 
al  disparo  de  arma  de  fuego  contra  determinada  perso- 
na, por  cuyo  motivo  cuando  se  ejecutan  conjuntamente 
ambos  delitos  no  deja  de  tener  realidad  jurídica  e!  de 
disparo,  como  sucedía  anteriormente  en  fuerza  del  pre- 
cepto final  del  artícido  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Có- 
digo, sino  que  debe  apreciarse  su  existencia  al  efecto  de 
que  sea  castigado  en  los  términos  que  determina  el  ar- 
tículo ochenta  y  ocho. 

Considerando  que  no  es  cierto,  como  lo  afirma  el 
recurrente  fundado  su  recurHo,  que  el  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  integre  al  de  atentado  á  mano  armada 
contra  agentes  de  la  Autoridad,  i)orque  este  delito  pue- 
de cometerse    con    entera    independencia  de  aquél,  no 
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siendo  requisito  indispensabie  al  objeto  de  que  haya 
agresión  á  mano  armada,  aun  tratándose  de  arma  de 
fuego,  que  el  disparo  se  realice,  pues  hasta  el  hecho  de 
apuntar  con  aquella  arma  }'  el  propósito  de  diapararla 
para  que  exista  el  acometimiento  y  sxirja,  por  tanto,  con 
todas  BUS  condiciones  características,  el  delito  de  aten- 
tado que  en  este  proceso  se  caliñca. 

Considerando  que  aun  cuando  es  evidente  que  la 
modificación  que  introdujo  en  el  artículo  doscientos  se- 
senta del  Código,  la  repetida  Orden  del  Gobierno  inter- 
ventor de  esta  lela,  se  conformó  en  un  criterio  de  benig- 
nidad hacia  los  reos  de  atentado  contra  agentes  de  la  Au- 
toridad, no  puede,  en  estricta  justicia,  interpretarse  este 
propósito  benéfico  en  tales  términos  que  traigan  por  re- 
sultado el  de  castigar  con  igual  pena  como  lo  solicitó  in 
voce  el  Ministerio  Fiscal,  6  con  una  más  suave,  como  lo 
pretende  el  recurrente,  un  hecho  delictuoso  que,  compa- 
rado con  otro,  revela  mayor  perversidad  en  su  autor, 
produce  mayor  alarma  á  la  sociedad  y  entraña  un  que- 
brantamiento más  sensible  del  orden  penal,  rompiendo, 
por  tal  modo,  el  principio  fundamental  de  la  proporcio- 
nalidad entre  las  infracciones  de  la  ley  y  sus  castigos. 

Considerando,  en  consecuencia,  que  la  Sala  senten- 
ciadora, lejos  de  infringir  ley  alguna,  se  ha  ajustado  4 
derecho  haciendo  exacta  y  oportuna  aplicación  de  las 
disposiciones  legales  que  se  cita  en  el  fallo  recurrido  y 
que  le  sirven  de  fundamento : 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  '  Ambrosio  Rodríguez  ífuñez,  contra  I» 
mencionada  sentencia,  dictada  por  la  Audiencia  de  la 
Habana  y  condenamos  en  costas  al  recurrente.  Coniu- 
níquesc,  etc.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  proniin- 
ciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichar- 
do. — Luis  Gastón.^ — José  (!abarrocas  Horta. — Ambro- 
sio H.  Morales. — Federico  Mora. 


Inf.  ley.— Sent.  13S.~2&  de  Agosto.— Lesiones.  Gaceta, 
Mayo  9,  1904.) 

I>OCTRINA:  Para  la  calificacidn  y  castifto 
del  delito  de  lesiones  previsto  en  el  párrnfo3?del 
artículo  429  del  C6di?o  Ptnal  no  es  necesario  la 
concDrrencia  de  todas  leí  circo nstandas  en  íí  enu- 
meradas, siendo  bastante,  la  existencia  de  una 
cualquiera  de  ellas. 

Constituye  derormidad  aaa  cicatriz  con  hnndi' 
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miento  de  carácter  permanente  en  el  arco  superci- 
liar izquierdo,  bastante   para  desfigurar  el  rostro 

y  alterar  su  forma  y  lacciuncs  naturalci. 

En  la  ciudad  (le  la  Habana  á  veinte  y  cinco  de 
Agosto  de  mil  novecientos  tres :  visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  procesado 
Narciso  González  y  González,  de  oficio  labrador,  cuyo 
domicilio  no  se  espresa,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  C.-iminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  veinte  y  tres  de  Febrero  últi- 
mo, en  causa  procedente  del  Juzgado  de  Bejucal,  por 
delito  de  lesiones. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consigna  en- 
tre otros  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  el  dia 
"diez  y  seis  de  Octubre  del  pasado  año  de  mil  novecien- 
"tos  dos  el  procesado  Narciso  González  y  Miguel  Sal- 
"gado  tuvieron  nn  disgusto,  con  cuyo  motivo  riñeron, 
"causándole  el  primero  a)  segundo  con  el  machet«  que 
"portaba  varias  heridas  que  tardaron  en  sanar  un  perío- 
"do  de  veinte  días,  quetiándole  como  deformidad  una 
"cicatriz  con  hundimiento  en  el  arco  superciliar  izquier- 
"do  permanente  y  el  Salgado  á  Sánchez  otras  lesiones 
"leves"'. 

Resolución  kecurrida: 

Resultando  que  estimándose  en  la  expresada  sen- 
tííncia  que  los  hechos  que  en  ella  se  declaran  probados 
constituyen  un  delito  de  lesiones  graves,  previsto  y  pe- 
nado en  el  caso  tercero  del  articulo  cuatrocientos  veinte 
.  y  nueve  del  Código  Penal,  se  condenó  al  procesado  Gon- 
zález en  concepto  de  autor,  sin  circunstancias  aprecia- 
bles,  á  la  pena  de  un  ano,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días 
de  prisión  correccional  y  accesorias  correspondientes,  á 
indemnizar  al  lesionado  con  cien  pesetas  con  el  apremio 
personal  subsidiario  en  su  caso,  y  abono  de  todo  el  tiem- 
po de  la  prisión  preventiva  sufrida. 

Fundamentos  del  hecirso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  la 
defensa  del  procesado  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  los  números  tercero  y  quinto  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  y  alegando  entre  otros  motivos 
del  rec-urso  los  siguientes;  "Primero:  La  Sala  senten- 
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"ciadora,  en  la  resolución  definitiva  que  recurro,  infrin- 
"ge,  por  aplicarlos  indebidamente,  el  párrafo  inicial  del 
"artículo  cuatrocientos  veinte  y  nueve  del  Código  Pe- 
"nal  y  el  cano  tercero  del  expresado  artículo  euatrocien- 
"to8  veinte  y  nueve.  Concepto:  La  Sala  Bent«nciadora 
"da  por  probado  en  el  primer  Besultando  de  la  senten- 
"cia  recurrida  que  las  lesiones  que  mi  defendido  Narci- 
"eo  González  infirió  á  Miguel  Salgado,  solo  tardaron  en 
"sanar  un  período  de  veinte  días,  apesar  de  )o  cual  al 
"calificarse  el  hecho  que  se  declara  probado  como  un  de- 
"lito  de  lesiones  gravea,  la  Sala  sentenciadora  comete 
"error  de  derecho  al  hacer  tal  calificación,  cuando  por  la 
"expresada  circunstancia,  sólo  merece  la  calificación  de 
"lesiones  menc»  graves  en  razón  á  que  las  lesiones  de 
"Miguel  Salgado  tardaron  en  sanar  un  periodo  menor 
"de  treinta  días  y  por  lo  tanto  su  conocimiento  como 
"hecho  punible  es  de  la  competencia  del  Juez  correccio- 
"nal  de  Bejucal,  según  precepto  terminante  del  párrafo 
"inicial  del  artículo  cuarenta  y  uno  en  relación  con  el 
"inciso  diez  y  ocho  del  mismo  articulo  de  la  Orden  dos- 
"cientos  trece  de  !a  serie  del  año  mil  novecientos,  cuyo 
"artículo  é  inciso  se  infringe  por  la  Sala  sentenciadora 
"por  no  aplicarlo  á  los  hechos  que  se  declaran  probados 
"en  la  sentencia  que  recurro.  Segundo:  Infringe  la 
"Sala  sentenciadora  en  la  resolución  que  recurro,  e!  pá- 
"rrafo  inicial  del  artículo  cuatrocientos  veinte  y  nueve 
"del  Código  Penal,  en  relación  con  el  inciso  ó  apartado 
"tercero  del  expresado  artículo  cuatrocientos  veinte  y 
"nueve.  Concepto;  La  sentencia  recurrida"  da  por  pro- 
"bado  que  á  Miguel  Salgado  por  consecuencia  de  las  le- 
"siones  le  quedó  como  deformidad  una  cicatriz  con  hun- 
"dimiento  en  el  arco  superciliar  izquierdo  permanente. 
"Una  simple  deformidad  ocasionada  por  consecuencia 
"de  una  cicatriz,  ni  que  ésta  tenga  el  carácter  de  per- 
"manente  imprime  carácter  á  un  delito  de  lesiones,  pa- 
"ra  que  ésta  pueda  ni  deba  calificar  entre  las  considere» 
"das  como  graves  por  el  inciso  tercero  del  artículo  cuar 
"trocientos  veinte  y  nueve  del  Código  Penal.  I*  sen- 
"tencia  recurrida  no  dice,  ni  da  por  probado  que  Miguel 
"Salgado,  por  resulta  de  las  lesiones  hubiese  perdido  un 
"miembro  ito  principal,  ni  que  haya  quedado  inutiliza- 
"do  de  é!,  ni  que  hubiese  estado  incapacitado  para  su 
"trabajo  habitual,  ó  enfermo  por  más  de  noventa  días, 
"Solo  dice  y  da  por  probado  la  sentencia  recurrida,  que 
"á  Miguel  Salgado  le  quedó  como  deformidad  una  cica- 
"triz  con  hundimiento  en  el  arco  superciliar  izquierdo 
"permanente ;  pero  la  deformidad  á  que  se  refiere  el  ea- 
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"so  tercero  del  articulo  cuatrocientos  veinte  y  nueve 
"del  Código  Penal,  son  aquellas  en  que  el  ofendido  por 
"el  delito  queda  desfigurado  de  una  manera  horrible, 
"con  una  imperfección  desproporcionada,  excesivamen- 
"te  feo,  monstruoso  ó  espantoso,  según  dice  el  Diceio- 
'*narío  de  la  leugua  al  explicar  y  d^nir  la  palabra  de- 
"formidad,  que  es  la  única  que  emplea  el  caso  tercero 
'del  articulo  cuatrocientos  veinte  y  nueve  del  Código 
"Penal,  aplicable  k  los  iiechoa  que  se  declaran  proiwdos 
"en  la  sentencia  recurrida.  La  Sala  de  lo  Criminal  de 
"la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  resolución  que  recu- 
"rro  no  dice,  ni  menos  da  por  probado  que  Miguel  Sal- 
"gado  por  consecuencia  de  las  lesiones  que  le  inñrió  mi 
"defendido,  haya  quedado  con  una  imperfección  des- 
"proporcionada;  tampoco  da  por  probado  que  Salgado 
"haya  quedado  excesivamente  feo,  ni  aún  siquiera  feo 
"simplemente,  ni  convertido  en  un  monstruo  que  causa 
^'repugnancia  ¿  los  ojos  de  las  demás  personas,  y  sí  na- 
"da  de  esto  da  por  probado  )a  Sala  sentenciadora,  es  in- 
"dudable  que  en  la  resolución  recurrida  se  ha  cometido 
"un  error  de  derecho  al  calificar  como  lesiones  graves 
"las  que  da  como  probadas  la- sentencia  recurrida," 

lleaultando  que,  denegada  la  admisión  del  recurso 
por  la  Audiencia  y  admitido  después  por  los  dos  moti- 
vos expresados,  en  virtud  de  queja  declarada  con  lugar 
por  este  Supremo  Tribunal  y  personado  en  éste  el  recu- 
rrente, se  sustanció  aquél,  habiéndose  celebrado  la  vis- 
ta pública  del  mismo,  con  asistencia  de  dicho  recurren- 
te y  del  Ministerio  Fiscal, 

Decisión  del  becübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Maria  Gispert, 
Considerando  que  conforme  al  párrafo  inicial  del 
articulo  cuatrocientos  veinte  y  nueve  del  Código  Penal, 
son  reos  de  lesiones  graves,  y  serán  penados  con  arreglo 
al  número  tercero  del  propio  articulo  los  que  causaren 
lesiones  de  cuyas  resultas  el  ofendido  hubiere  quedado 
deforme,  ó  perdido  un  miembro  no  principal,  6  quedan- 
do inutilizado  de  él,  ó  hubiere  estado  incapacitado  para 
su  trabajo  habitual,  ó  enfermo  por  más  de  noventa  días, 
siendo  por  tanto  nianiñesto  que  no  es  necesaria  para  la 
caliñcación  y  pena  del  expresado  delito,  la  concurrencia 
simultánea  de  aquellas  circunstancias,  sino  que  basta 
cualquiera  de  ellas,  como  resulta  en  el  caso  presente  en 
que  el  Tribunal  a  qiio  declara  la  deformidad  del  ofendi- 
do por  consecuencia  de  la  lesión  recimda:  por  manera 
que  en  modo  alguno  obsta  la  calificación  de  la  Sala  sea- 
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tenciadora  el  hecho  de  que  se  hubiese  obtenido  en  menos 
de  noventa  dfas  la  sanidad  del  lesionado. 

Considerando  due  si  bien  el  concepto  jurídico  de  la 
deformidad  puede  ser  rectificado  en  casación,  cuando 
de  loe  heciioa  que  se  declaren  probadoe  en  la  sentencia 
no  resultan  elementos  bastantes  para  estimar  debida- 
mente justificada  aquella  apreciación  legal:  no  procede 
dicha  rectificación,  cuando,  como  sucede  en  el  presente 
caso,  de  los  hechos  que  en  la  sentencia  recurrida  se  es- 
timan como  probados,  aparece  que  á  consecuencia  de 
una  de  las  heridas,  conserva  el  lesionado  una  cicatriz 
con  hundimiento  de  carácter  permanente  en  el  arco  su- 
perciliar izquierdo,  bastante  para  desfigurar  el  rostro, 
alterando  su  forma  y  facciones  naturales,  que  es  lo.  que 
en  esencia  constituye  la  deformidad,  sin  que  para  ello 
sea  necesario  llegar  liasta  la  monstruosidad  6  feal- 
dad excesiva,  como  sostiene  el  recurrente :  por  lo  que  al 
estimarlo  asi  la  Sala  sentenciadora,  ha  estado  en  lo  cier- 
to, y  ai  calificar  y  penar  los  hechos  de  autos  como  lesio- 
nes graves  comprendidos  en  el  mencionado  articulo  cua- 
trocientos veinte  y  nueve  no  lo  ha  infringido,  ni  incidi- 
do por  tanto  en  el  error  que  se  le  imputa. 

Considerando  que  i>or  loa  fundamentos  expuestos 
y  lo  prevenido  en  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  de 
casación,  procede  desestimar  dicho  recurso,  con  las  cos- 
tas de  cargo  del  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto*  por  la  defensa  del  procesado  Narciso 
González  y  González,  contra  la  sentencia  de  veinte  y  tres 
de  Febrero  último,  dictada  en  la  mencionada  causa,  con 
"Febrero  último,  dictada- en  la  mencionada  causa,  con 
las  costas  de  cargo  del  recurrente.  Así  por  está  nuestra 
•sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Fichardo. — l^uis  Gastón.— José  t'aharro- 
cas  Horta. — Ainbronio  K.  Morales.— José  María  Gispert. 


M  ley.— Sent  137.— 27  deAsoBto.— Imprudenda.  Ga- 
eeta,  Mayo  9,  1904.) 

1>0CTRINA:  La  diferencia  esencial  que  me- 
dia entre  el  dejito  de  imprudencia  simple  debe 
apreciarH.  para  hacer  con  acierto  la  correspon- 
diente calificación,  atendiendo  á  lea  circanatanciss 
en  que  tuvo  Eu  o li gen  el  hecho  justiciable,  pues 
que  únicamente  ellas  son  capaces  de  determinar  el 
tnavur  6  menor  grado  de  punible  imprevisióo  en 
que  iacorríese  el  ageate  al  efectuarlo. 
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En  la  ciudad  de  da  Habana,  á  veinte  y  eiete  de 
Agoeto  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  qne  pende  Mita  este  Tribunal 
Supremo,  contra  la  sentencia  dictada  en  treinta  de  Marzo 
tiJtamo  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  esta  provincia,  en  causa  procedente 
del  Juzgado  del  Oeste  de  esta  capital,  seguida  entre  par- 
tes, de  la  una  el  Uinisterío  Fiscal  y  de  la  otra,  como 
procesado  por  el  delito  de  homicidio,  Agustin  Ruiz  Po- 
íanco,  del  comercio  y  de  esta  vecindad: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  se  con- 
signa el  siguiente  resultando: 

Hechos  probados: 

"Resultando  probado  C|ue  en  la  madrugada  del 
"veinte  y  nueve  de  líoviembre  último  el  procesado  que 
"habitaba  en  unión  de  su  mujer  Mercedes  Kchea  y  dos 
"hijas  de  corta  edad  en  la  casa  marcada  con  el  número 
"ciento  noventa  de  la  Calzada  de  Jesús  del  Monte,  fué 
"despertado  por  bu  mujer  la  que  le  manifestó  sentía 
"ruido  en  el  patio  de  la  casa,  por  lo  que  se  levantó  y 
"tomando  un  revólver  que  tenia  en  el  velador  de  la  ca- 
"becera  de  la  cama  se  dirigió  al  comedor  cuya  pieza  co- 
"municaba  con  el  patio  y  colocando  el  cañón  del  revól- 
"ver  en  «na  pequeña  abertura  que  existía  en  la  puerta 
"disparó  dicha  arma  hiriendo  á  un  individuo  que  se  en- 
"contraba  en  el  patio  y  á  corta  distancia  del  comedor, 
"cuyo  individuo  resultó  ser  José  Sánchez  Martínez,  el 
"cual  falleció  á  los  pocos  momentos  de  resultas  de  la  he- 
"rida  que  recibió  en  la  región  craneana  sin  que  pudiese 
"articular  palabra  alguna,  ocupándose  al  citado  Sán- 
"chez  un  cincel,  cuyo  individuo  había  penetrado  en  el 
"patio  fracturando  la  puerta  que  dividía  el  patio  del 
traspatio." 
Resolucióit  Secukstda  : 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia,  calificán- 
dose estos  hechos  como  constitutivos  de  homicidio  por 
imprudencia  temeraria,  comprendido  en  el  articnlo  qui- 
nientos noventa  y  dos  del  Código  Penal,  sin  qne  por  la 
índole  del  delito  que  por  apreciar  tas  circunstancias  de 
agresión  ilegítima  y  falta  de  provocación,  que  invocaba 
el  Ministerio  Fiscal,  ni  la  eximente  cuarta  ó  la  undéci- 
ma del  artículo  octavo  que  alegaba  la  defensa,  se  conde- 
nó al  procesado,  como  responsable  en  concepto  de  autor 
de  dicho  delito  á  la  pena  de  cuatro  meses  y  un  día  de 
arresto  mayor,  las  correspondieijteB  accesorias  y  al  pago 
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de  coBtae,  dehienijo  indemnizar  á  loa  herederos  del  iiitvr- 
íeeto  en  la  caotídad  de  cuatro  mil  pesetas. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación  : 

•  Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  la  repre- 
sentación del  procesado  el  presente  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  al  amparo  del  número  tercero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  alegando  haberse  infringido,  por 
aplicación  indebida,  el  artículo  quinientos  noventa  y 
dos,  y  por  falta  de  aplicación  el  seiscientos  trece  en  su. 
número  quinto  ambos  del  Código  Penal,  y  exponiendo 
como  concepto  de  estas  infracciones  que  toa  hechos  de- 
clarados probados  en  la  sentencia  no  constituyen  impru- 
dencia temeraria,  porque  no  se  hace  constar  que  Ruií 
PolancD  sabía  que  hubiese  gente  en  el  patio  de  su  casa  y 
menos  que  viese  at  que  la  asaltara,  siendo,  por  demás  iló- 
gico exigir  tal  presencia  de  ánimo  y  tan  excesiva  previ- 
sión y  diligencia  al  que  se  levanta  alarmado  á  altas  horas 
de  la  noche  poseído  de  un  miedo  natural,  que  tomara 
las  precauciones  que  en  otros  casos  aconseja  la  pruden- 
cia más  nataral. 

Resultando  que  denegada  por  la  Sala  sentenciado- 
ra la  admisión  del  recurso  y  declarada  con  lugar  la  co- 
rrespondiente queja  por  resolución  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  diez  y  seis  de  Mayo,  sustancióse  aquél  en  for- 
ma, celebrándose  la  vista  pública  respec^va  con  asis- 
tencia de!  defensor  del  recurrente  y  del  representante 
del  Ministerio  Fiscal,  oponiéndose  éste  á  las  pretensio- 
nes del  primero: 

Decisión  dbl  becueso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horte. 

Considerando  que  la  diferencia  esencial  que  me- 
dia entre  el  delito  de  imprudencia  temeraria  castigado 
en  el  artículo  quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Pe- 
na, y  la  falta  cometida  por  imprudencia  simple  que  pe- 
na el  seiscientos  trece  del  mismo  cuerpo  legal,  debe 
apreciarse,  para  hacer  con  acierto  la  correspondiente 
calificación,  atendiendo  á  las  circunstancias  en  que  tuvo 
su  origen  el  hecho  justiciable,  pues  que  únicamente  ellas 
son  capaces  de  determinar  el  mayor  ó  menor  grado  de 
pimible  imprevisión  en  que  incurriese  el  agente  al  efec- 
tuarlo. 

Considerando  que  el  hecho  que  se  declara  probado 
en  la  sentencia  recurrida,  dadas  las  referidas  circuns- 
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tancian,  solo  presenta  los  caracteres  de  aquella  falta: 
ya  que,  si  bien  no  cabe  negar  que  obra,  generalmente, 
con  imprudencia  quien,  sin  necesidad  racional  para  ello, 
dispara  un  anua  de  fuego  hacía  el  patio  de  una  casa,  no 
es  menos  cierto  tampoco  cabe  afirmar  que  lo  hace  con 
temeridad  quien,  como  el  procesado,  encontrándose  en 
su  casa  sólo  en  compañía  de  su  mujer  y  dos  hijos  de 
corta  edad,  es  despertado  á  altas  horas  de  la  noche,  á 
csosa  de  sentirse  ruido  proveniente  del  patio  de  la  mis- 
ma  casa,  y  tomando  un  revólver  que  á  su  lado  tenia  se 
dirige  á  una  pieza  contigua  á  dicha  dependencia,  y,  en- 
cañonándolo por  una  pequeña  abertura  de  la  puer^  que 
comunica  ambos  lugares,  lo  dispara,  dando  afíí  muerte 
á  una  persona,  sin  que  aparezca  probado  que  la  hubiera 
visto  ni  tampoco  que  hubiera  oido  algo  que  le  denotara 
clara  y  distintamente  su  presencia:  pues  que  en  tales 
condiciones  la  punible  imprevisión  productora  del  mal 
causado,  se  presenta  aminorada  intensamente  por  el  es- 
tado de  perturbación  é  incertidumbrc,  .naturales  en  el 
agente  á  poco  de  despertar  con  el  indicado  motivo ;  y 
por  la  seguridad  en  que  se  halla  de  no  herir  á  alguien 
que  habite  en  la  misma  casa;  y,  en  consecuencia,  al  ca- 
Ufícar  la  Sala  sentenciadora  el  hecho  de  autos  como  im- 
prudencia temeraria,  es  indudable  que  incidió  en  el 
error  de  derecho  reclamado  en  el  recurso:  procediendo, 
en  tal  virtud,  declarar  éste  con  lugar: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  Agustín  Rulz  Polanco,  contra  la  referi- 
da sentencia  de  treinta  de  Mamo  próximo  pasado:  la 
cual  casamos  y  anulamos  sin  especial  condenación  de 
costas. 

Así  por  esta  nivestra  sentencia  que,  como  la  que  se- 
guidamente ne  dicta,  habrá  de  comunicaree  etc.,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.  José  Antonio  Pi- 
chardo.— TjuÍs  Gastón. — >Tosé  Oabarrocas  Horta. — Am- 
brosio R.  Morales, — Federico  Mora, 

SogTlQd&  ESSteiuáa. — En  la  mhma/echa  dictó  el  Tribunal 
nueva  sentencia  en  la  siguiente  forma: 

Dando  ])or  reproducidos  los  resultandos  Oe  la  sen- 
tencia casada. 

1°  Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran 
probados  en  oí  primero  deestos  resultandos,  no  consti- 
tuyen el  delito  de  homicidio  que  castiga  el  articulo  cua- 
trocientos diez  y  seis  del  Código  Penal;  por  haberse 
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demostrado  qiw  no  obró  maliciosa  ó  intencionadainente 
el  procesado  al  dar  muerte  á  José  Sánchez  Martínez; 
y,  en  consecuencia,  no  son  de  apreciarse  las  circunstan- 
cias de  agresión  ilegítima  y  falta  de  provocación  sufi- 
ciente, que  el  Ministerio  Fiscal  alega  al  acusar  por  el 
expresado  delito;  y  que  por  igual  razón  no  concurre  en 
ellos  ninguna  de  las  eximentes  que  invoca  la  defensa, 
i-om  prendí  das  en  los  casos  cuarto  y  onceno  del  artículo 
octavo  del  citado  Código: 

2"  Considerando  que  los  referidos  hechos  tampo- 
co integran  el  delito  de  imprudencia  temeraria,  previs- 
to en  el  articulo  quinientos  noventa  y  dos  de  dicho  Có- 
digo, sino  que  exclusivamente  ofrecen  los  caracteres 'de 
la  falta  que  pena  el  seiscientos  trece  del  mismo  cuerpo 
legal;  porque  si  bien  no  caba  negar  que  obra,  general- 
mente, con  imprudencia  quien,  sin  necesidad  racional 
para  ello,  dispara  un  arma  de  fuego  hacia  el  patio  de 
una  casa,  no  es  menos  cierto  que  tampoco  cabe  añrmar 
que  lo  hace  con  temeridad  quien,  como  el  procesado, 
encontrándose  en  su  casa,  sólo  en  compañía  de  su  mu- 
jer y  dos  hijos  de  corta  edad,  es  despertado  á  altas  horas 
de  la  noche,  á  causa  de  sentirse  ruido  proveniente  del 
jiatio  de  la  misma  casa,  y  tomando  un  revólver  que  á 
m  lado  tenía  se  dirige  a  una  pieza  contigua  á  dicha  de- 
pendencia, y,  encañonándolo  por  una  paqueña  abertura 
de  la  puerta  que  comunica  ambos  lugares,  lo  dispara, 
dando  allí  muerte  á  una  persona,  sin  que  aparezca  pro- 
bado que  le  hubiera  visto  ni  tampoco  que  hubiera  oído 
algo  que  le  denotara  clara  y  distintamente  su  presencia; 
pues  que  en  tales  condiciones  la  punible  imprevisión 
productora  del  mal  causado,  se  presenta  aminorada 
intensamente  por  el  estado  de  perturbación  é  incerti- 
dumbre,  naturales  en  el  agente  á  poco  de  despertar  con 
el  indicado  motivo:  y  por  la  seguridad  en  que  se  llalla 
de  no  herir  á  alguien  que  habite  en  la  misma  casa. 

-1°  Considerando  que,  en  tal  virtud,  procede  ab- 
solver de  esta  causa  al  procesado,  con  las  costas  de  ofi- 
cio; debiendo  ser  remitida  ai  Juzgado  correspondiente, 
para  que  conozca  de  ella  y  la  falle  con  arreglo  á  de- 
recho: 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  dec-laramos  ah~ 
suelto  de  la  presente  causa,  por  el  delito  de  qiic  se  le 
acusa,  é  Agustín  Ruiz  Polanco,  con  las  costas  de  oficio. 
Y  remítase  la  misma  al  Juzgado  respectivo,  para  que 
conozca  de  ella  y  la  falle  conforme  á  derecho;  dando  al 
arma  ocupada  el  destino  que  proceda. 
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Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  v  firmamos.  — José  Antonio  Pichardo. — 
Lnis  Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. —  Ambrosio  B. 
Morales. — Federico  Mora. 


Aneja.  —Auto  129.— 38  de  Agosto.— L^.— Concepto.  ( Ga- 
ceta, Mayo  9,  390^,) 

nOCTKINA:    Existen  cuestiones  respecto  de 

las  cuales  está  autorizado  el  recumo  de  casación 
por  infracción  de  ley.  y  en  lai  cuhW  lo*  precepios 
aplicables  están  cuatenidiis  en  uaa.  ley  procesal  j 
á  ésta  necesaria  mente  ha  de  referirte  U  infríicdAn. 
Lo  expuesto  acontece  en  los  autos  leaoluiurioa  de 
sn  competencia  que  dicten  los  Audiencias. 

Un  liis  recursos  contra  los  autos  hii tes  dichos 
debe  el  recurrente  aceptar  la  calificBciún  en  clloa 
contenida,  y  cuando  refiriéndose  á  la  tnisma  plan- 
tee la  cuestión  que  somete  al  Tribunal,  expresar 
con  la  debida  claridad  y  precisión  el  concepto  de 
la  infracción. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzfi^ado 
del  Oeste  de  esta  ciudad,  se^ida  contra  Agustín  Puíf; 
por  estafa  á  D.  Bobustiano  Corujo,  la  Sección  secunda 
de  la  Sala  de  to  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
dictó  auto  el  diez  y  seis  de  Junio  último  en  el  que  se  acor* 
dó  entre  otros  particulares,  que  se  remitiera  al  Juez  Co- 
rreccional  del  primer  Distrito,  testimonio  de  varios  lu* 
floree  d«  la  referida  causa  para  que  conociese  de  la  tenta- 
tiva de  estafa  al  mencionado  Corojo,  consistente  en  ha- 
bérsele querido  vender  una  máquina  de  hacer  centenes. 

EbCUHSO  nESEGADO; 

Besultando  que  contra  dicha  resolución  se  interpu- 
so á  nombre  de  A^stin  Puiji;,  recurso  de  casación  por 
infración  de  ley,  presentándose  á  este  objeto  el  escrito 
que  copiado  en  su  parte  pertinente  dice  aaí:  "Que  el 
"auto  de  sobreseimiento  dictado  en  esta  causa  con  fecha 
"diez  y  seis  del  corriente  mes,  envuelve  dos  extremos:  la 
"terminación  provisional  de  la  misma  por  el  fundameu- 
"to  que  sirve  de  base  al  auto :  y  la  inhibición  que  entraña 
"una  cuestión  de  competencia  que  hace  la  Sala  á  favor 
"del  Juzgado  Correccional  del  primer  Distrito  de  esta 
"capital,  para  que  conozca  de  la  tentativa  de  estafa  al 
"mismo  Coruj'o,  consistente  en  el  hecho  que  éste  refiere 
"de  habérsele  propuesto  la  adquisición  de  una  máquina 
"para  hacer  centenes  y  habérsele  pedido  dinero  para  ma- 
"teriales.    En  el  extremo  de  la  inhibitoria,  que  envuelve 
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"como  he  dicho  una  cuestión  de  competencia,  el  auto  ea- 
"tá  comprendido  en  el  precepto  del  inciso  ee^imdo  del 
"artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  En- 
"juiciamiento  Criminal:  y  en  tal  concepto,  interpon^ 
"contra  el  mismo,  en  la  parte  en  que  resuelve  tal  extre- 
"mo  de  competencia,  recurso  de  casación  por  infracción 
"de  ley.  Y  ajustándome  á  las  prescripciones  leales  ma- 
"nifieato.  Primero:  Que  dicho  auto  dictado  en  diez  y 
"seis  del  corriente  mes,  fué  notificado  en  veinte  y  cinco 
"también  de  este  mes  á  esta  parte  que  fifi^ra  en  la  causa 
■"como  procesado,  siendo  esta  la  fecha  de  la  última  no- 
"tiScación  de  que  teuf^  conocimiento,  hecha  á  las  partes. 
"Segundo;  Que  este  escrito,  fechado  hoy  treinta  de  Ju- 
"nio,  lo  presento  este  mismo  día  y  por  tanto,  dentro  de 
"loe  cinco  que  para  la  interposición  del  recurao  señala  la 
"Ley.  Tercero:  Que  autorizan  el  recurso,  como  precep- 
"to  general,  los  artículos  ochocientos  cuarenta  y  siete  y 
"ochocientos  cuarenta  y  ocho,  inciso  segundo  de  la  Ley 
"de  Enjuiciamiento  Criminal  y  especialmente  el  artículo 
"ochocientos  cincuenta  de  la  misma  ley,  en  que  de  modo 
"expreso  fundo  el  recurso.  Cuarto :  Que  el  auto  en  el 
"extremo  recurrido,  ó  eea  el  de  la  competencia,  que  de- 
"clara  é  favor  del  Jiugado  Correccional  del  primer  Dis- 
"trito,  mandando  se  le  pasen  los  antecedentes  para  que 
"conozca  de  la  tentativa  de  estafa  antes  expresada,  de- 
"clarándoee  por  esto  la  Sala  incompetente  para  resolver 
"sobre  el  asunto  comprendido  en  estas  actuaciones,  in- 
"fringe,  por  erro  de  derecho  y  falta  de  aplicaciónr  los 
"artkuloe  diez  y  seis,  é  inciso  quinto  del  diez  y  siete,  de 
"la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal :  y  por  error  de  de- 
"recho  y  aplicación  indebida,  el  inciso  segundo  de  la  Or- 
"den  doecientos  cuarenta,  serie  de  mil  novecientos  uno, 
"del  que  fué  Gobierno  Militar  de  esta  Isla :  pues  no  apa- 
"reciendo  del  auto  ni  de  sus  antücedentes  que  se  trate  de 
"la  denuncia  de  una  tentativa  de  estafa  en  cantidad  que 
"no  excede  de  cincuenta  pesos,  único  caso  en  que,  según 
"la  Orden  doscientos  cuarenta,  seria  competente  para  eo- 
"nocer  de  la  misma  el  Juez  Correccional  y  dejar  de  cono- 
"cer  á  su  vez  la  Sala  y  resultando  que  no  está  determi- 
"nada  la  cantidad,  en  la  denuncia  á  que  asciende  la  ten- 
"tativa  de  estafa  y  sí  solo  que  se  compreudió  con  la  de 
"dinero  que  dijo  Corujo  le  fué  sustraído,  por  hechos  ó 
"actos  en  que  se  mezclaron  distintas  personas  que  fueron 
"declaradas  procesadas  por  la  totalidad  de  la  investiga- 
*'ción  abarcada  en  la  causa  y  agotada  en  ésta,  es  induda- 
"ble  que  tal  denuncia  de  tentativa  de  estafa,  era  con  la 
"fundamental  de  la  causa,  un  delito  conexo  dentro  del 
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"precepto  del  artículo  diez  y  eiete,  inciso  quinto  de  la 
"Ijev  de  Enjuiciamiento  Criminal  ya  referido,  y,  por 
'•oon  si  guíente,  correspondía  y  corresponde  su  conoei- 
•'miento  eselnsivamente  á  esta  Sala,  con  la  totalidad  de 
"las  cuestiones  criminosas  comprendidas  en  la  causa,  ha- 
"bida  cuenta  del  precepto  del  articulo  diez  y  seis  de  la 
"misma  Ijcy  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  debió  por 
"fM,  terminarse  y  debe  terminarse  en  esta  Audiencia  en 
"la  forma  legal  que  la  investigación  ya  hecha  determine, 
"sin  someterlo  á  otra  jurisdicción  distinta,  cual  es  la  del 
'Sluzgado  Correccional  cuando  aparte,  de  aquellas  razo- 
"nes,  no  está  consignada,  repico,  la  cuantía  en  que  con- 
sistía la  tentativa  de  estafa,  que  en  el  caso  solo  de  no 
"exceder  de  cincuenta  pesos,  como  he  dicho  podría  ser  de 
"Ib  competencia  de  dicho  Juzgado  Correccional,  y  por 
■'esto,  procede  casar  el  auto  por  ei  fundamento  de  este 
■'recurso,  ó  sea  el  artículo  ochocientos  cincuenta  de  la 
"indicada  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal". 

Causa  de  la  queja  : 

Resultando  que  la  expresada  Sala,  por  auto  de  tres 
de  Julio  último,  fundándose  en  que  la  infracción  de  los 
artículos  diez  y  seis  y  diez  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  solo  puede  dar  lugar  i  recursos  por 
quebrantamiento  de  forma,  y,  en  que  al  citarse  como  in- 
fringido el  inciso  segundo  de  la  Orden  número  doscien- 
tos cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  sin  decirse  que  se 
trata  de  una  tentativa  de  estafa  que  esceda  de  cincuenta 
pesos  no  se  ha  cumplido  con  el  requisito  cuarto  del  ar- 
tículo quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  denegó  la  admisión  del  re- 
curso. 

Resultando  que  anunciado  ante  la  Audiencia  por  el 
referido  Puig  su  propósito  de  recurrir  en  queja  contra 
f!  auto  denegatorio  del  recurso  y  personado  ante  este 
Tribunal  Supremo  interponiendo  la  queja,  previa  la  sus- 
tiinci ación  correspondiente,  se  celebró  la  vista  pública 
ron  la  sola  asistencia  del  Ministerio  Fiscal  que  informó 
solicitando  se  declare  sin  lugar  el  presente  recurso. 

Resultando  que  para  mejor  proveer  se  acordó  traer 
á  la  vista  la  causa  original  y  rollo  de  Audiencia,  lo  cual 
i-c  verificó. 

Resolución  : 

Considerando  que  no  es  de  aceptarse  el  primer  fun- 
díimento  que  ha  tenido  en  cuenta  el  Tribunal  a  quo  para 
denegar  el  recurso  que  interpuso  el  recurrente,  porqne 
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existen  cnestionee  en  que  siendo  únieamente  aplicables 
para  reaolverias,  artículos  de  la  Ley  procesal,  solo  pue- 
den reclamarse  los  errores  que  en  au  aplicación  se  hu- 
biesen cometido,  mediante  nn  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  lev,  y  en  este  caso  se  encuentra  la  cuestión 
que  se  suscita  en  el  recurso  que  motiva  la  presente  queja : 
tfda  vez  que  el  artículo  ochocientos  cincuenta  de  la  men- 
cionada ley  autoriza  dicho  recurso,  contra  loa  autos  que 
dicten  las  Audiencias  al^resolver  sobre  au  competencia, 
para  lo  cual  necesariamente  tienen  <]ue  aplicar  los  pre- 
ceptos de  la  ley  adjetiva,  únicos  que  dan  las  reglas  á  que 
deben  atemperarse  los  Jueces  y  Tribunales  para  atri- 
buirse unos  con  preferencia  á  otros  el  conocimiento  de 
la?  causas  criminales,  y,  por  consiguiente,  son  dichos  pre- 
ceptos loe  susceptibles  de  ser  infringidos  y  los  qu«  deben 
citarse  como  tales  a¡  interponerse  el  recurso,  según  lo  ha 
hecho  el  recurrente,  citando  loe  artículos  diez  y  seis  y 
diez  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  así 
como  también  el  párrafo  segundo  de  ia  Orden  número 
dfjscientoB  cuarenta  de  mil  novecientos  uno. 

Considerando  que  ha  padecido  error,  asimismo,  el 
Tribunal  á  quo  al  denegar  el  recurso,  fundado  en  que  el 
recurrente  no  expresa  con  precisión  y  claridad  el  concep- 
to de  la  infracción,  por  no  alegar  que  la  cantidad  objeto 
de  la  estafa  sea  superior  á  cincuenta  pesos,  pues  el  ar- 
ticulo ochocientos  cincuenta  de  la  ley  procesal  que,  como 
precepto  autorizante  del  recurso  se  cita,  exige  como  con- 
dición ineludible  que  se  acepte  la  calificación  que  de  loa 
hechos  apareciere  en  la  resolución  recurrida :  y  ai  en  loa 
términos  de  ésta  resulta  que  la  Audiencia,  estimando  tan 
solo  que  los  hechos  de  la  causa  pueden  constituir  una 
tentativa  de  estafa,  acuerda  remitir  la  causa  al  Juez  Co- 
rreccional para  que  conozca  de  la  misma  y  en  estos  pro- 
píos  términos  se  funda  el  procesado  sosteniendo  que  es 
competente  dicho  Tribunal  para  conocer  de  ese  delito,' 
cuando  se  desconoce  la  cuantía  objeto  del  mismo,  es  evi- 
dente que  expresa  un  concepto  preciso,  claro  y  congruen- 
te con  e!  articulo  ochocientos  cincuenta  citado. 

Considerando  que  por  las  razones  exptieetas,  pro- 
cede declarar  con  lugar  la  queja,  sin  especial  condena- 
ción de  costas. 

Se  declara  con  lugar  el  recurso  de  queja,  interpues- 
to por  Agustín  Puig  contra  el  auto  de  tres  de  Julio  úl- 
timo, que  le  denegó  el  de  casación  queinterpuao  contra 
la  parte  del  auto  de  diez  y  seis  de  Junio  que  dispone  se 
remita  al  Juez  Correccional,  testimonio  de  lugares  de  la 
aludida  causa  para  que  conozca  de  la  tentativa  de  estafa 
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ona  aoLXTm  lboiblatito. 

de  que  se  deja  hecha  referencia ;  sin  especial  condenación 
de  costas. 

Comuníquese,  etc. 

José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Ca- 
barrocas  Horta.— Ambrosio  R.  Morales. — Federico  Mo- 
ra.— Silverio  Castro,  Secretario. 


In£  ley— Sent.  138.— 28  de  Agosto.— Estafa.  (Gaata, 
Mayo  9,  1904.. ) 

I>OCTBINA;  Conitíta^e  el  delito  de  estafa 
el  apropiarle  el  precio  de  un  objeto  qae  m  ha  reci- 
bido en  comiaitin  para  ttt  venta;  sin  (|ue  obste  á  la 
existencia  del  delito  el  hecho  de  restituir  el  precio 
despafs  de  iniciada  la  causa. 

En  la  ciudad  de  la    Habana  á    veinte    y  ocho  de 

Agosto  de  ini!  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  José  Llanes 
y  irpierre,  heiTero,  vecino  de  Jesús  del  Monte,  en  la  cau- 
sa seguida  contra  él  ante  la  Sección  Segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  el  de- 
lito de  estafa. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau- 
sa en  veinte  y  uno  de  Mayo  último,  contiene  respecto  á 
los  hechos  el  siguiente :  "Resultando  probado  que  el  pro- 
"cesado  José  Llanes  recibió  de  Francisco  Ríos  una  muía 
"tasada  en  sesenta  y  seis  pesos  moneda  americana  para 
"que  buscara  comprador  á  la  misma ;  el  procesado  ven- 
"dió  á  un  desconocido  dicha  muJa  y  se  apropió  el  impor- 
"te  de  la  venta  sin  estar  autorizado  para  ello,  no  habién- 
"dose  recuperado  el  referido  animal.  Con  posterioridad 
"al  inicio  de  la  causa  recibió  Rios  del  procesado  catorce 
"centenes  ó  sean  setenta  y  cuatro  pesos  veinte  centavos 
•  "en  pago  de  la  muía." 

RESOLOCrÓK  RECOHRIDA: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
estos  hechos  constitutivos  de  un  delito  de  estafa  dol  que 
es  autor  el  procesado  sin  circunstancias  aprcciables,  le 
condenó  á  la  pena  de  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto 
mayor  y  sus  accesorias,  abonándosele  el  tiempo  de  pri- 
sión preventiva  sufrida. 

FüMDAMENTOS    DEL    RECORSO   DE    CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso,  autorizado  por  el  nú- 
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niel^  primero  del  artículo  ochíx:ieiit08  cuarenta  y  ocho 
y  el  número  primero  del  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  Criminal,  citando  como 
infringido  el  párrafo  quinto  del  articulo  quinientoe  cin- 
cuenta y  nueve  del  Código  Penal  en  relación,  dice,  con 
aquellos  preceptos  de  la  Ley  procesal,  puesto  que  de  los 
hechos  declarados  probados  aparece  que  el  recurrente  lo 
único  que  hizo  fué  demorar  el  pago  á  Ríos  del  importe 
de  la  venta  de  la  muía  llevándolo  á  efecto  tan  pronto 
aquél  le  rcíiiiirió  ó  se  lo  reclamó,  por  lo  que  no  le  causó 
perjuicio  alguno,  requisito  éste  indispensable  para  que 
el  hecho  fuera  delictuoso. 

Resultando  que  admitido  el' recurso  y  sustanciado 
en  debida  forma  en  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista 
pública,  con  asistencia  del  defensor  del  recurente  y  del 
^finieterio  Fiscal  que  impugnó  el  recureo. 

Decisión  dki,  hecobso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  los  hechos  declarados  probados 
en  la  sentencia  recurrida,  reúnen  indudablemente  loa 
elementos  que  integran  el  delito  de  estafa,  definido  en  el 
número  quinto  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nue- 
ve del  Código  Penal,  puesto  que  de  ellos  aparece  que 
habiendo  recibido  el  procesado  una  muía  para  que  le 
buscara  comprador,  esto  es,  en  comisión,  la  vendió  y  se 
apropió  el  precio,  con  perjuicio  evidente  de  Rios,  dueño 
del  animal;  y  aunque  después  de  iniciada  la  causa  por 
ese  hecho,  según  expresa  la  sentencia,  entregó  el  recu- 
rrente á  Ríos  la  cantidad  importe  de  la  venta,  este  acto 
no  puede  desvirtuar  ni  modificar  el  concepto  de!  delito 
ya  consumado,  debiendo  solo  producir  el  efecto  de  que 
se  estime  indemnizado  el  perjuicio  causado,  y  por  tanto, 
extinguida  la  responsabilidad  civil  del  culpable,  pero 
no  la  ^enal : 

Considerando  que  en  tal  virtud  la  Sala  sentencia- 
dora no  ha  infringido  al  aplicarlo  en  este  caso,  el  artícu- 
lo citado  del  Código  Penal,  ni  incurrido  en  el  error  de 
derecho  que  se  le  atribuye  en  el  recurso,  el  cual  por  tan- 
to, debe  ser  desestimado,  imponiéndose  las  costas  al  re- 
currente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  Iia- 
ber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infración  de  ley, 
interpuesto  por  José  Llanes  y  Upierre  en  la  causa  de 
referencia,  con  las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente: 

Así  por  esta  nuestra  eente>ncía,  lo  pronunciamos. 
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niandunios  y  firmamos, —  José  Antonio  Picharda — 
Luía  Gas  ton. — José  Cabarrocas  Horta, — Ambrosio  i!. 
Morales. — Federico  Mora. 

ftueia.— Auto  132.— 31  de  Agosto.— Hechos.  {Oae.,  Mayo 

9,  190¿.) 

DOCTRINA:    Ea  inadmÍBÍMc  nn  recurvo  de 
casación  por  inrracctón  de  lej  que  se  funda  en  he- 
'•^oa  dlitintos  de  los  que  se  declaran   probados  en 
-  -      'a  recorrida. 


ANTECEDENTES : 

Resultando  que  en  la  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Guanabacoa,  instruida  contra  Manuel  Fiailo  Díaz  y 
oíros,  por  hurto  de  una  novilla  á  José  Quevedo,  la  Sec- 
ción se^nda  de  la  Sala  Je  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  dictó  sentencia,  el  veinte  y  dos  de  Junio 
último,  estableciendo  como  hechoa  probados  los -que  á 
continuación  se  transcriben:  "que  D.  José  Quevedo  á 
"principios  del  año  de  mil  novecientos  dos  dio  á  cuidar 
"á  D.  Manuel  Fiailo  una  novilla  bermeja,  la  cual  des- 
"apareció  de  su  finca  las  Guásimas  á  mediados  del  mea 
"de  Septiembre  último,  cuya  novilla  fué  ocupada  en  el 
"mes  de  Noviembre  último  en  un  sitio  próximo  á  Beju- 
"cal  en  poder  de  D.  José,  aclarándose  después  que  su  ver- 
"dadero  nombre  era  e!  de  Enrique  Vepa  el  cual  la  adqui- 
"rió  por  compra  á  Valentín  Somoano,  quien  á  su  vez  la 
"había  comprado  4  Federico  Alvarez  en  Santiago  de  las 
*'Vega9  en  diez  y  ocho  de  Septiembre  con  el  hierro  N. 
"tres,  en  unión  de  otras,  cuya  marca  presentaba  dicha  no- 
"villa  ai  ser  reconocida  por  los  peritos,  negando  Alvarez 
"que  la  novilla  perteneciese  á  las  vendidas  por  él  á  So- 
"nioano  y  en  el  cuarto  resultando"  del  fallo  se  dice  que 
"D.  Dionisio  Deljs^ado  que  había  facilitado  dinero  á  Fi«- 
"llo  con  quien  tenia  relaciones  de  amistad,  convino  con 
"éste  en  comprarle  varios  animales  de  la  propiedad  de 
"éste,  extendiéndose  la  venta  en  la  Alcaldía  do  barrio  de 
"I>,  Domingo  Rabelo,  término  de  San  José  de  las  Lajas, 
"en  once  de  Julio  Último  y  en  diez  de  Agosto,  Delgado  á 
"su  vez  vendió  cuatro  novillas  á  Federico  Alvarez,  las  que 
"tenían  el  hierro  M  tre.",  otorgándose  la  venta  en  la  mis- 
"nia  Alcaldía  y  Alvarez  á  su  vez  vendió  dichas  cuatro  no- 
"villas  á  Valentín  Somoano  en  Santiago  de  las  Vegas 
"en  d'iez  y  ocho  de  Septiembre  último,  según  documento 
"otorgado  en  la  tenencia  de  Alcaldía  y  á  su  vez  Somoano 
"vendió  á  D.  José  Fernández  Hernández  las  novillas  y 
'Sto.i  vacas  más  en  Quivieán"'. 
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Bbbolüciok  beci'RRIda: 

Resultando  que  la  expresada  Sección  absolvió  de  di- 
clio  delito  al  mencionado  Fiallo  y  á  ^'alentía  Somoano, 
condenando  en  toneepto  de  encubridor  á  Federico  Alva- 
rez,  á  la  pena  de  multa  en  cantidad  de  setenta  pesos. 
Bbccbso  deneoado: 

Resultando  que  contra  este  fallo  se  interpuso  por 
Jesús  García  en  su  carácter  de  acusador  particular,  re- 
cnrso  de  casación  por  infracción  de  ley,  presentando  á  es- 
te objeto  el  escrito  que  copiado  en  su  parte  pertinente  di- 
ce así :  "Cuarto ;  La  SaJa  sentenciadora  ha  infringido  los 
"artículos  once  y  catorce  del  Código  Penal  en  sus  incisos 
"primeros  por  cuanto  considera  á  Federico  Alvarez  en- 
'^ubridor,  no  autor  del  delito  del  hurto  de  la  novilla 
"ocupada  por  el  Juzgado  y  que  resultó  ser  de  D,  José 
"Quevedo  y  por  estimar  que  no  está  demostrada  la  par- 
"ticipación  de  Fiallo  en  el  mencionado  delito  como  au- 
"tor  ni  la  de  Somoano  con  idéntico  carácter,  siendo  por 
"el  contrario  evidente  que  los'  tres  referidos  procesados 
"Alvarez,  Fiallo  y  Somoano  con  arreglo  á  todas  las  prue- 
"l)as  de  las  actuaciones  y  del  juicio  oral,  fueron  autores 
"del  hurto  de  la  novilla  de  referencia  y  están  compren- 
"didofi  en  el  inciso  primero  del  artículo  doce  del  expre- 
"sado  Código,  el  cual  dice :  que  son  autores  los  que  toman 
"parte  directa  en  la  ejecución  del  bocho,  como  lo  efectua- 
"rwi  en  la  noche  del  diez  y  ocho  al  diez  y  nueve  de  Sep- 
"tiembre  último  los  tres  procesados  para  lucro  de  los 
"miamos,  mientras  que  la  apreciación  de  la  Sala  respec- 
"to  á  considerar  al  Alvarez  solo  como  encubridor,  fun- 
'■'dándoae  en  que  con  conocimiento  de  la  perpetración  de! 
"delito  se  aprovechó  de  los  beneficios  del  misino,  ea  una 
"aplicación  demasiado  elástica  de  la  Ley  respecto  del  ci- 
"tado  inciso  primero  del  artículo  catorce,  pues  en  ese 
"caso  todos  los  autores  y  cómplices  de  ese  género  de  deli- 
"to8,  como  robo,  hurto,  estafa,  etc.,  los  cuales  propenden 
"siempre  á  aprovecharse  de  lo  robado, ,  hurtado  ó  esta- 
fado, mediante  interpretación  tan  lata,  pudiendo  siem- 
"pre  ser  calificado  por  tal  concepto,  y  para  salir  de  cual- 
"quier  duda  en  la  ejecución  como  simples  encubridores, 
"doctrina  que  vulneraría  lastimosamente  el  es|DÍritu  y 
"la  letra  de  la  Ley  penal.  Kn  cuanto  al  hecho  de  las  ac- 
"tuacioiíes.  por  lo  del  hurto  de  la  novilla  aparece  bien 
"claro  que  Somoano  y  Alvarez  fingieron  la  compra  venta 
"de  cuatro  novillas  en  el  Registro  pecuario  de  Santiago 
"de  las  Vegas  en  el  día  diez  y  ocho  de  Septiembre  y  fin- 
"gieron  tal  venta,  puesto  que  una  de  esas  cuatro  novillas 
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"era  preciearaente  la  de  José  Quevedo,  la  de  autos,  la  que 
"desapareció  aquella  noche  del  citado  diez  y  ocho  de  Sep- 
"tiembre,  es  decir,  después  de  realizada  aquella  venta.  Y 
"Fiaüo  ha  tenido  también  participación  directa  porque 
"la  referida  novilla  de  José  Quesada,  diRo,  Quevedo  el  en 
"su  poder,  y  sin  autorización  de  su  le^timo  dueño  la  he- 
"rró  poniéndole  en  un  anca  el  hierro  M.  tres,  que  ea  el 
"que  usa,  para  que  no  hiciera  mención  con  el  hierro  ciji- 
'  "co  que  era  el  le^al,  el  que  tenia  sefi^n  lo  patentiza  el 
"certificado  que  obra  en  la  causa  al  folio  trescientos 
"treinta  y  tres,  todo  lo  cual  demuestra  que  el  presente 
"caso  está  comprendido  muy  claramente  en  el  inciso  cua- 
"tro  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
"de  Enjuiciamiento  Criminal,  infrin^do  por  la  Sala  en 
"el  concepto  de  haber  cometido  error  de  derecho  en  la  ca- 
"lificación  de  un  hecho  que  constituye  delito  declarado 
"probado  en  la  sentencia,  como  ocurre  con  la  de  encnhri- 
"dor  respecto  á  Alvarez  en  vez  de  autor,  en  armonía  con 
"el  inciso  primero  del  artículo  doce  del  Código  y  no  el 
"primero  del  catorce". 

Causa  de  la  queja  : 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  por  auto  de  diez 
y  ocho  de  Julio  último,  fundándose  en  que  el  recurrente 

no  se  ha  atemperado  á  los  hechos  declarados  probados 
en  la  sentencia,  denegó  la  admisión  del  recurso. 

Resultando  que  anunciado  oportunamente  el  recur- 
so de  queja  contra  el  auto  que  denegó  el  de  casación  y 
pt'rsonado  el  recurrente  ante  este  Tribunal  Supremo  in- 
terponiendo aquél,  previa  la  sustanciación  correspon- 
diente, ae  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Le- 
trado defensor  de  Somoano  y  del  Ministerio  Fiscal,  im- 
pugnando ambos  el  recurso. 

1ÍE.S0LUCI0S  : 

Considerando  que  es  jurisprudencia  constante  de 
este  Tribunal  Supremo,  la  de  que  iio  ee  admisible  el  re- 
curso de  casación  cuando  la  infracción  de  ley  que  ee  dice 
cometida  al  cHÜficarse  los  hechos  de  la  sentencia,  no  se 
refiere  estrictamente  A  los  que  en  la  misma  se  declaren 
probados :  y  en  este  caso  se  encuentra  el  recurso  que  ori- 
gina esta  queja,  puesto  que  para  sostener  el  recurrente 
q«e  se  ha  violado  el  artículo  doce  y  catorce  del  Código 
Penal  al  no  estimarse  la  participación  de  autores  del  de- 
lito que  atribuye  á  Fiallo,  Somoano  y  Alvarez  expone, 
que  los  dos  primeros  fingieron  la  compra  venta  de  cua- 
tro novillos  en  el  Registro  pecuario  de  Santiago  de  las 
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Vegas  el  diez  y  ocho  de  Septiembre  y  que  el  último  I« 
piiso  el  hierro  íf.  tres,  para  que  no  se  hiciera  mencióc 
del  hierro  cinco  que  era  el  legal,  particulares  estos  que 
no  se  contienen  en  los  hechos  de  la  sentencia,  y,  por  tan- 
to, estuvo  bien  denegada  por  la  Sala  sentenciadora  la 
admisión  del  recurso, 

CoQsMerando  que  por  lo  expuesto  procede  declarar 
sin  lugar  la  queja,  con  las  costas  al  recurrente. 

8e  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Jesús  García,  contra  el  auto  de  diez  y  ocho  de  Julio 
último  que  le  denegó  el  de  casación  coni  las  costas  á  su 
cargo. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  mar- 
gen ee  eipresan, — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas^ 
ton. — José  Cabarrocas  I lorta.— Ambrosio  R.  Morales. — ■ 
Federico  Mora.— Sil verio  Castro,  Secretario. 


Inf.  ley— Sent.  139.— 31  de  Agosto,— Fuerza.  (Gaeeía; 

Mayo  9,  1904. ) 

IK>CTRIXAi  La  circunstancia  eximente  de- 
responsabilidad  criminal  de  haber  obrado  por 
luerta  irreaiatíHle  consiste,  según  tiene  declarad» 
el  Tri banal  Supremo,  en  obrar  por  violencia  ftaicA 
proviniente  de  un  tercero,  ejercida  sobre  el  agente 
obligándole  por  Tuodo  incuntraftable  á  ejecutar 
el  acto  delictooso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  y  uno  d& 
Agosto  de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  caeaciÓQ 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Francisco  O'Fa- 
rrill  y  Casares,  empleado  y  vecino  de  esta  ciudad,  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana en  la  causa  que,  procedente  del  Juzgado  del  Cen- 
tro, »íC  siguió  entre  partea,  de  la  una  el  Slinisterio  Fiscal 
y  de  la  otra  el  referido  procesado  por  el  delito  de  dispa- 
ro de  arma  de  fu^o. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  la 
mencionada  causa,  dicha  Audiencia,  en  sentencia  de  on- 
ce de  Junio  último,  consignó  como  hechos  probados  lo» 
siguientes : 

Heoiiob  probados: 

Primero,  "Resultando  probado  que  el  procesado 
"mayor  de  edad,  Francisco  O'Farrill,  era  empleado  de 
"las  oficinas  de  la  administración  de  la  empresa  ferro- 
"viaria  "Ferrocarriles  Unidos"  y  trabajaba  en  la  esta- 
"ción  llamada  Villanueva,  y  siendo  separado  del  cargo 
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"Be  dirigió  ¿  esas  oficinas  el  df&  treinta  y  ano  de  Enero 
"de  este  año  de  mil  novecientos  tres,  y  preguntó  al  qne 
"había  sido  su  jefe,  León  Acoata,  la  causa  de  bu  separa- 
"ción,  y  como  éste  no  le  diera  explicación  satisfactoria, 
"se  acaloraron  ambos  individuos,  y  el  procesado,  tiran- 
"do  de  un  revólver  que  llevaba,  hizo  dos  disparos  contra 
"el  Acosta,  no  lesionándole;  habiendo  uno  de  los  pro- 
"yectiles  que  no  se  ha  podido  ocupar,  perforado  la  mesa 
"bufete  que  ocupaba  el  Acosta,  por  el  lado  opuesto  al 
"en  que  se  sentaba  éste ;  y  presentando  un  empleado  de 
"esa  oficina  un  proyectil  aplastado  y  con  señolea  de  ha- 
"ber  chocado  contra  una  pared,  el  cual  empleado  nuni- 
"festó  lo  había  hallado  en  el  poyo  de  una  ventana." 

"S^undo:  Besultando  probado  qoe  hechos  los 
"disparos  de  que  se  habla  en  el  anterior  resultando,  se 
"trabó  una  lucha  entre  ambos  individuos  camándose 
"mutuamente  contusiones;  á  consecuencia  de  la  cual, 
"tardó  en  sanar  el  Acosta,  un  periodo  de  siete  dias,  los 
"mismos  que  necesitó  de  asistencia  médica  y  estuvo  Íd- 
"pedido  de  dedicarse  á  sus  ocupaciones  habituales,  no 
"habiéndole  quedado  á  consecuencia  de  ello,  defecto 
"ni  deformidad." 
Resoldcion  recchbida  : 

Eesultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hechos  constituyen  el  delito  comprendido  en  el  ar- 
tículo cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal  y 
una  falta  contra  las  personas,  siendo  el  procesado  res- 
ponsable de  uno  y  otra  en  concepto  de  autor  por  parti- 
cipación directa,  y  sin  Is  concurrencia  de  circunstancias 
modificativas  de  su  responsabilidad,  por  lo  que  le  conde- 
nó á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de 
prisión  correccional  por  el  delito  y,  por  la  falta,  i  doce 
pesos  de  multa,  accesorias,  indemnización  al  lesionado, 
apremio  personal  en  su  caso  y  costas,  con  abono  de  la 
preventiva  sufrida. 

Fl'NDAHEKTOS   DEL   EECCB80   DE   CASACIÓN: 

Eesultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
«1  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  lev, 
fundado  en  los     números     primero  y  quinto,  articulo 

ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  y  citando  como  infringido  el  artículo 
octavo,  caso  décimo  del  propio  Código  en  el  concepto  de 

3ue,  constando  del  primer  Eesultando  probado  que  en  la 
iscueión  que  tuvo  con  Acosta,     ambos     individuos  se 
acaloraron,  al  disparar  el  procesado  O'Farrill  lo  hizo 
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violentado  por  ima  fuerza  irresistible,  coii  motivo  de 
la.  acalorada  discusión,  no  siendo,  por  tanto,  aplicable 
al  caeo  el  articulo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código 
Penal  y  que  menciona  la  sentencia,  sino  el  octavo,  eaao 
décimo,  eximente  de  responsabilidad. 

Besultando  que  habiéndose  admitido  el  recurso  y 
sustanciado  por  todoe  sus  trámites  se  celebró  la  visba 
del  mismo  el  día  diez  y  ocho  del  actual  con  asistencia 
del  recurrente  y  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  el 
primero  su  i-ecurso  é  impugnándolo  el  segundo. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  l'onente  el  Magistrado  Federico  Mora  y 
Valdés. 

Considerando  que  según  lo  tiene  ya  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  la  fuerza  irresistible  conatitutiva 
de  la  circutetancia  eximente  que  determina  el  caeo  déci- 
mo del  artículo  octavo  del  Código  Penal,  consiste  en  la 
Tiolencia  física,  proviniente  de  un  tercero,  que  ae  ejerce 
sobre  el  agente  anulando  su  voluntad  y  obligándole,  por 
modo  incontrastable,  á  ejecutar  el  acto  delictuoso.;  en 
cuyo  caso  no  se  encuentra  el  procesado  O'Farrül,  puesto 
que  el  estado  de  ánimo  en  que  se  hallaba  éste  al  disparar 
su  revólver  contra  Acosta  y  que  se  invoca  por  et  recu- 
rrente como  causa  impulsiva  del  delito  que  ejecutó,  no 
debe  confundirse  con  la  coacción,  puramente  material, 
característica  de  aquella  eximente,  por  lo  cual  es  impro- 
cedente el  único  motivo  de  infracción  en  que  se  basa  el 
presente  recurso ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  Francisco  O'Farrill  y  Casares  contra  la 
mencionada  sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y 
condenamos  en  las  costas  al  recurrente.  Comuniqúese, 
etc.  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — .Tose  Cabarrocns  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les,— Federico  Mora. 

Inl  ley.— Sent.  140.— 1?  do  Septiembre.  -Injurlae  á  la 
Autoridad.    (,&m.,  Mayo  j3,  1904.) 

DOCTRINA:  El  hecho  de  dirigir  fraws  íqju- 
riosaa  contraun  Jucí  Municipal  cuando  se  encon- 
traba celebrando  audiencia  pública,  está  cocnprell- 
dido  entre  tns  que  csatiga  la  Orden  313  de  1900  j* 
no  el  Código  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  ¿  primero  de  Septiem- 
bre de  rail  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por 
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infracción  de  ley,  interpuesto  por  Hafael  Escobar  Febles, 
vecino  de  Caibarién  y  de  profeaión  tabaquero,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  la 
causa  que,  procedente  del  Juzgado  de  Bemedios,  se  si- 
guió entre  partea,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de  la 
otra  el  referido  procesado,  por  el  delito  de  desacato. 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  dicha 
causa  la  citada  Audiencia,  en  sentencia  de  cuatro  de  Ma- 
yo último,  consignó  como  hechos  probados  loa  siguientes: 

Hechos  probados: 

"Besultando  probado  que  el  tres  de  Marzo  del  co- 

"rriente  año,  encontrándose  celebrando  la  audiencia  pú- 
blica de  aquel  día,  el  Sr.  Juez  Municipal  de  Caibarién, 
"Antonio  B.  Ainciarte  con  su  Secretario,  se  presentó  ei 
"procesado  Bafael  Escobar  Febles,  quejándose  de  los  es- 
"cándaloe  que  se  originaban  en  casa  de  la  vecina  de  aque- 
"Ua  villa,  Julia  Fernández  é  invitado  por  el  expresada 
"Juez  para  que  hiciese  la  oportuna  denuncia,  comenzó 
"dicho  procesado  á  proferir  en  alta  voz  palabras  injurio- 
"sas  é  insultantes  contra  el  referido  Juez,  diciéndole  en- 
"tre  ptras  frases  que  no  han  podido  determinarse,  que 
fallí  en  el  Juzgado  no  se  hacía  justicia :  y  al  ser  reque- 
"rido  por  el  Juez  para  que  no  continuase,  le  contestó; 

"Qué  c ,  tengo  ganas  que  me  prendan,  y  haciendo 

"señas  para  el  Juez,  manifestó,  que  pronto  tendrían  al- 
"gunos  que  ir  á  hacer  zapatos".  ^ 
Besoluciók  recurrida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hecJios  constituyen  el  delito  de  desacato,  definido  en 
el  articulo  doscientos  sesenta  y  dos,  inciso  primero  del 
Código  Pena!  y  castigado, en  el  párrafo  segundo  del  dos- 
cientos sesenta  y  tres :  que  es  autor  de  él  Rafael  Escobar 
Febles  sin  circunstancias  modificativas  de  su  responsa- 
bilidad y  le  condenó  á  la  pena  de  im  año  y  un  dia  de  pri- 
sión correccional,  accesorias  correspondientes  y  multa  de 
trescientas  veinte  y  cinco  pesetas  con  apremio  personal 
en  su  caso  y  abono  de  la  preventiva  sufrida. 

FUMDAMESTOS    DEL    RECCF80   DE    CA8ACI0K ; 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  el 
procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado en  el  número  tercero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y 
«itando  como  infringido  el  inciso  primero  del  artículo 
doscientos  sesenta  y  dos  y  el  párrafo  segundo  del  artículo 
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.doscieDtoE  sesenta  y  tres  del  Código  Penal,  por  su  inde- 
Jjida  aplicación,  y  el  número  veinte  y  dos  del  articulo 
cuarenta  y  uno  en  relación  con  el  cuarenta  y  ocho  de  la 
Orden  número  doscientos  trece,  serie  de  mil  novecientos 
uno,  del  Oobiemo  Militar,  por  eu  no  aplicación,  por 
«uanto  que  dicho  articulo  veinte  y  do^  caati^s  á  los  auto- 
jes  de  cualquier  manifestación  falsa,  maligna  ó  infar 
niante,  sea  hecha  por  medio  de  la  imprenta,  por  escrito 
ú  oralmente,  que  tienda  ú  injuriar  (íravemente  la  repu- 
tación de  otra  persona  ó  su  posición  social,  6  bu  vida  pro^ 
fesional  ú  oficial,  debiendo  comprenderle  en  ese  precepto 
los  hechos  realizados  por  Eafael  Escobar  Febles. 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  debidamente 
sustanciado,  se  celebró  la  vista  pública  el  día  diez  y  nue- 
ve del  actual  con  asistencia  de  la  representación  del  pro- 
cesado y  la  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  el  primero 
«1  recurso  é  impugnándolo  el  segundo. 
Decisión  del  aECüRso : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  y 
VaMés. 

Cousiderairdo  que  según  lo  dispone  la  Orden  Mili- 
.tar  número  doscientos  trece,  serie  de  mil  novecientos, 
.quedan  sometidos  á  la  acción  de  los  Jueces  Correccionales 
.los  autores  de  cualquier  manifestación  falsa,  maligna  6 
.infamante,  sea  hecha  por  medio  de  la  imprenta,  por  e»- 
.crito  ú  oralmente,  que  tienda  á  injuriar  gravemente  la 
.reputación  de  otra  persona  ó  su  posición  social,  ó  su  vida 
profesional  ú  oficial :  debiendo  entenderse,  á  virtud  de  la 
.interpretación  dada  por  el  propio  Gobierno  Militar  el 
párrafo  citado,  según  comunicación  de  la  Secretaría  de 
Justicia  de  ocho  de  Junio  de  mil  novecientos  dos,  que 
^te  se  refiere  á  toda  clase  de  personas  incluso  las  que  ea- 
.tén  constituidas  en  autoridad. 

Considerando  que,  en  tal  sentido,  y  habiendo  Bafael 
lüscobar  y  Febles  proferido  frases,  que  se  lian  estimado 
injuriosas,  contra  el  Juez  Municipal  de  Caíbarién,  cuan- 
do se  encontraba  celebrando  audiencia  pública,  ese  hecho 
se  haya  comprendido  entre  los  que  castiga  aquella  Orden 
militar,  y  aX  penarlo  la  Audiencia  de  Santa  Clara  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  Código  Penal,  ha  infrin- 
gido los  preceptos  legales  que  se  invocan  en  el  presente 
recurso  como  fundamento  del  mismo  y  procede,  por  tan- 
to, declarar  éste  con  lugar. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  coseción  interpuesto  por  Rafael  Es- 
cobar y  Febles  contra  la  sentencia  que  le  condenó  á  la  pe- 
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na  úe  un  año  y  un  día  de  prisión  correccional  y  tresciea- 
tes  veinte  y  cinco  pesetas  de  muita,  sentencia  que  casa- 
moa  y  anulamos  con  lae  costas  de  oñcio;  y,  con  la  qae  & 
continuación  se  dictará,  comuniqúese  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ñrmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luis 
ilaetón. — José  Cabarrocae  Horta, — Ambrosio  R,  Mo- 
rales.— Federico  Mora. 

SegOsdA  mitttlciA. — En  la  mtma/eflAa  dietó  el  TribumU 
nueva  lentencia  en  loe  eigulenUg  íérminoi: 

Beproduciendo  los  Kesultandos  de  la  sentencia  re- 
currida. 

Considerando  que  los  hechos  probados  constituyen 
un  delito  de  injurias,  cometido  oralmente  contra  la  per- 
sona del  Juez  Muncipal  de  Caibarién,  definido  en  el  ná- 
nñmero  veinte  y  dos  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden 
Militar  número  doscientos  trece,  serie  de  mil  novecientos 
y  penado  en  la  íorma  que  determina  el  artículo  cuarenta 
y  ocho  de  la  misma. 

Considerando  que  si  bien  á  tenor  de  lo  dispuesto  en 
la  citada  Orden,  el  conocimiento  de  ese  delito  correspon- 
de por  lo  peñera!,  á  los  Juzgados  Correccionales,  el  pá- 
rrafo segundo  del  mencionado  artículo  veinte  y  dos  con- 
fiere jurisdicción  á  los  Tribunales  ordinarios  para  cono- 
cer de  él  cuando  el  injuriado  ó  agraviado  prefiere  presen- 
tar su  qu^ella  ante  éstos,  como  sucede  en  el  presente  ca- 
so, motivo  por  el  que  no  es  dudosa  la  competencia  de  este 
Tribunal  para  conocer  de  dicho  delito  y  penarlo  confor- 
me á  derecho. 

Considerando  que  es  responsable  criminalmente  del 
meoeionado  delito,  en  concepto  de  autor  por  participa- 
ción directa  y  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  mo- 
dificativas, Rafael  Elacobar  Febles. 

Considerando  que  dada  la  naturaleza  del  referido 
delito  no  cabe  hacer  declaración  alguna,  respecto  de  la 
responsabilidad  civil. 

Vistos  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  & 
Rafael  Escobar  y  Febles,  como  autor  de  un  delito  de  in- 
jurias á  la  Autoridad,  á  la  pena  de  cuatro  mesea  de  en- 
earcelamiento  y  al  pago  de  las  costas,  debiendo  ser  remi- 
tido desde  luego  al  Establecimiento  destinado  para  el 
cumplimiento  del  arresto  y  abonándosele  la  preventiva 
sufrida. 

Aei  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
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mandamoa  y  firmamos. — José  Anlxaiio  Pkhardo. — Luis 
tíastíya. — Joaé  Cabarrocae  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
lee. — Federíoo  Mora. 


lailBf.-SaaL  141.-1? di Saptiemb».— Atentado.  (<?»• 

Mta,  Mayo  IS,  1904.) 


fnadado  e:  .   ,    ___   _ , 

la  Lej  de  Bujniciamiento   Críminal,  cttando  los  b 
chos  ileclBradoa  probados  cODatitn^an  delito,  «tin- 
que la  Sais.  ■eatencÍMiora  bav a  cometido  error  en 
BU  calificaríón. 

Bl  hecho  de  sujetar  á  noa  Autoridad  por  la  mano 
j  el  cuello  con  motiro  de  nna  acalorada  dÍBcaBid» 
qnc  aquélla  sostu riera  con  el  proce*ado,aodeinne«- 
tra  pur  ai  solu  un  acto  de  acometí mieato  que  carac- 
teriza el  delito  de  atentado,  sino  que  constitvje  el 
de  resiitencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  primero  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  tres;  en  loe  recursos  de  casaciÓD 

por  infracción  de  ley,  interpuestos  por  el  Ministerio  Fie- 
cal  y  por  Manuel  Díaz  Maaaip,  sacerdote,  vecino  de  San 
Francisco  de  Paula,  en  la  causa  seguida  de  oficio  contra 
el  último  ante  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
mina de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  los  delitoe  de 
atentado  y  desacato  á  la  Autoridad : 

HBCH09  probados: 

Beeultaodo  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  causa 
en  cuatro  de  Junio  último  contiene,  respecto  á  tos  hechos 
procesalee  loe  resultandoa  siguientes:  "Primero:  Be- 
"sultando  probado  que  el  veinte  y  ocho  de  Bnero  último 
"D.  Juan  M.  Pons,  Juez  Municipal  suplente  de  Santa 
"Maria  del  Rosario  ;  que  dicha  fecha  desempeñaba  el 
"cai^o  de  Juez  Municipal,  envió  al  cura  Párroco  D.  Ma- 
"nuet  Díaz  Massip,  procesado  en  esta  causa,  una  comu- 
"nicación  reclam^dole  una  partida  bautismal,  conmi- 
"nándole  con  una  multa  si  no  la  despachaba  á  la  mavor 
"brevedad,  cuya  comunicación  recibió  el  cura  Párroco 
"cuando  almorzaba  en  el  establecimiento  de  D.  Joaé 
"Corte  Pmneda,  de  manos  de  éste. — Segundo:  Eesul- 
"tando  probado  que  al  salir  el  procesado  del  estableci- 
"miento  referido  vio  á  Pons  pasar  por  la  plaza  de  la  Igle- 
"sia,  lo  llamó  á  él,  dirigiéndole  las  frases  de  "Vaya  us- 

"ted  á  la  m ,"  "es  usted  un  bandido,  un  sucio  y  un 

"bajo." — Tercero :  Resultando  probado  que  poco  después 
"de  ocurrir  el  hecho  relacionado  en  el  anterior  Besul- 
"tando,  se  presentó  et  Juez  Pone  en  la  Sacristía  de  la 
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"Iglesia,  acompañado  de  un  guardia  donde  se  eneontrai 
"ba  el  procesado,  al  objeto  de  que  fuese  con  él  al  Juzga- 
ndo á  levantar  acta  de  lo  sucedido  entre  ellos,  originán- 
"dose  una  acalorada  discusión  entre  ambos,  sujetando  el 
■"procesado  al  Juez  Pons  por  las  manos  y  cuello,  produ- 
'ciéndole  una  pequeña  desgarradura  eu  la  piel  de  la  ma- 
^'no  derecha  de  la  que  sanó  al  .día  siguiente." 

TÍESOLlTCrÓN  RECURRIDA  : 

Resultando  que  la  Audiencia  estimó  que  los  hechos 
t[ue  declaró  probados,  constituyen  un  delito  de  desacato 
comprendido  en  el  artículo  doscientos  sesenta  y  dos  en 
relación  con  el  inciso  primero  del  articulo  doscientos  se- 
senta' y  tres  del  Código  Penal,  y  no  e!  de  atentado  que 
también  acusó  el  Ministerio  Fiscal,  siendo  autor  del 
primero  de  dichos  delitos  el  procesado,  sin  circunstan- 
cias modifícativas  de  responsabilidad,  por  lo  que  lo  con- 
denó á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  r  Teinte  y  nn  díaa 
de  prisión  correccional,  accesorias,  multa  de  trescientas 
setenta  y  cinco  pesetas,  con  el  apremio  personal  corres- 
pondiente en  defecto  de  pago  y  al  de  la  mitad  de  las  cos- 
tas, absoMéndolo  por  el  delito  de  atentado  con  la  otra 
mitad  de  costas  de  oñcio. 

Fundamentos  del  eecubbo  de  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
procesado  su  recurso  de  casación  por  infraclón  de  ley, 
autorizado  por  el  número  primero  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de 
Enjuiciamieno  Criminal,  citando  como  infringidos  el 
articulo  doscientos  sesenta  y  dos  é  inciso  primero  del 
doscientos  sesenta  y  tres  del  Código  Penal,  en  el  concep- 
to de  que  de  los  hechos  probados  no  aparece  que  el  señor 
Pons  eatuyiera  ejerciendo  las  funciones  de  su  cargo, 
cuando  ei  recurrente  le  dirigió  las  frases  que  se  le  atri- 
buyen, ni.  que  se  las  dirigiera  por  razón  de  esas  funcio- 
nes, circunstancias  que  exige  la  ley  para  que  exista  el 
delito  de  desacato. 

Recurso  del  Fiscal  : 

Resultando  que  el  Mini.sterÍo  Fiscal  interpuso  tam- 
bién contra  la  sentencia  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  expresando  estar  autorizado  por  el  número 
segundo  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  sus 
«oncordantes  de  la  Ixty  de  Enjuiciamiento  Criminal;  y 
haberse  infringido,  en  primer  lugar,  el  artículo  doscien- 
tos cincuenta  y  ocho,  caso  segundo  del  Código  Penal,  re- 
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Racionado  con  el  artículo  doscientos  cincuenta  y  nueve» 
circimst&ncia  tercera  del  propio  Código,  modificado  el 
último  poria  Orden  núinero  doscientos  veinte  y  cinco 
de  mil  novecientos  uno,  y  expone  entre  otros  razona- 
mientos que  "dado  el  hecho  probado  de  que  entre  el  Jaez 
"y  el  procesado  se  originó  una  acalorada  discusión  entre 
"ambos,  sujetando  el  procesado  al  Juez  por  la  mano  y 
"el  cuello,  produciéndole  una  pequeña  desgarradura  de 
"la  piel,  no  cabe  poner  en  duda  que  hubo  un  verdadero 
"acometimiento  por  parte  del  procesado,  quien,  no  dea- 
"puéa  de  una  amigable  conversación  con  el  Juez,  le  su- 
"jetó  por  las  manos  y  el  cuello,  sino  que,  antes  por  el 
"contrario;  después  de  una  acalorada  discusión,  fué  que 
"procedió  á  sujetarlo  por  las  manos  y  cuello,  producién- 
"dole  una  desgarradura  de  la  piel  de  la  mano,  y  ese  acto 
"en  el  momento  en  que  lo  realizó  y  después  de  una  dis- 
"cusión  acalorada  con  imposición  de  manos,  fué  un  ver- 
"dadero  atentado  á  la  autoridad  con  imposición  de  ma- 
"no,  máxime  si  se  tiene  en  cuenta  que  por  parte  del  Juex 
"Municipal  no  hubo  agresión  de  ninguna  especie  qne 
''justificase  la  actitud  del  sacerdote,  pues  este  no  proce- 
"dió  á  sujetar  al  Juez  para  cortar  una  agresión  material 
"que  del  Juez  hubiese  partido,  sino  que  por  originarse 
"una  acalorada  discusión  el  párroco  procedió  á  empleo 
"de  fuerza,  que  no  otra  cosa  fué  lo  que  sucedió.  Enlazan- 
"do  el  tercer  Heeultandode  la  sentencia  con  los  Resul- 
"tandos  primero  y  segundo,  en  los  que  se  declara  proba- 
"do  que  con  motivo  de  una  comunicación  que  el  Juez, 
"en  el  ejercicio  de  su  cargo,  dirigió  al  párroco,  y  en  la 
"que  se  le  conminaba  con  una  multa  si  no  despachaba 
"una  partida  bautismal,  sucedió  que  al  salir  el  párroco 
"del  establecimiento  donde  había  recibido  la  dicha  eo- 
"municación,  vio  al  Juez  en  la  plaza  de  la  Iglesia,  lo 

"llamó  j*  le  dirigió  las  frases  de:  "vaya  Vd.  á  la  m 

"es  usted  un  bandido,  un  sucio  y  un  bajo;"  y  más  tar- 
"de  ,  después  de  ocurridos  estrá  sucesos,  fué  que  sé 
"realizaron  los  hechos  que  relata  el  tercer  Resultando, 
"en  el  q\ie  aparece  una  acalorada  discusión  y  sujetar  d. 
"párroco  al  Juez  por  los  manos  y  el  cuello,  no  puede 
"quedar  dnda  ninguna  de  que  la  serie  de  actos  realizados 
"por  el  procesado  con  anterioridad  al  presentarse  eí 
"Juez  en  la  sacristía  y  lo  que  allí  después  sucedió,  inte- 
"gran  el  delito  de  atentado  á  la  Autoridad,  que  no  ha 
"sido  penado."  En  segundo  lugar  y  para  el  caso  en  que 
no  se  entienda  cometida  la  infracción  expresada,  cita  co- 
mo infringido  el  articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho, 
caso  abundo,  relacionado  con  el  artículo  doscientos  cin- 
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cueota  y  nueve,  párrafo  abundo  "ó  sea  el  eimpie  aten- 
tado á  la  Autordad,  pues  eeti mandóse  como  hecho  pro- 
bado la  acalorada  dscosión  y  e!  sujetar  el  procesado  al 
Juez  por  las  manos  y  el  cuello,  sino  la  agresión  con  im- 
poeición  de  manos,  no  puede  dejar  de  ser  atentado  á  la 
Autoridad,  porque  á  ésta  no  se  le  puede  sujetar  por  et 
cuello  y  manos,  después  de  haber  precedido  una  disca- 
sión  atÁlorada  y  sin  actos  de  fuerza  por  su  parte  sin  que 
se  haya  cometido  el  delito  de  atentado,  con  impoeición 
de  manos  ó  al  menos  el  simple  atentado." 

Besultando  que  admitidos  los  recursos  interpuestos 
se  han  sustanciado  debidamente  en  este  Tribunal,  cele- 
brándose la  vista  pública,  con  asistencia  del  defensor  del 
procesado  y  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  ambos 
sus  respectivos  recursos,  é  impugnando  el  del  contrarío. 

Decisión  de  los  recursos  : 

Siendo  Ponente  el  Ibfagistrado  Luis  Gastón  y 
Oastón. 

Considerando,  respecto  al  recurso  interpuesto  por 
el  procesado  que,  fundándose  el  mismo  exclusivamente 
en  el  número  primero  del  articulo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  por  sos- 
tenerse que  en  la  sentencia  recurrida  se  han  caliñcado  y 
penado  como  delito,  hechos  que  no  lo  constituyen,  la  re- 
solución de  este  Tribunal,  debe  limitarse  á  decidir  si  se 
ha  cometido  ó  no  tal  error,  sinque  pueda  extenderse  á 
otras  cuestiones  que  pudieran  existir  y  que  no  le  han 
sdo  debidamente  propuestas,  pues  asi  lo  exige  1^  índole 
del  recurso  de  casación  tal  como  está  regulado  por  las 
leyes  vigentes. 

Considerando  que  si  bien  no  ha  debido  calificarse 
como  delito  de  desacato  con  arreglo  á  los  artículos  del 
Código  Penal,  aplicados  por  la  Sala  sentenciadora,  el 
hecho  de  haber  dirigido  l)íaz  Massip  á  Pons  las  pala- 
bras injuriosas  é  insultantes  que  se  expresan  en  la  sen- 
tencia, aún  cuando  lo  verificara  con  ocasión  del  ejercicio 
de  las  funciones  de  Juez  Municipal  que  dicho  Pons  ejer- 
cía, según  claramente  se  deduce  del  conjunto  de  los  he- 
chos declarados  probados,  tal  hecho  siempre  constituiría 
el  delito  A  que  se  refiere  el  párrafo  veinte  y  dos  del  ar- 
tículo cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número  doscientos 
trece  de  mil  novecientos,  párrafo  que  según  la  interpre- 
tación auténtica  dada  al  misino  por  el  Gobierno  inter- 
ventor que  dictó  dicha  Orden,  y  publicada  por  la  Secre- 
taria de  Justicia  en  primero  de  Julio  de  rail  novecientos 
dos,  comprende  toda  expresión  maligna  ó  injuriosa  diri- 
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^dft  á  cualquiera  persona,  inclviao  las  que  estén  conati- 
taidas  en  Autoridad;  y  por  tanto,  ee  visto  que  el  Tribu- 
nal a  quo  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  ae 
le  «tribuye  en  dicho  recurso,  el  cual  en  su  consecuencia 
debe  declararse  sin  lugar,  imponiéndose  las  eoetaa  al 
recurrente. 

Considerando  en  cuanto  at  recurso  del  Ministerio 
Fiscal,  qne  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  el  ter- 
cer resultando  de  la  sentencia  recurrida,  aimqne  cnsti- 
tuyen  ciertani«ite  un  delito,  no  es  éste  ni  ninguno  de  los 
de  atentado,  definido  en  el  artículo  doscientos  cincuenta 
y  ocho  del  Código  Penal,  concurriendo  alguna  de  las 
circunstancias  enumeradas  en  la  primera  part«  del  ar- 
ticulo doscientos  cincuenta  y  nueve,  ni  sin  ellas,  como 
sostiene  el  recurrente,  sino  el  prevista  en  el  artículo 
doscientos  sesenta  y  uno  del  mismo  Código  y  que  se  ha- 
lia  comprendido  en  el  número  cuarto  del  útículo  cua- 
renta y  uno  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de  mil 
novecientos,  puesto  qne  el  acto  de  sujetar  el  procesado 
al  Juez  Pons  por  la  mano  y  cuello  con  motivo  de  la  aca- 
lorada discusión  que  ambos  sostuvieron  y  en  las  circuns- 
tcacias  en  qne  lo  verificó,  segiin  se  expresa  en  la  senten- 
cia, no  demuestra  por  si  solo  que  el  primero  acometiera 
al  segundo  y  que  en  esa  actitud  pusiera  manos  en  él,  ni 
tampoco  que  empleara  contra  el  mismo  la  fuerza,  inti- 
midación ó  resistencia  graves  que  caracterizan  dichos  de- 
litos de  atentado,  sino  simplemente  que  resistió  á  la 
expresada  Autoridad,  ejerciendo  alguna  fuerza  para  con- 
tenerla cuando  éste  trataba  de  que  fuera  con  él  td  Juz- 
gado, como  lo  indica  la  palabra  sujetar,  empleada  en 
la  sraitencia;  y  en  tal  concepto,  la  Sala  sentenciadora 
al  DO  calificar  y  penar  esos  hechos  como  delito,  ha  incu- 
rrido en  el  error  de  derecho  alegado  por  el  Ministerio 
Fiscal  en  su  recurso,  dando  lugar  por  ese  motivo  á  la  ca- 
sación de  la  sentencia: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
procesado  Manuel  Díaz  Massip  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  la  causa  de  referencia,  siendo  de  su  cargo  las 
costas  de  dicho  recurso,  que  sf  ha  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  misma  senten- 
cia, la  cual  en  su  virtud,  casamos  y  anulamos  con  las 
costas  de  este  último  recurso  de  oficio.  Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  ípntencia  lo  pronunciamos, 
manrtflmoB  y  firmamiTs. — .José  Antonio  Pichanlo.— TjUÍs 
Gastón. — José  Caharrocas  Horta.^ — -Ambrosio  E.  Mo- 
rales.— Federico  Mora. 
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Segunda  BeoteDOa. — ^n  ^  laiema  feeha  dictó  el  TVUmtud 
nueva  eentencia  en  la  úguiente  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  ReButtandoe  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  sus  Considerandos  á  excepción 
del  cuarto  y  del  quinto  por  no  haber  sido  objeto  de  la 
casación  lo  estimado  en  aquellos. 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  proba- 
áo8  en  el  tercero  de  los  Besultandos  reproducidos  son 
constitutivos  de  un  delito  de  resistencia  á  la  Autoridad, 
comprendido  en  el  párrafo  cuarto  del  articulo  cuarenta 
y  uno  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de  mil  nove- 
cientos, y  no  del  de  atentado  contra  la  Autoridad  po- 
niendo manos  en  ella,  que  ha  acusado  el  Ministerio  Fia- 
cal,  puesto  que  el  acto  de  sujetar  ei  procesado  al  Jaez 
Pons  por  la  mano  y  el  cuello  en  las  circunstanciafl  en 
que  se  ha  expresado,  no  demuestra  por  sí  solo 
que  el  primero  acometiera  al  segundo  y  que  en  esa  acti- 
tud pusiera  manos  en  él,  que  es  lo  que  caracteriza  dicho 
delito-  de  atentado,  sino  que  simplemente  resistió  á  la 
referida  Autoridad,  ejerciendo  alguna  fuerza  para  anje- 
iarlo,  esto  es,  para  contenerlo  cuando  trataba  de  que 
fuera  con  él  al  Juzgado. 

Considerando  que  el  procesado  Manuel  Díaz  Mas- 
sip  es  responsable  como  autor  por  participación  directa 
de  dicho  delito,  y  aún  cuando  éste  ea  de  carácter  correc- 
cional, procede  castigarlo  en  esta  sentencia  con  arreglo  á 
4o  dispuesto  en  el  articulo  cuarenta  y  ocho  de  la  citada 
Orden  doscientos  trece,  por  ser  conexo  con  el  que  como 
desacato  se  pena  en  la  misma  causa. 

Considerando  que  no  habiendo  causado  perjuicios 
materiales  los  delitos  cometidoB,  no  hay  lugar  á  exigir 
responsabilidad  civil  al  culpable;  debiendo  imponérsele 
las  costas  con  arreglo  á  la  ley. 

Dando  por  reproducidas  las  citas  legales  que  con- 
tiene la  sentencia  casada  etc. 

Keproduciendo  la  parte  dispositiva  de  la  referida 
sentencia  que  no  ha  sido  objeto  de  la  casación : 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
D.  Iklanuel  Díaz  Massip  como  autor  de  un  delito  de  de- 
sacato á  la  Autoridad,  sin  la  concurrencia  de  circunstan- 
cias modificativas,  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses, 
veinte  y  un  días  de  prisión  correcional  y  multa  de  tres- 
cientas setenta  y  cinco  pesetas  con  las  accesorias  de  ens- 
pensión  de  todo  cargo  y  derecho  de  sufragio  durante  la 
condona  y  mitad  de  costas,  debiendo  sufrir  por  falta  de 
pago  de  la  multa  la  prisión  de  un  día  por  cada  doce  j 
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media  pesetas  yi  por  el  delito  de  reeietencia  á  la  Autori- 
dad, condenamoe  á  dlcbo  Díaz  Massip  á  la  pena  de  mul- 
ta de  cincuenta  peaoa  en  moneda  americana,  debiendo 
Bufrir  en  defecto  de  pago  un  día  de  prisión  por  cada 
peso  que  dejare  de  pagar  y  á  abonar  también  la  otra  mi- 
tad de  costas,  abonándosele  para  el  cumplimiento  de  las 
penas  todo  el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubiere 
sufrido.  Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Picbardo. 
— Luíe  Gastón. — José  Gabarrocas  Horta. — Ambrosio  B. 
Morales. — Federco  Mora. 


Inf.  107.— Sent.  142.-  2  de  Septiembre.— liijiiiiae  á  la 
Autoridad.  {Oae.,  Mayo  IS,  190^.) 

DOCTRINA:  El  autor,  7  loo  que  le  den  publi- 
cidad á  sabiendas  pur  medio  de  la  imprenta,  de  un 
escrito  iriurio»"  aunque  seu  dirigido  á  una  Auto- 
ridad, comete  el  delito  previsto  en  el  párrafo  '¿2 
del  art.  XLI  de  la  Orden  21S  de  1000. 

No  conaiituTC  la  crítica  lldtadelos  actos  de  una 
autoridad,  sino  un  deliro  de  injurias  el  hecho  de  pu-: 
blicar  un  escrito  en  el  cual  se  atribuye  &  la  Autori- 
dad aludida  una  grave  falta  de  moralidad. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  i  dos  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  lev,  interpuesto  por  Emilio  Martínez  Perigó 
de  oñcio  sastre,  y  Joaquín  Mirabent  y  Quintanó,  perio- 
dista, vecinos  de  Baracoa,  en  la  causa  que  se  les  slfcuió 
ante  la  Audiencia  de  Santiago  de  Guba  por  el  delitis  de 
injurian  graves  á  la  Autoridad. 

Beeultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  trece  de  Mayo  último  se  consignan  los  hecbos  en 
el  siguiente : 

Hechos  probados  : 

"Hesultando  probado  que  en  el  número  nueve  del 
"periódico  "lia  Voz  del  Pueblo"  que  se  publicó  en  fiara-- 
"coa  el  día  siete  de  Enero  de  este  año,  siendo  impresor 
"del  mismo  el  procesado  Joaquín  Mirabent  y  Quintanó 
"y  bajo  el  rubro :  "Preguntas  que  se  contestan",  se  inser- 
"tó  el  siguiente  artículo  de  que  es  autor  materia!  el  otro 
"procesado  y  director  del  periódico,  Emilio  M,artínez  Pe- 
"rigó. — Preguntas  que  se  contestan.  Siguiendo  las  beo- 
"rias  y  lógica  de  "La  Tribuna"  tomarán  la  jefatura  por 
"que  pregunta,  los  que  hace  cuatro  años  que  mangonean 
"el  Ayuntamiento,  que  para  quedarse  solitos,  lanzaron  el 
"iónico  empleado  nacionalista  que  había,  el  Sr.  Juan  Bu- 
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"bio,  y  obligaron,  mediante  oferta  de  una  jubilacito,  i 
"que  renunciara  el  carfi^  de  Secretario,  el  Sr.  Baldomero 
"Rubio  que  no  tenía  partido  y  que  por  máe  de  veinte  y 
"cinco  años  la  venia  desempéñala  o.  Mientras  así  se  pro- 
"cedía,  digo,  se  ha  procedido  eu  el  Ayuntamiento,  el  ae- 
"ñor  Arrúe  de  los  ocho  empleadop  que  encontró  en  la 
"Aduana,  solamente  cambió  dos  quedando  en  suh  pues- 
f'tos  loa  eeis  reatantes.  Si  el  Sr.  Arrúe  á  partir  de  las 
"teorías  del  colega,  prepara  el  contrabando  ¿cómo  anda- 
"rá  la  cosa  en  su  comedero  el  Municipio  donde  ei  es  ver- 
"dad  que  están  solitos  ?  Por  eso  el  Dr,  Galano  como  mé- 
"dico  despachaba  recetas  sin  poner  el  nombre  del  enfer- 
"mo,  que  autorizaba  como  Alcalde  (s^^ún  se  dice  para  sa 
"camarilla)  que  se  despachan  en  la  farmacia  del  Ldo. 
"Silva.  Entonces  era  Lores  médico  municipal,  y  sin  em- 
"bargo.  Galano  recetaba  para  ffua  pobres.  Hoy  que  no 
"hay  médico  Municipal,  y  la  botica  es  de  casa,  él  se  lo 
"guisa  y  él  se  lo  come  ¿cómo  andará  aquéllo,  rompe  ta- 
"pias? — ¿Mandarán  en  jete  los  que  en  la  Junta  de  £¡du- 
"cación  reclamaron  de  oficio  los  sueldos  de  la  maestra  se- 
"ñota  Julia  Ortega  á  la  Secretaría  de  Instrucción  Pú- 
"blica  por  loe  meses  de  Septiembre  &  Noviembre  del  año 
"mil  novecientoB  uno,  tratando  con  una  enorme  falsedad 
"de  cobrar  sueldos  para  dicha  señora  que  ella  no  había 
"reclamado,  como  no  podía  por  menos,  supuesto  que  no 
"había  servido  ni  sirvió  maestro  alguno  en  el  aula  de 
"Jauco,  durante  esos  meses?  Dime,  rompe  tapia,  ¿para 
"quién  se  reclamaban  tales  sueldos  por  el  entonces  Pr&- 
"sidente  de  la  Junta,  entonces  como  hoy  Alcalde  Muni- 
"cipal?  ¿Para  quién  no  la  sirvió?  Saca  la  mano  y  no 
"juegues  con  eso.  Serán  Jefes  los  que  en  Diciembre  de 
"mil  novecientos  uno  lanzaron  aquella  famosa  hoja  euel- 
"ta  en  que  se  decía :  "se  habían  forjado  las  nnevas  cade- 
"nas  de  la  esclavitud  porque  anexionista  Estrada  Palma 
"y  traidores  loa  hombrea  que  le  rodeaban,  la  patria  se 
"vendería  á  los  americanos".  ¿  Serán  Jefes  los  que  com- 
"batieron  las  elecciones  del  actual  Gobierno  y  lo  han 
"combatido  hasta  ayer  que  hicieron  del  anexionista  y 
"Presidente  de  estampilla  y  de  los  traidores  qne  le  rodea- 
"ban,  lo  que  ellos  son  y  merecen  y  nosotros  le  reconocí - 
"moa  al  elevarlos  con  nuestros  votos  al  Gobierno  de  la 
"República?  No  e«  eso  lo  que  el  colega  pretende  en  sus 
"cuentas  tan  galanas  como  Galano  fué  el  Presidente  de 
"la  Junta  de  Educación  reclamando  el  sueldo  de  la  seño- 
"ra  Ortega,  á  pesar  de  tanta  moralidad  decantada.  El 
"partido  Nacional  de  Oriente  está  en  su  puesto,  los  que 
"dan  un  cambio  que  está  reñido  con  el  decoro  queda  bien 
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"explicado.  En  cuanto  &1  Dr.  Pérez  y  al  Sr.  Cuevas, 
"ba8i«  saber  el  pueblo,  que  la  administración  municipal 
"actual,  cansada  de  «ometer  irregularidades,  fué  la  qne 
"recibió,  y  si  hubiese  existido  lo  que  rompe  tapias  dice, 
"buen  cuidado  hubiesen  tenido  de  denunciarlo  en  su 
"oportunidad.  Verdad  ea  que  para  romper  tapias  y  no 
"haber  ido  á  Manzanillo  ó  Santiaj^  cuando  le  pagaban 
"los  gastos  "por  bu  honor"  Be  necesita  tener  la  cara  muy 
"dura.  ¿Quiénes  han  fundado  periódicos  para  insultar? 
"Mentira  parece  qne  al  público  se  respete  tan  poco  que 
"pueda  decírsele  que  otros  han  hecho,  lo  qne  ustedes,  so- 
"lamente  ustedes  son  los  autores.  ¿Quién  publicó  "El 
"Independiente"  para  insultar  y  provocar  ¿  Quién  "La 
"Tribuna"?  No  fueron  puertas  de  vidrio,  cepillo  y  be- 
"tÚB  de  limpiar  botas,  corta  papel  de  marfil  y  loe  de  su 
"comparsa  de  la  Unión  Democrática?  ¿Llevarán  la 
"Jefatura  los  que  negociaron  con  el  cincuenta  por  ciento 
"deecuemto  arbitrio  de  introducción  de  licores  mandado 
"¿  reintegrar  por  el  Sr.  Caocio,  Secretario  de  Hacienda, 
"y  el  punidonoroso  demócrata  que  al  salir  de  la  Aduana 
"se  lleva  lu  puertas  de  vidrio  que  tenia  la  oficina,  cam- 
"bió  el  vi^o  cepillo  de  limpiar  botas  qne  tenis  en  su 
"casa  por  el  nuevo  de  la  Oficina  y  asimismo  un  viejo 
"cortapapel  de  hueso  por  el  nuevo  de  la  Oficina  y  basta 
"cargó  con  las  cajas  de  betún  de  las  botas  y  la  existencia 
"de  fósforos  P — Esos  son  loe  que  interesa  al  colega  que 
"imperen  porque  á  rio  revuelto  ganancia  de  pescadores. 
"Los  nacionales  de  Oriente  se  mantendrán  en  en  puesto 
"apoyando  á  un  Gobierno  que  supieron  escojer  y  elegir 
"cuando  ustedes  loe  del  anrero  lo  combatían  é  insultaban 
"á  sus  nombres  que  llamaron  traidores  anexionistas. — 
"Nosotros  estaremos  en  nuestro  honroso  puesto,  cum- 
"pliendo  con  un  deber  mientras  ustedes  los  de  la  compar- 
"aa  van  i  comerse  honor  y  decoro  político.  Como  se  vé, 
"las  Gueriduras  tibien  la  cara  de  la  mejor  vaqueta,  dicen 
"con  la  HieiWLdesfacbatez  de  otros :  aquello . . .  todo  aque- 
"11o  que  debian  decirse  asi  mismos.  Ellos  publicaron  "El 
"IndepeniMente"  para  insultar  obligándonos  en  "La  Sí- 
"tnación"  á  tener  que  hacer  lo  propio  que  con  "La  Tri- 
"buna"  nos  repelieron  con  sus  continuos  ataques  y  pro- 
"vocaciones  á  hacer,,  después  de  no  habernos  dado  resul- 
"tado  el  desprecio  con  que  acojíamoa  á  aquéllos.  Ellos 
"son  los  que  fracasados  no  encontraron  palo  en  que  ahor- 
"carse  se  cuelgan,  ó  pretenden  hacerlo,  que  no  es  lo  mis- 
"mo,  al  qne  hoy  tienen  á  la  vista,  y  así  como  en  Diciem- 
"bre  de  mil  novecientos  uno  en  "El  Independiente"  in- 
"sultaron  á  D.  Tomás,  calumniándolo  de  anexionista  r 
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"traidor  junto  con  los  hombres  que  le  rodeaban  y  más 
"tarde  en  "La  Tribuna"  lo  llamaron  Presidente  de  es- 
"tampilla  y  caliñuaron  de  giiaridae  de  bandoleros  ó  poco 
"menos  su  Gobierno.  Hoy  k  ese  miemo  Gobierno  que 
"tanto  insultaron  y  combatieron  antes  de  su  elección,  en 
"su  elección  y  después  de  ella,  lo  elogian  reconociendo 
"toda  la  hermosura  de  nuestra  obra.  Maa  que  cantar  la 
"palinodia  ponen  de  relieve  toda  la  perversidad  con  que 
"procedieron  cuando  se  opusieron  á  su  elección  ¿  viva 
"íueiza,  valiéndose  de  los  mayores  fraudes  abusando  del 
"poder.  Los  más  incautos  entre  los  nacionalistas  no  fue- 
"ron  á  las  urnas,  porque  el  Ayuntamiento  en  masa  cerró 
"sus  puertas  y  se  lanzó  el  treinta  y  uno  de  Diciembre  de 
"rail  novecientos  uno  á  los  barrios  rurales  á  decir  á  loa 
"campesinos  que  no  fueran  á  votar  porque  esa  eleoción 
"tenia  por  objeto  saber  quiénes  querían  la  anexión.  Así' 
"lograron  sorprender  á  los  campesinos  j  á  los  que  no  lo- 
*'graron  hacerlo  los  obligaron  á  viva  fuerza  á  volverse  á 
"sus  casas. — Esas  son  las  bases  sobre  que  se  adjudican 
"hoy  la  mayoría.  Las  elecciones  se  aproximan  y  como 
"Don  Reme  ni  el  Gobierno  interventor,  con  el  cual  fue- 
"ron  tan  conservadores  de  la  situación  como  quieren  ser- 
bio hoy,  entonces  con  el  turrón  yanquee  y  hoy  con  el  cu- 
"bano,  como  aquellos  repito  no  os  pueden  dar  sombra  ha- 
"brá  legalidad  y  veremenetle.  £n  cuanto  i  la  forma  en 
"que  nos  admitiréis  bajo  la  sombra  del  f^ao,  se  necesi- 
"ta  toda  vuestra  soberbia  y  petulancia  para  t«ner  preten- 
"siones  tan  estúpidas  los  que  á  nadie  pueden  poner  con- 
"didoneí),  supuesto  que  actualmente  son  los  arrastrados 
"desacreditados  huérfanos  de  todas  partes.  "Pica" 
"Pica". 

Resollxiox  recühkida: 

R»:iiUando  que  la  Audiencia,  estimando  que  en 
ciertos  piirafoa  del  articulo  inserto  en  el  Resultando 
transcrito,  se  ha  cometido  el  delito  de  injurias  graves  á 

la  Autoridad,  previsto  en  el  párrafo  veinte  y  dos  del  ar- 
tículo cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número  doscientos 
troce  de  mil  novecientos,  y  que  son  responsables  de  dicho 
delito  como  autores,  los  procesados,  sin  circunstancias 
apreciables.  les  condenó  á  la  pana  de  multa  de  treinta  y 
un  pesos  A  cada  uno,  con  el  apremio  personal  correspon- 
diente, en  su  caso,  y  al  pago  de  la  tercera  parte  de  costas 
cada  uno  hasta  la  apertura  del  juicio,  y  por  mitad  las 
restantes,  declarándose  de  oficio  la  otra  tercera  parte  de 
aquéllas : 
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FCNDAMES'rOS  DEL  RECURRO  DE  CASACIÓN: 

Besultando  que  contra  esta  sentencia  interpusieron, 
dichos  procesados  el  present«  recurso,  expresando  que  lo 
autoriza  el  número  primero  del  articulo  ochocientos  cua^ 
renta  y  nueve  T  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal :  y  qie  se  ha  infrinfíido  el  número  vein-. 
tñ  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  tino  de  la  Orden  númerO' 
doscientos  trece  de  mil  novecientos,  puesto  que  en  el  ar- 
tículo traíicrito  sólo  se  hace  la  critica  y  censura  lícita, 
aunque  sea  exagerada,  de  actos  ejecutados  por  la  Auto- 
ridad Municipal,  para  demostrar  su  incapacidad  para  la 
dirección  de  la  cosa  pública,  lo  cual  no  constituye  la  íUt 
juna  penada  por  la  Ley. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audieit7 
eia,  se  ha  sustanciado  debidamente  en  este  Supremo  Tri- 
bunal, celebrándose  la  vista  pública  con  asistencia  del . 
defensor  del  recurrente  y  del  Ministerio  Fiscal  que  imi 
pugnó  el  recurso  sostenido  por  aquél : 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ijuíb  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  cometen  el  delito  previsto  en  el 
párrafo  veinte  y  dos  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Or- 
den número  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  loe  au- 
tores y  los  que  le  den  publicidad  á  sabiendas,  por  medio 
de  la  imprenta,  de  cualquier  manifestación  maligna  ó 
itifaiíiante  que  tienda  d  injuriar  gravemente  la  reputa- 
ción de  otra  persona  ó  su  vida  oficial,  siendo  esto  aplica- 
ble cuando  se  dirijan  á  las  autoridades,  según  la  inter- 
pretación auténtica  de  dicho  párrafo  publicada  por  la 
Secretaría  de  Justicia  con  fecha  primero  de  Julio  de  mil 
novecientos  dos. 

Considerando  que  en  los  párrafos  del  articulo  pu- 
blicado en  el  periódico  de  Baracoa  "La  Voz  del  Pueblo", 
á  que  se  refiere  la  sentencia  recurrida,  se  contienen  con- 
ceptos que  evidentemente  no  son  de  mera  critica  y  censu- 
rn  licitas  de  los  actos  del  Alcalde  Municipal  de  aquella 
ciudad  en  el  ejercicio  de  sus  f\mciones,  sino  que  tienden 
de  modo  manifiesto  á  desacreditarle  y  menoscabar  au 
honra,  atribuyéndole  ima  grave  falta  de  moralidad,  pueii 
a1  referirse  á  las  recetas  que  dice  despachaba  el  Sr.  Ga- 
lano, como  médico  y  autorizaba  como  Alcalde,  claramen- 
te se  deja  entender  que  éste  obtenía  con  ello  algún  lucro 
ilegítimo,  revelando  aún  más  que  tal  fué  el  propósito  y 
tendencia  del  escritor  la  lectura  del  párrafo  que  sigue 

T.  í.-lfiM.-aT.         ■•     ■, 
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imnediatamente  á  aquél  en  que  también  se  indica  que 
ijicho  Alcalde  «n  interés  propio  reclamó  ó  autorizó  la  re- 
olamacióa  de  aueldoa  de  una  maestra  que  no  habfa  ser- 
vido el  cargo :  por  lo  que  ea  visto  que  la  Sala  sentencia- 
dora al  caliñcar  y  penar  como  delito  la  referida  publka- 
oi6n  no  infrinj^ó  la  disposición  lej^l  citada,  ni  incarh6 
en  el  error  alegado  en  el  recurso,  el  cual  en  su  consecuen- 
cia debe  declaraiee  sin  lugar,  imponiendo  las  costas  á  los 
recurrente». 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  lia- 
ber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  infración 
de  ley  por  Emilio  Martínez  Perigó  y  Joaquín  Mirabent 
Quintanó  en  la  causa  de  que  se  ha  hecho  referencia,  im- 
poniéndose las  costas  á  los  recurrentes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luis 
G-aetón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— Federico  Mora. 


Int  1«7— Bont.  143.— 2  de  SepÜambra.— Deber.  (Ga«- 

ta,  Mayo  IS,  190^.) 

DOCTRlfiTA:  Aunque  no  ae  haya  publicado 
en  la  Gaceta  una  disposición  rdérente  al  cnmpli- 
niento  de  Ina  deberes  impuestos  ai  Cuerpo  de  la 
Guardia  Rural,  si  esa  disposición  emana  de  quien 
tiene  potestad  para  dictarla  y  se  ha  hecho  notoria 
(t  los  que  deban  cumplirla,  cuaadn  ajustan  á  ella 
•ns  aclos,  no  delinquen,  aunque  el  resultado  de  loa 
mismos  sea  un  hecho  penado  en  el  Código,  porque 
sns  antores  obran  en  cumplimiento  de  un  deber. 

Sinua  pareja  de  la  Guardia  Rural,  que  conduce  us 
preso,  al  emprender  fste  la  fuga,  sin  imprudente 
descuido  ocasional  por  parte  de  loa  gnardiaa,  ni 
otro  móvil  ni  objeto  que  el  de  detener  al  prófugo, 
despnfs  de  apurar  inútilmente  áeseefiecto  todos 
los  medios  que  á  su  alcance  se  hallaban  y  la  pm- 
dencia  aconaejaban,  disparan  contra  dicho  fh^ti- 
vu,  cansándole  la  muerte  obra  en  cumplimiento  del 
deber  que  les  imponía  la  Circular  rigente  del  Go- 
bierno Militar  de  22  de  Noviembre  de  1901,  comu- 
nicada á  tos  individuos  de  dicho  Cuerpo.  ^  por 
tunto  están  exentos  de  responsabilidad  criminal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  k  dos  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
centra  la  sentencia  dictada  en  once  de  Mayo  último  por 
la  Audiencia  de  Piierto  Príncipe  en  causa  procedente  del 
Juzgado  de  la  capital  y  seguida  entre  partea,  de  la  una 
el  Ministerio  Fiscal  y  de  la  otra,  como  procesados  por 
asesinato,  Eusebio  Pozas  Garcia  v  Francisco  Martínez 


DigilizedbvGoO^^IC 


Fernández,  Guardias  Rurales  y  vecinos  de  la  miama  ca- 
pital: 

Besultaudo  que  en  la  expresada  sentencia  se  consig- 
nan loa  hechos  que  le  sirven  de  fundamento;  en  los  si- 
guientes resultandos  numerados: 

Hechos  probados  ; 

"Primero.  Eesultando  probado  que  el  día  quince 
"de  Harzo  próximo  pasado  el  Sargento  de  la  Guardia 
"Rural  Abelardo  Varona  entregó  en  Guaicanamar  á  !a 
"pareja  de  dicho  instituto  compuesta  de  los  Gnardiaa  nú- 
"meros  sesenta  y  nueve  y  aetenta  llamados  Eusehio  Po- 
"zaa  Garcia  y  Francisco  Martínez  y  Fernández  al  deteni- 
"do  como  presunto  delincuente  por  robo  Ramón  Padilla 
"y  Morel  para  que  fuese  conducido  y  entregado  á  la  Au- 
"toridad  competente  de  esta  ciudad". 

"Segundo.  Resultando  probado  que  loa  referidos 
"Guardias  el  mismo  día  de  la  entrega  de  Padilla  Morel, 
"emprendieron  la  marcha  para  esta  capital,  conduciendo 
"á  éste  convenientemente  atado  por  los  brazos  y  al  llegar 
"á  la  fínca  San  Luis  como  á  las  once  de  la  mañana  hicie- 
"ron  alto  en  un  escampado  á  corta  distancia  de  un  ma- 
"torral  que'  daba  acceso  á  un  bosque  cercano  con  objeto 
"de  almorzar  y  á  lo  cual  se  dispusieron,  accediendo  antes 
^á  los  ruegos  del  conducido  de  que  le  fuesen  aflojadas 
"convenientemente  las  ligaduras  que  ataban  sus  brazos 
"para  poder  comer". 

"Tercero.  Resultando  probado  que  habiendo  co- 
"menzado  á  almorzar  primero  dicho  detenido  junto  á  sus 
"conductores,  el  Guardia  Pozas  con  una  rodilla  en  tie- 
"rra  se  puso  i  abrir  una  lata  de  sardinas  y  su  compañero 
"Martínez  acudía  á  desenredar  su  caballo  que  estaba  en 
"peligro  y  que  tenia  pastando  no  lejos  del  lugar  en  que 
"se  verificaba  el  almuerzo,  el  conducido  emprendió  pre- 
"cipitada  fuga  con  objeto  de  ganar  el  bosque  cercano, 
"visto  lo  cual  por  ambos  Guardias,  emprendieron  en  el 
"acto  la  persecución  del  prófugo  á  toda  carrera  dándole 
"al  mismo  tiempo  varias  veces  las  vocea  de  ¡alto!  ¡date!, 
"y  diaparando  al  aire  distintas  ocasiones  sus  fusiles  sin 
"lograr  que  el  fugitivo  se  detuviera,  antes  por  el  contra- 
"rio,  aventajando  en  la  carrera  k  sus  perseguidores  en 
"más  de  veinte  y  cinco  metros  empezaba  á  penetrar  en  la 
"manigua,  que  como  se  ha  dicho  daba  acpeso  al  bosque 
"donde  si  lograba  penetrar,  era  segura  su  evasión,  razón 
"por  la  cual  y  en  cumplimiento  de  ¡a  Orden  del  Gober- 
"nador  Militar  que  fué  de  esta  Isla,  fecha  veinte  y  dos  de 
"Noviembre  de  mil  novecientos  uno,  vigente  y  mandada 
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"circular  y  circulada,  que  dispone  entre  otros  particn- 
"]ares  "que  «I  Guardia  Eura!  impediré  la  íuga  de  presos 
"por  todos  los  medios  que  estén  á  su  alcance,  evitando 
"mientras  sea  posible  el  empleo  de  Tiolencia  innecesaria; 
"pero  (|ue  en  casos  extremos  hagan  fuego  á  los  presos 
"que  se  escapen  y  si  al  hacerlo  resuita  muerto  el  preeo, 
"no  deberá  hacerse  responsable  á  la  Guardia  Sural" ;  It» 
"procesados  dispararon  ambos  á  dos  directamente  con- 
"tra  Padilla,  causándole  la  muerte  instantánea  con  las 
"siguientes  heridas:  una  en  la  parte  posterior  de  la  ca- 
"teza  sobre  la  eminencia  occipital  externa  de  un  centí- 
"nietro  de  extensión;  otra  en  la  región  lumbar  del  lado 
"derecho  de  un  centímetro  de  diámetro;  otra  en  la  re- 
"gión  axilar  del  lado  derecho  de  bordes  irregulares,  como 
"de  diez  centímetros  de  extensión  y  otra  en  el  índice  de 
"la  mano  derecha,  con  fractura  de  la  pcgunda  falange: 
"todas  causadas  con  arma  de  fuego". 
Resolución  becurhida: 

Resultando  que  por  dicha  sentencia,  estimándoee 
estoe  hechos  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio  pre- 
visto en  el  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código 
Penal,  y  autores  del  mismo  por  participación  directa  en 
su  ejecución,  con  la  concurrencia  de  la  eximente  com- 
prendida en  el  número  doce  del  artículo  octavo  del  pro- 
pio Código,  á  loa  procesados,  se  absolvió  á  éstos  de  )a 
cHusa  6Ín  haber  lugar  á  exigirles  responsabilidad  civil  j 
declarándose  las  costas  de  oficio : 

Fundamentos  del  REcraso  de  casaoios  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Mídíb- 
terio  Fiscal  el  presente  recurso,  fundado  en  los  números 
segundo  y  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal :  alegando 
los  siguientes  motivos :  Primero :  se  ha  infringido — di- 
ce— por  aplicación  errónea  el  precepto  contenido  en  el 
número  doce  del  artículo  octavo  del  Código  Penal,  "por- 
"q«e  de  los  hechos  probados  no  se  infiere  nada  que  de- 
"muewtre  que  los  procesados  obraron  en  cumplimiento 
"de  su  deber  ni  en  el  ejercicio  legítimo  de  su  derecho, 
"oficio  ó  cargo  al  disparar  "ambos  á  dos  directamente 
"contra  Padilla,  causándole  la  muerte  instantáneamen- 
'■'te''  con  las  heridas  que  la  misma  sentencia  describe,  por 
"cuanto  á  emplear  un  medio  tan  extremo  no  les  impnl- 
"saba  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  las  cuales  se 
"reducían — ^luego  que  el  preso  emprendió  la  fuga — 6 
"capturarlo  sin  riesgo  de  tercero  ni  más  daño  al  perse- 
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'guido  que  el  indispensable  para  verificar  3u  detención" : 
'siendo  indiscutiiile  que  en  ia  fecha  en  que  se  cometió  el 
'delito  ni  en  uinji^uQa  otra  estaba  en  vigor  Orden  alguna 
'del  Gobierno  Militar  de  Cuba  de  veinte  y  dos  de  No- 
'viembre  de  mil  novecientos  uno,  ni. tampoco  de  ningún 
'otro  día  que  dispusiera  que  los  miembros  de  ese  Cuerpo 
'podían  hacer  fuego  á  los  presos  que  se  escaparen :  Se- 
'gundo.  Que  de  lo  anteriormente  expuesto  se  despren- 
'de  que  ha  sido  infringido  el  articulo  cuatrocientos  diez 
'j  seis  del  citado  Código,  por  el  siguiente  concepto :  "este 
'artículo  que  ha  sido  en  parte  bien  aplicado  por  la  Sala 
'al  calificar  los  hechos  como  constitutivos  de  un  delito 
'de  homicidio,  en  cambio  no  ha  sido  aplicado  en  la  parte 
'que  previene  que  el  reo  de  homicidio  será  castigado  con 
'la  pena  de  reclusión  temporal,  por  lo  que  puede  añr- 
'marse  que  el  artículo,  examinado  en  su  totalidad,  ha 
'sido  erróneamente  aplicado.  No  habiendo  circunstan- 
'eia  alguna  que  impidiera  imponer  á  ese  delito  en  el 
'grado  correspondiente  la  pena  de  reclusión  temporal 
'que  la  Ley  le  señala,  puesto  que  de  los  hechos  relaciona- 
'dos  como  probados  no  se  puede  deducir  la  existencia  de 
'ninguna  circunstancia  eximente  de  la  responsabilidad 
'penal  y  mucho  menos  la  duodécima  del  artículo  octavo 
'del  repetido  Código,  la  que,  por  las  razones  expuestas 
'en  el  motivo  anterior,  razones  que  se  pueden  tener  aquí 
'por  reproducidas,  ha  sido  indebidamente  apreciada  por 
'el  Tribunal  sentenciador.  Tercero :  Se  ha  infringido 
'también  el  párrafo  octavo  del  artículo  noveno  del  pro- 
'pio  Código,  por  falta  de  aplicación,  "puesto  que" — 
'af^rega — toraáJidose  en  cuenta  loa  hechos  probados  re- 
'sulta  que  la  conducta  del  preso  Padilla  evadiéndose  de 
'los  procesados  que  accediendo  á  sus  deseos,  "le  habían 
'aflojado  convenientemente  las  ligaduras  que  ataban  sus 
"brazos  para  poder  comer",  la  impresión  que  es  natural 
'que  recibieron  loa  encausados,  por  la  misma  fuga,  lo 
'inótil  de  las  voces  de  "alto"  "date"  y  de  los  disparos 
'que  hicieron  a)  aire  para  que  se  detuviera,  el  deseo  de 
'impedir  esta  fuga,  tales  hechos  son  motivos  que  deben 
'estimarse  como  una  presión  moral  bastante  "para  colo- 
'carlos  bajo  el  imperio  de  estímulos  tan  poderosos  que 
'por  su  natural  virtud  excitaron  su  ánimo  originándose 
''\a.  circunstancia  de  arrebato  y  obcecación"'. 

Resultamlo  que,  admitido  el  recurso  y  previos  los 
demás  trámites  legales,  celebróse  la  vista  pública  corres- 
pondiente, asistiendo  á  ella  dicho  Ministerio,  que  sostu- 
vo sos  pretensiones,  y  el  representante  y  defensor  de  los 
procesados,  que  las  impugnó : 
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Resultando  que  dentro  del  término  para  dictar  sen- 
tencia este  Tribunal  acordó  para  mejor  proveer  que  se 
trajeran  los  autos  originales  á  la  vista,  y  de  ellos  aparece 
que  al  Jefe  de  la  Guardia  Rural,  en  la  provincia  de  Puer- 
to Príncipe,  se  pasó  oficialmente,  por  el  Superintendente 
que  fué  de  dicho  Cuerpo,  H.  J.  Sloeum,  la  disposición 
del  Gobernador  Militar  de  la  Isla,  á  que  se  refiere  el  ter- 
cero de  los  resultandos  de  la  sentencia  recurrida,  y  que  á 
la  letra  es  como  sigue ;  "Cuartel  General  del  Distrito  de 
"Santiago.  Oficina  del  Ayudante  General:  Santiajío  de 
"Cuba,  Noviembre  veinte  y  dos,  mil  novecientos  uno.  Al 
"Secretario  de  Justicia. — Habana,  Cuba.— Por  conducto 
"del  Ayudante  General,  Departamento  de  Cuba.— Se- 
"ñor;  El  Gobernador  Militar  halla  que  existen  numero- 
"soa  casos  de  incoación  y  tramitación  de  causas  contra 
"la  Guardia  Rural,  por  herir  y  matar  presos  al  intentar 
■  "la  fuga.  Las  instrucciones  de  la  Guardia  Rural,  son  de 
"entregar  sus  presos  á  las  autoridades  correspondientes : 
"y,  en  cumplimiento  de  estas  órdenes,  debe  autorizárseles 
"]para  emplear  todos  los  medios  k  su  alcance,  á  fin  de  evi- 
"tar  la  fuga  de  presos  i  su  cargo,  y  hasta  de  emplear  me- 
"dios  extremos.  Debe  prevenirse  á  la  Guardia  Rural 
"que  impida  la  fuga  de  sus  presos,  por  todos  los  medios 
"que  esten  á  su  alcance,  evitando,  en  cuanto  sea  posible, 
"el  empleo  de  violencia  innecesaria:  pero  en  casos  eitre- 
"mos,  hacer  fuego  á  los  presos  que  se  escapen:  y  si  al 
"hacerlo,  resulta  muerto  un  preso,  no  debe  hacerse  res- 
"ponsable  á  la  Guardia  Rural.  Ésto,  desde  luego,  sin 
"perjuicio  de  las  investigaciones  y  castigo,  cuando  loa 
"Guardias  Rurales  atropellen  ó  maten  presos  innecesa- 
"riamente. — Muy  respetuosamente.— Frank  Me  Coy. — 
"Ayudanto  de  campo". 

Decisión  del  hecohso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horía. 

Considerando  que  no  delinquen  y,  por  consiguiente, 
están  exentos  de  responsabilidad  criminal  los  que  obran 
en  cumplimiento  de  un  deber,  según  lo  previene  el  ar- 
ticulo octavo,  número  doce,  del  Código  Penal : 

Considerando  que  aunque  no  se  haya  promulgado 
en  la  Gaceta  Oficial  la  disposición  del  Gobernador 
Interventor,  de  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos uno,  á  que  se  refiere  ei  resultando  tercero  del  fa- 
llo recurrido  y  que  se  transcribe  integramente  en  el  úl- 
timo de  esta  sentencia,  no  puede  menos  de  apreciarse, 
mientras  no  sea  revocada,  como  de  carácter  disciplinario 
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obligatorio  para  el  cuerpo  armado  á  quien  se  dirigió  y 
oñcialmente  fué  comunieada :  pues  que  emana  de  un  po- 
der que,  á  virtud  del  régimen  excepcional  que  habla  im- 
puesto al  país,  86  consideraba  investido  de  laa  facultades 
necesarias  para  dictarla  y  hacerla  ejecutiva  en  la  forma 
que  empleara  para  ello :  y,  por  tanto,  la  cuestión  que  se 
propone  en  el  primer  motivo  del  recurso  queda  sustan- 
cialmente  reducida  á  determinar  si  los  procesados  obser- 
varon estrictamente  dicha  disposición,  á  fin  de  concep- 
tuarles ó  nó  comprendidos  en  el  precepto  del  Código  Pe- 
nal, antes  mencionado: 

Considerando  que  de  los  hechos  declarados  proba- 
dos en  la  sentencia  reclamada,  aparece  en  resumen :  qae 
en  quince  de  Marzo  último  los  Guardias  Rurales  Ense- 
bio Pozas  García  y  Francisco  Martínez  Fernández  con- 
ducían desde  Guaicanamar  á  Puerto  Príncipe  al  deteni- 
do como  presunto  delincuente  por  robo,  Ramón  Padilla, 
llevándolo  atado  por  los  brazos:  que  en  la  necesidad  do 
almorzar  como  á  las  once  de  la  mañana  hicieron  alto  en 
lugar  escampado,  k  corta  distancia  de  no  matorral,  que 
daba  acceso  al  bosque,  accediendo  á  los  ruegos  del  dete- 
nido de  que  le  fueran  aflojadas  las  ligaduras,  para  poder 
comer :  que  habiendo  é&te  comenzado  á  almorzar  junto  á 
sus  conductores,  tan  lu^o  como  advirtió  que  el  uno  de 
ellos,  rodilla  en  tierra,  se  ocupaba  en  abrir  una  lata  de 
sardinas  y  el  otro  acudía  á  desenredar  su  caballo  que  se 
hallaba  no  lejos  del  lugar,  emprendió  precipitada  fuga, 
visto  lo  cual  por  ambos  Guardias  persiguiéronle  en  el  ac- 
to ¿  toda  carrera,  dándole  varias  veces  las  voces  de  1  alto  1 
¡date!  y  haciendo  al  aire  varios  disparos:  y  como  no  lo- 
graran por  estos  medios  que  se  detuviese,  sino  que  por  el 
contrario  les  aventajaba  en  más  de  veinte  y  cinco  metros 
y  ya  empezaba  ¿  penetrar  en  el  aludido  matorral,  próxi- 
mo al  bosque,  en  el  que  hubiese  sido  Fegura  su  evasión, 
dispararon  sus  fusiles  contra  él  cnusándolií  la  muerte: 
de  donde  se  deriva  que  sin  iraprud'ínte  descuido  ocasio- 
nal, pues  que,  dado  el  orden  natural  de  los  -iicesos,  no 
cabe  apreciar  de  tal  !a  actitud  en  que  res[«íctivamente  so 
hallaban  al  tiempo  de  emprender  Padilla  la  fuga,  y' sin 
otro  móvil  ni  objeto  que  el  de  detenerle,  después 
de  apurar  inútilmente  á  este  efecto  todos  los  demás 
medios  que  á  su  alcance  se  hallaban  y  la  prudencia  acon- 
sejaba, realizaron  dichos  guardias  el  referido  hecho, 
obrando,  por  tanto,  en  cumplimiento  de  un  deber  que  en 
ese  caso  extremo  les  imponía  la  citada  disposición  del 
Gobierno  Militar,  de  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  nno :  y,  en  consecuencia,  es  innegable  que,  al 
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eétimar  el  Tribunal  a  quo  como  concurrente  en  el  hecJio 
procesal  la  circunstancia  décimasegunda  del  artículo  oc- 
tavo del  Código  Penal,  no  incurrió  en  el  error  de  dere- 
cho que  se  le  atribuye  en  el  primer  motivo  del  recurso : 

Considerando  que,  esto  sentado,  se  hace  improce- 
dente el  examen  de  los  demás  motivos  que  se  alegan,  au- 
bcrdinados  como  lo  estáu  ¿  la  apreciaclóa  hecha  del  pri- 
jqoero :  y  debe  declararse  sin  lugar  el  recurso,  con  laa  cos- 
tas de  oñcio,  segiíit  lo  prescrito  en  el  articulo  cuarenta 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve. 

.  .  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  ia  referida 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Puerto  Príncipe  de  once  de 
Hayo  próximo  pasado :  con  las  costas  de  oñcio. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ñrmamos. — Joeé  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabar rocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
lea. — Federico  Mora. 


Inf.  loy.^eDt.  Ii4,— 3  de  Sepüembre.— IToctnnüdad.-- 

Autor.  (Gao.,  Mayo  13,  1904.) 

DOCTRIXA:  Lncircunstanciade  nocturnidad 
no  ei  inhereate  b1  delito  de  robo,  bído  que  facilita 
■u  ejecución,  pnr  lo  cual  ea  de  apredarsc  cuando 
coocnrre  en  dicho  delito. 

Declarado  probado  qne  variai  peraonu  concn- 
rríeron  á  li-s  actos  de  ejecución  de  un  delito  de  robo 
7  se  repartieron  el  producto  del  mismo,  todos  )o« 
coniprendidoa  eaesadeclaraciÓDj  aon  autoreadd 
delito,  ata  que  obste  á  clin  que  cipecialniente  no  ae 
determine  el  acto  por  cada  uno  ejecutado. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  tres  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo 
contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  uno  de  Mayo  úl- 
timo por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  esta  provincia  en  causa  procedente 
del  Juzgado  de  Instrucción  del  Oeste  de  esta  capital,  se- 
guida entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de 
la  otra,  como  procesados  por  robo,  Alberto  ^'aidés  Pérez 
(a)  "El  Chino",  José  García  Hernández  (a)  "Moneo- 
bía",  José  Leocadio  Valdés  y  Valdés  (a)  "Cuito",  los 
tres  vecinos  de  esta  ciudad  y  cocheros,  y  Pastor  Fernán- 
dez (a)  "El  Curro",  conocido  también  por  José  Martí- 
nez, del  comercio,  sin  que  conste  su  domicilio. 
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Hechos  prouados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  ae  consig- 
nan los  dos  siguientcB  Resultandos :  "Primero  rResultan- 
'do  probado  que  en  la  noche  del  seis  al  siete  de  Octu- 
'Tjre  último  y  escogiendo  ésta  para  la  realización  del 
'delito,  los  procesados  José  García  Hernández  (a) 
'Moncobía"  y  José  líeocadio  Valdéa  (a)  "Cuito",  en 
'unión  de  dos  individuos  desconocidos  sin  que  conste 
"llevaran  armas  penetraron  en  el  escritorio  del  taller 
''de  maderas  de  D,  Manuel  Bermudez,  situado  en  la  cal- 
'zada  del  Monte  número  doscientos  cincuenta  y  dos, 
'forzando  la  cerradura  cuyo  pestillo  fué  roto  y  se  apo- 
'deraron  con  ánimo  de  lucro  de  una  caja  de  hierro  que 
'peaaba  cuatro  quintales,  la  que  contenía  mil  quinientos 
'pesos  en  centenes,  la  que  colocaron  en  un  coche  de  pla- 
'za  que  couducla  José  L.  Yaldés  y  al  llegar  á  la  calzada 
'de  la  Infanta  como  se  encontrase  cansado  el  caballo 
"llamaron  al  procesado  Alberto  Valdés  que  conducía 
''un  coche  de  plaza,  i  quien  enteraron  del  hecho  que  ha- 
"bían  realizado  pidiéndoles  el  coche  para  pasar  á  él  la 
''caja  á  lo  que  se  prestó  éste  indicándoles  que  había  vivi- 
'do  en  la  calle  de  San  Luis,  número  dos  y  que  fueran  á 
'esa  casa  para  allí  bajar  la  caja  y  abrirla,  no  habiéndose 
'demostrado  la  participación  de  Pastor  Fernández  en 
'los  hechos  referidos.  Segundo :  Resultando  probado  que 
'el  encargado  de  dicho  solar  Marcelino  Salinas  Rosales 
'se  negó  á  que  realizaran  la  operación  de  bajar  la  caja 
'al  solar  por  lo  que  Alberto  Valdés,  José  Leocadio  Val- 
'dés  y  José  García  Hernández  llevaron  la  caja  á  un  pía- . 
'cer  inmediato  donde  la  rompieron,  repartiéndose  el  di- 
'nero  en  la  habitación  del  procesado  Emilio  Salas  Cam- 
'po  y  que  no  compareció  al  acto  del  juicio  dando  una 
'corta  suma  á  dicho  Salas;  el  daño  causado  á  la  cerra- 
'dura  se  tasó  en  un  peso  y  el  daño  causado  á  la  caja  en 
'sesenta  pesos." 

Kesolcción  becdrrida  : 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia,  estimán- 
dose que  los  hechos  antes  expuestos  constituyen  un  deli- 
to de  robo  en  casa  habitada,  sin  armas,  por  valor  que 
excede  de  mil  doscientos  cincuenta  pesetas,  comprendido 
en  el  artículo  quinientos  veinte  y  seis,  casos  segundo  y 
cuarto;  y  autores  por  participación  directa  á  José  Leo- 
cadio Valdés  y  Valdés  (a)  "Cuito"  y  José  García  Her- 
nández (a)  "Mancobía"  y  encubridor  á  Alberto  Valdés 
Pérez  (a)  "El  Chino",  apreciando  á  los  dos  primeros  la 
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agravante  de  Docturnidad,  se  impuso  á  cada  uno  de  estos 
la  peDa  de  seis  años  y  un  día  de  presidio  mayor,  con  las 
aeesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda 
sil  extensión  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad 
por  igual  tiempo  de  la  condena  principal,  y  que  empeza- 
rá á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  ésta,  y  el  pago 
de  una  sexta  parte  de  costas :  abonándose  ]a  mitad  de  la 
prisión  preventiva  sufrida;  y  á  Alberto  Valdés  Pérez 
(a)  "El  Chino",  la  pena  de  dos  meses  de  arresto  mayor, 
con  las  accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del  de- 
recho de  suiragio  durante  el  tiempo  de  la  condena,  y  el 
pago  do  otra  sexta  parte  de  costas,  abonándosele  la  tota- 
íidad  de  la  preventiva  sufrida;  condenándose  á  los  tres, 
además,  al  pago  de  la  suma  de  mil  quinientos  sesenta  y 
un  pesos  por  via  de  indemnización  al  periudicado,  por 
partes  iguales,  debiendo  sufrir  Alberto  v  aldés  en  defec- 
tode  pago  de  esta  suma,  prisión  subsidiaria,  á  razón  de 
un  día  por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejare  de  satis- 
facer, sin  que  puedft  exceder  esta  prisión  de  la  tercera 
parte  de  la  condena  que  se  le  ha  impuesto :  y  se  absolvió 
al  Pastor  Fernández  (a)  "El  Curro",  declarándose  de 
ofício,  por  ahora,  las  restantes  tres  sextas  partes  de 
costas: 

Fundamentos  del  recurso  de  casacióx: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
la  representación  de  José  Leocadio  Valdés  el  presente 
recurso,  fundado  en  los  números  quinto  y  cuarto  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal;  alegando  los  dos  siguientes  moti- 
vos :  Primero :  que  se  han  infringido  los  artículos  diez, 
número  diez  y  seis,  sesenta  y  seis,  setenta  y  siete,  párra- 
fo segundo  y  ochenta,  regla  tercera  del  Código  Penal,  los 
dos  primeros  por  aplicación  indebida  y  los  otros  dos  por 
no  haberse  aplicado ;  haciéndose  consistir  el  concepto  de 
estas  infraciones  en  que  no  basta  haberse  escogido  la  no- 
che, de  propósito,  para  la  apreciación  de  la  agravante 
respectiva,  sino  que  es  eso  precissjnente,  por  el  contra- 
rio, lo  que  en  ocasiones  impedirá  apreciarla  si,  tal  como 
resulta  en  el  caso  de  autos,  el  robo  se  efectúa  en  lugar 
tan  concurrido  como  el  escritorio  de  un  taller,  habiendo 
tenido  que  romperse  una  cerradura,  que  extraerse  una 
caja  de  hierro  de  cuatro  quintales  de  peso,  que  asociarse 
varios  para  el  delito  y  presentarse  en  el  lugar  con  un  co- 
che de  plaza  destinado  á  la  conducción  de  esa  caja  exclu- 
sivamente, porque  en  ese  caso  el  aprovechamiento  de  la 
noche  es  de  tal  modo  inherenf*  al  delito,  que  sin  él  no 
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hubiera  podido  éste  cometerse  Segundo :  que  se  han  in- 
fringido, además,  los  artículos  once,  número  prinero: 
doce,  números  primero  y  catorce,  número  primero  del 
mismo  Código,  por  aplicación  indebida  los  dos  primeros 
artículos  y  por  su  no  aplicación  el  último,  atribuyéndo- 
se á  su  representado  el  concepto  de  autor  del  delito  y  no 
meramente  el  de  encubridor,  cuando  no  basta  que  se  afir- 
me que  BU  defendido  hubiese  penetrado  en  el  escritorio 
donde  se  efectuó  el  robo  en  unión  de  bub  correos,  y  que 
entraron  forzando  dicha  ceradura  sin  especificación  de 
cual  6  cuales  hicieron  ésto  y  se  apoderaron  de  la  expre- 
sada caja  para  considerarlo  á  él  como  autor,  dado  que, 
amén  de  lo  indeterminado  y  vago  de  tal  afirmación,  en 
el  primero  de  loa  Kesultandos  de  la  sentencia  recurrida 
se  encuentra  consignado  otro  hecho  que  explica  satisfac- 
toriamente el  motivo  por  e!  que  su  representado  hubo 
de  penetrar  en  el  lugar  indicado  y  poner  mano  en  la 
caja,  cual  es  el  de  haber  sido  el  conductor  del  coche  en 
que  ésta  había  de  colocarse  y  en  que  fué  trasportada  á  la 
calzada  de  la  Infanta,  á  cuyo  modo  de  intervenir  en  el 
delito  no  cabe  dar  otra  calificación  que  la  de  auxilio  pres- 
tado á  los  delincuentes  para  aprovecharse  de  los  efectos 
del  mismo : 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  previos  loa 
demás  trámites  legales,  celebróse  la  correspondiente  vis- 
ta en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  con  asistencia  del 
defensor  del  recurrente,  que  sostuvo  la  procedencia  de 
aquél,  y  del  representante  del  Ministerio  Fiscal  que  lo 
impugnó. 

Decisión  del  becübso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  la  circunstancia  agravante  de 
nocturnidad,  que  se  halla  prevista  en  el  número  diez  y 
seis  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  nunca  es  inhe- 
rente al  delito  de  robo  de  manera  tal  que  sin  su  concu- 
rrencia no  pueda  éste  efectuarse,  puesto  que  en  todo  ca- 
so es  posible  realizario  de  día,  aunque,  entonces,  con  me- 
nos prohabilidades  siempre  de  éxito  y  de  impunidad,  lo 
que  precisamente  demuestra  la  necesidad  de  apreciar 
aquéila,  como  en  el  caso  de  autos,  resulta  que  el  agente 
escogió  la  noche  para  perpetrar  el  robo,  ya  que  de  este 
modo  aseguraba  mejor  los  enunciados  fines;  y  por  consi- 
guiente, al  estimar  la  Sala  sentenciadora  en  el  hecho 
procesal  la  expresada  circunstancia  de  agravación,  no 
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incidió  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  él 
pimer  motivo  del  recurso ; 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  alega> 
do,  que  son  autores,  según  el  número  primero  del  artícu- 
lo doce  del  citado  Código,  los  que  toman  parte  directa 
en  la  ejecución  del  delito:  y  esto  fué  lo  que  hizo  en  el 
de  robo  que  se  caliñca  en  la  sentencia  reclamada,  el  pro- 
.cesado  recurrente  José  Leocadio  Valdés  en  unión  de 
otrosi  al  penetrar  en  el  escritorio  del  taller  de  maderas 
de  Manuel  Bermudez,  forzando  una  cerradura  cuyo  pea- 
tillo  rompieron,  y  apoderarse  con  ánimo  de  lucro  de  una 
caja  de  hiero  qne  contenía  mil  quinientos  pesos  en  cen- 
tenes, conduciéndola  en  un  coche  de  plaza  que  manejaba 
él  propio  recurrente,  á  determinado  lugar  donde  hubie- 
ron de  romperla  y  se  repartieron  el  dinero  sustraído ;  to- 
da vez  que  esos  hechos,  que  declara  probados  la  senten- 
cia referida,  revelan  con  manifiesta  evidencia  la  acción 
directamente  ejercida  por  dicho  procesado  en  la  ejecu- 
ción material  del  delito  desde  eu  comienzo  hasta  que 
quedó  consumado;  sin  que  pueda  ser  óbice  i  esta  apre- 
ciación que  la  sentencia  no  especifique  quién  ó  quienes 
de  los  indicados  culpables  forzaran  y  rompieran  la  men- 
cionada cerradura,  pues  que  todos  ellos  concurrieron  al 
acto  con  idéntico  propósito;  y,  por  tanto,  tampoco  in- 
currió en  el  error  invocado  en  este  segundo  y  último  mo- 
tivo del  recurso,  la  Sala  sentenciadora,  al  determinar  la 
participación  de  autor  que  en  los  expresados  hechos 
asigna  al  recurrente : 

Considerando  que  en  tal  virtud  procede  declarar  sin 
lugar  el  recurso,  con  la  imposición  de  costas  que  prescri- 
be el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  José  Leocadio  Valdés  y  Valdéa  (a)  "Cui- 
to", contra  la  referida  sentencia;  con  las  costas  á  su  car- 
go. Agí  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ñrmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  H.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


Inf.  loy.— Sent.  145.— 5  SepÜemb»,— Falsedad,  (Goee- 

ta,  Mayo  13,  190i. ) 

DOCTRINA:  Las  falsedades  coraetidni  en  loi 
asíentoa  j  actas  del  Hejíiitro  Pecuaria  están  com- 
prendidas en  los  arttcDlos  310  j  311  j  do  en  el  321 
del  Código  Penal. 
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a  el  delito  de  falKdad  no  es  neceía- 
a  de  todos  loa  modos  que  enume- 
ra «1  artículo  310  del  Cádigo  í>cnBl,  bostando,  al 
efecto,  que  eziita  cualciuiera  de  ellos. 

En  Ift  ciudad  de  la  Habana  A  cinco  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  reciirso  de  casación  por  in- 
fración  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  Domingo  Mosquera  Rodríguez,  depen- 
diente y  cuya  vecindad  no  consta,  contra  la  sentencia 
pronunciada  en  treinta  de  Marzo  último  por  la  Sección 
segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  la  causa  que,  procedente  del  Juzgado  del 
Oeste,  se  siguió  entre  partes,  de  la  «na  el  Ministerio  Fis- 
cal y  de  la  otra  el  referido  procesado,  por  falsedad. 

Hechos  psobadob: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan  co- 
mo probados  los  siguientes  hechos :  "Besultando  probado 
"que  el  din  veinte  y  siete  de  Noviembre  del  pasado  año 
'"demil  novecientos  dos  el  procesado  Domingo  Mosquera 
"Rodríguez  concuríó  en  unión  de  otro  individuo  á  quien 
"conocía  por  José  Alonso  ante  el  encargado  de  la  quinta 
"Sucursal  del  Registro  pecuario  y  ha-.iéndose  papar  el 
"primero  ó  sea  el  Mosquera  por  Antonio  Torreira  que 
"había  fallecido  vendió  Á  Alonso  varias  reses  y  un  mulo 
"que  han  sido  tasadas  en  mil  setenta  y  seis  pesos  y  que 
"estaban  inscriptos  á  nombre  de  Torreira,  extendiéndose 
"en  el  libro  correspondiente  el  acta  de  la  venta  qne  fir- 
"maron  José  Alonso  como  comprador,  Domingo  Mos- 
"qiiera  con  él  nombre  de  Antonio  Torreira  como  vende- 
"dor  y  el  encargado  del  Registro  Francisco  Forcade/' 

Resolución  becuhrida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  esos 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  falsedad  en 
documento  público  cometido  por  particular,  previsto  y 
penado  en  el  articulo  trescientos  once  en  relación  con  el 
trescientos  diez  casos  primero,  segundo  y  cuarto  del  Có- 
digo Penal,  declaró  autor  del  mismo  á  Mosquera,  sin 
la  concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  su  res- 
ponsabilidad, y  lo  condenó  á  la  pena  de  ocho  años  y  un 
(lía  de  presidio  mayor,  accesorias  correspondientes  y 
lunlta  de  mil  doscientas  cincuenta  pesetas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Resultando  cjue  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
procesado  Mosquera  recurso  de  casación  por  infracción 
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de  ley,  fundado  en  los  números  primero  y  tercero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Bn- 
.  juiciamiento  Criminal,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos trescientos  once  y  trescientos  diez  deí  Código  Pe- 
nal, éste  en  sus  números  uno,  dos  y  cuatro,  por  aplica- 
ción indebida,  y  e!  trescientos  veinte  y  luio  por  falta  de 
aplicación,  en  los  siguientes  conceptos;  "(A) — Infrin- 
"ge  el  número  primero  del  articulo  treacientoa  diez  por- 
"que  en  el  hecho  declarado  probado  no  se  dice  que  mi 
"representado  haya  contraheclio  ó  fingido  letra  ni  rübri- 
"ca,  y  como  según  ese  precepto  solo  se  castiga  el  que 
"tal  cosa  haga,  es  'evidente  que  en  este  caso  aceptando  el 
"hecho  probado  no  se  ha  cometido  ese  delito. — (B)  In- 
"f finge  el  número  cuarto  porque  no  ae  ha  faltado  á  ver- 
''dad  de  ninguna  clase  al  relatar  el  hecho  motivo  del  ac 
"ta,  único  caso  en  que  es  de  aplicación  ese  precepto  y  por 
"tanto  esos  preceptos  no  son  aplicables  al  hecho  probado 
"que  no  constituye  el  delito  penado  en  ese  artículo. — 
"(C)  Infringe  el  número  segundo  en  relación  con  el  ar- 
"tículo  trescientos  once  porque  dice  la  sentencia.  Resul- 
"tando  probado  que  el  día  veintisiete  de  Noviembre  del 
"pasado  año  de  mil  novecientos  dos  el  procesado  Domingo 
"Mosquera  Rodríguez  concurió  en  unión  de  otro  indívi- 
*'duo  á  quien  conocía  por  José  Alonso  ante  el  encargado  . 
"de  la  quinta  sucursal  del  Eegistro  pecuario  y  hacién- 
"dose  pasar  el  Mosquera  por  Antonio  Torreira  que  habia 
"fallecido,  vendió  á  Alonso  varias  reses  y  un  mulo  que 
"estaban,  inscriptos  á  nombre  de  Torreira,  y  extendién- 
"dose  en  el  libro  correspondiente  el  acta  de  la  venta  que 
"firmaron  José  Alonso  como  comprador  y  Domingo 
"Mosquera  con  el  nombre  de  Antonio  Torreira,  como 
"vendedor  y  el  encargado  del  Eegistro  pecuario.  La  Sa- 
"la  entendiendo  que  el  acta  levantada  y  suscrita  ante  el 
"encargado  del  Registro  es  un  documento  oficial  y  que 
"por  haber  supuesto  en  ella  la  intervención  de  una  perso- 
"na  que  no  la  tuvo,  estimó  que  el  hecho  estaba  compren- 
"dido  en  el  trescientos  diez  número  dos  y  trescientos  on- 
"ce,  artículos  que  á  juicio  de  esta  representación  ha  apli- 
"cado  indebidamente,  porque  aunque  osas  actas  sean  do- 
"cumentos  oficiales  y  aunque  realmente  se  haya  supuesto 
"la  intervención  de  una  persona  que  en  ella  no  aparece, 
"ese  delito  aún  siendo  una  falsedad,  está  comprendido 
"dentro  del  precepto  del  trescientos  veintiuno  del  Código 
"Penal  que  la  Sala  no  ha  aplicado.  Porque  es  evidente 
"que  si  la  certificación  falsa  dada  por  el  que  tiene  á  bu 
"cargo  la  custodia  de  documentos  que  por  razón  de  sus 
"funciones  le  están  encomendadas,  aunque  dichas  certifi- 
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'caciones  sean  documentos  oficiales  constituyen  una  fal- 
'eedad  de  gravedad  menor  que  las  del  articulo  trescientos 
'diez  y  siguientes  y  se  pena  conforme  al  trescientos  vein- 
'tiuno,  no  vemos  la  razón  por  virtud  de  la  cual  la  false- 
■dad  real  de  documento  original  que  ha  de  servir  de  ba- 
'se  para  expedir  ese  certificado  se  pena  de  una  manera 
'más  grave  que  la  certificación  expedida  por  ese  fnneio- 
'nario  y  no  conforme  al  mismo  artículo  trescientos  vein- 
'te  y  uno  dentro  del  cual  está  penada  la  espedición  de 
'ese  certificado  falso.  Tanto  unos  como  otros  son  docu- 
'mentos  oñciales,  pero  si  el  uno,  la  certificación  se  pena 
'•por  el  artículo  trescientos  veinte  y  trescientos  veinte  y 
"uno,  la  falsificación  del  acta  debe  asimismo  ser  penada 
'conforme  á  esos  preceptos.  La  doctrina  expuesta  está 
'HiaBada  en  diferentes  sentencias  del  Tribunal  Supremo 
'de  España  y  al  no  estimarlo  así  la  Sala  ha  incurrido  en 
'el  error  de  derecho  á  que  se  refiere  el  caso  tercero  del 
'atículo  ochocentoB  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
'juiciamiento  Criminal  y  ha  dejado  de  aplicar  el  articu- 
''lo  trescientos  veinte  tantas  veces  invocado,  del  Código 
■'Penal." 

Resultando  que,  admitido  y  sustanciado  en  forma 
el  recurso,  se  celebró  la  vista  del  mismo,  el  día  veinte  y 
cinco  del  actual  mes,  con  asistencia  de  la  representación 
del  procesado  y  del  Ministerio  Fiscal,  eoeteniendo  el  pri- 
mero el  recurso  é  impugnándolo  el  segundo. 
Decisión  del  rbcubbo: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  v 
Valdés. 

Considerando  que  son  documentos  públicos  y  so- 
lemnes, según  los  define  el  articulo  mil  doscientos  diez 
.  y  seis  del  Código  Civil,  los  que  se  hallan  autorizados  por 
un  empleado  público  competente,  con  las  solemnidades 
requeridas  por  la  ley,  debiendo  comprenderse  en  esa  cla- 
se de  documentos,  en  fuerza  ademes,  de  lo  que  declara 
el  número  cuarto,  artículo  quinientos  noventa  y  cinco 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  las  actas  extendidas 
en  los  libros  del  Registro  pecuario  y  en  los  que  se  hacen 
constar  las  altas  ó  bajas  del  ganado  que  ocurrieren  den- 
tro de  las  respectivas  demarcaciones  á  que  correspondan 
esos  Rgistros. 

Considerando,  en  tal  virtud,  que  al  acudir  Domin- 
go Mosquera  ante  el  encargado  de  la  quinta  aucursal 
del  R^istro  pecuario,  y,  tomando  el  nombre  de  Anto- 
nio Torreira  que  había  fallecido,  vender  á  José  Alonso 
varias  rceea  y  un  mulo,  suscribiendo  con  dicho  nombre 
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(le  Antonio  Torreira,  el  acta  de  venta  que  extendió- 
aquel  funcionario,  es  evidente  que  cometió  el  delito  de 
falsedad  en  documento  público,  calificado  con  acierto 
por  la  Sala  sentenciadora  como  comprendido  en  los  ar- 
tículos trescientos  diez  y  trescientos  once  del  Código 
Penal  y  no  e!  trescientos  veinte  y  uno,  como  Bostíene  el 
recurrente,  porque  las  actas  del  Hegistro  pecuario  que 
son  títulos  fehacientes  de  propiedad,  no  pueden  confun- 
dirse, ni  tienen  analogía  alguna  con  !as  certificaciones 
que  se  citan  en  aquel  artículo,  como  reiteradamente  lo 
tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo, 

Considerando  que  la  circunstancia  de  no  constar 
que  Mosquera,  a!  suscribir  la  referida  acta,  fingiera  6 
contrahiciera  la  letra  ó  rúbrica  de  Torreira,  ni  ai  faltó, 
en  ese  acto,  á  la  verdad  en  la  narración  de  loa  hechos, 
no  obsta  á  la  procedencia  de  la  calificación  sentada  en 
el  fallo  recurrido,  puesto  que,  al  efecto  de  que  haya  false- 
dad no  es  necesaria  la  concurrencia  de  todos  loa  modos 
que  enumera  el  citado  artículo  trescientos  diez,  bastan- 
do, con  tal  objeto,  que  exista  cualquiera  de  ellos;  y  es 
manifiesto  que  en  el  presente  caso  se  ha  supuesto,  en  el 
acta  levantada  por  Forcade,  encargado  de  la  quinta  su- 
cursal del  Registro  pecuario,  la  intervención  de  Torrei- 
ra, que  no  la  tuvo,  dando  asi  lugar  &  la  falsedad  que  se- 
ñala el  número  segundo  del  mencionado  artículo  tres- 
cientos diez. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  a!  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  Domingo  Mosquera  Rodríguez  contra  la  ci- 
tada sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  condena- 
mos en  las  costas  al  recurrente.  Comuniqúese,  etc.  Así 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— José  Antonio 
Pichardo.  —  Ijuís  Gastón.  —  José  Cabarrocas  Horta. — 
Ambrosio  R.  Morales. — Federico  Mora. 


Qneb.  form.— Sent.  20.~-5  de  Septiembre.— Hechos  pro- 
bados, ((''ac.  Mayo  IS,  ISOt) 

DOCTRINA:  No  se  comete  quebrantamiento 
ríe  fornm  en  cuanto  á  ¡a  redacción  de  las  sentencias 
por  nocnnsicnar  en  tllHsliis  eleinentíiB  cJe  prueba 
que  el  Tribunal  sentenciador  ha  tenidn  en  cuenta 
pam  dar  por  probado  lot  bechosqueen  laa  mUmas 
consigna, 

Kn  i;i  ciudad  de  la  Habana  á  cinco  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres:  en  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  interpuesto  por  Pedro  Gorrín 
Jlartlnez,  propietario,  vecino  de  Regla,  en  la  causa  segui- 


DigilizedbvGoO^^IC 


da  de  oficio  contra  él  y  otro  ante  la  Sección  primera  de 
k  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por 
el  delito  de  dieparo  de  arma  de  fuego : 

Hbchos  probados  : 

Beanltando  que  eo  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  ea  treinta  de  Abril  último  se  consignan  los  hechos 
en  el  silente:  "Resultando  probado  i;ae  en  la  tarde 
"del  dia  dos  de  Febrero  del  corriente  año  encontrándose 
"en  un  terraplén  en  Segla  loe  prooeeadoa  en  esta  causa 
"Pedro  Qorríii  y  Franciaco  Sosa^  mayores  de  diez  y  ocho 
"añoe  y  sin  antecedentes  penaJes,  después  de  un  disf^* 
"to  de  palabras  que  no  se  ha  podido  arerif^ar  ea  qué 
consistió  ni  quién  lo  prorocó,  el  primero,  ó  sea  el  proce- 
"sado  Gorrín  hizo  dos  disparos  de  revólver  á  Sosa,  quien 
"para  defenderse  hizo  un  disparo  á  Gorrín,  sin  que  ee- 
"cansaran  lesiones™. 

Resolución  BEonBEnu.: 

Resultando  que  estos  hechos  los  estimó  la  Audien^ 
cía  constitutivos  de  dos  delitos  de  disparo  de  arma  de 
fu^o  contra  determinada  persona,  de  Iob  que  son  auto- 
res respectivamente  los  dos  procesadoe,  sin  que  concu- 
rran circumtanciae  modiñcativas  de  la  responsabilidad 
respecto  á  Gorrín,  al  cual  condenó  á  la  pena  de  un  año, 
ocho  meses  y  veinte  y  un  dias  de  prisión  correccional, 
accesorias  y  al  pago  de  la  mitad  de  las  costas,  imponien- 
do al  otro  procesado  la  pena  que  estimó  correspondiente. 

FUNDAlfENTOS  DBL  BECÜSSO  DE  CASÍ.CIÓK : 

Resultando  que  después  de  solicitar  Gorrfrt,  sin  ob- 
tenerlo, aclaración  de  la  sentencia  "en  el  sentido — dijo 
— de  considerarse  que  tanto  él  como  los  testigos  declara- 
ron igual  que  en  el  sumario  y  que  Sosa  manifestó  que 
había  ordo  dos  martillazos  sin  saber  quien  los  dio  y  que 
entonces  disparó  al  aire"  interpuso  el  presente  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma,  expresando  estar  auto- 
rizado por  el  número  primero  del  artículo  novecieutoe 
doce  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  y  qne  el  quebrantamiento  consiste — según  li- 
teralmente dice — "en  qne  en  la  sentencia  no  se  expresan 
"terminantemente  los  hechos  para  llegar  la  Sala  senten- 
'^ñadora  á  comprender  como  recrponsable  en  un  todo  & 
"mi  defendido  y  aceptar  dos  circunstancias  atenuantes 
"al  otro  procesado,  circunstancias  que  no  encontraron  ni 
"el  Sr.  Fiscal  ní  sn  defensor :  en  efecto  la  Sala  no  con- 
"signa  cómo  podo  comenzar  el  hecho,  qu¿  palabraa  hubo, 
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y  sin  embargo  re<^iioce  qne  exietió  la  circunstancia  ate- 
''nuante  de  agresión  ilegítima  á  favor  del  FranciBCO  Sosa 
'ciiando  el  resultando  probado,  ai  se  hubieren  expresado 
'con  claridad  los  hechos,  se  hubiese  terminado  por  decla- 
'rar  que  ambos  eran  responsables  de  un  delito  de  dispa- 
'ro  de  arma  de  fuego,  de  ün  delito  de  duelo,  6  de  la  falta 
"de  disparo  de  armas,  lo  que  hubiera  ocurrido  si  ia  Sala 
''hubiera  aclarado  la  sentencia,  de  conformidad  con  él  ee- 
'crito  que  presenté  con  fecha  siete  del  corriente  y  no  ha- 
'biéndolo  hecho  desde  luego  se  vé  la  confusión  que  había 
'de  surgir  al  apreciarelTribunalcircunstancia^atenuan- 
'tes  á  un  procesado  que  no  se  preveen  ni  con  mucho  da- 
'do8  los  hechos  declarados  probados,  y  si  por  el  contrario 
'Tiubiese  declarado  la  sentencia  en  la  forma  indicada  en 
'mi  escrito  y  que  entiendo  pasaron  en  el  acto  del  juicio 
'oral  de  seguro  nos  hubiéramos  quedado  con  la  falta  de 
'disparo.  Y  eso  dentro  de  la  jurisdicción  de  los  Tríbu- 
'nales  correccionales'", 

Resultando  que  admitido  por  la  Audiencia  dicho  re- 
curso asi  como  el  que  también  se  interpuso  por  infrac- 
ción de  ley  y  que  fué  declarado  oportunamente  mal  ad- 
mitido por  este  Tribunal,  se  ha  sustanciado  aquél  en  de- 
bida forma,  celebrándose  la  vista  pública,  con  asistencia 
solo  del  Ministerio  Fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisión  del  bscübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gaatón  y 
Gastón. 

Considerando  que  para  que  fuera  procedente  el  re- 
.  curso  interpuesto,  conforme  al  número  primero  del  ar- 
tículo novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, invocado  por  el  recurrente,  seria  preciso  que  en  la 
sentencia  no  se  expresaran  clara  y  terminantemente  los 
facdioe  que  se  consideran  probados  ó  que  resultase  mar 
ni£esta  contradicción  entre  ellos,  lo  cuail  no  sucede  en  d 
presente  caso,  puesto  qne  en  la  sentencia  recurrida,  ae  es- 
presan con  claridad  aunque  de  nn  modo  conciso  loe  he- 
chos esenciales  en  que  se  fimda  el  fallo  en  todas  sus  par- 
tes, sin  que  aparezca  alguno  contradictorio  con  otros;  no 
debiendo  entenderee,  como  sostiene  el  recurrente,  qne  se 
incurre  en  el  expresado  defecto,  porque  no  ae  consignan 
los  elementos  de  prueba  que  el  Tribunal  sentenciador  ha 
podido  tener  «i  cuenta  ó  los  hechos  sobre  qne  aquélla  ha 
versado,  pues  esto  no  lo  exige  la  ley : 

Considerando  que  en  tal  virtnd,  y  no  existiendo  el 
quebrantamiento  de  forma  en  que  se  funda  el  recnrso. 


DigilizedbvGoO^^IC 


este  debe  ser  desestimado,  impoaiéndose  laa  costas  ai  re- 
currente : 

FallamoB  que  debemos  dedarar  y  declaramos '  no 
haber  lugar  ail  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  interpuesto  por  Pedro  Gorrín  Martínez  tm  la 
causa  de  referencia,  imponiéndose  las  costas  á  dicho  re- 
currente. 

Comuniqúese  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronnticíamos, 
mandamos  y  firmamos — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
(íastón. — -José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


fta^a.— Anto  137.— 7. d9  Septiembre.— Eeohos.  {Oacda, 
Mayo  IS,  1904.} 

DOCTBIKA:   Bs  madmiaible   nD    rccurto   de 

casación  p<ir  infracción  de  Icj,  que  se  funda  en  un 
hecha  contradictorio  del  que  se  declara,  probado  en 
la  sentencia  recurrida. 

Antecedentes  ; 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  por  disparo  de 
arma  de  fuego  contra  Florencio  González  y  Rodrfjfuez, 
la  Sección  segunda  de  la  SaJa  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  dictó  sentencia  en  tres  de  Jnnio 
último  en  la  que  se  consigna  como  probado  que,  en  la 
noche  del  veinte  y  nueve  de  Marzo  próximo  pasado  se 
presentó  el  procesado  en  la  casa,  calle  de  Cádiz  número 
sesenta  y  tres,  domicilio  de  Clotilde  Peraza,  la  cual  ha- 
bía sido  su  concubina  y  con  quien  estaba  disgustado,  re- 
clamándole un  hijo  que  tenía  con  ella,  de  un  año  de  edad 
y  como  le  dijese  Clotilde  que  á  esa  hora  no  podía  salir  el 
niño,  el  procesado  le  hizo  un  diaparo  con  un  revólver 
siendo  detenido  al  huir  por  el  vigilante  Facundo  Her- 
nándoü,  habiéndosele  ocupado  sólo  la  funda  del  revól- 
ver por  haber  arrojado  el  arma,  la  que  no  se  encontró: 
y  calificando  la  Audiencia  esos  hechos  como  conetituti- 
Tos  de  un  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  condenó  & 
González  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un 
días  de  prisión  correccional  y  acceeorias  correspon- 
dientes. 

Recurso  deneg.^do: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que 
dijo  estar  autorizado  por  el  caso  primero  del  artícnlo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
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to  Criminal,  citando  como  iníringido  por  indebida  apli- 
cación el  artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Códijío 
Penal  en  el  concepto  de  que  es  indispensable  para  come- 
ter el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  que  el  disparo 
se  dirija  contra  determinada  pereona,  y  en  el  Besuítando 
probado  que  sirve  de  fundamento  á  la  condena,  nada  ae 
dice  de  esa  cualidad  integrraiie  de  díc^o  delito. 

Causa,  de  la  qubja  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  en  auto  de 
veinte  y  tres  de  Junio  último,  declaró  inadmisible  el  re- 
curso establecido  por  González,  porque  en  el  escrito  en 
que  se  interpone,  se  desconocen  los  hechos  que  se  decla- 
ren probados  en  la  sentencia  j  y  habiéndose  interpuesto 
recurso  de  queja  contra  dicho  auto  denegatorio  y  trami- 
tado en  forma,  se  celebró  la  vista  del  mismo  en  tree  del 
actu^  á  la  que  sólo  asistió  el  Ministerio  Fiscal  que  im- 
pugnó eü  recurso. 

Resolución  : 

Considerando  que  afirmándose  «n  el  escrito  por  el 
el  cual  se  establece  el  recurso  de  casación  contra  la  sai- 
tcncia  dictada  en  esta  causa,  que  el  procesado  no  hizo 
disparo  contra  determinada  persona,  y  apareciendo  con 
toda  claridad  de  loe  hechos  que  se  declaran  probados  en 
el  fallo  recurrido  que  el  disparo  fué  diripdo  contra  Clo- 
tilde Peraza,  resulta  indudable  que  se  contraria  con 
aquella  aseveración  un  hecho  que  dicho  fallo  dá  por  pro- 
bado y  que  el  recurrente  ha  áe  respetar  en  toda  an  inte- 
gridad para  que  proceda  el  recurso  de  casación,  según  el 
número  primero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  Ijcy  de  Enjuiciamiento  Criminal  que  invoca 
como  autorizante  dicho  recurrente,  por  lo  que  c&iece  de 
razón  la  presente  queja. 

Se  declara  no  haber  lui;ar,  con  las  costas  de  oarf^ 
del  recurrente,  á  la  queja  establecida  por  Florencio  Gon- 
zález Rodríguez  contra  el  auto  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, fecha  veinte  y  tres  de  Junio  último,  que  daief!Ó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  tte  1^ 
de  que  queda  hecho  mérito. 

Comuniqúese  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  mar- 
gen se  expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Ga»- 
tón.^-José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Moráis. — 
Federico  Mora. — Silverio  Castro,  Secretario. 
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luí.  ley.— Sent  146.— 7  de  SepÜembre,— Horada.— Arre- 
bato, (.Oac.,  Jbayo  IS,  1904.) 

DOCTBLNAi  La  circunstancia  de  que  el  reo  tí- 
•iUira  (recueDtcTnCDte  eo  an  domicilio  á  la  persona 
ofendida,  no  nbsta  para  qne  se  aprecie  como  agrá- 
T&nte  de  la  responsabilidad  criminal  el  haber  co- 
metido el  delito  cu  la  morada  de  dicha  ofendida. 

El  simple  hecho  de  contestar  una  mujer  que  no 
accede  á  las  pretensiones  amorosas  del  hombre  que 
la  pretende,  no  es  estífiulo  bastante  para  producir 
ea  el  último  arrebato  j  obcecación  que  determine 
un  ataque  &  mano  armada  coutra  la  primera. 

Ed  la  ciudad  de  la  Habana  á  siete  de  Septiembre 
de  nül  novtcientos  tres :  en  e!  recurso  de  casación  por 
ÍDÍracciÓD  de  ley,  interpuesto  por  Rafael  Maclas,  labra- 
dor, vecino  de  Oampechuela,  en  ia  causa  seguida  contra 
el  mismo  ante  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  por 
tentativa  de  homicidio. 

Hechos  phobados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  catorce  <le  Mayo  último  se  consignan  loe  hechos 
en  ol  siguiente :  "Resultando  probado  que  en  la  mañana 
'•del  diez  y  nueve  de  Enero  próximo  pasado,  hallándose 
"en  la  cocina  de  la  caaa  de  sus  familiares  en  Campechue- 
'*la,  la  señorita  Margarita  Cabrera  con  su  hermana,  se 
■"presentó  el  procesíido  Rafael  Maclas  interrogándole 
"primero  porque  no  accedía  ¿  sus  pretensiones  amorosas, 
"á  lo  que  ésta  contestó  que  sabía  que  él  hablaba  pública- 
'"mento  de  ella  y  entonces  le  dijo  Macías,  pues  ni  para 
"mí  ni  para  ningún  otro",  infiriéndola  al  mismo  tiempo 
"con  un  cuchillo  que  portaba  varias  heridas,  una  en  la 
"región  frtmtal  izquierda  de  pronóstico  grave,  digo,  le- 
"ve;  otra  en  la  parte  posterior  del  tórax,  de  pronóstico 
"grave  y  otras  cuatro  en  la  región  palmar  de  los  dedos 
*'de  la  mano  izquierda  de  pronóstico  menos  grave,  de  las 
"que  tardó  en  sanar  cincuenta  y  nueve  días,  quedándole 
"dificiiltad  en  los  movimientos  de  loa  dedos,  cesando  el 
'■procesado  en  su  agresión,  cuando  se  apercibió  que  el 
"hermano  de  la  víctima  y  otras  personas  venían  en  auxi- 
"lio  At'  la  misma". 

Resolucioít  recurrida  : 

lícHultando  que  estos  hechos  fueron  estimados  por 
la  Audiencia  como  constitutivos  de  tentativa  de  delito 
de  homicidio,  de  que  es  autor  el  procesado  con  la  cir- 
<  unstancia  agravante  de  haberse  ejecutado  en  la  morada 
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del  ofendido,  y  ninguna  atenuante,  y  le  condenó  á  la  pe- 
na de  cuatro  años,  dos  mescB  y  un  dia  de  prisión  correc- 
cional, accesorias,  indemnización  é  la  perjudicada  en 
ciento  diez  y  ocho  pesos  y  pago  de  las  costas  con  el  apre- 
mio personal  correspondiente  en  defecto  de  pago  de 
aquélla,  decomisándose  el  cuchillo  ocupado. 

FCNDAHENTOS  DBL  RECÜHSO  DE  CASACIÓN : 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso,  autorizado  por  el  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve,  número  quinto  y 
SUB  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citando  como  infringidos :  Primero :  el  caso  Teinte  y  uno 
del  articulo  diez  del  Código  Penal,  puesto  que  aparecien- 
do de  los  hechos  probados  que  el  procesado  frecuentaba 
como  amigo  la  casa  de  la  ofendida,  se  ha  apreciado  inde- 
bidamente la  circunstancia  agravante  de  haberse  ejecu- 
tado el  hecho  en  su  morada:  y  segundo,  el  caso  séptimo 
del  artículo  nueve  del  Código  Penal,  por  no  haberse 
apreciado  la  circunstancia  atenuante  de  haber  obrado 
con  arrebato  y  obcecación,  cuya  concurrencia  se  deduce 
necesariamente  de  los  hechos  que  se  declaran  probados  y 
debe  estimarse  conforme  ¿  la  jurisprudencia  establecida 
en  caaos  análogos. 

Pesultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  debida  forma  en  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  coa 
asistencia  del  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  aquél 
y  del  Ministerio  Fscal  que  lo  impugnó. 
Decisión  del  recdrso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  dél  re- 
curso que  constando  de  la  sentencia  recurrida  que  el  de- 
lito se  ejecutó  en  la  morada  de  la  ofendida  sin  que  ella 
hubiera  provocado  el  suceso,  dada  la  naturaleza  de  éste, 
no  puede  menos  de  estimarse,  como  lo  ha  hecho  la  Sala 
sentenciadora,  la  concurrencia  de  esa  circunstancia 
agravante,  sin  que  obste  para  ello  el  que  el  procesado  vi- 
sitara con  frecuencia  la  casa  de  dicha  ofendida  por  tener 
amistad  con  la  misma  y  su  familia,  pues  no  por  esto  de- 
jó de  profanar  el  domicilio  agcno,  abusando  de  la  con- 
fianza que  se  le  dispensaba,  y  en  tal  concepto,  no  se  ha 
infringido  en  la  sentencia  aJ  aplicarlo  al  caso,  el  número 
veinte  y  uno  del  artículo  diez  del  Código  Penal. 

Considerando,  respecto  al  segundo  motivo,  que  en  loe 
hechos  declarados  probados,  no  hay  fundamento  alguno 
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p&ra  que  deba  apreciarBe  la  circimetaiicía  atenuante  oc- 
tava, citada  como  séptima  del  artículo  ocho  del  Código 
Pena]  que  pretende  el  recurrente,  puea  confitando  única- 
mente de  la  sentencia  que  éste  se  presentó  en  la  casa  de 
Margarita  Cabrera,  interrogándola  porqué  no  acedía  á 
sus  pretensiones  amorosas,  y  que  al  contestarle  que  sabía 
que  él  hablaba  mal  de  ella,  le  infirió,  con  el  propósito* 
de  matarla,  las  heridas  que  se  describen  en  la  misma 
sentencia,  sin  que  en  ésta  se  exprese  ningún  otro  antece- 
dente, no  puede  estimarse  que  obró  por  estímulos  aun- 
cientea  á  producirle  naturalmente  el  arrebato  y  obceca- 
ción que  constituye  dicha  circunstancia  atenuante,  ya 
que  esos  hechos  por  sí  solos  no  demuestran  que  el  proce- 
sado cometió  el  delito  á  impulsos  de  móviles  pasionales 
que  deben  tomarse  en  consideración  para  atenuar  la  res- 
ponsabilidad criminal. 

Considerando  que  en  tal  virtud  y  no  habiendo  in- 
currido la  Sala  sentenciadora  en  las  infracciones  lega- 
les, ni  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  re- 
curso, éste  debe  ser  desestimado,  imponiéndose  las  coa- 
tas al  recurrente. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  Rafael  Maclas,  en  la  causa  á  que  se  ha  he- 
cho referencia,  imponiéndose  las  costas  al  recurrente  Co- 
muniqúese etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo,— Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E,  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


Qiteb.  form.— S«nt.  21.— 7  de  Sepüembro.— Hechos.— 
Hurto.— Abuso  de  confianza.  (G<m.,  Mayo  is,  i904.y 

DOCTBINA:  Et  ioadmisible  no  recario  fun- 
dado en  no  haberse  resuelto  en  la  sentencia  todos 
loa  puntoB  objeto  del  ucríto  de  concia  ai  onea,  tin 
pieciasr  cual  6  cnales  de  esos  pnntoa  quedaron  nO' 

El  hecho  de  introducirse  en  una  casa  donde  han 
de  realizarse  ciertas  obras  ^empelar  ejecutarla 
demoliendo  parte  del  edificio  y   apropiándose  de> 

Erodncto  délos  raateríalse,  constituje  el  delito  de 
nrto,  aunque  el  lucro    obtenido  sea  inierior  al  va- 
lor del  trabajo  empleado,  j  aunque  el  hecbo  haya  6 
no  producido  perjuicio  al  propietario. 
Si  para  realizar  el  acto  re&rido  en  el  párrafo  an- 
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de  qae  se  coDodera  su  estado  para  celebrar  el  con- 
trato de  laa  obras  que  no  llegñ  á  celebrarse,  e»  ctí- 
dente  que  abr¿  con  abuso  de  confianza. 

Para  que  sea  admisibic  un  recurso  fundado  en  el 
artículo  852  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
es  necesano  aceptar  la  calificación  de  los  hechos 
contenida  en  la  reaoluciún  recurrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  siete  de  Septiembre 
.■de  mil  novecientos  trea:  en  el  recurso  de  casación  por 
'quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley  que  pende 
ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por  el  proce- 
sado Adolfo  Lefebre  y  Acebedo,  buya  vecindad  no  cons- 
"ta,  contratista  de  obras,  contra  sentencia  dictada  por  la 
:Secci6n  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Andien- 
cia  de  dicha  ciudad  en  causa  que  se  instrajó  en  el  Juz- 
gado del  Este  de  la  misma,  por  los  delitos  de  daño  á  la 
propiedad  y  hurto : 

Besultando   que   en   la   m^icionada  sentencia,  de 
veinte  y  aiete  de  Mayo  Mtimo,  se  consif^an  loe  tree  si- 
.guientes: 
Hechos  probados: 

"Primero.  Resultando  probado  que  en  al  mes  de 
"Octubre  6  á  principios  del  mes  de  Noviembre  del  año 
"mil  novecientos  dos,  con  noticias  el  procesado  Adolfo 
*'Lefebre  de  que  el  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  apre- 
"miaba  al  Sr.  Femando  O'EciUj,  administrador  de  los 
"bienes  á  que  pertenecían  las  casas  calles  de  loe  Desam- 
■"parados,  números  ochenta  y  cuatro,  ochenta  y  seis  y 
"ochenta  y  ocho  para  que  laa  demoliese  ó  reconstruyese 
"porque  se  encontraban  en  estado  ruinoso,  ae  presentó  á 
"dicho  señor,  proponiéndole  hacerse  cargo  de  laa  obras 
"de  demolición  y  reconstrucción  de  dichas  casas,  á  cuyo 
"efecto  mandó  á  hacer  planos,  practicó  diligencias  para 
"buscar  quien  facilitara  dinero  en  hipoteca  para  llevar  i 
"cabo  las  obras,  sin  conseguirlo,  y  redactó  y  presentó  al 
"Sr.  Antonio  Valverde,  abogado  director  del  señor 
"O'Reilly  un  proyecto  de  contrato  de  dichas  obras  que 
"habían  de  suscribir  él  y  los  propietarios  de  las  casas". 

"Segundo.  Eesultando  probado  que  aunque  el  pro- 
'^ectado  contrato  no  llegó  á  tener  efecto  por  no  haberlo 
■"aceptado  el  Sr.  0"ReiUy  por  consejo  de  su  abogado,  d 
"procesado  Lefebre  pidió  y  obtuvo  del  Ayuntamiento, 
"por  iniciativa  propia  y  sin  conocimiento  del  señor 
"O'Reilly  la  licencia  necesaria  para  proceder  al  derrnm- 
"be  de  tas  casas,  manifestando  en  su  petición  escrita, 
"que  después  de  demolidas  serían  reedificadas,  y  valién- 
"dose  de  un  permiso  escrito  que  en  sus  entrevistas  con 
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"el  Sr.  0'E«üly  había  obtenido  de  ¿1,  para  poder  pene- 
"trar  en  el  interior  de  les  cas^  en  minaa,  sin  ser  impor- 
"tunado :  comenzó  sin  consentimiento  ni  autorización  de 
"aquél,  la  demoliciÓQ  de  las  mismos,  valiéndose  de  algu- 
"dos  operarios  Á  quienes  con  eae  objeto  contrató  y  ven- 
"dió  algunos  materiales  como  tejas,  ladrillos,  lozas  y  ma- 
"deraa,  que  en  conjunto  han  sido  apreciados  pericial- 
"mente  en  ciento  setenta  y  cinco  pesos  noTenta  centavos 
"en  oro,  apropiándose  su  producto,  sin  que  se  haya  podi- 
"do  justificar  lo  que  gastara  en  jomaJes  y  demás  costos 
"de  demolición,  pues  aunque  ha  sido  justi&tado  ese  tra- 
"bajo  pericial  y  prudencialmente  en  unos  ciento  cincuen- 
"ta  ó  doscientos  pesos,  se  ha  demostrado  que  dejó  de  pa- 
"gar  algunos  de  los  jornales  de  los  obreros  á  quienes  con- 
"trató". 

"Tercero.  Resultando  probado  que  el  procesado 
"Adolfo  Lefebre,  fué  ejecutoriamente  condenado  por 
"sentencia  de  cinco  de  Diciembre  de  mil  novecientos  dos 
"á  la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  por  un  delito 
"de  estafa". 

Eesoli'ción  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  d^  juicio  calificó  los 
referidos  hechos  como  constitutivos  del  delito  de  hurto 
que  define  el  articulo  quinientos  treinta  y  cinco,  inciso 
primero,  del  Código  Penal,  castigado  en  el  número  ter- 
cero del  quinientos  treinta  y  seis  del  propio  cuerpo  legal, 
de  cuyo  delito  estimó  responsable  en  concepto  de  autor, 
al  procesado  con  la  concurrencia  de  las  circunstancias 
■  agravantes  números  once  y  diez  y  nueve  del  artículo 
diez  del  expresado  Código  y  lo  condenó  á  la  pena  de  un 
año  de  presidio  correccional  con  las  accesorias  de  suspen- 
sión de  todo  cargo  público,  profesión,  oñcío  6  derecho  de 
sufragio,  á  indemnizar  á  Femando  O'Reilly  como  admi- 
nistrador de  los  bienes  á  que  pertenecen  las  casas  núme- 
ros ochenta  y  cuatro,  ochenta  y  seis  y  ochenta  y  ocho  de 
la  calle  de  los  Desamparados,  en  la  suma  de  ciento  se- 
tenta y  cinco  pesos,  noventa  centavos,  debiendo  sufrir  en 
defecto  de  pago  de  dicha  suma  un  día  más  de  detención 
por  cada  doce  pesetas  y  media  que  deje  de  abonar,  y  al 
pago  de  las  costas. 
Petición  db  bobíianación  de  la  falta: 

Resultando  que  la  representación  de  IJefebre,  una 
vez  notificada  la  sentencia,  pidió  que  se  consignaran  en  la 
misma  algunos  particulares  á  su  juicio  omitidos,  alegan- 
do á  este  respecto  lo  siguiente:    "En  el  primer  Besultan- 
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"do  probado,  después  de  las  frasee  y  reoonatniocíóii  de 
"dichas  casas  debe  añadirse  á  lo  que  accedió  (ySeilly, 
"pues  sólo  después  de  haber  aceptado  éste,  que  mi  repre- 
"sentado  hiciera  lae  Obras,  fué  cuando  realizó  todo  lo  de- 
"más  que  dice  la  sentencia.— B :  Después  de  la  palabra, 
"mandó  hacer  planos,  practicó  diligencias",  debe  agre- 
"garse  también  de  acuerdo  con  O'ReilIy  quien  aprobó  loe 
"planos  y  estuvo  conforme  cou  las  condiciones  que  ha- 
"bían  de  servir  de  base  para  buscar  dinero",  toda  vez  que 
"el  mismo  0"ReiUy  ha  declarado  de  conformidad  con  »• 
"tos  extremos  y  que  no  estaban  dispuestos  á  emprender 
"esas  obrae  ei  no  era  en  esas  condiciones. — ^C :  En  el  se- 
"gundo  resultando  debe  declararse  "que  las  obras  de  de- 
"molición  hechas  por  Lefebre  están  hechas  obedeciendo 
"al  plano  aprobado  por  O'Beilly  y  no  han  perjudicado  á 
"las  casas  ni  á  los  dueños  de  ellas,  toda  vez  que  aquellas 
"eran  necesarias  y  que  éstos  no  querían  gastar  en  la  obra 
"siendo  por  otra  parte  inservibles  loa  materiales  vendi- 
"dos  por  Lefebre",  extremos  confirmados  por  la  declara- 
"ción  de  O'Eeüly  y  por  loa  señores  peritos". 

Eesultando  que,  por  auto  de  doa  de  Junio  del  año 
actual,  el  Tribunal  a  quo  considerando  que  en  la  senten- 
cia se  eipreaan  con  claridad  y  precisión  los  hechos  que 
se  estiman  probados  de  los  qne  fueron  objedn  de  la  acu- 
sación y  de  la  defensa,  declaró  no  haber  lugar  á  la  acla- 
ración de  aquélla. 

FCNDAHBNTOS  DEL  BECITRBO  POB  qUBBBANT  A  MIENTO: 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  ae  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for-  ■ 
ma,  citando  como  precepto  autorizante  del  mismo,  e!  caso 
segundo  del  artículo  novecientos  doce  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  alegando  á  este  respecto  !o  si- 
guiente :  "La  simple  enunciación  de  este  moüvo  de  casa- 
"ción,  es  bastante  para  comprender  su  aloance  en  eete 
"caso  sin  necesidad  de  más  eeplicación,  toda  vez  que  la 
"falta  por  sí  sola  queda  comprendida. — En  efecto  la  Sa- 
"la  no  ha  resuelto  sobre  todos  los  piúitos  de  mi  escrito  de 
"coGicIusiones  que  se  copia  en  el  Resultando  quinto". 

Fundamentos  del  rbccbso  pob  infbacción: 

Resultando  que  también  se  ha  interpuesto  por  el  re- 
petido procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  citándose  como  preceptos  autorizantes  de  este  recui^ 
so  loa  números  primero  y  quinto  del  artículo  odiociraitoB 
cuarenta  y  nueve  de  la  íey  procesal  y  el  ochocientos  cin- 
cnenta  de  la  misma  I^ey,  expresándose  loa  siguientes  mo> 
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tivoe:      "La   sentencia   infringe  el  artículo  qninientoi 

"treinta  y  cinco  del  Código  Penal,  número  primero:  y 
"número  tercero  del  quinientoe  treinta  y  seis  por  aplica- 
"eión  indebida  y  la  Orden  militar  número  doacientoa  tre- 
"ce  creando  los  Juzgados  Correccionales:  y  el  número 
■'once  del  articulo  diez  del  Código  Penal. — Primera  in- 
"fracción  y  concepto  de  ella :  '  El  hecho  declarado  pro- 
"bado  de  haber  mi  representado  comenzado  fa  demoli- 
"ción  de  las  casas  en  ruina,  números  ochenta  y  cuatro, 
"ochenta  y  seia  y  ochenta  y  ocho  de  la  calle  de  Desampa- 
"radoa  y  haber  vendido  los  materiales  allí  existentes  en 
"una  cantidad  inferior  ó  igual  al  importe  de  loa  trabajos 
"allí  realizados,  no  constituye  delito,  porque  el  delito  de 
"hurto  necesita  para  su  realización  el  ánimo  de  lucro  que 
"en  este  hecho  no  está  justificado,  toda  vez  que  en  los 
"mismos  hechos  probados  se  deduce  la  existencia  de  un 
"contrato  que  aún  sin  haber  sido  aprobado  demostraba 
"que  el  ánimo  de  mi  representado  era  la  apropiación  del 
"contrato  para  la  realización  de  las  obras  y  no  de  los  ma- 
"teriales,  objeto  de  la  demolición  no  ha  perjudicado  & 
"las  obras  que  allí  puedan  construirse  ni  ¿  sus  dueños, 
"toda  vez  que  la  demolición  estaba  mandada  realizar. 
"Resulta,  pues,  que  se  han  calificado  como  delitos  hechos 
"que  no  lo  son  y  se  ha  incurrido  en  el  motivo  de  casación 
"que  autoriza  el  número  primero  de!  articulo  ochocientos 
"cuarenta  y  nueve,  apartado  primero  de  la  Ley  de  En- 
"juiciamiento  Criminal,  infringiendo  los  artículos  qui- 
"nientos  treinta  y  cinco,  número  primero  y  quinientos 
"treinta  y  seis  número  tercero  del  Código  Penal. — Se- 
"gunda  infracción  y  concepto  de  ella :  'La  sentencia  de- 
"clara  que  mi  representado  al  realizar  los  hechos  objeto 
"de  esta  causa  y  en  el  supuesto  que  sean  delitos,  los  co- 
"metió  con  la  circunstancia  agravante  de  abuso  de  con- 
"fianza,  haciendo  ctmsistir  ésta  en  el  permiso  obtenido 
"por  éste,  para  penetrar  en  las  casas,  siendo  as!  que  el 
"permiso  tenia  otro  fin  completamente  distinto,  porque 
"de  loe  Besultandos  declarados  probadoe-  por  la  Sala,  así 
"se  deduce,  incurriendo,  por  taiito,  en  la  infracción  del 
"número  qninto  del  artículo  odiocientos  cuarenta  y  nue- 
"ve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  violando  el 
"precepto  del  artículo  diez,  número  once  del  Código  Pe- 
"nal. — Tercera  infracción  y  concepto  de  ella :  En  el  su- 
"puesto  de  que  los  hechos  declarados  probados  sean  deli- 
"tos  y  que  este  delito  esté  comprendido  en  el  artículo  qui- 
"nientoe  treinta  y  cinco  del  Código  Penal,  el  Tribunal 
"ha  incurrido  en  error  legal  al  resolver  sobre  su  compe- 
"tencia,  porque  la  utilidad  obtenida  por  mi  representado 
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"sólo  consiste  en  la  diferencia  entre  ciento  cincuenta  pe- 
"sos,  importe  del  valor  de  los  materiales  y  el  precio  de 
"la  demolición,  estimado  en  ciento  setenta  y  cinco  pe- 
"sos,  ó  sean  veinte  y  cinco  peeoa  que  atribuye  la  compe- 
"tencia  al  Juzgado  Correccional,  Orden  doscientos  trece 
"del  Gobierno  Interventor,  que  ha  sido  infringida,  incu- 
"rriendo  la  Sala  en  el  motivo  de  casación  á  que  se  refiere 
"el  artículo  ochocientos  cincuenta  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
"niiento  Criminal" :  Cuarta,  aparece  del  segundo  Resul- 
"tando  probado  "que  mi  representado  comenzó  las  obraa 
"de  demolición  y  vendió  loa  materiales,  y  del  quinto  Con- 
"siderando  que  no  existen  perjuicios,  dignos  de  apreciar, 
"luego  es  intiiscutible  y  en  este  concepto  se  ha  infringi- 
"do  el  número  primero  del  artículo  quinientos  treinta  y 
■  "cinco  del  Código  Penal  por  aplicación  indebida  en  rela- 
"ción  con  el  número  tercero  del  quinientos  treinta  y  seis, 
"que  no  hay  delito  de  hurto,  por  no  exiatir  perjuicio  que 
"apreciar,  sin  el  cual  no  puede  ser  penable  ese  hecho". 
Resultando  que  admitido  el  recurso  y  "personado  el 
recurrente,  previa  la  sustanciación  correspondiente  se  ce- 
lebró la  vista  pública  con  asistencia  del  Iletrado  defen- 
sor del  procesado  que  sostuvo  aquél  y  del  Ministerio  Fis- 
cal que  lo  impugnó.- 
Dkoibi&it  nit  LOS  kbcurbob: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  el  recurso  por  quebrantamiento 
Ae  forma  uo  debió  admitirse  por  el  Tribunal  a  guo,  toda 
vez  que  el  recurrente  en  el  escrito  en  que  !o  interpone  se 
limita  á  afirmar  que  dicho  Tribunal  no  ha  resuelto  sobre 
todos  los  puntos  del  escrito  de  conclusiones  que  se  copian 
en  el  Resultando  quinto,  sin  determinar  cuáles  son  los 
.  que  á  su  juicio  han  dejado  de  resolveree,  particular  éste 
que  incumí>e  fijar  é  aquel  á  quien  interesa  la  subsanación 
de  la  falta  que  estime  cometida,  haciendo  constar  preci- 
S.1  y  claramente  en  qué  consiste  el  quebrantamiento,  co- 
mo lo  exige  el  número  quinto  del  articulo  quinto  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve:  y  por  tanto,  careciendo  el  expresado  recurso  de 
esta  circunstancia,  indispensable  para  poderlo  apreciar, 
procode  declararlo  sin  lugar. 

Considerando,  por  lo  que  respecta  al  primero  y 
ciiarto  de  los  motivos  del  recurso  por  infracción  de  ley, 
que,  según  el  párrafo  primero  del  artículo  quinientos 
treinta  y  cinco  del  Código  Penal,  son  reos  de  hurto,  los 
que,  con  ánimo  de  lucrarse  y  sin  violencia  ó  intimida- 
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ción  en  las  personas  ni  fnerza  en  lae  cosas,  toman  las  co- 
sas inmuebles  ajenas,  sin  la  voluntad  de  su  dueño :  y  esto 
aupueato,  es  indudaMe  que  de  los  hechos  declarados  pro- 
bados de  haberse  introducido  el  procesado  esn  las  casas 
Desamparados  ochenta  y  cuatro,  ochenta  y  seis  y  ochen- 
ta y  ocho,  sin  derecho  para  ello,  y  comenzar  á  realizar 
las  obras  de  demolición  que  de  las  mismas  tenía  conoci- 
miento había  de  practicar  e!  administrador  de  ellas,  sin 
cuya  autorización  ni  consentimiento  las  comenzó  y  ven- 
dió algunos  materiales,  apropiándose  sus  productos,  re-- 
sultán  todos  elementos  que  el  mencionado  precepto  exige 
para  que  el  delito  de  hurto  exista,  sin  que  á  la  califica- 
ción de  este  delito  pueda  oponerse  la  alegación  que  hace 
e]  recurrente,  para  negar  el  ánimo  de  lucro,  de  que  él 
precio  de  los  materiales  vendidos  fuera  inferior  6  igual 
al  de  los  trabajos  que  ya  tenía  realizados  en  la  demoli- 
ción ;  porque  esta  circunstancia  accidental,  solo  viene  ¿ 
demostrar  que  no  llegó  realmente  á  tener  vn  lucro :  pero 
nada  dice  en  contrario  al  propósito  de  obtenerlo  que  re- 
sulta de  la  apropiación  indicada  y  si  por  otra  parte  el 
propio  recurrente  afirma  en  el  recurso  que  su  ánimo  fué 
apropiarse  de  ese  modo  del  contrato  para  la  realización 
df  las  obrafi  que  de  antemano  intentara  celebrar,  sin  re- 
sultado alguno,  según  consta  probado,  queda  asimismo- 
demostrado  que  trataba  de  proporcionarse  una  utilidad 
al  tomar  la  cosa  mueble  a^ena  en  las  condiciones  ilegí- 
timas en  que  lo  efectuó :  siendo  por  último  de  desesti- 
marse la  alegación  que  también  se  hace  respecto  á  la  in- 
existencia del  delito  de  no  haberse  llegado  á  causar  per- 
juicio ¿  los  dueños  de  las  casas,  porque,  exacto  ó  no  este 
extremo,  ello  es  indiferente  para  apreciar  el  hurto  aten-- 
dido  á  que  el  artículo  que  lo  define  no  contiene  concepto 
alguno  del  cual  pueda  deducirse  que  tal  circunstancia 
deba  tenerse  en  cuenta  para  apreciarlo  6  dejar  de  ha- 
cerlo. 

GonsideTando,  por  lo  que  hace  al  segundo  motivo- 
del  propio  recurso,  que  habiéndose  prevalido  el  culpable 
del  permiso  escrito  que  le  diera  el  administrador  de  las 
caeos  para  que  pudiera  penetrar  en  ellas  sin  ser  impor- 
tunado cuando  trataba  de  contratar  la  demolición  de  la 
mismas,  del  cual  hizo  uso  después  de  no  haberse  acepta- 
do el  contrato,  para  introducirse  en  ellas,  demolerlas  y 
aprovecharse  de  los  materiales  de  que  se  aprovechó,  es- 
de  todo  punto  claro  que  obró  con  abuso  de  la  confianza 
que  se  le  dispensó  al  otorgársele  el  permiso  antes  expre- 
sado, y,  por  consiguiente  ha  sido  bien  apreciada  por  el 
Tribunal  o  quo,  como  concurrente  en  el  delito,  la  cir- 
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cunstaneia  affravante  del  número  once  dfll  artículo  diez 
del  Código  Penal. 

Considerando  por  lo  que  reapecba  al  tercer  motivo 
del  recurso  que,  aegim  el  mücuIo  ochocientos  cincuenta 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  ee  entenderá  que 
ha  sido  infringida  la  Ley  para  el  efecto  de  que  pueda  in- 
terponerse el  recurso  de  casación  en  el  caso  segundo  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  cuando,  d^da  la  ca- 
lificación que  de  los  hechos  afpareciere  en  la  sentencia, 
el  Tribunal  haya  incurrido  en  error  legal  al  resolver  eo- 
hre  su  competencia.  Considerando  que  el  motivo  antes 
expresado  por  el  que  se  imputa  al  Tribunal  a  quo  ese 
error  legal  al  resolver  sobre  su  competencia,  no  tiene  por 
base  la  califícacióo  que  de  los  hechos  aparece  en  la  sen- 
tencia, según  lo  exige  el  precepto  citado,  sino  la  qoe  á 
juicio  del  recurrente,  por  las  razones  que  aduce,  merecen 
estos,  términos  en  que  no  autoriza  el  recurso  de  casación 
el  artículo  ochocientos  cincuenta  mencionado,  y  por  ello 
no  debió  admitirse  por  la  Sala  sentenciadora  el  motivo 
referido. 

Considerando  que  por  tas  razones  expuestas  proce- 
de declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costar 
al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
iiiterpuesto  por  Adolfo  Lefebre  Acevedo,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  el  veinte 
y  siete-  de  Mayo  último,  con  las  costas  á  eu  cargo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandaúios  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luís 
Gastón. — José  Oabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.-— Federico  Mora. 


Inf.  ley.— Sont  147.— 8  da  Septiemb».— Peijwio.  (Ga- 

txta.,  Mayo  16,  1904.) 

I>OCTBIKA:  Para  que  pueda  castigarse  por 
el  delito  de  penarío.  es  necesario  que  de  los  hechoB 
probados  reaulte  qne  el  procesado  faltó  &  la  ver- 
dad, k  sabiendas,  al  hacer  la.  afirmación  qne  dio 
origen  á  la.  cansa,  lo  caal  no  se  dcdnce  cnando  lo 
afirmado  puede  ser  cierto,  ó  como  tal,  tenido  en 
opinión  del  deponente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
íración  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  D.'  Eladia  Fernández  y  Ruiz  de  Osorio, 
vecina  de  la  Habana,  contra  sentencia  dictada  por  la 
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Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  esta  capital  en  causa  que  ee  instruyó  en  el  Juzga- 
do del  £Bt«  contra  Ignacio  Moré  y  Moré,  vecino  de  esta 
ciudad,  del  comercio,  por  el  delito  de  perjurio. 
Hechos  probados: 

Hesultanclo  que  en  la  expresada  sentencia,  de  pri- 
mero de  Junio  de  este  año,  ge  contienen  los  doe  siguien- 
tes:  "Primero:  Resultando  probado:  que  en  la  de- 
'manda  de  alimentos  provisionales  establecida  por 
'Eladia  Fernández  y  Ruiz  de  Oaorio,  contra  bus  legl- 
'timofi  padres  Mateo  Fernández  y  Magdalena 
"Ruiz  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
'Centro  de  cata  ciudad,  la  parte  demandada  presentó 
'un  interrogatorio  de  preguntas  á  cuyo  tenor  declaró 
'como  testigo  e!  procesado  Ignacio  Moré  y  la  parte  ae- 
'tora  á  su  vez  presentó  otro  interrogatorio  de  repregun- 
'tas  que  fué  contestado  también  por  el  procesado,  sien- 
'do  la  repregunta  y  contestación  segunda  las  que  literal- 
'mente  se  expresan  á  continuación: — Segundo í  "digan 
'como  es  cierto  que  no  intervinieron  ni  han  intervenido 
'ni  por  consecuencia  saben  cuál  de  loa  doe  demandados 
'paga  el  alquiler  de  la  casa  donde  viven,  Merced  cua- 
'renta  y  cinco,  ni  quien  sea  el  que  paga  la  clase  de  piano 
■de  sus  hijos,  lavandero,  lechero,  vestido  y  calzado  de 
'los  hijos  menores."  A  la  segunda:  "que  le  consta  que 
'Pepe,  hijo  de  Magdalena,  pagó  el  alquiler  de  la  casa 
'con  dinero  de  aquélla  no  constándole  quien  pagó  los 
'demás  gastos,  pero  supone  salga  de  los  bienes  hereda- 
dos por  D.*  Magdalena  Ruiz. — Segundo:  Resultando 
'probado  que  los  recibos  de  alquiler  mensual  de  la  casa 
calle  de  la  Merced,  número  cuarenta  y  cinco,  propiedad 
'de  la  Casa  de  Beneficencia  y  Maternidad  eorrespon- 
'dientes  á  los  meses  de  Mayo  de  mil  novecientos,  Di- 
'ciembre  de  mil  novecientos  uno.  Enero  y  Diciembre 
'de  mil  novecientos  dos  y  Enero  de  mil  novecientos 
'tres,  fueron  extendidos  á  nombre  de  Mateo  Fernández, 
'esposo  de  Magdalena  Ruiz,  padre  de  la  querellante 
'Eladia  Fernández  y  Ruiz  de  Osorio,  sin  que  se  haya 
'justificado  quien  verificara  materialmente  ios  pagos  ni 
'si  éstos  se  hicieron  con  dinero  de  Mateo  Fernández  ó 
'de  su  esposa  ]^Iagdalena  Ruiz." 

Resolución  recubrida  : 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  estimando  que 
loe  hechos  expuestos  no  constituyen  delito,  absolvió  al 
procesado  declarando  las  costas  de  oñcio. 
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Fundamentos  del  becdebo  de  oabación: 

Beeultando  que  á  nombre  de  la  mencionada  señora' 
Fernández  Buiz,  se  ha  interpnesto  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  citándose  como  precepto  autori- 
zante del  mismo,  el  número  segundo  del  articulo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal,  alegándose  lo  siguiente:  "Que  esto  re- 
"cuTso  lo  establezco  por  haberse  infringido  en  la  aeiN- 
"teaicia  de  que  recurro,  el  artículo  primero  en  su  número 
"primero  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis,  serie  de  mil  no- 
"vecientoB,  del  extinguido  Gobierno  MiJitar  Interventor, 
"puesto  que  á  pesar  de  su  torminante  precepto,  ee  ab- 
"saelve  al  procesado  Ign^io  Moré  y  Moré,  no  obet«nte 
"declarar  probado  en  el  primer  Beeultando  de  la  senten- 
"cia  recurrida,  que  el  procesado  afirmó  al  contestar-  al 
"interrogatorio  de  repreguntas  formuladas  en  el  juicio^ 
"de  alimentos  provisionales,  seguido  por  D.*  Eladia  Fer- 
"nández  y  Rniz  de  Osorio  contra  sus  padrea,  que  le  cons- 
"taba  que  "Pepe,  hijo  de  Magdalena  Ruiz,  pagó  el  alqni- 
"lel*  de  la  casa  con  dinero  de  aquélla",  siendo  as!  que  los 
"recibos  fueron  extendidos  á  nombre  del  Sr.  Mateo  Fer- 
"nández,  lo  que  se  probó  por  tas  declaraciones  de  los  re- 
"caudadoree  de  los  alquileres  de  la  casa  habitada  por  la 
"familia  Fernández  Buiz,  cuyo  pago  no  se  demostró, 
"con  dinero  de  cual  de  los  cónyuges  se  efectuaba :  si  con 
"como  lo  declara  el  segando  Resultando  de  la  sentencia 
"el  de  D.  Mateo  Fernández  ó  con  el  de  D/  Magdalena, 
"recurrida. — Por  manera  que  al  afirmar  el  procesado 
"que  se  efectuaba  el  pago  con  dinero  de  la  Sra.  Ruiz,  ha 
"faltado  á  la  verdad,  porque  no  podía  estar  en  conoci- 
"miento  de  interioridades  de  familia,  y  por  tanto  ha 
"incurrido  en  el  delito  de  perjurio,  del  que  ésta  repre- 
"sentación  le  ha  acusado.— Para  demostrar  el  delito  co- 
"metído  por  el  acusado  Moré,  no  se  necesita  emplear 
"gran  dialéctica,  pues  basta  saber  un  poco  de  gramática 
"de  la  lengua  castellana  para  venir  á  la  conclusión  d& 
"que  el  Sr.  Moré  ha  mentido,  sabiendo  que  lo  hacia,  que 
"prestado  una  declaración  verdaderamente  subrepticia: 
"Dice  el  Diccionario  de  la  Lengua  Castellana  que 
"Constar;  verbo  impersonal.  Ser  una  cosa  cierto  y 
"manifiesto."  El  procesado  Sr.  Ignacio  Moré,  supo  por 
"José  Fernández  que  el  alquiler  que  pagaba  el  matrimo- 
"nio  Fernández  Buiz,  de  la  casa  que  habitaban,  se  hacía 
"con  dinero  de  la  Sra.  Magdalena  Buiz,  lu^o  no  le 
"constaba,  y  sin  embargo,  no  tuvo  inconveniente  en  ma- 
"nifester  que  le  constoba,  incurriendo  por  este  solo  he- 


DigilizedbvGoO^^IC 


"eho  en  el  delito  de  perjurio  definido  en  la  ya  citada 
"Orden  número  ciento  diez  y  seis. — Es  procedente  este 
"recurso  porque  así  lo  ordena  el  artículo  ochocientos 
"cuarenta  y  nueve  en  su  número  aeguiído  de  la  Ley  de 
"Enjuci amiento  Criminal,  pues  en  el  primer  Resultando- 
"de  la  sentencia  recurrida^  se  declara  probado  que  el  pro- 
"cesado  Sr.  Ignacio  Moré  declaró  que  le  constaba  que  la 
"casa  la  pagaba  D.*  Magdalena,  siendo  asi  que  lo  sabía 
"por  referencia,  6  sea  por  boca  del  hijo  de  ésta,  Sr.  José 
"Fernández  y  Ruiz,  luego  no  le  constaba,  incurriendo 
"por  tanto  en  perjurio. — Sin  embargo,  la  parte  disposi- 
"tiva  de  la  sentencia  no  le  hace  reo  del  delito  de  perjuno, 
"cometiendo  por  ende  la  Sala  la  infracción  de  ley  en  que 
"fundo  este  recurso." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personada  la 
recurrente  Sra.  í'ernández  y  Huiz  de  Osorio,  asi  como 
también  Ignacio  Moré  y  Moré,  parte  no  recurrente,  pre- 
via la  snstanciación  correspondiente,  se  celebró  la  vista 
pública  con  asistencia  de  los  letrados  defensores  de  am- 
bas partes,  sosteniendo  el  de  aquélla  el  recurso  que  fué 
impugnado  por  el  del  segundo  y  por  el  Ministerio  Fiscal 
que  también  asistió  al  acto. 
Decisión  del  hecurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  párrafo  primero  del  ar-, 
tfculo  primero  de  la  Orden  número  ciento  diez  y  seis  de 
mil  novecientos,  son  reos  de  perjurio  loe  que  deliberada- 
mente afirmen  ser  cierto  un  hecho  que  saben  es  falso, 
después  de  haber  prestado  juramento  (ú  obligándose  á 
decir  verdad  en  otra  forma  autorizada  por  la  ley,  como 
equivalente  al  juramento)  de  testificar,  declarar,  deponer 
ó  certificar  la  verdad  ante  un  Tribunal,  Juez,  funciona- 
rio ó  persona  competente,  en  cualquier  procedimiento 
civil  ó  criminal  ú  otro  caso  en  que  por  ministerio  de  la 
Ley  deba  prestarse  tal  juramento,  ó  contraerse  en  otra 
forma  la  obligación  de  decir  verdad. 

Considerando  que,  por  lo  que  de  los  hechos  declara- 
dos probados  resulta,  no  puede  decirse  que  haya  testifi- 
cado falsamente  Ignacio  Moré  y  Moré,  en  el  expediente 
en  que  depuso,  afirmando  que  e!  alquiler  de  la  casa  en 
que  habitaban  los  esposos  Fernández  Ruiz,  fué  satisfe- 
cho con  dinero  de  la  mujer,  pues  el  solo  hecho  de  apare- 
cer extendidos  á  nombre  del  marido  los  recibos  del  in- 
quilinato, no  es  prueba  suficiente  en  contrario  de  lo' 
afirmado  por  aquel,  por  cuanto  una  v  otra  cosa  natural- 

■     T   «.— l»4.-«í. 
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mente  pudo  suceder,  ni  cabe  deducir,  ciertameate,  que 
faltara  á  la  verdad  por  la  afirmación  que  tace  la  recu- 
rente,  de  que  podía  el  declarante  estar  enterado  de  las 
iuterioridades  de  la  familia,  porque  no  siendo  eeto  im- 
posible en  lo  absoluto  y  en  todo  caso  necesario  que  se 
pruebe  es  falso  el  hecho  que  se  dijo  cierto,  lo  cual  en  esta 
causa  no  resulta,  tal  afirmación  por  sí  sola  es  del  todo 
ineficaz,  si  no  ofrece  la  sentencia  ningún  otro  dato  por 
<íoade  inferir  que  el  testigo  declarara  falsamente,  la  Sa- 
la sentenciadora  no  ha  infringido  por  falta  de  aplic&- 
■ción  la  Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecien- 
tos, como  sostiene  en  el  recurso,  y  menos  en  el  concepto 
expresado  en  último  término,  de  que  la  testigo  declaró 
■que  le  constaba  se  hizo  el  pago  coa  dinero  de  Magdalena 
Buiz,  siendo  asi  que  lo  sabía  por  referencia  del  hijo  de 
ósta,  porque  con  esto  último  se  adicionan  los  hechos  de- 
■clarados  probados,  motivo  bastante  para  no  tomar  en 
consideración  este  estremo  del  recurso. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas,  proce- 
de declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas 
A  la  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Bladia  Fernández  y  Ruiz  de  Osorio, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana en  primero  de  Junio  último ;  con  las  costas  á  cargo 
de  la  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pi- 
chardo. — Luis  Gastón.— José  Cabarrocas  Horta. — Am- 
brosio E.  Morales. — Federico  Mora. 


Inf.  ley. —Sent.  H8.— 6  de  Sspüembre.— Atentado  7  le- 
siones. (Gac.,  Mayo  16,   I904.) 

DOCTRINA:  Cuando  «1  hecho  comtitnyc  loa 
delitos  de  atentado  ;  lesiones  cometidos  en  un  aolo 
acto,  es  de  aplicación  el  antculo  88  del  Código  Pe- 
nal, aunque  el  ultimo  de  esos  delitos  eat¿  penado  en 
en  la  Orden  213  de  1900;  porqtie  esta  Orden  no  e* 
una  le;  eipecialcon  relación  al  Código,  y  por  tanto 
deben  aplicarte,  armo niiánd oíos,  los  preceptos  de 
tina  7  otro,  cnando  corresponda. 

£n  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  dos  de  Mayo  del 
corriente  año  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  causa 
procedente  del  Juzgado  de  Instruccción  de  Cienfu^os, 
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seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de 
la  otra,  como  procesado  por  el  delito  de  atentado  á  agen- 
te de  la  Autoridad,  Emil  Wilde,  vecino  de  Cienfuegos, 
electricista  y  soldado  de  artilería  del  Ejército  de  los  Es- 
tados Unidos. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  la  expresada  sentencia  se  funda  en 
los  hechos  que  consigna  en  su  siguiente  Besultando : 
"Resultando  probado  que  en  veinte  y  dos  de  Febrero  úl- 
'timo  fué  detenido  el  soldado  de  la  Artillera  america- 
'na,  Emil  Wilde,  por  el  agente  de  policía  Alejandro  To- 
'rres,  que  estaba  de  servicio  é  iba  de  uniforme  y  con  \aa 
'insignias  de  su  cargo,  con  motivo  de  haber  promovido 
'aquel  un  escándalo  en  la  vía  pública  &  la  meretriz 
'Amparo  Martínez  que  se  hallaba  asomada  á  la  puerta 
'de  su  casa,  sita  en  el  barrio  de  Transval  en  la  ciudad  de 
'Cienfuegos,  y  ya  cuando  lo  llevaba  conducido  á  la  Je- 
'f atura  del  Cuerpo,  Wilde  se  volvió  de  pronto  y  le  des- 
'cargó  al  guardia  un  puñeta^ío  en  las  narices  que  le  de- 
■•rribo  al  suelo  y  echó  á  huir;  pero  perseguido  por  el 
'guardia  y  otro  más  que  acudió  se  le  dio  alcance,  y  de 
nuevo  fué  detenido,  pero  como  continuara  Wilde  en 
actitud  agresiva  contra  el  citado  guardia,  éste  no  ha- 
''biendo  otro  modo  de  reducirlo  á  la  obediencia  por  sus 
'grandes  fuerzas,  tuvo  que  hacer  uso  de  la  porra  que 
'portaba,  causándole  varias  lesiones  que  tardaron,  digo, 
'que  necesitaron  para  sanar  de  asistencia  médica  por 
'cinco  días.  El  procesado  se  hallaba  ebrio  al  ejecutar 
'el  delito,  no  siendo  habitual  en  él  ese  estado ;  y  el  guar- 
'dia  tardó  en  sanar  diez  días  de  las  lesiones  que  sufrió 
'también,  con  asistencia  médica  é  impedimento  para  su 
'trabajo." 

Resolución'  recorrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  fueron  ca- 
lificados estos  hechos  como  constitutivos  de  dos  delitos: 
el  uno  de  atentado  á  agente  de  la  Autoridad,  previsto 
en  el  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho  número  se- 
gundo en  relación  con  el  doscientos  cincuenta  y  nueve, 
caso  tercero  y  el  doscientos  sesenta,  todos  del  Código  Pe- 
nal, reformado  este  último  artículo  por  la  Orden  dos- 
cientos veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  y  el  otro, 
de  lesiones  menos  graves,  previsto  en  el  número  diez  y 
ocho  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doscientos 
trece  de  mil  novecientos,  y  que  por  ser  resultantes  ambos 
de  un  solo  hecho,  deben  ser  reprimidos  con  la  pena  que 
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corresponda  al  más  grave,  ó  sea  el  de  atentado,  aplicánr 
dola  en  su  grado  máximo  según  el  artículo  ochenta  y 
ocho  del  citado  Código ;  y  considerando  autor  de  dichos 
delitos,  con  la  circunstancia  atenuante  de  embriaguez 
no  habitual,  al  procesado  lo  condeno  en  la  pena  de  un 
año,  ocho  meses  y  un  día  de  prisión  correccional,  las  co- 
rreepomiientes  accesorias  y  al  pago  de  costas,  y,  por  vía 
de  responsabilidad  civil,  á  satisfacer  al  perjudicado  cin- 
cuenta pesetas,  sufriendo  en  defecto  de  pago- por  insol- 
vencia, prisión  subsidiaria  á  razón  de  doce  y  media  pese- 
tas que  de  esta  suma  dejare  de  satisfacer,  y  abonándosele 
en  la  pena  la  totalidad  del  tiempo  de  prisión  preventiva 
que  hubere  sufrido. 

FUMDAMENTOS   DEL    BECUH80    DE    CA SACIO X : 

Hesultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  1^  repre- 
sentación del  procesado  el  presente  recurso,  fundado  en 
el  número  sexto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  alegando  ha- 
berse infringido  el  articulo  ochenta  y  ocho  del  Código- 
Penal  por  indebida  aplicación,  y  los  artículos  ochenta  y 
seis  y  óchente  y  siete,  en  relación  con  el  doscientos  se- 
senta reformado,  del  mismo  Código,  y  la  Orden  doscien- 
tos trece  de  mil  novecientos,  por  falta  de  aplicación. 
"Dados  los  hechos  declarados  probados  por  la  sentencia 
recurrida" — dice  literaImente--"Bmil  Wilde  es  respon- 
sable de  dos  delitos:  uno  de  atentado  á  agentes  de  la 
'Autoridad,  castigado  en  el  artículo  doscientos  sesenta  . 
'del  Código  Penal,  reformado  por  la  Orden  número  dos- 
cientos veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  con  la 
'pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión 
'correccional  en  su  grado  mínimo,  pena  que,  en  el  caso 
'correcional  en  su  grado  mínimo,  para  que,  en  el  caso 
'de  Wilde,  respecto  del  que  se  aprecia  la  existencia  de 
'una  circunstancia  atenuante,  sería  de  cuatro  meses  y 
'un  día  de  arreato  mayor  á  un  año  de  prisión  correccio- 
'nal ;  y  otro  de  lesiones  menos  graves,  castigado  en  la  Or- 
'dcn  número  doscientos  trece  del  año  de  mil  novecientos 
'con  pena  que  no  puede  exceder  de  seis  meses  de  encar- 
'celamiento  y  por  virtud  de  la  circunstancia  atenuante, 
'existente,  no  excedería  en  este  caso  de  treinta  y  cinco 
'á  cuarenta  y  cinco  días  de  encarcelamiento.  Por  la  in- 
'debida  aplicación  del  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código 
'Penal,  Wilde  resulta  condenado  á  nna  pena  que  no  pue- 
'de  aceptarse. — Promulgada  la  Ordaí  doscientos  trece 
'del  año  mil  novecient^  que  es  ley  de  la  República, 
'según  la  Constitución  no  pueden  imponerse  otras  penas 
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"á  los  delitos  que  en  ella  se  incluyen,  (entre  los  que  fi- 
"gura  el  de  lesiones  menos  graves)  que  las  que  señala  la 
"citada  Orden  y  por  esa  razón  cnando  en  casos  como  el 
"presente,  conoce  una  Sala  de  lo  Criminal,  como  conexos 
"de  delitos  castigados  en  la  Orden  citada  y  en  el  Código 
"Penal  con  penas  de  distinta  naturaleza  no  puede  apli- 
"carse  el  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  sino 
"que  deben  serlo  loa  artículos  ochenta  y  seis  y  ochenta 
"y  siete  del  mismo,  resultando  aquí  infringida  la  Ley  y 
"condonado  Wilde  á  pena  superior  á  la  que  debía  corres- 
"ponderle." 

Resultando  que  previos  los  demás  trámites  legales, 
celebróse  la  correspondiente  vista  pública  ante  este  Tri- 
bunal Supremo  en  veinte  y  uno  de  Agosto  último,  asis- 
tiendo á  ella  el  defensor  del  recurrente  y  el  Ministerio 
Fiscal,  quienes  sostuvieron  en  sus  respectivos  informes, 
el  primero,  la  procedencia  del  recurso,  y  el  segundo  no 
haber  lugar  á  él : 

Decisión  del  recitrko: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarroeas 
Horta. 

Considerando  que  el  artículo  ochenta  y  ocho  del 
Código  Penal  previene  que  en  el  caso  de  que  un  solo 
hecho  constituya  dos  6  más  delitos,  se  impondrá  al  cul- 
pable la  pena  correspondiente  al  delito  más  grave, 
aplicándola  en  su  grado  máximo: 

Considerando  que  los  dos  delitos  que  se  califican 
en  la  sentencia  recurrida,  el  uno  de  atentado  á  agente 
de  la  Autoridad  y  el  otro  de  lesiones  menos  graves,  fue- 
ron cometidos  por  el  procesado  y  recurrente,  Bmil  Wil- 
de, en  un  koIo  acto,  siendo  el  más  grave  de  ambos  el  de 
atentado :  por  lo  que,  atendiendo  al  citado  precepto  leg&l 
corresponde  á  aplicar  á  Wilde  la  pena  de  este  último  de- 
lito en  su  grado  máximo,  el  cual  abraza  de  un  año,  ocbo 
meses  y  un  dia  á  dos  años  y  cuatro  meses  de  prisión  co- 
rreccional: y,  por  consiguiente,  al  condenarle  la  Sala 
sentenciadora  en  el  mínimum  de  la  pena  que  marca  este 
'.grado,  no  incurrió  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atri- 
buye en  el  único  motivo  del  recurso: 

Considerando  que  no  obsta  á  esta  conclusión  como 
lo  pretende  el  recurrente  que  la  Orden  doscientos  trece 
de  mil  novecientos,  por  la  cual  se  castiga  el  delito  de  le- 
siones menos  graves  con  la  pena  máxima  de  seis  meses 
de  encarcelamiento  6  quinientos  pesos  de  multa,  preven- 
ga que  desde  su  publicación  se  impondrán  á  los  delitos  en 
«lias  comprendidos  las  penas  señaladas  en  ta  misma; 
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poqoe  no  teniendo  esta  Orden  verdadero  carácter  de  Ley 
especial  con  relación  al  Código  Penal,  todos  ana  precep- 
tos deben  armonizarse  con  los  de  éste,  en  cuanto  sean 
compatibles,  y  siéndolo  en  el  presente  caso  d  del  referi- 
do artículo  ochenta  y  ocho,  pues  que  permite  prescindir 
en  lo  absoluto  de  la  pena  correspondiente  al  delito  me- 
nos grave,  resulta  evidente  que,  al  hacerlo  asi  la  Sala 
sentenciadora  no  violó  dicho  articulo,  ni  en  su  conse- 
cuencia la  Orden  tantas  veces  mencionada,  ni  ninguna 
otra  de  las  disposiciones  legales  que  invoca  el  recurrente 
como  infringidas : 

Considerando  lo  prescrito  sobre-costas,  por  el  ar- 
tículo cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infraccón  de  ley, 
interpuesto  por  Emil  WJlde,  contra  la  expresada  senten- 
cia de  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  de  veinte  y  dos  de 
Mayo  último:  con  las  costas  4  cargo     del     recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta, — Ambrosio  R.  Mora- 
les,— Federico  Mora. 


In£  ley.— Sent.  149. —10  de  Septiembre.— Amnistía. 

iOac  ,  Mayo  le,  190Í.) 

IMJCTRIlfA:  Cootra  los  autos  de  los  Tribuna- 
les de  lo  Crímioal  no  puede  interponerse  el  recurso 
ie  súplica  sino  en  los  casos  en  que  la  lej  nootorjnie 
expresamente  otro  recurso,  j  otorgando  el  de  casa- 
ción contra  las  resoluciones  de  los  incidentes  y  seo- 
tencias  definitivas  sobre  aplicación  de  una  amnistía 
6  indulto  general,  es  claro  que  contra  dichas  reso- 
luciones  no  procede  la  súplica,  j  cuando  se  declara 
con  lu^ar  ^sta  reformando  nn  auto  por  el  cual  se 
ha  aplicado  la  amnistía,  se  infringe  la  lev. 

Bl  recurso  de  casación  respecto  á  resoluciones  en 
que  se  desestima  la  aplicación  de  una  amnistía, 
procede  tanto  durante  la  sustanci ación  de  la  cansa, 
como  una  vez  terminada  si  en  ese  estado  surge  á 
inciden  te. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  ¿  diez  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo 
contra  la  resolución  denegatoria  de  amnistía  de  trece  de 
Mayo  del  corriente  año,  dictada  por  la  Sección  primera 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  provin- 
cia, en  causa  procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  del 
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Este  de  esta  capital,  7  en  la  que  hablan  sido  condenado» 
por  sentencia  firme,  Manuel  GraTc  de  Peralta,  César  A. 
Grómez  y  Prudencio  Otañez,  por  el  delito  de  falsifica- 
ción. 

Antecedentes: 

Besultando  que  en  dicha  resolución  de  trece  de  Ma- 
yo último  ee  con^guan  los  seis  siguientes  resultandos: 
"Beeultando  que  en  la  causa  número  cuarenta  y  nueve 
"de  rail  noveeientoB  uno,  procedente  del  Juzgado  del  Es- 
"te,  por  falsificación  de  documento  mercantil,  se  dictó 
"sentencia  en  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil  novecientos 
"dos,  condenando  á  los  proeeaadoB  Manuel  Grave  de  Pe- 
"ralta  y  César  A.  Gómez  á  las  penas  de  diez  años  de  pre- 
"sidio  mayor  y  multa  á  cada  uno  de  ellos,  y  &  Prudencio 
"Otañez  á  la  de  once  años  de  igual  clase  de  pena  y  multa : 
"y  por  entenderse  que  Manuel  Grave  de  Peralta  era  ciu- 
"dadano  de  los  Estados  Unidos  del  Norte  de  América: 
"por  auto  de  esta  Sala  de  veinte  y  nueve  de  Abril  últi- 
"mo  se  declaró  comprendido  á  los  reos  en  la  ley  de  am- 
"nistía  de  nueve  de  Junio  de  mil  novecientos  doa  y  se  de- 
"claró  extinguida  la  pena  impuesta  á  dichos  reos,  orde- 
"nando  se  pusiese  en  libertiad  ¿  los  llamados  Gómez  y 
"Otañez,  que  se  comunicase  esa  resolución  al  Sr.  Secre- 
"tario  de  Estado  y  Justicia  á  los  efectos  de  la  extradí- 
"ción  pedida  de  Manuel  Grave  de  Peralta  para  lo  que  tu- 
"viese  á  bien  resolver  y  que  ae  cumpliera  la  sentencia  en 
"el  extremo  referente  &  las  responsabilidades  civiles". 
"Besultando :  que  dentro  del  término  el  Ministerio  Fis- 
"cal  presentó  escrito  suplicando  el  auto  ya  dicho,  de 
"veinte  y  nueve  de  Abril  último,  para  que  se  supliera  y 
"enmendara  en  el  sentido  de  que  no  habla  lugar  á  apli- 
"carse  á  ninguno  de  los  tres  reos,  la  amnistía  y  que  pre- 
"cedía  por  el  contrario,  cumplir  la  sentencia  firme  pro- 
"nunciada:  fundándose  dicho  Ministerio,  en  que  no  re- 
"sultaba  cierto  que  Manuel  Grave  de  Peralta  fuera  ciu- 
"dadano  de  los  Estados  Unidos,  según  demostraba  una 
"copia  de  escritura  que  acompañaba,  por  la  que  aparecía 
"qne  habiéndose  otorgado  una  escritura  pública  en  doce 
"de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  el  Grave 
"de  Peralta  no  presentó  cédula  extranjera  como  el  otro 
"contrayente  Femando  Aírate,  sino  la  que  entonces  se 
"expedía  á  los  españoles :  y  que  por  lo  tanto,  ae  justifi- 
"caba  enteramente  que  el  Grave  de  Peralta  no  podía,  coa 
"arreglo  á  la  legislación  americana,  haber  alcanzado  en 
"tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  la  car- 
"ta  de  ciudadanía  que  exhibió  en  la  causa,  puesto  que 
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"para  adquirirla  son  indispensables  cinco  años  de  reai- 
"dencia  constante  en  la  indicada  República.  Resultan- 
"do :  que  dada  instrucción  de  la  eúplica  interpuesta  por 
"el  Ministerio  Fiscal  á  las  otras  partes,  las  representa- 
"cioBes  de  Prudencio  Otañez  y  César  A,  Gómez  presen- 
"taron  escritos  impugnando  dicho  recurso  de  súplica. 
"K«sultando:  que  el  auto  de  referencia  se  dictó  porque 
"en  su  oportunidad  la  defensa  del  procesado  Manuel 
"Grave  de  Peralta  presentó  á  esta  Sala  una  carta  de  ciu- 
"dadania  americana,  expedida  ¿  favor  de  dichos  indi- 
■"víduos  en  el  estado  de  New  York,  en  siete  de  Junio  do 
"mil  ochocientos  noventa  y  siete :  la  cual  presentación  la 
"hizo  con  objeto  de  que  el  Peralta  alcanzase  los  benefi- 
"cios  de  la  Ley  de  amnistía,  concedida  á  los  ciudadanos 
"americanos,  ya  que  el  hecho  que  se  perseguía  en  ese 
■"procedimiento,  ocurrió  durante  el  periodo  de  la  iuter- 
"vención  americana  en  esta  Isla,  habiendo  jurado  el  Ma- 
"nuel  Grave  de  Peralta  que  era  ciudadano  americano,  y 
"que  conservaba  e^a  nacionalidad:  y  pedido  informes, 
"entonces  manifestó  á  la  Legación  de  los  Estados  0ni- 
"dos  que  la  carta  de  ciudadanía  acompañada  por  la  de- 
■"fensa  de  Grave  de  Peralta  sería  generalmente  admitida 
"como  suficiente  prueba  de  ciudadanía  americana  á  me- 
*"no8  que  pudiera  demostrarse  que  fué  obtenida  mediante 
"engaño  y  que  no  se  cumplió  con  lo  dispuesto  por  la  ley : 
"ó  que  con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  obtuvo  tal  ciu- 
"dadanfa  haya  voluntariamente  abjurado  de  su  fidelidad 
"á  los  Estados  Unidos  de  América  en  virtud  de  jurameu- 
"to  de  adhesión  y  fidelidad  prestado  á  algún  otro  Prín- 
"cipe.  Potentado,  Estado  ó  Soberanía,  digo.  Soberano. — 
"Resultando :  que  del  testimonio  de  escritura  presentado 
■"por  el  Ministerio  Fiscal,  para  fundar  la  petición  hecha 
"por  él,  de  que  se  modificase  e!  auto  de  referencia,  apa- 
"rece :  que  en  doce  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"cinco  ante  el  Notario  de  esta  ciudad  Manuel  Díaz  Qui- 
"bus,  comparecieron  Fernando  Arrate  Grave  de  Peralta 
"y  Ribes,  provisto  de  su  cédula  de  extranjero  expedida 
"por  el  Gobierno  Regional  en  el  año  anterior,  y  Manuel 
"Grave  de  Peralta  con  su  cédula  personal,  expedida  en 
"veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
"número  ciento  veinte  y  un  mil  ciento  treinta  y  seis  y 
"se  constituyó  una  hipoteca  á  favor  del  indicado  Manaá 
"Grave  de  Peralta.  Resultando  que  los  hechos  que  se 
"persiguen  en  el  procedimiento  porque  fueron  condena- 
"dos  Manuel  Grave  Peralta  y  los  otros  dos  reos  ya  indi- 
"cados,  fueron  realizados  en  el  año  de  mil  novecientoe 
"uno,  según  se  hace  constar  en  la  sentencia  dictada." 
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Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  por  la  misma  resolución  de  trece  de 
Maj'o,  enmendándose  el  auto  dictado  en  veinte  y  nueve 
de  Abril  anterior,  ae  declaró  no  haber  luf^r  á  compren- 
der á  los  indicados  reos,  Manuel  Grave  de  Peralta,  César 
A.  Gómez  y  Prudencio  Otañez  en  !a  gracia  de  amnistía 
que  concede  la  ley  de  nueve  de  Junio  de  mil  novecientos 
dos,  fundándose  la  referida  Sala  en  las  siguientes  consi- 
deraciones legales :  que  el  auto  de  veinte  y  nueve  de  Abril 
era  susceptible  del  recurso  Ae  súplica,  por  resolverse  en 
él  sobre  una  situación  de  derecho,  y  porque  se  trata  de  la 
aplicación  de  una  ley  de  amnistía  que  por  sus  consecuen- 
cias en  el  presente  caso  tiene  el  mismo  alcance  que  una 
de  indulto,  teniendo  los  Tribunales  siempre  la  facultad 
de  modificar  sus  resoluciones,  á  menos  que  hayan  pres- 
LTÍto  los  delitos  ó  las  penas,  cuando  en  esas  resoluciones 
se  haya  acordado  que  un  individuo  está  6  no  compren- 
dido en  los  beneficios  de  esa  ley:  que  por  el  decreto  de 
la  Secretaría  de  Estado  y  Justicia,  fecha  cuatro  de  Julio 
dt*  mil  novecientos  dos — agrégase  literalmente — "se  dis- 
"puso  que  las  Salas  de  Justicia  respectivas  eran  las  11a- 
"madas  á  aplicar  los  beneficios  otorgados  por  la  ley  de 
"amnistía  de  nueve  de  Junio  de  ese  año;  y  que  dichas 
"Salas  eran  las  que  debían  apreciar  la  acacia  de  los  do- 
"cumentos  que  se  le  presentaran  para  la  aplicación  de 
"dicha  ley,  y  resolver  lo  que'con  arreglo  i  derecho  pro- 
"cediese  en  cada  caso :  que  tratándose  de  la  aplicación 
"de  una  ley  que  exige  como  condición  necesaria  é  indi»- 
"pensable  para  que  pueda  ser  favorecido  un  individuo 
"por  la  gracia  de  amnistía  que  la  misma  concede,  la  pre- 
"via  determinación  del  carácter  de  ciudadano  america- 
"no,  tan  pronto  como  aparezca  que  un  interesado  no  te- 
"nia  tal  carácter  debe  declararse  así,  á  los  efectos  del 
"procedimiento  criminal  que  se  sustancie  y  determinar 
"si  le  alcanza  ó  no  le  alcanza  esa  gracia :  que  aún  cuando 
"en  el  auto  recurrido  se  sostuvo  que  el  penndo  Manuel 
"Grave  de  Peralta  era  ciudadano  de  los  Estados  TTnidoB 
"del  Norte  de  América  fué  debido  á  que  se  presentó  una 
"carta  de  ciudadanía  otorgada  á  su  favor  en  siete  de  Ju- 
"nio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  en  el  estado  de 
"New  York  y  que  se  estimó  el  documento  presentado  co- 
"mo  suficiente,  por  no  constar  al  dictarse  el  auto  recn- 
"rrido,  los  medios  6  forma  que  se  habían  empicado  para 
'la  obtención  de  esa  carta  de  ciudadanía :  y  en  esas  con- 
"diciones  podía  en  aquel  entonces  ser  generalmente  ad- 
"mitida  como  suficiente  prueba  de  ciudadanía  america- 
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"na,  á  menos  que  pudiera  detnoBtraree  que  había  sido 
"obtenida  mediante  en^ño  ó  que  no  se  habla  cumplido 
"para  conseguirla  lo  dispuesto  por  las  leyes  6  Reglamea- 
"to  de  ese  país :  y  lo  único  que  tuvo  presente  eete  Tribu- 
"nal  al  dictar  la  resolución  recurrida  fué,  porque  no  te- 
'nia  otros  medios,  el  informe  dado  por  la  L^;aci6n  de  los 
"Estados  unidos  en  esta  Ma,  en  el  que  en  síntesis  lo 
■'que  sólo  se  sostenía  era  lo  ya  dicho,  6  sea  que  la  repetida 
'carta  de  ciudadanía  podía  ser  admitida  como  buena,  á 
'no  demostrarse  que  habla  sido  obtenida  mediante  en- 
'gaño  ó  no  cumplido  con  lo  diapuesto  por  la  ley:  que 
'apareciendo  de  un  documento  público  y  solemne  como 
'es  una  escritura  otorgada  ante  un  Kotasio  á  que  se  ha 
'concedido  la  fe  pública  que  el  reo  Manuel  Grave  de 
'Peralta  se  hallaba  en  esta  ciudad  en  doce  de  Junio  de 
'mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  con  cédula  de  cinda-  . 
'daño  español,  como  luego  Se  demostrará  no  puede  en 
'manera  alguna  entenderse  que  estuviera  residiendo  en 
^08  Estados  Unidos  del  Norte  de  América  con  cinco 
'años  de  antelación  en  aquél  país  (ó  que  por  lo  menos) 
'al  día  en  que  fué  otorgada  la  carta  de  ciudadanía  que 
'se  ostentó  en  estos  autos :  y  la  que,  como  ya  se  ha  dicho, 
'fué  expedida  en  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete,  ó  sea  eu  un  espacio  de  tiempo  menor  de 
dos  años  de  residencia  en  aquél  país :  que  es  de  enteu- 
derse  conforme  se  indica  anteriormente  que  el  reo  Qra- 
've  de  Peralta  al  otorgarse  la  escritura  de  referencia 
'ante  el  Notario  Público  de  esta,  digo,  capital,  exhibió 
'cédula  de  ciudadano  español  porque  en  el  contexto  de 
'esa  escritura  dice  el  Notario  lo  siguiente :  De  una  parte 
"D.  Femando  Arrate  y  Grave  de  Peralta  y  Rives,  de 
'este  vecindario,  Ingeniero,  casado  y  mayor  de  edad  y 
'provisto  de  su  cédula  de  extranjero  expedida  por  el  Go- 
"biemo  Regional  en  el  año  próximo  pasado:  y  de  otra 
'parte  D.  Manuel  Grave  de  Peralta  y  Julián  López,  ve- 
'cino  de  esta  capital,  del  comercio,  mayor  de  edad  y  ca- 
'sado,  con  su  cédula  personal  expedida  en  veinte  de  Di- 
'ciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  número 
'ciento  veinte  y  un  mil  ciento  treinta  y  seis".  Y  si  hn- 
"biera  el  Grave  de  Peralta  ostentado  ante  el  Notario  a! 
'otorgarse  la  escritura  dicha,  cédula  que  no  hubiera  aido 
'de  ciudadano  español,  así  lo  hubiera  hecho  constar  el 
'Notario,  como  lo  hizo  al  referirse  al  otro  contratante: 
'y  es  indudable  que  al  no  decir  que  era  cédula  de  ex- 
'tranjero,  lógico  es  deducir  que  la  tal  cédula  era  de  es- 
'pañoles  circunstancias  que  no  eran  necesarias  entonces 
'determinar,  ya  que  la  excepción  entonces  era  la  de  no 
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"ser  español  y  por  lo  tanto  únioamente  ee  acostumbraba 
"hacer  constar  por  Iob  funcionario»  públicos  la  excepción 
"esa  de  ciudadano  extranjero  6  de  cédulas  de  tales  ?iu- 
"dadanos.  Y  por  lo  dicho  de  estar  en  aquella  época  eae 
"reo  en  la  Isla  de  Cuba  accidentalmente,  pero  habiendo 
"hecho  constar  por  declaración  bu  intención,  ante  un 
"Juez  de  los  Estados  Unidos  de  hacerse  ciudadano  de 
"aquella  Nación,  no  podía  haber  presentado  la  clase  de 
"cédula  ya  dicha,  porque  otro  hubiera  sido  el  documento 
"de  que  ee  hubiera  valido  para  jnatifiear  e\i  personali- 
"dad  ó  el  pago  de  impuesto  que  re^a  entonces  sobre  cé- 
"dulas  personales :  y  aparece  también  que  por  lo  meno» 
"ese  individuo  llevaba  en  esta  Isla,  cuando  ocurrió  el 
"otorgamiento  de  esa  escritura  cerca  de  un  año  y  seis 
"meses  ya  que  la  escritura  dicha  tiene  fecha  de  doce  de 
"Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco :  y  la  cédula 
"de  que  se  valió  el  Peralta  fué  expedida  el  veinte  de  Di- 
"ciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres:  y  por  esto 
"viene  á  demostrarse  inciden  talmente  también  que  ese 
"individuo  no  llevaba  los  cinco  años  de  residencia  en  lo» 
"Estados  "Unidos  cuando  se  le  exigió  la  carta  de  ciudada- 
"nía  de  autos  ni  que  había  hecho,  con  dos  años  de  ante- 
"lación  &  ese  día  las  manifestaciones  6  decIarMión  de  in- 
"tentar  hacerse  ciudadano  de  los  Estados  Unidos:  que 
"según  el  párrafo  tercero  sección  número  dos  mil  ciento- 
"sesenta  y  cinco  de  los  estatutos  rerisados  de  los  Estados 
'TJnidoB  del  Norte  de  América  para  hacerse  ciudadano 
"de  ese  país,  un  individuo  ciudadano  de  otro  cualquiera, 
"necesita  como  requisito  indispensable  haber  residido  en 
"aquel  país  por  espacio  de  cinco  años  y  declarar  su  in- 
"tención  ante  un  Juez  de  dicho  país  de  tomar  tal  ciuda- 
"danfa:  la  cual  declaración  ha  de  hacerse  precisamente 
"por  lo  menos  con  dos  años  de  antelación  del  día  en  que- 
"se  la  admita  ¿  los  plenos  derechos  de  ciudadanía  habién- 
"dose  demostrado  que  la  carta  de  ciudadanía  de  autos, 
"fué  expedida  al  reo  Manuel  Grave  de  Peralta  en  siete- 
"de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete :  y  que  es- 
"taba  en  la  Isla  de  Cuba  desde  fines  del  año  mil  ocho- 
"cientos  noventa  y  tres,  hasta  mediados  de  mil  ochocien- 
"tos  noventa  y  cinco,  y  que  usaba  cédula  de  ciudadano 
"español,  habiéndose  valido  de  ella  con  tal  carácter  de 
"ciudadano  español  en  doce  de  Junio  de  dicho  año  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  cinco,  es  indudable  que  dicha 
"carta  de  ciudadanía  de  los  Estados  Unidos  fué  obteni- 
"da  mediante  engaño  y  que  no  se  cumplió  con  lo  dispues- 
"to  por  las  leyes,  estatutos  ó  reglamentos  de  esa  Na- 
"ción  referentes  al  caso,  que  por  lo  tanto  carece  de  vali- 
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■'dez  tal  carta  de  ciudadanía  á  los  efectos  de  este  procft- 
"dimiento  y  que  es  indispensable  seguir  teniendo  al  Gra- 
■'ve  de  Peralta  como  no  ciudadano  de  la  repetida  Na- 
"ción  y  que  por  lo  tanfci,  no  puede  la  gracia  de  amnistía 
"de  que  se  viene  haciendo  referencia,  concedida  por  la 
"Ley  de  nueve  de  Junio  último:  y  en  su  consecuencia, 
"Que  tampoco  puede  alcanzar  esa  gracia  á  los  correos  de 
"aquél,  César  A.  Gómez  y  Prudencio  Otañez", 

FüNDAMEfiTOS  DEL  RECURSO   DE   CASACIÓN': 

Resultando  que  contra  la  expresada  resolución  de 
trece  de  Mayo  interpuso  la  representación  de  Prudencio 
Otañez  el  presente  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  citando  como  precepto  que  autoriza  á  establecerlo 
el  número  séptimo  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve,  en  relación  con  el  primero  del  ochocientos  cua- 
renta y  ocho,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y 
alegando  que  se  ha  infringido:  Primero.  La  Ley  de 
nueve  de  Junio  de  mil  novecientos  dos  en  su  articulo 
primero  y  disposición  adicional  por  falta  de  aplicación, 
porque  resultando  probado  que  Manuel  Grave  de  Peral- 
ti  presentó  á  fin  de  acogerse  al  beneficio  de  dicha  ley, 
una  carta  de  ciudadanía  americana,  por  nadie  impug- 
nada de  falsa  y  que  por  el  contrario  sirvió  para  que  la 
misma  Sala  con  su  vista  lo  considera  comprendido  en  la 
gracia  otorgada  por  esa  ley,  por  auto  de  veinte  y  nueve 
de  Abril  último,  no  debió  denegarle  como  ahora  se  hace 
fundándose  la  Sala  en  que  el  hecho  de  aparecer  Grave 
do  Peralta  otorgando  en  la  Habana  en  doce  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco  una  escritura  pública 
■en  la  que  eshibe  cédula  expedida  en  mil  ochocientos  ijo- 
vf-nta  y  tres  que  ella  presume  era  de  españoles,  es  decir, 
durante  el  periodo  en  que  debía  estar  ganando  la  resi- 
dencia exigida  por  la  Legislación  americana  para  obte- 
ner la  carta  que  se  le  otorgó  en  siete  de  Junio  de  mil 
■ochocientos  noventa  y  siete  es  suficiente  para  estimar 
que  esa  carta  extranjera  fué  mal  adquirida,  y  por  tanto 
no  tiene  validez  para  servir  de  base  á  la  amnistía.  Se- 
mejante fundamento  constituye  un  error  de  derecho, 

■  pues  pugna  con  los  principios  generalmente  aceptados  en 
Derecho  Internacional,  según  los  que  "el  Gobierno  que 

■  acuerda  _la  naturalización  es  el  único  Juez  de  las  condi- 
ciones en  las  cuales  ae  otorga".  En  efecto  sirven  para 
comprobar  este  aserto  las  declaraciones  terminantes  del 
Gobierno  de  Washington  en  el  caso  de  Bussi  ya  dada  á 
conocer  por  la  prensa  de  esta  capital  y  los  hechos  por  la 
Legislación  americana  en  París  en  el  caso  de  Pochier  y 
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Arbios,  citado  por  Calvo  en  su  magistral  tratado.  Ade-- 
más  la  opinión  unánime  de  los  jurisconsultos  y  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  de  distintas  naciones  confirman 
lo  anterior,  pudiéndose  recordar  entre  los  de  Bluntchli 
Tolleville,  etc.,  y  entre  las  últimas  la  pronunciada  por- 
el  Tribunal  Civil  de  Charleroi  en  tres  de  Enero  de  mil 
ochocientos  ochenta  en  el  caso  de  Mme.  Banfpemont, — 
Sc^ndo ;  El  articulo  diez  y  ocho  de  la  Ley  de  cinco  de 
Julio  de  mil  ochocientos  setenta  que  establece  las  re- 
g;las  para  el  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto  y  que  esta 
declaración,  digo,  y  que  está  declarada  vigente  y  que  es- 
tatuye que  la  concesión  de  indulto  es  por  bu  naturaleza 
irrevocable  con  arreglo  á  las  cláusulas  con  que  hubiera 
sido  otorgada  porque  reconocida  por  la  Sala  en  el  autO' 
de  trece  del  actual  que  la  amnistía  y  el  indulto  son  una 
misma  cosa  bajo  el  punto  de  vista  jurídico  ha  infringi- 
do dicho  artículo  diez  y  ocho,  dejando  sin  efecto  la  am- 
nistía aplicada  á  mi  representado  en  el  auto  de  veinte  y 
nueve  de  Ahril  i'iltimo.   , 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  previos  los 
demás  trámites  legales,  celebróse  la  vista  pública  respec- 
tiva é  informaron  en  ella  la  defensa  del  recurrente,  sos- 
teniendo sus  pretensiones,  y  el  Ministerio  Fiscal  impug- 
nándolas : 

Decisión  del  becubbo  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que,  conforme  á  los  artículos  dos- 
cientos treinta  y  seis  y  doscientos  treinta  y  siete  de  la 
correspondiente  ley  de  trámites,  contra  los  autos  de  los 
Tribunales  de  lo  criminal,  no  puede  interponerse  el  re- 
curso de  súplica  sino  en  el  caso  de  que  la  ley  no  otorgue 
expresamente  otro  recurso: 

Considerando  que  contra  los  autos  resolutorios  de 
un  incidente  de  previo  pronunciamiento,  por  los  que  se 
admita  la  excepción  de  amnistía  ó  indulto  general,  el  ar- 
tículo ochocientos  cincuenta  y  uno,  en  relación  con  el 
ochocientos  cuarenta  y  ocho,  número  tercero  y  el  seis- 
cientos setenta  y  seis  de  la  misma  ley  de  procedimientos, 
autoriza  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 
franqueándolo  también  su  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve,  número  séptimo,  contra  las  sentencias  en  que  se 
desestime  ó  admita  dicha  excepción: 

Considerando  que  habiéndose  dado  por  la  Ley  de 
amnistía  de  nueve  de  Junio  del  año  próximo  pasado^ 
facultados  á  la  Audiencia  para  aplicarla,  es  innegable 
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ífue,  implícitameote  se  confirió  á  loa  qae  fueren  parte 
en  las  correspondientes  actuaciones  el  deredio  de  inter- 
poner contra  las  resoluciones  que  en  ellas  recayeren  los 
recursos  estatuidos  por  la  ley :  no  pudiendo  nejjarse  tam- 
poco, en  buenos  principios,  que  si  este  derecho  se  recono- 
ce á  todo  aquel  cuyo  proceso  no  hubiese  aún  terminado, 
también  debe  reconocerse  á  aquellos  cuya  causa  hubiese 
sido  ya  resuelta  por  sentencia  firme,  pues  una  misma  es 
la  materia  de  que  se  trata,  y,  por  consiguiente,  una  mis- 
ma razón  fundamental  que  preside,  en  uno  y  otro  caso 
stíj^ún  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  en  repetidas  de- 
cisiones : 

Considerando  que,  en  atención  á  lo  expuesto  contra 
e!  auto  de  veinte  y  noeve  de  Abril  del  corriente  año  á  que 
se  contrae  el  primer  resultando  de  la  resolución  recorri- 
da en  trece  de  M^yo  inmediato,  el  único  recurso  que  pu- 
do- legalmente  establecerse,  era  el  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley :  y,  por  tanto,  y  apareciendo  de  los  hechos  en 
que  descansa  esa  última  resolución  que  el  Ministerio  Fis- 
cal estableció  respecto  de  aquel'auto  recurso  de  súplica, 
■que  este  se  tramitó  y  que,  al  resolverlo,  el  Tribunal  re- 
currido dejó  sin  efecto  el  propio  auto,  por  el  cual  decla- 
rado comprendidos  en  la  Ley  de  amnistia  de  nueve  de 
junio  de  mil  novecientos  dos  á  Manuel  Grave  de  Pe- 
ralta y  BUS  correos,  entre  éstos  el  recurrente  Otañez,  re- 
sulta notorio  que  dicho  Tribunal  incurrió  en  el  error  de 
derecho  que  se  alega  en  el  tercdr  motivo  del  presente  re- 
curso al  amparo  del  número  séptimo  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal:  toda  vez  que  al  tramitar  la  aludida  súplica, 
centra  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  treinta  y 
siete,  en  relación  con  el  doscientos  treinta  y  seis,  seis- 
cientos setenta  y  seis,  ochocientos  treinta  y  ocho,  número 
tercero  "  ochocientos  cincuenta  y  uno,  todos  de  la  mis- 
ma I*y  procesal,  y,  en  su  consecuencia,  enmendar  por  la 
resolución  de  trece  de  Mayo  el  referido  auto  definitivo  de 
veinte  y  nueve  de  Abril,  que  recaba  en  favor  de  los  reo| 
una  situación  de  hecho  y  de  derecho,  inalterable  por  este 
medio,  no  cabe  duda  de  que  les  denegó  indebidamente 
la  amnistia  que  por  el  repetido  auto  había  estimado  co- 
rresponderles :  puesto  que  para  llegar  á  esa  resolución 
hubo  de  infringir,  como  lo  hizo,  los  expresados  precep- 
tos legales,  y,  consiguientemente,  la  citada  ley  de  nueve 
■  de  Junio  del  año  próximo  pasado : 

Considerando  que,  en  tgl  concepto,  debe  declararse 
con  lugar,  por  su  tercer  motivo,  el  presente  recurso:  ha- 
'Ciéndose  de  todo  punto  improcedente  entrar  en  el  exa- 
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raen  de  loa  demás  motÍTOS  aleados  por  eatar  á  ese  vir- 
tualmente  subordínadoB : 

FallamoB  tjue  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar,  por  su  tercer  motivo,  al  rectirao  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  repreeentacióu  de 
Prudencio  Otañez  contra  dicha  resolución,  de  trece  de 
Mayo  del  corriente  año,  la  cual  casamos  y  anulamos,  sin 
especial  condenación  de  costas.  Así  por  esta  nuestra 
sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrmamos.— j'o- 
sé  Antonio  Picbardo. — Luis  Gastón.-— José  Cabarrocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Federico  Mora. 

TotO  parÜCOlar.— -£í  Magi^ado  Sr.   Mora  /ormvló  el  «- 
guieníe  voto: 

Dando  por  reproducidos  los  Resultandos  de  dicho 
fallo  y 

Considerando  que  contra  los  autos  que  dicten  las 

Audiencias  no  puede  interponerse  el  recurso  de  casación 
■sino  cuando  expresamente  lo  conceda  la  ley :  y  al  efecto 
de  determinar  los  casos  en  que  procede  ese  recurso  por 
infracción  cíe  ley  en  materia  Crimimil,  establece  el  ar- 
ifculo  segundo  de  k  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
■ochocientos  noventa  y  nueve  que  se  esté  á  lo  dispuesto 
■en  los  articules  del  ochocientos  cuarenta  y  siete  al  ocho- 
cientos cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal ;  precepto  que,  dado  el  carácter  extraordinario 
de  dicho  recurso,  los  límites  que  el  legislador  señaló  & 
las  funciones  de  este  Tribunal  Supremo  en  el  decreto  de 
su  creación  y,  sobre  todo,  los  términos  claros  del  citado 
íirtículo  de  la  Orden  noventa  y  dos,  no  es  posible  exten- 
der á  otros  casos  que  en  su  contexto  literal  no  estén  com- 
prendidos, porque  ello  equivaldría  á  ampliar  la  compe- 
tencia que,  por  modo  concreto  y  preciso,  fijó  la  ley  á  ■ 
«ste  Tribunal  para  conocer  de  los  recursos  de  casación. 

Considerando  que  el  presente  recurso,  establecido 
por  Prudencio  Otañez  contra  el  auto  de  trece  de  Mayo 
último  que  le  declaró  excluido  de  los  beneficios  que  otor- 
ga la  ley  de  amnistía  de  nueve  de  Junio  de  mil  nove- 
■cientos  dos,  no  está  autorizado  por  el  número  séptimo 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  IJey  de 
Enjuiciamiento  Criminal  en  relación  con  el  primero  del 
■ochocientos  cuarenta  y  ocho  que  invoca  el  recurrente, 
porque  aquél  auto  no  es  resolutorio  de  ninguna  de  las 
•excepciones  segunda,  tercera,  cuarta  ó  quinta  del  artícu- 
lo seiscientos  sesenta  y  seis  de  dicho  Código  procesal 
reproducidas  en  el  juicio,  solos  casos  en  que  el  número 
«óptimo,  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  autoriza 


DigilizedbvGoO^^IC 


el  reeurao  de  casación,  ni  la  resolución  recurrida  es  una 
sentencia  definitiva,  únicas  á  las  que  se  refiere  el  número 
primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho:  y  no 
resolviendo  el  mencionado  auto  un  artículo  de  previo 
pronunciamiento,  sino  que  recayó  en  incidente  promo- 
vido después  de  dictada  sentencia,  es  inconcuso  que  ni 
los  preceptos  legales  invocados  por  el  recurrente,  ni  nin- 
gún otro  de  los  que  encierra  la  Ley  de  Enjuiciam.iento 
Criminal  en  sus  artículos  del  ochociéntoa  cuarenta  y  sie- 
te al  ochocientos  cincuenta  y  cuatro,  ni  el  seiscieotós  se- 
tenta y  seis  que  solo  se  refiere  á  los  autos  en  que  se  ad- 
mitan las  excepciones  segunda,  tercera  y  cuarta  del  seis- 
cientos sesenta  y  seis,  autorizan  expresamente  dicho  re- 
curso el  cual,  por  todo  ello,  no  ha  debido  admitirse. 

Considerando  que  si  bien  ese  defecto  hubiera  moti- 
vado y  hecho  prosperar  una  impugnación  de  dicho  re- 
curso deducida  en  tiempo,  la  falta  de  ella  no  impide  qne, 
según  lo  tiene  repetidamente  declarado  este  Tribunal 
y  ante  la  imposibilidad  de  resolver  recursos  defectuosos, 
se  declare  en  la  sentencia  definitiva  la'  no  admisión  de 
éstos. 

Fallo  que  debo  declarar  y  declaro  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto- 
por  Prudencio  Otañez  y  Echaniz,  contra  el  anto  dictado 
por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  trece  de  Mayo  último, 
con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. — Federico  Mora, 
lTll97a  rasolndÓIL — El  Tríbwtal  en  la  misma  fecha  diet&- 

en  euttitua^n  deleatado  otro  auto  en  loa  siguienUé  fun- 

damettios: 

Considerando  que  contra  los  autos  en  que  se  aplique 
una  amnistía  ó  indulto  general  se  concede  expresamente 
■  por  el  articulo  seiscientos  setenta  y  Beis,  en  ¡elación  con 
el  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  número  tercero,  y  ocho- 
cientos cincuenta  y  uno  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 
y,  por  tanto,  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos doscientos  treinta  y  seis  y  doscientos  treinta  y 
siete  de  ia  misma  ley  procesal,  no  ha  podido  interpo- 
nerse, ni  tramitarse  contra  el  auto  de  veinte  y  nueve  de 
Abril  último,  recurso  de  súplica:  procediendo,  en  con- 
secuencia, declarar  sin  lugar  el  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal: 

No  ha  lugar  al  recurso  de  súplica  establecido  por 
dicho  Ministerio,  contra  el  mencionado  auto  de  veinta 
y  nueve  de  Abril  del  corriente  año:  y  siendo  ya  firme- 
por  haber  transcurrido  con  exceso  el  término  áentro  del 
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cual  pudo  establecerse  contra  él,  el  correepondieute  re- 
curso de  casacióu,  cúmplase  lo  dispuesto  en  el  mÍBmo 
auto. 

Lo  proveyeron  j  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — .Toaé  Ca- , 
barrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — Federico  Mora. 


Inf.  ley.— Sent  150.— 10  de  Septiembre.— Harto  maUfl- 

Oado.   (  Oac  ,  Mayo  16,  1904. ) 

DOCTBINA:  El  hurto  de  animales,  cuyo  va- 
lor exceda  de  cincuenta  pesos,  cometido  en  un  pre- 
dio  rústico,  está  comprendidu  en  el  número  2.  del 
artículo  S38  del  Código,  modiñcado  por  la  orden 
240  de  1901.  aunque  los  dichos  animaJeB  no  estío 
dedicados  á  tas  labores  agrícolas,  puísto  que  esta . 
circunstancia  no  lo  esige  dicha  orden  respecto  á 
los  animales,  sino  á  los  objetos  dedicados  á  dichas 
labores. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  i  diez  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por 
infración  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal 
contra  la  sentencia  dictada  en  ocho  de  Junio  último  por 
la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  la  causa  que,  pro- 
cedente del  Juzgado  de  Bayamo,  se  siguió  entre  p&rtcs, 
de  la  una  el  Ministerio  Fiscal  y  de  la  otra  el  procesado 
Justo  RÍTera(a)  Pichón,  ocupado  en  los  trabajos  del 
campo  y  vecino  del  Mariel,  (Cobre)  por  el  delito  de 
hurto: 


Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  dicha 
causa,  la  citada  Audiencia  consignó  en  el  referido  fallo 
como  hechos  probados,  los  siguientes:  "Resultando 
"probado  que  en  la  noche  del  nueve  de  Septiembre  del 
"año  próximo  pasado  al  pasar  por  la  finca  "La  Pupa", 
"predio  rústico  situado  á  las  afueras  de  Bayamo,  enfer- 
"mo  de  un  pie  y  ya  cansado  tomó  Justo  Rivera,  sin  fuer- 
"za,  intimidación  ni  violencia  y  con  ánimo  de  lucro  una 
"yegua  dorada  y  un  potrico  rosillo  de  Mario  de  Cárde- 
"nas,  valorados  en  noventa  y  ocho  pesos,  y,  montado  en 
"aquélla,  llegó  á  San  Lus  de  las  Tunas  donde  los  vendi6 
"en  la  cantidad  de  diez  y  siete  pesos  á  un  individuo  des- 
"eoDocido." 

Resolución  recüRBIDa  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hechos  constituyen  el  delito  de  hurto,  previsto  en 

T.  B.— líDL— 40. 


DigilizedbvGoO^^IC 


el  número  primero  del  arículo  quinieutoe  treinta  y  cinco 
del  Código  Penal  y  penado  en  el  número  tercero  del  qui- 
nientos treinta  y  seis  del  propio  Código  y  no  por  la  Or- 
den Militar  número  doscientos  cuarenta  de  mil  nove- 
cientos imo,  porque  el  animal  no  estaba  destinado  á  la 
agricultura;  que  es  responsable  de  dicho  delito  en  con- 
,  cepto  de  autor  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  mo- 
dificativas de  su  reaponsabiüdad,  el  procesado  Justo 
Rivera  (a)  Pichón,  á  quien  condenó  á  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor,  accesorias  consiguientes,  indem- 
nización al  perjudicado  con  prisión  subsidiaria  en  su 
caso,  abono  de  la  preventiva  sufrida  y  al  pago  de  las 
celtas: 

FONDAHBHXOS  DEL  RECURBO  DE  CASACIÓN : 

Hcsultando  que  contra  dicha  sentencia  interaUso 
el  Ministerio  Fiscal,  después  de  pedir  aclaración  de  I& 
misma,  á  la  cual  accedió  la  Sala  sentenciadora,  recurso 
de  casación  por  infración  de  ley,  fundado  en  el  número 
tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  citando  como  infrin- 
gido por  falta  de  aplicación,  el  número  segundo  del  ar- 
tículo quinientos  treinta  y  ocho  del  Código  Penal,  mo- 
dificado por  la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  nove- 
cientos uno  en  relación  con  los  artículos  quinientos 
treinta  y  cinco  y  quinientos  treinta  y  seis,  caso  tercero, 
de  dicho  Código,  por  cuanto  loa  hechos  declarados  pro- 
bados constituyen  un  delito  de  hurto  cualificado  por 
haberse  cometido  en  un  predio  rústico  y  no  un  hurto 
simple  de  los  números  primero  y  tercero  de  los  artículos 
quinientos  treinta  y  cinco  y  quinientos  treinta  y  seis, 
respectivamente,  como  se  califica  erróneamente  por  el 
Tribunal,  estimándose  que  para  que  tenga  aplicación  el 
número  segundo  del  artícuío  quinientos  treinta  y  ocho 
ya  dicho,  es  necesario  que  los  animales  en  que  consiste 
el  hurto  estuviesen  destinados  á  la  agricultura,  cuando 
consistiendo  el  hurto  en  animales,  basta  que  se  haya  co- 
metido en  predio  rústico  para  que  se  deba  estimar  cua- 
Jificativo,  refiriéndose  la  circunstancia  de  emplearse  en 
las  labores  agrícolas  solo  á  los  objetos  que  se  hurten  en 
los  predios  rústicos  ain  que  sea  indispensable  que  concu- 
rra, cuando  se  trate  de  animales,  como,  con  toda  clari- 
dad se  desprende  del  texto  inglés  de  la  Orden  número 
doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  fué  la  vo- 
luntad del  legislador: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma,  se  celebró  la  vista  pública  del  mismo,  el  día 
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JURISFBnDEltCIA  FEKAI.  «27 

Í rimero  del  corriente  cOn  la  asistencia  4  dicho  acto  del 
[inisterio  Fiscal  que  sostuvo  el  recurso: 

'  Decisión  del  becubso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  j 
Valdés. 

Considerando  que  la  cuestión  planteada  por  el  pre- 
sente recurso  se  reduce  á  determinar  si  el  número  segun- 
do del  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del  Código  Pe- 
nal reformado  por  la  Orden  número  doscientos  cuarenta 
de  mil  novecientos  uno,  es  de  aplicarse  siempre  que  el 
hurto,  cometido  en  predio  rústico  y  cuyo  valor  excede 
de  cincuenta  pesos,  consistiere  en  animales,  6  si  procede 
su  aplicación  tan  solo  en  los  casos  en  que  éstos  estuvie- 
ren empleados  en  las  labores  agrícolas : 

Considerando  que  aún  cuando  se  estimara  que  la 
redacción  de  dicho  precepto  es  ambigua  y,  por  tanto, 
que  su  genuina  inteligencia  pudiera  estar  sujeta  á  du- 
das, más  ó  menos  racionales,  es  lo  cierto  qne,  su  espíritu 
evidente  fué  el  de  comprender  en  un  grupo  la  sustrac- 
ción de  animales,  y  en  otro  separado  la  de  los  demás  ob- 
jetos empleados  en  las  labores  fricólas,  lo  que  se  halla 
de  acuerdo  con  el  propósito  que  informó  aquél  precepto 
y  que  es  el  de  proteger,  con  la  consiguiente  agravación 
de  pena  que  señala,  la  propiedad  mueble  que  se  encon- 
trare en  las  fincas  rústicas  y  que  tuviera  relación,  más  6 
menos  diiectaj  con  la  riqueza  agrícola  del  país  á  cuyo  fo- 
mento se  quiso  contribuir  á  virtud  de  la  promulgación 
del  mencionado  precepto:  propósito  que  resultaría  de- 
fraudado en  parte  muy' considerable,  con  la  aplicación 
restrictiva  que  de  la  citada  disposición  legal  ha  hecho 
la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba: 

Considerando  que  el  texto  inglés  de  la  Orden  dos- 
cientos cuarenta,  en  cuya  redacción,  por  tratarse  del 
propio  idioma  del  legislador,  es  lógico  suponer  se  haya 
servido  éste  de  las  frases  más  adecuadas  para  expresar 
«on  toda  fidelidad  y  exactitud  su  pensamiento  y  que,  por 
ello,  es  de  estimarse  como  interpretación  auténtica,  co- 
rrobora, de  manera  clara  y  exenta  de  dudas,  el  alcance 
que  debe  darse  á  la  citada  Orden  en  el  sentido  anterior- 
mente expuesto : 

Considerando  que,  en  esa  virtud,  al  declarar  la  sen- 
tencia recurrida  que  el  hecho  de  haber  el  procesado 
Justo  Rivera  (a)  Pichón  sustraído  de  la  finca  "La  Pu- 
pa" una  yegua  y  un  potrico  valorados  en  noventa  y  ocho 
pesos,  constituye  el  delito  de  hurto  previsto  en  el  núme- 
ro primero  ^el  artículo  quinientos  treinta  y     cinco  del 
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Código  Penal  en  relación  con  el  número  tercero  del 
quinientos  treinta  y  seis,  y  no  el  comprendido  en  el  nú- 
mero segundo,  artíciilo  quinientos  treinta  y  ocho  del  pro- 
pio Código,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cuarent» 
de  mil  novecientos  uno  ha  incurrido  en  la  infracción  áe 
ley  que  señala  el  Ministerio  Fscal  en  el  presente  reeurw, 
que  debe,  en  tal  concepto,  declararse  con  lugar: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
pneato  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  que  condeno 
á  Justo  Hivera  (a)  Pichón  á  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  sentencia  que  casamos  y  anulamos  coi 
las  costas  de  oficio. — Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentoncia  lo  pronuncia'"^» 

mandamos  y  firmamos, — José  Antonio  Pichardo. ^"^ 

Gastón. — José  Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  B.  Mor*- 
les. — Federico  Mora. 

Segunda  untOIlcdtL — -^  '«  míemo/ecfto  dictó  el  jy/ft**"™ 

nueva  tenienúia  en  los  siguientes  términoe: 

Reproduciendo  el  segundo  y  tercer  resultandos  «e 
la  sentencia  recurrida  y  el  del  auto  aclaratorio  de  U 
misma: 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  P^ 
hados  constituyen  el  delito  de  hurto  comprendido  ^^^^ 
número  segundo,  artículo  quinientos  treinta  y  ocbo  o* 
Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  número  doeci^ 
tos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno  y  penado  por  ,"'.^ 
artículo  en  relación  con  el  número  tercero  del  qiiiO' 
tos  treinta  y  seis  del  propio  Código:  ,j 

Considerando  que  es  responsable  criminalmente 
mencionado  delito  en  concepto  de  autor  por  participa^* 
directa  y  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  modií* 
tivas,  Justo  Rivera  (a)  Pichón:  ,^ 

Considerando  que  el  responsable  criminalmeD*?     ■ 
un  delito  queda  sujeto  también  á  la  responsabilidad 
vil  y  al  pago  de  las  costas : 

VistaB  etc.  Trtflto 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamosá  J  ^^to 
Rivera  (a)  l'ichón,  como  autor  de  un  delito  de  ****^t¡i 
en  cantidad  que  no  excede  de  mil  doscientas  cinc**^  ^ 
pesetas  y  pasa  de  doscientas  cincuenta,  comprendí  «l^^jj^ 
el  número  segundo,  articulo  quinientos  treinta  y  *^o8- 
del  Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  número  ^^. 
cientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  sin  la  f^'^^'-je- 
rrencia  de  circunstancias  genéricas  apreciables,  á  I*    *^ 
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na  de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día  de  presidio  correc- 
cional, accesorias  del  artíuiilo  cincuenta  y  seis  del  Códi- 
go, á  indemnizar  al  perjudicado  cu  la  cantidad  de  no- 
venta  y  ocho  pesos,  Bufrienüo  un  día  más  de  detención 
por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejare  de  satisfacer, 
y  al  pago  de  las  costas,  sirviéndola  de  abono  para  el 
cumplimiento  de  la  condena,  la  prisión  preventiva  su- 
frida. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuDcíanioa, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luia 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


Inf.  ley.— Sont.  151.-  12  de  SepÜembre.— Amnistía.  (.Ga- 
ceta, Mayóle,  1904.) 

DOCTRINA:  Los  tírminoi  en  que  está  re- 
dactada la  1e^  de  3  de  Octubre  de  1902.  no  permi- 
te un  sobrcBc: miento  parcial  y  por  consig-aiente  loi 

efectos  del  sobrcstimiento  libre  que  la  misma  or- 
dena alcanza  no  solo  al  funcioDarío  municipal 
comprendido  en  la  causa  «iao  á  todas  lae  otros 
personaB  que  hubieren  cooperado  al  delito  óparti- 

cipadu  de  sus  efectos. 

En  la  ciudad  de  Habana,  á  doce  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  el  procesado  Paulino 
Martínez  Díaz,  vecino  de  Cienfuegos,  del  comereio, 
^xiutra  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra en  causa  que  se  instruyó  á  Manuel  Aloma  y  á  dicho 
procesado  en  el  Juzgado  de  Cienfuegos  por  el  delito  de 
hurto. 

Hechos  probados  : 

Resaltando  que  en  la  expresada  sentencia  de  diez 
y  seis  de  Mayo  último,  se  contiene  los  dos  siguientes: 
"Primero:  Resultando  probado  que  Manuel  Aloma,  co- 
"mo  Secretario  interino  de  la  Jefatura  de  PoUeia  de 
"Cienfuegos,  tenía  bajo  su  custodia  los  útiles  de  esa  ofí- 
"cina  entre  los  que  guardaba  treinta  y  nueve  revólvers, 
"fábrica  de  Colt,  y  habiéndolos  pedido  el  Alcalde  Mu- 
'nicipal  de  dicha  ciudad  en  siete  de  Enero  del  año  pró- 
"ximo  pasado,  se  vino  en  conocimiento  de  que  Aloma  ha- 
"bfa  sustraído  en  diferentes  partidas  hasta  doce  de  ellos, 
"y  que  valiéndose  como  intermediario  de  Paulino  Martf- 
"nez,  que  era  sabedor  de  las  sustracciones,  vendió  cinco 
"de  los  mismos  al  Ayuntamiento  de  Abreus  en  trescien- 
'"tas  setenta  y  cinco  pesetas,  y  uno  á  José  Domínguez 
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"en  setenta  y  nueve  pesetas,  cincuenta  céatimos,  ralién- 
"dose  al  parecer  con  el  mismo  carácter  de  intermediario 
"para  esta  última  venta  de  Bafael  Fernández,  que  se 
"halla  prófugo ;  siendo  estos  revólvers  los  únicos  que  se 
"han  recuperado.  Segundo:  Beeultando  probado  que 
"por  haber  fallecido  Manuel  Aloma  se  declaró  extingui- 
"da  la  acción  penal"  que  contra  el  mismo  se  ejercitaba 
"y  que  loa  revolvere  austraídoa  valían  á  setenta  y  cinco 
"pesetas  cada  uno." 

Beboldciók  recubrida  : 

Besultando  que  la  Sala  sentenciadora  condenó  i 
Paulino  Martínez  Díaz  á  la  pena  de  multa  en  cantidad 
ele  setecientas  cincuenta  pesetas,  indemnización  y  costas, 
como  encubridor  de  un  delito  de  hurto,  sin  la  conco- 
irencia  de  circunetancias  modificativas  de  la  responsa- 
bilidad criminal. 

FüNDAlf  ENTOS    DEL    RECURSO    DE    CASACIÓN'  : 

Besultando  que  á  nombre  de  dicho  procesado  se  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
autorizado  por  tos  números  primero  y  sexto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  infringidos:  Primero: 
El  artículo  ciento  treinta,  número  tercero  del  Código 
Penal,  en  relación  con  los  artículos  primero  y  tercero 
de  la  Ley  de  tres  de  Octubre  último,  por  falta  de  apli- 
cación, en  el  concepto  de  que  estando  amnistiado  el  deli- 
to objeto  de  esta  causa,  ello  no  obstante  se  le  condena 
como  encubridor  del  mismo. —  Segundo:  el  artículo 
noventa  y  uno  en  relación  con  los  artículos  cuarenta  y 
nueve,  sesenta  y  siete  y  quinientos  treinta  y  seis  número 
tercero  del  Código  Pena!,  porque  siendo  la  pena  que  co- 
rresponde al  autor  del  delito  de  hurto  consumado,  del 
owo  tercero  del  artículo  quinientoB  treinta  y  seis,  ú  de 
arresto  maj'or  en  su  grado  medio  á  presidio  correccional 
en  BU  grado  mínimo,  al  encubridor  de  este  delito,  solo 
cabe  imponerle  la  pena  de  multa  qne  no  puede  exceder 
de  trescientas  setenta  y  cinco  pesetas,  puesto  que,  caso 
de  tener  que  aplicar  al  procesado  el  apremio  personal 
por  insolvencia,  de  sostenerse  la  multa  impuesta,  su  de- 
■tención  por  apremio  personal  sería  de  sesenta  días  que 
representa  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  medio, 
que  es  la  aplicable  al  cómplice  del  delito  de  hurto  con- 
sumado y  no  al  encubridor  que  solo  es  de  multa  y  su 
apremio  personal  no  puede  exceder  de  treinta  diaa. 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
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el  Tecuirente,  previ&  la  sustanciacióa  correspoodieiite,  n 
celebró  la  vUta  pública  con  aeisteueia  del  Letrado  defen- 
sor del  procesado,  que  sostuvo  el  recurso,  y  del  Ministe- 
rio Fiscal  que  apoyó  el  primero  de  loe  motivos  é  impug- 
nó el  abundo: 
Dboision  del  brcobso  : 

Sendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  la  Ley  de  tres  de  Octubre  de  mil 
novecieotos  dos  por  su  articulo  primero,  concede  amnia- 
tfa  tetal  por  los  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos,  hasta  el  veinte  de  Mayo  último,  por  los  funcio- 
narios municipales,  ya  electivos,  ya  de  nombramiento; 
y  que  según  el  tercero  de  la  propia  Ley,  loa  funcionarioe 
refq)ectivos,  sobreseerán  libremente  los  procedimientos 
pendientes  á  que  ae  refiren  los  artículos  que-Ie  preceden 
y  pondrán  en  libertad  á  los  reoa  que  estuvieren  sufriendo 
condena  á  virtud  de  los  hechos  á  que  se  contraen  los  mia- 
mos articuloB. 

Considerando  que  declarándose  probado  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  Manuel  Aloma,  Secreterio  interino 
de  la  Jefatura  de  Policía,  y  por  tanto,  funcionario  mu- 
nicipal, tenia  bajo  su  custodia  entre  otros  útiles  de  la 
oñcina  á  su  cargo,  varios  revolverá  sistema  Colt;  y  que 
el  siete  de  Enero  del  año  próximo  pasado,  6  sea  con 
anterioridad  al  veinte  de  Mayo  del  mismo  año,  al  pedir- 
loa  el  Alcalde  Municipal,  se  vino  en  conocimiento  de 
que  loe  había  sustraído  vendiéndolos  por  medio  de  Pau- 
lino Martínez,  quien  tenía  conocimiento  de  la  ilegítima 
procedencia  de  los  dichos  revólvers,  es  innegable  que  lo» 
hechos  de  la  causa,  dado  el  carácter  que  tenía  Aloma,  el 
haberlos  éste  realizado  en  el  ejercicio  de  su  cargo  y  en 
la  fecha  á  que  se  alude,  se  hallan  comprendidos  en  la 
Ley  que  antes  se  cita  y,  por  tanto,  en  observancia  á  lo 
que  dispone  el  artículo  tercero  de  la  misma,  ha  debido 
sobreseerse  en  el  procedí  micuto  libremente,  sin  que  á  tal 
resolución  obste,  la  circunstancia  de  existir  correos  que 
no  desempeñaban  funciones  municipales,  porque  loa  ter- 
minos  absohitos  de  este  último  artículo,  no  consienten 
un  sobreseimiento  parcial,  en  lógica  consecuencia,  á  que 
por  la  amnistía  desaparece  el  delito  y  todos  sus  efectos, 
y  por  consiguiente  los  beneficios  de  la  misma  alcanzan 
á  todo  lo  que  del  delito  amnistiado  trae  causa. 

Considerando  que  por  estas  razones  el  Tribunal 
a  gao  ha  infringido  la  expresada  Ley  de  tres  de  Octu- 
bre,  por  no  haberla  aplicado,  y  en  consecuencia,  procede 
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declarar  con  lugar  el  preBentfe  recurso  en  lo  que  toca  al 
primer  motivo  del  mismo,  lo  cual  hace  inneceeario  el 
examen  del  segundo. 

PallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  Paulino  Martínez  Díaz,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  el  diez  y  seis 
de  Mayo  último,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos, 
con  las  costas  de  oficio.  Comuniqúese  etc. 

Así  'por  esta  nuestra  sentencia  !o  pronunciamoij, 
mandamos  y  ñrmanioe. — José  Antonio  Fichando. — Luis 
Gastón. — José  Cabarroeas  Horta. — Ambrosio  K.  Mora- 
íes. — Federico  Mora.. 

Segunda  senteacda. — En  la  misma  fecha  dicté  el  IS-ibunat 
nueva  sentencia  en  la  siguiente  forma: 

Dado  por  reproducidos  loe  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  ast  como  los  considerandos  primero  y  se- 
gundo de  la  propia  sentencia. 

Considerando  que  la  Ley  de  tres  de  Octubre  de  mil 
novecientos  dos  por  su  artículo  primero,  concede  amnis- 
tía total  por  los  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  Búa 
cargos,  hasta  el  veinte  de  Mayo  último,  por  loa  funcio- 
narios municipales,  ya  electivos,  ya  de  nombramiento: 
y  que  según  el  tercero  de  la  propia  Ley,  los  funcionarios 
respectivos  sobreseerán  libremente  los  procedí  mí  entoe 
pendientes  á  que  se  reñeren  los  artículos  que  le  preceden 
y  pondrán  en  libertad  á  los  reos  que  estuvieren  sufriendo 
condena  á  virtud  de  los  hechos  á  que  se  contraen  loa  mis- 
mos artículos. 

Considerando  que  probado  como  está  que  el  proce- 
sado Manuel  Aloma,  Secretario  interino  de  la  Jefatura 
de  Policía,  y  por  tanto,  funcionario  municipal,  con  an- 
terioridad al  veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos: 
sustrajo  de  la  Oñcina  í  su  cargo  varios  revólvers  que 
entre  otros  útiles  tenía  bajo  su  custodia,  los  cuales  ven- 
dió por  medio  de  Paulino  Martínez,  con  conocimiento 
éste  de  la  ilegítima  procedencia  de  los  m'ismos,  es  indu- 
dable que  los  hechos  de  la  causa,  dado  el  carácter  que 
aquél  tenia,  el  haberlos  realizado  en  el  ejercicio  de  bu 
cargo  y  en  la  fecha  á  que  se  alude,  se  hayan  comprendi- 
dos en  la  Ley  que  antes  se  cita,  y  por  tanto,  en  observa- 
ción á  lo  que  dispone  el  artículo  tercero  de  la  propia  Ley 
y  dado  el  estado  de  la  causa  procede  absolver  al  proce- 
sado. 

Vistofl  etc. 
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Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á 
Paulino  Martínez  Díaz  con  las  costas  de  oficio.  Entre- 
gúense al  AjTiiitamiento  de  Cienfuegos  loe  revolvere  re- 
cuperados.* 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luís 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


In£  ley.— Sent.  1B2.— 12  de  Septiembre.  -Hechos.  ( Só- 
cete, Mayo  16, 1904.') 

DOCTRINA:  Ba  Inadmisible  on  recorao  de  ca- 
sación por  ioíraccián  de  ley  que  se  funda  en  faecbos 
no  declarados  probados  en  la  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  doce  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  el  procesado  Pedro  Pascual  Valanee  Ar- 
ico, vecino  de  Cienfuegos,  estivador,  contr^  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  causa  que 
se  instruyó  al  mismo  y  á  Ramón  Pérez  Qaldós,  en  el 
Juzgado  de  Cienfuegos,  por  los  delitos  de  disparo  de  ar- 
ma de  fuego  y  lesiones. 

Hechos  pbobados  : 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia,  de  siete 
de  Mayo  último,  se  consignan  los  hechos  probados  que 
i  continuación  literalmente  se  transcriben :  "Resultando 
"probado  que  en  catorce  de  Noviembre  último  los  proce- 
"eadoB  Pedro  Pascual  Valanee  Arleo  y  Ramón  Pérez 
"GaldÓB  tuvieron  una  reyerta  que  se  suscitó  con  motivo 
"de  querer  el  primero  dejar  sin  efecto  un  contrató  de_ 
"aparcería  que  tenía  celebrado  con  el  segundo:  en  la 
"cual  reyerta,  que  trabaron  después  de  injuriarse  y  pro- 
"vocarse  mutuamente,  Valanee  disparó  su  revólver  con- 
"tra  Pérez  Galdós  sin  acertarle  á  dar,  y  éste  causó  á 
"aquél,  haciendo  uso  de  una  azada  y  de  un  machete, 
"varias  lesiones  de  las  que  tardó  en  sanar  cuarenta  y  un 
"días  con  necesidad  de  asistencia  médica  é  impedimento 
"para  el  trabajo  por  igual  tiempo,  no  quedándole  en 
"dichas  lesiones  defecto  funcional  ni  deformidad." 

ReSOLDCION  RECDHRIIÍA  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  estos 
hechos  como  constitutivos  de  los  delitos  de  disparo  de 
arma  de  fuego  y  lesiones,  de  los  que  estimó  responsables. 
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respectivamente,  en  concepto  de  autores,  al  menoionado 
Valance  y  á  Pérez  Galdós,  sin  apreciar  circunstancias 
eximentes,  atenuantes  ni  agravantes  de  la  re^Kmsabili- 
dad  criminal,  y  condenó  al  primero  á  la  pen^  de  un  año 
ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  prisión  correccional,  y 
al  segundo  á  un  año  y  un  día  de  igual  pena,  accesorias 
correspondientes  á  los  miamos  y  al  pago  de  las  costas  de 
por  mitad,  debiendo  indemnizar  Pérez  Qaldós  á  Valance 
la  suma  de  doscientas  cincuenta  pesetas,  con  el  apremio 
personal  en  su  caso. 
Fundamentos  del  becurso  de  casación  : 

Hesultando  que  á  nombre  de  Pedro  Pascual  Valance 
se  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  se  dice  autorizado  por  el  caso  primero  del  ar- 
ticulo cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  y  en  el  que  se  cita  como  ley  infringida  el  caso 
cuarto  del  articulo  octavo  del  Código  Penal,  en  el  con- 
cepto de  que  al  ejecutar  Valance  el  hecho  que  se  declara 
probado  de  disparar  su  revólver  contra  Pérez  Galdós,  sin 
acertar  á  darle,  lo  hizo  obedeciendo  al  otro  hecho  tam- 
bién declarado  probado  de  haberle  causado  Pérez,  ha- 
ciendo uso  de  una  azada  y  un  machete  varias  lesiones, 
circunstancia  por  la  que  est¿  exento  de  responsabilidad 
criminal  y  debió  ser  absuelto. 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previa  la  austanciación  correspondiente,  se 
celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Letrado  defen- 
sor del  procesado  que  sostuvo  aquél  y  del  Ministerio 
Fiscal  que  lo  impugnó. 
Decisión  del  recdrso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo* 
'  rales. 

Considerando  que  el  número  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  que  en  el  recurso  se  invoca,  autoriza  el 
de  casación  poi  infración  de  ley,  cuando  tos  hechos  que 
en  la  sentencia  se  declaren  probados  sean  calificados  ,V 
penados  como  delitos  ó  faltas,  no  siéndolo,  ó  cuando  le 
penen  á  pesar  de  existir  una  circunstuncia  eximente  de 
responsablidad  criminal,  ó  á  pesar  de  que  circunstan- 
cias posteriores  á  la  cornisón  del  delito  impidan  pe- 
narlos. 

Considerando  que  la  infracción  de  ley  que  se  dice 
cometida  se  hace  descansar,  por  el  recurrente,  en  el  he- 
cho de  que  al  disparar  su  revólver  contra  Pérez,  lo  hizo 
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obedcciesdo  á  que  éste  con  una  azada  y  un  machete  le 
causó  lae  lesiones  que  sufrió,  hecho  que  no  aparece  pro- 
bado en  el  primer  resultando  de  la  sentencia,  en  la  for- 
ma que  se  expone,  puesto  que  no  consta,  como  lo  supone 
aquél,  una  agresión  anterior  al  disparo  que  hizo;  y  no 
autorizando  el  caso  primero  del  articulo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en 
que  se  funda  el  recurso,  alegar  en  casación  infraccionee 
que  se  refieren  á  hechos  que  no  se  consignan  en  la  sen- 
tencia, procede  declarar  sin  lugar  el  presente,  que  no  de- 
bió admitirlo  el  Tribunal  a  quo,  por  faltarle  el  requisito 
tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  sin  que  á  tal 
.  declaracirái  obste,  según  doctrina  reiterada  de  este  Tri- 
bunal, su  indebida  admisión  y  el  que  no  haya  sido  opor- 
tunamente impugnado,  toda  vez  que  estafi  circunstancias 
no  pueden  darle  eficacia  legal  á  un  recurao  mal  admi- 
tido. 

Considerando  que  el  articulo  cuarenta  de  la  Orden 
citada  dispone  que  cuando  se  declare  sin  lugar  un  recur- 
so de  casación  se  impondrán  siempre  las  coi^tas  del  mis- 
mo á  la  parte  ó  partes  recurrentes,  ealvo  cuando  esta  fue- 
se el  Ministerio  Fiscal  ó  se  estuviere  en  el  caso  del  ar- 
tículo cuarenta  y  siete. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  do  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  procesado  Pedro  Pascual  Yalance  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra, el  siete  de  Mayo  último,  con  las  costas  á  su  cargo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antenio  Pichardo. — Luis 
Qastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  B.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 

M  ley.— Sent.   1B3.— 14  de  Septiembre.— Horada.— 

Edad.   (Gac,  Aíayo  ¡6,  1904.) 

DOCTRINA:  La  circunstancia  de  baherH 
cometido  el  hecho  en  la  morada  del  ofendido  do  es 
inherente  al  delito  de  robo  con  viotencta  á  intimi- 
dación en  las  personas,  y  debe  ser  apreciada  cuan- 
do coneorre  en  dichos  delitos. 

Si  bien  en  los  delitos  contra  la  propiedad,  por 
regla  general  no  debe  tenerse  en  cuenta  la  circuns- 
tancia de  la  edad  del  ofendido,  cuando  se  trata  de 
robo  con  violenciafi  intimidación  en  las  personas, 
debe  ser  apreciada,  porque  la  naturaleza  compleja 
de  esa  forma  del  delito  ofende  tanto  á  la  propie- 
.   dad  como  &  la  persona. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  &  catorce  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  Ventura  Ma- 
den,  labrador,  y  Manuel  Estalella,  fogonero,  vecinos  am- 
bos de  Cárdenas,  en  la  cansa  se^ida  de  oficio  contra  los 
mismos  y  otros  ante  la  Audiencia  de  Matanzas  por  el 
delito  de  robo  y  lesiones, 

Kesultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau- 
sa en  doce  de  Junio  último  contiene  respecto  á  los  he- 
chos en  cuanto  es  pertinente  el  siguiente : 

Heohos  probados: 

"Hesultando  probado  que  como  á  las  nueve  de  la 
"mañana  del  once  de  Diciembre  último  al  Tegresar  á 
"sus  casas  k  almorzar  los  cinco  procesados  Ventura  Ma- 
"den,  Manuel  Estalella,  Germán  Biart  y  Canuto  y  Má- 
"ximo  Sotomayor,  que  venían  del  taller  de  la  Empresa 
"del  Ferrocarril  de  !a  ciudad  de  Cárdenas,  é  donde  iban 
"todas  ias  mañanas  &  buscar  trabajo  como  fogoneros,  al 
"pasar  por  frente  al  solar  situado  en  un  extremo  de  la 
"calle  trece  casi  en  las  afueras  de  la  ciudad,  en  el  que 
"tenía  su  casa  el  moreno  Desiderio  Himely,  anciano  de 
"más  de  setenta  años,  que  se  encontraba  en  aquellos  mo- 
"mentoe  componiendo  una  portada,  pidieron  á  éste  el 
"Ventura  Maden  y  eí  Manuel  Estalella  agua  para  beber, 
"diciéndole  además  que  deseaban  comprar  unos  cochi- 
"nos:y  cuando  Himely  para  complacerlos  loa  dejó  en- 
"trar  en  sn  casa  se  abalanzaron  sobre  él  amarrándole 
"Estalella  las  manos  con  un  pedazo  de  cáñamo  que  cortó 
"de  una  tendedera  y  Ventura  Maden  le  apretó  por  el 
"cuello  para  que  diera  el  dinero  que  tenía,  pero  como  no 
"lo  hiciera,  le  amenazó  con  un  cuchillo  en  la  mano  para 
"que  dijera  donde  lo  tenía,  y  como  tampoco  se  prestó  á 
"ello,  llevó  á  efecto,  para  conseguirlo,  su  amenaza,  cau- 
"sando  á  Himely  dos  lesiones,  una  incisa  de  seis  centi- 
"metros  de  extensión  en  la  región  palmar  izquierda,  y 
"otra  de  dos  centtmetroa  en  la  región  pectoral  del  mismo 
"lado,  de  carácter  leve,  tumbándolo  además  al  suelo, 
"con  todo  lo  que  consiguieron  que  hablara  y  que  dijera 
"el  lugar  donde  guardaba  el  dinero,  amarrándole  enton- 
"ces  sobre  la  boca  en  forma  de  mordaza  un  trapo  blanco 
"para  que  no  fuera  á  gritar,  llevándose  Estalella  y  Ma- 
"den  cinco  pesos  plata  que  había  en  un  baúl  y  catorce 
"más  y  cinco  centenes  que  guardaba 'Himely,  en  un.  ja^ 
"rrito  debajo  de  una  tabla  del  piso  donde  esteba  el  catre, 
"y  ai  salir  del  solar  estos  dos  procesados,  picanzo  Esta- 
"leila  á  Germán  Biart  y  á  Canuto  y  á  Máximo  Sotoma- 
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"yor  que  iban  por  la  calle  todavía  próximos  á  la  casa  de 
"Himely,  y  Madén  ee  fué  por  otro  camino  para  bu  caaa, 
"salieudo  inmediatamente  detrás  de  aquéllos  el  ofendido, 
"á  quien  se  le  cayera  la  mordaza  que  le  pusieron  dando 
"vocee  de  auxilio,  llevando  aún  amarradas  las  manos  que 
"le  desató  un  policía,  deteniéndose  más  tarde  á  todos  los 
"procesados". 

Besolcción  recurrida: 

Eesultando  que  la  Audiencia  estimó  estos  hechos 
constitutivos  de  un  delito  de  robo  con  violencia  en  las 
personas,  comprendido  en  el  caso  quinto  del  articulo 
quinientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal,  del  cual  son 
autores  loe  procesados  Maden  y  Estalella,  con  la  circuns- 
tancia agravante  número  veinte  y  uno  del  articulo  diez 
del  Código  Penal,  no  sólo  por  haberse  ejecutado  el  delito 
con  ofensa  del  respeto  que  por  su  edad  avanzada  mere- 
cía Himley,  eino  porque  fué  cometit'o  En  la  morada  del 
ofendido,  y  lea  condenó  á  la  pena  de  diez  años  de  pre- 
sidio mayor  y  acceeorias,  á  indemnizar  ambos  manco- 
munada y  BoÚdaríamente  la  cantidad  de  cuarenta  pesos 
plata  y  cinco  centenes  á  los  herederos  del  ofendido,  y  al 
pfu^  de  la  quinta  parte  de  costas  cada  uno,  absolviendo 
i  los  otros  tree  procesados  con  tres  quintas  partes  de 
costas  de  oficio,  por  no  haberse  justificado  su  participa- 
ción en  el  delito. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpusieron 
Uaden  y  Estalella  el  presente  recurso  autorizado  por  el 
número  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  sus  concor- 
dantes de  la  misma  ley,  citando  como  infringidos  el  ar- 
tículo diez  del  Código  Penal  en  su.  numero  veinte  y  uno 
en  relación  con  el  número  quinto  del  artículo  quinientos 
veinte  y  uno  y  el  artículo  setenta  y  siete  del  mismo  Códi- 
go por  los  siguientes  motivos:  Primero,  porque  dados 
los  hechos  probados  y  las  condiciones  en  que  se  realizó 
el  robo,  éste  no  pudo  efectuarse  sin  penetrar  en  la  casa 
del  ofendido,  y  por  tanto,  esto  es  una  circunstancia  in- 
teresante al  delito  cometido  y  no  puede  apreciarse  para 
agravar  la  pena,  y  Segundo:  Tampoco  es  de  apreciarse 
la  circunstancia  de  desprecio  del  respeto  que  por  su  edad 
merece  el  ofendido,  fundada  en  que  éste  tenia  más  de 
setenta  años,  pues  según  la  jurisprudencia  establecida, 
esta  circunstancia  solo  debe  estimarse  cuando  se  trate  de 
delitos  contra  el  honor  ó  contra  las  personas,  pero  no  en 
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loe  que  se  atente  contra  la  propiedad,  por  aer  entonces 
inherente  al  hecho. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  debida  forma  ante  este  Tribunal  se  celebró  la  vista 
pública  con  asistencia  del  defensor  del  recurrente  que 
sostuvo  aquél  y  del  Ministerio  Fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisiók  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  j 
Gastón. 

Considerando  que  la  circunstancia  agravante  seña- 
lada en  el  número  veinte  y  uno  del  artículo  diez  del  Có- 
digo Penal  es  de  apreciarse  en  la  ejecución  del  delito  de 
'robo  con  violencia  6  intimidación  en  las  personas,  cuan- 
do se  ha  perpetrado  en  le  morada  del  ofendido,  pues  tal 
circunstancia  no  es  en  manera  alguna  inherente  á  esa 
clase  de  robo,  considerado  genéricamente,  dado  que  pue- 
de cometerse  en  otro  lugar  que  no  sea  la  casa  de  la  vfcti- 
tima,  y  el  penetrar  en  ella  los  malhechores  para  realizar- 
lo, acusa  falta  de  respeto  al  domicilio  ajeno,  cansando  á 
la  vez  mayor  alarma: 

Considerando  que  igualmente  procede  estimar  di- 
cha circunstancia  agravante  cuando  el  mismo  delito  se 
ejecuta  con  ofensa  ó  desprecio  del  respeto  que  por  su 
edad  merece  el  ofendido,  pues  aunque  este  concepto  de 
agravación  no  debiera  tenerse  en  cuenta  en  ios  delitos 
contra  la  propiedad  exclusivamente,  no  se  encuentra  en 
ese  caso  el  de  robo  con  violencia,  cualquiera  que  sea  la 

Xe  se  ejerza  en  la  persona  del  ofendido,  ya  que  ese  he- 
0  por  BU  naturaleza  compleja  tiene  también  el  carácter 
de  atentado  contra  los  personas  y  en  este  sentido  le  son 
aplicables  las  circuntitancias  que  en  los  delitos  de  esa 
clage  pueden  modificar  la  responsabilidad  del  agente. 

Considerando  que  en  virtud  de  lo  expuesto,  y  cons- 
tando de  los  hechos  probados,  que  el  robo  cometido  por 
los  recurrentes  se  ejecutó  en  la  morada  del  ofendido,  á 
quien  ae  causaron  algunas  lesiones,  teniendo  más  de  se- 
tenta años  de  edad,  es  evidente  que  la  Sala  sentenciadora 
al  estimar  la  concurrencia  de  la  circunstancia  agravan- 
te expresada  por  el  doble  concepto  en  que  lo  ha  hecho, 
no  infringió  loa  artículos  del  Código  Penal  que  se  citan 
en  el  recurso,  ni  incurrió  en  el  error  de  derecho  en  que 
el  mismo  se  funda,  por  lo  que  debe  declararse  sin  lugar, 
imponiéndose  laa  costas  á  los  recurrentes. 

Fallamos :  que  'debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Ventura  Maden  y  Manuel  Estalella  en  la 
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cauaa  de  referencia,  con  laa  costas  á  c&i^  de  loe  recu- 
rrentes. Comuniqúese  etc.,  lo  pronuncifinios,  maudamoa 
y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
José  Cabarrocas  Horta. — Ambroeio  R.  Morales. — Fede- 
rico Mora.         • 


M   1^.— Sent   151— H  de  Septiembre.  —  Falsedad. 

(Goc.,  Mayo  16,  1904.'} 

DaCTKINA;  La  presentación  en  un  juicio 
civil,  cumo  parte  de  prueoa,  de  una  copia  de  alien- 
tos existentcH  en  los  libros  de  un  comerciante, 
aunqac  dicha  copia  no  concuerde  con  los  asientos, 
el  hecho  no  conatitnye  delito,  porque  cass  relacio- 
is  de  eficacia. 


En  la  ciudad  de  la  Habana  á  catorce  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  ires :  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracciÓD  de  ley,  interpuesto  por  Santiago  Gutiérrez  Kuiz 
«mtra  el  auto  de  sobreseimiento  libre,  dictado  en  nueve 
de  Mayo  último  por  la  Audiencia  de  la  Habana  eo  la 
causa  que,  procedente  del  Juzgado  del  Este,  se  si^ó 
á  virtud  de  querella  de  dicho  Gutiérreí  Euiz  por  fal- 
sedad. 
Hechos  probados: 

Resaltando  que  el.  referido  auto  contiene  los  aiguícn- 
tes  Beaultandos:  "Kesultando  que  esta  causa  número 
"quinientos  seis  del  año  de  mil  novecientos  dos,  proce- 
"dent«  del  Juzgado  del  Este,  se  inició  á  virtud  de  quere- 
'11a  de  Santiago  Gutiérrez  Kuiz  por  falsedad,  contra 
"Adriano  Hernández  y  Avelino  Foyo,  quienes  compo- 
"nfan  la  sociedad  mercantil  de  "Hernández  y  Foyo", 
"al^;ando  aquél  que  éstos,  para  eludir  responsabilidades 
"civiles  contraídas  á  su  favor  babian  presentado  en  un 
"juicio  en  que  eran  demandados,  documentos  de  influen- 
"cia  decisiva  que  revestían  caracteres  de  falsos. — Resul- 
"tando  que  negada  la  admisión  de  la  querella  por  auto 
"del  Juez,  de  veinte  de  Junio  de  mil  novecientos  dos, 
"fojas  dieciocho,  y  oportunamente  recurrido,  fué  revo- 
"cado  por  esta  Sala  por  auto  de  cinco  de  Agosto  del  mis- 
"mo  año  que  mandó  admitir  y  sustanciar  la  querella, 
"fojas  veintisiete. — Besultando  que  instruida  la  causa 
"aparece  de  la  investigación  sumarial  que  Santiago  Gu- 
"tiérrez  Ruiz,  estableció  juicio  declarativo  eo  el  Juzga- 
"do  de  primera  Instancia  del  Oeste,  contra  la  sociedad 
"mercantil  que  giró  en  esta  plaza  bajo  la  razón  social 
"de  "Hernández  y  Foyo",  que  componían  Adriano  Her- 
"nández  y  Avelino  Foyo,  el  primero  de  los  cuales  ya  ha 
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'fallecido;  que  en  el  expresado  juicio  y  en  parte  de  bu 
'prueba,  presentaron  loe  demandados  copias  de  asientos 
'del  libro  Mayor  de  la  Sociedad,  que  comparados  con 
'una  certiñéación  de  un  cotejo  practicado  en  el  libro  de 
'Caja  de  la  misma,  en. otra  causa  que  se  siguió  contra 
'Santiago  Gutiérrez  Kuiz,  en  el  Juzgado  de  la  Catedral, 
'por  CBtafa,  agregada  á  la  presente,  á  fojas  cuatro,  no 
'concordaban  en  diferentes  extremos;  y  que  mandado 
'practicar  por  el  Juzgado  el  examen  de  ios  libros  de  la 
'Sociedad,  los  peritos  mercantiles,  con  vista  de  las  ac- 
'tuaciones  del  juicio  civil  y  de  la  causa  en  qne  el  arriba 
'aludido  cotejo  se  practicó,  informaron  á  fojas  ciento 
'veinte  y  veinte  y  cuatro  y  ciento  veintisiete,  que  las  reía- 
is de  asientos  presentadas  por  Hernández  y  Foyo, 
'resultaban  en  un  todo  conformes  comprobadas  coo  los 
'libros  "Diario",  "Mayor",  "Caja"  y  de  "Compras". — 
'Eeaultando  que  por  auto  de  veinte  de  Diciembre  de  mil 
'novecientos  dos,  fojas  ciento  cuarenta  y  cuatro,  el  Juez 
'dictó  auto  declarando  terminado  el  sumario,  y  el  Minis- 
'terio  Fiscal  solicitó  su  confirmación  y  que  se  sobreseyera 

{'  irovisionaliuente,  conforme  al  caso  primero  del  articu- 
0  seiscientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciar- 
'miento  Criminal,  y  el  acusador  particular  solicitó  su 
'revocación  para  que  se  ocuparan  los  libros  de  la  soeie- 
'dad  mercantil  denunciada,  sosteniendo  que  en  esos  U- 
"bros  era  donde  se  había  cometido  la  falsedad,  acordando 
'la  Sala  por  auto  de  cinco  de  Febrero  último,  fojas  cien- 
'to  cincuenta  y  uno,  la  revocación  de  aquel  auto  y  devo- 
'lución  de  la  causa  ai  Juez  para  que  practicara  una  ins- 
'pección  ocular  de  los  libros,  con  asistencia  del  quere- 
"llante,  á  ñn  de  que  por  el  Juez  se  apreciase  la  existencia 
'é  inexistencia  del  detito  denunciado. — Besultando  que 
'practícada'por  el  Juez  la  diligencia  dispuesta,  en  la  for- 
"ma  determinada,  sin  la  asistencia  del  querellante  que 
'habla  sido  previamente  citado,  aparece  de  ella,  fojas 
'ciento  cincuenta  y  ocho,  que  puesto  de  manifiesto  en  la 
'casa  de  los  familiares  de  Adriano  Hernández,  donde  se 
"hallaban  los  libros  de  la  sociedad,  el  Diario  revestía 
'todos  los.  requisitos  legales,  estando  selladas  todas  sus 
'hojas  por  el  Juzgado  Municipal  de  la  Catedral,  y  qui» 
'tanto  éste  como  el  "Mayor",  "Caja"  y  "Compras",  exa- 
'minadoe  por  el  Juez  al  único  objeto  de  observar  loe  de- 
'fectos  exteriores  que  presentaran,  estaban  llevados  con 
'esmero,  sin  contener  irregularidades  Wsibles  de  ningún 
'género  que  pudieran  racionalmente  inspirar  dudas  acer- 
'ca  de  BU  autenticidad,  ni  nada  que  en  ellos  llamara  la 
'atención.— Resultando :  que  dictado  nuevamente  auto 
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"declarando  terminado  el  sumario  en  tres  de  MarzO' 
"último,  él  Ministerio  fiscal  repTodujo  su  anterior  ao- 
'licitud  de  sobreseimiento  provisional,  conforme  al  caso 
"primero  del  artículo  seiscientos  cuarenta  y  uno  de  la 
'^j  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  el  acusador  par- 
"ticular  pidió  que  se  revocara  aquél  auto  y  se  devolviera 
"la  causa  al  Juez  para  que  se  ocuparan  los  libros  referi- 
"do8,  porque  á  su  juicio  sin  ellos  no  podía  comprobarse 
"el  delito  que  insiste  en  sostener  que  se  ha  cometido. — 
"Eesultando:  que  por  auto  de  trece  de  Abril  último  la 
"Sala  confirmó  el  auto  que  declaró  terminado  el  suma- 
"rio  y  mandó  pagar  la  causa  al  acusador  privado  para 
"que  en  el  término  de  cinco  días  expusiera  lo  que  tuvie- 
"tb.  por  conveniente  sobre  el  sobreseimiento  de  la  causa, 
"apertura  del  juicio  oral,  calificación  y  pruebas." 

Bbsolüoion  recubrida  : 

Besultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
que  los  hechos  relatados  no  son  constitutivos  de  delito, 
sobreseyó  libremente  en  la  causa  por  el  expresado  auto 
de  nueve  de  Mayo  fdtimo,  con  arreglo  al  caso  afondo 
del  artículo  seiscientos  treinta  y  siete  de  la  Ley  de  En- 
juieiainiento  Criminal.  , 

Fundamentos  del  recurso  de  oabaoión  : 

Resultando  que  contra  dicho  auto  se  interpuso  por 
el  querellante  Santiago  Gutiérrez  Euiz,  recurso  de  casa- 
ción por  infración  de  ley,  autorizado  por  ei  caso  cuarto 
de!  artículo  ochocientos  cuarenta  y  tres  de  la  Ley  proce- 
sal en  relación  con  el  ochocientos  cincuenta  y  dos,  citan- 
do como  infringido  el  articulo  trescientos  diez  del  CódigO" 
Penal  en  su  p^afo  cuarto  y  el  seiscientos  treinta  y 
tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  corregido 
por  la  Orden  ciento  nueve  de  mil  ochocientoa  noventa  y 
nueve,  consistiendo  la  infracción,  á  juicio  del  recurren- 
te, en  que  si  im  comerciante  demandado  en  vía  civil  para 
el  pago  de  una  deuda,  niega  ésta,  fundándolo  en  certifi- 
caciones de  BUS  libros  que  presenta,  y  resulta  que  esas 
certificaciones  no  tienen  la  verdad  de  bus  libros  mercan- 
tiles y  después  se  evidencia  que  ni  los  asientos  de  sus  pro- 
pios libros,  en  reconocimientos  practicados  en  distintas 
fechas,  aparecen  ser  loe  mismos  y  esto  se  ha  realizado 
en  perjuicio  de  tercero,  no  cabe  duda  en  cuanto  á  que 
esta 'serie  de  -actos  constituyen  verdaderas  falsedades^ 
criminosas  en  libros  mercantiles,  pues  en  ellas  se  propo- 
ne el  acusado  eludir  el  pago  de  lo  que  se  le  cobra,  que- 
dándose de  esta  manera  con  la  cantidad  debida  á  su  acu- 
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sador  en  mérito  y  virtud  de  dichas  falsedades :  y  fundq 
la  segunda  infracción  en  que  habiendo  acusador  que  soa- 
tiene  la  acción  criminal  y  pide  la  apertura  del  juicio 
oral  la  Sala  debe  decretarla. 

BesTiltando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente  en  este  Tribunal  Supremo,  el  ifinisterio  Fie- 
cal  impugnó  en  el  trámite  oportuno  au  admisión,  y  sufl- 
tanciado  ese  incidente  previo,  se  declaró  con  lugar  dicha 
impugnación  solo  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  recur- 
so que  se  declaró  mal  admitido. 

Resultando  que  el  día  dos  del  corriente  se  celebra 
la  vista  pública  de  est^  recurso  con  asistencia  del  Iletra- 
do defensor  del  recurrente,  y  del  Ministerio  fiscal,  sos- 
teniéndolo el  primero  é  impugnándolo  el  segundo. 

Decisión  del  becübso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  y 
Valdés. 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  presentado 
Hernández  y  Foyo,  como  parte  de  su  prueba,  en  el  juicio 
declarativo  que  contra  ellos  siguió  Gutiérrez  Ruiz,  unas 
copias  de  asientos  del  libro  "Mayor"  de  dicha  Sociedad, 
copias  que,  según  el  auto  recurrido,  concuerdan  en  un 
todo  con  los  libros  llevados  por  ésta  con  la  debida  regu- 
laridad, no  constituye  el  delito  comprendido  en  el  artícu* 
lo  trescientos  diez,  párrafo  cuarto  del  Código  Penal,  cu- 
ya infracción  invoca  el  recurrente,  ni  la  simple  presen- 
tación en  juicio  de  aquellas  copias  aunque  no  resultaran 
conformes  con  los  libros  de  donde  fueron  sacadas  y  exis- 
tieran diferencias  entre  ellas  y  la  certificación  de  un  co- 
tejo practicado  en  cierta  causa,  es  un  hecho  que  ofrezca 
los  caracteres  de  delito  alguno,  puesto  que  esas  relacio- 
nes de  asientos  carecen  por  sí  mismas  de  eficacia,  estando 
sujetas  á  la  apreciación  del  Tribunal  ante  quien  fueron 
presentadas. 

Considerando  que  apareciendo  ser  ese  el  único  hecho 
que  sirvió  de  base  a  la  querella  que  motivó  la  formación 
de  esta  causa,  y  no  revistiendo,  por  las  razones  expresadas 
caracteres  de  delito,  es  evidente  la  procedencia  del  auto 
de  sobreseimiento  libre,  dictado  por  la  Sala  sentenciadon 
y,  por  tanto,  que  no  habiendo  ésta  incurrido  en  la  infrac- 
ción de  ley  que  alega  el  recurrente  es  de  declararse  sin 
lugar  el  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  Santiago  Gutiérrez  Buiz,  contra  el  mencio- 
nado auto  de  sobreseimiento  libre,  dictado  por  la  An- 
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diencia  de  la  Habana,  y  condenamos  en  las  costas  al  re- 
currente. Comnnfquese  etc.  Así  lo  pronunciamoB,  man- 
damos y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo, —  Luis 
Gastón.— Joeé  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
les.— Federico  Mora, 
procedimiento.  ComuBfqiieee  etc. 


Impognadón.— Auto  143.-15  ds  Septiembre.— Precepto 

atttorizador.   (Goe. ,  Mayo  16,  1904-) 

.  DOCTRINA:    Es  inadmisible  un  recarso  de 

caaaci<in  fundado  en  no  haberse  resuelto  acerca  de 
todos  los  ijnntos  objeto  del  debate  judidal,  si  del 
propio  escrito  de  interposicitíii  aparece  que  el  pan- 
to que  Bc  dice  omitido  no  se  sometid  oportuna- 
mente á  la  resolución  de  la  Sala,  por  1»  cual  es 
evidente  qae  el  reourso  no  está  autorizado  por  el 
número  2?  del  artículo  912  delaley  de  Enjuicía- 
miento  Criminal,  citado  á  ese  efecto. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Jugado  d« 
Instmcción  de, . . .  de. . , .  seguida  á como  pro- 
cesado por  el  delito  de  estupro,  la  Sección  segunda  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Awdiencia  de  esta  provincia, 
dictó  sentencia  en  dos  de  Julio  último,  por  la  cual  lo 
condenó  como  autor  de  dicho  delito,  en  las  penas  que  es- 
timó corresponderle :  consignando  en  dicha  Sentencia 
los  siguientes  Eesultandoa  numerados:  "Primero:  Re- 
''snltando  probado  que  el  procesado  después  de  llevar 

'algún  tiempo  relaciones  amorosas  con 

'doncella  mayor  de  doce  años  y  menor  de  veinte,  tuvo 
'acceso  camal  con  ella  gozando  de  su  virginidad  me- 
'diante  engaño  que  consistió  en  ofrecerle  el  procesado 
"reiteradamente  que  contraería  matrimonio,  qae  no  ha 
''ralizado    y  &    causa  de    dichos  actos    carnales    tuvo 

'la njia  niña.-      Segun- 

'do.  Resultando  que  la  acusación  particular  calificó  los 
'hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  estupro,  com- 
•prendido  en  el  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve 
'del  Código  Penal  en  su  párrafo  tercero  como  autor  del 
'mieiho  al  procesado  sin  la  concurrencia  de  circunstan- 
'cias  modificstÍTas  y  solicitó  se  le  impusiese  la  pena  de 
'>;uatro  meses,  un  día  de  arresto  mayor,- con  obligación 
'de  indemnizar  á  la  ofendida  en  vía  de  dote  en  cinco 
'mil  pesetas  y  adem^  á  reconocer  la  hija  y  mantenerla: 
'y  la  defensa  del  procesado  estimando  que  no  existieron 
'promesas  de  matrimonio  por  parte  del  procesado,  eoli- 
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"citó  sn  absoluciÓQ  por  estimar  no  ser  eomtitutÍTos  d& 
"delito  los  actos  realizados  por  el  procesatlo,  con  las  eoa- 
"tas  de  oficio". 

Besultando  que  de  la  expresada  sentencia  pidió  acla- 
ración la  representación  del  procesado  en  el  sentido  de 
qne  se  puntualizara  si  el  Ldo.  José  Garda  Balsa  eB  el  qne^ 
con  poder  de  la ,  de  diez  y  siete  años  de  edad,  ins- 
tó en  el  procedimiento  á  nombre  de ,  ó  fué  ésta 

quien  lo  hizo,  según  parece  desprenderse  de  lo  afirmado' 
por  la  Sala  en  el  encabezamiento  de  aquélla  que  dice: 
*S-ÍBta  en  juicio  oral  esta  causa  procedente  del  Juzgada 

"del, , . ,,  por  estupro,  entre  partea,  de  la  una , 

"«on  el  carácter  de  acusadora  particular,  como  madre  de- 

" ,  representada  por  el  Letrado  D.  José  García 

"Balsa",  apareciendo  del  sumario  agrega  dicha  represen- 

"tación — que  la  Sra no  finnó  el  escrito  de  que- 

"rella,  ni  otro  alguno  de  los  alli  presentados,  suscritos 
"todos  por  el  Ldo.  Balsa  á  nombre  y  como  apoderado  de 
"ella,  sin  que  en  el  poder  conste  lo  sea,  y  sf  de  la  estupra- 

"da ,  que  por  su  edad  está  incapacitada  para 

"querellarse" : 

BeCDBSO  ADHItlDO  : 

Besultando  que  denegada  la  aludida  aclaración,  es- 
tableció la  misma  representación  del  procesado,  lecurao^ 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infrac- 
ción de  ley,  contra  la  referida  sentencia,  fundando  el  de 
la  primera  clase  en  el  Dúmero  segundo  del  artículo  no- 
vecientos doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y 
haciendo  consistir  el  quebrantamiento  en  que  la  Sala  no 
ha  resuelto  nada  acerca  de  la  personalidad  del  Ldo.  José 
García  Balsa,  discutida — dice — en  juicio  oral:  añadien- 
do que,  solicitada  aclaración  de  la  sentencia  en  lo  refe- 
rente á  esa  falta  de  personalidad,  la  Sala  decretó  no  ha- 
ber lugar  á  la  solicitud,  por  entender  que  no  babia  rec- 
tificación ni  aclaración  que  hacer :  de  lo  que  resulta  que 
para  dicha  Sala  es  perfectamente  claro  que  la  causa  fué 

anuida  á  instancia  de  D* ,  como  acusadora 

particolar  con  el  carácter  de  madre  de  D* , 

y  representada  por  el  Ldo.  José  García  Baka,  siendo  asi 
que  este  Letrado  nunca  tuvo  apoderamiento  de  aquella 
señora,  pues  el  poder  acompañado  por  él  á  la  querella, 
y  del  cual  únicamente  puede  emanar  su  personalidad 
para  ñrmar  el  escrito  por  si  solo,  lo  acredita  como  man- 
datario de  la ,  y  no  de  su  madre,  única  perso- 
na á  quien  faculta  la  Ley  para  peis^uir  el  delito :  qne- 
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dando  de  este  modo  demostrado  qne  la  sentencia  quebran- 
ta la  forma  del  juicio  al  no  resolver  una  cnestión  objeto 
■de  la  defensa :  que  contra  el  auto  admitiendo  la  querella 
no  se  podia  entablar  recurso  alguno,  porque  al  admitirla 
no  hay  parte  que  pueda  oponerse  á  ella,  y  que  no  ae  hizo 
figurar  tal  extremo  de  falta  de  personalidad  en  las  cou- 
dusionee,  por  cuanto,  sosteniéndoee  en  ellas  que  el  hecho 
no  era  delito,  ee  reservaba  alegar  esa  falta  como  argumen- 
to de  iltima  hora  para  que  la  Sala  comprendiese  la  im- 
puflibilidad  de  condenar  al  procesado :  que,-  por  ultimo, 
también  la  Sala  debió  reconocer  de  oficio  dicha  falta  de 
personalidad,  teniendo  en  cuenta  el  correspondiente  títu- 
lo del  Libro  primero  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal. 
Impugnación: 

Beeultando  qne  admiüdoe  por  el  Tribunal  a  quo  am- 
bos recursos,  y  abierta  su  snstanciación  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  ioYpngnó  la  admisión  del  de  quebranta- 
miento de  forma  la ,  como  madre  de , 

fundándose  en  que,  dado  el  texto  del  articulo  novecientos 
«atorce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  debió  á 
■su  tiempo  el  recurrente  reclamar  y  no  lo  hizo  la  eubsana- 
■ción  de  la  falta  que  estima  haberse  cometido,  y  si  la  Sala 
«entendedora  sególa  aceptando  la  personalidad  negada 
liacerse  la  oportuna  protesta  que  sabido  es  se  consigna  ea 
■act& — para  poder  establecer  el  correspondiente  recurso : 

Resultando  que  en  ocho  del  corriente  mes  tuvo  efec- 
to la  vista  pública  relativa  á  la  cuestión  previa  suscita- 
da, con  asistencia  del  Letrado  defensor  de  la  parte  im- 
pugnante, el  cual  sostuvo  dicha  impugnación,  y  el  Mi- 
nisterio fiscal,  que  pidió  se  declarara  ésta  sin  lugar: 

Besolücios  ■ 

Considerando  que  el  número  segundo  del  artículo 
novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
no  autoriza  é  discutir  en  casación  otras  cuestiones  que  las 
relativas  i  no  haberse  resuelto  por  el  Tribunal  del  juicio 
«n  su  sentencia,  todos  los  puntos  que,  realmente  hubie- 
sen sido  objeto  de  la  acusación  y  la  defensa: 

Considerando  qne  de  la  correspondiente  causa  no 
aparece  que  haya  sido  objeto  del  debate  en  el  juicio  oral 
respectÍTO,  el  punto  que  sirve  de  fundamento  al  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma,  cuya  admisión  ha  sido 
impugnada,  reconociéndolo  así  el  propio  recurrente  al 
afirmar  que  no  lo  hizo  figurar  en  sus  conclusiones :  j,  por 
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tunto,  careciendo  el  recurso  de  la  neceearía  congruencia 
con  el  mencionado  precepto  legal,  que  ae  cita  como  auto- 
rizante del  mismo,  ein  serlo  en  puridad,  lo  que  equivale 
á  no  haberse  citado  alguno  que  lo  autorice,  es  evidente 
que  debió  no  ser  admitido,  á  tenor  de  lo  diapuesto  en  el 
artículo  once  en  relación  con  el  número  tercero  de  los 
artículos  quinto  y  séptimo  de  la  Orden  noventa  y  dos 
de  rail  ochocientos  noventa  y  nueve: 

Se  declara  con  lugar  la  impugnación  hecha  por . . . 
á  la  admisión  del  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  interpuesto  por 

contra  la  referida  sentencia  de  dos  de  Julio  último:  y, 
en  consecuencia,  se  declara  mal  admitido  el  expresado 
recurso,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas.  Y 
dóse  cuenta  para  acordar  lo  que  proceda  en  el  eetado  del 
procedimiento.  Comuniqúese  etc. 

Lo  provey^on  y  ñrman  los  Ma^trados  que  al  mar- 
gen se  expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas- 
tón.— José  Cabarrocafl  Horta.— ^Ambrosio  R.  Uoiales. — 
Federico  Mora. — Silverio  Castro,  Secretario. 


M  I07.— ^ont,   156.— 16  do  Septiembre.— Amenasas. 

{Qae,,  Mayo  18, 190^) 

DOCTRINA;  Elhecho  de  qneuno  deloi  reot 
que  en  uniíSn  de  otros  acababa  de  cometer  ttn  ro- 
bo Be  dirija  k  los  moradoTCa  de  la  casa  en  que 
aqufl  tuvo  efecto  diciíndole  que  le  boEcaseD  de- 
terminada cantidad  j  de  no  faacerlo  los  matarían, 
lo  que  haría  tambif  n  si  lo  denunciaban,  conatitn- 
yi  el  delito  de  amenaias  condicionales  de  muerte, 
apreciable  como  hecho  distinto  í  independieate 
del  de  robo. 

Las  frases  diriRidas  por  el  procesado  á  otra  per- 
tona  á  quien  habla  pedido  cierta  cantidad,  al  ne- 
garle ísta,  "qne  en  lo  sncesivo  tendría  qne  ser  el 
sereno  de  sn  vida  y  de  su  propiedad,"  por  lo  inde-  . 

S:rininadü  de  ellas  no  pueden  constituir  amenaias 
e  muerte,  sino  de  amenazas  de  un  mal  que  no 
constituye  delito  deteimioado,  con  exigencia  de 
dinero  y  por  consignieote  an  penalidad  está  com- 
prendida en  la  orden  213  de  1900  j  no  en  el  Cddi- 
go  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  quince  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres,  en  los  recursos  de  casación  por 
infraoción  de  ley,  interpuestos  por  el  Ministerio  Fiscal 
■  y  por  los  procesados  Francisco  Osma  García  conocido 
por  "Pancho  el  Moro",  tabaquero,  vecino  de  esta  capi- 
tal y  Félix  Prado  González,  conocido  por  "Escopeta", 
jornalero,  vecino  de  Marlanao,  en  la  causa  suplida  con- 
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tra  los  últimos  ante  la  Sección  segtmiia  de  la  Sala  de  lo- 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  loa  delitos 
de  robo  y  amenazas. 
Hechos  probados: 

Eeeultando  qne  la  sentencia  dictada  en  dicha  causa, 
en  nueve  de  Junio  último  contiaie,  respecto  á  los  hechos 
los  siguientes :  "Primero.  Besultando  probado  que  en 
"la  noche  del  diez  y  nueve  de  Enero  último  habiendo 
"sido  escogida  de  intento  para  escurar  la  realización 
"del  delito  que  se  proponían  realizar,  se  presentaron  loe 
"procesados  en  la  finca  "Toscano,"  barrio  de  la  playai 
"de  Marianao,  lugar  solitario  y  despoblado  en  cuya  fii¿a 
"residía  D.  Jesús  Molina,  en  unión  de  su  madre  Anto- 
'^a  Yaldés  y  otros  hermanos  menores  de  eda»}  y  ame- 
"nazado  Molina  por  el  procesado  Frado  con  un  puñal, 
"erigiéndole  el  dinero  que  hnbieee  en  la  casa  y  al'  mani- 
"festar  Molina  que  nada  había,  registraron  la  casa  apo~ 
'arándose  con  ánimo  de  lucro  de  un  cuchillo  que  t^i& 
"en  BU  pantalón  y  de  noventa  y  tres  centavos  y  de  un  par  , 
'^e  aretes  de  oro  y  de  dos  dientes  pequeños,  y  después 
de  realizar  esos  hechos  dijo  el  mismo  Pra^o  que  le  bus- 
'casen  cincuenta  centenes  y  de  no,  loa  matarían,  lo  que 
"harían  también  si  loe  denunciaban:  los  aretes  y  el  cu- 
"chillo  se  tasaron  en  dos  pesos  veinte  oentavos.  S^nn- 
"do.  Resultando  probado:  qne  k  mediados  del  mee  de 
"Enero  el  procesado  Osma  exigió  á  D.  Bicardo  Bulnes 
"le  entregase  la  suma  de  cuatro  centenes  y  como  Bul- 
"nes  le  manifestó  que  no  tenía  motivos  por  que  darle? 
"le  dijo  Osma  que  en  lo  sucesivo  tendría  que  ser  el  3ere-> 
''no  de  BU  vida  y  de  sus  propiedades.  Tercero.  Besul- 
"tando  probado  que  el  procesado  Osma  ha  sido  cond*^ 
"nado  por  ejecutoria  por  sentencia  de  veinte  y  uno  de 
"Enero  de  mil  novecientos  uno  de  la  Audiencia  de  Sbp- 
"ta  Clara  en  la  causa  número  ciento  ochenta  y  nueve  de 
"mil  novecientos  del  Juzgado  de  Cienfuegos  por  hurto : 
"por  la  de  tres  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"cuatro  de  esta  Audiencia,  por  robo  á  dos  años,  once 
"meses,  once  días  de  presidio  correccional  en  la  causa 
"número  ciento  setenta  de  mil  ochocientos  noventa  y 
'tiw  y  Prado  ha  sido  condenado  en  la  causa  noventa  y 
"tres  de  rail  ochocientos  noventa  y  nueve  de  Marianao 
"por  robo,  á  dos  años,  cuatro  meses  un  dia  de  presidio 
"correccional,  por  hurto,  k  un  año,  ocho  meses  y  un  día 
"de  igual  pena  en  sentencia  de  treinta  y  uno  de  Marzo 
"de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  de  esta  Audiencia 
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"pOT  hurto,  á  dos  meses,  un  día  de  arresto  por  igual  de- 
"lito  en  la  noventa  y  cuatro  de  mil  ochocientos  noventa 
"y  cinco  de  Marianao  y  á  cuatro  mesea  un  día  de  igual 
"pena  por  robo  frustrado  en  la  sentencia  de  mil  ocho- 
*'ciento9  noventa  y  cinco  del  mismo  Juzgado". 

Kbsolitoion  reoübbida: 

Besultando  que  en  dicha  sentencia  ae  estimó  que 
loa  hechos  que  se  declaran  probados  en  el  primer  Besul- 
tando, constituyen  un  delito  de  robo  con  intimidación 
en  las  personas,  comprendido  en  el  caao  quinto  del  ar- 
tículo quinientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal :  ain 
que  eiista  el  delito  de  amenazas  acusado  por  el  Ministe- 
rio fiscal  con  refereacia  ^  último  de  esos  mismos  he- 
>chos:  y  que  los  consignados  en  el  segundo  resultando 
son  constitutivos  de  un  delito  de  amenaza  de  un  mal 
que  no  constituye  delito,  comprendido  en  el  articulo 
quinientos  trece  <lel  mismo  Código:  y  apreciándose  en 
cuanto  al  ^mero  de  dichos  delitos  las  ciicnnstancia^ 
agravantes  de  Doctumidad,  despoblado,  haberse  ejecu- 
tado en  la  morada  de  los  ofendidos  y  la  de  ser  los  pro- 
cesados reinci^entee,  y  en  cnuit«  al  segundo  la  reitera- 
ción, por  parte  íje  Osma,  se  condenó  á  ambos  procesa- 
dos como  autores  del  robo,  á  la  pena  de  ocho  años  de 
presidio  mayor,  con  sus  accesorias  é  ind^nnización  á  lot> 
perjudicados  de  la  cantidad  de  tres  pesos,  trece  centa- 
vos y  además  &  Francisco  Osma  como  autor  del  delito 
.de  amenazas  hechas  &  Bicardo  Bulnes,  á  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor,  y  sus  accesorira :  siendo  una  mi- 
tad de  cestas  de  cargo  de  Oama,  ana  cuarta  parte  de 
cargo  de  Prado  y  el  resto  de  oficio. 
Kbodbso  drl  uinistbbio  fiscal: 

'  Besultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  un  recurso  de  casación,  autorizado  por 
el  número  s^undo  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringido  el  párrafo  inicial  y 
número  primero  del  artículo  quinientt»  doce  del  Códi- 
go Penal,  en  relación  con  el  cuatrocientos  diez  y  seis  del 
mismo  Código,  puesto  que  de  lo  afirmado  al  final  del 
primer  resultúiao  de  la  sentencia  consta  la  existencia 
de  un  delito  de  amenazas  condicionales,  proferidas  de 
palabras  de  un  mal  que  constituye  delito  y  que  el  procesa- 
do Prado  ejecuta  por  si  solo  separada  y  posteriormente  al 
robo,  debiendo,  por  tanto,  ser  penado  como  uto  distinto 
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de  éete  y  con  separación,  conforme  al  articulo  ochenta 
y  seré  del  Código  Penal :  agregando  el  mismo  Ministerio 
ñscal  en  ampliación  del  recurso  y  en  el  trámite  corree- 
pondiente,  un  segundo  motÍTo  de  casación  autorizado 
por  el  párrafo  tercero  del  articulo  0(^ocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  por  es 
timar  infringidos  en  la  sentencia  los  artículos  quinien- 
tos trece  y  quinientos  doce  del  Código  Penal,  aquél  por 
indebida  aplicación  á  lo3  hechos  que  se  consignan  en  e) 
s^^ndo  r^ultando  y  éste,  ó  sea  el  quinientos  doce,  en 
3u  párrafo  inicial  y  primero  de  su  apartado  primero, 
por  su  no  aplicación  k  esos  mismos  hechos,  en  el  concep- 
to de  que,  ^  decir  el  procesado  Osma  i  Bicardo  Bulnes. 
por  razón  de  su  negativa  ¿  darle  loa  cuatro  centenes  pe- 
didos, "que  en  lo  sucesivo  habría  de  ser  el  sereno  de  su 
vida  y  de  BUG  propiedades",  realmente  le  amenazó  con 
i>ausarle  la  mnerte  ó  eea  con  el  delito  de  homicidio. 

Rboübso  di  Loe  pboobbaik»: 

Resultando  que  la  representación  de  los  dos  proce- 
sados interpuso  también  á  nombre  de  ambos,  recurso  de- 
casación  por  infracción  de  ley,  contra  la  referida  senten- 
cia, expresando  estar  autorizado  por  loa  nfimeros  terce- 
ro y  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve. 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  alegando  distinto<t 
motivos,  entre  ellos,  el  haberse  infringido  el  artículo 
quinientos  trece  del  Código  Penal,  por  aplicación  inde- 
bida y  el  inciso  treinta  del  artículo  cuarenta  y  uno  do 
la  Orden  número  doscientos  trace  de  mil  noveciento-t, 
por  no  haberse  aplicado  en  la  sentencia,  poi  cuanto  loi 
hechos  declarados  probados  en  el  segundo  resultando 
ee  califican  j  penan  con  arreglo  al  citado  artícuV.  qui- 
nientos trece  del  Código  Penal,  cuando  este  precepto 
está  derogado  por  la  Orden  número  doscientos  trece,  y 
no  puede  ser  aplicado  al  caso,  sino  únicaincnte  !a  expre- 
sada Orden. 

Besultando  que  admitido  por  la  Audiencia  el  recur- 
so interpuesto  por  el  Ministírio  fiscal  y  que  fué  am- 
pliado en  su  oportunidad,  según  ae  ba  expuesto,  y  admi- 
tido también  el  establecido  á  nombre  de  ambos  proce- 
sados, sólo  en  cuanto  al  motivo  consignado,  que  se  refie 
re  únicamente  al  Francisco  Gima  se  sustan\;iaron  debi- 
damente en  este  Tribunal,  celebrándose  le  vista  flíblici 
con  la  sola  asistencia  del  Stinisterio  fiscal  que  soetuTo 
BU  recurso  é  impugnó  el  admiticlo  al.proce^^ado  Osma 


DigilizedbvGoO^^IC 


Decisión  de  los  beourbos  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  GastÓF  v- 
Gastón. 

Coneiderando  que  el  hecho  declarado  probado  ea  U 
sentencia  reciurrida  de  haher  dicho  Félix  Prado  i  los 
moradores  de  la  casa  en  que  en  unión  del  otro  procesa- 
do, acababa  de  cometer  un  robo,  "que  le  buacasea  cin- 
cuenta centenes  y  de  no  hacerlo  loe  matarían,  lo  que  ha- 
_  rían  también  si  los  denunciaban",  conatituje  por  sí  solo 
un  delito  de  amenazas  de  muerte  con  exigencia  de  diñe- 
ro,  sin  que  los  culpables  hubieren  conseguido  su  propó- 
sito, definido  y  penado  en  el  artículo  quinientoB  doce 
número  primero,  del  Código  Penal,  en  relación  con  el 
cuatrocientos  diez  y  seis,  puesto  que  ese  hecho  fué  del 
todo  ageno  á  los  que  integraron  el  robo  cometido,  y  ten- 
día á  obtener  otro  lucro  distinto  del  que  aqaél  había 
producido  á  los  procesados,  no  ya  por  la  intimidación 
ejercida  por  éstos  en  el  acto  sobre  los  ofendidos,  sino 
conminándoles  con  un  mal  futuro,  que  es  lo  que  carac- 
■teriza  dicho  delito  de  amenaza,  debiendo  por  tanto  ca- 
lificarse y  penarse  éste  con  independencia  y  separación 
del  de  robo,  por  lo  que  al  no  ajustarse  á  este  criterio  ju- 
rídico la  Sala  sent^ciadora  ha  incurrido  en  laA  infrac- 
ciones legales  y  en  el  error  de  derecho  en  que  funda  el 
ministerio  Fiscal  el  primer  motivo  de  su  recurso: 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  mis- 
mo, que  la  manifestación  hecha  por  el  procesado  Osma 
á  Ricardo  Bulnes  al  negarse  éste  á  darles  los  cuatro  cen- 
tenes que  le  exigió,  de  que  "en  lo  sucesivo  tendría  que 
ser  el  sereno  de  su  vida  y  de  sus  propiedades",  no  puede 
legalmente  estimarse  como  una  amenaza  de  muerte,  por- 
que la  oscuridad  y  ambigüedad  de  esa  frase  no  permite 
en  modo  alguno  darle  tal  significación  y  alcance,  como 
tampoco  la  de  ser  una  amenaza  de  otro  mal  concreto  j 
determinado  que  constituya  delito  calificable  á  los  efec- 
tos de  la  imposición  de  la  pena  correspondiente,  confor- 
me al  artículo  quinientos  doce  del  Código  Penal,  el  cual, 
por  tanto,  no  se  ha  infringido  en  la  sentencia  al  uó  apli- 
carse á  los  referidos  hechos  ejecutados  por  Osma. 

Considerando  respecto  al  único  motivo^  admitido 
del  recurso  interpuesto  por  los  procesados  y  que  solo 
afecta  al  repetido  Osma,  que  el  delito  de  amenazas  de 
un  mal  que  no  constituya  delito  con  exigencia  de  dinero 
de  que  son  constitiitivos  los  hechos  á  que  se  refiere  el  an- 
terior Considerando,  está  comprendido  en  el  párrafo 
treinta  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número 
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doBcieotoe  trece  de  mil  novecientos,  y  por  tanto,  debe  ser 
caiiñcado  y  penado  con  arreglo  ¿  las  diapoeicionee  de  la 
misma  Orden,  y  no  á  las  del  Código  Penal,  como  lo  ha 
hecho  el  Trilmnal  sentenciador,  cometiendo  asi  las  in- 
fraocionee  de  ley  j  el  error  de  derecho  alegados  en  di- 
cho recurso. 

Considerando  que  en  consecuencia  de  lo  expuesto, 
procede  la  casación  del  fallo  recurrido  por  el  primer  mo- 
tivo del  recurso  del  If  inisterio  fiacal  y  por  ¿\  que  sirve 
de  fundamento  al  interpuesto  con  relación  al  procesado 
Oama. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  i  los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal  y  á  nombre  del 
procesado  Osma  contra  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
á  que  se  ha  hecho  referencia,  la  cual  sentencia  casamos 
y  anulamos  declarándose  las  costas  de  oficio.  Comuni- 
qúese, etc.     , 

Asi  por  esta  nuestra  s^itencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— El  Magistrado  Federico  Mora  votó  en  Sala  y  no 
pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo. 

Seguida  asutenda. — En  lo  múnta  fe^ui  dictó  d  TrUnmal 
mteva  tenUncia  en  la  ttgwmiU  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  asi  como  el  primero  y  tercero  conside- 
randos en  cuanto  se  refieren  al  delito  de  robo  cometido 
y  también  el  cuarto,  por  no  haber  sido  objeto  de  los  re- 
cuiBos  resueltos  y 

Considerando  que  los  hechos  declarados  proba- 
dos al  final  del  primero  de  los  resultandos  que  se  dan 
por  reproducidos,  de  haber  dicho  Félix  Prado  á  los  mo- 
radores de  la  casa  en  que,  en  unión  de  otro  procesado 
acababa  de  cometer  un  robo,  "que  le  buscasen  cincuenta 
centenes  y  de  no  hacerlo  los  matarían,  lo  que  harían 
también  si  los  denunciaban",  constituye  por  el  solo  un 
delito  de  amenazas  de  muerte  con  exigencia  de  dinero, 
sin  que  loe  culpables  hubieren  conseguido  su  propósito, 
definido  y  penado  en  el  artículo  quinientos  doce,  núme- 
ro primero  del  Código  Penal,  en  relación  con  el  cuatro- 
cientos diez  y  seis,  puesto  que  ese  hecho  fué  del  todo  age- 
no  á  los  que  int^raron  el  robo  cometido,  y  tendía  á  ob- 
tener otro  lucro  distinto  del  que  aquél  había  producido 
á  lo»  procesados,  no  ya  por  la  intimidación  ejercitada 
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por  éetoB  en  el  acto  sobre  loe  ofendidos,  sino  comniniít- 
dolee  con  un  mal  futuro,  que  ee  lo  que  caracteriza  dicho 
delito  de  amenaza,  debiendo  por  tajito  calificarse  y  pe- 
narse éste  con  independencia  y  separación  del  rol». 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
bados en  el  segundo  resultando  reproducido,  deben  caÜ- 
{•carse  como  im  delito  de  amenazas  de  nn  mal  que  no 
-constituye  delito,  comprendido  en  el  párrafo  treinta  del 
articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número  doscientos 
trece  de  mil  novecientos,  y  no  como  constituti^ofl  de 
amenazas  de  muerte  ni  de  otro  mal  expresamente  pe- 
uado  por  la  ley,  porque  la  obscuridad  y  ambigüedad  de 
la  frase  proferida  por  el  agente  contrá'el  ofendido  al 
negarse  ésta  á  darle  el  dinero  que  le  exigía,  no  permite 
'legalmente  darle  tal  significación  y  alcance:  debiendo 
penaree  es  esta  sentencia  y  con  arreglo  á  las  dispcaido- 
nes  de  la  citada  Orden  número  doscientos  trece,  el  deli' 
to  calificado  por  su  conexidad  con  los  otroe'  perseguidos 
•en  la  misma  causa. 

Coueid  erando  que  del  expresado  delito  de  rol>o,  son 
responsables  como  autores  por  participación  directa  en 
su  ejecución,  loe  dos  procesados  Prado  y  Osma:  q«e  del 
de  amenazas  de  muerte  con  exigencia  de  dinero  sólo  es 
respoosable,  en  el  mismú  concepto  de  autor,  Félix  Pra- 
do, sin  que  quepa  hacer  consideración  alguna  acerca  de 
si  en  ese  hecho  tuvo  participación  Oema,  que  fué  abenel- 
to  por  él  mismo  en  la  sentencia  casada,  por  no  haber 
sido  este  punto  objeto  del  recurso  del  Mimaferio  fiscal: 
y  por  último,  que  dicho  Oema  es  autor  único  de  las  ame- 
nazan de  un  mal  que  no  oonetituye  delito,  por  haberlas 
hecho  personalmente. 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  delito  de 
amenazas  de  muerte  de  que  es  responsable  Prado,  no  es 
de  apreciarse  ninguna  de  las  circunstancias  agrarantei 
estimadas  por  el  Ministerio  fiscal,  no  siéndolo  la  de 
nocturnidad,  despoblado  y  morada  del  ofendido,  porque 
la  realización  del  hecho  en  la  hora  y  lugar  en  que  se  ve- 
rificó fué  meramente  accidental,  y  la  de  reincidencia  por 
no  estar  dicho  delito  comprendido  ea  el  mismo  título  del 
Código  Penal  que  los  de  robo  y  hurto,  porque  anterior- 
mente fué  condenado  el  referido  procesado. 

Vistos,  ets. 

Beproduciendo  la  <parte  del  fallo  casado  que  no  ha 
.sido  objeto  de  la  casación. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  eondenamoe  i 
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Félix  Prado  Oarcia  y  á  FrancÍBCO  Osma  González  como 
autoree  de  un  delito  de  robo  con  intimidación  en  laa  per- 
sonas coa  la  concairencia  de  cuatro  circimetancías  agra- 
vantes, &  la  pena  de  ocho  años  de  presidio  mayor  con  las 
accesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda 
su  extensión  y  sujeción  &■  la  vigilancia  de  la  Autoridad 
por  igual  tiempo  de  la  condena  principal,  que  empezaré 
á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  aquélla,  con  abono 
de  la  mitad  de  la  prisión  preventiva,  y  á  indemnizar 
ambos  procesados,  á  Jeeús  Molina  y  Antonia  Yaldés  la 
suma  de  tree  pesos  trece  centavos,  absolviendo  á  Fran- 
cisco Osma  por  el  delito  de  amenazas  de  mnerte,  hechas 
k  dichos  ofendidos:  y  condenamos  á  Félix  Prado  Gon- 
zález, como  anotr  de  dicho  último  delito  de  amenazaa  de 
muerte  exigiendo  dinero,  sin  conseguir  su  propósito,  y 
sin' la  concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  sns 
responsabilidad,  á  la  pena  de  tres  años  de  prisión' cbrrec- 
cional,  y  accesoria»  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del 
derecho  de  sufragio  durante  el  núsmo  tiempo:  y  asi- 
miamo  condenamos  á  Francisco  Osma  Giu«ia  como  au- 
tor de  im  delito  correccional  de  amenazas  de  un  mat 
que  no  constituye  delito  con  exig^icia  de  dinero,  á  la 
pena  de  seis  meses  de  encarcelamiento  imponiéndose  el 
pago  de  las  costas  cansadas  á  los  dos  procesados  de  por- 
mitad. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Fichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
lea, — El  Magistrado  Federico  Mora  votó  en  Sala  y  no> 
pudo  firmar.— José  Antonio  Piehardo. 

Qvsb.  fcnn.— Bent  22.— 16  de  SepÜembre.— Heohofl  pro-- 
badoB. -Estafa.  (Gm.,  Mayoie,  1904.) 

IKíCTBINA:  Expreiáiidow  ea  U  •entencj» 
claramente  cuales  son  loa  contratos  qne  A  jaicio 
de  la  Sala  ae  celebraron  aira-nladaraente  qvedan- 
expreaadoB  toe  hechos  qne  sirven  de  base  al  fáüo- 
en  cansa  leguida  por  esa  cIbm  de  deHto. 

El  otorgamiento  de  un  contrato  simulado  en- 
perjuicio  de  tercero  conatítuje  el  delito  de  estafa. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  seis  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres :  en  el  recurso  de  casación- 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Leopoldo  Cadelo 
Brito  y  Generoso  Eequeijo  Castoira,  ambos  del  comercio' 
y  vecinos  de  esta  ciudad,  habiendo  el  segundo  estableci- 
do también  dicho  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,. 
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contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de 
la  Sala  de  )o  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
la  causa  que  se  intruyó  en  el    Juzgado  del    Centro  por 


HBOHoe  fbobadob: 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  la  re- 
ferida causa,  dicha  Sala  dictó,  en  veinte  y  cuatro  de 
Abril  último,  la  expresada  sentencia  consignando  como 
hechos  probados  los  que  contiene  el  siguiente  Besultan- 
do :  "Primero :  Resultando  probado  que  eo  diez  y  nueve 
"de  Mayo  de  mil  novecentos  noventa  y  nueve,  Manuel 
"Nuza  y  Saumel  y  el  procesado  Leopoldo  Cadelo  j  Brito, 
"otorgaron  un  documento  privado  que  literalmente  dice 
"así :  "Por  el  presente  documento  al  que  se  quiere  dar  y 
"dan  por  las  partea  firmadas  todo  valor  público  que  se  ne- 
"cesite. — Concertamos  que  D.  Manuel  Nuza  y  Saumel 
"entregará  i  la  Sociedad  mercantil  de  Leopoldo  Cadelo  j 
"Brito,  calzada  del  Monte  número  ciento  setenta  y  cinco 
"establecimiento  de  víveres  titulado  "Mi  Vuelta  Abajo" 
"á  las  siete  de  la  próxima  mañana  del  día  veintí  del  pre- 
"senté  mes  y  comente  año,  la  cantidad  de  quinientos 
"treinta  pesos  oro  español,  para  fines  posteriores  de  cons- 
"titución  social  entre  D.  Leopoldo  Cadelo  y  D.  Manuel 
"Nuza,  según'bases  que  se  estipularán  en  su  día;  garan- 
"tizando  dicha  cantidad  con  las  existencias  que  se  hallan 
"en  este  dfa  en  el  establecimiento  de  víveres  titulado  "Mi 
"Vuelta  Ahajo". — Dicha  concertación  ha  sido  en  pre- 
"sencia  de  los  señores  D.  Serafín  BufBll  y  Borrero,  esto 
"es.  Ribero,  y  D.  Manuel  Santos  Woodbury,  los  cuales 
"ratifican  la  voluntad  expresada  por  ambos  contratantes, 
"dado  en  la  Habana  á  diez  y  nueve  de  Mayo  de  mil 
"chocientos  noventa  y  nueve. — Manuel  Nuza  y  Saomel. 
" — Leopoldo  Cadelo  y  Brito. — Serafín  Buffill. — Manuel 
"S.  Woodbury. — Y  entregada  la  referida  suma  de  qui- 
"nientos  treinta  pesos  oro  español,  por  Tíuza  á  Cadelo, 
"en  vez  de  cumplir  lo  convenido  sobre  constitución  de 
"sociedad,  se  puso  éste  de  acuerdo  con  el  otro  procesado 
"Generoso  Requeijo,  por  quien  se  hizo  demandar  en 
"veinte  y  dos  de  Mayo  de  mil  novecientos  ante  el  Juzga- 
"do  Municipal  del  distrito  de  Jesús  María  en  cobro  de 
"mil  ochocientos  pesos  y  en  acto  de  conciliación,  cedió  y 
"traspasó  el  repetido  establecimiento  á  favor  de  Beqaei- 
"jo,  quien  lo  aceptó  con  todas  sus  existencias,  annatofr- 
"tes,  vidrieras,  utensilioe  y  demás  pertenencias  y  anexi- 
"dades,  con  ioclueión  de  todos  loa '  créditos  activos  y 
"pasivos  que  quedaron  á  cargo  exclusivo  del  demandado 
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"Leopoldo  Cadelo, — Y  el  crédito  de  mil  ochocientos  pe- 
"soe  á  favor  de  Bequeijo  fué  simulado  entre  él  y  Cadelo 
"lo  mismo  que  la  venta,  y  el  acreedor  Nuza  no  fné  rein- 
"tegrado  de  aus  quinientos  treinta  pesos  en  oro,  ni  de 
"otras  cantidades  que,  con  independencia  de  la  anterior 
"en  calidad  de  préstamos  y  cuyo  importe  se  hace  aacen- 
"der  á  otros  quinientos  treinta  pesos,  había  facilijado  & 
"Cadelo,  sin  que  se  haya  liquidado  el  valor  de  Em  ascen- 
"dencia. 

Resolución  rrcurbida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hechos  conatitiiyen  el  delito  de  estafa,  definido  por 
el  número  segundo  del  artículo  quinientos  sesenta  y  dos 
del  Código  Penal,  del  que  son  autores  Leopoldo  Cadelo 
y  Generoso  Requeijo  á  quienes  condenó  en  las  penas  co- 
rrespondientes. 

Fbtioión  db  sübsamacióm  de  la  falta: 

Resultando  que  Requeijo  pidió  en  tiempo  aclaración 
de  esa  sentencia,  solicitando  de  la  Sala  que  relatara  los 
hechos  que  constituyen  la  simulación  de  contrato,  acla- 
ración que  se  declaró  sin  lugar  por  auto  de  veintinueve 
de  Abril. 

FUNOAHENTOS  DEL  BBCDR80  DB  OABAOION : 

Resultando  que  contra  la  sentencia  dictada  ínter pu- 
tso  Requeijo  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  fundado  en  el  número  primero  del  artículo  no- 
vecientos doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  al 
■estimarlo  que  se  ha  infringido  el  articulo  ciento  cua- 
renta y  dos  de  la  propia  Ley,  porque  en  los  Resultandos 
de  la  sentencia  recurrida  no  se  consignan  cuáles  son  los 
"hechos  que  á  juicio  del  Tribunal,  constituyen  el  delito 
de  simulación  de  contrato;  y  al  propio  tiempo  estable- 
ció el  recurso  por  infracción  de  ley,  que  también  utili- 
zó Cadelo,  fundándolos  ambos  en  el  número  primero  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  proceefú 
y  citando  como  infringidos,  por  indebida  aplicación,  loe 
artículos  quinientos  sesenta  y  uno  t  quinientos  sesenta  y 
dos,  en  su  número  segundo  del  Código  Penal,  en  él  con- 
cepto de  que  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  la 
senetncia  no  son  constitntivos  de  delito,  puesto  que,  aún 
cuando  se  admita  la  existencia  de  la  simulación,  falta 
la  del  perjuicio  que  es  el  elemento  esencial  de  la  estafa 
■que  no  se  puede    determinar    en  el  presente    caso  sin 


DigilizedbvGoO^^IC 


practicarse  ntia  liquidación  que  debió  ser  resoltante  det 
ejercicio  previo  de  la  acción  civil  correspondiente. 

Besultaiido  que  admitido  el  recurso  y  debidamente 
sutanciado,  se  celebró  la  vista  pública  el  día  cuatro  del 
actual,  ¿  cuyo  acto  asistieron  las  representaciones  de 
Cadelo  y  del  Ministerio  Fiscal,  sosteniendo  el  primero 
el  recurso  é  impugnándolo  el  segundo. 

Decisión  bel  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  llora  j 
Valdés. 

Considerando  que  al  consignarse  en  el  Primer  Re- 
sultando de  la  sentencia  recurrida  que  Cadelo  se  puso 
de  acuerdo  con  Raqueijo,  haciéndose  demandar  por  éste 
en  acto  de  conciliación  en  cobro  de  mil  ochocientos  pe- 
sos, crédito  que  se  declara  simnlado,  traspasándole  en 
aquel  acto  la  propiedad  que  tenia  del  establecimiento 
"Mi  Vuelta  Ahajo",  cuya  venta  también  se  afirma  ser 
simulada,  es  indudable  que  se  han  expresado  clara  y  ter- 
minantemente cuáles  son  los  hechos  probados  que  cons- 
tituyen, á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  el  fingimiento 
integrante  de  la  simulación,  por  lo  que  no  ha  incurrdo 
el  Tribunal  en  el  quebrantamiento  de  forma  que  invoca 
el  recurrente  Eequeijo. 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  por  infracción 
de  ley,  establecido  por  este  procesado  y  por  Cadelo,  que 
el  delito  de  estafa  definido  en  el  caso  segundo,  artículo 
quinientos  sesenta  y  dos  del  Código  Penal,  se  comete 
siempre  que  se  otorgue  un  contrato  simulado  y  que  ésto 
sea  hecho  con  perjuicio  de  tercero,  elementos  de  delin- 
cuencia, qne,  á  no  dudarlo,  concurren  en  el  presente  ca- 
so, puesto  que  la  venta  del  establecimiento  de  víveres 
mencionado,  hecha  por  Cadelo  á  Eequeijo  fué  fingida, 
según  se  declara  probado  en  el  fallo  recurrido  v  otorgada 
en  perjuicio  de  los  derechos  indiscutibles  de  Nuza,  naci- 
dos del  contrato  privado  que  celebró  con  Cadelo,  cual- 
quiera que  sea  el  sentido  cu  que  se  quieran  definir  esos 
derechos  y  en  perjuicio  también  de  loe  intereses  materia- 
les del  propio  Nuza  determinadoa  concretamente  en  la 
sentencia  reclamada  por  la  suma  de  quinientos  treinta 
pesos  que  entregó  á  Cadelo,  sin  qne  la  circunstancia  de  no- 
haberse  practicado  una  liquidación  previa  entre  éet«  y 
Nuza  fuera  indispensable  á  la  existencia  de  la  estafa  per- 
seguida, pues  que  los  préstamos  que  aparea  haber  hecho 
el  segundo  al  primero,  son  operaciones  independientes 
de  la  entrega  de  los  referidos  quinientos  treinta  pesos, 
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perjuicio  reaíl  y  único  que  jnnto  con  el  de  eimulación  de 
qne  se  valieron  Cadelo  y  Kequeijo,  constituyen  el  delito 
ejecutado. 

Considerando  qne  por  lae  razonee  expuestas  proce- 
de declarar  8in  lugar  los  recursos  interpuestos  por  loe 
proceeadoe  con  imposición  á  éstos  de  las  costas. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  á  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  é  infracción  de  ley,  interpuestos  ainboa  por 
Generowf  Requeijo  y  el  segundo  poc  IiCopoldo  Cadelo 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  AutUencia  de  la  Ha- 
bana en  la  causa  ya  expresada,  con  las  costas  por  mitad 
entre  los  recurrentes.     Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  Duet<tra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mondamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Lnia 
Gastón. — .losé  C!AbftTrooaa  Hort a.— Ambrosio  R.  Mora- 
les.— Federico  Mora. 


Impugnación.— Anto  145,— 18  de  SepÜembre. — Separa' 

don— Concepto.    iOae.,  Mayo  le,  1904.) 

I>OCTBINA:  Es  inadmiiihie  un  recnrio  de 
cassción,  cuando  siendo  varios  los  TnotiTOB  no  Bc 
eiprmaD  leparada mente,  sino  confundiendo  y 
mezclando  nnns  con  otros;  omitiéndose  además 
expreiar  el  concepta  de  la  infracción  legal  qne  ae 
redama. 

Ahtecedentes  : 

Resultando  que  en  la  causa  (icguida  por  disparo  de 
arma  de  fuego  eontca  determinaila  persona,  la  Aurlien- 
cia  de  la  Haoana  dictó,  el  die?,  y  aicte  de  Jnnio  última 
sentencia  en  cuyo  primer  Ropultando  ,oe  declara  probado 
que.  Manuel  Barreiro  Olivera,  procesado  en  dicha  causa, 
disparó  en  las  circunstancias  que  exprcKa  el  propio  Re- 
sultando, dos  tiros  á  Ibaceta :  y,  calificando  la  Audiencia 
ese  hecho  como  constitutivo  del  delito  que  define  el  ar- 
tículo cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal,  con 
la  concurrencia  de  una  circunstancia  atenuante.  cond&- 
nó  á  Barreiro  en  las  penas  que  estimó  procodentee. 

Becrnso  admitido: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  é  infracción  de  ley,  manifestando,  por  loquea 
este  segundo  respecta:  "Tercero:  que  los  preceptos  que 
"autorizan  el  recurso  son  los  números  primero,  tercero. 
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"el  número  primero  del  artículo  novecientoa  once  y  -el 
"número  segundo  del  artículo  novecientos  doce  de  la 
"mencionada  Le}'  de  Enjuiciamiento  Criminal. — Conaig- 
"no  además,  qne  los  motivos  por  loa  cuales  recurro  para 
"ante  el  Tribunal  Supremo,  expuestos  con  toda  claridad, 
"son  los  siguientes  Primero :  En  cuanto  á  la  infracción 
"de  ley,  no  se  ha  tomado  en  consideración  las  circuusí 
"tandas  'eximente  de  legítima  defensa  y  haber  obrado 
"Barreiro  en  defensa  de  la  persona  ó  derechos  de  au 
"cónyuge,  circunstancias  señaladas  en  los  números 
"cuarto  y  quinto  del  articuló  octavo  del  Código  Penal, 
"ni  tampoco  la  atenuante  de  vindicación  próxima  de 
"una  ofensa  grave,  definida  en  el  número  quinto  del  ar- 
"tfculo  noveno  del  mencionado  Código,  no  obstante 
"jnatificarse  en  el  primer  Heaultando — que  sirve  de  ba- 
"áe  á  la  sentencia — que  los  hechos  realizados  presentan 
"los  expresados  caracteres.  De  no  haberse  tomado  en 
"cuenta  las  crcunstandas  antedichas,  eximentes  las 
SuMB  y  atenuante  la  otra,  resulta  indebidamente  apu- 
ñeado el  articulo  cuatrocientos  veinte  y  uno  en  relación 
"con  el  número  segundo  del  articulo  ochenta  del  Código 
'Tenal." 

Impugnación  : 

Resultando  que  admitido  el  recurso  en  cuanto  al 
quebrantamiento  de  forma  y  á  uno  de  los  motivos  ex- 
presados como  fundamentos  del  de  infracción  de  ley, 
el  Ministerio  Fiscal  impugnó  la  admisión  de  este  último, 
fundado  en  que :  "Alegadas  en  un  solo  párrafo  cuatro  de 
"las  causas  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
'Ta  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  como  otros  tantos 
"motivos  del  recurso,  tres  de  los  cuales  fuero  denegados, 
*por  incongiTientes,  por  el  Tribunal  a  quo,  resulta  inad- 
"miaible  el  recurso  por  bu  extrema  concisión,  que  deja 
"incumplido  el  inciso  cuarto  del  articulo  quinto  de  la 
"Orden  mencionada,  pues  aparte  involucrarse  los  concep- 
"toB,  no  se  relaciona  con  los  hechos  declarados  probados 
"de  la  infracción  que  se  dice  cometida," 

Resultando  que  en  quince  del  actual  se  celebró  la 
vista  pública  de  esa  cuestión  previa,  asistiendo  á  dicho 
acto  el  Ministerio  Fiscal  que  sostuvo  su  pretensión  y  la 
representación,  nombrada  de  ofido,  del  recurrente,  que 
la  impugnó. 
'  Resolución  : 

Considerando  que  en  el  escrito  interponiendo  el  pre- 
aente  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  se  falta 
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manifíestsmente  é  lo  dispuesto  en  el  inciso  cuarto,  ar- 
tículo quinto  de  la  Qrden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochoeientoB  noventa  y  nueve,  porque  siendo  varios  loa 
fundamentos  de  dicho  reciireo  no  se  exponen  con  la  de- 
bida separación,  según  la  e.\ige  el  citado  artículo,  sino 
que,  por  el  contrario,  se  mezclan  los  preceptos  que  se 
alegan  como  autorizantes  y  la  cita  de  las  leyes  que  se 
«aponen  infringidas  y  además  deja  de  expnsarse  sí  con- 
cepto en  que  lo  hayan  sido,  limitándose  el  recurrente  á 
hacer  meras  afirmaciones,  por  lo  que  dicho  escrito  le- 
suJta  confuso  y  carece  de  la  precisión  y  claridad  reque- 
ridas por  la  mencionada  disposición  legal  al  efecto  de 
que  los  recursos  sean  admisibles. 

Considerando  que  en  tal  sentido,  procede  se  declare 
con  lugar  la  impugnación  formulada  por  el  Ministerio 
Fiscal  y,  en  su  consecuencia,  mal  admitido  el  citado  re- 
curso. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  que 
por  infracción  de  lej  interpuso  Manuel  B&rreiro  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habaos 
en  la  causa  que  contra  aquél  se  siguió  por  el  delito  de 
disparo  de  arma  de  fuego,  sin  especial  condcoiación  de 
costas.    Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  mar- 
gen se  expesan. — José  Antonio  Pichardo. — LuIm  Gastón. 
— Joal  Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  R.  Morales. — Pe- 
derico  Mora. — Silverio  Castro,  Secretario. 


ílneáa.— Auto  H6.— 19  de  Septiembre.— Precepto  autori- 

sador.    (  Qm.,  Mayo  16,  1904. ) 

DOCTBZNAi  El  error  de  derecho  que  con- 
si«te  en  fakberae  penado  un  delito  sin  teoeru  en 
cuenta  la  existencia  de  una  circunstancia  eximente 
de  responsabilidad  criminal  está  comprendido  en 
e)  número  1?,  j  no  en  d  5?  de)  articulo  849  de  la 
ky  de  Enjuicia  miento  Criminal. 

RBCDBaO  DEKEOADO: 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  contra  Miguel 
Morales  por  el  delito  de  lesiones,  la  Sección  segunda  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
dictA  sentencia  definitiva  condenando  á  aquél  como 
autor  de  dicho  delito  sin  la  concurrencia  de  circunstan- 
cias modificativas  y  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  ex- 
presando estar  autorizado  por  el  inciso  quinto  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Ea- 
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juicianiiento  Criminal  y  haberse  infringido  en  la  sen- 
tencia el  número  cuarto  del  artículo  octavo  del  Có- 
digo Penal  porque  en  ella  no  se  aprecia  la  circunstancia 
eximente  de  agresión  ilegítima  de  que  fué  víctima  el 
recurrente,  según  aparece  de  los  hechos  que  indica  como 
probados,  y  que  debió  tener  en  cuenta  la  Sala  sentencia- 
dora. 

Causa  de  la  queja  : 

liesultando  que  la  referida  Sala  negó  la  admisión 
del  recurso  por  estimar  que  hay  incongruencia  entre  el 
precepto  que  se  dice  autorizarlo  y  la  cuestión  que  se 
plantea,  que  esté  comprendida  en  el  número  primero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  proce- 
sal, y  no  en  el  quinto  citado,  faltándose  asi  en  la  inter- 
posición del  recurso  á  uno  de  los  requisitos  del  articulo 
quinto  de  !a  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve. 

Besultando  que  contra  esta  den^acióu  anunció  é 
interpuso  el  procesado  en  tiempo  y  forma  recurso  de 
queja,  celebrándose  la  correspondiente  vista  pública, 
con  asistencia  solo  del  Ministerio  Fiscal  que  sostuvo  la 
procedencia  de  la  queja. 

Resolución  ; 

Considerando  que  el  error  de  derecho  alegado  por 
el  procesado  como  fundamento  de  bu  recurso  de  casa- 
ción, y  que  consiste  en  haberse  penado  en  la  sentencia 
loe  hechos  á  que  se  refiere,  sin  tenerse  para  nada  en 
cuenta  una  circunstancia  eximente  de  responsabilidad 
criminal  que  añrma  existir,  está,  explícitamente  com- 
prendida en  el  número  primero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
y  no  en  el  número  quinto  del  miemo  artículo  que  se 
contrae  á  otros  casos  distintos,  según  tiene  declarado 
con  repetición  este  Tribunal,  y  por  tanto  al  invocarse 
como  autorizante  del  recurso  el  precepto  últimamente 
citado  en  vez  del  primero,  hay  una  verdadera  incon- 
gruencia, que  equivale  é  la  falta  de  cumplimiento  del 
requisito  tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
cuyo  defecto  hace  inadmisible  dicho  recurso,  se^in  lo 
ha  estimado  la  Audiencia,  siendo  en  tal  virtud  improce- 
dente la  queja  establecida  contra  su  resolución. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  interpuesta  por  Mi- 
guel Morales  por  denegación  del  recurso  de  casación  á 
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que  se  ha  hecho  referencia  con  las  costas  á  cargo  del  re- 
currente.    Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  ADtonio  Piehardo, — Luis  Gastón. — José  Ca- 
barrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Morales,— El  Magistrado 
üt.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar, — José 
Antonio  Piehardo. — láilverio  Castro,  Secretario. 


Inl  I97.— Sent.  156.— 19  de  Septiembre.— Psijnrio. '( Oa- 

cela,  Mayo  23,  I904.) 

DOCTRINA:  ConatJtaye  el  delito.de  perjarío 
el  atírmar  faJsamcnte  biijo  juramento,' con  objeto 

de  ingresar  en  el  Cuerpo  de  Policía  que  el  Rolici- 
tanie  nunca  había  sido  condenado  por  delito  ni 
por  falta,  habiéndolo  sidn  por  e«to  ¿ttino,  ann- 
que  cate  particular  no  este  comprendido  en  rl  in- 
terrogatorio; porque  sin  duda  alguna  la  añrma- 
ci¿n  lalaa  cuopera  al  concepto  que  del  aipirante 
había  de  formarw  para  el  fin  qne  perseguía. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  nueve  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  reurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Enriqne  Mata  01a- 
chea,  mecánico  y  vecino  de  Guanabacoa  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  en  treinta  de  Abril  último  por  la 
Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Andien- 
cía  de  la  Habana  en  la  causa  que  procedente  del  Juzga- 
de  del  Este  se  siguió  entre  partes  de  la  una  el  Ministe- 
rio Fiscal  y  de  la  otra  dicho  procesado  y  el  qne  también 
lo  fué  Serafín  Iglesias  Liebre,  por  perjurio. 

Hechos  probahos: 

Besultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan  co- 
mo probados  loe  siguientes  hechos:  "Primero.  Resul- 
tando probado:  que  los  procesados  Enrique  Mata  y  Se- 
rafín Iglesias  con  el  objeto  de  ingresar  en  el  Cuerpo  de 
Policía  de  esta  ciudad,  juraron  ante  Notario  en  el  acto 
de  llenar  sus  respectivas  planillas  en  veinte  y  nueve  de 
Mayo  y  doce  de  Junio  respectivamente  al  conteBtar  k 
la  pregunta  que  dice :  "Ha  sido  usted  alguna  vez  conde- 
nado por  delito  contra  las  Leyea  de  esta  Ciudad,  de  este 
í'aífl,  6  de  otra  ciudad  ó  de  otro  país"  (En  caso  afirma- 
tivo exprese  la  fecha  y  clase  de  delito),  que  nunCa  ha- 
blan sido  procesados  por  faltas  ni  delitos;  juramento 
esigido  por  la  Orden  ciento  ochenta  y  uno  de  mil  nove- 
cientos uno  para  el  ingreso  en  el  Cuerpo  de. Policía": 
"Segundo.     Besultando   probado:   que   Enrique   Mata 
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Olachea  fué  condenado  por  la  Corte  de  Policía  en  ocho 
de  Noviembre  de  mil  ochocientoB  noventa  7  nueve  ¿  la 
pena  de  diez  pesos  de  multa  por  escándalo,  habiendo  sa- 
tiafeeho  dicha  pena ;  y  que  Serafín  Iglesias  Liebre»  fué 
condenado  por  la  propia  Corte  en  nueve  de  Enero  de 
mil  novecientos  á  la  pena  de  diez  pesos  por  eecándalo, 
habiendo  pagado  dicha  multa". 
Resolución  BecuEBioA : 

Eesultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  esos 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  perjurio  de- 
finido y  ^nado  en  el  Húmero  primero  del  apartado  pri- 
mero y  tercero  del  segundo  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis 
de  mil  novecientos,  declarando  responsables  del  mismo 
ea?  concepto  de  autores  á  loa  procesados  Enrique  Mata  y 
Serafín  Iglesias  sin  la  conourrcncia  de  circunstancias 
apreciables  á  quiénes  condenó  á  la  pena  de  un  año  de 
prisión  á  cada  uno  y  parte  proporcional  de  costas. 
Fundamentos  del  hecürso  de  casación: 

Resultando  que  contra  c«a  sentencia  interpuso  el 
procesado  Mata  recurso  de  casación  por  iníraccito  de 
ley  fundado  en  el  número  primero  del  artfcnlo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  en  rolación  con  el  ochocientos  cuarenta  y  siete 
y  número  primero  del  ochocientos  ctiarenta  y  ocho,  ci- 
tando como  infringida  por  indebida  aplicación  la  Orden 
ciento  dieü  y  «eis  de  mil  novecientos  en  relación  con  el 
artículo  primero  del  Código  Penal  en  el  concepto  de  que 
siendo  el  único  objeto  de  la  pregimta  duodécima  el  que 
Mata  manifestara  si  había  sido  condenado  alguna  vez 
por  delito  contra  las  Lcyea  de  la  ciudad  no  puede  decir- 
se que  la  contestación  negativa  que  dio  fuera  falsa  por 
haber  sufrido  condena  de  diez  pesos  de  multa  impuesta 
por  la  Corte  de  Policía  puesto  que  dicha  pena  recayó  em 
un  simple  juicio  de  faltas,  no  pudiendo  extenderse  á  ese 
extremo  el  efecto  del  juramento  prestatlo. 

flesultando  que  admitido  y  sustanciado  en  forma 
el  recurso  se  celebró  la  vista  del  mismo  el  día  nueve  del 
actual  asistiendo  á  dicho  acto  la  representación  del  re- 
currente y  el  Ministerio  fiscal  sosteniendo  el  primero 
el  recurso  é  impugnándolo  el  segundo. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Hora  y 
Taldés. 


DigilizedbvGoO^^IC 


JtlkUPXUmHOIA  VKHAI.  663 

CoDsideraodo  que  son  reos  de  perjurio,  al  tenor  de 
la  Orden  número  ciento  diez  y  seiB  de  mil  novecientos, 
loB  qne  bajp  jnramento,  aseveraren  á  sabiendas  la  cer- 
teza de  un  hecho  cuya  falsedad  le  constare;  delito  en 
que,  sin  duda  alguna,  incurrió  Mata  al  añrmar,  en  for- 
ma que  se  consigna  en  la  sentencia  recurrids,  que  no 
habla  sido  condenado  por  falta,  cuando  resulta  acredi- 
tado lo  contrario. 

Considerando  que  no  se  opone  6  esa  calificación 
airertadamente  hecha  por  la  Sala  eentenciadora  la  cir- 
cunstancia de  referirse  la  afirmación  falsa  de  Mata  á  un 
extremo  no  comprendido  en  la  pregunta  que  se  le  for- 
muló entre  otras  razones  expu^as  repetidamente  por 
eete  Tribunal,  porque  es  manifiesta  la  intención  mali- 
ciosa qne  condujo  á  Mata  á  negar  un  antecedente  de  su 
conducta  que  no  podia  ignorar  había  de  perjudicarle 
al  ser  conocido,  para  ingreear  en  el  Cuerpo  de  Policía 
de  esta  ciudad  según  era  eu  propósito. 

Considerando  por  todo  ello  que  la  Audiencia  de  la 
Habana  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  de- 
termina el  número  primero,  articulo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
alegado  por  el  recurrente. 

Fallajmos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recin-so  de  casación  por  infracción  de 
ley,  que  interpuso  contra  la  mencionada  sentencia  de 
treinta  de  Abril  último  el  procesado  Enrique  Mata 
Olachea  á  quien  condenamos  en  las  costas.  Comuniqúe- 
se etc.  Así  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Pichardo. — -Luis  Gastón. — José  Cabarro- 
cas  Horta. — Ambrosio  E.  Morales. — Federico  Mora. 


In£  lejr.-^ent.  167.— 22  d»  8«pÜ«m1n«.— Sapto.  (.Oa- 

teta,  MayoSS,  190^.) 

DOCTRINA:  Para  bct  tcDtda  por  doncrlU 
una  mujer  á  los  efectoB  del  artículo  465  del  Códi- 
go Penal  basta  qne.  sin  habeme  probado  que  en 
realidad  lo  fuere,  como  tal  aparezca  estínieda  en 
el  concepto  público. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veintidós  de  Hep- 
tiémbre  de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal 
contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  cinco   de  Mayo 

último  por  la 

causa  procedente  del  Juzgado  de 
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de  esta seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Mi- 
nisterio Fiscal  y  de  la  otra  como  procesado  por  rapto 
carbonero  de  esta  ve- 
cindad. 

Hechos  i'Hobados  : 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  se  ixui- 
signa  el  siguiente  Resultando:  Primero;  Besultando 
probado:  que  el  día  once  de  Febrero  último  el  procesa- 
do mayor  de  diez  y  ocho  años que 

llevaba  relaciones  amorosas  coa  la  joven  de  quince  años 
por  medio  de  hala- 
gos, la  sedujo  á  abandonar  la  casa  de  la  madre  de  ella 
donde  vivía  y  llevándola  á  la  suya  realizó  allí  con  la  mis- 
ma actos  carnales.  Siendo  la  joven  al  verificar  tal  suceso 
soltera,  de  buena  conducta  y  estimada  en  el  concepto  pú- 
blico, como  doncella,  sin  que  se  haya  justificado  qne 
«on  anterioridad  al  hecho  hubiese  tenido  aquélla  actos 
carnales  con  otro  hombre," 

Resolución  reccrrida: 

Resultando  que  por  dicha  sentencia  calificándose 
estos  hechos  como  constitutivos,  del  delito  de  rapto  cas- 
tigado por  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del 
Código  Penal  que  fué  modificado  por  la  Orden  doscien- 
tos cincuenta  y  siete  de  mil  novecientos  uno  y  de  autor 

de  ese  delito  al  procesado 

se  le  condenó  sin  apreciarle  circunstancias  agravantes 
ni  atenuantes  en  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  veint* 
y  un  días  de  iprisión  correccional  con  las  accesoriae  co- 
rrespondientes al  pago  do  costas. ^Condenándole  ade- 
más á  aatisfacer  4  la  ofendida en 

concepto  de  dote  la  suma  de  quinientas  pesetas  y  i  reco- 
nocer y  mantener  la  prole  si  la  hubiere,  debiendo  á  falU 
de  pago  de  esta  suma  por  insolvencia  sufrir  un  día  mis 
de  detención  por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejare 
de  abonar  y  descontarle  en  todo  caso  de  la  pena  princi- 
pal el  tiempo  de  prisión  provisional  que  hubiere  sufrido. 
Fundamentos  del  becürso  de  casación: 

Resultando  que  c-ontra  ese  fallo  interpuso  au  repre- 
sentación el  presente  recurso  fundado  en  el  número  pri- 
mero del  artículo  ocliociciitos  cuarenta  y  nneve  de  la 
Tjcy  de  Enjuiciamiento  Criminal;  alegando  haberse  in- 
fringido el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del 
Código  Penal  modificado  por  la  Orden  doscientM  cin- 
cuenta y  siete  de  mil  noTecientos  uno;  porque  la  Sala 
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sentenciadora  en  bu  resultando  probado  se  limita  á  de- 
cir que  la  perjudicada  era  .al  veriücaree  la  sustratción 
"soltera,  de  buena  conducta  y  estimada  en  el  concepto 
público  como  doncella";  y  como  dicbo  artículo  cuatro- 
cientos seaenta  y  cinco  exige  que  la  mujer  sea  doncella  y 
solamente  lo  es  la  que  no  ha  tenido  contacto  con  varón, 
resulta  mal  aplicado,  pues  que  no  es  lo  mismo  gozar 
del  concepto  de  doncella  que  serlo. 

Resultando  que  admitido  el  recnrso  y  previos  los 
demás  trámites  legales,  celebróse  la  correspondiente 
vista  é  informaron  en  ella  el  Abogado  de  oficio  en  tumo 
como  representante  y  defensor  de!  recurrente  sostenien- 
do la  pñicedencia  de  aquel  y  el  Ministerio  fiscal  impug- 
nándola. 

Decisión  dbl  reodbso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabairocas 
Horta. 

Considerando  que  para  ser  tenida  por  doncella  una 
mujer  á  los  efectos  del  artículo  cuatrocientos  sesenta  y 
cinco  del  Código  Penal  basta  que,  sin  haberse  probado 
qne  en  realidad  no  lo  fuese,  como  tal  aparezca  estimada 
en  el  concepto  público;  porque,  siendo  la  doncellez  una 
condición  natural,  debe  jurídicamente  presumirse  que 
subeiste  en  toda  mujer  soltera  cuya  conducta  moral  oa- 
teneible  no  revele  lo  contrario. 

Considerando  que,  esto  sentado,  resulta  debidamen- 
te demostrada  según  la  sentencia  recurrida  la  cualidad 
de  doncella  que  tenía  la  menor  de  quince  años  de  edad 

al  ser  sustraída  del  hogar  materno 

con  miras  deshonestas  por  el  procesado  y  recurrente. . . 
y  por  tanto  al  apreciar  el  Tri- 
bunal sentenciador  en  ella  dicha  cualidad  discutida  por 
el  recurrente,  y  teniendo  en  cuenta  además  \as  otras 
circunstancias  mencionadas,  al  aplicar  el  caso  de  autos 
el  citado  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  modifica- 
do por  la  Orden  número  doscientos  cincuenta  y  sieta 
de  mil  novecientos  uno  es  indudable  que  no  incurrió  en 
el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  recurso;  por 
lo  cual  debe  ser  éste  declarado  sin  lugar. 

Considerando  que  conforme  el  artículo  ¿uarenta 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  procede  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurao  de  casación  por  infracción  de  ley 

interpuesto  por   contra  la 

referida  sentencia  de  la  Audiencia  de de 
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veinticinco  de  Mayo  del  corriente  año ;  con  las  costas  & 
*  cargo  del  recurrente.  Así.  por  esta  nuestra  aentencía 
lo  pronuDciRmos,  mandamos  y  fírmaoios. — Jone  Anto- 
nio Pieh  ardo  .—Luis  Gastón.-— José  Cabarrocae  Horta. 
— Ambrosio  R.  Morales. — El  Uagistrado  Federico  Mo- 
ra votó  en  Hala  y  no  pwlo  firmar. — Joaé  Antonio  Pi- 
cbardo. 


M.  liy.— Sent.  158.— 23  de  SepÜembre.— Hurto  onali- 
flcado.— Palsedai— Woetnnddad.  (Oae.,  Moyois, 

1904.) 

DOCTRINA:  Según  lo  tiene  decUrado  el  Tn- 
bunal  Supremo  las  frasea  "empleado*  en  laElkbo- 
res  agrícolas"  de  que  m  sirvió  la  orden  2*0  de 
1901,  se  refiere  á  o6>Ioa  y  no  ÍBaimak»,  y  por 
consiguiente  el  hurto  de  dstoscometido  en  predioi 
rúiticoB,  por  Cita  sola  drcnnstanda,  está  com- 
prendido en  el  número  »?  del  artículo  5S8  del  Cí- 
difco  Penal,  conforme  í\ié  modificado  por  la  citada 

Las  falsedades  cometidas  en  los  asientoi  del  Rt- 
ftistro  Pe  coa  rio  están  comprendidas  en  losarlfcn- 
los  310  y  311  y  no  en  el  321  del  Código  Penal 

Paraeatimar  lacircnnatancia  agravante  de  no^ 
turnidad  no  es  suficiente  que  se  exprese  qoe  el  be- 
cbfl  se  cometió  de  noche  sino  que  es  necesaria  ^m 
el  Tribunal  á  quo  declare  que  aquella  fué  escogida 
al  efecto  6  apruvechada,  ó  que  proceda  eslimatlo 
así  dadas  la  naturaleza  j  accidentes  del  delito  que 
resultaren  probados. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veintitrés  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  SfinJrte- 
rio  fiscal  contra  la  eonteneia  dictada  en  veinticinco  de 
Junio  último  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  cau- 
sa que,  procedente  del  Juzgado  de  instrucción  del  Oes- 
te, se  siguió  entre  partee  de  la  una  dicho  Ministerio 
fiycal  y  de  la  otra  los  procesados  Javier  Sotolongo, 
jornalero,  vecino  de  Puentes  Grandes,  y  Mariano  Fres- 
neda, labrador  y  v(?cino  de  Güines,  por  el  delito  de  hur- 
to y  falsificación. 

Hechos  phobados  : 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y  público  di- 
cha causa,  la  citada  Audiencia  consignó  en  su  fallo  co- 
mo hechos  probados  los  aiguientes:  "Primero:  Hceul- 
"tando  probado  que  en  la  noche  del  dies  y  ocho  al  diei 
"y  nueve  de  I>tciembre  del  año  último,  sin  que  ee  haja 
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''podido  precisitr  1&  hora,  é\  proceeado  en  esta  c&ua& 
"pardo  Javier  Sotolougo  se  introdujo  en  la  finca  "San 
"Matías"  y  con  ánimo  de  lucro,  sin  emplear  íuerza  en 
"las  cosas  ni  violencia  6  iotimidacite  en  persoiut  atgu- 
"na  se  aipod^ó  de  nn  caballo  de  la  propiedad  de  Fran- 
"ciflco  S.  Castro,  el  cual  animal  estaba  dedicado  al  tiro 
"de  nn  carruaje  de  que  se  eirve  au  dueño,  habiendo  d- 
"do  tasado  ese  animaj  en  sesenta  pesos  en  moneda  ame- 
"ricanB.  Segundo :  Resultando  probado  que  algún  tiem- 
"po  después  de  haber  sido  sustraído  el  caballo  fué  en- 
*'coEtrado  en  poder  de  Rafael  Rigual  Garéía  que  lo  ha- 
"bía  comprado  en  la  cantidad  de  doce  centenes  á  Pedro 
"A,  Gonaález,  quien  k  su  vez  lo  había  adquirido  por 
"compra  en  precio  de  nueve  centenes  del  procesado  Ja- 
"víer  Sotolongo,  sin  que  ninguno  de  los  dos  comprado- 
"res  tuviera  conocimiento  de  que  el  animal  habia  sido 
"mal  habido.  Tercero:  Resultando  probado  que  el  pro- 
"cesado  Javier  Sotolongo  para  poder  vender  el  cabello 
"hurtado  á  Pedro  A.  González  acudió  en  veintidós  de 
"Diciembre  último  á  la  primera  sucursal  del  Registro 
"pecuario  de  esta  ciudad  y  presentó  allí  una  solicitud 
"en  que  declaraba  ser  de  su  propiedad  el  animal  y  ha- 
"berlo  adquirido  legítimamente  de  José  González  Ro- 
"dríguez,  á  fin  de  que  se  inscribiera  á  su  nombre  é  in- 
"mediatamente  después  lo  vendió  á  Pedro  A,  González, 
"extendiéndose  el  acta  en  la  que  el  procesado  afirma  sin 
"ser  cierto,  ser  el  dueño  del  caballo  de  que  se  trata. 
"Cuarto:  Resultando  probado  que  el  procesado  Javier 
"Sotolongo  ha  sido  condenado  ejecutoriamente  p^r  sen- 
"tencia  de  esta  Audiencia  de  cinco  de  Julio  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  cinco  á  la  pena  de  cuatro  meses 
"y  un   día  de  arresto    mayor  por  el  delito   de    hurto, 

(^Saprñnimoi,  por  no  ereerlo  neeuario  para  el  eonoet- 
Mtonto  de  la  tatettió'*  rentelta,  la»  eoneltuioiie»  de  la  aeiita- 
m6n  que  se  inelvyeH  en  ette  HemUando  de  la  éenUneia. ) 

Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
e&os  hedios  constituyen  un  delito  de  hurto  y  otro  de 
falsiñcaciÓD,  previstos  y  penados  el  primero  en  los  ar- 
tículos quinientos  treinta  y  cinco,  número  primero  y 
quinientos  treinta  y  seis,  número  tercero  del  Código  Pe- 
nal, y  el  segundo  en  los  artículos  trescientos  veinte  y 
trescientos  veintiuno  del  propio  Código,  declaró  res- 
ponsable de  los  mismos,  en  concepto  de  autor,  á  Javier 
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Sotolongo  con  la  concurrencia  de  la  circunstancia  agra- 
vante número  diez  y  nueve  del  articulo  diez  del  Código 
Penal,  y  le  impuso  lae  penas  que  juzgó  procedentes,  ab- 
solviendo al  otro  procesado  Mariano  Fresneda,  respee- 
t,i  del  cual  retiró  su  acusación  el  Ministerio  fiscal. 

Fundamentos  »bl  necciROO  de  casación: 

Resultando  ^ue  contra  dicha  sentencia  inteigu») 
rtcurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  el  Ministerio 
fiscal  fundado  en  loe  números  tercero  y  quinto,  articu- 
lo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  y  citando  como  infringidos,  por  falta 
de  aplicación  el  artículo  quinientos  treinta  y  odio  del 
Código  Penail  modificado  por  le  Orden  doacientoa  cua- 
renta de  mil  novecientos  uno  en  relación  con  el  <juÍBÍen- 
tos  treinta  y  cinco,  número  primero,  y  quinientíM  trein- 
ta y  aeia,  número  tercero  de  aquel  cuerpo  legal,  y  el  tres- 
cientos once  y  trescientos  diez,  número  cuarto,  también 
por  falta  de  aplicación,  asi  como  el  artículo  diez  del  ci- 
tado Código  en  su  número  diez  y  sgíb,  exponiendo  se- 
paradamente  los  ccnceptos  de  aquellas  infracciones  en 
la  fonua  siguiente:  (A)  "En  el  primero  de  los  resul- 
''tandos  que  se  declaran  probados  se  dice  que  el  proce- 
"eado  Javier  Sotoloiigo  con  ánimo  de  lucro  y  sin  em- 
''plear  fuerza  en  las  cosas  ni  violencia  ó  intimidación 
'en  las  personas  se  introdujo  en  la  finca  "San  Matías" 
'apoderándose  de  un  caballo  de  la  propiedad  de  Fran- 
'cisco  S.  Castro,  tasado  en  sesenta  pesos  oro  americano 
•y  que  estaba  destinado  al  tiro  de  un  cafruaje  de  que  se 
'servía  su  dueño  y  á  pesar  de  ello  no  se  consideró  este 
'delito  de  burilo  más  que  como  simple  y  no  como  el  cua- 
'lificado — abigeato — que  se  determina  por  su  comisión 
'en  predios  rústicos  y  que  consista  eo  animal  que  allí 
"se  encuentra  y  aunque  en  el  fallo  se  dice  que  por  no 
"haberse  demostrado  que  estuviese  dedicado  á  las  fae- 
''nas  agrícolas,  como  se  espresa  en  la  ley,  á  juicio  del 
'fiscal  resjdta  infringida,  por  la  interpretación  que  í 
la  misma  «e  da  y  de  la  que  resulta  que  ese  concepto 
'empleado  en  las  labores  agrícolas"  ee  refiere  de  igual 
'manera  k  la  palabra  animales  que  á  la  de  objetos,  que 
■  t  que  inmediatamente  precede  á  aquella  frase,  no 
'entendiéndose  qne  solo  se  refiere  á  estos  últimos  como 
'en  realidad  es,  no  por  lo  que  ee  consigna  en  el  texto 
'español  de  esa  ley,  que  induce  á  confmión  por  la  ma- 
'nera  en  que  ee  redactó  ó  tradujo  y  de  lo  cual  Twnlts 
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"que  la  condición  ya  expreeaida  no  Be  sabe  8Í  rige  i,  ob- 
"jetos  únicamente  ó  á  éstos  y  á  loe  animales  también, 
'"sino  por  lo  que  se  dice  en  el  texto  inglés  contentivo 
"de  este  pteceplo  y  que  ea  al  que  debe  atenderae  en  esto 
"caso,  por  ser  claro  y  preciso  y  aquel  obscuro  y  anfibo- 
"lógico,  siendo  ambc^.de  la  misma  ley,  ó  por  lo  menos 
"teniendo  en  cuenta  que  la  ley  en  castellano  se  presta 
"á  diferentes  interpretaciones  debiendo  aceptarse  como 
"la  procedente  la  que  resulta  sin  duda  alguna  de  la  re- 
"daeeión  de  la  misma  ley  en  idioma  d  stinto,  pero  que  ea 
"el  del  legislador  y  en  ésta  se  manifiesta  al  defijiir  estos 
"delitos  de  hurto  que  lian  de  cometerse  en  predio  rús- 
"tico  y  referirse  á  objetos  que  sean  instrumentos  de 
"agricultura  6  animales,  lo  que  tanto  vale  como  decir 
"que  esa  circunstancia,  de  empleo  en  las  labores  agríco- 
"las,  se  refiere  no  más  que  A  los  objetos  y  en  manera  al- 
*'guna  á  loe  animales.  (B)  El  tercero  de  los  rcsultan- 
"doB  que  ae  declaran  probados  en  la  sentencia,  expresa 
"qne  el  procesado  Javier  Sotolongo  para  poder  vender 
"á  Pedro  González  el  caballo  hurtado,  acudió  á  la  pri- 
"mera  sucursal  del  Registro  pecuario  de  esta  ciudad, 
"en  que  declaraba  que  era  de  su  propiedad  y  que  lo  ha- 
"bia  adquirido  legítimamente  de  José  González  y  Ro- 
"dríguez,  á  fin  do  que  se  inscribiera  á  eu  nombro  é  in- 
"meáiataraente  después  lo  vendió  á  Pedro  A.  González, 
"extendiéndose  el  acta  en  la  que  Sotolongo  afirmaba  sin 
"ser  cierto,  que  era  el  dueño  del  caballo  de  que  se  tra- 
*'ta,  lo  que  constituye  un  delito  de  falsedad  en  docu- 
"mento  público,  cometido  por  un  particular,  puesto 
"que  esa  solicitud  se  presenta  al  empleado  que  tiene  á 
"su  cai^o  efe  Registro  y  ante  él  por  disposic'ón  de  la 
"ley  86  redacta  esa  acta  que  tiene  valor  y  eficacia  por  la 
"garantía  que  éste  le  presta  al  acto  á  que  ee  refiere  y  en 
"eae  documento,  á  sabiendas,  se  falta  por  Sotolongo  á 
"la  verdad  y  de  una  manera  esencial,  no  pndiendo  esos 
"hechos  constituir  el  delito  calificado  en  el  fallo,  ó  sea 
"el  de  laa  falsedades  á  que  se  refieren  los  artículos  trea- 
"cientos  diez  y  seis,  trescientos  liiea  y,  nueve  y  treacien- 
"toB  veinte  del  Código  Penal  entre  otras  ra^tnes  por- 
"que  no  era  Sotolongo  facultativo  6  funcionario  públi- 
"<?o  que  son  los  casos  á  que  estas  dispc^iciones  se  refie- 
"ren  y  esos  documentos  que  indudablemente  por  lo  ya 
"expuesto  tienen  el  carácter  de  públicos  nO  se  encuen- 
"tran  definidos  y  especializados  por  decirlo  asi  en  el 
"Código  vigente  en  esta  materia,  de  manera  tal  que 
"puedan  excluirse  de  eer  calificados  como  comprendi- 
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"dos  en  el  artículo  trescientoe  dien  del  expresado  Códi- 
"go  puesto  que  en  ellos  no  ee  consignan  circunstanciae 
"análogas  á  las  que  contienen  los  artículos  que  se  men- 
"cionan  en  la  sentencia  recurrida  y  que  son  las  ínicaa 
"que  podrían  inducir  k  error  en  la  materia  de  que  nos 
"ocupamos.  (C)  Ejecutado  el  delito  de  hurto  á  que  ha- 
"oe  referencia  el  primer  resultando  del  fallo  en  la  no- 
"che  del  diez  y  ocho  al  diez  y  nueve  de  Diciembre  de 
"mil  novecientos  doa  sin  que  se  haya  podido  precisar  la 
"hora,  ha  debido  estimarse  en  la  comisión  de!  mismo  la 
"circunstancia  agravante  de  nocturnidad,  iporque  decla- 
"rado  probado  que  fué  de  noche  cuando  se  realizó  este 
"delito  contra  la  propiedad,  es  decir,  en  el  período  del 
"día  que  gramatical  y  legalmente  lleva  este  nombre,  po- 
"co  ó  nada  importa  la  hora  de  la  misma  que  sea,  pues- 
"to  que  ello  no  altera  el  concepto  y  esencialídad  de  eee 
"término,  noche,  que  lo  forman  todos  los  momentos  de 
"]a  misma,  por  lo  que  se  ha  cometido  error  de  derecho 
"no  apreciándola,  siendo  procedente,  dada  la  natnrale- 
"ía  del  delito,  que  demuestra  fué  buscada  esa  circuna- 
"tancia  por  el  culpable,  intencional  mente  y  de  cayos 
"efectos  se  aprovechó". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciailo 
en  forma  ae  celebró  la  vista  del  mismo  el  día  once  del 
corriente  con  la  eola  asistencia  ¿  esc  acto  del  Ministerio 
íjacal  que  sostuvo  sus  pretensiones. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magiatraxlo  Federico  Mora  y 
Valdés. 

Considerando  que  según  lo  tiene  ya  resuelto  este 
Tribunal,  en  aentencia  del  día  diez  de  este  propio  mcB 
y  año,  lae  frases  "empleados  en  las  laborea  agrícolas" 
de  que  se  sirvió  la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  no- 
vecientos uno,  BoIo  particulariza  al  sustantivo  objetox 
que  le  antecede  inmediatamente  y  no  á  anitnáleB.  por- 
que asi  fué  la  voluntad  del  legislador  claramente  ei- 
prenada  en  el  texto  inglés  de  dicha  Orden  y  porque,  ade- 
más, de  interpretarse  en  contrario,  se  falsearía  el  espl- 
riüi  de  aquella  dis{Mwición  cuya  tendencia  era  prestar 
la  debida  protección  á  la  riqueza  agrícola  del  país,  lle- 
nando un  vacio  del  Código  Penal  que  no  hace  mención 
especial  ipara  cualificarlo,  del  abigeato  6  hurtáis  de  ga- 
nados ó  bestias;  por  lo  que,  apareciendo  probado  que 
Javier  Sotolougo  sustrajo,  sin  fuerza  ni  violencia,    de 
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la  fíoca  rústica  "San  Matfaa",  on  caballo  tasado  en  se- 
senta pesoe  oro  americano,  la  Sala  eoitenciaáora  ha  de- 
bido estimar  que  ese  hecho,  por  las  razones  anterior- 
mente espuestas,  y  á  pesar  de  que  el  animail  sustraído 
estuviese  dedicado  al  tiro  de  un  carruaje,  constituye  el 
delito  de  hurto  cualificado  que  define  la  citada  Orden 
doscientos  cuarenta;  y  al  no  hacerlo  asi,  incidió  en  el 
error  de  derec4io  que  señala  el  Ministerio  fiscal  como 
primer  fundamento  de  su  recurso. 

Considerando  que  también  procede  la  casación  de 
le  sentencia  recurrida  por  el  segundo  motivo  en  que  se 
basa  el  mencionado  recurso,  ya  que  el  hecho,  que  se  de- 
clara probado  en  el  tercer  resultando  de  aquel  fallo,  de 
haber  acudido  Sotolongo  á  la  primera  sucursal  del  Re- 
gistro pecuario  de  esta  ciudad  presentando  una  solici- 
tud en  que  declaraba  ser  de  au  propiedad  el  caballo  por 
él  Bistr^o,  á  fin  de  que  se  inscribi^'a  como  en  efecto 
se  imcribió  k  su  nombre,  interviniendo  en  el  acta  de 
venta  de  dicho  uiima]  estendida  inmediatamente  dee- 
pnée  y  en  la  que  afirmó  que  éste  era  suyo,  constituye  e) 
delito  que  define  el  artículo  trescientos  onoe  del  Código 
Penal  en  relación  con  el  trescientos  diez  y  no  el  que  de- 
terminan dos  artículos  trescieotos  veinte  y.  trescientos 
veintiuno  aplicados  erróneamente  por  la  Sala  sentencia- 
dora, porque  aquellos  documentos  no  son  las  certifica- 
ciones que  mencionan  estos  áltimos  artículos,  ni,  se- 
gún lo  tiene  declarado  con  repetición  este  Tribunal, 
existe  analogía  alguna  entre  un  documento  que  es  titu- 
lo acreditativo  de  propiedad,  y  otro  cuyo  solo  objeto  ea 
hacer  constar  determinadas  condiciones  puramente  per- 
sonales. 

Considerando  en  cuanto  al  tercer  fundamento  del 
preeente  recurso,  que  si  bien  es  cierto  que  para  apreciar 
la  existencia  de  la  circunstancia  agravante  de  nocturni- 
dad, no  es  indispensable  que  conste  la  hora  en  que  se 
cometió  el  delito  ai  aparece  realizado  de  noche,  también 
lo  es  que  tal  afirmación  no  basta  por  si  sola  para  que 
dicha  circunstancia  sea  necesariamente  tomada  en  cuen- 
ta cuando  el  Tribunal  á  quo,  en  uso  de  sus  facuiltades, 
no  declara  que  la  noohe  fué  escogida  al  efecto,  de  propó- 
sito, 6  aprovechada,  ó  si  no  procede  estimarlo  así  dadas 
las  naturalezas  y  accidentes  del  delito  que  resultaren 
probados;  y  limitándose  el  fallo  recurrido  á  consignar 
que  el  caballo  fué  sustraído  de  noche,  sin  hacer  decla- 
ratoria alguna  de  hecho  que  determine  la  existencia  en 
el  presente  caso  de  la  circunstancia  agravante  décima 
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sexta  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  extremo  que 
pudo  haber  eido  objeto  de  otra  claee  de  recurso,  es  cla- 
ro que,  en  tal  concepto,  no  procede  la  casación  por  el 
tercer  fundamento  del  escrito  fiscal. 

Considerando  que,  en  consecuencia  de  lo  expuesto, 
es  de  declararse  con  lugar  el  presente  recurso  solo  en 
cuanto  la  Saila  sentenciadora  ha  infringido  las  disposi- 
ciones legales  citadas  por  el  Ministerio  fiscal  en  los  dos 
primeros  motivos  de  casación  que  alega,  pero  no  en 
cuanto  al  tercero. 

Fallamos  que  debemos  declarar  j  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  caBación  por  infracción  de  ley, 
iüterpuesto  por  el  Ministerio  fiseel  contra  la  sentencia 
diotada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  veinte  y  cin- 
co de  Junio  último,  la  cual  casamos  y  anulamos  con  las 
costas  de  oficio.  Comuniqúese,  junto  con  la  que  á  con- 
tinuación se  dictará  etc.  Asi  por  esta  nuestra  sen* 
tencia  to  pronunciajaos,  mandamos  y  firmamos,  Jo- 
sé Antonio  Pichardo, — Luis  Gastón.— j'osé  €abUTocas 
Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Magistrado  Fede- 
rico Mora  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José  Anto- 
nio Pichardo. 

Ssgnnda  BeotenÓa.— ^i^  ^  mümafedut  dictó   el  IVibunal 
nueva  eenlencia  en  la  íiguieníe  forma; 

Dando  por  reproducidos  el  primero,  segundo,  ter- 
cero, cuarto  y  quinto  resultandos  y  el  ii^^ndo  y  quinto 
cfjnsiderandos  de  la  sentencia  recurrida. 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
bados constituyen  dos  delitos,  el  uno  de  hurto  compren- 
dido en  el  número  eegimdo,  articulo  quinientos  treinta 
y  ocho  del  Código  Penal  modificado  por  la  Orden  nú- 
mero doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno  y  pe- 
nado por  dicho  artículo  en  relación  con  el  número  ter- 
cero del  quinientos  treinta  y  seis  del  propio  Código,  y 
el  otro  de  falsedad  en  documento  público  definido  en  el 
articüilo  trescientos  once  en  relación  con  el  caso  cuarto 
del  trescientos  diez. 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  referido  de- 
lito de  hurto  ha  concurrido  ía  circunstancia  agravante 
de  reincidencia. 

Considerando  en  cuanto  á  la  responsabilidad  civil 
inherente  á  la  criminal,  que,  habiéndose  recuperado  el 
caballo  sustraído,  debe  restituirse  á  su  dueño,  y  no  re- 
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clamándose  ninguna  oirá  por  la  acusación,  no  procede 
hacer  declaratoria  sobre  elía. 

Vistas  etc. 

Reproduciendo  'la  sentencia  casada  en  cuanto  ab- 
su«lv<e-  al  procesado  Mariano  Fresneda  y  Garda. 

FallamoB  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Javier  Sotolongo,  como  autor  de  un  delito  de  hurto  en 
cantidad  que  no  excede  de  rail  doscientas  cincuenta  pe- 
setas y  pasa  de  doscientas  cincuenta,  comprendido  en  el 
número  segundo,  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del 
Código  Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cua- 
renta de  mil  novecientos  uno,  con  la  concurrencia  de  la 
circunstancia  agravante  de  reincidencia,  á  la  pena  do 
neis  años  y  un  día  de  presidio,  y  accesorias  dol  artículo 
cincuenta  y  a.'is;  y  como  aubir  también  del  delito  de 
falsedad  eu  documento  público  cometida  por  particu- 
lar, sin  la  concurrencia  de  circimstancias  apreciables,  4 
la  pena  de  ocho  años  y  un  día  de  presidio  mayor,  acce- 
íuirias  del  articulo  cincuenta  y  «eis,  multa  de  mil  dos- 
cientas cincuenta  pesetas  y  ai  pago  de  lae  dos  terceras 
parte»  de  'las  costas  causadas;  con  la  otra  tercera  parte 
d«  oficio,  sir^■ién(]ole  de  abono  para  el  cumplimiento  de 
BUíi  condenas  la  mitad  de  la  prisión  preventiva  sufrida. 
Eestitúyase  á  su  dueño  el  caballo  hurtado,  y  por  lo  r|Ufi 
resulta  de  la  .«eutencia  recurrida,  se  declara  insolvente 
al  procesado  Sotolongo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  !o  pronunciamos, 
iiiaiKlanios  y  finnamos. — José  Antonio  Picliardo,— Luis 
(íastóii. — José  Cabarrocae  Iloi-ta. — Ambronio  R.  Mora- 
les.— Jil  Magistraklo  Federico  Mora  toIó  en  Sala  y  no 
pudo  firmar. — José  Antonio  Pichanlo. 

Qneb.  &rm.— Sest  23.-23  de  SepÜembre.  — Fraeba. 
(fíae.,  Mayom,  1904.) 

I>OCTRINA:  Se  propone  en  forma  la  prueba 
teitifícal  caando  al  reOBctar  la  lista  de  testigos  se 
expresa  qae  éstos  declararon  ''á  tenor  de  loa  par. 
ticnleres  del  hecbu  motivo  del  proceso." 

El  impertinente  una  prueba  de  inípección  ocu- 
lar cayo  resultado  no  habría  de  contribuir  en  rao- 
do  alguDO  al  esclareci miento  de  los  becboa  perte- 
gnidoB. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  tres  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casa- 
ci^.por  quebran^miento  de  forma  interpueíito  por  Lo- 
renzo  Argudfn    liombilio,  acusador    particular,  en  la 

■T.  6.-19M.— tS. 
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canea  seguida  ante  la  Sección  Segunda  áe  la  Sala  de  lo 
Crimina]  de  la  Audiencia  de  la  Habana  contra  Nica- 
BÍo  Moralee  Martín,  motorista  de  im  carro  eléctrico  y 
vecino  de  Jesúa  del  Monte,  por  el  delito  de  leaiones, 
siendo  perte  en  dicha  canea  como  civilmente  i^sponsa- 
ble  la  compañía  Havana  Electric  Kailway. 

Hechos  phobados  : 

Resaltando  que  en  la  sentencia  dictada  en  liC  refe- 
rida causa  en  diez  y  seis  de  Mayo  de  mil  novecientos 
tres,  ee  consignan  los  hechos  en  el  siguiente:  "Beaul- 
"tando  probado  que  el  día  diez  y  nueve  de  Julio  del 
"pasado  año  de  mi!  novecientos  tres  conducía  por  la 
"calzada  de  Jesús  del  Monte  Lorenzo  Argudín  una  ca- 
"rretüla  cargada  de  piedras,  siendo  alcanzado  y  arro- 
'^fado  por  el  carro  eléctrico  número  cusirenta  y  nueve, 
"que  conducía  como  motorista  el  acusado  Moralee,  cau- 
"séndole  varias  lesiones  que  tardaron  en  sanar  sesenta 
"dfae  con  igual  tiempo  de  impedimento  para  el  traba- 
"jo,  sin  que  le  haya  quedado  deformidad  ni  defecto  fí- 
"sico", 

Obiqen  DEL  EBÍOBSO: 

Resultando  que  instruida  la  causa  por  esos  hechoA 
y  terminado  el  eumano,  el  Ministerio  Fiíscal  pidi6  el 
sobreseimiento  provisional,  y  la  acusación  particular 
formuló  conclusiones  acusando  al  procesado  como  au- 
tor de  un  delito  de  lesiones  por  imprudencia  temeraria, 
proponiendo  como  pruebas  entre  otras  la  testifical,  para 
la  cual  presentó  lista  de  testigos,  en  cuyo  encabezamien- 
to expresó  que  "debían  declarar  á  tenor  de  los  particu- 
lares del  hecho  motivo  del  proceso",  y  la  de  inapeocién 
ocular,  que  había  de  consistir  en  que  el  Tribunal,  cons- 
tituyéndose en  el  mismo  carro  que  conducía  el  ^iroce- 
sado  recorriera  cierto  trayecto  á  fin  de  apreciair  si  con 
ima  velocidad  regular  era  ó  no  posible  que  el  motoris* 
ta  al  ver  una  señal  puesta  en  el  lugar  del  suceso,  detu- 
viera el  carro  momentos  antes  de  llegar  á  él. 

Resultando  que  abierto  el  juicio  oral  en  la  causa, 
y  evacuado  por  el  procesado  y  el  responsable  cirilmen- 
te  el  trámite  de  conclusiones,  la  Sala  dictó  auto  en  vein- 
te de  Marzo  último,  rechazando  la  prueba  testifical 
pTopueeta  por  las  partee,  por  no  haberlo  «ido  «i  la  foi^ 
ma  di^uesta  én  la  Ord«n  número  ciento  ochenta  y  uno 
de  mil  novecientos,  y  la  de  inspección  ocular,  que  pro^ 
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puBo  el  acusador  particular,  por  ser  impertinente,  (da- 
do que  cualquiera  que  fuera  sa  resaltado  no  había  de 
influir  en  la  resolución  que  se  dictara) ;  habiendo  for- 
mulado oportunamente  dicha  parte  acusadora  su  pro- 
testa, contra  la  referida  denegación  de  prueba. 

Resultando  que  aeñakdo  día  para  la  celebración 
del  juicio  oral,  por  haberse  suspendido  el  que  se  señaló 
primeramente  á  instancias  de  los  abogados  de  las  par- 
tes, solo  aparece  que  por  el  oficial  de  la  Sala  se  entregó 
cédula  al  alguacil  para  la  nueva  citación  á  dichos  Le- 
trados, sin  que  conste  se  citara  al  acusador  particular 
ó  á  su  representante,  habiéndose  celebrado  el  juicio  sin 
la  aaistencia  del  último,  y  sí  con  la  de  eu  Letrado  di- 
rector, según  consta  del  acta  respectiva. 
Hesolüción  kbcühbida  : 

Hesultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
que  no  ee  había  justificado  la  culpabilidad  del  procesa- 
do en  ningún  concepto,  le  absolvió  declarando  las  coe- 
ta£  de  oficio.  i 

Fl'NDAMENTOB  DEL  RECURSO  DM  CASACIÓN: 

Besultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
acusador  particular  el  presente  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  expresando  estar  autorizado  por  el 
artículo  novecientos  once,  incisos  primero  y  segundo,  y 
flus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, puesto  que  ae  le  ha  denegado  la  prueba  testifical  y 
la  de  inspección  ocular  que  en  tiempo  y  forma  propu- 
so, haciendo  lespecto  de  ello  la  oportuna  protesta,  y 
aiJemá.«,  porque  no  se  citó  á  su  parte  para  su  compare- 
cencia en  el  acto  del  juicio  oraJ,  impugnándolo  en  lo 
demás. 

Resultando  que  admitido  por  la  Audiencia  el  ex- 
presado recureo,  habiendo  denegado  el  que  también  se 
interpuso  por  infracción  de  ley,  y  remitidos  los  autos  á 
este  Tribunal^  se  ha  sustanciado  aquél  en  debida  forma, 
adhiriéndose  al  mismo  el  Ministerio  fiscal  soJo  en 
cuanto  se  refiere  á  la  denegación  de  la  prueba  testifical ; 
y  en  el  acto  de  la  vista  pública  celebrado,  el  Tjetrado 
defensor  del  recurrente  sostuvo  el  recurso,  asi  como  el 
Ministerio  fiscal  en  la  parte  ya  expresada. 
Decisión  d^l  hecukso  : 

Siendo  Ponente  el  Magiftrttdo  Luis  Gastón  7 
GtMtím. 
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Considerando  que  eegún  el  námero  primero  dd 
articulo  novecientoe  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamieoto 
Criminal,  procede  el  recurao  de  casación  por  qnebrau- 
tamiento  de  forma,  cuando  ee  deniegue  al^na  dili- 
gencia de  prueba  que  propuesta  en  tiempo  y  forma  por 
las  partea  se  considere  pertinente. 

Considerando  que  la  prueba  testifical  propuesta  eo 
tiempo  oportuno  por  la  acusación  particular,  lo  taé 
también  en  forma,  pues  al  expresarse  en  la  lista  de  tes- 
tigos que  presentó  dicha  parte  que  aquellos  habían  de 
declarar  "i  tenor  de, loa  pari:icularee  del  hecho  motivo 
del  proceso",  ee  cumplió  en  lo  esencial  con  lo  que  re- 
quiere en  ese  extremo  el  articulo  octavo  de  la  Orden 
número  ciento  ochenta  y  uno  de  mil  novecientos,  el 
cual  dispone  que  en  dichas  listas  se  expresará,  sin  des* 
cender  á  un  formulario  de  interrogatorio,  el  punto  6 
puntos  principales  «obre  que  ha  de  versar  la  declaración 
del  testigo,  para  qué  la  Sala  pueda  juígar  sobre  la  per- 
tinencia ó  impertinencia  de  la  prueba;  y  este  objeto  se 
llenó  innegablemente  con  la  indicación  hecha,  la  cual 
era  suficiente  para  que  ee  apreciara,  sin  género  alguno 
de  duda,  que  el  examen  de  los  testigos  designados  era 
del  todo  pertinente,  tanto  más  cuanto  que  habían  decla- 
rado en  el  sumario,  y  solo  por  ese  medio  era  posible 
esclarecer  la  verdadera  naturaleza  de  los  hechos  inves- 
tigados, y  por  tanto,  a!  rechazar  dicha  prueba  la  Sala 
sentenciaidora  y  fallar  el  proceso  sin  practicar  ninguna 
otra  respecto  á  la  responsabilidad  del  acusado,  ya  que 
tampoco  hizo  uso  de  la  facultad  que  le  conoede  el  ar- 
tículo setecientos  veinte  y  nueve  de  la  Ley  procesal,  co- 
mo pudo  y  debió  hacerlo  dentro  de  su  equivocado  cri- 
terio por  exigirlo  así  el  caso,  obró  desacertadamente  in- 
curriendo en  el  quebrantamiento  de  forma  expresado. 

Considerando  que  no  ocurre  lo  mismo  respecto  á 
la  prueba  de  inspección  ocular  propuesta  por  la  parte 
recurrente,  puesto  que  el  resultado  de  esa  diligencia  no 
habría  de  contribuir  en  modo  alguno  al  esclarecimien- 
to de  loe  hechos  de  que  se  trata,  por  lo  que  no  puede  es- 
timarse pertinente,  y  en  tal  concepto  fué  bien  denega- 
da por  la  Sala. 

Considerando  que  procediendo  la  anulación  de  la 
sentencia  recurrida,  y  la  reposición  de  1a  canea  al  esta- 
do de  admisión  de  prueba  por  la  razón  expuesta  sa  el 
primer  considerando,  «e  innecesario  exaoiitiar  y  leaol- 
ver  él  segundo  motivo  del  recurso,  referente  i  la  falta 


DigilizedbvGoO^^IC 


IDBitfBtfDtlICtA  PKKAI,  e^•í 

de  citaciÓD  de  la  parte  recurrente  para  el  juicio  oral, 
puesto  que  esta  formalidad  habrá  ocasión  de  cumplirla 
debidamente  al  sustanciarse  de  nuevo  el  proceso  desde 
aquel  trámite. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  interpuesto  por  Lorenzo  Argudín  Lombillo 
contra  la  eeotencia  dictada  en  la  causa  de  referencia; 
y  en  su  coosecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  senten- 
cia, sin  especial  condenación  de  costas;  y  devuélvanse 
los  autos  al  Tribunal  sentenciador,  para  que,  reponién- 
dolos al  editado  de  admisión  de  prueba,  se  subsane  la 
falta  cometida  respecto  á  la  denegada  indebidamente, ' 
y  se  continúe  y  termine  nuevamente  el  proceso  con 
arreglo  á  derecho. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Fichardo. — Luis 
Gaatón.— José  Cabarrocae  Horta. — ^Ambroeio  R.  Mora- 
les.— El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y 
no  pudo  firmar. — .Tose  Antonio  Fichardo. 

In£  107.— Sent  159.— 26  de  SapÜembre.— LUtos  fideas. 

(GwJ.,  Mayo  23,  I6O4.'} 


iastmnieato  6   una  llave  que  no  era  la  lej^tima 
porque  ésta  la  tenia  bu  propietario,  ea  evidente 

Sje  el  delito  se  cometió,  y  está  caracterizado,  por 
empleo  del  medio  previsto  en  el  número  3?  del 
.    articulo  626  d«l  Cddigo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  seis  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal 
Supremo,  contra  la  sentencia  (íiotada  en  veintinueve  de 
Junio  último,  por  la  Sei-ción  primera  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  provincia,  en  causa 
procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  del  Kste  de  esta 
capital,  seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio 
fiscal,  y,  de  la  otra,  como  procesado  por  robo,  Dimas 
Font  y  Arozarena,  de  esta  vecindad  y  de  oficio  tonelero : 
Hechos  probados  ; 

Resultando  que  dicha  sentencia  contiene  los  dos 
aifuientee  Besultandoe:  "Primero:  Resultando  proba- 
"ao :  qu«  el  día  tres  de  Abril  último  el  procesado  Díma* 
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"Font  Arozarena  abrió,  sin  rcrmperle,  el  candado  que 
"cerraba  la  habitación  ocupada  en  la  calle  de  Paula,  nó- 
"mero  dos,  por  ííaivador  Castaña  y  Aurelio  Pérez  Goz- 
"mán,  valiéndose  de  un  instrumento  ó  llave  que  no  era 
"la  legitima,  que  en  aquellos  momentos  guardaba  en  m 
"poder  Castañé  y  se  hallaba  ausente;  y  ya  dentro  de  la 
"habitaciÓQ,  de  unos  baúles  que  estaban  abiertos,  »iu- 
"trajo  y  se  apropió  cincuenta  centavos  plata  y  variaé 
"piezas  de  ropa  valorizadas  en  diez  y  seis  pesos  cuarenta 
"centavos,  equivalentes  á  ochenta  y  doa  pesetas,  que  no 
"fueron  recuperados. — Segundo:  Resultando  probado 
'■que  el  proeosaOo  en  cauaa  número  mil  veintinuere,  fué 
"condenado  en  cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  dos, 
"por  el  Juzgado  Correccional  del  Primer  Distrito,  por 
"el  delito  de  hiirto  &  la  pona  de  ciento  setenta  y  sein 
"díafl  de  arresto  ,  que  cumplió  en  la  Cárcel  de  esta  ciu- 
"dad,  extinguiéndola  en  primero  de  Diciembre  último.' 

ItESOLUCiótf  recurrida: 

Resultando  que  ]wr  la  misma  .'^nteucia,  ealiñcán- 
dose  eijtos  hechos  como  constitutivos  de  delito  de  robo, 
cometido  en  dependencia  de  casa  habitada,  en  cantidad 
que  no  excede  de  mil  doscientas,  cincuenta  pesetas,  y 
sin  armas,  comprendido  en  el  articulo  quinientos  veinte 
en  relación  con  el  quinientos  veinte  y  seis,  número  ter- 
cero y  párrafo  último,  amboa  del  Código  Penal,  y  de 
autor  de  diciio  delito,  con  la  circunstancia  agravante 
níimero  diez  y  nueve  del  artículo  diez  del  mismo  Códi- 
go, al  procesado  Dímas  Font  Arozarena,  se  le  condené 
en  la  pena  de  treí^  años,  seis  meses  y  veintiún  días  de 
presidio  correccional  con  las  correspondientes  acceso- 
rias, y  al  pago  de  costas,  asi  como  á  indemnizara  Salva- 
dor Castañé  y  Aurelio  Pérez  Oiizmán  en  la  suma  de  se- 
tenta y  cinco  y  siete  pesetas,  respectivamente,  debiendo 
sufrir  en  defecto  de  pago  de  estas  cantidades,  un  día 
mis  de  detención  por  cada  doce  y  media  pesetas  que  ite- 
jare  de  satisfacer  y  abonársele  en  todo  caso  el  tiempo 
de  prisión  preventiva  que  linbierc  sufrido. 

Ft-ND.\MENTOS  DEL  RECrUSO  PE  CASAriOK  : 

Resultado  que  contra  ese  fallo  interpuso  su  repre- 
sentante y  defensor  el  presente  recurso,  fundado  en  el 
número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nne- 
re  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimin&l,  alegando  inK 
•e  ha  infringido  el  articulo  quinientos  veinte  en  !«•■ 
«ón  con  el  quinientos  veinte  y  seis,  número  tercera  f 
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párrafo  último,  ambos  del  Código  Penal,  y  la  Orden 
doEcienti»  trece  de  mil  novecientoa  que  modifica  el  ar- 
tfcalo  quiníeatoB  treinta  y  seis  del  propio  Código,  por 
el  siguiente  concepto :  "Dice  el  primer  Besultaudo  pro- 
"bado  de  la  sentencia  recurrida  que  el  procesado  Dímas 
"Font  abrió  ein  romperlo,  el  candado  que  cerraba  la  lia- 
"bitaciónde  la  calle  de  Paula,  valiéndose  de  un  instru- 
"mento  ó  llave  que  no  era  la  legítima  que  guardaba  Sal- 
ivador Caetañé.  Ahora  bien:  no  se  expresa  en  la  een- 
"tencia  de  una  manera  precisa  y  determinante  con  qué 
''instrumento  ó  clase  de  llave  abrió  el  candado  el  proce- 
"eado  y  hace  presumir  hasta  la  evidencia  que  no  se  ha 
"probado  si  la  abrió  con  llave  falsa,  ganzúa  ú  otro  ins- 
"tramento  de  los  que  expresa  el  artículo  quinientoa  trein- 
"ta  y  cuatro,  y,  por  consiguiente,  el  hecho  es  conatituti- 
"to  de  un  delitodo  hurto  y  no  de  robo,  según  lo  ha  cali- 
"ficado  la  Sala,  siendo  el  hurto  inferior  k  cincuenta  pe- 
"bob  y  por  consecuencia  del  Juzeado  Correccional." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  previos  los 
demás  trámites  legales,  celebróse  la  vista  pública  res- 
pectiva con  asistencia  exclusivamente  del  Ministerio 
fiscal  que  informó  impugnando  la  procedencia  de 
aquél. 

Decisión  del  BECUBao: 

Sieado  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  de  loa  hechos  que  se  declaran 
probados  en  el  primer  resultando  de  la  sentencia  recu- 
rrida, aparece  que  el  procesado  Dímas  Font  y  -Arozare- 
na,  para  llevar  á  cabo  el  delito  por  el  que  se  le  condena, 
penetró  en  la  habitación  de  los  perjudicados  abriendo 
por  medio  de  un  instrumento  ó  llave  que  no  era  la  legí- 
tima el  candado  que  la  cerraba,  sin  romperlo ;  de  lo  que 
se  desprende  racionalmente  que  hizo  uso  para  ello  de  una 
llave  falsa,  tomada  esta  última  locución  en  el  amplio 
sentido  que  le  da  el  artículo  quinientoa  treinta  y  cuatro 
del  Código  Penal ;  toda  ven  que  abierto  el  candado  auso- 
dicho  por  el  medio  y  en  la  forma  expresados,  es  indu- 
dable que  ésto  debió  verificarse  con  alguno  de  los  ins- 
trumentos ó  llaves  k  que  se  refieren  los  números  primero 
y  tercero  del  artículo  citado;  y,  por  tanto,  al  aplicar  en 
virtnd  de  esta  circunstancia  la  Sala  sentenciadora  al 
caso  de  autos  el  artículo  quinientos  veinte  y  el  número 
toroero  y  párrafo  último  del  quinientos  veinte  y  seis  del 
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mencionado  Código,  no  incurrió  en  el  error  de  derecho 
(jue  se  le  atribuye  en  el  único  motivo  del  recurso. 

t!onsiderando  que,  por  consiguiente,  debe  ser  éste 
iloelarado  sin  lugar,  con  lae  costas  al  recurrente,  s^iÜn 
lo  dispuesto  en  ol  artículo  cuarenta  de  la  Orden  noventa 
y  dos  que  rige  on  la  materia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Dinias  Font  y  Arozarena  contra  1« 
sentencia  referida  de  veintinueve  de  Junio  último,  con- 
]  as  costas  á  su  cargo.  Así  por  esta  nuestra  sentencia 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  Antonio 
l'ichardo. —  Lui«  Gastón. -^. losé  (^abarrocas  Horta. — 
.\omlmisio  H.  Morales. — El  Magistrado  Finlorico  Mora 
\otó  en  Snlft  y  no  ¡)udo  firmar. — .losé  Antonio  Pichardo, 


Inf.   ley— Sent   160—26   de  Septiembre.— Arróbate. 

(í?ac.,  ilayo3-S,  190^.) 

DOCTRINA:  No  pueden  Mtimarse  como». 
timnlaB  poderosos  capaces  de  producir  arrebato 
7  obcecación  el  que  un  agente  de  la  autoridad  tra- 
te de  deteoer  al  reo  por  haber  desobedecido  á  ár- 
deaes  que  aquí!  le  comunicara  en  cumplimiento  de 
los  delires  de  su  cargo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  seis  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infraí-ción  de  ley,  interpuesto  por  José  MarítL 
("■astro  y  Villar,  de  oficio  botero,  sin  que  conste  su  vecin- 
dad, en  la  causa  seguida  contra  el  mismo  ante  la  Sec-i 
ción  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia* 
de  ia  Habana,  por  el  delito  de  atentado  á  un  agente  de 
la  Autoridad. 

Hecuos  pkohados: 

liesultando  <iue  en  ¡a  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  veinte  y  cuatro  de  Marzo  último  se  consignan 
loa  liechns  en  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  el 
"día  seis  de  Enero  del  corriente  año,  en  ocasión  en  que 
"el  vigilaniü  de  Policía  del  puerto  número  once.  Osear 
'■Rosas,  requería  al  procesado  en  esta  causa  José  María 
'"Castro  y  Villar,  para  que  amarrase  un  bote  que  estaba 
"al  garete  cerca  de  la  escalinata  de  la  Capitanía  del 
"Puerto,  el  procesado  que  se  encontraba  amarrando  ea 
"propia  embarcación  se  negó  á  hacerlo,  contestando  en 
"malas  formas  al  vigilante,  tratando  éste  de  obligarlo  á 
"ello  en  uso  de  las  atribuciones  de  su  reglamento,  y  at 


DigilizedbvGoO^^IC 


JumsrBCPiicaA  pntu.  eai 

"tratar  áe  detener  al  procesado  que  insistía  en  n^arse  á 
"obedecerle,  dicho  procesado  le  agredió  dándole  una  bo- 
"fetada  que  le  produjo  una  ligera  hiperheraia,  después 
"de  lo  cual  el  vigilante  le  pegó  á  aquél  eon  el  club  en  la 
"cabeza,  ocasionándole  una  herida  que  tardó  en  sanar 
"trece  días  con  necesidad  de  asistencia  médica  é  irnpe- 
'"dimento  para  el  trabajo." 

RüSOLICIÓS   RECL'HSIDa: 

Resultando  que  la  expresada  Sala,  estimando  los 
hechos  ejecutados  por  el  procesado  constitutivos  de 
un  delito  de  atentado  ú  un  agente  de  la  Autoridad  del 
que  es  autor,  sin  circunatancias  apreciahles,  le  condenó 
á  la  pena  de  un  año  y  un  día  de  prisión  correccional,  ac- 
cesorias y  costas,  disponiendo  se  deduzca  testimonio  de 
•varios  lugares  de  la  causa  para  que  por  el  Juzgado  Co- 
rreccional se  conozca  de  la  lesión  causada  al  procesado 
por  el  vigilante  Osear  Rosas. 

Fui'DAMEN'TÜS  DEL  KKCIJRSO  DK  TAKACION': 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso  autorizado  por  los  nú- 
meros quinto  y  sexto  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringido  el  articulo  noveno 
caso  séptimo  del  Código  Penal,  por  no  apreciarse  esa  cir- 
cunstancia atenuante  que  se  desprende  de  los  hechos 
probados,  puesto  que  al  obligarlo  el  vigilante  á  amarrar 
el  bote,  cuando  estaba  amarrando  el  suyo  para  guarecer- 
lo, ejercía  una  coacción  que  era  suficiente  para  llevar 
al  ánimo  de  Castro  ei  arrebato  y  obcecación,  y  en  tal 
virtud  debió  imponérpele  la  pena  en  el  grado  mínimo. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia se  ha  sustanciado  en  debida  forma  ante  este  Tribu- 
nal,'cel^ránd  ose  la  vista  pública  en  la  que  el  defensor 
del  recurrente  sostuvo  el  recurso  y  ot  Ministerio  Fiscal 
lo  impugnó. 

BkCISIOV  DKL  RECt'KSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incu- 
rrido en  el  error  de  derecho  que  le  atribuye  el  recurrente 
al  no  apreciar  en  favor  del  mismo,  la  circunstancia  ate- 
nuante de  haber  obrado  con  arrebato  y  obcecación,  pues 
ese  estado  de  ánimo  en  el  delincuente  solo  debe  tomarse 
en  consideración  cuando  es  efecto  de  estímulos  podero- 
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sos  que  natural  y  juBtiücadamente  lo  hayan  producido, 
y  no  pueden  estimarse  como  tales,  el  que  un  agente  de  la 
Autoridad  tratara  de  detener  al  procesado  por  haber  de- 
sobedecido á  órdenes  que  le  diera  en  cumplimiento  de 
los  deberes  de  au  cargo,  según  se  expresa  en  la  sentencia, 
contestándole  aquél  primeramente  en  mala  forma,  y 
dán<)oIe  después  una  bofetada,  ya  que  nunca  puede  dar 
origen  á  la  atenuación  de  la  responsabilidad  crimina) 
una  falta  cometida  por  el  mismo  delincuente;  y  en  tai 
concepto  procede  declarar  sin  lugar  el  recurso,  impo- 
niendo ias  costaa  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declatamoe  do  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  José  Marta  Castro  y  Villar  en  la  causa 
de  referencia,  íwn  las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  • 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  C'abarrocas  Horta.— Ambrosio  H.  Mora- 
les.— El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y 
no  pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo. 


Iní  ley.--S9nt.  161.— 28  de  Septiembre.— Intanmón.— 
lOndicadón.— Arrebato.  (Gac,  Mayóos,  looi.) 

IX)CTBINA:  Quien  acepta  un  reto  y  rifle  con 
otro,  empleando  on  cuchillo  de  punta  con  el  qoe 
ocasiona  á  au  contrincante  una  herida  penetrante 
en  la  cavidad  toráxica,  áconsecnenciade  la  cual 
fallece,  no  puede  invocar  ea  su  favor  que  no  ha  te- 
nido intención  de  cansarun  mal  tan  grave  como 
el  que  produjo. 

Para  que  se  estime  la  citcanstancia  4*  del  ar- 
ticulo 9°  del  Código  Penal  es  necesario  que  el  acto 
TÍndicatorio  aea  próximo  á  la  ofensa  recibida. 

Las  frases  groseras  j  amensiadoras  dirigidas 
por  un  hombre  á  un  joven  de  corta  edad  y  el  reto 
dirigido  por  acjuél  á  éste,  aon  estímulos  poderoso* 
capaces  de  producir  en  el  ánimo  del  filümo  arreba- 
to j  obcecación  dctermiaante  de  la  aceptación  del 
reto  y  debe  tenerse  en  cuenta  para  atenuar  la  re*- 
pontabilidad  penal  en  que  hubiere  incurrido. 

£n  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  ocho  de  Sep- 
tiembre  de  mil  novecientos  tres;  en  «1  recurso  de  casa- 
ción poT  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio fiscal  y  por  el  acusador  privado  contra  la  senten- 
cia dictada  en  nueve  de  Julio  último  por  la  Audiencia 
de  Matanzas  en  la  canea  que,  procedente  del  Juzgado 
de  instruoción  de  Alacranes,  se  siguió  contra  Narciso 
Nieves  y  Jiménez,  de  diez  y  ocho  años  de  edad,  de  oS(áo 
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zapatero  y  vecino  de  Unión  de  Beyes,  por  el  delito  de 
homicidio. 

Resultando  que  vieta  en  juicio  oral  y  público  dicha 
causa,  la  citada  Audiencia  conaignó  en  bu  referido  fa- 
llo loe  siguientes  hechos  probados: 

Hechos  probados  : 

"Primero :  Resultando  probado  que  como  á  Ibú  aeis 
"de  la  tarde  del  día  seis  de  Mayo  último,  encontrándose 
"el  procesado  Narciso  Nieves  trabajando  en  la  traatien- 
"da  de  la  zapatería  que  en  el  pueblo  de  Unión  de  Eeyes 
"posee  Diego  Castro,  que  estaba  en  el  patio  de  la  casa 
'■José  Aivarez,  dependiente  del  establecimiento,'  jara- 
''neando  con  Alejandro  Montero,  á  quien  dijo  iba  á  al- 
"quilar  un  cuarto  y  comprar  unos  muebles,  pero  que  és- 
"toa  eran  muchos,  á  lo  que  le  contestó  Montero  que  él 
"compraría  parte  de  esos  muebles,  contestación  que  mo- 
"tivó  que  Pablo  Monagas,  empleado  también  de  la  ca- 
"sa,  que  por  allí  estaba,  dijera :  "qué  cargado  de  dinero 
"está  Montero  que  va  á  comprar  muebles",  lo  ijue  oído 
"por  Narciso  Nieves  dijo  éste:  "ese  no  va  á  comprar 
"nada  porque  está  salao",  frases  que  Alrarez,  que  no 
"estaba  en  buena  armonía  con  Nieves  creyó  le  iban  di- 
"rigidas,  por  lo  que  se  acercó  á  Nieves  diciéndole:  "mé- 

"taae  usted  en  su  p vida",  interviniendo  enton- 

"ces  Monagas  para  llamar  la  atención  á  Aivarez  de  que 
"Nieves  no  ee  refería  á  él,  sino  á  Montero,  á  pesar  de  lo 
"cual  Aivarez  dijo  á  Nieves :  "yo  soy  hombre  y  voy  á 
"comer  ahora",  contestándole  éste,  "yo  no  seré  hombre, 
"pero  también  voy  á  comer  ahora",  saliendo  al  poco  ra- 
"to  el  primero  á  comer  como  de  costumbre  á  la  fonda 
"Salón  H"  que  está  inmediata  á  la  zapatería,  y  algo 
"después  el  último  que  fué  ¿  comer  á  la  fonda  "El  Pa- 
"saje".  Segundo:  Resultando  probado  que  después  ^ie 
"comer  aquella  tarde  el  procesado  Narciso  Nieves  en 
"El  Pasaje"  y  cuando  como  á  las  siete  de  la  noche  re- 
"greaaba  para  la  zapatería,  José  Aivarez,  que  estaba  pa- 
"rado  en  la  puerta,  al  ver  que  aquel  se  detonfa  en  la 
"sastrería  inmeiliata  para  hablar  con  un  conocido  que 
"estaba  en  el  colgadizo,  salió  á  su  encuentro  y  lo  llamó 
"y  deeañó,  aceptando  el  procesado  el  reto,  dirigiéndose 
"ambos  hacia  las  afueras  del  pueblo,  comprando  Alva- 
"rez  por  el  camino  en  una  ferretería  un  cuchillo  gran- 
"de  que  ha  sido  ocupado  cerca  del  lugar  del  hecho,  y 
*'ll^ado  que  hubieron  frente  i  la  fábrica  de  gaseosas, 
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"se  detuvieron  y  sacando  los  cuchillos  que  portaban, 
"Narciso  Tíieves  con  el  suyo,  que  es  de  tamaño  peqne- 
"ño,  tiró  un  golpe  á  Alvarez  ein  ánimo  de  matarlo  j  sí 
"solo  de  herirlo,  cauBÓJidoIe  una  lesión  en  la  parte  au- 
"perior  izquierda  del  tórax,  que  interesó  como  cuatro 
"centímetros  en  el  lóbulo  anterior  del  pulmón,  retirán- 
"doee  entonces  Alvarez  hacia  el  pjieblo,  haciéndolo  tam- 
"hién  el  procesado  hacía  Sabanilla  donde  vive  su  padre 
"y  al  llegar  Alvarez  frente  á  la  barbería  que  está  en  la 
"calle  de  la  Asunción  dijo :  "sujétenme,  caballeros,  que 
"me  han  matado",  conduciéndole  entonces  dos  de  los 
"que  alli  estaban  á  casa  del  módico  Jjozano  y  luego  á  la 
"farmacia  francesa  donde  llegó  dicho  médico,  falle- 
"ciendo  poco  después  á  consecuencia,  según  la  autop- 
"sia,  del  derrame  de  sangre  en  la  cavidad  pleuritica, 
"producido  por  la  hemorragia  pulmonar". 

Kesoloción  recurrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  que 
esos  hechos  constituyen  el  delito  de  homicidio,  definido 
en  el  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código  Penal 
y  apreciando  en  su  ejecución  las  circunstancias  atenuan- 
tes números  tercero  y  cuarto  del  artículo  noveno  del 
Código,  que  estimó  muy  calificadas,  condenó  á  Nieves 
como  responsable  de  aquel  delito  en  concepto  de  autor, 
á  la  pena  de  seis  años  y  un  día  de  prisión  mayor,  acce- 
sorias consiguientes  é  indemnización  y  pago  de  costas. 

Fundamentos  del  rkcurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
acusador  privado  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  el  número  quinto  de!  artículo  odio- 
cientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringidos  por  indebida  apli- 
cación los  números  tercero  y  cuarto  del  artículo  noveno 
del  Código  Penal,  puestn  que  las  circunatancim  ate- 
nuantes que  aprecia  la  sentencia  no  se  derivan  precisa- 
mente  de  los  hechos  probados;  y  el  Ministerio  fiscal 
también  lo  interpuso  al  amparo  del  mismo  precepto,  ea- 
tableciondo  cuatro  motivos,  de  tres  de  los  cuales  desis- 
tió ante  este  Tribunal,  sustentándolo  solo  por  inJtrao- 
ción  de  la  circunstancia  cuarta  del  artículo  nov^io  del 
Código  Penal,  indebidamente  apreciada. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personados 
loe  recurrentes,    se   sustanció  en  forma,     celebrándose 
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TÍBta  del  mismo,  el  día  diez  y  seis  del  actual,  con  asís- 
tencia  del  Ministerio  fiscal  y  de  la  representación  del 
acusador  privado  sosteniendo  amboa  sus  respectivas 
pretensiones. 

Decisión  del  bscubso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Federico  Mora  y 
Valdée. 

Considerando  que  habiendo  sido  la  muerte  de  AI- 
varez  resnltado  natural  de  los  medios  empleados  por 
Nieves  para  realizarla,  tenida  en  cuenta  el  arma  de  que 
éste  se  sirvió  y  la  parte  del  cuerpo  donde  asestó  el  gol- 
pe que  produjo  aquella  muerte,  sin  que,  por  otro  lado, 
exista  desproporción  entre  el  mal  causado  y  el  modo  cq-  ' 
mo  se  ocasionó,  todo  lo  que  excluye  la  posibilidad  de 
apreciar  la  limitación  de  la  voluntad  que  implica  la  cir- 
cunstancia comprendida  en  el  caso  tercero,  articulo  no- 
veno del  Códifío  Penal ;  al  estimar  la  Sala  sentenciado- 
ra que  en  el  caso  de  autos  concurrió  didia  circunstancia 
do  atenuación,  incurrió  en  la  infracción  legal  que  se  se- 
ñala. 

Considerando  que  también  erró  aquella  SaJa  al 
apreciar  la  concurrencia  en  el  hecho  punible  de  la  cir- 
cunstancia cuarta  del  citado  artículo  noveno,  por  cuan- 
to á  ello  se  opone  el  intervalo  de  tiempo  transcurrido 
entre  el  momento  en  que  se  consumó  el  delito  y  el  reto 
que  le  precedió,  hecho  por  Alvarez  á  Nieves  y  cuya 
aceptación  por  éste  colocó  á  ambos  en  una  situación  de 
riña,  impidiendo  ambas  cosas  la  procedencia  en  deredio 
de  la  provoceción  atenuante  de  resporaabilii'ad  triminal. 

Considerando  que  los  hechos  probados  de  no  ha- 
llarse Alvarez  y  Nieves  con  anterioridad  en  buena  ar- 
monía, la  frase  grosera  y  la  otra  de  apariencia  amena- 
zadora que  pronunció  aquel  contestando  á  una  observa- 
ción de  éste  que  no  se  dirigía  á  él  y  por  último,  el  mis- 
mo reto  de  Alvarez,  son  actos  todos  que  unidos  á  la  cor- 
te edad  de  Nieves  debieron  afectarle  suficientemente 
para  producir  en  bu  ánimo  como  natural  consecuencia, 
el  arrebato  y  obcecación  que  le  produjo  á  aceptar,  aun- 
que injustificadamente  aquel  reto  y  cuya  perturbación 
de  e^iritu  es  constitutiva  de  la  circunstancia  octava, 
articulo  noveno  del  Código  Penal  que  ha  debido  t^er 
en  cuenta  y  aplicar  la  flala  sentenciadora  en  favor  del 
procesado. 

Considerando  que  habiéndose  cometido  &^  la  sen- 
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tencia  recurrida  loa  errores  d«  derecho  que  quedan   se- 
ñalados, procede  la  casaxñÓD  de  aquélla. 

Fallamos  que  debemoe  declarar  y  declarainoe  ^a- 
ber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  ^-e  ^®y» 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  y  el  acusador  ■pri- 
.vedo  contra  la  sentencia  dictada  en  nueve  de  Txílío  "ul- 
timo por  la  Audiencia  de  Matanzas,  sentencia  ^i*«  *^a- 
samos  y  anulamos  con  laa  costas  de  oficio.  ComiJEDÍ*!'**^- 
se,  junto  (!on  k  que  á  continuación  se  dictax^  ^^, 
Así  por  €sta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos^     m*íl, 

damos    y    firmamos. — José    Antonio    Fichardo. I'W* 

Gastón. — José  Cabarrocas  Horta, — Ambrosio  R,      IVÍora- 
les. — El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  en     &oÍi  y 
nn  pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo, 
^ganÍA  BSatmái.— En  ta  mima  fecha  dietó  el    7-»-«*w«^ 

nueva  senlenoia  en  la  tiguicnie  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  pi-»"*^™» 
segundo,  tercero,  cuarto  y  quinto  y  Ion  conside*'*"'''* 
primero,  segundo  y  sexto  de  la  sentencia  recnrri-^3*- 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  referí  ^^'^  y" 
lito  de  homicidio  ha  concurrido    la   circunstancia   * 
nuante  de  arrebato  y  obcecación  que  determina  &^    '^"'' 
octavo,  artículo  noveno  drf  Código  Penal. 

Vistas  las  disposiciones  legales  cit^as,  las   *i^™ 
de  aplicación  general,  ^  artículo  treinta  y  odio    *^^ 
Orden  número  noventa  y  dos  sobre  casación  y  la  Cf^^^ 
número  veintiséis  de  mil  novecientos;  ■ 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenanK^ 
procesado  Narciso  Nieves  y  Jiménez  como  autor  A& 
delito    de    homicidio    consumado    con    la  circunstAl*^ 
atenuante  de  arrehato  y  obcecación,  á  la  pena  de  d*^" 
años  y  un  día  de  reclusión  temporal,  aooesorias  dd   ^ 
tículo  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal,  á  satisfa*-'*^ 
cinco  mil  pesetas  en  concepto  de  indemnización   á    *^_ 
herederos  del  interfecto  y  al  pago  de  laa  costas  proee^*" 
les,  sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de   ^ 
condena  la  mitad  de  la  prisión  preventiva  que  hubie^^ 
sufrido,  y,  por  lo  que  aparece  de  la  sentencia  casada,  0*^ 
declaran  en  comiso  los  cuchillos  ocupados,  inutilizándi?^^ 
e!  del  reo  y  remitiéndose  el  otro  al  Gobierno  Civil  y  &^ 
aprueba  el  auto  de  inaolvencia  del  prooeeado,  dictad'' 
por  el  Juez  en  la  pieza  separada. 

Asi  por  eeta  nuestra    s^itencia  lo  pronutciamotf' 
mandamos  y  firmamos- — José  Antonio  Pichardo,-Luí* 
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Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
lea. — El  Magietratlo  Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y 
no  pudo  firmar. — José  Antonio  Picharlo. 


Intley.— Sent.  162,— 28deS9ptiambre.— Peijurio.  (.Oa- 
txta,  Mayo  S9. ) 

n  bajo  jararaento  níc^S  n 
.  delito  de  perjurio,  aiend' 
□   de  que  en  la  lej  m  dic 

qne  comete  eee  delito  quien  afirme  kt  cierto  nn 

necho  falso. 

Ka  la  cludatl  de  la  Habana  ¿  veintiocho  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tees :  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal 
Supremo,  interpuesto  por  el  procesado  Quintin  Gronzález 
y  González,  vecino  de  esta  ciudad,  fogonero,  contra  sen- 
tencia dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  cau^a  que  t^e 
intruyó  contra  dicho  procesado  en  el  Juzgado  del  Este 
de  esta  capital,  por  el  delito  de  perjurio. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  expresada  eentencia,  de  vein- 
te y  seis  de  Junio  último  se  consignan  los  hechos  proba- 
dos que  á  continuación  literalmenie  se  transcriben:  "Re- 
"sultando  probado  que  al  celebrarse  en  nueve  de  Agosto 
"de  mil  novecientos  dos,  una  sesión  del  juicio  oral,  en 
"causa  número  doscientos  sesenta  j  siete  de  mil  nove- 
"cientoB  dos,  procedente  del  Juzgado  del  Centro,  segui- 
"da  contra  Candelario  Herrera  y  Herrera  por  homicidio 
"de  Andrés  Aitaloitia,  compareció  como  testigo  el  pro- 
"eesado  mayor  de  edad  Quintín  González  y  González,  y 
"al  declarar  después  de  prestar  juramento  en  forma,  di- 
"jo  que  nunca  había  hablado  con  otro  testigo  de  ese  jui- 
"cío,  llamado  Enrique  Godinez ;  y  resulta  que  ambos  in- 
"dividuos  se  conocían,  que  trabajaban  juntos  en  un  mia- 
"tno  taller;  y  que  el  procesado  refiriéndose  á  loa  amores 
"que  los  ya  dichos  Candelario  Herrera  y  Andrés  Alta- 
"loitia  llevaban  .con  una  misma  mujer,  en  una  ocasión 
"en  que  ae  encontró  al  indicado  testigo  Enrique  Godinez 
'le  dijo  que  si  no  fuera  porque  Aitaloitia  era  hermano 
"del  Godinez,  le  iba  A  pasar  un  susto  contándole  al  chi- 
"no,  sombre  porque  era  conocido  el  Candelario  Herrera, 
"to  que  pasaba  entre  aquella  mojer  y  el  Aitaloitia." 
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RbBOLDCION   BBCDnBlDA: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala,  condenó  i 
Quintín  González  en  ccmcepto  de  autor  de  un  delito  de 
perjurio,  ain  la  concurrencia  de  circanstaaciaa  modifica- 
tivas de  la  responsabilidad  criminal  á  la  pena  de  nn  año 
de  prisión  y  al  pago  de  coetas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha'inter- 
puesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,,  auto- 
rizado por  el  caso  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en 
el  que  se  cita  como  infringida  la  Orden  número  ciento 
diez  y  seie  de  mil  novecientos,  por  indebida  aplicación, 
expresándose  que  esta  Orden  castiga  como  reos  de  per- 
jurio á  los  que  del  iterada  mente  sfirmEn  ser  (ierto  un  he- 
rbó que  saben  es  faieo  y  resulta  por  el  contrario  que  él 
procesado  negó  un  hecho  que  se  le  atribuía. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previa  inatruceión  de  las  partes,  se  celebró 
la  vista  pública,  k  la  que  no  asistió  el  defensor  del  pro- 
<'esadn  y  sí  el  Ministerio  fiscal,  que  informó  impugnan- 
do dicho  recurso. 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
ral w. 

t'onsiderando  que  según  el  artículo  primero  de  la 
Onlen  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos,  son 
reos  de  perjurio  los  que  deliberadamente  afirmen  ser 
cierto  un  hecho  que  saben  es  falso  después  de  haber 
prestado  juramento  (ú  obligándose  á  decir  verdad  en 
otra  forma  autorizada  por  la  ley,  como  equivalente  al 
juramento)  de  testificar,  declarar,  deponer  ó  certificar 
la  verdad  ante  un  Tribunal,  Juez,  funcionario  6  persona 
(x>mpetente,  en  cualquier  procedimiento  civil  ó  criminal 
ú  otro  caso  en  que  por  ministerio  de  la  ley,  deba  pres- 
tarse tal  juramento,  ó  contraerse  en  otra  forma  la  obli- 
gación de  decir  verdad. 

Considerando  que  declarándose  probado  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  Quintín  González,  en  el  juicio  oral 
de  la  causa  en  que  se  siguió  á  Candelario  Herrera  por 
homicidio  de  Andrés  Altaloitia,  en  el  que  compareció 
como  testigo,  después  de  prestar  juramento,  manifestó 
al  Tribunal  que  nunca  había  conocido  á  Godinez,  otro 
t«etigo  del  juicio,  extremo  que  se  demostró  era  falsOj  por 
cuanto  habían  trabajado  juntos  y  dichole  en  una  oca- 
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sión  algo  referente  4  las  relaciones  de  la  concubina,  del- 

procesado  por  causa  con  el  mencionado  Altaloitia,  es  de' 
todo  punto  claro  que  procurando  de  ese  modo  eludir  su 
declaración  respecto  á  hechos  de  influencia  en  la  causa, 
testificó  conscientemente  cosa  contraria  á  la  verdad  ju- 
rada y  cometió  por  ello  el  delito  de  perjurio;  no  siendo 
de  estimarse  la  legai3Íón  que  hace  el  procesado,  en  apoyo 
del  recurso,  exponiendo  que  no  afirmó  sino  que  negó  un 
hecho  que  se  le  atribula,  por  ser  de  suyo  insustancial,  to- 
da vez  que  negando  conocer  á  Godinez,  cuando  sí  lo  co- 
nocía, añrmó  como  cierto  lo  que  le  constaba  era  falso;  y 
por  consiguiente  el  Tribunal  a  quo  no  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  del  número  primero  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  ni  cometido  la  infiacción  de  ley  que  por  el  re-  . 
curso  se  le  atribuye. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  proce- 
de declarar  8in  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas  . 
al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Quintín  González  y  González  contra  la 
sentada  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  el 
veinte  y  seis  de  Junio  último,"  con  las  costas  á  su  cargo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarroeaa  Horta. — Ambrosio  E.  Mora- 
les.— El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y 
no  pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo. 


Inf,  ley.— Sent.  163.— 29  de  Septiembre.— Eapto.  {Qaee'- 

ta,  Mayo  23,  190^.') 


DOCTRINA:  El  becbo  de  no  haceise  ci 
en  la  sentencia  qu¿  persona  denunció  el  delito  de 
rapto  no  es  causa  bastante  para  la  cassciún  de 
un  fallo  en  el  qne  se  castiga  nn  hecho  que  coasti- 
tuje  dicho  delito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintinueve  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribtinal 
Supremo,  contra  la  sentencia  dictada  en  primero  de  Ju- 
nio último  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
minal de  la  Audiencia  de  esta  provincia,  en  causa  pro- 
cedente del  Juzgado  de  Instrucción  del  Este  de  esta  ca- 
pital, seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  fis- 


DigilizedbvGoO^^IC 


cal  y  de  la  otra ,  de  esta  yecin- 

dad  y  de  oñcio  pintor,  procesado  por  el  delito  de  rapto. 

Hechos  pbobadob: 

Itesultando  que  dicha  sentencia  se  funda  en  el  he- 
cho que  consigna  en  su  siguiente  Heaultando:  "fiesul- 
"tando  probado  que  el  día  diez  y  seis  de  Marzo  del  co- 

"rriente  año  el  procesado  en  esta  causa , 

"mayor  de  diez  y  ocho  años  y  sin  antecedentes  penales, 

"que  llevaba  relaciones  amorosas  con 

"mayor  de  doce  y  menor  de  veinte  años,  la  sedujo  con 
"miras  deshonestas,  sacándola  de  su  domicilio  y  lleván- 
"dola  para  el  propio,  donde  tuvo  actos  camales  con  ella 
"gozando  de  su  virginidad." 

Besolcción  secukbida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia  habiéndose 
«alineado  el  hecho  expuesto  como  constitutivo  de  un  de- 
lito de  rapto,  comprendido  en  el  artículo  cuatrocientos 
sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  y  de  autor  de  él  sitt 

circunstancias  apreciablea,  al  citado 

se  condenó  á  éste  en  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  vein- 
te y  un  dias  de  prisión  correccional,  las  correspondientes 
accesorias  y  al  pago  de  costas,  asi  como  á  abonar  pon 
concepto  de  dote  á  la  ofendida  la  suma  de  mil  pesetas, 
sufriendo  en  defecto  de  pago  de  esta  cantidad  un  día 
más  de  detención  por  cada  doce  y  media  pesetas  .que  de- 
jare de  satisfacer;  condenándole,  adem^,  á  reconocer 
la  prole  si  la  hubiere  y  la  calidad  de  su  origen  no  lo  im- 
pidiere 1 

FUNDAUBNTOS  DEL  BEODBSO  DE   OASAOIÓN: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  re- 
presentación del  procesado  el  presente  recurso,  fundado 
en  el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  alegan- 
do que  se  ha  infringido  el  articulo  cuatrocientos  sesenta 
y  siete  del  Código  Penal,  porque  no  se  dice  en  el  Resul- 
tando probado  de  la  sentencia  quien  hizo  la  denuncia 

del  rapto  de  la ,  infringiéndose 

también — añade-r-el  número  primero  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminol,  porque  los  hechos  declarados  probados  en  la 
propia  sentencia  son  calificados  y  penados  como  delito 
no  siéndolo,  pues  que  no  constando  quien  fuera  la  per- 
sona que  estaba  obligada  á  denunciar  el  rapto  menclo- 
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nado  no  constituyen  los  referidos  hechos  delito  alguno 
y  menos  el  de  rapto  con  miraa  deshonestas : 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  prévioB  los 
demás  tTámitee  legales,  celebróse  la  correspondiente  vis- 
ta, en  la  cual  informaron  el  abogado  de  oficio  en  tumo, 
como  representante  y  defensor  del  recurrente  y  el  Minis- 
terio fiscal,  sosteniendo  ambos  la  procedencia  de  aquél: 

Resultando  que  dentro  del  término  que  fija  la  ley 
para  dictar  sentencia,  este  Tribunal  dispuso  que  para 
mejor  proveer  se  trajeran  á  la  vista  loa  autos  originales ; 
y  aparece  de  los  mismos    que  la    denuncia  con  que  se 

dio  principio  á  la  causa  fué  hecha  por 

madre  de  la  menor 

Decisión  del  BEcnBso : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  el  no  haberse  hecho  constar  en  la 
sentencia  recurrida,  qué  persona  denunció  el  rapto  que 
por  la  misma  se  califica  y  pena,  no  puede  ser  causa  bas- 
tante para  privarlo  de  su  carácter  de  hecho  delictivo: 
puesto  que  la  esencia  de  dicho  delito  se  constituye  con 
entera  independencia  de  la  circunstancia  de  cuáles, con- 
forme al  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  Códi- 
go Penal,  la  persona  autorizada  para  denunciarlo:  por 
lo  que  resulta  indudable  que,  descansando  el  presente 
recurso,  solo  en  la  expresada  causa,  procede  declararlo 
sin  lugar. 

Considerando  que  igual  pronunciamiento  procede- 
ría hacer,  si  so  entendiera  esteblecido  bajo  el. supuesto 
de  que  el  referido  rapto  no  podía  penarse  en  razón  á  no 
haber  sido  denunciado  por  persona  legalmente  capacita- 
da para  ello;  toda  vez  que  de  los  autos  originales  apare- 
ce que  la  denuncia  en  cuya  virtud  se  dio  principio  al 
proceso,  fué  hecha  por  la  madre  de  la  ofendida,  que,  con 
arreglo  al  citado  artículo  cuatrocientos  setenta  y  siete, 
está  facultada  paar  el  efecto: 

Considerando  que,  según  el  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve el  recurrente  debe  ser  condenado  en  costas : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de    casación  por  infracción  de  ley 

interpuesto  por ,  contra    la 

refrida  sentencia  de  primero  de  Junio  último:  é  impo- 
nemos las  costas  al  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia — que  se  comunica- 
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rá,  etc. — lo  pronuncianios,  mandamos  y  fírmamos. — José 
Antonio  Pichardo. — Luís  Gastón. — José  Cabarroeaa  Hor- 
ta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Magistrado  Sr.  Federi- 
co Mora  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José  Antonio 
Pichardo. 


Inf.  ley.— Sent.  164.— SOdéSeptiembre.— Coheelio.  (.Ga- 
ceta, Mayo  SS,  1904..') 

DOCTRINA:  Para  que  se  entienda  cometido 
el  delito  de  cohecho  previsto  en  el  articulo  398  del 
Código  Penal  no  ea  necesaria  que  la  dádiva,  pre- 
sentes, ofreci  míen  toa  6  promesas  que  se  hicieren  á 
nn  fnnciooario  público  tengan  por  objeto  que  éste 
falte  á  los  deberes  de  su  oficio,  sino  que  es  bastante 
que  talca  liberalidades  se  realicen  en  consideración 
al  cargo  público  que  aquél  ejerza. 

El  ofrecimiento  de  ana  dádiva  en  la»  condido- 
nes  expresadas  en  el  párrafo  anterior  no  a<%ptada 
por  el  funcionario  público,  constituje  el  delito  de- 
cobecho  en  grado  de  tentativa. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  contra  sen- 
tencia dictada  por  la  Sección  Segunda  de  la  Sala  de  Jo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa  que 
se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Oeste  de  esta  ciudad,  con- 
tra Santos  Benito  y  Velazco,  vecino  de  Figuras  número 
seis,  labrador,  por  tentativa  de  cohecho. 

HB0H03  probados: 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  de 
siete  de  Julio  último,  ee  consigna  el  que  &  continuación 
literalmente  .se  transcribe :  "Resultando  probado  que  el 
"procesado  en  esta  causa  Santos  Benito  Velazco,  que  es 
"un  extranjero  con  poco  tiempo  de  residencia  en  eete 
"país,  que  tiene  una  familia  numerosa  y  su  estado  es  de 
"suma  pobreza,  necesitando  del  trabajo  personal  diario 
"para  ganar  el  sustento,  viéndose  sin  recursos  y  sin  tra- 
"bajo,  escribió  el  Jefe  de  la  Secciión  de  limpieza  de 
"calles,  trasportes  y  talleres,  Sr.  Carlos  E.  Cadalzo.  la 
"carta  que  copiada  literalmente  dice :  Sr.  D,  Carlos  B. 
"Cadalzo.  Muy  señor  mío:  Respetable  aeñor;  Encon- 
"trándome  sin  trabajo  y  cobarde  con  mis  hijos,  sin  tener 
"qué  comer  y  descolocados  le  pido  un  favor  que  no  obli- 
"gándome  á  ciertas  personas  de  carácter  amigos  de  in- 
"humano  y  de  usted  que  me  servirían  para  darme  una 
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"recomendación  para  usted,  pues  no  me  atrevo  y  se  le 
"dirijo  á  usted  estas  cuatro  líneas  para  que  se  digne  xis- 
■"ted  damos  trabajo  para  un  hijo  que  tiene  diez  y  ocho 
"años  y  para  mí  qu«  creo  balemos  para  trabajar  en  cual- 
"qwiera  de  sus  trabajos  que  usted  noa  ponga  y  supli- 
"cándole  á  usted  que  me  perdone  si  le  ofendo  señor 
""cBanto  que  le  voy  á  explicar  que  nunca  nadie  lo  sabrá 
"más  que  Dios,  usted  y  yo,  si  usted  me  coloca  á  los  dos, 
"perdóname  eeñor  ei  le  ofendo  le  daré  dos  centenes  ca- 
"da  mea  qué  yo  cobre  por  los  dos  primero  que  obligar- 
"me  á  nadie  ha  pedirle  faborea  y  esto  es  paA  loe  dos 
"mañana.  Al  medio  día  paso  por  esa  su  casa  ha  saber  la 
"dicha  contestación,  pues  creo  será  agraciada  ó  en  con- 
"testación  ha  esta  su  casa  calle  de  Figuras  número  seis 
■"Santos  Benito  y  sin  más  reciba  usted  los  afectos  de 
"éste  Q.  B.  S.-  M,  y  perdóneme  si  le  ofendo  que  nadie 
"sabré  esto  máe  que  usted  y  yo  que  soy  persona  del 
"mundo  y  eé  lo  que  pasa.  Santos  Benito". 
Re80LUCio>j  rkcurbida: 

Besulüuido  que  la  espresada  Sala,  fundándoee  en 
que  para  que  se  entienda  cometido  el  delito  de  cohecho. 
del  articulo  treseieníoa  noventa  y  ocho  del  Código  Pe- 
nal, es  necesario  que  la  dádiva  prometida  ó  entregada 
tenga  por  objeto  que  el  funcionario  público  falte  á  loa 
deberes  de  su  cargo,  estimó  que,  los  hechos  realizados 
por  el  procesado,  ai  bien  resultan  incorrectos,  no  son 
constitutivos  de  delito,  y  absolvió  al  procesado  declaran-  ■ 
do  las  costas  de  oficio. 
Fundamentos  del  becubho  de  casación  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  el  Ministerio  fis- 
cal ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  autorizado  por  el  caso  segundo  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringido  el  articulo  treacien- 
tofc  noventa  y  ocho  del  Código  Penal,  modificado  por  la ' 
Orden  número  ciento  doce  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  en  relación  con  el  trescientos  noventa  y  siete  y 
párrafo  tercero  de!  articulo  tercero  de  dicho  Código, 
por  falta  de  aplicación ;  en  el  concepto  de  que  los  hechos 
realizados  por  el  procesado,  demuestran  su  intención, 
acompañadas  de  actos  extemos,  de  sobornar  á  un  fun- 
cionario público,  proponiéndole  una  remuneración  por 
actoa  de  su  cargo,  lo  cual  constituye  un  delito  de  cohe- 
cho en  grado  de  tentativa. 
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-  Hesultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previa  la  eustanci  ación  correspondiente,  ae 
celebró  la  vista  pública  con  asistencia  de  dicho  MiniB- 
terio  fiscal,  que  sostuvo  el  expresado  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  E,  Mo- 
rales. 

Considerando  que  con  arreglo  al  articulo  treaeien- 
toa  noventa  y  ocho  del  Código  Penal,  modificado  por  la 
Orden  número  ciento  doce  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  los  que  con  dádivas,  presentes,  ofrecimientos  ó 
promesas  corrompieren  á  los  funcionarios  públicos,  se- 
rán castigados  con  las  mismas  penas  que  los  empleador 
BobomadoB,  menos  la  de  inliabilitación ;  siendo  la  im- 
ponible á  aquéllos  con  arreglo  al  trescientos  noventa  y 
siete,  cuando  admitieron  regalos  que  le  fueron  presen- 
tados en  consideración  á  su  oficio,  la  suspensión  en  sus 
grados  mínimo  y  medio  y  reprensión  pSblica. 

Considerando  que  para  que  se  entienda  cometido  el 
delito  de  cohecho  previsto  en  el  enunciado  articulo  tres- 
cientos noventa  y  ocho,  no  es  necesario  que  la  dádiva, 
presentes,  ofrecimientos  ó  promesas  que  se  hicieren  al 
funcionario  público,  tengan  por  objeto  que  éste  falte  á 
los  deberes  de  eu  oficio,  sino  que  basta  que  tales  libera- 
lidades se  realicen  en  consideración  al  cargo  público 
que  se  desempeña. 

Considerando  que  siendo  un  funcionario  páblioo, 
según  el  concepto  del  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis 
del  Código  Penal,  el  Jefe  de  la  Sección  de  limpiezas  de 
calles,  trasportes  y  talleres,  al  solicitar  del  mismo  el 
procesado  que  lo  colocara,  ofreciendo  darle  dos  centenes 
mensuales  del  sueldo  que  cobrara,  lo  que  no  fué  acepta- 
do por  aquél,  es  visto  que  con  ese  ofrecimiento  y  sus  rei- 
teradas promesas  de  que  solo  los  doe  lo  sabrían,  lo  cual, 
así  resulte  también  probado,  intentó  corromperlo  indu- 
ciéndolo é  twieptar  una  dádiva  en  consideración  á  su 
oficio,  y  por  tanto  cometió  el  delito  de  cohecho,  quedan- 
do éste  circunscrito  á  los  límites  de  la  tentativa  puni- 
ble, según  el  artículo  tercero  del  Código  Penal,  toda  vez 
que  el  culpable  con  dicho  ofrecimiento  dio  principio  á 
la  ejecución  del  delito  por  actos  exteriores  y  directos, 
sin  que  llegara  ¿  practicar  todos  los  necesarios  para  pro- 
ducirlo, por  una  causa  independiente  de  su  voluntad» 
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como  fué  la  falta  de  'asentimiento  por  parte  del  funcio- 
nario. 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  al  no  estimar 
el  Tribunal  á  quo  como  constitutivos  de  delito  los  he- 
chos de  la  causa,  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  del 
mirnero  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  k  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  cometi- 
do la  infracción  de  ley  que  se  le  atribuye,  procediendo  en 
consecuencia  declarar  con  lugar  el  presente  recurso  con 
lae  costas  de  oficio. 

FaJlamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Minietcrio  fiscal,  contra  la  senten- 
ia  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  de  siete  de  Julio  iil- 
rao,  la  cual  casamos  y  anulamos,  con  \a&  costas  de  ofl- 

y  comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.—Luis 
Gastón.— José  Cabarrooaa  Horta. — Ambrosio  R.  Mo- 
rales.— El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala 
y  no  pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo. 

Sognilda  Sestenda. — Ea  la  müma  fecha  dictó  al   7W&un«í 
nueva  eenfencia  en  lot  tiguienU»  tórminos: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada. 

Considerando  que  los  hechos  declarados  probados 
constituyen,  en  grado  de  tentativa,  el  delito  de  cohe- 
cho, previsto  y  penado  respectivamente  en  el  articu'lo 
trescientos  noventa  y  ocho  y  trescientos  noventa  y  siete 
del  Código  Penal,  en  relación  con  el  tercero  del  propia 
Código,  por  cuanto  el  procesado  intentó  corromper  al 
Jefe  de  la  Sección  de  limpieza  de  calles,  talleres  y  tras- 
portes, que  es  un  funcionario  público,  según  el  concepto 
del  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  de  dicho  Código, 
al  solicitar  del  mismo  colocación,  ofreciéndole  dos  cente- 
nes mensuales  del  sueldo  que  devengara,  con  !o  cual,  asi 
como  con  las  reiteradas  promesas  que  le  hacía  de  que 
solo  los  dos  sabrían,  lo  inducía  á  aceptar  una  dádiva  en 
consideración  á  su  oficio,  daodo  de  ese  modo  comienzo  4. 
la  ejecución  del  delito  por  hechos  exteriores  y  directos, 
sin  que  llegara  á  practicar  todos  los  necesarios  para  pro- 
ducirlo por  una  camia  independiente  de  su  voluntad,  co- 
mo fué  la  falta  de  asentimiento  por  parte  del  funcio- 
nario. 

Considerando  que  de  este  delito  es  autor  el  proce- 
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aado  Santos  Benito  Yelazco  por  haber  tomado  parte  di- 
recta en  su  ejecución. 

Considerando  que  en  la  realización  de  dicho  delito 
no  concurren  circunstancias  modiSoaÜTas  de  la  respon- 
sabilidad criminal. 

Considerando  que  según  el  artículo  sesenta  y  cin- 
co del  Código  Penal,  á  los  autores  de  tentativa  de  deli- 
to se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos  grados  á  la  se- 
ñalada por  la  ley  para  el  delito  consumado,  y  corres- 
pondiendo á  éste  la  de  suspensión  en  sus  grados  míni- 
mo y  medio  y  reprensión  pública,  procede,  según  la  es- 
cala gradual  respectiva,  imponer  al  procesado  la  de 
multa. 

Considerando  que  no  hay  méritos  para  hacer  aada- 
ración  algumi  en  concepto  de  reepomabilidad  civil,  y 
que  las  costas  procesales  ee  entienden  impuestas  por  la 
Jey  á  los  criminalmente  tresponsables  de  todo  ddito  ó 
falta. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  ¿ 
Santos  Benito  y  Velasco  en  concepto  de  autor  de  un  de- 
lito de  cohecho,  en  grado  de  tentativa,  en  la  pena  de 
trescientas  veinte  y  cinco  pesetas  de  multa  y  al  pago  de 
la6  costas;  debiendo  sufrir  si  fuere  insolvente,  en  defec- 
to de  pago  de  dicha  multa,  prisión  subsidiaria  á  razón 
de  un  dia  por  cada  doce, y  media  pesetas  que  dejare  de 
satisfacer,  sirviéndole  en  este  caso,  de  abono  para  el 
cumplimiento  de  la  pena  todo  ei  tiempo  de  la  prisión 
■preventiva  que  hubiere  sufrido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luis 
Gastón.— José  Cabarrocaa  Horta. — Ambrosio  K.  Mo- 
-ralee. — El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala 
y  no  pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo. 

.Mlay.— Seniles. -30 do Sopti«nbro.—PeiJTirio.  (0«- 

eela,  Mayo  SS,  1904.) 

DOCTRINA:  Para  que  «ista  el  delito  de 
lalsedad,  siquiera,  sea  en  la  forma  de  perjuTÍo  no 
basta  que  se  baya  realizado  cualquier  vanadón  6 
alteración,  de  la.  verdad,  s' " 


tal  variacióa  6  alteración,  por  llevar  en  ri  la  po- 
tencialidad suficiente  paraalcanxar  aigún  resalta- 
do distinto  al  que  el  doeamento  ó  aeto  se  propo- 
nía, sea  capaz  de  producir  alglJa  perjuicio,  jaque 
ese  daño  electivo  6  posible  ea  lo  que  puede  ser  ob- 
jeto de  saodóu  penal  en  la  esfera  del  derecho. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  á  treinta  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres,  en  la  causa  segaida  de  oñcio 
contra  Salvador  Roses  y  Miret,  natural  de  Santiago  de 
Cuba,  vecino  de  esta  ciudad  j  maquinista,  por  perjurio, 
la  cual  cansa  pende  ante  este  Tribunal  Supremo  á  vir- 
tud de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto que  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  en 
ella  dictada  con  fecha  seis  de  Junio  último  por  la  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  esta  provincia. 


Resultando  que  en  dicha  sentencie  se  consignan  los 
hechos  probados  en  la  forma  siguiente:  "Primero:  Ee- 
"sultando  probado  que  el  procesado  Salvador  Hosés  y 
"Miret,  que  anteriormente  perteneció  al  Cuerpo  de  Po- 
"licíñ,  en  el  que  causó  baja  por  renuncia,  fné  compren- 
"dido  como  procesado  en  la  causa  número  doscientos 
"dirá  y  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  del  Jiiz- 
"gado  de  Belén  por  atentado,  lesiones  y  disparo  de  arma 
"de  fuego,  siendo  el  fundamento  de  hecho  de  su  proce- 
"saraiento  eí  siguiente,  contenido  en  el  auto  de  tres  de 
"Abril  de  dicho  año:  "Resultando  que,  según  consta  de 
"esta  causa,  D.  Salvador  Suárez  Ganzález  en  unión  de 
"dos  desconocidos  agredió  al  policía  D.  Salvador  Roses 
"y  Miret  que  vestía  de  paisano  y  el  que  se  dio  á  conocer 
"como  tal  mostrando  la  placa  que  ¡levaba,  viéndose  pre- 
"cisado  á  hacer  uso  del  revólver  que  portaba,  lesionando 
"gravemente  al  Suárez,  apareciendo  también  justificado 
"que  Suárez  no  desconocía  el  carácter  de  policía  de  Ro- 
"sés  por  haber  tenido  con  él  anteriormente  un  disgua- 
"to."  Y  por  providencia  dictada  por  la  Sala  en  veinte 
.  "seis  de  Enero  de  mil  novecientos,  se  estimó  compren- 
"dido  á  dicho  Salvador  Roses  y  Miret  en  el  indulto  del 
"Gobierno  Militar  de  esta  Isla  de  diez  y  seis  de  Enero 
*'de  dicho  año,  suspendiéndose  el  juicio  oral  señalado,  y 
"mandándose  archivar  la  causa.— Segundo :  Resultando 
"probado  que  deseando  reingresar  en  el  Cuerpo  de  Poli- 
"cía  el  procesado,  compareció  ante  el  Notario  Francisco 
"de  P.  Rodríguez,  presentando  su  solicitud  escrita  en  la 
"que  constando  la  pregunta  número  doce  que  literal- 
"mente  dice:  "¿Ha  sido  Vd.  alguna  vez  condenado  por' 
"delito  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país,  6  de 
"otra  ciudad  6  de  otro  país?  (En  caso  afimativo  expre- 
"se  la  fecha  y  clase  de  delito),  respondió:  "nunca  he  si- 
"do  procesado  ni  condenado  por  falta  ni  delito," 
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Bbsolücióit  beockbida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  eetimó  que 
los  hechos  expresados  no  conatituyen  el  delito  de  pierju- 
rio  y  absolvió  al  procesado,  fundándose  en  que  la  pre- 
gunta hecha  á  Roses  Miret  se  haUaba  limitada  á  si  ha- 
bía sido  condenado,  por  lo  que  al  exponer  que  no  habla 
sido  condenado,  ni  procesado,  no  había  faltado  á  ía  ver- 
dad respecto  de  aquel  particular,  aunque  lo  hubiese  he- 
cho respecto  de  otro  extremo  no  inquirido;  y  aunque  no 
pudiendo  ser  desconocido  por  el  Cuerpo  de  Policía  el 
procesamiento  de  Roses,  no  cabe  apreciar,  según  las  re- 
glas de  la  critica  racional,  que  al  negarlo,  éste  hubiera 
faltado  á  la  verdad  deliberadamente. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  tal  fallo  interpuso  el  Minis- 
terio fiscal  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
autorizado  por  el  número  segundo  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, citando  como  infringidos  por  falta  de  aplicación 
los  artículos  primero  y  segundo  de  la  Orden  del  Gobier- 
no Militar  nvimero  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos, 
alegó  que  habiendo  sido  procesado  Roses  Miret,  y  habien- 
do declarado  bajo  juramento  que  no  lo  había  sido,  ha- 
bía afirmado  deliberadamente,  ser  cierto  loque  por  afec- 
tarle directa  y  personalmente  le  constaba  ser  falso;  sin 
que  obstara  á  la  existencia  del  perjurio  cometido,  la  con- 
sideración de  que  la  falsedad  aseverada  no  pudiera  ser 
desconocida  en  el  Cuerpo  de  Policía,  porque  el  perjurio 
no  depende  del  conocimiento  6  desconocimiento  que  se 
tenga  por  terceras  personas  de  la  verdad  falseada,  sino 
de  la  voluntad  de  mentir  del  agente;  ni  tampoco  la  de 
que  se  hubiera  mentido  con  relación  á  un  particular  no 
comprendido  en  la  pregunta,  porque  la  ley  no  distingue 
en  punto  á  la  extensión- del  falseamiento  de  la  verdad, 
ni  se  concibe  pueda  eximirse  de  decir  lo  cierto  en  las 
manifestaciones  Bceundarias  que  ae  haga,  quien  por  la 
solemnidad  del  juramento  está  obligado  á  no  mentir 
bajo  ningún  concepto,  aunque  no  haya  relación  entre  lo 
interrogado  y  lo  respondido. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
debidamente,  se  celebró  la    oportuna  vista    pábliea  con 
asistencia  del  Ministerio  fiscal  que  sostuvo  su  proce- 
dencia. . 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  para  la  redacción  de  esta  senten- 
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ca  el  Preaidente  de  Sala  José  Antonio  Pichardo,  por  es- 
tar ausente  en  comisión  el  designado  en  los  autos. 

Considerando  que  por  la  existencia  del  delito  de 
falsedad,  siquiera  sea  en  la  forma  de  perjurio,  no  basta 
que  se  haya  rüalizado  cualquier  variación  ó  alteración 
de  la  verdad  en  un  documento  ó  acto,  sino  que  es  nece- 
sario que  tal  variación  ó  alteración,  por  llevar  en  sí  la 
potencialidad  suficiente  para  alcanzar  algún  resultado 
distinto  al  que  ei  documento  ó  acto  se  proponía,  sea  ca- 
paz de  producir  algún  perjuicio,  ya  que  ese  daño  efecti- 
vo ó  [Kjsible  es  lo  que  puede  ser  objeto  de  sanción  penal 
en  la  esfera  del  derecho. 

Considerando  que  la  afirmación  espontánea,  y  no 
requerida,  de  Eosés  de  no  haber  sido  procesado,  siendo- 
así  que  en  realidad  lo  había  sido,  aunque  indultado  an- 
tes de  ser  juzgado,  carecía  de  influencia  ó  trascendencia 
al  objeto  de  la  declaración  prestada,  porque  tal  procesa- 
miento, aún  expuesto  que  hubiera  sido  en  íntegro,  res- 
pecto á  la  verdad  no  inquirida,  no  podfa  ser  tomado  en 
consideración  á  efecto  de  apreciar  la  conducta  del  aspi- 
rante y  de  que  obstara  á  su  ingreso  en  el  Cuerpo  de  Poli- 
cía, porque  él  por  sí  solo  no  autorizaba  deducción  alguna 
en  perjuicio  del  procesado;  á  lo  que  se  agrega  que  bien  ■ 
pudo  entender  éste  que,  no  habiendo  sido  juzgado,  sino 
indultado  antes  del  juicio,  ello  equivalía  á  no  haber  sido 
procesado,  por  lo  que  tampoco  puede  asegurarse  que*  el 
declarante  deliberadamente  afirmase  como  cierto  lo  que 
en  su  conciencia  no  lo  fuese;  máxime  cuando  por  no  ha- 
llarse comprendido  en  la  pregunta  el  particular  del  pro- 
liase  comprendido  en  la  pregunta  el  particular  del  pro- 
cesamiento no  había  sido  sal  i  citada  su  atención  acerca 
del  mismo. 

Considerando,  por  tanto,  que  al  absolverse  á  Salva- 
dor Hosés  en  la  sentencia  recurrida,  por  estimarse  que 
loa  hechos  relacionados  no  constituyen  el  delito  de  per- 
jurio, no  se  ha  infringido  la  Orden  del  Gobierno  Mili- 
ar número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos,  ni  in- 
cidirse  en  el  error  acusado  por  el  Ministerio  Fiscal. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infraeiÓD  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en  la  causa  á  que 
se  ha  hecho  referencia  con  las  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia— que  se  comunica- 
rá, etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — José  Cabarrocas  Hor- 
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ta. — Ambrosio  E,  Morales. — El  Magistrado  Sr.  Federico 
filora  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José  Antonio  Pi- 
cha rd  o. 


.In£   ley.— Sent  166.— 2  do  Octubre.— Eobo.   {Oaeda, 

MayoSS,  1904.) 

DOCTBIS  A:  Constítoye  el  delito  de  robo,  j 
no  el  de  burto,  el  hecho  de  apoderarse  de  nn  obje- 
to ageno  intimidaDdo  al  dueño,  aaí  como  el  des- 
pojarle violenta  mente  j  por  sorpresa  de  unas  ar- 
mas qne  portaba. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  &  dos  de  Octubre  de  mil 
.  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  ñscal  en  la 
causa  seguida  de  oficio  ante  la  Audiencia  de  Finar  del 
Río  por  el  delito  de  robo  contra  Boque  Bruzón,  labrador 
y  vecino  de  los  Palacios. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  causa 
en  diez  de  Julio  último,  contiene  respecto  á  los  hechos 
los  siguientes:  "Primero:  Eesulíando  probado  que  al 
"obscurecer  del  diez  y  seis  de  Abril  próximo  pasado,  en 
'momentos  de  ir  Emilio  Beríial  á  mudar  un  caballo  de 
'bu  propiedad  que  tenía  amarrado  en  un  campo  de  pas- 
'to  labrado,  situado  á  ciento  veinte  varas  de  distancia 
'de  la  casa  que  habitaba  en  unión  de  sus  padres  y  her- 
'manos  en  la  vega  "Bacunagua"  en  el  barrio  del  mismo 
'nombre  del  distrito  de  Bracios,  fué  sorprendido  por 
'la  inesperada  presencia  de  Roque  Bruzón,  que  se  halla- 
"ba  acostado  en  el  suelo  junto  al  caballo,  el  que,  incor- 
"porándose,  le  dijo  que  soltara  el  caballo,  y  aprovechán- 
"'dose  á  espaldas  de  Bemal,  y  de  la  posición  inclinada 
que  tomara  éste  para  desatar  el  caballo,  lo  desarmó 
'apoderándose  rápidamente  del  cuchillo  y  machete  que 
'llevaba  á  la  cintura,  ordenándole  después  que  fuera  á 
'decir  é  su  padre  le  mandara  diez  centenes:  y  como  el 
"Bernal  se  dirigiera  á  la  casa  para  avisar  á  su  padre  lo 
"que  sucedía  aprovechó  su  ausencia  Roque  Bruzón  para 
alejarse  del  lugar,  llevándose  el  caballo,  justipreciado  en 
''trescientas  diez  pesetas,  moneda  oficial:  así  como  el 
'cuchillo  y  machete  que  lo  fueron  respectivamente  en 
'dos  y  seis  pesetas,  habiéndose  recuperado  el  caballo,  que 
'fué  hallado  suelto  en  la  mañana  del  siguiente  día  en  la 
'vega  que  en  las  inmediaciones  del  pueblo  de  los  Pala- 
'cios  cultivaba  Manuel  Lima  y  á  la  cual  se  trasladó  el 
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"culpable  utilizando  dicha  beetia,— Segundo :  Besultan- 
do  probado  que  por  sentencia  firme  de  veinte  y  tres  de 
"Octubre  de  mil  novecientos,  pronunciada  en  la  causa 
"número  sesenta  y  uno  del  año  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  nueve  en  el  Juzgado  de  Inétnicción  de  San 
"Cristóbal,  fué  ejecutoriamente  condenado  el  moreno 
"Boque  Bruzón,  como  autor  de  un  delito  consumado  de 
"robo  con  intimidación  en  las  personas  y  la  circunatan- 
"cia  agravante  de  nocturnidad  á  la  pena  de  seis  años, 
"diez  meses,  nn  día  de  presidio  mayor,  accesorias,  pago 
"de  todas  las  costas  y  á  satisfacer  al  perjudicado  el  im- 
porte de  quince  matules  de  tabaco  á  razón  de  cuarenta 
"centavos  cada  uno,  con  abono  de  la  mitad  de  la  prisión 
"preventiva  sufrida." 

RE8OLDCI0N  RECORRIDA  : 

Resultando  que  la  Audiencia,  estimando  los  hechos 
probados  constitutivos  de  un  delito  de  hurto,  y  al  proce- 
sado autor  del  mismo  con  la  circiinstancia  agravante  de- 
ser  reincidente,  le  condenó  á  la  pena  de  seis  meses  y  un 
día  de  presidio  correccional,  accesorias,  indemnización, 
de  ocho  pesetas  al  perjudicado  con  apremio  personal  en 
caso  de  insolvencia  y  al  pago  de  las  costas. 

Fundamentos  del  recubso  de  c.^ación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  ñscal  el  presente  recurso,  autorizado  por  el 
número  tercero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve y  8ua  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, citando  como  infringido  el  artículo  quinientos 
treinta  y  cinco,  número  primero  y  quinientos  treinta  y 
seifl,  número  tercero  del  Código  Praial  por  indebida  apli- 
cación y  el  articulo  quinientos  veinte  y  uno  por  no  ha- 
berse aplicado,  puesto  que  de  los  hechos  probados  resul- 
ta que  en  ellos  medió  intimidación,  al  decirle  Bruzón  á 
Bernal.  en  las  circunstancas  en  que  lo  hizo,  que  soltara 
el  caballo,  y  concurrió  también  la  violencia  ai  apoderar- 
se del  cuchillo  y  machete  de  aquél  del  modo  que  lo  efec- 
tuó, bastando,  además,  eso  último  para  estimar  que  con- 
curió dicha  violencia  en  los  hechos  que  se  penan  conio- 
un  solo  delito. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia se  ha  sustanciado  debidamente  en  este  Tribunal,  ce- 
lebrándose la  vista  pública,  con  asistencia  solo  del  Mi- 
nisterio fiscal  recurrente  que  lo  sostuvo. 
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Decisión  del  becubso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luía  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  conforme  al  artículo  quinientos 
veinte  del  Código  Penal,  se  comete  el  delito  de  robo 
cuando  el  agente  se  apodera  de  las  cosas  muebles  agenas 
con  violencia  6  intimidación  en  las  personas:  circuns- 
tancias que  indudablemente  concurrieron  en  el  caso  de 
de  autos,  puesto  que  según  los  hechos  probados,  el  pro- 
cesado Bruzón  se  apoderó  del  caballo  y  armas  pertene- 
cientes á  Emilio  Bemal,  valiéndose,  en  primer  lugar  de 
la  intimidación  que  evidentemente  ejerció  en  el  ánimo 
del  mismo  al  prevenirle,  del  modo  que  lo  hizo,  que  no  se 
llevara  el  caballo  del  lugar  donde  lo  tenia  pastando, 
cuando  aquél  se  disponía  á  hacerlo  sin  advertir  la  pre- 
sencia de  Bruzón,  y  en  segundo  lugar,  de  la  violencia 
que  también  realizó  éste,  en  la  persona  (Je  dicho  ofendí- 
do  al  despojarle  rápidamente  y  por  sorpresa  de!  machete 
y  cuchillo  que  pori^ba  á  la  cintura,  ordenándole  después 
que  se  aumentara  de  aquel  lugar,  de  donde  se  alejó  en  se- 
guida Bruzón  llevándose  el  caballo  y  armas  referidas. 

Considerando  que  en  tal  concepto,  al  calificar  la 
Sala  sentenciadora  ese  hecho  como  delito  de  hurto  y  no 
de  robo,  infringió  el  artículo  quinientos  veinte  citado  y 
el  quinientos  veinte  y  uno,  número  quinto  del  Código 
Penal,  incurriendo  en  el  error  de  derecho  invocado  en  el 
recurso  y  dando,  por  tanto,  lugar  á  la  casación  de  la 
sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugflr  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  la  causa  de  referencia,  la  cual  sentencia  casamos 
y  anulamos  declarando  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese  esta  sentencia  y  la  que  á  continua- 
ción se  dicta,  etc.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pi- 
chardo. — Luís  Gastón. — Ambrosio  B.  Morales. — ^Carlos 
Eevilla. — El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora  votó  tn  Sala 
y  no  pudo  firmar.— José  Antonio  Píchardo. 

SogtUlda  sentonñai. — En  la  misma  Jeeha  diotÓ  ei   7W¿unaI 
niuva  lenteneia  en  lot  dguieniee  téminot: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  el  primer  considerando  de  la  ca- 
sación; y  además. 

Considerando  que  del  expresado  delito  de  robo  es 
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cri  ni  inaí mente  responsable  como  autor  el  procesado  Eo- 
<[ue  Bnizón,  por  haberlo  ejecutado  pereonalmente : 

Contiiderando  que  en  la  comisión  del  delito  es  de 
apreciarse  la  circunstancia  agravante  de  ser  reincidente 
et  culpable,  toda  vez  que  éste  ha  sido  ejecutoriamente 
condenada  con  anterioridad  por  otro,  delito  de  robo,  sin 
que  concurra  ninguna  circunstancia  modificativa  de  su 
responsabilidad : 

Considerando  que  todo  el  que  ee  criminalmente 
responsable  de  un  delito,  lo  es  también  civilmente,  asi  co- 
mo al  pago  de  las  costas  procesales. 
Vistos,  etc. 
Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á  Ro- 
que Bruzón  como  autor  de  un  delito  de  robo  con  violen- 
cia é  intimidación  en  las  personas  con  la  circunstancia 
agravante  de  reincidencia,  á  la  pena  de  seis  años,  diez 
meses  y  un  día  de  presidio  mayor,  accesorias  de  inhabi- 
litación absoluta  temporal  en  toda  su  extensión  y  suje- 
ción á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  por  igual  tiempo  de 
la  condena  principal  que  empezará  á  contarse  desde  el 
cumplimiento  de  la  misma,  y  al  pago  de  las  costas,  de- 
biendo indemnizar  en  la  cantidad  de  ocho  pesetas  al 
perjudicado  Bernal,  á  cuya  libre  disposición  se  dejará 
el  caballo  ocupado  y  que  !e  fué  entregado  en  depósito ; 
y  abónese  al  penado  la  mitad  del  tiempo  de  la  prisión 
preventiva  que  haya  sufrido.  Así  por  esta  nuestra  sen- 
tencia lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
Antonio  Pichardo. — Luis  (iastón.— Ambrosio  R.  Mora- 
les.— Carlos  Revilla. — El  Magistrado  Sr.  Federico  Mora 
votó  en  Sala  v  no  pudo  firmar. — José  Antonio  Pichardo, 

■Huma.— Auto  151.— 5  de  Octubre.— Concepto,   (tíaeeta, 

MayoM,   1904.) 

DOCTRINA;  Según  repetidas  resoluciones 
del  Tribunal  Supremo  no  se  expresa  cun  la  debida 
precisión  y  dandad  el  concepto  en  que  se  supone 
violada  la  ley,  si  el  recurrente,  con  relación  á  los 
hechos  declarados  probados  en  la  sentencia,  nu 
expone  las  razones  de  derecho  que  en  su  sentir  de- 
muestren la  iniracción  del  precepto  que  se  cita. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  la  causa  instruida  en  el  Juzga- 
do de  San  Antonio  de  los  Baños  contra  Juan  Calderón, 
por  el  delito  de  abusos  deshonestos,  la  Sección  segunda 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  capital 
dictó  sentencia  el  seis  de  Agosto  ídtimo,  condenando  al 
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mencionado  Calderón,  en  concepto  de  autor  del  espresa- 
do delito,  con  la  concurrencia  de  una  circunstancia  agra- 
.  vante,  á'  la  pena  de  cuatro  años,  nueve  meses,  once  díaa 
de  prisión  correccional  y  aceeoriaB  que  estimó  proce- 
dentes. 
Recurso  denegado: 

Resultando  que  contra  este  falio  ee  interpueo  á  nom- 
bre del  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  presentindose  i  este  objeto  el  escrito  que  copiado  en 
eu  parte  pertinente  dice  aaí :  "Primero :  que  la  sentencia 
"fué  dictada  el  seis  del  corriente  mes  de  Agosto,  notifi- 
"cada  á  mi  defendido  el  siete  del  mismo  y  á  mi  el  doce 
"del  propio  mes,  siendo  ésta  la  última  notiñcación  hecha 
"á  cualquiera  de  lae  partes. — Segunda:  Que  este  escrito 
"lleva  fecha  de  hoy  quince  de  Agosto  de  mil  novecientos 
"tres. — Tercero:  Que  autorizan  este  recurso:  (a)  El  ar- 
"tfculo  segundo  de  la  citada  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  por  cuanto  de- 
"clara  vigentes  los  preceptos  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
"to  Criminal  á  los  efectos  de  determinar  los  casos  en  qne 
"procede  el  recurso  de  casación. — (b)  El  articulo  ocho- 
"cientos  cincuenta  y  cuatro  de  la  citada  Ley  de  Enjui- 
"ciamionto,  por  cnanto  atribuye  personalidad  para  es- 
"blecer  el  recurso  de  casación  á  totíos  loe  que  hayan  eido 
"parte  en  el  juicio, — (c)  Tjob  artículos  ochocientos  cna- 
"renta  y  siete  y  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  número- 
"primero  de  la  Ley  procesal  citada,  por  cuanto  declaran 
"haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
"contra  todas  laa  sentencias  dictadas  en  juicio  oral  y  en 
"única  instancia  por  las  Audiencias. — (d)  El  número 
"primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
"la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  qne  declara 
"que  ¿  los  efectos  del  recurso  se  estima  una  ley  infringi- 
"da  cuando  los  heclios  que  en  la  sentencia  se  declaran 
"probados  se  penen  como  delitos  ó  faltas,  no  siéndolo  y 
"como  yo  estimo  que  los  liechos  que  en  la  sentencia  Bñ, 
"declaran  prohados  no  constituyen  delito,  interpongo- 
"el  presente  recurso. — Cuarto :  Ley  infringida  y  con- 
"cepto  en  que  lo  ha  sido.  El  artículo  cuatrocientos  cin- 
"cuenta  y  cinco  en  relación  con  el  número  primero  del 
"cuatrocientos  cincuenta  y  tres  del  Código  Penal  que 
"castiga  al  que  abusare  deshonestamente  con  persona 
"de  uno  ú  otro  sexo  ai  se  usare  fuerza  ó  intimidación, 
"con  la  pena  aplicada  por  la  Sala, — Concepto  de  la  in- 
"fracción. — Este  artículo  ha  sido,  en  sentir  de  la  defen- 
"sa,  indebidamente  aplicado,  por  cuanto  el  hecho  decla- 
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"rado  probado  de  que  mi  defendido  después  de  haber 
"desistido  de  su  propósito  á  tos  ruegos  del  menor  Bey- 
"nerio  Rodríguez,  se  safó  los  pantalones  y  obligó  al 
"menor  con  amenazas  á  que  le  anduviera  en  sus  partes 
"genitales,  no  constituye  el  delito  que  definen  y  penan 
"los  artículos  antes  citados  ni  hay  en  esos  hechos  en  la 
"forma  en  que  la  Sala  los  declara  probados,  elementos 
"bastantes  para  afirmar  como  lo  hace  la  sentencia  que 
"constituyen  delito  alguno."  ' 

Causa  db  la  <)t;bja  : 

Resultando  que  ei  Tribunal  a  quo  por  auto  de  diez 
y  ocho  de  ¿Vgosto  último  denegó  la  admisión  del  recurso 
fundándose  para  ello,  en  que  do  se  ha  cumplido  con  el 
requisito  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número 
noventa  y  doe  de  mi!  nchocientoe  noventa  y.  nueve  en 
cuanto  á  la  expresión  del  concepto  en  que  se  estimó  in- 
fringida la  ley  que  én  el  recurso  se  cita. 

Resultando  que  personado  ante  este  Tribunal  el  re- 
currente, interponiendo  recurso  de  queja  contra  el  auto 
que  le  denegó  el  de  caf«ción,  previa  instrucción  de  las 
partes,  se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Le- 
trado defensor  de  aquél,  que  sostuvo  el  referido  recurso, 
y  del  Ministerio  fiscal  que  lo  apoyó. 

Resolución  : 

Considerando  que,  según  repetidas  resoluciones  de 
este  Tribunal  Supremo,  no  se  expresa  con  la  debida  pre- 
cisión y  claridad  el  concepto  en  que  se  supone  violada  la 
ley,  si  el  recurrente  con  relación  á  los  hechos  declarados 
pobados  en  la  sentencia,  no  expone  las  razones  de  de- 
recho que,  en  su  sentir,  demuestren  la  infracción  del 
precepto  que  se  cita;  defecto  éste  de  que  adolece  el  re- 
curso que  motiva  esta  queja,  toda  vez  que  el  procesado  ae 
limita  á  afirmar  que  loe  hechos  que  expone  no  son  cons- 
titutivos de  delito  y  omite  todo  razonamiento  encami- 
nado á  demostrar  la  afirmación  que  hace,  dejando  asf 
incumplido  el  requisito  cuarto  del  artículo  quinto  de  la 
Orden  mencionada;  por  tanto,  al  no  admitir  el  Tribu- 
nal  a  quo  el  recurso  interpuesto,  procedió  con  arreglo  á 
derecho  y  en  consecuencia  debe  declararse  sin  lugar  el 
presente  de  queja  con  las  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  el  procesado  Juan  Calderón,  contra  el  auto  de 
diez  V  ocho  de  Agosto  último  que  le  denegó  el  de  casa- 
T   B,— 1»04.— *s. 
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ción  de  qtie  ee  deja  hecho  mérito,  con  las  costas  á  sa 
cargo. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ñrman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— .Tose  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales. — José  María  Gispert. — J,  M.  Aguirre. 
— Sikerio  Castro,  Secretario. 

Inf.  ley.— Sont  167,-6  de  Octab».— AgreeióiL  (  Qaeeta, 

Mayo  íes,  190Í.') 

I>OCTRINA:  Para  que  poeda  ser  estimada 
la  circunstancia  ezinimte  de  defensa  personal  es 
necesario  que  en  el  hecho  coocurra  en  primer  tór- 
mino  y  necesariamente  un  acto  de  aKresién. 

Por  aeresiún  se  entiende  el  acometimiento  ó  em- 
pleo de  fuerza  material  contra  el  qtie  se  defiende  j 
no  íimplcB  amenazas  y  frases  insultantes  que  no 
hagan  naturalmente  presumir  que  á  ellas  han  de 
seguir  actos  de  violencia. 

En  la  ciudad  do  la  Habana  á  cinco  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  capación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  Ángel  Hernández  Sola- 
no, labrador  y  vecino  de  Giianajay,  contra  la  wntvneia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Kío  en  caufa  se- 
guida contra  el  mismo  por  homicidio. 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en  tres 
de  Julio  último,  se  consignan  los  hechos  probados  en-cl 
resultando  único  siguiente: 

Hechos  probados: 

"Resultando  probado  que  como  á  las  dos  de  la  tar- 
"de  del  día  veinte  y  nueve  de  Abril  último,  el  procesado 
"mayor  do  diPK  y  ocho  años  de  edad  Ángel  Hernández. 
"Solano,  guiaba  una  carreta  con  la  que  hacía  el  tiro  de 
"caña  en  la  colonia  que  Cayetano  Ruiz  Gómez  tiene  en 
"la  finca  "Caracol",  colindante  de  la  Villa  de  Guanajay, 
"cuando  le  salió  al  camino  Sixto  Cuesta,  sexagenario, 
"que  padecía  de  arterio-eeclorosis  y  trabajaba  como  iiia- 
"chetero  en  la  propia  finca  en  uno  de  los  dos  cortes  de 
"caña,  sin  que  Ángel  Hernández  dependiera  de  él  en  for- 
"ma  alguna;  pidió  Cuesta  á  Hernández  que  cargara  en 
"aquel  momento  las  cañas  de  su  cort«,  á  lo  que  el  segundo 
"respondió  que  no  podía,  puesto  que  iba  á  hacerlo  con  las 
"de  otro  corte,  por  lo  oue  Cuesta  en  actitud  descompuesta 
"se  colocó  dolante  de  los  bueyes  que  tiraban  de  !a  carre- 
"ta,  para  impedir  á  todo  trance  que  el  procesado  avan- 
"zara  por  el  camino,  visto  lo  cual,  éate,  llevando  en  la 
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"mano  la  vara  de  aguijar  que  era  delgada  ^  como  de  dos 
"metroe  de  largo,  se  &ipk6  de  la  carreta  y  se  dirigió  hacia 
"Cuesta  requiriéndole  de  palabra  para  que  dejara  cami* 
"nar  loa  bueyes ;  pero  el  requerido  lej'oB  de  acceder  ¿  ello 
"se  remangó  la  camisa  y  pionunciando  frases  ¡i^ultant^s 
"hizo,  á  la  distancia  de  dos  varas  más  ó  menos  á  que  de 
"él  se  encontraba,  ademán  de  acometer  al  procesado  An- 
"gel  Hernández  Solano,  quien  en  aquel  instante  y  por 
"tal  motivo,  dio  a»  la  vara  de  aguijar  un  golpe  á  Sixto 
"Cuesta  en  la  parte  interna  del  pabellón  auricular  dcre- 
"cho,  causándole  una  lesión  determinante  de  conmoción 
"cerebral  que,  por  el  estado  patológico  del  citado  Cuesta 
"produjo  su  muerte  en  las  primeras  horas  de  la  mañana 
"del  dia  siguiente." 

Resolcción  recurrida: 

Besultando  que  el  Tribunal  sentenciador,  estimando 
que  los  hechos  probados  son  constitutivos  de  un  delito 
de  homicidio,  definido  y  penado  en  el  articulo  cuatni- 
cientos  dipz  y  seis  del  Código  Penal,  del  que  es  autor 
el  procedido  por  participación  directa  en  la  ejecución 
del  mismo,  con  la  concurrencia  de  las  circunstancias 
atenuantes  genéricas  muy  caliñcadas  tercera  y  cuarta 
del  artículo  noveno  del  Código  Pena!,  lo  condenó  á  la 
pena  de  seis  años  y  un  día  de  prisión  mayor,  accesorias, 
pago  (le  costas  é  indemnización  de  tres  mil  pesetas  á  los 
lie  red  oros  do  la  víctima. 

Fundamentos  del  beoorso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso Hernández  Solano  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado,  según  expresa,  por  el  número 
primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  citando  como  infri- 
gido  por  su  no  aplicación  el  párrafo  cuarto  del  artículo 
octavo  del  Có<ligo  Penal;  porque  refiriéndose  á  los  he- 
chos comprendidos  en  los  resultandos  de  la  sentencia 
recurrida,  se  ve  claramente  que  caen  dentro  de  la  dispo- 
sición legal  mencionada;  puesto  que  la  agresión  quiere 
decir,  según  el  Diccionario  de  la  lengua,  acometimien- 
to, y  para  que  éste  se  realice,  no  es  necesario  que  se  haya 
consumado  el  mal,  bastando  con  que  se  haya  intentado; 
asi  pues,  la  agresión  está  constituida  por  el  peligro  corri- 
do, más  que  por  el  daño  causado,  bastando  el  ¡«ligro 
para  que  la  agresión  tenga  existencia  jurídica  y  dé  ori- 
gen á  la  legitima  defensa;  que  el  acometimiento  del  in- 
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terfecto  Sixto  Cuesta  es  una  agresión  ilegitima,  para  re- 
peler la  cual,  tuvo  necesidad  racional  Hernández  Solano 
de  emplear  la  vara  delgada  de  que  habla  la  sentencia, 
como  un  medio  racionalmente  necesario,  adecuado  y  pro- 
porcionado á  la  manera  de  realizarse  la  agresión,  sin  qne 
por  parte  de  Hernández  Solano  existiera  provocación,  ni 
siquiera  la  suficiente  que  exige  el  Código  Penal. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró  Ja  vista  pública  el 
día  veinte  y  cinco  de  Septiembre  último,  habiendo  in- 
formado en  dicho  acto  el  defensor  de  oficio  del  recu- 
rrent*  que  sostuvo  aquél  y  el  representante  del  Ministe- 
rio fif»cal  que  lo  apoyó. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 

Considerando  que  para  que  exista  el  derecho  de 
defensa  á  que  se  refiere  e!  caso  cuarto  del  artículo  octavo 
del  Código  Penal  y  que  produzca  á  favor  de)  que  !o 
ejercita  la  exención  de  reaponsabilidad  criminal,  es  ne- 
cesario que  concurran  laa  tres  circunstancias  que  el  re- 
ferido precepto  legal  señala  y  en  primer  término,  la 
agresión  ilegítima,  el  acometimiento,  el  ataque  por  par- 
te de  la  persona  que  resulte  perjudicada  por  la  defensa 
de  8U  contrario;  porque  sin  que  medie  la  agresión,  no 
hay  posibilidad  de  estimar  las  otras  dos  circunstancias, 
que  no  pueden  existir  sin  que  se  haya  producido  la  pri- 
mera. 

Considerando  que  concretado  el  punto  del  debate 
á  examinar  antes  que  todo  si  existió  ó  nó  por  parte  de  la 
víctima  la  agresión  ilegítima  y  declarándose  en  la  sen- 
tencia recurrida,  como  probado,  qne  el  interfecto  era  un 
sexagenario  que  padecía  de  arterio-eeclorosia,  quien  pi- 
dió al  procesado  que  iba  con  su  carreta  á  cargar  caña  en 
otro  corte,  que  lo  hiciera  en  el  suyo  y  como  aquél  se  ne- 
gara, se  colocó  en  actitud  descompuesta  delante  de  los 
bueyes  que  tiraban  de  la  carreta  para  impedir  á  todo 
trance  que  el  procesado  avanzara,  visto  lo  cual,  éste,  lle- 
vando en  la  mano  la  vara  de  aguijar  que  era  delgada  y 
como  de  dos  metros  de  largo,  se  apeó  de  la  carreta  y  se 
dirigió  hacia  Cuesta,  requiriéndolo  de  paialira  para  que 
dejara  caminar  los  bueyes;  pero  el  requerido,  lejos  de 
acceder  á  ello,  se  remangó  la  camisa  y  pronunciando 
frases  insultantes  hizo,  á  la  distancia  de  dos  varas  más  ó 
menos  á  que  él  se  encontraba,  ademen  de  acometer  al 
procesado  Ángel  Hernández  Solano,  quien  en  aquel  ins- 
tante y  por  tal  motivo,  dio  con  la  vara  de  aguijar  un 
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golpe  á  Sixto  Cuenta,  causándole  ima  lesión  determinan- 
te de  conmoción  cerebral  que,  por  el  estado  patológico  del 
fitado  Cuesta,  produjo  bu  muerte;  es  visto  que  Sixto 
Cuesta,  hombre  viejo  y  enfermo,  que  no  iba  armado,  por 
ijue  la  sentencia  no  dice  que  lo  fuera:  y  por  tanto  no 
po<lÍa  inspirar  gran  temor  á  un  hombre  joven,  se  limitó 
ti  proferir  fraties  insultantes  contra  el  procesado  y  á 
amenazarlo ;  pero  no  le  agredió,  en  el  sentido  de  acome- 
terlo, de  atacarlo,  empleando  fuorita  material  contra  su 
persona  con  el  propósito  de  causarle  mal,  ni  se  puso  en 
<-i>ndiciones  de  naturaleza  tal,  que  el  procesado  pudiera 
temer  que  ese  ataque  cou  verdadero  riesgo  para  él,  pu- 
diera producirse  y  ¡mr  consecuencia  no  puede  estimarse 
la  existencia  d<í  la  agresión  ilegitima,  faltando  a^i  la 
base,  el  elemento  esencial  del  derecho  de  defensa. 

Considerando  que,  |ior  los  fundamentos  expuuitos 
la  Sala  seutenciadora  uo  ha  incurrido  en  la  infracción 
de  ley  que  we  le  atribuye  y  en  tal  concepto,  procede  iJe- 
etarar  tiin  lugar  el  recurso  interpuesto  é  imponer  las  cos- 
tas al  recurrente,  de  conformidad  con  lo  ordenado  en  el 
artículo  cuarenta  de  la  ley  de  casación. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  uo  ha- 
\tcr  lugar  al  i'ecurso  de  casatnón  que  por  infracción  de 
ley  interpuso  el  procesado  Ángel  Hernández  Solano 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Aiidiencia  de  Pinar  del 
Río  en  tres  de  Julio  último,  con  las  costas  á  cargo  del 
recurrente. 

Comuníquciíe,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Qispert. 
— J.  M.  Aguirre. 


Inf.  ley.— Sont  168.— 5  de  Octubre.- Perjiuío.  ( Qaeeta, 

MayoSS,  190^.) 

DOCTRINA:  No  comete  el  detito  de  perjurio 
qaien  añrma  an  hecho  inexacto  bajo  juramento, 
al  coatestar  una  pregnnta  que  no  comprende  el 
particalar  falsamente  afirmado,  no  teniendo  di- 
cho particular  i nfluf^nci a  alguna  en  Jl  asunto  para 
el  cual  él  prestad  juramento. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cinco  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurao  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  e]  Ministerio  fiscal  contra  sentencia 
dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Cnmi- 
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nal  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  en  causa  que  se  ins- 
truyó en  el  Juzgado  del  Este  en  esta  ciudad  contra  José 
Rodriguen  y  liddriguoz  por  el  delito  de  perjurio. 
Hechos  pbobados: 

Resultando  que  en  la  ejpresada  sentencia  de  seis 
de  Julio  último,  se  consignan  como  heclioB  probados  los 
que  á  continuación  literalmente  se  transcriben:  '•Prinu'- 
que  á  continuacóu  literalmente  se  tranacribeQ:  "Priuie- 
"ro :  Resultando  probado  que  el  procesado  mayor  de  edad 
"José  Rodríguez  y  Rodríguez  que  pretendía  ingresar  en 
"el  Cuerpo  de  Policía  de  esta  ciudad,  escribió  el  día  diez 
"y  otlio  de  Junio  del  mil  novecientos  dos  las  eontestacio- 
"iies  que  é.  cada  una  de  las  preguntas  impresas  que  se  en- 
"eueutran  á  continuación  del  modelo  para  las-solieitu- 
'Vlea  de  ingreso  en  dicho  Cuerpo,  se  esigen  á  los  a^^i- 
"rantes,  y  en  la  misma  fecha,  cumpliendo  coa  otro  re- 
"quisito  que  exige  para  dicho  ingreso,  juró  ante  Notario 
''que  las  aseveraciones  y  respuestas  contenidas  en  la  in- 
"dicada  solicitud,  tanto  manuscritas  como  en  letra  de 
"molde,  eran  verídicas  y  conformes  á  su  leal  saljer  y  en- 
'"teodcr,  Y  en  la  instancia  á  continuación  de  la  pregun- 
"ta  número  doce,  que  dice  textualmente:  "¿Ha  sido 
"Vd,  alguna  vez  condenado  por  ofensa  contra  las  leyes 
"de  esta  ciudad,  de  este  país,  ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro 
"país?"  (En  caso  afirmativo  exprese  la  fecha  y  clase 
"de  ofensa.)  Contestó  el  procesado:  "Uunca  he  sido 
"procesado  ni  condenado  por  faltas  ni  delito." — Segun- 
"do  Resultando :  probado  que  el  procesado  ya  dicho,  Jo- 
"eé  Rodríguez  y  Rodríguez,  en  causa  número  trescien- 
"tos  treinta  del  extinguido  Juzgado  de  Belén  por  hurto, 
"iniciada  en  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noven- 
"ta  y  ocho,  fué  declarado  procesado,  la  cual  causa  antes 
"de  llegar  ¿  celebrarse  el  juicio  oral  fué  terminada  por 
"auto  de  diez  y  seis  de  Febrero  de  mil  novecientos  tres, 
"en  que  se  declaró  comprendido  al  José  Rodríguez  y 
"Rodríguez  en  la  gracia  de  indulto  concedida  por  la  Or- 
"den  Militar  de  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  novecientos, 
"y  se  acordó  la  libertad  de  dfcho  procesado." 

RrSOIxUCION  RECCRltlnA: 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo,  estimando  que 

los  referidos  liechos  no  constituyen  delito,  absolvió  al 
procesado  declarando  las  costas  de  oficio. 

FUNDAMKNTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN : 

Resultando  que  contra  este  falto  se  ha  interpuesto 
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por  el  Ministerio  Fiscal,  recureo  de  casación  por  infrac- 
ción óe  ley,  autorizado  por  el  caíto  primero  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la'  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criutinal,  citando  como  ley  infringida  el  número 
primero  del  artículo  priipero  y  número  tercero  del  ar- 
ticulo ee^ndn  de  la  Orden  número  ciento  diez  y  seis  da 
mil  novecientos,  por  no  haberse  aplicado,  á  cuyo  respecto 
PX]ione:  "(pie  si  ac  declara  por  los  mencionadns  reHiiltan- 
"dosqiic  el  procesado  escribió  de  su  puño  y  letra  las 
"contestacioneH  á  las  preguntas  impresas  que  we  encuen- 
"tran  en  los  modelos  para  solicitudea  de  ingreso  en  el 
"Cuerpo  (le  Policía,  y  que  cumpliendo  otro  requisito, 
'•juró  ante  Xotario:  si  se  declara  que  á  continuación 
"de  la  pregunta  duodécma  que  dice:  "¿Ha  sido  Vd.  al- 
"guna  w?.  «mdenado  por  delito  contra  las  leyes  de  esta 
"ciudad,  ó  de  ente  país  ó  de  otra  ciudad,  6  do  otro  país? 
" — Contestó  el  procesado  que  nunca  haltía  sido  ¡>roceíia- 
"do  ni  condenado  por  falta  ni  delito."  Resultando  que 
"fué  declarado  procesado  en  la  causa  trescientos  treinta 
"del  extinguido  Juzgado  de  Belén  por  hurto,  iniciada 
"en  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
"la  cual  fué  terminada  por  indulto  de  Rodríguez,  según 
'iii  (trden  de  diez  y  ¡wifi  de  Enero  de  mil  novecientos, 
"cíi  indiscutible  que  deliberadamente,  porque  se  trata 
"de  actos  tan  personales  que  no  puede  aceptarse  que  así 
"no  lo  fuera,  ha  afirmado  un  hecho  que  sabía  era  falso, 
"después  de  haber  prestado  juramento,  primera  y  más 
"clara  forma  de  obligar  á  la  verdad  que  establece  la  Or- 
"den  siendo  la  persona  ante  quien  tal  inexacta  declara- 
"ción  se  ha  heclio  un  Notario,  guardador,  según  nuestra 
"legislación  de  la  fé  pública. — Y  no  cree  este  Ministerio 
"que  las  circunstancias  de  que  la  parte  de  la  contesta- 
"ción  en  que  los  procesados  falten  á  la  verdad  sea  nece- 
"saria  para  responder  á  la  pregunta  formulada  en  los 
"modelos,  exima  de  producirse  con  verdad  en  tales  ma- 
"n i festa clones  '  que  pudieran  llamarse  secundarias  6 
"agregarlas,  porque  si  bien  es  cierto  que  á  lo  que  se  re- 
"flere  ta  pregun^  <luodéeima  copiada,  es  la  eiistencia  ó 
"no  de  delitos,  no  lo  es  menos  que  todo  lo  que  se  diga  ante 
"funcionario,  bajo  juramenta,  habrá  de  ser  conforme  ala 
"verdail,  ]íor<|ue  lo  que  quiere  la  ley  en  la  materia  es  que 
"no  se  falte  á  aquél ;  y  si  se  aceptase  que  ])or  no  exi- 
"girsc  en  la  ¡trcgunta  esa  parte  de  contestación,  aunque 
"ésta  no  fuera  exacta,  no  se  cometería  perjurio,  se  llega- 
■  "ría  á  ta  conclusión  inaceptable  de  do  poder  apreciar  és- 
"te,  más  qne  ctundo  estándose  en  la  obligación  de  ase- 
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"gurar  algo  en  concreto,  previamente  determinado,  do 
"se  hiciera,  lo  cual  parece  pugna  con  ei  elemento  de  pro- 
"pia  deliberación,  auetancial  de  la  disposición  penal  que 
"examinamos  y  que  haría  que  siempre  que  se  trate  de 
"inanifCHtaciones  ezpoDtáneas  falsas,  cuando  por  minis- 
"terio  de  Ley  se  venga  obligado  á  decir  verdad  por  vir- 
"tud  de  juramento  que  se  prestó,  no  exista  el  perjurio. 
" — Esa  dependencia  que  se  quiere  establecer  entre  aqu»- 
''llo  i't  que  lia  de  referirse  la  manifestación  del  sujeto  y 
"lo  diclio  por  éste,jio  existe  en  realidad,  pues  el  nexo  de 
"esa  dependencia  está  en  la  relación  cutre  lo  cierto  y  lo 
"incierto,  lo  verdadero  y  lo  falso,  que  como  se  compren- 
"derá,  existe  virtuahiiente  por  la  naturaleza  y  fuerza  de 
"ambos  conceptos,  es  decir,  la  relación  entre  el  acto  y  la 
"ley,  sin  que  sean  necesarias  relaciones  determinadas  y 
"circunstanciales  entre  lo  interrogado  y  lo  respondido. 
"^Aparte  de  que,  dispuesto  por  el  Supervisor  de  Policía 
"en  Marzo  del  año  último  que  los  aspirantes  agregasen 
"á  su  contestación  las  frases :  "ni  por  faltas  ni  p<>r  deli- 
"to",  hay  una  disposición  que,  ampliando  los  preceptos 
"de  la  Orden  ciento  diez  y  seis,  resulta  también  vuluera- 
"da.  Donde  quiera  que  la  ley  exija  la  prestación  de  ju- 
"ramento  todo  lo  que  bajo  ese  juramento  se  diga  si  no 
"es  cierto,  á  tenor  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  es  conu- 
"titutivo  de  perjurio." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente,  previa  la  sustanciación  correspondiente,  se 
celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Ministerio 
fiscal  que  Bostuvo  el  aludido  recurso  y  del  letrado  de- 
fensor del  procesado  que  lo  impugnó. 
Deoisiók  dbl  ebcdhbo  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  cometen  el  delito  de  perjurio  que 
castiga  la  Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  nove- 
cientos, los  que  deliberadamente  afirmen  ser  cierto  un 
hecho  que  saben  es  falso,  después  de  haber  prestado 
juramento  de  testificar,  declarar,  deponer  ó  certificar  la 
verdad  ante  un  Tribunal,  Juez,  funcionario  ó  persona 
competente  en  cualquier  procedimiento  civil  6  criminal 
ú  otro  caso  en  que  por  ministerio  de  la  ley  deba  pres- 
tarse tal  juramento,  ó  contraerse  en  otra  forma  ía  obli- 
gación de  decir  verdad. 

Considerando  que  en  tal  concepto  no  puede  decirse 

3ue  faltara  esenciabnente  á  la  verdad  á  loe  efectos  da 
icha  Orden,  quien  como  el  procesado,  interrogado  ai 
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había  sido  condenado  por  delito  ó  falta,  coBteetara  ue- 
gativameate,  agregando  nO  haber  estado  procesado, 
Hiendo  asi  que  lo  habia  Rido  é  indultado  antes  del  juicio 
oral ;  portjue  aparte  de  no  habérsele  pr^untado  acerca 
de  este  último  extremo,  eircuzístancia  pgr  la  cual,  pudú 
omitir  toda  manifeutacón  respecto  al  mismo  sin  consta 
cuencias,  caao  de  conocerse  más  tarde,  es  de  presumirse 
racionalmente,  no  lo  enunciara,  si  intentaba  dolosamen- 
te alejar  toda  sospecha  sobre  ese  hecho  que.  en  sus  con- 
diuiuiu's  carucia  de  iiiflueocia  ó  traacenuencia  al  objeto 
(Je  la  det-laración  prestada;  á  lo  cual  se  a^ega  <jue  bien 
pudo  creer  el  procesado,  equiparando  el  indulto  á  la  am- 
nistía, que  extinguida  la  acción  penal,  antes  de  ser  juz- 
gado, quedai'a  boirado  en  lo  absoluto  el  delitu  y  sus 
efeutosj  por  lo  que  tampwo  puede  asegurarse  que  el  de- 
clarante deliberadamente  afiriue  cumo  cierto  lo  que  le 
constaba  era  falso. 

Considerando  que  por  lo  que  se  deja  expuesto  el  ' 
Tribunal  a  quo  nu  ha  incurido  en  el  error  de  derecho  del 
número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  procesal,  ni  cometido  la  infracción  de 
ley  que  se  le  atribuye,  y  en  consecuencia  procede  decla- 
rar sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas  de  oñcio. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  uo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  el  seis  de  Julio 
último ;  con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc.  Ixi  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — iTosé  Antonio  Píchardo. — Luis  Gastón. — Jo- 
sé Cabarrocas  Horta.— Ambrosio  R.  Morales. — José  Ma- 
ría Gispcrt. 

ln£  loy.— Sent  169.— 7  de  Octubre.  -Hond^dio.  C  Oa- 

eeta,  Mayo  2S,  190^.) 

DOCTRINA;  Toda  acción  penada  por  la  ley 
se  reputa  voIuDtaría  á  menos  que  no  conste 
lo  contrarío  y  por  consigniente  la  persona  que  dá 
á  otra  un  fuerte  golpe  ooasionándole  la  muerte  ea 
reo  del  delito  de  homicidio,  sin  que  obste  á  ello 
que  nose  justiScara  la  forma  de  la  agresióu,  ni  los 
móviles  del  delito,  ni  el  ol^eto  que  se  empleó  para 
dar  el  golpe;  puesto  que  ba»ta  para  la. edificación 
el  daño  causado,  y  la  falta  de  elemento*  qne  de- 
muestran r^ue  éste  fuera  producto  de  nn  accidente 
ageno  á  la  intención  j  Toluntad  del  antor. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  i  siete  de  Octubre  de 
mil  novecientoe  tres:  visto  el  recurso  de  casación  que 
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1i*  toLjeim  t-MiSLATiiro. 

por  infracción  de  ley  interpuso  el  procesado  Lorenzo 
Galán  y  Goníále?.  (a)  Ijencho,  jornalero,  vecino  de  esta 
ciudad  de  la  Habana,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  esta  capital,  en  cau»a  instruida  en  el  Jun- 
gado de  Infitniceión  del  Este,  por  el  delito  de  hotnicidio. 

Hechos  probados: 

Resultando  que  en  In  sentencia  tpie  motivó  el  pre- 
sente recurso,  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  el 
día  dies:  y  oobo  de  Mayo  último,  se  consignan  los  hechos 
de  la  causa  en  el  resultando  que  literalmente  se  trans- 
cribe ú  (Hmtinuación :  "Resultando  probado  que  en  los 
"últimos  días  de  la  primera  quincena  <!el  mes  de  Febre- 
'ro  del  corriente  año,  el  procesado  en  esta  causa  fjoren-- 
'zo  (lalán  y  tíonzález  (a)  TiCncho,  mayor  de  diez  y  o<*ho 
'años  y  que  vivía  en  un  bohío  en  Triscornia  en  unión 
'de  Pedro  <'anipos  y  Molina,  en  cuyo  lugar  se  dedicaban 
'ambos  &  la  quema  de  carbón,  dio  á  éste  un  fuerte  golpe 
'que  le  ocasionó  una  fractura  que  partiendo  de  la  unión 
'del  temporal  con  el  frontal  del  lado  derecho  se  conti- 
'nuó  por  la  cara  anterior  y  superior  del  frontal  y  por  el 
'parietal  izquierdo  hasta  su  unión  con  el  ni^cipital  y  otro 
'en  el  Indo  derecho  jwsterior  del  parietal,  qtio  le  produ- 
'jeron  la  muerte,  arrojan<lo  después  su  cuerpo  al  mar. 
'No  se  ha  justificado  en  qué  forma  hizo  Ijorenzo  Galán 
'la  agresión,  ni  los  móviles  del  delito,  ni  el  objeto  que 
'empleó  para  dar  el  golpe  y  producir  la  muerte  á  Cam- 
'pos." 

Rbsoldoión  rbccrrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  esos 
hechos  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio,  previsto 
y  penado  en  el  artículo  cuatrocientos  diez  y  aeis  del  Có- 
digo Penal :  de  autor,  la  participación  del  procesado,  sin 
concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  respon- 
sablidad  criminal  y  le  impuso  la  pena  de  catorce  años, 
ocho  mesee  y  un  dia  de  reclusión  temporal,  con  las  ac:e- 
florias  eorrespondicnte«,  pago  de  costas  é  indemnización 
de  cinco  mil  pesetas  á  los  herederos  de  la  victima. 

Fundamentos  del  hecürso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  que  dice  autorizado  por  el  número  primero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  T^ey  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  en  relación  con  los  preceptos  legue* 
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{<onsignado8  en  los  núniefos  tercero  y  quinto  del  mismo 
artículo,  puesto  qiif  ios  hechos  deciarafloa  probados  en  la 
Hentpncia  reciirrida,  se  han  ealiñcado  como  conatituti- 
vos  de  delito,  no  eiéndolo,  citando  como  infringidos  loe 
artículos  primero  y  cuatrocientos  diez  y  seia  del  Código 
Penal,  siendo  ol  "concepto  de  !&  infracción,  que  dice  el 
"primor  Kesultando  probado:  que  en  los  últimos  dios  de 
'■¡a  primera  quincena  del  mea  de  Febrero  del  oorríente 
"añ'»,  el  procesado  en  esta  causa  Ixrenzo  Galán  y  Gon- 
''zált'z  (a)  Ijenclio,  mayor  de  diez  y  oclio  años  y  que  tí- 
"via  en  en  un  bohío  en  Triscomia,  en  uoióu  do  l'edro 
"Caiujios  Molina,  en  cuyo  lugar  Me  dwlicaban  ambos  á 
"la  (|ucina  de  carlHin,  dio  ¿  í-ste  un  fuerte  golix'  que  le 
"otaMioiió  una  fnutura  »(ue  ¡»artiendn  de  la  unión  del 
"temporal  con  el  frontal  del  lado  dereelio,  »e  c-ontínuó 
"])or  la  cara  anterior  y  sujM'rior  del  frontal  y  por  el  pa- 
"rietal  izquierdo  hasta  su  unión  con  el  (weipital,  y  otro 
"en  el  lado  dere<'lio  piwterior  del  parietal,  que  le  produ- 
"jeron  la  muerte,  arrojando  después  su  cuerpo  al  mar. 
"No  se  ha  justificado  en  qué  forma  hizo  Tjon-nzo  Galán 
"la  aprfsíi'm,  ni  Iom  móviles  del  delito,  ni  el  objeto  que 
"emiile(t  para  dar  el  golpe  y  producir  la  muerte  á  C'am- 
"l>oM.  Ahora  bien,  el  artículo  primero  del  Código  Penal 
"dice  "Son  delitos  ó  faltas  las  acciones  y  omiwiones  vo- 
"luntarias  penadas  por  la  Ley";  y  el  cuatrocientos  diez 
"y  seis  dice :  "Es  reo  de  homicidio  el  que  sin  estar  com- 
"prendido  en  el  artículo  cuatrocientos  trece,  matare  ¿ 
"otro,  no  concurriendo  algún*  de  las  circunstancias  nu- 
"meradas  en  el  artículo  cuatrocientos  catorce" ;  y  como 
"la  s«'ntencia  recurrida  no  expresa,  como  ha  debido  ex- 
"prtwar — y  hubiera  expresado  indudablemente  si  se  tra- 
"tara  de  un  lieebo  penado  en  el  artículo  cuatrocientos 
"diez  y  seis — aplicado  ahora  indebidamente,  la'circuna- 
"tancia  estíncial,  del  delito  de  homicidio,  tal  como  lo 
"consigna  entre  otras,  en  la  sentencia  del  Tribunal  8u- 
"premo  de  Justicia  de  nueve  do  Noviembre  de  mil  ocho- 
"cientos  ochenta  y  cinc-o,  puesto  que  en  ella  no  se  justi- 
"ñca  plenamente  que  el  acto  qne  se  da  por  probado  se 
"haya  realizado  por  voluntad  libre  ni  criminosa,  ni  con 
"ánimo  delil«!rado  de  i-ometer  tal  delito  do  Jioniicidio; 
"antes  bien  a|itirecc  demostrado  ]>()r  el  íinal  del  resul- 
"tando  marcado  que  no  se  ha  justificado  en  qué  forma 
"hizo  Lorenzo  Culán  la  agresión,  ni  loa  móviles  ni  el 
"objeto  que  empleó  para  dar  el  golpe  y  producir  la 
"muerte  de  Campos,  claro  es  que  resulta  probado  que  no 
"hubo  voluntad  para  delinquir,  y  qne  por  lo  mismo,  U 
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TI  8  WíUKra  LMIU^TITO. 

"respetable  Sala  ha  incurrido  en  error  de  derecho  al  pe- 
"nar  como  delito  im  hecho  que  no  lo  sa." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  Tista 
pública  el  (lía  veinte  y  nueve  de  Septiembre  último,  in- 
formando en  dicho  acto  el  defensor  de  oficio  del  recu- 
rrante  que  !o  sostuvo  y  el  representante  del  Uinisterif 
físcal  que  lo  impugnó. 

DbcISION  REL  RliClRSO  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  ^gui""^- 
f)onsíderando  que  según  el  artículo  cuatrocientos 
diez  y  aeiri  del  Código  Penal,  es  reo  de  hom¡cid¡r>  el  que 
HÍu  estar  eompn^udido  en  el  articulo  euatroeientt»*  trece, 
matare  á  otro,  no  concurriendo  alguna  de  las  crircuus- 
tuncias  numeradas  en  el  artículo  cuatrocientos  cB.iftT'X. 
Considerando  que  afirmándose  en  la  sententii^  re- 
currida que  Lorenzo  Galán  y  (lonzálcz  (a)  LencHo  qu^ 
vivía  en  un  bohío  en  Triscoruia  en  unión  de  Pedro 
Campos  y  Molina,  en  cuyo  lugar  se  dedicaban  arribos  a 
la  quema  de  carbón,  dio  á  éste  un  fuerte  go'pe  que  1*  "**' 
MJonó  una  fractura  que  partiendo  de'  ¡a  unión  d<?'  '*"'* 
poral  con  el  frontal  del  lado  derecho  se  eontinxr^.P"^ 
la  cara  anterior  y  superior  del  frontal  y  por  el  p^f|^*' 
izquierdo  hasta  su  unión  con  el  occipital  y  otro  er«-  *^  '*' 
do  derecho  posterior  del  parietal;  que  le  produje r"*!!  * 
muerte,  arrojando  después  su  cuerpo  al  mar;  es  *^  b' 
dable  que  el  procesado  Galán  cometió  el  delito  qir^  "^,.' 
ne  y  pena  el  referido  articulo  cuatrocientos  diez  >"  ^^ 
sin  que  sea  óbice  para  tal  calificación  el  hecho  de  cf*-'^ , 
se  justificara  la  forma  en  que  se  hizo  la  agresión,  **'jjf 
móviles, del  delito,  ni  el  objeto  que  se  empleó  pa*"^!  ■ 
el  golpe,  porque  basta  al  objeto  de  la  calificación  ^  j^ 
cho  probado  de  que  Oalán  causó  la  muerte  de  C»^^í^a¿ 
no  habiendo  demostrado  que  tal  suceso  fuera  P"^^^^*Jiiio 
de  un  accidente  ajeno  á  su  intención  y  voluntad,  ^ 

que,  las  acciones  y  omisiones  penadas  por  la  L^   ^^«n- 
putan  siempre  voluntarias.  A  no  ser  que  consta  le» 
trario. 


Considerando  que  por  las  razones  expuestas  la. 
sentenciadora  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derw^^- 


^1» 


infración  de  ley  que  se  le  atribuye  por  el  recurre**     ^^ 
por  tal  motivo  procede  declarar  sin  lugar  el  recar»'*^-'^  ](¡ 
terpuesto  é  imponerle  las  costas  de  conformidad  c*' 
denado  en  el  artículo  cuarenta  de  la  Ley  de  oaeaoifr**'  jo 
Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declanunc*** 
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haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  interpuso  el  procesado  Lorenzo  Galán  y  González 
(a)  Lencho,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  diez  y  ocho  de  Mayo  último,  con  tae 
costas  á  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Ahí  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
niandanios  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  H.  Morales. — José  Marta  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 


Inf.  I97.— Sent.  170.— 7  de  Octubre.— Arrebato  y  Oboe- 

eadón.  (0<k.,  MayoSS,  1904-) 

DOCTBINA:  Una  discusión  accloradft  entre 
el  agresor  y  el  ofendido  por  no  haber  éste  cumpli- 
do á  aqn^  una  promesa,  con  motivo  de  la.  cnat  se 
desafiaron,  oo  puede  estimarse  como  estimulo  po- 
deroso que  naturalmente  produtca  arrebato  y  ob- 
cecación, que  impulse  al  reo,  al  encontrarae  tnás 
tarde  con  su  cootrario  á  hacer  á  fste  dos  disparos 
j  ocasionarle  lesiones. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  siete  dp  Octubre  de  mil 
novecientoB  tres:  en  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  intd'rpuesto  por  Romberto  Santana.  jornalero, 
vecino  de  Güines,  en  la  causa  seguida  contra  el  mismo 
ante  la  Sección  segunda  de  la  Sata  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  por  el  delito  de  disparo  de  ar- 
ma de  fuego  y  lesiones. 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  veinte  y  nueve  de  Junio  último  se  consignen 
los  hechos  en  el  siguiente : 

Hechos  probados  : 

"Resultando  probado  que  en  veinte  y  nueve  de 
"Marzo  último  tuvo  lugar  una  acalorada  discusión  entre 
"el  procesado  y  el  moreno  Tomás  Hernández  por  no  ha- 
"ber  cumplido  éste  á  aquél  la  promesa  que  le  habia  he- 
"cho  de  que  le  descargaría  dos  carretas  de  caña,  con  cu- 
"yo  motivo  se  desafiaron  y  al  encontrarse  de  nuevo  en 
'■ti  corte  de  cañas  de  la  finca  "La  Guásima",  el  procesa- 
"do  hizo  dos  disparos  á  Hernández  que  le  causaron  le- 
"siones  que  tardaron  treinta  días  en  sanar  con  neceei- 
"dad  de  asistencia  médica  y  con  impedimento  para  el 
"trabajo  durante  ese  tiempo,  recibiendo  el  procerádo  le- 
"siones  causadas  por  Hernández  de  las  que  conoció  d 
"Juzgado  Correccional." 
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Resolución  kecdkrida  : 

Keeultando  que  la  expresada  Sala  estimando  los 
hechos  probados  constitutivos  de  un  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  y  otro  de  lesiones,  realizados  ambos  en 
un  solo  acto,  y  que  es  autor  el  procesado  sin  circunstan- 
cias modificativas  de  responsabilidad  criminal,  le  conde- 
nó á  la  pena  de  tres  años,  cuatro  meses  y  ocho  dfaa  de 
prisión  correccional,  accsorias,  indemnización  al  ofen- 
dido en  la  suma  de  cien  pesos,  con  prisión  subsidiaria 
en  BU  caso,  y  pago  de  costas. 
FONDAMENTOB  DEL  KECímSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso  autorizado  por.  el  in- 
cso  quinto  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
la  Le>'  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  in- 
fringido el  inciso  séptimo  del  artículo  noveno  del  Códi- 
go Penal,  "porque  en  la  sentencia,  dice,  no  se  aprecia 
la  circunstancia  atenuante  do  arrebato  y  obwcacióu  que 
produjo  la  acalorada  discusión  entre  el  procesado  y  To- 
más Hernández,  y  que  debió  tener  en  cuenta  la  Sala  al 
imponer  la  ])ena  á  aquél. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciada debidamente  en  este  Tribunal,  celebrándose  la  vis- 
ta pública  con  asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal  que 
impugnó  aquél. 
Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  (íastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  de  los  hcchoH  declarados  proba- 
dos en  la  sentencia  recurrida  no  se  detluce  en  manera 
alguna  la  existencia  de  la  circunstancia  atenuante  invo- 
cada por  el  recurente,  puesto  que  la  dirícusión  acalorada 
que  aparece  tiivo  éste  con  el  pfendido  por  no  haberle 
cumplido  la  promesa  que  le  había  hecho  referente  al  tra- 
bajo en  que  se  ocupaban,  y  con  cuyo  motivo  se  desafia- 
ron, no  puede  apreciarse  que  sea  estimulo  bastante  po- 
deroso para  producirle  naturalmente  arrebato  y  obceca- 
ción, y  que  en  ese  estado  de  ánimo  obrara,  cuando  al  en- 
contrarse después  á  Hernández  en  otra  parte  le  hirió 
haciéndole  dos  disparos;  y  por  tanto  la  Sala  sentencia- 
dora al  no  estimar  dicha  circunstancia  atenuante,  no  ha 
incurrido  en  la  infracción  ni  en  el  error  de  derecho  que 
se  le  atribuye  en  el  recurso,  el  'cual  en  su  consecuencia 
debe  sor  desestimado  imponiéndose  las  costas  al  recu' 
rrente. 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramofl  no 
haber  lugar  al  recurso  iaterpuesto  por  Boberto  San- 
tana,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  nueve  de 
Junio  último  por  la  Sección  segunda  de  lo  Criminal  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  causa  de  que  ee  ha 
hecho  referencia,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  comuni- 
cará, etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. 
— José  Antonio  Pichardo.— Luis  Gastón. — Ambrosio 
R.  Morales. — Eafael   Maydagán. — José  María  Gispert. 


(iaeb.  forma.— Sent.  24.-7  de  Oetnbro.— Precepto  wtori- 
zador.— Heclios.— Daño.  C  Om.  ,  Mayo  as,  looi. ) 

DOCTRINA:  ElTjuebrantamieDto  de  forma 
i  que.M  refiere  el  número  2".  del  artículo  912  de  la 
ley  de  Enjtiiddniiento  Criminal  tiene  lagar  cuan- 
do en  la  sentencia  no  >e  resuelven  todos  loB  pnti- 
to8  que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación  y  de  la 
de&nea,  7  por  consiguiente  ese  precepto  no  auto- 
'  riza  á  discutir  una  cuestión  que  consiste  en  haber- 
se fandamentado  el  fallo  en  hecho*  no  expresados 
en  las  conclusiones  del  acusador,  acordájidose  la 
absolución  del  reo.  no  obstante  la  aceptación  por 
¿ste  de  la  calificación  de  aquél,  puesto  que  aunque 
la  cuestión  es  de  índole  procesal  y  á  ella  da  lugar 
el  error  del  Tribunal  sentenciadiir,  no  está  com- 
prendida en  el  precepto  que  se  invoca  para  implan- 
No  procede  el  recurso  de  casación  fundado  en  el 
númeio  1?  del  articulo  912  antes  citado,  cuando 
entre  loa  heefaos  declarados  probados  no  existe  la 
contradicción  que  alega  el  recurrente. 

Pura  que  los  delitos  de  daño  en  la  propiedad 
ajena  puedan  calificarse  y  penarse  conforme  á  los 
artículos  587  j  588  del  Código  Penal  es  necesa- 
rio que  además  de  exceder  el  importe  del  dallo  de 
las  cantidades  que  en  dichos  artículos  se  determi- 
nan concurran  algunas  de  las  drcunitajjcias  enu- 
meradas en  el  primero;  y  por  consigniente  no  se 
infringen  dichos  artículos,  cnando  en  los  hechos 
de  la  acusación,  aceptados  por  el  procesado,  no 
aparece  qae  se  produjera  la  mina  del  perjudicado, 
concepto  en  que  fui  alegada  1B  infracción,  y  me- 
diante íato  la  Sala  absuelve  por  dicho  delito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  siete  de  Octubre  de 

mrl  novecientos  tres ;  visto  «1  recurso  de  caea)ción  por 
quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  veinte  y  nueve  de  Junio  último  por  la  Audien- 
cia d«  Santiago  de  Cuba,  en  causa  instruida  en  el  Juz- 
gado de  Guantáuflíiio  CMitra  Antonio  Fraga  y  Villar, 
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carpintero,  domiciliado  en  «]  ingenio  "Soledad",  térmi- 
no de  Guantánamo,  por  delitos  ae  daño  en  la  propiedad. 

•  Hechos: 

Beeultando  que  en  dicha  sentencia  ee  consignan 
loB  sizuientes:  "Primero;  Resirltando  que  el  Hiniete- 
"rio  nscal  expuso  en  la  primera  de  sns  conclnsioned 
"los  hechos  siguienteB:  "El  procesado  Antonio  Praga, 
"mayor  de  diez  y  ocho  años  y  sin  antecedentes  penales, 
"trabajador  del  ingenio  "Sdledad",  con  ánimo  de  cau- 
"sar  daño,  ocasionó  en  distintos  días  varías  roturas  du- 
"ranh'  la  molipnda  en  las  mA{(iiina8  de  dicho  ingenio. 
"La  primera  pt  día  veinte  y  reíÍs  de  Febrero  próximo 
"pa«ido  en  la  maza  de  la  remoledora,  tasado  en  tres  mil 
"pesos,  y  en  mil  penos  los  gastos  para  colocar  la  nueva: 
"la  segunda  el  primero  de  Marzo  prójimo  pesado  en  la 
"y  en  trescientos  fos  gastos  para  colocar  la  nueva,  y  la 
"cuchilla  de  la  desñbradora,  tasada  en  doscientos  peso^. 
"tercera  en  doce  de  Marzo  próximo  pasado  en  la  mam 
Mel  iprimer  molino,  tasado  en  dos  mil  pesos  y  en  mil 
'*peB06  Ice  gastos  de  colocar  la  otra;  valiéndose  para 
"ello  de  unae  argollas  de  hierro  que  echó  en  el  conduc- 
"tor.  Los  perjuicios  causados  por  virtud  de  la  caña  que 
"se  dejó  de  moler  con  motivo  de  estas  roturas  han  sido 
"tasados  en  dos  mil  pesos.  Y  en  las.demás  los  calificó 
"como  constitutivos  de  tres  delitos  de  daño,  definidos  y 
"castigados  dos  de  ellos  en  et  articulo  quinientos  ochen- 
"ta  y  siete,  caso  séptimo  y  el  otro  en  el  quinientos 
"ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  «cueó  como  autor  al 
"procesado  sin  apreciar  circunstancias  modificativas  de 
"su  responsabilidad  y  pidió  se  le  condene  4  las  penas  de 
"un  ano,  ocho  meses  y  veintiún  días  de  prisión  corr«^- 
"ciona!  por  cada  uno  de  los  dos  delitos  comprendidos 
"en  el  artículo  quinientos  ochenta  y  siete  y  de  dos  meses 
"y  un  día  de  arresto  mayor  por  el  delito  comprendido 
"en  el  artículo  quinientos  ochenta  y  ocho,  aocesorías  y 
'bostas  é  indemnización  de  nueve  iftil  quinientos  pesos 
"tñ  'perjudicado.  Segundo:  Kesultando  que  la  defensa 
"del  procesado  formuló  las  siguientes  conclusiones: 
"Primero :  que  no  estoy  conforme  con  la  relación  que 
"de  los  hechos  hace  el  Ministerio  üscal,  por  no  constar 
"probado  del  sumario  la  particirpación  del  procesado 
"en  el  delito  que  se  le  atribuye.  Segundo ;  que  tampoco 
"lo  estoy  con  la  csliftcación  por  no  ser  los  hechos  eons- 
«titutivoe  de  ddito.  Tercero :  por  igual  razón.'  donde  n* 
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"hay  delito  no  puede  haber  autor  rcaponsable.  Cuarto : 
"no  es  de  apreciar  en  «1  hecho  circunstancias  modifica- 
"tiv«B  de  la  re8pon8al)ilÍdad  criniinal.  Quinto:  es  pro- 
"cedentf  la  absolución  del  procftsado  con  las  cortas  de 
"oficio,  sin  que  sea  exigilde  la  responsabilidad  civil  por 
"no  haber  delito.  Tercero:  Rceiiltando  que  señalado  día 
"para  la  celebración  del  juicio  oral,  al  darse  principio 
"á  dicho  acto  manifestaron  li  preguntas  del  soñor  Pre- 
"sidente  dol  Tribunal  el  ■grot;«'ado  que  se  confesaba  reo 
"de  loe  delitos  de  que  se  le  acusa  y  responsable  de  la  in- 
"díiinnización  y  el  Ijetrado  defensor  que  no  estimaba 
"nocesaria  lá  continuación  del  juicio,  por  lo  que  el  se- 
"ñor  Presidenta  !o  declaró  omicluBO  para  sentencia, 
"Cuarto:  Reaullanilo  probnxlo  que  no  existe  en  el  su- 
"mario  indicación  alguna  de  que  los  daños  caneados  en 
"el  ingenio  "Soledad"'  hayan  prodiicido  la  ruina  de  sus 
"dueños  y  si  por  el  contrario  de  que  los  han  reparado, 
■  "continuando  el  ingenio  sus  trabajos,  siendo  también 
"iin  hecho  por  fama  píiblica  reconocido  que  los  perjui- 
"cjos  ocasionados  en  dicho  ingenio  no  solo  no  son  sufi- 
''eientes  ñ  determinar  la  mina  de  sus  dueños,  pero  ni 
"siquiera  á  motivar  un  trastorno  sensible  en  los  negn- 
"cios  propios  de  su  cuantiosa  fortuna."' 

Resoluciók  kbcurbtda: 

Resultando  qxie  el  Tribunal  sentencifwlor,  esti- 
mando que  los  hechos  realizados  en  la  primera  de  las 
conclusiones  dol  Ministerio  Fiscal  no  constituyen  los 
delitos  de  daño  que  castigan  loe  artículos  quinientos 
iK-henta  y  siete  y  quinientos  ochenta  j  ocho  del  C<'idÍgo 
T'cnftl  por  no  constar  en  esos  hechos  y  evidenciarse  lo 
contrario  con  los  del  cuarto  resultando,  que  existiera  la 
nuna  del  perjudicado,  ni  ningún  otro  de  los  requisi- 
tos que  en  los  expresados  artículos  se  exigen,  y  que  re- 
visten los  caracterai  de  los  comprenciidos  en  el  numero 
cuarenta  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden 
doscientos  trece  de  mil  novecientos  de  la  competencia 
del  Juez  correccional,  absolvió  a!  procesado  por  los 
mencionados  delitos  de  daño  de  que  se  le  acusaba,  por 
no  ser  de  la  competencia  de  aquel  Tribunal,  y  mandó 
remitir  el  sumario  al  Juez  correccional  de  Guantána- 
mo  para  que  procediere  con  arreglo  á  derecho:  y  pedi- 
da por  el  Ministerio  Fiscal  rectificación  <le  la  senten- 
cia en  el  sentido  de  que  se  suprimiera  el  cuarto  resul- 
tando y  la  consideración  que  de  él  se  hace  el  segundo 
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considerando  y  que  de  conformidad  con  la  calificacáón 
acatada  por  el  procesado  se  impusieren  lae  penas  co- 
rrespondientefl,  fué  declarado  ein  lugar  por  auto  de  dos 
de  Julio  próximo  pasado. 
Fundamentos  del  reodrso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  el  presente  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  fundado 
el  primero  en  el  número  dos  del  artículo  novecientos 
doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  el  se- 
gundo, 6  t=ca  el  de  infracción  de  ley  en  el  caso  tercero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  propia 
ley ;  expresando  que  "el  quebrantamiento  de  forma  con- 
"sisto  en  que  tratándose  de  una  causa  por  delito  para 
"cuyo  castigo  se  pedia  pena  correccional  al  preguntar 
"el  señor  Presidente  clel  Tribunal  al  procesado  si  se 
"confesaba  reo  de  los  delitos  que  se  le  imputaban  en  el 
"etvrito  de  calificación  y  de  la  indemnización  civil,  con- 
"testó  afirmativamente  y  manifestó  también  á  pregun- 
"ta  de  la  Presidencia,  su  defensor  que  no  consideraba 
"necesaria  la  continuación  del  juicio  oral,  por  lo  que  se 
"declaró  concluso  el  juicio  y  procedía  de  acuerdo  con  el 
"artículo  seiscientos  noventa  y  cuatro,  dictar  sentencia 
"en  los  términos  expresados  en  el  artículo  seiscientos 
"cincuenta  y  cinco,  ambos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal,  es  decir,  según  la  calificación  fiscal,  única 
"parte  acusadora,  y  sin  embargo,  en  la  referida  senten- 
"cia  86  consigna  en  el  cuarto  de  sus  resultandos,  hechos 
"tomados  por  el  Tribunal  de  lo  que  á  su  juicio  result» 
"del  sumario  y  de  la  fama  pública  que  no  constan  en  el 
"escrito  de  calificación  de  la  acusación  fiscal,  cuyos  lic- 
"chos  tiene  en  cuenta  el  Tribunal  en  el  segundo  de  los 
"considerandos  cuando  no  fueron  ni  pudieron  ser  ob- 
"jeto  (le  discusión  por  lo  que  en  el  referido  cuarto  re- 
"snltando  v  la  consideración  que  de  él  se  hace  en  el  con- 
"siderando  segundo  se  han  infringido  dichos  artículos 
"seisciento"!  noventa  y  cuatro  y  seiscientos  cincuenta  y 
"cinco,  quebrantando  la  forma  del  procedimiento;  lo 
"que  también  se  he  hecho  con  igual  olvido  de  los  mis- 
"mm  artículos  a!  expresarse,  en  la  sentencia  que  los  hf- 
"cluii  «olo  revisten  caracteres  de  delitos  comprendido* 
"en  el  número  i'uareiita  y  dos  del  artículo  cuarenta  y 
"uno  fie  la  Orden  doscientos  trece  de  mil  novecientos  y 
"absolver  al  procesado  de  los  tres  delitos  de  daño  defi- 
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"nidofi  en  el  número  séptimo  rid  articulo  quinientos 
"ochenta  y  siete,  dos  de  eilos,  y  el  otro  en  el  «jiiinientns 
"ocíienta  y  ocho,  ambop  del  CiHligo  iPenal.  que  le  impu- 
"tó  el  Fiscal  en  sus  conclufiiones  provisionales  y  remitir 
"el  sumario  al  Juzgado  correccional  de  Quanbánamo 
"para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho,  cuando  confe- 
"sándose  el  procesado  reo  de  los  delitos  que  se  le  iiiipu- 
"tahan  en  causa  en  que  se  pide  pena  corrfxicional  y  no 
"estimando  su  deteñsor  necesaria  la  continuación  del 
"juicio,  carece  el  Tribunal  de  facultades  para  separar- 
"rc  de  la  califioaciiin  mutuamente  aceptada,  pudiendo 
"nolo  sepíin  el  nújuero  séptinio  de  la  Orden  número 
''ciento  oehi'níft  y  uno  <le  mil  noTCcnentos,  ««l>8anar 
•'errores  del  FiscaJ  en  cnanto  á  la  pena  pedida  si  con 
"ello  se  favorece  al  reo  y  suplir  omisiones  en  materia 
"de  coatas,  penas  acíssoriaü,  etc.,  pero  siempre  con  suje- 
"ción  á  la  caiifioacíAn  que  del  delito  confesado  se  hizo, 
"aunque  ésta  adolecióse  de  algñn.  error,  pues  ño  puede 
"e!  Tribunal  roctiflcarla  si  cuenta  con  la  conformidad 
"del  procesado,  permitiéndosele  en  eete  caso  eolo  liaccr 
"uso  del  articulo  setecientos  tn-inta  y  tros  si  advirtiere 
■V|ue  la  pena  solicitad*  según  dicha  eailificación  no  fue- 
"sp  la  procedente  sino  otra  mayor  «'»  desde  luego  reba- 
"jarJa  á  sus  verdaderos  límites  cuando  la  procedente 
"fuewe  menor  <|ne  la  solicitada  con  arreglo  á  la  propia 
"calificación,  pues  enmemlar  ésta  es  incompatible  con 
"el  princrpio  acusatorio  que  informa  nuestra  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Criminal,  según  ol  cual  oí  Tribunal 
"'debe  salir  de  su  única  esfera  de  acción,  la  de  "Juzgar" 
"y  en  cuanto  al  recurso  por  infracción  de  ley,  consigna 
"tpie  se  he  infringrilo  en  la  sentencia  por  fatt«  de  apli- 
"cación  c!  número  séptimo  del  artículo  quinientos 
"ochenta  y  siete  del  Código  Penal  en  doe  delitos  de  da- 
'*ño  ejecutados  y  el  artícirio  quinientos  ochenta  y  ocho 
"en  el  otro  y  por  aplicación  indebida  el  número  euaren- 
"ta  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doe- 
"cientos  trece  de  mil  novecientos  al  calificar  á  su  tenor 
"los  hechos  realizados,  pues  declarándose  probado  que 
"el  procesado  Antonio  Fraga,  mayor  de  diez  y  ocho 
"años  y  sin  antecedentes  penales,  trabajador  del  inge- 
"nio  "SoJeílad",  con  ánimo  de  causar  daño,  ocasionó  en 
"distintos  días  varias  rotuvaj--  durante  ia  molienda  en 
"las  máquinas  de  dieho  ingenio,  Íjh  primera  el  día 
"veinte  y  seis  de  Febrero  próximo  pasado  en  la  maza  de  la 
"remoleílora,  tasarlo  en  tres  mil  pesos  y  en  mil  1)6803 
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"loB  gaatos  para  colocar  la  mieva;  la  Begun'da  el  primero 
"de  Marzo  próximo  pasado  en  la  cuchilla  de  la  deafí- 
"bradora,  tasada  en  doseientoB  pesos  y  en  trescientos 
"los  gastos  para  colocar  la  nueva,  y  la  tercera  en  doce 
"de  Marzo  próximo  pasado  en  la  maza  del  primer  mo- 
"lino,  tasada  en  dos  mil  pesos  y  mil  los  gastos  de  colo- 
"car  la  otra,  valiéndose  para  ello  de  unas  argoUae  de 
"hierro  que  echó  en  el  conductor  y  que  loa  perjuicios 
"causados  por  virtud  de  la  caña  que  se  dejó  de  moler 
"con  motivo  de  estas  roturas  han  sido  tasados  en  dos  mil 
"pesos ;  no  cabe  du<da  que  tales  daños  han  arruinado  al 
"perjiídipado.  piies  (»ie  concepto  no  puede  tomarse  en 
"el  wntido  hiperbólico  dp  destrucción  de  todo  f.uantn 
"se  posee  ó  pertfneoe  á  la  víctima  del  delito,  por  cuan- 
"to  el  lenguaje  irregular  no  es  el  propio  de  la  ley  aino 
"en  un  sentido  estricto  ó  regular  de  causar  grave  daño, 
"proporcionando  ima  pérdida  grande  en  los  bienes  de 
■■fortuna'y  no  puede  dudarse  qne  tal  concepto  merecen 
"los  daños  ejecutados  por  el  procesado,  pues  el  prime- 
"ro  importa  cuatro  mil  pesos,  el  negundo  quinientos  y 
"el  tercero  tres  mil,  más  dos  mil  pesos  entre  los  tres  por 
"virtud  de  la  caña  que  se  dejó  de  moler,  daños  y  per- 
"juicios  que  indiscutiblemente  son  de  tal  consideración 
"que  han  de  comprenderse  en  los  artículos  quinientos 
"ochenta  y  siete  y  quinientos  ochenta  y  ocho,  aegún  su  • 
"cuantía  como  ruinosos,  sin  qne  para  ello  conste  que  en 
"el  cuarto  resultando  se  diga  "que  en  el  sumario  no 
"existe  indicación  alguna  de  que  los  daños  causados  en 
"el  ingenio  "Soledad"  hayan  producido  la  ruina  de  sus 
"diieños  y  sí  por  el  contrario  que  los  repararon,  conti- 
"nuando  el  ingenio  sus  trabajos,  y  que  es  también  un 
"hecho,  por  fama  pública,  que  los  perjuicios  ocasíona- 
"dos  no  solo  no  son  suñcientes  á  determinar  la  mina  de 
"sus  dueños,  pero  ni  siquiera  determinar  un  trastorno 
"sensible  en  los  Tiegocios  propios  de  su  cuantiosa  fortu- 
"na"  por  cuanto  aparte  de  que  dicho  resultando  reduB- 
"da  en  la  sentencia,  pues  la  investigación  sumarial  una 
"vez  abierto  oi  juicio  oral  ha  perdido  su  eficacia  proba- 
"toria  en  todo  aquello  en  que  no  haya  sido  ofrecida  co- 
"mo  prueba  ;)or  las  partes  y  la  fama  pública,  mientra» 
"no  vesulle  del  juicio  por  virtud  de  la  prueba  no  es  ele- 
"niento  de  convicción — con  la  prueba  ofrecida — por  el 
"Minitítorio  público  se  proponía  éste  demostrar  extre- 
"moa  contrarios  á  loe  consignados  en  dicho  cuarto  resul- 
"tando". 
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Beáultando  que  admitrdos  aniboa  recursos,  y  per- 
sonada ta  parte  recurrente  en  este  Supremo  Tribunal, 
en  el  trámite  oportuno  presentó  escrito  ampliando  el  de 
quebrantamiento  xle  forma  eon  el  simiente  único  mo- 
tivo, fundado  en  el  número  primero  del  artículo  nove- 
cientos doce  de  !a  IJey  de  Enjuiciamieiíto  Crimina!; 
TJnioo.  Consiste  este  rccnrao  en  que  en  el  ciiart«  resul- 
tando se  declara  prohado  qne  en  el  nTniario  no  existe 
iudica<-i6n  alguna  de  que  los  daños  causatlos  en  el  in- 
genio "Soledad"  no  han  causado  la  ruina  de  ens  due- 
ños, y  que  e«  un  hecho  por  fama  pública  reconocido 
"que  los  perjuicios  ocasionador  en  dicho  ingenio  no  ao- 
"lo  no  son  snñcientes  á  determinar  la  mina  de  sus  due- 
"ños,  [)ero  ni  siquiera  á  iiiotirar  un  trastorno  sensible 
"en  ios  ncpociort  jimpios  de  su  cuantiosa  fortuna,  y  ta- 
lles hechos  qne  se  declaran  probados  contrmliceu  abier- 
''tamente  los  que  consigna  el  primer  resultando  en  los 
"que  por  prueba  de  confesión  se  declara  que  el  proce- 
"sado  reconoció  haber -arruinado  al  perjudicado;  hecho 
■"probado  que  sirve  de  base  en  ia  sentencia  de  confor- 
"midad". 

Resultando  que  por  providencia  de  dos  de  Se- 
tiembre último  se  tuvo  por  ampliado  dicho  recurso,  y 
señalado  día  para  la  vista  pública  se  celebró  ésta  el  día 
veinte  y  dos  dol  mismo  mes,  con  asistencia  solo  del  re- 
presentante del  Ministerio  llscal  recurrente. 

Decisiíin  del  recuhso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert. 

Considerando  que  el  quebrantamiento  de  forma  á 
que  se  refiere  el  número  segirado  del  artículo  novecien- 
tos doce  de  la  Ley  de  Enjuiriamiento  Criminal,  tiene 
lugar  cuando  en  la  sentencia  no  se  resuelve  sobre  todos 
los  puntos  que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación  y  de 
la  defensa,  y  en  este  concepto  no  fundándose  el  motivo 
alegado  en  el  escrito  de  interposición  en  omisioncB  de 
esta  índole  en  la  sentencia  recurrida,  sino  en  haberse 
fundamentado  el  fallo,  según  afirma  el  recnrrente,  en 
hechos  no  expresados  en  las  conclusiones  del  Ministerio 
ñecal,  acordúndoBc  en  él  la  absolución  y  remitir  la 
causa  al  Juez  correccional,  no  obstante  ia  calificación 
mutuamente  aceptada  por  las  partes,  es  evidente  que  la 
cuestión  planteada,  si  bien  es  de  orden  procesal,  y  á 
ella  dio  lugar  el  grave  error  en  que  incurrió  el  Tribu- 
nal á  quo  consignando  como  elementos. de  convicción  «n 
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ol  cuarto  resultando  hechos  no  comprendidos  en  las 
conclusiones  del  Ministerio  fincal,  y  que  tampoco  ha- 
hían  «ido  ohj'oto  de  prueba,  no  constituye  el  problema 
d'j  crtsación  que  autoriza  el  precepto  lofífll  citado,  á  eu- 
}o  amparo  se  interpueo  el  recurso,  y  del»  por  tanto  de- 
scstiuiarse  dicho  motivo. 

Considerando  que  igualmente  procede  desestimar 
el  motivo  de  quebrantamiento  por  el  cual  se  amplió  di- 
cho recurso  en  este  Supremo  Tribunal,  porque  no  ex- 
jin^sándoae  (?n  los  hechos  relacionados  en  el  primer  re- 
rtiiltandn  de  la  sentencia,  que  los  daños  realizados  en  el 
ingenio  "Solwlad"  causaron  la  riiina  del  perjudicado, 
la  negatiióu  dv  esta  circuiLstancia  en  el  cuarto  resultan- 
do uo  contradice  en  modo  alpino  aquellos  hechos,  y  por 
trtnto  no  psiste  el  qiu'hrant amiento  de  fonna  á  que  Be 
refiere  el  iiu^íundo  extix'tim  del  número  primero  dd  ar- 
tículo noTceientoN  doce  de  la  ley  procesal,  acusado  por 
e'.  recurrente. 

Consideramdo  en  cuanto  al  recurso  por  infracción 
de  ley,  que  para  que  los  detitos  de  daño  en  la  propiedad 
ag^na  puedan  calificarse  y  penarse  con  arreglo  á  los  ar- 
tículloa  i|ii¡n¡entoH  on-henta  y  siete  y  quininíutos  ochenta 
y  ocho  del  Código  Penal,  es  necesario,  según  en  los 
mismos  ae  rfiíspone,  que  además  de  e.tcedcr  el  importe  _ 
del  daño  de  las  cantidades  que  en  dichos  artículos  se 
determinan,  concurra  alguna  de  las  circunstancias  nu- 
meraiias  en  pl  primero;  y  no  expresándose  en  los  he- 
chos consignados  en  el  primer  resultando  de  la  senten- 
cia, al  transcribir  'la  primera  conclusión  de-l  Ministerio 
liscal,  á  los  aiales  ha  de  ajustarse  en  todo  caso  la  cali- 
ficación del  delito,  que  los  daños  realizados  causaran  la 
ruina  del  perjudicado,  faltando  por  consiguiente  este 
elemento  de  hecho  escnciail  para  la  existencia  flegal  de 
los  delitos  imputados  en  la  acusación,  es  evidente  que 
al  estím^Ho  asi  la  Sala  sen teuci adora,  con  relación  á 
aquellos  hechos,  no  obstante  la  calificación  mutuamen- 
te a<w[)talda,  en  virtud  de  la  confesión  del  procesado,  y 
acordapr  la  ahcoluciim  por  ios  delitos  de  que  se  le  acusa- 
ba, mandando  remitir  el  proceso  al  Jncz  correccional, 
por  revestir  <'sos  iiechos  caracteres  de  los  cafltipados  en 
el  número  cuawnt»  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  ubo 
de  la  Orden  doscientos  trci-e  de  mil  novecientos,  no  ha 
incurrido  en, el  error  de  derecho  señaJado  en  el  recurso, 
ni  infringido  por  tanto  las  diaposiciones  l^;ales  citadas. 

Considerando  que  por  los  anteriores  fundamentos, 
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y  lo  dispuesto  en  el  articulo  cuarenta  ée  la  Orden  de 
casación,  procede  declarar  sin  lugar  el  presente  recur- 
so COR  ilecltiratoria  á  las  eoatas  de  oficio. 

Pallanioa  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
d<'  forma  é  infracción  de  ley,  interpuesto  por  ©I  Minis- 
terio Fiscal  contra  la  referida  sentencia  de  veinte  y 
nueve  de  Junio  último  dictaid«  en  la  mencionada  cau- 
M,  con  bas  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  l'ichardo.— LuiK 
(iastón. — .Ambrosio  lí.  Morales.— Ha fae!  Maydagán, — 
José  María  (Üspfrt. 


ftueb.   forma.— Sent.  25.— 7  de  Octubre. -Precepto  anto- 
rizador. — Sapto.  (dac.,  siayo as,  I90i.) 

DOCTRINA:     Laseateacia  que  absuelve  al 

proccBado  del  delito  ^ue  le  ha  sido   imputado  re- 
suelve todos  1(13  particulares   de  la  acusación  j  la 

El  número  2?  del  artículo  9I2de  la  lej  de  Bnjui- 

sacióti  la  falta  que  conaif 
tandoB  un  dato  neceaari 
penado  en  la  Ecnteada. 

Apareciendo  de  la  Kntencia  que  la  raptada  no 
era  doncella  j  no  haciéndose  en  ella  declaración 
respecto  á  serrepntada  por  tal  en  virtud  de  ser  de 
vida  honesta  j  ouenai  costninbret,  no  ea  posible 
condenar  al  autor  del  rapto  realizado  coo  annen- 
cia  de  aquella. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  siete  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres;  en  los  recursos  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuestos por  el  ^Tinisterio  fisacl  en  la  causa  seguida 

ante  la  Audiencia  de contra 

labrador,  vecino  del  barrio  de ,  por  el  deti- 
to de  rapto. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  la  sentencia  definitiva  dictada  en 
diohfl  causa  en  nueve  de  Julio  último,  contiene  los  si- 
guientes resultandos  pertinentes:  "Primero;  Resultan- 

'do  probado  que  de  diez  y  siete 

'años  de  edad,  tuvo  en  distintas  ocasiones,  durante  un 
'período  de  dos  é,  cuatro  meses  inmediatamente  inf^ 
'rior  al  día  diez  de  Mayo  último,  acceso  carnal  en  que 
'perdió  su  virginidad,  con  el  procesado ■. . 
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"de  quien  sabía  que  era  casado,  y  cod  quien  eostenla  re- 
"laciones  amorosas  sin  consentimiento  de  su  madre  le- 

"ííítiiiia ,  toa  cualex  actos  de 

"coito  fueron  consumados  en  im  maizal  del  patio  ó  b«- 

"tey  de  la  casa  de  un  tal ,  vecino  ¡nme- 

"diato  de   !a y   á  la  cual  iba  freciiente- 

"mente  con  consentimiento  de  su  madre,  sin  que  ésta 
"se  diera  cuenta  de  que  tal  cosa  ocurría.  Segundo:  Be- 
"sultando  probado  que  en  dieü  de  Mayo  último,  haüán- 

"dose  ya  en  cinta  la ,  y  como  ios  famíHa- 

"res  de le  hubieran  hecho  con  ante- 

'Tioridad  indicaciones  dé  que  ^  marchara  eon  el  proce- 

"sado usando  la  frase  de  que  "ni>  fuera 

"boba",  JH dijo  á  éste,  en  la  propia  cana  de 

" á  dontl*  él  llegó,  que  se  marchaba  en  su 

'■compañía,  li  lo  que  accedió  y,  en  efecto, 

"la  llevó  consigo  ha^ta  la  casa  de que 

"no  tenía  eoiiocimiento  de  estos  hechos,  donde  cohabi- 

"taron,  siendo  detenidos  cuando  viu- 

"dft  y  madre  legítima  de  la  denunció   es- 

"tiw  luvIuiM.  Tercero:  liiisultando  que  d  Ministt;rio  fis- 
"cal  definitivamente  sostuvo    las    siguientes  conclusio- 

"nes.  Primera :  El  procesado que  lle- 

"vaba  relaciones  auiorosas  con  la  señorita 

"doncella,  menor  de  veinte  años,  la  indujo  á  que  aban- 
"donara  en  su  compañía  la  casa  de  sus  familiares  resi- 
"dentc  en  "Las  Martinas."  B.stc  propósito  fué  ejecuta- 
"do  el  dia  diez  de  Mayo  del  año  actual,  teniendo  actos 
"camales.  El  procesado  es  mayor  de  diez  y  ocho  añoB 
"de  edad  y  no  tiene  antecedentes  penales.  Segunda.  Eee 
"hecho  constituye  un  delito  de  rapto  de  una  doncella 
"mayor  de  doce  años  v  menor  de  veinte,  ejecutado  con 
"su  anuencia  y  miras  deshonestas,  previsto  y  penado  en 
"el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código 
"Penal,  'l'ercera.  Km  autor  por  participación  directa  el 

"procesado   Cuarta.  No  lian  concu- 

"rido  circunstancian  unwlificativas  do  la  res|ionsabilidad 
"criminal  que  apriviar.  Quinta.  La  |>fna  en  que  ha  in- 
"cuiTido  c]  procesado  y  que  el  liscal  píde  que  se  le  im- 
"pontja  lís  la  de  un  año,  (M'ho  meses  y  vcintiim  días  de 
"lirisión  i-ornrciunal,  accesorias  del  artículo  sesenta  del 
"t'ódigo  citado  y  pago  de  las  cosías.  En  wncepto  de  res- 
"ponsabilidad  civil  debe  además  condenaree  al  procesa- 
"do,  A  que  indemnice  en  doscientos  pesos  á  la  ofendida, 
"sufriendo  apremio  personal  por  insolvencia  y  k  reco- 
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"nocer  la  prole  sí  la  hubiere  y  la  calidad  de  au  origen 
"no  lo  impidiere  y  mantenerla  en  todo  oaao". 

lÍESOr-rJCION'  KKCURRIDA  :  ■ 

líesiiltaiwlrt  que  la  Audieneia,  eatiniando  que  los 
hechos  probados  no  constituyen  d  delito  de  rapto  acu- 
sado, puesto  que  loa  hechos  anteriores  ai  diez  de  Mayo 

no  lo  integran,  y  la  evasión  de  la en  dicho 

[lia  no  fué  consecuencia  de  la  sugestión  de 

fll>solvi6  á  Me  con  las  costas  de  oñcio. 

Petición  de  si' bman' ación  de  i.a  kalta: 

Resultando  que  el  Ministerio  Fiscal  pidió  aclara- 
ción lie  esa  sentencia  para  que  en  sus  hechos  probados 

se  declare  bÍ  no  obstante  no  ser  virgen  In ^ 

al  abandonar  su  hogar,  era  una  joven  honesta,  y  en  tal 
sentido  deba  considerársele  doncella  moralmente,  cuya 
cualidad  le  atribuyó  en  las  conclusiones  que  sostuvo, 
pidiendo  también  que  se  supliera  otra  omisión  que  es- 
timaba cometida  en  la  sentencia,  declarando  la  Au- 
diencia no  haber  lugar  á  lo  Holicitado. 

FlT^DASlENTOS    IIEL    llKOrfiSO    POIt    QUEBRANTAMIENTO'. 

Resultando  que  el  propio  Ministerio  fiscal  inter- 
puso contra  le  referida  sentíncia  los  presentes  recur- 
sos, expresando  que  el  fundado  en  el  quebrantamiento 
de  forma  se  halla  comprendido  en  el  niimero  segundo 
del  artículo  novecientos  doce  dé  la  T^ey  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  "por  no  haberse,  dice,  resuelto  eo  la 
sentencia  un  punto  que  ha  sido  objeto  de  la  acusación, 
ó  sea,  el  de  la  doncellez  de  ta  raptada"  y  agrega  entre 
otros  razonamientos,  lo  sigiiientje:  "Eeconociendo  la 
"Jurisprudencia  dp|  Tribunal  Supremo  de  la  Repúbli- 
"ca  que  la  doncellez  á  que  se  refiere  el  artículo  cuatro- 
"cientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  no  debe  de 
"entenderse  de  una  manera  tan  material  qiie  excluya  el 
"concepto  de  rapto  de  mujer  honesta  y  de  buena  vida, 
"es  indudable  que  si  al  tratarse  de  im  delito  de  rapto 
"la  sentencia  debe  de  contener  necesariamente  declara- 
"ción  acerca  de  si  era  ó  nn  doncella  la  raptada,  y  la  don- 
"cellcz  do  que  trata  el  Código  se  riífiera  á  la  física  y  á  la 
"mopal,  esos  dos  conceptos  debe  de  comprender  la  de- 
"claración  de  la- sentencia.  No  importa  que  la  senten- 
"cia  recurrida  declare  que  d<e  dos  á  cuatro  meses  antes 
"del  hecho  de  autos, había  disfrutado  de  it 
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"virginidad  de    pues  eso   no  obstante, 

"es  de  nycetiidad  que  se  declare  si gozaba  ó 

"nn  de  buena  rt^jutación ;  eita  iniHiua  jjérdida  de  su  vir- 
"¡¡inidad  podría  acr  causa  de  que  se  hubiese  entregado 

"á  una  vida  deshonesta  cou  y  con  otros 

"hombres,  en  cuyo  caso  en  ninguna  foniia  podría  esti- 
'marse  cometido  el  delito  de  rapto  del  artículo  cuatro- 
"dentos  sesenta  y  cinco,  y  por  el  contrario,  ai  era  de 
"hiieim  reputación  y  vivía  al  abrigo  de  su  madre  en  un 
"hogar  honrado,  existiría  el  rapto  no  obstante  la  falta 
"de  su  iloncelles!  íisica  disfrutada  meses  antea  por  su 
'■|inv|)io  ra[>tí)r.  TiU  sentencia  alisuelve  al  procesado  por 

"el  único  fundamento  de  que  la  evasión  de  la 

no  fué  (imset-u encía  de  la  sugestión  de 

"lie  juanera  rpie  sí  hubiera  mediado  esa  sugestión  en 
"coni'C|ito  lif  la  Sala,  liubiera  penado  el  delito,  y  ten- 
"driamos  t|ue  penaría  un  delito  de  rapto  de  una  mujer 
"que  de*¡e  meses  antes  no  era  físicamente  doncella,  sin 
"decir  una  palabra  acerca  de  la  buena  vida  y  costum- 
"hres-de  la  raptada", 

RKcriisi)  POR  iNKR.\rri6x; 

Resultando  que  el  recurso  interpuesto  por  infrac- 
ción de  ley,  se  dice  estar  autorizado  por  d  número  se- 
gundo del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  sus 
concordantes  de  la  T^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citándose  como  infringido,  por  su  falta  de  aplicación, 
el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  de!  Código  Pe- 
nal, puesto  que  dicho  precepto  solo  requiere  para  que 
exista  el  delito  de  rapto  que  pena,  la  anuencia  de  la  rap- 
tada, sin  que  exija  que  esa  annencia  sea  sugerida  por  el 
raptor  ó  que  la  mujer  se  ofrezca  al  rapto,  ei  cual  ade- 
más se  comete  lo  mismo  abandonando  el  hogar  paterno 
que  la  casa  donde  se  encuentra  de  visita,  porque  siem- 
pre se  produce  el  ultraje  á  la  familia  y  la  alarma  en 
ella,  que  es  lo  que  castiga  la  ley ;  todo  lo  cual  ha  concu- 
rrido en  el  presente  ca«o,  máxime  cuando  a'garece  que 
se  fugó  por  indicaciones  de  unos  extra- 
ños, á  ([uienes  el  mismo  procesado  piwlo  inducirles  á 
que  las  hicieran. 

üesuiltaudo  que  admitidos  los  recursos  ee  han  bus- 
tanoiado  en  debida  forma  en  este  Tribunal,  celebrándo- 
ni'  la  vista  pública  con  asistencia  solo  del  Ministerio 
fiscal,  que  sostuvo  la  procedencia  de  aquéllos. 
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fDMsíBniíBNcí*  PCHAL.  raí 

Decisiós  de  ix)s  recuksoh: 

Siendo  Ponente  pI  Magistrado  Luift  Gantón  y 
Oa.«tón. 

Consi<lerando  en  cuanto  al  recnrgo  por  quebranta^ 
miento  de  forma  que,  el  número  aogruodo  del  artículo 
novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
en  que  el  mismo  se  apoya,  solo  autoriza  dicho  rceurxo 
enando  en  la  M'nteneia  no  se  resuelva  sobro  todos  lo» 
puntos  que  lian  «ido  objeto  de  la  acusación  y  de  la  de- 
fensa; y  esta  falta,  ni  se  ha  cometido  en  el  presente  ca- 
mt,  en  (|ue  la  única  cuestión  (¡ue  fué  objeto  del  debate  en- 
tre las  partes,  ó  sea  la  re4[Hinsabilidad  del  procesado  por 
el  delito  de  rapto  <]ue  se  le  imput/),  lia  sido  clarkiiiente 
resuelta  en  la  sentencia  al  absolver  á  aquél,  ni  en  reali- 
dad se  ha  alegado  por  el  recurrente  para  fundamentar  el 
recurso,  puesto  que  el  no  halx'rse  expresado  en  los  re- 
sultandos de  la  sentencia  que,  la  ofendida  era  doncella, 
siquiera  moralmente,  no  pueile  constituir  el  quebranta- 
miento de  forma  referido,  por  no  ser  ese  un  punto  que 
especialmente  debiera  resolverse  en  el  fallo,  sino  solo  un 
hecho  que  habria  de  influir  en  el  mismo,  y  cuya  omisión, 
por  tknto,  podría  hacer  procedente  el  recurso  con  arre- 
glo á  otro,  precepto  distinto  del  citado,  que  va  manities- 
tamente  incongruente,  por  todo  lo  cual  el  reairso  debe 
ser  desestimado. 

Considerando  respecto  al  interpuesto  por  infrac- 
ción de  ley,  que.  s^ún  el  articulo  cuatrocientos  sesenta 
y  cinco  del  Código  Penal,  para  que  exista  el  delito  de 
rapto  á  que  el  mismo  se  reñcre,  es  preciso  qne  la  ofendida 
sea  doncella,  y  de  la  sentencia  recurrida  no  consta,  se< 

gün  reconoce  el  mismo  recurrente,  que  la  joven 

cuando  abandonó  la  casa  paterna  en  com^iañia  de 

tuviera  esa  cualida<l,  ya  que  no  físicamente,  por 

haber  perdido  antes  su  virginidad  con  el  mismo  proce- 
sado, por  lo  menos  no  fuera  reputada  como  tal  doncella 
en  el  concepto  público,  en  virtud  de  la  vida  honesta  y 
recatada  que  hasta  entonces  hubiera  observado,  siendo, 
de  inferirse,  más  bien,  lo  contrario,  d(d  hecho  de  ser  co- 
nocida por  [lersonas  extrañas  las  relaciones  amorosas  de 
carácter  ilícito  que  desde  bacía  meses  mantenía  dicha  jo- 
ven con  de  quien  se  hallaba  en  cinta  y 

sabía  que  era  casado. 

Considerando  que  dada  esta  circunstancia,  y  aun- 
que se  estimara  que realmente  sustrajera  á 

la del  seno  de  su  familia,  medíante  la  se- 
ducción que  ejerciera,  no  obstante  haber  partido  de  ella 
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la  idea  de  la  evasión,  Hogúii  se-atiniia  eit  la  ^ntencia,  no 
es  posible  calificar  y  penar  e!  hecho  como  constitutivo 
del  expresado  delito  de  ra])to,  ]>or  faltarle  ei  elemento 
integrante  del  niiomn  (¡iie  se  lia  referido,  y  por  tantn  la 
Sala  sentenciad  ora  a!  altMolver  á  dicho  procefiado,  no  ha 
e«nietÍdo  la  infraeión  ni  el  error  do  deret-ho  que  se  le 
atribuye  en  el  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
halier  lugar  á  los  recursos  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  ni  por  iofraceióu  de  ley,  interpuestoa 
por  el  Ministerio  FitR-al  en  la  causa  de  referencia  con 
las  costas  de  oficio. 

Cwiii  un  ¡queso,  ele. 

Asi  por  esta  nuestra  seidcucia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  finnumos. — José  Antonio  Pieliardo. — Luis 
Gastón.— Andn-osio  11.  Morales,— José  María  Uíspert. — 
.1.  Sí.  Agiiirre. 


Inf.  loy.— Sent.   171.— 8  de  Octubre.— Rapto,  (Oaeeta, 

Sáayo  28,  190^  ) 

DOCTRINA:  No  constituye  el  delito  de  rapto 
el  hecbo  de  obtener  de  uoa  doncella  major  de  do- 
ce j  menor  de  veinte  afíoi  qne  abandone  la  cata 
de  vivienda  de  ona  finca  de  campo,  donde  mide  y 
se  dirija  á  un  lugar  próximo,  dentro  de  la  miania, 
en  donde  el  procesado,  de  acuerdo  coa  ella,  dii- 
fruta  de  tu  virginidad. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres:  visto  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  el  procesado 

de  oficio  labrador,  vecino  de 

contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 

en  tres  de  Julio  del  corriente  año,  en  causa 

procedente  del  Juzgado  de  Instrucción  de  aquella  capi- 
tal por  el  delito  de  rapto. 

HECR03  PROBADOS : 

lícsultando  que  en  la  sentencia  recurrida  se  con- 
signa entn'  otros  el  siguiente :  "Resultando  prohado  que 

" doncella,  ma^'or  de  doce 

"años  de  pilad  y  menor  de  veinte,  fué  de  temporada  en 
'■'uno  de  los  primeros  meses  del  año  mil  novecientos  dos 

"i  casa  de  au  hermana  ,  que  con  eu 

"esposo  habita  en  una  finca  en  el  barrio  de 

á  donde  fué  á  visitarla  el  procesado 

" con  quien  llevaba  relaciones  amorosas  y  el 
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"que  vivia  en  una  finca  próxima,  el  cual  obtuvo  de  su 

"novia  la  referida ". ,  con  promesas  de  ma- 

"trimonio  y  halagos,  que  una  noche  saliera  ella  como  de 
"doce  á  una  de  dicha  casa  y  ya  fuera,  donde  él  la  espera- 
"ba,  la  condujo  hacia  un  árbol  grande,  como  á  más  de 
"una  cuadra  de  distancia,  debajo  de  cuyo  árbol  realiza- 
"ron  actos  carnales,  perdiendo  ella  su  virginidad  y  des- 
'"pués  de  estar  allí  más  de  dos  horas,  la  trajo  á  Is  casa 
"de  donde  la  había  sacado,  sin  que  nadie  se  apercibiera 
'Me  ello,  hasta  aigún  tiempo  después  que  habiendo  que> 

"dado  embarazada  la se  enteró  la  madre  de 

"ésta  que  es  huérfana  do  padre,  denunciando  el  hecho 
"al  Juzgado." 
Resolüctíín  becuhhida  : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia,  caliUcándose 
esos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  rapto  de 
una  doncella  menor  de  veinte  años  y  mayor  de  iloi'c,  eje- 
cutado con  su  anuencia  y  con  miras  deshonestas,  penado 
en  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cincf>  del  Código 
Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cincuenta  y 
siete  de  mil  novecieutop  uno,  se  condenó  al  procesado  en 
concepto  de  autor  del  mencionado  delito,  sin  circunstan- 
cias apreciables  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  vein- 
tiún días  de  prisión  correccional,  aecefioria*  y  costfls,  á 
dotar  á  la  ofendida  con  dos  mil  pesetas,  y  reconocer  y 
mantener  la  prole,  debiendo  sufrir  en  defecto  de  ))a^ 
de  la  dote,  prisión  subsidiaria  á  razón  de  un  dia  por  ca- 
da doce  y  media  pesetas  que  dejare  de  satisfacer,  sien* 
dolé  de  abono  la  prisión  preventiva  sufrida. 

PCNDAMENTOS  DEL  KECfRSO  DK  CA8.VCI0N  : 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  inerpuso  )a 
representación  del  procesado  el  presente  recurso  (le  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  número  terce- 
ro del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  infringidos 
el  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Pe- 
nal por  indebida  aplicación  y  por  haber  dejado  de  apli- 
carse el  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve  del  propio  Có- 
digo en  su  párrafo  tercero;  explicando,  que  la  infrac- 
ción consiste  en  que:  "La  sentencia  recurrida  declara 

"en  8u  primer  resultando  probado  que 

"con  halagos  y  promesas  de  matriiiionio,     obtuvo  que 

" «alicra  de  la  casa  donde  estaba 

"una  noche,  como  de  doce  á  una  de  la  misma  y  condu- 
"ciéndola  como  á  más  de  una  cuadra  de  distancia  de  la 


:y  Google 


"oMa  donde  vivía  ó  estaba,  debajo  de  nn  árbol,  gozando 
"en  dicho  punto  de  au  virginidad,  llevóndol»  otra  vez  á 
"su  casa,  sin  que  nadie  se  apercibiese  de  ello. — A  nal  i - 
"zando  los  hechos  anteriores  tendremos,  que  los  halagoe 
"y  la  promesa  de  matrimonio  para  obtener  el  fin  que  se 

"proponía no  vienen  á  integrar 

"la  seducción  que  caracteriza  el  rapto,  sino  el  engaño, 
"que  es  la  característica  generalmente  del  estupro. — Por 
"otra  parte  la  sustracción  que  necesariamente  ha.de  exis- 
"tir  en  todo  delito  de  rapto,  no  concurre  en  este  caao,  en 
"que  osa  sustracción  no  causa  alarma  en  la  familia  de 
"la  perjudicada,  pues  ésta  voh-ió  momentos  después  á 
•'la  casa  donde  i^c  encontraba  accidentalmente  viviendo, 
"habiendo  wilido  ian  koIo  á  un  lugar  distant<!  una  cua- 
"dra  de  donde  residía;  y  tratándole  de  una  finca  de 
"campo,  puede  considerarse  como  ])arte  del  batey  de  una 
"finca." 

Pfcision'  del  KeCCRSO: 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recurrente  en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la 
vista  pública  del  mismo  el  día  veinte  y  tres  de  Septiem- 
bre último,  en  la  que  infoniiaron  la  defensa  de  dicha 
parte  recurrente  y  el  representante  del  Ministerio  fiscal, 
sosteniendo  ambos  el  recurso. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert. 
.  Oonsiderando  que  el  delito  de  rapto  previsto  en  el 
artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Üódigo  Penal, 
consiste  on  la  sustracción  de  una  doncella,  menor  de 
veinte  años  y  mayor  de  doce,  con  su  anuencia  y  miroii 
deshonestas,  de  su  ilomiciüo  legal  ó  lugar  donde  se  en- 
cuentre, con  el  propósito  de  ponerla  en  donde  no  pueda 
ejercitarse  libre  y  fácilmente  la  autoridad  y  vigilancia 
de  sus  guardadores :  por  lo  que  para  que  tal  delito  exista, 
es  condición  esencial  la  ausencia  de  la  menor,  sin  la  que 
no  es  dable  afirmar  que  la  sustracción  se  ha  realizado. 

Considerando  que  en  este  concepto,  el  hecho  de  que 
la  menor  doncella puesta  de  acuer- 
do coa  su  novio ,  saliera  una  noche 

de  la  casa  de  vivienda  de  la  finca  en  que  temporalmente 
se  encontraba,  y  dirigiéndose  ambos  hacia  un  árbol  cer- 
cano con  propósito  de  realizar,  como  realizaron  debajo 
del  niisiuo,  actos  carnales,  regresando  á  la  casa  dos  horaí 
después,  sin  tpie  nadie  se  apenibiora  de  ello,  hasta  algún 
tiempo  más  tarde,  por  haber  quedado  embarazada  dicha 
menor,  si  bien  reviste  los  caracteres  de  un  delito  de  e«- 
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tupro,  no  asf  todos  los  que  integran  el  rapto,  porque  no 

constituyendo  la  ausencia  del  hogar  )a  breve  estancia 
de  la  menor  en  el  lugar  indicado,  que  no  consta  estuvie- 
ra fuera  de  la  finca,  y  en  donde  pudo  ejereitarse  fácil- 
mente la  vigilancia  de  sus  guardadores,  sin  cuya  ausen- 
cia como  se  deja  dicho,  no  ea  posible  animar  que  se  ha 
realizado  la  sustracción,  es  evidente  que  falta  este  ele- 
mento indispensable  para  la  existencia  legal  del  men- 
cionado delito. 

Considerando  por  lae  razones  expuestas,  que  el 
Tribunal  sentenciador  al  calificar  y  penar  el  hecho  de 
autos  como  delito  de  rapto,  ha  incurrido  en  el  error  do 
derecho  ceñaiado  en  el  presente  recurso,  é  infringidoj 
por  tanto,  lae  disposiriones  legales  que  en  el  mismo  se 
citan;  por  lo  que  dehe  ser  declarado  con  lugar,  con  las 
coetaií  de  oficio. 

Pallamos  que  debamos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  la  representación  de 

contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 

en  la  causa  mencionada,     la  cual  sentencia 

casamos  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio.  Así  por 
esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.— .Tose  Antonio  Picliardn. — Luís  Gastón. — .Jor 
sé  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  E.  Morales. — José  Ma- 
ría Gispcrt. 

Senndíl  SOntendEL — En  la  miema  fecha  dieta  el  Tribunal 
nuffiía  tenteneia  en  ÍM  etgwientei  términot: 

Eeproducicndo  todos  los  resultandos  de  la  men- 
cionada sentencia. 

Tíeprodu riendo  igualmente  los  dos  primeros  con- 
siderandos de  la  anterior  sentencia  de  casación: 

Considerando  que  sí  bien  los  hechos  declarados 
probados  pudieran  constituir  un  delito  de  estupro,  ctm- 
forme  al  articulo  cuatrocientos  .sesenta  y  siete  del  Códi- 
go Penal,  este  delito  no  puede  ser  penado  sino  á  virtud 
de  querella  de  la  parte  agraviada,  sus  padres,  abuelos,  ó 
tutor,  circunstancia  que  no  concurre  en  el  presente  caso. 

Vista,  etc. 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  al  re- 
ferido   "■■■■■. poi"  lio  consti^ 

tuir  los  hechos  investigados  el  delito  de  rapto  porque  ba 
.sido  acusado  en  esta  causa,  ni  otro  alguno  perseguible 
de  oficio  ó  por  simple  denuncia  de  parte,  con  las  costas 
de  oficio. 
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Asi  pol-  esta  nuestra  Bentencja  lo  pronunciamoe, 
mandatnoB  y  finnamoa. — Joeé  Antonio  Fichardo. — Luis 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.—José  María  Gispert. 


Qnsb.  fbrma.— Sent.  26.-8  da  Octabre.— ?reoepto  auto- 
rÍMáor.  -  Falsedad.— SupneBtoo. —Pena.  (Gaceta 
Junio  S,  1904.) 

DOCTRINA!  Er  inadmisible  un  raotiro  de 
caaaciún  que  descanaa  en  ua  a  apuesto  inexacto. 

Loa  dclitoa  de  falsedad  en  docu mentó  ptiblico 
cometidoa  dorante  el  tiempo  eo  que  estuvo  en  vi- 
soria orden  487  de  1900,  deben  ser  calificad oa 
conforme  á  dicha  orden  y  por  consiguiente  apre- 
ciar si  la  falsedad  se  cometiti  en  perjuicio  de  terce- 
ro ó  con  ánimo  do  causárselo. 

Comete  el  delito  de  falsedad  en  perjuicio  de  ter- 
cero quien  fingiendo  ser  la.  persona  del  demandan- 
te en  un  juicio  absuelve  poBÍcioncB,  aiguiendo  las 
iudieaciones  que  le  hace  un  tercero  intereaado, 
porcfue  evidentemente  ese  acto  de  iaflaenciaenel 
litigio  tiende  á  perjudicar  las  otraa  partes  del 
mismo. 

kan  Bupueata  la  falta  de  intenciún  dolosa  en 
quien  realiía  el  hecho  antes  referido,  ea  indudable 
que  quien  lo  indujo  á  realizarlo  en  interés  propio 
ea  autor  por  inducción  del  delito  de  falsedad. 

Al  amparo  del  número  I.°  del  arttculo  849  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  no  pueden  discu- 
tirse cueationes  relativas  á  la  participación  de  los 
reos  en  el  delito  castigado. 

Constituye  el  delito  de  falsedad  penado  en  el  ar- 
tículo 314  del  Cúdigo,  qníen  destruyendo  parte 
de  una  nota  escrita  en  un  pagaré,  ya  satitlecbo, 
aprovecha  la  forma  que  autorizaba  aquélla  para 
extender  un  endose. 

Loa  delitoa  independientea  j  no  medio  el  uno  de 
cometer  el  otro  loa  hechoa  de  falaificar  un  pagaré 
y  deducir  con  él  una  demanda  en  la  cual  se  hace 
aparecer  á  una  persona  como  una  de  las  partes 
para  que  absuelvan  sus  posiciones. 

Para  plantear  debidamente  un  motÍTo  al  am- 
paro del  número  6?  del  artículo  849  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  es  preciso  aceptarla  ca- 
líGcaciún  de  los  hechoa  tal  como  la  hnbiere  decla- 
rado el  Tribunal  sentenciador. 

En  ia  ciudad  de  la  Habana,  á  oclio  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  y  por  infracción  de  ley,  que  pen- 
de ante  este  Tribunal  Supremo,  interpuesto  por  los  pro- 
cesados Cipriano  Fernández  Blanco  y  José  Pérez  Val- 
cárcet,  ambos  vecinos  de  la  Habana,  del  comercio,  con- 
tra la  wntencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sa- 
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la  de  !o  Criminal  de  la  Audiencia  de  eeta  capital  en  cau- 
sa que  se  siguió  á  dichos  procesados  en  el  Juzgada  del 
£ste  de  esa  ciudad,  á  instancia  de  las  señoras  Quirina 
García,  viuda  de  Fernández  Blanco  y  Catalina  Josefa 
Fernández  Blanco,  por  los  delitos  de  estaía  ;  falsedad: 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  cuatro 
de  Majo  último,  se  consignan,  entre  otros,  los  que  á  con- 
tinuación literalmente  se  transcriben:  "Primero:  Resul- 
tando probado.  A^Que  D,  José  Fernández  Blanco,  ve- 
'cino  de  esta  ciudad,  tenia  á  su  lado  para  que  le  ayuda- 
'se  en  sus  negocios  á  su  Bobrino  el  procesado  Cipriano 
'Fernández  Blanco,  que  era  mayor  de  edad,  y  e!  que  te- 
'nía  á  su  cargo  el  hacer  pagos  por  el  primero  con  dinero 
'de  éste,  recogiendo  los  comprobantes  ó  reaguardos  y 
'guardarlos.  El  José  Fernández  Blanco  por  ventas  de 
'azúcar  le  adeudaba  á  José  Señan,  empleado  que  habla 
'sido  suyo,  dos  mil  cuatrocientos  eesento  y  cuatro  pesos, 
'sesenta  centavos  en  oro  español;  y  por  ello  le  dio  un 
'pagaré  firmado  por  él,  y  extendido  á  favor  de  dicho  Se- 
'ñan  por  la  suma  indicada,  á  la  vista  y  á  su  orden,  fe- 
'chado  en  doce  de  Noviembre  de  mil  ochoceíitos  noventa 
'y  cinco,  el  cual  pagaré  fué  recogido  más  tarde  por  el 
'deudor  en  esta  ciudad,  por. mediación  del  procesado  Ci- 
'priano  Fernández  Blanco,  quien  conservó  ese  documen- 
'to  también  en  su  poder. — Al  darse  por  pagado  el  Señan 
'y  entregar  el  pagaré  dicho,  se  escribió  algo  al  dorso  de 
'éste  lo  que  se  empezó  en  la  cara  en  que  estaba  el  pagaré 
'en  la  que  no  se  puso  más  que  la  palabra  "Habana",  fir- 
'mando  también  el  Señan  también  al  dorso. — -Fallecidos 
'en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  loa  indi- 
'cadoa  José  Fernández  Blanco  y  José  Señan,  el  proce- 
'sado  Cipriano  Fernández  Blanco,  que  guardaba  como  se 
"ha  dicho,  el  documepto-qne  se  menciona  antes,  lo  tomó 
"del  lugar  en  que  lo  tenía,  y  á  fin  de  poder  engañar  á  los 
"herederos  de  José  Fernández  Blanco,  que  lo  eran  Is 
"hija  y  consorte  de  éste,  respectivamente,  Catalina  Jo- 
"aefa  Fernández  Blanco  y  Quiriua  García  Llanes,  y  ob- 
"tener  que,  creyendo  ellas  que  aún  se  debía  la  suma  ya 
"dicha,  lo  abonasen  y  aprovecharse  él,  de  fse  dinero,  á 
"fines  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  ó  prin- 
'cipios  de  mil  novecientos,  recortó  por  su  parte  superior 
'el  pape]  en  que  estaba  extendido  el  pagaré  de  refercn- 
'cia;  quitándole  asi  la  parte  en  que  como  se  ha  dicho 
'se  había  escrito  algo,  y  entre  el  nuevo  borde  superior 
"del  papel  y  la  firma  que  existía  del  José  Señan,  hizo 
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escribir  al  dorso  del  documento  lo  siguiente :  "Y  Enero 
"diez  mil  ochocientOB  noventa  y  peía.  Pegúese  á  la  orden 
"de  Don  José  López  Díaz,  valor  recibido  de  dicho  Sor,  á 
"mi  entera  satisfacción"  dejando  la  palabra  "Habana  ' 
"que  estaba  en  la  otra  cara  del  papel.  La  cual  nota  en- 
"dose,  se  extendió  por  un  corredor  llamado  Ángel  An- 
"glada  y  Xiques,  quien  la  autorizó  con  su  ñnua,  y  de 
"acuerdo  con  un  individuo  llamado  José  López  Díaz,  á 
"los  que  hizo  creer  el  procesado  Cipriano  Fernández 
"Blanco  que  él  había  recogido  por  su  cuenta  ese  docn- 
"mento,  y  el  José  Señan,  había  ñrmado  en  blanco  por  si 
"él,  el  procesado  Fernández,  quería  extender  ni¿£  tarde 
"el  endose  á  otra  persona,  por  no  querer  el  Fernández 
"aparecer  acreedor  de  sus  parientes.  Y  ya  hecho  en  la 
"forma  indicada,  el  endose,  el  procesado  Fernández  ob- 
"tuvo  del  José  López  Díaz,  diciéndole  no  quería  estable- 
"cer  demanda  á  sus  parientes,  que  éste  otoi^ase  un  poder 
"para  pleitos  ante  Notario  á  un  abogado,  y  con  el  testi- 
"monio  de  ese  poder  y  el  pagaré  repetido,  se  estableció 
"á  nombre  del  José  Ijópez  Dfaz,  un  juicio  declarativo  de 
"mayor  cuantía  en  uno  de  los  Juzgados  de  esta  capital, 
"el  juicio  civil  indicado,  presentó  la  parte  demandada 
"tencia  ordenándose  el  embargo  de  bienes  de  las  deman- 
"dadas  que  lo  eran  las  indicadas  Catalina  Josefa  Fer- 
"nández  Blanco  y  Quirina  García  Llanes,  á  las  que  se 
"había  condenado  al  pago  de  la  suma  que  representaba 
"el  pagaré  ya  repetido,  é  intereses  leales.  B.— Que  en 
"el  juicio  Civil  indicado,  presentó  la  paite  demandada 
"un  pliego  de  posiciones  para  qne  fuese  evacuado  por  el 
"que  figuraba  como  actor  José  Díaz  López,  bajo  jura- 
"mento  indecisorio,  el  cual  pliego  tenía  las  siguientea  po- 
"siciones ;  Primera :  Confiese  como  es  cierto  que  conoce  y 
"trata  al  Sr.  Cipriano  Fernández  Blanco  y  diga  cuál  fué 
"la  última  vez  que  coa  él  habló. — Segunda:  Confiese 
"como  es  cierto  que  no  conoce  la  letra,  ni  la  firma  dá 
"Sr.  Ángel  Anglada  por  no  haber  escrito  nunca  á  su  pre- 
"sencia. — Tercera:  Confiese  como  es  cierto  y  le  consta 
"que  el  señor  Fernández  Blanco  frecuentemente  firmaba 
"algunos  documentos  con  el  nombre  de  su  tío  don  José 
"Fernández  Blanco,  debido  é  la  confianza  que  éste  tenia 
"depositada  en  aquél. — Cuarta:  Confiese  como  es  cierto 
"y  le  consta  que  don  José  L,  Señan  falleció  sin  asisten- 
"cia  facultativa  por  estar  en  la  mayor  miseria  y  que  nun- 
"ca  supo  que  tuviera  capital,  pues  vivía  solo  de  su  traba- 
"jo  personal. — Quinta:  Confiese  como  es  cierto  qne  no 
"conoce  á  las  señoras  Quirina  García  y  Catalina  Josefa 
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"Fernández  Blanco. — Sexta ;  Confiese  como  es  cierto  que 
"no  ha  celebrado  entrevietas  con  dichas  señoras  ni  ha 
"tenido  con  ellas  trato  de  ninguna  clase.  —  Séptima : 
"Confiese  como  es  cierto  que  antes  de  iniciar  este  pleito 
"no  presentó  nunca  á  ios  herederos  de  Fernández  Blanco 
"el  pagaré  cuyo  importe  reclama. — Octava:  Confiese  co- 
"mo  es  cierto  que  en  el  mes  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
"toa  noventa  y  seis  el  declarante  no  conocía  al  Sr,  José 
"L.  Señan.— Novena :  Confiese  como  es  cierto  que  no  ha 
"verificado  ninguna  negociación  con  intervención  del  se- 
"ñor  Ángel  Anglada  y  en  caso  contrario  en  qué  han  con- 
"eistido  esas  negociaciones  v  si  han  sido  frecuentes,— Dé- 
"cinia :  confiese  como  es  cierto  que  no  ha  recibido  nunca 
"ninguna  carta  de  don  José  Fernández  Blanco,  á  quién 
"no  conocía  de  trato  el  declarante,— Undécimo ;  Confiese 
"como  es  cierto  que  ei  declarante  no  satisfizo  nunca  nin- 
"guna  cantidad  de  diaero  al  Sr.  José  L.  Señan,  pues 
"nunca  le  adeudó  nada. — Duodécima:  Confiese  como  es 
"cierto  y  le  consta  que  don  José  L.  Señui  no  fué  dueño 
"nunca  de  cantidades  de  azúcares  que  importaran  mea 
"de  mil  pesos. — Décimatercera :  Confiese  como  es  cierto 
"que  el  endoso  del  pagaré  de  fojas  seis  que  se  le  pondrá 
"de  manifiesto,  estáextendido  por  el  Sr,  Cipriano  Fer- 
"nández  Blanco  á  presencia  del  declarante. — Décima- 
"cuarta :  Confíese  como  es  cierto  que  el  mencionado  paga- 
"ré  estaba  extendido  en  un  papel  de  mayor  tamaño  al  del 
"que  ahora  tiene.  —  Décimaquinta :  Confiese  como  es 
"cierto  que  después  de  extendido  el  endoso  que  contiene 
"dicho  pagaré  (que  deberá  exuninar)  éste  fué  recorta- 
"do  y  por  eso  tiene  en  su  primer  renglón  algunas  letras 
"incompletas.  —  Décimasexta :  Confiese  como  es  cierto 
"que  dicho  pagaré  fué  recortado  por  el  Sr.  Cipriano  Fer- 
"nández  Blanco  y  diga  con  qué  objeto  lo  hizo. — Décima- 
"séptima:  Confiese  el  declarant*  como  es  cierto  que  el 
"endoso  del  pagaré  no  fué  extendido  á  sn  presencia. — 
"Décimaoctava ;  Confiese  el  declarante  en  qué  sitio,  en 
"qué  día  y  á  qué  hora  se  extendió  el  endoso  susodicho. 
"Décim  ano  vena :  Confiese  si  el  endoso  fué  firmado  inme- 
"diatamente  después  de  extendido. — Vigésima:  Confie- 
"se  como  es  cierto  qne  la  tinta  que  se  usó  para  la  firma 
"que  dice  José  L.  Señan  no  es  la  misma  que  se  empleó 
"para  escribir  el  endoso  y  explique  por  qué  se  usaron 
"dos  clases  de  tintas. — Vigésimaprimera :  Confiese  el  de- 
"clarante  si  don  Cipriano  Fernández  Blanco  'presenció 
"la  entrega  al  Sr.  Señan  del  importe  del  pagaré  y  si  tam- 
"bién  la  presenció  don  Ángel  Anglada.    Y  cómo  el  s«- 
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''ñor  López  Díaz  se  hallaba  en  España,  y  habia  dicho  al 
"procesado  Fernández  que  «o  quería  iatervenir  en  el 
"pleito  de  referencia,  el  procesado  Fernández,  á  fin  de 
"que  surtiera  en  el  juicio  los  efectos  oportunoa,  la  eom- 
"parecencia  y  declaración  del  que  figuraba  ser  actor,  y 
"no  se  entorpeciera  la  marcha  del  pleito,  se  puso  de 
"acuerdo  con  el  procesado  José  Pérez  Valeárcel  y  éste 
"último,  conforme  á  lo  que  le  propuso  é  indicó  el  Fer- 
"nández  y  con  el  objeto  de  favorecer  á  éste,  se  presentó 
"anteelJuzgado  se  hizo  pasar  por  José  López  Díaz  y  bajo 
"juramento  de  ley,  contestando  al  pliego  de  posiciones 
"manifestó :  "A  la  primera,  que  es  cierto  conoce  k  don 
"Cipriano  Fernández  Blanco,  no  recordando  cuál  fué 
"la  última  vez  que  lo  vio.  A  la  segunda:  que  ea  cierto 
/'que  conoce  la  firma  del  señor  Ángel  Anglada  y  el  endo- 
"so  del  pagaré  por  haber  sido  puesta  á  su  presencia.  A 
"la  tercera:  Que  lo  ignora,  A  la  cuarta:  Que  lo  ignora. 
"A  la  quinta :  Que  sólo  las  conoce  por  haberlas  tisto  dos 
"ó  tres  veces  al  reclamarles  el  importe  del  pagaré  des- 
"pués  de  la  muerte  de  su  esposo  y  padre  reapectivamen- 
"te.  A  la  sexta:  que  no  ha  tenido  trato  con  dichas  aeño- 
"ras  más  que  el  referido  en  la  anterior  pregunta.  A  la 
"séptima:  que  no  es  cierto.  A  la  octava:  que  la  conoció 
"en  diez  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  v  seis,  se- 
"gún  parece  recordar  en  que  Anglada  la  presentó  por  lo 
"cual  se  hizo  la  negociación.  A  la  novena :  que  no  ha  he- 
"cho  más  negociación  que  la  del  pagaré.  A  la  décima: 
"que  lo  ha  conocido  y  recibido  dos  cartas  de  él.  A  la  un- 
"décima :  que  le  pagó  todo  el  importe  del  pagaré  menoa 
"el  descuento  del  mismo.  A  la  duodécima :  que  lo  igno- 
"ra.  A  la  décimatercera :  poniéndole  de  maniñestó  el 
"pagaré  de  fojas  seie,  dijo  que  no  es  cierto.  A  la  déci- 
"macuarta :  que  no  recuerda  si  el  papel  era  mayor  ó  me- 
"nor.  A  la  décimaquinta :  que  no  puede  precisar  la  pre- 
"gnnta  por  la  razón  antes  dicha.  A  la  décimasexta:  que 
"es  incierto,  puesto  que  el  pagaré  nunca  estuvo  en  poder 
"de  don  Cipriano  Fernández  Blanco.  A  la  décimasépti- 
"ma:  que  si  lo  fué  á  su  presencia  por  el  Sr.  .\nglada,  A 
"la  décimaoctava :  que  en  el  café  de  Luz  se  extendió  de 
"(los  á  tres  de  la  tarde,  según  puede  recordar  el  diez  de 
"Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis.  A  la  décima- 
"novena:  que  es  cierto.  A  la  vigésima:  que  lo  ignora, 
"porque  se  pidió  la  tinta  en  el  café  para  poner  el  endoso, 
"pues  el  pagaré  venía  hecho.  A  la  vigésimaprimera :  que 
"sólo  lo  presenció  el  Sr.  Anglada.  Ijeídole  que  fué  la  pre- 
"senté  se  ratificó  en  ella,  debiendo  únicamente  reatificar- 
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"se  al  referirse  á  la  fechs  del  diez  de  Marzo  qne  debe  en- 
"tenderee  al  diez  de  Enero  que  ea  la  fecha  del  endoeo 
•'del  citado  pagaré".  Y  no  consta  ai  dicho  procesado  Val- 
"cárcel  estuviese  enterado  de  los  hechoa  que  ae  dejan 
"consignados  en  los  párrafos  anteriores  al  presente. — C. 
"Que  ettel  juicio  declarativo  de  referencia  no  intervino 
"el  que  figuraba  como  demandado  José  López  Dfaz  prac- 
"ticando  todas  las  gestiones,  como  verdadero  actor,  el 
"procesado  Fernández,  quien  ee  entendía  directamente 
'  "con  el  abogado  elegido  y  que  dirigía  el  procedimientd, 
"y  á  fin  de  que  se  probara  que  era  cierta  la  deuda  recla-_ 
"mada,  entregó  al  abogado  dicho,  para  su  presentación 
"en  el  juicio  que  se  segtiia,  lo  que  se  hizo,  dos  cartas  es- 
"critas,  una  de  ellas  por  dicho  Fernández,  y  la  otra  por 
"encargo  <]c  éste;  en  las  que  se  simulaba  ia  ñrma  del  su- 
^'puesto  deudor  José  Fernández  Blanco,  mandadas  á  ha- 
"cer  por  el  proee9a<]oFeniández  en  las  cuales  cartas  que 
"fingían serdirigidasporelJosé  Femáudez  Blauc-o  al  José 
"López  Dfaz  y  fechadas  respectivamente  en  primero  de 
■"Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  veintisiete 
"de  Febrero  ile  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  se  con- 
"fesaba  la  deuda,  se  ofrecía  un  interés  de  uno  y  cuar- 
"to  por  ciento  mensual ;  y  se  pedia  prórroga  para  satis- 
■"facer  lo  debido.  D.— Que  el  abogado  que  dirigía  á  la 
"parte  aetora  en  el  juicio  civil  dicho,  propuso  como  tes- 
"tigo  al  procesado  Fernández  quien  con  tal  carácter 
"comparcíió  ante  el  Juzgado  en  veintiuno  de  Noviembre 
"de  mil  novecientos,  y  después  de  prestar  juramento  en 
"forma  con  las  advertencias  de  ley  de  que  fué  instruido, 
"declaró  que  eran  ciertos  el  pagaré  de  referencia  y  el  en- 
*'doso  del  mismo  que  le  constaba  se  debía  aún  ese  pagaré 
*'que  por  octlen  del  José  Fernández  Blanco  se  hablan  es- 
■"crito  las  dos  cartas  que  se  mencionan  en  el  párrafo  mar- 
"cado  con  la  letra  C  de  este  resultando ;  negó  tener  in- 
"terés  directo  en  el  juicio  civil  de  referencia  y  también 
"que  tuviese  relaciones  de  interés  ó  amistad  con  el  que 
"figuraba  como  actor  José  López  Díaz". — "Décimo.  Ke- 
"suttando:  que  el 'Ministerio  fiscal  sostuvo  definitáva- 
"mente  sus  conclusiones  provisionales  en  las  que  se  ha- 
*'cía  constar  la  existencia  de  los  hechos  que  ae  consignan 
"en  el  primer  resultando  de  esta  sentencia  en  los  párra- 
"fos  marcados  con  las  letras  A  y  B  y  á  más,  que  la  suma 
"que  se  indica  en  el  segundo  resultando  de  esta  senten- 
"cia,  que  retuviera  el  procesado  Cipriano  Fernández 
"Blanco  al  establecimiento  "La  Oaaa  Grande"  se  la  ha- 
■"hía  apropiado ;  y  que  esos  hechos  constituyen  un  delito 
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"de  falsedad  en  documento  privado  y  otros  de  falsedad 
"en  documentoa  oficiales — actuaciones  judiciales — reali- 
"zadcB  ambos  como  medio — artículo  ochenta — para  con- 
"sumar  la  estafa  de  dos  mil  cuatrocientos  sesenta  y  cna- 
"tro  pesos,  sesenta  centavos  oro  que  ba  retíultado  frus- 
"trada;  y  otro  delito  de  estafa,  consumado,  por  la  suma 
"de  ciento  cinco  pesos  dos  centavos,  previsto  y  penado  el 
"primero  en  los  artículos  trescientos  catorce  en  relación 
"con  los  números  segundo  y  quinto  del  trescientos  diez; 
"el  segundo  en  el  articulo  trescientos  once,  relacionado 
"con  el  número  segundo  del  trescientos  diez,  tal  como 
"rige  hoy  aquél,  la  Orden  número  ciento  veinte  y  seis  de 
"mil  novecientos  uno,  modificadora  d^  la  cuatrocientos 
"ocbenta  y  siete  de  mil  novecientos;  la  estafa  frustrada 
"en  el  artículo  quinientos  cincuenta  y  ocho,  número  ter- 
"cero  y  primero  del  quinientos  cincuenta  y  nueve,  bar- 
"monizadoa  estos  dos  con  el  articulo  tercero,  párrafo  se- 
"rundo  y  articulo  sesenta  y  cinco ;  y  el  último  compren- 
"dido  en  el  citado  articulo  quinientos  cincuenta  y  ocbo, 
"número  segundo  y  quinientos  cincuenta  y  nueve  núme- 
"ro  quinto,  todos  dichos  artículos  del  Código  Penal :  qne 
"son  responsables  en  concepto  de  autores;  Cipriano  Fer- 
"nández  Blanco,  por  participación  directa  de  la-falw- 
"dad  en  documento  privado  y  por  inducción  He  la  en  do- 
"cumeuto  oficial,  llevadas  á  cabo  para  realizar  la  estafa. 
"así  como  responsable  de  la  otra  estafa  consumada  de  los 
"ciento  cinco  pesos,  dos  centavos,  como  autor  por  parti- 
"cipación  directa  y  José  Pérez  Valcárcel,  i)or  participa- 
"ción  directa  de  la  falsedad  en  docimientos  ofíciale«,  co- 
"metida  para  realizar  la  primera  estafa:  que  no  concii- 
"rren  circunstancias  modificativas  de  responsabilidad 
"que  apreciar,  y  que  la  pena  en  que  han  incurrido  los 
"procesados  es:  Fernández  Blanco,  la  de  doce  años  de 
"presidio  mayor  y  multa  de  doce  mil  quinientas  pesetas 
"con  las  accesorias  de!  artículo  cincuenta  y  seis  por  las 
"falsedades  relacionadas  con  la  estafa  frustrada  y  la  de 
"cuatro  meses  y  un  día  de  arresto  mayor  con  las  acceeo- 
"rias  del  artículo  sesenta  y  pago  Je  la  mitad  de  costas 
"de  Qste  juicio,  por  la  estafa  tonsumada;  y  José  Pérez 
"\'alcérct'l  la  de  diez  años  y  un  día  y  multa  de  ocho  mil 
"pesetas  con  las  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  seis 
■'y  pago  de  la  otra  mitad  de  costas,  debiendo  servirles  á 
"ambos  de  abono  la  mitad  de  la  prisión  prtíventiva  que 
■'sufran.  líosponsabilidad  civil ;  Ixis  procesados  solida- 
"ria  y  ¡nancomunadamente  deben  indemnizar  á  la  su- 
"<'esión  de  Fernández  Blanco  en  los  gastos  que  á  ella  ba- 
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'ya  originado  el  juicio  ordinario  seguido  por  José  López 
'Díaz. — Undécimo.  Eesultando  que  la  representación 
'de  la  acusación  privada  presentó  en  el  acto  del  juicio 
'oral,  escrito,  sosteniendo  como  definitivas  conclusiones 
'en  que  consigna  en  términoe  parecidos  la  existencia  de 
'ios  hechos  que  se  relatan  en  los  párrafos  del  primer  re- 
'sultando  de  esta  sentencia;  y  á  más,  sentando  en  cuan- 
"to  á  los  hechos  que  se  expresan  en  el  segundo  resnltan- 
'do  de  la  sentencia  ésta,  que  el  procedido  Fernández 
'Blanco  se  apropió  la  cantidad  de  dinero  que  recibiera 
'para  el  pago  de  la  ropa  comprada  en  el  establecimiento 
'La  Casa  Grande"  y  agr^a:  "El  procesado  Cipriano 
'Fernández  Blanco  abusando  de  la  confianza  que  en  él 
'tenía  D.  José  Fernández  Blanco,  abrió  en  los  libros  que 
'él  llevaba  de  éste,  una  cuenta  que  arrojó  un  saldo  de 
'treinta  y  cuatro  mil  noventa  y  dos  pesos  en  oro,  cuya 
'suma,  debiendo  corresponder  al  citado  D.  José,  por  ser 
'de  éste  el  capital  que  se  pone  en  movimiento,  hizo  apa- 
'reeer  el  procesado  á  su  favor  por  haber  abierto  la  cuen- 
'ta  á  nombre  de  Cipriano  en  vez  de  hacerio  como  debía, 
'á  nombre  de  su  referido  tío. — Fallecido  D.  José  Fer- 
'nández  Blanco,  su  viuda  é  hija,  las  Sras.  Quirlua  Oar- 
'cía  y  Catalina  Josefa  Femáüdez  Blanco,  se  vieron  obti- 
'gadas  á  declararse  deudoras  de  Cipriano  por  la  expre- 
'sada  suma  de  treinta  y  cuatro  mil  noventa  pesos  en 
oro ;  no  sólo  porque  todos  los  libros,  papelee  y  documen- 
'tos  se  encontraban  en  poder  del  procesado;  y  se  negaba 
entregarlos,  por  lo  que  tuvieron  que  acepter  la  liqui:- 
dación  que  él  les  presentó,  firmando  al  efecto  un  docu- 
mento privado,  sino  porque  prevaliéndose  de  la  cir- 
"cunatancia  de  tstar  á  su  nombre  el  Ingenio  "Puerto" 
'situado  en  Canas!,  mediante  una  escritura  que  en  con- 
'fianza,  segTÍn  ha  confesado  en  el  acto  del  juicio,  le  otor- 
'gó  su  tío  D.  José,  se  negaba  á  retrovender  á  aquéllos  el 
'ingenio,  si  previamente  no  le  reconocían  como  exacto  y 
'legítimo  el  saldo  anteriormente  mencionado,  amena- 
'zfiídolas,  en  caso  contrario,  con  quedarse  definitiva- 
'mente  con  dicho  Ingenio  que  con  ta!  objete  inscribt6 
'á  BU  nombre  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  Hatan- 
'zas.— Eeconocido  el  saldo,  por  tal  motivo  y  garantiza- 
'do  con  primera  hipoteca  sobre  la  susodicha  finca,  el 
'procesado  ha  cobrado  ya  como  parte  de  aquél,  la  suma 
'de  cinco  mil  pesos  en  oro". — Y  que  los  hechos  que  con- 
'signaba  constituían  un  delito  de  estafa  por  la  cantidad 
'de  treinta  y  cuatro  mil  noventa  y  dos  pesos  en  oro,  un 
'delito  de  falsedad  en  documento  privado  y  otro  de  fal- 
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'sedad  en  documento  público  oficial.— -A ctusciones  jii- 
■diciales — realizados  ambos  como  medio  para  consumar 
'la  estafa  de  dos  mil  cuatrocientos  aesen^  y  cuatro  pe- 
gaos, sesenta  centavos  en  oro  que  ba  resultado  frustrada, 
' — y  otro  delito  consumado  de  estafa  por  la  soma  de 
'ciento  cinco  pesoB  d^s  centavos,  previaíos  y  penados  el 
'primero,  en  el  artículo  quinientos  cincnenta  y  nueve, 
'párrafo  primero  y  séptimo  eu  relación  con  el  artículo 
'quinientos  cincuenta  y  ocbo,  párrafo  tercero;  e!  segun- 
'do  en  el  articulo  trescientos  once,  relacionado  en  loa  nú- 
'meros  primero,  segundo,  cuarto  y  quinto  del  trescientos 
'diez;  y  el  último  comprendido  en  el  artículo  quinientos 
'cincuenta  y  ocho,  número  segundo  y  quinientos  ein- 
'cuenta  y  nueve  número  quinto,  todos  dichos  artículos 
'del  Código  Penal :  que  son  responsables  en  concepto  de 
autores ;  Cipriano  Fernández  Blanco  de-  todos  los  deli- 
uencionados,  por  participación  directa,  además  de 
■serio  por  inducción  en  la  falsedad  en  documentos  oficia- 
les ;  y  José  Pérez  Valcórcel  por  participación  directa  en 
"a  falsedad  en  documento  oficial,  cometida  para  reali- 
lar  la  estafa  de  dos  mil  cuatrocientos  se^^nta  y  cuatro 
pesos,  sesenta  centavos  en  oro :  que  concurre  respecto 
'del  procesado  Cipriano  Fernández  Blanco  la  circuns- 
'tancía  agravante  de  haber  obrado  con  abuso  de  conñan- 
'za — número  once,  articulo  sesenta  del  Código  Penal, 
'y  que  la  pena  en  que  han  incurrido  cada  uno  de  los  pro- 
'ceaaiíos  es  la  siguiente:  Cipriano  Femándes  Blanco, 
■por  lae  falsedades  relacionadas  con  la  estafa  frustrada 
'de  dos  mil  cuatrocientos  sesenta  y  cuatro  pesos,  sesenta 
■centavos,  doce  años  de  presidio  mayor,  multa  de  doce 
■mil  quinientas  pesetas  y  accesorias  del  artículo  cincuen- 
'tft  y  seis  antes  citado :  por  la  estafa  de  loa  treinta  y  cua- 
'tro  mil  noventa  y  dos  pesos,  cuatro  años  y  dos  meses  de 
■presidio  correccional  y  aceeorias  del  artículo  cincuenta 
'y  siete :  por  la  estafa  de  ciento  cinco  pesos  dos  centavos, 
'dos  años,  cuatro  meses  de  prisión  correccional  y  acceeo- 
'riae  del  articulo  cincuenta  y  siete  y  pago  de  las  dos  ter- 
ceras'partes  de  las  costas,--TToBé  Pérez  Valcárcet:  diez 
'años  de  prisión  mayor,  multa  de  ocho  mil  pesetas  y  ac- 
'cesorias  del  articulo  cincuenta  y  seis  y  la  tercera  res- 
'tante  de  costas.  Kn  cuanto  á  reaponaabilidad  civil  mis 
'representados  deben  ser  indemnizados  por  los  procesa- 
'dos,  mancomunada  y  solidariamente  en  la  cantidad  de 
'veinte  mil  pesos  en  oro,  debiendo  además  declararse 
'nulo  el  juicio  promovido  por  José  López  Díaz  y  la  ea- 
'crítura  de  diez  y  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  no- 
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■"venta  y  nueve  ante  el  Ldo.  Manuel  Díaz  Quibus". — Y 
"aunque  no  lo  dijo  en  las  concluBionea  definitivas  por  es- 
'"(■rito,  al  sostener  éstas  de  palabra,  expuso  que  modifica- 
"l)a  8U  primera  conclusión  en  el  sentido  de  que  debía  ab- 
"sotverse  al  procesado  Fernándeií  y  á  los  acusados  por 
"los  hechos  acusados,  como  constitutivos  de  falsedad  en 
"la  escritura  pAblica  de  venta  en  pacto  de  retro,,aDte  el 
"Xotario  Díaz  Quibus  por  José  Fernández  Blanco  á 
"Oipriano  de  tos  mismos  apellidos  del  ingenio  "Puerto". 
"i}ae  dicho  acuea<ior  privado  al  formular  aua  conclu- 
"'sinnes  provisionales,  también  sentó  lo  siguiente:  Igual- 
"mente  resulta  aoreilifado  que  por  ias  falsedades  come- 
■"tidas  en  la  cuenta  que  Cipriano  Fernández  Blanco  rin- 
■"dió  á  los  condes  de  Casa  Bayona,  como  apoderado  de 
"éstos,  en  la  que  se  hicieron  figurar  partidas  que  no  se 
"pagaron  como  las  que  se  refieren  á  traslaciones  de  cen- 
osos, por  ejemplo,  y  se  aumentó  el  importe  de  otras  que 
"fueron  satisfechas,  según  consta  de  la  certificación  y 
■"carta  que  presentó,  así  como  de  recibo  que  obra  á  fojas 
"de  wta  causa,  se  vieron  obligadas  las  herederas  del  se- 
"ñor  José  Ferjiándeí;  Blanco  á  pagar  á  los  del  conde  de 
"Casa  Bayona  la  cantidad  de  nueve  mÜ  sesenta  y  seis 
"pesos,  noventa  y  dos  centavos  en  oro,  rebajando  parte 
■"de  dicha  suma,  de  un  crédito  hipotecario  que  les  perte- 
"neeía  y  dándose  por  pagado  de  los  intereses  adeudados 
"para  cubrir  el  resto  de  la  mencionada  cantidad,  otor- 
"gándose  al  efecto  la  escritura  que  obra  á  fojas. — Que 
"esos  hechos  oonatítuían  un  delito  de  estafa  de  nueve 
"mil  sesenta  y  seis  pesos,  noventa  y  dos  centavos  en  oro, 
"artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve,  número  primero 
"en  relación  con  e!  quinientos  cincuenta  y  ocho,  núme- 
■"ro  tercero,  acusaba  como  responsable  de  ese  delito  al 
"procesado  Cipriano  Fernández  Blanco,  que  contra  éste 
"concurría  Ja  circunstancia  agravante  de  abuso  de  con- 
^'fiauza  y  que  debía  condenársele  por  esa  estafa  á  cuatro 
"años,  dos  meses  de  presidio  correccional  y  accesorias: — 
"No  habiéndose  mencionado  esos  hechos  en  el  escrito  de 
"conclusiones  definitivas  del  acusador  privado,  ni  men- 
"eionándose  por  el  Letrado  que  representaba  á  esa  parte 
"en  el  informe  oral". 
Resolución  recdbrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  los 
hechos  del  apartado  A  del  primer  resultando,  como  cons- 
titutivo de  un  delito  de  falsificación  de  documento  pri- 
vado, suponiendo  en  el  acto  la  intervención  de  persona 
que  no  la  había  tenido,  alteando  la  fecha  verdadera  y 
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haciendo  una  intercalación  que  variaba  el  sentido  del 
documento,  y  los  del  apartado  B  del  propio  resultando, 
de  un  delito  de  falsificación  en  docnmeutoa  oficialea,  lle- 
vado á  efecto  por  un  particular:  que  de  los  expresados 
delitos  estimó  responsable  á  Fernando  Blanco  en  con- 
cepto de  autor  por  participación  directa,  respecto  al  pri- 
mero, V  por  inducción  en  cuanto  al  último,  estimando 
asimismo  que  uno  de  dichos  delitos  fué  medio  necesario 
para  cometer  el  otro,  sin  que  concurrieran  circunstaor 
cías  eximentes  ni  modificativas  de  la  responsabilidad 
criminal,  j  lo  condenó  á  la  pena  de  once  años  de  presi- 
dio mayor  con  ks  accesorias  de  inhabilitación  absoluta 
temporal,  durante  el  tiempo  de  la  condena  y  sujeción  á 
la  vigilancia  de  la  Autoridad  por  otros  once  años  que 
empezará  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  pena 
principal ;  á  la  multa  de  dos  mil  cuatrocientos  sesenta  y 
cuatro  pesos,  sesenta  centavos  y  á  satisfacer  á  la  señora 
Quirina  García  y  Catalina  Josefa  Fernández  Blanco  las 
cuatro  quintas  partes  de  los  gastos  que  tuvieron  que  ha- 
cer para  defenderse  en  el  juicio  civil  que  dio  lugar  á  la 
formación  de  la  causa  y  á  responder  solidariamente  por 
la  responsabilidad  civil  del  otro  procesado;  condenán- 
dolo además  por  los  delitos  porque  se  le  pena  al  pago  de 
una  mitad  de  las  costas  generales. del  procedimiento  que 
no  se  declaran  en  la  sentencia  á  cargo  de  la  acusación 
privada,  y  á  más  al  pago  de  cinco  octavas  partes  de  las 
costas  que  ha  causado  el  procesado  para  defenderse:  que  - 
igualmente  condenó  á  José  Pérez  Valcárcel  en  concepto 
de  autor  del  segundo  de  los  expresados  delitos  sin  cir- 
cunstancias aprcciablcs  á  ocho  años  y  un  día  de  presidio 
mayor,  con  las  accesorias  antes  indicadas,  multa  de  dos 
mil  cuatrocientos  sesenta  y  cuatro  pesos  sesenta  centa- 
voq :  al  pago  de  todas  las  costas  que  causó  para  defender- 
se y  una  sexta  parte  de  las  costas  generales,  que  no  se  de- 
claran de  cargo  del  acusador  privado;  y  á  satisfacer  á 
las  referidas  señoras  la  otra  quinta  parte  de  los  gastos 
que  tuvieron  que  hacer  para  defenderse  del  juicio  civil 
mencionado;  y  á  responder  solidariamente  por  una  cuar- 
ta parte  de  la  responsabilidad  civil  de  bu  correo. 
Fundamentos  del  recübso  de  gasaoión: 

Itosultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  proce- 
sado Cipriano  Fernández  Blanco,  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  que  dice  autorizarlo  el 
número  tercero  del  artículo  novecientos  doce  de  la  ley 
procesal,  el  cual  hace  consistir  en  que  habiendo  sido  ob- 
jeto de  la  acusación  un  delito  de  falsificación  en  docu- 


D,g¡l,zed.bvG0(>¿^IC 


raento  privado,  y  otro  en  documento  páblico.  como  me- 
dio de  cometer  una  estafa,  la  Sala  de  la  Audiencia  sin 
hacer  nao  de  la  fórmula  del  artículo  setecientos  treinta 
y  tres,  tal  como  este  resulta  en  vigor  jwr  la  Orden  cien- 
to nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  califica  y 
pena  un  delito  de  falsificación  de  documento  privado  y 
otro  de  documento  público,  como  medio  el  uno  para  co- 
meter el  otro,  apreciando  asi  la  participación  que  en  el 
delito  se  le  atribuye  en  un  concepto  en  que  no  ha  sido- 
objeto  de  calificación  por  dicha  acusación,  elevando  con 
ello  la  graduación  de  la  pena  impuesta  al  delito  de  fal- 
sedad en  documento  público,  que  era  el  más  grave  que  en 
esta  causa  se  pers^uía  y  á  cuyo  recurso  se  adhirió  en 
este  Tribunal  el  procesado  Valcárcel: 

Resultando  que  k  nombre  del  procesado  Valcárcel 
se  ha  interpuesto  asimismo  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  autorizado  por  el.caso  primero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  citándose  como  infringido;  "Pri- 
"mero :  El  artículo  trescientos  «Tuce  del  Código  Penal, 
"en  la  forma  en  que  lo  modificó  la  Orden  cuatrocientos 
"ochenta  y  siete,  serie  de  mil  novecientos,  del  Gobierno- 
"Militar  de  Cuba.  Concepto  en  que  ha  sido  infringido: 
"La  sentencia  recurrida  infringe  este  artículo  en  el  con- 
"cepto  de  que  lo  aplica  indebidamente,  y  lo  interpreta 
"erróneamente,  por  cuanto  dicho  artículo  después  de  mo- 
"dificado,  exige  como  requisito  indispensable  para  que- 
■'constituya  delito  la  falsedad  en  documento  público  Ú 
"oficial,  cometida  por  particulares,  que  ésta  sea  en  per- 
"juicio  de  tercero,  y  en  el  presente  caso,  ni  eiiste  tal 
"perjuicio,  ó  la  intención  de  causarlo,  ni  la  Sala,  caso 
"de  que  existiera,  io  ha  declarado  probado,  por  lo  que 
"falta  un  elemento  esencial  del  delito  y  no  debió  apii- 
'*carse  el  citado  artículo,  ni  condenarse  á  mi  defendido. 
" — Segundo:  El  artículo  primero  del  Código  Penal. — 
"Concepto  en  que  ha  sido  infringido.  Por  haberse  in- 
"terpuesto  erróneamente,  puesto  que  define  el  delito-di- 
"ciendo  que  lo  constituyen  las  acciones  ú  omisiones  vo- 
"Inntarias  penadas  por  la  ley,  y  como  los  hechos  reali- 
"zadoB  por  mi  defendido  no  estaban  penados  por  la  ley, 
"nrf  constituyen  delito  y  la  sentencia  que  los  califica  co- 
"mo  tales  interpreta  erróneamente  ese  artículo". 

Resultando  que  también  el  procesado  Cipriano  Fer- 
nandez Blanco  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por 
infcacción  de  ley,  citando  como  preceptos  autorizantes, 
los  números  primero,  tercero  y  sexto  de  la  antes  mencio- 
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nada  ley  y  el  cual  funda  en  los  motivos  Biguientes:  "Pri- 
"nier  motivo  de  infracción  de  ley:  Aceptando  los  he- 
"clios  que  se  declaran  probados  en  la  sentencia  en  el 
"apartado  B  del  primer  resultando  ee  han  calificado 
"como  delitos  de  falsedad  en  documento  oficial  (Ac- 
"tuaoiones  judiciales)  en  el  considerando  tercero  y  pe- 
inado en  la  parte  dispositiva  de  la  dicha  sentencia,  no 
"siendo  tales  hechos  constitutivos  de  delito. — En  efec- 
"to,  según  declara  probado  la  sentencia  recurrida  al  fi- 
"nal  del  apartado  B  del  primer  resultando,  no  consta 
"que  el  procesado  Valcárcel  estuviera  enterado  de  loe 
"hechos  que  se  consignan  en  los  apartados  ya  referidos, 
"digo,  en  los  apartados  A  y  B  del  primer  resultando  de 
"dicha  sentencia  (esto  ee,  las  falsedades  que  se  suponen 
"realizadas  por  mi  representado  en  el  pagaré  que  fué 
"origen  del  juicio  civil  seguido  contra  loa  herederos  de 
"Fernández  Blanco,  las  intenciones  ó  móviles  que  guia- 
"ran  á  mi  defendido  para  ese  acto  y  así  como  la  inicia- 
"ción  y  fin  que  persiguiera  en  la  absolución  de  las  posi- 
''cioncs  que  Valcárcel  "absolvió).  Y  sin  embargo  de  eato, 
"en  dicho  tercer  considerando  ae  penan  loe  hechos  rea- 
'Oizados  por  José  Pérez  Valcárcel,  como  autor  por  par- 
"ticipación  directa  en  ei  delito  de  falsedad  en  documen- 
"to  oficial  y  por  inducción  á  mi  jepresentadOj  olvidando 
"para  ello  la  falta  de  intención  dolosa  en  el  autor  Val- 
"cárcel,  declarada  probada  por  la  Sala  en  el  último  ex- 
"trerao  del  apartado  B  deJ  primer  Resultando  á  que  me 
"he  referido.  —  Conforme  á  la  Orden  cuatrocientos 
"ochenta  y  siete  del  Gobierno  Interventor  de  Cuba,  serie 
"<le  mil  novecientos,  para  que  sea  punible  el  delito  de 
"falsedad  en  documento  público  cometido  por  particu- 
■  "lar,  es  necesario  que  haya  perjuicio  de  tercero  ó  ánimo 
"de  causarlo.  Ahora  bien:  si  según  la  propia  Sala  de- 
"clara  probado,  Valcárcel  ignoraba  la  existencia  de  ese 
"perjuicio  y  la  intención  de  causarlo  por  mi  represen- 
"tado,  perjuicio  6  intención,  solo  declarado  probado  en 
"cnanto  á  este  último  en  el  apartado  A  y  B  del  primer 
"resultando,  no  puede  Valcárcel,  sin  la  concurrencia 
"de  esas  circunstancias,  á  los  efectos  de  la  Orden  mili- 
"tar  citada,  haber  cometido  el  delito  de  falsedad  en  ac- 
"tuaciones  judiciales  y  por  tanto,  no  siendo  Juan  Pérez 
"\^a]eárcel  autor  por  participación  directa  de  ese  d^to, 
"no  puede  serlo  en  ninguna  manera  tampoco  mi  defeu- 
"dído  por  inducción,  puesto  que  falta  la  esiatencia  del 
"tal  delito  por  no  concurrir  en  él  las  condiciones  indis- 
"jiensahles,  la  esencia  para  que  dicho  delito  surgiera  den- 
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"tro  de  la  época  en  que  se  realizó  rigiendo  aquélla  Or- 
"den,  cuáles  son  el  perjuicio  de  tercero  ó  ánimo  de  eau- 
''s&rlo,  que  en  aquél  resultando,  único  lugar  en  que  la 
"Sala  podía  haberlo  hecho,  no  lo  hizo  en  cuanto  á  Yal- 
"cárcel,  causa  matriz  de  aquel  delito  y  no  habiendo  delí- 
"to  no  puede  haber  inductor. — La  representación  del 
"procesado  Valcárcel  establece  en  esta  misma  fecha  eu 
"recurso  de  casación  y  cuál  será  la  situación  del  Tribu- 
"nal  llamado  á  resolver  sobre  él,  si  como  indefectible- 
"mente  tiene  que  resultar  absolviera  á  Valcárcel,  autor 
"por  participación  directa  de  un  delito  que  se  declare  no 
"haber  existido,  j  j  y  sin  embargo,  se  pena  al  inductor ! ! ! 
" — Sea  en  buen  hora  que  se  condene  á  mi  repreaentado- 
"por  cualquier  otro  delito,  pero  nunca  podrá  penársele 
"como  autor  por  inducción  de  aquél  á  que  este  motivo- 
"se  refiere  porque  él  no  ha  existido.— En  la  coonartici- 
"pación  por  inducción  y  acción  directa,  el  agente  eje-- 
"eutor  ee  el  que  engendra  en  el  acto  que  realiza  la  ca- 
"lifícación  del  delito,  así  como  las  causas  que  lo  exclu- 
"yen  ó  modifican  y  no  son  nunca  los  actos  realizados 
"por  el  inductor,  independientemente  del  inducido,  sin 
"que  éste  conozca  ó  aprecie  el  grado  de  intención  en 
"aquellos  actos  de  aquél  á  cuyo  influjo  ó  fuerza  cede,  loe 
"que  califican  el  hecho  criminoso  realizado. — Luego  si 
"en  todos  los  resultandos  de  la  sentencia  no  se  ha  de- 
"clarado  probado  el  perjuicio  de  tercero  ó  el  ánimo  de- 
"causarlo  respecto  á  Valcárcel  y  si  éste  lo  conocfa  ó  po- 
"día  apreciar  que  lo  causara  y  sólo  se  dice  que  mi  reprc- 
"sentado  puesto  de  atuerdo  con  aquél  (sin  que  se  hí^a 
"constar  en  qué  consistió  ese  acuerdo)  y  con  objeto  de 
"favorecer,  á  mi  defendido  se  presentó  á  absolver  y  ab- 
"solvió  las  posiciones  que  habían  sido  formuladas  para 
"José  López  Díaz  haciéndose  pasar  por  éste,  ha  faltado 
"declarar  probado,  como  antes  se  ha  dicho,  en  et  acto 
"realizado  por  Valcárcel,  el  conocimiento  por  su  parte 
"de  lo  que  es  la  esencia  del  delito  de  falsedad  en  la  fecha 
"en  que  él  lo  cometió ;  por  lo  que  la  Ha\&  sentenciadora 
"ha  incurrido  en  error  de  derecho  aplicando  indebida- 
"mente  el  artículo  trencientos  diez  del  Código  Penal  en 
"su  caso  segundo,  en  relación  con  el  trescientos  once  y  el 
"trescientos. catorce  del  propio  Código  y  la  Orden  mili- 
"tar  ciento  veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  modi- 
"fieadora  de  la  cuatrocientos  ochenta  y  siete  ya  citada. — 
"Segundo  motivo  de  infracción  de  ley:  Que  aceptando 
"los  hechos  que  en  la  sentencia  se  declaran  proba<lo8  en 
"(?1  apartado  B  del  primer  resultando,  se  ha  eBtÍmatlí> 
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"á  mi  representado  en  el  tercer  conaiderando  cnmo  au- 
"tor,  por  inducción,  de  un  delito  de  falsedad  en  docu- 
"mento  público,  (Actuacionee  judiciales),  cometido  por 
"José  Pérez  Valcárcel,  infringiendo  el  artículo  cuarto, 
"aplicando  indebidamente  el  caao  segundo  del  artículo 
"doce  en  relación  con  el  apartado  primero  del  articulo 
"once,  todos  del  Código  Penal.— En  efecto:  en  dicho 
"apartado  B  se  declara  probado  que  José  Pérea  Valcár- 
"cel,  según  lo  que  le  "propuso  é  indicó"  mi  representado, 
"concurrió  al  Juzgado  ante  el  cual  cursaba  el  pleito  que 
"José  López  Diaz  seguía  contra  la  sucesión  de  José  Fer- 
"nández  Blanco  y  haciéndose  pasar  por  el  expuesto  Ló- 
"pez  Díaz  absolvió  bajo  juramento  de  ley  el  pliego  de 
""posiciones  que  había  sido  formulado  para  éste, — Les 
""mismas  palabras  empleadas  en  el  hecho  declarado  pro- 
"bado  "propuso  é  indicó"  alejan  toda  idea  de  indiicción. 
"La  inducción  tiene  sus  t¡nt«s  perfectamente  definidos. 
""En  la  fuerza  mora!  ejercida  por  el  inductor  sobre  el 
"inducido  que  lo  coloca  en  condiciones  tales  de  no  poder- 
"se  sustraer  al  acto  que  realiza  y  para  lo  cual  la  volun- 
"tad  de  obrar  ha  de  estar  bajo  esta  presión  externa  hasta 
"el  momento  mismo  de  la  ejecución. — Cuando  esas  cir- 
"cunstancias  no  concurren,  cuando  la  inducción  no  pne- 
"de  estimarse  de  una  eficacia  decisiva  á  la  consumación 
"de  un  acto  punible  que  otro  realiza,  no  puede  conside* 
"rarse  como  autor  al  que  la  inducción  ejerce  y  faltándole 
"las  condiciones  referidas  y  que  han  de  producir  el  deli- 
■^'to  por  inducción  sólo  ha  de  estimarse  como  proposición 
"comprendida  dentro  del  articulo  Cuarto  del  Código  Pe- 
"nal,  punibie  solo  en  el  caso  que  así  se  determina  expre- 
"samente;  y  no  eetáadolo  la  proposición  para  cometer 
"los  delitos  de  falsedad,  la  Sala  sentenciadora  ha  infrín- 
'"gido  dicho  artículo  cuart»  por  falta  de  aplicación  y 
"aplicando  indebidamente  y,  por  lo  tanto,  infringiéu- 
~"dolog,  el  número  segundo  del  artículo  doce  en  relación 
"con  el  once  y  artículo  primero,  todos  del  Código  Penal, 
"oondenanflo  á  mi  representado  como  autor  por  inducción 
"del  delito  de  falsedad  en  actuaciones  judiciales,  come- 
■"tido  por  José  Pérez  Valcárcel. — Tercer  moÜTo  de  in- 
"fracción  de  ley:  Que  aceptando  A  los  hechos  que  en 
"la  sentencia  se  declaran  probados  en  el  apartado  del 
"primer  resultando,  se  consideran  como  un  delito  de 
"falseiiad  en  documento  privado,  los  que  consignan  en 
"el  mencionado  apartado,  respecto  al  pagaré  otorgado 
"por  i).  José  Fernández  Blanco  á  favor  de  José  L.  Se- 
~"ñan,  Bi^niendo  en  aquél  pagaré  la  intervención  de 
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"persona  que  no  la  había  tenido,  alterando  la  fecha  ver- 
"dadera  y  haciendo  una  intercalación  que  variaba  el 
"sentido  del  docjtmento  calificándose  tal  delito  en  el 
"considerando  primero  de  la  sentencia  que  recurro  y  re- 
"lacíonándoae  en  el  segundo  cooBideraado  de  la  misma. 
" — Ahora' bien:  como  en  el  apartado  A  indicado  del  pri- 
"mer  resultando,  único  lugar  en  que  conforme  á  la  ju- 
"rieprudeneia  del  Tribunal  Supremo  de  esta-  Isla  han 
"de  aparecer  los  hechos  probados,  do  se  consignan  eir- 
''cunstanciaa  de  ninguna  naturaleza  que  puedan  condu- 
*'cimoe  á  la  determinación  de  la  persona  supuesta  en 
"aquél  documento,  dado  que  la  propia  Sala  sentencia- 
"dora  declara  en  aquel  resultando  que  el  endoso  de  dicho 
"pagaré  á  favor  'de  José  López  Díaz,  en  cuyo  endoso  se 
"hace  eiHisistír  la  falsificación,  no  fué  con  conocimien- 
"to  de  éste,  no  habiendo  tal  suposición  de  persona  no 
"puede  existir  la  falsedad  que  comprende  el  caso  segun- 
"do  del  artículo  trescientos  diez  del  Código  Penal  en 
"aquel  documento  privado.— Que  tampoco  puede  exis- 
"tir  tal  delito  por  el  número  quinto  del  mencionado  ar- 
"tículo  trescientos  diez,  cotuo  considera  la  Sala  senten- 
"ciadora,  porque  en  el  apartado  A  del  primer  resultando 
"de  la  sentencia  que  recurro  no  se  determina,  como  es 
"circunstancia  precisa,  para  que  exista  el  delito  de  fal- 
"sedad  en  ta!cs  clases  de  documentos,  y  por  tal  causal, 
"cual  sea  la  fecha  alterada  que  engendró  el  delito  que  se 
"supone  cometido  por  mi  representado,— Que  tampoco 
"puede  existir  el  delito  de  que  nos  venimos  ocupando 
"respecto  a!  pagaré  en  cuestión  en  cuanto  al  caso  sexto 
"del  prenotado  artículo  trescientos  diez,  porque  la  al- 
*'teración  ó  intercalación  á  que  ese  caso  se  refiere,  presu- 
"pone  que  la  misma  varíe  el  sentido  del  documento  en 
"que  tales  cosas  se  realizan;  y  si  hemos  de  atenemos  al 
"pagaré  otorgado  por  José  Fernández  Blanco,  éste,  con- 
"forme  á  los  hechos  declarados  probados  no  fué  altera- 
"do  en  su  sentido,  y  si  al  endoso  del  mismo  pagaré  á  fa- 
"vor  de  José  Ijópez  Díaz  y  eB  cuyo  endoso  aparece  hacer 
"consistir  la  falsedad  la  Sala  sentenciadora,  no  habien- 
"do  podido  llegarse  á  la  determinación  de  cuáles  fueron 
"las  palabras  suprimidas  por  mi  representado  á  causa 
"del  corte  que  realizó  en  la  parte  superior  del  papel  en 
"que  el  p^aré  referido  estaba  escrito,  conforme  aparece 
"del  apartado  A  del  primer  resultando,  falta  la  determi- 
"nación  exacta  de  lo  que  contenia  la  parte  del  documen- 
"to  saprimido  para  poder  apreciar  si  hubo  en  él  altera- 
"ción  capaz  de  constituir  un  acto  punible;  por  lo  que 
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''la  Sala  sentenciadora  al  caliñcar  como  un  delito  de  fil- 
"sedad  en  documento  privado  los  hechos  k  que  se  con- 
"trae  en  el  apartado  A  del  primer  resultando  en  la  fot- 
''nia  en  que  lo  ha  verificado  en  el  primer  considerando  en 
"relación  con  el  segundo  de  la  sentencia  que  recurro  y 
"penadoenlaparte  dispositiva  de  la  misma,  comprendién- 
■"dolo  dentro  de  otro  delito  del  que  lo  estima  medio,  ha 
"infringido  por  indebida  aplicación  los  mencionados  ca- 
"eoe  se^ndo,  quinto  y  sexto  del  artículo  trescientos  diez 
■'en  relación  con  el  trescientos  catorce  y  artículo  pri- 
"mero,  todos  del  Código  Penal. — Xo  he  tocado  el  caso 
"sexto  del  artículo  trescientos  diez  del  Código  Penal  en 
"cuanto  á  su  faz  de  intercalación,  porque  supongo  que 
"no  se  intercala  cercenando  la  parte  de  un  documento 
"como  declara  la  Sala  sentenciadora;  pero  si  estimase  que 
"en  este  sentiilo  ha  sido  considerada  la  falsedad,  come- 
"tida  por  mi  representado  en  cuanto  á  ese  número,  no 
"resultando  precisado  eji  qué  consiste  la  intercalación 
"que  engendra  el  delito  de  falsedad,  comprende  también 
"¿  este  caso,  por  no  resultar  tal  circunstancia  de  los  he- 
"clios  probados,  el  propio  motivo  de  casación  á  qué  se 
"contrae  el  párrafo  anterior  en  relación  con  dicho  caso 
"sexto  del  articulo  trescientos  diez  con  su  concordante 
"trescientos  catorce  y  articulo  primero  del  Código  Pe- 
'ínal. — Cuarto  motivo  de  infracción  de  ley :  Que  aún 
''aceptando  que  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  , 

"el  apartado  A  del  primer  resultando  en  cuanto  al  de-  | 

"lito  de  falsedad  en  docimiento  privado  y  á  »]ue  se  re-  ', 

"fiere  el  motivo  de  casación  anterior,  fueran  constito-  i 

"tivos  del  tal  delito,  la  Sala  sentenciadora  ha  cometido 
"error  de  derecho  no  calificándolo  aislada  y  separada- 
"mente  del  delito  do  falsedad  en  actuaciones  judicialw 
"que  se  declara  probado  por  el  apartado  B  del  primer  | 

"rtsultando  y  del  que  se  hace  autor  por  inducción  á  mi  | 

"representado,  apreciando  conjuntamente  ambos  delitos  , 

"el  primero  como  medio  de  realizar  el  segundo,  tal  como 
"lo  califica  la  Sala  sentenciadora  en  el  sexto  considc- 
"rando  de  la  sentencia  que  recurro  y  en  relación  con 
"el  primero  y  tercero  considerandos  de  la  misma, — En 
"efecto,  el  delito  de  falsedad  en  documento  privado  no 
"puede  ser  jamás  determinante  del  propio  delito  de  fal- 
"sedad,  realizado  en   documentos   públicos    ú   oficiales.  ! 

"Ijos  actos  que  engendra  el  primer  delito  no  pueden 
"nunca  llevarse  como  productores  del  segundo,  porqne  i 

"ambos  delitos  han  de  girar  en  su  esfera  propia  sin  que 
"ni  uno  ni  otro  puedan  considerarse  medios  para  la  fina-  , 
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"lidad  de  ambas  clases  de  falsedad. — Cuando  los  delitos 
"se  analizan  como  ni^ilios  para  realizar  otros,  han  de  ser 
"de  tal  naturaleza  que  sin  la  existencia  del  delito  medio 
"el  acto  punible  cuya  realización  se  persigue,  no  hubiera 
"podido  llegarse  á  consumar.— Aquí,  en  este  caso,  tanto 
"el  delito  de  falsedad  en  documento  privado  como  el  de 
"falsedad  en  documento  público  ó  actuaciones  judicia- 
"tes,  pueden  existir,  y  existen  por  sí  solos,  sin  que  nin- 
"guno  de  loa  dos  deba  considerarse  c-ouio  compleiuentnrio 
"del  otro,  por  lo  que  la  Hala  sentenciadora  ha  cometido 
"error  de  derecho  calificando  el  dolifti  de  falsedad  en  do- 
"cuniento  privado,  como  medio  de  realizar  el  de  false- 
"dad  en  actuaciones  judiciales,  infringiendo  por  inde- 
"bida  aplicación  el  artículo  ochenta  y  ocho  del  Código 
"Penal  y  por  falta  de  aplicación  debida  el  articulo  tres- 
"cientos  catorce,  en  relación  con  los  casos  segundo,  quin- 
"to  y  sexto  del  artículo  trescientos  diez  del 'Código  Pe- 
"nal  dado  que  la  pena  que  á  mi  representado  corrogpon- 
"dería  por  el  delito  de  falsedad  en  documento  privado, 
"caso  de  no  haberse  calificado  y  penado  erróneamente 
"como  medio  para  realizar  el  del  que  ya  se' ha  tratado, 
"de  falsedad  en  actuaciones  judiciales,  cometido  por 
"Valcórcel  absolviendo  posiciones  y  del  que  se  considera 
"autor  por  inducción  á  mi  mandante,  no  podría  jamás 
"corresponder le  pena  aflictiva  sino  correccional  y  por 
"espacio  menor  de  tiempo  que  aquél  á  que  ae  la  ha  con- 
cadenado, haciendo  elevar  la  pena  al  delito  más  grave,  ó 
"sea  el  de  falseclad  en  actuaciones  judiciales. — Quinto 
"'motivo  de  infracción  de  ley:  Que  el  grado  de  la  pena 
"impuesta  no  corresponde,  según  la  ley,  á  la  calificación 
"respecto  del  hecho  de  falsedad  en  documento  público  ú 
"oficial  (actuaciones  judiciales),  porque  apreciando  en 
"este  delito  la  Sala  sentenciadora,  la  fixistencia  del  otro 
"delito  de  falsedad  en  documento  privado  de  que  se  ha 
"tratado  en  el  motivo  anterior  como  medio  de  realizar 
"el  dicho  delito  en  actuaciones  judiciales,  no  penando 
"aisladamente  los  mismos,  que  por  su  naturaleza  y  en 
"virtud  de  los  fundamentos  que  se  consignan  en  el  mo- 
"tivo  que  precede,  no  pueden  estimarse  jamás  como  me- 
"dio  uno  de  realizar  el  otro,  ha  elevado  la  pena  impues- 
"ta  al  delito  de  falsedad  en  documento  público  (actua- 
'  "'cienes  judiciales)  que  sentada  la  falta  de  circunstancia-! 
■'■'modificativas  de  responsabilidad  penal,  no  ha  debido 
"aplicársele  otra  pena  que  la  de  ocho  años  y  un  día  de 
'■'presidio  mayor,  accesorias,  ngilancia  y  multa;  infrin- 
"giendo  Is  Sala,  por  lo  tanto,  por  indebida  aplicación 
T.  a,— i»M.— *a. 
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"el  artít'uUi  oolioiita  y  o<'lio  di']  t'ódigo  Penal,  y  por  fal- 
"ta  (le  apücac'ión  dfbiila  el  articulo  tRwientoe  once,  en 
"rclafión  l-oii  el  cawi  fcgiiniio  itel  artículo  trescientos 
diez  del  Código  Penal". 

llcsultando  que  atlniitiiloe  Ion  rwiirsoB  interimentos 
p(ir  Uw  procesado»,  y  personadoK  éston  ante  este  Trihii- 
nal,  previa  la  «uíttanci ación  corres|)ondiente,  se  wlebm 
la  vista  |)ública,  con  asistencia  de  los  Ijctraiios  defen- 
sores de  aquéllos  que  sostuvieron  resiiectivamente  la  pro- 
cedencia de  los  recursos  interpuestos  y  del  Ministerio  fis- 
cal que  los  inipugníT. 
T>m'isioN  nic  ix)s  rkchkhok; 

Sú-ndu  Ponente  el  Mügislrado  Ambrosio  K.  Mo- 
rales. 

Considerando  ipie  se  imiirre  cu  el  ([uebrant amiento 
de  forma  del  número  ten'en>  del  artículo  novecientos 
docí'  de  la  Ijcv  de  Kujuicianúento  Criminal,  cuando  en 
la  sentencia  se.]iene  un  delito  más  jn'ave  cpie  el  qiiu  fiié 
objeto  de  hi  acusación,  sin  iiaeerse  uso  préviijuiente  del 
articulo  setecientos  treinta  y  tres;  ]iem  no  cuando  se  p>í- 
ncn  «ó|o  delitos  que  rucron  obji'to  de  ésta,  según  residía 
de  la  sentencia  recurrida;  i>ucw  tanto  la  acusación  pú- 
blica como  la  privada,  calilicanm  liw  liedlos  de  la  causa, 
como  coustitntivos  ikl  ilelíto  de  falsificación  de  d(H-u- 
mento  privado,  falsificación  en  docnuiento  público  y  es- 
tafa, los  dos  primeros  como  me<lio  de  cometer  el  último, 
y  el  Tribunal  del  juicio  penó  los  expresados  delitos  con 
excepción  del  de  estafa,  en  la  misma  relación  de  uno,  me- 
dio para  cometer  el  otro,  con  lo  cual  esencialmente  no  se 
ha  separado  de  la  acusación,  haciendo  una  calificación 
en  concepto  (|ue  lleve  consigo  mayor  gravetlad  que  la  co- 
rrespondiente á  aquéllos,  siendo  la  misma  pena  la  im- 
¡Muiible  en  lino  v»otii>  cuso;  evidenciándose  |)or  lo  ex- 
puesto, (jiie  este  motivo  del  i-ccurso  descansa  en  un  su- 
puesto inexacto,  circunstancia  iiastante  para  no  halx'rlo 
admitidtí  la  Sala  sentenciadora  y  para  que  por  este  Tri- 
bunal se  declare  sin  lugar  por  su  manifiesta  ineficacia. 

Considerando  que  si  bien  la  Orden-  número  cuatro- 
cientos ochenta  y  siete  de  nnl  novwientos.  tal  como  mo- 
dificó el  articirlo  trescientos  once  del  Código  Penal,  exi- 
gía como  re(|uisito  indis|H'nsabIe  ¡tara  que  se  estimara 
delictiva  ia  faisi filiación  cometida  por  particulares  en  do- 
cuuM'Titft  ])úldico  ú  oliciaK  que  ísta  si>  reaiinara  con  per; 

.|ii('  i-sliinrtiid"  los  liedlos  ejecutados  por  el  pnH'Csado 
Viileárcel  niuio  sucedidos  en  la  fci'ha  en  que  regia  dicha 
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Orden,  y  por  coiisiguicnti',  liaboree  tie  aprwiar  con  ariií- 
glo  á  ella,  siempre  caerían  dentro  <le  la  sanción  penal  de 
la  misma;  pues  el  acto  de  preHcntarse  el  procegado  de 
acuerdo  con  Fernández  Blanco  en  el  juicio  civil  que  en 
cobro  de  pesos  ésto  seguía  á  la  sucesión  de  su  tío  1).  -lo- 
sé, en  el  queliacía  figurar  como  actor  á  José  Ijópcz  Díaz, 
tomar  el  nombro  de  éste  fingiendo  ser  su  persona  para 
contestar  como  contestó  el  pliego  de  posiciones  que  la 
]>artc  demandada  había  presentado  para  que  los  absol- 
viera López  Días,  síguíemlo  para  ello  las  indicaciones 
de  Fernández;  revela  la  deliberada  voluntad  de  favore- 
cer á  éste  iiltimo  y  <-onsifniientemeiito  ci  intento  de  jmr- 
judicar  li  lan  otras  [nirtes  del  litigio  al  ]in'scntar*'  de 
tal  modo  á  declarar  cotí  rcl>ición  á  hechos  ágenos  á  sn 
persona  que  pudieran  ser  de  inHueñcia  on  la  decisión 
riel  pleito;  y  en  tal  virtud  no  ^lueilc  sosli'iierse.  como  lo 
kacc  el  recum'nte  que  la  false<lad  |Kir  él  cometida  no  es 
punible,  por  no  iialH'rse  ifaiizado  en  [«TJuicio  do  terce- 
ro ó  con  ánimo  de  causárselo. 

(-onsitlenindo  ai'm  supuesta  la  Taltii  de  intención 
diiifisa  por  parte  de  \'iilcár(rl  en  los  actos  que  ejeeuló, 
según  se  pi-etende  sostener  en  el  iirinior  motivo  del  iv- 
eiirso  por  infracción  de  ley.  ¡ntcrpTl(•^to  por  FeniHiirle/, 
Blanco,  que  tal  circunstancia  sólo  serviría  de  excusa  abso- 
lutoria, en  su  caso,  al  mencionado  Valcárcel;  pen)  nun- 
ca apnt\'echaría  al  recurrente  que  en  interés  pnqiio  y  nin 
preconcebida  intención  criminal  lo  indujo  á  n.'alizarlos. 
siendo  innecL-sario  entrar  on  otras  consideraciones  ¿cer- 
ca del  motivo  que  se  examina  á  virtud  de  lo  que  se  deja 
expuesto  en  el  único  por  infracción  de  ley  del  otro  pni- 
ceiiado, 

Cimsiderando  que  el  segundo  motivo  del  recur- 
tto  lo  funda  el  propio  Fernández  Blanco  en  la  su])uesta 
infrai-ción  de  los  artículos  cuarto,  once,  caso  primei-o, 
y  doce,  cas»)  segundo,  del  Código  Penal,  por  habérsele 
condenado  como  autor  por  inducción,  de  un  delito  de 
falsificación  en  documento  público,  cometido"  por  Val- 
cárcel,  pretendiendo  así  realmente  discutir  el  error  do 
derecho  que  sujHme  címictido  al  ilctenninarse  su  parti- 
cipación en  los  hechos  declarados  probados;  y  como  qu¡e-' 
ra  que  esta  cuestión  no  la  autoriza  el  número  primero 
del  articulo  ochoi'icntos  cuarenta  y  nueve  d»f  la  Ijey  do 
Enjnieiflmicnto  Orinrinal  que  en  el  reciirso  se  invoca, 
la  Sala  sentenciiidorii  no  debió  admitir  el  ahidido  mo- 
tivodo  todo  punto  inelUáz,  y  por  lo  que.  no  obstante  su 
indebida  admisión,  procede  declararlo  sin  lugar. 
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Considerando  en  cuanto  al  motivo  tercero,  que  apa- 
reciendo de  los  hechos  declarados  probados  en  la  senten- 
cia recurrida,  que  el  pagaré  endosado  á  López  D!az,  con 
el  que  Cipriano  Fernández  Blanco  intentó  cobrar  inde- 
bidamente á  la  Buceaión  de  su  tío  D.  José,  la  suma  de 
dos  mil  cuatrocientos  sesenta  y  cuatro  pesos,'  sesenta  cen- 
tavos, había  sido  recogido  por  éste,  del  acreedor  José 
Señan,  mediando  aquél,  que  lo  conservó  en  su  poder;  y 
que  el  año  noventa  y  nueve  ó  novecientos,  cuando  ya  ha- 
bía fallecido  su  tic  y  el  mencionado  Señan,  recortó  la 
parte  superior  del  documento,  haciendo  desaparecer  lo 
eecrito  al  dorso,  firmado  por  Señan,  dejando  en  blanco 
la  6rma  de  ést-e,  la  cual  utilizó  escribiendo  ante  la  misma 
en  los  añoe  antee  referidos:  "Habana  y  Enero  diez  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis,  Pegúese  á  la  ordeii  de 
D.  José  López  Díaz,  valor  recibido  de  dicho  señor  á  mi 
entera  satisfacción";  es  indudable  que  el  procesado  co- 
metió el  delito  de  falsificación  en  «íocumento  privado 
que  castiga  el  artículo  trescientos  catorce  del  Código  Pe- 
nal en  las  tres  especies  ó  formas  previstas  en  los  núme- 
ros segundo,,  quinto  y  sexto  del  trefi<'ientos  diez  del  pro- 
pio Código:  la  primera  no  puede  ser  más  evidente,  ha- 
biéndose figurado  en  el  endoso  del  pagaré  la  interven- 
ción de  José  Señan  que  no  pudo  tenerla  en  la  fecha  en 
que  se  realizó,  porque  había  fallecido;  de  igual  modo  la 
segunda,  si  como  resulta  probado,  d  año  nóvente  y  nueve 
ó  novecientos,  se  puso  fecha  del  nóvente  y  seis  á  esa  ee- 
BÍón,  y  por  último  la  tercera  racionalmente  se  deduce, 
porque  estando  satisfecho  el  pagaré  por  el  deudor,  lo  es- 
crito al  dorso  del  documento  y  cercenándolo  se  hizo  des- 
aparecer, es  forzoso  entender  que  era  algo  contrario  á  lo 
oonsignado  en  el  falso  endoso;  por  todo  lo  cual,  y  siendo 
como  es  á  todas  luces  claro  el  perjuicio  que  con  los  refe- 
ridos actos  se  intentó  causar  á  la  sucesión  de  José  Fer- 
nández Blanco,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido 
en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye,  ni  infringido 
los  preceptos  que  se  citan. 

Considerando  que  para  que  pueda  tener  aplicación 
el  articulo  ochenta  y  ocho  del  Código  Penal,  referente  á 
la  imposición  de  una  sola  pena  á  los  distintos  delitos  que 
se  cometan,  se  requiere  que  un  solo  hecho  constituya  dos 
ó  más  delitos,  ó  que  uno  de  éstos  sea  medio  necesario 
para  cometer  e]  otro,  lo  que  no  ocurre  en  el  presente 
caso,  pues  si  romo  resulta  de  los  hechos  declarados  pro- 
bados, con  la  demanda  que  se  entebló  á  la  sucesión  de 
JoH^  Fernández  Blanco,  se  presentó  el  pagaré  falsificado 
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de  antemano,  por  el  mencionado  Cipriano,  y  y&  en  cur- 
so el  juicio  civil,  á  virtud  de  la  circunstancia  accidental 
de  presentarse  un  pliego  de  posiciones  por  la  parte  de- 
mandada, sucedió  el  concierto  con  Valcáreel  para  que 
tas  absolviera,  haciéndose  pasar  por  Ijópez  Díaz,  que  fi- 
gúrala como  actor,  es  evidente  que  uno  y  otro  hecho 
constituyen  dos  actos  distintos,  sin  relación  necesaria 
de  medio  á  fin,  y  lo  demuestra  que  el  primero  de  esos 
hechos  subsiste  ya,  produciendo  sus  efectos  en  el  jbieio 
civil  de  referencia,  con  entera  independencia  del  segun- 
do, y  por  consiguiente,  al  penarse  conjuntamente  ambos 
hechos  con  aplicación  del  articulo  ochenta  y  ocho,  en  vez 
de  hacerse  separadamente,  con  arreglo  al  oclienta  y  seis, 
la  Sala  sentenciadora  incurrió  en  el  error  de  derecho  é 
infracción  de  ley  que  por  el  cuarto  motivo  del  recurso  se 
le  atribuye. 

Considerando  tfue  el  quinto  y  último  motivo  no  se 
ajusta -á  las  prescripciones  del  número  sexto  del  articu- 
lo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal  que  en  el  recurso  se  cita  como  precep- 
to que  lo  autoriza,  toda  vez  que  según  dicho  número, 
para  discutir  el  error  que  se  suponga  cometido  en  el  gra- 
do de  la  pena  impuesta  al  delito,  es  necesario  que  tal 
error  se  derive  aceptándose  la  calificación  hecha  por  el 
Tribunal  a  qtio,  y  no  como  lo  aduce  el  recurrente  en  el 
supuesto  de  otra  distinta  que  á'sü  juicio  deltió  hacerse; 
por  donde  se  vé  que  no  existe  congruencia  entre  la  in- 
fracción alegada  y  el  mencionado  precepto,  circunstancia 
por  la  cual  no  debió  admitirse  este  motivo  del  recurso, 
el  que  por  la  misma  raíón  que  se  desestimó  el  segundo, 
procede  declararlo  sin  lugar. 

Considerando  que  por  loa-  fundamentos  expuestos 
sólo  procede  la  casación  do  la  sentencia  por  lo  que  res- 
pecta al  cuarto  motivo  del  recurso  por  infracción  de 
ley  interpuesto  ])or  el  procesado  Cipriano  Fernández 
Blanco : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  establecido  por  quebran- 
tamiento (le  forma ;  de  igual  modo  que  el  de  infracción 
de  ley  interpuesto  por  José  Pérez  Valcárcel  y  con  lugar 
el  que  interpuso  en  este  último  concepto  Cipriano  Fer- 
nández Blanco  contra  la  sentencia  de  cuatro  de  Mayo 
último  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  en  consecuen- 
cia casamos  y  anulamos  dicha  sentencia  con  las  costar 
da  o&cio. — Comuniqúese,  etc. 
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Así  por  ('>itd  iiitívtra  sentencia  lo  proimnciamot!. 
innmiamos  y  firma  ni  os. — .iusé  Antonio  l'idianln. — Luis 
(iastnn.- — Anilinwio  lí.  Morales. — líafnel  Maydiifrán. — 
José  M.*  Gispcrt. 

Ssgnnda  senteocia^ — En  li  mltjnajeeka  dictó  el    Tribiinal 

nveva  gentenda  en  loe  tigu^ntet  th-mino»: 

Dundo  por  re|)ro(liii'i(]os  los  n'i'iiltaiidoí;  de  la  si'u- 

ti'iu'ia  ciisada  y  amiladii  asi  como  l(w  considerandos  de 

la  iiiisnia  con  excepción  del  se.xto,  qno  queda  n-dactado 

Sexto.  Considerando  (lue  ])nra  (¡iie  )>ne<la  tener 
a|ilicai'i('m  el  artículo  oclientn  y  ocho  del  (VmIí^tí)  l'ciial 
respiilo  li  la  iniposiciÓTi  de  una  siiltt.|H'na  á  lo»  di.-ilintos 
(leiilow  (jiic  se  cínnctan,  se  reuniere  (jue  un  solo  licclio 
CDiistitiiya  do-!  ó  rmís  delitos,  ó  que  uno  de  éstiw  sea  me- 
dio necesario  para  cometer  el  otro,  lo  qin.-  no  iM'iirre  en 
el  jircsentc  caso,  pues  si  cmno  i-csulta  de  los  tiedios  .ie- 
claraiicw  proliados.  con  la  ilonianda  que  se  estableció  ú 
la  suciwión  (le  Jos('>  Fcrnátidci!  Blanco,  se  jin-sentó  *;! 
pagan;  falsiliíailo  de  antemano  por  el  uiem-io'nado  Ci- 
priano, y  yn  en  curso  el  juicio  civil,  á  viHiiiI  de  la  cir- 
ciitistancia  accidental  de  prcscntarsi'  un  pliego  de  posi- 
ciones por  la  parte  demandada,  sucedió  el  concierto  con 
\'alcárcel  ]>ava  que  las  absolviera,  haciéndose  pasar  [xir 
T/ipcK  Díaz  (|ue  figurnha  «'onio  actor,  es  i'vidente  que  uno 
y  otro  liecbos  constituyen  .los  actos  distintos  sin  rela- 
ción neiTsaria  de  medio  ó  fin,  y  lo  demiieütra,  que  el  pri- 
mero lie  esos  hwlios  snbsistia  ya  produciendo  sus  efectos 
en  el  juicio  civil  de  referencia  con  entera  independencia 
del  segundo:  por  consiguiente.  procc<le  castigar  si'para- 
ilamente  W  referidos  hechos  é  imponer  la  pena  señalada 
jHir  la  ley  á  catla  uncí  en  su  grado  medio,  por  cuanto  que 
no  existen  circunstancias  eximentes  ni  moilifieativas 
de  la  rí>s|>onsaltilÍdad  criminal. 

\'ístos,  etc. 

Fallanuw  que  delienios  condenar  y  (Omlenanios  á 
Cipriano  Ferm'indcz  líinnen  en  concepto  de  antor  de  un 
delito  de  ralsificacíón  en  documento  público  it  oficial  á 
la  ]icmi  de  ocho  años  y  un  día  de  presidio  mayor  y  multa 
de  dos  mil  <'U  ni  rocíen  tos  sesenta  y  cnatm  jh'sos  si'senla 
centavos,  ctuí  las  accesorias  <le  iiduiliilitación  absoluta 
temporal  durante  el  tieni]io  de  la  condena  y  sujeciÓB 
á  la  vigilancia  de  la  autoridad  por  igual  tiempo  de  Is 
condena  principal  que  em|Kiiará  ictrntarse  desde  el  cum- 
plimiento de  la  misma;  á  satisfacer  á  las  señoras  Qui" 
riña  tiarcía  v  Catalina  Josefa  Fernández  Blanco  las  dos- 
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i|U¡ntaK  partes  de  1(>í>  f^iistris  que  tuvieron  i|ue  hacer  para 
tloíenderst'  eu  el  juicio  civil  i|ue  lia  tlailo  lugar  á  la  for- 
iiiacíón  lie  esta  causa,  y  ú  responder  (ii>li«lariaiuentií  por 
la  re*iponí<abÍlidad  civil  dol  «tro  proejado,  riéndole  de 
hIh>iio  1k  mitad  del  ticii]{)<i  c(Iil<  ha  estado  privado  de  li- 
iH'rtad  |>or  este  pOK-ediiiiiento.  condenándole  á  más  por 
dicho  delito  al  pago  de  una  cuarta  pin-te  do  las  costas 
íteneraleti  ilel  proceso  que  no  s<!  ile<'laran  en  esta  senten- 
cia á  carfíi)  (le  la  acusación  privada :  y  además  al  pago  de 
la  mitad  de  cincd  o<'tHvas  partes  de  cosías  <|ue  ha  causad» 
para  defendersi';  que  debemos  asiiuisiuo  condenar  y  con- 
denamos al  iiropio  Cipriano  Kernández  Bhmeo,  en  con- 
cepto de  aiilor  de  un  delito  de  faisilicacióii  de  documen- 
to privado  á  la  |>ena  de  un  año.  ih-Iio  meses,  veintiún 
días  de  presi<lio  corrcciáonal  y  multa  de  dos  mil  cuatro- 
cientos s<'Meiita  y  cuatro  ¡h'sos  sesnila  centavos  con  laa 
accvsorias  de  sus]iensió¡i  ih'  todo  varm*  jn'ihlico,  profe- 
sión, oiicio  ó  ilerwlio  ile  siiTrajiio:  á  satisfacer  á  las  men- 
cionadas señoras  otras  dos  ipiintas  partes  de  los  gastos 
que  le  causi'i  el  juicio  civil  de  referencifl.  al  pago  de  otra 
cuarta  parte  de  las  costas  generales  del  proceso  que  no 
se  declaren  en  csln  seuleiicia  á  cargo  de  la  acusación  pri- 
vada, y  al  \níff>  de  otra  niitaiLde  las  cinco  octavas  partes 
de  costa.*!  que  ha  causado  para  defendenie,  y  si  no  tuvie- 
re bienes  con  que  satisfacer  la  nnilta,  responsabilidad  ci- 
vil y  costas  de!  acusador  privado  en  ipie  lia  sido  conde- 
nado i>or  el  delito  antes  expresaiio,  deln'rá  sufrir  un  dia 
de  prisión  ¡»or  cada  <l(K'e  piwetas  y  luwiia  que  dejare  de 
satisfacer,  sin  que  pueda  exceder  esta  detención  de  la 
tercera  parte  del  tiem[K)  de  la  condena  y  en  ningún  «iso 
de  un  año,  mí  hueiémiow  declaración  alguna  iwerca  de 
la  prisión  pn.'ventiva  sufrida  ;>or  haberse  disjiuesto  ya 
el  abono  de  la  iiiísma  al  delito  más  grave  y  con  ivpro- 
dueción  literal  del  fallo  en  la  parte  no  casada. — Que  de- 
bemos absolver,  como  absolvemos,  á  dicho  jn'ocesado  Vi- 
priano  Fernáoilez  Blanco,  por  los  hechos  uue  se  indi- 
can en  ios  segiinilo  y  tercer  n'sultandos  de  esta  senten- 
cia; asi  como  por  la  estafa  frustrada  ile  (|iie  se  le  acusa  y 
de  que  se  trata  en  el  segundo  consi<h'rando,  declarando 
de  olieio  una  se.vta  parle  de  bis  costas  generales  de  este 
pnieedimieuto  y  dos  octavas  partes  de  ias  costas  causadas 
para  defenderse  dicho  pnici'saiio. — Que  ilelnnnos  eondi-- 
nar  y  condenamos  ui  pnK-esado  .losi''  I'éren  Valcárcel, 
como  autor  del  ilelitü  que  se  menciona  en  el  tercer  con- 
siderando de  esta  sentencia  á  ocho  años  y  un  día  de  pre-. 
nidio  mayor  con  las  accesorias  indicadas  anteriormente,. 


DigilizedbvGoO^^IC 


780 BOLBÍIW   LBBIHLATfVO. 

á  la  multa  d<!  dos  uiil  ouatrútieutuü  ¡íeseuta  y  cuatro  pe- 
sos gerenta  eitiitavos,  al  pago  án  todas  las  costas  que  cau- 
só para  defcndprsi.'  y  una  sexta  parte, de  las  costas  gene- 
Tales,  que  no  se  declaran  de  earffo  del  acusador  privado; 
y  á  satisfacer  á  las  iiidicadae  señoras  Fernández  Blanco 
la  otra  quinta  parte  de  loe  gastos  que  tuvieron  que  hacer 
para  defenderse  del  juicio  civil  que  se  menciona  ante- 
riormente; y  á  responder  solidariamente  por  una  cuarta 
parto  de  la  responsabilidad  civil  de  su  correo  Cipriano 
Fernández  Blanco,  y  declaramos  insolvente  á  los  efectos 
de  esta  causa  &  dicho  José  Pérez  \'alcán'el. — Y  que  de- 
bemos absolver  como  absolvemos  al  pi-oeeaado  (.'ipriano 
Fernández  Blanco  y  á  los  acusados  Manuel  Dfaz  Quibus, 
Pedro  M.  Oliva  y  Juan  Bautista  Cobo  por  el  delito  de 
falsifícacióu  en  un  docuuiento  púbJic-o  en  la  escritura 
otorgada  ante  el  iudicado  Díaz  Quíbus  en  quince  de 
Abril  de  mil, ochocientos  noventa  y  seis,  entre  José  y  Ci- 
priano Fernández  Blanco  por  compra-venta  con  pacto 
de  retroventa,  de  una  linca  rústica  de  que  se  les  acusaba 
por  las  querellantes  particulares,  condenando  á-las  que- 
rellantes Quirina  García  y  Catalina  Josefa  Fernández 
Blanco,  al  pago  de  una  sexta  parte  de  las  costas  generales 
de  este  procedimiento,  á  satisfacer  una  octava  parte  de 
las  costas  (íflusadas  por  el  procesado  Cipriano  Fer- 
nández Blanco  para  defenderse,  y  á  todas  las  cos- 
tas que  por  el  mismo  motivo  causaron  los  acusados 
Manuel  Díaz  Quibus,  Pedro  M,  Oliva  y  Juan  Bau- 
tista Cobo  en  este  procedimiento.  Póngase  esta  sen- 
tencia en  conocimiento  del  Juez  de  primera-  ins- 
tancia en  que  radique  el  juicio  civil ;  no  há  lugar  á 
declarar  nulo  el  juicio  civil,  ni  la  escritura  que  solícita 
la  acusación  privada,  ni  tampoco  á  ordenar  se  proceda 
por  falsa  denuncia  contra  las  querellantes: — Y  no  apa- 
reciendo que  tengan  relación  con  los  hechos  que  se  han 
perseguido  en  este  procedimiento  y  se  penan  por  la  pre- 
sente sentencia,  ios  documentos  y  diversos  objetos  que  se 
dewriben  en  la  certificación  que  obra  á  fojas  diez  de 
este  rollo,  ni  los  pomos  de  tinta  y  plumas  ocupadas,  de- 
vuélvanse al  procesado  Cipriano  Fernández  Blanco,  así 
como  los  documentos  que  se  relacioiipn  por  el  Secreta- 
rio de  esta  Sala,  en  el  inventario  que  practicó  en  diez  del 
mes  último,  excepción  hecha  de  los  autos  y  documentos 
que  en  osa  relación  figuran  en  el  grupo  qiie  se  marca  con 
el  oúmero  cinco,  los  que  serán  remitidos  al  Juez  de  ins- 
trucción en  cuyo  distrito  esté  la  causa  en  que  se  ocupa- 
rop  esos  documentos,  para  que  instruya  sumario  á  fin 


DigilizedbvGoO^^IC 


de  investigar  si  á  coauecuencia  de  algún  actO'  punible  se 
hallaban  allí  esos  autos  y  documentos.— Y  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto,  remítale  copia  de  la  relación  dicha  al  se- 
ñor Presidente  de  este  Tribunal;  haciéndose  saber  lo  que 
se  ha  ilispuesto ;  y  entregúense  á  iaa  personas  en  cuyo  po- 
der se  hallaban,  los  libros  y  demás  que  se  trajeron  al  act« 
del  juicio  oral  en  cumplí  miento  de  lo  mandado  en  el 
auto  en  que  se  admitió  la  prueba  y  se  señaló  día  para  el 

A»í  por  enta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos), 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — Rafael  Maydagén. — 
José  M.*  Gispert. 

In£  ley.— Sent  172.— 9  d«  Octubre.— Htirto.—(G««!ei«, 

Junio  S,  J904.) 

DOCTRINA:  El  solo  hecho  ár  qn«  el  hurto 
de  aninuiles  se  cometa  ta  nn  predio  rústico,  caali- 
fica  el  delito  sin  que  para  ello  sea  neceaarío  que 
aquellos  se  empleen  en  faenas  agrícolas,  pues 
esta  clrcnnatancia  no  se  exige  para  los  aniniales 
tino  para  los  objetos  en  la  orden  240  de  1901, 
que  maáiñcá  el  artículo  538  iel  Ci^digo  Penal. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  nueve  de  Octubre  df 
mil  novecientos  tree ;  visto  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción <le  ley  interpuesto  por  el  llinisterio  finca!  con- 
tra la  seiít«ncia  definitiva  dictada  en  veinticuatro  de  Ju- 
nio último  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  en  cau- 
sa instruida  en  el  Juzgado  de  aquella  capital  por  delitf> 
de  hurto  contra  ol  iproeesajdo  íficolás  Reyes  y  Morejón, 
Librador,  vecino  del  barrio  de  Río  Séquito. 
Hechos  rR0BAD09 : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan 
loe  aignientes:  "l'riniero:  Resultando  probado  que  en 
"la  noche  del  diez  y  nueve  al  veinte  de  Marzo  último,, 
.  "Nioolás  Reyes  y  Síorejón.  mayor  de  diez  y  ocho  años, 
"acompañado  de  un  sujeto  deseono<'ido,  con  ánimo  de 
"lucro,  y  sin  violencia  ó  intimidación  eji  las  personas, 
"ni  ñierza  en  1-afi  cosas,  sustrajo  de  la  vega  que  on  el 
"año  agrícola  actual  cultiva  5Iartín  RJvet  en  el  barrio 
'"Cangrc".  del  térininn  municipal  de  esta  ciudad,  do« 
'■novillas  preñadlas,  que  éste  en  veintiocho  do  Febrero 
"próximo  pasado  había  a^lquirido  del  propio  Reyes  y 
"Morejón,  por  título  de  permuta,  las  cuales  fueron  jua- 
"tipreciadns  en  quinientas  pesetas.  Segundo:  Eesultan- 
"do  que  el  Ministerio  fiscal  en  %1  actfl  del  juicio  ora]  re- 


DigilizedbvGoO^^IC 


■'¡¡i-oilujo  como  definitivas  -aun  conoiU3Íoni.'S  provisiona- 
'■|(ti,  calificando  los  lipclion  que  relacionó  de  un  delito 
'de  liiirto  cualificailo,  -definido  y  penado  en  los  artícu- 
"Iw  quinientos  treinta  y  cinco,  caso  primero,  y  qninieii- 
''tos  treinta  y  oclio,  caso  seírnndo,  en  relación  con  el  qiii- 
'.nientos  treinta  y  seis,  caso  tercero  del  Códi^  Penal, 
ei'  <!«yft  ejecución  eoncnrió  la  circunstancia  a^ravant^^ 
''iiúniero  (lieK  y  seis  del  artículo  diez  del  propio  Código 
"y  de^í^rnando  como  autor  al  prooesailo  Nicolás  Reyc-í 
"y  Mort'jón,  pidió  ne  le  impusiera  la  pena  de  ¡«eis  años 
"y  un  día  de  oreaidio  mayor,  aeeesorias  y  pago  de  las 
"contas'  y  por  vía  ide  Rwponaabilíílad  civil  se  le  condena- 
''va  al  jMgo  de  iniinientas  iwseta»  que  abonaría  al  per- 
"jud!eadi>  Martín  Rivet.  Tercero:  llcsultaiido  iine  la 
'"defriiíja  de!  priK-wwlo  nitrixhijo  tanittién  como  defini- 
'tivas  en  <'l  acto  del  jiiieiti  oral,  las  <-oniclusÍom's  provi- 
sionales, negó  la  relaeii'm  de  hechos  de  las  del  Mínis- 
"terio  inílilict),  afirmando  que  de  ellos  no  us  responsa- 
'■lile  el  prmvadp,  sííliei tandil  la  alisolueión  de  éste", 
RFJfni.re(i')V  beci'BRIRA  : 

Ke.siillando  (|iie  el  'rrüiímal  Moii+enciador.  estiman- 
di)  qiie  los  lieelios  detílarailoB  prnliados  constituyen  un 
d.elito  de  hurto  definido  y  penado  en  el  caso  primero  del 
artículo  quinient.os  treinta  y  cinco  y  tercero  del  qui- 
nientos treinta  y  seis  amlKis  del  Ci'idigo  Penal,  y  no  el 
cualificado  á  que  se  refiere  e!  caso  sc^rundo  del  artículo 
quinientos  treinta'  y  ocho  del  propio  Código  nio<lificado 
por  la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos 
lino,  por  no  haberse  demostrado  en  el  juicio  oral  que 
lus  movillas  sustraídas  estaban  dedicadas  á  Iai4  labores 
Agríeolae,  condenó  al  proeesanlo  Reyes  Morejón  en  con- 
cepto <le  autor,  con  la  concurrencia  de  la  cireuntancia 
agravante  de  not-turnÍdad,  é  la  pena  de  seis  meses  y  un 
día  de  presidio  correeeionnl,  accesorias  correispondien- 
tes  y  costas,  á  indemnizar  al  perjudicado  en  la  suma  de 
quinientas  pesetas,  con  la  responsabilidad  subsidiaria 
en  xlefecto  de  pago  á  razón  de  un  día  por  cada  doce  y 
media  pesetas,  y  «liono  de  todo  el  tiempo  de  la  prifrión 
liroviüionnl. 
FrNDAMKXTds  lUí!.  itP-cníwo  1110  CAs,u'U)x: 

lícRultaiido  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  Ministerio  fiscal  el  presente  recurso  de  casación 
al  amparo  del  ■número  tercero  del  artículo  ochoeiectoe 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Orimi*- 
nal,  citando  como  infringidos  el  número  tercero  del  ^r*- 
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ticiilo  quinientos  írdinta  y  f*is  en  relación  con  el  núme- 
ro primero  del  (luinientos  treinta  y  cinco,  ambos  del 
Cí'xlifro  Pena},  por  indebida  aplicación,  y  el  número  se- 
giimlo  del  quinientos  treinta  y  ocho  del  propio  Código, 
i'cforniftilo  por  la  Orden  dowientos  cuarenta  de  mil  no- 
vecientos nno,  por  no  haber  sido  aplicado;  y  explicando 
el  concepto  de  la  infracción  en  el  sentido  de  que  decla- 
nindose  'aprobado  que  el  proccsaiW  suatrajo  dos  novi- 
"llas  preñadas  en  la  vega  que  cultiva  ó  cultivaba  Mar- 
"tín  llivct,  eí  ¡i  todas  hices  imlinhihle  qne  se  trata  de 
"lina  sustracción  de  animales  verificivila  en  un  predio 
'"rústico,  piie>i  tal  eoneepto  merecen  las  vegas  eoii  cuyo 
'"nombre  se  conocen  li>s  '[H-queños  i)«*dios  rústicos  d^es- 
'"tinudos  principalmente  á  la  siembra  del  tabaco;  y  tra- 
'"tiimlíise  de  la  sustracción  de  aniiiiat<v  en  un  predi» 
''rústico,  el  número  segundo  del  artículo  ijuinientos 
"treinta  y  ocho  dol  Oóiligii  Penal  reformado  [jor  la  Or- 
"den  doscientos  cuanmta  de  mil  novcí-ientos  uno,  es  el 
"que  4iay  que  aplicar,  y  no  H  quinientos  treinta  y  seis 
'■aplicable  á  li»s  liu'rtfw  no  cualifioaiílos.  Si  bien  el  tex- 
"to  íle  Ih  Orden  dtweientns  i-uaiHinfa  <le  mil  novecientoa 
"luio  es  anfiliológieo  y  el  pnilii-tubi  enipleatlo  en  las  la- 
"boTCH  agrícola»  lo  mismo  puede  entendcríie  que  rige  ú 
"la  palabra  ohjp.ios  que  inmediatamente  le  precede,  que 
"á  la  palabra  nniínales  separada  de  ella  por  una  conjun- 
"ción  «disyuntiva,  pues  en  ninguna  parte  de  la  frase  so 
"pone  una  conm  ni  signo  de  puntuación  que  fije  el  al- 
"cance  de  la  última  condición,  tenemos  una  fuente  de 
"interpretación  auténtica  porque  el  texto  ha  sido  redac- 
"tado  doble,  una  vez  en  inglés  y  otra  en  castellano :  y  si 
"bien  es  verdad  que,  aún  cuando  esto  pudiera  ser  discu- 
''lido,  debe  de  sostenerse  qne  en  los  casos  de  manifiesta 
"contradicción,  al  texto  castellano  es  al  que  hay  que 
"atenerse,  no  sucede  lo  mismo  cuando  alguno  de  los  dos 
"textos  es  anfibológico  ó  dudoso,  y  Pl  otro  claro  y  fer- 
"minante,  pues  en  eote  caso  debe  de  acndirse  á  ariuel  de 
'"loe  >dos  en  que  conste  con  precisión  la  voluntad  del  le- 
"gialador.  y  c!  texto  inglés  en  este  párrafo  no  ofrece 
"duda  alguna,  dice  traducido  literalmente:  "si  el  he- 
'"clio  hubiera  siiio  cometido  en  una  finca  rústica  y  los 
"objetos  sustraídos  fueran  instrumentos  de  agricultura 
"ó  animales". 

Resultando  que  adiuilido  el  recurso  y  «ustanoiado 
en  forma  en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  \ñ  vista 
pública  del  mismo  el  día  veintisiete  de  Septiembre  úl- 
timo, con  asistencia  solo  de  la  parte  recurrente. 


nc.,z.d.vCoO¿^lc 


Decisión  deljiecubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Oiapert. 

Coasideraiido  que  confonne  tiene  resuelto  este 
Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  diez  y  veinte  y  trefile 
Septiembre  último,  aplicando  en  casos  fuiálo^s  al  pre- 
sente el  arifcido  quinientos  treinta  y  ocho  del  Códipi 
Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cuarenta  del 
año  de  niíl  novecientos  uno,  la  sola  circunstancia  de  ha- 
berse realizado  en  predio  rústico,  ciialifioa  el  delito  de 
hurto  de  animales  que  el  mencionado  articulo  casti)^ 
estuviesen  ó  no  aquéllos  empleados  en  las  labores  agrí- 
colas ;  condición  esta  última  que  solo  procede  tmer  en 
cuenta,  cuando  la  sustracción  recae  en  objetos  que  por 
sU  naturaleza  v  ñnes  á  que  se  dedican  pudieran  6  no  s- 
, timarse  comprendidos  entre  loa  que  la  citada  OrdeD 
>.-iasifica. 

(.'onsid erando  que  erito  seutado,  apareciendo  amo 
liecbos  proba<loa  que  la  sustracción  de  lae  novillas  de 
Martin  Rivet  la  realizó  el  procesado  Reyes  Morejón  de 
la  vega  de  cultivo  que  aquél  posee  en  el  barrio  "Caupí" 
del  término  de  Pinar  del  Río,  sin  emplear  fuerza,  vio- 
lenci*  6  intimidación,  y  con  ánimo  de  lucro,  justijwe- 
cifldon  dichos  ammaleü,  en  quinientas  pesetas,  tales  he- 
chos constituyen  un  delito  «le  hurto  cualificado,  previs- 
to y  cnstigado  en  el  artículo  quinientos  treinta  y  ocho 
del  Código  Penal,  en  relación  con  el  ni'unero  primero  del 
quinientos  treinta  y  cinco  y  caso  tercero  del  quinientoí 
treinta  y  seis  del  propio  Cmligo;  sin  que  obste  á  esta 
calificación  la  circunstancia  de  no  haberse  demostrado 
que  loa  animalea  sustraídos  ejituviesen  empleados  en  las 
lalKires  agrícolas. 

Considerando  que  al  apartarse  de  este  criterio  d 
Tribunal  sentenciador,  calificando  el  hecho  justiciable 
como  constitutivo  de  hurto  simple,  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  se  señala  en  el  recursfl,  é  infringi- 
do, |>or  tanto,  las  disposiciones  legales  que  en  el  tnisnw 
se  citan. 

Ponsiderando  que  por  los  anteriores  fundamenta 
y  lo  (liipuesto  en  la  Onleu  de  casación,  pro<-ede  de*l»i*' 
con  lugar  el  presente  ntiirso,  con  las  costas  de  oficio- 

Fñllannw  que  detwmas  declarar  y  declaramos  J"' 
ber  lugar  al  presente  re<iirso  ile  casación  por  infraatón 
de  ley,  interjjuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  y  en  sa  con- 
secuencia casamos  y  anulamos  !a  sentencia  dictada  ® 
vwuticuatro  de  Junio  del  corriente  año  por  la  Av.ditO' 
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eia  de  Pinar  del  liío,  en  la  causa  mencionada,  cirn  las 
coetas  de  oñcio. 

Comimíquese  eeta  resolución,  etc. 

Asf  por  esta  nueétra  sentencia   lo    pronnnciamos, 
mandainos  y  ñrmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Oc- 
tavio Oiberga. — Luis  Gastón. — Ambosio  E.  Morales. — 
José  María  Gispert. 
SogOnda  Besteoda. — En  la  misma  fecha  dieló  d.  Tribunal 

nueva  tenteneia  en  la  tiguiente  Joma: 

Reproduciendo  todos  los  resultandos  de  la  senten- 
cia casada. 

Reproduciendo  igualmente  el  primero  y  segundo 
considerandos  de  la  anterior  sentencia  de  casación,  y  el 
segundo,  tercero,  cuart"  y  quinto  de  la  casada. 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Nicolás  Reyes  y  Morejón  como  autor  de  un 
delito  de  hurto  cualificado  de  animales  en  predio  rús- 
tico, con  una  circunstancia  agravante,  á  la.  pena  de  seis 
años  V  un  día  de  presidio  mayor  con  accesorias  de  inha- 
bilitación absoluta  temporal  en  toda  su  e.xtensión  y  su- 
jeción á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  por  igual  tiempo 
de  la  condena  principal,  á  contar  desde  el  cumplimien- 
to de  ésta,  á  satisfacer  al  perjudicado  Martín  Rivet  por 
indemnización  del  valor  de  lo  hurtado,  la  cantidad  de 
quinientas  pesetas,  sin  apremio  personal  subsidiario,  y 
al  pago  de  las  costas,  siéndole  de  abono  la  mitad  de! 
tiempo  de  la  prisión  provisional  que  hubiere  sufrido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamoá, 
mandamos  y  firmamos.-^osé  Antonio  Pichardo. — Oc- 
tnrio  Giberga. — Luis  Gastón. — Ambrosio  R.  Morales.— 
.Tose  María  Gispert. 


Impognadón. — Auto  1S5.  — 11  d9  Octubre,  —  Hechos. 

(Oac.,  Junio  S,  1904..) 

I>OCTBIIÍAl    Para  que  tea  admisibU  un  re- 

carao  de  casacifin  por  infraccióa  di  lej  ci  necesa- 

t     rio  qae  el  recurrente  lo  funde  aceptando,   íin  alte. 

rarlofl  ni  adidonadosloa  hechoi  qne  u  declaren 

probados  en  la  reaolacíAn  rccnrrida 

Resultando  que  en  la  causa  criminal  Instruida  eai  el 
Juzgado  del  Centro  de  esta  civtdad,  contra  Franciaoo 
Vázquez  Fargas,  por  el  delito  de  estafa,  la  Sección  pri- 
mera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de   la 
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habana  dictó  sentencia  el  veinte  y  tre^  de  Julio  i\Utmo 
eti  la  que  consigna  los  resultandos  que  á  continuación  li- 
teralmente se  transcriben: 

"Primero :  BesuJtaíwlo  probado  que  por  el  mes  de 
'•Octubre  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  ei 
■'abo<;a(lo  Marcos  Canales  y  el  moreno  José  Marte),  en- 
"treparon  al  procesado  Francisco  Véaquez  Pargas,  en 
"calidad  de  depósito  v  sin  exigir  recibo,  la  cantidad  de 
'ciento  ochenta  y  seis  pesos  en  plata  española,  pertene- 
'"cientes  á  Martel  y  que  hasta  esa  fecha  había  fardado 
"en  su  poder  por  encargo  de  éste  el  Sr.  Canales,  que  no 
"iHuli'a  continuar  íruardándolos  por  tener  que  ausenfar- 
■'w  lie  ivU\  Isla,  sií'iidii  ñ  la  saw'm  Viízquw  Pargas,  dnf- 
"ño  t\f  lina  pniuuiíTÍn  piitiinda  en  la  calle  de  San  Jacinto 
"ni'iniern  iiiui  y  .losé  Martel  operario  de  dicha  panade- 
''ría,  Segiuido:  Resultando  probado  que  en  uno  de  Ift-i 
"primeros  días  del  corricntií  año  de  mil  novecientos  tren 
"y  cdiuo  Iniliicseti  rcHuItadi»  infriiftiiosas  las  gestÍone-i 
"practicmlas  por  Slartel  para  (|uc  Vázquez  le  devolvii,- 
"ra  el  dinero  entrctiado  en  depi'wíito,_  redactó,  de  acuer-  . 
"do  m(i  el  IjcIo.  Canales,  y.  con  e!  IííIo.  Antero  Riba»  v 
"Fuxct.  un  ilocumcnlo  privado  para  que  fuera  sirscri- 
"to  por  Váziiiien  Pargati,  i-n  el  qnctt-stc  dcrlaraha  ti-ner 
■'en  su  pfnliT  en  ílcpósito  In  cantidad  antiti  nicnciona- 
"^a,  asi  como  delwr  al  mismo  Mnrtcl  por  concepto  de 
"sueldos  otra  cantidad  ascendente  á  trescientos  oelieuta 
"y  ocho  pesos  comprometiéndose  á  pagarla?  en  variiw 
"plazos  y  consignándose  que  era  fiador  y  solidariamen- 
"te  responsable  del  contrato  el  Sr.  Antonio  Aenlle. 
"Tercero :  llesultamlo  prohado  que  con  el  objeto  de  «pie  el 
"ilocuniento  rwlaetado  fuese  suscrito  por  A'ázqucz  Par- 
"gas  y  por  Aenlle,  fueron  José  Martel,  el  Lilo.  Ril>as  y 
"Fu.xet  y  el  procesado  Vázquez  Pargas  á  cajsa  de  Aen- 
"ije,  cn.ilonde  negó  el  procesado  haber  recibido  los  cien- 
"lo  ochenta  y  .seis  pesos  del  depósito  y  por  consejos  de 
"Aenlle  se  negó  á  susiíribir  el  documento,  negándose  tam- 
"bién  Aenlle  á  sucribirlo  como  fiador.  Cuarto:  Kesul- 
"tando  que  el  Ministerio  fiscal  sostuvo  definitivamente 
"lias  conclusiones  si_guientes :  Primera:  José  MaVtel  en- 
'"tregó  en  concepto  de  depósito  á  Francisco  Váxque/ 
"Pargas,  mayor  de  diez  y  ocho  años  y  sin  antecedente-; 
"pemiles,  ciento  ochenta  y  st'is  pesos  en  plata  el  veinte  y 
"cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventay  nueve  y 
'■'como  siitnipre  aplazara  su  <icvoluéÍóii  con  divei'sos  pre^ 
"textos,  negando  en  definitiva  haberlos  reeibido,  fue- 
"ron  ambos  en  unión  del  I>to.  Antero  Bibas,  el  -diez  y 
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"siete  de  Febrero  último  á  la  morada  del  Ldo.  don  Mar- 
''cos  ■Canales,  donde  convinieron  la  forma  en  <jue  dicrli  i 
"cantidBd  y  otra  que  por  concepto  de  sueldos  debía  tam- 
"bién  Vázquez  á  Martel,  le  sería  devuelta  á  éste,  redac- 
"tándose  un  tlocumento  privado  que  escribía  el  Ijdo. 
"Canales  y  que  no  auscribieron  porque  t«uía  antes  <iuc 
"obtener  la  conformidad  de  Antonio  Aenlle  que  garan- 
"tizaba  la  obligación,  diciendo  éste  á  Vázquez,  que  si 
'no  había  dado  comprobante  del  dc-pósito  no  debía  en- 
"tregarlo.  Segunda:  Esos  hechos  constituyen  un  .delito 
"de  estafa,  definido  y  penado  por  el  artículo  quinientos 
"cincnontH  y  ocho,  número  scííiiiid"  del  misino  y  quinto 
■'del  quinienloH  (;iiK;iu'uta  y  nueve.  Ten-era:  Km  ns|)(iii- 
"f-abie  de  ene  delito  en  wuict'pto  d»-  autor  por  partií'ipa- 
"ciiVn  directa  el  'iiroiiisado.  Cuarta:  No  son  de  apn-- 
"darse.  circunstancia»  modificiitivaK  de  resjiunsaliilidad 
"criminal.  Quinta:  La  i)eua  qnc  dehí^  iiniwnersi'  al  pri>- 
"ceiwlo  íf  la  de  cuatro  menes  y  un  di»  de  arrcwto  uiayi>r, 
''ac-cesorias  <lel  artículo  Wítenta  y  pan"  do  las  costas,  con 
"abono  ^ic  toda  la  'iirisión  prtfveníiva  sufrida  al  ser  íir- 
"mti  la  sentencia.  Kespoiisalúiclad  civil :  Bl  procesado 
"debe  IrKlcmiuzar  al  [terjudicailo  on  ciento  <K-li(Mit-a  v 
"seis  pc'wis  t'lata  nin  apremio  personal  en  caso  de  iuwil- 
'veneia.  Quinto:  Kcsultaiulu  que  ol  acusador  privado 
■'(onfornie  en  un  todo  con  la  calificación  fiscal,  sostuvo 
"definitivamente  adeuiás  del  liecho  sostenido  por  aquél 
'"en  la  primera  de  sus  conclusiones  la  siguiente:  El 
"mencionado  Vázquez  Pargas  tomó  de  sobre  de  una  mc- 
"sa  en  las  cuales  los  puso  don  Marcos  Canales  á  mi 
"liisposición  ciento  ochenta  pesos  plata  de  mi  pertenen- 
"cia;  perctíi>ción  que  hizo  Vázquez  Pargas  para  giiar- 
"itarlo.s  en  la  caja  de  la  panadería  RÍtua<la  m  la  calle  de 
''San  Jacinto  número  uno,  de  la  que  á  la  sazi'ui  era  ilm- 
"ño,  y  de  la  (|ue  venia  siendo  yo  operario  dcsíic  ante-! 
"que  el  citado  Váíiquez  Parpas  adquiriera  el  establo-i- 
"mionto;  Vázquez  Pargas  tiienipre  se  excusó  de  <levol- 
"verme  dicha  suma  confiada  á  su  custodia", 
Kkcl'rüo  admitido: 

Resultando  que  la  o.vpresada  Audiencia  condenó  al 
procesado  Vázquez  en  concepto  de  autor  de  un  delito 
d'_  estafa,  á  la  pena  de  cuatro  meses  v  un  día  de  arresto 
inayoi-,  accesorias  y  costas;  y  que  contra  e^tp  fallo  inter- 
puso h1  n-ferido  procesado  recurso  rV  casación  prtr  ini 
fraOción  de  ley,  que  dii'e  autori/.arlo  ci  número  priiiu^ 
rn  dol.  aríií'ult)  (Xrlioeicntos  cuarenta  y  nueve  <le  la  Ley 
de  Enjifici amiento  Criminal,  alegando  los  motivos    y 
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fiindamentoa  siguientes:  "Primero:  El  artfcolo  piime- 
"ro  del  Códiffo  Penal  dice :  que  son  delitos  las  acciones 
"fi  omisiones  penadas  por  la  I^ey;  pues  bien,  dicho  ar- 
"tfculo  ha  sido  infringido  por  la  Sala  sentenciadora  al 
'considerar  como  delito  un  hecho  que  no  io  es,  supuee- 
"to  que  aún  cuando  admitimos  lo  que  no  puede  nd-mitir- 
"se,  dado  que  en  los  autos  y  precisamente  á  fojas  tres, 
"cinco,  trece,  veintidós  y  treinta  y  seis,  eiiston  documen- 
"to8  en  los  que  se  contienen  elementos  más  que  necesa- 
''rioB  para  que  podamos  sostener  racionalmente  que  no 
''se  ha  probado  la  entrega  del  dinero,  ni  menos  la  can- 
"tidad  (le  éste,  en  depósito;  pero  aún  cuando  admiti- 
"iiioK,  vuel\o  á  repetir,  que  se  entregó  la  cantidad  y  qm* 
"se  entregó  en  depósito,  tendremos  siempre  que  con  to- 
"do  y  con  eeo  el  hecho  denunciado  no  ee  constitutivft  de 
''delito,  por  la  ^neilllsima  razón  de  que  si  bien  la  Sala 
"ae  funda  en  la  existencia  de  un  depósito,  también  lo  es 
"qne  el  depósito  es  un  contrato  entre  dos  partes,  según 
"se  preceptúa  en  el  artículo  mil  seiscientos  sesenta  del 
"Códifío  rivil,  de  cuyo  contrato  nacen  obligaciones  rfr- 
"cfprocas  que  están  sujetas  A  las  reglas  que  fija  el  dere- 
"cho  y  que  por  consiguiente  nacen  y  mueren  á  voluntad 
"de  las  mismas  partes  que  le  dieron  ser,  esto  es,  si  acep- 
"tamos  como  no  tenemos  más  remedio  que  aceptar  por 
'ser  así  la  verdad  legal  que  existió  el  depósito,  tenemos 
"'iue  aceptar  también  que  éste  desapareció  por  la  vo- 
"iuntad  expresa  de  los  mismos  que  lo  constituyeron;  es 
"decir,  que  di-cho  depósito  feneció,  dejó  de  ser,  d^apa- 
■'reció  por-completo,  por  las  mismas  causas  porque  de- 
"saparecen  todas  las  obligaciones,  por  aquellas  que  taxa- 
■'tivamentc  determina  el  articulo  mil  ciento  cincuenta  y 
"seis  del  ('Migo  Civil,  si  ese  contrato  de  depósito  se 
"extinguió  por  la  novación  que  la  Sala  reconoce  de  un 
'modo  tácito,  en  el  resultando  tereero  de  la  sentencia  y 
"de  un  modo  expreso  y  bien  definido  en  el  resultando 
■■'cuarto  de  la  misma  sentencia.  Luego  tenemos,  pues, 
"que  el  contrato  de  depósito  se  extinguió  por  la  nova- 
"ción,  transformándose  por  la  voluntad  de  las  partes 
"en  un  contrato  de  préstamo,  hecho  que  es  perfectamen- 
te lícito  y  con  lo  cual  resulta,  evidente  que  al  calificar 
"Is.  Sala  sentencifldora  de  delito  el  hecho  que  dejo  ex- 
"presado,  infringe  el  artículo  primero  del  Código  Pe- 
*iial  en  el  concepto  de  calificar  y  penar  como  delito  un 
"tiecho  que  no  lo  es.  Segundo :  £1  artículo  quinteutw 
'^■incuenta  y  nueve  del  Código  Penal  en  su  pámfe 
"quinto  dice.:  los  qvie  en  perjuicio  de  otro  se  apropiaren 
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*■(■  distrajeren  dineto,  efectos  ó  cualquiera  otra  coea 
"mueble  que  hubieren  recibido  en  depósito,  comisión  6 
"administración  ó  por  otro  título  que  produzca  obliga- 
"ción  de  devolverlos.  Como  ae  ve,  son  requisitos  eaen- 
"ciales  y  necesarios  para  la  existencia  del  delito  qne  de- 
"fine  ese  artículo:  Primero:  Perjuicio  manifiesto  reci- 
"bido  por  el  individuo  paciente.  Sei;undo:  Apropiación 
"del  objeto  por  el  individuo  agente.  Pues  bien,  en  el  re- 
''feultando  cuarto  de  la  sentencia  se  da  como  hecho  pro- 
"bado  que  tanto  el  denunciador  como  el  procesado  coQ- 
"vinieron  (textual)  en  la  torma  y  manera  en  que  la 
''cantidad  de  ciento  ochenta  y  seis  pesos  que  constituye 
"la  base  de  este  sumario  y  otra  que  por  concepto  de  suel- 
"dos  se  estaba  adeudando,  se  había  de  devolver-  al  de- 
"n  uncían  tu ;  por  consiguiente,  está  fuera  de  tods  duda 
"que  no  existe  ni  puedo  existir  el  perjuicio  de  que  ha- 
"bla  la  ley,  supuesto  que  no  puede  haber  perjuicio  para 
"nadie  cuando  los  individuos  en  el  pleno  uso  de  Bua  fa- 
"cultadea  psíquicas  j  amparados  de  los  derechos  del  ciu- 
"dadano  con\ienen  en  hacer  una  cosa;  lo  cual  como  ya 
"se  indica,  resulta  en  el  caso  á  que  nos  venimos  refirien- 
"do  y  por  tanto,  que  al  hacer  aprecio  la  Sak  sentencia- 
''dora  del  número  quinto  del  artículo  quinientos  cin- 
"cuenta  y  nueve  en  relación  con  el  quinientos  cincuen- 
"ta  y  ocho  del  Oódifío  Penal,  que  no  tiene  al  caso  apli- 
"cación  adecuada,  es  evidente  que  ha  incurrido  en  error 
"de  derecho  y  por  tanto,  que  ha  infringido  dicho  precep- 
"to  legal  en  el  concepto  de  aplicarlo  indebidamente". 
Impuünaciox  : 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente  se  confirió  instrucción  á  las  partes  por  tér- 
mino de  quince  días,  dentro  del  cual  el  Ministerio  fis- 
cal, haciendo  uso  del  derecho  que  le  otorga  el  artículo 
vdnte  y  ocho,  número  segundo,  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  novMita  y  nueve,  impug-. 
nó  la  admisión  del  recurso,  por  el  siguiente  fundamen- 
to :  "Base  preci&a  de  toda  discusión  ante  este  Supremo 
Tribunal  la  aceptación  íntegra  de  los  hechos  declarados 
probados  por  la  Hala  sentenciadora,  al  alterarse  y  con* 
ttadecírae  por  el  recurrente,  como- sucede  en  este  caso, 
eu  que  el  razonamiento  descansa  en  la  existencia  de  una 
nivación  por  la  que  cesó  el  depósito,  lo  que  nioga  el  Tri- 
bunal á  quo,  modificación  sustancial,  contraria  á  lo  de- 
.  clarado  probado,  y  que  destituye  al  recurso  de  ¡a  esencial 
condición  que  para  eu  desarrollo  necesita,  la  referencia 
estricta  y  el  respeto  absoluto  á  los  hechos  que  se  esti- 

T.  e.— 1»4.-19 
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men  justificados;  y  por  !o  mismo,  deja  incumplido  e! 
rcquieito  tercero,  articulo  cinco  de  la  Orden  de  casación, 
por  referirse  todos  los  incisos  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  <le  la  Ijcv  de  Enjuiciamiento  Crimina! 
á  los  hechos  declarados  probados,  faltando,  por  consi- 
guiente, la  d^hida  congruencia  entre  la  cuestión  pro- 
puesta y  la  causa  (número  primero,  artículo  otdiocientos 
cuarenta  y  nueve  citado)  que  se  invoca'. 

Resultando  que  el  nueve  del  actual  se  celebró  la 
vista  de  la  cuestión  previa  antes  indicada  y  asistiendo 
si  acto  dicho  Ministerio,  que  mantuvo  dicha  impugn»- 
ción,  y  el  Letrado  defensor  del  procesado  que,  oponién- 
dose á  ella,  pidió  se  declarara  ein  lugar. 
Resoldción  : 

Considerando  que  según  reiteradas  resoluciones  de 
este  Tribunal  Supremo,  de  acuerdo  con  los  preceptos 
contenidos  en  el  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  j 
siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que 
autorizan  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
es  condición  necesaria,  entre  otras,  para  que  éste  pueda 
admitirse,  que  el  recurrente  lo  funde  con  relación  á  los 
hechos  que  en  la  sentencia  se  declaren  probados  y  acep- 
te éstos  sin  adicionarlos,  contradecirlos,  modificarlos,  ni 
alterarlos. 

Considerando  que  atendidos  los  términos  en  que 
*  resulta  planteado  el  recurso  interpuesto  por  el  procesa- 
do Francisco  Vázquez,  hay  que  reconocer  que  al  expre- 
sar el  concepto  en  que  (lice  haberse  infringido  los  ar- 
tículos primero  y  quinientos  cincuenta  y  nueve,  caso 
quinto,  del  Oódi^  Penal,  lo  refiere  de  modo  tal  que,  en 
esencia,  añrma  que  el  Tribunal  á  quo  declara  probado 
uQ  hecho  sustancial  que,  en  realidad,  no  resulta  que  lo 
oaté;  pues  admitiendo  el  procesado  la  existencia  del  de- 
póeito  que  la  Sala  de  la  Audiencia  da  como  probado,  di- 
ce, en  síntesis,  seguidamente,  que  el  depósito  deearpare- 
ció  por  voluntad  de  loa  que  lo  constituyeron,  y  que  el 
modo  de  extinguirse  fué  la  novación  que  dicha  Sala  re- 
conoce de  un  modo  tácito  en  ©I  resultando  tercero  de  la 
«eniencia  y  expresamente  en  el  cuarto  de  la  misma,  lo 
cual  no  resulta  exacto,  siendo  así  que  entre  los  hechos 
declarados  probados  no  se  expresa  que  el  depósito  se  ex* 
tinguiera  de  ese  modo,  ni  de  ningún  otro  y  si  hay  algo 
que  sobreentender  en  el  tercer  resultando,  es  la  inexis- 
tencia de  la  novación  cuando  en  él  se  dice  que  el  proce- 
sado negó  haber  recibido  el  dinero  y  no  firmó  el  documen- 
to Tt]*dactado,  evidenciándose  por  lo  expuesto  el  defecto 
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antes  indiondo,  á  lo  cual  se  agrega,  por  otra  parte,  que 
«I  resultando  cuarto  de  la  sentencia,  que  principalmente, 
puede  deoirae,  sirve  de  base  al  recurso,  no  contiene  he- 
chos probados,  sino  las  conclusiones  d^nitivas  del  Mi- 
nisterio fiscal  que  en  ninírún  caso  pueden  prestar  apo- 
yo á  dicho  recurso;  y  por  tanto,  no  ajustándose  éste  á 
las  COTidiciones  en  que  lo  antoriza  el  número  primero 
del  articulo  antes  expresado,  que  el  recurrente  invoca, 
resuUa  incumplido  el  requisito  tercero  del  artículo 
quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho^ 
cientos  noventa  y  nueve,  por  lo  que  es  procedente  la  im- 
pugnación deducida  por  el  Ministerio  fiscal  y  en  confor- 
níidad  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  treinta  y  cuatro,  nú- 
mero segundo  de  la  misma,  debe  declararse  el  recurso 
mal  admitido. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  ípor  Francisco  Vázquez 
Pargas,  contra  la  sent^cia  de  veinte  y  tres  de  Julio 
último,  dictada  por  la  Secci&n  primera  de  la  Sala  de  lo 
,  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  sin  especial 
condenación  de  costas.  Comuniqúese,  ítc. 

Lo  proveyeron  y  firman  loa  Magistrados  del  mar- 
(íen. — José  Antonio  Pichardo. — liuig  Gastón. — Ambro- 
sio E,  Morales. — José  M'.  Gispert, — J.  M.  Aguirre. — 
Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf,  ley.— Seiit.  173.— lí  de  Octubre.  —Abusos  desho- 
nestos. ( aaceia,  Junia  S,  W04. } 

DOCTRINA:  Declarándose  probado  que  O. 
rto  obligó  á  la  ofendida  á  realixar  y  Bopartar  ac- 
tos de  lubricidad,  llegando  á  aniena^aria  porque 
daba  Kritos  de  auxilio,  M  evidente  que  usó  de 
violencia  (  intimidación  v  cometió  el  delito  de 
abasos  dcsboneitos,  no  obstando  á  esa  califica- 
ción, dadi>a  los  hechos  probados,  que  ea  los  de  1« 
sentencia  no  se  exprese  la  edad  de  la  ofendida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  catorce  de  Octubre 
de  mi!  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por 

infracción  de  lev,  interpuesto  por del 

comercio,  vecino  de  esta  capital,  en  la  causa  seguida  al 
mismo,  ante  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
minal de  la  Audiencia  de  la  Halnana  por  el  delito  de 
abusos  deshonestos. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  definitiva  dictada 
en  dicha  causa  en  veintiuno  de  Julio  último,  se  consig- 
nan los  hechos  en  el  siguiente; 
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"Resultando  probarlo  que  el  domingo  diez  de  Mftj-o 
"del  año  actual,  como  á  las  ocho  de  la  noche,  fué   la 

"menor   por  encardo  de  eu  madre    á 

"la  bodega   á  comprar  café,  habiéndose 

"regado  ei  procesado    á   despachárselo 

"por  el  posti^  de  la  puerta  por  donde  se  lo  pedía  la 
"menor  é  invitándola  para  que  entrase  en  el  estableci- 
"miento,  á  cuyo  efecto  abrió  una  de  sus  puertas,  habien- 

"do  entrado  la  menor  y  una  vez  dentro 

"\&  cargó y  le  dio  repetidos acos- 

"tAndola  en  el  suelo  y  obligándola  á  que  con  sus  manos 

"le mientras  él  le  

" ,  habiéndola  amenazado  porque  daba  fi^- 

"tos  de  auxilio". 

Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  la  referida  Sala,  estimando  que  los 
hechos  probados  constituyen  un  delito  de  abusos  des- 
honestos comprendido  en  el  artículo  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  cinco  del  Código  Penal  en  relación  con  el  ena-, 
trocientos  cincuenta  y  tres,  números  primero  y  tercero, 
del  que  es  autor  el  procesado ,  sin  circuns- 
tancias apreciablcs,  le  condenó  á  la  pena  de  tres  años, 
seis  meses  y  veintiún  dias  de  prisión  correccional,  siu 
accesorias  y  pago  de  costas. 

Fundamentos  del  recurso  db  casación  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  int^ppnso  el 
dicho  procesanlo  el  presente  recurso,  autorizado  por  H 
número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, por  haberse  infringido  el  artículo  cuatrocientos 
cincuenta  y  cinco  en  relación  con  el  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  tres,  níimero  primero  de!  Código  Penal,  por 
indebida  aplicación,  y  el  nómero  segundo  del  articulo 
quinientos  noventa  y  cuatro  del  propio  Código  que  de- 
bió ser  aplicado,  puesto  que  no  constando  de  los  hedios 
que  se  relacionan  como  prohadoe,  ninguno  del  que  ló- 
gicamente pueda  deducirse  la  fuerza  é  intimidación  que 

empleara   para  consumar    su    propósito, 

frita  la  condición  esencial  del  delito  de  abusos  desho- 
nestos, constituyendo  esos  hechos,  á  lo  más,  un  acto  ofen- 
sivo á  la  moral  y  á  las  buenas  costumbres,  ó  sea  la  fal- 
ta á  que  se  contrae  el  artículo  últimamente  citado. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado  en 
debida  forma  en  este  Tribunal  se  celebró  la  vista  públi- 
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ca  con  asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal,  que  lo  im- 
putó. 
Decisión  dbl  becobso  ■: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  los  hechos  que  en  la  sentencia 
recurrida  se  declaran  probados,  son  indudablemente 
constitutivos  del  delito  de  alnisos  deshonestos,  califica- 
do y  penado  por  !a  Sala  sentenciadora,  puesto  que  de 
los  términos  en  que  esos  hechos  se  consigan,  se  deduce 
áe  modo  indiscutible  que  el  recurrente  ejecutó  los  ac- 
tos impúdicos  que  se  refieren,  usando  de  fuerza  é  inti- 
midación en  la  perdona  ofendida,  toda  vez  que  al  hacer 
entrar  á  ésta,  con  engaño,  en  el  lugar  cerrado  donde  él 
se  encontraba,  y  allí  cargarla,  acostarla  en  el  suelo  y 
obligarla  á  realizar  loa  demás  acto^  de  lubricidad  que  ee 
expresan,  no  puede  menos  de  entenderse,  dada  la  signi- 
ficación de  1^  palabra  obligar  empleada,  que  obró  vio- 
lentando la  voluntad  de  dicha  ofendida,  como  io  de- 
muestra aún  más  claramente,  el  que  ésta  diera  gritos 
de  ftusilio,  por  lo  que  la  amenazó  el  procesado,  ejercien- 
do as!  también  intimidaciíin ;  y  siendo  estaa  circunetan- 
cias  unas  de  'las  que  caracterizan  el  delito  expresado,  se- 
gún el  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Códi- 
go Penal,  ai\n  cuando  no  conste  en  debida  forma  que 

también  concurriera  la  de  ser   menor  de 

(¡oce  años  de  edad,  como  indebidamente  lo  estimó  la 
Sala  sentenciadora  en  el  primer  considerando  de  la  sen- 
tencia, sin  embargo  de  no  comprender  tal  extremo  en- 
tibe los  hechos  probados,  es  evidente  que  en  aquélla  no 
se  ha  infrincido  el  artículo  citado  del  Código  al  aplicar- 
lo en  el  presente  caso,  ni  incurrido  en  el  error  de  califi- 
cación que  se  le  atribuye  en  el  recurso,  el  cual,  por  tan- 
to, debe  ser  desestimado,  imponiéndose  las  costas  al  re- 
currente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  en  la  causa  de  referen- 
cia, contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  pro- 
vincia el  día  veinte  y  uno  de  Julio  de  mil  novecientos 
tres,  con  las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente.  Así  por 
esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. — José  Antonio  '  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. — J.  M. 
Aguirre. 
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Impngnaáón.— ¿uto  156.— 15  de  Octubre.  —  Precepto 

autoríZíldor.   (dan.,  Junios,  1904') 

DOCTRINA:  Es  ádmiiible  un  tfcurso  hmán- 
doenel  número  1  °delar(ít!ula  9L1  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  CHminal,  cuando  la  falta  alcgnda 
consiste  en  no  haberse  suspendido  el  juicio  por 
falta  de  trntigoBcitadcia  qnc  excuiaroa  su  ausen- 
cia por  eiiferinos;  y  estfi  bieu  preparado  el  recurso 
con  la  protesta  hecha  por  el  recurrente  contra  la 
negativa, 

ANTBCliDESTKrt : 

Resiilt^ido  que  en  causa  procedente  del  Jaz^do 
de  instrucción  de  Colón  y  se^iida  ante  la  Audiencia  de 
Ifstanzas  á  Federico  Hernández  Mesa  (a)  "Yell<^', 
procesado  por  mbo,  la  (lefenea  de  éste,  en  bu  eacrito  for- 
Biulaudn  conolusiones,  hizo  suyas  las  pruebas  propuestas 
(lor  el  Ministerio  fiscal,  aíJicionando  la  testifical  coo  los 
testigos  Leopoldo  Fábregaa,  Antonio  González,  Pablo 
Fernández,  Doroteo  Rodríguez  y  Manuel  Miranda,  pa- 
ra que  declararMí  sobre  particulares  relacionados  con 
los  hechos,  la  cual  prueba  fué  admitida  por  auto  de 
veintidós  de  Julio  tíltimo. 

Besultando  que  al  acto  del  juicio  oral  no  concu- 
rrieron los  testigos  de  la  defensa  Pablo  Fernández  y  Do- 
roteo Rodríguez,  que  se  excusaron  por  enfermos;  y  la 
represen tación  del  procesado  solicitó  la  suspensión  del 
juicio  para  que  de  -nuevo  fueran  citados,  petición  (\\\s 
denegó  el  Tribunal,  acordando  la  continuación  del  jui- 
cio; porque  no  habiendo  declarado  en  el  sumario  dichos 
testigos  no  los  consideraba  necesarios,  protestando  la  de- 
fensa de  esa  resolución  y  solicitando  se  consignara  en 
acta  BU  protesta  á  los  efectos  de  la  casación,  á  lo  que  ac- 
cedió el  Presidente  del  Tribunal. 

Resultando  que  la  referida  Audiencia  dictó  senten- 
cia en  seis  de  Agosto  del  año  actual,  condenando  al  pro- 
cesado Federico  Hernández  Mesa  (a)  "YelJo",  como 
autor  de  un  delito  de  robo  en  casa  habitada,  con  la  agra- 
vante de  nocturnidad,  á  la  pena  de  seis  años,  dos  meses 
y  un  día  de  presidio  mayor,  con  las  accesorias  que  esti- 
mó del  caso,  pago  de  costas  é  indemnización  á  la  perju- 
dicada de  veinte  y  seis  posos,  cincuenta  centavos  en  aro 
tspañol  y  trece  pesos  en  plata  del  mismo  cuño. 

ReCI'RSO  ADMITIIK): 

Resultando  que  contra  'este  fallo  interpuso  la  r&- 
present^ación  del  procesado  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  alegando  que  lo  autorizan  el 
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artículo  segunáo  de  la  Orden  oúmero  noventa  y  dos,  se- 
rie de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  el  artículo  nove- 
cient^»  diez  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  el 
inciso  primero  del  novecientos  once  de  la  propia  Ley 
procesal,  siendo  los  motivos  del  recurso  que:  "Al  cele- 
"brarse  la  única  sesión  del  juicio  oral  de  esta  causa  no 
"pudieron  asistir  á  ella  por  encontraree  enfermos  los 
"testigos  Pablo  Fernández  y  Doroteo  Rodríguez,  pro- 
"puestos  por  la  defensa  como  prueba  en  tiempo  y  for- 
"ma,  consifirnando  sus  nombres  en  la  lista  de  t^tigo? 
"que  presentó  con  su  escrito  de  calificación,  y  cuya 
'•prueba  fué  admitida  por  la  Sala,  que  la  consideró 
"pertinente.  Para  justificar  la  causal  que  les  compren- 
"día,  remitieron  oportunamente  ambos  testip)8,  certifi- 
"cacionea  facultativas  que  acreditaban  se  encontraban 
•^realmente  enfermos.  Como  dichos  testigos  no  eran  ira- 
"preaeindibles,  para  bien  defender  los  derechos  que  re- 
"^resen tamos,  se^n  manifestamos  oportunamente  al 
"Tribunal :  al  excusarse  legítimamente  éstos  de  compa- 
recer, el  día  tres  de  Agosto  último  á  la  aesi&i,  nos  vi- 
mos obligados  á  solicitar  la  suspensión  del  acto,  en  aso 
'^el  derecho  que  nos  confiere  la  ley,  para  que  fueren  ci- 
''tadoB  nuevamente  los  expresados  testigos,  á  fin  de  que 
'comparecieran  á  deponer  ante  el  Tribunal ;  ó  se  les 
'examinara  en  la  forma  dispuesta  en  el  artículo  setc- 
"entoa  diez  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal ;  pues  entendemos  que  declarando  esos  testigos 
'en  el  acto  del  juicio  oral,  no  es  posible  redactase  ese 
'Tribunal  competente  é  ilustrado,  el  primer  resultan- 
'do  de  su  sentencia  en  la  forma  que  lo  ha  hecho.  Pero 
'el  Tril)unal  denegó  dicha  suspensión,  acordando  la 
'continuación  del  juicio,  porque  no  habiendo  declarado 
en  el  sumario  dichos  testigos,  no  los  considera  necesa- 
_  dice  textualmente  el  acta  levantada  el  día  tres  del 
presente  mes  y  año.  Por  manera,  que  fundada  la  Sala, 
'en  que  no  han  declarado  en  el  sumario  nuestros  dos 
testigos,  propuestos  en  tiempo  y  forma  y  cuyas  decla- 
raciones consideró  ella  misma  pertinentes;  deniega  la 
"práctica  de  dicha  prueba,  lío  alcanzamos  á  comprender 
"la  razón  de  la  Sala,  para  no  necesitar  el  testimonio  de 
'aquellos  testigos  de  descargo  que  no  declararon  en  el 
'sumario,  por  no  tener  el  procesado  entonces,  quien  le 
'defendiera;  entendemos  todo  lo  contrario,  que  pudie- 
ran no  necesitarse  esos  testimonios,  si  hubieran  de- 
puesto los  testigos  en  e!  sumario.  Evidente  es,  pues,  la 
"procedencia  de  este  recurso  de  casación  por  quebran- 
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"tamiento  de  formas  procesales  autori/jido  pior  el  inci- 
"80  primero  del  articulo  novecientos  once  de  la  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Criminal.  Y  no  es  este  el  caso  reauel- 
"to  ya  por  nuestro  competentísimo  Tribunal  Supremo 
"de  Justicia;  aquí  se  trata  de  dos  tostiíos  de  descargo, 
"que  no  han  declarado  en  el  sumario  y  la  Sala  no  pue- 
"dc,  precisamente  por  esa  razón,  denegar  esa  prueba; 
"pues  ello  supondría  la  negación  de  ese  paso  de  avance 
'"de  nuestros  procedimientos  criminales,  <\ue  se  llama: 
"el  juicio  oral  y  público.  Para  obtener  la  subsanaeiOTí 
'"de  la  falta  cometida, — dicho  esto  con  toda  la  eonaide- 
"lación  que  nos  merece  la  respetable  Sala  de  Justicia, — 
"consta  del  acta  expresada,  del  día  tres  del  presente  raes 
"y  año;  la  reclamación  que  practicamos,  pues,  en  ella 
'■'se  consigna :  que  esta  parte  protestó  de  la  resolución  de ' 
"\&  Sala  y  solicitó  se  consignase  cn.e!  acta  su  protesta, 
"por  no  haberle  sido  admitida  la  prueba  expresada  an- 
"teriormente,  á  los  efectos  del  recurso  de  casación  co- 
"r respondiente ;  á  cuya  petición  accedió  la  Sala.  Hemos 
"cumplido  con  lo  prevenido  en  el  articulo  noveciento»» 
"catorce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal". 
Impugnación  : 

Resultando  que  admitido  e!  recurso  y  personado  el 
Ldo.  Luis  A.  Betancourt  en  representación  del  procesa- 
do ante  este  Tribunal,  se  abrió  la  sustanciación  de  aquél 
V  fué  impugnada  su  admisión  por  el  Ministerio  fiscal, 
quien  invocando  lo  dispuesto  en  el  articulo  veintiocho 
de  la  Ley  de  casación,  expuso  como  único  motivo  que: 
"Ks  manifiesta  la  incongruencia  del  precepto  citado  co- 
"mo  autorizador  del  recurso,  número  primero,  articulo 
"novecientos  once  y  la  cuestión  que  se  plantea,  que  en 
"rigor  no  es  la  denegación  de  la  diligencia  de  prueba, 
"pues  en  el  propio  escrito  se  reconoce  por  el  recurrente 
"que  )fl  pniehft  "fué  admitida  por  la  Sala  que  la  eonsi- 
"deró  pertinente".  Problema  del  número  tercero  de  di- 
"cho  artículo  novecientos  once,  tampoco  podría  de.sen- 
"volverse  ante  este  Tribunal  Supremo,  porque  no  se  pre- 
"paró  debidamente,  seftíin  lo  exige  el  articulo  noveeien- 
"toa  catorce,  ya  que  no  basta  la  protesta  á  que  se  refiere 
"el  recurrente  y  que  es  lo  único  que  consta  en  el  acta 
"del  juicio  oral,  visible  á  fojas  treinta  y  ocho  del  rollo, 
"sino  que  es  menester  fonnular  y  consignar  la  pregim- 
"ta  con  arreglo  al  párrafo  tercero,  artículo  setecientos 
"nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  porque 
"de  lo  contrario  desconoce  en  lo  absoluto  este  Tribunal 
"el  contenido  y  finalidad  de  la  misma,  y  está,  por  ende. 
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"imposibilitado  de  i'nzgar  de  su  pertinencia  6  imperti- 
''nencia.  de  su  influencia  en  la  causa,  ni  de  la  necesidad 
"de  la  declaración  del  testigo  de  que  el  Tribunal  prescin- 
"dió,  haciendo  uso  del  artículo  setecienton  cuarenta  y 
"seis,  caso  tercero  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
"nal ;  por  todo  lo  que  es  visto  que  earwe  el  recurso  de 
"los  requisitos  que  para  su  admisión  prescribe  la  Or- 
"den  noventa  y  dos  citada,  a!  no  cumplirse  lo  que  con- 
"cretamente  preceptúan  los  números  teroero  v  quinto, 
"articulo  quinto  de  la  misma;  y  en  su  consecuencia  es- 
"ta  Sala,  en  cumplimiento  del  articulo  treinta  y  cuatro 
'"de  dicha  Orden  lo  declarará  mal  admitido". 

Resultando  que  en  siete  del  presente  mes  tuvo  lu- 
^ar  la  vista  pública  relativa  á  la  cuestión  previa  susci- 
tada, con  asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal,  que  sostu- 
vo su  impugnación. 
RfisoLLCióff : 

Considerando  que  planteado  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  bajo  el  fundamento  de 
r.o  haberse  suspendido  el  juicio  para  que  se  citaran  nue- 
vamente dos  de  los  testigos  que  propuestos  como  parte 
de  la  prueba  del  procesado,  admitida  por  el  Tribunal, 
se  excusaron  por  enfermos  y  no  comparecieron  el  día  se- 
ñalado para  la  celebración  del  juicio  oral,  punto  acerca  ■ 
del  cual,  consignó  oportunamente  su  protesta  la  repre- 
sentación del  procesado,  es  indudable  que,  habiéndose 
establecido  el  recurso  al  amparo  del  inciso  primero  del 
artículo  novecientos  onee  de  la  Ijcv  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  es  perfecta  la  congruencia  de  la  cuestión  que 
se  plantea  con  est«  precepto,  que  no  pjiede  entenderse 
en  el  sentido  rigurosamente  literal  que  lo  estima  ei  Mi- 
nisterio fiscal,  sino  qiie  por  razón  de  lógica,  debe  esti- 
marse extensivo  al  caso  en  que  se  alegue  la  denegación 
de  la  práctica  de  alguna  diligencia  de  prueba  que  pro- 
pue.^ta  en  tiempo  y  forma  se  hubiese  admitido  como 
pertinente,  dado  que,  la  negativa  de  !a  práctica  de  una 
prueba,  equivale  á  la  denegación  de  la  misma  y  en  este 
concepto  es  improcedente  la  impugnación  del  recurso  en 
el  presente  trámite,  fundado  en  la  carencia  de  los  re- 
quisitos tercero  y  quinto  del  articulo  quinto  de  la  Ley 
(le  casación,  que  en  este  caso  se  han  llenado  de  nna  ma- 
nera cumplida  por  la  representación  del  procesado. 

Considerando  que  esto  sentado,  procede  desesti- 
mar la  impugnación  formulada  por  el  Ministerio  fis- 
cal; declarándose  de  oficio  las  costas  causadas. 

Se  declara  sin  lugar  la  impugnación  del  Ministerio 
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fifical  al  auto  de  diez  y  siete  de  Ajroeto  último  por  el  qué 
la  Audiencia  de  Matanzas  admitió  el  recurso  de  capa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  la 
representación  de  Federico  Hernández  Mesa  contra  la 
sentencia  recaída  en  la  expresada  causa,  declarándose  las 
costas  de  oficio  y  dése  cuenta  de  nuevo  á  los  efectos  que 
corresponden.  Coniuníqueae,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Ma^stradoa  dd  mar- 
gen.— J(¿é  Antonio  Pich ardo.— Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R-  Morales. — José  M".  Oispert, — J.  M.  Agoirre. — 
Silverio  Castro,  Secretario. 


Ii£  ley.-Sant.  171— 16  de  Octubre.— Pwjnrio.  (Oom- 
ta,  9  de  Junio,  1904..) 

DOCTRINA;    Constituye  el  delito  de  ptcjn- 

rio  Ib  nñciaación  falsa  producidaí  bajo  Juramento, 
ante  funcionaría  autorizado  para  recibirlo,  de  un 
hecho  que  tenga  importmcia  j  trascendencia  pa- 
ra el  cKcto  que  la  declaraciÁn  jarada  baja  de 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  quince  de  Octubre  de 
rail  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  ñscal  en 
la  causa  seguida  ante  la  8ecci6n  primera  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  contra  Mi- 
guel Pérez  y  Cárdenas,  carpintero  y  vecino  de  esta  ciu- 
dad, por  el  delito  de  perjurio: 

Hechos  probados  : 

Resultando  que  eu  la  sentencia  dictada  en  la  refe- 
rida causa  en  diez  y  acia  de  Julio  último,  se  consignan 
los  hechos  en  los  dos  resultandos  que  literalmente  se 
transcriben : 

"Primero.  Resultando  probado  que  el  procesado 
"Miguel  Pérez  y  Cárdenas,  compareció  ante  el  notario 
"Sr.  Gonzalo  Pedroso  y  con  objeto  de  ingresar  en  el 
"Cuerpo  de  policía  bajo  juramento  prestado  ante  dicho 
'•ífotario,  contestó  á  la  pregunta  número  doce  de  la  so- 
"licitud  que  dice:  ¿Ha  sido  usted  alguna  vez  condenado 
'■por  delito  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país 
"ó  de  otra  ciudad  ó  de. otro  país?  (Eu  caso  afirmativo 
"exprese  la  focha  y  clase  de  delito.)  "Sunca  he  sido 
"condenado  ni  procesado  por  falta  ni  delito".  Segundo : 
'"Resultando  probarlo  que  el  procesado  Miguel  Pérez  cou 
""anterioridad  al  día  en  que  compareció  ante  el  Xotario 
"Sr.  Pedroso  había  sido  condenado  en  et  Juzgado  Co- 
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"rreeional  del  segundo  distrito  en  dos  juicios,  DÚmeros 
"IrescieDtos  setenta  y  siete  de  mil  noíeeientos  uno  y 
"ciento  treinta  y  siete  de  mil  novecientos  doe  por  faltas 
"y  lesiones". 
Resolución  recubrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
que  los  hechos  relacionados  no  son  constitutivos  de  de- 
lito absolvió  al  procesado,  declarando  de  oficio  las  costas. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Kesultaudo  que  contra  la  expresada  sentencia  in- 
terpuso el  Ministerio  fUcal  recurso  de  casación  por  in- 
traoción  de  ley,  autorizado  por  el  núitiero  primero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  el  número  se- 
gundo del  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  ambos  de  la 
Iiey  de  Enjuiciamiento  Criminal;  citando  como  infrin- 
;¡idoa  los  números  primero  y  tercero  del  artículo  segun- 
do de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecieatOB  por 
no  haberse  aplicado,  no  obstante  de  que,  los  hechos  que 
se  declaran  probados  ea  los  resultandos  primero  y  se- 
gundo constituyen  el  delito  de  perjurio  que  prevee  y 
castiga  la  referida  Orden,  puesto  que,  según  aquellos 
hechos,  el  procesado  faltó  deliberadamente  í  la  verdad, 
despu^  de  prestar  juramento,  lo  cual  siempre  es  cons- 
titutivo <de  dicho  delito,  aunque  no  fuera  contestando 
concretamente  á  la  pregunta  formulada. 

Reaultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública 
el  día  doe  del  mes  actual  con  asistencia  solo  del  Minis- 
terio fiscal,  que  sostuvo  su  procedencia. 
Decisiók  del  beoukso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 

Considerando  que  como  ya  tiene  explicado  este 
Tribunal  en  caso  análogo  al  presente,  el  detito  de  perju- 
rio definido  y  penado  en  la  Orden  ntimero  ciento  diez  y 
seis  de  mil  novecientos,  !o  comete  el  que  deliberadamen- 
te afirme  ser  cierto  un  hecho  que  sabe  es  falso,  después 
t\e  haber  prestado  juramento  ú  obligaeión  en  otra  forma 
de  testificar,  declarar,  deponer  ó  certificar  la  verdad  ante 
funcionario  conipetentc,  en  los  casos  en  que  por  Minis- 
terio de  la  ley  deba  prestarse  tal  juramento  ú  obliga- 
ción; debiendo  entenderse  que  se  incurre  en  tal  delin- 
cuencia por  toda  afirmación  falsa  que  en  eeas  condicio- 
nes ae  haga  y  sea  de  importancia  y  trascendencia  para 
el  efecto  que  la  declaración  jurada  haya  de  producir. 

Considerando  que  al  declarar  el  procesailo  en  esta 
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causa,  Miguel  Pérez  Cárdenas,  ant#  Notario,  y  bajo  el 
juramento  que  se  exige  á  los  que  pretenden  inífresar  en 
el  Cuerpo  de  policía,  que  nunca  había  sido  condenado 
por  delito  ni  por  falta,  cuando  en  realidad  el  Juzgado 
Oorrecional  de!  sefjundo  distrito  de  esta  ciudad,  le  había 
impuesto  dos  condenas  por  faltas,  una  de  lesiones  y  otra 
-  por  mattnito  do  obra,  hechos  tan  personales  <(ue  no  es 
posible  suponer  fiubiera  olvidado,  es  indmlable  que  deli- 
beradamente y  bajo  la  fe  del  juramento  que  debía  pres- 
tar y  prestó,  afirmó  ser  cierto  un  hecho  que  sabía  era 
falso  y  que  era  de  tanta  importancia  y  trascendencia, 
como  que  de  él  podía  depender  su  admisión  ó  no  en  el 
Cuerpo  de  policía;  y  al  proceder  de  este  modo  realizó 
los  actos  que  constituyen  el  expresado  delito  de  perjn- 
rio,  aún  cuando  en  el  modelo  de  las  declaraciones  que 
deben  prestarse  en  el  caso  referido,  no  se  consigne  pre- 
gunta referente  á  las  condenas  por  faltas  y  su  eonteata- 
c-ón  se  excediera  en  este  extremo  á  la  pregunta;  porque 
de  un  modo  fi  otro,  es  lo  cierto,  que  con  desprecio  del  ju- 
ramento faltó  intencionalmente  á  la  verdad  en  las  con- 
diciones expresadas. 

Considerando  que  al  no  ajustarse  á  este  criterio  1» 
Sala  sentenciadora,  estimando  que  los  hechos  declarados 
piobados  no  son  constitutivos  de  delito,  ha  infringido  la 
citada  Orden  número  ciento  diez  _v  seis  de  mil  nove- 
cientos, por  su  no  aplicación,  incurriendo  en  el  error  de 
ricrecho  en  que  se  fimda  el  recurso  y  haciendo  por  lanto 
procoilente  la  casación  de  la  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  la  cual  sentencia  cft#a- 
ni.os  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi   por  esta  nuestra  sentencia  lo   pronunciamos, 
manilanios  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— Luía 
Oast<'>n.— Ambrosio   II.   Morales. — José  M.*   Giepert.— 
J.  M.  Aguirre. 
Segunda  Beilteilda.—^n  í"  miíina /écftadírtó  el   TrUntnal 

ntieiio  »entencla  en  la  giyuiente  forvia: 

Dando  por  rcprodiicidos  los  pesultandoa  de  dich» 
sentencia  casada  y 

Considerando  que  los  hechos  declarados  probado» 
son  constitutivos  del  delito  de  perjurio  que  se  define  J 
pena  en  los  artículos  primero  y  tercero  de  la  Orden  dú- 
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mero  ciento  diez  y  seis  nje  mil  novecientoB,  presto  que, 
el  procesado  al  consignar  en  la  declaración  qne  prestó 
unte  el  Notario  Gonzalo  PedroBO,  bajo  el  juramento  que 
para  tal  caso  exige  la  ley,  qne  niinca  había  sido  conde-  . 
nado  ni  procesado  por  falta  ni  delito,  habiendo  sido  con- 
denado con  anterioridad  dos  veces  por  faltas,  atirnió  de- 
liberadamente ser  cierto  un  hecho  que  sabia  era  falso, 
«1  cual  hecho  era  de  inütiencia  notoria  para  la  fínalidad 
que  perseguía  el  procesado  de  ser  admitido  en  el  Cuer- 
po de  policía  y  por  consecuencia  realizó  todos  los  actos 
(|ue  integran  el  expre«ado  delito. 

Considerando  que  del  deüto  ante^  definido  es  res- 
ponsable en  concepto  de  autor  el  procesado  por  haber 
tenido  una  participación  directa  en  su  ejecución. 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  delito,  ni  en 
cuanto  al  procesado,  han  concurrido  circunstancias  exi- 
mentes ni  modificativas  de  responsabilidad  penal. 

Considerando  que  en  atención  á  las  circunstancias 
<tel  caso,  procede  imponer  al  culpable  el  grado  mínimo 
de  la  pena  señalada  al  delito,  debiendo  condenársele 
además  como  responsable  del  mismo  al  pago  de  las 
costas. 

Vistos,  etc. 

Así  |Íor  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamotí. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón  .^Ambrosio  R.  florales.— José  M*.  Gispert. — 
J.  M.  Aguirre. 


Mley.— Sent  175. -15  de  Octubre. -Estafa.  (Gacela, 
Jimia  9.  J904. ) 

UOCTRINAt  Constituye  el  delito  de  CEtafa 
el  hecho  de  «imnlar  an  contrato  de  veiitn  de  un 
inmueble  cun  <1  propásttn  de  evitai'  el  emharf^o 
que  aobre  ¿1  pi'etendta  trabar  un  acreedor  lejjC timo 
del  dueño. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  quince  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  capación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  los  proccüidos  José  y 
Bonifacio  García  Muñíz  ambos  Tccinos  do  Sagiia  la 
Grande,  del  comercio,  contra  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  Santa  Clara  en  causa  que  se  instruyó  i'on- 
tra  aquéllos  en  el  Juzgado  de  Sngua  por  el  delito  de 
estafa : 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  cuatro 
lie  Junio  último  se  consignan  los  hechos  probados  que  á 
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continuación  literalmente  so  transcriben;  "Primero.  Re- 
sultando probado  que  Celeatioo  Marino  Alvarez  acreedor 
de  Prant'isco  Irizarri  Iturria  trataba  de  hacer  efectivo 
de  éste  un  crédito  por  la  vía  judicial,  y  que  con  el  ob- 
jeto de  burlar  el  referido  cobro  á  fin  de  asegurar  el  que 
dcbia  hacerle  la  sociedad  de  García  Hermano  que  á  la 
sazón  suministraba  á  Irizarri  materiales  para  su  zapa- 
tería concertaron  con  éste  los  hermanos  José  y  Bonifa- 
cio García  componentes  de  la  referida  Sociedad  de  Gar- 
cía Hermano  la  venta  simulada  de  una  casa  de  Irizarri, 
evitando  así  el  embargo  de  ta  misma  por  Celestino  Ma- 
rino. No  contentos  los  hermanos  García  con  haber  ase- 
gurado el  cobro  de  lo  que  pudiera  deberles  no  sólo  de 
Íiresente  sino  en  el  piorvenir.  Irizarri  por  aquella  bítru- 
ación  que  instigaron,  concertaron  y  llevaron  á  cabo  con 
Irizarri,  simularon  también  la  venta  del  derecho  de  re- 
traer que  se  había  re.servado  Irizarri  al  vender  á  García 
Hermano  su  casa,  pero  verificando  esta  última  cuando 
ya  estaba  embargado  dicho  derecho  y  habla  asistido  i 
las  diligencias  que  firmó  el  deudor  Irizarri  hecho  de  que 
también  tenían  conocimiento  los  hermanos  (üarcla  por 
el  concierto  con  que  obraban  qiiedando  así  Marino  sin 
cobrar  su  crédito  por  no  tener  su  deudor  otros  bienes". 
Rfisoi-rcioN  niiCüRRinA : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  condenó  á 
José  y  Bonifacio  García  Muñíz  como  autores  de  dos  de- 
litos de  estafa  comprendidos  respectivamente  en  los  ar- 
tículos quinientos  sesenta  y  dos  y  quinientos  sesenta  y 
uno  número  segundo,  sin  circunstancias  modífícativas, 
á  ]as  penas  por  cada  delito,  de  dos  meses  y  un  día  de 
arresto  mayor,  accesorias  y  multa  de  seis  mil  pesetas, 
indemnizacióu  civil  y  costas. 
Fundamentos  del  recuíiso  de  casacióm: 

Besultando  que  á  nombre  de  los  procesados  se  ha  in- 
terpuesto recurso  do  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado en  los  números  primero  y  cuarto  dei  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, citando  como  infringidos:  Primero.  El  articu- 
lo primero  y  quinientos  sesenta  y  dos  número  segundo 
del  Código  Penal  por  que  atribuvcndo  el  fallo  cjiusa  le- 
gítima de  delRT  á  la  venta  con  estipulación  de  retracto 
entre  Irizarri  y  los  hermanos  García  como  lo  es  el  pro- 
pósito que  dá  por  probado  de  cobrar  lo  que  le  habiao 
vendido  al  fiado  y  más  adelante  le  fiaran,  se  trata  de  un» 
convención  valolora  en  derecho,  que  reúne  todos  lo«  re- 
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quiííitoe  que  el  Código  Penal  exige  para  que  el  contrato 
€xista. — Segundo:  El  artículo  quinientos  sesenta  y  uno 
núm_ero  segundo  del  Código  Penal,  porque  caeo  de  cons- 
tituir delito  el  hecho  de  haberse  vendido  por  Irizarri  el 
derecho  que  se  reservó  para  retraer  el  inmueble  después 
de  haber  sido  embargado,  sólo  el  vendedor  serta  respon- 
sable y  no  los  compradores  de  ese  derecho  que  serian  lo« 
engañados. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
ue  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  letrado  de- 
fensor de  !oB  recurrentes  que  sostuvo  aquél  y  del  Minis- 
terio fiscal  que  lo  impugnó. 

Resultando  q\ie  para  mejor  proveer  se  acordó  traer 
á  la  vista  la  causa  original,  librándose  al  efecto  la  opor- 
tuna carta  orden  á  la  aludida  Audiencia,  la  que  remitid 
el  procesado  y  rollo. 
Pkcirion-  ret,  recurso: 


Considerando  que  los  hechos  declarados  probados 
en  la  sentencia  recurrida  de  haber  figurado  los  process- 
doB  Gareía  la  compraventa  con  pacto  de  retro  del  in- 
mueble que  Irizarri  poseía;  concertada  como  fué  por 
antbas  partes  al  objeto  d^  burlar  el  crédito  que  contra 
éete  último  tenia  García  Marino  que  se  proponía  recla- 
marlo judicialmente  y  al  de, asegurar  lo  que  de  presente 
y  en  lo  futuro  pudiera  adeudarse  á  los  primeros,  carac- 
terizan el  delito  de  estafa  por  simulación  de  contrato 
quo  castiga  el  artículo  quinientos  sesenta  y  dos,  número 
segundo  del  Código  Penal,  porque  mediante  el  que  apa- 
rentaron celebrar  por  su  índole  ciertamente  los  compra- 
dores no  se  limitaban  á  obtener  una  garantía  de  lo  que 
el  vendedor  les  adeudaba,  sino  que  de  tal  modo  prepara- 
ron además  las  cosas  para  hacer  del  todo  ineficaz  como 
!o  hicieron,  la  ación  judicial  que  sabían  iba  á  ejercitar 
Marino,  colocando  fuera  de  su  alcance  la  casa  de  refe- 
rencia con  lo  cual,  aparte  de  las  ventajas  que  los  Gar- 
cía se  procuraron  manteniendo  k  su  nombre  el  referido 
bien  inmueble,  proporcionaban  á  Irizarri  el  medio  de 
utilizarse  con  perjuicio  del  demandante  de  las  rentas  6 
productos  de  esa  finca,  así  como  también,  que  pudiera 
disponer  de  ella  libremente  v,  en  su  caso,  nti.lizarsc  de 
igual  modo  de  todo  6  parte  del  valor  que  ia  misma  tuvie- 
ra 6  produjera ;  evidenciándose  por  lo  expuesto  la  concu- 
rrencia del  engaño  doloso  y  del  perjuicio  elementos  que 
integran  dicho  delito. 
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Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  re- 
curso, que  ¡os  hechos  declarados  probados,  referentes 
éstos  á  la  compraventa  que  también  aparentaron  los  pro- 
cesados con  Irizarri,  respecto  del  derecho  que  éste  se  ha- 
bía reservado  de  retraer  el  inmueble  referido,  efectuán- 
dose aquélla  cuando  ese  derecho  había  sido  ya  embar- 
gado por  Marino  lo  cual  sabían  comprador  y  vendedor 
quiénes  lo  dejaron  sin  poder  cobrar  su  crédito,  contie- 
nen los  elementos  necesarios  para  derivar  la  comisión 
de  un  delito,  que  á  no  ser  el  penado  en  la  sentencia  de- 
terminaría el  de  estafa  por  simulación  de  contrato;  sin 
que  se  pueda  negar,  como  pretenden  los  recurrentes,  la 
participación  de  autores  que  en  esos  hechos  se  les  atri- 
buye, demostrada  como  está  por  los  actos  que  personal 
y  directamente  ejecutaron,  prestándose  á  figurar  como 
COmpra<lores  de  una  cosa  para  burlar  como  burlaron  el 
embargo  de  lu  misma,  causando  perjuicio  á  otro  en  sus 
derechos;  por  tanto,  al  castigarlos  el  Tribunal  a  quo  en 
tal  concepto  procedió  acertadamente. 

Considerando  que  por  las  razona  expuestas  proce- 
de declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas 
á  los  recurrentes. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  los  procesados  José  y  Bonifacio  García 
contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  de 
cuatro  do  Junio  último  con  las  costas  de  cargo  de  los 
mismos. — Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  por  medio 
de  las  oportunas  copias  se  comunicaré  á  la  referida  Au- 
diencia de  la  provincia  de  Santa  Clara,  la  Secretaría  de 
Kstado  y  Justicia  y  Gaceta  Oficial  para  los  correspon- 
dientes fines  legales,  lo  pronunciamos,  mandamos  y.  fir- 
mamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Jo- 
sé Cabarroeas  Horta. — Ambrosio  R.  Morales. — El  Ma- 
gistrado Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar.—José  Antonio  Pichardo. 


Inf.  ley.-Sent  176.— 16  de  Octubre. —Htirto. —llobo. 

(  Gac. ,  9  Junio,  190^. ) 

DOCTRINA:  El  soto  h(^cho  de  que  el  hurto 
de  nnimntcfi  ee  cometa  en  an  predio  rústicii,  cnalU 
ñca  el  delito  sin  que  para  ello  sea  necesario  que 
aquéllos  BC  empleen  en  faenas  aerícolas,  pues  esta 
circunstancia  no  re  fxlgc  parn  Tos  Hiiimales  sino 
pnra  los  nbjetos  en  la  orden  240  de  1901  que  mo- 
dificó el  art.  538  del  Código  Mensl. 

Para  que  se  estime   la  circunntancia  cxinientc 
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completa  ó  incompleta  de  defensa,   ea  necesario 
que  se  libreen  viitud  <lc  utia  aífeeión  Íle}¡!tinia 

Un  Reto  de  violencia  cometido  en  el  ejercicio  de 
nn  derecho  contra  una  persona  de  qaien  pnedc 
randadamente  eiperaríe  una  agresión  ^ue  haga 
ineficaz  diclio  acto,   no  cunstiluyc  agrenón  ¡legl- 

No  constituye  un  Bolo  delito,  sino  dos,  loa  he- 
chos de  intimidar  á  una  persona  para  robarle  y 
despula  de  rendirst  ésta  disparar  un  revólver  con- 
tra otras  que  vinieran  en  su  auxilio,  porquecuan' 
do  éste  hecho  se  realizó  ya  la  tentativa  de  robp 
hahta  quedado  realÍEada, 

Para  que  exista  intimidación  no  es  necesario 
que  ios  actos  directos  del  agente  tiendan  á  produ- 
cirla: 1>asta  In  impresión  subjetiva  del  que  es  ob- 
jeto de  ella,  dndns  las  circunstancias  del  hecho  7 
lo«  antecedentes  del  autor. 

En  la  (.-indad  de  la  Habaua  á  diez  y  seÍB  de  Octubre 
de  mil  noveeientos  tres,  en  los  recursos  de  L-asaeión  por 
infracción  de  ley,  interpuestos  por  el  llinisterio  fiscal 
y  por  el  procesado  Pedro  Morera  Alvarez  (a)  Periquito 
el  guerrillero,  cuya  vecindad  no  consta,  labrador,  contra 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Rio  en 
causa  que  tíé  instruyó  á  dii'ho  procesado  y  á  Pablo  García 
Uüjas,  natural  de  Man  Diego,  labrador,  en  el  Juzgado 
de  la  antes  expresada  localidad,  por  loa  delitos  de  robo, 
hurto  y  lesiones : 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia,  de  cua- 
tro de  Junio  último,  ae  consignan  loa  hechoa  probados 
que  á  continuación  literalmente  se  transcriben: 

"Primero.  Resultando  probado  que  en  la  noehe  del 
'diez  de  Diciembre  lUtinio,  los  procesados  en  esta  cansa 
'Pedro  Morera  Alvarez  (a)  Periquito  el  guerrillero  y 
'Pablo  García  Rojas,  sin  emplear  violencia  ó  intimida- 
'ción  en  laa  personas  ni  fuerza  en  las  cosas  con  ánimo 
'de  lucro  tomaron  im  caballo  de  la  propiedad  de  José 
"Fernández  que  éste  tenia  amarrado  en  la  vega  que  ha- 
"bitaba  siendo  el  valor  de  dicho  caballo  el  de  quinientas 
'pesetas. — Segundo:  Resultando  probado  que  en  esa 
"misma  noche,  enoontráiidoee  en  su  casa,  acostado,  el  ve- 
"cino  Luís  García  Cruz,  fué  despertado  por  voces  que  le 
"llamaban  desde  fuera  y  le  indicaban  que  saliera;  Cruz 
"se  negó  á  ello  diciendo  no  podía  ievantanio  por  haberse 
'dado  un  baño  de  pies,  y  como  le  dijeran  que  si  no  salía, 
"le  iba  á  pesar,  se  asomó  entreabriendo  la  puerta  y  vio 
"á  un  hombre  que  resultó  ser  Pablo  García  Rojas,  el  cual 
"le  pidió  el  caballo  de  su  hijo  manifestándole  Cruz  que 
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"no  podía  entregárselo  por  no  encontrarse  el  animal  en 
la  vega ;  que  al  oÍr  esto  se  retiraba  García  Rojas  y  enton- 
"ctís  oyó  otra  voz  que  era  la  del  otro  procesado  Morera 
"y  que  desde  la  casa  de  tabaco  decía :  "pídele  e)  machdíí' 
"Cruz  di]o  á  García  liojas  que  el  machete  lo  había  lleía- 
"do  al  semillero,  y  cerrando  la  puerta  comenzó  á  pedir  4 
"sus  fainiliari's  en  voz  alia  "las  balas  de  los  venados", 
"por  cuyo  motivo  García  Rojas  y  Morera  se  retiraron.— 
"Tercero :  Resultando  probado  que  igualmente  en  esa  do- 
"che  llamaron  al  vecino  Luis  Hernández,  que  en  bu  cm* 
"se  encontraba  acostado,  y  conociendo  la  voz  del  proce- 
"sado  Morera  Alvarez,  se  levantó  y  salió,  encontrando  á 
"Morera  con  un  caballo  del  diestro  y  á  Pablo  OarcJa  Ro; 
"jas  con  otro  caballo  que  conocía  era  el  de  su  vecino  José 
"Hernández.  Al  salir  Hernández,  Morera  le  intimó  con 
"un  revólver  so  pusiera  boca  abajo  y  al  decirle  Hemáo- 
"dez  que  para  qué,  encontrándose  solo  y  sin  armas,  More- 
"ra  le  pidió  le  entregase  la  montura  y  las  armaa  bnenaí 
"que  tuviese,  contestándole  aquél  que  no  tenia  ni  una 
"cosa  ni  otra.  Entonces  García  Rojas  ordenó  á  Morere 
"que  entrara  en  la  casa,  como  lo  verificó  Morera,  qne- 
"dándose  Hernández  fuera  con  García  Rojas.  Que  poco 
"después  salió  Morera  de  la  casa  sin  llevarse  nada  deelj» 
"y  quiso  que  Hernández  lo  acompañara  á  casa  de  Julio 
"Bode ;  más  como  se  negara.  Morera,  mandado  por  so 
"compañero,  se  dirigió  sólo  á  dicha  casa.  Que  al  poco 
"rato  sintió  pitazos  y  luego  tres  disparos,  al  oírse  los  cua- 
"les  ,  Rojas  se  dirigió  hacia  el  lugar  en  que  parecía  ha^ 
"berse  efectuado  que  era  en  la  casa  de  Bodej  penetran*> 
"Hernández  en  su  casa,  al  quedarse  sólo.  Cuarto:  Be- 
"sultando  probado  que  á  los  pocos  momentos  oyó  Ijuu 
"Hernández  la  voz  de  un  mozo  de  la  casa  de  Bode  qu* 
"gritaba:  "ataja"  y  llamaba  á  Hernández,  por  lo  cu*' 
"salió  éste,  con  la  tranca  de  la  puerta  al  camino.  Q*  ■ 
"vio  venir  corriendo  á  Morera,  y  á  dos  hombres  detráí  J 
'"al  pasar  por  su  lado  Morera,  dio  á  éste  con  ia  tran'^'' 
"un  golpe  en  el  hombro  que  lo  hizo  caer  de  rodillas,  J  <* 
"esc  momento  Morera  le  infirió  con  un  cuchillo  qu*!*'' 
"taba,  una  herida  en  el  vientre,  de  la  que  tardó  easai'^^ 
"setenta  y  dos  días,  necesitando  setenta  do  asistencia  mf- 
"dica  y  estando  cincuenta  días  impedido  de  dedif*^ 
"á  sus  ocupaciones  habituales,  sin  que  le  haya  que^**" 
"defecto  físico  ni  lesión  orgánica.  Quinto:  Resulta"^" 
"probado  que  esta  misma  noche  encontrándose  ac**t8(H> 
"en  su  casa  Julio  Bode,  sintió  que  lo  llamaban  y  ffiPf 
"guutar  el  objeto,  dijo  una  voz  que  conocía  que  4}W* 
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"una  montura  habilitada  y  iaa  armas:  que  salió  y  llamó 
"al  mozo  Telpsforo,  viendo  que  el  que  había  llegado  é  la 
"t-aaa  y  le  había  llamado  era  el  procesado  Morera,  arma- 
"do  con  un  revólver  que  tenía  en  la  mano  y  que  insistió 
"en  pedirle  la  montura  y  armas,  manifestándole  que  no 
"se  opusiera,  para  salir  bien,  ofreciéndole  la  devolución 
"de  la  montura  en  la  noche  siguiente,  por  lo  cual  Bode, 
"intimidado,  entró  en  la  casa,  sacó  la  montura  y  la  puso 
"en  el  suelo.  Que  en  esos  momentos  llegó  el  mozo  Te- 
"lesforo  y  Morera  les  intimó  para  que  se  echaran  al  sue- 
"lo,  á  lo  que  se  negaron,  y  como  en  esos  instantes  apare- 
"ciera  el  otro  mozo  liamón  Vaidós  con  un  machete  en  la 
"mano.  Morera  hizo  tres  disparos  de  su  revólver  contra 
"ellos,  sin  que  los  hiriera,  huyendo  inmediatamente  en 
"dirección  á  la  case  <le  Ijuís  Hernández.  Sexto :  lícsul- 
"tando  probado  que  siguieron  los  mozos  Telcsforo  y  Val- 
"dés  en  j)erseeiic¡ón  de  Morera,  y  por  la  dirección  que 
"tomaba  éste  venia  Pablo  García  Hojas  montado  en  pelo 
"en  un  caliallo  y  al  ver  que  huía  Morera  y  le  perseguían 
"dos  hombres,  se  bajó  del  caballo  y  huyó  en  distinta  di- 
"rección,  resultando  per  el  caballo  abandonado  por  Gar- 
"eialfoiaficl  de  la  propiedad  de  Joaó  Fernández. — Sépti- 
"ino:  Itesultando  probado,  que  los  mozos  continuaron  la 
"persecución  de  Morera,  y  al  pasar  por  casa  de  Luis  Jler- 
"náadcK  ocurrió  lo  que  ya  se  ha  referido  en  cuanto  á  la 
"herida  de  éste  por  Morera,  el  cual  continuó  su  carrera 
"después  de  herir  á  Hernández,  haeta  que  se  internó  en 
"el  monte  donde  cesó  la  persecución.  Octavo :  Resultan- 
"do  probado  que  los  procesados  son  mayores  de  diez  y 
"ocho  años:  que  sólo  consta  por  informe  de  la  Jefatura 
"de  polícia  que  el  procesado  Morera  fué  remitido  por  ese 
'"tentro  al  Juzgado  Correccional  por  un  delito  de  hurto, 
"y  según  informe  del  Alcaide  de  la  Cárcel  de  esta  ciu- 
"dad  cumplió  Morera  en  ella,  por  el  delito  de  hurto  de 
"un  caballo,  una  pena  de  arresto  impuesta  por  el  Juzgado 
"Correccional  de  esta  ciudad ;  que  respecto  de  loe  ante- 
"cedcntes  penales  del  otro  procesado  García  Rojas  sólo 
"consta  su  hoja  histórico  penal  remitida  por  el  Jefe  del 
"presidio  de  la  Habana,  en  la  que  se  consigna  fué  conde- 
"nado  por  la  Audiencia  de  lo  Criminal  de  l'inar  del  Rio 
"á  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día  de  presidio  coreccio- 
"nal.  en  causa  instruida  por  hurto  de  una  muía  de  Car- 
"los  l^ahrador;  certificando  el  escribano  del  Juzgado  de 
"Instrucción  de  esta  ciudad,  Joaquín  María  Pintado,  que 
"en  la  causa  que  se  siguió  contra  Pablo  García  Rojas  y 
"otro  por  estafa,  fué  condenado  por  sentencia  de  tres  de 
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"Septiembre  de  mil  oclioeientne  noventa  y  uno,  á  la  pens 
"de  doa  meses  un  día  de  arresto  mayor :  y  el  otro  escri- 
"bano  del  mismo  Juzgado,  Francisco  M.  Gispert,  certi- 
"fica  que  existe  en  su  poder  una  carta  orden  de  la  Au- 
"diencia  de  lo  Criminal  de  esta  provincia,  librada  en  el 
"sumario  número  ciento  sesenta  y  siete  del  año  mil  novfr- 
"cientos  uno,  por  hurto  de  una  muía  <ie  Carlos  Labrador, 
"en  la  qu<i  por  sentencia  de  la  misma  Audiencia,  fué  con- 
"tlenado  Pablo  García  Rojas  á  cuatro  años,  dos  meses, 
"un  día  de  presiilio  correccional,  como  autor  de  un  *!*- 
'lito  consumado  de  hurto  cualificado. — Noveno:  Resul- 
"tando  probado  que  las  casas  de  José  Fernández,  IjWIS 
"Hernández  Izquierdo  y  Julio  Bode,  se  encuentran  como 
"viviendas  principales  en  la  vega  ó  predio  rústic-o  de  ésie 
"último  y  la  primera  dista  setecientos  treinta  y  cua*"* 
"pasos  (le  la  casa  de  Bode,  y  en  dirección  contraria  á.  do*- 
"cientos  veinte  y  cinco  pasos  de  la  de  Bode,  se  hallB  '* 
"casa  de  Luía  Hernández  Izquierdo". 

BESOLDCION  RECirUBIDA  : 

"Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  catifio6  '** 
hechos  deí  primer  resultando  probado  como  const'*'^" 
tivos  de  un  delito  de  hurto  simple  en  grado  de  frustr**'^ 
loB  del  segundo,  tercero  y  quinto  de  tres  tentativas  * 
robo  cop  intimidación  en  las  personas,  estimando  t»*"" 
bien  en  el  último  un  delito  de  disparo  de  arma  de  f  ti^S** 
y  los  del  cuarto  de  un  delito  de  lesiones  graves;  Ac:  '^^ 
cuales  delitos  declaró  responsables,  en  concepto  de  *"" 
tores  &  Pedro  Moreno  Alvarez  y  á  García  Hojas  del  ^ 
hurto  frustrado  y  de  los  tres  delitos  de  tentativa  de  r^p" 
referidos,  apreciando  la  concurrencia  de  la  circunstanc* 
agravante  de  nocturnidad  en  cuanto  al  hurto  y  esta  '^^ 
ma  y  la  de  haberse  efectuado  en  la  morada  de  loa  ofe»"^' 
dos  respecto  á  las  tres  tentativas  de  robo,  asi  como  t*?"! 
bien  apreció  la  concurrencia  de  la  eximente  cuarta  "^ 
artículo  octavo  del  Código  Penal,  á  favor  de  Morer»  ^ 
el  delito  de  lesiones  graves,  y  en  consecuencia  condeno  * 
mencionado  Morera  y  García  Rojas  á  las  penas  siguí^**" 
tes :  por  el  hurto  frustrado  á  dos  meses  de  arresto  mayor^ 
por  cada  una  de  las  tres  tentativas  de  robo  á  quinient** 
pesetas  de  multa  y  además  á  Pedro  Morera  por  el  de  "^í*" 
paro  de  arma  de  fuego  sin  circunstancias,  á  un  año,  *^.  , 
meses  y  veinte  y  un  días  do  prisión  correccional  con  '^ 
accesorias  que  estimó  procedentes,  absolviendo  á  éste  ^ 
timo  del  delito  de  lesiones  graves  por  qué  fué  ■<^''^ia( 
declarándolo  exento  de  responsabilidad  criminal,  co" 
costas  de  por  mitad  á  ambos  procesados. 
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FL'MDANKXTfiS  DB   LOS   UF,Ct'ItS08   DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  este  fallo  el  Ministerio  fiscal 
ha  interpuesto  recurso  <le  casación  por  infracción  de  ley 
que  fué  ampliado  c-ou  dos  motivos  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, el  cual  funda  en  los  números  tercero  y  quinto  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijcy  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citando  como  ley  infringida;  Pri- 
mero: El  artículo  quinientos  treinta  y  seis,  número  ter- 
cero, relacionándolo  con  el  quinientos  treinta  y  cinco 
dfe!  Código  Penal,  por  indebida  aplicación,  y  el  quinien- 
tos treinta  y  ocho,  número  tercero,  relacionado  coa  el 
quinientos  treinta  y  seis,  quinientos' treinta  y  cinco  y  la 
Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientoB  uno  que  lo 
modificó,  por  falta  de  aplicación:  por  cuaníb  que,  dándo- 
se probado  en  el  primer  resultando  de  la  sentencia  que 
la  sustracción  del  caballo  de  la  propiedad  de  Fer- 
nández, se  llevó  á  efecto  en  la  vega  de  ésto,  que  la  pro- 
I'ia  sentencia  reconoce  en  el  noveno  resultando  es  una 
ñnca  rústica,  ello  no  obstante,  califica  el  hecho. de  hurto 
simple  y  no  cualificado.  Segundo :  El  número  cuarto 
del  artículo  octavo  de  dicho  Código,  por  indebida  apli- 
cación, y  por  falta  de  aplicación  el  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  nueve,  caso  cuarto,  por  cuanto  de  tos  hechos  de- 
fiarados  probados  en  el  cuarto  resultando,  de  herir  Mo- 
reraá  Hernándrá, causándole  una  herida  de  que  sanó  á  los 
setenta  y  dos  días,  infiriéndola  después  de  recibir  un  gol- 
pe de  tranca  que  le  hizo  caer,  no  se  desprende  en  pro  del 
primero  la  exención  con  que  se  le  ha  favorecido,  porque 
la  agresión  de  Hernández  á  Morera,  generada  durante  el 
desarrollo  de  la  trama  de  conatos  de  robo  de  los  proce- 
sados, en  aquéllas  evidentes  unidades  de  lugar,  tiempo  y 
acción,  no  fué  en  puridad  otra  cosa  que  uno  de  los  actos 
de  defensa  conque  los  moradores  de  la  vega,  opusieron 
resistencia  á  la  serie  no  interrumpida  de  hechos  crimino-' 
sos.  perpetrados  por  el  reo,  y  por  último  se  hace  consistir 
en  tercer  término  la  infracción  de  ley,  con  referencia  á 
los  artículos  cuatrocientos  veinte  y  uní»  y  quinientos 
veinte  y  uno  del  Código  Penal,  en  que  los  hechos  que  se 
declaran  prohados  en  el  quinto  resultando  que  la  sen- 
tencia estima  como  constitutivos  de  dos  delitos  indepen- 
dientes de  tentativa  de  robo  y  de  disparo  de  arma  de  fue- 
go, penándolos  separadamente,  constituyen  solo  el  prime- 
ro, porque  los  disparos  fueron  el  medio  de  intimidar  du- 
rante el  proceso  de  la  tentativa  del  robo  y  mero  accidente 
del  mismo  y  por  consiguiente  inherente  á  él,  si  bien  debe 
flolo  imponerse  la  pena  del  artículo  cuatrocientos  veinte 
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y  uno,  <la(lo8  los  témiinos  del  mismo,  y  la  inferior  pena- 
lidad del  otro  delito. 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  Morera  se 
ha  interpuesto  también  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  por  el  número  primero  del  ar- 
ticulo ocliocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos quinientos  veinte  y  caso  quinto  del  quinientos 
veinte  y  uno  en  relación  con  el  articulo  primero,  todos 
del  Códi^  IVnal,  por  indebida  aplicación,  y  al  efecto  en- 
pone  "que  por  pedir  á  Luis  García  Cruz,  Pablo  .García 
Rojas  que  acompañó  á  Pedro  Morera  Alvarez,  el  caba- 
llo del  hijo  (le  aquél  y  el  machete,  y  manifestarle  que  el 
animal  no  s»encontraba  en  la  vega  y  el  machete  lo  ha- 
bían llevado  al  semillero,  es  indudable  que  al  iMcerse 
esas  peticiones  no  se  dio  principio  á  la  ejecución  de  nin- 
gún hecho  punible,  máxime  cuando  en  ellas  no  intervi- 
no ningún  acto  de  violencia  ó  intimidación  en  las  perso- 
nas, toda  vez  que  la  frase  de  "que  si  no  salía  de  la  casa 
le  iba  á  pesar",  no  envuelve,  ni  por  ella  se  demuestra  la 
violencia  ó  intimidación  en  las  personas  qi¡e  como  cir- 
cunstancia característica  del  delito  de  robo,  exige  el  ci- 
tado artículo  quinientos  veinte:  pues  el  concepto  inde- 
terminado de  la  amenaza,  no  la  coloca  en  las  prescrip- 
ciones del  artículo  quinientos  doce  del  propio  Código, 
ni  en  las  prescripciones  del  quinientos  quince,  puesto  que 
los  condenados  no  compelieron  por  ningún  acto  á  Luis 
García  Cruz  á  efectuar  lo  que  no  quiso ;  sin  que  por  otra 
parte  el  lugar  y  la  hora  en  que  los  condenados  hicieron 
la  referida  petición  por  sí  sola  sea  suficiente  á  infundir 
temor  ó  espanto  en  el  ánimo  de  García  Cruz  quien  por 
el  contrario,  denmstró  no  tenerlo  al  asomarse  entrea- 
briendo la  puerta  de  entrada  de  su  casa,  sosteniendo  con 
Pablo  García  Rojas  la  conversación  que  se  e.iprosa  en 
dicho   segundo   resultando*  probado." 

Resultando  que  admitidos  los  recursos  interpuestos 
y  persona<los  el  Ministerio  fiscal  y  la  representación  del 
procesado,  previa  la  sustanciacióo  correspondiente,  ■  se 
celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  mencionado 
Ministerio  y  del  defensor  de  dicho  procesado,  quiénes 
informaron  sosteniendo  sus  rospectivas  pretensiones. 
Decisión  de  los  recursos: 

Siendo  ponentfl  el  Magistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  artículo  quinientos  trein- 
ta y  ocho  del  Código  Penal,  ino<lifícado  por  la  Orden  nú- 
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mero  doaciectos  cuarenta  de  mil  uovecientoB  uno,  el  hur- 
to, cuando  exceda  de  cincuenta  pesos,  se  castigará  con  las  ■ 
.penas  inmediatamente  superiores  en  grado  á  las  respec- 
tivamente señaladas  en  los  artículos  que  le  preceden,  en- 
tre otros  casos,  si  se  cometiere  en  predio  rúitico  y  con- 
aistiere  en  animales  ú  objetos  empleados  en  las  labores 
agrícolas;  comprendiéndose  en  estos  conceptos,  por  una 

Earte,  los  animales  por  el  solo  hecho  de  hurtarlos  en  ta- 
s  predios  y  por  otra  los  objetos  que  más  ó  menos  direc- 
tamente sirvan  ó  contrihuyan  é  la  explotación  agrícola; 
inteligencia  á  que  c-onduce  el  espíritu  que  informó  dicha 
Orden,  que  no  fué  otro  que  el  de  proteger  el  desarrollo 
de  las  fincas  rústicas,  castigando  más  gravemente  la  sus- 
tracfiíin  en  ellos  de  las  indicadas  cosas  necesarias  al  fo- 
mento de  las  mismas,  atendiendo  para  ello  no  sólo  al 
daño  que  á  la  riqueza  agrícola  causan  tales  actos,  objeto 
de  preferente  atención  al  promidgarse  aquél  precepto, 
sino  también  por  la  mayor  facilidad  con  que  pueden  rea- 
lizarse esos  actos  en  el  campo. 

Considerando  por  tanto,  que  constituyendo  los  he- 
choc  que  se  consignan  en  el  primer  resultando  de  la  sen; 
t«ncia  recurrida  el  delito  de  hurto  de  un  caballo,  el  cual 
se  realizó  en  la  vega  de  José  Fernández,  que  forma  part« 
de  una  finca  rústica;  no  puede  menos  de  estimarse  que 
dicho  delito  ce  el  cualificado  que  prevée  y  castiga  el  ar- 
ticulo quinientos  treinta  y  ocho  antes  referido,  y  al  no 
apreciarlo  asi  la  Sala  sentenciadora  incurrió  en  el  error 
de  calificación  que  por  el  Ministerio  fiscal  se  le  atri- 
buye en  el  primer  motivo  del  recurso. 

Considerando  respecto  al  segundo  motivo  del  recur- 
§0  del  propio  Ministerio,  que  estando  facultada  por  la 
ley  cualquiera  persona  para  detener  al  delincuente  in- 
fragante,  como  lo  era  Pedro  Morera  Alvarez,  perseguido 
por  los  empleados  de  la  finca  de  Pedro  Bode,  quiénes 
'  acababan  de  evitar  robara  á  éste  en  cuya  ocasión  Luis 
Hernández,  oyendo  la  voz  de  "ataja"  y  que  al  mismo 
tiempo  lo  llamaban,  salió  de  su  morada  con  ima  tranca 
y  en  el  camino  viendo  venir  á  aquél  que  sabía  estaba  ar- 
mado por  haberlo  asaltado  en  esas  condiciones,  en  unión 
de  otro,  pocos  momentos  antes,  y  al  cruzar  por  su  lado  el 
fugitivo  darle  un  golpe  en  el  hombro  que  le  hizo  caer  de 
rodillas,  situación  en  la  que  hirió  á  Hernández  con  el  cu- 
chillo que  portaba,  continuando  en  la  huida,  resulta  de 
lo  expuesto  que  ejercitando  Hernández  aquél  derecho  en 
acción  conjunta  con  los  perseguidores  de  Morera,  qitíen 
armado  venia  en  dirección  á  la  en  que  se  encontraba. 
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racional  111  en  te  debió  temer  una  agresión  con  peligro  d« 
iu  vida,  y  á  imi)eilirla  encaminó  aus  actos,  eniplcand" 
un  ntedío  proporcional  y  adeeuado,  que  después  ile  tod« 
!e  resultó  ineficaz;  en  cuyas  condiciones,  y  bien  aprecia- 
das todas  las  circunstancias  del  caso,  no  puede  e6(iin>|^ 
moral  ni  legahiH'nte  <|ue  cometiera  un  acto  injusto « i"' 
motivado  como  lo  requiere  la  la  ley,  para  que  exista  * 
agresión  ilepítíma  en  aii  verdadero  concepto  jurídiw. 
y,  por  consiguientt!,  faltando  como  falta  la  realidad  «« 
ésta,  á  la  que  «?  halaban  subordinados  los  demás  reqnisx- 
to8  del  nfiniero  cuarto  del  artículo  octavo  del  Código  Pe- 
nal, no  cal»  apreciar  la  eximente  de  este  número  á  lavoT 
del  procesado  Morera,  y  debe  suijHanarse  el  error  ooioe- 
tido  por  el  Tribunal  a  quo. 

Considerando  que  los  hechos  declarados  probarlo»  ^^ 
el  quinto  resultando,  no  pueüen  estimarse  como  consti- 
tutivos de  un  sólo  delito,  según  pretende  el  Ministerio 
fiscal,  porque  con  la  intimidación  causada  á  Bode  po^  ^ 
procesado,  quién,  revólver  en  mano  le  exigía  loa  objeto* 
que  se  refieren  y  que  aquél  estaba  entregando  ya  eTi  'o^ 
momentos  en  que  se  presentaron  loa  mozos  de  la    ^^''^í 
uno  de  ellos  armado  de  un  machete,  la  tentativa  de   '^   , 
que<ló  integrada,  sin  necesidad  de  ningún  otro    acto  oe 
agente  del  delito;  y  los  disparos  que  por  éste  ae  hicie»^** 
posteriormente,  con  dicha  arma,  á  los  que  en  el    '"^.^^ 
de  la  ocurrencia  se  encontraban,  no  lo  fueron  al  obj*^*" 
de  persistir  y  asegurar  el  apoderamiento  de  las  oo^ 
aino  al  de  amedrentar  á  loe  que  inesperadamente    s« 
presentaron   interrumpiéndole  en  sus  actos  delietí*  ^ 
preparándose  de  ese  modo  el  procesado  á  emprenda*" 
fuga,  según  lo  verificó  inmediatamente,  por  lo  qu^^ 
realidad,  tales  hechos  constituyen  loa  doe  delitos  ^P 
ciados  por  el  Tribunal  a  quo.  , 

Considerando  que  para  que  exista  la  intimíd»*^* 
que  caracteriza  el  delito  de  robo,  no  es  necesario  q«^  ,^^ 
actos  de!  agente  se  manifiesten  poniendo  en  «jeci'»*^'  ^_ 
medios  directos  á  producirla,  aino  que  también  la  A'^^^j-, 
mina  la  acción  puramente  subjetiva  del  que  se  P'"^*-'*^^, 
á  pwlir  á  otro  alguna  cosa,  sin  causa  que  lo  iufltifl*l'^¿ 
cuando  las  circunstancias  personales  del  agente,  ó  la*^  ^ 
lugar,  tiempo  y  modo  en  que  lo  reali/ji,  son  bastan t <?^  j_^ 
infundir  temor  á  las  personas  y  de  ellas  se  prevale  f  *^ 
conseguir  su  objeto. 

Considerando  que  en  tal  sentido  ca  de  afirmarse  ^.¡^ 
lugar  á  dudas  que  al  presentarse  Pedro  llorera  y  Ga  ""''.^ 
Rojas  en  la  casa  de  Luis  García,  de  noche,  y  ya  acosté* 
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éste,  llamarlo  indicándole  que  saliera  sin  expresar  mo- 
tivo alguno  porque  había  de  hacerlo,  v  en  su  negativa 
manifestarle  que  le  iba  á  pesar,  pidiéndole  después  el  ca- 
ballo de  su  hijo  y  un  machete,  no  fué  otra  la  intención 
del  procesado  que  la  de  infundir  temor  á  Garda  para 
apoderarse  de  dichos  objetos,  y  lo  contirma,  que  así  lo 
comprendió  éste  al  pedir  en  alta  voz  á  sus  familiares  "la« 
balas  de  los  venados",  lo  cual  significaba  la  resistencia 
armada  que  había  do  hacerles  ,v  por  ello  se  retiraron,  sin 
que  la  circimstancia  de  que  García  con  sus  actos  demos- 
trara no  tener  temor  alguno,  pueda  influir,  según  la  adu 
ce  el. recurrente,  para  desvirtuar  el  elemento  de  la  inti- 
midación, porque  para  su  apreciación  jurídica  basta  que 
I<M  actos  del  agente  sean  suficientes  á  producirla;  por  to- 
do lo  cual  es  visto  que  el  Tribunal  a'qvo,  no  incurrió  en 
el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  ni  infringió  los 
artículos  del  Código  Penal  que  en  el  recurso  del  proce- 
sado Morera  se  citan. 

Considerando  que  por  las  razones  que  se  dejan  ex- 
puestas procede  declarar  sin  lugar  el  recurso  interpuesto 
por  el  procesado  Morera  y  con  lugar  el  establecido  por  el 
Ministerio  fiscal  en  cuanto  á  los  dos  primeros  motivos. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  procesado  Pedro  Morera  Alvarez  con 
las  costas  á  su  cargo  y  con  lugar  el  establecido  por  el 
Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Pinar  de!  líío,  de  cuatro  de  Junio  último,  la  cual  sen- 
tencia casamos  y  anulamos. 

C-omuníquese  á  la  expresada  Audiencia  por  medio 
de  certificación  esta  sentencia  y  la  que  á  continuación 
se  dicta,  publicándose  amba»  en  la  Caceta  Oficial  y 
en  la  Colección  ¿  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  li- 
brándose al  efecto  las  oportunas  copias. — Así  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.— .Toeé  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio lí.  Morales. — José  M.*  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 

Segunda  sentenda.— .£1  í«  misma  fecha  dictó  el  l'ribunal 
nueva  ern(encia  en  la  eiguienle  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
t<-ncia  casada,  así  como  los  considerandos  primero,  ter- 
cero, cuarto,  quinto,  sexto,  octavo  duodécimo  y  décimo- 
tercero,  pustituyéndose  c!  segundo,  séptimo,  noveno  y 
décimo  por  los  siguientes: 

Hegundo.'   Considerando  que  habiéndose  realizado 
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el  hurto  del  caballo  antes  expresado  en  la  vega  de  José 
Fernández  que  constituye  una  finca  rústica,  no  puede 
menos  de  estimarse  que  dicho  delito  ee  e)  cualificado 
tjue  prevée  j  castiga  el  articulo  quinientos  treinta  y  oebo 
del  propio  Código,  modificado  por  la  Orden  número  dos- 
cientos cuarenta  de  mil  novecientos  uno. 

Séptimo,  Considerando  que  son  responsables  en 
concepto  de  autores,  Pedro  Morera  Alvarez  por  parti- 
cipación directa  en  el  delito  de  hurto  frustrado  del  ca- 
ballo de  José  Fernández,  en  cada  una  de  las  tres  tenta- 
tivas de  robo  4  Luis  García  Cruz;  Luis  Hernández  y  Ju- 
lio Bode,  en  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  y  en 
el  de  lesiones  graves  á  Luis  Hernández,  y  el  procesado 
Pablo  García  Hojas,  también  por  participación  directa, 
en  el  hurto  frustrado  y  en  las  tentativas  de  robo  á  Gar- , 
cía  y  Hernández,  siendo  autor  por  inducción  en  la  tenta- 
tiva de  robo  á  Bode. 

Noveno.  Considerando  que  respet^to  al  delito  de  le- 
siones graves  no  concurren  circunstancias  eximentes  ni 
modificativas  de  la  responsabilidad  criminal. 

Décima.  Considerando  que  el  responsable  criminal- 
mente de  un  delito  ó  falta,  lo  es  también  civilmente  y 
en  tal  concepto  debe  condenarse  á  Pedro  Morera  á  in- 
demnizar á  Luis  Hernández  los  perjuicios  que  le  ocasio- 
nó con  motivo  de  las  lesiones  graves  que  le  causó. 

Considerando  que  las  costas  procesales  se  entienden 
impuestas  por  ministerio  de  la  Ley  á  los  responsables  de 
todo  delito  ó  falta. 

Vistos,  ets. 

Beproduciendo  el  fallo  de  la  wntencia  casada  en  la 
parte  que  no  ha  sido  objeto  de  la  casación : 

Fallamos  que  debemos* condenar  y  eondenanioa  á  los 
procesados  Podro  Morera  Alvarez  y  Pablo  García  Rojas 
en  concepto  de  autores  de  un  delito  de  hurto  cualificado 
en  grado  de  frustrado,  con  la  concurrencia  de  la  circuns- 
tancia agravante  de  nocturnidad,  á  ia  pena  de  seis  meses 
y  un  día  de  presidio  correccional,  con  las  accesorias  de 
íuspenaión  de  todo  cargo  público,  profesión,  oficio  y  de- 
recho de  sufragio;  segundo,  que  asimismo  condenamos 
á  ambos  procesados  como  autores  de  tres  tentativas  de 
robo  con  intimidación  en  las  personas,  concurriendo  las 
agravantes  de  nocturnidad  y  la  de  haberse  realizado  los 
delitos  en  la  morada  de  los  ofendidos,  á  cada  uno  y  por 
cada  delito  á  la  pena  de  quinientas  pesetas  de  multa,  de- 
biendo sufrir,  caso  de  insolvencia,  prisión  subsidiaria  á 
razón  de  un  día  por  cada  doce  y  media  pesetas  que  deja- 
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Ten  de  satisfacer,  y  tercero,  condenamos,  del  propio  mo- 
do, á  Pedro  Morera,  como  autor  de  un  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  y  crtro  de  ¡esionea  graves,  sin  circuns- 
tflncias,  k  la  pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un 
días  de  prisión  correccional  por  el  primero,  y  á  la  de  un 
año  y  un  día  de  igual  pena  por  el  segundo,  con  las  ac- 
cesorias correspondientes  á  los  mismos  de  suspensión 
(!e  todo  cargo  y  de  los  derechos  de  sufragio  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  á  indemnizar  á  Luis  Hernández 
la  cantidad  de  cincuenta  pesos  por  los  perjuicios  al  mis- 
mo causados  y  si  no  tuviera  bienes  para  satisfacerla, 
sufrirá  prisión  subsidiaria  en  las  mismas  condiciones 
expresadas  por  las  multas;  y  por  último  condenamos  á 
ambos  procesados  al  pago  de  las  costas  por  mitad,  los 
cuales  habrán  de  cumplir  sus  condenas  por  orden  de  su 
gTave<lad,  según  dispone  el  artículo  ochenta  y  siete  del 
Código  Penal.  Remítanse  al  Juez  Correccional  de  esta 
ciudad  los  testimonios  interesados  por  el  Ministerio  fis- 
cal, dejando  á  disposición  de  dicho  Juez  el  caballo  que 
mantiene  en  depósito  Ramón  Collera;  abónese  á  los  pro- 
cesados todo  el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubie- 
ren sufrido  y  devuélvanseles  loa  objetos  que  le  fueron 
ocupados. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Plch ardo. —Luís 
flastón. — Ambrosio  E.  Morales. — José  M.'  Gispert.— J. 
M.  Agnirrfe. 


Inf.  le?.— Sent.  177.— 19  de  Octubre.— Hurto.    (G«e.,  9 

Junio,  }90i.) 

DOCTRINA:  Skndo  varios  tos  hurtos  rra- 
lizadoB  |iur  el  reo  en  tiempos  distintos,  aunque  M 
desconozca  el  que  mediara  de  uno  á  otro  delito, 
no  es  procedenic  unificarlos  todos,  para,  en  per- 
juicio del  procesado,  constituir  un  delito  más  gra- 
ve que  los  cometidos,  sino  que  debe  penarse  sepa- 
radamente por  cada  delito,  en  la  Torma  que  el 
Código  cBtablece. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  nueve  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  tres.  Visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Esteban  Illobre 
y  García,  natural  de  la  Coruña,  vecino  de  esta  ciudad  y 
criado  de  servicio,  contra  la  sentencia  dictada  con  fecha 
veinte  y  cuatro  de  Junio  último,  por  la  Sección  prime- 
ra de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, en  cansa  procedente  del  Juzgado  de  instrucción  del 
Este,  sefi^iida  contra  aquél  por  el  delito  de  hurto. 
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Hechos  probados: 

RGáultaniío  que  en  la  expresada  sentencia  se  coo- 
íicne  con  relación  á  los  hechos  probados  el  resultando 
único  que  se  transcribe  á  continuación; 

"Primero.  Resultando  probado,  que  el  procesado, 
'"mayor  do  edad,  Esteban  Illobre  y  García,  estaba  colo- 
"eado  como  criatlo  para  loe  quehaceres  de  la  farmacia 
"y  droguería  titüliiíla  "San  José"  que  eiiiste  en  esta  ciu- 
'"dad,  y  aprovcchánda'e  de  los  descuidos  de  loa  depen- 
"dientes  de  ese  establecimiento,  en  los  primeros  meses 
''de  este  año,  se  fué  apoderando  en  distintáis  ocasiones 
"de  medicinas  y  otros  artículos,  sin  consentimiento  del 
"dueño,  todo  lo  que  iba  llevándose  fuera  del  estableci- 
'iiiiento  y  vendiéndolos  para  aprovecharse  lo  que  hacia 
"del  valor  de  esos  artículos;  habiendo  llegado  á  sustraer 
'de  este  modo  hasta  por  cantidad  que  valía  ochenta  y 
"tres  pesos,  cinco  centavos  oro  español,  no  habiéndose 
"podido  recuperar  lo  sustraído;  y  en  los  primer<w  día« 
"de  Abril  último  fué  sorprendido  el  procesado  en  ton 
"momentos  de  salir  del  establecimiento  con  al^^inas  c*- 
"jas  y  pomos  de  medicina,  que  llevaba  encima  para  lie- 
"vársefos;  y  registrada  la  habitación  de  dicho  proceaa- 
"do  que  estaba  en  el  establecimiento  de  referencia  ae 
"hallaron  allí  otras  medicinas  y  alf^nos  instrumentes 
"de  cijujía,  perteneciendo  tanto  esos  instrumentos  y 
"medicinas,  como  las  que  se  le  hallaron  encima  al  pto- 
"cesado,  al  repetido  establecimiento;  los  que  había  sus- 
"traído  para  llevárselos  también  á  la  calle  y  aprovecbar- 
"se  de  su  producto,  siendo  recuperados  por  el  dueño  de 
"ellos  y  valían  treinta  y  seis  pesos  oro  español.  No  ha- 
"biéndose  podido  demostrar  de  qué  cantidad  de  articu- 
"los  se  apoderó  el  procesado  cada  vez  que  hacía  una  aus- 
"tracción,  ni  qué  tiempo  mediaba  de  una  á  otra". 
Eesolccion  kecchrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  cali{R6  eaod 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  hurto  domés- 
tico por  valor  comprendido  entre  doscientas  cincuenta 
V  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  de  que  es  responsa- 
ble como  autor,  sin  circunstancia  modiñcativa,  el  pro- 
cesado, á  quien  condenó  en  la  pena  de  cuatro  años,  dos 
L'ieses  y  un  día  de  presidio  correccional,  con  sus  acceso- 
rias, indemnización,  apremio  personal  en  su  caso,  cos- 
tas y  abono  de  prisión  preventiva. 
Fundamentos  dEl  recurso  de  casícion: 

Besultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  el  )M>>c^ 


DigilizedbvGoO^^IC 


Bddo  recurso  de  casación,  citaiklo  como  precepto  espe- 
cial autorizante,  el  número  tercero  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Cnmlna) ;  y  como  disposiciones  infringidas,  el  artículo 
{juinientoB  treinta  y  .seis,  caso  tercero,  y  quinientos 
treinta  y  ocho,  caso  primero,  modificado  por  ta  Orden 
doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  por  indebida 
uplicación;  y  el  numero  segundo  del  articulo  primero 
ti<  la  misma  Orden  doscientos  cuarenta  por  su  no  apli- 
cación, en  relación  con  la  doscientos  trece,  serie  de  mil 
novecientos,  exponiendo  el  concepto  de  tales  infraccio- 
ues  en  loa  términos  que  se  transcriben:  "Ija  sentencia  . 
"declara  probado  que  el  procesado,  aprovechándose  de 
"los  dcifcuidos  de  los  dependientes  de  In  droguería  y  far- 
"mocia  "San  José"  en  los  primero^  meses  <le  este  año, 
"se  fué  apoderando  en  distintas  ocasiones,  sin  consen- 
í'timiento  del  dueño,  de  drogas  y  medicinas,  todo  lo  que 
"iba  llevándose  fuera  del  establecimiento  y  vendiéndolo 
"para  aprovecharse  del  valor  de  eeoe  artículos,  habiendo 
"libado  á  sufttraer,  de  ese  modo,  dice  la  sentencia,  has- 
"ta  por  cantidad  que  valia  ochenta  y  tres  pesos  cinco 
"centavos.  De  la  simple  lectura  de  los  hechos  transcri- 
"tofl  de  la  sentencia  que  recurro,  claramente  se  ve  que 
"ha  habido  no  un  soto  delito  en  cantidml  de  ochenta  y 
"tres  pesos,  sino  varios  delitos,  sin  que  la  sentencia  diga 
"cuántos  son  :  varios  hurtos,  la  totalidad  de  cuyo  impor- 
"te  llegó  á  dicha  suma.  Por  ello  se  demuestra  que  sien- 
"do  más  do  uno  los  «Iclitos  de  hurto,  cada  uno  de  éstod 
'no  ha  podido  exceder  de  los  cincuenta  pesos  que  marca 
"la  ley  para  que  sean  de  la  competencia  ile  la  Sala  sen- 
"teneiadora.  Por  el  contrario,  sea  dicho  con  el  debido 
"reis[K'to,  la  Sala  sentenciadora  desnaturalizando  los  va- 
"rios  delitos  fometidos  por  el  procesado,  que  el  ri'sultan- 
"do  de  referencia  declara  probado,  forma  imo  solo,  cua- 
"lificaxlo  por  la  domcsticida»!,  por  un  valor  de  ochenta 
"y  tres  pesos.  Piste  delito  así  creado  es  distinto  del  que 
"aparece  en  el  resultando,  cometido  por  e!  procesado; 
''(|uien  en  distinta»  ocasiones  renlizó  hurtos  fKir  canti- 
"dad  menor  de  cincuenta  pesos,  sin  que  estuvieran  cua- 
"lificados  por  la  domesticidad,  porque  la  ley  infringida, 
"ó  sea  la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos 
"uno,  articulo  primero,  número  segundo,  no  admite  se- 
"mejante  cualificación  en  los  delitos  en  cantidad  menor 
"de  cincuenta  pesos  que  son  los  varios  realizados,  como 
"lo  declara  la  sentencia,  en  distintas  ocasiones,  por  el 
"procesado.  Es,  pues,  la  intención  de  procesado  al  lle- 
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"var  á  efecto  loa  hurtos,  hacer  eaas  sustraeeionefi  en  can- 
"tidad  menor  de  cincuenta  pesos;  y  si  tal  ea  la  inten- 
"ción  del  procesa<!o,  y  tales  son  los  hechos  realizados, 
"consignados  como  verdad  leí^l  en  los  resultandos  de 
"la  sentencia,  es  evidente  que  la.Sala  sentenciadora,  al 
"fariar  la  intención  ó  voluntad  del  criminal  y  trocar 
"sus  varios  delitos  en  otro  distinto,  ha  infrinpdo  por 
'•indehida  aplicación  los  artículos  que  se  citan  en  este  es- 
"crito  en  su  párrafo  cuarto;  y  ha  infringido  al  mismo 
"tiempo,  por  sw  no  aplicación,  la  Orden  doscientos  cua- 
"rcnta— Eoveciontos  uno — articulo  primero,  número  se- 
"gundo,  por  cuanto  esos  varios  delitos  son  del  conoci- 
"miento  de  la  forte  Correccional,  según  declara  ta  ley 
"y  sostuvo  la  defensa  en  sus  conclusiones  definitivas; 
"(¡icndopotestativode  osa  Corte  Correccional,  el  juzgarlos 
"y  fallarlos  en  un  solo  juicio  y  en  una  sola  sentencia; 
"fiero  ni  que  sea  lícito  á  la  Sala  sentenciadora,  dicho 
"con  el  mayor  respeto,  descomponer  los  hechos  realiza- 
'"dos,  desconocer  su  naturaleza  v  formar  con  los  varios 
"delitos  realizados  por  el  procesado  otro  delito  diatin- 
"to,  caliñcación  y  mucha  mayor  penalidad". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
ante  este  Tribunal,  se  celehró  la  oportuna  vista  con  la 
sola  asistencia  del  representante  del  Ministerio  fiscal, 
que  lo  impugnó. 

Decisio.v  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.   Mo- 

Considcrando  que  realizadas  por  Illobre  y  García 
las  sustraciones  objeto  del  procedimiento — en  distintas 
ocasiones — en  loa  primeros  meses  de  este  año  y  la  últi- 
ma en  el  de  Abril,  aunque  desconociéndose  e]  tiempo 
que  mwliara  entre  unas  y  otras  sustracciones,  no  cabe- 
unificar  tales  hechos,  separadamente  ejecutados,  para 
cfllificarloa  con  perjuicio  del  procesado,  como  consti- 
tutivos de  un  delito  más  grave,  que  los  que  resultaran 
cometidos  por  cada  una  de  las  infracciones,  en  las  cua- 
lía  concurren  todos  los  elementos  necesarios  para  inte- 
grar otros  tantos  delitos  de  hurto;  sin  que  pueda  esti- 
marse como  circunstancia  que  obste  á  cata  calificación  la 
presunción  más  ó  menos  funda<la  de  qne  todas  las  sua- 
tracciones  obedecían  á  im  solo  propósito,  pnes,  aparte 
de  que  en  realidad  para  cada  sustracción  fué  necesario 
ima  intención  especial  y  concreta,  otra  calificación  má^ 
grave,  en'  perjuicio  del  reo,  no  hallándoxe  autorizad» 
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Expresamente  por  ei  Código,  sería  contrario  á  los  princi- 
pios de  Justicia. 

Consideranclo  que  trntándoue  de  varios  hurtos,  cu- 
>c  importe  se  desconoce,  aunque  en  total  ascendió  á 
ochenta  y  tres  pesos  cinco  centavos,  no  puede  afiniiüra-'í 
que  alguno  de  ellos  excediera  de  doscientas  cincuenta 
pesetas,  y  antes  bien,  dada  la  corta  entidad  del  conjun- 
t(i,  y  el  valor  de  la  última  mistrácción  frustrada,  es  for- 
zoso admitir  que  ninguna  excedió  de  cincuenta  pesos. 

Considerando,  por  tanto,  que  al  calificar  la  Sala 
senfenciaOora  loe  luchos  de  autos  como  constitutivos  de 
na  solo  delito  de  hurto  doméstico,  por  valor  que  pasan- 
do de  doscientas  cincuenta  pe.setas  no  excede  de  mil  dos- 
cientas cincuenta,  siendo  asi  que  solo  podrían  consti- 
tuir diferentes  hurtos  inferiores  á  cincuenta  pesos^  ha 
incidido  en  el  error  acusado  por  el  recurrente  con  in- 
fritción  de  las  disposiciones  legales  por  el  mismo  invo- 
cadas; y  en  connecuencia  procede  declarar  con  lugar  el 


Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  n^curso  de  ca¡wción,  interpuesto  por  Este- 
ban Illobrc  y  García  contra  la  sentencia  dictada  en  la 
causa  de  referencia,  y  la  cual  sentencia  casamos  y  anu- 
lamos, sin  especiül  condenación  de  costas  del  recurso. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que, — con  la  que  á 
continuación  se  dictará,  se  comunicará,  etc.,  lo  pronun- 
ciamos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichar- 
do.  —  Luis  Gastón.  —  Ambrosio  R.  Morales. — José  M.* 
fiispert. — >J.  M.  Aguirre. 

Sflgn&áft  86&t6Bda. — Ef^  (^  mitma  fecha  dkló  el  Tribunal 
nuera  íenicnoia  en  la  giguiente  forma; 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
Uíncia  casada ;  así  como  los  dos  primeros  considerandos 
de  la  anterior  sentencia  de  casación: 

Considerando  que  conforme  al  número  treinta  y 
cuatro  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doscien- 
tos tn-ce.  «ríe  de  mil  novecientos  y  al  número  segundo 
di  la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno, 
es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Jueces  Correccio- 
nales el  conocimiento  de  los  delitos  de  hurto  por  valor 
fiue  no  excediere  de  cincuenta  pesos. 

Considerando  que  no  constituyendo  los  hechos  pro- 
bados el  delito  acuciado,  ní  otro  algimo  de  la  competen- 
cia del  Tribunal,  aunque  revisten  los  caracteres  de  de- 
litos de  hurto  del  conocimiento  de  los  Jueces  Oorreccio- 
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nales,  procede  absolver  en  esta  causa  á  Esteban  Illobre 
y  García  y  remitir  las  actuaciones  al  Juzgado  Correccio- 
nal respectivo  para  que  conozca  de  los  hechos  de  que  se 
trata. 

\'istHs,  etc. 

Fallamos  que  dubeinoa  absolver  y  absolvemos  ¿  Es- 
ti'ban  Illobre' y  García  del  delito  de  hurto  doméstico  por 
i|ue  ha  sido  aciísado,  declarando  las  costas  de  oficio;  v 
remítase  el  sumario  al  Juez  Correccional  á  quien  corres- 
[rfinda  para  que  conozca  de!  mismo.  Y  póngase  en  liber- 
tad al  procesado,  librándose  al  efecto  la  corres pondiKntfí 
carta  orden  á  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Cri- 
minal de  la  citada  Audiencia  de  la  Habana.— Aaí  por 
t'í-ta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
.Ambrosio  li.  Morales. — José  María  Qispert. — J,  M. 
Ajruirre. 


Inf.  ley.— Sont.  178.— 19  de  Octubre.— Peijnrio.  (Ghieeta 

9  Junio,  J904. ) 

UOCTRINA:    Constitujeel  delito  de  perjn- 
tío  la  añrmacidn  falsa  prodnHda  bajo  juramento    . 
anCo  tuncionario  autorizado  pura  recibirlo,  de  na 
hrcho  que  sea  de  importaacia  j  trascendencia  pa- 
ra el  efectixjne  la  declaración  jurada  haja  de 

Kii  la  ciudad  de  la  Habana  á  di^  y  nueve  de  Octu- 
%re  de  mil  novecientos  tres;  visto  el  recureo  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fis- 
cal en  la  cansa  seguida  ante  la  Sección  primera  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con- 
tra José  Peña  y  Pérez,  albañil  y  vecino  del  Vedado,  por 
el  delito  de  perjurio. 
Hechos  probados: 

Hesultando  que  en  la  sentencia  dictada  por  la  refe- 
rida Sala  en  veinte  y  tres  de  Julio  último,  se  consignan 
los  licchos  eu  los  dos  resultandos  que  siguen:  "Primero, 
"líesultando  probado  que  el  procesado  José  Peña  Pé- 
''rez,  deseando  ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía,  presen- 
"ló  en  la  Jefatura  del  mismo  la  correspondiente  solici- 
■'tud  escrita,  prestando  ante  el  Notario  Tomás  Fernán- 
'■'dez  Cossío,  el  treinta  de  Octubre  de  mil  novecientos 
"dos,  juramento  de  ser  verídicas  las  respuestas  contcni- 
"das  en  aquélla,  en  la  que.  marcada  con  el  número  do- 
"co,  se  lee  esta  pregunta  en  caracteres  de  imprenta: 
'■¿Ha  sido  usted  alguna  vez  condenado  por  delitos  con- 
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"tra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  pafe,  6  de  otra  ciu- 
"dad  6  de  otro  pais?  (En  caso  afirmativo  exprese  la  fe- 
"cha  y  clase  de  delito)  la  palabí»  delito  se  halla  testada 
'■en  la  prepmta  y  dentro  del  p&rénteeia  y  escrito  entñma 
"¿  mano,  ofensa;  sin  que  esas  enmiendas  hayan  sido 
"hechas  por  el  procesado.  A  continnación  de  esta  pre- 
"f^mta  escribió  el  proceeado :  "Nunca  he  sido  procesa- 
ndo por  delito  ni  ffútas".  Después  de  prestado  el  jura- 
"mento  y  fnera  ya  de  la  Notaría,  se  intercalaron  entre 
"las  palabras  procesado  y  por  estae  otras  "ni  cond«»- 
"do",  S^^nmdo.  Resultando  probado  que  en  causa  nú- 
"mero  diez  y  nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
"ve  del  Juagado  del  Cerro,  contra  José  Peña  Pérez,  por 
"lesiones,  se  dictó  en  dos  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  nueve,  «uto  declarándolo  procesado,  y  reduci- 
"do  después  á  juicio  verbal,  y  remitida  para  su  reeoln- 
"ción  al  Juez  Municipal  d«I  Vedado,  fué  sobreseída  por 
"éste,  provÍKonalmente,  en  diez  de  Octubre  del  mismO' 
"año ;  habieoáo  sido  condenado  el  procesado  en  veinte  y 
"nueve  de  Af;osto  del  repetido  año,  á  dies  días  de  arres- 
"to  por  la  falta  de  escándalo^. 

RüaOLUClON  RECURRIDA  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando  que- 
loe  heohos  relacionados  no  son  constitutivos  de  delito,, 
absolvió  al  procesado,  declarando  de  oficio  las  costas. 

FUNDAUENTOS  DEL  BECUBSO   DE   CASAOIÓH  : 

Resultando  que  contra  la  expresada  sentencia  in- 
terpuso el  Ministerio  fiscal  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  autorizado  sepin  expresa,  por  e!  núme- 
ro primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  el 
número  sejfundo  del  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  am- 
bos de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  citando  como 
infringidos  los  números  primero  y  tercero  del  articulo 
segundo  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecien- 
tos, por  no  haberse  aplicado,  no  obstante  de  que,  los  he- 
chos qne  se  declaran  probados  en  los  resultandos  pri- 
mero y  segundo,  constituyen  el  delito  de  perjurio  que- 
prevee  y  castiga  la  referida  Orden,  puesto  que,  seglm 
aquellos  techos,  el  procesado  faltó  deliberadamente  é  la 
verdad,  después  de  prestar  inramento,  lo  cual  siempre 
es  constitutivo  de  dicho  delito,  aunque  no  fuera  contes- 
tando concretamente  á  la  pregunta  formulada. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado  en 
forma  ante  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública  el 

T.  B.— IMM.— 61. 
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«ü2  Bourre  laonLATiyo. 

día.  aeifi  del  mes  actual  con  asistencia  solo  del  Uiniste- 
rio  fiscal,  que  sostuvo  su  procedencia. 
Decisión  del  becchso  : 

Siendo  ponente  el  Ma^strado  José  Maria  Aj^re. 

Considerando  que  como  reiteradamente  tiene  de- 
clarado este  Tribunal,  el  delito  de  perjurio  definido  y 
penado  en  la  Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  no- 
Tficientos,  lo  comete  el  que  deliberaidamente  afirme  eer 
cierto  un  hecho  que  sabe  es  falso,  después  de  baber  pres- 
tado juramento  ú  oblifracién  en  otra  forma  de  testifi- 
car, declarar,  deponer  ó  certificar  la  verdad,  ante  fun- 
cionario compet^ite,  en  los  casos  en  que  por  ministerio 
de  la  ley,  deba  prestarse  tal  juramento  ú  obligación; 
debiendo  entenderse  que  se  incurre  en  tal  delincuoicia 
por  toda  afirmación  falsa  que  en  esas  condiciones  ee  ha- 
ga y  sea  de  importancia  y  trascendencia  para  el  efecto 
que  la  declaración  jurada  haya  de  producir. 

Considerando  que  el  procesado  José  Peña  y  Pérez, 
al  declarar  ante  el  Notario  Tomes  Fernández  Coeslo. 
bajo  el  juramento  que  se  eiige  á  los  que  pretenden  in- 
jíresar  en  el  Cuerpo  de  policía,  de  ser  verídicas  las  res- 
puestas contenidas  en  aquélla,  que  nxinca  había  «ido 
procesado  por  delito  ni  faltas,  siendo  asf  que  en  la  causa 
número  doscientos  diez  y  nueve  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  del  Juzgado  del  Cerro  por  lesiones,  fué 
declarado  procesado,  habiendo  sido  también  condenado, 
á  diez  días  de  arresto  por  una  falta  de  escándalo  en 
veinte  y  nueve  de  Agosto  del  miemo  año;  hedioa  que  no 
ea  posible  suponer  que  hubiera  olvidado,  dada  la  natu- 
raleza de  loe  mismos,  es  indudable  que  deliberadamente 
y  bajo  la  fe  del  juramento  que  debía  prestar  y  prestó, 
afirmó  ser  cierto  un  hecho  á  sabiendas  de  que  era  fako 
y  que  era  de  tanta  importancia  y  trascendencia,  como 
4iue  de  él  podía  depender  su  admisi^  ó  no  en  el  Cueipo 
de  policía;  y  al  proceder  de  este  modo  realizó  los  actos 
■que  integran  efl  expresado  delito  de  perjurio,  aún  cuan- 
do en  el  modelo  de  las  declaraciones  que  deben  prestar- 
se en  tales  casos,  no  se  consigne  pr^funta  referente  á 
iaa  faltas  y  su  contestación  se  excediera  en  este  extremo 
á  la  pregunta;  porque  de  un  modo  ó  otro,  es  lo  cierto, 
■que  en  las  condiciones  expresadas  y  con  olvido  del  jura- 
mento que  acababa  de  prestar,  faltó  intencionalmente  á 
la  verdad. 

Considerando  que  al  no  ajustarse  á  este  criterio  k 
Sala  sentenciadora,  estimando  que  1<»  hechos  qoe  de- 
clara probados  no  son  constitutivos  de  delito,  ha  infrin- 
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gido  la  citada  Orden  número  ciento  diez  y  sás  de  mil 
novecientos,  por  bu  falta  de  aplicación,  incurriendo  en  el 
error  de  derecho  en  qoe  se  funda  el  recurso,  y  hacien- 
do, por  tanto,  prooedente  la  casación  de  la  sentencia. 

Fallamoe  que  debemos  declarar  y  áeclaramoe  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  ñscal,  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  cansa  de  referencia,  la  cual  sentencia  ca- 
samos y  anulamos  con  las  costas  de  oñcio. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronimciamoe, 
mandamos  y  fírmamos. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  B.  Morales. — José  M".  Gispert. — 
J.  M.  Ajfuirre. 

Seganda  Bentescia. — En  fa  mitmafeeha  dictó  el  Tribunal 
nueva  tenUt^a  en  lo»  dguiente»  términoi: 

Dando  por  reproducidos  los  reeultandos  de  dicha 
sentencia  oasafTa. 

Considerando  que  los  hedioB  declarados  probados 
aun  constitutivos  del  delito  de  perjurio  que  se  define  y 
pena  en  loe  artículos  primero  y  tercero  de  la  Orden  nú- 
mero ciento  diez  y  seie  de  mil  novecientos,  puesto  que, 
el  procesado  al  conei^ar  en  la  declaración  que  prestó 
ante  el  Notario  Tomes  Fernández  Cossío,  bajo  el  jura- 
mento que  para  tal  caso  ezi^  la  ley,  que  nunca  habla 
S'do  procesado  por  delito  ni  por  falta,  habiendo  sido 
procesado  con  anterioridad  por  un  delito  y  condenado 
por  una  falta,  afirmó  deliberadamente  eer  cierto  un  he- 
cho que  sabia  era  falso,  el  cual  hecho,  era  de  influencia 
notoria  para  la  fin^idad  que  perseguía  el  procesado  de 
aei  admitido  en  el  Cuerpo  de  policía  y  por  consiguien- 
te. rea)ÍEÓ  todos  los  actos  que  integran  el  expresado  de- 
lito. 

Considerando  que  del  delito  antes  deñnido  es  res- 
ponsable «1  concepto  de  autor  el  procesado,  por  haber 
tenido  una  participación  directa  en  su  realización. 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  delito,  ni  en 
cuanto  al  procesado,  han  concurrido  cdrcunstancias  esi- 
m^nte^,  ni  modificativas  de  responsabilidad  penal. 

Considerando  que  en  atención  á  las  circunstancias 
del  ceso,  procede  imponer  al  culpable  el  grado  mínimo 
de  la  pena  señalada  al  delito,  debiendo  condenársele 
además  como  responsable  del  mismo  al  pago  de  las 
costas. 

Vistos,  etc. 
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Fallamos  que  debemos  coiidenar  y  condenamos  al 
procesado  blanco  Joaé  Peña  y  Pérez,  como  autor  de  ni» 
delito  de  perjurio,  á  la  pena  de  un  año  de  prisión  y  al 
pago  de  las  costas,  sirviéndole  de  abono  para  el  cumpH- 
iriiento  de  la  pena  impcesta,  la  totalidad  de!  tiempo  de 
prisión  proviaional  que  hubiera  sufrido.  Aef  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.— José  Antonio  Pichardo, — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales, — José  María  Gispert. — J.  M.  Affnirre. 


In£  l«y.—S«rt.  179.— 20  de  Octubre.— Pwjnrio.  (G<w»to 

9  JitniQ,  190Í.. ) 

I>OGTRINA:  Con«titDje  el  deliCo  de  peijnrio 
la  afirmación  falsa  bajo  juramcato,  pradudda 
ante  fanctooario  aotorixado  para  recibirlo,  de  un 
hrcho  que  sea  de  importancia  y  trascendencia  pa^ 
ra  el^eféclo  que  la  declaración  jurada  hajade  pro- 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fi-aooión  de  ley,  interpuesto  por  el  Mioistorio  fiscal,  con- 
tra sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa 
que  se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  ciudad 
contra  José  Mora  Funee,  caya  vecindad  no  consta,  d* 
oficio  carretonero,  por  el  delito  de  perjurio: 
HecHoa  probados: 

Besultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  diez  y 
ocho  de  Julio  íiltimo,  se  consignan  como  hechos  proba- 
dos 'los  que  á  continuación  literalmente  se  transcriben ; 
"Primero.  Resultando  probado  que  pretendiendo  inffre- 
"sar  en  el  cuerpo  de  policía  de  esta  ciudad  el  procesado 
"José  Mora  Funez,  escribió  de  bu  puño  y  letra  el  día 
"trece  de  Febrero  de  eete  año,  las  contestaciones  que  £ 
"cada  una  de  las  preguntas  imprecas  contenidas  en  el 
"modelo  para  solicitudes  de  ingreso  en  dicho  cuerpo,  se 
"exigen  á  los  aspirantes,  y  en  la  misma  fecha,  cumplíen- 
"do  con  otro  requisito  exigido  por  dicho  ingreso,  juró 
"ante  el  Notario  Tomáe  Fernández  Cossío,  que  las  aae- 
"veraciones  y  respuestas  en  dicha  solicitud  contenidas, 
"tanto  manuscritas  como  en  letra  de  molde,  erati  verl- 
"dicas  y  conforme  á  su  leal  saber  y  entender.  Segundo. 
"Resultando  probado  que  á  continuación  de  la  pregunta 
"número  doce  que  dice  textualmente:  "¿Ha  sido  usted 
"alguna  vez  condenado  por  delitos  contra  las  leyes  de 
"esta  ciudad,  de  este  tmís,  ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro 
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'"pafs?  (En  caso  afirmatiTO  exprese  la  fedia  y  claee  de 
^•delito)",  en  Is  cual  preRunta  impresa  aparecen  teeta- 
"das  las  dos  palabras  "delito"  y  escrito  encima  de  ellas 
"con  letra  de  pluma  la  palabra  "ofensa",  sin  que  ese 
"testado  y  ese  escrito  hubiesen  sido  hechos  por  el  pro- 
"oesado;  escribió  éste:  "^unca  he  sido  condenado  ni 
"proecBado  por  faltas  ni  delitos".  Tercero.  Resultando 
■'"probedo  que  en  veinte  de  Julio  de  mil  norecientos  uno 
"fué  condenado  el  procesado  en  esta  causa  José  Mora 
■"Funez  en  el  Juzgado  Correccional  del  segundo  distrito, 
*'por  una  falte  de  eecáodaQo  ¿  cinco  pesos  de  multa,  ha- 
"biendo  sido  acusado  en  el  mismo  Juzgado  en  cuatro  de 
"Octubre  de  mil  novecientos  dos,  por  escándalo,  insul- 
'"tos  y  amenazas,  siendo  absuelto  por  el  Jnez". 
Besolccjon  recurrida  : 

Besnltaiido  que  la  Sala  semtenciaóoia  estimando 
•que  loe  Teferidos  hechos  no  son  constítntiYos  de  delito, 
absolvió  al  procesado  declarando  las  costas  de  oficio. 

Ft'NDAUEKTOa  DEL  BEODR80   SE  CASACIÓN  : 

Besnltando  que  contra  est«  fallo  interpuso  el  Mi- 
nisterio fiscal  recurso  de  cssación  por  infracción  de  ley, 
que  funda  en  el  número  segundo  del  articulo  ochocientos 
«narenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, citando  como  ley  infringida  el  número  primero  del 
erticulo  primero  y  número  tercero  del  artfcnlo  s^^undo 
d?  la  Ordem  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos,  por 
falta  de  aplicación,  en  el  concepto  de  que  habiendo  de> 
«Jarado  el  procesado  bajo  juramento  ante  Notario  no 
haber  sido  condenado  por  falta,  extremo  este  último  in- 
cierto, puesto  que  resulta  fué  condenado  por  el  Jnzga- 
dú  Correccional  por  una  falta  de  escándalo  á  cinco  pe- 
dos de  multa,  cometió  el  delito  de  perjurio,  porqne  se 
trata  de  actos  tan  personales  que  no  puede  aceptarse  que 
asi  no  lo  fuera,  el  procesado  ha  afirmado  que  era  cierto 
un  hecho  que  sabía  era  falso,  después  de  Imber  prestado 
juramento,  primera  y  más  clara  forma  de  obligar  á  la 
verdad  que  establece  la  Orden,  siendo  la  persona  ante 
quien  tal  declaración  inexacta  se  ha  hecho,  un  notario, 
guardador  de  la  fe  pública,  según  nuestra  legislación. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Ministerio 
-que  sostuvo  aquél. 
Decisióm  del  recurso  ;    ■ 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 
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Coneidepando  que  son  reoe  de  perjurio,  eonfoiroe  á 
la  Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientoB, 
los  que  deliberadamente  afirmen  ser  cierto  un  hecho  que 
saben  ds  falso,  después  de  haber  prestado  juramento  (ú 
obligándose  á  decir  verdad  en  otra  forma  autorizada 
por  la  ley,  como  equivalente  al  ]uramento)  de  teatifi- 
CHr,  declarar,  deponer  ó  certificar  la  verdad  ante  un  Tri- 
bunal, Juez,  funcionario  6  persona  competente,  en 
cualquier  procedimiento  civil  6  criminal  á  otro  caso  en 
que  por  miniaterio  de  la  ley,  deba  prestarse  tal  juramen- 
to, 6  contraerse  en  otra  forma  Ja  obligación  de  decir 
verdad. 

Considerando  que  el  hecho  de  declarar  como  de- 
claró el  procesado  el  trece  de  Febrero  último,  bajo  ju- 
ramento ante  Notario,  <(ue  lo  confii^nado  por  él  en  la 
planilla  ó  modelo  que  auseribió  y  presentó  aspirando  á 
ingresar  en  el  cuerpo  de  policía,  haciendo  constar  en 
aquélla  que  no  había  sido  condenado  por  delito  ni  por 
falta,  extremo  este  último  incierto,  según  se  declara  pro- 
bado, dado  que  con  anterioridad  &  la  declaración  ó  sea 
el  veinte  de  Julio  de  mil  novecientos  uno  fué  condena- 
do por  el  Juez  Correccional  por  una  falta'  de  escándalo 
á  cinco  pesos  de  multa,  es  indudable  que  constituyen  el 
-delito  que  castiga  la  Orden  mencionada,  toda  vez  que 
habiendo  sufrido  tal  condena,  hecho  que  no  podía  ig- 
norar,  afirmó  á  sabiendas  cosa  en  contrario,  faltando 
asi  ¿  la  verdad  después  de  haber  prestado  juramento, 
evidenciándose  el  pro<pósito  que  tuvo  de  ocultar  esa  fal- 
ta en  su  conducta,  que  podía  influir  en  contra  de  su 
pretendido  ingreso  en  dicho  cuerpo. 

Considerando  que  por  las  razones  consignadas  el 
l'ribunal  á  quo  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  que 
se  le  atribuye  y  cometido  la  infracción  de  la  Orden  men- 
cionada, procediendo  en  consecuencia  declarar  con  liiírar 
el  presente  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  el  diez  y  ocho  de  Ju- 
lio último,  la  cual  sentencia  caeamoe  y  anulamos  con  laA 
costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pícliardo. — Lui« 
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Gaetón. — ^Ambroeio  R.  Morales. — José  M*.  Gispert. — J. 

M.  Agairre. 

Sognnda  sententda. — En  la  mitma  fecha  dictó  el  Tribunal 

nfteoa  sentencia  en  ios  eiguientet  términos: 

Dando  por  reproducidos  loa  resultandoB  de  la  sen- 
tencia casada  y  anulada,  asi  como  ei  segundo  coneide* 
rando  de  la  de  casación. 

Considerando  que  del  expresado  delito  de  perjurio 
es  autor  el  procesado  José  Mora  Fnuez  por  haber  to- 
niado  parte  directa  en  su  ejecución. 

Considerando  que  en  la  realización  del  referido  de- 
lito no  han  concurrido  circunstancias  modificatiTas  de 
U  responsabilidad  criminal. 

Considerando  <iue  no  habiéndose  cansado  daño  ni 
Ifcrjuicio  apreciables  oon  el  h«eho  ejecutado;  no  hay  mé- 
litos  para  haocr  declaración  sobre  responsabilidades  de 
carácter  cítíI. 

Considerando  que  laa  costas  procesales  se  entien- 
den impuestas  por  ministerio  de  la  ley  á  ios  crimjnail- 
mente  responsables  de  todo  delito  ó  falta: 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
José  Mora  Punez,  como  autor  de  un  dplito  de  perjurio, 
á  la  pMia  de  un  año  de  prisión  y  al  pago  de  las  cosías, 
.siéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  la  pena  to- 
rio eil  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubiere  sufrido. 

Abí  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
iDandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Tjuíp 
Gastón.— Ambrosio  R.  Morales. — José  M*.  Gispert. — J. 
M.  Affuirre. 


M  I97.— Sent,  180.  —  20  de  Octubre— PalBÍfieadón- 
(Oae.,  9  Junio,  190^.) 

I>OCTBINA:  Conetitaye  delito  de  falnSca- 
ciÓD,  j  no  de  estafa,  el  hecho  de  raapar  de  una  li- 
quidación una  partida  de  descargo,  obteniendo 
Sor  eate  medio  que  se  pag^ae  alaator  el  total  de 
18  partidss  de  cargo;  porqae  por  cae  medio  se 
hiio  ea  el  documento  legitimo  nna  alteración  que 
varió  su  sentido. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Octubre  de 
mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  Antonio  Canales  Santi- 
llana,  jornalero,  cuya  vecindad  no  consta,  en  la  causa  se- 
gaída  contra  el  mismo  en  la  Audiencia  de  Camagüey, 
por  el  delito  de  falsedad  en  documento  privado.. 
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808  MiiCTiH  laaaxMcm, 

Hechos  fbobasob  : 

Sesultacdo  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
■causa  en  tres  de  Julio  últintó,  se  coneígnan  los  hechos  en 
■el  siguiente :  "Beeuitando  probado,  que  el  procesado  An- 
'"tooio  Cuiales  Santulona,  que  en  el  mes  de  Abril  úlü- 
"mo  trabajaba  de  cortador  de  caña  en  la  colonia  de  don 
"Bernabé  Arteaga  en  el  ingenio  Senado,  quiso  marcharse 
"para  e^  ciudad  y  que  le  pagaran  en  días  qae  no  eran 
"de  pagos,  lo  que  se  le  adeudaba  y  al  efecto  el  referido 
"Arteaga  le  hizo  una  liquidación  en  una  hoja  pequeña 
"de  papel  en  la  que  aparecía  tener  derecho  á  veinte  y  dos 
"pesos  veinte  y  nueve  centavos  oro,  mas  como  había  que 
"descontársele  lo  que  adeudaba  en  la  fonda,  de  cuyo 
"adeudo  era  responsable  como  ñador  de  sus  trabajadores 
''el  Arteaga,  éste  ordenó  que  su  empleado  Armando  Be- 
""tancourt  hiciera  en  la  liquidación  practicada  la  rebaja 
"antes  dicha  del  adeudo  de  la  fonda  y  al  efecto  aaí  lo  hizo 
""el  Betancourt,  haciéndolo  constar  con  tinta  en  la  hoja 
■"de  la  liquidación  antes  dicha  que  se  rebajaban  ocho  pe- 
■"sos  diez  centavos,  quedando  un  líquido  de  catorce  pesos 
""diez  y  nueve  centavos  todo  en  números,  cuya  suma  era 
'la  que  debía  percibir  el  procesado  Canales  en  plata  es- 
^'pañola,  pues  por  acuerdo  de  la  finca  cuando  un  traba- 
"jador  quiere  cobrar  antes  del  día  de  pago  señalado  para 
"ello,  lo  hace  en  dicha  moneda;  que  el  procesado  tenien- 
"do  en  su  poder  la  hoja  de  liquidación  en  la  forma  antes 
""dicha  y  con  la  orden  "pagúese"  firmada  por  Arteaga  en 
''el  documento,  por  iniciales  como  era  su  costumbre  el 
"hacerlo,  el  procesado  raspó  del  documento  la  partida  de 
"ocho  pesos  diez  centavos  que  había  de  descontársele  y 
"el  liquido  de  catorce  pesos,  diez  y  nueve  centavos  que 
"era  lo  que  debía  percibir,  quedando  por  tanto  én  diurna 
"hoja  de  liquidación  la  suma  de  veinte  y  dos  pesos  veinte 
"y  nueve  centavos,  hecho  se  presentó  con  la  hoja  de  li- 
"quidación  á  la  Sra.  de  D.  Bernabé  Arteaga,  D.*  Cata- 
■"lina  Sánchez,  y  ésta  sin  fijarse  que  estaba  raspada  le 
"pagó  al  procesado  veinte  y  dos  pesos  veinte  y  nueve  cen- 
"tavos  en  plata,  apropiándose  el  procesado  los  ocho  pe- 
"soe,  diez  centavos  que  le  habían  descontado  y  los  cuales 
"ha  pagado  el  Arteaga  por  él  en  la  fonda  como  respon- 
"sable  de  ellos", 
Kesolcción  beccrbida  : 

Resultando  que  la  Audiencia  estimando  estos  hechos 
-constitutivos  de  un  delito  de  falsedad  en  documento  pri- 
■vado  y  al  procesado  autor  del  mismo,  sin  circunstai^ias 
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.apreciablee,  le  condenó  á  la  pena  de  un  año,  ocho  meaes 
j  veinte  y  un  dias  de  presidio  correccional,  sus  acceao- 
rlas,  multa  de  dos  mil  pesetas,  indemnización  al  perjudi- 
■cado  en  la  suma  de  ocho  pesos  con  el  gremio  personal 
-correspondiente  en  au  caso  3  al  pago  de  las  costas. 

FUHDAláENTOS  DEL  BSCCBSO   DE   CAfiAOIÓN  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
•cho  procesado  el  presente  recitfBO  autorizado  por  el  nfi- 
mero  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
■de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  in- 
fringido el  artículo  trescientos  catorce  en  relación  con 
■el  número  sexto  del  trescientoe  diez  del  Código  Penal  por 
-SU  improcedente  aplicación  al  caso,  y  el  cpiinientoa  se- 
senta y  cinco  del  mismo  Código  por  no  haberse  aplica- 
do,  puesto  que  el  acto  ejecutado  por  Canales,  expresado 
en  la  sentencia,  constituye  un  caso  típico  de  estafa  de  las 
no  especificadas  concretamente  en  el  Código,  por  concu- 
rrir en  él  los  elementos  que  inte^an  dicho  delito  de  es- 
tafa, ó  sea  el  llcTarse  á  cabo  la  defraudación  precedida 
por  el  engaño,  sin  que  en  manera  alguna  pueda  esti- 
marse el  hecho  como  una  alteración  sustancial  del  do- 
cumento conaiitutiyo  del  delito  de  falsedad. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
■ciado  en  debida  forma  en  este  Tribunal,  celebrándose  la 
vista  pública  en  la  que  el  defensor  del  recurrente  sostuvo 
la  procedencia  de  aquél  y  el  Ministerio  fiscal  la  impugnó. 

Dboibión  del  sbcübbo  : 

!Sien<lo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
-Gastón. 

Considerando  que  el  artículo  trescientos  catorce  del 
Oódigo  Penal  castiga  al  que  con  perjuicio  de  tercero  ó 
«)n  ájiinio  de  causárselo  cometiere  en  documento  priva- 
do algunas  de  las  falsedades  designadas  en  el  trescien- 
tos diez,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  de  hacer  en  docu- 
mento verdadero  cualquier  alteración  que  varíe  su  sen- 
tido. 

Considerando  que  constando  probado  de  la  senten- 
cia recurrida  que  el  procesado  Canales  raspó  del  docu- 
mento que,  para  acreditar  la  liquidación  de  su  salario 
le  entregó  Arteaga,  dueño  de  la  finca  donde  trabajaba, 
una  partida  en  él  escrita  y  que  le  había  sido  descontada, 
haciendo  aparecer  de  ese  modo  como  líquido  que  debía 
percibir  una  suma  superior  á  la  que  realmente  expresa- 
ba el  documento,  la  cual  logró  que  se  le  abonara,  es  evi- 
<Iente  que  incurrió  en  I4  sanción  penal  que  contiene  el 
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artículo  citado,  puesto  qae  por  esa  alteración  que  hizo  ea 
el  referido  documento  privado,  varió  Bustancialmente 
su  sentido  con  perjuicio  de  Arbeaga,  sin  que  por  razÓD 
de  ese  perjuicio  ó  sea  de  la  defraudación  realizada'  me- 
tliante  dicha  falsedad,  cambie  la  naturaleza  del  delito 
ejecutado,  y  pueda  entenderse  cometido  el  de  estafa,  se- 
gún pretende  el  recurrente,  ya  que  aquella  circunsttuicia 
es  precisamente  uno  de  los  elementos  que  int^an  el  de 
falsiñcación  expresado;  y  por  tanto,  al  calificar  y  penar 
la  Sala  sentenciadora  los  hechos  de  autos  en  la  forma  en 
que  lo  veriñcó,  no  ha  incurrido  en  las  infraceiooeG  y 
error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  recurso,  el  cual 
debe  ser  desestima<)o,  imponiéndose  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  lev, 
interpuesto  por  Antonio  Canales  Santillana  en  la  causa 
á  qué  se  ha  hecho  referencia,  con  las  costas  á  cargo  «!e 
dicho  recurrente. 

roniuníquese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuDcianios. 
iLiandiinnii!  v  finumuoí. — José  Antonio  Picliardo. — Liiii' 
(iastón. — Ambrosio  B.  Morales. — José  María  Gispert.— 
J.  M.  Aguirre. 

Cliiqa,— Auto  157,-21  de  Octtibre.-- Términos.- P»- 
cepto antoiizador,  {Qae  ,  Junio  9, 190^.) 

DOCTKINA:  Eb  inadmisible  uo  recurso  di 
casación  ioterpocitu  después  de  traofcorriilo  el 
término  lejiíil  «rulado  é  ese  electo. 

Los  articalos  69  y  848  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento Crímiiial  no  contienen  preceptos  que  au- 
toríceii  an  recarso  de  caBaciÓD. 

.■\xtkci¡dente: 

Resultando  que  en  el  expediente  número  dos  so- 
bre recusación  d«  funcionarios  judiciales  de  la  Audien- 
cia de  Santiago  de  Cuba  promovida  por  el  Ldo.  F^; 
cisco  Brioso  y  Bustillo,  la  Audiencia  de  Camagüey  dictó, 
en  once  de  Junio  próximo  pasado,  auto  declarando  *¡ti 
higar  la  recusación  hecha  por  el  referido  Ldo.  Briow 
(!<■  loe  Srea.  Rafael  Nieto,  José  Ramírez,  Jorge  S.  Mi- 
Innée,  Ibrahím  Coefo,  Antonio  Portuondo,  Luis  Peméii- 
dez  Marxíané,  Ángel  Norma,  Gonzalo  de  Vill*-ürnitia. 
Gonzalo  Jorrín  y  Juan  Pérez  Cisneros,  Presidente,  Ma- 
gistrados propietarios  y  suplentes  y  Jueces  de  primera 
instancia  é  instrucción  de  Santiago  de  Cuba,  condenHTi- 
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ddlo  al  pago  de  las  icostas  y  tina  multa  ele  {loeciraitae  cin- 
cnenta  y  una  pesetas,  sufriendo  en  defecto  de  pago  de  és- 
ta, 'la  prÍBÍÓn  subsidiaria  correspondiente,  cuyo  auto  le 
fué  notificado  al  recusante  Brioso  el  día  veinte  y  nueve 
de  Junio  último,  que  fué  la  última  notificación  hecha  á 
las  partee. 

Besultando  que  de  ese  auto,  por  escrito  fechado  en 
veinte  y  nueve  del  citado  'mes  de  Junio,  que  se  recibió  en 
la  Audiencia  el  día  dos  de  Julio,  solicitó  el  recusante- 
aclaración;  petición  que  fué  denegada  por  el  de  fecha 
seis  deil  propio  mee  de  Julio,  por  estimar  la  Sailfi  que  ae- 
había  presentado  el  escrito  fuera  de  tiempo  y  ser  im- 
procedente lo  pedido. 
Recurso  deneoado  :    - 

Resultando  que  el  día  siete  del  repetido  mes  d^.- 
Julio  se  recibió  en  la  Audiencia  bajo  sobre  certificado 
liP  escrito  del  recusante  Brioso,  interponiendo  recurso- 
lie  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  lej;»! 
contra  el  auto  de  once  de  Junio  antes  mencionado,  ex- 
presando estar  autorizado  por  los  artículos  sesenta  y 
iniove  y  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  caso  octavo  de  la 
l*y  de  Enjuiciamiento  Criminal  en  armonía  con  la 
Orden  noventa  y  dos  de  la  serie  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  y  en  cuanto  á  las  leyes  infringidas  y  el 
(oncepto  en  que  lo  fueron  expresa  literalmente  que  son 
'ios  artículos  cincuenta  y  cuatro,  causa  tres,  cinco,  ocho, 
"nueve  y  doe;  sesenta  y  tres,  sesenta  y  ocho,  trescientos 
"tres,  trescientos  cuatro,  trescientos  cinco  y  trescientos 
'"nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  la  doc- 
"trina,  principios  y  reglas  de  sana  interpretación :  y 
'"así  también  la  doctrina  (inaplicable)  del  Tribunal  Su- 
"prcmo  de  Madrid. — Paso  á  los  conceptos  de  dichas  in- 
"fraceiones. — En  mérito  de  los  artículos  doscientos  cin- 
"cuenta  y  nueve,  doscientos  sesenta  y  dos  y  doscientos 
"sesenta  y  cuatro,  formulé  acusaciones  contra  esta  Au- 
"diencia  ante  el  señor  Fiscal  del  Tribunal  Supremo,  no 
"obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  trescientes  seis, 
"trescientos  diez  y  nueve  y  trescientos  sesenta  y  nuevo 
"de  la  misma  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal;  los  ar- 
"tlculos  ciento  sesenta  y  cuatro,  ciento  sesenta  y  seis, 
"ciento  seaenfa  y  ocho,  ciento  setente  y  nueve  y  cuatro- 
"cientos  cincuenta  y  dos  de  la  Ley  Orgánica  del  poder- 
"judicial,  la  circular  y  manoria  del  Fiscal  del  Tribunal 
"Supremo  en  cinco  de  Noviembre  deS  ochenta  y  tres  y 
"quince  de  Agosto  del  ochenta  y  cuatro,  respectivamen- 
'te;  nada  se  ha  hecho  en  averiguación  de  mis  denun- 
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"cías,  omisión  que  se  desvirtúa  1&  razón  de  la  cansa  ter- 
"cera  del  articido  cincuenta  y  cuatro  de  £njaiciamieiito 
"Criminal,  qne  por  no  estimarla  ee  infrinja  aí  igual 
"que  la  doctrina  contenida  en  la  s^itencia  del  doce  de 
"Abril  del  ochenta  y  seis  por  ser  ínapücable.  No  se  pro- 
''cedió  por  virtud  de  ta  denuncia;  pero  itiíb  eafaerzos  y 
"razón  de  viable,  no  puede  quedar  supeditadas  alter- 

■"nativaa  y  de  mayor  ó  menor  celo,  ya  que  la  Ley  no  ai- 
"canza  i  terminar  á  quién  coireepoiida  exigir  dichas 
"reeponsabilklades  reconocidas  por  el  artículo  ochenta'  y 
"ocho  de  la  Constitución,  pero  limrtadae  por  el  otro  ar- 
"tictilo  ochenta  y  seis.  Al  dejar  de  promoverse  las  dijd- 

"gcncias  procedentes,  á  riesgo  que  resulte  un  delito  con- 
"forme  al  articulo  trescientoB  sesenta  y  seis  del  Cádigo 
"Penai;  no  sería  fundamento  l^al,  ni  lícito,  ni  moral, 

"que  además  del  delito  denunciado  se  anularan  los  de- 
"reelioa  que  crea  la  denuncia,  pues  resultarían  infrin- 
"gidos  los  conceptos  sustentados  por  las  cansas  ocfao  > 
"nueve  del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  En- 

'"juiciamiento  Criminal.  No  consta  que  dejare  de  surtir 

"efectos,  ni  que  carezca  de  los  requisitos  indispensables. 
"No  es  el  hecho  sino  la  razón  del  hecho,  por  no  caracte- 
"rizaree  la  acusación  con  méritos  consejeros  que  provo- 

'"qnen  loa  escrúpulos  de  todo  juzgador  imparcial.  Aún 
"cuando  en  el  cuarto  considerando  afirma  que  no  cons- 

'"ta  que  se  procediera  por  las  denuncias  y  acusacñones 

""contra  los  funcionarios  de  esta  Audiencia,  recusados; 
"aclararé  como  espero  lo  hará  la  Sala  de  conformidad 
"con  mi  última  instancia,  que  donde  no  se  hace  constar 
"es  en  los  resultandos  del  auto,  pero  sí  consta  de  autos 
"por  datos  remitidos  de  la  Secretarla  de  Justicia  que 

""practicó  algunas  averiguaciones  sobre  mis  denuncias  por 
"disposición  ded  Gobierno  Qeneral:  consta  por  los  ates- 
"tados  de  los  testigos  que  el  Comandante  Militar  abrió 
"información  sobre  mis  denuncias  y  la  elevé  ai  Gobier- 
"no  General  para  la  resolución:  consta  que  tanto  los 

"telegramaa  como  mis  instancias  dieron  tugar  á  que  se 
"procediera  con  aireglo  á  la  época :  consta  que  los  de- 
''nunciados  por  prevaricación,  detención  arbitraria,  eje- 

■ 'unción  indebida,  denegación  de  auxilio,  falsificación  é 

'  "infedüidad  en  k  custodia  de  documentos  públicos  fu»- 
"ron  los  Sros.  Nieto,  Ramírez,  Cosío,  Fernández  y  Nor- 
"ma. — ¿Cuál  era  la  Autoridad  que  hasta  el  veinte  de 
"Mayo  del  año  pasado  podría  conocer  de  tales  acusacío- 
"nes  contra  la  Audiencia?  ¿Cuáles  los  requisitos  6  for- 

■'inaJidades? — Solo  el  Gobierno  General,  discrecional  j 
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"absoluto,  y  en  cualquier  forma,  según  se  desprende- 
"primero  de!  mensage  del  Pretridente  de  loe  Estados 
"Unidos  ai  Congreso,  en  Diciembre  del  noventa  y  ocho : 
"segundo,  de  Ja  proclama  del  Gobernador  General  en 
"primero  de  Enero  del  noventa  y  nneve;  tercero  de  la 
"carta  explicación  del  General  Chaffee  al  Secretario 
"Sr.  Sáenz  Yañez  en  Febrero  del  noventa  y  nueve;  todo 
"lo  cual  legalizó  el  Tratado  de  Paris  y  confirmaron  de- 
"derecho  y  de  hecho  la  Enmienda  Platt  en  m  articulo- 
"Cuatro;  y  desde  luego  las  órdenee  del  Gobierno  G«ne- 
"ral  tales  como  laa  noventa  y  dos,  ciento  once,  ciento 
"catorce  y  ciento  diez  y  nneve  de  la  serie  del  noventa  y 
"nueve;  las  doce  y  ciento  treinta  y  seis  dei  año  eiguien- 
"te  (mil  novecientoe) ;  y  la  veinte  y  cntctro  del  año  mil 
"novecientoB  nno  la  querdla  de  «ntejuicio  contra  Au- 
"diencia,  era  letra  muerta. — -El  cuart»  considerando  re- 
"conoce  que  existían  las  denuncias  contra  los  funciona- 
"rioe  recusados  de  esta  Audiencia,  y  á  ello  me  atengo ; 
"pero  la  doctrina  que  sienta  no  era  aplicable  á  la  época 
"en  que  ei  control  americano  limitó  las  facultades  del 
"Tribunal  Supremo. — En  mérito  de  la  querella  de  an- 
"te  juicio  contra  el  Magistrado  Sr.  Milanés,  por  sus  ac- 
"tos  como  Juez:  afirma  el  tercer  considerando  que  sólO' 
"por  la  firma  mía  como  letrado  se  dio  curso,  cometiendo 
•^a  infracción  de  afirmar  que  no  está  comprendida  en 
'la  cansa  tercera  porque  intervine  como  abogado,  más 
'■'no  como  parte. — Ambos  fueron  requisitos  complemen- 
"tarios  para  su  validez;  uno*-  sobre  hechos,  otros  sobre 
"derechos  y  forma  indispensable,  y  por  tratarse  de  tía  y 
"sobrino;  se  daba  la  existencia  del  sejfnndo  grado  de 
"panentesco  y  en  consecuencia  del  segundo  caso  del  ar- 
"ticulo  cincuenta  y  cuatro  coup  del  octavo,  que  resul- 
"tan  infringidos.— En  el  segundo  considerando  se  in- 
"fringen  los  artículos  sesen^  y  tres,  sesenta  y  ocho, 
"trescientos  tres,  trescientos  cuatro,  trescientos  cinco, 
"treaeientoe  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
"nal,  pues  que  habiéndose  nombrado  por  el  Sr.  Fresi- 
"dente  nn  Tribunal  compuesto  de  un  solo  Magistrado  y 
"los  dos  Jueces  de  esta  localidad;  no  era  una  verdadera 
"recusación  sino  una  cuestión  ocasional  de  conipetencia, 
'jorque  ni  era  procedente  ni  oportuno,  ni  tenía  facul- 
"tades  para  ello,  como  lo  demuestran  los  artículos  eita- 
"dos  y  lo  corrobora  el  articulo  ochenta  y  seis  de  la  Cons- 
"titución. — El  quinto  y  sexto  considerandos  infringen 
"la  cansa  quinta  del  artículo  cincuenta  y  cuatro  de  la 
''Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,     por  no  estimarla 
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"aplicable,  y  además  la  doctrina  sentada  por  ks  BeDten- 
"cias  del  Tribunal  Supremo  de  treinta  de  Junio  del 
"ochenta  y  cinco  y  de  veinte  y  seis  de  Diciembre  del 
"ochenta  y  seis,  porque  lee  apdica  sin  {guardar  relaraón 
"directa  en  este  caso.  Los  tecusadoe  Sre«.  Nieto,  Bamí- 
"rea.  Cosió,  Fernández  y  Norma  fueron  loe  qne  promo- 
"vieron  la  fonnación  de  causa,  por  no  ser  delitoa  públi- 
""cos  loe  que  se  me  atribuyeron  como  ofensor.  No  se  tra- 
"ta  de  una  denuncia  hecha  con  la  indiferencia  que  im- 
"prime  el  deber  extensivo  á  todo  ciudadano  (dosdentoi 
"cincuenta  y  nueve,  doscientos  sesenta  y  dos  y  doacien- 
"tos  sesenta  y  cuatro.  Enjuiciamiento) ;  se  treta  de  de- 
"nuncia  por  interés  personal  de  loe  recusados  (confor- 
"me  al  caso  noveno),  del  interés  directo  de  todo  agra- 
"viaklo  por  el  hedió  que  motiva  la  acusación  que  di6 
"iTijrar  á  las  causae  ciento  veinte  y  cuatro,  ciento  oDce 
"j  ciento  veinte  y  seie;  catisas  qoe  no  podían  incoarse 
''sin  la  personal  denuncia  interesada,  aunque  desfwés 
"continuara  de  oficio,  y  por  tanto  del  fdeito  pendieato 
""(lue  resulta  conforme  á  la  causa  ot^va  entz«  acnsaatc 
"y  acusado,  confomie  á  la  causa  quinta  del  artículo  cin- 
"cuenta  y  cuatro ;  se  trata  en  fin  de  que  no  puede  haber 
"ley  bastante  absurda  que  autorice  al  ofendido  para  que 
"se  a<lniinÍ8tre  justicia  contra  el  ofensor  ó  af^resor  que 
"lo  L>8,  por  el  hecho  de  acusar  al  juzf^or  de  detitoe  qix 
"tiene  derecho  á  probar  y  cuyaa  pruebas  habría  de  de- 
"scetimar  el  mismo  ofendido  6  delincuente. — Se  inírin- 
"ge  más  que  doctrína  constante  uno  de  los  principios 
"inmutables  de  mayor  importancia  en  nuestra  jurispm- 
"dencia.  esto  es,  que  nadie  puede  ser  Juez  en  propii 
"taufia ;  glosa  jurídica  que  no  pude  contrariar  la  ley,  vi 
"que  no  le  es  dable  evitar  que  se  d€8ob€idezca  lo  que  pre- 
""eeptiia  el  artículo  trescientos  treinta  y  seis  del  Códip) 
"Penal,  ó  que  se  impongan  quinientos  pesos  de  Gama 
"metálica  por  delito  que  puede  ameritar  doe  meses  ;  nn 
■"día  (le  arresto. — Reducto  impuro  de  indefensión  pan 
"Is  víctima, — Se  infringe  también  Ja  letra  y  espíritu 
"de  lop  artículos  sesenta  y  tres,  sesenta  y  ocho,  trescien- 
"toe  tres  y  siguientes  del  Enjuiciamiento  Criminal,  al  no 
"estimar  la  subordinación  como  suficiente  motivo  pan 
'"liaber  hecho  extensiva  la  recueación  al  Maffistrado  se- 
"ñor  Portuondo  y  á  los  jueces  aeñorea  Jorrín,  Villa- 
"Urnitia  y  Pérez.  Más  aún  lo  que  la  Ley  no  autorífa, 
"uo  precisa  de  la  fórmula  de  recusación,  pues  la  Ley  tt 
""liaetante  explícita  en  la  pauta  de  ascender,  nunca  des- 
""cender  en  catep;oria  para  que  no  resulten  cuestiones 
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"resueltas  para  ellos  cuando  tienen  interés  directo  y 
"personal  sus  superioree;  de  la  misma  manera  y  por 
"idénticas  razones  que  no  faculta  á  los  inferiores  para 
"que  impendían  á  sus  superiores  las  correcciones  disci- 
"plinarias.  El  mismo  día  que  se  notificó  el  auto  que  mo- 
"tiva  este  recureo,  pedí  aclaración  y  hoy  cuatro  de  Julio 
"venRO  á  establecer  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
"ción  de  ley  y  doctrina  legal;  enviando  certificado  para 
"la  debida  comprobación  en  caso  de  que  en  la  Audiencia 
"de  esta  ciivdad  6  su  Secretaría  no  se  admita  este  escrí- 
"lo,  como  ha  ocurrido  en  otras  ocasiones;  y  á  fin  de  que 
"se  tome  en  consideración  por  Is  Sala,  la  circunstancia 
"anormal  de  las  comunicaciones  periódicas  entre  esa 
"localidad  y.  ésta." 
Causa  de  la  qübja  : 

Resultando  que  la  Audiencia  por  auto  de  nueve  de 
Julio  último,  denegó  la  admisión  del  recurso,  por  esti- 
mar que  se  habla  interpuesto  fuera  del  termino  de  cinco 
días  improrro^bles  que  señala  el  articulo  tercero  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  y  por  no  haberse  ajustado  á  lo  que  dÍErpone 
el  número  tercero  del  artículo  quinto  de  la  referida  Or- 
fien,  citando  los  preceptos  que  autorizan  el  recurso. 

Resultando  que  contra  esta  reaohicíón  el  recusante 
anunció  é  interpuso  en  tiempo  y  forma  el  presente  re- 
curso de  queja,  habiéndose  celebrado  la  vista  pública  el 
día  catorce  del  mes  actual]  con  solo  la  asistencia  de  la 
representación  del  Ministerio  fiscal,  que  lo  impugnó. 
RRSOLrciOK : 

Considerando  que  siendo  el  término  para  interpo- 
ner éi  recurso  de  casación,  así  en  materia  civil,  como  en 
materia  criminal,  tanto  el  de  infracción  de  ley  como  el 
de  quebrantamiento  de  forma,  el  de  cinco  días  hábiles 
improrropablea,  á  contar  desde  la  última  notificación  de 
la  resolución  contra  la  cual  se  interpusiere,  la  cual  que- 
dará de  derecho  firme  si  se  dejare  pasar  dicho  término 
sin  interponerlo,  según  dispone  el  artículo  tercero  de  la 
Ord^i  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  es  indudable,  que  habiéndose  hecho  la  últi- 
ma notificación  defl  auto  de  once  de  Junio  último  dicta- 
do por  la  Audiencia  de  Camagüey,  el  día  veinte  y  nueve 
del  propio  mes,  el  término  para  interponer  el  recurso 
de  casación  venció  el  día  cuatro  de  Julio  y  por  conse- 
cuencia desde  esta  última  fecha  quedó  firme  la  resolu- 
ción recurrida,  no  siendo  posible  por  tonto,  como  pre- 
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tonde  el  recurrente,  admitir  xai  reeureo  contra  ella  des- 
pués de  eatar  ejecutoriada. 

Considerando  que  aparte  de  la  razón  antes  eiqjues- 
ta,  aún  cuando  el  recurso  ae  hubiera  establecido  dentro 
ilel  término  que  como  improrrogable  señala  el  articulo  ' 
lerocro  de  la  Orden  citada,  también  sería  inadmisible; 
porque  loe  artículos  sesenta  y  nueve  y  ochocientos  cua- 
renta y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que 
c'ta  el  recurente  como  autorizantes  del  recurso  de  cmí- 
eión  que  interpuso,  no  lo  autorizan,  sino  se  limitan  i  ae- 
ñalar  casos  en  que  el  recurso  procede,  habiéndose  dejad» 
por  tal  motivo  incumplido  el  requisito  tercero  del  ar- 
tículo quinto  de  la  Ley  de  casación. 

Considerando  que  en  vista  de  lo  expuesto  la  An- 
dieneia  de  Cama^ey  al  denegar  el  recurso  por  los  íun- 
mentos  que  lo  ha  hecho,  se  ha  ajustado  á  lo  que  precep- 
túa el  articulo  onceno  en  relación  con  el  sé4)timo  de  h 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  y  por  consiguiente,  este  Tribunal  debe  decla- 
rar sin  lugar  el  de  queja,  establecido  por  la  denegación 
de  aquél. 

Considerando  que  según  el  artículo  veinte  y  cinco- 
de  la  citada  Orden,  al  desestimarse  el  recurso  de  queja, 
se  condenaré  siempre  en  costaa  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  el  Ldo.  Francisco  Brioso  y  Bustillo  contra  el  auto 
de  la  Audiencia  de  Camagüey  denegatorio  del  recurso  de- 
cHsacíón,  con  las  costas  á  cargo  del  recurente. — Comual- 
quese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ñrman  los  Magistrados  que  af 
margen  se  eicpresan. — José  Antonio  Pidiardo. — Luis 
GastAn. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert 
— J.  M.  Aguirre. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  I07.— S«t.  181.  —  21  de  Ootabia.  —  Embriagoes. 
{Cfae.,  9  Junio,  190i.) 

DOCTRINA:  Elestado  de  embríagnei  dom 
drcuastancia  qne  pueda  estimarse  como  determi- 
nante de  taita  de  voluntad  eo  el  atttor  de  no  de- 
lito. 

El  hecho  de  diaparar  un  tiro  dirigiendo  el  arma 
contra  determinada  peretina,  no  pnede  conatitoir 
una  imprudencia  temeraria,  sino  un  verdadero 
delito  volantario,  sin  que  á  ello  ob«te  el  estado  de 
embriagues  del  agente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  uno  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  tres:  visto  el  recorao  de  casafióa 
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que  por  infracción  de  ley  interpuso  el  procesado  Agustín 
Menéndez  y  Antón,  estudiante  y  vecino  de  esta  ciudad, 
contra  ta  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Ha-, 
bañar  en  causa  iOEtrui^a  en  el  Juzgado  de  instrucción 
del  Oeste  por  el  delito  de  homicidio. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  que  motivó  el  pre- 
sente recurso,  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  el  día  vein- 
te y  siete  de  Mayo  último,  se  consignan  los  hechos  en  los 
resultandos  que  literalmente  se  transcriben  á  cohtinua- 
ción:  "Primero.  Eesultando  probado,  que  en  la  noche 
del  veinte  y  dos  de  Noviembre  del  año  último  de  mil  no- 
"vecientos  dos,  so  celebraba  un  baile  en  el  establecimien- 
"to  caf6  titulado  "Capellanes",  que.  está  situado  en  la 
"Calzada  de  Infanta  en  esta  ciudad,  al  que  concurrían 
"mujeres  de  reputación  dudosa  y  hombres  de  los  que  se 
"designan  en  esta  ciudad  con  el  calificativo  de  jóvenes 
"alegres,  con  el  que  se  dá  á  entender  que  aunque  pueden 
"pertenecer  á  la  clase  honrada  y  en  otros  sentidos  se  con- 
"duzcan  bien,  se  reúnen  con  individuos  que  no  están  te- 
"nidoB  en  buen  concepto  y  participan  de  sus  diversiones. 
" — Al  expresado  baile  asistió -el  procesado  mayor  de 
"edad,  Agustín  Menéndez  y  Antón,  el  que  no  consta  que 
"tenga  el  hábito  de  embriagarse;  y  en  compañía  de  los 
"que  aparecían  ser  sus  amigos  tomó  repetidas  veces  be- 
"bidae  alcohólicas,  hasta  ponerse  por  completo  en  estado 
"de  embriaguez,  lo  que  le  llevó  á  cometer  tal  clase  de 
"actos  en  el  local  de  baile  y  el  resto  del  café,  que  resul- 
"taban  inconvenientes  hasta  para  aquél  lugar,  por  lo  que 
"los  que  le  conocían  le  llamaron  la  atención  por  varias 
"veces.  Y  hallándose  en  ese  estado  se  dirigió  dicho  Me- 
"néndez  del  departamento  del  baile  para  el  en  que  estaba 
"el  billar;  al  entrar  en  éste  se  encontró  con  el  Sr.  Gre- 
"gorio  Altiizarra  y  Carbonell  que  iba  en  dirección  con- 
'^raria,  y  sin  que  mediara  entre  ellos  palabra  alguna,  ni 
"se  haya  justificado  que  se  conocieran,  dicho  procesado, 
"que  en  esos  momentos  tenia  un  revólver  en  la  mano  y 
"que  habla  llevado  consigo  hasta  entonces  en  un  bolsillo 
"del  pantalón,  dirigiendo  esa  misma  arma  contra  el  Al- 
"tuzarra,  le  disparó  un  tiro,  produciéndole  á  éste  con 
"ello  laa  lesiones  que  luego  se  dirán  y  como  coneecuen- 
"eia  la  muerte;  al  tratar  varios  individuos  que  allí  se 
"hallaban  de  promediar  y  sujetar  al  procesado,  éste  se 
"volvió  contra  uno  de  aquéllos  llamado  José  Calixto 
"Batista  y  eon  el  mismo  revólver  ya  dicho,  hizo  otro  dis- 
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'paro  contra  éste,  produciéndole  ima  hiperheinia  en  la 
'parte  media  y  lateral  izquierda  de  la  región  abdominal 
'en  una  extensión  de  cinco  centímetros,  la  que  sanó  sin 
'necesidad  de  asistencia  médica  i)i  ie  impidió  dedicarse 
'á  sus  ocupaciones  habituales  y  no  dejándole  defecto  fi- 
'híco  ni  deformidad  alguna.  El  procesado  usaba  el  re- 
'vólver  dicho  sin  tener  licencia  para  ello. — Segundo. 
'Resultando  probado  que  á  consecuencia  del  disparo  que 
'Tiizo  el  procesado  á  Gregorio  Altuzarra,  le  produjo  una 
'lesión  en  la  región  costo  mamaria  izquierda,  á  unoe 
'ocho  centímetros  de  la  clavícula  izquierda,  dirigida  de 
'arriba  hacia  abajo,  que  interesó  los  músculos  pectorales 
'mayor  y  menor,  y  penetrando  por  el  tercer  espacio  in- 
'tercostal  á  la  región  toráxica,  interesó  ia  pleura,  loa 
'glóbulos  superior  é  inferior  del  pulmón  izquierdo,  si- 
'guiendo  la  dirección  de  delante  hacia  atrás,  fracturó  la 
'sexta  costilla  izquierda  en  ia  región  dorsal,  terminando 
'en  los  músculos  de  esa  región,  donde  se  alojó  el  proyec- 
'til  del  arma  de  fuego  ya  indicada  y  que  produjo  la  ie- 
'sión  que  se  deja  explicada,  causante  de  la  muerte,  al 
'poco  tiempo,  del  Altuzarra,  siendo  dicha  lesión  mortal 
'por  necesidad". 
Resolución  recdrsida:. 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  esos 
hechos  como  constitutivos  de  dos  delitos,  uno  de  homi- 
cidio y  otro  de  disparo  de  arma  de  fuego  y  de  dos  faltas 
una  contra  las  personas  y  otra  contra  el'  orden  público, 
la  primera  por  el  golpe  que  recibió  José  Calixto  Batista 
á  consecuencia  del  disparo  y  la  segunda  por  el  uso  de  un 
revólver  sin  licencia,  siendo  autor  de  todos  esos  hechos 
por  participación  directa  el  procesado,  con  la  concu- 
rrencia de  la  circunstancia  atenuante  marcada  en  el  nú- 
mero séptimo  del  artículo  noveno  del  Código  Penal,  y  le 
impuso  las  penas  por  el  delito  de  homicidio,  de  doce 
años  y  un  día  de  reclusión  temporal,  accesoria^  que  esti- 
mó oportunas,  indemnización  de  cinco  mi!  pesetas  á  los 
herederos  del  interfecto  y  pago  de  ta  mitad  de  las  costas ; 
por  el  de  disparo  de  arma  de  fnego  contra  determinada 
persona,  la  de  seis  meses  y  un  dia  de  prisión  correccio- 
nal, accesorias  del  caso  y  pago  de  la  otra  mitad  de  tas 
costas  y  la  multa  de  diez  pesos  en  monedas  de  los  Esta- 
dos Unidos  por  cada  una  de  las  faltas,  debiendo  sufrir 
«1  defecto  de  pago  de  esas  multas  un  día  de  encarcela- 
miento  por  cada  peso  que  dejare  de  satisfacer. 

FCUDAMBNTOS  DEL  BECÜBSO  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
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puso  el  procesado  recurso  de  casactóii  por  infracción  de 
ley,  diciendo:  "Que  el  precepto  legal  que  autoriza  este 
"recurso  es  el  contenido  en  los  artículos  ochocientos  cua- 
"renta  y  siete  y  ochocientos  cuarenta  y  ocho  de  la  liey 
"de  Enjuiciamiento  Crimina], ■  en  relación  con  el  caso 
"tercero  del  artículo,  cual  procede  el  recurso  de  casación 
"por  infracción  de  ley,  cuando  constituyendo  delito  ó  ■ 
"faltasf  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  la  sen- 
"tencia.  se  haya  cometido  error  de  derecho  en  su  cali- 
"ficación" ;  citando  como  infringidos  el  artículo  cuatro- 
"cientos  diez  y  seis  del  Código  Penal  por  su  aplicación 
indebida  y  el  quinientos  noventa  y  dos,  por  ño  haberse 
aplicado,  exponiendo  el  concepto  de  la  infracción  del 
modo  siguiente :  "La  Sala  declara  probado  que  en  el  café 
"Capellanes"  lugar  en  donde  concurren  mujeres  de  re- 
"putación  dudosa  y  hombres  de  los  que  se  designan  en 
"esta  ciudad  con  el  calíñcativo  de  jóvenes  alegres,  con- 
"currió  Agustín  Menéndez  y  Antón,  qne  no  tiene  el  há- 
"bito  de  embriagarse,  y  tomó  repetidas  veces  bebidas 
"alcohólicas,  hasta  ponerse  por  completo  en  estado  de 
"embriaguez  lo  que  le  llevó  á  cometer  tal  clase  de  actos 
"en  el  local  del  baile  y  el  resto  del  café,  que  resultaban 
"inconvenientes  hasta  para  aquél  lugar,  por  lo  que,  los 
"que  !e  conocían  ie  llamaron  la  atención  por  varías  ve- 
"ces'. — Y  hallándose  en  este  estado, — sigue  declarando 
"probado  la  Sala — se  dirigió  dicho  Menéndez,  del  de- 
"partamento  del  baile  par&  el  en  qne  estaba  el  billar ;  al 
"entrar  en  éste  se  encontró  con  el  Sr.  Gregorio  Altuza- 
"rra  y  Carbouell  que  iba  en  sentido  opuesto  y  sin  que 
'tediara  entre  ellos  palabra  alguna,  ni  se  haya  justiñ* 
"cado  que  se  conocieran,  dicho  procesado,  que  en  esos 
"momentos  ten^a  un  revólver  en  la  mano,  disparó  un 
"tiro  contra  Altuzarra  produciéndole  unas  lesiones  etc. 
" — En  el  segundo  resultando  la  Sala  declara  probado 
"el  trayecto  de  la  lesión,  que  es  de  arriba  abajo,  habiendo 
"entrado  la  bala  por  la  tercera  costilla  y  habiendo  frac- 
"turado  la  sexta  costilla  en  la  región  dorsal,  terminau- 
"do  su  camino  en  los  músculos  de  dicha  región. — 
"De  estos  resultandos  probados  ae  puede  resumir,  que 
"la  Sala  afirma  haber  Agustín  Menéndez  matado  á  Al- 
"tuzarra  dirigiendo  el  arma  contra  éste  en  la  situación 
"que  la  herida  lo  indica,  ó  sea  con  la  mano  muy  levan- 
"tada,  toda  vez  que  se  encontraban  en  un  mismo  cuarto 
"y  por  tanto  sobre  un  mismo  plano,  mientras  los  dos  ve- 
"nfan  caminando  en  sentido  opuesto  el  uno  desde  el  sa- 
"lón  de  baile  y  el  otro  desde  un  punto  contrario,  en  aquél 
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"ambiente  donde  se  reúnen  jóvenes  alegres,  estando  Me- 
"néndez  completamente  embriagado  y  habiendo  realiza- 
"di\  hechos  anormales  hasta  para  aquél  lugar,  y  sin  que 
"al  encontrarge  Menéndez  y  Altuzarra  haya  habido  pa- 
'labra  alguna  entre  ellos,  ni  se  haya  justificado,  ni  ai- 
"quiera  que  se  conocieran,  teniendo  ya  en  aquellos  mo- 
"mentos  Menóndez,  un  revólver  en  las  manos. — Estos  he- 
"chos  no  constituyen  un  delito  de  homicidio  voluntario. 
" — El  artículo  primero  del  Código  Penal  dice  en  en  pá- 
"rrafo  segundo:  "Las  acciones  ú  omisiones  penadas  por 
"la  Ley  se  reputan  siempre  voluntaria*  á  no  ser  que 
"coñete  lo  contrario.— Este  precepto.no  es  de  mera  tée- 
"nica  y  por  tanto  no  quiere  decir  que  toda  acción  supone 
"la  voluntad  por  ail  exteriorización ;  si  así  fuera,  uno 
"de  los  elementos  esenciales  que  es  la  voluntad  en  el  de- 
"lito,  vendriapor  una  solución  meramente  técnica,  ó  sea 
"una  presunción  estricta  de  derecho  y  no  una  prcsimtio 
"jiiris  iantum  como  efectivamente  es.  La  hipótesis  do  la 
"voluntariedad  es  meramente  filosófica  y  no  técnica.  Hay 
"dos  diferentes  escuelas,  una  determinista  y  otra  de  libre 
"albedrío  que  se  disputan  ei  campo  de  la  voluntad  y  se  ha 
"aceptado  el  criterio  de  la  voluntariedad  por  el  legista- 
"dor,  que  es  sostenido  por  una  ecuela  intermedia  entre 
"los  dos  anteriores. — Si  así  no  fuera,  no  se  hubiera  de- 
"bido  dictar  el  artículo  quinientos  noventa  y  dos  del-C6- 
"digo  Penal,  ni  podría  haber  hechos  criminales  casuales 
"que  se  realicen  sin  la  voluntad  del  agente.  Lo  que  el  ar- 
"tículo  primero  del  Código  Penal  en  relación  con  el  cri- 
"terio  jurídico  de  la  casualidad  y  de  la  imprudencia  te- 
"meraria  pide,  así  como  también  la  ciencia  penal  lo  in- 
"dica  que  la  graduación  hecha  del  caso,  eulpa  y  dolo,  es 
"que  de  las  varias  y  complejas  circunstancias,  que  un  he- 
"cho  criminal  presenta,  se  debe  deducir  si  la  voluntad 
"del  agente  existió  al  realizarse  el  delito. — La  jurispru- 
"dencia  ha  confirmado  esta  interpretación,  que  no  ad- 
"mite  otra  ein  retroceder  muchísimo  en  el  camino  em- 
"prendido  por  el  derecho  penal,  de  que  haya  proporción 
"exacta,  dentro  de  un  justo  criterio  admitido.  enti;e  el 
"delito  y  la  pena  q»ie  se  le  aplica. — 8i  por  las  circune- 
"tancias  del  delito  se  puede  y  debe  probar  la  falta  de  vo- 
"luntad,  los  hechos  relatados  por  la  Sala  la  prueban  de 
"una  manera  evidente,  clara,  que  no  admite  duda. — 
"Agustín  Menéndez  en  aqiiel  café  "Capellanes"  habla 
"realizado  hechos  anormales  y  estaba  embriagado  eom- 
"pletamente,  no  tiene  disgustos  ni  en  el  momento  que 
"precedió  al  delito,  ni  anteriormente,  ni  él  ni  Altuzarra 
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"dicen  una  sola  palabra  en  el  momento,  sólo  un  momen- 
"to  en  que  se  encontraron;  Menéndez  subía  al  salón  del 
"billar  y  entraba  en  él,  en  el  mismo  instante  que  dispa- 
'"ró  su  revólver,  que  ya  tenía  en  la  mano  en  aquel  mo- 
"mento,  ó  sea  antea  de  ver  á  Altuzarra,  pues  él  entraba 
"precisamente  entonces  en  el  salón  de!  billar,  y  la  he- 
"rida  que  resulta  par  el  reeorrido  de  la  bala  demuestra 
"que  la  mano  de  Menéndez,  cualquiera  que  fuera  la  dis- 
"tencia,  debía  encontrarse  por  lo  menos  un  metro  más 
"alia  del  oriñcio  de  entrada  de  la  bala,  ó  sea  de  manera 
"anormal,  no  como  sucede  cuando  se  apunta  contra  una 
"persona  determinada  por  haber  entrado  por  la  t«rcera 
"costilla  y  haberse  quedado  en  la  sexta. — Para  el  examen 
"de  los  hechos,  á  fin  de  ver  si  hubo  6  no  voluntad  en  el 
"delito  parte  primordial  debe  ser  la  investigación  de  la 
"causa  que  motivó  el  delito,  y  en  el  caso  de  autos 
"ninguna  causa  aparece,  y  luego  el  estado  del  de- 
"lincuente ;  y  nos  enc-ontramos  con  un  joven  de  conduc- 
"t*  intachable,  completamente  y  por  excepción,  embría- 
"gado;  con  hechos  que  precedieron  al  delito;  y  la  sen- 
"tenoia  de  la  Sala  indica  también  que  eran  anormales 
"aún  por  aquél  lugar;  y  en  ñn,  con  toda  otra  circuns- 
"tancia  inmediata  al  delito  ó  que  resulta  del  delito  mis- 
"mo ;  y  tenemos  que  la  entrada  de  Menéndez  inmediata 
"al  diaparo  le  impidió  ver  á  Altuzarra;  el  revólver  que 
"ya  tenía  en  la  mano,  y  e!  recorrido  de  la  bala  en  el  euer- 
"po  del  interfecto  que  hace  deducir  )a  situación  de  la 
"mano:  en  situación  más  alta  de  la  cabeza  del  mismo 
"procesado. — Es  así  que  debe  llegarse  á  la  prueba  de  la 
"voluntad  y  no  de  otra  manera,  pues  la  voluntad  no  es 
"una  cosa  que  pueda  verse  sino  que  es  estrfnseca,  y  en  la 
"relación  lógica  de  los  hechos,  se  puede  y  se  debe  recono- 
"cer.^Ijos  hechos  posteriores  al  delito,  la  Sala  los  ha 
"apreciado  á  su  manera,  y  nosotros  respetamos  tal  ín- 
"terpretaciÓD,  pero  éstos  no  pudieron  inñueneiar  el  áni- 
"mo  del  Tribunal  sentenciador,  pues  hay  que  notar  que 
"una  actitud  diferente  no  era  posible  concebir  en  un  in-  , 
"cTividuo  completamente  ebrio  que  ni  siquiera  se  dio 
"cuenta  del  daño  producido  por  su  disparo. — I..as  afir- 
"macioncs  de  la  Sala  sentenciadora  en  el  primer  con- 
"siderando,  de  que  hubo  malicia  é  intención  de  dañar, 
"son  deducciones  que  no  concuerdan  con  los  hechos  re- 
"tatados  que  tienen  una  naturaleza  más  compleja  de  tas 
"que  les  supone  la  Sala,  la  cual  todo  lo  reduce  á  la  di- 
"rección  del  arma,  dirección  que  por  la  herida  ee  de- 
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"muestra  cuál  fué,  que  sí  no  hubiese  existido  no  hsbria 

"habido  interfecto". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista 
pública  el  día  ocho  del  mes  actual,  informando  en  dicho 
acto  el  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  el  recurso  y 
las  representaciones  del  acusador  particular  y  el  Minis- 
terio fiscal  que  lo  impugnaron. 
Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 

Considerando  que  declarándose  en  la  sentencia  re- 
currida, que  el  procesado  Agustín  Menéndcz  y  Antón, 
hallándose  en  estado  de  embriaguez,  que  no  consta  le 
fuera  habitual,  al  encontrarse  con  Gregorio  Altuzarra  á 
la  entrada  del  salón  de  biliar  del  café  "Capellanes",  sin 
qne  mediara  entre  ellos  palabra  alguna,  ni  se  haya  jus- 
tificado que  se  conocieran,  con  un  revólver  que  en  esos 
momentos  tenía  en  la  mano  y  que  había  llevado  consigo 
hasta  entonces  en  un  bolsillo  del  pantalón,  dirigiendí» 
el  arma  contra  Altuzarra,  le  hizo  un  disparo,  producién- 
dole lesiones  que  le  ocasionaron  la  muerte;  es  forzoso 
afirmar,  que  el  procesado  al  proceder  de  ese  modo,  rea- 
lizó todos  los  actos  que  integran  el  delito  previsto  y  pe- 
nado en  el  artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código 
Penal,  puesto  que,  mató  á  la  persona  con  quien  no  estaba 
ligado  con  vinculo  de  parentesco,  sin  que  concurrieran 
en  la  realización  del  hecho,  ninguna  de  las  circunstan- 
cias que  cualifican  el  homicidio :  no  siendo  dable  admitir, 
como  sostiene  el  recurrente,  que  por  el  estado  anormal 
que  la  embriaguez  produjo  en  el  ánimo  del  procesado, 
faltó  en  el  hecho  para  ser  penable,  el  elemento  esencial 
de  la  voluntad  en  el  agente;  porque  aparte  de  que  las 
acciones  penadas  por  la  ley  se  reputan  siempre  volunta- 
rias, á  no  ser  que  conste  lo  contrario  y  en  el  caso  pre- 
sente no  aparece  que  tal  cosa  se  haya  justificado;  la 
embriaguez  no  priva  de  la  conciencia  al  que  la  sufre  y 
nuestro  Código  Penal  solo  la  estima,  cuando  no  es  ha- 
bitual ó  posterior  al  proyecto  de  cometer  el  delito,  como 
una  circunstancia  de  atenuación,  que  ain-e  para  mino- 
rar la  pena,  sin  que  alcance  á  variar  la  calificación  co- 
rrespondiente al  delito,  no  siendo  por  tanto  admisible 
aceptar  que  el  delito  se  cometió  por  imprudencia  teme-  . 
raria,  como  se  indica  en  el  recurso,  puesto  que,  para  ad- 
mitir esta  calificación,  sería  preciso  que  no  hubiera  me- 
diado malicia  en  la  realización  de  los  hechos,  lo  que  es 
inaceptable  después  de  los  razonamientos  que  se  dejan 
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expuestos;  por  todo  lo  cual  1&  Sala  sentenciadora  al  re- 
solver en  la  forma  que  lo  ha  hecho,  no  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho'que  ae  le  atribuye,  ni  por  consecuen- 
cia infringido  las  leyes  citadas  por  la  representación  del 
procesado.  , 

Considerando  que  por  las  razones  expresadas  debe 
desestimarse  este  recurso  y  en  observancia  de  lo  que  dis- 
pone el  articulo  cuarenta  de  la  Orden'  número  noventa 
y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  condenarse  en 
la£  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  la  representación  del  procesado  Agustín 
Uenéndez  y  Antón  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte 
y  siete  de  ílayo  último  por  la  Audiencia  de  la  Habana, 
con  las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gasto n. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gispert, — 
J.  M.  Aguirre. 

ftuflja.— AntólBS.— 22  de  Odnbrfl. — Términos.— Pwcep-, 
to  fnitoiizadar.  (Gac,  Junio   9,  1904-) 

DOCTRINA:  Bu  inadmisible  nn  recumo  de 
cnsación  rnterpneeto  después  de  trnnacarrído  el 
término  legal. 

El  recurso  de  aclerecii^n  entablecido  fuera  de 
termino  no  produce  el  eíécto  de  ioterrumpir  el 
plaxo  legal  pura  la  interposición  del  de  ca*aciAn. 

LoH  artfeulos  69  y  848  de  In  ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  no  contienen  preceptoaque  au- 
toricen an  recarao  de  caascidn. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  el  expediente  número  uno  sobre 
incidento  de  recusación  de  los  Sres.  Rafael  Nieto,  José 
Ramírez,  Jorge  C.  Milanos,  Ybrahim  Cosío,  Antonio 
Hortuondo,  Luis  Fernández  Marcané,  Ángel  Norma, 
(íonzalo  óe  Villa-Urrutia,  Gonzalo  Jorrín  y  Juan  Pérez 
Cisneros,  Presidente,  Magistrados  propietarios  y  su- 
l'itntes  de  la  .audiencia  y  Jueces  de  primera  Instancia 
é  Instrucción  de  Santiago  de  Cuba,  promovido  por  el 
T«trado  Francisco  Brioso  Bustillo,  en  causa  que  se  le 
sigue  por  delitos  de  injurias,  calumnia  y  desacato  á 
aquel  Tribunal,  la  Audiencia  de  Camagüey  dictó  auto 
íl  día  doce  de  Junio  último,  declarando  sin  lugar  la  re- 
cusación, condenando  al  recusante  Brioso  al  pago  de 
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\as  costas  y  una  multa  de  doscientas  cincuenta  y  una 
pesetas,  con  la  prisión  sulisidiaria  correspondiente  en 
defecto  de  pago  de  ésta ;  cuyo  auto  fité  notiñcado  á  di- 
cho recusante  el  día  veinte  y  nueve  del  mismo  mes,  sien- 
(\n  esta  Ja  fecha  de  !a  última  notificaciñn  hecha  á  las 
partes : 

Resultando  que  por  escrito  fechado  el  mismo  dfa 
veinte  y  nueve  del  citado  mes  de  Junio,- recibido,  en  la 
Audiencia  el  dos  de  Julio,  solicitó  el  recusante  aclara- 
ción del  mencionado  auto  de  doce  de  Junio,  solicitud 
que  le  fué  denegada  por  el  de  seis  de  Julio,  por  estimar- 
la el  Tribunal  improcedente  y  presentada  fuera  de 
tiempo. 
liECi'RSO  denegado: 

Resultando  que  el  día  siete  de  Julio  se  recibió  en 
hi  Audiencia  bajo  sobre  certificado  un  escrito  del  recu- 
sante Brioso,  fechado  el  cuatro  en  Santiago  de  Cuba, 
interponiendo  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  de  doctrina  legal  contra  el  referido  auto  de  doce  de 
Junio  anterior,  citando  como  precepto  autorizante  los 
artículos  sesenta  y  nueve  y  ochocientos  cuarenta  y  ocho, 
coso  octavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ex- 
^  presando  lo  que  á  continuación  se  transcribe:  "que  se 
"me  ha  notificado  el  auto  que  la  Sala  ha  dictado  e!  día 
""doce  del  mes  próxiíiio  pasado  Junio,  siendo  la  última 
''notificación  la  que  se  ine  hizo  el  día  veinte  y  nueve  del 
"raes  citado,  en  la  Secretaria  de  esta  Audiencia,  más, 
"como  no  estoy  conforme  con  el  auto,  -hube  de  pedir 
"aclaración  y  hoy  cuatro  de  Julio  en  que  se  me  cumple 
'■'el  quinto  día,  vengo  á  formalizar  el  escrito  de  casación 
"que  enviaré  certificado  para  su  comprobación  en  el  oa- 
"so  de  que  en  la  Secretaria  de  esta  Audiencia  no  se  me 
"admita  cual  ha  ocurrido  en  otras  ocasiones,  y  i  ñn  de 
"que  surta  los  efectos  de  la  normal  circunstancia  de  en- 
"contrarse.  distanciado  el  Tribuhal,  que  espero  habrá 
"de  tener  en  cuenta  las  común  i  cae  iones  periódicas  en 
"esta  locaJidad. — El  recurso  de  casación  que  interpongo 
'"es  e!  de  infracción  de, ley  que  autorizan  los  artículos 
"sesenta  y  nueve  y  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  caso  oc- 
"tavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  rela- 
"ción  con  la  Orden  noventa  y  dos  de  la  serie  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  nueve,  y  al  propio  tiempo  la  in- 
"fracción  de  la  doctrina  legal  pertinente,  asi  como  las 
"titas  invocadas^ — En  mérito  de  los  artí.culos  doscientrts 
'■'cincuenta  y  nueve,  doscientos  sesenta  y  dos  y  doscieD-> 
"tos  sesenta  y  cuatro  en  relación  con  órdenes  del  Oo- 
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"bierno  General,  (los  artículos  doscientos  cincuenta  y 
"nueve,  doscientos  sesenta  y  dos  y  doscientos  sesenta  y 
'■cuatro  son  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal), 
"formulé  una  demanda  ante  el  Sr.  Fiscal  del  Tribiinaí 
"Supremo  y  no  obstante  lo  que  diaponen  los  artfcalos 
"trescientos  seis,  trescientas  diez  y  nueve  y  doscientos 
"sesenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
"íial;  los  artículos  ciento  sesenta  y  cuatro,  ciento  sesen- 
"ta  y  seis,  ciento  sesenta  y  ocho,  ciento  setenta  y  nueve 
"y  cuatrocientos  cincuenta  y  dos  de  la  Compilación  or- 
"  "gániea  del  l'oder  Judicial ;  la  Circular  del  FisfAl  del 
"Tribunal  Supremo  de  Madrid  de  cinco  de  Noviembre 
"del  ochenta  y  tres ;  y  la  memoria  del  mismo  Ministerio 
"en  quince  de  Agosto  del  ochenta  y  cuatro,  aparece  que 
"nada  se  ha  hecho, en  averiffuación  de  las  denuncias  ó 
"acusaciones  que  formulé  contra  esta  Audiencia;  pero 
"esta  omisión  no  desvirtúa  el  fundamento  de  la  cansa 
"que  alego  como  prevista  en  el  caso  tercero  del  artículo 
■'cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
"minal,  sobre  recusaciones.  En  tal  concepto  no  solo 
'■'resulta  la  infracción  del  artículo  cincuenta  y  cuatro, 
"caso  tercero,  sino  que  se  comete  de  la  doctrina  sacada 
"de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo"  de  Madrid  del 
"doce  de  Abril  del  ochenta  y  seis  sin  aplicación  ad  caso 
"presente .-^Ed  efecto,  demostraré  el  concepto  de  que 
"no  se  procedió  por  virtud  de  la  denuncia":  los  esfuer- 
"zos  de  mis  acusaciones  concretas,  no  pueden  estar  su- 
"peditados,  á  las  altemativaa  de  un  celo  leal  escrupuloso 
"ó  de  nna  ineftia  censurable  del  funcionario  que  aban- 
"dona  mis  derechos  á  merced  de  todos  los  males  posi- 
"bles,  ya  que  no  existen  organismos  que  acjuilaten  la 
"responsabilidad  de  una  Audiencia,  no  obstante  lo  que 
"dispone  el  artículo  ochenta  y  ocho  de  la  Constitución, 
"por  la  limitación  del  artículo  ochenta  y  seis  de  la  mis- 
"ma.  Si  las  indagaciones  fuesen  hechas  como  lo  de- 
"mandan  las  graves  imputaciones  de  delitos  escandalo- 
"sos  y  no  hubiere  lugar  por  inexactos,  cabría  entonces 
"aplicar  la  doctrina  invocada.  Además  se  infringen  los 
"conceptos  de  las  causas  ocho  y  nueve  del  mismo  ar- 
'"tículo,  pues  que  al  dejar  de  promover  lo  condueente, 
"aún  á  riesgo  de  que  pueda  resultar  un  delito  conforme 
"si  articulo  trescientos  sesenta  y  seis  del  Código  Penal; 
"no  podría  servir  de  fundamento  ieíral,  ni  lícito,  ni  mo- 
"ral  para  desvirtuar  no  ya  los  delitos  denunciados,  sino 
"los  derechos  que  se  desprenden  del  hecho  de  la  denun- 
"cia    (ante  funcionario  competente)    y  argüido  como 
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"causa  de  recuBaeión,  No  consta  que  dejare  de  surtir 
"feUB  efectos,  ni  que  deje  de  reunir  los  requisitos  de  una 
"denuncia  y  por  tanto,  debe  entenderse  la  doctrina,  no 
"por  el  hecho  de  no  haberse  procedido,  sino  por  la  razón 
"del  hecho,  esto  ea,  cuando  no  esté  caracterizada  la  de- 
"nuncia  ó  acusación  con  méritos  consejeros  ante  e»cru- 
"pulosoa  juzgadores  imp arélales.- — ■Aún  cuando  en  el 
"cuarto  considerando  se  expresa  que  no  consta  de  autos 
"que  se  procediera  por  las  denuncias  y  acusaciones  con- 
"tra  funcionarios  de  la  Audiencia,  recusados;  me  per-, 
"raitfré  aclarar  como  espero  de  la  Sala  lo  haga,  de  ion- ' 
"formidad  con  mi  instancia  última  que  donde  no  consta 
"claramente  es  en  los  resultandos,  pero  si  en  autos,  según 
"(latos  de  la  Secretaría  de  Justicia,  donde  fueron  á  pn- 
"rar  algunas  de  mis  instancias  por  orden  del  Gobierno 
'■(Jeneral  para  la  información  que  estimó  pertinente  co- 
"mo  suprema  Autoridad :  consta  también,  por  los  atesta- 
"^os  de  los  testigos  la  información  abierta  por  el  Co- 
"m  and  ante  Militar  y  ei  envío  del  expediente  al  Gobierno 
"General,  con  motivo  de  los  hechos  delictivos  por  mí 
"denunciados  contra  los  funcionarios  de  la  dotación  de 
"de  esta  Audiencia:  consta,  que  tanto  tel^Tamas  como 
"instancias  surtieron  efecto  para  que  se  procediera, 
"aunque  el  cambio  de  Gobierno  pueda  haber  influido 
"en  su  paralización:  consta  que  los  denunciados  fueron 
"loe  Sres.  Nieto,  Hamírez,  Cosío,  Fernández  y  Norma 
"por  prevaricación,  detención  arbitraria,  ejecución  in- 
"debida,  falsifícación  de  documento  público,  infedilidad 
"en  la  custodia  de  los  miamos  y  por  denegación  de  auxi- 
"lio. — Ahora  bien:  ¿Cuál  era  el  Tribunal  ó  Autoridad 
"que  hasta  el  veinte  de  Mayo  del  año  prójtimo  pasado 
"(mil  novecientos  dos)  podía  conocer  de  las  graves  ini- 
"putaciones  con  la  Audiencia?  ¿Cuál  la  fórmula  ó  re- 
"quisitos  de  formalidad  indispensables? — Solo  el  Go- 
"biemo  General  absoluto  y  discrecional  y  en  cualquier 
"forma  como  lo  determina  primero  el  mensaje  del  Pre- 
"sidente  de  los  Estados  Unidos  al  Congreso  en  Diciein- 
"bre  del  noventa  y  ocho:  Segundo:  la  proclama  del 
"Gobernador  General  al  pueblo  cubano  en  primero  de 
"Enero  del  noventa  y  nueve ;  tercero,  la  carta  explicato- 
"ria  del  General  Chaffee  al  Secretario  de  Agricultura, 
"Industria  y  Comercio,  Sr.  Sacnz  Yañez,  en  Febrem 
"del  noventa  y  nueve:  todo  lo  cual  se  encuentra  iegaU- 
"zado  por  el  Tratado  de  París  y  confirmado  por  las  múl- 
"tiplcB  órdenes  del  Gobierno  General,  tales  #omo  la  no- 
"venta  y  dos,  ciento  once,  ciento  catorce  y  ciento  diez  y 
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"nueve  de  la  serie  de!  noventa  y  nueve,  las  doce  y  ciento 
"treinta  y  seie  de  mil  novecientos  y  la  veinte  y  cuatro 
"del  veinte  y  cuatro  de  Enero  de  mil  novecientos  iino  y 
"finalmente  por  el  artículo  cuatro  de  la  Enmienda  Platt. 
''La.  querella  de  ante  juicio,  tratándose  de  una  Audien- 
"cia,  era  letra  muerta.  Reconoce  el  cuarto  considerando 
"que  existe  en  las  denuncias  contra  funcionarios  recu- 
"sados  de  esta  Audiencia,  y  á  ello  me  atenf^o;  teniendo 
"en  cuenta  que  la  doctrina  qne  sienta  no  era  aplicable  á 
"la  época  en  que  el  control  americano  limitó  las  facul- 
"tades  del  Tribunal  Supremo  que  creó  (Orden  noventa 
*■•■  dos  del  noventa  y  nueve)  sin  que  obligara  á  que  las 
''acusaciones  contra  las  Audiencias  fueran  formalizadas 
"por  medio  de  querellas. — En  mérito  de  la  querella  de 
"antejuicio  contra  el  Magistrado  Sr.  Milanés,  por  aua 
"actos  como  Juez;  basta  significar  que  el  tercer  eonsi- 
"derando  afirma  que  solo  por  la  ñrma  mía  como  le- 
"trado  se  dio  curso ;  y  al  estimar  que  esta  circunstancia 
"do  ee  ia  que  se  comprende  en  la  causa  tercera  del  ar- 
"tículo  cincuenta  y  cuatro  se  comete  igual  infracción 
"qne  antes  al  no  basarse  en  otro  precepto  ni  en  doctrina 
"que  lo  desvirtúe.  Solo  hace  una  distinción  entre  lo 
"principal  ó  esencial  y  lo  accesorio  ó  secundario  para 
"darle  mayor  importancia  á  este  último  extremo.  Am- 
"bos  fueron  requisito»  que  se  completaban  para  su  vali- 
"dez  y  á  mayor  abundamiento  había  el  requisito  del 
'■parentesco  en  segundo  grado  gue  es  motivo  del  segun- 
"do  caso  del  artículo  cincuenta  y  cuatro  que  también  .te 
"infringe  en  el  orden  de  apreciaciones  que  se  establecen 
"\  lo  mismo  en  la  causa  octava.  Si  es  causa  de  recusa- 
"ciótt  el  parentesco  con  el  abogado  que  me  dirigiera  en 
"esta  recusación  ó  causa,  lo  ha  de  ser  también  cuando 
*exiata  una  acuiación  en  la  que  si  bien  pudo  prescindir- 
"te  de  la  parte  que  la  formuló  no  pudo  prescindirsa  de 
"mi  intervención  como  letrado  que  pudo  ser  el  mismo 
"que  la  part«  interesada,  como  resulta  boy,  Kn  la  acu- 
''sación  existe  un  director  de  derecho  como  uuien  esté 
"interesado  de  hecho;  y  ambos  provocan  k  posibla  pro- 
"dispoeición.  El  segundo  considerando,  la  casual  su- 
'  bordinsción  arsüida  al  constituir  sin  facultati,  un  'í'ri- 
"bunai  con  un  Maf;istrado  y  los  dos  Jueces  de  la  ciudad, 
'no  obstante  lo  que  dioponen  tos  artículos  sesenta  y 
"'tres,  sesenta  y  ocho,  trecientos  tres,  trescientos  cuatro, 
'trescientos  cinco,  trescientos  nueve,  etc.,  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal,  es  cuestión  que  resulta  ocasional  é 
"infringida  la  doctrina  que  tuvo  presente  el  legislador 


DigilizedbvGoO^^IC 


'para  distinguir  las  sustituciones  espeeiales  de  las  r^^- 
"lares.  Ed  el  quinto  y  sexto  considerandos  existes  in- 
"fracción  de  la  causa  quinta  del  articulo  cincuenta  y 
"cuatro  y  de  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  trein- 
'  ta  de  Junio  del  ochenta  y  cinco  y  veinte  y  seis  de  Di- 
"ciembre  del  ochenta  y  seis  loa  recusados  Srea.  Nieto, 
"Ramírez,  Cosío,  Fernández,  M.  y  Norma  fueron  los  que 
'■'promoTÍeron  la  formación  de  causas  por  no  ser  delito 
"público  los  que  se  me  atribuían  como  ofensor.  No  se 
"trata  de  una  denuncia  hecha  con  la  indiferencia  qaa 
"imprime  el  deber  estensivo  á  todo  ciudadano  (doa- 
"cientos  sesenta  y  dos  y  doscientos  sesenta  y  cuatro  En- 
''juic  i  amiento  Criminal)  ;  se  trata  de  las  denuncias  por 
"interés  personal  que  en  cada  una  de  ellas  tienen  los  re- 
'■'cusados,  conforme  al  caso  noveno,  del  interés  directo 
"de  todo  agraviado,  del  ofendido  por  el  hecho  que  mo- 
"tiva  la  acusación,  de  la  acusación  que  dio  lugar  á  la 
"causa  número  ciento  once,  de  la  causa  que  no  po- 
"dia  .  incoarse  sin  la  personal  denuncia  interesa- 
"da  tfunque  después  continuara  de  oficio,  del  plei- 
''to  pendiente  que  resulta,  conforme  á  la  causa  octa- 
'■'va  entre  acusante  y  acusado,  conforme  la  causa  quinta 
"detl  artículo  cincuenta  y  cuatro;  se  trata  en  fin  de  que 
'■'no  puede  haber  ley  que  llegue  hasta  el  absurdo  de  au- 
"torizar  á'que  el  ofendido  se  administre  justicia  contra 
"el  ofensor  que  lo  es  por  el  hecho  de  acusarlo  de  deli- 
"ios  que  tiene  derecho  á  probar  y  cuyas  pruebas  habría 
"de  desestimar  el  mismo  ofendido  ó  delincuente. — Se 
"infringe  más  que  doctrina  un  principio  inmutable 
"dentro  de  la  ley  y  jurisprudencia,  esto  es;  que  nadie 
"puede  ser  Juez  en  propia  causa ;  glosa  jurídica  que  no 
"podía  contrariar  la  ley  ya  que  no  pueda  evitar  hechor 
"como  el  de  que  desobedezca  lo  que  estatuye  el  artículo 
"trescientos  treinta  y  seis  del  Código  Penal,  'ó  que  se 
"impongan  quinientos  pesos  de  fianza  metálica  por  deli* 
"tos  que  pueden  merecer  dos  meses  y  un  día  de  arreato- 
"Reducto  impuro  de  una  víctima  reducida  á  completa 
"indefensión. — Se  infringe  también  la  letra  y  espíritu 
"de  los  artículos  sesenta  y  tres  y  sesenta  y  ocho  al  igual 
"que  el  trescientos  tres  y  siguientes  al  no  estimar  la  su- 
"bordinación,  suficiente  motivo  para  fcaher  hecho  exten- 
"íiva  la  recusación  al  Magistrado  8r.  Portuondo  y  á  los 
'■Jueces  Sres.  Joirín,  Villa-TJrrutia  y  Pérez  C. — Hay 
"más  aún  lo  que  no  tiene  razón  de  ser,  porque  la  ley  no 
"lo  autoriza,  no  necesita  ni  recusación  en  virtud  de  no 
"tener  competencia;  y  claro  se  está  que  la  ley  es  bastan- 
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"te  explícita  en  cuanto  á  la  norma  áe  ascender  y  nnnca 
'"descender  en  categoría  para  que  los  inferiores  no  resul- 
"ten  resolviendo  cuestiones  en  que  tienen  interés  direc- 
"to  y  personal  sus  superiores  por  la  misma  razón  que  no 
"se  faculta  á  Ins  inferiores  para  que  impongan  las  co- 
'"receíones  disciplinarias  á  sus  superiores.  Quedan  ex- 
"puestoa  los  conceptos  en  que  se  infringen  por  aplica- 
"ción,  doctrinas  del  Tribunal  Supremo,  y  los  artículos 
'■cincuenta  y  cuatro  causas  tercera,  quinta,  octava,  nove- 
'"na  y  secunda  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y 
"j.sí  también  los  artículos  sesenta  y  tres,  sesenta  y  ocho, 
"trescientos  tres,  trescientos  cuatro,  trescientos  cinco  v 
"trescientos  nueve  de  la  misma  Ley,  la  doctrina  constan- 
"te  del  Tribunal  Supremo,  los  principios  generales  del 
"derecho  y  las  reglas  de  sana  interpretación ;  al  tenor  de 
"le  expuesto,  por  lo  que  pido  á  la  Sala  se  sirva  tener  por 
"presentado  este  escrito  en  tiunipo  y  forma,  atendiendo 
"las  circunstancias  de  las  distancias  y  por  formalizado 
■'el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y. doctrina 
''lega!  contra  el  auto  del  doce  del  mes  de  Junio  pasado 
"y  admitirlo  con  emplazamiento  de  las  partes  para  ante 
"el  Tribunal  Supremo,  pues  es  de  justicia  que  pido  en 
"Santiago  de  Cuba  á  cuatro  de  Julio  de  mil  novecientos 
"tres." 

CaISA   IíE  la   QIEJA: 

liesultando  que  por  auto  de  nueve  de  Julio  último 
di'negó  la  Audiencia  la  admisión  del  recurso,  fundando 
dicha  resolución  en  que  fué  interpuesto  fuera  del  tér- 
mino legal;  en  que  no  se  cita  en  el  escrito  el  precepto 
autorizante  y  en  que  en  materia  criminal  no  procede 
dicho  recurso  por  infracción  de  doctrina  legal. 

Resultando  que  entregadas  al  reciirrentc  las  certi- 
ficaciones del  caso,  interpuso  en  tiempo  ante  este  Supre- 
mo Tribunal  el  presente  recurso  de  queja,  y  sustanciado 
en  forma  se  celebró  la  vista  pública  del  mismo,  con  asis- 
tencia solo  del  Ministerio  fiscal  que  lo  impugnó: 

Resolución  : 

Considerando  que  conforme  al  artículo  tercero  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  todo  recurso  de  eaaacifa  debe  interpo- 
nerse en  el  t^nnino  de  cinco  días  improrrogables,  á  con- 
tar desde  la  última  notificación  de  la  resolución  contra 
Ifl  cual  se  interpone,  y  pasado  dicho  término,  sin  que  se 
haya  interpuesto,  dicha  resolución  queda  de  derecho  fir- 
me; por  lo  que.  apareciendo  que  el  día  veinte  y  nueve 
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de  Judío  se  hizo  la  última  notiñcación  á  1&8  partee,  de  li 
resolución  contra  la  cual  se  interpuso  el  recurso  de  caa- 
cíóa,  sin  que  hasta  el  siete  del  sij^iente  mes  de  JqIío 
se  recihiera  el  escrito  del  recurrente  interponiéndolo,  ea 
evidente  que  por  el  mero  transcurso  con  exceso  del  tér- 
mino legal  estaba  ya  firme  de  derecho  la  citada  resolu- 
ción, y  por  tanto  era  legalmente  imposible  la  adiaisí6n 
del  recurso: 

Considerando  que  no  obsta  á  esta  considerafión,  la 
circunstancia  de  haberse  solicitado  por  el  recurreDte 
aclaración  del  auto  que  intentaba  recurrir,  pues  a¡  bien 
esta  era  por  su  naturaleza  susceptible  de  tal  aclaración, 
en  el  presente  caso  era  improcedente  y  estuvo  bien  re- 
chazada por  el  Tribunal  a  quo,  por  no  haberse  presenta- 
do la  solicitud  dentro  det  ténnino  que  señala  el  artículo 
ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  procesal,  y  no  pudo,  por 
tanto,  producir  el  efecto  legal  de  interrumpir  el  térmi- 
no señalado  para  interponer  el  recurso  de  casación: 

Considerando,  que  aún  en  el  caso  de  que  no  eiistie- 
ra  el  motivo  anteriormente  expresado,  tampoco  seria 
admisible  el  recurso  de  casación  interpuesto,  porque  en 
ei  escrito  de  interposición  del  mismo  no  se  cita  el  pre- 
cepto legal  que  lo  autoriza,  toda  vez  que  limitada  la  cita 
que  en  este  concepto  hace  en  dicho  escrito,  á  los  articn- 
los  sesenta  y  nueve  y  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  ca» 
octavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  que  n" 
hacen  otra  cosa  que  señalar  determinados  autos  con- 
tra los  cuales  puede  recurrirse  también  en  casación, 
se  omite  citar  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y  tte" 
tic  dicha  Ley,  q«e  al  establecer  cuando  ha  de  entenderse 
infringida  la  ley  en  tales  autos,  para  el  efecto  de  qii« 
proceda  la  interposición  del  recurso,  viene  á  ser  el  ver- 
dadero precepto  autorizante,  y  al  dejar  por  tanto  de  ci- 
tarlo se  falta  al  requisito  de  admisibilidad  á  que  se  re- 
liare el  número  tercero  del  articulo  quinto  de  la  Orden 
sobre  casación  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientoi 
noventa  y  nueve. 

Considerando  que  -por  las  razones  expuegtae,  es  ¡U' 
dudable  que  la  Audiencia  del  Camagüev  proceóié  aeer- 
tsdamente  al  denegar  la  admisión  del  mencionado  re- 
curso de  casacidh,  por  lo  que  debe  ser  desestimada  » 
presente  queja  con  imposición  de  las  costas  al  recurren- 
te-, según  previene  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  Of^ 
citada. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  presente  recurso  de 
queja,  interpuesto  por  el  Letrado  Francisco  Brioso  T 
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Btisti  lio  contra  el  auto  de  doce  de  Junio  áltimo,  dictado 
por  la  Audiencia  de  Camapiey  en  el  incidente  de  recu- 
sación mencionado,  con  las  costas  de  car^  de  la  parte 
TOcurrente,  y  comuniqúese,  etc.  Aeí  lo  acordaron  y  fir- 
man los  Magistrados  del  margen.  —  José  Antonio  Pi- 
chanlo. — Luís  Gastón. — Ambrosio  R.  Morales.  —  José 
M.'  Gixpert. — J.  M.  Aguirre. — Silverio  Castro,  Secre- 
tario. • 


Inf.  I07,— Sent.  182.— 22  de  Octnbre.— Injurias.  ( Gaceta 

Junio  9,  190i. ) 

DOCTRINA:  Para  apreciar  la  cxiatencia  del 
delico  de  injurias  ei  nKeaarío  aUnder  no  tan  solo 
«1  BÍgniñcadu  gramatical  de  las  palabras  y  frascí 
empIeadaB,  sÍDo  también  y  preferentemente  &  la 
intención  del  antor.  que  cnando  claramente  no 
conste  deberá  determinarse  por  las  circunstancia  a 
,  de  las  personas,  tugar,  tiempo  j  causas  cjue  moti- 
van las  frasea  ó   palabras  que  se  estimen  inja- 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  dos  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  tree:  visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  lev,  interpuesto  por  la  repteseutación 
de  los  procesados  Constantino  Moran  y  Ecay,  del  comer- 
cio,yJoeéMedinavDuchesne,  tipógrafo, ambos  vecinosde 
Saatiago  de  Cuba,  contra  la  sentencia  dictada  en  catorce 
de  Julio  último  por  la  Audiencia  de  aquella  capital,  en 
causa  por  delito  de  injurias  graves  á  agentes  de  la  Auto- 
ridad : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan  los 
que  á  continuación  se  transi-riben  literalmente: 
U&cuos  probados: 

Primero.  "Resultando  probado  que  el  procesado 
"Constantino  aloran  y  Ecay,  como  redactor  del  perió- 
"dico  "La  República"  escribió,  y  el  procesado  José  Me- 
"dina  y  Duchesne  imprimió  como  cajista  de  la  impren- 
"ta,  la  hoja  suelta  á  que  dieron  publicidad  en  esta  ciudad 
"el  primero  de  Enero  y  que  se  copia  é  continuación:  Su- 
"plemento  á  "La  República".  Santiago  de  Cuba,  primero 
■'de  Enero  de  mil  novecientos  tres. — El  asesinato  de  hoy. 
" — Un  diputado  matando.— A  las  diez  de  la  mañana  de 
"hoy  ha  sido  vilmente  asesinado  el  Sr.  Insúa,  director  de 
"La  República"  por  el  diputado  Mariano  Corona,  el  co- 
"barde  director  de  "El  Cubano  Libre'.'. — El  crimen  co- 
"metido  á  mansalva  por  que  nuestro  director  no  llevaba 
"srmaa,  revela  la  infamia  más  grande  del  orbe ;  la  infa- 
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"mía  propia  del  aeeaiiio  mieerable  que  la  ha  comumulo, 
"propia  dfl  ruin  director  de  "Kl  Cubano  Libre"  «n  cuy» 
"cara  eaciLpimoe  nuestro  asco,  ha  llenado  de  profimd» 
"indignación  nuestra  alma,  porque  el  autor  envilecido 
"y  encanallado  por  sus  infamias  y  su  miseria  sólo  merece 
"el  desprecio  de  lae  personas  decentes. — Y  el  encanallí- 
"do  y  vulgar  asesino  no  ha  sido  detenido.  Parece  que 
"su  inmunidad  tl^ga  á  los  límites  de  la  indignidad.  l4 
"policía  cúinptice  del  crimen  á  lo  que  parece  no  se  en- 
"contraba  por  aquéllos  contornos ;  bu  Jefe  Luis  F.  Ssla- 
'■zar.  capitán  del  Ejército  español  en  la  esquina  innie- 
"diata  condenaba  el  crimen  en  presencia  de  suaesbirroa. 
" — Y  es  que  ilariano  Corona  re</ién  llegado  de  la  Ha- 
"bana,  blasona  en  todas  las  esquinas  de  disfrutar  dei 
"apoyo  del  poder,  según  se  dii*,  porque  las  autoridades 
"superiore.-i,  los  que  en  la  cumbre  disponen  de  loe  desti- 
"noB  del  país  acaso  garantizan  al  asesino  la  impunidad 
'"de  que  se  jactaba  disfrutar. — Se  han  consuraaSo,  pue!, 
'"las  profecías  del  nacionalismo.  Si  no  hay  justicia  que 
"castigue,  si  la  honradez  ciudadana  y  la  honradez  poH- 
"tica  se  ha  eclipsado,  tanto  mejor  para  todos,  porque en- 
"tonces,  habrá  que  reconocer  que  la  vida  de  un  hombre 
"la  opinión  de  una  conciencia  nada  valen  en  esta  sitúa- 
"ci6n  inmoral  que  nos  envilece.  Mariano  Corona  ha  ma- 
"fado  á  un  caballero  prestigioso  y  de  valía ;  él,  el  inde- 
"cente  vemledor  de  desperdicios  de  reses,  el  guarachero 
"insolente,  el  vil  mercader  de  honras  ajenas  que  no  me- 
"rece  en  su  rostro  prostituido,  el  escupitajo  d  euna  ^' 
'Vona  decente,-¿Habrá  j  ustici  a  en  Santiago  ?  Eaperemoe 
"los  acontecimientos  para  llegar  á  los  límites  que  el'}*' 
"ñor,  la  honra,  el  prestigio,  el  decoro  del  pueblo  Santi*' 
"giiero  aconseja. — Mañana  daremos  detalles  del  boireB' 
"do  crimen. — j  Se  han  cumplido  ya  las  profecias  de  1« 
"bandidos  de  levita !  El  crimen  ha  tenido  su  conaag™' 
"ción.entre  los  hombrea  que  ocupan  el  poder. — Si  «*** 
"crimen  queda  impune  habrá  que  reconocer  que  la  * 
"t«n-a  de  miserables  que  nos  dominan,  es  la  única  tíP» 
"de  gobernar  en  la  Bepública  de  Cuba, — Esta  tarde  b» 
"sido  reducido  á  prisión  el  asesino  Mariano  Corona.  !*■ 
"nunciaron  esos  hechos  el  Sr.  Luis  Felipe  Salazar.  J^" 
"de  Policía  municipal  por  sustitución  reglamentaria- 
"2."  Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  sostuvo  coiW 
"definitivas  las  conclusiones  siguientes;  Primer»:  ^^ 
"día  primero  de  Enero  del  corriente  año  y  con  rnotiV 
"de  la  muerte  violenta  del  Sr.  Constantino  Insúa  y  Si^' 
"circuló  profusamente  por  esta  ciudad  una  hoja  sneW 


DigilizedbvGopt^lC 


"impresa  como  suplemento  al  perióíUco  "La  República", 
"en  la  cual  bajo  el  título  de  "Jil  asesinato  de  hoy"  se  da- 
"ba  cuenta  de  los  hechos  ot^urridos  y  entre  otras  se  con- 
"signan  las  frases  siguientes : — "La  policía  cómplice  del 
"crimen  á  lo  que  parece,  no  se  encontró  por  aquelloe 
"contoTnos,  etc.;  frases  atü  estampadas  en  sentido  infa- 
"mante  para  ei  Cuerpo  de  policía  de  esta  ciudad.  Re- 
"daetó  esa  hoja  el  procesado  Constantino  Moran  Ecay  y 
"la  imprimió  el  otro  procesado  José  Medina  Duchesne. 
" — Segunda :  Estos  hechos  son  constitutivos  de  un  delito 
"de  injurias  graves  á  una  Corporación,  definido  en  el 
"artículo  cuarenta  y  uno  número  veinte  y  dos  de  la  Or-  . 
"den  militar  número  doscientos  trece,  serie  de  mil  nove- 
"cicntos  y  castigado  en  ese  propio  precepto. — Tercera: 
"Son  responsables  en  concepto  de  autorca  tos  procesador 
"Constantino  Moran  y  Ecay  y  José  Medina  Duchesne, 
"mayores  de  diez  y  ocho  años  y  sin  antec-edentes  penales. 
" — tiuarta:  no  son  de  apreciarse  circunstancias  modi- 
"ficativas. — Quinta:  Han  incurrido  los  procesados  Cona- 
"tantino  Moran  y  Ecay  y  José  Jfedina  Duchesne  en  la 
"pena  de  treinta  y  un  pesos  de  multa  con  el  apremio  per- 
"sonal  correspondiente  y  pago  de  por  mitad  de  las  costas, 
"debiendo  servirlos  de  abono  la  totalidad  del  tiempo  de 
"prisión  preventiva  que  Tiayan  sufrido. — 3.°:  Resultan- 
"do  que  el  defensor  formuló  estas  otras  conclusiones  de- 
"finitivas:  Primera:  Niego  la  relación  de  hechos  del  se- 
"ñor  Fiscal,  pues  el  suplemento  á  "La  República"  del 
"primero  de  Enero  del  presente  año  refleja  la  indigna- 
"ción  y  estado  de  ánimo  de  mi  patrocinado,  quien,  pri- 
"nio  hermano  de  Constantino  Insúa,  obró  en  esa  forma, 
"para  repeler  el  crimen  cometido  en  dicho  día. — El  otro 
"procesado  obró  en  virtud  de  obediencia  debida. — Se- 
"gunda:  Niego  también  la  calificación  legal  que  del  de- 
"lito  se  hace. — Tercera:  Niego  asimismo  esta  conclusión. 
" — Cuarta:  concurren  en  el  hecho  las  eximentes  diez  y 
"trece  á  favor  de  Moran  y  el  otro  procesado. — Quinta: 
"Procede  su  absolución  y  que  se  declaren  las  costas  de 
"oficio". 
Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  el  Tribunal  sentenciador  califican- 
do los  hechos  que  estimó  probados  como  constitutivos 
de  un  delito  de  injurias  graves  á  la  policía  de  la  ciudad 
de  Santiago  de  Cuba,  previsto  en  el  articulo  cuarenta 
y  uno,  número  veinte  y  dos  y  penado  en  el  cuarenta  y 
cuatro  y  el  cuarenta  y  ocho,  todos  de  la  Orden  número 
doscientos  trece  de  mil  novecientos,  condenó  á  cada  uno 
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de  los  procesados,  Constantino  Moran  y  B!cay  y  Joeé 
Medina  y  Duehetine  en  coacepto  de  autores  del  mencio- 
nado  delito,  á  la  pena  de  multa  de  treinta  y  un  peros, 
con  el  apremio  personal  subsidiario  á  razón  de  un  d{> 
j>or  cada  peso  y  mitad  de  costas;  habiéndose  consignado 
por  uno  de  los  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal, 
voto  particular  en  el  sentido  de  que  es  procedente  Ib  aJ>- 
aolución  por  no  constituir  delito  los  hechos  procesales. 
Fundamentos  del  hecühso  de  casación: 

Hesultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso la  representación  de  los  procesados  Moran  y  Medi- 
■  na  el  presente  recurso  de  casaí-ión  por  infracción  de  ley, 
fundado  en  el  número  primero  del  artículo  ochocientM 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citando  las  disposiciones  legales  que  estima  infringida, 
y  conceptos  en  que  lo  han  sido  en  los  motivos  siguientes; 
"A :  Violación  del  articulo  cuarenta  y  uno,  núme- 
ro veintíí  y  dos  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de 
mil  novecientos,  por  indebida  aplicación,  puesto  que  si 
de  la  sentencia  resulta  probado  "que  el  procesado  Com- 
tantino  Moran  y  Ecay,  como  redactor  del  periódico  "La 
República"  escribió  y  el  procesado  José  Medina  y  Du- 
chesne  imprimió  como  cajista  de  la  imprenta  la  boj> 
suelta  k  que  dieron  publicidad  en  esta  ciudad,  el  prime- 
ro de  Enero  último  y  que  se  copia  á  continuación: — Su- 
Slemento  á  la  fiepública. — Santiago  de  Cuba,  primero 
e  Enero  de  mil  novecientos  tres. — El  asesinato  de  boj. 
— Un  diputado  matando. — A  las  diez  de  la  mañana  de 
hoy  ha  sido  vilmente  asesinado  el  Sr.  Insúa,  director  de 
"ha  Eepíiblica"  por  el  diputado  Mariano  Corona,  el  co- 
barde director  de  "El  Cubano  Libre". — El  crimen  co- 
metido á  mantMilva,  porque  nuestro  director  no  llcvsbi 
armas  revola  la  infamia  más  grande  del  orbe ;  la  inramíi 
propia  de!  asesino  miserable  que  la  ha  consumado,  pro- 
pia del  ruin  director  de  "El  Cubano  Libre"  en  cuva  cara 
escupimos  nuestro  asco,  ha  llenado  de  profunda  indig- 
nación nue-stra  alma,  porque  el  autor  envilecido  y  enca- 
nallado por  sus  infamias  y  su  miseria  solo  merece  el 
desprecio  de  las  personas  decentes.  Y  el  encsnalkdo  y 
vulgar  a.sc.íiino  no  ha  sido  detenido.  Parece  que  su  inmn- 
nidad  llega  á  los  limites  de  la  indignidad.  La  policía 
cómplice  del  crimen  ¿  lo  que  parece  no  se  encontró  por 
aquellos  contornos:  su  Jefe  Luis  F.  Salazar,  Capitán  del 
ejército  español,  en  la  esquina  inmediata  condenaba  el 
crimen  en  presencia  de  sus  esbirros. — T  es  que  Mariano 
Corona,  recién  llegado  de  la  Habana  blasonaba  en  toda» 
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laa  esquinas  de  disfrutar  del  apoyo  del  poder,  según  se 
dice,  porque  las  autoridades  superiores,  !oa  qu  een  la 
cumbre  disponen  de  los  destinos  del  país  acaso  garanti- 
zan al  asesino  la  impunidad  de  que  se  jactaba  disfrutar. 
— Se  han  consumado,  pues,  las  profecías  del  nacionalÍB- 
mo.  Si  no  hay  justicia  que  castigue,  si  la  honradez  ciu- 
dadana y  la  honradez  política  se  han  eclipsado,  tanto  me- 
jor para  todos,  porque  entonces  habrá  que  reconocer  que 
la  vida  de  un  hombre,  la  opinión  de  una  conciencia  nada 
valen  en  esta  situación  inmoral  que  nos  envilece. — Ma- 
riano Corona  ha  matado  á  un  caballero  prestigioso  y  de 
valfa ;  él,  el  indecente  vendedor  de  dcaperdieioa  de  reses, 
el  gxiarachero  insolente,  el  vil  mercader  de  honras  ajenas 
que  no  merece  en  su  rostro  prostituido  el  escupitajo  de 
una  persona  decente.  ¿Habrá  justicia  en  Santiago?  Es- 
peremos los  acontecimientos  para  llegar  á  loa  límites  que 
el  honor,  la  honra,  el  prestigio,  e!  decoro  del  pueblo  san- 
tiaguero  aconseja. — Mañana  daremos  detalles  del  ho- 
rrendo crimen. — ¡Se  han  cumplido  ya  las  profecías  de 
los  bandidos  de  levita  !^ — El  crimen  ha  tenido  conaagra- 
ción  entre  los  hombres  que  ocupan  el  poder.  Si  este 
crimen  queda  impune,  habrá  que  reconocer  que  la  ca- 
terva de  miserables  que  domina  es  la  única  capaz  de  go- 
bernar en  la  Ilepáblica.  Esta  tarde  ha  sido  reducido  á 
prisión  el  asesino  Mariano  Corona.  Denunciaron  esos 
hechos  el  Sr.  Luis  Felipe  Salazar,  Jefe  de  Policía  muni- 
cipal y  el  Sr.  Francisco  Ortiz,  como  Alcalde  municipal 
por  sustitución  reglamentaria";  es  indudable  que  esaa 
manifestaciones  aquí  transcriptas  del  resultando  proba,- 
do  ni  separadas,  ni  conjuntamente  examinadas  pueden 
determinar  el  delito  que  se  persigue,  puesto  que  con  di- 
chas frases,  atendiendo  no  solo  á  au  gramática!  signifi- 
cado sino  á  las  circunstancias  del  lugar,  tiempo  y  objeto 
con  que  se  pronunciaron,  así  como  la  relación  de  perso- 
nas, motivo  y  ocasión  ríe  proferirlas  y  tono  general  de 
los  escritos  en  que  se  vierten  laa  frasee  empleadas,  no  son 
constitutivos  de  delito  alguno,  dado  que  el  procesado 
Moran  las  profirió  ipso  facto  de  encontrar  el  cadáver  de 
su  primo  hermano,  muerto  violentamente  el  primero  de 
Enero  de  este  año  por  Mariano  Corona,  director  de  "El 
Cubano  Libre",  determinando  tal  situación  un  estado 
pasional  de  su  ánimo  que  le  exculpa  de  toda  responsa- 
bilidad, y  por  tanto,  de  ios  hechos  que  en  la  sentencia 
se  declaran  prohados,  se  han  condenado  éstos  como  deli- 
to, no  siéndolo.  B :  Por  violación  también,  por  su  no 
aplicación  de  la  circunstancia  eximente  décima  del  ar- 
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tículo  octavo  del  Código  Penal,  dado  que  de  los  hechos 
probados  resulta  que  el  procesado  Constantino  Moran  y 
Ecay,  obró  en  la  forma  en  que  lo  hizo  en  virtud  y  vio- 
lentado por  una  fuerza  irresititible  que  L-onsistló  en  que 
ni  la  policía  acudió  al  lugar  donde  se  acababa  de  come- 
ter el  crimen  en  ía  persona  de  su  primo  hermano  el  di- 
rector de  "La  EepúbUea"  Constantino  Insua,  y  sin  que 
sabiéndose  que  Mariano  Corona  Ferrer  era  el  autor,  fue- 
se detenido. — C:  Violación  también  en  cuanto  José  Me- 
dina y  Duchewne,  por  su  no  aplicación  de  la  circunstan- 
cia í'ximente  doce  del  articulo  octavo  del  Código  Penal; 
puesto  que 'cajista  éste  del  periódico  *'La  República", 
obró  en  virtud  de  obediencia  debida  ai  procesado  Moran 
que  como  redactor  !e  ordenó  la  impresión  del  artículo  que 
motiva  esta  causa". 

llesultando  que  admitido  el  recurso  y  snstnnciado 
en  forma  ante  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista 
pública  del  mistuo,  á  cuyo  acto  asistió  solo  el  Ministe- 
rio fiscal  que  impugnó  el  recurso. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert 
Considerando  que  la  naturaleza  esencialmente  cir- 
cunstancial del  delito  de  injurias,  hace  que  para  apre- 
ciar su  existencia,  sea  necesario  atender  no  tan  solo  á  la 
significación  gramatical  <le  las  palabras  ó  frases  profe- 
riilas,  sino  también  y  preferentemente  á  la  intención  de 
su  autor,  que  cuando  claramente  no  conste,  deberá  deter- 
minarle por  las  circunstancias  de  las  personas,  lugar, 
tiempo  y  causa  que  las  motivaron; 

Considerando  que  las  frases :  "La  policía  cómplice 
del  crimen  á  lo  que  ])arece",  insertas  en  el  escrito  denun- 
ciado como  criminoso,  únicas  imputadas  á  los  procesa- 
dos en  la  acusación  en  concepto  de  injuriosas  para  la  po- 
licía de  Santiago  de  Cuba,  no  contienen  una  afirmación, 
y  seguidas  de  estas  otras :  "no  se  encontraba  por  aquellos 
contornos",  vertidas  en  ocasión  en  que  su  autor,  según 
se  desprende  del  tono  general  del  escrito,  sólo  se  propo- 
nía condenar  el  crimen  que  acababa  de  perpetrarse  en  la 
persona  de  un  pariente  suyo,  no  revelan  ciertamente  el 
propósito  de  causar  deshonra,  descrédito  ó  menosprecio 
á  una  persona  ó  entidad,  como  sería  necesario  para  la 
existencia  de  la  injuria,  conforme  al  articulo  cuatro- 
cientos setenta  y  cinco  del  Código  Penal,  sino  la  de  la- 
mentar censurando,  aunque  con  frases  tan  inadecuadas 
como  la  de  "cómplice"  la  ausencia  de  la  policía  del  lugar 
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del  hecho,  sin  cuya  circunstancia,  estimaba  dicho  autor, 
que  no  se  habría  realizado. 

(.'onsiderando  que  en  este  concepto  los  hechos  decla- 
rados probados  no  integran  el  delito  de  injurias  que  fué 
objeto  de  la  acusación,  ni  reviste  caracteres  de  otro  al- 
guno perecguible  de  oficio  ó  por  simple  denuncia. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas  es  evi- 
dente <iue  al  calificar  y  pcanr  el  Tribunal  a  i¡iio  el  hecho 
de  autos  como  constitutivo  de  delito  nu  siéndolo,  ha  in- 
cidido en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye,  é  in- 
fringido, por  tanto,  las  disposiciones  legales  que  citan 
en  el  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  la  repreí-ent ación  de  los  procesados  Cons- 
tantino Moran  y  José  Medina,  contra  la  referida  sen- 
tencia de  catorce  de  Julio  último,  dictada  por  la  Au- 
ilieneia  de  Santiago  de  Cuba,  en  la  causa  mencionada, 
la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos  con  las  coatas  de 
oficio.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichanlo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.'  Gispert. — J. 
M.  Aguirre. 
Segnnda  Mntencia.-^^"  ío  "Htma  fecha  dictó  el  Tribunal 

nueva  teiUeiida  en  la  eiguienle  forma: 

Reproduciendo  todos  los  resultandos  de  la  senten- 
cia ca.sada  y  anulada. 

lícproduciendo  igualmente  los  considerandos  pri- 
mero, segundo  y  tercero  de  la  anterior  sentencia  de  ca- 
sación. 

Vistas,  et<'. 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  los 
procesados  Constantino  Moran  y  Ecay  y  José  Medina 
üuchesne,  por  no  constituir  eJ  hecho  de  autos  el  delito 
por  el  que  fueron  acusados,  ni  otro  alguno  perseguible 
de  oficio  ó  por  simple  denuncia  de  parte,  con  las  costas 
de  oficio.  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  finuamos.— José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastón. — Ambrosio  R,  Morales. — José  M.'  Gis- 
pert.— J.  M.  Aguirro. 

Inf.  ley,— Sent.  183.— 22  de  Oetubre.— Htirto.    ( baceta, 

Junio  9,  190-i. ) 

DOCTRINA:  Constituye  el  delito  de  hurto. 
j  no  el  de  estaía,  el  hecho  de  hflber  eítraido  los 
tripulantes  de   una  lancha  determinada  cantidad 
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de  cnfí  d«  unos  sacos  que  en  la  misma  conducfan, 
desde  un  vapor  al  muelle,  porque  no  existía  reís- 
ción  jurídica  entre  loa  qae  entregaron  la  íarga  7 
loa  que  debían  recit-irln  7  dicho*  trit>ulantes. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  dos  de  Octu- 
bre do  mil  novecientos  tres ;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
en  la  causa  seguida  ante  la  Sección  primera  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  el  delito 
de  robo,  contra  Enrique  Díaz  Infanta,  Ramón  Brito  San- 
tos y  Tomás  Domínguez  Pacheco,  marineros,  cuya  vecin- 
dad no  consta. 
Hechos  probados: 

Keeuttando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  veinte  y  dos  de  Junio  último  se  consignan  loe 
he<'hos  en  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  los 
"procesados  ea  esta  causa  Enrique  Díaz  Infante,  Ra- 
"món  Brito  Santos  y  Tomás  Domínguez  Pacheco,  tri- 
"pulantes  de  la  lancha  "Garlitos"  de  la  casa  de  los  se- 
"ñores  Zaldo  y  Compañía  de  esta  ciudad,  al  efectuar,  el 
"dfa  veinte  y  tres  de  Mayo  de  este  año  la  descarga  del 
"vapor  "Morro  Castle"  consignado  á  la  citada  socie- 
"dad  niercahtil  y  en  uno  de  los  viajes  que  hicieron  del 
"mencionado  vapor  á  los  muelles  de  la  Aduana,  habien- 
"do  recibido  á  bordo  de  aquél  de  un  empleado  del  mis- 
"mo  cierto  número  de  sacos  de  café  para  entregarlos  en 
"el  muelle  á  un  empleado  de  la  casa  de  Zaldo,  estraje- 
"ron  de  algunos  de  los  sacos  alguna  cantidad  de  café  y 
"dejaron  dentro  de  la  lancha,  al  hacer  la  descarga  de  la 
"misma  un  saco  entero,  con  intención  de  apropiárselo, 
"siendo  recuperado  el  saco  retenido,  y  dentro  de  otros 
"sacos  y  paquetes  el  café  extraído  de  los  otros  sacos  en 
"la  noche  del  citado  día  por  el  Inspector  de  la  Aduana 
"Rafael  Martínez  al  practicar  un  registro  en  la  mencio- 
"nada  lancha  que  se  le  había  hecho  sospechosa.  El  café 
"ocupado  en  la  lancha  pesaba  seiscientas  diez  y  nueve 
"libras  y  fué  tasado  en  setenta  y  cuatro  pesos  veinte  y 
"ocho  centavos,  venía  consignado  á  diferentes  comer- 
"ciantes  de  esta  plaza,  que  se  quejaron  á  la  casa  de  Zai- 
"do  de  la  falta  de  mayor  cantidad  de  café  que  la  recu- 
''pcradá,  sin  que  se  haya  demostrado  el  motivo  de  esta 
"falta". 
Resolución  reccreida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimó  que  loa  hechos 
pr»)bjidos  constituyen  un  delito  de  estafa  definido  en  el 
caso  quinto  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve 
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del  Código  Penal  y  que  son  sus  autores  sin  circunstan- 
cias apreciables  los  tres  procesados,  á  quiénes  condenó 
i  la  pena  de  cuatro  meses  y  un  dia  de  arresto  mayor,  ae-. 
cesorias  y  pago  de  las  costas  por  terceras  partes,  sirvién- 
doles de  aix>no  la  prisión  preventiva  sufrida. 
Fundamentos  del  recdbso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  cl 
Ministerio  dscal  el  presente  recurso,  autorizado  por  el 
número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
ocho  y  el  número  tercero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimiual, 
citando  como  infringidos  loe  artículos  quinientos  cin- 
cuenta y  nueve,  número  quinto,  quinientos  treinta  y 
cinco,  número  primero  y  quinientos  treinta  y  seis,  nú- 
mero tercero  del  Código  Penal  por  haberse  aplicado  in- 
debidamente el  primero  de  ellos,  y  dejado  de  aplicar 
los  otros,  puesto  que  los  procesados  no  recibieron  el  café 
sustraído  en  depósito  ó  por  título  que  produjera  la 
obligación  de  entregarlo  ó  devolverlo,  sino  solo  para  cus- 
todiarlo al  llevarlo  de  un  sitio  á  otro  sin  que  por  tanto 
existiera  relación  jurídica  alguna  entre  aquéllos  y  loa 
que  le  entregaron  la  carga,  no  constituyendo,  por  tanto, 
el  hecho,  delito  de  estafa,  sino  el  de  hurto  según  repeti- 
damente tiene  declaradlo  la  jurisprudencia  en  casos  aná- 
logos. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  debida  forma,  se  celebró  la  vista  pública  con  la  asis- 
tencia sólo  del  Ministerio  fiscal  que  sostuvo  su  proce-* 
dencia. 
Decisión'  dkl  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  el  hecho  que  consta  ejecutado 
por  los  procesados  de  haber  sustraído  cierta  cantidad  de 
café  de  los  sacos  de  ese  grano  que,  al  efectuar  la  descar- 
ga de  un  vapor,  trasportaban  al  muelle  en  una  lancha 
de  los  Sres.  Zaldo  y  Compañía  de  la  que  aquellos  eran 
tripulantes,  no  constituyendo  el  delito  de  estafa  que  ha 
estimado  la  Sala  sentenciadora,  sino  el  de  hurto,  toda  \ez 
que  dichos  procesados  no  recibieron  propiamente  los  sa- 
cos de  café,  por  un  titulo  traslativo  de  la  posesión,  ni  al 
sustraer  parte  violaron  relación  jurídica  alguna  que  Jes 
ligara  personal  y  directamente  con  los  dueñ<»  ó  encar- 
gados de  tales  sacos,  como  sería  necesario  para  que  exis- 
tiera la  estafa  á  que  se  refiere  la  sentencia,  sino  que  en  el 
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dcwiiipeño  de  su  oficio  como  empleados  que  eran  de  los 
señorea  Zaldo  y  Compañía,  consignatarios  de  la  carga, 
conducían  ésta  en  la  lancha  de  los  mismos  y  de  etla  ti>- 
mamn  ima  parte  sin  la  voluntad  de  su  dueño  y  con  áni- 
mo d«  lucro,  que  son  los  caracteres  del  delito  de  hurto, 
y  por  tanto,  al  no  estimarlo  asi  la  Sala  sentenciadora  y 
calificar  el  hecho  como  delito  de  estafa,  cometió  el  error 
de  derecho  y  las  infracciones  legalesen  que  se  funda  el 
recurso,  dando  con  ello  lugar  á  la  casación  de  la  sen- 
tencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  la  causa  á  que  se  ha  hecho  referencia,  la  cual  sen- 
tencia casamos  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
Qastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gispert. — J. 
M.  Aguirre. 

Sognnda  ssntenóa.--^  I»  múma/eeha  dictó  el   Tribunal 
nueoa  lenteneia  en  los  tiffuienta  lérminoi: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  el  último  de  sus  considerandos  T 

Considerando  que  loe  hechos  declarados  probados 
constituyen  un  .delito  de  hurto  por  valor  que  excede  de 
doscientas  cincuenta  pesetas  y  no  pasa  de  mil  doscientas 
cincuenta,  definido  y  penado  en  el  artículo  quinientos 
treinta  y  cinco  número  primero  y  quinientos  treinta  y 
seis  número  tercero  del  Código  Penal,  puesto  que  los 
culpables  al  conducir  al  muelle  en  la  lancha  de  que  eran 
tripulantes,  los  sacos  de  café  que  se  habían  descargado 
de  un  vapor,  por  cuenta  de  sus  consignatarios,  tomaron 
una  porción  de  dicho  grano  con  ánimo  de  lucro,  sin  em- 
ple^ar  violencia  ni  intimidación  en  las  personas  ni  fner- 
Ea  en  las  cosas,  y  sin  la  voluntad  de  su  dueño. 

Considerando  que  son  criminalmente  responsables 
como  autores  de  dií'ho  delito  los  procesados  Enrique 
Díaz  Infante,  Ramón  Brito  Santos  y  Tomás  Domfn- 
(fuesi  Pacheco  por  participación  directa  en  su  ejecución. 

Considerando  qiie  en  ésta  es  de  apreciarse  la  concu- 
rrencia de  la  circunstancia  agravante  oncena  del  artícu- 
lo diez  del  Códiffo  Penal  porque  los  culpables  al  come- 
ter el  hurto  prevaliéndose  de  la  situación  favorable  para 
ello  en  que  se  encontraban  por  razón  del  oficio  que  ejer- 
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cian,  abusaron  do  la  conñanza  que  en  ellos  se  hacía  al 
encomendarle  la  conducción  de  los  efectos  sustraídos. 

^'istoB,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Enrique  Díaz  Infante,  Bamón  Brito  Santos  y  Tomás 
Domínguez  Pacheco,  como  autores  de  un  delito  de  hur- 
to, con  la  circunstancia  agravante  de  abuso  de  confianza, 
á  la  pena  de  seis  meses  y  un  día  de  presidio  correccional, 
accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  público,  proíe- 
BÍón  oficio  y  derecho  de  sufragio  durante  la  condena  y 
al  pago  de  las  costas  por  terceras  partes,  debiendo  aba- 
nárseles el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hayan  su- 
frido; entregúese  definitivamente  á  la  casa  de  Zaldo  y 
Compañía  ó  á  su  representante  legal  el  café  ocupado,  y 
por  lo  que  resulta  de  la  sentencia  casada,  se  declara  in- 
í>olvente>?,  á  los  procesados  para  los  efectos  de  esta  causa. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gispert. — 
J.  M.  Aguirre. 


Inf.  ley.— Sent.  184.— 24  de  Octubre.— reUtoB.—HTirto. 
(Goc.,  Junio  13, 1904.) 

DOCTRINA:  Para  qae  doa  ó  ináa  aclos  pa- 
aibles  consiitujati  un  loln  delito,  no  basta  que 
una  Bola  haj'a  sido  la  intención  dolosa  del  afrente, 
niunsulufin  el  que  se  )iropusiesen,  ni  que  una 
misma  aisposición  penal  resulte  infrinjiida,  iino 
que  es  además  necesHriu  que  A.  esos  elementos  co- 
rreapondaí)  l»s  circunstancial  áe  las  perdonas  j 
de  las  cosas,  del  tiempo  y  del  lugar,  coma  otraa 
tantas  manifestaciones  externas  del  delito.  6  las 
que  principalmente  hajque  atender  pera  su  califi- 
cación. PorconHKniente  constituyen  dos,  y  no  un 
solo  delito.  di>s  hurtos  cometidos  en  lugares  dis- 
tintos, durante  una  noche  sin  qi^  conste  el  espa- 
de tiempo  quecio  mediare  de  une)  á  otro  hecho. 

Las  cantidades  á  que  se  reñeren  el  artículo  536 
delCádiso  Penal  y  la  orden  240  de  1901.  han  de 
entenderse  en  oro  espnñol.  á  ñn  de  fijar  la  compe- 
tencia y  penaliilad  de  los  delitos  de  hurto. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  cuatro  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres:  visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  procesado 
Pastor  Veliz  y  Suárez  (a)  Pelón,  labrador,  vecino  de 
Quiebrahacha,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  Pinar  del  Rio  en  nueve  de  Abril  último  en 
causa  instruida  en  el  Juzgado  de  Guanajay  contra  di- 
cho procesado  y  otros  por  delito  de  hurto; 
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Regultando  que  en  la  referida  eentencia  de  nuere  de 
Abril  de!  año  que  cursa,  dictada  por  la  ya  referida  Au- 
diencia de  Pinar  del  Itío,  se  consignan  los  cinco  resul- 
tandos que  transcriptos  á  la  letra  dicen : 
Hechos  probados: 

"Primero.  Resultando  probado  que  en  la  tarde  del 
"veinte  y  ^08,  á  la  mañana  del  veinte  y  tres  de  Diciembre 
"último.  Pastor  Veliz  Siiérez,  mayor  de  diez  y  ocho  años 
"de  edad,  y  que  necesitaba  una  yunta  de  bueyes  para  el 
"tiro  de  la  carreta  en  que  habia  de  trasladar  su  familia 
"á  Pinar  del  Río,  se  apoderó,  sin  ejercer  fuerza  en  las 
"cosas,  ni  violencia  ó  intimidación  en  las  personas,  y  con 
"ánimo  de  lucro,  de  dos  bueyes,  uno  de  la  propiedad  de 
"Mr.  Charlea  Cost  y  el  otro  pcrtenecieiite  á  Santiago 
"Santana,  cuyos  bueyes  se  encontraban  en  distintas  fin- 
"cas,  cerca  una  de  otra  y  se  dcíitiuaban  á  labores  agrí- 
"colas.  En  esa  misma  mañana  Pastor  Veliz  enyugó  loa 
"citados  buej'cs  en  unión  de  otra  yunta  de  su  padre  á  la 
"carreta,  con  la  que  salió  desde  el  pueblo  de  Quiebra- 
"hacha  conduciendo  á  su  familia  y  ayudado  de  su  herr 
"mano  Maximino  hacia  Pinar  del  Rio,  donde  fué  dete- 
"nido,  ocupándosele  los  biieyes  sustraidos  que  han  ^-ido 
"tasados  cada  uno  en  doscientas  sesenta  y  dos  y  media 
"pesetas  plata  española,  y  entregados  en  depósito  á  sua 
"respectivos  dueños. — Segundo :  Resultando  probado 
"que  al  ser  detenidos  Ins  hermanos  \"eliz,  presentó  Pas- 
"tor,  para  justificar  la  propiedad  de  los  bueyes  sustrai- 
"do8,  un  certificado  de  la  Alcaldía  del  barrio  de  San  Mi- 
"guel  en  Cabanas,  según  la  cual  Rafael  Guzmán  tenia 
"allí  inscriptos  dos  toros,  cuyas  señas  no  se  determinan 
"en  el  documento  couio  de  su  propiedad,  que  facilitó 
"Guzmán  á  Pastor  Veliz  al  pedirle  éste,  al  mediodía  del 
"veinte  y  dos,  prestada  una  yunta  de  bueyes  que  no  le 
"facilitó  dicho'Guzmán,  por  no  tenerla,  pero  le  autori- 
"zó  para  que  sacara  dal  potrero  "Pinilios"  dos  añojos  ó 
"toretcK,  que  allí  tenía,  si  éstos  pudieran  servirles. — Ter- 
"cero;  Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  sostuvo  en 
"el  acto  de!  juicio  sus  conclusiones  provisionales  como 
"definitivas  y  calificó  los  hechos  por  él  relatados  como 
"constitutivos  de  dos  delitos  de  hurto  de  resea  eniplea- 
"daa  en  las  laljores  agrícolas,  en  predios  rústicos,  defini- 
"do  y  castigado  en  los  artículos  quinientos  treinta  y  cin- 
"co  V  quinientos  treinta  y  ocho  del  Código  Penal,  en  re- 
"lación  con  la  Orden  militar  número  doscientos  cua- 
"renta  de  mil  novecientos  uno,  estimando  como  anto- 
"res  de  loe  mismos  por  participación  directa  á  Pastor 
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"y  Maximino  Velez  Suárez  y  como  eónipliee  al  otro  pro- 
"cesado  Kafael  Guzuián,  y  sin  apreciar  circunstancias 
'modificativas  de  la  responeabilidaii,  pidió  que  se  lea 
'imponga  á  ios  dos  primeros,  reü^pectivaiucnte,  la  pena 
'de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día  de  presidio  correc- 
'cional  por  cada  uno  de  dichos  delitos,  y  cuatro  meses  y 
'un  día  de  arresto  mayor  á  Gíuzmán,  también  por  cada 
'delito,  accesorias  del  artículo  sesenta  y  pago  de  las  cos- 
'tas,  sin  que  haya  lugar  á  responsabilidad  civil  por  ha- 
'ber  sido  ocupados  los  bueyes  y  devueltos  á  sus  dueños 
' — Cuarto;  líesultando  que  el  abogado  defensor  de  Pae- 
'tor  \'^el¡z  y  de  Rafael  Guzmán  modificó  en  la  sesión  del 
'juicio  sus  conclusiones  provisionales,  y  en  laa  que  pré- 
nsente y  sostuvo  como  definitivas,  calificó  los  hechos  que 
'relacionó,  como  constitutivos  de  dos  delitos  de  hurto, 
'expresando  qiie  por  haber  sido  tasados  cada  uno  de  loa 
bueyes  en  dostientas  sesenta  y  dos  y  media  pesetas,  ó 
'sean,  según  espresó,  en  treinta  y  ocho  pesos  ochenta  y 
ocho  centavos  en  moneda  americana,  que  es  en  su  eon- 
'cepto  la  oficial,  corresponde  al  Juzgado  Correccional 
'exclusivamente  el  conocimiento  de  dichos  delitos,  á 
tenor  de  lo  establecido  en  la  Orden  doseientos  cuarenta 
'de  .mil  novecientos  uno  y  en  el  párrafo  treinta  y  cuatro, 
'artículo  cuarenta  y  uno  de  la  doscientos  trece  de  mil 
'novecientos;  manifestando,  además,  que  en  el  caso  en 
'que  la  Sala  se  estime  competente  el  único  responsable 
'como  autor,  es  Pastor  Veliz  pues  Rafael  Guzmán  su 
'otro  defendido,  no  puede  ser  considerado  como  cóm- 
'plico,  siendo  la  pena  que  pudiera  imponerse  al  primero 
'la  de  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto  mayor  por  cada 
'delito,  y  pidiendo  la  absolución  de  Rafael  Guzmán  con 
los  demás  pronunciamientos  que  en  derecho  procedan. 
' — Quinto:  Resultando  que  la  defensa  de  Maximino 
'Veliz  Suárez,  sosteniendo  con  el  carácter  de  definitivas, 
'sus  conclusiones  provisionales,  solicitó  la  absolución  de 
*su  representado,  por  no  ser  autor  ni  responsable  en  nin- 
"gún  concepto  del  delito  que  se  le  imputa". 
Reboldciók  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  sentenciador,  califican- 
do los  hechos  que  en  dicha  sentencia  se  estiman  proba- 
dos como  constitutivos  de  un  solo  delito  de  hurto  de  ani- 
males, realizado  en  predio  rústico  y  empleados  en  las  la- 
bores agrícolas,  por  valor  que  excede  de  doscientas  cin- 
cuenta pesetas  y  no  pasa  de  mil  doscientas  cincuenta, 
penado  en  el  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del  Códi- 
go Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cuarenta 
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áe  mil  novecientos  uno,enrelaeióncone]núnierounoilcl 
quiniontos  treinta  y  cinco  y  caso  tercero  del  quinientos 
treinta  y  seis  del  propio  Código,  condenó  al  procesado 
Pastor  Veliz  y  Suárez  (a)  Pelón,  en  concepto  de  autor, 
sin  circunstancias  modificativas,  á  la  pena  de  cuatro 
años,  dos  meses  y  un  día  de  presidio  correccional,  acce- 
sorias y  tercera  parte  de  costas,  con  abono  de  toda  la  pri- 
sión preventiva  Miifrida;  y  absolvió  á  los  otros  procesa- 
dos en  dicha  caiiMii;  habiendo  formulado  voto  particular 
uno  de  los  Magistrados  que  constituyeron  el  Tribunal  en 
el  sentido  de  que  los  hechos  probados  integran  dos  deli- 
tos distintos  de  hurto  por  valor  que  no  excede  de  cin- 
cuenta pesos  cada  uno,  de  la  competencia  del  Juez  correc- 
cional correspondiente,  por  ser  notoriamente  inferior  á 
dicha  suma  la  cantidad  de  doscientas  sesenta  y  dos  y 
media  pesetas  en  plata  española  en  que  fué  valorizado 
cada  uno  de  ios  bueyes  sustraidos:  por  lo  que  procedía 
la  absolución  por  este  fundamento  y  remitir  el  sumario 
al  Juez  Correccional  competente: 
Fundamentos  del  eecdbso  de  casación: 

Eesultando  que  contra  la  mencionada  sentencia  in- 
terpuso la  representación  del  procesado  Pastor  Veliz 
Suárcz  el  presente  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  el  número  tercero  del  artículo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  de  la  Ijcy  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal y  también  por  infracción  de  doctrina  legal  y  que- 
brantamiento de  forma,  habiéndote  sido  denegada  la  ad- 
misión por  estos  últimos,  citando  como  infringidae  y  ex- 
presando los  conceptos  en  que  lo  han  sido,  las  disposi- 
ciones legales  que  indica  en  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Que  "resultando  probado  que  de  la  tar- 
"de  de]  veintidós,  á  la  mañana  del  veintitrés  de  Di- 
"ciembre  último,  Pastor  Veliz,  sin  ejercer  fuerza  en  las 
"cosas  ni  violencia  ni  intimidación  en  las  personas,  y 
"con  ánimo  de  lucro  se  apoderó  de  dos  bueyes,  que  es- 
"taban  en  distintas  fincas  y  que  pertenecían  el  uno  á 
"Mr,  Charles  Cost  y  el  otro  á  Santiago  Santana,  es  evi- 
"dente  que  los  hechos  realizados  constituyen  dos  dife- 
"rentes  delitos  de  hnrto,  toda  vez  que  suponen  pluralidad 
"de  actos,  distintos  lugares  para  su  ejecución,  diversas 
"cosas  hurtadas  y  diferentes  personas  perjudicadas,  sin 
"que  pueila  estimarse  producidas  por  una  sola  deter- 
"minación  criminal,  pues  como  tiene  declarado  el  Su- 
"¡iremo  Tribunal  de  Justicia,  en  sentencia  de  diez  j 
"ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  siem- 
"pre  que  se  reproducen  los  actos,  se  renueva  la  inten- 
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"ciÓQ,  y  sin  que  tampoco  el  ser  la  misma  la  «disposición 
"legal  infringida  permita  considerar  los  hechos  como 
"constitutivos  (le  un  solo  delit'),  dado  que  existen  tantos 
"hechos  punibles  cuantas  son  las  infracciones  que  de 
"una  lej  penal  ae  cometen.  Ija  Sala  sentenciadom,  al 
"calificar  loa  hechos  como  constitutivos  de  un  solo  deli- 
"to  y  al  juzgar  responsable  de  él  á  Pastor  Veliz,  ha  in- 
"fringido,  lo  digo  con  el  debido  respeto,  el  artículo 
"ochenta  y  seis  del  Código  Penal,  y  la  doctrina  declara- 
"da  en  numerosas  sentencias  entre  las  que  pueden  ci- 
"tarae  las  de  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ceten- 
"ta  y  uno,  veinte  y  siete  de  Dieíemhre  de  mil  ochocien- 
"tos  setenta  y  dos,  primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
"setenta  y  cuatro,  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  se- 
"tenta  y  siete,  y  nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos 
"ochenta:  puesto  que  condena  por  un  solo  delito,  cuan- 
"do  los  hechos  ejecutados  constituyen  dos  delitos  dis- 
"tintos". 

Segundo:  que  "el  número  treinta  y  cuatro  del  ar- 
"tlculo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doscientos  trece, 
"serie  de  mil  novecientos,  y  la  Orden  doscientos  cuaren- 
"ta,  serie  de  mil  novecientos  uno,  establecen  que  cuando 
"pl  hurto  no  excede  de  cincuenta  pesos,  debe  ser  perse- 
"guido  y  castigado  por  los  Jueces  Correecionatea,  sien- 
"ílo  indispensahle  para  que  pueda  imponer*"-,  la  pena  d&- 
"terminada  en  los  diferentes  números  dei  artículo  qui- 
"nientos  treinta  y  ocho  del  Código  Penal,  que  el  valor 
"<le  la  cosa  hurtada  exceda  de  cincuenta  pesos  (fiEty 
"dollars).  I'lstos  cincuenta  pctMis  deben  entenderse,  y  en 
"efecto  se  entienden,  en  moneda  americana.  Kesultan- 
"do  probado,  que  cada  uno  de  los  bueyes  hurtados  fué 
"tasado  en  doscientas  sesenta  y  dos  y  media  pesetas  en 
"plata  española,  es  evidente  que  ei  valor  de  lo  hurtado 
"en  cada  uno  de  los  delitos  realizados  no  llega  á  cin- 
"cuenta  pesos  moneda  americana,  ni  aún  siquiera  en  oro 
"español,  puesto  que  doscientas  sesenta  y  dos  y  media 
"poetas  son  cincuenta  y  dos  pesos,  cincuenta  y  dos  cen- 
"tavos  en  plata  española,  y  esta  cantidad  ai  tipo  corrien- 
"te  del  ciento  treinta  y  cinco  por  ciento,  equivale  á  la 
"de  treinta  y  ocho  pesos,  ochenta  y  ocho  centavo^i  en  mo- 
"neda  americana,  y  dada  la  relación  existente  entre  la 
"plata  española  y  el  oro  español,  no  llega  á  cuarenta  y 
"dos  pesos  en  monedas  españolas  de  oro.  La  sentencia 
"dictada  al  aplicar  i  hurtos  por  cantidad  inferior  á  cin- 
"euenta  pesos,  disposiciones  cuya  aplicación  solo  puede 
"tener  lugar  cuando  se  trata  de  hurtos  por  cantidad  su- 
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"perior  á  la  expresada,  infringe  lo  dispuesto  en  la  Or- 
"den  doecientoB  cuarenta,  serie  de  mil  novecientos  uno  y 
"en  el  párrafo  treinta  y  cuatro  del  articulo  cuarenta  y 
"uno  de  la  doscientos  trece,  serie  de  mil  novecienlos, 
"puesto  que  impone  pena  superior  á  la  que  correspon- 
"de  á  los  hechos  punibles  realizados". 

Resultando  que  admitido  dicho  recurso  por  infrac- 
ción de  ley  y  sustanciado  en  forma  ante  este  Supremo 
Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública  del  mismo  el  dia 
siete  de  Octubre  en  la  que  informaron  el  defensor  del 
recurrente  y  el  Ministerio  fiscal. 
Decisión  del  beourso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Gis- 
pert. 

Considerando  que  para  que  dos  ó  más  actos  puni- 
bles constituyan  un  solo  delito,  y  deje  en  este  caso  de  te- 
ner aplicación  e!  artículo  ochenta  y  fcis  del  Códi^  Pe- 
nal, no  basta  que  una  sola  haya  sido  la  intención  do- 
losa del  agente,  ni  un  solo  fin  el  que  se  propusiera,  ni 
que  una  misma  disposición  penal  resulte  infringida,  sino 
que  es  adentás  necesario  que  á  esos  elementos  correspon- 
dan las  circunstancias  de  las  personafl  y  de  las  cosas,  del 
tiempo  y  del  lugar,  como  otras  tantas  manifestacioneri 
e.ftemas  del  delito,  á  que  principalmente  hay  que  aten- 
der para  su  más  acertada  calificación. 

Considerando  que  en  este  concepto,  pertenefiendo 
los  bueyes  de  que  se  trata,  uno  á  Charles  Cost  y  el  otro  í 
Santiago  Santana,  que  los  tenían  en  distintas  fincas  ' 
rústicas,  de  donde  fueron  aquéllos  sustraídos,  no  confi- 
tando el  espacio  de  tiempo  que  necesariamente  hubo  de 
trascurrir  entre  uno  y  otro  acto  de  apoderamienlo,  ha- 
biéndose realizado  ambos  en  el  transcurrido  desde  la  tar- 
de del  veinte  y  tres  de  Diciembre  á  la  mañana  del  si- 
guiente día,  es  evidente  que  tales  circunstancias  no  co- 
rresponden á  la  unidad  de  intención  y  propósito  que  im- 
pulsaran al  procesado  Pastor  Veliz  á  la  realización  d''. 
dichos  apoderamientos  y  por  tanto  no  es  dable  añmisr 
que  ios  hechos  declarados  probados  constituyan  un  solo 
delito  de  hurto,  y  no  dos  distintos,  aunque  relacionados 
entre  sí. 

Considerando  que  la  especie  metálica  oro  es  la  baw 
6  patrón  de  la  moneda  circulante  que  vino  rigiendo  en 
esta  Isla  hasta  que  cesó  en  ella  la  soberanía  española, 
conforme  al  articulo  treinta  y  uno  de  la  I^ey  de  rresn- 
puestos  de  mü  ochocientos  noventa  y  dos,  reatableciiio 
en  todo  sil  vigor    por  el  artículo  diez  del  Estatuto  Co- 
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lonial  de  Preflupuestos  de  mil  ochocientos  noventA  y  ' 
ocho,  y  no  derogado  expresamente  por  diRposicioDes  pos- 
teriorea;  y  en  tal  virtud,  en  la  mencionada  especie  de  oi-o 
español  han  de  entenderse  las  cantidades  á  qué  se  re- 
fiere el  articulo  {juinientos  treinta  y  seis  del  Códi^  Pe- 
nal y  la  Orden  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientoí. 
imo  paraieatimar  la  coinpeteneia  y  penalidad  respecto 
á  loB  delitos  de  hurto. 

Considerando  que  las  monedas  de  plata  española 
circulantes  en  esta  Isla  no  tienen  igual  valor  que  lus 
de  oro,  siendo  por  el  contrario  notoriamente  inferior 
el  de  las  primeras  que  el  de  las  segundas,  ya  se  atienda 
í  la  diferencia  que  entre  unas  y  otras  se  advierte  de  un 
modo  general  y  c-onstante  en  laa  tranaaccionee  y  usos  de! 
comercio  en  general,  ya  á  la  que  de  un  modo  permanen- 
te  quedó  establecida  en  las  Ordenes  número  dos  de  nii( 
ochocientos  noventa  y  nueve  y  ciento  noventa  y  tres  de 
mil  novecientos  uno  del  Gobierno  Interventor,  al  lí.iar 
el  valor  del  centén  y  del  luis,  aaí  como  del  peso  y  la  pe- 
seta plata  española,  para  determinados  fines  de  carácter 
oficial,  y  aún  para  los  efectos  del  pago  en  general,  cuan- 
do éste  se  verifica  en  oro  americano,  habiéndose  estipu- 
lado en  las  especies  de  oro  6  plata  española;  v  en  este 
concepto  dada  la  expresada  deficiencia  de  valor  entre 
una  y  otra  clase  de  monedas  y  lo  expuesto  en  el  fundu- 
mento  anterior,  no  es  dable  afirmar  que  la  cantidad  de 
doscientas  sesenta  y  dos  y  media  pesetas  en  plata  espii- 
ñola  en  que  aparecen  justipreeiadoe  cada  uno  de  los  bue- 
yes sustraídos,  exceda  de  las  de  doscientas  cincuenta 
pesetas  y  cincuenta  pesos  que  respectivamente  wñalaii 
las  disposiciones  penales  que  se  dejan  citadas. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas,  es 
procedente  estimar  que  los  hechos  declarados  probados 
revisten  caracteres  de  dos  delitos  distintos  de  hurto  de 
animales,  por  valor  que  no  excede  de  cincuenta  pesos 
cada  uno,  comprendido  en  el  número  treinta  y  cuatro 
del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doscientos  tre- 
■  ce  de  mil  novecientos,  cuyo  conocimiento  corresponde  al 
Juez  Correccional,  conforme  á  dicha  Orden  y  la  doscien- 
tos cuarenta  de  mil  novecientos  uno. 

Considerando,  por  tanto,  que  no  habiéndose  ajus- 
tado á  esta  calificación  ei  Tribunal  sentenciador,  al  es- 
timar los  hechos  procesales  como  constitutivos  del  deli- 
to de  hurto  cnalifieado  de  animales,  penado  en  el  caso 
segundo  del  articnio  quinientos  treinta  y  ocho  de!  Có- 
digo, ha  incidido  en  los  errores  de  derecho  que  ee  so- 


DigilizedbvCoO^^IC 


ñal»n,  é  infringido  las  el  i  aposiciones  legales  cítelas  en 
los  (los  motivos  del  presente  recurso,  que  debe  ser  por 
ello,  declarado  con  lugar. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  infrat-- 
ción  de  lev,  y  en  su  consecueacia  casamos  y  anulamos 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río, 
el  nueve  de  Abril  del  corriente  año,  en  la  mencii>nada 
causa,  con  las  costas  de  oficio. — Así  por  esta  nuestra 
sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Antonio  Pií'hardo. — Luis  Gastón. — Ambrosio  R. 
Morales. — José  AI.*  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 

Segunda  sentencia. — í-'"  '«  míímo/ec/io  die/6  el    Tribunai 

nueim  «eiitenein  en  lo»  liguieníe*  término»: 

Reproduciendo  todos  los  resultandos  de  la  senten- 
cia (-asada: 

ReprodiKiieiido  asimismo  el  tercero,  cuarto  y  quin- 
to eonsiiterandos  de  la  anterior  sentencia  de  casación: 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  al 
procesado  Pastor  Veliz  y  Suárez  (a)  Pelón,  por  no 
constituir  los  hechos  investigados  los  delitos  por  que  se 
le  acusa  en  esta  causa,  ni  otro  alguno  de  que  deba  co- 
nocer la  Audiencia,  con  las  costas  de  oficio ;  remita.se  el 
sumario  al  Juez  f'orreccional  correspondiente,  con  cer- 
tificación del  encabezamiento  y  parte  dispositiva  de  esta 
resolución  para  lo  que  proceda;  y  apareciendo  que  di- 
cho procesado  se  encuentra  preso  por  esta  causa,  se  de- 
creta su  libertad,  librándose  para  que  se  lleve  á  efecto, 
si  no  lo  estuviese  también  por  otro  motivo,  orden  tele- 
gráfica á  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río.— Asi  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— José  Antonio  Pichardo.^Luis  Gastón. — Am- 
brosio R.  Morales. — .losé  M.*  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 

Inf.  1^.— Sent.  1S5.— 24  de  Octubre,— Atentado,  (tiac., 
Junio  is,  1904. ) 

DOCTRINA:  El  delito  de  atentado  «iste  no 
(iilo  ruando  iK  Hcmete  ó  iniiniida  á  ta  autori- 
dad, ainn  también  á  las  corporacionea  y  funcioiiii- 
río4  públicos  para  impedirle!  el  libre  ejercicio  de 
las  funciimei  de  su  cargo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  i  veinte  y  cuatro  de 
Octubre  de  mil  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  ca- 
nción por  infración  de  ley.  interpuesto  por  el  Miniate- 
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río  ñBcal  en  la  causs  seguida  ante  la  Secicón  segunda 
lie  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
contra  Justo  Rodríguez  Castellanos,  Guardia  Munici- 
pal, cuyo  domicilio  no  se  expresa,  por  los  delitos  de  de- 
sorden público,  amenazas  y  desobediencia. 
Hiicnos  PBOBADOs: 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  la  cansa 
expresada  en  veinte  y  nueve  de  Julio  del  presenta  año,  po 
consignan  los  hechos  en  el  resultando  que  á  continua- 
ción se  transcribe:  "Resultando  probado:  que  en  veinte 
",v  cinco  de  Abril  frltimo  como  á  las  seis  de  la  mañana  al 
"verificarse  en  el  pueblo  de  Caraballo  una  reunión  que 
"tenía  por  objeto  efectuar  las  elecciones  escolares  en  el 
"colegio  número  uno,  estando  presidida  la  mesa  electo- 
ral por  D.  Ramón  Méndez  y  actuando  como  Secretario 
"D.  Bernardo  Alfonso,  se  presentó  un  grupo  tumultno- 
"eo  en  la  puerta  del  local  á  cuyo  frente  iba  el  procoeado, 
"vestido  con  el  uniforme  de  Guardia  Municipal,  y  ar- 
"mado;  y  entrando  en  el  local  dijo,  que  suspendía  las 
"elecciones  y  dirigiéndose  al  Secretario  con  el  machete 
"desenvainado,  le  dijo :  que  lo  iba  á  hacer  dos  trozos,  si- 
"tuítndose  después  en  la  puerta  del  local  impidió  entra- 
"sen  los  electores,  dando  un  empujón  al  pardo  Leocadio 
"Búlanos  que  trató  de  entrar,  no  continuando  el  acto 
"hasta  que  llegó  el  Juez  Municipal,  el  cual  detuvo  al 
"procesado  con  auritio  de  la  Guardia  Rural." 
Resolución  bbcdhhida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  esos 
hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  amenazas  de  pa- 
labra é.  un  funcionario  público  en  su  presencia  compren- 
*  dido  en  el  artículo  doscientos  sesenta  y  seis  en  relación 
con  el  cuatrocientos  doce  del  Código  Penal  y  otro  de 
desorden  público  comprendido  en  el  artículo  doscientos 
sesenta  y  siete  del  Código  Penal  modificado  por  la  Or- 
den número  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  reali- 
zados ambos  delitos  en  un  solo  acto ;  estimó  que  era  res- 
ponsable de  los  miemos  en  concepto  de  autor  por  parti- 
cipación directa  el  procesado  Rodríguez  Castellanos  y 
que  no  habiendo  concurrido  circunstancias  modificati- 
vas de  responsabilidad  penal,  debía  condenarlo,  como 
Ifi  condenó,  á  la  pena  de  cuatro  meses  y  un  día  de  arres- 
to mayor,  con  las  accesorias  que  estimó  del  caso  y  al  pa- 
go de  las  costas. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Resaltando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
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puse  el  MÍDisterio  ñscal  recureo  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  autorizado,  según  dice,  por  los  articulod 
cchoeientoa  cuarenta  y  siete,  ochocientos  cnarenta  j 
ocho,  número  segundo;  ochocientos  cuarenta  y  nueve, 
número  tercero  y  ochocientos  cincuenta  y  cuatro  de  la 
vijícnte  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  según  la  Or- 
den noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
citando  como  infringidas  por  falta  de  aplicación  las 
lioyes  siguientes:  "el  artículo  doscientos  cincuenta  y 
"ocho,  caso  primero  en  relación  con  el  doscientos  cuarenta 
"y  cinco,  casos  primero  y  segundo  y  el  doscientos  cin- 
'"cuenta  y  nueve,  párafos  primero  y  segundo,  todos  del 
"Código  Penal,  modificado  el  último  por  la  Orden  do&- 
"cientoB  veinte  y  cinco  del  novecientos  uno  del  Gobierno 
"Interventor;  por  aplicación  indebida  el  artículo  dos- 
"eientos  sesenta  y  seis,  cuatrocientos  doce  del  Có- 
''digo  Penal  y  el  doscientos  sesenta  siete  del  mis- 
"mo  Código,  modificado  por  la  Orden  doscien- 
"cientos  trece  del  novecientos  tres,  siendo  infrin- 
"gidas  en  el  concepto  siguiente:  Declara  probado  la 
"sentencia  que  al  verificarse  en  Caraballo  uila  reunión 
"cuyo  objeto  era  efectuar  las  elecciones  escolares  en  ei 
''colegio  número  uno,  estando  presidida  la  mesa  electo- 
"ral  por  D.  Ramón  Méndez  y  actuando  de  Secretario 
"D.  Bernardo  Alfonso,  se  presentó  á  la  puerta  del  local 
"un  grupo  tumultuoso  á  cuyo  frente  iba  el  procesado 
"vistiendo  el  uniforme  de  Guardia  Municipal  con  sus 
"armas,  quien  entrando  en  el  local  dijo  que  suspendía 
"Jas  elecciones  y  dirigiéndose  al  Secretario  con  el  ma- 
"chete  desenvainado,  !e  dijo  que  lo  iba  á  hacer  dos  tro- 
'"zos,  se  situó  después  en  la  puerta  é  impidió  entrasen  • 
"los  electores,  dando  un  empujón  al  pardo  Leocadio 
"Bolaños  que  trató  de  entrar,  no  continuando  el  acto 
''hasta  que  llegó  el  Juez  Municipal,  quien  detuvo  al 
"procesado  con  auxilio  de  la  Guardia  Rural  En  la 
"sentencia  se  declara  después  que  esos  hechos  conatitu- 
"yen  un  delito  de  amenazas  de  palabra  á  un  funcionario 
"público  en  su  presencia,  y  estima  como  tal  al  Secreta- 
"rio  de  la  mesa  electoral,  delito  del  ari;ícu]o  doscientos 
"sesenta  y  seis  en  relación  con  el  doscientos  doce  del 
"Código  Penal  y  un  delito  de  desorden  público  del  ar- 
"tículo  doscientos  sesenta  y  siete  del  Código  Penal,  mo- 
"dificado  por  la  Orden  doscientos  trece  del  novecientos, 
"ambos  realizados  en  un  solo  acto,  y  entieride  que  no  es 
"dable  estimar  la  comisión  del  delito  de  atentado  á  la 
"Autoridad,  calificado  por  este  Ministerio,  porque  la 
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"persona  amenazada  que  lo  era  el  Secretario  de  ía  mesa 
"electoral  no  puede  eatiinarse  autoridad  ni  por  al  ni 
"como  individuo  de  la  Corporación  de  que  formaba 
"parte  por  no  tener  jurisdicción  propia  los  cargos  de 
"que  se  trata.  Olvidó  el  Tribunal  sentenciador  el  tejcti 
'■'de  la  Ijey,  de  los  artículoa  citados  al  calificar  el  delito. 
"El  articulo  ^ioscientos  cincuenta  y  ocho  del  Códiso 
"Penal  en  su  párrafo  primero  no  requiere  que  se  trate 
"de  Autoriiiad  como  la  Sala  lo  ha  entendido,  dice  que 
"cometen  el  delito  de  atentado  loa  que  sin  ailzarae  públi- 
"camente  emplean  fuerza  6  intimidación  para  algunos 
"de  los  objetos  señalados  en  los  delitos  de  rebelión  6  se- 
"dición.  ■  Hay,  pues,  que  relacionar  este  articulo  con  el 
"doscientos  cincuenta  y  cuatro,  párrafo  primero  y  casos 
"primero  y  seRrmdo  en  el  párrafo  citado  se  define  el  de- 
^lito  de  sedición  y  en  loa  casos  primero  y  segundo  se  di- 
"ce,  que  se  comete  el  delito  cuando  el  objeto  del  aedicio- 
"so  es  impedir  la  libre  celebración  de  las  .elecciones  po- 
"pulares  (caso  primero)  ó  impedir  á  cualquier  Autori- 
"dad.  Corporación  oficial  6  funcionario  público,  el  libre 
"ejercicio  de  sus  funciones,  etc.,  (caso  segundo).  Como 
"se  ve  la  Sala  declara  probados  cuantos  hechos  integran 
"ese  delito  especial  de  atentado  por  sedición,  pues  que 
"dice  que  estaba  reunida  la  mesa  electoral,  que  se  celebra- 
"ban  elecciones  escolares,  que  el  procesado  se  presentó 
'"en  el  colegió  al  frente  de  un  grupo  tumultuoso,  que  es 
"guardia  municipal,  que  amenazó  con  sus  armas  á  uno 
"de  los  dos  que  formaban  la  mesa,  á  quien  ie.  Sala  con- 
"sidera  funcionario  público,  con  lo  que  es  innegable  que 
'"hubo  la  fuerza  é  intimidación  de  que  habla  el  artículo 
"doscientos  cincuenta  y  ocho,  caso  primero,  que  impidió 
"que  continuaran  las  elecciones,  las  que  se  suspendieron 
''hasta  que  llegado  el  Juez  Municipal  hizo  que  continua- 
"ran  mediante  la  detención  del  procesado,  con  lo  que  se 
"acepta  que  se  realizaran  los  hechos  que  integran  el  de- 
"lito  del  articulo  doscientos  cuarenta  y  cinco,  casos  pri- 
"raero  y  segundo,  penado  por  el  doscientos  cincuenta  y 
"nueve,  casos  primero  y  segundo.  Y  no  obsta  para  que 
'la  calificación  de  atentado  por  sedición  de  los  artículos 
"que  cito  como  infringidos  sean  los  aplicables,  el  hecho 
"de  que  la  Sala  no  consiedre  autoridad  á  la  mesa,  pues- 
"to  que  la  ley  no  exige  para  que  el  delito  se  realice,  que 
"sfe  haya  tratado  de  impedir  á  una  autoridad  el  libre 
"ejercicio  de  sus  funciones,  sino  que  basta,  según  la  letra 
"de  ella,  que  á  quien  se  coarte  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
"ciones  sea  Corporación  oficial  ó  funcionario  público, 
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"v  la  Sala,  no  obstante  su  error  de  derecho,  acepta  que 

"el  Secretario  es  un  funcionario  público  y  ifue  la  mesa 
"electoral  ea  una  corporación.  Los  actos  realizadra  por 
"el  procesado  ae  dirigieron  todos,  como  la  Sala  lo  reco- 
"noce,  á  impedir  que  se  efectuaran  unas  elecciones  po- 
''pulares,  á  impedir  á  la  mesa  electoral,  que  es  una  cor- 
"l>oración  oficial,  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones  y 
"reconociéndolo  as!  la  Sala,  claro  es  que  no  se  trató  de 
"un  simple  delito  de  desorden  público  y  de  injurias  ¿ 
"un  funcionario  público,  como  se  pretende  en  la  aenten- 
"cia  y  que  han  sido  indebidamente  aplicados  los  articu- 
"los  doscientos  sesenta  y  seis  y  doscientos  sesenta  y  siete 
"del  Código  Penal,  modificado  el  último  por  la  Orden 
"doscientos  trece  del  novecientos,  pues  que  ia  intención 
"del  agente  no  fué  turbar  el  orden  público  ni  injuriar 
"al  funcionario,  sino  realizar  como  realizó  el  delito  que 
'■prevée  el  articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho,  caso 
"primero,  en  relación  con  el  doscientos  cuarenta  y  cinco, 
"casos  primero  y  segundo,  y  penados  por  el  doscientos 
"cincuenta  y  nueve,  casos  primero  y  segundo,  todos  del 
"Código  Penal,  modificado  el  último  por  la  Orden  dos- 
"cientoB  veinte  y  cinco  del  novecientos  uno  del  Gobierno 
"Militar." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  TribunaJ,  se  celebró  la  vista  pública 
el  día  trece  del  actual  con  asistencia  solo  del  Ministerio 
fiscal,  que  sostuvo  su  procedencia. 

DeOISIÓK   PEL  BECtlRSO : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 

Considerando  que  establecido  como  hecho  probado 
en  la  sentencia  recurrida,  que  al  verificarse  en  el  pueblo 
ele  Caraballo  una  reunión  que  tenia  por  objeto  efectuar 
íbs  eleciones  escolares,  estando  presidida  la  meüa  electo- 
ra) por  D.  Ramón  Méndez  y  actuando  como  Secretario 
I>.  Bernardo  Alfonsti,  se  presentó  un  grupo  tumultuoso 
€ü  la  puerta  del  locaJ,  á  cuyo  frente  iba  el  proceaado, 
vestido  con  el  uniforme  de  Guardia  Municipal  y  arma- 
do; y  entrando  en  el  local,  dijo  que  suspendía  las  elec- 
ciones; y  dirigiéndose  al  Secretario  con  el  machete  de- 
senvainado le  dijo :  qi«i  lo  iba  á  hacer  dos  trozos,  sitúan- 
dose  después  en  la  puerta  del  local  imDidió  entrar  -los 
electores,  dando  un  empujón  al  pardo  Leocadio  Boiañoí 
qne  trató  de  entrar,  no  continuando  el  acto  hasta  que 
llegó  el  Juez  Municipal,  el  cual  detuvo  al  procesado  oon 
auxilio  de  la  Guardia  Bural,  ea  forzoso  calificar  tale? 
hedios  como  constitutiTos  del  detito  de  atentado  que 
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define  el  artículo  doscientos  cincuenta  y'  ocho,  caao  pri- 
mero, en  relación  con  el  doscientoa  cuarenta  y  cinco,  ca- 
sos primero  y  segundo  y  pena  el  doscientos  cincuenta  y 
nueve,  párrafos  •primero  y  segundo,  todos  del  Código 
Penal,  modificado  este  último  por  la  Orden  número 
doscientos  veinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  sin  que 
cbste  para  tal  calificación,  el  fundamento  que  sirvió  de 
base  á  la  Sala  eentcncia<lora  para  juzgar  los  hechos 
constitutivos  de  otros  delitos,  el  cual  fué,  que  el  Secre- 
tario de  la  Junta  electoral  no  podía  estimarse  Autoridad 
ni  por  sí,  ni  como  individuo  de  la  Corporación  de  que 
fitrraaba  part«,  por  no  tener  jurisdición  propia  en  el 
cargo  de  que  se  trata;  porque  el  delito  de  at«ntado  exis- 
te según  las  disposiciones  citadas,  no  solo  cuando  se 
acomete  ó  se  intimida  ¿  la  Autoridad,  sino  también  á  las 
corporaciones  y  funcionarios  públicos  y  es  indudable,  y 
aeí  lo  reconoce  el  Tribunal  a  quo  en  el  primer  conside- 
rando de  la  sentencia  recurrida,  que  el  Secretario  de  la 
Junta  Escolar  era  un  funcionario  púbtico-que  se  hallaba 
o:i  el  ejercicio  de  sus  funciones  en  el  momento  en  que 
ioF  hechos  se  produjeron. 

Considerando  que  por  no  ajustarse  á  este  criterio  Id 
Sala  sentenciadora  y  calificar  los  hechos  en  la  forma  que 
aparecen  en  la  sentencia  recurrida,  ha  infringido  las  le- 
yes que  se  citan  en  el  recurso,  incidiendo  en  los  errores 
de  derecho  que  se  le  atribuyen,  siendo  por  ello  proceden- 
te la  casación  de  la  sentencia. 

Fallíamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  lie  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  la  causa  referida,  la  cual  sentencia  casamos  y 
tinulamos  con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  (;tc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia   lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.'  Gispert. — J, 
M.  AguiíTC. 
Ségnnda  sénténoa. — En  la  mitmafedia  dictó  el  Tr^unal 

nuera  lenteneia  en  lo»  giguiente»  término»'. 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada  así  como  el  tercero  y  cuarto  de  aus  consi- 
derandos. 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
bados constituj-en  un  delito  de  atentado,  definido  en  el 
articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho,  caso  primero,  en 
relación  con  el  doscientos  cuarenta  y  cinco,  caso  primero 


DigilizedbvGoO^^IC 


y  segundo,  y  penado  en  el  doscientos  cincuenta  y  nueve, 
))árrafos  primero  y  segundo,  todos  del  Código  Penal, 

modificado  este  último  por  la  Orden  número  doscientos 
vííinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  por  cuanto  el 
))rocesado  que  era  guardia  municipal  y  por  consecuen- 
cia, funcionario  público,  sin  alzarse  públicamente;  pero 
yendo  armado,  ee  puso  ai  frente  de  un  grupo  tumultuoso 
y  penetró  en  el  local  en  que  se  verificaban  las  elecciones 
escolares,  impidiendo  por  medio  de  la  intimidación  que 
produjo  su  presencia,  con  UQ  machete  desenvainado  en 
La  mano  y  ¡as  frases  de  lo  voy  á  hacer  dos  trozos  que  di- 
rigió al  Secretario  de  la  Junta  Escolar,  que  las  eleccio- 
nes continuaran  durante  algún  tiempo,  impidiendo  asi 
también  el  libre  ejercicio  de  las  funciones  de  su  cargo 
que  en  esos  momentos  desempeñaba  el  Secretario  que 
era  un  funcionario  público. 

Considerando  que  del  delito  definido  es  responsa- 
ble en  concepto  de  autor  el  procesado  Justo  Hodrfguez 
Castellanos  por  haber  intervenido  directamente  en  sn 
ejecución. 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Justo  Rodríguez  Castellanos  por  un  delito  de 
alentado  á  la  pena  de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día  de 
piisión  correccional,  con  las  accesorias  de  suspensión 
de  todo  cargo  y  del  derecho  de  sufragio,  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y  al  pago  de  las  costas,  sirviéndole 
de  abono  para  el  cumplimiento  de  la  pena  impuesta,  la 
totalidad  del  tiempo  que  hubiere  sufrido  de  prisión  pro- 
visional por  esta  causa.  Así  por  esta  nuestra  sentencia 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.. — José  Anto- 
nio Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambrosio  B,  Morales. — 
José  M.*  Gispert. — J.  M,  Aguirre. 


Inf.  loy.— Sent.  186,  -  26  de  Octubre. —Apertura  del  jui- 
do.  (í>'oc.,  Junio  IS,  190^.) 

I>OCTKINA:  El  Tribnoal  qoe  conocí  de  ana 
causa  no  puede  prescindir  de  abrir  el  juicio  cuan- 
do lo  Boliciten  las  partes  acuiadorai.  á  menoH  que 
el  becbo  de  que  bc  trate  uo  revista  caracteres  de 
delito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  seis  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fis- 
cal contra  el  auto  de  sobreseimiento  libre  dictado  por  la 
Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Au- 
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djeacia  de  la  Habana  en  la  causa  seguida  por  estafa  do- 
nuDciada  por  Antonio  Mencia: 

Heaultando  que  el  expresado  auto,  dictado  en  trein- 
ta y.  uno  de  Julio  último,  contiene  loe  resultandos  3Í- 
goientes: 
Antecedentes: 

"Resultando  que  en  esta  causa  ni\mero  trescientos 
'sesenta  de  este  año,  procedente  del  Juzgado  de  instruc- 
'ción  del  Esto,  se  confirmó  el  auto  de  terminación  del 
'sumario  y  dada  vista  al  Ministerio  fiscal  la  devuelve 
'formulando  como  proviaionales  las  siguientes  con- 
'eiusiones:  Primera:  El  veinte  y  seis  de  Julio  de  mil 
'novecientos  uno,  ante  el  Notario  Francisco  Castro  otor- 
'garon  escritura  pública  Juan  Sánchez,  Antonio  Men- 
'cia  y  Nicolás  Merino,  por  la  cual  el  segundo  compró 
'al  primero  un  establecimiento  situado  en  una  acceso- 
"ria  de  la  calle  de  Oficios  noventa  y  cuatro,  aparecien- 
'do  del  mismo  instrumento  que  el  comprador  recibió 
'del  otro  compareciente,  ó  sea  de  Nicolás  Merino,  en 
'calidad  de  préstamo,  la  suma  de  mil  sesenta  pesos,  con 
'el  interés  de  uno  y  medio  mensual,  dejando  afecto  en 
'garantía  del  pago  el  citado  establecimiento. — De  esta 
'escritura  se  expidió  primera  copia  para  el  comprador 
'Mencia  á  quien  se  entregó. — En  veinte  y  siete  de  Fe- 
"brero  del  año  actual,  Nicolás  Merino  para  sustraer  y 
'apoderarse  de  ese  documento  escribió  una  carta  á  José 
'tlonzález,  dependiente  de  Merteia,  pidiéndole  la  escri- 
'tura  para  verla,  agregando  á  la  carta  la  siguiente  no- 
'ta:  Te  devolveré  la  escritura  tan  pronto  la  haya  visto. 
'I^ejos  de  devolverla  se  la  apropió  entablando  con  ella 
'juicio  ejecutivo  contra  Mencia  en  el  Juzgado  de  pri- 
'mera  instoncia  del  Centro,  de  esta  capital,  y  que  se  en- 
'ouentra  actualmente  en  grado  de  apelación  en  la  Hala 
'de  lo  Civil  de  esta  Audiencia,  causando  con  ello  al  de- 
'nunciante  á  la  vez  que  la  coacción  de  obligarle  á  faci- 
'Titar  contra  si  mismo  el  documento  inicial  de  la  eje- 
'eucióa,  el  perjuicio  de  desposeerle  y  privarle  injusta- 
'mente  del  título  de  dominio  del  establecí  miento  de  su 
'propiedad,  cuya  detentación  por  el  acusado,  mediante 
'una  sustracción  que  lejos  de  perder  el  carácter  de  tal, 
'por  lo  astuciosa,  implica  mayor  gravedad,  cedió  evi- 
'dentemente  en  beneficio  de  llerino,  quien  no  sólo  lu- 
'cró  con  el  ahorro  del  importe  de  los  derechos  notaria- 
'les  de  expedición  del  testimonio  de  escritura  que  para 
'el  ejercicio  de  sus  acciones  hubiera  debido  obtener,  pro- 
'cediendo  correctamente,  sino  que  además,  por  medio 
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-'engañoso,  reprobable  y  á  todas  luces  ilícito,  logró  enta- 
"blar  el  pleito  antes  del  tiempo  más  6  menos  largo  que 
"en  realidad  podía  hacerlo. — Segunda:  Los  hechos  na- 
"rrados  en  la  anterior  conclusión  son  constitutivos  de 
"un  delito  de  estafa,  previsto  y  penado  por  el  artículo 
"quinientos  cincuenta  y  nueve,  caso  noveno,  párrafo  se- 
"gundo  del  Código  Penal. — Tercera:  Es  responsable 
"de  ecte  delito  en  concepto  de  autor  por  participación 
"directa  ol  aciieado  Nicolás  Merino. — Coarta :  No  son 
"de  apreciarse  circunstancias  modificativas  de  respoiisa- 
"bitidad  penal,— Quinta :  La  pena  que  debe  imponerse 
"al  acusado  es,  de  mil  quinientas  pesetas  de  multa  con 
"apremio  personal  en  su  caso,  á  razón  de  doce  y  media 
"pesetas  por  día  y  costas,  con  abono  de  la  preventiva. — 
"Responsabilidad  civil;  Primero:  El  Fiscal  aprecia 
"en  la  cantidad  de  doscientos  pesos  los  perjuicios  cau- 
"sados  á  Mencia  conla  pérdida  de  la  escritura  de  refe-  . 
"rencia, — Segundo:  El  acusado  debe  ser  condenado 
"á  indemnizar  esa  suma  á  Mencia,  á  qnien  habrá  de  res- 
"tituírsele  el  testimonio  de  escritura  de  su  propiedad 
"que  le  fué  sustraído: — Resultando  que  de  la  instru- 
"eión  sumarial  aparece : — A :  que  por  escritura  de  veinte 
"y  seis  de  Julio  de  mil  novecientos  uno  ante  el  Notario 
"Pranciaeo  de  Castro,  vendió  Juan  Sánchez  Oalán  la 
"bodega  situada  en  la  calle  de  los  Oficios  número  noven- 
"ta  y  cuatro,  accesoria,  á  Antonio  Mencia,  quien,  por 
"la  cláusula  quinta  declaró  haber  recibido  de  Nicolás 
"3ferino  en  préstamo  para  adquirir  la  bodega  la  can- 
"tidad  de  mil  sesenta  pesos  en  oro  español  al  interés  del 
"imo  y  medio  por  ciento  mensnal:  que  Nicolás  Merino 
"estableció  demanda  ejecutiva  contra  Antonio  Mencia 
"en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Centro  en  co- 
"bro  de  trescientos  diez  y  ocho  pesos  en  oro,  intereses 
"del  préstamo  y  en  é!,  en  el  período  de  prueba,  fué  ci- 
"tado  por  dos  veces  el  demandado  para  contestar  un 
"pliego  de  posiciones  de!  actor,  y  no  compareció,  por  lo 
"cual  ae  agregó  el  pliego  á  los  autos  con  la  reserva  co- 
"rrcspondiente  respecto  á  la  declaratoria  de  confeso, 
"siendo  las  preguntas  segunda  y  quinta  como  siguen: 
"Segundo:  Confiese  como  es  cierto  que  e!  préstamo 
"concertado  en  dicha  escritura  de  veinte  y  seis  de  Ju- 
"lio  de  mil  novecientos  uno,  en  la  cual  se  convino  par- 
"ticularmente  entre  los  otorgantes  de  la  misma,  sacar 
"sólo  una  copia  que  habría  de  quedar  en  poder  de  D. 
"Nicolás  Merino  en  garantía  de  su  derecho  y  para  los 
"usos  que  á  bien  tuviese  y  que  había  de  ser  la  que  se  ex- 
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"pidiese  para  el  absolvente,  lo  fué  por  )a  cantidad  de  mil 
"aesenta  pesos  en  oro  que  había  de  devengar  el  iaterés 
"del  uno  por  ciento  anual,— Quinto :  Confiese  como  es 
"cierto  que  de  la  escritura  de  veinte  y  seis  de  Julio  de 
"mil  novecientos  uno  antee  mencionada  no  Be  ha  expe- 
"dido  más  que  una  copia  que  fué  para  ol  otorgante  y  la 
"cual  le  fué  entregada  á  I).  Nicolás  Merino  á  virtud 
"del  convenio  á  qué  ae  alude  en  la  segunda  pregunta 
"que  en  los  aludidos  autos  certificó  el  Notario  Francisco 
"de  Castro  haber  expedido  primera  copia  de  Í«  eecritu- 
"ra  de  veinte  y  seis  de  Julio  de  mil  novecientos  uno 
"para  el  comprador  y  que  en  tres  de  Junio  del  año  ac- 
"tual  se  dictó  sentencia  mandando  seguir  adelante  la 
"ejecución  contra  Antonio  Mencia  hasta  pagar  á  Nicolád 
"Merino  trescientos  diez  y  ocho  pesos,  sus  intereses  le- 
"gales  y  costas  causadas  y  que  se  causasen.  B :  que  lo 
"cansa  se  formó  por  denunciar  el  indicado  Antonio  Men" 
"cía  que  él,  Juan  Sánchez  Galán  y  Xicolás  Merino  otor- 
"garon  ante  Notario  una  escritura  de  la  que  se  le  expi- 
"dió  la  primera  copia  que  le  pertenecía,  la  cual  copia  te- 
"nia  guardada,  y  que  el  acusado  con  astucia  la  sustrajo 
"de  poder  de  su  dependiente  José  González  para  con  di- 
"cho  documento  causarle  perjuicio,  estableciéndole  un 
"juicio  ejecutivo  ante  el  Juzgado  del  Centro. — 0:  que 
"al  declarar  dicho  denunciante  agregó  que  el  acusado 
"Merino  pidió  el  testimonio  de  la  escritura  por  una  car- 
"ta  a!  dependiente  José  González  en  ia  que  le  ofrecía  de- 
"volverlo. — D:  que  el  indicado  José  González  declaró 
"que  era  dependiente  del  denunciante,  quien  le  tenía 
"dado  á  guardar  el  repetido  testimonio,  el  cual  docu- 
"mento  entregó  al  acusado  por  habérselo  pedido  para 
"ver  algo  en  él  y  devolvérselo  después,  lo  que  no  cum- 
"plió,  pues  lo  que  hizo  fué  remitirle  al  declarante  una 
"copia  de  aquél". 
Besolución  recüReida: 

Resultando  que  la  Sala  declaró  sin  lugar  la  aper- 
tura del  juicio  oral  solicitada  por  el  Ministerio  ñscal 
y  sobreseyó  libremente  en  la  causa  conforme  al  artículo 
seÍscient<M  treinta  y  siete,  número  segundo  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  fundada  en  que  los  hechos 
que  de  la  instrucción  sumarial  resultan,  no  son  coua- 
■  titutivos  de  delito,  porque  el  acusado  Nicolás  Merino  no 
ocultó  ni  inutilizó  el  documento  de  referencia,  ni  real- 
mente lo  sustrajo,  toda  vez  que  á  él  se  creía  con  derecho, 
y  así  lo  alegó  en  el  juicio  que  siguió  contra  su  acusador, 
quien  fué  condenado  al  pago  en  virtud  de  dicho  título 
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y  además,  el  acreedor  Merino  tenía  eiempre  derecho  & 
una  primera  copia  de  la  escritura,  y  que  los  actos  de 
Merino  no  han  ocasionado  perjuicio  indebido,  como  se 
requiere  para  que  exista  el  delito  acusado,  dado  el  de- 
recho BUBtantivo  ejercitado  por  aquél  y  el  reconoci- 
miento del  mismo,  hecho  por  el  Juez  competente  en 
juicio  ejecutivo,,  en  el  que  todas  las  costas  son  de  car- 
go del  ejecutado  cuando  se  dicta  sentencia  de  remate, 
pudiendo  acordarse  el  sobreseimiento  libre,  según  el 
artículo  seiscieutos  cuarenta  y  cinco  de  la  ley  pnA^esal, 
aún  cuando  se  sostenga  la  acusación: 
Fundamentos  del  hkcdrso  db  casación  : 

Resultando  que  contra  &5te  auto  interpuso  el  Mi- 
nisterio fiscal  el  presente  recurso,  autorizado  por  el 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  caso  cuarto,  en 
relación  con  el  artículo  ocliocientos  cincuenta  y  dos  y 
el  ochocientos  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ix'v  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  citando  como  infringidos  por  in- 
debida aplicación  la  primera  parte  del  articulo  seis- 
cientos cuarenta  y  cinco,  y  los  dos  primeros  incisos 
del  artículo  seiscientos  treinta  y  tres  de  la  ley  proce- 
sal, modificado  el  iiltimo  por  la  Orden  número  cien- 
to nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  en  re- 
lación con  el  segundo  párrafo  del  caso  noveno  del  ar- 
tículo quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Pe- 
nal, por  falta  de  aplicación,  toda  vez  que  los  hechos 
consignados  en  el  auto  recurrido  revisten  Im  caractií- 
res  del  delito  de  estafa,  definido  en  la  última  disposi- 
ción citada,  pues  de  ellos  aparece  que  el  acusado 
obrando  dolosamente  sustrajo  un  documento  ageno  y 
lo  viene  detentando  contra  el  deseo  de  su  dueño,  á 
quien  no  solo  se  ie  ha  obligado  á  facilitar  contra  sí 
mismo  el  título  que  sirvió  para  reclamársele  la  dea- 
da,  sino  además  se  le  ha  privado  injustamente  del 
que  lo  es  justificativo  del  dominio  de  su  establecimien- 
to, causándole  siquiera  en  potencia,  daños  materiales. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
debidamente  en  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  públi- 
ca con  asistencia  sólo  del  Ministerio  fiscal  recurrente, 
que  sostuvo  la  procedencia  de  aquél. 
Decisión  del  beccbso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo seiscientos  cuarenta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjiiicia- 
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miento  Crimioai,  el  Tribanal  que  conoce  de  una  causa 
no  podrá  prescindir  de  la  apertura  del  juicio,  cuando  el 
Ministerio  fiscal  it  la  parte  acusadora  la  solicite,  4  no 
ser  que  proceda  el  sobreseimiento,  coníorme  al  número 
sefíundo  del  artículo  seiscientos  treinta  y  siete;  esto  es, 
cuando  el  hecho  de  que  se  trate  no  sea  constitutivo  de 
delito. 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  adquirido  Ni- 
colás Itíerino  e]  testimonio  de  esL'ritura  á  que  se  reñere 
el  auto  recurrido  y  que  poseía  su  deudor  Mencia,  en  la 
forma  y  modo  en  qué  lo  verificó,  y  utilizarlo  contra 
aquél  en  la  reclamación  judicial  que  le  entabló,  presen- 
ta caracteres  que  pudieran  ser  constitutivos  del  delito 
previsto  en  el  párrafo  segundo  del  número  noveno  del 
artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Pe- 
nal, toda  vez  que  las  condiciones  en  que  esos  hechos  se 
realizaron,  pudieran  dar  lugar  á  que  legalmente  se  esti- 
mara que  hubo  verdadera  sustracción  del  documento 
y  que  con  ella  se  causó  perjuicio  ilegítimo  á  su  posedor 
basta  esa  posibilidad  para  que,  pidiéndolo  el  Ministerio 
fiscal,  el  proceso  continúe,  y  en  él  se  esclarezcan  con  la 
debida  amplitud  las  circunstancias  todas  que  concurrie- 
ron en  los  hechos  para  que  éstos  puedan  ser  calificados 
en  definitiva  como  corresponda,  lo  cual  no  debe  hacer- 
se con  solo  los  datos  que  ofrece  el  sumario  y  que  se  con* 
signan  en  el  auto  contra  que  se  reclama; 

Considerando  que  en  tal  concepto,  al  dictar  dicho 
auto  de  sobreseimiento  el  Tribunal  a  quo,  ha  incurrido 
en  el  error  de  derecho  á  qué  se  refiere  el  artículo  ocho- 
cientos cincuenta  y  dos  de  la  ley  procesal  en  que  se  fun- 
da el  recurso,  infringiendo  las  disposiciones  legales  que 
en  el  mismo  se  citan,  y  dando  por  tanto,  lugar  á  la  ca- 
sación del  auto. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  el  auto  de 
sobreseimiento  libre,  dictado  en  la  causa  á  que  se  ha 
hecho  referencia,  el  cual  auto  casamos  y  anulamos  con 
las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  resolución,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón.  —  Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 

Auto. — Eín  la  mitma  fet^  dictó   ti  Tribunal  d  ñgvier^e 
auto  en  nuiiiuoi6n  del  eaeado: 
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Kesultando  que  en  la  causa  número  treecientoe  se- 
senta del  año  mil  novecientos  tres,  instruida  en  el  Juz- 
gado del  Este  por  estafa,  el  Ministerio  fiscal  solicita 
que  se  abra  el  juicio  oral  formulando  conclusiones  pro- 
visionales en  cuanto  á  Nicolás  Merino,  en  concepto  de 
acusado,  promoviendo  prueba: 

Considerando  que  pudiendo  ser  el  hecho  sobre  que 
versa  la  causa,  constitutivo  de  delito,  procede  conforme 
á  lo  dispuesto  en  loa  artículos  seiscientos  treinta  y  d 
seiscientos  treinta  y  tres  de  ia  Liey  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  modificado  por  la  Orden  número  ciento  nue- 
ve de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  resolver  confor- 
me á  lo  solicitado  por  e!  Ministerio  fiscal: 

Se  abre  el  juicio  oral  en  la  causa,  en  cuanto  á  Ni- 
colás Merino  en  concepto  de  acusado,  y  requiérase  al 
mismo  para  que  en  el  término  improrrogable  de  diez 
dfas,  nombre  representante  y  abogado  defensor,  aper- 
cibido de  que  si  así  no  lo  hiciere  se  le  nombrará  de 
oficio. 

Ijo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo,  —  Luis  Gastón.  —  Am- 
brosio R.  Morales.  —  José  María  Gispert.  —  J.  M. 
Aguirre. 


auíja.— Auto  165,  -  27  de  Octubre. —Booorrento.  (Goc., 

Junio  IS,  190^.) 

DOCTRINA:  Según  tiene  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo  el  recurso  de  caBaciÓQ  por  qucbran- 
tamicato  de  forma  fundado  en  falta  de  cítaciiSn 
■olo  pnede  establecerlo  la  parte  que  no  íué  citada 
7  sin  ninguna  otra. 

Antecedeíjtes: 

Kcfiultando  que  en  la  causa  seguida  por  falsedad 
y  estafa  contra  José  López  Villarino  como  acusado  y  en 
la  que  es  acusador  particular  Gaspar  Villarino,  la  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  dictó  sentencia  definitiva  absolviendo  al 
primero  é  imponiéndose  las  costas  al  segundo  por  ha- 
ber procedido  con  temeridad, 

liECl'RSO  DKNEOADO: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho acusador  particular  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  por  quebrantamiento  de  forma  expresan- 
do que  este  último  lo  autoriza  el  articulo  novecientos 
diez  número  segundo  del  novecientos  once  y  hub  con- 
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eordantes  de  la  Ley  áe  Enjuiciamiento  Criminal  "por 
haberse  omitido,  dice,  la  citación  del  acjtsado  equiva- 
lente por  virtud  de  la  Orden  ciento  nueve  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  á  la  citación  del  procesado  pa- 
ra BU  comparecencia  en  el  acto  del  juicio  oral  donde  si 
diente  a¡  año  en  curso,  se  encuentra  el  que  copiado  li- 
bien  es  cierto  podría  excusar  su  presencia,  no  por  asis- 
tirle cae  derecho  estaba  liberada  la  Sala  de  disponer  ju 
citación  y  de  hacer  que  se  llevara  á  efecto. — Y  es  tanto 
más  sensible  este  quebrantamiento  de  forma  cuanto  que 
se  omitió  hacer  saber  la  acusación  á  D.  José  Ijópez  do 
lo  que  protesta  oportunamente  pues  estimaba  de  gran 
importancia  su  presencia  para  interrogarle  y  para  el 
reconocimiento  de  su  letra  en  los  asientos  de  los  libros 
de  la  sociedad  de  López  y  Villarino.  Contra  este  que- 
brantamiento de  forma  que  envolvfa  la  infracción  de  la 
Orden  ciento  nueve  ya  referida  reclamé  por  mi  escrito 
del  tres  del  pasado  solicitando  suspensión  del  juicio 
oral,  y  no  pudiendo  insistir  por  la  inmediata  celebra- 
ción de  dicho  juicio. 

C'ArSA   DE   LA   QrEJA: 

Resultando  que  la  Audiencia  por  auto  de  trece  de 
Agosto  último  admitió  el  recurso  por  infracción  de  ley 
y  denegó  la  admisión  del  interpuesto,  por  quebranta- 
miento de  forma  fundada  en  que  aun  cuando  la  parte 
reclamó  contra  la  falta  que  supone  cometida  no  aparece 
que  insistiera  en  su  solicitud  ni  que  formulara  la  co- 
rrespondiente protesta. 

Resultando  que  la  misma  parte  acusadora  recu- 
rrió en  queja  contra  dicha  resolución  previo  el  acun- 
cio  prevenido  por  la  ley,  habiéndose  celebrado  la  vista 
pública  respectiva  en  la  que  el  defensor  del  recurreide 
sostuvo  la  procedencia  de  la  queja  y  el  acusado,  asi  co- 
mo el  Ministerio  fiscal  la  impugnaron. 
Resolucióx  : 

Considerando  que  como  ya  ha  declarado  eet*  Su- 
premo Tribunal  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  que  autoriza  el  número  segundo  del 
artículo  novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Criminal  sólo  puede  interponerlo  según  la  recta  in- 
teligencia que  á  dicho  precepto  debe  darse,  el  acusado  ó 
«1  acusador  cuya  citación  para  su  comparencia  en  el 
juicio  oral  se  haya  omitido  y  no  una  de  dichas  parte» 
por  la  falta  de  citación  de  la  contraria  pues  únicamente 
ia  que  no  ha  sido  citada  puede  estimarse  perjudicada 
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en  sus  derechos  por  dicha  falta,  y  está  en  aptitud  de 
reclamar  por  la  misma  ai  con  sub  actos  no  denmeslra 
haberla  consentido. 

Considerando  que  en  tal  concepto  es  evidente  que 
el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
que  interpuso  el  acusador  particular  Gaspar  Villarino 
fundado  únicamente  en  no  haberse  citado  para  el  jui- 
cio al  acusado  López,  no  eatá  cu  m&nera  alguna  auto- 
rizado por  el  expresado  precepto  que  aquél  invocó  en 
BUS  escritos  y  por  tal  razón,  aun  cuando  no  existiera 
también  la  que  la  Audiencia  ha  tenido  en  cuenta  de  no 
haberse  hecho  en  la  oportunidad  que  previene  el  segun- 
do párrafo  del  artículo  novecientos  catorce  de  la  ley 
procesal,  la  protesta  que  el  mismo  artículo  exige  para 
la  admisión  de  esta  clase  de  recursos,  el  de  que  se  trata 
es  inadmisible  conforme  al  artículo  once  en  relación 
con  los  números  tercero  y  séptimo  del  articulo  séptimo 
de  la  Orden  sobre  casación  según  lo  ha  estimado  el  Tri- 
bunal a  quo  siendo  en  su  consecuencia  improcedente  la 
queja  esúiblecida. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  interpuesta  por  el 
acusador  particular  Gaspar  Villarino  contra  el  auto 
que  le  denegó  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  que  estableció  en  la  causa  á  qué  se  ha 
hecho  referencia  con  las  costas  á  cargo  de  dicho  recu- 
rrente.    Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen. —  José  Antonio  Picharao.  —  Luis  Gastón,  —  Am- 
brosio R.  Morales. — José  M.*  Gispert. — J,  M.  Aguírre. 
— Si  I  veri  o  Castro,  Secretario. 

Impugnación.  -  Aato  166.— 27  ds  Octubre.  —  Heolioe. 

(Gac,  13,  1904.) 

DUCTUINA:   Bs  condición  ptimordial  para 

la  adraÍBÍón  de  los  recursos  por  infracción  de  ley 
que  Bt  estableican  precisamente  sobre  los  hechoi 
.  declarados  prubadua  en  la  sentencia,  sin  alterar 
su  rectn  y  natural  sentido,  sin  deducir  de  ellos 
otras  consecuencias  que  las  que  Ifigica  j  racional- 
mente se  desprendan  de  loa  mismos. 

Antecedentes : 

Resultando  que  en  la  causa  seguida  por  rapto  con- 
tra    la  Audiencia  de dictó  sentencia 

condenatoria,  en  la  cua!  se  consignan  como  hechos  pro- 
bados que   "el   procesado tuvo  durante  ocho 

"meses  relaciones  amorosas  coa conocida  por 
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" ,  doncella  de  diez  y  ocho  años,  huérfana  de 

"padre  y  madre,  que  desde  muy  pequeña  estuvo,  al  abri- 

"go  de ,  reeidiendo  úLtimamente  en  la  cosa 

"de  ésta,  situada  en  el  barrio  de. en 

"cuya  señora  no  consentía  tas  relaciones  de y 

" ,  desconfiando  de  los  propósitos  que  él  abri- 

"gaba  respecto  á  la  novia,  por  cuyo  motivo  constante- 
"mete  se  negó  á  darle  entrada  en  la  casa,  lo  que  deter- 

"minó  en  el  procesado  el  proyecto  de  raptar  á 

"para  realizar  las  miras  deshonestas  que  le  proponia  la 

" — A  este  fin  logró  que  la  novia  se  prestara 

"á  abandonar  su  hogar,  siguiéndole ;  y  puestos  de  acuer- 

"do  en  la  media  noche  del  nueve  al último, 

" ia  esperó  en  las  inmediaciones  de  la  casa  de 

"ella;  esto  es,  de  la  que  pertenecía  á  la y  jun- 

"tofi  él  y  la se  fueron  á  la  quinta,  propiedad 

"del  padre  del  procesado,  sita  en  el  mismo  barrio  de 

" ,   donde   realizaron  actos  camales,   gozando 

"él  por  consiguiente,  de  la  virginidad  de  la  joven,  y  allí 
"estuvieron  reunidos  hasta  que  se  les  detuvo'por  el  Al- 

"calde  del  citado  barrio escribió  una  carta 

"simulando  que  era  de ,  en  que  éste  pedia  á 

" que  no  diera  parte  porque  sería  ir  contra  su 

"felicidad,  agregando  que  se  marchaba  porque  quería 
"estar  al  lado  de  su  amante  á  quien  se  cuidaba  de  no 
"nombrar  "que  con  él  se  encontrarla  muy  bien  y  feliz'' ; 
"carta  que  dejó  sobre  su  cama  para  que  la  hallara  al  le> 

"vantarse  al  siguiente  dfa  la; y  se  enterara  dp 

"la  fuga,  sin  considerar  que  se  trataba  de  un  rapto". 
Becurso  admitido  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
que  dijo  estar  autorizado  por  e!  número  priniero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  número  tercero  del 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  ia  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  por  haberse  infringido  e!  artículo 
cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal  por  in- 
debida aplicación  y  el  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve 
por  inaplicación,  expresando  como  concepto  de  dichas 
infracciones  lo  siguiente: — "Primero:  aceptando  los  he- 
"chos  que  en  la  sentencia  se  declaran  probados  y  miran- 
"do  solo  á  la  apreciación  que  la  Sala  ha  herbó  de  los 
"mismos,  resulta  infringido  el  articulo  cuatrocientoa 
sesenta  y  cinco,  en  el  concepto  de  que  de  las  deseonfian- 

"zaa  de no  pueden  inferirse  los  propósitos  des- 

"honestos  de, .......  que  tampoco,  por  lo  que  dice  ro- 
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"fereacia  á  lo  que  la  sentencia  estima  como  móvil  de  las 

"relaciones  amorosas  de con pueden 

"inducirse  de)  acto  de  haber  copulado  aquél  con  ésta,  ya 
"que  de  hacerse  asíase  íncuiriTÍa  en  el  vicio  lógico  de 
"obtener  por  conclugión  de  aquéllas  premisas  un  hecho 
"que  solo  de!  orden  cronológico  de  ambos  no  resulta 
"probado.— Suprimidos  los  propósitos  deshonestos  co- 

"mo  informantes  de  las  relaciones  de y  afir- 

"raada  la  oposición  de  la no  cabe  suponer  que 

"á  la  evasión  de  aquélla  precedieran  la  miras  desho- 
"neeta  del  primero  ni  que  estos  fueran  concomitan- 
'*tes  con  la  evasión,  puesto  que  las  circunstancias  en 

"que  se  realizó,  hacen  colegir  que  una  vez en 

"casa  de  los  padrea  del  procesado  y  solos  los  dos,  las  cir- 
"cunstancias  de  lugar  y  tiempo,  los  antagonismos  ae- 
"xuales  que  se  resuelven  en  la  armonía  de  la  especie  y 
"procedentes  de  amorosas  relaciones  dieron  origen  á  la 
"cópula  que,  como  independiente  de  la  evasión  que  no 
"fué  medio  para  que  aquella  tuviese  lugar,  hay  que  con- 
"siderarla  aisladamente  á  los  efectos  de  su  punición, 
"ya  que  el  rapto  no  existe  sin  qne  preceda  á  él  ftierza 
"moral  suficiente  á  conducir  fuera  de  bu  hogar  á  un» 
"mujer,  con  engaño  y  propósito  de  realizar  actos  seziia- 
"les. — Segundo:  de  lo  antes  dicho  se  deduce  el  concep- 
"to  en  que  ha  aido  infringido  el  artículo  cuatrocientos 

"cincuenta  y  nueve  porque  al  juzgar  á en  ol 

"aspecto  jurídico  en  qué  lo  considera  la  sentencia,  se 
"prescinde  de  que  el  articulo  en  cuestión  determina  su 
"responsabilidad  criminal,  precisamente  porque  pena  el 

"estupro  de  doncella,   que realizó,  fuera  del 

"domicilio  de  la  estuprada". 
Impl'onjcion: 

Besultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia y  personado  el  recurrente  en  este  Tribunal,  el  Mi- 
nisterio fiscal,  en  el  trámite  correspondiente,  impugnó 
la  admisión,  fundado  en  que  el  recurrente  contradice  it» 
hechos  declarados  probados  en  la  sentencia,  pues  en  esta 

se  afirma  que  aquél  realizó  la  sustracción  de con 

miras  desliouestas,  y  en  el  escrito  de  interposición  del 
recurso  se  niega  que,  tuviera  esas  miras,  atribuyéndole 
á  las  frases  empleadas  por  la  Audiencia  un  sentido  que 
no  tienen,  por  lo  que  debe  estimarse  que  el  recurso,  ca- 
rece del  tercero  de  los  requisitos  que  el  artículo  quinto 
de  la  ley  de  casación  exige  para  que  sean  admisibles. 

Hesultando  que  de  este  cuestión  previa  se  celebró 
la  correepondiente  vista  pública  en  la  que  el  Ministerio 
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fiscal  sostuvo  BU  impugnación,  y  el  defensor  del  recu- 
rrente la  combatió. 
ResoIucion  : 

Considerando  que  es  condición  primordial  de  loa 
recursos  de  caeacióri  por  infracción  de  ley,  cuando  se 
trata  de  sentencia  definitiva,  que  se  establezcan  pi-eci- 
samcnte  sobre  los  hechos  declarados  probados  por  la  Sa- 
la sentenciadora,  sin  alterar  su  recto  y  natural  sentido, 
ni  deducir  de  ellos  otras  consecuencias  que  las  que  ló- 
gica y  racionalmente  se  desprendan  de  los  mismos,  pues 
de  otro  modo  no  autoriza  su  interposición  ninguno  d« 
los  números  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Considerando  que  en  el  recurso  interpuesto  por  el 

procesado se  falta  á  la  referida  condición, 

puesto  que  sostiene  que,  de  los  hechos  de  la  sentencia 
no  se  deduce  que  él  tuviera  propósitos  deshonestos  al 

sustraer  de  su  casa  á  la  joven ,  siendo  ast  que 

en  la  sentencia  se  expresa  que  el  recurrente  en  viíta  de 
la  oposición  que  á  sus  relaciones  amorosas  con  aquélla 
hacia ,  á  cuyo  abrigo  vivía  la ,  "deter- 
minó raptarla  para  realizar  las  miras  deshonestas  que 

le  suponía  la  dicha ,  agregándose  después,  que 

una  vez  evadida  la de  su  casa  la  llevó 

¿  una  quinta  de  su  padre,  donde  realizaron  actos  carna- 
les, gozando  de  su  virginidad,  con  lo  cual  clara  y  explí- 
citamente se  afirman  las  miras  deshonestas  que  tuvo  el 
procesado  al  ejecutar  el  hecho;  y  en  tal  concepto  el  re- 
curso es  inadmisible  por  faltarle  en  realidad  el  requi- 
sito que  exige  el  número  tercero  del  artículo  quinto  de 
la  Orden  sobre  casación. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 

infracción  de  ley,  interpuesto  por en  la  causa 

á  que  se  ha  hecho  referencia,  sin  hacer  especial  conde- 
nación de  costas     Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  señores  del  mai^n. — 
José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gaatón.  —  Ambrosio  B. 
Morales. — José  M.*  Gispert. — J.  M,  Aguirre. — Silverio 
Castro,  Secretario, 


Qn^a,— Anto  157,-27  de  OcÍTibre.  -  Concepto.    ((?«., 
Junio  IS,  1904. ) 

DOCTRINA:  No  se  eipreea  debidamente  el 
.  concepto  de  la  infracción  legal  limitándose  á  afir- 

mar que  de  los  hecho*  probados  no  resulta  que  et 
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recurrente  sea  autor,  bího  encubridor  del  delito, 
omitiendo  eicponer.  Runqac  someramente,  los  lun- 
dKmentos  de  esa  atinuación  con  relación  á  los  he- 
chos aludidos. 

lÍECrRSO  DESEnADO: 

Kosultando  <nie  en  cansa  procedente  de  la  Audien- 
cia de  Santa  Clara  por  delito  de  infanticidio  se  dictó 
Bentencia  definitiva  en  trece  de  Agosto  último,  contra 
In  cual  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción  d^i 
ley,  Ja  represen  tac  ion  del  procesado  Armando  Morales 
y  Rodríguez,  fujjdado  en  el  número  cuarto  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Iiey  de  Bnjuicia- 
n.iento  Criminal,  citando  como  disposición  legal  in- 
fringida el  artículo  catorce  <lel  Código  Penal  en  rela- 
ción con  el  cuatrocientos  trece  y  cuatrocientos  veinte  y 
dos  del  propio  Código,  y  expresando  que  "de  los  hechos 
■"'declarados  probados  no  aparece  de  una  manera  cvi- 
"dente,  clara  é  ineludible,  que  Armando  Morales  to- 
"mara  participación  directa  en  la  muerte  del  niño  de 
■'Carmen  Chaviano,  resultando  de  ellos  por  lo  contra- 
"rio  que  su  participación  se  limitó  á  la  de  mero  encubri- 
■'dor  del  delito;  convencimiento  que  se  adquiere,  (diic 
"el  recurente),  además  de  la  lectura  de  la  sentencia, 
"con  el  voto  particular  formulado,  donde  de  una  ma- 
"nera  terminante  se  expresa." 
Causa  de  la  queja; 

Resultando  que  por  auto  de  catorce  de  Septiembre 
denegó  la  Sala  sentenciadora  la  admisión  del  recurso, 
j/or  el  fundamento  de  que  al  citarse  por  el  recurrente 
como  infringido  el  artículo  catorce  del  Código  Penal, 
omite  el  número  del  mismo  é  que  se  refiere  la  infracción 
de  ley  que  supone  cometida;  y  que  al  explicar  el  con- 
cepto de  tal  infracción,  se  limita  á  ase^^rar  que  de  los 
hechos  probados  no  aparece  la  participación  de  sn  de- 
fendido como  autor,  y  sí  solo  en  un  concepto  de  mero 
encubridor,  sin  expresar  cual  sea  el  extremo  de  la  sen- 
tencia que  le  haya  servido  para  deducir  tal  aserto  ni  el 
razonamiento  que  lo  justifique;  faltándose  de  ese  modo 
á  lo  prevenido  en  el  número  cuarto  del  articulo  eéptimf 
de  la  Orden  sobre  casación  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve. 

Resultando  que  contra  esa  resolución  interpuso  la 
representación  del  procesado  Morales  y  Rodrijfuez  el 
presente  recurso  de  queja  ante  este  Supremo  Tribunal 
y  sustanciado  en  forma,  se  celebró  la  vista  pública  del 
mismo  el  día  veinte  y  siete  del  corriente,  en  cuyo  acto 
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informaron  el  defensor  del  recurrente  y  el  Ministerio 

fiscal,  impugnando  éste  el  recurso. 

Ri;soLui;io\: 

Considerando  que  seffiín  tiene  repetidamente  de- 
clarado este  Tribunal  Supremo  en  resoluciones  anterio- 
res, se  falta  á  la  claridad  del  concepto  de  la  infracción, 
que  como  circunstancia  de  admisibilidad  del  recurso 
previene  el  número  cuarto  de  los  artículos  quinto  y  sép- 
timo de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
c'cntos  noventa  y  nueve,  cuando  en  el  escrito  de  inter- 
posición no  se  consigna  y  razona,  siquiera  sea  sucinta- 
mente con  relación  á  los  antecedentes  de  la  sentencia, 
el  fundamento  demostrativo  del  error  en  que  haya  podi- 
'io  incidir  el  Tribunal  recurrido  al  aplicar  la  Ijey  á  loe 
hechos  que  estime  probados,  que  es  lo  que  en  realidad 
viene  á  integrar  el  concepto  mismo  de  la  infracción  ob- 
jeto del  recurso. 

Considerando  que  en  tal  virtud,  la  mera  afirmación 
del  recurente  de  que  de  los  hechos  declarados  probados  • 
cit  la  sentencia  no  aparece  su  participación  como  autor, 
y  ai  Bolo  en  concepto  de  mero  encubridor,  sin  expresar 
con  referencia  á  esos  hechos  la  raxón  demostrativa  de  este 
a.-^erto,  no  basta  á  satisfacer  la  mencionada  exigencia 
legal;  y  tanto  por  esta  ra^ón  primordial,  como  por  1m 
demás  que  se  consignan  en  el  auto  recurrido  de  catorce 
de  Septiembre  último,  es  evidente  que  la  Sala  sentencia- 
dora procedió  acertadamente  a!  denegar  la  admisión  del 
recurso  de  casación  que  motivó  la  presente  queja,  que 
debe,  por  tanto,  ser  desestimada,  con  las  costas  á  cargo 
de  la  parte  recurrente,  conforme  al  artículo  veinte  y 
cinco  de  la  citada  Orden  de  casación. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  presente  recurso  ,de 
queja,  con  las  costas  del  mismo  de  cargo  de  la  parte  re- 
curente. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.—José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Am- 
brosio R.  Morales. — José  M.»  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 
— Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.   ley.— Sent,  187.— 27  de  Octubre.— Hurto.   {Oae., 
Junio  is,  1904.) 

DOCTRINA:  Según  tiene  declarado  con  repe- 
tición el  Tribunal  Suoremo,  conslitujc  el  delito  de 
hnrto  cnaljücado  b1  de  un  aniniHl  cometido  en 
predio  rústico,  aunque  dicho  animal  no  t»t(  dedi- 
cad" á  facn  1 8  egrfcolas;  pnesto  qae  esta  circuns- 
tancia la  exije  la  lej'  para  los  objetos  no  para  los 
animales. 
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En  la  ciudaá  de  la  Habana  á  veinte  y  eiete  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres :  visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio 
FiscaJ  en  la  cautta  se^ida  en  la  Audiencia  de  Matanzas, 
contra  Enrique  Ponce  Solis,  mecánico  y  vecino  de  Ci- 
marrones, por  el  delito  de  hurto, 

Besultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
referida  con  fecha  doce  de  Agosto  próximo  pasado  se 
consignan  los  hechos  en  el  resultando  que  ¿  continua- 
ción se  transcribe: 
Hechos  probados  : 

"Eesultando  probado  que  en  la  noche  del  once  de 
"Mayo  último  el  procesado  blanco  Enrique  Ponce  Solis, 
"mayor  de  diez  y  ocho  años,  sustrajo,  sin  fuerza  en  las 
"cosas  ni  violencia  ni  intimidación  en  las  personas,  pero 
"sí  con  ánimo  de  Jucro,  de  terrenos  del  ingenio  "Olim- 
*'po",  término  de  Carlos  Eojas,  nn  caballo  tasado  en  ee- 
"senta  pesos,  moro,  de  seis  y  media  cuartas  de  alzada, 
''de  la  propiedad  del  pardo  Enrique  Tamayo,  Quardia 
"Sural  de  aquel  término,  que  no  necesitándolo  para  el 
"servicio,  lo  había  dado  á  cuidar  al  blanco  Antonio  Be- 
"dondo,  quien  lo  tenía  en  dicha  finca,  sin  dedicarlo  á  tra- 
"bajoB  de  ninguna  clase  en  ella,  habiendo  tenido  que 
"cortar  la  cerca  de  alambre  i3e  la  finca  para  sacarlo,  paea 
"para  entrar  no  era  necesario,  causando  un  daño  en  di- 
■'cha  cerca  de  cuatro  pesos  oro  y  en  la  soga  con  que  el 
"animal  estaba  amarrado  de  quince  centavos  y  seguido 
"el  rastro  fué  ocupado  el  caballo  en  el  establo  de  cochea 
"situado  en  la  calle  de  Merced,  número  noventa,  del 
'"blanco  Benito  González,  en  donde  trató  de  venderlo  el 
"procesado  á  varias  personas  y  fué  entregado  &  su  due- 
"ño  en  calidad  de  depósito." 
Resolución  aEcuBRinA : 

Besultando  que  la  Sala  sentenciadora  calificó  esos 
hechos  de  delito  de  hurto,  definido  en  el  número  prime- 
ro del  articulo  quinientos  treinta  y  cinco  y  penado  en 
el  número  tercero  del  quinientos  treinta  y  seis,  ambos 
del  Código  Penal;  estimó,  que  era  responsable  de  los 
mismos  en  concepto  de  autor  el  procesado  Ponce  Solía, 
por  la  parte  directa  que  tomó  en  su  ejecución  y  que  no 
eí'an  de  apreciarse  en  el  hecho  circunstancias  modificati- 
vas de  responsabilidad  criminal  y  le  impuso  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  accesorias  que  estimó  opor- 
tunas, pago  de  las  costas  é  indemnización  al  dueño  del 
ingenio  "Olimpo"  de  cuatro  pesos  en  oro  por  el  dañi> 
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causado  en  la  cerca  y  á  Enrique  Tamayo  de  quince  cen- 
tavos por  el  causado  en  la  soga. 
Fundamentos  del  uecürso  de  casación: 

Itesultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  Ministerio  ñscal  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  expresando  que  autoriza  la  interposición 
del  recurso  el  párrafo  primero  de!  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal 
y  el  precepto  contenido  en  et  apartado  tercero  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  propia  ley, 
citando  como  errores  de  derecho  cometidos  en  el  fallo 
interpelado  los  sijiruientes : — "A.  Se  ha  infrinj^ido  el 
"número  segundo  del  artículo  quinientos  treinta  y  ocho 
''del  Código  Penal,  enmendado  por  la  Orden  Militar 
"número  doscientos  cuarenta  de  siete  de  Noviembre  de 
"mil  novecientos  uno,  por  falta  de  aplicación ;  por  cuan- 
"to-  de  loe  hechos  que  declara  probados  el  Tribunal,  es 
"evidente  que  la  calificación  que  debió  hacerse  era  re- 
"lacionando  el  precepto  ya  indicado  con  los  artículos 
"quinientos  treinta  y  cinco  número  primero  y  quinien- 
"tos  treinta  y  seis,  número  tercero,  y  no  calificando  et 
"hecho,  aplicando  al  caso  la  pena  que  señala  el  artículo 
"quinientos  treinta  y  seis  en  su  número  tercero,  que  es 
"!a  de  arresto  mayor  en  au  grado  medio  á  prisión  cori;ec- 
"cionol  en  su  gr^o  mínimo,  cuando  la  pena  que  corres- 
"pondfa  imponer  por  el  hecho  que  se  declara  probado,  ee 
"la  de  presidio  correccional  en  su  grado  medio  á  presi- 
"dio  correccional  en  su  grado  medio  á  presidio  mayor  en 
"bu  grado  mínimo,  que  es  la  inmediata  superior  i  la 
"que  señala  el  número  tercero  del  artículo  quinientos 
"treinta  y  seis  del  Código. — Para  demostrar  el  error  en 
"que  ha  incurrido  la  Sala,  basta  leer  el  primer  resul- 
"liando  probado  de  la  sentencia.  En  efecto,  dice  la  Sa- 
"\a :  "En  la  noche  del  once  de  Mayo  último  el  procesado 
"blanco  Enrique  Ponce  Solís,  mayor  de  diez  y  ocho  añoí 
"sustrajo,  sin  fuerza  en  las  cosas,  ni  violencia  ni  intimi- 
"daeión  en  las  perronas,  pero  sí  con  ínimo  de  lucro,  de 
"terenos  del  ingenio  "Olimpo",  término  de  Carlos  Ro- 
"jas,-  un  caballo  tasado  en  sesenta  pesos,  moro,  de  seis  y 
^media  cuartas  de  alzada,  de  la  propiedad  del  pardo  ' 
"Enrique  Tainav",  Guardia  Euraí  de  aquel  término, 
"que  no  necesitándolo  para  el  servicio,  lo  había  dado  lí 
"cuidar  al  blanco  Antonio  Redondo,  quien  lo  tenía  en 
*'dicha  finca  sin  dedicarlo  á  trabajos  de  ninguna  clase 
"en  ella,  habiendo  tenido  que  cortar  la  cerca  de  alambro 
"de  la  finca  para  sacarlo,  pues  para  entrar  no  era  nece- 
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"sario,  CRMsanrlo  un  da'iío  en  dicha  cerca  de  cuatro  pesos 
"oro  y  en  la  80ge  con  qne  el  animal  estaba  amarrado  de 
"quince  centavos,  y  seguido  el  raítro  fué  ocupado  el  ca- 
"liallo  en  el  establo  de  coches  aitiiado  en  la  calle  de 
'■Merced,  número  noventa,  del  blanco  Benito  GonzáleE, 
■'en  donde  trató  de  venderlo  el  procesado  á  varias  perso- 
"naa  y  qiie  fué  entregado  ú  su  dueño,  en  calidad  de  de- 
■' pósito. "-—Como  se  ve  de  este  becho,  el  caballo  que  fué 
"sustraído  á  Knrique  Tamayo  lo  fué  en  un  predio  rúa- 
"tion,  requisito  que  solo  esige  la  Orden  Militar  ya  indi- 
"eada  para  imponer  á  loa  culpables  del  delito  de  hurto 
"í-onsistente  en  animales  cuyo  valor  exceda  de  cini'uen- 
"ta  pesos,  la  pena  inmediatamente  superior  á  la  que 
''marca  el  articulo  quinientos  treinta  y  seis  del  Código. 
" — Cierto  es  que  el  texto  de  la  Orden  ya  referida  ea  an- 
"fibológico  y  que  el  predicado,  empleado  en  las  laborea 
,  "(tgricoias,  lo  mismo  puede  entenderse  que  rige  á  la  pa- 
"labra  objetos,  que  inmediatamente  le  precede,  que  á  la 
"palabra  animales,  separada  de  ella  por  una  conjunción 
"disyuntiva,  pues  en  ninguna  parte  de  la  frase  se  pone 
"una  coma  ni  signo  de  puntuación  que  fije  el  alcance  de 
"la,  última  condición;  pero,  afortunadamente,  en  este 
"caso  tenemos  una  fuente  de  interpretación  auténtica, 
"porque  el  texto  ba  sido  redactado  doble;  una  vez  en 
"inglés  y  otra  en  castellano,  y  si  bien  es  verdad  que  de- 
"i>emos  sostener  que  en  loa  casos  de  manitíesta  contra- 
'■dioción,  al  texto  castellano  bemoa  de  atenemos,  no  su- 
"cede  lo  mismo  cuando  alguno  de  los  textos  es  anfiboló- 
''gico  ó  dudoso  y  el  otro  claro  y  terminante,  pues  en  es- 
"te  caso  hemos  de  acudir  á  aquel  de  los  ^os  en  que  cons- 
"tc  con  precisión  la  voluntad  del  legislador,  y  el  texto 
'■'inglés  de  eüte  párrafo  no  ofrece  duda  alguna  cuando 
"dice:  "If  tbc  deed  were  conmittcd  in  a  rural  estáte 
"ftnd  the  objects  stolen  were  agricultural  implements  or 
"animáis",  lo  que  traducido  literalmente  y  no  en  la  for- 
"nía  demasiado  libre  que  empleó  el  traductor  oficial, 
"quiere  decir:  si  el  becho  hubiera  sido  cometido  en  una 
"finca  rústica  y  loa  objetos  sustraídos  fueran  instru- 
"mentos  de  agricultura,  ó  animales" — ¿No  concurren 
"t-n  el  herbó  qne  nos  ocupa  loa  requisitos  que  exige  el 
"precepto  terminante  do  la  Orden  ya  repetida?  Sí,  por- 
"üue  la  sustracción  fué  cometida  en  una  finca  rústica  y 
"consistió  en  un  animal,  sin  que  sea  necesario,  como 
■'afirma  la  Sala  en  su  primer  considerando,  que  el  ca- 
"ballo  hurtado  había  de  ser  dedicado  á  las  labores  agrí- 
"eolas,  ni  mucho  menos,  que  fuera  de  la  propiedad  del 
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"dueño  de  la  expresada  finoa,  porque  ni  «na  ni  otra 
*"eondición  exipe  la  Orden  número  doscientos  cuarenta 
"de  mil  novecientos  uno. — B.  Se  ha  infringido  asirais- 
"mo,  por  falta  de  aplicación,  el  artículo  cincuenta  y 
'■ffiete  del  Código  Peijal,  va  que  siendo  la  pena  qiie  co- 
'■;responde  imponer  al  hecho  del)atido  la  de  presidio co- 
"rreecional  debió  iniponerse  al  procesado  las  accesorias 
'de  este  artíeiilo  y  no  las  del  sest^nta,  que  también  se  hd 
'■infrinjiído  por  aplicación  indebida." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  susfanciadg 
eu  forma  ante  este    Trihñnpl,  se  celebró  la  vista  piíbíica 
fl  día  quince  del  mes  actual,  con  asistencia  solo  del  Mi- 
r.isterio  físcal  que  sostuvo  su  procedencia: 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Marfa  Agiiirre. 

Tonsiderando  que  según  tiene  declarado  este  Tri- 
t)unal  en  repetidas  sentencias,  y  entre  otras,  en  las  de 
diez  y  veinte  y  tres  de  Septiembre  último,  la  Orden  nú- 
mero doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  al 
servirse  de  la  frase  "empleados  en  las  labores  agrícolas", 
í'do  particularizó  el  sustantivo  objetos  que  le  antecedí! 
inmediatamente  y  no  á  animales;  siendo  la  voluntad  dol 
¡í'giHlador,  en  su  propósito  de  prestar  decidida  protec- 
ción á  la  riqueza  agríenla  de!  país,  que  el  hurto  de  gana- 
ilds  ó  bestias  cuya  cuantía  excediere  de  cincuenta  pe«03, 
realizado  en  finca  rústica,  siempre  fuera  cualificado  con 
el  objeto  de  castigar  miis  sevramenteálosqiie  cometie- 
ran esta  clase  de  delitos  y  por  tanto,  apareciendo  probado 
en  el  fallo  recurrido  que  el  procesado  Enrique  Ponee 
Solís,  sustrajo  sin  fuerza  en  las  cosna,  ni  violencia  ni  in- 
timidación en  las  personas,  poro  sí  con  Animo  de  lucro, 
lie  terrenos  del  ingenio  "Olimpio",  término  de  Carlos 
Koja.'í,  un  caballo  tasado  en  sesenta  pesos,  cometió  el 
delito  definido  en  el  caso  primero  del  artículo  quinien- 
tos treinta  y  cinco  y  penado  en  el  ea.'to  tercero  del  qui- 
nientos treinta  y  seis  del  Código  Penal,  relacionado  éste 
con  el  quinientiB  treinta  y  ocho  del  propio  cuerpo  legal, 
modificado  por  la  Orden  número  doscientas  cuarenta - 
antes  citada,  y  así  del)ió  apreciarlo  la  Sala  sentenciado- 
rn,  á  pesar  de  que  el  caballo  sustraído  no  perteneciera 
i  la  finca,  ni  e.-tuviera  dedicado  é  trabajos  de  ninguna 
clase  en  ella,  hechos  estos,  que  dadas  las  razones  antes 
expuestas,  no  tienen  influencia  alguna  para  variar  U 
calificación  que  al  delito  corresponde  y  al  separarse  do 
este  criterio  infringid  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso 
incidiendo  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye,  ha- 
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ciendo  por  tanto  procedente  la  casación  de  la  sentencia. 
FallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lufrar  al  recurso  de  casaeión  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  ñscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  la  cual  sentencia  ca- 
tamos y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio.  Así  por  esta 
nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
moa. — José  Antonio  Piehardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales. — José  María  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 

Segunda  Sentenda.  — En  la  misma  fecha  dictó   el    Tribunal 
nueva  sentencia  en  la  sú/ttiettte  forma: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  el  tercero  y  cuarto  consideran- 
dos de  la  propia  sentencia. 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
bados son  constitutivos  de  un  delito  de  hurto,  previsto 
en  el  articulo  quinientos  treinta  y  cinco,  caso  primero  y 
)>cnado  en  el  caso  tercero  del  quinientt^  treinta  y  seÍB, 
amboB  del  Código  Penal,  relacioTiado  éste  con  el  qui- 
nientos  treinta  y  ocho  del  propio  Código,  modificado 
por  la  Orden  número  doscientos  cuarenta  de  mil  nove- 
cientos uno,  por  cuanto  el  procesado,  sin  emplear  fuerza 
en  las  cosas,  ni  violencia  ni  iatimidación  en  las  perso- 
nss;  peTo  con  ánimo  de  lucro  sustrajo  de  terrenos  del 
ingenio  "Olimpio"  un  caballo  tasado  en  más  de  cin- 
cuenta pesos,  siendo  indiferente  para  tal  calificación 
que  el  caballo  perteneciera  ó  no  á  la  finca  y  que  estuvie- 
lu  ó  no  dedicado  á  los  trabajos  de  ella;  porque  basta 
para  calificar  el  delito  de  hurto  en  caso  como  el  presen- 
te, que  la  bestia  sustraída  se  encontrara  en  una  finca 
rústica. 

Considerando  que  del  delito  definido  es  responsa- 
ble en  concepto  de  autor  el  procesado  por  haber  inter- 
viinido  directamente  en  su  ejecución. 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Enrique  Ponce  Solía  por  un  delito  de  hurto 
cualificado,  á  la  pena  de  cuatro  años,  dos  meses  y  un 
día  de  presidio  correccional,  con  las  accesorias  de  sus- 
pensión de  todo  cargo  público,  profesión,  oficio  ó  dere- 
cho de  sufragio,  al  pago  de  las  costas,  á  indemnizar  al 
dueño  del  ingenio  "Olimpio"  cuatro  pesos  en  oro  por  el 
daño  causado  en  la  cerca  y  á  Enrique  Tamayo  quince 
centavos  por  el  causado  en  la  soga^  debiendo  sufrir  por 
la  falta  de  pago  de  la  indemnización,  la  prisión  subsi- 
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diaria  de  un  dfa  máa  por  cada  doce  y  media  pesetas  que 
dejare  de  satisfacer,  sirviéndole  de  abono  para  el  cumpli- 
miento de  la  pena  impuesta  todo  el  tiempo  de  prisión 
provisional  que  hubiere  sufi<ido  por  esta  causa. — Se  al2a 
el  depósito  del  caballo,  dejándolo  á  la  libre  disposieión 
de  su  dueño  Enrique  Tamayo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  proannciamos,    ' 
mandamos    y    firmamos. — José     Antonio    Picbardo. — 
Luis  Gastón. — Ambrosio  E.  Morales. — José  Uaría  Gis- 
pert. — J.  M.  Aguirre. 


Inf,  ley.— Sont.  188.— 27  de  Octubre.— PsiJTirio.  (Goc., 

^MíiMt  IS,  190i.) 

DOCTRINA.  No  falta  esenrialniente  á  )a  ver- 
dad, y  por  cnníiguknte  no  comete  el  delito  de  per- 
jnrío,  quien  hace  una  afirmación  inexacta  haya 
iurameiito,  Hobre  particular  no  comprendido  en  la 
pregunta  que  absuelve,  si  dicho  particular  carece 
de  importancia  y  trascendencia  A  los  fines  de  la 
declaración,  y  dada  ■□  naturaleza  podo  el  absol- 
veate  creer  era  exacta  an  afirmación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  siete  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  contra  sen- 
tencia dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  causa  (¡ue 
se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  capital  contra 
Arturo  González  y  González,  por  el  delito  de  perjurio. 
Hechos  pkobados  : 

Besultando  que  en  la  expresada  sentencia,  de  vein- 
tinueve de  Julio  último,  se  cansignan  los  hechos  pro- 
bados que  á  continuación  literalmente  se  transcriben: 
''Resultando  probado  que  el  procesado  Arturo  González 
'y  González,  deseando  ingresar  en  el  Cuerpo  de  poli- 
'cia,  presentó  en  la  Jefatura  del  mismo,  la  cofrespon- 
'diente  solicitud  escrita,  prestando  ante  el  Notario  Ra-  . 
'món  M.  Buiz,  el  once  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
'tos  dos,  juramento  de  ser  verídicas  las  reapuestas  con- 
'tenidas  en  aquélla,  en  la  que  marcada  con  el  número 
'doce  se  lee  esta  pregunta  en  caracteres  de  imprenta; 
'Ha  sido  Vd.  alguna  vez  condenado  por  delito  contra 
'las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país,  ó  de  otra  ciudad 
'ó  de  otro  país'  (En  caso  afirmativo  exprese  la  fecha  j 
'clase  del  detito)"  A  continuación  de  esta  pregunta  es- 
'cribió  el  procesado:  "nunca  he  sido  procesado  ni  con- 
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"donado  por  falta  ni  delito".  S^rindo.  Resultando 
"probado  que  en  causa  número  treBcientos  cuarenta  de 
"rail  ochocientos  noventa  y  siete  del  Juzgado  de  Belén, 
"por  estafa,  fué  comprendido  como  procesado  Arturo 
"González  y  González,  no  habiéndoee  llegado  á  dictar  en 
"ella  sentencia  porque  se  le  declaró  comprendido  en  el 
'indulto  (lo  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  novecientos", 

EeSOLL'CIÓM   KTÍCriiRIDA: 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo,  estimando  que 
los  referidos  hechos  no  constituyen  delito,  absolvió  al 
mencionado  González,  declarando  las  costas  de  oficio. 

FüKDAMESTOa   DEL   RECURSO  DE   CASACIÓN  : 

R<?eu]tan(io  que  contra  este  fallo  ae  ha  interpuesto 
por  el  Ministerio  íiscal,  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  por  el  caso  segundo  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijcv  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  Ley  infringida  el  nú- 
mero primero  del  articulo  primero,  y  número  tercero 
del  artículo  segundo  de  la  Orden  número  ciento  diez  y 
seis  de  mil  novecientos,  por  falta  de  aplicación,  expo- 
niendo á  este  respecto  lo  siguiente:  que  si  se  declara  que 
¡os  mencionados  resultandos:  "Primero.  Resultando 
"probado  que  el  procesado  Arturo  González  y  González 
"deseando  ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía,  presentó  en 
"la  Jefatura  del  mismo  la  correspondiente  solicitud  es- 
"crita  prestando  ante  el  Notario  D.  Eamón  M.  Buiz  el 
"once  de  Septiembre  de  mil  novecientos  dos  juramento 
"de  ser  verídicas  las  respuestas  contenidas  en  aquélla, 
"en  la  que  marcada  con  el  número  doce  se  lee  esta  pre- 
"gunta:  "¿Ha  sido  usted  alguna  vez  condenado  por  de- 
"lito  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país  ó  de 
"otra  ciudad  ó  de  otro  país?  (En  caso  afinnativo,  ex- 
"prese  la  fecha  y  clase  de  delito).  A  continuación  de 
"esta  pregunta  escribió  el  procesado;  "nunca  he  sido 
"procesado  ni  condenado  por  falta  ni  delito". — Según- 
"do.  Resultando  probado  que  en  causa  número  tres- 
"cientos  cuarenta  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  del 
"Juagado  de  Belén  por  estafa  fué  comprendido  como 
"procesado  Arturo  González  y  González,  no  habiéndose 
"llegado  á  dictar  sentencia  porque  se  le  declaró  com- 
"prendido  en  el  indulto  de  diez  y  seis  de  Enero  de  mil 
"novecientos.  Es  indiscutible  que  deliberadamente,  por- 
'■que  se  trata  de  actos  tan  personales  que  no  puede  acep- 
"tarso  que  así  no  lo  fuera,  ha  afirmado  que  era  cierto  un 
"hecho  que  sabía  era  falso  después  de  haber  prestado 
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"jaramento,  primpra  y  más  clara  forma  de  obligar  á  la 
"verdad  míe  eetablooe  la  Onten,  siendo  la  persona  anto 
"quien  tal  declaración  inexacta  se  ha  hecho  im  Notario 
"guardador,  según  nnestra  legislación,  de  la  fe  pú- 
"blica". 

Besnltauclo  "que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
ee  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Ministerio 
fiscal  que  sostuvo  dicho  recurso. 
Deci.siox  dki.  rkcurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  cometen  el  delito  de  perjurio  que 
castiga  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos, 
los  que  deliberadamente  afirman  ser  cierto  un  hecho  qiie 
saben  *es  falso,  después  de  haber  prestado  juramento  (ú 
obligándose  á  decir  verdad  en  otra  forma  autorizada  por 
Va  Lev,  como  equivalente  al  iuramento>  de  testificar.  'Ip- 
clarar,  deponer  ó  certificar  la  verdad  ante  un  Tribunal, 
Juez,  funcionario  ó  persona  competente,  en  cualquier 
procedimiento  civil  ó  criminal  ú  otro  caso  en  que  por 
ministerio  de  la  ley,  deba  prestarse  tal  juramento,  6 
contraerse  en  otra -forma  la  obligación  de  decir  verdad. 

Considerando  que  no  puede  decirse  faltara  esecial- 
mente  á  la  verdad  á  los  efectos  de  dicha  Orden,  quien 
como  el  procesado,  pretendiendo  ingresar  en  el  Cuerpo  ■ 
(ie  policía,  en  la  planilla  que  á  este  objeto  suscribió  y 
presiento  afirmara  bajo  jurafiiento  que  no  había  sido  con- 
denado por  delito  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este 
país,  ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro  pais,  agregando  no  ha- 
ber estado  procesado,  siendo  esto  último  incierto,  por 
habérsele  comprendido  como  tal  en  la  causa  numero 
trescientos  cuarenta  de  mil  oehociento  noventa  y  siete 
de!  Ju/gado  de  Belén,  é  indultado  antes  del  juicio  oral; 
porque  en  estas  condiciones,  tal  hecho  careeia  de  influen- 
cia ó  trascendencia  al  objeto  de  la  declaración  prestada, 
puesto  que  nada  determinaba  en  contra  de  la  conducta 
del  declarante,  quien  pudo  creer  que  indultado  antes  de 
sor  juzgado,  qucílalja  borrado  todo  lo  que  era  consecuen- 
cia de  dicha  causa;  y  en  tal  virtud  no  puede  afirmarse 
tuviera  el  deliberado  propósito  de  faltar  á  la  verdad 
jurada. 

Considerando  que,  por  lo  e.fpucsto,  el  Tribunal  a 
.  quo  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  del  número 
segundo  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ni  cometido  la  infrac- 
ción de  ley  que  se  le  atribuye,  y  en  consecuencia  procede 
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declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas  de 
oficio. 

FallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  do 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  eenteucia 
dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  expresada 
causa  con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  ote. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo, — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gispert — J. 
M.  Aguirre. 


Inf.  Ie7,— Sont.  189.— 28  de  Octubre.— Peijnria  (.Gac, 
Junio  is,  1904. ) 

DOCTRINA:  Para  qne  se  cometa  el  delito  de 
perjurio  no  batta  que  ae  falte  ala  verdad,  despirf* 
de  haber  prestado  juramento,  ■ino  que  es  necesa- 
rio que  el  hecho  ae  realice  conscieute  y  deiibcrada- 
mente  y  la  afirmecióii  fulsa  sea  de  importancia  j 
trascendencia  para  el  efecto  que  la  declaración  jn- 
rada  baya  de  producir, 
Gn  la  ciudad  de  la  Habana,  k  veinte  y  ocho  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres;  visto  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio 
f  M;al  en  la  causa  seguida  ante  la  Sección  primera  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  )a  Audiencia  de  la  Habana,  con- 
tra Ijorenzo  Rodríguez  y  Noith,  dependiente  y  vecino  de 
esta  ciudad  por  el  delito  de  perjurio : 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
de  referencia  en  diez  de  Julio  próximo  pasado,  se  con- 
signan los  hechos  en  el  resultando  que  á  continuación  se 
transcribe : 
Hechos  probados: 

Resultando  probado  que  el  procesado  Lorenzo  Ro- 
"dríguez  que  fué  procesado  en  la  causa  número  seiscien- 
"tos  diez  y  ocho  del  año  mil  ocohcientos  noventa  y  nueve 
"del  Juzgado  de  Guadalupe  y  antes  de  llegar  á  juicio 
"oral  fué  comprendido  en  la  Orden  de  indulto  número 
"veinte  y  dos  de  mil  novecientos  del  Gobierno  militar, 
"compareció  ante  el  Notario  Sr.  Carlos  M.  de  Alzuga- 
"ray  y  con  objeto  de  iujíreaar  en  el  Cuerpo  de  policía, 
"previo  el  juramento  de  ley  contestando  a  la  pregunta 
"número  doce  de  la  solicitud  que  literalmente  dice: 
"¿Ha  sido  usted  alguna  vez  condenado  por  delito  contra 
"las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  pafs,  de  otra  ciudad  ó 
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"de  otro  pais?":  respondió:  "Nunca  he  sido  procesado 
"ni  condenado  por  faltas  ni  delito", 
Kesoldoióh  BECimBiDA: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
que  los  hechos  que  se  han  relacionado,  no  son  constitu- 
tivos de  delito,  absolvió  al  procesado,  declarando  de  ofi- 
cio las  costar : 
Fundamentos  del  becitíiso  de  casación: 

Resultando  que  contra  le  referida  sentencia  inter- 
puso el  Ministerio  fiscar  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado — según  dice — por  loa  artículos 
ochocientos  cuarenta  y  siete,  ochocientos  cuarenta  y  ocho 
DÓmero  primero  y  pirafo  último,  ochocientos  cuarenta 
y  nueve,  número  segundo  y  ochocientos  cincuenta  y  cua- 
tro de  la  Ley  de  enjuiciamiento  Criininal,  en  relación 
con  la  Orden  noventa  y  dos  de  mi!  ochocientos  noventa 
y  nueve  del  Gobierno  Interventor;  citando  "como  moti- 
"vo  único  en  que  se  funda  el  recurso,  la  infracción  de 
"los  artículos  primero  y  segundo  en  su  número  tercero 
"de  la  Orden  ciento  diez  y  seia  de  mil  novecientos  del 
."Gobierno  militar,  lo  que  resulta  por  no  haberse  aplica- 
"do  los  mismos,  apesar  de  que  los  hechos  que  se  decla- 
"ran  probados  en  los  resultandos  primero  y  segundo  del 
"fallo  absolutorio  de  que  se  trata  son  constitutivos  del 
"delito  de  perjurio. — El  segundo  de  los  resultandos  «fir- 
"ma  que  el  procesado  Lorenzo  Rodríguez  para  ingresar 
"en  el  Cuerpo  de  policía  presentó  solicitud  escrita  en  la 
"que,  contentando  bajo  juramento,  según  previene  la  Or- 
"den  militar  ciento  ochenta  y  uno  de  mil  novecientos,  í 
"la "pregunta  número  doce  que  literalmente  dice:  "¿Ha 
"sido  usted  alguna  vez  condenado  por  delito  contra  las 
"leyes  de  ewta  ciudad,  de  este  pais  6  de  otro  pais? — rcs- 
"pondió  que  nunca  había  sido  procesado  ni  condenado 
"por  falta  ó  delito,  siendo  así  que  en  e!  primer  resul- 
"tando  se'dá  también  como  probado  que  fué  comprendi- 
"do  el  mencionado  Rodríguez,  como  procesado,  en  la 
"causa  número  seiscientos  diez  y  ocho  de  mil  ochocien- 
"tofl  noventa  y  nueve  del  extinguido  Juzgado  de  Gua- 
"dalupc. — De  modo  que  el  procesado,  según  el  propio 
"fallo,  de  una  manera  deliberada  afirmó  ser  cierto  lo  que 
"no  podía  menos  <le  saber  era  falso,  porque  se  trataba  . 
"de  actos  que  tan  directa  y  personalmente  le  afectaban, 
"Tampoco  SI'  opone  á  la  eiiatencia  del  referido  delito  la 
"consideración  expuesta  por  el  Tribunal  sentenciador 
"de  que  el  procesado  mintió  en  particular  no  compren- 
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"iliflo  en  la  pregunta  á  que  se  debía  responder;  puH 
"aparte  que  la  ley  no  distin^e  en  punto  á  la  extensión 
"del  falsea  miento  de  la  verdad,  no  se  concibe  en  virtud 
''de  qné  razón  puede  eximirse  de,  decir  lo  cierto  en  nu- 
■'"nifeataciones  que  pudieran  (lamarae  secundarias  6  agre- 
"gadaa  aquel  que  por  la  solemnidad  del  juramento  prcs- 
'"tado  está  en  la  obligación  de  no  mentir  bajo  ningnn 
''concepto,  aunque  no  haya  relación  entre  lo  interrogítlo 
"y  lo  rtspondido,  porque  la  ley  que  persigue  el  perjurio 
"no  puede  autorizarlo,  ni  aún  tratándose  de  maniff^- 
"fiones  espontáneas". 

Resultanilo  que  admitido  el  recurso  y  sustancisdo 
en  forma  ante  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública 
con  asifttenria  dol  Ministerio  fiscal  que  sostuvo  au  proce- 
dencia, y  de  la  representación  del  procesado  que  lo  ira- 
pugnó  : 
Decisión  del  reci'rso: 


Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 

Considerando  que  pura  que  se  cometa  el  delito  de 
perjurio  que  define  y  pena  la  Orden  número  ciento  diei 
y  seis  de  mil  novecientos,  no  basta  que  se  falte  á  la  ve> 
dad  después  de  haber  prestado  juramento  ante  funeio- 
nario  competente,  sino  que  es  necesario  que  el  hecho  se 
realice,  consciente  y  deliberadamente  y  que  la  afirma- 
ción ^"'^a  sea  de  importancia  y  trascendencia  para  el 
efecto  i]ue  la  declaración  jurada  haya  de  producir. 

Considerando  que  la  afirmación  no  requerida  de 
líodríguez  Noifli,  de  no  haber  sido  nunca  procesado, 
cuando  en  realidad  lo  había  sido  en  una  causa  del  Juz- 
gado do  Guadaluije,  de  la  que  fué  indultado  antee  de  que 
ec  abriera  el  juicio  oral,  carecía  de  influencia  y  trascen- 
dencia para  la  finalidad  que  perseguía,  dado  que,  tal 
procesamiento  no  podía  tenerse  en  cuenta  para  juzgar 
'■^  conduct*»  del  aspirante,  ni  servir  de  fundamento  para 
negar  su  ingreso  en  el  Cuerpo  de  policía;  porque  ese  he- 
cho por  sí  sólo,  no  autoriza  deducción  alguna  ep  perjui- 
cio del  procesado;  aparte  de  que,  bien  pudo  entender 
éste,  que  el  indulto  decretado  con  anterioridad  á  la  ^V^- 
tiira  del  juicio,  equivalía  á  no  haber  sido  procesado,  no 
pudiéndose  por  ello  afirmar  que  en  la  declaración  pres- 
tada se  faltara  deliberadamente  á  la  verdad,  máíime 
cuando  su  atención  no  fué  solicitada  acerca  de  este  ei- 
trenio,  pues  en  la  pregunta  no  estaba  comprendida  el 
particular  de!  procesamiento. 

Considerando  que  por  las  razones  antes  expuesta*' 
I  ,:]  absolver  la  Sala  sentenciadora  á  Lorenzo  BodrÍRueí 
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Koith  por  t'etimar.  que  los  hechos  por  é!  realizados  no 
oon  eonstitutivoB  del  delito  de  perjurio,  "no  ha  infringi- 
do la  Ordün  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos 
ni  incidido  en  el  error  de  derecho  que  el  Ministerio  fi&- 
cal  le  atribuye. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  cafiación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  eí  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  con  las  costas  de 
oiioio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamoB, 
mandamos  y  firniamoa.— José  Antouio  Pichardo. — Luis 
(íastón.— -Ambroeio  R.  Morales, — José  María  Gíspert. — 
J.  M.  Aguirre. 


Impugnadón.— ¿Uto  168.— 29  da  Octabre.— Precepto  an- 

torizador.   {Gaa.,  Junio  13,  1904-) 

I>O0TRINA:  El  nCinifri.  V  del  artículo  91 1 
no  nutoriiu  e]  recurso  fandado  en  no  haberie  ad- 
mitido un  anfcalo  previo  sobre  competencia  j  co- 
sa tniKadu  y  oeKadiis  los  documentos  pedidos  al 
olijeto  de  justifícar  esas  excepciuncs. 

Se  cumple  con  los  re([UÍsitoB  exi^idns  para  la 
adminión  del  recurso  de  inconatilucionalidad  cuan- 
do se  ciía  expresamente  l.t  digpiiíición  le j(al  apli- 
cada en  la  sentencia  y  qnc  d  recurrente  estima 
c-inlraria  A  In  cnnsiitución,  expresando  el  concep- 
to de  esa  afirmación. 

Antecedkxtüs  : 

ItesuJtando  que  en  la  causa  seguida  por  homicidio 
contra  el  soldado  de  artillería  Timoteo  Herrera,  la  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  dictó  sentencia  derinitíva  condenando  á 
aquél  como  autor  de  un  delito  de  asesinato  á  la  pena  de 
cadena  perpetua,  ac'ccsorias,  indemnización  y  costas,  y 
haciendo  otros  pronunciamientos  que  estimó  proce- 
dentes. 
Uecubsos  admitidos  : 

Resultando  que  (»ntra  dicha  sentencia  interpuso  la 
representación  del  procesado  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  por  quebrantamiento  de  forma  y  á 
la  vez  recurso  de  inconstitocionatidad,  expresando  res-  ' 
pecto  al  de  quebrantamiento  de  forma  que  lo  autoriza  el 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  el  número  pri- 
mero del  novecientos  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
('riminal  y  que  "son  motivos  del  recurso:  Primero.  Con 
"fecha  diez  y  nneve  de  Junio  último  presenté  un  escrito 
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"ante  esta  Sata  solicitando  que  se  tuviera  en  cuenta  co- 
"mo  cuestión  de  competencia  jurísdiccioual,  que  mi  de- 
"fendido  había  sido  ya  condenado  por  el  Consejo  de  gue- 
"rra,  y,  por  lo  mismo,  no  podía' recaer  una  nueva  sen- 
"tencia  sobre  el  mismo  delito ;  habiendo  resuelto  la  Saia 
"con  fecha  veinte  del  mismo  mes  lo  siguiente:  No  exis- 
"tiendo  Tribunales  de  Justicia  Militares  en  la  Bepública 
"  "y  no  pudiendo  por  lo  tanto  formarse  Coneejo  de  gae- 
"rra  para  conocer  de  algún  delito,  no  ha  lugar  á  la  cuea- 
"tión  de  competencia  que  se  propone":  "Segundo:  Con 
"fecha  primero  de  Julio  presenté  un  nuevo  escrito  pí- 
"diendo  á  la  Sala  el  previo  pronunciamiento  por  tni- 
"taroe  de  autoridad  de  cosa  juzgada,  á  la  vez  que  la  re- 
"clamaeión  de  determinados  documentos  que  habían  de 
"servir  para  justificar  aqueHa  petición,  todo  conforme 
"4  lo  prescrito  en  el  número  segundo  del  artículo  seis- 
"cientos  sesenta  y  seis  y  artículo  seiscientos  sesenta  y 
"ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  habiendo 
"sido  desestimaido  por  un  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solici- 
"ta,  no  obstante  haberse  propuesto  en  tiempo  y  forma 
"como  diligencia  de  prueba. — Tercero:  Reproducida 
"en  el  juicio  oral  esta  petición  de  previo  pronuntia- 
"miento  y  pruebas  fueron  desestimadas  consignándose 
"por  esta  defensa — en  el  acto — eu  protesta,  conforme  á 
"lo  determinado  en  el  artículo  novecientos  catorce  de  la 
"Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  en  la  Orden  nú- 
"mero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
"ve.  Todo  lo  cual  determina  recurso  de  casación  por 
"quebrantamiento  de  forma". 

Resultando  que  en  cuanto  al  recurso  de  incynstitu- 
cionalidad,  se  consigna  bajo  el  epígrafe  "Fundamentos 
legales"  lo  siguiente :  "La  Sala  sentenciadora  reconoce 
"la  vigencia  de  una  Orden  militar  que — aunque  respeta- 
"da  para  otros  casos—en  el  particular  de  que  se  trata, 
"infringe  abiertamente  y  por  distinto  concepto,  el  C6- 
"digo  fundamental  del  Estado.  Esa  Orden  es  la  nú- 
"mero  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientos  dos,  dicta- 
"da  por  el  ya  fenecido  Gobierno  Interventor,  y  que  ee 
"refiere  á  la  Guía  ó  procedimiento  para  los  consejos  de 
"guerra  ó  Tribunales  militares",  y  más  adelante  expo- 
ne los  que  llama  motivos  del  recurso  eu  los  siguientes 
términos :  "Primero.  No  haberse  resuelto-  por  el  Tri- 
"bimal  Supremo,  á  quien  corresponde,  según  el  articn- 
"lo  séptimo,  número  octavo  de  la  Orden  número  cuaren- 
"ta  y  uno  del  noventa  y  nueve  y  el  artículo  cincuenta  de 
"la   Ley  de  Enjuiciamiento   Criminal,   la  competencia 
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"de  juriadicción  entre  el  tribunal  ordinario  y  el  tri- 
"bimat  militar  que  venfa  conociendo  de  un  inietno  hecho 
"delictuoso  >  y  porque — además — la  Orden  ciento  cua- 
"renta  y  ocho  de  mil  novecientos  dos,  ni  deroga  esta  diB- 
"poaición  ni  mantiene  vigente  ninguna  otra  que  auto- 
'"rice  á  un  tribunal  reconocer  competencia  para  con- 
"denar  á  un  procesado  ya  condenado  por  otra  jurisdic- 
"oión,  cuya  competencia  se  le  reconoce  por  el  mismo 
"tribunal  sentenciador,  Sepindo :  La  infracción  del 
"artículo  diez  y  nueve  del  Código  fundamental  del  Eb- 
"tado  en  relación  con  los  articuloB  ochenta  y  seis  y  no- 
"venta  de  la  misma  Constitución,  y  con  el  número  quin- 
"to  del  artículo  diez  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
"to  Criminal,  por  las  siguientes  razones:  Dice  el  artfcu- 
"\o  diez  ,y  nueve  de  la  Constitución:  "nadie  podrá  ser 
"procesado  ni  sentenciado  sino  por  Juez  6  Tribunal 
"competente  ¿  virtud  de  leyes  anteriores  a!  delito  y  en 
"la  forma  que  éstas  establezcan",  y  como  quiera  que  pa- 
"ra  dictar  sentencia  en  un  solo  delito  no  pueden  existir 
"dos  tribunales  competentes,  la  Audiencia  de  la  Haba- 
"jia  al  plantear  la  cuestión  de  competencia,  debió,  ¿ 
"aceptar  la  de  aquél  Consejo  de  guerra,  inhibiéndose, 
"en  BU  consecuencia  del  conocimiento  del  asunto,  ó  re- 
"ebazarla  de  plano,  imponiendo  únicamente  la  sentco- 
"cia  dictada  por  ella  en  conformidad  con  la  ley  pro- 
"cesal. — Por  otra  parte,  la  Orden  número  ciento  diez  y 
"seiB  del  mil  novecientos  doa,  cuya  vigencia  reconoce  y 
"declara  la  Sala  sentenciadora,  al  indicar  el  procedí- 
"miento  que  debe  seguirse  por  los  couBejos  de  guerra  en 
"cuanto  al  conocimiento  de  loa  delitos  se  refiere,  no 
"menciona  para  nada  el  de  asesinato,  y  como  por  eflt« 
"delito  de  asesinato  ha  sido  juzgado  y  condenado  mi  de- 
"fendido  en  el  tribunal  militar,  según  se  comprueba 
"por  los  hechos  mencionados  en  el  comienzo  de  este  en- 
"crito,  resulta  clara  y  evidentemente  infringido  el  ar- 
"tfculo  diez  y  nueve  de  la  Constitución,  puesto  que  no 
"existiendo  leyes  penales  militares  anteriores  á  ese  deli- 
"to,  ni  tampoco  formas  ele  regulación  de  Iob  procedi- 
"mientos,  la  imposición  de  la  pena  es  inconstitucional, 
"aparte  de  que  el  reglamento  de  la  Guardia  Kural — que 
"se  cita  como  ley  sustantiva — solo  habla  de  faltas  y  no 
"de  delitos,  en  au  articulo  ciento  cinco  que  guarda  eon- 
"eordancia  con  el  artículo  ciento  seis,  y  los  números  pri- 
"mero  y  veinte  y  seis  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis.  Por 
"otra  parte,  tenemos  el  artículo  ochenta  y  seis  de  la 
"Constitución  que  dice  que  no  se  podrán  crear  en  ningún 
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"caso,  qí  bajo  de  ninguna  denominación,  comisiones  ju- 
"diciales  d¡  tribunalee  extraordinarios,  y  no  es  otra 
"cosa  que  un  tribunal  extraordinario  la  denominación 
"que  recibe  ese  Consejo  de  guerra  militar  que  no  tiene 
"organización  legal  ni  base  ñrme  de  constitución,  ni  le- 
"yes  constitucionales  á  qué  ajustar  bub  procedimientos. 
"Basta  leer  el  artículo  noventa  de  la  Constitución  para 
"convencerse  de  que  tales  tribunales  miltares  no  están 
"reconocidos.  Dice  así:  "Los  Tribunales  de  mar  y  tie- 
"ira  se  regularán  por  una  ley  orgánica  especial".  En 
"ese  precepto  se  prescinde  del  pasado  y  se  hace  referen- 
"cia  al  porvenir,  deduciéndose — como  consecuencia  in- 
"destnictible — que  mientras  no  se  dicten  esas  leyes  re- 
"guladoras,  no  pueden  funcionar  loa  tribunales  mili- 
"tares.  Además,  no  puede  alegarse  que  el  tribunal  mi- 
"litar  haya  querido  castigar  uno  solo  de  los  aspectos  del 
"hecho,  porque  claramente  está  manifestada  su  más  lata 
"intención  en  la  sentencia  objeto  del  Cousej'o  de  gue- 
"rra,  y  porque,  en  tal  caso,  habría  de  aplicarse  eí  pre- 
"cepto  del  inciso  quinto  del  articulo  diez  y  siete  de  la 
"Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  relativa,  á  los  delitos 
"conexos". 

Impugnación  : 

Resultando  que  admitidos  todos  los  recursos  por  la 
Audiencia  y  personado  el  recurrente  en  este  Tribunal, 
el  Ministerio  fiscal  en  el  trámite  correspondiente  im- 
pugnó la  admisión  de  los  interpuestos  por  quebranta- 
miento de  forma  y  por  inconstitucional  i  dad,  fundándose 
en  cuanto  al  primero  como  único  motivo  en  que:  "el  ar- 
tículo novecientos  once,  ni  en  su  inciso  primero  que  es 
el  invocado,  ni  en  ninguno  de  los  otros,  autoriza  el  re- 
curso que  se  plantea,  porque  no  puede  debatirse  en  el 
quebrantamiento  de  forma  que  la  Sala  rechazase  una 
cuestión  de  competencia  con  tribunales  militares  con 
los  cuales  no  pueden  hoy  por  hoy  suscitarse,  ni  tampoco 
puede  ser  motivo  de  este  género  de  recursos  el  rechazar 
como  articulo  previo  la  excepción  de  cosa  juzgada,  así 
como  la  reclamación  de  documentos  solicitados  como 
prueba  del  artículo  previo  inadmisible,  máxime  cuando 
tal  excepción,  reproducida  en  el  juicio  oral,  fué  resuel- 
ta en  el  fallo,  y  au  desestimación  no  dft  nunca  lugar  al 
quebrantamiento  de  forma  por  tratarse  de  excepción  pe- 
rentoria y  de  fondo :  lo  que,  después  de  todo,  lo  reco- 
noce el  propio  recurrente,  al  interponer  pro  esta  misma 
razón  y  materia  recurso  por  infracción  de  ley  al  amp^ 
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ro  del  número  séptimo,  articulo  ochocientos  cnarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  que  es  el 
que  permite  la  dÍBcusión  propnesta"  y  exponiendo  res- 
pecto al  de  inconstitucionalidad  que  "haciendo  igual- 
mente uso  del  derecho  que  le  otorga  el  párrafo  segundo 
del  artículo  veinte  y  ocho  de  la  ley  de  casación  aplica- 
ble á  dicho  recurso  según  el  párrafo  segundo  del  articu- 
lo tercero  de  la  Ley  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil 
novecientos  tres,  impugna  también  su  admisión  y  sub- 
tanciación  porque  no  alegándose  en  el  escrito  estable- 
ciéndolo, la  inconstitucionalidad  de  ninguna  Iicy,  De- 
creto ó  Keglamento,  carece  del  objeto  propio  de  este  re- 
curso, lo  que  le  priva  de  vialibilidad  y  determina  que  el 
Fiscal  se  oponga  á  su  ulterior  desarrollo,  solicitando  del 
Tribunal  que  asi  lo  resuelva  por  no  expresarse  con  cla- 
ridad el  concepto  de  la  infracción  al  no  puntualizarse 
la  ley  inconstitucional,  y  por  tanto  no  se  cumple  el  re- 
quisito cuarto,  artículo  quinto  de  la  Orden  citada". 

Hesultando  que  de  la  referida  cuestión  previa  se  ce- 
lebró la  correspondiente  vista  pública,  en  la  que  el  Mi- 
nisterio ñscal  sostuvo  su  impugnación,  y  el  defensor  del 
recurrente  la  combatió. 
Resolcción  : 

Considerando  que  para  que  proceda  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  con  arreglo  al 
número  primero  del  artículo  novecientos  once  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal,  es  preciso  que  haya  sido 
denegada  alguna  diligencia  de  prueba  que  propuesta  en 
tiempo  y  forma  por  las  partes  se  considere  pertinente: 
y  esta  disposición  en  que  únicamente  se  apoya  el  recur- 
so de  esa  clase  interpuesto  por  Timoteo  Herrera,  no  tie- 
ne aplicación  en  lo  que  se  alega  como  motivos  del  recur- 
so, puesto  que  al  no  admitirse  por  la  Audiencia  como  ar- 
tículos de  previo  pronunciamiento  una  cuestión  de  com- 
petencia, y  la  excepción  de  cosa  juzgada,  que  se  dice  fue- 
ron promovidas,  es  evidente  que  no  se  denegó  diligen- 
cia alguna  de  prueba  que  fuera  pertinente,  como  tam- 
poco pueda  estimarse  que  concurra  tal  circunstancia  por 
no  haberse  accedido  á  la  reclamación  de  determinados 
documentos  que  solicitó  el  recurrente  para  justificar  di- 
cha excepción,  ya  que  no  puede  considerarse  como  perti- 
nente la  prueba  documental  solicitada  para  justificar 
una  pretensión  que  se  rechazó  de  plano  y  sin  sustanciar- 
la; faltando  por  tanto  al  recurso  la  condición  que  para 
que  fuera  admisible  exigen  loa  números  terceros  de  loa 
artículos  quinto  y  séptimo  de  la  Orden  sobre  casación. 
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Consirlerando  respecta)  &1  recurso  ñe  inconstitacio- 
nalidad  interpuesto,  que  no  adolece  del  defecto  que  le 
atribuye  el  Ministerio  ñscal  y  en  que  únicaniente  funda 
su  impugnatíión,  puesto  que  en  el  escrito  de  ioteqrasi- 
ción,  se  expresa  claramente  que  la  Orden  número  cien- 
to diez  y  seis  d(;  mil  novecientos  dos,  aplicada  en  la  sen- 
tencia recurrida,  y  en  cuanto  al  particular  que  se  ha  es- 
timado vigente,  infringe  la  constitución  por  distintos 
conceptos,  los  cuales  esplana  en  el  escrito  y  por  tanto 
dicho  recurso  no  es  inadmisible  y  debe  ser  sustanciado 
y  resuelto  como  corresponda  con  arreglo  á  la  ley  de  la 
materia. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  por  quebranta- 
miento  de  forma  interpuesto  por  Timoteo  Herrera,  y 
sin  lugar  la  impugnación  formulada  por  el  Ministerio 
fiscal  en  cuanto  al  recurso  de  inconstitucionalidad,  que 
también  interpuso  dicho  procesado,  en  la  causa  á  que 
se  ha  hecho  referencia,  sin  hacer  especial  condenación 
(le  costas,  y  dése  cuenta  para  proveer  lo  demás  que  co- 
rresponda. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  loe  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan.  —  José  Antonio  Picliardo. — Luis 
Gastón.— Ambrosio  R,  Morales. — Carlos  Bevilla. — Ra- 
fael Maydagán. — José  M.»  Gispert. — J.  M.  Aguirre. — 
Silverio  Castro,  Secretario. 


Iq£  ley.— Smí  190.— 30  de  Octab».— Srtafc.  (Gaeeta, 

Junio  IS.  1904..) 

DOCTRINA:  Cooitituye  el  delito  de  estafa 
el  hecho  de  apropiarse  quien  recibe  abjetoa  para 
venderloa  j  entregar  el  precio,   producto  de  dicha 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  treinta  de  Octubre  de 
iiiil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  Nicanor  López  y  Pnen- 
tevilla,  del  comercio,  vecino  de  Sagua  la  Grande,  en  la 
causa  seguida  de  oficio  contra  el  mismo  en  la  Audiencia 
de  Santa  Clara  por  el  delito  de  estafa. 

Resultando  que  en  la  sentencia  definitiva  dictada 
en  dicha  causa  en  diez  y  ocho  de  Junio  último  se  con- 
signan los  hechos  en  el  siguiente ; 
Hechos  probados  : 

"Resultando  probado:  que  el  procesado  Nicanor 
"I^pez  y  Fuentfíviíla,  fué  encargado  por  la  Sociedad  de 
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"Pemández  y  Carmena,  establecida  en  la  Habana,  y  de 
"dieada  á  la  venta  de  vinos  y  iicores,  de  vender  en  esta 
'■provincia  algunas  mercancías  de  esa  clase,  con  derecho 
"de  percibir  su  importe  y  aplicándose  lo  que  eonvlnie- 
"i-on  por  el  derecho  dé  comisión,  y  habiendo  realizado 
'iilgunas  operaciones  en  el  año  último,  como  resultado 
"de  las  <'uales  debió  entregar  á  esa  Sociedad  la  suma  de 
"fesenta  pesos,  sesenta  y  dos  centavos  oro  español  que 
"le  correspondía,  no  lo  verificó,  ni  explicó  satísfactoria- 
"mente  el  motivo  que  lo  impidiera,  apareciendo  por  el 
'■'contrario  qne  se  apropió  esa  cantidad,  realizándose  las 
'■'operaciones  por  el  procesado  en  la  villa  de  Sa^jua  la 
'"Grande." 
Resolución  recurrida  : 

Resultado  que  la  Audiencia  estimando  que  esos  he- 
chos constituyen  un  delito  de  estafa,  del  que  es  autor 
sin  circunstancias  aprcciables  el  procesado  López,  le 
condenó  á  la  pena  de  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto 
mayor,  accesorias,  indemnización  á  los  perjudicados  de 
la  cantidad  defraudada  con  el  apremio  personal  corres- 
pondiente en  sil  caso,  y  al  'pago  de  las  costas. 
Fundamentos  del  recurso  de  casaciók: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso,  autorizado  "por  el  nú- 
mero primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nneTe 
de  la  I^y  de  Enjuiciamiento  Crimina!,  citando  como 
infrin^dos  el  número  quinto  del  artículo  quinientos 
cincuenta  y  nueve  en  relación  con  el  inciso  segundo  del 
■  artícnlo  quinientos  cincuenta  y  ocho,  todos  del  Código 
I'enal  por  su  indebida  aplicación,  por  cuanto  de  los  he- 
chos prohados  no  aparece  la  comisión  de  un  delito,  sino 
oue  evidencian  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato 
««lamable  solo  en  la  vía  civil,  demostrándolo  así  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  mil  setecientos  veinte  y  cuatro  del 
Código  Civil  y  en  el  doscientos  cuarenta  y  cuatro  y  dos- 
cientos sesenta  y  cuatro  del  de  Comercio,  respecto  á  la 
comisión  mercantil  y  al  mandato,  sin  que  pueda  com- 
prenderse al  recurrente  en  la  citada  disposición  del  Có- 
digo Penal,  porque  aunque  recibió  efectos  en  comisión 
no  estaba  obligado  á  entregar  ó  devolver  las  mismas  co- 
sas, sino  para  realizar  operaciones  y  dar  cuenta  con  el 
i^esnltado  &  sus  mandantes,  habiendo  solo  faltado  á  la 
ley  del  contrato. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma  en  est«  Tribunal,  celebrándose  la 
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rist&  pública,  en  la  que  el  defensor  del  recnirente  sos- 
tuvo la  procedencia  de  aquél  y  el  Ministerio  fiscal  la 
íinpujiCnó  . 

Besultando  que  para  mejor  proveer  se  pidieron  á  la 
Audiencia  loa  autos  originales,  los  que  han  sido  esa- 
mioados. 
Decisión  del  reccrso: 

Siendo  Ponente  el  Ma^strado  Luis  Gastón  j 
(•aetón. 

Considerando  que  según  el  número  quinto  del  ar- 
tículo quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal, 
cometen  el  delito  de  estafa  los  ^ue  en  perjuicio  de  otro 
se  apropiaren  ó  distrajeren  dinero,  efectos  ú  otra  cosa 
mueble  que  hubieren  recibido  en  depósito,  comisión,  ad- 
ministración ó  por  otro  título  que  produzca  obligación 
(le  entregarla  ó  devolverla. 

Considerando  que  al  encargarse  el  procesado  IjÓ- 
pez  de  la  venta  de  vinos  para  que  lo  comisionó  la  Socie- 
dad Fernández  y  Carmena,  y  de  percibir  su  importe, 
contrajo  en  virtud  de  esa  comisión  la  obligación  de  en- 
tregar á  sus  comitentes  las  cantidades  que  percibiera 
como  precio  de  dicha  mercancía,  y  apareciendo  de  la 
sentencia  recurrida,  que  en  vez  de  hacerlo  así  se  apropió 
la  suma  de  sesenta  pesos,  sesenta  y  dos  centavos  que  de- 
bió entregarle  como  resultado  de  las  operaciones  reali- 
zadas, es  evidente  que  cometió  el  delito  definido  en  el 
artículo  y  número  citados  del  Código  Penal,  puesto  que 
concure  en  el  hecho  el  elemento  esencial  y  característico 
(!el  mismo,  cual  es  la  ^ropiación  ó  distracción  por  el 
comisionista  del  dinero  que  recibió  y  debió  entregar  por 
efecto  de  la  comisión;  sin  que  obste  para  que  así  ae  es- 
time que  el  Código  de  Comercio  y  el  Civil  al  regular  las 
responsabilidades  de  este  orden  que  produce  el  contrato 
de  comisión  ó  de  mandato,  no  haga  referencia  á  las  de 
carácter  criminal  que  también  pueden  contraerse  en  ca- 
eos como  el  de  que  se  trata,  en  que  no  hubo  una  simple 
demora  en  la  entrega  de  fondos  por  el  mandatario,  sino 
una  verdadera  apropiación,  porque  aparte  de  que  tales 
casos  no  están  previstos  en  dichos  cuerpos  legales,  no  es 
tn  ellos  sino  en  el  Código  Penal  donde  se  definen  y  pe- 
nan los  actos  constitutivos  de  delito. 

Considerando  que  por  lo  expuesto;  la  Sala  eent^i- 
ciadora  ai  calificar  y  penar  como  delito  de  estafa  los  he- 
dios  ejecutados  por  el  recurrente  no  ha  cometido  las  in- 
iracciones  ni  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuyen  en 
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rtxmrso,  el  cual,  por  tanto,  debe  ser  desestimado  impo- 
niéndose las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber luf^r  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Nicauor  López  Fuentevilla,  en  la  causa 
¿  que  se  ha  hecho  referencia,  con  las  costas  á  cargo  del 
recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  io  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
(iastón. — Octavio  G i berga.— Ambrosio  H.  Morales. — 
José  María  Gispert. 


ftoílja.— Auto  168.— 30  de  Octubre.— ProoodBnda  del  re- 

eorSO.  (íi'ao.,  Junio  IS,  19i>4.) 

DOCTRINA:  Según  tiene  declnrado  el  Tríbn- 
dbI  Supremo  el  recorso  de  cbmcíód  p«r  quebran- 
tamiento de  forma  no  procede  contra  los  autos  de 
sobrfstimientii. 

Bn  la  hipótenis  de  que  contra  esos  autos  proce- 
diera dicha  clase  de  recursos,  en  elioH  no  pnede  co- 
mfterse  la  falta  de  dcncgHr  diligencias  de  prueba, 
no  siendo  por  tanto  po&ible  alegar  esa  causa  de 
casación. 

La  denegación  de  apertura  del  juicio  oral  por 
eitimar  el  Tribunal  que  los  bechos  de  la  causa  no 
rcTÍstan  loa  caracteres  de  detito  yen  au  conMcnen- 
cia  subresecr  eu  la  miaroa,  no  constituje  denega- 
ción de  prueba. 

JíECÜRaO  DEÍIEn.iDO : 

Besultando  que  en  la  causa  instruida  por  estafa  que 
(lenunció  Juan  Roca,  la  Sección  primera  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  en  diez  de  Septiem- 
bre última  auto  de  sobreseimiento  libre,  contra  el  cual 
interpuso  dicho  Roca  como  acusador  particular,  recurso 
(le  casación  por  infracción  de  ley  y  por  quebrantamien- 
to de  forma,  expresando  que  este  último  lo  autoriza  el 
artículo  segundo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
juil  ochocientos  noventa  y  nueve  en  relación  con  el  ar- 
tículo novecientos  diez  caso  cuarto  del  ochocientos  cua- 
renta y  ocho,  y  caso  primero  del  novecientos  once  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  que  el  quebranta- 
miento de  forma  consiste  en  que  "presentado  y  admitido 
el  escrito  de  acusación  por  el  acusador  privado,  propues- 
tas sus  pruebas  y  pedido  el  procesamiento  de  los  acusa- 
dos, esa  Sala  dictó  auto  de  sobreseimiento  libre  fundado 
en  el  escrito  seiscientos  cuarenta  y  cinco  de  la  Ley  pro- 
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cosal;  y  equivaliendo  este  mito  á  una  negación  de  la 
prueba  pertinente  propuesta  en  tiempo  y  forma  se;^ 
aifpuso  la  propia  Sala,  <iuebranta  también  la  forma 
esencial  del  juicio  en  el  trámite  establecido  en  el  artícu- 
lo seiscientos  treinta  y  tres  de  Ift  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal  modificado  por  el  artículo  trece  de  la  Orden 
número  ciento  nueve  de  trece  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  que  estatuye  un  derecho  expreso,  como 
es  el  do  la  apertura  del  juicio  oral  siempre  que  lo  solici- 
te como  lo  ha  solicitado  el  recurrente  con  el  carácter  de 
acusador  privado.  Contra  este  quebrantamiento  de  for- 
ma se  ha  limitado  el  recurrente  á  pedir  que  se  suplieran 
y  enmendaran  los  hechos  relacionados  en  el  auto  recuri- 
1^0  de  conformidad  con  la  súplica  y  otrosies  del  escrito 
de  conclusiones  provisionales  de  la  acusación  privada 
negándose  la  Rala  á  verificarlo  por  anto  de  doce  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres,  no  habiéndose  inter- 
puesto ninpín  otro  recurso  contra  el  auto  que  motiva 
fcl  de  casación  por  impedirlo  expresamente  el  artículo 
geíscientoa  treinta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal. 
Causa  db  la  queja: 

Resultando  que  ta  Audiencia  admitió  el  recurso  in- 
terpuesto por  infrafción  de  ley  y  denegó  la  admisión 
del  de  quebrantamiento  de  forma  por  estimar  que  nia- 
^no  de  los  artículos  que  invoca  el  recnrrente  autoriza 
su  interposición  dado  que  el  novecientos  diez  y  el  caso 
primero  del  novecientos  once  se  refieren  exclusivamente 
á  las  sentencias  y  no  á  los  autos  y  el  caso  cuarto  del 
ochocientos  cuarenta  y  ocho  solo  autoriza  el  recurso  por 
infracción  de  ley  contra  loa  autos  de  sobreseimiento. 

Resultando  que  contra  esta  denegación  el  acusador 
Roca  anunció  é  interpuso  en  tiempo  y  forma  recurso  de 
queja  del  cual  se  ha  celebrado  la  correspondiente  vista 
pública  en  la  que  el  defensor  del  recurrente  sostuvo  au 
procedencia  y  el  Ministerio  fiscal  la  impugnó. 

lÍEtíOHJCIÓN: 

Considerando  que  aún  en  el  supuesto  de  que  con 
erreglo  al  artículo  novecientos  diez  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal  el  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma  fuera  procedente  contra  todas  las  re- 
soluciones que  menciona  el  artículo  ochocientos  cuaren- 
ta y  ocho  y  no  únicamente  contra  las  sentencias  definiti- 
vas, oomo  lo  ha  declarado  la  jurisprudencia,  es  en  todo 
caso  indudable  que  el  número  primero  del  artículo  no- 
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vtícientoe  once  en  el  que  el  recurrente  funda  su  recu-8o, 
no  autoriza  la  interposición  del  roismo,  porque  la  falta 
á  que  dicho  precepto  se  refiere  y  que  consiste  en  dene- 
giiree  albina  diligencia  de  prueba  que,  propuesta  en 
tempo  y  forma  fuera  pertinente,  no  ha  podido  coineter- 
ae  por  la  Audiencia  al  dictar  el  aut«  de  aobreseimento 
contra  que  se  reclama,  toda  vez  que  no  ha  llegado  el 
caso  de  abrir  el  juicio  oral,  ni  la  oportunidad  por  tanto 
de  apreciar  si  la  prueba  propuesta  era  ó  no  pertinente 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  seiscientos  cin- 
cuenta y  nueve  de  la  ley  procesal,  ni  había  tampoco 
téminos  hábiles  para  que  esto  pudiera  hacerse,  dado  que 
ia  prueba  solo  tiende  á  justificar  los  hechos  que  consti- 
tuyen el  delito  objeto  de  la  causa,  y  al  sobreseer  en  ésta 
la  Audiencia  por  estimar  que  tales  hechos  aceptados  como 
c'ertoa  no  son  constitutivos  de  delito,  no  era  racional- 
mente posible  que  admitiera  una  prueba  de  todo  punto 
inútil  y  baldía;  sin  que  por  otra  parte,  la  falta  que  el 
recurrente  pretende  haberse  cometido  al  no  abrirse  el 
juicio  oral  á  pesar  de  solicitarlo  el  acusador  particular, 
"i  realmente  existiera,  no  estarla  en  modo  alguno  com- 
prendido en  el  precepto  legal  que  se  cita  como  autori- 
zante del  recurso,  y  en  tal  virtud  este  es  por  todos  con- 
ceptos inadmisible,  según  lo  estimó  el  Tribunal  a  quo 
é  improcedente  por  tanto,  la  queja  establecida. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  interpuesta  por  Juan 
Koca  contra  el  auto  que  le  denegó  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  en  la  causa  de  referen- 
cia con  las  cwtas  á  dicho  recurrente. 

(íomuniquese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio E.  Morales. — José  María  Gispert. — J.  M.  Aguirre. — 
Sil  ver  i  o  Castro,  Secretario. 


fineja.— Auto  170.  -  31  de  Octnlirs.— Snbsanaciós  de  fal- 
tas, (Gac,  Junio  13,  1904.) 

DOCTRINA;  El  recurso  de  eclaracidn  no  et 
procedente,  como  medio  de  subsanar  un  quebran- 
tamienCO  de  furnia,  cuando  el  (¡ue  se  alegue  aea  de 
tftl  natnraleza  qne  no  pueda  subsanarse  por  me- 
dio de  aquel  recur*o,  porque  se  aherarfa  el  fallo. 

Hecurso  denegado; 

Resultando  que  en  la  causa  número  ciento  setenta 
y  seis  de  este  año  procedente  del  Juzgado  del  Centro  de 


DigilizedbvGoO^^IC 


esta  ciudad,  la  Sección  primera  de  )a  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  el  diez 
y  ocho  de  Agosto  del  corriente  año,  condenando  al  pro- 
cesado Antonio  Cepero  y  Rodríguez  como  autor  de  un 
delito  de  homicidio  á  la  pena  de  quince  años  de.reclu- 
aióu:  que  á  nombre  del  procesado  se  interpuso  contra 
eete  fallo  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  alegándose  entre  otros  motivos  el  que  señalado 
con  la  letra  C.  y  copiado  literalmente  dice  asi:  "Se  ha 
quebrantado  además,  ^ea  dicho  como  antes  también  con 
el  mayor  respeto  al  Tribunal  sentenciador,  la  forma  del 
artículo  setecientos  cuarenta  y  dos  de  la  Ijey  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  y  por  este  motivo  autoriza  el  re- 
curso, el  articulo  novecientos  doce,  número  segundo  ya 
citado  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.  Consiste 
dicho  quebrantamiento  en  que  cuestionando  la  defensa 
de  locura  del  procesado,  siendo  este  el  punto  sobre  el 
que  descansada  la  eximente  de  responsabilidad  criminal 
quealegó  en  el  fallo  ni  en  la  parte  dispositiva  de  esta 
sentencia  que  recurro  no  se  hace  declaración  expresa  al- 
guna sobre  este  particular.  La  defensa  no  pidió  la  sub- 
sanación  de  la  falta  cometida  por  cuanto  no  existe  re- 
curso alguno  sobre  el  de  casación  de  que  iiago  uso  con- 
tra las  sentencias  definitivas,  sin  que  pueda  estimarse 
como  tal  recurso  la  aclaración  que  autoriza  el  artículo 
ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  del  trámite  criminal:  y 
por  cuanto  el  Tribunal  no  podía  después  de  pronuncia- 
da la  sentencia  hacer  declaración  alguna  sobre  las  cues- 
tiones debatidas  en  el  juicio,  como  era  la  1ocui;l  do!  pri>- 
eesado,  por  obstarlo  "el  mismo  precepto  del  artículo 
ciento  sesenta  y  uno  del  Enjuiciamiento  Criminal,  No 
se  hizo  pues  reclamación  alguna  sobre  esta  falta  por  im- 
posibilidad legal  de  deducirla". 
OaiíSa  de  la  queja; 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  por  auto  de  vein- 
te y  seis  de  Agosto  último,  den^ó  la  admisión  del  alu- 
dido recurso,  por  lo  q^ie  respecta  al  niotivo  antes  refe- 
rido, fundándose,  para  ello,  en  no  haberse  pedido  opor- 
tunamente la  aclaración  de  la  sentencia,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  novecientoi  catorce  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Criminal: 

Resultando  que  el  procesado,  previa  manifestación 
hecha  á  la  Sala  sentenciadora  de  ocurrir  en  queja  con- 
tra el  aludido  auto,  se  personó  ante  este  Tribunal  Su- 
premo interponiendo  el  presente  recurso  que  fué  debi- 
damente sustanciado,  celebrándoK  la  <,ista  pública  del 
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i-ecnrso  con  aaisteitcia  del  letrado  defensor  del  recu- 
rrente y  del  Ministerio  fiscal  que  sostuvieron  la  proce- 
dencia de  la  queja: 

Resolución  : 

Considerando,  que  según  el  artículo  novecientos 
catorce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimiual,  no  será 
admisible  el  recurso  por  quebrantamiunto  de  forma  ai 
la  parte  que  intente  interponerlo  no  hubiese  reclamado 
la  eubeanación  de  la  falta,  siendo  posible,  ni  hecho  la 
oportuna  protesta  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  leí' 
en  los  casos  en  que  proceda: 

Considerando  que  haciéndose  consistir  el  quebran- 
tamiento alegado  por  el  defensor  del  recurrente,  en  que 
cuestionando  la  locura  del  procesado,  ó  sea  la  eximente 
de  responsabilidad  criminal  del  número  priiTiero  del  ar- 
tículo octavo  del  Código  Penal,  ha  dejado  de  resolver- 
se en  el  fallo  acerca  de  la  misma,  no  ha  deiitdn  el  Tri- 
bunal a  quo  denegar  la  admisión  del  recurso,  por  lo  que 
respecta  al  motivo  C,  fundado  en  no  haberse  reclamado 
oportunamente  la  subsanación  de  esa  falta;  porque  caso 
de  que  ésta  realmente  se  hubiera  cometido  a!  pronun- 
ciarse la  sentencia,  no  era  ya  posible  obtener  su  subsa- 
nación, mediante  el  uso  del  derecho  que  concede  el  ar- 
ticulo ciento  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuicianiient . 
Criminal  para  pedir  aclaración  de  la  sunteneia,  por  tra- 
tarse de  un  punto  cuya  subsanación,  á  ser  procedento, 
pudiera  traer  consigo  la  necesidad  de  variar  el  failo..  lo 
cual  no  podía  hacer  la  Sala  sentenciadora  por  prohibir- 
lo expresamente  el  artículo  antes  mencionado;  y  en  tal 
virtud  no  ra  procedente  exigir  en  el  caso,  la  previa  ri^ 
clamación  de  la  falta  cometida  que  r(;i¡uiere  el  artículo 
novecientos  catorce,  soio  cuando  sea  posible. 

Considerando  que  por  las  razones  anteriormente  ex- 
puestas procede  declarar  con  lugar  la  queja,  sin  especia' 
condenación  de  costas. 

Se  declara  con  lugar  el  recurso  de  queja  ínterpue» 
to  por  el  procesado  Antonio  Cepero  Rodríguez,  contra 
el  auto  de  veinte  seis  de  Agosto  del  año  actual  que  le 
denegó  el  tercero  de  loa  motivos  del  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  que  interpuso  contra  U 
sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de 
lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  el  diez  y  ocho 
de  Agosto  último;  sin  especial  condenación  de  costas; 
comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los   Magistrados  que  al 
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margen  se  expresan,  —  José  Antonio  Pichardo.  —  Luia 
Gastón.  —  Ambrosio  E.  Morales. — José  M.'  Gispert. — 

J.  M.  Agiiirre. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  ley.— Sent.  191.— 31  de  Octubre.— IJefensa  personal. 

CGac.,  Junio  IS,  1904.) 

DOCTRINA:   Para  que  pueda  estimarse  bien 

como  tximeiite  bien  como  atenuante  la  circuns- 
tanda  de  haber  obrado  en  defensa  de  bu  prrsona. 
es  necesario  que  conste  probada  una  agroión  que 
determine  la  üefensa. 

En  !a  ciudad  de  la  Habana  á  treinta  y  uno  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres  r  en  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Juan  Echevarría 
Menchaca,  del  comercio,  vecino  de  la  Isabela,  en  la  cau- 
¿a  seguida  de  oficio  contra  el  mismo  en  )a  Audiencia  de 
Santa  Clara  por  el  delito  de  homicidio. 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
cansa  en  quince  de  Julio  último  se  consignan  loa  hechos 
Simientes : 
Hechos  probados: 

"Resultando  probado:  que  en  la  noche  del  siete  de 
"Abril  último  Andrés  Dabajo  Homáu  requirió  k  Juan 
"Echevarría  Menchaca,  como  lo  hpbfa  hecho  ya  en  otras 
"ocasiones,  para  que  la  satisfaciese  setenta  centavos  que 
"le  adeudaba  por  comidas  que  había  hecho  en  la  fonda 
"de  que  era  encargado,  lugar  en  que  se  encontraban 
"en  aquellos  momentos,  sita  en  la  Isabela  de  Sagiia,  y 
"habiéndole  contestado  Echevarría  en  mala  forma,  Da- 
"hajo  le  pegó  con  una  tabla  y  le  echó  del  establecí mien- 
"lo,  siguiéndole  al  salir  con  el  objeto  de  que  riñesen  en 
"la  calle,  lo  que  no  tuvo  lugar  por  haberlo  impedido  et 
"sereno  de  la  demarcación.  En  este  estado  las  cosas 
"Echevarria  se  fué  en  busca  de  un  guardia  municipal 
'■'para  que  detuviera  á  Dabajo,  regresando  á  poco  con 
"el  llamado  Ramón  Triana,  el  que  llamó  k  Dabajo  con 
"objeto  de  enterarse  de  la  ocurrencia,  cuando  en  loe  mo- 
"mentos  en  que  Dabajo  le  explicaba,  Echevarría  tiró  de 
"un  cuchillo  que  llevaba  oculto,  de  los  denominados  ver- 
"duguilJoa,  de  ocho  pulgadas  de  largo  por  una  de  ancho 
"con  punta  fina  y  se  lo  clavó  por  dos  ocasiones  á  Dabajo, 
"una  en  la  región  deltoidea  y  otra  en  la  pectoral,  lado  ii- 
"(luierdo,  seccionándole  con  este  golpe  la  cuarta  costilla, 
"interesándole  el  pulmón  del  mismo  lado  y  el  tronco 
"aórtico  á  la  altura  del  cayado,  originándole  la  muerte 
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'^casi   instantánea,  rompiéndose  la  punta  del  cuchillo 
"con  lo  rudo  del  golpe." 
Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  la  Audiencia,  estimando  esos  he- 
rhos  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio  del  que  es 
autor  el  procesado  sin  circunattmciaa  modificativas  de 
sr  responsabilidad,  le  condenó  á  la  pena  de  catorce  años, 
ocho  mesea  y  un  d!a  de  reclusión  temporal,  accesorias, 
indemnización  de  cinco  mil  pesetas  á  los  perjuicios  y  al 
pago  de  la£  costas. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
procesado  el  presente  recurso,  expresando  estar  autori-, 
K^do  por  distintos  preceptos  legales  y  que  se  funiia  en  el 
número  quinto  (dice  quince)  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  v  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, y  en  haberse  infringido  en  la  sentencia :  primero :  el 
níímero  primero  del  artículo  noveno  del  Código  Penal, 
porque  al  declararse  probado  que  Dabajo  pegó  con  una 
tabla  y  echó  del  establecimiento  á  Echevarría,  querien- 
do reñir  con  él.  le  agredió  ilegítimamente,  sin  que  á 
(lio  empece  que  el  último  contestara  de  mala  manera 
i>l  primero  cuando  le  requirió  para  el  pago  de  lo  que  le 
adeudaba:  Segundo:  el  artículo  setenta  y  seis  del  Clódi- 
go,  porque  se  ha  impuesto  la  pena  con-j  -i  t  el  hecho 
jueticiahle  no  hubiera  concurido  motivo  alguno  de 
atenuación:  Tercero:  el  articulo  ochenta,  regla  quinta, 
l>)rque  de  los  hechos  probados  apaníce  que  han  concu- 
rrido las  dos  circunstancias  atenuantes  de  agresión  ile- 
gitima, y  de  no  constar  que  hubiera  la  provocación  su- 
ficiente que  exige  la  ley  para  no  atenuar  el  hecho  culpa- 
ble: Cuarto:  el  artículo  ochenta  y  cinco  del  mismo  Có- 
digo Penal  que  debió  aplicarse  por  haber  esistido  los 
OOE  requisitos  que  se  acaban  de  expresar. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
debidamente  en  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pú- 
blica con  asistencia  del  defensor  del  recurrente  que 
sostuvo  la  procedencia  de  aquél,  y  del  Ministerio  fis- 
cal que  la  impugnó : 
Decisión  dkl  eeclrso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  de  los  hechos  que  en  la  sentencia 
recurrida  se  consignan  como  probados,  no  se  deduce  en 
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lüaDera  al^na  que  el  recurrente  al  causar  la  muerte  & 
Andrés  Dabajo,  obrara  en  propia  defensa  aunque  sin 

todos  los  requisitos  que  eximen  por  completo  de  reapon- 
sdbilidad,  como  infundadamente  sostiene  en  el  recurso, 
pues  para  que  pueda  apreciarse  esa  circunstancia,  siquie- 
la  como  atenuante,  conforme  al  número  primero  del 
artículo  noveno  del  Código  Penal,  es  indispensable  que 
tiaya  existido  una  aj^resión  ilegítima  que  en  el  acto  se 
tratara  de  impedir  ó  repeler,  y  constando  de  la  senten- 
cia que  el  procesado  infirió  á  Dabajo  las  heridas  que  la 
causaron  la  muerte  en  momentos  en  que  el  último  refe- 
ría á  un  agente  de  la  Autoridad,  llamado  por  el  prime- 
ro, la  cuestión  que  poco  antes  habían  tenido  loa  dos,  ea 
visto  que  en  aquel  acto  no  hubo,  por  parte  del  interfecto 
agresión  de  ningún  género  que  justificase  la  defensa  por 
líchevarrla;  sin  que  pueda  estimarse  como  tal  agresión 
cl  hecho  de  que  con  anterioridad,  en  la  mencionada 
cuestión  habida  entre  el  interfecto  y  el  procesado,  aquel 
pegare  á  éste  con  una  tabla,  dado  que  la  defensa,  como 
lá  misma  palabra  indica,  supone  la  existencia  de  un 
riesgo  inminente  que  se  trata  de  evitar,  lo  cual  no  puede 
confundirse  con  el  espíritu  de  venganza  que  es  el  que 
rsaimente  impulsó  al  procesado  á  cometer  el  homicidio 
porque  se  le  ha  penado : 

Considerando  que  no  siendo  de  apreciarse,  según 
lo  expuesto,  la  concurrencia  en  el  caso  de  aut(»  de  la 
circunstancia  primera  del  artículo  noveno  del  Código 
Penal,' es  evidente  que  no  se  ha  infringido  por  la  Sala 
sentenciadora  dicho  precepto  al  no  apticario,  y  que  tam- 
poco se  ha  cometido  ninguna  otra  de  las  infracctonei 
alegadas  en  el  recurso,  las  cuales,  sobre  ser  iraproceden- 
le  su  alegación,  dado  el  precepto  que  se  ha  citado  como 
autorizante,  y  de  envolver  contradicciones  entre  sí,  es- 
tán subordinadas  ¿  la  primera  y  habían  de  ser  su  coDse- 
cuencia,  pues  se  refieren  á  la  pena  que  debió  imponerse 
tin  el  caso  de  concurrir  la  expresada  atenuante,  por  todo 
lo  cual  el  recurso  debe  ser  desestimado,  imponiéndose 
líiS  costas  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Juan  Echevarría  Menchaca  en  la 
causa  á  que  se  ha  hecho  referencia  con  las  costas  al  re- 
currente. Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  ñmtanios. — José  Antonio  Pichardo. 
— Luis  (iastón,— Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gis- 
pert. — J.  M.  AguJrre. 
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Queb.  fbrma.— Sent.  27.  -31  de  Octitbn.— Asoiánato.— 

(SrCtUlStUlCÍB8.  (  Oae.,  Junio  3S,  190^.  ) 

IWCTBINA:  El  hecho  de  atraer  con  engaBo 
auna  perRotia  aun  Inear  lolitarío  j  obscuro  á 
donde  acude  desprevenida  y  en  donde  ae  encuen- 
tran apostados  los  agresores  loa  cuales,  antes  qae 
aquéllB  llegue  á  advertir  su  presencia,  le  hacen 
dus  dispanis  á  boca  de  jarro,  constituye  la  cir- 
cunstancia agravante  de  alevosía. 

Constituyen  la  circunstancia  de  prenieditacián 
lus  hechos  de  con  anterioridad  al  día  del  delito 
preparar  las  armas  para  la  ejecución  del  mismo, 
buscar  otra  persona  que  se  una  al  autor  para  eje- 
cutarlo, escojer  deliberudamente  el  lugarv  medios 
más  apropónitos  de  ejecución,  hasta  llegar  á  rea- 
lizarlo  en  la  forma  de  antemano  preparada. 

El  accidente  de  un  Utcho,  apreciaao  en  su  con- 
junto como  constitutivo  de  una  circunstancia 
agravante  no  puede  ser  estimado  como  otra  cir- 
cunstancia distiata. 

Siendo  la  causa  determinante  del  delito  que  el 
ofendido  se  preparaba  á  restituir  al  hogar  pater- 
no á  su  esposa  afirmando  que  no  era  doncella  ol 
casarse  con  él,  bien  puede  estimarse  que  tal  supo- 
sición, que  no  consta  probado  fuera  cierta,  cons- 
tituye una  ofensa  grave  para  dicha  esposa  j  su 
familia  y  atenúa  la  responnabilidad  del  hermano 
de  aquélla  que  al  cometer  el  delÍLO  obró  en  vindi- 
cacióu  de  dicha  ofensa. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  treinta  y  uno  de  Oc- 
tubre de  mil  noTecientoa  tres;  en  el  recurso  de  casaciAn 
interpuesto  y  admitido  de  derecho  en  beneficio  del  pro- 
cesado Gerardo  Díaz  y  Echevarría,  vecino  de  Magua- 
raya  Arriba,  término  municipal  de  la  Esperania,  del  co- 
mercio, contra  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara,  en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado  de 
la  misma  localidad  contra  el  mencionado  Díaz  y  otro» 
por  el  delito  de  homicidio: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  trece 
de  Julio  último,  se  consignan  los  hechos  probados  que 
á  continuación  literalmente  se  transcriben: 
Hechos  probados  : 

Primero:  Resultando  probado  que  el  procesado 
"José  Manuel  Upez  y  González  enteró  á  Antonio  Mr- 
"chado  de  la  versión  que  corría  sobre  las  relaciones  in- 
"cestuosas  que  mediaban  entre  el  otro  procesado  Ge- 
"rardo  Díaz  y  Echevarría  y  la  hermana  de  éste  Engrá- 
nela de  los  miamos  apellidos,  novia  de  Antonio  Macha- 
"do,  amigo  de  Ijópez,  para  que  desistiera  del  propósito 
"de  casarse,  lo  que  produjo  un  resultado  contraprodu- 
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"cente,  parque  Machado  se  indignó  mwcho  con  L6])C2, 
"quedando  al  parecer  en  amistad  pero  conservándolo 
"bn  gran  resentimiento ;  que  en  los  últimos  díaa  de  Oc- 
"tubre  del  año  próximo  pasado  contrajo  matrimonio 
"Machado  con  la  Entrada,  y  convenciéndose  entonceii 
"de  que  bu  mujer  no  era  virgen  le  produjo  un  gran  pe- 
"sar  que  le  decidió  á  devolver  á  Engracia  á  su  padre  Do- 
"mingo  Díaz,  á  cuyo  efecto  el  domingo  dos  de  Noviem- 
"bre  siguiente  la  llevó  á  casa  del  último,  y  habiendo  ira- 
"tado  de  este  asunto  con  él,  accedió  á  la  proposición  que 
"le  hizo  de  que  volviera  á  llevarse  á  Engracia  para  reco- 
"gerla  él,  esto  es,  D.  Domingo  Diaz,  dentro  de  pocos 
"días,  y  realizar  por  este  medio  la  separación,  sin  el  isí- 
"cándalo  que  temió  ocasionaría  la  forma  ó  manera  que 
"había  intentado  Antonio  Machado.  Entonces  Gerar- 
"do  Díaz,  que  de  antemano  había  concebido  el  proyec- 
"to  de  darle  muerte  á  Machado  por  conocer  sus  propósi- 
"tos  de  devolver  á  su  mujer,  y  que  en  aquélla  misma  tar- 
"de  había  limpiado  con  aquél  objeto  un  fusil  sistema 
"Hemington  que  poseía  y  ponía  al  sol  unas  cápsulas  del 
"mismo  para  que  perdiesen  la  humedad  que  pudieran 
"tener,  determinó  llevar  á  efecto  aquel  proyecto  en  el 
"plazo  más  breve,  para  lo  cua!  buscó  y  obtuvo  el  concur- 
"so  de  otras  personas,  que  bien  pudieran  ser  algunos  de 
"sus  familiares,  y  al  día  inmediato  como  á  las  once  de  la 
"noche,  elegida  esta  de  propósito  para  no  ser  conocido 
"y  el  objeto  de  lograr  la  impunidad,  puesto  de  acuerdo 
"con  uno  de  los  que  le  prestaban  su  concurso  se  trasla- 
"dó  á  caballo,  portando  Gerardo  su  fusil  y  el  otro  tam* 
"bien  un  arma  de  fuego,  sin  duda  del  mismo  sistema, 
"á  la  ñnca  "Mercedes",  situada  en  el  barrio  de  Magua- 
"raya  Arriba  del  término  municipal  de  la  Esperanza, 
"donde  vivía  Machado,  y  dirigiéndose  ambos  á  un  arbo- 
"lado  distante  unos  trescientos  metros  de  la  casa  de  vi- 
"vienda  de  Machado  se  desmontaron  de  los  caballoa  de- 
"jándoloB  allí  ocultos  y  dirigiéndose  á  un  árbol  dond^ 
"criaba  alachado  sus  gallinas  hicieron  de  manera  que 
"éstas  gritasen  repetidamente,  con  objeto  de  que  ereyen- 
"do  Machado  que  se  las  sustraían  acudiese  i  aquél  lu- 
"gar.  Este  ardid  les  dio  el  resultado  que  apetecían,  vien- 
"<lo  á  poco  que  se  acercaba  Machado  armado  de  un  ma- 
"chete,  con  el  cuerpo  inclinado  hacia  adelante,  en  la  ac- 
"titud  del  que  no  queriendo  que  se  le  vea,  quiere  descu- 
"brir  algo  en  la  oscuridad,  y  dejándolo  que  se  acercsñC 
"casi  hasta  tenerlo  á  boca  de  jarro  y  sin  haberlos  visto 
"aún  Machado  por  la  mayor  sombra  que  los  cubría,  mer- 
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"cefl  á  las  raniae  del  árbol,  le  dispararon  simultáneti- 
"iiiente  las  armas  que  llevaban,  alcanzándolo  loe  pro- 
"yertiles  en  la  región  pectoral  y  causándole  dos  herida^ 
"á  consecuencia  de  las  cuales  murió  poco  después'". 
Eesolución  recurrida; 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  condenó  i 
Gerardo  Díaz  Eche  vertía  como  autor  de  un  delito  de 
asesinato  cualificado  por  la  circunstancia  de  alevoflia', 
con  la  concurrencia  de  las  circitnstancias  agravantes  de 
parentesco,  premeditación,  astucia  y  nocturnidad,  A.  la 
pena  de  muerte,  indemnización  civil  y  costas; 

liesultando  que  admitido  de  .derecho  en  beneficio 
del  reo  recurso  de  casación  contra  el  referido  fallo  y  ele- 
vadas á  este  Tribunal  Supremo  las  actuaciones,  previa 
designación  de  abogado  defensor  al  reo,  se  confirió  ina^ 
tnicción  á  las  partes,  por  término  de  quince  días,  para 
que  expresaran  por  escrito  los  motivos  que  á  juicio  de  lae 
misnias  pudieran  existir  para  la  casación  de  la  aludida 
sentencia,  ya  por  quebrantamiento  de  forma  ó  por  iiH 
fracción  de  ley. 

FcNnAMEN'TOS   DEL  RECmSO   DE  CAS  A  CIÓ  K  : 

Hesultando  que  el  defensor  del  procesado  estable^ 
ció  recurso  por  infracción  de  ley,  autorizado  por  los  ca- 
sos tercero  y  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ix-y  de  Enjuieianiiento  Criminal,  alegando 
los  siguientes  motivos:  primero  que  "Al  calificar  dicha 
"Sala  de  asesinato  y  no  de  homicidio  los  hechos  referí-; 
"dos,  ha  infringido  por  indebida  aplicación  los  número? 
"primero  y  cuarto  del  artículo  cuatrocientos  catorce  del 
"Código  Penal  y  por  falta  de  aplicación  el  artículo  caá-; 
"trocientos  diez  y  seis  del  mismo  cuerpo  legal,  segi'm  ol 
"cual  es  reo  de  homicidio  el  que  sin  estar  comprendido 
"en  el  artículo  cuatrocientos  trece,  matare  á  otro,  no 
"concurriendo  alguna  de  las  circunstaticias  numeradas 
"en  el  artículo  cuatrocientos  catorce. — La  alevosía,  qUe 
"lia  servido  en  el  caso  presente  para  cualificar  el  delito, 
''supone  el  empico  do  medios,  modos  ó  formas  en  la  ejb-: 
"eución  de  los  delitos  que  tiendan  directa  y  espeeialmon- 
"te  á  asegurarla  sin  riesgo  para  la  persona  del  culpable, 
"que  proceda  de  !a  defensa  que  pueda  hacer  el  ofendido. 
"Del  hecho  de  dirigirse  el  procesado  con  una  de  las  per- 
"sonas  que  le  acompañaban,  á  un  árbol  distante  unos 
"trescientos  metros  de  la  casa  de  vivienda  de  Machado 
!  después  á  aquél  en  que  se  encontraban  las  gallinas 
'  '      ■  "       ■  '  ■  "laciendo  fueg(  ' 
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"ta  que  Machado  no  se  eocontró  cerca  de  ellos,  aaf  !X>mo 
"la  circunstancia  de  no  haber  sido  vistos  por  el  mismo 
"Machado  á  causa  de  la  sombra  producida  por  las  ramas 
"del  árbol  bajo  el  cual  se  encontraban,  en  manera  al' 
"guna  se  juatíñca  la  alevosía  que  no  puede  deducirse  de 
"meras  presunciones  sino  que  debe  constar  de  loa  hechos 
"probados,  según  lo  declara  el  Tribunal  Supremo  de  lís- 
"paña  entre  otras  muchas  en  las  sentencias  de  ocha  de 
"Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  doa,  cuatro  d« 
"Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho  y  seis  de 
"Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres. — Segundo: 
"Al  dejarse  de  apreciar  en  la  citada  sentencia  la  :ite- 
"nuante  de  vindicación  próxima  de  ofensa  grave  cau- 
"sada  á  la  hermana  del  procesado  se  ha  infringido,  por 
"dejarla  de  aplicar  la  circunstancia  quinta  del  artícu- 
"lo  noveno  en  relación  con  el  artículo  setenta  y  seis  ypá- 
"irafo  cuarto  del  ochenta  del  referido  Código  Penal. — 
"No  puede  dudarse  respecto  á  la  concurrencia  de  esta 
"atenuante  si  se  tiene  en  cuenta  el  acto  realizado  por  Aq- 
"tonio  Machado  devolviendo  su  consorte  al  padre  de  la 
"misma  algunas  horas  antes  del  suceso  que  le  produjo 
"\&  muerte,  sin  que  conste  perfectamente  justiñcado  el 
"motivo  que  le  guiara  á  proceder  en  tal  forma. — El  pá- 
"rrafo  quinto  del  artículo  noveno  habla  de  vindicación 
"próxima  y  no  de  vindicación  inmediata  y  no  han  de  ser 
"blgunaa  horas  de  diferencia  entre  la  ofensa  y  el  acto  pu- 
"nible  bastantes  á  sentar  de  manera  indiscutible  que  en 
"el  caso  presente  no  se  procedió  por  el  procesado  en  vin- 
"dicación  de  esa  ofensa  sino  por  espíritu  de  venganza 
"cuando  claramente  se  deduce  lo  contrario  de  loa  ante- 
"eedentes  que  constan  ea  la  sentencia  recurrida. — Terce- 
"ro ;  T  al  apreciarse  las  agravantes  de  premeditación  y 
"astucia,  se  han  infringido  por  el  propio  Tribunal,  por 
"aplicación  indebida  los  números  octavo  y  noveno  del 
"artículo  diez  en  relación  también  con  el  artículo  seten- 
"ta  y  seis  y  párrafo  cuarto  del  artículo  ochenta  del  ti- 
"tado  Código  Penal. — Respecto  á  la  premeditación  no 
"hay  que  olvidar  que  el  párrafo  octavo  del  artículo  dieí 
"antes  mencionado,  exige  que  sea  conocida  y  qi;e  en  el 
"caso  presente,  como  se  dice  muy  acertadamente  en  el 
"escrito  del  Ministerio  fiscal  de  Santa  Clara,  del  hecho 
"de  haber  concebido  Gerardo  Díaz  con  anterioridad  al 
"dos  de  Noviembre  último  de  haber  limpiado  en  la  lar- 
"de  del  día  del  suceso  su  fusil  y  puesto  al  sol  unas  láp- 
"eulas  del  misino,  no  se  justifica  que  hasta  dicho  día  se 
^Tiubicra  determinado  á  llevar  á  cabo,  con  destino  fijo  y 
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■'persistente,  su  proyecto,  sino  por  el  contrario,  aparece 
"en  la  sentencia  que  á  partir  de  la  tarde  del  dos  de  Ño- 
"viembre,  determinó  llevar  á  efecto  el  proyecto  de  ma- 
"(ar  á  Hachado  que  sólo  pudo  concebir  desde  ñnes  de 
"Octubre  en  que  se  realizó  el  matrimonio  de  éste  con 
"Engracia.  Las  circunstancias  de  buscar  el  proccsadtr 
"el  concurso  de  otras  personas  para  la  realización  de  sn 
"proyecto  y  haber  limpiado  su  fusil  y  puesto  al  sol  lus 
"cápsulas  el  día  del  suceso,  no  demuestran  que  meditó 
"sobre  el  delito  fría  y  reflexivamente  y  con  persistente 
"tenacidad.  No  basta  que  se  sospeche  la  premeditación 
"sino  que  ee  necesario,  como  dice  un  tratadista,  que  ae 
"vea  por  los  hechos  y  por  las  demás  circunstancias  del 
"delito.  Una  cosa  es  la  premeditación  que  signiñca  la 
"meditación  reflexiva  sobre  algún  hecho  y  otra  la  reso- 
"lución  \  la  consumación  del  delito  que  es  lo  ^que  en  la 
"sentencia  está  comprobado. — El  Tribunal  Supremo  de 
"España  tiene  declarado  en  sentencias  de  seis  de  Junio 
"de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  y  veinte  y  dos  de  M«- 
"yo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis  que  para  que  pueda 
"estimarse  la  premeditación  con,ocida,  es  indispensable 
"que  loa  hechos  que  se  consignan  como  probados  de- 
"muestren,  sin  género  alguno  de  duda  que  el  culpable 
"meditó  reflexiva  y  determinadamente  la  perpetración 
"del  delito:  que  el  resentimiento  que  mediase  entre  e! 
"culpable  y  el  interfecto  no  es  bastante  para  justificar 
"dicha  circunstancia;  que  para  poder  estimar  la  pro- 
■'meditación  éa  iudispensable  que  ésta  sea  comprobada  t 
"revelada  por  los  datos  procesales  con  tanta  claridad  y 
"certeza  que  resulte  perspicuamente  conocida;  y  que  no 
"constituye  premeditación  la  influencia  de  un  agravio 
"como  causa  eficiente  del  delito,  ni  el  aplazamiento  de  la 
"perpetración,  ni  el  designio  preexistente,  sino  la  vo- 
"luntad  deliberada  y  la  meditación  reflexiva  sobre  la 
"ocasión,  tiempo,  modos  y  medios  más  adecuados  y  con- 
"ducentes  al  fin  ilícito  preconcebido.  También  tiene 
"declarado  dicho  Tribunal  en  sentencia  de  treinta  y  uno 
"de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  que 
"cuando  de  los  hechos  probados,  si  bien  no  cabe  duda  que 
"el  acusado  tuvo  el  propósito  resuelto  de  matar  á  su  od- 
"versario,  no  así  resulta  de  los  mismos,  cuando  surgió 
"en  su  mente  semejante  idea,  este  absoluto  desconoci- 
"mient©  impide  apreciar  la  circunstancia  de  premedi- 
"tación  conocida.— Y  por  lo  que  hace  á  la  astucia  apre- 
"ciada  indebidamente  en  dicha  sentencia  y  que  consiste 
"mas  bien  en  los  medios  intelectuales  que  en  loe  mat» 
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"ríales,  í<^ún  ee  desprende  de  la  constaote  juTisprudeiJ- 
"eia  del  Tribunal  Supremo  de  España,  en  verdad  qne  en 
"manera  alguna  se  advierte  en  loe  hechos  probados  du 
"la  sentencia  y  no  puede  deducirse  de  la  circunstancia 
"de  haberse  dirigido  el  procesado  y  sus  acompañanteM  di 
"árbol  donde  dormían  las  gallínafi  de  Machado,  que  no 
"Serla  el  údíco  en  la  arboleda  que  les  sirviese  de  alber- 
"gue,  TÚ  del  hecho  de  cacarear  éstas,  dado  que  muy  bien 
"pudieron  ignorar  loe  miemos  la  situación  de  dichas 
"aves  y  que  de  todos  modos  éstas  hubiesen  gritado  A  m 
"antojo  con  solo  la  presencia  de  los  individuos  y  sin 
"atender  á  la  voluntad  ó  deseo  de  los  mismos". 

líesultando  que  á  la  vista  pública  del  recurso,  asis- 
tieron el  defensor  del  procesado  que  sostuvo  los  moti- 
vos de  casación  antes  ejtpuestos  y  el  Ministerio  liscal  que 
impugnó  éstos,  exponiendo  al  mismo  tiempo  que,  é  su 
juicio,  no  existía  ningún  motivo  por  quebrantamiento 
de  forma  ni  por  infracción  de  ley  para  declarar  la  ta- 
sación. 

DECraiÓN"  DEL  EBCÜRSO: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  los  hechos  que  en  la  sentencia 
se  declaran  probados,  contienan  todos  los  elementos 
que  integran  la  circunstancia  cualificativa  de  alevosía, 
porque  de  ellos  aparece  que  los  agresores  de  Antonio 
Machado  se  situaron  en  el  lugar  del  hecho,  aproveciían- 
do  la  noche  para  no  ser  vistos  y  lo  incitaron  é  salir  de 
su  vivienda  hacia  ellos,  como  lo  consiguieron,  valiéndo- 
se de  un  ardid,  cual  fué  hacer  gritar  las  aves  que  dor- 
mían en  un  árbol  próximo;  lugar  en  que  apostados  ace- 
charon á  su  víctima  que  se  acercaba  sin  precedente  que 
le  hiciera  temer  un  ataque  cual  sufrió,  y  antea  de  que  pu- 
diera apercibirse  de  que  allí  se  encontraba  alguien  ocul- 
to, protegido  por  la  mayor  obscuridad  que  las  ramas  de 
dicho  árbol  producían,  le  dispararon  á  boca  de  jarro,  dos, 
los  fusiles  Remington  que  portaban,  causándole  dos  he- 
ridas en  el  pecho  que  le  ocasionaron  la  muerte;  aírrc- 
sión  que  de  tal  modo  realizada,  pone  de  manifiesto  lo 
súbito  de  la  misma,  en  condiciones  de  eludir  como  elu- 
dió el  procesado  la  posibilidad  de  todo  riesgo  para  su 
persona,  procedente  de  la  defensa  que  pudiera  hacer  el  _ 
agreílido ;  circimstancias  que  caracterizan  la  cualiticati- ' 
va  antes  expresada. 

Considerando  que  asimismo  es  de  estimarse  como 
concurrente  en  el  delito  la  agravante  genérica  de  preme- 
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ditacíítti,  puesto  que  conocidos  con  anterioridad  al  dos  de 
Noviembre  último,  los  propósitos  de  Gerardo  Díai;  de 
dar  muerte  á  su  cuñado  Machado,  sus  actos  sucesivos 
de^e  la  tarde  de  e3,e  día,  de  haber  limpiado  su  fusil  Re- 
mington  y  puesto  al  sol  las  cápsulas  del  mismo  para  que 
perdioran  la  humedad,  hecho  relacionado  con  el  delito 
que  originó  esta  causa;  buscar  para  realizarlo  el  concur- 
so de  otras  personas,  persistiendo  así  en  la  idea  del  cri- 
men; trasladarse  acompañado  de  otro  individuo,  tam- 
bién armado,  á  las  doce  de  la  noche  del  dia  tres  de  dicho 
mes  con  el  mismo  ñn  á  la  ñuca  de  Machado;  y  por  úl- 
timo, las  especiales  circunstancias  qne  en  el  sitio  de  la 
ocurrencia  precedieron  al  hecho  criminoso,  denotan  cla- 
ramente la  meditación  reflexiva  con  que  el  culpable  pre- 
paró la  ejecución  del  referido  hecho  y  la  resolución  de- 
liberada de  cometerlo,  que  es  la  determinante  de  ]a  indi- 
cada circunstancia  agravante  de  premeditación  conoci- 
da, apreciada  debidamente  en  la  sentencia. 

Considerando  que  no  sucede  lo  propio  por  lo  que 
hace  á  la  apreciación  de  la  del  numero  noveno  del  ar- 
tículo diez  del  Código  Penal,  ó  sea  la  de  astucia,  porque 
los  actos  de  que  pudiera  deri\'arse,  ó  sea  el  medio  de  qué 
se  valió  el  procesado  para  hacer  salir  á  Machado  de  su 
casa,  constituye  uno  de  los  más  "éalicntes  que  .empicó 
para  ejecutar  el  delito  alevosamente;  y  por  ello  no  debió 
estimarla,  en  este  easo,  el  Tribunal  a  r¡uo. 

Considerando  que  de  los  hechos  de  la  sentencia 
aparece  claramente  que  fué  causa  iuipulsiva  de  la  pcr- 
Titítración  del  delito  por  el  procesado,  el  haber  resuelto 
Machado,  recién  casado  con  Engracia  Díaz,  hennana  de 
aquél,  devolverla  á  la  casa  de  su  padre,  por  estar  conven- 
cido de  que  no  era  virgen,  resolución  que  sin  duda  algu- 
na, no  constando  probado  debidamente  fuera  cierto  el 
motivo  de  la  separación,  constituyo  una  grave  ofensa 
inferida  á  su  cónyuge  y  á  su  familia,  por  el  deshonor 
que  semejante  acto  entraña,  y  naturalmente  se  justifica 
que  estando  al  realizarse  de  un  momento  á  otro  la  siípa- 
ración,  presa  Gerardo  de  un  hondo  resentimiento,  obra- 
ra en  vindicación  próxima  de  cea  ofensa;  por  lo  cual  de- 
bió, apreciarse  á  su  favor  esta  circunsteneia  de  ate- 
nuación : 

Considerando  que  no  obstante  haberse  deeestimailo 
la  circunstancia  de  agravación  del  número  noveno  del 
artículo  diez  del  Código  Penal  y  apreciarse  á  favor  del 
procesado  la  atenuante  quinta  del  artículo  noveno  del 
propio  Código,  no  procaJe  declarar  la  casación  de  la 
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«BiiteDcía  recurrida,  porque  dejándose  subsistentes  las 
t^avantes  tle  parentesco,  premeditación  conocida  y  n<>c- 
turniíiaii  apreciadas  rlebidartiente  por  el  Tribimai  a  rjuo 
aún  compensada  una  de  éstas  con  la  atenuante  antes  alu- 
dida, cualquiera  de  las  otras  dos  resulta  suficiente  para 
elevar  al  grado  máximo  la  pena  señalada  al  deJito,  (¡ue 
por  eer  esta  de  cadena  temporal  en  su  grado  máximo 
á  muerte,  habría  de  imponerse  la  misma  á  que  viene  con- 
denado, en  la  sentencia  que  hubiere  de  dictarse  en  snn- 
tituciÓD  de  la  recurrida. 

Considerando  que  examinada  la  causa  por  este  Tri- 
bunal Supremo  para  apreciar  conforme  al  artículo  «■- 
tenta  de  ta  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  sí  procede  la  casación  de  la 
aentenoia  por  cualquier  motivo,  bien  sea  por"  quebranta- 
miento de  forma  ó  por  infracción  de  ley,  aun  cunndo 
lio  se  haya  sostenido  por  el  procesadp,  ni  por  el  Minifi- 
ierio  fiscal,  no  existe  á  juicio  del  Tribunal  motivo  de 
ninguna  clase  que  autorice  la  casación  del  fallo  que  im- 
pone al  procesado  la  pena  de  muerte: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoi  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  Jnfrai'ción 
de  ley  interpuso  ante  este  Tribunal  el  procesado  Gerar- 
do Díaz  y  Echevarría,  ni  al  admitido  de  derecho  en  ík>- 
neficio  del  mismo,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  Santa  Clara  con  fecha  trece  de  Jnlio  úl- 
timo ;  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. — Y  en  cum- 
plimiento á  lo  diapuesto  en  el  artículo  setenta  y  dos  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  pásese  al  Fiscal  la  causa  y  roUps  perte- 
necientes á  la  misma  para  que  exponga  si  cree  que  oxÍíí- 
te  algún  motivo  de  equidad  que  aconseje  la  no  ejei-ii- 
ción  de  la  sentencia  y  la  conmutación  de  la  pena  en  vía 
de  gracia. — Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Picbardo. — Luis 
Oastón. — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Revi  11  a. — Ra- 
fael Maydagán. — José  M.'  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 

Iii£  I07.— Sent.  192.  — 2  de  IToTiembre.— Ledonea.  (Oa- 
eeía.  Junio  JS,  1904. ) 

DOCTRINA;  Son  lesiones  menos  graves  las 
que  producen  inutilidad  para  el  trabajo  ó  Deceat- 
dad  de  aFistencia  facultativa  por  más  de  ocho  6 
menoa  de  treinta  días,  anoque  la  enfermedad  snb- 
aibta  por  más  tiempo. 
En  la  ciudad  de  la  Habana  á  dos  de  Noviembre  de 
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mil  noTecientoB  trea ;  visto  el  recurso  de  casación  por  ¡n- 
fracciÓD  de  ley,  interpuesto  por  Gustavo  Ahilera  Pé- 
lez,  en  la  causa  se^ida  ante  la  Audiencia  de  Santla^ 
de  Cuba,  contra  el  referido  Aguilera,  comerciante  y  ve- 
cino de  Santa  Lucía  por  el  delito  de  lesiones. 
Hechos  probados  : 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
de  referencia  en  diez  y  siete  de  Julio  próximo  pasado, 
se  consignan  los  hechos  en  el  resultando  simiente: 
llesultando  probado:  que  el  dia  tr^  de  Enero  de  este 
eño,  con  motivo  de  disconformidad  en  arreKl<^  de  cuen- 
tas, tuvieron  una  cuestión  de  palabras  el  procesado  Gus- 
tavo Aguilera  Pérez  y  Carlos  Domínguez  Alfonso  m  el 
Billón  -de  billar  que  este  último  tiene  en  Santa  Lucía,  y 
yéndose  á  las  manos.  Aguilera  dio  un  empellón  ¿  !)<>• 
niín^ez  que  lo  hizo  caer  al  suelo,  y  dar  con  la  cabeza 
en  el  marco  de  una  puerta,  produciéndose  una  lesión 
fn  el  vértice  del  cráneo  con  poca  profundidad  y  como  de 
cinco  centímetroH  de  longitud  calificada  en  su  principio 
por  el  médico  de  leve,  que  le  impidió  durante  ocho  ó  diea 
días  dedicarse  al  trabajo  y  que  necesitó  de  quince  á  vein- 
te dias  asistencia  facultativa  y  de  la  que  estuvo  enfermo 
durante  treinta  y  seis  días. 
Resolución  bkourrida  : 

Resultando  que  la  Sala  'sentenciadora  calificó  eso» 
hechos  de  un  delito  de  lesiones  graves,  previsto  y  pena- 
do en  el  caso  cuarto  del  articulo  cuatrocientos  veinti- 
nueve del  Código  Penal,  estimando  autor  al  procesado 
por  participación  directa  en  la  ejecución  de  los  mismos, 
eín  la  concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de 
responsabilidad  criminal  y  le  impuso  la  pena  de  un  año 
y  un  día  de  prisión  correccional,  acesorias  y  eostfií. 

Resultando  que  el  Magistrado  José  ^anártv/.  Alon- 
so formuló  voto  particular,  en  el  sent'do  de  que  debía 
abeolvers?  J.  procesado  y  remitirle  la  causa  al  Juzgado 
Correccional  de  Holguln  para  que  conociera  de  la  misma 
por  ser  de  ^lu  competencia  el  hecho  que  la  motivó. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resu.tJiuilo  que  el  procesado  por  medio  de  su  Abo- 
bogado  Luis  Fernández  Marcané  interpuso  contra  la 
mencionada  sentencia  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  según  se  expresa,  por  los  artículos 
iKihocientos  cuarenta  y  siete,  'ochocientos  cuarenta  y 
echo,  inciso  primero,  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  inciso 
tercero  y  ochocientos  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de 
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Knjuici amiento  GriniÍDal,  señalando  las  leyes  infringi- 
das y  expresando  el  concepto  en  que  lo  han  sido  del  mo- 
do.simiente:  "Como  los  hechos  que  se  declaran  proba- 
dos aon  constitutivos  del  delito  de  lesiones  menos  jíraves 
del  númRro  diez  y  ocho  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la 
Orden  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  y  la  Sala  los 
califica  como  del  delito  de  lesiones  graves,  previsto  y 
penado  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  cuatrocientos 
yeintinueve  del  Códipo  Penal,  las  infracciones  leales 
cometidas  son :  la  de  dicho  artículo  cuatrocientos  vein- 
tinueve, caso  cuatro,  por  aplicación  indebida ;  y  la  del 
artícub  cuarenta  y  uno,  inciso  diez  y  ocho,  de  la  citada 
Orden  doscientos  trece,  por  au  no  aplicación. — En  efec- 
to :  declarándose  prohado  en  la  sentencia  "que  la  henda 
causada  por  el  procesado  á  Carlos  Domínj^ez,  fué  cali- 
ficada en  un  principio  de  leve  por  el  médico,  impidió  á 
líomínguez  dedicarse  al  trabajo  durante  ocho  días  y  ne- 
ci^itó  de  asistencia  facultativa  de  quince  á  veinte  días, 
ca  indudable  que  la  Sala  al  narrar  el  hecho,  describió  el 
delito  de  lesiones  menos  ffraves  de  que  trata  el  inciso 
diez  y  ocho  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  dos- 
cientos trece,  puesto  que  la  lesión  causada  por  el  proce- 
sado produjo  solo  al  ofendido  inutilidad  para  el  trabajo 
por  menos  de  treinta  días  é  hizo  necesaria  la  asistencia 
facultativa,  también  por  tiempo  menor  que  el  de  treinta 
diaa;  que  aon  !aa  circunstancias  que  juntas  ó  separada-, 
mente  han  de  eoncurir  en  el  delito  de  lesiones  para  que 
ee  califiquen  de  menos  gi'aves ;  importando  poco  que  des- 
pués de  dar  la  Sala  por  probado  que  la  lesión  inferida 
l>or  «1  procesado  solo  produjo  impedimento  para  el  tra- 
bajo por  ocho  ó  diez  días,  y  necesidad  de  asistencia  fa- 
cultativa de  quince  á  veinte  días,  añada  que  el  lesionado 
ettuvo  enfermo  durante  treinta  y  seis  días";  porque  co- 
mo lo  reconoce  la  sentencia  de  veinte  y  tres  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  oportunamente 
invocada  en  el  voto  particular,  "para  clasificar  laa  lesio- 
nes, la  ley  penal  no  tiene,  ni  usa  otro  criterio  que  el  de 
)a  mayor  duración  de  la  necesidad  de  asistencia  faculta- 
tiva ó  del  impedimento  para  el  trabajo  en  los  términos 
marcados  por  la  misma  ley,  y  á  ese  criterio  hay  que  estar 
y  ajustarse  para  calificar  las  lesiones ;  sin  que  sea  ni  pue- 
da ser  obtúculo  para  calificar  de  menos  praves  las  lesio- 
nes que  solo  producen  impedimento  para  el  trabajo  ó 
exigen  asistencia  facultativa  por  menos  de  treinta  días, 
la  mera  circunstancia  de  que  la  completa  curación  sefpín 
la    ciencia     no     se    produzca     haista     posteriormente 
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á  «se  término;  porque  la  curación  aegún  is  ley  equi- 
vale i  la  no  necesidad  de  asistencia  faculiati- 
va  y  á  los  ojos  de  la  misma  se  reputa  curado  el 
liaionado  desde  que  no  la  necesita,  con  abetraceión  del 
t-empo  que  posteriormente  necesitase  la  lesión  para  es- 
tar curada  conforme  á  la  ciencia.  Lo  cual  es  mucho 
más  cierto  en  el  caso  presente  en  que  no  se  da  por  pro- 
bado que  la  duración  de  la  enfermedad,  más  allá  del 
tiempo  en  que  necesitó  de  asistencia  facultativa,  fuera 
debida  á  complicaciones  traumáticas,  al  temperamento  y 
constitución  física  del  lesionado  6  inñuencia  atmosfé- 
rica ó  cualquiera  otra  eventualidad  extraña  á  dicho  le- 
sionado y  cuyas  consecuencias  sean  imputables  al  con- 
denado ÁRuilera.  La  enfermedad  de  que  trata  el  inci-* 
Efl  cuarto  del  artículo  cuatrocientos  veinte  y  nueve,  es 
aquel  estado  de!  paciente  que  necesita  de  la  asistencia 
facultativa;  ya  que  para  la  ley  y  para  la  Administra- 
ción de  Justicia,  no  se  concibo  enfermo  que  no  necesite 
de  esa  asistencia  facultativa. — El  término  "enfermedad 
por  más  de  treinta  días"  es  sinónimo  de  este  otro  "nece- 
sidad de  asistencia  del  facultativo  por  más  de  treinta 
días".  La  enfermedad  de  dicho  artículo  cuatrocientos 
veinte  y  nueve,  inciso  cuatro,  no  es  la  que  pudiera 
subsistir  después  de  cesar  la  necesidad  de  la  asiáteucia 
del  facultativo,  sino  la  que,  requiriéndola,  tiene  por  me- 
dida de  su  duración  la  de  esta  misma  asistencia. — A 
juicio  de  la  defensa  chiste  pues,  aplicación  indebida  del 
artículo  cuatrocientos  veinte  y  nueve  caso  cuatro,  por 
tratar.se  de  lesión  que  necesitó  de  asistencia  facultativa 
por  menos  de  treinta  días;  y  existe  también  infracción, 
por  su  no  aplicación,  del  artículo  cuarentR  y  uno  inciso 
diez  y  ocho  de  la  Orden  doscientos  trece,  ya  que  el  hecho 
probado  reúne  las  circunstancias  constitutivas  del  deli- 
to de  lesiones  menos  graves  que  es  la  duración  por  me- 
nos de  treinta  días  del  impedimento  para  el  trabajo  6 
de  la  necesidad  de  la  asistencia  facultativa. 

Besultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  viíta  pública 
ti  día  veinte  y  uno  de  Octubre  últijno  con  asistencia  del 
defensor  de  oficio  del  recurrente  que  sostuvo  su  proce- 
dencia y  del  Ministerio  fiscal  que  to  impugnó. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Mapstrado     Sr.  José     María 
Affuirre. 

Considerando  que  apareciendo  en  la  sentencia  re- 
corrida, como  hecho  probado,  que  la  lesión  que  el  pro- 


DigilizedbvGoO^^IC 


cesado  Gustavo  Ahilera  causó  á  Carlos  Domínguez,  fué 
calificada  en  un  principio  de  leve  por  el  médico  é  impi- 
dió al  Domínguez,  durante  ocho  6  diez  días,  dedicarse 
i\l  trabajo,  necesitando  de  asistencia  facultativa  durante 
(juince  ó  veinte,  es  forzoso  admitir  que  ese  heoho,  debió 
calificarse  de  lesiones  menos  graves,  comprendido  en  el 
número  diez  y  ocho  del  articulo  cuarenta  y  uno  de  la 
Orden  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  y  no  en  el 
caso  cuarto  del  artículo  cuatrocientos  veinte  j  nueve 
del  Código  Penal,  dado  que,  la  inutilidad  para  el  tra- 
bajo del  ofendido,  y  la  necesidad  de  asistencia  faculta- 
tiva duró  más  do  ocho  días  y  menos  de  treinta,  sin  que 
obste  para  la  calificación  de  lesiones  menos  graves,  el 
necho,  que  también  declara  probado  la  sentencia,  de  que 
el  le«ionai<lo  estuviera  enfermo  durante  treinta  y  seis 
(lías;  porque  este  hay  que  relacionarlo  siempre  con  la 
mayor  ó  menor  duración  de  la  necesidad  de  asistencia 
facultativa  ó  ilel  impedimento  para  dedicarse  al  trtJwjo, 
(|iie  son  los  elementos  que  en  su  caso  tiene  en  cu«ita  el 
Código  Penal  para  la  calificación  de  las  lesiones  y  los 
que  cabe  estimar  como  constitutivos  de  la  enfermedail 
jurídicamente  apreciable  y  como  á  ese  criterio  debi6 
ajustarse  la  Sala  para  calificar  las  lesiones,  por  no  ha- 
berlo hecho  así.  es  evidente  que  infringió  el  artículo 
cuatrocientos  veinte  y  nueve  de!  Código  Penal  por  in- 
debida aplicación  y  el  número  diez  y  ocho  del  artículo 
ctiarenta  y  uno  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de 
mil  novecientos  por  no  haberlo  aplicado,  incurriendo 
en  el  error  de  derecho  que  ae  le  atribuye  haciendo  por 
tjtnto  procedente  la  casación  de  la  sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurro  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
t'Tpuesto  por  el  procesado  Gustavo  Aguilera  Pérez  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  la  causa  de  referencia,  li 
cual  ttentencia  casamos  y  anulamos  con  las  cost^  de 
oficio. — ('omuni(Hicse,  etc. 

Ahí  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piohardo. — LuÍ! 
Gastón  .^Ambrosio  H.   Morales. — José  María  Gispert 
~J.  M.  Aguire. 
Segunda  sentendft.— -^n  la  misma  JeeKa  dictó   «í  Tribmui 

nueva tfJiteneia  en  lañguienU  forma: 

Dando  por  reproducidos  loe  resultandos  de  didii 
sentencia  casada  y 

Considerando  que  los  hechos  que  se  declaran  pro- 
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tadoa  revieten  loa  caracteres  de  un  delito  de  leeionea 
oienos  jíTaves,  previsto  en  el  número  diez  y  ocho  del  ar- 
ticulo cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número  doscientos 
trece  de  mil  novecientos :  por  cuanto  el  lesionado  estuvo 
impe<lido  de  trabajar  y  necesitó  de  asistencia  médica 
por  nn  período  mayor  de  ocho  días  y  menor  de  treinta, 
no  siendo  obstAculo  para  esta  calificación  el  hecho  de 
que  el  lesionado  estuviera  enfermo  treinta  y  seis  diaa ; 
porque  la  enfermedad,  para  calificar  las  lesiones,  hay 
<;ue  relacionarla  con  el  tiempo  de  duración,  de  la  nece- 
sidad de  auxilios  facultativos  ó  del  impedimento  para 
el  trabajo  que  son  los  elementos  que  en  du  caso  tiene  en 
cuenta  el  Cúilij^o  Penal  para  la  calificación  de  las  lesio- 
nes y  los  que  cabe  estimar  como  constitutivos  de  la  en- 
fermedad jurídicamente  apreciable. 

Considerando  que  dada  la  calificación  del  hecho 
delictuoso,  es  competente  para  conocer  del  mismo  el 
Juzgado  Correccional  correspondiente.  Vista  la  Orden 
número  doscientos  trece  de  mil  novecientos. 

Fallamos  que  debemps  absolver  y  absolvemos  al 
procesa<lo  Gustavo  Aguilera  Pérez  del  delito  de  lesiones 
Rraves  de  que  se  le  acusa,  por  no  ser  los  hechos  de  esta 
cflusa  constitutivos  de  ese  delito,  ni  de  otro  alguno  de  la 
competencia  de  la  Audiencia  y  pudiendo  ser  constituti- 
vos de  un  delito  de  la  competencia  de  los  Juzgados  Co-  ' 
irecctonales,  remítase  al  de  Holguín  la  causa  y  copia 
certificada  de  esta  sentencia  para  lo  que  corresponda  y 
se  declaran  las  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
JjuÍs  Gastón. — Ambrosio  R.  Morales, — José  María  Gis- 
pert. — J.  M.  Aguirre. 


lTt£  ley,— Sent.  193,  —3  de  Noriambre,— Defensa  perso- 
nal. ((?«.,  Junio  16,  1904.) 

DOCTRINA:  El  citado  de  defensa  es  incom- 
pa-tible  con  el  concierto  previo  de  una  rifla,  cna- 
lesquiera  que  Man  los  motivoi  qnc  la  deierminen 
7  les  condicione*  en  que  se  prorlnica;  por  cunii- 
);aiente  no  puede  invocar  &  su  favor  la  circunstan- 
cia eximente  de  defensa  quien  ha  ocasionado  na 
daflo  en  rifia  previamente  aceptada. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  tres  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  Rafael  Jiménez  Cas- 
tillero, labrador  y  vecino  de  Cumanayagua,  contra  la 
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si'iiteiiciü  dictada  por  la  AudieDcia  de  Santa  Clara  eo 
causa  seguida  contra  el  mismo  por  homicidio. 

líusultando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en  vein- 
te y  dos  (le  Julio  último  se  consignan  los  hechos  proha- 
dos en  el  resultando  único  siguiente: 
Hechos  probados: 

'"líesultimilo  probado  que  en  once  de  Abril  último 
'■'el  priH'Csai'o  líal'ael  Jiménez  y  Castillero,  con  motivo 
'•de  haljer  tenido  un  disgusto  con  el  menor  Alberto  Gon- 
"zález,  respecto  á  la  propiedad  de  una  cuchara,  fué  Jn- 
"vitado  á  reñir  por  VictoF  Acosta  que  mantenía  á  aquel 
"menor  á  su  cuidado,  y  habiendo  Jiménez  tratado  d(:  sa- 
'"tisfacerlo,  dándole  explicaciones  de  lo  ocurrido,  el 
"Acosta  no  quiso  oirle  y  pronunciando  palabras  grosc- 
'Tas  lo  agarró  por  un  brazo  y  lo  empujó  hacia  fuera  de 
"la  fonda  del  Central  "Soletlad"  donde  se  hallaban,  in- 
"vitándolo  á  que  fuese  á  un  potrero  inmediato  con  aquel 
"objeto,  expresiones  y  ademanes  que  decidieron  á  Jirné- 
'"'nez  á  aceptar  la  riña,  y  con  ese  propósito  se  dirigieron 
"arnhos  hacia  el  lugar  indicado,  pero  enterado  el  mcyor- 
'■domo  de  la  fonda  de  lo  que  ocurría,  les  dio  alcance  á 
'■pociM  pasos  de  la  fonda  para  disuadirlos  de  sus  inten- 
"cioncs,  lo  que  logró  con  respecto  á  Jiménez  que  se  dis- 
"pimía  á  i'olverse  á  la  fonda,  más  incitado  nuevamente 
"por  Aconta,  que  volviéndolo  á  agarrar  por  un  brazo  !o 
'•empujó  hacia  el  potrero,  diciéndole  cobarde,  mudó  á  'iu 
"primer  acuerdo  de  reñir,  continuando  el  camino  que 
"llevaban  hacia  el  potrero,  y  una  vez  en  él,  Acosta  sacó 
'"un  machete  que  llevaba  á  la  cintura  y  comenzó  é  darle 
"cintaraiíos  con  el  mismo  á  Jiménez,  que  se  detendia  ci>n 
"las  manos,  hasta  que  pudo  asirse  cuerpo  á  cuerpo  con 
'"su  contrario  y  ya  en  esta  disposición  se  apoderó  de  un 
'■fuehiJlo  que  Acosta  también  llevaba  á  la  cintura  y  se 
'"lo  liimdió  por  dos  ocasiones  en  el  costado  derecho,  hi- 
"riéndole  la  arteria  hepática  y  la  vena  porta,  producíéu- 
"dole  la  muerte  por  necesidad": 
Resolución  recurrida:  '    . 

líesultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
que  loa  hociioe  probados  constituyen  uji  delito  de  homi- 
cidio definido  y  penado  en  el  artículo  cuatrocientos  die¿ 
y  seis  del  Código  Pena!,  de  que  es  autor  el  proeesido,  por 
la  parte  dirtwta  que  tomó  en  su  ejecución,  con  la  concu- 
rrencia de  la  circunstancia  atenuante  cuarta  del  artícu- 
lo noveno  del  Código  Penal,  lo  condenó  á  la  pena  de 
doce  años  y  un  día  de  reclusión  temporal,  ^cceaorias  que 
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estimó  oportunas,  pago  de  las  costas  é  ifldeinninaciín  de 
cinco  mil  pesetas  á  loe  herederos  de  la  víctima. 
Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  referida  senteniia  ínU-r- 
puBO  Jiménez  Caatillero,  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  según  expresa,  por  el  nrtíeiilo  se- 
gundo de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  por  el  número  primero  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuicianiícnto 
Crimina!  y  especialmente  por  el  número  primero,  inciso 
segundo  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
propia  Ley  y  cita  como  infringidos  los  siguientes  artícu- 
los del  Código  Penal;  el  octavo  en  su  número  cuarto,  el 
noveno  en  la  circunstancia  cuarta  y  el  cuatiocientoii  ditíz 
y  seis  en  relación  con  el  primero,  siendo  el  concepto  de 
la  infracción  legal:  "Primero:  aceptando  el  hecho  [im- 
"bado  de  la  sentencia  en  cuanto  como  tal  hecho  material 
"es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala  sentenciadora 
"su  establecimiento  de  indubitable  modo  y  mirando  -olo 
"á  la  apreciación  que,  de  los  mismos  se  hace,  en  cuyo 
"sentido  pueden  aquellos  hechos  ser  objeto  de  eyaiiun 
"y  rectificación  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
"(sentencia  numero  oclio  de  veinte  y  cinco  de  Knero  de 
"mil  novecientos),  la  infracción  del  artículo  octavo  ilc! 
"Código  Penal  es  manifiesta  en  el  concepto  de  que  ci>:i- 
"curriendo  la  eximente  á  que  se  contrae  cu  su  niniiero 
"cuarto,  en  el  caso  del  fallo  que  recurro,  no  ha  sido  aprc- 
"ciada  al  condenar  á  Rafael  Jiniéne'z,  estimándolo  in- 
"curso  en  una  responsabilidad  criminal  de  qué  fí-té  e\en- 
"to. — Y  concurre  esta  circunstancia  porque  de  Ip.  ap- 
"titud  de  Jiménez  satisfaciendo  á  Acosta  con  exiiliea- 
"ciones  tendentes  á  evitar  la  riña  á  qué  le  invitaluí :  de 
"la  de  Acosta  no  queriendo  oirle  asiéndole  de  un  iira-^o, 
"mientras  pronunciaba  palabras  groseras  y  eni]i!ij<in- 
"dolo  hacia  fuera  de  la  fonda  del  Central  "Hoícdaí!" 
"donde  se  hallaban,  invitándolo  á  concurrir  á  un  potre- 
"ro  inmediato  con  aquel  objeto,  no  cabe  inferir  que  esas 
"expresiones  y  ademanes  dw'idicron  á  Jiménez  ir.cruic, 
"á  aceptar  la  riña  con  Acosta  armado  de  iiiaeliete  y  cu- 
"'thillo,  máxime  cuando  esa  aceptación  es  un  acto  inter- 
"no  que  solo  de  actos  externos  puixle  por  inducc'ón  iufe- 
"rirse  y  Jiménez,  cediendo  á  indicaciones  ilel  uiayordo- 
"nio  de  la  fonda  se  disjionía  á  volverse  á  é.^ta  de  f'.»unle 
"había  salido  con  Acosta  y  tan  solo  vuelto  á  empujar 
"por  éste  que  insultándolo  lo  asió  de  un  brazo,  ciiruió 
"con  él  y  por  él  conducido  contra  su  voluntad,  no  mu  la 
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"intención  rte  reñir  que  la  sentencia  le  eupone  sJn  i'arír 
"niientea  en  que  su6  actos  dan  vida  á  la  presunción  con- 
"traria  sino  ccliendo  á  la  coacfión  que  en  él  so  ejercía 
"obligado  por  el  que  con  ultrajes  de  palabras  y  obra  le 
'■hizo  acompañarle  impidiéndole  evitar  el  cncutíntro. — 
'Descartada  la  intención  de  reñir,  por  lo  i)ue  dice  rela- 
'"ción  á  Jiménez  3'  precisada  su  conducta  frente  á  U  de 
"Acosta,  no  caije  duda  de  que  el  primero  en  fonna  algu- 
"na  provocó  al  segundo. — De  aquí,  que  al  ser  a^nnlido 
"por  éste  con  un  machete  que  llevaba  á  la  cintura,  y  con 
"el  cual  cnmenzó  á  darle  cintarazos,  sin  que  por  su  porte 
"nada  hiciera  que  originara  tal  acometida,  fué  víctima 
"de  una  ilegítima  agresión  (T.  S.  E.  sentencian  de  vein- 
"te  y  nueve  do  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
"dos,  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  oclien- 
"ta  y  cuatro,  veinte  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochen- 
"ta  y  tres  y  diez  y  siete  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
"ochenta  y  ocho.— T.  S.  C.  sentencia  de  diez  y  ¿cía  de 
"Julio  de  mil  novecientos  tres)  que  no  provixni  y  de 
"aquí  también  que,  al  defenderse,  asiéndooe  al  cuerpo 
"de  Acosta,  apoderándose  del  cuchillo  de  éste  é  liiríén- 
•'dole  con  él,  usó  de  un  medio  apropiado  para  repeler  U 
"agn.'sión,  (T.  S.  Espl.  sentencias  de  diez  y  siete  de 
'■Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatn),  diez  y  siete 
"de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  b<^Í8  de 
"Mayo  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  oíben- 
"ta  y  seis),  sin  que  para  estimarlo  así  obste  el  mayor  6 
"menor  daño  causado  con  la  defensa  (T.  S.  E.  scnt.  de 
"quince  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cin- 
"co),  ni  tampoco  la  posibilidad  del  empleo  tie  otros  nie- 
"dios  para  obtenerlas,  (T.  S.  C.  sentencia  de  veinte  y 
"uno  de  Mayo  de  mil  novecientos).  Segundo:  partien- 
'■Jo  del  supuesto  que  antes  he  sentado  (aceptación  de  loe 
"licuhos  declarados  probados),  puede  decirse  con  verdad 
'■que  hay  un  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  cii^ 
"eiinstancia  cuarta  del  artículo  noveno  como  modifica- 
"tiva  de  ta  resiionsabilidad  de  Jiménez  Castillero.— -Ese 
"error  se  patentiza  como  infracción  legal,  por  aj'lica- 
"eión  inadecuada  de  aquel  artículo,  mediante  la  apre- 
■■ciación  de  aquella  circunstancia,  porque  de  los  liec'lios 
■•declarados  ¡inibados  resulta  que,  á  la  invitación  para 
reñir  de  Acosta,  Jiménez  respondió  satisfaciéndolo 
'\-on  e.vplicaciones :  que  á  los  insultos  y  ultrajes  de  ohra, 
"nada  respondió :  que  después  intentó  volverse  á  la  fon- 
"da  y  haíendo  sufrido  con  pasividad  estoica  la  pro- 
'■vi>cación  de  que,  en  distintas  formas  fué  objeto,  sin  reí- 
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"ponríer  á  la  misma  de  modo  inmediato  (T.  S.  K.  HPnt. 
"de  diez  y  nueve  de  Abril  de  mil  ochocienios  notenta  y 
"uno,  veinte  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos 
"y  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres), 
"no  agrediendo  á  su  provocador  Acosta,  baeta  que  agre- 
"dido  por  éste  que  de  las  solicitaciones  á  la  riña,  lee  auie- 
"nazas,  los  insultos  y  los  ultrajes  de  obra  pasó  á  la  «gre- 
"sión  con  un  arma  capaz  de  producir  la  muertt,  se  de- 
"fendió,  mediante  medio  apropiado  con  otra  arma  del  ■ 
"propio  Acosta,  cuya  inferioridad  respecto  á  la  que  éste 
"utilizaba,  es  notoria.- — No  puede,  por  tanto,  estimarse 
"la  referida  circunstancia,  porque  la  provocación  de 
"Acosta  no  determinó  la  agresión  de  Jiménez;  ui  ésta 
"(que  fué  motivada  por  la  agresión  de  aquél)  tuvo  lu- 
"gar  de  modo  inmediato  á  la  provocación  de  referencia. 
" — Tercero:  Se  infringen,  por  último,  en  el  fallo  que 
"recurro,  los  artículos  cuatrocientos  diez  y  siete  y  pri- 
"mero  del  Código  Penal:  porque  al  concurrir  en  el  ho- 
"micidio  de  Acdfeta,  por  lo  que  concierne  á  Jiménez  las 
"circunstancias  que  integran  el  número  cuarto  del  nr- 
"tículo  octavo  de  aquel  cuerpo  legal,  el  articulo  cuatro- 
"cientos  diez  y  siete  ha  sido  aplicado  indebidamente  en 
"su  relación  con  el  primero  ya  que  no  se  trata  de  acción 
"que  la  liCy  pena  y,  por  consiguiente,  de  delito;  sino  de 
"acción  que  se  realiza  sin  delinquir  y  que,  no  estít  com- 
"prendida  de  modo  específico  en  el  expresado  articulo 
"cuatrocientos  diez  y  siete  ni  tampoco,  virtualmente  en 
"el  citado  articulo  primero". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  Bustanciodo 
en  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  viata  pútJica  el 
dia  veinte  y  dos  de  Octubre  próximo  pasado,  habiendo 
informado  en  dicho  acto  el  defensoj  del  recurrente  que 
sostuvo  aquel  y  el  Ministerio  fiscal  que  lo  impugnó: 
Decisión  del  ebccrso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Maria  Af^irre. 

(.'ons  id  erando  que  para  que  sea  posible  apreciar  á 
favor  del  reo  la  circunstancia  cuarta  del  artículo  octavo 
del  Código  Penal,  al  efecto  de  declararlo  exento  de  res- 
ponsabilidad criminal,  es  ineludible  que  al  realizar  el 
hecho  delictuoso,  se  encuentra  el  agente  en  verdadero 
estado  de  defensa,  lo  que  es  incompatible  con  el  c-oncier- 
to  previo  de  una  riña,  cualesquiera  que  sean  los  motivos 
que  la  impulsen  y  las  condiciones  en  que  se  produzca: 
porque  la  riña  concertada,  presupone  que  el  agente  se 
conforma  y  acepta  todas  sus  consecuencias  y  es  una  si- 
tuación de  hecho  en  que  voluntariamente  se  colocan  los 
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eontentliontos,  la  onal  excluye  por  si  sola  el  concepto  ju- 
rídico de  la  defensa  por  no  poderse  estimar  la  a^irwiún 
ilegitima,  descartada  la  cual,  no  es  posible  tomar  eo 
consideración  ninguna  de  las  otras  dos  cireuiwtanciís 
qne  deben  concirrrir  en  la  eximente  referida,  dado  (¡iií, 
estas  dos  últitnas  están  subordinadas  á  la  primera. 

Considerando  que  declarándose  probado  en  la  sefv- 
tencia  recurrida  que  e¡  procesado  Jiménez  Castillero 
fué  invitado  á  reñir  por  Víctor  Acosta  y  que  aquil  acep- 
tó la  riña  y  con  este  propósito  se  dirigieron  umlws  á  un 
potrero  donde  ocurrieron  los  demás  hechos  que  la  ntn- 
teneia  expone  y  que  culminaron  con  la  muerte  del  úl- 
timo, es  indudable  que  en  esos  hechos  no  concurrió  U 
cinninstancia  eximente  invocada  por  el  procesadc,  m 
obstante  las  palabras  groseras  é  injuriosas  que  le  diri- 
gió Acosta  y  el  hecho  de  haber  desistido  de  sus  proiMSÍ- 
tos  por  un  momento  á  ruegos  del  mayordomo  do  la  fon- 
da :  porque  siempre  queda  en  pié  que  «1  procesade  vol- 
vió á  su  primer  acuerdo  de  reñir  y  fué  con  el  otro  din- 
tendiente  al  lugar  en  que  la  pelea  debía  verificarse  y  all" 
se  desarrollaron  los  sucesos  que  produjeron  el  homici- 
dio :  por  todo  lo  cual  al  no  apreciar  la  Sala  sentencia- 
dora la  circunstancia  eximente  cuarta  del  artfculfl  oc- 
tavo del  Código  Penal  no  ha  infringido  las  leve»  que  * 
citan  en  cl  recurso  ni  incidido  en  el  error  de  derecho  que 
se  le  atribuye,  siendo  por  tal  motivo  improcedente  la  ca- 
sación de  la  sentencia. 

Considerando  que  conforme  á  lo  dispuesti."  «  *' 
artículo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  |l^ 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cuando  se  deelart  sjn 
lugar  UD  recurso  de  casación  deben  imponerse  íiei'ip'^ 
las  costas  del  mismo  á  la  parte  recurrente,  salvo  cimnJo 
esta  fuere  el  Ministerio  fiscal  ó  se  estuviere  en  cl  fí* 
del  articulo  cuarenta  y  siete: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoí  n" 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infraceiínde 
ley  interpuso  el  procesado  Rafael  Jiménez  CsitÜ'^'^ 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  en  veinte  y  dos  de  Julio  último,  con  las  coúB&  ' 
cargo  del  n'currcnte. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo.— I'"'* 
Gastón. — Ambrosio  E.  Morales. — José  Marin  Gisí*f'"' 
J.  M.  Aguirre. 
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Jal  Isy.-i-Ssnt.  194.— 4  de  STevioBlm.— Fnotpto  aitío- 

rilftdor.   {Gae.,  Junio  ¡B,  190i.) 

DOCTRINA;  El  precepto  qne  aatoma  db 
rocunio  de  casación  contra  loi  autos  de  sobresei- 
mkoto  libre  es  el  articulo  852  de  la  lej  de  Bnjd- 
ciatnknto  Crímiral,  qtw  ea  eo  donde  esUa  previs- 
tos los  casos  en  qne  procede  la  caaaciún  de  dichoa 

En  k  ciudad  de  la  Habana  á  úuatro  de  Noviembre 
de  mil  novecientoa  tres;  ea  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Snpi-crao, 
interpuesto  por  D.  Santiago  Cancio  Bello  y  Arango  ¿ 
nombre  de  la  razón  Bociat  Scott  é  Eowne,  contra  c-1  ñuto 
de  sobreseimiento  libre  dictado  por  la  Sección  priniwft 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Hab&ua 
en  la  causa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Este  de, 
esta  capital  contra  Kicardo  Iñiguez  y  Salvador  ll'ica, 
por  el  delito  de  estafa: 

Resultando  que  en  el  mencionado  auto,  de  ocho  de 
Agosto  último,  se  contienen  los  siguientes: 
Anteceden  TK3 : 

"Besultando  que  esta  causa  núm«t>  cuatrocien- 
"tos  sesenta  y  uno  del  año  actual,  se  instruyó  por  el  .'iw- 
"gado  del  Este,  por  estafa  denunciada  por  llartfn  Xo- 
"vela  Miyaya,  representante  de  la  razón  social  de  Scott 
"y  Bowne  de  New  York,  apareciendo  de  la  instrucción 
"sumarial  que  la  expresada  Sociedad,  propietaria  de  la 
"fábrica  del  producto  farmacéutico  "Emulsión  de  Scoit" 
"tiene  una  sucursal  en  esta  ciudad,  en  la  calle  de  San 
"Ignacio  número  ocho,  en  la  cual  bajo  1»  regencia  do! 
"expresado  Martín  Novela,  se  elabora  el  mismo  prodiK- 
"to  para  su  venta  en  este  mercado:  que  conocedores  d« 
"este  hecho  los  procesados  Bicardo  Iñiguez  Jjarin  y  Sal- 
"vador  Soca  y  Puig  se  dirigieron  primero  por  escrito  y 
"después  de  palabra  á  Martín  Novela  procurando  entw»- 
"vistarse  con  él,  y  obtenida  una  cita  le  indicaron  que  se* 
"proponían  repartir  cinco  mil  ejemplares  anuncíao^o 
"al  público  que  la  EmulsíÓD  de  Scott  no  se  importaba 
"de  los  Estados  Unidos,  sino  que  se  fabricaba  en  la  Ha- 
"faaua,  lo  cual  acarrearia  á  sus  propietarios  serios  per- 
"juicios  y  podían  evitarlo  por  medio  de  algún  dinero,  y 
"al  efecto  le  mostraron  un  ejemplar  del  aludido  uiua- 
"cio  impreso;  que  en  vista  de  lo  que  ocurría  dio  parte 
"i  la  policía  secreta  y  de  acuerdo  con  ésta  citó  á  los  pro- 
"cesadoB  para  una  nueva  conferencia  á  la  que  asistieron 
"ocultos  dos  individuos  de  la  misma  y  en  la  cual  los 
T.  e.— igoi.— as. 
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"procesados  después  de  discutir  brevemeute  el  asunto 
"aceptaron  la  proposición  de  Martín  Novela  de  pagar 
"el  silencio  de  aquellos  con  un  billete  de  á  cien  pesos 
"moneda  americana,  sin  perjuicio  de  completarles  cien 
"centenes  cuando  recibiera  instrucciones  de  la  casa  d<> 
"New  York;  y  que  en  el  momento  en  que  iban  á  retí- 
"rarse  fueron  detenidos  por  lo8  individuos  de  la  poli- 
"cía  secreta,  quienes  los  condujeron  á  la  Jefatura,  lle- 
"vando  Iñiguez  encima  el  billete  de  cien  pesos  que  le 
"fué  ocupado. — Resultando  que  elevada  la  causa,  el  Mi- 
"nisterio  fiscal  pidió  que  se  confirmara  el  auto  que  do- 
"claró  terminado  el  sumario  y  se  sobreseyera  libremen- 
"te  en  la  causa  con  costas  de  oficio,  poniéndose  en  cono- 
"ci miento  del  Gobierno  civil  la  manifestación  del  de- 
"nuneiante  relativa  á  la  existencia  de  la  fábrica  de 
"Emulsión  en  la  calle  de  San  Ignacio  número  ocho;  y 
"la  representación  del  acusador  particular,  tenido  por 
"parte,  solicitó  la  revocación  de  dicho  auto  y  la  practi- 
"ca  de  nuevas  diligencias. — Resultando  que  por  auto  de 
"veinte  y  ocho  de  Julio  últira.o  se  confirmó  el  de  veinte 
"y  seis  de  Junio  que  declaró  terminado  el  sumario,  man- 
''dándose  volver  los  autos  al  letrado  del  acusador  par- 
"ticular  para  que  representase  lo  que  tuviera  por  coa- 
"veniente  acerca  del  sobreseimiento,  apertura  del  jui- 
"cio,  calificación  y  prueba.— Resultando  que  la  acusa- 
"ción  particular  ha  formulado  las  siguientes  conclusio- 
"nes  provisionales :  Primera :  I).  Salvador  Roca  y  don 
"Ricardo  Iñiguez  sabiendo  que  la  Emulsión  de  Scoít 
"se  fabricaba  en  la  Habana  con  los  mismos  ingredientes 
"y  aparatos  que  le  han  dado  tanta  fama,  amenazó  di- 
"rectaniRute  a  la  casa  propietaria  de  New  York  y  i  su 
"representante  aquí  D.  Martin  Novela  de  hacer  circular 
"unos  impresos  haciendo  aparecer  que  la  Emulsión  de 
"Scott  se  falsificaba  en  San  Ignacio  ocho,  donde  exis- 
"tía  el  depósito  y  fábrica  sucursal  de  la  establecida  en 
■  "New  York,  si  no  le  daba  una  cantidad  en  proporción 
''k  los  perjuicios  que  te  ocasionaría  dicha  aseveración 
"púbHca  aunque  se  desmintiera,  pues  es  sabido  que  en 
"estas  cof-tí-i  como  en  muchas  otras  el  público  no  tiene 
"lógica  y  08  vencido  por  sus  preocupaciones  con  daño 
"de  la  verdad  y  del  crédito  merecido  de  una  marca  in- 
"(lustrial,  la  qué  merece  garantía  de  la  ley  para  ponerla 
"á  cubierto  de  la  perversidad  de  los  que  quieren  vivir 
"del  trabajo  ajeno;  y  esto  que  es  de  rigor  siempre,  lo 
"es  mucho  más  cuando  se  tratan  intereses  extranjeros, 
"que  Imirian  del  país  donde  no  hubieran  las  garantías 
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"que  debe  ofrecer  toda  sociedad  adelantada;  los  cuales 
"perjuicios  han  conseguido  por  la  publicidad  de  éstos. 
" — Segunda;  Eete  hecho  constituye  un  delito  de  am»- 
"nazae  condicionales,  previsto  y  penado  en  el  articulo 
"quinientos  doce  del  Código  Penal  y  Orden  quínientoe 
"doce,  serie  de  mil  novecientoa. — Tercera;  Son  respoa- 
"sablea  en  concepto  de  autores  Salvador  Roca  y  Kicar- 
"do  Iñiguez— Cuarta :  No  son  de  estimarse  circunstan- 
"cias  modifícativas. — Quinta :  la  pena  que  debe  imoo- 
"néreeJes  es  la  de  cuatro  anos  y  dos  meses  de  prisión 
"correccional  con  suspensión  de  todo  cargo  y  del  dere- 
"cho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena". 
Bksolucion  hecoiíbida  : 

Resultando  que  la  expresada  Sala  por  el  aludido 
auto,  estimando  que  los  hechos  de  la  causa  no  consti- 
tuj'en  delito  ni  falta,  sobreseyó  en  le  misma  libremente, 
declarando  las  costas  de  oficio. 

FUNDANEXTOS   DE  LOS  BECURSÜS   DE  CA8ACIÓN : 

Resultando  que  contra  esta  resolución  interpuso 
la  razón  social  de  Scott  &  Bowne  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  presentando  el  escrito  que  copia- 
do á  la  letra  dice  así :— "A  la  Sala :— D.  Santiago  Can- 
Bollo  y  Arango,  á  nombre  de  la  raKÓn  social  Scott 
'&  Bowne,  dueño  de  la  marca  industrial  Emulsión  de 
'Scott  en  la  causa  seguida  contra  D.  Salvador  Roca  y 
Ricardo  Iñigíiez  por  amenazas  condicionales,  como  me- 
■jor  proceda  en  derecho,  digo;  que  vengo  á  interponer 
'recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  contra  el 
'auto  de  sobreseimiento  libre  dictado  en  esta  causa  y  en 
'cumplimiento  de  lo  exigido  por  la  Orden  noventa  y 
'dos  de  la  serie  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  hagt) 
'las  siguientes  manifestaciones;  Me  notifiqué  el  miérco- 
les doce  del  presente  mes;  y  todas  las  partes  de  este 
'juicio  han  sido  notiíieadas  on  la  niisma  fecha. ^Pre- 
'oeptos  que  autorizan  el  recurso ;— Los  que  estatuyen  los 
'artículos  ochocientos  cuarenta  y  siete  y  ochocientos 
'cuarenta  v  ocho,  caso  cuarto ;  ochocientos  cuarenta  y 
'nueve,  caso  segundo,  áltimo  párrafo  del  artículo  ocho- 
'cientos  cíiicueiita  y  tros  en  relación  con  el  octavo  del 
'mencionado  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  todos  de  la 
'Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  los  cualos  preceptos 
'esÜn  vigentes  por  expresa  disposición  del  artículo  se- 
'gundo  de  la  Onlen  noventa  y  dos  de  la  serie  de  mil 
'ochocientos  noventa  y  nueve.— Concepto  en  que  con- 
'tíisten  las  infracciones  de  ley:  Se  ha  infringido  la  Ltrf 
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"poT  no  considerarse  delito  ni  falta  loe  hechoe  qne  se 
"contienen  en  los  reenltandos,  cuando  lo  es,  á  toda  eri- 
"dencia,  y  al  no  eonoeptuaree  de  una  manera  ó  en  su 
"defecto  de  la  otra,  se  han  cometido  lae  inframoMs 
"que  justifica  el  presente  recurao.^ — De  manera  qne,  el 
"concepto  en  que  ha  sido  infringida  la  ley,  ee  por  iw 
"abrir  á  juicio  oral  esta  causa,  siendo  como  son  los  he- 
"chos  de  los  resultandos,  constitutivos  de  delito  cují 
"competencia  corresponde  é  la  Sala  á  qne  me  dirijo :  n> 
"caso  contrario  por  no  remitir  al  Juzgado  eorreccional 
"el  conocimiento  de  los  hechos  de  autos  por  estimane 
"que  ya  como  delito  6  como  falta,  el  conocimiento  í  di- 
"cho  Tribunal  corresponde.  —  Infracción  de  ley:— Mo- 
"tivo  primero:  Estimo  iDÍringido  el  articulo  primero  y 
"quinientos  doce  del  Código  Penal  en  relación  con  la 
"Orden  quinientos  doce  de  la  serie  de  mil  noveciente, 
"toda  vez  que  se  amenazaba,  por  loe  acusados  tanto  í  í* 
"casa  de  New  York,  como  á  la  sucursal,  aquí,  de  dar  á 
"la  publicidad  unos  impresos  por  los  cuales  afirmaban 
" i nsi diosan) ente  qne  la  Emulsión  de  Scott  se  falsificaba 
"en  esta  ciudad  eo  San  Ignacio  ocho.  Como  se  amena- 
"labft  de  hacer  aparecer'  como  falsificada  la  ErouUiÓD 
"de  Scott  que  en  la  sucursal  de  esta  ciudad,  se  hada  y 
"fe  hace,  se  originaba  un  mal  que  constituye  un  delitc, 
"previsto  en  los  artículos  señalados  como  infringido»  en 
"este  mismo  párrafo,  tanto  más  cuanto  que  se  consigui^ 
"el  propósito  como  resultado  de  la  amenaza  que  por  mi 
•'escrito  y  de  palabra  se  ha  hecho. — Motivo  segundo: 
"La  Sata  que  dispone  el  sobreseimiento  de  esta  cansa, 
"estima  con  evidente  error,  que  es  requisito  indispen»- 
"ble  "que  la  amenaza  recaiga  sobre  un  mal  que  coneti- 
"tuya  delito".  Tal  parece  que  no  está  vigente  el  ar- 
"tfculo  quinientos  trece,  relacionándolo  con  el  articulo 
"cuarenta  y  uno,  inciso  treinta  de  la  Orden  doscientos 
"trece  de  la  serie  de  mil  novecientos,  los  cuales  se  han 
"infringido  porque  precisamente  cuando  la  amenaza  re- 
"cae  sobre  un  hecho  que  no  constituya  delito,  es  cuand» 
"resulta  de  rigurosa  aplicación  el  artículo  quinientos 
"trece  del  Código  Penal. — Al  no  entenderlo  así  la  Sila 
"á  qué  me  dirijo,  ha  infringido  los  preceptos  legales  'ic 
"los  artículos  en  el  párrafo  inmediatamente  anterior  sfr 
"ñalados  y  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supro- 
"mo  de  España,  de  veinte  y  cuatro  de  Abril,  nueve  d« 
"Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  y  diei 
"y  seis  de  Abril  y  cuatro  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
"tos  ochenta  y  tres. — En  consecuencia,  lo  que  procede 
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"no  ee  sobreseer,  bído  remitir  las  actuaeionee  al  Juzga< 
"do  correccional  que  corresponda,  pant  que  proceda  con 
"arreglo  á  derecho.  Motivo  tercero:  la  infracción  del 
"caso  cuarto  del  articulo  aeiscientoB  doce  en  virtud  del 
"cual  no  procede  sobreseer  sino  r^nitir  las  actuaciones 
"al  Juzgado  correccional,  e«  tan  evident*  que  no  se  ne- 
"cesitan  esfuerzos  algunos  para  demostrarlo  por  más 
"que  la  infracción  por  el  primero  y  segundo  motivos,  eí 
"aún  más  evidente. — Por  tanto : — A  la  Sala  suplico  .m 
"sirva  tener  por  interpuesto  el  recurso  de  casación  por 
"infracción  de  ley  en  que  se  ha  incurrido  en  el  auto  nú- 
"mero  trescientos  dos,  por  el  cual  ae  sobresee  Ubremen- 
^'te  la  causa  número  cuatrocientos  sesenta  j  uno  del  pre- 
"sente  año,  instruida  por  el  Juzgado  del  Éste,  y  trami- 
"tarlo  con  arreglo  á  derecho  por  ser  de  justicia  que  pido 
"en  la  Habana  á  diez  y  siete  de  Agosto  de  mil  novecien- 
"tos  tres.— ^Ldo.  Santiago  Cancio  Bello  y  Arango". 

Hesultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma,  se  celebró  la  correspondiente  vista,, en  la  cual 
el  Abogado  d  la  Sociedad  recurrente  y  el  Ministerio  ñ»- 
cal  sostuvieron  la  procedencia  de  aquél. 

Decisióx  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  K.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  el  presente  recurso  carece  de  las 
condiciones  necesarias  para  poder  aer  discutido,  por  no 
concurrir  en  él  los  requisitos  que  la  ley  de  casación  exi- 
ge para  que  procediera  su  admisión ;  pues  resulta  noto- 
rio que  los  preceptos  que  se  invocan  de  los  artículos 
•ochocientos  cuarenta  y  nueve,  caso  segundo,  ochocientos 
cincuenta  y  tros,  párrafo  segundo  en  relación  con  el  nú- 
mero octavo  del  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  todos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  autorizan  á  in- 
terponer el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
■contra  un  auto  de  sobreseimiento  libre:  el  primero  por- 
que sólo  lo  otorga  contra  sentencia  en  el  caso  de  que  los 
hechos  que  en  la  misma  se  declaran  probados  no  se  cali- 
ñquen  ó  no  se  penen  como  delito  6  falta,  siéndolo ;  y  el 
segundo  contra  aquéllos  autos,  que,  fuera  de  los  men- 
cionados en  los  siete  primeros  números  del  articulo 
ochocientos  cuarenta  y  ocho,  el  cuarto  de  los  cuales  se 
refíere  á  los  autos  de  sobreseimiento,  en  su  resolución 
contradigan  expreso  precepto  legal,  sin  referencia  algu- 
na, como  se  vé  en  una  y  otra  disposición  á  los  autos  de 
¡a  naturaleza  del  recurrido,  los  cuales  tienen  especial 
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oftbida  en  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y  doB,  que 
es  el  que  debe  citarse  para  discutir,  en  los  casos  que  se- 
ñala, las  infracciones  de  ley  que  en  tales  autos  de  sobre- 
seimiento  se  estimen  cometidas. 

Considerando  que  por  lo  expuesto  ee  visto  que  en  el 
aludido  recurso  no  se  ha  cumplido  con  el  reouisito  ter- 
cero del  artículo  quinto  de  la  Orden  aümero  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  por  ello  no 
debió  admitirlo  el  Tribunal  a  quo,  sin  que  obsto  su  in- 
debida admisión  y  el  que  oportunamente  no  haya  sido 
impugnado  para  que  por  este  Tribuna)  se  declare  sin  lu- 
gar, dado  que  no  puede  concederse  eñcacia  á  un  recurso 
que  no  se  ajusta  á  lo  dispuesto  en  la  ley. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
hi^er  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  D.  Santiago  Cancio  Bello  y  Arango  á 
nombre  de  la  razón  social  de  Scott  &  Bowne,  contra  el 
auto  dictado  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de. lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  el  ocho  de  Agos- 
to último,  con  las  costas  al  recurrente.  Así  por  esta 
unestra  sentoncia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Am- 
brosio K.  Morales. — José  M,*  Gispert. — J.  il.  Aguirre. 


Zní  ley.— Sent.  195.— i  de  IToriemb».-  Detendónilsgal. 

—Hechos.   {Oae.,  Junio  15,  190^.^ 

DOCTRINA:  Comete  el  delito  previsto  en  el 
artículo  198  del  Código  Penal  el  agente  de  potidft 
que  detiene  k  on  ciudadano  por  causa  que  no  re- 
viste caracteres  de  delito  y  además   no  lo  entrega 

A  la  autoridtid  judicial. 

La  fcicultud  de  la  Snla  sentenciadnra  no  se  ex- 
tiende á  establecer  de  modo  intangible  datos  que 
no  sean  de  hechos  sino  elementos  morales  ¿deduc- 
ciones de  carácter  jurídico  para  eetnblicer  si  el 
agente  obró  ó  no  con  ánimo  doloso;  porque  estos 
extremos  pueden  ser  discutidos  en  casación  y  rec- 
tificados mediante  el  recurso  por  el  Tribunal  Su- 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Novieuihre 
do  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por 
infraceión  de  ley  ¡nterjiíicstn  por  el  Ministerio  fiscal 
en  la  camisa  .ieíruidn  de  ofieio  en  la  Andicocia  de  Snnin 
,  Ciara,  contra  linfnel  Péiví  Pl.icer,  sargento  de  la  Guc.r- 
dia  Hural.  vecino  de  Corralillo.  por  el  delito  do  deten- 
ción arbitraria: 

líeeultando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  cau- 
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ea  en  veinte  y  siete  de  Julio  últínu)  contieDe  loe  siguien- 
tes resultandos  pertinentes: 
Hechos  probados: 

"Primero:  Besnltajido  probado  que  en  el  mes  de 
"Diciembre,  del  año  anterior  inmediato,  el  vecino  del 
"témiao  municipal  del  Corralillo  José  Fortún  Estra- 
"da, .manifestó  de  palabra  al  sargento  de  la  Guardia  Ru- 
"ral  Rafael  Pérez  Placer,  Jefe  del  puesto  de  la  cabece- 
ara de  dicho  término  municipal  y  hombre  poco  culto 
"que  al  requerir  4  Andrés  Delgado  Jiménez,  para  que 
"no  pasase  por  sus  terrenos.  Delgado  lo  había  injuriado 
"de  palabras  y  como  esto  no  había  sido  presenciado  por 
'Heetigos,  le  rogaba  que  requiriese  á  Delgado  p^ra  que 
"no  volviera  á  realizar  lo  dicho.  El  sargento  Pére:; 
'"Placer,  creyéndose  autorizado  por  los  preceptos  de  los 
"artículos  veinte  y  tres  y  ciento  veinte  y  tres  del  Regla- 
"mento  de  su  instituto  de  primero  de  Mayo  de  rail  no- 
"veeientos  uno,  dispuso  en  el  mismo  mes  de  Diciembre 
"que  una  pareja  de  guardias  ¿  sus  órdenes  detuviese  á 
"Delgado  Jiménez  y  lo  condujera  al  puesto,  al  llegar  al 
"cual  Delgado,  al  atardecer,  lo  mandó  encerrar  Pérez 
"Placer  en  el  calabozo,  en  el  cual  lo  retuvo  hasta  la» 
"primeras  horas  de  la  mañana  del  siguiente  día,  en  que 
■"lo  puso  en  libertad,  porque  &  poco  del  encierro  tuvo 
"que  salir  del  cuartel  ¿  desempeñar  sus  funciones,  sin 
"que  el  sargento  enterara  á  la  autoridad  judicial  de  es- 
"ta  ocurrencia. — Segundo:  Resultando  probado  que  el 
"día  diez  y  ocho  de  los  del  mismo  mea  de  Diciembre  an- 
otes dicho,  el  sargento  Pérez  Placer,  movido  por  el  mis- 
óme error  que  lo  indujo  á  realizar  el  hecho  antea  descri- 
"to,  mandó  detener  y  conducir  al  puesto,  encerrándolo 
'"á  las  dos  de  la  tarde  en  el  calabozo,  á  Julián  Izquierdo 
"Triana  porque  el  vecino  Manuel  Arredondo  le  había 
'■participado  de  palabra  que  creía  que  Izquierdo 
"Triana  era  autor  del  hurto  de  unas  gallinas  de  su  pro- 
"piedad  que  habían  desaparecido  de  su  finca. — Realiza- 
"da  esa  detención  Pérez  Placer  marchó  á  averiguar  e} 
''hecho,  y  como  durante  sus  investigaciones  Arredondo 
"le  hizo  saber  que  sus  sospechas  contra  Izquierdo  s?  ha- 
"bían  disipado,  por  haiicrwe  encontrando  las  gallini'..-. 
"puso  f\  mi.siiio  día  de  la  di'lcnción,  como  á  las  odio  <]>■ 
■'la  nivlip  en  lilwrtad  al  di->ti'iiido  Izquierdo,  sin  ent"V:-.f 
"dd  fiK'cso  á  la  autoridad  jiidkia!.— Tercero:  lír-u!- 
"tand  j  probado  que  ul  día  veinte  y  siete  de  loa  de  Mnrzo 
"anti-TÍor  iiiiiiciliutn,  á  cnnM'i'iiPucin  de  haber  el  vpcím'í, 
"Desiderio  Ibañra  participado  al  :íar;ífnto  Pérez  Plai-.T. 


3dbvGoo¿^lc 


"(lue  temía  ocurriera  un  disj^usto  entre  él,  Ibañez  y  Joié 
"María  Yaldés,  porque  éete  se  negaba  ¿  satisfacerle  unos 
"jornales  que  le  debía,  Pérez  Placer  ordenó  4  un  Koar- 
"din  que  dijese  á  Valdés  c<Hnp&reciera  en  el  puesto,  á  lo 
"cual  contestó  Valdés  que  sin  orden  de  autoridad  cooi- 
"pcbeate  no  obedecería;  Pérez  Placer  recibida  esa  omi- 
"t«Etación  entregó  por  escrito  al  guardia  una  orden  pa- 
"ra  que  se  efectuara  la  comparencia,  la  cual  no  obedeció 
"Yaldés,  por  lo  cual  el  sarg^ito  marchó  con  un  guardia 
"á  la  barbería  donde  trabajaba  Valdés,  lo  detuvo  y  lo 
"condujo  al  puesto,  en  el  que  formalizó  atestado  de  lo 
"'tucedido,  remitiendo  inmediatamente  al  detenido,  <xhi 
'el  atee.tado  á  la  autoridad  judicial,  la  que  puso  desde 
"lu^o  en  libertad  ¿  Veldés." 
Rbsoldcion  rrciürrida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimó  que  loB  hechos 
expuestos  no  son  constitutivos  del  delito  previsto  án  el 
artículo  ciento  noventa  y  ocho  del  Código  Penal,  porque 
pl  procesado  no  ejecutó  los  actos  que  se  le  imputan  con 
dolo,  sino  por  an  falta  de  aptitud  para  et  cargo  que  de- 
sempeña, por  lo  que  lo  absolvió,  disponiendo  que  se  re- 
mitiera al  Sr,  Secretario  de  Gobernación  copia  certifica- 
da del  fallo,  luego  que  éste  fuera  firme : 

FUNDAHENTOB  DEL  HECUBSO   DE   OASAOIÓÍf : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  el  presentae  recurso  autorizado  por  el 
número  segundo  del  artículo  ochocientos  cuarenta  j 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando 
Ci)mo  infringido  tres  veces  el  artículo  ciento  noventa  y 
echo  del  Código  Penal  y  dos  veces  los  artícnloB  quince 
y  diez  y  seis  de  la  Constitución  por  los  preceptos  qne  ex- 
presa en  los  términos  siguientes :— "A :  El  artículo 
"ciento  noventa  y  ocho  del  Código  Penal  ha  sido 
"infringido  por  no  haber  sido  aplicado  k  los  hechos 
"que  se  declaran  probados  en  el  primer  resultando  de 
"la  sentencia  recurrida,  por  cuanto  prescribiéndose  en 
"el  artículo  quince  de  la  Constitución  de  la  República 
"que  nadie  podré  ser  detenido  sino  en  los  casos  y  en  la 
"forma  que  prescriben  las  leyes,  esto  es,  con  relación  é 
"los  agentes  de  la  policía  judicial,  en  los  casos  á  que  se 
"contraen  los  artículos  cuatrocientos  noventa  y  dos  y 
"cuatrocientos  noventa  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal,  ambos  en  relación  con  el  artículo 
{XV)  quince  de  la  Orden  número  doscientos  trece  de 
"mil  novecientos,  así  como  previniéndose  en  el  artículo 
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"dies  y  seis  de  1*  misma  constitación  que  todo  detenido 
"será  puesto  en  libertad  ó  entregado  al  Jues  6  Tribunal 
"competente  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  bí- 
"guientea  al  acto  de  la  detención,  y  constituyendo  los 
"citados  preceptos  constitucionales,  que  también  cita 
"cmno  infrinpdoB  por  no  haber  sido  aplicados,  la  ex- 
"cepción  de  derechos  del  individuo  que  garantiza  el 
''mencionado  Código  fundamental  y  sanciona  el  articulo 
"ciento  noventa  y  ocho  citado,  al  disponer  el  procesado 
"Pérez  Placer,  contra  lo  preceptuado  en  todas  esas  dis- 
"posiciones,  la  detención  de  Andrés  Delgado  y  Jiménez 
"y  BU  conducción  a)  puerto,  teniéndolo  allí  encerrado  en 
"un  calabozo  toda  una  noche  sin  entregarlo  al  juez  com- 
"petente,  á  quien  no  enteró  de  lo  ocurido,  ni  ponerlo  en 
"libertad,  sino  porque  tuvo  que  salir  del  cuartel  á  de- 
"sempeñar  sus  funciones,  obró  con  el  dolo  con  que  pro- 
"cede  todo  el  que  realiza  un  acto  que  sabe  que  es  con- 
"trario  á  la  ley,  sin  que  baste  ¿  justificar  su  atentado 
"positivo  á  los  derechos  constitucionales  del  ciudadano, 
"íiue  lo  realizara  para  impedir  un  hecho  punible  de  rea- 
"liíación  problemática  y  solo  perecguible  á  instancia  de 
"parte,  como  es  la  injuria  de  palabras  á  un  particular, 
"como  tampoco  es  suficiente  para  justificarlo,  que  se 
■•creyese  autorizado  con  ignorancia  vencible  por  los  pre- 
"ceptos  de  los  artículos  veinte  y  tres  y  ciento  veinte  _V 
''tres  del  Reglamento  de  la  Guardia  Rural,  contenido  en 
"la  Orden  número  ciento  catorce  de  mil  noyeeientos 
"uno  para  hacer  lo  que  reprueba  el  último  de  los  mis- 
"mos,  que  no  pugna  con  los  expresados  preceptos  cons- 
"titucionales,  con  tanta  más  razón  cuanto  que  su  inteli- 
"gencia  de  dichos  preceptos  reglamentarios  carece  de 
'"fundamento  y  por  su  arbitrariedad  deja  aún  más  de 
"relieve  el  dolo  del  procesado  al  proceder  contra  lo  pre- 
"renido  en  la  Constitución  y  las  leyes,  elemento  moral 
"del  delito  que  cometió  que  no  está  sometido  á  la  apre- 
"elación  exclusiva  del  Tribunal  sentenciador,  según  lo 
"ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de 
"diez  de  Diciembre  de  mil  novecientos  dos,  Gaceta  de 
"primero  de  Junio,  y  en  el  auto  de  diez  y  siete  de  Pe- 
corero último,  Gaceta  de  veinte  y  uno  de  Julio. — B: 
"Bl  articulo  ciento  noventa  y  ocho  del  Código  Penal  ha 
"tido  infringido  también  por  no  hat>er  sido  aplicado  á 
"los  hechos  que  se  declaran  probados  en  el  segundo  re- 
"sultando  de  la  sentencia,  del  mismo  modo  que  el  ar- 
"lículo  diez  y  seis  de  la  Constitución  de  la  República, 
"que  también  cita  como  infringido  por  no  haber  sido 
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"aplicado,  por  cuanto  se  dej^  dicho  en  el  fundamento 
"anterior  A  con  relación  al  último  y  acerca  de  ()ue.con8- 
"tituye  la  ^^xpresión  de  derechos  individuales  gsranti- 
"zados  por  la  Constitución  y  sancionados  por  el  articu- 
"lo  ciento  noventa  y  odio  también  citado,  por  lo  que  al 
"mandar  el  procesado  Pérez  Placer  detener  y  conducir 
"al  puesto  el  día  diez  y  ocho  de  Diciembre  último 
"á  Julián  Izquierdo  Triana,  si  bien  procedió  por  la  de- 
"nuncia  ilel  hurto  de  gallinas  que  ae  le  había  hecho,  se 
"exce<tíó  de  sus  atribuciones  y  prolongó  arbitrariamente 
"la  detención  cuando,  en  vez  de  entrejíar  el  detenido  al 
"juez  competente,  lo  encerró  á  tas  dos  de  la  tarde  en  el 
"calabozo  mientras  él  marchaba  á  averiguar  el  hecho, 
"sin  enterar  del  suceso  ¿  la  autoridad  judicial,  tenién- 
"dolo  allí  encerrado  como  hasta  lae  ocho  de  la  noche  en 
"que  se  disiparon  las  sospechas  que  había,  en  lo  que 
"obró  con  el  dolo  que  vicia  las  acciones  del  que  contra- 
"viene  á  la  ley  á  sabiendas,  como  lo  hizo  ei  procesado, 
"puesto  que  faltó  al  precepto  del  artículo  diez  y  seis  de 
"ii:  Constitución  dejando  do  entregar  e!  detenido  al 
"juez  competente  sin  que  baste  á  justificarlo  que,  en- 
"tendiendo  de  una  manera  antojadiza  y  con  ignorancia 
"vencible  los  preceptos  de  los  artículos  veinte  y  ciento 
"veinte  y  tres  del  Keglamento  de  la  Guardia  Rural,  coa- 
"tenido  en  la  Orden  número  cíente  catorce  de  mil  no- 
"vecientos  uno,  procediera  precisamente  contra  lo  que 
"previene  dicho  artículo  ciento  veinte  y  tres  del  Regla- 
"mento,  que,  más  explícito  aún  que  la  Constitución, 
"dice  que  si  demorase  la  entrega  del  detenido  la  Guar- 
"(lia  Kural  podrá  ser  castigada  según  lo  prescrito  en  el 
"Código  Penal,  siendo  por  lo  demás  de  advertir  que, 
"como  se  dijo  «n  el  fundamento  anterior,  el  elemento 
"moral  de  la  intención  con  que  se  realizó  el  hecho  no  es 
"de  la  aprwiación  exclusiva  del  Tribunal  sentenciador. 
'■'— C :  El  mismo  artículo  ciento  noventa  y  ocho  del  Có- 
"digo  Penal  ha  sido  asimismo  infringido  por  no  habei 
"sido  aplicado  á  los  hechos  que  se  declaran  probados  en 
"el  tercer  resultando  de  la  sentencia,  así  como  lo  ha  sido 
"iainbién  el  artículo  quince  de  la  Constitución  de  laEe- 
"pública  que  cita  asimismo  por  infringido  por  su  inapli- 
"cíii'ióii.  por  cuanto  se  deja  dicho  en  los  anteriores  fun- 
"dauíciitiij  A  y  lí  con  rclücióu  á  dicho  articulo  do  la 
"(oii.-titiicii'n  y  íiccna  do  que  su  precepto  constituyo 
"¡ii  e.x'iiivsu'iii  de  dfnrliiis  indivídunlos  garantizadi>s  por 
''1.1  iiiiptiiü  y  siiM(::oii;i[|'i  por  el  cit.ido  articulo  ciento 
■'uovctitH  y  oi-liu,  di'  úumic  se  dL-duce  que  no  habiendo 
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"procedido  el  procesado  Pérez  Placer  por  razón  de  de- 
buto ni  aún  siflüiera  de  falta  cuando  en  veinte  y  siete 
"de  Marzo  último  detuvo  y  condujo  al  puesto  á  José 
"María  Valdés  porque  Desiderio  Ib'añez  le  había  parti- 
"eipado  que  Valdés  ee  neftaba  á  satisfacerle  unoe  joma- 
"les  que  le  debía  y  temía  que  ocurriese  un  disgusto  entre 
"los  dos,  obró  con  manifiesta  arbitrariedad  y  con  el  dolo 
"en  que  incide  todo  el  que  en  vez  de  ajusfar  aua  actos  á 
"\a  ley,  contraviene  abiertamente  su  precepto  explícito 
"y  terminante,  como  lo  es  el  del  artículo  (quince  de  la 
''Constitución  en  relación  con  las  otras  disposiciones 
"Icííales  citadas  en  el  fundamento  A  de  este  recurso,  que 
"determina  que  nadie  puede  ser  detenido  sino  por  razón 
"de  hechos  punibles,  siendo  el  dolo  tanto  más  patente 
"cuanto  que  si  el  desconocimiento  de  la  Constitución  es 
'inexcusable  en  cualquier  ciudadano,  con  mayor  razón 
"lo  es  en  los  funcionarios  públicos  que  tiíínen  que  hacer 
"aplicación  de  sus  preceptos." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma,  celebrándose  la  vista  pública  con 
asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal  que  sostuvo  la  proce- 
dencia de  aquél. 
Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  conforme  al  artículo  quince  de 
ia  Constitución,  nadie  podrá  ser  detenido  sino  en  los 
casos  y  en  la  forma  que  prescriben  las  levos,  y  que  se^n 
v't  artículo  ciento  noventa  y  ocho  del  C'-digo  Penal  el 
funcionario  público  que  detuviere  á  una  persona  sin  tn- 
tar  autorizado  por  una  ley  á  no  ser  por  razón  de  delito, 
no  estando  e»  suspenso  las  garantías  constitucioii-ilcí, 
incurrirá  en  la  pena  do  multa  que  señala,  si  la  detorición 
1.0  hubiere  excedido  do  tres  días. 

Considerando  que  los  hechos  declarados  pro'íailos 
en  el  primer  re,>:ultando  transcrito  de  la  sentencia  re- 
currida, demuestran  claramente  que  el  procesado  lia  in- 
currido ,cn  la  rcíponsabilidad  criminal  establecida  eu  la 
'  última  disposición  citada  por  haber  violado  e!  i.'xpiT;«ii- 
00  pre<'cpto  coiKlituc'onü!,  puesto  que  como  .■iaip'cülo  v 
Jefe  de  ¡mcsto  de  1»  Guardia  liural  dcriivo  ¡i  Andrés 
Drlpado,  teniúndolo  mcerrndo  en  un  calabozo  ílii;iiii(e 
rolla  una  noche,  y  ponií'rulolo  en  libertnd  ú  la  iniiwn.i 
siguiente  wjn  ]i;irti<i;iario  á  Iji  aiiíimdiid  Judicial,  por 
e";  solí)  liíxlio  lie  hal'crlc  mnnifi'i--t;ido  uu  ■.■■■ciii.)  tiu^' 
iquél  lo  había  injurindo  de  palabra,  y  rogari';  qiuí  lo  ra- 
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quiriese  para  t^ue  no  volviera  á  hacer.  >,  do  lo  eiial  no  se 
c'educía,  en  manera  alfpina,  la  eKíetenm  de  tin  deüto 
cometido  ó  que  se  int^tara  cometer  por  Delgado  }■  (loe 
justificara  su  detención,  ni  podía  lacicnalmente  enten- 
di?r1o  asi  el  procesado  por  poca  cultura  y  aptitudes  que 
Be  le  supongan:  sin  que  tampoco  pueda  admitirse  que 
obrara  con  error  y  en  la  creencia  de  estar  autorizado  para 
proceder  como  lo  hizo  por  el  Reglamento  de  su  Cuerpo, 
contenido  en  la  Orden  número  ciento  catorce  de  mil 
novecientos  uno,  dado  lo  que  con  toda  claridad  dispone 
dicho  Heglaraento  en  sus  artículos  ciento  veinte  y  dos  y 
ciento  veinte  y  tres,  acerca  de  loa  casoe  en  que  la  Guar- 
dia Bural  debe  detener  á  una  persona,  qne  son  aán  nrás 
limitados  que  los  que  expresa,  respecto  á  la  Autoridad 
¿  agentes  de  policía,  el  articulo  cuatrocientos  noventa  y 
dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal. 

Considerando  que  igualmente  cometió  el  recurrente 
el  mismo  delito  contra  los  derechos  individuales,  sancio- 
nados por  la  Constitución,  al  mandar  detener  y  condu- 
cir al  puesto  á  Julián  Izquierdo  y  encerrarlo  en  un  ca- 
lubozo,  solamente  porque  un  vecino  le  participó  que  creía 
era  autor  del  hurto  de  unas  gallinas  que  habían  desapa- 
recido de  3u  ñnca,  y  no  dejándolo  en  libertad  hasta  seie 
horas  después  en  que  de  tas  investigaciones  hechas  por  el 
mismo  Pérez  Placer  resultó  no  existir  tal  hurto  por  ha- 
berse encontrado  las  gallinas  que  se  creían  sustraídas 
pues  aunque  aquella  simple  manifestación  pudo  hacerle 
creer  en  la  existencia  de  un  delito  de  hurto,  no  era  por  si 
sola  motivo  racionalmente  bastante  para  que  también 
creyera  que  era  Iquíerdo  bu  autor,  circunstancia  ésta  ne- 
cesaria para  que  fuera  procedente  su  detención  con 
arreglo  al  número  cuarto  de!  citado  artículo  cuatrocien-  - 
los  noventa  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, y»  que  evidentemente  no  estaba  el  caso  comprendido 
en  ninguno  de  los  otros  que  numera  en  dicho 
artículo  y  mucho  menos  en  el  ciento  veinte  y  dos  del 
Reglamento  de  la  Guardia  Rural  que  particularmente 
dí'bía  observar  el  procesado;  sin  que  quepa  tampoco 
atribuir  los  actos  ejecutaidos  por  éste  á  error  excusable,  ■ 
ó  mala  inteligencia  de  dichas  disposiciones,  dada  la  cía-- 
lidad  de  las  mismas  y  la  obligación  en  que  estaba  por  su 
cargo,  de  conocerlas. 

Considerando  que  por  las  razones  expuestas,  y  es- 
pc-cialmente  por  no  haber  hecho  constar  el  proceaado  en 
forma  alguna  loa  sucesos  referidos,  ni  comunicarlos  á  la 
autoridad  judicial  es  forzoso  inferir,  que,  según  se  ha 
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indicado,  no  fué  la  errónea  inteHf;;au;Ía  de  la  )ey,  exenta 
(le  toda  malicia  lo  que  indujo  al  procesado  é.  realizar  los 
expresadas  detenciones,  sino  que  oonscienteniMite  co- 
metió en  amboB  casos  un  verdadero  aboso  de  autoridad, 
constitutÍTo  de  delito  imputado;  sin  que  para  ello  obste 
lo  declarado  en  contrario  como  cierto  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, puesto  que  la  facultad  privativa  de  ésta  para 
determinar  los  bechos  que  hayan  ocurrido  no  puede  ex- 
tenderse á  otros  datos  que  no  son  realmente  hechos,  sino 
elementos  de  orden  moral  6  deducciones  de  carácter  ju- 
rídico por  las  que  se  lle^  á  apreciar  si  el  agente  al  eje- 
cutar los  Jiechoa  que  se  han  probado,  obró  ó  no  con  áiii- 
mo  doloso,  lo  cual  admite  libre  discusión  y  puede  ser 
rectiñcado  por  eete  Tribunal  en  virtud  del  recursv,'  de 
casación. 

Considerando,  en  cuanto  6.  los  hechos  que  se  consig- 
nan en  el  tercer  resultando  de  la  sentencia,  que  aún 
cuando  la  negativa  de  José  María  Valdés  á  acudir  al 
llamamiento  que  le  hizo  el  sargento  Placer,  sin  duda 
para  prevenir  el  disgusto  que  se  le  había  anunciado,  no 
revistiera  realmente  carácter  de  delito,  es  innegable  que 
afí  pudo  racionalmente  entenderlo  aqnél,  siquiera  fuera 
con  error,  estimando  tomo  tal  delito  la  insistente  deso- 
bediencia á  sus  órdenes  que  en  el  acto  cometía  Valdés, 
para  cuya  detención,  por  tanto  pudo  creerse  autorizado 
por  los  preceptos  legales  citados,  y  en  este  sentido  al  de- 
tenerlo y  remitirlo  como  lo  hizo,  inmediatamente  al 
juez  correspondiente  con  el  atestado  que  formalizó,  no 
es  de  apreciarse  que  obrara  con  malicia  é  incurriera  por 
vfe  hecho  en  la  sanción  penal  del  citado  articulo  ciento 
noventa  y  ocho  del  Código  Penal. 

Considerando  que  de  todo  lo  exp''.ef"+'>  ^eeulta  que 
1j  Sala  sentenciadora  ha  infringido  las  disposiciones 
legales  ó  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  se  señalan 
en  el  recnrso  al  no  calificar  y  penar  como  delito  de  de- 
k'nción  arbitraria,  las  que  llevó  á  efecto  el  procesado  en 
ias  personas  de  Delgado  y  de  Izquierdo  y  que  no  se  han 
cometido  tales  infracciones  y  error  en  cuanto  se  refiere 
A  la  detención  de  Valdés;  procediendo,  por  virtud  de 
aquellas  infracciones  la  casación  de  la  sentencia: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ler  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  á  que  se  ha  hecho  referencia,  la  cual 
sentencia  casamos  y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos. 
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iFiandamos   y    ñrmamos. — Jd^    Antonio    Pidiardo. — 
Iiuie  Oaetón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gís- 
pert. — J.  M.  Aguire. 
Segunda  sentenda. — En  la  miemafecKa  dietó  el   Tribunal 

nueva  «entencia  en  lo»  tiguientea  térmüuMi 

Dando  por  reproducidoa  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada  menos  en  cuanto  se  expresa  en  el  primero 
y  segundo  de  ellos,  que  eí  procesado  se  creyó  errónea- 
mente autorizado  por  la  ley  para  ejecutar  los  actos  que 
se  relacionan  en  ios  mismos. 

Dando  igualmente  por  reproducidoa  loa  tres  prime- 
108  considerandos  de  la  sentencia  de  casación  que  pre- 
cede y 

Considerando  que  de  los  dos  delitos  cometidos  es 
criminalmente  responsable  como  autor  el  procesado  Ra- 
fael Pérez  Placer  por  haberlos  ejecutado  personalmente. 

Considerando  que  en  la  ejecución  de  los  referidos 
delitos  no  es  de  apreciarse  la  concurrencia  de  ninguna 
circunstancia  modiñcativa  de  la  responsabilidad  cri- 
minal. 

Considerando  que  en  el  presente  caso  no  cal>e  exi- 
girse al  procesado  responsabilidad  civil  alguna,  debien- 
do imponérsele  el  pago  de  las  costas  como  consecuencia 
de  su  responsabilidad  criminal. 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á 
Itafael  Pérez  Placer,  como  autor  de  dos  delitos  de  de- 
tención arbitraria  sin  circunstancias  modiíicativas  i^ 
responsabilidad,  á  la  pena  de  multa  de  quinientas  pese- 
tas por  cada  iino  de  dichos  delitos,  debiendo  sufrir  en 
caso  de  insolvencia,  una  detención  de  un  día  por  cada 
doce  y  media  pesetas  que  dejare  de  satisfacer,  y  al  pago 
do  las  dos  terceras  partes  de  costas,  absolviéndole  por  ei 
otro  delito  de  la  misma  especie,  porque  también  fuéacu- 
siido:  aliónesele  para  el  cumplimiento  de  la  pena  en  sn 
caso,  la  prisión  preventiva  que  hubiere  sufrido.  Y  'por 
lo  que  aparece  de  la  sentencia  se  declara  insolvente  al 
jiroceeado  á  los  efectos  de  esta  causa. 

Asi  por  e.íta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos, — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
tjastón.— Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert.- 

J,  M.  Aguirre.        

aurfa.— Anto  171.— 5  de  Noviembre.— Precepto  antoriza- 

dor.   (Wae.,  Jiniw  15,  1904.) 

DOCTIÍINA:   Pernque  sea  admitido  un  w- 
carao  de  casación  pur  qnebrantamieoto  d«  forina 
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ha  de  exprcaarBc  el  caso  á  chho*  de  los  artículos 
911  6  U12  de  la  le;  de  Enjuiciamiento  Criminal  en 
que  esW  comprendida  la  falta  que  se  alega  como 
causa  del  recurso. 

Antecedentes  : 

Besultando  que  terminada  poT  sentencia  tirme,  la 
causa  número  doscientos  cuarenta  y  eeis  de  mil  aove- 
cientos  uno,  instruida  en  el  Juzgado  del  Oeste,  contra 
Vicente  Pioeiro  y  otros,  por  el  delito  de  robo,  se  proce- 
dió al  embargo  de  determinados  bienes  en  el  concepto  de 
pertenecer  á  uno  de  los  procesados;  diligencia  que  dio 
lugar  á  que  Antonio  Carrera  Cueto,  que  ee  estimaba  due- 
ño de  esos  bienes,  estableciera  tercería  de  dominio,  la 
que  se  sustanció  por  los  trámites  del  juicio  declarativo 
de  menor  cuantía  ante  el  Juez  de  instrucción,  dictando 
éste  sentencia  contra  la  cual  interpuso  el  mencionado 
Carrera,  recurso  de  apelación,  que  le  fué  oido  en  ambos 
efectos,  para  ante  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  que,  sustanció 
dicho  recurso,  y  pronunció  sentencia  confimiando  la  del 
Juzgado  de  instrucción. 

HeCDHSO  nESEÍlADO  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  An- 
tonio Carrera  Cueto,  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma  presentando  á  este  objeto  el  escrito 
que  copiado  á  la  letra  dice  así  i  "A  la  Sala. — Antonio 
''Carreras  y  Cueto,  en  la  demanda  de  tercería  de  dominio 
'que  sigo  contra  Vicente  Piñeiro  y  otros  sobre  propie- 
'dad  de  un  coche,  un  caballo  y  otros  objetos,  ante  la  Sa- 
"la  comparezco  y  como  mejor  proceda  digo :  Que  en 
''tiempo  interpongo  recurso  de  casación,  por  quebran- 
'tamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  contra  la 
'sentencia  dictada  en  estos  autos  y  ajustándoiiie  á  las 
'prescripciones  legales  manifiesto. — Primero:  Que  di- 
'cha  sentencia  proniiiiciada  en  cinco  del  corriente  mes 
'de  Septiembre  me  fué  notificada  el  día  nueve  del  pro- 
'sento  mes  de  Septiembre  también,  que  es  la  fecha  de 
líltima  notificación  hecha  A  las  partes  de  que  tengo 
'conocimiento. — Segundo:  Que  este  escrito' fechado  hoy 
'quince  de  Septiembre  lo  presento  e?te  mismo  día,  y 
'por  tanto,  dentro  de  los  cinco  que  como  término  para 
'la  interposición  del  recurso  señala  la  ley  de  casación. 
' — Tercero:  que  autorizan  el  recurso,  como  precepto 
'general,  los  artículos  mil  seiscientos  oi'henta  y  siete,  in- 
'ciso  primero  y  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve,  inciso 
'segundo;   ambos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
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"por  tratarse  de  una  sentencia  deñnitiva  dictada  por  una 
"Audiencia  y  especialmente  el  inciso  sexto  det  artículo 
"mil  seiscientos  noventa  y  ano  de  la  referida  Ley  de  En- 
"juiciainiento  Civil,  en  el  cual  de  modo  espreso  fundo  el 
"recurso. — Cuarto:  que  el  quebrantamiento  de  forma 
"que,  como  he  dicho,  fundo  en  el  inciso  sexto  del  ar- 
"tíciilo  mil  sciscientoÁ  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  £&- 
"juiciamiento  Civil,  consiste  en  el  hecho  de  haber  in- 
"competencia  de  jurisdicción  en  esta  Sala  y  en  el  Jnes 
"de  instrucción  su  delegado  para  decidir  la  presente 
"cuestión  de  índole  puramente  civil  y  cuyo  conocimien- 
"to  está  atribuido  de  modo  señalado  á  los  Tribunales 
"Civiles. — En  efecto,  terminada  por  ejecutoria  la  causa 
"criminal  en  que  se  ocuparon  efectos  de  mi  propiedad, 
"yo  establecí  la  tercería  respectiva  que  envolvía  y  en- 
"vuelve  una  demanda  de  reivindicación.  Y  aunque  la 
"Sala  entendió  que  tenia  competencia  para  conocer  del 
"asunto  y  dio  comisión  al  Juez  de  instrucción  del  Oeste 
"para  sustanciarla,  es  lo  cierto  que  ni  uno  ni  otro  han 
"podido  intervenir  ni  decidir  con  competencia  la  terce- 
"ría,  porque  al  hacerlo  han  infringido  por  error  de  de- 
brecho  y  falta  de  aplicación.  Primero:  El  articulo  cin- 
"eucnta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  es- 
"tablece  que  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única  com- 
"petente  para  conocer  de  los  n^ocios  civiles  que  se  sus- 
"citen  fn  el  territorio  de  la  lela  de  Cuba  y  Puerto  Rico. 
" — Segundo :  El  artículo  cincuenta  y  tres  de  la  propia 
"Ijey  de  Enjuiciamiento  Civil  que  determina  que  para 
"que  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  competencia  se  re- 
"quiere:  "Primero:  Que  el  conocimiento  del  pleito  «n 
"que  intervengan  este  atribuido  por  la  ley  á  la  auto- 
"ridad  que  ejerzan.  Segundo :  que  le  corresponde  el  a^ 
"nocimiento  del  pleito  ó  acción  con  preferencia  ¿  loe 
"demás  Jueces  ó  Tribunales  de  su  mismo  grado. — Ter- 
"í-ero:  el  artículo  cincuenta  y  nueve  de  la  citada  Ley 
"(le  Enjuiciamiento  Civil  que  determina  que  en  las  po- 
"blaciones  donde  haya  dos  ó  más  jueces  de  primera  ins- 
"tancia,  el  repartimiento  de  los  negocios  detenninari 
"la  competencia  relativa  entre  ellos  sin  que  puedan  Ub 
"partes  someterse  á  uno  de  dichos  jueces  con  exclusión 
"de  los  otros.  Be  lo  que  se  sigue  que  la  jurisdicción  ci- 
"vil  y  nada  más  que  la  civil  ha  podido  resolver  la  pre- 
"sente  terccria.^Por  lo  demás :  habiendo  intervenido  el 
•'Juez  do  instnicción  del  Oeste,  como  delegado  de  esta 
"Sala,  por  lo  cual  ha  de  entenderse  que  los  actos  del  de- 
"k'gado  resultan  ejecutados  ante  la  Sala  misma,  por  lo 
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"que  en  rigor  no  ba  habido  más  que  una  ioetaiici&,  yo 
''pedí  fn  ella  oportunamente  la  eubsanación  de  la  falta 
"cometida,  para  lo  cual  promoví  incidente,  á  fin  de  que 
"se  declarara  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  desde  la  de- 
"manda  en  adelante,  insistiendo  en  tal  subsanación  al 
"eetableeer  recurso  de  eúplioa  contra  la  providencia  en 
"que  se  denegó  la  admisión  de  dicho  incidente,  con  cu- 
"yas  gestiones  que  son  las  únicas  legales  que  podía  de- 
"dueir,  ha  quedado  perfectamente  preparado  este  re^ 
"curso  por  quebrantamiento  de  forma. — Por  tanto— ^ 
"suplico  á  la  Bata  tenga  por  interpuesto  el  requreo  de 
"casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  establez- 
"eo  contra  la  sentencia  de  esta  Audiencia,  dictada  en 
"cinco  del  corriente  mes  y  año,  dicte  auto  admitiéndolo 
"y  ordonando  que  las  actuaciones  originales  ae  eleven 
"al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  con  los  emplazamien- 
"tos  correspondientes. — Es  justicia  que  pido. — Habtuna, 
"Septiembre  quince  de  mil  novecientos  tres,  —  Ldo,* 
"Claudio  Pérez  Piquero. — Antonio  Carrera". 

Caüba  de  la  quBJA : 

Resultando  qué  el  Tribunal  a  quo,  por  auto  de  diez 
j  nueve  de  Septiembre  pró.vimo  pasado,  denegó  la  ad- 
misión del  recurso  por  los  fundamentos  siguientes: 
"que  el  problema  planteado  por  el  recurrente  no  es  otro 
"que  el  de  la  incompetencia  de  este  Tribunal  por  razóa 
"ne  la  materia,  ya  que  se  sostiene  que  no  ha  {K>dido  co- 
"nocer  del  presente  asunto,  dada  su  índole  puramente 
"civil;  cuestión  que  sólo  puede  discutirse  en  recurso  de 
"casación  por  infracción  de  ley  y  al  amparo  del  número 
"sexto  del  artículo  mil  seiscientoe  noventa  de  la  Ley  de 
"Enjnidasiiento  Civil,  porque  habiendo  invocado  el  re> 
"cúrrente,  como  autarjzador  del  presente  recurso,  por 
"qnebrantamiraito  de  forma  el  número  sexto  del  artlcu- 
"lo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  l<ey  citada  ¿  cu-< 
"yo  amparo  solo  puede  discutirse  la  incompetencia  dei 
"juriadicclón,  cuando  este  punto  oo  se  haJ^  oOmpien- 
"dido  en  el  número  sexto  del  artículo  mil  seistñentoB 
"nóvente  anteriormente  citado,  es  evidente  la  incon.- 
"gniencia  que  resulte  entre  el  problema  planteado  y  el 
"precito  citedo  como  autorizador  del  recurso  y  poc 
"tuito  debe  éste  desestimarse",  y  por  último,  "que  apai- 
"te  de  las  razones  anteriores  y  según  lo  tiene  sentedo  el 
"Tribunal  Supremo  de  Justicia  español  en  multitud  de 
"sentencias,  no  pueden  admitirse  como  motivos  de  ca- 
"eación  actuaciones  judiciales  pertenecientes  é  la  pri- 
T.  e.-im  -w. 
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"mera  instancia  cuando  ni  dorante  ésta  ni  en  la  segunda 
"hasta  el  acto  de  la  vista  no  se  hace  reclamación  alguua 
"pues  dejando  de  hacer  hasta  dicho  momento  se  pierde 
"el  derecho  á  ejecutarlo". 

Resultando  que  contra  el  referido  auto  el  recurren- 
te anunció  é  interpuso  oportunamente  recurso  de  queja, 
que  se  ha  sustanciado  ante  este  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrándose la  vista  pública,  con  la  sola  asistencia  del 
Ministerio  fiscal  que  impugnó  dicho  recurso. 

Resoldcion  : 

Considerando  que  según  el  artículo  segundo  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  al  efecto  de  determinar  los  casos  en  que  pro- 
cede el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, dentro  del  procedimiento  en  materia  penal,  se  es- 
tará á  lo  dispuesto  en  los  artículos  novecientos  diez  al 
novecientos  quince  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal; siendo  de  todo  punto  indispensable  con  arralo 
al  número  tercero  del  séptimo  de  la  mencionada  orden, 
que  el  recurso  se  funde  en  alguno  de  los  caeos  tazativoe 
de  los  artículos  novecientos  once  y  novecientos  doce  de 
dicha  ley,  pues  de  no  concurrir  en  él  esta  circunstancia, 
entre  otras,  el  once  de  la  repetida  Orden,  impone  al 
Tribunal  sentenciador  el  deber  de  denegarlo. 

Considerando  que  examinado  el  escrito  presentado 
por  el  recurrente  interponiendo  el  recurso  de  casacUa 
que  le  denf^  la  Audiencia,  es  notorio  que  no  se  cita 
ninguno  de  los  preceptos  antes  referidos,  ni  siquiera  ri- 
ñere dicho  escrito  el  quebrantamiento  que  en  el  mismo 
ae  alega  expresando  causa  congruente  con  alguno  de 
ellos;  omisión  que  hace  ver  la  falta  de  cumplimiento 
del  requisito  tercero  del  artículo  quinto  de  la  precitada 
Otden,  y  consiguientemente  que  no  concurre  en  el  re- 
curso la  circunstancia  tercera  del  séptimo,  necesaria  ae- 
gñn'la  ley  de  la  materia,  para  que  pueda  ser  admitido. 

Considerando  que  este,  y  no  otro,  es  el  fnndamento 
principal  que  debió  tener  en  cuenta  el  Tribnnal  a  quo 
para  denegar  el  aludido  recurso,  en  sus  condiciones,  ma- 
nifiestamente improcedente  dentro  del  procedimiento 
criminal ;  y  en  tal  virtud  procede  declarar  sin  lugar  la 
queja,  con  las  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Antonio  Carrera  Cueto,  contra  el  auto  de  diez  j 
nueve  de  Septiembre  último  que  le  denegó  el  de  casa- 
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ción  que  interpuso  contra  la  aludida  sentencia^  con  tas 
costas  á  su  cargo. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  tos  Ministrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales. — Rafael  Maydagán. — José  M."  Gispert. 
— Sil  veno  Castro,  Secretario. 


Qu^fk— Auto  172.— 8  do  NorisrilbM.— HsdioB.  (Ooceío, 

Junio  15,  1904.) 

DOCTRINA:  En  loa  recnnos  por  ¡nfraccifiM 
de  \cy  han  de  aceptarte,  para  qne  sean  admÍBÍbles, 
loa  hechoB  probados  de  la  sentencia  recurrida,  sin 
alterarioB,  ampliarlos  ni  sustituirlos. 

Antecedektes  : 

Resultando  que  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 
de  Holguln  contra  el  procesado  Juan  Crespo  Guerra 
por  delito  de  parricidio  frustrado,  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cuba  diotó  sentencia  condenatoria  el  día  diez 
de  Julio  último,  consignando  en  ella  el  siguiente  resul- 
tando :  "Primero.  Resultatido  probado  que  el  procesado 
Juan  Creapo  Guerra  el  día  diez  y  nueve  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  dos,  entró  en  la  cocina  de  su  casa, 
donde  se  encontraba  su  esposa  legítima  Juana  Rodríguez 
y  con  el  propósito  de  matarla,  la  infirió  con  un  ma(diet« 
dos  heridas  graves  en  la  región  occipital :  una  en  la  par- 
te superior  de  la  dicha  región,  como  de  seis  pulgadas  de 
longitud,  interesando  la  piel,  loe  huesos  y  la  masa  cere- 
bral; y  la  otra  en  la.  parte  inferior  de  tres  pulgadas  de 
longitud  y  con  todos  los  caracteres  de  la  primera;  divi- 
diendo ambas  el  hueso  occipital  en  tres  partes  y  con  doa 
heridas  profundas  en  la  masa  encefálica;  tardaron  en 
sanar  setenta  y  seis  dias  durante  los  cuales  fué  asistida 
por  un  médico  y  no  pudo  dediiferse  á  sus  trabajos  do- 
mésticos habituales,  quedando  debilitada  en  sus  extre- 
midades inferioreB  y  en  el  órgano  de  la  vista,  debilidad 
que  desaparecerá  con  el  tiempo,  según  dictamen  facul- 
tativo; dadas  las  heridas  salió  inmediatamente  de  la  ca- 
sa el  procesado  y  trató  de  suicidarse  con  un  cuchillo,  ha- 
biéndolo impedido  su  hijo  Juan  y  el  vecino  Matías  Fer- 
nández". ■  Y  pedida  aclaración  de  dicha  sentencia  fné 
desestimada  la  solicitud  por  auto  del  día  trece. 
Rbcdkso  denegado  : 

Resultando  que  la  representación  del  procesado  pre- 
sentó escrito  con  fecha  veinte  de  Julio,  interponiendo 
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contra  la  expresada  sentencia  recurso  de.  casación  por 
quebrantamiento  3e  forma  é  infracción  de  ley,  consig- 
nando lo  siguiente:  "En  vista  pues  de  la  anterior  reso- 
lución interpongo  con  fecha  de  hoy,  veinte  de  Julio,  re- 
eurijo  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é  in- 
fracción de  ley  &  que  me  autorizan  loe  artiucíos  nove- 
cientos doce  caso  segundo  de  la  Ley,  de.  Enjuiciamiento 
Criminal  en  relación  con  el  novecientos  diez  y  caso  pri- 
mero del  ochocientos  cuarenta  y  ocho  d&  la, propia. Ley» 
én  cuanto  a!  quebrantamiento  de  íornia  y  d  ochocientos 
cuarenta  y  siete,  número  primero  del  ochocientos  cua- 
renta y  ocho, y  caso  primero  V  tercero  (Wl  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  Is  citada  Ijey  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  en  cuanto  al  de  infracción  de  ley'  en  concor- 
dancia ambos  con  la  Orden  número  noventa  y  dos  del 
Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba  de  veinte  y  seis 
dé  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  citando  al 
efecto  como  infringido  {y  el  artículo  XLIV  de  la  mis- 
ma). Primero!  Kl  número  segundo  del  articulo  nov^ 
cientos  doce  de  ta  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  tó- 
ds  vez  que  en  la  sentencia  apelada  no  se  resuelven  en  ni 
hecho  probado,  todos  los  pantos  qne  fueron  objeto  de  la 
acusación  y  de  la  defensa,  como  lo  exige  al  efecto  d  ar> 
tlculo  que  cito  como  quebrantado;  puesto  qoe  la  defen- 
sa del  procesado  sin  negtír  k  participación  de)  proceea- 
do  en  el  delito  de  que  se  le  acusa,  sostuvo  qne  al  realizar; 
loe  er&  irresponsable  por  encontrarse  en  estado  de  lo- 
cura. Y  aunque  pedí  á  su  debido  tiempo  aclaración  de 
la  sentencia  sobre  ese  particular  me  filé  negada:  siendo 
eea  aclaración  tan  necesaria^  que  la  fundaba  en  el  reco- 
nocimiento'que  del  procesado  se  hizo  4  laiz  de  habei 
ejecutado  el  hedió,  por  dos  médicos  y  dos  maestros  de 
instrucción  en  la  Cárcel  donde  se  encontraba  detenido, 
quienes  manifestaron  que  en  efecto  el  procesado  se  en- 
contraba loeo. — SegunS>:  El  náoiero  primero  del  ar- 
ticulo octavo  del  Código  Penal  puesto  qne  teniendo  pre- 
sente lo  anteriormente  expaest»  la  sentencia  apelada  de- 
Mó  haber  apreciado  la  eximente  de  este  número  á  favor 
del  procesado  oonsiderindoló  exento  de  responsabilidad 
.  por  encontrarle  lOco  id  realizar  el  hecho.  Ouyo  particu- 
lar se  probó  en  el  acto  del  jiiicío  oral  por  el  expediente 
que  pare  tratar  de  la  locnra  é  incapacidad  del  prooeaf 
do  se  formó  én  ^  Juzgado  donde  se  instruyó  el  sunaario 
que  obra  unido  al  mismo  en  cuerda  floja  y  que  fué  per 
dido  por  la  representación  del  procesado,  como  prueba 
documental,  siéndole  admitida  por  la  Sala.    Verdad  es 
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que  la  Sala  sentenciadora  al  denegarme  la  aclalraeión 
Cjue  de  la  sentencia  solicité  hace  constar  que  la  senten- 
cia se  dictó  con  claridad  y  precisión,  sin  omisiones  líi 
equivocación  de  los  hechos  que  el  Tribunal  estimó  pro- 
biidoe  en  vista  de  las  diferentes  clases  úe  pruebas  que 
con  la  inclusión  de  la  de  peritos  médicos  se  practicaron 
en  el  acta  del  juicio  nral;  sin  tener  en  cuenta  para  nada, 
aparte  de  que  esa  prueba  fué  pedida  ó  solicitada  por  la 
Sala,  que  esos  peritos  médicos  informaron  en  el  acto  del 
juicio  oral  que  el  procesado  en  aquéllos  momentos  no  es- 
taba loco,  pero  que  teniendo  en  cuenta  su  aspecto  física, 
ciertos  caracteres  que  en  él  observaban  y  más  que  nada 
el  reconocimiento  que  del  procesado  habían  hecho  otros 
médicos  en  el  acto  de  haber  realizado  el  delito  unido 
también  á  los  antecedentes  que  aparecían  del  sumario 
de  declaracioneü  de  familiares  y  testigos  de  que  al  pro- 
cesado hacía  dos  6  tres  años  que  le  venían  dando  ataques 
de  locura,  manifestaron  que  si  en  aquél  momento  del 
juicio  oral  no  se  encontraba  loco,  aseguraban  que  muy 
bien  pudo  estarlo  en  el  momento  de  ejecutar  el  heáho. — 
Tercero:  El  articulo  cuatrocientos  trece  del  Código  Pe^ 
nal  por  indebida  aplicación  toda  vez  que  en  el  hecho 
que  como  probado  ae  d&  en  la  sentencia  recurrida  aunque 
ae  dice  que  el  procesado  al  ejecutar  el  hecho  lo  hizo  con 
el  propósito  de  matar  i  su  esposa,  no  se  expresan  cuáles 
■fueron  los  móviles  6  motivos  que  impulsaran  al  proce- 
sado á  realizar  aquél  acto  delictuoso,  por  qué  cogió  uñ 
machete  é  infirió  dos  heridas  graves  á  su  mnjer  sin  mo- 
tivo alguno,  sin  haber  existido  disgusto  de  ninguna  cla- 
se, requisitos  que  son  indispensables  para  que  puedan 
sen'ir  de  móvil  á  un  hombre  para  ejecutar  actos  puní- 
bles;  puesto  que  de  no  existir  esos  requisitos  es  induda- 
ble que  el  hombre  que  realiza  esos  actos  no  tiene  con- 
ciencia ó  voluntad  de  lo  que  hace ;  máxime  si  se  tiene 
en  cuenta  que  la  sentencia  en  ese  mismo  hecho  probado 
dice  que  inmediatamente  que  el  procesado  infirió  las 
heridas  á  bu  esposa  salió  de  la  casa  y  trató  de  suicidarse 
'con  un'euchillo  habiéndolo  impedido  su  hijo  Juan  y  el 
vecino  Matías  Fernández. — Esta  circunstancia  no  con- 
curre en  el  delincuente  que  medita  realizar,  cometer  un 
"crimen,  que  quiere  cometer  una  venganza ;  sino  en  aquel 

Sue  ee  encuentra  en  circunstancias  anormales.  Debió 
aber  calificado  la  Sala  esos  hechos  caso  de  cetiitiarlos 
delito,  como  lo  ha  estimado,  como  constitutivos  de  un  de- 
lito de  lesiones  comprendido  en  el  número  cuarto  del 
articulo  cuatrocientos  veinto  y  nueve  del  Código  Penal 
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toa  la  concurrencia  de  Ja  agravante  primera  del  artícu- 
lo diez  del  mismo  Código  imponiéndole  en  este  caso  la 
j>ena  de  un  año,  ocho  meses  y  un  día  de  prisión  correc- 
cional. 

CiüBA  DE  La  queja:  i 

Rpsultando  que  por  auto  de  veinte  y  tres  de  Julio 
denegó  la  Audiencia  ¡a  admisión  del  reetireo  por  infrac- 
ción de  Ipy  en  cuanto  al  motivo  ó  extremo  señalado  en 
el  escrito  con  el  numero  segundo,  por  estimar  que  se 
contradice  con  el  hecho  declarado  probado  en  la  sen- 
tencia. 

Resultando  que  contra  dicho  auto  interpuso  la  de- 
fensa del  procesado  el  presente  recurso  de  queja  ante 
eate  Supremo  Tribunal  y  sustanciado  en  forma,  se  ce- 
lebró la  vista  pública  del  mismo  el  día  treinta  de  Octu- 
"bre  último  en  la  que  informaron  el  defensor  del  recu- 
rrente y  el  Ministerio  fiscal. 
Resolución  : 

Considerando  que  según  repetidamente  tiene  de- 
clarado este  Tribunal  Supremo  en  reiteradas  resotucio- 
nes,  de  acuerdo  con  lo  que  por  -modo  evidente  se  des- 
prende de  los  distintos  caeos  comprendidos  en  el  artícu- 
lo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Tjey  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  los  recursos  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  dicho  articulo  autoriza,  han  de  reco- 
nocer por  base  necesaria  é  indiscutible  los  hechos  que  en 
la  sentencia  se  declaran  probados;  y  s^  falta  indudahle- 
mente  á  esta  condición  esencial  para  la  interposición  y 
admisibilidad  del  recurso,  no  solo  cuando  el  recurrente 
Gojitradice  ^discute  esos  hechos  sino  también  cnando  el 
recurso  se  funda  en  hechos  ó  supueetoe  que  en  la  sen- 
tencia no  se  consignan  como  probados. 

Considerando  en  este  concepto  que  fundándose 
por  el  recurrente  el  motivo  que  en  el  número  segundo 
oonsigna  en  el  escrito  de  interposición  del  recurso,  en  el 
supuesto  de  que  el  procesado  estaba  loco  cuando  ejecutó 
el  delito;  deduciendo  esta  afirmación,  no  de  loe  hechoa 
declarados  probados  en  la  sentencia  sino  del  resultado 
que  en  sentir  del  recurrente  acusó  la  prueba  pericial, 
es  visto  que  en  la  interposición  del  recurso  por  el  expre- 
sado motivo  se  falta  &  aquella  condición  esencial,  y  por 
tanto  estuvo  bien  denegada  su  admisión  por  la  Sala  sen- 
tenciadora. 

Se  declara  sin  lugar  el  presente  recurso  de  queja 
interpuesto  por  la  defensa  del  procesado  Juan  Crespo 
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Guerra  contra  el  referido, auto  de  veinte  y  tree  de  Julio 
último  dictado  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cub& 
en  la  causa  mencionada  con  las  costas  de  cargo  de  la  par- 
te recurrente. — Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  mar- 
^n  se  expresan. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas- 
tón.— Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gispert. — J.  M. 
Aguirre. — Silverio  Castro,  Secretario. 


ftuega.— Auto  173.— 7  de  Noviembre.— Término.— P»- 

oepto  autorizador.   {Gac,  Junio  16,  1904-') 

DOCTRINA:  Es  inadmisible  un  recurso  de 
casación  interpuesto  despula  de  tranicorrfdnB  1f  s 
cinco  dfsB  &  contar  de  la  61tima  ootificad6n,  que 
la  lej  Kñala  á  cae  efecto. 

Loa  artfculoB  79  j  848  de  la  lejr  de  Bnjnicia- 
niento  Criminal  no  contienen  preceptos  queauto- 
ríccn  reconoi  de  casación. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  el  expediente  número  tres  so- 
bre recusación  de  funcionarios  judiciales  de  la  Audien- 
cia de  Santiago  de  Cuba,  promovido  por  el  licenciado 
Francisco  Brioso  Bustillo,  la  Audi^icia  de  Camagüey 
dictó — en  once  de  Junio  próximo  pasado — auto  decla- 
rando sin  lugar  la  recusación  hecha  por  el  referido  Li- 
cenciado Brioso,  de  los  Sres.  Rafael  Ni^,  José  Ramí- 
rez, Jorge  C.  Milanés,  Ibrabfm  Cosío,  Antonio  Fortoon- 
do,  liuis  Fernández  Marcané,  Ángel  Norma  y  Juan  Pé- 
rez, Presidente,  Magistrados  propietarios  y  suplentes  y 
Juez  de  Instrucción  de  Santiago  de  Cubs,  condenándolo 
al  pago  de  las  costas  y  de  una  multa  de  doecientas  cin- 
cuenta y  una  pesetas,  sufriendo  en  defecto  de  pago  de 
ésta,  la  prisión  subsidiaria  correspondiente,  cuyo  auto 
le  fué  notiílcado  al  recusante  Brioso  el  dia  veinte  y  nue- 
ve del  propio  mes  de  Junio,  siendo  ésta  la  última  notifi- 
cación hecha  4  las  partes. 

Resultando  que  por  escrito  de  fecha  veinte  y  nueve 
del  citado  mes  de  Junio,  recibido  en  la  Audiencia  el  dia 
dos  de  Julio,  solicitó  el  recurrente  aclaración  del  auto 
de  fecha  once  mencionado,  solicitud  que  le  fué  denega- 
da por  auto  de  fecha  seis  del  propio  mes  de  Julio,  por 
estimar  la  Sala  que  era  improcedente  y  que  el  escrito 
se  habla  presentado  fuera  de  tiempo. 
Reci'bso  denegado: 

Resultando  que  el  día  siete  de!  repetido  mes  de  Ju- 
lio se  recibió  en  la  Audiencia  bajo  sobre  certificado  un 
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escrito  del  recusante  Brioso,  fechado  en  cuatro  del  pro- 
pio mes,  interpoBiendo  recurso  dé  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  de  doctrina  legal  contra  él  auto  de  once  de 
Junio  antes  mencionado,  expresando  estar  autorizado 
por  los  artículos  sesenta  y  nueve  y  ochocientos  cuarenta 
y  ocho  caso  octavo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
nal, en  armonía  con  la  Orden  noventa  y  dos  de  la  aerie 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  en  cuanto  á  }aa  le- 
yes infriugidae  y  el  concepto  en  que  io  fueron  expresa 


teralmente  (jue  son :  "los  articiilos  cincuenta  y  cnutrO, 
■causa  tercera,  quinta,  octava,  novena,  y  segunda,  se- 
'senta  y  tres,  sesenta  y  ocho,  trescientos"  tresj  trescientoa 
'cuatro,  trescientos  cinco  y  trescientos  nueve  de  la  Ley 
'de  Enjuiciamiento  Criminal,  la  doctrina  y  principio» 
'y  regías  de  sana  interpretación;  y  asimismo  la  doctri- 
'na  que  se  cita  del  Tribunal  Supremo  de  Madrid  por 
'ser  inaplicable. — Paso  á  determinar  los  conceptos  en 
'que  han  existido  dichas  infracciones.— En  méritoa  de 
loa  artículos  doscientos  cincuenta  y  nue?ei,  doscientos 
'sesenta  y  dos  y  doscientos  sesenta  y  cuatro  de  la  Ley  de 
'Enjuiciamiento  Orimioal,  formulé  denunoia  aate  el  ae- 
'ñor  fiscal  del  Trílnuial  Supremo  y  no  obstante  lo  qqe 
'establecen  los  artículos  trescieatos  seis,  trescientos  dies 
Doeve  y  dosoientoa  eeeenta  y  nueve  de  dicha  Ley;  loe 
'urticuloB  ciento,  sesenta  y,  cuatro,  ciento  eoMuta  y  seis 
'ciento  .sesenta  y  ocho,  ciento  setenta  y  nueve  j  cuatra- 
'oientod  cincueñtA  y  dos  de  la  Ley  orgánica  del  poder 
'judicial;  la  circuiaj  y  memoiria  del  Fiacal  del  Tribn- 
'nal  Supremo  en  aincode  Noviembre  del  ochenta  y  tres 
■"y  quiTice  de  Agosto  del  ochenta  y  cuatro,  respectáva- 
"mente;  aparece  que  nada  se  ha  hecho  en  averiguación 
"de  mía  acuMcionos  oontva  la  Audienaia  de  esta  Ciu- 
"dad;  omisión  que  no  desvirtúa  la.  razón  de  la  causa  tet- 
"cera  del  articulo  cincuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  En- 
"juiciamiento  antea  citada.  En  tal  eonoepto  se  ínfrío- 
^^ge  dichO'  artículo  y  causa  de  recusación  por  no  estJ- 
"marla,  de  igifal  manera  que  la  dodtrina  que  se  E^Iifia 
''ñti  Tribunal  Supremo  de  sentencias. del  docede  Abril 
"del  ochenta  y  seis,— Es  cierto  que  no  se  procedió  p»r 
■'Virtud  de  la  denuncia;  pero  los  esfuerzos  y  raaón  de 
"viabÜKtad  de  mis  denuncias  no  pueden  estar  snpedíta- 
"dos  á  las  alternativo!  de  mayor  ó  menor  oelo  para  pes- 
"quisas  de  actos  graves;  ya  que  no  alcanza  la  ley  á  de- 
"terminar  ^  quién,  corresponda  exigir  dichas  reaponsa- 
"bilidadm  reconocidas  por  el  artículo  ochenta  y  ocho  de 
"la   Constitución  pero   limitadas' por  el   otro   artículo 
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fochenta  y  seis.  En  lae  apreciacioncB  de  la  Sala  ae  in- 
"fringen  loe  conceptos  de  las  causas  octava  y  novena  'del 
"artículo  cincuenta  y  cuatro,  pues  el  dejar  de  promover 
"lo  conducente  (aunque  resulte  no  delito  conforme  al 
"artículo  trescientos  sesenta  y  seis  del  Código  Penal)  no 
"sería  fwndamento  legal  ni  lícito  ni  mora!  que  además 
"del  delito  denunciado,  se  anularan  los  derechos  que 
"crea  la'  denuncia.  N"©  consta  que  dejara  de  surtir  cfecr 
"tos,  ni  que  carezca  de  los  requisitos  indispensables.  No 
"es  el  hecho,  sino  la  razón  del  hecho,  por  no  estar  carac- 
"terizada  la  acusación  con  méritoa  consej'eros  que  pro- 
"voquen  los  escrúpulos  de  todo  juzgador.. — Aun  cuando 
"en  el  cuarto  considerando  se  afirma  que  no  consta  que 
"se  procediera  por  las  denuncias  y  a<Si8acione8  contra 
"funcionarios  de  esta  Audiencia,  recusados;  aclararé, 
"como  espero  que  lo  hará  la  Sala  de  conformidad  cou 
"mi  última  instancia,  que  donde  no  consta  claramente 
"es  en  los  resultandos  del  auto,  pero  sí  en  autos  según 
"datos  remitidos  por  la  Secretaria  de  Justicia,  á  donde 
"fueron  remitidas  algunas  de  mis  denuncias  enviadas 
"por  el  GobiemoGeneralparaaveriguaciones  que  comcn- 
"zaron  á  hacerse :  consta,  por  atestados  de  los  testigos,  la 
"información  abierta  por  el  Comandante  Militar  de  e?- 
"ta  ciudad  y  su  remisión  al  Gobierno  General  para  su 
"oportuna  resolución;  consta  que  tanto,  telegramas  co- 
"mo  instancias  dieron  lugar  á  que  se  procediera  arregla- 
"do  á  la  época:  consta  que  los  denunciados  por  preva- 
"ricación,  detención  arbitraria,  ejecución  indebida,  fal- 
"sificación  de  documento  público  é  infidelidad  en  loa 
"mismos,  y  denegación  de  auxilio  fueron  los  señores 
"Nieto,  Ramfrez,  Cosió,  Fernández  y  Norma;  ¿cuál  era 
"la  autoridad  que  hasta  el  veinte  de  Mayo  del  año  pasa- 
"do  podía  conocer  de  tales  acusaciones  contra  la  Audien- 
"c\&?  ¿cuáles  los  requisitos  ó  formalidades? — Solo  el 
"Gobierno  General  discrecional  y  absoluto  y  en  cual- 
"quier  fonua  según  se  desprende  primero  del  mensaje 
"del  Pi-esidonte  al  Congreso  de  los  Estados  Unidos  en 
"Diciembre  del  noventa  y  ocho.  Segundo.  La  procla- 
"nía  del  Gobernador  General  en  primero  de  Enero  del 
"noventa  y  nueve.  Tercero,  la  carta  explicación  del  ge- 
"neral  ChaiTe  al  Secretario  Señor  Sacnz  Yañez  en  Fe- 
"brero  del  noventa  y  nueve:  todo  lo  cual  legalizó  el  Tra- 
"tado  de  París  y  confirmaron  de  hecho  y  de  derecho  las 
"múltiples  Ordenes  del  Gobierno  General  tales  como  las 
"noventa  y  dos,  ciento  once,  ciento  catorce  y  ciento  diez 
"y  nueve  de  la  serie  del  noventa  y  nueve;  las  doce  y 
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"ciento  treinta  y  seis  del  año  siguiente  (mil  i 
"tos) ;  y  la  veinte  y  cuatro  de  mil  novecientos  uno ;  y  fi- 
"nalmente  el  articulo  cuarto  de  la  Enmienda  Pl&tt,  la 
"querella  de  antejuieio  contra  Audiencias  era  letra 
"muerta.- — ^El  cuarto  considerando  reconoce  que  exia- 
"tian  las  denuncias  contra  los  funcionarios  recusados 
"de  esta  Audiencia;  y  á  ello  me  atengo  teniendo  en  cuen- 
"ta  que  la  doctrina  que  sienta  no  era  aplicable  á  la  épo* 
"ca  en  que  el  control  americano  limitó  W  facultades 
"del  Tribunal  Supremo  que  creó. — En  mérito  de  la  que- 
"rella  de  antejuieio  contra  el  Magistrado  Señor  Milanés 
"por  sus  actos  como  Juez :  afirma  el  tercer  considerando 
"que  solo  por  la  firma  mía  eoiuo  letrado  se  dio  curso  co- 
"metiéndose  la  infracción  de  que  no  esté  comprendida 
"en  la  causa  tercera  porque  yo  lo  hice  como  abogado  no 
"como  parte;  ambos  fueron  requisitos  completados  para 
"su  validez;  uno  sobre  hechos,  otros  sobre  dereehoj  y 
"forma  indispensable  y  que  por  existir  el  parentesco  de 
"sobrino  de  la  querellante  se  daba  además  la  existencia 
"del  parentesco  dentro  de  segundo  grado  y  por  tanta 
"existe  la  causa  segunda  del  artículo  cincuenta  y  cuatro 
"que  también  se  infringe  é  igualmente  la  causa  octava. 
" — En  el  segundo  considerando  se  infringen  los  artícu- 
"los  sesenta  y  tres,  sesenta  y  ocho,  trescientos  tres,  tres- 
"cientos  cuatro,  trescientos  cinco,  trescientos  nueve,  etc. 
"de  lá  Ley  de  Enjuieiamieuto  Criminal;  pues  que  ha- 
"biéndose  constituido  por  deaignacióu  del  Señor  Presi- 
"dente.  Tribunal  compuesto  de  un  Magistrado  y  los  dos 
"Jueces  de  esta  localidad  no  se  trataba  sino  de  cuestión 
"ocasional  porque  sin  facultades  se  designaba  un  Tri- 
"bunal  cuando  el  legislador  demostraba  por  medio  de 
"los  artículos  citados  que  no  eran  los  llamados  y  menoe 
'los  que  debían  nombrarse.  En  el  quinto  y  sexto  con- 
"siderandoa  existe  la  infracción  de  ley  ó  artículo  cin- 
"cuenta  y  cuatro  causa  quinta  que  no  se  aplica,  y  de  1» 
"doctrina  sentada  por  las  sentencias  del  Tribunal  Su- 
"premo  en  treinta  de  Junio  del  ochenta  y  cinco  y  en 
"veinte  y  seis  de  Diciembre  del  (ochenta  y  seis)  ochenta 
"y  seis.  Loa  rectisadoe  Señores  Nieto,  Ramírez,  Coafo, 
"Fernández  y  Norma  fueron  los  que  promovieron  la 
"formación  de  causas,  por  no  ser  delitos  públicos  los  que 
"se  me  atribuyen  como  ofensor.  No  se  trata  de  una  de- 
"nuncia  hecha  con  la  indiferencia  que  imprime  el  deber 
"extensivo  á  todo  ciudadano  (doscientos  cincuenta  y 
"nueve,  doscientos  sesenta  y  dos,  doscientos  sesenta  y 
"cuatro  Enjuiciamiento) ;  se  trata  de  denuncias  por  in- 
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"teres  persona)  de  los  recusados  cooforme  al  caso  nove- 
"no  del  interés  directo  de  todo  agraviado  por  el  hecho 
"que  motiva  la  acusación  que  dio  lugar  á  la  cansa  cien- 
"to  veinte  y  seis  como  ¿  la  ciento  veinte  y  cua- 
•^ro  como  á  la  ciento  once;  causas  que  do  podrian 
"incoarse  sin  la  personal  denuncia  interesada,  aun- 
"que  después  continuara  de  oficio,  y  por  tanto  del 
"pleito  pendiente  que  resulta  conforme  &  la  causa  oc- 
"tava  entre  acusante  y  acusado  conforme  á  la  causa 
"quinta  del  artículo  cincuenta  y  cuatro ;  se  trata  en  fin 
"que  no  hay  ley  bastante  absurda  que  autorice  al  ofen- 
"dido  para  que  se  administre  justieia  contra  el  ofensor 
"que  lo  es,  por  el  hecho  de  acusar  al  juzgador  de  delitos 
"que  tiene  derecho  í  probar  y  cuyas  pruebas  había  de 
"desestimar  el  mismo  ofendido  ó  delincuente. — Se  in- 
"fringe  mea  que  doctrina  inmutable  uno  de  loa  prin- 
"cipios  axiomáticos  de  mayor  entidad  dentro  de  la  Ley 
"y  jurisprudencia,  esto  es:  que  nadie  puede  ser  juez  en 
"propia  causa,  glosa  jurídica  que  no  podía  contrariar  la 
"ley  ya  que  no  puede  evitar  que  ae  desobedezca  lo  que 
"estatuye  el  articulo  trescientos  treinta  y  s^s  del  Có- 
"digo  Penal  á  que  se  impongan  quinientos  pesoe  de  fian- 
"za  metálitA  por  delito  que  puede  merecer  dos  meses  y 
"un  día  de  arresto. — Reducto  impuro  de  indefeusión 
"para  las  víctimas. — Se  infringe  también  la  letra  y  ee- 
"piritu  de  los  artículos  sesenta  y  tres,  sesenta  y  ocho  j 
"trescientos  tres  y  siguientes  al  no  estimar  la  aubordi- 
"nación  como  suficiente  motivo  para  haber  hecho  ex- 
"tensiva  la  recusación  al  Magistrado  .Señor  Portuondo 
"y  á  los  Jueces  Señores  Jorrín,  Villa-Urrutia  y  Pérez 
"C. — Más  aún  lo  que  la  ley  no  autoriza  no  necesita  la 
"fórmula  de  recusación;  pues  la  ley  es  bastante  expll- 
"cita  en  la  pauta  de  ascender,  nunca  descender  en  cate- 
"goria  para  que  no  resuelvan  cuestiones  en  que  tienen, 
"interés  directo  y  personal  sus  superiores  de  la  misma 
"manera  y  por  idénticas  razones  que  no  facultan  á  los  . 
"inferioreB  para  que  impongan  á  sus  superiores  las  co-  . 
"rreccionte  disciplinarias. — El  mismo  día  que  se  me  no- 
"tificó  el  auto  que  motiva  este  recurso  pedí  aclaración 
"y  hoy,  cuatro  de  Julio,  vengo  á  establecer  e!  recurso  de 
"casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal; 
"pero  enviaré  certificado  para  la  debida  comprobación 
"en  caso  de  que  en  la  Audiencia  de  esta  ciudad  ó  su  Se- 
"cretaría  no  se  me  admita  este  escrito  como  ha  ocurrido 
"en  otras  ocasiones  y  á  fin  de  que  se  tome  en  considera- 
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"ción  por  la  Sala,  !a  circunstancia  anormal  de  las  co* 
"municáí-iones  periódicas  entre  esa  localidad  y  ésta". 
Causa  de  la  queja  : 

Resaltando  que  la  Audiencia  de  Cam^uey  por  au- 
to de  nueve  de  Junio  último.— Julio  quiao  decir, — d&- 
Q^ó  la  admieión  del  recurso  por  estimar  que  se  habfa 
interpuesto  fuera  del  término  de  cinco  disa  impiorio- 
gablea  que  señala  el  artículo  tercero  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nuBve  y 
por  no  haberse  ajustado  ¿  lo  que  dispone  el  número  ter- 
cero del  articulo  quinto  de  la  referida  Orden,  citando 
los  preceptos  que  autorizan  el  recurso. 

Resultando  que  contra  esta .  resolución  el  recurren' 
te  anunció  é  interpuso  en  tiempo  y  forma  el  presenta 
recurso  de  queja,  habiéndose  celebrado  ta  vista  pública 
el  día  cinco  del  actual  con  solo  la  asistencia  del  Minis- 
terio fiscal  que  lo  impugnó. 
Rbboldcios  : 

Considerando  que  para  que  pueda  ser  admitido  nn 
recurso  de  casación,  es  necesario,  en  primer  lugar,  que 
«e  interponga  dentro  de  los  cinco  día»  hábiles  contados 
desde  la  última  notificación  hecha  á  cualquiera  de  las 
■partee  de  la  resojnción  que  se  recurre,  término  eee  seña- 
lado como  improrrogable  en  el  artículo  tercero  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  y  transcurrido  el  cual,  queda  de  derecho  firme 
la  resolución  dictada,  razón  por  la  que,  habiéndose  he- 
cho la  última  notificación  del  auto  de  once  de  Junio  del 
año  actual  el  dia  Veinte  y  nueve  del  propio  mes,  es  vis- 
to que  el  siete  de  Julio,  que  fué  cuando  se  interpuso  el 
recurso,  estaba  vencido  el  término  y  por  consecuencia  la 
Sala  al  denegar  bu  admisión  no  hizo  otra  cosa  que  ate- 
nerse  á  \m  precepto  terminante  de  la  Ley. 

Considerando  que  aparte  de  la  raz^  que  precede, 
aun  cuando  el  recurso  se  hubiera  interpuesto, en  tiempo, 
también  sería  inadmisible;  porque  los  artículos  sesenta 
.y  nueve  y  ochocientos  cuarenta,  y  ocho  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal  qife  como  autorizadorae  del  re- 
curso cita  el  recurrente,  no  lo  autorizan,  sino  se  limitan 
á  señalar  casos  en  que  el  recurso  procede,  habiéndose  de- 
jado por  tal  motivo  incumplido  el  requisito  tercero  del 
artículo  quinto  de  la  Ley  de  Casación. 

Considerando  que  en  vista  de  lo  expuesto  la  Au- 
diencia de  Camagüey  al  denegar  el  recurso  por  Jos  fun- 
damentos consignados,  se  ha  ajustado  á  lo  que  preceptúa 
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el  artículo  oaceno,  en  relación  con  el  e^tipio  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  y  por  consiguiente. este  Tribunal  debe  declarar 
Hn  lugar  el  de  queja  establecido  por  la  denegación  de 
aquél. 

Considerando  que  según  el  articulo  veinte  y  cinco 
d©  la  dtada  Orden  al  déaestimar  el  recurso  de  queja,  se 
cond^iará  siempre  en  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto . 
por  el  Licenciado  Francisco  Brioso  Buatillo  contra  el 
auto  de  la  Audiencia  de  Oamagitey,  denegatorio  del  re- 
curso de  casación,  con  las  costas  á  cargo  del  rocurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  ñrman  loo  Magistrados  del  mar- 
gen.— Jiréé  Antonio  Pichardo, — Luis  Gastón. — ^Ambro- 
sio R.  Morales. — José  M.'  Gispert.— J,  M.  Aguirre. — 
Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  1«7.— Smií.  196.— 7  de  Moriembre.— Hurto.— No> 

tnrnicUd.  (Gtw.,  Junio  15,  1904.) 

.     DOCTfCINA;  )U  hurto  de  animiileB  ea  predio 
rústico  CB  Birmpre  cuplifieadn. 

Para  que  Bea  apivcíable  la  cirtunatanctB  de  noc- 
turnidaii  ee  preciso  que  la  noche  «haya  escogido 
6  aprovechado  para  cometer  el  delito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  d  aiete  de  Noviembre 

de  rail  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en 
la  cansa  seguida  ante  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  con- 
Ixa  Agapito  Franco  Cepera,  cuya  ocupación  no  se  ex- 
presa y  vecino  de  Yaguaramas,  por  el  delito  de  hurto. 
Hechos  probados  : 

Bc3ultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
de  referencia  con  fecba  treinta  y  uno  de  Julio  último,  se 
consignan  log  hechos  en  el  siguiente.: 

"Resultando  probado  que  en  la  noche  del  diez  y 
"eiete  al  diez  y  ocho  de  Abril  último  el  procesado  Aga- 
"pito  Franco  salió  ¿e  la  casa  de  Francisco  Rodríguez 
"con  dirección  á  la  de  su  hermano  Juan  Franco,  .llevan-, 
"do  al  hombro  una  montura  de  su  propiedad,  y  al  pasar 
"por  el  potrero  "Hato  Viejo"  cortó  dos  alambres  de  la 
"cerca  y  se,  apoderó  de  un  caballo  de  Mariano  Ibarga- 
"llln,  el  que  utilizó  para  llevar  la  montura  A  su  destino^ 
'""habiéndolo  dejado  después  suelto  y  abandonado  en  los 
''alrededores  de  la  casa  de  su  hermano. — El  caballo  sus- 
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"Iraído  que  vale  cien  pesos  ha  sido  recuperada,  y  era 
"utiüzado  por  bu  dueño  excIusiTamente  para  paseo,  ain 
"(iue  lo  tuviese  destinado  á  laborea  apícolas. — El  valor 
'■'del  daño  causado  eñ  la  cerca  del  potrero  ea  de  un  peso." 
Resolución  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  calificó  esos  he- 
chos de  un  delito  de  hurto,  definido  en  el  número  prí- 
.mero  del  artículo  quinientw  treinta  y  cinco  y  castif^do 
en  el  quinientos  treinta  y  seis,  caso  tercero,  ambos  del 
Código  Penal ;  estimó  responsable  en  concepto  de  autor 
ai  procesado,  por  participación  directa,  no  habiendo  con- 
currido en  la  ejecución  del  hecho  circunstancias  modifi- 
cativaa  de  responsabilidad  penal  y  le  impuso  la  pena  de 
cuatro  mcoes  y  un  día  de  arresto  mayor,  accesorias,  poffl 
úp  coatas  é  indemnización  de  un  peso  al  dueño  del  po- 
trero "Hato  Viejo", 
Fundamentos  del  fecurbo  de  casación: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  Ministerio  fiscal  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autorizado  según  expresa  por  los  números 
tercero  y  quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  liey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como 
infringidos :  "A :  El  artículo  quinientos  treinta  y  seis, 
'■'número  tercero  del  Códipo  Penal  por  su  indebida  apli- 
"cación  y  el  número  segundo  del  artículo  quinientoa 
'"treinta  y  ocho  de  dicho  Código,  modificado  por  la  Or- 
■'den  doscientos  cuarenta  de  mi!  novecientos  uno,  por 
"no  haber  sido  aplicado. — El  concepto  en  que  se  han 
"cometido  las  citadas  infracciones  consiste  en  que  no  e» 
"indispensable  que  el  animal  sustraído  de  un  predio 
"rústico  estuviera  dedicado  á  faenas  af^colas  pora  que 
"se  imponga  al  autor  de  hurto  por  cantidad  mayor  de 
"cincuenta  pesos  la  pena  inmediatamente  superior  á  la 
"que  marca  el  artículo  quiniontos  treinta  y  seis  del  re- 
"ferido  Código, — Aunque  el  texto  castellano  de  la  Or- 
"den  doscientos  cuarenta  es  anfibológico,  tenemos  en 
"este  caso  una  fuente  de  interpretación  auténtica  porque 
"el  mismo  ha  sido  redactado  en  inglés  y  en  español  y 
"cuando  uno  de  estos  dos  textos  de  una  misma  disposi- 
•'ción  dictada  por  el  Gol)ierao  interventor  es  anfibológico 
"ó  dudoso  y  el  otro  claro  y  terminante  debe  optarse  por 
"aquél  de  los  dos  en  que  conste  con  precisión  ¡a  volun- 
"tad  del  legislador,  que  es  lo  que  ocurre  con  el  texto  iih 
"glés  del  párrafo  de  que  se  trata,  el  cual  quiere  decir  en 
•'castellano  lo  siguiente:  "Si  el  hecho  hubiera  sido  co- 
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"metido  CD  una  finca  rústica  y  )ob  objetos  sustraídos 
"fueran  instrumentos  de  agricultura  ó  animales" — B: 
"El  artículo  diez,  circunatancia  décima  sexta,  en  relación 
"con  el  artículo  quinientos  treinta  y  ainoo,  número  pri- 
'■mero,  del  Código  Penal,  por  no  haber  eido  aplicada 
'•dicha  circunstancia  agravante. — El  concepto  en  que 
"ha  sido  cometida  esta  infracción  consista  en  que  decla- 
"rándose  probado  en  la  sentencia  recurrida  que  el  hecho 
'■se  r«alizó  en  la  noche  del  diez  y  siete  at  diez  y  ocho  de 
"Abril  último  y  calificándose  el  mismo  hecho  como  deli- 
"to  de  hurto,  se  desestima  6  deja  de  apreciarse  la  cir- 
"cunstancia  agravante  que  ha  sido  objeto  de  la  acusa-- 
"ción  de  haberlo  ejecutado  bu  autor  de  noche  por  el  fun- 
"damento  de  no  haberse  demostrado  que  el  procesado 
"escogiera  la  última  de  propósito,  ni  se  hubiera  aprove- 
'■ohado  votuntariament*  de  !a  misma  para  la  impuni- 
dad del  delito,  cuando  en  loa  delitos  de  robo  y  de  hurto, 
"por  la  propia  naturaleza  de  los  mismos  es  de  apreciar- 
"s-e  esa  circunstancia  siempre  que  de  los  accidentes  de 
"ellos  resulta  que  se  aprovechó  la  noche  para  cometerlo, 
''como  sucede  en  cáte  caso  en  que  la  noche  favorecía  la 
"eustracción  del  caballo,  no  debiendo  dejarse  de  apre- 
"eiar  la  concurrencia  de  la  misma  en  los  delitos  referi- 
"dos,  eiho  cuando  la  circunstancia  de  los  últimos  de- 
"muestren  que  la  noche  era  indiferente  para  su  ejeco- 
"ción  y  alendo,  por  lo  demás,  de  tenerse  en  cuenta,  que' 
'*el  elemento  intencional  del  detito  no  es  de  la  aprecia- 
"eión  eiclusiva  del  Tribunal  sentenciador,  según  lo  ha 
"establecido  el  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de 
"diez  de  Diciembre  de  mi!  novecientos  dos,  Gaceta  del 
"primero  de  Junio,  y  en  el  auto  de  diez  y  siete  de  Febre- 
"ro  último,  Gaceta  de  veinte  y  uno  de  Julio." 

Itesultando  que  admitido  ei  recurso  y  sustanciado 
ante  este  Tribunal,  ae  celebró  la  vista  pública  el  día 
íeinte  y  atete  de  Octubre  próximo  posado,  con  Bolo  la 
Rsistencia  del  Ministerio  fiscal  que  sostuvo  su  proce- 
dencia. 
Decisión  del  rbcurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  A'guirre. 

Considerando  que  según  declaraciones  repetidas  de 
este  Tribunal  interpretando  la  Orden  número  doscien- 
tos cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  el  hurto  de  gana- 
dos ó  bestias,  cuya  cuantía  exceda  de  cincuenta  pesos, 
debe  estimarse  siempre  cualificado,  ai  la  suatracción 
3P  realiza  en  predio  rústico;  porque  esa  fué  la  voluntad 
del  legislador  claramente  expresada  en  el  texto  inglés 
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de. la  referida  Orden  _y  porque  de  otro, modo  se  falsearla 
el  espíritu  de  la  mencionada  disposición,  que  tuvo  por 
finalidad  proteger  la  riqueza  agrícola  del  país  y  castigar 
severamente  á  los  que  estorbaran  su  desarrollo  con  esta 
clase  de  hechofi  puiiil)les,  que  producen  coiup  consecuen- 
cia iniuediata  y  fatí(I,  la  alarma  y  el  desaliento  de  las 
personas  que  dedican  su  actividad  y  su  riqueza  á  la  ex- 
plotación y  fomento  de  la  tierra. 

Considerando  que  apareciendo  probado  en  la  senten- 
cia recurrida  que  Agapito  Franco  al  pasar  por  ei  potrero 
''Hato  Viejo",  cortó  dos  alam.brea  de  la  cerca  y  se  apo- 
deró de  un  caballo  de  Mariano  IbargoUín,  tasado  en. 
cien  pesos  y  lo  utilizó  para  llevar  una  montura  á  la  casa 
de  su  hermano  Juan  Franco,  habiéndolo  dejado  después 
feuelto  y  abandonado,  la  Sala  sentenciadora  ha  debido 
calificar  esos  hechos,  no  obstante  que  el  caballo  fuera 
utilizado  por  su  dueño  solo  para  paaeo,  sin  que  lo  tuvie- 
se destinado  á  labores  agrícolas,  oonsíJtutivos  del  delito 
de  hurto  cualiHcado,  que  castiga  la  Orden  número  dos- 
cientos cuarenta  de  mil  novecientos  uno  y  por  no  ha- 
berlo hecho  así  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  que  le 
etribuye  el  Ministerio  fiscal  en  el  primer  motivo  de  su 
recurso. 

Considerando  que  no  resulta  lo  mismo  eD  cuanto 
a)  otro  motivo  del  recurso;  porque  la  noche  como  cir- 
'cunstancía  de  agravación,  solo  cabe  apreciarla  cuando 
aparece  claramente  demostrado  que  fué  buscada  de  pro- 
pósito por  el  agente  ó  que  se  aprovechó  de  ella  para  lo- 
grar la  impunidad  del  delito  ó  facilitar  s?  ejecución  y 
según  loa  términos  en  que  está  redactada  la  eenteocia, 
que  acerca  de  este  extremo  solo  dioe:  "que  en  la  noche 
"del  diez  y  siete  al  diez  y  ocho  de  Abril  último  el  procesa- 
"do  Agapito  Franco  salió  de  la  casa  de  Francisco  Bodri- 
"guez  con  dirección  á  la  de  su  hermano  Juan  Franco, 
"llevando  al  hombro  una  montura  de  su  propiedad,  y  al 
"pasar  por  el  potrero  "Hato  Viejo",  cortó  dos  alambres 
"de  la  cerca  y  se  apoderó  de  mi  caballo,  etc."  no  es'po- 
fcible  afirmar  que  el  procesado  intencionalmente  espera- 
ra la  lípche  ni  se  aprovechara  de  ella  para  realizar  los 
hechos  y  más  bien  parece  que  esta  circunstancia  fué  me- 
ramente accidental,  razón  por  lo  que,  el  Tribunal  a  qvo 
a\  no  estimarla  no  ha  infringido  el  articulo  diez  en  su 
caso  decimosexto  del  Código  Penal,  ni  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  señala  este  motivo  del  recurso. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haher 
higar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
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terpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  Bent^icia- 
dictada  en  la  causa  de  referencia  boIo  en  cuanto  al  pri- 
mer motivo,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos,  con 
las  costas  de  oñcio. 

Asi  por  ésta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamois. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.'  Gispert. — 
J.  M.  Aguirre. 

SBgondá  BBntsncia,— £'n  la  mv-ma  fecha  dictó  el    Tribunal 
nueva  aentencUt  en  los  »igv.ientes  términos: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,  así  como  el  cuarto  considerando  de  la 
¡jropia  sentencia. 

Considerando  que  los  hechos  que  ae  declaran  pro- 
bados son  constitutivos  de  un  delito  de  hurto  cualifica- 
do, por  cantidad  que  pasa  de  doscientos  cincuenta  pe- 
setas y  no  excede  de  mil  doscientas  cincuenta,  definido 
en  el  articulo  quinientos  treinta  y  cipco,  caso  prime- 
10  del  Código  Penal  y  castigado  en  el  quinientos 
treinta  y  ocho  en  relación  con  el  caso  tercero  del 
quinientos  treinta  y  seis  del  propio  Código,  modi- 
ficado el  quinientos  treinta  y  ocho  por  la  Orden 
tímero  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno, 
por  cuanto  el  procesado  sin  emplear  fuerza  en  las 
osas,  ni  violencia  ó  intimidación  en  las  personas  y  con 
¿nimo  de  lucro,  se  apoderó  de  \m  caballo  tasado  en  cien 
pesos,  que  se  encontraba  en  un  predio  rústico,  no  siendo 
obstáculo  para  esta  calificación  el  hecho  de  que  el  ani- 
mal lo  dedicara  su  dueño  eichiaivamente  para  paseo  y 
rio  lo  empleara  en  las  labores  agrícolas:  porque  tales 
circunstancias  no  tienen  influencia  alguna  para  desvir- 
tuar el  hecho  de  encontrarse  la  bestia  sustraída  en  un» 
finca  de  campo  que  os  lo  finico  á  que  debe  atenderse. 

Considerando  que  de  tos  hechos  antes  definidos  ea 
responsable  en  concepto  de  autor  el  procesado,  por  direc- 
ta  participación. 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  delito  no  han 
concurrido  circunstancias  modificativas  de  responsabi- 
lidad penal,  no  siendo  de  apreciarse  la  agravante  de  noc- 
turnidad por  no  haberse  probado,  ni  ser  posible  deducir 
de  los  accidentes  del  delito  que  el  autor  escogiera  inten- 
cíonalmente  la  noche,  ni  se  aprovechara  de  sus  efectos 
para  realizarlo,  debiendo  apreciarse  por  el  contrario 
qne  la  noche  fué  una  circunstancia  accidental. 

Vistas,  etc. 

T.  «.-19M.-K1. 
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Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamoB  al 
procesado  blanco  Agapito  Franco  y  Cepero  por  un  deli- 
ha  de  hurto  cualificado,  sin  circunstancias  modificati- 
vas, á  la  pena  de  cuatro  años,  dos  mwes  un  día  de  pre- 
sidio correccional,  con  las  accesorias  de  suspensión  de 
todo  cargo  público,  profesión,  oficio  y  derecho  de  sufra- 
gio, al  pa^o  de  las  costas  y  á  indemnizar  al  dueño  del 
potrero  "Hato  Viejo"  la  suma  de  un  peso  por  el  daño 
causado  en  la  cerca,  sirviéndole  de  abono  para  el  cum- 
plimiento de  la  pena  impuesta  la  totalidad  del  tiempo 
(le  prisión  provisional  que  hubiere  sufrido  y  se  declara 
insolvente  al  procesado  á  los  efectos  de  esta  causa. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luia 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  Maria  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 

Zn£  ley.HSent  ld7.-8  de  IToviembre,— UalTsrsadón. 
(Gofl.,  Junio  15,  190i.) 

I>OCTRINA:  Constituje  el  delito  de  malTei- 
Bat^iiíii  la  violación  de  un  depií  sito  judicial  BÍn  qoe 
obste  á  esa  calificación  que  el  depositarío  aeaet 
mismo  dneño  de  loa  efectos  depositadoa. 

VtXB.  que  exista  el  delito  de  hurto  ca  precita  que 
el  apoderamiento  de  la  cosa  ajena  ae  verifique  sin 
la  voluntad  de  su  dueño,  pero  no  puede  existir 
cuando  ese  apoderamiento  se  rcalba  con  la  volun- 
tad y_  el  concurso  de  aqnfl. 

Quien  se  pone  de  acuerdo  con  un  depositario  ju- 
dicial para  sustraer  los  efectos  constituidos  en 
depósito,  disponer  de  ellos  y  aprovecharse  conjan- 
tamente  con  el  depositario  del  precio  en  ventad* 
los  mismos,  es  responsable  en  concepto  de  autor 
del  delito  de  estafa,  j  no  nalversacióa  porque  te- 
te solo  lo  puede  cometer  el  funcionario  público 
ó  los  particulares  ñ.  quienes  la  le;  equipara  con 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  ocho  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  tres;  vistos  los  recursos  de  ca8aci<^ 
por  infracción  de  ley,  interpuestos  por  el  procesado  Oc- 
tavio Pérez  Carrillo,  empleado  en  el  foro,  de  esta  cín- 
dad,  y  el  Ministerio  fiscal,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sección  primera  de  la  Hala  de  ¡o  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  veinte  y  cuatro  de  Julio 
último,  en  causa  contra  dicho  procesado  y  José  Martí- 
nez Español,  por  delito  de  malversación  de  caudales  j 
estafa. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan  loa 
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resultandos  que  á  continuacióii  se  transcriben:  "Pri- 
"mero.  Resultando  probado — A — Que  ante  el  Juzgado 
"municipal  del  Distrito  Norte  de  esta  ciudad,  ae  siguió 
"juicio  verbal  en  cobro  de  cuarenta  cuatro  pesos  sesen- 
"ta  centavos  en  oro  español,  siendo  actor  Daniel  Ruiz; 
"y  demandado  el  procesado  en  eeta  causa,  José  Martí* 
"nez  Españoly  que  no  habiendo  acudido  éste  al  acto  ver- 
"bal,  se  ordenó  se  le  retuviesen  bienes  iimebles,  lo  que  se 
"¡levó  á  efecto  en  veinte  de  noviembre  de  níil  novecien- 
"tos  dos,  por  el  alguacil  del  Juzgado,  quien  ocupó  los 
"muebles,  botellas  de  bebidas  y  artefactos  de  un  café  ti- 
"tulado  "Puerto  Rico",  todo  de  la  propiedad  de  dicho 
"procesado  Martínez,  quedando  estas  cosas  en  poder  de 
"éste,  á  quien  nombró  depositario  el  alguacil,  encargado 
'■de  llevar  ¿  efecto  la  diligencia  dicha.  B,— Que  en  ese 
"juicio  se  dictó  sentencia  condenando  al  pago  al  proce- 
"aado,  )a  que  ee  declaró  firme,  en  cuatro  de  diciembre 
"último,  elevándose  á  embargo  con  esa  fecha  la  reten- 
"ción  que  se  acordó  contra  loa  bienes  muebles  ya  dichos, 
"y  se  le  notificó  personalmente  al  procesado  Martínez 
"quien  siguió  por  entonces  siendo  el  depositario. — C. 
"que  al  mismo  tiempo  que  el  juicio  en  cobro  de  pesos  de 
"referencia,  se  seguía  al  Martínez  Español,  uno  de  des- 
"ahucio,  para  que  desalojara  el  local  ocupado  por  el  ea- 
"fé  ya  dicho,  "Puerto  Rico",  y  habiéndosele  ya  aper- 
"cibido  de  lanzamiento,  el  procesado  Martínez,  de  acuei> 
"do  con  el  procesado  Octavio  Pérez  Carrillo,  que  le  hi- 
"zo  creer  que  era  abogado,  trasladó  todos  loa  objetos  em- 
"bargados  á  una  habitación  que  en  su  casa  le  proporcia- 
"nara  el  Carrillo,  y  ya  allí,  sabiendo  el  Carrillo  la  exís- 
"teneia  del  embargo  y  depósito  en  el  Martínez,  se  púa» 
"de  acuerdo  con  éste,  para  vender  dichos  objetos  y  para 
"ello  el  Carrillo,  haciendo  pasar  que  tenía  comisión  pan 
"vender  esos  efectos,  lo  que  hizo  saber  á  distintas  perso- 
"nas,  convino  ia  venta  de  ellos  con  un  tercero  llamad© 
"Felipe  Aaencio,  en  ciento  treinta  pesos  plata  español^ 
"quien,  á  excepción  hecha  de  im  reloj  y  una  nevera,  se  ' 
"quedó  con  esos  efectos  en  diez  de  Enero  de  este  añt^ 
"piando  por  ellos  la  suma  indicada,  la  que  se  repartid 
"ron  enfre  los  dos  procesados,  dando  el  Pérez  Carrill© 
"al  comprador  un  recibo  ñrmado  por  el  Martínez  Espa- 
"ñol. — Habiéndose  ocupado  por  el  Juzgado,  más  tarde, 
"todo  lo  comprado  por  el  Felipe  Asencio  á  las  con- 
"secucncias  del  juicio  verbal  ya  mencionado.— D.  La 
"nevera  de  que  se  habla  antes  no  se  ha  justificado  qué  se 
"ha  hecho  de  ella,  ni  quien  sea  responsable  de  su  desapa- 
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"rición,  la  que  valía  catorce  pesos  y  el  reloj  fué  vendido 
"á  otra  perBona,  por  los  proceeados,  no  habiéndose  po- 
"dido  ocupar,  y  valia  un  peso  cincuenta  centavos  de  pe- 
"eo  y  los  objetos  que  adquirió  por  compsa  el  Felipe 
"Asencio,  y  de  que  se  ha  hecho  mención,  valían  nove- 
"eientas  cincuenta  y  seis  pesetas. — Segundo.  Resnl- 
"tando  que  celebrada  la  sesión  del  juicio  oral,  el  Minis- 
"terio  ñscal  relatando  loa  hechos  en  forma  semejante  y 
"como  se  hace  en  esta  sentencia,  pero  pregando  que 
"también  habían  vendido  los  proceeadoe,  ia  nevera  de 
"referencia,  sostuvo  que  todos  esos  hechos  constituían 
"un  delito  de  malversación,  previsto  y  penado  en  el  ar- 
"tíeulo  cuatrocientos  seis  en  relación  con  el  euatroeien- 
"toe  uno,  número  segundo  y  otro  de  hurto  definido  y 
"penado  en  el  caso  primero  del  artículo  quinientos  trein- 
"ta  y  cinco  en  relación  con  el  caso  tercero  del  quinientos 
"treinta  y  seis ;  que  eran  responsables  en  concepto  de  au- 
"tores,  por  participación  directa,  de  la  malversación, 
"el  procesado  José  Martínez  Español,  y  del  hurto,  Oc- 
"tavio  Pérez  Carrillo,  que  no  concurren  circunstancias 
"modificativas  en  la  responsabilidad  penal  y  que  la  pena 
"que  debe  imponerse  á  los  procesados:  es  ¿  José  Mar- 
"tínez  Español  por  la  malversación  tres  años,  seis  meses 
"y  veinte  y  un  días  de  presidio  correccional,  accesorias 
"de!  artículo  cincuenta  y  siete  del  Código  Penal :  y  á 
"Octavio  Pérez  Carrillo,  por  el  hurto,  cuatro  meses  y  un 
"día  de  arresto,  abonándoles  á  ambos,  la  prisión  preven- 
*'tiva  al  ser  firme  la  sentencia  é  imponiéndoles  el  pago 
"de  las  costas  de  por  mitad. — Responsabilidad  civil: 
"Los  efectos  recuperados  deben  ponerse  á  la  disposi- 
"ción  del  Juzgado  que  decretó  el  embargo;  y  deben  ser 
"condenados  ambos  procesados,  á  indemnizar  por  igua- 
"lespartes,  la  cantidad  de  once  pesos  cincuenta  cen- 
"tavos,  sufriendo  prisión  subsidiaria  en  defecto  de  pa- 
"go,  Y  las  defensas  de  los  procesados,  negando  ios  car- 
"gos  que  á  sus  defendidos  se  hacían  y  entendiendo  la 
"defensa  de  Pérez  Carrillo,  que  aún  cuando  los  hechos 
"acusados  pudieran  estar  comprendidos  en  el  caso  se- 
"gurido  del  artículo  quinientos  sesenta  y  uno  del  Códi- 
"go  Penal,  no  había  tenido  participación  en  ello's  su  de- 
"íendido,  quien,  lo  único  que  hizo  fué  prestar  su  casa 
"para  depositar  los  efectos  dichos:  —  Tercero.  Besul- 
"tando  que  en  el  acto  del  juicio  oral  la  Sala  hizo  uso  de 
"Iñ  facultad  que  concede  el  artículo  setecientos  treinta 
"y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  para  que 
"se  le  informase  si  el  procesado  Octavio  Pérez  Carrillo, " 
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"podia  ser  comiderado  también-  como  autor  del  delito 
"de  malversación,  objeto  de  la  acusación". 
Kksolucion  rbcüurida  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
que  los  hechos  declarados  probados  constituyen  un  deli- 
to de  disponer  de  una  cosa  como  libre,  sabiendo  que  es- 
taba gravada,  condenó  á  los  procesados  José  Martínez 
Espaííol  y  Octavio  Pérez  Carrillo,  en  concepto  de\auto- 
res  por  participación  directa,  á  la  pena  cada  uno  de  ellos 
de  dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor,  accesorias  co- 
rrespondientes y  multa  de  tres  pesos,  á  satisfacer  6  Da- 
niel Ruiz  setenta  y  cinco  centavos  de  peso ;  y  pago  de 
una  mitad  de  costas ;  debiendo  sufrir  un  día  más  de  de- 
tención por  cada  doce  y  media  pesetas  que  dejaren  do  sa- 
tisfacer por  la  multa  é  indemnización,  con  abono  de  to- 
do el  tiempo  de  prisión  preventiva;  acordó  la  libertad 
de  Martínez  Es])añol  en  atención  a!  tiempo  de  prisión 
sufrida,  y  mandó  dejar  á  disposición  del  Juzgado  mu- 
nicipal del  distrito  Norte  los  efectos  ocupados  en  dicha 
causa. 

FUNDANENTOS  DE  LOS  RECURSOS  DE  CASACIÓN : 

Resultando  qfte  contra  esa  sentencia  interpuso  la  de- 
íenaa  de  Octavio  Pérez  Carrillo  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  consignando  lo  siguiente :  "Que  au- 
"toriza  este  recurso  el  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
"ocho,  número  primero  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
"niinal,  en  relación  con  el  número  primero  apartado 
"primero  del  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  toda  vez  que 
"los  hechos  que  se  declaran  probados  en  la  sentencia,  no 
"constituyen  delito  en  cuanto  á  mi  representado  se  re- 
"fiere.  B.  Autorizan  también  el  recurso  el  articulo 
"delito,  á  quien  la  ley  señala  mayor  pena,  no  constitu- 
''miento  Criminal  y  el  tercero  del  ochocientos  cuarenta 
"y  nueve,  toda  vez  que  se  ha  cometido  error  de  derecho 
"en  la  caliñcacióo  de  los  hechos  que  se  declaran  proba- 
"do8  y  aunque  mi  representado  no  puede  ser  compren- 
"dido  en  esa  calificación  pAr  no  haber  sido  acusado  de  ese 
"delito,  á  quien  la  Ley  señala  mayor  pena  no  constitu- 
"yendo  el  hecho  declarado  probado  el  delito  por  el  cual 
"ha  sido  condenado,  procede  casar  !a  sentencia  absol- 
"viéndolo, — Cuarto.  Que  ia  sentencia  infringe  el  artícu- 
"lo  quinientos  sesenta  y  uno,  caso  segundo  del  Código 
"Penal  por  aplicación  indebida,  el  cuatrocientos  seis  en 
"relación  con  el  cuatrocientos  uno,  número  segundo  del 
"mismo  Código,  por  falta  de  aplicación  y  el  artículo  pri- 
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"mero  del  mismo  CMigo,  toda  vez  que  no  siendo  pena- 
"ble  por  no  estar  comprendido  en  el  Código  el  realiza- 
"do  por  mi  representado,  ha  sido  condenado. — Quinto: 
"Concepto  de  las  infracciones;  A.  El  hecho  declarado 
"probado  en  la  sentencia  en  sus  apartados  C,  y  D.  de  ha- 
"ber  facilitado  Pérez  Carrillo  una  habitación  ¿  Martí- 
"nez  Español,  para  trasladar  los  enseres  del  café  pro- 
"pie^ad  de  Martínez  Español,  sabiendo  Carrillo  la  exis- 
"traicia  de  embargo  y  depósito,  y  de  haberse  puesto  de 
"acuerdo  ambos  procesados  para  veuderloB,  llegando  á 
"efectuar  la  venta  i  un  tercero,  Felipe  Asencio,  que 
"abonó  por  ellos  ciento  treinta  pesos  en  plata,  con  ex- 
"cepción  de  un  reloj  y  una" nevera,  repartiéndose  loa  pro- 
"ceáados  el  dinero  y  de  haber  vendido  el  reloj  á  una  ter- 
"cera  persona  no  constituye  por  lo  que  hace  á  Pérez  Ca- 
"rrillo  delito  alguno.  En  efecto,  conforme  al  precepto  del 
"articulo  primero  del  Código  Penal,  solo  las  acciones  y 
"omisiones  voluntarias  penadas  por  la  Ley  pueden  aer 
"consideradas  como  detito,  y  en  todo  el  Código  no  exia- 
"te  precepto  alguno  que  declare  hecho  punible  los  actos 
"realizados  por  Pérez  Carrillo. — B.  Ese  mismo  hecho 
"probatlo  comprendido  en  los  apartados  del  resultando 
"probado  primero  de  la  sentencia,  no  constituye  el  de 
"hurto  que  pena  el  articulo  quinientos  sesenta  y  uno,  pá- 
"rrafo  segundo  del  Código  Penal.  Conforme  á  este  pre- 
"cepto  se  castiga  el  hecho  de  vender  como  libres,  bienes 
"que  se  sabía  existían  gravadoB^yen  el  resultando  primé- 
"ro,  único  que  declara  probados  los  hechos  origen  de 
"esta  causa,  no  se  dice  que  Asencio  ni  el  tercero  compra- 
"ron  loe  efectos  que  se  mencionan  en  el  supuesto  de  que 
"estuvieran  libres,  ni  que  ninguno  de  los  procesados  hi- 
"eiera  á  los  compradores  manifestaciones  tendentes  á 
"engañarlos,  luego  el  hecho  de  vender  bienes  grabados 
"no  conatituye  el  delito  á  que  se  refiere  el  precepto  eita- 
"do. — C.  Ese  mismo  hecho  probado  conatituye  el  delito 
"de  malversación  á  que  se  refiere  el  artículo  euatrocien- 
"tos  seis,  en  relación  con  el  cuatrocientos  uno,  número 
"dos,  toda  vez  que  un  depositario  ha  vendido  bienes  que 
"estaban  en  depósito;  pero  no  siendo  mi  representado 
"Pérez  Carrillo  el  depositario,  y  pudiendo  solamente 
"ser  aplicable  este  precepto  á  los  depositarios  respecto 
"de  él,  esa  calificación  no  le  comprende,  aparte  de  que 
"no  habiendo  sido  acusado  de  ese  delito,  no  puede  ya  re- 
"ferirse  al  mismo  esta  calificación": 

Resultando  que  contra  !a  misma  expresada  senten- 
cia interpuso  igualmente  el  Ministerio  fiscal  el  i 
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de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  número 
tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  j.  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  consignando  lo  si- 
guiente; "Fúndase  este  reeureo  en  dos  motivoe  en  re- 
"lación  con  los  hechos  atribuidos  á  cada  procesado,  en  la 
"siguiente  forma:  (a)  Eespecto  del  procesado  Marti- 
"nez  Español  lo  constituye  la  iHÍracción  de  los  artículos 
"quinientos  sesenta  y  uno,  caso  segundo  y  cuatrocientos 
"seis  en  relación  con  el  cuatrocientos  uno,  número  ee- 
"gundo ;  todos  del  Código  Penal,  en  el  concepto  de  ha- 
"berse  aplicado'  indebidamente  el  quinientos  sesenta  y 
"uno  y  haberse  dejado  de  aplicar  los  otros  porque  los  he- 
"cbos  declarados  probados  respecto  de  él  no  constituyen 
"el  delito  de  estafa  y  sí  el  de  malversación. — AI-  decla- 
"rarse  en  la  sentencia  que  Martínez  Español  fué  nom- 
"brado  depositario  de  distintos  efectos  que  eran  de  su 
"propiedad,  en  juicio  verbal  seguido  en  el  Juzgado  mn- 
"nieipal  del  Norte  de  esta  ciudad  por  virtud  de  «nbar- 
"go  que  en  dicho  juicio  se  decretó,  y  si  se  acepta  que 
"puesto  de  acuerdo  con  el  otro  procesado  vendió  dichos 
"efectos,  apropiándose  parte  de  su  importe,  es  visto  que 
"lo  realizado  por  Martínez  Español  es  un  delito  á  que 
"se  reñere  el  artículo  cuatrocientos  uno.— No  cabe  ar- 
"gumentar  acerca  del  carácter  de  este  proceso  porque  la 
"misma  sentencia  le  reconoce  al  depositario  judicial  asi- 
"milado  por  la  propia  ley  penal  al  funcionario  según  la 
"última  parte  del  articulo  cuatrocientos  seis  y  la  eir- 
"cunstancia  de  que  en  este  caso  loe  efectos  embargados 
"sean  propiedad  del  depositario,  no  impide  que  se  apre- 
"cíe  la  existencia  de  la  malversación. — Ya  en  la  situa- 
"ción  de  hecho  en  que  Martínez  Español  se  encontraba 
"respecto  á  las  obligaciones  que  dentro  del  juicio  había 
"contraído,  su  carácter  de  dueño  ó  nó  de  la  cosa  es  in- 
"diferente,  porque  con  ésta  ó  sin  ésta  condición  venía 
"siempre  obligado,  siendo  depositario,  á  cumplir  Im  de- 
"beres  de  tal,  y  podría  sostenerse  que  al  disponer  de  los 
"efectos  aceptando  que  fuera  sh  dueño,  cesaba  por  ello 
"bu  condición  de  depositario,  que  era  la  relación  jurí- 
"dica  que  lo  obligaba  á  este  caso.  Indudablemente  que 
"no.  El  Tribunal  Supremo  de  España  en  sentencia  de 
"veinte  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres, 
"establece  la  doctrina  de  que  cometía  el  delito  de  malver- 
"sación  de  caudales  públicos  el  que  iiabiendo  sido  nom- 
"brado  depositario  de  varios  bienes  semovientes  y  mue^. 
"bles  que  le  fueron  embargados  de  su  propiedad,  mani- 
"fiesta  al  ser  requerido  judicialmente  á  su  entrega  que 
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"loa  vendió,  sin  que  á  ello  obste  el  que  fuera  depositario 
"de  bienee  muebles  semovientes  propios,  porque  como 
"caudalée  deben  reputarse  las  cosas  embalsadas  de  que 
"dispuso  sin  que  haya  precepto  legal  que  de  tal  carác- 
"ter  las  excluya,  antes  bien,  por  caudal  Uts  reputa  y  tie- 
"ne  el  uso  común  y  ordinario. — Además,  las  cosas  em- 
"bargadas  no  pierden  tal  carácter  porque  el  dueño  de 
"las  mismas  sea  el  depositario. — N^o  sería  lógico  que  esta 
"gran  prueba  de  confianza  que  se  deposita  en  el  dueño 
"lo  coloque  á  él  en  situación  distinta  de  los  demás: — 
"(b)  Respecto  de  Pérez  Carrillo,  el  otro  motivo  del  re- 
"curso  está  en  la  infracción  de  los  artículos  quinientos 
"sesenta  y  uno,  párrafo  segundo,  quinientos  treinta  y 
"cinco,  número  primero  y  quinientos  treinta  y  seis,  nú- 
"mero  tercero,  en  el  sentido  de  haberse  aplicado  inde- 
"bidamente  el  primero  y  haberse  dejado  de  aplicar  los 
"dos  siguientes,  constituyendo  el  hecho  á  él  imputable 
"un  delito  de  hurto  y  no  de  estafa.  Así  es:  si  la  «insi- 
"doración  que  ha  llevado  al  Tribunal  á  estimar  la  esis- 
"tencia  de  la  estafa  es  la  de  que  sabedor  Pérez  Carrillo 
"de  que  los  efectos  estaban  embargados,  los  vendió  ape- 
"sar  de  ello,  como  libres,  no  puede  ocultarse  examina- 
■"dos  severamente  loa  hechos  por  una  parte.  Fuera  de 
"la  distinciÓD  entre  bienes  muebles  é  inmuebles,  no  agena 
"á  la  cuestión  que  el  concepto  de  gravamen  á  que  apare- 
"ce  referirse  el  apartado  aludido  del  artículo  quinientos 
"sesenta  y  uno,  no  parece  ser  de  adecuada  aplicación 
"el  caso  de  autos ;  y  esto  tiene  á  nuestro  ver,  mayor  im- 
"portancia,  no  ha  podido  el  legislador,  hablar  de  otr» 
"entidad  qite  de  aquélla  que  puede  en  efecto  resolver 
"acerca  de  la  cosa  con  derecho  á  ella  legítimamente  y 
"asi  se  explica  que  diga  "disponer"  y  no  emplea  otro 
"término  como  si  con  éste  se  quisiera  aludir  a  la  libre 
"disposición  que  integra  el  derecho  dominico,  ij  pue- 
"de  aceptarse  por  un  momento  que,  Pérez  Carrillo  fue- 
"ra  dueño  de  esos  efeeto3  para  entonces  poder  venderloa 
"como  libres,  sabiendo  que  estaban  afectos,  aun  discu- 
"rriendo  dentro  de  la  tesis  de  la  Sala  ? — La  misma  sen- 
"tencia  ex|>lica  que  no  había  tal  propiedad  por  parte  de 
"Pérez  Carrillo;  ¿Cómo  pueden,  pues,  calificarse  los  he- 
"chos  por  el  mismo  cometidos?  Tanto  para  Martínez 
"Español  como  para  éste  hay  una  entidad,  á  cuyo  favor 
"está  hecha  la  retención,  existencia  de  tercero  que  ha  de 
"ser  el  perjudicado  con  la  violación  del  depósito  por  vir- 
"tud  (le  lo  cual  se  explica  que  el  propio  Martínez  Eft- 
"pañol,  aún  siendo  dueño  tenga  obligaciones  que  cum- 
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"plir  en  relación  con  sus  bienes  en  Iob  que  para  este  caso 
"tiene  subordinado  su  derecho  dominico  á  su  obligación 
"de  depositario  y  situación  que  hace  que  aún  puesto 
"Pérez  Carrillo  de  acuerdo  con  el  dueño  de  los  efectos 
"cometa  hurto  realizando  ¡os  hechos  que  se  declaran  pro- 
"bados,  porque  si  bien  no  ha  ido  contra  la  voluntad  de 
"aquél,  que  es  correspanaable  de  esos  hechos,  ambos  se 
"han  ido  contra  la  entidad,  á  cuyo  favor  estaba  hecho 
"el  depósito  y  la  relación  jurídica  violada,  pues,  aquí, 
"siguiendo  el  raciocinio  sentado  no  hay  que  buscarJa  en-  ' 
"tre  Pérez  Carrillo  y  Martinez  Español,  sino  entre  ara- 
"hoB,  cada  uno  desde  su  situación  y  la  entidad  perjudi- 
"cada  por  la  violación  del  depósito ;  en  este  sentido  hay 
"que  admitir  que  lo  realizado  por  este  procesado  ea  hur- 
"to  sin  que  valga  á  contrarrestar  esta  afirmación  la  de 
"que  no  pueden  calificarse  los  hechos  de  ambas  maneras : 
"hurto  y  malversación,  según  tas  personas  que  en  ellos 
"han  tenido  participación,  porque  es  sabido  que  la  ju- 
"rispnidencia  ha  autorizado  la  divisibilidad  en  loe  tf- 
"tulos  de  los  delitos  indicados  como  ocurre  en  los  caeos 
"de  hurtos  domésticos,  por  ejemplo,  en  que  hay  corres- 
"ponsables  en  quienes  no  concurre  aquella  cualiñcati- 
"va. — Y  si  el  hecho  no  puede  ser  estafa  por  lo  expuesto, 
"ni  malversación  para  Pérez  Carrillo,  porque  los  par- 
"ticulares  cuando  no  están  en  algunos  de  loa  casos  del 
"articulo  cuatrocientos  seis  no  pueden  malversar,  claro 
"es  que  lo  cometido  por  el  mismo  es  hurto,  como  lo  rea- 
"lizado  por  Jlartínez  Español  malversación,  que  no  ea 
"otra  cosa  en  términos  generales  que  el  hurto  de  fun- 
"cionarios  públicos  ó  entidades  asimiladas  á  los  mismos 
"por  la  ley  penal". 

Resultando  que  admitidos  ambos  recursos,  y  sus- 
tanciados en  forma  ante  este  Supremo  Tribunal,  se  ce- 
lebró la  vista  pública,  en  cuyo  acto  informaron  los  re- 
presentantes de  ambas  partes  recurrentes. 

Decisión  de  los  iiEcf  rsos  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Maria  Qis- 
pert. 

Considerando  que  conforme  al  artículo  cuatrocien- 
tos seis  del  Código  Penal  las  disposiciones  del  cuatro- 
cientos uno  al  cuatrocientos  cinco  del  mismo,  son  tam- 
bién aplicables  á  los  administradores  ó  depositarioB  de 
caudales  embargados,  secuestrados  ó  depositados  por  au- 
toridad pública,  aunque  pertenezcan  á  particulares;  y 
de  esta  disposición  general  no  están  excluidos  los  dueños 
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de  efectos  embargados  jndicialmeate,  en  ciiyo  poder  que- 
dan éBtos  depositados,  porque  tal  carácter  de  dneoos  no 
les  releva  de  las  responsabilidades  de  todo  orden  á  qae 
legalmente  quedaron  sujetos  por  el  solo  hecho  de  haber 
aceptado  el  depósito  judicial,  y  obligándose  como  tal 
depositario  á  conservar  dichos  efectos  ¿  disposición  de 
la  autoridad  correspondiente;  criterio  que,  por  otra 
parte,  tiene  su  sanción  expresa,  aún  tratájidose  de  sim- 
ples embargos  preventivos,  en  la  Orden  número  ciento 
cuarenta  y  uno  de  siete  de  Abril  de  mil  novecientos, 
modiñcada  por  la  número  ciento  setenta  y  seis  de  mil 
novecientos  uno,  ambas  del  Gobierno  Interventor;  y  en 
este  concepto  es  indiidable  que  los  hechos  declarados  pro- 
bados con  relación  al  procesado  José  Martínez  Español, 
constituyen  un  delito  de  malversación  de  caudales,  con- 
sistente en  la  violación  de  un  depósito  judicial  median- 
te sustracción  por  valor  de  novecientas  cincuenta  y  seis 
pesetas,  penado  en  el  artículo  cuatrocientos  seis  en  re- 
lación ai  número  segundo  del  cuatrocientos  nno,  ambos 
del  Código  Penal. 

Considerando  que  esto  sentado,  al  apartarse  la  Sa- 
la sentenciadora  del  anterior  criterio,  calificando  y  pe- 
nando esos  hechos  realizados  por  Mutínez  Español  co- 
mo estafa,  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  que  ae  le 
atribuye,  é  infringido  las  disposiciones  legales  que  se  ci- 
tan en  el  primer  motivo  del  recurso  interpuesto  pw  el 
Ministerio  fiscal. 

Considerando  que  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto 
al  segundo  motivo  de  casación  alegado  por  didio  Minis- 
terio fiscal,  porque  sea  cual  fuere  la  situación  de  dere- 
cho en  que  por  razón  de  loa  actos  realizados  por  el  pro- 
cesado Octavio  PércK  Carrillo,  se  haya  éste  colocado  con 
relación  á  las  personas  6  entidades  que  por  ellos  resul- 
taron perjudicadas,  es  lo  cierto,  qne  para  qne  el  apode- 
ramiento  ó  sustracción  de  cosa  mueble  agena  con  ímimo 
de  lucro,  constituya  delito  de  .hurto,  es  necesario  que  se 
realice  sin  la  voluntad  del  dueño ;  elemento  que  no  con- 
curre en  el  presente  caso,  toda  vez  que  según  aparece  de 
los  hechos  probados,  dicho  procesado  Pérez  Carrillo  pro- 
cedió precisamente  de  acuerdo  «m  el  otro  procesado 
Martínez  Español,  dueño  de  tos  efectos  embargados,  m 
cuyo  poder  se  encontraban  éstos  depositados ;  por  lo  que 
al  no  estimar  la  Sala  sentenciadora  esos  hechos  como 
constitutivos  del  expresado  delito  de  hurto,  no  ha  Ldcu- 
rrido  en  error  de  derecho,  ni  infringido,  por  falta  de 
aplicación,  el  articulo  quinientos  treinta  y  cinco,  caao 
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primero  y  quinientos  treinta  y  seis,  caso  tercero  del  Có- 
digo Penal,  citados  en  dicho  segundo  motivo. 

Considerando  en  cuanto  al  primer  motivo  de  casa- 
ción alegado  por  el  recurrente  Octavio  Pérez  Carrillo, 
que  siendo  unos  mismoa  los  actos  realizados  por  éste  y 
el  otro  procesado  Martínez  Español,  según  aparece  de  loe 
hechos  probados,  coneitrteutea  en  haberse  puesto  amboe 
de  acuerdo  para  sustraer  del  depósito 'y  acción  judicial 
los  efectos  enihargadoa,  sabiendo  que  lo  estaban  á  las  re- 
sultas de  un  juicio  á  favor  de  un  tercero,  y  realizar  co- 
mo realizaron  su  venta  á  otro,  aprovechándose  ambos 
del  precio  de  la  venta,  es  indiscutible  que  tales  actos  rea- 
lizados por  Pérez  Carrillo  lo  son  de  participación  di- 
recta y  voluntaria  en  la  ej'eeución  del  mismo  hecho  de^ 
lictuoso  ejecutado  por  Martínez  Español,  siquiera  lo 
sea  en  concepto  jurídico  distinto,  respecto  de  uno  y  otro 
procesados;  y  por  tanto,  al  calificar  y  penar  el  Tribu- 
nal a  guo  esos  actos  como  constitutivos  de  un  delito,  no 
ha  incidido  en  el  error  de  derecho  señalado  eo  dicho 
primer  motivo. 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  y  último  moti* 
To  alegado  por  el  recurrente  Pérez  Carrillo,  que  si  bien 
como  se  deja  ipdicado,  no  están  exentos  de  responsabi- 
lidad penal  loe  particulares  que  ya  por  inducción  y  por 
participación  directa  cooperan  ¿  la  ejecución  de  un  de- 
lito de  malversación  de  caudales,  siendo  como  es  este 
delito  peculiar  de  los  funcionarios  púl^lieoe,  ó  de  aque- 
llos á  quienes  la  ley  conceptúa  expresamente  como  ta- 
les en  determinados  casos,  y  no  pudiendo,  por  tanto, 
cometerlo  quien  no  tiene  este  carácter,  es  evidente  que 
aquella  responsabilidad  solo  se  refiere  y  puede  legalmen- 
te  determinarse  por  razón  del  fraude  que  es  siempre  íht 
herentc  á  tales  delitos;  y  por  tanto  al  calificar  y  penar 
la  Sala  sentenciadora  los  hechos  de  autos  como  estafa 
y  no  como  malversación,  respecto  del  procesado  Pérez 
Carrillo,  tampoco  ha  incidido  en  el  error  de  calificación 
señalado  en  el  expresado  motivo. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  expueetos, 
procede  declarar  con  lugar  el  recureo  de  casación  inter- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal  solo  en  cuanto  at  primero 
de  los  motivos  alegados  por  el  mismo  y  sin  lugar  el  in- 
terpuesto por  la  otra  parte  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  procesado  Octavio  Pérez  Carrillo, 
contra  la  referida  sentencia,  y  de  su  cargo  las  costas  del 
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mismo;  y  declaramos  haber  lugar  al  de  igual  especie  es- 
tablecido por  el  Miniaterio  fiscal  soto  ea  cuanto  al  pri- 
mero de  Bua  motivos,  contra  la  propia  salteada,  la  cual 
casamos  y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio  en  este  re- 
Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M/  Gispert. — J. 
M.  Aguirre.. 

Sdgtiada  fiontenciíl. — -Ei  ^  mUma  fecha  dictó  el  Tribunal 

nueva  sentencia  en  los  siguientes  términos: 

Reproduciendo  loa  resultandos  de  la  sentencia  ca- 
sada y  anulada. 

Reproduciendo  el  primer  considerando  de  la  ante- 
rior sentencia  de  casación.  ' 

Segundo.  Considerando  que  es  autor  del  raencior 
nado  delito  de  malTereaeión  por  haber  tomado  partici- 
pación directa  en  su  ejecución  el  procesado  José  Martí- 
nez Español. 

Tercero.  Considerando  que  la  calificación  legid 
correspondiente  á  los  hechos  declarados  probados  con 
relación  al  procesado  Octavio  Pérez  Carrillo,  dada  la 
Índole  especial  de  los  delitos  de  malversación  y  no  con- 
curriendo en  aquéllos  todos  los  elementos  que  integran 
el  de  hurto,  ha  de  determinarse  necesariamente  por  ra- 
zón de  la  defraudación  resultante  de  la  sustracción  del 
depósito  judicial  j  venta  á  un  tercero  de  los  efectos  em- 
bargados, sabiendo  que  !o  estaban,  con  perjuicio  evid^- 
te  del  acreedor  en  cuyo  favor  lo  fueron:  y  en  tal  con- 
cepto resultan  previstos  y  penados  en  el  párrafo  segun- 
do del  artículo  quinientos  sesenta  y  uno  del  Código  Pe- 
nal, siendo  por  ello  responsable  dicho  procesado  en  con- 
cepto de  autor  del  delito  de  estafa  por  haber  tomado 
parte  en  su  ejecución  por  actos  sin  los  cualee  no  se  hn- 
ijiera  realizado. 

Cuarto.  Considerando  que  no  existen  circunstan- 
cias eximentes  ni  modificativas  de  la  responsabilidad 
criminal,  por  lo  que  procede  imponer  en  el  grado  medio 
la  pena  correspondiente  á  cada  uno  de  los  expresados 
delitos ;  que  toda  persona  responsable  criminalmente  de 
un  delito  ó  falta,  lo  es  también  civilmente,  y  que  á  la 
misma  se  entienden  impuestas  por  la  ley  las  costas  pro- 
cesales : 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
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procesado  José  Martínez  Español,  como  autor  de  un  de^ 
lito  de  malTersaciÓQ  de  caudales,  sin  circunstaiicias  mo- 
diñcativas,  á  la  pena  de  tres  años,  seis  meses  veinte  y 
nn  días  de  presidio  correccional  y  á  las  accesorias  de  sus- 
pensión de  todo  cargo  público,  profesión,  oficio  y  dere- 
cho de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena :  con- 
denaos asimismo  al  procesado  Octavio  Pérez  Carrillo, 
como  autor  de  un  delito  de  estafa,  á  la  pena  de  dos  me- 
ses y  un  día  de  arresto  mayor  y  accesorias  de  suspen- 
sión de  todo  cargo  y  del  derecho  de  sufragio  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y  á  pagar  una  multa  de  tres  pesos 
como  equivalente  al  duplo  del  valor  del  reloj  vendido  y 
no  recuperado ;  condenamos  igualmente  á  ambos  proce- 
sados á  reintegrar  cada  uno  de  ellos  á  quien  correspon- 
da setenta  y  cinco  centavos  en  concepto  de  mitad  de  per- 
juicios, siendo  ambos,  responsables  solidaria  y  subsidia- 
riamente del  total  de  los  mismos;  entendiéndose  de  car- 
go de  cada  uno  de  dichos  procesados  el  pago  de  una 
mitad  de  costas;  debiendo  sufrir  Pérez  Carrillo  un  día 
más  de  detención  por  cada  doce  y  media  pesetas  que 
dejare  de  satisfacer  de  la  multa  impuesta;  sirviéndo- 
les de  abono  todo  el  tiempo  de  prisión  preventiva  que 
hayan  sufrido;  y  déjense  los  bienes  ocupados  á  disposi- 
ción del  Juzgado  municipal  del  distrito  Norte  á  los 
efectos  del  juicio  verbal  de  referencia.  Así  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.—  José  Antonio  Pichardo.  —  Luis  Gastón. — José 
M.*  Gispert.— J.  M.  Aguirre. 


ftMja.— Auto  177.— 10  de  Noriembre.— Suboanacdón  de 
felfee.  (Gac,  Junio  35,  1904.) 

DOCTRINA:   Es  inadmigihle  un  recurso  c'e 

casación  fundado  en  no  expresarse  claramente  loa 
hechiiB  que  se  declaran  probados  ó  haber  erintra- 
dicción  entre  ellos  si  cf  rccorrente  no  hn  pedido 
oporluiianientc  la  subsaneción  de  la  falta  por  me- 
dio de)  recurso  de  aclaración  que  le  otorga  la  ley, 

Antecehentes: 

Primero:  Besultando  que  en  la  causa  procedente 
del  Juzgado  de  Inetruoción  de  Güines  y  seguida  ante  la 
Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  contra  Pablo  Jacas,  Dámaso  Fernán- 
dez, Manuel  Curbelo  y  Sebastián  Salgado  por  hurto  y 
falsedad,  aquel  Tribunal  dictó  sentencia  definitiva  en 
diez  de  Septiembre  último,  condenando   al  procesado 
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Salgado  á  la  pena  de  ocho  años  y  ua  día  de  presidio  ma- 
yor y  multa  de  mil  doscientae  cincuenta  pesetas. 
RECi'nso  denegado: 

Segundo:  Resultando  que  contra  dicho  fallo  in- 
íprpuso  el  procesado  Sebastián  Salífado  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley, 
vTí  el  que  manifiesta  que  autorizan  el  recurso  por  que- 
brantamiento de  forma  el  número  primero  del  articulo 
novecientos  once  en  relación  con  el  novecientos  diez  y 
ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  número  tercero  del  sete- 
cientos veinte  y  nueve  de  la  I.ey  de  Enjuiciamiento 
.  Criminal  y  número  primeto  del  novecientos  doce  en 
rí^Jación  con  el  novecientos  diez  y  ochocientos  cuarenta 
_V  ocho  de  la  propia  ley,  haciendo  consistir  el  quebran- 
tamiento comprendido  en  el  número  primero  del  ar- 
tículo novecientos  doce  de  la  ley  procesal.  "A.  Porque 
"no  se  expresan  en  la  sentencia  clara  y  terminantemente 
"cuales  son  los  hechos  que  se  declaran  probados  y  ade- 
"más  resulta  manifiesta  contradicción  entre  ellos.  En 
■'efecto,  en  el  tercer  resultando  de  la  sentencia  que  re- 
'cuiTo  se  declara  probado  que  para  expedir  Salf^do  el 
"pase  de  tránsito  á  que  se  refiere  el  sesudo  resultando 
"de  la  misma  dio  de  baja  en  el  correspondiente  libro 
"del  Registro  pecuario  con  fecha  veinte  y  cuatro  de  No- 
"viembre  último  á  los  Sres.  Arrojo  y  Compañía  UB« 
"yeftua  á  pesar  de  no  aparecer  inscripta  en  dicho 
"itegistro  á  favor  de  dichos  señores  y  seguidamente  la 
"dio  dq  alta  á  nombre  de  Jaca  Capetillo  y  en  la  misma 
"fecha  la  dio  de  baja  extendiendo  igualmente  el  opor- 
'■'iuno  asiento  en  el  libro,  expidiendo  el  paae  de  tránsi- 
citado.  Pues  bien,  á  la  verdad  que  por  lo  relacionado 
"citado.  Pues  bien  i  la  verdad  que  por  lo  relacionada 
"no  puede  existir  mayor  falta  de  claridad  y  precisión  en 
"cuanto  á  los  hechos  que  se  declaran  prohados,  respecto 
"á  mi  representado,  porque  no  se  expresa  por  qué  me- 
"dioB  de  los  determinados  en  los  distintos  casos  del  ar- 
'■tfculo  trescientos  diez  del  Código  Penal  llegó  ¿  realizar 
"mi  defendido  la  falsificación  de  documento  oficial  de 
"que  sé  le  considera  autor  en  el  quinto  considerando  de 
"la  sentencia  que  recurro  y  por  la  que  se  le  pena  en  su 
''parte  dispositiva.  B:  Porque  resulta  manifiesta  con- 
"tradición  en  tre  los  hechos  que  se  declaran  probados  en 
"el  tercer  resultando  referido.  Su  simple  lectura  con- 
'*duce  á  la  acertada  apreciación  de  que  falta  la  unidad 
"de  acción  en  los  actos  que  se  suponen  realizados  por  mi 
"defendido.     Se  declara  probado  que  mi  representado 
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"dio  de  baja  en  «1  libro  correspondiente  del  Re^stro 
'^pecuario  una  yegua  é  pesar  de  no  aparecer  inorita  en 
"aquel  Registro.  Pues  bien,  esos  hechos  dentro  del  or- 
'"den  lójrico  de  suceder  de  las  cosas  son  imposibles  de 
"realización,  porque  si  no  aparecía  ninj^na  y^ua  en  el 
"Registro  pecuario  á  favor  de  Arrojo  y  C,  era  impo- 
"kibie  que  la  hubiera  dado  de  baja  i  dichos  señores  mi 
"representado,  sin  que  antea  hubiera  realizado  una  ope- 
"ración  previa  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  deelara- 
"do  probado  cual  sea,  ni  quien  lo  realizara  y  así  como 
''para  justificar  la  baja  que  dio  á  Jaca  Capetillo  de  la 
'yegüí  para  Alquízar  ha  tenido  la  Sala  que  declarar 
'■probado  que  antee  mi  representado  la  dÍ6  de  alta  por 
"la  misma  razón,  no  se  explica  la  baja  de  dicho  animal 
"de  la  inscripción  de  Arrojo  y  C,  cuando  la  Sala  de- 
"clara  probado  que  no  tenía  nin^na  yegua  inscrita.  De 
"este  quebrantamiento  de  forma  como  cometido  en  la 
''bentencia  me  fué  imposible  interesar  su  subsanación." 

Causa  de  la  queja  : 

Tercero:  Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  admi- 
tió el  recurso  por  infracción  de  ley  y  por  el  primer  mo- 
tivo de  quebrantamiento  de  forma,  denegando  su  admi- 
sión en  cuanto  al  eefinmdo,  por  no  haberse  preparado 
oportunamente  pidiendo  aclaración  de  la  sentencia. 

Cuarto :  Resultando  que  el  procesado  interputto 
contra  dicho  auto  recurso  de  queja  por  no  habérsele  ad- 
ittitido  por  uno  de  los  motivos  el  de  quebrantamiento 
de  forma,  y  sustanciado  en  este  Tribunal,  se  celebró 
la  vista  pública  el  día  seis  del  mes  actual,  con  asistencia 
de  la  representación  del  procesado  y  del  Ministerio  fis-  - 
cal  que  sostuvieron  la  procedencia  del  recurso. 

Considerando  que  se^n  el  articulo  novecientos  ca- 
torce de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  procede 
admitir  un  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  si  la  paríe  que  intenta  interponerlo  no  hubiese  re- 
clamado la  subsana^ión  de  la  falta,  siendo  posible,  tenien- 
do por  base  tal  precepto,  impedir  la  nulidad  de  un  fallo 
p«>r  defectos  que  oportunamente  han  podido  subsanarse 
y  como  el  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  referida 
ley  procesal  ofrece  un  medio  hábil  para  que  loe  tribu- 
nales pueden  aclarar  conceptos  oscuros,  suplir  cual- 
quier omisión  6  rectificar  alguna  equivocación  en  qae 
hnbieren  incurrido  al  pronunciar  sus  sentencias,  loa 
recurrentes,  están  en  el  deber,  según  tiene  reiterada* 
inent«  declarado  este  Tribunal,  de  utilizar  el  remedio 
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¿eñalado  en  ese  articulo  aotee  de  recurrir  en  casación 
por  motivos  como  el  invocado  por  el  teciurente  en  el 

presente  caso. 

Considerando  que  al  denegar  la  Sala  aentenciadora 
el  recurso  interpuesto  ae  ha  ajustado  á  lo  diapuesto  en 
el  artículo  onceno,  en  relación  con  los  números  quinto  y 
séptimo  del  artículo  séptimo  de  la  ley  de  casación,  sien- 
do por  tanto  procedente  declarar  sin  lugar  el  de  queja 
y  conforme  al  artículo  veinte  y  cinco  de  la  ley  citada, 
imponer  las  costas  al  recurrente. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recureo  de  queja  in- 
terpuesto por  Sebastián  Salgado,  contra  el  auto  que 
denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma,  contra  la  citada  sentencia  de  la  Sec- 
ción segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Lo  provej'cron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Píchardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales. — José  María  Gíspert, — J,  M.  Aguirre. 
— -Silverio  Ca.stro,  Secretario. 

ftaeb.  forma.— Sent.  28.-12  ds  Horlembre.— üstupro. 

(Gac,  Junio  15,  1904.) 

DOCTRINA:  La  promeaa  de  matrinioiiiü  in- 

cumplida,  mediante  la  cubI  BC  guzade  la  virgiai- 
dad  de  una  mujer  major  de  12  y  mennr  de  20 
años,  constituye  uno  de  los  medios  de  engajlo  qne 
el  Código  exije  para  integrar  el  delito  de  estupro. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  doce  de  líoviembre 
de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por 

jufración  de  ley  interpuesto  por , 

carretonero,  vecino  de  esta  capital,- en  la  causa  seguida 

contra  el  mismo  ante  la 

por  el  delito  de ,  y  en  la  que  es  acu- 
sadora particular como 

madre  de 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  en  dicha 
causa  en  dos  de  Junio  último  se  consignan  los  hechos  en 
el  siguiente: 
Hechos  probados: 

"Resultando  probado :  que  el  procesado  después  de 

"llevar  algún  tiempo  relaciones  amorosaa  con 

" ,  doncella  mayor  de  doce  años  y  me- 

"nor  de  Veint«  tuvo  acceso  camal  con  ella  gozando  de 
''su  virginidad  mediante  engaño  que  consistió  en  ofre- 
'"cerle  el  procesado  reiteradamente  que  contraería  ma- 
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"trimonio  que  no  ha  realizado  y  á  causa  de  dichos  actos 
'Carnales  tuvo  la una  niña." 

Hesoldción  recurrida: 

Resultando  que  la  Audiencia  estimando  esos  he- 
chos constitutivos  de  un  delito  de  estupro  del  que  es 
autor  el  procesado  sin  circunstaacias  modificativas  de 
rrtaponsabitidad,  le  condenó  á  la  pena  de  dos  meses  y  un 
día  de  arresto  mayor  y  sus  accesorias,  á  dotar  á  la  ofen- 
dida en  dos  mil  pesetas,  sufriendo  en  defecto  de  pa^fo 
!a   prisión  subsidiaria   correspondiente,   ¿   recono(»r  y 

mantener  la  hija  de y  al  paf^o 

de  las  costas. 

Fundamentos  del  recurso  de  cabación  : 

Besultando  que  contra  esta  infracción  interpuso 
dicho  procesado  el  presente  recurso  por  infracción  de 
ley,  expresando  que  lo  autoriza  el  número  primero  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  y  su  concordante  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  que  se  ha  infrin- 
f;Ído,  al  aplicarlo,  el  párrafo  tercero  del  artículo  cuatro- 
cientos cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  pnesto  que 
il  engaño  de  que  según  se  dice  en  la  sentencia  se  Tali6 
el  procesado  para  realizar  el  acto  delictivo,  y  que  con- 

(•istió  en   hacerle  á ofrecimientos 

reiterados  de  matrimonio,  no  constituye  el  enp:8ño  & 
<|ue  Be  refiere  el  citado  artículo  del  Código,  el  cual  ha 
de  ser  de  tal  naturaleza  que  sugestione  la  voluntad  de 
lo  engañada,  y  no  puede  aceptarse  que  así  concnrriera  & 

por  las  simples  promesae  de 

un  matrimonio  cualquiera. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia, asi  como  el  que  también  interpuso  el  mismo  pro- 
cesado por  quebrantamiento  de  forma,  y  que  se  declaró 
l«>r  este  Tribunal  mal  admitido  en  virtud  de  impugna- 
ción de  la  otra  parte,  se  celebró  la  vista  pública  de  aquél, 
en  cuyo  acto,  el  defensor  del  recurrente  sostuvo  su  pro- 
cedencia, no  solo  por  el  motivo  expresado,  sino  también 
por  haberse  infrinj^do  en  la  sentencia  el  artículo  cua- 
trocientos tuesenta  y  siete  párrafo  primero  del  Código- 
Venal  al  caatigarse  un  delito  de  estupro  sin  haber  me-' 
diado  in-iitancia  de  parte  legitima  puesto  qiie  el  Licen- 
ciado García  Ralsa  que  suscribió  únicamente  la  quere- 
lla no  era  verdadero  representante  de  la  madre  de  la 
menor  perjudicada;  impugnando  el  recurso  el  defeneor 
de  la  acusadora  particular  y  el  Ministerio  fiscal : 


rc.,z.d.vCoO¿^lc 


Decisión  D£L  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Oastón. 

Considerando  que  Begún  el  párrafo  tercero  del  ar- 
tículo cuatrocientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Pe- 
nal modificado  por  la  Orden  número  doscientos  cin- 
Ciienta  y  siete  constituye  el  delito  de  estupro  el  cometi- 
do por  cualquier  persona  con  una  mujer  mayor  de  doce 
años  y  menor  de  veinte  interviniendo  engaño; 

Considerando  que  esta  última  condición  caracte- 
rística del  delito,  lo  mismo  que  las  demás  que  lo  inte- 
gran aparece  haber  concurrido  en  los  hechos  probados, 
puesto  que  sosteniendo  el  procesado  relaciones  amoro- 
sas con que  contaba  la  edad 

expresada,  logró  mediante  reiterados  ofrecimientos  de 
matrimonio  tener  acceso  camal  con  cila,  lo  que  dio  por 

resultado  que  la diera  á  luz  una 

niña  y  tal  promesa  de  matrimonio  no  cumplida  do  pne- 
^^e  menos  de  estimarse  constitutiva  del  engaño  exigido 
por  la  ley,  dados  el  antecedente  de  las  relaciones  amo- 
rosas que  existfan,  la  reiteración  de  la  oferta  y  la  natu- 
raleza misma  de  los  bechos,  todo  lo  que  demuestra  que 
laa  promesas  fueron  ereidas  por  la  ofendida,  y  que  al  no 
cumplirse,  ésta  ha  sido  realmente  engañada; 

Considerando  que  en  tal  concepto  la  Sala  senten- 
ciadora, al  calificar  y  penar  los  hechos  ejecutados  por 
íl  recurrente  como  delito  de  estupro,  do  ha  cometido  la 
■  infracción  y  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el 
recurso ;  sin  que  pueda  tomarse  en  consideración  el  otro 
motivo  que  en  apoyo  del  mismo  expuso  verbalmente  en 
cí  acto  de  la  vista  el  defensor  del  recurrente,  porque  pa- 
ra ello  sería  preciso  que  se  hubiera  alegado  en  la  forma 
y  en  la  oportunidad  que  la  ley  previene : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 

interpuesto  por en  la  causa 

de  referencia,  con  las  costas  á  su  cargo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos,  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — 
Octavio  Giberga. — Luis  Gastón. — Ambrosio  B.  Mor»- 
les.-^osé  María  Gispert. 


ftnda.— Auto  178.— 13  de Norómbra.— HMhoe.  {Oaceta^ 
Junio  17,  1904.) 
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Antecedemtes  : 

Resultando  que  en  causa  se^ida  contra  el  procesa- 
do Epifanio  Rodríguez  por  delito  de  estafa  la  Sección 
scgunrla  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de 
la  Habana, -dictó  sentencia  en  nueve  de  Septiembre  úl- 
timo condenando  á  dicho  procesado  corno  autor  del  men- 
cionado delito,  en  el  cual  se  consignó  como  hecho  pro- 
bado el  siguiente:  "que  en  veintisiete  de  Agosto  último 
'■¿■eeibió  el  procesado  de  la  casa  de  Mestre  y  Mata  que 
'"He  dedicaba  á  la  fabricación  de  escobas  varias  cuentas 
"uscendentes  á  ciento  veinte  pesos  para  cobrar  en  varios 
■'puntos  de  esta  Isla  las  que  se  habían  vendido  por  me- 
"diación  del  procesado;  y  habiendo  cobrado  éste  algu- 
'Taa  de  dichas  cuentas  se  apropió  bu  importe  no  habién- 
"dolo  devuelto,  deducido  el  diez  por  ciento  de  comisrón 
"de  cobranza  que  correspondía  al  procesado  y  algunas 
''cantidades  que  entregó  á  cuenta  alcanza  la  cantidad 
"defraudada  é  cincuenta  y  cuatro  pesos  sesenta  y  un 
"centavos  en  oro." 

ReCCHSO    DEÍTEG.IDO: 

Eosultando  que  la  defensa  del  procesado  presentó 
escrito  interponiendo  contra  dicha  sentencia  recurso  de 
c;isación  por  quebrantamiento  de  forma  y  á  la  vez  por 
infracción  de  ley,  fundado  este  último  en  el  número  pri- 
inero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Iiey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  consignando  respecto 
al  mismo  lo  siguiente:  "Infracción  de  ley. — Resulta  in- 
fringida la  ley  (número  quinto  del  artículo  quinientos 
cincuenta  y  nueve  en  relación  con  el  dos  del  quinientos 
cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal)  aplicada  indebida 
y  erróneamente  por  cuanto  que  en  el  fallo  recurrido  se 
califica  y  pena  como  delito  de  e.stafa  lo  que  realmente 
no  lo  es.  Se  llama  estafa  á  la  legítima  apropiación  he- 
cha por  D.  Epifanio  Rodríguez  Puente  del  resto  de  las 
cuentas  cobradas  para  hacerse  pago  en  üquindación  de 
los  gastos  de  viajes  y  de  estancia  en  los  puntos  donde 
actuó  como  mandatario  mercantil,  asi  como  de  comisio- 
nes devengadas  por  razón  de  pedidos  no  servidos  anto- 
jidizamente  por  los  comitentes  Sres,  Mestre  y  Mata. 
El  Tribunal  sentenciador  después  de  admitir  en  el  re- 
sultando primero  que  entre  los  Sres.  Mestre  y  Mata  y 
el  procesado  hubo  celebrado  un  contrato  mercantil  (ven- 
ta en  comisión  y  mandato  para  cobrar  las  cuentas  rea- 
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pectivas)  hace  derivar  la  estafa  al  considerar  y  calificar 
ics  hechos  que  declara  probados  de  la  circunstancia  de 
haber  cobrado  y  percibido  mi  defendido  el  importe  de 
las  cuentas  y  haberse  apropiado  el  resto  deducido  el  tan- 
to por  ciento  de  comisión  y  no  aprecia  que  también  ha 
tenido  derecho  Rodríguez  Puente  á  resarcirse  con  arre- 
glo al  artículo  doscientos  setenta  y  ocho  del  Códijro  de 
Comercio  del  importe.de  todos  loe  gastos  y  desembolsos 
con  el  interée  legal  desde  el  día  en  que  loa  hubiere  he- 
cho hasta  BU  total  reintegro  derecho  que  existe  en  favor 
i1d  todo  mandatario  contra  su  mandante  tanto  en  la  le- 
gislación mercantil  como  en  la  común  ó  civil.- — Y  como 
los  gastos  y  desembolsos  hechos  por  el  procesado  en  el 
uegocio  de  comisión  y  en  el  cobro  de  las  cuentas  aon 
iiotoríamente  superiores  al  importe  del  liquido  que 
te  supone  estafado,  de  ahí  que  no  existe  el  delito 
(ine  se  le  atribuye  y  de  ahí  la  evidente  infrac- 
ción del  precepto  citado,  tanto  más  cuanto  que  en  la 
Fentencia  recurrida  no  se  ha  declarado  probado  que  los 
Sres.  Mestre  y  Mata  como  comitentes  y  mandantes  estn- 
v'esen  exentos  del  cumplimiento  d'.  'a  obligación  de 
pagar  los  gastos  impuestos  por  la  ley,  ni  se  declara  pro- 
bado que  el  importe  de  loa  mismos  fuese  de  cuenta  y  car- 
go de  mi  representado." 
Causa  de  la  qvBjx : 

Resultando  que  por  auto  de  veintiuno  del  mismo 
mes,  de  Septiembre  denegó  el  Tribunal  sentenciador  la 
sdmiaión  del  recurso  por  infracción  de  ley,  por  no  fun- 
darse en  los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia, 
sino  en  otros  que  amplía  el  recurrente,  faltándose  asi  al 
p]-ecepto  del  número  tercero  del  artículo  cinco  de  la  Or- 
den noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Resultando  que  contra  el  referido  auto  interpuso 
la  defensa  de  Epifanio  Rodríguez  el  presente  recureo 
(lo  queja,  y  sustanciado  en  forma  ante  este  Supremo 
Trigunal,  se  celebró  la  vista  pública  del  mismo  el  día 
seis  del  corriente,  con  asistencia  solo  del  Ministerio 
fiscal. 
Decisión  del  rbcubso: 

Considerando  que  según  tiene  repetidamente  de- 
clarado este  Tribuna!  Supremo  en  resoluciones  anterio- 
res, de  acuerdo  con  el  texto  expreso  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento 
fíriminal,  los  repursos  de  casación  por  infracción  de  ley 
que  dicha  disposición  legal  autoriza  han  de  tener  por 
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ba^e  necesaria  y  única  los  hechos  que  en  la  t^ntencia  sa 
Ci'tiraen  probados,  sin  lo  cual  es  evidente  que  no  resulta 
autorizado  el  recurso  por  ninguno  de  los  preceptos  que 
el  citado  artículo  contiene,  y  es  por  tanto  improcedente 
BU  admisión. 

Considerando  que  del  mencionado  defecto  adolece 
el  recurso  por  infracción  de  ley  de  que  se  trata  en  la  pre- 
sente queja,  toda  vez  que  al  afirmar  el  recurrente  en 
apoyo  del  recurso,  que  la  apropiación  hecha  por  Epifa- 
nio  Rodríguez  del  resto  de  las  cuentas  cobradas,  lo  fué 
para  hacerse  pago  en  liquidación  de  gastos  de  viajes  y 
de  estancias  en  puntos  dondft  actuó  como  mandatario,  y 
de  comisiones  devengadas,  nada  de  lo  cual  resulta  de 
les  hechos  probados,  es  visto  que  lejos  de  fundarse  en 
estos,  se  aparta  de  ellos,  y  estuvo,  por  tanto,  bien  dene- 
gada su  admisión  por  la  Sala  sentenciadora. 

Se  declara  sin  lugar  el  presente  recurso  de  queja 
interpuesto  por  la  defensa  de  Epifanio  Rodríguez  en  el 
íiuto  de  veintiuno  de  Septiembre  último  que  le  denegó 
la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
icy  que  interpuso  contra  la  sentencia  definitiva  dictada 
(.■n  la  mencionada  causa,  con  las  co.stas  á  cargo  det  re- 
currente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  provej-eron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Am- 
brosio H.  Morales. — José  Uraría  Gispert. — J.  M.  Agui- 
ire. — Silvorio  Castro,  Secretario. 


flneb.  forma.— Sent.  29.— 16  de  Noviembre.- Denegación 
de  prueba.- Violación.  (Gac,  Jm-io  n,  woi.) 

DOCTRINA:  En  el  neto  del  juicio  ornl  no 
pueden  presencsrae  testigiis  para  otro  objeto  que 
el  de  (icrei)ítn.r  el  valor  prubatorio  de  la  dcclara- 
ciún  de  «tro  testij!". 

Cimstitüje  el  delito  de  vii.lacitínel  hecho  de  ser- 
prender  en  un  lugar  solitario  á  unft  mujer  y  al  ne- 
garse ésta  A  ItiB  prupopidoncs  deshunestas  del 
outor,  arrojarla (>l  suelo  y  é.  viva  fuerza  satisfacer 
en  ella  pyr  oompleto  deseos  carnales  contra  su 
expresa  Vi-luntad,  y  resistencia. 

Él  Dinitir  entre  los  hechos  pmbados  la  persi.na 
que  promovió  la  causa  de  violación  nu  constituye 
niitivii  de  CíisíieiAii  por  infracción  ile  lev,  cuando 
la  causa  aparecí' incoada  por  denuncia  de  persona 
apta  para  hacerla. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  seis  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres;  en  el  i 
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ción  por  quebrantamiento  áe  forma  y  por  infracción  de 

ley,  interpiiestOB  por de  campo  y  vecino 

del ,  en  la  causa  seguida  contra  el  mismo 

en  la  Audiencia  de por  el  delito  de  viola- 
ción: 

Hechos  probados  : 

BcEiiltando  que  la  sentencia  dictada  en  dicha  causa 

en último,  contiene  en  los  pertinentes  loe 

resultandos  que  á  continuación  se  transcriben:  "Pri- 
"mero:  Kesultando  probado  que  el  diez  de  Enero  pró- 
"íimo  pasado  entre  cinco  y  seis  de  ta  tarde  encontrán- 

"dose  la  joven baldada  del  lado  izquier- 

"do  á  causa-de  una  heniiplej^ia  que  padece  desde  niña,  ha- 
"ciendo  una  diligencia  corporal  en  una  manigua,  á  cua- 
"renta  y  ocho  varas,  poco  más  ó  menos,  de  la  casa  en 

"que  vive,  fué  sorprendida  é  invitada  á por  el 

"procesado ,  mayor  de  diez  y  seis  y  menor 

"de  diez  y  ocho  años;  y  habiéndose  negado  á  tal  pre- 
"t^nsiÚD  la  solicitada,  fué  arrojada  al  suelo  á  viva  fuor- 
"aa  por  el  procesado,  realizando  con  ella  cópula  comple- 
"ta.  no  obstante  su  negativa  y  resistencia. — Segundo: 
"Ketíultando  que  en  el  acta  del  juicio  oral  constan  los 
"particulares  siguientee  al  terminar  la  declaración  del 

"íctitigo el  defensor  del  procesado  mani- 

"fcstó  Á  la  Sala  que  por  olvido  había  dejado  de  propo- 
"ner  en  su  escrito  úe  conclusiones  provisionales  á  dos 
"twtigiis  que  se  encuentran  en  este  local,  que  declararon 
'Vn  el  sumario  y  que  declaran  apoyando  lo  manifestado 

"por  el  testigo que  acaba  de  declarar,  por 

"lo  que  pille  á  la  Sala  que  aún  cuando  no  propuso  esos 
"testigos  en  el  trámite  de  calificación,  lea  reciba  decla- 
"ración  en  esto  acto.  El  Sr.  Fiscal  se  opuso  á  la  solici- 
"tud  <lcl  letrado  defensor,  por  ser  extemporánea  dicha 
"prueba  y  no  estar  comprendida  en  ninguno  de  los  ca- 
"soe  del  articulo  setecientos  veinte  y  nueve  de  la  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Oriminal,  y  la  Sala,  considerando  que 
"'la  prueba  que  ofrece  en  este  acto  el  defensor  no  es  ad- 
"misible,  porque  t«  una  pnieba  testifical  que  debió  ofre- 
"cerse  en  tiempo,  ya  que  dichos  testigos,  según  confiesa 
"el  defensor,  dtx'lararon  en  el  sumario,  y  no  estando,  por 
"otra  parte,  comprendida  la  prueba  de  que  se  trata  en 
"ninguno  de  los  casos  del  artículo  setecientos  veinte  y 
"nueve  de  la  Ijcv  de  Enjuiciamiento  Criminal,  acordó 
"denegar  la  solicitud  de!  defensor;  manifestando  acto 
"wguido  el  letrado  defensor  que  consignaba  su  protesta 
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"en  los  términos  siguientes:  "Baso  mi  protesta  en  que 

"habiendo  dicho  ante  la  Sala  el  testigo , 

tto  del  procesado  que  éste  estaba  con  varios  individuos 
"niáe,  que  citó,  en  bu  colonia  el  día  diez  de  Enero  hasta 
'las  seis  y  media  de  la  tardu  próximamente,  al  ofrecer, 
'de  acuerdo  con  el  caso  tercero  del  artículo  setecientos 
veinte  y  nueve  de  la  Jjcy  de  Enjuiciamiento  Criminal 
examen  de  esos  testigos  en  el  acto  para  corroborar 

'la  circunstancia  del  procesado  en  el y  cu- 

'yas  declaraciones  podían  iufluir  en  el  valor  probatorio 
'de  esa  declaración  por  ser  única  y  por  ser  de  un  alle- 
'gado  familiar,  me  ha  sido  negada  sin  que  la  Sala  ó  sin 
'que  esa  negativa  pueda  entenderse  como  afirmación  de 
'que  la  considere  admisible  ó  no  para  los  efectos  de  la 
'discrecional  i  dad  que  dicho  caso  tercero  del  artículo  se-  ■ 
'tecientos  veinte  y  nueve  concede  al  Tribunal". 
Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  la  Audiencia  estimando  que  los  he- 
chos que  declaró  probados  constituyen  un  delito  de  vio- 
lación y  que  es  su  autor  el  procesado con 

la  circunstancia  atenuante  especial  de  ser  menor  de  diez 
y  ocho  años  le  condenó  á  la  pena  de  ocho  años  y  un  dia 
de  prisión  mayor  y  sus  accesorias,  á  dotar  á  la  ofendi- 
da en  la  suma  de  mil  potwtas,  á  reconocer  y  mantener  la 
prole,  si  la  hubiere,  y  en  las  costas  del  juicio : 
Fundamentos  del  recurso  de  cisacion: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  los  presentes  recursos,  expresando  prime- 
ramente en  cuanto  al  de  infracción  de  ley,  que  lo  auto- 
riza el  número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuaren- 
ta y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  y  que  ae  ha  infringido  el  artículo  cua-  , 
trocientes  cincuenta  y  tres  caso  primero  del  Código  Pe- 
nal por  gu  indebida  aplicación,  y  el  párrafo  tercero  del 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve  del  propio  Có- 
digo, puesto  que  de  los  hechos  declarados  probados  no  fie 
deriva  la  existencia  del  delito  de  violación  sino  de  otro 
de  estupro,  exponiendo  entre  otros  razonamientos  lo  si- 
guiente: "La  fuerza  á  qué  se  contrae  el  caso  primero 
"del  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres,  es  la  fuer 
"za  empleada  no  para  arrojar  al  suelo  á  una  persona, 
"fino  para  el  acto  de  yacer  materialmente  con  ella,  de 
"tal  suerte  que  haga  inútil  la  resistencia  física  que  la 
"voluntad  ofrezca  á  la  agresión;  bien  imposibilitando 
"aquella  resistencia,  ó  siquiera  amenguándola.     En  los 
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"hochoB  deplaracios  probados,  no  se  dá  como  existente — 
"puex  no  podrá  ser,  dada  la  resultancia  de  las  pruebas 
" — esa  fuerza  en  el  yacimiento  con  la  perjudicada,  que 
"demuestra  la  imposibilidad  de  la  resistencia  de  ella; 
"y  se  habla  en  cambio  de  invitaciones— no  admitidas — 
"lo  que  evidencia  un  estado  de  ánimo  en  el  agresor  y  la 
"perjudicada,  susceptible  de  estimarse  como  completo 
"estado  normal,  incompatible  con  el  empleo  de  fuerza 
"grave  ó  suficiente  para  integrar  el  delito,  y  por  tanto 
"que  prueba  que  la  fuerza  no  logró  su  triunfo  sobre  la 
"voluntad  de  la  mujer  que  es,  en  síntesis,  lo  que  consti- 
"tuye  el  delito  de  violación";  existiendo  sí  el  delito  de 
estupro  porque  de  la  relación  que  se  hace  de  los  hechos 
y  de  las  circunstancias  todas  de  éstos,  se  deduce  que  nie- 

'  dio  engaño  para  ejecutar  los  actos  carnales  el  procesado 
icon  la  ofendida: 

Resultando  que  en  el  recurso  por  quebrantamiento 
^e  fonna,  se  expresa,  estar  autorizado  por  el  número 
primero  del  articulo  novecientos  diez  y  sus  concordan- 
ies  de  la  Licy  de  Knju  id  amiento  Criminal,  por  haberse 
infringido  el  articulo  setecientos  veinte  y  nueve,  caso 
tcrt*ro  de  dicha  ley  al  negarse  la  diligencia  de  prueba 
á  que  se  refiere  el  segundo  resultando  d  la  sentencia  re- 
currida, que  se  ha  transcripto,  en  las  condiciones  y  cir- 
cunstancias que  alli  se  consignan,  habiendo  formulado 
la  correspondiente  protesta  por  dicha  negativa; 

Uesultando  que  admitidos  los  recursos  y  personado 
el  recurrente  en  este  Tribunal  en  el  trámite  oportuno, 
amplió  el  de  infracción  de  ley,  exponiendo  como  nuevo 
motilo,  autorizado  por  el  número  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuicia- 
miento Criminal  en  su  última  parte,  el  haberse  ¡nfrin- 

i  gido  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  Códi- 
go Penal  en  el  concepto  de  que  "exigiéndose  de  un  mo- 
"do  exi'n'so  por  dicho  prece])to  lesjal  que  en  las  causas 
"de  violación  y  en  las  de  rapto,  debe  la  denuncia  hacerse 
"por  alguna  de  las  personas  que  taxativamente  se  mcn- 
"ciíman  en  el  mismo,  es  evidente  que  semejante  circuns- 
"'tancia  aunque  posterior,  constituye  uno  de  les  clemen- 
"tos  que  deben  reunir  los  dos  expresados  delitos  para 
"jioder  ser  perseguidos  y  en  sii  ofiortunidad  castigados, 
"deduciéndose  du  ésto  lógicnnicnte  que  el  citado  requi- 
"sito  debe  ser  objeto  de  mención  expresa  por  parte  del 
"'l'ribunal  a  qun.  para  poder  llegar  con  acierto  en  el  fa- 
"ilo  á  una  condena;  y  no  haciéndose  en  la  sentencia  re- 
"uurrida  <lccluración  alguna  de  liecho  probado  sobre  ese 
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"importante  extremo,  no  obstante  estar  intimajnentc  en- 
"lazado  con  la  cuestión  fundamental  que  había  de  re- 
"solver  el  fallo,  la  absolución  ó  la  condena  parece  indu- 
"dable  que  la  Sala  sentenciadora  ha  incidido  en  error  de 
"derecho  al  penar  como  delictuosos  los  hechos,  apesar 
"de  que  eircunstancias  posteriores  á  la  comisión  de  Iob 
"miamoH  impedían  castigarlos". 

Resultando  que  habiéndose  silmitido  dicho  nuevo 
motivo  del  recurso,  se  celebró  la  vista  pública  en  la  que 
el  defensor  del  recurrente  lo  sostuvo  en  todas  sus  par- 
tes, y  el  Ministerio  fiscal  coadyuvó  al  de  infracción  de 
ley,  impugnando, el  de  quebrantamiento  de  forma: 
Decisión  del  reccrso: 

Siendo  ponente  el  Ma^strado  Luía  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  en  cuanto  al  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma  que,  según  el  número  tercero  del  ar- 
tículo setecientos  veinte  y  nueve  de  la  I*y  de  Enjuicia- 
miento Criminal  las  únicas  diligencias  de  pruelja  que 
pueden  practicarse  en  el  juicio  oral  á  propuesta  de  las 
partes  en  el  mismo  acto,  son  las  que  tengan  por  objeto 
acreditar  alguna  circunstancia  que  pueda  influir  en  el 
valor  probatorio  de  la  declaración  de  un  testigo,  lo  cual 
del*  entenderse  que  se  refiere  á  las  que  se  ofrezcan  por 
razón  de  tacha  ó  por  otro  concepto  análogo,  que  no  se 
hubiera  previsto  al  formular  el  escrito  de  conclusiones, 
y  no  dirigiéndose  á  ese  fin,  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos que  el  recurrente  pretfndió  que  se  examinaran  en 
el  juicio,  en  el  presente  caso,  sino  á  justificar  un  hecho 
que  alegaba  en  su  descargo,  y  sobre  el  cual  había  decla- 
rado algún  testigo,  es  evidente  que  al  no  acceder  al  exa- 
men de  aquellos  el  Tribunal  a  qua,  en  uso  de  sub  facul- 
tades, no  denegó  una  diligencia  de  prueba  que  se  propu- 
siera en  tiempo  y  forma,  y  por  tanto,  no  incurrió  en  el 
quehrantaní  ieuto  á  que  se  contrae  el  número  primero 
del  artículo  novecientos  once  de  la  Ley  proí-esai  en  que  ■ 
se  funda  el  expresado  recurso; 

Considerando,  resjiecto  al  de  infracción  de  ley  que, 
el  delito  de  violación,  segi^n  el  artículo  cuatrocientos 
rjncuenta  y  tres  del  Código  Penal,  se  comete,  entre  otros 
casos,  cuando  se  yace  con  una  Jiiujer  usando  de  fuerza 
ó  intimidación,  y  esto  ÍDdudableiiicnte  fué  lo  que  eje- 
cutó el  recurrente  al  sorprender  á en  un 

lugar  solitario  y  aislado,  y  después  de  hacerle  proposi- 
ciones deshonestas  que  ella  rechazó,  arrojarla  al  suelo 
¿  viva  fuerza  y  postrándola  de  ese  modo,  satisfacer  por 
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completo  sus  sensuales  deseos  do  obstante  la  negaÜTa  de 

la BU  resistencia,  que  no  pudo  ser  grande  i 

causa  de  la  enfermedad  que  padecCj  pues  dados  estos  he- 
chos, consignados  •  en  la  sentencia  recurrida,  no  puede 
menos  de  entenderse  que  el  procesado  usó  de  fuerza  pan 
realizar  el  acceso  cama!  contra  la  voluntad  de  la  ofen- 
dida, que  es  la  condición  característica  del  delito:  sin 
que  haya  motivo  para  estimar,  como  se  ha  alegado,  que 

la  resistencia  que  opuso  la á  los  propósitos 

del  procesado  no  fuera  verdadera  y  firme  demostrando 
su  voluntad  resueltamente  contraria  á  la  realización  del 
acto,  sino  la  débil  y  más  aparente  que  real,  propia  de 
toda  mujer  en  semejantes  casos,  pues  loa  términos  da- 
ros y  explícitos  de  la  sentencia  no  permiten  tal  inteli- 
gencia, siendo  gratuito  suponer  que  el  Tribunal  senten- 
idador  confundiera  tan  distintas  situaciones,  al  formar 
el  juicio  en  que  ha  basado  su  fallo,  en  el  cual  por  tanto, 
no  se  ha  cometido  la  infracción  y  el  error  que  se  le  atri- 
buye en  el  primer  motivo  del  recurso : 

Considerando,  en  cuanto  al  alegado  en  ampliación 
del  dicho  recurso,  que  en  él  no  se  supone  infringido  el 
articulo  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  Código  Penal 
porque  se  haya  penado  el  dcHto  de  violación  de  que  te 
trata,  sin  que  fuera  denunciado  por  alguna  de  las  per- 
sonas que  exige  dicho  artículo — lo  cual  realmente  no  ha 
ocurrido,  puesto  que  de  los  autos  que  se  han  tenido  ¿  la 
vista,  consta  que  el  proceso  se  inició  por  denuncia  del 
hermano  de  la  ofendida,  que  confirmó  é  hizo  suya  la 
madre  de  la  misma — sino  por  no  haberse  mencionado 
ese  particular  entre  los  hechos  fundamentales  del  fa- 
llo, Y  como  tal  omisión  no  puede,  en  modo  alguno  cons- 
tituir por  sí  misma  una  circunstancia  posterior  á  la  co- 
misión del  delito  que  impida  penarlo,  sino  á  lo  más.  va 
defecto  de  forma  que  en  su  caso  pudiera  haberse  recla- 
mado por  meílio  de  otra  clase  de  recurso,  es  evidente  que 
la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  tampoco  en  el 
error  de  derecho  señalado  en  la  última  parte  del  número 
primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  en  que  ha  fundado  el 
expresado  motivo: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  hipar  á  los  recursos  de  casación  por  quebranta- 
miento (le  forma  y  por  infracción  de  ley,  interpueslM 
por contra  la  sentencia  dictada  en  la  cau- 
sa de  referencia,  con  las  costas  de  cargo  de  dicho  recu- 
rrente.    Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronuncia- 
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moB,  mandgnioB  y  ñrmamoe. — .Tose  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Gastóo,— Ambrosio  R.  MoraioB. — José  M."  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 


fta^a.  -Auto  179.— 17  ds  Noviembre.— Hechos.  ( Gaceta, 

Junio  17,  1904  ) 

DUCTKINA:  Para  qae  ura  admisible  un  re- 
curso de  casación  pnr  infracción  de  lej  ha  de  ba- 
sarte e icl u si V amenté  en  los  hechos  declarados 
probados  en  la  sentencia,  recorrida. 

'Antecedentes  : 

Resultando  que  en  la  cansa  se^ida  á  Ramón  Bello 
por  disparo  de  arma  de  fuego,  la  Aiidiencia  de  Matan- 
xhs  dictó  sentencia  condenatoria,  en  la  cual  declaró  pro- 
bado (|ue  dicho  procesado  y  Manuel  Villavicencio  ge  en- 
contraron en  laa  horas  de  la  tarde  en  la  esquina  de  las 
callea 'de  San  Juan  Dios  y  San  Diego  de  esta  ciudad  y 
á  consecuencia  de  disgustos  anteriores  que  entre  ellos 
existían,  tuvieron  una  riña  durante  la  cual  Bello  rastri- 
lló dos  veces  un  revólver  que  portaba,  produciendo  un 
(•isparo  sobre  la  persona  de  Villavicencio,  por  no  hacer 
fuego  el  arma  más  que  una  vez;  y  Villavicencio,  en  de- 
íensa  esgrimió  un  cuchillo  que  llevaba,  sin  punta,  y  que 
necesita  para  atenciones  propias  del  trabajo  á  que  ae  de- 
dica. 
Recubso  denegado: 

Resultando  que  contra  dicha  eentencia  interpuso 
Bello  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  dijo 
estar  autorizado  por  el  número  quinto  del  articulo  ocho- 
(icntos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  por  haberse  infringido  el  mimero  octavo  del 
írtículo  noveno  del  Código  Penal  al  no  apreciarse  la 
circunstancia  atenuante  de  haber  obrado  por  estímulos 
ton  poderosos  que  naturalmente  produjeran  arrebato  y 
(.bcecación,  "pues  constando,  dice,  en  la  sentencia,  que 
el  diaparo  fué  hecho  en  la  riña  que  tuvo  Manuel  Villa- 
i-ioencio  con  el  procesado  por  resentimientos  ó  disgustos 
anteriores  que  entre  ellos  existían,  en  ese  momento  de 
acaloramiento  estuvo  privado  Bello  de  obrar  libremen- 
te, pues  esos  disgustos  provenían  de  celos  que  entre  sí 
tenían  por  ser  la  concubina  de  éste  anteriormente  de 
Villavicencio;  por  lo  que  al  encontrarse  ambos  y  tener 
'f  riña  produjo  indiscutiblemente  en  el  ánimo  del  pro- 
cesado una  influencia  de  que  no  es  posible  sustraerse." 
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Causa  de'la  queja  : 

Resultando  que  la  Audiencia  por  auto  de  veinte  j 
cuatro  de  Septiembre  último,  denegó  la  admisión  del 
recurso  por  estimar  qiie  en  él  no  se  aceptan  los  hechos 
declarados  probados  sino  que  Be  aducen  otros  para  fun- 
damentarlo, siendo  por  ello  inadmisible  con  arreglo  á 
ias  disposiciones  del  caso. 

Resiiltantlo  que  el  procesado  anunció  é  interpuso 
en  tiempo  y  forma  recurso  de  queja  contra  dicha  dene- 
gación, habiéndose  celebrado  la  correspondiente  vista 
pública  con  asistencia  de!  defensor  del  recurrente  y  del 
Ministerio  fiscal  que  impugnó  la  queja. 

Resolución  : 

Considerando  que  al  alegar  el  recurrente  Bello  pa- 
ra fundamentar  su  recurso  de  casación  que,  los  disgus- 
tos anteriores  que  existían  entre  él  y  Villaviceneio  y  que 
dieron  lugar  ¿  la  riña  en  que  cometió  e!  delito  penado, 
provenían  de  celos  que  entre  ambos  había,  por  una  mu- 
jer, haciendo  depender  principalmente  de  esto  la  proce- 
dencia de  la  circunstancia  atenuante  que  pretende  se 
Aprecie  á  su  favor,  adiciona  y  altera  evidentemente  loa 
hechos  declarados  probados  en  la  sentencia,  en  la 
ciial  no  se  expresa  que  tuvieran  tal  origen  los  disgustos 
á  que  hace  referencia,  y  en  estas  condiciones  el  recurso 
no  puede  estar  autorizado  por  el  número  quinto  del  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  invocado  por  el  recurrente,  porque 
dicho  precepto,  lo  mismo  que  todos  los  del  citado  artíeu- 
jO,  exige  que  los  recursos  por  infracción  de  ley  ae  basen 
exchisi  va  mente  en  los  hechos  que  se  hayan  declarado 
))rohado3,  sesún  con  repetición  lo  ha  establecido  est^i 
l'ribunal,  por  toílo  lo  cual  el  referido  recurro  es  inad- 
misible, conforme  4  lo  dispuesto  en  el  artículo  once  en 
ivlaeiún  con  el  número  séptimo  del  artículo  séptimo 
y  el  número  tercero  del  quinto  de  la  Orden  sobre  casa- 
ción é  improcedente  la  queja  interpuesta  contra  el  auto 
•  le  la  Audiencia  que  así  lo  estimó. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  Ra- 
món E{'llo  por  denc^íJición  del  recurso  de  ca.^ación  á  que 
¿e  ha  hecho  referencia,  con  las  costas  á  cargo  del  recu- 
rrente.   C-omuníquese,  et^-. 

IjO  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— .Tosé  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio E.  Morales.— Jo«é  María  Gispert. — J.  M.  Aguire, — 
fíilvcrio  Castro,  Secretario. 
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Qaeb.  fi»-ma.-Sent.  30.— 17  d9KoTlemb«.—Bwhoe  pro- 
bados. (fío«.,  Junio  17,  1904) 

l>OCTBlNA:  En  los  Resultandos  de  las  sen- 
tencias deben  cimsignarse  luí  hechos  pnibadus 
necesarios  para  fundar  el  fallo  y  se  quebranta  el 
procedimiento  cuando  nci  se  cumple  con  esa  for- 
ma, sino  que  exime  la  falta  Ihs  apreciaciones  que 
se  hauan  un  liis  Contiitieraniins,  porque  esta  parte 
de  la  sentencia  no  en  la  adecuada  par»  consignar 
hechos,  sino  la  apreciaciáu  jurídica  de  éstos. 

En  k  ciudad  de  la  Habana  á  dioz  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres ;  en  el  recureo  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  iníraeción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  ñscal  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  la  causa  se- 
fruida  por  prevaricación  contra  Anpel  Guzmán  y  Rotlrí- 
gaez.  Juez  municipal  y  vecino  de  la  Cidra: 
HEcnos  probados: 

Besultando  que  la  referida  sentencia,  dictada  en 
diez  y  siete  de  Julio  próximo  pasado,  consigna  los  he- 
chos en  la  forma  que  aparece  de  los  resultandos  que  á 
cimtinuación  se  transcriben :  "Primero :  Resultando 
'■probado  que  el  moreno  Emilio  Menocal  en  cuatro'  de 
"Febrero  último  produjo  dos  partes  al  encargado  de  la 
"policía  de  Guanábana,  diciendo  en  uno  que  pagó  por 
"Eufemio  Martínez  una  cantidad  de  dinero  compro- 
"nietiéndose  éste  i  abonarla  en  un  mes  de  trabajo  y  que 
"solo  trabajó  diez  días  y  en  el  otro  que  Martínez  había 
"desaparecido  de  la  finca  en  donde  trabajaba,  faltándole 
'■varias  herramientas.— Segundo:  Resultaniln'  probad'» 
'■que  el  Juez  Municipal  do  la  Cidra,  procesado  Ángel 
"Giiznián  y  Rodríguez,  recibió  ambos  partes  del  enear- 
'■gado  de  la  policía  y  ratificados  ante  el  Juez  maniíeütó 
'■'Menocal  que  ratificaba  ^1  parte  y  que  los  aperos  de  tra- 
'■bajo  se  los  entregó  í  Martínez  que  trabajaba  en  la  finca 
''Díaz  por  el  término  de  un  mes  según  convenio,  para  res- 
"tituirle  la  cantidad  de  once  pesos  plata  que  le  había  en- 
"'íregado,  marchándose  Martínez  antes  del  vencimiento 
"del  mes,  sin  hacerle  entrega  de  loa  aperos  y  conoció  del 
"caso  el  Juez  absolviendo  á  Martínez  con  las  costas  á 
"cargo  de  Menocal. — Tercero :  Resultando  prohado  que 
'■con  motivo  de  la  sentencia  del  Juez  Municipal  de  la 
"Cidra,  de  doce  de  Febrero,  compareció  el  moreno  Emi- 
"lio  Menocal  al  día  siguiente  trece  ante  el  Juez  de  Tns- 
"trucción  de  esta  ciudad  y  le  denunció  todo  lo  que  le  ha- 
"b(a  ocurrido  con  Eufemio  Martínez  y  el  Juez  Munici- 
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"pal  y  entendiendo  el  de  Instrucción  por  lo8  términos 
'"en  que  se  expresó  Menocal,  que  se  trataba  de  un  delito 
"de  hurto  menor  de  cincuenta  pesos  de  la  competencia 
"del  Juez  Correccional,  mandó  remitirle  las  diligencias 
'■practicadas,  ei  que  dictó  sentencia  ^1  diez  y  nueve  de 
"Marzo,  sobreseyendo  provisionalmente  en  la  causa  has- 
tia que  nuevos  datos  hagan  posible  au  continuación,  ba- 
"jo  el  fundamento  de  que  el  hecho  denunciado  y  que  fué 
"calificado  de  un  supuesto  delito  de  hurto,  no  se  ha 
"justificado  debidamente,  porque  no  consta  la  entrega 
"ni  la  sustracción  de  las  herramientas  que  se  dicen  de- 
"eaparecidas.— -Cuarto :  Resultando  que  el  Sr.  Fiscal 
"calificó  los  heohoa  de  un  delito  de  prevaricación,  pre- 
"visto  y  penado  en  el  articulo  trescientos  sesenta  y  do« 
"del  Código  Penal  y  designó  al  procesado  como  autor  y 
"que  se  le  impusiera  la  pena  de  once  años  y  un  día  de 
"inhabilitación  especial  para  el  ejercicio  del  cargo  de 
"Juez  Municipal  ú  otros  análogos  y  en  las  costas. — 
"Quinto:  Resultando  que  la  defensa  del  procesado  soli- 
"citó  la  absolución  porque  la  sentencia  que  dictó  era 
"justa." 
BKsoLrcióx  REcrmiDA : 

.Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  absolvió  al 
procesado  Ángel  Guzmán  y  Rodríguez  con  las  costas  de 
oficio,  fundando  su  resolución  en  los  dos  considerandos 
que  textualmente  dicen:  "Primero.  Considerando:  que 
"el  procesado  en  funciones  de  Juez  Municipal  estimó  que 
"el  hecho  denunciado  no  revestía  caracteres  de  delito, 
"sino  que  tenia  los  de  una  reclamación  civil,  cuya  jus- 
"tificación  no  se  habla  comprobado  y  en  tal  virtud  ab- 
"¿olvió  á  Martínez,  no  constituyendo  este  hecho  el  deli- 
"to  de  prevaricación  del  articulo  trescientos  sesenta  y 
"dos  del  Código  Penal,  porque  los  términos  en  que  Me- 
"nocal  redactó  los  partes  q]  encargado  de  policfa  de 
"Ouanábana,  así  como  los  de  su  ratificación,  no  denun- 
"ciaban  que  Martínez  se  hubiere  apropiado  las  herra- 
"mienta?  que  Menocal  decía  haberle  entregado  y  por 
"tanto  el  procedimiento  seguido  no  acusa  ignorancia 
"inexcusable,  ni  la  resolución  que  dictó  es  manifiesta- 
"mente  injusta  que  son  las  circunstancias  que  según  la 
'ley  integran  el  delito. — Segundo.  Considerando:  Que 
"en  este  supuesto  no  constituyendo  delito  de  prevarica- 
"tión  ni  otro  alguno  el  hecho  perseguido,  es  de  absol- 
"verae  al  procesado  con  las  costas  de  oficio," 
Petición'  de  si"B8ANaciün  : 

Resultando  que  el   Ministerio   fiscal   pidió  dentro 
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fiel  térmiao  lej^al  aclaración  de  la  sentencia,  para  que  se 
Suplieran  la»  omisiones  que  en  su  sentir  se  habían  padeci- 
do al  dictarla,  por  no  consíffnarse  en  ella  ínteín'fmente 
lits  partes  reprodxieidos  por  Menocal,  la  sentencia  dicta- 
da por  el  procesado  Quzmán  y  las  conclusiones  definiti- 
vas sostenidas  por  el  propio  Ministerio  fiscal  y  se  aclarara 
■a  contradicción  que  se  nota  en  !a  misma  y  que  consiste, 
sogín  expresa,  en  que  en  el  primer  resultando  probado  so 
afirma  por  el  Tribunal  que  Menocal  pagó  por  Eufemio 
Jlartínez  una  cantidad  de  dinero,  comprometiíndose  és- 
te á  pangarla  con  un  mes  de  trabajo,  y  que  Martínez  ha- 
bía desaparecido  de  la  finca  donde  trabajaba,  faltándolo 
á  Menocal  varias  herramientas,  y  en  el  segundo  resul- 
tando también  se  afinna,  que  los  aperos  de  trabajo  so 
los  entregó  Menocal  á  Martínez  para  restituirle  loa  once 
pesos  plata  que  le  había  entregado ;  de  donde  resulta  la 
contradicción  por  expresarse  en  el  primer  resultando, 
(¡ue  era  Martínez  quien  adeudaba  una  cantidad  á  Meno- 
cal  y  en  el  segundo,  que  éste  entregó  á  Martínez  los  ape- 
ros de  trabajo  para  restituirle  de  la  cantidad  de  once 
pesos  plata  que  le  había  entregado,  deiluciéndose  de  ésto 
C(Ue  era  Menocal  el  que  debía  los  once  pesos  á  Martínez. 
Resultando  que  la  Sala  por  auto  de  veinte  y  uno  de 
Julio  último,  acordó  la  adición  de  la  sentencia  con  las 
conclusiones  definitivas  del  Ministerio  fiscal,  declarando 
1:0  haber  lugar  á  las  demás  inserciones,  ni  á  la  aclara- 
ción solicitada  por  el  Ministerio  fiscal,  por  entender 
que  la  sentencia  estaba  redactada  con  la  debida  claridad. 

FCNDAMENTOS   DGL   RECURSO   DÉ   C.ASACIÓX  : 

Besultando  que  el  Ministerio  fiscal  interpuso  con- 
tra la  referida  sentencia  el  presente  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley, 
autorizado  el  primero  por  el  articulo  cuarenta  y  cua- 
tro de  la  Orden  Militar  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  v  nueve  y  los  artículos  ocho- 
cientos cuarenta  v  ocho  número  priirero,  novecien- 
tos diez  y  novecientos  doce,  número  primero  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  haciendo  con- 
sistir el  quebrantamiento  "en  la  infracción  que 
"resulta  cometida  del  numero  primero  del  artículo  no- 
"vecientos  doce  de  la  citada  Ijey  de  Enjuiciamiento  Cri- 
"minal,  por  cuanto  en  la  sentencia  que  no  se  ajusta  á  lo 
"ordenado  en  el  artículo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la 
"misma  ley,  no  se  expresa  clara  y  terminantemente  cua- 
"les  son  los  hechos  que  se  consideran  probados,  porque 
"en  dicha  sentencia  se  incurre  en  el  defecto  de  haberse 
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"omitido  declarar  probados  hechos  que  luego  se  fijan  y 
''aprecian  en  ios  considerandos. — En  efecto,  en  los  rc- 
'■püitandoa  primero,  segundo  y  tercero  de  dicha  sen- 
'leneia  se  declaran  probados  los  siguietes  hechos,  úni- 
*'cos  que  ae  relacionan  con  la  cuestión  debatida:  "que 
'■fl  moreno  Emilio  Menocal  en  cíiatro  de  Febrero  últi- 
'"mo,  produjo  dos  partee  al  encargado  de  la  policía  de 
"Guanábana,  diciendo  en  uno  que  pagó  por  Eufemio 
'"Martínez  una  cantidad  de  dinero,  comprometiéndose 
■■¡'■ete  é  abonarla  con  un  mes  de  trabajo  y  que  solo  tra- 
"liajú  diez  días  y  en  el  otro  que  Martínez  había  desapa- 
'■'recido  de  la  finca  donde  trabajaba  faltándole  varias  he- 
"rraraientas. — Que  el  Juez  Municipal  de  la  Cidra,  pro- 
'"cesado  Ángel  Guzmán  y  Rodríguez,  recibió  ambos 
"partes  del  encargado  de  la  policía  y  ratificados  ante  el 
"Juez,  manifestó  Menocal  que  ratificaba  el  parte  y  que 
'loa  aperos  de  trabajo  se  los  entregó  á  Martínez  que  tra- 
''bajaba  en  la  finca  Díaz  por  el  término  de  un  mes  s^ón 
"convenio,  para  restituirle  la  cantidad  de  once  pesos 
"plata  que  le  había  entregado,  marchándose  Martínez 
"antes  del  vencimiento  del  mea,  sin  hacerle  entrepi  de 
'■los  aperos  y  conoció  del  caso  el  Juez,  absolviendo  á  Mar- 
"tínez  con  las  costas  á  cargo  de  Menocal. — Que  con  mo- 
"tivo  de  la  sentencia  del  Juez  Municipal  de  la  Cidra  de 
"doce  de  Febrero,  compareció  el  moreno  Emilio  Meno- 
'"cal  al  día  aigniente  trece  ante  el  Juez  de  Instrucción 
"de  esta  ciudad  y  te  denunció  todo  lo  que  había  ocurri- 
"do  con  Eufemio  Martínez  y  el  Juez  Municipal,  y  en- 
"tendiendo  el  Juez  de  Instrucción  por  los  términos  en 
'■que  se  ccpresó  Menocal,  que  ee  trataba  de  un  delito 
'■de  hnrto  menor  de  cincuenta  peeos  de  la  compctencíi  | 

"del  Juez  Correccional,  mandó  remitirle  las  diligencias  | 

"prflctirudas  el  que  dictó  sentencia  en  diez  y  nueve  de  ■ 

"Marzo  sobreseyendo  provisionalmente  en  la  causa  has-  : 

'•ta  que  nuevos  datos  hagan  posible  su  continuación  ba- 
"jo  fundamento  de  que  el  hecho  denunciado  que  fué  ca- 
"lificado  de  un  supuesto  delito  de  hurto,  no  se  ha  justi- 
"ficado  debidamente  porque  no  consta  la  entrega  y  la 
"f.ustracción  de  las  herramientas  que  se  dicen  desapare-  < 

"cidas."  Como  ee  ve  en  ninguno  de  esos  resultandos, 
"confusos  é  indeterminados,  se  habla  de  la'  forma  en  que  | 

"tramitó  el  Juez  Municipal  de  la  Cidra,  procesado  .'Ln- 
'■gel  Guzmán,  los  partes  ó  denuncias  que  recibió  de  Me-  , 

"nocal  por  conducto  de  la  policía,  n¡  de  loa  fundamentos 
"que  tuvo  en  cuenta  para  dictar  la  sentencia  motivo  de  ' 

"la  formación  de  esta  causa,,  y,  sin  embargo,  en  el  pri-  I 
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"mer  considerando  de  la  sentencia  recurrida  se  expresa 
"niie  e]  procesado  en  funciones  de  Juez  Municipal  esti- 
'raó  que  el  hecho  denunciado  no  revestía  caracteres  de 
"delito,  sino  que  tenia  loe  de  una  reclamación  civil,  cuya 
"ja«ti6cación  no  se  había  comprobado"  extremo  que 
"debió  declararse  probado  en  loe  resultandos  para  hacer 
"lucRO  los  fundamentos  legales  en  los  considerandos,  ya. 
"que  este  punto  era  principalísimo  para  discutir  ta  co- 
"misión  del  delito  persejfuido. — En  el  primer  resultan- 
"do  de  la  sentencia  se  declara  probado  que  Emilio  Me- 
"nocal  produjo  dos  partes  á  la  policía  de  Guanábana  y 
'"en  vez  de  transcribirse  íntopros  ambos  partes  en  este  ré- 
"bultando  para  deducir  de  su  contenido  si  lo  que  presentó 
"Menocal  á  la  policía  era  denuncia  de  delito  ó  escritos 
"estableciendo  demanda  verbal  civil  contra  Eufemio 
"Martínez,  los  extracta  de  tal  manera  que  no  es  posible 
"deducir  con  respecto  á  ellos  si  lo  que  denunció  Menocal 
"á  ia  policía  fué  un  delito,  6  si  presentó  al  Juzgado,  por 
"conducto  de  aquélla,  escrito  de  demanda  que  llenara 
"los  requisitos  exigidos  en  el  artículo  setecientos  diez  y 
"nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  para  que  el 
'■Juez  tramitara  en  uno  ó  en  otro  onao,  los  partes  prodn- 
■'tidos  dentro  del  procedimiento  que  correspondía;  y  8Ín_ 
"embargo  de  ello,  sin  precedentes  de  ningún  género,  en' 
"loe  considerandos  de  la  sentencia  se  discurre  y  funda- 
"damente  aolire  estos  extremos  al  expresarse  que  el  pro- 
"oeaado  en  fucciones  de  Juez  Municipal  que  el  hecho 
"denunciado  no  revestía  caracteres  de  delito,  sino  que  te- 
"uía  los  de  una  reclamación  civil  cuya  justiñcaciún  no  se 
"había  comprobado." — Si  esos  partes  se  hubiesen  trana- 
"crito  en  la  sentencia,  podría  deducirse  de  su  simple 
"lectura  si  el  Juez  había  dado  al  asunto  una  tramita- 
"tjón  apropiada  y  si  conoció  de  un  caso  de  su  competen-' 
"cía  y  dictó  luego  una  sentencia  ajustada  á  la  tramita- 
"oión  que  correspondía,  ya  que  el  Tribunal  habla  de  te> 
"ner  en  cuenta  todos  estos  extremos  para  determinar  la' 
"existencia  ó  no  del  delito  y  había  de  hacer,  como  hace, 
"consideraciones  sobre  esos  puntoe. — En  el  segundo  re-' 
"sultando  prohado  se  dice  "que  el  Juez  Municipal  de  la 
"Cidra  con  motivo  de  los  dos  partes  dictó  sentencia  ab- 
"áolviendo  á  Martínez  con  las  costas  á  cargo  de  Men(>- 
"cal,  pero  nada  se  expresa  reapecto  á  los  fundamento8' 
"que  tuvo  el  Juez  para  dictar  esa  resolución  y  ni  eiquie- 
"ra  se  expone  si  le  absolvió  de  la  comisión  de  un  delito 
"6  de  un  juicio  civil  en  que  se  declaró  sin  lugar  una  de- 
"manda,  punto  que  era  esencial  determinar,  no  de  una" 

T.  e.-HW-BI. 
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"manera  vag^  y  confusa,  aiao  relatando  fnt^jTgmeate 
"la  sentencia  dictada  por  el  Juez  procesado,  ya  que  de 
"ésta  y  de  los  partea  producidos  por  Menocal  era  la  úni- 
'"ea  manera  de  conocer  si  la  sentencia  ee  habla  dictado 
''por  inorancia  inexcusable  manífieetainente  injusta, 
"máxime,  si  el  Tribunal  sentenciador  habia  de  hacer 
"consideraciones  respecto  á  estos  extremos  como  las  h«- 
"ce  en  au  primer  considerando,  al  decir  "que  el  Juez 
"estimó  que  el  hecho  denunciado  no  revestía  caracteres 
"de  delito,  sino  tenia  los  de  una  reclamación  civil  cujra 
''justificación  no  se  había  comprobado  y  en  tal  virtud 
"absolvió  á  Martínez" :  y  en  cuanto  al  recurso  por  in- 
'•fracción  de  ley  dijo  estar  autorizado  por  el  número 
"segundo  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de 
"la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  lo  funda  en  la 
"infracción  del  articulo  trescientos  sesenta  y  dos  del  C&- 
"dij;;o  Penal  por  no  haberse  aplicado,  expresando  con  la 
"debida  claridad  y  precisión  el  concepte  en  que  estima 
"cometida  la  infracción." 

Hesultando  que  admitidos  ambos  recursos  por  el 
Tribunal  a  guo  y  tramitados  en  forma  ante  este  Tribu- 
iihI,  se  celebró  la  vista  pública  el  día  veinte  y  nuve  de 
Octubre  último  con  la  sola  asistencia  del  Ministerio  fis- 
cal que  sostuvo  su  procedencia, 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Ajtuirre. 

Considerando  que  según  el  número  primero  del  ar- 
tículo novecientos  doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  procede  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  cuando  en  la  sentencia  no  ae  expresa 
c.'ara  y  terminantemente  cuáles  son  los  hechos  que  se 
consideran  probados  ó  resulte  manifiesta  contradicción 
íntre  ellos. 

Considerando  que  la  facultad  c^ue  el  articulo  sete- 
cientos cuarenta  y  uno  de  la  propia  Ley  de  procedimien- 
tos concede  al  Tribunal  para  que  apreciando  según  su 
conciencia  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las  razo- 
nes expuestas  por  la  acusación  y  la  defensa  y  lo  mani- 
festado por  los  mismos  procesados  dicte  su  sentencia, 
-eétk  subordinada  á  lo  que  también  estatuye  el  articulo 
'«iesto  cuarenta  y  dos  de  la  referida  ley  en  cuanto  á  la 
forma  en  que  esas  resoluciones  deben  didarse,  previ- 
n'.endo  la  regla  segunda,  que  se  consignen  en  resultan- 
aos  numerados  loa  hechos  que  estuvieren  enlazados  con 
•ias  cuestiones  que  hayan  de  resolverse  en  el  fallo,  ha- 


DigilizedbvGoO^^IC 


ciendo  declaración  expresa  y  terminante  de  los  que  se 
er" timen  probados. 

Considerando  que  eñ  loa  resultandos  de  la  sentencia 
reenrrida  no  se  expresan  clara  y  terminantemente  loa  he- 
chos que  el  Tribunal  estimó  probados  en  cuanto  á  la  for- 
ma, medio  y  participación  que  tuvo  en  los  mismos  el  pro- 
cesado, para  deducir  de  ellos  su  culpabilidad,  puesto  que, 
DO  se  hace  constar  el  contenido  de  loe  partes  que  produjo 
^fenocal,  denunciando  loe  hechos,  ni  la  sentencia  que 
dictó  el  Juez  Municipal  procesado,  ni  siquiera  se  expre- 
sa cnal  fuem  la  reclamación  de  orden  civil  á  que  recayó 
!a  sentencia  antes  mencionada,  antecedentes  todos  nece- 
sarios para  la  calificación  de  los  hechos,  sin  qne  baste 
para  excusar  los  defectos  advertidos  por  el  recurrente, 
lí  para  entenderse  cumplidos  los  requisitos  que  k  este 
respecto  exige  la  ley,  las  apreciaciones  que  se  hacen  en 
los  considerandos  de  la  sentencia,  pues  en  éstos,  s^ún 
'^a  tiene  declarado  este  Tribunal,  solo  deben  consi^arse 
loB  fundamentos  doctrinales  y  legales  de  la  caltñcación 
de  los  hechos  que  se  estimen  probados  y  los  determinan* 
tes  de  la  participación  en  ellos  de  los  procesados;  por 
todo  lo  cual  ha  incurrido  el  Tribunal  sentenciador  en 
."1  quebrantamiento  de  forma  alegado  en  el  recurso. 

Copiderando  que  cuando  se  declare  haber  lugar  a! 
recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  debe  abst^ieree 
este  Tribunal  de  dictar  sentencia  acerea  del  interpuesto 
por  infracción  de  ley  con  arralo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo cuarenta  y  siete  de  la  Ley  de  casación. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  interpuesto  por  el  Ministerio  ñscal  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  diez  y  siete  de  Julio  último  por  la 
Audiencia  de  Matanzas  en  la  causa  de  referencia,  la  cual 
sentencia  casamos  y  anulamos  con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ñrmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Qastón. — Ambrosio  R.  Morales.  —  José  María  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 

Inf.  ley— Sent.  198.— 19  de  IToriembre.-r- Abuso  de  oon- 

ñanza.   (Gac,  Junio  17,  190^.) 

I>OCTRINA:  Obra  con  abuso  de  confianza 
la  peraona  que  dUfrutando  la  «mistad  de  otra  á 
quien  visita  diariamente  en  su  propia  casa,  apro- 
vechando un  descuido  de  ésta  se  apodeía  de  naa 
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cantidad  de  dinero  cuya  enistenda  y  el  IngardoB- 
de  estaba  guardada  le  eian  conocida*  por  nnla- 
ción  de  la  misma. 

Eq  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  nueTe  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres;  en  el  reeurBO  de  cmí- 
ción  por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  interpuesto  por  el  procesado  Antonio  To- 
más ó  Navas  Tomás,  vecioo  de  Vinales,  vendedor  am- 
bulante, contra  sentencia  dictada  por  la  Sección  primen 
de  la  Sala  de  lo  ('riminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  causa  que  se  instruyó  al  mismo  en  el  Juzgado  del 
Este  de  esta  capital,  á  instancia  de  la  querellante  Mana 
Tajo,  por  el  delito  de  hurto. 
Hkchos  probados: 

Keeultando  que  en  la  expresada. sentencia,  de  trein- 
ta de  Julio  último,  se  consignan  los  hechos  probados 
<|ue  á  continuación  literalmente  se  transcriben:  "Pri- 
"mero.  Resultando  probado  que  el  procesado  Antonio 
"Tomas  ó  Navas  Tomás,  que  con  estos  dos  nombres  era 
"conocido,  vivía  en  Vinales  y  vino  á  esta  ciudad  por  el 
"mes  de  Marzo  de  este  año,  yendo  á  parar  á  la  ía§a  de 
"un  comerciante  de  la  calle  de  Muralla  y  visitaba  dia- 
"riamente  á  una  mujer  compatriota  suya  llamada  Ma- 
"rla  Tajo  que  vivía  en  Egido  número  nueve  á  la  que  iba 
"á  ver  para  que  le  curara  los  ojos;  enterándose  por  ella 
"que  en  un  baúl  en  esa  casa  y  en  la  habitación  de  ella, 
"la  misma  tenia  un  paquete  de  cien  monedas  de  oro  de 
"las  llamadas  luises,  las  que  pensaba  depositar  en  algín 
"banco;  y  el  procesado  aprovechándose  de  un  deacmao 
"de  )a  indicada  Tajo  en  el  mes  dicho,  pero  sin  que  cons- 
"te  el  momento  en  que  lo  hiciera,  pero  sí  que  fué  en  una 
"de  las  útimas  voces  que  estuvo  en  esa  casa,  se  apodero 
"del  paquete  de  dinero  ya  dicho  y  se  marchó  con  él  ha- 
"ciéndolo  desaparecer.  El  cual  dinero  era  efectivamen- 
"te  de  la  clase  ya  dicha;  por  la  suma  que  también sebs 
"indicado.  Segundo:  Resultando  probado:  que  el  pf- 
"cesado  y  con  el  nombre  de  Navas  Tomás  fué  condenado 
"en  nueve  de  Abril  de  mil  novecientos  nno,  por  un  de- 
"lito  de  estafa  por  el  Juzfiado  Correccional  del  primer 
"distrito  á  treinta  pesos  de  multa." 

RtaOLt'CIÓN  HECUBttlDA  : 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  condenó  á  Anto- 
nio Tomás,  como  autor  de  un  delito  de  hurto,  con  las 
circunstancias  agravantes  de  reincidencia  y  abuso  de 
confianza,  á  la  ])ena  de  tres  años  de  presidio  correccio- 
nal, accesorias,  indemnización  civil  y  costas. 
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FUNDAMENTOB  DEL  BEOURSO   DE   CASACIÓN: 

Resultando  que  á  Bombre  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado en  el  número  quinto  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citando  como  infringido  el  número  once  del  artículo 
diez  del  Código  Penal,  por  aplicación  indebida,  en  el 
siguiente  concepto:  Dice  el  primer  resultando,  probado 
de  la  sentencia  recurrida  que  el  procesado  visitaba  dia- 
riamente á  Maria  Tajo,  enterándose  por  ella  que  en  un 
baúl  de  su  habitación  tenia  un  paquete  de  cien  luises  y 
el  procesado  aprovechándose  de  un  descuido  de  la  Tajo, 
en  el  mes  de  Marzo,  sin  que  conste  el  momento  en  que 
lo  hiciera,  pero  sí  que  fué  en  una  de  las  últimas  veces 
que  fué  á  esa  casa,  se  apoderó  del  paquete  dicho  y  se 
marchó  con  él  haciéndole  desaparecer.  Ahora  bien : 
¿Cómo  es  posible  aplicar  la  agravante  genérica  de  abu- 
so de  confianza  si  la  sentencia  reconoce  que  se  apoderó 
del  paquete  de  dinero  aprovechándose  de  un  descuido  de 
la  dueña  del  dinero?  Si  la  Sala  admite  como  probado 
que  para  llevarse  dicho  paquete  de  dinero  tuvo  que  apro- 
vechar el  momento  en  quo  le  interesaba  se  descuidó,  ade- 
más de  demostrar  que  la  dueña  estaba  al  cuidado  y  vigi- 
lando su  dinero,  que<la  demostrado  también  que  se  va- 
lió de  la  astucia  el  procesado  y  no  realizó  ningún  abuso 
de  confianza.  Por  otra  parte  la  sentencia  afirma  que  no 
consta  el  momento  en  que  se  apoderó  del  dinero  y  sin 
ese  requisito  no  puede  afirmarse  tampoco  que  concu- 
rriera el  abuso  de  confianza. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  jrinisterio 
fiscal  que  impugnó  aquél. 
Decisión  del  recuiiso; 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  en  el  delito  de  hurto  que  se  cas- 
tiga en  la  presente  causa,  es  indudable  que  concurre  la 
circunstancia  agravante  de  abuso  de  confianza,  puesto 
que  el  procesado  Tomas  ó  Nava  Tomás,  según  aparece 
de  los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  re- 
currida, visitaba  diariamente  la  casa  de  María  Tajo  con 
motivo  de  estar  ésta  curándole  los  ojos,  situación  que 
racionalmente  explica,  se  estableciera  entre  ambos  cier- 
ta confianza,  revelándola  aún  más,  la  conducta  observa- 
da por  ésta  de  manifestarle  la  cantidad  de  dinero  que 
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poseia  y  el  baúl  en  qae  lo  guardaba ;  de  donde  lo  suetn- 
jo  Tomás  con  manifiesto  abuso  de  confianza,  aproTe- 
chando  la  facilidad  que  tal  conocimiento  le  proporeio- 
naba  y  el  natural  descuido  en  que  en  todos  momentos  de- 
bió encontrarse  la  Tajo,  nada  en  él,  y  de  quien  verda- 
deramente tenia  motivos  para  esperar  respeto  y  gratitud 
y  no  que  abusara  como  abusó  de  la  garantía  moral  que 
le  prestaba;  no  siendo  de  estimarse  las  alegaciones  que 
hace  el  procesado  en  el  recurso,  porque  conocidas  las 
condiciones  en  que  cometió  el  delito,  es  de  todo  pimto  in- 
diferente para  la  apreciación  de  aquella  circunstaucia 
el  qtie  no  se  haya  determinado  entre  loe  hechos  proba- 
dos el  momento  en  que  la  sustracción  se  reahzara,  y  de 
las  frases :  "aprovechando  un  descuido  de  la  Tajo"— <¡ne 
en  la  sentencia  se  consigna,  no  cabe  deducir,  como  pre- 
tende, dentro  del  contexto  de  la  misma,  el  empleo  de  la 
astucia,  que  requiere  para  su  existencia  un  medio  rea], 
mañoso,  puesto  en  juego;  sino  que  aprovechó  la  ocasión 
de  no  ser  visto  para  apoderarse  del  dinero,  actitud  pu- 
ramente espectante  que  corresponde  con  los  hechos  que 
integra  la  aludida  circunstancia. 

Considerando  que,  por  las  razones  consignadas,  el 
Tribunal  a  quo  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecb» 
del  número  quinto  del  articulo  ochocientos  cuarenta  j 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ni  come- 
tido la  infracción  del  número  once  del  artículo  diez  del 
Código  Penal,  y  en  consecuencia  procede  declarar  sin 
lugar  el  presente  recurso,  imponiendo  las  costas  al  re- 
currente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declararao»  w 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Antonio  Tomas  ó  Kavas  Tomás,  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  con  fecha 
treinta  de  Julio  último  en  la  expresada  causa,  coD  las 
costas  de  cargo  del  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamoe, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
(xastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M,"  Gispert— «I- 
M-  Aguirre. 


Inl  ley.-Sent  199.— 21  de  Moviembre.  — Peritmo.  C^ 

ceta,  Junio  17,  190^.) 

DOCTRINA:  Qaien  afirma  bnjo  juraoitDtc. 
nu  hubvr  sido  nunca  procesadu  n¡  penado  p"''  de- 
lito ni  por  falta  habifodulo  sido  por  esto  ultímOi 
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En  la  ciudad  de  )a  Habana  á  veinte  y  uno  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres. 

Visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  en  la  causa  seguida 
ante  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  contra  Evaristo  Cartaya  Eo- 
drfguez,  jornalero,  cuyo  domicilio  no  ge  expresa,  por  el 
delito  de  perjurio: 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  sentencia  dictada  por  la  re- 
ferida Sala  en  treinta  y  uno  de  Julio  último,  se  consig- 
nan los  hechos  en  los  tres  siguientes  resultandos. 

Primero.  Resultando  probado  que  pretendiendo 
ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía  de  esta  ciudad  el  proce- 
sado Evaristo  Cartaya  Rodríguez,  escribió  de  su  puño  y 
letra  el  diez  de  Junio  de  mil  novecientos  dos,  tas  contes- 
taciones que  á  cada  una  de  las  preguntas  impresas  con- 
tenidas en  el  modelo  para  solicitudes  de  ingreso  en  di- 
cho cuerpo,  se  egigen  á  los  aspirantes;  y  en  la  misma 
fecha  cumpliendo  con  otro  requisito  exigido  para  dicho 
ingreso,  juró  ante  el  Notario  Manuel  Pruna  Latte,  que 
las  aseveracionai  y  respuestas  en  dicha  soÜcitnd  conte- 
nidas, tanto  manuscritas  como  en  letra  de  molde,  eran 
verídicas  y  conforme  á  su  lea!  saber  y  entender.  —  Se- 
^ndo.  Resultando  probado  que  á  continuación  de  la 
pregunta  número  doce  que  dice  textualmente:  "Ha  ai- 
do  usted  alguna  vez  condenado  por  delito  contra  las 
leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país,  ó  de  otra  ciudad  ó  de 
otro  pais"  (En  caso  afirmativo,  exprese  la  fecha  y  cla- 
se de  delito),  escribió  el  procesado  "Nunca  he  sido  pro- 
cesado ni  condenado  por  ninguna  falta  ni  delito". — Ter- 
cero. Resultando  probado  que  el  procesado  Evaristo 
Cartaya  fué  condenado  en  nueve  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos uuo  por  el  Juzgado  Municipal  de  Regla  á  cinco 
pesos  de  multa  por  una  falta  de  reyerta" : 

RE80LI'CIÓN  BEClRBrUA : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimando 
que  los  hechos  referidos,  no  son  constitutivos  de  delito, 
absolvió  al  procesado; 

Resultando  que  el  Magistrado  José  Maria  de  la  To- 
rre formuló  voto  particular  en  el  sentido  de  que  debía 
condenarse  al  procesado  á  la  pena  de  un  año  de  prisión 
y-coatas  por  el  delito  de  que  se  le  acusa; 
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Fundamentos  del  REcrFso  de  casación: 

Eeaultanflo  que  ol  Ministerio  fiscal  interpuso  con- 
tra la  sentencia  mencionada  rec\irgo  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  autorizado  según  expresa  por  el  núme- 
ro primero  del  artículo  ochocientos  ciiarenta  y  ocho  y  el 
número  segundo  del  ochocientos  cuarenta  y  nueve  am- 
bos de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  siendo  el  mo- 
tivo único  en  que  funda  el  recurso  la  infracción  del  nú- 
mero primero  del  artículo  primero  y  número  tercero  del 
artículo  segundo  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  de  mil 
novecientos,  cuya  infracción  resulta  en  el  concepto  de  la 
inaplicación  de  los  mismos  porque  los  hechos  declara- 
dos probados  en  loe  resultandos  primero,  segundo  y  ter- 
cero constituyen  el  delito  de  perjurio  que  prevé  y  casti- 
ga la  referida  Orden  ciento  diez  y  seis.— Así  es:  si  se 
declara  por  los  mencionados  resultandos  que  "preten- 
diendo ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía  de  esta  ciudad, 
el  procesado  Evaristo  Cartaya  Rodríguez  escribió  de  bu 
puño  y  letra  el  diez  de  Junio  de  mil  novecientos  dos, 
las  contestaciones  que  á  cada  una  de  las  preguntas  im- 
presas contenidas  en  el  modelo  para  solicitudes  de  in- 
greso en  dicho  cuerpo,  se  exigen  á  los  asporantes;  y  en 
la  misma  fecha  cumpliendo  con  otro  requisito  exigido 
para  dicho  ingreso,  juró  ante  el  Notario  Manuel  Pruna 
Ijatte  que  las  aseveraciones  y  respuestas  en  dicha  soli- 
citud contenidas  tanto  manuscritas  como  en  letras  de 
molde,  eran  verídicas  y  conforme  á  su  leal  saber  y  en- 
tender" y  que  "á  continuación  de  la  pregunta  número 
doce  que  dice  textualmente  "¿Ha  sido  usted  alguna  vei 
condenado  por  delito  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de 
este  país,  ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro  país?  (En  caso  afir- 
mativo exprese  la  fecha  y  clase  de  delito)  escribió  el 
procesado  "Nunca  he  sido  procesado  ni  condenado  por 
ninguna  falta  ni  delito"  como  asimismo  que  "el  proce- 
sado Evaristo  Cartaya  fu6  condenado  en  nueve  de  Ene- 
ro de  mi]  novecientos  uno  por  el  Juez  Municipal  de  Re- 
gla á  cinco  pesos  de  multa  por  una  falta  de  reyerta"  es 
indiscutible  que  deliberadamente,  porque  se  trata  de  ac- 
t^s  tan  personales  que  no  puede  aceptarse  que  así  no  lo 
fuera,  ha  afirmado  que  era  cierto  un  hecho  que  sabía  era 
falso,  después  de  haber  prestado  juramento,  primera  y 
más  clara  forma  de  obligar  á  la  verdad  que  establece  la 
Orden,  siendo  la  persona  ante  quien  tal  declaración  in- 
exacta se  ha  hecho  un  Notario,  guardador,  según  nues- 
tra legislación,  de  la  fé  pública  y  no  cree  este  Ministe- 
rio  que  la  circunstancia  de  que  la  parte  de  la  contesta- 
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oión  en  que  el  procesado  falte  á  la  verdad  no  sea  necesa- 
ria para  responder  á  la  pregunta  formulada  en  los  mo- 
delos, exima  de  producirse  con  verdad  en  tales  manifea- 
taciones,  que  pudieran  llamarse  secundarias  6  agrega- 
das, porque  si  bien  ea  cierto  que  í,  lo  que  se  refiere  la  pre- 
gunta doce  copiada  es  á  la  existencia  ó  no  de  delitos,  no 
lo  ee  inenoe  que  todo  lo  que  se  diga  ante  funcionario 
bajo  juramento  habrá  de  ser  conforme  á  la  verdad,  por- 
que lo  que  quiere  la  ley  en  la  materia  es  que  no  se  falte 
á  aquél  y  sí  se  aceptase  que  por  no  exigirse  en  la  pre^n* 
ta  esa  parte  de  contestación  aunque  éeta  no  fuera  exacta 
no  se  cometía  perjurio  se  llegaría  á  la  conclusión  inacep- 
table de  no  poder  apreciar  éste,  más  que  cuando  están- 
dose en  la  obligación  de  asegurar  algo  concreto,  previa- 
mente determinado,  no  se  hiciera,  lo  cual  parece  pugna 
con  el  elemento  de  propia  deliberación,  sustancial  de  la 
disposición  penal  que  examinamos  y  haría  que  siempre 
cuando  por  ministerio  de  la  ley  se  venga  obligado  á  de- 
cir verdad  por  virtud  de  juramento  que  se  prestó,  no 
existe  el  perjurio.  Esa  dependencia  que  se  requiere  es- 
tablecer entre  aquello  que  ha  de  referirse  á  la  manifes- 
tación del  sujeto  y  lo  dicho  por  éste  no  existe  en  reali- 
dad pues  el  nexo  de  esa  dependencia  donde  puede  en- 
contrarse ee  de  la  relación  entre  lo  cierto  y  lo  incierto, 
lo  verdadero  y  lo  falso,  que  como  se  comprenderá,  exístfi 
vírtualmente  por  la  naturaleza  y  fuerza  de  ambos  con- 
ceptos, es  decir,  la  relación  entre  el  acto  y  la  ley,  sin  que 
sean  necesarias  relaciones  y  determinadas  circunstan- 
ciales entre  lo  interrogado  y  lo  respondido. — Aparte  de 
que  dispuesto  por  el  Supervisor  de  policía  en  Mrazo  del 
año  próximo  pasado  que  los  aspirantes  agregasen  en  su 
contestación  tas  frases  "ni  por  falta  ni  por  delito"  hay 
una  disposición  que  ampliando  los  preceptos  de  la  Or- 
den ciento  diez  y  seis  resulta  también  vulnerada. — Don- 
de quiera  que  la  ley  exija  la  prestación  de  juramento, 
todo  lo  que  bajo  este  juramento  se  diga  si  no  es  cierto,  á 
tenor  de  la  Orden  ciento  diez  y  seis  es  constitutivo  de 
perjurio. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  Tribunal  se  celebró  la  vista  pública 
el  día  tres  del  mes  actual  con  la  sola  asistencia  del  Mi- 
nisterio fiscal  que  sostuvo  su  procedencia: 

Decisión  del  becuuso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 
Considerando  que  según  el  número  primero  de  la 
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Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecientoe,  wn 
reos  de  perjurio  los  que  deliberad  tímente  afirmen  ser 
cierto  un  hecho  que  saben  es  falso,  deepnés  de  haber 
prestadla  juramento  (d  obligación  de  decir  verdad  en 
otra  forma  autorizada  por  la  ley,  como  equivalente  al 
juramento)  de  testificar,  declarar,  deponer  ó  certificar 
la  verdad  ante  un  Tribunal,  Juez,  funcionario  ó  perso- 
na competente  en  cualquier  procedimiento  civil  ó  cri- 
minal ú  otro  caso  en  que  por  ministerio  de  la  ley,  deba 
prestarse  tal  juramento  ó  contraerse  en  otra  foTm&  la 
obligación  de  decir  verdad; 

Considerando  que  declarándose  probado  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  el  procesado  Evaristo  G&rtaya  Ro- 
dríguez pretendiendo  ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía 
de  esta  ciudad,  juró  ante  el  Notario  Manuel  Pruna,  que 
nunca  había  sido  procesado  ni  condenado  por  ninguna 
falta  ni  delito,  siendo  lo  cierto,  que  en  nueve  de  Enero 
de  mil  novecientos  uno,  había  sido  condenado  por  el 
Juez  Municipal  de  Regla  á  cinco  pesos  de  multa  por  una 
falta  de  reyerta,  es  indudable,  que  al  proceder  en  esa 
forma,  cometió  el  delito  que  prevé  j  castiga  la  Orden 
citada,  porque  faltó  deliberadamente  á  la  verdad  después 
de  haber  prestado  juramento  en  punto  de  importancia 
y  trascendencia  para  los  efectos  que  su  declaración  jura- 
da había  de  producir;  porque  de  que  el  hecho  de  que 
añrmó  fuera  ó  no  cierto,  podía  depender  su  ingreso  en 
el  Cuerpo  de  policía,  que  era  la  finalidad  que  perseguía 
el  proejado; 

Considerando  que  por  no  haberse  ajustad»  á  este 
criterio  la  Sata  sentenciadora  ha  infringido  la  mencio- 
nada Orden  número  ciento  diez  y  seis  de  mil  novecien- 
tos é  incidido  en  el  error  de  derecho  que  le  atribuye  la 
representación  recurrente,  haciendo  por  tanto  proce- 
dente la  casación  de  la  sentencia : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  el  Ministerio  ñscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  la  cual  sentencia  ca- 
samos y  anulamos,  con  las  costas  de  oficio.  Asi  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  inendainos  y  firma- 
mos-— José  Antonio  P  i  ch  ardo  .—Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales. — Joi-é  M/  (iiwpert.^J.  M.  Aguirre. 
SsnUlda  sentsnda.  — £n  La  múma  fecha  didó  el    Trihwtal 

nireva  senletteia  «ti  la  ñguiente  fovna: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  dicha 
sentencia  casada. 
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CoDsidenuido  que  los  hechoe  que  se  declaran  pro- 
bados Bon  constitutivos  de  ud  delito  de  perjurio  previs- 
to y  penado  en  los.  números  primero  y  tercero  de  la  Or- 
den número  ciento  dies  y  seis  de  mil  novecientos,  por 
cuanto  al  procesado  después  de  haber  prestado  jura- 
mento ante  el  Notario,  faltó  deliberadamente  á  la  ver- 
dad, añrmando  ser  cierto  un  hecho  que  sabia  era  falso, 
cuyo  hecho  era  de  importancia  y  trascendencia  para  los 
fines  que  la  declaración  jurada  había  de  producir; 

Considerando  que  del  delito  antes  definido  es  res- 
ponsable en  concepto  de  autor  por  participación  direc- 
ta, el  procesado  Cartaya  Rodríguez; 

Considerando  que  en  la  ejecución  del  delito,  ni  en 
cuanto  al  procesado,  han  concurrido  circunstancias  mo- 
dificativas de  responsabilidad  criminal; 

Considerando  que  por  la  naturaleza  del  delito  no 
existen  otras  responsahilidadcB  de  orden  civil  que  la  re- 
lativa á  las  costas,  que  por  disposición  expresa  de  la  ley 
deben  imponerse  á  todo  el  que  delinque : 

Vistos,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  mestizo  Evaristo  Cartaya  Rodríguez,  por  un 
delito  de  perjurio,  á  la  pena  de  un  año  de  prisión  y  al 
pago  de  las  costas,  sirviéndole  de  abono  para  el  cum- 
plimiento de  la  pena  impuesta  la  totalidad  del  tiempo 
que  hubiere  sufrido  de  prisión  provisional  por  esta  cau- 
sa y  lo  declaramos  insolvente  á  los  efectos  de  la  misma. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  fírmanos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M,'  Giepert. — J. 
M.  Aguirre. 

M  ley.— Sant.  200.— 21  de  Noviembra.— Incendio.— 

CirCTUlBtanoiaa.   {Oae.,  Junio  J7,  JOO-i.) 

DOCTRINA:  Si  el  culpable  comunica  fuego  & 
un  eilificio  aunque  sólo  se  incendie  parte  del  mi  li- 
mo, cnuBando  un  daño  inaigni  ficante,  por  haber 
venido  á  apagarlo  otras  pcnonai.el  delicu  es  con- 
sumado y  lio  frustrado. 

Declarado  probado  que  el  delito  de  incendio  m 
Tcrificó  de  noche  es  de  cetimarse  la  circunstaacia 
de  nocturnidad. 

Declarándi)Be  probado  que  un  funcionarín  pú- 
blica penetró  turtÍTamcnte,  de  noche,  en  el  edificio 
en  donde  ejercicta  Bucargo.  para  cometer  un  delito 
de  incendio  no  puede  estimarse  que  se  prevaliera 
del  carácter  de  funcionario  qe  ejercfa. 
En  la  ciudad  de  ta  Habana,  á  veinte  y  uno  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casa- 
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ción  por  infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  interpuesto  por  el  proceeado  Juan  Lago- 
masino  Alvarez,  vecino  de  Sagua  !a  Grande,  empleado, 
contra  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  en  la  causa  que  se  instruyó  al  mismo  en  el  Juz- 
gado de  Sagua,  por  los  delitos  de  malversación  é  in- 
cendio. 

Hechos  phobauos: 

Besultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  de 
veinte  y  uno  de  Julio  último,  se  contiene  el  siguiente: 
"Resultando  probado  que  el  procesado  Juan  Lagomaaíoo 
"Alvarez,  Administrador  de  Correos  de  Sagua  la  Gran- 
"de,  desde  el  nueve  de  Febrero  á  veinte  y  ocho  de  Mar- 
"zo  último,  tuvo  noticia  por  comunicación  del  Jefe  de 
"la  Sección  central  de  la  Dirección  Gíeneral  de  Comu- 
"nicaciones,  de  veinte  y  cinco  de  Marzo,  de  que  se  ha* 
"bia  dado  traslado  al  Sr.  Secretario  de  Gobemarión 
"de  otra  comunicación  del  referido  Lagomaaino,  de  fe- 
"cha  veinte  y  tres  del  mismo  mes,  en  la  que  pedía  al  Di- 
"rector  General  de  Correos  la  aprobación  de  sua  actop 
"relativos  al  cambio  de  local  de  las  oficinas  de  Correo 
"y  Telégrafos  de  la  casa  que  ocupaban,  de  madera,  áe 
"mal  aspecto  y  expuestas  á  que  desaparecieran  dichaf 
"oficinas  en  un  incendio  de  los  que  son  comunes  en  Sv 
"gua  la  Grande,  á  fin  de  que,  si  dicho  Sr.  Secretario  lo 
"creia  bien,  ordenara  la  visita  de  un  inspector  que  esto» 
"diara  la  conveniencia  del  cambio  de  local  propuesto,  é 
"informara,  para  disponer  el  traslado,  si  procedía.  Bajo 
"la  impresión  de  esa  posible  y  próxima  visita,  Juan  La- 
"gomasino,  que  sin  la  correspondiente  autorización  ha- 
"bía  dado  comienzo  á  la  traslación  de  local,  y  que  entre 
"otras  informalidades  en  su  contabilidad,  de  orden  pn- 
"ramente  administrativo,  venía  cometiendo  la  de  hacer 
"envíos  de  fondos  procedentes  de  la  cuenta  de  giroe  p06- 
"tales  acompañando  con  ellos  carta  de  remisión  con  fe- 
"cha  atrasada,  por  lo  que  había  despertado  en  el  Depar- 
"tamento  sospechas  de  que  estuviera  desfalcado,  como 
lo  estaba,  lo  que  determinó  que  se  dispusiera  una  vist- 
"ta  de  inspección,  no  fué  ciertamente  sorprendido  por 
"la  del  inspector  Osear  Cuní,  pues  á  la  llegada  de  este 
"á  la  oficina  de  Correos  en  la  tarde  del  veinte  y  ocho  de 
"Marzo,  ya  Lago  ma  si  no  tenia,  ó  aparentaba  tener,  bajo 
"sobre  la  suma  de  ochocientos  pesca,  en  qne  consistía  bu 
"desfalco,  sobre  que  se  formó  sin  las  formalidadee  dis- 
"puestaa,  y  el  cual  no  abrió  el  Inspector  Cuní,  si  bien  lo 


DigilizedbvGoO^^IC 


"marcó  é  hizo  lacrar  y  sellar,  guardándolo  Lagomaeinó 
"en  la  caja  de  caudales  para  ponerlo  en  balija  á  la  ma- 
"ñana  siguiente  bajo  la  vigilancia  del  Inspector,  que  asf 
"lo  dispuso, — después  de  haber  incluido  aquellos  ocho- 
"cientos  pesos,  en  el  arqueo  que  practicó  como  remesa 
"en  tránsito. — Después  de  haber  abandonado  el  correo 
"el  Inspector  y  los  empleados,  dejando  cerradas  todas 
"las  puertas  y  apagada  la  luZ  eléctrica  incandescente, 
"única  que  se  usaba  allí,  Juan  Lagomasino  penetró  fur- 
"tivamente,  aprovechándose  de  la  noche,  como  de  diez 
"y  media  á  once,  para  no  ser  visto  y  poder  realizar  con 
"impunidad  su  propósito,  estrajo  de  la  caja  el  sobre  en 
"que  decía  so  contenían  los  ochocientos  pesos  antes  in- 
"dicadoB  y  con  él  los  certificados  que  había,  ya  expedidos 
"como  recibidos  y  de  tránsito,  entre  loa  cuales  se  ha  po- 
"dido  determinar  que  contenia  uno,  cinco  pesos  en  bi- 
"iletes  americanos  que  George  Archur  Storer,  de  Sagua 
"la  Grande,  remitía  á  Orange  á  Harria  Bross:  otro, 
"trece  pesos  que  Luis  M,  Aniceto,  de  Quemado  de  Güi- 
"nes,  remitía  á  8anta  Clara  á  Ramiro  Machado  y  otro, 
"quince  pesas  que  José  Inda,  de  Quemado  de  Güines 
"rertiitía  á  la  Habana  á  Betancourt  y  hermano, 
"apropiándose  dichos  objetos,  con  ánimo  de  lucro,  en 
"perjuicio  de  los  intereses  del  Estado  en  su  renta  de 
"Correos,  aparentando  luego  que  aquellos  pliegos  ha- 
"bían  sido  dejados  por  él,  no  en  la  caja  sino  en  un  ar- 
"mario  colgante  de  madera,  de  donde  quiso  hacer  supo- 
"ner  fueran  sustraídos  por  ignorada  mano.  Para  que 
"desaparecieran  en  parte,  al  menos,  las  huellas  de  los 
"actos  de  su  apropiación  de  valores,  Juan  Ijagomasino 
"regó  con  petróleo  el  tabique  de  madera  próximo  á  la 
"caja  y  al  armario,  así  como  el  exterior  de  éste,  donde 
"aparentó  haber  guardado  los  valores  por  él  sustraídos, 
"y  dejó  en  el  mismo  una  vela  encendida,  para  hacer  lo 
"cual  tuvo  que  abrir  una  de  sus  hojas,  con  la  idea  de  que 
"al  comunicarse  aquélla  prendería  el  petróleo  y  se  en- 
"cendcTÍa  In  casa,  toda  de  madera  con  lo  que  contenía, 
"que  eran  efectos  y  valores  del  Correo,  lo  cual  habría 
"sucedido,  porque  el  incendio  empezó  á  no  haber  sido 
"notado  á  tiempo  por  un  vecino,  quien  dio  aviso  á  la 
"policía,  la  cual  acudió,  v  con  dos  vecinos  bomberos  y 
"un  guardia  Rural  sofocaron  las  llamas  que  empezaron 
"á  producirse,  sin  causar  otro  perjuicio  en  el  edificio 
"que  por  valor  de  un  peso  cincuenta  centavos,  habién- 
"dose  demostrado  que  Lagomasino  en  cada  una  de  las 
"remisiones  de  fondos  de  giros  postales  que  hizo  du- 
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"rante  su  gestión  en  Sagua  la  Grande,  retuvo  en  au  po- 
"der  cantidades  indebidamente". 

ResOLUCIÓX  RBCt'RRIOA: 

Besaltando  qae  la  Andiencia  de  Santa  Clara  cond^ 
nó  á  Juan  Lagomasino  Alvarez,  como  autor  de  nn  deli- 
to  continuado  de  malversación  de  diaero  del  Departa- 
mento de  Correos,  castigado  en  la  Sección  cincuenta  y 
cinco  del  Código  postal,  y  otro  de  incendio  de  edificio 
público,  previsto  en  el  número  primero  del  articulo  qui- 
nientoB  setenta  y  cuatro  del  Código  Penal,  y  castigado 
en  igual  número  del  quinientos  setenta  y  cinco,  con  la 
concurrencia  en  su  ejecución  de  las  circunstancias  agra- 
vantes de  nocturnidad  y  prevalerse  del  carácter  público 
que  tenía  el  culpable,  á  las  penas,  por  el  primero,  de  cin- 
co años  de  prisión,  y  por  el  segundo,  á  la  de  diez  años  y 
un  día  de  presidio  mayor,  accesorias,  indemnización  civil 
y  costas. 
Fundamentos  oel  recurso  db  casación  : 

Resultando  que  ¿  nombre  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado en  los  números  tercero  y  quinto  del  artículo  ocho- 
cientos cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  citando  como  infringidos  el  artículo  quinien- 
tos setenta  y  cuatro,  número  primero,  en  relación  con  el 
quinientos  setenta  y  cinco  número  primero  del  Código 
Penal,  por  su  indebida  aplicación,  y  el  quinientos  seten- 
ta y  cuatro,  número  primero,  en  relación  con  el  párra- 
fo segundo  del  artículo  tercero  del  propio  Código,  por 
BU  no  aplicación;  as!  como  también  el  articulo  diez  del 
mismo  cuerpo  legal  en  sus  números  doce  y  diez  y  seis 
por  indebida  aplicación,  exponiéndose  como  conceptos 
que  se  estiman  infringidas  estas  disposiciones,  lo  si- 
guiente: "En  la  sentencia  de  que  recurro,  se  declara 
"probado,  que  como  medio  de  que  desaparecieran  las 
"huellas  de  los  actos  de  apropiación  de  caudales  de  Co- 
"rreos,  el  Hr.  Lagomasino,  ejecutó  todoe  los  actos  condu- 
"centes  á  que  se  incendiara  el  edificio,  lo  cual  hubiera 
"sucedido,  según  afírma  la  sentencia,  á  no  haber  sido 
"notado  á  tiempo  por  un  vecino,  quien  dio  aviso  á  la 
"policía  que  acudió  con  dos  vecinos  bomberos  y  un  Guar- 
"dia  Rural  y  sofocaron  las  llamas  que  empezaron  á  pro- 
"ducirse  sin  causar  otro  perjuicio  en  el  ediñcio,  que  por 
"valor  de  un  peso  cincuenta  centavos.— Como  se  vé  en 
"la  sentencia  se  consigna  que  Lagomasino  exteriorizó 
"su  propósito  por  actos  que  pudieron  dar  margen  á  que 
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"el  incendio  consumiera  el  edificio,  lo  que  no  ocnrrió 
"por  la  intervencién  de  personas  extrañas  que  lo  impi- 
"dieron, — Nuestro  Código  Penal  dice  que  hay  delito 
"frustrado  cuando  el  culpable  practica  todos  los  actos 
"de  ejecueión  que  debieran  producir  como  resultado  el 
"delito  y  sin  embargo  no  lo  producen  por  causas  inde- 
"pendientea  de  su  voluntad. — Por  manera  que  tenien- 
"do  cuenta  la  definición  lejral  que  queda  expuesta  y 
"lo  que  la  Sala  declara  probado,  es  evidente -qne  al  esti- 
"raarse  consumado  el  incendio  y  no  en  grado  de  frus- 
"trado  se  han  infringido  loe  preceptos  legales  invoca- 
"doa  ya  que  si  el  propósito  decidido  del  Sr.  Lagomaaino, 
"era,  como  se  afirma  en  la  sentencia,  incendiar  el  edi- 
"ficio,  no  debe  admitirse  que  sin  la  realización  en  toda 
"eu  integridad  de  tal  propósito  pueda  estimarse  coiteu- 
"mado  el  delito  de  incendio,  cuando  éste  no  solo  no  can- 
"só  estragos  de  consideración,  sino  que  ni  siquiera  tomó 
"incremento  alguno,  por  la  intervención  de  personas  ex- 
"trañas;  esto  es,  que  no  hubo  incendio. — La  infracción 
"de  la  circunstancia  décimaaegunda  del  artículo  diez 
"del  Código  Penal,  que  se  aplica,  ó  sea  la  dé  prevalerse 
"del  carácter  público  que  tenga  el  culpable,  es  maniñee- 
"ta  porque  no  puede  tener  indueocia  alguna  el  hecho 
"de  tener  el  carácter  de  Jefe  de  Correos  para  dar  fuego 
"en  la  oficina  del  ramo. — Cuando  una  circunstancia  es 
"inherente  al  hecho  de  donde  se  deriva  no  puede  esti- 
"marse  como  circunstancia  de  agravación  y  ese  princi- 
"pio  lo  desconoce  la  Sala  en  su  sentencia,  puesto  que  si 
"afirma  que  furtivamente  se  introdujo  Lagomaaino  en 
"la  casa  de  la  oficina,  para  realizar  los  actos  que  se  le 
''atribuyen,  es  visto  que  para  nada  influyó  la  circunstan- 
"cia  de  ser  Administrador  de  Correos,  sino  que  se  intro- 
"dujo  como  pudiera  haberlo  hecho  cualquiera  otra  per- 
"sona  que  no  tuviera  tal  cargo.  También  es  manifiesta 
"la  infracción  de  la  circunstancia  déeiraasexta  del  ar- 
"tículo  diez  del  Código  Penal,  por  bu  indebida  aplica- 
"ción,  en  atención  á  que  la  noche  no  se  ha  tomado  de 
"propósito,  porque  ella  no  era  absolutamente  necesaria 
"para  que  el  culpable  realizara  su  propósito.  Dados  los 
"medios  que  éste  empleó,  según  declara  la  sentencia,  el 
"incendio  debía  producirse  en  cualquier  momento,  sin 
"necesidad  de  apelarse  á  la  noche,  con  lo  que  se  demues- 
"tra  evidentemente,  que  la  noche  en  este  caso  es  pura- 
"mente  ocasional  y  no  circunstancial". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
se  celebró  la  vista  pública,  asistiendo  al  acto  el  Letrado 
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defensor  del  procesado  que  sostuTO  el  aludido  recurso  ; 

el  Ministerio  fiscal  que  lo  impugnó. 

DecI8i6n  del  recvhso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  fi.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  el  párrafo  segundo  del  ar- 
ticulo tercero  del  Código  Penal,  hay  delito  frustrado 
euandn  el  culpable  practica  todos  los  actos  de  ejecución 
t\ae  deberían  producir  como  resultado  el  delito,  y  sin  em- 
bargo, no  lo  producen  por  causas  independientes  de  la 
voluntad  del  agente; 

Considerando  que  iniciado  el  incendio  en  la  casa 
ocupada  por  las  Oñcinas  de  Correos  á  virtud  de  los  me- 
dios que  se  describen  empleó  Lagomasino  con  el  prop6~ 
sito  de  quemar  el  edificio,  todo  de  madera,  y  los  efectos 
que  contenía;  aún  cuando  las  llamas  que  se  produjeron 
las  sofocaron  casi  inmediatamente  las  personas  que  acu- 
dieron llamadas  por  un  vecino  que  notó  el  incendio  y  el 
daño  que  se  causó  en  el  ediñcio  fué  sólo  de  un  peso  cin- 
cuenta centavos ;  es  un  hecho  real  que  el  delito  lejos  de 
quedar  en  grado  frustrado,  se  consumó,  causando  menor 
daño  que  el  que  el  culpable  se  propusiera,  lo  cual  cons- 
tituye una  circunstancia  puramente  accidental  dentro 
del  acto  de  la  consumación  misma  que  no  quita  su  inte- 
gridad al  hecho  justiciable;  y  en  tal  virtud  la  Audien* 
cia  sentenciadora,  al  calificar  como  consumado  el  deli- 
to cometido,  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  del 
número  tercero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  Ley  procesal,  ni  cometido  la  infracción  de  ley 
que  en  el  primer  fundamento  del  recurso  se  le  atribuye. 

Considerando  que  la  circunstancia  de  nocturnidad 
que  como  agravante  ha  sido  estimada  en  la  sentencia, 
se  encuentra  bien  apreciada  en  tal  concepto,  puesto  que 
de  los  hechos  declarados  probados,  de  haber  penetrado 
el  procesado  furtivamente  en  ia  casa  de  Correos  de  diei 
y  media  ¿  once  de  la  noche  para  llevar  á  efecto  el  in- 
cendio que  produjo  en  dicha  casa,  resulta  claramente  la 
mayor  facilidad  con  que  pudo  proceder  ¿  esas  horas  á 
la  ejecución  del  hecho  criminoso,  las  que  también  por 
lo  menos,  indudablemente  aprovechó  para  procurar  la 
impunidad,  sin  que  pueda  estimarse  accidental  la  noc- 
turnidad por  razón  de  que  concluida  la  visita  de  inspec- 
ción que  ge  hiciera  á  la  Oficina,  ya  caida  la  tarde  el  dia 
del  suceso,  precisara  á  los  propósitos  del  delincuente  de 
encubrir  el  desfalco  en  que  se  encontraba,  evitar  salieran 
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en  el  tren  de  la  mañaDa  siguiente  los  eobree  que,  cerra? 
dos,  presentó  al  Inspector,  tingiendo  contener  los  fondos 
de  Correb;  porque  en  semejante  situación,  es  lo  cierto 
que  utilizó  la  noche,  ya  que  sin  su  concurrencia  no  le  hu- 
biera sido  posible  llevar  á  cabo  el  delito  en  la  forma  que 
lo  realizó  sin  correr  inminente  riesgo  de  seí  visto  6  sor- 
prendido; y  en  tal  virtud  ha  sido  debidamente  estimada 
en  la  sentencia  la  aludida  circunatancia. 

Considerando  que  no  resulta  lo  propio  respecto  & 
la  del  número  doce  del  mencionado  artículo  diez  del  Có- 
digo Penal,  ó  eea,  prevalerse  <lel  carácter  público  que  te- 
nía el  culpable,  porque  el  delito  de  incendio  en  que  ha 
sido  apreciada,  dada  la  forma  en  que  tuvo  efecto,  pene- 
trando el  procesado  en  la  casa,  de  nocJie,  furtivamente, 
no  puede  decirse  realmente  que  utilizara  tal  carácter 
eoñ  influencia  directa  para  su  más  fácil  ejecución;  y 
por  ello  no  ha  debido  el  Tribunal  a  quo  apreciar,  en 
este  caso,  la  circunstancia  de  que  se  trata. 

Coneiderando  que  esto  no  obsta  á  que  se  declare  sin 
lugar  el  presente  recurso,  puesto  que  concurriendo  en  el 
delito  la  agravante  de  nocturnidad,  ella  siempre  deter- 
mina la  imposición  de  la  misma  pena  en  el  grado  que 
viene  impuesta,  en  la  sentencia  que  se  dictara  en  sus- 
titución de  la  recurrida: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  Juan  Lagomasino  Alvarez,  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara, 
con  fecha  veinte  y  uno  de  Julio  último,  con  las  costas 
de  cargo  del  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  K.  Morales. — José  Maria  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 


Ifi£  ley.— Sont  201.— 23  d»  Noviembre.— Piwocaáón. 

CGoc.,  Junio  n,  1904.) 

DOCTRINA:  La  provocacióo  cuando  ha  •i-' 
do  aceptada  coluca  al  provocador  y  provocado 
en  sitnacidnde  iíBb  y  cuando  realizada  éstate 
ocaninna  un  mal  no  puede  ínvocarKla  circnnÉtan- 
cia  atenuante  ée  provocación  inmediata. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  tres  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres,  visto  el  recurso  de  ca- 
pación por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministe- 
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rio  fiscal  contra  la  seotencia  definitiva  dictada  por  la 
Audiencia  de  Matanzas  el  día  trece  de  Agoáto^del  co- 
rriente año,  en  causa  instruida  en  el  Juzgado  de  Ala- 
cranes por  el  delito  de  homicidio  contra  el  procesado  Bo- 
nifacio Piquero,  de  oficio  labrador,  vecino  de  Bo- 
londrón. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan 
entre  otros  resultandos,  el  que  á  continuación  se  tran»- 
cribe :  "líeaultajido  probado :  que  el  moreno  Carlos  Fer- 
nández, trabajador  que  era  del  ingenio  "Feliz"  situado 
en  Bolondrón,  por  su  carácter  díscolo  y  pendenciero, 
fué  despedido  de  esa  finca :  que  el  diez  y  ocho  de  Mayo 
último  se  presentó  en  el  batey  de  ella,  por  cuya  círcuna- 
tnncia  y  por  tenerse  noticias  de  que  había  ido  con  el  pro- 
pósito de  tener  una  cuestión  personal  con  el  procesado 
en  esta  causa  moreno  Bonifacio  Piquero,  por  hacer  éste 
vida  maridable  con  la  morena  Marta  Valladares,  con 
quien  vivió  ep  concubinato  dicho  Fernández  mientras 
entuvo  trabajando  en  el  citado  ingenio  "Feliz"  fué  dete- 
iJdo  encerrándosele  en  un  cuarto  en  el  cual  pasó  la  no- 
che forzando  su  puerta  en  la  mañana  del  diez  y  nueve 
rompiendo  el  candado  que  la  cerraba:  que  hecho  esto  se 
presentó  en  la  habitación  que  ocupaban  Piquero  y  Mar- 
ta Valladares  j  llamando  á  la  puerta,  salió  la  segunda 
á  quien  dijo  Fernández  que  deseaba  hablar  con  el  pri- 
mero, levantándose  entonces  éste  para  encontrarse  con 
aquél:  que  didio  Fernández  manifestó  á  Piquero  que  iba 
en  busca  de  Marta  con  quien  entendía  que  tenia  derecho 
á  seguir  viviendo  maridablemente;  que  el  procesado 
manifestó  au  conformidad  con  dicho  propósito,  siempre 
que  esa  fuera  la  voluntad  de  la  misma  Marta :  que  some- 
tida á  ésta  la  pretensión  de  Fernández,  la  rechazó  con- 
signando sus  deseos  de  continuar  con  Piquero,  de  quien 
no  tenia  motivo  de  queja:  que  no  satisfecho  Fernández 
con  la  decisión  de  Marta,  insistió  en  sus  propósitos  por- 
que según  dijo,  así  pe-expresaba  Marta  por  miedo  que  le 
inspiraba  Piquero,  desafiando  á  éste;  y  saliendo  juntos 
se  dirigieron  al  Sur  del  batey  de  la  finca,  y  unos  qui- 
nientos metros  de  él,  sostuvieron  una  lucha  qorporal  de 
la  cual  resultó  la  muerte  de  Carlos  Fernández,  á  conse- 
cuencia de  haber  sido  herido  en  el  corazón  por  una  de 
las  nueve  heridas  que  le  infirió  el  procesado,  con  un  cu- 
chillo que  portaba,  de  los  que  acostumbran  llevar  consi- 
go los  hambres  dedicados  á  trabajos  agrícolas,'  apare- 
c.'endo  el  mismo  Piquero  con  una  herida  incisa  como  de 
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cinco  centímetros  de  extensión  en  la  cara  palmar  de  la 
mano  derecha  y  escoriaciones  pequeñas  en  ol  dorso  de 
la  n)Í8nia  mano,  sin  que  se  encontrara  el  arma  con  que 
sppbi  el  procesado,  le  infirió  Fernández  esa  herida:  y 
(fue  después  de  cometido  el  hecho,  el  referido  procesado 
se  presentó  al  ^ardia  jurado  del  ingenio  "Feliz",  ma- 
nifestándole que  había  dado  muerte  á  Carlos  Fernán- 
cez,  entreg'ándole  el  cuchillo  con  que  la  había  produ- 
cido." • 
Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  el  Tribunal  sentenciador  caliñcan- 
do  esos  hechos  como  constitutivos  de  un  delito  de  ho- 
micidio, del  que  era  autor  e!  procesado  Piquero  con  la 
concurencia  de  las  circunstancias  atenuantes  de  provo- 
cpción  inmediata  y  de  haber  obrado  por  un  estímulo 
jioderoso  que  produjo  arrebato  y  obcecación,  condenó  ¿ 
dicho  procesado  á  la  pena  de  aeis  añon  v  un  día  de  pri- 
sión mayor,  aocesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  y  del 
derecho  de  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena  y 
costas,  coQ  abono  de  ]a  mitad  de  la  prisión  preventiva 
sufrida,  y  á  satisfacer  la  cantidad  de  mil  pesos  por  per- 
juicios á  ios  here<lero3  del  interfecto  Carlos  Fernández. 
Fundamentos  del  itecuRso  de  cahación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  el  presente  recurso  de  casación  por  in- 
Iracción  de  ley  fundado'en  los  apartados  quinto  y  sexto 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  y  alegando  los  siguientes  mo- 
tivos' "\ — Se  ha  infringido  e!  párrafo  cuarto  del  ar- 
"tículo  noveno  de!  CSd  go  Penal  por  api  cae  ón  inde 
"bida  al  presente  caso — De  loa  hechos  que  declara  pro 
bados  el  Tr  bunal  no  p  ede  coleg  rse  que  el  procesado 
Ikjnifac  o  1  quero  haja  sdo  pro  ocado  por  el  nterfec 
to  Carlos  Fernán  le?  q  e  nraed  atamente  de  la  provo 
cación  d  era  miertc  aquel  á  este — Fn  efecto  dce  la 
Sala  que  el  noreno  Carlos  Fernandez  trabajador  que 
era  del  ngen  o  ielz  s  tuado  en  Bolondron  por  su 
carácter  d  t  olo  pendenciero  fué  despedido  de  esa  fin 
ca :  q  le  el  d  ez  j  ocho  de  Mavo  ult  mo  se  pre^iontó  en  el 
bate^  de  ella  por  cuya  c  rcunstanc  a  por  tenerse  no- 
ticia le  que  había  lo  c  n  el  propos  to  de  tener  una 
ciiestón  pemnal  con  el  procesado  en  esta  cauía  moreno 
líonifaeio  Piquero,  por  hacer  éste  vida  maridable  con  la 
morena  Marta  Valladares,  con  quien  vivió  en  concubi- 
nato dicho  Fernández  mientras  estuvo  trabajando  en  el 
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citado  íhk^QÍo  "Félií",  fué  detenido  encerrándosele  en 
uii  cuarto  en  el  cual  pasó  la  noche  forzando  su  puerta 
en  la  mañana  del  diez  y  nueve  rompiendo  el  candado 
que  la  cerraba :  que  hecho  ésto  se  presentó  en  la  habita- 
ción que  ocupaban  Piquero  y  Marta  Valladares  y  lla- 
mando á  la  puerta,  salió  la  segunda  á  qiuen  le  dijo 
Fernández  que  deseaba  hablar  cou  el  primero,  levantán- 
dose entonces  éste  para  encontrarse  con  aquél:  que  di- 
cho Fernáiiilez  manifestó  á  Piquero  que  iba  gn  busca  de 
Marta  con  quien  entendía  que  tenía  derecho  á  se^ir  vi- 
niendo maridablemente;  que  el  procesado  manifestó  so 
conformidaii  con  dicho  propósito,  siempre  que  esa  fuera 
la  voluntad  de  !a  misma  Marta:  que  sometida  á  ésta  U 
pretensión  de  B'emández,  la  rechazó  consi^ando  sus 
deseos  de  continuar  con  Piquero,  de  quien  no  tenia  mo- 
tivo de  queja:  que  no  satisfecho  Fernández  con  la  deci- 
sión de  Marta,  insistió  en  sus  propósitos  porque  Beg&ií 
dijo,  asi  se  expresaba  Marta  por  miedo  que  le  inspiraba 
J'iquero,  desafiando  á  éste;  y  saliendo  juntos  se  diri- 
f^eron  al  Sur  del  batey  de  la  finca,  y  á  unos  quinientos 
metros  de  él  sostuvieron  una  lucha  corporal,  de  la  cual 
resultó  la  muerte  de  Carlos  Fernández,  ¿  consecuencia 
(ie  haber  sido  herido  en  el  corazón  por  una  de  las  nueve 
heridas  que  le  infirió  el  procesado  con  un  cuchillo  que 
portaba,  de  los  que  acostumbran  llevar  consigo  los  hom- 
bres dedicados  á  trabajos  afírícolas,  apareciendo  el  mis- 
mo Piquero  con  una  herida  incisa  como  de  cinco  centí- 
metros de  extensión  en  la  cara  palmar  de  la  mano  dere- 
cha y  escoriaciones  pequeñas  en  el  dorso  de  la  misma 
mano,  sin  que  se  encontrara  el  arma  con  que  según  el 
procesado,  le  infirió  Fernández  esa  herida ;  y  que  des- 
pués de  cometido  e!  heclio,  el  referido  procesado  se  pre- 
sentó al  guardia  jurado  del  ingenio  "Félíz",  manifes- 
tándole que  había  dado  muerte  á  Carlos  Fernández,  en- 
tregándole el  cuchillo  con  que  la  habla  producido." — De 
osos  hechos  que  declara  nrobados  la  Sala  no  se  despren- 
de una  provocación  inmediatamente  repelida  por  el  pro- 
ceí^ado  y  dimanada  de  Fernández,  porque  de  ellos  solo 
rt'sulta  que  éste  desafió  á  Piquero  y  el  mismo  aceptó  el 
reto  y  se  fueron  juntos  á  quinientos  metros  de  distancia 
del  batey  del  ingenio  "Feliz",  donde  sostuvieron  una  lu- 
cha corporal  de  la  cual  resultó  muerto  Fernández. — ¿En 
qué  consistió  la  provocación?  ¿Qué  frases  insultantes 
dirigió  Fernández  á  Piquero  que  le  pudieron  incitar  y 
arrastrar  á  aceptar  el  reto?  Ninguna.  ¿Erft  para  el  pro- 
cesado una  provocación  el  que  Fernández  fuera  á  su 
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coarto  con  pretensiones  de  voItct  á  entablar  vida  mari- 
dable con  Marta  Valladares  con  quien  vivía  en  concu- 
binato Piquero?  Vo;  porque,  según  el  hecho  que  decla- 
ra probado  la  Sala,  á  Piquero  le  era  indiferente  í|ue  la 
Valladares  se  marchara  de  sn  lado  con  tal  de  que  fuera 
cata  su  voluntad. — Pero  aceptado  que  Fernández,  con 
todo  ésto  provocara  á  Piquero  ¿  puede  ser  esta  provoca- 
ción inmediatamente  repelida  por  este  último? — Claro 
que  no,  porque  desde  que  Fernández  retara  al  procesa- 
do, hasta  que  éste  le  cansó  la  muerte,  tuvo  que  mediar 
un  espacio  de  tiempo  suficiente  á  hacer  desaparecer  del 
ánimo  de  Piquero  el  efecto  de  la  provocación,  ya  que 
sepin  la  propia  sentencia,  anduvieron,  después  del  reto, 
quinientos  metros  de  distancia  para  llegar  al  sitio  en 
que  tuvieron  la  riña. — En  el  caso  presente  para  que  pu- 
diera apreciarse  en  favor  del  procesado  k  circunstancia 
cuarta  del  articulo  noveno  del  Código  Penal,  era  nece- 
sario que  la  provocación  hubiera  partido  de  Fernández 
con  anterioridad  al  reto,  porque  entonces  podría  afir- 
marse que  la  aceptación  de  éste  por  Piquero  tenia 
8U  origen,  indudablemente,  en  el  efecto  que  aque- 
lla había  producido  en  el  ánimo  del  procesado,  pero 
nunca  podrá  afirmarse  que  quien  acepta  de  buena  volun- 
tad y  teniendo  medios  suficientes  de  rechazar  un  desafio, 
t^  acreedor  é  que  se  le  abone  en  su  favor  semejante  ate- 
nuante. B. — Se  ha  infringido  asimismo,  por  aplica- 
ción indebida,  el  párrafo  séptimo  del  artículo  noveno 
del  Código  Penal ;  lo  que  paso  á  demostrar.  De  los  he- 
chos que  declara  probados  la  Sala  no  se  deduce  ningún 
acto  dimanado  de  Fernández  que  haya  podido  producir 
arrebato  y  obcecación  en  Piquero,  porque  ni  el  hecho  de 
que  el  primero  fuera  á  buscarle  á  su  casa  ni  el  que  éste 
tratara  de  volver  con  Marta  Valladares,  ni  el  que  lo  in- 
vitara á  reñir,  son  medios  que  permitan  afirmar  que 
éí'te  realizara  el  hecho  ciego  ú  ofuscado,  y  mucho  menos 
fiodría  afirmarse  que  esta  circunstancia  que  se  aprecia 
tuvo  su  origen  en  el  momento  mismo  de  la  riña,  porque 
de  la  sentencia  se  ve  claro  que  desde  que  Piquero  fué 
rotado  hasta  que  se  presentó  al  Guardia  jurado  de  la 
finca,  estaba  en  un  completo  estado  de  tranquilidad  y  el 
mismo  hecho  de  que  se  presentara  después  de  dar  muer- 
to k  Fernández,  indica  su  completa  tranquilidad  de  espí 
ritu  y  que  ni  una  ráfaga  de  confusión,  de  trastorno, 
IHTturbó  sus  condiciones  fisiológicas. — El  estímulo  po- 
deroso que  naturalmente  produce  arrebato  y  obcecación 
j?s  menester  que  se  funde  en  un  agravio  serio,  en  una 
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presión  fuerte,  en  una  provocación  ilícita,  eo  nn  acto. 

«n  fin,  que  lleve  al  ánimo  de!  que  lo  sufre  una  perturba- 
ción proporcionada  al  mal  que  en  su  consecuencia  oca- 
eiona,!  pero  nunca  en  los  actos  anteriores,  sin  importan- 
cia y  sin  méritos  para  producir  perturbación. — Pero  su- 
pongamos por  un  momento  la  concurrencia  en  el  hecho 
de  la  circunstancia  atenuante,  número  séptimo  del  ■ar- 
ticulo noveno  del  Código  Penal  y  que  ésta  haya  tenido 
origen  en  los  actos  realizados  por  Fernández.  ¿Es  posi- 
ble derivar  de  un  mismo  hecho,  de  los  mismos  motivos 
y  de  iguales  actos,  además  de  esta  circunstancia  la  de 
provocación  inmediata?  No,  porque,  en  este  caso,  ten- 
dríamos que  apreciar,  siempre  que  concurriera  una  de 
esas  circunstancias,  la  otra;  1<J  que  nos  deja  aSrmar, 
£in  lugar  á  dudas  de  ninguna  especie,  que  si  concurrió 
una  circunstancia  atenuante  del  hecho  y  ésta  tuvo  ori- 
ífen  en  el  míemo  motivo,  no  ea  posible,  sin  que  la  otra 
circunstancia  que  se  aprecia  dimane  de  otro  acto  dife- 
i^ente  y  separado  ó  aislado,  poder  apreciarse  conjunta- 
luentc. — Supongamos  que  la  Sala  aprecia  la  provoca- 
ción en  la  invitación  á  la  riña,  y  la  de  arrebato  y  obce- 
cación en  el  acaloramiento  que  ya  en  el  campo  de  la  lu- 
cha produjo  aquella  á  Piquero  que  es  la  manera  única 
de  dividir  los  hechos  en  dos  partes :  puee  bien,  el  acalo- 
ramiento producido  por  una  riña  no  puede  estimarse 
como  estímulo,  bastante  poderoso  para  producir  arre- 
bato y  obcecación  á  los  efectos  de  la  circunstancia  sépti- 
ma del  articulo  noveno  del  Código  Penal  C — Se  ha 
infringido  por  falta  de  aplicación  el  párrafo  primero  del 
firtfcuto  ochenta  del  Código  Penal,  porque  dado  que  no 
siendo  de  estimarse  en  el  presente  caso  circunstancias 
apravantes  ni  atenuantes  de  la 'responsabilidad  crimi- 
nal, claro  es  que  la  pena  que  debió  imponerse  al  proce- 
sado es  la  señalada  por  la  ley  al  delito  de  homicidio,  en 
.'u  grado  medio,  D. — Suponiendo  que  haya  concurrido 
cualquiera  de  las  d'>s  circunstancias  que  aprecia  la  Sala, 
pero  que  no  sea  más  que  una  sola,  se  ha  infringido  por 
falta  de  aplicación  la  regla  segunda  del  articulo  ochenta 
del  Código  Penal,  porque  en  este  caso  la  pena  qne  debía 
imponerse  al  procesado  es  la  señalada  por  la  ley  al  deli- 
to de  homicidio,  en  su  .grado  mínimo.  Pero  aún  supo- 
niendo que  hayan  concurrido  en  el  hecho  las  dos  circuns- 
tancias atenuantes  <iue  aprecia  la  Sala,  se  infringí  de 
igual  manera  cta  regla  porque  la  pena  que  debió  impo- 
nerse á  Piquero,  al  no  hacerse  la  calíñcación  de  muy  ca- 
lilicada,  por  el  Tribunal,  es  igualmente  la  señalada  por 
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!a  ley  al  delito  áe  homicidio  en  su  grado  mínimo  B. — 
Asimismo,  ae  infringe  por  aplicación  indebida,  pues 
aunque  no  se  dice,  se  deduce  de  la  sentencia  por  la  pena 
que  se  ha  impuesto  al  proejado,  la  regla  quiuta  del  ar- 
ticulo ochenta  del  Código  Penal,  la  cual  dispone  que 
cuando  sean  dos  ó  más,  y  muy  calificadas  laa  circuDB- 
taaciae  atenuantes  y  no  concurra  niguna  agravante,  loe 
Tribunales  impondrán  la  pena  inmediatamente  inferior 
.i  la  señalada  por  la  ley,  porque  al  no  estimar  la  Sala 
como  muy  calificadas-  las  dos  circunstancias  que  aprecia 
DO  es  posible  que  se  haya  hecho  uso  de  este  derecho  sin 
iiifrinf^r  el  precepto  aludido  F. — Se  ha  infringido  por 
falta  de  aplicación  el  artículo  cincuenta  y  ocho  del  Có- 
digo Penal,  ya  que  debían  imponei'se  al  procesado,  ade- 
más de  la  pena  nrincipal,  las  accesorias  de  este  articulo. 
G. — Se  ha  infringido  de  igual  manera,  por  aplicación 
indebida,  el  articulo  sesenta  del  Código  Penal  al  impo- 
nerse al  procesado  las  accesorias  de  este  articulo,  cuan- 
tío es  lo  cierto  que  debieron  imponerie  los  del  articulo 
cincuenta  y  ocho. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  emplazadas 
hte  partes,  ee  sustanció  en  forma  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal, habiéndose  celebrado  la  vista  pública  del  mismo 
con  la  asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal  recurrente, 
que  sostuvo  el  recurso,  menos  en  el  extremo  referente 
al  segundo  motilo,  afirmando  que  era  de  estimarse  en 
favor  del  procesado  la  circunstancia  atenuante  de  arre^ 
bato  y  obcecación. 

DvwriSlÓN  DKL  KECCRSO: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Maria  Gispert. 

Considerando  que  -por  la  provocación  cuando  he 
sido  aceptada,  se  colocan  el  provocador  y  provocado  en 
situación  de  riña,  y  de  causarse  mutuamente  por  este 
medio  todo  el  nial  que  se  propusieron  al  llevarla  á  ca- 
bo, debiendo  por  tanto  soportar  en  toda  su  G^ttensión  las 
consecuencias  que  de  la  misma,  como  causa  inmediata 
ú  ocasional  se  originen. 

Considerando  que  en  eete  concepto,  si  bien  el  hecho 
de  haberse  presentado  el  interfecto  Carlos  Fernández 
en  la  habitación  del  procesado  Piquero  con  el  objeto  que 
£3  expresa  en  los  declarados  probados,  y  su  insistente 
actitud,  no  ob,itante  la  decisión  de  Marta  Valladares  de 
continuar  viviendo  con  el  segundo,  así  como  el  haber 
desafiado  á  éste,  constituyen  una  verdadera  provocación; 
la  circunstancia  de  haber  aceptado  tal  desafío,  saliendo 
juntoe  y  dirigiéndose  á  un  lugar  distante  quinientos 
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metros  del  batey  de  la  ñuca,  donde  riñeron,  resultando 
muerto  Fernández,  así  como  la  mediación  del  espacio  de 
riempo  transcurrido  en  recorrer  esa  distancia,  impiden 
en  el  presente  caso  apreciar  dicha  provocación  en  con- 
cepto de  inmediata,  á  los  efectos  de  la  circunstancia 
cuarta  del  artículo  noveno  del  Código  Penal, 

Considerando  que  por  lo  expuesto  es  evidente  que 
a]  estimar  el  Tribunal  «entenciador  en  el  caso  de  autos 
ia  indicada  circunstancia  atenuante  de  provocación,  ha 
incidido  en  error  de  derecho,  infrinpendo  las  disposi- 
ciones legales  que  se  citan  en  el  primer  motivo  del  re- 
curso, siendo  procedente  la  casación  de  la  sentencia  re- 
currida. 

Considerando  que  con  lo  que  se  deja  consi^ado  en 
los  anteriores  fundamentos,  y  habiéndose  apartado  el 
recurrente  del  se^ndo  motivo  del  recurso,  es  visto  que 
no  es  necesario  resolver  sobre  los  demás  motivos  del 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ter  luj^r  al  presente  recurso  de  casación  por  infracción 
i)e  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  re- 
ferida sentencia  de  trece  de  A^sto  último,  dictada  por 
¡a  Audiencia  de  Matanzas  en  la  causa  mencionada,  la 
cual  sentencia  casamos  y  anulamos  con  las  costas  de 
oficio. 

(íomuníquese,  etc. 

Asi   por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— ^osé  Antonia  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  Ii.   Morales.  —  José  María  Gispert. 
J.  M.  Aguirre. 
S^S^dA  sentencia. — J5'ji  ía  migma  fecha  dictó  eí  THfrunal 

nueva  gentenela  en  lo»  siguiente»  lírminot: 

Reproduciendo  todos  los  resultandos  de  la  senten- 
cia casada.  Reproduciendo  i^almente  los  consideran- 
dos de  dicha  sentencia,  menos  el  cuarto  en  su  primer 
extremo,  relativo  á  la  circunstancia  atenuante  de  pro- 
íocación,  en  cuyo  lugar  se  dan  por  reproducidos  el  pri- 
mero y  segundo  considerandos  de  la  anterior  sentencia 
de  casación^ 

Viatasr  t!tc. 

Fallamos:  que  debemos  condenar  y  condenamos  ai 
jvrocesado  Bonifacio  Piquero,  como  autor  de  un  delito 
de  homicidio,  concurriendo  una  circunstancia  atenúan- 
le,  á  la  pena  de  doce  años  y  un  dfa  de  reclusión  tempo- 
ral, accesorias  de  inhabilitación  absoluta  temporal  en 
toda  su  extensión  y  sujeción  &  la  vigilancia  de  ia  Auto- 
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i'idad,  durante  el  tiempo  de  la  condena  y  otro  tanto  más 
que  empezará  á  contarse  desde  el  cumplimiento  de  aqué- 
l.'a,  á  satisfacer  á  loa  herederos  del  interfecto  Carlos  Fer- 
nández por  razón  de  perjuicios  la  cantidad  de  mil  pesos, 
fin  apremio  personal  subsidiario,  y  al  pa^o  de  laa  coB'\ 
Irts;  sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  la  con- 
dena principal  la  mitad  del  tiempo  de  prisión  preventi- 
va; inutilícese  el  cuchillo  ocupado;  y  por  lo  que  resulta 
íe  la  sentencia  casada,  se  aprueba  el  auto  que  declaró 
insolvente  al  reo,  con  las  reservas  'que  contiene. — 
Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas- 
tón.— Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. — J. 
M.  Aguirre. 


Inf.  ley,— Sent.  SOS.  -  23  de  Noviembre. — Homicidio  irtts- 

trado.   {Gae.,  Junio  17,  1904.) 

líOCTRINA:  Constituye  íl  delito  de  homi- 
cidio frustrado  el  hecho  de  acometer  precipitada- 
mente ciin  un  cuchillo  6.  una  persona,  herirla  en  el 
cuello,  perseguirla  7  al  darle  alcance  inferirle  otra 
herida  tu  U  espalda,  cesando  en  la  agteaión  por 
haberle  inutilizado  el  arma. 

En  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  Leonardo  Torres,  mestizo,  dependiente  de 
comercio  y  vecino  de  Santiago  de  Cuba,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  dicha  última  ciudad, 
en  la  causa  seguida  contra  aquél  por  el  delito  de  homi- 
cidio frustrado: 
Hechos  probados; 

Resultando  que  en  la  referida  sentencia  se  consig- 
nan los  hechos  en  el  siguiente:  "Resultando  probado 
que  entre  doce  y  una  de  la  tarde  del  veinte  y  ocho  de 
Septiembre  del  año  próximo  pasado  el  procesado  Leo- 
nardo Torrea  que  momentos  antes  habfa  tenido  un  dis- 
gusto con  algunos  de  los  estudiantes  que  se  encontraban 
en  el  Instituto  de  Segunda  Enseñanza,  situado  en  la 
calle  de  Carnicería  baja  en  esta  ciudad,  por  creer  que  al 
pasar  por  este  lugar  se  habían  mofado  de  su  persona,  en- 
contró en  la  calle  próxima  á  dicho  plantel  al  joven  Mi- 
guel Sierra  y  después  de  preguntarle  si  era  él  el  autor 
de  la  mofa,  como  Sierra  le  contestara  después  de  negarlo- 
dos  veces  que  si  quería  creer  que  él  había  sido,  que  lo 
creyera,  Torres,  estimulado  por  dicha  respuesta  y  obce- 
cado, sacó  precipitadamente  un  cuchillo  det  que  se  ha- 
bía provisto  hacía  muy  pocos  instantes,  con  el  que  aco- 
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metió  á  Sierra  causándole  usa  herida  superfidil  como 
de  diez  centímetros  en  la  parte  lateral  superior  del  cue- 
llo: herido,  Sierra,  emprendió  carrera  perseguido  por 
Torres  que  lo  amenazaba  de  muerte,  el  que  al  alcanzar- 
lo en  los  momentos  en  que  Sierra,  fatigado  ya,  penetraba 
en  el  establecimiento  situado  en  la  esquina  de  Carnice- 
ría y  Sagarra,  le  asestó  una  nueva  y  fuerte  cuchillada 
con  ánimo  de  matarlo,  infiriéndole  otra  herida  á  una 
pulgada  más  abajo  del  ángulo  de  la  escápula  en  el  lado 
izquierdo,  de  eiiatro  centímetros  de  longitud  por  ocho 
de  profundidad,  no  penetrando  niás  ni  infiriéndole  más 
heridas  por  haber  tropezado  el  cuchillo  con  un  hueso 
de  la  parte  posterior  del  cuerpo  del  agredido  lo  que  hiio 
doblar  el  arma  casi  completamente;  tardando  el  refe- 
rido Sierra  en  sanar  de  estas  heridas  treinta  días  con 
necesidad  de  asistencia  médica  é  impedimento  para  el 
trabajo  sin  que  le  quede  lesión  n¡  imperfección  Dete- 
nido Torres,  expresó  que  su  propósito  no  había  úáo  otro 
que  matar  á  su  víctima  para  que  no  se  burlara  más  de 
ningún  hombre". 
Kesoll'cion  REcrRniRA : 

Betüultando  que  )a  Audiencia  estimando  esos  hechoa 
constitutivos  de  un  delito  frustrado  de  homicidio  del 
que  es  autor  el  procesado  Torres  con  la  circunstancia 
atenuante  octava  del  artículo  noveno  del  Código  Pena!, 
le  condenó  á  la  pena  de  seis  años  y  un  día  de  prisión 
mayor,  accesorias,  indemnización  de  cincuenta  pesos 
al  perjudicado  y  pago  de  costas,  decomisándose  el  cu- 
chillo ocupado. 

FrSDAMENTOB  DEL   RECliRBO   DE  CASACIÓN  : 

Resultando  que  el  procesado  interpuso  contra  dicha 
aentencía  el  presente  recurso  de  casación  autorizado  por 
el  número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  j 
nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  Enjuicianii™t<> 
Criminal,  citando  como  infringido  el  articulo  cuatro- 
cientos diez  y  seis  en  relación  con  el  párrafo  primero  del 
artículo  tert.'cro  del  Código  Penal  por  indebida  aplic^- 
eión,  toda  vez  que  los  hechos  que  se  penan  como  homi- 
cidio frustrado  no  constituyen  sino  el  delito  de  lesioneí 
comprendido  en  el  artículo  cuatrocientos  treinta  J  fl"* 
del  Código  modificado  por  la  Orden  número  doscientos 
trece  de  mil  novecientos,  demostrando  los  hechos  que  ^^ 
declaran  probados,  que  el  procesado  no  tuvo  intención 
de  matar  á  Sierra,  pues  en  otro  caso  no  le  hubiera  hecho 
la  pregunta  cuya  contestación  dio  lugar  á  que  le  hiñe- 
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ra,  ni  tampoco  puede  deducirse  esa  inteocíón  de  ningún 
antecedente  que  la  revel*  ni  de  las  manifestaciones  de 
Hu  propósito  de  matarle,  que  hiüo  Torres,  en  momentos 
de  ofuscación,  ni  de  ninguna  otra  de  las  cicninstancias 
que  según  la  sentencia  concurrieron  en  el  hecho ; 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma  ante  este  Tribunal,  celebrándose 
la  vista  pública,  en  la  que  el  defensor  del  recurrente  sos- 
tuvo la  procedencia  de  aquel  y  el  Ministerio  fiscal  la  im- 
pugnó: 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el.  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  segi'm  el  artículo  tercero  del  Có- 
digo Penal  !iay  delito  frustrado  cuando  el  culpable  prac- 
tica todoa  los  actos  de  ejecución  que  deberían  producir 
como  resultado  e!  delito,  y  sin  embargo  no  lo  producen 
por  causas  independientes  de  su  voluntad; 

Considerando  que  de  los  hechos  que  en  la  senten- 
cia recurrida  se  declaran  probados  se  desprende  de  mo- 
do claro  y  evidente  que  no  dejan  lugar  á  duda, — aún 
cnando  no  se  consignara  expresamente  como  cierto  en 
la  misma  sentencia — que  el  recurrente  Torres  al  agre- 
dir á  Sierra  tuvo  la  intención  decidida  de  matarle,  y 
que  practicó  todos  los  actos  adecuados  para  realizar  ese 
propósito,  sin  qué  lo  lograra  por  una  causa  ajena  á  su 
voluntad,  concurriendo  asi  en  el  hecho  los  elementos 
esenciales  del  delito  frustrado  de  homicidio,  pues,  en 
efecto,  al  dirigirse  el  procesado  á  Sierra,  vivamente  irri- 
tado, como  sus  actos  revelan  que  lo  estaba,  por  las  burlas 
que  se  le  habían  hecho,  y  cerciorado  de  que  era  aquél  su 
autor,  acometerle  precipitadamente,  aunque  en  el  estado 
de  obcecación  y  arrebato  que  se  estima  en  la  sentencia, 
cansarle  con  el  cuchillo  que  se  había  provisto  momentos 
antes,  una  herida  en  el  cuello,  y  no  conforme  con  esto 
persistir  en  su  agresión  persiguiendo  á^  Sierra  que  huía, 
y  ai  alcanzarlo,  inferirle  con  fuerza  una  segunda  herida 
en  la  región  escapular  de  ocho  centímetros  de  profun- 
didad, sin  que  penetrara  más,  ni  le  causara  otras  lesiones, 
por  haberse  inutilizado  el  arma,  según  se  afirma  en  la 
sentencia,  son  datos  y  circunstancias  todas  que.  unidos 
á  las  amenazas  de  muerte  que  en  el  acto  le  dirigió  y  á 
la  manifestación  explícita  que  el  mismo  Torres  hizo  al 
ser  detenido,  de  que  su  propósito  había  sido  el  de  matar- 
le, inducen  forzosamente  á  llegar  á  la  conclusión  ya  iii- 
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diciida  de  que  los  hechos  ejecutados  por  el  recurrente 
son  constitutivos  de  un  delito- frustrado  de  homicidio, 
como  acertad  ara  ente  lo  ha  calificado  la  Sala  sentencia- 
dora, la  cual,  por  tanto,  no  ha  incurrido  en  las  infrac- 
ciones y  error  que  le  atribuyen  en  el  recurso,  dcbiraido, 
en  su  consecuencia,  ser  éste  defiestimado,  con  las  costas 
á  cargo  del  recurrente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Leonardo  Torres  contra  la  sentencia 
dictada  en  la  causa  de  referencia,  imponiendo  las  cos- 
tas á  dicho  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luía 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. — 
J.  M.  Aguirre. 


Inf.  ley.— Sent.  203.— 24  de  Noviembre.— Arrebato  7  ob- 

Oeoatáón.  (Oae.,  Junio  17,  190^.') 

DOCTRINA:  Para,  qne  »ea  estimable  la  ciiv 
cunatancia  de  haber  obrado  por  estímuloB  pode- 
roaoa  que  nat oralmente  produzcan  arrebata  y 
obcecación  no  basta  que  el  a^nte  obre  con  más  '6 
menos  incomodidad  ó  irritaaón,  stno  que  es  pre- 
ciso que  este  estado  de  ánimo  aea  efecto  de  una 
cauta  suficiente  y  legítima. 

£n  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  cnatro  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres. — En  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  interpuesto  por  José  Díaz 
Deulofeu,  de  oficio  envolvedor,  vecino  de  esta  capital, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  prímem  de 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
la  causa  que  se  le  siguió  por  el  delito  de  homicidio: 
Hechos  probados: 

Besultando  que  en  la  expresada  sentencia  dictada  en 
diez  y  ocho  de  Agosto  último  se  consignan  los  hechos  en 
el  siguiente:  "Resultando  probado :  que  de  diez  y  media 
"á  once  de  la  noche  del  diez  y  seis  de  Junio  del  corrien- 
"te  año  llegó  á  la  casa  Rayo  ciento  veinte  y  dos,  Manuel 
"Valdés  Valdés  que  tenía  alquilado  un  cuarto  en  la  mis- 
"ma,  al  inquilino  principal  que  lo  era  el  procesado  José 
"Díaz  Deulofeu  y  como  éste  se  demorara  en  abrirle,  Val- 
"dés  le  manifestó  al  Díaz  que  por  qué  se  tardaba  tanto 
"en  abrirle,  que  si  él  no  pagaba  su  dinero,  con  cuyo  mo- 
"tivo  ambos  individuos  tuvieron  un  altercado  de  pala- 
"bras  y  el  procesado  Díaz,  tomando  un  cnchillo  qne  en 
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"la  mesa  del  comedor  se  encontraba,  inñrió  ¿  Yaldés 
"una  herida  á  tres  travesee  de  dedos  de  la  arcada  pubia- 
"na  en  8U  parte  media  y  lado  izquierdo  que  le  produjo 

"\a  muerte", 

RíaOLUCIÓN  RECURRIDA  : 

Besultando  que  !a  Sala  Bentenci adora,  estimando 
estos  hecbos  constitutivos  de  un  delito  de  homicidio  de 
que  es  autor  Deulofeu,  sin  circunstancias  modificativas 
de  responsabilidad,  le  condenó  á  ía  pena  de  catorce 
años,  ocho  meses  y  un  día  de  reclusión  temporal,  sus  ac- 
cesorias, indemnización  de  cinco  mil  pesetas  á  loa  per- 
judicados, y  al  pago  de  las  costas; ' 

FUNDAMEKTOS  DKL  RECURSO    DE    CASACIÓN  : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso  autorizado  por  e!  nú- 
mero quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
y  sus  concordantes  de  ¡a  Ley  de  Enjaiciamiento  Crimi- 
nal y  de  la  Orden  núniero  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  citando  como  infringido  el  -nú- 
mero séptimn  del  artículo  nueve  del  Código  Penal  por 
no' estimarse  en  la  sentencia  como  circunstancia  ate- 
nuante de  arrebato  y  obcecación  el  hecho  de  haber  cau- 
sado el  recurrente  la  níuerte  de  Manuel  Valdés,  por  vir- 
tud del  altercado  que  sostuvieron  los  dos  en  los  mo- 
mentos del  suceso; 

líesultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma  en  este  Tribunal  celebrándose  la 
vista  pública  con  asistencia  solo  del   Ministerio  ñscal 
que  lo  impugnó: 
Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  de  los  hechos  declarados  proba- 
dos en  la  sentencia  recurrida  no  se  deduce  en  manera 
alguna' la  existencia  de  la  circunstancia  atenuante  in- 
vocada por  el  recurrente,  puesto  que  e!  haber  tenido 
aquél  un  altercado  de  palabras  con  el  interfecto  en  los 
momentos  en  quele  infirió  la  herida  que  le  causó  la  muer- 
te, sin  que  consten  las  palabras  que  mediaron  y  si  solo 
que  dio  origen  á  la  disputa  un  motivo  en  extremo  lige- 
ro é  insignificante,  no  puede  apreciarse  como  estímulo 
poderoso  para  producirle  naturalmente  arrebato  y  ob- 
cecación, va  que  no  basta  para  ello  que  el  agente  obre 
con  más  ó  menos  incomodidad  é  irritación,  sino  que  es 
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preciso  que  este  eetado  de  ániroo  sea  efecto  de  una  cau- 
sa suficiente  y  legítima; 

,  Considerando  que  en  ta!  concepto  al  no  estimar  la 
Sala  sentenciadora  ia  concurrencia  en  el  hecho  de  la 
referida  circnnetancia  atenuante  no  ha  incurrido  en  la 
infracción  ni  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye 
en  el  recurso,  el  cual  por  tanto  debe  ser  desestimado, 
imponiéndose  las  costas  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  José 
Dfaz  Deulofeu  contra  la  sentencia  dictada  en  la  causa 
de  referencia,  con  las  costas  4  cargo  de  dicho  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luia 
Qaetón. — Ambrosio  E.  Morales. — José  M.»  Gispert, — J. 
M.  Aguirre. 


fttteb.  ibrma.— Sent,  31.—24  de  IToviemb».— Senoga- 
•tdándeprusba,— Sentenda.  (tíae.,  Junio  17, 1904.) 

DOCTRINA:  Es  improcedente  ua  rectuso 
fundado  en  la  denegación  de  una  diligeücia  de 
prueba,  ti  explícitamente  no  k  expresa  cuál  es  la 
diligencia  denegada. 

La  sentencia  que  absuelve  <3  condena  en  riita  de 
los  hechos  declarados  probados  7  de  la  cali6ca- 
ción  que  de  ellos  hubiese  hecho  el  Tribunal  senten. 
dador,  resuelve  todos  los  puntos  del  debate  fia 
que  sea  necesario  que  contenga  nn  pronunciamiea- 
to  especial  para  las  circunstancias  modificativas 
alegadas. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinticuatro  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres;— Visto  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por 
el  procesado  Manuel  Barreiro  Olivera,  tabaquero,  ve- 
cino de  esta  capital,  contra  la  sentencia  dictada  en  diea 
y  siete  de  Junio  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo 
Criminal  de  la  Audiencia  de  !a  Habana,  en  causa  in»- 
trnida  contra  dicho  procesado  por  el  delito  de  disparo 
de  arma'  de  fuego : 

Hechos  probados  : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  ae  consignan  loa 
siguientes  resultandos:  "Primero:  Eesultando  probado 
"que  el  procesado  Manuel  Barreiro,  quien  vivía  en  doce 
"de  Abril  último,  frente  á  la  fábrica  de  tabacos  situada 
"en  la  calle  de  Dragones,  número  noventa,  en  la  que  á. 
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"su  vez,  lo  hacía  Alfonso  Ibaceta,  fué  avisado  por  su  es- 
"posa  Bosa  Chasagce  de  qne  Ibaceta  hacía  dios  que  ae 
"tomaba  atreviniientoa  con  ella  hasta  el  punto  de  haber 
"intentado  tocarle  la  cara,  y  como  el  expresado  dia  le 
'fdijera  al  llegar  Barreiro  á  bu  casa,  que  loe  aprendices 
"de  la  tabaquería,  mandados  por  Ibaceta,  hablan  estado 
"mirando  para  dentro  de  la  casa,  y  empujando  la  puerta 
" — se  dirigió  á  la  fábrica  donde  estaba  Ibaceta  y  le  pidió 
"explicaciones,  indicándole  que  iba  á  dar  un  suato  al 
"que  le  molestara  en  aquella  forma.  Contestó  Ibaceta 
"en  son  de  mofa  que  un  susto  podia  costar  un  baño,  y 
"reproducidas  esas  frases  por  uno  y  otro,  se  dirigió  Ba- 
"rreiro  hacia  el  medio  de  la  calle  y  sacando  del  bolsillo 
"un  revólver,  disparó  dos  tiros  á  Ibaceta,  sin  causarle 
"lesión. — Segundo:  Resultando  que  el  Ministerio  fiscal 
"sostuvo  en  el  acto  del  juicio  oral  las  siguientes  conclu- 
"siones, — Primera:  El  procesado  Manuel  Barreiro  y 
"Olivera  el  día  doce  del  actual  llegó  á  la  puerta  de  la  f¿- 
"hrica  de  tabacos,  Dragones  noventa,  donde  en  unión  de 
"otros  se  hallaba  D.  Alfonso  Ibaceta  y  Rendueles  en  son 
"de  querella  por  que  entendía  que  éste  habla  tenido  atre- 
"vimientos  con  !a  esposa  del  procesado  y  después  de 
"cambiar  muy  pocas  frases;  el  procesado  fué  al  centro 
"de  la  calle  y  sacando  del  bolsillo  un  revólver  que  no  ha 
"sido  ocupado  le  hizo  dos  disparos  á  su  interlocutor  que 
"no  le  causaron  lesión  alguna. — Segunda:  Estos  hechos 
"constituyen  un  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego : 
"artículo  cuatrocientos  veinte  y  uno  del  Código  Penal. 
" — Tercera :  Es  responsable  en  concepto  de  autor  el  pro- 
"cesado.— Cuarta :  No  concurren  circunstancias  modi- 
"ficativas. — Quinta:  La  pena  en  que  ha  incurrido  el 
"procesado  es  la  de  un  año  ocho  meses  y  veinte  y  un 
"días  de  prisión  correccional,  accesorias  del  artículo  se- 
"senta  y  costas  con  abono  de  la  preventiva  sufrida.^ 
"Responsabilidad  civil :  no  es  de  apreciarla. — Tercero. 
"Resultando ;  que  la  defensa  del  procesado,  en  sus  con- 
"clusiones  definitivas,  negó  los  hechos  atribuidos  á  su 
"defendido,  y  que  éste  hubiera  cometido  delito  alguno, 
"alegando  que  en  el  caso  de  estimar  la  Sala  lo  contra- 
"rio,  debe  apreciar  la  concurrencia  de  las  circunstancias 
"atenuantes  quinta  y  séptima  del  artículo  noveno  del 
"Código  Penal,  y  la  eximente  de  legitima  defensa,  aaf 
"como  la  señalaJIa  en  el  número  quinto  del  articulo 
"octavo". 
Resolución  RECüRRinA: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  calificando 
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los  hechos  que  eetimó  como  oonstitutivos  de  nn  delito 
de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  determinada  per- 
sona, del  que  era  autor  el  procesado  Barreiro,  concu- 
rriendo la  circunstancia  atenuante  octava  del  articulo 
noveno  del  Córligo  Penal,  y  desestimando  las  eiimentes 
cuarta  y  quinta  del  artículo  octavo  del  propio  Código 
alegadas  por  la  defensa,  condenó  á  dicho  procesado  i  la 
pena  de  seis  mesee  y  un  día  de  prisión  correccional,  con 
las  accesorias  correspondientes,  y  pago  de  costas,  con 
(tDono  de  toda  la  prisión  preventiva. 

Fl'NDAMENTOe  DEL  BKCURSO  DE  CASACIÓN  : 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpUBo  la 
defensa  del  procesado,  además  del  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  que  le  fué  en  parte  denegado  y  de- 
clarado después  mal  admitido  por  el  único  motira  que  lo 
fué,. en  virtud  de  impugnación  declarada  con  lugar  por 
este  Supremo  Tribunal,  el  presenté  por  quebrantamieD- 
to  de  forma,  fundado  en  los  números  primero  de!  ar- 
tículo novecientos  once  y  segundo  de!  novecientos  doce 
de  la  citada  I^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  consig- 
nando en  el  escrito  de  interposición  respecto  á  cate  re- 
curso, lo  siguiente:  "El  quebrantamiento  de  forma; 
se  han  desestimado  diligencias  de  prueba  solicitadas  en 
tiempo  hábil,  por  la  defensa,  la  cual — en  bu  oportuni- 
dad— hizo  las  protestas  determinadas  por  el  artículo 
novecientos  catorce  en  armonía  con  el  articulo  seiscien- 
toB  cincuenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal. También  consta  para  el  recurso  de  quebranta- 
miento de  forma  no  haberse  resuelto  en  la  sentencia  de- 
finitiva todos  los  puntos  que  fueron  objeto  de  la  defensa, 
puesto  que  ésta,  en  su  escrito  de  concluaiones  deñnitivas 
señalaba  la  circunstancia  atenuante  de  vindicación  pró- 
xima de  una  ofensa  grave  (quinta  del  artículo  noveno) 
y  no  se  hace  mención  de  ella  en  la  sentencia  dictada". 

Resultando  que  admitido  dicho  recurso  y  sustan- 
ciado en  forma  ante  este  Tribunal  Supremo  se  celebró 
la  vista  pública  de!  mismo,  en  la  que  informaron  el  de- 
fensor del  recurrente  y  el  Ministerio  fiscal,  sosteniéndolo 
el  primero  é  impugnándolo  el  segundo: 

ÜKCIblÓN   DEL  HECIIRSO: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  GisperL 
Considerando  que  para  que  proceda  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  á  que  se  refiere 
el  número  primero  del  artículo  novecientos  once  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  es  necesario  que  se 
funde  en  haber  sido  denegada  alguna  diligencia  de  prue- 
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ba  que  propuesta  en  tiempo  v  íorma  por  las  partos,  se 
considere  pertinente:  y  no  expresándose  como  debiú  de 
haberse  hecho  en  el  escrito  de  interposición  del  recurso, 
cual  acá  la  diligencia,  de  prueba  cuya  rlene/ación  haya 
podido  quebrantar  las  formas  esenciales  del  juicio,  sin 
lo  cual  no  es  posible  á  este  l'ribunal  apreciar  si  tal  que- 
brantamiento existió,  no  debió  por  este  motivo  admitir- 
se dicho  recurso,  y  procede  por  tanto  desestimarlo  en 
cuanto  al  mismo. 

Considerando  que  aunque  la  sentencia  no  conten- 
ga pronunciamientos  especiales  respecto  de  todas  y  ca- 
da una  de  las  circuni^timcias  eximentes  ó  modiñcativas 
de  la  responsabilidad  criminal  alegadas  por  la  acusa- 
ción y  la  defensa,  cuando  apreciándose  en  ella  solo  las 
que  estimó  procedentes  con  vista  de  los  hechos  decla- 
rados probados,  y  aún  omitiendo  en  sus  fundamentos  le- 
gales hacer  mención  expresa  de  las  demás,  se  falta  aih 
solviendo  ó  condenando,  ó  imponiendo  en  este  caso  la 
pena  que  conceptúa  correspondiente  y  demás  responsa- 
bilidades consiguientes  á  la  acción  penal  ejercitada,  im- 
plícitamente quedan  resueltas  to<la8  las  cuestiones  fun- 
damentales del  debate,  y  en  este  concepto,  es  evidente 
que  el  fallo  recurrido  al  coedenar  al  procesado  á  la  pe- 
na que  conceptuó  procedente  con  arreglo  á  la  califica- 
ción que  en  él  se  hace  y  á  la  circunstancia  única  que 
estimó  apreeiable  en  la  ejecución  del  hecho  delictuoso, 
dejó  también  implícitamente  resuelto  el  punto  relativo 
á  la  atenuante  fíe  vindicación  próxima  de  una  ofensa 
grave,  alegada  por  la  defensa;  y  por  tanto  no  contiene 
el  quebrantamiento  de  forma  que  se  le  atribuye  en  el  ae- 
gundo  motivo  del  recurso. 

Considerando  que  por  los  anteriores  fundamentoe 
y  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarmta  de  la  Orden  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  proce- 
de desestimar  dicho  recurso,  con  las  costas  de  cargo  de 
la  parte  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma  establecido  por  la  defensa  del  proce- 
sado Manuel  Barreiro  Olivera  contra  le  sentencia  de 
diez  y  siete  de  Junio  último  dictada  en  la  causa  mencio- 
nada, con  las  costas  de  cargo  del  recurrente.  Así  por 
esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
Srmamos.  —  José  Antonio  Pichanlo.  —  Luis  Qastón. — 
Ambrosio  R,  Morales.  —  José  M.»  Giüpert.  —  J.  M. 
Aguirre. 
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Qneb.  forma.— Sent.  32.— 24  áe  Noviembre, —DensgadÓH 
de  prueba.  (íAic.,  Junio  17,  190^.) 

BOCTRINA:  No  comete  falta  procetal  alga- 
lia In  Sala  que  denicK"  '^  íuspcnsión  de  □□  juicio 
con  objeto  de  que  sean  examinados  atganoa  testi- 
goi  que  no  comparecieron,  si  á  su  juicio  son  tnoc- 
cesanas  las  declaracionea  de  dichos  testigos. 

Anteokdentes: 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  cuatro  d« 
Noviembre  de  mil  novecientos  tres,  en  ei  recurso  de  ca- 
pación pendiente  ante  este  Tribunal  Supremo  por  que- 
brantamiento de  forma  interpuesto  por  !a  representa- 
ción del  procesado  Federico  Hernández  Mesa  (a)  Lleyo, 
barbero  y  vecino  de  Pedro  Betancourt,  contra  la  senten- 
cia dictada  .por  la  Audiencia  de  Matanzas,  en  la  causa 
que  se  instruyó  en  el  Juzfrado  de  Instrucción  de  Colón 
por  el  delito  de  robo. 

Resultando  que  en  la  expresada  causa,  la  represen- 
tación del  procesado  Federico  Hernández  Mesa,  en  su 
e»icrito  formulando  conclusiones,  hizo  suyas  las  pruebas 
propuestas  por  el  Ministerio  fiscal,  adicionando  la  testi- 
fical con  los  testi^a  Leopoldo  Fábregas,  Antonio  Gon- 
üález,  Pablo  Fernández,  Doroteo  Rodrífruez  y  Manuel 
Bliranda,  para  que  declararan  sobre  particulares  rela- 
ríonados  con  los  hechos,  la  cual  prueba  fué  admitida 
por  auto  de  veinte  y  dos  de  Julio  último. 

Resultando  que  al  acto  del  juicio  oral  no  concurrie- 
ron loa  testi;;o3  de  la  defensa  Pablo  Fernández  y  Doro- 
teo Rodríguez,  que  se  excusaron  por  enfermos;  y  la  re- 
presentación del  procesado  solicitó  la  suspensión  del 
juicio  para  que  de  nuevo  fueran  citados,  petición  que 
denegó  el  Tribunal,  acordando  la  continuación  de!  jui- 
cio; porque  no  habiendo  declarado  en  el  sumario  dichas 
testigos  no  los  consideraba  necesarios,  protestando  la 
defensa  de  esa  resolución  y  solicitando  se  consignara  en 
acta  su  protesta  á  los  efectos  de  la  casación,  á  lo  que  ac- 
cedió el  Presidente  de!  Tribunal. 
Rbsoluoión  bbcdrbida: 

Resultando  que  la  referida  Audiencia  dictó  senten- 
cia en  seis  de  Agosto  del  año  actual,  condenando  al  pro- 
cesado Federico  Hernández  Mesa  (a)  Lleyo,  como  autor 
fie  nn  delito  de  robo  en  casa  habitada,  con  la  affravante 
de  nocturnidad,  á  la  pena  de  seis  años,  dos  meses  y  un 
'dfe  de  presidio  mayor,  con  las  accesorias  que  estimó  del 
caso,  pago  de  costas  é  indemnización  á  la  perjudicada 
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de  veinte  y  seis  pesos,  cincuenta  centavos  en  oro  español 
y  trece  pesos  en  plata  del  mismo  cuño. 
Fundamentos  del  becorso  de  casación  ; 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  repre- 
sentación áel  procesado  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  alegando  que  lo  autoriza  el  ar- 
tículo segundo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos,  serie 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  el  artículo  nove- 
cientos diez  <le  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y 
el  inciso  primero  del  novecientos  once  de  la  propia  ley 
procesal,  siendo  los  motivos  del  recurso  que:  "AI  cele- 
iirarse  la  única  sesión  del  juicio  oral  de  esta  causa  no 
pudieron  asistir  á  ella  por  encontrarse  enfermos  los  tes- 
tigos Pablo  Fernández  y  Doroteo  Rodríguez,  propues- 
tos por  la  defensa  como  prueba  en  tiempo  y  forma,  con- 
signando sus  nombres  en  la  lista  de  testigos  que  presen- 
tó con  su  ewirito  de  calificación,  y  cuya  prueba  fué  ad- 
mitida por  la  Sala  que  la  consideró  pertinente.  Para  jus- 
tificar la  causal  que  les  comprendía,  remitieron  oportu- 
namente ambos  testigos,  certificaciones  facultativas  que 
acreditaban  se  encontraban  realmente  enfermos. — Como 
diclios  testigos  nos  eran  imprescindibles,  para  bien  defen- 
der loa  derec-hos  que  representamos,  según  manifestamos  , 
oportunamente  al  Tribunal;  al  excusarse  legítimamen- 
te éstos  de  comparecer,  el  día  tres  de  Agosto  último  & 
la  sesión,  nos  rimoe  precisados  á  solicitar  la  suspensión 
del  acto,  en  uso  del  derecho  que  nos  confiere  la  ley,  para 
que  fueran  citados  nuevamente  los  expresados  testigos, 
ú  fin  de  que  comparecieran  á  deponer  ante  el  Tribunal ; 
ó  se  les  examinara  en  la  forma  dispuesta  en  el  artículo 
setecientos  diez  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento 
Criminal ;  pues  entendemoíí  que  declarando  esos  testigos 
tn  el  acto  del  juicio  oral,  no  es  posibfe  redactase  ese 
Tribunal  competente  é  ilustrado,  el  primer  resultando 
de  su  sentencia  en  la  forma  que  lo  ha  hecho. — Pero  el 
Vribujial  denegó  dicha  suspensión,  acordando  la  conti- 
nuación del  juicio,  porque  no  habiendo  declarado  en  el 
suinnrio  diHios  tesliaos,  no  los  considera  necesarios,  di- 
ce textualmente  el  acta  levantada  el  dfa  tres  del  presen- 
te mes  y  año. — Por  manera,  que  fundada  la  Sala,  en 
ctue  no  lian  declarado  en  e¡  sumario  nuestros  dos  testi- 
gos, propuestos  en  tiempo  y  forma  y  cuyae  declaracio- 
nes consideró  ella  misma  pertinentes,  deniega  la  prác- 
tica de  dicha  prueba.  No  alcanzamos  á  comprender  la 
lazón  de  la  Sala,  para  no  necesitar  el  testimonio  de 
aquellos  testigos  de  descargo  que  no  declararon  en  el 
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-eiimario,  por  Bo  tener  el  procesado  entonces  quien  los 
defendiera;  entendemos  todo  lo  contrario,  que  pudieran 
iiO  necesitarse  esos  testimonios,  ei  hubieran  depuesto 
¡os  teetiítos  en  el  sumario. — Evidente  es,  puee,  la  proce- 
dencia de  este  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
lie  formas  procesales  autorizado  por  el  inciso  primero 
del  artícujo  novecientos  once  de  la  Ley  de  £njuicia- 
ijtifento  Criminal. — Y  no  es  este  el  caso  resuelto  ya,  por 
nuestro  competentísimo  Tribunal  Supremo  de  Justicia: 
aquí  se  trata  de  dos  tcstÍROs  de  descargo,  que  no  han 
declarado  en  el  sumario  y  la  Sala  no  puede,  precisamen- 
te por  esa  razón,  denej^ar  esa  prueba;  pues  ello  eupon- 
dría  la  denesacióu  de  ese  paso  de  avance  de  nuestrob 
procedimientos  criminales  que  se  llama :  el  juicio  oral  y 
público. — Para  obtener  la  subsanación  de  la  falta  co- 
metida,— dicho  «sto  con  toda  la  consideración  que  nos 
merece  la  respetable  Sala  de  Justicia, — <xineta  del  acta 
expresa,  del  día  tres  del  presente  mes  y  año,  la  reclama- 
ción que  practicamos,  pues  en  ella  ee  consigna :  que  esta 
parte  protestó  de  la  resolución  de  la  Sala  y  solicitó :  se 
consifi^ase  f<a  el  acta  su  protesta,  por  no  haberle  sido 
admitida  la  prueba  expresada  anteriormente,  á  loe  efec- 
tos del  recurso  de  casación  correspondiente;  á  cuya  pe- 
tición accedió  la  Sala. — Hemos  cumplido  con  lo  preve- 
nido en  el  articulo  novecientos  catorce  de  Is  Ley  de  En- 
juiciamiento Crimnal. 

Besidtando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  Tribunal  se  celebró  la  vista  pública 
el  día  doce  del  mes  actual  con  la  sola  asistencia  del  Mi- 
nieterio  fiscal  que  lo  impugnó: 
Decisión  del  becukso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Maria  Aguirre 
Considerando  que  cualquiera  que  sea  la  fuerza  que 
deba  consedérüele  al  razonamiento  que  sirvió  de  funda- 
mento á  !a  Sala  sentenciadora  para  denegar  la  sus- 
pensión del  juicio,  al  objeto  de  que  declararan 
loa  dos  testigos  de  la  defensa  que  excusándo- 
ee  por  enfermos  no  comparecieron  á  la  sesión 
del  juicio  oral,  es  lo  cierto,  que  al  tenor  de  lo  que 
ee  dispone  en  el  caso  primero  del  artículo  novecientos 
«nce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  para  que 
proceda  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  á  que  el  citado  caso  se  refiere,  no  basta  que  la 
diligencia  de  prueba  propuesta  en  tiempo  y  forma  se 
íiaya  denegado,  sino  que  además  es  necesario  que  sea 
pertinente  y  como  ya  tiene  declarado  este  Tribunal  en 
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caso  análofío,  tratíindose  como  en  el  caso  presente  se  tra- 
ta, de  prueba  testifical,  aquella  circunstaDcia,  aún  re- 
conocida por  la  Sala,  en  conjunto,  en  el  momento  de  la 
admisión,  y  al  solo  efecto.de  éets  puede,  dados  loe  actos 
eucesivos  del  juicio,  ser  rectificada,  por  la  misma  Sala, 
respecto  de  alg\ino  ó  alanos  de  loa  testigos  presentados 
conforme  á  distintos  preceptos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  entre  ellos  el  número  tercero  del  ar- 
ticulo BcteriontoB  cuarenta  y  seÍ5  que  faculta  al  Tribu- 
nal sentenciador  para  suspender  el  juicio  «)lo  en  el  caso 
de  considerar  necesaria  la  declaración  de  loa  testigos  au- 
sentes y  en  el  caso  de  que  ee  trata  la  Sala  precisamente 
consideró  lo  contrario. 

Considerando  que  al  den^íar  la  Sala  sentenciadora 
ia  suspensión  del  juicio  para  que  se  citaran  los  dos  tes- 
ligoa  referidos,  que  no  comparecieron  el  día  señalado,  por 
estimar  innecesarias  sus  declaraciones,  implícitamente 
declaró  su  impertinencia,  para  lo  cual  estaba  autorizada 
por  el  número  tercero  del  articulo  setecientos  cuarenta 
y  seis,  ya  citado,  en  cuya  virtud  y  por  haber  usado  do 
una  facultad  privativa  y  discrecional  que  la  ley  le  otor- 
ga, no  ha  cometido  el  quebrantamiento  de  forma  que  se 
le  atribuye  en  el  recorso,  siendo  por  tanto  improce- 
dente la  casación  de  la  sentencia. 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  cuando  se  declare  sin  lugar  un  recurso 
de  casación  deben  imponerse  siempre  las  costas  al  recu- 
rrente, salvo  los  dos  casos  de  excepción. 

Fallamoe  que  debemos  deciajar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
representación  del  procesado  Federico  Hernández  Mesa 
(a)  Llevo,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  Matanzas  en  seis  de  Agosto  último,  en  la  causa  de 
referencia,  con  las  coatas  é  cargo  del  recurrente.  Asf 
por  esta  nuestra  sentencie,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — .Tose  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert.  —  J.  M. 
Aguirre. 


Inf.  1^.— Sont.  201.— 25  de  KcnriemTtte.— Bobo.— Ama- 
nasas.  (Gao.,  Junto  17,  ¡904.) 

DOCTRINA:  El  hecho  de  preMntar«e  Yario» 
individuos  armados  á  deshoras  de  la  noche  en  ana 
.:asade  campo  fingiendo  ser  agentes  de  la  Autori- 
dad, logrando  por  Hte  medio  que  se  les  franquea* 
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ra  la  entrada  por  e)  ducAo.  y  despaés  de  exigir  á 
¿ste  la  entrega  de  una  cantidad  de  dinero  que  ao 
efeciufi  por  manifratni- que  nci  la  tetifa,  en  corro- 
boraci<ín  de  lo  cual  lea  indica  la  esposa  de  aquél 
que  registren  la  casa  j  haciéndulo  aaf  nnu  de  di- 
choB ■       ' 


LOHindividmis,  se  aporten 

an  de  HlRunos  efectos 

le  en  ella  encontraron,  coi 

nstituvcinrtudablemen- 

un  delito  de  robo  conint 

imidiicián  en  las  perso- 

la.  carscteriíadaesta  cir 

cunstancia   por  la  pre- 

fin  moral  que  por  el  temo 

r   de  un  daño  peraunal 

elñiiimnde'losHrií  presentes  la  s.ila   prfsencia  7 
aciitud  de  los  malhechores  en  tales  condicione*. 

El  hecho  de  que  un  nialbtchor  al  retirarse  con 
otros  que  le  acuinpañabau  de  la  casa  eu  donde  ha- 
binn  realizado  un  robo,  se  dirija  á  uno  de  Icis  ha- 
bitantes de  flqiiflla  diciéndole  que  en  delerminado 
dta  tiene  qnc  entregarle  una  cantidad  amcnaiña- 
diilo  con  matarlo  ;  quemarle  la  caga  si  no  lo  ha- 
cía, constituye  un  delito  de  amenazas  condiciona- 
les independiente  del  de  lobo. 

Ed  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  cÍdco  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres:  Vietoa  los  recur»og  de 
casación  por  iiifracción  de  ley,  procedentes  <ie  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 
de  Guanabacoa  por  delito  de  robo,  contra  el  procesado 
Ángel  Sosa  y  Gutiérrez,  guardia  jurado,  vecino  de  San- 
ta María  tlel  Rosario,  y  otros,  interpuestos  dichos  re- 
cursos por  el  Ministerio  ñscal  y  por  la  defensa  del  pro- 
cesado Sosa  y  Gutiérrez,  contra  la  sentencia  dictada  en 
siete  de  Julio  último,  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  mencionada  Audiencia,  en  dicha 
causa. 
Hechos  probados: 

Uesultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan  Jos 
resultandos  que  á  continuación  se  transcriben  literal- 
mente: "Primero;  Resultando  probado  que  entre  la 
"una  y  las  dos  de  la  madrugada  del  veinte  de  Enero  úl- 
"timo,  siendo  escogida  la  noche  para  la  más  fácil  reali- 
''zación  del  delito,  se  presentó  el  procesado  Ángel  Sosa 
"armado  con  una  tercerola  en  unfón  de  dos  individuos 
"desconocidos,  armados  de  machetes,  en  la  casa  de  eam- 
■'po  en  que  vivía  en  el  barrio  de  Grillo,  término  de  San- 
"ta  Maria  del  Rosario,  D-  Manuel  Barcala,  lugar  despo- 
blado, y  después  de  preguntar  si  faltaba  algún  animal 
"de  la  finca  y  decirles  Barcala  que  no,  le  dijeron  que  les 
"firmase  el  boleto  que  traían  para  acreditar  que  habían 
"recorrido  aquel  lugar  y  al  abrir  Barcala  la  puerta,  le 
"exigió  Snsa  que  le  entregase  quinientos  pesos,  dicién- 
"dole  Barcala  que  no  los  teAÍa  y  al  indicarles  Margarita 
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"Garcia,  niujer  de  Bareala,  que  registrasen  la  casa,  lo. 
"que  hizo  Sosa,  aprovechándose  con  ánimo  de  lucro  de 
"diez  y  seis  cajetillaa  de  cigarros  que  se  tasaron  en'trein- 
"ta  centavos  que  estaban  en  un  baúl  abierto,  lleván- 
"dose  además  un  zapato  usado  de  vaqueta,  diciéndole 
"Sosa  antes  de  niarídiarse  que  tenia  que  buscarle  de 
"cualquier  manera  veinte  centenes  que  necesitaba,  los 
"que  debían  ser  entregados  el  día  primero  de  Febrero 
"siguiente  en  el  callejón  que  ct>nducia  á  Pedro  Pina, 
"rebajando  de  dicha  suma  cuatro  centenes,  amcnazán- 
"doJo  con  matarlo  y  quemarle  la  casa  sino  lo  hacía,  sin 
"que  Barcaia  i)rovocase  el  suceso.  Segundo.  lícsultan- 
"do:  que  el  ilinisterio  fiscal  en  sus  conclusionts  defmi- 
"tivas  calificó  los  hechos  como  constitutivos  de  un  de- 
"lito  (le  robo  con  intimidación  en  las  personas,  compron- 
"dido  en  el  caso  quinto  del  artículo  quinientos  veinte 
"y  uno  del  Código  Penal,  y  otro  delito  de  amenazas  con- 
"dicionales  de  muerte  con  exigencia  de  dinero,  no  lo- 
"grando  los  culpables  su  propósito,  comprendido  en  el 
"número  primero  del  articulo  quinientos  doce  de  dicho 
"Código,  como  autor  de  dicho  delito  al  procesado  Sosa, 
"retirando  en  el  acto  del  juicio  la  acusación  contra  el 
''procesado  Suárez,  para  quien  solicitó  la  absolución 
"por  falta  de  pruebas,  apreciando  la  concurrencia  de  las 
"circunutanciaa  agravantes  de  nocturnidad,  morarla,  des- 
"poblado  y  astucia,  y  solicitó  se  impusiese  A  Sosa  por  el 
"delito  lie  robo  la  pena  de  diez  años  de  presidio  mayor 
"y  accesorias  de  ley,  y  por  el  delito  de  amenazas  tres  años 
'"de  igual  pena  y  accesorias  de  ley,  siendo  de  su  cargo 
"una  tercera  parte  de  costas  con  abono  de  la  mitad  de 
"la  prisión  preventiva,  siendo  de  oficio  por  ahora  el  ros- 
"to  de  costas.  Tercero.  Resultando  que  la  defensa  de 
"loa  prot-esados  solicitó  su  absolución  por  falta  de 
"pruebas", 

RíMOLCCION   RECUnHlDA  : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
que  los  hechos  declarados  probados  constituyen  un  solo 
delito,  el  de  robo  con  intimidación  en  las  personas,  y  no 
también  el  de  amenazas  imputailo  en  la  acusación,  por- 
que las  frases  en  que  dicha  amenaza  consistía,  fueron 
dirigidas  en  el  m<miento  en  que  se  cometía  el  robo  y  á 
'  la  mísuia  persona  á  quien  acababan  de  robar,  sin  inde- 
pendencia distinta  de  este  delito  para  constituir  otro, 
condenó  al  pro<'es)ido  Ángel  Sosa,  como  autor  del  men- 
cionado delito  de  robo,  concurriendo  las  circunstancias 
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agravantes  de  astucia,  nocturnidad,  despoblado  y  mora- 
da del  ofendido  á  que  se  refieren  los  números  nueve, 
diez  y  seis  y  veinte  y  uno  del  artículo  diez  del  Código 
Pejial,  á  la  pena  de  seis  añns,  diez  meses  y  un  día  de  pre- 
sidio maj'or,  accesorias  y  una  tercera  parte  de  coatas,  é 
indenini nación  de  treinta  centavos  a!  perjudicado,  y 
absolvió  á  dicho  procesado  del  delito  de  amenazas,  con 
otra  tercera  parte  de  costas  de  oficio,  absolviendo  tam- 
bién al  otro  procesado  Manuel  Huárez  con  el  reato  de 
costas  de  oficio. 

FUNDANENTOS  DE  LOS  RECURSOS  DE  CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  la 
defensa  del  procesado  Ángel  Sosa  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  número  tercero  del 
articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos quinientos  veinte,  quinientos  veinte  y  uno,  nú- 
mero cinco;  quinientos  treinta  y  cinco  número  primero 
y  quinientos  treinta  y  seis  numero  cuatro,  todos  del  Có- 
digo Penal,  y  artículo  cuarenta  y  uno  número  treinta 
y  cuatro  y  cuarenta  y  ocho  de  !a  Orden  doscientos  trece 
de  mil  novecientos;  los  dos  primeros  por  indebida  apli- 
cación, y  por  no  haber  sido  aplicados  los  demáa,  porque 
los  hechos  debieron  calificarse  como  hurto  y  penarse  con 
seis  meses  de  encarcelamiento  ó  multa;  explicando  que: 
"El  concepto  en  que  esos  preceptos  han  sido  infringidos 
"resulta  evidente  de  los  mismos  hechos  qne  se  declaran 
"probados,  relacionándolos  con  las  definiciones  que  del 
"robo  y  del  hurto  dan  los  artículos  quinientos  veinte 
"y  quinientos  treinta  y  cinco  del  Código  Penal.  En 
"efecto,  según  el  articulo  quinientos  veinte,  la  violen- 
"cia  6  intimidación  en  las  persoiíae  ha  de  ser  anterior 
"ó  simultánea  al  acto  del  apoderamiento,  pues  ese  tex- 
"to  dice  claramente  ,que  son  reos  de  tal  delito  los  que 
"con  ánimo  de  lucrarse,  se  apoderan  de  las  cosas  mue- 
"bles  ajenas,  con  violencia  6  intimidación  en  las  perso- 
"na«  ó  con  fuerza  en  las  cosas,  lo  cual  rectamente  en- 
"tendido  no  puede  significar  otra  cosa  sino  la  concomi- 
"tancia  de  la  violencia  ó  de  la  intimidación  en  el  acto 
"mismo  del  apoderamiento,  empleando  el  delincuente 
"tales  fonnas  intimidantes  como  medio  de  llegar  al  l<>-_ 
"gro  de  8u  objeto,  al  despojo  de  la  persona  intimidada, 
"6  sobre  la  cual  haya  ejercido  violencia.  De  los  hecho* 
"que  en  el  primer  resultando  se  consignan,  no  aparece 
"en  modo  alguno  que  tales  actos  de  poner  miedo  en  el 
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"ánimo  de  D.  Manuel  Barcsla  )os  hubiesen  realizado  loe 
"procesadoB  antes  ó  en  el  momento  mismo  de  apoderar- 
"se  de  las  cajetillaB  de  cigarros  y  del  zapato  usado,  úni- 
"caa  cosas  de  que  los  desposeyeron,  habiendo  encontrado 
"laa  cajillas  en  un  baúl  abierto,  y  el  zapato  no  se  expre- 
"sa  dónde,  sino  que  solamente  se  dice  en  el  propio  primer 
"resultando  que  las  amenazas  de  muerte  y  de  incendio 
"á  Manuel  Barcala  tuvieron  lugar  antes  de  retirarse  ios 
"asaltantes,  y  encaminados  á  otro  hecho  futuro,  distin- 
"to  de!  apoderamiento  de  los  cigarros  y  el  zapato :  di- 
"ciéndole  Sosa  antes  de  marcharse — consigna  el  Hesul- 
"tando — que  tenia  que  buscarle  veinte  centenea  que  nece- 
"sitaba,  etc.,  relación  ésta  de  posterioridad  todavía  más 
"evidente  si  se  atiende,  ¿  cómo  la  Sala  para  fundar  en 
"fallo  absolutorio  por  razón  de  dichas  amenazas,  consig- 
"na  en  su  primer  considerando  con  referencia  á  tales 
"frases  esta  otra  proposición,  siendo  dirigidas  á  la  per- 
"sona  á  quien  acababan  de  robar.  Y  si  aquello  que  cons- 
"tituia  lo  que  el  Tribunal  castiga  como  un  robo  ya  se 
"había  consumado,  ai  la  persona  amenazada  era  la  mis- 
"ma  á  quien  acababan  los  delincuentes  de  robar;  si  ee- 
"tas  amenazas  se  llevaban  á  cabo  no  para  que  se  les  per- 
"raitiera  apoderarse  de  los  cigarros  y  zapatos  que  ya  te- 
"nían  en  su  poder,  sino  para  el  logro  de  otro  lucro  ilf- 
"cito  y  futuro  ¿Con  qué  razón  de  lógica  podría  esti- 
"marse  que  el  apoderamiento  de  aquellos  insignificantes 
"objetos  se  realizara  con  violencia  ó  intimidación,  como 
"precisamente  exige  el  articulo  quinientos  veinte  antes 
"citado,  del  Código  Penal  ?  ¿  Cómo  sería  posible  apre- 
"ciar  la  concomitancia  ó  la  anterioridad  de  esas  frases 
"al  acto  del  apoderamiento,  cuando  ellas  iban  dirigidas 
"á  D.  Manuel  Barcala,  á  quien  acababan  de  robar,  se- 
"gún  la  palabra  del  propio  f allp  recurrido  ?  Por  lo  que 
"hace  a!  hecho  de  haberse  presentado  el  procesado  Sosa 
"armado  de  una  tercerola  y  armados  de  machetes  los  dos 
"individuos  desconocidos  que  también  llegaron  á  casa  de 
'■Barcala,  como  en  el  resultando  primero  se  consigna,  no 
"puede  constituir  por  sí  el  caso  de  este  recurso,  en 
"sentir  del  recurrente  el  elemento  de  la  intimidación 
"si  se  atiende  &  que,  según  la  misma  sentencia  reconoce, 
"entró  en  el  plan  de  ejecución  de  los  delincuentes  el  va- 
"terse  de  la  astucia  para  conseguir  la  entrada  en  casa  de 
"barcala,  simulando  que  ellos  eran  guardias  encargados 
"de  la  vigilancia  por  los  campos,  preguntando  al  mismo 
"si  le  faltaba  algún  animal,  pidiéndole  enseguida  que 
"lee  fírmase  el  boleto  qne  llevaban  para  acreditar  que 
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"habían  recorrido  aquel  lugar,  y  salta  ¿  la  vista  que  para 
"hacer  más  creíble  el  papel  de  vigilantes  que  elloe  fin- 
"gian  es  claro  que  habrían  de  presentarse  con  algún  ar- 
"maniento,  porque  de  otra  manera  no  hubieran  sido 
"creidoa,  por  lo  cual,  si  esto  ha  sido  apreciado  por  la 
"Sala  como  constitutivo  de  la  agravante  de  astucia  j  no 
"se  dice  que  los  procesados  hicieron  otro  uso  alguno  de 
"dichas  armas,  parece  también  claro  como  la  luz  meri- 
"diana,  que  tal  circunstancia  no  debe  considerarse  como 
"integrante  de  la  intimidación  anterior  ó  concomitante 
"del  artículo  quinientos  veinte  del  Código;  ni  menos 
"pueile  esta  inferirse  del  simple  empleo  de  la  palabra 
"exigió  que  hace  el  fallo  recurrido  al  anunciar  la  peti- 
"eión  de  dinero  que  Sosa  hizo  á  Barcala  al  abrir  éste  la 
"puerta,  engañado  y  en  la  creencia  seguramente  de  que 
"los  solicitantes  eran  agentes  de  la  seguridad  pública, 
"porque  esa  palabra,  exigió,  no  implica  otra  cosa  que 
"modos  más  ó  menos  rudos  en  el  pedir,  más  ó  menos  su- 
"gestionantesiniás  ó  menos  imperiosos,  pero  en  modo  algu- 
"no  constitutivos  de  intimidación,  en  tantono  se  exprese 
"en  la  sentencia  la  concurrencia  de  ademanes,  actos  ó 
"amenazas  verdaderamente  integrantes  de  la  intimida- 
"ción.  En  resumen,  no  existiendo  fuerza  en  las  cosas,  no 
'"habiéndose  llevado  á'cabo  actos  de  intimidación  y  vio- 
"lencia  en  las  personas  antes  ni  al  tiempo  del  apodera- 
"miento,  no  pudiéndose  apreciar  como  tal  intimidación, 
"el  armamento  y  número  de  los  procesados  porque  entró 
"ese  modo  de  ejecución  dentro  de  la  asravante  de  astu- 
"eía,  apreciada  por  la  Sala,  habiéndose  llevado  á  cabo  ' 
"el  registro  de  la  casa  de  Barcala  por  invitación  que  á 
"ello  hizo  la  consorte  del  mismo;  tomándose  las  cajeti- 
"llae  de  cigarros  de  un  baúl  que  aquéllos  hallaron  abier- 
"to,  y  no  conertando  el  lugar  de  que  tomaron  el  calzada, 
"han  sido  los  artículos  quinientos  treinta  y  cinco  y  qui- 
"nientos  treinta  y  seis,  número  cuarto  del  Código  Penal 
"los  que  la  Sala  debió  aplicar  á  mi  defendido  y  no  el 
"quinientos  veinte  y  el  quinientos  veinte  y  uno  del  pn>- 
"pio  Código  como  ha  hecho". 

Resultando  que  el  Ministerio  tíscal  igualmente  in- 
terpuso recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  con- 
tra la  expresada  sentencia,  fundado  en  el  número  se- 
gundo del  artículo  ochocientas  cuarenta  y  nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,. explicando:  "Que  se 
"ha  con'Gtido  infracción  de  loy*  á  juicio  del  Ministerio 
"fiscal,  por  no  haberse  aplicado  el  párrafo  inicial  y  nú- 
"niero  primero  del  articulo  quinientos  doce  del  Código 
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"Penal  en  relación  con  el  cuatrocientos  diez  y  seis  de) 
"mÍBUio,  en  la  parte  del  fallo  que  absuelve  al  procesado 
"An^l  Sosa  Gutiérrez  del  delito  de  amenazas  condi- 
"cionales  de  muerte,  proferidas  de  palabra  y  sin  conse- 
"guir  BU  propósito  el  culpable.  En  efecto;  el  primer 
"resultando  del  fallo  declara  probado  que  el  procesado 
"Sosa  en  veinte  y  tros  de  Enero  del  año  mil  novecientos 
"tres,  realizó  ciertos  actos  respecto  de  Manuel  Barcala, 
"que  son  calificados  y  penados  acertadamente  como  cons- 
"titutivoB  del  delito  de  robo  eoii  intimidación  en  las 
"personas  y  que  antes  de  marcharse  de  la  casa  dijo  Sosa 
"á  Barcala  que  de  cualquier  manera  tenia  que  buscarle 
"veinte  centenes  que  D(.fesitaba  y  que  debían  ser  entre- 
"ftados  el  primero  de  Febrero  en  el  sitio  que  designó, 
"rebajando  cuatro  centenes  de  dicha  suma  y  amenazán- 
"dolo  con  matarlo  y  quemarle  la  casa  si  no  lo  hacía.  íío 
"obstiintc  esas  observaciones  ha  dejado  de  caiificarae  y 
"penarse  el  delito  de  amenazas  condicionales,  porque  se- 
"gún  el  primer  considerando  de  la  sentencia  recurrida 
"las  frases  en  que  consiste  se  pronunciaron  en  los  mo- 
"mentos  en  que  se  realizaba  el  robo,  siendo  dirigidas  á 
"la  misma  persona  é  qui^'n  acababan  de  robar,  forman- 
"do  un  sólo  hecho  y  no  teniendo  esas  frasea  indepen- 
"dencia  distinta  del  delito  de  robo  para  formar  otro, 
"á  más  de  éste.  Trescindiendo  de  que  según  el  primer 
"resultando  no  fué  en  momentos  del  robo  cuando  se 
"vertieron  las  amenazas,  sino  al  marcharse  de  la  casa 
''el  enjuiciado,  ó  sea,  después  de  haberse  consumado  la 
"sustracción,  es  lo  cierto  que  de  una  ú  otra  manera  no 
"cal*  confundir  ni  englobar  todos  los  actos  punibles 
"realizados  por  Sosa,  quien  ejerció  intimidación  no  sólo 
"para  conseguir  de  presente  el  fin  que  obtuvo  al  apode- 
"rarse  de  los  efectos  indicados  en  la  sentencia,  sino  para 
"lograr  además  dentro  del  plazo  que  marcó,  la  entrega 
"futura  de  cierta  cantidad,  con  lo  que  se  ve  claro  que  si 
"bien  fué  uno  solo  el  agente,  una  la  persona  ofendida  y 
"uno  el  lugar  del  hecho,  en  realidad  se  ejecutaron  dos 
"actos  punibles,  se  violaron  dos  leyes  penales  diferentes 
"y  ae  verificó  por  consiguiente,  el  concurso  de  delitos 
"admitido  por  el  Código,  con  tanta  mayor  razón,  cuan- 
"to  que  si  el  culpable  liubiera  alcanzado  su  propósito, 
"por  haber  Barcala,  cediendo  á  la  amenaza,  colocado  el 
"dinero  en  el  lugar  señalado  sm  duda  alguna  la  propia 
"Sala  que  dictó  el  fallo  hubiese  calificado  y  penado  los 
"actos  del  culpable  como  constitutivos  del  delito  de  ame- 
"nazas  condicionales  de  muerte,  consiguiendo  su  propó- 
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"sito  el  que  las  realizara  ain  que  por  no  haberlo  conae- 
"guido  quepa  omitir  en  el  éneo  presente  el  castigo  de  las 
"amenazas  pues  dado  el  texto  del  artículo  quinientos  doce 
"la  oonaecución  6  no  del  ñn  perseguido  por  ei  culpable, 
"no  altera  el  carácter  punible  de  aquéllas,  sino  que  se 
"tiene  exclusivamente  en  cuenta  á  loa  efectoa  de  la  pe- 
"niilidad  imponible". 

Resultando  que  admitidos  ambos  recursos  y  em- 
plazadas laa  partes,  en  el  trámite  oportuno  presentó  es- 
crito la  defensa  del  procesado  recurrente  Sosa  y  Gutié- 
rrez, ampliando  los  motivos  de  casación  alegados  en  el 
escrito  de  interposición,  con  el  siguiente,  único  motivo, 
autorizado  por  el  número  quinto  del  articulo  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve  de  la  citada  Ley  procesal,  citando 
como  iníringidos  en  .la  sentencia,  y  explicando  el  con- 
ci-pto  en  que  lo  ha  sido,  en  la  siguiente  forma;  "La  cir- 
"cunstancia  agravante  número  diez  y  seis  del  articulo 
"primero  del  Código  Penal  (Despoblado),  por  indebi- 
"de  aplicación,  y  en  el  concepto  de  que  los  hechos  que 
"se  declaran  probados  en  el  primer  resultando  de  la  sen- 
"tencia  recurrida  de  "que  el  procesado  en  unión  de  do8 
"individuos  se  presenta  en  la  casa  de  campo  en  que  vi- 
"vfa  en  el  barrio  del  Grillo,  término  municipal  de  Santa 
"María  del  Rosario,  D.  Manuel  Barcala,  lugar  despo- 
"blado",  no  son  suficientes  para  estimar  completamente 
"integrada  la  agravante  mencionada  como  erróneamente 
"ha  incurrido  el  Tribunal  a  qito;  porque  !a  esencia  de 
"dicha  circunstancia  consiste  en  realizar  loa  hechos  en 
'lugares  que  sean  solitarios,  faltos  de  población,  distan- 
"tes  de  parajes  habitados  y  poco  frecuentados  por  el 
"tránsito  en  los  momentos  dei  delito,  por  cuyas  circuns- 
"tancias  se  facilita  considerablemente  la  impundad  del 
"delincuente  y  al  propio  tiempo  se  dificulta  el  ajeno  au- 
"xilio  que  pudiera  recibir  el  sujeto  paaivo  del  delito: 
"debiendo  por  tanto,  hacerse  declaración  e.Tpresa  sobre 
"los  citados  elementos  de  hecho,  para  poder  apreciar  6 
"nó  la  concurrencia  de  la  citada  agravante.  Y  no  pu- 
"diendo  deducirse  rigurosamente  de  los  hechos  proba- 
"dos  que  el'  lugar  del  delito  fuera  un  despoblado  en  el 
"sentido  técnico  legal  de  esta  palabra  anteriormente  ex- 
"plicado,  pues  que  la  afirmación  de  que  fué  en  una  casa 
"de  campo  no  lo  implica  necesariamente,  ni  tampoco 
"el  empleo  de  la  propia  palabra  despoblado,  por  envolver 
"éata  un  concepto  jurídico  que  no  debe  en  modo  alguno 
"hacerse  figurar  como  elemento  de  hecho,  sino  como  de- 
"ducción  ó  apreciación  de  los  que  como  tales  describan 
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"loe  lugares  del  delito,  resulta  evidente  que  la  Sala  sen- 
"tenuiadora  ai  apreciar  la  referida  circunstancia  de 
"agravación  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  que  le 
"atribuyo". 

Kceultaado  que  admitida  dicha  ampliación  de  mo- 
tivos, ge  señaló  día  para  la  vista  pública  de  ambos  re- 
cursos, la  cual  se  celebró  con  asistencia  de  los  represen- 
tantes de  ambas  partes  recurrentes. 
Decisión  nu  ixjs  recursos: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Gis- 
pert. 

Considerando  que  el  hecho  de  presentarse  varios  in- 
dividuos armados  á  deshoras  de  la  noche  en  una  casa 
de  campo,  ungiendo  ser  agent«s  de  la  Autoridad,  logran- 
do por  este  medio  que  se  les  franqueara  la  entrada  por  el 
dueño,  y  ilespués  de  exigir  á  éste  la  entr^a  de  una  can- 
tidad de  dinero  que  no  efectuó  por  manifestar  que  no 
la  tenía,  en  corroboración  de  lo  cual  les  indica  la  espo- 
sa de  aquél  que  registren  la  casa,  y  haciéndolo  asi  uno 
de  dichos  individuos,  se  apoderan  de  algunos  efectos  que 
en  ella  encontraron,  constituye  indudablemente  un  de- 
lito de  robo  con  intimidación  en  las  personas,  caracte- 
rizada enta  circunstancia  por  la  presión  moral  que,  por 
el  temor  <le  un  daño  personal  inme<iiato,  produjeron 
natural  y  racionalmente  en  el  ánimo  de  los  allí  presen- 
tes, la  sola  presencia  y  actitud  de  los  malhechores  en  ta- 
les condiciones;  por  lo  que  al  ajustarse  á  este  criterio  la 
Sala  sentenciadora,  caliñcando  de  robo  y  no  hurto  los 
hechos  que  estimó  probados,  en  cuanto  al  apoderamien- 
to  del  zapato  y  cajetillas  de  cigarros,  no  ha  incurrido  en 
la  infracción  de  ley  señalada  por  el  procesado  recurren- 
te en  el  motivo  de  casación  alegado  en  el  escrito  de  in- 
terposición del  recurso. 

Coa'íi dorando  en  cuanto  al  motivo  alegado  por  el 
mismo  recurrente  en  el  escrito  de  ampliación,  que  aún 
en  el  supuesto  único  en  que  descansa,  de  que  en  la  a(ir- 
maciún  ()ue  se  hace  en  la  sentencia  de  haberse  cometido 
el  delito  on  una  casa  de  campo  y  lugar  despoblado,  sin 
consignar  los  antecedentes  de  hechos  que  sirvieron  de 
base  á  esa  afirmación,  no  bastara  &  justiñcar  el  concep- 
to jurídico  de  tal  "despoblado",  para  e!  efecto  de  la  pe- 
nalidad imponible,  tampoco  procedería  por  este  motivo 
la  casación  de  la  sentencia,  porque  apreciándose  en  ella 
además  del  "despoblado",  otras  tres  circunstancias  de 
agravación,  respecto  de  las  cuales  no  ha  sido  aquella  re- 


DigilizedbvGoO^^IC 


currida,  es  endenté  que  ningún  beneñcio  reportaría  por 
ello  el  recurrente,  porque  la  pena  correspondient*  seria 
siempre  la  misma  impuesta  en  dicha  sentencia;  y  en  tal 
virtud  no  es  tampoco  de  eBtimarse  el  expresado  mo- 
tivo. 

Considerando  que  las  palabras  que,  según  los  he- 
chos probados  dirigió  el  procesado  Ángel  Sosa  á  Manuel 
Barcala  antee  de  marcharse  aquél  de  la  casa,  de  que  te- 
nía que  buscarle  de  cualquier  manera  la  cantidad  que 
allí  se  expresa,  y  debía  serle  entregada  el  primero  de 
Febrero  siguiente  en  lugar  determinado,  amenazándolo 
con  matarlo  y  quemarle  la  casa  si  no  lo  hacía,  integran, 
independientemente  del  delito  de  robo,  una  verdadera 
amenaza  condicional  de  causar  6  otro  en  su  persona  y 
bienes  un  mal  futuro  que  constituye  delito,  previsto  y 
castigado  en  el  número  primero  del  articulo  quinientos 
(toce  del  Código  Penal;  y  asi  debió  de  haberlo  estimado 
la  Sala  sentenciadora,  con  tanto  más  motivo,  cuanto  que 
al  afirmar  en  el  primer  considerando  de  !a  sentencia  que 
dichas  palabras  fueron  diri^das  á  la  misma  persona 
á  quien  acababan  dé  robar",  explícitamente  reconocía 
que  lo  fueron  después  de  realizado  el  robo,  y  por  lo  mis- 
mo no  era  legalmente  posible  conceptuarJae  como  ele- 
mento ó  parte  integrante  de  este  otro  delito. 

Considerando  que  por  esta  razón  al  absolver  el  Tri- 
bunal o  qiio  al  procesado  Ángel  Sosa  en  cuanto  al  expre- 
sado delito  de  amenazas  por  el  que  también  fué  acusa- 
do, ha  incidido  en  el  error  de  derecho  señalado,  é  in- 
fringido las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  el  re- 
curso interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  siendo  por 
ello  procedente  la  casación  de  la  sentencia : 

Fallamos  que  débanos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  establecido  por  la  de- 
fensa del  procesado  Ángel  Sosa  contra  la  sentencia  dic-^ 
Lada  el  siete  de  Julio  último  en  la  causa  mencionada, 
con  las  costas  del  mismo  de  cai^o  de  dicho  recurrente; 
y  haber  lugar  al  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  con- 
tra la  referida  sentencia,  la  cual  casamos  y  auulamoe, 
con  las  costas  de  este  recurso  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  ]>or  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Itafael  Cruz  Pérez. — José  Aá- 
tonio  Piehardo. — Luis  Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. 
J,  M.  Uispert. 
S*fnnda  SSCtanda. — En  la  müma  feeha  dietó  el  TribmuU 

nueva  Mi'teima  on  lo»  sigwnUe  férsimoi: 
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Reproduciendo  loe  reaultandoa  de  la  expresada  aen- 
tencia  casada. 

Primero.  CoOBiderando  que  loa  hechos  declarados 
probados  constituyen  un  delito  de  robo  con  intimida- 
ción en  las  personas,  previsto  y  castigado  en  el  caso 
quinto  del  articulo  quinientos  veinte  y  uno  del  Código 
Penal,  y  además  otro  delito  de  amenazas  condicionales 
de  muert«  del  amenazado,  é  incendio  de  propiedad  del 
mismo,  sin  que  el  culpable  consiguiera  su  propósito,  pre- 
visto aaimismo  y  penado  en  el  caso  segundo  del  núme- 
ro primero  del  artículo  quinientos  doce  en  relación  con 
el  cuatrocientos  diez  y  seis  del  propio  Código. 

Segundo,  (¡onaiderando  que  es  autor  de  los  men- 
cionados delitos  por  haber  tomado  participación  directa 
en  su  ejecución,  el  procesado  Ángel  Sosa  y  Gutiérrez. 

Reproduciendo  los  considerandos  tercero,  cuarto  y 
quinto  de  la  sentencia  casada. 

Vistas,  etc. 

Faltamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Ángel  Sosa  y  Gutiérrez,  como  autor  de  un  de- 
lito de  rolm  con  intimidación  en  las  personas  con  la  con- 
currencia de  circunstancias  agravantes,  á  la  pena  de  seis 
años,  diez  meses  y  un  dia  de  presidio  mayor,  accesoriaa 
de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda  su  exten- 
sión y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  por  igual 
tiempo  de  la  condena  principal,  que  empezará  á  contar- 
se desde  el  cumplimiento  de  la  misma,  y  satisfacer  á 
Manuel  Ba reala  la  cantidad  de  treinta  centavos  en  que 
fueron  valorados  Ins  efectos  robados;  le  condenamos 
asimismo  en  igual  concepto  de  autor  de  un  delito  de 
amenazas  condicionales  de  muerte  sin  circunstancias  mo- 
dificativas, ñ  la  pena  de  tres  años  de  prisión  corrccionaly 
accesorias  de  suspensión  de  todo  cargo  público  y  del  de- 
recho <le  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena,  con 
una  tercera  parte  de  costas  de  su  cargo ;  debiendo  cum- 
plir ambas  condenas  por  el  ordeu  en  que  quedan  impues- 
tas, sirviéndole  de  abono  para  el  cumplimiento  de  la 
primera  la  mitad  del  tiempo  de  prisión  preventiva  que 
haya  sufrido;  y  reproduciendo  el  fallo  recurrido  en 
cuanto  no  ha  sido  casado,  absolvemos  ¿  Manuel  Suarez 
por  falta  de  pruebas,  con  las  otras  dos  terceras  partes 
de  costas  de  oficio  por  ahora. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  An- 
tonio Pichardo. — Ijuís  Gastón. — Ambrosio  R.  Moralea. 
—José  M.»  Gispert. 
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luf,   ley,— Sent.   205.-  2S  ¿«   IToTÍ«mbre.— Atontado. 

(Gao.,  Junio  17,  1904.) 

DOCTRINA!    No   obsta  para  la  existencia 

'  del  delito  de  Htentadu  á  un  n^nle  de  la  Autori- 
dad, ((ueístc  nu  ratí  veBiido  de  aniforme,  sí  lle- 
vando alguoa  insiKDia  de  «u  cargo  se  dá  á  cunoccr 
como  tal  y  ejerce  madones  corre* pu odie ntei  &  di- 
cho cargo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  i  veinte  y  cinco  de  No- 
viembre de  mil  Dovecientoe  tres,  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  repreeem- 
tación  del  procesado  Santos  Gato  Alvarez,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  la 
causa  seguida  por  el  delito  de  atentado  á  un  agente  de 
ia  Autoridad,  contra  el  referido  procesado  Gato  AIts- 
r*2,  sereno  particular  y  vecino  de  Caibarién : 
Hfchos  probados: 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  dicta- 
da en  veinte  y  nueve  de  Julio  último,  se  consignan  loa 
hechos  en  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  como 
¿  las  diez  de  la  mañana  dol  once  de  Abril  último,  sába- 
do de  gloria,  se  hallaba  el  procesado,  Santos  Oato  y  AU 
varez,  en  la  puerta  de  su  casa  situada  en  Caibarién, 
disparando  al  aire  tiros  de  revólver,  por  lo  que  el  guar- 
dia de  policía  mimicipal  en  traje  de  paisano,  pero  o»- 
tentando  en  el  pecho  la  chapa  que  acreditaba  su  carAc- 
1er,  llamado  Rniilio  Lena,  lo  requirió,  diciéndole  que 
estaba  prohibido  hacer  esos  disparos,  contestándole  el 
procesado  "vaya  á  tomar  por  el  saco",  por  lo  que  el  guar- 
dia trató  de  detenerlo  por  un  brazo  para  condvicirlo,  re- 
sistiendo e)  procesado,  sosteniendo  que  en  su  casa  hacfa 
lo  que  le  daba  la  gana  y  pegándole  una  bofetada  á  Lena 
<(ue  le  produjo  una  tumefacción  en  la  región  palpebrat 
derecha  de  pronóstico  leve  sin  necesidad  de  asistencia 
nédioa ;  Santos  Gato  se  introdujo  en  su  casa  no  obede- 
ciendo á  las  instancias  que  desde  fuera  le  dirigia  el  poli- 
cía Lena  para  que  en  calidad  de  detenido  lo  acompaña- 
se, sino  que  cerró  la  puerta  y  fué  aprehendido  por  orden 
dt-l  Juez  municipal." 
Resolución'  recurrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  caliñcó  esos 
hechos  de  un  delito  de  atentado  á  un  agente  de  la  Autori- 
dad, definido  y  castigado  en  los  artículos  doecientoa  cin- 
cuenta y  ocho  número  s^nindo,  doscientos  cincuenta  y 
nueve,  inciso  tercero  y  doncientra  sesenta  del  Código  Pe- 
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nal,  reforzados  por  ]a  Orden  número  doscientoa  veinte  y 
cinco  de  rail  novecientffs  uno,  oíttinió  responsable  en 
concepto  de  autor  al  procesado  por  participación  direc- 
ta no  habiendo  concurrido  en  la  ejecución  de  Iob  hechos 
circunstancias  modiñcativas  de  responsabilidad  criminal 
y  le  impuso  la  pena  de  un  año  y  un  día  de  prisión  co- 
rreccional, accesorias  y  pago  de  costas; 
Fundamentos  del  recurso  de  casación  :- 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso la  representación  del  procesado  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  dice  autorizado  por  el 
número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  laljcy  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como 
infringidos  "el  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho,  nú- 
mero secundo,  el  doscientos  ciucuenta  y  nueve,  inciso 
tercero,  y  doscientos  sesenta  del  Código  Penal,  reforma- 
dos por  la  Orden. doscientos  veinte  y  cinco,  ¡lerie  de  mil 
novecientos  uno,  del  Gobierno  militar,  por  bu  indebida 
aplicación. — El  concepto  en  que  se  ha  cometido  la  cita- 
itu  infracción  consiste  en  que  de  Ídb  hechos  declarados 
probados  nq  aparece  con  claridad,  'excluyente  de  toda 
<luda,  ^ue  Emilio  Lena  se  hallara  ejerciendo  sus  funcio- 
nes de  ^ardia  municipal  en  bs  momentos  que  requirió 
¿  pato,  puesto  que  en  la  sentencia  se  afirma  que  Lenft 
vestía  de  paisano  y  si  bien  ae  dice  también  que  ostentaba 
t-n  el  pecho  la  placa  de  policía^  esa  sola  circunstancia  nO 
distingue  á  loa  agentes  de  la  Autoridad  que  cuando  ve- 
lan por  el  orden  y  ta  seguridad  deben  vestir  de  uniforme 
para  evitar  que  puedan  ser  tomados  por  meros  particu- 
'.ares  como  sin  duda  ocurrió  al  policía  Ijena  con  mi  de- 
fendido Gato." 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado  en 
formábante  este  Tribunal  ae  celebró  la  vista  pública  el 
día  trece  del  actual,  con  asistencia  del  defensor  de  oficio 
(Id  procesado  y  del  Ministerio  fiscal,  sosteniendo  el  pri- 
mero la  procedencia  del  recurso  é  impugnándolo  el  se- 
gundo: 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Aguirre. 

Considerando,  que  segiin  el  número  segundo  del  ar- 
tículo doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal,  co- 
meten atentado:  los  que  acometieren  á  la  Autoridad  6 
á  PUS  agentes  ó  emplearan  fuerza  contra  ellos,  ó  los  in- 
timidaren gravemente,  ó  les  hicieren  resistencia  taní- 
bién  grave,  cuando  se  hallaren  ejerciendo  las  funciones 
de  sus  cargos  ó  con  ocasión  de  ellas; 
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Considtrando,  que  apareciendo  de  loa  térrainoa  cla- 
roB  y  precisos  de  la  sentencia  rCÍurrida,  como  hecho  pro- 
bado, que  ffl  ser  requerido  el  procesado  Santos  Gato  Al- 
varez  por  el  guardia  de  policía  municipal  Emilio  Lena 
pura  que  no  continuara  disparando  tiros  de  revólver, 
lejos  de  obedecerlo,  le  contestó  con  palabras  groseras  y 
al  tratar  de  detenerlo,  se  resistió,  sosteniendo  que  en  su 
casa  hacia  lo'  que  le  daba  la  gana  y  pegándole  una  bofe- 
tada Que  le  produjo  una  tumefacción,  es  indudable  que 
esioa  hechos  son  constitutivos  del  delito  de  atentado  á  ua 
agente  de  la  Autoridad  que  define  el  número  segundo  de! 
articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal 
citado  y  castiga  el  doscientos  cincuenta  y  nueve  inciso 
tercero,  en  relación  con  el  doscientos  sesenta  de]  propio 
Código,  reformados  por  la  Orden  número  doacientofl 
>cinte  y  cinco  de  mil  novecientos  uno,  sin  que  obste  pa- 
lá  tal  califícación  el  hecho  de  que  el  guardia  estuviera 
vestido  de  paisano;  porque  la  chapa  que  llevaba  en  el 
pecho,  y  por  consecuencia  en  lugar  visible,  acreditaba 
»u  carácter  de  ajjente  de  la  Autoridad,  no  siendo  nece* 
gario  como  erróneamente  afirma  el  recufreute,  que  vis- 
tiera de  uniforme;  porque  la  circunstancia  de  no»Uevar- 
lo,  no  lo  despojaba  de  su  carácter  de  agente  de  orden 
.pCiblicD,  y  8U  conducta  con  el  procesado  se  ajustó  al  cup- 
)iHmiento  de  sus  deberes  en  el  ejercicio  de  las  fimcioaes 
do  BU  cargo ;  •  ' 

Considerando  que  en  viata  de  los  razonamientos 
antee  expuestos,  al  resolver -la  Sala  sentenciadora  en  la 
forma  que  lo  ha  hecho,  no  ha  infringido  los  artículos  del 
Código  Penal,  ni  la  Orden  que  se  citan  en  el  recurso,  ni 
incidido  .por  tanto  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atri- 
buye, por  lo  que  debe  declararse  sin  lugar  la  casación 
de  la  sentencia  é  imponer  ias  costae  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción- 
de  ley  interpuso  la  representación  del  procesado  Santos 
Cato  Alvarez,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien- 
cia de  Santa  Clara  en  veinte  y  nueve  de  Julio  último, 
con  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Así  por  esta. 
nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.— José  Antonio  Pichardo.— -Luia  Gastón.— Ambro- 
sio R.  Morales. — José  María  Gispert. — J.  JI.  Aguirre, 

Inf,  ley.— Sent,  206,-25  de  Noviambre.— Arrebato  y 

obCGCElÓÓn.   (_6"c.,  Junio  17,  1904  ) 

DOCTRINA:   Para  estimarla  drcunstancia 
ateiiuunte  dearrebato  y  obcecación,  no  es  besten- 
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te  (fue  «1  agente  haya  procedido  i  oipuliad  o  por  un 
estimulo  cualquiera  que  despiTte  8u  ira,  lino  que 
ese  CBifrnnlo  ha  de  Hpr  tan  poderoso  que  natural- 
mente produzca  arrebato  y  obcecacidn. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  sek  de  No- 
viembre de  mil  novücientoe  tres,  visto  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  procedente  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,' interpue^o  por  la  defensa  del  procesado 
José  Antonio  Kamírez,  tabaquero,  vec'ino  de  Bejucal, 
contra-la  aentencia  dictada  [jor  la  Sección  se¡a:unda  de' la 
Sata  de  io  Criminal  de  la  mencionada  Audiencia  en 
veinte  y  ocho  de  Mayo  último,  en  causa  ¡«r  delito  de 
disparo  de  amia  de  fuego: 
Hechos  probados: 

Resultando  que  dicha  sentencia  cimtiene  entre  otroa 
el  siguiente:  "Resultando  probado;  que  á  consecuen- 
"ci8  de  disgustos  habidos  el  día  anterior  entre  el  proce- 
"aado  José  Antonio  Eamirez  que  era  mayor  de  diez  y 
"ocho  años  de  edad  y  Abelardo  Guerra,  conocido  por 
"Valdéa"  al  encontrarse  en  la  noche  del  día  diez  y  siete 
"de  Marzo  último  ambos  individuos  en  la  calle  de  Sa- 
"cristán  esquina  á  Cruz  Verde,  en  Bejucal,  tuvieron  un 
'"altercado  y  ei  procesado  dicho,  con  un  revólver  qne  lle- 
"vaba  y  no  ha  podido  ser  ocupado,  le  hizo  tres  disparos 
"al  Guerra  apuntándole  con  el  revólver  no  causándole 
"lesiones". 
Resolución  recurrida  : 

Resultando  que  en  el  fallo  ó  parte  dispositiva  de  la 
mencionada  sentencia,  se  condenó  en  concepto  de  autor 
de  un  delito  de  disparo  «le  arma  de  fuego  contra  una 
persona,  sin  apreciar  circunstancias  modificativas,  á  la 
pena  de  un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  prisión 
correccional,  accesorias  y  pago  de  costas;  á  la  pérdida 
del  revólver  con  que  se  perpetró  el  iiecho,  caso  de  hallar- 
se; siéndole  de  abono  todo  el  tiempo  de  privación  de  li- 
bertad sufrida  por  dicba  causa,  á  los  efectos  de  la  cual 
*  se  le  declaró  insolvente. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  la 
defensa  de!  procesado  el  presente  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  consignando  que  ésta  ha  sido  infrin- 
gida .de  los  modos  siguientes :  "Primero :  peí  modo  y 
"en  el  concepto  expresado  en  el  inciso  quinto  del  artícu- 
"lo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  Enjui- 
"ciamiento  Criminal  ha  sido  infringido  en  la  sentencia' 
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"«1  artíctilo  ochenta,  en  su  párrafo  primero,  r^la  segtin- 
■'da  del  Código  Penal,  porque  impone  al  reo  la  pena  co- 
'rrespondiente  al  delito  sin  concurrencia  de  circunatan- 
'ciae  modificativas  de  responsabilidad  penal  y  la  senten- 
'cia  recoboce  que  concurrió  la  circunstancia  atenuante 
arrebato  y  obcecación  definida  como  séptima  de  lae 
'comprendidas  en  el  artículo  nueve  del  Código  citado,  al 
'declarar  que  el  dia  anterior  -había,  habido  disgustos 
'entre  el  procesado  y  el  Sr.  Abelardo  Guerra,  y  que  los 
'disparos  fueron  hechos  en  los  momentos  de  un  alter- 
'cado  entre  el  reo  y  e¡  supuesto  ofendido  por  el  delito. 
'Hechos  que  evidencian  una  situación  de  ánimo  pasio- 
'nal,  bastante  para  estimar  el  arrebato  y  la  obcecación 
'apoderados  del  ánimo  y  la  voluntad  del  ofensor.  Se- 
'gundo:  Del  mismo  modo  expresado  en  el  inciso  quin- 
'to  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley 
'de  Enjuiciamiento  Criminal,  ha  infrin^do  el  fallo  el 
'articulo  nueve  deñnición  séptima  del  Código  Penal  al 
'no  estimar  como  circunstancia  atenuante  de  arrebato  y 
'obcecación  el  hecho  de  haber  ejecutado  el  disparo  ó 
'disparos  que  se  dicen  realizados,  habiendo  mediado  el 
'día  anterior  un  disgusto  entre  el  ofendido  y  el  ofensor 
'y  encontrarse  éstos  en  un  altercado  cuando  se  hicieron 
'los  disparos.  De  lo  expuesto  se  vé  que  la  Sala  de  lo 
'Criminal  de  esta-  Audiencia  ha  cometido  el  error  evi 
dente  de  derecho  infringiendo  las  leyes  citadas  en  esu 
'recurso. 

Kesultando  que  admitido  el  recurso  solo  en  cuan- 
to al  segundo  de  los  motivos  alegados,  y  declarada  sin 
lugar  la  queja  que  se  interpuso  contra  el  auto  de  la  Au- 
diencia que  lo  denegó  en  cuanto  al  primero,  se  sustan- 
ció aquél  en  este  Supremo  Tribuiíal,  habiéndose  celebra- 
do la  vista  pública  del  mismo,  con  asistencia  del  defen- 
eor  del  recurrente  y  del  representante  del  Ministerio 
fiscal. 
Decisión  dkl  RfecuBSo: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Marta  Gispert. 
Considerando  que  conforme  al  número  séptimo  del 
artículo  noveno  del  Código  Penal,  no  basta  que  el  agen- 
te del  delito  haya  procedido  impulsado  por  un  estímulo 
cualquiera,  para  que  deba  estimarse  en  su  favor  la  cir- 
cunstancia atenuante  á  que  aquella  disposición  legal  se 
refiere,  sino  que  este  estimulo  ha  de  ser  tan  poderoso, 
que  naturalmente  produzca  el  arrebato  y  la  obcecación, 
.determinantes  de  la  menor  culpabilidad  de  que  legal  y 
moralmente  se  hace  responsable;  y  ni  en  uno  ni  otro 
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concepto  es  posible  admitir  que  semejante  estado  pasio- 
nal 8e  produjera  en  eí  ánimo  del  procesado  José  Anto- 
nio Ramírez;  al  extremo  de  disparar  tres  veces  su  re- 
vólver contra  Abelardo  Guerra,  por  rabión  de  disgustos 
anteriores,  al  encontrarse  y  sostener  con  éste  al  dfa  si- 
guiente un  altercado,  toda  vez  que  no  es  dable  confundir 
con  aquél  estado  limitativo  de  la  voluntad,  el  acalora- 
miento que  en  el  ánimo  de  dicho  procesado  pudiera  ha- 
ber producido  la  maj'or  ó  menor  violencia  de  las  frases 
que  mediaron  en  aquél  altercado,  cuya  índole  y  traaeen-  ■ 
dencia  tampoco  es  dable  apreciar,  por  no  consignarse  en 
la  sentencia  los  detalles  y  accidentes  del  mismo,  al  efec- 
to de  poder  determinar  la. concurrencia  de  la  expresada 
circunstancia' de  atenuación. 

Cpnsid erando  que  por  la  raíón  expuesta,  al  dejar 
de  apreciarse  cu  ¡a  sentencia  la  indicada  circunstancia, 
no  ha  incidido  el  Tribunal  a  qiio,  en  el  error  de  derecho 
señalado,  ni  infringido,  por  tanto,  la  disposición  legal 
que  se  cita  en  el  recurso. 

Fallamos :  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  interpuesto  por  la  defensa  de  José  Antonio  , 
Hamirez  contra  la  sentencia  de  veinte  y  ocho  de  Mayo, 
dictada  en  la  mencionada  causa,  con  las  costas  de  cargo 
de  la  parte  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamoa. 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
Oastón .^Ambrosio  H.  Morales. — José  María  Gispert. 
— J,  M.  Aguirre. 


Uuaga.— Auto  186.— 27deNimembre.— (Gac,  Junio  J7, 
1904. ) 

DOCTRINA:    El  número  I? del   arttculo911 
'  de  la  Ley  de  HnjuicÍH miento    Criminal  se  refiere  á 

la  denegación  de  prueba  propuesta  en  tiempo,  y 
no  puede  estar  comprendido  en  ese  precepto  el 
becho  de  no  haber  estimado  la  Sala  ta  confesión 
del  reo  despuís  de  practicada  toda  la  prueba  ad- 
mitida, al  efecto  de  dar  por  terminado  el  juicio. 

AUmparn  del  número  2?  del  art.  912  de  la  ci- 
tada lej-,  sólo  puede  reccrrirse  por  omisiones  en 
la  sentencia  acerca  de  puntos  fundamenlalea  del 
debate  deünitÍTamente  planteado  por  la  scusa- 
cíiSn  j  la  defensa,  j  no  acerca  de  las  alrKaciones  de 
esta  última,  sobre  una  cuestión  incidental  refe- 
rente á  la  pertinencia  de  una  prueba. 
Habana,  Noviembre  veinte  y  siete  de  mil  novecien- 
tos tres. 
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Rbcuiibo  drnboado  : 

Besiiltaiwío  que  en  causa  procedente  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  seguida  contra  el  procesado  Nazario 
Martínez  líodrígnez  por  el  delito  de  lesiones,  la  Sección 
ee^unda  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  dicha  Audiencia 
dictó  sentencia  en  treinta  de  Septiembre  último  conde- 
nnndo  al  procesado  como  aiitor  del  mencionado  delito 
á  la  pena  de  tres  años,  seis  meses  y  veinte  y  un  d!ad  de 
prisión  correccional  y  aecesoriaB  correspondientes,  con- 
tra la  cual  sentencia  interpuso  la  defensa  de  aquél,  re- 
tiirso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é  in- 
fracción de  ley  en  escrito  que  presentó  en  doce  de  Octu- 
bre siguiente,  expresando  lo  que  sigue:  "Consigno  ade- 
más que  son  dos  !(M  motivos  por  quebrantamiento  de 
forma  y  uno  por  inrracción  de  ley  por  los  cuales  recu- 
rro para  ante  el  Tribunal  Supremo  cuyos  motivos  ex- 
preso á  continuación  con  la  claridad  debida.  Primer 
motivo:  Se  encuentra  autorizado  por  el  número  prime- 
ro del  artículo  novecientos  once  de  la  Tjey  de  Enjuicia- 
l|nento  Criminal  toda  vez  que  ha  sido  denegada  una  di- 
ligencia de  prueba  que  propuesta  en  tiempo  y  forma  poT 
esta  parte  se  consideró  pertinente.  El  quebrantamien- 
to consiste  en  que  al  formular  esta  parte  conclusiouea 
provisionales  propuso  como  prueba  en  el  acto  del  juicio 
oral  la  de  confesión  del  procesado  la  cual  fué  admitida 
por  la  Sala,  y  como  el  mismo  procesado  hizo  esta  confe- 
íiión  en  el  acto  del  juicio  cuando  aún  no  se  había  decla- 
rado terminada  la  práctica  de  la  prueba  y  !a  Sala  se  negó 
ú  admitírsela,  por  cuyo  motivo  se  vio  obligada  esta  par- 
te á  establecer  la  oportuna  protesta  á  los  efectos  de  este 
recurso,  es  indiscutible  que  se  ha  quebrantado  la 
forma  de!  procedimiento  privando  á  esta  parte  de  uno 
(le  los  medios  de  defensa.  Segundo  motivo ;  Se  encusn- 
tra  autorizado  por  el  número  segundo  del  artículo  nove- 
cientos dqce  de  la  ley  procesal  citada  toda  vez  que  no  se 
ha  resuelto  en  la  sentencia  sobre  estos  pimtos  que  fue- 
ron objeto  de  la  acusación  y  la  defensa.  Consiste  el 
quebrantamiento  de  forma  en  que  habiéndose  concreta- 
do esta  representación  en  el  acto  del  juicio  á  demostrar 
1.1  pertinencia  de  la  prueba  de  confesión  del  procesado 
denegada  por  la  Sala  y  la  facultad  que  á  eete  concede  la 
ley,  sin  limitaciones  ni  prohibición  de  ningiin  género 
para  confesarse  autor  de  un  delito  y  conformarse  con 
In  pena,  la  Sala  ha  debido  resolver  este  punto  en  la  sen- 
tencia." 
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Causa  dk  la  queja  : 

Resultando  qne  por  auto  de  diez  y  seis  del  ezpresa- 
ño  mee  de  Octubre  denegó  la  Sala  sentenciadora  el  re- 
cureo  por  qnebrantamiento  de  forma,  consif^ándose  en 
aquél  el  siguiente:  "Kesultando  que  en  la  segunda  se- 
sión del  juicio  oral  y  cuando  y»  se  habían  practicado 
lae  pruebas  propuestas  por  las  partee, -el  procesado  ma* 
nifestó  que  se  confesaba  autor  del  delito  porque  se  le 
ücusaba  y  el  letrado  defensor  que  estimaba  innecesaria 
la  continuación  del  juicio,  acordando  el  Tribunal  conti- 
nuar el  juicio  por  no  ser  oportuno  el  momento  en  que  se 
liacla  la  confesión  para  producir  ios  efectos  solicitados, 
haciendo  constar  en  el  acta  la  protesta  que  bacía  la 
defensa." 

Resultando  que  contra  este  auto  interpuso  la  de- 
fensa del  procesado  el  presente  recurso  de  queja  y  sua- 
lanciado  en  forma  ante  este  Supremo  Tribunal,  se  ce- 
lebró la  vista  pública  del  mismo,  á  la  que  solo  asistió, 
impugnándolo,  el  representante  del  Ministerio  fiscal. 
Decisión  del  recurso  : 

Considerando  que  el  quebrantamiento  de  forma  á 
í;üe  se  refiere  el  número  primero  del  artículo  novecien- 
tos once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  consie 
te  en  la  denegación  dé  alguna  diligencia  de  prueba  que 
propneSta  en  tiempo  y  forma  por  las  partes,  se  conaide- 
la  pertinente,  y  apareciendo  del  escrito  de  interposición 
del  recurso  y  auto  denegatorio  que  el  procesado  se  coi^ 
fesó  autor  del  delito  porque  se  le  acusaba,  pero  que  por 
haber  sido  hecha  esta  manifestación  en  la  segunda  se* 
pión  del  juicio  oral  cuando  ya  se  habían  practicado  laff 
Vruebas  propuestas,  no  fué  admitida  por  el  Tribunal 
del  juicio  para  el  efecto  de  estimar  innecesaria  la  con- 
tinuación de  los  debates,  es  evidente  que  tal  procedi- 
miento no  constituye  denegación  de  prueba,  y  por  tanto 
"i<*  está  comprendido  el  primer  motivo  del  recurso  en  el 
citado  precepto  legal  en  que  se  funda; 

Considerando  que  las  omisiones  en  la  sentencia  por 
razón  de  las  cuales  piiwla  recurrirse  en  casación  al  am- 
paro del  número  segundo  del  articulo,  novecientos  doce 
de  la  ley  procesal  citada,  son  únicamente  las  que  se  re- 
fieren á  puntos  fundamentales  del  debate  definitivamen- 
te planteado  en  las  conclusiones  de  la  acusación  y  la  de- 
tensa,  y  no  siendo  esta  naturaleza  la  imputada  á  la  re- 
fcolución  recurrida  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  por 
referirse  solamente  á  alegaciones  de  la  defensa  sobre 
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pertineucia  de  la  prueba  de  confesión  y  facultad  del  pro- 
cesado para  presitaria  y  conformarse  con  la  pena,  es  in- 
dudable que  tampoco  dicho  motivo  está  autorizado  por 
el  precepto  legal  en  que  se  apoya ; 

Considerando  que  loe  fundamentos  expuestos  de- 
niueetran  el  acierto  con  que  procedió  la  Sala  sentencia- 
4:ora  al  denegar  la  admisión  del  mencionado  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  furnia,  y  la  improce- 
dencia por  tanto  de  la  presente  queja ; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  la  defensa  de  Nazario  Martínez  y  Rodríguez  con- 
.tra  el  auto  de  diez  y  seis  de  Octubre,  dictado  en  la  causa 
mencionada,  con  las  costas  de  cargo  del  recurrente. 

•Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  oiagiatradoe  del  mar- 
gen,— José  Antonio  Pichardo, — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio lí.  Morales, — José  Marfa  Gispert. — J.  M.  Aguirre. 
— Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  Isy.— Sant.  207.— 27  ds  Noviembra.— Hurto  cualifi- 
cado. (Ooo.,  Junio  SI,  J904.) 

DOCTftlNA:  El  mero  hecho  d«  cometer  el 
harto  de  animales  en  predio  rústico  cualifica  di- 
'cho  delito  según  ha  declarado  repetidas  veces  el 
Tribunal  Supremo.  •. 

No  puede  ser  mtftivn  apreciable   de  caBadónel 
que  descansa  en   uo'i   calíñcacidn   distinta  de  la 
contenida  en  la  sentencia  j  para  el  caso  que  aqué- 
*  lia  prevaJezca  sobreestá;   porque  es  evidente  qoe. 

ea  tal  caso  la  Sala  sentenciadora  no   ba  podido 
cometer  la  Infracción  legal  que  se  alegue. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres :  visto  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley.  interpuesto  por  el  Minis- 
terio fiscal  contra  la  sentencia  dictada  pot  la  Audien- 
cia de  Santa  Clara  en  quince  de  Agosto  último,  en  cau- 
sa seguida  por  el  delito  de  hurto  contra  el  procesado  Be- 
nito Abad  Fernández,  mestizo,  vecino  de  Hemedios,  cu- 
ya ocupación  ú  oficio  no  se  expresa. 
Hechos  probados  :  • 

Resultando  que  dicha  sentencia  contiene  los  si- 
guientes :  "Primero  :  Resultando  probado  :  que  en  la  ma- 
"ñana  del  día  ocho  de  Mayo  último,  el  procesado  en 
"esta  causa,  Benito  Abad  .Fernández,  se  apoderó,  con 
"ánimo  de  lucro,  de  un  caballo,  cuyo  valor  es  de  sesenta 
"pesos  en  oro  americano,  el  que  su  dueño,  Agustín  Mo- 


DigilizedbvGoO^^IC 


"ralee,  tenía  amarrado  en  una  guardarraya  del  iage- 
"nio  "Reforma"  en  el  término  municipal  de  Caibarién; 
"sin  que  se  haya  probado  que  aqwel  animal,  que  ha  eído 
"recuperado,  estuviese  dedicado  ni  destinado  á  labores 
"agrícolas-^-Segundo :  Besultando  probado:  que  Beni- 
."tn  Abad  Fernández,  ha  sido  condenado  por  el  Juez  de 
"Instrucción  de  Remedios,  en  funciones  de  Correccio- 
"nal,  por  cuatro  delitos  de  hurto  ¿  ta  pena  de  diez  dfaa 
"de  encarcelamiento  por  el  primero,  en  diez  y  siete  de 
"Julio  de  mil  novecientos  uno ;  á  cuarenta  y  cinco  diaa 
"de  igijal  clase  de  pena  por  el  segundo,  en  veinte  y  ocho 
"de  Abril  del  mismo  año;  á  cuatro  meses  y  un  día  de 
"arresto  por  el  tercero,  en  once  de  Febrero  de  mil  nove- 
"cientos  dos,  y  ¿  la  pena  de  seis  meses  de  arresto  por  el 
"cuarto  en  ocho  de  Marzo  del  mismo  año;  habiendo  sido 
"indultado  de'  los  dos  últimos  delitos  en  diez  y  siete  de 
"Abril  de  mil  novecientos  dos.— Tercero :  Resultando 
"que  el  Ministerio  fiscal  concluyó  sosteniendo  las  si- 
"guientes  conclusiones : — Primera :  Agustín  Moralea, 
"dueño  de  un  caballo,  valorado  en  sesenta  pesos,  dej¿ 
"éste  en  las  horas  de  la  mañana  del  día  ocho  de  Mayo  de 
"este  año  amarrado  en  una  guardarraya  del  central  "Re- 
"forma",  en  el  término  de  Caibarién;  ¿  poco  el  proce- 
"sado  se  apoderó  de!  caballo,  el  que  le  fué  ocupad©  al 
"siguiente  dfa  en  las  Vueltas ;  el  procesado  ha  cumplido 
"condena  por  cuatro  delitos  de  hurto. — Segunda:  Es- 
"tos  hechos  son  constitutivos  de  un  delito  de  hurtOj  pre- 
"visto  en  el  número  primero  del  artículo  quinientoa 
"treinta  y  cinco  del  Código  Penal  en  relación  eon  el 
"número  segundo  del  quinientos  treinta  y  ocho  reforma- 
"do  y  número  tercero  del  quinientos  treinta  y  seis  y  caso 
"de  no  apreciarse  la  cuaiificativa  del  abigeato,  con  el 
"número  tercero  del  quinientos  treinta  y  ocho. — Terce- 
"ra:  Es  responsable  en  concepto  de  autor  por  partici- 
"pación  directa,  el  procesado  Benito  Abad  Fernández. 
" — Cuarta:  Es  de  apreciarse  la  circunstancia  agra- 
"vante  de  reincidencia,  si  se  admite  el  abigeato,  núme- 
"ro  diez  y  seis  del  artículo  diez. — Quinta:  ha  incurrido 
"el  procesado  en  la  pena  de  seis  años  y  un  día  de  preei- 
"dio  mayor,  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  seis  y 
"pagq  de  las  costas,  en  el  caso  del  abigeato;  y  si  no  se 
"apreciase  éste,  en  la  de  cuatro  años,  dos  meses  y  un  día 
"de  presidio  correccional,  accesorias  del  articulo  cin- 
"cuenta  y  siete  con  las  costas  también. — Responsabili- 
"dad  civil. — Primera:  No  es  de  exigirse. — Cuarto:  Re- 
"snltando,  que  la  defensa  del  procesado  sostuvo  en  de- 
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"ñnitÍTa  sus  coDclusiones  y  pidió  la  abeolucite  de  ss 
"defendido. 

BESOLrCIÓIf  BECURSIDA.: 

Resultando  que  en  la  parte  diepositiva  de  1»  refe- 
rida sentencia  se  condenó  á  Benito  Abad  Feruindez  en 
concepto  de  autor  de  un  delito  de  hurto  cualificado  por 
la  múltiple  reincidencia,  á  la  pena  de  seis  años  de  pre- 
sidio correccional,  con  las  accesorias '  de  suspensión  de 
iodo  cargo,  profesión,  oficio,  derecho  de  sufragio  y  cos- 
tas, con  abono  de  todo  el  tiempo  de  prisión  prerentÍTa 
sufrida,  dejando  el  caballo  ocupado  ¿  dispogidAn  del 
dueño. 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  d 
Ministerio  fiscal  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  los  números  tercero  y  quinto  del  ar- 
ttculo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  citando  como  infringidas  y  expre- 
sando el  concepto,  las  disposiciones  legales  que  indica  m 
loe  siguientes  motivos:  "A. — El  articulo  quinientoi 
"trainta  y  seis,  número  tercero,  del  Código  Pena),  por 
"su  indebida  aplicación  y  el  número  segundo  del  bt- 
"tículo  quinientos  treinta  y  ocho  de  dicho  Código,  mo- 
"dificado  por  la  Orden  doscientoe  cuarenta  de  mil  ni>- 
"vecieiitoB  uno,  por  no  haber  sido  aplicado. — El  con- 
"cepto  en  que  se  han  cometido  las  citadas  infracciones 
"consiste  en  que  no  es  indispensable  que  el  animal  soe- 
"traido  de  un  predio  rústico  estuviera  dedicado  á  faaias 
"agrícolas,  para  que  se  imponga  al  autor  de  hurto  por 
"cantidad  mayor  de  cincuenta  pesos  la  pena  inmedia- 
"tamente  superior  &  la  que  marca  el  articulo  quinientos 
"treinta  y  seis  del  referido  Código. — Aunque  el  texto 
"castellano  de  la  Orden  doscientos  cuarenta  es  anfibo- 
"lógico,  tenemos  en  este  caso  una  fuente  .de  interpreta- 
"ción  auténtica,  parque  el  mismo  ha  sido  redactado  es 
"inglés  y  en  español  y  cuando  uno  de  estos  dos  textos  de 
"una  disposición  dictada  por  el  Gobierno  interventor 
"es  anfibológico  ó  dudoso  y  el  otro  claro  y  tcrmipsnte, 
"debe  optarse  por  aquel  de  los  dos  en  que  dbnste  con  pre- 
"eisión  la  voluntad  del  legislador,  que  es  lo  que  ocurre 
"con  el  texto  inglés  del  párrafo  de  que  ae  trata,  el  cuai 
"quiere  decir  en  castellano  lo  siguiente:  "Si  el  hecho 
"hubiere  sido  cometido  en  una  finca  rústica  y  los  obje- 
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"toe  sustraídos  fueren   instrumeotoe  de  agricultura  6 
"animales". 

"B. — Para  el  caso  de  estimarse  procedente  el  re- 
"curso  de  casación  interpuesto  por  el  motivo  anterior- 
"mente  expresado,  cita  también  como  infringida  la  cir- 
"cunatancia  décima  novena  del  artículo  diez  del  Código 
"Penal,  en  relación  con  el  número  segundo  del  artículo 
"quinientos  treinta  y  ocho  de  dicho  Código,  modificado 
"por  la  Orden  número  doscientos  cuarenta  de  mil  no- 
"recientos  uno,  por  do  haberse  aplicado  esa  circunBtan- 
"cia  como  agravante  genérica  de  la  responsabilidad  cri- 
"minal,  asf  como  esa  misma  circunstancia  en  relación 
"con  el  número  tercero  del  citado  artículo  quinientos 
"treinta  y  ocho  por  su  indebida  aplicación  como  cuali-  ' 
"fieativa. — El  concepto  en  que  se  han  cometido  estaa 
"infracciones  consiste  en  que  deduciéndose  la  circuns- 
"toncia  agravante  de  ser  reincidente  el  culpable,  de  ha- 
"berse  dado  por  probado  que  ha  sido  condenado  por  cua- 
"tro  delitos  de  hurto,  en  la  sentencia  no  se  estima  eaa 
"circunstancia  eino  como  cualiñcativa  del  delito  de  hur- 
"to  que  es  objeto  de  la  misma,  siendo  así  que  cuando  el 
"hurto  cometido  es  cualificado  conforme  al  número  se- 
"gundo  del  citado  articulo  quinientos  treinta  y  ocho  no 
"debe  apreciarse  la  circunstancia  de  reincidencia  sino 
"como  agravante  genérica  de  la  responsabilidad  cri- 
"minal". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
en  forma  ante  eete  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vis> 
ta  pública,  con  asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal  re- 
currente. 

DeSISIÓN  del  RECt'RSU : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Gispert 
Considerando  que  según  tiene  con  repetición  de- 
clarado este  Tribunal  Supremo  en  resoluciones  anterio* 
res,  basta  que  la  sustracción  se  haya  realizado  en  predio 
rústico  cuando  se  trata  de  bestias  ó  ganados  por  valor 
que  exceda  de  cincuenta  pesos,  para  que  el  hurto  sea  cua- 
lificado, conforme  á  lo  estatuido  en  el  número  segundo 
del  artículo  quinientos  treinta  y  ocho  del  Código  Penal, 
modificado  por  la  Orden  doscientos  cuarenta  ds  mil  no- 
vecientos uno. 

Considerando  que,  en  este  concepto,  apareciendo 
de  los  hechos  declarados  probados  que  el  caballo  de  que 
se  trata  fué  sustraído  de  una  guardarraya  del  ingenio 
"Reforma'',  donde  lo  tenía  amarrado  sn  dueño,  es  evi- 
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dente  que  el  hecho  justiciable  integra  el  delito  de  hurto 
cualiñcado  por  la  circunstancia  especial  de  agravación, 
señalada  en  el  número  segundo  de  la  disposición  legal 
antes  citada;  previsto  en  el  párrafo  inicial  de  la  misma, 
en  relación  con  el  número  primero  del  articulo  quinien- 
tos treinta  y  cinco  del  propio  Código;  sin  que  obste,  por 
lo  expuesto,  á  esta  calificación,  el  no  haberse  probado 
que  dicho  animal  estuviese  dedicado  á  las  laboree  agrlr 
colas,  toda  vez  que  esta  circunstancia  solo  se  reñere,  se- 
gún  aquel  precepto,  á  los  objetos  ó  instrumentos  em- 
pleados en  dichas  labores. 

Considerando  que  al  apartarse  el  Tribunal  a  quo 
del  criterio  que  se  deja  expresado,  calificando  el  hecho 
procesal  de  hurto  cuali&cado  por  la  agravante  específica 
de  múltiple  reincidencia  (no  imputada  como  tal  en  la 
acusación),  dejando  de  hacerlo  por  la  de  igua!  clase 
del  número  segundo  del  artículo  quinientos  treinta  y 
ocho  del  Código  Penal,  ha  incurrido  en  error  de  dere- 
cho, infringiendo,  por  no  haberla  aplicado,  esta  dispo- 
sición legal,  y  por  indebida  aplicación  la  que  también 
se  cita  en  el  primer  motivo  de  la  casación  alegado. 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  re- 
curso, que  dada  la  caliñcación  del  delito  hecha  por  la 
Sala  sentenciadora,  no  era  legalmente  posible,  confor- 
me ¿  lo  dispuesto  en  el  articulo  setenta  y  siete  del  Códi- 
go, apreciar  como  concurrente  en  su  ejecución  la  cir- 
cunstancia decimonovena  del  artículo  diez  del  propio  Có- 
digo; por  lo  que  al  dejar  de  estimar  esta  circunstancia 
como  agravante  genérica,  ni  al  apreciarla,  como  lij  hizo, 
en  concepto  de  cualiñcativa,  si  bien  esto  último  pudo 
dar  lugar  á  un  recurso  de  casación  de  otro  orden,  no  in- 
cidió en  el  error  de  derecho  señalado  por  el  recurrente 
en  el  expresado  segundo  motivo,  que  debe  ser  desesti- 
mado, sin  perjuicio  de  lo  que  acerca  de  la  circunstancia 
indicada  proceda  resolver  oportunamente: 

Considerando  que  por  los  fundamentos  expuestos, 
procede  la  casación  de  la  sentencia  recurrida,  si  biea 
solo  en  cuanto  al  primero  de  los  motivos  alegados.  , 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  referida 
sentencia  de  quince  de  Agosto  último,  dictada  en  la  cau- 
sa mencionada,  la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos, 
con  las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 
Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  man- 
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dunoe  y  firmamos.  —  José  Aotonio  Pichardo.  —  Luíb 
Gastón. — Ambrosio  H.  Morales.— José  Marfa  Oiepert. 
— J.  M.  Aguirre. 

Simula  seatsnda, — En  la  minna  feelta  dictó  el  Tiilnmal 
nueva  tentenoia  en  la  iiguienU  forma: 

Beproduciendo  todoe  los  resultandos  de  la  sentencia 
casada  y  anulada. 

Reproduciendo  el  primero  y  segundo  considerandos 
de  la  anterior  sentencia  de  casación. 

Eeproduciendo  igualmente  el  tercer  considerando 
de  la  sentencia  casada. 

Cuarto.  Considerando  que  en  la  ejecución  del  de- 
lito concurrió  y  procede  apreciar  en  concepto  de  genérica 
la  circunstancia  agravante  de  reincidencia,  señalada  en 
el  número  decimonoveno,  del  articulo  diez  del  Código 
Penal. 

Quinto.  Considerando  que  la  penalidad  en  que  ha 
incurrido  el  procesado,  conforme  al  párrafo  inicial  del 
artículo  quinientos  treinta  y  ocho  en  relación  con  el  caso 
tercero  del  articulo  quinientos  treinta  y  seis  del  Código 
citado,  ce  la  inmediatamente  superior  en  grado  á  la  de 
arresto  mayor  en  bu  grado  medio  á  presidio  correccional 
en  su  grado  mínimo,  imponible  á  su  vez  en  su  grado  má- 
ximo por  razón  de  la  agravante  apreciada. 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  al 
procesado  Benito  Abad  Fernández,  en  concepto  de  autor 
de  un  delito  de  hurto  cualificado,  con  una  circunstancia 
agravante  genérica,  á  la  pena  de  seis  años  y  un  día  de 
presidio  mayor,  accesorias  de  inhabilitación  absoluta 
temporal  en  toda  su  extensión  y  sujeción  á  la  vigilancia 
de  la  autoridad  por  igual  tiempo' de  la  condena  princi- 
pal, que  empezará  á  cantarse  desde  el  cumplimiento  de 
la  misma,  y  al  pago  de  las  costas,  sirviéndole  de  abono  la 
mitad  del  tiempo  de  la  prisión  preventiva  sufrida;  y  por 
lo  que  resulta  de  la  sentencia  casada,  declaramos  insol- 
vente al  procesado  á  loe  efectos  de  la  expresada  causa. — 
Así  por  esta  nueetra  sentencia  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gas- 
tón.— Ambrosio  R.  Morales. — José  M."  Giepert. — J.  M. 
Aguirre. 
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ftub.  forma.— Sant,  33.-27  de  Noviembre. —Pnwba.— 

EschoS.  -  Falsedad.    (Gao.,  Junio  21,  3904.) 

DOCTRINA;  Eb  impertinente  una  protb* 
cuando  la  certeza  del  het-hn  que  cüti  ella  se  preten- 
da demustrar  nu  puede  influir  en  la  caliñcación  jn- 
rídica  que  ha  de  servir  de  base. al  fallo. 

El  Tnbunal  sentencíndor  no  cat£  obligado  á 
consignar  en  los  Reaultandus  otruB  bechos  que  los 


.ajuicio  resulten  probados  y   tengan  rela- 


ción con  Ieis  cuestiones  que  ha}' un   FÍdo   objeto  del 

No  existe  contradiccidn  entre  d.-.a  hechos  proba- 
doB.  cuando  ambos  son  compatibles  y  In  eiislen- 
cia  del  uno  no  excluye  la  del  otro. 

El  número  3?deli(rrfculo  912  déla  le^  de  Ba- 
juiciumiento  i,'riminal  no  autnríza  á  discutir  la 
cuestión  de  habeme  hecho  constar  en  la  sentencia 
determinados  hechoE  ó  paniculareB;  porque  eat« 
cuestión,  en  bu  caso,  pudiera  más  bien  estar  anto- 
rizada  en  el  número  1?  de  dicho  artfculo. 

Apreciándose  en  los  Considerandos  jurídicamen- 
te los  hechos  probados  v  resolviéndose  en  el  fallo 
de  acuerdo  con  esa  apreciación  en  sentido  contra- 
rio á  loa  pretensiones  del  recurrente,  implícita- 
mente resaelve  eBtas  sin  necesidad  de  an  pronun- 
ciamiento «special. 

No  resultando  expresamente  probado  que  el  de- 
lito se  cometió  durante  et  periodo  de  la  Interven- 
ción, aunque  b!  que  fué  cometido  en  un  lapso  de 
tiempo  que  en  parte  compréndelos  filtimoa  dfas 
de  esc  periiido  ;  los  primeros  de  la  Kepública,  no 
ea'posiliie  aplicar  al  reo  una  amnistía  dada  para 
delitos  cometidos  daraateel  expresado  periodo, 
porque  falta  la  base  de  faecho  necesaria  para  tal 
aplicación. 

ConstitDjecI  delito  defalitcdad  en  documento 
público,  V  no  el  de  estafa,  el  hicho  de  sustraer  de 
un  prcitocolo  notarial  la  ma  .ríz  de  un  documento 
sustituyéndola  por  otra  con  las  ñrmas  falsas  del 
Notario.  f>tiirgante  ir  testigos. 

El  consignarse  en  los  hechos  probados  que  ae 
ignoran  los  motivos  y  circunstancias  mediante 
las  cuales  realizó  un  individuo  u>i  hecho  punible, 
no  es  3u6cieiite  para  destruir  la  presunción  legal 
de  que  toda  la  acción  de  omisión  punible  se  reputa 
Voluntaría,  á  no  ser  que  conste  lo  contrario. 

El  firmar  como  testigo  un  diHlumento  público 
falso  constituye  la  participación  en  concepto  de 
autor  del  delito  de  falsedad,  per  cooperación  ne- 

Ñu  constando  en  la  sentencia  ningún  hecho  del 
q^ue  pueda  deducirse  [jue  el  reo  obró  por  imprevi- 
sión, descuido  ó  negligencia,  no  puede  infringirse 
en  la  mii«ma.  ;  por  falta  de  aplicación  el  articulo 
593  del  Código  Penal. 
En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres;  en  los  recursos  de'ca- 


DigilizedbvGoO^^IC 


ración  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción 
de  ley  que  penden  ante  este  Tribuna!  Supremo,  inter- 
■jniestos  por  los  procesados  Adolfo  Villageliú  é  Irola  y 
Federico  Montalvo  y  Montalvo/  ambos  vecinos  de  esta 
ciudad,  del  foro,  contra  sentencia  dictada  por  la  Sección 
primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado  del  Es- 
te de  esta  capital  contra  dichos  procesados,  á  instancia 
del  acusador  particular  Enrique  Pascual  y  Pereira,  por 
el  delito  de  falsedad  en  documento  público. 


Antecedentes    del  RECriiso    de   casación'  por  que- 
brantamiento: 

Resultando  que  abierto  el  juicio  oral  en  la  aludida 
causa  el  procesado  Villageliú  en  el  escrito  que  presentó 
fiinnulando  conclusiones  provisionales,  entre  otros  ele- 
mentos de  prueba  de  que  intentaba  valerse  en  el  acto  de 
dicho  juicio,  propuso  las  siguientes:  "Tercero:  que  se 
"dirija  carta  orden  ¿  los  Jueces  Municipales  de  esta 
"ciudad  para  que  remitan  certificación  de  la  fecha  en 
"que  aparezca  renunciada  la  ciudadanía  americana  en 
"las  pej'souBS  sigTiientes :  Emilio  Nóñeí,  Martín  Morúa, 
'"Alejandro  Rodríguez,  Alfredo  Hernández  Hufraet,Ga- 
"briel  Fouceda  y  Notario  Femando  M.  Vidal.  Cuar- 
"to :  Que  se  libre  exhorto  á  las  Audiencias  de  Matanzas, 
"Puerto  Príncipe  y  Santa  Clara  para  que  por  medio  de 
"carta  orden  á  los  Jueces  Municipales  de  eeaa  capitales 
"reclamen  y  remitan  certifieación  de  la  fecha  en  que 
"aparezca  renunciada  la  ciudadanía  americana  de  Gabriel 
"Foiiceda, — Quinto :  que  se  libre  igualmente  exhorto  á  la 
"Audiencia  de  Pinar  del  Rio  con  loa  mismos  fines  por  lo 
"que  respecta  á  la  ciudadanía  americana  de  Alfredo 
"Hernández  y  Huguet, — Sexto:  Que  se  dirija  comuni- 
"cación  á  la  casa  naviera  de  Jjawton  Childs,  Mercaderes 
"veinte  y  dos,  á  fin  de  que  informe  sobre  los  extremos 
"(|ue  comprende  el  apartado  B  del  número  segundo. — 
"Séptimo:  Que  ee  dirija  comunicación  ai  8r,  Cónsul  de 
"los  Estados  Unidos  del  Norte  América  para  que  se 
"íirva  informar  si  desde  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
"hasta  el  presente  figura  como  ciudadano  americano  el 
"Sr.  Perfecto  Ijaeoste, — Octavo:  Que  igualmente  se  di- 
'■rija  comunicación  al  Ayuntamiento  de  esta  ciudad 
"para  que  informe  sobre  fechas  de  toma  de  posesión  y 
"cese  del  Sr.  Perfecto  Lacoste  como  Alcalde  Municipal 
"de  esta  ciudad," 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo  por  auto  de  tres 
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de  Jtilio  Último  dfiTiñgó  por  innecesarias  lae  referidas 
dilijíenciás  de  prueba,  resolución  coBtra  la  cual  se  esta- 
bleció la  correspondiente  protesta. 

Hechos  pbobados  : 

Resultando  que  celebrado  el  juicio  oral  en  esta  can- 
ea ee  dictó  sentencia  el  cuatro  de  Agosto  último  en  !a 
c|ue  ae  consignan  los  hechos  prohados  que  á  continua- 
ción literalmente  se  traoBcriben :  "Primero :  Besultan- 
"do  probado  que  el  procesado  Adolfo  Villageliú  é  Iro- 
"la,-  con  ei  carácter  de  cesionario  de  Indalecio  Fresneda 
"fn  virtud  de  un  documento  privado  que  se  protocolizó 
"en  la  Notaría  de  Francisco  de  Castro,  de  esta  ciudad, 
"en  el  mes  de  Enero  de  mil  novecientos  dos,  promovió 
"un  juicio  ejecutivo  en  cobro  de  cuatro  mil  trescientos 
'"noventa  y  ocho  pesos,  sesenta  y  un  centavos  en  oro, 
"contra  Enrique  Pascual,  que  se  siguió  -en  el  Juzgado 
"de  Primera  Instancia  del  Oeste,  y  en  él,  habiendo 
"opuesto  el  ejecutado  la  excepción  de  pago,  acompañan- 
"do  varios  recibos  firmados  por  Indalecio  Fresnedaj  se 
''dispuso  el  cotejo  de  las  ñrmas  de  éstos  con  la  que  auto- 
"rizaba  el  acta  de  protocolización  ante  el  notario  Cas- 
"Lro,  diligencia  que  tuvo  efecto  el  trece  de  MSyo  del 
"año  pasado  de  mil  novecientos  dos,  con  resultado  fa- 
''vorable  para  el  ejecutado  por  aparecer  legitimas  como 
"hechas  por  una  misma  mano,  las  ñrmas  de  Indalecio 
"Fresneda,  visibles  en  Ips  recibos  y  en  el  acta  de  proto- 
'"colización,  y  el  diez  y  ocho  de  Junio  inmediato  se  dic- 
"tó  sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  pronunciar 
"sentencia  de  remate  con  las  coatas  á  cargo  del  ejecutan- 
"te  Adolfo  Vjllageliú.  Segundo:  Besultando  probado 
"rjue  establecido  por  el  ejecutante  recurso  de  apelación 
"contra  la  sentencia  dictada  en  e!  mencionado  juicio 
"ejecutivo,  se  sustanció  la  alzada  ante  la  Sala  de  lo  Ci- 
'"vil  de  esta  Audiencia,  celebrándose  la  vista  pública  el 
'■'biete  de  Enero  del  año  actual,  y  el  trece  inmediato  se 
"dictó  providencia  para  mejor  proveer,  disponiéndose 
"vm  nuevo  cotejo  de  las  firmas  de  los  recibos  y  el  neta 
"de  protocolización,  diligencia  que  se  llevó  á  efwto  el 
'veinte  y  cuatro  del  mismo  mes  de  Enero,  y  que  produ- 
"jo  un  resultailo  absolutamente  contrario  á  la  practica- 
"da  anteriormi.-nte,  pues  aparecieron  en  todo  distintas 
"¡as  firmas  de  Indalecio  Fresneda  visibles  en  los  recibos, 
"de  la  que  obsíentaba  el  acta  de  protocolización ;  en  vir- 
.  "til  de  lo  cual,  y  de  haber  observado  el. ejecutado  Enrí- 
"que  Pascual  algunas  otras  diferencias  en  la  escritura 
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''de  protocolización  y  documeDto  privado,  unida  &  la 
"misma,  denunció  el  hecho  de  haber  .?ido  mistituida  la 
"«critura  y  documentoa  legítimos  por  los  que  ocupa- 
''ban  en  el  lugar  del  protocolo  y  habían  sido  faísifica- 
'■'dos,  iniciándose  con  tal  motivo  la  presente  causa  en 
"veinte  y  ocho  de  Enero  del  corriente  año. — Tercero: 
"Resultando  probado  que  el  éxito  contradictorio  entre 
"laa  dos  diligencias  de  cotejo  que  se  dejan  referidas,  ee 
'•debió  á  que  el  procesado  Adolfo  Villageliú,  buscando 
'ti  modo  de  quitar  toda  eñcaeia  á  la  práctica  de  aque- 
"11a  prueba,  hizo  llegar  á  sus  manos  sin  que  se  haya  jue- 
"lificado  por  qué  medio  ni  por  conducto  de  qué  persona, 
"el  legajo  de  escrituras  matrices  de  la  notaría,  á  cargo 
"de  Francisco  Castro  y  Flaquer,  de  esta  ciudad,  en  quo 
"se  hallaba  la  de  protocolización  de  documento  privado, 
."otorgada  en  veinte  y  ocho  de  Enero  de  mil  novecientos 
'"dos,  marcada  con  el  número  ochenta  y  nueve  de  orden, 
"la  retiró,  haciéndola  desaparecer,  y  la  sustituyó,  colo- 
"cando  en  su  lugar  en  el  legajo  otro  documento  privado 
"y  otra  acta  de  protocolización  fingidos  que  había  hecho 
"escribir  por  tercera  persona,  en  la  que  aparece  es- 
"tampada  una  ñrma  que  dice:  Eamón  Villageliú  co- 
"mo  testigo  de  conocimiento,  y  fingidas  tas  del  notario 
"autorizante  Francisco  de  Castro,  otorgante  Indalecio 
"Fresneda,  y  testigos  instrumentales  Antonio  María 
"Triay  y  Juan  Fernández,  y  que  suscribió  por  sí  mismo 
•"el  otro  procesado  presente,  Federico  Montalvo,  que  fi- 
"gura  como  testigo  de  conocimiento,,  y  que  era  conocido 
''antiguo  de  Hamón  y  Adolfo  Villageliú,  quienes  le  ocu- 
''paban  frecuentemente  en  asuntos  judiciales  y  notaria- 
"les  sin  que  se  haya  justificado  por  qué,  cuándo  ni  en 
"qué  lugar  estampó  dicho  procesado  Montalvo  su  firma 
"en  el  aludido  documento. — Cuarto:  Kesultando  que 
"los  hechos  que  se  dejan  relatados  en  el  resultando  que 
"prece'de,  fueron  ejecutados  después  del  trece  de  Mayo 
"de  mil  novecientos  dos  y  antes  del  veinte  y  cuatro  de 
"Enero  de!  corriente  año  de  mil  novecientos  tres,  sin 
"que  haya  podido  determinarse  el  día  exacto  en  que  tu- 
"vieron  lugar.- — Quinto  Besultando :  que  á  fojas  sesen- 
"ta  del  rollo  de  esta  causa  aparece  agregada  y  su  tra- 
"ducción  á  fojas  sesenta  y  cuatro,  la  carta  de  ciudadar 
"nía  de  los  Estados  Unidos  de  América  á  favor  de!  pro- 
"cesado  Eamón  Villageliú  y  de  la  Guardia,  espedida 
"por  el  Eastem  District  Court  of  New  York,  (Corte 
"del  Distrito  Este  de  líueva  York)  con  fecha  de  diez  y 
"nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  & 
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"fojaa  sesenta  y  uno,  nns  certiñcación  expectidi  por  el 
"Jnez  Municipal  del  distrito  Norte  y  encargado  del  Be- 

"gistro  civil  del  miamo,  justificativa  de  que  el-repetido 
"Ramón  Villageliú  y  de  la  Guardia  renunció  la  ciuda- 
'•í'anía  de  los  Estados  Unidos  y  optó  por  la  cubana,  con 
"fecha  doce  de  Noviembre  de  mil  novecientos  do« :  ha- 
"biendo  sido  nombrado  notario  público  en  diez  _v  ocho 
"de  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  car^o  qae  desem- 
"peñó  hasta  el  veinte  y  nueve  de  Enero  del  año  actual, 
"fecha  en  que  comenzó  esta  causa  y  desapareció  aban- 
*'donado  su  notaría". 

Resolución  recurrida : 

Resultando  que  la  Sala  eentenciadora  condenó  i 
Adolfo  Villageliú  é  Irola  y  á  Federico  Montalvo  á  c»da 
ano,  á  las  penas  de  ocho  años  y  un  día  de  presidio  ma- 
yor, accesorias,  multa  de  cuatro  mil  treacientoa  noventa 
y  odio  pesos  setenta  y  un  centavos  en  oro  y  costas,  como 
autores  de  un  delito  de  falsificación  en  documento  pú- 
blico, sin  la  concurrencia  de  circunstancias  de  responso 
bilidad  criminal. 

I"UÑDAMB\T0I5     DEL    HECl'RSO    POR    QUEBRANTA  MIENTO: 

Resultando  qu«  pedida  por  los  procesados  aclara- 
ción de  la  sentencia,  respecto  á  diversos  extremos  de  Is 
misma,  á  lo  cual  no  accedió  el  Tribunal  sentenciador, 
Be  interpuso  por  aquellos  recurso  de  casación  por  qne 
brantamiento  de  forma,  autorizados,  el  de  Villageliú 
por  el  número  primero  del  artículo  novecientos  once  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  asi  como  también 
al  igual  que  Montalvo  por  loa  números  primero  y  segan- 
do del  articulo  novecientos  doce  de  la  expresada  lej, 
tiegándoae  los  motivos  siguientes :  "Primero :  en  cnan- 
"to  al  número  primero  del  artículo  novecientos  once  de 
'•la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.  Que  fueron  de-  ' 
"negadas  por  la  Sala  sentenciadora  las  diligencas  de 
"prueba  de  los  números  tercero  al  octavo  de  mi  escrito 
"de  calificación  propuestas  en  tiempo  y  forma  pertinen- 
'•tee  á  justificar  la  aplicación  de  la  amnistía  de  nneve  de 
"Junio  de  mil  novecientos  dos  en  D.  Ramón  Villagelió 
"y  por  tanto  beneficiosa  esta  circunstancia  á  mi  repre- 
"sentado,  no  obstante  el  cargo  que  ejercía  de  Notario 
"aquél,  porque  desempeñaron  cargos  públicos  antes  del 
"veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos  muchas  perso- 
"ñas  que  lo  eran  y  cuyas  pruebas  tendían  á  justificar  sub 
''nombres  ,v  carqos  que  ejei  ciar,  entre  ellos  hasta  carc'ií 


DigilizedbvGoO^^IC 


"políticos  como  vanos  señores  Bepresentantes  á  la  Con- 
"veDciÓD  Constituyeote  que  redactaron  nuestra  Códi^ 
"fundamental,  ISres.  Emilio  Núñez,  Martin  Uoráa 
"Delgado  y  Alejandro  Rodríguez.  Esa  circunstancia 
"¡a  estimé  necesaria  porque  el  Afinisterío  fiscal  dejó 
"apuntar  la  duda  al  promoverse  como  cuestión  previa 
''la  aplicación  de  esa  amnistía  que  pudieran  conservar 
''la  ciudadanía  quien  pudiera  haberla  perdido  por  el 
"ejercicio  de  su  cargo  de  notario.  Esa  cuestión  deba- 
"tida  en  el  juicio  oral  no  ha  sido  materia  de  resultancia 
''por  la  Sala  y  podría  darse  el  caso  de  que  si  la  determi- 
"nación  d«  la  fecha  en  que  el  delito  se  cometió  fuera 
"apreciada  por  «1  Tribunal  Supremo  k  los  efectos  de 
''aplicación  de  aquella  gracia  de  amnistía,  estimando 
"comprobado  de  una  manera  concluyente  que  el  delito 
'"se  cometiera  antes  del  veinte  de  Mayo  de  rail  novecien- 
"tos  dos  y  que  podían  considerarse  ciudadanos  america- 
"nos  los  funcionarios  públicos  y  ejercer  funciones  no- 
"taríales  los  que  lo  fueran,  con  la  denegatoría  de  esas 
"pruebas,  sería  posible  que  el  Tribunal  que  ha  de  cono- 
"cer  de  esa  causa  en  su  día  no  considerara  probadas  esaa 
"circunstancias  v  por  tanto  dejara  de  aplicar  aquella 
"ííracia  ó  ley,  todo  debido  á  que  fueron  denegadas  loe 
"apruebas  pertinentes  que  propuse  á  ese  fin.  Segundo: 
"En  cuanto  al  número  primero  del  artículo  novecientos 
"doce  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal.  A. — 
"Que  en  la  sentencia  no  se  expresa  clara  y  terminante 
"ment«  cuáles  son  los  heclios  que  se  declaran  probados. 
"En  efecto,  en  el  tercer  resultando  de  la  sentencia  que 
"recurro,  se  declara  probado  que  mi  representado  hizo 
"llegar  á  sus  manos  sin  que  haya  justificado  por  qué 
"medio  ni  por  condncto  de  qué  persona  el  legajo  de  ea- 
"crituras  matrices  de  la  notarla  á  cargo  de  D.  Francisco 
"de  Castro  y  Plaquer  de  esta  ciudad,  en  que  se  hallabii  la 
'"de  protocolización  de  documento  privado,  otorgado  en 
"'/einte  y  ocho  de  Enero  de  mil  novecientos  dos,  marca- 
"da  con  el  número  ochenta  y  siete  de  orden,  la  retiró, 
"haciéndola  desaparecer,  y  la  sustituyó  colocando  en  sn 
"lugar  en  el  legajo  otro  documento  privado  y  otra  acta 
"de  protocolización  fingidas  que  había  hecho  escribir 
"por  tercera  persona,  en  la  que  aparece  estampada  una 
"firma  que  dice  Ramón  Villageliú,  como  testigo  de  co- 
"noci miento,  y  fingidas  las  del  noíario  autorizante 
'■Francisco  de  Castro,  otorgante  Indalecio  Fresneda  y 
"testigos  instrumentales  Antonio  María  Triay  y  Juan 
'•Fernández  y  que  suscribió  por  si  mismo  el  otro  proce- 
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"eado  presente  Federico  Montalvo  que  fiffnra  en  la  es- 
"critura  como  ttístigo  de  conociraiento  y  que  era  conoci- 
"do  antiguo  do  Bamón  y  Adolfo  Villageliá,  quienes  le 
"ocupaban  frecuentemente  en  asuntos  judiciales  y  no- 
"tarialee  sin  que  se  hayan  justificado  por  qué,  cuándo  ni 
"en  qué  lugar  estampó  dic^o  procesado  Montalvo  hu  fir- 
"ma  en  el  aludido  documento."  Y  en  e!  cuarto  resul- 
"tando  se  ooneigna  como  probado  t  "Que  los  hechos  que 
"se  declaran  probados  en  ei  resultando  transcrito  que 
"antecede  fueron  ejecutados  después  d«l  trece  de  Mayo 
"de  mil  novecientos  dos  y  antea  del  veinte  y  cuatro  de 
"Enero  del  corriente  año,  sin  que  se  haya  podido  deter- 
"minar  el  día  exacto  en  que  tuvieron  lugar."  Los  he- 
"choa  que  se  declaran  probados  en  el  tercer  resultando, 
"resultan  expresados  de  una  manera  ambigua  é  indeter- 
"minada,  no  se  sabe  por  qué  medio  ni  por  conducto  de 
"qué  persona  llegó  á  manos  de  mi  representado  el  legajo 
"de  escrituras  matrices  de  donde  sustrajo  el  acta  de 
"protocolización  y  documentos  privados  latimos  sus- 
"tituyéndoloa  por  los  documentos  falsos  que  se  dice  ha- 
"bia  hecho  escribir  por  tercera  persona;  no  se  determina 
"qué  persona  sea  ésta  ó  si  no  ha  sido  posible  averiguar 
"quien  fuera,  no  se  dice  si  la  ñrma  de  Ramón  Villageliú 
"ea  legitima  ó  falsa  y  en  el  último  caso  por  quien  fuera 
"hecha,  ó  si  no  ha  sido  posible  determinarla,  no  se  (te- 
"tlara  del  mismo  niodo  por  quien,  cómo  ni  cuándo  ha- 
"yan  sido  fingidas  las  firmas  del  notario  Francisco  de 
'"Castro,  otorgante  Indalecio  Fresneda  y  testigos  ins- 
"trumentalea  Antonio  María  Triay  y  Juan  Fernández. 
"Se  ve,  pues,  por  lo  expuesto  que  no  puede  existir  en  los 
"hechos  que  se  declaran  probados  en  el  tercer  resultando, 
"mayor  falta  de  claridad  y  precisión  y  esto  que  aqui 
"dejamos  consignado  resulta  aún  más  patente  si  se  ana- 
'iiza  el  cuarto  resultando  que  también  dejamos  trans- 
"crito  en  relación  con  et  expuesto  tercer  resultando,  da- 
"do  que  no  determina  las  fechas  en  que  cada  uno  de  los 
"hechos  que  se  declaran  probados  en  el  tercer  resultan- 
"do,  fueron  ejecutados  ó  si  todos  los  supone  realizados 
''ta  el  mismo  acto  y  se  comprende  la  fecha  de  realiza- 
"ción  de  todos  ellos  con  una  expresión  tan  vaga  é  inde- 
■'terminada  como  la  de  "después  del  trece  de  Mayo  de 
■  "mil  novecientos  dos  y  antes  del  veinte  y  cuatro  de  Ene- 
"ro  de  mil  novecientos  tres",  sin  que  haya  podido  de- 
"terminarse  el  día  enacto  en  que  tuvieron  lugar,  sin  ex- 
"presar  tampoco  si  todos  ellos  ó  parte  de  esos  hechos 
"fueron  llevados  á  cabo  en  una  misma  fecha.     B. — Qu« 
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''examinados  los  resultandos  tercero  j  cuarto  que  deja- 
''mos  transcritos  se  ve  que  existe  maniñesta  contradic- 
"ción  entre  ellos,  pues  mientras  en  el  tercero  se  consig- 
"iia  respecto  á  Federico  Montalvo  que  no  estaba  justifi- 
"cado  por  qué,  cuándo,  ni  en  qué  lugar  estampó  dicho 
"procesado  su  ñrma  en  el  documento  falso.  En  el  cuar- 
"to  se  declara  probado  que  todos  loa  hechos  delictuosos 
"que  se  mencionan  en  el  tercero  de  los  resultandos  cita- 
'•doe,  y  entre  los  cuales  está  el  que  se  dice  cometido  por 
"Montalvo,  poniendo  eu  firma  en  el  documento  falso,  lo 
"fueron  en  el  período  de  tiempo  que  medió  desde  trece 
"de  Mayo  de  mil  novecientos  dos  á  veinte  y  cuatro  de 
"Enero  de  mil  novecientos  tres,  por  lo  que  resulta  mani- 
"fiesta  contradicción  entre  ambos."  Tercero :  En  cuan- 
"lo  al  número  scRundo  del  artículo  novecientos  doce  de 
"la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  relación  con  el 
"fetecientoa  cuarenta  y  dos  y  número  segundo  del  ar- 
"tículo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la  propia  ley,  A. — Qu« 
"do  ee  resuelven  en  la  sentencia  todos  los  puntos  qu« 
"han  sido  objeto  de  la  acusación  y  la  defensa.  La  acu- 
"sación  particular  y  las  defensas  relataron  los  hechor 
"que  dieron  origen  á  eata  causa  en  ta  forma  que  espr^ 
''san  la  primera  de  las  conclusiones  que  se  consignan 
"en  loa  resultandos  séptimo,  nov«no  y  décimo  y  la  Sala 
"(*nt<inciadora  no  resuelve  sobre  todos  los  extremos  que 
"comprenden  aquellas  conclusiones,  puesto  que  quebran- 
"tando  las  formas  prescriptas  por  el  articulo  setecientos 
"cuarenta  y  dos  en  relación  con  la  regla  segunda  del  ar- 
"tículo  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
"minal,  ha  dejado  de  resolver  en  ella  sobre  muchos  de 
'los  puntos  que  han  sido  objeto  de  ,1a  acusación  particu- 
■'iar  y  las  defensas  en  especial  sobre  hechos  que  estaban 
"enlazados  con  los  cuestiones  que  habían  de  resolverse 
"tn  el  fallo,  dejando  de  hacer  en  uno  ó  en  otro  sentido, 
"declaración  expresa  y  terminante  sobre  ellos,  como  pre- 
"ceptúa  la  regla  segunda  del  citado  artículo  ciento  cuar 
''renta  y  dos.— Se  refieren  esos  puntos  á  los  siguientes : 
•'Primero :  No  se  ha  hecho  constar  nada  referente  fi  que 
"lu  diligencia  de  cotejo  practicada  el  día  trece  de  Mayo 
"de  mil  novecientos  dos,  fué  dispuesta  por  el  Jmígado 
"en  ese  mismo  día,  no  obstante  las  objeciones  del  eje- 
"cutante  Adolfo  Villageliú,  mi  representado,  que  éste 
"en  el  propio  día  estableció  recurso  de  reposición  contera 
''la  providencia  dispositiva  de  la  práctica  de  esa  diligen- 
"cia  de  prueba,  en  cuanto  ordenaba  se  efectuase  en  el 
"día,  como  apeló  de  la  denegatoria  del  recurso  de  repo- 
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"sición  y  como  protestó  en  el  acto  múmo  de  dii^o  cote- 
"jo. — Segundo;  No  Be  ha  hecho  constar  tampoco,  senta- 
"dft  la  fecha  declarada  probada  por  la  Sala  de  "después 
'•de  trece  de  trece  de  Mayo  de  mil  novecientoe  don", 
''como  aquella  en  que  comenzó  el  delito  con  la  sustrac- 
'"eiba  de  la  escritura  de  protocolización  y  documento 
"privado  protocolado,  que  en  diez  y  nueve  de  Mayo  de 
"mil  novecientos  d<»  se  expidió  testimonio  por  el  not^ 
"rio  D.  FranciBco  de  Castro  de  la  escritura  número  no- 
"venta  y  nueve  de  aquel  año,  que  se  contenía  en  el  mia- 
"mo  legajo  en  que  se  encontraba  la  sustraída,  s^ún 
"nota  que  existe  al  margen  de  dicha  escritura  y  hecho 
'•evidenciado  en  las  declaraciones  de  ocho  ó  nueve  testi- 
"gOB  contextes  durante  las  sesiones  del  juicio  oral  y  ra- 
'Hificando  sus  declaraciones  del  sumario  en  el  día  diez  y 
'•fciete  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos  no  se  encontraba 
"«■se  legajo  ó  tomo  en  el  lugar  en  que  ee  le  guardaba,  ni 
"en  la  notaría,  apareciendo  sin  embargo  en  el  referido 
''lugar  destinado  á  su  guarda,  en  la  mañana  del  lunes 
"diez  y  nueve  de  Mayo  de  aque!  año,  fecha  en  que  se  ex- 
**pid!Ó  el  testimonio  de  la  referida  escritura  mimero  no- 
'"venta  y  nueve  de  mil  novecientos  dos.  La  trascendencia 
"de  esos  hechos  es  innegable  si  se  relacionnn  las  fechas  de 
"los  mismos  con  la  que  determinó  el  procesado  Adolfo 
"Villageliú  al  ñjar  los  días  en  que  extrajo  el  tomo  de 
"escrituras,  sustituyó  una  por  otra  y  repuso  en  bu  arma- 
"lio  el  indicado  tomo. — Tercero:  Ijb  Sala  sentenciado» 
•Tía  omitido  consignar  Integramente  la  confesión  de  mi 
■'representado  y  esa  confesión  está  tan  íntimamente  en- 
"lazada  en  las  cuestiones  que  se  resuelven  en  el  fallo 
"que  hasta  buena  parte  de  ella  la  toman  el  Ministerio 
"tiscal  de  la  acusación  particiilar  para  fundamentar  sus 
"conclusiones  y  esta  Sala  para  consignar  hechos  proba- 
"dos  en  el  tercero  de  los  resultandos  de  la  sentencia  que 
"recurro. — Dada  la  doctrina  legal  de  la  indivisibilidad 
"de  la  confesión  era  de  innegable  importancia  para  esta 
"defensa  que  la  Sala  hubiera  consignado  ateniéndose  á 
"ia  realidad  resultante  del  proceso  cual  fué  en  toda  an 
"integridad  la  referida  confesión.  B.^^En  el  octavo 
"resultando  de  la  aenteneia  que  recurro  se  menciona 
"ligeramente  la  cuestión  planteada  de  amnistía  que  pro- 
"puesta  como  cuestión  previa  fué  reproducida  en  el  jui- 
"cio  oral  y  sin  embargo,  en  la  parte  dispositiva  de  la  sen* 
"tencia  que  interpelo  quebrantando  la  regla  segunda  áá 
"artículo  ciento  cuarenta  y  dos,  nada  se  resuelve  sobre 
"dicha  cuestión,  siendo  éste  y  no  en  los  considerandos 
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"ti  Inf^  eo  que  deben  quedar  reaueltas  todas  las  cues- 
"tionee  planteadas  y  debatidas  en  el  juicio.  C — Que  si 
"no  se  estimara  con  lugar  el  recurso  de  casación  á  que 
"se  contrae  el  apartado  B  que  antecede,  resulta  también 
"haber  lugar  al  mismo  y  por  la  misma  causa  y  por  loi 
"mismos  números,  porque  salta  á  primera  vista  su  nec» 
"sidad  para  cimentar  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
"ción  de  ley,  que  señala  el  número  séptimo  del  articulo 
"oQhocientM  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
"miento  Oriminal.  Cuarto :  En  cuanto  al  número  se- 
'•pindo  del  artículo  novecientos  doce  en  relación  con  el 
"articulo  setecientos  cuarenta  y  dos  y  regla  tercera  del 
'■«rtículo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal,  porque  se  deja  de  consÍRnar  en  el 
'■fexto  de  los  resultandos  de  la  sentencia,  la  primera 
"parte  de  las  conclusiones  del  Ministerio  fiscal  y  como 
"t-sa  primera  parte  contiene  apreciaciones  que  sirven  de 
"fundamento  á  aquellas  conclusiones,  su  omisión  perju- 
"dica  á  mi  representado,  porque  era  necesaria  esa  prj- 
"mera  parte  omitida  para  la  mejor  compreo-iión  de  di- 
"chae  conclusiones,  con  lo  -que  se  ha  dado  lugar  al  re- 
"curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que 
"dejamos  indicado." 

Fundamentos  del  recurso  por  infracción  de  ley: 

Eesultando  que  asimismo  los  referidos  procesados 
interpusieron  recurso  de  casación  por  infracción  dé  ley, 
por  ipiales  motivos,  que  fundan  en  el  orden  en  que  es- 
tán expuestos,  loa  números  primero,  séptimo  y  tercero 
del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  !a  mencio- 
nada ley,  alegándose  por  lo  que  á  cada  recurrente  res- 
pecta, lo  siguiente :  "Primero :  En  cuanto  al  primer  mo- 
"tivo  de  casación  por  infracción  de  ley,  tenemos  que  se 
"declara  probado  en  el  cuarto  resultando  de  la  sentencia 
"que  recurro,  que  los  'hechos  que  dieron  origen  á  la  for- 
"mación  de  la  causa  se"  desarrollaron  en  el  período  de 
"'tiempo  que  medió  después  del  troce  de  Mayo  de  mil 
"mil  novecientos  dos  y  terminó  antes  del  veinte  y  cuatro 
"de  Enero  de  mil  novecientos  tres,  y  como  la  primera  de 
"las  indicadas  fechas  es  anterior  á  veinte  de  Mayo  del 
"primero  de  los  años  indicados,  fecha  en  que  se  consíde' 
"ra  comprendido  en  la  ley  de  amnistía  de  nueve  de  Ju- 
''nio  de  mil  novecientos  dos  á  los  ciudadanos  araerica- 
"noe  y  á  los  que  con  ellos  como  autores  cómplices  ó  encu- 
"bridores  ñguren  en  delitos  cometidos  antee  de  esta  fecha 
"dentro  de  esa  ley  de  amnistía  está  comprendido  el  cíuda- 


DigilizedbvGoO^^IC    - 


"deno  D.  Bamón  Villageliú  y  por  ende  mí  representado. 
'"Porque  4  mayor  abundamiento  en  el  motÍTO  que  no»  ■ 
"ocupa,  dada  la  duda  qne  evidencia  la  Sala  en  la  tvAt 
"en  que  el  delito  se  cometiA  hasta  el  punto  de  declarar 
"probado  que  no  ha  podido  justificarse  dentro  del  espa- 
"eio  de  tiempo  á  que  me  refiero  en  el  párrafo  anterior  la 
"fecha  exacta  en  que  se  realizaron  loe  hechos  delictoo- 
"bos  que  36  declararon  probados  en  el  resultando  tercero, 
"ha  debido  la  Sala  sentenciadora,  siguiendo  el  principio 
"general  de  derecho  de  que  en  caao  de  duda  ha  de  estarse 
"tarse  á  lo  más  favorable  para  el  reo  y  á  que  se  conside- 
"ren  los  fundamentos  primero  ó  segundo  de  este  motÍTO, 
"declarar  comprendido  el  delito  dentro  de  la  mencíona- 
"da  Ley  de  amnistía  y  al  no  hacerlo  ha  infringido  la  di- 
"cha  ley  de  amnistía,  colocándose  dentro  del  caso  pri- 
"inero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
"líCy  de  Enjuiciamiento  Criminal,  toda  vez  que  ciroun»- 
"tancias  posteriores  á  la  comisión  del  acto  punible  im- 
"pidan  penarlos,  cual  es  la  citada  ley.— Segundo :  En 
"cuanto  al  segundo  motivo  de  casación  por  infracción 
"de  ley  y  fwr  si  no  fuera  estimado  el  que  se  establece 
'■con  el  número  primero  reproduzco  todos  los  funda- 
"mentos  en  que  me  he  basado  para  establecer  aquél  y  la 
"Sala  ha  incurrido  en  error  de  derecho  al  desestimar  lá 
'•'excepción  cuarta  del  artículo  seiscientos  sesenta  y  seis 
'  "de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  infringiendo  por 
"io  tanto  la  ley  de  amnistía  de  nueve  de  Junio  de  mil  no- 
"vecientos  dos.  Tercer  motivo  de  casación  por  infrac-  ■ 
"ción  de  ley. — A. — Porque  aun  constituyendo  detito  los 
"hechos  que  se  declaran  probados  en  el  tercer  resultan- 
'■do  de  la  sentencia,  la  Sala  ha  incurrido  en  el  motivo 
"de  casación  por  infracción  de  ley  del  número  tercero 
"del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Criminal.- — Se  consigna  probado  en 
"ese  tercer  resultando  que  mi  representado  hizo  llegar 
"á  sus  manos  sin  que  haya  justificado  por  qué  medios, 
"ni  por  conducto  de  qué  persona  el  legajo  de  escrituras 
"matrices  de  la  notaría  á  cargo  de  Francisco  de  Castro 
"tu  que  se  hallaba  la  de  protocolización  de  documento 
"privado,  otorgada  en  veinte  y  ocho  de  Enero  de  mil 
"novecientos  dos,  marcada  con  el  número  ochenta  y  nue- 
"vc  de  orden  y  la  retiró  haciéndola  desaparecer  y  la  sua- 
"tituyó  colocando  en  su  lugar  en  el  legajo  otro  docu- 
"mento  privado  y  otra  acta  de  protocolización  fingida 
"une  había  hecho  escribir  por  tercera  persona  en  la  que 
"aparece  estampada  una  ñrms  que  dice  Ramón  Village- 
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"lió,  como  testifico  de  conocimiento  y  fingidas  las  del 
"notario  autorizante  Pranciaco  de  Caatro,  otorgante  In- 

'"dalecio  Fresneda  y  testigos  instrumentalea  Antonio 
"María  Triay  y  Juan  Fernández  y  qiie  suscribió  por  si 
"mismo  el  otro  procesado  Federico  Montalvo  que  figura 
"en  la  escritura  como  testigo  de  conocimiento  y  que  era 
"conocido  antiguo  de  Ramón  y  Adolfo  Villageliú,  mi 
"representado,  quienes  le  ocupaban  en  asuntos  judicia- 
"les  y  notariales,  ein  que  se  haya  justificado,  por  qné, 
"cuándo  ni  en  qué  lugar  estampó  dicho  pnx:esado  Mon- 
'■'talvo  su  firma  en  el  aludido  documento.  Pues  bien, 
"esos  hechos  no  constituyen  el  delito  de  falsedad  en  do- 
"cumento  público  de  que  tratan  los  números  primero  y 
"octavo  del  artículo  trescientos  diez  del  -Código  Peniú 
"en  relación  con  el  trescientos  once  del  propio  Código, 
"porque  aceptando  los  hechos  prohados,  resulta  que  el 
"documento  público,  acta  de  protocolización  y  documen- 
"to  privado  desaparecidos,  fueron  sustraídos  por  mi  re- 
"presentado,  suatituyéndoloa  por  algo  que  no  era  docu- 
"mento  público,  que  era  una  verdadera  patraña,  cuando 
"más,  simples  documentos  privados  intercalados  en 
"aquel  tomo  de  escrituras  como  medio  de  realizar  una 
"estafa,  á  fin  de  que  no  dando  resultado  favorable  el  co- 
"íejo  de  las  firmas  de  Indalecio  Fresneda  que  contenían 
"los  recibos  con  que  D.  Enrique  Pascual  se  opuso  k  la 
"ejecución  que  le  siguió  mi  demandante,  pudiera  éste 
"cobrar  lo  que  era  materia  de  aqiiel  juicio  ejecutivo,  de- 
"clarándose  bien  despachada  la  ejecución,— El  delito  de 
"falsedad  en  documento  público  exige  como  esencia  que 
"ee  patentice  la  existencia  de  un  documento  público  y 
"que  en  él  ee  cometa  algunqs  de  las  falsedades  que  de- 
"termina  el  artículo  trescientos  diez  del  Código  Penal; 
"pero  si  cato  no  existe,  si  la  propia  Rala  sentenciadora 
"declara  que  aqnel  documento  público  desapareció  por 
"sustracción,  el  delito  definido  es  el  de  estafa  que  rea- 
"lizó  mi  mandante,  comprendido  en  el  caso  noveno  del 
"«rtículo  quinientos  cincuenta  y  nueve  en  relación  con 
"el  artículo  sesenta  y  cuatro,  caso  tercero  del  artículo 
"quinientos  cincuenta  y  ocho,  dado  que  la  defraudación 
"resultó  frustrada,  por  lo  que  la  Sala  sentenciadora  ha 
"incurrido  en  error  de  derecho,  cometiendo  la  in- 
*'fracción  de  ley  de  que  es  motivo  este  número,  de- 
"jando  de  aplicar  debidamente  los  artículos  citados 
"é  infringiendo  por  aplicación  indebida,  el  artícn- 
"lo  trescientos  diez  en  bus  números  tercero  y  octavo, 
"siendo  más  de  notarse  ese  error  cuando  en  el  segundo 
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"considerando  cfilifica  que  el  docamento  intercalado  qae 
"no  existe>  era  tan  ostensiblemente  falso  qve  no  podía 
"inducir  á  error  respecto  á  bu  calidad. — Cuarto:  Por 
"si  no  fuere  aceptado  el  anterior  motivo  de  casación,  ea- 
"tabk'zco  el  siguiente,  que  lo  autoriza  número  tercero 
"del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  en  relación 
"con  el  caso  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
"y  ocho  y  el  artículo  ochocientos  cuarenta,  y  siete  de  la 
"Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  en  relación  con  el 
"núinero  primero  del  artículo  quinientos  cincuenta  y 
"nueve,  relacionado  éste  á  su  vez  con  el  caso  tercero  del 
"quinientos  cincuenta  y  ocho  y  artículo  sesenta  y  cua- 
"tro,  todos  estos  últimos  del  Código  Penal,  porque  da- 
"do8  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  el  resultan- 
"do  transcrito  en  parte  en  el  motivo  anterior  y  reprodu- 
"ciendo  aqiií  los  fundamentos  que  se  han  tenido  en 
'■'cuenta  en  ese  motivo  para  establecer  la  diferencia  en- 
"tre  el  delito  de  falsificación  en  documento  privado  que 
"califica  y  pena  la  Sala  esntenciadora  y  el  de  estafa  si 
"no  fueren  aceptados  los  hechos  de  autos  como  com< 
"prendidos  en  el  número  noveno  del  artículo  quinien- 
"tos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  hay  motivos  á 
"considerarlos  comprendido  en  el  caso  primero  del  pro- 
"pio  artículo,  en  relación  con  el  caso  tercero  del  qul- 
"nientos  cincuenta  y  ocho  y  artículo  sesenta  y  cuatro, 
"ambos  también  de  dicho  Código  Penal ;  porque  el  arti- 
"ficio,  la  astucia  y  habilidad  empleadas  por  mi  represen- 
"tado  para  lucrar  con  el  resultado  perjudicial  de  la 
"pruelia  de  cotejo  que  debía  practicarse,  colocando  á 
"D.  Enrique  Pascual  en  condiciones  eon  ese  engaño  de 
"que  abonara  la  cantidad  que  era  objeto  del  ejecutivo 
"que  contra  él  seguía  con  un  documento  intercalado  que 
"en  el  considerando  ■  segundo  la  Sala  estima  oatensible- 
"inente  falso  é  incapaz  de  inducir  á  error  sobre  su  cali- 
"dad,  constituye  la  característica  del  delito  de  estafa, 
"por  lo  que  la  Sata  sentenciadora  ha  incurrido  en  error 
"de  derecho,  aplicando  indebidamente  el  artículo  tres- 
"cientos  diez  en  sus  casos  primero  y  octavo  en  relación 
"con  el  trescientos  once  del  Código  Penal  y  ha  infringi- 
"do  por  falta  de  aplicación  debjda  el  número  primero 
"del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve,  en  relación 
"con  el  caso  tercero  del  quinientos  cincuenta  y  ocho  y 
'■'artículo  sesenta  y  cuatro,  todos  del  Código  Penal,  dado 
"que  la  estafa  resultó  frustrada." 

fiesultaado  que  de  igual  modo  el  procesado  Mon- 
talvo  alegó  otros  motivos  de  casación  por  infracción  de 
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1<>y,  señalados  en  ga  escrito  con  loe  números  tercero, 
sexto  y  séptimo,  motivos  qne  respectivamente  funda  en 
los  números  primero,  cuarto  y  séptimo  del  repetido  ar- 
tículo ochocientos  cuarenta  y  nueve,  alegando  lo  si- 
guiente: "En  cuanto  al  tercer  motivo  de  casación  por 
"infracción  de  ley,  ó  sea  el  del  número  primero  del  ar- 
"tículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
"juiciamiento  Criminal  porque  la  Sala  sentenciadora 
"ai  describir  los  hechos  porque  pena  en  esta  causa  á.  mi 
"representado  en  el  tercer  resultando  de  la  sentencia  que 
"interpelo, única  parte  de  toda  la  sentencia  en  que  desús 
"actos  se  trata  y  que  se  declaran  hechos  probados  se  ex- 
"prcsa  así :  "y  que  suscribió  por  si  mismo  el  otro  proce- 
"eado  presente  Federico  Montalvo  que  figura  en  la  eacri- 
"tura  como  testigo  de  conocimiento,  y  que  era  conocido 
"antiguo  de  D.  Ramón  y  Adolfo  Villageliú,  quienes  le 
"ocupaban  frecuentemente  en  asuntos  judiciales  y  nota* 
"ríales,  sin  que  se  haya  justificado  por  qué,  cuándo,  ni  en 
'■qué  lugar  estampó  dicho  procesado  Montalvo  bu  fimia 
"en  el  aludido  documento." — Es  todo  cuanto  se  declara 
"probado  en  contra  de  mi  representado  en  los  hechos 
"que  en  la  cau>>a  se  persiguen.  .Es  decir,  que  respecto 
"á  él  no  se  sabe  por  qué  móvil,  por  qué  causa,  con  qué 
'"intención  dolosa  haya  llegado  á  realizar  aquel  acto  y 
"romo  el  acto  que  constituiría  el  delito  de  falsedad  para 
'vi  otro  procesado  Adolfo  Villageliú,  respecto  al  cual 
"se  declara  su  intención  y  objeto  de  realizarlo,  no  resul- 
"ta  declarado  así  para  mí  representado  porque  llegó  & 
'■ia  consumación  de  él,  ateniéndonos  á  los  hechos  pro- 
"tiados  sin  voluntad  ha  infringido  la  Sala  sentenciadora 
"e!  articulo  primero  del  Código  Penal,  incurriendo  en 
"el  motivo  de  casación  que  señala  al  principio  de  este 
"número. — El  sexto  motivo  de  casación  por  infracción 
"de  ley,  lo  autoriza  el  número  cuatro  del  artículo  ocho- 
"cientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal,  y  consiste  en  que  tet  como  la  Sala  senten- 
"ciadora  declara  probados  los  hechos  en  el  tercer  resul- 
"lando  de  la  sentencia,  en  cuyos  hechos  enlazados  unos 
"con  otros,  no  ha  tomado  mi  defendido  otra  participa- 
'"ción  que  estampar  su  firma  en  la  escritura  como  testi- 
"go  de  conocimiento.  Y  si  hemos  de  considerar  que 
"todos  aquello?  actos  integraban  para  el  procesado  Vi- 
"liageliú  la  realización  de  sus  propósitos  de  hacer  inefi- 
■'■cáz  el  cotejo  que  había  de  practicarse,  no  es  posible 
''igual  consideración  respecto  á  mi  representado  para 
''atribuirle  idéntica  responsabilidad  como  coautor,  por- 
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"que  8u  cooperación  consistente  en  )&  ñrma  de  la  eecri- 

"tura  no  lo  coloca  en  el  número  primero  del  artículo 
"doce  del  Código  Penal  y  sí  en  el  artículo  trece  de  dicho 
"Código,  por  lo  que  se  ha  incurrido  en  error  de  derecho, 
"aplicándole  el  referido  artículo  doce  en  relación  con  el 
"trescientos  diez  y  el  trescientos  once  y  dejando  de  apli- 
"ear  en  igual  relación  el  artículo  trece  de  dicho  Código, 
"tanto  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  la  pena  impuestA 
"para  el  delito  de  falsedad  la  originan  dos  actos  com- 
■'pletamente  independientes,  el  uno  fingir  la  escritura  y 
"el  otro  intercalarla  en  el  protocolo ;  y  en  cuanto  ¿  este 
"último  no  aparece  haber  tomado  parte  mi  representa- 
"do. — En  cuanto  al  séptimo  motivo  de  casación  por  in- 
"fracción  de  ley  lo  autoriza  el  número  tercero  del  citado 
"artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  porque  dados  loe 
"hechos  probados  del  tercer  resultando  la  falta  de  inten- 
"ción  dolosaen  el  agente,  la  carencia  absoluta  de  móvil 
"que  impulsara  á  mi  representado  al  ñrmar  la  escritura 
"ífllsa,  hasta  el  punto  de  declararse  probado  que  no  se  sa- 
'■be  por  qué,  cuéndo  ni  en  qué  lugar  estampó  dicho  pro- 
''cesado  Montalvo  su  firma  en  el  aludido  documento"  des- 
"pojan  al  hecho  de  la  malicia  característica  del  delito. 
"Tan  es  aceptable  la  teoría  que  ostento  que  la  oonei)i;na 
"el  voto  particular  del  Magistrado  Srr  la  Torre  que 
"estima  que  en  el  acto  realizado  por  mi  defendido  hubo 
"una  verdadera  imprudencia  punible  de  eu  parte;  por 
"lo  que  la  Sala  sentenciadora,  basándose  en  los  hechos 
"probados  y  en  loa  fundamentos  que  se  desprenden  del 
"voto  particular  ha  incurrido  en  error  de  derecho,  con- 
"biderando  á  mi  representado  en  los  casos  primero  y  oc- 
"tavo  del  artículo  trescientos  diez  del  Código  Penal,  en 
■'lelación  con  el  trescientos  once,  é  infringiendo,  por 
"falta  de  aplicación  debida,  el  quinientos  noventa  y  dos, 
'■por  constituir  una  imprudencia  temeraria  el  acto  de 
"firmar  la  escritura  sin  adquirir  noticia  y  antecedentes 
"para  penetrarse  del  caso." 

Resultando  que  admitidos  loa  aludidos  recursos, 
previa  la  sustanciación  correspondiente,  se  celebró  la 
vista  pública  con  asistencia  de  los  letrados  defensores  de 
loa  recurrentes  que  sostuvieron  aquellos,  y  del  Ministe- 
rio fiscal  que  los  impuf^nó. 

Decisión  de  los  uecitrsos  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  se  incurre  en  el  qnebrantamien- 
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to  de  fonna  del  número  primero  del  articulo  r 
tos  oDoe  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  cuando 
ie  haya  dene^do  al^na  dilig^icia  de  prueba  que,  pro- 
puesta en  tiempo  y  fonna  por  las  partes,  ee  considere 
pertinente. 

Considerando  que  no  son  pertinentes  las  diligen- 
'  cías  que,  señaladas  con  los  números  tercero  al  octavo 
del  escrito  de  calificación  del  recurrente  Adolfo  Villa- 
ficliú,  se  propusieron  para  probar  que  D.  Eamóo  del 
propio  apellido,  procesado  en  esta  causa,  no  había  per- 
tíido  la  ciudadanía  americana  por  venir  desempeñando 
el  cargo  público  de  Notario,  porque  tendentes  aquéllos 
i'i  demostrar  que  otras  personas  se  encontraban  en  ana- 
It^f^  condiciones,  la  certeza  de  este  hecho  en  nada  po- 
día influir  para  la  apreciación  jurídica  que  hiciera  el 
l'ribunal  a  quo,  respecto  á  si  el  mencionado  D.  Ramón 
por  la  situación  en  que  se  encontraba  había  ó  no  perdi- 
do la  ciudadanía  americana;  ciudadanía  que  por  otra 
parte  no  niega  la  sentencia  á  dicho  pr()cesado,  manifes- 
tándose así,  tanto  más,  la  improcedencia  de!  quebranta- 
miento alegado. 

Considerando  que  conforme  á  la  regla  segunda  del 
articulo  cuarenta  y  dos  en  relación  con  el  número  'pri- 
mero del  novecientos  doce  de  la  expresada  ley,  el  Tribu- 
nal del  juicio  solo  viene  obligado  á  consignar  en  la  sen- 
tencia clara  y  terminantemente  los  hechos  que  hallán- 
dose enlazados  con  las  cuestiones  que  hayan  sido  objeto 
del  juicio,  considera  probados,  sin  que  exista  contradic- 
cic'm  entre  ellos. 

Considerando  que  no  habiéndose  probado  en  el  jui- 
cio, según  lo  declara  exp««amente  el  Tribunal  a  quo  el 
¿ía  exacto  en  que  se  sucedieron  los  hechos  que  origina- 
ron esta  causa,  aaí  como  ni  tampoco  por  medio  ni  por  . 
conducto  de  qué  persona  llegó  á  manos  de  Villageliú  el 
legajo  de  escrituras  matrices  del  Notario  Castro,  natu- 
laJmente  se  explica  que  no  era  posible  precisar  esos  ex- 
tremos, según  pretende  el  recurrente ;  no  resultan  nece- 
»aríos  los  otros  que  echan  de  menos  los  procesados,  re- 
ferentes á  no  decirse  en  los  resultandos  de  la  sentencia, 
ffué  persona  escribió  los  documentos  falsos;  si  la  ñrma 
i'e  Ramón  Villageliú  era  legítima  ó  falsa,  y  en  su  caso 
quién  falsificó  ésta,  por  qué  persona,  cómo  y  cuándo  fue- 
ron falsificadas  las  firmas  del  Notario  autorizante,  otor- 
gante y  testigos  instrumentales  del  documento,  porque 
ninguna  influencia,  á  no  ser  la  de  determinar  la  inter- 
vención de  otras  personas  en  los  actos  realizados,  ha- 
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Lían  de  tener,  con  relación  ¿  loe  hechos  probados  qnc 
be  esthnan  como  conBtitntiToe  de  delito  y  como  determi- 
nantes de  la  delincuencia  de  los  procesados ;  las  cuales 
constan  expuestas  en  ta  sentencia  por  modo  claro  y  ter- 
minante ;  sin  que  se  manifieste  entre  el  tercero  y  cuarto 
de  los  resultandos  de  la  sentencia  la  contradicción  que 
expresan  los  recnrrentee,  pues  si  bien  el  primero  declan 
que  no  se  ha  justiñcado  cuando  estampó  Montalvo  su 
ñi  ma  en  el  documento  falso ;  el  segundo,  perfectamente 
compatible,  no  hace  otra  cosa  que  circunscribir  este  con- 
(íepto  al  período  de  tiempo  del  trece  de  Mayo  de  mil  no- 
vecientos dos  al  veinte  y  cuatro  de  Enero  de  «ste  año 
como  el  en  que  únicamente  pudieron  llevarse  á  cabo 
todos  los  hechos  ejecutados  por  lOs  procesados ;  por  todo 
\n  cual  es  viste  que,  no  existen  los  quebrantamientos 
alegados. 

Considerando  que  el  tercero  de  los  motivos  del  re- 
curso por  quebrantamiento  de  forma  {«egundo  de  Mon- 
talvo),  fundado  en  el  número  sesudo  del  artículo  no- 
vecientos doce  de  la  expresada  ley,  en  sus  números  pri- 
mero, segundo,  teroero  apartado  A,  y  cuarto,  se  hace 
consistir  en  no  haberse  hecho  constar  en  los  resultandos 
de  la  sentencia,  determinados  hechos  y  particulares  fjue 
á  juicio  del  recurrente  han  debido  consignarse  en  los 
miamos ;  y  el  tal  concepto  no  auteriza  el  precepto  citado 
á  dicutir  los  quebrantamientos  que  se  dicen  cometidos, 
los  que,  en  su  caso,  tendrían  más  bien  cabida  dentro  del 
número  primero  de  dicho  articulo,  sino  iinicameute 
aquellos  q\ie  se  fundan  en  no  haberse  resuelto  sobre  to- 
dos los  puntofl  que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación  6 
de  la  defensa,  siendo  notorio  que  en  ninguno  de  los  expre- 
eiados  números  se  mencionan  los  puntos  que  ameritando 
una  calificación  juridica  hayan  dejado  de  resolverse  por 
el  Tribunal  a  qvo,  y  por  tanto,  procede  desestimar  el  re- 
curso en  cuanto  á  esos  extremos. 

Oonsideranilo,  respecto  al  señalado  con  las  letru 
3  y  C  en  el  aludido  tercer  motivo,  que  desestimada  ex- 
presamente en  el  séptimo  considerando  de  la  sentencia, 
I'.igar  adecuado  en  que  han  de  exponerse  los  fundamen- 
tes que  explican  el  fallo,  el  no  hallarse  comprendida  la 
causa  en  la  amnistía  dada  por  !a  ley  de  nueve  de  Junio 
de  mil  novecientos  dos  á  los  ciudadanos  americanos  que 
hubiesen  delinquido  con  anterioridad  al  veinte  de  Mayo 
vJtimo  y  en  consecuencia  á  esto  condenarse  en  el  fallo 
A  los  procesados;  ha  quedado  resuelto  en  el  mismo  Is 
i'cceaidad  de  hacer  nuevas  declaraciones  en  la  parte  di«- 
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iU  lotis 

positiva  de  la  eentencia,  que  diciendo  en  sentido  oontra- 
7Ío  á  las  pretensiones  de  los  recurrentes  implicitamente 
ks  resuelvo  y  tá\  virtud  procede  asimismo,  desesti- 
mar este  motivo  del  recurso. 

Gonpiderando,  respecto  al  primero  y  se^ndo  de  los 
motivos  de]  recurso  por  infracción  de  ley,  de  los  proce- 
^'sdos  Villageliú  y  Montalvo,  fundados  en  los  números 
primero  y  séptimo  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y 
uueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  y  que  este 
íiltirao  autoriza,  que  la  ley  de  nueve  de  Junio  del  año 
próximo  pasado  que  como  infrín^da  se  invoca,  concede 
amnistfa  de  los  delitos  cometidos  durante  el  período  de 
ia  Intervención  por  los  ciudadanos  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América;  y  en  tal  concepto,  ea  necesario  que  los 
que  se  consideren  comprendidos  en  la  misma  justifiquen 
cumplidamente  lae  circunstancias  que  dicha  ley  exifiie, 
estableciendo  una  excepción  que,  como  tal,  deben  apare- 
cer probados  los  hechos  en  que  se  funde,  sin  que  preei- 
nan  en  tales  caaos,  reglas  6  principios  establecidos  para 
la  aplicación,  en  los  de  duda,  de  la  ley  penal  de  carác- 
ter ^neral. 

Considerando  que  declarándose  probado  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  el  delito  se  cometió  del  trece  de 
Slayo  de  mil  novecientos  dos  al  veinte  y  cuatro  de  Ene- 
ro de  este  año,  sin  que. haya  podido  probarse  el  día  en 
((ue  tuvo  lugar  el  hecho,  aún  cuando  en  el  indicado  es- 
pacio de  tiempo  se  comprenden  siete  ú  ocho  días  del  pe- 
ríodo que  duró  en  esta  Isla  la  Intervención  Americana 
que  cesó  el  veinte  de  Mayo  del  año  ultimo,  es  lo  cierto, 
tjue  no  consta  probado  qne  fuera  durante  ella  cuando  el 
delito  se  cometió,  seítún  lo  eiijíe  la  mencionada  ley,  y  en 
ial  virtud,  al  no  aplicarla  el  Tribunal  a  quo,  procedió 
ficertadamente  y  debe  desestimarse,  también,  este  mo- 
tivo del  recurso. 

Considerando  que  procede  asimismo  desestimar  el 
tercero  y  cuarto  y  quinto  de  los  motivos  alegados  res- 
pectivamente por  los  recurrentes,  fundados  en  haberse 
calificado  erróneamente  los  hechos  de  la  causa  como 
nmstitutivos  del  delito  de  falsificación  de  documento 
público,  castigado  por  los  artículos  trescientos  once  del 
Código  Penal,  en  vez  del  de  estafa  comprendido  en  el 
rúmero  primero  ó  en  el  noveno  del  quinientos  cincuen- 
ta y  nueve  del  propio  Código ;  porque  de  los  hechos  de- 
clarados probados,  no  consta  solamente  que  Villageliú 
sustrajera  del  protocolo  del  íTotario  Francisco  Castro  y 
Flaquer  la  matriz  de  dicha  escritura  pública  haciéndola 


DigilizedbvGoO^^IC 


i^esaparecer  con  ánimo  de  defraudar  los  derechos  de 
Enrique  Pascual  en  el  juicio  ejecutivo  que  contra  el 
mismo  se  seguía,  con  lo  cual  habría  quedado  limitado  el 
ht«ho  á  la  comisión  del  delito  de  estafa  del  número  no- 
veno citado,  sino  que  también  se  suetituyó  ese  documen- 
to, poniendo  en  su  lu^r  otro  que  afectando  ser  el  In- 
timo sustraído,  tenía  fingidas  las  firmas  del  Notario 
autorizante,  otor^nte  Fresneda  y  testigos  instrumenta- 
les, el  cual  suscribió  Montalvo  como  testigo  de  conoá- 
Kiiento^  dándole  iino  y  otro  procesado,  con  los  actos  que 
n-alizaron,  carácter  y  valor  de  documento  público,  para 
que  surtiera  sus  efectos  como  ]o  surtió  en  la  diligenci» 
de  cotejo  que  hubo  de  practicarse;  circunstancias  todíí 
4]ue  denotan,  no  el  amaño  ni  el  abuso  de  conüanza,  qne 
pudiera  sospecharse  y  precaverse  característico  de  la  es- 
tafa, sino  la  mutación  ú  ocultación  de  la  verdad,  con  da- 
íio  del  interés  público,  en  un  documento  de  la  clase  anteí 
iudicada,  contrahaciendo  y  fingiendo  letra,  firma  6  rú- 
Lrica  é  intercalando  una  escritura  en  un  protocolo;  he- 
chos constitutivos  del  delito  de  falsedad,  eapecialmenle 
previsto  en  el  artículo  trescientos  once  citado,  en  rela- 
ción con  el  trescientos  diez  en  sus  números  primero  y 
octavo :  sin  que  sea  necesario  para  que  este  delito  eiists, 
<iue  la  falsificación  se  lleve  á  cabo  en  documento  público 
\ordadero,  porque  la  simulación  de  los  miamos  por  íu 
naturaleza  y  el  efecto  que  produce  caen  también  dentro 
del  concepto  jurídico  del  delito  de  falsedad. 

Considerando,  por  lo  que  hace  al  tercero  de  los  mo- 
t'vos  del  recurso  por  infracción  de  ley  del  procesado 
iíontalvo,  que  la  circunstancia  de  declararse  en  la  sen- 
tencia la  intención  y  objeto  que  tuviera  Villageliú  fue- 
ra realizar  el  a^to  que  realizó  y  no  hacerse  igual  decían 
loción  por  lo  que  respecta  al  consumado  por  el  recu- 
rrente, de  poner  su  firma  en  el  documento  falso  como 
testigo  de  conocimiento,  no  demuestra  que  éste  dejara 
de  procwlcr  voluntaria  y  libremente,  sino  que  se  desco- 
noce por  qué  lo  hizo,  según  se  deduce  claramente  de  la 
miftma  sentencia  cuando  expresa  que  no  se  ha  justifica- 
do por  qué  causa  ni  en  qué  lugar  estampó  au  firma  en  el 
aludido  documento;  y  como  quiera  que  con  arreglo  al 
tiárrafo  segundo  del  articulo  primero  del  Código  Penal, 
las  acciones  y  omisiones  penadas  por  la  ley  se  reputan 
siempre  voluntarias,  á  no  ser  que  conste  lo  contrario,  es 
visto  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  el  men- 
cionado artículo. 

Considerando  por  lo  que  respecta  al  sexto  motivo 
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del  recurso  fundado  en  el  número  cuarto  del  repetido 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  que  el  hecho  de- 
c>arado  probado  de  haber  firmado  Montnlvo  como  testi- 
go de  conocimiento  el  documento  falso  referido,  cons- 
tituye un  acto  material  de  ejecución  del  delito  que  ca- 
racteriza la  participación  directa  que  el  mismo  tuvo; 
como  que  de  ese  modo  contribuyó  eficazmente  ¿  darle 
fuerza  y  trascendencia  teniendo  falsificadas  las  firman 
del  Notario  autorizante,  otorgante  Fresneda  y  tcetigos 
i  nt  trunienta  lea  que  habían  suscrito  el  legítimo  que  fué 
ünstraído  por  el  falso  en  el  protocolo ;  sin  que  pueda  se- 
pararse el  acto  de  falsificación  punible,  realizado  por  el 
n-Gurrente  del  que  llevó  á  cabo  Yillap;eliú,  sustrayendo 
t-1  documento  legítimo  é  intercalando  el  falso,  para  de- 
ducir responsabilidades  <iiferentes,  respecto  de  uno  y 
olro;  pori|ue  ambos  concurrieron  con  hechos,  aún  cuan- 
do distintos,  dirt-ctos  ó  apropiados  á  causar  el  mismo 
mal,  constituyéndose  por  ello  en  responsables  como  au- 
tores. 

Considprando  en  cuanto  al  séptimo  y  último  moti- 
vo, que  por  lo  expuesto  al  examinar  el  tercer  motivo  que 
precede  al  sexto  que  se  acaba  de  tratar,  y  atendiendo  á 
<\\ie  en  la  sentencia  no  existe  hecho  alguno  de  que  pueda 
deducirse  que  el  ejecutado  por  Montalvo  lo  fuera  por 
imprevisión,  descuido  ó  negligencia,  no  hay  méritos  pa- 
ra estimar  infringido  por  falta  de  aplicación,  el  artículo 
quinientos  noventa  y  dos  del  Código  Penal. 

Considerando  que  por  las  razones  consignadas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  los  rwursos  interpuestos  por  loa 
procesados,  con  imposición  de  costas  á  los  mismos. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  a  los  reciirsos  de  cnsación  por  quebranta- 
miento de  forma  y  por  infracción  de  ley,  interpuesto» 
pt*r  los  procesados  Adolfo  Villageliú  é  Irola  y  Federico 
Montalvo,  contni  la  sentencia  dictada  el  cuatro  de  Agos- 
to último  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  las  costas  de  car- 
tio  de  los  recurrentes. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos— .Tose  Antonio  Piehardo.— IjuÍs 
trastÁn. — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Eevilla. — José 
Ufaría  Gispert. 
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Xnf.  ley.— Seni  20S.— 28  de  NoTlembra.— DefénEa  peno- 
nal.  (Gao.,  Junio  SI,  1904.) 

DOCTRINA:  Para  que  la  proTocacián  pot 
parte  de  quien  se  deSeadc  de  una  agrcBÍón  ikgítU 
tna,  empleando  un  medio  adecuado,  pueda  impr 
dirquese  estime  á  au  favor  la  circunítanciacii- 
meme  de  haber  obrado  en  defensa  de  su  pcrmna, 
es  necesario  que  la  tal  provoiaciÚD  aeft  «nfirientí 
á  determinar  la  agresión. 

Eo  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  ocho  de  So- 
Tiembre  de  mil  novecientos  tres:  visto  el  recurso  de  o«- 
aación  por  infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencit 
de  Santa  Clara,  interpuesto  por  la  defensa  del  proce- 
■ado  Simón  Alonso  Callejas,  del  comercio,  vecino  de  &*• 
ga&  la  Grande,  contra  la  sentencia  de  seis  de  Agosto 
último  dictada  por  aquella  Audiencia  en  causa  eegiñá» 
eai  juicio  oral  contra  dicho  procesado  y  otros,  por  deli- 
tos de  diaparo  de  arma  de  fuego  y  lesionefl. 
Hbohos  probados  : 

B.eeultando  que  la  sentencia  recurrida  contiene  en- 
tre otros  los  dos  resultandos  que  á  continuación  ee  traiB- 
cribe:  ^"Primero:  EesuItÁndo  probado  que  como 
"á  las  nueve  de  la  noche  del  trece  de  Mayo  último,  lo» 
"procesados  Rogelio  Vilar  Méndez  y  Ángel  Alvarra 
"Méndez,  que  estaban  resentidos  con  el  otro  procesado 
"Simón  Alfonso  Callejas  por  rivalidades  en  el  comercio 
"de  ropas  á  que  los  unos  y  el  otro  se  dedicaban  en  Sí- 
"gua  la  Grande  en  !$  misma  calle  y  en  edificios  eonti- 
"guoe,  siendo  loa  primeros  dependientes  de  "La  Fran- 
"cia"  y  el  tercero  que  había  sido  compañero  de  aquello», 
"dueños  entonces  del  titulado  "El  Escándalo",  quien  en 

"la  tarde  de  dicho  dia  con  la  expresión  injuriosa  de 

" proferida  por  él  en  el  café  "Central"  y  dirigi- 

"da  contra  los  empleados  de  "La  Francia"  en  presenei» 
"de  un  sobrino  de  Vilar  y  de  otros  concurrentes,  hábil 
"provocado  suficientemente  la  agresión  de  esos  anti- 
"guoB  compañeros,  quienes  le  salieron  á  Alonso  annadot 
"de  bastones,  en  la  calle  de  Itfaceo.  viniendo  desde  el 
"callejón  del  Mercado,  oscuro  á  esa  hora,  en  actitud 
"agresiva  contra  Alonso,  el  que  al  ver  ésta,  horas  deí- 
"pués  de  haberlos  provocado  con  su  injuria,  especial- 
"mente  á  Vilar  que  es  casado,  trató  de  impedirla,  dispí- 
"rando  su  revólver  que  portaba  con  licencia,  contra  el 
"referido,  sin  hacerle  daño  ni  evitar  por  tal  nie- 
"dio  que  uno  y  otro  de  sus  agresores  le  causaran  con  1» 
"bastones  lesiones  de  las  que  tardó  once  dfas  en  sanar, 
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"necesitando  por  igual  tiempo  de  asistencia  médica,  ha- 
"biendo  estado  impedido  todo  él  de  dedicarse  á  sus  habi- 
"tuales  ocupaciones. — Segundo:  Resultando  que  si  bien 
'  "se  atusa  por  Alouao  al  otro  pro<'eBado  como  aconipa- 
"ñante  de  sus  agresores.  Garlos  Cortés  Arroyo,  y,  sin 
"determiDar  persona,  hay  testigos  que  indican  que  eran 
"tres  los  que  se  dirigierpn  á  Alonso,  no  lia  podido  pro- 
"barse  la  intervención  de  dicho  procesado  en  los  hecho» 
"ni  el  Diovíl  que  hubiera  podido  guiarle  para  salirle 
"al  encuentro  á  Alonso  á  pedirle  cuenta  y  menos  á  caa- 
"tigar  una  ofeusa  que  á  él  no  le  alcanzaba,  no  siendo 
"dependiente  de  "La  Francia"  ni  aún  dedicado  al  giro 
"de  ropas". 
Resolución'  rkcurrida: 

Resultando  que  la  parte  dispositiva  de  dicha  sen- 
tencia, literalmente  dice  así:  "A  los  procesados  Rogelio 
"Vilar  Méndez  y  Ángel  Alvarez  Méndez,  como  autores 
"de  un  delito  de  lesiones,  castigatlo  en  la  Orden  núme- 
"ro  doscientos  trece  de  mil  novecientos,  á  la  pena  de 
"multa  de  ciento  veinte  pesos  en  moneda  de  los  Esta- 
"do8  Unidos  y  pago  de  una  cuarta  parte  de  costas  á  cada 
"uno,  y  á  indemnizar  á  Simón  Alonso,  solidaria  y  man- 
"com  uñada  mente  veinte  y  dos  p(*oB  y  los  gastos  do  cu- 
"ración  que  acredite  haber  lieclio,  quedando  sujetos  por 
"falta  de  pago  de  la  multa,  y  de  la  indemnización  en  su 
"caso,  á  una  responsabilidad  personal  subsidiaria  á  ra- 
"zón  de  un  día  por  cada  peso  que  dejaren  de  satisfacer 
"sin  que  exceda  dicho  tiempo  de  sois  meses.  Y  absol- 
_ "vemos  al  otro  procesado  Carlos  (iortés  Arroyo,  decla- 
"rando  de  oficio  la  cuarta  parte  de  las  costas  restautea. 
"Devuélvase  á  éste  la  ñanza  en  metálico  por  cien  pesos 
"que  tiene  constituida  Á  fojas  tres  de  la  pieza  de  pri- 
"sión.  Se  dwomisan  los  bastones  ocupados  á  los  que 
"se  dará  el  destino  prevenido  respectivamente.  Vista 
"la  pieza  de  embargo  de  bienes  de  los  procesados,  decla- 
"ramoB  insolventes  por  ahora  y  á  los  efectos  de  esta 
"causa  á  Rogelio  Vilar  y  Ángel  Alvarez,  y  sobreseemos 
"en  cuanto  á  C'arlos  Cortos.  Dígase  al  Juez  de  Instruc- 
"ción  de  Sagua  la  Grande,  Manuel  Ifojarrieta,  cuide  de 
"observar  las  prewripcioDes  contenidas  en  el  artículo 
"ciento  nueve  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal". 
Fundamentos  del  kecurso  db  casación; 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la 
defensa  del  procesado  Simón  Alonso  Callejas,  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  al  amparo  del  número 
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primero  del  articulo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
I^ej  de  Enjuiciamiento  Criminal,  consignando  en  el  es- 
crito (le  interposición  lo  siguiente:  "I^ey  que  ha  BÍdo 
"infringida:  Ki  artículo  ochenta  y  cinco  del  Código' 
"Penal,  por  haher  sido  aplicado  indebidamente  y  el  ir- 
"tículo  o<'taTo,  número  euarto  det  propio  Código  por  no 
"haber  sido  aplicado  en  su  íntAgrídad,  al  caso  de  autos. 
" — Concepto  de  la  infracción. — En  la  sentencia  objeto 
"de  este  recurso,  se  dwlara  probado,  que  á  las  Dueve  y 
"media  de  la  noche  del  trece  de  Mayo  del  oorrieote  año, 
"los  procesados  Rogelio  \'ilar  Méndez  y  Ángel  Alvareí 
"Méndez,  que  deede  hacia  tiempo  tenían  disgustos  con 
"Simón  Alonso  Callejas  por  rivalidades  comerciales,  ea- 
'^ie^on  al  encuentro  de  éste  último,  armados  de  basto- 
"nes,  en  la  calle  de  Maceo  de  la  villa  de  Sagua,  viniendo 
"desde  el  callejón  del  Morcado,  oscuro  á  esa  hora,  en 
"actitud  contra  Alonso,  el  que  al  ver  esto  horas  después 
"de  haherlo  provocado  con  la  injuria  que  por  la  tarde 

"había  lanzado  en  el  café  Central,  llamando á 

"los  empleados  de  "La  Framia",  en  presencia  de  un  so- 
"brino  de  Vilar,  especialmente  á  éste  que  ea  casado,  trstó 
"de  impedir  la  agresión  disparando  su  revólver,  que  poi^ 
"taba  con  licencia,  contra  el  referido  Vilar,  sin  hacerle 
"daño,  ni  evitar  por  tal  medio  que  sus  agresores  le  tau- 
"saran  lesiones  de  las  que  tardó  once  días  en  sanar,  nece- 
"sitando  por  igual  tiempo  de  asistencia  médica,  con  ím- 
"pedimento  para  el  trabajo. — La  Sala  estima,  que  solo 
"concurre  en  el  hecho  á  favor  de  Alonso  la  eximente  in- 
"completa  de  responsabilidad  criminal,  aplicándole  dop 
"de  las  circunstancias  de  que  habla  el  número  cuarto  del 
"artículo  octavo  del  Código  Penal,  ó  sean  la  agresión 
"ilegítima  y  la  necesidad  racional  del  medio  emplesdo 
"para  impedirla  ó  repelerla,  no  así  la  tercera  del  niísmo, 
"porque  sí  bien  ea  cierto  que  Alonso  con  la  ofensa  diri- 
"gida  á  los  empleados  de  la  tienda  "La  Francia",  pro- 
"voeó  suficientemente  la  agresión  de  que  fué  objeto  por 
"parte  de  "los  ofendidos  A'ilar  y  Alvarcz,  lo  es  tnjiibién 
"que  el  hecho  de  salirle  ai  encuentro  dos  hombres  ar- 
"mados  tle  sepdos  bastones,  en  aetitu<l  hostil,  conslitu- 
"ye  una  agresión  ilegítima,  que  hace  racional  el  dispi- 
"ro  címtra  uno  de  los  agresores  como  medio  de  impe- 
"diría  ó  repelerla.— Como  se  ve  claramente  en  la  eipre- 
"sada  sentencia,  se  estima  que  Alonso  provocó  el  suce- 
"so,  porque  muchas  horas  antes  de  la  acometida  alevosa 
"de  que  fué  objeto  de  parto  de  Vilar  y  Alvarez,  lUmó-- 
" á  los  empleados  de  "La  Francia",  lo  que  fué 
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"oido  por  im  sobrino  de  Vilar. — No  puede  darse  error 
"más  evidunte  en  la  aplicación  del  precepto  legal. — 1a 
"provocación  de  parte  del  que  se  defíende  tiene  que  reu- 
"nir  dos  rfquÍBÍtos  indiapensables. — Primero:  Ha  de 
"ser  directa  á  la  persona  que  acometa.  Segundo:  ha  de 
"ser  ¡nmediata,  de  tal  suerte  que  no  haya  solución  de 
"continuidad  entre  el  acto  de  la  provocación  y  de  1« 
"acometida  cuando  concurren  ambos  requisitos,  ea 
*'qiie  Re  enerva  la  acción  del  agredido;  pero  la  falta  de 
"concurrencia  de  esas  circunstancias,  aún  admitida  Is 
"provocación,  no  sirve  para  destruir,  ni  para  iiienosca- 
"bar  el  derecho  de  defensa. — I»  que  la  Ley  ampara  y  el 
"derecho  favorece,  es  la  acción  ejecutada  siempre  que 
"ha  precedido  inmediatamente  provocación  de  parte  del 
"ofendido,  más  no  la  venganza,  y  ésta  es  la  que  han  pues- 
"to  en  práctica  de  un  modo  alevoso  Vilar  y  Alvarez,  ya  se 
"atienda  al  momento  y  hora  que  eligieron,  ya  al  medio 
"que  emplearon  para  acometer  á  Alonso,  aguardándole 
"armarlos  de  bastonea  en  un  lugar  oscuro  de  una  de  las 
"calles  de  Sag\ia,  por  un  sitio  en  que  sabían  tenía  que 
"pasar  necesariamente,  para  tomarle  desprevenido  y  le- 
"sionarle,  como  lo  lesionaron.- — Según  afirma  la  sentCJl- 
"cia,  por  la  tarde,  sin  que  se  encontrasen  presentes  los 
"empleados  de  "La  Francia",  se  atribuye  á  Alonso  que 

"vertió  la  frase  de  "aquellos  oran  unos' ,  que  fué 

"oida  no  por  los  interesados,  sino  por  un  titulado  so- 
"bríno  de  Vilar  y  otros,  cuyos  nombres  no  se  determi- 
"nan,  y  á  las  nueve  y  media  de  la  noche  con  las  circuns- 
"taneias  anteriormente  expresadas,  se  ve  acometido 
"Alonso  por  tius  agresores  y  tiene  que  impedir  la  agre- 
"sión  disparando  su  revólver  y  no  obstante  ésto,  según 
sienta  la  propia  sentencia  es  víctima  de  aquéllos. — Bas- 
"ta  la  simple  lectura  de  esa  sentencia  para  darse  cuenta 
"de  que  faltan  los  elementos  que  caracterizan  la  provo- 
"eación  de  parte  del  que  se  defiende,  cuando  se  ve  agre- 
"dido,  por  lo  que  es  visto  que  la  Sala  ha  infringido  el 
"articulo  octavo,  número  cuarto  del  Código  Penal,  al 
"no  haberlo  aplicado  en  toda  su  integridad  al  caso  de 
"autos,  en  el  que  concurre  además  de  las  dos  circuns- 
"taneias  apreciadas,  la  de  la  falta  de  provocación  sufi- 
"ciente,  por  parte  de  Alonso  y  consiguientemente  se  ha 
"infringido  et  articulo  ochenta  y  cinco  de!  expresado 
"Código,  por  haber  sido  indebidamente  aplicado. 

Hesultando  que  admitido  el  recurso,  y  sustanciado 
ea  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vista  pública, 
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á  la  que  asistieron  el  defensor  del  recurrente  y  el  Mi- 
oieterio  ñscat,  Bosteoieodo  ambos  el  recurso. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Maria  Gispert. 

Considerando  que  de  acuerdo  con  lo  estatuido  en  el 
caso  del  número  cuarto  del  artículo  octavo  del  Código 
Penal,'  para  que  la  provocación  por  parte  de  quien  em- 
pleando un  medio  adecuado  se  deñende  de  una  agresión 
ilegitima,  pueda  legalmente  impedir  que  se  estime  en  su 
favor  la  circunstancia  eximente  de  responsabilidad  cri- 
minal que  el  citado  número  señala,  es  necesario  que  tal 
provocación  sea  suficiente  á  determinar  dicha  agresión; 
y  para  á  su  vez  determinar  aquel  concepto  jurídico,  es 
igualmente  necesario  tener  en  cuenta  los  antecedentes 
de  las  personas,  tiempo,  lugar  y  forma  en  que  la  pro- 
vocación se  realizara,  con  relación  á  iguales  circunstan- 
cias respecto  de  la  agresión  misma. 

Considerando  que  apareciendo  de  los  hechos  pro- 
bados que  los  agresores  Vilar  Méndez  y  Alvarez  Mén- 
dez estaban  resentidos  con  el  procesado  Alonso  Callejas; 

que  la  expresión  de vertida  por  éste  en  el 

café  "Central",  aunque  con  referencia  á  los  empleados 
del  establecimiento  "La  Francia",  no  le  fué  concreta  é 
individualmente,  ni  en  presencia  de  los  que  por  eRa  pu- 
dieran haberse  conceptuado  ofendidos ;  que  esto  ocurría 
en  la  tarde  del  trece  de  Mayo,  y  la  agresión  se  verificó 
i  las  nueve  de  la  noche  de  ese  día,  en  lugar  distinto  y 
.  oscuro,  en  donde  indudablemente  era  esperado  Alonso 
con  tal  fin,  y  la  posibilidad  indicada  en  la  sentencia  de 
haber  coo¡)erado  á  aquélla  un  tercero  extraño  á  la  cues- 
tión, de  todo  lo  cual  surge  racionalmente  la  duda  acerca 
de  los  verdaileroa  móviles  que  determinaron  semejante 
agresión  es  claro  que  tales  antecedentes  no  correspon- 
den exactamente  é  las  circunstancias  indicadas,  y  por 
tanto,  no  es  dable  afirmar  que  la  frase  injuriosa  profe- 
rida por  el  procesado  Alonso  Callejas,  en  la  forma,  lu- 
gar, ocasión  y  tiempo  en  que  lo  fué,  provocara  suficiente- 
mente la  agresión  á  mano  armada  de  que  ilegítimamen- 
te fué  objeto ;  la  cual  por  otra  parte,  tuvo  necesidad  de 
repeler  ó  tratar  de  impedir  por  el  medio  empleado,  sin 
que  llegara  á  lograrlo,  según  resulta  de  la  sentencia 
recurrida. 

Considerando  que  por  laa  razones  expuestas,  al 
condenar  el  Tribunal  a  quo  al  procesado  Simón  Alonso 
Callejas,  por  el  delito  de  que  fué  acusado  on  la  causa 
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de  que  se  trata,  dejando  de  estimar  á  su  favor  en  toda 
BU  integridad  )a  circunetaDcia  eximente  de  responaabi- 
lidad  cuarta  del  articulo  octavo  del  Código  Penal,  ha 
incidido  en  el  error  de  derecho  señalado  en  el  presente 
recurso,  que  debe  ser,  por  tanto,  declarado  con  lugar. 

í^llamofi  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inte^' 
puesto  por  la  defensa  de  Simón  Alonso  Callejas, 'contra 
la  referida  sentencia  de  seis  de  Agosto  dltimo,  dictada 
por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  la  causa  mencio- 
nada; la  cual  sentencia  casamos  y  anulamos,  con  las 
costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 
Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  man- 
damos y   firmamos.  —  José  Antonio   Pichardo.  —  Luií 
Gastón.- — Ambrosio   E.   Morales. — José   M."   Gispert. — 
J.  M.  Aguirre. 
SegnndA  a9ntsilCÍ&. — -^  '«  mitma  fecha  dieíó  el  Tribunal 

nueva  smUneia  en  lot  ñguiaite»  términos.* 

Reproduciendo  los  resultandos  de  la  sentencia  ca- 
sada. 

Reproduciendo  los  considerandos  primero  y  cuarto 
de  dicha  sentencia. 

Consicierando  que  es  autor  del  delito  de  disparo  de 
arma  de  fuego  contra  otra  persona,  por  haber  tomado 
participación  directa  en  su  ejecución,  el  procesado  Si- 
món Alonso  Callejas;  y  por  igual  concepto  son  también 
autores  del  delito  de  lesiones,  los  procesados  Rogelio 
Vilar  Méndez  y  Ángel  Alvarcz  Méndez. 

Reproduciendo  el  primero  y  segundo  fundamentoe 
de  derecho  de  la  anterior  sentencia  de  casación. 

(-onsidcrando  que  en  la  ejecución  del  delito  de  dis- 
paro de  arma  de  fuego  concurrieron  las  tres  circunstan- 
cias que  integran  la  esimente  de  responsabilidad  cri- 
minal del  número  cuarto  del  artículo  octavo  del  Código 
Penal,  y  es  por  tanto,  de  apreciarse  á  favor  del  procesa- 
do Alonso  Callejas  esta  circunstancia. 

Vistne  etc. 

Fallamos:  que  debemos  absolver  y  absolvemos  al 
procesado  Simón  Alonso  Callejas,  por  estar  exento  do 
Tespímsabilidad  criminal  por  el  delito  por  que  ha  sido 
acusado  en  la  mencionada  causa,  con  una  cuarta  'parte 
de  costas  de  oficio;  devuélvase  á  dicho  procesado  el  re- 
vólver y  cápsulas  ocnpadns;  y  reproduciendo  en  lo  per- 
tinente el  fallo  recurrido,  condenamos  á  los  procesados 
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Rogelio  A'^itar  Méndez  y  Ángel  Alvarez  Mémlez,  como 
autores  de  un  delito  de  lesiones,  castigado  en  la  Orden 
número  doscientos  trece  de  uiil  novecientos,  á  la  pena 
de  multa  de  ciento  veinte  pesos  en  moneda  de  los  Esta- 
dos Unidos  y  pago  de  la  cuarta  parte  de  costas  á  cada 
uno,  y  á  indemnizar  á  Simón  Alonso,  solidaria  y  man- 
co mu  nada  ni  ente  veinte  y  dos  pesos  y  los  gastos  dp  cura- 
ción que  acredite  haber  hecho,  quedando  sujetos  por 
falta  de  pago  de  la  multa,  y  de  la  indemnización  en  sa 
caso,  á  una  r^aponsabilidad  personal  subsidiaria  á  razón 
de  un  día  por  cada  peso  que  dejaren  de  satisfacer,  sin 
que  exceda  dicho  tiempo  de  seis  meses.  Y  absolvemos 
al  otro  procesado  Carlos  Cortés  Arroyo,  declarando  de 
oficio  la  cuarta  parte  de  costas  restantes.  Devuélvase  á 
éste  la  fianza  en  metálico  por  cien  pesos  que  tiene  cons- 
tituida á  fojas  tres  de  la  pieza  de  prisión.  Se  decomisan 
los  bastones  ocupados,  á  loa  que  se  dará  el  destino  pre- 
venido respectivamente. — Vista  la  pieza  de  embaído  de 
bienes  de  loe  procesados,  declaramos  insolventes  por  aho- 
ra y  á  loa  efectos  de  esta  causa  á  Rogelio  Vilar  y  Ángel 
Alvarez,  y  sobreseemos  en  cuanto  á  Carlos  Cortés.  Dí- 
gase al  Juez  de  instrucción  de  Sagna  la  Grande,  Manud 
Mojarrieta  que  cuide  de  observar  las  prescripciones  con- 
tenidas en  el  articulo  ciento  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
OaatÓQ. — Ambrosio  B.  Morales. — José  M.'  Gispert. — 
J.  M.  Aguirre. 


In£  ley.--Sont.  309.-28  de  Noviembre.— Atentado. — 

(Gao.,  Junio  21.  1904.) 

DOCTRINA:  Constituye  el  delito  de  atenta' 
du  el  hecho  de  agredirá  un  jucxcon  unitivo  de  una 
resolución  dictada  en  el  ejercicio  de  un  cargo  judi- 
cial que  ejercía  por  auatitución.  sin  que  se&  necesa- 
rio cjue  en  Ina  momentos  de  la  agresión  estuviera 
desempaña II do  el  mismo  c  irgo  en  el  ejercicio  del 
cual  dictó  la  resolución  causa  del  delito. 

En  la  ciudad  de  la  Rabana  á  veinte  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casa- 
ción pendiente  ante  este  Supremo  Tribunal,  por  infrac- 
ción de  ley  intcrjiue.'ito  por  el  procesado  Rafael  Ros  y 
Estrada,  vecino  y  natural  de  Santiago  de  Cuba,  esto; 
diante,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba  en  causa  que  se  instruyó  en  el  Juz- 
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gado  de  Inetrucción  de  la  referida  ciudad,  por  el  delito 
de  atentado  á  la  Autoridad  y  lesiones  leves: 
Hechos  probados  : 

Resultando  que  en  ta  expresada  sentencia,  de  cua- 
tro de  Junio  del  corriente  año,  se  consignan  como  he- 
chos probados  los  que  se  transcriben  á  continuación: — 
"Resultando  probado  que  en  virtud  de  denuncia  hecha 
al  Juzgado  Correccional  por  el  Sr.  Juan  Pérez  Cisne- 
ros,  que  desempeñaba  dicho  cargo,  contra  Luis  Ros  por 
derramamiento  de  aguas  sucias  que  perjudicaban  al  de- 
nunciante, tuvo  que  sustituirle  para  entender  en  ese 
asunto  el  Ldo,  José  María  García,  que  desempeñaba  por 
sustitución  el  cargo  de  Juez  municipal  y  señaló  el  día 
veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos  para 
la  celebración  del  juicio  y,  efectuada  la  comparecencia 
de  las  partes  en  el  día  expresado,  condenó  García  á  Roe 
al  pago  de  la  multa  de  veinte  pesos  que  se  hizo  efectiva 
i  mu  cd  i  atañiente  por  el  condenado,  quien  ya  en  su  casa 
se  quejó  con  amargura  del  Juez  José  María  García,  ma- 
nifestando su  disgusto  por  la  dureza  con  que  le  había 
tratado  y  por  la  injusticia  de  que  se  creía  víctima,  al  ex- 
tremo de  manifestar  delante  de  la  familia  y  de  su  hijo 
Rafael  que  ejercitaría  la  venganza  si  no  estuviera  viejo 
y  enfermo ;  é  impresionado  y  obcecado  Rafael  Ros  y  Es- 
trada por  estas  lamentaciones  de  su  padre,  salió  de  la 
casa  y  como  á  las  cinco  de  la  tarde  del  mismo  día  en- 
contró al  Ldo.  García  en  la  calle  de  San  Pedro  esquina 
á  la  de  Enramadas  y  arrebatándole  el  bastón  que  porta- 
ba, le  dio  con  él  un  golpe  en  el  borde  cubital  del  brazo 
izquierdo,  diciéndole:  "toma  para  que  vuelvas  á  impo- 
ner multas  de  veinte  pesos"  y  le  causó  con  el  golpe  una 
lesión  de  la  que  sanó  con  necesidad  de  asistencia  facul- 
tativa por  menos  de  ocho  días  y  sin  impedimento  para 
sus  trabajos  habituales". 
Resolución  eecurbida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  estimó  los 
hechos,  que  declaró  probados,  constitutivos  del  delito  de 
atentado  a  la  Autoridad  definido  en  el  caso  segundo  del 
artícu]o^doseiento8  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal 
y  penado  en  el  doscientos  cincuenta  y  nueve  modificado 
por  la  Orden  Militar  número  doscientos  veinte  y  cinco 
de  mil  novecientos  uno  y  además  una  falta  incidental  de 
lesiones  leves  definido  en  el  artículo  seiscientos  diez  del 
mismo  Código  y  penado  en  la  Orden  doscientos  trece 
'  de  mil  novecientos,  y  considerando  responsable  de  este 
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delito  y  falta  al  procesado  Rafael  Roe  y  Estrada  le  con- 
denó, en  concepto  de  autor,  con  la  concurrencia  de  una 
circunstancia  atenuante,  á  la  pena  de  dos  años,  cuatro 
meses  y  un  día  de  prisión  correccional,  accesorias  co- 
rrespondientes y  una  multa  de  diez  pesos,  haciendo  los 
demás  pronunciamientos  pertinentes; 

PONDAMENTOa   nSL   KECDR80   OE   CASACIÓIÍ  : 

Resultando  que  contra  la  expresada  sentencia  esta- 
bleció el  procesado  Boa  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  que  se  dice  autorizado  por  los  números  pri- 
mero y  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  estimando  que  los 
preceptos  infringidos  son:  "Primero;  Por  aplicación 
indebida,  el  articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho  inci- 
so segundo  en  relación  con  el  doscientos  setenta  y  tres 
del  Código  Penal.  t>e  la  sentencia  aparece  que  el  Li- 
cenciado García  encargóse  del  Juzgado  Correccional  pa- 
ra conocer  de  una  falta  contra  Luis  Ros,  y  que  celebra- 
do  el  acto  el  veinte  y  dos  de  Noviembre  terminó  con  Is 
condena  de  Ros  á  veinte  pesos  de  multa,  que  satisfizo 
inmediatamente;  y  que  en  la  tarde  del  mismo  día  (ea 
decir,  cuando  ya  el  Ldo.  García  no  era  Juez  Correc- 
cional por  completa  terminación  del  asunto  contra  Luis 
Ros  de  que  como  tal  Juez  había  conocido)  fué  agredido 
por  el  hoy  condenado  Rafael  Ros.  Ahora  bien:  confor- 
me al  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho,  inciso  segun- 
do, en  relación  con  el  doscientos  setenta  y  tres  del  Có- 
digo Penal,  es  requisito  esencial  del  delito  de  atentado 
contra  la  autoridad  que  el  sujeto  pasivo  de  la  agresión, 
al  ejecutarse  ésta,  sp.a  realmente  Aittoñdtid  en  el  senti- 
do expeciai  de  ambos  preceptos;  es  decir,  tenga  la  ju- 
risdicción propia  á  que  son  inherentes  aquellas  funcio- 
nes durante  cuyo  ejercicio  ó  con  ocasión  de  las  cuales 
se  cometió  el  bocho;  y,  en  ta!  virtud  los  hechos  que  se 
declaran  probados  no  constituyen  el  referido  delito  pues 
al  ser  agredido  el  I,do.  García  no  tenia  ya  la  jurisdic- 
ción Correccional  á  que  corresponden  las  funciones  que 
ejerció  en  el  juicio  de  faltas  contra  Luis  Ros  y  con  oca- 
sión de  'las  cuales  se  dice  ejecutada  la  agresión,  por  el 
tMndenado  Rafael  Koss.  —  Segundo.  Infracción  también 
por  aplicación  indebida  del  mismo  articulo  doscientos 
cincuenta  y  ocho  inciso  segundo,  en  este  otro  concepto: 
Exprésase  en  la  sentencia  que  después  de  hecha  efectiva 
la  multa  de  veinte  pesos  impuesta  á  Luis  Ros  por  el 
Juez  Correccional  accidental  José  María  García,  el  re- 
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feriflo  Ros,  retirándose  á  su  casa  se  quejó  con  amargura 
de  dicho  Jue?.  manifestando  su  disgusto  por  la  dureza 
con  que  lo  habia  tratado  y  por  la  injusticia  de  que  se 
creía  víctima,  al  extremo  de  manifestar  delante  de  la  fa- 
milia y  de  su  hijo  Rafael  Ros  (hoy  condenado)  que 
ejercitaría  la  venganza  si  no  estuviera  viejo  y  enfermo; 
é  impresionado  y  obcecado  Rafael  Ros  por  esas  lamen- 
taciones de  su  padre  salió  de  su  casa,  y  como  á  las  cinco 
de  ]«  tarde  del  mismo  día  encontró  al  Ldo.  García,  y 
arrebatándole  el  bastón  que  portaba  le  dio  con  ól  un 
golpe,  etc.  No  consta,  pues,  de  tales  hechos  que  exis- 
tiese en  Rafael  Ros  el  propósito  de  ofender,  menospre- 
ciándolo, el  principio  de  autoridad  de  la  persona  del  Li-  ■ 
cenciado  García,  elemento  intencional  necesario  para 
integrar  el  delito  de  atentado;  sino  que  de  dichos  hechos 
resulta  que  Ros  agredió  á  García  resentido  personal- 
mente contra  éste,  no  por  haber  juzgado  y  condenado  á 
BU  padre,  sino  porque  lo  había  tratado  con  dureza,  ha- 
ciéndolo víctima  de  una  injusticia,  cuya  convicción 
arraigaba  en  el  áoiimo  de  Ros,  por  las  amargas  lamenta- 
ciones oidfls  á  su  padre. — I^a  agresión  de  Rafael  Ros  no 
fué,  pues,  con  ocasión  de!  ejercicio  de  sus  funciones  pro- 
pias por  el  lido.  García  sino  en  contemplación  de  la  du- 
reza é  injusticia  con  que,  según  la  coníHcción  del  agre- 
sor, habia  sido  tratado  su  padre  por  dicho  Ldo.  García; 
Resultando  que  a<lmitido  el  recurso  por  la  Sala  sen- 
tenciadora en  cuanto  al  primer  motivo  y  no  en  cuanto 
al  segundo,  según  se  expresa  en  el  único  considerando 
del  auto  que  admitió  el  recurso,  y  p«rgonado  el  recu- 
rrente ante  este  Supremo  Tribunal,  previos  los  trámites 
corrcpponiljentcs,  se  celebró  la  vista  pública  el  diez  y 
siete  del  corriente  mes  con  asistencia  solamente  del  Mi- 
nisterio fiscal  que  solicitó  se  declarara  sin  lugar  el  re- 
curso: 

Decisión  del  «ecurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R,  Mo- 
rales. 

Considerando,  en  cuanto  al  único  motivo  de  este 
recurso,  que  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  como  pro- 
bado, que  al  transitar  por  una  calle  de  la  ciudad  de  San- 
tiago (io  C'uha  el  Juez  municipal,  por  sustitución,  José 
María  García  fué  agredido  y  lesionado  con  un  bastón 
por  Rafael  Ros  porque  cuando  actuó  aquel  como  Juez 
correccional  accidental  impuso  una  multa  al  padre  de 
Boa  por  falta  que  cometió;  es  indudable  que  el  eipre- 
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sado   García   era   una   Autoridad   judicial   cuando   fué 

agredido  y  lesionado  y  que  Bufríó  la  agresión  y  leeión 
por  razón  del  ejercicio  de  sus  funciones,  hechos  todos 
que  al  realizarse  integraron  el  delito  de  atentado  defi- 
nido en  el  artículo  doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Có- 
digo Penal  aplicado  al  caso  por  el  Tribunal  a  quo,  no 
siendo  de  acej)tarse  lo  expuesto  por  el  recurrente  de  que 
fuera  nc<'esarin  para  que  hubiera  existido  el  detito  de 
atentado  que  el  Ldo.  Qarcia  hubiera  tenido  en  el  mo 
mentó  de  la  agresión  las  funciones  de  Juez  Correccio- 
nal; pues  basta  que  fuera  una  Autoridad  judicial,  como 
'indudablemente  lo  era,  aunque  no  como  Juez  correc- 
cional, sino  como  municipal,  por  sustitución,  y  que  la 
agresión  la  sufriera  á  consecuencia  de  las  funciones  que 
ejerció  como  correccional  accidental  para  que  el  expre- 
sado delito  exista;  razones  todas  por  las  cuales  la  Sala 
lejos  de  infringir  el  articulo  doscientos  cincuenta  y  ocho 
del  Código  Penal,  lo  ha  aplicado  acertadamente; 

Considerando  que  par  Ioe  fundamentos  expuestoa 
procede  que  se  declare  sin  lugsr  el  recurso  de  caaaciÓQ 
interpuesto  por  el  procesado  y  en  consecuencia,  conde- 
nársele á  las  costas  con  arreglo  al  articulo  cuarenta  de 
la  Ley  de  casación : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Bafael  Bos  y  Estrada  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  el 
cuatro   de  Junio  último,   condenándole  en  las  costas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — ^Luia 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. — 
J.  M,  Aguirre. 


Inf,   ley,— Sent.    210.-  28  de  Noviembre.— Hurto  cua- 
lificado. (f?ac,,  Junio  SI,  1904.) 

DOCTBINA:  El  mero  hecho  de  cometer  un 
hurto  de  animales  en  pr<dio  rústico,  cutiliBca 
dicho  delito  según  tiene  declarado  con  repetición 
el  Tribuna)  Supremo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casa* 
ción  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio fiscal  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  Santa  Clara,  en  la  causa .  seguida  por  hurto  contra 
Eloy  Martínez,  jornalero,  vecino  de  Sagua  la  Grande. 
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Hechos  pbobadds: 

JtesulUndo  que  la  aentencia  dictada  en  dicha  causa 
en  veinte  y  siete  de  Agosto  último  contiene  respecto  á 
los  hechos  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  el 
"procesado  Eloy  Martínez,  en  la  noche  del  diez  y  ocho 
"de  Abril  de  mil  novecientos  dos,  escogida  de  intento, 
"tomó  sin  la  voluntad  de'^u  dueño,  sin  violencia,  inti- 
"midación  ni  fuerza,  con  ánimo  de  lucro,  un  caballo  de 
"la  propiedad  de  Nicomedes  Ferrer,  sereno  del  ingenio 
"Resulta",  quien  lo  dedicaba  á  monta,  cuyo  animal  es 
"de  valor  de  noventa  y  cinco  pesos  en  moneda  de  los 
"Estados  Unidos,  íné  recuperado  y  depositado  en  poder 
"de  su  dueño,  desde  veinte  y  uno  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos dos". 

Resultando  que  pedida  aclaración  de  la  sentencia 
por  el  Ministerio  ñscal,  se  dictó  por  la  Audiencia  el  auto 
cuya  parte  dispositiva  dice  así:  "Se  suple  en  dicha 
"sentencia  la  omisión  padecida,  y  se  consigna  que  el  lu- 
"gar  de  que  fué  siistraido  el  caballo  perteneciente  al 
"mayordomo  del  ingenio  "Reglita",  Nicomeiles  Ferrer, 
"fué  el  de  los  terrenos  de  dicha  finca". 
Resolución  hecurhida  : 

Resultando  que  ios  hechos  declarados  probados  fue- 
ron caliñcados  por  la  8ala  sentenciadora  de  un  delito  de 
hurto,  previsto  en  el  caso  primero  del  articulo  quinien- 
tos treinta  y  cinco  y  castigado  en  el  número  tercero  del 
articulo  quinientos  treinta  y  seis  del  Código  Penal,  del 
cual  estimó  autor  al  procesado,  con  la  circunstancia 
agravante  de  nocturnidad,  condenándole  á  la  pena  de 
seis  meses  y  un  dia  de  presidio  correccional,  accesorias 
y  pago  de  costas,  dejándose  el  caballo  á  la  libre  dispo- 
sición de  su  dueño: 

FrNDAMENTOS   DEL  RECl'RSO    DE   CASACIÓN  1 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  el  presento  recurso  autorizado  por  el 
número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  Ley  de  F^njuici amiento  Criminal,  citando  como 
■infringidos  el  artículo  quinientos  treinta  y  seis  núme- 
ro tercero,  de!  Código  Penal,  por  su  indebida  aplicación 
y  el  número  segundo  del  artículo  quinientos  treinta  y 
Ocho  de  dicho  Código,  modificado  por  la  Orden  doscien- 
tos cuarenta  de  mil  novecientos  uno,  por  no  haber  sido 
aplicado,  puesto  que  la  pena  soñalaila  en  este  último  es 
la  que  corresponde  imponer  cuando  se  sustrae  un  ani- 
mal de  un  predio  rústico,  aunque  no  estuviera  dedicado 
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á  faenas  agrícolae,  ítegún  se  e^ipresa  con  toda  claridad 
eu  el  testo  inglés  de  dicha  Orden  dictada  por  el  Gobier- 
no interventor; 

lÍGsuUanilo  que  admitido  el  recurso,  se  lia  sustan- 
ciado en  debida  forma  en  este  Tribunal,  celebrándoee 
la  vista  pública  con  asistencia  solo  del  Ministerio  fiscal 
que  sostuvo  la  procedencia  de  aquél: 
Decisión  del  ricuurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gael^D  y 
Gastón, 

Considerando  que  conforme  al  artículo  quinientos 
treinta  y  ocho  del  Código  Penal,  modificado  por  la  Or- 
den número  doscientos  cuarenta  de  mil  novecientos  uno, 
el  hurto  deberá  estimarse  cualificado  y  castigarse  con  laa 
penas  que  en  el  mismo  se  señalan,  entre  otros  casos, 
cuando  excediendo  de  cincuenta  pesos  se  cometiere  en 
predio  rústico  y  consistiere  en  animales  ú  objetos  em- 
pleados en  las  labores  agrícolas,  debiendo  entenderse, 
Begún  con  repetición  lo  tiene  declarado  este  Tribunal 
Supremo,  que  si  se  trata  de  animales  basta  que  sean  sua- 
traidos  de  predios  ríisticos  para  que  deba  estimarse  el  he- 
cho comprendido  en  el  citado  precepto,  aún  c¡iando  no 
estuvieren  directamente  empleados  en  labores  agrícolas, 
cuya  condición  solo  se  refiere  á  los  otros  objetos  que  ei- 
presa  el  articulo,  pues  tal  inteligencia  la  abona,  no  solo 
el  espíritu  y  tendencia  de  dicha  disposición,  sino  el  tra- 
to inglés  de  la  misma  en  que  el  Gobierno  interventor 
también  la  dictó  y  cuyos  términos  no  ofrecen  duda  al- 
guna sobre  el  particular: 

Considerando  que  esto  sentado,  y  apareciendo  de 
loe  he(;hos  declarados  probados  por  la  Sala  sentenciado- 
ra, que  el  procesado  tomó  sin  la  voluntad  de  su  dueño, 
sin  violencia  ó  intimidación  ni  fuerza  y  con  ánimo  de 
lucro,  un  caballo  de  valor  de  noventa  y  cinco  pesos  en 
moneda  de  los  Estados  Unidos,  que  se  encontraba  en  los 
terrenos  del  ingenio  "Resulta"  y  pertenecía  a!  seteno 
de  la  finca  quien  lo  destinaba  á  monta,  tí  evidente  que 
tales  hechos  constituyen  el  delito  de  hurto  cualificado, 
previsto  y  penado  en  las  disposiciones  citadas: 

Considerando  que  al  no  estimarlo  así  la  Audiencia 
de  Santa  Clara  y  calificar  el  hecho  como  delito  de  hurto 
simple,  aplicando  los  artículos  del  Código  referentes  al 
mismo,  ha  incurrido  en  las  infracciones  y  error  de  dere- 
cho en  que  se  funda  el  recurso,  dando  as¡  lugar  i  la  ca- 
pación de  la  sentencia: 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  a!  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  la  causa  á  que  se  ha  hecho  referencia,  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  sentencia  con 
las  eoütas  tie  oficio. 

C'omuníqufse,  etc. 

Asi   por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luii 
Gastón. — Ambrosio   E.    Morales. — José   M,"   Gispert.— 
J.  M.  Aguirre. 
Segunda  sentencia. — £*>  la  misma  Jeeka  dictó  el  Tribunal 

numa  eeniencia  en  lo*  eÍgHÍeittee  UrminM: 

Dando  por  reproducidos  los  resultandos  de  la  sen- 
tencia casada,'  así  como  los  considerandos  segundo,  ter- 
cero y  cuarto  de  la  misma. 

Dando  igualmente  por  reproducidos  los  consido^ 
randos  primero  y  segundo  de  la  sentencia  de  casación 
que  precede: 

Vistas,  etc. 

Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  & 
Eloy  Martínez,  como  autor  de  un  delito  de  hurto  cuali- 
ficado, con  la  circunstancia  agravante  de  nocturnidad, 
á  la  pena  de  seis  años  y  un  día  de  presidio  mayor,  ac- 
cesorias de  inhabilitación  absoluta  temporal  en  toda  su 
extensión  y  sujeción  a  la  vigilancia  de  la  Autoridad  por 
igual  tiempo  de  la  condena  principal  que  empezará  á 
contarse  desde  el  cumplimiento  de  la  misma,  y  al  pago 
de  las  costas;  siéndole  de  abono  la  mitad  del  tiempo  de 
prisión  preventi.va  que  haya  sufrido:  déjese  el  caballo 
ocupado  á  la  libre  disposición  de  su  dueño  Xicomedes 
Ferrer;  y  por  lo  que  resulta  de  la  sentencia  casada  se 
declara  al  procesado  insolvente  para  los  efectos  de  esta 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luia 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.'  Gispert. — J. 
J[.  Aguirre. 


Impugnañú.— Auto   189.— 2    de   Diciembre.— Hedioa. 

(Goc.,  Junio  87,  1904.) 

DOCTRINA:  Es  madmiüihlc  un  motivo  de 
casación  qoe  se  funda  en  un  hecho  contrndiclorio 
del  corntignadu  en  la  sentencia  recurrida,  dándose 
por  probadii  loque  la  Sala  sentenciadora  expre- 
'.c  declara  que  no  ba  podido  juitificane. 
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Antecedentes  : 

Besultando  que  en  la  causa  seguida  por  aseeinato  y 
homicidio  frustrado  contra  Antonio  Zafrané  y  Molina, 
la  Audiencia  de  Camagüey  dictó  sentencia  deñnitiva  en 
trece  de  Agosto  último,  por  la  cual  condenó  á  dicho  pro- 
cesado á  la  pena  de  cadena  perpetua  y  accesorias  como 
autor  de  un  delito  de  asesinato  cualiñcado  por  la  alcvo- 
fiia,  con  una  circunstancia  agravante  y  la  atenuante  de 
embriaguez,  y  á  la  pena  de  ocho  años  y  un  día  de  pri- 
sión mayor  con  sus  accesorias,  como  autor  también  de  un 
ilelito  frustrado  de  homicidio  con  iguales  circunstancias 
modificativas  de  su  rceponsabilidad,  condenándosele  asi- 
mismo, á  la  debida  indemnización  de  perjuicios  y  al  pa- 
go de  las  costas: 

Resultando  que  entre  los  hechos  que  se  declaran 
probados  en  dicha  sentencia,  y  después  de  consignarse 
los  antecedientes  y  pormenores  de  lo  ocurrido,  se  expre- 
sa en  el  quinto  resultando  lo  siguiente:  "El  procesado 
"Zafrané  al  realizar  los  hechos  referidos  en  las  personas 
"de  José  Antonio  Rodríguez  y  Asunción  Barreras,  se 
"encontraba  en  estado  de  embriaguez  producida  por  las 
"cuatro  copas  de  ginebra  y  dos  de  cerveza  que  había  to- 
"mado,  embriaguez  que  en  él  no  es  habitual,  sin  que  se 
"hava  justificado  que  fuera  posterior  al  proyecto  de  rea- 
"liaár  el  delito". 
Ri'Xriiso  AOMiTiiH); 

Ri-fiultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  Ministerio  fiscal  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  autori/.ado  por  el  número  quinto  del  artícu- 
lo ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  citando  como  infringidos  el  número 
séptimo  del  artículo  nueve  del  Código  Penal,  por  su  de- 
hida  aplicación,  tanto  respecto  al  delito  de  asesinato  con.- 
sumado  como  al  de  homicidio  frustrado,  asi  como  otros 
artículos  de  dicho  Código,  referentes  á  la  concurrencia 
en  ambos  hwhos.  que  sostenía  el  recurrente,  de  la  cir- 
cunstancia agravante  de  premeditación;  y  expresando  el 
concepto  de  aqiicUa  primera  infracción  en  los  términos 
siguientes:  si  se  acepta  que  Zafrané  desde  que  amena- 
"y.ó  á  Rodríguez  y  á  Barreras  con  muclia  anterioridad 
"al  tres  de  Junio  de  mil  novecientos  tres,  había  preme- 
"ditado  la  muerte  de  éstos,  es  incuestionable  que  la-em- 
"briaguez  de  dicho  día  tres  no  sólo  fué  posterior  al  pro- 
ye<'to  de  cometer  el  delito,  sino  tomada  de  esprofeso 
''para  consumar  esos  crímenes  en  un  estado  de  excita- 
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"ción  alcohólica  tal  que  hagta  él  no  llegara  ni  pudiera 
"llegar  la  reflexión  contraria  que  lo  hiciera  desiBtir  de 
"sus  propósitos,  y  a!  aceptarse  esta  circunstancia  y  com- 
"pensarse  con  la  agravante  veinte  y  uno,  haciendo  use 
"de  la  regla  cuarta  del  artículo  ochenta  del  Código  Pe- 
"nal,  se  ha  infringido  también  dicha  regla,  así  como  el 
"párrafo  último  del  artículo  cuatrocientos  catorce  por  el 
"que  se  castiga  el  reo  de  asesinato  con  la  pena  de  cade- 
"na  temporal  en  su  grado  máximo  á  muerte  y  la  regla 
"tercera  del  ya  citado  artículo  ochenta,  que  determina 
"que  cuando  concurra  solo  una  circunstancia  agravan- 
"te,  debe  imponerse  la  pena  en  grado  másimo,  y  á  ese 
"grado  máximo  debió  llegarse  imponiendo  á  Antonio 
"Zafrané  Molina,  la  pena  de  muerte  y  no  la  de  eadena 
"perpetua":  y  agrega,  que  por  las  mismas  razones  adu- 
cidas, se  ha  cometido  la  infracción  citada  en  cuanto  al 
delito  de  homicidio  frustrado: 

Impugnación  : 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la  Audien- 
cia, se  remitieron  á  este  Tribunal  los  autos  originales, 
conforme  proviene  para  casos  como  ol  actual  la  Orden 
número  ciento  noventa  y  dos  de  mil  novecientos,  y  ha- 
biéndose designado  al  procesado  abogado  de  oficio,  éste, 
en  el  término  correspondiente  impugnó  el  recurso  fun- 
dado, en  cuanto  al  motivo  referente  á  la  apreciación  de 
la  circunstancia  atenuante  de  embriaguez,  en  que  al  ha- 
cer el  Ministerio  fiscal  las  afirmaciones  que  hace,  "re- 
"sulta,  dice,  evidente  que  el  concepto  de  la  infracción 
"que  reclama  respecto  á  los  dOs  delitos,  descansa  en  la 
"aceptación  de  una  hipótesis  ó  supuesto,  y  no  en  la  base 
"inalterable  é  intangible  de  los  hechos  declarados  pro- 
bados por  el  Tribunal  a  qno  á  los  cuales  contradice 
"abiertamente  el  recurrente  al  hacer  apreciaciones  de 
"hecho  distintaa  de  las  que  el  propio  Tribunal  senten- 
"ciador  ha  consignado  con  vista  de  las  diversas  pruebas 
"practicadas  á  su  presencia,  al  afirmar  en  el  quinto  de 
"los  resultandos  de  su  sentencia  "que  el  procesado  Za- 
"fraué  al  realizar  tos  hechos  se  encontraba  en  estado  de 
"embriaguez  no  habitual  y  sin  que  se  haya  llegado  á  j'us- 
"tificar  que  fuera  posterior  al  proyecto  de  realizar  los 
"delitos";  en  cuyas  condiciones  no  hay  ningún  precepto 
'legal  que  autorice  la  discusión  de  dicho  problema  ni  de 
"ningún  otro,  resultando  por  tanto  incumplido  en  el  re- 
"curso  los  requisitos  de  admisibilidad  que  señalan  los 

T.  B.— 19M.-«S. 


DigilizedbvGoO^^IC 


"números  terceros  de  los  artículos  cinco  y  siete  ¿e  la  ley 
"orgánica  de  casación". 

liesultando  que  apartado  y  desistido  posteriormen- 
te el  Ministerio  fiscal  de  los  motivos  del  recurso  que  se 
referían  á  la  cuncuTrencia  de  la  premeditación  en  los 
delitos  del  proceso,  dejando  subsistente  únicamente  el 
referente  á  la  atenuante  de  embriaguez  que  se  ha  expre- 
sado, se  celebró  la  vista  pública  de  la  cuestión  previa, 
promovida  por  el  defensor  del  procesado,  quien  sostuvo 
ea  el  acto  su  impugnación,  combatiéndola  el  Ministerio 
fiscal  recurrente: 

Resolución  : 

Considerando  que  éste,  en  las  alegaciones  que  hace 
«n  su  escrito  para  fundamentar  el  único  motivo  pen- 
diente del  recurso,  desconoce  y  contradice  evidentemen- 
te lo  consignado  en  la  sentencia  recurrida,  respecto  al 
hecho  de  la  embriaguez  en  que  se  encontraba  el  procesa- 
do al  ejecutar  los  delitos  de  autos,  puesto  que,  expre- 
sándose de  modo  claro  y  terminaiíte,  en  el  quinto  resul- 
tando, que  no  se  ha  justificado  que  dicha  embriaguez 
fuera  posterior  al  proyecto  de  cometer  los  delitos,  el  re- 
currente sin  embargo,  supone  cierto  y  probado  ese  hecho 
para  sostener  que  ha  sido  indebidamente  apreciada  la 
indicada  circunstancia  atenuante,  impugnando  asi  la 
apreciación  de  la  prueba  que  acerca  de  ese  extremo  ha 
hecho  el  Tribunal  a  quo  en  uso  de  sus  exclusivas  facul- 
tades, y  como  en  tales  condiciones  no  es  admisible  el  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  según  constan- 
temente lo  ha  declarado  este  Tribunal  Supremo,  por  no 
autorizar  su  interposición  en  esos  términos  ningún  pre- 
cepto legal,  procede  declarar  mal  admitido  el  interpues- 
to por  el  Ministerio  fiscal  en  virtud  de  !a  impugnación 
formulada  por  la  otra  parte,  y  conforme  á  lo  dispuesto 
«n  el  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve; 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal, 
contra  la  sentencia  dictada  en  la  causa  de  referencia,  con 
las  costas  de  oficio. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— José  Antonio  Pichardo. — Octavio  Giberga, — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales.— Carlos  Revilia. — José 
M.'  Gispert. — J.  M.  Aguirre. — Silverio  Castro,  Secre- 
tario. 
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Inf.   ley.  — Sent.  21L— 3  de  Didembre.—Def9n8a  per- 
sonal. iOac.,  Junio  «J,  190^  ) 

DOCTRINA..  Lo  aceptación  de  no  reto  para 
una  riña  excinye  la  circunstancia  eximente  de  de- 
fensa persona]  4  favor  de  quien  en  tal  estado  cau- 
sa daño  al  otro  cuate  adíente. 

En  la  ciudad  de  I&  Habana,  á  tres  de  Dieiembre  de 
mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  caflación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  el  procesado  Narciso  Amorós  y  Herrera, 
vecino  de  Madruga,  dedicado  á  las  laborea  del  campo, 
contra  sentencia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la 
Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  capital  en  la 
causa  que  se  inBtruyó  contra  dicho  procesado  en  el  Juz- 
gado de  Güines  por  el  delito  de  homicidio; 
Hechos  phobados: 

líesultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  de 
treinta  y  uno  de  Agosto  último,  se  consignan  ios  hechos 
probados  que  á  continuación  literalmente  se  transcri- 
ben: "Resultando  probado:  que  en  la  mañana  del  once 
"de  Junio  último,  el  moreno  Ambrosio  Carreras  que  es- 
*'taba  disgustado  con  el  procesado-  Narciso  Amorós,  de 
"diez  y  siete  años  y  meses  de  edad,  á  quien  en  días  ante- 
"riores  había  causado  lesiones  en  reyerta  fué  al  ingenio 
"Santa  Hita",  donde  trabajaba  Amorós,  y  dirigiéndose 
"al  barracón  del  ingenio  en  que  éste  tenía  su  habitación, 
"le  desafió  haciéndole  salir  de  dicho  barracón,  y  ya  en  la 
"parte  exterior  se  trabaron  en  la  consiguiente  reyerta 
"de  la  que  resultó  el  procesado  con  una  herida  en  la  ma- 
"no  derecha  y  su  contrario  Carreras,  recibió  una  herí- 
"da  incisa  de  ocho  centímetros  de  extensión  en  la  región 
^'dorsal,  otra  herida  incisa  de  dos  centimetros  en  la  parte 
"media  del  maxilar  inferior  y  otra  de  treinta  centíme- 
"tros  en  la  región  pectoral  desde  la  horquilla  extefnal 
"hasta  cuatro  dedos  arriba  del  anillo  umbilical  que  le 
"seccionó  á  lo  largo  todo  el  esternón  y  le  produjo  la 
"muerte  á  los  pocos  momentos". 
RK.soi.rciox  iíi:cl:rrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  condenó  á 
Narciso  Amorós,  en  concepto  de  autor  de  un  delito  de 
hoiuieidio  con  la  concurrencia  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes de  ser  mayor  de  diez  y  seis  años  y  menor  de 
diez  y  ocho  y  la  de  haber  precedido  inmediatamente 
provocación  y  amenaza  adecuada  de  parte  de  Carrera,  á 


DigilizedbvGoO^^lc' 


la  pena  de  seis  añoB  y  ud  día  de  prisión  mayor,  acceso- 
rias, indemnización  civil  y  costas. 
Fundamentos  del  eecubso  de  casación: 

Ilesultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  funda- 
do en  el  núnioro  primero  <!el  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
citando  como  ley  infringida,  por  falta  de  aplicación,  el 
número  cuarto  del  artículo  octavo  del  Código  Penal  en 
el  siguiente  concepto :  que  ba^ta  la  simple  lectura  de  los. 
hechos  declarados  probados  para  comprender  que  en  la 
comisión  del  delito  realizado  por  el  procesado,  hoy  re- 
currente, concurren  los  tres  requisitos  que  exige  el  in- 
ciso cuarto  del  artículo  octavo  del  Código  Penal,  para 
eximirlo  de  responsabilidad  criminal.  En  efecto,  si  Ca- 
rreras fué  á  la  habitación  de  Amorós  y  desafió  á  éste,  es 
evidente  que  concurre  el  tercero  de  los  requisitos  ó  sea 
la  falta  de  provocación  por  parte  de  Amorós.  Si  Carre- 
ra hizo  salir  á  Amorós  de  su  habitación  después  de  ha- 
berlo desafiado,  es  indiscutible  que  dados  los  hechos  pro- 
bados, Carreras  realizó  actos  que  constituyen  verdadera 
agresión,  porque  tal  la  constituyen  los  hechos  de  ir  á  la 
habitación  de  Amorós,  desaflarlo  y  hacerlo  salir  del  lu- 
gar en  que  Amorós,  el  recurrente,  se  encontraba  y  en  que 
no  provocó  á  Carreras,  resultando  ilegítinia  esa  agre- 
sión; porque  éste,  Carreras,  no  estaba,  ni  podía  estar, 
autorizado  para  desafiar  y  hacer  salir  de  su  habitación 
á  Amorós.  Importa  poco  que  en  la  sentencia  se  diga 
que  "se  trabaron  en  la  consiguiente  reyerta",  porque 
enlazando  los  hechos  que  se  declaran  probados,  exami- 
nándolos con  el  criterio  racional  y  sujetándonos  á  la  ló- 
gica de  la  vida,  es  evidente  que  Carreras  fué  el  agresor, 
porque  si  él  desafió  á  Amorós,  si  él  lo  hizo  salir  de  su 
habitación,  hay  que  aceptar  que  la  agresión  partió  del 
interfecto  Carreras.  Entiende  que  está  ya  demostrado 
de  un  modo  concluyente,  la  concurrencia  de  los  requisi- 
tos primero  y  tercero  de!  artículo  octavo  del  Código  Pe- 
nal. Falta  el  segundo  ó  sea  la  necesidad  racional  del 
medio  empleado  por  Amorós  para  repeler  la  agresión. 
Basta  fijarse  que  Amorós  empleó  un  medio  igual  al  que 
usó  Carreras  para  agredirlo,  para  comprender  que  ese 
medio  fué  racionalmente  necesario.  Habiendo  concu- 
rrido en  la  ejecución  del  delito  loa  tres  requisitos  qufr 
exige  el  artículo  octavo  del  Código  Penal,  en  su  inciso- 
cuarto,  es  evidente  que  al  no  apreciar  la  Sala  esa  cir- 
cunstancia eximente  é  imponer  pena  al  recurrente,  ha 
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incurrido  en  el  error  de  derecho  que  le  atribuye  y  dado 
Jugar  á  la  casación  de  la  sentencia". 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  previa  la  aus- 
tauciación  correspondiente,  se  celebró  la  vista  pública 
con  asistencia  del  Letrado  defensor  del  procesado  que 
■suatuvo  aquél  \  del  Jlinieterio  fiscal  que  lo  impugnó. 
Decisión  del  recuhso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  no  es  procedente  el  único  motivo 
de  casación  alegado  y  que  se  funda  en  la  existencia  de 
ta  circunstancia  eximente  de  responsabilidad  criminal, 
derivada  de  la  justa  defensa  del  procesado:  porque  de 
los  hechos  declarados  en  la  sentencia  recurrida  solo 
.aparece  que  antonio  Carreras  al  presentarse  en  la  habi- 
tación que  en  el  barracón  del  ingenio  "Santa  Bita"  ocu-  • 
paba  Amorós,  lo  desafió,  haciéndolo  salir  de  dicho  barra- 
cón y  ya  fuera  de  él  se  trabaron  en  reyerta,  de  la  que 
resultó  la  muerte  del  primero:  evidenciándose  que  la 
actitud  que  asuiiiió  el  procesado  no  se  debió  á  ningún 
acto,  inicial  siquiera,  de  fuerza  material  por  parte  de 
Carreras  que  lo  obligara  á 'defenderse,  puesto  que  no 
consta  empleara  alguno  el  retador,  ya  para  hacerlo  sa- 
lir del  indicado  lugar,  ó  en  otro  sentido;  sino  que  oijc- 
deció  al  reto  que  se  le  hizo,  el  que  voluntariamente  acep- 
tó disponiéndose  á  la  riña  para  causar  en  ella  también 
como  agresor  en  mutua  correspondencia  con  su  adver- 
.sario,  el  daño  que  pudiera;  situación  que  excluye  el  ver- 
dadero concepto  líe  la  defensa  propia,  jurídicamente 
considerada,  toda  vez  que  en  esas  condiciones  falta  la 
agresión  ilegitima,  sin  la  cual,  no  puede  suponerse  la 
existencia  de  la  eximente  del  número  cuarto  del  artícu- 
lo octavo  del  Código  Penal;  y  en  tal  virtud  al  dejar  de 
Aplicar  el  Tribunal  sentenciador  el  numero  primero  del 
artículo  antes  citadlo,  no  ha  cometido  el  error  de  derecho 
€n  que  ei  recurso  se  apoya. 

Considerando  que  por  las  razones  consignadas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  con  las  costas 
al  procesado. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
her  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Narciso  Amorós,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  esta  causa,  el  trein- 
ta y  uno  de  Agosto  último,  con  las  costas  á  cargo  del  re- 
currente. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
niandanioa  y  firnmnios. — José  Antonio  Pichardo, — Lai» 
Gastón. — Ambrosio  K.  Morales. — Bafael  Maydagán. — 
J.  M.  Aguirre. 


Inl  ley.— Sent.  212.— 4  de  Bicíembre.  -Estafa.  ( Gace- 
ta, Junio  ss,  1904.) 

DOCTRINA:  Para  que  exista  el  delito  de  es- 
tafa no  es  suficiente  que  una  petBoua  retenga  6  se 
resista  á  dcTolver  dinero  6  efectos  que  hubiese  re- 
cibido mediante  an  titulo  que  obligue  £  la  devo- 
Indóa,  si  el  propósito  na  es  apropiarse  dicho! 
cféctoa  privando  dolosamente  de  ellos  ¿  su  dncBo, 
sino  el  ejercicio  de  un  derecho  de  que  legftimameii- 
I  te  se  crea  aBÍstido  para  resistir  entre  tanto  no  se 

practique  una  liquidación  decuentas  entre  ambo*. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Diciembre 
iJe  mil  novecientos  tres;  en  el  recurao  de  casación  por 
infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera 
de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
fn  veinte  y  seis  de  Agosto  último,  en  la  causa  proceden- 
;e  del  Juzgado  de  Instrucción  del  Este  de  esta  capital, 
seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  ñscal  y  el 
licusador  particular  Michael  J.  Dady,  y  de  la  otra  el  pro- 
{■esado  Joseph  De  Wyckoff,  abogado,  vecino  de  esta  ciu- 
dad, por  el  delito  de  estafa. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  la  sentencia  recurrida  contiene  en- 
tte  otros,  los  ocho  resultandos  que  á  continuación  se 
transcriben:  "Primero:  Eesultarido  probado  que  el  pro- 
atesado  Joseph  De  Wyckoff,  abogado  de  loa  .Estado* 
"Unidos  de  América,  para  cuyo  ejercicio  ante  los  Tri- 
'"bimales  de  esta  República,  no  estaba  legal  mente  auto- 
■ 'rizado,  era  consultado,  no  obstante,  frecuentemente  con 
"tal  carácter,  por  Michael  J.  Dady,  é  intervenía  repre- 
'■'aentándole  desde  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  en 
"negocios  de  gran  importancia,  que  dicho  Dady  tenía 
'en  esta  Isla,  tales  como  el  contrato  de  pavimentación  y 
"alcantarillado  de  la  ciudad  de  la  Habana,  subasta  de! 
"dragado  en  el  puerto  de  Cárdenas,  alcantarillado  de 
"Santiago  de  Cuba  y  abastecimiento  de  agua  y  alcantari- 
■'llado  de  la  ciudad  de  Cienfuegos;  autorizándole  aeimis- 
"mo  para  hacer  pagos  á  su  nombre,  ingresar  cantidades 
"en  los  liancos  á  su  cuenta  y  hacerle  remesas. — Segundo 
"Resultando  probado  :  que  con  motivo  del  aludido  eontra- 


DigilizedbvGoO^^IC 


"to  de  abaateci miento  de  a^a  y  alcantarillado  de  Cien- 
"fiiegoa,  Michael  J.  Dady  estimó  oportuno  conferir  al 
"procesado  Wyckoff  un  poder  otorgado  en  ocho  de 
"Agosto  de  mil  novecientoa  dos,  en  la  ciudad  de  Broo- 
"kljn,  que  literalmente  contiene  las  siguientes  í acuita- 
"(les:  "para  que  por  mí  y  en  mi  nombre,  se  presente  y 
''concurra  como  poetor  á  todas  las  subastas,  particula- 
'res,  públicas  6  judiciales,  á  comprar  propiedades  de 
"cualquier  clase  ó  natiiraleza  que  sean  pertenecientes  á 
'"corporaciones,  compañías  6  particulares,  en  la  ciudad 
"de  Cienfuégoa  y  sus  cercanías,  en  la  Rcpóblica  de  Cu- 
"ba,  y  para  que  eonser\-e,  administre  las  propiedades  en  . 
"esta  forma  adquiridas,  hasta  que  sea  revocado  el  pré- 
nsente poder;  dando  y  concediendo  á  mi  citado  repre- 
"ECntante  completo  poder  y  autorización  para  realizar 
"todos  los  actos,  cosas  6  requisitos  que  sean  necesarios 
'■¡levar  &  cabo  en  las  citadas  propiedades,  tan  completo 
"lí  todos  los  fines  y  propósitos  como  pudiera  hacer,  ó  ha- 
"ría  yo  ai  personalmente  me  encontrase  presente,  con 
"plenos  poderes  para  nombrar  sustituios  y  revocar  di-- 
"cha  sustitución,  ratificando  y  confirmando  por  la  pre- 
'"hente  todo  lo  que  mi  citado  representante  6  sus  sustitu- 
"tos  legalmente  lleven  á  efecto,  6  manden  llevar  á  efecto, 
"i'i  virtud  del  presente  poder",  y  proveyó  á  éste  de  una 
"carta  de  crédito  contra  el  "Banco  Nacional  de  Cuba" 
"hasta  la  cantidad  de  veinte  mil  pesos  en  moneda  ame- 
"rJcana  para  las  exigencias  del  referido  negocio.— Ter- 
"cero:  Resultando  probado  que  en  virtud  de  la  anterior 
"autorización,  y  de  acuerdo  con  Dady  el  procesado  Jo- 
"seph  De  Wyckoff,  giró  el  odio  de  Septiembre  del  repe- 
"tido  año  de  mil  novecientos  dos,  á  cargo  del  citado 
"banco  y  por  cuenta  de  Michael  J.  Dady,  diez  mil  pesos 
'oro  americano,  que  percibió,  dirigiéndose  á Cienfuegoe, 
'•con  el  propósito  de  realizar  )a  compra  del  acueducto  y 
"depositar  dicha  suma  en  la  casa  de  los  Sres.  Castaño 
"Hermano,  como  garantía  de  la  referida  compra, — 
"Cuarto :  Resultando  probado  que  en  Cienfuegos  se  en- 
"irevistaron  Michael  J.  Dady  y  Joseph  De  Wyckoff  y 
"estudiaron  el  negocio  de  la  compra  del  acueducto  de 
"dicba  ciudad ;  pero  habiendo  resuelto  Michael  J.  Dady 
"desistir  de  tal  adquisición  por  las  dificultades  con  que 
"tropezaban,  se  separaron  dirigiéndose  Wyckoff  á  la 
"Habana  y  Dady  á  Jovetlanos,  de  donde  vino  después  & 
"esta  ciudad  y  aquí  se  embarcó  para  New  York,  dando 
"orden  Dady  á  Wyckoff  para  que  depositase  de  nuevo  el 
'"dinero  en  el  banco. — Quinto:  Resultando  probado  que 
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"Joeeph  De  Wyckoff,  sin  devolver  «1  Banco  Nacional  de 
"Cuba,  loa  diez  mil  i>esoa  oro  americano  que  había  re- 
"'eibido  por  cuenta  de  Michael  J.  Dady  y  del  que  no 
"había  tenido  que  liacer  ubo  en  Cienfuegos,  se  dirigió  á 
'•líew  York  y  solicitó  de  Dady  la  liquidación  de  buí 
"cuentas,  negándose  mientras  no  ee  realizara  dicha  II- 
"quidación,  ó  le  abonara  Dady  los  quince  mil  pesos  á 
"que  hacía  ascender  el  importe  de  bus  honorarios,  gaa- 
■"toa,  comisión  y  suplementos,  á  devolver  loa  indicados 
""diez  mil  pesos,  y  re^íresando  entonces  Dady  á  la  Haba- 
■"na,  revocó  el  poder  especial  que  para  realizar  el  nego- 
"cio  del  acueducto  de  Cienfuegoa,  habia  otorgado  á  Wyc- 
''koff  y  formuló  contra  el  mismo  la  denuncia  que  dio 
■'origen  á  esta  causa. — Sexto:  Resultando  probado  que 
■■'é  consecuencia  de  las  relaciones  de  negocios  sostenidos 
"desde  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  hasta  mil  nove- 
"eientos,  dos,  entre  Miohael  J.  Dady  y  su  representante 
"en  esta  Isla  Joseph  De  Wyckoff  ha  recibido  por 
"cuenta  de  aquél,  otras  cantidades,  además  de 
"ios  diez  mil  pesos,  á  que  esta  causa  ee  refiere  ha 
"hecho  desembolso©  por  cuenta  del  mismo  Dady, 
"y  ha  prestado  á  éste  sus  servicios  profesionales  sin  que 
"se  haya  justificado  que  la  prestación  de  esos  servicios 
"deba  entenderse  gratuita,  ni  ae  haya  valorizado  su  as- 
"cendencia  por  acuerdo  entre  las  partes  6  por  resolución 
''judicial,  ni  mucho  menos  se  haya  practicado  la  liqui- 
"daeión  de  la  cuenta  existente  entre  representante  y 
"representado,  ni  se  haya  fijado  el  importe  del  saldo.— 
'"Séptimo  Resultando:  que  el  Ministerio  fiscal  formula 
'como  definitivas  las  siguientes  conclusiones:  Primera: 
"El  día  ocho  de  Septiembre  último,  Mr.  Michael  J.  Da- 
"dy  ordenó  al  Banco  Nacional  de  eeta  lela  la  entrega 
"de  diez  mil  pesos  oro  americano  á  su  apoderado  Joseph 
"De  Wyckoff  para  que  éste  los  depositara  en  Cienfu^os 
"en  casa  de  loa  Sres.  Castaño  y  Compañía,  con  objeto 
"de  garantizar  la  compra  del  acueducto  de  "Jicobea"  el 
"mandatario  recibió  el  dinero  del  banco,  fué  á  Oien- 
'■fuegos  llevando  un  eheck.  En  aquella  ciudad,  Mr. 
"Dady  ordenó  al  procesado,  ya  que  era  innecesario  em- 
"plear  el  dinero  por  el  giro  que  habia  tomado  el  nego- 
"cio  del  acueducto,  que  volviera  á  la  Habana,  y  que  de- 
''positara  en  el  Banco  Nacional  los  diez  mil  pesos  á 
"nombre  de  Dady. — El  procesado  Joseph  De  Wyckoff 
"los  depositó  á  bu  propio  nombre,  los  extrajo  después 
'"uepositándolos  en  caea  de  los  Sres.  Upraann  y  Corapa- 
■'"ñía  de  donde  los  tomó  poco  después,  apropiándoselos  y 
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"mareliándose  á  la  ciudad  de  New  York, — Segunda: 
■""Estos  hwhoa  constituyen  un  delito  de  estafa;  párrafo 
"inicial  y  tercero  del  artículo  quinientos  cincuenta  y 
"ocho  en  relación  con  el  caso  quinto  del  quinientos  cin- 
'■(■nenta  y  nuere  del  Código  Penal.— Tercera :  Es  res- 
'Vonsahle  en  concepto,  de  autor  el  procesado. — Cuarta : 
'■'Xo  concurren  circunstancias  modificativas. — Quinta: 
")ja  pena  en  que  ha  incurrido  el  procesado  es  la  de  un 
"uño,  ocho  meses  y  veinte  y  ui»  días  de  presidio  correc- 
'"cíonal.  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  siete,  y  cos- 
"tas  con  el  abono  de  toda  la  preventiva.  Itesponsabi- 
■"lidnd:  El  procesado  Wyckoff  debe  indemnizar  á  Mr. 
*'Dady  en  los  dioí  mil  posos  que  se  apropió,  sufriendo  el 
"apremio  personal  de  la  ley  en  caso  de  que  no  lo  hiciere. 
"Octavo  Resultando:  que  la  acusación  particular  for- 
'■mulo  también  enn  ijíiial  carácter,  las  siguientes:  Pri- 
■'mera:  que  en  el  mes  de  Septiembre  del  próximo  pa- 
'"sado  año  de  mil  novecientos  dos,  mi  poderdante  puso  á 
"disposición  del  Sr.  Joseph  De  Wyckoff,  en  el  Banco 
"Nacional  de  esta  Isla,  la  cantidad  de  diez  mil  pc^oa 
"moneda  americana  ¿1  solo  objeto  de  que  éste  los  depo- 
"sitara  en  Cienfuegos  en  la  casa  de  comercio  de  los 
"Sres.  Castaño  y  Compañía,  para  garantizar  ó  facili- 
"lar  la  compra  de  un  acueducto  en  aquella  ciudad.  Estos 
"diez  mil  pesos  fueron  percibidos  por  el  Sr.  De  \Vy- 
"ckoff,  quien  loa  llevó  á  Cienfuegos  y  no  habiéndost' 
'■'realizado  la  operación  proyectada  por  el  Sr.  Dady  or- 
■'denó  á  Wyckoff  depositara  el  dinero  en  el  Banco  Na- 
'Vional  i  !a  orden  de  dicho  Dady,  lo  cual  no  realizó 
"Wyckoff,  disponiendo  del  dinero  para  sus  atenciones 
'■'particulares,  ó  sea  en  provecho  propio.  Segundo :  que 
■'fstos  hechos  constituyen  el  delito  de  estafa,  previsto  y 
"castigado  en  el  caso  quinto  del  articulo  quinientos  cin- 
'"cuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  en  relación  con  el 
"caso  tercero  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  ocho 
"del  mismo  Código.  Tercero :  que  de  ese  delito  ee  res- 
''ponsable  con  el  carácter  de  autor,  Joseph  De  Wyckoff. 
"Cuarto:  que  no  concurren  circunstancias  modificati- 
"vas  en  la  aplicación  de  la  pena.  Quinto :  que  el  pro- 
"cesado  ha  incurrido  en  la  pena  de  un  año,  ocho  meaes 
"y  veinte  y  un  días  de  presidio  correccional,  accesorias 
■"del  artículo  cincuenta  y  siete  y  costas,  siendo  de  mil 
"pesos  moneda  americana  la  cantidad  por  qué  debe  de- 
'  cretarsc  la  indemnización.  Noveno  Resultando :  que 
"conferida  instrucción  á  la  defensa  del  procesado,  pre- 
"sentó  escrito  promoviendo  una  cuestión  prejudicial  6 
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'•fin  de  obtener  que  se  declarara  por  el  Tribunal  que 
'"mientras  no  se  resolvieran  unte  los  Tribunales  cítíIw 
'■jas  diferencias  existentes  entre  querellante  y  procesa- 
"do,  procedía  la  suspensión  del  curso  de  !a  causa,  peti- 
''ción  que  fué  declarada  sin  lugar  por  auto  de  diez  7 
■'ocho  de  Febrero  del  actual  año — Décimo  Resultando: 
"que  entregada  de  nuevo  la  causa  á  la  defensa  del  pro- 
"cesado  formuló  con  el  carácter  de  provisionales  las 
''í-onclusiones  que  sostuvo  como  definitivas,  y  en  las  que 
■'interesó  la  absolución  de  su  defendido  por  no  ser  cone- 
"titutivoe  de  detito  los  hechos  por  el  mismo  realizado.'" 
llEsuLtíJioN  kecurkioa: 

Resultando  que  estimándose  en  dicha  sentencia  que 
el  hecho  concretamente  imputado  por  las  acusaciones 
pí'bliea  y  privada,  no  constituye  delito,  se  absolvió  al 
piocesado  Joseph  De  Wyckoff,  con  las  costas  de  oficio, 
acordándose  su  libertad  definitiva: 
Fundamentos  del  recurso  de  casación; 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso la  representación  del  acusador  particular,  recurso 
tic  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  númer» 
?eg«ndo  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  I.i 
],ey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  expresando  litera!- 
mente  lo  que  sigue :  "Estimo  infringidos  en  la  Bentenci.i 
'■JOS  siguientes  artículos  del  Código  Penal. — Primero  r 
'"El  artículo  sesenta  y  dos  que  dice:  "A  loa  automs  de 
■'un  delito  6  falta  se  impondrá  la  pena  que  par»  e'.  deli- 
'■to  ó  falta  que  hubieren  cometido  se  hallare  señalailu 
"por  la  ley."  Por  cuanto  estando  probado  que  Joseph 
'■De  Wyckoff  ha  sido  el  autor  de  un  delito  de  estafa,  nc 
'•fe  le  ha  impuesto  la  pena  que  la  ley  señala  para  este 
"delito. — Segundo;  E!  artículo  quinientos  cincuenta  y 
'■nueve  en  su  inciso  qiiinto  que  declara  delito  de  estafa 
"el  hecho  de  apropiarse  en  perjuicio  de  otro  de  cantidad 
■'Je  dinero  recibida  en  comisión  ó  por  otro  título'  que 
"produzca  obligación  de  entregarla.  6  devolverla,  ó  ne- 
"p'aren  haberla  recibido ;  y  cuyo  artículo  relacionado 
"con  el  párrafo  tercero  del  artículo  quinientos  cincuen- 
'•la  y  ocho  dispone:  imponer  la  pena  de  presidio  correc- 
"cional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  á  aquellos  que 
"hubieren  cometido  el  delito  antes  explicado  en  canti- 
"dad  que  pase  de  seis  mil  doscientas  cincuenta  pesetas, 
"t'or  cuanto  que  en  los  resultandos  segundo,  tercero, 
"cuarto  y  quinto,  se  ha  declarado  probado  que  con  toda 
'■  independencia  de  cualquiera  otro  negocio  que  pudiera 
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"liaber  habido  entre  Dady  y  Wyokoff,  éste  recibió  de! 
"Banco  Nacional  por  nnten  de  Dady  la  cantidad  de  diez 
"mil  pesos  para  un  negocio  en  CienfuEgos,  que  ese  ne^fo- 
"cio  no  se  hizo:  qne  Wyckoff  recibió  orden  de  deposÍt¡ar 
"otra  vez  ese  dinero  en  el  banco  á  la  orden  de  Dady  y 
"que  Wyckoff  en  vez  de  devolver  los  diez  mil  pesos  se 
"apoderó  de  ellos,  negándose  é  entregarlos  mientras  no 
"se  liquidara  una  cuenta  de  gastos  y  honorarios  que  de- 
"i'ia  tener  contra  Dady,  cuyoe  hechos  constituyen  clara- 
"mente  el  delito  de  estafa,  sin  embargo  de  lo  cual  no 
"han  sido  declarados  tales  por  la  Audiencia,  ni  se  le  ha 
"imiíuesto  á  Wyckoff  la  pena  que  por  tal  motivo  le  co- 
"iTespondía." 

Hesultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado- 
ante  este  Supremo  Tribunal  se  celebró  la  vista  pública 
del  mismo  el  día  diez  y  nueve  de  Noviembre  último,  en 
cuyo  acto  informaron  el  defensor  del  recurrente  y  el  del 
procesado  y  el  Ministerio  fiscal,  sosteniéndolo  e!  prime- 
ro é  impugnándolo  éstos. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Joaé  María  Gispert. 

Considerando  que  conforme  al  caso  del  artículo- 
quinientos  cincuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  come- 
ten delito  de  estafa  los  que  en  perjuicio  de  otro  se  apro- 
piaren ó  distrajeren  dinero,  efectos  6  cualquiera  otra 
cosa  mueble  que  hubieren  recibido  en  depSsito,  comi- 
sión ó  administración  ó  por  otro  título  que  produzca 
obligación  de  entregarla  ó  devolverla,  ó  negaren  haberla 
recibido. 

Considerando  que  de  acuerdo  con  esta  disposición 
legal,  cualquiera  que  sean  las  relaciones  jurídicas  en 
cuya  virtud  una  persona  resulta  obligada  á  entregar  ó. 
devolver  á  otra,  una  cantidad  que  por  alguno  de  los  con- 
ceptos indicados  hubiesen  recibido,  no  basta  para  que  la 
estafa  exista",  la  mera  retención  ó  resistencia  de  la  devo- 
lución ó  entrega,  cuando  ésta  obedece,  no  al  piopósitit 
de  perjudicar  á  otros  privándole  dolosamente  de  lo  que 
ip  pertenece,  sino  al  ejercicio  de  un  derecl:c  ác  q:i  .■  ie^i- 
t-inamente  se  conceptúa  asistido  p¡  obligaAo  para  e\¡£íir 
i'i  .-n  vez  que  previamente  se  practique  unii  ü.juidarióii 
ci;  cuentas  pendientes  entre  arrlioi:  pues  ■jen-ejíinto  úp~ 
!it'id,  tendente  solo  í  dilatar  el  eumpliVuieíiro  du  ;i.t.i'- 
íiii  obligación,  por  razones  de  carácter  legal  más  ó  me- 
nos justificadas,  no  constituye  en  rigor  de  derecho  la 
verdadera  apropiación  ó  distracción  característica  de  la 
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t'.-tafa  á  que  se  refiere  el  caso  quinto  del  articulo  qui- 
nientos cincuenta  y  nueve  del  citado  Código  Penal. 

Considerando  que  según  aparece  de  loe  hechos  pro- 

'  Lados,  el  procesado  Joeeph  De  Wyckoff  venia  represen- 
tando á  Michael  Dady  desde  mil  ocliocientod  noventa  y 
nueve  en  negocios  de  gran  importancia  que  éste  tenia 
en  esta  Isla,  entre  ellos  el  abastecimiento  de  agua  y  al- 
cantarillado de  la  ciudad  de  Cienfuegos  que  se  proponía 
realizar,  autorizado  para  hacer  pagos  ¿  su  nombre,  in- 
gresar cantidades  en  loa  bancos  á  su  cuenta  y  hacerle 
remesas;  que  como  tai  representante,  suficientemente 
-  aTíoderado  recibió  por  cuenta  y  orden  de  Dady  los  diez  mil 
pesos  que  tomó  del  Banco  Nacional  de  Cuba  para  atencio- 
nes del  mencionado  negocio,  que  no  llegó  &  realizarse ;  que 
por  consecuencia  de  aquellas  relaciones  de  negocios, 
AVyclíoff  había  recibido  otras  cantidades  y  hecho  desem- 
bolsos por  cuenta  de  Dady,  y  prestado  á  éste  servicios 
profesionales,  sin  que  se  haya  liquidado  la  cuenta  exis- 
tente entre  representante  y  representado,  ni  fijado  el  im- 
porte del  saláo,  es  indudable  que  al  solicitar  Wyckoff 
de  Dady  la  liquidación  de  sus  cuentas,  negándose  mien- 
tras no  se  realizara  ésta,  ó  le  abonara  Dady  tos  quince 
mil  pesos  á  que  hacía  ascender  el  importe  de  sus  hono- 
rarios, gastos,  comisión  y  suplementos,  á  devolver  los 
indicados  diez  mil  pesos,  la  situación  legal  creada  entre 
i:no  y  otro,  es  la  descrita  en  el  anterior  considerando  de 
Cí^ta  sentencia ;  y  por  tantOj  al  estimarlo  así  la  Sala  sen- 
tenciadora absolviendo  al  procesado  por  no  ser  consti- 
liitivo  de  delito  el  hecho  porque  fué  acusado  en  dicha 
causa,  no  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  que  se  se- 
ríala cu  el  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  infrac- 

'  ción  de  lev,  interpuesto  por  la  defensa  del  acusador  pri- 
vado, contra  la  sentencia  de  veinte  y  seis  de  Agosto  úl- 
timo, dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  men- 
cionada causa  con  las  costas  del  recurso  á  cargo  del  re- 
currente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— José  Antonio  Pich ardo.— Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert 
J.  M.  Aguirre. 


Iii£  ley.— Saiit.  213.— S  de  Didemlsre— Arrebato  7  ob- 
cecación. (  Gacela,  Junio  23,  1904- ) 

I>OCTBINA:  Para  que  pneda  estimarse  la 
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cirounitancia  de  arrebato  ú  iibcecación.  (b  necri<a- 
río  que  conste  prfibado  algún  hecho  que  natural- 
inciiie  hnya  influido  en  el  ánimo  del  culpa'ule  de 
modo  suticien  tornen  te  poderneo  para  producir  ese- 
estada  de- perturbación. 

■  En  la  ciudad  do  la  irabana,  á  cinco  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres:  en  ci  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  iiiterpnesto  por  José  Horruitiner  Por- 
tuondo,  de  campo  y  vecino  de  Santiago  de  Cuba,  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  dicha  ciudad 
en  la  causa  seguida  de  oficio  al  mismo  por  el  delito  de^ 
disparo  y  lesiones. 
Hechos  probados  : 

Kesultando  que  en  la  referida  sentencia 'dictada  en 
veinte  y  nueve  de  Agosto  último  se  expresan  los  hechos 
en  el  siguiente:  "Resultando  probado  que  entre  doce 
"y  una  de  la  tarde  del  trece  de  Mayo  del  corriente  año; 
"con  motivo  de  haberse  presentado  Brígido  Santiesté- 
"ban  en  la  casa  del  procesado  José  Horruitiner  Portuon- 
"do,  situada  en  la  finca  "Guaicabón",  barrio  de  Caima- 
"nes  en  este  término  municipal  á  reclamarle  un  recibo 
"que  le  adeudaba,  se  promovió  nna  discusión  entre  am- 
"bos  y  después  de  insultarse  mutuamente,  sin  que  cons-- 
"te  cual  fuera  el  que  provocara  el  disgusto,  Horruitiner, 
"haciendo  uso  de  un  revólver  de  su  propiedad  que  por- 
"taba  y  el  que  do  ha  podido  ocuparse,  lo  disparó  tres  ve- 
nces contra  Hantiestéban,  causilndole  con  uno  de  los  pro- 
"ycrtiles  una  herida  en  el  hTSi7.o  derecho,  de  la  que  tardó 
"en  sanar  treinta  y  cinco  días,  los  mismos  en  que  ne- 
"eesitó  de  asistencia  médica  y  estuvo  incapacitado  para 
"el  trabajo,. no  quedándole  á  conse<uencia  de  dicha  le- 
"sión  defecto  ni  imperfección  alguna". 

EeSOUCIÓS   RECriíRIDA  : 

Resultando  que  la  Audiencia,  estimando  estos  he- 
cho» coDslitutivijfi  de  un  delito  de  dis;>aro  de  arma  de 
fuego  y  otro  de  lesiones  graves,  siemlo  el  primero  medio 
nece-íiirio  para  cometer  el  segundo,  y  que  es  su  autor  el 
priHi'sado  Horruitiner,  sin  circunstancias  modificativas 
de  rcs])on.>inl)il¡dad,  le  condenó  á  la  pena  de  tres  años, 
cuidro  mc,--cs.  ocho  días  de  prisión  correccional,  acceso- 
rías,  pago  de  costas  6  indemnización  al  perjudicado  de 
la  cantidad  de  trescientas  ochenta  y  cinco  pesetas,  su- 
frienilo  en  su  caso,  la  detención  subsidiaria  correspon- 
diente, con  al)ono  de  la  prisión  preventiva  sufrida. 

FlNDAMKNTOa   DEL   RECURSO   DR   CASACIÓN: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
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eho  procesado  el  presente  recurso,  autorizado  por  el  nú- 
mero quinto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue?e, 
y  sus  concordantes  de  la  T^oy  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, citando  como  infringido  el  artículo  noveno  cir- 
cunstancia octava  del  Código  Penal,  porque  los  insultos 
4jue,  según  la  sentencia,  dirigió  Santiestéban  á  Ilornii- 
tiner  en  bu  propia  casa,  sin  que  conste  que  el  último  los 
provocara,  fueron  estímulos  que  le  produjeron  arrebato 
y  obcecación,  en  cuya  situación  de  ánimo  hizo  loa  dis- 
paros, conc-urriondo,  por  tanto,  esa  circunstancia  ate- 
nuante quf:  la  Audiencia  no  ha  apreciado. 

Kesultando  que  admitido  el  recurao  y  auatanciado 
■en  debida  forma  en  este  Tribunal,  se  celebró  la  vista 
pú1)lica  con  asistencia  sólo  del  Tkfinisterio  £sc&l  que  lo 
impugnó. 
Decisióx  i>el  beoubso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
tíastón. 

Considerando  que  para  que  pueda  estimarse  la  con- 
currencia de  la  circunstancia  atenuante  de  arrebato 
y  obcecación  es  preciso  que  conste  probado  algún  bedo 
que  naturalmente  haya  inñuido  en  el  ánimo  del  culpa- 
ble de  modo  suficientemente  poderoso  para  producirla 
•ese  estado  de  perturbación;  y  apareciendo  solo  de  la  sen- 
tencia recurrida  que  entre  el  procesado  y  Sant{est«ban 
se  promovió  una  discusión  con  motivo  de  haber  ido  el 
último  á  la  casa  del  primero  á  reclamarle  el  pago  de  una 
deuda  y  que  después  de  insultarse  mutuamente,  el  recu- 
rrente disparó  su  revólver  é  hirió  á  Santiestéban,  sin 
que  conste  quien  provocara  la  cuestión,  ni  por  tanto,  si 
fué  éste  el  que  dirigiera  insultos  primeramente  á  aquél 
ó  al  contrario,  ni  qué  impori:ancia  tuvieran  dichos  in- 
sultos, es  evidente  que  la  circunstancia  atenuante  que  en 
el  recurso  se  Invoca,  carece  de  todo  fundamento,  y  que 
al  no  a]>reciarla  la  Sala  sentenciadora  no  ha  cometido 
la  infracción  alegada  ni  el  error  de  derecho  que  se  le 
atribuye. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  José  Horruitiner  Portuondo,  contra  la 
sentrucia  dictada  en  la  causa  de  referencia,  con  las  cos- 
tas á  cargo  del  recurrente.  Así  por  esta  nuestra  sen- 
tencia— que  en  su  oportunidad  se  comunicará,  por  me- 
dio de  certificación,  á  la  Audiencia  de  la  provincia  de 
Santiago  de  Cuba  y  del  mismo  modo  á  la  Secretaría  de 
Estado  V  Justicia  y  ¿  la  Gaceta  Oficial,  á  fin  de  que 
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surta  los  efectos  legales  correspondientes — lo  pronun- 
ciamos, mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichar- 
do. — Luis  Gastón.  —  Ambrosio  B.  Morales,  —  José  M." 
Gispert. — J.  M.  Aguiíre. 

laS.  ley.— Sent  214.— 5  de  Didembre.— Eapto.   (Oae., 

Jwiio  2S,  190i. ) 

UOCTRINA:  Ep  indiferente  para  la  califica- 
ción del  delito  de  rapto  con  annencia,  el  lugar  de 
donde  hc  sustraiga  á  la  menor  y  el  tiempo  qne 
dure  la  tustracción,  siempre  que  ésta  se  verifique 
con  miras  deshonestas  y  por  más  ó  me  no  a  tiempo 
se  lenga  alejadn  la  raptada  de  Is  vigilancia  de  sus 
padrea  6  guardadores. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cinco  de  Diciembre  de 

mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 

interpuesto  por  el  procesado vecino  de  esta 

ciudad,  tabaquero,  contra  sentencia  dictada  por  la  Sec- 
ción primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia 
de  esta  capital  en  la  causa  que  se  instruyó  contra  dicho 

procesado  en  el  .Juzgado  de de  esta  ciudad, 

por  el  delito  de  rapto. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  la  expresada  sentencia  de  diez 
y  siete  de  Julio  último,  ae  consignan  los  hechos  probados 
que  á  continuación  literalmente  se  transcriben. — "Pri- 

"mero.     Resultando  probado:  que ,  doncella 

"mayor  .de  doce  años  y  menor  de  veinte  fué  colocada  por 

"su  madre en  la  casa ,  como  cria- 

"da  de  mano  saliendo  de  dicha  casa,  sola,  á  loa  mandados 
"de  ioB  duefios  de  la  casa  y  yendo  siempre  á  dormir  á 
"casa  de  su  madre  á  cuyo  efecto  ésta  iba  diariamente  en 

"busca  de  su  hija  á  la  indicada  casa, ■ — Se- 

"gundo.  Resultando  probado:  que  el  dia  cuatro  de  Abril 

"'del  actual  año  el  procesado ,  con  miras  des- 

"honestas  indujo  á  la á  que  abandonara  la 

"casa  en  que  estaba  colocada  y  bajo  promesas  de  matri- 

"monio  obtuvo  que  dicha saliera  de  la  casa 

"indicada  y  ae  fuera  con  él  á  una  posatla  en  cuyo  lugar 
"realizaron  actos  carnales,  perdiendo  su  virginidad. . . . 

" habiendo  regresado  después  sola  á  su  morada 

"é  iniciándose  este  procedimiento  á  virtud  de  denuncia 

"de ,  madre  de ". 

Rksoluciók  beclrrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  condenó  al 
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mencionado en  concepto  de  autor  de  un  de- 
lito de  rapto,  previsto  y  penado  en  el  artículo  cuatro- 
cientos sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  en  relación 
con  la  Orden  número  doscientos  cincuenta  y  siete  de  mil 
novecientos,  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  modi- 
ficativas de  la  responsabilidad  criminal  á  la  pena  de  un 
año,  ocho  nteses,  veinte  y  un  días  de  prisión  correccio- 
.  nal,  aus  accesorias,  indemnización  civil  y  costas,  hacién- 
dose los  demás  pronunciamientos  pertinentes. 

FrNDAMENTOS   DEL  HECtJRSO  DE  CASACIÓN  : 

Jícaultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  pro- 
cesado, recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que 
funda  en  los  números  primero  y  tercero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Criminal,  alegando  lo  siguiente:  "A.  Que  di- 
"cha  sentencia  infringe  por  error  de  derecho  y  aplica- 
"ción  indebida,  el  articulo  cuatrocientos  sesenta  y  cín- 
ico del  Código  Penal  en  que  se  funda  la  misma,  sin  re- 
"ferirse  á  ninguno  de  loe  párrafos  de  dicho  artículo 
"para  aplicar  penalidad,  é  infringe  por  el  mismo  con- 
"cept-j— eiTor  de  derecho  y  aplicación  indebida,  la  Or- 
"den  número  doscientos  cincuenta  y  siete  del  novecien- 
"tos  uno  del  que  fué  Gobierno  Militar  de  esta  isla,  en 
"que  también  se  funda  dicha  sentencia;  pues,  declaran- 
"dose  probado  en  ella,  tan  solo  como  hecho  criminoso — 

"que  la inducida  por  mi  defendido  abandonó 

"la  casa  en  que  estaba  colocada  para  acudir  ¿  una  posada 
"donde  e!  otro  gozó  de  au  virginidad,  bajo  promesa  de 
"matrimonio,  después  de  lo  cual  regresó  aquélla  á  su  mo- 
"rada;  pero  sin  declarar  probado  que  mi  representado 
"sustrajera  á  la  menor  de  su  hogar,  manteniéndola  ó 
''disponiéndose  á  mantenerla  fuera  del  mismo,  es  indu- 
"dablc  que  al  faltar  este  requisito  esencial  y  determi- 
"nante  del  delito  de  rapto,  comprendido  en  e!  primer 
"párrafo  de  dicho  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cín- 
ico del  Código  Penal  y  quedar  reducidos  á  los  actos  car- 
"nales  que  ambos  ejecutaron  sin  la  indicada  sustrac- 
"ción,  no  ha  cometido  mi  representado  el  delito  de  rap- 
"to  que  se  califica  y  pena,  en  tanto  que  no  lo  constituye 
"e!  hecho  tal  como  se  declara  probado  en  la  referida 
"sentencia,  que  tampoco  integra  el  mismo  delito  de  rap- 
"to,  imposible  de  cometerse  hoy  por  hoy,  que  no  hay  es- 
"ctavitud  y  que  comprende  el  párrafo  segundo  del  ar- 
"tículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  de  dicho  Código 
"Penal,  que  es  el  que  sirve  de  fundamento  á.la  senten- 
"cia  sin  distinguir  ésta  los  dos  distintos  casos  del  mis- 
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"mo  articulo,  que  en  términos  generales  eita,  y  cuyo  ar- 
''tículo  menciono  de  nuevo — se  infringe  por  error  de 
'derecho  y  aplicauión  indebida;  y  en  tal  virtud  procede 
'casar  la  sentencia  por  el  fundamento  del  recurso,  '6 
'sea  el  inciso  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
'y  nueve  de  la  I^ey  de  Knjtiici amiento  Criminal. — B. 
'Que  la  senteneia  infringe  también — en  relación  con  el 
'anterior  fundamento  y  por  error  de  derecho  asimismo 
'y  falta  de  aplicación  además,  en  la  calificación  que  se 
■hace  del  delito,  dentro  de  loa  hechos  declarados  proba- 
dos, el  articulo  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve,  párra- 
"fo  tercero  del  Oóíligo  Penal,  pues  tal  hecho  probada 
'al  faltar  en  su  ejecución  ei  requisito  de  la  sustracción 
'de  la  menor  del  poder  de  su  madre,  integra  cuando  más 
"y  por  la  promesa  de  matrimonio  que  dá  la  sentencia 
'como  existente  en  la  realización  del  acto  carnal — 'un 
'nuevo  delito  de  estupro,  comprendido  en  dicho  párrafo 
"tercero  del  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve 
'del  Código  Penal ;  delito  privado  que  no  puede  penarse 
'en  esta  causa  por  prohibirlo  el  precepto  del  párrafo  pri- 
'mero  del  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  Có- 
'digo  Penal, — y  ha  sido  infringido  por  error  de  derecho, 
'y  falta  de  aplicación  igualmente,  al  casti^rse  sin  la 
'formal i zación  de  querella  un  estupro  como  constitutivo 
'de  un  supuesto  delito  de  rapto. — Por  esto  procede  tam- 
bién, en  último  caso,  casar  la  sentencia  por  este  otro 
'motivo  del  recurso  que  fundo  en  el  inciso  tercero  del  ■ 
"referido  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la 
"Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
se  ctdebró  la  vista  pública  del  mismo,  con  asistencia  del 
letrado   defensor  del  recurrente  y  del  Ministerio  fiscal 
que  sostuvieron  aquél. 
Dkcisióx  del  REruRSO: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  E.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  comete  el  delito  de  rapto  que 
castiga  el  artículo  cuatrocientos  síwenta  y  cinco,  párra- 
fo primero,  del  (.'ódigo  Penal,  modificado  por  la  Orden 
número  doscientos  cincuenta  y  siete  de  mil  novecientos 
uno,  el  que  sustrae  con  su  anuencia  una  doncella  mendr 
de  veinte  años  y  mayor  de  doce  de  la  vigilancia  de  sus 
padres  ó  guardadores,  con  niir^  deshonestas. 

Con.f  id  erando  que  todos  estos  requisitos  concurren 
en  el  caso  de  autos;  ya  que  segi'in  los  hechos  probados 

que  consigna  la  sentencia,  el  procesado  indujo  á , 

T,  a.— Í«M— 89. 
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doncella  mayor  de  doc«  añoe  y  menor  de  veinte  á  que 
abandonara  la  casa  en  que  su  madre  !a  tenia  colocada  j 
bajo  promesae  de  matrimonio  obtuvo  que  se  fuera  con  & 
á  una  posada  donde  gozó  de  su  virginidad;  circanstaQ- 
ciae  todas  que  demuestran  evidentemente  que  mediante 
seducción,  sustrajo  á  aquélla  con  bu  asentimiento  y  con 
miras  deshonestas,  del  lugar  en  que  su  madre  la  tenia, 
alejándola,  con  tales  miras,  de  la  vigilancia  y  cuidado 
que  con  respecto  á  la  misma  turiera  su  guardadora;  sin 
que  obste  á  la  caliñcación  de  dicho  delito  que  no  se  de- 
clare prohado  que sustrajo  á  la 

de  su  hogar,  manteniéndola  ó  disponiéndose  á  mante- 
nerla  fuera  del  mismo,  por  ser  indiferent*  para  la  debi- 
da apreciación  del  referido  delito  el  lugar  donde  el  rap- 
to se  ejecute  y  el  propósito  que  tuviera  el  procesado  de 
mantenerla  por  más  ó  menos  tiempo  alejada  de  la  po- 
testad materna ;  pues  según  ya  tiene  declarado  este  Tri- 
bunal, consumada  la  sustracción  en  las  condiciones  in- 
dicadas, cualquiera  que  sea  el  tiempo  que  haya  de  durar 
la  ausencia  de  la  menor  y  el  propósito  que  sobre  este 
particular  tengan  en  el  instante  de  la  sustracción  el  rap- 
tor y  la  raptada,  queda  constituida  la  esencia  del  deli- 
to de  rapto  que  el  mencionado  artículo  castiga;  y,  por 
tanto  es  indudable  que,  al  estimar  la  sala  sentenciadora 
como  integrante  de  este  delito,  los  hechos  que  declaró 
probados,  no  incidió  en  los  errores  de  derecho  que  se  le 
atribuyen  en  el  recurso. 

Considerando  que  procede,  pues,  declarar  éste  sin 
lugar,  y,  con  arreglo  ai  artículo  cuarenta  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  que  regula  la  casación,  condenar 
en  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 

interpuesto  por ,  contra  la  sentencia  dictada 

por  la  Audiencia  de  esta  capital,  fecha  diez  y  siete  de 
Julio  último,  en  la  referida  causa;  con  las  costas  de  car- 
go del  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  miestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
niandamos  y  firmainos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.*  Gispert. — J. 
M.  Aguirre. 

In£  ley.— Sent.  215,— B  de  Kciembre. -Peijnrio.  (Oa- 

ceía,  Junio  23,  190^.) 

DOCTBIMAi   Na  comete  el  delito'de  peijario 
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quien  bajo  jaramento  afirma  un  hecho  inc 
n II  comprendido  en  la  prexanta  que  conti 
que  carees  de  influencia  al  objeto  para  el  cpal 
presta  la  declaración. 

En  la  ciuiíad  de  la  Habana  á  cinco  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 
interpuesto  por  e)  Itlinisterio  ñscaj  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  cansa  que  en 
el  Juzgado  del  Distrito  Este  de  esta  capital  se  instruyó 
contra  Dionisio  Alfonso  y  Carvajal,  vecino  de  esta  ciu- 
dad, de  oficio  cantinero,  por  el  delito  de  perjurio : 
Hechos  frobados: 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  d« 
treinta  de  Julio  último,  se  consignan  los  hechos  proba- 
dos que  á  continuación  literalmente  se  transcriben :  "Pri- 
"niero.  Resultando  probado  que  el  procesado  Dionisio 
"Alfonso  Carvajal,  que  era  mayor  de  edad,  deseando 
"ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía,' presentó  en  la  Jefa- 
"tura  del  mismo  la  correspondiente  solicitud  escrita, 
"prestando  ante  el  notario  de  esta  ciudad  Manuel  Pruna 
"en  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos,  jura- 
"mentó  de  ser  verídicas  las  respuestas  contenidas  en 
"aquellas,  en  la  que,  marcada  con  el  número  doce  se  lee 
"esta  pregunta:  "¿Ha  sido  usted  alguna  vez  condenado 
"por  delito  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país, 
"ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro  pais?  (en  caso  afirmativo 
"exprese  la  fecha  y  clase  de  delito)".— A  continuación 
"de  esta  pregunta  escribió  el  procesado  nunca  he  sido 
"condenado  ni  procesado  por  falta  ni  delito",  observán- 
"dose  que  las  dos  palabras  "delito",  que  aparecen  en  la 
"pregunta  dicha,  están  tachadas  y  escrito  encima  de 
"ellas  la  palabra  ofensa,  con  letra  que  no  es  del  proee- 
"sado. — Segundo:  Resultando  probado  que  en  la  causa 
"número  cuatrocientos  setenta  de  mil  novecientos  ochen- 
"ta  y  ocho  del  extinguido  Juzgado  del  Pilar,  la  cual 
"causa  luego  tuvo  el  número  setecientos  veinte  y  tres  de 
"mil  novecientos  dos  del  Juzgado  del  Oeste,  fué  decla- 
"rado  procesado  en  trece  de  Abril  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  nueve  el  que  lo  es  por  esta  causa,  Dionisio 
"Alfonso  Carvajal  por  violación  de  la  menor  Ramona 
"Barrio  y  Valdés,  en  el  cual  procedimiento  no  ha  llega- 
"do  á  dictarse  sentencia,  por  haber  sido  comprendido 
"el  procesado  en  el  decreto  de  indulto  de  diez  y  seis  de 
"Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  en  con- 
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"cordanoia  con  la  Orden  militar  de  treinta  de  Marzo  de 
"mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  sobreseyéndose  libre- 
"mente  la  causa  en  diez  y  siete  de  Noviembre  de  mil  no- 
"vecientos". 
Resolución  becuhrida  : 

Kesultando  que  el  Tribunal  a  quo  estimando,  que  loe 
hechos  declarados  probados  no  son  constitutivos  de  de- 
lito, absolvió  al  procesado  declarando  las  costas  de  ofi- 
cio: 

Fundamentos  del  becurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Mi- 
nisterio fiscal  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
que  funda  en  el  número  segundo  del  artículo  ochocien- 
-to8  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, alegando  lo  siguiente:  "El  motivo  único  en  que 
"se  funda  el  recurso  interpuesto,  es  en  la  infracción  de 
"los  artículos  primero  y  segunilo  en  su  número  tercero 
"de  la  Orden  ciento  diez  y  seis,  mil  novecientos,  del  Go- 
"bierno  militar,  lo  que  resulta  por  no  haberse  aplicado 
"los  mismos,  á  pesar  de  que  los  hechos  que  se  declaran 
"probados  en  los  resultandos  primero  y  segundó  del  fa- 
,  "lio  absohitorio  de  que  se  trata  son  constitutivos  del  de- 
"lito  de  perjurio.— El  primero  de  los  resultandos  afir- 
"ma  que  el  procesado  Dionisio  Alfonso  Carvajal,  de- 
"seando  ingresar  en  el  Cuerpo  de  policía  presentó  en  la 
"Jefatura  del  mismo  la  correspondiente  solicitud  escri- 
"ta,  prestando  ante  el  notario  de  esta  ciudad  Manuel 
"Pruna  en  diez  y  s«;s  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos, 
"juramento  de  ser  verídicas  las  respuestas  contenidas  en 
"aquélla,  en  la  que  marcada  con  el  número  doce  se  lee 
"esta  pregunta:  "¿Ha  sido  usted  alguna  vez  condenado 
"por  <Íelitó  contra  las  leyes  de  esta  ciudad,  de  este  país, 
"6  de  otra  ciudad  ó  de  otro  pais  ?  (en  caso  afirmativo  ex- 
"prese  la  fwha  y  clase  de  delito).  A  continuación  de 
"esta  pregunta  escribió  el  procesado:  "nunca  he  sido 
"condenado  ni  pro<:esado  por  falta  ni  delito",  siendo  lo 
"cierto,  según  se  declara  probado  en  el  segundo  resul- 
"tando  de  la  sentencia  recurrida,  que  fué  declarado  pro- 
"cesado  por  auto  de  trece  de  Abril  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  nueve  en  causa  número  cuatrocientos  seten- 
"ta,  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  del  extinguido  Juz- 
"ga<lo  del  Pilar,  la  cual  causa  íuego  tuvo  el  número  se- 
"tecientos  veinte  y  tres  de  mil  novecientos  dos  del  Juz- 
"gado  del  Oeste;  formada  por  violación  de  la  menor  lía- 
"mona  Barrio  y  Vaidés.     Y  es  indudable  que  el  proce- 
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"sado  faltó  deliberadamente  á  la  verdad  al  afirmar  que 
"iiunca  había  sido  condenado  "ni  procesado",  hecho  que 
"le  constaba  era  falso,  pues  se  trataba  de  cosa  tan  per- 
"aona!,  que  no  se  explica  que  así  no  lo  fuera,  después  de 
"haber  prestado  juramento,  segiín  previene  la  Orden 
"ciento  ochenta  y  uno,  mil  novecientos  uno;  y  por  lo 
"tanto,  cometió  el  delito  de  perjurio. — Tampoco  se  opo- 
"ne  á  la  existencia  del  referido  delito  la  consideraeión 
"expuesta  por  el  Tribunal  sentenciador  de  que  el  pri>- 
"cesado  mintió  en  particular  no  comprendido  en  la  pre- 
"gunta  á  que  debía  r^pondcr,  pues  aparte  de  que  la  ley 
"no  distingue  en  punto  á  la  extensión  del  falseamiento 
"de  la  verdad,  no  se  concibe  en  virtud  de  qué  razón  pue- 
"de  eximirse  de  decir  lo  cierto  en  manifestaciones  que 
"pudieran  llamarse  secundarias  ó  agregadas  aquel  que 
"por  la  solenmidad  del  juramento  prestado  está  en  la 
"obligación  de  no  mentir,  bajo  ningún  concepto,  aunque 
"no  haya  relación  entre  lo  interrogado  y  lo  respondido, 
"porque  la  ley  que  persigue  el  perjurio  no  puede  auto- 
"rizarlo,  ni  aún  tratándose  de  manifestaciones  ezpon- 
"táneas". 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
se  celebró  la  viíita  pública  con  asistencia  del  Ministerio 
fiscal  que  sostuvo  el  aludido  recurso  y  del  JíCtrado  de- 
fensor del  procesado  que  lo  impugnó. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  según  la  Orden  número  ciento 
diez  y  seis  de  rail  novecientos,  son  reos  de  perjurio,  tos 
que  deliberadamente  afirmen  ser  cierto  un  hecho  que  sa- 
ben es  falso,  después  de  haber  prestado  juramento  á 
obligándose  á  decir  verdad  en  otra  forma  autorizada  por 
la  ley,  como  equivalente  al  juramento  de  testificar,  de- 
clarar, deponer  ó  certificar  la  verdad  ante  un  Tribunal, 
Juez,  funcionario  ó  persona  competente,  en  cualquier 
procedimiento  civil  6  criminal  ú  otro  caso  en  que  por 
ministerio  de  la  ley,  deba  prestarse  tal  juramento,  ó  con- 
traerse en  otra  forma  la  obligación  de  decir  verdad. 

Considerando  qiie  no  puede  decirse  faltara  esen- 
cialmente á  la  verdad  á  los  efectos  de  dicha  Orden, 
quien  como  el  procesado  pretendiendo  ingresar  en  el 
Cuerpo  de  policía,  en  la  planilla  que  á  este  objeto  suscri- 
bió y  presentó,  afirmara  bajo  juramento  que  no  había 
sido. condenado  por  delito  contra  las  leyes  de  la  ciudad, 
de  eete  pais,  ó  de  otra  ciudad  ó  de  otro  país,  agregando 


DigilizedbvGoO^^IC 


no  haber  estado  procesado,  siendo  eeto  último  incierto, 
por  habérsele  eoniprendido  como  tai  en  la  causa  DÚme- 
TQ  cuatrocientos  setenta  de  mil  ochocíentoe  ochenta  y 
ocho  del  extinguido  Juzgado  del  Pilar  que  se  instruyó 
por  violacián,  é  indultado  antes  del  juicio  oral ;  porque 
en  estas  condiciones,  tal  hecho  carecía  de  influencia  6 
trascendencia  al  objeto  de  la  declaración  prestada,  pues- 
to que  nada  determinaba  en  contra  de  la  conducta  del 
declarante,  quien  pudo  creer  que  indultado  antes  de  ser 
juzgado,  quedaba  borrado  todo  lo  que  era  consecuencia 
de  dicha  causa:  y  en  tal  virtud,  no  puede  afirmarse  tu- 
viera el  deliberado  propósito  de  faltar  á  la  verdad 
jurada. 

Considerando  que  por  las  razonen  consignadas,  el 
Tribunal  a  quo  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  en 
que  el  recurso  se  apoya,  por  lo  que  procede  declarar  éste 
sin  lugar  con  las  costas  de  oficio,  por  ser  el  recurrente 
el  Ministerio  fiscal : 

Fallamos  que  debemoG  declarar  7  declaramos  no  ha- 
ber tugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  el  treinta  de  Ju- 
lio último,  en  esta  causa,  con  las  costas  de  oficio. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronuucíamoe, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  M.'  Oíspert — J. 
M.  Aguirre. 


Qnsb.  fiama.— Sent.  31-8  deBldemb».— Sedacdónde 

WtiabSD.ái.~-(.<Jae..  Junio  SS,  190^.) 

DOCTRINA*.  CualesqnierB  que  Kan  loa  de- 
fectos de  forma  cometidfis  en  tos  Reínhiindns  de 
nna  «cntencia,  si  por  ella  se  abauelre  el  pmceíado 
fundándose  en  haberse  retirado  la  acDsacidn,  n 
ineficaz,  por  carecer  de  finalidad,  el  recurso  esta- 
blecido  por  el  procesado  con  ohjeto  de  que  se  con- 
■ign- n  puntos  de  hechos  <]□€  á  su  juicio  debieron 
cunsittnariK.  porque  con  rsto  no  ha  de  obtener  re- 
solución más  favorable  que  la  oblenidn. 

Siendo  facultad  prívsttva  del  Tribunal  Knten- 
ciador.  mandar  ó  Formar  causa,  cuando  en  sn  ca- 
so estime  qne  proceda  contr»  alguna  de  las  perto- 
ñas  que  hubieren  intervenido  «n  ti  juicio,  ti  emitir 
resolver  acerca  de  la  solicitud  que  sobre  este  pai~ 
tieular  te  dirija  aljfuna  de  las  partes,  no  constitn- 
;e  quebrantamiento  de  forma. 
En  la  ciudad  de  la  Habana,  i  ocho  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres:  en  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  que  pende  ante  este  Tribu- 
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tul  Supremo  interpuesto  por  Pedro  Julián  Valdés,  co- 
nocido por  "Susana",  vecino  de  Pinar  del  Río,  del  co- 
mercio, contra  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
esta  última  localidad  en  la  causa  que  se  instruyó  en  el 
Juzgado  de  la  misma  contra  el  mencionado  Valdés,  por 
el  delito  de  falsedad. 
Antecedentes  : 

Resultando  que  abiertas  las  sesiones  del  juicio  oral 
en  la  presente  causa  y  practicadas  las  pruebas  propues- 
tas por  las  partes  en  bus  respectivos  escritos  de  conclu- 
siones' provisionales,  el  Ministerio  físcal,  única  parte 
acusadora,  modificó  las  que  había  formulado,  retirando 
la  acusación  por  falta  de  prueba  de  la  culpabilidad  de 
Valdés  en  el  hecho  que  dio  origen  á  la  formación  de  la 
causa; 
Hechos  : 

Besultando  que  el  ocho  de  Septiembre  último  Is 
mencionada  Audiencia  dictó  sentencia  en  la  que  se  con- 
signan los  únicos  resultandos  que  á  continuación  lite- 
rímente  se  transcriben;  "Primero.  Resultando  que 
"abiertas  las  sesiones  del  juicio  y  practicadas  las  prue- 
"bas,  el  Ministerio  fiscal  modificó  sus  conclusiones  pro- 
"visionales  y  en  las  que  presentó  como  definitivas,  reti- 
"ró  la  acusación  pidiendo  la  absolución  del  procesado  y 
"del  acusado,  por  falta  de  aquellas  de  la  culpabilidad 
"de  amboa  en  el  hecho,  que  ha  dado  origen  á  la  causa. — 
"Segundo.  Resultando  que  el  abogado  defensor  sostu- 
"vo  como  definitivas  sus  conclusiones  provisionales  en 
"las  que  había  solicitado  la  absolución  de  sus  dos  repre- 
"sentados  por  no  ser  responsables  de  ningún  hecho  pu- 
"nible,  pidiendo,  además  que  se  mande  proceder  de  ofí- 
"cio  contra  José  y  Maruto  Cabrera  por  estafa  y  per- 
"jurio". 
Be9ol0CIÓ:4  recurrida: 

Resultando  que  la  referida  Audiencia,  por  haber 
retirado  el  Ministerio  fiscal  la  acusación  que  había  for- 
mulado, absolvió  á  Pedro  Julián  Valdés,  declarando  las 
costas  de  oficio. 
Petición  de  subsínación  de  la  falta  : 

Resultando  que  notificada  la  sentencia  al  referido 
Pedro  Julián  VaJdés,  pidió  que  Be  adicionara  aquélla 
con  loB  siguientes  particulares:  "Primero.  Que  esta 
"causa  se  inició  por  consecuencia  y  orden  de  este  mismo 
"Tribunal  en  el  juicio  de  menor  cuantía  seguido  por  Pe- 
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"dro  Julián  ValdéB,  conocido  por  "Susana",  el  proce- 
"sado,  contra  José  Cabrera  en  cobro  de  pesos,  pues  el 
"último  había  negado  la  deuda  y  la  existencia  del  con- 
"trato  y  Maruto  Cabrera,  que  firmó  á  su  ruego,  la  fir- 
"ma  que  estampó  en  el  documento.— Segundo,  con  que 
"la  demanda  de  Pedro  Julián  Valdéa  fué  declarada  ain 
"lugar  por  falta  de  prueba  y  condenado,  además,  al  pago 
"de  las  costas. — Tercero,  con  que  en  el  juicio  oral  que- 
"dó  justificado  el  contrato,  reconocidas  las  firmas  de 
"José  Pafieda,  acusado  en  esta  causa;  y  de  Nicanor  Me- 
"rino,  cuya  existencia  real  había  negado  el  fiscal,  su- 
"poniéndolo  ente  imaginario ;  y  que  la  firma  que  dice 
"en  dicho  ejemplar  del  contrato  "Maruto  Cabrera"  que 
"escribió  éste,  era  de  su  misma  letra  y  por  consiguiente 
"suya;  y  cuarto:  con  que  debía  disponerse  el  procesa^ 
"miento  de  oficio  de  José  Maruto  Cabrera  por  perjurio 
"y  estafa;  cuyas  adiciones  negó  la  Sala  por  su  auto  del 
"catorce  de  los  corrientes". 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  denegada  por  la  Sala  de  la  Audien- 
cia las  adiciones  antes  expuestas,  el  solicitante  de  las 
mismas,  interpuso,  contra  la  aludida  sentencia,  recur- 
so de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  fun- 
da en  loe  números  primero  y  segundo  del  artículo  nove- 
cientos doce  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ale- 
gando loa  siguientes  motivos:  "A. — En  que  en  la  sen- 
"tencia  no  se  expresa  clara  y  terminantemente  cuáles 
"son  los  hechos  que  e!  Tribunal  ha  considerado  probados 
"y  lo  que  es  más  grave,  ni  siquiera  ha  hecho  declarato- 
"ria  de  "probado"  en  ninguno;  estando  comprendido 
"este  motivo  en  el  número  primero  del  artículo  nove- 
"cientos  doce  de  la  Tjcy  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
"pues  infringió  la  Sala  abiertamente  la  regla  segunda 
"del  artículo  ciento  cuarenta  y  dos  de  aquel  texto  que 
"le  impone  el  deber  de  hacer  declaración  expresa  sobre 
'^os  hechos  que  estimare  probados. — B,  En  que  la  sen- 
"tencift  no  resuelve  todos  los  puntos  que  fueron  objeto 
"de  la  acusación  y  la  defensa;  puesto  que  la  de  Pedro 
"Julián  A'aldés,  conocido  por  Susana  y  aún  la  del  acu- 
"aado  Pañeda,  pideron  en  bus  conclusiones  proviaiona- 
"les  que  sostuvieron  como  definitivas  no  solo  se  les  ab- 
"solviera,  sino  también  que  se  mandara  proceder  de  ofi- 
"cio  contra  José  y  Maruto  Cabera  por  falso  testimonio, 
"perjurio  y  estafa,  no  habiendo  la  Sala  dictado  declara- 
"ción  sobre  ese  extremo  ;■  habiéndose  procurado  que  ini- 
"pliera  eaa  omisión,  por  medio  del  escrito  del  día  calor- 
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"ce  é  JDsístiendo  el  Tribunal  en  silenciar  los  indicios  de 

"culpabilidad  contra  loa  testigos  falsos  y  perjuros  José 
"y  Maruto  Cabrera,  que  por  haber  nef^ado  ante  los  Tri- 
"bunales  y  bajo  juramento  lo  que  resultó  en  el  juicio 
"oral  ser  cierto,  estafaron  á  mi  cliente  en  la  cuenta  con- 
''trafda  con  él  al  nado,  pues  por  aquellas  negativas  se  de- 
"claró  sin  lugar  la  demanda  de  mi  defendido  que  perdió 
''como  cuatrocientos  pesca  de  principal  con  qce  se  lubra- 
"lon  José  y  Maruto  Cabrera,  recibiendo  además  ei  per- 
"juicio  de  haber  tenido  que  pagar  las  costas  y  ser  proce- 
"sado  por  ejecutoria  de  esta  misma  Audiencia". 

.  Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  letrado  de- 
fensor de!  recurrente  que  sostuvo  aquél  y  del  Ministerio 
fiscal  que  lo  impugnó  : 
Decisión  del  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo~ 
rales. 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  ^el  defecto  de 
forma  en  que  haya  podido  incurrir  el  Tribunal  a  quo  al 
redactar  los  resultandos  de  la  sentencia  recurrida,  cuan- 
.do  como  en  est«  caso  acontece,  que  el  fallo  absolutorio 
se  funda  en  haberse  retirado  por  el  Ministerio  fiscal  la 
acusación,  carece  de  finalidad  el  recurso  interpuesto  por 
el  procesado  al  objeto  de  que  se  consignan  en  aquellos 
puntos  de  hechos  que  á  su  juicio  han  debido  exponerse 
declarándolos  "probados",  ya  que,  concedido  esto,  nin- 
gún apoyo'  legal  había  de  ofrecer  al  recurrente  en  sentido 
más  favorable  que  el  que  la  absolución  le  otorga;  y  en 
tal  virtud  no  es  de  estimarse  el  quebrantamiento  alega- 
do en  el  primer  motivo  del  recurso. 

Considerando,  por  lo  que  hace  al  segundo  motivo 
del  mismo,  que  es  una  facultad  privativa  del  Tribunal 
sentenciador  manilar  á  proceder  de  oficio  á  la  formación 
de  causa  cuando,  á  su  juicio,  dentro  del  proceso  de  que 
conozca  existan  méritos  para  hacerlo  contra  alguna  de 
las  personas  que  de  algún  modo  hubieren  figurado  en  ol 
mismo;  y,  en  tal  virtud,  la  solicitud  que  á  tal  respecto 
hiciere  cualquiera  de  las  partes  en  el  juicio,  sin  obtener, 
en  cuanto  á  ese  punto,  que  no  es  esencial  al  fallo,  decla- 
ración alguna,  no  constituye  el  quebrantamiento  de  for- 
ma del  número  segundo  del  artículo  novecientos  doce  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  CriiQinal,  que  se  refiere  úni- 
camente á  los  casos  en  que  dejen  de  resolverse  alguna» 
de  las  cuestiones  fundamentales  que  hayan  sido  objeto  de 
la  acusación  y  de  la  defensa,  las  cuates  quedan  resueltas, 
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cuando  Be  absuelve  al  procesado,  declarando  las  coetaa 
de  oficio,  como  sucede  en  la  presente  cansa. 

Considerando  que  por  las  razones  consignadas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  presente  recurso,  con  las  cos- 
tas al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  interpuesto  por  Pedro  Julián  Valdés  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río 
el  ocho  de  Septiembre  último,  con  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  B.  Morales. — José  M.*  Crispert. — J. 
H.  Aguí  r re. 


In£  ley.— Sent.  216.— 10  da  Diciembre.— Eapto.  (Goc, 

Jimio  S3,  190i. ) 

DOCTBIKA;  Coastitujeel  delito  de  rapto 
el  hecho  Ae  ponerse  de  acuerdo  el  raptor  coa  una 
doncella  menor  de  20  aítos  7  mediante  cate  acaec 
do  ir  ella  6  reunirse  con  (\  en  nn  losar  determina- 
do j  de  allí  dirigirse  á  otro  en  donde  el  procesado 
goza  de  la  virginidad  de  dicha  doncella. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  de  Diciembre  de 
mil  noveecientos  bes ;  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo, 

interpuesto  por  el  procesado   

cantra  sentencia  dictada  por  la 

,  en  causa  que  ae  instruyó  contra  di- 
cho procesado  en  el  Juzgado  de ,  por  (A 

delito  de  rapto : 

HSCHOS  PROBADOS : 

Besultando  que  en  la  mencionada  sentencia,  de 

último,  se  consignan  los  hechos  pro- 
bados que  á  continuación  literalmente  ae  transcríb^i : 

"Besultando  probado  que  en 

"puestos  de  acuerdo ,  msyor  de  doce 

'■y  menor  de  veinte  años  y  doncella,  con  el  procesado 

" ,  se  dirigió  A  la  casa  en  que  vivía  la 

"otra  procesada y  haciendo  creer 

"¿stas  á  la  madre  de. ......  t ... .  que  iban  á  retratar- 

"se  salieron  juntaa  de  la  casa  de 1 se  reunie- 

"ron  con ,  amiga  de reunién- 

^dose  después  con que  las  esperaba  «n  la  cal- 
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"sada  del  Monte  y  dirigiéndoBe  ¿  la  posada  situada  en 
''dicha  esquina  á  Rastro,  tomó  dos  habitaciones  al  en- 

"cargado entrando  en  una  de  ellas , 

''con  la  que  realizó  actos  carnales  y  después  invitó  ¿. . . 

" que  entre  tanto  permanecía  en  la  otra  ha- 

"bitaciÓD,  á  que  entrase  en  el  cuarto,  á  lo  que  accedió 
"ésta,  realizando  actoe  carnales,  por  lo  que  perdió  au 
*Mrgiiiidad," 
Bgsülucjón  .recurrida: 

Besultando  que  el  Tribunal  a  qvo  condenó  á 

,  en  concepto  de  autor  de  un  delito  de  rapto, 

comprendido  en  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco 
dfl  Código  Penal,  sin  la  concurrencia  de  circunstancias 
nradiñcativas  de  la  responsabilidad  criminal,  á  la 
pena  de  un  año,  ocho  meses,  veinte  y  un  días  de  pri- 
«ión  correccional,  accesorias  correspondientes  y  costas, 
con  los  demás  pronunciamientos  que  estimó  procedentes. 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  iit- 
terpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado en  el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimina, 
citándose  como  ley  iufrinpda  el  articulo  cuatrocientos 
bcsenta  y  cinco  del  Código  Penal  por  aplicación  indebi- 
da, alef^ndose  lo  siguiente:  "Aceptando  el  resultando 
"probado  en  lo  que  se  refiere  í  mi  representado,  éste  no 
"es  responsable  del  delito  de  rapto  en  concepto  de  autor, 
"pues  el  hecho  de  que  mi  cliente  haya  gozado  de  la'vir- 
"ginidad  de  nna  mujer,  ese  solo  hecho  aislado  como  se 
"encuentra,  no  puede  ser  este  elemento  para  estimarlo 
"autor  de  ese  delito,  pues  faltan  otros  requisitos  como 
"son  la  sustracción,  elemento  genérico  de  ese  delito  y 
"en  el  presente  caso  esta  cualidad  no  la  declara  probada 
"ia  Sala,  pues  con  la  frase  que  emplea  "que  de  acuerdo 
"nada",  en  concierto,  dice,  pues  se  pueden  haber  puesto 
'"de  acuerdo  y  sin  embargo  el  que  se  supone  agente  del 
"delito  por  la  Sala  no  haya  practicado  más  acto  que  los 
"de  gozar  de  la  virginidad  de  la  menor,  en  cuyo  caso  ese 
'"hecho  será  constitutivo  delito  pero  nunca  del  de  rapto, 
"pues  como  anunciaba  al  principio  ee  exigen  algunas 
"cualidades  6  requisitos  para  ese  delito  que  en  el  pré- 
nsente no  los  enuncia  la  Sala  en  el  resultando  de  la  sen- 
"tencia.  De  ló  expuesto  resulta  que  una  mujer  que  sale 
"é  la  calle  con  otra  y  es  llevada  i  una  posada  y  en  aquel 
"lugar  pierde  su  virginidad  el  que  tal  acto  cometa  reali- 
"iíara  un  delito  de  estupro  6  uno  de  violación  si  con 
"fuerza  realizó  el  acto  camal,  pero  nunca  un  detito  de 
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"rapto,  puea  integrMí  ese  delito  la  sustracción  y  la  pér- 
'•(liJa  de  la  virginidad,  bien  sea  la  moral  6  la  materia!, 
"esta  última  deducción  la  hace  el  recurrente  relacio- 
"nando  loa  hechos  que  la  Sala  declara  probados.  El 
'Vrror  de  la  Sala  salta  á  la  yista,  puea  ha  penado  ese  he- 
''cho  como  constitutivo  de  rapto,  no  siéndolo." 

BfisiiltflTido  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado, 
ác  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  Ministerio 
f^-eal  qiie  sostuvo  aquél : 
Decisión  del  recubso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  conforme  á  repetidas  reaolucío- 
i^ee  de  eate  Tribunal  para  que  Be  cometa  el  delito  de 
r.ipto  que  castiga  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  ein- 
i'o,  párrafo  primero  del  Código  Penal,  modificado  pif 
Iti  Orden  doscientos  cincuenta  y  siete  de  mi!  novecien- 
tos uno,  hasta  que  la  sustracción  de  la  donciilla  mentar 
de  veinte  aSos  y  mayor  de  doce  se  realice  con  su  nnnen- 
cia  y  con  miras  deshonestas ; 

Considerando  que  en  esta  respoosal-ii-dn-l  h.i  in- 
currido el  procesado,  porque  según  los  hechos  declarados 

(T-obadoB,  puesto  de  acuerdo  con ., 

doncella,  mayor  de  doce  años  y  menor  de  veinte,  julió 
éíta  del  lugar  en  que  ee  encontraba  para  la  casa  de.  — 

,  en  cuya  compañía  fué  á  reunirse  con 

aquél  que  laa  esperaba  en  la  calzada , 

conduciéndolas  á  una  posada  donde  gozó  de  la  virgini- 
dad de  la  mencionada de  todo  lo  cual 

fC  revela  que  mediante  la  anuencia  de  ésta  para  auaen- 
iarse  de  lá  casa  en  que  habitaba  á  virtud  del  concierto 

previo  que  tuvo  cou ,  llevaron  á  efecto 

el  proyecto  que  formaron,  practicando  uno  y  otro  los 
actos  necesarios  á  su  cabal  consumación,  abandonando 
ella  realmente  su  morada  para  irse  en  compañía  de  él, 
que  á  distencia  la  esperaba  y  llevó  después  al  lugar  an- 
teas indicado,  donde  la  mantuvo  por  más  ó  menos  tiem- 
;i->  á  SU  libre  disposición,  realizando  eus  propósitos  des- 
honestos; elementos  todos  característicos  del  expresado 
delito,  que  no  puede  desvirtuar  la  alegación  que  hace 
el  recurrente  de  no  declarar  probado  la  Sala  sentencia- 
dora la  sustracción  de  la  menor,  ni  que  él  practicara 
otro  acto  que  no  fuera  el  de  gozar  de  la  virginidad  de  la 
.  ,  cuando  del  conjunte  de  loa  hechos  ex- 
puestos, se  deduce  claramente  que  ésta  fué  sustraída  de 
sa  morada  y  la  participación  activa  que  en  el  hecho  tu- 
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vo  e!  procesado ;  y  por  consiguiente  el  Tribunal  o  quo 
no  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye 
ri  cometido  la  infracción  del  artículo  cuatrocientos  se- 
senta y  cinco  del  Código  Penal  que  en  el  recurso  se  cita; 

Resultando  que  por  las  razones  congi^adas  proce- 
(ie  declarar  sin  lugar  e)  presente  recurso  con  las  costas 
a!  procesado: 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  caeación  por  infracción  de  ley, 

interpuesto  por  el  procesado 

contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 

con  fecha último,  en 

la  aludida  causa,  con  las  coatas  al  recurrente. 

Así  por  esta  niieatra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  ürmai  nos  .—José  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón.— A  mbro.'iio  R.  Morales. — José  María  Giapert. — 
Carlos  Kevilla, 


Quaja.— Auto  197.— 11  de  Kclembre.— Hedii».  (Gaceta, 

Junio  SS,  1904.) 

DOCTRINA:  Bs  inadmisible  an  recurso  une 
no  ae  base  escnctantcntc  ea  los  hechos  declaraaos 
probados  en  la  sentencia  recurrída. 

Antbcedentes; 

Resultando  que  en  la  cnusa  por  rapto  seguida  con- 

1ra ,  la  Audiencia  de 

dictó  en  tres  de  Octubre  último,  sen- 

Icncia  condenatoria  en  cuyo  primer  resultando  declaró 

probado  que,  el   llevaba  relaciones  amo- 

insas  con de  die?.  y  ocho 

«ños  de  edad,  la  sedujo  con  promesa  de  matrimonio  é 
hizo  que  por  el  mes  de  Febrero  del  presente  año  aban- 

donaao  su  cttóa,  sita  en  la  ciudad  de y  fue-  ■ 

so  á  reunirse  con  él  á  otra  de  la  misma  población  con  el 
propósito  de  ef«-tuar  actos  carnales,  los  que  realizaron, 
p-'vdiendo  dicha  joven  su  virginidad  en  aquella  oca- 
sión." 

RkCPKSO  DKfíEfi.ADO: 

Resultando  que  contra  la  referida  sentencia  inter- 
puso el  procesado  recurso  de  capación  por  infracción  de 
icy,  que  dijo  estar  autorinado  por  el  número  tercero  del 
arllculo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citando  como  infringido  e!  ar- 
tículo cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal, 
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uiodilicado  por  la  Orden  camero  doscientos  cincnentt 
y  siete  de  rail  novecientos  uno,  en  relación  con  el  ar- 
licttlo  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  Código  P^ial  y 
con  los  artículos  doscientos  setenta  y  siete  y  doscientos 
tetenta  y  orfio  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimina!, 
jíor  no  haberse  aplicado ;  expresando  el  concepto  de  di- 
ciíaa  infracciones  en  los  siguientes  términos :  "Decla- 
■'■'rándose  probado  en  el  primer  resultando  de  la  sen- 

"tencia  que ,  de  diez  j 

''ocho  años,  por  el  mes  de  Febrero  de  este  año  abandona 

'"SU  casa  en  la  ciudad  de y  fué  á  rm- 

'V  ¡rse  con á  otra  casa 

"de  la  población  con  el  propópito  de  realizar  actos  car- 
"nales,  lo  que  realizaron,  perdiendo  dicha  joven  sn  vir- 
"f^inidad  en  aquella  ocasión.  De  esta  relación  de  he- 
"clios  se  deduce  claramente  que  en  la  comisión  de  lod 
"mismos,  no  han  concurrido  Ina  circunstancias  que  de- 

"terminan  el  delito  de  rapto,  puesto  que 

"no  sacó  de  su  casa  á  la ,  ó  del  lugar  don- 

"de  se  encontraba  para  llevarla  á  otro,  ni  realizado  el 
'Tobo  que  se  hace  de  una  mujer,  como  entiende  el  señor 
'"Viada  y  ViJneeca.  I>el  primer  resultando  en  que  ae 
"declaran  probados  los  hechos  relatados,  es  evidente  que 

"el  delito  cometido  por  el  procesado es 

"ol  de  estupro,  definido  on  el  artículo  cuatrocientos  ein- 
'"cuenta  y  nueve  del  Código  Penal,  modificado  por  la 
"Orden  número  doscientos  cincuenta  y  siete,  serie  di! 

"mil  novecientos  uno,  puesto  que valién- 

"doso  del  engaño,  sin  sacarla  de  su  casa,  gozó  de  su  vir- 
"gínidad.  De  lamentable  confusión  de  estos  dos  pre- 
"ceptos  del  Código  Penal,  tendríamos  que  el  delito  de 
"rapto  le  sería  imputado  al  hombre  por  voluntad  de  la 
"mujer  de  doce  años  y  menor  de  veinte,  pues  como  en 
"este  caso  especial  bastarla  que  la  mujer  en' esas  condi- 
"eiones  penetrase  en  el  domicilio  del  hombre  con  el  ob- 
"jeto  de  comprometerlo  y  convertir  lo  que  es  tan  solo 
'"im  estupro  en  el  delito  de  rapto  que  tiene  señalado 
''vTi  la  ley  pena  mayor  y  que  resulta,  por  lo  tanto,  más  k 
"propósito  para  los  fines  que  se  propusiese  la  represen- 
"tación  legitima  de  la  parte  ofendida." 
Caitsa  de  l4  queja: 

Resultando  que  la  Audiencia,  fundada  en  que  el 
recurrente  no  se  ajusta  á  los  hechos  declarados  probados 
al  interponer  el  recurso,  sino  que  se  aparta  de  ellos,  de- 
negó BU  admisión:  y  que  contra  esa  resolución,  y  previo 
i'!  anuncio  correspondiente,  se  ha  establecido  por  el  pro- 
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colado  el  presente  recurso  de  queja,  del  cual  se  ha  cele- 
brado la  vista  pública  con  asítítencia  golo  del  Minieterío 
ilfcal  que  lo  impugnó. 
Rbsoldcios  : 

Considerando  que  los  recursos  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  no  se  basen  estrictamente  en  loe  he- 
clios  declarados  probados  en  la  sentencia  recurrida,  n» 
fK>n  admisibles,  segiin  lae  constantes  decisiones  de  este 
Tribunal,  de  acuerdo  con  las  lejes  que  regulan  la  mate- 
ria, y  que  en  este  caso  se  encuentra  el  interpuesto  por. . 

,  pueste  que  para  sostener  que  no  ha 

cometido  el  delite  de  rapte,  funda  bu  razonamiente  en 
que  no  sacó  de  su  casa  k  la  ofendida,  sino  que  ésta,  se- 
(rfn  indica,  la  abandonó  espontáneamente  para  reunirse 
con  él,  haciendo,  de  ese  modo,  caso  omiso  de  que  en  la 

t«ntenci8  se  afirma  lo  contrario,  al  expresarse,  que 

,  llevando  relaciones  amorosas  con  la , 

la  sedujo  con  promesas  de  matrimonio  é  hizo  que  cierto 
día  abandonara  su  oasa  y  fuera  á  reunirse  con  él  en  otra 
donde  fíozó  de  9u  virjiinidad. 

Considerando  que  en  este  concepto,  el  recurso  fué 
bien  denegado  por  la  Audiencia  y  por  tante,  la  queja 
interpuesta  contra  su  reeolución,  debe  declararse  sin  In- 
jíar,  imponiendo  las  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  interpuesta  por. . . . 

,  contra  el  auto  que  le  denegó 

1'!  recurso  de  casación  á  que  se  ha  hecho  referencia,  con 
iitfi  co.'ites  ¿  cargo  de  dicho  recurrente. 

Comuniqúese,  ete. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  már- 
feí'n. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio E,  Morales. — José  M."  Gispert. — J,  M.  Aguirre. — 
KiJverio  Castro,  Secretario. 


ttuflja. -Auto  198.— 12 de  Kdembre.~H9()lioB.  (Gaceta, 

Junio  ZS,  1904  ) 

DOCTRINA:  E<  inadmisible  nn  recurso  qne 
no  se  base  estriclamente  en  los  hechos  dedaradoi 
probados  en  la  sentencia  recorrida. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  causa  seguida  á  Josó  de  la  Cruz 
Chala  y  Eduardo  Arango,  por  lesiones  mutuas,  la  Au- 
diencia de  Pinar  del  Río  dictó  sentencia  en  diez  y  nueve 
de  Septiembre  último,  por  la  cual  condenó  al  segundo 
como  auter  de  un  delito  de  lesiones  menos  graves,  á  la 
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pena  de  sosenta  y  un  <l(as  de  encarcelamiento;  á  abonar 
ochenta  pesetae,  por  vía  de  responsabilidad  civil,  á  Cha- 
la, y  al  pago  de  la  mitad  de  las  costas  catiBadas: 
Beci-bso  dekeoado: 

Hesultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  r«- 
presi'ntación  de  Arango  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  lev,  fundándolo  en  el  número  primero  del  ar- 
tículo oc-liocTontOM  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  bajo  el  supuesto  de  haberse  in- 
fringido fl  artículo "  octavo,  número  cuarto  del  Código 
Penal  porque  apesar  de  existir — dice — "la  circunstan- 
"cia  eximente  de  responsabilidad  criminal  de  haber 
"obrado  su  representado  en  defensa -propia,  se  le  conde-  ■ 
"na;  que  dán<lose  por  probado  en  la  sentencia  que  á  con- 
"ewuencia  lie  haber  penetrado  en  terrenos  del  segundo 
"(Eduardo  Arango),  un  gallo  de  la  propiedad  de  Chala, 
"poniéndose  á  pelear  con  otro  de  Arango  y  por  haber 
*'dicho  éste  á  un  partidario  suyo  en  alta  voz  y  con  pala- 
"bras  que  estimó  ofensivas,  que  no  han  podido  preci- 
"earse,  que  matara  al  de  Chala  para  que  no  volviera  mis 
"á  perjudicarle  la  cría  y  yéndose  ambos  á  las  manos  Cha- 
"la  causó  a  Arango,  con  el  machete  de  trabajo  que  pot- 
"taba,  una  herida  eu  la  mano  derecha  seccionándole  casi 
"por  completo  los  dedos  Índice  y  medio  y  Arango  infi- 
"rió  á  Clmla  de  un  solo  golpe  con  el  cuchillo  de  eu  uso 
"constante,  ima  incisa  de  tres  centímetros  de  extensión 
"traná  versal  mente,  en  la  cara  externa  tercio  superior  del 
"brazo  izquierdo,  otra  de  dos  centímetros  en  la  cara  in- 
"tema  del  mismo  brazo  y  otra  como  de  uno  y  medio  de 
"extensión  y  uno  de  profundidad  en  el  borde  posterior 
"de  la  región  axilar  izquierda  que  tardaron  en  curar 
"quince  días;  resulta,  por  el  orden  correlativo  en  que  se 
"colocan  los  que  hirieron  y  los  que  fueron  heridos,  que 
"Chala  hirió  primero  á  mi  defendido  con  el  machete  que 
"portaba  y  que  Arango  se  defendió  con  su  cuchillo,  exia- 
"tiendo  superioridad  en  el  arma  de  aquél  respecto  de  It 
"del  último ;  por  lo  que  quedó  probada  la  necesidad  ra- 
"cional  del  medio  empleado;  que  con  estimarse  probado 
"en  el  fallo  que  no  han  podido  precisarse  las  palabras 
"que  vertió  Arango  para  ordenar  á  su  dependiente  que 
"matara  el  gallo  de  Chala  que  había  entrado  en  su  Iíd- 
"•■a  V  peleaba  con  el  suyo,  justificada  quedó  la  agresión 
"ilegítima  de  Chala  contra  Arango,  ya  que  nada  en  la 
"conducta  de  éste  la  ameritaba,  porque  las  palabras  aún 
"siendo  injuriosas,  no  constituyen  ni  excusan  la  agre- 
"sión,    y    que    no    toda    expresión    ofensiva    constitu- 
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"ve  injuria :  que  el,  hecho  <le  ordenar  la  muerte  del 
"gallo  (le  Chala  que  entró  en  su  terreno  y  le  echaba  á 
"perder  la  cría,  no  es  provocación  suficiente  para  que 
"ameritase  la  agresión  del  Chala  con  el  machete';  pues- 
"to  que  aunque  Arango  lo  hubiese  echado  de  un  einpn- 
"jón  y  pegado  dos  planazos  con  un  machete,  lo  que  no 
"hizo,  no  solo  no  era  provocación  suficiente  por  su  parte, 
"ni  agresión  ilegítima  á  Chala;  y,  por  tanto,  constando 
"como  hechos  probados  la  agresión  ilegítima  de  parte 
"(le  Chala,  la  falta  de  provocación  suficiente  por  parte 
"de  Arango  y  la  necesi(lad  racional  en  éste  para  defen- 
"derse  de  aquélla  y  repelerla,  de  emplear  un  arma  infe- 
"rior  como  es  el  cuchillti  habitual  en  los  campeainoe,  res- 
"pecto  del  machete,  la  Sala  ha  infringido,  al  no  aplicar- 
"lo,  el  artículo  octavo,  número  cuarto  del  referido  C6- 
"digo". 
Cacsa  de  la  (ji'eja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  denegó  por 
auto  de  seis  de  Octubre  la  admisión  de  dicho  rcímrso, 
fundada  en  que  en  éste  se  desconocen,  alteran  y  amplían 
los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia,  ios  cuales 
se  consignan  en  la  forma  siguiente:  "Primero:  Resul- 
"tando  probado  que  en  el  barrio  de  Macurigea  del  ex- 
"tinguido  Municipio  de  Palacios  y  en  la  mañana  del 
"diez  y  nueie  de  Mayo  último,  tuvieron  unas  palabras 
"José  de  la  Cruz  Chala  y  Gómez  y  Eduardo  Arango,  que 
"vivían  en  vegas  colindantes,  á  consecuencia  de  haber 
"penetrado  en  terrenos  del  segundo  un  gallo  de  la  pro- 
"piedad  de  Chala,  poniéndose  á  pelear  con  otro  de  Aran- 
"go  y  por  haber  dicho  éste  á  un  partidario  suyo  en  alta 
"voz  y  con  palabras  que  estimó  ofensivas,  que  no  han 
"podido  precisarse,  que  matara  el  de  Chala  para  que  no 
"volviera  más  á  perjudicarle  la  cría,  y  yéndose  ambos 
"á  las  manos.  Chala  causó  á  Arango  con  el  machete  de 
"trabajo  que  portaba,  una  herida  en  la  mano  derecha, 
"seccionándole  casi  por  completo  los  dedos  índice  y  me- 
"dio,  y  Arango  infirió  á  Chala,  de  un  sólo  golpe,  con  el 
"cuchillo  de  su  uso  constante,  una  incisa  de  tres  centí- 
"metros  de  extensión,  transi'crsal mente,  en  la  cara  ex- 
"terna  tercio  superior  del  brazo  izquierdo,  otra  de  dos 
"centímetros  en  la  cara  interna  superior  del  mismo  bra- 
"zo  y  otra  como  de  uno  y  m(?dio  de  extensión  y  uno  de 
"profundidad  en  ei  borde  posterior  de  la  región  axilar 
"izquierda,  que  tardaron  en  sanar  quince  días,  los  mis- 
"mos  que  necesitó  de  asistencia  facultativa  y  estuvo- 
"impedido  para  el  trabajo,  no  quedándole  defecto  físi- 
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"co,  ni  lesión  orgánica.  Arango  tardó  en  Bañar  cuaren- 
"ta  y  tres  días,  durante  los  cuales  no  pudo  dedicarse  h  sus 
"ocupaeioDes,  necesitando  diez  y  seis  de  asistencia  mé- 
"dica,  habiendo  perdido  los  dos  dedos  mencionados  qu€ 
"!e  fueron  amputados  y  quedándole  la  inutilidad  par- 
"cial  permanente  en  la  mano  derecha,  apesar  de  la  cual 
"podrá  trabajar". 

Eesultando  que  contra  el  mencionado  auto  anun- 
ció la  repreéentación  de  Arango  en  su  oportunidad,  el 
recurso  de  queja,  y  habiéndolo  formalizado  debidamen- 
te ante  este  Tribunal  Supremo,  se  sustanció  por  todos 
aue  trámites,  celebrándose  la  vista  pública  relativa  en 
nueve  del  corriente  mea,  con  asistencia  de  dicha  repre- 
sentación y  la  del  Ministerio  ñscal,  sosteniendo  ambas 
en  el  acto  la  procedencia  de  la  queja. 
Ebsolüción  : 

Considerando  que  para  que  el  descococimieato  6 
la  alteración  de  los  hechos  que  declare  probados  el  Tri- 
bunal sentenciador,  constituya  motivo  suficiente  para 
denegarse  por  el  mismo  la  admisión  de  un  recurso  de 
casación,  basta  que  el  recurrente  presente  loa  hechos  pro- 
-  cesales  de  manera  tal  que,  en  !a  cuestión  propuesta,  apa- 
rezca prescindiendo  vírtualmente  de  alguno  ó  estimando 
otro  esencialmente  distinto  de  los  consignados  en  la  sen- 
tencia recurrida. 

Considerando  que,  dado  el  orden  on  que  ñguniu  re- 
latados por  el  Tribunal  sentenciador,  en  este  caso,  los 
hechos  que  declaró  probados,  es  evidente  que,  en  el  re- 
curso de  casación  de  que  se  trata,  al  razonarse  sobre  ellos 
se  hace  caso  omiso  del  relativo  á  que  Arango  y  Chala, 
l^as  de  las  palabras  dirigidas  por  el  primero  á  un  par- 
tidario suyo  y  que  el  segundo  estimó  ofensivas,  se  fue- 
ron á  las  manos,  6,  lo  que  tanto  vale,  se  acometieron  ai- 
multáneamente ;  pues  si  bien  el  recurrente  lo  expone  al 
transcribir  loa  hechos  probados,  no  es  menos  cierto  que 
de  él  prescinde  en  absoluto,  al  no  tener  en  cuenta  para 
formar  el  concepto  de  la  infracción  alegada,  sino  los  de- 
más que  á  continuación  se  expresan  en  la  sentencia  re- 
clamada, como  eí  estuviesen— lo  cual  no  sucede — Inti- 
mamente desligados  de  aquél;  y,  por  consiguiente,  re- 
sulta indudable  la  improcedencia  de  la  queja  establecí-' 
da;  porque  el  número  primero  del  articulo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
invocado  como  precepto  autorizante  del  referido  recur- 
so de  casación,  no  permite,  de  acuerdo  con  el  número 
tercero  de  los  artículos  quinto  y  séptimo  y  el  articulo 
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once,  todoB  de  la  Orden  noventa  y  doa  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  debatir  cuestión  alguna  planteada  en 
semejantes  condicionea : 

Considerando  lo  dispuesto  en  el  artículo  veinte  y 
cinco  de  la  misma  Orden. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  inter- 
puesto por  Eduardo  Arango  contra  el  auto  de  seis  de 
Octubre  ii'iltimo,  dictado  por  la  Audiencia  de  Pinar  del 
Rio  en  la  citada  causa;  y  se  condena  en  costas  al  recu- 
rrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al 
margen  se  expresan.  —  José  Antonio  Pichardo.  —  Luíb 
Gastón. — José  Cabarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  Mora- 
les.— José  M.'  Giapert. — Silverio  Castro,  Secretario, 


flneja.— Auto  199.— 14  de  Didombre.— Lay.    iOaeeia, 

Junio  2S,  1904. ) 

DOCTRINA:  Ba  inadmisible  un  recurso  por 
infracción  dt  ler  ea  el  que  no  se  cita  la  ley  que  le 
en  pone  infringida. 

LBCDRSO  nENEGADO: 

Resultando  que  en  causa  procedente  del  Juzgado 
de  Instrucción  del  Este  de  esta  capital,  seguida  por  Pe- 
tra Menéndez  de  Llano  contra  Concepción  Vázquez  por 
injurias,  la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  en  diez 
y  nueve  de  Octubre  próximo  pasado  absolviendo  á  la 
acusada;  pidió,  aquélla,  aclaración  de  la^sentencia,  se  le 
proveyó  á  este  pedimento  en  auto  de  veinte  y  tres  inme- 
diato, é  interpuso  contra  dicha  sentencia  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  é  infracción  de  ley,  citan- 
do como  precepto  autorizante  del  primero  de  estos  re- 
cursos el  número  primero  del  artículo  novecientos  doce 
y  del  segundo  el  número  también  primero  del  ochocien- 
tos cuarenta  y  nueve,  ambos  artículos  de  la  I^ey  de  En- 
juiciamiento Criminal,  sin  expresar  en  cuanto  al  último 
recurso,  la  lev  que  estimara  infringida,  y  diciendo  que  la 
infracción  consiste  en  no  haber  apreciado  la  Sala  sen- 
tenciadora si  el  altercado  de  ])a]abras  á  que  se  refiere 
constituía,  ya  que  no  fuese  el  delito  de  injurias  graves, 
l'or  lo  menos  una  injuria  leve,  de  la  competencia  del 
Juzgado  correccional,  con  lo  cual  pudiera  perseguirse 
ante  éste  y  condenarse  contó  falta: 
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Catjsa  de  la  queja: 

Resultando  que  por  auto  de  dos  de  Koviembre  la 
Sección  admitió  el  recurso  establecido  por 
quebrantamiento  de  forma,  más  no  asi  el  de  infracción 
de  !ey,  fundándose  para  esta  denegación  en  que  la  re- 
currente no  cita  el  precepto  legal  que  supone  infringido 
y  que,  según  el  caso  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Or- 
den noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
estaba  obligado  á  citar  en  su  escrito,  para  que  el  recurso 
pudiera  serle  admitido; 

Resultando  que  contra  dicho  auto  de  dos  de  No- 
viembre, en  la  parte  últimamente  mencionada,  anunció 
en  su  oportunidad  la  recurrente  su  propósito  de  acudir 
en  queja,  y,  habiéndola  formalizado  ante  este  Tribunal 
Supremo,  sustanciándose  el  recurso  por  todos  sub  trá- 
mites, celebrándose  la  correspondiente  vista  en  diez  del 
que  cursa  con  asistencia  exclusiva  del  Ministerio  fiscal, 
que  en  su  informe  lo  impugnó 
Resolución 

Considerando  que  la  recurrente  no  sólo  no  cita  en 
el  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  tiene 
establecido,  la  ley  que  supone  infringida,  sino  que  tam- 
poco expresa  el  concepto  de  ninguna  infracción,  puea 
ee  limita  sustancial  mente  á  decir  que  la  Sala  sentencia- 
dora no  apreció  si  determinado  altercado  de  palabras 
constituía  delito  ó  falta,  lo  cual  es  una  mera  afirmación 
que  no  conduce  á  demostrar  algún  error  de  derecho  co- 
metido por  la  misma  Sala  al  no  hacer  la  indicada  apre- 
ciación; 

Considerando  lo  que  previene  á  este  respecto  el  ar- 
ticulo once  en  relación  con  el  séptimo,  número  cuarto 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  y  sobre  costas  el  veinte  y  cinco  de  la  propia  I^ey : 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  de 
que  se  ha  hecho  mención,  con  las  costas  á  cargo  de  la  re- 
oiirrcnte. 

Comuniqúese,  etc. 

LíO  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  margen 
— .Tose  Antonio  Pich ardo,— Luis  Gastón.— José  Caba- 
rrocas  Horta. — Ambrosio  K.  Morales,- — José  M."  Gis- 
pert, — Silverio  Castro,  Secretario. 


Inf.  ley.-Sent.  217.— 15  áe  Bioiembre.— Sexo  y  mora- 
da.  (Goc..  Junio  23,  J904.) 

I>OCTRINA:   Concurre      la     circunstancia 
agravante  21  del  ariículo  10  del  Código  Penal  en 
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ofendí  Ja  en  el  castigo  que  ésta  daba  á  iina  díüs,  & 
consecuencia  d<  cuya  intervenci<iii  se  inauItaroD 
mutuamente,  causando  el  procesado  á  dicha  ofen- 
dida unas  lesiones  graves. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  quince  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  rte  oasación  por 
infracción  de  ley,  que  pende  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, interpuesto  por  el  procesado  Lorenzo  Oliver  y  Cas- 
t'llo,  natural  y  vecino  de  Santiago  de  Cuba,  del  comer- 
cio, contra  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cuba,  en  causa  que  se  instruyó  contra  dicho 
procesado  en  el  Juz^do  de  la  antes  mencionada  loeali- 
ditd,  por  lesiones. 
Hechos  probados  : 

Eesultando  que  en  la  expresada  sentencia,  de  pri- 
mero de  Septiembre  último,  se  consi^aron  los  hechos 
probados  que  á  continuación  literalmente  se  transcri- 
ben :  "Resultando  probado :  que  como  á  las  diez  y  me- 
'"dia  de  la  noche  del  diez  de  Marzo  último,  hallándoae 
"de  visita  el  procesado  Ijorenzo  Oliver  {que  es  cojo  de 
"la  pierna  derecha)  en  casa  de  sus  amibas  Francisca 
'  "Edelmira  Prevea,  ésta  pegó  con  la  mano  á  su  sobrina 
"la  Srta.  Angela  Causcll  porque  le  faltó  al  respeto;  y 
'aunque  In  corrección  no  fué  excesiva,  temeroso  de  que 
"Ueífare  ¿  serlo  intervino  Oliver,  pero  con  tan  malas  for- 
"'mas  que  sin  querer  hizo  unos  arañazos  á  la  Edelmira, 
"por  lo  que  se  cruzaron  palabras  ofensivas  entre  ambos 
"hasta  que  Oliver  con  el  bastón  en  que  se  apoyaba  lo 
"causó  á  Edelmira  una  lesión  en  la  boca  con  pérdida  de 
"varios  dientes  y  fractura  del  alvéolo  inferior,  de  cuyo 
'"borde  fué  menester  practicar  la  resección  de  una  parte, 
"habiendo  tardado  en  sanar  setenta  y  cuatro  días,  con 
"necesidad  de  asistencia  médica  é  impeiiimento  para  el 
"trabajo  durante  los  mismos  y  quedándole  deformidad". 

Eesultando  que  la  Sala  sentenciadora  condenó  al 
procesado,  en  concepto  de  autor  de  un  delito  de  lesiones 
gyaves,  con  la  concurrencia  de  la  circunstancia  agravan- 
te número  veinte  y  uno  del  articulo  diez  del  Códipo  Pe- 
ral, ó  sea  la  de  ofensa  al  sexo  y  morada,  á  la  pena  de 
((os  años,  once  meses  y  once  días  de  prisión  correccional, 
accesorias  correspondientes  y  costas. 
Fundamentos  del  heci'R80  de  casación  : 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  iníer- 
jiuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  funda- 
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rio  en  el  número  quinto  d«l  articulo  ochocientOB 
Luaronta  y  Dueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal, citanclo  como  ley  infringida  el  número  vein- 
te y  uno  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  ex- 
poniendo: "que  la  sentencia  ha  apreciado  indebi- 
'*dameiite  la  ajip-avante  de  reepeto  que  por  razón 
"del  sexo  merecía  la  ofendida,  como  por  haber  ejecuta- 
"do  ei  hecho  en  la  morada  de  ésta,  sin  haberla  ella  pro- 
"vocodo.  En  efecto ;  del  hecho  probado  de  la  sentencia 
"se  desprende  que  el  procesado  tenia  amistad  en  la  casa 
"de  Francisca  ^^lelmira  Prevea  y  que  él  con  su  interveu- 
"'ción  al  rer  que  Edelmira  pegaba  á  au  aobrina  Angela 
''Causell,  iuterviuo  sin  ánimo  de  causar  daño  alguno, 
'■ocasionó  unos  arañazos  á  la  Edelmira,  como  también  se 
"hace  constar  en  el  hecho  probado,  de  donde  se  deduce 
"que  al  promediar  el  procesado  lo  hizo  solo  impulsado 
"por  la  amistad  que  con  ambas  personas  tenía,  sin  que 
'"'le  guiara  otro  móvil  que  el  de  evitar  un  disgusto  ó  es- 
"cándalo  y  no  el  de  insultar  ó  agredir  á  persona  alguna; 
"no  pudiendo,  por  tanto,  apreciarse  en  contra  de!  pro- 
"oesado  la  agravante  á  que  se  refiere  la  sentencia  ape- 
hida," 

Resultando  que  admitido  ol  recurso  y  sustanciado^ 
fo  celebró  la  vista  pública,  con  asistencia  de)  letrado  de- 
ienaoT  del  recurrente  que  sostuvo  aquél  J  del  Ministerio 
fiscal  que  lo  impugnó. 
Decisión  del  recdrso:  • 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando  que  ha  sido  bien  apreciada  por  el 
0.  ribunal  o  quo,  la  circimstaneia  agravante  número  vein- 
te y  uno  del  artículo  diez  del  Código  Penal,  puesto  que 
tai  como  aparecen  desenvueltos  los  hechos  que  orij^na- 
ron  esta  causa,  de  la  que  resulta,  que  encontrándose  de 
«sita  el  procesado  Oliver  en  la  morada  de  Edel  mira  Pre- 
\efe,  en  momentos  que  ésta  corregía  á  au  sobrina.  Angela 
Causell,  Oliver  con  malas  formas,  intervino  al  objeto  de 
impedir  se  excediera  en  la  corrección,  causando  á  la  Pre- 
vés, sin  querer,  unos  arañazos,  lo  que  originó  que  se  in- 
sultaron mutuamente;  no  hay  motivos  que  excusen  la 
conducta  observada  por  el  recurrente  de  inferirla  tan 
fuerte  golpe  en  la  booa  con  un  bastón  que  le  causara  la 
j/érdida  de  varios  dientes  con  fractura  del  alvéolo  infe- 
rior, cuando  no  consta  que  !a  ofendida  haya  provocado 
Ruficieotementc  la  agresión  de  que  fué  objeto  en  su  pro- 
pia casa;  siendo  por  ello  de  todo  punto  indudable  que  el 
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■rojMTTente  procedió  sin  miramiento  alfruno,  faltando  no 
solo  é  ia  consideración  que  por  su  sexo  debió. merecerle  la 
ofendida,  sino  también  al  respeto  que  á  toda  persona  im- 
pone el  domicilio  ajeno ;  y  en  tal  virtud  la  Sala  sectenci»- 
(Ifira  no  lia  cometido  el  error  de  derecho  qiie  por  el  re- 
curso se  le  atribuye. 

Considerando  que  por  las  razones  consi^adas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  presente  recurso  é  imponer  las 
costas  al  recurrente,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en 
el  articulo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  do? 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
liaber  lugar  a!  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Lorenzo  Oliver  y  Castillo,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cu- 
ba, el  primero  de  Septiembre  último,  con  las  costas  de 
cargo  de!  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— .José  Antonio  Pichardo. — Lui'í 
Gastón. — Ambrosio  E.  Morales. — José  Marta  Gispert. 
— J.  M.  Aguirre. 

m;to  que  obra  en  el  Registro  espresado,  el  cual  se  ea- 
fiientfa  bajo  la  custodia  del  Sr.  Presidente  de  Sala. 

Y  para  su  bu  publicación  en  la  Gaceta  Oficial  db 
IA  República  en  cumplimiento  de  lo  dispnesto'en  la 
resolución  transcripta,  expido  la  presente  en  la  Habana 
á  veinte  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil  novecientos  tres. 
— Silverio  Castro. 


Inf.  ley.-Sent  218.— 16  de Diciembte.- Atentado.  (Ga- 
ceta, Junio  SS,  190^.) 

I>OCTBINA:  Constituye  el  delito  de  atenta- 
do á  mano  armada  el  que  «e  veiifiya  arrnJHndo 
Siedras  á  un  afrente  de  la  A  utoridad,  porque  aqil#- 
as  no  pueden  dejar  de  estimarse  como  armas. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  seis  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  tres;  en  el  hicurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpueíito  por  Mariano  Fresneda 
García,  de  campo  y  vecino  de  esta  capital,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo 
Oiiminal  de  la  Audiencia  de  !a  Habana  en  la  causa  que 
fie  le  siguió  por  el  delito  de  «tentado  contra  agente  de  la 
Autoridad. 
Hechos  probados  : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  dictada  en  dieK  y 


■    DigilizedbvGoO^^lc 


mieve  de  Septiembre  último  se  consignan  los  hechos  en 
L'l  simiente; 

"Resultando  probado  que  en  la  noche  del  veinte  y 
'■'siete  de  Junio  último,  encontré nfloee  detenido  en  el 
'"cuartel  de  la  Guardia  Rur-al  del  Cotorro  e!  procesado 
•■ma.yor  de  diez  y  ocho  años,  Mariano  Fresneda  García, 
"como  viera  que  iba  un  guardia  á  ponerle  espoeas,  em- 
■■prendió  la  fuga  v  al  ver  que  dicho  guardia  le  perseguía 
'■'para  aprehenderlo  tomó' dos  piedras  de  tamaño  más 
'■que  regular  v  en  forma  agresiva  las  lanzó  contra  el 
"guardia  v  emprendió  nueva  carrera  logrando  escaparse 
"no  obstante  un  deparo  que  el  guardia  hizo  al  aire  al 
"cbjeto  de  que  se  detuviese." 

RB80Llcn>^  eeclrbiüa: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
esos  hechos  constitutivos  de  un  delito  de  atentado  á  ma- 
no armada  contra  un  agente  de  la  Autoridad,  y  que  es 
Eu  autor  sin  circufistancias  apreciahles,  el  procesado 
Ficsneda,  le  condenó  ¿  la  pena  de  un  año  y  un  día  de 
prisión  correccional^  sus  accesorias  y  al  pago  de  las 
costas. 
Fundamentos  del  reclrso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso 
dicho  procesado  el  presente  recurso  autorizado  por  el 
nimero  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve, y  sus  concordantes  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal citando  como  infringido  el  artículo  doscientos 
cincuenta  y  ocho  en  rekción  con  el  doscientos  cincuenta 
y  nueve,  inciso  primero  y  doscientos  sesenta  del  Código 
Penal,  por  indebida  aplicación,  y  el  doscientos  sesenta  y 
uno  del  propio  Código  en  relación  con  el  inciso  cuarto 
del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  número  doscien- 
tos trece  de  mil  novecientos,  por  no  haberlos  aplicado,  en 
l1  concepto  de  que  los  hechos  declarados  probados  no 
constituyen  el  delito  calificado  por  la  Sala,  sino  el  que 
castiga  los  artículos  últimamente  citados,  porque  no 
puede  estimarse  como  arma  una  piedra  ó  dos,  y  no  es 
posible  que  estime  que  la  agresión  se  verifica  á  mano  ar- 
mada cuando  se  arrojan  piedras. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado en  debida  forma  en  este  Tribuna!,  celebrándose  la 
vista  pública  con  asistencia  del  defensor  del  recurrente 
que  sostuvo  el  recurso  y  del  Ministerio  ñscal  que  lo  im- 
pugnó. 
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Decisión  del  nECimso : 

Siendo  ponente  el  Maf^ístrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Considerando  que  las  piedras  arrojadas  contra  una 
persona  no  pueden  menos  de  estimarse  oomo  armas,  dado 
el  significado  propio  de  esta  palabra,  puesto  que  sirven 
para  atacar  y  defenderse,  y  en  este  sentido  es  evidente 
que  la  agresión  que,  según  los  hechos  probados,  hizo  el 
recurrente  á  un  Guardia  Rural,  arrojándole  piedras 
(liando  éste  en  cumplimiento  de  su  deber  lo  perseguía 
para  aprehenderlo,  debe  eonsiílerarse  que  se  verificó  & 
mano  armada,  y  por  tanto,  al  apreoiar  la  Sala  sentencia- 
fJora  la  concurrencia  de  esa  circunstancia  enaliftcativa 
en  el  atentado  cometido,  no  incurrió  en  las  ínfraccioneB 
hgales  ni  en  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en 
el  recurso. 

Considerando  que  en  tal  virtud,  -éste  debe  ser  de- 
poEtimado,  imponiéndose  las  coatas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  Mariano  'Fresneda  García,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  Criminal 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  el  diez  y  nueve  de  Sep- 
liembre  de!  año  actual  en  la  causa  de  referencia,  con 
las  costas  de  cargo  de  dicho  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — .Tose  Antonio  Pichardo. — Luis 
Gastón. — Ambrosio  R.  Morales. — José  María  Gispert. 
— J.  M.,Aguirre. 


In£  le?.— Sent.  219.— 17  ia  Siánnbre.— UalTenaoión. 

(Gae.,  Junio SS,  1904.') 

DOCTRINA:  Noca  posible  «¡timar  Ib »ii- 
tencift  del  delito  de  mal  versación  en  an  adminis- 
trndnr  judicial,  que  nn  conutn  se  uegar&  &  rendir 
cuentas,   sin   partir  de  loa  datos  contenidas  en 

éata. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  a  diez  y  siete  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  procedente  de  la  Audiencia 
dé  Santa  Clara,  interpuesto  por  la  defensa  del  proce- 
sado Narciso  González  Feliú,  empleado,  vecino  de  Cien- 
fuegos,  contra  la  sentencia  de  cuatro  de  Agosto  último, 
dictada  por  la  mencionada  Audiencia,  en  causa  por  de- 
lito de  malversación  de  caudales,  instruida  en  el  Juz- 
gado dfi  CienfuegoB. 
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Hechos  probados  : 

Resultando  qne  la  sentencia  recurrida  contiene  los 

resultandos  que  á  continuación  se  transcriben:  "Pri- 
"mcro.  Besultando  probado  que  el  procesado  Narciso 
"González  y  Feliú  desempeñaba  eí  cargo  de  Adminlstra- 
"dor  judicial  de  la  finca  "Santa  Teresa",  situada  en  el 
*'término  de  Cumanayagna  y  embargada  con  sus  frutos 
"y  rentas  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  Teodoro  Ho- 
"dríguez  Zayas  como  curador  del  incapacitado  Pedro 
"Rodríguez  contra  Ignacio  y  Carmen  Paula  Pérez  Gal- 
"dÓB  en  cobro  de  pesos;  y  que  sin  autorización  del  Juz- 
"gado  de  primera  instancia  de  Cienfuegos  que  conocía 
"del  juicio,  hizo  el  desbarate  de  una  casa  conocida  por 
"la  "Bomba"  que  se  hallaba  en  la  referida  finca,  y  ven- 
"dió  los  materiales  en  veinte  y  cuatro  de  Enero  último, 
"á  Cipriano  Echemendia,  cuyos  materiales  han  sido  ta- 
"sados  en  veinte  y  seis  pesos,  realizando  la  operación  con 
"ánimo  de  lucro,  supuesto  que  se  apropió  el  precio  que 
"obtuvo,  si  bien  lo  hizo  figurar  en  una  cuenta  que  rin- 
"dió  en  veinte  y  seis  de  Junio  del  corriente  año,  ya  ter- 
"minada  la  causa  en  el  Juzgado  de  instrucción,  sin  ha- 
"cer  constar  el  hecho  de  la  destrucción  injustificada  de 
"dicha  casa  "La  Bomba". — Segundo.  Resultando,  que 
"el  Ministerio  fiscal  concluyó  calificando  los  hechos  eo- 
"nio  constitutivos  de  un  delito  de  malversación  de  cau- 
"dales,  previsto  en  el  párrafo  primero  y  número  segun- 
"do  del  articulo  cuatrocientos  uno  y  el  cuatrocientos 
"seis  del  Código  Penal ;  estimó  responsable  en  concepto 
"de  antor  por  participación  directa,  al  procesado  Sar- 
"ciso  González  y  Feliú,  sin  la  concurrencia  de  circuns^ 
"taneia  alguna  modificativa  y  solicitó  se  le  inipmierau 
"tres  años,  seis  meses  y  veinte  y  un  días  de  presidio  co- 
"ireecional,  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  siete  y 
"pago  de  las  costas,  debiendo  indemnizar  á  los  dueños 
"de  la  finca  "Santa  Teresa",  la  cantidad  de  do8cieuta« 
"cincuenta  posetas,  con  apremio  personal  en  caso  de  in- 
"solveneia,  y  por  último  interesó  la  declaratoria  de  in- 
"solvcncia,  del  procesado.^Tercero:  Resultando  que  la 
"defensa  ije  éste  sostuvo  en  definitiva  que  debía  tbsol- 
"vérsele  con  las  costas  de  oficio,  por  no  ser  auior  del  de- 
"lito  que  se  le  imputa", 
Rksouición  recurrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  sentenciador,  califican- 
do los  hechos  que  estimó  probados  como  constltutiv-w 
de  un  delito  de  malversación  de  caudales  en  cvntidaí] 
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que  excpfle  Ae  ciento  cincuenta  pesetas  y  no  pasa  rb  seia 
mil  doscientas  cincuenta,  condenó  al  proce^^ado  N'arciso 
González  Feliú  en  concepto  de  autor  sin  Hrriinstandiis 
modificativas,  á  la  pena  de  tree  años,  seis  mtscs  y  vein- 
te y  un  días  de  presidio  correccional,  aece^yirías  é  in-, 
demnización  de  doscientas  ochenta  pesetas  á  los  dueños 
de  la  finca  "Santa  Teresa",  con  la  prisión  subsidiaria 
correspondiente  en  su  caso,  y  pago  de  costas  con  abono 
de  todo  el  tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida. 
Fundamentos  del  RECtmao  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  la 
defensa  del  procesado  el  presente  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  al  amparo  del  número  primero 
del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  infringido  por 
indebida  aplicación  el  articulo  cuatrocientos  uno,  inciso 
Begimdo  en  relación  con  el  artículo  cuatrocientos  seis  del 
Código  Penal,  y  explicando  que  "el  concepto  en  que  se 
"han  cometido  las  citadas  infracciones  consiste  en  que 
"de  los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  no 
"aparece  que  se  haya  cometido  el  delito  que  prevé  el  ar- 
"ticulo  cuatrocientos  uno  del  Código  Penal,  porque  de 
"ellos  resulta  que  Narciso  González,  administrador  de 
"bienes  embargados,  al  rendir  las  cuentas  de  su  admi- 
■'nistraeíón  comprendió  en  las  mismas  el  importe  de  la 
"casa  destruida,  y  sin  que  fueran  aprobadas  ó  desapro- 
"badas  esas  cuentas,  y,  por  consecuencia  sin  poderse 
"comprobar  ó  no  el  fraude,  no  es  posible  exigirle  rea- 
"ponsabilidttd  penal,  aparte  ésto  de  las  facultades  que 
"como  administrador  judicial  le  correspondían,  confor- 
"me  al  artículo  mil  quinientos  veinte  de  la  Ley  de  En- 
"juici amiento  Civil". 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró  la  vis- 
ta pi'iblica  del  mismo  el  día  cuatro  del  corriente  mes,  á 
cuvo  acto  asistieron  el  defensor  del  recurrente  y  el  Mi- 
nisterio fiscal,  sosteniendo  aquel  el  recurso  é  impug- 
nándolo el  segundo. 
Decisión  del  rkcukso: 

Siendo  ponente  «1  Magistrado  José  María  Gia- 
pert. 

Considerando  ^ue  el  cargo  de  administrador  judi- 
cial de  caudales  embargados,  lleva  anexa  la  obligación 
que  á  todo  mandatario  impone  la  ley,  de  dar  cuenta  de 
«US  operaciones,  y  por  tanto,  solo  del  examen  de  ésta,  6 
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de  la  resisteacm  del  adnituistrador  á  rendirla  en  la  for- 
ma y  oportunidad  debidas,  es  posible  legalmente  partir 
para  determinar  la  existencia  del  delito  de  malversa- 
ción que  prevé  y  castiga  el  articulo  cuatrocientos  seis  en 
relación  con  los  que  preceden  dol  cuatrocientos  uno  al 
cuatrocientos  cinco  del  Código  Penal,  porque  no  de  otro 
modo  es  dable  conocer  y  menos  afirmar,  que  por  parte 
de  aquél  se  ha  realizado  la  sustracción,  distracción  ó 
aplicación  á  usoe  propios  ó  ágenos  de  las  cantidades 
puestas  á  su  cargo,  que  son  elementos  indispensables  é 
integrantes  de  las  distintas  formas  en  que  el  menciona- 
do delito* puede  cometerse. 

Considerando  que  en  este  concepto,  no  apareciendo  de 
los  hechos  probados  que  el  procesado  González  Feliú  se 
negara  6  resistiera  á  rendir  la  cuenta  de  su  cargo,  como 
administrador  judicial  de  la  finca  embargada  á  conse- 
cuencia del  juicio  ejecutivo  de  referencia,  ni  que  estu- 
viese obligado  á  hacerlo  antes  de  la  oportunidad  en  que 
lo  efectuó,  ni  que  en  otra  anterior  hubiese  Jejado  de  in- 
cluir, como  después  lo  hizo  figurar  en  dicha  cuenta,  el 
precio  de  los  materiales  vendidos,  es  indudable  que  la 
falta  de  esos  antecedentes  hace  imposible  una  califica- 
ción acertada  de  los  actos  reaUzados  por  aquél  con  rela- 
ción al  indicado  ingreso,  toda  vez  que  el  mero  hecho  del 
desbarate  de  la  casa  y  venta  de  los  materiales  de  la  mis- 
ma, no  justifica  por  sí  sólo  el  concepto  legal  de  la  sus- 
tracción, ó  apropiación  del  precio  de  ia  venta,  ni  que 
éste  se  haya  aplicado  por  el  administrador  á  usos  ó  fi- 
nes ágenos  á  la  administración,  como  es  necesario,  se- 
gún se  deja  dicho,  para  que  exista  el  delito  de  malver- 
sación. 

Considerando  por  otra  parte,  que  la  falta  de  esos 
mismos  antecedentes  despojan  el  hecho  de  autos  de  todo 
elemento  característico  de  cualquiera  otro  delito,  sin 
que  obste  á  esta  consideración  la  circunstancia  de  haber 
procedido  el  administrador  al  desbarate  de  la  casa  sin 
la  autorización  judicial  competente,  dado  que  descono- 
ciéndose igualmente  las  condiciones  en  que  dicha  casa 
se  encontraba,  y  por  tanto,  las  razones  que  pudieron  ha- 
ber aconsejado  la  necesidad  y  aún  la  urgencia  de  aque- 
lla medida,  es  evidente  que  si  bien  la  falta  de  la  indica- 
da autorización  puede  dar  lugar  á  responsabilidades  ci- 
viles por  los  perjuicios  que  indebidamente  se  hubiesen 
causado,  no  es  por  si  sola  bastante  para  deducirlas  en  el 
orden  penal. 

■Considerando  que,  por  lo  espuesto,  al  calificar  y 
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penar  el  Tribuna]  a  quo  los  hechos  que  en  la  sentencia 
estimó  probados,  como  constitutivos  de  delito,  no  revis- 
tiendo caracteres  de  tal,  ha  incidido  en  el  error  de  dere- 
cho señalado  en  el  presente  recurso,  infringiendo  las 
disposiciones  legales  que  en  el  mismo  se  citan: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in- 
terpuesto por  la  defensa  del  procesado  Narciso  Gonzá- 
lez FeÜú  contra  la  referida  sentencia  de  cuatro  de  Agos- 
to último,  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  on  la 
causa  mencionada,  la  cual  sentencia  casamos  y  anula- 
mos sin  especial  condenación  de  costas. — Así  por  esta 
nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Ambro- 
sio R.  Morales. — José  M.'  Gispertt. — J.  M.  Agiürre. 

Seronda  sentencia.  —En,  la  múma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nueoa  eeidencia  en  los  áiguíenlee  términoe: 
Beproduciendo  los  resultandos  de  la  sentencia  ca- 
sada, menos  el  supuesto  de  la  apropiación  del  precio  de 
la  venta,  consignado  en  el  primero;  y  reproduciendo 
igualmente  los  tres  primeros  considerandos  de  la  ante- 
rior sentencia  de  casación. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  expuestos, 
procede  absolver  al  procesado,  con  las  costas  de  oficio. 
Vistas,  etc. 

Fallamos  que  <íebemo8   absolver  y   absolvemos   al 
procesado  Narciso  González  Fellú,  por  no  ser  constitu- 
tivo de  delito  el  hecho  que  motivó  la  presente  causa,  con  ■ 
las  costas  de  oficio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia   lo  pronunciamos,   , 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piel  i  ardo.— Luis 
Gastón, ^Ambrosio  H.  llórales. — José  M.'  Gispert. — J. 
M.  Aguirre. 

Int  ley.— Sent  220.— 17  de  Diñembre.— EEtafa.  (Oa- 
eeta,  Junio  $3,  190i. ) 

l>OCtltlNA:  Bíviste  caracteres  de  on  ddito 
de  CBtBftt  jr  p»r  cinsiguiente  no  puede  sübreseerse, 
existiendo  parte  que  sosier  ga  la  acusación,  el  he- 
cho de  que  un  comeninnie  con  conocí  miento  de 
BU  estadu  financiero  gire  en  descubierto  contra 
otro  á  favor  de  un  tercero  de  quien  recibe  el  impor-  , 
te  del  giro,  presentándose  al  siguiente  día  en  es- 
tado de  luspensiAn  de  paK"!  BÍn  que  obste  á  la 
persecDción  del  delito  el  precepto  drl  artículo  S9II 
del  Código  de  Comercio  que  se  refiere  á  las  yuie- 
bras  y  no  al  estado  de  suspensión  de  pagos. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana,  é  diez  y  siete  de  Di- 
ciembre de  mil  Dovecientos  tres;  en  el  recurso  de  ca«a- 
ciÓH  por  infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  interpuesto  por  Manuel  Ricoy — como 
acueador  particular — contra  el  auto  de  sóbrese  i  miento 
libre  de  veinte  y  seis  de  Septiembre  último,  dictada  por 
la  Sección  primera  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  men- 
cionada Audiencia,  en  causa  instruida  en  el  Juzgado 
del  Este  por  delito  de  estafa,  denunciada  por  el  citado 
Ilicoy : 
Antecedentes  i 

licsultando  que  en  el  referido  auto  se  consignan  loa 
resultandos  que  á  continuación  se  transcriben:  "Primero. 
"Resultando  que  la  causa  número  cuatrocientos  sesenta  y 
"siete  del  año  actual  se  instruyó  por  el  Juzgado  del  Esté, 
"por  estafa,  á  virtud  de  denuncia  de  Manuel  Ricoy,  de 
"que  habiendo  adquirido  en  ocho,  quince  y  veinte  de 
"Enero  del  corriente  año,  tres  letras  de  cambio  por  ía- 
"lor  de  cuatro  mil  doscientas  cincuenta  pesetas,  la  pri- 
"mera;  dos  mil  pesetas  la  segunda  y  mil  trescientas  se- 
"senta  pesetas  la  tercera,  todas  á  corta  vista,  sobre  Ma- 
"drid,  giradas  por  la  Sociedad  de  "Hijos  de  Criarte  y 
'Tillalba"  de  esta  plaza,  á  cargo  del  "Credtt  Lionays", 
"fueron  dichas  letras  protestadas  por  falta  de  acepta- 
"ción  y  de  pago;  y  en  veinte  y  uno  del  repetido  mes  de 
"Enero,  la  sociedad  libradora  de  Hijos  de  üriarte  y  Vi- 
"llalba  por  medio  de  su  gerente  José  Villalba,  se  pre- 
"sentó  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  ante  el  Sr. 
"Juez  de  primera  instancia  del  Este,  y  por  último  de- 
"mandada  en  conciliación  la  expresada  Sociedad,  com- 
"pareció  en  su  representación  el  gerente  José  Villalba, 
"y  contestó  que  el  crédito  que  se  reclamaba  había  sido 
"incluido  ya  en  la  respectiva  relación,  al  solicitar  la 
"suspensión  de  pagos:  hechos  que  aparecen  de  la  inves- 
"tigación  sumarial  y  que  á  juicio  del  denunciante  cons- 
"tituían  el  delito  de  estafa,  comprendido  en  el  número 
"quinto  del  articulo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del 
"Código  Penal.  Resultando:  que  instruida  la  causa  en 
'la  que  no  se  llegó  á  dictar  auto  do  procesamiento,  y  de- 
"clarado  terminado  el  sumario,  el  Ministerio  fiscal  pi- 
"dió  que  se  confirmara  y  se  sobreseyera  libremente  en 
'la  causa,  conforme  al  número  segundo  del  artículo 
"seiscientos  treinta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
"to  Criminal  y  el  denunciante  personado  por  su  propio 
"derecho,  solicitó  la  revocación  de  dicho  auto  y  devo- 
"lución  de  la  causa  al  Juez  para  la  práctica  de  diligen- 
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"cías,  á  lo  que  accedió  la  Sala  por  auto  de  trece  de  Agos- 
"to  último.  Resultando  que  en  cumplimiento  de  lo  dia- 
"puesto  en  el  auto  de  revocación  aludido,  certificó  en 
"la  causa  el  escribano  Antonio  Daumy  con  vista  de  los 
"autos  promovidos,  para  tratar  de  la  suspensión  de  pa- 
"gos  de  la  Sociedad  "Hijos  de  Uriarte  y  Villftlba",  el 
"escrito  de  promoción  de  ese  juicio,  que  lleva  fecha  de 
"veinte  y  uno  de  Enero  último,  el  balance  y  la  propo- 
•^L.  don  de  convenio  consistente  en  el  pago  de  sus  eré- 
"ditos  pasivos  por  tercera*  partea,  en  veinte  y  uno  de 
"Enero  de  mil  novecientos  cuatro,  mil  novecientos  cin- 
"co  y  mil  novecientos  seis.  Resultando,  que  elevada 
"nuevamente  la  causa,  el  Ministerio  fíacal  reprodujo  su 
"anterior  solicitud,  y  el  denunciante  Manuel  Eicoy  pi- 
"dio  que  se  confirmara  el  auto  que  declaró  terminado  el 
"sumario  y  se  abriera  el  juicio  oral  contra  José  Villal- 
"ba  en  concepto  de  acusado,  formulando  al  efecto  laa 
"siguientes  conclusiones  provisionales :  Primero.  En 
"ocho,  quince  y  veinte  de  Enero  del  corriente  año,  tomó 
"tres  letras  de  cambio  de  la  casa  que  gira  en  esta  plaza 
"bajo  la  razón  social  de  "Hijos  de  Uriarte  y  Villalba", 
"de  la  que  es  único  gerente  D.  José  Villalba  y  Cangas, 
"que  fué  quien  firmó  los  ejemplares  de  laa  expresadas  le- 
"tras  de  cambio  y  percibió  el  importe  de  laa  mismas,  as- 
"cendentes  á  cuatro  mil  doscientas  cincuenta  pesetas, 
"dos  mil  y  mil  trescientas  sesenta  pesetas,  y  las  que  fue- 
"ron  libradas  contra  el  "Credit  Lionays  de  Madrid,  con 
''cargo  al  Credit  Lionays  de  Barcelona".  Remitidaa 
"esas  letras  para  su  cobranza  á  los  señores  Bailly  Bai- 
"lliere  é  Hijos,  y  prtscntadaa  oportunamente  á  su  acep- 
"tación  y  pago,  fueron  protestadas,  bien  por  falta  de 
"fondos  en  poder  de  la  Socialad  contra  la  cual  se  giró, 
"que  es  lo  luás  probable,  6  bien  por  orden  dada  por  el 
"librador,  para  que  no  ae  efectuara  el  pago.  Deman- 
"dada  on  conciliación  la  Sociedad,  libradora  de  letras, 
"compareció  en  el  acto  su  único  gerente,  el  acusado,  no 
"habiendo  de\'uelto  el  importe  de  las  letras  que  se  le 
"habían  entregado  en  comisión  de  pago,  el  que  como  se  ha 
"visto  no  efectuó,  apropiándose  en  consecuencia,  dicho 
"importe.  Existe  la  particularidad  de  que  uña  de  las 
"letras  aparece  librada  en  veinte  de  Enero  de  este  año 
"y  en  esa  misma  fecha,  ya  había  formado  la  Sociedad  de 
"Hijos  de  (Triarte  y  Villalba"  el  balance,  para  presen- 
"tarse  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  al  día  sigiiion- 
"te.  como  lo  verificó,  lo  que  demuestra  la  más  insigne 
"mala  fe  y  el  propósito  de  perjudicarme.    Segunda:  Los 
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"hechos  fonsignafloB  constituyen  un  delito  de  estafa  por 
"valor  (le  siete  mil  seiscientas  diez  pesetas,  comprendido 
"en  el  número  quinto  del  artículo  quinientos  cincuenta 
"y  nneve  en  relación  con  el  número  tercero  del  articulo 
"quinientos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal. — Ter- 
'''cera:  Es  responsable  del  mismo,  en  concepto  de  autor 
"por  participación  directa  el  acusado  I).  José  Villalba 
"y  Cangas.  Ciiarta :  No  concurren  circunstancias  modi- 
"ficativas  de  responsabilidad  criminal.  Quinta:  Dicho 
"D.  José  Villalba  y  Cangas  ha  incurrido  en  la  pena  de 
"un  año,  ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  presidio  co- 
"rreccional.  accesorias  del  artículo  cincuenta  y  siet« 
"del  Código  Penal  y  pago  de  las  coatas  procesales. — 
"Responsabilidad  civil. — ¡Primera :  Estimo  los  perjui- 
"cios  cansados  en  diez  mil  pesetas,  incluyendo  el  importe 
"de  las  letras.de  cambio. — Segunda:  De  eaa  suma  me 
"es  responsable  el  acusado  D.  Joeé  Villalba  y  Cangas". 
Resolución'  recurrida: 

Resultando  que  e!  Tribunal  o  quo,  estimando  que 
et  hecho  procesal  no  constituye  delito,  y  que  fundado 
además  en  el  precepto  del  artículo  ochocientos  noventa 
y  seis  del  Código  de  comercio,  dictó  auto  en  veinte  y  seis 
de  Septiembre  último,  acordando  el  sobreseimiento  li- 
bre, conforme  al  número  segundo  del  artículo  seiscien- 
tos treinta  y  siete  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal. 

FrND.MIENT08   DEL   DECURSO   DB  CASACIÓN: 

■  Resultando  que  contra  dicho  auto  interpuso  el  acu- 
sador particular  el  presente  reciirso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  al  amparo  del  artículo  ochocientos  cin- 
cuenta y  dos  en  relación  con  el  número  cuarto  del  ar- 
ticulo ochocient<,s  cuarenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Criminal  citada,  consignando  lo  siguiente: 
"Proooptos  legales  infringidos  y  concepto  de  las  infrac- 
"cioncs. — Primero:  Se  ha  infringido  por  la  Sala  de  la 
"Audiencia  al  dictar  el  auto  recurrido  el  articulo  qui- 
"níentos  <'incr.enta  y  nueve,  en  su  número  qninto  en  re- 
"lación  con  el  número  tercero  del  articulo  quinientos 
"cincuenta  y  ocho  ambos  del  Código  Penal.^ — En  efecto 
"al  tomar  yo,  el  querellante,  en  ocho,  quince  y  veinte  de 
"Enero  del  corriente  año,  letras  de  cambio  por  valor  de 
"niatro  mi!  doscientas  cincuenta  pesetas  la  primera,  dos 
"mil  pesetas  la  segunda  y  mil  trescientas  sesenta  pese- 
"tas  la  tenera,  todas  á  corta  vista,  sobre  Madrid,  giradas 
"por  la  Socie'la<l   Hijos  de  TTriarte  y  Villalba  de  eata 
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"plaza,  á  cargo  del  "Credit  I^yonais",  y  ser  protestadas 
"diclias  letras  por  falta  de  aceptación  y  de  'pago,  el  ge- 
"rentc  de  la  Sociedad  libradora  D.  José  Villalba  ha  de- 
"bido  devolver  el  importe  de  esas  letras  al  ser  demanda- 
"do  en  conciliación  por  mí  y  al  no  hacer  esa  devoIucíÓD 
"ha  cometido  el  delito  de  estafa  deñnido  y  penado  en  los 
"artículos  y  números  del  (¡ódigo  Penal,  citados  en  el 
"presente  número  del  recurso,  es  decir,  en  el  número 
"quinto  del  artículb  íjuinienton  cincuenta  y  nueve  y  en 
"el  número  tercero'  del  artículo  quinientos  cincuenta  y 
"ocho  del  mencionado  Código  Penal  vigente. — Al  no 
"pagar  el  librador  las  letras  tomadas,  ni  devolver  su 
"importe,  se  ha  apropiado  éste,  el  cual  se  le  habia  en- 
"tregatlo  en  comisión  de  pago,  pues  no  otra  cosa  signi- 
"fi('a  el  contrato  celebrado,  comprendiéndose  el  caso  en 
"el  número  quinto  de!  artículo  quinientos  cincuenta  y 
"nueve  del  Código  Penal  y  al  no  reconocerlo  así  la  Sala 
"de  la  Audiencia,  sobreseyendo  libremente  ha  infringido 
"ese  precepto  legal,  asi  como  su  correlativo  el  articulo 
"quinientos  cincuenta  y  ocho,  número  tercero  del  pro- 
"pio  Cótligo  Penal,  determinante  de  la  sanción  penal, 
"aplicable  al  caso.  Hay  que  tener  muy  presente  lo  que 
."significa  una  letra  de  cambio;  mediante  ella,  el  que  to- 
"ma  la  letra  entrega  una  cantidad,  el  valor  de  la  misma 
"al  librador,  el  cuai  ortlena  á  la  persona  á  cuyo  cargo 
"hubiere  girado  la  letra,  el  pago  al  portador  de  la  mis- 
"ma;  de  modo  que  indiscutiblemente  el  valor  de  la  le- 
"tra  es  una  cantidad  entregada  en  comisión  de  pago 
"al  librador,  el  cual  jamás  puede  apropiársela,  so  pena 
"de  cometer  el  delito  de  estafa,  á  que  se  contrae  el  caao  . 
"quinto  del  artículo  quinientos  cincuenta  y  nueve  del 
"Código  Penal,  a!  hacer  esa  apropiación,  no  devolvien- 
"do  al  tomador  de  la  letra  el  dinero  recibido,  por  no  ha- 
"ber  realizado  el  pago  ordenado.  Xo  obsta  á  la  comi- 
"sión  det  delito  de  estafa  la  circunstancia  de  haberse- 
'■presentado  en  estado  <le  suspensión  de  pagos  la  sociedad 
"Hijos  de  Uriartc  y  Villalba"'  en  veinte  y  uno  de  Enero 
"de  e8t«  año,  es  decir,  al  día  siguiente  de  haber  librado 
"la  última  de  las  letras  que  le  tomé,  y  por  el  contrario 
"ese  hecho  demuetítra  más  la  existencia  del  delito,  pues 
"cuando  libraron  dicha  última  letra  ya  tenían  conoci- 
"miento  de  que  no  podían  solventar  el  compromiso  que 
"con  marcada  malicia  se  contraía.  Vuelvo  á  repetir 
"que  por  no  haber  tomado  en  consideración  la  Sala  de  la 
"Audiencia  las  razones  expuestas  y  sobreseer  libremente 
"en  la  causa  ha  infringido  por  falta  de  aplicación,  los 
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'artículos  y  números  de!  Código  Penal  citados  en  el 
'presente  número  del  recurso.  Segundo:  También 
"ha  infringido  la  Sala  el  articulo  seiscientos  treinta  y 
'siete,  número  segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
'Criminal,  por  indebida  aplicación  al  sobreseer  íibre- 
'mente  en  esta  causa.  Según  el  mismo  debe  sobreseerse 
'en  su  debida  oportunidad  cuando  ol  hecho  no  sea  cone- 
'titutivo  de  delito,  es  decir,  cuando  indiscutiblemente 
'no  lo  constituya:  pero  cuando  el  hecho  procesal  revista 
'por  lo  menos  caracteres  de  delito  y  en- el  presente  caso 
'éste  se  presenta  bien  definido,  no  puede  de  ninguna 
manera  sobreseerse,  por  oponerse  á  ello  el  artículo  ocho- 
'cientos  cincuenta  y  dos  de  la  citada  Ley  de  Enjuicia- 
'miento  Criminal,  que  autoriza  el  recurso,  pues  preeen- 
'ta  algo  más  que  caracteres  de  un  delito  de  estafa,  es- 
"tando  bien  caracterizado,  mejor  dicho,  definido  el  ei- 
'presado  delito  de  estafa,  en  la  realización  del  hecho 
'procesal,  por  las  razones  expuestas  en  el  anterior  nú- 
'mero  del  recurso.  Al  sobreseer  libremente  la  Sala, 
'prescindiendo  de  las  anteriores  t^nsideraciones  ex- 
'puestas  en  el  presente  número  de!  recurso,  ha  infringi- 
'do  el  precepto  l^al  citado  al  principio  del  mismo  el 
'articulo  seiscientos  treinta  y  siete,  número  segundo,  de 
"la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  vigente:  A  su 
'vez,  no  obsta  á  la  continuación  de  la  causa  lo  dispuesto 
en  el  artículo  ochocientos  noventa  y  seis  del  Código 
'de  Comercio,  pues  dicho  articulo  únicamente  prohibe 
'proceder  en  la  oportunidad  á  que  se  refiere  por  los  de- 
"litos  de  quiebra,  culpable  ó  fraudulenta,  y  yo  no  me  he 
'querellado  ni  insto  el  procedimiento  por  esos  delitos, 
'sino  por  hechos  aislados  que  constituyen  un  delito  de 
'estafa,  el  que  he  calificado  al  pedir  la  apertura  de  la 
'causa  á  juicio  oral". 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  y  sustanciado 
en  forma  ante  este  Supremo  Tribunal,  se  celebró  la  vis- 
ta pública  dei  mismo  el  día  primero  del  corriente  mea 
en  la  que  informaron  el  defensor  del  recurrente  y  el  Mi- 
nisterio ñscal : 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Gispertu 
Considerando  que  indudablemente  reviste  caracte- 
res de  delito  de  estafa  el  hecho  de  que  un  comerciante, 
con  exacto  conocimiento  de  su  verdadero  estado  financie- 
ro, gire  no  obstante,  en  descubierto  contra  otro  á  la  or- 
den de  una  persona  de  quien  recibe  el  importe  de  la  le- 
tra, que  después  ee  protestada,  y  al  día  siguiente  de  res- 
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lizado  el  giro  se  presenta  en  estado  de  "suspensión  de 
pagos",  que  impide  el  oportuno  y  correspondiente  rein- 
tegro; pues  tales  actos  no  solo  revelan  la  existencia  real 
de  un  perjuicio  para  el  tenedor  de  la  letra,  sí  que  tam- 
bién el  medio  engañoso  de  que  se  valió  el  librador  para 
causarlo  en  su  provecho,  ocultando  al  tomador  de  ella 
el  verdadero  estado  de  sus  negocios. 

Considerando  que  la  situación  de  derecho  que  en  el 
orden  penal  se  desprende  de  la  relación  de  hechos  con- 
tenida en  el  auto  recurrido,  guarda  gran  analogía  con 
la  descripta  en  el  anterior  fundamento,  y  por  tanto,  pu- 
diendo  tales 'hechos  constituir  el  delito  mencionado,  y 
existiendo  en  la  causa  una  parte  acuabdora  que  ejercita 
la  acción  penal  contra  determinada  persona,  no  es  po- 
sible legalmente  dejar  de  abrirse  el  juicio  contra  la  mia- 
ma,  siquiera  sea  en  concepto  de  "acusada",  conforme  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  seiscientos  treinta  y  trps  y 
seiscientos  cuarenta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Criminal,  modificado  el  primero  por  el  decimotercero 
de  la  Orden  número  ciento  nueve  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve. 

Consiílerando  que  á  lo  expuesto  no  se  opone  el  pre- 
cepto del  artículo  ochocientos  noventa  y  seis  del  Código 
de  Comercio,  que  al  prevenir  que  en  ningún  caso  pueda 
precederse  por  los  delitos  de  quiebra  culpable  ó  fraudu- 
lenta, sin  que  haya  precedido  la  competente  declaración 
de  quiebra,  y  la  de  haber  méritos  para  proceder  crimi- 
nalmente, establece  expresa  y  concretamente  una  excep- 
ción respecto  de  esos  delitos,  que  no  puede  hacerse  ex- 
tensiva á  otros  de  naturaleza  é  Índoles  distintos  que  el 
c-omerciante  haya  podido  realizar  con  motivo  ú  ocasión 
de  las  operaciones  de  su  tráfico;  sin  que  por  otra  parte 
exista  disposición  alguna  le^al  que  atribuya  expresa- 
mente al  estado  de  "suspensión  de  pagos"  el  efecto  de 
impedir  ó  suspender  los  procedimientos  criminales  en- 
caminados á  la  investigación  y  castigo  de  tales  delitos, 
que  como  el  de  estafa  de  que  se  trata,  si  bien  pudiera  en 
su  dia  servir  de  antecedente  entre  ottos  para  la  califica- 
ción de  la  quiebra,  tiene  existencia  propia  é  indepen- 
diente de  ésta  y  de  aquel  estado  preliminar  de  la  misma. 

Considerando  que  el  anterior  criterio  está  adomáa 
corrobora'lo  por  el  concepto  del  artículo  ochocientos  no- 
venta y  siete  del  propio  Código  mercantil,  que  al  dejar  á 
salvo  el  ejercicio  de  las  acciones  penales  por  otros  delitos 
castigados  en  el  Código  Penal  que  pudieran  deri- 
varse de  indicios  resoltantes  de  loa  procedimientos  de  la 
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quiebra,  no  obstante  la  calificación  de  fortuita  que  de 
ésta  se  hubiere  hecho;  demuestra  evidentemente  la  po- 
sibilidad legal  de  proceder  en  cualquier  tiempo  por  esos 
mismos  delitos,  cuando  sin  derivar  au  existencia  de  tales 
indicioB  procesales  de  la  quiebra,  tienen  su  demostra- 
ción cumplida  en  hechos  anteriores  aislados  y  concretos, 
determinantes  á  la  vez  de  una  sanción  penal  distinta  é 
independiente  de  la  que  en  su  caso  pudiera  deducirse  de 
la  quiebra  misma.  ' 

Considerando  que  por  las  razones  anteriores,  es  evi- 
dente que  el  Tribunal  o  quo  al  sobreseer  libremente  en 
la  causa  mencionada  por  estimar  que  el  hetho  de  autos 
no  constituye  delitb,  ha  incidido  en  el  error  de  derecho 
señalado  en  el  presente  recurso,  siendo  por  ello  pro- 
cedente la  casación  del  auto  recurrido: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  acusador  particular  contra  el  auto  de 
sobreseimiento  de  veinte  y  seis  de  Septiembre  último, 
dictado  por  )a  SecciÓD  primera  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal de  la  Aundiencia  de  la  Habana  en  la  mencionada 
causa,  la  cual  resolución  casamos  y  anulamos,  sin  hacer 
especial  condenación  de  costas.  Así  por  esta  nuestra 
sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrmamos. — 
Pedro  González  Llórente. — El  Magistrado  Ambrosio  E. 
Morales  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — Pedro  Gonzá- 
lez Ijorente. — Kafael  Maydagán. — José  M."  Giapert. — J, 
M.  Aguirre. 

Auto. — ^"  la  mitma  fecha  dict6   el    Tribunal  el  siguiente 

flílíO.' 

Reproduciendo  los  resultandos  del  auto  casado  y 
anulado,  y  los  cuatro  jjrimeros  considerandos  de  la  an- 
■  terior  sentencia  de  casación. 

Vistas,  etc. 

Se  confirma  el  auto  de  veinte  y  uno  de  Agosto  últi- 
mo que  declaró  terminado  el  sumario,  y  se  abre  el  jui- 
cio oral  en  dicha  causa  contra  José  Villalba  y  Cangas, 
en  concepto  de  "acusado",  como  único  gerente  de  la  So- 
ciedad mercantil  de  "Hijos  de  Uriarte  y  Villalba";  ae 
tiene  por  hecha  la  calificación  provisional  por  el  acusa- 
dor privado,  de  cuyo  escrito  de  calificación  entrégucBe 
copia  é  dicho  acusado,  requ  i  riéndosele  en  el  acto  de  la 
entrega  para  que  en  el  término  improrrogable  de  diez 
días  constituya  representación  en  la  mencionada  causa, 
designando  un  abogado  que  lo  defienda,  con  apercibi- 
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miento  de  que  ei  no  lo  hifiere  se  le  nombrará  defensor  de 
oficio,  con  quien  se  entenderán  los  trámites  eorreapon- 
dientes,  y  hecho  ó  transcurrido  que  sea  dicho  ténoiDO, 
dése  cuenta  para  proveer  lo  demás  que  proceda. 

Lio  acordaron  y  ñrman  los  Magistrados  del  mar- 
gen.— Pedro  González  Llórente, — Rafael  Uaydagán.-^ 
José  M,"  Gispert,— J.  M.  Aguirre. 


UuBJa.— Anto  200.— 7  de  Didembre.— Sabaanaeión  d« 

f^taS. — Concepto.   (Gao.,  Junio  SS,  IPO^.) 

DOCTRINA:  Bl  momento  oportuno  de  pro- 
testar preparando  el  recurso  de  uucbran (amiento 
de  forma  por  denegación  de  prueba,  es  al  aotífi- 
carse  el  auto  denegativo. 

Ni)  M  expresa  el  concepto  de  la  íolraccjón  limi- 
tñndose  á  aGrmar  C{ue  loa  hechos  probados  no 
cunstitu^eo  delito,  sino  que  es  necesario  exponer 
la  rai6n  de  esa  afirmación. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  la  causa  sef^ida  en  el  Juzgado 
del  Oeste  de  esta  ciudad,  contra  Anacleto  Hernández, 
por  el  delito  de  violación,  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  <le  la  Audiencia  de  la  Habana,  condenó 
ai  procesado  Hernández  en  concepto  de  autor  de  dicho 
delito,  á  la  pena  de  catorce  años,  ocho  meses  j  un  dia 
lie  reclusión  temporal  con  sus  accesorias. 

HbCUBSO  DENEGADO: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  pro- 
cesado recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma y  por  infracción  de  ley,  presentado  al  efecto  el  es- 
crito que  copiado  en  su  parte  pertinente  dice  asi :  "Auto- 
"rizan  este  recurso  por  quebrantamiento  de  forma:  El 
''artículo  novecientos  diez  en  relación  con  el  número 
'•¡irimero  del  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  caso  prime- 
*"ro  del  novecientos  once  de  ta  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Criminal,  siendo  de  advertir  que  se  han  hecho  en  su 
"tportunidad  la?  protestas  á  que  se  contrae  el  artículo 
"novecientos  catorce.  Y  está  autorizado  este  recurso 
"por  quebrantamiento  de  forma  por  no  haljerse  accedi- 
"do  ni  por  el  Juez  Instructor,  ni  por  la  Sala,  á  traer  al 
"proceso,  primero  y  más  tarde  al  juicio  oral,  testimonios 
"indispensables  para  justificar  la  falsedad  de  la  acusa- 
"ción  formula>ld  contra  mi  defendido.  bÁUi  negativa 
"viene  á  reconocer  de  modo  implícito  como'  una  especie 
"de  preferencia  á  favor  de  los  datos  adversos  al  proce- 
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"sado,  «jendo  así  que  el  espíritu  de  la  ley  y  la  eantidad 
"^de  la  justicia  exigen  que  se  atienda  por  igual  á  lo  qne 
■'pueda  favorecer  y  á  lo  que  pueda  perjudicar  al  procesa- 
ndo, cuyo  derecho  de  defensa  no  es  menos  respetable  y 
"bagrado  que  el  que  asiste  é  la  sociedad. — Infracción  de 
"ley :  Está  autorizado  por  e!  número  primero  del  artfcu- 
"lo  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  en  relación  con  el  ca- 
"fo  primero  del  ochocientos  cuarenta  y  ooho  de  la  ex- 
"preeada  ley.  Aceptando  los  hechos  que  se  declaran 
''probados  en  el  primer  resultando  de  la  sentencia  apa- 
"reeen  calificados  como  delito  de  violación  actos  que  no 
"lo  constitttyen  y  por  lo  mismo  resultan  infringidos, — 
"Primero:  el  artículo  primero  del  Código  Penal. — Se- 
'■gundo:  el  caso  tercero  del  artículo  cuatrocientos  cin- 
'•cuenta  y  tree  del  mismo  Código." 
Cacsa  de  la  queja  : 

Resultando  que  el  Tribunal  a  qito,  por  auto  de  do- 
ce de  Octubre  último,  denegó  la  admisión  de  los  expre- 
aados  recursos,  por  no  haberse  preparado  el  primero 
oportunamente  con  la  correspondiente  protesta,  y  el  se- 
gunda, por  no  expresarse  el  concepto  en  que  se.  suponen 
infringidas  las  disposiciones  que  se  citan;  sentando  co- 
!no  precedente  &  la  denegación  del  recurso  por  quebran- 
tamiento de  forma,  el  resultando  que  á  continuación 
üe  transoribe :  "Resultando  que  la  defensa  del  procesado 
"en  su  escrito  de  conclusiones  provisionales  de  quince 
"de  Agosto  t'iltimo  solicitó  como  parte  de  en  prueba  se 
"trajesen  los  antecedentes  penales  de  la  denunciante 
"Teresa  Suérez,  madre  de  la  violada  y  su  partida  bau- 
"tismal,  cuya  prueba  se  le  denegó  por  auto  de  veinte  y 
"uno  de  didio  mes,  el  cual  se  notificó  al  letrado  defen.ior 
'"on  dos  de  Septiembre  y  en  el  acto  del  juicio  oral  cele- 
"brado  el  diez  y  ocho  de  Septiembre  al  abrirse  la  sesión 
"solicitó  el  letrado  defensor  se  hiciese  constar  en  acta 
"iu  protesta  por  no  baberse  admitido  la  prueba  pro- 
"pueeta  que  fué  denegada,  acordándose  por  el  Tribunal 
"que  no  era  el  trámite  oportuno  para  la  protesta,  ba- 
"ciéndose  constar  en  acta  dichas  manifestaciones". 

Resultando  que  contra  el  referido  auto,  el  procesa- 
do anunció  é  interpuso  en  tiempo  y  forma  recurso  de 
queja,  celebrándose  la  viste  pública  del  mismo,  en  el 
cual  el  Ministerio  fiscal  lo  impugnó,  sin  que  asistiera 
el  defensor  de  los  recurrentes. 
ResoluciqS'  : 

I. 'on si d erando   que   según   el   artículo   novecientos 
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catorce  de  )a  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  no  será 
admisible  el  recurso  por  qnebrantamiento  de  íonna  «i 
la  parte  que  iDteDte  interponerlo  no  hubiere  reclamado 
Ja  aubsanación  de  I»  falta,  siendo  posible,  ni  hecho  la 
oportuna  protesta  con  BujeoJón  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
en  loa  casos  en  que  proceda;  debiendo  con  arreglo  al  pro- 
pio artículo  cuando  el  motivo  íe  funde  en  la  denegación 
'de  prueba,  hacerse  la  reclamación  v  protesta  en  el  mo- 
mento en  que  la  parto  se  haya  enterado  de  la  dencgacióit 
de  la  prueba; 

Considerando  que  denegadas  como  fueron  al  defen- 
sor del  recurrente  las  diligencias  de  prueba  que  propuso 
en  su  escrito  de  conclusiones  provisionales,  por  auto  de- 
veintiuno  de  Agosto  último,  al  notificársele  esta  resoln- 
ción  el  dos  de  Septiembre  siguiente,  quedó  enterada  de 
!a  denegación  de  la  prueba  y  entonces  debió  preparar  el 
recnrso,  haciendo  la  correspondiente  protesta  ai  creyó 
que  existía  quebrantamiento  de  forma;  y  no  habiéndo- 
lo hecho  hasta  el  día  diez  y  ocho  del  antes  indicado  mee 
durante  las  sesiones  del  juicio  oral,  resulta  extemporé- 
rea,  no  pudiendo  por  ello  producir  efectos  jurídicos  pa- 
ra la  interposición  del  aludido  recurso  y  consiguiente- 
mente estuvo  bien  denegada  la  admisión  de  éste  por  el 
Tribunal  a  quo. 

Considerando,  en  cuanto  al  recarao  por  isfrccción 
do  ley,  que  según  ya  tiene  declarado  con  -epetición  ee|e 
-  7ribu,ial  Supremo,  para  que  ^■'  tenga  por  (!iirn()li'to  el 
requisito  cuarto  de!  articulo  quinto  de  la  Orden  número 
noventa  y  doa  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  por 
lo  que  respecta  á  la  espreaión  que  debe  hacerse  en  el  es- 
crito de  interposición  del  recurso  del  concepto  en  que  se 
tstime  infringida  la  ley  que  se  invoque  no  basta  afirmar 
como  lo  hace  el  procesado  que  los  hechos  que  en  la  sen- 
tencia se  declaran  probados  no  constituyen  delito,  sino 
que  es  necesario  exponer  con  relación  á  éstos,  las  razones 
d(!  derecho  en  cuya  virtud,  á  juicio  del  recurrente,  haya 
sido  violada  por  aplicación  indebida  ó  por  falta  de  apli- 
cación la  ley  que  se  cita,  porque  no  de  otra  manera  pue- 
ife  llegar  este  Tribunal  al  conocimiento  exacto  del  error 
que  intenta  reclamar  la  parte  recurrente,  y  resolver  en 
consecuencia,  acerca  del  mismo. 

Considerando  que  no  habiéndose  cumplido  por  el   . 
procesado  con  el  requisito  del  número  cuarto  del  artícn- 
h)  quinto  antes  citado  en  la  forma  indicada,  fué  asimis- 
mo bien  denegada  la  admisión  del  recurso  por  infrac- 
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ciÓQ  de  Ifly;  y,  por  tanto,  es  improcedente  la  presente 
eneja ; 

Considerando  que,  con  aireólo  al  artículo  veinte  J 
cinco  de  la  mencionada  Orden,  al  desestimarse  el  recur- 
»)  de  queja,  se  condenará  siempre  en  coatas  al  recu- 
rrente: 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  est»* 
Mecido  por  el  procesado  Anacleto  TIernández,  contra  el 
T-.tferido  auto  de  doce  de  Octubre  último ;  con  las  costas 
de  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  mar- 
■  gtn. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Oastóii.  — 3i>se  (ja- 
Larrooas  JIorta. — Ambrosio  E,  Morales. — José  María 
üispert. — >ilverio  Ciistro,  Secretario. 


Inf.  ley.— Sent.  2^,-19  de  Didembw.— Bápto.  (Gao., 

Junio  2S,  1904.. ) 

DOCTRINA:  No  obsta  para  la  exlstenda  (kl 
delito  previsto  v  penado  en  el  párrafo  1?  del  ar- 
tículo 465  del  Código  Penal  que  en  la  sentencia  no 
te  dedare  probado  que  la  doncella  raptada  vivie- 
se en  compaflia  de  sus  padres,  ni  bajo  la  guarda 
de  otras  personas;  puesto  que  para  que  exista  el 
delito  basta  la  sustracción  anuente  de  una  dooce- 
lia  de  la  edad  expresada  en  dicho  articulo,  de 
cnalquierlugarenguese  encuentre  Kuardando  vi- 
da hone>tia,  con  objeto  de  dislrutarla  lasciranMii' 
te  aqufi  que  la  sustraiga. 

En  1:-  'Jiudad  de  ia  Habana  á  diez  y  nueve  de  Di- 
.icmbre  d-  mil  novedentos  trea;  en  el  recurso  de  casa- 
ción que  pende  ante  este  Tribunal  Supremo,  interpoea- 

l  •  por  el  procesado ,  vecino 

Je. ,  del  comercio,  contra  senten- 

lia  dicta.Tii  por  la  Audiencia  de en 

la  cansa  que  se  instruyó  en  el  Juzgado  de  Instrucción 

de contra  dicho  procesado  por  el  delito  de 

nipto. 

Hechos  prouados: 

Reauiíi>cdo  quj  en  la  mencionada  sentencia,  de  diea 
y  ocho  du  Agosto  último,  se  consignan  los  hechoc  pro- 
Diidos  qu3  á  contÍDUhciÓQ  literalmente  se  transcriben: 

"Resultando  probado  que  el  procesado  

"que  llevaba  relaciones  amorosas  con don- 

"tella,  mayor  de  doce  y  menor  de  veinte  años  de  edsd; 
"en  el  año  de  mil  novecientos  y  sin  que  haya  podido 
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"preciaarse  él  día,  ináujo  á  éata  con  promesa  de  matri- 
"monio  á  que  abandonase  su  casa,  á  lo  que  accedió;  j 
"yéndose  amboB  á  la  casa  de  él,  disfrutó  de  su  virj^ni- 
"dad,  permaneciendo  en  la  misma  al^n  tiempo,  que 
■'•fijamente  no  ha  podido  determinarse." 
£ksoluci6x  becubrida: 

Resultando  que  la  mencionada  Audiencia  condenó 

A ,  en  concepto  de  autor 

út-  un  deliU)  de  rapto,  sin  circunstancias- modificativaa 
de  la  responsabilidad  criminal,  á  la  pena  de  un  año, 
ocho  meses  y  veinte  y  un  días  de  prisión  correccional, 
éuh  accesorias,  indemnización  cítíI  y  costas,  haciendo  los 
demás  pronunciamientos  que  estimó  pertinentes. 
Fundamentos  del  recdsso  db  casación  : 

Resultando  que  á  nombre  del  procesado  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dado en  el  número  primero  del  articulo  ochocientos  cua- 
i-cnta  y  nueve  de  la  Ley  de  enjuiciamiento  Crimina), 
citando  como  ley  infrinpda,  por  indebida  aplicación, 
el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Gódi^  Pe- 
nal en  el  siguiente  concepto :  que  no  ee  expresa  en  el  he- 
cho probado  que viviera  en  compañía 

de  sus  padres,  ni  bajo  la  guarda  de  ninfi^una  otra  perso- 
na; apareciendo  más  bien  que  vivia  sola  en  su  casa;  y 
como  !o  que  se  castiga  por  la  ley  es  Ja  ofensa  y  alarma 
producidas  á  los  padres  ó  guardadores  de  la  menor,  sus- 
trayendo ésta  de  BU  vigilancia,  y  de  ningún  modo  el  acto 
de  la  doncella  que  viviendo  sola  en  su  casa  la  abandona 
anuente  con  su  novio  para  hacer  vida  marital  con  éste, 
nomo  sucedió  en  el  caso  de  autos,  en  que  el  procesado  y 

la vivieron  en  concubinato  desde  el  año  d« 

mil  novecientos  hasta  una  fecha  que  la  sentencia  dice 
lio  poder  determinar,  pero  que  del  sumario  y  juicio  oral 
resulta  haber  excedido  de  dos  años,  durante  cuyo  tiem- 
po tuvieron  una  hija,  á  quien  se  refiere  la  sentencia  al 
condenar  i á  reconocer  y  mantener  la  pro- 
le :  la  defensa  entiende  que  se  castiga  como  rapto  un  he- 
cho que  no  lo  constituye,  infringiéndose  con  ello  el  cita- 
do artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  sustanciado 
se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  del  letrado  de- 
fensor del  recurrente  y  del  lkfinÍ8terÍo  fiscal  que  sostik- 
vieron  aquél. 
Decisión  del  sboübso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  R.  afó- 
rales. 
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Considerando  que  el  artículo  cuatrocientos  sesenta 
y  cinco,  párrafo  primero  del  Códip)  Penal,  modiñcado 
por  la  Orden  núnicro  doscientoe  cincuenta  y  siete  de  míl 
rovecientos  uno,  caetijía  con  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y  medio  el  rapto  de  una 
■doncella  menor  de  veinte  años  y  mayor  de  doce,  ejecu- 
tado con  su  anuencia. 

Considerando  que  en  esta  responsabilidad  ha  incu- 
rrido el   procesado    ,  puesto  que 

¿e^n  los  hechos  declarados  probados  en  )a  sentencia 
recurrida,  éste  ,  quien  llevaba  relaciones  amorosas  con 

,  doncella,  mayor  de  doce  años 

de  edad  y  menor  de  veinte,  la  indujo  con  promesas  de 
matrimonio  á  que  abandonara  la  casa  en  que  habitaba 
V  mediante  su  anuencia,  se  la  llevó  á  la  en  que  él  vivís 

ñonde  rozó  de  la  viraginidad  de  la ,  mante- 

jiiéndola  por  más  ó  menos  tiempo  á  su  disposición;  cir- 
cunstancias que  ponen  de  manifiesto  todos  los  elemen- 
tos constitutivos  del  expresado  delito;  y  no  son  de  esti- 
maree  las  alegaciones  en  que  el  recurso  se  apoya,  de  no 
«parecer  probado  que  la  raptada  viviese  en  compañía  de 
bUB  padres,  ni  bajo  la  jipiarda  de  otras  personas  á  quienes 
pudiera  causarse  ofensa  con  el  hecho  realizado,  porque 
vi  articulo  citado,  para  castif^r  dicho  delito,  no  esige 
C|ue  la  raptada  se  encuentre  sometida  á  la  potestad  6 
Autoridad  de  alguien  al  realizarse  la  sustracción,  ni  es 
£olo  la  ofensa  que  se  hace  á  la  familia,  en  su  caso,  lo  qoe 
In  ley  tiene  en  cuenta  para  penar  el  referido  hecho,  sino 
principalmente  la  que  se  caiisa  á  la  propia  raptada  y  ¿ 
la  sociedad  interesada  como  lo  está  en  correr  esos  aten- 
tados contra  la  honestidad,  según  lo  demuestra  el  ar- 
ticulo cuatrocientos  sesenta  y  siete,  párrafo  tercero,  del 
Código  Penal,  estableciendo  que  6Í  la  persona  agraciada 
careciere,  por  su  edad  ó  estado  moral,  de  personalidad 
píira  comparecer  en  juicio,  y  fuere  además  de  todo  pun- 
;o  desvalida,  careciendo  de  padres,  abuelos,  hermanos, 
tutor  ó  curador  que  denuncien,  podrá  verificarlo  el 
fiscal,  por  fama  pública;  precepto  del  que  también  se 
infiere  que  para  la  existencia  del  delito  de  rapto,  basta 
la  sustracción  anuente  de  una  doncella  de  la  edad  antes 
expresada,  de  cualquier  lu^r  en  que  se  encuentre  fpiar- 
dsndo  vida  honesta,  al  objeto  de  disfrutarla  lascivamen- 
te aquel  que  la  sustraiga;  circunstancias  que  según  se 
ha  expuesto  ya,  concurren  en  e]  caso  de  autos. 

Considerando  que,  por  las  razones  consignadas,  el 
Tribunal  a  qtio  no  ha  incidido  en  el  error  de  derecho  del 
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Díimero  primero  del  artículo  ochocientoe  cuarenta  y 
itueve  de  la  Ley  (le  Enjuidamiento  Criminal,  ni  "come- 
tido la  infracción  del  artículo  cuatrocientos  sesenta  y 
cinco  del  Código  Penal,  que  en  el  recurso  se  invocan; 
por  lo  que  procede  declarar  éste  sin  luj^i  con  las  costaa 
al  recurrente. 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 

interpucfrtfl  por ,  contra  la 

(-cntencia  de  la  Audiencia  de ,  fecha 

diez  y  ocho  de  Agosto  último,  en  la  referida  causa,  con 
Í!u  costas  de  cargo  del  recurrente. 

Así   por  esta  nuestra  sentencia  lo  pr<munciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Piehardo. — Luis 
OastÓD. — Ambrosio   R.   Morales. — José  María  Gispert. 
.  — J.  M.  Aguirre. 


Inf.  ley-.'-Sant.  222.— 21  de  Bidombre.— Iqjiuias  á  la 
Antoridad.  (Oac,  Junio  ss,  1904.) 

DOCTRINA:  Las  frucs  cotMtj^adei  en  tta 
artículo  de  periódico  en  laB  que  refiriíndose  á  un 
Alcalde  Mniiicípal  se  dice  que  tentado*  Premipues- 
tos,  uno  aprobado  y  otro  tia  aprobar  para  pagar 
■u  estado  m*?or  y  <^ae  se  metió  á  hacer  una  obra 
maeccsaría  en  la  Cárcel  malTeriando  sobre  q^ai. 
nientog  pesoí,  'onaCitayen  un  delito  de  injunas 
graves  á  ta  Autoridad;  puesto  qoc  con  ellai  no  te 
limitan  rub  autores  á  hacer  una  censura,  más  ó 
menos  acerba,  tendentes  á  cortar  abusos  6  corre- 
gir desaciertos  de  la  Administración,  sino  que  im- 
Íutan  á  la  Autoridad  aludida  una  falta  de  mora- 
idad  que  no  aparece  comprobada,  y  cuyas  conse- 
cuenciHs  podrían  perjudicar  considerablemente  la 
fama  del  agrariadu. 

En  la  ciudad  de  ia  Habana,  á  veinte  y  uno  de  Di- 
ciembre de  rail  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  pende  ante  este  Tribunal 
Supremo,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  seis  de 
Agosto  último  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba 
en  causa  procedente  del  Jungado  de  Instrucción  de  Ba- 
racoa, seguida  entre  partes,  de  la  una  el  Ministerio  fis- 
cal y  de  la  otra,  como  procesados  por  injurias  gravee, 
Emilio  Martínez  Perigó,  de  oficio  sastre,  y  Joaquín  Mi- 
rabent  Quintanó,  periodista,  ambos  vecinos  de  Baracoa: 
Hechos  probados  : 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  se  consignan  los 
dos  siguientes  resultandos:     "Primero.  Resultando  pro- 
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"bado  que  loe  procesados  Emilio  Martínez  Perigó  y  Joa- 
"quín  Mirabent  QuJntanó,  director  el  primero  y  editor 
"el  Begundo  del  periódico  "La  Voz  del  Pueblo"'  en  Ba- 
"racoa,  publicaron  en  el  referido  periódico  un  artículo 
"titulado  "Desfachatez  yDescaro"  que  dice  así:  "Deafa- 
"chatéz  y . . . .  Descaro". — No  de  otro  modo  podía  eom- 
"prendereo  la  forma  y  manera  con  que  se  escribe  la  dea- 
"p6dida  del  Alcalde  de  esta  ciudad,  por  el  libelo  "1« 
"Tribuna",  porque  de  no  escribirse  aaí,  apelando  á  íal- 
"sear  los  hechos  ¿cómo  habría  de  decirse  de  otros  aque- 
"Ho  que  solo  á  ellos  los  de  la  Unión  Democrática  encaja. 
"Desde  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ee  viene 
"aquí  luchando  con  la  dictadura  del  Sr,  Galano,  quien 
"como  nadie  con  sus  actos  y  frecuentes  medidas  arbi- 
"trarias  no  ha  hecho  más  que  fomentar  una  sitnación 
"violenta  en  esta  ciudad. — Por  dos  años  llevó  la  admi- 
"nistración  municipal  sin  presupuestos,  sin  libros  (eeo 
"que  dice  el  libelo  "La  Tribuna"  de  otros  es  de  su  Alcal- 
"de)  hasta  que  el  Dr.  Pérez  en  veinte  y  cinco  de  Eaero 
"de  mil  novecientos  se  hizo  cargo  por  tres  meses,  y  en 
"Febrero  hizo  un  presupuesto  que  Galano  en  dos  años 
"no  había  hecho  y  abrió  libros  que  no  llevaba  Galano  j 
"los  fondos  se  disponían  previo  acuerdo  de  la  corpo- 
"ración  que  Galano  jamás  lo  hizo,  sino  por  el  con- 
"trario,  hacía  de  éstos  lo  que  mejor  le  venía  en  ganas, 
"hasta  malversarlos  y  de  ahí  que  ae  quedaba  solo  en  el 
''Ayuntamiento,  porque  los  Sres.  concejatee  se  retira- 
"ron  del  consistorio  en  donde  más  de  una  vez  cometió 
"verdaderas  j^oserías  con  loe  Sres.  concejales  que  se- 
"gún  él  le  estorbaban  y  era  muy  de  suponerlo  dadas  sus 
"intenciones  y  propósitos,  por  más  que  él  no  contaba  pa- 
"ra  nada  con  nadie. — En  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
"ve  desobedeció  al  Gobierno  en  el  rebajo  de  la  policía, 
"en  mil  novecientos  á  mil  novecientos  uno  ee  regía  al 
"Ayuntamiento  con  dos  presupuestos:  el  hecho  por  Pé- 
"rez  para  cobrar  y  uno  nuevo  sin  aprobar;  para  p^ar 
"Galano  su  estado  mayor  cobró  el  arbitrio  de  introduc- 
"ción  de  licores  del  país  ilegalmente,  y  del  mismo  modo 
"el  de  pesas  y  medidas  en  la  misma  forma  que  le  man- 
"daron  á  reintegrar, — Por  si  se  metió  á  hacer  una  obra 
"en  la  Cárcel  innecesaria,  malversando  sobre  quinientos 
"pesos. — Con  tal  motivo  varios  concejales  le  llamaron  la 
"atención,  él  se  indignó  y  violentamente  se  retiró,  ti- 
"rando  las  sillas,  motivando  una  protesta  escrita  do  los 
"señores  concejales  que  no  contestó  y  que  no  nos  extra- 
"ñó  ni  sorprendió  porque  eso  es  muy  del  Dr.  Galano  hasta 
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"para  con  el  Gobierno  Superior. — Obligó  que  las  reu- 
"nionea  familiaree  para  verificaree  solicitaran  nn  per- 
"miBO  (le  BU  autoridad  y  ponia  término  á  aquéllas  que  no 
"la  solicitaban. — El  Gobierno  Civil  le  mandó  una  or- 
"den  para  que  no  exigiese  tal  licencia,  y  siete  días  des- 
"pués  ordenó  contra  una  reunión  familiar  en  la  morada 
"del  Sr.  Juan  Pérez  Cisncros,  entonces  Juez  de  instruc- 
"eión  de  esta  ciudad  y  se  disponía  á  terminarla  por  la 
"fuerza  contra  el  poder  del  Comandante  militar.  Se 
.  "dijo  que  había  insultado  en  la  persona  de  su  madre  á 
"la  gente  de  color,  de  lo  cual  protestaron  siete  hombres 
"de  color  ron  la  mayor  corrección  en  una  hoja  suelta,  la 
"cual  entregó  á  su  celador  de  policia  Sr.  Lima  para  que 
"bc  convirtiese  on  Juez  de  instrucción  (siendo  Juez  en- 
"tonccs  el  Sr.  Pérez  Cisneros),  cuyo  celador  instruyó 
"un  proceso  inquisitorial  sin  admitir  pruebas  para  lo 
"cual  se  echó  manos  4  órdenes  reservadas  del  Mi- 
"nistro  Balagiier  contra  el  derecho  y  la  libertad  que 
"de  público  se  daban  á  este  pueblo  y  en  lo  pri- 
"vado  se  mandaban  restringir  y  se  le  ponen  doce 
"pesos  cincuenta  centavos  de  multa  á  cada  uno  y 
"más  tarde  hace  de  Juez  y  parte  el  Sr.  Galano 
"y  los  siete  oficiales  del  Ejército  libertador  van  veinte 
"y  cinco  días  á  la  cárcel  pública  donde  se  les  man- 
"dó  aplicar  como  al  más  criminal  todo  el. rigor  del  Ke- 
"glamento  penal  del  Establecimiento.— En  las  cuestio- 
"ni'S  electorales  no  hay  que  decir  todo  lo  que  se  ha  hecho 
"tanto  en  las  municipales  como  para  .elegir  el  actual 
"Gobierno  de  la  República,  porque  consta  ya  más  que 
"de  sobra  ante  la  opinión  pública.  En  el  mes  de  Mayo 
"trageron  al  periodista  Rafael  Gutiérrez  el  de  los  dis- 
"turbioB  y  escándalos  en  Bayamo,  Manzanillo  y  Guan- 
"tánamo  para  hacerle  oposición  é  insultar  al  i,"iobicrno 
"y  al  pueblo  de  Baracoa. — Desde  su  segundo  numero, 
"publicado  el  tres  de  Julio  de  mil  novccientts  dos  la 
"emprende  con  el  Sr.  Presidente  de  la  Hepública,  11a- 
"móndolo  Presidente  de  estampilla,  é  insulta  si  Sena- 
"do,  la  Cámara  de  Representantes  y  los  Sres.  Socreta- 
"rips  de  despacho. — Continúa  con  improperios  contra 
"los  hombres  del  Gobierno,  el  Centro  de  \"el.eranos  y 
"vecindario  de  la  calle  de  la  Costa  y  el  "Centro  de  Ma- 
"rinoB  y  Obreros"  y  tiene  de  cuando  en  cuand>  insultos 
"para  el  General  Lora,  Rabí  y  Cebreco,  y  en  lísa  forma 
"trae  el  poder  con  au  órgano  oficial  un  estado  de  cosas 
"que  podía  haber  traido  funestos  resultados,  si  la  wnsa- 
"t«z  y  la  cordura  que  íí  él  le  falta,  no  sobrara  en  el  pue- 
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"blo  que  ve  con  calma  circular  un  bando  á  lodas  luces 
"depresivo  para  él  y  que  no  obstante  haberlo  mandado 
"derogar  el  Gobierno  Civil  no  le  ha  venido  en  gana^  al 
"Alcalde  Galano  hacerlo,  porque  su  autoridad  está  por 
"sobre  la  Constitución. — Todo  eso  bien  podría  eu  alteza 
"exponerlo  al  Gobierno  Civil  y  ai  Sr.  Preairiente  de  la 
"liepública  para  que  se  vea  que  todo  Lili,  lo  mismo  en 
"Santo  Domingo  que  en  todas  partes,  son  un  atentado 
"contra  el  derecho  y  contra  la  justicia  y  son- por  lo  tan- 
"to  los  que  sobran  y  están  de  más  en  todas  partes. — La 
"Junta  de  Educación  la  ganaron  los  nacionales  en  las 
"primeras  elecciones  que  se  dieron  á  conocer  al  público 
"y  garantizaron  un  comisionado  del  Gobierno  Interven- 
"tor. — Como  hasta  entonces  nadie  supo  cuando  se  veri- 
"ñcaban,  claro  está  el  por  qué  era  la  Junta  compuesta 
"por  ¡08  únicos  que  tenían  conocimiento  de  ellos.  Diga 
"el  libelo  "La  Tribuna"  á  loa  padres  de  marras  que  no 
"se  descuiden  nuevamente,  porque  es  lástima  la  mane- 
"ra  de  descuidarse  de  aquellos  que  todo  lo  quieren  man- 
"gonear.^Para  terminar  le  diremos  al  libelo  "La  Tri- 
"buna"  ¿Si  quién  sirve  á  la  amistad  graciosamente  pue- 
"de  llamarse  testaferro,  cómo  deberemos  llamar  al  que 
"alquila  su  pluma  y  vende  su  conciencia? — ¿Cómo  y  de 
"qué  manera  podremos  llamar  al  que  dice  "que  en  pu- 
"litica  todo  eg  licito  hasta  difamar  al  adversario  con 
"invenciones  calumniosas,  aunque  al  siguiente  día  se  di- 
"ga  lo  contrario".— Eso  nunca  se  disculpaba  ó  trataba 
"de  atenuarse  por  quien  aspira  á  ser  un  caballero  y  íin 
"embargo  aquello  lo  dice  para  que  se  escriba.  Así  se  €»- 
"cribe  la  historia  de  la  vergüenza,  el  honor  y  el  decoro 
"y  como  se  vé  del  suelta  con  que  despide  "La  Tribuna" 
"al  Dr.  Galano  están  identificados  entre  ambos  como 
"viene  á  demostrarlo  una  vez  más  la  presentación  que 
"hizo  el  Sr.  Galano  del  personal  del  Ayuntamiento  al 
"Dr.  Flores  en  los  siguientes  términos :  Todos  son  de- 
"mocráticos  pertenecientes  á  la  gavilla  de  ladrones  aqui 
"existentes",  y  por  otra  parte  ello  viene  á  abundar  la 
"protesta  que  lleva  para  presentar  al  Gobierno  en  el 
'"asunto  del  bando  en  que  ataca  al  Gobierno  civil  y  á 
"personas  ageuas  á  parrandas  á  quienes  el  Dr,  Galano 
"quisiera,  vano  empeño,  desaparecer  del  lugar  que  tiene 
"por  cosa  conquistada  y  por  tanto,  de  su  exclusiva  pro- 
piedad.— Que  te  vaya  biei)  chinito  y  San  Alejo  te  alfr- 
"je  pura  la  tranquilidad  de  este  pueblo. — La  Redac- 
"ción"'. — Segundo.  Resultando :  que  el  Ministerio  fiscal 
"formuló  y  sostuvo  las  siguientes  conclusiones:  Prinie- 
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"ra.  Eb  el  periódico  "La  Voz  del  Pueblo"  que  ae  publi- 
"ca  en  Baracoa  y  en  el  número  correspondiente  al  vein- 

"te  y  uno  de  Febrero  último  se  consignaron  en  el  artícu- 
"lo  de  íondo,  bajo  el  título  "Desfachatéa  y  Descaro"  en- 
"tre  otroE  los  siguientes  p¿rrafoa,  en  loe  que,  como  en 
"todo  el  articulo  se  refiere  su  autor  al  Alcalde  mnnici- 
"pal  de  aquella  ciudad  Dr.  Hipólito  Galano  que  á  la  tia- 
"zón  se  hallaba  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. — En 
"mil  novecientos  á  mil  novecientos  uno  se  r^ía  el  Ayun- 
"tamíento  con  dos  presupuestos,  el  hecho  por  Pérez  para 
"cobrar  y  uno  nuevo  sin  aprobar  para  pagar  Galano  su 
"estado  iilayor.  Cobró  el  arbitrio  de  introducción  de  li- 
"corea  dei  país  itegatmcnte  y  del  mismo  modo  el  de  pe- 
"aas  y  medidas  en  la  miama  forma  que  le  mandaron  á 
"reintegrar.  Por  si  se  metió  á  hacer  una  obra  en  la 
"Cárcel,  innecesaria,  malversando  sobre  quinientos  pe-^ 
"Boe,  etc.,  etc. — El  mencionado  articulo  fué  escrito  por 
'"el  procesado  Emilio  Martínez  Perigó,  director  de  "La 
"Voz  del  Pueblo",  siendo  editor  é  impresor  del  perió- 
"dico  el  otro  procesado  Joaquín  Mirabent.  —  Segundo. 
"Estos  hechos  son  constitutivos  de  un  detito  de  injuriaa 
"graves  á  la  autoridad,  definido  en  el  artículo  cuarenta 
"y  uno,  inciso  veinte  y  dos  de  la  Orden  doscientos  trece, 
"serie  de  mi!  novccientoa  y  castigado  en  ese  mismo  pre- 
"cepto. — Tercero.  Son  responsables  en  concepto  de  au- 
"tores  los  procesados  Emilio  Martínez  Perigó  y  Joaquín 
"Mirabent. — Cuarto.  No  son  de  apreciarse  circunstan- 
"cias  moílificativas. — Quinto.  Han  incurrido  loa  proce- 
"sádos  en  la  pena  de  cien  días  de  encarcelamiento  y  pago 
"lie  por  mitad  de  las  costas;  debiendo  servirle  de  abono 
"la  totalidad  de  tiempo  de  prisión  preventiva  que  hayan 
"sufrido. — Responsabilidad  civil. — No  es  de  exigirse". 
Resolución  recurrida: 

Resultando  que  por  la  misma  sentencia,  estimándo- 
se los  hechos  declarados  probados,  constitutivos  del  de- 
lito de  injurias  grave,"  á  la  autoridad,  que  castiga  el  nú- 
mero veinte  y  dos  del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Or- 
den doscientos  trece  de  mil  novecientos,  y  como  autores 
del  mismo  á  los  procesados,  se  impuso  á  cada  uno  de  és- 
tos la  pena  de  treinta  y  un  pesos  de  multa,  debiendo  su- 
frir en  caso  de  insolvencia,  apremio  personal  á  razón  de 
un  día  por  cada  peso  que  dejaren  de  satisfacer,  y  en  todo 
caso,  pagar  las  costas  procesales: 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  la  repre- 
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eentaoión  de  los  prooeBadoa  el  presente  recurso  de  caea- 
ción  por  infracción  de  ley.  citando  como  aiitoriíante  del 
niiemo,  el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  de  la  Ley  de  enjuiciamiento  Criminal, 
bajo  el  supuesto  de  que  los  hechos  declarados  probados 
DO  constituyen  delito,  y  como  infringido  ei  articulo  cua- 
renta y  uno,  número  veinte  y  dos,  de  la  expresada  Or- 
den, por  indebida  aplicación,  "toda  ve? — dice — que  en 
el  articulo  perioílístieo  titulado  "Desfachatez  y  Desca- 
ro'", traniicrito  como  hecho  probado  en  el  primer  resul- 
tando de  la  sentencia  apelada,  aparte  de  que  no  está  es- 
crito y  dirigido  directamente  á  la  persona  del  Alcalde 
Sr.  Galano,  sino  que  hace  alusión  á  lo  que  otro  periódico 
dice  de  dicho  señor ;  no  se  hacen  manifestaciones  falsas, 
malignan  é  inflamantes  que  tiendan  á  injuriar  grave- 
mente al  Alcalde  municipal  de  Baracoa;  sino  que  el 
articulista  hace  la  crítica  y  censura  licitas  aunque  sea 
exagerada,  de  actos  cometidos  por  esa  autoridad,  para 
demostrar  el  desacierto  ó  incapacidad  de  la  misma  para 
la  gestión  y  dirotjción  de  la  cosa  pública,  lo  cual,  si  bien 
lastima  naturalmente  de  alguna  manera  y  aún  puede 
ocasionar  perjuicios,  según  las  circunstancias,  no  me- 
nos<-nba  la  honra  personal  ni  las  condiciones  morales  del 
individuo,  que  es  en  Jo  que  se  funda  principalmente  la 
injuria". 

Ri'sultando  que  admitido  el  recurso,  sustancióee  en 
forma,  celehráudose  la  vista  pública  respectiva  en  diez 
del  que  curw»,  con  asistencia  de  la  representación  de  loe 
proci'sailos,  que  sostuvo  la  procedencia  del  recurso  y  del 
Ministerio  liscal  que  lo  impugnó, 

DkCISIOS   UEI,  BF-CliRSO: 

Sicntlo  ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
liorta. 

fon:' i  dorando  que.  conforme  al  articulo  cuatrocien- 
tos si.'senta  y  cinco  del  Código  Penal,  es  injuria  toda  ex- 
presión proferida  en  deshonra,  descrédito  ó  menospre- 
cio de  otra  persona;  reputándose  grave,  según  el  articu- 
lo siguiente,  la  que  consista  en  la  imputación  de  una  fal- 
ta de  moralidad,  cuyas  consecuencias  puedan  perjudicar 
timsidcru lilemente  la  fama  del  agraviado: 

Considerando  que  las  expresiones  que  han  sido  ob- 
jeto de  la  acusación,  en  las  cuales  se  dice  que  do  "mil  no- 
'  vwientos  á  mil  novecientos  uno  se  regía  el  Ayuntamien- 
to (de  Baracoa)  con  dos  presupuestos;  el  hecho  por  Pé- 
rez para  cobrar  y  uno  nuevo  sin  aprobar,  para  pagar  Ga- 
lano su  estado  mayor",  y  que  el  mismo  Galano,  Alcalde 
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(ie  ilicho  A  vil  ota  miento,  "se  metió  A  hacer  nna  obra  ea 
la  Cárcel,  iimetesaria.  malversando  Robre  quinicntoe  pe- 
flou";  no  pu«le  dejarae  de  estimar,  á  lo  menos,  de  inju- 
líari  graves  á  1a  autoridad,  pues;  que  con  ellas,  lejos  de 
limiturso  ens  autoreí:'  á  liarer  una  censura,  más  ó  menos 
acerba,  tendente  á  cortar  abuRos  ó  á  corregir  desaeief- 
ti)8  on  la  adiiiinistracit'm  pública,  imputan  de  manera 
mnnitiesta  al  referido  Alcalile  una  falta  de  moralidad 
que  no  aparece  comprobarla  y  cuyas  consecuem-iafi  po- 
flríau  perjudicar  considerablemente  la  fama  del  impu- 
tad"; y,  por  eonsisuicnte.  es  indudable  que  al  calificar 
de  ese  modo  la  Sala  sentenciadora  el  hecho  procesal,  es- 
timándolo comprendido  en  el  número  veinte  y  dos  del 
articulo  cuarenta  y  uno  de  la  Orden  doscientos  trece  de 
mil  novecientos,  no  infrinRC  este  precepto  legal,  ni,  por 
tanto, 'incidió  en  el  error  de  deni-ho  que  se  le  atribuye 
«i  el  recurso;  de  donde  resulta  i\ue  debe  éste  eer  decla- 
r»<tn  sin  lugar: 

Considerando  lo  que  previene  sobre  imposición  de 
rostas  el  articido  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos 
de  mi!  ocbocientoa  noventa  y  nue\'e: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Emi- 
lio Martínez  l'erigó  y  Joaquín  Mirabent  Quintanó,  con- 
tra la  sentencia  de  que  se  hace  mención;  con  las  costas 
á  cargo  de  los  recurrentes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos,— -José  Antonio  Pichardo. — Lnis" 
(!aiítón.~.Iosé  Caliarrocas  Horta. — Ambrosio  R.  kfom- 
Ise.— -losé  M.'  (iispert. 


ia£  ley.— Sent.  223.-21  do  Dldombre.  -Perjurio.  í  ffo- 
Mía,  Junio £3,  1904.) 

DOCTRINA:  Aunque  ti  elemenlo  integrante 

del  dtliW  de  peijuí  io  de  lií.ber  declarad.,  f.ilsaineo- 
te  &  snliicnilas,  no  cb  de  meru  bectao,  cuando  la 
Sala  lo  declara  asi  probado,  y  además  se  deduce 
fiirtusainente  del  heeh'>  de  haber  el  reo  añrmado 
biiber  presrriclado  un  succ««,  que  deícribe,  el  cual 
no  presenció,  es  evidente  que  h!  hacer  tal  añrnia- 
cifln  i)bri5  constieute  y  m<ilicioaainente  j  piir  cun- 
BJguiente  cometió  el  expresado  delito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  uno  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  caso- 
ti6n  por  infracción  de  ley.  interpuesto  por  Francisco 
\  aldés  Roilriguez.  cochero,  vecino  de  esta  capital,  ctn>- 

T.  6.— isoi.— Tí. 


DigilizedbvGoO^^IC 


ira  la  sentaicia  dictada  por  la  Sección  segunda  de  la  Sa- 
la d«  lo  Oriminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la 
causa  eej^idu  al  midmo  por  el  delito  de  perjurio. 
Hechos  probados: 

Resultando  que  en  dicha  sentencia  dietada  en  rein- 
ie  y  uno  de  Septiembre  último,  se  expresan  loa  hechos 
procesales  en  el  siguiente :  "Resultando  probado :  que 
"al  celebrarse  en  el  Juzgado  Correccional  del  segundo 
"distrito  en  diez  de  Junio  último  un  juicio  por  injnrias 
"i  D.  Gumersindo  Carablord,  en  e!  que  figuraba  eonto 
"ticusado  D.  Prudencio  Elejalde,  declaró  en  dicho  juicio 
"como  testigo  el  procesado  Valdés  Rodriguez  después  de 
"prestar  juramento  en  forma  de  decir  verdad:  "Que 
"encontrándose  en  la  bodega  de  Omoa  y  Castillo,  11^6 
"un  dependiente  del  acusado  con  dinero  para  que  Jo 
"cambiase  Carablord  y  al  no  querer  éste,  se  marchó  el 
"dependiente,  presentándose  después  Elejalde,  quiai 
"preguntó  á  Camblord  por  qué  no  le  habfa  cambiado, 
"contestándole  Camblord,  que  estaba  saldada  la  cuen- 

"ta,  que  no  lo más  y  Se  fuera  al 

"v  que  cuando  eso  pasaba  no  había  público  en  la  bodega, 
"no  oyendo  frasea  insultantes  por  parte  del  acusado; 
"siendo  lo  cierto  que  Elejalde  insultó  realmente  á  Cam- 
"blord  y  no  éste  á  aquél,  y  que  el  procesado  no  esta- 
'""ba  presente  cuando  ocurrieron  los  hechos,  faltando  en 
"consecuencia  el  procesado  á  sabiendas  á  la  verdad  des- 
-  "pues  de  jurar  decirla." 
Bksolución  becubrida: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  estimando 
Ccíis  hechos  constitutivos  de  un  delito  de  perjurio,  del 
que  es  autor  sin  circunstancias  apreciables,  el  procesado, 
le  condenó  á  la  pena  de  un  año  de  prisión  correccional , 
y  al  pago  de  las  costas,  abonándosele  la  prisión  preven- 
tiva. 
Fundamentos  del  kbcurso  de  oa8aoiók: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  di- 
cho procesado  el  presente  recurso,  expresando  estar  au- 
torizado por  el  número  primero  del  artículo  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  y  sus  concordantes  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Criminal,  y  haberse  infringido  el  inciso 
primero  del  artículo  primero  de  k  Orden  número  cien- 
to diez  y  aeie  de  mil  novecientos  por  indebida  aplicación, 
puesto  que  entre  los  hechos  que  se  declaran  probados  ^i 
la  sentencia,  no  se  expresa  que  el  recurrente  faltara  á  la 
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verdad  deliberadamente,  lo  cual  es  requisito  esencial  pa- 
ra calificar  y  penar  esos  hechos  como  delito  de  perjurio. 

Eesultamlo  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado eu  dfiida  forma  en  este  Tribunal,  celebrándose  la 
vista  pública,  con  asistencia  del  defensor  del  recurrente 
<iue  sostuvo  la  procedencia  de  aquél,  y  del  Ministerio 
fiscal  que  la  impugnó. 
Decisión  del  becobso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  j 
('astón. 

Considerando  que  de  los  hechos  que  en  la  sentencia 
recurrida  se  consignan  como  probados,  resulta  dé  mpdo 
indiscutible  que  el  procesado  al  declarar  con  falsedad, 
bajo  juramento  en  el  juicio  de  referencia,  lo  hizo  deli- 
beradamente, se^n  lo  requiere  la  Orden  número  cien- 
to tfiez  y  seis  de  mil  novecientos  para  que  exista  el  delito 
de  perjurio  que  en  la  misma  .se  casHga,  pues  además  de 
í]ne  asi  se  consigna  de  modo  expreso  en  el  primer  resul- 
tmdo  de  la  sentencia,  afirmándose  que  Valdés  faltó  ¿ 
sabiendas  á  la  verdad,  después  de  jurar  decirla,  lo  que 
i\o  significa  otra  cosa,  sino  que  obró  con  conocimiento  y 
conciencia,  y  por  tanto,  deliberadamente,  este  elemento 
integrante  del  delito  que  no  es  de  mero  hecho,  se  deduce 
íiorzosa  mente  en  el  presente  caso  de  los  hechos  probados, 
y.q  no  es  posible  admitir  que  una  persona  afirme  haber, 
presenciado  un  suceso  y  refiera  lo  ocurrido,  no  siendo 
cierto  que  estuviera  presento,  ni  que  ocurriera  lo  que 
cfirma,  sino  todo  lo  contrario,  según  aparece  haberlo 
ejecutado  el  recurrente,  sin  hacerlo  consciente  y  mali- 
d  osa  mente. 

Considerando  que  en  tal  virtud,  la  Sala  sentencia- 
dora al  calificar  y  penar  como  delito  de  perjurio  los  he- 
ctics  que  declara  probados,  no  ha  cometido  la  infracción 
ni  el  error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  recurso,  el 
cual,  por  tanto,  debe  ser  desestimado;  imponiendo  las 
costas  al  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Fran- 
c¡co  Taldés  Hodríguez  en  la  causa  de  referencia,  con  lat 
coatas  á  cargo  de  dicho  recurente. 

Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luís 
(¡asti'tn. — José  Cabarrocas  Horta. — El  Magistrado  Am- 
crosio  R.  Morales  votó  en  Rala  y  no  pudo  firmar. — José 
íntonio  Pichardo. — José  María  Gispert. 
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M.  ley.— Sent.  224.— 21  de  fficlembre.— Rapto.  {Gace- 
ta, Junio  23,  1904. ) 

1>0(;TUINÁ:  Es  requisito  esencial  dd  delito 
previsto  en  el  pórrofo  IV  del  Art,  *65  del  Cídipo 
Penal,  que  la  menor  raptada  sea  doncctla,  y  si 
bien  esta  palabra  no  ha  de  entenderse  en  un  sen- 
tido ta.ii  literal  queexctuja  el  concepto  moial  de 
la  doncellez,  es  necesario  que  bajo  ui. o  li  otro  as- 
pecto -onste  de  mi  niodn  evidenie  demostrado.  \a 
por  el  htcho  preexiHtente  de  la  vírgíniíind  ya  por 
el  cütado  de  honestidad  de  la  menor  derivado  de 
una  vida  ordenada  de  nioraiidtid  y  reojiimiento 
en  el  seno  del  hogar  6  de  ta  fami  ía  del  cual  se  sos- 
trae;  y  esto  filiimo  no  puede  deducirse  dr  la  «ola 
frase,  contenida  en  la  sentencia  de  *  que  esa  tenida 
en  el  concepto  (te  los  que  la  trataban  ciimo  donce- 
lla;" piir  lal  añrmación  que  Se  reñerc  al  criterio 
de  determinadas  personas  y  no  al  de  ta  Sala  sen- 
tenciadora, no  es  suficirntepara  estimar  proHada 

para  integrar  el  delito, 

Kn  la  PÍH4lRd  <]«  la  Habana  á  veinte  y  uno  de  Di- 
«iembre  <\e  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  de  casa- 

ción  procedente  de  Ja  Audiencia  de por 

infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  procesado 

,  tabaquero,  vecino  do  esta  capital,  contra 

lii  sentencia  de  veinte  y  uno  de  Septiembre  último  dic- 
tada  por   la 

*en  causa  por  delito  de  rapto. 
Hechos  pnoBAOos; 

Besiiltando  que  en  la  sentencia  se  consignan  los  te- 
Fiiltandos  (jiie  á  continuación  se  twnacriben :  "Primero: 
"Kesnltando  probado:    que   el    dia  ocho  de  Junio   del 

"corriente  año  de  mil  novecientos  tres, 

"de  diez  y  ocho  años  de  edad,  soltera  y  tenida  en  el  con- 
'"cepto  de  los  que  la  trataban,  como  doncella,  salió  sola 

"de  su  casa  con  consentimiento  de  su  madre 

"fl  cuyo  abrigo  vivía,  para  ir  á  casa  de  un  dentista  y  ha- 

'■biéndose  encontrado  en  la  calle  con  el  procesado 

" ,  que  desde  htfcfa  poco  tiempo  sostenía 

"ocultamente  relaciones  anmrosas  con  ella ;  haciéndole 
"éste  creer  que  iba  á  llevarla  á  casa  de  una  tía  suya  para 
"que  la  conofiera,  la  llevó  á  una  posada,  donde  con  ee- 
"ducciones,  halagos  y  promerfas  de  matrimonio  consiguió 

'•ejecutar  con  ella ,  separándose    ambos 

"como  una  hora  después  y  volviendo  ella  para  la  casa 
"de  8H  madre  á  la  que  al  día  siguiente  confesó  lo  ocurri- 
"do,  formulando  énta  entonces  su  denuncia  por  el  delito 
"de    rapto. — Segundo:  Resultando:    que  el    Ministerio 
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"fiBcal  sostuvo  detínitivamente  en  e\  acto  del  juicio  oral 

"las  concluaioaes  siguientes :  Primera : 

" ,  que  IJevaba  relaciunea  con  la  doncella  mayor 

"de  doce  años  y  menor  de  veinte , 

**ba]o  promesa  de  matrimonio  la  llevó  el  ocho  de  Junip 

"último  á  la  pojtuda  de  donde  disfrutó 

"(te  9U  virginidiul.  Segundo:  Esos  hechos  cooBtituyeo 
'"un  delito  de  rapto  por  seducción,  definido  y  penado 
"por  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Códii- 
"go  Penal,  modificado  por  la  Orden  doscientos  cincuen- 
'■ta  y  siete  del  novecientos  uno  de!  Gobierno  Militar 
"Americano.  Tercero :  Es  responsable  de  este  delito  en 
"concepto  de  autor  por  participación  directa  el  procesa- 

"do Cuarta :  No  son  de  apreciarse 

''circunstancias  modificativas  de  responsabilidad  penal. 
''Quinta:  La  pena  que  debe  imponerse  al  procesado  es 
"la  de  un  año,  ocho  meses  veinte  y  un  días  de  prisión 
"correccional,  accesorias  del  artículo  sesenta  del  Código 
"Penal  y  pago  de  las  costas  con  abono  de  la  preventiva 
"dufrida  al  ser  firme  la  sentencia.  "Responsabilidad  civil: 
"El  procesado  debe  ser  condonado  á  dotar  á  la  ofendida 
''en  la  suma  de  doscientas  cincuenta  pesetas,  ó  sufrir 
"apremio  en  caso  de  insolvencia,  reconocer  la  prole  si  la 
■■'hubiere  y  no  lo  impidiese  la  calidad  de  su  origen,  man- 
'"teniéndola  en  todo  caso.  Tercero.  Resultando  que  el 
'"defensor  del  procesado  sostuvo  definitivamente  la  ab- 
"solución  de  su  detendido,  por  no  ser  ciertos  los  hecho» 
'"sostenidos  por  el  Ministerio  fiscal  y  porque  aún  en  el 
■'caso  de  serlos,  solo  constituían  un  delito  de  estupro,  no 
"perseguible  de  oficio". 

Kesultando  que  la  parte  dispositiva  de  la  referida 
RESOi.rciÓN  REcntHiDA : 
6<>ntencia  es  como  sigue:  "Fallamos  que  debemos  eon- 

■'denar  y  condenamos  á como  aa- 

"tor  de  un  delito  de  rapto,  á  la  pena  de  un  año,  ocho 
"meses  y  veinte  y  un  días  de  prisión  correccional,  con 
"las  accesorias  <le  suspensión  do  todo  cargo  y  del  dere- 
'"cho  del  sufragio  durante  el  tiempo  de  la  condena,  á  do- 

"tar  á  la  ofendida en  la  suma  de  , 

"mil  pesetas,  sufriendo,  en  defecto  de  pago  de  la  misma, 
"un  día  más  de  prisión  por  cada  doce  pesetas  y  media 
"que  deje  de  satisfacer,  á  reconocer  y  mantener  la  prole 
''si  la  hubiere,  y  al  pago  de  las  costas,  sirviéndole  de 
"((bono  la  prisión  preventiva,  y  pedida  aclaración  de  la 
"misma  por  la  defensa  del  procesado,  en  el  sentido  d« 
"(|ue  se  hiciera  cunstar  que  aún  cuando  en  concepto  i» 
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"loa  que  trataban  Á  la  ofendida  era  tenida  por  doiwella, 
"no  lo  era  realmente,  fué  denegada  dicha  solicitud  por 
"auto  de  veintiséis  del  expresado  mee  de  Septiembre". 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso    e! 

defensor  de el  presente  recurso 

de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  Húme- 
ro del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como  infringido  por 
indebida  aplicación  el  artículo  cuatrocientos  sesenta  y 
cinco  del  Código  Penal,  y  explicando  el  concepto  de  di- 
cha infracción  en  la  forma  siguiente:  "Concepto  de  la 

"infracción :  Ija  Rala  declara  probado  que 

" ,  ta  raptada,  era  tenida  en  concepto  de 

"loa  que  la  trataban,  como  doncella,  y  como  con  esto  ee- 
"ííiin  expresa  el  auto  de  aclaración  se  demuestra  que  no 
"era  realmente  doncella,  es  visto  que  se  infringe  el  ci- 
'"'tado  artículo  del  Código  Penal,  pues  éste  exige  que  la 
"raptada  sea  doncella,  no  siendo  bastante  el  que  se  le 
"tenga  en  eee  concepto  si  no  lo  es  realmente.  Además, 
"en  los  hechos  que  se  declaran  probados,  aún  siendo  don- 

"cella  de  verdad  la  no  se  reúnen  los  re- 

"quisitoB  que  integran  el  delito  de  rapto  porque  ha  sido 
"condenado  el  procesado  hoy  recurrente.  En  efecto: 
"Téngase  por  reproducido  aquí  el  primer  resultando  de 
"la  sentencia,  que  es  lo  único  en  que  se  declaran  proba- 

"dos  los  hechos.  De  esos  hechos  no  aparece  que 

" con  anuencia  de ,  la 

"raptase,  pues  dicha  salió  sola  de  su  caaa 

"para  ir  á  la  del  dentista,  y  ya  en  el  camino  se  encontró 
"con  el  procesado,  quien  la  llevó  á  una  posada,  hacién- 
"dole  creer  que  iba  á  casa  de  una  tía  y  ya  en  la  posada 

"realizó  el  acto sin    que   hubiese  gozado  de 

"fiu  virginidad,  porque  eso  no  se  declara  probado  en  la 

"sentencia.     Después  de  realizado  el   

"se  fué  para  casa  de  su  madre  á  la  que  confesó  lo  ocurri- 
"do  al  día  siguiente,  formulándose  entonces  la  denun- 
"eia.  Estos  hechos  no  constituyen  delito  porque  para 
"que  exista  el  rapto  que  deñne  y  pena  el  artículo  del 
"Código  Penal,  indebidamente  aplicado  por  la  Sala,  ee 
"requisito  indispensable  que  sea  doncella  la  mujer,  v 
"que  sea  sustraída  de  su  domicilio,  siendo  imposible 
"aceptar  el  criterio  sustentado  por  la  sentencia,  porque 
"entonces  los  actos  que  se  realizan  con  las  busconas  que 
"pululan  por  nuestras  calles,  serían  constitutivos  de  de- 
"lito  de  rapto.  Además,  importa  poco  que  la  opinión  pú- 
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'^tica,  para  la  que  generalmente  no  ae  traneparentan  los 
"actos  de  liviandad  que  se  realizan  en  el  ho^ar,  tenga 
"eo  concepto  de  doncella  ¿  la  que  no  es,  sin  que  por  ea- 
"te  concepto  erróneo,  pueda  convertirse  en  virgen  á  la 
"■que  ya  dejó  de  serlo". 

Resultando  que  fldmitido  el  recurso,  y  sustanciado' 
en  forma  ante  este  Supremo  Tribunal,  ae  celebró  la  vi»- 
U  pública  del  mismo  el  día  nueve  del  corriente,  en  cu- 
yo acto  informaron  el  defensor  del  recurrente  y  el  Mi- 
nisterio ñscal,  sosteniendo  ambos  dicho  recurso. 
Decisión  del  recomo: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Giapert. 

Considerando  que  es  condición  esencial  del  delito 
ce  rapto  á  que  se  refiere  el  párrafo  primero  del  artículo 
cuatrocientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Penal,  que  la 
Ri^ior  raptada  sea  doncella,  circunstancia  ésta,  que  si 
bien  no  ha  de  entenderse  siempre  de  un  modo  tan  mate- 
rial que  excluya  el  concepto  moral  de  la  doncellez,  se- 
gún lo  tiene  declarado  la  jurisprudencia  establecida  por 
este  Supremo  Tribunal,  es  necesario  que  bajo  uno  ú  otro 
aspecto  conste  de  un  modo  evidente  demostrado,  ya  por 
el  hecho  real  preexistente  de  la  virginidad,  ya  por  el  es- 
tado de  honestidad  de  la  menor,  derivado  de  una  vida 
ordenada  de  moralidad  y  recogimiento  en  el  seno  del 
hogar  ó  de  la  familia  del  cual  se  la  sustrae. 

Considerando  que  ni  uno  ni  otro  de  los  elementos 
expresados  puede  estimarse  que  concurre  en  el  presente 
caso,  pues  ni  en  el  resultando  primero  de  la  eent^icia  en 
qne  se  consignan  los  hechos  probados,  se  expresa  de  una 

manera  clara  y  terminante  que  la  menor 

era  doncella  cuando  fué  sustraída  por  su  no-  ' 

vio  el  procesado ni  tampoco  apa- 

f.-cen  de  esos  hechos  antecedentes  de  ninguna  clase  acer- 
ca del  género  de  vida,  moralidad  y  conducta  de  dicha 
tuenor,  que  permitan  afirmar  que  era  de  estado  hones- 
to, determinante  en  todo  caso  según  se  deja  indicado, 
del  concepto  jurídico  de  la  doncellez  moral,  sin  que  bas- 
te á  este  respecto  la' expresión  de  que  era  "tenida  en  el 
concepto  de  los  que  la  trataban,  como  doncella",  porque 
refiriéndose  al  criterio  de  determinadas  personas,  y  do 
en  algún  modo  al  de  la  propia  Sala  sentenciadora,  acer- 
ca del  estado  de  doncellez,  física  ó  moral,  no  es  por  sf 
sola  suficiente  dicha  expresión  para  afirmar  la  concu- 
rrencia en  el  hecho  de  autos  de  tal  esencial  elemento  del 
delito  de  que  se  trata. 

Considerando  que  tampoco  Tevisten  los  hechos  de- 
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í^árwíoB  probados,  caracteres  de  niafcún  otro  delito  pe- 
Kable  á  virtud  de  este  procedimiento,  por  lo  que  al  oali- 
fJCBrae  y  penaría  eeos  hechos  ^i  coaeepto  de  rapto  en  la 
wntencía  rectirrída,  es  visto  "que  por  el  Tribunal  á  tfoo 

■  je  ha  incidido  en  e!  error  de  derecho  señalado  en  el  re- 
'eurm,  é  infringido  la  disposición  legal  que  en  el  mismo 
1*  cita,  en  el  concepto  que  se  deja  indicado;  no  siendo, 
por  tanto,  necesario  examinar  el  otro  concepto  de  la,  ío- 
fracciéii  alegado  también  por  el  recurrente. 

Considerando  que  por  los  fundamentos  expuestos, 
procetle  la  casación  de  k  mencionada  sentencia,  sin  ea- 
pticial  condenación  de  costas. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lufiar  al  presente  recurso  de  casación  por  infracción  de 

ley.  interpuesto  por  la  defensa  del  procesado 

,  contra  la  sentencia  de  veinte  y  uno   de 

Septiembre  último,  dictada  en  la  causa  mencionada,  la 
-   cual  sentencia  casamos  y  anulamos,  sin  especial  conde- 
nación de  costas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
,  mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luá 
Qastón. — .Tose  Cabarroeas  Ilorta. — El  Jlagistrado  Am- 
brosio R.  Morales  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José 
Antonio  Pichardo. — .Iwé  María  Gispert. 
Se;niBda  sentOUCÜL — ^'^  ¡o.  müma  fecha  dictó  al  THfrumol 

nueva  aenUiwia  en  Um  giguienle»  tirmino»: 

fie  produciendo  loa  resultandos  de  la  eentencia  ca- 
gada, asi  como  el  primero  y  segundo  fundamentos  de  de- 
recho de  la  de  casación. 

Considerando  que  por  lo  expuesto  y  no  revistiendo 
los  hechos  declarados  probados,  caracteres  de  ningún 
otro  delito  penable  en  virtud  de  este  procedimiento,  pro- 
cede la  absolución  del  procesado,  con  declaratoria  de  lai 
costas  de  oficio. 

Vifltaíi,  etc. 

Fallamos   que  debemos  absolver   y    absolvemos    í 

por  el  delito  de  que    ha  sido 

acusado  en  la  causa  mencionada,  c6n  las  costas  de  ofi- 
cio; y  se  decreta  su  libertad  definitiva,  cancelándose  1& 
fianza  que  para  gozar  de  la  provisional  hubieae  presta- 
do, y  archívese  la  actuación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Lui« 
Gastón, — José  Cabarroeas  Horta. — El  Magístnwi)  Am- 
brosio E.  Morales  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — Joa& 
Antonio  Pichardo. — José  María  Gispert 
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Impngoadón.— Auto   206.— 22  de  Pióenlffe.— Bmoxm 

de  iDOOnBÜtTOMUmdAd.   iOaa.,  Juttia  £S,   IvO^.) 

DOCTRINA:  Es  inHdmisible  un  rerurao  de 
caiaciiSn  p>ir  inconslitucinnnlitlfid  cuando  no  se 
Tanda  rn  la  aplicBción  de  nna  Ixy,  dccieio  ó  re- 
glAniento  qneíc  estima  inconaticiicii>nnl,  sino  que 
esencial  mente  tiene  pin*  objeto  discuiir  el  error  de 
derecho,  en  que  á  su  juicio  del  rehuir,  ntf,  incurrie- 
ra un  juei  al  interpretnr  preceptos  dí  1 1  Lej  de 
Bnjnici amiento  Criminal. 

AfíTECEnBKTES: 

Kí«ultan(lo  que  según  aparece  del  presente  rollo  á 
conseRueiicia  de  juicio  de  faltas  que  cursaba  en  el  Jai- 
gsiio  Correccional  del  Segundo  distrito  de  esta  ciudad, 
contra  Ricardo  Amautó  y  Hernández  por  faltas  contra 
el  orden  público,  fué  recusado  por  Arnautó  el  Juez  pro- 
pietario Manuel  R.  Miyeres,  quien  no  se  dio  por  recu- 
sado por  no  considerar  cierta  la  causal  alegada,  diepo- 
nicndo  no  obstante  ta  suspensión  del  juicio  hasta  la  de- 
cisión del  incidente  y  que  con  testimonio  de  loa  lugares 
oportunos  ee  diera  cuenta  al  Juez  inuniripál  del  Sur  Fe- 
derico Jusfiniani,  á  quien  por  sustitución  reglamentaría 
correspondía  !a  sustanciación  del  incidente,  como  se  ve- 
rificó siendo  también  recusado  por  Amautó  dicho  Juez 
Juatiniani  en  el  acto  de  la  celebración  de  la  respectiva 
comparecencia,  el  que  como  Miyeres  no  aceptó  la  causal 
alegada,  mandando  pasar  el  incidente  al  Juez  Correc- 
cional del  primer  distrito,  Gabriel  García  Echarte. 

Resultando  que  señalado  por  éste,  día  para  el  alu- 
dido acto  compareció  Arnautó,  presentando  escrito  por 
el  que  fundado  en  motivo  de  manifiesta  enemistad,  se- 
gún él,  recusaba  al  Juez  actuante,  á  cuyo  escrito  pro- 
veyó éste  por,  auto  de  veinte  y  tres  de  Octubre  último, 
declarando  no  admisible  el  incidente  de  recusación  pro- 
movido contra  el  y  que  era  competente  para  conocer  del 
incidente  de  recusación  de  Justiniani,  disponiendo  la 
celebración  de  la  correspondiente  vista,  la  que  se  llevó 
¿  cabo  sin  que  Arnautó  aportara  pniebas  que  justifica- 
ran la  causal  alegada  para  la  recusación  de  Justiniani, 
dictando  con  fecha  veinte  y  cuatro  del  mismo  mes,  auto, 
declarando  sin  lugar  esta  recusación  é  imponiendo  al 
recurrente  la  multa  de  cinco  pesos  moneda  americana' 
ó  en  su  defecto  arresto  personal  á  razón  de  un  dia  por 
cadA  peso  que  dejare  de  satísfac-er  y  devolviéndose  el  io- 
ridente  al  Juez  Justiniani  para  lo  que  correspondiera. 
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RKCCifSO  admitido: 

Resultando  que  contra  los  mencionados  autos  de 
veinte  y  tres  y  veinte  y  cuatro  de  Octubre,  Ricardo  Ar- 
nautó  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  presentando  k  este  objeto  el  escrito  que  copiado  en 
BU  parte  pertinente  dice  asi :  "Autoriza  este  recurso  de 
"casación  por  infracción  de  ley  el  articnlo  cuarto  de  la 
"de  treinta  y  uno  de  Marzo  último,  sobre  constitucio- 
"nalidad  de  las  leyes  en  relación  con  los  artículos  cua- 
''renta  y  cuatro,  sesenta  y  uno,  sesenta  y  dos  y  sesenta 
"y  tres  de  la  Costitución  cubana  y  séptimo  de  las  dis- 
"posiciones  transitorias  de  la  misma  Congtitnción,  cu- 
"yOB  preceptos  resultan  infringidos  en  las  dos  meacio- 
"nadas  resoluciones.  En  efecto,  habiendo  yo  recusado 
"al  Juez  Correccional  del  primer  distrito  Sr.  Gabriel 
"García  Echarte  por  la  causal  once  del  artículo  cin- 
"cuenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal, 
"ó  sea  por  enemistad  manifiesta,  recusación  que  estable- 
"ci  en  el  incidente  al  juicio  correccional  que  se  me  si- 
"gue  por  ocultación  de  nombre  á  la  policía,  formado 
"para  tratar  de  la  recusación  establecida  contra  el  Jues 
"municipal  en  funciones  de  correccional  Sr.  Federico 
"Justiniani,  el  Sr.  García  Echarte  no  se  dá  por  recusa- 
"do,  no  niega  la  causal,  so  la  acepta,  no  manda  á  for- 
"mar  el  incidente  correspondiente  que  la  Ley  de  Enjui- 
"eiamiento  Crimina!  establece  y  dictó  auto  en  veinte  y 
"tres  del  mes  en  curso,  y  convirtiéndose  él  en  l^sUdor, 
"modifica,  restringiendo  la  libre  facultad  de  laa  recuso- 
"ciones  que  sin  limitación  establece  la  Ley  de  Enjuicia- 
"miento  Criminal  en  las  causas  por  delitos  y  faltae  no 
"modificada  por  la  Orden  doscientos  trece  ni  por  otra 
"que  con  los  Juzgados  Correccionales  se  refiera,  sentan- 
"do  la  doctrina  de  la  limitación  en  materia  de  recusacio- 
"nes  por  los  Jueces  correccionales  para  no  dar  lugar, 
"según  expresa  é  un  engendro  de  sucesivas  recusaciones 
"que  hagan  prácticamente  imposible  la  administración 
"de  justicia  correccional,  con  lo  cual  ho  infringido  los 
"artículos  cuarenta  y  cuatro,  sesenta  y  uno,  sesenta  y 
"dos  y  sesenta  y  tres  de  la  Constitución  en  cuanto  como 
"va  ya  dicho  invade  la  esfera  de  acción  del  poder  l^s- 
"latiVo  que  no  limita  á  número  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
"to  Criminal  y  modificando  con  su  particular  opinión 
"sin  embargo  de  la  resolueión'dei  Tribunal  Supremo  de 
"Justicia  de  esta  Isla,  sobre  la  recuaabilidad  de  los  Jue- 
"ces  correccionales  el  número  ó  límite  de  las  que  deban 
"establecerse  no  obstante  de  reconocer  él  en  el  auto  con- 
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"bn  el  que  recurro  su  L'oudición  de  recusado.  En  cuan' 
"to  al  auto  de  veinte  y  cuatro  de  Octubre  corriente,  te- 
"nenios  que  en  él  ee  aplica  la  diaposición  de  carácter 
"general  que  entraña  la  legÍBlación  creada  en  materia 
"de  recusación  por  el  Juez  García  Echarte  en  el  auto 
"de  veinte  y  tres  de  este  propio  mes  ya  citado,  y  contra 
j  "el  cual  y  anteriormente  he  explicado  mia  motivos  de 
"casación  por  infracción  de  ley,  para  poder  resolver  di- 
"cho  J\iez  como  resolvió  estando  él  recusado  el  inciden- 
"te  de  recusación  del^Juez  correccional  en  funciones  ae- 
"ñor  Federico  Justin'iani,  toda  vez  que  en  ese  auto  del 
"día  veinte  y  cuatro  se  hace  referencia  al  del  día  veinte 
"y  tres  dictado  por  dicho  Juez,  sin  que  hubiera  sido  po- 
"sible  á  no  ser  la  aplicación  indebida  de  lo  por  él  legis- 
"lado  en  el  día  anterior,  la  resolución  del  incidente  d« 
"recusación  del  Sr.  Juatiniani  que  declaró  sin  lugar  con 
"las  costas  é  imposición  de  multa,  es  indiscutible,  pues, 
"que  ambos  autos  se  relacionan  y  compenetran  el  nno 
"con  el  otro  y  que  en  el  de  veinte  y  cuatro  de  Octubre, 
"ó  sea  aquel  á  que  en  et  párrafo  que  precede  me  contrai- 
"go,  se  aplica  una  dispoBÍción  que  coU  carácter  general 
"ha  dictado  como  ley  el  Juez  correccional  del  primer 
"distrito,  Sr.  García  Echarte,  haciendo  imposible  la  re- 
"cusgeión  del  mismo,  y  recayendo,  por  tanto,  su  apIJca- 
"ción  determinadamente  sobre  el  derecho  de  que  me  creo 
"asistido  para  haberlo  hecho  é  infringiendo  en  bu  conse- 
"euencia  en  ese  caso  como  en  el  auto  de  veinte  y  tres  del 
"corriente  mes  los  articules  cuarenta  y  cuatro,  sesenta 
"y  uno,  sesenta  y  dos  y  sesenta  y  tres  del  Código  funda- 
"mental  del  Estado  y  la  séptima  de  las  disposiciones 
"transitoriaB  del  mismo  toda  vez  que  estando  en  vigor  . 
"los  artículos  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Criminal  que 
"regulan  la  materia  de  las  recusaciones  por  medio  de  la 
"limitación  creada  á  ese  recurso  que  tal  como, se  halla 
"vigente  en  dicho  Código  de  procedimientos  no  ae  opo- 
"ne  á  la  Constitución,  resulta  fuera  d**  observancia  por 
"el  llamado  á  cumplirlo". 
Impuoíjacion: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  personado  el 
recurrente  se  confirió  instrucción  é  las  partes  por  tér- 
mino de  quince  días,  dentro  del  cual  el  Ministerio  ñscal, 
impugnó  la  admisión  del  recurso  por  los  siguientes  mo- 
tivos: "Prinier  motivo.  En  el  caso  presente  no  se  ha 
CFtablecido  el  recurso  contra  sentencia  dictada  en 
óltima  instancia,  pues  no  tienen  ese  carácter  ninguno  de 
los  dos  autos  en  aue  el  Juez  correccional    del    primer 
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distrito  resolvió  sobre  su  propia  recu.'íacióii  y  la  del  Jue> 
municipal  en  funciones  de  correccional  al  Sr.  Justinia- 
ni,  sino  que  esos  son  autos  que  resuelven  incidente  y 
DO  sentencias  definitivas,  qae  son  á  los  que  se  contrae 
el  artículo  cuarto  de  la  Ley  citada. — Segundo  motivo. 
Debe  declararse  mal  admitido  porque  este  recurso  no  se 
concede  cuando  una  sentencia  infringe  ó  viola  directa- 
mente la  Conatituiiún ;  sino  cuando  en  ella  se  aplican 
una  leí/,  un  devre.io  á  un  reglamento  inconstitucional,  y 
la  raxóa  es  obvia;  el  Juez  que  aplica  una  ley,  un  decreto 
6  un  reglamento  cumple  con  su  deber,  pues  que  está  obli- 
gado á  liacorlo,  aunque  la  ley  líea  inconstitucional,  y  asi 
lo  ratifica  el  artículo  tercero  de  la  Ley  de  treinta  y  uno 
de  Mamo  y  por  consig[uieute  para  defender  á  la  Consti- 
tución no  infringida  por  el  Juez,  sino  por  una  disposi- 
ción legÍElativa,  ó  con  fuerza  tal,  es  necesaria  la  inten- 
ción del  Tribunal  Supremo  en  la  forma  que  consagra  ti 
número  cuarto  del  artículo  ochenta  y  tres  de  la  Consti- 
tución, pero  cuando  lo  que  se  sostiene  ca  que  el  Juez  ba 
violado  la  Constitucióu,  no  aplicando  ningún  precepto 
que  la  contraríe,  sino  interpretando  erróneamente  su 
texto,  ó  leyes  constitucionales,  entonces  lo  que  procede 
intentar  es  el  recurao  de  responsabilidad,  único  medio  de 
corregir  lus  desmanes  que  cometan  los  Jueces  faltando 
abiertamente  á  las  leyes.  —  Por  estas  razones  y  ejerci- 
tando el  derecho  que  le  concede  el  segundo  párrafo  del 
artículo  veinte  y  ocho  de  la  Orden  noventa  y  dos  solicita 
el  Fiscal  que  la  8ala  se  sirva  declarar  mal  admitido  el 
presente  recurso  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente^ 
cuya  pretensión  debe  declararse  temeraria". 

Resultando  que  el  diez  y  ocho  del  actual  tuvo  lugar 
la  vista  pública  de  la  cuestión  previa  suscitada,  asis- 
tiendo al  acto  el  Ministerio  ñscal  que  sostuvo  bu  preten- 
aión  y  e]  defensor  del  recurrente  que  se  opuso  á  ella : 
Eesolüctón  : 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  que  concede  el  artículo  cuarto  de  la  Ley  de 
treinta  y  uno  de  Marzo  del  corriente  año,  debe  fundarse 
necesariamente,  según  el  iniprno  artículo,  en  la  incons- 
titucionalidad  de  una  Ley.  Decreto  ó  Eeglamento,  y 
ajustarse  en  cuanto  á  su  interposición  y  austanciación  i 
las  disposiciones  vigentes: 

Considerando  que,  esto  sentado,  es  inadmisible  el 
jiresontc  recurso;  pues  aún  aceptando  que  las  resolucio- 
nes reclamadas  sean  por  su  naturaleza  susceptibles  del 
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lecurao  He  casadftn,  sípmpre  careoerla  el  establecido,  de 
la  prinipra  fie  las  forniaÜdadeB  indicadaH,  toda  ven  que 
Bo  Be  funda  en  la  indebida  aplicación  de  una  l-ey.  De- 
creto ó  Reglamento,  que  se  estime  ineonetitucional,  sino 
que  esencialmente  so!»  tiene  por  objeto  discutir  el  error 
Ae  derecbo  en  que,  á  juicio  del  recurrente,  incurriera  el 
Jnez  OorreccLonal  del  primer  distrito  de  esta  ciudad,  al 
interpretar  prcrepti>s  de  ta  Ijcv  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal en  materia  de  re<-us8ci6n,  pianteándose  de  este 
mwlo  UDa  cucKtión  que-  no  autoriza  á  debatir  el  citado 
artículo  cuarto: 

t'onsiderando  que,  por  tanto,  es  de  cutimarne  con 
lugar  la  impugnación  hecha  por  el  Ministerio  fiscal,  y.  en 
cnnsccuení'ia,  declarar  nial  admitido  el  recurso  de  que  se 
trata;  sin  hacer  cupecial  condenación  de  costas,  según 
te  desprende  del  artículo  treinta  y  tres  de  la  Orden  no- 
venta y  dos  fie  ntil  ochocientos  noventa  y  nueve : 

Se  dei'Iara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
infrací*"'n  de  ley.  interpuesto  por  Ricardo  Arnautó  y 
Hernández  contra  los  expresados  autos  de  veinte  y  tree 
y  veinte  y  cuatro  de  Octubre  último;  sin  efi|»ecial  conde- 
oaeióo  de  costas. 

Comuniqúese,  etc. 

I»  proveveron  v  firman  lo»  Magistrados  del  margen. 
— .losé  Antonio  Ficha rdo.— Luis  Gastón. — .José  Caba- 
rrocas  Horta. — Kl  Migiwtrado  Ambrosio  lí.  Morales  votó 
en  Hala  y  no  pudo  firmar. — José  Antonio  Fichardo. — 
José  M.»  (Ürijiert. — Silverio  Castro,  Secretario. 


Inl  ley.— Sent.  225.— 23  de  Diciembre. -Lotería.  ((?«- 

cfta,  Junio  Sil,  190i  ) 

DOCTRINA:  Bl  solo  hech..  detrteróh  c  r 
que'üe  tri.ijran  i.l  país,  por  cuiilquíer  inedi's  liille- 
V  s  Ae  lotería,  cutí  u'ijeto  de  dispcmer  de  ellos  íi  \x- 
gra  el  delito  que  CHStigfi  la  Urden  '230  de  1899 

Kn  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  tn*;  en  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  pendo  ante  este  Tribunal 
Supremo,  cimtra  la  sentencia  dictada  eo  primero  de 
Septiembre  .último  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  provincia  en  can- 
sa proeedcntc  del  Juzgado  de  instrucción  de!  Kste  de 
enta  capital,  seguida  por  ¡Tifraeción  del  Código  Fostal, 
contra  Carlos  Pournier  y  Oaldeano,  de  oficio  lavandero, 
y  vecino  de  la  misma  ciudad  : 
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Hechos  probados  : 

Keeultando  que  los  hechos  en  que  se  funda  dichi 
sentencia  ee  consignan  en  el  siguiente  resultando : 

"Braultando  probado ;  que  el  procesado  en  esta  cau- 
"sa,  darlos  Foumier  y  Galdeano,  hÍ30  que  le  enviaran 
"por  correo,  á  su  nombre,  desde  Madrid,  para  disponer 
"aquí  de  ellos,  dos  mil  billetes  enteros  de  )a  lotería  de 
"Madrid  para  los  sorteos  que  debían  celebrarse  en  los 
"días  veinte  y  veinte  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  no- 
"vecientos  dos,  los  que  en  diez  y  seis  paquetea  certifi- 
"cados  llegaron  á  la  Administración  de  Correos  de  esta 
"ciudad  los  dfas  cuatro,  seis  y  diez  y  siete  del  citado  me», 
"sin  que  le  llegasen  á  ser  entregados,  porque  denuncia- 
"do  el  hecho  por  el  Gobernador  civil  al  día  siguiente  de 
"l&  llegada  de  los  primeros  paquetes,  fueron  todos  ocu- 
"pados  por  el  Juez  y  más  tarde  abiertos  por  dicha  auto- 
"ridad  fuera  de  la  presencia  del  destinatario,  que  citado 
"para  el  acto  no  compareció.  Los  billetes  ocupados  fue- 
"ron  entregados  en  depósito  á  Manuel  Fresneda. 
Resolucton  hecuhhida  : 

Itesultando  que  por  la  misma  sentencia,  calificán- 
dose los  referidos  hechos  como  constitutivos  de  un  solo 
delito  de  introducción  de  billetes  de  lotería,  previsto  j 
eastigailo  en  la  Orden  doscientos  treinta  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  por  cuanto  no  consta  demostra- 
do que  fuera  más  de  una  la  petición  de  dichos  billetes; 
ein  que  obste  á  la  calificación  el  que  no  llegaran  á  ser 
entregados  al  destinatario,  porque  lo  que  la  citada  Or- 
den pena  ei  la  introducción  en  la  Isla  por  medio  del  co- 
rreo de  cualquiera  clase  de  billetes  de  lotería  ó  efectos 
con  ésta  relacionados;  y  estimándose  autor  del  expre- 
sado delito  al  Foumier  Galdeano,  sin  circunstancias 
apreciables ;  se  condenó  á  éste  en  la  multa  de  doscientos 
cincuenta  pesos,  moneda  americana,  confiscación  de  los 
billetes  ocupados,  y  en  defecto  de  pago  de  la  referida 
suma  á  un  día  de  detención  por  cada  doce  y  media  pese- 
tas que  dejare  de  satisfacer,  sirviéndole  de  abono  en  to- 
do caso  la  prisión  preventiva  que  hubiere  sufrido. 
Fundamentos  del  hecuiibo  de  casación: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  la  repre- 
sentación del  procesado  el  presente  recurso,  fundado  eo 
el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y  en  ha- 
berse infringido — dice — ei  artículo  primero  del  Código 
Penal  y  por  aplicación  indebida   la   Orden  doscientos 
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treinta  de"  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  porque  esta 
Orden — agrega — "castiga  á  cualquier  persona  que  tra- 
"jere  ó  hiciere  traer  á  la  Isla  de  Cuba,  desde  el  eztran- 
"jero,  por  los  correos,  con  el  objeto  de  diaponer  de  ellos, 
"papeles,  certificados  ú  otros  instrumentos,  destinados 
"á  hacer  ó  representar  papeletas,  opción  k  premios,  par- 
"ticipación,  interés  directo  ó  indirecto  en  la  celebración 
"de  loterías,  y  en  el  presente  caso  habiendo  quedado  los 
"billetes  en  poder  de  la  Administración  de  Correos,  que 
"no  los  entregó  n¡  Iob  puso  á  dÍBposiúión  de  la  persona 
"k  quien  venían  dirigidos,  y  abiertos  después  se  entre- 
"garon  al  Juzgado  sin  orden  ni  intervención  del  desti- 
"natarío,  contra  lo  dispuesto  en  las  Secciones  veinte  j 
"cin^o,  cuarenta  y  seis  y  cuarenta  y  siete  del  Código 
"Postal,  que  señalan  el  procedimiento  que  debe  seguirse, 
"y  ó  bien  hacen  impasible  el  delito  si  en  su  cumplinüeD- 
"to  se  devuelven  los  billetes  é.  la  estación  de  origen,  ó 
"bien  obligan  á  que  el  hecho  se  consume  por  la  entrega 
"de  los  mismos  al  destinatario,  cosas  que  ni  una  ni  otra 
"resultaron  y  que  para  los  efectos  legales  debe  entender- 
"se  que  todavía  los  billetes  están  en  poder  de  la  Admi- 
"nistración,  bajo  la  custodia  sagrada  que  supone  su  io- 
"tervención  en  la  correspondencia,  no  ha  podido,  bajo 
"ningún  concepto,  entenderse  que  se  ha  cometido  el  de- 
'"lito  previsto  y  penado  en  la  Orden  número  doscientos 
"treinta,  pues  que  ese  delito,  por  su  índole  especial  ha 
"de  ser  siempre  consumado,  y  no  se  concibe  nunca,  ni 
"puede  castigarse  como  frustrado  ó  en  estado  de  tenta- 
"tiva". 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  sustancióse 
por  todos  sus  trámites,  celebrándose  la  vista  pública  co- 
rrespondiente en  once  del  que  cursa,  con  asistencia  del 
representante  del  recurrente,  que  sostuvo  la  proceden- 
cia de  aquél,  oponiéndose  á  ello  en  el  mismo  acto  el  Mi- 
nisterio ñscal- 

DeCISIÓN  DBL  RGCt'RBO : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  Cabarrocas 
Horta. 

Considerando  que  el  solo  hecho  de  traer  6  hacer  que 
se  traigan  al  país,  por  cualquier  medio,  billetes  de  lote- 
ría, con  el  objeto  de  disponer  de  ellos,  integra  el  delito 
que  castiga  la  Orden  doscientos  treinta  de  cuatro  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que  de  los  hechos  que  se  declaran 
probados  en  la  sentencia  recurrida,  aparece  que  Carloa 
Foumier  Galdeano  hizo  que  le  enviaran  por  correo  dee- 
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iJe  Kepaña.  con  el  in(lü-H<lo  objeto,  drts  mil  billetes  de  U 
iotpríg  (le  Ma<in<l  para  loe  sorteos  qno  debían  celebrarse 
en  vcinle  y  veinte  y  nueve  <le  N'oviembre  del  año  pró- 
linio  passíio,  y  i]iie  llegaron  en  varios  paquetea  á  la  Ad- 
ministración (te  correos  de  esta  capital  en  cuatro,  seis  y 
diez  y  siete  ilcl  mismo  mes;  y,  por  tanto,  dado  el  acuer- 
do j>rc<'xÍKti'ntií  entre  el  remitente  y  el  destinatario  para 
la  introducción  de  dichos  biiietes,  y  que  ésta  tuvo  efecto, 
no  cñlie  iluda  alpina  de  que  en  el  caso  de  autos  el  refe- 
rido delito  C|ueitó  totalmente  consumado: 

Considerando  que  en  manera  alguna  obsta  á  esa  ca- 
Üficnción  coTiio  lo  pretende  el  recurrente  la  circunstancia 
de  no  haber  ilcfrado  á  su  poder  los  expresados  paquetes, 
pnesto  (itie.  scjrím  es  visto,  la  esencia  del  mencionado  de- 
lito se  constituyó  desde  el  momento  en  que  fueron  in- 
troducidos pon  el  aludido  objeto  en  territorio  de  la  Be- 
públiea;  no  ]^endo  pertinentes  al  caso  las  citas  que  se 
hacen  en  el  recurso,  de  las  Secciones  veinte  y  cinco,  cua- 
renta y  seis  y  cuarenta  y  siete  del  Código  Postal,  ya  que 
ninguna  de  éstas  se  contrae  al  hecho,  siquiera  racional- 
mente presunto,  de  cimniar  por  correo  billetes  de  lote- 
ría, previsto  concretamente,  con  especial  procedimieot© 
para  impetlirlo,  en  la  Sección  cuarenta  y  uno  del  pro- 
pio Código,  segi'm  la  etial,  lejos  de  autorizarse  en  algana 
forma  la  devolución  6  trasmisión  de  tales  billetes,  se 
prohibe  la  conducción  y  entrega  de  los  miemos,  con  el 
fin  manitjcsto  de  poner  todo  material  postal  que  loe  con- 
ten^ á  disposiot/m  de  la  autoridad  judicial,  para  el  co- 
■  rrespondicute  castigo. 

Considerando  que,  en  atención  á  lo  expuesto,  es  de 
todo  punto  evidente,  pues,  que  al  estimar  la  Sala  sen- 
tenciadora cometido  en  el  caso  de  que'se  trate,  el  delito 
■de  introducción  de  billetes  de  lotería,  que  prevé  y  repri- 
me la  citada  Orden  doscientos  treinta,  no  incurrió  en  el 
error  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  recurso;  pro- 
cediendo, cfl  consiícuencia,  declarar  éste  sin  lugar,  y, 
■conforme  al  articulo  cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  que  lo  regula,  im- 
poner las  costas  al  recurrente. 

KailamoH  que  debemos  declarar  v  declaramos  do 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  Carlos  Foumier  y  Galdeano,  contra  la 
expresada  sentencia:  con  las  costas  á  su  cargo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— .losé  Antonio  Pichardo, — Luis 
tíastón. —  José  Cabarrocas  Horta. — El  Magistrado  Am- 
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bru^o  B.  Morales  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José 
Antonio  Pichardo.—Joeé  María  Gispert.  . 


Ini  le^.— Sent,  326.-33  de  Dldembre.— Impntdenda 

temeraria,  (Gnc.,  Junio ss,  1904.) 

DüOTltlNAi  Constituye  una  verdadera  i m- 

Enidencia  temeraria  el  acto  de  colocar  las  cápsu- 
la á  un  revólver,  tenieiidr)  ei  arma  dirigida  hacia 
«na  persona  que  »e  encontraba  próiima,  !■>  caal 
produjo  que  disparándose  aquélla,  cansara  la 
inuerbr  de  ésta. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  novocientoB  tres;  en  el  recurso  de  easa- 
■ción  por  infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencia 
de  Santa  Clara,  interpuesto  por  el  procetsado  Julio  Cu- 
-querella  y  Uodrígiioz,  del  comercio,  vecino  de  Bancho 
Veloz,  contra  la  eentencia  de  siete  de  Septiíjmbre  últi- 
mo, dictada  en  causa  por  delito  de  homicidio  por  impru- 
dencia temeraria. 
Hechos  probados: 

Reiiultanilo  que  dicha  sentencia  contiene  los  resul- 
tandos que  ú  continuación  literalmente  se  transcriben: 
"Primero,  líesultaudo  probado  que  en  la  noche  de  Ju- 
"nio  último,  el  proceiíado  Julio  (luquerella  y  Rodríguez, 
"eoiuisioniüta.  llegó  á  la  tienda  de  Gerónimo  Villasante 
"en  Sierra  llorí'ua  y  hablando  con  el  dependiente  Gui- 
"llermo  de  Barturen  sobre  el  revólver  que  llevaba,  éste 
"se  lo  pidió  para  verlo,  entregándoselo  con  tal  objeto 
"t'uquerella  después  de  descargarlo.  Al  <le volvérselo 
"Barturen  \olvi6  á  cargarlo  C'uquerella  sin  cnidar  de 
"desviar  el  cañón  de  la  dirección  hacia  Barturen,  ni  de 
"tomar  latt  demás  pri-cauc iones,  para  evitar  la  posíbili- 
"dad  dü  un  disparo,  c«mo  tuvo  lugar,  penetrándole  á 
"Bartunn  el  proyectil  en  el  cráneo  y  causándole  la 
"muerte  al  día  siguiente.  El  procesado  y  la  víctima  eran 
"íntimos  amigos. — Segundo.  Keaultando  que  el  Mi- 
"nisterio  fiscal  concluyó  calificando  los  hechos  como 
'■coiistitutÍ( os  de  un  delito  de  homicidio  por  impruden- 
"cia  temeraria,  definido  y  castigado  en  los  artículos  cua- 
"trocientos  diez  y  seia  y  quinientos  noventa  y  dos  del 
"Código  Penal,  estimó  autor  al  procesado  Julio  Cuque- 
"rella  y  Rodríguez  sin  apreciar  circunstancias  modifi- 
"cativas  y  pidiendo  se  te  c-omlene  á  la  pena  de  seis  me- 
"ses  un  (lía  de  prisión  correieíonal  con  las  accesorias  del 
■"artículo  si'senta,  imposición  de  costas  é  indemnizar  á 
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"loa  herederos  del  perjudicado  con  cinco  mil  pesetas. — 

"Tercero.  Resultando  que  ia  defensa  del  procesado  sos- 

"tuvo  en  definitiva  que  el  hecho  ocurrido  fué  puramen- 

"te  casual,  por  lo  que  no  siendo  responsable  su  represen- 

"tado  de  la  imprudencia  que  se  le  acusa  debe  ser  ab- 

Buelto". 

Resoli'ción  hecobrida: 

Resultando  que  el  Tribunal  a  quo,  calificando  los 
hechos  que  estimó  probados  como  constitutivos  de  un 
delito  de  homicidio  por  imprudencia  temeraria,  condenó 
al  procesado  Julio  Cuquereila  y  Rodríguez,  eo  concep- 
to de  autor,  á  la  pena  de  cuatro  meses  y  un  día  de  arres- 
to mayor,  accesorias  y  costas,  á  indemnizar  en  cinco  mi! 
pesetas  á  los  herederos  de!  interfecto,  y  en  defecto  de  pa- 
go á  sufrir  un  día  más  de  detención  por  cada  doce  y  me- 
dia pesetas,  sin  que  exceda  de  la  tercera,  parte  del  tiem- 
]x)  de  la  condena,  y  decretó  el  comiso  del  revólver  y  cáp- 
sulas ocupadas. 

Ff.VnAJItNTOS  DEL  RECL'KSO  DE  CASACIÓN:  ^ 

Resultando  que  contra  esa  sentencia  interpuso  la 
defensa  del  procesado  el  presente  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,"fundado  en  el  número  primero  del 
artículo  ochocientos  cuarenta  y  nueve  de  la  Ijey  de  En- 
juiciamiento Criminal,  citando  como  infriugido  el  ar- 
tículo quinientos  noventa  y  dos  en  relación  con  el  pri- 
mero, ambos  del  Código  Penal,  explicando  el  concepto 
de  la  infracción  en  la  siguiente  forma :  "Ija  Sala  sien- 
"ta  en  el  primer  extremo  del  resultando  en  que  descansa 
"su  fallo,  que  al  pedir  Guillermo  de  Barturen,  el  revól- 
"ver  á  Julio  Cuquereila  Rodríguez,  éste  para  que  lo 
"viera  lo  descargó  antes  de  entregárselo,  y  luego  dice 
"que  al  devolvérselo  Barturen  volvió  á  cargarlo  Cuquere- 
"Ua,  sin  cuidar  de  desviar  el  cañón  de  la  dirección  ha- 
"cia  Barturen,  ni  de  tomar  las  demás  precauciones  para 
■'evitar  la  posibilidad  de  un  disparo,  como  tuvo  lugar, 
"penetrándole  á  Barturen  el  proyectil  en  el  cráneo  y 
"causándole  la  muerte  al  día  siguiente;  haciendo  cons- 
"tar  que  el  procesado  y  la  víctima  eran  íntimos  amigos. 
" — Para  llegar  á  esta  última  conclusión,  la  Sala  tenía 
"que  declarar  probado  en  la  sentencia,  que  conservando- 
"se  en  el  mismo  plano,  Cuquereila  y  Barturen,- maate- 
"nido  el  revólver  en  determinada  posición,  resultaba 
"inevitable  el  siniestro  de  no  adoptarse  precauciones. — 
"Nada  <ie  eso  dice  la  sentencia,  lo  cual  es  de  esencia  en 
"el  hecho  que  motiva  la  condena,  por  que  no  tratándose 
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"de  un  delito  de  dolo  aino  de  culpa  6  negligencia,  es  ne- 
"cesario  para  qne  resulte  punible,  que  todaa  lae  conae- 
"cuencias  que  se  deriven  del  acto  realizado  sin  malicia, 
"sean  imputables  al  que  produjo  el  daño. — De  aquí  que 
"para  que  la  Sala  hiciera  con  fruto  la  afirmación  que 
"contiene  la  última  parte  del  resultando  de  la  sentencia 
"dictada,  era  indispensable  que  añrmase  que  mantuvo 
"Barturen  la  misma  situación  que  tenía  cuando  exami- 
"naba  el  revólver,  porque  esta  circunstancia  sí  demljs- 
"traría  que  no  hubo  precauciones  de  parte  de  Cuque- 
"rella  al  cargar  el  revólver.  —  Como  no  resulta  lógico, 
"que  quien  adopta  toda  clase  de  Beguridades  para  que  al 
"enseñar  el  arma  no  produzca  daño,  al  extremo  de  dea- 
"cargarla,  luego  se  olvide  de  aquello  más  elemental  y 
"cause  el  daño  que  se  propuso  evitar,  sólo  ia  afirmación 
"de  que  antes  hago  mérito,  vendria  á  justificar  que  no  se 
"trata  de  un  accidente  meramente  casual,  sino  de  una 
"imprudencia.— No  se  ha  hecho  esa  afirmación;  luego 
"do  ha  debido  penar  á  Julio  Cuquerella,  ya  que  los  acci- 
"dentes  casuales,  no  pueden  elevarse  á  la  categoría  de 
"delitos  y  como  esto  es  lo  que  resulta  de  la  sentencia,  es 
"evidente  la  infracción  del  artículo  quinientos  noventa 
"y  dos  del  Código  Penal,  por  su  aplicación  indebida. 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  emplazadas 
las  partes,  presentó  escrito  la  representación  del  recu- 
rrente en  el  trámite  oportuno,  ampliando  los  motivos 
de  aquel  al  amparo  del  número  tercero  del  artículo  ocho- 
oientoB  cuarenta  y  nueve  de  la  ley  procesal,  con  el  si- 
guiente: "Único:  Autoriza  también  el  presente  recnr- 
"so  el  número  tercero  del  artículo  ochocientos  cuarenta 
"y  nueve  de  la  L^y  de  Enjuiciamiento  Oriminal,  siendo 
"así  que  en  el  caso  de  estimarse  delictuosos  los  hechos 
"probados  de  la  sentencia,  siempre  resulta  evidente  el 
"error  cometido  por  el  Tribunal  sentenciador,  en  la  ea- 
"lificación  estimando  el  hecho  comprendido  en  el  ar- 
"tíeulo  cuatrocientos  diez  y  seis  del  Código  Penal  en 
"relación  con  el  quinientos  noventa  y  dos  del  mismo  Có- 
"digo,  dado  que  la  verdadera  calificación  sería  la  del 
"número  quinto  del  articulo  seiscientos  trece  de  dicho 
"cuerpo  legal,  en  relación  con  el  citado  articulo  cuatro- 
'"cientos  diez  y  seis. — En  efecto,  de!  primer  hecho  pro- 
"ba<]o  aparece  que  al  entregar  Cuquerella  á  Barturen  el 
"revólver  que  éste  le  pidiera  para  verlo,  lo  hizo  después 
"de  descargarlo  y  que  solo  al  recibirlo  el  primero  omi- 
"tió  desviar  el  cañón  de  la  dirección  hacia  Barturen, 
"quien,  no  está  probado,  que  se  mantuviese  en  la  misma 
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"forma  ó  posición  en  que  se  encontraba ;  de  lo  que  se  de- 
"dnce  que  si  hubo  imprudencia  no  fué  temeraria,  sino 
"por  mera  distracción  ó  descuido  y  que  el  disparo  pudo 
"muy  bien  producirse  por  un  defecto  del  arma,  cuyo- 
"gatillo  no  está  justificado  que  oprimiese  Cuquerella, — 
"Si  el  recurso  no  prosperase,  pues,  por  el  motivo  funda- 
"do  en  el  número  primero  del  artículo  ochocientos  cua- 
" renta  y  nueve,  siempre  resultará  procedente,  conforme- 
"al  número  tercero  del  mismo  artículo  de  la  Ley  de  Bn- 
"juieiamiento  Criminal,  por  haberse  aplicado  indebida- 
"mente  el  artículo  quinientos  noventa  y  dos  del  Código 
"Penal,  dejándose  de  aplicar  el  número  quinto  del  ar- 
"tlculo  seiscientos  trece  del  propio  Código,  que  es,  en 
"todo  caso,  el  pertinente  conforme  á  los  hechos  pro- 
"bados". 

Resultando  que  admitidas  las  ampliaciones  de  mo- 
tivos y  sustanciado  en  forma  el  recurso,  se  celebró  la 
vista  pública  del  mismo,  en  la  que  informaron  el  defen- 
sor del  recurrente  y  el  Ministerio  fiscal. 

Decisión  hbl  kecuhso; 

Siendo  ponente  el  Magistrado  José  María  Gis- 
pert. 

■Considerando  que  el  acto  de  colocar  el  procesado  las 
cápsulas  á  nn  revólver  sin  cuidarse  de  desviar  e!  arma  de 
;n  dirección  hacia  la  persona  de  quien  acababa  de  recibir- 
ía, y  á  la  qne  la  había  entregado  poco  antes  descargada 
para  su  examen,  y  se  dispara  aquélla,  causando  el  proyec- 
til la  muerte  de  dicha  persona,  constituye  indudablemen- 
te el  delito  previsto  on  el  inciso  primero  del  artículo  qui- 
nientos noventa  y  dos  en  relación  con  el  cuatrocientos 
diez  y  seis  del  Código  Penal,  toda  vez  que  esa  falta  de 
cuidado  en  adoptar  las  precauciones  que  la  previsión 
más  vulgar  aconseja  para  evitar  el  riesgo  de  producir  un 
mal,  siempre  probable  en  circunstancias  tales,  es  la  que 
realmente  viene  á  constituir  la  temeridad  que  califica  la 
imprudencia  á  que  la  citada  disposición  legal  se  refiere. 

Considerando  que  en  este  concepto,  no  ha  incurri- 
do el  Tribunal  a  quo  en  el  error  de  derecho  señalado  por 
el  recurrente  en  el  escrito  de  interposición  del  recurso, 
porque  la  cinninstancia  de  que  el  interfecto  permane- 
oiera  6  no  en  la  misma  situación  6  plano  en  que  con  re- 
lación al  procesado  se  encontraba  al  tiempo  de  devolver- 
le el  revólver,  no  puede  inñnir  en  la  calificación  l^at 
del  hecho,  dado  qne  la  naturaleza  del  arma  y  la  presen- 
cia de  aquél  en  el  lugar  bastaban  para  justificar  la  ne- 
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cesidad  absoluta  de  adoptar  al  colocar  las  cápsulas,  las 
mismas  y  aún  mayores  precauciones,  ai  cabían,  que  cuan- 
do las  quitara  al  entregar  poco  antes  dicha  arma  al  in- 
terfecto. 

Considerando  que  por  idéntica  razón  no  procede 
estimar  el  motivo  de  casación  ale^fado  en  el  escrito  de 
ampliación,  por  lo  que  procede  desestimar  el  presente 
recurso;  con  laa  costas  de  cargo  de  la  parte  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  la  representación  del  procesado  Julio  ■ 
Cuquerella  y  Rodríguez  contra  la  sentencia  de  siete  de 
Septiembre  último,  dictada  en  la  causa  mencionada,  con 
las  costas  de  cargo  de  la  parte  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  ■ 
Gastón. — .Tose  Cabarrocas  Horta. — El  Magistrado  Am- 
brosio R.  Morales  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José 
Antonio  Pichardo.— José  M.'  Gispert, 


Inl  ley,— Sent  227.— 24  áo  Didembre.— Autor.  (Oae., 

Jwiio  33.  190i. ) 

IWCTitlXA:  Declnrándüsc  prohado  por  la 
Sala  sentenciadora  que  liis  procesados  es  tnban  de- 
dicándose á  la  faliificacirtn  <le  monedas,  al  conde- 
narlo! cnnio  autores  de  esc  di^lito,  no  comete  error 
de  derecho,  nunque  al  determinar  seguidamente  la 
actitud  en  que  eetnban  uno  y  otro  en  el  instante 
en  que  fuerun  sorprendidos,  consagrndo  el  uno  á 
las  operaciüues  de  fabricación  v  el  otro  sostenien- 
do un  instrumento  utilíEabíe  en  dichas  operacio- 
nes, detalles  que  corroboran  la  parte  activa  y  di- 
recta que  en  la  ejecuci^So  del  delito  tomaron  dichos 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
L'iciembre  de  mil  novecientos  tres;  en  los  recursos  de 
casación  por  infracción  de  ley  que  penden  ante  este  Tri- 
bunal Supremo,  interpuestos  por  los  procesados  Manuel 
Ortega  Echevarria  y  Francisco  Muñoz  Espino,  vecinos 
de  esta  ciudad,  cocinero  el  primero  y  litógrafo  el  últi- 
mo, contra  sentencia  dictada  por  la  Sección  primera  de  ■ 
la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  esta  capital 
en  la  causa  que  se  instruyó  contra  dichos  procesados  y 
otros  en  el  Juzgado  del  Centro  de  esta  capital,  por  el 
delito  de  fabificaeión  de  moneda; 
Rbccjbso  denegado: 

Resultando  que  en  la  mencionada  sentencia  de  vein-- 
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te  y  cinco  de  Mayo  último,  se  coofiiguan  los  hechos  pro- 
bados que  á  contínuacióa  literahpeote  ae  transcriben: 
"Primero.  Resultando  probado  que' cok  noticias  la  po- 
"licla  secreta  desde  hacia  algunos  meses,  de  que  en  la  ca- 
vile de  Virtudes  número  cuarenta  y  seis  se  dedicaban 
"algunos  individuos  á  la  fabricación  de  monedas  falsas 
"en  la  habitación  de  un  individuo  llamado  Ortega;  y 
"habiendo  sabido  por  conñdencias  el  día  veinte  de  Di- 
"ciembre  del  año  próximo  pasado  que  en  esos  momentos 
"se  trabajaba  en  la  fabricación,  y  que  podían  entonces 
"ser  sorprendidos,  se  constituyó  allí  la  referida  policía 
"á  las  tres  de  la  tarde  de  ese  día,  llegando  á  la  habita- 
■"ción  uúm6ro  treinta  y  seis  donde  vivía  el  procesado  en 
"esta  causa  llanuel  Ortega  Echevarría,  que  tenia  cerra- 
"da  la  ventana  y  entornada  la  puerta,  encontrando  á 
""éste  y  á  los  otros  dos  procesados  ocupados  en  la  fabri- 
"cación  de  monedas,  para  lo  cual  Ortega  pasaba  de  una 
"palangana  grande  con  agua  á  otra  mes  chica  un  uume- 
^'ro  de  monedas  que  resultaron 'ser  falsas;  el  procesado 
■"Cayetano  González  Castillo,  estaba  junto  á  un  anafe 
"encendido  con  un  cucharón  en  la  mano  conteniendo 
""una  sustancia  que  parecía  plomo  derretido  y  que  resul- 
""tó  ser  calamina  y  el  procesado  Francisco  Muñoz  Espi- 
"no,  en  un  ángulo  de  la  habitación  con  unas  tijeras  en 
""los  objetos  encontrados  en  la  habitación  de  Ortega,  y 
"ocupados  en  esta  causa  como  pieza  de  convicción,  se  ha- 
""llaban,  además  de  los  referidos  varios  trozos  de  yeso 
"teniendo  labrada  en  una  tapa  el  busto  y  en  otro  el  cuño 
"de  las  monedas  de  á  peso,  dos  pesetas,  una  peseta  y  un 
"real  en  plata  española,  tapas  que  unidas  siraétrica- 
'"mente  formaban  un  molde  completo  de  dichas  mone- 
■"das,  y  muchos  de  los  cuales  moldes  tenían  dentro  mo- 
""nedas  de  plata  ya  solidiñcados  varios  objetos  de  metal 
""blanco  de  uso,  hojas  de  zinc,  arena  de  mar  y  otras  sus- 
"tancias  propias  para  la  falsificación  y  treinta  y  ocho 
"pesos,  cincuenta  y  cuatro  monedas  do  cuarenta  centa- 
"vos,  cinco  centenes,  ochenta  y  ocho  monedas  de  una 
"peseta  y  cincuenta  reales,  todos  falsos  é  imitando  las 
■"legítimas  de  plata  y  oro  españolas,  que  tienen  curso  le- 
'"gal  en  la  República,  hechas  de  calamina  y  teniendo,  por 
"tanto,  un  valor  inferior  á  las  buenas.  Entre  esas  mo- 
"ncdas  falsas  ocupadas  hay  cuatro  de  á  dos  pesetas  com- 
"pletamente  acabadas  y  listas  para  sn  expendio.  Tam- 
"bién  se  ocuparon  á  Manuel  Ortega  Echevarría,  seis  pe- 
■"sos  plata  española,  cuatro  monedas  de  á  dos  pesos,  vein- 
"te  y  ocho  monedas  de  una  peseta,  seis  reales,  una  mo- 
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"neda  de  doa  centavos  y  dos  monedas  de  tm  centavo  de 
"curso  legal. — Segundo.  Ecsultando  probado  que  el 
"procesado  Francisco  Muñoz  Espino,  ha  sido  condenado 
"ejecutoriamente,  entre  otras  causas,  en  la  número  mil 
"setecientos  noventa  y  tres  del  año  mil  novecientos  uno, 
"procedente  del  Juzgado  correccional,  por  tentativa  de 
"robo,  siendo  en  ella  condenado  á  ciento  ochenta  días 
"de  arresto  en  doce  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
"uno,  en  la  novecientos  cuatro  de  mil  novecientos  dos, 
"procedente  también  del  Juzgado  correccional,  por  hur- 
"to,  habiendo  sido  condenado  en  Mayo  de'  mil  nove- 
"ciontos  dos  á  treinta  días  de  arresto". 

lÍESOLUClO-N'  líKCURItiav  : 

Bpyultando  que  la  referida  Sala  absolvió  á  la  pro- 
cesada Marín  Teresa  Rodríguez  y  declaró  de  oficio  la 
cuarta  parto  de  las  costap,  por  haber  retirado  el  Minis- 
terio fiscal  su  acusación  on  cuanto  á  aquélla,  y  condenó 
II  los  otros  procesados  Ortega,  Muñoz  y  González,  en 
concepto  de  autores  por  participación  directa  del  delito 
de  fiílüificneión  de  iiioncla,  comprendido  en  el  articulo 
doMeientí)s  noventa  del  CMigo  Penal,  sin  circunstancias 
modificativas  res¡)ecto  del  primero  y  último,  y  con  la 
agravante  de  reiteración  rcíijiocto  del  segundo,  impo- 
niendo A  éste  las  penas  de  cadena  perpetua,  multa  de 
seis  mi]  doscientas  cincuenta  pesetas,  interdicción  civil 
y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad,  durante  su 
vida  y  cuarta  parte  de  las  costas,  y  á  cada  uno  de  loa 
otros  dos  la  de  drcK  y  siete  años,  cuatro  meses  y  nn  día  de 
cadena  temporal  é  igual  multa  de  seis  mil  doscientas 
cincuenta  pesetas,  con  interdicción  civil,  durante  el 
tiempo  de  su  condena,  inhabilitación  absoluta  perpetua 
y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad,  durante  su' 
vida  y  cuarta  parte  de  las  costas  de  la  causa : 
Fundamentos  del  recurso  de  oasaciós: 

Resultando  que  el  procesado  Ortega  interpuso  con- 
tra dicho  fallo,  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  por  infracción  tie  ley,  autorizado  éste  por  el 
número  cuatro  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y  nue- 
ve de  la  !jey  de  Enjuiciamiento  Criminal,  citando  como 
infringidos:  "Primero.  Ei  artículo  trece  del  Código 
"Penal  por  falta  de  aplicación,  porque  los  hechos 
"que  en  la  meneionatla  sentencia  se  imputan  i  mi  defen- 
"dido  son  característicos  de  un  cómplice  y  no  de  un  au- 
'tor  por  participación  directa.  En  efecto,  la.»  dos  únicas 
"afirmaciones  que  se  contienen  en  el  primer  resultando 
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■'de  la  sentenEia,  relativas  á  la  "partícipación  de  Ortega 
''en  la  comisión  del  delito  perse^ido,  sod  las  simientes: 
"que  la  policía  secreta  desde  hacía  algunos  Mcees  tenía 
"notieiaB  de  que  en  la  calle  de  Virtudes,  número  cuaren- 
"ta  y  Beia,  se  dedicaban  algunos  indÍYiduoB  i  la  fabri- 
"caciÓQ  de  monedas  falsas  en  la  babitaci&n  de  un  indi- 
"viduo  llamado  Ortega,  y  que  al  entrar  la  policía,  Or- 
"tega  pasaba  de  una  palangana  grande  con  agua  á  otra 
"más  chica,  un  número  de  monedas  que  resultaron  ser 
"falsas.  Se  observa,  por  lo  dicho,  que  ningún*  de  los 
"actos  refotidos  son  de  participación  directa,  sino  de 
"una  cooperación  que  tampoco  es  esencial,  pues  ni  en 
"la  última,  ó  sea  la  de  trasladar  las  monedas  de  una 
"palangana  á  otra,  declara  la  Sala  que  fuera  la  acción 
"tan  esencial  que  sin  ella  no  se  consumaría  el  delito.  Se- 
"gún  lo  expuesto,  pues,  Ortega  al  facilitar  la  casa  ó-ha- 
"bitación  para  que  en  ella  se  efectuase  la  fabricación  y 
"al  pasar  de  una  palangana  á  otra  un  número  detenni- 
"nado  de  monedas  falsas,  sólo  puede  ser  considerado  eo- 
"mo  cómplice  por  cooperación  simultánea  con  ¡a  reali- 
"zacíón  dífl  delito. — Segundo.  El  número  primero  del 
"artículo  doce  del  Código  Penal,  por  aplicación  indcbi- 
"da,  porque  basta  tener  en  cuenti  las  manifestaciones 
"contenidas  en  el  número  anterior,  para  que  se  compren- 
"da  como  no  es  posible  aceptar  legalment^  que  Ortega 
"sea  autor  por  participación  directa  del  delito  que  se  le 
"imputa"';  y  á  su  voz  el  procesado  Muñoz  estableció  re- 
"curso  por  infracción  de  ley,  invocando  asimismo  el  cí- 
"tado  caso  cuarto  del  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
"nueve,  con  motivo  de  infringirse  el  artículo  doscientos 
"noventa  del  Código  Penal  por  aplicación  indebida,  pues 
"en  efecto,  diciéndose  por  la  Sala  sentenciadora  en  el 
"¡jrimer  resultando  probado  que  encontrando  á  éste  y  á 
"los  otros  dos  procesados  ocupados  en  la  fabricación  de 
"moneda,  para  la  cual  Ortega  pasaba  de  una  palangana 
"grande  con  agua  á  otra  más  chica  un  número  de  mone- 
"das  que  resultaron  ser  falsas,  al  procesado  Cayetano 
"(lOnzález  junto  á  un  anafe  con  una  cuchara  en  la  ma- 
"nn  conteniendo  plomo  derretido,  que  resultó  ser  cala- 
'•mina  y  al  procesado  Francisco  Muñoz  Espino  en  un 
"ángulo  de  la  habitación  con  una  tijera  en  las  manos, 
"que  podría  servir  para  reeorttar  y  regularizar  loe  bor- 
"des  de  las  monedas  ya  fabricadas  es  indudable  que  no 
"puede  ser.  En  efecto,  diciéndose  por  la  Sala  sentencia- 
"dora  en  el  primer  resultando  probado  que  "encontrando 
■  "k  éste  y  á  los  otros  dos  procesados  ocupados  en  la  fa- 
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"bricación  de  moneda  para  io  cual  Ortega  pasaba  de  una 
"paiaHgana  grande  con  agua  á  otra  más  chica,  un  núme^ 
"ro  de  monedas  que  reeultsron  falsas,  al  procesado  Ca- 
"jetano  González,  junto  á  un  anafe  con  una  cuchara  en 
"ia  mano  conteniendo  plomo  derretido  que  resultó  ser 
"calamina  y  al  procesado  Francisco  Muñúz  Espino,  en 
"un  ángulo  de  la  habitación  con  una  tijera  en  las  manos 
""que  podia  servir  para  recortar  y  regularizar  los  bordee 
"de  las  monedas  ya  fabricadas",  es  indudable  qne  no 
''puede  ser  considerado  por  este  solo  hecho,  único  que 
"afirma  la  Sala  sentenciadora,  como  autor,  siendo  asi 
"que  del  hecho  de  tener  en  las  manos  unas  tijeras  que 
"podían  servir  para  recortar  j  regularizar  las  monedas 
"ya  fabricadas,  no  se  deduce  que  realizara  actos  de  eje- 
"cución  del  delito,  que  tomara  participación  directa  en 
"él,  para  que  fuera  considerado  como  tal  autor". 

Resultando  que,  denegada  por  la  Sala  sentenciado* 
ra  la  admisión  del  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma y  admitidos  los  interpuestos  por  infracción  de  ley, 
este  Supremo  Tribunal  desestimó  la  queja  producida 
por  la  denegación  de  aquél  y  ha  sustanciado  con  arreglo 
á  derecho  los  demás,  celebrándose  con  fecha  diez  del  mes 
en  curso  la  vista  pública  correspondiente  á  los  mismos, 
en  la  que  informaron  el  letrado  defensor  de  Ortega,  que 
■sostuvo  el  recurso  por  infracción  de  ley,  deducido  por  su 
representado,  y  el  Ministerio  fiscal  que  impugikó  ambos 
recursos  de  esa  clase,  sin  que  asistiera  al  acto  el  repre- 
sentante y  defensor  del  otro  recurrente: 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  ponente  el  Magistrado  Ambrosio  B.  Mo- 
rales. 

Considerando"  que  la  sentencia  recurrida  condena  á 
ambos  recurrentes  como  autores  por  participación  direc- 
ta de  un  delito  de  falsiñcación  de  moneda,  comprendido 
en  el  artículo  doscientos  noventa  del  Código  Penal,  ca- 
lificación esta  última  que  en  rigor  no  es  impugnada  por 
ninguno  de  los  procesados,  aunque  uno  de  ellos  cite  en 
concepto  de  infringido  dicho  texto,  por  lo  cnal  la  recla- 
mación verdaderamente  deducida  se  contrae  á  determi- 
nar la  participación  responsable  que  á  uno  y  otro  corres- 
ponde Jegalmente  en  el  delito  castigado,  la  cual  entien- 
den ambos  recurrentes  ser  distinta  de  la  que  declara  el 
Tribunal  sentenciador,  pretendiendo  Ortega  en  términos 
•explícitos  que  es  cómplice  y  no  autor  y  limitándose,  por 
:su  parte,  el  otro  procesado  á  combatir  este  último  con- 
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cepto  de  participación  que  le  atribuye  la  seutencia:  la 
(t_iie,  fundándose,  como  se  funda,  en  haberse  encontrado 
por  la  policía  á  ambos  delincuentes,  ea  unión  de  nn  ter- 
cero, ocupados  en  la  fabricación  de  moneda  falsa,  ea  in- 
dudable que  no  incurre  en  el  error  que  ae  supone,  pues 
notoriamente  participaron  mediante  actoB  directos  en  la 
ejecución  de  aquél  delito,  sin  que  la  terminante  decla- 
ración consignada  por  la  Sala,  en  primer  término,  to- 
cante al  hecho  de  estar  aquellos  dedicados  á  la  expr^ads 
falsificación,  pierda  8u  virtud  por  la  circunstancia  de  es- 
pecificar seguidamente  -la  sentencia  la  actitud  en  que- 
estaban  uno  y  otro  recurrente  en  el  preciso  instante  en 
que  fueron  sorprendidos,  consagrado  Ortega  á  una  de- 
las  operaciones  que  ejecutaban  en  el  proceso  de  la  fa- 
l>ricación  y  en  posesión  Muñoz  de  ue  instrumento  utili- 
zable  para  verificarla,  detalles  éstos  con  los  cuales  &i- 
realidad  se  corrobora  cuan  activa  y  directa  ha  sido  su 
participación  en  el  hecho  castigado: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  el  fallo  no  in- 
fringe ninguna  de  las  disposiciones  legales  que  se  invo- 
can por  los  recurrentes  y  procede,  por  tanto,  desestimar' 
nmljos  recursos,  condenando  á  aquéllos  en  las  costas, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
l)er  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  en  la  expresada  causa  por  el  procesado  Ma- 
nuel Ortega  Echevarría,  ni  al  de  igual  clase  que  lo  ha. 
sido  por  el  otro  procesado  Francisco  Muñoz  Espino,  y 
condonamos  á  ambos  en  las  costas. 

Comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos. 
mandamos  y  firmamos.— José  Antonio  Pichardo. — Luis 
C-astón. — José  Cabarrocas  Horta. — El  Magistrado  Am- 
brosio R.  Morales  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar, — José- 
Antonio  Pichardo. — Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán- 
— José  María  Gíiapert. 
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to  por  Ángel  Placeres  j  González  contra  la  sen- 
tenda  dictada  en  causa  por  toíio 500 

21  AaosTo. — Ley.— Precepto     autoTxzador. — Auto     127. — 

Declarando  mal  admitido  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Pedro  Morera  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  robo,  hurto  y  lesiones.     519 

15  Septiembre,^  Precepto  a\itorieadoT. — Auto  143. — De- 

clarando mal  admitido  el  recurso  interpuesto  por 
por contra  Ib  sentencia  dictada  en  cau- 
sa per  estupro S43 

18  Septiembre. — Separación. — Avto  145. — Declarando  mal 
admitido  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Manuel  Barreiro  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  disparo  de  arma  de  fuego.     .     .     .     657 

14  Octubre. — Hechos. — Auto  155. — Declarando  mal  ad- 
,  mitido  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Francisco  Vázquez  Pailas  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  estafa 765 

16  Octubre. — Precepto    antoriaador. — Av,to    156, — Decla- 

rando sin  lugar  la  impugnación  del  Ministerio 
Fiscal  al  auto  que  admitió  el  recurso  de  casación 
en  causa  contra   Federico   Hernández  Mesa  por 

robo 774 

27  OCTUEBE. — Sechos. — ^iilo  166. — Declarando  mal  ad- 
mitido  el   recurso    de   casación   interpuesto   por 

contra   la  sentencia   dictada  en,  «tausa 

por  rapto 865 

20  Octubre. — Precepto    autorizador. — Auto    188.— Decía- 

rando  mal  admitido  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Timoteo  Herrera  contra  la  sentencia 

dictada  en  causa  por  asesinato 87> 

S  Diciembre. — Bechos.^Auto  1S9. — Declarando  mal  ad- 
mitido el  recurso' de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Antonio  Zafrané  7  Molina  por  ase- 
sinato y  homicidio  frustrado 1071 

22  DiciBUBKE. —  Recurso    de    incotuliíucioTuttidad. — Auto 

g05. — Dectaraniio  mal  admitido  el  recurso  de  ca- 
'  sacien  interpuesto  por  Ricardo  Amantó  y  Her- 
nández contra  el  auto  que  le  negó  ta  admisión  del 
recurso  de  casación  en  causa  por  fáltaa  contra  el 
orden  público 1115 
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AÑu  \»i>a 
4  Abril. —  Atentado, —  Scnt.  49. —  Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  tafiaciún  interpueeto  por  Ade- 
lardo  í'ernándeí  y  Orieilo  en  causa  gpr  atentado 
á  un  agtnte  de  ta  auturidad S 

4  Abbil. — Cohecho. — Sent.   50. — Declarando  ain  lugar  el 

recureo  de  easaciún  interpuesto  por  Manuel  Ca- 
rals  Gómez  contra  la  sentencia  dio  tai)  a  en  causa 
por  tentativa  de  cohecho 3S 

8  Abkil. — Perjurio, — Sent.  51. — Declarando  sin  Jugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Cristina 
Monter  Domenech  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  el  expreHado  delito 43 

8  Abril. — Eetafa. — Sent,  '>2. — Declarando  ain  lugar  el 
recurso  de  casaciÚu  interpuesto  por  Rafael  del 
Valle  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  con- 
tra Rafael  Benítez  por  el  expresado  delito.      .       46 

5  Abkil. — Sobo. — Sent.    ó3. — Declarando    con    lugar    el 

recurso  de  casación  interpuesta  por  Adolfo  Gon- 
zález Grillo  7  otros  contra  la  sentencia  dictada 

en  causa  por  el  expresado  delito C3 

10  ABRiL.^Pcrjurío.— A>«í.  54. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  de  cafwciún  interpuesto  por  el  Ministerio 
Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  con- 
tra Armando  de  Annas  y  Armaa  por  el  expre- 
sado delito as 

16  Abril. — ilalvernación. — Scnt.   55 .^Declarando  sin   lu- 

gar et  recurso  de  casación  interpuesto  por  Beni- 
to Guerra  González  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  el  expresailo  delito 61 

17  Abril. — Querella. — Seiií.  58. — Declarando  con  lugar  el 

recurso  de  casación  inlerj.uesto  por  Isidoro  Cor- 
io  y  Príncipe  contra  el  auto  dictado  en  la  que- 
rella contra  Nicolás  y  Atanasio  Rivero  por  in- 
jarías  graves C4 

17  Abril.— ^rrffenío  y  óbcccaeión. — Sent.  57. — Declaran- 

do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  Ministerio  Fiscal  contra  la  seutcncia  dictada 
en  causa  contra  el  asiático  Jaro  Nan  por  homi- 
cidio  69 

18  Abril.— Fue r?o   trrpíisti6fe.— Scnt.    38. —   Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
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CartoB  Serafín  Abelardo  FalcAii  j  A^uiar  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  parricidio.       It 

18  Abril,— áícntado. — Seat.  59. — DecIaraAílo  sin  lugar  el  I 

recurso   de  casación   interpuesto   por  el  Ministe- 
rio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  I 
contra  Antonio  Company  Serra  por  el  expresa-  I 
do  delito 75 

23  Abriu — Estafa.—Beineidencia.Seiit.    60. — Declaran-  ' 

do  siD  lugar  el   recurxo  de  cosacifin  interpuesto  j 

por  Mi^cl  Aldania  j  Martínez  contra  la  senten-  | 

cia  dictada  en  causa  por  estafa 70  I 

S8  Abril. — Injuria». — Sent.  61. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  tic  casación  interpuesto  por  el  Ministerio 
Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  cansa  se-  , 

guida  contra  Antonio  de  !a  Barrera  y  Oarcia  y 
Juliün   Orta  7  Varona  por  el  eipresado   delito.        S5 

29  Abbil. — Atfntado. — Sení.    62, — Declarando   con    lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  'Joa- 
quín SAnchei  y  Valdivia  y  Bernabé  Rodríguez  y 
Meneses   contra   la   sentencia   dictada   en   causa 

por  el  expresado  delito 92 

26  Abril. — PeTjurio.^Sfnt.  63.- — Declarando  con  lugar  el 
recurso  do  casación  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
contra  Alfredo  Vázquez  Oauapares  por  el  expre- 
sado delito 101 

30  Abbil. — Robo. — Sení.  64. — Declarando  sin  lugar  el  re- 

curso de  casación  interpuesto  por  la  representa- 
ción de  Evaristo  González  Vega  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  por  el  expresado  delito.      105 

4  Uato. — nachos. — Sení.  65. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Manresa 
ó  Maurensa  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  ¡esioyieí 104 

6  Mayo.— Perjurio. — Sent.  60. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Pedro  No- 
gueras contra  el  auto  dictado  en  causa  contra 
Manuel  SSez  Peña  por  el  expresado  delito.      .     .     111 

9  tííYO.—Adalterio. — Sent.    67.— Declarando    sin   lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto   por 

contra  la  sentcocia  dictada  en  causa  por  el  ci- 
ta<lo  deato 115 

9  Mayo.— Circiinsfancia*. — Sent.    08. —    Declarando   sin 
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lugar  el  recurso  de  casaciún  interpnesto  por  Ma- 
nuel Antonio  Cuesta  y  Uern¿n<lez  contra  )a  sen- 
tencia dictada  en  causa  por  denuncia  f<ü$a.      .     lié 

12  Mayo. — Bomiddio. — Sent.  69. — Declinando  ñn  tugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Bafael  Pie- 
dra Palma  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
por  el  expresado  delito ISS 

16  Mayo.-—  Cireanatanciru. —  Sent.  70.—  Declarando  sia 
lugar  e!  recurso  de  casación  interpuesto  por  Cris- 
tóbal Vieta  Valdés  (a)  "Toto"  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  por  disparo  y  lesiones.     126 

18  Mato. — Perjurio. — Sent.  71. — Declarando  con  lugar 
el  recurso  de  caaación  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 


131 

25  Mato. — Despoblado. — Sent.  72. — D^larando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Romualdo 
Váiquen  López  (a)  "Malo"  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  asesinato 131 

28  Mayo. — Violaeián. — Sent.  73. — Declarando  con  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra por  el  expresado  delito.     .     .      133 

28  Mayo. — Agresión. — Sent.  74. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Jnan  García  y 
Garcfa  contra  la  sentencia  dictada  en  cansa  por 
disparo  de  arma  de  fjíego 141 

28  Mayo. — Soplo. — Sent.  75. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  expre- 
sado delito m 

28  Mato.— £o6o. — Seat.  76. — Declarando  con  lugar  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  José  Cassals 
Valdés  contar  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
el  expresado  delito.     . 156 

1  JwKio. — Falsi/icación. — Sent,   77, — Declarando  con   lu-   ' 

gar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
(nusa  contra  Agustín  Morales  Rosell  por  hitrío 
j  ftütiftcacián  de  documento  oficial 162 

2  Junio. — Paltedad.Sent.  78.— Declafanflo  con  lugar  el 

recurso  de  casación  interpuesto  por  Jesús  Boque- 
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te;  Gómez  j  Manuel  Goimil  contra  U  sentencia 
dictada  en  causa  por  el  expresado  delito.      .      .      103' 

2  Jvimo.— Defensa  pertonal. — Sent.  TS.— Declarando  tin 
lu^r  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ju- 
lio Lúpez  j  Cárdenas  contra  la  senteneia  dieta- 
da  en  causa  por  homicidio 174 

2  Junio.— Precepto  autorizador. — SeJit.  80. —  Bedatau- 
do  sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Horteusio  Planas  y  Ochoa  contra  la  senten- 
cia dictada  eu  causa  por  malversación  j  conduc- 
ción ilegal  de  correspondencia 1T7 

8  Junio. — Desacato. — Sent.  81.— Declarando  mn  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Ga- 
briel Antón  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  el  expresado  delito \%1 

8  Junio. — Arrebato  y  obcecación. — Sent.  82. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  contra  Felipe  Iglesias  Álamo  por 
disparo  de  arma  de  fuego  y  lesiones 186 

13  3vniO.^Satafa.^Falaedad.—  Sent.  83.—  Declarando 
sin  'lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Salvador  Baró  y  Cunl  contra  la  senteDcia  dieta- 
da  en  causa  contra  María  de  la  Concepción  Can- 
tera y  Clark  j  otros  por  los  expresados  delitos.      233 

13  Junio. — Farricidio.^-Sent.  84. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Vieent« 
UlIoB  Prieto  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  tentativa  de  parricidio 24S 

13  Junio. — Robo. — Sent.  85. — Declarando  sin  lugar  los  re- 
cursos de  casación  interpuestos  por  el  Ministerio 
Fiscal  y  los  proceaados  Antonio  García  Hemin- 
líei  y  Pedro  Cermeño  Guimán  (a)  "El  Curro" 
contra  la  sentencia  dictada  eu  causa  por  robo  eon 
homicidio 267 

18  Junio.— Pe i-jurío, — Sent.  86. — Declarando  sin  lugar  el 

recurso  de  casación  interpuesto  por  Tom&s  Ve- 
lasco  y  Gojo  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  el  expresado  delito 2T2 

19  JUMio. — Cohecho.^Sent.  87. — Declarando  sin  lagar  el 

recurso  de  casación  interpuesto  por  Vicente  Bon- 
cé  Severón  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
por  tentativa  de  cohecho 27S 
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26  Judio. — Falsedad. — Sent.  S8. — Declarando  con  lugar 
el  recurso  de  caBación  interpuesto  por  Hilario 
Beyes  y  Pedro  MacSa«  contra  la  sentencia  dicta- 
da ea  causa  por  hurto  y  faüi/ícacióa  de  docw- 
menío  privado 881 

26  Junio. — Defensa  personal. — Sent.  80. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ro- 
gelio Giüllot  Feroándex,  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  komiciiiio 2S5 

26  Junio.— Í>Mparo.—Cir«íiiííonctaí. — Sent.  90. —  Decla- 

rando con  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Hipólito  Monteagudo  j  Valdés  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  dUparo  de  arma 
de  fuego,  lesiones  y  homicidio 290 

27  Junio,— De/Miaa  personal. — 5eni,  91. — Deílarando  sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ba- 
silio Toledo  Itoque  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  homicidio 29 J 

29  Junio. — Denimeia   falsa.— Sent.    92. — Declarando    sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Emi- 
lio Lorenzo  Lópeí  contra  la  sentencia  dictada  en 
cansa  por  el  expresado  delite 299 

30  Juwio. — Perjurio. — Sent.    83. — Declarando    con    lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Luis  Cuen- 
ca Vasallo  7  Luciano  Herrera  Otee  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  por  el  expresado  delito.     302 

30  Junio. — Falsedad.— Sent,  94, — Declarando  con  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Fernando  Machado  González  por  hur- 
to y  falsifieación 305 

30  Junio.— CohecAo. — Sent.  SC. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Eduardo 
Igualada  Navarro  contra  la  sentencia  dictada  en 

causa  por  teAtatii>a  de  cohecho 310 

1  Julio. — iíalt-ersacii^.—Seiit.  96. —  Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Emilio 
Buiz  Barraj'urza  contra  la  sentencia  dictada  en 

causa  por  el  expresado  delito 313 

i  Jvijio.—Ase»i»ato  frustrado. — Sent.  97. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Mariano  Marti  Jaén  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  por  el  expresado  delite 31^ 
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8  Juuo. — Bttafa. — Sení.  98. —  Beelaraado  ain  lugar  el 
reeurgo  de  tasación  interpuesto  por  Ramón  Her- 
nández j  Hernández  contra  la  aentencia  dictada 
en  cauBB  por  el  expresado  delito 335 

11  Juuo. — Amnistía.— Sent.  99. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  de  caaacián  interpuesto  por  Manuel  An- 
tonio Cuesta  contra  la  resolución  denegatoria  de 
la  apUcaciiín  ^  mismo  de  la  amuietia  de  3  de  Oc- 
tubre de  1902 330 

13  Juuo. — Calumnia, — Sent.  100.— Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Tomás  Ba- 
dillo  ;  Cerecio  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Ana  Albadalejo  7  Perdomo  por  el  ex- 
presado delito 345 

13  Juuo. — PcTia.—Sent.  101. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Luis  Carre- 
ras y  Jiménez,  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  disparo  de  arma  de  fuego  y  teiiones.     352 

16  Juuo. — Detencióa  ilegai. —  Maiversaoión. — Benl.   102. 

Declarando  con  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Bartolomé  Arce  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  los  expresados  delitos.     355 

17  Juuo. — Delito. — Sent.   103. — Declarando  sin  lugar  el 

recurso  de  easacién  interpuesto  por  Claudio  Pe- 
res Piquero  eontra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Bamún  Castro  y  Fermín  Valle  por  le- 
tíone».         359 

18  JvijlO.—Falíedad. — Sent.   104. — Declarando  con   lugar 

el  recurso  de  casaciún  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Ramón   Fernández  Sarduy  y  Ceferino 

Moya  González  por  Aiirfo  jf /oítiedad 367 

18  Juuo. — Concepto  de  ¡a  infracción. — Sent.  105. — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Carlos  Eligió  Valdés  contra  la  sen- 
t«acia  dictada  en  causa  contra  Bañlio  Muños  y 
otros  por  injuria* 371 

20  Julio.— Foisi/ifofiíín. — Sent.  106. — Declarando  con  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Victoriano  Arozarena  y  Cándido 
Valdés  Vidó  por  fahificaeián  y  hurto.      .  .     3S4 

21  Juuo. — Perjurio. — Sent.    107. — Declarando   con   lugar 
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el  recurso  de  casaoión  interpuesto  por  Ettseo  Iri- 
barren  7  González  y  Manuel  Gúmez  Font  contra 
la  sentencia  iJictada  en  causa  por  el  expresado 
delito ;      ....     401 

22  Jm.10.— Falsificación  y  estafa. — Sent.  IOS.— Declaran- 
do sin  lugar  los  recursos  de  casaciún  interpuestos 
por  Aniceto  Ángel  Bello  j  Bita  Pol  contra  la 
Benteacia  ilictaOa  en  causa  por  los  expresados  de- 
Utos 404 

22  JüUO.^ffurío. — Sefli.  109.— Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Sisto  Fe- 
rrer  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el 
expresado  delito 40íl 

22  Jinjo. — Rapto. — Sent.   110. — Declarando   con  lugar   el 

recurso  de  casación  interpuesto  por 

contra  la  acnteuüia  dictada  en  causa  por  el  ex- 
presado delito 411 

23  JoLio. — Bapto. — Seiií.  111. — Declarando  sin  lugar  el 

recurso  de  casación  interpuesto  por 

contra  la  sentencia  dictada  on  causa  por  el  ex- 
presado delito 415 

23  Julio. — Precepto   autorizador, — Sent,    112. — Declaran- 

do sin  lugHr  el  recurso  de  casaciÚQ  interpuesto 
por  el  Ministerio  Fiscal  contra  el  auto  dictado  en 
causa  contra  Máximo  Várela  Zúñiga,  por  hurto.     417 

24  Julio. — Defensa. — Sent.    113. — Declarando    con    lugar 

.  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Luis  Pé- 
rez Dorticós  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
por  homicidio 421 

24  Julio. — Fatsificdcióii. — Sent.  114. — Declarando  con  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Miguel  Herníindez  y  Armenteros  por 
'  hurto  y  falsificación 425 

25  Jvuo.— Hurto.— Sent.   115. — Declarando   sin   lugar   el 

recurso  de  casación  interpuesto  por  Julián  Wan- 
deniberg  y  Alonso  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  el  expresado  delito 430 

28  Jlt,io.— Df'üo.— SfJií.  llfl.— Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Evaristo  Ií«^ 
yes  y  Beyes  contra  la  sentencia  dictada  en  can- 
sa por  homicidio 434 

2B  Julio, — Aator. — Sent.   117. — Declarando   sin   lugar   el 
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recureo  de  casociún  interpuesto  por  Enrique  Tilla 
Morteni  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
hurto 437 

1  AaOB'To.— Intención. — Sent.  118. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casauióu  interpuesto  por  Fran- 
cisco Lozano  y  Moliua  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  homicidio m 

1  AooSTo.— CircuTMtancttia. — Sent.  119. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  ceaacii^n  interpuesto  por  la 
defensa  del  procesado  Ramón  Sicardo  Lejva 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  lutmi- 
cidio 44S 

3  AooSTo.— ín;«ritM. — Sent.  120. — Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal  i'ontra  el  auto  dictado  en  causa  con- 
tra Ruperto  Boca  S)Ier  por  el  expresado  delito.     45J 

4  Agosto. — Matrimonie   üegát.^Sent.   121. — Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Domingo  la  Rosa  Vigil  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  el  eipresado  deUto.  .  .  .  456 
6  AOOSTO.— ^ofio. — Sent.  122. — Declarando  ein  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Adolfo  Pé- 
rez y  Pérez  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 

por  el  expresado  delito 463 

8  Agosto.— Boto. ^Sciií.  123. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Calazans 
del  Portillo  (a)  "Cajiíote"  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  el  expreaado  delito.      .      .     463 

10  Agosto. — Defensa. — Sent.  124. — Declarando  sm  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Gon- 
zález Torres  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa  por  lesiones. 47d 

15  AoosTO.— íaplo. — Sent.  125. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpueate  por con- 
tra la  sentencia  dictada  on  causa  por  el  expresa- 
do delito 486 

15  Agosto. — Falsificación,— Sent.  136. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  ea 
causa  contra  Manuel  Valle  Iiópeí  y  otros  por 
hurto  y  falsedad 485 

17  Agosto. — Miedo. — Sent.  127. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Manuel  Ca- 
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jaravitle  j  Arares  contra  la  Heotencia  diclada  en 
causa  por  disparo  de  arma  de  fuego.  .  ,  .  4BS 
18  Agosto. — Agresión. — Sent.  128. — Derlarando  ein  lugar 
el  recurso  de  casación  ioterpueato  por  Pedro  Gar- 
cía Zaldfvar  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  homicidio 49S 

18  Agosto. — Alintado.-^Sfnt.  129.— Declurando  ain  lugar 

el  recurso  de  cKSRcifin  interpuesto  por  Manuel 
Maitrif^l  y  Mendigutia  contra  la  sentencia  dic- 
taila  en  causa  por  el  expresado  delito SD2 

19  Agosto.— Peno, ■—.'ícHÍ.  130.— Declarando  can  lugar  el 

rerurso  de  casación  interpuesto  por  el  Miníaterio 

tra  Manuel  Echevarría  Viamonte  por  disparo  de 
arma  de  fuego 506 

19  Agosto. — Rapto. — Scnt.  131. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  expre- 
sado delito 511 

24  Agosto.— í'rcccpí o  aulorisfidor.— ff echón.— Sen t.  132. 
— Declarando  ain  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  José  Díaz  Menéndei  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  cauaa  por  estafa 524 

24  Agosto. — Drlmción  ilegal. — Sent.  133  — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Gaspar  Betancourl  (¡astillo  contm  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  detcacióa  arbitraria.      .      .     527 

24  Agosto. — ¡njurian. — Senl.  J  34.— Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Emilio 
Martfnez  Perigó  y  Juan  Mirabent  contra  la  sen- 
tencia lüctada  en  causa  por  el  expresado  delito.     330 

25  AooSTO.— ^íciiíndo.— Utjjinro.-  Pena, —  .Sent.  135.— 

Declarando  ain  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Amliroaio  Rodríguez  Nüñcí  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  atentado.      .      .     540 

£5  AoosTO. — LesioncK. — Senf.  136. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Narciso 
González  y  Gonz&lez  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  por  el  expresado  delito 543 

27  Agosto.^/ mjiruíicn cía. — Seyíl.  137. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuc^^tJ)  por  Agus- 
tín Buii  Polanco  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  homicidio 547 


rc.,z.d.vCoO¿^lc 


d«  la  mlnai  hñ^M 

28  Agosto. — Estafa. — Sent.  138. — Declarando  ein  lugar 
el  recurso  lie  íasación  interpuesto  por  José  Lla- 
nes  y  Upierre  contra  la  senteucia  dictada  en  can-  . 

sa  por  el  expresado  delito 556 

31  Agosto. — Faena. — Sent.  139. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Francis- 
co O'Farril  y  Casares  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  por  disparo  de  arma  de  fuego.  .  .  561 
1  Sbptiembbe. — Injarias  á  la  áttíoridad.— Sení.  140. — 
Declarando  con  lugar  el  recurso  de  casaciún  in- 
terpuesto por  Safa  el  Escobar  y  Febles  contra 
la  sentencia  dictada  en  causa  por  desacato.      .     S63 

1  Septiembre. — Aíeniado. — Sent.   141. — Declarando    sin 

lugar  el  recurso  de  casaciún  interpuesto  por  Ma- 
nuel Diaz  Massip  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  atentado  y  desacato  &  la  autoridad.     .     587 

2  SEPTiEMBftE. — /nj'arioa  á   la  Autoridad. — Sent.   142. — 

Declamdo  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Emilio  Martínez  Pcrigó  y  Juan  Mira- 
bent  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el 
expresado  delito 573 

2  Septiembre.— 2>e¡»er. — Sent.   143. — Declarando  ain  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Ensebio  Pozos  Oarefa  y  otro  por 
bomieiilío 578 

3  Sbptiembbe. — NocttiTnidad. — Autor. — Seat.    144. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  José  Leocadio  Valdés  y  Valdés  (a) 
Cuito  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
robo SS4 

5  BsniEMBBK.— Falsedad. — Se?ií.  145. — Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Do- 
mingo Mosquera  Bodriguez  contra  la  e 
dictada  en  causa  por  el  expresado  delito. 

7  Septiembre.— itforaiío. —  Arrebato. —  Sent.  146.— 
clarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  íb 
puesto   por   Rafael   Maclas   contra   la   ñ 
dictada  en  causa  por  tentativa  de  homicidio.     . 

I  Septiembre, — Perjurio.— Sent.  147. — Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ela- 
dia  Fcmández  y  Kuii  de  Osorio  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  el  expresado  delito.      . 
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8  Septiembbe. — Atentado  y  lesiones. — Sent.  148. — De- 
elarando  edn  lugar  el  reciU'Bo  de  caaacián  inter- 
puesto por  Emil  Wilde  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  causa  por  atentado  á  Agente  de  la  Auto- 
ridad  610 

10  SCPTIIMBKE.— ^mnúlfa. — Sent  14B. — Declarando  sin 
tugar  el  recurso  de  casación  interpueeto  por  Pru- 
dencio Otáñez  y  Echánii  contra  el  auto  dictado 
sobre  denegatoria  de  amnistía 614 

10  Septiehbkb.— üiirto  cualificado. —  Sent.  150. —  Decla- 
rando con  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  contra  Jnsto  Kivera  (a)  Pichón 
por  hurto 62S 

12  Septiembre. — Amnistía.— Sent.  151. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pau- 
lino Martínez  Diaz  contra  la  sentencia  dictada  sn 
cansa  por  Aur(o 620 

12  Septiembbe.— Hechos. — Sent.  152. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pedro 
Pascual  Valance  contra  la  seutencia  dicla<la  en 
causa  por  diaparo  d«  arma  de  fuego  y  lesiones.     633 

14  Septiembre. — Morada. — Edad. — Sent.  153. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Ventura  Maden  j  Manuel  Estalella  contra 
la  seutencia  dictada  en  causa  por  robo  7  lesiones.     633 

14  Septiembre. — Falsedad.— Sent.    154. — Declarando    sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  San- 
tiago Gutiérrez  Ruiz  contra  la  seutencia  dictada 
en  causa  por  el  expresado  delito 039 

15  SaPTiEMBRE.— Jme7iiwa». — Sent.   155.— Declarando  con 

lugar  los  recursos  de  casaciún  interpuestos  por 
el  Ministerio  Fiscal  y  Francisco  Osuna  García 
1  dictada  en  causa  por  robo  y 


19  Skptiembeie. — Perjurio. — Sent.  15fi. —  Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  En- 
rique Mata  Olacbea  contra  la  sentencia  <lictada 
en  causa  por  el  expresado  delito OBI 

22  Septiembre. — Eapto.~Sent.  157. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por 

contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  ex- 
presado delito. 863 


DigilizedbvGoO^^IC- 


Fkíii 


33  Septiembre.— Hurto  cuaUficado. — Faltedad. — Noctur- 
nidad.— Seni.  \5ñ, — Declarando  con  tugar  el  re- 
curso ie  casaciún  interpueato  por  el  Ministerio 
Fiscal  contra  ta  sentencia  dictada  en  cansa  con- 
tra Javier  Sotobngo  j  Mariano  Fresneda  por 
Aurto  y  falsifieación 66ií 

26  Septiembre,— Lía lící  falsas.— Sent.  159. — Declarando 
Bin  tugar  el  recureo  de  casación  interpuesto  por 
Diniaa  Font  j  Arozarena  contra  ta  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  robo.     .     , 677 

26  Sbptiembrb.— jlrrebaío.^ — Seiit.  160.—  Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José 
María  Castro  y  Villar  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  por  atentado 680 

28  Septiembre, —  Intención. —  Vindicación. — Arrebato. — 

Senl.  161.— Declarando  con  lugar  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  con- 
tra ta  sentencia  dictada  en  causa  contra  Narciso 

Nieves  ;  Jiménei!  por  homicidio 6S2 

'  ES  Septiembre. — Perjurio.— Sen!,  162. — Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Quin- 
tín González  j  González  contra  la  sentencia  dic- 
tada cu  causa  por  el  expresado  delito.      .      .      .     6S7 

29  Septiembre, —   Hapto. —   Sent.   163. —  Declarando  sin 

lugar  el  recurso  <le  casación  interpuesto  por.... 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  ex- 
presado delito 6S0 

30  Septiembre. — Cohecho. — 8cnt.   164. —  Declarando   con 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Santos  Benito  Velasco  por  el  ex- 
presado delito 6ft¿ 

30  Septiembre. — Perjurio. — Sent.  165. —  Declarando  ña 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Salvador  Rosas  y  Miret  por  el  eipre- 
sado  delito 696 

2  Octubre. — Robo.— SínI.  166. — Declarando  con  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
contra  Roque  Bruzón  por  el  expresado  delito.     .     700 

5  Octubre.- JflrMión.—Stfuí.  167. — Declarando  slu  lo- 
gar el   recurso  ele  casación  interpuesto  por  An- 
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ge)  Hernándei  Solano  contra  la,  sentencia  dicta- 
da en  causa  por  homicidio JOü 

5  OcTüBttE, — Perjurio. — Sent.  168. — Doclanindo  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casaciún  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio l'lBcal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  José  Rodríguez  y  Bodriguez  por  el 

expresado  debto 70* 

7  OCTtTBBtt. — Hotnieidio. — Sent.  169.— Declarando  sin  lu- 
gar el  reeuTEo   de   casación  interpuesto  por  Lo- 
^         renzo  Galán  j  González    (a)    Lencho  contra   la 
sentencia  dictada  en  causa  por  el  ezpreaado  de- 
lito  713 

7  OcTUBBB. — Arrebato  y  obcecación. — Sent.  170. — Decla- 

rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Roberto  Santana  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  disparo  de  arnuk  de  fuego  j  le- 
siones  71T 

8  OcTUBHE. — Bapto.^-Sent.   171. — Declarando  con   lugar 

el  TocuiBo  de  casación  interpuesta  por con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  eipre- 
sado  debw 73ií 

9  OOTUSRB.— Hiirío. — Sent.  172. — Declarando  con  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
centra  Nicolás  Reyes  y  Uorejón  por  el  expresa- 
do deUto 761 

14  Octubre. — Abusoí  deshonestos.— Sent.  173. — Declaran- 

do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por i .  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa por  el  expresado  delito 771 

15  Octubre. — Perjurio. — Sent.    174. — Declarando   con   lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiecal  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Migue!  Pérez  Cárdenas  por  el  expre- 
sado delito 778 

15  Octubre. — Estafa. — Sent.   175. — Declarando  sin  lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  y  Bo- 
nifacio García  Mufiiz  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  causa  por  el  expresado  delito 781 

16  OoruBRE. — Burto. — üolio. — Sent.  176. — Declarando  con 

lugar  el  recurso  de  casaciún  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Pedro  Morera  Alvarez  (a)  "Peri- 
quito el  Querrillero"  por  robo,  burto  j  lesiones.     78-1 
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19  OcTUBBE. — Hurto. — Sent.  177. — Declarando  con  lugar 
el  lecuTso  de  easaüióu  ÍDlarpueeto  por  Eateban 
Illobre  7  Garcfa  contra  la  sentancia  dictada  en 
causa  por  el  expresado  delito 795 

19  OCTUBBE. — Perjurio.— iSen(.   178. — Declarando   eoD   lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  e)  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  can- 
sa contra  José  Peña  7  Pérez  por  el  expresado 
delito 800 

20  OCTUHKS.— Perjurio.— Sent.    179. — Declarando  con   lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesta  por  el  Mi- 
nisterio Mscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  José  Hora  y  Fúnesi  por  el  expresa- 
do deUto 804 

SO  OornasE. — FaUi/ieación.—Seiit.  180. — DeeUrando  sin 
lugar  el  recnrso  de  casación  interpuesto  por  An- 
tonio Canales  Santillana  .contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  faitedad  en  doeumetito  pri- 
vado  807 

21  Octubre. — Embriaguez. — Sent.    181. — Declarando    sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Agus- 
tín Menéndei  Antún  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  por  ftotnietdto 819 

22  OCTüBRs. — Injurias.— Sent.    182. — Declarando   con   lu- 

gar el  recarao  de  caaaeifin  interpuesto  por  Cons- 
tantino Moran  7  Eca7  7  José  Medina  Duchesne 
contra  la  sentencia  dictada  en  'causa  por  inju- 
Tiai  gravea  á  agenta  de  la  Atitoridad.     .      .     .     831 

22  OCTDBllB. — Hwto. — Sent.  183. — Declarando  con  lugar 
él  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Minis- 
terio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  can- 
sa contra  Enrique  Dlai  Infante  ;  otros  por  robo.     837 

24  OoTUBBB. — Delito». — Hurto. — Sení.   184^  Declarando 
con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por   ■ 
Pastor  Vélez  7  Buárez    (a)   "Pelón"  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  Aurto.      .  .      841 

24  O CTUBBB.— atentado. — íieni.  185. — Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  cau- 
sa contra  Justo  Rodríguez  por  deiorden  pú&Itoo, 
amenasaa  y  deaobediencia 848 

36  Octubre. — jáperluro  del  juicio.— Sent.  186. — Declaran- 
do con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
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por  el  Miniaterio  Fiscal  contra  el  auto  dictado 
en  causa  contra  Nicolás  Merino  por  etiafa.   .     .     854 

27  OCTUBEB. — Hvrto.—Seitt.  187. — Declarando  coit  lugar 
el  recurso  de  esBaciún  interpuesto  por  el  MiniS' 
t«rio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
contra  Enrique  Ponce  tioliB  por  ei  expresado  de- 
lito  867 

27  Octubre. — Perjurio. — Sent.    188. — Declarando   sin   lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Antonio  González  /  Oonzález  por 
el  expresado  delito 873 

28  Octubre. — Perjurio.— Se  ni,    If  9.— Dcclaramlo   sin   lu- 

gar e)  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  conCra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Ijorenzo  Rodríguez  Noith  por  el  ex- 
presado delito 876 

30  Octubre.— £sía/a.—£enf.  190. — Declarando   bíd  lugar 

el  recurso  de  casciÚn  interpuesto  por  Nicanor  Ló- 
pez y  Fuenterilla  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  el  expresado  delito .     884 

31  Octubre. — Defensa  personal. — Sent.  191. — Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Scheyarria  Menchaca  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  homicidio 892 

2  Noviembre. — Lesione*.— Sent.  192. — Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Gus- 
tavo Aguilera  Pérez  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  por  el  expresado  delito 90S 

S  Noviembre. — Defenía  personal. — Seiii.  193. —  Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Bafael  Jiménez  Castillera  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  homicidio 907 

4  Noviembre. — Precepto  auíoriíodor. — -iSení.  194. —  De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  don  Santiago  Cancio  Bello  y  A  rango 
contra  el  auto  dictado  en  causa  contra  Salvador 
Boca  j  otro  por  estoca 913 

4  Noviembre. — Detencián  ilegal. — Hecho». — Sent.  195. — 
Declarando  con  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  contra  Rafael  Pérez  Pla- 
cer por  el  expresado  delito 918 
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7  Noviembre. — Hurto. — Nocturnidad. — Sent.  Ififl. —  De- 
claranJo  con  tugar  el  recurso  de  c&sbcíúh  Inter- 
puesto por  el  Miuisterio  FíbchI  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  contra  Agapito  Franco  Ce- 
pero  por  hurto 941 

6  JÍoviEMB&s.—^Malveriacián.—Sent.  197. —  Declarando 
con  lugar  el  recureo  de  caaaciún  interpuesto  por 
el  Miniatcrio  PHscal  contra  la  eeatencia  dictada 
en  causa  contra  Octavio  Pérez  Carrillo  por  mol- 
vertación  de  caudales  y  estafa 016 

18  Noviembre.— .46 iMo  de  confiama.— Sent.  198, —  De- 
clarando ain  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Antonio  Tomás  6  Navas  Tomás  contra 
la  sentencia  dictada  en  causa  por  hurto,     ,     ,     .     97^ 

21  Noviembre. — Perjurio. — Seat.  199. —  Declarando  con 
lugar  el  recurso  Ue  casaciiin  .interpuesto  por  el 
MÍnist«ño  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  contra  Evaristo  Cartaya  BodrSguez  por  el 

expresado  delito 98£ 

'  21  Noviembre. — Incendio. — Circunstaacia». — Sent.  200. — 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Juan  Lagomasiuo  j  Alvarez  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  malversa- 
cióti  é  ii\cendio 987 

23  NoviEMHRB. — ¡'Tovocación. —  Sent.   201. —  Declarando 

con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  Mioisterio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  contra  Bonifacio  loquero  por  homid- 

dw 993 

28  Noviembre. — Homicidio  frustrado. — Sent.  202. —  De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Leonardo  Torres  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  el  expresado  delito.     .     .  1001 

24  Noviembre.— .^TTeSal o  y  obcecación. — Sent.  203. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  José  Diaz  Deuiofeu  contra  la  sentim- 
cia  dictada  en  causa  por  homicidio 1034 

25  Noviembre. — Eobo.—Amenasat. — Sent.    204. —   Decía. 

rando  con  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  contra  Ángel  Sosa  y  GutiérTez 

,  por  robo 1013 

25  NoviBMBKB.— .^(entodo. — Sent.   205. —  Declarando  sin 
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lugar  el  recuiso  de  casaeién  interpuesto  por  Baii- 
toe  Onto  Alvarez  contra  la  BenCencia  dictada  en 
causa  por  alentado  á  un  agente  de  ¡a  Autoridad.  1024 
SS  NoviBUBRE. — Arrchato  y  obcecaeión. — Sent.  206.— De- 
clarando ein  lugar  el  recurso  de  casaciún  inter- 
puesto por  Joaé  Antonio  Bamfrez  contra  la  sen' 
tencia  dictada  en  causa  por  disparo  de  arma  de 
fuego 102fl 

27  NoviBMBHE.— ffurio    fítalificado.—Sent.   207.—   Deíla- 

raniio  con  lugar  el  recurso  de  canaciún  interpuesto 
por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  contra  Benito  Abad  Fernández  por 

hurlo 1038 

2S  Noviembre. — Defensa  personal. — Sen!,  208. —  Decla- 
rando con  lugar  el  recurso  de  caaacióa  iaterpues- 
to  por  Simón  Alonqo  Callejas  contra  la  senteo- 
cia  dictada  en  causa  por  disparo  de  arma  de  fue- 
go y  lesiones 1058 

28  NoviEMBiiE,— Jleiilotio, — Seiit.   209. —  Declarando  sin 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Bu- 
fael  Bos  7  Estrada  contra  la  sentencia  dictada  eo 
causa  por  at enfado  á  la  Autoridad  y  lesione* 

lei-cs 106i 

28  NoviE«BBE. — Hurto  cualificado. — Sent.  210.^  Decla- 
rando con  Ingar  el  recurso  do  casación  interpues- 
to por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  contra  Eloy  Martínez  por  hur- 
to  10«3 

3  Diciembre. — Defensa    pereonal. — Sent.    211. —    Decla- 

rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
■to  iKir  Narciso  Aniorós  y  Herrera  contra  la  jen- 
tencia  dícta<la  en  causa  por  homicidio.      .     .      .   107S 

4  Diciembre.— E» I (ifo. — Senl.   212. — Declarando   sin   lu- 

gar el  recurso  de  casación  ¡nterjiuesto  por  Mi- 
chael  J.  Dady  contra  la  sentencia  dilatada  en  cau- 
sa contra  Joseph  De  Wyckoff  por  el  expresado 
delito 1078 

5  Diciembre. — Arrebato  y  obcecación, — Sent.  213. — De- 

clBl«,ndD  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  José  Horruitiner  Portuondo  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  disparo  y  letio- 

neí 1084 

5  Diciembre.— fio/lío.— Scnf.  214. — Declarando  sin  logar 
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el  recurso  de  caRación  interpuesto  por con- 
tra la  aestencia  dictada  ea  causa  por  el  expreta- 

do  delito ■ .     .  1087 

S  DiaBMBSE. — Perjurio. —  Sent.  215.—  Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpueso  por  el 
Utnisterio  Fiscal  contra  la  sentencia  dictada  en 
lugar  el  refurso  de  casación  interpuesto  por  el 
expresado  delita 1090 

10  Diciembre. — Rapto. — Sent.  216. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casaciún  interpuesto  por 

contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  ex- 
presado delito JOBS 

16  Diciembre.— Scao  y  morada. — Sent,  217. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Lorenzo  Oliver  j  Castillo  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  lesiones 1103 

16  Diciembre.— ^f en ídifo. — Sent.   21S. —   Declarando   sin 

lugar  el  recurso  de  casación  Interpuesto  por  Ma- 
riano Fresnada  j  García  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  el  expresado  delito.      .      .      .   lili 

17  DlCiSMBBE. — Malvenacián. — Sent.    219. —    Declarando 

con  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Narciso  Qonzález  Fellú  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  el  eipreaado  delito,  .      .   1113 
17  Diciembre. — Ettafa. — Sent.   220. — Declarando  co 

gar  si  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
nuel Ricoj  contra  el  auto  dictado  en  causa 
tra  José  Villalba  j  Cangas  por  el  expresado  de< 

,  iii: 

16  Diciembre. — Rapto. — Setit.  221. — Declarando  wn  lu^ar 

el  recurso  de  easaeiín  interpuesto  por 

tra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  expresa- 
do delito 

21  Diciembre. — Injwiat  á  la  Autoridad. — Sent.  222.- 
clarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación 
puesto  por  Emilio  Martínez  Perigó  y  otro  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  expre- 
sado deKto 

21  Diciembre. — Perjurio. — Sent.  223. — Declarando  si 

gar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Fran- 
cisco Vnldés  Rodríguez  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  el  expresado  delito.      . 

21  Diciembre. — Rapto. — Sent.    224. — Declarando   co 
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gar  el  recurso  de  eflaacifin  inteipaesto  por.... 
eontra  sentencia  dictada  en  causa  por  el  expre- 
sado delito 1140 

24  DlCiBMBSB.— I^Ierfa.— Sent.  225.— Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  oasaciún  interpuesto  por  Carlos 
Fumier  j  Oaldeano  contra  la  scnteniriB  dictada 
en  causa  por  infracción  del  Código  Postal.     .     .   1140 

23  DicrcXBBE.^/mpnidfinCTO  temeroria,— Senl ,  226. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Julio  Cuquerella  y  Rodríguez  contra 
la  sentencia  dictada  en  causa  por  homicidit}  por 
imprudencia  temeraria H53 

24  Diciembre.— Jitior.—Scnt.    327. — Declarando    sin    lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
nuel Ortega  Echevarría  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  falñflcacián  de  moneda.     .     .  1157 
QUEBRANTAMIENTO  DE   FORMA 

ANO   1»03 

ES  MtKZO.— Denegación  de  prueba.— -Sent.  8. — Declaran- 
do sin  lugar  e1  recurso  de  c^sHciñn  interpuesto 
por  Salvador  Cabrera  (a)  Champion  j  otros  en 
causa  por  robo  del  cual  resultó  homicidio,  .  .  3 
1  AsalL. — Bobo. — Stnt,  9.-t-Declacando  sin  lugar  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  MarcoB  Lopes 
Cabrera  j  otros  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  detención  üegal,  amenosas  condicioiM- 

les  y  asesinato 147 

4  Mayo.— Pniíta.—  Hecho». —  Precepto  autorizador. — 
iSeni.  10. — Declarando  sin  lugar  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Pedro  Pablo  Sedaño  y 
Kevolta  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
coJumnio 188 

16  Mato. — Prueba.— Rapto. — Sent.   11. —  Declarando  ain 

lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 

contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  ex- 
presado delito 210 

16  Mato. — Hechos. — Falsificación. — Estafa. —  Seitt.  12. — 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Silvio  Hernández  7  Serrano  como 
marido  de  Matilde  Brito  y  Silva  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  causa  contra  Sebastián  Perrei- 
ro  Busto  y  otros  por  falsedad  y  estafa.     .     .     .     217 

27  Mato.— Hecho». — Circunstancias. — Precepto    autorisa- 
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dor.—Sent.  IS.^Declarando  con  logar  el  recur- 
so fie  easaciún  ínterpueato  por  Isaac  Pérez  Gon- 
zález coatm  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
lesiones 252 

6  Junio.— Frueíia. — Circunstanciaa.^-ScHt.    14. —   Dacla- 

ramlo  con  lugar  sn  parte  el  recurso  <le  casaciÚn 
interpuesto  por  Domingo  Balbuena  Alonso  con- 
tra la  seotencia  dictada  en  causa  por  hurto.      .     260 

S6  Junio. — Prueba. — Scitl.  15. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  defensa  der 
procesado  Pablo  Gómez  García  contra  la  senten- 
cia dictada  en  causa  por  Aurio 264 

11  Julio. — Hechos. — Imprudencia. — Seiit.  \fi.—  Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casaciúu  iuterpueslji 
por  Enrique  Aivarez  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  causa  por  homicidio 336 

18  Julio. — Denegación  de  prueba. — Sent.   17. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casacióu  interpuesto 
por  Adolío  Fernández  Oliva  contra  la  sentencia 
'    dictada  en  causa  por  homicidio 374 

30  Julio. — Prueba».— Uecho»;— Sent.  18. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ur- 
bano Larrea  contra  la  sentencia  dictada  en  causa 
por  matrimonio  ¡lega! 301 

11  AOOSTO. — Hechos. — Falsedad. — Sent.  19. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  Ministerio  F'iscal  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  contra  Cesáreo  Borroto  y  otro  por  fal- 
sedad en  documínto  pricado 479 

S  Septiembre. — Hechos  probados.— Sent.  20. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Pedro  García  Martínez  contra  la  sentencia 
dictada  en  causa  por  disparo  de  arma  de  fuego.     592 

7  Septiembre. — Hechos. — Hurto. — Abuso    de    confianza. 

—Sent.  21. — Declarando  sin  lugar  el,  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Adolfo  Lefebre  Acevedo 
contra  la  sentencia   dictada  en  causa  por  daño 

á  la  propiedad  y  hurto 59ü 

16  Septiembbs. — Hechos  probados. — Eilafa.—Sent.  22. — 
Declarando  sin  lugar  loa  recursos  de  caaación  in- 
terpuestos por  Generoso  Beqoeijo  y  Leopoldo 
Cadclo  contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por 
el  expresado  delito 653 
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23  SSPTlEMBRBi— Prueba. — Sent.  23. — Daelarando  con  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Loren- 
zo Argudln  Lombillo  contra  la  sentencia  dictada 
en  cauaa  contra  Nicasio  Morales  Martin  por  le- 
siones  67-S 

7  OCTUBat. — Precepto  autoHzador. —  Hechos. —  Daño. — 
Scnt.  21. — Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  Mluiateño  Fiscal  con- 
tra la  seatencia  dictada  en  causa  contra  Antonio 
Fraga  7  Villar  por  daño  en  la  propiedad .  .  .  719 
7  Octubre. — Precepto  autorUador.^Sapto.—  Sent.  25. 
— Declarando  sin  lugar  ios  recursos  de  casación 
interpuestos  por  el  Mioiaterío  Fiscal  contra  la    . 

sentencia  dictada  en  causa  contra por  el 

expresado  delito 737 

8  Octubre. — Precepto  autorizoáor. — Falsedad. —  Supuet- 
toi.—Pena, — Sent.  26. — Declarando  sin  lugar  ol 
recurso  de  casación  interpuesto  por  José  P6ret 
Valcñrcel  j  con  lugar  el  interpuesto  por  Cipriano 
FeruJIndez  Blanca  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  falsedad  y  estafa 736 

31  OcTUBBE. — Aíeaiiiato. —  Circiinstayicias. —  Sent.  27. — 
Declarando  sin  lugar  ei  recurso  de  casación  inter- 
pueah)  por  Gerardo  Dlai  y  Echevarría  contra  la 
sentencia  dictada  en  causa  por  homicidio,     .      .     695 

12  Noviembre. — E*lupro, — Sent.  28. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por.... 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  el  ex- 
presado delito. 960 

16  Noviembre. —   Dcnegitción   de  prueba, —   Viotaeíán. — 

Sent.  29t — Declarando  sin  lugar  los  recursos  de 
casación  interpuestos  por contra  la  senten- 
cia dictada  eu  causa  por  el  expresado  delito.      .     SOS 

17  Noviembre.— Heciioí   probados. — .Setii.   30.— -Declaran- 

do siu  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Ministerio  Fiscal  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  contra  Ángel  Gusmán  j  Rodríguez 
por  prciaricacián 97,1 

24  Noviembre. —  Dewi/ució'i   de   prueba. —  -Sentencia, — 

Scnt.  31.— Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  la  deiensa  del  procesado 
Manuel  Barrciro  OUrcra  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  causa  por  disparo  de  arma  de  fuego',     .   1006 
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24  NoviBUBRE. — Denegación  de  prueba.— Settt.  32. — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casaciún  inter- 
puesto por  Federico  Hernández  Meas  (a)  lAeyo 
contra  la  sentencia  dictada  en  causa  por  roto.   1010 

27  Noviembre. — Prueba. — Bechos. — Falsedad.— Sent.    33. 

— Beclarando  rin  lugar  los  recursos  de  casación 
interpnestOB  por  Adolfo  Viilageliú  é  Trola  y  Fe- 
derico Montslro  contra  la  sentencia  dictada  en 
causa  por  falsedad  en  documento  público.  .  .  103S 
8  PiciEUBBE. — Sedaceión  de  sentencia. — Sent.  34. — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Pedro  Juli&n  Valdét  contra  la  sc-uten- 
eia  dictada  en  causa  por  falsedad 1094 

RECURSOS  DE  QUEJA. 

AÑO   1»03 
11  Uato. — Preeeplo  nMorieador.—Áuto   80. — Declarando 

sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Antonio  lu- 
cían contra  el  auto  que  le  negó  la  admisiún  del 
recurso  de  cssbcíÚd  en  cansa  contra  Agustia  Me- 
néndez  Antonio  por  homicidio.  .     .    '.     .     .11 

16  Mayo.— Frehog. — Attto  81. — Declarando  rán  lugar  el 
recnrso  interpuesto  por  Adolfo  Fem&ndeE  Oliva 
contra  el  auto  que  le  negd  la  admisíÓa  del  recur- 
so de  casación  eu  causa  por  homictdto.     ...       13 

16  Mato. — Precepto  autorizadoT. — Auto  82. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  la  repreeen- 
taciún  de  JosepIi  De  Wyckoff  contra  el  auto  que 
le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casación  en 
causa  por  ettafa 18 

16  MAYa — Ley  infringida. — auto  83. — Declarando  con  lu- 
gar el  recnrso  interpuesto  por  Agustin  Buii  j 
Polanco  contra  el  auto  que  le  negó  la  admimón 
del  recurso  de  casación  en  causa  por  Aomtcidto.        '¿X 

87  Mayo. — Término». — Juto  87. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  interpuesto  por  Evaristo  Gonzáles 
Vega  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  en  causa  por  estafa.  24 

28  Mayo. — Precepto  avtorisador.^Avlo   88. — Declarando 

sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Sotero  FíguC- 
roa  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  en  causa  contra  Carlos  Betan- 
court  por  calumnia., 2Í 
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29  Mato.— iei/    in/'rfnpiáa.— ^Jkío    89. — Declarando    con 

lugar  el  recurso  interpuesto  por  José  María  Cas- 
tro y  Villar  contra  el  auto  que  le  negó  la  admi- 
sión del  recurso  de  casacíún  en  causa  ^r  aten- 
■tado 23 

19  Junio. — Precepto  auíorwoiior.— Jufo  96.— Declarando 
sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  José  García 
López  contra  el  auto  que  le  negÚ  la  admisión  del 
recurso  de  pasacián  en  causa  por  lesiones.     .      .       .^0 

22  Junio. — Securrente. — Auto  98. — DeclarHndo  sin  logar 
lugar  el  recurso  interpuesto  por  Julián  Wandein- 
berg  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  en  causa  por  hurto.      ...       33 

30  Junio. — Hechos.- — Auto     103. — Declarando    sin    lugar 

el  n^curso  interpuesto  por. . . .  contra  el  auto  que 
le  Degó  la  admiaiÓD   del  recurso  de  casación  en 

causa  por  violación 34 

2  Julio. — Subsanacián  de  faltas. — Auto  104. — Declaran- 
do con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Cipria' 
no  Fernández  Blanco  contra  el  auto  que  le  ne- 
gó la  admisión  del  recurso  de  casación  en  cau- 
sa por  falsificación 315 

10  Julio, — Bechos. — Auto  108. — Declarando  ein  lugar  el 
recurso  interpuesto  por  Pastor  VÉlii  Suáreí  con-  ■ 
tra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso 
de  casación  en  causa  por  hurto.. 333 

2]  Julio. — Beehos.—Auto  110. — Declarando  con  lugar  el 
recurso  Interpuesto  por  Leonardo  Torres  contra 
el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación en  causa  por  homicidio  fruitrado.      .      .     397 

28  Julio. — Securrente. — Auto  111. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  interpuesto  por  Vicente  Daniel  Mora- 
les contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  re- 
curso de  caeacióu  en  causa  por  robo 432 

1  Agosto.— Hechos. — Auto  116. — Declarando  sin  tugar 
el  recurso  int«rpuesto  por  Juan  Corona  y  Díaz 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur- 
so de  casación  en  causa  por  lesiones 4*3 

8  AoosTO.—Frecf pto  autorizador. — Auto  118. —  Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  José 
A.  Ramírez  contra  el  auto  que  le  negó  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  en  causa  por  disparo 
de  arma  de  fuego 462 
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22  Agosto. — Froeedenda  del  recargo. — SeeuTto  de  inooas- 
tituciotuítidad. — Auto  125.— Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  interpuesto  por  FrancisíB  Suárez 
romo  madre  de  la  menor  Severioa  Blanco  con- 
tra el  auto  que  te  negó  la  admisiún  del  recurso 
de  casacti'.u  en  eausa  por  robo  y  lesiones.  .     513 

22  AOOSTO.—  Precepto  aatorúú^T.—Auto  126. —  Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  uiterpueslo  por  Ra- 
món Fernández  Guerra  contra  el  auto  que  le  ne- 
gó la  admiaión  del  recurso  de  casación  en  causa 
por  ro6o,  hurto  j/  lesione» -  517 

EG  AoosTO. — Subaaiiaci&iv  de  falta». — Precepto  autoriza- 
dar. — Auto  128. — Declarando  sin  lugar  el  recur- 
so interpuoato  por  Manuel  Ortega  Echevarría  con- 
tra el  autn  que  le  negó  la  admisióa  del  recurso  de 
casación  en  causa  por  frUsificación  de  moneda*.     537 

28  AoosTO. — Ley. —  Coiicepío.— Julo.  12fl. —  Declarando 
con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Agustín  Puig 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admiaión  del  recur- 
so de  casación  en  causa  por  tentativa  de  estafa,     551 

31  Agosto. — Híchoí.— jíuto  132. —  Declarando  sin  lugar 
el  recurro  interpuesto  por  Jesús  García  contra 
el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación en  causa  contra  Manuel  Fiallo  Díaz  j  otros 
por  hurta 55? 

7  Septiembke. — flccftoí.— Jato  137. — Declarando  tíu  lu- 
gar el  recurso  interpuesto  por  Florencia  Ooiiii* 
lez  y  Kodrignez  contra  el  auto  que  le  negó  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  en  causa  por  dü- 
paro  de  arma  de  fuego 595 

19  Septiembre. — Precepto  aittori^ador. — Juto  146. —  De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Mi- 
guel Morales  contra  el  auto  que  le  negó  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  en  causa  por  Uño- 
nes  65» 

5  OcTUBtiE. — Concepto. — Avio  151. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  interpuesto  por  Juan  CalderSn  con- 
tra el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de 
casación  en  causa  por  abasos  deshonestos.  .  .  703 
21  OCTtraRE. —  Términos. —  Precepto  outori^adoT. —  Juío 
157. — Declarando  sin  lugar  el  recurso  interpues- 
to por  el  Ldo.  Francisco  Brioso  7  Bustillo  contra 
el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de 
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casaciún  eo  el  incidente  de  recusaciéa  de  funcio- 
narios judicialeí 810 

22  OcTireHE. — ■  Términoí. —  Precepto  autorisaáor. —  Auto 
158. — Declaranilo  bíd  lugar  el  recurso  interpues- 
to por  el  Ldo.  Francisco  Brioso  Buatillo  contra  el 
auto  que  le  nogó  la  admisiún  del  recurso  de  casa- 
ción en  incidente  de  reculación  de  funcionarios 
judiciolíí 823 

27  Octubre, — Securrentc. — Atito  165. — DeclaranUo  sin  lu- 
4  gar  el  recurso  interpuesto  por  Gaapar  Vütaríno 
contra  el  auto  que  le  aegó  la  admisidn  del  recur- 
so en  causa  contra  José  López  Vlllarino  por  fal- 
ecdad  y  estafa 860 

27  OcTUBRB. — Concepto. — Auto  167. — Declarando  híd  lu- 
gar el  recurso  interpuesto  por  Armando  Morales 
y  Rodríguez  contra  el  auto  que  le  negó  la  admi- 
sión del  recurso  en  causa  por  infanticidio .  80-í 

30  OcrvBRE.— Procedencia   del   recurso. — Auto    169. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por 
Juan  Roca  contra  el  auto  que  le  negó  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  en  causa  por  estafa.     887 

31  Octubre.— Su6íonoíi(}n  de  faltas. — Auto  170. — Decla- 

rando con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  An- 
tonio Cepero  Rodríguez  contra  el  auto  que  le  ne- 
gó la  admisión  del  recurso  de  casación  en  causa 

por  homicidio 839 

8  NoviEUBRK. — Precepto  autorteador.—Auto  171. —  De- 
clanmdo  sin  tugar  el  recurso  interpuesto  por  An- 
tonio Carrera  Cueto  contra  el  auto  que  Te  negó 
la  admsión  del  recurso  de  casación  en  causa  con- 
tra Vicente  Piñeiro  j  otros  por  robo 92il 

6  I^oviBUBBB. — Hechos. — Attto   ITS. — Declarando  sin  lu' 

gar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Juan 
Crespo  Guerra  contra  el  auto  que  le  negó  la  ad- 
misión del  recui'so  de  casación  en  causa  por  pa- 
rrieidio  frustrado 931 

7  NoviBMBBB.— rérmino.—  Precepto  autorizaáor. — Aato 

173.— Declarando  sin  lugar  el  recurso  interpues- 
to por  el  Iido.  Francisco  Brioso  Bustillo  contra  el 
auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción en  el  incidente  de  recreación  de  funciona- 
rios judiciatee .     9-Í5 

10  Noviembre. — Subsanacián  de  faltas.— Auto   177. — De- 
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13  Noviembre.— Hecftos. — átUo  178.— Declarando  c 

gar  el  recureo  interpuesto  por  la  defensa  de  Epi- 
íanio  Rodríguez  contra  el  auto  que  le  negó  la  ad- 
misión del  recurso  en  causa  por  estafa. 

17  NoviKMBBB. — Sechoa. — Auto   179.— Deílarando  sin 
gar  el  recurso  interpuesto  por  Eamón  Bello  c 
tra  el  auto  que  le  negó  la  admisióa  del  recurso 
de  casaclún  en  causa  por  dUparo  de  arma  de  fue- 


go. 


971 


27  NovlBUBRB. — Denegación  de  prueba. — Anto   186.- 

clarando  sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Ns- 
sario  Martínez  j  Rodríguez  contra  el  aut»  que  le 
negó  la  admisión  del  recurso  de  casación  e 
sa  por  lesiones lOSfi 

11  DiciKMBBR, — Beeho». — Avto   197. — Declarando  a 

gar  el  itcureo  interpuesta  por contra  «1 

auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casa' 
ción  en  cauaa  por  rapto 1101 

12  Diciembre. — Fechoí.— Juío    198.— Declarando   sin   lu- 

gar el  recurso  interpuesto  por  Eduardo  Arango 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur- 
,80  de  casación  en  causa  por  lesiones  tnenoa  gra- 
ves  1103 

1^  Diciembre. — Ley. — Auto  199. — Declarando  sin  Ingar 
el  recurso  interpuesto  por  Concepción  Vázquez 
contra  el  auto  que  le  negó  ta  admisión  del  recur- 
so .do  casación  en  causa  por  injurias IIOT 

17  Diciembre. — Snbsanación  de  faita.~Auto  200, — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por 
Anacleto  Hernández  contra  el  auto  que  le  negó 
la  admisión  del  recurso  de  casación  en  causa  por 
violaeión 1I2S 
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